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Asimismo, le pedimos que: 
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+ Conserve la atribución La filigrana de Google que verá en todos los archivos es fundamental para informar a los usuarios sobre este proyecto 
y ayudarles a encontrar materiales adicionales en la Búsqueda de libros de Google. Por favor, no la elimine. 

+ Manténgase siempre dentro de la legalidad Sea cual sea el uso que haga de estos materiales, recuerde que es responsable de asegurarse de 
que todo lo que hace es legal. No dé por sentado que, por el hecho de que una obra se considere de dominio público para los usuarios de 
los Estados Unidos, lo será también para los usuarios de otros países. La legislación sobre derechos de autor varía de un país a otro, y no 
podemos facilitar información sobre si está permitido un uso específico de algún libro. Por favor, no suponga que la aparición de un libro en 
nuestro programa significa que se puede utilizar de igual manera en todo el mundo. La responsabilidad ante la infracción de los derechos de 
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Si hubiera de esperarse á la terminación de los Anales de Cuba pertene- 
cientes á 1855 para comenzar á publicar los de 185G, pasaría la oportunidad de 
muchas de sus disposiciones, los suscritores que necesitan consultarlas frecuente- 
mente se verían privados por largo tiempo del auxilio que esta obra les ha ofre- 
cido, y habría algo de contradictorio en imprimir la legislación de 1855 sin aguar- 
dar á que se hubiese recopilado la de los años anteriores, y suspender la de 56 sin 
otra razón que la de hallarse inconclusa la de 55. 

Por mucho enlace que entre sí guarden los volúmenes en que se contengan 
unos y otros Anales, no tienen los posteriores tan absoluta dependencia de losan- 
teriores, que deban estos preceder á aquellos como el principio de una historia o 
romance precede al medio y al fin. Estas razones y otras de materíal dificultad 
que se han ofrecido para que en una sola imprenta se dé salida rápida á los origi- 
nales preparados, me han decidido á comenzar los Anales de la Isla de Cuba cor- 
respondientes á 1856 publicándolos ála parque los de 1855, siguiendo el mismo 
sistema que en estos, á saber: no omitir nada importante del año que rotula el 
volúmen; pero no circunscribirme á él de manera tan estricta que se deseche 
completamente 6 aplace lo relativo á los demas años anteriores ó posteriores. No 
por fijarme en este año según dije en la introducción de 1 855 ni por denominar A- 
nales esta obra, renuncio á tratar algunas materias en toda su estension, desde 
el descubrimiento y la conquista hasta nuestros dias; ántes por el contrario sien- 
do este el último fin de mis tareas, representando ese grado, el máximum de mis 
aspiraciones, procuraré alcanzarlo parcialmente sin dejar pasar ninguna ocasión 
oportuna que se me presente para emprenderlo con probabilidad de acierto, co- 
mo lo tengo ya hecho en varios artículos, pues la reunión de esas partes formará 
el todo que Dios mediante ofreceré algún dia á mis lectores. 

Asimismo me parece conveniente repetir aquí con toda sinceridad la invita- 
ción que hice á los funcionarios públicos y á los que cultivan las ciencias, para 
que adunen sus esfuerzos á los mios; no solo por desconfiar de mis propias fuer- 
zas sino también y mas especialmente, porque aun cuando tuviera la vana y ne- 
cia presunción de descollar por cima de mis coetáneos es para una sola cabeza 
escesiva la tarea impuesta. 
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Escritores distinguidos se me han brindado espontáneamente y otros tam- 
bién han correspondido desde luego á mi invitación: á todos les doy esta prueba 
pública de mi reconocimiento, sin perjuicio de consignar al pie de sus artículos 
las iniciales ó signos con que deseen distinguirse, porque nunca he pretendido 
vestirme con galas agenas. 

Agotados ios prospectos se reproduce á continuación su parte mas esen- 
cial no tapio por hacer alarde de que ha habido menos largueza en prometer que 
en dar,, como por creer oportuno que al frente de cada volúmen se consigne el 
fin que en la obra me propuse y la utilidad que espero proporcione, lo cual se es- 
píica concisamente en aquel documento. 


Tiene por obgete esta publicación l. ° Recopilar, comparar y comentar la 
legislación general, provincial y municipal de la Isla de Cuba: y 2. ° Reunir y 
agrupar ordenadamente los datos estadísticos necesarios para dictar acertada- 
mente las providencias que cada dia demanda el buen gobierno de la 
provincia, así como para estudiar a buido ó escribir sobre cualquiera cüestion 
de interés general. 

Su utilidad es tan de bulto que detenerse á demostrarla seria oscurecerla. 

Ofrece á las autoridades una biblioteca portátil, un archivo manual que 
contendrá sus propias obligaciones, las de"sus subordinados y las de los demas 
funcionarios públicos con quienes se hallan en relación frecuente; todas las cua- 
les necesitan conocer y consultar muchas veces con premura. 

Los empleados de todas las carreras, desde el mas elevado hasta el mas mo- 
desto, los del estado, como los del municipio, los nuevos y los antiguos, encontra, 
rán < n ella, cuantas leyes, decretos, reglamentos, ú órdenes que causen regla 
general se hayan espedido para la Isla de Cuba por S. M. ó por cualquiera de las 
autoridades que tienen atribuciones en cierta manera legislativas. 

Los que se dedican al foro hallarán reunidos los autos acordadosde la R1-* 
Audiencia; la jurisprudencia criminal del teriitorio, ciencia preciosa que no se ha* 
lia en libro alguno; las sentencias que forman ó pueden contribuir á formar ju-¿- 
risprudencia civil; los aranceles de costas procesales; los códigos españoles, se- 
gún se vayan haciendo estensivos á esta provincia, y todas lasderoas reglas á que 
deben atenerse en el egercicio de sus respectivas funciones, asi como los funda- 
mentos en que se apoyan y las controversias mas notables á que su inteligencia 
ó aplicación diere lugar. 

Los comerciantes tendrán á la mano todas las alteraciones que en los aran- 
celes y reglamentos de aduanas de la Isla y de los demas países con quienes sos- 
tienen relaciones de tráfico se introduzcan; el código y la ley de enjuiciamiento 
mercantil español, cuando concluida la reforma, que están sufriendo en la Penín- 
sula, se manden observar en esta Isla; los estatutos de los bancos y sociedades 
de comercio que se establezcan con autorización del Gobierno; la estadística de 
la producción y del movimiento mercantil, y todo lo demas qtie le9 és concémién- 
te y no sea transitorio. 

Para los mititares de mar y tierra será una biblioteca la mas completa que 
hasta el dia se conoce; pues ha de contener todas las disposiciones generales de 
la Península quejes son aplicables, y las especiales de la Isla que se les comunican 
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por sus respectivos gefes superiores, muchas de los cuales no so publican ui se 
recopilan. 

Los navegantes verán aquí los faros existentes en las costas de Cuba y to- 
dos los que en las otras partes del mundo se establezcan, con su situación geo- 
gráfica escrupulosamente fijada y la descripción de su clase, altura, luz etc., a- 
demarde las señales de bahías, bajos nuevamente descubiertos y otras noticias 
que les interesa en sumo grado tener á la vista en sus tan útiles cuanto aventu- 
rados viages. 

A todos los habitantes en fin de esta gran Antilla, sean agricultores, artesa- 
nos, hombres de negocios 6 meros vecinos, interesa mas ó menos, y se les faci- 
lita el conocimiento de lo relativo á los numerosos importantes y complicados 
artículos de este diccionario. 

Por eso se dirige á todos y á cada uno de los que residen en la Isla de 
Cuba: confiando en que darán una prueba mas de la ilustrada tendencia al sa- 
ber que los distingue, sosteniendo una publicación que aspira á ser permanente, 
que no lo podrá lograr sin suiindispensable apoyo, y que no ensayándose por vía 
especulativa sino de instrucción, buscando en ella mas que el provecho la hon- 
ra, masque la material utilidad la estimación de nuestros conciudadanos; admite 
mejoras indefinidas ó disminución progresiva de precio, habiendo calculado el 
actual como indispensable para su sostenimiento: y si conseguimos interesarlos 
en nuestra obra, si alcanzamos nada mas qtíe una parte de nuestros propósitos, 
si logramos proporcionar alguna utilidad á nuestros convecinos, quedará satisfe- 
cha nuestra justa ambición. 

Invitamos^* último á las autoridades, á las corporaciones científicas, á las 
sociedades de todas clases y á las personas dedicadas á cualquier ramo del sa- 
ber humano á que contribuyan á la construcción del edificio que vamos á levan- 
tar en servicio del público, con sus ideas, con sus trabajos, con los materiales pre- 
ciosos de que disponen, en la seguridad que agradeceremos sobre manera los da- 
tos estadísticos que se nos proporcionen, tan escasos por regla general y tan difí- 
ciles de reunir; que recibiremos con gusto cuantas observaciones se nos hagan; 
que nada rechazaremos con tal que coadyuve á desarrollar y engrandecer en es- 
ta tierra privilegiada la inmensa, fecunda y multiforme idea denominada civiliza- 
ción. 


Aunque hasta ahora la publicación trae sacrificios mas bien que rendimien- 
tos, deseando ponerla al alcance de mayor número de fortunas, continuando en 
el propósito arriba indicado de solicitar con ella mas honra que provecho y espe- 
rando confiadamente en la protección y apoyo del gobierno, se ha aumentado un 
pliego de impresión á cada entrega lo cual sin complicar la contabilidad equivale 
á rebajar 2 5 p.g en el precio. 

Habana l.° de Julio de 1857. 

Félix Erénchun. 
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ABANDERAMIENTO- -El acto de bricacion y la bandera en que se intro- 
inscribir ó ser inscrito en la matrícula troduzca. Partida 1174 del arancel de 
nacional un buque construido en pais es- 1853. V. anales de 1855, aduanas. 
trangero. Por esta definición se viene Estas disposiciones, consideradas eco- 
en conocimiento de la diferencia que nómicamente, pertenecen á la escuela 
hay entre matricidar y abanderar: am- proteccionista cuyos principios, aplica- 
bos hechos dan al buque el derecho de [dos con tino, han producido en ciertos 
usar de la bandera ó pabellón nacional: casos innegables beneficios á la indus- 
por ellos adquiere las inmunidades y pri- tria protegida, y á las demas que con 
vilegios consiguientes; pero el abandera - ¡ ella se rozan; pero que puestos en prác- 
miento se aplica á los buques de cons- tica como un estímulo de los intereses 
truccion estrangera,y la matriculacion á¡ particulares á fin de desarrollar y per- 
ios de construcción nacional; de suerte j feccionar en esta Isla la arquitectura 
que el abanderamiento es á las embar- ¡ naval, no han producido los favorables 
caciones lo que la naturalización á las resultados á que se aspiraba, 
personas. Es un hecho cuya certeza está al al- 

Los buques pertenecientes á estran- canee de todos y cuya verdad no nece- 
geros nunca han podido ni pueden ser ¡ sita demostración, que es por demas re- 
abanderados en España. Los de cons- ducido el número de embarcaciones que 
truccion estrangera propios de españo- se construyen en nuestros astilleros, si 
les pueden abanderarse cuando midan se atiende á las necesidades que la in- 
mas de 400 toneladas, y aun entonces dustria y comercio del pais han creado, 
solo se concede el abanderamiento me - 1 y esas construcciones cuyas cualidades 
(liante el pago de 6 pesos por cada uno, ! de solidez, buen andar etc. en nada aven- 
advirtiendo que no se entiende por aban- [tajan á las de los buques estrangeros, 
deramiento la introducción de embarca- tienen en su contra comparadas cones- 
ciones menores sin cubiertas, como ba- tos un escesivo costo que dificultando su 
kmdras, botes ó sereníes, pues estos pa- ■ adquisición disminuye la demanda v pa- 
gan como cualquiera otro efecto ó mer-; raliza ó estanca el desarrollo de la in- 
caderia del 7$ al 334 p§ sobre avalúo, dustria. 

según sea nacional 6 estrangera su fa- Pero la evidente ineficacia de la pro- 
2 1856 . 
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ABANDERAMIENTO. 


teccion de que tratamos no constituye 
ciertamente un fenómeno económico ni 
se aparta de las reglas generales de pro- 
ducción; sino que por el contrario en 
ellas encontramos la esplicacion, ó me- 
jor dicho, el origen de esa ineficacia. 

En todos los países el interes indivi- 
dual conduce á los hombres á la esplota- 
cion de las fuentes de riqueza que con 
ménos trabajo retribuyen en mas abun- 
dancia sus esfuerzos. Esto ha hecho que 
en la Isla de Cuba se concentren las 
fuerzas en el cultivo de sus feraces cam- 
pos, con un casi total olvido de otras in- 
dustrias cuyos productos eran y aun hoy 
son mas eventuales ó ménos pingües. 
De aquí ha resultado que la mano de 
obra, cara de suyo en un pais en que es- 
casean los brazos, lo sea aun mas tratán- 
dose de construcciones á que se han de- 
dicado muy pocos individuos y cuyo 
número no puede aumentar fácilmen- 
te, porque no todos están dispuestos á 
inscribirse en la matricula de la gen- 
te de mar. 

Á pesar, pues, de la escelencia y va- 
riedad de las maderas de la isla y á 
causa de los crecidos jornales que en ella 
se pagan, los buques que se construyen 
en sus astilleros son, repetimos, escesi- 
vamente caros y en muy reducido nú- 
mero. Creemos por esta razón que nues- 
tra legislación sobre abanderamiento, 
exige una importante reforma en senti- 
do anti-proteccionista, porque apenas 
hay á quien proteger, como mas abajo 
indicaremos, y porque ella egerceria una 
poderosa y benéfica influencia en nuestra 
marina mercante y aun pudiéramos decir 
también que en la de guerra, aun cuando 
solo tuviéramos en cuenta que los tripu- 
lantes de los nuevos buques serian den- 
tro de poco tiempo expertos marineros, 
que acostumbrados á las fatigas y aza- 
res de su egercicio, constituirían un cuer- 
po de reserva para el caso en que una 
guerra ú otro accidente los hiciese nece- 
sarios á bordo de los buques de guerra. 

También el comercio en particular y 
todos los ramos de la ríqueza pública en 
general, ganarían mucho en los mas fre- 
cuentes y económicos medios de comu- 
nicación y transporte de sus productos. 
Y no se opongan á estas ventajas las 
consideraciones á que son acreedores los 
derechos existentes y creados á la som- 


bra de dicha protección; porque esos de- 
rechos son de escasísima importancia, 
atendida la de los que reclaman la refor- 
ma, y porque esos intereses es proba- 
ble que nada sufrieran. En efecto, los 
propietarios de terrenos cuyos bosques 
suministran las maderas de construc- 
ción, apénas se perjudicarían; porque en 
la actualidad es insignificante el núme- 
ro de aquellas que se destinan en la Isla 
al indicado obgeto, si se compara con el 
de las que se exportan, que diariamente 
irá en aumento, influyendo en ello la 
misma reforma de que tratamos. 

Tampoco merecen grande atención 
los pretendidos perjuicios que á nuestros 
carpinteros de ribera habia de causar la 
franquicia á que aludimos; pues estos 
por ser pocos, encontrarían en las repa- 
raciones y carenas ocupación constante 
y retribución justa, máxime cuando el 
pasmoso incremento de la Isla hace que 
sus puertos sean incesantemente visita- 
dos por numerosas embarcaciones de to- 
dos portes y nacionalidades. 

De lo espuesto deducimos: 

1. ° Que debe alzarse la prohibición 
de abanderar los buques menores es- 
trangeros, ya que de hecho la ley no ob- 
tiene una rigorosa observancia. 

2. ° Que debe asignarse por dere- 
chos de abanderamiento á los buques 
menores de 400 toneladas una cantidad 
menor de 6 pesos, á fin de aumentar la 
marina de cabotage que no solamente 
puede contribuir al desarrollo de la ri- 
queza de la Isla, sino también á la de- 
fensa contra enemigos esteriores. 

PARTE LEGISLATIVA. 

Pasando ahora revista á la legislación 
de 1 856 á fin de hacerla constar en este 
lugar, aun cuando se halle inserta en 
otro, encontramos únicamente dos dis- 
posiciones, á saber: 

1. 03 Ley de 27 de Febrero concedien- 
do á Arrigunaga el abanderamiento en la 
Habana deG vapores de madera , con des- 
tino d la navegación del golfo de Méjico. 

2. R. O. de 25 de Agosto de 1856 
declarando que son parte integrante de 
las embarcaciones que se presenten á 
abanderarse , los efectos necesarios para 
navegar , los conocidos con el nombre de 
repuesto y los de aguada y cámara. 
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Ambas se encuentran en los Anales 
de 1855, donde se trato con estension 
todo Jo relativo á las aduanas. 

4BANBPN0 DE BESTfflO-Es la de- 

jacion arbitraria que hace el emplea- 
do, del cargo que desempeña. 

Sin duda el que acepta el emplecLque 
se le confiere, contrae ademas de la obli- 
gación de desempeñarlo satisfactoria- 
meq¿e, la de llenar ese deber por la du- 
ración que consigo lleva el propio desti- 
no. Media en esto una especie de con-: 
trato entre el gobierno que nombra y el 
empleado que acepta, y tanto el uno co- 
mo el otro á virtud de ese convenio táci- 
to quedan rigorosamente obligados, por 
parte del que nombra á no destituir sin 
justa causa, por parte del nombrado á 
no suspenderlas funciones que desempe- 
ña sin fundado motivo. 

No es obgeto del presente artículo e- 
xaminar la conveniencia que resulta á 
la causa pública de la mayor ó menor 
duración de los empleos, y de la seguri- 
dad que tenga el empleado de no ser re- 
movido sin motivo legal. Las considera- 
ciones en la materia, deben por lo mis- 
mo limitarse al cumplimiento por parte 
del empleado, del deber en que se cons- 
tituye por la aceptación del empleo, pa- 
ra desempeñarlo por la duración corres- 
pondiente. 

El empleado que no puede ó á quien 
no conviene seguir desempeñando su 
ministerio, puede hacer renuncia de el al 
superior que le hizo el nombramiento, 
para que se le sustituya con otro; y la re- 
nuncia se le admite ó deja de serlo si pa- 
ra ello media inconveniente ó no hay 
motivo bastante que la determine; bien 
que nunca se use de mucho rigorismo 
en el último punto^acaso por no ser fre- 
cuentes semejantes renuncias. 

Admitida la renuncia, tiene lugar la 
sustitución del empleado, y ni la causa 
pública sufre en tal caso la vacante de 
uno de los funcionarios consagrados á 
su servicio, ni él empleado rompe á su 
voluntad el convenio tácito celebrado 
con el que le nombró, ni ha faltado á un 
superior, separándose arbitrariamente de 
dar cumplimiento á los deberes á que le 
sugeta el mismo nombramiento que le 
hizo. 

Ese perjuicio y faltas proporciona el 
abandono de destino, á que no preceden 


la correspondiente renuncia y su admi- 
sión. 

Sin embargo el código penal moder- 
no, que es el que de semejante asunto 
se ocupa, solamente castiga aquel aban- 
dono cuando no habiéndose admiti- 
do la renuncia al empleado abando- 
na el destino con daño de la causa 
pública. La pena que para este ca- 
so designa es la de suspensión ó inhabi- 
litación temporal para cargo ú oficio. 
(Art. 289). Bien se concibe que lo mis- 
mo es hacer el abandono sin haberse ad- 
mitido la renuncia, que hacerlo sin re- 
nunciar; pero la ley exige ademas que 
el abandono se haga con daño de la cau- 
sa pública. Aun cuando no medie la úl- 
tima circunstancia, es digno de correc- 
ción con solo el hecho del abandono, 
que viola el cumplimiento de una obli- 
gación y que lleva consigo un desacato 
aj. superior que hizo el nombramiento; 
pero la ley no impone para esto pena al- 
guna. 

Dispone si, sobre este mismo particu- 
lar del abandono, que los empleados que 
continuaren desempeñando sus cargos 
bajo el mandato de los alzados en caso 
de rebelión, ó que sin habérseles admiti- 
do la renuncia de su empleo lo abando- 
naren cuando haya peligro de aquella 
rebelión ó sedición, incurran en la pe- 
na de suspensión á la de inhabilitación 
perpetua especial, [Art. 187], 

El Sr. Caravantes al comentar esta 
disposición dice, que se funda en la pre- 
sunción que en semejante caso media de 

3 ue exista connivencia entre los emplea- 
os y los rebeldes, ó por lo menos un cál- 
culo interesado, vergonzoso y desleal. 

El artículo comprende dos estreñios. 
Primero; la continuación del desempeño 
del destino bajo el mandato de los al- 
zados. Segundo, el abandono del mis- 
mo destino cuando media el peligro de 
rebelión y no se ha admitido la renun- 
cia. 

En el primer caso cabe de lleno la 
presunción de la connivencia con los 
culpables, y aun cuando esa conniven- 
cia no se suponga siómpre anterior al 
alzamiento, tiene lugar después, con la 
continuación del empleó bajo el mando 
de los alzados.. El empleado que con- 
tinuó desempeñando su destino en tales 
circunstancias en vez de renunciarlo, ra- 
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zon es que según las circunstancias mas 
ó menos agravantes ó atenuantes que á 
ello lo determinaron, quede en suspenso 
de el ó inhabilitado para volverlo á e- 
jercer en ningún tiempo bajo el Gobier- 
no á que faltó de semejante manera. 

En el segundo caso no es tan suponi- 
ble esa connivencia entre el empleado y 
los rebeldes, porque con el desempeño 
del propio destino se puede contribuir 
de un modo mas eficaz al progreso de 
la rebelión. Sin embargo el empleado 
mas que ningún otro particular, se en- 
cuentra en el caso de sostener al gobier- 
no establecido, de cuya administración 
compone parte; y abandonar su puesto 
en circunstancias de encontrarse aquel 
comprometido, perjudica á la causa pú- 
blica y agravia al propio gobierno. Ma- 
yor es su culpa en el particular, cuando 
el hecho de no habérsele admitido la re- 
nuncia que designa el Código supone Ja 
necesidad que el mismo gobierno tiene 
de la permanencia de su persona en el 
destino. Por eso sin duda no ha añadido 
el Código la circunstancia de que el aban- 
dono se haga con perjuicio de la causa 
pública, porque en tales circunstan- 
cias críticas el mero abandono lleva 
consigo semejante perjuicio. . 

El caso de que ese abandono tenga 
lugar en las mismas circunstancias sin 
que preceda la renuncia, tampoco está 
comprendido de una manera terminan- 
te en las disposiciones del Código. Debe 
suponerse sin embargo, que esa nueva 
falta es níayor motivo para la imposición 
de la pena en su mas alto grado, porque 
el hecho proporciona las mismas conse- 
cuencias que Se tratan de corregir, con 
mas un desacato para el gobierno, y nía- 

Í ror compromiso en que se le pone, por 
a falta ae aviso ó renuncia, que pudiera 
servir para la sustitución de otro emplea- 
do en el destino. Cuando el abandono 
tenga motivo mas considerable referen- 
te á la rebelión, dejará de ser deli- 
to principal, para convertirse en cir- 
cunstancia accesoria de otro delito mas 
importante. 

Hemos consiguacjo aqui la doctrina 
que precede no solo para que se tenga 
presente el dia en que se mande aplicar 
el Código penal en esta provincia, sino 
también porque careciendo en ella de 
legislación especial pard* reprimir el a- 


bandono de destino, delito posible aun- 
que piteo Irecuente, podrá acudirse á los 
principios establecidos en la Península co- 
mo doctrinaequitativa justa y prudente si 
llegase el caso de castigarlo. R . Pina . 

ABANDONO DE PERSONAS.-^ a- 

bandono puede tener lugar respecto de 
los niños recien nacidos, respecto de los 
infantes, y respecto de los que se encuen- 
tran en estado de demencia ó cautiverio. 
En cuanto á los recien nacidos hay dife- 
rencia en el acto del abandono y el de su 
exposición , supuesto que por lo segundo 
se entiende propiamente su colocación 
en alguno de los establecimientos públi- 
cos destinados para recojerlos, y de ese 
hecho les viene el nombre de expósitos. 
Esa exposición pues, ha venido á ser un 
acto tolerado por la ley, sugeto á reglas 
y principios, y de que provienen la crea- 
ción de unos derechos y la privaci on de 
otros. 

2. Con arreglo á la L.4 del Dig. de Ag- 
noscendis líber is, el abandono del recien 
nacido en los lugares públicos, se equi- 
paraba enteramente al homicidio, asi co- 
mo también cualquier otro medio dirigi- 
do á proporcionar la muerte del feto ó 
del mismo recien nacido. La L. 2 tit. 52, 
lib. 0 del Cod.'y la Nov. 153 privaron 
de la patria potestad al padre que aban- 
donaba á su hijo en la infancia. 

3. Por nuestro antiguo derecho (Ll.l, 2 
y 3. tít. 24, lib. 4 del Fuero Real y 4 tít. 
20 Part 4) los padres que abandonaban 
á sus hijos en edad en que no pueden a- 
limentarse pierden todo derecho sobre e- 
Ilos, sea cual fuere el motivo que deter- 
mine semejante abandono. Por lo mismo 
no podrán reclamarlos después de la 
persona que se haya ocupado de su crian- 
za, ni tampoco heredar los bienes que 
los propios hijos lleguen á adquirir. 

4. Pero las mismas leyes distinguieron el 
caso desque el abandono ó exposición de 
los hijos tuviese lugar sin el conocimien- 
to de los padres. En semejante, caso les 
concede derecho para hacer la reclama- 
ción siempre que juren no haber sabido 
de aquel abandono y que hagan esa re- 
clamación luego que el hecho llegue á su 
conocimiento. 

5 Teniendo lugar semejante reclama- 
ción porque respecto de ella medien los 
dos requisitos recomendados, las mismas 
leyes hacen de cuenta de los reclaman- 
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tes loa alimentos suministrados por aque- 
Uos á cuyo cargo estuvieron lo^ aliando- 
nados. De esos alimentos sin embargo 
deben satisfacerse tan solo los invertidos 
hasta los diez años de edad del alimen- 
tado; porque se considera que desde en- 
tonces en adelante, los compensa el úl- 
timo cou los servicios que puede prestar, 
y por fin al juez toca graduar su impor- 
tancia de una manera equitativa. 

6 En cuanto al párvulo esclavo asi a- 
bandonado, no es uniforme la disposición 
de la Ley de Partida (4. tit. 20 Part. 4). 
con la del Fuero Real (1 tit. 23 lib. 4). 
La primera dispone de una manera de- 
cisiva que el esclavo así abandonado, 
por el mismo hecho sea libre, y la segun- 
da ordena, que el dueño que así abando- 
nare ó dispusiere el abandono ó lo con- 
sintiere, pierda el derecho que tenia so-< 
bre el esclavo, pasando á aquel que le 
crió, á menos que no se moviere á cri- 
arle por razón de aquella piedad re- 
comendada. 

7 Entre estas dos disposiciones la mas 
atendible sin duda es la del Fuero Real, 
por cuanto la de Toro, dispuso que pri- 
mero se atendiese á ellas que a las de 
Partida, siempre que no concordaranen- 
tre sí. Por lo mismo en el evento de fine 
alguna persona, encontrando un niño a- 
bandonado, se ocupase de criarlo pro- 
testando hacerlo suyo en el caso de re- 
sultar esclato, adquiriría el dominio en 
él, siempre que con efecto hubiere naci- 
do sugeto á servidumbre.* 

3 Mas para que esto tuviese lugar me- 
diana hoy un grave inconveniente. Lo es 
la ley de 9 de Mayo de 1835 vigente en 
Ultramar (1) por la cual se dispone que 
todo semoviente, mueble ó inmueble va- 
cante, ó sin dueño conocido correspon- 
da al Estado. Será por lo mismo ineficaz 
la voluntad de adquirir el siervo en el 
que le tome para criarle. No hay término 
hábil para conseguirlo á virtud de »'a re- 
nnucia al dominio del anterior dueño ha- 
biendo mayor fundamento pará adjudi- 
carlo al Estado; pero como si el que le 
cria no le adquiere, no puede suponérse- 
le otra intención que la de la piedad, al 
suministrarle los alimentos, nos inclina- 
mos á creer que en tal caso procedería 
declarar libre al expósito. 


[1], Véase Zamora toin. 2, pag. 86. 


9 Tampoco están acordes la Ley de 
Partida y la del Fuero citadas sobre sí 
para reclamar los alimentos en los ca- 
sos esplicados, es preciso que se protes- 
ten oportunamente. La de Partida io su- 
pone cuando dice, que criándose al a- 
bandonado por amor de Dios y siu otro 
propósito de galardón, semejantes ali- 
mentos nunca puedap reclamarse; pero 
la del Fuero no indica tal circunstancia. 
Habla del abandono del niño libre por 
sus padres y después del siervo; y con- 
cluye en que siendo la crianza por mer- 
ced no se adquiere el derecho de servi- 
dumbVe, y el Alcalde fágale dar las cos- 
tas de los bienes de su padre ó de aquel 
que h había en poder . 

I 0 Es claro que esta disposición en sus 
miembros se refiere respectivamente á 
lo* dos casos del libre y del esclavo cria- 
dos por merced. No podia ser que res- 
pecto del libre no tuviese lugar la ac- 
ción cuando so hizo por piedad, y si res- 
pecto del esclavo ademas de no sugetar- 
sele entonces a servidumbre. No podia 
ser que el padre libre no pagase en caso 
semejante los alimentos y cuando se tra- 
ta del esclavo los pagase el dueño y has- 
ta el mismo padre inocente. La lev del 
Fuero Real no salva en el asunto el pio- 
pósito déla piedad, sino para escusar la 
servidumbre del abandonado, y manda 
satisfacer siempre los alimentos y su te- 
nor debe cumplirse con preferencia á 
la Lev de Partida. Fuera del argumento 
de autoridad, que es decisivo en este ca- 
so, el principio humanitario de la ley de 
Partida estará bien aplicado para no re- 

i ducir á ntjeva servidumbre al abandona- 
do, para n* cobrar del mismo los ali- 
mentos; pero no se encuentra razón de 
tanta fuerza para hacerlo estensivo al 
que cometió el abandono, y al cual no 
puede estenderse aquella piedad reco- 
j alendada, teniendo el padre bienes con 
que responder á esa obligación. 

I I Dé propósito me he detenido en 
estas cuestiones, que no encuentro trata- 
das en nuestros escritores de derecho y 

I que son de especial aplicación en esta 
Isla, en lo’que hace á la esclavitudque en 
ella existe. 

12 Respecto de las penas que debe lle- 
var el delito de semejante abandono, la 
i Ley del Fuero Real también citada al 
! principio [L. 3tit. 23 Lib. 4 ] impune la 
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muerte, siesta tiene* lugar por conse- 
cuencia de acjuel hecho. No teniéndola, 
el castigo seria á arbitrio del juez como 
los mas (jue se verificaban antes de la 
promulgación del moderno código penal. 
Y es consiguiente que para la gradua- 
ción de semejantes penas haya de tomar- 
se en consideración el daño que se oca- 
sione al párvulo con motivo del abando- 
no asi llevado á efecto. 

13 Ese abandono es tanto mas punible 
en los actuales tiempos, cuanto que las 
mismas leyes, para evitar los infantici- 
dios que pudieran ocasionarse por nece- 
sidad cstremada, ó para encubrimiento 
de faltas, reconoce la existencia de las 
casas de Maternidad y Beneficencia, y 
aun autoriza la exposición por medio de 
los Párrocos. (L. 5 tit. 38 lib. 7. Nov. 
Rec.) Por lo mismo la ley citada en sic 
art. 24, insiste en la severidad del castigo 
que merecen las personas que hacen el 
abandono de las criaturas especialmente 
de noche á las puertas de las Iglesias ó 
de personas particulares ó en lugares o- 
cultos; y añade que los que consumaren 
semejantes hechos tendrán menor pena, 
si después de hecho el abandono en pun- 
to donde la criatura no tenga peligro de 
perecer, el autor del hecho da luego no- 
ticia al Párroco personalmente ó por es- 
crito con expresión del lugar en que se 
encuentra aquella criatura, para que sin 
demora sea recogida. 

14 Si el que espone á un'hijo conforme 
á la propia ley, pierde respecto de él to- 
do derecho con las escepciones de que se 
hará referencia en el artículo Expósitos, 
con mayor razón deberá acoqjecer res- 
pecto del que hace de él propiamente un 
abandono, esceptuándose solamente a- 
quellos casos en que el mismo abandono 
sea forzoso sin que en ello medie la vo- 
luntad de los padres. Y lo mismo debe- 
rá acontecer respecto del siervo en la 
manera que ya se ha significado. 

15 El Código penal, llena cumplida- 
mente el vacío que nuestra antigua legis- 
lación dejaba en la materia. Sus disposi- 
ciones bien consideradas, se estienden á j 
imponer penas por el abandono, asi de | 
parientes como de estraños, y con cir- 
cunstancias mas ó menos agravantes. Y i 
también considera el hecho bien como j 
delito, ó bien como falta para de la pro- 
pia manera imponerle acomodada cor- 


rección. 

16 Desdo luego el abandono que por 
precisión ocasiona la muerte necesaria- 
mente deberá estimarse cual verdadero 
homicidio, asi como también si de él se si- 
guiere alguna lesión ó daño, deberá ser 
considerado el mismo delito como si in- 
mediatamente tuviesen lugar por el que 
lleva á efecto el abandono. Así se dedu- 
ce de la segunda parte de los artículos 

! 336 y 41 1 Y el solo hecho del abando- 
| no en circunstancias á propósito para po- 
ner en peligro la vida de un niño, debe- 
¡ rá castigarse con prisión correccional. 

\ El mismo artículo 411 en su segunda par- 
te citada. y 

1 7 Si ese abandono que por precisión 
ocasiona la muerte seegecutare por una 
madre, para ocultar su deshonra y res- 
pecto de un niño que no haya cumplido 
tres dias, no tendrá sin embargo mas 
pena que la de prisión menor, así como 
lade prisión mayor respecto de los abue- 
los maternos en las propias circunstan- 
cias, pues el delito será entonces de in- 
fanticidio (Art: 336). V. Infanticidio. 

10 Cuando el abandono tiene lugar 
respecto de un niño menor de siete a- 
ños, sin otra circunstancia agravante, e- 
se mero hecho lleva consigo, la pena do. 
arresto mayor y una multa de 10 á 100 
duros. (El mismo art. 1. ^ parte). Es de 
comprenderse que para la imposición de 
esas penas, en su grado má?íimun ó mí- 
nimum, deberá tomarse en cuenta la cir- 
cunstancia de si el que hace el abandono 
| es ascendiente hermano ó afin en los 
mismos grados del ofendido, asi como 
las demas agravantes de los delitos [Art. 
10]. Y asimismo deberá tomarse en con- 
>ideracion la de que si el que hace 
el abandono sea esclavo de los ofendidos 
cuyo particular que no advierte el Códi- 
go, es igualmente digno de tenerse pre- 
sente en esta Isla. 

1 9 Con el mismo.motivo del abandono 
impone la ley la pena de cadena perpe- 
tua á todo aquel que habiendo sustraido 
un niño menor de siete años, no da ra- 
zón de su paradero ó acredita haberlo 
dejado en libertad, asi como también al 
que abandonando un niño menor de la 
propia edad no acredita que lo dejó a- 
bandonado sin haber cometido otro de- 
lito, [Arts. 408 y 413], 

<*20 El motivo de estas últimas disposi* 
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ciones, según advierte el Sr. Caravantes 
comentador del Código, es la presunción 
que obra contra aquel en cuyo poder se 
hallaba el niño, de haber cometido con 
él otro delito mas grave, mientras no a- 
credite lo contrario; y el fundamento es 
satisfactorio. 

21 Aun puede cometerse falta en esta 
materia deabandono sin que haya respec- 
to del que la cometa un hecho directo pa- 
ra la consumación del delito. Incurrirá en 
semejante falta el que encontrando a- 
bandonado ó perdido á un menor de sie- 
te años, no lo entrega á su familia ó le 
recoge y deposita dando en los dos úl- 
timos casos cuenta á la Autoridad. El 
código le impone la multa de 5 á lo du- 
ros (Art. 486, núm. 11.), y con razón 
ciertamente, porque todos estamos en o- 
bligacion de contribuir al bien de la so- 
ciedad, de socorrer al desvalimiento 
cuando de ello no se nos sigue ningún 
perjuicio, y porque es contribuir á la con- 
sumación de un delito, no evitarlo cuan- 
do nos es dable hacerlo sin ningún que- 
branto. 

22 Continuando el código en la misma 
previsión, considera el caso en que algu- 
na persona esté encargada de la crianza 
ó educación de un menor, y prohíbe que 
de ninguna manera pueda entregarlo á 
establecimiento público ú otra persona, 
sin ponerse antes de acuerdo con aquel 
que se lo encargó. Ha considerado tam- 
bién que puede faltar la persona que hi- 
zo el encargo, no teniendo obligación de 
alimentar al menor el encargado, y aun 
también en este caso le prohíbe que por 
si pueda entregarlo á otra persona ó es- 
tablecimiento, pues ha de ocurrir á la 
autoridad con ese obgeto. La infracción 
de estas prevenciones se castiga con 
multa de 20 á200 duros; los cuales de- 
berán aumentarse cuando se aplique el 
Código á esta Isla por la diferencia esti- 
mativa de la moneda entre ella y la Pe- 
nínsula (Art. 412). 

23 A tal estremo llega la previsión del 
Código novísimo en este particular de a- 
bandono de personas (Art. 483 núm: 3.) 
que impone las penas de reprensión pri- 
vada y arrestóle tres á quince dias; á 
los padres de familia que incurren en a- 
queí abandono, por el hecho de no pro- 
curar á sus hijos la educación que per- 
miten y requieren su clase y facultades. 


i Semejante descuido constituye una falta 
I de mas trascendencia de lo que á prime- 
ra vista parece, y es por lo mismo digna 
I de corrección. Fuera déla corrección, 

¡ la disposición legal supone también en 
' la autoridad pública, la necesidad de in- 
j vestigar la conducta de los padres res- 
pecto de la educación de los hijos, cuan 
do de una manera notable faltan á se- 
mejante deber. Esta vigilancia, evita en 
mucho el resultado de la vagancia; y la 
perpetración de otros delitos, aumentan- 
do también el valimiento del Estado, que 
va en razón directa del de los individuos 
que lo componen. La aplicación del 
mandato legal es de mucha mayor im- 
j portancia en esta Isla, donde por des- 
gracia hay algún descuido en proporcio- 
nar á los hijos esa educación acomodada 
á su clase, primero de los bienes, y que 
por-.si solo puede servirles de patrimonio. 

24 Suponiendo vijente el Código penal 
novísimo para cuando lo estuviere, á mas 
de las penas que impone al padre que 
hace abandono de su hijo, ¿quedará a- 
quel privado de la patria potestad, con 
arreglo á las disposiciones de nuestros 
otros códigos? Razones hay en pro y en 
contra del resultado. 

25 Para que se pierda la patria potestad 
puede alegarse que el abandono equiva- 
le áuná renuncia de semejante derecho, 
mas bien que á una pena por semejan- 
te falta: que si el que expone á un hijo 
en la manera tolerada por hi ley, pier- 
de aquella potestad sin que' le sea per- 
mitido después reclamarla, fuera de los 
casos escepcionalesque el derecho de- 
termina, mayor razón hay para que su- 
ceda lo mismo cuando media e abando- 
no; y por fin, que disponiéndola ley que 
cuando el padre maltraía cruelmente al 
hijo quede privado del poderío que so- 
bre él tiene, el hecho del abandono es 
en si mismo un acto de crueldad, que 
debe proporcionar el mismo resultado 
civil. 

26 Las razones que se presentan en a- 
poyo de la opinión contraria, son mas po- 
derosas sin embargo. Porque la pérdida 
de la patria potestad por las antiguas le- 
yes era propiamente una pena impues- 
ta á la simple exposición ó abandono, y 
esa pena se encuentra sustituida con o- 
tras en el Código, según los grados de 
cul pabilidad que en el hecho concurran 
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Porque en relación ese código con el 29 Media también una especie de aban- 
proyecto del otro civil, en el último no se i dono de personas cuando el mayor de 1 8 
castiga la exposición con la pérdida de, años,abandona á su ascendiente loco ó 
la patria potestad, considerándose la si- 1 desmemoriado asi como al cautivo y al 
tuacion de los padres que les reduce á contrario, por el hecho de no socorrerles 
semejante estremo, cuando en el caso ó sacarles de cautiverio. EFculpable de 
no median las circunstancias que el pro- semejante abandono, pierde en unosca- 
pió Código penal prevee. Y en fin por- sos el derecho á heredar y en otro* pue- 
que la misma simple exposición no trae de ser exheredado por aquel que fué ob- 
consigo la crueldad y maltrato, que ec- goto del abandono. (Ll. 5. 6 y 1 1 tit. 7, 
sistiendo se castiga do otra manera, que- i Partida 6). 

dando la privación de la patria potestad 30 Semejante falta no se toma en cuen- 
que también dispone d mismo proyecto ta por el Código penal moderno, deján- 
de Código, para los otros casos en (pie dola sugeta á las disposiciones de la ma- 
por él sea prudente sacar al hijo del po- ¡ teria civil. Solo sí impone la multa de 
der del padre. medio á cuatro duros, al que encargado 

27 Esta misma consideración amienten- de la guarda de un loco ó demente le 
der, servirá de nuevo apoyo para el cum- deja vagar por sitios públicos sin la de- 
plimiento de la Ley del Fuero Real, que 1 bida vigilancia (Art. 495 núm. 8). 
obliga al J)adre á satisfacer los alimentos 31 Al ocuparnos de este artículo en la 
prestados al hijo qiie vuelve á su poder página 1. délos Anales de 1855 afir 
sin atender á (pie se le hayan suminis- mamos que las leyes sobre abandono de 
trado por razón de piedad, conforme á personas tienen por fortuna poca aplica- 
la sutil consideración de la Ley de Par- cion en la Isla de Cuba. Nuestro aserto 
tida. se confirma al hojear la- estadística de 

28. Y encontrándose también vigente 1856 en la cual encontramos un solo ca- 
el Código penal moderno, ¿perderá la po- ; so de esta naturaleza ocupando la aten- 
testad dominica el dueño qué hace a- j cion de nuestros tribunales y lo decimos 
handonode si. esclavo, en el sentido á con gusto porque el hecho de ser único 
que nos referimos? Parece que la cues- » es una irrecusable prueba de moralidad 
tion debiera resolverse por los mismos ó al menos de ternura de sentimientos.- 
principios que la anterior, pero hay en el ! R. Pina. 

hecho marcada diferencia. El abandono , ABOBACIA- — El consultor de un tri- 
def esclavo con circunstancias agravan- j bu nal de Comercio de esta Isla ha sus- 
tes lleva consigo la imposición de una | citado la cuestión de si los funcionarios 
pena, no ameritada por el simple hecho de su clase pueden ejercer la profesión 
del abandono, sino por aquellas otras ¡ de abogado. Sin pretender ni poner en 
circunstancias que constituyen el delito j duda la conveniencia ó mejor dicho, la 
Pero aquel abandono, bien se considere necesidad de que en asuntos mercanti- 
aislado ó de otro modo, lleva precisa- 'les debe estar prohibido dar pareceres y 
mente consigo la renuncia del ^dominio ¡ admitir defensas á los funcionarios ba- 
que el amo tenia sobre su esclavo, y esa mados por la ley á asesorar á los Tribu- 
renuncia bien determinada por el hecho nales á quienes la misma ha atribuido la 
del dueño cuando para ello no media o- j jurisdicción comercial, solicita que clara 
ira fuerza que su voluntad, hace libre al y terminantemente se resuelva que en 
siervo. El abandono del hijo liberta al todos los demas asuntos pueden abogar 
padie de obligaciones que en lo adelan- los letrados consultores de los tribunales 
te pueden ó no compensársele en algo de comercio; y para lograrlo se apoya 
con los gngesTlc la patria potestad: el en, la ley de 24 de Junio de 1849 comu- 
abandono del párvulo esclavo, supone nicada áesta Isla en 1855, y en la Real 
la renuncia do un valor efectivo, porque ! orden de 27 de Julio de 1835 que aclaró 
no se trata del caso de que ninguno ten- el reglamento de 7 de Febrero de 1831. 
ga por su mísero estado, pues entonces | Declarado por S. M. en 1835 que poí- 
no puede libertarlo (‘I dueño. Asi pues j el artículo 12 del decreto de 7 de Febrc- 
nn son los dos casos para resueltos por ' ro de 1831 solo está prohibido álofc ase- 
unos mismos principios. sores del ramo el egercirio de su profe- 
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sion de abogado en los asuntos mercan- 
tiles de los respectivos tribunales de co- 
mercio, consecuencia clara es que se les 
permita egercerla en los negocios que se 
ventilen ante los demas tribunales. En 
consonancia con esta disposición, vigen- 
te en la Península, se publicó la ley de 


Supuesta la conveniencia de la crea- 
ción de los colegios, hay que debatir y 
resolver otra cuestión muy reñida en 
otro tiempo, á. saber: ¿Serán cerrados ó 
abiertos los colegios? ó en otros términos 
¿debe haber número fijo de abogados, ó 
podrán formar parte de ellos todos los 


1849 cuyo artículo 5. c al determinar las | abogados en quienes concurran los re- 


justas causas por que pueden ser recu- 
sados los letrados consultores y sus sus- 
titutos, fija ademas en su parte final, la 
de ser el consultor ó sustituto defensor de 
alguna de las partes en cualquier (tiro 
negocio. Aplicada esta ley ti Ultramar 
parecía que también debia suponerse vi- 
gente en estos’dominios la II O. de 1835 
que es su complemento: sin embargo, las 
autoridades provinciales aunque han a- 
poyado la solicitud al principio mencio- 
nada no sehan determinado á resolver- 
la por sí, y esperan la decisión espresa 

deSfcM. ( 1 ) 

ABOBADO- Ha vuelto á suscitarse ia 
autigua cuestión de los colegios de abo- 
gados. Es anómalo como dijimos en los 
Anales de 1855, que ecsistan colegios 
en el departamento Oriental y no los 
haya en el Occidental: deben por consi- 
guiente ó crearse en este, ó suprimirse 
en aquel, y habiéndose de optar por uno 
de los dos estreñios parécenos que se 
adoptará pl de la creación de colegios 
en las poblaciones de mas importancia 
del referido departamento Occidental, 
dividiéndolo en distritos proporcionados; 
ya porque á las autoridades judiciales 
es mucho mas ventajoso entenderse con 
el gefe de una corporación, que con to- 
dos y cada uno de los individuos que la 
compongan parael buen serv icio de la ad- 
ministración de justicia, ya también por- 
que para los mismos colegiales son úti- 
les los referidos cuerpos, en donde en- 
cuentran reunidas por medio de bibliote- 
cas las luces queunsoloindividuoapénas 
puede adquirir, en donde el espíritu de 
cuerpo contribuye ádar mayor lustre y 
decoro á los asociados, y donde, en fin, 
puede establecerse un régimen disciplina- 
rio ó un tribunal arbitrado!* que andando 
el tiempo ejerza saludable influencia so- 
bre los que hayan de dedicarse al foro. 


(1) Estando vn prensa este artículo se nos lia 
asegurado lmber desceudido de conformidad la 
soberana resolución: la insertaremos en la pa- 
labra Consultor. 

3 


quisitos y ^circunstancias que ecsigen los 
Estatutos dé 1838, y él Real decreto de 
1 1 de Junio de 1844? 

Hay razones poderosas á favor de los 
colegios-cerrados, porque es escesivo el 
número de letrados de esta Isla y si pue- 
den todos formar parte de esas corpora- 
ciones, sucederá como hoy, que la falta • 
de negocios ejerza una influencia funes- 
ta sobre la moralidad de algunos, no tan 
entendidos ó tan afortunados como otros 
que consiguen tener numerosa clientela. 
Pero después de meditar sobre la mate- 
ria con algún detenimiento se encuen- 
tran razones mas poderosas para soste- 
ner, la opinión contraria* « 

Los colegios de número fiio monopo- 
lizan la profesión entre aquellos que los 
componen y destruyen todo estímulo al 
estudio y moralidad por la seguridad en 
que están los que forman parte de esas 
corporaciones de que no fes ha de fal- 
tar lo necesario para su subsistencia. - 
Estando establecidos colegios ilimita- 
dos en la Península y en el territorio de* 
la Audiencia de Puerto -Príncipe, crear- 
los aquí con número limitado, seria 
introducir una desigualdad repugnante 
entre unos y otros abogados; porque 
mientras que un letrado del departa- 
mento Occidental de la Isla, podría 
ejercer libremente su profesión en cual- 
quier pueblo del departamento Oriental 
y de la Península, un abogado de estos 
últimos puntos no podría ejercerla en lps 

[ jueblos del primero; en que hubiese co- 
egio &c. 

Y todo bien considerado ¿qué se ade- 
lanta tampoco con limitar el número en 
los colegios? F uera de ellos habrá aboga- 
do que por su saber, ó por sps relacio- 
nes dirijan los pleitos que se les enco- 
mienden, y no faltarán dentro de esas 
corporaciones quienes suscriban sus tra- 
bajos, y acaso entren alguna vez en ar- 
reglos poco conformes á la dignidad de 
profesión taa noble. 

Verdad es que el número de abo- 

1856 
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gados en esta Isla es escesivo y que esto 
produce males de consideración, pero no 
es limitando los colegios como se conse- 
guirá nunca su remedio, porque la espe- 
ranza dé adquirir negocios bajo la firma 
de otros; la de llegar después á incorpo- 
rarse en los colegios; la facilidad y bara- 
tura conque se sigue aqui la carrera de 
jurisprudencia; y §pbre todo lá escasez 
de otras diferentes para jóvenes de cier- 
ta clase y circunstancias, harán que siem- 
pre haya un número de abogados muy 
superior á lo que écsigen las necesidades 
del foro, y basta que lo haya para que 
no se remedien los males que hoy se es- 
perimentan por la simple fijación de nú- 
mero en los colegios según se demuestra 
con las razones antes manifestadas.. 

Por lo espuesto; repetimos, es de espe r 
rarse aue no tarden en establecerse cole- 
gios abiertos de abogados en los pueblos 
mas importantes del antiguo territorio de 
la Audiencia Pretorial. 

Pasando ahora á la revista legislativa 
de 1 856, no encontramos respecto al abo- 
gado disposición alguna que compilar. 

Por auto acordado de 9 de Diciembre 
inserto en los Anales de 1855 (nota de 
la página 9), se mandó que ájprincipio de 
cada año remitan los Alcalaes mayores 
una lista de los abogados domiciliados 
en su partido judicial. Esta disposición 
ha servido para tener al corriente la es- 
tadística de los abogados que antes no 
ecsistía la cual insertamos á continua- 
ción, facilitada por la Secretería del Rl. 
Acuerdo. Antesdebemos advertir que en 
la estadística de 1855 se cometió un error 
de imprenta, pues donde dice 737 debe 
leerse 718. 

Comparando ahora la estadística de 
1853 tomada de la Guia de forasteros de 
la Isla de Cuba con la de 1856 resulta 
que: 

En 1853 había 796 abogados 

En 1856 750 

Disminución 46 „ 

Número de los Abogados que hay en ca- 
da jurisdicción efe los pueblos del terri- 
torio de esta Audiencia . 

JURISDICCIONES. ABOGADOS. 

Baracoa (1) 00 

Bayamo 18 

(1) No hay abogados en Baracoa ni en Colon. 


JURISDICCIONES. ABOGADOS. 


Bejucal .4 

Cárdenas^l). 10 

Cienfuegos . 18 

Colon... v . i 00 

Cuba ; 52 

Guanabacoa ... 20 

Guanajay 5 

Guantánamo 6 

Güines 7 

Habana 128 

Holguin.... 6 

Jaruco 4 

Manzanillo ... 5 

Matanzas 41 

Pinar del Rio , * . . . . 14 

Puerto-Príncipe 41 

Remedios 10 

Sagua la Grande 1 4 

S. Antonio 0 

S. Cristóbal 2 

Santaclara 18 

Santo Espíritu 19 

Trinidad 17 


750 

ABONO. — En los Anales de i 855 espli- 
camos las acepciones de esta palabra y 
entonces como ahora nos limitamos á 
consignar en ella las disposiciones legis- 
lativas por que se rigen las oficinas mi- 
litares para hacer á los empleados de 
esta clase los abonos de años de servi- 
cio que repetidamente suelen conceder- 
les. Su lectura da idea bastante clara de 
los mandatos y resoluciones que contie- 
nen sin que por tanto sea preciso entrar 
en esplicaciones mas estensas.Lo relati- 
vo á abono de haberes, de precios, de 
hospitalidades y gratificaciones, corres- 
ponde mas bien á ofros artículos. 

R. O . Circular de 2 de Febrero de 
1856 derrogando la de 15 de Mayo de 
1855 y restableciendo otras anteriores so- 
bre abono de dóble tiempo de campaña. (2). 


(1) La Alcaldía mayor de Cárdenas no remi- 
tió la lista prevenida, razón por la dial se ha 
cubierto el estado con el número del alio ante- 
rior. 

(2) Véase mas adelante la aclaratoria de 14 de 
Abril de 185fl. Una y otra se circularon á la Ma- 
rina por R. O. de 6 de Agosto del mi*mo afio. 
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Ministerio de la Guerra número 1 . — 
CiRCULAR.-Escmo. Sr. — He dado cuen- 
ta á la Reina (Q D. G.) del espediente 
que se ha instruido en este Ministerio de 
mi cargo con motivo de las consultas e* 
levadas al mismo acerca de la aplicación 
que haya de darse á la R. O. de 11 Ma- 
yoúltimo, que fijó las reglas queerilosu- 
cesivo debian seguirse para regularizar 
el abono del doble tiempo de campaña 
concedido por las guerras llamada cons- 
titucional y dinástica de los siete años: 
enterada !S. M. de este asunto y toman- 
do en consideración las razones espues- 
tas sobre el particular por el Tribunal 
superior de Guerra y Marina, S. M.. se 
ha servido resolver 1 . ° *}ue quede sin e- 
fecto lo dispuesto en la Real orden cir- 
cular de 15 de Mayo de 1855 sobre a- 
bonos de campaña, 2. 9 que el doble 
tiempo por la época de 1820 á 1823 se 
continúe acreditando con arreglo al de- 
creto de las cortes de 2 de Agosto de 
1840 y orden del Regente del Reino de 
l.° de Octubre de 1841. 

Y 3. ° Que el doble tiempo por la 
guerra de 1 833 á 1840 no empiece á con- 
tarse sino después de llenar la restricción 
que establece el Real decreto de su con- 
cesión de 21 de Octubre de 1835, ó sea 
haberse hallado dos años al menos en 
campaña y asistido á cuatro ó mas ac- 
ciones de guerra, aunque hayan sido en 
diferentes veces; para lo cual se acumu- 
lará el tiempo de cada una si aquel no 
se hubiese servido consecutivamente, y 
todo cuando quede satisfecha esta condi- 
ción tendrá lugar la aplicación de la Rl. 
Instrucción de 11 de Junio de 1865 para 
las situaciones sucesivas. — De Real or- 
den lo digo á V. E. para su conocimien- 
to y electos correspondientes. — Dios 
guarde á V. E. mochos años. — Madrid 
2 de Febrero de 1856. — O-DonneU. — Sr. 
Capitán General de la Isla de Cuba. 

Resolución de la Capitanía General 
de 15 de Febrero de 1856, declarando 
que corresponde la rebaja de dos arios 
de servicio á los individuos proceden- 
tes de la quinta, de 1 854 que se hubiesen 
alistado para estos dominios con sugecion 
ala Real Ordende 12 de Marzo de 1855. 

Sub-inspeccion de infantería. — Ejército 
de Ultramar en Cuba.— 6. a Sección .7.° 
Negociado . — Circular. — El Escmo. Sr. 


Capitán General con fecha lo del actual 
me dice lo siguiente: 

. Escmo. Sr. — Estando comunicada á es- 
ta Capitanía General la Real órden de 12 
de Marzo del año próesimo pasado (1) en 
la cual al dictarse varias medidas para 
conseguir el mayor número posible de 
reemplazos para Ultramar se declara la 
rebaja de dos años del tiempo dé sus ser- 
vicios á los^ procedentes de la quinta de 
1854 que se hubiesen alistado éon destino 
á estos dominios al tenor de lo dispuesto 
en las instrucciones generales de 28 de 
Febrero del propio año; tanto á los quin- 
ce individuos del Regimiento Infantería 
de Asturias á que se refiere el oficio de 
Y. E. fecha 17 de Enero próesimo pasado 
como á los demas procedentes de dicha 
quinta que hayan venido á este Egórcito 
con sugecion á la citada Real órden de 12 
de Marzo, les corresponde la enunciada 
rebaja. — Dígolo á Y. E. en respuesta y 
por resolución á la consulta que me hace 
en su mencionado escrito. 

Y lo traslado á V. para su conocimien- 
to y á fin de que disponga que en " las fi- 
liaciones originales de los individuos del 
Cuerpo á su mando que tengan espresado 
que su pase á estos dominios lo verifica- 
ron con sugecion á la mencionada Real 
órden de 12 de Marzo de 1855 y no cons- 
te en ellas la rebaja de dos años de ser- 
vicio que la misma concede, se estampe 
nota aclaratoria que asi lo especifique al 
ten<# de lo declarado en el anterior trans- 
crito. 

Dios guarde á V. muchos años. Haba- 
na y Febrero 21 de 1856. — Manzano . 

Resolución de la Capitanía General de 
1 6 de Febrero de 1 856 declarando que 
corresponde el año de abono concedido por 
Real Orden de 4 de Diciembre de 1854, al 
individuo que esté sirviendo ya por primi- 
tivo empeño, ya por reenganche, no ha- 

[1J El m t. 2. * delaR. O. de 12 Marzo de 1855 
único atinente á la materia de abono dice: 

'“Durante su permanencia en dichos puntos (lo» 
del depósito de bandera) los capitanes se dedica- 
rán asiduamente á poner en juego todos los me- 
dios de esploracion que estén á su alcance, pro- 
curando sacar el partido posible en favor del ali- 
mento de la recluta de las ventajas aue los aspi- 
rantes se prometen con el abono de los dos años 
de servicio que se les concede y los mayores go- 
ces que el servicio de Ultramar proporciona” 
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hiendo dejado de pertenecer á las fila# ni 
optado á premio pecuniario . 

Sub-inspeccion de infantería. — E jercito 
de Ultramar en Cuba. — 6 . ^ Sección . 9.° 
Negociado.- Circular. — El Escmo. Sr. 
Capitán General con fecha 16 del actual 
me dice lo siguiente: , 

Escmo. Sr: — En vista del oficio de V. 
E. fecha 7 del que rige, sobre si el Cabo 
2.° del Regimiento de Infantería de Astu- 
rias Faustino García que cumplió su pri- 
mitivo empello en 14 de Mayo del año 
próesimo pasado en cu yír fecha se reen- 
ganchó por dos años, puede ser compren- 
dido en la rebaja de un año de servicios 
concedida por Real orden de 4 de Diciem- 
bre último; (1) debo decir á Y. E. que te- 
niendo esta resolución Soberana por ob- 
geto rebajar un año del tiempo que deban 
servir los individuos de tropa de este e- 
gército que pertenecían al mismo en 22 
de Agosto de 1854, como una ampliación 
al Real Decreto de gracias de esa fecha, y 
en atención á que de un periodo que ya 
feneció no se puede hacer disminución al- 
guna, es claro que la aplicación de la re- 
baja en cuestión dehe producir sus efectos 
sobre el plazo que los interesados se en- 
cuentran sirviendo , ya sea este su primiti- 
vo empeño ó ya el reenganche sin que de 
uno a otro periodo luiyap dejado de perte- 
necer á las Jilas , y siempre que el citado 
empeño ó reenganche no hubiese sido con 
opcion al premio pecuniario , puesto (pie 
para los de esta procedencia está prevenido 
en Real orden de 5 de Diciembre de 1855 
(2) que no obten á la rebaja, sino renuncian 
á la gratificación correspondiente al tiem- 
po que sirven de menos, quedando al ar- 
bitrio de los que se encuentran en ese ca- 
so, el ser comprendidos ó nó^en la repetida 
gracia. — Todo la cual comunico á V. E. 
para su conocimiento, efectos correspon- 
dientes y resolución á la consulta que so- 
bre el particular me ha hecho V. E. en su 
citado escrito. 

Y lo traslado á V. para su conocimien- 
to y efectos que son consiguientes/ 

Dios guarde á V. muchos años. Haba- 
na y Febrero 23 de 1856. — Manzano . 


[1] Debe ser 4 (le Diciembre de 1854. V. Ana- 
les de 1855-Abono pá". 11. 

[2[ V. Anales de 1855-Abono pág. 15. 


Resolución de la Capitanía General de 
22 de Febrero de 1 856 declarando que cor- 
responde el abono de un ano concedido por 
Real orden de 4 de Diciembre de 1 854 ti los 
que se hallen en los casos que se espresan . 

Sub-inspeccion de infantería. — Eger- 
eito de Ultramar en Cnba. — 6. 55 Sec- 
ción. 9.° Negociado -Circular. — El 
Escmo. Sr. General .2.° Cabo encargado 
del despacho de los'negocios de la Capita- 
nía General de esta Isla, con focha 22 del 
actual medícelo que copio: 

Escmo. Sr. — Con esta lecha digo al Es- 
.celentísimo Sr. Sub'-Inspcctor (le Caballe- 
ría de este Egórcito lo siguiente: — Escmo. 
Sr.— Enterado dg la consulta promovida 
por el Sr. Brigadier Coronel del Regi- 
miento de la Reina 2.° de Lanceros do es- 
te Egórcito, que Y. E. me inserta en su 
escrito de 5 del corriente, he tenido por 
conveniente resolver q ue no se escluya del 
año de abono concedido á este Egórcito 
por Real orden de 4 de Diciembre último 
á los que tengan nota adquirida antes- del 
22 de Agosto de 1854, y á los que en la 
misma época servían en este Egórcito pro- 
cedentes del reemplazo del año: que tam- 
poco sean escluidos los que por el degreto 
de la fecha citada de 22 de Agosto de 1854 
obtuvieron grados, empleos, mejoras de 
antigüedad y cruces sencillas de M. I. L., 
y por último concediendo también dere- 
cho al año de rebaja á los sentenciados en 
este Egórcito por desertores de 1. ~ y 2. K 
vez, como los procedentes del fijo del Ceu- 
ta, cu cuyas filiaciones no se espresan lrus 
camisas por que pasaron á dicho Cuerpo: lo 
(ligo á V¿ E. en contestación y efectos que 
son consiguientes. — Lo que transcribo á 
V. E. para su conocimiento y demas fines. 

Y lo traslado á Y. para su conocimien- 
to y electos que corresponden. 

Dios guarde á Y. muchos años, liaba 
na y Lebrero 27 de 1856.— Manzano. 

R. O. de c 27 de Febrero de 1 85é declaran- 
do que los individuos / rrocedentes del Re- 
gimiento de Ceuta , embarcados el 7 dcA- 
gosto , no tienen derecho a la rebaja dc2 años 
Sub-inspeccion de infantería. — Egór- 
i cito de Ultramar en Cuba. — 6. ñ Sec- 
ción. 7.° Negociado . — Circular.— El Es- 
celentísimo Sr. Capitán General con fecha 
30 de Abril líltimo me dice lo que copio: 
“Escmo. Sr.— El Escmo. Sr. Ministro de 
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. la Guerra en 2.7 de Febrero último me di- 
ce lo ^siguiente: — Escmo. Sr. — He dado 
cuenta á la Reina (Q. D. G.) de la carta que 
elevó V. E. á este Ministerio con número 
737,' de l.° de Setiembre del año próe si- 
mo pasado, consultando si á los individuos 
del Regimiento fijo' de Ceuta destinados á 
ese Egército por Real orden de 27 de- Ju- 
lio de 1850 les corresponde la rebaja de 


S u b - in speec i o ri de i n i a n t e r ía . — E ge re i t o 
de Ultramar en Cuba.- Ó. Sección. 0.° 

Negociado. — Circular. — El Escmo. Sr. 
General 2.° Calió encargado del despa- 
cho de las negocios de la Cajú tañía Ge- 
neral me dice con lecha 27 de Febrero 
último lo siguiente: 

Escmo. Sr. — A los indi videos proce- 
dentes del Regimiento Infantería de Cor- 


dos anos, como se declaró á los voluntarios 1 duba, Y á otros que hallándose en los De 
de los demas Cuerpos. EnteradaS. M. v * 
conformándose con lo opinado por la' Jun- 
ta consultiva de Guerra, en acordada del 
20 del actual, atendiendo á que en la cita- 
da Real orden mandando embarcar para 
ese Egercito, 300 hombres del antedicho 


Regimiento, no se ofreció garantía 


ni re- ] 


baja alguna á los que se prestasen volun- 
tariamente á pasar á esc Egercito, como 
se hizo por otra Real " Disposición de' la 
misma fecha con los que pertenecían á ó- 
tros cuerpos del Ejercito déla Península; 
y considerando que hallándose cumplien- 
do una condena los individuos que ser- 
vían en el . espresado Regimiento, no se 
hallaban en identidad de circunstancias. 


pósitos de bandera y embarque con desti- 
no á.cste Egercito antes del 22 de Agosto 
de 1851, l?»s cuales no llegaron á esta Isla 
hasta después deesa fecha, les corrcsj.um- 
den el ano de rebaja concedido en Real 
orden de -1 de Diciembre del año próesimo 
Kisado, siempre que no aparezca de- sus 
respectivas libaciones que alcanzaron ya 
rebaja de tiemj>o, por consecuencia de los 
acontecí m ¡cutos políticos .acaecidos, en 20 
de Julio del citado año; por lo tanto lo di- 
go á A". E. para, los Unes correspondientes 
y en contestación ásu oíicio lecha 22 del 
que rige en el que me consultaba este par- 
ticular. 

Y lo trasladó á Y. para su conocimien- 


que los demas del ejercito, puesto que en-'j to y efectos consiguientes en el Cuerpo de 
eontrándose penados, recibían ya un be- su mando. 

neficio en que se les relevase del castigo Dios guarde á V. muchos años. Habana 
que se les liabiá impuesto, S. M. .ve ha ¡y Marzo 3 de 1856 .— Manzano 
dignado resolver que no se haga a dichos 


individuos la rébaja de que se trata . — De 
Real orden lo digo á V. E. para los debi- 
dos efectos. — Lo que transcribo á V. fí. 
á los fines correspondientes y consecuen- 
te á lo que sobre el particular consultó Y. 
E. á mi autoridad en 7 de Agosto del año 
próesimo pasado.’ 7 

Y lo traslado á V. para su eonocimien 


Resolución de la Capitanía General de 
28 de Febrero de 1856 declarando que á 
los procedentes de Puerto-Rico correspon- 
de el ano de rebaja concedido en Real Or- 
den de .4 de Diciembre de 1854 . 

Sub-inspe'ccion de infante ría. — Ejército 
de Ultramar en Cuba. — 6. ^ Sección. 7.° 
Negociado . — Circular. — El Escmo. Sr. 


to y consiguientes efectos, advirtiéndole General 2.° Cabo encargado del despacho 


que los individuos á quien se refiere la 
anterior Soberana disposición son los que 
procedentes del espresado Regimiento Fi- 
jo de Ceuta verificaron su embarque para 
esta Isla en el Puerto de Cádiz el 7 de A- 
gosto de‘1850, y desembarcaron en el de 
esta Plaza el 12 de Setiembre del mismo. 

Dios guarde á Y. muchos años. — Ha- 
bana y Mayo 8 de 1856 -Manzano. 

Resolución de la Capitanía General de 
27 de Febrero de 1 856 declarando que ci 
los individuos procedentes del Regimiento 
de Córdoba y á otros , corresponde el año de 
rebaja dé la Real orden de 4 de Diciem- 
bre de 1 854* 


de los negocios de la Capitanía General 
con fecha 28 de Febrero último, me dice 
lo siguiente: 

Escmo. Sr. — A los individuos de los 
Regimientos de Infantería de Cataluña, 
Iberia, Asturias, que por Real orden de 8 
de Mayo de 1854, fueron destinados á este 
Egercito procedentes del de Puerto-Rico, 
aun cuando el primero de dichos Cuerpos 
y varios individuos de los mismos, que- 
daron en los hospitales y otros destinos en 
aquella Isla sin haber podido verificar su 
arribo á esta hasta después del 22 de A- 
gosto del referido afio 1854; les correspon- 
den el año próesimo pasado, siempre que 
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no aparezca de slis respectivas 'filiaciones 
«que alcanzaron ya rebajsi de tiempo, por 
consecuencia de los acontecimientos polí- 
ticos acaecidos en la - Península en Julio 
de 1854, por lo tanto lo digo á V. E. pa- 
ra los fines correspondientes y en contes- 
tación á su oficio fecha 22 del que rige 
en el que me consultaba este particular. „ 

Y lo traslado á V. para sil conocimien- 
to y efectos que són consiguientes: , 

Dios guarde á V. muchos años. Haba- 
na y Marzo 3 de 1856. — Manzano . 

Real orden de 14 de Abril de 1 856 de- 
clarando que ¡a del 2 de Febrero s obre a- 
bonos del doble tiempo de campaña por hs 
rr cerras del año de 1820 al 23 y del 33 ai 
40 no tiene efecto retroactivo ; y que la Rea I 
instrucción de 11 de Junio de 18Í5 y de- 
más aclaraciones sobre abonos por la guer- 
ra de la ' Independencia solo son aplicables 
en la de los años de 33, al tiempo posterior 
d dos años de campaña y cuatro accio- 
nes . (1) 

Ministerio de la Guerra numero 2. — 
Circular.— Escmo. Sr.— El Sr. Ministro 
de la Guerra dice hoy al secretario del 
Tribunal Supremo de Guerra y Marina 
lo que sigue:— He dado cuenta á la Rei- 
na (Q. D. G.) de la acordada de ese supre- 
mo Tribunal de 7 del corriente, consul- 
tando si la Real orden de 2 de Febrero 
próc8Ímo pasado sobre el modo de hacer 
los abonos del doble tiempo de campaña 
por las guerras de los años de 1820 á 
1823 y 33 al 40, altera las declaraciones 
hechas hasta aquel dia, así como si la apli- 
cación para la segunda, de la Real ins- 
trucción de 11 de Junio de 1815 puede 
hacerse indistintamente a los servicios 
restados antes y después de cumplir los 
os años de campaña y cuatro acciones 
que exije el Real decreto de 20 de Octu- 
bre de 1835; y S. M. se ha servido resol- 
ver, que las declaraciones de retiros, cru- 
ces de San Hermenegildo y demas que 
corresponden al ramo de guerra hasta el 
dia 2 de Febrero próesimo pasado, deben 
ser respetadas, porque aquella Real dis- 
posición solo es aplicable á las concesio- 
nes posteriores á la citada fecha sin efec- 
to retroactivo; y que con respecto al se- 


[1] Con R. O. de 6 de Agosto siguiente se co- 
municó por el Ministerio de Marina. 


gundo punto de la consulta, la Rl. ins 
truceion citada de 11 de Junio 1815^r de- 
mas aclaraciones hechas sobre abonos, 
por la guerra de la Independencia, solo 
son aplicables al tiempo posterior á los 
dos años de campaña y cuatro acciones, 
que es cuando se adquiere el derecho en 
l¿x de los años 1833; .pero no de modo al- 
guno al anterior, conforme previene el 
espresado Real decreta de 20 de Octubre 
de 1835. — De Real órden comunicada por 
dicho Sr. Ministro lo traslado á Y. E. pa- 
ra su conocimiento y efectos consiguien- 
tes. — Dios guarde V .E. muchos años. — 
Madrid 14 de Abril de'1856. — El Subse- 
cretario. — José Mac-Crohon — Sr. Capi- 
tán General de la Isla de Cuba. 

Resolución de la Capitanía General de 
1 9 de Mayo de 1 856 declarando las condi- 
ciones precisas para optar al abono de mi- 
tad ó aoble tiempo de servicio . 

Sub-inspeccion de infantería. — Egóreito 
de Ultramar en Cuba. — 5. Sección. 5.° 

Negociado. — Circular. — Con fecha 19 
del que rige me dice el Escmo. Sr. Capitán 
General lo siguiente: 

“Escmo. Sr. — Al Escmo. Sr. General 
Sub-inspector de Caballería digo con esta 
fecha lo que sigue. — Escmo. Sr. Consul- 
tando el Coronel del Regimiento de la 
Reina en el oficio que V. E. me traslada 
en 2 del actual, las dudas que se le ofre- 
cen sobre la aplicación de la Real órden 
de 2 de Febrero último relativa al abono 
de doble tiempo de campaña, debo mani- 
festar á Y. E. con sugeccion á lo prescri- 
to terminantemente en la Soberana reso- 
lución de que se trata, que para optar al 
abono de mitad ó doble tiempo de servicio 
conforme á lo prevenido en la Real Ins- 
trucción de 11 de Junio de 1815, es con- 
dición precisa haberse hallado dos años 
al menos en campaña y asistido á cuatro 
ó mas acciones de guerra aunque haya si- 
do en diferentes veces, para lo cual se a- 
ciynulará el tiempo de cada una. Resulta 
pues que al que entró en campaña des- 
pués del JO ae Octubre de 1833 se le a- 
bonan solo dia por dia sus servicios todo 
el tiempo anterior hasta verificarlo, y al 
que habiendo tenido intermisiones entre 
campañas y guarniciones ó depósitos, sin 
haber cumplido los dos años y asistido á 
las cuatro acciones de guerra,- mar- 
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cadas, no se le abonará tampoco otro tiem- 
po en las intermisiones que el sencillo 6 
diapor dia. — Lo digo a Y. E. por contes- 
tación y para inteligencia del Gefe refe rí- 
elo que propuso las dudas anteriormente 
resueltas. — Todo lo que lie juzgado con- 
veniente trasladar a Y. E. para su cono- 
cimiento y á fin de evitar dudas y con- 
sultas semejantes á las de que se trata.” 

Y lo transcribo á Y. á los efectos cor- 
respondientes en el Cuerpo de su mando. 

Dios guarde á Y. muchos . años.— Ha- 
bana 29 de Mayo de 1856. — Manzano. 

R. O. de 22 de Julio concediendo sei 9 
meses de abono de servicio a los individuos 
de la clase de tropa que componían la guar- 
nición de Madrid en 14, 15 y 16 del mis - 
mo mes. 

De conformidad con lo que de acuer- 
do del Consejo de Ministros media es- 
puesto el de la Guerra, vengo en decretar 
lo siguiente: 

Artículo l.° Concedo seis meses de a- 
bonó de servicio á todos los individuos 
de tropa que compon ian la guarnición de 
esta Corte en los dias 14, 15 y 16 defines 
actual; cuyo abono, servirá para todos los 
efectos de reglamento, incluso el de" ser li- 
cenciados cuando les corresponda. 

Art. 2.° Me reservo recompensar de un 
modo análogo el mérito que puedan con- 
traer las tropas que operan en otros dis- 
tritos. 

Dado en Palacio á 22 de Julio de 1856. 
— Está rubricado de la Real mano. — El 
Ministro de la Guerra. — Leopoldo O-Don- 
mll. 

R. O. de 6 de Agosto de 1856 aclaran- 
do el modo de acreditar los abonos de cam- 
paña en las dependencias de Marina. 

Almirantazgo. 1 . ** Sección. — Escmo. 
Sr. — El Oficial Mayor del Ministerio de 
Marini en R. O. de 6 del que rige dice al 
Escmo. Sr. Vice-Presidentedel Almiran- 
tazgo lo siguiente: 

Escmo. Sr. — Por el Ministerio de la 
Guerra se dice á este de Marina en 30 de 
Julio lo siguiente: — Escmo. Sr. — De Real 
orden comunicada por el Sr. Ministro de 
la Guerra incluyo á Y'. E. las Reales órde- 
nes circulares de 2 de Febrero y 14 de A- 
bril de este año, (1) aclaratorias del modo 

(1) V ¿anse mas arriba. 
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y forma en que se han de acreditar 
en ló\sucesivo los abonos de campaña para 
los fines que indica en su atenta comu- 
nicación del 18 del corriente. — Lo que 
también de orden de S. M. comunicada 
por el Sr. Ministro de Marina transcri- 
bo á Y. E. incluyéndole copias de di- 
chas Reales órdenes para conocimiento de 
ese Almirantazgo, electos correspondien- 
tes én la Armada y como resultado del o- 
ficio de Y. E. de 27 de Junio de este año 
numero 1202. — Lo que'por acuerdo, del 
Almirantazgo traslado á V. E. con inclu- 
sión de las copias de las Reales órdenes ci- 
tadas, para que como base fundamental 
que son y sobre las que deben efectuarse 
los abonos á que hacen referencia sean es- 
tos en lo sucesivo estampadas en las Eojas 
de servicio de los Sres. Gefes y oficiales 
con la claridad y minuciosidad necesaria 
al efecto con lo que se evitarán los incon- 
venientes que hoy se notan en Jos que se 
ponen en las que redactan las Mayorías 
Generales para remitir á la Superioridad. 
— Dios guarde á* V. E. muchos años. — 
Madrid 21 de Agosto de 1856. — El Mar- 
ques de Almeiras. — Escmo. Sr. Coman- 
dante general del Apostadero de la Ha- 
bana. 

R. O, de 4 de Octubre de 1856 dando 
reglas sobre los dos años de rebaja conce- 
didos d los individuos de tropa por el R. 
D. de 1 1 de Agosto de 1 854. 

Ministerio de la Guerra niím. 19.— ^Cir- 
cular. — Escmo. Sr. — El Sr. Ministro de 
la Guerra dice hoy al Director General de 
caballería lo, que sigue: — He dado cuenta 
á la Reina (Q. D. G.) del escrito de V. E. 
de 17 de Junio último en que solicita la a- 
probacion de diferentes reglas relativas á 
la aplicación de los dos años de rebaja con- 
cedidos á los individuos de tropa del E- 
gército por Real Decreto de 11 de Agosto 
de 1854. Enterada S. M. y conformándose 
con el parecer de la Junta consultiva de 
guerra en su oficio de 12 de Setiembre 
próesimo pasado se ha servid# disponer 
que para la aplicación de los dos años de 
rebaja concedidos en virtud del mencio- 
nado Real Decreto de 11 de Agosto de 
1854, se observen tanto en el arma del 
cargo de V. E. como en las demas del 
egército las reglas siguientes: 
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1. - Los individuos de la clase de tropa ¡ reneias que en ella tuvieron lugar, ha te- 
que hayan pertenecido al egército monár- nido á bien disponer, de conformidad con 
quic-o Constitucional tienen derecho á los : lo opinado por la Junta- consultiva de 
dos años de rebaja, cualesquiera que lia* j guerra, (fue á los expresados individuos se 
van sido sus vicisitudes ulteriores. * les conceda los seis meses de abono que se 


2. Tendrán igual derecho los que hu- 
biesen ingresado en los cuerpos antes de 
l.° de Julio de dicho año de 1854 perma- 1 
neciendo en ellos hasta después del IT de¡ 
Agosto del mismo año hayan ó no jurado 
las banderas ó estandartes, y vestido el u- 
ni forme militar. - | 

3; Los individuos que según las Rea- ! 
les órdenes de 10 de Enero, y 5 de Abril 
de- 1855, no tienen opcion á los dos años! 
de rebaja, son aquellos que declarados Rol- 
dados ingresaron en el egórcito después 
de los acontecimientos de Julio de 1854, y 
los que habiendo ingresado antes, obtu- 
vieron licencias ilimitadas permaneciendo 
en sus casas hasta después del 1 1 de Agos- 
to del propio ano. — De Real orden comu- 
nicada por dicho Sr. Ministro lo traslado á 
V. E. para su conocimiento y electos cor- 
respondientes. Dios guarde ¿i Y. E. mu- 
chos años. — Madrid 4 de Octubre de 1856. 
El Subsecretario;— Leopoldo de Gregorio. 
— Sr. Capital) General de la isla de Cuba. 

R. O. <le. G da Noviembre de 1 35 G de- 
clarando que á los militares existentes en 
el depósito de bandera y embarque de Ma- 
drid corresponden los G meses de abono con- 
cedidos por R. 1). de 22 de Julio anterior. 

Sub-inspeceion de iiifanterm. -Egército 
de Ultramar, en Cuba.— 3. ^ Sección . — 
Circular. — El Escmo. Sr. Capitán Ge- 
neral en oficio á31 de Enero próesimo 
pasado me dice lo que sigue. — Escnlo. 
Sr. — El Sr. Coronel Cajero general de 
Ultramar con fecha 21 de Noviembre 
del año próesimo pasado me dice lo 
siguiente. — Escmo. Sr. — El Escmo. Sr. 
Ministro de la guerra con fecha 0 del ac- 
tual me dice de Real orden lo siguiente:— 
Enterada la Reina (Q. D. G.) de la comu- 
nicación dirigida por V. S. á este ministe- 
rio en 29 de Julio ultimo; consultando si. 
los individuos ecsistentes en el Depósito 
de bandera y embarque para Ultramar en 
esta Corte, y las que componen la dota- 
ción personal deesa Caja, se hallan com- 
prendidos >n el Real Decreto de 22 del 
mismo mes, otorgando gracias á la guar- 
nición de esta Córte, por las ñl timas ocur- 


marcan en el referido Real Decreto para 
la clase de tropa. — Lo que tengo^el honor « 
de trasladar á Y. E. para su superior y de- 
bido conocimiento incluyéndole una rela- 
ción de los individuos dé tropa que en a- 
quella fecha se hallaban en el Depósito de 
esta Córte, por si Y. E. se digna disponer 
conste en las filiaciones de aquellos indi- 
viduos la indicada gracia.-Ylo transcribo 
á Y. E. con inclusión de copia de la, rela- 
ción que se c i trepara los fines que se soli- 
citan en ci preinserto escrito. 

Lo que traslado á Y. para, su conoci- 
miento con el fin deque si alguno de los 
individuos que constan en la adjunta re- 
lación (-1) hubiese ingresado en el Regi- 
miento á su mando, se le ponga en la filia- 
ción la nota correspondiente de los seis 
meses de abono que marca el Real Decre- 
to ci tado a his clases de tropa. 

Dios guarde á V. muchos años. Habana 
10 de Febrero de 1857. — Manzano . 

R. O. de 15 do Novieinhre.de 1356 so- 
bre abono de tiempo á los ge fes y ojie i a les 
(pie han obtenido remuneración con arre- 
glo d la de 30 de Agosto de 1854 . 

Ministerio de la Guerra numero 43. — 
Circular. — Escmo. Sr. El Sr. Ministro 
de la Guerra dice hoy al Capitán General 
de Valencia loque sigue: — Enterada la 
Reina \Q, 1). G.) de las dos comunicacio- 
nes fecha 81 de Enero y. 8 de Agosto del 
corriente año, haciendo presente el estado 
lamentable en que se halla el Teniente 
graduado I). José María Navas, Subtenien- 
te de infantería en espectacion de retiro, y 
consultando la duda que á V. E, se le ofre- 
ce para redactar las hojas de servicio tan- 
to al referido Navas, como á los demás ge- 
les y oficiales, que hallándose retirados 
por asuntos políticos, han sido compren- 
didos en las gradas concedidas en el Real 
Decreto de 11 de Agosto de 1854; y en 
vista de lo manifestado por el' Tribunal 
Supremo de Guerra y Marina en acordada 

1 1 1 Uon esta circular ne acompañó la relación 
nominal' de los 48 soldados comprendidos en la 
Real órden inserta, fine omitimos jktt ser de Ínte- 
res personal. 
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de 80 de Setiembre ultimo; s& ha servido to para espedir el retiro á los individuos 
S. M. determina /• como aclaración á la R, del mismo; y respecto á losque deban con- 
0. de 30 de Agosto del referido alio de tinuar retirados, á pesar de no tener la e- 
1854, (1) que el abono de tiempo á los que dad que para ello señalan los reglamentos, 
habiendo obtenido remuneración deben deberá fijarse el abono de tiempo, hasta la 
quedar por sus circunstancias, en clase de fecha en que se les hubiese confirmado én 
retirados, se haga hasta el dia preciso en dicha situación. 

que respectivamente hayan cumplido la Lo que de R. O. comunicada por dicho 
edad marcada por ordenes vigentes en. las Sr. Ministro traslado á Y. E. para su cono- 
respectivas armas e institutos del Egerci- cimiento. Dios guarde á Y. E. muchos a- 

ños. — Madrid 15 de Noviembre de 1856. 

- — ; — — El Subsecretario.-yl/tírmno Belesia. Sr. 

(1) Anales de 1855-Aboxo. p. 14. Capitán General de la isla de QuIxl 


láse ' JDBZ ARTICULO ABONÓ, I-agínas. 

Febrero 2 , > R. O. derogando la de 15 de Mayo de 1855 y restableciendo 

otras sobre abono de doble tiempo de campaña. ........ 10 

15. Declara corresponder la rebaja de dos años de servi- 

cio á los quintos de 1 854. . . * 11 

16, Declara que corresponde plaño efe abona concedido por 

• R. Q. de 4 de Diciembre de 1854 al individuo que este , 
sirviendo y no haya dejado ele pertenecer á las filas ni op-i . 

tado á, premio pecuniario . . . .. . 11 

r 22 . Declara corresponder el abono de un año_ concedido por 
R. O. de 4 de Diciembre de 1 854 á los que se hallen en los 

casos que se espresan. 1 2 

21 . R< O. declarando que los individuos procedentes del Regi- 
miento de Ceuta, embarcados el 7 de Agosto de 1855 no 

tienen derecho á la rebaja de dos años . .. . ...... \2 

21 . Declara que á los individuos procedentes del Regimiento de • . , 

, Córdova y otros corresponde el año de rebaja.de la R. O. 

de .4 de Diciembre de 1854 . . . 15 

28. Declara que á los procedentes de Puerto Rico corresponde .. 

el dicho año de rebaja * ...... 13 


Abril 14. R O, declarando que la de 2 de Febrera sobre abono del 
doble tiempo de campaña por las guerras del año de 1820 
al 23 y de «1833 al 40 no ¡tiene efecto retroactivo, y* que la 
Real Instrucción de 11 de Junio de 1815 y dornas aclara^ 
ciones sobre abonos por la guerra de la independencia so- 
lo son aplicables en la de los años de 33, al tiempo poste- 


rior á los dos años de campaña y cuatro acciones. 14 

Mayo 19. Determina las condiciones precisas para optar al abona de 

mitad ó doble tiempo de servicio. . 14 

Julio 22. R. ü. concediendo seis meses de abono de servicio á. la 

guarnición de Madrid — .15 

Agosto 6. R. O. aclarando el müdo de acreditar lqs abortos de -cam- r * - 
paña en las dependencias de Marina . 15 


Octubre 4. R O. dando reglas sobre los dos años de rebaja concedidos* 

á, losindividuos detropa por el ft-D. del lde Agostode 1854. 15 

Novíemb. 6. R. O. declarando que á los militares ecsistentés en el de- . e 
pósito de bandera y embarque de Madrid correspondenlosd 
mesetfdoabonoconcedkIosporR.*D.de22deJul¡oanterior. 16 
15. R. O. sobre abonode tiémpo á los gefes que hafi obtenido 

* remuneración con arreglo áda de 30 de Agosto de 1854.. . 16 . . 

4 * 1856 . 
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AMATO.— Aborto es el parto de un 
niño vivo | muerto, ocurrido antes del 
término natural del embarazo. Desde 
luego debe distinguirse el aborto natu- 
ral del aborto artificial. 

2. El aborto natural, llamado mal 
aparto con relación á la muger y á dife- 
rencia de los demas animales, proviene 
muchas veces de la constitución de la 
madre, y otras de enfermedades 6 exce- 
sos que si bien deben evitarse por la pro- 
pia conservación y -aun por loque la 
misma moral exige, no caen sin embar- 
go bajo la jurisdicción de la ley penal.' 

3. El aborto artificial ó directamente 
provocado por medios criminales, es el 
que la ley con razón castiga, es el que 
comprende bajo la simple-denominacion 
de aborto , y será por lo mismo el que 
nos ocupe en este artículo. 

4. Desde los mas remotos tiempos 
concibieron los legisladores que ese ae- 
cho por cuyo medio $e priva de la exis- 
tencia al feto, era un veadadero delito, 
y por lo mismo se ocuparon de propor- 
cionarle pena. Conefecto, se advierte en 
aquellas legislaciones fijada la pena de 
muerte para las madreé *que consuma- 
ban el aborto por medio de brevages ú 
otros equivalentes, si resultaba que el 
feto abortado gozaba ya de vida, y con 
destierro ú otra pena inferior á la de 
muerte, y según la condición de las 
personas, si resultaba no encontrarse el 
feto en semejante caso. 

5. Se ha observado que los oradores 
y poetas ^griegos y romanos «hablaron 
con ti a aquellos abortos, para deducir de 
aquí. la antigüedad del crimen y éí hor- 
ror que debe inspirar, pero sin necesi- 
dad de aquellas autoridades fácilmente 
pudo concebirse, que la humanidad ha 
sido la misma en todos tiempos, y que 
siempre han debido existir para la con- 
sumación del aborto, aquellos motivos 
del honor manchado, de la .depravación 
del corazón, de la miseria extremada, y 
de las pasiones agitadas que lo deter- 
minan. 

6. Enseñaba sin embargo el filósofo 
Aristóteles en el Lib. 7 de su política, 
que siendo en el Estado demasiado nu- 
merosa la población, la muger que hu- 
biese concebido contra' las prevenciones 
del magistrado, podia hacerse abortar, 
con tal de que lo hiciera antes de que 


estuviese animado el feto. Hipócrates 
en él juramento que va al frente de sus 
obras, lo hace de no proporcionar nunca 
como médico aquellos abortos, dirigien- 
do imprecaciones contra los médicos 
que asi abusan de su ministerio; pero 
confesando el mismo en su tratado de la 
naturaleza de loe niños , haber proporcio- 
nado á una madre el aborto de un feto 
de seis dias por medio de un ejercicio 
violento, claro es que aquel padre de la 
medicina, no consideraba criminales los 
abortos conocidos bajo el nombre de 
effiuxiones y solo sí los qtfe se distinguen 
bajo la denominación de abortiones. El 
proceder de Hipócrates descansaba en 
principios cuya mayo&parte les eran co- 
munes con Aristóteles, y que posterior- 
mente aceptó el naturalista Plinio. 

7. No vivieron convencidos aquellos 
tres grandes genios, conforme á las de- 
mostraciones modernas deja ciencia, de 
que la vida del feto empieza con su con- 
cepción. Hipócrates entendía la entrada 
del alma en el cuerpo con arreglo á una 
estraña teoría, muy común en las que se 
agitaban entre todos los filósofos griegos 
sobre la existencia de lasprimeras Causas 
y su modo de operar. Galeno afirmaba 
descansando también eii estraños princi- 

ios que el feto masculino no se torma- 

a hasta los treinta dias y el femenino 
hasta los cuarenta y dos, y Aristóteles 
primero y Plinio después aceptaron la 
doctrina, con la variación de aumentar 
el plazo hasta los cuarenta dias en el 
varón y hasta ochenta en la hembra. 
Después veremos la influencia c¡e esos 
principios de la ciencia, en las disposi- 
ciones de nuestras Partidas sobre esta 
misma materia. 

8. No parece que la distinción meta- 
física de los griegos sobre la animación 
y alma del feto, encontrara cabida en la 
jurisprudencia romana, juzgando por las 
disposiciones y resoluciones que nos han 
dejado en la materia. Imponían la muer- 
te á la muger que por dinero consuma- 
ba el aborto, y si lo hacian por aversión 
al marido á consecuencia de un divor- 
cio, tan solo se hacian acreedoras al 
destierro. Cicerón en la oración por 
Cluentius habla de una muger á quien 
se condenó al último suplicio por haber- 
se hecho abortar después de muerto el 
marido, por dinero que le dieron los he- 
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rederos sustitutos de la víctima y en la 
misma oración sostiene que merecía ma- 
yor pena el que hace abortar á una mu- 
ger sin su consentimiento, que la propia 
muger que voluntariamente lo verifica. 

9. La ley 38 § 5 y la 39 D. de pañi*, 
distinguen la culpabilidad del que por 
error ó imprudencia da á una muger 
brevage que la proporcione el aborto, 
del que lo hizo con semejante intención, 
condenando al primero al trabajo de mi- 
nas si era de condición vil, ó á relega- 
ción á una isla y confiscación de parte 
de los bienes si no lo era, é imponiendo 
al delincuente en el segundo caso la pe- 
na capital. 

10. El Fuero Juzgo se ocupó de la 

materia, siendo entónces muy común el 
delito, según se ré por la L. 7, tít. 3, Lib. 
6. Y contrayéndose á los padres dispu- 
so la misma ley, equiparando entera- 
mente el infanticidio con el aborto, que 
la muger libre ó sierva que tomase yer- 
bas para abortar ó ahogase al hijo, fue- 
se condenada á muerte ó se le sacasen 
los ojos ¿ voluntad del juez, teniendo el 
marido la propia pena en el caso de que 
ordenara el delito. , 

11. La L. 1.* del tít. citado impuso 
al hombre que diese yerbas á la muger 
para que abortase la pena de muerte, y 
á la muger que las tomara si era sierva 
condenó en la pfena de 200 azotes, y si 
era libre se haria sierva por aquel hecho. 

12. Conforme á las mismas leyes el 
hombre libré que hacia abortar la sierva 
agena, debia pagar en pena 20 sueldos 
al dueño de la esclava; el siervo aue ha- 
cia abortar á muger libre era condenado 
en 200 azotes ó quedaba siendo esclavo 
de la propia muger, y el siervo que ha- 
cia abortar á sierva agena debia satis- 
facer- al dueño 10 sueldos y recibir 200 
azotes (L. 3, 4, 5 y 6 del título y libro 
citados). 

13. Las leyes 2 y 3 del propio tít. im- 
pusieron al hombre ó muger libre que 
por fuerza ó de otro modo hiciesen abor- 
tar á otra muger, la pena de muerte si 
la agraviada moría por consecuencia del 
aborto, y en otro caso 150 sueldos si el 
niño era formado dentro , y 50 sueldos si 
no lo era. Vése aquí pues, que aquellos 
legisladores que formaron el Código, pa- 
ra la imposición de la pena, ó califica- 
ción del aborto, nó consultaron las cre- 


encias de la ciencia en la materia, hasta ’ 
el punto á que hatya llegado entónces. 
Descuidando toda consideración moral 
y metafísica, consideraron la existencia 
del feto por su formacioft material mas 
ó ménos adelantada, y sin duda lo esti- 
maron existente, cuando ya se distinguían 
cumplidamente las formas humanas, y sin 
existencia, cuando todavía aquellas no se 
encontraban del todo desenvueltas, sin 
que me parezca arriesgado este juicio, 
ue no he ^encontrado en los escritores 
e legislación que han estado á mi al- 
cance. 

14. Pero nó sucedió así con la legisla- 
ción de Partida. Consultáronse para su 
formación según se nota fácilmente en 
muchas de sus disposiciones, no tan solo 
la legislación romana, sino los adelantos 
científicos filosóficos, y aun religiosos de 
la época. Antiguos escritores habian dis- 
tinguido el tiempo de animación del feto 
según ya hemos visto, y los Padres de la 
Iglesia y controversistas, con el apoyo 
de 4a filosofía y los textos sagrados, ha- 
bian discutido también sóbrela época de 
la entrada del alma en el cuerpo, distin- 
guiendo en el aborto por lo mismo la 
muerte de un ser humano de la que so- 
lamente le impedia existir en lo adelan- 
te, y marcando aun mas la diferencia, 
con el resultado religioso de privarse con 
el aborto al feto animado de la salvación 
eterna, cuya circunstancia no concurría 
en el feto inanimado todavía. 

15. La Ley de Partida (L. 8. tít. 8 
Partr 7) acomodándose pues á las dispo- 
siciones romanas en la materia, condena 
á muerte á la muger preñada que con in- 
tención de abortar, tomare cualquier a- 
bortivo, ó se diese golpea en el vientre, ó 
de otra manera intentase el aborto, si con 
efecto fo consiguiere. En el caso de que 
por fuerza se obligue á la muger á abor- 
tar, la ley haée caer la pena sobre el que 
resulta con la culpa del delito. También 
la impone al marido que da golpes á su 
muger embarazada, resultando de eHo el 
aborto, y lo mismo al estraño. Los in- 
térpretes en este último caso enseñaban 
que aquella pena de homicidio tenia lu- 
gar, cuando los golpes se diesen con in- 
tención df matar el feto, pero no cuando 
no se llevara semejante propósito (Greg . 
Lop. glosa 6 á la Ley citada). 

16. Pero la Ley hace marcada distin 
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ciop, entre si la criatura abortada era ya 
viva en el vientre ó no, para sustituir en 
el segundo caso la p<!ha de muerte co^ 
Ja de destierro á una, Isla por cinco años- 
lisa distinción -que supone vida ó no en 
el feto, proviene pue3 de las creencias 
científicas griegas adoptadas después 

S or el romano lqinio, de que áiites se lia 
eefio mencioin Cop efecto; Gregorio 
López explicando la referida 'distinción 
de la Ley (Glosa 2. 4 la misma) de- 

r termina que se entienda vivo el varan á 
los cuarenta dias de concebido y la hem- 
bra á los sesenta, refiriéndose á los juris- 
consultos Angelo y Bartolo que tomaron 
también la distinción de las fuentes e- 
uunciadas- 

17. La Ley de Partida para impo- 
* sicionde.sus penas descansaba desde lue- 
go en un prinqipio falso, y después se re r 
sentía del rigqr de la época en el castigo 
de todos los delitos, y por fin no determi- 
naba dq una manera gradual y justa la 
imposiciou de las misionas penas según a- 
confece en todos los códigos antiguos. 
Ki promulgado últimamente cu la Pe- 
nínsula szdva todos aquellos defectos. 

18. Comienza considerando el Código 
el caso del aborto, no proporcionado por 
la misma mugeiócmbara^mfe sino por un 
tercero, con intención d,e obtener seme- 
jante resultado. Distingue el caso de que 
ese tercero haya ejercido violencia en la 
persona de |a muger embarazada, impo- 
niéndole entonces la pena de reclusión 
'temporal »(de 12 á 2(0 años); después con- 
sidera el caso de que uo se haya ejercido 
aquella, violencia, pero que sí se haya 
proporcionado el abortó sin el consenti- 
miento de la madre, .imponiendo .enton- 
ces «al qulpahle la pena de prisión mayor 
(de 7 á,J2 años), y ppr fin si el tercero 
jobró con el consentimiento dq . I ;r muger 
le irppone la, pena, de prisión menor (de 
.4 á G años,) 

10, <f\quí se. advierte pues que seme- 
jantes delito cometido do acuerdo con la 
madre ha merecido una pena, que la cir- 
cunstancia de, proporcionarlo abusando 
de la buena fe de aquella, como sucede- 
ría suministrándole al efecto un abortivo, 
sq considera cQmadelito mas grave, pa- 
ra, jmponerle mayor pena, y que la otra 
circunstancia de Ja violencia Race toda- 
vía aun mas gráye.pl delito parg ser cas- 
tigado pon ptyypr rigor todavía.. 


20. Se advierte lambieu en todas estas 
disposiciones del Código y las demas.qne 
examinaremos, que no hace distinción 
en cuanto al tiempo que cuente el feto 
cuando tiene jugar el aborto, por el col- 
vencimienlO'sin duda de que el feto vive 
desde, el momento en que es concebido, 
como vive en la última época de lamen- 
tación, diferenciándose tan solo en sus 
formas y en su vplúmcp. La diferencia 
que resulta de sus disposiciones, se en- 
cuentra piiQs entre el ser que está por na- 
cer y el que no h^ nacido, para distin- 
guir el aborto del infanticidio, penaudoji 
este ultimo defito con mayor gravedad 
que al otro. . . 

¡2 1 . Semejante diferencia descansa pues 
en, fundamentos m.uy atendibles. Hay e- 
sa diferencia muy macada con cfeqtp 
entre el feto que puede dejar de nacer 
por numerosos accidentes, al que los a- 
travesó todosxcpnsiguiendo salir á luz, la 
hay entre Ja esperanza de salir al mundo 
y su existencia en él, entre el sufrimiento 
de un ser casi inanimado y el del que go- 
iza ya del lleno de la vida, y la hay en fin. 
entre la perversidad que es necesaria pa- 
ra privar de la vida á uu ser desconoci- 
do y ja que se necesita para consumar el 
propio hecho ahogando todas las impre- 
siones (|ue nos vienen por los sentidps. - 

22^ hsl Código impone también la pe- 
na de prisión correccional (de ,7 á 3G me- 
ses) al aborto ocasionado, violentamente 
por uiptercero, aun cuando no baya te- 
nido intención de causarlo [Art. 328]. J.o 
proporcionará de ese modo el que dá 
golpes á una muger en quita, ó ja obliga 
á hacer cgereiqios violentos con inten- 
cionóle hacerle mal,, ó el dueño que im- 
pone á la sierya castigos que puedan pro- 
porcionar semejante resultado, si estaban 
en el conocimiento al consumar semejan- 
tes hechos, de que mediaba la circuns- 
tancia del embaraza. La Ley no se re- 
fiere en el artículo expuesto al caso de 
que el aborto tenga lugar por impruden- 
cia temeraria,, pues esta la castiga gene- 
ralmente per el art. 480. 

23. Después de ocuparse el Código de 
los terceros que hacen alertar á la .mu- 
gar embarazada* se ocupa también del 
casq cu que la misma muger sea fe que 
proporcione el aborto¿bien por sí ó con- 
sintiendo eme* otra, persopá lo verifiqué, y 
en amas ia impone \<\ pena de prisión 
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menor. Esa* pena es la misma que como 
hemos .visto determina respecto del que 
proporciona el aborto de acuerdo con la 
propia mugen 

24. Muchas ocasiones una muger ar- 
rastrada por pasiones que en lo refereute 
á la castidad son mas escusa bles que en 
otras materias, ó bien seducida, falta á lo 
que debe á su honor y á los principios de 
moralidad. La sociedad entonces impri- 
me en su frente el sello de la deshonra, 
imponiéndola por lo mismo una rigorosa 
pena que no sanciona vía ley escrita, y la 
muger así perdida trata entonces deo- 
cultar ese motivo dé su deshonra, ha- 
ciendo desaparecer la consecuencia y el 
vivo testimonio de su falta. El medio que 
tiene entonces para conseguirlo es el del 
aborto ó el del infanticidio. 

25. El Código ha tomado en conside- 
ración semejantes circunstancias, y sin 
poder excusar enteramente el delito im- 
pulsado por aquellos poderosos motivos, 
y sin dejar de estimar en lo que valen las 
.gravosas consecuencias que con él se in- 
tentan evitar, ha adoptado un término 
conciliatorio entre ambos estreñios. Por 
lo mismo en el caso de queja muger con- 
sume el aborto para ocultar su deshonra, 
incurre solamente en la pena de prisión 
correccional (Art. 339). 

26. El Sr. Caravantes, comentador del 
Código, observa^ con semejante motivo 
que este nada dice sobre el caso en que 
se procure el aborto por los padres de la 
.muger para evitar su deshonra, y cree 

que va que no sé aminore la pena como 
k erk£i caso de infanticidio, se considerará 
esta circunstancia como atenuante para 
aplicar Ja pena en su grado mínimo. Creo 
que aquel hábil comentador padece equi- 
vocación on semejante juicio, porque no 
media la igualdad de casos en que hace 
descansar su opinión. 

27. Regularmente la muger de honor 
que así se deshonra, tratará de ocultarlo 
aun antes que de los demas de sus mis- 
mos padres, adoptando la medida del a- 
borto como un medio de conseguirlo mas 
eficaz que otro ninguno en medio de su 
desamparo. Puestos ya sus padres en el 

secreto, mayor facilidad hay para la o- 
cultaciqn sin apelar al delitq, y mayor es 
la culpa de los padres por lo mismo en 
el hecho de consumarlo. Los, abortivos 
además, por lo regular, no llenan su ob- 
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jeto proporcionando solamente dolencias 
á laniadre que lds toma, y los mas fuer- 
tes son precisamente los <jue pueden pro- 
porcionarla la muerte: asi la naturaleza 
castiga en la madre semejante falta, de 
concierto con la ley escrita, y^especip dp 
los.padres nojnedia semejante circuns- 
tancia. Por cometer un delito pueden co- 
meter dos, y cuando menos piugun ries- 
go corren con la consumaciou del aborto. 

23. Se dirá que por semejante princi- 
pio el cstrauo que de concierto con la 
madre proporciona el aborto, no debería 
llevar la misma pena que ella, sino ma- 
yor;, peta el cstrauo no proporciona la 
muerte á un descendiente suyo por medio 
del aborto, y una consideración sé com- 
pensa con la otra para la igualdad del 
castigo. Tampoco le excusaría contribuir 
al delito para evitar la deshonra agena, 

E orque si bien la propia puede ofuscarnos 
asta el estremo de hacer disculpable el 
delito, no así la de un esteano ciertamen- 
te. Creo pues que no hay motivo para 
que en el caso de deshonrase amplié álos 
padres la disposición que minora la pena 
á la muger que aborta. • 

29. La ley considera también el hecho 
de que un facultativo sea el que, propor- 
cione el aborto ( Art. 340). Por supuesto 
que si no lo verifica sino como cualquier 
estrafio, por egemplo, dando golpes á k 
muger á consecuencia de una riña, no 
llevará mas pena que la que se impone 
al, mismo estrano. La sufrirá en su grado 
máximo, cuando proporcione el aborto 
abusando de su árte, según la espresion 
legal, y lo hará de ese modo suministran- 
do bebidas de acuerdo ó contra la volun- 
tad de la madre, ó bien haciendo uso de 
otra operación material del árte que pro- 
porcione el mismo resultado. El aumen- 
to de pena proviene aquí del abuso del 
cargo, que por la misma ley se confiere 
al facultativo, con un objeto muy distin- 
to del de consumar delitos. 

30. Es de observarse que en el aborto 
á diferencia de lo que en general sucede 
respecto de los oíros delitos, la ley no 
castiga el que sola consistió en tentativa 
ó resultó frustrado; Si, pues, se prepara 

[ >or ejemplo el abortivo y deja de tomar- 
o la. muger embarazada por algún moti- 
vo independiente de su voluntad, no de- 
berá ser penada. Aun apando lo tome si 
de ello no se siguió el aporto tampoco se 
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le impondrá la pena de este delito. Si un 
tercero con intención de conseguir aquel 
resaltado, diese golpes á la muger emba- 
razada seria castigado como reo del'de- 
lito de lesiones corporales, si no consiguió 
proporcionar el aborto. 

31. Los fundamentos que haya tenido 
la Ley para no castigar en semejante ma- 
teria la tentativa y el delito frustrado, 
dependen de la misma naturaleza del de- 
lito. Ya hemos visto con efecto la incer* 
tidumbre^de las causas que pueden de- 
terminar con precisión el aborto, también 
resulta de las mismas la niayqj incer- 
tidumbre en las pruebas que sobre el 
particular pueden ministrarse, y no era 
acertado por fin que con semejante mo- 
tivo la autoridad pública se ocupara de 
continuo, de hacer investigaciones de 
semejante naturaleza entre familias hon-. 
radas, exponiéndolas de ese modo á a- 
venturados juicios del público v á la pér- 
dida de su honra 

32. En el caso de aplicarse á e$ta Isla 
las doctrinas del Código* ninguna difi- 
cultad ofrecen entre !a raza blanca y en- 
tre la gente de color, respectivamente 
entre sí, en cuanto al delito que nos ocu- 
pa. Sin egibargo respecto de la última, es 
inaplicable la disminución de pena cuan- 
do tiene lugar el aborto para ocultar la 
deshonra, porque no la hay entre la gen- 
te de color respecto á la concepción ile- 
gítima, y falta entonces por lo mismo el 

f ioderoso principio que ha obligado á la 
ey para semejante excepción. 

33. Cuaúdo el aborto se consumára 
por hombre de color en muger blanca 
con violencia ó sin el consentimiento de 
aquella, ó.con violencia ó sin propósito 
de causarlo, el delincuente deberá ser 
castigado con mayor rigor. (Véase Cir- 
cunstancias). Lo mismo deberá suceder 
entre el colono y el patrono. 

34. Respecto del esclavo y sil señora 
media aun mas poderoso fundamento pa- 
ra que Se irtnponga mayor pena, así como 
también para su disminución cuando se 
trate de aborto ocasionado por el dueño 
respecto de la esclava (Véase Penas). 

35. Cuando el reo ó co-reoen el abor- 
to de la esclava sea un tercero distinto 
del dueño, claro es que además de la pe- 
na legal, está obligado á satisfacer á a* 
(piel dueño el valor de la esclava si mu- 
riere y aun el del propid feto, con arre- 


glo á las disposiciones de la Ley sobre la 
responsabilidad civil proveniente de los 
delitos. (Véase Responsabilidad). 

36. En el delito de aborto de esclavas, 
no será circunstancia que hagá minorar 
su pena, la de consumar el crimen para 
evitar su deshonra; porque no la hay 
en ellas por la concepción ilegítima. De 
la propia manera la tentativa y el delito 
frustrado, si bien no deben ser juzga- 
dos por la autoridad pública, mediante 
la incertidumbre de las pruebas y perjui- 
cios que pudieran sobréVenif* al dueño, 
si*es oportuno que sean corregidas por 
este usando de la autoridad que se le 
'concede sobre el esclavo, pues tampoco 
media honor de familias que en el parti- 
I cular sirva de obstáculo, y por el contra - 
■ rio es justo que el dueño impida y corrija 
hechos ilícitos, que también menoscaban 
| sus haberes y son de mal ejemplo en el 
seno de su familia. 

j 37. Pero hay respecto déla esclavitud 
otrasdo^causasimpulsivasdel aborto que 
nos demuestra la esperiencia. Algunos 
J dueños en la ciudad consideranjcon indis- 
creción, grave falta en la esclava la con- 
cepción mera del matrimonio, y aun la 
castigan con ensañamiento, sin cónsul tal- 
la facilidad con que se comete semejante 
falta, cuando obran de lleno los instintos 
de la naturaleza no contenidos por la mo- 
ralidad y el honor de que carecen aque 
líos esclavos. Tal comportamiento las in- 
clina á ocultar su falta por medio del a- 
bortó, y en semejante circunstancia es 
claro que siendo el temor ál dueño un e- 
quivalente á la pérdida del honor en la 
muger libre, la pena de la ley deberá mi- 
norarse en la misma proporción. 

33. Sucede también que laesclavacon- 
suma el delito del aborto con la intención 
de evitar al hijo la servidumbre, y sin du- 
j da que semejante circunstancia no ha de 
j tornarse en consideración como en el otro 
; caso para que se minore la pena, porque 
esto seria de funesto ejemplo para la es- 
clavitud. 

39. Ocupándome ahora de la prueba 
del aborto, son difíciles en los dos prime- 
! ros meses de la gestación, aun cuando se 
| tenga á la vista el resultado de la con- 
' cepcion y mas todavía si se le ha hecho 
j desaparecer. Con mayor edad el feto, si 
tuvo lugar aquella desaparición, en la 
! madre quedan muestras ael hecho, cua- 
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les son reunidas y no separadas, las mis- 
mas que quedan después del parto natu- 
ral en los órganos esteriores é interiores 
hasta la efusión de la leche en los pechos. 
Por lo que respecta á la edad que tenga 
el feto abortado es inútil tratar de deter- 
minarla con precisión aun cuando se ten- 
ga á la vista, pues corno ya he dicho no 
mfluyre semejante circunstancia hoy para 
el aumento ó disminución de pena. 

40. En la mayor parte de los casos á 
(pie nos hemos referido se hace precisa 
la concurrencia de facultativos que.eon 
ayuda de los conocimientos teóricos y 

f irácticos de la ciencia médica, resuelvan 
a existencia del aborto. Pero ese resul- 
tado no determinará con todo la existen- 
cia del delito; porque puede haber aborto 
natural producido por mil distintas cau- 
sas, hasta por el olor que despide el car- 
bón aué >e apaga, como décia el, natura- 
lista rlinjo. rara la comprobación del 
delito será pues también preciso averi- 
guar todas las circunstancias que respec- 
to de él hayan intervenido. Las muestras 
que haya dejado por ejemplo la violencia 
egerciaa por la madre en su caso, ó la 
existencia de losbrevajes que hayan me- 
diado con aquel propósito. Aun así, será 
preciso determinar también si aquellos 
antecedentes son bastantes para produ- 
cir el aborto, pues pudiera suceder tam- 
bién que tuviese lugar por otro motivo | 
natural independiente de aquellos arlifi- 1 
ciales. 

4 1 . He dicho que el facultativo que a- í 
busando de su cargo proporciona el a- 
borto, es penado por la ley con mayor ri- 
gor que cualquier otro en las mismas cir- 
cunstancias; pero casos hay en la mate-; 
ña médica, en que á aquellos facultativos 
puede ser necesario ó conveniente pro- 
porcionar el aborto p^ira salvar la vida 
de la madre p del propio feto. La exis-j 
tencia del feto ene! útero ólamismadifi- 
cultad del parto, pueden hacer indispen- 
sable el aborto artificial ó la estraccion ¡ 
de la criatura» y aun ocasiones hay en que 
por previsión respecto de la dificultad del , 
parto se ha qe preciso el aborto, según a- ¡ 
contece en los de estrechez considerable ¡ 
de la pelvis de la madre. 

42. Apoifseja la ciencia en esos últimos 
casos que la operación no se verifique en 
las primerizas, así como también que se 
difiera todo jp mas posible durante los 


primeros meses de la preñez, y de la pro- 
pia manera cuando se tenga el conven- 
cimiento de que el feto tiene alguna po- 
sición viciosa ó está enferma la madre» 
nó procediéndose nunca por un solo mé- 
dico a la operaciou sin consejoy material 
ayuda de otros. 

4 i. Los abortos provocados por los fa- 
cultativos pueden ser determinados de 
ése modo por la ciencia médica, según 
los casos que hasta, el presente indica y 
vaya sancionando en lo adelante. El le- 
gislador pues debe acomodarse en la ma- 
teria á aquellos principios para respetar- 
los, castigando tan solo la impericia ó la 
imprudencia del que los ponga en prác- 
tica. Difícil es de este modo sin embargo 
averiguar el delito, sin la ayuda de otros 
facultativos á quienes forzosamente ha de 
recumrpe pára determinar bien su exis- 
tencia; mas 001 * lo mismo que es tan fá- 
cil consumarlo y difícil después de los he- 
chos averiguar ó no si hubo verdadero 
delito en el acto del aborto, parecia opor- 
tuno (jue el legislador se hubiese ocupa-, 
do de provenirlo. Esto á mi entender se 
conseguiría haciendo la legislación for- * 
zosa en tales casos lo que la medicina a- 
conseja, y creo por lo mismo que en el a- 
sunto estaña bien en el Código la añadi- 
dura de un artículo disponiendo, que nin- 
gún facultativo procediese á ejecutar el 
aborto,*sino aconsejado y ayudado de o- 
tros dos deja profesión. Así pues se pon- 
dría mas obstáculo al fraude y se garan- 
tizarían mejor los resultados. 

44. Ocupémonos ahora de. las conse- 
cuencias que puede proporcionare! abor- 
to en las sucesiones hereditarias 
- 43. La legislación romana considera- 
ba como no concebido al niño que nacía 
muerto. Tampoco consideraba nacido el 
monstruo que venia al mímete con miem- 
bros de bestia (L. 14 tit. 3 lib. 1. 0 D. y. 

1 29 y 1 33 Je verborum úgnificutione ). Aun 
cuando el hijo no naciera enteramente 
vivo, se consideraba heredero del padre, 
pero no en el caso de que viniera al mun- 
do por medio de un aborto* (L. 12 tit. 3 
libl 28 Dig. 2 tit. 13 Y. y 6. « tit. 24. C.). 

46. El Fuero Juzgo dictó una regla 
mas general para que se considerara al 
hijo como abortivo ó roen la propia ma- 
teria de sucesiones. Las condiciones que 
al efecto puso, fueron primeramente la 
de que el niño fuese bautizado y después 
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que viviera diez dias. De este modo limi- 
tó al estremo las reglas de la legislación 
romana, acortando Tas probabilidades de 
heredar á los parientes de un niño que 
naciera en un estado enfermizo (L. 1 S tit. 
2 lib. 4. Fuer. Juz.). * 

47. La Ley citada dice terminante- 
mente que la vida del niño debe ser tal, 
quecomo puede tener la vida celestial a-, 
*í haya la terrenal, y que todo el que ten- 
ga deseos de heredar por medio de él, se 
esforzará por proporcionarle de antema- 
no la vida celestial. Fué este pues un ar- 
bitrio adoptado para que no perdieran el 
bautismo los recien nacidos, en aquella é- 
poca en que aun mayor influjo que en la 
presente egercia la religión en todos los 
actos de la vida, y la ley encargaba ó ha- 
cia forzoso ese cuidado al heredero que 
debía así compensarla herencia terrenal 
que adquiría, proporcionando la celestial 
al mismo á quien heredaba. 

- 48. El Fuero Real se atuvo solamente 
á aquello condición del bautismo, para 
considerar al hijo natural y no abortivo 
y prescindiendo de todoplazo de supervi- 
•vencia posterior al nacimiento (L. 3 tit. 
6 lib 3 Fuer. R.). Con esto sin duda se 
restablecían los principios de la ley ro- 
mana limitados por la del Fuero Juzgo. 
El bautismo no podía administrarse sino 
á un niño que gozase de vida, y tuviese 
forma humana, y una de las dos circuns- 
tancias comprendía la otra; sin fijarse la 
duración d'e la vida, ni tampoco la con- 
dición de que el niño muriera en tiempo, 
en que naturalmente pudiera vivir. 

49. El derecho de las Partidas, siem- 
pre decidido por el romano, y con razón 
sin duda porque era lamas completa le- 
gislación, revivió todas sus disposiciones. 
Repitió el sábio Rey D. Alonso el princi- 
pio de que el hijo que nace muerto debe es- 
timarse como no nacido, y que lo mismo 
sucede con el que nace con figura de bes- 
tia ó fuera del plazo natural (L. 8 tit. 33 
Parí. 7). Estatuyó que la criatura en el 
vientre materno se considerase .como na- 
cida en todo Ib que fuese favorable (L. 3 
tit. 23 Part. 4. « ). Y adoptando de llenó 
la doctrina de Hipócrates, que en otros 
casos hemos visto también aceptada por 
ley, declaró que la muger preñada no po- 
día estarlo mas de diez mescs;quela cria- 
tura que naciera después de seis meses 
con un solo dia mas del séptimo en ade- 


lante, y hasta los nueve meses cumplidos 
debe considerarse viable, y que ninguno 
puede estimarse que cuenta un* solo dia 
del onceno mes (L. 4 tit. 23v Part. 4). 

Por fin repitió con la ley romana, que 
no debe contarse por hijo el que no nace 
con figura humana, como si tuviese ca- 
beza ú otros miembros de bestia, puesto 

3 ue si lo es, el que naciese con algunos 
e aquellos miembros multiplicados ó de 
menos (L-. 5. tit 23. Part. 4). Adviértase 
aquí pues que la decisión de las leyes de 
Partida por las romanas les hizo olvidar 
la condición del bautismo que las leyes # 
patrias imponían en la materia. 

50. En la práctica hubo de ofrecer 
dudas la aplicación de las leyes de que se 
se ha hecho referencia, y las Cortes To- 
ledo de 1502 tuvieron por encargo alla- 
nar aquellas dudas entre otras referen- 
tes á nuestra legislación. Resolvieron 
pues (L. 2 tit. 5 lib. 110 Nov. Rec) que 
para que el hijo nacido no se tenga por 
abortivo ha de nacer vivo todo, dando 
con esto á entender, no que han de tener 
movimiento todos sus miembros, sino que 
ha de desprenderse todo él con vida del 
seno maternal. Redujeron pues los diez 
dias de supervivencia que ecsigia la ley 
del Fuero Juzgo á solas veinte y cuatro 
horas; y reprodujeron la circunstancia 
de que fuese bautizado, contenidas en el 
propio Fuero Juzgo y Fuero Real. Por 
fin dijeron ser también preciso que el 
reciennacido lo fuese en tiempo en que 
pudiera naturalmente vivir, ateniéndose 
en esto á la disposición de la L. 4 tit. 23 
Part. 4 qiie ya se ha explicado. 

5 1 . He indicado antes que los comen- 
tadoras han buscado el motivo de ha- 
berse colocado el sacramento del bautis- 
mo entre las condiciones ecsigidas para 
que no se tenga el hijo por abortivo. A- 
tribúyelo Llamas al deseo de manifes- 
tar que no podia ser un cristiano herede- 
ro del que no lo era, Palacios Rubios cree 
lo mismo con la añadidura de que era 
preciso que el niño tuviese con el bautis- 
mo un nombre bajo el cual pudiera se- 
ñalársele. Escriche lo atribuye ála con- 
currencia en las Cortes de Toledo de 
mas teólogos que fisiólogos, % los auto- 
res de la Enciclopedia de derecho y ‘ad- 
ministración vacilan sobre la opinión que 
deban formar en el asunto. , 

52. Creo que si se buscada razón res- 
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.pecio de la Leytle Toro, debe advertir- designa, pero que en el seno de la comi- 
se que los legisladores de Toledo, esta- sion nombrada parala formación del 
ban llamados á decidir sobre las dificul- Proyecto, había personas respetables que 
tades que presentaban las leyes enton- consideraban como un despoip hecho á 
ces vigentes y debieron tener por Ig mis- la familia del padre ó madre difuntos esa 
mó á la vista las de Partida, Fuero Real súbita transmisión de bienes, por la sola 
y Juzgo. Tuvieron tendencia á dar la circunstancia de sobrevivir la criatura 
supremacía á las leyes oatrias sobre las ! veinte y cuatro horas, y aue pretendían 
otras que aceptaron toaas las doctrinas prolongarla á mas de los diez dias seña- 
romanas, encontraron en las primeras la lados por el Fuero Juzgo. Concluye pues 
condición del bautismo, debieron no* mé- , el Sr. García Goyena diciendo, que fue 
nospreciarlo por la influencia religiosa preciso hacer una especie de transacción 
de la época y naturalmenteje dieron ca- ] y que de todos modos si es conveniente 
bida en la ley nueva. Asi pues se espli- j señalar término, el señalamiento será 
cara el sentido de esta, mas bien por su siempre arbitrario. * * 

historia que por su contenido. Lo mismo j 56 . El hijo desde su conce'pcion en el 
sucede con la del Fuero Real y en cuan- 1 útero maternal, es un ser que existe, y 
toá la del Fuero Juzgo, ella misma co-jque va desarrollándose lentamente hasta 
mó ya he dicho, refiere el .fundamento ! el momento en que sale á luz. Su exis- 
que se tuvo pata imponer semejante ¡ tencia en el seno matjemo oculta las con- 
condicion en .el asunto. % dir iones de su estado; pero desde el mo- 

53 . Por lo que hace al plazo de super- mentó que nace salvo, da una prueba de 

vivencia, la Ley de Toro también adop- aquella existencia qué 1.a ley requiere, y 
tó un término medio entre los diez dias de£>e estimársele como tal feer existente 
que ecsigía la del Fuero Juzgo, y la so- para todos los efectos legales. La consi- 
la circunstancia de que el leto naciese deracion del Fuero Juzgo que determinó 
con vida, que requerían las leyes del Fue- un señalamiento de supervivencia, no es 
ro Real y délas Partidas. Fue el Fuero bastante decisiva en el particular, porque 
Juzgo el de la fijación del plazo y me pa- hi circunstancia de estar mas próximo á 
rece encontrar el motivo que á ello le la muerte qué á la vida, es fundamento 
impulsó enastas palabias que presenta que puede aplicarse á toda la infancia en 
como fundamento . ... E cuerno será con- razón á la proximidad de su nacimiento 
todo en os vivos al qualfué mas allegada y á los mil peligros aue corre antes de 
la muerte que la vida? É assi en medio de llegar á un completo desenvolvimiento. 
la luz es luego muerto , y es entrado en las 57 . Si personas respetables opinan «de 
teniebras. La ley quería pues que el feto otro modo, 3a creencia contraria tiene 
viviera completamente; y uo considera- por sí la autoridad de la legislación ro- 
ba ese complemento hasta diez dias de mana, la del Fuero Real y la de las Par- 
vida porque hasta entonces le considera- tidas y la de todos los códigos modernos 
ba mas vecino á la muerte. de Europa, que no exigen la superviven- 

54 . En el Proyecto de Código ciyil cia indicada. Arbitraria es sin duda la de- 

moderno se reputa aiacido el feto para sigilación del tiempo á que alcanza aque- 
los efectos legales, cuando desprendido lia, pero arbitrariedad de importantes 
enteramente del seno materno nace con consecuencias. Los niños en los primeroá 
figura humana y vive cuarenta y ocho dias de su nacimiento están sugetos á mil 
horas. Obsérvase de nuevo aqui suprimi- enfermedades las mas veces mortales, 
da la condición del bautismo efe confor- provenientes de su constitución ó de cau- 
midad con la ley romana y las de Parti- sas exteriores, y mientras mas se aleje el 
da, y un nuevo término conciliatorio en- plazo de los dias de supervivencia que se 
tre estas legislaciones, y lasde los Fueros íes exijo, mas gravosas condiciones ée 
citados. ' ponen para considerar nacido al que real- 

55 . Si se buscad motivo de semejan- mente lo está. En esta Isla, sugetos los 
te innovación, el Sr. García Goyena nos recien nacidos al tétano , que causa en e- 
dirá en sus comentarios á aquel Proyec- líos gran mortandad hasta los siete dias 
to, que debian parecer suficientes las después de su nacimiento, seria muy ¡m- 
veinte y cuatro horas que la ley de Toro portante la variación que se introdujese 

5 ~ 1856. 
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sugetándolos á una supervivencia que 
pasase de aquel término, y véase si seria 
importante semejante circunstancia. 

58. No es súbita transmisión de bienes 
1.a que proporciona el feto que vive vein- 
te y cuatro horas, oque sale á luz: es u- 
na transmisión aue se viene o|5e randa por 
todo el tiempo de la gestación hasta el 
parto con que concluye. Tampoco es un 
despojo el que se proporciona con el he- 
cho á la familiadel padre 6 madre difun- 


tos, sino el reconocimiento de las dispo-, 
siciones legales en materia de sucesiones, 
que autorizan semejante despojo siempre 
que el hijo sobrevive á los padres muer- 
tos. No se concibe pues la necesidad que 
hayadequepiedie la supervivencia de 
dias á que me contraigo, y por lo mismo 
me parece excusada la de las cuarenta 
y ocho horas ¿í que me he referido. — 
R. Piña. 
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ABSOLUTA . — V. Licencia. 

ABUSO . — Esta palabra compuesta de 
la preposición latina ab y del nombre 
uso también latino, por su propia etimo- 
logía revela su significado^ Es con efecto 
el mal uso que se hace de una .oosa bue- 
na ó permitida, de un poder, de una au- 
toridad ó de un derecho que tenemos por 
la naturaleza ó por la ley. 

_ 2. Ese abuso tiene lugar y con dema- 
siada frecuencia en- todas las cosas huma- 
nas, desde las mas sagradas é importan- 
tes, hasta las mas profanas y de poca en- 
tidad. Es muy . común que ese defecto no 
se encuentre tanto en las instituciones co- 
mo en el uso ó aplicación de ellas, y eslo 
también que las mismas instituciones ri- 
gorosamente observadas en un principio 
después vayan degenerando á consecuen- 
cia del abuso, hasta elestremo de propor- 
cionar resultados enteramente contrarios 
á su obgeto. La razón humana crea de 
ordinario aquellas buenas instituciones 
y la malicia humana de continuo tiende á 
hacer un lamentable abuso de ellas. 


3. Por supuesto que siendo numerosas 
aquellas instituciones sociales, numerosas 
habrán de ser también las especies de a- 
busos que á las mismas se refieren. Hay 
pues abusos políticos, abusos morales, a- 
busos religiosos y mil otros. En el pre- 
sente artículo solo me contraeré á aque- 
llos abusos que inas inmediatamente to- 
can á la materia legislativa común y son 
el abuso de autoridad de empleados, el a- 
buso de autoridad ó 'superioridad entre 
particulares y el abuso de confianza. 

4. Ese abuso de autoridad puede tener 
lugar respecto de lodos los empleados 6 
personas que desempeñan un cargo pú- 
blico ó respecto de los particulares á quie- 
nes la ley concede autoridad en determi- 
nados casos respecto de otros particulares. 
Por lo mismo trataré en primer lugar de 
3os abusos dé los primeros, v seguidamen- 
te de los segundos, para concluir en el a- 
buso de confianza, en que no figiira aque- 
lla autoridad. 
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CAPITULO I. ¡ 

Del abu fin de autoridad cometido por cm * j 
pleado público . , | 

o. Es abuso.de autoridad de empleados 
el mal uso que hace de todo cargo públicb 
aquel que lo desempeña con nombramien- 
to Real ó sin él. 

6. Indudablemente que bien considera- 

dos los delitos ó infracciones á la ley en 
mayor ó menor grado de culpabilidad, to- 
dos suponen un abuso que consigo lleva 
la misma delincuencia. Pero no es ese a- 
buso lo que quiere darse á entender con 
la esp resion legislativa cuya esplicacion 
nos ocupa. El abuso de q.ue tratamos no 
es pues propiamente la infracción de la 
ley penal. Supone siempre si bien se atien- 
de á su naturaleza, un mal uso de faculta- 
des que nos están concedidas, bien sean 
públicas por la ley, bien privadas á con- 
secuencia de la misma ley ó de Una con- 
vención ó contrato. Y así resultará de la 
explanación que me propongo hacer, res- 
pecto de aquellos abusos en los artículos 
citados. . 

7. Hay que hacer distinción entre la 
autoridad gubernativa y administrativa, 
la judicial, la mas limitada proveniente de 
cualquier otro cargo público, y la que la 
ley confiere entre unos particulares respec- 
to de otros por su estado ó posición social. 
A la primera corresponden todos los ge- 
fes del gobierno y administración con sus 
subalternos. A lasegunda todos los magis- 
trados, jueces v demas subalternos del ra- 
mo judicial. A la tercera, todos los que e- 
gercen un cargo público como eclesiásti- 
cos, abogados, mélicos y . demas. Y á la 
cuarta los particulares que egercen dere- 
cho de autoridad sobre otros particulares, 
como el amo respeto de su esclavo, el pa- 
dre respecto del hijo no emancipado etc. 
Regularmente no se denomina empleado 
público sino al que egerce funciones de 
gobierno ó administración en el Estado, 
y no á los que desempeñan cargos de e- 
leccion popular ó prófesiones públicas, 
inas para los abusos el Código penal vi- 
ente en la Península los comprende á to. 
os bajo la misma denominación, y nos 

parece acertado hacerlo así. 

8. Infinita variedad de abusos de auto- 
ridad pueden cometerle per los empleados 


como son infinitos los modos que el em- 
pleado tiene de-hacer mal uso de las fun- 
ciones que le están encomendadas en la 
variedad de circunstancias en que puede 
hacerlas valer. Donde sin embargo pue- 
den tener mas cabida esos abusos y de u- 
na manera que menos los alcance la acción 
de la justicia, es en materia de gobierno y 
administración, donde puede comenzar 
¡ en la organización de loe mismos regla- 
mentos que se forman á fin de proporcio- 
nar el cumplimiento de las propias dispo- 
siciones legales, para concluir en las ope- 
raciones de los mas ínfimos subalternos, 
dirigidas á hacer llevar á efecto las mismas 
prevenciones. Asi se hace difícil dictar le- 
yps penales en asunto tan vasto y compli- 
cado. Las nuestras por lo mismo apenas 
hablan en la materia de una manera vaga 
é indeterminada, y el Código penal noví- 
simo es mas contraido al particular como 
después veremos. 

9. Los abusos de autoridad que cometa 
la judicial son menos en número, y de más 
fácil comprobación por la misma natura- 
leza de sus funciones, y lo propio aconte- 
ce respecto de los que pueden cometer los 
otros empleados, y por razón de aquella 
autoridad moral que lleva consigo la in- 
vestidura del empleo que se les confiere, 
para que hagan de él un buen uso en el 
Estado; así como los de los demas parti- 
culares. 

10. No debe confundirse el delito que 
cometa un empleado como particular, con 
el abuso que haga de su destino ó empleo, 
ni con el delito en que se prevalgadel des- 
tino que egerce. Si el empleado delinque 
del primer modo, será castigado como en 
su caso lo seria cualquier particular. Si la 
delincuencia tiene lugar solamente como 
un abuso de sus funciones, será penado con 
arreglo á las disposiciones que castiguen esa 
falta. Si en el hecho mediare un delito co- 
mún y otro de autoridad, deberán serles 
impuestas las dos penas correspondientes 
á los dos hechos, conforme á la prevención 
del Código penal novísimo en la materia. 
(Art. 76). Si para cometer el delito el ém- 
pleado se prevale de la autoridad que e- 
gerce, esta será una circunstancia que a- 
grave la pena que ha de imponérsele por 
el delito cometido, conforme al mismo Có- 
digo Nov. (Art. 10. núm. 10). 

11. Fácil es ilustrar esta doctrina con 
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egemplos. Un juez puede tener una reyer- 
ta como particular ofendiendo á otro, y no 
se considerará entonces que hace abuso ni 
que se prevale de su ministerio. Puede 
constituir al particular arbitrariamente en 
una prisión y entonces abusará de su mi- 
nisterio. Puede maltratarle como. particu- 
lar y arrestarle despües, y entonces delin- 
quirá como particular abusando á la vez 
de su destino. Por*fin puede con el carác- 
ter de tal juez seducir á una muger, sin 
compelerla directamente á ello por medio 
de la autoridad y entonces se prevaldrá de 
esta y no abusará propiamente, bien que el 
hecho sea una manera de abuso. 

12. Como que los abusos en materia 
gubernativa y administrativa pueden ser 
de una estension que apenas se alcanzad 
concebir, el asunto ha ocupado á profun- 
dos escritores, quienes han tratado de pro- 
porcionar reglas oportunas para preca- 
verlos. Es mas fácil con efecto impedirlos 
de ese modo que averiguarlos y castigar- 
los después, ora por la misma naturaleza 
complicada de los actos, ora por el sigilo 
conque las mas de las veces secometen los 
propios abusos, ora en fin porque el mis- 
mo poder que los consuma respecto de los 
particulares, sirve dé escudo las mas ve- 
ces impenetrable contra los golpes que a- 
quellos por consecuencia pudieran diri- 
girles. 

13. Entré aquellos medios preventivos 
propuestos y en ocasiones seguido, se 
cuentan la división de los ramos adminis- 
trativos y gubernativos, que se hagan con- 
trapeso unos á otros, á escepcion de los 
casos en que la prontitud de acción exige 
la reunión de poderes sjn grave- peligro. 
La variación de empleados no tan breve 
que apenas les deje tiempo para conocer 
bien los negocios que les están, encomen- 
dados, cuya variación d renovación se ha- 
ce igualmente estensiya á las corporacio- 
nes administrativas. Los informes secretos 
cuando son garantizados. La publicidad 
de las cuentasj demas actos de la propia 
administración y la dotación de sueldos 
bastantes á cubrir las necesidades del em- 
pleado sin ponerle en el trance preciso de 
cometer abusos con su destino. 

14. Las mismas reglas preventivas en 
su mayor parte tienen lugar respecto de 
los encargados de la administración de 
justicia, desde lo mas superior á lo mas in- 


ferior de la escala. Se agrega á ellas, la 
medida de evitar que el juez sé incline á 
juzgar de una manera con preferencia ¿ 
otra, jio r consignársele alguna parte en 
las penas. También la publicación de los 
actos judiciales á que se ha dado última- 
rfiente alguna estension. Y asimismo la 
otra medida cíe fundar las resoluciones ju- 
diciales, que hace mas dificil y á la vez 
pone mas de manifiesto la injusticia con 
que en el caso se proceda. 

15. La organización de los mismos tri- 
bunales;] udieiales es otro obstáculo para 
el abuso de poder/ Lo es la vigilancia que 
el Tribunal Supremo y su fiscal ejercen 
sobre los actos de las Audiencias de la 
Monarquía, las que estas á su turno eger- 
cen sobre los jueces inferiores, y las que 
estos á su vez deben poner en uso respec- 
to de los demas empleados del orden judi- 
cial. Esta inspección gerárquieade unos res- 
pecto de otros, acompañadas de otras mil 
medidas todas dirigidas á refrenar los abu- 
sos, apenas son bastantes á contenerlos sin 
embargo, porque si la previsión imagina 
también crea la malicia. Pero tal es la suerte 
común de todas las instituciones humanas . 
y mucho es ir dictando reglas acertadas,, 
luego que la propia malicia con sus hechos 
va poniendo de manifiesto los abusos que 
se pueden prevenir. 

L). Nuestras leyes dictadas antes de la 
promulgación del Código novísimo, si 
bien se ocuparon algunas veces de impo- 
ner penas á los delitos cométidos por los 
empleados públicos principalmente en el 
orden judicial, y si bien dictaron con mas 
amplitud medidas que impidieran la con- 
sumación de esos abusos tanto en la Pe- 
nínsula como en estas* poscsiones.de In- 
dias, estuvieron muy lejos sin embargo 
de ocuparse de la materia de una manera 
metódica y á propósito para conseguir que 
aquellos abusos v aun los delitos que los 
misinos empleados pudieran cometer aso- 
ciándolos, á los propios abusos, fuesen cor- 
regidos de una manera justa y légal. Pa- 
rece que debiéndose sostener el prestigio 
de la autoridad á todo trance, asi en lo 
político como en lo gubernativo y judicial, 
bastante era tratar de prevenir sus abu- 
sos por medio de disposiciones análogas 
al asunto, sin abrir campo á la corrección 
del modo lato y minucioso que tenia lugar 
respecto de los particulares. 
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17. No sucede asi con el Código penal 
novísimo, en el cual mejor comprendido 
el sistema legal aplicable á la materia, 
cuidadosamente se han enunciado los de- 
litos y abusos que pueden cometerse por 
los empleados públicos, para imponérseles 
en consecuencia penas justas y correcto- 
rias de lasialtas en que aquellos pueden 
incurrir. Aun no se ha hecho aquel Código 
estensivo á estas posesiones de Indias; pe- 
ro mientras aqui se promulgue con las va- 
riaciones que hagan forzosa la existencia- 
de la esclavitud y diversidad de razas de 
estos dominios, con la superioridad que 
debe* reconocerse en las’ unas respecto de 
las otras, acertado es consultar aquel Có- 
digo como cuerpo de doctrina legal, que' 
fije los principios y sti aplicación á los 
delitos, evitando en cuánto es posible la 
vacilación y arbitrariedad de las .penas. ! 
Por lo mismo me ocuparé de examinar! 
sus disposiciones en el asunto que me o- j 
cupa, como también se ha hecho respecto ¡ 
de los demas delitos de que se trata en es- 1 
tos Axales. 

18. El Código consagra todo su título I 
8. ° á los delitos que se cometen* por los ¡ 
empleados, entendiendo por tales, según ^ 
lo hemos hecho al principio de este artí- 1 
lo, no solamente á los que ejercen funcio- 1 
nes públicasó administrativas con autori- j 
dad pública, sino á todo el que 'desempe- ' 
ña un cargo público, aunque no sea de j 
real nombramiento ni reciba sueldo del 
Estado (Art. 271). En consecuencia en el j 
título mencionado y en distintos capítu- 1 
los se ocupa separadamente de todos a- j 
quellos actos de los empleados en el e- j 
jercicio de sus cargos, que constituyen de- ¡ 
lito. Y son, colocándolos aqui por orden j 
alfabético: 


Abandono de destino, 

Cohecho . , 

Denegación de auxi- 
lio. 

Desobediencia , Frau- 
des y exacciones ilegales. 

Infidelidad en la cus- 
todia de documentos. 

Infidelidad en la cus- 
todia de presos. 

Malversación de cau- 
dales públicos. 

19. Si con algún cuidado se medita, se 
advertirá que entre esos hechos punibles 
de los empleados públicos inedia un abu- 
so del cargo, así como media en todos los 


Negociaciones proh i- 
biSas. 

Nombrara ien tos i le- 
gales. 

Pi • ecaricacion . 

Prolongación y anti- 
cipación indebida de 
funciones públicas. 

Resistencia. 

Violación de secretos y 

Usurpación de atri- 
buciones. 


demás delitos respecto de las facultades 
que el hombre tiene concedidas. Ya se ha 
dicho sin embargo que” el abuso propia- 
mente en el sentido legal, supone un mal 
uso de las facultades que la misma ley nos 
concede, fuera de las que generalmente 
pbtienen todos los hombres. Por lo tanto 
entre esos’ mismos delitos de los emplea- 
dos puede* distinguirse el mero abuso de 
las facultades qué consigo lleva el cargo, 
del verdadero delito consumado -en él. La 
prevaricación de un juez que á sabiendas 
dieta una sentencia manifiestamente injus- 
ta es un verdadero delito, mientras que la 
prolongación indebida déla incomunica- 
ción de un preso no es mas que un abuso 
por exceso de autoridad. 

20. Si acaso pareciere demasiado meta- 
tísica semejante distinción, no lo será por 
cierto advertir que, en los abusos de los 
empleados tomados en su mas lata signi- 
ficación, hay i/nos que ofenden mas direc- 
tamente la causa pública, mientras que o- 
tros perjudican principalmente á los par- 
ticulares. Es muy marcada, por egemplo, 
la diferencia que media entre el hecho del 
empleado que quebrante los sellos de pa- 
líeles ó efectos sellados por la autoridad, 
y el hecho de imponer una multa indebi- 
da á un particular. El código ha querido 
esttíblecer semejante diferencia entre unos 
y otros abusos, si bien se consultan sus dis- 
posiciones. 

21. También puede ser el abuso del em- 
pleado un delito principal, ó un delito ac- 
cesorio de otro delito; ó un delito que vaya 
unido a otro delito de su mismo cargo. El 
empleado que malversa los caudales pú- 
blicos- en su provecho comete un solo y 
principal delito. El que proporciona la fu- 
ga de un delincuente de lesa magestad, 
ocultándole al efecto en su casa ó emplean- 
do de otro modo la autoridad que egerce, 
comete el delito de encubrimiento princi- 
palmente, y el de abuso de su cargo de una 
manera accesoria: El que diere una senten- 
cia abiertamente injusta á virtud de cohe- 
cho, comete un doble delito ó doble abuso. 

22. Se advertirá también que en esos abu- 
sos de los empleados además de los que 
constituyen delito y propiamente abuso 
de autoridad, hay unos en que media abu- 
so de confianza y otros no. No media se- 
mejante abuso de confianza, por qjemplo., 
en la resistencia y desobediencia á los su,- 
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periores, y sí media en la infidelidad, en la 
custodia de documentos ó violación de se- 
cretos. Sin embargo, abuso de confianza se 
dice meramente de la que tiene lugar entre 
los particulares y por lo mismo no corres- 
ponde tratar de ella de una manera espe- 
cial en el presente capítulo. « 

- 23. El sistema del Código no se acomo- 
da á tratar semejantes materias: con arre- 
glo á la clasificación mencionada. Se ocu- 
pa de los delitos de los empleados en su 
tít. 8. ° lib. 2. ° , y fuéra de ese título co- 
mo sucede con el encubrimiento de delitos, 
también se ocupa de imponer penas á los 
empleados que en él incurren abusando de 
su oficio. Tampoco da á la espresion abusó 
del empleado un sentido estricto y limita- 
do álos hechos que merecieran semejabl e 
nombre. Abusos contra particulares v abu- 
sos de los eclesiásticos llama á aquellos de 
que trata en los capítulos ° y 9. ° del 
tít. 8. ° ya citadó, abuso también al del 
abogado que descubre los secretos del 
cliente (Art. 273); pero no usa de la misma 
calificación al tratarse de la violación de 
secretos, que en igual caso haga un em- 
pleado de los de un particular (Art. 283). 

24. Siguiendo pues el plan del Código, 
en cuanto dicta especiales disposiciones 
bajo la denominación de Abusos contra 
particulares y Abusos de los eclesiásticos 
en el ejercicio de sus funciones , nos limi- 
taremos en este capítulo á tratar de los 
abusos deque en aquellos se hace mención, 
agregando los otros abusos de que fuera 
del tít. 8. ° referido se mencionan en otros 
tratados del Código. Así el complemento 
de esta materia se encontrará en los otros 
artículos á que remite el presente al lector. 

25. El Código cuenta entfe los encubri- 
dores de los delitos á los que sin haber 
intervenido en él como autores ni como 
cómplices, intervienen con posterioridad 
á su ejecución, entre otras maneras, alber- 
gando, ocultando ó proporcionando 1a fu- 
ga al culpable, si en esto interviene abu- 
so de funciones publicas de parte del en- 
cubridor del reo (Art. 14). A los otros en- 
cubridores, que también determina, impo- 
ne la pena inferior en dos grados á la cor- 
respondiente á los autores del delito, y res- 
pecto de aquellos empleados determina es- 
présamente la de inhabilitación perpetua 
tepecial, si el delincuente encubierto fuere 
reo de delito grave, y la de inhabilitación 


especial temporal, si lo fuere de delito me- 
nos grave (Art. 63). 

26. Para que puedá concebirse bien la 
reagravación que en semejante caso se im- 
pone al empleado por el abuso, es necesa- 
rio atender á que la Ley Novísima no re- 
conoce por encubridor del delito, al que 
oculta ó favorece simplemente la fuga del 
delincuente, sino cuando se aprovecha por 
sí mismo ó ayuda á aquel para que se apro- 
veche de los efectos del delito: u oculta ó 
inutiliza el cuerpo, efectos ó instrumentos 
del mismo delito para impedir su descu- 
brimiento, ó en fin oculta ó proporciona la 
fuga, siendo el delincuente reo de regici- 
dio, parricidio ú homicidio perpetrado con 
alevosía, precio ó promesa, inundación, in- 
cendio ó veneno, premeditación conocida, 
ensañamiénto, ó reo conocidamente habi- 
tual de otro delito ( Arts. 14 y 333). La ley 
no impone pena álos encubridores de aque- 
llos delincuentes de menos importancia, 
respetando los impulsos humanitarios que 
inclinan á un buen corazón á favorecer á la 
desgracia (véase Encubridor); pero sí cas- 
tiga con las penas especiales mencionadas, 
al que para ello abusa de la autoridad que 
le está conferida. 

27. El empleado con efecto debe antepo- 
ner el cumplimiento de sus deberes como 
empleado, á los impulsos <je su corazón 
como hombre, y no debe bajo ningún con- 
cepto hacer valer las ^atribuciones de su 
destino para otrq objeto que para el buen 
desempeño del mismo. El abuso que de 
otra manera hace, es el que la lev castiga 
en el caso explicada 

28. Si al abuso referido se agrega la cir- 
cunstancia de recaer el encubrimiento res- 
pecto de un reo de delito grave, se deberá 
imponer ai empleado la misma pena que 
al particular, pero en su grado máximo por 
aquella circunstancia agravan ttfdel propio 
abuso, según enseña el entendido comenta- 
dor Caravantes con los mejores razona- 
mientos al ocuparse de esta materia. La 
pena será pues la inferior en dos grados de 
la que merece el principal reo, pero en el 
grado máximo ya dicho. 

29. Permitiéndose á determinados em- 
pleados el uso de armas prohibidas, y aun 
á algunos particulares por excepción, el 
que encontrándose en. semejante caso co- 
metiere delito abusando de aquella fran- 
quicia del ramo, deberá ser castigado con 
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mayor rigor de lo que lo seria si no media- 
se semejante circunstancia. Y el art, 10 
del Código en su núm. 22 coloca con efec- 
to entre las circunstancias agravantes del 
delito, la concurrencia de las armas p rohi bi - 
das por los reglamentos. 

30. En los delitos contra nuestrá religión 
católica, marca también* el Código muy 
especialmente el abuso de autoridad* que 
puede hacerse en la materia, parada im- 
posición de mayor gravedad en la pena. 
Asi la tentativa para abolir ó variar aque- 
lla religión católica apostólica romana, á 
diferencia del particular que por ese hecho 
es penado con la prisión menor; en el que 
está constituido en autoridad pública y 
comete el delito abusando de ella se casti- 
ga con reclusión temporal y estrañamién- 
to perpétuo (Art. 128) las cuales llevan 
consigo y en clase de accesoria, la de in- 
habilitación perpetua para toda profesión 
ó cargo público. (Art. 137.) 

* 31. La misma reagravación tiene lugar 

respecto de aquellos delitos que compro- 
meten la paz ó la independencia del Esta- 
do, pues teniendo los particulareSpor ello, 
según los casos las penas de prisión me- 
nor ó correccional con multas accesorias 
de 50 á 3000 duros, los empleados que 
cometen el delito abusando de su oficio, a- 
demas de las mismas penas designadas, 
llevan la de inhabilitación absolufñ per- 
petua (Art. 147). 

32. Por el mismo principio, cuando es 
eclesiástico el que introduce ó da curso 
ó publica, bulas, breves, rescriptos ó des- 
pachos de la córte pontificia, sin los re- 
quisitos que prescriben las leyes tiene 
la pena de estrañamiento temporal, y en 
caso de reincidencia la de estrañamiento 
perpétuo (Art. 145.) 

33. Es oportuno advertir en este lugar 
que aunque el mismo Código aumenta la 
pena de los empleados respecto de otros 
delitos, como sucede en los de rebelión, 
no hay para que hacer mención de ellos 
en este artículo, mientras en el caso no 
medie principalmente abuso de la autori- 
dad que egercen, pues el motivo de aque- 
lla reagravación proviene de la necesidad 
en que se encuentran de sostener al go- 
bierno establecido, con mucho mayor in- 
terés todavia que los individuos particu- 
lares. Asi el que en desempeño de un car- 
go público compromete la dignidad, la fé 


ó los intereses de la nación es castigado 
con las penas de prisión mayor é inhabili- 
tación perpetua para el cargo que egerciere. 

34. Por el mismo prinoipio los atentados 
y desacatos contra la autoridad y otros de- 
sórdenes públicos, por regla general se 
castigan con mayor rigor en los emplea- 
dos que en los particulares; pero el Códi- 
go determina especialmente, y oportuno 
es también hacerlo aquí, que los eclesiás- 
ticos que en el egercicio de su ministerio 
provocaren á la ejecución de cualquiera 
de aquellos delitos, sean castigadqs con 
destierros si hubieren resultado inútiles 
sus provocaciones, y en caso contrario con 
la nena de confinamiento menor. Induda- 
blemente que aqui se pena también el a- 
buso que aquellos ministros del altar ha- 
cen del augusto destino que desempeñan 
en el Estado. (Art. 202). -• 

35. Respecto de la falsificación de do- 
cumentos públicos ú oficiales, también el 
Código pena con mayor rigor que á los 
particulares, al eclesiástico ó cualquier 
empleado público que abusando de su o- 
ficio cometen aquellos delitos. Les impone 
con efecto las multas de cadena temporal y 
de 100 á 1000 duros, cuando contrahacen 
ó fingen letra, firma ó rúbrica; cuando su- 
ponen en un acto la intervención de per- 
sonas que no la han tenido; cuando atri- 
buyen á los que en él han intervenido, 
declaraciones ó manifestaciones distintas 
de las que hubiesen hecho; cuando faltan 
á la verdad en la narración de los hechos, 
cuando alteran las fechas verdaderas; 
cuando haciendo un documento verdade- 
ro cualquiera, lo alteran ó intercalan de 
manera que varié su sentido; cuando dan 
copia en forma fehaciente de un documen- 
to supuesto, ó manifestando en ella cosa 
contraria ó diferente de la que contenga el 
verdadero original: y en fin cuando ocul- 
tan cualquier documento oficial en perjui- 
cio de un particular ó del Estado. (Art. 220.) 

36. De la propia manera la falsificación 
de pasaportes por los empleados públicos 
y las certificaciones falsas se penan de un 
modo especial y agravante. 

37. También la ley pena especialmente 
el estupro cometido por las autoridades 
públicas y sacerdotes,- la corrupción de 
menores y la violación. 

38. No podía ocultarse á los que for- 
maron el Código novisimo, que los abo- 
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gados y procuradores como los demas em- 
pleados, también podían cometer en el 
desempeño de su profesión abusos que 
constituyeran verdadero delito. Cuando 
semejantes abusos medien en los últimos 
deberán considerarse como circunstancia 
agravante para el aumento de pena; pero 
ademas el mismo Código determina dos 
casos especiales que nuestras leyes ante- 
riores prohibían y consideraban dignos 
de corrección, aunque de la manera inde- 
terminada que en la mayor parte de aque- 
llas disposiciones se observa. 

' 39. El abogado ó procurador á quien 
una parte confia para su defensa y repre- 
sentación secretos importantes, .puede* a- 
busar maliciosamente de su ministerio 
descubriendo esos secretos, ó de otra ma- 
nera perjudicar al cliente á virtud del pro- 
pio abuso. Estos se castigan pues por el 
Código novísimo con las penas de suspen- 
sión á la de inhabilitación perpetua espe- - 
cial y multa de 50 á 500 duros, tomándose 
en consideración para imponerlas, la gra- 
vedad del perjuicio que se ocasione á con- 
secuencia del propfo abuso. (Art. 273). 

40. Calculó también el legislador que el 

mismo abogado ó procurador que defen- 
diendo ó representando á una parte toma 
después la defensa ó representación de la 
contraria sin el consentimiento de. aque- 
llos, es probable que abuse de los secretos 
que primitivamente le fueron confiados, y 
para semejante caso, por lo mismo, impo- 
ne las penas de inhabilitación especial, ¡ 
temporal y multa de 20 á 200 duros. (Art. ¡ 
274). ‘ . ■ I 

41. La propia falta de moralidad y los 

mismos perjuicios puede ocasionar la pre- 
varicación de los asesores, árbitros, arbi - 1 
tradores y peritos, y por consecuencia la ¡ 
ley les castiga en iguales circunstancias 
con las propias penas (Art. 275). Síguese 
pues de aqui, que el letrado que sostu- 
vo los derechos de una parte no debe ser i 
asesor ni árbitro en la misma causa de cu- j 
yos secretos haya podido imponerse, á 
menos que lo haga por mutuo consenti- 
miento de los interesados, asi como tam- 1 
poco el perito designado por un solo liti- ! 
gante, podrá después aceptar el nombra- j 
miento de otro interesado, en contraposi- 
ción de aquel que primera le nombró, si 
este no conviene en ello. j 

42 . Aquella revelación de secretos de 


un particular hecha por los empleados, 
puede tener lugar también respecto de los 
abogados y procuradores por imprudencia 
ó falta de entereza y entonces no puede ca- 
lificarse propiamente el delito como abuso 
del ministerio, sucediendo lo propio con 
los módicos ): confesores, y empleados pú- 
blicas, que también revelan secretos que 
se les confian. En este caso la ley impone 
penas distintas-. 

43. Pero si es un abuso del cargó que 
desempeña, el del- empleado público que 
¡ con cualquiera^ intención ocupa ó inter- 
I viene los papeles, abre ó intercepta la cor- 
respondencia de otro; este delito puede ser 
de mayor ó menor trascendencia segim 
i que los pliegos así abiertos ó intercepta- 
I dos sean oficiales ó de particulares, y se- 
| gun el perjuicio que proporcione el hecho 
á los últimos. La ley impone pues á aquel 
¡ empleado que abre ó intercepta los pliegos 
oficiales abusando de sn cargo, la- pena de 
inhabilitación especial perpétua, prisión 
correccional y multa de 50 á 500 duros. 
Y en el. caso de que el delito .recaiga so- 
bre la correspondencia particular, las de 
inhabilitación especial temporal,, prisión 
correccional v multa de 10 á 100 duros. 
¡(Art. 283). 

| 44. Además de los casos especiales de 

que ya se ha hecho referencia, respecto de 
los eclesiásticos abusando de su ministerio 
para delinquir, se ocupael Código especial- 
mente de otros hechos en que media tam- 
bién aquel abuso de sus funciones. Es el 
primero el del que en sermón, discurso, 
edicto, pastoral ú otro documento á que 
diere publicidad, censurare como contra- 
rias á la relijion cualesquiera ley decreto, ór- 
den, disposición, ó providencia de la au- 
toridad pública. Este abuso, que es de una 
naturaleza especial por su motivo, por su 
importancia y por su tendencia, exigía 
una pena también especial, y así la Ley le 
impone la de destierro (Art. 304). 

45. La misma Ley comprende bajo la 
denominación de abusos de los eclesiásti- 
cos én el capítulo 9 tít. 8 lib. 2 del Códi- 
go, el eclesiástico que requerido por tri- 
bunal competente rehúsa remitirle los au- 
tos que le pide para la decisión del recur- 
so de fuerza que se haya interpuesto, ó 
que rehúse de igual manera alzar las cen- 
suras ó la fuerza después que se le haya 
prevenido. Semejante abuso es castigado 
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con la pena de inhabilitación temporal, y 
en caso de reincidencia con la de inhabi- 
litación perpétua especial (Art. 305). 

46. El eclesiástico que autoriza matri- 
monios prohibidos por la ley civil 6 para 
el cual hay algún impedimento canónico 
no dispensable, tiene también penas deter- 
minadas por el Código, sin colocar tampo- 
co aquellos hechos entre los simples abu- 
sos (véase Matrimonios ilegales). 

47. Imponiendo líf ley Novísima al* 
que supone parto ó sustituye un niño 
por otro la pena de presidio mayor y mul- 
ta de 50 á 500 duros, ha tomado también 
en consideración el abuso que puede hacer 
de su profesión ó cargo el facultativo, pár- 
roco, comadrón ií otro empleado para co-^ 
operarála consumación de aquellos delitos 
y por consecuencia de ello les reagrava 
las mismas penas que les impone, con la 
de inhabilitación temporal especial (Véase 
SUPOSICION DE PARTOS.) 

48. Fuera de estos casos esplicados, el 
Código consagra todo el capítulo 8.° de su 
tít. 8 o . lib. 2 o á los delitos délos empleados 
públicos que pueden cometer contrh los 

g articulares abusando de su ministerio. 

onsidera en primer lugar el abuso que a- 
quellos empleados pueden cometerarrogán- 
dose facultades que solamente competen al 
poder judicial: en segundo lugar los abu- 
sos de que provengan padecimientos físi- 
cos á las personas por exceso de faculta- 
des; y en tercero los que atacan los dere- 
chos de los mismos particulares, ó contri-" 
. buyen á consumar otros delitos respecto 
de ellos» 

49. En cuanto á los abusos de los em- 

Í jleados que usurpan atribuciones judicia- 
es, resulta de ese abuso la imposición de 
penas álos últimos. El Código clistingue el 
caso de que esa pena que así se imponga sea 
equivalente á pena personal aflictiva, cor- 
reccional ó leve, y el caso de que sea pe- 
cuniaria. También distingue el caso deque 
la pena se haya ejecutado, el de que no lo 
haya sido por causa independiente de la 
voluntad ael empleado, y el de que se sus- 
penda por revocación espontánea del mis- 
mo. En cada uno de estos casos pues au- 
menta ó disminuye el castigo conforme al 
mayor ó menor quebranto que proporcio- 
na el abusoj y sin perjuicio de que dentro 
de loa límites de las propias penas, haya 
aumento ó disminución ep las mismas se- 


! gun las circunstancias mas ó menos agra- 
! vantes que concurran en el abuso. 

50. Así pues aquel empleado que sin 
j facultades judiciales impone algún castigo 
I equivalente á pena personal, sufrirá la de 
| inhabilitación temporal especial del cargo 
que ejerza á la absoluta para cargo públi- 
1 co, si el castigo que impuso fuere equiva- 
1 lente á pena aflictiva (Véase Penas). Sufri- 
! rá la de suspensión ó inhabilitación tempo - 
j ral especial, si el castigo que impuso fuere 
I equivalente á una pena correccional;’ y la 
j de suspensión simplemente si el castigo 
¡ que impuso fuere, equivalente á una pena 
¡ leve (Art. 291). 

j 51. Esas penas deben imponerse al em- 
pleado por el solo hecho de haber impues- 
to él las otras, aun cuando no hayan lle- 
gado á tener efecto por revocación espon- 
tánea del mismo empleado. Pero si hubie- 
! ren llegado á ejecutarse, entonces el em- 
1 picado ademas cíe las penas sobredichas 
; sufrirá la de la misma especie y en el mis- 
mo grado qué la que haya impuesto. Y si 
esta no hubiere llegado á ejecutarse por 
algún motivo independiente de su volun- 
tad, entónces se le aplicará una pena inme- 
diatament'e inferior en grado á la que él 
arbitrariamente impuso (Art. 292). En es- 
te último caso no se añadirá á la pena del 
empleado las otras de inhabilitación, á me- 
nos que la que recaiga la lleve como acce- 
soria, conforme á las reglas que el mismo 
código dicta en el asunto. 

52. Aquellas penas impuestas por el em- 
pleado que no lo es judicial, á mas de ser 
de las aflictivas, correccionales óleves que 
impone el Código ó equivalentes áellas, pue- 

| de ser meramente pecuniaria. En semejan- 
te caso la ley castiga aquella imposición 
de la multa, condenando al empleado en 
otra multa del tanto al triple, con mas in- 
habilitación especial temporal, si la que 
impuso por su parte se hubiere ejecutado. 
Le impone la de suspensión del grado* me- 
dio al máximo y multa de la mitad al tan-, 
to, si aquella no se hubiere ejecutado por 
causa independiente de su voluntad; y por 
fin la de suspensión en el grado mínimo, 
si no se hubiese ejecutado por revocación 
espontánea hecha por el mismo empleado. 

53. Ocupándome ahora de los abusos 
de los empleados dé que provengan á los 
particulares padecimientos físicos, la ley 
ha considerado que media ese abuso en 

- 1856 


Digitized by 


Google 



34 


ABUSO. 


aquellos empleadoaque ordenan la deten- 
ción de una persona ó la ejecutan ilegal- 
mente ó con falta de jurisdicción manifies- 
ta, en el alcaide ó cualquier otro empleado 
publico que oculta á la autoridad un pre- 
so que debe presentarle; y en el juez que 
no pone en libertad al preso cuya soltura 
procede. Para semejantes delitos impone 
las penas de suspensión y multa de 5 á 50 
duros, si el empleado no goza sueldo fijo 
del Estado, pues entónces incurrirá ademas 
en la pena de arresto mayor á destierro, 
aplicando igual agravación los tribunales 
cuando la prisión ó detención arbitraria 
exceda de ocho dias (Art. 295). 

54. Las mismas disposiciones conteni- 
das en el párrafo anterior son exactamen- 
te aplicables al alcaide que sin mandato de 
la autoridad competente tuviere incomu- 
nicado ó en prisión distinta de la que cor- 
responde, á un préso ó sentenciado: al al- 
caide ó gefe de establecimiento penal que 
impusiere á los presos ó sentenciados priva- 
ciones indebidas, ó usare con ellos de un 
rigor innecesario, y al empleado publico 
que no recibiere declaración al detenido ó 
no le hiciese saber la causa de su detención 
dentro del término prefijado por las leyes 
(Art. 296). 

55. En el mismo caso que los referidos 
en el párrafo anterior se encuentra el em- 
pleado público que no diere el debido 
cumplimiento á un mandato de soltura li- 
brado por la autoridad competente, ó retu- 
viere en los establecimientos penales al 
sentenciado que ha extinguido su conde- 
na, deberán sufrir también la pena de sus- 
pensión v multa de 5 á 50 duros, sino go- 
zan sueldo fijo del Estado; en el caso de 
gozarlo incurrirán ademas en la pena de 
arresto mayor á destierro;' y si por efecto 
del abuso se prolonga la detención mas de 
dos meses, el empleado público será casti- 
gado con las penas de inhabilitación tem- 
poral y multa de 50 á 500 duros (Arts. 
295 y 297). 

56. Las mismas disposiciones conteni- 
das en el párrafo anterior son exactamen- 
aplicables á los jueces que decretan ó pro- 
longan indebidamente la incomunicación 
de un preso; al empleado público que nie- 
ga á un detenido, ó á quien lo represente, 
certificación ó testimonio de su detención, 
ó sin motivo legítimo deja de dar curso á 
cualquiera solicitud relativa á su libertad; 


y al emnleado público que teniendo ásu car- 
go la policía administrativa ójudicial, y sa- 
bedor de cualquiera detención arbitraria, 
deja de dar parte á la autoridad superior 
competente, ó de practicar las diligencias 
que deba en este caso (Arts. 296 y 297). 

57. Continuando el Código con aquellos 
abusos de los empleados de que proven- 
gan padecimientos físicos á los particula- 
res, impone la multa de 10 á 100 duros, 
al que arbitrariamente pone á un preso ó 
r detenido en otro lugar que no sea la car 
cel ó establecimiento señalado al efecto: al 
que correspondiendo al orden administra ; 
tivo, retarda ó niega á aquellos particula- 
res la protección ó servicio que deba dis- 

E msarles según las leyes y reglamentos. 

a propia pena impone igualmente con 
mas la de suspensión, al empleado público 
que desempeñando un acto del servicio, 
cometiere cualquiera vejación injusta con- 
tra las personas, ó usare de apremios ile- 
gítimos ó innecesarios para el desempeño 
del servicio respectivo (Arts. 298 y 300). 

58. En cuanto á los abusos de los mis- 
mos empleados que atacan los derechos de 
los demas, el Código impone la pena de 
inhabilitación temporal especial al que en 
el arresto ó formación de causa contra un 
Senador ó Diputado á Córtes no guardare 
la forma prescrita en la Constitución (Art. 
294). Y la de suspensión y multa de 10 
á 100 duros al empleado público que abu- 
sando de su oficio allanare la casa de cual- 
quiera persona; á no ser en los casos y for- 
ma que prescriben las leyes (Art. 2$9). 

59. Es de añadirse á esta especie de abu- 
sos otros dos deque también hace mención 
el Código. Aspirando un particular á soste- 
ner sus derechos ó á hacer una solicitud de 
que pueda resultarle beneficio, el empleado 
público puede abusar de su posición y per- 
judicarle negándole arbitrariamente lacer- 
tificacion ó testimonio que al efecto solicita- 
re ó bien impidiéndole la presentación ó el 
curso de su solicitud. Semejante abuso de 
autoridad se castiga por el art. 301 del Có- 
digo con la multa de 10 á 100 duros. Y si 
el testimonio, certificación ó solicitud recae 
sobre un abuso cometido por el mismo em- 
pleado, como que entónces la negativa en- 
vuelve una reagravación del propio abu- 
so, la pena es de 20 á 200 duros. 

60. Entre aquellos abusos que puede 
cometer de su oficio el empleado, para con- 
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sumar nuevo delito también Hace el Códi- 

f > mención de otros del modo siguiente: 
s aboso de autoridad, el del empleado 
público que solicita á una muger que tie- 
ne pretensiones pendientes de su resolu- 
ción, pues para ello hace valer la influen- 
cia de su posición que se le ha dado para 
muy distintos fines, y este abuso se casti- 
ga con la pena de inhabilitación temporal 
especial (Art. 302). 

61. Pero mayor abuso cometerá sin du- 
da el alcaide que solicite ¿ una mugér su- 
jeta á su guarda, pues mayor seguridad 
tiene de lograr su torpe deseo, abusando á 
la vez de su posición y de la de su víctima 
colocada bajo su dependencia. Por seme- 
jante consideración sin duda, el Código im- 
pone al delito la -pena de prisión menor 
(Art. 303). 

62. También ha considerado que la es- 
posa, hija, madre ó afin en los mismos gra- 
dos del encarcelado, en cierta manera se 
encuentran también bajo la dependencia 
del mismo alcaide que mantiene en su po- 
der al encarcelado. Las solicitaciones 'amo- 
rosas respecto - de ellas llevan consigo un 
abuso de las funciones de aquel, supuesto 
que se prevale de su oficio para saciar su 
torpe deseo, ó lo hace servir para seme- 
jante objeto. La ley atendió sin embargo á 
que la solicitud respecto de la encarcelada 
es mas eficaz que la que tiene lugar respec- 
to de sus parientes; que en la una hay mé- 
nos libertad para resistir que en las otras; 
que un acto lleva consigo mayor infamia 
y abuso que el otro, y así en el último ha 
minorado la pena, con virtiendo en prisión 
correccional aquella prisión menor. 

63. Consideró el legislador que los ecle- 
siásticos fuera de los abusos que por su 
ministerio pueden cometer, y de que se ha 
hecho especial mención, igualmente po- 
drían incurrir en otros análogos á los de 
los empleados públicos legos, de que tam- 
bién se ha hecho referencia. Por lo mismo 
ha dispuesto que ¿ los eclesiásticos que así 
abusen de la jurisdicción ó autoridad que 
ejercen, se impongan las mismas penas que 
á los otros, en cuanto sean aplicables (Ar- 
tículo 306). 

64. No pudo ocultarse al legislador, 
que ademas de los numerosos abusos de 
empleados que el Código determina, aun 
puede haber muchos mas, en la latitud á 
que se presta esta materia, y por lo mismo 


ha dispuesto de una manera general, que 
todos los demas abusos no comprendidos 
en el Codiga con aquella determinación, 
se castiguen con una multa de 20 á 200 
duros, cuando el daño causado por el abu- 
so no fuere estimable, y del 20 al 100 por 
100 de su valor cuando lo fuere, pero sin 
que nunca baje de 20 duros (Art. 313). 

. CAPITULO II. 

Del abuso de autoridad y superiori- 
dad entre particulares . 

65. Es abuso de autoridad y superiori- 
dad de particulares el mal uso que hagan 
de la autoridad ó superioridad que la ley 
confiere á unos respecto de otros, por ra- 
zón de su estado. 

66. La mayor autoridad de ese género 
que la ley concede, es la que dá á los due- 
ños sobre sus esclavos. Puede después 
contarse en esta Isla la concedida á los 
patronos respecto de los colonos. Tam- 
bién tiene autoridad el padre respecto de 
sus hijos, el tutor y curador respecto de 
su pupilo, y aun en cierto modo el mari- 
do respecto de su muger, el amo respecto 
de sus criados, el dueño de un estable- 
cimiento cualquiera respecto de sus de- 
pendientes, v el maestro respecto de sus 
discípulos. Ademas en esta Isla se reco- 
noce autoridad en las fincas de campo, 
respecto de los esclavos en el mayoral ó 
encargado de su dirección y gobierno, y 
también la hay en cierta manera respecto 
de la raza blanca sobre la negra y la pro- 
veniente del cruzamiento de esta con o- 
tras de su propia especie ó con aquella ra- 
za blanca. 

67. Si de una manera mas estricta se 
trata de fijar el sentido de esas dos pala- 
bras autoridad y superioridad en los ca- 
sos á que nos hemos referido, puede de- 
cirse que media aquella autoridad en el 
dueño respecto del esclavo, en el patrono 
respecto del colono, en el padre respecto 
del hijo, en el tutor y curador respectó 
■ del pupilo, y en el maestro respecto ae sus 
discípulos y en el mayoral ó encargado 
del gobierno de los siervos, respecto de 
los mismos. Puede decirse igualmente que 
media superioridad en el marido respec- 
to de su muger, en el amo respecto de sus 
criados, en el dueño fiel establecimiento 
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respecto de sus dependientes, y en la ra- 
za blanca respecto de las otras de que se 
ha hecho mención. 

68. Cualquiera de esas personas que e- 
jerce la autoridad ó superioridad á que 
nos hemos referido, puede abusar de e- 
11a respecto de aquellos sobre quienes la 
tienen concedida. Ese abuso puede limi- 
tarse á un esceso de sus mismas faculta- 
des, y puede concurrir para la consuma- 
ción de otros delitos respecto de los mis- 
inos y aun respecto de los estraños. 

69. La superioridad de unos particula- 
res respecto de otros, puede ser también 
moral ó material Son morales todas a- 
quellas de que se ha hecho referencia, y 
son materiales aquellas que provienen, no 
de las instituciones sociales sino de la mis- 
ma naturaleza. Tales son las que tienen 
el varón respecto de la muger, el hombre 
de edad madura respecto del viejo y del 
niño, el hombre en todo su vigor y salud 
respecto del enfermo ó inválido. 

70. La misma superioridad puede pro- 
porcionarse artificialmente pará la consu- 
mación de un delito. Se conseguirá ese 
propósito por ejemplo, atacando á un 
hombre desarmadocon armas, sorpren- 
diéndole en medio del sueño, atándole 
previamente en las mismas circunstancias, 
cegándole repentinamente para consumar 
e\ crimen, atrayéndole á un punto des- 
ventajoso, y apremiándole con amenazas. 

71. Nuestras leyes no son escrupulosas 
respecto de todas estas circunstancias, para 
disponer en su mérito las penas por un 
orden gradual y por lo mismo mas aco- 
modado á justicia; pero el Código penal 
novísimo no ha dejado de tomarlas en 
consideración para su teoría penal. Opor- 
tuno es por lo mismo examinar sus dis- 
posiciones en la materia y la doctrina le- 
gal que se desprende de las mismas, con 
las circunstancias particulares de nuestras 
instituciones, para obtener mejor resul- 
tado en las penas que nuestros tribunales 
se encuentran en necesidad de imponer. 

72. Desde luego el Código coloca entre 
las circunstanoias que agravan la res- 
ponsabilidad criminal, la de abusar el 
delincuente de superioridad ó emplear 
medio que debilite la defensa (Art. 10 
número 8). Con arreglo á semejante prin- 
cipio lasuperioridad proporcionada artifi- 
cialmente para consumar el delito según 


lo hemos esplicado, ó el emplear un me- 
dio que debilite la defensa, deberá esti- 
j marse como una circunstancia agravante 
en los delitos, para castigarles con el gra- 
do máximum de la pena que la Ley les 
impone. En consonancia de esto el mis- 
mo artículo 10 coloca entre las circuns- 
tancias agravantes, la de egecutar el de- 
lito á traición ó sobre seguro, por medio 
de inundación, incendio, astucia, fraude ó 
disfraz, con todo lo que el culpable se 
proporciona superioridad sobre su vícti- 
ma. 

73. Lo mismo deberá suceder respecto 
de la superioridad material que el delin- 
cuente tenga sobre el ofendido, la cual le 
hace consumarlo con mayor facilidad que 
á cualquier otro, y supone todavia mayor 
depravación de un alma, á quien no con- 
mueven la debilidad y la infelicidad, que 
tanto imperio egercen en los corazones 
bien acondicionados. 

74. El amo respecto del criado, el due- 
ño de establecimiento respecto de su de- 
pendiente, y otros en casos análogos que 
egercen superioridad respecto de su§ su- 
balternos, delinquirán pues mas grave- 
mente si cometen el delito respecto de a- 
quellos, abusando de la superioridad que 
sobre los mismos tienen concedida. 

75. En cuanto á la muger respecto del 
marido y el padre ó ascendiente respecto 
de sus descendientes, también media la 
superioridad ó autoridad cuyo abuso pue- 
de concurrir en el delito. Constituye esto 
una agravación de pena conforme á los 
principio 1 » sentados, con mayor razón, 
cuando el mismo artículo 10 del Código 
en su número 1.? coloca ademas entre las 
circunstancias agravantes, la de ser el a- 
graviado, ascendiente, descendiente, cón- 
yuge ó afin del ofensor en los mismos 
grados. 

76. También obra de lleno la reagrava- 
ción de pena por abuso de autoridad eiv 
el delitó, en la que puede mediar en el 
tutor ó curado]- respecto del pupilo y en 
el maestro respecto del discípulo. 

77. No solamente los que obtienen la 
autoridad referida pueden abusar de ella 
para cometer delito respecto de los que' á 
la misma se encuentran sugetos r sino de 
la propia manera para corromperles ó in- 
clinarles á cometerlos. Semejante circuns- 
tancia ó hecho indudablemente constitu- 
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ye un delito por sí, y la Ley lo pgpa de un territorio, ocupado por dos razas dis- 
una manara especial. tintas por naturaleza, y con desigualdad 

78. Si el que obtiene aquella autoridad de derechos por la ley civil. Indispensa- 

abusa de ella para obligar á la consuma- ble es pues anteponer á todo el reconocí- 
cion de un delito, & la persona sobre quien miento de aquel principio de autoridad 
la egerce, fuera de aquellos de castidad, el y superioridad, porque sus consecuencias 
responsable principal será el que egerce son mas importantes, que las que pudie- 
la autoridad, y el otro según Jos casos ó no ran proporcionar cualesquiera otros ac- 
tendrá ninguna pena ó la tendrá ménos tos en que aquellas fuesen desconocidas, 
importante. 83. Aun sin el motivo de la distinción 

79. Por lo que hace al dueño respecto .de raza, la ley de Partida dijo que el que 

del esclavo, al hombre blanco respecto de | cae en servidumbre, nada puede hacer ni 
los otros ya indicados que se conocen en aun de su persona misma sin mandato de 
esta Isla bajo l&denominacion de hombres su señor (Proern. del tít. 5 Part. 4). Al 
decolor, y del mayoral óencargado de su que dio al esclavo herida ó golpe de que 
dirección, hay observaciones particulares muriese, cuando no llevara intención de 
que hacer. matarlo, solamente impuso destierro ¿ 

80. Reconocida en esta Isla la ecsis- una isla por cinco años (L. *9, tít. 8.° P. 
tencia de la esclavitud, forzoso es también 7. 03 ). Y aun cuando el dueño abusando 
qüe tenga lugar su conservación con to- de su autoridad hiciese pasar hambres al 
dos los requisitos que la institución lie- esclavo, o le* fírie**e y ole* die*e tan gran 
va consigo, porque de otra manera la mis- lacerto que non lo pudieeen *ufrvr: entónces ' 
ma institución resoltaría al estremo peK- la misma ley no impone otra penad delito, 

f rosa. El Código penal novísimo no se ha que la de que el juez saque al escíavo de 
etomdo en semejante consideración para poder del dueño y lo venda entregando el 
las imposiciones de las penas y para la precio al mismo señor [L. 6.tít. 21 Part. 4]. 
teoría de su aplicación, porque no se dic- 84. Vóse pues en todos esos casos res- 
tó masque para la Península, donde de’ petado el principio de la autoridad domi- 
hecho se encuentra abolida aquella escla- nica, hasta el estremo de limitarse la ley 
vitud. Por lo mismo en su aplicación aquí á impedir solamente la continuación de 
habrá de tropezarse siempre con aquel e- su abuso en vez de castigarlo. Y si el sis- 
lementoque hade producir forzosa varia- tema es harto rigoroso no lo es por si, si- 
cion en todas sus disposiciones. • no como rigorosa dependencia de la ins- 

81. Las leyes de Partida, Fuero Seal y >titucion de que es consecuencia y áque 
Juzgo dictadas en tiempoen que laesdavi- sirve de apoyo, como que de otra mane- 
tud era reconocida en España, se hicieron ra según se ha dicho vendría á ser de gra- 
cargo de ella en algunas ae sus disposicio- vé peligro en el Estado, 
nes; pero esas disposiciones en materia 85 Algunas de nuestras disposiciones gu- 

crimmal distan mucho de formar un Códi- bernativas menguaron aquella potestad ' 
go completo; aquellos esclavos pertene- dominica poniendo límites á las atribucio- 
cian ála misma raza de los dueños, y las nes de la autoridad que conferia, como 
condiciones de la civilización y otaras cir- sucede respecto de las correcciones ó cas- 
cunstancias concurrentes eran también tigos que el dueño puede imponer á sus 
distintas. Pues todas ellas deberán to- esclavos; pero nunca las disposiciones 
maree en consideración siempre que se gubernativas ni nuestras costumbres, en 
trate de legislar para estos dominios, ó de los delitos que resultan de los abusos de 
aplicar las disposiciones legales que en la aquella autoridad, consideraron á los úl- 
remnsula se dicten, tales como las que timos como circunstancias agravantes en 
nos ocupan en el presante artículo. la materia. Creo .por lo mismo que' la pro* 

82. La misnia eosistencia dé la escla- vención del Cóaigo> sobra el abuso de 
vitud mrcranscaripta á una raza distinta de autoridad ó superioridad en el delito* no 
la blanca, hace indispensable conservar sea aplicable para con el duefto respecto 
la supremacía de esta respecto de las de su esclava l£t motivo del Código ceete 
tras; y taifibieu á ello contribuyen oonsi- á la necesidad de conservar en toda su ; 
deracionee políticas entre habitantes dial fuerza la autoridad del dueño. 
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86. En cüanto á si respecto del delito otro fin que el deampararle; así como tam- 

del amo para con el esclavo hay otras cir- bien la infidelidad en la custodia de pre- 
cunstañcias que lo agraven, puede cónsul- sos y documentos, la violación de secre- 
tarse el cap. 4.° libro l.° del Código que tos, los nombramientos ilegales, la mal- 
trata de las circunstancias que agravan la versación de caudales públicos, y gran 
responsabilidad criminal. parte de los fraudes y exacciones ilegales. 

87. Los mismos principios aplicables al En ellos y acaso en algunos otros, el em 
dueño respecto del esclavo lo son al hom- pleado público abusa de la confianza que 
bre blanco respecto del de color. Tanto en él se deposita con el destino que se le 
interesa al Estado conservar en toda su confiere; pero ese abuso en sentido rigo- 
fuerza la autoridad del uno como la 'supe- rosamente legal debe denominarse abuso 
rioridad del otro. Si abusándose de aque- de autoridad, supuesto que es un mal u- 
lia superioridad moral se comete el so de facultades que propiamente ó en ai- 
delito, este debe castigarse, pero sin la rea- guna manera llevan consigo autoridad 
gravacionque tendría lugar respecto de piíblica. 

cualquier otro blanco en iguales circuns- 92. En otros delitos de autoridad par- 
tanciás. También elesceso de falta que pro - j ticular media también el abuso de confian- 
porciona en semejante caso el aumento de j za de una manera general ó especial. El 
pena, codeante la necesidad de conservar tutor que abusa de su ministerio respecto 
siempre intacta aquella superioridad. de su pupilo, y el maestro que comete el 
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este de la raza blanca, india ó asiática que i hacen mal uso de la confianza que en e- 
se conocen en la Isla, obra de lleno la pre- j líos se deposita por ministerio ae la ley. 
vención del Código sobre que el abuso i Esas circunstancias se toman en consi- 
de autoridad se considere como circuns- i deracion para imponer á sus delitos en 
tancia agravante del delito. La misma ra- > la materia penas especiales ó reagrava- 
zon que para ello media entre el amo y ¡ cion dp las comunes; pero propiamente 
el criado obra en este caso. La raza india ! por lo mismo no deoen denominarse 
y asiática no se encuentran sugetas á es- ¡ aquellos actos abusos de confianza. . 
clavitud, y la ooloirizacion dista también j 93. Serán pues tales abuso» de confian- 
mucho de producir los efectos de a- za, todos aquellos en que los particula- 
quella. Asi pues falta el prinoipio que hi- res hacen mal uso de la que se dispensan 
ciera escusable el dejar sin cumplimiento de una manera también particular, y sin 
aquella doctrina. . | relación álos cargos ó destinos que de- 

89. Por lo que respecta en fin al en- sempeñan. En un caso la confianza se 

cargado de los esclavos en las fincas, creo presta principalmente por razón del des- 
que será circunstancia agravante el abu- tino ó cargo que se egerce ó de que .se 
so de autoridad ó no, según que sea ó no reviste al que lo desempeña: en el otro se 
de la raza blanca aquel encargado. otorga la confianza respecto de asunto de- 

! terminado y sin relación á aquel destino 
CAPITULO III. j ó cargo. 

94. El abuso de confianza tal como lo 
Dd abuso de confianza. entendemos, tiene lugar por lo mismo y 

con mas frecuencia, en aquellos contratos 

90. Abuso de confianza esel mal uso que á consecuencia de los ouales, los hombres 

hace un particular de la confianza depo- se prestan la confianza de que puede ha 
sitada éü Ú1 por otro particular. oerse mal uso. Entóneos ese abuso consti- 

91. El abuso de confianza figura en la tuye por si solo un delito, como sucede 
mayor parte de los delitos. Ya hemos di- en el depósito, las* administraciones, pree- 
cho en los doAutoridad de empleados, que tamos, mandato y demas. Otras veces el 
muchos de Sflos son un abuso de confian- abuso de confianza no es un delito princi- 
za mas ó menos importante, y no es otra pal sino accesorio de otro delito, comoa- 
oosa con efecto la prevaricación del abo- oonteoeriaporejemploenel robo queae hí- 
gado y procurador que descubre los se- ciera prevaliéndose el ladrón de alguna re- 
cretos del cliente ó se prevale de ellos con velación del propietario, en cuanto al lu- 
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g&r en eme estuviese depositado el dinero, lleno el abuso de confianza reprobado por 
- 95. Muestras leyes han tomado en con- la ley al mas alto punto, en atención áque 
sideración ese abuso de confianza, para pe- entre Los comerciantes mas que entre nin- 
narlo donde quiera que tiene cabida, bien gunos otros deben reinar la confianza y 
sea como hecho principal, bien como cir- la buena fé. 

cunstancia accesoria. 98. El mismo Código penal castiga con 

96. Comenzando por el depósito, que es mayor rigor el estupro y corrupción de 
uno de los contratos en que por su natu- menores, cuando respecto de él media a- 
ralezamas resalta aquel abuso, la Ley de buso de autoridad ó de confianza, como 
Partida impone alque seniegaádevolver sucede en el ultimo caso respecto de aque- 
el depósito miserable, la devolución de su líos á quienes está confiada la guarda ó* 
doble importancia, y al de otra clase de dirección de los referidos menores (Artó. 
depósito la devolución con las costas y 367 y 378). V. Estupro. 
perjuicios, declarándole ademas infame. 99. También el Código pena con mas 

(L, 8 tít. 8 Part. 5j. Hace reo de hurto al rigor ej hurto cuando en él media gra- 

que toma para sí la cosa empeñada (L. 9 ve abuso de confianza. (Art. 489) V. Hur- 

tit. 14 Part. 7). Condena al pago de eos- TO. - ' - 

tas y gastos de la reclamación al que no 100. Por fin el mismo código señala 
devuelve la cosa dada en comodato (L. 9 generalmente como circunstancia agra 
títi 2 Part. 5), calificando tamben como vante de todo delito, mediar en él abuso 
hurto en semejante caso ese abuso (L. 8 de confianza (Art. 10 núm. 9). Véase CiR- 
tít. 14 Part. 7 o5 ). Condena al eme abusó constancia. 

del mandato al resarcimiento de daños y 101. El Código no cuenta entre los a- 
menoscabos (L. 21 tít. 12 Part. 5). Con- busos de confianza, -al depositario, comi- 
siderareo de hurto también al que abusa sionista ó administrador infiel, ni al que 
de la cosa prestada demorándola ó apli- abusa de una firma en blanco que otro le 
cándola á un obgeto distinto del présta- conceda, ni al que abusando de la imperi- 
mo, asi como también al que usa de mué- cia de un menor le hace otorgar documen- 
blequese ledió en guarda ó préstamo, to que le peijudique, asi como tampoco 
haciéndolo oontra la voluntad ael dueño los hechos del quebrado de cuarta clase 
(L. 8 tit. 14 Part. 7). Y por fin impone la que ya hemos esplicado: A los primeros 
pena de infamia por el atuso de confianza denomina engaños. (Véase EngaSqsI y á 
que consigo lleva el hecho, á todo aquel los últimos los coloca en el título ae la 
que es condenado á entregar cosa que le quiebra é insolvencia fraudulenta. Tam- 
reclame su socio, ó huérfano que hubiese bien coloca entre los reos de hurto á los 
tenido en guarda, ó por razón de poder que con ánimo de lucrar niegan el prés- 

? ue hubiese desempeñado (L. 5 tít. 6. Par. tamo ó depósito que tuvo lugar en ellos, 

). * asi como cualquiera otro motivo que obli- 

97. El Código de comercio declara gue‘á devolución ó restitución. Véase 
quebrado fraudulento entre otros, al HURTO. 

que ha consumido y aplicado para sus 102. Síguese de aquí pues, que el abu- 
negocios propios fondós ó efectos age- so de confianza que las personas particu- 
nos que le estuviesen encomendados lares se prestan entre sí, constituyen de 
en depósito, administración ó comisión; litos especiales conocidos por la Ley bajo 
al que sin autorización del propietario hu- distintos y respectivos nombres. El abuso 
biera negociado letras de cuenta agena de confianza por lo mismo nunca consti- , 
qué obrasen en su poder para su cobran- tuve un delito por sí, sino que viene á re- 
za, remisión ú otro uso distinto del de la sultar una circunstancia agravante res- 
negociacion, sin haber hecho remesa de pecto de los demas delitos. El abuso de 
bu producto; y al que hallándose comi- confianza siempre es penado por la ley, 
sionado para la venta de algunos géneros haciéndolo constituir unas veces un ver- 
tí para negociar créditos ó valores de eo* dadero delito, mencionándolo espresamen- 
merciQ, hubiese ocultado la enagenacion te en otros delitos para el aumento de pe- 
al propietario por cualquier espacio de na, y estableciendo de una manera gene- . 
tiempo (Art. Iu07). Aqui pues obra de ral que en los casos no comprendidos en *- 
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qqelloados géneros de delincuencia, siem- 
pre sea oonsiderado como circunstancia 
agravante y acsesoria de la misma delin- 
cuencia. — R. Pitia . 

ESTADISTICA. 

Pasemos revista antes de terminar á la 
estadística criminal. 

l‘\rsAS. 


Durante el año de 1856 se han 
formado en la Isla por abuso de 

autoridad ^lll 

Id. por abuso de confianza,... 7 \ 

En 1855 se formaron por abuso 

de autoridad 7 1 ) . q 

Id. por abuso de confianza . • • • 9 f 


Resulta una causa mas en 1856 que en 
1855, y en uno y otro aparece que los de- 
litos caüfi dados de abuso son tan insignifi- 
cantes comparados con la totalidad ae los 
cometidos que guardan con esta la propor- 
ción de 2 £ por 1000 próximamente. 

Si de estos guarismos hubiéremos de 
deducir los que corresponden al abuso de 
confianza para examinar únicamente los 
relativos al abuso de autoridad, resultaría 
una proporción todavíamuchomasexigua, 
lo cual habla muy alto en favor del gobier- 
no de esta provincia, puesto que sus auto- 
ridades ó no abusan ael poder que les está 
confiado, ó si lo hacen es de una manera 
tan poco vejatoria que no producen quejas 
de parte de los habitantes, ni la consiguien- 
te formación de causas criminales. 


XW1BIC] JB 
DEL ARTIGOLO ABOSO, 

Paginas. 


1 al 4 Definición del abuso é introducción * . 26 

5 al 64 Capitulo I. — Del abuso de autoridad cometido por empleado 

público.... 27 

65 al 89 Capitulo II. — Del abuso de autoridad y superioridad entre par- 
ticulares 85 

SO al 102 Capitulo III. — Del abuso de confianza 38 

Estadística • 40 


ACEITE. — Ya dijimos al tratar de es- 
te caldo en nuestro artículo Aduanas, 
año de 1855, pág. 176, que las botellas 
que lo contienen se aforan por enteras, 
siempre que su cabida sea mayor de me- 
dia botella, para el cobro de los derechos 
de importación; y que cuando dicha ca- 
bida sea menor de medias botellas pagan 
aquellas como tales medias. Ahora agre- 
garemos que tratando el artículo 66 de 
la Instrucción de Aduanas vigente de los 
efectos & los cuales ha de deducirse para 
el cobro de derechos el cinco por ciento, 
en compensación de mermas, derrames 
y roturas, se refiere á los caldos de todas 
especies y procedencias, aceite de olor y 
otros efectos que generalmente se importan 
en vasigería de madera, barro , cristcd, vi- 
drio y otras materias quebradizas . Por 
esta razona introduciéndose el aceite de 
linaza en vasigería de madera, la Adua- 
na se sugetaba estrictamente al espíritu 
del artícuk* 166, y al liquidar sus dere* 
chos, lo hacia por la manifestación del in- 


troductor, aunque resultara menos can- 
tidad al tiempo del despacho, conforme 
á lo prevenído^en el articulo 32, y le de- 
ducía en compensación de mermasel cin- 
co por ciento.. 

Pero como por otra parte existe el ar- 
tículo 62 que coloca al aceite, aunque sin 
determinar su clase, entre los efectos que 
han de pagar sus derechos, por el peso 
ó medida castellanos que resulte al tiem- 
po del despacho, siempre que sea menos 
de lo manifestado, dudaban algunos co- 
merciantes, y con razón, por cual de los 
dos artículos habían de regirse para é) 
pago de los derechos, puesto que en uno 
ú otro caso, si no se adoptaba una medi- 
da general, la Hacienda ó los interesados 
habrían de perjudicarse , especialmen- 
te los últimos, si apesar de salir al- 
guna vasija vacía, se Ies cobraban los 
derechos como llena, aunque se hicie- 
ra la deducción del cinco por ciento de 
que trata el artículo 66. Instruido por 
Consecuencia de un caso de está natura - 
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toza el respectivo expediente con número 
906, cuaderno 56 de memoriales, acordó 
la Superintendencia en 30 de Enero de 
1856, que el aceite de linaza se liquidara 
por d resultado, en cayo caso ya no cabe 
por consiguiente la deducción del cinco 
por ciento, y el introductor no recibe per- 
' juicio alguno pue% no paga derechos sino 
de la cantidad de dicho caldo que verda- 
deramente viene á introducir. 

Por último, v á consecuencia de lo-a- 
cordado en la Junta de aranceles de 1 5 
de Diciembre de 1836, y la superior di- 
rectiva de 28 de Febrero de 1857, solo 
se hace el abonó de cinco por ciento de 
que trata el referido artículo 66 al aceite 
que se introduce en botellas. 

No es apropósito el clima de Cuba pa 
ra cultivar el olivo, y no produciéndose 
por consiguiente este fruto en el pais ne • 
cesita surtirse del que se cosecha en la 
Península, de donde viene la mayor par- 
le del que se consume en la Isla, impor- 
tándose también de Francia* Italia, Ho- 
landa, Portugal, Dinamarca y los Esta- 
dos Unidos. 

En todoelañode 1853 se importaron 

De Espafta 225,918$ arrobas y 521 
doc. de botellas por valor de. . $ 459,708-4$ 


De Francia 2448 doc. de botellas, y 
únicamente 40 arrobas por . . . . 8,206-5 $ 

De Italia 800doc. de botellas y 382 t 

arrobas 1 3 libras por 1 , 797-4 

De Dinamarca 130$ doc. de botellas 

y 337 arrobas por 1,108-3$ 

De los Estados Unidos 44 doc. dela- 
tabas por. . . . 154 

Con mas 904 arrobas qne entraron 
en depósito. 1,808 


% 472,783-1$ 


Y en todo el año de 1 854 


Déla Península 218,361 arrobas 19$ 
libras y 2,919 doc. de botellas por 

valor’de 

De Francia 38 4/5 arrobas y 7,520 

doc. de botellas por 

De los E. Unidos 145 doc 
de botellas. ....... 482-7$ 

Y entraron en depósito 
7299 arbe por valor de 14598 
De Italia 425 doc. de botellas .... 

De Inglaterra 386$ arrobas y 50 doc. 

de botellas por. . 

De Portugal 100 arrobas 

Dmeparca 2 ídem . 

De Holanda 1 doc. botellas por . . . 


444,811 

25,662-7$ 

| 15,080-7$ 

1,487-4 

910-5$ 

200 

5-5* 

3-2$ 


7 


% 488,162-1$ 


Para completar las noticias referentes 
á este artículo, diremos que el aceite es- 
tranger'o en cajas con botellas paga 26 
50 centavos por cada doc. de botellas, y 
adeuda 35$ pg si se introduce en bande- 
ra estrangera y 25$ si esta es española. 
El aceite de comer que no venga en bo- 
tellas, paga solamente á razón de 26 la 
arroba con el mismo adeudo anterior, y 
2$ también la arroba del de linaza; pero 
con los adeudos de 29$ ó 21$ según que 
la bandera conductora sea estrangera ó 
española. Todos los de procedencia na- . 
cional adeudan únicamente el nueve por 
ciento. 


ACLIMATACION."# o de 13 de Mar - 

zo de 1 856, que aprueba el establecimiento 
de un cantón de aclimatación en / a Isla de 
Pinos. 

Primera Secretaría de Estado. — Ul- 
tramar núm. 448.— Excmo Sr.: — Por el 
Ministerio de la Guerra se dijo en 28 de 
Febrero próximo pasado al Sr. Ministró 
de Estado encargado del despacho de los 
negocios de Ultramar, lo siguiente: — El 
Sr. Ministro de la Guerra dice hoy al 
Capitán General de la Isla de Cuba lo 
que sigue: — La Reina (Q. D. G.) se ha 
servido aprobar el cantón de aclimatación 
dispuesto por V. E. en la Isla de Pinos y 
asimismo el plano, presupuestos, relacio- 
nes mensuales de progreso y gastos y 
cuenta general de las obras que han sido 
precisas para la construcción de los bar- 
racones ae guano cuya construcción ha 
sido consiguiente y precisa, advirtiéndole 
que la indicada suma deberá cargarse á 
la dotación ordinaria del material de ln- 

f enieros, y que en lo sucesivo deberá V. 

I. designar el fondo á que han de ser car-" 
| golos presupuestos cuya aprobación con- 
sulte. — De JR. O. comunicada por el re- 
ferido Sr. Ministro de Estado lo traslado 
á V. E. para su conocimiento y fines con- 
ducentes. Dios guarde á V. E. muchos 
afíos.—Madrid 13 de Marzo de 1856. — 
El Director General. — Isidro Díaz Ar - 

f üeUes.— Sr. Superintendente de la Isla 
e Cuba. 


AGREESOB.— La persona que tiene 
derecho. para ecsigir que otro le dé ó 
haga alguna cosa. 

La esplicacion del derecho civil en lo 
relativo á acreedores exige un tratado 

1856. 
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de alguna extensión, que no emprende- 
mos por ahora, limitándonos á tomar.ac- 
ta de dos resoluciones dictadas recien- 
temente por los tribunales, de las uue la 
primera forma jurisprudencia y U se- 
gunda puede contribuir á formarla. 

Graduación de* acreedores. 

La sentencia ó auto que decide de la 
legitimidad y graduación de los créditos 
en los concursos de acreedores no puede 
considerarse como auto interlocutorio 
sino como definitivo. La segunda instan- 
cia, si dicha providencia fuese apelada, 
no debe sustanciarse por los breves trá- 
mites de los incidentes, sino por los mas 
extensos del juicio ordiuario;. de manera 
ue la denegación de la súplica, fundá- 
a únicamente en la consideración de 
ser el apelado auto interlocutorio, pro- 
duciría nulidad si por otra parte fíesela 
súplica procedente. Así lo lia declarado 
el Tribunal Supremo por su sentencia 
de 15 de Abril de 1856. y. Concurso. 

Del acreedor que tiene varios medios 
de cobrar su crédito . 

En la imposibilidad nuestros legisla- 
dores de dictar reglas expresas y termi- 
nantes para cada una de las infinitas 
cuestiones á que dan origen la diversi- 
dad de intereses y multiplicadas relacio- 
nes de lós asociados, se han visto en la 
necesidad de consignar principios, que 
supliendo la falta de aquellas reglas, vi- 
niesen á servir para la decisión de estas 
contiendas. 

Pero esos principias no siempre se han 
proclamado de un modo expreso en 
nuestros códigos; aveces soló se les en- 
cuentra tácitamente reconocidos: y el 
saber de las leyes, según las Partidas, 
consiste en penetrar á favor de profun- 
das investigaciones en el espíritu de e- 
llas, y descubrir esas bases fundamenta-, 
les del precepto legal para aplicarlas con 
acierto en la práctica de los negocios, ya 
como actor, ya como reo, ya en fin e- 
jerciendo la. augusta misión de adminis- 
trar justicia. 

Entre los principios á que aludimos se 
encuentra comprendido el que ha servi- 
do de fundamento al fallo pronunciado 
por la Real Audiencia Pretorial en un 
caso reciente, que nos ha sugerido estas 
indicaciones ó recuerdos. 


En el se dicelque cuando-tim acree- 
dor propone dos «ae<ib^de;c©farQv -debe 
elegirse el menosigravoschpafa' el deu- 
dor; doctrina que tiene et*xu apoyó, el 
sentimiento de compasión que siempre 
excita la desgracia y que nos obliga a 
tender una mano protectora y benevokii 
al que vepios abatido ppr el infortunio^ 
doctrina que también tiene en bu apóye 
el tenor de. numerosas* disposiciones le- 
gales, cuyo espíritu no esotroque hader 
menos aifcarga la suerte dedos ^rebs^ yu 
ló sean en juicio aciviles ya eirbrimináles 
riu vulnerar por eso lod derechos dedo» 
actores- • - < ’*i 

Asi vemos per ejemplos Qu ten casodr 
duda debe estarse >ét lo mas) benigno (L; 

1 1, üt. 16, P. 3, y ll* 12itít. 14 de la mis- 
ma l\) Que coiitrayeRdo uti individuo dos 
obligaciones^ alternat¿va$>;iio puede sen 
compelido aí cumplimiento>deda mas o- 
nerosa, siuo que está -en sur facultades 
la elección y ciimplknientodela quo mas 
le plazca llenar <L. i c 23 y 24tótjd 1 , P: 

Que en la obligación de dár o hacer cada* 
ano alguna cosa basta cumplir ai filide' 
este (L. 15, rit. 1 1 T Px 5): Que miando im 
deudor pide esperas y sus acreedores no 
están de acuerdo en concederlas,, valdrá 
lo que acordase la mavoria, y en caso- 
de duda ó empate, el voto de Los que 
conceden la espera M por que semeja que 1 
se mueven á facerlo por piedad" (L. 5. 
tít. 15, P. 5 : ). 

Estasdisposicioues y otras muchas que: 
omitimos en gracia de la brevedad de- 
muestran la exactitud del fundamento 1 
á qiie nos referimos que á la letra dice:- 

Considerando que según doctrina admi- 
tida por la jurisprudencia cuando un acre- 
edor propone dos jnedios de £obrodeh$ ele- 
girse el menos gravoso para el deudor. 

ACUSACION CA1UMNWSA.-V . Ca-’ 

LUMNIA. 

ACUSACION TALSA.-V. Falsedad.’ 

ADEUDO . — ELtanto por. ciento ó con- 
tribución que se deduce para el cobro de v 
derechos del valor que el arancel sefta- T 
la á los artículos de impbrjtaéion. Ya di--» 
gimos en el artículo Aduanas y arance- 
les , pág. 146. Anales de í 855, que parir 
el adeudo se tiene en i cuenta * la pro^e- 1 
dencia de la mercancía y la bándera ddT 
buque coadyutor. Los productos nacio- 
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oales estói^maoos recRrgpckjs q¡ue los si- 
mHaresLsstrangeros, y mas aliviada co- 
co4f s^coiis^iiseníe la bandera española 
quei^estrangera, cuyo alivio es el que 
viene á ccwstitiürJoft derechos diferen- 
gafe «. -i 

, jC)c^p-wow(^eJicia aiaiesna piu- 
, leoí#ea^prod*le^ estraogeras que 
g$ afectftr iguales produc- 

cj^Hes^iaoipnales, adeudan si .son con- 
^Héida^^jp.rbanderas eatrangeras el 
i^áxjjppyagj-^ 3aJrpo áel valor que el 
arancel. les señala o del avalúo que los 
vij<ta^lqs,dan, y aquellas que eu nada 
pi^ae^Víafe^r' á la industria nacional, 
pQixjue, i estí> í po ( ías produzca, pagan so- 
iam^^olnunimum ÚQ&Vh p§ . Unas y 
dirapiju portadas eu bandera española 
.sálfef^jep e^e) príqier caso , 254 p§ y 
<2 j^Wt Jyl^qgVP^Íf^. producciones na- 
cii^la misma ban- 
ff^rqjiólo pagan 9 '¿gj , menos el arroz, 
y ^el jabón que, .'.como ya digimos en la 
m1sma_pá'g.*146, satisfacen únicamente 
el cinco (Sor'ciento. Solamente dejan de 
hacerse acuellas cíeduccioñes, á tas artí- 
culos corno la harina y la sal tienen 
uri derecho 'único ó fijo señalado, que se 
ctífyti integró. 1 

4Dí¥lMÍL"*rEl que descubre las oc^as 
ocultas, . y * {pronostica . . lo futuro. Siem- 
pre Jifvo , el r hombre deseos de pene- 
trar en el (porvenir, sin oófe vencerse de 
* la ineficacia da los . medios que para e- 
llOiie ha eoDfcodido la^naturaleza, y sin 
calcular tampoco que, ca uno de sus mas , 
preciosos dónes Ifi misma oscuridad en 
que? envuelve ^o.futmrqj Para rasgar .ese 
velp^iu^euetrabíetdel porvenir, y acer- 
ta^ppaioque precisamente no demues- 
t^mle&sontidofrm de la ra- 

zón humania, no hay medio de .que el 
hombre no haya usado y -que no haya 
ci^idp conveniente. Así desde los . astros 
ható%feí!*y$3 de Ja/mano, desde los e- 
cl^sa:Wta d estornudo, todo lo consi- 
dq(o si^i£catiyo: y tétimá. como actos 
’ feaucesos futuros; 

&b¿2rfra^ sin temor de e-: 

qn¿vocamie f qmlo primero qñe hubo de 
serjsíS, e&íralaq^áUasimih maneras de pe¿ 
net*&ieis^$i^sc*^erro que 

lni^%ieaa¿^tiiróconK> dotados de u- 
n^li^li^Qaiá^^ídsoírt á influyente so- 
br^4 peAd egi;habscdd mundo, .xr eándóBe de 
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este modo la ast rologia judiciaria. Debie- 
ron después venir las interpretaciones de 
los sueños, continuación informe de las- 
funciones del cerebro en la vigilia, que 
sin duda se estimaron como concepciones 
determinadas por estraños agentes, cuan- 
do el hombre se consideraba rodeado por 
todas partes do espíritus influyentes en 
su destino. 

8. Avanzando mas el arte adivinatorio, 
debieron tener lugar las inspiraciones di- 
vinas, fundándose fos oráculos de tanta 
nombradla en los primitivos tiempos. Y 
después las predicciones hechas por el es- 
tado de las partes interiores de los ani- 
males, que constituían la hepatoscopia , 
adelantándose después al vuelo, canto y 
movimiento de las aves que constituían el 
augurio , y otra multitud de creencias su-, 
persticiosas de tanta nombradía en la an- 
tigüedad griega y romana; que en otros 
pueblos extendieron los sacrificios hasta 
las víctimas humanas, y que en todo de- 
muestran ya la ignorancia, ya el descar- 
río, ya el abuso de la razón del hombre, 
que debiera aplicarse para muy distintos 
objetos. 

4. Por supuesto que sancionados ya e- 
sos medios de leer en lo futuro, por la 
creencia universal de los pueblos y reco- 
nocidos por sus legislaciones, debieron 
ampliarse á Qtras mil distintas prácticas 
dirigidas a¿ propio objeto. Nació pues la 
nigromancia ó evocación de' los muertos, 
producida también por la fecunda imagi- 
nación de los griegos, las palabras efica- 
ces ó fórmulas mágicas de los llamados 
encantadores, el mecatscheph 1 ó malefi- 
cios proporcionados por yerbas y drogas, 
la quirotftaneia 6 arte de adivinar por las 
rayas de las maños, la belomancia 6 ma- 
nera de adivinar por varitas ó flechas 
marcadas con ciertas señales, los videntes 
ó adivinos naturales, ó que lo aprendie- 
ron por estudios y los zahorxes 6 indivi- 
duos que ven lo que está debajo de la tier- 
ra, como no lo cubra paño azul. 

5. Tuvo también lugar el sortilegio ó 
arte adivinatorio proporcionado por la 
suerte en líneas y caracteres trazados al a 
caso, con otras mil maneras de descar- 
riarse el sentido común, entre las cuales 
figuran secundariamente los agüeros 6 
.propiamente presagios provenientes de 
;laa causas mas insignificantes, como la 
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reunión de un número de personas, el en- 
cuentro casual de un difunto, y hasta el 
derramamiento de la sal en la mesa. 

6. No fue bastante la religión cristiana 
en su principio para desarraigar aquellas 
absurdas creencias provenientes del deseo 
de penetrar en lo futuro, y en mucho a- 
poyadas por los dogmas del politeísmo. 
La magia se dividió después en Waüca y 
negra, atribuyéndose á la primera deno- 
minación la que provenia de la ciencia 
de los mágicos por los medios naturales-y 
á la segunda la que se conseguía por me- 
dio de pactóse convenios con lqs espíri- 
tus infernales. Atribuyóse este comercio 
á los adivinos del paganismo, y mayor 
fué todavía el horror que á la cristiandad 
inspiraban los que hacían profesión de 
tan espantoso egercicio. 

7. Atacáronlos á la vez el poder civil 
V la autoridad religiosa; el primero des- 
de' Constantino y sus sucesores, que se 
dedicaron á su persecución imponiéndo- 
les las mas exageradas penas, y la segun- 
da por los Padres de la Iglesia, que á la 
vez de ocuparse de la demonopatia ó po- 
seídos del demonio, presentaban teológi- 
cos razonamientos sobre la atracción de 
los mismos demonios por medio de los 
prestigios y encantamientos. 

8. Por fuerza han de acomodarse las. 
leyes á las creencias públicas, á log ade-, 
lantos de las ciencias y á las institucio- 
nes sociales de toda especie: se ha dicho 
que el adelanto de una nacipn se demues- 
tra por el Diccionario de su idioma y con 
el propio ó mayor motivo puede decirse 
tddavia que aparece en su Código. Las 
leyes debieron ser pues extremadamente 
rigorosas en la materia de hechicería,' por 
la influencia religiosa, por la ignorancia de 
los gobernados fjue admitía como ciertos 
semejantes principios, y porque también 
la misma Ley era creyente. Tenia muchos 
puntos de contacto la hechicería con lahe- 
regía, y perseguida esta con rigor y exa- 
geración, la otra debía correr q>or fuerza la 
propia suerte. 

9. Vérnoslo así confirmado por las dispcK 
siciones del Fuero Juzgo. Prohibieron to* 
mar consejo con los adivinos y. hechice- 
ros sobre la muerte del Rey ó de los par- 
ticulares, haciendo en pena siervos á los 
encantadores y los que les consultaban. 
Dieron la herencia y dignidades de aque- 


llos á los hijos que no se mezclaban en el 
delito y mandaron dar multiplicados tor- 
mentos á los siervos que cometían la falta 
condenándoles ademas ¿ destierro perpétuo 
ultramarino (L. 1, tít. 2 Lib. 0). 

10. Respecto de los que daban yerbas ¿ 
otro por razón de hechizos, impuso la Ley 
pena de muerte, si las yerbas la ocasiona- 
ban á aquel á quien las dieron} y en caso 
contrario mandó que se pusiera el que 
dió tales yerbas .en poder del otro, para 
que de él hiciera lo que quisiere (L. 2. 
tít. 2. Lib. 6). 

1 1 . Aunque parezca imposible creerlo, 
los mismos jueces consultaban á los adi- 
vinos, para poner en claro aquellos he- 
chos criminales dudosos que se sometían 
á su conocimiento, y la ley, por el fim- 
damento de que la mentira viene del dia- * 
blo que siempre fué mentiroso, amplió ¿ 
aquellos jueces las penas de servidumbre 
de que ya se ha hecho mención, estable- 
ciendo ademas que todo agorero ó que se 
dejase guiar de^ agüeros y adivinanzas 
llevara cien .azotes, y en caso de reinci- 
dencia perdiese toda buena testimonia y re- 
cibiera otros cien azotes (L. S tít. 2 Lo. 6). 

12. También impuso la Ley, la pena 
de doscientos azotes, marca en la frénte, 
ser llevados por diez villas alrededor de 
la ciudad y relegación en un punto de- 
terminado ú otra pena á arbitrio del Rey, 
á los que hablaban con los . diablos, ha- 
cían circos de noche, 6 caer piedra en las 
siembras, y demas, imponiendo asimismo 
doscientos azotes á los que con ellos se 
aconsejaban (L. 4. tít. 2 Lib. 6). 

18. Y por fin impuso la pena del Ta- 
bón ¿todo el que por encantamento per- 
judicara á hombres, animales, villas, mie- 
ses y campos, ó proporcionase muerte de 
hombre ó le hiciese mudo (L. 6 tít. 2 
L. 6). 

14. Bajo tales influencias se dictaron 
nuestras leyes de Partida, que comenza- 
ron sus severas disposiciones, anuncian- 
do como un gran yerro aquel deseo de 
I saber lo fiituro por el arte, adivinatorio 
(Proemio del tít. 28 Par. 7; *). Asi califi- 
ca aquel Código la Adivinación como W . 
deseo de querer tomar él poder de Dios 
para saber las cosas que están t$*r venir, 
consecuente en esto con lo que nabia ma- 
nifestado en su Libro él profeta Isaías Y 
permitiendo después el nao dala Astro- 
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nomía como una de las siete artes libera- 
les, álos que eran maestros en la ciencia, 
colocó en la adivinación á los agoreros y 
hechiceros y encantadores de toda espe- 
cie como dañosos y engañadores, prohi- 
biendo su permanencia en la Monarquía 
y que fuesen amparados en ella (L. 1 tít. 
23, Part. 7). . 

15. Ocupóse también la ley de la nigro- 
mancia, considerándola como un saber es- 
trafio para encantar espíritus malignos, y 
prohibiéndola como cosa ofensiva al Ser 
Supremo, así como también los brevajes ó 
filtros *(L. 2* tít. 23 Part. 7). Y concedien- 
do acción pública pare denunciar todos e- 
sos delitos, á sus autores impuso pena de 


muerte, y á los encubridores destierro per- 
pétuo del Reinen Sin embargo, esta propia 
ley permitió hacer uso de los encantamien- 


tos para sacar al demonio ‘de los cuerpos 
humanos, ó para cualquier buen propósito 
como evitar el granizo, matar la langosta 
y otros (L. 3. tit. 23 Part. 7). 

16. Parecia ponerse asi en contradicción 
la ley con las doctrinas de los Santos Pa- 
dres t que-reprobaban altamante toda ma- 
ñera ae encantamiento; pero en su ayuda 
acudieron los intérpretes para distinguir 
la falta del castigo en lo civil y la pena en 
el foro de la conciencia, así como también 
para explicar que la ley permitia el prodi- 
gio, cuando tuviese lugar por virtud divi- 
na y no por invocaciones hechas al demo- 
nio, que debían considerarse prohibidas 
por todo derecho^ 

17. Parece que las disposiciones de la 
ley de Partida no fueron bastantes á conte- 
ner una falta que debia ser casi tan extensa 
como arraigada, y mal podían por otra par- 
te ooncluir con un delito que reprobaban, 
admitiéndolo á la vez á virtud de una ca- 
lificación casi del todo inapreciable, y que 
castigaban con demasiado rigor al propio 
tiempo de dejarlo impune. 

18. Así vemos que por los años de 1387, 
hubieron de ocuparse nuevamente los le- 
gisladores de un asunto que entonces era 
ae la mas grave importancia.' Reiteráronse 
las prevenciones contenidas en las leyes 
de Partida de que se ha hecho referencia, 
disponiéndose que los jueces pudieran ha- 
cer pesquisas en averiguación del delito, 
y que no haciéndola mediando denuncia ó 
sabiendo del delito, perdiesen el oficio. Y 
advierte la ley que en el error que atacaba 


| se encontraban complicados, así los cléri- 
j gos como los religiosos, y los beatos como 
I las beatas (L. 1, tít. 4 lib. 12 Novís. Re.). 

| 19. Demuestra lo que he enunciado an- 

tes de ahora, sobre confundirse la mágia 
con la heregía, proporcionando así en la 
i primera el rigor del castigo, la manifesta- 
ción que á su final hace la ley citada sobre 
¡que es hereje cualquier cristiano que con - 
i sulta á los adivinos y cree en las aaivinan- 
zas, imponiéndole la pena de la mitad de 
sus bienes para la cámara. 

! 20. Apesar de todo esto ni la mágia de- 

jó de seguir su curso, ni las justicias hu- 
¡ bieron tampoco de mostrarse tan solícitas 
I en su persecución como el legislador exi- 
¡ gía. Nuevas disposiciones tuvieron lugar 
por lo. mismo y sucesivamente err los años 
de 1410, 1598 y 1604, que en una sola ley 
! fueron refundidas en la Nov. Rec. (L. 2 tít. 
j 4 lib. 12 Nov. Rec.). Prohíbense en ella 
i pues toda adivinanza y sortilegio deter- 
j minándose muchos de ellos, bajo la misma* 
i pena de muerte, con repetición del destier- 
' ro perpetuo á los encubridores. Reencargó- 
se el cumplinfiento á las justicias bajo pe- 
na de perdimiento de oficio y pérdida de 
la tercera parte de los bienes, y para mas 
afianzar el cumplimiento de semejante dis- 
posición, se dispuso que en consejo públi- 
co y a campana repicada se leyesen una vez 
en cada mes y en dia de mercado aquellas 
disposiciones; imponiéndose asimismo la 
pena de seis mil maravedís, un tercio para 
la Cámara, otro tercio para Santa María de 
la Merced y Redención de cautivos y otro 
para el acusador, en cuya penase incurriría 
por cada vez que se faltara á la publica.- 
ciorí. Por fin se encomendó también al 
Consejo de Castilla que diese las provisio- 
nes necesarias para que todo tuviera com- 
pleto efecto (L. ult. citada). 

21. Notable equivocación seria creer 
que la ley atajaba el daño reiterando sus 
prevenciones y aumentando sus penas, por- 
que en la lucha á la larga resultaba siempre 
vencida, como lo demuestra su mismo em- 
peño y encarnizamiento contra ía hechice- 
ría; pero tal es la suerte de todas las dispo- 
siciones que se alejan de lo que requieren 
Ta razón y la verdadera justicia. Lo que la 
ley no pudo contener, habíanlo de reme- 
diar la disminución del fervor religioso en 
la materia, y el adelanto de la ilustración 
de los pueblos; y así el oficio de la ley 


Digitizecfby V 



ADIVINO. 


4d 

venia quedando reducido á un acto que da- ¡ suel^ acontecer, será condenado según lo 
ba existencia y exagerada importancia á lo es todo el que delinque de semejante ma- 
que por dejar de tenerla en el público iba ñera. Si defrauda ó peijudica á un tercero 
quedando en desuso. En un principio de- ¡ á virtud del mismo arbitrio, quedará eom- 
sobedecida por sobrada creencia en mate- prendido entre los estafadores y engaua- 
teria mágica, fuélo después igualmente por , dores, que el mismo Código castiga con 
el descreimiento; y los tribunales entonces ¡ una multa del tanto al duplo del perjuicio 
de común acuerdo la dejaron rezagada, y que irrogase, y encaso de reincidencia con 
considerando lo que era verdaderamente ; la del duplo y arresto mayor en su grado 
laiechicería, corrigieron la superchería de medio al máximo(Art.459). La nigroman- 
tes impostores con penas acomodadas a su cía en todo caso, y cuando no es simple J 
falta, suprimiendo las que eran consecuen- mente una falta según hemos dicho, viene- 
cia de las otras consideraciones que ya el á resultar tan solo como un medio de per- 
adelanto de la ilustración había también petrar otros verdaderos delitos, 
suprimido. • 25. Será también . una circunstancia 

22. Estimando los que formaron el Có- gravante en los propios delitos, la de que ; 

digo penal novísimo á la hechicería en lo el que los consume, se prevalga para con- 
que verdaderamente importa, dejaron de seguir su objeto, de aquel medio de la má- 
considerarla como arte diabólica y desde- gia respecto del ignorante que pueda darle 
ñaron por lo mismo imponerle las seve- crédito; porque entre las circunstancias 
ras penas que poT la antigua legislación j agravantes enumera el Código el empleo 
merecía. Sin duda el que cree en la magia! deja astucia, fraude y disfraz, y no otra 
no es mas que un ignorante, y el que de cosa que astucia y fraude véndráá ser se- 
bueña fe la profesa se encuentraen el mis- mejante comportamiento en el caso á que 
ino caso, si no vecino a la demencia. me refiero ( Art. 10 num: <S). 

23. Consideró el Código sin embargo, i 2fi. En esta Isla, aun en las últimas cía- ' 

que la astucia de un impostor podría ha- ses de su escala social, no es común encou- 
cer valer la suposición de aquel acto para trar personas que guarden fe á ninguna 
obtener algún lucro, haciendo pagar un especie de encantamiento ni sortilegio, 
tributo á la sencillez y la ignorancia; y es- porque la ilustración del pueblo mas bien 
timando semejante hecho como una falta le hace tocar en un exagerado descreí - 
dignadecorreccion, impone la pena de me miento. Sin embargo, la raza negra en al- 
dio á cuatro duros á todo el que para lu- go es dada ¿los manejos de la brujería: de 
erar interprete sueños, ó haga pronósticos que tampoco se- encuentran muy exen- 
ó adivinaciones, ó abuse de la credulidad tos algunos de los isleños canarios que de 
de un tercero de otra manera semejante continuo la pueblan. Los manejos de seme- 
(Art. 495 núm. 6). jantes brujos son tan oscuros ó imúgnifí- 

24. Claro es que el hechicero de profe- cantes sin embargo, que en muy poco ata- 
sion y sin otros medios de que subsis- can la tranquilidad pública, limitándose á . 

til*, no será mas que un vago acreedor algunos acertijos y embolismos de me/.- * 

á las penas que se imponen á los de su quina importancia. Prevalerse de seme- 
clase. Si el nigromántico con su arte oca- jante circunstancia como medio para con- 
sumare algún daño por medio de yerbas ó sumar otros delitos viene á ser por lo mis- 
brevajes, para curar enfermedades, comojmo, caso de estremada rareza.— R. Pifia . 
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ADJDDICACION.-Cü los Anales de 
1855 esplicamos esta palabra y digimos 
qun aunque toda traslación de * dominio 
está por regla general sujeta en esta Is- 
la al impuesto de alcabala, se halla e- 
xenta de él la adjudicación que se hicie- 
re cualquiera de los partícipes en el ha- 
ber hereditario, bien sea del todo ó de 
liarte mayor .que Ja que le corresponde, 
cuando.los bienes adjudicados no se pres- 
ten por su naturaleza ó calidad á ser di- 
vididos ¿repartidos sin desmerecer en sü 
estimación. ( Art . 23 del reglamento alcp,- 
balaforio de 20 de Octubre de 1 849). 

En el año de 1856 se han dictado va- 
rias resoluciones que forman regla gene- 
ral en esta materia y son: 

1 - Que en las adjudicaciones en que 
las viudas tomen mayor cuota del caudal 
hereditario del que las corresponda por 
su haber con obgeto de pagar las deudas 
del propio caudál, sedevéngue el Real de- 
recho de alcabala sobre este exceso siem- 
pre que Ja naturaleza de las especies ad- 
judicadas asilo exija, mas suspendién- 
dose el cobra bajo fianza hipotecaria 
hasta la definitiva resolución de S. M. á 
cuyo soberano conocimiento se elevará 
copia certificada del expediente (Acuer- 
do déla Junta Directiva de 9 de Abril). 

2. a Que e6tá exenta de alcabala la 
adjudicación de la herencia á un partíci- 
pe cuando los bienes no puedan dividir- 
se sin desmerecer en su estimácioH . 

3. w Que cuando la división sea posi- 
ble sinpeipuicio de los herederos, está su- 
jeta Ja pdjudicacion al pago de la alca- 
bala « 

4 . & Queeikningun caso lo está la a- 
s^uracion á favor demenores. 


5. Que en las adjudicaciones de bie- 
nes ya adeuden ó no alcabala solo debe 
exigirse la certificación de hipotecas en 
el caso de que no resulte gravada 1 la fin- 
ca (/?. O. de 5 de Mayo de >856). 

¡ . 6. rt Que la adjudicación hecha por u- 
naviuda de la parte de la herencia cor- 
respondiente á una hija suya demente, 
adeuda derechos si los bienes se pueden ’ 
¡dividir sin desmerecer. (. R . O. de 31 de 
Julio de 1 856 (V. Alcabala). 

! ADMINISTRACION CONTENCIOSA- 

[Explicada en los Anales de 1855lama- 
I tena contenciosoadministrativa, deslin- 
dadas allí las facultades del tribunal cpm- 
peteptequé existe en la Habana y lasque 
i corresponden á los tribunales ordinarios 
¡por una parte y por la otra á la admi- 
jnistracion activa; expuesta allí mismo la 
¡manera de sustanciar y decidir las com- 
| potencias que se susciten entre la admi- 
¡ nistracion contenciosa y la admiftistra- 
¡ cion activa y entre aquella y la autoridad 
1 judicial; limitaremos por este añonues- 
j tra tarea* á recopilar las competencias 
I suscitadas y decididas en 1856, que con 
las de los años sucesivos formarán an- 
dando el tiempo una jurisprudencia ad- 
j niinistrativa uniforme, y desde luego po- 
¡drán consultarse los fundamentos en que. 

¡ las resoluciones se han apoyado para que 
| se tengan presentes en los casos análo- 
I gos que en lo sucesivo puedan ocurrir. . 

Publicada en los Anales de 1855 la pri- : 
mera competencia resuelta en 5 de Juho 
♦de aquel año,' continuaremos la áérie em- 
pezada designando las posteriores con los 
números romanos que córrélativamente 
les correspondan. 
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JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA. 

1L 

El mandato de retirar un edificio 
por no haberse construido con arre- 
glo al plano previamente aprobado 
por la formación de un pueblo, pro- 
duce la via contencioso ó adminis- 
trativa (16 de Abril de 1866): 

’ Según el artículo 121 de la Real cé- 
dula de 30 de Enero producen la vía 
contencioso-adininistrativa 
. l.° El repartimiento y exacción in- 
dividual de toda especie dé cargas mu- 
nicipales. 

4.° La incomodidad ó insalubridad 
de las fábricas, establecimientos, talle- 
res, máquinas ú oficios y su traslación á 
otros puntos. 

Y 10. La aplicación en su parte penal 
de las ordenanzas ó reglamentos gene- 
rales de policía de aguas, caminos, mon- 
tes y demas objetos públicos mientras 
el hecho no constituya un delito. 

De estos tres incisos se puede deducir 
como regla general un principio en que 
se fundan, á saber: que los asuntos de po- 
licía municipal , rural ó urbana competen 
al tribunál contencioso -administrativo, 
cuando por la autoridad gubernativa se 
ofende un verdadero derecho y de la mis- 
mano se obtiene el remedio oportuno 

En este sentido se ha resuelto la úni- 
ca competencia suscitada en esta isla 
durante el año de 1856, que motiva este 
artículo. 

Cuestionábase si un edificio construi- 
do en una cclle de Matanzas, lo estaba 
dentro 6 fuera de la alineación previa- 
mente establecida por la autoridad mu- 
nicipal de aquella ciudad, y aunque el 
caso no se halla expresa y terminante- 
mente previsto en ninguno de los diez 
que producen la via contencioso-admi- 
nistrativa conforme al artículo 121 oita- 
dp; lo está en el espíritu del 120, según 
el cual compete á las Reales, audiencias 
conocer en la via contenciosa de los á- 

{ pravios que la administración cause á 
os particulares ofendiendo un verdadero 
derecho al aplicar las leyes, ordenanzas 
y reglamentos administrativos'' porque 
siéndolas ordenanzas municipales de la 
clase administrativa, cuando el ayunta- 
miento 6 su presidente declara que un 


edificio está construido fuera de la línea 
marcada en el plano de la población o- 
cupando un terreno de aprovechamiento 
común, no puede dudarse que aplica un 
reglamento administrativo, y que el par- 
ticular ofendido en su derecho tiene pa- 
ra demandar su desagravio que acudir 
á la autoridad inmediata superior, y así 
de una en otra por el orden gerárquico 
administrativo hasta llegar al primer gra- 
do que es-el Gobernador superior civil, 
mas arriba dél cual no hay en ésta Isla 
otra autoridad sino es la del tribunal con- 
tencioso-administrativoC 

A continuación insertamos várias de- 
cisiones del Consejo Real de España re- 
lativas á policía urbana, en las cuales se 
establece el principio mencionado, de- 
jando pafa otra ocasión mas- oportuna 
las relativas á la policía rural. 

Decisión del Consejo Real de l.° rff 
Julio de 1846 man. 26, estableciendo que 
no compete á la autoridad judicial enmen- 
dar los agravios que en los particulares 
se causen con medidas de policía urbana . 

Vistos el expediente y los autos res- 

F lectivamente remitidos por el Gefe po- 
ítíco y el juez de primera instancia de 
Santander, de los cualos resulta: Que el 
ayuntamiento de aquella ciudad inandó 
construir una alcantarilla para dar sali- 
da á las aguas inmundas del barrio del 
Prado de Viñas, y- dirigiéndolas hácia li- 
na huerta que allí tiene D. Cornelio Es- 
calante, la dio desagüe en ella, abriendo 
á este fin, sin la anuencia del dueño, un 
boquete en la pared dé manipostería de 
ue está cercada; Que de resultas de e- 
o intentó dicho Escalante un interdic- , 
to restitutorio ante el expresado juez en 
23 de Agosto de 1844; y admitido por 
este en ) 8 de Setiembre del mismo año, 
promovió el Gefe político la competen- 
cia de que se trata. — Vistos etc. 

Considerando: 1. ° Que teniendo por 
objeto la providencia del de Santander 
una mejora material de aquella ciudad, 
es visto que la abordó en asunto de sus 
atribuciones según la ley citada (de 30 
de Diciembre de 1843) vigente á la sa- 
zón: por lo cual conforme á la Real 6r- 
den también citada (la de 8 de Mayo de 
1 839) causó estado dichaprovidencia. 

2. ° Que por ello D: Cornelio Esca- 
lante solo pudo obtener valederamente 
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tis reforma acudiendo en queja al Gefe 
político, 6 promoviendo un juicio de di$- 
nuta naturaleza que el sumarísimo de 
restitución, el cual aplicado en casos co- 
mo el presente, sobre estar reprobado 
pordicná Real orden, es contrario k la 
independencia establecida por la Consti- 
tución del Estado entre las autoridades 
judiciales y administrativas: 

Se decide esta competencia, k favor 
del Gefe político de Santander, á quien 
se devuelva su expediente con los autos, 
dándose conocimiento al juez de prime- 
ra instancia de esta decisión y sus moti- 
vos. 

Decisión del Consejo Real de 29 de 
Agosto de 1 846 , número 46 , en igual sen- 
tido que en la anterior. 

Vistos el expediente y los autos res- 

Í lectivamente remitidos por el Gefe po- 
ítico de Valencia y el juez de primera 
instancia de Liria, de los cuales resulta:- 
Que el Ayuntamiento de dicha villa, to- 
mando en consideración las reclamacio- 
nes de varios vecinos, promovió un ex- 
pediente judicial para averiguar la ver- 
dadera causa de los rompimientos del 
cauce del Valladar que dejaban intran- 
sitable una délas calles mas principales 
y de mas vecindario: Que practicadas 
las diligencias oportunas con interven- 
ción de don Tomas Marco por el Ínte- 
res que tenia en el negocio en razón á 
la posesión en que estaba de aprovechar 
las aguas del cauce insinuado para el 
r^ego de un huerto de su pertenencia, 
resultó que la causa que se ñuscaba era 
el haber el padre del referido Marco 
cerrado aquel enteramente junto á la a- 
bertura por donde recibía el agua so- 
brante de la fuénte de la plaza, porque 
* habiendo llegado á estar su huerto á 
mayor elevación que dicho cauce, nece- 
sitaba levantar las aguas de cuatro y 
medio á cinco palmos, á cuya altura 
quedaba est<i enteramente obstruido: — 
Que fluyendo por el mismo, no solo las 
indicadas aguas sobrantes, sino la mayor 
parte de las de las lluvias que por la po- 
sición de la villa venían á buscar salida 
por él en cantidad considerable, junto 
con las heces de varias almazaras, re- 
sultaba de aquí un estancamiento pesti- 
' lencial que. comprometía gravemente la 


salud pública: Que declarado en su vis- 
ta por el perito ser necesario p?ya ocur- 
rir á todos estos inconvenientes, sin per- 
juicio del insinuado derecho de Marco, 
que se sustituyese á la indicada obstruc- 
ción la correspondiente obra de cal y 
canto, lo acordó así el ayuntamiento en 
30 de Diciembre de 1843 : Que á conse- 
cuencia de ello dicho interesado acudió 
al juez por medio de interdicto pidiendo 
le amparase en la posesión de aquel a- 
provechamtento tal como se*hallaba, y 
acompañando en apoyo de esta petición 
un testimonio de donde resultaba que 
en 1839 habia obtenido de ^quel juzga- 
do y confirmado la Audiencia del ter- 
ritorio un amparo igual por haberle 
perturbado el Ayuntamiento en dicha 
posesión con la limpieza del Valladar y 
curso consiguiente de sus aguas, que a- 
cordado por el juez del mismo modo a- 
hora, provocó la presente csmpetencia 
el Gete político: 

Vistos etc. 

Considerando— 1. ° Que siendo de 
esta clase, como indudablemente lo fué 
según la primera dé las citadas leyes, el 
acuerdo del Ayuntamiento de Liria, es 
claro que el juez de aquel partido, admi- 
tiendo contra él un interdicto de manu- 
tención, contravino á la expresada Real 
orden y faltó al respeto debido á la in- 
dependencia establecida entre las auto- 
ridades administrativa y judicial por la 
constitución, para lo cual no pudo apo- 

Í rarse en ley alguna particular, porque 
as de esta clase en presencia de aquella 
no tienen fuerza en lo que se le oponen: 
2. ° — Que tampoco para ello pudo 
serle ocasión el no saber lo fundado del 
acuerdo que con el interdicto se ataca 
ba, porque prescindiendo de que solo de- 
bió examinar si era ó no administrativo 
de suyo este acuerdo, concurrió en el 
presente caso la particularidad de que 
el Ayuntamiento con manifiesta y poco 
excusable timidez, recurriese á la auto- 
ridad de dicho funcionario para deter- 
minar la causa de los graves daños por 
cuyo remedio se anhelaba, cuando el 
buen uso de las atribuciones de aquel 
cuerpo solo exigia un expediente guber- 
nativo para semejante comprobación: 

3 . ° — Que otro tanto debe decirse del 
auto de amparo anterior, confirmado 
por la Audiencia del territorio, porque, 

1856. 
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aun admitida la mas rigorosa identidad 
de casos que ciertamente no mediaba, 
no pudo tomarse en consideración por 
no estar en las facultades de aquel tri- 
bunal suspender por este medio indirec- 
to las atribuciones de la autoridad local 
administrativa, paralizando así los im- 
portantes é indispensables servicios para 
que fueron creados por las leyes: 

4.° — Que en consecuencia, el juez 
de u ió repeler el interdicto en cuestión, 
remitiendo al interesado donde corres- 
pondiese, aue indudablemente era en- 
tonces la Diputación provincial, como 
lo es ahora ’el Gefe político, según las 
disposiciones legales citadas, no prefi- 
riendo dicho interesado entablar desde 
luego eljuicio ordinario correspondiente: 

Se decide la competencia cíe que se 
trata ét favor del Gefe político de valen- 
cia, á quien se devuelva su expediente 
con los autos, dándose conocimiento al 
juez de primera instancia de Liria, de 
esta decisión y sus motivos. 

Decisión del Consejo Reíd de 23 de Fe - 
brero de 1 840, núm. 25, declarando que las 
cuestiones sobre alineación de calles , como 
de policía Urbana, son de la competencia 
déla administración; y las de servidumbres , 
cjmode derecho civil, corresponden a la 
autoridad judicial. 

En el expediente y autos de competen- 
cia suscitado entre el Gefe político de Al- 
bacete y el Juez de primera instancia de 
Almansa, de los cuales resulta: — Que D. 
Manuel Aguado y Cañas trató de recons- 
truir una casa que posee en la segunda de 
dichas ciudades á nombre de su esposa; y 
como se hallase su fachada algunos palmos 
retirada de la línea de la calle, solicitó y 
obtuvo del ayuntamiento en 20 de Abril 
de 1845 el correspondiente decreto de ali- 
neación á que en la reconstrucción pro- 
yectada debía sugetarse: — Que doña Anas- 
tasia Olivenza y hermanas, poseedoras de 
una casa contigua á la referida, creyéndo- 
se perjudicadas por la obra, si se hacia en 
est09 términos, en razón á que con ella se 
las iba á privar de la servidumbre de luz 
y Vista que disfrutaban por medio de una 
ventana que existia en el segundo piso, 
haciendo ademas sufrir á su casa el peso 
de la pared que se estaba levantando, acu- 
dieron á dicho juez denunciando la obra; 


y admitida la denuncia por éste promovió 
el Gefe político la competencia de que se 
trata: 

Visto el artículo 81, párrafo 4.° de la 
ley de 8 de Enero de 1845, según el cual 
es propio de los ayuntamientos deliberar 
sobre la formación y alineación de las ca- 
lles, pasadizos y plazas: 

Considerando: l.° Que la denuncia pen- 
diente ante el juez de primera instancia de 
Almansa, por el mismo caso de tener 
por objeto el impedir la obra comenzada 
por D. Manuel Aguado y Cañas con arre- 
glo al decreto de alineación del ayunta- 
miento de aquella ciudad, es evidente que 
envuelve dos cuestiones: la una relativa ¿ 
dicha alineación, y la otra a la servidum- 
bre en que las denunciantes se apoyan: 

2 o . Que según la ley citada es adminis- 
trativa la primera de estas dos cuestiones, 
y no puede decidirla el juez, ni directa- 
mente reformando el decreto del Ayunta- 
miento, ni indirectamente declarando la 
pretendida-servidumbre, mandando demo- 
ler la obra y prohibiendo que se vuelva á 
hacer: 

3.° Que la segunda de dichas cuestiones 
es de su conocimiento, pero presupone la 
decisión de lá primera, puesto que si se 
revócase el decreto de alineación, ó se mo- 
dificase en términos que no pudiese ya la 
obra causar el perjuicio que lia motivado 
la denuncia, seria ociosa toda discusión so- 
bre el particular, y si se confirmase dicho 
decreto, no podría impedirse la continua- 
ción de la obra con sujeción al mismo, y 
sí solo resolverse la cuestión sobre la ser- 
vidumbre, y en su caso la de indemniza- 
ción: 

Oido el Consejo Real, vengo en decidir 
esta competencia á favor de la autoridad 
administrativa respecto á la cuestión pre-. 
judicial sobre alineación, y en cuanto á las 
otras dos cuestiones á favor de la autori- 
dad judicial. 

Decisión del Consejo Real de 11 de Se- 
tiembre de 1850, núm. 34, estableciendo 
que la reforma de una chimenea es asunto 
de policía urbana, de competencia exclusi - 
¡ va del ayuntamiento : y que el agravio que 
semejantes me ¡idas causen no puede apre 
ciarse por la autoridad judicial. 

En el expediente y autos de competen- 
cia suscitada entre el Goberñador ¿le Pa- 
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lencia y el Juez de primera instancia de 
la capital; de los cuales resulta: Que Ale- 
jandro Sauz, vecino de Dueñas, acudió 
al Alcalde de esta villa manifestándole 
ue por la poca elevación de la chimenea 
e la cocina en la casa de su pertenencia 
en dicha población, calle del Uso, y por 
cubrirla el alero del tejado de la casa con- 
tigua, habia un peligro continuo de in- 
cendio, por lo que pidió se le permitiese 
reconstruir la chimenea, elevándola por 
encima del tejado de la expresada casa 
vecina, atravesando su alero; y el alcal- 
de, prévia formación de expediente, (que 
aparece testimoniado en el del Goberna- 
dor) en el que declaró el único maestro 
alarife aprobado residente en i¡a villa, que 
era conveniente y necesaria la recons- 
trucción pedida en los términos que se 
expresaban, y que por deber apoyarse en 
la casa del recurrente no causaria á la 
vecina mas daño que el de diez reales, 
valor de la media tabla y treinta tejas 
que debian quitarse del alero, autorizó 
la reconstrucción, obligando á Sanz á in- 
demnizar al vecino, y cerciorándose des- 
pués por declaración del maestro alarife 
de que la obra se habia llevado á afecto 
en los términos prescritos: Que María 
González, vecina déla misma villa, con- 
dueña de la casa inmediata cuyo alero 
quedó atravesado, denunció este acto y 
el de haber aprovechado Sanz las tejas 
para cubrir su chimenea, ante el Juez re- 
ferido; y prévia la oportuna información, 
dictó este un auto restitutorio, contra el 
que recurrió en vano Sanz, alegando tam- 
bién la incompetencia del Juez: Que re- 
uerido este de inhibición por el expresa 
o Gobernador á instancia de aquel, per- 
sistió en el conocimiento fundado princi- 
palmente eii que el motivo de la queja 
era el acto del rompimiento del alero y 
aprovechamiento de las tejas, que en la 
autorización no se habia procedido en la 
forma acostumbrada, y que al concederla 
no se habian guardado las leyes, regla- 
mentos y disposiciones superiores; en vis- 
ta de lo cual el Gobernador insistió en su 
reclamación y se formalizó esta compe- 
tencia: 

Visto el artículo 64. párrafo 5. ° de la 
ley de 8 deEnero de 1845, por el cual cor- 
responde al alcalde, como administrador 
cM pueblo, bajo la vigilancia de la admi- 
nistración superior, cuidar de todo lo re- 


lativo á policía urbana y rural, conforme 
á las leyes, reglamentos y disposiciones 
de la autoridad superior y ordenanzas 
municipales: 

Vista la Real orden de 8 de Mayo de 
1839, que prohíbe dejar sin efecto por me- 
dio de interdictos posesorios de manuten- 
ción y restitución, las providencias que 
díctenlos ayuntamientos y diputaciones 

E rovinciales en materia de su legal atri- 
ucion; 

Considerando, 1. ° Que la reforma de 
una chimenea en el radio de la población 
para evitar un incendio es notoriamente 
un asuntode policía urbana, y porlo mis- 
mo de las atribuciones del alcalde á quien 
comete este cuidado la referida ley en el 
artículo y párrafo citados: 

2. ° Que diciéndose expresamente en 
ellos que esta atribución corresponde co- 
mo administrador del pueblo, y la de e- 
jercer bajo la vigilancia de la adminis- 
tración superior, queda sometido exclusi- 
vamente á esta la reforma y reparación 
de toda injusticia ó abuso que dicho al- 
calde pueda cometer en el desempeño de 
tal cargo: 

3. ° Que es por lo mismo patente el nin- 
gún fundamento con que la recurrente y 
el juez alegan el hecho material de la per- 
foración del alero y la informalidad ó 
quebrantamiento de las disposiciones del 
caso con que haya procedido el alcalde, 

Í mes el referido hecho es inseparable de 
a providencia que lo previó y dispuso, y 
los demas reparos no pueden ser aprecia- 
dos por el juez por la razón sencilla y 
concluyente de que ni le corresponde en- 
tender en materia de policía urbana ni es 
el superior del alcalde como administra- 
dor del Dueblo: 

4. ° Que es por lo tanto completamen- 
te aplicable al caso de la Real orden que 
se ha citado, extensiva en su espíritu á to- 
da autoridad administrativa: 

Oido el Consejo Real: 

Vengo en decidir esta competencia á 
favor de la Administración. 

Decisión del Consejo Real de 6 de. No- 
viembre de 1850, núm. 50, estableciendo 
que los ayuntamientos no pueden prohibir 
la construcción de edificios en sedares de 
dominio privado , aunque lo exija el ornato 
de la población , ínterin no se acuerde por 
el gobierno la expropiación forzosa; y que 
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entre tanto compete esta clase de asuntos á 
la autoridad judicial. 

En el expediente y autos de competen- 
cia suscitada entre el Gobernador de la 
provincia de Lérida y el iuez de primera 
instancia de Solsona, de los cuales resul- 
ta: 

Que en Agosto de 1849 se dirigió el 
ayuntamiento de San Lorenzo de Moru- 
nys al entonces Gefe político de la pro- 
vincia, manifestándole que reconocida 
desde algunos años á esta parte la nece- 
sidad de abrir en el centro de la pobla- 
ción una plaza pública, y las ventajas y 
poco coste que reuniría verificarle en el 
sitio llamado las Cuatro esquinas, por la 
razón, entre otras, de formar una de a- 
quellas el huerto llamado de San Llobet, 
iba esto á malograrse si no se apresura- 
ba la realización de la proyectada mejo- 
ra, pues á consecuencia de haber falleci- 
do la usufructuaria de dicho huerto, se 
habia hecho pública la enagenacion, has- 
ta entonces reservada, á favor del presbí- 
tero beneficiado de la villa D. José Uanals, 
veste se proponía levantar una casa, con 
lo cual, ademas del inconveniente referi- 
do para la abertura de la plaza, se pro- 
duciría el de hacer mayor la falta de ven- 
tilación dé que adolecía la villa: 

Que de conformidad con la petición 
consiguiente á estas consideraciones, au- 
torizo el mencionado Gefe al ayunta- 
miento en el mes de Octubre inmediato 
para que tratase desde luego con el due- 
ño del huerto sobre su adquisición, dán- 
dole cuenta antes de perfeccionar el con- 
trato, y si no se prestaba aquel á énage- 
narle, procediese á practicar las diligen- 
cias oportunas para hacer á su tiempo la 
declaración de utilidad pública y exigir 
forzosamente la mita; de cuyos dos ex- 
tremos se verificó el primero, ó sealapro- 

E uesta de enagenacion voluntaria el 5 de 
ficiembre siguiente; y por haber tenido 
un resultado adverso se tomó acuerdo el 
1 7 del mismo por el ayuntamiento reuni- 
do con un número igual de mayores con 
tribuyentes, acerca de la conveniencia de 
la obra y necesidad de la enagenacion: 
Que en este mismo dia 17 acudió el 
dueño del huerto al expresado juez pro- 
poniendo un interdicto de amparo, por- 
que el alcalde interino habia prohibido 
el 15 que se continuasen en dicho huer- 
to las obras comenzadas en el propio dia; 


Í r aunque después de haberse proveído 
a restitución hizo presente el ayunta- 
miento al juez los antecedentes referidos, 
y que la medida habia tenido por objeto 
impedir la construcción proyectada de u- 
na casa, con la cual se frustraría el pro- 

Í ecto de la abertura de la plaza, por no 
astar entonces los recursos municipales 
para cubrir el mayor coste que tendría 
en tal supuesto la expropiación, no se 
consideró el último en el caso de alterar 
la línea de conducta que habia adoptado: 
Que invocada entonces por el ayunta- 
miento la autoridad del Gobernador de 
la provincia, á la que también acudió, 
aunque con diversos fines el presbítero 
Canals, requirió aquel de inhibición al 
juez, resultándola presente competencia: 
Visto el artículo 81, párrafo 4.° de 
la ley de 8 de Enero de 1845, según el 
cual los ayuntamientos deliberan sobre 
la formación y alineación de las calles, 
pasadizos y plazas; no pudiendo llevarse 
á efecto sus acuerdos sobre el particular 
hasta que haya recaído en ellos la apro- 
bación del Gefe político ó del Gobierno 
en su caso: 

Visto el artículo 74, párrafo 1. ° de la 
misma ley, que atribuye al alcalde como 
administrador del pueblo bajo la vigilan- 
cia déla administración superior, el eje- 
cutar y hacer ejecutar los acuerdos y de- 
liberaciones del ayuntamiento cuando 
tengan legalmente el carácter de ejecu- 
torios: 

Vistos los artículos 1 . ° y 3. ° de la ley 
de 17 de Julio de 183G, el primero délos 
cuales declara inviolable el derecho de 
propiedad, á excepción del caso en que 
así lo exija el interés público, previos los 
requisitos que expresa; v el segundo re- 
serva al Gobierno, con las formalidades 
prévias que enumera, la declaración de 
que una obra es de utilidad pública y el 
permiso para emprenderla, cuando para 
ejecutarla no hay que imponer contri- 
bución que grave á una ó mas provincias: 
Vista la Real orden de 8 de Mayo de 
1839, que no permite se dejen sin efecto 
por medio de interdictos posesorios las 
providencias de los ayuntamientos y di- 
putaciones provinciales; cuando recaigan 
en materia de su atribución: 

Considerando: Que la circunstancia 
esencial que exije esta Real Orden de 
que la providencia combatida con el in. 
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terdicto haya sido dictada en materia de ! 
las atribuciones de la autoridad adminis- 
trativa de quien proceda, no concurre en 
el caso actual: en primer lugar, porque si 
bien con arreglo á los artículos y párra- 
fos citados de la ley de 8 «de Enero de 
1845, es atribución del ayuntamiento de- 
liberar sobre la formación de plazas, y 
cargo del alcalde ejecutar el acuerdo que 
tome en este punto, la firmeza de aquel 
acuerdo y este caso de la ejecución de- 
penden de la aprobación del superior, 
oue en el supuesto de que se trata es el 
Gobierno por llevar envuelta la expropia- 
ción, y este no ha entendido ni podido en- 
tender todavía en tal negocio; y en se- 

f rundo lugar, porque consagrando la otra 
ey citada de 17 de Julio de 1836 el de- 
recho de propiedad fuera del caso y con 
las garantías que expresan los artículos 
de que se ha hecho mención, no estaba 
en las atribuciones del Ayuntamiento ni 
del alcalde prescindir de estos para im- 
pedir el ejercicio del derecho de dominio 
prohibiendo construir un ediñcio en solar 
propio: 

Oido el Consejo Real, vengo en decidir 
esta competencia á favor de la autoridad 
judicial. 

Decisión del Consejo Real de 25 de A- 
gostode 1852, núfn . 58, estableciendo que 
el cerramiento de una puerta de comunica- 
ción entre dos casas , decretado por un al- 
calde con el exclusivo objeto de evitar es- 
cándalos sin prejuzgar ninguna cuestión 
de derecho común,, es medida de policía pu- 
blica y no produce por tanto la via conten- 
ciosa . 

En el expediente y autos de competen- 
cia suscitada entre el Gobernador ae Ba- 
dajoz y el Juez de primera instancia de 
Villanueva de la Serena, de los cuales 
resulta: — Que en el pueblo del Campa- 
nario, Inés Paredes habitaba una casa 
de D. Manuel Fernandez, y Francisco 
Velez otra, que según este pretendía era 
de su propiedad, y que estaba contigua á 
la de aquefc—Que éntre ambas casas se 
abrió una puerta de comunicación: — Que 
transcurrido algún tiempo, según dice el 
alcalde en uft informe que obra eii los 
autos, noticiosa esta autoridad del desa- 
sosiego y escándalo que en la vecindad 

S roducian los continuos altercados y riñas 
e Velez y la Paredes, para evitar la repe- 
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ticion de aquel desorden, según era de su 
deber como encargado de este ramo de 
la administración, los hizo comparecer 
á su presencia: — Que preguntado Velez 
sobre el motivo de las reyertas, manifes- 
tó que habiendo comprado la casa que 
habita á José Blanco para facilitar el ser- 
vicio que la Paredes le prestaba, abrió la 
puerta de. que queda hecho mérito, y 
que hoy queria ella expulsarle de la 
habitación de que era dueño , y aun 
obligarle á sacar de allí sus muebles: — 
Que á su vez la Paredes dijo que, tanto 
la casa que tenia tomada de antiguo en 
arriendo como la que habitaba Velez, 
pertenecían actualmente á D. Manuel 
Fernandez, á quien aquel había: vendido 
la que antes compró á Blanco; que así 

( )odrian decirlo varios testigos presencia 
es de la venta, y así resultaba del libro 
hacendario de la villa; que ésta era la 
causa de que se hubiese abierto la puer- 
ta de comunicación entre las dos casas 
que pertenecían hoy á un solo dueño, á 
quien ella se las tenia arrendadas; y por 
último que Velez, antes de hacer la com- 
pra á Blanco, y después de hacer la ven- 
ta á D. Manuel Fernandez, siempre ha- 
bía vivido con ella en clase de hüésped, 
y que en clase de tal le tenia despedido 
varias veces: — Que examinados los tes- 
tigos citados por la Paredes y el libro ha- 
cendario de la villa, resultó ser cierto lo 
dicho por aquella; y que no habiendo po- 
dido Velez acreditar su propiedad con 
ningún documento, el alcalde, conside- 
rándole solo como un huésped despedido 
y como el provocador de los alborotos o- 
casionados en la vecindad» para preve- 
nirlos en lo sucesivo le manaó, por una 
medida de orden y de buen gobier- 
no, que desocupara la habitación provi- 
sionalmente, sin perjuicio del derecho que 
á ella tuviese, y del cual podría usar don- 
de correspondiera: — Que entonces Velez 
acudió al Juzgado de primera instancia 
solicitando se le amparase en la posesión; 
y qu§ después de practicada la corres- 
pondiente información de testigos, se dio 
auto declarando nulo é ilegal lo ejecuta- 
do por el alcalde, y condenándole en las 
costas, reponiéndolo todo al ser y estado 
que tenían antes de verificarse el hecho 
en cuestión, y dejando á salvo su derecho 
á las personas interesadas en el negocio: 
— Que las partes apelaron de esta provi- 


Digitized by v^.ooQLe 



54 


ADMINISTRACION. 


tlencia; pero que no habiendo compaie- je* asunto de policía de la competencia de 
nido ante el superior, la Sala secunda de ; la administración. 
la audiencia de Careres dió sentencia j fin el expediento 

. a i T? J . ... i » n rlociurtnc Inc . • i 


icl íUimrut iu ~ — - . 

en 19 de Euero declarando desiertas las 
apelaciones:— Que en 24 del mismo mes 
el Gobernador de la provincia requirió de 
inhibición al Juzgado, y que habiéndole 
contestado este que se hallaban los autos 
pendientes de apelación, dió traslado del 
oficio á la Audiencia:— Que por último, 
devueltas las actuaciones al inferior, el 
Juzgado sustanció el. incidente por todos 
sus trámites y se declaro competente, re* 
sultando esta contienda 


. -pediente y autos de compe- 
tencia suscitada entre el Gobernador de 
la provincia de Cáceres y el Juez de 
primera instancia de Trujillo, de los cua- 
les resulta: Que ocupada Inés Mariscal, 
vecina del arrabal de esta última ciudad 
titulado Huerta de las Animas, en sacar 
piedra para una obraque estaba hacien- 
do en su casa, fué advertida por su con- 
vecino Antonio Mateos para que la sus- 
pendiera por los daños aue los g lpeso- 


puiuioiu w o I n 

. . ¡casionahan á su muger, la cual se halla- 

Visto el párrafo 5. ° del art. 73 de la | g raV emente enferma y falleció á los 
lev de 8 de Enero de 1 845, según el cual ¡ p OCOS ¿jas: Que no habiendo querido la 
alcalde como delegado I \j ir ¡ 8Ca ] acceder á la suspensión de la 


policía uroana y rurai cumm me o. ««o 
yes. reglamentos y disposiciones de la au 
toridad superior: . . 

Visto el párrafo 4. ° del art. 4. de la 
ley de 20 de Abril de 1 845, aue concede al 
Gefe político la facultad do reprimir y 
castigar todo desacato á la moral y á la 
decencia pública: 

Considerando, que los tribunales solo 
serian competentes para conocer de este 
asunto si la providencia del alcalde hu- 
biera tímido por causa y objeto resolver 
cualquiera de las cuestiones de derecho 
común relativas álapropiedad ó posesión 
suscitadas por las partes, ó de las origi- 
n ida* por los contratos expresa 6 tácita- 
mente celebrados entre las misólas; pero 
que, apareciendo, como aparece jior el 
contrario, que dicha providencia fué dic- 
tada exclusivamente como una medida 


justa 

la petición y mandó suspender la saca 
de piedra: Que no habiendo la interesa- 
da podido couseguir del pedáneo la re- 
vocación de esta medida acud»ó al juz- 
gado de primera instancia interponien- 
do un interdicto de amparo que, estima- 
do por aquel se resolvió alzando la sus- 
pensión acordada, condenando en las 
costas al alcalde, y apercibiéndole de 
que en lo sucesivo se abstuviese de dic- 
tar providencias para que no estaba fa- 
cultado por las leye w : Que el pedáneo, 
en vista de esta providencia, acudió á su 
vez al Gobernador refiriendo lo ocurrido; 
y pedido informe al Juez, y en mérito de 
su resultado, se le requirió de inhibición: 
Que sustanciado el incidente* y declara- 
dose competente la jurisdicción ordina- 
ria, el Gobernador no se conformó é in- 


inua oau »*** , , .. i ¡ imi v/« - — 

de moralidad ó policía pública con el ca- i s ¡ s tj¿ en e | requirimiento, quedando así 
rácter de interina, y salvando á Velez de j formalizada la presente competencia: 


laüLCI HiU/inmi j w... * “ j 

una manera expresa el derecho que á la 
habitación pudiera tener para que usase 1 
de él donde correspondiese, resolta que 
el alcalde se limbo á ejercer las faculta- 
des que en virtud de las disposiciones ci- 
tadas están dentro de la esfera de la Ad- 
ministración. 

Oido el Consejo Keal, vengo en deci- 
dir á favor de la misma esta compe- 
tencia. 

Decisión de f Con* y o Real de SO Marzo 
de 1853 numero 3, etídb'eciendo que la 
suspensión de una ohra por hallarse á su 
inmediación un enfermo de gravedad 


Visto el art. 74, párrafo 5. ° de la ley 
de 8 de Enero de 1845, que declara a- 
tribucion de los alcaldes el cuidar de 
todo lo relativo á la policía urbana y ru- 
ral, conforme á las leyes, reglamentos, 
disposiciones de la autoridad superior y 
ordenanzas municipales: 

Visto el artículo 88 de la misma le}% 
según el cual h>s pedáneos son los del e- 
gados del alcalde en la demarcación e° 
que ejercen sus funciones: 

Vista la Real orden de 8 de Mayo de 
, 18*9, que excluye el interdicto contra 
las providencias de los ayuntamientos y 
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diputaciones provinciales adoptadas en 
el círculo de sus atribuciones: 

Considerando: 1. ° Que la disposición 
de suspender la obra, acordada por el al- 
calde pedáneo del arrabal de Trujillo, lo 
es esencialmente de policía, puesto que 
en este ramo se comprende cuanto pue- 
de perjudicar á la salud, bienestar y co- 
modidadde los vecinos, y por consiguien- 
te la medida está en las atribuciones del 
referido funcionario, á quien compete 
como delegado del alcalde, á tenor de lo 
dispuesto en los dos artículos de la ley 
mencionada: 

2. ® Que el remedio adoptado por 
Ines Mariscal es ilegal é inconveniente, 
teniendo como tenía el de acudir en que- 
ja al superior gerarquicó del pedárteo y 
sucesivamente á los que fuesen de aquel 
en toda laescala administrativa, peró sin 
implorar una protección de la autoridad 
judicial que esta no pudo acordar por es- 
tarle expresamente prohibida en la men- 
cionada R^al órden, extensiva en su es- 
píritu- áTtoda autoridad administrativa: 

Oido el Consejo Real, vengo en deci- 
dir esta competencia á favor He la Ad- 
ministración. - 

Decisión del Consejo Real de 30 de Mar- 
zo de 1853, num . 7, estableciendo que la 
suspensión de una obra comenzada en la 
casa de una ciudad , precia la alineación y 
licencia del ayuntamiento , no puede acor- 
darse por la au'oridad judicial ; y que la 
indemnización de las servidumbres qué con 
la obra desaparezcan, debe re clamarse por 
la via ordinaria y nú por la de interdicto . 

En el expediente y autosde competen- 
cia suscitada entre el Gobernador de 
Murcia y el Juez de primera instancia 
del distrito de San Juan de esta ciudad, 
de los cuales resulta: Que deseoso D. Ca- 
milo Rubio de reedificar una casa de su 
pertenencia, sita en la plaza de la Cár- 
cel de dicha ciudad, uniformándola con 
el plano general de la misma, y toman- 
do al efecto una parte del terreno de la 
citada plaza, se dirigió al ayuntamiento, 
cuya corporación, en vista del plano de 
la fachada y planta, y con la competente 
aprobación del Gobernador de la provin- 
cia, Iq,otorgó la necesaria licencia para 
la construcción, prévia la demarcación 
de la línea qtie habia de seguir en la mis- 
ma: Que comenzados los trabajos acudió 


ol Marqués de Torre Octavio al juzgado 
de primera instancia denunciando la re- 
ferida obra, á pretexto de que por ella 
habrían de quedar obstruidas las servi- 
dumbres de luces que á su favor tiene ti- 
na casa de su pertenencia; y admitido 
que fué dicho recurso por el juzgado, 
requirióle de inhibición el Gobernador 
de la provincia, resultando en su virtud 
el presente conflicto. 

Visto el art. 81, párrafo 4. ° de la ley 
de 8 de Enero de 1845, según el cual es 
propio de los ayuntamientos delibera! 
acerca de laformacion y alineación de 
las calles, pasadizos y plazas: 

Considerando, 1. ° Que la denuncia 
entablada por el Marqués de Torre-Oc- 
tavio, como dirigida á impedir la conti- 
nuación de una obra á cuya construcción 
precedió una providencia del ayunta- 
miento autorizándola y aprobando la for- 
ma v alineación en que habrá de llevarse 
á efecto, tiende á que se anule ó reforme 
la misma pi ovidencia dictada, con arre- 
glo al artículo y párrafo citados, dentro 
del círculo de las atribuciones de dicha 
corporación, por lo cual es manifiesto 
que el juzgado no pudo admitirla sin ar- 
rogarse sobre los actos de esta una fa- 
cultad de inspección y censura que solo 
compete al superior gerárquico: 

2. ° Que si bien no puede negarse al 
denunciante el derecho de reclamar an- 
te la jurisdicción ordinaria la indemniza- 
ción correspondiente por razón de las 
■servidumbres que por la construcción 
quedan obstruidas, y su reconocimiento 
si se negase, esta reclamación debe veri- 
ficarse por los medios ordinarios, y no por 
la via del interdicto: 

Oido el Consejo Real, vengo en deci- 
dir esta competencia á favor de la admi- 
nistración. 

Decisión del Consejo Real de 6 de Ma m 
yo de 1 857, estableciendo que el acuerdo de 
un ayuntamiento mandando edificar en un 
terreno sito dentro de un pueblo , es asunto 
de policía urbana , y como tal sujeto a la 
administrado 

En el expediente y aptos de competen- 
cia, suscitada entre el Gobernador de la 
provincia de Almería y el Juez de prime- 
ra instancia de la capital, de los cuales re- 
sulta: 

Que existiendo en el pueblo de Viator 
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un terreno donde se depositaban inmun- 
dicias, con grave peijuicio de la salud 
pública, el ayuntamiento acordó hacer 
saber á su dueño, que si no edificaba en él, 
lo cedería, previa indemnización y demas 
requisitos legales, á otro vecino que lo ha- 
bia solicitado; y á consecuencia de este a- 
cuerdo, D. Juan de Medina Cesar, que es 
el dueño del terreno de que se trata, co- 
menzó á levantar unas tapias en el mismo: 

Que D. Juan Gelices Martinez acudió al 
Juez de primera .instancia; entablando in- 
terdicto de nueva pbra, y consiguió auto 
á su favor, en. virtud del que se paralizó 
la de D. Juan de Medina Cesar: 

Que el Gobernador de la provincia, á 
instancia del ayuntamiento de Yiator, re- 
quirió de inhibición al J uez, fundándose 
en que se trataba de una disposición ad- 
ministrativa, tomada al tenor dé lo que 
previene la ley de organización y atribu- 
ciones de los ayuntamientos en sus artí- 
culos 74 y 81; y este funcionario se decla- 
ró competente, teniendo en cuenta que la 
obra de Medina obstruia la entrada á una 
casa de D. Juan Gelices Martinez, y por lo 
tanto se trataba de una cuestión de servi- 
dumbre ó de propiedad sobre la que á la 
administración no compete resolver; y a- 
demas, que la admisión del interdicto pro- 
puesto no era contraria á lo que previene 
la Real órden de 8 de Mayo de 1839, pues 
esta solo menciona los interdictos de ma- 
nutención ó restitución: 

Que habiendo seguido este negocio la 
tramitación que prefijan las disposiciones 
vigentes, insistiendo el Gobernador en es- 
timarse competentejvino á resultar el pre- 
sente conflicto: 

Visto &c. 

Considerando: l.° Que el acuerdo del 
Ayuntamiento de Viator está dentro del 
círculo de sus atribuciones, y por lo tanto 
toda queja ó reclamación á que pudiera 
dar lugar por sí mismo ó por la manera de 
ejecutarse, se debió dirigir á la autoridad 
de que emanara ó á su inmediato superior 
gerárgico: 

2.° Que solo en el caso que no se pusie- 
ra remedio gubernativo al daño que D. 
Juan Gelices deplora, alterando ó modifi- 
cando la alineación que hoy haya autori- 
zado el ayuntamiento, y continuase D. 
Juan de Medina César infiriendo agravio 
manifiesto al derecho que pretende su con- 


vecino, procederia el recurso por la via 
judicial para ventilar una cuestión priva- 
da de particular á particular, y aun entón 
ces haoria de ser esto por meaio del juicio 
plenario correspondiente, y no con inter- 
dictos que impidieran el cumplimiento de 
una disposición administrativa: 

3. ° Que el espíritu de la Real órden, 
de 8 de Mayo de 1839 también citada, 
es que las disposiciones de la adminis- 
tración, legalmente tomadas, no puedan 
sufrir entorpecimiento por medio de jui- 
cios sumarísimos, que ningún derecho 
declaran ni establecen, y por lo tanto han 
de comprenderse en la misma Real ór- 
den todos los interdictos, que siendo de 
igual naturaleza que los que ella menciona, 
pueden producir idénticos resultados: 

4. ° Que en este supuesto son improce- 
dentes la interposición y la admisión del 
interdicto propuesto por D. Juan Gelices 
Martinez; 

Oido el Consejo Real, vengo en decidir 
esta competencia á favor de la adminis- 
tración. 

( Gaceta de Madrid de 9 de Mayo.) 

Decisión 2. del Gobierno Superior de 
la Isla de Cuba declarando competente al 
Rl. Acuerdo para resolver el recurso de D. 
J. J. Mendez contra una providencia gu- 
bernativa por la cual se mandó retirar 
una casa en Matanzas ( 1 6 de abril de 1856). 

Visto el recurso interpuesto para ante 
la Real Audiencia Pretorial por D. José 
de Jesús Mendez, en solicitud de que se 
deje sin efecto por la via contenciosa la 
providencia dictada por este Gobierno 
Superior con fecha 8 de Agosto próximo 
pasado mandando retirar en el término 
de quince dias el carenero del recurrente 
y la casa denominada de Pau, en la par- 
te en que estos edificios obstruyen la ca- 
lle de Laborde de la ciudad de Matanzas: 

Visto el plano de la calle y edificios 
citados, hecho por peritos en vista del vi- 
gente en la referida ciudad para la cons- 
trucción de casas y alineación de calles: 

Visto el prtículo 1 20de dicha Peal Cé- 
dula en que se declara de la competencia 
del Real Acuerdo conocer en la via conten- 
ciosa, después de agotada la gubernati- 
va, de los agravios aue se causen á los 
particulares en la aplicación de las leyes, 
ordenanzas y reglamentos administrati- 
vos, ofendiendo un verdadero derecho: 
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Considerando 1 . c Que al reclamar D. de 1 855 y concordante del de aquella ciu- 
José de Jesús Mendez contra la decisión dad a que se refiere, por laque se declara ^ . 

de este Gobierno superior se funda en sin lugar el recurso de casación que esta- 
que al construir la fábrica, objeto de la bleció contra la de 19 Abril del propio 
cuestión, obró con sujeción á lo aproba- aflo, que previno al citado Mendez retira- 
do y autorizado por la Comisión de po- se sus fábricas hasta dejar la calle- con- 
licía urbana. forme al trazado con que se la figura en 

2. ° Que para conceder su autoriza- el plano del Ayuntamiento. 

cion precisamente hubo de tener presen- Resultando que en 14 de Diciembre de 
te aquella Comisión el plano que rige pa- 1 849 acudieron varios vecinos al Ayun- 
ra la construcción de casas y alineación miento solicitando que se oficiara al Co- 
de calles de la ciudad de Matanzas. mandante general del Apostadero á fin 

3. ° Que bajo este concepto la dispo- de que dejara sin efecto la gracia conce- 

sicion adoptada por la vía gubernativa, dida á Mendez para la construcción de 
mandando que se retire él edificio del re- un baradero, con el que se obstruía la ca- 
currente por no haberse construido con lie; por virtud de cuya pretensión se ins- 
arreglo al citado plano, lo es de aplica- truyó expediente, y como del informe del 
cion á un caso particular de las reglas agrimensor del Ayuntamiento, y demas 
establecidas por la administración para datos que se tuvieron á la vista se esti- 
conceder ó negar estas licencias. mase que las casas que producían el in- 

De con formulad con el parecer del conveniente aquejado eran las de D.Jor- 
Real Acuerdo: Declaro que procede la ge Munch y D. Fidel Carol,se providen- 
viacontencioso-adininistrativa; y por tan- ció en 6 de Mayo de 1850 su alineación, 
to que es competente el Real Acuerdo Resultando que habiendo estos intere- 
para conocer acerca del recurso ínter- sados acudido á la corporación munici- 
puesto por D. José de Jesús Mendez con- pal con nueva instancia y documentos, 
ira la providencia de este Gobierno su- se dispuso por el Gpbiernoabrirelexpe- 

S *riorde8de Agosto próximo pasado, j diente, y procederá un reconocimien- 
abana 16 de Abril de 1856. — José de Ja j to del terreno por peritos imparciales 
Concha . | con vista del plano, que desde Abril de 

Seguido el pleito en la segunda instan- ! 1837 existe en la secretaría del Ayunta- 
da se confirmó el auto apelado por el que ¡ miento, y sirve de tipo para la alineación 
á continuación insertamos* á fin de que j de las calles, apareciendo de lo actuado 
las doctrinas establecidas por la Real j que D. Jorge Munch adquirió sus terre- 
Audiencia puedan tenerse presentes en |nos en 14 de Marzo de 1838 y 17 de Fe- 
otros casos semejantes. - ¡brero de 1 845, lindando con las veinte 

¡varas de jurisdicción de la Marina (f. 22 
Sentencia dictada por el Real Acuerdo y 24) y prévio el competente permiso pa- 
en 4 de Junio de 1857, estableciendo j ra fabricarlos (f. 52), lé fueron demarca- 
1 . ° Que a las autoridades de Haden - dos los puntos (f. 54): que D. José de Je- 
da y no alas de Marina corresponde otor - sus Mendez obtuvo del Comandante ge- 
gar la propiedad de las ril>eras del mar . neral efe Marina en 2g de Julio de 1847, 

9.° Que quien edifica sin permiso de 61 varas á lo largo de la playa y dentro 
la autoridad nmnicipalyfiuera de la ali- de las veinte dé la jurisdicción dé la Ma- 
neacion aprobada está obligado á derribar riña (f. 153), para construir un carenero 
lo edificado: y , y almacén en el punto denominado Ran- 

3, ° Que el recurso de casadon no pro - j cha de Pescadores; que por licencias pos- 
cede contra las procidencias apelables . teriores se amplió á otras obras que rea- 
Visto el expediente instruido en el go- ¡ lizó desde luego, aunque no consiguió 
bierno político de Matanzas para que los j licencia del Cabildo hasta 2 de Mayo de 
vecinos que obstruyen con sus fábricas j 1852 (f. 167) después de demarcarse los 
la calle de Laborde la dejen expedita, ve- 1 puntos que sin ella había fijado con ante- 
nidos al Real Acuerdo en virtud de la a- ¡ rioridad el agrimensor del Ayuritamiento 
peí ación interpuesta por.D. José de Je- j (f. 166); que con posterioridad también á 
sus Mendez contra la providencia del Go- j la iniciación de este expediente, en l.° 
bierno superior civil de 16 de Octubre de Julio de 1852, otorgo escritura de re- 
9 1856 


Digitized by v^.ooQLe 



58 


ADMINISTRACION 


conocimiento de un censo á favor de la 
Real Hacienda de medio solar sito en la 
calle de Santa Isabel, que adquirió en re- 
mate en aquel juzgado (f. 171 ): que en 20 
de Marzo de 1853 le fué vendido por di- 
cha Real Hacienda un terreno yermo en 
la playa Rancho de Pescadores, compues- 
to de 2888 varas (f. 168); y en 17 de Ma- 
yo siguiente otro en el^mismo punto de 
3040 varas planas*. 

Resultando que para la construcción 
del propio carenero solicitaron permiso 
de la Marina los expuestos Mendez y 
Carol en Agosto de 1836, qué les fue de - 
negado en 21 de Setiembre subsecuente 
por el corto espacio que en aquel punto 
existía para el uso de los matriculados, 
(f. 33). 

Resultando que á pesar de estarse de- 

[ jurando en e^te expediente cuáles eran 
as fábricas que obstruian el tránsito pú- 
blico y de haberle con reiteración preve- 
nido ta suspensión de sus obras (f. 61 y 
66), las continuó sin embargo hasta po- 
nerlas en el estado que hoy tienen. 

Resultando que habiéndose providen- 
ciado por el gobernador de Matanzas en 
V9 de Abril que Mendez y Pau retiraran 
sus fábricas en la parte que.segun el pla- 
no de fojas 57 obstruyen la calle (f. 124), 
estableció alzada en 24 (f. 131), y ad- 
mitida para el Gobierno superior confir- 
mó la dicha providencia por la de 8 de 
Agosto de 1855 (f. 140): que notificado 
Mendez en 16 del mismo se conformó 
pidiendo la designación de puntos para 
el derrumbe (f. 144 vta.); consintiéndola 
denuevo en el pedimento de fojas 146, sin 
embargo de lo que formalizó recurso de 
casación (f. 173) en 4 de Setiembre sub- 
secuente, que Je fué denegado en 10 del 
mismo: que en 12 ^peló de este decreto 
para este Tribunal: que estimando el Go- 
bernador dé Matanzas y su consulta que 
la apelación se refería á la providencia 
de 9 de Abril y á la que la confirmó 
elevó el expedienté al superior, que por 
proveído de 16 de Octubre (f. 188) de- 
claró 6Ín lugar el recurso de casación; 
que notificado el mencionado Mendefc a- 
pelóde la providencia últimamente refe- 
rióla, y de la de 12 de Octubre para ante 
el Real Acuerdo, siéndole oida la alzada 
por el provisto de 16 de Abril de 1856 
(f. 193). 

Considerando que á la autoridad de 


marina no corresponde otorgar la pro- 
piedad de las riberas de la mar, que per- 
tenecen al Estado, sino álas de Real Ha- 
cienda, prévios los requisitos y formal i- 
| dades que las leyes determinan, y seña- 
ladamente la R. O. de 10 de Enero de 
1855, (1) quedando limitadas las faculta- 
des de aquella á lainspecciony vigilancia 
necesarias para que ten^a efecto la pres- 
cripción de la ley 4. a tit. 28 parte 3. , 

y que por tanto las licencias de la Co- 
i mandancia general del Apostadero, que 
se han traído á este expediente, no signi- 
fican otra cosa que un permiso para rea- 
lizar las obras á que se refieren por no 
perjudicar á los intereses déla navega- 
! cion, pero de modo alguno la concesión 
del dominio de los terrenos en que hu- 
| bieran de egecutarse. 

Considerando que D. José de Jesús 
Mendez procedió á levantar fábricas en 
el Rancho de Pescadores sin tener la pro*, 
piedad de la tierra, y sin el permiso de 
la autoridad municipal, que prescribe el 
artículo 255 del Bando de gobernación y 
policía; habiendo por tanto quedado in- 
i curso en la pena de retirarlas á la línea 
en que debían estar; y qjje estos actos a- 
busivos no puede legitimarlos el haber 
adquirido los terrenos de la Real Ha- 
; cienda después de comenzado este expe- 
diente, y recabado del ayuntamiento de 
Matanzas la licencia de fojas 167 para 
comenzar una obra que realizada en par- 
I te, pero que aunque uno y otro documen- 
to pudieran autorizarle para levantar el 
carenero y almacenes, nunca para haber- 
, lo realizado hasta que se depurase la a- 
lineacion que debia guardar, controver- 
tida en este expediente, sin embargo de 
lo que continuó sus labores á pesar de 
j las repetidas prohibiciones que se le hi- 
cieron, debiendo imputarse á sí propio 
los perjuicios que de su desobediencia se 
le sigan, si hubiera que demoler mas de 
lo que entontes tiene fabricado en el ter- 
reno que resulta de la calle. 

Considerando que de la diligencia de 
i reconocimiento vigente á f. 91 y del infor- 
me de los agrimensores se evidencia que 
j las fábricas de Mendez y Pau obstruyen la 
; calle deLaborde, saliéndose de la alinea - 
| cion que según el plano de foj?ts 57 de* 

I bieran guardar, éuyo plano se refiere al 

<1) Véa*e Axa les <le 1855, jme\ fío. 
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que existe en la secretaría del ayunta- 
miento por disposición del Gobierno y 
Capitanía general de la Isla, fecha 15 de 
Diciembre de 1836, v al que se arreglan 
los peritos de la ciudad y comisiones del 
cabildo para la designación de puntos 
que lian de observar los propietarios en 
la edificación de sus casas. 

Considerando que las providencias gu- 
bernativas de 19 de Abril y 8 de Agosto 
de 1855 citadas están arregladas á los 
principios, constancias y disposiciones 
de que se ha hecho mérito, y son justas 
por fo tanto; pero que aun no siéndolo no 
procedería el recurso de casación, que 
solo se dá según el articulo 192 de la Real 
Cédula de 30 de Enero -de 1855 contra 
las que no son apelables, y la referida 
últimamente lo era conforme á la pres- 
cripción del artículo 120 de la citada Real 
Cédula para ante el Real Acuerdo, y no 
solo dejó de establecerse la alzada sino 
que se consintió expresamente por parte 
-de Mendez. 

Se confirma el auto apelado de 16 de 
Octubre de 1 855 y sus concordantes á que 
dice relación. Proveído y Rubricado por 
los Sres. del márgen en la Habana á 4 
de Junio de 1857. 

Providencias confirmadas. 

Dictamen del Asesor de Matanzas . 

Señor Brigadier Gobernador: 

He visto con la detención debida estas 
diligencias, de las cuales y particular- 
mente del informe del secretario y del a- 
cuerdo de esta M. I. corporación obrante 
á fojas 110, consta que el plano que se tu- 
vqála vista para formar el de fojas 57 es 
el que se halla en el archivo de ella, y el 
á que se han debido arreglar los térmi- 
nos y deslindes para levantar edificios en 
la población los encargados al efecto des- 
de el año de 1 833, desde cuya época es 
bien seguro que se han construido la ma- 
yor parte de los de Versalles; por mane- 
ra que no es posible alterarle ya en un 
solo punto sin que cause un trastorno en 
todos los edificios, si en da calle ha de 
haber la anchura, delinéacion é igualdad 
que son debidas. 

El arjtícuco 255 del bando y las orde- 
nanzas municipales vigentes previenen 
que no se levante obra alguna cuyos ci- 
mientos arranquen de la calle sin li- 
cencia prévia de los comisarios y prévios 


los demas requisitos que establecen; y es - 
bien sabido también que las disposiciones 
de esta naturaleza son obligatorias para 
todos sin distinción de clases, fuero ni 
condiciones, y del expediente consta que 
no las ha cumplido D. José de Jesús Men- 
dez. Fundado en todos estos anteceden- 
tes, y atendiendo á que el "baradero de 
este, y la casa que mas inmediata se vé 
á él señalada con el nombre de Pau, son 
las mismas que obstruyen la calle de La- 
borde, según el plano referido de fojas 57 ; 
soy de parecer, que V. S. debe mandar 
á su poseedor ó poseedores las retiren 
hasta dejar expedita dicha calle en la ma- 
nera que en él está trazada, en el térmi- 
no de quince dias, apercibiéndoles que 
de no hacerlo, se darán inmediatamente 
lasórdenes paraquese verifique por quien 
corresponda y por su cuenta, condenán- 
doles en las costas causadas y reserván- 
doles el derecho que les asista para que 
lo usen contra quien, y en la via que les 
conviniere. Matanzas y Abril 1 9 de 1 855. 
— Luis de la Pezuela . — Faso ante mí — 
Clemente de Mihóura . 

Matanzas 19 de Abril de 1855. 

Cúmplase el antecedente dictámen, 
con que me conformo. — Estéban. 

Providencia confirmatoria de la anterior. 

En vista de este expediente seguido 
por el ayuntamiento y Gobierno de la 
ciudad de Matanzas para que se' retiren 
los edificios que situados en la población 
de Versalles, y á las inmediaciones de la 
bahía, obstruyen la calle de Laborde; 
del cual resulta que el carenero de D. 
José de Jesús Mendez, y la casa señala- 
das el plano del folio 57 con el nombre 
de Pau, se construyeron sin prévia licen- 
cia de los comisarios de ayuntamiento, y 
omitiendo las demas formalidades que 
exige él artículo 255 del Bando de Go- 
bernación, y que parte de los citados edi- 
ficios obstruyen la calle de Laborde, se- 
gún el plano referido, que se formó por 
peritos en vista del que sirve al ayunta- 
miento de Matanzas para reglar la for- 
ma y deslindes de los edificios que se le- 
vantan en la población: 

Considerando que los edificios enun- 
ciados se construyeron sin las formalida- 
des queda administración tiene estable- • 
cidas al efecto; que ambos ocupan terre- 
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no correspondiente al público, y que á la 
administración compete reivindicar de los 
poseedores los derechos de la comunidad 
que ilegal y abusivamente han usurpado. 

He tenido por conveniente confirmar 
la providencia apelada de 19 de Abril 
próximo pasado, en virtud de la cual él 
Gobernador de Matanzas acordó se reti- 
raran en el término de 15 dias por sus 
poseedores, los edificios expresados en la 
parte que, según el plano del folio 57, 
obstruyen la calle de Laborde; condeno 
á dichos poseedores al pago de las cos- 
tas causadas, y les reservo el derecho 
que pudiera asistirles para que io usaren 
contra quien, y en la forma que hubiere 
lugar; disponiendo al propio tiempo que 
para la notificación y ejecución de este 
decreto en todas sus partes, y cualquiera 
que sea el fuero personal de los interesa- 
dos contra quienes recaiga, se remita el 
expediente al Gobernador de Matanzas, 
acompañado del oportuno oficio. Haba- 
na 8 de Agosto de 1855. — Concha . 

Habapa 16 de Octubre de 1855. — No 
procede el recurso de nulidad interpues- 
to por D. José de Jesús Mendez, y de- 
vuélvase este expediente al Gobernador 
de Matanzas para que lo continúe según 
su estado. — Concha . 

III 

El trazado de un camino de hierro 
es esencialmente facultativo y de a- 
preciacion de conveniencia pública,. 

Las cuestiones que sotoe su direc- 
ción se susciten competen á la admi- 
nistración activa y por consiguiente 
no son suceptibles de ser reformadas 
por la Via contenciosa (8 de Mayo de 18*>6). 

Instruido expedieute con el objeto de 
hacer un-camino de hierro desde Sagua 
la grande al paradero de las Cruces, por 
donde pasa la via que se dirige de Cien- 
fuegos á Villaclara, el Sr. Gobernador 
Presidente dispuso en 3 1 de Mayo del a- 
ño último, á petición del presidente de la 
junta provisional reunida con el objeto 
de preparar la constitución de una socie- 
dad anónima, que habia de llevar á cabo 
la construcción indicada, que se convoca- 
ra por medio de la Gaceta oficial á los que 
se creyesen perjudicados por la expropia- 
ción de los terrenos que debia recorrer el 


1 proyectado ferro-carril, señalando el tér- 
| mino de 30 dias al efecto y designando 
' aquellos puntos por donde habia de atra- 
1 vesar según el trazado. Se presentaron 
I D. Ignacio Larraondo en su propio nom- 
! bre, D. Julián L. Alfonso y D. Juan Es- 
pino, el primero como encargado del in- 
genio el Dorado y el segundo como apo- 
derado generalísimo del Sr. Conde de 
Vegamar, dueño del ingenio del mismo 
título, y prestando voz y caución por los 
dueños de los ingenios radicantes todos 
en la margen derecha del rio de Sagua la 
grande, se quejaron de que el trazado 
ael camino de hierro que se proyecta cau- 
sa grandes perjuicios á sus intereses, pues 
atraviesa casi siempre por su centro y en 
toda la extensión ae los campos de caña. 
Añadían los exponentes que á pesar de 
esto se someterían ¿ todos los inconve- 
nientes cediendo á la ley suprema de la 
conveniencia pública; pero decían que so- 
bre ser mas que problemática en este caso,, 
no existe necesidad urgente de que la lí- 
nea atraviese sus fincas, ni hay obstáculos 
insuperables que vencer para desviarla y 
dirigirla por otros puntos en que los per- 
juicios no sean tan graves y trascenden- 
tales, y que la única razón que existe para 
seguir el trazado proyectado es que la' 
desviación produciría un rodeo y que es- 
to haría algo mas costoso el camino; pero 
que esta no es razón bastante para causar 
perjuicios indebidos á los propietarios. 

El Sr. Gobernador Presidente en 13 de 
Julio pasó al Director de obras públicas 
el expediente* pidiéndole informes sobre 
las solicitudes que se habían presentado 
con el objeto de dar otra dirección al ca- 
mino: evacuó su informe el Director de o* 
bras públicas, acompañando á él lo que so- 
bre el particular expusieron la empresa 
del fe^ro-carril de Sagua la grande y el 
Teniente Gobernador de dicho punto, el 
plano exacto de la dirección aprobado pa- 
ra el trazado del ferro-carril y el de la que 
deberían llevar los trozos de líneas pro- 
puestos por los dueños de fincas que ma- 
nifestaban oposición á dicho trazado; y a- 
fiadía el dicho Director que de la simple 
inspección del plano resulta que 1a varia- 
ción de dirección pretendida por Larraon- 
do originaria en el trozo^ de línea que 
comprende una extensión Se tres y pico 
de millas inglesa^ la formación de cuatro 
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curvas y la construcción de otros tantos 
puentes ó pontones cuando el trazado a- 
probado consta de una sola curva y dos 
alineaciones rectas; existiendo ademas di- 
ficultades que presenta *el terreno en esa 
parte para llegar con planos admisibles á 
los puntos que allí se designan, causando 
costos extraordinarios por los grandes ac- 
cidentes del terreno y por considerarse co- 
mo precisos los pasbs que especificaba pa- 
ra evitar la loma de Sitio grande. 

La pretensión de Espino envolvía ana 
completa variación del trazado aprobado 
en la extensioú^de los ingenios de la cos- 
ta con un aumento de cerca de tres mi- 
llas, haciendo que atravesase la líhea los 
pantanos en dirección perpendicular á 
los desagües naturales de los terrenos que 
corta el ingenio Palmarito; siendo para e- 
11o necesario establecer vías sobre pilota- 
ge en una longitud de cerca de seis mi- 
llas, de tal suerte que aun cuando la em- 
presa quisiese acceder á la modificación 
solicitada, de ningún modo debía consen- 
tirlo la administración en vista de los 
perjuicios que se le originaban y princi- 
palmente al publico por la inseguridad de 
semejantes construcciones con especiali- 
dad en estos países. 

El tribunal de Comercio de la Habana 
emitió su dictamen favorable sobre la u- 
tilidad pública de la obra, y con estos an- 
tecedentes se dio una providencia en 20 
de Noviembre á solicitud de D. Rafael 
Torices en representación de una compa- 
ñía de capitalistas, en la que se dice entre 
otras cosas, que resultando que el traza- 
do hecho no puede alterarse según se de- 
duce de lo informado por la Dirección de 1 
obras públicas y el Teniente Gobernador ¡ 
de Sagua la Grande se declaraba obra de | 
utilidad pública el ferro carril proyectado, 
notificándose la expropiación á los inte- 
resados para cumplir lo prevenido en el 
art. 7.° de la ley (1) es decir; para jus- 
tipreciar el valor de la propiedad y el a- 
boi\o de daños y perjuicios según en la 
misma se dispone. ¡ 

D.Juan Espino como apoderado del 
conde de Vegamar y prestando voz y 
caución de rato y grato acudió en 10 de 


(1) Véase eu Zamora, tomo III púg. 180, el ¡ 
Real Decreto del5 de Diciembre de 1841, (pie i 
eñ en Onba la ley de expropiación forzosa. i 


Enero al Sr. Gobernador Presidente, di- 
ciendo que había llegado á sus manos el 
núm.307 de la Hoja económica del puer- 
to de Sagua la Grande de 7 de Diciembre 
último, en el que se publicó el decreto de 
20 de Noviembre pór el que se declara de 
utilidad pública la construcción ' de un 
ferro-carril en Sagua la grande para a- 
plicar la ley de expropiación forzosa á los 
terrenos que debe atravesar la línea, y que 
el trazado hecho no puede alterarse según 
resulta de los informes de la dirección de 
obraspúblicás y del Teniente Gobernador 
de aquel distrito; y añadiendoque ignoraba 
si el decreto publicado en la Hoja econó- 
mica resolvía la oposición que antes hizo 
a nombre de varios propietarios respecto 
á la necesidad de desviar la línea, trazada 
por los enormes perjuicios que causaba á 
los ingenios Vegamar, el Dorado, la Pan- 
chita, Santa Ana y San Jorgp, y si efec- 
tivamente se declaraba que el decreto re- 
solvía su oposición, interponía el recurso 
de alzada para ante la Real Audiencia Pre- 
torial en conformidad del art. 5.° del Real 
Decreto de 15 de Diciembre de 1841. Pa- 
sada esta exposición por el Sr. Goberna- 
dor Presidente al Director de obras pú- 
blicas, contestó que en concepto de la 
Dirección se hallaba resuelta la solicitud 
de Espino, pues al otorgar la autoriza- 
ción á los Sres. Torices y Moró en 3 de 
Diciembre se aprueba en' la segunda de 
las consideraciones el proyecto. Dijo tam- 
bién el Director de obras públicas que el 
art. 4.° del- Real Decreto citado no es a- 
plicable al caso presente, pues alli no se 
trata de la variación de un trazado, asun- 
to de gran trascendencia cuya resolución 
nunca pudo ser la mente del legislador 
someterla á cuerpos incompetentes para 
informar facultativamente, viniendo á de- % 
düeir por lo expuesto que no era posible j 
sancionar el principio cíe que corresponda 
á otra autoridad que á la superior gu- 
bernativa, como sucede en la Península, 
la resolución de las cuestiones que se pre- 
senten sobre dirección de carreteras ó 
ferro-carriles, pues de otro modo no se- 
ria posible ejecutar esta clase de obras. 

Referidos con la exactitud posible y con 
alguna más extensión que lo hizo la Ga- 
ceta los hechos que motivaron la cuestión 
que nos ocupa, réstanos examinar si era 
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procedente la apelación interpuesta por 
D Juan Espino del decreto de 20 de No- 
viembre, prescindiendo de si era persona 
legítima para representar ¿los que tu vio* l 
sen Ínteres en la dirección del ferro-carril. I 

El art. 4.° del Real decreto citado di- ¡ 
ce que los Gobernadores ó Tenientes Go- 
bernadores oirán instructivamente á los , 
interesados dentro del termine^ discrecio- j 
nsá que se considere suficiente y decidi- 
rán sobre la necesidad de que el todo ó 
parte de la propiedad deba ser cedida pa- 
ra la ejecución de una obra declarada ya 
de utilidad publica y habilitada con el 
correspondiente permiso: dice. el art. f>.° 
que en el caso de no conformarse el due- 
ño de una propiedad con la resolución* de 
que hablad artículo anterior podrá alzar- 
se para ante la Audiencia territorial, y se: 
establece allí el modo de sustanciar el re- 
curso en el Tribunal’ superior. Conforme 
ála letra de*las disposiciones extractadas 
bien podia lógicamente deducirse que tra- 
tándose de averiguar si el terreno de los 
querellosos dcbiaóno ser atravesado por 
la línea terrea, se iba á decidir y se había, 
decidido que una parte de dicho terreno 
debía ser cedido para la ejecución de la 
obra proyectada, caso precisamente mar- 
cado en el hrt. 4.° de la ley, cuya resolu- 
ción produce la alzada por ante la Real 
Audiencia no conformándose los interesa- 
dos con la decisión de la autoridad guber- 
nativa. 

Pero no meditaron los apelantes que 
después de 1841 vino la Real cédula de 
1855 á definir y precisa! la materia eon- 
tencioso-administrativa, limitándola vn \ 
los casos análogos al actual por el núme- 
ro 3. ° del art. 121 á “los daños y perjui- 
cios ocasionados por la ejecución de ' las 
obras públicas ; 7 ’ de manera que tratando- , 
se no de la- ejecución sino del proyecto ó 
de los planos á los cuales deba sugetarse ¡ 
una obra, no procede la viar contcncioso- 
administrativa, y limitada la duda como | 
se planteó á saber si debía variarse ó no 
el trazado, su resolución debe correspon- 
der á la autoridad administrativa, cuyos i 
caracteres distintivos son los de apreciar i 
la conveniencia ó inconveniencia de una, 
medida ó acto de gobierno, y decidir las j 
grandes cuestiones en que se interesan i 
varios pueblos de una comarca, cual suce- J 
de en la apertura de las vías de comuni- 


cación cuando las cuestiones suscitadas 
son esencialmente facultativas. 

La acción y competencia de los Tribu- 
nales comienza desde el momento en que 
aprobado el trazado se hacen perjuicios 
indebidos en la ejecución de la obra con- 
siderada de utilidad pública á los propie- 
tarios por donde debe pasar el ferro- car- 
ril. Por eso el Real Acuerdo á quien pasó 
el expediente en consulta opinó que no 
había llegado todavía el caso previsto pol- 
los art. 4. ° y o. z del Real decreto de 
1841 modificados poiyel 121 de la Real 
Cédula, porque en ellos no se trata de la 
dirección que deba lleva/un camino sino 
de reparar los perjuicios que puedan cau- 
sarse indebidamente á los dueños siguien- 
do la vía trazada por los ingenieros des- 
pués de declarada la obra como de utili- 
dad pública; y en este sentido se adoptó de 
conformidad la siguiente: 

Resolución de 3 de Mayo de 1 o¿G, es- 
tableciendo que el trazado de un camino 
de hierro es de apreciación de congenien * 
cia publica y no produce la vía contencioso - 
administrativa. 

En el expediente de apelación inter- 
puesta por D. Juan Espino; como apode - 
¡ rudo del conde de Yegamar y prestando 
| voz y caución de grato y rato por D. Ju 
lian L. Alfonso; del cual resulta: Que 
cumplidas las formalidades legales de 
¡ publicar oficialmente los puntos por don- 
de debia atravesar el trazado de camino 
de hierro de Sagua la Grande á Yilla- 
Clara, y fijar el plazo dentro del cual de- 
bían elevar* sus reclamaciones los que se 
creyesen perjudicados por la expropia- 
ción de los terrenos que aquel debia atra 
vesar, los expresados Alfonso y Espino 
hicieron uso de este derecho, proponien- 
do que el camino se llevara por otro pun- 
to, que si bien ocasionaba un rodeo y ma- 
yores gastos, evitaba perjuicios á los due- 
ños de los ingenios situados como los 
suyos en la márgen derecha del rio' de 
Sagua la Grande: Que oidos sobre esta 
pretensión la empresa del referido cami- 
no, el Teniente Gobernador del distrito 
y la Dirección de obras públicas, fue 
desestimada aquella pretensión, porque 
además de envolver una completa va- 
riación del trazado aprobado con un 
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aumento de cerca de tres millas, y el es- 
tablecimiento de las vías sobre pilotage 
en cerca de seis, era siempre insegura se- 
mejante clase de construcción, que con- 
tra esta providencia de 20 de Noviembre 
ultimo, comprensiva ademas de la decla- 
ración de utilidad pública de la obra, 
previa audiencia del Tribunal de Comer- 
cio; interpuso apelación ei referido Espi- 
no, invocando el art. 5. ° del Real decre- ¡ 
to de 15 de Diciembre de 1841. 

Visto este artículo, según el cual, en el 
caso de no conformarse el dueño de una 
propiedad con la resolución del Goberna- 
dor 6 Teniente Gobernador sobre la nece- 
sidad de que el todo ó parte de la propie- 
dad debe ser cedida para* la ejecución de 
una obra declarada ya de utilidad piibli- 
ca, y habilitada con el correspondiente 
permiso, podrá alzarse para ante la Au- 
diencia territorial. 

Visto el artículo 121 pár. 3. ° de la 
Real Cédula de 30 de Enero de 1855, que 
declara contencioso-admin ist rali vas las 
cuestiones relativas á los danos y perjui- 
cios ocasionados por la ejecución de las 
obras públicas: 

Considerando: 1. ° Que tanto esta dis- 
posición como la anterior suponen y e- 
xijen necesariamente una declaración 
prévia y definitiva, en cuya aplicación 
á casoá dados se cause el perjuicio recla- 
mable: y lo que pretende Espino es pre- 
cisamente someter á juicio aquella reso- 
lución, que por el solo hecho de limitar- 
le la ley á sus aplicaciones, queda exenta 
de tal recurso: 

2 ° Que tan poco la permitiría la ín- 
dole del asunto; pues la cuestión del tra- 
zado de un camino de hierro es esencial- 
mente facultativa, y de apreciación de 
' conveniencia públite}, caracteres ambos 
distintivos de la administración activa. 

Oido el Real Acuerdo, y de conformi- 
dad con su parecer. 

Delaro improcedente la apelación in- 
terpuesta por D. Juan Espino en la re- 
presentación que expresa; y devuélvase 
el expediente á la Dirección de Obras pú- 
blicas para que lo continúe según su es- 
tado. ' 


IV. 


Ea‘ interpretación de un articulo 
i del pliego de condiciones que sirvió de 
i base para la venta de un ferro-carril 
hecha por el Estado á una compaiiia 
jen virtud del cual se estipularon 
i ciertos precios para la conducción de 
i tropas produce la via contencioso- 
| administrativa [8 do Mayo «le 1856.J. (1) 

j Con solo enunciar que Va á fijarse la 
, verdadera inteligencia ele un contrato ce- 
j lebrado por la administración para unser- 
; vicio público, cual es el trasporte del ejér- 
cito, caso expresa y terminantemente com- 
j prendido en el mímero 2. ° del artículo 
1 121 de la Real cédula de 30 de Enero de 
1855, dicho se está que la facultad ele* ha - 
¡cerlo reside en la autoridad* administrafi- 
¡ va que lo otorgó, y que la de confirmar ó 
¡revocarla resolución compete al Real A- 
cuerdo. 

Tratábase de saber si los efectos milita- 
, res trasportados por la empresa del ferro- 
carril de la Habana en los casos ordina- 
rios han de pagar los precios de tarifa es- 
tablecidos para los demas efectos óequi- 
pages; ó si se les ha de rebajar el 50 p§ 
i de sn importe: habia surjido cuestión en- 
*! tre la administración militar y la del ferro- 
carril de la Habana sobre la verdadera in- 
teligencia del acta en que el Estado ven- 
dió á esta última el dicho camino de hier- 
ro, en la cual uno de los licitadores ofreció 
para la tropa la referida rebaja del 50 p9 
entendiendo una de las partes que como 
la tropa no puede trasladarse sin gran 
porción de efectos militares, estos se ha- * 
lian comprendidos en la rebaja mención a - 
i da, y sosteniendo la otra que bajo la pa- 
labra tropa únicamente pueden compren- 
derse los soldados y lo que cada uno de 
ellos- lleve consigo. 

En- caso tan claro no podiá haber com- 
petencia, cuestión, ni diferencia de opinio- 
nes. Así es que se resolvió sin dificultad 
ninguna que procedia la vía contencioso- 
administrativa contra la providencia dic- 
tada por el Gobierno superior civil en 31 
de Enero de 1855 ; según aparece dél de- 
creto siguiente: 

“En el expediente de apelación inter- 


Habana 3 de Mayo de 1856. — José de ^ (i) Véanse al número VII otras decisiones so- 
la Concha. hre contratos que no producen la via contencioso - 

( Garría ihl *j //.• 3fat/n). administrativa. 
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puesta por el Presidente de la compañía 
de caminos de hierro de esta capital, del 
cual resulta; — Que en virtud de reclama- 
ción del Coronel primer comandante del 
regimiento de Zaragoza, por no haber he- 
cho aquella Compañía la rebaja del 50 p§ 
en el trasporte de los efectos de dicho regi- 
miento al cambiar de guarnición, dispuse 
en 31 de Enero xíltimo que dicha compa- 
ñía reintegrase la suma que Jiabia -llevado 
de mas, y que en lo sucesivo se entiendan 
‘comprendidos los efectos de los cuerpos 
en la expresada rebaja de la mitad de la 
tarifa, llevándose grátis la parte que cor- 
responda al equipaje permitido á todo pa- 
sagero: que habiendo expuesto la com- 
pañía las razones por las cuales creia per- 
judiciales á sus derechos ambas resolucio- 
nes, no estimé fundadas aquellas; dejando 
expedito el recurso de apelación, que efec- 
tivamente intentó el Presidente de la mis- 
ma. * 

“Visto el artículo 121 párrafo 2.° de la 
Real Cédula de 30 de Enero de 1855, que 
declara procedente la contención adminis- 
trativa en las resoluciones que recaigan 
sobre el cumplimiento, inteligencia, resci- 
sión y efectos de los contratos y remates 
celebrados con la administración, en todos 
los ramos del Estado, para cualquiera es- 
pecie de servicio ú obra pública; 

“Considerando que en el caso presente 
se trata de la inteligencia que debe darse 
al artículo 12 del pliego de condiciones 
formado por la Real Junta de Fomento en 
6 de Noviembre de 1841 y que sirvió de 
base para la subasta de dicho ferro-carril; 
el artículo 5. ° de la primera proposición 
presentada por D. Juan Poey á nombre de 
la Sociedad, y modificada posteriormente 
á consecuencia de la que hizo D. Francisco 
Ventosa; y lo acordado con los represen- 
tantes de las respectivas Compañías de 
ferro-carriles én la jpnta de 30 de Abril 
de 1854 sobre pago de trasporte de los 
gefes, oficiales /tropas del ejército y ar- 
mada que se hallen en servicio activo; por 
cuya razones llegado el caso del citado ar- 
tículo en el párrafo que se expresa: 

Oido el Real Acuerdo, y de conformi- 
dad con su parecer: 

“Queda admitida én ambos efectos la a- 
pelacion interpuesta por la compañía de 
caminos de hierro de la Habana; y remí- 


tase el expediente al Real Acuerdo para 
los efectos oportunos. 

“Habana 8 de Mayo de 1856 . — José de 
la Concha” 

( Gaceta de la Habana del 10 de Mayo. ) 

Seguido el pleito en consecuencia de la 
resolución precedente ante la Real Au- 
diencia constituida en Tribunal pleno, se 
confirmó en 30 de Octubre de 1856^ por 
los mismos fundamentos que contiene, la 
providencia apelada, que á la letra dice 
así: 

“ HabanaSl de Fébrerode 1856.— Vista 
la comunicación del Excmo, Sr. Subins- 
pector de infantería de 13 de Octubre 
próximo pasado, relativa á la reclamación 
que hace el Coronel primer comandante 
del regimiento de Zaragoza con el objeto 
de que la empresa del ferro-carril de esta 
ciudad reintegre á dicho cuerpo de la can- 
tidad de doscientos sesenta y siete pesos 
cuatro reales que en concepto de aquel 
gefe cobró de mas por no haber hecho la 
rebaja del 50 p§ en la conducción de los 
efectos que trasportó en treinta y seis car- 
ros al verificSrse el cambio de guarnición: 
“Visto lo que sobre el particular dice 
el pliego de condiciones en su artículo 12 
formado por la Real Junta de Fomento en 
6 de Noviembre de 1841 y que sirvió de’ 
base para la subasta de diqjio ferro-carril, 
como asimismo el artículo 5. ° de la pri- 
mera proposición presentada por D. Juan 
Poey á nombre de la Sociedad, y modifi- 
cada posteriormente á consecuencia de la 
propuesta de D. Francisco Ventosa: 
‘‘Visto lo acordado con los representan- 
tes de las respectivas compañías de ferro- 
carriles en la juñta que tuvo lugar en 30 
de Abril de 1854 bajo la presidencia del 
Excmo. Sr. Director general de Telégra- 
fos, referente al pagote trasporte de los 
gefes, oficiales v tropp, del ejército y ar- 
mada que se bailaren en servicio activo: 
“Vistos, por último los informes emiti- 
dos por la Dirección de Obras públicas, el 
del Auditor de guerra de esta Capitanía 
General, relativos al mismo asunto, y la 
comunicación del Presidente de la referi- 
da empresa de 9 del actual, por la que no 
alega ninguna razón que destruyalo ma- 
nifestado por la citada Dirección; he teni- 
do por conveniente resolver: 

1. ° Que la referida empresa reintegre 
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al Coronelnrimér Comandante del Regi- 
miento de Zaragoza los doscientos sesenta 
y siete pesos cuatro reales que cobró por 
el trasporte de sus éfectos de almacén al 
trasladarse de esta ciudad para su destino. 

2. ° Que en lo sucesivo no se cóbre en los 

trasportes de la tropa, tanto del personal 
como del material sino la mitad de lo que 
se Jija en la tarifa , considerándose como 
gratis la parte de equipage que por el ar- 
tículo 2 1 de dicha tarifa se concede á todo 
pasagero, y con arreglo á las condiciones 
admitidas por la empresa en el acto de la 
subasta . * 

3. ° Y último:, que en él caso de no 
hallarse conforme la* empresa con io dis- 
puesto podrá interponer el recurso de a- 
pelacion con arreglo á la Real Cédula de 
30 de Enero del año próximo pasado, en 
la inteligencia que si en el término de 
cuatro meses contados desde La fecha de 
esta resolución, no entabla el recurso in- 
dicado, se entiende que abandona su recla- 
mación.— Joéé de la Concha. 

* Queda, pues, como resolución firme para 
lo sucesivo que en los trasportes de tropa 
que se verifiquen por el ferro carril de la 
Habana se cobrarán los derechos con arre- 
glo al artículo 2. ° de la decisión prein- 
serta, que. por lo mismo se ha puesto de 
letra cursiva; pues aunque contra el auto 
confirmatorio dictado por el Real Acuer- 
do se ha entablado recurso de casación, to- 
davía es cuestionable si proceden semejan- 
tes recursos en asuntos contencioso-admi- 
nistrativos según Veremos en su tratado 
correspondiente, si para cuando lleguemos 
á la palabra. Casación no ha descendido 
resolución suprema que evite las dudas 
que en la actualidad hay razón para abri- 


Xo procede la via contencioto-ad- 
BdniitratiTa ante el Consejo Real pa- 
ra obtener la modificación de úna R. 
órden relativa á la administración de 

Ultramar [R. O. 7 de Octubre de 1856]. 

Habíase dudado hasta ahora si agravia- 
do un particular con la decisión del minis- 
tro encargado de los negocios de Ultra- 
mar podría acudir por la via contencioso- 
administrativa ante el Consejo Real pi- 
diendo la reforma de la resolución sobe- 
rana, á fin de que S. M. mejor informada 
10 


y pré vios los trámites de un pleito ordina- 
rio seguido ante aquel alto cuerpo, decla- 
rase por medio de un Real decreto si ha- 
bía ó no lugar á dejar sin efecto la deter- 
minación que agraviaba al recurrente, de 
la misma manera y en igual forma que se 
practica con las demas que expiden los 
otros ministros á nombre de la Reina. 
Hoy ya no puede ponerse en cuestión 
que los asuntos de Ultramar que S. M. de- 
cide no son susceptibles de ulterior recur- 
so contencioso. Quizá aparecerá á prime- 
ra vista inconveniente la resolución por- 
que hace 4 e condición peor á los habitan- 
tes en las provincias ultramarinas que á 
los de la Península; pero este aserto no es 
exacto. Los españoles ultramarinos tienen 
cada uno en su provincia un tribunal con- 
tencioso-administrativo que les repone en 
sus derechos ofendidos cuando la autori- 
dad administrativa les agravia, con cuyo 
orden salen mas beneficiados que los, ha- 
bitantes de la Península; donde para todas 
las provincias existe un solo tribunal con- 
tencioso-administrativo residente en Ma~ 
drid. Respecto á los negocios puramente 
gubernativos, en lo*<?uales no* cabe apela- 
ción para ante el Real Acuerdo de las pro- 
videncias del gobierno de la Isla, tampoco 
en la Península se concede para ante el 
Consejo Real de las que dicta el Gobierno 
Supremo; de suerte que la diferente orga- 
nización peninsular y ultramarina no es- 
tablece privilegio alguno, y si ventaja hay 
de una u otra parte se hallará en favor de 
esta última. 

Unicamente podrian considerarse per- 
judicados los empleados cuyas clasificacio- 
nes aprobadas por la Dirección de Ultra- 
mar quedaban inapelablemente egecuto- 
riadas. Pero desde que por la ley de pre* 
supuestos de 1855 se ha encargado á la 
misma Junta de clases pasivas de la Pe- 
nínsula la regulación de las pensiones a 
que son acreedores los cesantes y jubila- 
dos de Ultramar; parécenos que de sus 
resoluciones pueden alzarse los agravia- 
dos entablando la demanda contenciosa . 
ante el Consejo Real, como frecuentemen- 
te lo hacen los peninsulares, porque nin- 
guna razón justificada ocurre para privar- 
les de ese derecho, estableciendo respecto 
á ellos un privilegio odioso. A continua- 
ción insertamos, la resolución aludida al 
principio. 

1856. 
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R. O. del de Octubre de 1856, man - parecerá menos justificado el desacuerdo 
dando se devuelva á D. José González Ser * de opiniones que hubo para resolverla eti- 
ranola demanda entablada d nombre de la tre la Audiencia y el Gobierno, y sin em- 
Compañta española del alumbrado de gas bargo nada mas fácil que tal desacuerdo 
de la Habana sobre revocación de la R. O. en asuntos de suyo metaffsicos y que tan- 
cíe 6 de Agosto últimd , en atención á la im - to se prestan á distintas y aun contrarias 
procedencia del recurso y á Id incompeten- apreciaciones. 

cia del tribunal contencioso-administrativo Prohibió el Gobierno á una casa de co- 
jeara decidirlo. mercio egecutar cierta operación mercan- 

Ministerio de Comercio. — Ultramar. — til: apeló el comerciante, y la Audiencia, 
Excmo. Sr. — El Sr. Ministro de Fomento considerando que se había ofendido un 
dice con esta fecha al Presidente del Tri- verdadero derecho coartando al apelante 
bunal Supremo contencioso-administrati- la facultad que tenia de hacer cuantos ne- 
vo lo que sigue: — “La Reina que. (Q. D. gocios no estuviesen prohibidos por las le- 
G.) se ha enterado de la comunicación de yes, creyó'admisible el recurso ae alzada. 
V. E. de. 12 del mes anterior, acompañan- La administración por el contrario mani- 
do para los efectos del artículo 52 del re- festando que en el acto referido no había 
glamento de 80 de Diciembre de 1846 la aplicado un reglamento sino que lo había 
demanda documentada, deducida por *el formado, sostuvo su competencia. El Real 
Ldo. D. José González Serrano, á nombre Acuerdo creyó de.su deber insistir en su 
de la compañía española del alumbrado de primera opinión, recordando que no había 
gas establecida en la Habana, contVa la sido oido para dictar la disposición que se 
administración general del Estado, sobre calificaba de general, conforme lo preve- 
ré vocación de la Real órden de 6 de Agos- nia el art. 118 de la Real Cédula de .1855, 
to último, relativa á la importación de e- puesto que se trataba de una disposición* 
fectos para la citada empresa; v conside- relativa al derecho mercantil, y por consi- 
rando que no existe ley ni disposieion al- guiente, mirando el asunto bajo el punto 
guna que extienda la jurisdicción conten- de vista personal, se creyó competente pa- 
cioso-administrativa de la Península á la rá oir la alzada: y de estos contrarios pa- 
Administracion de Ultramar sometida á-i receres resultó el presenté conflicto, el pri- 
un régimen especial, se ha dignado S. M. mero que ha habido desde el estableci- 
mandar que se devuelva á V. E., como de miento de la Administración contenciosa, 
su Real órden lo ejecuto, la referida de- y el único en el año de 1856 de que nos es- 
manda, en atención á la improcedencia tamos ocupando. Si todavía fuese preciso 
del recurso y á la incompetencia de ese insistir en demostrar la dificultad del caso, 
Tribunal para decidirlo.” — De Real órden basta llamar la atención hácia la resolu- 
comunicada por el referido Sr. Ministro cion soberana que califica la prohibición 
lo traslado í V. E. para su conocimiento de personal, puesto que la limita al apro- 
y efectos correspondientes. — Dios guarde baria al Director de la Providencia y ca- 
á V. E. muchos años. Madrid 7 de Octu- ! sa que lleva su nombre, y declara impro- 
hre de 1856. — El Director general interi- 1 cedente el recurso contencioso-administra- 
no. — Isidro Wall. — Señor Gobernador Su- tivo, dando así á-eada uno de los conten- 
perintendente de la Isla de Cuba. * dientes alguna pa^te de razón. Sentimos 

no tener á la vista los fundamentos en qtie 
VI. la Dirección de Ultramar habrá apoyado 

: su dictamen disconforme con el üel Su- 


Los derechos ofendidos en la íor- ¡ premó Tribunal de Justicia, porque en e-, 

macion de un reglamento no produ- ji f nría m nq nrobablemente nueva 

cen la via contencioso-administrati- 1 , llos encontraríamos proDaoiememe nueva 

va. [R. o. de 6 de Noviembre de 1856]. luz que ilustrara ehpunto cuestionado. 

He aquí la resolución: 


El principio sancionado en esta sexta „Inátrñido expediente con motivo del 
competencia es uno de los elementales de í anuncio inserto en el número 281 déla 
la ciencia administrativa que desarrolla- 1 Prensa de la Habana, en el cual sé ofrecía 
mos en los Anales de 1855 (Administra- | D. Miguel EmbiPy compañía á descargar 
cion contenciosa). En ningún caso, pues, ( á los suscritores de la Sociedad de seguros 
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mutuos de esclavos *‘La Providencia” del 
pago de la cantidad que con arreglo á los 
Estatutos de esta última pudiere corrqs- 
poñderles por razón de siniestros, .median- 
te una cuota anual fija, recayó resolución 
de este Gobierno Superior, en la cual y 
considerando opuesto á la naturaleza de 
dichas sociedades todo convenio de esta 
clase con su Director ó casa que llevare 
su nombre, se prohibió su realización. Re- 
clamada aquella providencia por Embil y 
compañía se confirmó por otra fecha 15 de 
FebíerWel corriente año, contra la cual 
se interpuso recurso contencioso-adminis- 
trativo para ante el Real Acuerdé! Susci- 
tada la cuestion.de si procedía ó no la via 
contenciosa con arreglo al capítulo 6„° de 
la Real Cédula de 30 de Enero de 1855 y 
llegado el caso de disconformidad de pa- 
receres que prevee el articuló 122 del mis- 
mo capítulo, se elevó el expediente á S. 
M. proponiéndose por este Gobierno que 
se declarase improcedente dicha via, por : 
que no siendo la medida que prohibió á 
D. Miguel Embil entablar los convenios 
expresados de un carácter privado sino 
extensiva á todos los que ocupasen el pues- 
to de Director de la citada Sociedad, -y por 
lo tanto de índole general y reglamenta- 
ria, no era susceptible del recurso de que 
se trataron arreglo al artículo* 119 de la 
Real Cédula mencionada, según la cual a- 
quella clase de resoluciones solo son re- 
clamables ante S. M.” 

“Enterada S. M. la Reina (Q. D. G.) se 
ha servido declarar en Real órden comuni- 
cada por el Miñisterio de Estado y Ultra- 
mar con fecha 6 de Noviembre último, y 
. oida la Sala de Indias del Tribunal Supre- 
mo de Justicia, que no ha lugar al recur- 
so contencioso-administrátivo intentado 
contra la expresada providencia de este 
*• Gobierno de Í5 de Febrero último ” 

Al propio tiempo y en la misma Real 
órden se ha servido S. M. confirmar dicha 
providencia, bajo el concepto de que la 
' prohibición que encierra se entienda limi-’ 
t#da al Director dé la Providencia y casa 
que lleve su nombre, y nó extensiva á cual- 
quier otra empresa ó persona particular.” 
“Habana 19 de Diciembre de 1856. — 
* Jpsé de la Concha .” 


VIL 

. La inteligencia de los contratos de 
de arrendamiento celebrados por la 
administración para acuartelar tro- 
pas, ú otro objeto que no sea un ver- 
dadero SERVICIO PUBLICO caen bajo la 
Jurisdicciop de los tribunales ordi- 
narios y no producen la via conten- 
cio so-administrativa (3 de Diciembre de 
1856). 

Suelen alquilar la Administración mi- 
litar, la Administración de Hacienda ci- 
vil y las demas autoridades públicas al- 
gunos edificios para servicios del Estado, 
por "ejemplo el acuartelamiento de tro- 
pas, él almacenaje de efectos de guerra, ó 
de marina, la habitación de algunas cor- 
poraciones ó funcionarios públicos y o- 
tros semejantes. 

Si el contrato se ha celebrado verbal- 
mente; si aunque escrito sus cláusulas no 
son claras; si una de las. partes se niega á 
ejecutarlo;’ si en una palabra, se suscita 
desavenencia ó discordancia de pareceres 
respecto á la inteligencia, efectos, rescisión 
ó cumplimiento de los mencionados con- 
tratos, ¿á qué autoridad se acudirá para 
su decisión? Lo primero que naturalmen- 
te debe ocurrirse á la parte agraviada, sea 
el fuxlcionario público, sea la persona par- 
ticular es acudir gubernativamente en que- 
ja al gefe inmediato superior de dicho fun- 
cionario, á fin de obtener la aclaración ó el 
auxilio que su interés demande; y si allí no 
lo consiguiere, seguir fos demás grados de 
la vía gubernativa hasta llegar al Supe- 
rintendente, Comandante General de Ma- 
rina, Gobernador Superior Político ó Ca- 
pitaú General, cuyos funcionarios no re- 
conocen superior en esta Isla. Mas si . el 
agravio no se' remediase, ¿habrá de acu- 
dirse á un juez de primera instancia en- 
tablando una demanda judicial, ó proce- 
derá mas bien la apelación para ante la 
Real Audiencia? He aquí la cuestión. 

El artículo 121 de la Real .Cédula- de 
30 de Enero de 1855 designa como con- 
tratos capaces de producir la vía conten- 
cioso-administrativa los que recaen sobre 
servicios y obras públicas de suerte que 
el cumplimiento, inteligencia, rescisión ó 
efectos de los contratos celebrados con la 
Administración , cuya materia no sea un 
servicio público , ni una obra pública , no 
cae bajóla jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa sino bajo la ordinaria . 
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Este principio es inconcuso; pues si la 
intención del legislador hubiera sido so- 
meter á la jurisdicción administrativa to- 
da clase de contratos celebrados con la 
Administración, habría usado de esta, fra 
se genérica sin limitarla como lo hace el 
artículo 121 citado, á los servicios tí obras 
públicas. La Administración puede com- 
prar y vender fincas ó cosas muebles, 
puede hacer permutas, puede en fin cele- 
brar otros contratos semejantes y no de- 
be ofrecerse duda racional acerca de la 
competencia que Tos tribunales ordina- 
rios tienen para conocer de las cuestiones 
que sobre ellos se susciten, entre los parti- 
culares y la Administración pública á 
quien en tales casos representa el minis- 
terio fiscal. 

La ley atribuye ¡a decisión de las cues- 
tiones que sobre contratos versan á la ju- 
risdicción administrativa por vía de ex- 
cepción, , comprendiendo solamente los de 
cierta índole especial, los que tienen por 
objeto prestar un servicio público ó ege- 
cutar una obra pública: toaos los jdemas 
pertenecen al orden judicial. Es este un 
principio incuestionable del cual, podemos j 
sacar una consecuencia que á la vez nos 
servirá de base para deducir otras; es á 
saber: En caso de duda motivada debere- 
mos guardar la regla general que atribu- 
ye á la jurisdicción ordinaria la decisión 
de las cuestiones sobre contratos y no Ja 
excepción que la atribuye á la jurisdicción 
especial. 

Otro principio sienta el artículo 120 de 
la Real Cédula de 1855 que . puede tam- ¡ 
bien servirnos de ¿fuia en la dilucidación ¡ 
de cuestiones semejantes, á saber: compe- ' 
te a la Reales Audiencias conocer en la via 
contencioso-administrativa de los agra- 
vios que las autoridades superiores cau- 
sen á los particulares en la aplicación de 
las leyes, ordenanzas y reglamentos ad- 
ministrativos; de manera que cuando el 
agravio se cause en la aplicación de las 
leyes que no pertenecen al órden adminis- 
trativo, no procede la vía contenciosa. A- 
si sucedería si por ejemplo pretendiese 
la autoridad apoderarse ae una finca po- 
seída por un particular, fundada en títu- 
los antiguos, á los cuales el poseedor opu- 
siese otros mas modernos de mayor 6 me- 
nor fuerza legal. En este caso la autori- 
dad administrativa obrando por sí sola 


j causaría agravio eü la aplicación, no de 
¡ una ley administrativa sino de una ley 
del orden civil, cuales son todas las que 
aYreglan el derecho de propiedad. 

El carácter delicado de los servicios 
públicos y de la ejecución de los obras 
públicas, la imposibilidad de interrumpir 
la prestación de los primeros y *los graves 
perjuicios de paralizar el curso de las se- 
gundas, como sucedería si se sometieran 
los contratos á ellos referentes al lento y 
solemne procedimiento de los tribunales 
ordinarios, y por último la consideración 
de quejos tribunales administrativos es- 
tán en mayor aptitud que los primeros 
de conocer las necesidades y exigencias 
de aquella especie de servicios, han sido 
las* razones que han hecho atribuir el co- 
nocimiento de que se trata á la jurisdic- 
ción eontencioso-administrátiva. Pero co- 
mo estás razones no son aplicables á los 
contratos que el Estado celebra sobre ob- 
jetos de naturaleza común y menos 'a* 
premiantes* como de su conocimiento por 
los tribunales no se irrogan al Estado a- 
quellos graves perjuicios; .pomo su reso- 
; lucion se ha de sugetar en un todo á la& 

! reglas y principios comunes qUe rigen á 
los contratos en general; por eso las le- 
ves administrativas no han atribuido á 
las autoridades de su órden la decisión 
de las cuestiones que sobre esta clase de 
asuntos se originen, dejándolos como de 
antiguo estaban sometidos á la autoridad . 
judicial. 

De esta doctrina podemos deducir otra 
j regla que sirva de Horma en la decisión 
¡ de las competencias, á saber: Cuando la 
i Administración publica , es decir , el buen • 
servicio del Estado no sufre perjuicio en 
que la decisión de una contienda se some- 
ta á los lentos trámites del enjuiciamiento 
civil , no procede la vía contencioso- admi-* 
nistrativá. 

Pero si sucediese lo contrario, si el ser- 
vicio público se hallase interesado en la 
pronta decisión de un litigio sobre la in- ' 
teligencia ó cumplimiento de un contra- 
to de arrendamiento; si se tratase por e- 
jemplo de la acción de desahucio, de q‘ue 
una oficina pública, un regimiento, un 
tribunal de justicia desalojara el edificio 
que le sirve de morada; entonces no podría 
eliminarse á la administración ó impedir- 
le el conocimiento del negocio; porque ca- 
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reciendo como carecen los tribunales de derecho civil no son susceptibles de ape- 
la facultad de apreciar discrecionalmente ¡ lacion para ante la Real Audiencia, sino 
la conveniencia publica, y no disponiendo que los agraviados deben acudir á las 
de los datos necesarios para su exaéto co- ; autoridades judiciales de primera instan, 
nocimiento, es indispensable acudir á la tcia en demanda de su derecho: 
administración ilustrada para obtener u-J En este sentido resolvió el Consejo 


na sentencia tan justa como conveniente. 


Real de España varias competencias, al- 


Seria de la mayor inconveniencia que I guñas de # elkis sobre inquilinato; yen el 
un alcalde ordinario, por ejemplo, á quien ! mismo se ha. decidido en esta Ma otra so- 
el Bando de buen gobierno atribuye la ¡breuna casa ocupada por tropa. He aquí 
decisión de las cuestiones sobre desahucio, el texto de dichas resoluciones: * 
ya que nos hemos fijado en esta palabra, 

tuviese facultad paralanzaráun regimien- Decisión del Consejo Real de 23 de 
to del cuartel que tuviera alquilado, ó á la | Febrero de 1 347, núm . 4, declarando que 
Audiencia de la casa que habita mediante compete á la autoridad judicial el conoci- 
unjuicio verbal provocado por el propie* miento de la cuestión suscitada entre dos 
tario del edificio. El buen gobierno exige j ayuntamientos sobre pago de pontazgo , 
que antes de desocupar un regimiento su l )or no ser el contrato que celebraron * so - 
cuartel, se le proporcione otro alojajnien- bre él para un servicio publico. , 
to, y tampoco podría tolerarse que el Tri- . Vistos el expediente y los autos res- 
bunal Superior suspendiese sus augustas I pectrvamente remitidos por el Gefe J>o- 
funciones quedando paralizada la justicia | J* j c P,V c ‘l j lle7 < de primera instancia de 
ínterin se buscase y arreglase otro local j Lériclfi, de los cuales resulta:— Que el 
á propósito. En casos semejantes en que el Ayuntamiento de Bell-Lloc por concor- 
servicio público sufra paralización ó en- ■ ^ la celebro con el de dicha ciudad, 
torpecimiento, corresponde á la Ádminis- ' s ? °‘d 1 gó á pagar anualmente á los pro- 
tracion dictar las providencias oportunas ! P 10S d e la misma 25 libras catalanas 
que exijan las necesidades públicas, mas I P or e ! 1S ? " ; anc ? Puente del Segre á 

atendibles que la privada utilidad, hasta ■ ÍH V01 ¿ e os vecinos del expresado pue- 
el punto de autorizar contra estala ex- ! bo; -Q>'e rehusando el Ayuntam.ento 
propiacion forzosa. . I f 1 P a S° de esta P enslo ( n ' S1 " embarco de 

Aplicando los principios expuestos á¡ lo . s vanos reouenmientos del de Lérida, 

la cuestión que vamos examinando re - ado P to , e f e el temperamento de sepa- 
sulta* ^ rarse ae la concordia, sugetando al pa- 

1. °' Que por regla general caen bajo la j ?? del P° ntaz S<? á los . vecinos de , Bell- 
jur^monordinamloscontratosquela, acto como un despojo H ante dfeho juez, 

^ ce ^ e J )ra ' , . , proveyó este la restitución en juicio su- 

2. ° Que únicamente corresponden a la , f narís f mo por auto de 31 de Octubre de 

jurisdicción contencioso-admmistrativa , 845 mo tivando con ellos la competen- 
por excepción de lareéla anterior ;k>s con- cia de que se trata, promovida por el 
tratos sobre obras ó servicios públicos. Gefe político* 

3. ° Que las cuestiones sobre la inteli- Considerando I . ° —Que estas cor- 

gencia y cumplimiento de los contratos poraciones no .están autorizadas para' 
celebrados por la administración para to* | dejar sin efecto por sí y ante sí un con- 
mar en arriendo una finca, corresppnden á ; trato que les imponga obligación y les 
la regla general y por consiguiente deben fá derecho, debiendo- para ello acudir 
decidirse por la autoridad judicial compe- í como los particulares que están en igual 
tente. caso al tribunal competente: 

. L ° —Que si el público servicio hu- % o Q ue en este negocio no lo puede 
biese de sufrir paralización ó entorpecí- 1 ser el Consejo provincial de Lérida, pues- 
miento á consecuencia de la decisión de í to que la cuestión en él es relativa, no á 
la contienda, correspondería e9*aá la Ad- ¡ un contrato que tenga por objeto una o- 
ministracion. 1 bra pública ó un servicio de Ja misma 

o. ° — Que las decisiones de las auto- clase, y á que terminantemente se con- 
ridades administrativas en materias de! trae la citada ley, sino á una concordia 
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* celebrada para asegurar una pensión á Considerando: l.° Que según esta 
* los propios de Lérida y la exención del disposición legal para que corresponda 

pontazgo del Segre á Bell-Lloc, por. to- á los dichos Consejos la decisión de las 
do Jo cual no es aplicable la Real orden cuestiones relativas á contratos han de 
también citada, ni hay en^qué se funde [ verificarse en estos ala vez dos condicio- 
por parte déla administración estacom- j nes: 

petencia: Primera: Que se hayan celebrado con 

Se decide á favor de la autpridad jirdi- 1 la administración: 
cial; y devolviéndose al juez primera Y segunda: Que hayan tenido y ten- 
instancia de Lérida los autos con el ex- gan por objeto una obra pública 6 un 

S ediente, dése al Gefe político de aque - 1 servicio público también: 
a provincia, conocimiento de esta de- 2. ° Que en los arriendos á que se re- 
cision y sus motivos. fiere la cuestión del presente negocio no 

se verifica ninguna ele est^s dos coudi 
Decisión del Consejo Real de 23 de Fe - j ciones: no la primera, porque estos con- 
brerode 1847, núm . 5, declarando que cor - tratos se celebraron antes ae encargarse 
responde á la autoridad judicial el conocí - i la obra pía á la junta de beneficencia, 
mientode los contratos que no haya cele - subalterna de la administración municf- 
brado la administración ó no tengan por j pal de Añover de Tajo; tampoco la se- 
b bjeto un servicio u obra públicos. ¡gunda, porque no tuvieron ni tienen nin- 
Vistos el expediente y los autos respec- ¡ guno de los dos indicados objetos, sino 
tivamente remitidos por el Gefe político I solo el de asegurar en la renta el cum- 
' de Toledo y el juez ae primera instancia ¡ plimiento de los fines de la fundación: 
de íllescas, de los cuales resulta: — Que ¡ Se decide esta competencia á favor de 
puesta por la diputación de aquella pro- j-la autoridad judicial; y devolviéndose los 
vincia al cuidado de la junta de benefi- autos con el expediente al juez de pri- 
cencia de Añover de Tajo la adminis- j mera instancia de Illescas, dése al Ge- 
tracion de la obra-pía fundada por el li- j fe político de Toledo conocimiento de 
cenciado Juarrero, que por disposición I esta decisión y sus motivos, 
de este habia estado hasta entonces a! 

de los curas párrocos de la misma villa, Decisiones del Consejo Real declaran - 
acordó dicha junta renovar en público \do que las enagenacionrs de fincas de pro - 
remate los arriendos:— Que reclamado j pios que haoen los ayuntamientos no tienen 
este acuerdo ante la misma por dos de \por objeto inmediato un servicio publico 
los arrendatarios, como perjudicial al ¡y por consiguiente que el conocimiento de 
derecho de continuar en sus respectivos j Las cuestiones que sobre semejantes con - 
arriendos, el uno por reconducción táci- tratos]se susciten corresponde áhs tribuna- 
ta y el otro en virtud de un contrato que ¡ les ordinarios . 
presentó, y desestimadas por la junta es- ¡ • < 

tas reclamaciones, acudieron los intere- Decisión de 24 de Marzo de 1 847. — Nír 
sados en 3 de Junio de 1846 al expresa- ¡ mero 20. 

do juez por medio de interdicto de am- ' Vistos elexpedientey los autos respec- 
paro á que este dio lugar, habiendo re- tivaménte remitidos por el Gefe político 
* sultado de aquí la competencia de que ^ de Badajoz y el juez de primera instan- 
trata, promovida por el Gefe político en cia de Don Benito, de los cuales resulta: 
el concepto de tocar el conocimiento del — Que enagenadas en 1837 varias fincas 
negocio al Consejo provincial: de propios de Rena á favor de Matías 

visto el artículo 8. ° , párrafo 3*° de Perez, vecino cíe aquel pueblo, obtúvola 
la ley de 2 de Abril de 1845, que atribu- posesión de ellas ocho años después en 
ye á estos cuerpos como tribunales las virtud de mandato del Gefe político de 
cuestiones contenciosas relativas al cum- la provincia de 21 de Junio ae 1845:-- 
plimiento, inteligencia, rescisión y efec- Que teniéndose por despojado de dos de 
tos de los contratos y remates celebra- estas fincan José Alvarez, en razón á es- 
dos con la administración civil ó con las tarlas poseyendocomo dueño desde 1831 
provinciales y municipales para toda es- con título legítimo, recurrió al expresa- 
pecie de servicios y otaras públicas: do juez por medio de interdicto restitu- 
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torio: — Que habiendo comenzado á la- 
brar estas fincas sin aguardar la resolu- 
ción judicial por él solicitada , Ínter 
puso igual reclamación y con el mismo 
objeto Matías Perez, ante el dicho juez, 
ue oyendo á entrambos decidió á iavor 
eJosé Alvarez la cuestión: — Que al 
mismo tiempo Marcos Guerrero y otros 
acudieron al Consejo provincial en soli- 
citud de que se declarase pertenecerles 
una parte de las fincas rematadas en ca- 
beza de Perez, porque la adquisición de 
su totalidad fué hechaj>or éste de acuer- 
do con todos ellos y en comui, prestan- 
do él solo su nombre para evitar gastos: 
— Que ante el mismo Consejo reclamó 
como nula esta enagenacion Pedro Nó- 
lasco, fundándose en que no se habian 
observado en ella las reglas prescritas 
por la Real orden de 24 Agosto de 1834: 
— Que el Consejo provincial y el juez, 
en vista de las observaciones expuestas 
en las comunicaciones recíprocas á que 
estas diferentes solicitudes dieron lugar, 
se pusieron de acuerdo en aue las cues- 
tiones de posesión y propiedad eran or- 
dinarias y correspondían al segundo, 
mientras que la nulidad, . suponiéndola 
administrativa, tocaba al primero: — Que 
no pudieron llegar á igual conformidad 
sobre que continuase el juez, como este 
lo propuso al Consejo, las actuaciones su- 
marísimas, reteniendo áeste fin los autos 
posesorios, y suspendiendo tan solo el 
juicio de propiedad hasta la resolución 
de la demanda de nulidad pendiente: — 
Que de aquí resultó la competencia de 
que se trata» promovida después de lo di- 
cho por el Gefe político, apoyado prin- 
pipaímente en el artículo 8. ° , párrafo 
3. ° , y el artículo 9. ° de la ley de 2 de 
Abril de 1845 sobre organización y atri- 
buciones de los Consejos provinciales: 
Vistas estas dos disposiciones' de la 
misma, la primera de las cuales declara 
corresponder á dichos cuerpos, bajo el 
concepto de tribunales, las cuestiones 
contenciosas relativas al cumplimiento, 
inteligencia, rescisión y efectos de los 
contratos y remates celebrados con la 
Administración civil, ó con las provin- 
ciales ó municipales, para toda especie 
de servicios y obras públicas; y la segun- 
da atribuye en general á los mismos to- 
do lo contencioso délos diferentes ramos 
de la Administración civil, para los cua- 


les no establezcan las leyes juzgados es- 
peciales: 

Considerando: 1 . ° Que en el hecho 
de limitarse la primera de estas dos dis- 
posiciones á los contratos relativos á un 
servicio ú obra pública, excluye del co- 
nocimiento de los Consejos provinciales 
tocios los que, como el de que se trata, 
no tienen alguno de estos dos inmediatos 
objetos: 

2. ® Que mediando . esta exclusión, no 
pueden las cuestiones sobre contratos 
comprendidos en ejla entrar en la gene- 
ralidad de la disposición segunda, la cual 
no designa como administrativa, ni cali- 
da de tal cuestión alguna, sino que atri- 
buye genéricamentedas que de suyo lo 
son á los Consejos provinciales: 

Se decide esta competencia á favor de 
la autoridad judicial; y devolviéndose los 
autos con el expediente al juez de prime- 
ra instancia de Don Benito, dése cono- 
cimiento al Gefe político de Badajoz de 
esta decisión y sus motivos. 

Decisión de 26 de Marzo de 1 847. — Nú- 
mero 28. 

Vistos el expediente y los autos res- 
pectivamente remitidos por el Gefe polí- 
tico de Sevilla y el juez de primefa ins- 
tancia de Utrera, de los cuales resulta: 
— Que en 27 de Noviembre de 1842 a- 
cordó el ayuntamiento de dicha villa se 
pusiese á Juan de Pinto en posesión de 
sesenta fanegas de tierra de propios, si- 
tas en la Gavia y Cerroblanquillo, adju- 
dicadas al mismo anteriormente por a- 
quel cuerpo: — Que en 18 dé Octubre de 
1844 acudieron Juan de la Fuente y otros 
á dicha juez, y suponiéndose dueños enfi- 
teuticarios de varias suertes de tierras 
situadas en el Palmar Gordo y Cerro- 
blanquillo, según los documentos que 
presentaron expedidos por la. secretaría 
del expresado ayuntamiento, pidieron se 
les admitiese la información que ofrecían 
de haberlas cultivado basta el año ante- 
rior de 1843, en que se apoderó de ellas 
el dicho Pinto, y en su vista se proveye- 
se á su favor el correspondiente auto res- 
titutorio: — Que desechada por el juez es- 
ta solicitud, y revocada su providencia 
en apelación por la Audiencia del terri- 
torio, se dió lugar al interdicto, y ocasión 
con él á la competencia de que se trata 
promovida por el Gefe político: 
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\J * Considerando: 1. ° Que los ayunta- Considerando que el remate de que se 
' mientos para la resolución dé las cues- trata no tuvo por objeto un servicio 6 una 

tiones contenciosas á que den pié las ena- obra de esta clase, y no está, por lo mis- 
genaciones de bienes de propios, tienen I mo comprendido en el párrafo y artículos 
que acudir al tribunal donde corresponda: | citados de la expresada ley: 

2.° Qde no siendo el objeto inmediato i ’ Se decide esta competencia á favor de 
deestasenagenacionesun servicio ú obra ¡la autoridad judicial, y devolviéndose los 
pública, sino la traslación del dominio j autos con el expediente al indicado juez 
absoluto ó limitadodelosbienesque com- í de primera instancia, dése conocimiento 
prenden, no es el mencionado tribunal el I al Gefe político de Murcia de esta deci- 
Cousejo provincial respectivo, puesto que j sion y sus motivos, 
por el mismo caso de contraerse la dis- 

• posición referida de I# citada ley á los Decisión de 18 . Agosto de 1847.--7VÚ- 
contratos celebrados por la Administra- j met o 61** 

cion para obras ó servicios de la clase di- ‘ En el expediente y autos de competen- 
cha, excluye los demas que se celebra^,] cia suscitada entre el Gefe político de 
con distinto objeto:-» ^Cádiz y el juez de primera instancia de 

Se decide esta competencia á favor de ■ Algeciras, de los cuales resulta: — Que en 
la autoridad judicial; y devolviéndose los 9 de Octubre de 1845 Antonio Moreno 
aqtos con el expediente al juez de prime- puso demanda ante éste contra los here- 
ra instancia de Utrera, dése conocimien- deros de Antonio Cantalejo sobre propie- 
to al Gefe político de Sevilla de esta de- dad de diez fanegas de tierra que en dos 
cisión y sus motivos. porciones de desigual cabida estaban a- 

quellos poseyendo en las dehesas de la 
Decisión de 10 de Mayo de 1 847. — Nú- j Argamasilla y de Pelayo, y cuyo dominio 
mero 42. I útil le había concedido el ayuntamiento 

Vistos el expediente y los autos respec- de Algeciras, á quien pidió por ello se c¡- 
tivamente remitidos por el <iefé político tase eviccion:— Que conferido traslado de 
y uno de los jueces de primera instancia la demanda y citado en efecto dicho cuer- 
do Murcia, de los cuales resulta: — Que po, se negó el mismo á salir al pleito por 
rematado á censo reservativo en 12 de no reconocer ep el juzgado facultades 
Enero del año último k favor de D. José para entender en él: — Que ya antes de 
Ulan Pelegrin, vecino de aquella ciudad, esto habían mediado entre Moreno y el 
un parador titulado del Rey, pertenecien- difunto Cantalejo varias contestaciones 
te á los propios dé la misma; como no judiciales sobre la extensión* respectiva 
quisiese prestarse después al otorgamien- de terrenos concedidos á entrambos en 
to de la correspondiente escritura, puso enfitéusis por el expresado cuerpo en la 
el Ayuntamiento, autorizado por el Gefe primera de dichas dehesas y en la de lás 
político, la instancia que estimó oportu- abiertas: 

na ante el insinuado juez para vencer es- Visto el artículo 8. ° , párrafo 3. ° de 
ta resistencia:— Que el demandado en u- la ley de 2 de Abril de 1845, que atribu- 
so del traslado que se le confirió, formó ye k los Consejos provinciales las cues- 
artí< ulo de inhibición y acudió al mismo tiones contenciosas relativas al cumplí- 
tiempo al Gefe político en solicitud de miento, inteligencia, rescisión y efectos 
que reclamase el conocimiento del negó- de los contratos celebrados con la Admi- 
ció, como lo hizoei) efecto, promoviendo nistracion para toda especie de servicios 
la competencia de que se trata: y obras públicas: 

Visto el artículo 8. ° , párrafo 3. ó de Considerando: 1. ° Que si el derecho 
la ley de 2 de Abril de 1845 sobre Con- de los herederos de Antonio Cantalejo 
sejos provinciales, que incluye en la atri- tiene distinto origen que el que dá al su- 
bucion de estos cuerpos como tribunales yo el demante sobre las dos porciones de 
las cuestiones contenciosas relativas al tierra que reclama la cuestión del pleito 
^ cumplimiento, inteligencia, rescisión y e- por este promovido es bajo todos con- 
fectos dé los contratos celebrados con la ceptos ordinaria y no pueae someterse á 
Administración municipal para toda es- la decisión de la autoridad administra- 
pecie de servicios y obras públicas: tiva: 
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2. ° Que tampoco pertenece á su co- 
nocimiento, aun en el supuesto de que 
ambos derechos procedan de concesiones 
enfitéuticas del ayuntamiento de Algeci- 
ras, porque estos contratos no están com- 
prendidos entre los únicos sobre cuya va- 
lidez y efectos corresponde á los Conser 
jos provinciales decidir según la ley cita- 
da, no teniendo como no tienen por obje- 
to inmediato una obra ó servicio público, 
sinola enagenacion de bienes comunales: 

Oido el Consejo Real, vengo en deci : 
dir esta competencia á favor de la autori- 
dad judicial. 

Decisión de 16 de Marzo de 1 849-— Nú- 
mero 20. 

En el expediente y autos de competen- 
cias suscitada entre el Gefe político de 
Málaga y el juez de primera instancia cíe 
Ronda, de los cuales resulta: — Que en 
cumplimiento de las Reales órdenes de 
24 de Agosto de 1834 y 3 de Marzo de 
1835 y con la aprobación competente, el 
ayuntamiento de Casarabonela enagenó 
á censo varias suertes de tierra pertene- 
cientes á propios, señalando á cada uno 
cierta dotación de agua del manantial 
llamado de Las Donceüas:-Que á la cor- 
respondiente & la suerte de Bartolomé 
Moyano le abrió paso por la adjudicada 
á Francisco Espildora, estableciendo en 
esta á favor de aquella la servidumbre 
de acueducto: — Que presentada la mis- 
ma por algunos años, se negó posterior- 
mente Espildora á continuar con este 
gravámen y cerró el paso al agua; en 
vista de lo cual acudió Moyano al ayun- 
tamiento pidiendo le diese facultad pa- 
ra abiir de nuevo la acequia á fin de 
continuar aprovechando la dotación de 
riego que le correspondía: — Que acorda- 
' do así por el ayuntamiento, propuso Es- 
pildora ante el juez de primera instan- ' 
cia un interdicto de amparo á que este 
;dió lugar, resultando de aquí la compe- 
tencia de que se trata promovida por el 
. (¿efe político. 

Vistos &c. 

Considerando que la cuestión decidi- 
da por el ayuntamiento de Casarabone- 
la procedia de un contrato celebrado en- 
tre el mismo y Bartolomé Moyano y 
Francisco Espildora, que no tqvo por in- 
mediato objeto un servicio ú obra públi- 
ca, por lo cual no puede calificarse de 
11 


cuestión administrativa, según el citado - 
párrafo y artículo de la ley de Consejos 
provinciales, única disposición aplicable 
al presente caso, ni es mas que une cues- 
tión de particular á particular, que bajo 
ningún concepto pudo resolver dicho a- 
y unta miento, no exigiendo por lo mismo 
su providencia el respeto que prescribe 
la Real orden igualmente citada: 
r Oido el Consejo Peal, vengo en deci- 
dir esta competencia á favor de la auto- 
ridad judicial. 

. Decisión del Consejo Real de 27 de Oc- 
tubre de 1847, núm. 74 declarando que 
corresponde á la autoridad judicial deci- 
dir sobre ¡a duración de un contrato de 
inquilinato celebrado por un gefe político 
para colocar su oficina; y á la adminis- 
tración-practicar las diligencias de cum- 
plimiento para desalojar dicha oficina. 

En el expediente y autos de compe- 
tencia suscitada entre el Gefe político 
y el juez deprimera instancia de Soria» 
de los cuales resulta:— Que Don Juan 
de Dios Val, como dueño de una casa 
sita en dicha ciudad y ocupada en vir- 
tud de inquilinato por el Gefe político y 
las oficinas de Administración, solicitó 
en 1 1 de Agosto último ante el referido 
juez, que habiendo cesado ya el contra- 
to se mandase á aquel dejar expedita y 
á su disposición la casa en el término 
de quince dias: Que proveído así, el Ge- 
fe político, creyendo ser este negocio de 
la competencia del Consejo provincial- . 
promovió la de que se trata: Visto el 
párrafo 3. ° , art. 8. ° de la ley de 2 de 
Abril de 1845, que reserva al conoci- 
miento de los Consejos provinciales las 
cuestiones contenciosas relativas á los 
contratos celebrados con la Administra- 
ción para toda especie de servicios y o- 
bras públicas: 

Considerando: I.° Que los contratos 
de la dase á que pertenece el de. que 
aquí se trata no tienen por inmediato 
objeto un servicio público, puesto que 
ninguno deben prestar los dueños en 
fuerza de lo convenido, limitándose á su 
obligación á permitir á los agentes de la 
Administración el uso de la casa para , 
el servicio en general durante el contra- 
to, por lo cual las cuestiones que sobre 
este su susciten no están comprendidas 

1856. 
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. en el párrafo y artículos mencionados 
de la citada ley, ni sugetospor lo mis- 
mo al conocimiento de los tribunales ad- 
ministrativos, sino al de los ordinarios. 

2. ° Que cuando estos deciden que 
ha cesado el contrato, y mandan que- 
de la casa á la libre disposición del 
dueño, no puede la ejecución de es- 
te fallo competirles como en . los ca- 
sos comunes, porque debiendo al ve- 
rificarla atenderse -4 ' la necesidad de 
evitar que el servicio público sufra con 
este motivo paralización ó entorpe- 
cimiento, deben á este fin dictarse pro-, 
videncias que solo caben en las faculta- 
des de la Administración, y que legitima 
la utilidad pública, superior á la privada 
hasta el punto de autorizar en su caso 
contra esta la expropiación forzosa. 

3. ° Que no por ello se deja desaten- 
dida la propiedad particular, porque . a- 
demasde quedar á salvo el doble dere- 
cho al alquiler que se devengue en el 
tiempo indispensable para realizar del 
modo dicho el desahucio de la casa al- 
quilada, y al resarcimiento de los per- 
juicios que de aquí se originen al dueño, 
y que puede este exigir de la Adminis- 
tración y ante la misma, le ofrece una 
garantía la responsabilidad en gue no 

Í rueden menos ae incurrir los Geles pó- 
rticos que en casps de esta naturaleza 
no procedan ateniéndose extrictamente 
á lo que la necesidad del servicio exija: 
Oido el Consejo Real, vengo en de- 
cidir esta competencia en cuanto al fon- 
do á favor de la autoridadiudicial, y en 
cuanto á la ejecución ctel folio ejecuto- 
rio que la misma pronuncie á favor de 
la Administración. 

Decisión del Consejo Real de 27 de Ge - 
tnbrede 1847, núm . 86 , declarando que 
corresponde á la autoridad judicial acor * 
dar el cumplimiento del arriendo de una 
casa tomada por un ayuntamiento para 
habitcLcion del cirujano del pueblo por no 
ser su objeto un servicio público . 

En el expediente y autos de compe- 
tencia suscitada entre el gefe político de 
Soria y e| juez de primera instancia de 
, Almazan, de los cuales resulta:-Que en 
29 de Setiembre de 1844 el presbítero 
D. Antonio Peña alquiló por cuatro a- 
ños una casa de su pertenencia al Ayun- 


tamiento de Chércoles, y en 23 de Se- 
tiembre último la donó á su sobrino José 
Peña: Que este pidió á dicho cuerpo de- 
jase ásu disposición la casa ocupada en- 
tonces por el cirujano del pueblo; y ha- 
biéndose negado á ello acudió al referi- 
do juez con la instancia que estimó o- 
portuna, y que fué ocasión de la compe 
tencia de que se trata, promovida por el 
gefe político: Visto el párrafo 3. ° , artí- 
culo 8. ° de la ley de 2 de Abril -de 1845 
que atribuye á los Consejos provincia- 
les, cuando pasan á ser contenciosas las 
cuestiones relativas al cumplimiento, in- 
teligencia, rescisión y efectos d.e los con- 
tratos celebrados con la administración 
municipal, para toda especie de servi- 
cios y obras públicas: Considerando que 
no tiene ninguno de estos dos obje- 
tos el celebrado por D. Antonio Peña 
con el Ayuntamiento de Chércoles, ni 
apoyo alguno por lo mismo la adminis- 
tración en la citada ley para esta com- 
petencia, como lo creyó el gefe político 
de Soria al promoverla: Oido el Conse- 
jo Real, vengo en dicidir esta competen- 
cia á favor de la autoridad judicial. 

Decisión Vil del Gobierno de la Isla 
de Cuba , declarando que no corresponde 
al Real Acuerdo interpretar el contrato 
de ^ arrendamiento de una casa destinada 
á cuartel (3 de Diciembre de 1856). 

En el expediente promovido en vir- 
tud de apelación entablada por D, 'Ga- 
briel Carrera á nombre de su inadre do* 
ña Paula Jacinta Estevez contra una 
providencia de la 'Capitanía General de 
esta Isla de 12 de Abril último, del cual 
resulta: — Que habiendo tomado la.Real 
Hacienda en arrendamiento con destino 
á cuartel de infantería una casa de la - 
propiedad déla expresada Doña Jacin- 
ta, sita en Villa-Clara, y hallándose pen- 
diente aquel aun, acudió fCarrera [k la , 
Capitanía General pidiendo que el con- 
venio se entendiese hecho por diez años . 
á contar de la fecha que fijaba, y quede 
no hacerlo así, se le abonase como in- , 
demnizacion el valor de los alquileres, de 
dicha casa y dispusiera de ella el Go- 
bierno á su arbitrio por el tiempo que- 
faltaba hasta la conclusión, fundándose*, 
para ello en que así se le había ofrecido 
con anterioridad á su celebración con 


Digitized by v^.ooQLe 



CONTENCIOSA. 75 


tal que hiciera ciertas obras que estaban 
ejecutadas: Que la Capitanía General, 
oido el parecer del Auditor y fun- 
dándose entre otras razones en que 
el ofrecimiento que Carrera alegaba se 
concretaba á tomar la finca en arrenda- 
miento una vez hechas las obras,* pero 
sin fijar plazo, desestimó la solicitud, 
resolviendo que continuara aquel en los 
mismos términos que hasta la fecha:, y 
por último que contra dicha providen- 
cia interpuso Carrera apelación para 
ante elUeal- Acuerdo, con arreglo á la 
Real Cédula de 30 de Enero de 1855 : 

Visto el artículo 122,párrafo 2. 0 de la 
Real Cédula de 30 de Enero de 1 855 , se- 
gún el cual corresponden al conocimien- 
to del Real Acuerdo en la via conten- 
ciosa y después de agotada la guberna- 
tiva ante las autoridades administrativas 
las resoluciones que recaigan sobre el 
cumplimiento inteligencia, rescisión, y e- 
fectos de los contratos y remates cele- 
brados con la Administración en todos 
los ramos del Estado para cualquiera 
especie.de servicios ú obras públicas: 
Considerando: 1 . c Que para que 
las cuestiones relativas al cumplimiento, 
inteligencia ó efectos de algún contrato 
puedan entenderse sujetas á la jurisdic- 
ción del Real Acuerdo con arreglo á la 
disposición expresada, es indispensable 
1 . 0 que haya sido celebrado con la Ad- 
ministración: 2 . 0 Que tenga por obje- 
to un servicio público 6 la ejecución de 
una obra pública. 

2. 0 Que si bien en el contrato de ar- 
rendamiento de la casa de Da. Jacinta 
Estevez se verificó el primer requisito, 
no así el segundo ó sea. el de tener per 
objeto un servicio público, pues no por- 
que la finca de que se trata estuviere 
destinada al acuartelamiento de tropas 
puede decirse que esta aplicación im- 
primía á la misma finca eí carácter de 
tal servicio público. 

3 « 0 Que por lo tanto las cuestiones 
relativas al cumplimiento ó inteligencia 
del convenio de que se trata, cual es la 
provocada por Carrera, corresponden á 
la autoridad judicial ante la cual puede 
dedueir aquel los derechos que crea le 
asisten para rechazar la providencia de 
la Capitanía General . 

• De conformidad con el parecer del 
Real Acuerdo: 


Declaro que no es admisible la apela- 
ción entablada por D. Gabriel Carrera, 
quien podrá hacer uso de su derecho 
ante el Tribunal competente. Habana 3 
de Diciembre de 1856 . — José de la Con- 
cha, 

VIII. 

La reparación de un agravio infe- 
rido á la administración activa en 
qno de - sus funcionarios, mandada 
hacer por la misma, no produce la 
vía contencioso-administrativa ( 1 6 do 

Diciembre de 1856 ). 

- La historia de este asunto, tan tenaz- 
mente debatido, como altamente enojo- 
so (cual suelen serlo las cuestiones per- 
sonales) reducida á sus mas cortas di- 
mensiones es la siguiente: 

Dijo D. J. R. L. en un comunicado 
impreso en la Gaceta del 21 de Setiem- 
bre de 1856 que la Sociedad deseguros 
de esclavos titulada la Protectora mar- 
chaba por una via anti-reglamentaria. 
Quejóse contra tal aserción el delega- 
do del Gobierno encargado de hacer 
cumplir el reglamento de la mencio- 
nada compañía, sosteniendo que siem- 
pre habia marchado legal y reglamen- 
tariamente sin faltar á ninguna de las 
disposiciones de la autoridad: expusie- 
ron ambos contendientes las pruebas do- 
cumentales en que apoyaban sus opues- 
tas aserciones; y el Gobierno tomando 
como propia la ofensa del délegado re- 
solvió en 29 de Setiembre (suplemento á 
la Gaceta de la Habana de 1 . ° de No- 
viembre) que D. J. R. L hiciese publicar 
á sus expensas, en los diarios de la Ha- 
bana, donde vió la luz el comunicado, los 
documentos que lo desmentían, quedan- 
do reservado su derecho á la Sociedad 
la Protectora para que ante quien cor- 
responda, lo egercite. por las demás ac- 
ciones dé que se crea asistida. 

Fundóse esta resolución, según ella 
misma lo esplica, en que nada podía co 
honestar el necho de haber dirigido L á 
los periódicos el comunicado objeto de 
estas diligencias, poniendo en duda el a- 
justado proceder del inspector de la 
Protectora y menoscabando la autori- 
dad del Gobierno, que resultaba por a- 
quel comunicado menos dilijente de lo 
que convenia en el egercicio de la ins- 
pección. ó vigilancia que le corresponde 
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sobre esta clase de sociedades; y enta- 
blada apelación recayó el decreto si- 
guiente: 

“Visto el expediente instruido en vir- 
tud de apelación entablada por D. R. 
L. contra la providencia de este Go- 
bierno, por la cual se le ordenó que pu- 
blicase á su costa en los periódicos de 
esta Capital varios documentos relati- 
vos al asunto provocado por la inser- 
ción en los periódicos de un comunica- 
do suscrito por aquel, en que se dirigían 
fuertes cargos á la Dirección de la So- 
ciedad de seguros de esclavos la Pro- 
tectora y al delegado del Gobierno en 
esta D. M. C, de cuyo expediente resul- 
ta que habiendo acudido ante este Go- 
bierno el referido delegado, haciendo 
presente lo infundado de los cargos he- 
chos por L. en el expresado comunica- 
do y pidiendo que se le obligase á una 
solemne retractación en los mismos pe- 
riódicos, se ordenó que L. formulase 
ante el mismo Gobierno los expresados 
cargos y expusiese los fundamentos én 
que los apoyaba: que presentado por a- 
nuel el pliego en que Jos enumeraba se 
dispuso que informase lo conveniente 
el expresado delegado, el cual lo veri- 
ficó rebatiendo uno por uno los artículos 
de dicho pliego: que persuadido este 
Gobierno en su vista de lo infundado de 
las imputaciones hechas y que la equi- 
dad reclamaba que para evitar los per- 
juicios de que la Protectora comenzó a 
resentirse desde que se dio á luz el co- 
municado de L. se hiciese pública la 
contestación dél delegado* se dispuso 
con fecha 21 de Octubre último que el 
primero hiciese insertar en los periódi- 
cos de esta Capital y á su costa el plie- 
go de cargos y contestación expresados, 
contra cuya providencia apeló JL. para 
ante el Real Acuerdo con fecha 31 del 
mismo mes:’ 1 

“Visto el articulo 120 déla Real Cé- 
dula de 30 de Enero de 1855 en que se 
declara que compete al Real Acuerdo 
conocer en la vía contenciosa des- 
pués de agotada la gubernativa ante 
las autoridades administrativas por su 
orden gerárquico, de los agravios que 
se causen á las partes en la aplicación 
délas leyes, ordenanzas y reglamentos 
administrativos ofendiendo su verdade- 
ro derecho:” 


“Considerando 1 . ° — Que ai adoptar 
este Gobierno la providencia que ' pres- 
cribió la inserción en los periódicos de 
esta capital de dichos documentos con 
el objeto de que la contestación que dió 
el delegado en la Protectora á los ata % 
qiies dirigidos por L. contra su proceder' 
y conducta de la Dirección tuviese la 
misma publicidad que el expresado L. 
dió al comunicado en que los insertó, no 

[ )rocedió en la forma de aplicación de 
ey ó reglamento sino haciendo uso de 
la facultad discrecional que en el mis- 
mo Gobierno reside para dictar resolu- 
ciones de estaclase.” 

2. ° — Que contra dichas resoluciones 
no procede la interposición de la apela- 
ción sino solo la qúeja ante el Gobierno 
de S. M, pues aquel recurso según el ar- 
tículo 121 citado, solo tiene Jurar con- 
trá las decisiones en que se aplique al- 
guna ley, ordenanza 6 reglamento ad- 
ministrativo.” 

“Oido el Real Acuerdo y de conformi- 
dad con su dictamen:” 

“Declaro que no es admisible la ape- 
lación intentada por L.” 

Habana 16 de Diciembre de 1856. — 
Concluí. 

(Gaceta del 18 de Diciembre de 1856.) 

Pudo con mas ó menos fundamento 
dudarse y discutirse si la cuestión, redu- 
cida á las simples proporciones de una 
injuria ó calumnia, competía ó no á los 
tribunales ordinarios; ó si ofendida la 
administración activa en uno de sus 
miembros, ella misma debia defenderse 
sin necesidad de acudir á estrafia juris- 
dicción: no faltó quien opinase que en 
efecto era del resorte de la autoridad ~ 
judicial decidir si L. decia verdad ó ca- 
lumniaba, y en apoyo de esa opinión ha 
venido la decisión del Tribunal Supre- 
mo contencioso-administrativo, publica- 
da en 4 de Abril de 1856, número 3, que 
á continuación vamos á insertar. Pero 
lo que no ofrecía dificultad era que la 
decisión del Gobierno era inapelable por 
no hallarse comprendida en ninguna de 
las diez clases de asuntos designadas 
por el art. 121 de la Real Cédula de 
1855 como producentes de la vía con- 
tencioso -administrativa? asi lo consultó 
él Real acuerdo y así quedó resuelto 
aunque por fundamentos diferentes. 
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Hasta aquí nos hemos ocupado de late terial á la que construía, y poniendo 
cuestiones contencioso-adimnktrativas ! por el coste de esta en sus cuentas 3,800 
resueltas en 1856 por el Real Acuerdo r s., que no los valdría si se tasase, y que 
que es el tribunal contencioso-adminis- finalmente habia ademas usurpado ter- 
trativo de la Isla de Cuba. Réstanos renos comunales, introduciéndolos en 
compilar las resueltas en dicho año de posesiones suyas colindantes, por todo 
1^56, por el tribunal que bajo la misma lo cual pedian que so le exigiese la res- 
denomin ación se conocía en la Penin- ponsabrlidad é indemnizaciones corres- 
sula, limitándonos á las que puedan te- pondientes: 

ner alguna aplicación Ji nuestra provin- Que noticioso D. Fernando Torres 
cia; ya porque se refieran á leyes en ella de que se pensaba elevar esta éxposi- 
vigentes/ya porque establezcan los prin- cion, y aun en la duda de si habia sido 
cipios de la cieneia administrativa que ó no dirigida al Gobernador, acudió á la 
deben servir He guia, para decidir las misma Autoridad en 2 de* Abril del año 
contiendas que en adelante fueren sus- mencionado, manifestando su sen timien- " 
citadas. to ae que algunos de los vecinos de Mo- 

. 0 . raleja, antes indicados) hubiesen desco- 
Dbcisiones del Tribunal Supéemo nocido la forma y vias legales para de- 
coNTENCioso-ADMiNiSTRATiyo, publica- ,nuneiar los delitos que le atribuían, y 
das en 1856. , _ habían vociferado en público, y pidien- 

do que se diese á la referida exposición. 

Decisión tercera.— Abril 4* toda la importancia y publicidad que el 

caso exigía, teniendo presente los docu- 
JJA conocimiento y calificación ite los he- mentor justificativos relativos á su ad- 
chos justiciables cometidos por los partí- ministracion, como Alcaldd, que obra- 
cvlaree como tales, compete a la autoridad ban en la Secretaría municipal de aque- 
judicial. . Ha villa: 

La injuria ó calumnia cometida contra Q ue el Gobernador pidió informe al 
autoridad administrativa no 'puede ser ayuntamiento, y este le evacuó con al- 
castigada por Ja Administración que ■ ca- cuna vaguedad, principalmente acerca 
rece de jurisdicción penal. *• de los puntos relativos á la cónstruccion 

de la casa para el servicio público; y en 

En el expediente y autos de compe- tal estado I). Fernando Torres, después • 
tencia suscitada entre el Gobernador de celebrar juicio de conciliación con los 
civil de la provincia de Zamora y el juez vecinos de Moraleja, sus acusadores, 
de primera instancia de Bermilío de Sa- ante el Teniente Alcalde de la- villa, y 
yago, de los cuales resulta: de hacérselo presente al Gobernador con 

Que en 26 'de Mayo de 1 854 suscribie- nuevas quejas, respecto á la manera 
ron una exposición, que luego elevaron ruidosa como fué preparada la exposi- 
al expresado Gobernador, el procura- cion, acudió al fin al juez de primera 
dor Sindico D. Pedro , Herrero y otros instáncia de Bermilío en 6 de Junio del 
vecinos de Moraleja de Sayago én. que* citado año, diciendo aue en la mencio- 
ja de D. Fernando Tonres, déla misma nada exposición se le habia calumniado 
vecindad, acusándole de que ademas de é injuriado; y que cpn el objeto de vin- 
haberdesempeñado simultáneamente los dicar su honor ofendido, deseaba que se 
cargos de Diputado provincial -y Alcal- exhort ase al Gobernador á que diese co- 
de, habia construido, sin la autorización pia de la exposición, la cual, apenas pe- 
y formalidades correspondientes, una dida, remitió al Juzgado de primera ins- 
casa con destino al servicio público so- tancia, manifestando á la vez que ins- 
bre un terreno común, imponiendo al e- truia sobre el asunto expediente guber- 
fecto y exigiendo con amenazas al ve- nativo: 

cindario, una contribución de materia- Que rectificados ante el juez en el con- 

les, empleando varias maderas y ven- texto de la exposición algunos de los que . 
diendo algunas cortadas de las alame- lá habian suscrito, y habiendo otros ne- 
das del pueblo, desmantelando otra ca- gado que la firmaron, y asegurado o- 
sa y tejar del común, para aplicar el ma- tros no ser cierto el desmantelamiento 
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de la casa, presentó Torres información cklumnia la falsa imputación de un (le- 
en contra de los hechos denunciados, lito de Jos quedan lugar á procedí míen - 
incoando su acción de calumnia é ín- toi de oficio, é iujufia toda expresión 
juna: proferida, ó acción ejecutada en de shon- 

Que siguiendo en el Juzgado el pro- ra, descrédito s menosprecio de otra per- 
cedimiento elimina), el Gobernador ci- sona: 

vil, á excitación de los procesados, re- Vistos los artículos 378 y 383 del mis- 
quirió al juez 4 de inhibición, en el con- mo, en que se establece que el acusaoo 
cepto 'de que podrían resultar incoó ve- de calumnia quedará exento de toda pe- 
nientesde que en el Juzgado se siguiese na probando el hecho criminal que hiN 
la causa sobre injuria y calumnia con biere imputado, y que al acusado de in- 
relacion á hechos cuyo conocimiento y juria no se admita prueba sobre la ver- 
calificacion consideraba que correspon- dad .de sus imputaciones, sino cuando 
dianála autoridad administrativa, por éstas fuesen dirigidas contra empleados 
' versar;sobre fondos municipales y bienes públicoa^.sote’re hechos concernientés al 
comunales y excesos á ella denunciados: ejerciéronle ¿u cargo, en cuyo caso será 
Que el juez oyó al promotor fiscal y absuelfo él acusado si probase la verdad 
a las partes y se declaró competente, de las imputaciones: 
fundándose en que con arreglo al esta- Visto el artículo .310, que determina 
bleciroientode los poderes públicos, pres- que el empleado público que continuase 
crito terminantemente desde la Consti- ejerciendo su empleo, cargo ó comisión, 
tucion de 1812, y al Código penal, cor- despuejs que debiere cesar, confórme á 
respondía á su autoridad el conocimien- las leflgML reglamentas ó disposiciones de 
to de las causas sobre injuria y palum- su ra^^respectivo^tserá castigado con 
niaén todassus incidencias: y exhortó al las penaá de inhabilitación temporal en 
Gobernadora que dejase expedita su su grado mínimoVy multa de 10 á 100 
jurisdicción, y le remitiera la referida duros: 

exposición origina), con el expediente Vist(]^^ 'mtícu!os 326 y 327, según 
que hubiese formado concerniente á ella: los cuaMm^fcpleadoque sin autonza- 
Y finalmente, que el Gobernador, con- cion comfilS.efite impusiere una contri- 
sultada la Diputación provincial, forma- bucion ó aiNmtrio, u hiciere alguna otra 
lizó la competencia, sosteniendo que el exacción cün destino al servicio público, 
* Juzgado no podía entender en la causa será castigado con las penas de suspen- 
indicadapara no prejuzgar las cuestio- siony multa del 5 al 25 por 100 de la can- 
nes que envuelve, y que insiste en con- tidad exigida; y si cometiere en provecho 
siderar de resolución administrativa, en propio las expresadas exacciones, será 
el concepto arriba explicado: . , penado, con arreglo á lo dispuesto en o- 

Vistos los títulos 6. ° y 7. ° de la ley tro artículo, con arresto mayor, prisión 
de 8 de Enero de 1845, relativos á las menor ó mayor, ó cadena temporal, se- 
atribuciones de los alcaldes y ayunta- gun las proporciones del hecho: 
mientes y al presupuesto municipáf: Visto el artículo 3. ° del Real decreto 

Vistos los artículos 107 y 1 10 de la ¡dq 4 dé Junio de 1847. según el cual las 
ley de 3 de Febrero de 1823, resta ble- ^Gefes políticos, hoy Gobernadores, no 
cida por Real decreto de- 7 de Agosto pueden suscitar competencia de los jui- 
de 1854, que atribuyen á las Diputacio- cios criminales, á no ser que el castigo 
nes provinciales, bajo ciertas formalida- del delito ó falta haya sido reservado por 
des, el exárfien y calificación de las cuen- la ley á los funcionarios de la Adminis- 
tas dé gastos municipales: (ración, ó cuando en virtud de la misma 

Vistos los capítulos 1, 11 y III, título ley deba decidirse por la autoridad ad- 
11, libro segundo del Código penal vi- ministrativa alguna cuestión previa, de 
gente, y el caso cuarto del articulo 493 la cual dependa el fallo que l 06 tribu* 
del mismo Código, que señalan las pe- nales- ordinarios ó especiales hayan de 
. ñas en que incurren los que calumnian $ pronunciar: 

injurian: < Considerando que el objeto del proce- 

Yistos los artículos 375 y 379 del ex- 1 dimiento criminal; eaqueentiendeeljuez' 
presado Código, que declaran que es 1 deBermillo de Sayago, no ésol decali- 
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ficar los ados de D. Fernando Torres, den, ya en la esfera gubernativa r, ya en la 
como autoridad administrativa, sino el contenciosa. 

de averiguar si son ó no calumniosos, ó - Las cuestiones que se susciten relativas 
envuelven iqjuria los asertos de D. Pe- ¡ alas obras hechas en loscaucei y mar ge- 
ciro Herrero . y demas vecinos de Mora- nes de los ríos producen la via contencio- 
leja de Sayago, que firmaron la^aposi- so-administrativa . 
cion dirigida contra el mismo Torres, de- ¡ 

nunciando actos punibles, délos que al- j En el expediente y autos de compe- 

gunos constituían delito: , j tencia suscitada entre el Colimador ci- 

Considerando que contra quien se di- vil de la provincia de Barcelona y el p 

rige el juez no es contra autoridades por’ juez de primera instancia de Manresa, 
sus actos en el ejercicio de atribuciones de los cuales resulta^ 
administrativas, sino contra particulares Que por Real ordeñóle 29 de Setiem- 

que, como tales, y no como autoridad, bré de 1353 se concedió á D. Juan Sol- 
aunque alguno la ejerza, firmaron la ex- devilla y Carreras, vecino de Sallent, 

K osicion que ha dado motivo á la quere- autorización para aprovechar las aguas 
a; y el conocimiento y calificación de del rio Llobregat, con destino al movi- 
loshechosjusticiables de los particulares miento de una fábrica 6 molino harine- 
no compete bajo ningún aspectp á la ad- ro, bajo la condición, entre otras, de qtie 
ministracion: r al atravesar, con la acequia que proyec- 

Considerando que no obsta á cual- taba, el terreno de Pújol, debería enten- 
quiera determinación délas autoridades derse con el propietario: 
admiqistrativas el resultado del procedí- Que con posterioridad el Gobernador 
miento criminal, puesto que si prueban civil, oido el Ingeniero en gefe del distri- 
tos acusadas por D. Fernando Torres to/y considerando que él terreno inculto, 
la existencia ae los excesos, cometidos que se creía de Pujol, era parte del álveo 
por este como alcaide, serán ábsueltos, del rio mencionado, y que la obra pro- 
y su prueba servirá de base para la cor- vectada no causabq perjuicioá la propie- 
reccion administrativa del Torres; y si dad de este, autorizó á Soldevilla para 
hubiere méritos bastantes, para la causa] que procediese á la ejecución de la ace- 
que contra él hubiera de formarse: j quia ó canal de oonduccion en el punto 

- Considerando que, aunque por falta i indicado: ' 

de prueba de los ácusados, fueran estos j Que doiTa María Boixaclera y Pujol 
condenados, no obstaría esta condena- ¡ acudió al juez de primera instancia de 
cion para que la autoridad adminiátrkti-! Manresa en 17 de Noviembre de 1854, 
va procediese en virtud db las prueba9| como poseedora del terreno ó manso Pu- 
qne hubiera podido adquirir procedentes jol, denunciando la nueva obra de Sol- 
dé! juicio: ¡ devilla, y el juez la mandó suspender; y - 

Oido el Tribunal Supremo con tencio- celebrado después el oportuno juició de 
so-administrativo, vengo en decidir Ja conciliación, la misma Boixadera pre- 
competencia k favor de la autoridad ju- sentó demanda pediendo que sedeclara- 
dicial, sin que obste para que la admi- se de su propiedad el terreno en que se 
uistrativa proceda á averiguar, calificar practicaba por Soldevilla la obra denun- 
y castigar en su caso, en el círculo de ¡ ciada, mandándole que la repusiera al ser ’ 
sus atribuciones, la conducta del D. Fer- j yi^éstado que tenia antes de los trabajos 
nando Torres como, alcalde. i ya entonces ejecutados: " 

Dada en Palacio á 4 de Abril del 856. vf Qu** sin contestar Soldevilla á Ja de- 
— Efttá' rubricado de la Real mano. — El manda, pidió que se levántase el embar- 
Ministro de la Gobernación, Patricio de gp de la obra, á que después se accedió 
la Escotara. pjr el juez, prévia caución demoJitoria. 

y que el tribunal ordinario se declarasé 
Decisión cuarta.— Abril 4.. incompetente, y en tal estado requirió de 

inhibición el Gobernador ahjuez, y éste, 

Los actos de la autoridad administrati - conforme con el promotor fiscal, y oidas 
va no pueden refirmarse ni ser interpre - las partes, se declaró en efecto incompe- • 
tados sino por la autoridad del mismo ór- tente; mas habiendo apeladpdofta Márí<j 
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Boixadera ante la Audiencia de Barce- 
lona, fué revocado el auto del inferior, y 
sostenida definitivamente la competen- 
cia por el Gobernador, de acuerdo con 
la Diputación provincial: 

Vistas las Reales órdenes de 14 de 
Marzo de 1846 y 21 de Agosto de 1849, 
en que se dictan reglas para la conce- 
sión, bajo cjertas condiciones, del apro- 
vechamiento de las aguas de los ríos en 
nuevos riegos, fábricas y otras empresas' 
agrícolas e industriales: 

Visto el párrafcrtf. ° art. 8. ° de ía ley 
de 2 de Abril de 1845, que atribuye 4 los 
Consejos provinciales, cuando pasan á 
ser contenciosas, las cuestiones relati- 
vas al curso, navegación y flotes dé los 
rios y canales, obras hechas en sus cau* 
ces y márgenes, y primera distribución 
de sus aguas para riegos y otros usos: 

Considerando que se trata de una con- 
cesión hecha con arreglo á las Reales 
órdenes citadas de 24 de Marzo de 1846 
y 21 de Agosto de 1849, del aprovecha- 
miento de las aguas de un rio, en cuyo 
cauce ó márgen se han practicado con 
asentimiento aé la Autoridad encargada 
de que se cumplan las condiciones ae a- 
queíla concesión, algunas obras, contra 
las que reclama un tercero: 

Considerando que aunque la cuestión 
suscitada por esta reclamación versa so- 
bre derecnos reales entre particulares, 
corresponde á la Administración el co- 
nocimiento del negocio en el caso pre- 
sente: 

Primero, en virtud de loexpresamente 
.dispuesto en el párrafo citano de la ley 
de 2 de Abril de 1855, y porque á la au- 
toridad administrativa, como encargada 
de asegurar los derechos y beneficios co- 
munes en el curso y uso de las aguas 
públicas, incumbe especialmente, cuan- 
' do razones de conveniencia general lo 
reclaman, la adapción de ciertas dispo- 
siciones que (sin alterar en ningún modo 
ej derecho) establezcan en circunstan- 
cias y casos dados alguna modificación 
en su aplicación: ' . 

Segupdo, porque la cuestión se conexio- 
na con una concesión sujeta gubernati- 
vamente á condiciones de caducidad, 
conforme á las prescripciones de la men- 
cionada Real órden de 21 de Agosto de 
.1849: 

Y tercero, porque subsiguiente á esa 


misma concesión de aguas públicas me- 
dia en la cuestión un acto ae la Autori- 
dad administrativa provincial que, justo 
ó injusto, no debe ser reformarlo 6 inter- 
pretado mas que por la autoridad del . 
mismo órden, ya en la esfera guberna- 
tiva, va en ]¿ contenciosa: 

Oido el TribunalJSupremo Contencio- 
so -administrativo, vengo en decidir esta 
competencia á favor de la Administra- 
ción. 

Dado en Palacio á 4 de Atyril de 1856. 
— -Está rubricado de la real nqáno. — El 
Ministro de la Gobernación, Patricio de 
la Escosura. 

Decisión quinta.— Abril a . 

La » autoridades administrativas no pue- 
den provocar competencia en lo» pleito» 
fenecido». (1) 

El acuerdo de un ayuntamiento resol- 
viendo la incorporación alpre supuesto mu- 
nicipal de lo» producto» die bienes adjudi- 
cado» á otra persona por sentencia ejecu- 
toriada, esta fuera ae sus atribuciones. 

En el expediente y autos dé compe- 
tencia suscitada entre lp Sala primera 
de la Audiencia de Cáceres y el Gober- 
nador de la misma provincia, de los cua- 
les resulta: 

Que en Junio de 1837 se incoaron en 
el Juzgado de primera instancia de Tru- 
jillo dos expedientes ejecutivos^promo- 
vido el uno en nombre de D. Cipriano 
Portocarrero, Conde entonces del Mon- 
tijo y de Miranda, y el otro en represen- 
tación de los bienes y créditos pertene- 
cientes á la testamentaría del antecesor 
de, dicho Conde, D. Eugenio Eulalio 
Pórtocarrero, contra los Propios de la 
villa de Santa Cruz de la Sierra, por la 
cantidad ambos de 81,291 rs. 32 mrs., 
réditos vencidos desde 4 de Noviembre 
de 1829 á 31 de Diciembre 1836, de un 
censoimpuesto sobrejos mismosen favor 
de unb de los mayorazgos que sucesiva- 
mente poseyeron los condes del Mon- 
tijo. 

JLibrado mandamiento de ejecución 
contra dichos Propios, se hizo la traba 


la Real Audiencia de la Habana al proponer la 
decisión de la competencia primera resuelta des- 
pués del plante&mionto de la Real cédula de 1856, 
é inserta eu los Avales de ese afio, pág. 51. 
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.y embargo en unas dehesas nominadas 
Boya] y resquémela; pero habiéndose 
opuesto el ayuntamiento de la citada vi- 
lla, pretendió se sobreséyese en tales ex - 
~ pedientes, hasta que se acreditase por 
los ejecutantes que el censo cuyos eredi- 
tos se reclamaban no traia origen de se- 
ñorío jurisdiccional: el juez accedió á 
esta solicitud, quedando en suspenso el 
término deljencargado. De esta determi- 
nación apelaron los ejecutantes, y remi- 
tidos los autos original^ á la Audiencia 
del territorio, se revocó la providencia 
apelada, mandando devolverlos para su 
continuación. En cumplimiento de este 
Real Real auto se siguieron dichos ex- 
pedientes por todos sus trámites, dictan- 
do el juez sentencia de remate en cada u- 
no de ellos con fecha 5 de Setiembre de 
1840, condenando álos referidos Propios 
á Insatisfacción de la mencionada can- 
tidad, décima y costas causadas y que 
Se causaren hasta que se verificara su 
total pago, haciéndose para todo, tran- 
ce y remate en los bienes embargados. 
De esta sentencia apeló el Ayuntamien- 
to de Santa Cruz de la Sierra; y á pesar 
de su oposiciou, fueron confirmadosjcon 
costas, excepto el abono de la décima, 
por reales sentencias de 27 de- Enero 
y 13 de Marzo de 1844. Como las an- 
teriores apelaciones se hubieren admi- 
tido en un solo efecto^ continuaron en el 
juzgado los procedimientos ejecutivos, 
poniéndose los bienes embargados en 
pública subasta; y no habiéndose pre- 
sentado licitadores, se adjudicaron á los 
ejecutantes en prenda pretoria las men- 
cionadas dehesas Boyal y Pesqueruela, 
por autos dictados en 28 de Enero de 
1842, en los cuales se mandó que lleva- 
'sen cuenta y radon de los productos y 
gastos de las mismas, y se les diera la 
competente posesión. También se opuso 
el ayuntamiento á estos proveidos; pero 
fueron desestimadas con costas sus pre- 
tensiones; y en su consecuencia* tomaron 
losejecutantes, en 31 de Enero dé 1844, 
la posesión prendaria acordada. Así con- 
tinuaron las cosas sin interrupción algu- 
na hasta 1853, que don motivo de un a- 
nuncio inserto en ef Boletín oficial de 
Cáceres por el apoderado en Truiillo de 
la Condesa viuda del Montijo; sobre ar- 
rendamientos de las mencionadas dehe- 
sas por cuatro años, le ofició el» alcalde 
12 


constitucional de Santa Cruz de la Sier- 
ra en 27 de Abril, diciéndole: 

Que el ayuntamiento que presidia, en 
uso de las facultades que le confería la 
ley de 8 de Enero de 1845 y Real decre- 
to de 13 de Marzo de 1847, habia acor- 
dado que ingresasen los productos de 
dichas dehesas, desde 29 de Setiembre, 
enel presupuesto municipal: 

Que se abstuviese de hacer el arren- 
damiento que se había anunciado, pues- 
to que la municipalidad lo haría en tiem- 
po oportuno, con arreglo á la citada ley 
y decreto, como única adhiinistradora 
legal: 

Que dicho administrador comparecie- 
se ante ella á rendir cuenta jle los pro- 
ductos y gastos durante. el tiempo de la 
pretoria: 

Que si hecha la debida liquidación re- 
sultase que aun debían los Propios á los 
Condes del Montijo alguna cantidad, se 
incluiría en el presupuesto municipal y 
artículo de gastos obligatorios. El apo- 
derado contestó: 

Que no le era posible acceder á lo que 
indicaba el ayuntamiento por cuanto la 
posesión prendaria debía continuar y 
[.subsistir en los términos en que se habia 
concedido á sus principales, ínterin no 
se efectuase el pago completo de la can- 
tidad adeudada y por la que se proce- 
diera ejecutivamente: 

Que dicho ayuntamiento no podía a- 
cordar én via gubernativa nada que im- 
pidiese el libre ejercicio de la posesión, 

| y solo, si se creía con algún derecho, de- 
bía Utilizarlo ante el juez de primera ins- 
tancia de Trujillo en donde pendían los 
antecedentes. En 20 de Setiembre del 
recordado año de 1853, el ayuntamiento 
de Santa Cruz de la Sierra se reunió en 
sesión extraordinaria, y después de re- 
señar lo que habia ocurrido sobre el par- 
ticular, «acordó la incorporación de las 
referidas dehesas Boyal y Pesqueruela 
álos Propios de la villa, y al mismo tiem- 
po la subasta de sus productos, cuyo a- 
cuerdo filé aprobado por el Gobernador 
de la provincia, y en su virtud los anun- 
ció y remató aquel, mereciendo igual- 
mente toda la aprobación de dicho Go- 
bernador en 23 de Enero de 1854. Con 
tal mdlivo se entabló en el Juzgado de 
primera instancia de Trujillo mteraicta 
posesorio á nombre dé la Condesa viuda 
• 1856 
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dei Montrjo, ert representación de sus I 
señores hijos, que aunque resultó favo- j 
rtiblemente 1 su intento en lo principal, 
se llevó por la misma en apelación á la 
Audiencia de Cáceres: 

En tal estado, acudió el alcalde de ¿ 
Santa Cruz de la Sierra, por sí y en ! 
nombre del ayuntamiento, al Gobierno 
de provincia en solicitud de que, ó se j 
provocase la oportuna competencia al 
Tribunal de Justicia, ó se autorizase al 
ayuntamiento para litigar y defender el I 
derecho de los Propios. El Gobernador 
estimó justo el primer extremo de la so- ; 
licitud del ayuntamiento, y en su conse- j 
cuencia ofició á la Sala de Justicia, que 
entendía en el asunto, requiriéndola de j 
inhibición en conformidad á le dispuesto ¡ 
en Real órden de 8 de Mayo de 1 839, y 
en Real decrete de 4 de Junio de 1847, 
mediante 4 que el interdicto propuesto á 
nombre de la Condesa viuda del Monti- 
jo era á todas luces improcedente, por 
cnanto por él se pretendía quedar sin e- 1 
fecto las disposiciones de aquel Gobier- 
no) adoptadas en materia de su legal a- 
tribucion: 

Que no había podido consentir dicho i 
Gobierno que estuviesen segregados de 
los Propios déla villa de Santa Cruz de 
la Sierra bienes de su pertenencia, ni 
que permanecieran en poder de otra per- 
sona que el ayuntamiento, como su úni- 
co y legitimo administrador; por cuya 
razón aprobó el acuerdo de este, relati- 
vo ¿i la incorporación al patrimonio co- 
mún de las dehesas Boyal y Pesquerúe- 
la, como así mismo el remate practica- 
do de sus^irodnctois: 

Q»e nada obstaban á estos acuerdos j 
las ejecuciones que en Junio de 1837 se 
entablaron contra el ayuntatniento.de 
Sania Cruz rie la Sierra* porque vísta la 
ley de 3 dé Febrero de 1823, v ijen te en 
aquella fecha por haberse restablecido | 
en 15 de Octubre de 1836, no podidri mfe- 1 
nos de conceptuarse improcedentes é ilet 
gales, m atención á que, obligado el a- ¡ 
y untamiento á no haeer pago alguno 
que no estuviese consignado y aproba- j 
do en su presupuesto, no era Arbitro de 
satisfacer las cantidades que se le exi- 
gían, sin lietiar antes las formalidades 
prescritas en la misma ley, pues que, de 
lo contrario, se hubiera hecho responso- 1 


ble ante su superior inmediato, en el ór-. 
cien administrativo: 

• Que tampoco obstábanlas sentencias 
de remate ae 5 de Setiembre de 1840; 
porque, atendiendo á la legislación níur ‘ 
uicipal entonces vigente, no podían con- 
siderarse sino como declarativas de la 
legitimidad de los créditos reclamados; 
y en su virtud, el mismo Juez ó los in- 
teresados debieron recurrir . á la auto- . 
ridad encargada de aprobar el presu- 
puesto mumcijfel, para que incluidos en 
él, según lo -exigiesen las demas aten- 
ciones públicas, fuesen satisfechos con 
arreglo á la lev, porque era y es la úni- 
ca que puede conocer los medios con 
qué los ayuntamientos cuentan para a- 
tender á sus obligaciones, y no exponer- 
los á menoscabos indebidos: 

Que así se había dispuesto terminan- 
temente en el Real decreto de l£.de ' 
Mayo de 1845, con motivo de haber jue- 
ces y administraciones de Hacienda pú- % - 
blica, que sin tener en cuenta estos prift- 
cipios, que naturalmente se desprenden 
del sistema de presupuestos, al restable 
cerse la ley de 3 de Febrero de - 1823, 
eorísideraban á los ayuntamientos de 
igual condición que á los particulares, c 
intentaban y llevaban á efecto la via e- 
jecutiva. y cíe apremio contra estas cor- 
poraciones por débitos contra los fondos 
municipales. Por último, expuso dicho 
Gobernador que si improcedentes é ile- 
gales fueron las ejeouciones entabladas 
contra el ayuntamiento de Santa Cruz 
de la Sierra, no lo había sido menos la 
providencia v que, sin' tener presente lo 
establecido en el caso 9. ° , art. 63 de la 
ley de ayuntamientos de 30 de Diciem- 
bre de 1843, se dictara en 1844, adjudi- 
cando cfci pretoria á los acreedores las 
sobredichas dehesas de Propios, Boyal 
y Pesqueruela, ó lo que era lo mismo, 
privándola los ayuntamientos de los pro- 
ductos de estas dos fincas para atender, 
no soló £ la extinción de esos débitos, 
sino también á las demas necesidades ú 
obligaciones de la Corporación. 

La Sala primera de la Audiencia de 
Cáceres á su vez/prévia audiencia de 
los ejecutantes y del ministerio público, 
y considerando que er^ una cosa juzga- 
da y puesta sub judice el hecho dé ja 
potecion prendaria de las dehesas Boyal 
y Pesqueruela en los Condes del Montijo 
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y de Miranda para pago, de ^créditos ha venido reconociéndolo por cerca de 
que por pensiones de censos teman con- diez años, hasta la novedad que ha dado 
tra los Propios de Santa Ci;uz déla lugat al interdicto pendiente; interdicto 
Sierra, en la época en que aquella se que por lo expuesto, no puede de ningún 
constituyó, y como tai cosa juzgada, modo comprenderse en la letra ni en el 
aplicable el artículo 3, ° del Real de- espíritu de la Real órden de 18 de Ma- 
creto Je 4 de Junio de 1847, cjue yo de 1839, se declaró competente man- 
prohibe á los Gefes políticos (hoy Go- dando que c Qfi copia certificada del es- 
bernadóres de provincia) suscitar con- crito de los causa-habientes de los con- 
tienda de* competencia, entre otros ca* des del Montijo, del dicté men fiscal y de 
sos, en los pleitos fenecidos por senten- aquel auto, se oficiase al Gobernador de 
cia pasada en autoridad decosa juzgada, 4a provincia exhortándole quedcjase ex* 
sin que obste lo que sobre el particular podita la jurisdicción de la Sala, ó de lo 
y con relación á la legitimitad y natura- contrario hubiese por formada la compe- 
leza del pleito seguido por los antedichos tencia. El Gobernador, oido el Cousejo 
Condes entré el ayuntamiento de Santa de provincia, insistía en la competencia 
Cruz, dice el Gobernador de esta pro- provocada, y en su virtud surgió el pre- 
vincia en el oficio por el cuál reclama el sente conflicto: < 

conocimiento, puesto que en el tiempo • Visto el Real decreto de M de Enero 
en que se interpuso la demanda, y áun de 1834, por el que se suprimió fo Direc- 
tambien en él que terminó el asunto, cion general de Propios y Arbitrios del 
eran indudablemente competentes los Remo, señaladamente el art. 3. ° que 
tribunales de la Real jurisdicción ordí- dice: “queda abolido el fuero activo y 
liaría para conocer de fas contiendas ju- pasivo de que han gozado hasta ahora 
diciales que se suscitasen contra los a- loe Propios» y Arbitrios, debiendo cono- 
yuntamientos por los débitos de sus Pro- cer en adebute de los asuntos conten- 
píos; y las omisiones del de Sania Oruz ciosos de estos ramos los Tribunales or- 
en no consultar á letrados, ni incluir en dinarios breve y sumariamente, según 
sus presupuestos el débito del censo, si previene la ley 3. * , título 16, libro 7. ^ 
las nubo, no podían nunca afectar la va- ) de lá Novísima Recopilación, y obser- 
lidez del juicio, dando solafmenle lugar ¡ vándose todos los trámites legales en los 
ala responsabilidad que por tales omi- ¡juicios de propiedad y depose8iorl. ,,, 
siones podría exigir al ayuntamiento la j Vista la Real orden de 8 de Mayo de 
Administración superior, como tampoco 1 1 839, por la que se previene que las dis- 
el carácter de ejecutivo puede desvirtuar | posiciones que dictan los Ayuntamien- 
la naturaleza del pleito para el fin de ¡ tos y las Diputaciones- provinciales en 
que se trata, porque fenecido quedó con í negocios que pertenecen á sus atribucio- 
la antedicha posesión prendaria, por sen- ! nes según las leyes, forman estado y de- 
tencia pasada en autoridad de cosajuz- ben llevarse á efecto sin que los Tribu - 
gada, aunque quepa el recurso en via or- nales admitan contra ellas los interdic- 
dinária, con lo cual se formaría un nue- tos posesorios de manutención ó restitu 
vo pleito, teniéndose, siempre por termi- \ cion: 

nado el ejecutivo: • ! Visto el párrafo 3. ° dél airt. 3. ° del 1 

Considerando asimismo que después ¡ Real decreto dé Junio de 1847, quepro- 
dedesposeido el Ayuntamiento de San- 1 hibe á loá Gefé£polftiébs(hoy Goberna- 
ta Criiz de las dehesas Boyal y Pesque- ¡ dores) suscitar contienda de competen- 
ruela por una sentencia pasada en auto- j cia en los pleitos fenecidos por senten- 
ridad de. cosa jifegada para entregarlas ' cia pasada en autoridad dé cosa juzgada: 
en prenda pretoria á los Condes del Mon- Considerando que los Condes del Mon- 
fijo hasta la extinción del débito, como ! tijo poseen prendariamente las dehesas 
pudieron entregarse á un comprador, si i Boyal v Pesqueruela en virtud de cjecu- 
ie hubiese habido en la subasta, auedó¡ toria obtenida en juicio contradictorio: 
desde luego privado de todo acto de ad- 1 Considerando qde bajo tal supuesto 
ministracion sobre las mismas dehesas^ no pueden ser perturbados en la misma 
y está pór tanto manifiestamente fuera | sin ser oídos y vencidos en juicio eom- 
de sus atribuciones el arrendarlas, como i petente: - 
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Considerando que los acuerdos del a- 
y untamiento de Santa Cruz de la Sierra 
sobre incorporación y administración de 
las referidas dehesas, como contrarios á 
la cosa juzgada) no estaban dentro de 
los limites de las atribuciones munici- 
pales*. 

Considerando que el estado del nego- 
cio no permitía provocación de compé- 
tencia: 

Considerando, finalmente, que la le* 
gislacion que se invoca por la Adminis- 
tración no es aplicable* al caso actual, 
porqne el ayuntamiento de Santa Cruz 
de la Sierra no trató de administrar lo 
que poseiá sino lo que había pasado á 
otras manos: 

Oido el Tribunal Supremo Conten- 
ci oso-administrativo, vengo en decidir 
esta competencia á favor de la Autori- 
dad judicial» y en conceder licencia al 
ayuntamiento de Santa Cruz de la Sier- 
ra para acudir donde corresponda en re- 
clamación de las mencionadas dehesas 
y cesación de los efectos de la posesión 
prendaria concedida en las^mismas. 

Dado en Palacio á 4 de Abril de 1 856. 
— Está rubricado de la Real mano. — El 
¿Ministro de la Gobernación, Patricio de 
Ja Escosura . 


25 de Marzo del mismo año y estaba sin 
resolver, respecto al aprovechamiento de 
la bellota, que correspondía á los vecinos 
de aquella villa, entrando con sus gana- 
dos en los últimos 15 dias de Setiembre 
de cada áfio en las dehesas del Marqués 
del propio título, hoy Conde del Montijo. 
y expresando; 

Primero. Que en virtud de varias ejeeu* 
torios y una Real provisio^ expedidas cu 
los siglos XYI y XVIII, asistíanlos veci- 
nos el derecho de aprovechar la beNota, sa- 
cudiendo los árboles con palo armado -de 
un aparato que se denomina cor rea jreba* 
fio, y subiendo a ellos para golpearlos con 
vara de alto abajo; pero que eñ 1818 $e 
quejó el conde del Montijo á S. M. de que 
en tales casos se cometían excesos, cuales 
eran los de desgajar los árboles, é ir hom- 
bres y mugeres juntos á cqjcr bellota; y* 

S ásada la exposición del Conde al Presi- 
ente del Consejo, y por este al acuerdo 
de la Audiencia de Cáceres, para que o- 
yendo alas partes informase, recayó Real 
provisión, estableciendo, como providen- 
cia interina, entre otras limitaciones, que 
el vareo fuese solo á palo, sin correa ni re- 
bano, según se ha venido ejecutando, aun- 
que con interrupciones, desde el referido 
afio de 1818: * 


Decisión sext«u-.U>rtf i*. ' , ’ Segundo. Que la corporación muniei- 

: pal, considerando por una parte que la 
Lo* ayuntamiento* no pueden acordar j Real provisión de 1818 no fenia fuerza 
cota alguna contra la* ejecutoria* de lo* j contra las antiguas ejecutorias: por otra. 
tribunaíe e. que los ayuntamientos podrían obra! con 

Tampoco pueden alterar el estado de \ mas amplitud sobre estas materias desde 
cosa* existente en materia de servidum - el restablecimiento de la ley de 8 de Fe- 
bres ó aprovechamientos, brero de 1828, acordó en 5 del citado Se- 

Ni declararse con derechos que afectan- i tiembre de 1855, y lo publicó por medio 
do Ja propiedad de un tercero , *olo pueden ¡ de bando el día siguiente, que el aprove- 
corresponder al común bajo el cas acter de i chamiento se practicase sin atenerse á las 
persona particular. reglas ó limitaciones establecidas en la 

Ü2n todos estos casos deben los murtici - : Real proyision últimamente mencionada: 
píos acudir á la autoridad judicial. Tercero. Qtve on tal estado el alcalde. 

! había sido requerido con una órden del 
En el excediente y autos de competen- juez de primera instancia de Olí venza en 
cia suscitado entre el Gobernador civil 7 del mismo mes, para q fie mandase pu- 
de la provincia de Badajoz y el juez de blic^r bandos y fijar edictos cou sujeción 

f )rimera instancia de Olivenza, de los cua- á aquella Real provisión: y enterado de 
es resulta: ; ello el ayuntamiento, el dia 11, en sesión 

Que en 15 de Setiembre de 1855 acu-| extraordinaria, dispuso que se diese co- 
dió el alcalde de Villanueva del Fresno \ nocimiento al juez del acuerdo del 5 y 
ala diputación de la mencionada provin- bando del 6, sosteniendo- que la materia 
cia, reproduciendo varios extremos de o- de que se trataba pertenecía al exclusivo 
tra exposición, que la había elevado en conocimiento de la Corporación munici 
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pal, y por recurso de alzada á la Diputa- 
ción de la provincia; mas que habiendo 
pasado r segunda comunicación el juez al 
alcalde, conminándole con una multa y 
los procedimientos á qu.e hubiese lugar 
por su desobediencia, se publicaron los 
bandos y fijaron los edicto^ que estaban 
prevenidos por la autoridad judicial: 

Cuarto. Que convocada la corporación 
municipal, y enterada de lo acaecido, u- 
cordó, no reconociendo autoridad en el 
juez para conocer en el asunto, que se pu- 
blicase otra vez por bando y edicto, que 
los vecinos quedaban facultados para eje- 
cutar el vareo con palo armado de correa 
y rebaño, y n,o con palo solo: 

Y quinto. Que previendo - que* iban á 
recaer denuncias contra los vecinos como 
en el año anterior, en que el Gobernador 
civil de la provincia se había inhibido del 
conocimiento del negocio, pedia á la^ Di- 
putación que excitase ál Gobernador á'que 
suscitase áhóra competencia al Juzgado, 
sosteniendo lo dispuesto por la municipa- 
lidad: 

Que excitado en efecto el Gobernador 
por la Diputación, requirió de inhibición 
al Juez, y este oyó al promotor fiscal, 
quien sostuvo su jurisdicción, fundándose 
en que la providencia del juzgado, encar- 
gando el cuiflplimiento de la Real provi- 
sión de 1818, reproducida en 1827, había 
estado en su lugar, recayendo sobre ma- 
teria contencioso*;] udicial; y erj el mismo 
coi^cepto sostuvo la jurisdicción la parte 
del Conde, en el sentido de que el conoci- 
miento y decisión, así de la existencia 6 
inexistencia de la servidumbre de que se 
trata, como acerca de su extensionv lím ites 
era de la competencia de aquel Tribunal, 
y presentando varios documentos, entro 
ellos testimonio de las Reales provisiones 
que se acaban de citar y do su cumpli- 
miento por el alcalde mayor de Villanue- 
va del Fresno, y juez deprimerainstancia 
del partido en Varios años, de la declara- 
ción de competencia en 1837 á favor del 
juzgado para conocer en las causas sobl*e 
daños en las dehesas de que se trata, y 
de la causa formada en 1843 á varios ve- 
cinos por haber infringido las reglas es- 
tablecidas de que se viene hablando; 

Y .por último, que el juez en vista de 
todo, se declaró competente, Comunicán- 1 
doselo en fqrma al Gobernador, qúienl 


sostuvo definitivamente esta competencia: 
Vistos los artículos 49 y 138 ae la ley 
de 3 de Febrero de 1823, restablecida por 
Real decreto de ‘ 7 de Agosto de 1854, 
que encargan á los ayuntamientos y Di- 
putaciones, el fomento progresivo de la 
agricultura, la industria, las artes y el co- 
mercio: ^ 

Considerando que las disposiciones ci- 
tadas y otras conexionadas con las mis- 
ma^ de la lev de 8 de Febre'ro de 1828, 
que invoca el alcalde de Vjllanueva del 
Fresno, no dan ni pueden dar facultades 
á la Administración para alterar por sí 
'sola el estado de cosas existente en mate- 
ria de servidumbres ó aprovechamientos, 
mucho menos hallándose establecidos, co- 
mo el de que se trata, en terrenos de 4°- 
minio particular: 

Considerando que regularizado el ex- 
presado aprovechamiento ó servidumbre 
por las Reales provisiones de 1818 y 1827 
el ayiintafhient.o carece de atribuciones 

S ara declararse con derechos que, afectap- 
o la propiedad de un tercero; solo pue- 
den corresponder al común bajo el carác- 
ter de persona particular, con arreglo á 
derecho, porque toda la cuestión que ha 
promovido la municipalidad, relativa á 
si el aprovechamiento ó disfrute debe ser 
mayor en virtud de las antiguas ejecuto- 
rias, es puramente judicial, y en todo caso 
tendría que ventilarse con el apoyo de 
títulos privados ante la jurisdicción ordi- 
naria: 

Oido el Tribunal Supremo Contencio- 
so-administrativo, vengo en decidir esta 
competencia -á favor de la Autoridad ju- 
dicial. 

Dado en Palacio á 18“ de Abril de 1856. 
— Está. rubricado de' la Real mano.— El 
Ministro de la Gobernación, Patricio de 
laEscosura. 

Decisión séptima.— Mayo ís 

* ' • 

La autoridad administrativa no puede 
provocar competencia , después de feneci- 
do un pleito, para detener el cumplimiento 
de la sentencia . 

En el expediente y autos de competen- 
cia suscitaaa entre el Gobernador civil de 
lar provincia de Barcelona y el juez de pri- 
mera instancia del distrito del Pino de su 
capital, de los cuales resulta: 
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Que Gertrudis Mora t consorte de Jai- vincia, propuso y sostuvo en el mismo 
rae Calsina, poseía en la calle de la Da - 1 concepto la presente competencia: 
gueria, déla misma capital, una casa que Visto el párrafo 3,°, art. 3.° del Real 


desde el primer piso á la altura de 26 piés* 
sobre el suelo se internaba y apoyaba so- 
bre la de D. Mariano Rosés, y lindaba en la 
expresada prolongación con la dedoña A* 
na Casademúnt/y habiendo sido expropia- 
daesta casa con la 1 de* Rosés para formar 
la calle nueva. de Jaiihel, la interesada 
pidió la declaración de que conservaba* la 
propiedad desde la altura de 26 piés de la 
escasa porción de terreno que quedaba en ! 
el solar de Rosés: * j 

Que D. Juan Ribatallada, sucesor de los^ 
derechos de este y de Casademunt, co 


decreto de 4 de Junio de 1847, que pro- 
hibe á los Gefes políticos, hoy Goberna- 
dores civiles, suscitar contiendas de com- 
petencia en los pleitos fenecidos por sen- 
tencia pasada en autofidad de cosa juz- 
gada: 

Considerando que terminado. ejecuto- 
riamente el pleito de que se ha hecho mé- 
rito, el Gobernador civil, con arreglo al 
Real decreto citado, no pudo ni debió pro- 
vocar esta contienda, cuyo resultado ha 
o venido á paralizar la ejecución de una 

fséntencia, á la ve&que el ejercicio de esas 

menzó en su terreno la construcción de I mismas atribuciones que la Autoridad ad- 
una nueva casa; y como'al pasar de la al- j ministrativa invoca, v que en su tiempo 
tura de 26 piés, no contara para nada con y lugar la corresponden: 


la , Gertrudis Mora Calsina , denunció 
esta la nueva obra, que fué mandada sus- 


Oido el Tribunal Supremo eontencio- 
so-administrativo, vengo en declarar mal 


* pender en auto confirmado por la- Au- ¡ formada esta competencia, y que no ha 
diencia de Barcelona: lugar á decidirlp. 

~ . .. , . . . , ‘ • , Dado en Palacio á 18 de Mayo de 1856. 

Que íónpalizada luego la demanda, _ Está , rubricado de k Beal mano.— El 

cuando este pleito se hallaba recibid.) a Min¡8tro de . la Gobernación, Patricio de 
prueba, el alcalá-corregidor de aquella Egcn eura. 
ciudad mando a Ribatallada, que sin per- 
juicio de las reclamaciones que por la via 
judicial pudiesen interponer los consortes 
Calsina, continuase dentro de tercero día 
la construcción de la fachada de la casa, 
con apercibimiento de verificarlo á su 

costa, el arquitecto municipal, y decretan.'; “ determinar el modo de llevar 
do que se atavíese a lo resuelto, bajo la ¿ e/ec<0 Ja conce8Ípn de eita8 _ 

multa de oOO rs. el mismo Ribatallada, interdictos cordra obra* 

quien en una nueva exposición hab* pe- en mrtn(l ^ concetion /«,,/,« 

dido se suspendiesen los efectos de lo man- ¡a AdmmigtrtíCl(m , 
dado hasta la conclusión del pleito, o que La Administración es el único poder 


Decisión undécima.— Agosto -r<\ 

FA cumplimiento de la * ordenanza s pa- 
ra ehiprovechamicnto común de las aguas 
corresponde á la Administración , así co- 


se oficiarti al Juzgado para que no impi- com ^ ef |^ j )ara conocer de actos exclusi- 
diese la ejecución de las obras^y enterado ; mmen ¿ e #uyo¿, así como para entender 


dé ello el juez por el propio Ribatallada, genered en cuestiones que di - 

dispuso que se diese * a éste certificación rec t a ó indirectamente versen sobre inte - 
-del auter confirmado por Ja Audiencia en ¡ re9é% efectivos déla agricultura. 
que se acordóla suspensión de las mismas: ¿7 que , considere perjudicado pin 

Y finalmente, que seguido el pleito en ! un decreto de esa especie, debe ocurrir á 
todos sus trámites, y dada sentencia a fu- la administración misma y si non su reso - 
vór de la expresada Calsina, recayendo ; lueion todavía se creyese agraviado, pue r 
declaración de quedar pasada en autoridad de hacer uso dé hi via contencioso -ad mi- 
de cosa juzgada, al comenzar la demoli- 
ción de la casa para llevar á efecto la sen- 
tencia consentida, se opuso el Corregidor . 
que invocaba atribuciones gubernativas 
* respecto á policía urbana,* y tomando co- 
nocimiento el Gobernador civil de la pro- 


nistrativa K 


. En el expediente y autos de competen- 
cia suscitada entre el Gobernador civil y 
el Juez deí distrito de San Juan de Mur- 
cia, de los cuales resulta: 


Digitized by 


Ge - gle 



CONTENCIOSA. 


87 


Que en .24 de Febrero de 1855 se pre-j pidió, por una parte, que se uniese tam- 
aentó ante el Juez referido un escrito á¡ bien á los auto®, como efectivamente se 
nombre del Conde de Sásta^o, en queja ¡ hizo, el informeque la comisión de hacen - 
de que hallándose en posesionóle una fin- dados de la huerta pasó á su tiempo al A- 
ca en el campo de aquella ciudad, partí- yuntamiento para que lo trasmitiera á la 
do del Palmar, que desde tieippo inme- , diputación provincial, respecto al pro- 
, raorial venia regándose con las aguas que r*yecto que se declaró 'de utilidad publica 
conduce la l-ambla del puerto de la Cade- en 1842, informe - que aparece dado en 
na en todas sus avenidas, habia sido cor- ¡ el sentido de que habría de ser muy con- 
tada la rambla por José Ortuño y Juan | veniente el proyecto y deberían secun- 
Alcaráz, de forma que las aguas han va- h darle otros* particulares, habiendo como 
riado de dirección, privándole^ del dere - 1 hay suficiente cantidad de aguas pluvia- 
eho que tiene á s v ii aprovechamiento; les para fertilizar campos de consideración 
sobre lo cual ofreció información 'sumaria ¡ y debiendo evitarse los daños que causa- 
pidiendo nombramiento de dos peritos; y | Dan; y por otra presentó una información 
por lo que resultó de las declaraciones de en que declaran favorablemente un ar- 
estos y de cinco testigos^* el Juez dictó en ' quiteCto y seis testigos sobre algunos ex- 
l.° de Marzo auto de restitucioi^ condé - 1 trepaos referentes á la cuestión; entre ellos 
nando á Ortuño y Alearáz á la reposición 1 que el año de 1842, luego que & hizo pu- 
de las; cosas al s¡er y estado que tenfan y blica ^presentación del Conde en el Juz- 
al pago de costas: . % * gado con motivo de las obras entónces e- 

Que citados estos para la* notificación jecutadas, se destruyó precipitadamente 
D. Marianó Fontes Marqués de Ordo- en una noche la mota ó malecón que se 
ño, y D. Cesáreo González Maldonaclo, a- habia levantado atravesando la rambla, 
cudieron al Gobernador civil en 5 del quedando solo un aquilón de mamposte- 
misrno Marzo, exponiendo que tenian co- , ría entrante, en la citada rambla, hasta u- 
nocimiento de la expresada querella, y ! nos nueve ó diez palmos; y cuando á los 
que creian procedente que se requiriese i pocos dias se presentaron en aquel sitio 
de inhibición en el asunto al Juez, por- ¡las partes interesadas acompañadas de pe- . 
que las obras de que se trataba no eran ; ritos y abogados, no quedando ya vesti- 
nuevas sino reparación de las ejecutadas gio de la mota ó malecón, las . conferen- 
en 1842 en virtud de la autorización que cias se limitaron á tratar del aquilón que 
se concedió al primero pof órden dé la estaba en pié todavía: 

Regencia de 29 de Marzo de aquel año, Que seguidamente presentó un escrito 
en* que, ptévio expediente gubernativo, ; exponiendo que se habian concedido en 
fueron declaradas de utilidad pública, j 1842 todas las aguas de la rambla al ac- 
coirla circunstancia de que el conde de ¡ tual Marqués de Ordoño, ni podía sosté- 
Sástaga promovió en el citado año de nerse que, dentro del aprovechamiento 
1842 otro interdicto, semejante ,y no se ! declamado entónces de utilidad pública, ¿ 
llevó ¿, efecto el auto restitutorio, que j favor del mismo, se diera el despojo de un 
también recayó, por haber suscitado com- terebro sin prévia indemnización de sus 


petencia la. autoridad administrativa ála 
judicial y mediar luego, áio que dicen 
los interesados, desistimiento de la parte 
del Conde: 

Que el Gobernador requirió inmedia- 
tamente de inhibición al Juez, y acorda- 
da por éste la unión a los autos de la 
mencionada órden de la Regencia y del 
expediente seguido sobre el interdicto é 
incidente de competencia de 1842, el Pro- | 
motor fiscal filé oe dictamen de que no 
procedía la inhibición; y el conde de 
atengo^ coht 0 st&kdo al traslado que se 
lé confirió etx el artículo de eqpptffcencia, 


derechos, m existia providencia alguna 
gubernativa en órden á lo obrado en el 
álveo de la rambla, sobre todo eú las nue- 
vas obras hechas en 1856; por lo cual con 
sideraba procedente el intidicto, y que el 
Juzgado debía resistir la inhibición pro- 
puesta: 

Que el Juez dictó auto declarándose 
competente, y exhortó al Gobernador pa- 
ra que dejase expedita su jurisdicción; y 
pasado sü exhorto por el Gobernador á * 
informe de la Diputación provincial, a 
cudieroná esta el Marqués ae Ordoño y D. 
Cesáreo González Mcddonado, pidiendo 
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que eu su consulta sostuviese la competen ,) como lo hizo, la presente competencia: 
cia de la Administración en el negocio, y Visto el art. 8° de la ley de 17 de Ju s 
alegando que las obras eran reparación de lio de 1836, que exige, para la declára- 
las que se ejecutaron en 1842, préviadecla- cion de que una obra es de utilidad pú- 
. ración de ^utilidad pública, con arreglo á blica, una Real órden en los casos que no 
la ley de 17 de Julio de 1886, sin que requieren, una leY especial, debiendo pro- 
ninguno hubiese reclamado en la form» ceder á su expedición los requisitos si- 
debida sobre su derecho ár las aguas, á guientes: 

pesar del anuncio puesto oportunamente l.° Publicación eq. el Boletín oficial 
en el Boletín de la provincia; y acompa- respectivo, dando un tiempo determinado 
fiaron á su solicitud una información re-, para que los habitantes del pueblo ó pue- 
cibida por el Juez <fol distrito de la cate- blos que se supongan interesados, pue- 
dral de Murcia, después de resolver el in- dan hac¿r presente al Gobernador civil 
terdicto el Juez requerido de inhibición, lo que se les ofrezca y parezca: 
ep que declaran 13 testigos que en 1842, 2.° Que la Diputación provincial, o- 

en virtud de órden de la Regencia, sé a- yendo á los Ayuntamientos del pueblo ó 
brió para fertilizar las haciendas de los pueblos interesados, exprese 9u aictámen 
exponentes, contiguas al lugar del Palmar y lo reiqita á la Superioridad por conduc- 
el canal que existe á la izquierda del ca- to de su Presidente: 
mino de Cartagena, colocándose la en- Vistos los artículos 4. ° y 5. ° de la 
trada y ál Levánte de este canal un aqui- misma ley, que previenen que el Gober- 
lon de sillería que todavía existe, y cons- nador civil en unión con la Diputación y 
truyéndose al mismo tiempo al* extremo oyendo á los interesados, decida sobre el 
del mencionado aquilón un malecón ó cal-* caso en qué sea necesaria la expropiación, 
zada, de piedra y tierra, que atravesaba y de no conformarse el interesado que 
la rambla de Norte á Mediodía, sin el sea expropiado, remita original el expe- 
£ual no puede tomar agua el canal que diente al Gobierno, quien lo resolverá de- 
no impide que la restante de la rambla Unitivamente, próvios los informes que 
siga el curso que tenia; y que hasidodes ¡ juzgue oportunos: 
truido en parte ó todo cuantas veces ha Vista la Real órden de 19 dejSetiembre 
traído corrientes la rambla desde la fecha de 1845, que establece que ninguna obra 
expresada, volviéndose á reponer siempre pública en curso de ejecución se detenga 
de órden'de los mismos como ha sucedí- ó paralice por ‘las oposiciones que bajo 
do en 1855; añadiendo que la mayor par- cualquiera forma puedan intentarse con 
te de las vertientes de la rambla son de motivo de los daños y perjuicios que al 
la haciendadél Puerto, propia del Sr.Mal- ejecutarlas se ocasionen, y que las indem- 
donado, y ademas que es de la propiedad nizaciones y resarcimientos de daños y 
de este el terreno que hay á uno y otro perjuicios ocasionados por esta olase de 
lado de la rambla, en el punto donde se obras solo, podrán solicitarse ante el gefe 
ha abierto el canal: . político (hoy Gobernador civil) respecti- 

Que la Diputación, considerando * que vo, y si por no haber conformidad entre 
la información testifical, presentada por las partes se hiciesen tales asuntos con- 
el Maro ues de Ordofío v D. Cesáreo Gon- tenciosos,' se decidan porel Consejo (hoy 
zalez Máldonado en sentido de que las o- Diputación provinciai), r según sus atribu - 
bras eran reparación de lás que se hicieron ciones, con inhibición de cualesquiera o- 
por órden de 4a Regencia de 1842, que- tras autoridades judiciales ó administra- 
aaba contestada la información contraria tivas: 

del Conde de Sástago, sostuvo que lo eje- Vistos los artículos 80 y 81 de la ins- 
cutado en virtud de la indicada concesión truccion mandada observar por Real de- 
no podía ser atacada por medio del ínter- creto de 10 de Octubre del mismo año, 
dicto, y que aun en el caso de que se pri- que reproducen las disposiciones citadas 
~ 1 1 1 1 1 ae la Real órden anterior: 

Vistas las Reales órdenes de 22 de No- 
viembre de 1836 y 20 de Julio de 1889 , 
que eticarían £ los gefe§ políticos y Al- 


vase ai uonae ae alguna propieaaa, ae- 
bia reclamar la indemnización al Gober- 
nador civil, y en su consecuencia propu- 
so á este que sostuviese definitivamente, 
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caldes el cuidado de que se observen las 
ordenanzas, reglamentos y disposiciones 
superiores relativas ála conservación de 
las obras, policía y distribución de aguas 
para riegos; atribuyendo el conocimiento 
de los negocios contenciosos de está espe- 
cie á los jueces de primera instancia has- 
ta tonto que se creasen los tribunales con- 
tencioso- administrativos: 

Vista la Real orden de 8 de Mayo de 
1889, que prohíbe dejar sin, efecto por 
medio de interdicto de manutención y 
restitución las- providencias administra- 
tivas de los ayuntamientos y diputacio- 
nes provinciales: 

V istos los párrafos primero y cuarto 
del artículo 8. ° y el art. 9. de la ley 
de 2 de Abril de 1846,' según los ^cuales 
los Consejos provinciales oirán y fallarán 
cuando pasen á ser contenciosas, las cues 1 
tiones relativas al uso y distribución de 
los bienes y aprovechamientos provin- 
ciales y comunales, al /esarci miento de 
los daños peijuicios ocasionados por la 
ejecución de las obras públicas, *y á todo 
lo contencioso de los diferentes Tamos de 
la Administración, para loa que no és- 
tablezcan las leyes juzgados especiales: 
Considerando que las aguas á • que la 
cuestión se refiere son dé común aprove- 
chamiento, y que precisamente ha de ha- 
ber, respecto á este aprovechamiento, or- 
denanzas ó reglamentos en virtud dé la 
ley ó de la costumbre, entre los cuales, 
puede contarse la orden de 1& Regencia 
de 29 de Marzo de 1842," que declaró de 
Utilidad pública el -proyecto de I>. Maria- 
no Fontes, actual marques de Ordofio, de 
practicar ciertas obras para prevenir da- 
ños comunes y hacer un uso bepeficioso 
á la agricultura de las mismas aguas: 
Considerando que qstando la autori- 
dad administrativa" encargada por ‘las 
Reales órdenes citadas de 22 de Noviem- 
bre de 1886 y 20 de Julio de 1889, del 
cumplimiento de las- indicadas ordenan- 
zas, no. puede menos de estarlo para de- 
terminar el modo de llevar á efecto la 
concesión de aguas que se ha otorgado á 
D. Mariano Fontes, próvias las formali- 
dades de la ley también referida- d£ \1 de 
Julio (le 1886: * 

Considerando que contra obras ejecuta- 
das en virtud de una concesión de esta 
especié, que necesariamente presupone, 
13 


al declararlas de utilidad pública, un be- 
neficio oomun/son improcedentes los in- 
terdictos, según la Real órden asimismo 
citada de 8 de Mayo de 18S9, cuyo espí- 
ritu no permite que puedan quedar sin e- 
iecto, por el expresado medio de los in- 
terdictos, los actos de la administración: 
\ Considerando que si eí conde de Bás- 
tago se creía peijudicado en el aprove- 
chamiento de las aguaspor las obras de 
que so traía pudo refcurrir en tiempo ó- 
portuno, con arreglo á los artículos 3.°, 4 o 
y 6 o de la ley de 17 de Julio 1886, á la 
Administración única competente pa- 
ra conocer de actos exclusivamente suyos 
como pará entender por punto "general 
en cuestiones que directa ó indirectamen- 
te vérsen, sobre intereses colectivos de la 
agricultura: 

Considerando que no habiéndolo hecho 
así aun le quedaba después otro recurso 
á la autoridad administrativa, con arre- 
glo á los principios antes expuestos v a 
las declaraciones consignadas en la Real 
órden de 19 de Setiembre y Real decreto 
de 10 de Octubre de 1846, que en su lu- 
gar se han citado, para reclamar contra 
los abusos que se hicieran de la concesión 
ó las indemnizaciones, correspondientes, 
sin valerse del interdicto, excluido en ca- 
sos que afectan á intereses colectivos pro- 
tegidos por actos de la administración y 
que por su forma sumarísima no permi- 
te la necesaria ilustración en cuestiones 
de esta especie, en que los hechos alega- 
dos deben ser debatidos y pueden ser 
contradichos, como lo han sido respecti- 
vamente los presentados por ambas par- 
tes ante las autoridades contendientes: 

Considerando qué este recurso ante la 
autoridad' administrativa es el proceden- 
te en el casó de que se tratá; y que si la 
providencia de la'misma autoridad, que 
no podrán menos de producir las gestio- 
nes del conde de gjpstago, lastimase sus 
derechos, todavía le* queda abierta la vía 
contenciosa ante la diputación provin- 
cial, en virtud de los artículos citados de 
la ley de 2 de Abril de 1845 y de las dos 
Reales disposiciones también ' menciona-' 
das: 

Oido el Tribunal supremo cpntencio 
so-administrativo, vengo en decidir esta 
competencia en favor de la administra- 
ción. * ^ 

1856. 
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Dado en Palacio á 27 de Agosto de 
1856. — Está rubricado de la Real mano. 
— El Ministro de la Gobernación, Anto- 
nio délo* Rio* y Rotas. 

Decisión duodécima.— Setiembre 3. - 

Corresponde á los gobernadores velar * 
por la observancia délas ordenanzas, re- 
¿amentos etc., relativos á la conservación 
de las obras de policía , distribución de a- 
guas para riegos, molinos y otros arte- 
factos . 

No proseden los interdictos de manuten- 
ción b destitución contra providencias y 
setos administrativos de la clase referida , 

Contra ellos puede reclamarse ante el 
superior gerárquico, por la vía guberna- 
tiva y agotada esta , procedela contenciosa , 
sin que estos recursos excluyan las demas 
acciones privadas, que en casos especiales 
competan á los interesados , contra los que 
hayan dado origen a la providencia ad- 
ministrativa que vulnera sus derechos. 

m. ■ 

En ef expediente y autos de competen- 
cia suscitada entre el Gobernador cvivil 
de la provincia de Alicante y el juez de 
primera instancia .de su capital, de los 
cuales resulta: 

Que habiéndose inhibido el juez de 

f primera instancia expresado, en auto que 
ué oonñmado por la Audiencia del ter- 
ritorio, del conocimiento de la denuncia 
interpuesta por María Soler, como pro- 
pietaria del molino harinero llamado de 
Enmedio , existente en el rio. Monnegre,- 
contra D. José Alberola que había levan- 
tado una presa en el mismo rio con el' 
* objeto de aumentar la fuerza .motriz de 
otro molino denominado Mauricio ; y re- 
mitido el expediente al Gobernador ci- 
vil, éste, al comunicarlo- en 4 de Febrero 
de 1854 al Sindicato de riegos dé la huer- 
ta de Alicante conservando en su podef 
el expediente, le faculto para que proce- 
diera á lo que hubiera lugar, usando li- 
bremente de sus atribuciones, conforme 
al reglamento de riegos del mismo Sin- 
dicato: 

Que en 17 de Febrero de 1855 acudió 
María Soler á la Diputación provincial, 
solicitando que una vez inhibida la au- 
toridad judicial del conocimiento del ne- 
gocio que vá referido, y pasado en su 


consecuencia el expediente al Goberna- 
dor, se le pidiese por la Diputación que 
había de entender en la - cuestión oomo 
Tribunal contencioso-administrativo, pa- 
ra exponer en su vista lo que fuera pro- 
cedente; y por ptra parte el Sindicato* en 
virtud de lo que le tenia ordenado el Go*' 
bernadoren*4 de Febrero del app ante- 
rior, y conforme con lo propuesto por u- 
na comisión de su seno, acordó en 29 del 
'mismo mes jje 1855 la reposición de un , 
derramador del molino de Enmedio á su 
primitivo estado, teniendo presente que 
por haberse rebajado aquel, caían las á- 
guap al cauce del río, ó corrían á # discre- 
ción y sufrían las consiguientes pérdidas, 
tanto por las filtraciones; como por lás^ 
evaporaciones; irrogándose con ello per- 
juicios* á la huerta: 

Que mediando este acuerdo y habien- 
do acudido Ramón Alberola en 2 de Mar- 
zo s iguiente . al*Sindicato, quejándose del 
perjuicio que, poY encontrarse destruida u : 
na parte del quejero del exprekádo derra- 
maaor que conduce las aguas -desdo el 
molino de Enmedio al llamado de Mauri- 
cio, sufrió esta ultima finca de su herma- 
no D* José, desque se hallaba encargado, 
faltándola él agua para moler # dispuso eí 
Director del Sindicato que repusiese pro- 
visionalmente el quejero, proponiéndose 
evitar por tal medio que las aguas caye- 
sen al rio: 

Que practicada en su consecuencia- es- 
ta obra de reposición el mismo dia 2, a- 
cudió en el siguiente María Soler al Juez 
de primera instancia, manifestando que 
se Labia construido en el anterior un tro- 
zo de pared de un palmo próximamente 
de altura en toda la extensión del derra- 
mador de que se viene hablando, y de or- 
den de-D. José Alberola, según dicho de 
uno de los albañiles que ejecutaron la 
bra, por io cual promoyia interdicto po- 
sesorio de despojo ofreciendo información 
sumaria de testigos, que le fué admitida; 
declarando el diá 5 los albañiles que «el 
viérnes 2, con arreglo alas instrucciones 
que les dió Ramón Alberola, sentaron en 
el derramado r ías losas que había arran- 
cadas y construyeron la pared que es ob- 
jeto de la cuestión; dándola 8 ó 10 dedos 
de altura mas de la que -antes tenia; y o- 
tros tres testigos expresaron que se había 
dadoal derramador un palmo- sobre su 
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anterior altura, con algunas particulari- 
dades mas, respecto al mayor caudal de 
* aguas que después de hecha esta obra se 
contenía en el derramador sin desbor- 
darse: 

Quéeíi el mismo dia 5 se constituyó el 
director del Sindicato en el sitio de la o- 
bra, y dictó disposiciones ^Jara que la re- 
posición provisional que había acordado 
el 2 quedase -sólidamente ejecutada según 
se practicó en efecto el dia 6, y el 7 pidió 
María Soler que el interdicto interpuesto 
en el juzgado se entendiese con B&mon 
Alberola, cómo ejecutor directo de las o- 
bras; siendo condenado este por el juez, 
en el propio dia, á que derribase la pared 
construida y al pago deias costas: 

Que el 12 acudió al juzgado Bamon 
Alberola, presentando tres certificados: 
uno de la inhibición acordada por k au- 
toridad judicial en el litigio, de que al 
principio se ha hecho mención, sobre las 
obras de una presa entre los dueños de los 
molinoe.de Enmedio y Mauricio; otro del 
acuerdó tomado por el Sindicato, en vir- 
tud de la autorización del Gobernador y 
‘del reglamento de riegos, para evitar, en 
beneficio del común de regantes, que las 
aguas se desbordasen por el derramador 
de que se trata, perdiéndose inútilmente; 
y otro en que consta, que* el director le 
facultó para la obra que había sido mate- 
ria del interdicto; y pidió al juez que, en 
vista de ellos, dejase sin efecto su provi- 
dencia, toda vez que se trata del aprove- 
chamiento de aguas, cuyo arreglo corres- 
pondía ál Sindicato por ñafiarse en el cau- 
ce del rio Mónnegre, y que el reclamante 
no habia hecho masque 4 ejecutar lo acor- 
dado por la Administración, reponiendo 
las cosas al ser y estado que tenían: 

Que acordado por el juez* no haber lu- 
gar á lo que se solicitaba y que se llevase 
á efecto lo mandado, y desestimando lnego 
tros escritos de Bamon Alberok, en que 
insistió en que se le permitiese la prueba 
mas amplia de la autorización que se le 
dio el dia 2 para reponer provisionalmen- 
te la obra, y de que constituido el Sindi- 
cato el dia 5 en el sitio de la cuestión, des- 
truyó lo provisional, y repuso las cosas 
al ser y estado que siempre habían teni- 
do, cumplió oon lo mandado por el juez; 
y en tal estado, el director del Sindicato 
"dirigió una comunicación al juzgado oon 
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relaciou.de los antecedentes expresados, 
y proponiendo que se inhibiese del cono- 
cimiento de este negocio en el concepto 
de que*corresponde al Sindicato: 

Que el juez declaró, en autorización de 
13 de Abril, no haber lugar á la inhibi- 
ción solicitada/ y mandó , que se üciese 
saber al director del Sindicato, que si al- 
1 gun derecho entendía asistirle en el asun- 
to, lo utilizase porel conducto competen- 
tes 

Que María Soler acudióál Gpbernador 
en 18*de Mayo, reiterando- lo qUe tenia 
solicitado á la Diputación provincial en 
16 de Febrero, y acordado por el Gober- 
nador que se le diese cuénta eoh antece- 
dentes, dirigió esta autoridad, en 21 del 
mismo Mayo, una .comunicación al juez 
-requiriéndolo de inhibición en el nego- 
cio dél derramador, y sosteniendo que 
era improcedente el interdicto que habia 
resuelto., atendidos los antecedentes, la 
naturaleza y circunstancias de la cuestión 
que consideraba análoga á k anterior y 
conexionada cop. la misma, y en que ha- 
blan mediado providencias ael Sindicato, 
dictadas con la autorización prévia de a- 
quel Gobierno de provincia: 

Que entre tanto que se sustanciaba es- 
te incidente, acudió de nuevo Bamon Al- 
berok al Juzgado en 31 de Mayo, pidien- 
do que de/ase sin efecto lo que judicial- 
mente se habla ejecutado á instancia de 
María Soler desde el 3 de Marzo, y que 
al efecto se le admitiese justificación de 
varios extremos referentes al régimen de 
k huerta, y á la inhibición de k auto- 
ridad judicial en el anterior litigio pen- 
diente y entre ellos de los siguientes pun- 
tos: 

. l.° Que á cien- pasos del molino d® En- 
medio y en terreno común, tiene su to- 
madero el molino de D. José Alberok, y 
cuando aquefia obra se destruye, en na- 
da puede perjudicar ql molino de Enme- 
dio, y sí á los regantes y molinos poste- 
riores: 

2. ° Que .en la madrugada del 1 al 2 de 
Marzo apareció destruida la citada obra, 
corrienda esparcidas las aguas al rio, con 
perjuicio del molino de Alberok y de los 
regantes: 

3. ° Que el dia 5 se presentó el direc- 
tor del Sindicato con el fiel de aguas, va- 
rios peritos y molineros, y á invitación 
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de los peritos manddque se hiciese subir 
las aguas todo lo posible por encima del 
derramador construido de su órden el 
dia 2, con cuya operación y otras, aunque 
quedó á veces en segó una parte de la a- 
cequia del molino de Bnmedio, eñ nada 
se le podía perjudicar: 

4.° Que el dia 6, en virtud de órden del 
expresado director, «e derribó la obra, 
provisional ejecutada el 2, y se construyó 
el derramador sólidamente dos dedos mas 
elevado:' 

Y 5.° Que algunos dias antes de la des- 
trucción y reposición del derramador; lla- 
mó D. José Alberolaante el Sindicato .á 
María Soler y a su yerno Josó Sala, y ha- 
biéndoles hecho cargos porque le rebaja- 
ron de su primitivo estado, contestaron 
afirmativamente; en cuya virtud se man- j 
dó la reposición: . * 

Que en tal estado, el juez, sin provi- 
.dencia sobre e$te escrito, pronunció sen- 
tencia, resistiendo el requerimiento de in- 
hibición del Gobernador, y resultando la 
presente competencia: . 

Vistas las Reales órdenes de 22 de No- 
viembre de 1836 y 20 de Julio de 1839, 
en las cuales se disponen que los gefes 
olíticos (hoy Gobernadores civiles) cui- 
en de la observancia de los reglamentos 
y disposiciones superiores, relativas á la 
conservación de las obras, policía, -dis- 
tribución de aguas para riegos, molinos y 
otros artefactos, encomendando á los jue- 
ces de primera instancia el conocimiento 
de los negocios contenciosos, mientras las 
Córtes resolvieran si debía ó no haber tri- 
bunales contencioso-administTativos que 
decidiesen los negocios de esta especie: 
Visto el reglamento para el Sindicato 
de riegos de la huerta ae Alicante: 

Vista la Real órden de* 8 de Mayo de 
1839, que pone á cubierto de los inter- 
dictos de manutención y restitución las 
providencias de los ayuntamientos y di- 
putaciones provinciales en materia de jbu 
legal atribución: • 

Visto el párrafo octavo del art. 8.° y el 
art. 9.° de la ley de 2 de Abril de 1845, 
que declaran del conocimiento y fallo de 
los consejos provinciales las cuestiones 
que pasan á ser contenciosas, relativas al 
curso, navegación y flote de los ríos y ca- 
nales, obras hechas en sus cauces y már- 1 
genes, primera distribución de sus aguas I 


para riegos y otros usos, y á todo lo con- 
tencioso de los diferentes ramos de la ' 
Administración, respecto á los que no es- 
tablezcan las ley es* j uf gados especiales: 
Visto el Real decreto de 4 de Junio de 
1847, que dicta reglas generales y perma- 
nentes para sustanciar y dirimir las cóm 
potencias de Atribución y jurisdicción 

S ue se originen entre las autoridades ju- 
iciales v administrativas: 

Considerando que la competencia sus- 
citada entré el juez de primera instancia 
de Alicante y el Gobernador de aquella 
provincia, ha procedido de la obra ejecu- 
tada por un particular que, no solamente 
ha dado lugar á las reclamaciones de otro, 
sino también á providencias administra- 
tivas dictadas por las autoridades cor- 
respondientes con el objeto de evitar fos 
dafios que pudiera sufrir la generalidad 
de los regantes'que se aprovechan de las 
aguas del rio Monnegre por la disminu- 
ción de estas: 

Considerando que la providencia dicta- 
da por el Sindicato' de riego, con ‘autori- 
zación del Gobernador de la provincia, 
fué un acto administrativo conforme á la* 
facultad que por Real órden de 2 de No- 
viembre de 1836 y 20 de Julio de 1839 
corresponde á los Gobernadores de las 

f >rovincias de velar por la observancia de 
as ordenanzas, reglamentos y disposicio- 
nes superiores, relativas á la conservación 
de las obras de policía, distribución de a- 
guas para riegos, molinos y otros arte- 
factos: 

. Considerando que según la Real orden 
de 8 de Mayo de 1839, las disposiciones y 
* providencias que dicten los ayuntamien- 
j tos, en su caso las diputaciones provin- 
! cíales, en los negocios que ‘pertenecen á 
sus atribuciodes, forman estado y deben 
llevarse á efecto, sin que los tribunales 
admitan contra ellos losintérdictos poseso- 
rios de manutención ó restitución, y que 
esta regla se aplica igualmente á los ac- 
tos de las corporaciones y. autoridades 
administrativas que proceden conforme 
á las leyes y en el círculo de sus atribu- 
ciones: 

Considerando que contra las providen- 
cias administrativas deteste género cabe 
siempre el recurso por la vía gubernativa 
ante el superior gerárquica y en su caso - 
por la vía contenciosa ante el tribunal * 
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de }a provincia, y que estos recursos no eia y cumplimiento, sabed, que hemos ve* 
excluyen el egercicio de las demás accio- nido en decretar lo^siguiente: 
nes que legalmente competan á los inte- Eq el pleito que ante el Tribunal su* 
resados y orean útil .entablaren el juicio premo eontencioso-administrativo pende 
oportuno: * . ' en primera y única instancia entré partes, 

Oido ej. Tribunal supremo contencioso de la una D. Jacinto Ibañez. Pacheco, D. 
administrativo, * . Pedro Pascual Y ela, D. Francisco de Pau* 

Vengo en. decidir esta competencia á laHrmaneta y D. ,Éélix izquierdo, pre*' 
favor de la Administraoioff del Estado. - sidente el primero, vocales los dos si- 
Dado en Palacio á 3 de Setiembre de guientes, y secretario el último, de una 
1856. — Está rubricada de la Real mano, comisión instalada en Cádiz por mayor 
— El ministro de la Gobernación. — An - fiúmero de interesados en los créditos qué 
tonto de los Ríos y Rosas . en las oficinas del Gobierno se conocen 

j bajo el título de Presas inglesas , repre* 
No habiéndose recibido al mitrar en sentados por el licenciado D. José Grdax 
prensa este pliego el tomo 10 de la co- y Avecilla, demandante, y de la otra mi 
lección legislativa de España que com- Fiscal, en .representación y defensa de la 
prende los meses de Octubre, Novíqui- Hacienda pública, demandada, sobre que, 
bre y Diciembre de 1856, nos vemos erf sefrevqque óconfirmo la Real órden -ex- 
la imposibilidad de concluir de insertar pedida i>or el Ministerio de Hacienda én 
en el aítículo administración las demas 7 de Diciembre de 1854, por la cual sé 
decisiones de alto cuerpo administrativo desestimo la pretensión délos interesados, . 
contencioso, que contengan principios ó reducida á que se derogase el artículo 2 
doctrinas aplicables á esta Isla. Si como del Real decreto de 28 de Noviembre de 
es de. esperar se ha recibido dicho volú- 1852, en cuanto entre los varios créditos 
men cuando nuestro diccionario llegue á do Presas inglesas 9 declaró admisibles a 
la C. y encontramos en él algo útil* lo put liquidación y conversión en títulos de la 
blioaremos bajo la palabra Contenciosa Deuda del 3 p§ solo aquellos que se re- . 
( Administración ). clamaron y justificaron dentro del plazo 

* - i señalado al efecto por Real órden de 24 
Sentencias del Tribunal suprimió i de Agosto de 1824: 
contencioso- ADMINISTRATI v o publica. ¡ Visto— Vista la citada Real orden de 

das en 1866. * 1 1824, en la .cual, entre otras cosas se de- 

cia: 

Sentencia 6. — Publicada en i. c de Peínelo. - “Que habiendo fijado el Rey (mi au* 

* . ■ i gustó Padre) su atención en las conside- 

Las leyes civiles que autorizan lupres- rabien pérdidas que sufrió el comercio es- 
cripcion aun del derecho privado obran en loe. años de 1804 y 1806, con el 

con mayor vigor en loé negocios que afée* apresamiento de sus buques y detención 
tana la Administración del Estado. de Bife .propiedades por los ingleses; y de- 

Los Reales decretos o Reales ordenes seail d 0 indemnizar en cierto modo á sus 
orgánico*,., reglamentaria* o de wstruc- slíbditos de eata8 pérdidas, á cuyo fin se 
cion no ton revocable* por la viU conten -_j hacia nece8ario reunir los antecedentes y 
cxo'ü. (i). . , comprobantes que las acreditasen, se ha- 

Doña Isabel II, por la gracia de Dios y bia servido disponer que los intasados 
la Constitución, ¿eina délas Egpafias: á en los buques y proplfedades, de cuaJqme- 
todos los que las presenten vieren y en- ra naturaleza que fuesen; apresadas o de- 

tendieren, y á quienes toca su observan- „]g UUa cu ntra la.-> Uispusiciouu» ineuciouadoá, pu- 

^ (lieiulu Jos interesados dirigirse por la via "líber - 

(1) La Rl. cédula de 3Ó de Enero de 1855, dicta- nativa al mismo gobernador, de cuya providencia 
da expresamente para Ultramar, establece un prin- se podrá recurrir al Gobierno supremo. Queda- 
cipio semejante, según explicamos en lós Ahalk» pues, sentado: Primero, que la publicación de ór, * 
dtj 1855, pag. 25. Su artículo 118 autoriza al Gu- denes generales no produce la via conte^cio^ad- 
bernador capitán general pai*a dictar ordenan- juinistrutiva, ni aquí ni en la Península. Y segun- 
zas, reglamente 9 o disposiciones generales, y el do, que su reforma debe pedirse porJa via guber- 
1)9 prohíbe á los tribunales admitir reclamación 'nativa. . é 
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tenidas por los ingleses en aquella época, ¡ 24 de Febrero del año ultimo, que obra 
remitiesen á la primera secretaría -de Es- en el expediente instruido en el de Ha- 
tado relaciones expresivas y. circuqstam I ciendffc” 

ciadas de los daños que experimentaron i . Vistos los artículos 17 y 18 de la ley 
con dicho motivo, y debidamente acredi- j de contabilidad de Hacienda pública, que 
tados con documentos que justificasen la ( fijan los plazos de laa redamaciones ocm- 
propiedad, época y circunstancias del per- , tra el Estado en la via gubernativa, en la 
juicio sufrido, y su importe; y previnien- ¡ contenciosa, y la prescripción jde todo eré- 
do, por ultimo, al prior y cónsules del ¡-dito, cuyo reedhoeimiento y liquidación 
consulado de Cádiz que' krhiciesen saber ! no se mibiése solicitado con sus justifi 
en todos los consulados del Reino, á fin I cantes dentro de los cinco años siguien- 
do que estos efectuasen lo mismo por su" tes al servicio de que proceda, á no ser 
parte en el distrito de su jurisdicción de que esto haya dejado de verificarle por 


un modo que, sin ser demasiado publicó 


causas independientes de los interesados, 


y ruidoso, bastase para que llegara ¿ no-‘¡ siempre que ellos justifiquen haber pre- 
ticia de todos aquellos á quienes pudiera sentado en tiempo sus reclamaciones, con 
interesar: 11 los documento? en que las funden; con- 

Visto el Beal decreto de 16 de §etiem- cluyendo que no se entiende abierto ni 
bre de 1886, mandando preceder q unali-. Rehabilitado por aquella ley ningún plazo 
quidacion general délos créditos á cargo I que estuviese, oerrado ó fenecido á virtud 
de la nación, y señalando hasta el 81 de de disposiciones anteriores: 

. Diciembre siguiente, como término peren- yista la solicitud-que en 15 de Agosto 
torio para la presentación d e los docu- de 1858 me elevaron desde Cádiz los in- 
mentos de crédito, reclamaciones é ins- teresados, hoy demandantes, pidiendo la 
tancias respeqto á los que radicasen en las derogación del artículo 2.° preinserto, y 
oficinas: * que se admitiesen á liquidación y pago 

Visto asimismo ef Real decreto de 28 todos los expedientes de reclamación por 
de Junio de 1837, cuyo artículo primero créditos de presas,- que con tal fin fueron 
dice: presentados á virtud de lo dispuesto pór 

“No se concede ya mas próroga para la * la ley -de l.° de Agostode 1851, sin hacer 
admisión á liquidación de créditos contra ninguna diferencia entre los que fueron 


el Estado:” 

Visto el artículo 5 ° de la lqy de l.° de 
Agosto de 1851, declarando convertidas, 
para los efectos de la ley, por el todo de 
su valor nominal en títulos de la Deuda 
consolidada del 3 p§ , y entre otras, li- 
quidadas y por liquidar, las conocidas 
bajo el nombre de Presas inglesas : 


exhibidos en el año de 1824, á resultas 
del llamamiento hecho por la Real órden 
4e 24 de Agosto del propio año, y los que 
lo han sido después dentro de los térmi- 
nos y plazos marcados en los reglamentos 
parala qjecucion de la citada ley de 1. ° 
Agosto: 

Visto el informe dado sobre esta solí 


Visto el art. 7.° de la misma ley, por el ! citud por la Dirección general de lo con 
cual se dispuso que se considerarían de] tencioso en 26 de Abril de 1854: 


abono en las mismas clases de papel a 
que tuvieran derecho los créditos -pen- 
dientes de liquidación, y que hubiesen 
sido presentados en tiempo hábil: - 
Visto el Real decftto de 28 de Noviem- 
bre de 1852, cuyo artíoulo 2.° di<?e: 
“Unicamente serán consideradas con 


Visto el emitido en 7 dé Noviembre 
por la Junta de la Deuda pública, opi- 
nando que debía desestimarse la mencio- 
nada reclamación: 

Vístala Real órden de 7 de Diciembre, 
en la cual* entre otras cosas se dice:] 
“Considerando, que el llamamiento de 


opción á los beneficios concedidos en el ; estos créditos (de presas) se hizo por la 
expresado artículo 5.°, las presas recia- ¡ Real órden de 24 de Agosto de 1824, con 


madas en el plazo designado por la Real 
•orden de 24 de Agosto de 1824 y próro- 
gas posteriores, y cuyas reclamaciones 
documentadas constan ae la relación nomi-; 
nal formada en el Ministerio de Estado en 


la prevención de que los acreedores remi- 
tiesen á la primera secretaría de Estado 
relaciones expresivas y circunstanciadas 
de los daños recibidós, con la justificación 
• debida: 
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“Considerando, que el . reconocimiento 
de dichos créditos no puede apoyarse en 
otros precedentes que los expresados^por 
no haberlos posteriores: 

‘^Considerando, que solo así podian ha- 
berse incluido en la ley de 1. °* de Agos- 
to, de 1851, pues de lo contrario no debió 
hacerse mención de ellos, siendo esta ley, 
no de reconocimiento de créditos, sino de 
conversión de créditos ya reconocidos, y 
de señalamiento de nuevas categorías de 
Deuda pública: 

“Y considerando, que el*art. 2. ° del 
Real decreto de 28 de Noviembre de 1852 
está en Completa consonancia y armonía 
con lo que dispone la misma lev de*l. ° > 
de Agosto de 1851*; para que solo sean de 
abono los créditos que se hayan, presen- 
tado en tiempo hábil, y que eü su virtud 
solo pueden considerarse en este caso los 
de la procedencia' expresada que «o hu- 
biesen reclamado dentrodel plazo preve- 
nido en. la referida Real fc órden de 24 de 
Agosto de 1824, y prórogas posteriores, 
y consten además en la relación del Mi- 
nisterio de Estado, la Reina ha tenido á 
bien delarar que no procede la reclama- 
ción del que se trata, y por lor tanto se ha 
servido desestimarla:'’ 

Vista la demanda presentada á nombre 
de los interesados por el licenciado D. 
José Ordax y Avecilla en 17 de Febrero 
último, pidiendo que se revoque la citada 
Real Órnen de 7 de Diciembre, y que ¿e 
declaren admisibles á reconocimiento, li- 
quidación y conversión los créditos pro- 
cedentesde presas inglesas, en los mismos 
términos que lo solicitáronlos demandan- 
tes en su ^xposiciop de 15 de Agosto de* 
1853: ‘ * , - •* 

Vista la contestación dada por mi Fis- 
cal en su escrito de 17 de Setiembre, pi- 
diendo que se desestime la demanda y se 
confirme la Real orden de 7 m de Diciembre: 
Considerando, que si las leyes civiles 
autorizan las prescripciones, aun del de- 
recho priyado, y declaran .extinguidas 
ciertas obligaciones cuando hacen ejecu- 
tivas otras de igual origen y antigüedad, 
fundándose para ello en, razones de públi- 
ca utilidad, estas obran con mayor vigor 
en negocios que afectan la Administración 
delatado, dique en todos tiempos por 
leyes, por circulares ópor decretos ha pre- 
fysrio, restringido y ampliado los trámi- 
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j tes y términos, pasados los que, serán im- 
I procedentes las reclamaciones: 

♦Considerando que estas, dirigiéndose* 
contra hí Hacienda pública, tienen hoy 
por la ley solo cinco años, dentro de los 
cuales se ha de ejercer precisamente el de- 
recho, quedando en otro caso extinguida 
la acción y la obligación, y que ño sólo 
han transcurrido estos, sino muchos mas- 
de los'que se necesitan para todas las pres-. 
cripciones en el derecho civil ordinario: 
Considerando, que fto resulta acredita- 
do que en los cincuenta años transcurri- 
dos desde que nació el derecho de que se 
trata, se hubiese formalizado por losde- 
mandantés, ni por aquellos de quienes 
traen causa, la menor reclamación, ni en 
los plazos especiales señalados para esta 
clase de Deuda, ni en los generales para 
todas las del Estado, ni para que otros 
se abriesen Ó prórogasen; ni han justifi- 
cado su ignorancia ni su imposibilidad de 
hacerlo, circustanciás qúo pOr sí bastan 
para autorizar la*s presunciones en que. 
estriban todas Jas prescripciones legales: 
Considerando, que si alguna , omisión • 
se notase en la ley del arreglo de la Deu- 
da del Estado, rio está el Tribunal llama- 
do á suplirla, siendo esto de exclusiva a 
tribucjon de las Cortes, conformé al ar- 
tículo 23 de la misína: 

• Considerando, que esta no arregla to- 
das las Deudas ael Estado, sino las que 
éspecificá; y si con respecto á presas in- 
glesas comprende por su art. 5. ° las li- 
quidadas y por liquidar, exige por el sé * 
timo que estas -hubiesen sido presentadas 
en tiempo hábil, lo mismo que se ha pre- 
| venido después en el reglamento y en ei 
Real decreto que se impugna: 

Ccfnsiderando, que ni los Reales decre- 
tos nj las Reales órdenes orgánicas, re- 
glamentarias ó' de instrucción son revo- 
cables por la via contenciosa, y que á es- 
ta Clase pertenece el Real decreto de 28 
Noviembre de 1852, escrito para dar di- 
rección y forma á esta clase ae reclama- 
ciones:. 

Oido el Tribunal supremo cohtencio- 
so-^dministrativo, en sesión á que asistie- 
ron D. Francisco Tamés.Hevia, presiden- 
te, D. José María Trillo, D. Juan Becerra, 
D. José de Bulfies y Solera, D. Manuel' 
María Basualdo, D. Pelegrin José Saave- * 
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dra, D. Santiago Aguiar y Mella, y D. 
Dionisio Valdes. ' ' 

* = Yengo en absolver á la Administra- 
ción general del Estado de la demanda 
propuesta por el licenciado D. José'Ordax 
Avecilla en nombre de sus poderdantes; 
en confirmar la Real orden de 7 de Di- 
ciembre de 1854, j en declarar que rni 
Real decreto de 28 de f Noviembre dé 1852 
no es revocable por la via contenciosa. 

Dado en Palacio á 9 de Enero de 1856. 

* — Está rubricado de la Real mano.— El 

Ministro de la Gobernación. Julián 
tíuelves. ■ ~ • 

Publicación. 

Leidp y publicado el anterior Real de- 
creto en el Tribunal supremo contencio- 
so-administativo por mí el secretario ge- 
neral, hallándose celebrando audiencia 
públicajel Tribunal pleno, acordó que se 
tenga como resolución final en la instan- 
cia y autos á que, se refiere, que se una á 
ios mismos*- se nbtifiqúe á las partes por 
_ códula de'ujiér, y se inserte en la Gaceta , 
de que certifico. ^ 

Madrid *1. ° de Febrero de 1856. — 
. Anselma Romeral. * * * . 

Sentencia l^—Fublioada on 1. - «le Fe¿»wo. 

Los contratos celebrados en subasta pú- 
blica se entienden obligatorios para el lir 
citado t desde el momento^en que ha empe- 
zado el acta de remate . 

* Dofia Isabel II &e, 

r En el pleito que ante el supremo Tri- 
bunal contenqioso-administrativo pen- 
de en primera y única instancia eptre 
partes, de la una D. Rafael de Lavar- 
ríetn, vecino-de esta córte, y el licencia- 
do D. Francisco de Paula Sánchez, su 
abogado defensor, demandante; y de la 
otra mi Fiscal, en nombre de la Admi- 
nistración general del Estado, demanda- 
da, sobre que se deje sin- efecto ]$. Keal 
orden de 7 de Noviembre de 1 854, torn- 
v firmatoria* de la de 16 de Mayo de 1851, 
' porja que se desestimó la devolución de 
200,000 reales que Lavarrieta depositó 
como licitador en la subasta de suminis- 
tros de presidios del reino, celebrada en 

* esta córte en 22 de Abril de 1851: 

Visto: — Visto el piiegó de condiciones 

* parala subasta del suministro dé los pre- 


sidias del reino, inserto con mi Real apro- 
bación en la Gaceta de 24 de Marzo de 
1851 'y comunicado en el mismo día á 
los Gobernadores de varias provincias 
para*3u publicidad y cumplimiento en la 
parte que respectivamente les correspon- 
diese; en cuyo pliego entre otras, se ha- 
llan las siguientes: 

Primera. “La contrata empezará á re- 
gir desde el dia 1. °- dé Junio de 1851, y 
terminará en fin de Mayo de 1854: en el 
presidio de la carretera de Vigo princi- 
piará á tener, efecto el 16 de Junio de 
1851. 

Quinta. “Para presentarse como lici- 
tador en la subasta ha de hacerse pre- 
viamente un depósito de 20,0,00 rs.' en 
inetálico ó 60,600 en títulos de la Deuda 
consolidada del 3- pg , si-la proposición 
se limita á un solo presidio, y de 200,000 
rs. ei\ metálico, ó 600,000 en los expre- 
sados títulos, si los comprende todos. 

♦ Sexta. “Los indicados depósitos se ha- 
rán en Madrid en la pagaduría del Mi- 
nisterio de la Gobernación, y en las 
roviucias en las depositarías de sus Go- 
iernos, retirándolos los interesados lue- 
go de terminado el acto del remate, á 
excepción de los que correspondan á la 
mejor proposición parcial • y general á 

Í uicío del presidente, que se retendrán 
lasta la adjudicación en virtud de Real 
órden: 

Sétima. “El contratista ha de mante- 
ner constantemente por via de fianza un 
repuesto suficiente al suministro de dos 
meses, bien acondicionado, de buena ca- 
lidad y á satisfacción de la junta econó- 
mica: para ello se le facilitará en el mis- 
mp establecimiento, si hubiese disposi- 
ción, el correspondiente alniacen, siendo 
de cnenta del contratista la preparación 
del local: 

“Si fuere mas conveniente al contra- 
tista prestar 1^ fianza eii metálico, se li- 
mitará entonces el repuesto de víveres 
á lasr cantidades necesarias para el su- 
ministro de.l5 dias,"y el importe del cor- 
respondiente a| mes y medio se deposi T 
tará en la- caja de fondos del estableci- 
miento. 

Décima tercera. “Las proposiciones 
se harán en pliegos cerrados, y se entre- 
garán con media hora de anticipación al 
acto del remata 

“Para extenderlas se observará la fór- 
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muía siguiente: “Me conformo en hacer 
el sumiuistro del presidio de .... ó el de 
todos los presidios del reino, bajo las 
condiciones expresadas en el pliego for- 
mulado por la Dirección de corrección 
y aprobado por S.. M., por el preoio 
.de.... maravedís cada ración;. y para 
asegurar esta proposición presento la 
certificación ^que acredita haber hecho 
el depósito que se exige en la condición 
quinta:” 

Décima cuarta. “Toda proposición 
que no se halle redactada en estos tér- 
minos, que no vaya acompañada del do- 
cumento que acredite el depósito pre- 
vio, ó que tenga cláusulas condicionales 
ó exclusivas, será declarada nula ó co- 
mo no hecha para el actó del remate. 

Y vigésima. “El contratista. perderá 
la fianza si no cumple con la obligación 
contraída.” 

Vista el acta de la subasta celebrada, 
en esta corte en 2? de Abrir de 1 851, de 
la cual resulta que, empezada la lectura 
pública de lap nueve proposiciones ge- 
nerales presentadas, y leída fct sexta que 
con el lema “Nuestra Señora de Gua- 
dalupe” ofrecía el servicio de suminis- 
tros á 37 maravedís y 99 céntimos .de 
maravedí por persona y dia, manifestó 
uno de los.circunstantes haber sufrido u- 
na equivocación material, por ser su áni- 
mo proponer el precio de 39 maravedís 
y 99 céntimos, que es dos maravedís mas 
que la^cüeta consignada enebpliego cer- 
rado; y aunque se tomó en cuenta la ob- 
servación, se acordó proceder en el a- 
suntt) con estricta sujeción á las forma- 
dades de éstilo de las subastas, que no 
consienten otro camino que atenerse á 
lo literal de lo escrito; y por últjmo, que 
reconocidas todas* las prdpósicíones; ta li- 
to generales como particulares, se resol- 
vió en su vista que la mas ventajosa era 
la referida presentada con el lema“Nués- 
trá Señora de Guadalupe/' que ofrecia 
hhcer el suministro general al precio de 
^ 37 maravedís y 99 céntimos, y se decla- 
ró tal provisionalmente y hasta que se 
recibieron los resultados de las suoastas 
celebradas en- las provincias, y'recaye- 
se mi resolución definitiva, devolviéndo- 
se acto continuo los depósitos á los de- 
mas lidiadores; y reservando el corres- 
pondiente á la expresada proposición, 
declarada la mas ventajosa: 

14 


Vista la comunicación pasada en 23 del 
mismo Abril de 1851- por el director de 
corrección al Ministro de la Goberna- 
ción, manifestando que á luego dé ha- 
berse principiado la mencionada subas- 
ta, y cuando se habían abierto cinco ó 
6 pliegos de las proposiciones presenta- 
das, se acercó confidencialmente á la 
mesa de la presidencia uno de los .Imita- 
dores, llamado D. Rafael de Lavar rieta, 
suplicando se* le permitiera retirar bu 
pliego, ‘asegurando que habia padecido 
una equivocación al escribir su proposi- 
ción, y que necesitaba enmendarla, y 
habiéndole contestado el expresado di- 
rector, de acuerdo cón al de contabili- 
dad especial del Ministerio, no hallarse 
facultado para ello desde el momento 
qué se dio principio á la subasta, conti- 
nuó esta déla manera que expresa el ac- 
ta de que queda bécho mérito: . 

Vista' la solicitud que en el mismo dia 
23 dq Abril elevó Lava rr iota al Minis- 
terio de la Gobernación, exponiendo que 
antes de llegar el ¿aso de abrirse el plie- 

S o que habia*presentado, y follando to- 
avía la apertura de otros muchos, cono- 
ció que hacia incurridaen una equivoca- 
ción estampando 37 maravedís y 99 cén- 
timos en lugar de # 39 maravedís y 99 cén- 
timos; que lo hizo así presente aK señor 
Director que presidia la subasta, supli- 
cándole ño se abriera y se considerara 
retirado, á lo que no se accedió; y no 
siendo equitativo obligarle á cumplir la 
propuesta que por un error involuntario 
estampó en el pliego, mucho mas ha- 
biéndolo advertido en tiempo oportuno, 
concluyó pidiendo que, ó se le admitiese 
la jiroposicjon rectificada, que era la 
verdadera de 39 maravedís y 99* cénti- 
mos de maravedí, ó se diese por retira 
do el pliego, quedando sujeto á la res- 
ponsaoHidad que con arreglo al de con- 
diciones correspondiese, obligándose á 
sostener* esta proposición en en uña nue- 
va licitación si el Gobierno lo acordaba: 
Visto el estado de lassubastascétebra- 
das. en las respectivas provincias, según 
la cual la mas baja entre las propdsicio- 
nés generales presentadas, á excepción 
de la arriba indicada, ha sido de 44| ma- 
ravedís, si bien por una de Toledo se o- 
frecióel servicio subastable con una uni- 
dad en ciento de rebaja sobre la propo- 
sición mas favorable al Estado: 

1856 
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Visto el informe dado por el suprimí- del término que se señalase no fuere me- 
do Consejo Realen 7 de Mayo de 1851, j orada su propuesta.' 1 ' 
en el que se leen las siguientes conside- Vista la Real orden de 1 & de Mayo dé 

raciones: clarando admitida la proposición de La- 

Primera. “Que las proposiciones de la varrieta al precio de 87 maravedís y 99 
subasta debían hacerse en la forma pre- céntimos, confirmando definitivamente 
venida "en las reglas 13 y *14 del pliegovla adjudicación provisional que en el ac- . 
de condiciones: / to* del remaje se hábia hecho en favor 

Segunda. “Quesera sumamente gra- del interesado, y disponiendo en conse- 
vosa la contrata que regia en aquella fe- cuencia que procediese esté al otorga- 
cha y urgentísima la aprobación de Jal miento be la escritura dé obligación en 
nueva, y que empezase á régir desde 1 ° { el término de 48 horas; en el concepto 
de Junio: , de que rio dando cumplimiento al com- 

Teircera! “Que D. Rafael La varrieta, promiso en que le constituia la adjudica- 
en el acto, de publicarse su pliego, de- cion del remate, perdería los 200,000 rs. 
claró Qué habia una equivocación mate- depositados: 

rial, faltando por abrir todavía tres pro- Vístala Real orden circulada en el 

posiciones generales, gran número de mismo dia 16, haciendo varias preven- 
parciales, y sin saber el resultado de las ciones*á ios^ respectivos gobernadores de 
16 licitaciones que en. aquel mismo dia provincias, á fin de que no sufriese retra- 
debian celebrarse en laé pr.otfinciás; sin so ni interrupción el importante servicio 
que la advertencia hecha por La varrieta ¡ de suministro de presidios, cuya medida 
promoviese reclamación alguna qntre j se adoptó, se’gun en la mismase expresa, 
los demas lidiadores presentes: * ! por ser probable que la persona á cuyo 

Cuarta/“Que la proposición mas ven- 1 favor se na hecho la adjudicación del re- 
tajosa, retirando la suya LrfVarrieta, era ¡ mate parael suministro general no acep 
de 44§ maravedís; por manera que si ! te la obligación contraida: 
bien el Tesoro podia quedarse con los; Vista la comunicación de Lavarrieta, 
200,000 reales de depósito de dicho lici- 1 fecha J 8 del repetido Mayo, expresando 
tador, perdería la diferencia de 5 mara- ¡ no aceptaba la obligación que le impo- 
vedís en cada ración, lo cual importaría | nia la Real orden del 16, y protextándo 
utm suma respetable: | el ejercicio de sus derechos contra ía 

Y quinta. “Que D. Rafael Lavarrieta i misma: . 
se obligaba á sostener su proposición de | - Visto el nuevo dictámen dado por el 
39 maravedís y 99 céntimos en una nue- j Consejo Real en 12 de Julio, opinando 
va licitación, 11 por lo cual el referido j que se estaba en el caso de llevar á e- 
Concejo opinaba: fecto la mandado en la citaba'Real ór- 

Primero. “Que no podia tomarse en i den de 16 de* Mayo en cuanto á La^ar- 
cQnaideracion la proposición becha^ en ¡ riela, sin perjuicio det recursó que por . 
Toledo, ofreciendo untf por., ciento me- vía contenciosa le pudiera corresponden: 
nos sobtela ma^ ventajosa: * .Vista la escritura otorgada en $ de Ju- 

Segundo. “Que convenia aceptar la ! lio, según la Cuál Lav arrieta -tomó á su 
propuesta hecha por D. Rafael Lavarrie- cargo, como mejor postor el -suministro 
ta en su citada exposición de 23 de de todos los presidios, excepto los de . 
Abril, ofreciendo hacer el suministro de Barcelona, Toledo y Valladolid, á pre- 
presidios al precio de 39 maravedís y 99 ció diferente según las localidades, cuyo 
céntimos cada ración, y obligándose á mínimum era 40 maravedís y 49 cénti- 
sostenefla en nueva subasta: ¡ mos, y 45-99 el máximum: • * 

Tercera, “Que en su consecuencia.se , Visto el dictámen dado en 26 de Ke- 
abrtesé en Madrid, y no en las provin- 1 brero de 1853 por la junta de 'Directo- 
cías, nueva subasta en que dentro de un | res del ministerio de la Gobernación, o- 
breve plazo se admitiesen proposiciones ¡ pinando, de conformidad con lo propues- 
abier tas sobre la base de 39 maravedís i to por el Consejo Real en 12 de Julio de 
y 99 céntimos; quedando desde luego o- ¡4851, que en justicia no rabia alzar el 
bligado Lavarrieta á hacer el suministro j secuestro del depósito de 200,000 rs. so- 
desde 1. ° de Junio siguiente, si dentro [licitado'por D. Rafael de Lavarrjeta; si 
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bien S. M, podía dispensarle la gracia gun la condición décima cuarta, por no 
que estimase conveniente, atendiendo á hallarse extendida en los términos pres- 
. su. buen comportamiento en el servicio critos en la décimatercera; y por consi- 

* de su cargo: . guíente no podia menos de admitirse y 

* Vista la solicitud del interesado, ele- aprobarse definitivamente la de Lavar- 
vada en 7 de Setiembre de 1 854, eti la rieta, cual se ha verificado por Real ór- 
que después de reproducirla citada de den de 16 de Mayo de 1851. 

23 de Abril de 1851 , concluyó suplican- Considerando que cuanto expone La- 
do que, eu.consideraciou á sus servicios varrieta relativamente á haber advertido 

• como contratista del. suministro de pre- la equivocación material antes de empe- 
sidios, y á las pérdidas que el contrato zar el acto de la s.ubasta, y por consi- 
le habia ocasionado, se Je devolviese la guiente antes de darse lectura á su plie- 
cantidad ele los 200,000 rs. que depositó go, se halla contradicho por la referida 

* para la primera* subasta: 1 - actade 22 de Abril* de 1851, y por la co^ 

Vista la Real orden de 7 de Noviem- municacion del Director de Correcciou 
bre, por la cual, de conformidad con lo del 23: • 

propuesto por el Consejo Real en 12 de Considérañdo que los contratos de la 
Julio de* 1651, y con el dictámen citado naturaJeza del que se trata se entienden 
de la junta de Directores^ se desestimó obligatorios para el licitador desde el 
la pretensión de Lavarrieta, y se mandó momento en que há empezado el acta de 
llevar á-efecto la Real orden , de 16 de la subasta: »* 

Mayo de 1851, sin perjuicio de que el Considerando, que el depósito prevé- 
interesado pudiese usar de su derecho nido en lá condición sexta está subroga- 
por la via contenciosa: ^ > do para oía ,casp como el ¡Presente en lu- 

Vista la demanda presentada en. 21 de gar de la fianza deque hablan la sétima 
Febrero de 1855 por el licenciado D. y vigésima. 

Francisco de Paul a .Sánchez, á nombre Considerando, finalmenter^tie D. Ra- 
de D. Rafael de Lavarrieta, eu que pide fael de Lavarrieta, negándose* como se 
que, dejando sin efecto las Reales órde- negó á aceptar la obligación que le im- 
nes de 16 de Mayo de 18$1 y 7 de No- ponia Ja Real orden de 16 de Mavo, in- 
viembre de 1854, se mande devolver al currió en la pena marcada en dichacon- 
demandante la cantidad de los 200,000 dicion vigésima: > 

rs. quq depositó para poder presentarse Oido el Tribunal supremo coatencio- 
como*licitador en la subasta celebrada so-administrativoeii sesión á qué ásrirtie- 
en 22* de Abril de dicho año de 1851 pa- ron D* Santiago Fernandez Negrete, 
m el suministro de presidios: presidente* D. Francisco Tames flevia, 

Vista la contestación dada por mi Fis- D. Pascual Fernandez Baeza, D. Juan 
cal en su escrito de 22 de Mavp, pidien- Becerra, D. José María Trillo, D. Pele- 
do que se declaren subsistentes las cita- grin José Saavedra, D. Santiago-Aguiar 
das" Reales órdenes, y se desestime en y Mella, y D. Dionisio Valdés: 
consecuencia la demanda propuesta por ¡ Vengo en desestimar la demanda pro* 
D. Rafael de Lavarrieta: ¡ puesta por el licenciado D. Franeisco dé 

• Considerando que la subasta de 22 <jé i Paula Sánchez á nombre de D. Rafael 
Abril se celebró con todos Jos . requisitos de Lavarrieta, y en confirmar mis Rea- 
del caso, y resultando de ella ser la pro- les órdenes de 7 de Noviembre de 1854 
posición del pliego ‘‘Nuestra Señora de y 16 de Mayo de 1851, declarando no 
Guadalupe” (la deD. Rafael de Lavar- naber lugar á la devolución del depósito 

' % rieta) la mas ventajosa, fué hecha en re- • de los20Q,000 rs. hecho por el interesa- 
gla la declaración provisional que en el do para tomar parte en la subasta de 
acta de la misma se expresa: | suministros de presidios del reino, cele- 

Considerando, que del estado de las brada en esta córte en 22 de Abril de 
subastas celebradas en las respectivas ¡ 1856. 

provincia* resulta igualmente que nin- 1 Dado en Palacio á, 9 de Enero de 1856. 
guna proposición ha sido tan favorable — Está rubricado dé la Real mano. — 
como la de Lavarrieta, mediante ár que El Ministro de la Gobernación, Julián 
la mencionada de Toledo era nula, se- \de Huélbes . 
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noi& PubHcada <?u i'~ de Febrero. , su pueblo en el puuto denominado Cruz 

de Tea, á virtud de providencia del al- * 
Ks gubernativa y produce la via con - icdde .de la Granadilla, acudieron en . 
temwmfradmimstratim la providencia de -1851 al Gobernador.de la provincia ale- - 
un gobernador que autoriza la construc- gando el ‘perjuicio que aquella determi- 
nen de un algtbe en que se recoja el agua nación les ocasionaba, y pidiendo su re- 
necesaria pata el consumo de hs vecinos vocación; como igualmente que se les 
de un pu&do. „ amparase en la posesión referida: 

La cuestión sobre propiedad de los so - Que el SubgoJbernador deLprimer dis- 

brantes de las aguas referidas compete a ¡ trito de la misma provincia, después de • 
la autoridad judicial:, . ! haber oido á los interesados de una y o- 

tra parte, y con vista de la escritura pi¿- 
Doña Isabel II, &c. bliqa de fecha 30 de Noviembre de 1666, 

En eLpieito que eu 'grado de apelación presentada por varios vecinos de la Gra- 4 * 
pende ante el Tribunal supremo con- nadilla para justificar que eran cesiona- 
lencioso-adminiátratiyo entre partes, de riosy legítimos dueños de Jas aguas so- * 
la una D. Antonio García Osorio, D. brantes en cuestión, y del informe pedi- 
Francisco Rodríguez Méndez, D. Juan do al alcalde del inmediajto püeblo de 
Frías y Pedraza, D. Martin Rodríguez, San Miguel, dietó providencia guberna- 
D, Márcos Rodríguez Salazar, D. redro tiva en 30 de Noviembre de 1852, auto- 
Perez Chaves, D. Bernardo Antonio rizando á Jos vecinos del Charco del Pi- 
García, D. Antonio Frías y Péraza, D. no para que á su costa, y en el lugar que 
Nicolás de Reveson Torres, D. Domin- mas cohiodo fuese á Ja generalidad del 
go González Mena, D. Felipe Oramas, pago, construyesen* un algibe en que se 
D. Juan González Jacoronte, D. Anto- 1 recogiese el agua necesaria para su cou- 
nio José Osorio, D. Juan Vello Domin- ¡ sumo, con cántaro y polea, ó una bom- 
guez, D. Páblo Osorio y Peraza y doña | ba para el cómodo .servicio de los veqi- 
An tonta García Perlaza, veejnosdel pue- ¡ nos, cuidando la alcaldia de la Granadilla 
blo de la Granadilla, y D. Pedro de Tor- J de que el referido algibe estuviese siein- 
res, D. . Márcos, D. Antonio y D. Fran- pre surtido pon el acueducto que desde 
cisco* Péraza, que lo son del lurar de el punto denominado Cruz de Tea se ha- 
Arico, provincia de Canarias, apelantes, ¡ bia de construir y costear por los indi - 
y su abogado defensor el licenciado D. cados veeinos, con cuya medida, l^üade 
Angel María Vela; v de la otra D. José , la expresada providencia), no solo no 
González del Castillo* D. Miguel Alón- 1 podia haber desperdicio en menoscabo 
so Tacoronte, D. Antonio González Tor- del derecho á Tos sobrantes, sino que se 
res,D. Miguel Bello Gómez, D. Juan satisfacía justamente la petición del ve- 
Lopez Brito, D. Antonio de Frías, 1). j cindario ¿el Charco del Pino; y que no 
Lorenzo Revesou,D. Juan Gómez Alón- habiéndose conformado varios vecinos 
so, D. Juan González Torres, D. Grego- del pueblo de la Granadilla, provpcáron 
río Quintero* D. Juan López .Delgado y oportunamente la via contenciosa: 

D. Miguel Delgado, vecinos dél Charco Vista la demanda presentada al supri- 
del Pino y Chiñama, eii las mismas is- .inielo Consejo provincial de Canarias á' 
las, apelados en rebeldía, y mi Fiscal nombre de vanos vecinos de los pueblos 
ante dicho Tribunal supremo en repre- dé la Granadilla y Arico, en 7 de Ma- 
sentadoti de la Administración general -yo de 1853 r pidiendo que se dejase sin e- 
del Estado sobre aprovechamiento de las I fecto la expresada providencia guberna- 
aguas de la fuente de la Granadilla. tiva dictada á fiivor de los veeinos del 
Visto. — Visto el expediente guberná- Charco del Pino^y Chinama, y se dene- 
tivo instruido en el Gobierno civil de la , gase á los misinos, tanto el dado de agua 
indicada provincia de Canarias, del cual j que pretendían, como el permiso para 
resulta: tomarla en el parage denominado Cruz 

Que habiendo sido privados los veci- de Tea, ni en ningún otroqúeno fuese la 
nos del Charco del Pino y Chiñama de fuente en que se proveían los demos pa- 
la posesión inmemorial en que decían ha-, gos y vecinos de aquella demarcación: 
liarse de tomar agua para el abasto de Visto el escrito ae contestación pre- 
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seutado mi nombre de los vecinos del 
Charco dél Pino y Chiñpma, solicitando 
se le§ absolviese de la demanda referí* 
da, y se mandase llevar á puro y debido 
efecto la citada providencia gubernativa, 
con imposición ae perpétuo sileiicio.á los 
demandantes: # 

Vistos los escritos de réplica y dupli- 
ca producidos respectivamente por las' 
partes en virtud de permiso del Consejo 
provincial /insistiendo cada una en sus 
anteriores pretensiones: 

Vista la providencia del mismo Con- 
sejo, dictada en 23 de Julio del propio a- 
ño, en la cual *se declaró terminada la 
discusión escrita, y se mandaron pasar 
las Actuaciones al ponente: 

VistQ el escrito que*en tal estado se 
presentó á nombre ae los actores, pidien- 
do que una vez que habían opuesto los 
adversarios el vicio de nulidad á la es- 
critura de cesión de las aguas en .que los 
primeros fundaban su acción, ^dando. es- 
to lugar á una cueátion de propiedad, se 
suspendiese el curso del litigio nasta que 
por los tribunales ordinarios competen- 
tes se resolviese previamente aquella 
cuestión: • 

Visto el escrito de los demandados im 
pugnando la anterior pretensión, y ma- 
nifestando que en manera alguna provo- 
caban la cuestión de propiedad, ni la de 
posesión, sino que se limitaban á defen- 
der e\ abasto del vecindario de sus pue- 
blos en la forma menos dispendiosa y 
molesta: 

Vista la providencia dictada por el 
Consejo provincial en 26 de Agosto de 
1853, declarando no haber lugar, al ar- 
tículo de suspensión intentado por lols de- 
mandantes, y mandando recibir el pleito 
a prueba sobre los jhechos que se han 
determinado: 

Visto el escrito que oportunamente se 
presentó en nombre de los demandantes, 
apelando de la antedicha providencia, y 
el auto de 10 de Setiembre siguiente otor- 
gándoles ei recurso en un solo efecto: 
Vistas las pruebas* suministradas por 
las partes mientras se seguia el indica- 
do incidente ante el suprimido Consejo 
Real, y la medida de distancias practi- 
cada por peritós electos en la forma or- 
dinaria: 

Vista la escritura pública otorgada 
por los vecinos de la Granadilla en 30 de' 


Noviembre de 1666, de que ya queda 
hecho mérito^por la cual consta que los 
vecinos de la Granadilla han cedido, lar- 
gado y traspasado á varias personas, de 
quienes derivan derecho ios demandan- 
tes, las sobras del agua de ta fuente de 
aquel pueblo, con variás condiciones, en- 
tre las que figuran las dós siguientes: 

“Lo otro, es condición que los sobre- 
dichos (los cesionarios),, sus herederos y 
quien su causa hubiere* han de ser obli- 
gados á tener la dicha agua siempre por- 
riente en la plaza junto á la parroquia 
desde dicho. Jugaran donde está de pre- 
sente, y después de haberse cogido el a- 
ua para el abasto dfel dicho lugary be- 
er los ganados, las sobras las han de 
haber y llevar los sobredichos, para lo 
cual, si les pareciere,' puedan hacer y 
hagan tanque ó tanques en que recoger- 
las, porque las sobrantes se entienden, 
las que sobraren después del abasto de 
Jodo.” 

“Lo otro, es condiciop que los sobre- 
dichos y quien su causa hubiere no han 
dé poder coger ni divertir la dicha agua 
sino es ep la parte y lugar dicho, junto 
á la dicha parroquia, porque-de dicha 
parte á su. nacimiento no han de usar 
ae ella en manera alguna, porque siem- 
pre ha de estar corriente hasta dicha par- 
roquia.” . ^ 

Visto el auto dictado por el referido 
Consejo provincial en 24 de Setiembre 
de 1853, admitiendo el interrogatorio y 
lista de testigos presentados á nombre 
de los vecinos del Charco del Pirfo y 
Chinama, y dando comisión al alcalde 
de Villafion para que, prévia citación de 
las partes y señalamiento de día, hiciese 
comparecer, bajo la pena de la ley á di- 
chos* testigos, y procediese á su exámen 
á tenor del referido interrogatorio: 

Visto que, si bien ha practicado el ex* 
presado alcalde las diligencias probato- 
rias que le fueron cometidas, sin que pa- 
ra ellas se hubiese citado á la pj&rte d$ 
los demandantes* ninguna reclamación 
se ha hecho ante el Consejo provincial 
sobre dicha omisiom 

Vista la sentencia definitiva . pronun- 
ciada por dicho Consejo de provincia eu 
29 de Octubre de 1853, confirmando en 
todas sus partes la providenciaguberna- 
tiva dictada por el Subgobernador del 
primer distrito de Canarias en 30 de No- 
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viembre anterior, y absolviendo á los ve- c.eda por el estado en que se hallan los 
cinos del Charco del Pino de la deman- autos, se revoqqe aquella cotno injusta, 
da contra ellos propuesta á nombre de igualmente que la providencia gubérna- 
los interesados en el aprovechamiento tiva que produjo el pleito, declarando en 
de los sobrantes de las aguas que abas- su fuerza y. vigor la escritura de 30 .de 
tecen el pueblo de la Granadilla: Noviembrede 1666, y según ella que no 

Visto el récurso de apelación interpues- puede nadie tomarlas aguas del rio Aba- 
to en tiempo y forma, y el auto por el des en otro punto que no sea el que en 
que lea fue admitida en ambos efectos ella se expresa, condenando en las eos- 
para ante el suprimido Consejo Real: tas los contrarios, é imponiéndoles per- 

Visto el escrito de agravios presenta- pétuo silencio: 
do por el licenciadb D. Ildefonso Aurio- Visto el escrito de mr Fiscal ante d¡- 
les Montero en 17 de Noviembrede 1853, cho Tribunal supremo, en<jue conles- 
pidiendo á nombre dé' los apelantes, en lando al escrito anterior á nombre de la 
cuanto al incidente de .suspensión del Administración general * leí Estado, pin 
pleito é inhibición jdfel Consejo provincial* de la confirmación de la sentencia ape- 
que se declare que este cuerpo debió ha- lada, y que se mande cumplir e^i'todas 
berse* inhibido del conocimiento de la sus partes ltf providencia gubernativa so- 
cuestion depropiédad, promovida en es- bre que versa el pleito: 
tos autos, para que se ventile ante quien Victos los artículos 33, 35, 72 y 74 del 
• corresponda, y que no debiarucontinuar reglamento de 1. ° de Octubre de 1845 
los procedimientos contencioso-adminis- sobre el modo de proceder los Consejos 
trativos hasta que sobre ella recaiga sen- provinciales en los negocios contencio- 
tencia firme: . sos de ta Administración; y los 252, 255 

Vista la providencia* dictada por la y 262 del >de 30 de Diciembre de 1846 
sección de* lo contencioso del Consejo \ relativo al mismo procedimiento en el 
Real en‘7 de Marzo de 1854, mandan- i extinguido Consejo Real, por cuyos ar- 
do unir la jBUStanciacion del incidente, tículos se determinan los trámites que 
puesto que sobre él no habia jcecaidoauii 1 deben seguirse y las resoluciones que 
* resolución* y la del pleito principal, que corresponde adoptar en los incidentes 
acababa dé recibirse del interior, á fin de que ocurran y en los casos de rebeldía 
tener todo á la vista en definitiva: por parte de algunos de los interesados: 

' Vistos los escritos preseniadóepor par- , Vistas las leyes de 8 de Enero y 2 de 
te de los apelantes en 1 1 de Enero de Abril de 1845; la de 3 de Febrero de 
1854 yen 26 de Abril de 1855, acusando 1823, y mis Reales órdenes de 22 de No- 
la rebeldía á los apelados pormo haber- viémbré de 1836 y 20 de Julio de 1839, 
se ftiostrado parte en él término legal, por las cuales se encomienda á las auto- 
tanto respecto del incidente, comodelo ridades del orden administrativo la ob- 
principal del pleito; y les autos <Je la in- ¡ servancia de las ordenanzas, reglamen- 
dicada . sección de la co ntencioso del ¡ tos *y disposiciones superiores relativas 
Consejo Real y de la segunda del Tri~| n la policía y distribución de aguas ca- 
bunal supremo contencioso-admifristra- nales, &c.: 

tivo, dictados respectivamente én 17 de i Vista mi Real orden de 15 de Marzo 
Enero de 1854 y en 27 de Abril último, j de 1849, por la cual, en conformidad con 
en los-cuales se hubo por acusada con-! mis Reales decretos tle 10 de Julio de 
forme el artículo 252, y para los efectos 1 1847 y 27 dé Ootiibre de 1848, se deola- 
del 25£ del réglamento de 30 de Diciem- j ra que corresponde á los tribunales or- 
bre de 1846: „ . * dinarios decidir sobre las- cuestiones que 

Visto el escrito de mejora de apela- ¡ se susciten entre los partícipes de aguas 
cion en que el licenciado Vela, á nombre que vérsen sobre derechos de posesión 
de los mismos apelantes, solicita qué se ó propiedad de las mismas, y á los Con- 
declare nula la citada sentencia definiti- ¡ sejós provinciales entender en las con- 
va, mandando que las partes 'deduzcan trovemos relativas al cumplimiento de 
y ventilen las cuestiones relativas al de- las ordenanzasó de algún acto adminis 
rechb de propiedad ante los tribunales trativo, ó suscitadas con ocasión de él:' 
competentes, y que cuando esto no pro-T Considerando, en' cuanto al recurso 
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de nulidad iníentadopor parteóle los a- 
pelantes, que las razones alegadas para 
esforzarlo se reducen: primero, á haber- 
se examinado los testigos presentados 
por sus adversarios sin citación de .aque- 
llos; y «secundo, á suponer que el Con*- 
sejo provincial era incompetente para 
entender en esta cuestión: > 

Considerando*, qüe la falta de citación^ 
paradla prueba testifical no fue reclama- 
da en el tiempo y forma prescritos en el 
citado articulo 74 de) reglamente^ de 4 . ° 
de Octubre de 1845, quedando por coh- ¡ 
secuencia subsanado cualquier vicio ó 
defecto que el exámen de los testigos 
pudiera contener: 

Considerando, que lademanda^que. ri- 
ge el pleito tuvo por único y exclusivo 
objeto la revocación de la providencia 
gobernativa dictada dentro del circulo 
de sus atribuciones, y sobre un asunto de 
la competencia de la Administración por 
el Subgobernador del primer distrito de 
Canarias, constituyéndose una contro- 
versia propia de la jurisdicción contep- 
cioso-administrativa y de sp peculiar 
competencia: 

Considerando, que cualquier cuestión, 
que se promueva sobre la propiedad ó 
la posesión del todo ó parte de las aguas 
de la fuente de la Granadilla, siempre 
podrá y deberá ventilarse ante los tri- 
bunales comunes, cualquiera que sea la 
resolución que sobre el uso de aquellas 
recaiga en este pleito: 

Considerando, en cuanto á lo princi- 
pal," que la providencia gubernativa de 
30 de Noviembre de 1852 dejó á salvo 
los derechos consignados en la escritura 
de 30 de Noviembre de 1666 á favor de 
los demandantes sobre la propiedad de 
los sobrantes de las referidas aguas, de 
los cuales podrán seguir utilizándose co- 
mo hasta aquí: 

.Considerando, que la* única variación 
que por dicha providencia se estableció’ 
consiste en haber facultado á los vecinos 
del Charco del Fino y Chiñama para 
que üsén del derechofno disputado, de 
tomar el agua precisa para sus necesi- 
des personales y para abrevar sus gana- 
dos en un punto mas cómodo y mas in- 
mediato, en vez de concurrir á la fuente 
de la Granadilla: 

Considerando, que esta alteración po 
infiere perjuicio' alguno á los dueños de 


dichos sobrantes si se cumplen, como es 
consiguiente, las disposiciones conteni- 
das en la citada providencia gubernati- 
va, siendo justo y equitativo por lo tanto 
que se adopte dicha variación, pues que 
-á unos no daña y á otros aprovecha: 

$ Oido el Tribunal supremo contencio- 
so-%dministrativo en sesión á que asis- 
tieron D. Saturnino Calderón Odiantes, 

S residente; D. José María Trillo, D. 
uan Becerra, D, Manuel María Ba- 
sualdo, D. Pelegrin José Saavedra, D. 
Santiago Aguiar y Mella y D. Dionisio 
Valdés: 

Vengo en declarar que no ha lugar á 
la nulidad reclamada por parte de los 
demandantes, y en confirmar la senten- 
cia dictada por el suprimido Consejo 
provincial del primer distrito administra- 
tivo de .Canarias en 29 de Octubre de 
1853, mandando que se lleve á efecto 
en todas 9us partes Ja providencia gu- 
bernativa acordada por el Subgoberna- 
dor del mismo distrito en 30 de Noviem- 
bre de 1852, salvo ,el juicio dé propiedad 
ó posesión que las partes podrán promo- 
ver cómo, cuando y ante quien vieren 
conducente: 

Dado en Palacio á 9 daEneró de 1 850. - 
! — Está rubricado de la Real mano.— El 
Ministró de la Gobernación, .Julián de 
Huelbis. 

Sentencia 13» — Publicada en de, Abvil. 

Los registradores de minas no adquie* * 
ren derecho sobre el terreno a cuya con- 
cesión aspiran hasta que se declare ad- 
mitido definitivamente el registro . 

0 

Doña Isabel II, etc. 

En el pleito que ante el supremo Tri- 
bunal contencioso administrativo pen. 
de en primera .y única instancia, entre 
partes de la una D. Miguel Almira, ve- 
cino de esta córte, representado por el li- 
cenciado D. Tomas Perez Anguita, su 
abogado defensor, demandante, y de la 
otra mi Fiscal, en representación de la 
Administración general del Estado, de- 
mandada, sobre que se revoque ó con- 
firme la Real órden expedida por. el Mi- 
nisterio de Fomento en 28 de Febrero 
de 1855, por la cual, desestimándose la 
oposición de D. > Miguel Almira, se otor- 
gó concesión definitiva á la sociedad 
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“Fortuna” de la mina “Casualidad” sita 
en el punto llamado “Cañada Incosa;” 
término jurisdiccional de Linares, pro- 
vincia de Jaén. 

Vistos- los expedientes gubernativos, 
- de los cuales resulta: 

Que en 17 do Junio de 1851 presentó 
D. Miguel Almira ante el Gobernadorde 
Jaén un escrito denunciando, por aban- 
donada, la mina plomiza llamada “Ca- 
ñada Incosa,” sita en el punto de Lina- 
res, de cuyo escrito sedió resguardo al 
denunciante: 

Queprévios los trámites de reglamen- 
to, el Gobernador declaró en 29 de No- 
viembre caducada la concesión de la 
mina denunciada, habiéndose notificado 
la providencia al interesado que, á su 
virtud presentó en 23 de Diciembre so- 
licitud de Registro del. terreno paramuna 
pertenencia que debería llamarse “Fra- 
ternidad,” de cuya solitud se le dió asi- 
mismo el competente resguardo: 

. Que denunciando la misma mina, y 
solicitando el registro del terreno cou el 
nombre de “Casualidad” presentó escri- 
to al Gobernador en 24 -de Mayo de 
1852 D. Juan Aguayo, y declarada nue- 
vamente la caducidad ae la concesión 
en 23 de Agosto el interesado presentó 
en 29 de Setiembre escrito formalizan- 
do su registro que, prévie.s reconocimien- 
tos é informe facultativo, le fué definiti- 
vamente admitido en providencia de 16 
de Setiembre, publjcado en el mismo 
día por medio de edictos, y en el Boletín 
oficial correspondiente al dia 23; y últi- 
mamente, que presentada la designación 
por el interesado en primero de Octubre 
y prévias las posteriores tramitaciones 
prevenidas por el reglamento de minas, 
se expidió en 28 de Febrero de 1854 Real 
orden concediendo á la sociedad “For- 
tuna” la-pertenencia “Casualidad,” no 
obstante ía reclamación de Almira en 
contrario: • 

Visto el informe dado en 24 de Mayo 
de J854 por el Gobernador de Jaén, en 
el cual se consignan, entre otros, los 
-puntos siguientes: 

Primero: Que comoquiera que al hu- 
jier por presentada la solicitud de regis- 
tro de Almira, no se previniese por el 
Gobierno político el reconocimiento fa- 
cultativo, la Administración subsanó es- 
. te defecto, reponiendo la providencia en 


i 

'í 


28 de Noviembre de 1253, y practicado 
á su virtud el reconocimiento del terre- 
no, resultó no haberle franco para- el 
pretendido registro de Almira: 

Y segundo. Que admitido definitiva- 
mente y publicada en forma la admisión 
«leí registro “Casualidad,” Almira dejó 
trascurrir, sin hacer oposición, el tiempo 
marcado' al efecto por el. artículo 5 á del 
reglamento; por lo cual el gobernador 
denegó en 4 de Enero-de 1854 su solici- 
tud de que le fuese admitido el registro 
“Fraternidad”: • 

Visto el informe dado en 27 de Febre- 
ro de 1855 por la junta superior facul- . 
tativa de minas; opinando porque 'se 
desestimase la pretensión de Almira, no 

E resentada por escrito hasta el ¿7 de 
Inero de 1 854, y se otorgase la conce- 
sión de le mina “Casualidad” en favor 
de la sociedad “Fortuna.” ' 

Vista la Real- órden expedida en 28 de 
Febrero, de conformidad con el anterior 
dictámen: - 

Vista la dentanda presentada ante el 
supremo Tribunal contencioso-admi- 
nistrativo por el licenciado D. Tornas 
Perez Anguita, en representación y de- 
fensa de D. Miguel Almira, á cuyo nom- 
bre pide qué, revocándose la Real órden 
de 28 de Febrero, se declare definitiva- 
mente admitido el registro presentado 
por su poderdante con el nombre de 
“Fraternidad,” del terreno concedido á 
la pertenencia “Casualidad:” 

Vistq la contestación dada por mi Fis- 
cal, puliendo que se desestime la de- 
manda de Almira, y se confirme la cita- 
da Real órden: 

Visto ej artículo quinto del reglamento 
deminas de 31 de Julio de 1849, en que 
se consigna que- el Gobierno y los gefes 
políticos declaran derechos, tos cuales 
adquieren los particulares á solicitud su- 
ya . ' • 

* Visto el artículo octavo, por el cual se 
previene que la prioridad en la solióitud 
de derecho preferente.-en igualdad de 
casos, á obtener Ih concesión de 'una 
mina: 

Visto el artículo. 1 3,- que dispone que 
á ningún particular parará peijuicio- la 
dilación cíe un término* cuando esta pro- 
venga de la omisión - de un funcionario, 
con tal que contra ella reclame al su- 
perior inmediato para que la corrija, e- 
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xigiendo ia responsabilidad & quien cor. 
responda: 

' Vistos los artículos 36, 37, 38, 44 y 45: 
Visto asimismo el cincuenta y tres 
del propio reglamento, que tratando de 
los trámites posteriores ¿ la admisión de- 
finitiva del registro, dice: “Cualquiera 
redamación que se haga á consecuen- 
cia de losedictosy publicación oficial, 
se presentará al Gobernador en el tér- 
mino improrogabie de-sesenta dias; con- 
tados desde la fecha de los mismos e- 
dictos de admisión, y se Unirá al expe- 
diente: , 

Vistos I os artículos 60, 6» y 62: 
Considerando que los derechos en ma- 
teria de minería se adquieren á solicitud 
de los particulares, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo 5.-° del reglamento 
Considerando que los registradores 
no adquieren derechos algunos, salvo el 
de preferencia en su caso, sobre el terre- 
no á cuya conc-esion aspiran, hasta tanto 
que, previos los reconocimientos faculta-, 
ti vos y demás trámites de reglamento se 
declara admitido definitivamente el re- 
gistro: 

Considerando que no habiendo llega- 
do á este estado el expediente promovi- 
do por D. Miguel Almira, puesto que ni 
presentó la designación de pertenencia, 
ni aun formalizó el registro, ningún de- 
recho podía reconocerse á su favor so- 
bre el interino de la mina denunciada: 

. Considerando que el descuido por 
parte de la Administración, omitiendo 
decretar la práctica del reconocimiento 
facultativo al dar por presentada la so-' 
licitud de registro de Alntira, no justifi- 
ca el abandono de éste, que pudo y de- 
bió prevenir el del Gobierno político de 
Jaén, conforme á lo dispuesto en el ar- 
tículo 13-del reglamento: 

Considerando que admitidó y publica* 
cada la admisión del registro “Casuali- 
dad,” dejó trascurrir Almira, sin presen- 
tar oposición, el . término improrogabie- 
que al efecto se concede por el artículo 
A-3 del reglamento: 

Considerando que asi por parte de la 
Administración como por la de los inte- 
resados en el registro “Casualidad” se 
ha» seguido’ en la instrucción del expe- 
diente Tos trámites necesarios para su- 
validez con arreglo 1 á la ley: 

Oido el Tribunal supremo contencio- 
15 
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so-administrativo, en sesión & que asis- 
tieron D. Saturnino Calderón Coilantes, 
presidente; D. Santiago Fernandez Ne- 
grete, D. Manuel Mar» Jurado, D. Jo- 
sé María Trillo, D. Juan Becerra, D. 
Pelegrin José Saavedra, D. Dionisio 
Val des, D. Rafael Guardara mo y D. To- 
mas María Vizmanos. . 

Vengp en desestimar la demanda pre- 
sentada por el licenciado Don Tomás 
Pérez Anguita, á nombre de D. Miguel 
Almira, contra la Real orden de 38 de 
Pobrero de 1 855, y en declarar Válida y 
subsistente la concesión definitiva otor- 
gada á la sociedad “Fortuna” de la 
mina “Casualidad.” 

Dado en Palacio á 18 de Abril de t856 
—Está rubricado de la Iteal mano. — El 
Ministro de la Gobernador^ Patricio de 
la Eseosura. 

Sentencia 14^ -i*uI.lica<J» en 80 de Abril. 

* Lm rentatadaret.de efecto» vendida* par 
hts aduanas en pública subasta no tienen 
derecho á hacer redamación- alguna sobre 
la calidad de loe géneros Üetpuee de •ha- 
berlo» eetraido de la Aduana ( 1 ). 

Doña Isabel ,'11 etc. 

En el pleito que ante el . supremo Tri- 
bunal cotttencioso-admiuistfativo pende 
en primeray única instancia, entre par- 
tes, de la una D. Ramón Lafuente, ve- 
cino y del comercio de la dudad de Vi- 
representado por el doctor D. Justo 
ayo Cuesta, demandante, y de'la o- 
tra mi fiscal, en representación y defen- 
sa de la Hacienda pública, demandada, 
sobre que se deje» sin efecto las Reales 
órdenes expedidas por el Ministerio de 
Hacienda en 21 de Julio de 1863 y 1 2 
de Octubre de 1854, por las cuales se 
desestimó la pretensión del interesado, 
relativa á que se le indemnizase por la 
Hacienda del perjuicio que sufrió con o- 
casion de haber comprado en pública 
subasta, celebrada ante la aduana de 


(1) El articulo 33 de la instrucción de aduana» de 
I84'á > vijente en la Ida de Culta, establece el mismo 
principio y por consiguiente procedería idéntica re- 
solución sí aquí ocurriesen cafeoe semejantes. 

La sentencia que insertamos corrobora nuestras 
doctrinas «apuestas en los artículos Administra* 

cion contenciosa y aduanas: Anales de 
18f55, respecto á la cótnpetenéia del tribunal conteu- 
ciuso-administratlvo en ios usnntos de Hacienda. 

1856. 
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Vigo, varios fardos que contenían gene- por esta oñcína para la extracción y pa- 
ros de. algodón, en el concepto de que se de dichos géneros: que el corredor 
este pertenecía á la clase de 26 hilos en Molins afirmó en el dia 24 el contenido 
cuarto de pulgada, y haber resultado de las declaraciones anteriores, habiendo < 
luego que en su mayoría era de 18 hilos por último declaradoen el mismo dia los 
el expresado género: peritos nombrados al efecto: 

Vista el acta del remate celebrado en Primero “Que las piezas de algodón se 
6 de Setiembre de 1852 ¿presencia del hallaban en la apariencia intactas, pues- 
administrador, contador y alcaide de la toque á no valerse déla prensa y otros 
Aduana de Vigo, con obgetode vender medios de fábrica, hubiera sido casi im- 
ciertos fardos con géneros de , algodón posible desenvolverlos y borrar luego los 
decomisados á bordo del quechemarin vestigios de esta operación: 

Nueva Esperanza-, de que resulta que Y segundo. A consecuencia de haber 
habiendo sido la proposición de D Pe- sidp instados por el juez para que ob- 
dro Martí Molins la mas ventajosa, en- servasen si habia alguna cosa de notar 
tre las presentadas, se le adjudicaron los en los expresados géneros; que efectiva- 
expresados fardos en la cantidad de mente observaban en las mismas piezas 
3Q,324 reales: dos distintas olases de percal, cuya cir- 

Visto el escrito presentado ante el cunatqncia no se habia echado de ver 
juzgado de' Hacienda de Vigo' por D. seguramente en un reconocimiento ordi- 
Ramon Lafuente. denunciando el hecho nario.“ - 

de haber comprado en pública subasta. Vista la providencia dictada por el 
entre otros efectos, 1 99 piezas de percal juzgado de Hacienda en diez y seis de 
de algodón, decomisadas y sacadas á re-' playo de 1 853, por virtud de las diligep-. - 
mate por aquélla aduana, en concepto cías practicadas, sobreseyendo el proce- 
de ser de clase de á 26 hilos, resultando dimiento y declarándose incompetente 
luego que soto unas cuantas varas de la para decidir en cuanto á la indemniza- 
capa exterior reunian esta condición, cion de perjuicios pretendida por Laíuen- 
siendo el resto género de 18 hilos sola- te, y acordando por lo demas dirigir al 
mente", y en tai concepto; sojire su me- Gobernador de la. provincia comuníca- 
nos valor, de ilícito contorció en £spaña: cion con testimonio de las diligencias, 
Vista la certificación librada por el solicitando la competente autorización 
contador de *.la dauana en 30 de di- para procesar al administrador y conta- 
cho mes, en la cual ademas, de otros dor de la Aduana que habían principal - 
particular^?, se dice: mente intervenido en el comiso y subasta 

“Las 199 piezas tegido de .algodón de los géneros denunciados: 
blanco de 26 hilos y que forman un tiro Vista la comunicación elevada ‘por el 
de 9651 va ras, al respecto de 5 rs. cada Gobernador, acompañadadelexpediente 
Vara' se vendieron en púMica subasta en en 31 de Mayo , dando cuenta al minis- - 
su totalidad y globo el 6 del actual á D. terio de .Hacienda de haber denegad*» 
Pedro Martí Molins, sin que se hubiese al juez de Vigo la autorización salicita- 
subdividido en lotes de á 200 reales ca- da: . 

da uno.” Vista la Real érden comunicada en 2 1 

Vistos los reconocimientos que, de ór- de Julio á la dirección general de adua- 
den del juez de Hacienda, fueron prac- ñas, por lo cual se aprobó la conducta 
ticados en los dias 22 y 24 del referido del gobernador de Pontevedra,.eU cuan- 
mes de Setiembre, de los cuales resulta to denegó la expresada autorización, y r 
que examinadas en casa de Lafuente se mandó sobreseer en elprocedimiento 
por el administrador y guarda-almacén incoado por el juzgado de Hacienda, 
primero de la adiiana en el dia 22 las respecto ¿ la indemnización pretendida 
1 99 piezas objeto de la denuncia al juz- por Lafuente por considerarla improce- 
gado, declararon los referidos empleados dente: 

que, al parecer, los géneros que tenían Vista la solicitud presentada por el 
ála vista eran los mismos que en el dia interesado en 6 de Setiembre de 1854 , 

6 habia subastado Molins en la aduana reclamando contra, la anterior resqhi- 
y los mismos también los sellos puestos cion: 
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Vista la Real orden de 12 de Octubre, 
por la cual, confirmando la de 21 
de Julio de 1863, se desestimó la solici- 
tud de Lafuente, declarándola de nuevo 
improcedente por haberse celebrado con 
todas las solemnidades del casoel rema- 
te de 6 de Setiembre de 1852: 

Vistas las leyes 6, 7 y 21 , título quinto 
de la Partida quinta: 

Vista la ley 56 de los mismos títulos 
y Partida, que, entre otras cosas, dice: 
“Otrosí decimos: que se puede desfa- 
cer la vendida que fue fecha por menos 
de la meytad del derecho precio que pu- 
diera valer en la sazón que la hicieron.” 
“Otrosí decimos: que si el comprador 
pudiese probar que aíópor la cosa mas 
de la mitad del derecho precio que pu- 
diera valer en aquella sazón que fa com- 
pró; que puede aemandar se desfaga la 
compra, oque baje el precio tanto cuan- 
to es aquello que demas dio. Esto seria 
como si la cosa que vale 10 maravedís, 
que diese por ella mas de 15.” 

Vista la ley segunda, título primero, 
libro 10 de la Novísima Recopilación, 
en que se trata de la rescisión de las 
ventas y demas contratos en que inter- 
venga engaño en mas de la mitad del 
justó precio, salvo el caso en que la ven- 
ta fuese hecha públicamente, y por a- 
preciadores: 

Vista la ley tercera de los mismos li- 
bro y título, por la cual se dispone que 
valgan los contratos celebrados con bue-' 
na. te, aunque en ellos haya engaño que 
no exceda de la mitad del justo precio. 

Visto el artículo, 1 17 de la instrucción 
de aduanas de 5 de Marzo de 1852, que 
dice. . ^ 

* VNo se admitirá reclamación alguna 
sobré calificación de mercancías y apli- 
cación de derechos, ni se ins\ruirán ex- 
pedientes sobre el modo con que hayan 
sido aforadas después que salgan de la 
aduana, aun cuando vayan precintadas 
y selladas.” ' 

Vista la demanda presentada en 1 2 de 
Marzo de 1855 por el Dr. D. Justo Pe- 
layo Cuesta, á nombre de D.- Ramón 
Lafuente, pidiendo que se dejen sin efec- 
to las citadas Reales órdenes de 21 de 
Julio de 1853 y 12 de Octubre, de 1854, 
y que sé declarenulo é insubsistente co- 
mo afecto de fraude sustancial el rema- 
te á que dichas órdenes se refieren; y 


cuando á esto no hubiere lugar, se de- 
clare á la Hacienda pública obligada al- 
ternativamente, bien á rescindir dicho 
remate, devolviendo áD. Ramoq La- 
fuente la cantidad que pagó indebida- 
mente por su precio, y recogiendo del 
mismo los géneros rematados, ó bien á 
indemnizarle por la enormísima lesión 
que vicia el contrato: 

Vista la contestación dada por mi fiscal 
pidiendo que se desestime la pretensión 
del demandante, y se confirmen las Rs. ór- 
denes contra que se produjo la demanda: 
Considerando que la compra de las 
199 piezas de algodón de que se trata 
fué celebrada en pública subasta, sin que 
él comprador D. Pedro Martí Molins, á 
uien incumbía,* hieiese. durante el acto 
el remate reclamación alguna sobre la 
calidad de los géneros, á cuyo*deteuido 
exámen no consta que se le opusiese 
obstáculo alguno por parte de los em- 
pleados de la Aduana de Vigo presentes 
á la situación: 

Considerando que lejos de hacer re- 
clárnacion ni pretexta en tiempo oportu- 
no el comprador, consumado ya el con- 
trato, y en uso de su derecho, extrajo 
los géneros de la aduana, inutilizándose 
con estopara rechazarlos después: 
Considerando que D. Ramón Lafuen- 
te, por cuya orden parece que hizo Mo- 
lins la compra de los géneros en cuestión 
no presentó* tampoco reclamación algu 
na oficialmente hasta el 20 de Setiembre, 
1 4 dias después de haberse celebrado el 
contrato, y de haber llevado los géneros 
á su poder. 

Considerando que el demandante no 
ha probado, como debiera,, que los gé- 
neros denunciados como contrabando 
fuesen precisamente los mismos, objeto 
de la súbasta: 

Considerando que con arreglo á lo 
dispuesto en la ^citada ley segunda, títu- 
lo primero, libro 10 de la novísima re- 
copilación, tampoco, aunque se hubiese 
probado lesión, tendría lugar en el caso 
de qué*se trata Ip, rescisión, pretendi- 
da por el demandante, puesto que la 
venta fué pública, y no puede hienos de 
reputarse al corredor Molins como apre- 
ciador ó entendido en la materia; y en 
tal concepto sin derecho á obtener el be- 
neficio de la rescisión, concedida en ge- 
neral por la misma ley. 
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Consideraudo que las especiales para 
el ramo*. y por tanto vigentes en éste ca- 
so, están comprendidas en el reglamen- 
to de 5 de Marzo de 1852, cuyas dispo- 
siciones propenden á dar estabilidad y 
firmeza á las operaciones de la aduana 
que, legítimamente practicadas* encier- 
ran en sí la yerdad legal, sin dejar dere- 
cho á reclamación posterior, como ex- 
presa el artículo estado* y. se deduce de 
otros muchos de lar misma: 

Oido el tribunal supremo contencioso- 
administrativo, en sesión á que asistie- 
ron D. Saturnino Caldera» Col! antes, 
presidente; D. Santiago Fernandez Ne- 

Í rete, D. Manuel María Jurado, D. 

’ranoisco Tatnes Hevia, D. Pascual 
Fernandez Baeza, don* José Ruines y 
Solera, don Manuel María. Basualdo, 
don Pelegrin José Saavedra, don Dioni- 
sio Valdes, don Rafael Gnardamino. y 
don Tomás Laria Vizmanos. 

Vengo en desestimar la demanda pre- 
sentada por el doctor D. Justo Pelayo 
Cuesta, sostenida boy por el licenciado 
D. Antonio Ubaeh, á nombre de D. Ra- 
món La fuente, y ep confirmar las Rea- 
les órdenes de i 0 de Oetubre de 1 854 y 
2 1 de Julio de 1 858, por las cuales se de- 
claró no haber lugar & la pretensión del 
interesado para que se le indemnizase 
del peijuicio que pretende haber sufrido 
con motivo de la subasta de varios gé- 
neros de algodón, celebrada en la adua- 
ne de Vigo el 6 de Setiembre de 1952. • 
Dado en palacio á 1 8 de Abril de 1 853. 
Está rubricado de la Real mano. — El 
ministro de la Gobernación, Patricio de 
la Etcoaum. 

Sentencia SO* — Publicada tj» g# de Setiembre. 

No es indemnizable el perjuicio que se 
carne al dueño de una casa mmdaaa der- 
ribar por amenazar ruina ó por afear el 
aspecto público* 

Las contiendas relativas á obligaciones 
que puedan afectar á los dueños de casas 
contiguas á una que haya sido expropia- 
da ó adquirida por la Administración , son 
independientes déla de expropiación aun 
cuando provengan de esta, y deben resol- 
verse por los tribunales ordinarios . 

Doña Isabel II, éte. 

En el pleito que en grado de apela- 


ción pende ante el Tribunal supremo con* 
tcncioso-adminifltrátivo, entre partes, de 
la una Doña María Fraixedas, viuda, ve- 
cina de Barcelona, y en su representación 
el licenciado D. Péaro López Ciarás, ape- 
lante, y de la otra el Ayuntamiento de 
Barcelona, representado por el fiscal de 
dicho tribunal, apelado sobre indemniza- 
ción á dicha Fraixédas de los perjuicios 
ocasionados en una casa de su propiedad . 
situada en la calle de Daguería de la ex- 
presada ciudad, con motivo de la proion 
ación de la calle de Fernando Vil, acor- 
ada por la corporación municipal. 

Visto: 

Visto el expediente gubernativo unido . 
á estos autos, ael cual resulta que en 25 
de Marzo de 1852 la Doña María Fraixe- 
das recurriC al Gobernador de la provin- 
cia de Barcelona en reclamación de una 
órden que se le habia comunicado por el 
alcalde-corregidor de dicha ciudad, á fin 
de que adoptara las medidas necesarias 
para que el expresado. edificio no se des- 
plomase, solicitando que el ayuntamien- 
to le asegurase á su costa, según estaba o- 
bligado, tanto por haber quitado lospun ta- 
les que el mismo mandó poner al proce- 
derse al derribo de una casa contigua, 
perteneciente á D. Mariano Rosés, como 
también por no haber edificado una pa- 
red en terreno de este, qne sirviendo de 
fachada debia apoyar ql edificio de la re- 
currente, y á cuya construcción se habia • 
obligado la municipalidad en el contrato 
de expropiación de terreno celebrado con 
Rosés; pidiendo igualmente indemniza- 
ción por parte de la misma municipalidad 
en atención á haber esta decretado el -der- 
ribo de otra casa contigua perteneciente 
á Doña Ana Casademunt; ai n tomar las 
precaucionés debidas á la seguridad de 
la redamante: r 

Quo pedido informe sobre' el contenido 
déla anterior instancia al alcalde-corre- 
gidor de Barcelona, este manifestó en SI 
de Marzo de 1852 al Gobernador de la 
provincia estar denunciada la oasa do la 
Fraix&kul ‘desde el año de 1850, sin qué 
las providencias de los alcaldes-corregí * 
dores anteriores, ni ,las suyas propias hu- 
biesen podido eimseguir que se reedificara 
dicha casa: por lo cual opinaba debe sos- 
tenerse la providencia que motivaba, las 
quejas de la Fraixedas: 
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Que en vista del anterior: informe, el 
Gobernador de Barcelona ofició al cor- 
regidor á fin de que llevase á efecto lo dis- 
puesto en la ley segunda, libro séfimo, tí- 
tulo 32 de la Novísima Recopilación ; y 
habiendo reclamado la Fraixedas contra 
esta disposición, que fue sostenida por 
dicha autoridad, la interesada promovió 
sobre el asunto el correspondiente juicio 
oontencioso-administrativo: 

Vista la demandá que en 8 de Junio dq 
1852 presentó ante el Consejo provincial 
de Barcelona, pretendiendo que se con- 
denase al ayuntamiento de la expresada 
capital al resarcimiento efe los perjuicios 
causados: primero, por haber hecho le- 
vantar de la casa de la demandante los 
puntales que habia mandado poner cuan- 
do el derribo dé la de Rosós: segundo, 
por la demora en la construcción de la 
lachada en terreno de este: tercero, por no 
haber procedido con las debidas precau- 
ciones cuando se verificó el derribo de la 
casa de doña Ana Casademunt: cuarto, por 
el gasto que la interesada hizo al reponer 
los puntales mandados quitar por la mu- 
nicipalidad: quinto y finalmente, por los 
alquileres que dejó de percibir á causa 
del desahucio á los inquilinos que habi- 
taban la casa de que se trata: 

Visto el escrito de contestación que en 
27 de Julio de 1852 presentó el ayunta- 
miento de Barcelona, solicitando la abso- 
lución de la demanda por no haber lugar 
á la indemnización de los daños de que 
se quejaba la Fraixedas, puesto que ellos 
eran una , consecuencia necesaria de la 
observancia de las leyeg de policía urba- 
na vigente: 

Vistos fes escritos de réplica y duplica 
y la declaración pericial que en 13 de A- 
gosto de 1852 prestaron los arquitectos 
D. Felío Ribas, nombrado por la Doña 
Maria Fraixedas, y D. Francisco Daniel 
Molina, nombrado por el ayuntamiento, 
para el reconocimiento del estado en que 
se encontraba la casa en cuestión; en la 
cus*l se manifiesta que la pared del edifi- 
cio de la demandante, que linda con la 
nueva calle de Jaime I, se arruinaría sj. 
se tocase por alguno de sus trozos, bien 
para construir la parte de fachada que 
correspondía á Magarola edificar, ó bien 

S ara obrar la parte que le tocaba á D. 
[anano Rosé»; concluyendo conque pa- 


ra evitar esta ruina era necesario proce- 
der en la construcción de la fachada del 
terreno de Rosós, y en la parte que cor- 
respondía á Magarola, con una precau- 
ción que acaso no seria bastante á conse- 
guir el objeto: 

Vista la sentencia que en 21 de Diciem- 
bre de 1852 pronunció en estos autos el 
Consejo provincial de Barcelona, en la 
cual se absolvió al ayuntamiento de la de- 
manda contra él interpuesta, y so mandó 
llevar adelante las providencias dictadas 
por el Gobernador de Barcelona, apoyán- 
dose dicho fallo, entre otras razones, en la 
de 'estar comprendida la indemnización 
que solicita la Fraixedas en la Real reso- 
lución que puso fin al pleito ^seguido en 
el año de 1848 y 49 sobre indemnización 
á la misma de los perjuicios que se la ha- 
bían causado por la prolongación de la 
calle de Fernando VII: 

Visto el recurso de apelación interpues- 
to para ante el Cónsejo Real por la Doña 
Maria F raixedas, y el escrito del licencia- 
do D. Pedro López Claros, su abogado 
defensor, en que, mejorando la apelación, 
pide que se revoque la sentencia apelada, 
v se condene al ayuntamiento de Barce 
lona á la indemnización solicitada en la 
anterior instancia: 

Vista la contestación de mi fiscal como 
representante del ayuntamiento de Bar- 
celona, pidiendo la confirmación del men- 
cionado fallo definitivoi 

Vista la citada Real resolución deliO 
de* Abril de 1849, en la cual se condenó 
á didho ayuntamiento á abonar á la Frai- 
xedas 2091 libras, 1 sueldo y 3 dineros de 
moneda catalana, cuya cantidad, unida á 
la que tenia ya percibida de la municipa- 
lidad, componía el total resarcimiento de 
los perjuicios ocasionados en su propie- 
dad por la prolongación de la calle de 
Fernando VII: 

Vistos los artículos sétimo y octavo de 
la ley de 17 de Julio de 1838. sobre ena- 
genacion forzosa de la propiedad particu- 
lar en beneficio público': 

Vista la ley segunda libro sétimo, títu- 
lo 32 de 1 & Novísima Recopilación , en la 
cual se ordena á los corregidores preven- 
gan á las justicias de los pueblos que a- 
tieüdan muy particularmente á que no se* 
deforme el aspecto público, con especiali- 
dad en las ciudades, y villas .populosas; y 
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también que apremien á los dueños de e- 
dificios ruinosos para que los reparen 
dentro de cierto término, y no haciéndolo, 
se lleve á efecto la obra á costa de los mis- 


mos: 


Visto el artículo 74 de la ley de ayun- 
tamientos de 8 de Enero de 1845, que 
prescribia estas corporaciones el deber de 
cuidar, en todo lo relativo á la policía ur- 
bana conforme a las leyes, disposiciones 
de la autoridad superior y ordenanzas 
municipales: 

Considerando que en los citados artícu- 
los sétimo y octavo de la ley de 17 de Ju- 
lio de 1836 están determinadas las únicas 
indemnizaciones que deben hacerse á» 
cualquiera particular que sea expropiado 
del todo ó de una parte de su propiedad 
por causa de utilidad pública: 

Considerando que fundada únicamente 
en las prescripciones de la expresada ley 
la demanda que Doña Maria Fraixedas 
dirigió en 1848 contra 'el ayuntamiento 
de Barcelona: y obtenida por la deman- 
dante; en virtud dél Real decreto resolu- 
torio de 30 de Abril de 1849, la indem- 
nización prevenida en la misma ley, y tal 
como la solicitaba la interesada, es de to- 
do punto indudable que en ella se com - 
prendieron todos los perjuicios y abonos 
á que tenia derecho la demandante con 
motivo de la enajenación forzosa y par- 
cial de la casa de su propiedad: 

Considerando que: ejecutoriado el re- 
ferido fallo, quedó desde entónces extin- 
guida toda acción á reclamar N contra la 
administración pública por dicho concep- 
to; y que pór lo tanto, la demanda que lia 
intentado la misma interesada contra el a- 
y untamiento de Barcelona, y que ha dado 
lugar á la cuestión actual, no puede pro- 
ducir efecto alguno legal, en cuanto se re- 
fiere ápedir nuevamente por causa de di- 
cha expropiación el resarcimiento de per- 
juicios ya totalmente indemnizados: 

Considerando que no es menos ineficaz 
la demanda, si se dirige á obtener la re- 
paración de los que la Fraixedas supine 
haberla ocasionado en su casa, las medi- 
das acordadas por el ayuntamiento y a- 
probadas pdr el Gobernador de la pro- 
vincia para llevar ¿ efecto el plan general 
de las obras proyectadas en beneficio pú- 
blico; puesto que en todas ellas la corpo- 
ración municipal no hizo sino proceaer 


dentro del circulo de sus atribuciones, y 
én cumplimiento de los deberes prescri- 
tos en las leyes arriba mencionadas, con 
el fin de atender á la seguridad de los ve- 
cinos, inquilinos y transeúntes, -amenaza- 
da con la ruina inminente del resto del 
edificio de la Fraixedas, y evitar que con- 
tinuase por mas tiempo que el preciso la 
deformidad del aspecto público: 

Considerando que la reclamación sobre 
legalidad dilegalidad, importancia y e- 
fectós del contrato celebrado por el ayun- 
tamiento y D. Mariano Rosiés, asi como 
la relativa á obligaciones que puedan a- 
fectar á los dueños de las casas contiguas 
aun proviniendo de la expropiación, sou 
independientes de esta y sus electos le- 
gales, y en tal concepto corresponde tra- 
tarlas en diferente juicio ante los tribu- 
nales de justicia: 

f Oido el tribunal supremo contencioso- 
administrativo, en sesión á que asistieron 
D. Saturnino Calderón Collantes, . presi- 
dente; D, Manuel Maria Jurado, D. Pas- 
cual Fernández Baeza, D, José Maria Tri- 
llo, D~. Juan Becerra, D. Manuel Maria 
Basualdo; D. Pelegrin José Saavedra, D. 
Dionisio Valdes, D. Rafael Guardamino 
y D. Tomas Maria VizmanoS. 

Vengo en confirmar la sentencia pro- 
nunciada en este pleito por el extinguido 
Consejo provincial de Barcelona en 21 de 
Diciembre de 1852, por la que absolvió al 
ayuntamiento de aquella capital de la de- 
manda contra él propuesta por Doña Ma 
ria Fraixedas, vecina de la misma, y en 
mandar en su consecuencia se lleven á e- 
fecto las providencias dictadas por el 
Gobernador de la provincia en 6 de Abril 
y 3 de Mayo del mismo año; reservando 
su derecho á Doña Maria Fraixedas, para 
que en orden á las acciones civiles c^ue 
puedaií interesarla, lo egercite donde y 
según corresponda. 

Dado en Palatúo á 27 de Mayo de 1856. 
— Está rubricado de la Real mano. — El 
Ministro .de la Gobernación . — Pútrido 
de la Eacomra. 


Sentencia Sfcl.-Publieada en *38 de Setiembre. 

Las leyesno pueden ser rqfopnadas por 
los tribunales contencioso-admistrativos . 
Las Reales cédulas expedidas ■ por el 


Digitized by v^.ooQLe 



CONTENCIOSA. 


lll 


Soberano ton verdaderas leyes cuando no 
existe gobierno representativo. (1) 

El Gobierno , como Iqs particulares, tie- 
nen obligación de acatarlas y obedecerlas . 

Doña Isabel, II &c. 

En el pleito que en primera y única 
instancia principió en el extinguido Con- 
sejo Real y pende en el supremo Tribunal 
contenoioso-administrativo, entre partes, 
de la una D. Antonio Jacinto de Gassó, 
por sí y en representación de los eternas 
interesados en la empresa del canal de 
Tamarite de Litera, en las provincias de 
Huesca, y Lérida, su abogado defensor 
D. JoséOrdax Avecilla;. y de la otra la 
administración general del Estado, de- 
mandada, * y en rebeldía, por no haber 
contestado en tiempo la demanda, sobre 

3 ue se deje sin efeeto la Beal orden de 25 
e Mayo de 1860 expedida por el Minis- 
terio de Fomento, por la que se declaró 
caducada definitivamente la concesión, y 
dicha empresa, hecha por Real cédula de 
25 de Abril de 1884; 

Visto: 

Vi^ta la demanda que ante el Consejo 
Real entabló el licenciado D. José Man- 
resa, primer apoderado del). Antonio Ja- 
cinto de Gasó, que fue remitida á mi Mi- 
nistro de Fomento; y devuelta por el mis- 
mo con el expediente gubernativo y Real 
orden de 24 de Diciembre de *1853 para 
su decisión por la vía contenciosa: 

Vista la ampliación que se reservó a- 
quel, y tuvo lugar después de examina- 
do el expediente gubernativo, solicitando 
por ambas la revocación de la Real órden 
que declaró caducada la Concesión, y que 
quedasen los empresarios indemnizados y 
en el libre ejercicio de los derechos que le 
conceden la Réal cédula de 25 de Abril 
de 1834: . 

Vista la declaración de relSeldía dicta- 
da contra mi fiscal por la sección primera 
del tribtínal supremo contencioso-admi- 
nistrativo en 13 de Noviembre de 1854 y. 
el auto motivado de 7 de Diciembre si- 
guiente, por el que se estimó no haber lu- 
gar á la reposición de aquella providencia: 
Visto el expediente gubernativo remi- 
tido al Consejo Real por mi Ministro de 
Fomento con la citada Real órden de 24 


(1) Este principio rige de lleno en las provin- 
cias ultramarinas españolas. 


de Diciembre de 1853, y en él la compro- 
bación d« la utilidad y posibilidad de un 
canal de riego que, aprovechando las a- 
guas sobrantes del Cinca y del Essera, 
proporcionara á los pueblos llamados de 
la Litera, la fertilidad de que carecen su9 
dilatadas y feraces campiñas; de cuyo ca- 
nal vino tratándose desde el reinado de 
mi excelso abuelo el Sr. D. Carlos III, en 
que a solicitud de la villa de Tamarite de 
la Litera, en el reino 'de Aragón, y por 
órdeñ del Consejo Real se practicó enton- „ 
ces por el arquitecto D. Manuel Inchausti 
un reconocimiento facultativo de los rios 
de donde había de extraerse las aguas, del 
modo ‘mas fácil de establecer su deriva- 
ción, y del terreno' que habían de fecun- 
dar, haciéndese posteriormente, en el rei- 
dado del Sr. D. -Carlos IV, una nueva y 
muy circunstanciada operación por el 
profesor D. Francisco Rocha, á que con- * 
currié aquel primer arquitecto: 

Vista también en dicho expediente que 
1$ Junta de Fomento de la riqueza del 
reino se ocupó en época posterior, y en 
vida de mi* augusto padre, de la construc- 
ción del referido canal, y admitió la pro- 

Í uesta de D. Antonio Gassó y Calafell, 

I. José Sagrtstá y D. Narciso Mercader 
para llevarla á efecto bajó ciertas bases, y 
á nombre de una compañía, cuyos pode- 
res exhibieron: 

Que la Junta, después de haber oido á 
los pueblos interesados en el riego, y con 
vista de lo que expusieron, reformó las 
condiciones presentadas: 

Que habiéndose modificado estás por 
los empresarios en cinco de Abril de 1833 
se nombró una comisión especial com- 
puesta de diferentes ministros de los ex- 
tinguidos consejos de Castilla y Hacienda, 
que examinaron todo el expediente con 
la mayor detención, y expusieron su dic- 
támen: 

Que por parte de los representantes de 
la sociedad empresaria se solicitó que á la 
vez que se aprobase la empresa se apro- 
bara también la compañía, resultando 
que de no hacerlo así no podría producir 
efecto legal la autorización que en la Real 
cédula de concesión definitiva se le diese 

Í >ara celebrar convenios y avenencias con 
os pueblos del territorio regable, cuyas 
circunstancias los mismos empresarios 
habían considerado necesarias: 
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Que por virtud de los dos dictámenes 
que sobre la empresa emitió la cpmision 
y en vista del evacuado anteriormente 
por la junta de Fomento, 'recayó en 19 
de Noviembre de 1833 la aprobación de 
la propuesta con las restricciones que se 
estimaron justas, disponiendo lo necesa- 
' rio para que á ellas se ajustase estricta- 
mente la redacción definitiva de las bases: 

Que esta se ajustó al fin cpn audiencia 
y conformidad de tos empresarios, expi- 
. diéndose en su consecuencia á mi nofnbre 
y por mi augusta madre, como Goberna- 
dora del reino, en 25 dé Abril de 1834, 
Real cédula por la que se concedió la em- 
presa del canal de Tamarite á GaSsó, Sa- 
gristá y Mercader por'sí y como repre* 
sentantes de la compañía, á cuyo nombre 
hicieron la mencionada propuesta, en los 
términos y con las condiciones que en e- 
• lia se expresan: 

Vistos los artículos primero, segundo, 
tercero y cuarto de la Real cédula, eil que 
aparece consignada muy circunstanciada- 
mente la obligación contraidapor la com- 
pañía para la construcción á su costa y de 
su epenta y absoluto riesgo del canal de 
riego y navegación, bajo el plano levan- 
tado por D. Francisco Rocha; el cual sin 
embargo debia ser después rectificado por 
medio de un reconocimiento general en 
toda la línea para determinar con la dé- 
bida exactitud la altura del principio del 
canal, en la toma de aguas de los rios de 
Essera y Cinca, y formar dos proyectos 
sobre el modo de derivarlas, acompaña- 
dos del presupuesto de cada uno, y una 
comparación de las ventajas* ó inconve- 
nientes respéctivos a fin de que sobre e- 
llo8 -pudiera recaer mi Real aprobación an- 
tes de proceder á la ejecución: 

Visto el artículo sétimo, cp qué se a- 
cordó también una nueva medición de a- 
guas, fanto de las que corren por los dos 
referidos rios, como de las que se emplean 
para riegos y molinos en la estación más 
escasa, con el objeto de adquirir seguridad 
de que de los rios de Essera y Cinca pudie- 
ra tomarse la cantidad de 204,166 varas 
cubicas de agua por hora que se necesitan 
según el proyecto de Rocha, para regar 
200,000 cahizadas de 7,200 varas cuadra- 
das y una quinta parte mas, reputada 
indispensable para repararlas pérdidas 
por filtraciones y evaporaciones, debien- 


do los ingenieros, que por parte def los 
empresarios y de los particulares practi- 
casen esta operación, informar á mi Go- 
bierno si es ó no posible la extracción de 
la indicada cantidad sin peijuicio de ter- 
cero: 

Visto el octavo que señala ehtiempo en 
que hábia de darse principio á las obras 
y“en el que habían de estar completamen- 
te acabadas, por falta de cuyo cumpli- 
miento se considera revocable la conce- 
sión á voluntad dé mi Gobierno, excep 
tuando los casos de guerra, epidemia y 
otros fortuitos: 

.Visto el 52 en que, p$ira asegurar el 
compromiso contraido por la empresa, se 
la exige la fianza que ella misma había 
ofrecido de seis millones de reales en fin- 
cas, y en el término de cuatro meses, sin 
cuya prestación caducaría también la 
concesión, quedando sin valor ni efecto: 

Visto él 38, en que mi Gobierno se 
compromete á poner á disposición de la 
compañía el número de presidiarios que 
tuviere ábien para que los emplee en las 
obras del canal:* 

Visto el 50, que literalmente dice: “D. 
Antonio Gassó y . Calafell, I>. José Sagris- 
tá y D. Narciso Mercader quedan auto- 
rizados: 

Primero. Para otorgar la contrata so- 
cial con lo» pactos que tengan por con- 
veniente, la cual mandarán imprimir v 
publicar antes de convocar la junta ge- 
neral de sócios: 

Segundo: Para reunir los ^interesados 
que falten á completar la compañía: 

Tercero. Para tratar con los pueblos á 
que corresponda el terreno regable, con 
los cuales podrán estipular lo que les 
convenga antes de convocar la junta ge- 
neral de sócios:” 

Visto el 51, en que se dispone, que es- 
tablecida la compañía formará el regla- 
mento para el orden, gobierno y dirección 
de la empresa, el cual no regirá ni ten- 
drá efecto alguno hasta que obtenga la 
Real aprobación, sin la cual no podrá ha- 
cerse en él variación alguna: • 

Visto el 53, que previene se decidan 
gubernativamente las contestaciones que 
pudieran ocurrir entre mi gobierno y loa 
empresarios sobre la inteligencia y cum- 
plimiento de las condiciones y ' cláusulas 
de la Real cédula, teniendo, presente para 
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ello el artículo 39, que dice se interpreten 
•las dudas en favor de la compañi a: • 

Vista la carpeta número 4, en- que se 
encuentran los expedientes sobre avalúo 
de los bienes para la fianza de los 6 mi- 
llones que fué presentada y Tne digné a- 
probar por mi Real decreto de 22 de Di- 
ciembre de 1836. 

Visto este decreto, confirmatorio de la 
Real cédula, en el que se hace mención de 
haberse celebrado espontánea y libremen- 
te convenios entredá cbmpañia y 24 pue- 
blos del territorio regable; asi como de las 
exposiciones de gracias que. 18 d$ los mis- 
mos pueblo^ me dirigieron con motivo de. 
dicha cédula de concésion: 

Vista igualmente la Real orden de 31 
de Enero de 1838; en que se reiteró *el 
cumplimiento del expresado Real decreto, 
de la que resulta haber sido examinado 
por el congreso de Diputados del reino 
el qxpediente y cédula del canal de Ta- 
marite, estimándose esta como ley hecha 
con* todos los requisitos necesarios, según 
mas detalladamente consta del dictámen 
de la comisión de caminos y canales en 
las Górtes ordinarias de ' 1838, aprobado 
en sesión del 24 de dicho mes y año: 

Vista la carpeta número 6 en que están 
las contratas sociales de 20 de Enero de 
1833 y 4 de Junio de 1838: 

Vistas las de los números 7 y 8, eñ que 
aparecen las órdenes para que los pueblos 
interesados en el riego nombrasen su in- 
geniero; la elección que por ellos se hizo, 
en D. Segundo Diaz, y por parte de la 
empresa, con autorización del Gobierno, 
en el subinspector del cuerpo de cami- 
nos y canales D. José Garcia Otero, para 
la medición de las aguas y rectificación 
del plan y -proyecto de Rocha; y resultan- 
do de dicha medición, que concluyó sa- 
tisfactoriamente en Setiembre de 1841, 
según comunicaciones del gefe político 
de Huesca: 

Visto el informe anterior á dichas ope- 
raciones, evacuado en 23 de Julio de 1841 
por la Dirección general de caminos, ca- 
nales /puertos, del que corista .que *uo 
resultaba contra la compañía cargo algu- 
no, y que podía en su consecuencia pa- 
sarse á verificarlas (carpeta número 7): 

• Visto otro informe posterior de* la mis- 
ma Dirección general, sobre la modifica- 
ción que de las condiciones v cláusulas 
16 


de la cédula de concesión había pretendi- 
do la empresa del canal de Tamarite, y 
la minuta de la órden que con tal motivo 
expidió el Rejente del reino en 29 dp Ma- 
yo de 1843 (carpeta número 9): 

Vistas las instanciasde los empresarios 
hechas en 13 y 14 de Noviembre de 1847, 
retirando la petióion.*sobre modificación 
ó indemnización que había motivado la 
orden. referida de 29 de Máyo de 1843, y 
pidiendo que quedara sin efecto, puesto 
que tampoco había tenido ejecución, tal 
vez en fuerza de las reclamaciones de la 
compañía, y de los informes que se sub- 
siguieron (carpeta número 11): 

Visto que D. José Garcia Otero, direc- 
tor general de obras pública^ en 25 de A- 
bril de 1848, á la página 180 del segundo 
cuaderno de extractos gubernativos, in- 
forma, á la letra que “Las reclamaciones 
contra esta disposición (contra la Real 
órden de 1843) dieron lugar á varios dic- 
támenes de los consultores de la dirección 
de caminos: el extracto en que se •enten- 
dieron no existe; tal vez quedó en poder 
de alguno de dichos señores; pero sin du- 
da se encontrarían algunos obstáculos en 
dar cumplimiento á la citada órden cuan- 
do la subasta no ha tenido efecto/ 4 , 
* Visto él reglamente* que para él órden, 
gobierno y dirección dé la empresa pre- 
sentó su socio gerente en 15 de Abril de 
1849 á invitación de mi Gobierno y por 
virtud del artículo 51 de la Real cédula, 
con lo que en su razón informó la sección 
de obras públicas de mi Consejo Real, f y 
la órden ele 12 de Diciembre del . mismo 
año, por la que se previno á los empresa- 
rio^ 'que presentasen también los - estatu- 
tos de la compañía (carpeta número 13): 
Vista la exposición antedicha, en que 
Gassó manifiesta qué no había llegado 
aun la ocasión de presentar el reglamento 
y que para ello tocaba la imposibilidad de 
realizarlo en debida forma: 

Vistos los plazos señalados á la empre- 
sa para que exhibiera los estatutos; la ex- 
posición de algunos, socios, elevada en 
22 de Abril de 1850, á fin de que se 
atendieran y resolvieran las peticiones que 
en 27 de Marzo anterior habían hecho los 
representantes de la compañía, que ver- 
saban según, la copia impresa, sobre el 
ningún aerecho que asistía á mi Gobier- 
no para exigir unos estatutos que no ha- 

1856 
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bia formado ni tenia necesidad de formar 
la sociedad conforme á la Real cédula: 

Vista también la minuta de, la orden 
de* 26* de Mayo siguiente, que dio p<?r de- 
finitivamente caducada la concesión, y lá 
protextadel sócio representante Gassó con- 
tra esta determinación, fecha 31 del mis- 
mo (carpeta número 14): 

Vista la ley ¿le 28 de Enero de 1848 
sobre sociedades, y muy particularmente 
su artículo 18: 

Visto el artículo 102 del reglamento de 
30 de Diciembre de 1846, en que se dis- 
pone: “Que acusada la rebeldía, obtendrá 
el actor lo que pidiere en su demanda, en 
cuanto. no fuere injusta:” 

Considerando que mi Real cédula de 
25 de Abril de 1834 se expidió con todos 
los requisitos necesarios, después de re- 
petidos reconocimientos facultativos y del 
mas detenido exámen de las bases y con- 
diciones presentadas por los empresarios 
del canal de Tamarite, sobre lo que se 
oyó también a los pueblos llamados de la 
Litera, siendo esta Real disposición de 
igual valor, y como cualquiera otra tey de 
concesión hecha en Cortes, según se re- 
conoció por el congreso de Diputados en 
sesión de 24 de Enero de 1838: . 

Considerando qiié'si bien el Estado re 
portará no pequeña utilidad con el canal 
de riego y navegación denominada de 
Tamarite, es todavfa mayor la que obten- 
drán los habitantes de los pueblos de la 
Litera, que con el inmediato v perpetuo 
aprovechamiento de las aguas que han 
de encauzarse, mejorarán considerable- 
mente la cqndicion de sus fincas y de, sus 
frutos, razón por que ni es, ni puede 
creerse quelessea gravoso el moderado ca- 
non y demás condiciones en que expoutá- 
neamentese han convenido, según las ma- 
nifestaciones hechas á mi Gobierno, por la 
•mayor parte de los referidos pueblos, vi- 
niendo este último corroborado reciente- 
mente con los*19 manifiestos correspon- 
dientes á 20 pueblos del territorio rega- 
ble, y con las dos exposiciones de los pro- 
pietarios y vecinos ae la villa de Tamari- 
te, y de la ciudad de Barbastro: 

Considerando por lo tanto que la pro- 
piedad del canal concedida perpétuamen- 
te á la sociedad que ha de construirlo y 
mantenerlo á su costa sin subvención, y 
sin que se le garantice el interés de su ca- 


I pital imponible, no es, ni pudo ser una 
concesión desmedida, ya porque otras de 
su cíasele dieron con el propio carácter, 
ya porque afectaba solamente á intereses 
particulares^; de localidad 'determinada: 

, debiendo esta circunstancia mirarse en 
último extremo resuelta legislativamente, 
y agená por lo mismo de toda controver 
sia administrativa: 

Considerando que bien porque se ten- 
ga y reputo lá Rejd cédula de 25 de Abril 
de 1834 como una ley asi en su forma co- 
( mo en cuanto ásus concesiones, bien.por- 
1 que se atienda á las estipulaciones que la 
! motivaron, es lo cierto que tatito mi Go- 
bierno, como.los empresarios, tienen el de- 
ber de cumpirla como ley, y cumplir tam- 
¡ bien las condiciones á que en ella se liga- 
ron por contrato* 

Considerando que ios representantes 
dg la compañía llenaron la de presentar 
laTfianza de 6 millones de reales en fincas, 

¡ la cual les fué admitida por la tercera de 
las disposiciones de mi Real decreto de 
22 de Diciembre de 1836: 

Considerando que cumplió también con 
! la de promoverpara que tuviera, comñ tu- 
vo efecto la medición de las aguas, de los 
rios IJsserá y Cinca; y de la rectificación 
del plan y proyecto cíe Rocha: 

Considerando el tiempo de epidemia y 
de guerra civil que subsiguió á la conce- 
sión, y que el hábil trascurrido después 
1 sin haber principiado las obras no es im- 
putable á la compañía toda vez que la 
dirección del ramo no se cuidó de emitir 
su dictamen acerca de la medición de las 
, aguas y rectificación del plan y provecto 
de Rocha, que debia, preceder á la ejecu- 
ción, según lo pactado en loS artículos 
4 o y 7 o de la expresada cédula: dejándo- 
se también de poner á disposición de la 
compañia el número de presidiarios su- 
ficiente conforme al artículo 38: 

Considerando que por el contexto de 
la mencionada ley solo es revocable la 
concesión, á voluntad de mi Gobierno 
cuando no se hubiese prestado la fianza, ó 
' cuando los empresarios no principiaran 
las-obras, ó no las concluyeran* en el tér- 
mino en ella prefijado, debiendo decidirse 
gubernativamente cualesquiera otras du-* 
! das ó contestaciones que ocurrieran con 
[recurso al extinguido consejo Real de Es- 
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paña é Indias, hoy Tribunal supremo con- 
tencioSo-administrativo: , - 

Considerando que por tal hízoii no dc-^ 
bió creerse autorizado mi Gobierno para 
determinar por sí solo la caducidad 6 re- 
vocación de la- concesión, supuesto que no 
se trata ni de la falta déla lianza, ni de no 
haber principiado ni concluido las. obras 
en el tiempo estipulado: . 

Considerando que la orden* de la Re- 
gencia del reino, de 29 de Mayo de 1843, 
recayó^ sobre las pretensiones de los em- 
presarios á qqe dieron mar jen las refor- 
mas que el ingeniero Gareia Otero pro- 
puso en el proyecto y plan de Rocha, á 
las cuales no veqia expresamente obliga- 
do mi Gobierno por la cédula de conce- 
sión: ' * 

Considerando que si bien los empresa- 
rios estimaron entonces que podían pedir 
algunas modificaciones y obtener asimis- 
mo subvención,, q ser indemnizados sin 
perjudicar su derecho á.la concesión, tam- 
bién estuvo mi Gobierno en* el -suyo para* 
no estimarlas, si no se sujetaban previa- 
mente á la pública licitación en beneficio 
del Estado, que es lo que en resumen vi- 
no á disponer la mencionada órden del 
43, en la cual se respeto no obstante á la 
Compañía, reconociéndola y salvándola 
derechos: 

Considerando ademas que en dicha dis- 
posición no atribuyó mi Gobierno culpa 
alguna ¿ los empresarios, puesto que se 
fundó tan solo en circunstancias ó acci- 
dentes imprevistos al tiempo de la con- 
cesión para venir á determinar la subasta: 

Considerando que los empresarios^ le- 
jos de conformarse con la expresada reso- 
lución, la reclamaron y pretextaron, por 
reputarla peijudicial á* sus derechos, lo 
que sin duda dió ocasión á que no se lle- 
vara á efecto la subasta, conforme, así lo 
declara oficialmente la dirección general 
de obras públicas en su informe de 25 ele 
Abril de 1848 ya citado: : 

Considerando que en 1847 retiraron 
lus representantes de la compañia las pe"- ' 
liciones que liabian motivado la referida 
órden de la Regencia, queriendo conti- 
nuar sujetos á cumplir todas las obliga-, 
ciongs de la contrata sin modificación ni 
auxilio de ningún género, con lo cual ce- 
so todo motivo, de duda acerca del extra- 
vío que sufrieron las primitiva^ reclama- 


ciones que hizo la ooippañiaen 1843 con - 
tra ía expresada órden; y acerca -del que 
igualmente experimentaron los informes 
de los consultores de la Dilección gpne- 
ral, como así lo afirma el propio director 
de obras públicas en el suyo airtes citado 
de 25 do Abril de 1848: * 

- Considerando que, aparto del carácter 
transitorio de aquella órden, continuó mi 
Gobierno reconociendo posteriormente á 
la empresa, en el mero hecho de obligar- 
la á cumplir las prescripciones del con- 
trato, exigiéndola bajo tal concepto la 
presentación del reglamento, en virtud 
del artículo 51 de la Real cédula de con- 
cesión, y despites la de los estatutos: 
•Considerando queqx>r los actos y prin- 
cipios sentados se demuestra que la con- 
cesión no habia caducado cuando se ex- 
pidió la Real orden de 25 de Mayo de 1850 
basada en el hecho de la caducidad, -cuyo 
supuesto miró luego como inexacto la 
sección de Fomento de mi consejo Real, 
cuando en* 10 de Setiembre de 1853, in-. 
formó que no consideraba como declára- 
cion de tal la citada órden de 29 de Mayo 
de 1843* sino como dictada para el caso 
de novación de contrato, añadiendo que 
tampoco habia tenido ejecución: 

Considerando j>or tanto que falta la 
base ó primer fundamento en que se apo- 
yó la Real órden de 25 4e Mayó* de 1850; 
puesto que la de la Regencia i }0 habia 
declarado la caducidad de la concesión: 

Considerando que en el contrato que* 
contiene la Real cédula se creyeron sufi- 
cientemente garantidos los intereses del 
Estado. con la fianza de seis millones de 
reales que’habia de prestar la sociedad, y 
que los representantes de? esta quedaron 
autorizados, según el artículo 50, para o : 
torgar la contrata social con los pactos 
que tuvieran por conveniente, sin impo- 
nerles la obligación de presentarla á la 
aprobación: 

Considerando, que se reconoce y auto- 
riza cyi la Real cédula la existencia do la 
compañía representada por los fundado- 
res en cuanto á las obligaciones mútuas, v 
que en el artículo 51 se la exige que pa- 
ra entrar en el lleno de>sü acción, # ó sea de 
sus funciones administrativas, después de 
establecida definitivamente, forme el re- 
glamento por el que deba entonces re- 
girse, y lo presente á mi Real aprobación: 
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Considerando que tni Gobierno en tq* Considerando* que estatutos y # regla- 
das sus VesolucioneSwT el Congreso de mentos pueden estimarse una misma co- 
Diputados en 24 de Enero de 1838 *reco- *sa, y que Si otra mas amplia significación 
nocieron la validez de los actos de la com- *se quiere dar á los primeros, tiene que ser 
pafíia del canal de Tamaritecomo legales, .en equivalencia de las contratas sociales, 
en virtud’ de las autorizaciones que ne- que eran las que antes se otorgaban ¡jara 
cosariamente lé fueron dadas en la cédu- fundar las sociedades, siguiéndoles los re- 
la de concesión, y que tampoco se opuso glamjentos para el orden, gobierno y di- 
ningún óbice á la contrata social primiti- reccion de las mismas, de cuyos dos úni- 
va de la propia compañía, que existe en eos -documentos habla la Real cédula de 
el expediente gubernativo: ' . concesión: 

Considerando qug por las dichas dos . Considerandp que la-supuesta Taita de 
contratas sociales se establecen las bases presentación de los estatutos no ¡nido ni 
de la marcha ulterior de la sociedad, asi debió estimarse, por tanto, como causa ó 
como el modo ‘de proceder en lo presente, fundamento para la caducidad decretada, 
hasta que terminadas todas las gestiones y menos sin prévia consulta del Consejo, 
previas, y convocada la junta general de que es el otro extremo en que se apoya la 
socios, pueda pasar al, lleno de su objeto precitada R. orden de 2o de Mayo de 1850: 
y acción social, nombrando libremente la Considerando que ni la facultad de 
dirección conforme al reglamento: | examinar los estatutos de las sociedades 

Considerando ademas que en la cóm- por acciones, que concede al Gobierno la 
pañia dé que se trata, Según el artículo ley de 28 de Enero de 1848, ni otra al- 
16 de la contrata social de 4 de Junio de guna de sus nuevas prescripciones, es a- 
*1838, no se verifican dividendos pasivos “pli cable, según esta misma, á las compa- 
sobre el capital social efectivo; sino des- ñias existentes con autorización Real, en 
pues de quedar constituida la dirección í cuyo caso se halla la del canal de Tama- 
de Ja compañía á tenor * de dicho regla- j rite, que fue aprobada por una ley, ó sea 
mentó, con lo cual se evita la distracción ! por la Real emula de concesión: 
de fondos: ' ¡ Considerando que en la referida orden 

Considerando que el* reglamento pre- de caducidad de 25 de Mayo de 1850, no 
sentado por los apoderados de la empresa se hizo cargo alguno á lac ompañia del ca- 
en virtud del exceso mandato de mi Go- nal de Tamarite, sino por la supuesta fal- 
bierno, se formó sin haber sido acordado ¡ ta de presentación de lós estatutos, v eso 
en Junta general de socios después de es- ¡ de un modo vago, y sin expresar el fun- 
tablecida la sociedad, como lo determina , damento legal de tal exijencia: 
el artículo 51 de la citada Real cédula: Considerando, por otra parte que no 

1 Considerando Cambien que la empresa I puede tener lugar en ningún caso la peti- 
necosita la prévia aprobación de la medí- , cion hecha en un sentido genérico acerca 
da y derivación de las aguas, y la de la de que sea indemnizada la compañía de 
rectificación del-plan de Rocha, para cu- 1 los perjuicios que se le hayan irrogado: 
noccr la mayor ó menor extensión de las ; Considerando, por último, que no pro 
obras y su importancia, y fijar en su vista cede en este juicio la reclamación hecha 
el capital necesario, admitiendo el com- ¡ por parte de la empresa, para que se deje 
pleto de sus socios á tenor de la segunda ; también sin efecto la caducidad de la fian- 
dedas facultades consignadas en el artícu- 1 za, qu§ se estimó sin su audiencia y á pe- 
lo 50: ticion solo del fiador: 

Considerando por otra parte, que 'cuan- Oido el Tribunal supremo co^tencioso- 
do se pidieron por mi Gobierno los esta- i administrativo, 
tutos de la sociedad, existían ya en el ex- ; ^engo en resolver: 
pediente gubernativo las dos contratas Primero. Que quede sin efecto la Real 
sociales de 20 de Enero de 1833 y 4 de r orden de 25 de Mayo de 1850. 

Junio de 1838, que eontienen'las bases ó Segundo. Que la sociedad afiance á sa- 
fundam entos constitutivos de la misma so- tisfaccion de mi Gobierno, en el téfmino 
ciedad, de algunos de los cuales ya se hi- de 40 dias, y que pasado este sin haberlo 
zo cargo la propia cédula de concesión: verificado, caduque la concesión. 
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Tercero. Que-déntro del pjazq mas bre 
ve posible, mi Gobierno apruebe, si lo 
juzga conveniente, los planos presentados, 
ó disponga la formación- de otros, previos 
los reconocimientos necesarios. 

Coartó. Que adoptados los plajios se se- 
ñale un termino para la reunión de los ac- 
cionistas y formación del reglamento de la 
. empresa, designando á loá interesados, al 
tiempo de acordar su aprobación, si la 
mereciesen y \m término breve, que juz- 
gue conveniente mi Gobierno, para dar 
principia á las obras. 

Quinto. Que no ha lugar á laándeinni* 
zacion de perjuicios ‘ solicitada por los 
demandantes, ni tampoco- á la reclama- 
ción para que se deje sin efecto la cadu- 
cidad de la fianza que se estimó á petición 
solo de su fiador, sobre -cuy o extremo po- 
dían usar de su derecho como vieren 
convenirles. 

Dado en Palacio á 10 de Setiembre de 
1856. — Está rubricado dé la Real mano. 
--El Ministro de la Gobernación, Anto- 
nio de los Ríos y Rasas . 

Sentencia 98.- Publicada en *J7 de Setiembre. 

Denunciada uha mina y requerido el 
concesionario de ella, si no se opusiere en 
tiempo y forma, puede hacerse la declara- 
toria de caducidad sin que sea necesaria 
la notificación de esta . La notoriedad del 
crjwdiente de registro de una mina exclu- 
ye por imposible la presunción de igno- 
rancia . 

En el pleito que en el Tribunal supre- 
mo coníencioso-administrativo pende en 
primera y única instancia, entre partes 
de la una D. Nicolás Mellado y Panigo, 
vecino de Madrid, y el licenciado D. 
Ceferino Fernandez* Palomares; su alio- 
gado defensor, demandante y de la otra 
la Administración general del Estado, 
representada por mi fiscal y la sociedad 
minera, titulada “El buen convenio,” y 
en su nombre el licenciado D. Manuel de 
Seijas Lozano; demandados, sobre que 
se deje sin efecto la Real orden de 5 
de Octubre de 1 8 ¿íq que aprobó el expe- 
diente de denuncio y consiguiente re- 
gistro hecho por Manuel Batanero, de- 
sestimando la oposición de Mellado: 

Vistosos antecedentes de este pleito, 
de los cuales resulta: 


Que en .21 de Setiembre de 1041 1). 
Lorenzo Lkmas, vecino de esta córte, 
en representación <leD. Nicolás Mella- 
do y Panigo, solicitó ante Ja inspección 
del distrito de Madrid el*registro<Je una 
mina, situada en término de Hiendeluen- 
cina, provincia de Guadalajara, y para- 
je denominado ^Cuesta del cerro de ; 0<>- 
mena Libiana, c¿if el nombre de l)ió- 
jenes: ' • " . *■ 

Que admitido el registro y seguido pol- 
los trámites de la ley y reglamento de 
minería,- entonces vigentes, se practicó 
reconocimiento pericial, hallando ser la 
labor un pozo vertical de doce varas, y 
el criadero un filón de cuarzo ferrugino- 
so, en cuya virtud se mandó hacer, 6 
hizo con electo, la demarcación de la 
pertenencia, y dió la posesión al intere 
sado, quedando en tal estado el expe- 
diente: 0 

Que en 12 de Abril de 1850, Manuel 
Batanero, domiciliado de Hiendelaenci- 
na, denunció la expresada mina I)iójé- 
nes ante el Gobernador de la provincia 
•de Guadalajara por hallarse completa- 
mente abandonada, y por tanto compren- 
dida eii el párrafo tercerp del artículo 24 
de la ley de 11 de Abril de 1849, presen- 
tando con otro escrito, á fin de acreditar 
su abandono, una información testifical 
recibida ante el alcalde constitucional 
de su domicilio, en la que los tres testi- 
os de que consta aseguran las certezas 
el hecho denunciado: 

Que admitido el denuncio, y notifica- 
do administrativamente á D. Nicolás 
Mellado en 29 de Mayo del mismo ano, 
pfreció en el acto de la notificación opo- 
nerse en tiempo oportuno; mas aunque 
aparece en el expediente un escrito su- 
o, suscrito en Madrid coi) fecha 1 0 de 
unió siguiente, no consta- cuándo ni por 
uién se entregó por carecer de la nota 
e presentación; por lo que la parte de 
Batanero lo impugnó en otro del 25, ma- 
nifestando que en el 15 no existia en los 
autos semejante escrito de oposición; y 
habiendo trascurrido en el 1 3 el térmi- 
no legal, no debió ni pudo aquél admi- 
tirse sin contravenir á la ley, por cuyo 
motivo solitó se tuviera por no hecha la 
oposición de Mellado^ recibiéndosele, ca- 
so necesario, por justificación acerca de 
este incidente: 

Que el Gobernador, sin proveer sobre 
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dicho eXtrano, acordó en el mismo din 
dar comisión al ingeniero def ramo, pa- 
ra que, tomando conocimiento de Jos he- 
chos* informara efe sii resultado, y con- 
ferida 'dicha comisión á don Felipe Bau- 
sa, informó en Jl de Noviembre, que 
ppr lo que había observado en los tres 
poínos, abiertos á poca distancia uno de 
otro, estar hundidos^opli*agna y con so- 
lo seis, cinco y cuatro \$íras. de ..jirofim- 
didad respectivamente, 'ademas de no 
existir mojon alguno en toda la perte- 
nencia, se veia palpablemente (juc en 
mas.de cuatro años no se habia trabaja- 
do en dicha mina, indicando también los 
vaciaderos que ninguna labor se* habia 
hecho en eüa, ni quince dias después de 
demarcada, cu cuya virtud el Goberna- 
dor de la provincia declaró la caducjdad 
de la mina Biogcnes, por providencia de 
21 del propio nics, la cual no se mandó 
notificar ni se hizos % aber á Mellado sino 
al denunciante para los efectos consi- 
guientes: 

Que en su virtud, 'Manuel Batanero, 
en 14 de Diciembre siguiente, presentó 
la solicitud de registro de la nina bajo la 
misma denominación de Dio genes y ad- 
mitida dicha solicitud en 7 de Abril de 

1851, se anunció por medio de edictos 
cu esta córte, Guadalajara y Hientíclá- 
cnciua, mandándose también que se in- 
sertase el anuncio eu el “Boletín oficial” 
de la provincia, si bien no consta que se 
hubiese verificado: 

Que continuadas las diligencias por 
sus correspondientes trámites, se proce- 
dió á instancia del registrador, á demar- 
car la pertenencia en 20 de Mayó de ¡ 

1 852, con citación y asistencia de los in- ¡ 
teresados en las colindantes, dándole la 
misma extensión de 20,000 varas cua- 
dradas que se le habían designado en el 
primer registro, y en tal estado se remi- 
tió el expediente pl Ministerio de Fo- 
mento con el correspondiente plano á so- ¡ 
licitud de la sociedad Buen convenio, a- 
cornpañado de escritura otorgada en 1° 
de Mayo de 1850, por la cual Manuel* 
Batanero formó dicha sociedad con o- 
tros interesados para explotar y benefi- 
ciar la mina de cjue se trata: 

Vista la Rea! orden de. 5 de Octubre 
de 1853; por la cual, de conformidad con 
el dictámen de la sección de fomento, tuve 
á bien aprobar el expediente de denuncio ¡ 


de Ju iiinici Dwgenes , y desestimar la opo- 
ciondeD. Nicolás Mellado, mandando 
que se notificase al presidente de la so- 
ciedad Buen convenio para la aceptación 
, de las condiciones generales de la ley y 
reglamento y presentación de la carta de 
pago que acreditase el fie los derechos 
del título de propiedad: 

Vi^ta la* deipanda que contra la Real 
orden anterior propuso ante el referido- 
Conseja Real eí representante de D.'Ní- 
cojás Mellado, con la pretcnsión de nn^ 
lidad en la declaración de caducidad dic - 
tada por ehGobcrnador de la provincia 
“ele Guadalajar^. quedando aquel en pose- 
sión de la mina Diógencs como lo esta- 
ba antes de esta disposición contraria a 
la ley, por no haberla precedido los trá- 
mites y audiencia que la misma ley ex# 
je, ni habérsele notificado, según ella 
preceptúa: 

Visto el escrito de? la socicdod Buen 
convenio, en que evacuando la comuni- 
cación que se le confirió de la démauda. 

- pide que se declare ser incompetente el 
' Tribuna I* supremo coiUencioso-ádminis- 
trativo, en el presente caso, mediante 
no haber acudido Mellado ctniwdeWa 
al consejo provincial á reclamar contra la 
caducidad, único recurso- que la y 
reglamento le concedían: 

Vistos los dcl defensor del demandan - 
; te y ministerio público, en contestación 
al artículo de irreompe tencia, con la so- 
licitudde que se desestime este como im- 
procedente: 

Visto el auto de 22 de Junio de *1856, 
por el due se mandó, que, sin perjuicio 
de resolver en su d*a acerca dcí. expre- 
sado artículo, contestaran las partes por 
su orden sobre lo principal de la deman- 
da, como lo verificaron, pretendiendo la 
confirmación de la -Real órdep de 5 de 
Octubre de 1853: 

Visto el párrafo segundo, artículo pri- 
mero del regíame uto, de 30 de Diciem- 
bre de 1846, que atribuye til consejo 
Real (boy al supremo .tribuna) conten- 
cioso administrativo), el conocimiento en 
primera y única instancia de las deman- 
das pontra las resoluciones ministeriales 
cuando mi Gobierno declara previamen- 
te nue prócede la viaoontenciosa: 

Vistos los párrafos primero y tercero, 
artículo 34 de la ley jíé » minería de/ 1 1 
de Abril de 1849, según los cuales ns de 


Digitized by v^.ooQLe 



CONTENCIOSA. 


119 


la competencia del mismo consejo * Real; cho por Manuel Batanero, no obstante • 
él conocer de la^ reclamaciones contra j habérsele notificado admiriistrativamen- 
las concesiones de minas, pertenencias y ' tey*íiabér¡ofrecido por toda respuesta que 
demas que corresponden á mi Gobierno jen el plazo de reglamento expondría las 
cuando contra su resolución se concede razones que le asrstian para hacer dicha 


este recurso: » \ 

Vistos los artículos 60, 61 y 62 del re : ■' Considerando que, según el citado ar- 

mamento parala ejecución de dicha ley tículo 26 de la ley y los referidos del re- 
de 3í de Julio del mismo ano, que esta- glamento, solo en el caso de haber hu- 
bieren los trámites que deben observar- cho Mellado oposición al denuncio en 
se en las expedientes de registro de mi- 1 tiempo y forma habría tenido lugar el 
ñas, los cuales, deternunadds y resueltos recurso que el mismo artículo concede 
por ihi Gobierno, la p'nrte que sé sintie- para ante el consejo provincial, 
re agraviada puede recurrir al consejo j * Considerando que una vez trascu r- 
fteal: . ^ r *V jddp el término legal de los *15 dias que 

Visto el artículo 26 deja citlSldrléy oe 'sfefiála él articulo 20 del. reglamento pa- 
nújiem, Redice así; UWJ ¡ ra que* el concesionario requerido con- 

rimff Vbncflwrtle Dérrefifcio 1 ír pcf n?mnr- teste Ib que tengá por convéníenfe aí 
JMude escoriales, podrá denunciarse por i denuncio interpuesto gor su adversario, 
malquiera ante el Jefe política sí hubiere y declarada por el Gobernador de la pro- 
npmicion> se ventilará el punto anté el í vincia de Guadalajara la caducidad de 
c onsejo provincial con audiencia flojos 1 la mina sin oposición alguna, no hizo si- 

' I ! .. J. i. * ii 1 _ 


oposición; lo cual no llegó á verificar: 


antiguos dueños/ 


no cumplir éxtrictamente con lo preve- 


V 7 istos los artículos 20, párpalo prime- j pido en el párrafo sexto en. el artículo 
ro, 102 y 10g del referido reglamento de 103 del reglamento, al mandar que se 
31 de Julio, qye hablan de cuándo y có- notificase dicha declaración á solo el de- 
nio se denuncia el abandono de las con- ¡ nunciante, puesto que así lo dispuso la 
dicionesde existencia de una mina; cuán- ¡ley, previendo que carecía de objeto 
do debe ser oido el concesionario de la i la notificación al concesionario cuando 


mina denunciada,* y cómo debe proce- 
derse para declarar la caducidad de su 
egneesion. 

Visto él párrafo sexto de dicho artícu- 
lo 103, en el cual se dispone: í¿ Que de- 
clarada la ¿ caducidad por el gefe político 
sin oposición, se avisará al denunciante 
para que solicite dentro del preciso tér- 
mino de 30 dias la concesión de la mi- 
na caducada” 

Considerando que admitida la deman- 
da de Mellado contra la lieal ordenado 
sdeOctubréde 1853, el Tribunal supre- 
mo c o i) t en c i o so- a (1 mi n i st ra li v o es noto- 
riamente competente para conocer del 
asunto por mas improcedente que sea, y 
se declara expresada demanda en aten- 
ción á que no es Jo mismo la falta de per- 
sonafi%datl ó capacidad de un actor para 
serlo en mi determinado litigio, que la 
incompetencia dél propio tribunal para 
conocer de ún asunto evidentemente re- 
servado al mismo por la ley de su exis- 
tencia, y la, particular de minería: 
Considerando que no consta legalmen- 
te en autos qiíel). Nicolás Mellado se 
opusiese oportunamente al denuncio he- 1 


[no le era ya dadef recurrir por la* vía con- 
tenciosa: 

Considerando que si la omisión en ha- 
cer valer su derecho es únicamente im- 
putable á Mellado, aún en aquel estado 
del expediente lo es mas después si se 
, atiende á que dejó pasar, siir intentar 
I reclamación alguna, todos los trámites 
del expediente de registro', cuya repeti- 
I da y notoria publicidad excluye por im- 

1 posible la presunción de ignorancia de 
! tales sucesos en que aquel funda su 

! principal defensa; pues ó debieron nece- 
! sanamente constarle por sí ó por medio 
! de sus agentes y operarios, los actos su- 
cesivos del reconociento pericial de la- 
boreo continuo y demarcación de la mi- 
na, practicados durante el trascurso de 

2 años, ó de lo contrario la mina no pu- 
do menos de estar en. un completo aban- 
dono por el largo espacio.de tiempo en 
que tuvieron lugar los insinuados actos: 

¿Considerando que destituido Mellado 

C or la ley, yen fuerza* de los motivos 
5 gales expuestos, de todo derecho en 
que apoyar sus reclamaciones contra un 
acto consumado, le faltaba ya persona- 
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lidad para "promover las que. intentó des- 1856.— Está rubricado de la Iteal mano, 
pues contra eL registro de la mina Di6- —El ministro de la Gobernación, Auto- 
genes , tanto jen la via gubernatiwi.como nio de los Ríos Rosas. • 
en la contenciosa ante el suprimido con- Si gomo esperamos, se recibe en esta 
sejo Reai: Isla el tomo 70 eje la Colección legislad- 

Oitlo el Tribunal supremo coutencio- vadeJEspaña, que comprende los meses 
so administrativo vqngo en declara^ de Octubre, Noviembre y Diciembre de 
competente al mismo tribunal para co- 4856, cuando nuestro diccionario llegue 
nocer el asunto cuestionado en estos au- á la C, y encontramos en el alguna sen- 
tos, y en resolver se cumpla en todas sus ténciaque contenga principios aplicables 
partes la Real órden de 5 de Octubre á la Isla de Cuba, los consignaremos ha- 
de 1853. jo la palabra Contenciosa ( Adminis - 

Dado en Palacio á 27 ‘de Agosto de tracion\ . , . » 

. i* 


DEL MMTZGWLO ADMINISTRA OIOKf CONTENCIOSA, 

paqin48 


Introducción 47 

Jurisprudencia administrativa 4H 


II.— EL -MANDATO DE RETIRAR UN* EDIFICIO POR NO HABERSE CONS- 
TRUIDO CON ARREGLO AL PLANO PREVIAMENTE APROBADO PARA LA 
FORMACION DE UN PUEBLO, PRODUCE LA VIA CONTENCIOSO-ADMI-NIS 
TRATIVA. 48 


Decisiones cmcor’dantes.del Consejo Real . . . 

1846 — Julio 1. — No competé á la autoridad judicial enmendar los agra-. 

vios que á los particulares se causen con medidas de po- 
licía urbana . . 

- Agosto 29. — Decisión adoptada en igupl sentido que la anterior.. . . . . 

1848 — Keb. 23. — Las cuestiones sobre alineación de calles, como de poli- 
cía urbana, son de competencia de la administración y 
las de servidumbres, como de derecho civil, correspon- 

, den á la autoridad judicial 

1850-v-Sethrc. 1. — La reforma de una chimenea es asunto de policía urba- 
na de competencia exclusiva del ayuntamiento — El agrar 
vio que semejantes medidas ^causen no puede apreciarse 

por la autoridad judicial 

„ — Novbr. 6. — Los apuntamientos no pueden prohibirla construcción 
de edificios en solares de dominio privado, aunque lo 
exija el ornato de la población Ínterin no se acuerde su 
expropiación forzosa: entretanto compete esta clase de 

asuntos á la autoridad judicial 

1852 — Agst. 25. — El cerramiento de una puerta de comunicación entre 
dos casas, es medida de policía pública y no # produce por 

tanto I a via contenciosa * 

1 8 r >? — Marz. 30. — La suspensión de una obra por hallarse á su inmedia- 
ción un enfermo de gravedad, es asunto de policía, de la 

competencia de la administración • 

J: ,, — La suspensión de una obra comenzada en la casa de u- 

< Sudad previa la alineación y licencia del ayuntamiento, 
no puede acordarse por la autoridad judicial, — Lalndemni- 
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/ación de las servidumbres que con la obra desaparez-* 

* can, debe reclamarse j>or la via ordinaria y no por la de 

interdicto 

1857 — Mayo 6. — El acuerdo de un ay un tamie uto mandando edificar en un 
terreno sito' dentro del pueblo, es asuntó de policía urbá- 

* na^ 'y como tal, sujeto la administración - 

Decisión 2." del Gobierno superior de la Isla de 16 de Abril de 1856, de. 

^ clarando competente al Real acuerdo para resolver 9 un recurso coutrq la ' pro. 

* videncia gubernativa que mando retirar una casa hn Matanzas . . . . 

1857 — Jumo 4.— Sentencia dictada j>or el Real Acuerdo, estableciendo — 

1 ^Que k las autoridades de Hacienda y no á las de 
. Marina corresponde otorgar la propiedad de las ribqras 
<lel mar: — 2.° Que quien edifica sin permiso de Ja auto- 
ridad municipal y Íbera de la alineación aprobada? éslá 
obligado á derribar lo edificado : — y 3.° Que el recurso de^ 
m * ' casación iiq procede contra las providencias apelables. 

ni. — EL TRAZADO DE UN TTAMJNO DE HIERRO ES ESENCIALMENTE FAfcULTA- 
TIVO Y DE APRECIACION DE CONVENIENCIA 1 PUBLICA .— LAS cuestio- 
nes que Sobre su dirección se susciten competen a la adminis- 
tración ACTIVA, -Y POR CONSIGUIENTE NO SON SUSCEPTIBLES DE SER 

REFORMADAS POR LA VIA CONTENCIOSA 

Decisión 3. w dek Gobierno de 3 de Mayo de 1 856 que así h declara ' 

IV. — La ‘INTERPRETACION DE. ÚN ARTICULO DEL PLIEGO DE CONDICIONES QUE 

SIRVIÓ DE BASE PARA LA VENTA DE UN FERRO CARRIL HECHA' POR EL 

Estado a una compasea en virtud del cual se estipularon cieb- 

* TOS PRECIOS PARA LA CONDUCCION DE TROPAS PRODUCE L^ VIA CON- 
TENCIOSO- ADMINISTRATIVA ...... 

Decisión 4. del Gobierno de 8 de Mayo de 1 856 que así lo declara ....... 

1856 — Oetub. 30 — Sentencia del Real Acuerdo declarando que el transpor- 
te de tropa pqr el ierro-carril de la* Habana, tanto del per- 
sonal edmo del material, devenga la mitad de los derechos 
' . de tarifa «... 

V. — No PROnCEDE LA VIA CONTEN CI OSO-ADMINISTRATIVA ANTE EL CONSEJO , 

Real para obtener la modificación de una Real orden relati- 
va. a LA ADMINISTRACION DE ULTRAMAR 

Real Orden de 7 de Octubre de 1 856 que así lo resuelve 

VI. — Los derechos ofendidos en la formación de un reglamento no 

PKODÜCEN LA VIA CONTENCIOSO- ADMINISTRATIVA 

Réal orden de 6 de Noviembre de 1856 que asilo resuelve 

Vil.— L a INTELIGENCIA DE LOS CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO CRLEBRÁ- ' 
.. DOS POR LA. ADMINISTRACION PARA ACUARTELAR TROPAS, U OTRO*OB- 
JETO QUE NO SEA UN VERDADERO SERVICIO PUBLICO CAEN BAJO 
* LA JURISDICCION DE LOS TRIBUNALES ORDINARIOS Y NO PRODUCEN LA 
VIA CONTENCIOSO- ADMINISTRATIVA . . . 

Decisiones concordantes del Consejo Real . 

1047^ Febr. 23. — Compete á la autoridad judicial el conocimiento de la 
cuestión suscitada entre dos ayuntamientos sobre pago de 
portazgos por no ser el contrato que celebraron para un 

, servicio público • 

„ — Corresponde á lá autoridad judicial el conocimiento de 

* los contratos que no Haya celebrado ia administración ó 

qué no tengan pór objeto un un servicio á obra pública 
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., Marro 24.— Las enágenaciones de fincas 9e propios que hacen Jefe a- 
•* juntamientos no tienen por objeto inmediato un servicio 

publicó: el conocimiento ae las cuestiones que sobre seme-' 
jantes contratos se susciten corresponde *á los tribunales 

ordinarios .v /. 

1847—Mara 26.— Decisión en igual sentido que la anterior 

,, Mayo- 10. — Idem /. . íí*.'. . * 

,, Agosta I 8. — Idem A . . — *'.... , l 

1849 — Marz 16.— Idem .' . . . .... .... .n 

1847 — Octub 27 — Cófréápotide !i la autoridad judicial decidir sobre dura- 
cioiide un cofttráto de inquilinato celebrado por un gefepo- 1 
i ■ lírico para colocar su oficina; y h la. admitiittración practi- 

car tas dilijéneters de cumplimiento para desalojad dicha ofi- 
cina .. 

1856 -Dicaif) 3 . — Decisión 7. dd Gobierno de la Isla de Cuba declarando 
* . que no coh'cspóitdéi al líeal acuerdó interpretar el contrato de 

- íí * • 


arretodaitoienlx > de una casa destinada 6 cuhrtel . ....... .*. . . t 

VIII.— La reparación dé un aoiiavio inferido a üa á6minisTracion ac- 

TIYA EX UNO DE SUS FUNCIONARIOS, MANDADA 1J ACER POR LA MISMA 

xo produce IjA vía contencioso: administrativa; 

1856— Dbrc. 1 o — Decisión 8. a del Gobterrrode la Maque así lo declara . . . . 

Decisiones «leí supremo coiiicnci^so-;i4liMiii¡>liativ> pui>li- . 

cadas en el ano de 1S56.. "A. 


Abril 4 — El conocimiento y calificación de los hechos justiciables cometí- 1 
• dos por los particulares como tales, pómpete á la autoridad judicial. 

-La injuria 6 calumnia cometida contra autoridad administrativa 
no puede ser castigada por la administración que carece de jurisdic- 
ción penal ; 

Abril 4 — Los actós de la autoridad administrativa no pueden télbr.marse 
ni ser interpretados sino j)or la autoridad del mismo 'firdén, va en* la 
esfera gubernativa, ya en la contenciosa.- -Las cuestiones que se sus- 
citen relativas á las obras hechas en los cauces y* márgenes de los 

rios producen la vra T:©niciu:ioso -administrativa 

Abril 4. — Las autoridades administrativa no pueden provocar competen- 
cia cu los pleitos fenecidos.-— El acuerdo de un ayuntamiento resol- 1 
viendo la incorporación al presupuesto’ municipal de los productos 
de biei res adjudicados 4 á otra persorm'por'sentencia ég<A^itérrmdn, e^-. 
tá fuefa de stis atrilAiciénes.'. .... ¿ ; u* . . . . . i 

Abril 18 — -Los ayuntamientos no puéden acordar cosa *algnna Contra tas 
. ejecutorias de los tribunales.- Tampoco pueden alterar olestadodé 
colsaS éxrstetile en mfAtetftvde servidumbres o nprnveclmnlieritos— - N i I 
* declararse Con nterechos oué afectando ia propiedad J do un» tercero» 
solo pueden bbrrespoáddr hl'comuil', b^o el 'carácter dé persona p«r~ 
tiertlar— En todos estos casos deben lo^^itnicipipft^ciidrpá 1 la tanto- 

. ridad judicial t .......... i .v. ¿ . ¡ . . . . v ¿ 

Mayo 18. — La autoridad administrativa nofáiede prbvocar cehaipetencm *. 
después de fenecido un pleito, para detener el cumplimiento de be 

sentencia . . .. v . ¿ 

Agosto 27. — El cumplimiento de las ordenanzas para el aprovechamiento 
común de las aguas corresponde a la administración, así como tam- 
bién determinar el modo de llevar á efecto 1á concesión de estas. — 
No proceden les interdictos contra. abrás ejecutadas en virtud de 
concesión hecha por la administración.— La administración es el ü- 
. nico poder competente para conpeer de actos exclusivamente suyos, 

, . i 
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asi como para eiitenderen cuestiones que versen sobré «iteres^ co> f 
* fectivos de la agricultura. — El perjudicado por i)1i decreto de'esra esr 1 
peciedébe ocurrirá la administración m i snfrft,' y en su caso' hacer toso 
de la Via coutetícioso-adminlstrativaV. . ¿ . .....:.: .... 

Setiembre 3^-Corresponde á4os Gobernadores velar pdr la ol)9efvartcuv de 
las ordenanzas y reglamentos relativos a la conservación delaáobras» 

. de policía, djstribactoti de- aguas para riegos, molidos y otros • arte* 
lados. — No proceden interdictos de manuieoejorí ó restitución con- 
tra providencias y actos administrad vosde.ia dase rpferida. --Con- 
tra ellos puede reclamarse pOr la via gubernativa; agotada esta pro* 
eodfc la contenciosa. ^ Estos recursos nó excluyen las demas accio- * ' 
nes privadas cóutra Jor que hayan darlo origen a la providencia « * 
administrativa * . — ,¡U> 


Sentenciáis del Tribunal *ii|fk*emo eonteacioso-admiuistrativo. jmblf*- 
cadas en 1856. . . > • _ • • 

Febrero I. ° — Las leyes civiles que autorizan fa prescripción rigen Vh !o¿> % 
negocios que afectan k la administración del Estado.— Los Iteale* * 


decretos ó Realek 4 úrdene$. orgánicas,* reglamentarias ó de instruc- 
ción no son revocables por la via contenciosa n.s 

— Los contratos celebrados en subasta. pública Se erftiendeii obliga- 
torios para el licitador desde él momento en que fia empezado el re- 
mate. . .* . . ........... s ... 06 


— Es gubernativa y produce la vía contencioso-administrafiva la 
providencia de ün Gobernador que autoriza hi Construcción de un' 

¿ * algibe en qu/e se recoja el agua necesaria para el consumo de los 

vecinos de un pueblo. — La cuestioi/sobre propiedad dé los sobrantes 

de las aguas referidas compete á la autoridad judicial." . ¿ — K»o 

Abril 30. — Los registradores ele minas Oo adquieren derechos sobre el ter- 
reno á cuya concesión aspiran hasta qhe se declare admitido definifi- 

vamenfé el registro.* ................. * 10^ . 

--Los rematadores de efectos vendidos por las aduaims en pública 
subasta no tienen derecho a lidcer reclamación ulguna sobre la ca- 
lidad de lós géneros después de haberlos extraido de la aduana 10 i 

Setiembre 23 — No esmdenmizable el perjuicio que se cause al dueño df* m 
na casa mandada derribar por amenazar ruina ó afear el aspeóte, 
público.— Las contiendas relativas k obligaciones.que puedan afee- 
• lar a losdueríos de cn^as contiguas á una que haya sido expropiada n . 
adquirida por la administración, deben resolverse por los tribunales 

• ordinarios. - !0K 

--Las leyes no pueden ^er reformadas por los Tribunales conten- * 
cioso-administrativos.— rLas Reales cédulas expedidas por el Sobe : . 
rano son verdaderas leyes clarado no existe gobierno representativo. 

. - — El Gobierno, como los particulares, tienen obligación de acatarlas ' 

* v obedecerlas. . g ..... . .... i • • • • • • • • • M 0 

— Denunciada ¡una mina y requerido el concesionario de ella,-si -no 
se opusiere én tiempo y forma, puede hacerse la declaración de ca- „ 
du ciclad sin que sea necesaria la notificación de esta-^La notorio* 
dad cjlel expediente de registro de una ' mina excluye por imposible 
k¡ presunción de. ignorancia . . rf \ 1 < 
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ecretb del Gobierno del 1 5 
ic iVoviembre dé 1 &56, estableciendo una 
oficina principal en la Habana y otra de - 
¡Hirtarnental en Santiago de Cuba para 
la administración de los bienes que perte- 
necieron á regulares r y designando su 
platúa^y atribuciones . 

Gobierno Capitanía géneral y Superin- 
tendencia delegada de Hacienda de la 
siempre fiel isla de Oqba,-— Secretaría de 
Gobierno.— Seocion de Gobierno. 

Cón esta fecha hé tenido por conve- 
lí iértte dictar la disposición siguientec 

Yistó el artículo 5. ° de la Real Cédu- 
la do 2Qjle Noviembre de 1852, que dis- 
pone que se forme inventario detallado 
de los bienes' y derechos que pertenecie- 
ron íl.Ias suprimidas congregaciones 4 y 
comunidades religiosas de estalsla, y que 
una vez formalizado se proceda a la'ena- 
genacion á censo de las expresadas prc¿- 
piedades, como asimismo que sus produc- 
tos, recaudados con entera separación de 
las demas rentas públicas se inviertan de 
acuerdo con el respectivo Diocesano ¿n 
las atenciones del culto y clero de los re- 
gulares existentes, *y en la erección y sos- 
tenimiento de las casas religiosas que con* 
destino especialmente á la enáfeüanza de 
la juventud establece la misma Real Cé- 
dula. 

Vista la resolución de este. Gobierno 
de 27 de Mayo de 1855, por la cual se a- 
doptaron varias medidas para poner en 
ejecución la Real Cédula expresada, y se 
determinó que sin perjuicio de que con- 
tinuase la formación de Jos inventarios 
i udispe usables para verificar la cuage na- 
ción de dichas propiedades, se procedie- 
se desde luego á la recaudación separada 
de sus rentas, é inversión de estas en las 
atenciones prescritas en aquella sobera- 
na disposición. 

Teniendo presente la conveniencia que 
para el fomento do dichas rentas, conclu- 
sión del inventario y promoción de las 
ventas, ha de reportar el separar la ad- 
ministración de los expresados bienes de 
la de las demas rentas públicas, cuyas o- 
licinas se hallan imposibilitadas en la Ha- 
bana y Santiago de Cuba de atender alas 
primeras éh la forma ?(úc su estado y po- 
sible acrecentamiento exige, por la multi- 
plicidad de sus atribuciones. 


Teniendo asimismo presente la conve- 
niencia de imprimir á la áciministraeion 
de lps bienes de que se trata la centrali- 
zación conveniente y que exige la buena. - 
gestión de los ramos que dé ella dependen. 

De’conformidacUcon los pareceres de la 
Superintendencia y 'del M. R. Arzobispo 
de Cuba y R.-Cfbispo de la Habana, he te- ^ 
nido por con venientq decretal*: 

Artículo 1. c Se crea en esta cupitul 
una oficina principal para la administra" 
cion tle los bienes de regulare^ bajq la 
inmediata ^ dependencia del Intendente 
general de Hacienda y la superior del 
Gobernador capitán general como Vicc- 
Real Patrcuio. - 

Art. 2. * Se -establece cji Santiago de 
Cuba una administración departamental 
de los mismos bienes bajo v la inmediata 
dependencia d$l Gobernador del Depar- 
tamento' Oriental y de la principal del 
ramo. 

Art. Ó. c lili los demás distritos en 
que existen bienes de las suprimidas co- 
munidades religiosas, desempeñará la ad- 
ministración del ramo, el administrador 
de. rentas Reales. * * V 

Art. 4. ° La planta de la administra- 
ción principal constará de un geíc con 
2*500 pesos de dotación, un oíicial con 
1,200; dos escribientes, uno con 540 y o- 
tia con 400; asignándose 400 pesos, para 
gastos de material: 

La planta de la administración de Cy- 
ba constará de un geíc con 1,500 pesos: 
un oficial con 1,000 y un escribiente con 
360, asignándose 200 para gastos de ma- 
terial. 

-Los nombramientos de- administrado- 
res y oficiales recaerán ^precisamente en 
cesantes, los cuales percibirán sol>re su ha- 
ber como tales la cantidad necesaria ba- 
ta completar Jas dotaciones asignadas en 
este artículo con cargo al foiidn de re- 
gulares. . ; • 

Art. o. - Los ^ministradores de relé 
tas Reales de este Departamento que ad- 
ministran biéTies de regulares se enten- 
derán én los asuntos del rafno con el ad- 
ministrador principal del mismo, v losdel * 
Departamento Oriental lo verificarán con 
ej ae Santiago de Cuba, el eual se enten- 
derá con el-principal, por cuyo conduele» 
se elevarán los expedientes al Intendente 
general y por esta autoridad al Vice- 
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Real Patrono cuando- respectivamente 
eorrespondá, por pertenecer su resolución 
á las autoridades expresadas 
. El administrador de rentas dé ¿aií- 
. tiago de Cuba- y Jos de tjgntas Realcen 
los demas puntos ? *cumplirán las disposi- 
ciones $ue de orden dpi Vice-Real Patrono 
<> del Intendente general les fueren coñyt- 
ni cadas por el administrador priucipah 

Art. 6. 0 El administrador principal 
podrá pedir directamente por srá los de- 
más administradores expresados, cuan- 
tos informes, ditos y noticias crea-conte- 
nientes para el desempeño de su cargo* 

Art. 7. ° Ademas de las atribuciones 
propias de toda administración en gene- 
ral corresponden en especial al adminis- 
trador principal y al departamental de 
bienes de regulares* las siguientes: . 

Primera Llevar con la debkb esp’eeiti- 
eacion y claridad* las cuentas* del ramo. 
El orden de la contabilidad. será el. misino 
que tiene establecido la :ulmimstra«*ú»n 
•le -rentas terrestres. 

Segunda . * Formar * mensualmentc la 
distribución de los gustos, con arreglo á 
los presupuestos aprobados, incluyendo 
los pertenecientes á las lincas que estu- 
vieren en administración. Dicha distribu- 
ción será elevaja/á la aprobación del Vi- 
ce-Real 'Patrono, * por conducto del In- 
tendente general v de ella se. pasará nota; 
después de obtenida la expresada apro- 
bación, á los administradores respectivos 
para los efectos que se expresan en el ar- 
ticulo diez. 

Tercera . Formar y remitir á la Inten- 
dencia el estado general de la recaudación 
practicada en el año, recopilando en <51, 
así como en el semestral, todas las not i - 
eias conducentes á que aquella Ibnne ea- 
baljuiaio acerca de dicha recaudación. ¿ 
indicando líjs mejoras que convenga iij - 
t n.>duci r en ella. • * % 

Cuarta. Formar relaciones de deudo- 
re* con la especificación necesaria, remi 
riéndolas á.la Intendencia para qiie por 
la rnx correspondiente se proceda á su 
cobro. j ' • 1 

Quinta. Instruir y elevar al Intendente 
general para resolución del Vice-Roal 
Patrono, los expedientes relativos á los 
reparos y gastos extraordinarios ó impre 
vistos que pueda exigir el estado de las 
fincas con el presupuesto dé su coste. 


Sc.cla. Instruir y elevar á la Intenden- 
cia pura aprobación clel Yiee-Real Pa- 
trono,. los expedientes para el arrenda- 
miento de las lineas y concurrir á las su- 
bastas que pat a llevarlos ¿ cabo se cele- 
bren, en los mismos términos en que hoy 
concurren los administradores de ren- 
tas Reales. 

Sétima.' Formalizar el inventario de 
las lincas y censos del lamo, mandudo 
Formar por la Real Cédula de 26 de No- 
vicia de J$52 y promover á su debido 
tiempo los expedientes relativos á la ena- 
genaeion de las mi sipas tincas y .propié- 
edades, con arreglo á las prevenciones de 
dicha Real Cédula. % 

Al t. .<s. - La recaudación de los pro- 
d netos de regulares se verilicifrá por me- 
dio de colectores especiales, los cuales 
obrarán' bajo las ordenes del administra- 
dor respectivo. Los colectores pertene- 
cientes ul radio de la administración prin- 
cipal entregarán los productos, recauda- 
’dos en la Tesorería general, v los de los 
demas puntos en la administración de 
rentas Reales. A su entrega, precederá 
la orden del administrador del ramo en 
la Habana y Cuba, y de los de rentas 
Reales en las otras poblaciones, y á ellos 
rendirán la cuenta dolo recaudado acom- 
pañando la carta ele pago que les expedi- 
rán las, oficinas de Hacienda. 

Art. Una disposición especial ii- 
jará el número, condiciones v remunera- 
ción de los colectores del ramo. Entre - 
tapto, continuarán estos Funcionarios en 
la misma forma que» hasta la fecha. 

Al t. JO. 0 Sej’áp ordenadores de pagos ‘ 
en representación del Intendente general . 
el administrador principal o el departa- 
mental, según aquellos hubiesen detened 
lugar en la diócesis de la Habana ó en la 
de Cul)a. Dichos administradores sé a- 
tendrán cxtrictaméute en las expresadas 
ordenaciones á Jas distribuciones men- 
suales aproba<las por <d Vice-Reql Pa : 
t roño. . 

Lo que traslado a \\ para su conoci- 
miento y jL'iectos^consiguientes. 

Dios guarde á Y. muchos años. Ha- 
bana 1ñ de Noviembre de 1866. 

• Jote de la ('<mvba. 
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ADMINISTRA OIPN SE HáClEMSá.— mar irdmeroiTS.— Exorno. Sr. — Eá la vxh 
Las disposiciones mas notables dicta- luntad de la Reina que. en lo* sucesivo, a 
das Cn 1856 que vamos á insertar* reía- contar desde el recibo de este soberano 
tivas á la administración de la hacieu- . mandato, la junta superior, directiva de 
pública en la isla de Cuba, son portel óv-* Hienda de es¿ Isla d¿u 3 uenta. mensual- 
den de su importancia. . mente y con oxpresion á este Ministerio 

L El Real decreto de ¿11 d<f Marzo de todas las resoluciones definitifhs que 
que organizó la dirección superior de la aqprdare en los negocios administrativos 
hacienda centralizándola en Mu' secreta- dntoda especie que se hallen dentro del 
ría política por medio de una sección que , círculo de sus ‘atribuciones De R. O. le* 
se creó en sustitución de Ja secretaría de digo á VT E. para los electos coí respoo 
la Superintendencia, que fuó suprimida, . dientes. Dios*guardc á V. E. muchos aüo¿. 

2. á Otro Real decreto de ía milínale-, Madrid 81 de Eneró de' 1856.— Juan de 
cha por el cual se deslindaron las atribu* Zabala . — Sr. Superintendente de la isla 
cioncsde la Superintendencia, Cpie antes Me Cuba. , / * • 

eran omnímodas y hasta mecánicas, que- * 

dando por él limitadas á'la elevada Tutor*' R.D.dt 31 de Marzo dt 1856, dispo- 

vención que corresponde á quien dirige /tiendo que los capitanes generales £jcr~ 
ó gobierna, y dejando á la Intendencia h tan la acción administrativa como super - 
gestión propia del que egecuta ó'íidmi-'- intendente*, conforme á lar regid* rp/f 
nistra. expresa. - * • 

3. 53 Las reglas que para completar el ' 
deslinde mencionado dicto la'Superinten* V-easoel texto en los* Anales de i8or* 
dencia en 19 de Diciembre, á consecuen- q>ag. 68. 


cia de la Real órden de 6 de Setiembre. • * ' - v 

que declaró corresponder á la I hienden- R.' D. de 31 de Marzo de 1 836, co*i*a- 
cia la aprobación ae los remates. *' - Irzando en el Gobierno superior político 

Y 4. * La Real órden de" 24 de Ages- ¡a secretaría de la Superintendencia , y 
to, en virtud de la cual quedaron definí- organizando las plantas de la sección de 
tivamente embebidos en los fondos gene- Hacienda y dé lo secretaría de la Jeten 
rales del Estado los qué antes habían cor- dencia . (1). * 

rido á cargó de la polieía^ como derechos , . . 

de pasaportes, licencias, boletas, ¿seftifica- A fin de poner en armonía la orgam 
ciones y otros documentos que los fun- de las oficinas superiores directi 

cionarios de este ramo expiden. Ya^desde^i vas Haciénda en las provincias de U1 
31 de Diciembre de 1855 el Sr.' Marqués f^ 111 ^ 011 el espíritu y prescripciones 
de la Habana, cu va administración ha de de mi ® ea l decreto de- está fecha sobre 


dejar honda huéíla en Cuba,: había dis- 
uesto esa centralización. qü$ S/M. a pro-* 
ó por beneficiosa. * 

* No.puede por ló expuesto calificarse 
de afio estéril el de 1856 en la alta, direc- 
ción: rentística de laJsla. 

La estadística de 1856 comparada con 
las de 1855 y 1854 se inserta* eñlós Ana- 
les, de 1855, pag. 71 al 73. ~ 

ü. O- de 31 de Enero de 1856 mandan- 
do se dé cuenta men tualihentejal^ Gobier- 
no supremo de todas las resoluciones defi- 
nitivas que acordare la junta Superior dU 
rectiva de Hacienda en los negocios ad.-% 
ministrativos de toda especie . 

Primera secretaría de .Estado.- ~ Ultra - 


deslinde de atribuciones económico-fis- 
cales entre los Gobernadores capitoné: 
generales y los Intendentes, después de 
oida la junta consultiva^ de conformidad 
con el parecer de mi Consejo de Ministro: 
vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° La oficina de la secreta 
j rfa d6 la Superintendencia* se centraliza 
en la secretaría del Gobierno superior 
político, constituyendo una sección que ?»■* 

' denominará de Hacienda pública. 

Art. 2.° La sección de Hacienda públi 
[ca se organizará conforme ¿Ja planta^yi- 
j guiente: 

(1) Auiujue en ios A.NALKh de ltídí» tentuno- 
ya publicado este Keal decreto, creemos deber 
reproducirlo salvando cierto error numérico co- 
piado de la Garito ríe (-tobierno. 
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* Para laida de Cuba - 
l gelé de sección . . . . .$ 4000 

1 oficial c¿nv 2000 

2 ohcraieccada uno cpn i 200 . . 2400 

4 esc ribieAtes cada uno con 600 * 2400 
2 ídem á 209 ¿ 400 

ti • i * — ■ — — - 


cuamlo les esté asignado, sueldo mayor de 
400 pe&os/De Real ór den lo digo áY. E. 
• para su inteligencia y efectos consiguien 
^ tes. — Dios guarde á V. E. muchos años. 
Madrid 5 de AjDril de 1856. — Z avala . — 
Sr. Superintendente de la isla de Cuba. 


* " Suma • ; • • • S H ®00 R. O. de 3 de Junio' de 1856, encargan -> 

• * . ! T do que se asimile la administración econó- 

Sigue# Puertó^Ktco y t tlipinaj , que , m i ca de esta Isla (tía de la Península , re* 
umétirnos por 'no sermtestru objeto ocupar- gularizanao su administracim rentística, 
nos deístas provincias. introduciendo el mayor Orden y economía . 

Are. 8.^ Da- oficina de la Intendencia y procurando exactitud y verdad en sus 
se organizará conforrpe á la -planta si- ; presupuestos. 
guíente: 


ClíBA.i 

f secretario con. . . 80üi> 

l oficial primero.**.. 1200 

i iriem’segnndo * o . . : • : : . * .1 000 

i idenrriterceir*. • 900 

i iderrt -cuarto — . 800 

i iderti qtrinto 700 

i escribientes de primen clase ( >nno - 
¿eÓOO. . . , <j ~ " 

1 ídem de segiififla /t 100 . .... 800 

2 ideuT á 200 100 

i portero cort i . ■: . . 7 — 400 

1 mozo de oficio ron 300 

* ■' ‘ Suma ......... $ 1 1 5Q0 ’ 


Sigilen Puerto- Rico y Filipina*, que 
*e omite n. 

Red: de 5 de Abril de 1856 , declaran- 
de que no obstante lo dispuesto por R. O. 
de 6 de Abril de 1855 (1 ) corresjxmde al ¡ 
Superintendente delegado de Hacienda el \ 
nombramiento de los subalternos del ramo ! 
que desempeñen funciones mecánicas ; aun | 
cuántitíies'esté asignado sueldo mayor de ¡ 
xwypéste:* * **■ «; - 

> ’* i , i* ' * ! 

Prime»», secretaría de Estado. — Ultra- 
mar número 5¡07.— Exorno; Sr.— La Rei- 
na (Q. D. G.) á quien" be dado cuenta de 
la carta de V» E. numero 345 de 26^ de 
Mayo del año anjerkuyse ha~ servido de* 
clarar que* no obstante k> -dispuesto por 
Real* órden de 6 de Abril* dé aquel mismo 
año, el nonaabrattiiento de los subalternos 
de Hacienda qué desempeñan funciones 
mecánicas corresponde al Superintenden- 
te delegadb dé Hacienda *de la Isla, aun 

(Vi í -Véase Akalbs de \g¡55*. pág. 80. 


» * 

El Exorno. S3r. Superintendente gene- 
rar de Hacienda con fecha 7 del corriente 
me dice k/que sigue: 

“El Excmo. Sr. Ministro de Hacienda, 
con lecha 3 de Junio próximo pasado me 
dice lo que copio. — Excmo.riSr. — La Rei- 
na (Q. D. G.) por su Real deeretqque co- 
munica *á Y. E. el Presidente del Consejo 
de Ministros, ha tenido* á bien suprimir 
la Dirección general de Ultramar, dispo- 
niendo al mismo tiempo que las seccio- • 
nes que la componían se refundan en los 
ministerios á que respectivamente corres- 
ponden. Al empezar á ocuparme de los 
ramos pertenecientes al de mi cargo, croo 
conveniente explicar á V. E. el pensa-, 
miento. que ha guindo al Gobierno en la 
adopción de esta medida con relación á la 
Hacienda pública y lajcondtfcta que ,me 
propongo observar como ministro del ra- ' 
mo. La Hacienda del ^Estado np es mas 
que una, f por mas que la constituyan los 
productos díTlas diferente/ provincias en 
que se divide su territorio, y las ultrama- 
marinas, si bien separádas de la metrópo- 
li por, algunos miles de leguas, y presen* 
tando \liferenci as eu ilo&Uisos y costum- 
bres de sus habitantes conloa de: la (Pe 
nínsula^ debidas 4 Una multitud de cir- 
cunstancia que han* hecho necesario séaa 
regidas por leyes especiales, no por* eso 
dejan d© fotfmar parte de la gran -.familia 
española debiendo ser consideradas como 
las demas del reino; y para-ellí), es*muy„ 
convenienté asimilar su administración 
económica, en lo posible ála que aquí so 
observa: á este importáfate .objeto se diri- 
gen hace tiempo los esfueraoá tied Gobieri 
no, y mucho' éoAtibuirá á su logro la me- 
dida que acaba de adoptarse Para alean- 
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partan justos riñes, conviene regularizar bmana aprobación de la disposición que 
cada diá mas v masía administración ren* ha dictado en 31 de Diciembre anterior, 
t ística de esa Isla, introduciendo el mayor ¡ ordenando la centralización eh las cajas 
orden y economía y procurando á toda eos- 1 Reales de los fondos llamados de policía, 
m que sus presupuesto aspan una verdad, i y dándolas reglas para .que ttfVieSe In- 
oculándolos con la aproximación posi- gar desde 1. ° de Enero deA presente a - 
bl$ desplegando el mavor celo pára quclo ; y S, M. enterada de todo* ha tenido 
recaudación alcance, ya que no pase, do la , áliien aprobar en- todas sus partes la 
lufre presupuestada en el de Ingresos, v ¡ medida .tomada por V. E., con la única 
cuidando escrupulosamente que los pagos variación de que las entregas de fondos 
no saldan ¡amas, salvo’algun <4sn fortuito. ¡ d«q«e habían los artículos' / y 8 se ha- 
del cuadro trazado por ol de gastos. Estos ¡ pan mensualmente en lugar de venficar- 
resultados no- pueden obtenerse sin nnaj'® por- trimestres i como previenen dichos 
exacta contabilidad, cuyas, base? 'están ¡ artjcu los, evitándose de este modo la a - 
mareadas en el Iteal decreto 6 Instrucción ; glAueracmn de fondos fuera de la Te- 
de rt v 7* de Marzo del año último, que sería de la Hacienda publica, de- la 
han de observarserigorosamcnte.Laseón- i 3J»® pueden seguirse graves ^»‘C‘os al 
sideraciones expuestas bastan pitra que | R 

lo mas mínimo las disposiciones dadas . . ménslial los emoleados 

hasta el diapara eonsegu.r los beneficios, , os U rani (M> malw }eu P fondos 

cnuneifidofí, se adoptaran por este Minaste- . ^ | p s ^ af j 0 

rio todas las demás que puedan contribuir, - d¡8pUi , 8to que . esta Real 

orden se guarde y cumpla en todas sus 
partes, $e entenderá redactada la expre- 
sada disposición de SI de Diciembre en 
los términos siguientes; 

Artículo l. c Se imprimirán por la 


al mismo objeto, hiendo la voluntad de S, 

M. que V. E. lo íiaga entender así á todos 
las dependencias de Hacienda de esa Isla, 
dándoles conocimiento de esta circular, y 
excitando el celo de los empleados con el ■ 

onde que por su parte coadyuven para ; Hacienda púhlica, entrando en sus caja k 
.vKf ítnm» Irtü manlfnnns mií> f»l niOTl nubil- i i*_ i ■ j i J 


los derechos que (Je vengan, los documen* 
tos de policía conocidos con los nombres 
de pasaportes, boletas de desembarco, 
licencias anuales de tránsito, pases para 


obtener los resaltados que el bien públi 
r co reclama v el Gobierno se propone. De 
r Real orden lo digo'á V. E. para su inte- 
ligencia y demas electos expresados — Y y 

habiendo dispuesto su cumplimiento, lo j viajar y (fe animales, boletas^ de dómi- 
t rase ribo á V. S. para su conocimiento y ! c ¡|¡ 0> certificados de ventas de reses, li- 
íines que correspondan." cencías para vendedores ambulantes, 

^ lo’ lisiado a V . para su inteligencia j establecimientos públicos, billares, jue- 
y linos que sojircvienen.— Tfios guarde ! g OS fie bolos y jiara establecer líneas de 
á V. muchos aiíos.— Habana 12 de Julio i carruages, permisos para cazar, para 
de 1Só6. — Joaquín Campuzano. f | ar funciones de toros, volatines, esnibi- 

. ciones públicas, bailes de sala con pago, 

R. O. de 24 de Agosto de 1 856, sobre 1 de disfraz y gente de color, para celebrar 
centralización de tos Jando* >Je policio, «-¡cabildos de negros y cualesquiera otra 
probando lo. dispuesto jwr el gobierno de i autorización propia de la pobeíaque en 
M Mi en 31 de TUciembrr de 1855. adelante se creare.' 

Art. 2. ° El precio de los referidos 
( nn fecha 24 de* Agosto último lia si. documentos se ajustará, á la tarifa que 
do comunicada por el Ministerio de Fo- es adjunta, en la que se hallan compren- 
j nenio y Ultramar á este Gobierno su- didos los derechos que por razón de su 
"periory Superintendencia la Real orden expedición devengan actualmente los 
siguiente: - . permisos equivalentes á ellos y el coste 

“Exorno. Sé. — He dado cuenta á la del papel sellado que basta aquí se ha 
Reina (Q. D. G.) déla carta de V E. exigido para la.eXtension de algunos de 
número 599 fecha 21 de Febrero último, ellos. 

con la que remite copia, pidiendo laso- Art. 3. c So establece para los refren- 
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dos de aquellos de los referidos docu- j rán al mismo la cuenta anual con remi- 
mentos aue están sujetos á esta forma- j sion de los documentos expresados y de 
lidad, sellos especiales*- * i loslde la misma clase qóe hubieren rete- 

Art. 4. ° La Hacienda pública entre- nido en su poder por razón de los per- 
gará al Gobierno» superioi; civil, prévid misos cuya expedición les corresponde 
. pedido dé este, los documentos y sellos personalmente.* • 

que sean necesarios para el .consOmode ¡ _Arf. 19. El Gobernador superior civil 
la Isla. Et Gobierno superior dqrá el re- rendirá su cuenta en la misma»íorma»á 
cibo correspondiente y cuidará de ladis- ! la administración de Rentas terrestres 
tribttcion de aquellos cuya expedición de esta capital. 

no le esté reservada*» los Gobernadores I Art. 1 1 . Los Comisarios, Celadores y 
y TenientesTxobernadojpes. * • .i Capitanea de partido en el caso de cesa 
# Art. 5. ° Los Gobernadores y Tenien- |.cion en sus respectivos destinos entrega- 
tes Gobernadores entrégarán á los Co- rán al Gobernador ó Teniente Goberna- 
misarios ¿Celadores y Capitanes de par- dor-djtquien dependan, Jas existencias 
tido aquellos documentos ouyo despa-í que tuvieren con la cuenta correspon-. 
dio corresponda á estos funcionarios. *, diente eñ la forma expresada en el art. 9, 

Art. 6. ° Las aiitoridades.y funciona- 1 sin mas diferencia que, én vez de acom- - # 
rio» & quienes las disposiciones vijentes ! pallarlos documentos sobrantes, incluí 

• encargaren el despacho de los permisos Irán recibo de los misrqos suscrito por 

y licencias referidas, continuarán en el I quien se hiciese cargo del destino. Los* 
ejercicio 'de esta facaltad. A este objeto ¡ Gobernadores y Tenientes Gobernado- 
llenarán los docuiYiento^impresos, es - 1 res enigual caso entregarán las existen^ 
lamparán el sello de su dependencia, fi- cias en la Administración' respectiva y 
jarán Jos de refrendó y registrarán lá*ex- ¡ elevarán su cuenta en la forma indicada 
pedición de unos y otros en los libros que \ aF Gobierno superior civil, 
oportunamente le serón remitidos por! Art. 12.LosGobernadoresyTenien- 
cste Gobierno superior civil. _ ^ tes Gobernadores así como los Capita> 

Art, 7. c Los Comisarios, Ceradores’i nes de partido'no podrán dar distinta in- 
. y Pedáneos entregarán al Gobernador ¡ versión de la preceptuada en este decre- 
ó Teniente Gobernador respectivo las j to á las cantidades procedentes de los 
cántidades que hubieren recaudado en ¡ permisos que concedan comp -auíprida- 
cada mes por razón de dichos documen- des administrativas, -cesando desde lúe- * 
tos,’ en los ocho primeros dias del que le | go, en toda la Isla en el cobro de los de- 
sigue, y acompañarán un estado expre- rechos que por razón de firma apercibían 
sivo por clases délos documentos y sellos , ep ajgulias jurisdicciones, 
despachados para el uso del año corrien- Art. 13. Queda prohibido bajo lamas 
te y de los que conservaren en su poder. ¡ estrecha responsabilidad de los funcio- 

Art. 8. ° El Gobernador ó Teniéhte j narios que contravengan, eligir derecho 
Gobernador-expedirá á dichos funciona- ¡ alguno por razón do los permisos y do- 
rios el correspondiente recibo, y entre- j cumentos de policía que no figuran en 
^ará el importe de lo recaudado qn la I la adjunta relación. , * 

jurisdicción, en .la* Administración de Habana 21 de Octubre de 1856. — Jb- 
Rentas respectivas# dentro de los ocho \ sé de la Concha.. • **- 

dias siguientes, recibiendo de la referida*) • - • 

oficina carta de pago por duplicado. ¡ Tarifa que ge refiere al artículo segundo. 

• , 9 \° JF b °. -° primeros dias j dóotjmentos que devengan derechos fijos. 

del mes'de Enero remitirau los Comisa - 1 r * i. a 

ríos. Celadores y Capitanes al Goberna- i Pasaportes. / 

dor ó Teniente Gobernador respectivo *. [ Para nacionales......... 1 ” 

• lá cuenta geñérahcon los documentos j Boletas de I Para extrangeros. 2 ” 
qué hubiesen sgbrado mas los inutiliza- 1 desembarco 1 Pafa pasageros detrán- . 

dos. Los Gobernadores y Tenientes Go- 1 [ sito.... 1 „ 

be madores remitirán al Gobierno sape r l Liceñcias anuales de tránsito ó seapa- 

rior civil estados-trimestralqs de lo re- j ra viajar por la Isla.... 4 

caudado en toda la jurisdicción y rendí- i Pases por quince- días para idem ’ 2 

18 • 1856 
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Boletas para cambio de domicilio... $ ,, 

Licencias para conducir caballerías y 
reses mayores 6' sea pase para las 

mismas.*. , 

Oerti fijaciones de venta de los mismos 

• animales . „ 

Licencias para qazar .* *8 

Licencias para abrir establecimientos 

ele industria y comercio..*.'.... 8' 

Idem para establecer juegos de- billar 

con una ó mas mesas 8 

Idem para juegos de bolos .' — v . I 

Idem para nna linea de carrnagcs pú- 
blico» •. ,, : 7 

Idem para vendedores- ambulantes. . 8 


d§ subasta han de llevarse á efecto los 
acuerdos de aprobaeion del Intendente 
antes de obtener la ¿sanción de V. F v En 
su vista, y considerando que los acuerdos 
del Intendente en materia de remate 
como en todas las que son ele sií compe- 
tencia, *90 pueden crear derechos ab- 
solutos hallándose cQmo se hallan limi- 
! tados por la disposición constitutiva que 
4 somete al Superintendente la atribu - 
4 | cion del veto; considerando que los re- 
j cursos que eto ^palquier estado del ex- 
4 Lpediente tienen expeditos los interesad^ 

' en uno ó en otra sentido para ante la 


Documentos que devengan derechos varia- 
bles según las poblaciones. 


O c ft <£ t • — 

£ S _§ “ , 

; ^'35 - 

I ~ 

: g - a f f ¿ 

5 I , o 
I u5 £ . >J g i £ 

2 3 - ¿a’ lililí 
‘J!| 1 -s -I f 


Volatim*' 8 

'floro* 

Paitas de sala oon 
pago ..... .17 
ídem de disfraz. . ."il 
Idem de gente de 

«¡olor 1 C2 

Cabildos lio negro; ‘J 
Exhibiciones pú-j v 
Micas i 8 


por Juneion. 
idem. 

por eudu bailo. 
( idem. 

idem. 

por cada uno. 
<h* una vez. " 


autoridad superior, y Jos medio^qne esta 
tiene siempre de inquirir la conducta de 
los agentes administrativos y de saber 
los asuntos públicos en que inspirar pue- 
den recelos de desacierto . 6 mal manejo 
bastan aunque no se cuente con las -ga- 
rantías de recta administración que no 
puede menos dq ofrecer un furícionario 
tan caracterizado como el intendente, al 
objeto de que V. É. interponga oportu- 
namente el veto, para cuyo ejercicio no 
está obligado á esperar la cuenta sema- 
nal que por medio de índice tiene el de- 
ber de darle el Intendente de todo su 
despacho; considerando por último que 
entre las funciones de alta* intervención 
gabenúftnéntal que atribuye á V. É. el 
lieal decreto de 31 de Marzo último no 
i se halla comprendida la de aprobación 
,J de las subastas, por lo cual es claroque 
esta atribución de carácter ordinario 
¡ administrativo corresponde al Intenden- 
! te, á quien el art. 3. D del mismo Real 
i decreto encomienda la direqcion y ge s- 
I tion*de la Hacienda pública, S. M. se ha 
r hervido resolver que no procede some- 
I ter los acuerdos de aprobación de las su- 
I bastas dictadas por el Intendente á Ja 
Habana 21 de Octubre de 1856. — Jo - • sanción de la autoridad superior del Sa- 
le de la Cifncha. • j perintendente antes de su ejecución. — 

> De Real orden lo digo á V; E. pata su 
R. O. de 6 de Setiembi'e de 1 856 de - i inteligencia y efectos consiguientes. Dios 
clarando que no procede someter á la san m guarde á V. E. muchos años. — Madrid 
cion de la autoridad del Superintendente : 6 de Setiembre de 1856. — Collado . — Sr. 
antes de m . ejecución, las resoluciones que i Gobernador Superintendente de la Isba 
dicta el Intendente aprobándolas súbdstQs. ¡de Cuba.— Habana 12 de Octubre de 
. ,1866. — Cúmplase, bomuníquese á* la ln- 

Ministeripde Fomento.— Ultramar. — | tendencia generaj para las efectos cor- 
Núméro % ?Í 3.~Excmo. Sr. — He dado respondientes y tómese razón en el Tri- 
cuenta á la Reina (Q. D. G.) de la carta bunari superior territorial de Cuentas. — 
de V; E. número 923 de 25 de Junio úl- Concha. 

timoYonsultando si en los expedientes . * * 


SELLOS DE REFRENDO. 


De pasaportes nacionales., $ 1 

De idem extrangeros A 

De id de pasageros de tránsito . . ,, 

De licencias de Caza.-.. 2 
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Resolución de la Superintendencia ex- posiciones s^* derive para* solicitar su. 
pedidt i en 19 de Diciembre de 1856 Jijan - aclaración ó aplicación. 
do alpinas reglas acerca , de las faculta- 4. . Que en los* expedientes de mora- * ; 

des de la Intendencia en el despacho ge - tonas dicte la Intendencia. la resolución * 
neral d€ expedentes* : ¿ # que corresponda con arreglo al alcaba- 

* -• r . • laturio y órdenes' posteriores. • 

Intendencia dfc Ejército y Real Ha- 5T rt Que en lf>s expedientas en que se . 
cienda de la siempré fiel isla de Cuba.— ¡ trate del pago de Una atrición oel Es- 
EhExcmo. Sr.* Superiñtenderi te general jtado se haga constar el artículo, capítu- 
delegado se ha servido comunicarme en lo y sección dol presupuesto en que de-. 

19 del actual lo que sigue. — En consi-, be estar comprendida; la disposición que 
deracion á que según las disposiciones declare ser del cargo del Estado la aten- 
vigentes deben terminarse en esa lnten- cion de que se trate en los casos en que 
dencia todos los.expedientes de fácilre- ;rio* se considere comprendida en el pre- 
solucion sin ftecesidhd* de consultar los supuesto, la cantidad qu^se líaya con- 
que la tengan marcada en reglamentos signado en el mismo para seméjante a- 
y órdenes vigentes: considerando conve- tención,* la parte que esté por consifmir 
niente fijar algunas reglas que determi- ylaque pueda necesitarse aun, porque 
nen con claridad- la facultad que corres- coiftalesdatjqs. pueda reclamarsedel Go* 
pbnde á esa misma . Intendencia en el' bierno supremo el crédito supletorio ó 
.despacho general de'expétiientes, - á fin estraordinario que sea preciso. • 
de que se consiga la brevedad que debe 6» ^ Que no siendo necesaria la recla- 
haberensu terminación, he acordado macjon de Crédito*supletorio ó extraoi - * 
*que desde luego.se observen las siguien- dinario resuelva por sí la Intendencia esa 
tes regla» ** ; clase de expedientes-- 

1. x La Intendencfa resolverá por sí, 7. Que en el orden de ingresos y pa- 
sii> consultar á'esta Superintendencia gós diótehi Intendencia general las rae- 
ni á la Junta Directiva de Hacienda to- didas'que crea convenientes con arreglo 
da clase de expedientes de ventas, ar- á las disposiciones que rigen en la re- 
« riendos y remates de bienes, ojióios y rá-* nínsula en lo que sean aplicables al re- 
mos que pertenezcan al Estado, en con- gimen económico de esta Isla y no esté 
formidad con lo dispuesto en Real orden ya ordenado para la misma; y recomien- 
de 6 de Setiembre último, en inteligen- de á la Contaduría general la asimila- 
da de qué debe aplicarse esta soberana cion de las operaciones relativas al mé- 
disposicion á toda clase de rematés, aun- todo de pagos del personal por nóminas 
que no esten expresados en la Real ór- arregladas á los modelos de la Penínsu- 
den, por cuanto las razones en que esta la, así como las demas operaciones de 
se funda son generales para todos los contabilidad que deben producir breve-, 
casos. '♦ dad en el despacho, claridad suma y su- 

2 . ^ Resolverá igualmente por sí todos gecion entera al orden de presupuestos, 
los expedientes en que no haya masque» *8. Qué á fin de conocer la Superin- * 
aplicar las disposiciones reglamentarias tendencia las resoluciones que dicte ht 
de la administración económica, limitan- Intendencia y acordar el veto á las que 
do el dar á la Superintendencia cuenta lo merezcan, jio deje.de remitir el índice 
. del expedienté, solo á los casos graves y que previene el art, 4. ° del Real deefe- 
en que haya que. proceden contra em- to de 31 de Ma^zo último, cuyo, cuín- 
picados. . plimiento se le recomienda. — Lo que co- 

3 v rt Que en* todos* lo$ expedientes re- munico á V. S. pára su' inteligencia y 
lativos á los ingreso^ del Estado .én que 'demás efectos. — -Y lo comunico á V. S. 
haya de solicitarse la resolución del Su- para su conocimiento y gobierno. Dios 
perintendente sobre la l¡mitacion # de de- guarde á V. S. muchos años. Habana y 
rechos ó sobre su exacción absoluta,, se Diciembre 24 de 1856. — Joaquín Cam- 
Ijaga constar la ley ó disposición que hu- putaña. — Sr. Administrador general de ' 
mese establecidoel impuesto y el artícu- Rentas marítimas, 
lo del presupuesto en que este figure, así . En 31 del mismo mes recayó otra re* 
como m duda qué de la misma ley ó dis- solución declarando que en la concesión 
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^ *de moratorias parar el pagó de alcabalas jcaudacion, y el de los diferentes ramos 
debe atenérsela Intendencia a las reglas |en que 1^ rentas se dividen. Hoy*podé- 
*2. * y 4. rt preinsertas *{V. Alcabalas). | mos ofrecer á .nuestros lectores datos 
* . . mas auténticos si éabé que Jos entonces 

; . publicados, y desde luegojntfs completos, 

* Estadística.'. * . puesto que comprejiden los gastos-verifi- 
. . * . * * cados durante el año d fe 1855 , en toda > 

la Isla adepYas de los productos de todas 
En ios Anales deJ85¿.se insertaron* las rentas ffüblicas, formádos en el Tri- 
, pomo hemos dicho, los estados de recau- ¡ bunal mayor de Cuentas coido se ve por 
dación de todas las rentas que lá Ha- las firmas del presidente y secretario que 
cienda administra -bajo dos distintos as- los-'autorizan, y los insertamos á conti- 
pectos, á saben el de los centros de re- tinnacion. 
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DISTRIBUCION DE LOS INMESÍOS BEL ESTADO EN ELAfiD iDEims. 




SECCION PRIMERA. — MinjiSTEpio de estado. 


Cap. Art. 


V 


1 70,000 


\ \ ¡ Cuerpo diplomático. 4^348 & j. 92 ’ 5 | 4 6 * 

2 1 ( i. i t Personal. ‘ 17,330 '411 Q| » n „ _ y 

2 2 j Idem consular ^ Ma j er ¡ a |. ; 4,373 2¿/ 2, ’ <03 7 . . [ 

Imprevistos del Ministerio üe Estado.,. 53,781 2$^ 

SECCION- SEGUNDA. — ministerio de gracia y justicia. 

1 1 l Audiencia Pretorial de la Ha- í Personal. 92,742 6| | no qoq r>i ' 

2 I f baña . . . . ....... . . } Material. 6,186 4 i y8j ■ 

3 I I .i i ,. ( Personal. 120,343 4^ i ton 7 SA a 

4 1 Alca !‘ 1,as mayores. ^teñ^ 393 4 * i 

' ' , t 

.* i í Cull^ Catedral j | > *"*-« 

6 5 ¡ Mera ^rroquial... ... ....... ¡ SEJJSná.' ¡ S™ <S f 


; , J , - 1 »{ 

Imprevisto» del Ministerio cíe Graoia y Justicia • ; 5 % 3^0 1 J | 

• SECCION TERCERA.-i-ministerio de ia «querrá. 


1 1 I Capitanía general, su Secreta- \ Personal. 131,439 7 i ur qqff 

2 lj' lia. y Juzgado f. Material. 14,559 ¿ J . ,y . 

¿ 2 | Snbiispecciones de las armas j ggj^j; ^|o7 4 ! 27 ^ 27 

3 | Vice-Direccion de Sanidad.. . j jj.^iab Á*50 ° i 


1 3 

<2 


7 }- 


J ■; S ^ v 

3 3 l Tenencias de Gobiernos y Go- y Ptersonah ' 79,999 6 - ^ g7 7 g C 

4 3/ inandancias He armas. .. iv f Material. . 7,780 7 ’ 


y 406-832 ‘ 3 | 


#/ * Al ¿ente..*; . ..» ..f ~í.fla;il£ 74 

Ul 
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' ■ Del fíente...... : 1.110,175 74 

ó 1 Generales y Brigadieres en cu artel., ... -v , .30,380 7 4 y 

6 1 Infantería veterana. .2.568,702 6| 

6 3 Infancia de Milicias, disciplinadas. ............ ... .* 32,896 \ 

7 ‘1 Artillería veterana. ...... . .380,01914, 

8 1 Ingenieros....:: . ... 102,465 7 

9 1 Caballería veterána.. ...... . 320,296 3- 

9 2 Idem de Milicias disciplinadas 49,963, ¿ 

9 3 . Idem ídem Urbanas.'. .... J.; ... . : ... ..;í ,, 35,812 ’ . 

10 I Excedentes ó de reemplazó.. . . . .vi. . ...... .131,623 1. 

11 1 Utensilios y otros consumos militares, . i 97,728 4| 

12 1 Vestuario, equipo y arnaanjento. .133,892 4 

13 I ■ Ganado, niohtará y entretenimiento.. .246,765 .6| 

14 1 Transportes militares 217,306 2 ^ 5.447,306 2 

16 1 Extraordinario del servicia, mílítari ........... 1 10,60? 4 i 

^ ^ j Obrasele ArtilIrMía ■ i .PíRQUíl. í > • • . 15,554 ' 6',1 J 1 70 jet e-, 

17 2 j Ubrasde Artillería . . . . > M? rtertal, .... 157,220 7 ,72 ’ 78, 1 5 


18 H C P. admipislrv. . 9,879 1 | 1 

18 2 < Idem de Ingenieras. . . < Id, facultativo. .9,000 4 . .. 495,629 74 

18 3" f 1 . . / Material. ,,.!, , 1,76,750 .2 ) 


¡5’ á! e™6n.d M * ;pre8 idio. j *82 ;t*f «w»* « 

Imprevistos del Ministerio: de la Guerra. . ► . 526.042 24 J 

SECCION Cuarta.— ministerio d® «aciénoa 

r • , 1 ' , ■ . *< 

1 1 ( Superintendencia. jf D , 

2 1< Intendencia general. . ... . . . .' . 5 Tr f f°° | 

( (sus secretarlas y Juzgados. y[ ■ ater,a . ; 

2 2 ! Tribuna| d , e Cuentas * • • • : • • • j Ss“S¡: 


51,367 4 j - , 
6,422 4 ( * 7 ’ ! ' 


789 ,44 


,70,128 6 ) g2<. »i 

:|,500 -S ,.<U Gi8 6 


I 3 | Contad* y Tesorer? 'gtinef afes ( Personal. 


2 3 . 1 de Ejército y Rl. Hacienda. ( Material. 

' 

i 4 1” Administración general Mari- ( Personal 


40,880 6 } . 

3,024 .^i 904 . 6 * 


4 r Administración general Mari - 1 Personal. 97,11531 ) . . 

4 t tima. ], Material, b 5,912 1 \ ,03 ’ 027 4 * 

78,319 5 


482,345 2 




1 5 ( Idem terrestres y sus subalter- ( Personal. 73,247 7 

2 5/ ñas..’ / MatfiriaL ¿,071*6 


1 

2 

1 

2 


ñas.. | Material 

/» í Administraciones y Tesorerías ) r*. , 

7 j Renta de Loteri», ...... . i | Jgggj; ¡ ; Jgg | l ] 82, 1 24 44 


40,025 7 


2 g I Archivo general • . 


..1 


i, Peí 


1 1 


r v |Ma 

. • ' ) 1 1 o 1 \t 


1 >'í ^273 4 
250 


i 


.5,523 4 


A la vuelta 7.040,027 34 
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Déla vuelta.... c».. ^ • • ••?•••••• 7.040,027 34 


1 n j Atenciones comunes ¿diversas ( Personal. 

2 11 | oficinas.... ¿Material. 


616 } 
460 5| \ 


1,083 Ai 


3 

4 

3 

4 

3 

4 

5 i 

6 1 

7 1 

8 1 

8 3 

8 2 
8 4 

8 6 

8 7 
8 8 
8* 9 

9 1 

9 2 


1 S Intendencias, su secretaría y < Personal. 
1 ) Juzgado./. t Material. 

0 í Contadurías, tesoreríasy admi- ( p ersona j 
r< nistraciones principales < Material 

f ráneas f 


42 3 i 


113,704 3 
12,499 


i I ” 6 ’ 


193 4 ' 


3 S Resguardó, terrestre y marítf- $ Personal. 261,578 6 ) t , Qnfiiq ., 
3 ¡ mo .......... Material. 37,245 3| | 29,W 9 14 

* i _ y , 

I Alquileres y reparaciones de -edificios de Rl. H&diepdá. 22,563 4 J 

1 Gastos generales de Real Hacienda. . . . 9,654 4 

1 Cargas de los productos de las rentas 55,373 7 

1 Monte-píos civiles . v 1 32,393 ¿ 

3 Idem militares * i . >. 73,752 7 . 

Pensiones de gracia. i ................. v 18,892 6| 

Inválidos y retirados dé gHerra y marina. . ........ . . 134,575 6 


>• 1,788,163 1 


Regulares . 

Jubilados de todos los ministerios 

Cesantes de todos los ministerios ... ......... 1 

Emigrados de América. 

Consignacion al Duque de Veraguas 

Réditos de censos pasivos 

Tribunal mixto de |>résas marítimas . 


9 5 

9 6 Comunicación con la Península 
9 9 Tabaco de regalía para la córte 

n J _ 1*1. £ 1- 


9 10 Créditos de la Península 




► • •:* •, a • f 



Hospitales militares. . 


2, 882 ' - 
,307 4| ' 
,681 


60,873 3 
, 103,886 6 
92,548 5 
6,082 6 
15 ,999 6 
10,483 5 
‘ 2,867 
40,932 1 
181587 5 
,197466 •"* 


460,370 4J 


P. . eclesiático. 
id. administr. 56 , 3 < 

, Material... 1 .. 401 ,61 

Imprevistos del Ministerio dfe Hacienda'. 78,761 6 *j 

SECCION QUINTA.— ^x^i^e^ío; jde habida, . > 

Ministerio de Marina,. * 2.339*541 > 9 t 7 od ^5 

Imprevistos de ideni. . ••• *. 30,490 4* $ - * . 

^ÉCPION SEXTA.— miniswrio de la oóberw ación. • 


1 

2 

3 

4 

10 

10 

14 

14 

15 

15 


| $ Secretaría política. 


J < Contaduría general de Pj 


< Personal . 

\ Material. 

Personal. (/ 
aterial. 


66,638 f| 
1,999 


i \ Ingenieros de minase | JjatSid. 


■246 § l 

13 4J$, 

i. 

1 ,800 ) 
T49 \ 


68.657 1$ 
,259 5 
2,540 


V 244,457 6 


i | Policía «rtaf»:.;..,:... .i., { •**<•;' 
l jwca.de Oob*»»...;....... {Jggg}; } «•»«' « 


■I / 


AI frente < 


11.242^680 2$ 
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DÉ HACIENDA. 

AIM’l*»/- . a:* . Di>l frente 

13 1 Casa de Maternidad ...... - 3,255. 

13 2 Idem de Beneficencia e'n la Habana y Cuba 22,100 

13 3 Instrucción pública . 14,300 3} 

13 4 Hospitales de Caridad ............. .16,309 J~ 

5 1C Administración, central de Cor- $ Personal. 9,769 6 } ; 

6 I ¿ reos...... .‘¿Material. 15,380 3 $ ’ » 

• 

l i ^ Mem provindal de idelu '«T0 < 

9 1 " Alquileres de casas de Correos 557 

Imprevistos del ministerio de le Gobernación ... . .... 138,449 5 . 

FUERA DE PRESUPUESTOS. 


441 

11.242,680 2} 


234,992 2| 


Reintegros 329 4 í 

Subsidio k la Tesorería general del Reino , . . . 2.945,136 1 

f Alcabala de remates .... . 1,483 4i^ 

J Anualidades eclesiásticas. 6,000.1,} | 

Cancelación á ladeu- ) Réditos dé censos . ....... 95 L i\ ! . ' . „ 

da por incobrable...) Renta decimal.. 1 6,969 6} f 1 **** ' . 

| Atrasos de costas judiciales 98-4 j 
^Bienes de Regulares.. ... . 1,188 ) 



>• 2.961,301 4 

J 


Total general de ramos comunes 


14.438,968 3J 


, áANOS AJENOS. 


SECGION CUARTA: — ministerio de hacienda. . 

) 

Depósitos de todas clases r.013,005 6‘- ’ 

, SECCION SEXTA. — ministerio de la gobernación. 

4 2 Arbitrios municipales marítimos 27,728 L } 


4 2 Idem idem terrestres 4,000. I 

M 1 Real Junta de Fomento.. 269,968 \\ | 

11 2 Fanales 17,517 ¡> 407,558 7 

1 1 5 Derechos de ponton en la Habana . . . .' ... 57,870 2} 

II 6 Impuestos sobre rostas para población blanca. 29,331 2 

13 4 Sociedad patriótica en Matanzas, derechos de 1,144 J 


Total de ramos ajenos 


1.420,564 5} 


RESUMIR DE LOS RAMOS QUE DISTRIBUYE LA REAL R ACIERRO. 

Comunes L .... 14:438,968 3b 

Ajenos . . T . . . . # 1 .420,564 

. Total general ‘ 15.859,533 l 
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COMPARACION DE LOS RAMOS QUE DISTRIBUYE LA REAL HACIENDA. 


• Valor del año. 

i 4 

Deuda antigua. Cargo general. 

Data general. 

* 1 

1 Exi-f., ireneral. 

Comunes. 1 3.54 f, 758 

Ajenos... * 1.713,387 5| 

4.932,091 7£‘ fO. 473, 850 6 
228,833 2 í. 942, 220 7| 

1’4.438',968 3| 
1.42Ó,Í64 5| 

4.0^,882 % 
1 521,666 2 

¡ . ' ' ' 

Totales 1 5*255, 14G 4 

Existencia anterior.. 507,018* 

5.160,925 1| 20.416,071 5 i 

15.859,533 1 | 

a... • 

4.556,538 4J 
507,01 3 

Total general.... 15.762,164 4 5.160,925 l¿ 20.923,089 5|l 

«•» - "«"»••• 1 b SK.Íf :::: 

15.859,533 1 
3. | -Igual.- 

5, 06?, 556 \\ 
-5.063,556 4í 


NOTA. — Ademas de los 321,040 pesos y uti real que* resultaron de existencia en las 
Tesorerías para primera de Enero de 1836, según la demos! radon que, antecede, quedó en 
la Real Caja de descuentos lá de 263,108 pesos 2 reales; los 246,335 pesos 5 reales en paga- 
rés descontados, y los 16,772 cou 5 reales restantes en efectivo. , 

Habana 20 de Setiembre de , 1856. — Vto. Bno. — EJI presideptq* MoJAaRtK' ) i , 4.T— El se- 
cretario general, Juan de Ariza, • ; 
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ipunmii n fflspeiA- Es j que de las metropolitanas. Por eso,_re- 
taivmipofteñte eete ramo de la aaminis' petimos, cada afío tenemos necesidad de 
traerán pública; es ton capital, para que consignar en este artículo- el índice de 
un pueblo 90 tenga por bien gobernado, esas medidas que - causan regla genejal, 
la plena y tranquila seguridad en queto* sin perjuicio de ocuparnos de algunas de 
dosthastáel último de los habitante*;, de- ellas en otros lugares en que su coloca- 
ba» estar del respeto de sús convecinos, cion es mas oportuna para facilitar su 
tatito en- lo félativoé laspersonascomo á encuentro cuando sean buscadas; y co- 
Us oosasvya se trate de la seguridad in- moel entendido 'magistrado que actual- 
dtyidual;yade laposesion -y aprovecha- mente regenta el Tribunal superior las 
miénto de susdiieaes: . e» por otra parte ha recopilado, con la precisión, exactitud 
desgraciadamente tai* propenso el gáne- y buenas formas qíie son el carácter de 
roihumanúial'ógoisnto; pretende tan fre* su estilo, en el discurso deapertúra de 2 
ouentententééli hombre rapar en prove- de Enero de 1857, le seguiremos en él 
cho'propib cuantas ventajas se hallen al copiando & extractando Tos párrafos o- 
Rlodpee<deisu poder «un cuando en ello portunos. , 

sacrifique á> otro hombre; que la admi* 3 Los Autos acordados que dio laAu- 
nistracuHv de justicia, institución salva- diencia en el año de 1856, esto es, las 
doraipara todo derecho Ofendido, centi- disposiciones represoras da abusos, las 
nel&> vigilante contra todo malhechor, ni regla? generales aclaratorias, y las pro- 
puede detener rá magesttrasamarcha un puestas heehasal Gobierno de SLM. con 
solo día «dejándole! cáánpo, abandonado el objeto de mejorarla administración 
á tasnmlas pasiones, ni debe permane- de justicia fueron 46, esto es, 6 masque 
ctír estacionaria en su organización y el -año anterior de 1855; pero nos limita- 
régiraon,-q«wdaiidoire3agad»en el cana- remos aJ ocupados de ellos, á hacer 
ne-de!.la>t>erfoe«ion. Tonos los afios hay una muy ligera reseña de los qno pue- 
contiendaá judiciales numerosas? todos den considerarse como de alguna im- 
los años.pues tenemos' precisión de ocu- portaneia. * 
parnosdeellas en esta Obra; siquiera 4 Habíase introducido la práctica poí- 
no sea mas que para hacer eonslar eh algunos Alcaldes Mayores y ordinarios 
progreso^ dewreeiniientió de los -oríme- de enviar alguaciles de sus juzgados á 
neay litigiosr A-oaída ley qhe se dicta pueblos de agenajnrisdiccion con el Ob- 
pattr corregir abhsas 6 refrenar la in- jeto de hacer embargos y otras diligen- 
quietfr voluntad dé los , hombres malos, cias obteniendo antes el auxilio del juez ' 
estos le^oppnen su contra ley, y á la jus- teiri torial; -pero esta práctica era ilegal, 
ticia incumbe salirles aJ encuentro para puesto que cada juez tiene limitada su 
impedirles elpaho por medio de siiS a- jurisdicción al territonó en qué la eger- 
gentps; y ád* •administración tora dar á ce; y era ademas perjudicial, por las pía- . 
esto» reglas clara», oónéisas y bastante - yores costas y vejaciones que 'produce, 
elásticas para ■que‘níngun i >oaso justicia- Titiegoque tuvo conocimiento la Audien- 
blé qitedtrfuqrade su alcance. • t ■ ciá de este abuso dictó para corregirlo 
9 - En 4» Isla de 'Cuba, tenemos; como (oyendo antes á los' Alcaldes qnemioTi- * 
vitaos aiilos. Ahalf» de 1866, idéntica varen eL expediente qué con .este objeto 
organización judicial queden laFenínso- se formó) la circular de- 23 de Octubre, 
la,de8delo9glguaoiieshastalas Salas que -advierte- á los jueces y alcaldes la 
* de> justicia; >péro hqy iaquí ademas una obligación de dirigirse, en la fqrraa pres- 
inrátucnm iaia» elevada que todas las erita por Itis leves, á los de la juriisdic- 
otras, -el. Real lAouerdo que tiene facrtl- eion en que deban -practicarse los «m- 
tad dé expedir óklehes generales relati- bargos 6 citaciones que en el ejercicio 
vas éi IsiadmmisSrdcicn de justicia, ya de su jurisdicción dispongan (Véase en' 
sea pOrqde lof urgencia oon, que las de- la parte legislativa), t 

insntion las públicas necesidades no dan 5 Lá exhumación de los cadáveres es 

legar p&m>aoudirai legislador qtie resi- á veces una diligencia muy importante 
dee» la-motrópolif ya -porque su: carác- en las causas criminales; porque de ella ' 
ter. Beglamenterki j provincial las hace sítele depender la plena comprobación 
mas propias de lasráitoi'idndes insnlaré's de-on delito. Es urgente también, priu* 
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tupa] meóte en estos - otimas; porque la 
mayor intensidad de lee agentes, que 
producen la descomposición de los cuer- 
pos,, borra .mas pronto, las huellas del 
crimen de cuya investigación se trata. 
Pero algún Párroco movido de un celo, 
disculpable en.su ministerio, se opuso á 
la exhumación sin previa autorización 
(¡t*l ordinario Diocesano, lo-que' haría 
completamente ¡iitéficaz la diligencia por 
el tiempo que seria necesario para obte- 
nerla. Fué, pues,' preciso que la Audien- 
cia se dirigiese para remover este obs- 
táculo, al .Reverendo Obispo de esta Dió- 
cesis y al .muy Reverendo Arzobispo- de 
la de Cuba, y estos dignísimos prelados; 
dispuestos siempre á secundar la afccion 
de losencargadosde administrar justicia, 
batí dado órdenes á los vicarios y pár- 
rocos de sus respectivas diócesis, .fiara 
(pie sin necesidad del prévio knparti- 
miento de , auxilio uo solo permitan la 
exhumación de los cadáveres, sino-tam- 
láen declareu ai el juez necesita desús 
declaraciones y por la urgencia ¿el oaso 
no pueda obtenerse previamente aquel 
requisito (Circular de 28 de Julio, nú* 
mero 82). • > 

ti La Salfi, segunda de. Justicia ttórtie- 
l ió á la consideración del Acuerdo la-edr 
guieile cuestión; — “Interpuesto.* e) re- 
curso de casaeion Contraería sentencia 
( jecutoriade la Real A udienoia, denega- 
do, ó imposibilitado por la! Sata y apela- 
da esta provideueift, ¿debe la parte qtie 
obtuvo dar fianza suficiente si pretende 
«pie soejécute?’.’ El Real A cuerdo - creyó 
ciuqeutési^ general era necesaria aque- 
lla garantía. siempre qqe hubiese posibi- 
lidad ate qbetel Jallo se anillara; y coaad 
el auto en que se desestima la, casación 
•eq apelable y .puede revocarse, parecia 
consiguiente, la fianza*.si.se pedia lavaje, 
cudob.ide «toa sentencia* de cuya, casa- 
ción, denegada se Rabia interpuesto el 
recurso, dp'lalapelacion» Pero páy. /casos 
cu que la nulidad -Os; notorianlfeateinad-. 
misible por la naluraleza misam del ne- 
gocia que se ventila, .qgpson loa que -en 
' el, artículo £98,delaiReal Cédula se ex- 
presan; le parecia por lo mismo, que en 
dios lúea .pudiera egeontoafse la. sen- 
icncia sip. aquella garantía. ElTribunal 
- supremo, á cuyo superior conocimiento, 
relevó este asunto, ae sirvió -eCsolver 
que en todos los casos en que. se .inter- 


ponga fd recurso de,<J 8 Sa£Íw\ 3 - se solici- 
te que se ejecútela sentencia, tiene lugar 
la fianza admítase ó no por el Tribunal 
a quo .(¿casación interpuesta ( V. Casa- 
ción). : • • V 

7 La Real cédula de i30 de- Enero da 
185$ cometió al Sr. Presidente ehdefi- 
nitivo establecimiento de Alcaldías Ma- 
yores y la circunscripción de sus. respec- 
tivos -territorios, obras «mesaría (Jara, que 

[ mdiera administrarse con, regularidad 
ajusticiare primera instancia. Pero su 
remizaokmoxigia datos é' informes, que 
solo podían. proporcionar las i oficinas >da 
Real Hacienda, la eomiaiou, deestpdífi- 
tioa y el i Real Acuerdó. Para cumpIirUl 
último Jo que- á su cargo estaba, se ins- 
truyó un expediente en quo' están con, 
signados sus trabajos, sobre la materia, 
se fijaran y deslindaron las.juiisdiocior 
ues, señaláronse los sueldos, y categorías 
de los Alcaldes Mayores, el: número de 
los subalternos, gastos, de escritorio «fec. 
Aprobado- todo por ol gobissnode S. M. 
se. ha puesto bn ejecución desde ; prmci, 
píos del año de 18i6 y ytodosjosijueoes 
ejercen actualmente don regularidad sus 
función» en -su§ '• respectivos partidos) 
pues si bienal de Colon nolhe situó por 
■de pronto-eir la capital de su juzgado» 
por los esdasos mcuraoa eou que. tan re- 
caerte y reducida población contaba, ya 
lo está desde. el 16 de Agosto» merced al 
celo desplegado pon el Alcalde Mayor 
para allanarlos obstáculos, qye ¿ elkx se 
oponían. , . ; Á-, ■ m . - 

8 En los sumaries de las Causas el juez 
investiga, y asegura por. medio de) ar- 
resto para> que Ja- pena acta efectiva en 
su caso» & aquello» contra quiene, « ipa- 
rezcan motivos bastantes pata, ladqptar 
esta, medida, de prficaudioflí; pedo .proce- 
de secretamente, por, sí; óánovido panel 
ministerio público ó.. Acusador .privado, 
y el reonO interviene, porque te* i verda- 
dero juicio no ha empázado todavía» De 
estos principios -dedujéro» .algunos que 
a*» era apelfibk el auto pronunciado en 
elsomanb denegando la sdltatra dél ar- 
restado. - Nó son entonces, notificables, 
decíase, ía^ provideooiasqufe dá el juez, 
y por conSig!uiente tamptotoo<soit auácepn 
tibies de i má.apel ací otxque resiste el se- 
creta que la iovqstigaclión , sumaria ro- 
quiete, Pero eá'Aoqerdn cttttyú qie irro- 
ga mío la ptlMOd undañó efeetiqo y, lia». 
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ta cierto punto irreparable, exigiendo la 
ley del juez que la decreta cierto grado 
de prueDa, pudiendo también conservar- 
se, supuesta la apelación en un solo efec- 
to, el secreto del sumario, no siguiéndo- 
se de ella ningún otro perjuicio, y pro- 
duciendo por el contrario resultados qiuy 
provechosos, no debía dejar de sancio- 
nar con su aprobación la práctica,de an- 
tiguo seguida, de admitir la apelación en 
un electo de los autos que deniegan en 
sumario la soltura que pretende el ar- 
restado (V. Apelación.) 

9 Teniendo por objeto la policía judi- 
cial no solo el arresto ae los presuntos de- 
lincuentes, sino también proporcionar á 
los jueces cuantos datos pueda adquirir 
para la investigación del delito y de sus 
autores,que ha de ser objeto del proce- 
dimiento judicial, creyó el Acuerdo con- 
veniente dirigir al Sr. Gobernador supe- 
rior civil una atenta comunicación, mani- 
fest&ndole cuan importante seria para la 
mejor administración de justicia, que se 
diese órden á los sal vaguardia s y guardias 
civiles para que no se limitasen al arres- 
to de los presuntos reos, sino que se ex- 
tendieran á instruirse de todos los he- 
chos que pudieran contribuir al exclare- 
cimiento de la verdad, tomando nota de 
los^estigosque acerca de ellos pudieran 
declarar, y entregando estos datos al 
juez de la causa al mismo tiempo que los 
presos» Como su presencia es, en mu- 
chos casos* casi coetánea al delito, na- 
die como ellos puede proporcionar al juz- 
gador la luz que le dirija en la oscura 
senda que conduce á la averiguación 
del crimen y de los que le cometieron. 
El Sr. Presidente, pronto siempre á apo- 
yar con su autoridad todo lo que redun- 
da en provecho público, se apresuró á 
expedir las órdenes oportunas para que 
tuviese efecto lo que el Acuerdo solici- 
taba. 

10 La ley que arregla el procedimien- 
to de los negocios de menor cuantía que 
tantos beneficios ha producido en la 
práctica, omitió hacer mención, al tratar 
del término de la prueba, del caso raro, 
pero no imposible, en que sean necesa- 
rias declaraciones o posiciones de uno ó 
mas testigos ó pastes ausentes en Ultra- 
mar. Si no se recibían, peligraba la jus- 
ticia de la sentencia, y si se practicaban, 
violábase por jo menos la letra de la ley. 

20 


Para que ni lo uno ni lo otro sucediese, 
acudió la Audiencia con ocasión de un 
pleito en que se suscitó esta duda, al 
Gobierno de S. M., suplicándole se sjr- 
viese mandar que en esta Isla se obser- 
vara el artículo 1 149 de la nueva Ley de 
enjuiciamiento, que resuelve satisfacto- 
riamente esta cuestión; y así se dispuso 
con efecto en la Real órden de 6 de Oc- 
tubre último que se ha circulado á los 
jueces y promotores fiscales (V. Juicios 

DE MENOR CUANTIA.) 

1 1 La materia de recusaciones ha si* 
do frecuentemente objeto de autos acor- 
dados; porque si es sonremanera impor- 
tante asegurar la imparcialidad de los 
jueces, no deja de serlo también impedir 
que, abusando de esta garantía que la ley 
concede á los litigantes* se entorpezca 
con recusaciones maliciosas el curso del 

f >rocedjmiento,se aumente su volúmeny 
a cantidad de las costas Conseguir aque- 
lla imparcialidad, cerrando al mismo 
tiempo la puerta á este abuso sobrado 
común en otro tiempo, fué el fin á que 
constantemente se dirigió, no sin buenos 
resultados, el Acuerdo en sus anteriores 
Auto*. Pero nada se había dispuesto so- 
bre los trámites que debieran observar- 
se, en el procedimiento necesario para 
admitir ó desechar la recusación inhibi- 
toria de los jueces de partido; la frecuen- 
cia con que tienen lugar en estos últimos 
tiempos y la variedad de lae prácticas 
introducidas hacían no solo necesario, 
sino urgente llenar este vacío de nuestra 
legislación consuetudinaria. En la Ley 
de enjuiciamiento halló también la Au- 
diencia el medio de realizarlo, con pro- 
vecho público; y mandó, que se observa- 
sen con algunasmodificacione8 recomen- 
dadas por las circunstancias del pajs,*us 
artículos desde el 125 al 130 inclusive, 
132, 135 y 136; y esta modificación ha 
sido aprobada por S. M. recientemente. 
(V. Recusación.) 

12 Entre las facultades que como cor- 
respondientes á la Audiencia sefiala el ar- 
tículo 51 de la Real Cédula de 30 de Ene- 
ro de 1855, está la de dirimir las compe- 
tencias de jurisdicción que se susciten en- 
tre todos los juzgados de su territorio, 
bien sea de los ordinarios ó privilegia- 
dos entre sí, ó con otros del mismo ó di- 
ferente filero. Pero nada se djce sobre si 
ha de ser una sola Sala la que resuelva 

1856 
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todas esas cuestiones incidentales, ó aque- 
lla á quien hubiese correspondido el co- 
nocimiento del pleito ó causa principal 
en- que se suscitaron. Este silencio de la 
.ley no puede ser atribuido, sino á que el 
legislador creyó fhas conveniente dejar 
su resolución al Tribunal, como materia 
propia y peculiar de su órden interior; y 
entonces el Acuerdo debió considerarse 
autorizado para establecer el sistema que 
mas provechoso pareciese. Las resolucio- 
nes en asun tos de competencia deben ser 
uniformes para que sirviendo de norma en 
lo sucesivo, no tengan lugar despuessobre 
los abismos puntos. Esa uniformidad es im- 
posible, si cada Sala resuelve las que se 
susciten sobre los negocios de que respec- 
tivamente entiende. Creyó por consiguien- 
te el Acuerdo que debia establecer como 
principio, que una sola Sala las resolvie- 
se; pero como la primera de la Audien- 
cia conoce exclusivamente de los pleitos 
y causas de los juagados especiales y hay 
en ella magistrados que los representan, 
le pareció mas razonable <Jue ella fuese la 
que entendieraen las competenciasdeesos 
juzgados entre sí ó de los mismos con la 
jurisdieekm ordinaria; las de esta última 
se conaignaroa á la Salar tercera, porque 
así lo exigía la equitativa distribución de 
negocios entre las tres Salas. Se dispuso 
también, como consecuencia del principio 
que la sirvió de guia, la publicación de 
las decisiones, que han de ser fundadas, 
en los Diarios de esta capital (V. Oompe- 

TEWCIAS). 

13 Omitiendo mencionar otros Autos 
acordados por uo hacer este artículo mas 
largo de lo que su naturaleza permi- 
te, oonduiremos manifestando lo que la 
Audiencia ha hecho para que se obser- 
ve en esta Isla la Lev de enjuiciamiento 
civil en la actualidad vigente en la Pe- 
nínsula. Es esta ley, en ntiéstro humilde 
concepto, un código de procedimientos 
esencialmente práctico. En vano se bus- 
carán en ella doctrinas, ni teorías mas ó 
menos sostenibles en el terreno de la cien- 
cia; pero sí se encontrarán excelente mé- 
todo, gran sencillez y claridad, y sobre 
todo la aplicación, indudablemente mejo- 
rada, de nuestras antiguas leyes y de las 
prácticas mas puras y acertadas de nues- 
tros tribunales y juzgados. Nada se inno- 
va por la Ley de enjuiciamiento, y esta es 


quizá su mejor recomendación á nuestra 
vista; pero se ha reunido, mejorándolo en 
un solo cuerpo, cuanto ae mas acertado 
se había escrito sobre procedimientos en 
leyes, autos acordados, libros y procesos, 
sin separarse nunca del espíritu y ten- 
dencia del sistema dominante en nuestra 
legislación. 

14 Tiene por consiguiente esa ley, ver- 
daderamente conservadora, cuantas'cir- 
cunstancias se reauieren para que su apli- 
cación sea provechosa en la Isla. Nuestro 
foro se ha regido siempre por los códigos 
de Castilla, y las prácticas de las chanci- 
llerías de Valladolid y Granada. Así lo 
dispusieron entre otras las leyes 2. * tít. 
l.° v 66 tít. 16 lib. 2.° de la Recopilación 
de Indias; y si bien se extraviaron á ve- 
ces, porque tal es la condición de la na- 
turaleza humana, con el trascurso del 
tiempo, las Audiencias han procurado 
siempre por medio de sus Autos acprdar 
dos restituir el procedimiento al camino 
trazado por aquellas leyes y prácticas. 
Su observancia aquí uo alteraría nuestro 
sistema ni se opondría á los hábitos ad- 
quiridos; y como indudablemente mejora 
lo que existe, no puede dejar de producir 
un resultado provechoso. 

16 No habría CQrrespondidopoirlofhis- 
mo, la Audiencia á su noble misión ni al 
celo que la ha distinguido siempre, si no 
se hubiera apresurado, tomándola inicia- 
tiva, á suplicar respetuosamente á S. M. se 
sirvieseextender á está Isla aquel asocian- 
te código. Hizo mas aum por mncha que 
sea la homogeneidad que unas mismás le- 
yes y costumbres hayan producidoen el 
modo de proceder de los tribunales y juz- 
gados de aquí y los de la Península, tiene 
que haber diferencias derivadas de nuestro 
modo de ser peculiar. Era, pues, eviden- 
temente necesario introducir en la ley a- 
quellas pequeflas modificaciones que las 
circunstancias especiales de la Isla exi- 
gían; y como para determinar cuales ha- 
bían de ser, parecía natural que el Gobier- 
no de S. M. oyese el voto de un cuerpo 
tan competente como lo es el Acuerdo, 
se anticipó este trabajo; y al pedir la apli- 
cación ele la Ley de enjuiciamiento civil 

S uso también en un extenso auto a 
ado lo que sobre la materia creyó 
conveniente. Esperamos ahora la resolu- 
ción del Gobierno deS. M., que no se re- 
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tardara seguramente, y estarácomo siem- 
pre marcada con el sello del acierto. 

16 Réstanos ya tratar de la administra- 
ción de justicia en su sentido mas concre- 
to. Pasaremos ligeramente primero so* 
bre la paste civil; pero nos será per- 


mitido ocuparnos después con mas dete- 
nimiento de todo lo que dice relación á lo 
CRIMINAL. 

17 El moyimiento de los pleitos du- 
rante el año de 1856 fué.el siguiente: 


« pendientes del año de 1855 

' Pleitos ’. 766 ’ 

Relaciones de Escribanos en artículos 469 

Calificaciones de poderes ultramarinos.................... 7 

Recursos ordinarios, extraordinarios y de casación 149 

- Competencias 76 

„ Insolvencias 270 


y f En vista, de los cuales han tenido 21 revista. 6$7 ' 

h De Guerra y Marina 96 

5* Relaciones dé Escribanos en artículos 478 

g - Calificaciones de poderes ultramarinos 7 - 

► Recursos de casación 154 

§ Competencias 66 : 

•“ [insolvencia 240 J 1663 

Quedan pendientes para 1867 ; 017 

Total 2280 


Ademas se despacharon artículos y providencias particulares, 568. 

De estos datos resulta que el despacho contencioso civil de 1856 ascendida 1668, 
y como el del año anterior fué de 1612, hay una diferencia en favor de aquel, de 61. 

18. El que tuvo lugar por la Secretaría de Acuerdo fué como sigue: 


Reales órdenes 86 

Votos consultivos 152 

Acordadas de Tribunal supremo 8 

Autos acordados 40 

Juramento y posesión de señores Oidores 4 

Idem de Tenientes fiscales 1 

* Idem de Alcaldes Mayores 6 

Idem de Tenientes Alcaldes Mayores 1 

Idem de sustituto de Teniente fiscal 1 

Expediente de suplentes de relatores 1 

Idem de examen y recepción de abogados. . . . ¿ . 9 - 

Idem de incoiporacion de abogados 3 

Idem de escribanos públicos 5 

Idem de escribanos reales 10 

Idem de escribanos auxiliares 7 

Examen y juramento de procuradores 11 

Juramentos de escribanos de Cámara 1 # 

Idem de alguaciles * 2 

Expedientes á instancia de parte 114 

Idem econóniicos ' 215 

Total 677 


En el año anterior de 1855 se despacharon 567; resulta, pues, una diferencia de 
110 Expedientes á favor del primero. 


Digitized by v^.ooQLe 



146 

19. 


ADMINISTRACION 


de primera instancia de la hla de Cu- 
ba durante el año de 1 856. ( 1 ) 


Baracoa.. 

Bayamo 

Idem juzgado de ingenieros. 

Bejucal. . 

Cárdenas 

Cienfuegos. ... * 

Idem juzgado militar. 

Colon 

Cuba 

Idem juzgado de guerra .... 

Idem de Ingenieros 

Guanabaqoa 

. Idem juzgado de Ingenieros, 

Guanajay .• 

Guantánamo. 

Güines.. j.*. 

Habana... 

Idem juzgado de guerra. . * . 

. Idem de Real Hacienda. . . . . 

Idem de Marina 

Idem de Artillería 

Idem de Ingenieros. . * 

Hoiguin. .... ’. i 

Idem juzgado militar i 

Jaruco | 

Manzanillo ...j 

Matanzas..... • 

Idem juzgado de guerra 

Idem de A.rtillería ............ ..I 

Idem de Ingenieros I 

Pinar del Rio.... ; 

Puerto-Príncipe ......... ¿ .......... j 

Idem juzgaap militar ( 

Idem de Marina j 

Remedios 

Sagua 

Idem juzgado de Marina , 

San Antonio 

Idem juzgado de Ingenieros 

San Cristóbal 

Sancti-Spiritus 

Sta. M. a ael Rosario, Juzg. de Ingenieros 

Trinidad 

Idem juzgado militar .' 

Idem de Marina 

Idem de Ingenieros 

Villaclara .C \ .... 

Idem militar..., 




ndientes | 
l.° dei 
ñero de 
1856. 

promovido» 
en el 

propio ato. 

Sentenciados y 
concluidos, d cou- 
cl nidos por no ser 
contenciosos. 

Pendiente 
para 1857. 

i í 

i 

* 

2 

26 i 

36 

28 

34 

.... i 

1 

' 

1 

7 ! 

18 

10 

15 

72 i 

74 

80 • 

66 

89 : 

25 

28 i 

86 

2 ¡ 

3 

5 

* .... 


51 

12 i 

39 

444 

179 

135 

488 

40 ! 

15 

11 

44 

MM I 

1 

t 

1 

82 

16 

25 i 

23 

11 

. 7 

6 ' • 

2 

30 ¡ 

15 

26 ! 

19 

7 1 

6 

2 

11 

20 l 

14 

22 i 

12 

1974 1 

422 

470 ¡ 

1926 

197 

50 

48 | 

199 

137 i 

44 

54 i 

127 

95 ¡ 

33 

36 

92 

#Mf j 

2 

2 

.... 

7 ' 

5 , 

4 1 

8 


•82 

18 ¡ 

23 


.... 


2 

3 

7 • 

4 

6 

16 

11 

11 

16 

274 

271 

262 

283 

14 

! 3 

2 

15 

2 

2 

3 

1 

.... 

4 


4 

238 

196 

* 153 

281 

93 

104 

102 . 

95 

4 

, 7 

9 

2 

1 

i 

.... 

1 

30 

83 

59 

54 

27 

31 

80 

28 

.... 

2 

1 

1 

7 

11 

13 

’ 6 

15 

7 

11 

11 

4 

61 

28 

37 

102 

43 

83 

62 

2 

1 

1 

2 

131 

■* 52 

154 

29 

2 

8 , 

5 

5 

7 

6 

7 

6 

1 

1 3 

1 

3 

90 

26 

67 

49 

. 5 


' .... * 

5 


(1) Aquí no están comprendidos los mercantiles, ni loa eclesiásticos. Unicamente sabemos que 
en el provisorato de Cuba se han incoado durante el aflo de 1856 nueve causas de divorcio. 


Digitized by Vj ■ ole 



DE JUSTICIA. 149 

20. Juicio $ verbales civiles celebrados en toda la Isla durante el ano de 1856. 


Baracoa.. *. 

Bayamo 

Bejucal 

Cárdenas 

Colon 

Cienfuegos.' 

Cuba. 

Id. comandancia de marina. 

Guanab&coa. 

Id. juzgado militar.. 

Guanajay 

Guantánamo 

Güines.. * 

Id. juzgado militar 

Habana. 

Id. juzgado militar 

Id. de Real Hacienda 

Id. de marina 

Id. de artillería , 

Holgnin 

Jaruco... 

Manzanillo 

Matanzas 

Id. juzgado de guerra 

Pinar del Rio..... 

Puerto-Príncipe . 

Id. juzgado militar 

Remedios 

Id. juzgado militar. . 

Id. de marina 

Sagua 

Id. juzgado de marina 

San Antonio.... 

” S|m Cristóbal. 

Sta. M? del Rosario, juzgado militar. . • 

Santiago idem ídem. 

Sancti-Spíritus 

Trinidad . 

Id. juzgado militar 

Id. de marina 

Villa-Clara 


791 I 

«85 
m 1 
245 


487 ) 

5 5 

3.5 52^ 

108 I 

5 r 

127 í 


1.516 l 
49 5 


90 ) 
6 V 
20 > 


1 13 
130 
27 
397 
31 
290 


809 

460 

427 

174 

492 


3.801 

392 

21 

30 

1.565 

1.155 

291 

131 

243 

102 

129 

2 

2 

110 

416 

# 

582 


Total 12.022 

21 Ocupémonos ahorade la administración de justicia en su parte criminal, que 
es la mas importante, porque puede considerarse como un termómetro regulador de 
las costumbres de un pueblo, y también de la eficacia de las leyes que protejen los 
mas inestimables dones del individuo, y del celo de las autoridades encargadas de 
ejecutarlas. Harto sensible es para nosqtros, entrar todos los años en este repugnan- 
te análisis de crímenes y delitos, sondeando así lás asquerosas tílceras del cuerpo 
social á que pertenecemos; pero se trata del cumpKfniento dé un deber, y ante esta 
consideración, ningún obstáculo nos ha detenido nunca, ni nos detendrá tampoco 
ahora. 
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Pendientes del afio de 1 855 . . . 

. f Causas; • • 

, _J Sobreseimientos de jurisdicción 

i 2 < Recursos extraordinarios 

' : i i 


5.743"! 

101 

37 

57 

U 


.376 


>5.989 


Relaciones de escribanos ■ 

^Competencias. 

Total 

•Vistas 

Revistas.. 34 

Sobreseimientos ' 3.291 


| 1.955 


6.317 


139 

101 

57 

37 

U 


5.561 


736 


Devueltas para su continuación ...... ; v ~ 

ttlMSIiciones ,m * 

Relaciones de escribanos 

Recursos extraordinarios 

^Competencias 

Pendientes para 1857 

Total.... (1) 6.317 

f.A R pewdibutes quedaron 

En el Sr. fiscal 149 

Eh los relatores 166 

En los procuradores. 1" 

En sustánciacion 326 

Total 736 

Ademas se dictaron 362 providencias resolutorias de artículos. 

22. Fallos pronunciado* por la Rtal Audiencia de la Habana en km cautas cri- 
minóle* terminada* durante el año de 1 856. 


Prisión en el Arsenal 

Arrestos en cuarteles ó fortalezas 

Inhabilitación perpetua para gobernar esclavos 

Inhabilitación temporal * . . . . 

Advertencias 

Penas capitales . ..... 

Inhabilitación perpetua para cargo público.... 

Destino á campanas en buques de guerra 

Prevenciones 

Presidio con Vetencion 

Reclusiones- 

Sujeción & vijilancia pública 

Presidio ultramarino por mas de ocho años 

Destierros..... • • 

Azotes públicos 

Azotes en fincas de campo 

Apercibimientos 

Cárcel redimible ’. 

Multas. 

Absoluciones libres 

Destino «trabajos fuertes en fincas .. 

Compurgados con la prisión 

Cárcel 

Absoluciones de instancias 

Presidio hasta ocho años en la Isla 

Sobreseimientos simples 



1 

2 

3 

4 

5 
5 
8 

8 - 
12 
19 
24 


25 

25 

25 

30 

34 

. 55 

56 
75 

. 175 

173 
345 
. 470 

, 683 

. 7Y4 
. 3.^62 


(1) La audiencia de Madrid en 186», previno 6.187 caucas; despachó 4.14b y. dfló pendientes 1.546, ade- - 
mu de 266 de los años anteriores. (G. de Madrid del 21 de Abril ae 1867.) 
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2S. Causa» despachada» por lo» juzgado» inferiere» M territorio en 1856. 


Baracoa 

Bayamo 

Idem juzgado militar 

Bejucal 

Cárdenas 

Cienfuegos . - * 

Idem juzgado militar 

Colou 

Cuba - 

Idem juzgado de guerra 

Idem de marina 

Idem de ingenieros 

Idem de artillería 

Guanabacoa 

Idem juzgado militar 

Guanajay . . % - 

Idem juzgado militar 

Gnantánamo 

Güines 

Idem juzgado militar 

Habana 

Idem juzgado de guerra 

Idem de Real Hacienda 

Idem de marina 

Idem de artillería 

Idem de ingenieros 

Holguin - 

Idem juzgado militar 

Jaruco 

Manzanillo 

Matanzas 

Idem juzgado de guerra 

Idem de artillería 

Idem de ingenieros 

Pinar del Rio - 

Puerto-Principe 

Idem juzgado militar * 

Remedios - 

Idem juzgado militar. • - 

Idem juzgado de marina i 

Sagua - 

Idem juzgado de marina 

San Antonio 

Idem juzgado militar 

San Cristóbal ............ 

Santa María del Rosario, juzgado militar 

Santiago, idem idem 

Sancti-Spíiitus 

Trinidád;.... 

Idem juzgado militar 

Idem de marina 

Villa-Clara 

Idem juzgado militar. . . 


Pendientes j 


en l. c de 
Enero de 
1856. 

Empezadas 
en el propio 
ano. 

Determina- 

das. 

Pendientes 
para 1857. 

6 

50 

22 

34 

9 

184 

130 

63 


3 

2 

1 

25 

237 

200 

62 

68 

252 

289 

31 

58 

230 

217 

71 

1 

3 

8 

1 


314 

239 

75 

43 

412 

302 

153 

2 

1 

2 

1 


4 

4 



1 

1 



1 


i 

13 

253 

242 

24 

í 

8 

9 


33 

18 

188 

26 


1 

1 


3 % 

148 

51 

100 

46 

288 

297 

37 


4 

4 


155 

1347 

1347 

155 

25 

69 

68 

26 

15 

2 

12 

5 

8 

24 

78 

14 


3 * 

l 

2 

i 


. . . 

1 

18 

206 

182 

42 

1 1 

2 

3 


21 

104 

80 

’ 45 

í 

74 

70 

11 

124 

409 

424 

109 

9 

26. 

• 32 

3 


2 

2 


' 

1 

1 


73 

378 

392 

59 

41 

217 

161 

97 


7 

4 

3 

20 * 

111 

100 

* 31 


1 


1 

i 

1 

i 

1 

16 

227 

195 

48 

2 

15 

15 

2 

9 

172 

158 

23 

2 

2 

3 

1 

8 

214 

201 

21 

2 

4 

4 

2 


1 

1 ‘ 


41 

136 

188 

39 

18 

239 

199 

58 


1 

1 



10 

4 

6 

65 

225 

223 

67 


2 

1 

1 
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24. De antigua y constante recomendación para los tribunales es la celeridad 
de los procedimientos hasta el punto en que comienze á perjudicarse la defensa de 
los encausados; que de!>e ser tan lata como sea necesario. Examinemos la dura- 
ción de las causas fenecidas en 1856 comparándola con la de 1855. 


CAUSAS DESPACHADAS 


En ta primera instancia . 1 8 55 1 856 


En el término de uno á tres meses 4243 4792 

De tres á seis 251 * 210 

I)e seis meses á un año 218 188 

De mas de un afío 47 56 


Total i 4759 5246 

En la segunda instancia. 


De uno á quince dias 3014 3386 

De quiqce dias á un mes * . . . 608 839 

De uno a dos meses ' 773 743 

De dos á seis meses 355 271 


Total * 4750 5239 

En 1a tercera instancia . . 


De uno á quince dias 50 7 

De quince diás á un mes 27 20 

De uno á dos meses 24 . 5 

" De dos á seis meses 3 2 


Total i 


104 

34 

. - Resúmen. 


, 


De primera instancia en 

. .. 1855 

4759 


De ídem en 

... 1856 

5246 

:¡ 

Diferencia á favor de 

• • . 56 


497 

De segunda instancia en 

.... 1855 

4750 


De idem en - 

... 1856 

5239 


Diferencia á favór de 

... 56 


489 

De tercera instancia en 

. . 1855 

104 


De idem en 

... 1856 

34 


Diferencia en contra^ de 

. • . 56 


70 


Digitized by v^.ooQLe 



1)K JUSTICIA. 


153 


25. Estado de los juicios criminales determinados errado verbal durante 

el año de 1856. * 


* 

.19 . 

29 
10 
14 

30 . 

4G 

18 

11 

29 


Bayamo 

Baracoa ; . . . . 

Bejucal . ; . . . .* . '. 

Cárdenas. -.. . 

‘'Cienfuegos.* - . .* ' 

Colon ; ? \ . . . 

Cuba, Alcaldía mayor primera. * 18 \ 

Idem Alcaldía mayor segunda . ... *•#.. . . t ..... , . . h2 5 

Guanabacoa 

Guanajay. . . .? 

Guantánamo ? . . * .V. . . . 

Güines 

Habana, Alcaldía primera 92^ - 

Idem ídem segunda - 140 

Idem idem tercera .. v .... .y/, * . ; . . 1*97 L \ 

Idem ídem cuarta ./.•••••• *. ~ * 410 j 

Idem idem quinta.... ...iv 197 • 

Idem juzgado de marina * 1 0 J 

Holguin 

Jaruco , 

Manzanillo > 28 

Idem juzgado dé guerra ...... 3 

Matanzas, Alcaldía mayor primera ? 13 

Idem idem segunda 30 

Pinar del Rio ¡ 

Puerto-Príncipe, Alcaldía mayor primera . . . . r. . . . 19 

Idem idem segunda . . ¿0 

Remedios 7 .. 13 

Sagua ? .. j../ ‘ f 11. 

San Antonio ....' .......; v.. 20 

San Cristóbal * *....* 1 

Sancti-Spiritqs # . . , 8 

Trinidad....# 2G 

Villa-Clara, .* 23 


8 

10 

31 

43 

35 

39 


1541 


21 


1856 . 
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26. Estado demostrativo del numero de juicios criminales determinados 


JURISDICCIONES . 


[ Habana. — Alcaldía mayor 1. a .. 

Idem ídem 2J\.r. v , 

. Idem ídem 3. L...... 

Idem ídem 4. a . 

Idem ídem ,5. a 

Guanabacoa .♦....* 

Pinar del Rio ..*?... 

Matanzas — Alcaldía mayor 1. 

Idem ídem 2. 14 

Cárdenas w . 

Quines . % 

San Antonio, . 

Bejucal 

Guanajay 1 . .... 

Colon . . . \ 

Jaruco • 

San Cristóbal 


Suma del Depart. Ocpidental 

Cuba. — Alcaldía mayor P . 

Idem ídem 2* ...... . 

Manzanillo ..... ^ .* 

Trinidad 

Villa-Cl&ra , 

Pto. Ppe — Alcaldía mayor I a . 

Iedm idem 2 a 

Bayamo 

Remedios. 

Guantánamo . . . ‘ . . 

Sagua.t 

Cienfuegos . A - . . * 

Sancti-Spmtus * 

Holguin '.. 

Baracoa * 


Suma del Depart. Oriental... 
Total de ambos Departamentos!! 


\ Habana — Manía. 


| Manzanillo. — Guerra 

Total de ambos Departamentos] 
Resumen general de totales. . . 


Contra las personas. 


1^ I 

¡S 1 

Lo 


I I? 1 

.. ! « . 1 y. 

> C | O 
.O x 
?* O w 

IIN 


9 

ll 

10 
36 
1 1 

5 




• • 2GJ 
.. 56 
..1105 

4 'líll 10 l| 

.. 90 1 1 ...! 

.. 15 ¡.*... 1 ... 

...| 1 18 ¡ I... 

...... 3 

10 I... '8 |... 

».| 13 ! I...I 1 

n | 

.8 | 

6 I 


5 

2 

3 


108 51560 




12 2' 32 

' I 


...I 


... 


r L 


9 

i\ 

1 I 

J 5 

1¡ l*| 

4 ; 

2 

i 

i 
4 

; 


34 1 50 I 1 


42 6 610 I 13 


142 ! 6 611 i 13 


32 


• 2 ¡ 32 


Contra la honestidad. 


i ¿ fl 1 i ‘ t i Í 

§ ^ i ( ^ ir ^ ^ 


1 111 

# 2 

*ÍLÜ’ ,# . 15 | i 


51 2 1 19 


1. . 


1 5 1 1 


1 5 3 2 19 2 


1 5 3 2 19 
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Conclusión del e stado anterior ~ 

RESUMEN GENERAL 

DE LOS DELITOS Y HECHOS DE LOS PROCEDI- 


MIENTOS. 



JURISDICCIONES. 

i'.. 

í* V 

Contra las 
jyersonas. 

Ó 

< 

O £ 

O 

. Ó 

! § 
¡§ . 

Id. fa libertad 
y seguridad. 

Contra la pro- 
piedad. 

3¿ 

Contra el or- 
den 2 >úblico. 

a, oc 

1 1 
[S .3 

TOTAL. 


Habana. — Alcaldía mayor l. H .. 

. 38 

1 

13 

2 

26 

2 

10 


92 


Idem idem 2. a 


4 

12 

. . . . 

22 

3 

28 

. . . . 

140 


Idem idem 3. K 

118 

2 

28 

. . . . 

11 

2 

36 

. . • . 

197 


Idem idem 4." 

252 

n 

?5 

1 

27 

1 

u 

. . . . 

4 1 Ó 


Idem idem 5. a T. 

109 


35 

. . . . 

18 

2 

32 

1 

197 


Guanabacoa 

22 


5 

• 

2 


‘17 


46 


Pinar del Rio 

19 


1 


6 

• - - p 

9 


35 


Matanzas — Alcaldía mayor 1.^ 

3 

. . 

, M ... . 

.... 

5 

. * . . 

5 

. . . . 

13 

< 

Idem idem 2. a 

18 



. 1 

1 

9 

.... 

1 

.... 

* 30 


Cárdenas . 

14 

2 

5 

.... 

1 

.... 

7 

. . . . 

29 


Güines 

18 


• 3 

.... 

3 

. ... . 

5 

. . . r 

29 

9 

San Antonio 

10 



3 

.... 

1 

.... 

6 

... 

20 


Bejucal 

9 

2 

1 

.... 

2 

.... 

•5 


19 


Guanajay 

. * 6 

1 

5 

. . i . 

1 

. . . . 

5 

. . . . 

18 


Colon 

4 


& 

» * 



5 


14 

• 

J aruco 

7 

. 



9 


1 


1(T 


San Cristóbal 

1 








1 











• x 

Suma del Depart. Occidental. 

719 

29 

152 

4 

136 

10 

249 

L 

1300 


Cuba. — Alcaldía mayor I a 

5 

’ ’* ’ 

3 

2 

5 

>. . . 

3 



18 


Idem idem 2 R 

8 


2 



• 

2 


12 


Manzanillo „ . . 

7 

1 

1 


12 


7 


28 


Trinidad 

10 


4 


4 


8 


26 


Villa-Clara 

> 

14 


1 



6 

‘ ’ * * 

2 

• j ••• 

. 23 


Pto. Ppe — Alcaldía mayor I a .. 

3 


5 

1 

4 


6 


19 


Iedm idem 2 a 

5 


7 

1 

7 




20 

< 

Bayamo 

7 


1 

• • v • 

‘ 5 


2 


15 


Remedios 

6 

1 

2 

.... 

2 

.... 

2 



L3 


Guantánamo 

2 


4 


3 


2 


11 


Satru a 

8 


1 


1 


1 


11 













CienfilPffOK 

2 


2 


, 1 


5 


10 


Sanctí— Spiritus 

5 

1 

3 






8 


Holguin 

# 3 


1 


2 


! 2 


8 


Baracoa . . 

1 

... | 
' 

• 


4 




6 











Suma del Depart. Oriental.... 

86 

3 

37 

4 1 

56 

/ 

42 

— 

228 * 

í 

- < i . i i - 

Total de ambos Departamentos 

¡ r V- 

805 

32 

189 

8 i 

192 

16 

291 

1 

1528 

\ 

Habana — Marina 

1 


9 






10 

i 

< 

* m •% 

1 

Manzanil Id. — Guerra 



* i 



m 

3 

• 

3 

) 

1 — - • 










V 

Total de ambos Departamentos 

1 

— 

9 


• 

— 

3* 

.... 

13 

i 

Resúmen general de totales. . . 

806 

32 I 

198 

8 

192 

10 

294 

1 

1541 
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27 . Estado de los Jallos dictados en los juicio & verbales criminales . 
. * 


JRISD 1 C tí 10 NE ti. . 
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.V 
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•3 

^ ~ 
g 

X 

~ .G 

.O G 

G ^ 
^ "x 

*1 

X 

4 


Habana. — Ak*d“ mayor 1 *. 

1 * 





1 

*> 

11 


15 

37 

*13 

1 

6 





Idem. Idem 2 “ 

17 

i - 



28 ". 

56 

33 

55 


36 

128 

381 

144 






Idem. Idem 3 * 

4 

o 


[i -i 
14 





46 
• 65 
26 

2 





*4 

H 

2 r 

Idem. Idem 4 “ 


... 

*20 ■ ■ 
52 . 1 

6 

1 


ai» 

12 





JLdem. Idem 5 a 

5 



16 


1 


1 


W 

(iiinnabacoH. 





* 

•4 

4 

47 


18 

13 

4 

14 



Ü 

Pinar del Rio 

i i 



'* * | * 

1 - - 

18 

18 


2 



2 ‘ 

1 

8 

Matanzas. -Alcd“ mayor l rt 
Idem. Idem 2 a 



# 

2 8 


4 



... 

7 


P S 





4 1 

\) 



1 

m 




1 

y. 

Cárdenas : 





18 - - 


20 


4 

J 

<> 




1 

1 

w 

Güines 





27 * 


8 

16 





, 


5 

co ? 

San* Antonio 

1 




íi - • 

1 


0 



1 



O 2 
►-« 2 

Bejucal 

L 






2 


» 1 

1 


P ¿ 

Guanajay 

Colon : 




10 • 
• 3 -« 


] 



* \) 






2 a 

►— i 





i 

21 


'3 






1 

Jaruco ... 





o 


y 

4 

5 





P 

San Cristóbal 





1 









P 
















w 

^ Suma del Depart. .Occidental. 

30 

1 7 

3 , 


183 10 

30322 

*•* 

707 

21845 

1 

7 

25 

12 

15 

Q 

Cuba. — Aleaklia mayor 1 “ 
Idem Idem 2 W , T ; 




14 . . 

1 


..i-- , 




r 


1 






ii.. 

10 ■ - 
5 1 
25 
5 • * 
1 4 ' * - 
8 •• 
. 5 

* 

1 







O . 
n: ¡j 
P H 

^ 5 

o 

Manzanillo 





*) 


• 

8 

- * * 



... 
! 1 

7 

a 

Trinidad 

Villa-Clara 

Pto. -Ppe. - Alcd‘ l mayor 1 “ 
Idem. ídem 2 *. . 

1 

1 

I 3 j*v 

3 

1 


6 

Ii) 

2 

.i 6 

4 

(5 

1 

... 

... 

1 

1 ! 

; 1 

4 

1 

1 

H H 

Briyamo 

Remedios 


¡'..i 1 
2 2 

i' 

5 

5 

5 


10 

1 


... 

.....y 

i 

1 1 

I 

1 

's-. 

(Tiiantánnmn ... 





14 ’.- 
1 - • 

,1 

6 




, 

L; 


* 

H 

Sagua - - 


k J 1 





1 8 
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... 3 

5 

2 




...... 

1 2 



w 

Saneti— Spirií ns 

■ 



3 * - 


i 


1 

1 



1 . . 


) 1 

Q 
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Raraeofl 

• . 1 . . 



r 5 * • 

4 

2 
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1 

5 




I 
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Suma del Depart. Oriental. 

1 

5) 5 

4 

1 

[l 30 4 

30 

61 

3 

54 
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I 6 

; 12 
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» i? 

Total de ambos Depart. 
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Resumen general de totales. 
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1 24 
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• parte legislativa. 6. Que con arreglo á lo que se dis- 

R. O. de 3 i de Enero de ' 1 856 aprobando ¡ P. on « en el artículo 1 5, continúen como 
Jai disposiciones adoptadas para el mejor ¡ alcaldes mayores en comisión los actua- 
cumplttpiento de la Real cédula de 30 de i ,es asesores titulares, menos en los pun- 
Enero de 1855. * ¡ tos para que haya nombrado ó nombre 

. * S. M. á los que se irá dando posesión 

Primera Secretaría de Estado. — Ut- j se ® ua í présten, 
tramar núm. 58.-Escmo. Sr.-Confor- j ' : ! Por disposición se asignaron 
mándose la Reina con lo consultado por sueldos .provisionales ái los alcaldes ma- 
' la Sala de Indias del tribunal suprem'o y° r . e f* * ,n perjuicio de lo que en su opor- 
de justicia ha tenido á bien aprobar las¡ 1 “ n,d i afl se resblv.ese sobre el establecí- 
disposiciones adoptadas para el *mejpr ™ ent ° definitivo de alcaldes mayores 
cumplimiento de la Real cédula de 30 i de conformidad á lo que se d.spone en 
de Enero del año último délas cuales e * ar !i c }í; 0 * 8 ' , •. , 

dió cuenta V. E. en su ¿omunicacion de ' 8 - Q ue ? on el ob &® to ( . ,e M«e pueda 
24 dé Abril siguiente*, siendo al propio empegar a ejercer sus funciones el mi- 
tiempe su voluntad que V. E. y el tteal Misterio fiscal en lá mfeva forma qiTe 
acuerdo continúen facilitando la egecu- ab ?. ra recibe desde que se ponga en eje- 
cion y cumplimiento de dicha cédula I ® sta Real cédula, se diga al Sr. 

acordando lo qufe estuviere en sus facul- ( ^ e ^ a Audiencia, que con arre- 

tades, consultando' en casó contrario lo : 8^° a lo que su ar*. ^ previene, se sir- 
que se le ofrezca y dando cuenta de to- ! va nombrar los letrados que deben ha- 
do á.S. M. parar lá resoluciort convenien- ce , r de promotores fiscales en las, vacan- 

,i;„„ i v w tefe o impedimentos de los propietarios 


M. t ^ | Í.T4.I 1/lAi U IU A vüvrlllvlvll f f / . | ) * . • * 

te, de cuya Real órden’lo digo á V. E. le * 0 impedimentos de los propietarios 
para su conocimiento y efectos corres- Pf™ n ue P ueda n ejercer los asi elegidos 
pondientes. Dios guarde áV. H. muchos eJ-Ministeno en los juzgados á donde no 
ñas. Madrid 31 de Enero de 1856.— ¿ú- , hub |f sen »egadoJos que S. M. se sirva 
vala. — Sr. Gobernador presidente de Ift ' nom * )rar ' % - 

Audiencia pretorial de Cuba-. . 9. Que los negocios- de la Sala de' 

r>-' , , i t> /-> guerra y marina, que nuevamente se 

- Disposiciones aprobada* por la R. se distribuyan entre los relatores, 

anterior . escribanos de Cámara, y procuradores 

1*. 04 Que se guarde y cumpla la Real de la audiencia, en la misma forma 
cédula de íTO de Enero poniéndose en 1 en que se reparten los de las dos Sa- 
ejecucion desde 1 . ° dé Mayo. % las en la actualidad existentes, habi- 
‘2. Que se publique en la Gaceta ofi- da consideración respecto á los de la 
cial manifestándose la fecha en que de- estinguida audiencia de Puerto-Prín- 
ba empezar á % ponerse en observancia. cipe, á lo que en la Real cédula de su es- 
3. * Que por la imprenta de gobierno ¡ tiircion se dispuso, 
se liaga una edición de la Rl. cédula y de io. Que debiendo dotarse á la tercera 
los decretos de S. M. á que se refiere, di- Sala con un número igual de dependien- ' 
rigiéndose un número suficiente deejem- t es a j *q Ue penen las otras dos se ascien- 

plares á todoslos juzgados ordmanosde , jan á porteros losados alguaciles mas 

la Isla y también á los especiales, por antiguos y se nombren para suceder á 
conducto del Sr. 1 residente. estos los mozos de mas mérito. 


4. Que de la misma manera se re- 


1 1 . Que el Sr. Presidente ponga en 


mí an á estos últimos colecciones de los c0I10c > ientb del Sr . Superintendente la 
autos acordados «le la audiencia para su * , cn debe ponerse en ejecución 
observancia desilg que se ponga en oje- , R ea| * cédulíl ¿ jm de quo J se sir ^ 

cuc .011 esta Rl cédula, en laparte en que Mir las órdencs üport unas nara la 
no esten por ella derogados o alterados ^ , ¡on , los derechos.que deven- 
5. ® Que se proceda o hacer ,en el | 1 

edificio de la Real Audiencia las' obras !- ^777 i , • ,,.1 7* 

i „._i i • - . j i . (l)L;i resolución I. •• do la II. O. do l!i do A- 

que.ecsige el establecimiento de la ter ; g(lst ,; tIo 1855 (Amilcs ()e 

ese afto p. 82) les a»4r- 

cera Sala, previo presupuesto japrobadojnii^ooo pesos ú los de entrada, 4,000 álo* de 
por él Sr. Presidente. ¡ascenso y 5,000 alus de término. 
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guen el auditor de marina y los nuevos 
alcaldes mayores que se crean. 

f2. Que por el Secretario de Cámara 
' y delRqgl acuerdo se hagan en el libro 
de la materia las alteraciones oportunas, 
ppra acomodar lafc fórtnulas cíe jura- 
mentos á lo que en esta Real cédula, se 
dispone ; ^ 

13. Que el Sr. Presidente oyendo al i 
Real Acuerdo eleye á S. M. la lista de ! 
los suplentes de Magistrados á *que se ! 
refiere el art. 38, y nombre los tenientes 
alcaldes mayores de t que trata el art. 26: 

14. Que pueáta que sea en ejecución 
. esta Real cédula se proceda á la forma- 
ción del expediente para el aumento y 
organización de losjuzgadosde Hacienda 

. en los términos que dispone su art 106. 

1 5. Que respecto á los negocios de que 

conoce el juzgado general de bienes de 
difuntos^ se remitan a los jueces que de- 
ban conocer en lo sucesivo de eHorf con- 
forme al Real decreto dé 10 de Febrero 
de 1854 * • 

.16. Qrie el Sr. Presidente se sirva de- 
signar las autoridades . subalternas que 
deben conocer de los juicios verbales de j 
los aforados'eri cada partido judicial con 
arreglo á lo que dispone el artículo 115. i 

17: Que se proceda á la formación 
del reglamento de que trata el artículo ¡ 
22. ^ _ I 

- * 18. Queseada uno de los 'nuevos al- 
caldes mayores tenga por ahora up es-^ 
cribienté y un alguacil dotados con 20 

Í iesos mensuales, que es el sueldo que, á 
os primeros se asignó para las alcaldías ¡ 
mayores de Matanzas en el auto* acor- 
dado de 8 de Mayo de 1851, pagados 
por las Reales cajas. 

19. Que con arreglo & lo dispuesto en j 
el auto acordado de 10 de Marzo de 
1851, no se cobren en lo sucesivo por¡ 
dichos nuevos alcaldes mayores, dere- 
chos en los juicios verbajes, pero sí usen 
en las diferentes diligencias que com- 
prendeg, del papel sellado que en el mis- 
mo auto se dispuso para, las alcaldías 
mayores entonces establecidas. 

R. Ó. Se 2 de Febrero de 1856 Jijando 
hs deberes de la policía como cuerpo auxi- 
liar déla administración *de justicia. 

Gobierno, Capitanía general, Supe- 
rintendencia delegada dé Hacienda , de 


; la siempre fiel Isla de Cuba. — Secreta- 
ría de Gobierno*. — Por el Ministerio de 
¡ Estado, encargado del despacho de Ul- 
tramar, se ha comunicado á este Gobier- 
no Capitanía general con fecha 2 de Fe- 
brero último de real órden lo que sigue: 
-“Conformándose la Reina con lo con- 
sultadlo por la Sala de Indias del Tribu- 
nal supremo de justicia ha tenido á bien 
aprobar las disposiciones gdóptadas por 
V. E. con el obgeto de fijar los deberes 
de la pQlicía qomo cuerpo auxiliar de la 
administración de justicia; pero enten- 
diéndose que el parte que \ós celadores 
ó comisarios han de dar al juez compé- 
tept£ con arreglo al artículo segundo de 
la circular de V. E. de 6 de Jolió últi- 
mo se d4 también en su ca¡so,' á la auto 
i ridad mas inmediata llamada por la ley 
á’instruir y prevenir las primeras dili- 
¡jenciasde4a sumaria, y que dichas dis- 
| posiciones no han de impedir á los capi- 
; tañes de partido el ejercicio' de las. fun- 
ciones que les confieran * la instrucción 
de Pedáneos q cualquiera otra vijente.^ 
En cumplimiento de esta Real dispo- 
sición se entenderá redactada para lo 
sucesivo la resolución de éste Gobierno 
Capitanía general de 6 de Julio del año 
último en los -términos siguientes: 

Artículo 1. ° Desde la publicación de 
esta decreto, cesará la policía de formar 
los sumarios que hasta ahora ha instrui- 
do por delegación ó comisión de los jue- 
ces ordinarios. . t 

Art. 2. ° En "el caso de que los cela- 
dores de policía, ó el comisario, en los 
pinitos en que no existiere celador, tu- 
vieren noticia de haberse cometido al- 
gun.delitoen sus respectivas demarca- 
ciones, ó en el ejércicio de sus funciones 
averiguaren la ecsistencia de algún he- 
cho criminal 6 delincuente, darán inme- 
i diatamente parte por escrito al alcalde 
mayor ó juez competente, y én su caso 
á la autoridad mas inmediata llamada 
, por la ley á instruir v prevenir las pri- 
t meras diíijencias de íá sumaria para su 
presentación en el paraje del delito ó en 
aquel que conviniere para su esclarqpi- 
! miento, y procederán á la formación de 
; las primeras dilijencias y arresto del cu f- 
pable; todo sin perjuicio de las atribucio- 
nes que confieran á los capitanas de par- 
tido la instrucción de Pedáneos ó cual- 
quiera otra vigente. Tan luego como se 
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[ jresentare la autoridad judicial cesarán 
os referidos funcionarios en las actua- 
ciones, y si por alguna razón de imposi- 
bilidad no concurriere aquella, se las pa- 
sarán para su continuación, después, de 
practicadas las indispensables para ha- 
cer constar la existencia del hecho que 
las motive. * 

Art. 3. ° El escribano que entienda 
en la cbntinuacion del proceso', abonará 
el coste del papel sellado invertido én 
las dilijencias á que se refiere* el artículo 
anterior; salvo lo que mas adelántense 
determine (1) por regla general sobre el 
uso del papel sellado de pficio. 

Art. 4. ° Los alcaldes mayólas y de- 
mas jueces no podrán encargai 1 á los in- 
dividuos dél cuerpo de policía comisión 
ó diligencia judicial # alguna % ; pero sí, -re- 
querir su auxilio y asistencia con* arre- 
glo á las leyes cuando para el cumpli- 
miento* de su ministerio fuere necesario. 

Art.*3.° Dicho auxilio deberá recla- 
marse porconducto del jefe de policía 
donde lo hubiere *y donde no, por el Go- 
bernador 6 teniente golrérnador respec- 
tivo. 

Art, 6. ° A pesar de lo dispuesto en 
el artículo anterior, si el auxilio tuviere 
por obgeto hacer efectivo un auto de ar* 
resto ó prisión cuando una ú otra medi- 
da fuere urgente, ó de comparecencia, 
en el caso de temerse la fuga del citado 
6 bien se dirigiese á practicar la perse- 
cución de un malhechor ó reo que huye- 
se seguido por los dependientes de la 
autoridad judicial, podrá esta requerir 
directamente á cualquier comisario, ce- 
lador, salvaguardia íi otro agente de la 
policía. , . 

Árt. 7. ° En los casos supuestos en 
el artículo que precede estarán los re- 
feridos funcionarios obligados á prestar 
su asistencia sin mas requisito que la 
presentación del decreto judicial ó la or- 
den verbal del juez. * 

Art. 8. ° Los alcaldes mayores que 
no reputaren suficiente el * número de 
alguaciles actualmente señalado á cada 
juzgado, para la práctica de las diligen- 
cias y comisiones judiciales que hubieren 
de correr á cargo de estos agentes, pro- 

(i) Se ha iletérminailo que los alcaldes mayores 
distribuyan gratuitamente el papel de oficio que 
fuelle necesario. (Circular de la Reíd aadteuda de 4 de 
Noviembre de 1 850 . 


pondrán su aumento por conducto del 
Real Acuerdo.” 

Habana 8 de Mayo de 1 85G>.—José de 
la Concha . 

i OneHn de la Habana ![ de*Mayo. 

♦ 

l * 

R. O. dej\ 9 de Setiembre, encomendan- 
do dios funcionarios de la Administración 
que se expresan en la instrucción de las 
primeras diligencias criminales d queden 
lugar los delitos cuya averiguación se de- 
ba d sus disposiciones. * 

' % 

. Gobierno, Capitanía general, Superin' 
tendencia delegada de Hacienda de la 
siempre fiel Isla de Cuba.— Secretaria 
de Gobierno. — Por el Ministerio de % Es- 
tado y Ultramar me ha sido comunica- 
da con fecha 19 de Setiembre último la 
Real orden siguiente: * 

* <4 Excmo. Sr. — Enterada la reina (Q. 
D. G.) de lacafta de V. E. número M8 
fecha 1 8. de Enero del corriente año en 
que remite .el decreto dictado por y. E. 
en 31 de Diciembre anterior fiando las 
reglas á que deberian atenerse las auto- 
ridades administrativas en la instrucción 
de las primeras diligencias en los asuntos 
criminales: ha tenido á bien S. M. de con- 
formidad con lo consultado por la Sala 
de Indias del tribunal supremo de jus- 
ticia rfesólver: ’ 

1 Que los Gobernadores y 'Tenien- 
té Gobernadores* instruirán por sí mis- 
mos ó por medit) délos comisarios, ó ce- 
ladores y capitanes de partido las pri- 
meras diligencias á que dé lugar la exis- 
tencia de los delitos, cuya averiguación 
se deba á sus disposiciones: 

2. ° Que^iichas diligencias deberán ser 
las. meramente indispensables para ha- 
cer constar el hecho criminal y el delin- 
cuente, y por lo tanto limitarse á tomar 
declaraciones á las personas que se su- 
pongan intruidas de los hechos, recoger 
y reconocer el cuerpo del delito, apode- 
rarse y hacer constar los ilídicios mate- 
riales que lo indiquen, aprehender á la 
persona ó personas contra las cuales re- 
sulten racionales sospechas de haberlo 
cometido ó cooperado á su ejecución y 
tomarle^ las primeras delaraciones: 

3. ° Que á.falta de Escribano que ac- 
túe en dichas diligencias las autorizarán 
con su firma y asistencia dos testigos 
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mayores de edad Sm que en elfos Ínter- ¡ Gobernador ¿gando se trate de los-segun- 
vengan otras personas ó ajenies bajo ¡dosrque por ningún estila .Oíanlo! di ! 
n'To'o 1 ! m f P T Cl 7í- ■ ( dios gefes impedir ni aun clií'erir la pro- 

* V ■ as *| e ^ ní as clilígejirias se- j sei^tacion ele testigo sino cuando jnaterinl- 

r.1n remitidas al alcalde mayor ó uez mente sdh imposible: > por último Sd 

5.” Q.le lasdiligcnciá, * ***** 

en papel de oficio debiendo el escribano t ^ , 

que entiqpda en el .resto del 


■ . — v proceso 

abonar el coste por ahora é Ínterin uo se 
resuelva acerca del uso del papel:.. ! * 

C'.° Que los funcionarios tle la admi- 
nistración habrán de estar en el ejerci- 
cio de las funciones que quedan expre- 
sadas bajo la. dirección y autoridad' de 
.los jueces y tribunales según su respec- 
tiva categoría.’’- 

. Y siendo' Becesario para evitar dudas 
.y* conflictos ulteriores fijar - cualej han 
de-ser las autoridades judiciales bajo 
cuya.direccion respectiva han de obrar 
los funcionarios administrativos según su 
categoría en la práctica de las diligencias 
á que se refiere la Seal orden transcrita, 
lie tenido por conveniente declarar de 
-conformidad con el dictámén del Real 
acuerdo lo siguiente: 

1. ° Los Capitanes. de partido, jefes 
locales de policía, comisarios y celado- 
res obrarán en Ja práctica de las diligen- 
cias á que se refiere la Real órdéif de 

' 19 de Setiembre de 185G, bajóla autori- 
. dad y dirección de los jueces ordinarios 
de partido y especiales. 

2. ° ’ Los gobernadores y tenientes 
gobernadores y el gefe superior de poli- 
cía de la Isla obrarán en la práctica de , 
las mismas diligencias bajo la direccionJ 
y autoridad de la Real Audiencia Pre- 
torial,. 

. Habana 15 de Enero de 1857. — José 
de la Concha. • 


Circular de la Real Audiencia de 30 de 
Setiembre de 1 85G, numero 87, previnien- 
do á los jueces que solo en casos de suma 
urgencia encomienden á los pedáneos di- 
ligencias fuera de su capitanía.' 


Por otra Real orden de la ivúsma-Jechu 
se fijó la intervención que debe temer la 
autoridad administrativa en las declara- 
ciones Judiciales de los empleados de po- 
licía; estableciendo que las citaciones para 
que los individuos del cuerpo de- policía, 
guardia ci vil ócualesquiera otros que per- 
tenezcan ála misma clase* se presenten á 
declarar aifte un tribunal ó juzgado ordi- 
nario ó especial, se diríjan por conducto del 
Gele de policía cuando se trate de lo$ pri- 
meros, y por 'el Vlel Gobernador ó Teniente 
22 * • • • 


El Exentó. Sr. Presidente Gobernador 
•y Capitán general, en-oficio de 22 del cor- 
riente se lia. servido connunicar al Tilmo. 
Sr. Regente de ysta Real Audiencia Ib que 
sigue: - ; • 

‘Tilmo. Sr.— notado con alguna* fre- 
cuencia, que. los Alcaldes mayores tal vez 
en la inteligencia "de que la Real Cédula 
de 30 de Enero de 1855 les dá facultades 
para ello, cometen á los Capitanes de par- 
tido órdenes que han" de ser ejecutadas 
fuera de los límites de las respectivas ca- 
pitanías, para lo cuál los pedáneos tienen 
que salir del territorio, abandonando ' la 
vijilancia y administración que les están 
encomendadas bajo su" -responsabilidad 
personal. Si bien la expresada Cédula de- 
clara á los citados capitanes subordinados 
como jfieces locales de los. partidos, no 
puede* entenderse esta subordinación mas 
que para los actos- que la propia Cédula 
les encomienda dentro de ios límites de 
sus capitanías. Obligarles á salir de ellos, 
es desnaturalizar -la institución, convir- 
tiéndolos jrn meros agentes del jue? de par- 
tido, con'grave daíío de los intereses que 
la administración les tiene confiados. No 
otra-cosa debió tenerse presente al rédac- * 
tarso la.instruccion de Pedáneos cuyo ar- 
ticulo 7 . ® sefiala los casos muy raros y la 
forma en -que es justificable la salida de ' 
Jos Capitanes de su partido, sin licencia 
del Gobierno, para la ejecución de órdenes 
judiciales. En esta virtud, y hallándose 
vijente dicha disposición, espero se §irva 
•V. S. advertir á los jueces de partido- y á 
los especiales que yxcusen á los Capitanes 
de partido del 'cumplimiento de órdenes 
que hq les competan, y que- únicamen- 
te- en casos de suma ursrencia puedan 
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cometerles las que deban .ser' ejecutadas 
fuera de su partido, llenando previamen- 
te §1 requisito que el mencionado artículo 
previene.*** * 

Y habiendo tenido á bien mandar el 
mismo IUmo. Sr. Regente que- se circule 
á los Juzgados ordinarios y’ especiales del 
distrito lo dispuesto por el Exmo. Sr. Pre- 
sidente en la comunicación inserta para 
su puntual y debida observancia, lo comu- 
nico á Y. S, con dicho objeto esperando 
se servirá avisarme el recibo. 

Dios guarde á V. S. muchos años. — Ha- 
bana 30 de Setiembre de 1856. — Antonio 
Marta del Rio , secretario. * - 

% 

Artículo 7. ° de la instrucción <le pedáneos ‘píe 

se citaren la circular anterior. 

. • • 

• * * . 
r 0 % 

íodo pedáneo ha de residir con subal- 
ternos dentro de su partido, ’ del cual no 
podrá separarse sin permiso escrito del 
Gobierpo político ó Tenencia de gobierno 
de que dependa, ni 'aun para ir á la capi- 
tal ó cabeza del distrito gubernamental. 
En el caso de haberle * obtenido, antes de 
moverse de su destino, dejará bien ins- 
truido al subalterno que quedase haciendo 
sus veces de cuqnto convenga al desem- 
peño de su cargo. • - , 

Concluida la licencia se restituirá al par- 
tido y (Jará • inmediatamente cuenta á la 
superioridad de haber llegado, en . cuyo 
momento cesará el subalterno en las fun- 
ciones de capitán. 

Sin émbargo como á la par que es im- 
portante el que éstos funcionar ios .del Go- 
bierno permanezcan siempre en sus pues- 
tos pueda convenir también á la pronta 
administración de justicia su salida cuan- 
.do algunas diligencias que hayan de prac- 
ticar sean de suma urgencia, podrán ha- 
cerlo siempre que el juez ordinario 6- pri- 
vilegiado que l§s encargue la ^comisión, 
les signifique en ella haber hecho al Go- 
bierno político ó tenencia de Gobierno de - 
que dependan la participación conve- 
niente.. 


Circular de la Real Audiencia de 23 de 
Octubre de 1856 número 90, prohitriendo 
que los funcionarios judiciales de un par - 
tido evacúen diligencias en otro distinto * 
aun con el impartimiento de auxilio? . 

Enterado el Real Acuerdo -*de esta 
Audiencia Pretorial, de que por algunos 
Alcaldes .madores y Jueces de paz del 
distrito *se mandan alguaciles ér distintas 
jurisdicciones de las que, les están asig- 
nadas respectivamente á cada Juzgado 
eon órdenes de embargos y otras judi- 
ciales con encargo de que obtenido el 
auxilio del Juez á cuyo‘distrito se diri- 
jen, practiquen en seguida* las dilijen— 
ciás que les están encomendadas; y sien- ’ 
do esta práctica notoriamente abusiva, 
ue por limitada la jurisdicion de los * 
uzgados al territorio de su asignación * 
no pueden dar los mismos á sus subal- 
ternos comisión alguna que deban estos 
desempeñar fuera de aquel territorio, ha 
tenido á bien mandar en est^alencioñ, ef 
citado Real Acuerdo, se libre orden cir- 
cular á todos los jueces del distrito, pa- 
ra que en atención á la indicada limita- 
ción,. según las leyes,- cuando haya de 
evacuarse un acto judicial en cualquier 
lugar que no esté comprendido en suk 
respectivas jurisdicciones, encomiende 
el Juez la diligencia áios funcionarios p 
judiciales de aquella en que ha de pr^e-, 
ticarse, dirigiéndose álos insinuadosjue- * 
ces en la forma dispuesta también pol- 
las leyes y adoptada por la práctica. 

Lo que en cumplimiento de lo man- 
dado digo á V. S. para su observancia, 
esperando se servirá avisarme el recibo. 

— Dios guarde á V. S. muchos años 
Habana 23 de Octubre de *18 bü.— Anto- 
nio María del Rio, secretario.— Sr. Al- 
calde mayor de* *•' * 

Otf as muchas disposiciones se han dic- 
tado durante el año de 1856 relativas á 
la administración de justicia pero no se . 
insertan én este artículo por tener colo- 
cación mas oportuna en otros lugares de 
este diccionario. 
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„ _ -DE RENTAS VLkr 

RIMAS. — ATtratar las materias que 
abraza esta parte de la Administración* 
de Hacienda en el artículo Aduanas y 
Aranceles que publicamos en los anales 
de 1855, nos pareció que su importan- 
cia requería la reunión en un -solo cuer- 
po de. todas cuantas disposiciones ante- 
riores y posteriores á dicho año se hu- 
biesen dictado tanto respecto á la órga- 
nizacion de las oficinas de Rentas ma- 
rítimas, como á las reglas que sirven de 
# norma á las aduanas con relación al co- 
mercio. ’ , • 

Por e§o.al ocuparnos en el año de 56 
de la misma administración, solo tene- 
mos que referirnos en su parte orgánica 
á la Real orden de 5 de Diciembre que 
separa.al .Revisor de libros de la planta 
de administración general y lo incluye 
entre los empleados del Gobierno * su- 
perior civil, de cuya Real orden nos he- 


mos ocupado ya en la página 167 del 
año de 1855, por cuya razón np la in- 
sertamos en este lugar. 

Tampoco lo hacemos de los produc- 
tos recaudados en todo el.añóde 1856 

Í )or las catorce aduanas ó puertos habi- 
tados ,de la* Isla, porque ya los «hemos 
publicado comparados cotilos del año 
de*l855 en la página 161 del misino- ar- 
tículo. . 


.«R 1 


E RENTAS TER- 

ya al tratar de 

este mismo articulo á.la página 96 de 
los anales de 1855, la idea general de 
esta sección de. la Hacienda pública con 
los ramos que comprende, splo nos res- 
ta decir ahora que en el año de 1856 
que* nos ocupa, no schadictado mas dis- 
posición respecto á las oficinas terrestres 
que la Real órden de 27 de Agosto ya 
inserta en la página 97 de aquellos ana- 


Digitized by v^ooQle 



ADMINISTRACION 


164 • 


Lti.s, señalando** al Depositario de', la 
general riel ramo doscien tos , pesos de ¿ra- 
tificación, en remuneración del quebran- 
to de monedas y equivocaciones ijjvo- 
luntarras que pueda esperinientar. *. 

Esias rentas han tenido* un 'aumento 
de 836,466 ps. 5§ rs. en di año de 1856, 
comparada su recaudación con la del 
año anterior, ségun se Evidencia del si- 
guiente 1 : . 

' RESUMEN. 

Año de 1*856 $ 3.910,51 3-6 %. * 

Id. de 1-855 «/... 3.104,047-1 - - 

Diferencia á favor del 56^836,466-5^ 

aÍMINISXB ACION 1IOTAR -Sien- 

do el Estado fa personificación de la so- 
ciedad, teniendo existencia y necesida- 
des propias, y debiendo velar por con- 
servarse y desarrollarse; sustituyó al im- t 
perio ciego y desordenado de la fuerza 
individual uno intelijente y superior que 
es el “Poder Público”; ó sea el Go- 
bierno’, 'cuy* misión especial es lacle di- 
rigir la sociedad .por las vías de su des- 
arrollo,* y velar sin cesar por su conser- 
vación y feliéidad. En la milicia clpo^- 
der administrativo que es uno de los dos t 
elemento» en que se divide el poder eje- 
cutivo, sd desarrolla hoy en una csten- 
sa esfera, dispone; discute sih ser provo-" 
c.ado pues vive y se ilustra con la discu- 
sión, proponiéndose siempre la uliliclad 
V bieu estar del ejército; tomando todas 
las disposiciones qué lo interesan cm bien* 
del soldado, y f mirando siempre por' los 
intereses del Estado. El Ministro dcMa 
guerra ese! delegado del poder sobcra- 
no'en*cuknto al iñando del ejército que 
es discrecional, y es ailiunas él gefe ele la 
administración militar. Los empleados 
del cuerpo administrativo del ejército son 
los delegados del ministroi 

2. La ádministracion militar pues, es. 
uno dé los diferentes ramos de la admi- 
nistración genera) del Astado y es gran- 
de su importancia puesto que hace apli- 
cación de una considerable parte de la ri- 
queza pública á las necesidades del ejér- 
cito; procura, maneja y cUstribuy Jos fon- 
dos señalados en el presupuesto de la 
guerra para cubrir las necesidades del 
mismo, sea cual fuere su situación, y llé- 
vala cuenta y razón dé todos y cada 


uno de los servicios y clases luilitares'dc 
todo el ejército de tierra. 

, 3. Así como se fueron militarizando 

desdp mediados del siglo pasado el tren* • 
de la artillería, y los cuerpos de inge- 
nieros, zapadores y pontoneros, asi- 
mismo, con el desarrollo y adelanto de los 
ejércitos, necesariamente se ha ido mili- 
tarizandoiambien el cuerpo de adminis- 
tración militar, siendo el instituto deque * 
el ejército necesita mas constantemente. 
Desde 1* de Julio de 182.8, en que se esta- 
bleció en España el sistemj de presupues- 
tos quedó dicho cuerpo constituido como 
uno de lós diferentes institutos del- ejér- 
cito, aunque la existencia de la adminis- 
tración militar, data de épocas muy rt^ 
motas y anteriores al *ostcunniento en * 
Europa de los ejércitos permanentes. El 
actual reglamento orgánico es de 18 de 
Febrero -de 1853. El personal necesario 
dividido en Intendentes de ejército, de 
división, Sub-inten^entes, comisarios do. 
guerra de 1. y 2. rt clase. Mayores de 
administración, oficiales 1. S-, 2. <5 y 3° 
se halla distribuido en las oficinas .cen-»‘ 
trales v en los distritos militares. Hay 
una escuela especial establecidaVn Ma- 
drid, de donde los alumnos* salen á pfi- * 
cíales terceros después de haber cursa- 
do por cuatro años las. materias que, 
¿Parca el plan de estudios aprobado por 
ol gobierno de S. M. Dicho cueVpo ms- 

S ecciona y administra los hospitales mi- f 
tares, las provisiones, los utensilios, las * 
camas del ejército* los trasportes, y atien- 
de a la intervención, contabilidad, cus- 
todia y distribución de los pertrechos, y 
caudales existentes en las maestranzas, 
fábricas, parques y demás estableci- 
mientos, afectos a los materiales de* ar- 
tillería 6 ingenieros. Tiene su juzgado 
compuesto de asesor jt'tracio, un procu- 
rador fiscal y un escribano. El órdén de 
ascenso es de rigorosa escala. En la Is- 
la de Cuba hay un comisario de guerra 
de I.* 3 clase y otivfde 2. a3 . con uñ nú- 
mero* de oficiales der administración mi- 
litar para c! departamento de artillería: 
dependen en todos sus a ¿mitos persona- 
les, del Capitán general tic la isla, co- 
mo director que es de todos los institu- 
ios militares. . 

4* A umpic ef ejército de la Isla no se 
ha quedado atrás etf los adelantos de las 
tropas del viejo inundo en el presente si- 
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glo, su administración sin embargo en |do, lo que su gasta en cada*uuo de lo 
general se halla estacionaria y atrasada numerosos y variados ramos áqye íftien-* . 
asesar de los esfuerzos -hechos por el de la administración militar, lo que cues- . 
Escmo. Sr. General D. Joscr.de la Con- ta ¿letal iadamdhte cada servicio de in- 
dia. Data este nial de época ya remota y dolé especia^ y en (itrios detnas datos 
su principal causa es^a de que no se ha indispensables para adoptar las niedi- 
dividido, desde el año de 1828 en queá das que aseguren, el acierto en los con- * 
aquel se le dio una nueva organización, tratos que de nuevo se .celebren, asi co- 
la administración de hacienda civil de la mo también para que las autoridades 
militar, *pflra gue esta como en la'Penín- superiores al ajelar las ordenes genera- 
sula atendiese al ejército, y forrfiasc y leso especiales que el servicio militar 
regularizase su presupuesto. . • demanda* sepan desde luego. las conse- 

5. imposible parege que un lntenden- cuencias económicas que van á produ- 
te civil, pueda ¡Qspeccionar las rentas gir* porque si bien "en tiempo de guerra 
terrestres, ^vigilar las aduanas, dirigir tb- poco puede atenderse á la economía de 
doslos demás rttmosqne Cnlaisla se des- sangre y de dinero, sí, puede tomarse 
pachan por aquelía. autoridad; é inipul-r muy en cuenta en estado pe paz cuan- 
sar á un -mismo tiempo la administración do el buen servicio puede desempeñarse 
de un ejército importante, inspeccionar por varios medios y cabe estudiar la 
sus hospital, sus víveres, sus uténsi- elección de estos y consol tarlos^con mas" 
lios, parques y maestranza y .guiar á Jos calma, reuniendo de paso datos precio- 
administradores de rentas que sin co- sos que en estado de guerra sea de gran 
nocimientos para ello ejercen e\ comi-‘ de utilidad tener á la mano., 

sariato, remitiéndoles las circulares c 8. Las autoridades superiores milita- 
instrucqjonesque han menester para ina- res de la lski no desconocen los inebn- 
neiarse oon el ejército en suministros, Y en ¡ en te§ que acabamos de indicar lige- 
haberes, arriendo de edificios, revistas rísiniamente. Mal puede ocultárseles que 
etc. Todo esto requiere conocimientos sin hresperiencía que se adquiere en los 
minOcíosos en ordenanzas, reglamenígs cuarteles y en los hospitales no es fácil 
especiales, reales órdenes complicadas comprender los numerosos detalles de 
en cuyo estudio y práctica pasa su vida la contabilidad militar tan escrupulosa, 
entera un empleado de la administración, tan variada y tan diferente de la civil: . 
militar. * tampoco desconocen la dificultad de que . 

6. Pero aun es meños posible que el los mejores administradores. de adua- • 
Contador*general, asediado . en su des- ñas, los mas perspicaces para cono-* 
pacho por los ^puchos negocios civiles eer y descubrir las malas artes del 
que tiencf á su cargo, pueda conocer é contrabando; es decir, los empleados 
intervenir las contratas, inspeccionar mas útiles enjas administraciones fna-^ 
mensualmente los repuestos, pasar infi- rítimas, puedan á la vez ser los mas 
nitas revistas de comisario, ajustar to- entendidos p$ra cumplimentar las ór-* 
dos los cuerpos del ejército y clases pa- denes relativas á la administración mi- 
gadas por el presupuesto de la guerra litar, supliendo en su ejecución lo aue 
«de. sin mas auxilio que una mesa, lia- no -haya alcanzado la previsión de los. * 
mad a de guerra que con frecuencia se gefes que las-dictaron. 

halla á-^argo de un escribiente, y en la . O. Dificultades se ofrecerán para es- / 
que toaos los cuerpos se ajustan por to- tablecer una administración militar in- 
dos los numerosos conceptos á que dan telijente, práctica y activa separada de la 
lugar las muchas prestaciones que el go- civil, no lo dudamos, ni desconocemos; 
Memo hace á los militares según sus pero todo lo. alcanza la constancia, aue 
distinms situaciones y posiciones. en tales materias ‘nunca es vituperable 

7. No puede durar mucho este esta- aun cuando llegue á los límites de la te- 
do de cosas opuesto á la claridail que nacidad si el que sostiene una idea nueva 
exige la contabilidad militar, en cuyas / está profundamente convencido* de la 
oficinas debe saberse á todas horas y utilidad de su realización. 

constar á primera Vista el estado de la 10. El ejército dh Cuba dividido ,eii 
cuenta corriente con cada cuerpo arma- general en guarniciones como el de la 
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Peifínsulá, .se halla acantonado como 

.• mas* conviene al servicio, y en b)s nun- 
f os (leídas recursos: sus cuerpos de á 
ocho compañías sou maliciados por Te- 
nieutes coroneles, tienen muy pocos 
cuarteles, y se alojan las tropas donde 

* no los hay, 'en casas tomadas en arrien- 
do con arreglóla la Real orden de 1. c 
de Setiembre de l 832 para sifs Contratos. 

1 K El vestiario y ePequipo se los 
proporciona.de España cada Sub-lns- 
peccion en sus diferentes armas; y para 
ello abona la Hacienda unagratilicacion 
por hombre. _ * - • 

12. El pan lo recibe directamente (fc 
manos de contratitas especiales, qiic en- 
tregan en los cuarteles 18 onzas por ca- 
beza sin queía administración examine 
los repuestos, las harinas, ni inspeccione 

“la elaboración ni la distribución, en lo que 
se nota también la faltado la administra- 
ción militar bajo los puntos de vista del 
orden de la higiene y de Ja seguridad del 
pais. Las contratas las hacen las Sub- 
inspecciones y la Hacienda;. y los cuer- 
pos pagan el pan, pues el Erario en mi 
tiempo embebió en el haber dól soldado 
la gratificación para el pago de su pan 
como la del utensilio. * 

13. Este servicio lo desempeña Hoy la 
Sub-inspeccion de infantería y caballe - 
ría de un modo. directo en sus armas, 
descontando al soldado real y'inedio fte 
mensuahjen fas demás armas el sohla- 

• do compra su ropa de cama. Los efec- 
tos que us?i el soldado para su meuage 
son numerosos por fa. especialidad del 

* elidía: facam^ es un catre de tijera, dos 
sábanas, manta y cabezal. 

• • 14. Al hospital va el soldado con su 
*baja como en la Península, peto no os 

baja en la revista, de suerte que se le ha- 
. ce por la Contada ría de ejército todo \\ bo- 
iiq como si. estuviese en la fila, y ademas 
se le asiste perfectamente en el hospital 
sin mas que hacerle el descuento de un 
•real y medio por estancia, lo que .mu- 
chas veces no se verifica porque eS nfuy 
difícil atender á todo en el ejército sin 
un personal práctico en su administra- 
ciom 

15. En Jo interior de la Isla de Cuba 
es miíy difícil ál soletado proporcionarse 
los artículos de primera necesidad, y aun 
sin cama en marchas duerme en el hú-- 
medo y mal sano suelo; calzado no se 


halla: en las capitales* Loman el talé al 
amaiíeceX, y los dos ranchos que hacen 
les son costosos, pues es cara la carne, la 
patata que.provee el estrangero, y aun 
el arroz y tocino. . 

16. La caballería, de muy poca uti- 
lidad en este pais montuoso y sin canti- 
llos, alimenta sus cabaHoscon maiz que 
se distribifye olí mazorcas y por uúme- 
ro porque lió hay medida conocida pa- 
ra ello; y én lugar de heno ó paja come 
oLoaballo inaloja, qtie és la 'hoja .verde 
del maiz. No hay lierrage en el interior 
porque ep general no se hierran las ca- 
Itullerías del pais. Es clifici) el propor- 
cionarse monturas. Caballos' hay bas- 
cantes, sobre todo por las inmediaciones 
de' Puerto- Príncipe, pero son -.de poca 
alzada y acostumbrados todos solo al 
paso de andadura y carrerafcson fuertes 
y de poco comer . 

v 17. Como medida higiénica debe cui- 
darse'que el soldado no haga frecuente 
uso de la bebida sobre todo después de 
comer frutas; que no se ipoje sin necesi- 
dad, qqp haga uso del aguardiente para 
frotaciones si se mojare, y que marche 
lo mas ligero que seá posible en vestua- 
rio y equipo. , ’• * 

'*18; El pais, sin caminos en general, 
cou una tierra roja y gredosá,. húmeda 
en extremo, se pone * intransitable con 
las fuertes y abundantes lluvias dé los 
meses del verano, loque tatce muy difí- 
ciles las mátehas del soldado^ lo espo- 
ne á peligrosas enfermedades, á dormir 
en los lodazales y á peréfcer aún con ca- 
ballo, en jun pantano, laguna ó atolla- 
dero. • - 

19. Transportes no los tiene pro- 
pios el ejército; se hacen en lo interior, 
por .medio de carretas con bueyes, las 
que con.frecuencia se atascan en los lo- 
dazales, y son abandonadas muchas ve- 
ces si en la marcha son sorprendidas pol- 
las fuertes lluvias: ajenias sonlhuy ca- 
ros estos medios de transportes, costan- 
do á veces ochocientos (juros la trasla- 
ción del material del utensilio de un 
cuerpo de un punto á otro no nflly dis- 
tanté. 

20. ; Bosquejadas las dificultades con 
que -se vé precisada á luchar' la admi- 
nistración militar de la isla de Cuba pa- 
semos revísta á la legislación. 


Digitized by 


Google 



MILITAR. 


167 


PAKTE LEGISLATIVA. ' 

• . 

Advertencia 1 1 de la Real orden de 
l.° de Setiembre de 1332,’ sobre arren- 
damientos de edificios para alojar tropas. 

Con relación á lo expuesto por V. E 
al solicitarse dictasen-las reglas que ha- 
bían de seguirse sobré la .intervención 
que debe tener el Real Cuerpo Inge^ 
nieros en las contratas y pagos de los 
alquileres dé los edificios toncados en 
arriendo mientras^graviten sobre la asig- 
nación del matefial de ingenieros, se 
ha dignado mandar S. M. que no se to- 
me er\ arrendamiento ningún edificio si- 
no á falta de-alguoo mititar ó de perte- 
nencia del Estado, ó porque no halle 
en deposición de ser ocupado, que Ja | 
necesidad del arriendo ha de justificar- • 
se pordHijencia del comisario de guerra ¡ 
concertada ó intervenitfcf por el Coman- 
dante de Ingenieros de la plaza*, y de 
acuerdo también con el^Gobernattor de 
la misma, si fuese para el acuartela- ¡ 
miento de la tropá, que dicha dilijeheia j 
se deberá principiar por ja necesidad del I 
arriendo, reconoqirpiento y designación 
del edificio, con inserción del dffctámen 
facultativo de ingenieros y con tener 
asimismo las condiciones y precio del 
alquiler, lo que formará el .proyecto de ► 
contrato con el propietario del edificio, j 
el qge. so dirigirá por el comisario I 
al intendente respective) para que por» 
su conducto - y con las observaciones 
de las oficinas de la "administración 
militar Se remita todo á este minis- 
terio de la guerra, respecto á que salvos ¡ 
casos de urgencia que no admflen* es- i 
pena, ningún arriendo hade ser válido 1 
ni pagadero su alquiler, si antes no re- j 
cayese la"Real aprobación del contrato,!, 
del cual, aprobada que fuese comu- , 
nicadp se librara por el comisario de j 
guerra al comandante de ingenieros res- 
pectivo Una copia certificada del mismo. 
Justificado así el derecho del pago del 
alquilar con la recíproca acción de la i 
autoridad administrativa y del Cuerpo 
de Ingenieros, su pagó material se reali- 1 
zará cori la misma reciprocidad, inter- 
vención, y como se ejecuta por medio 
de las relaciones de pago coYrespondien- 
tesal material de ingenierbs, procuran- 
do hacerlo por regla general en las re- 
laciones de pago por trimestres, á me- 


nos que otra cosa se estipule con los pro- 
pietarios en los contratos; de modo que . 
se guárde así ahora como.en -lo suceSivo * 
una completa Analogía ep la coi\tahili- 
dad de los gastos que^se costeen por. el 
cap. 19 .del presunüestP general.— Es 
copia. — .A M. de Manzanos. 

■é 

11EGLAMEXTO-ORGÁXICO' 


DELvCLERPu DE ADMINISTRACION OENERAL . *, 
~ J)EL EJERCITÉ. * 


% -Capítulo ^ . . 

De tas clases , sueldos y consideraciones 
de los empleados en el cuer¡x) general 
* administrativo del ejército. 

/Artículo l.°— El cuér[5o general de * 
administración militar abrtiza todos los* 
institutos del ejército, inclusos los de los* 
cuerpos de artillería é ingenieros, bajo 
bi obediencia- en todo lo relativo á su 
especial Servicio del director general * 
administrativo del. mismo (1). 

Art. 2.°-«-EI mando superior espre- 
sado estará á cargo del General del 
ejército á quien S. M. se dignare hon- 
rar con esta distinguida confianza. Su 
sueldo, representación y atribuciones sc- 
ránliguale§ á las qrte gozan y ejercen 
los Directores de las diferentes armas é. 
institutos del ejército. 

Aiér. 3.° — El- cuerpo de administra- 
ción militar se compone de siete clases . ' 
á saber: • 

1. a Intendentes de ejército dé operacio- 
nes, colmando en tiempo de paz de 
los distritos de Castilla la Nueva, Ca- 
4 tabula, Andalucía y Valencia. 

¿2. a De Intendentes militares de división* 
y distrito. , 

3. a De Sub-intendentes. 

4. a De Comisarios.de guerra de prime 
ra y segunda clase. 

5. a Der mayores dé administración. 

G? De Oficiales do administración* - 
7. a De alumnos. 

Art. 4.° Todos los empleados de que 
al presente consta el mencionado cuer- 

(1) Por Real Decrptp de 5 de Agosto 'do l&j-í ' 
se suprimió la Dirección General y se restableció 
en sn equivalencia la antigua intendencia militar 
con las mismas funciones v atrihucioiu- que 
aquella. • • 
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po administrativo, incluso el instituto de que su importe no ha de esceder del se- 
.cuenta y razón de artillería, se refundí- ualado en la plantilla de la anterior ur- 
M ánfcn las dichas siete ciases, con el ‘Suel- ganizacion, continuando entre tanto los 
poqiíeáJas mismas se asigna en este que existen con sus respectivas dota- 
reglamento, cualquiera que sea la ¿leño- ciones y derechos, 
minacion del destino que actualmente. Art. 6? Los' sueldos que á lás dife- 
sirvan y sujetándose para ello *á lo que rentes clases del cuerpo se asignan en 
se preceptúa en el reglamento aproba- este reglamento, ^on, con esclusion de 
dópoV S. M. paraJlevar á efecto dicha toda otra gratificación ó ‘emolumento, 

% refundición. . salvo lol que para gastos de escritorio y 

.* Aht. 5 ° Los sueldos y considerado- correo están declaradas ó Se declaren á 
nes militares de los empleados que # eií las oficinas generales y de distrito, yá 
adelante? pertenezcan á las YeferidasVie- las comisarios de guerra según sus si- 
te clases, serái^los siguientes: p - tuacjones. * * 

El Intervenftorgeneral Sub director, \Art. 7.° No se concederán erí ade- 
disfrutará tíJ de 50,000 rs. lante honores dedos empleos del cíierpo 

El de 40,000 rs. los cuatro Intenden- administrativo del ejército, y en su lugar 
tes de. ejército; y tanto aquel con ]¡p estos, se •premiarán con el grado inmediato el 
la consideración militar que ¿Jos ñlti- mérito sobresaliente y los servicioS ex- 

* jtíos concede la’ofdenanza general vir-, traordinarios. 

jente. - . ‘ * Art. 8.° No -gpzarán de antigüedad 

* Los Intendentes dé división y distrito los grados áque se refiere el artículo 
tendrán ía consideración de Brigadieres anterior. 5 ' • * 

y sueldo de 30,000 rs. * Art. 9.*° Queda prohibida en el cuer- 

• Lo? Sub intendentes la dé Coroneles po administrativo del ejército Iíí conce- 
1 vivos de infantería y sueldo de 24,000 sion de grado sobre grado. 

reáles. • . . Art. 10/ No sedará ningún empleo 

Los Comisarios de guerra de primera sin que exista vacante, oualquiera que 
clase, la de Tenientes coroneles de* in- sea la situación del ^ individuo a quien ha- 
fanteria. y sueldo de 18,000 rs. ya de promoverse. En la Real orden y 

Los Comisarios de guerra de segunda .despacho de conoesion se consignará, el 
clase, la de primeros comandantes; de nombre del que obtenía el destino que 
infantería y sueldo de 15,000 rs. se provee y causa de su salida» sinxuya 

. Los Mayores de administración, la circunstancia será nula y de nin^fm va- 
de segundos comandantes de id. y*sucl- ior. * ~ , 

\ do de 1 2,000 rs. . - Art. 11. Todos los, actuales emplea- 

Los oficiales primeros, la de eapita- dos de administración militar que estén 
nes y sueldo de 10,000 reales. eq posesión de honores de La clase supe- 

Los seguYulós la de Tenientes, y suel- rior*á si empleo efectivo, se reputarán 
do de 7,000 rs.., agraciados con el grado inmediato. 

Los terceros, la de Subteniente? >j Art. 12. La clase que se crea de Sub- 
’sueldo de 5,000 rs. j intendentes militares se aplicará exclu- 

«' Y Jos alumnos la de Cade'tes con 1?500 sivamente Til servicio de gefesde sección 
rs. vellón; en el. concepto de que i os- de las oficinas generales, y al de* segun- 
cepcion del sueldo del Interventor gene- dos gefes de administración militar* é in- 
ral que será líquido, todos los demás se terventores de los ejércitos 6 distritos, 
considerarán* íntegros; quedando ade- Art: 13. Todos los empleados qde al ' 
mas reducidos á lo que en éste ^rtículo presente sirvan en el cuerpo administra- 
se fija, los que' hasta ahora han disfruta* tivo del ejército; ya estén comprendidos 
do mayores algunas clases. . . j en los cuadros de la respectivas escalas, 

Uq reglamento particular que se pre- ya lo sean de libre proyision, se refundi- 
sentnrá muy en breve fijará el número y i rán en las clases de nueva creación, en- 
cqnsidíTacion de los pqrteros de las ofi- trando en Ia£ que sus Reales despachos 
ciñas, como también sus haberes pro- 6 nombramientos representan por el or- 
porcionados á las dependencias y pun- den siguiente: 

tos en que sirvan; bajó el concepto de Los cuatro -Intendentes militares de 

, V* 
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primera clase mas antiguos que hubiere 
efectivos, en el cuadro, en lk.de inten- 
dentes de ejército, con destino preciso j 
en los distritos de Castilla la Nueva, Oa- 
taluña, Andalucía y Valencia. Los in- , 
tendentes militares de primera clase que 
hubiere con exceso de los cuatro aseen- ¡ 
didos, y los de libre provisiofi, rempla- 
zarán después y seguidamente á los*' in- 
tendentes de ejército por el orden de sus.i 
nombramientos, Quedando colocado^ en 1 
la escala de aquellos como supemume- ; 
rarios. Lo mismo se observará respecto 
á los intendentes de segunda efectivos y ¡ 
de-trbre provisión. Los subintendentes 
que no tienen . equivalente eH el dia 

# para su equiparación, serán nombra- 
dos, por el gobierno á propuesta del 
director general del cuerpo, y este los i 
eligirá por esta vez entre los actua- 
les comisarias de guerra de primera 
clase efectivos y supernumerarios, v. 
los de departamento que á consecuencia 
de la amalgama con el cuerpo . político i 
de artillería deben figñrar en una mis- 
ma escala, prefiriendo en igualdad de t 
circunstancias á los mas antiguog: pero 
dándola debidá consideración al mérito 
4 ¡ontra¿do por los actuales interventores 
y anteponiendo á * todo la capacidad y 
prendas sobresalientés que han de dis- 1 
tinguir á esta nueva clase, como plan- 
tel y vehículo forzoso para el ascenso á 
la de intendentes. 

En lo sucesivo será dicha clase de sub- 
intendentes de ascenso de escala para 

• los comisarios de primera, con la res- 
tricción que respecto k todos se estable- 1 

ce erT este reglamento. Los demas em- 
pleados serán colocados, al formar sus i 
respectivos cuadros, bajo las mismas re- ; 
glas señaladas para los intendentes de I 

C rimera y segunda clase; considerando- 
*s también como supernumerarios, ‘con 
opc.ion á cubrir un tercio délas vacantes 
que ocumfti, según se dirá mas adelan- 
te; pfcftv no gozarán entretanto otro 
sueldo que el de la clase inferior inme- 
diata. Por último, el cargo de secretario 
de la dirección general de administra- 
ción tnílitar será electivo entrólos inten- 
dentes de división y distrito. 

Art. 14. La incorporación y refundí-, 
cion del extinguido cuerpq de cuenta y 
razón de artillería en el general de ad- 
ministración militar se verificará con 
23 


sujeción á las reglas que contiene la 
Real resolución relativa al mispió obje- 
to, coftciliándolas con las disposiciones 
generajes de este decreto. Los supernu- 
merarios procedentes del cuerpo políti- 
co de artillería serán considerados para 
su colocación en el escalafón general 
comé los de libre provisión del cuerpo 
administrativo, pues que unasy otras son 
cohcesiones para futuras .vacantes, y 
deben ser iguales en derechos. 

Art. 15. El número de*individuos de 
que constará el cuerpo de «administra- 
ción militar por efecto de la presente or- 
ganización será el que contiene el esta- 
do que acompaña al presentó decfóto, v 
su distribución y aplicación á'los dife- 
rentes servicios tendrá lugar con suje- 
ciqn álo detallado en la» adjuntas ‘troce 
plantillas* 

Capitulo 2? 

Del orden de ascensos en tiempo de, paz 

y en el de s^ueiTa. • 

Art. .16. Queda derogado todo lo es- 
tablecido en el decreto orgánico de 1? 
de Julio de 1837, én cuanto se oponga á* 
la presente organización relativamente 
ó designación de clases, sus derechos y 
ascensos. En su lugar, y para la promo- 
ción de clase a clase, se observarán in- 
violablemente las reglas siguientes: - 

I o . Queda prohibido para en adelante 
el ingreso v todo ascenso por libre pro- 
visión, cualquiera que sea el motivo con 
que se solicité. Se exceptúa de esta re- 
gla los derechos concedidos á los gefes 
de sección y oficiales de la secretaria de 
Estado y del despacho de la guerra; á los 
primeros, para optar á la intervención 
general militar en alternativa con los 
gefes de este ¿*amo, y á los segundos pa- 
ra su salida á una intendencia militar de 
primera clase en'la Península, segiin lo 
declarado en Real decreto de 9 de Ñor 
viembre del año último, y también, las 
ventajas que respecto á su colocación 
en el cuerpo el mismo Real decreto con- 
cede á los oficiales auxiliares de la pro- 
pia secretaria. 

2. Asimismo queda en su fuerza y 
vigor, y se observará en la provisión de 
Iris vacantes de oficiales terceros, de ad- 
ministración militar, lo mandado en el 
Real decreto de incorporación á este 

1856 
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cuerpo úel ministerio de cuenta y razón raieutos generales y. especiales, celo es- 
de artillería, que es dar precisamente el merado eq él servicio y probada mora- 
quinto dé las que ocurran á los sargen- lidadde cada uno, prefiriendo * en su 
los del arma; pero respecto á que, con la j respectivo caso á los que se distingan 
uaion de ambos institutos la proporción por una instrucción mas vasta por lía- 
de aquel derecho se ha elevado conside- bcr desempeñado comisiones importan- 
rablemente, alternarán dichos sargentos j tes superiores á la esfera ordinaria del 
por mitad, con Io§ de ’ las demas ar- servicio, haber escrito memorias acepta- 
mas dd ejército que tengan la aptitud ble^parg. mqjorar los’ ramos ¿de Admi- 
necesaria'adquirida en el servicio de tas I nistracign y contabilidad, ó desempeña- . 
mayorías ú otras oficinas, teniendo pre* do el cargo de profesores en la escuela 
ferencia sobrJ estos últimos los subte- especial-administrativa, hará laclasifi- 
tenientes prpeedentes de la clase de tro- * cacion en uno de los cuatro casos si- 
pa que lo deseasen y tengan la aptitud i guientes: * 

necesaria probada en las oficinas de los 1 1.° Apto para continuar errsu clase.' 
cuerpos. , 2.° Aptapara el ascenso de antigüedad. 

lia primera entrada será la de la cla-.j 3.° Apto para el ascenso por elección. * 
sé de alumno á la de oficial tercero, pré-j 4.° Apto para el ascenso por elección con 
vio examen y aprobación de aquellos preferencia. 

concluidos que seansus estudios y prác- Fijada así la clasificación de cada 
tica en la escuela especial administra- individuo, el mismo director general, 
tiva, corí sujeción, al reglamento que formará relacioneS é dupHcadasporclases, 
para día se acordare. El destino y de- en las cuales se expresarán en extracto 
rechó de los. aspirantes del cuerpo que los antecedentes que han servido para 
resultaren existentes al plantearse la ¡ sentaran opinión; y después lo pasará 
presente organización, se determinará j directamente al consejo Real con los 
por una resolución separada. expedientes originales, áfin de que por 

Art. 17. La regla general paVa el as- la sección correspondiente, y á la ma- 
renso de oficial tercero á segundo, Je ñera que se practica en las armas de in¿ 
este á primero y de aquí á los demás fantería y caballería, se confirme o ret- 
émpleos de ía carrera hasta el de inten-- tifique la clasificación de cada iritere- 
dente de ejército inclusive, será de rigo- sado.- 

rosa antigüedad de una á otra clase; pe- De cada tres vacantes que ocurran se 
ro al director geñeral, sin embargo, se darán por ahora una al ascenso, otra á 
le concede la facultad de proponer el los supernumerarios, y la otra á los ex - 
ascenso por elección, con. las resfr ie ció- , ceden tes mientras estás clases existan, 
lies de que ella ha de recaer precisa- Extinguidas que sean, has dos terceras - 
mente en los individuos que estén del partes serán cubiertas al asceqso por án- # 
primer tercio arriba de la escala de an- tigüedad, y la otra por elección. ~ 
tigüedad de cada clase, y que los intere- Siempre que hayan de proveerse va- 
sados se hallen clasificados para el as cantes por el turno de elección, recaerá 
censo en aquel concepta A este fin se esta primero en los que estén clasifica- 
formarán préviamente,.por el mismo di- dos para el ascenso en tal concepto con 
rector general, expedientes individuales, preferencia, y después los que la hayan 
limitándose el número ni de los que en obtenido por eleócion solamente; prefi- 
cada clase estén en el primer tercio de riendo la antigüedad en los casos de ha- 
la escala, sin perjuicio de irle comple- ber individuos cJasificados de un mismo 
tanjo a medida que ocurran bajas, cual- modo. 

quiera que sea el motivo. En dichos ex- Art. 18 . En tiempo de guerra única- 
podientes se hará constar, ademas de mente y por servicios especiales de ries- 
tos.'empleos y servicios de los interesa- go que en ella se contraigan, podrá re- 
dos, las notas ó censuras qué hayan me- tajarse lo prescrito en el artículo 9 o . de 
recido á sus gefes inmediatos; y aquel este reglamentorpero aun en tales ca~ 
gele superior, con presencia de los con- sos las recompensas observarán la si- 
ceptos mas ó menos sobresalientes, .re- guíente grhduacion: 
guiares ó medianos, capacidad, conocí- l.° Mención honorífica. 


Digitized by VjOOQle 



MILITAR. 


171* 


2. ° Grado. importantes funciones que les compe- 

3. ° Cruz de Isabel la Católica 6 de $an ten por estos títulos, y las que se deter- 

Femando. *. * * min&rán mas detalladamente en instruc- 

4. ° Declaración de preferencia para el ciones* separadas relativas á dichos ra* 

turno de efectividad en las respecti- mos. Estas clases se sustituirán una á 
vas escalas. • otra en los casos en que lo exijan impe- 

Y of Empleo electivo, si hubiese vacan- riosamento las necesidades del servicio. 

te en el cuadro respectivo; todo esto 2. a Los mayores de administración, 
sin peijuicio y á reserva (fe lo que pue- serán destinados á servir con preferen- 
da determinarse por una ley general de cia las secretarías délas intendencias de 
ascensos y recompensas. ^ ejército y distrito, ,y las plazas de Segun- 

Afrr. 19. Las vacantes que resultaren dos geies de las intei’venciones comefi- 
en oí cuerpo administrativo por muerte das á los^ub-intendentes militares. Los 
.en campaña, se proveerán* por autigüe- que excedan después de cubiertos estos 
dad en individuos dél cuerpo de la dota- cargos, serán festinados á las" oficinas 
cion dól mismo ejército que estén en el generales, y á las contralorias de los 
cuadro de fa clase inferior inmediata. ' hospitales militares de Madrid, Burce- 
AitT. 20. Los cesantes y excedentes lona, Sevilla y Valencia: lasclenías con- 
que hoy. existen, <T que en adelante pue- ; traloríjas y los cargos de comisarios de 
dan resultar pbr el movimiento delcuer- ¡ entradas, pagadurías de fortificación. y 
po, cualquiera, *que sea la causa, serán factorías de los servicios do provisión y 
clasificados páia una de dos situaciqjies utensilios, en donde estuvieren adminis- 
definitivás; para jubilación,^) para reeni- trados, serán servidos por oficiales se- 
plazo.- Los que obtengan la primera se gundos y terceros, á juicio del director 
les dará desde luego, con sujeción á las general ó cíe los respectivos intendentes, 
léyes vigentes; los de Ja segunda optarán según los casos y circunstancias. . 
a un tercio.de la^ vacantes que ocurran ' 3. a El uniforme ique.por ahora usa- 

segumqueda establecido por el órtleii dé j-án todas , las clases - que componen ,jel 
antigüedad. % n cuerpo de administración militar, sera 

• * ^ * el mismo que estaba señalado á las equi- 

nrsPOSidíoNES genekales. válentes en que se refunden: es á sa- 

ber. Los alumnos, oficiales terceros, se- 
. I: 1 El director general del cuerpead- gundos y primeros, el que tenían los qfi- 
ministrativo propondrá á la aprobación cíales terceros, segundos y primeros y 
delS. M. la distribución que .considere aspirantes. . Los mayores de adminis- 
debe darse al personal del citado cuer- Iracion militar, el de los comisarios 
po,- como asimismo* en lo süíésLvo el de guerra de 3. clase. Los comisa- 
cambio ó traslación dá empleados de rios do seguhda y primera,- los suyos 
unos k otros distritos, según se practica actuales. Los sub-intendentes, el que 
en los demas institutos del ejército, ex- estaba declarado á los intendentes mi- 
cepto en algún caso urjente en que po- litares de 2. ^ clase. Los intendentes 
drá desde luego destilarlos, dando cuen- de división y distrito, el de,los de pri- 
ta después para el debido conocimiento mera, y los de ejército, incluso, el inter- 
y aprobación de S. M. ventor general, el que pór ordenanza 

E¡ mismo director general, propondrá corresponde á aquella clase, 
la distribución de comisarios de guerra 4. Un reglamento especial deter- 
de primera clase, de modo que en 1^ ca- minará la organización de este cuerpo 
pital de cada distrito y en el cuartel ge- para el servicio de campaña, 
neral de cada ejército ó. división haya Madrid 18 de Febrerode 1853.— Lam 
uno ó mas, según fueran necesarios, con • 

la atribución exclusiva ó acumulada de Real Orden de 12 de Enero de 1850,//- 
inspectores administrativos, aplicando \ clarando la verdadera dependencia dp los 
los de segunda clase al encargo de re- oficiales del ramo administrativo de arti- 
vwtar los cuerpos con la atribución de ¡ Hería . 

inspectores de revistas y cuarteles, para ; . , . • 

que cumplan en uno y otro servicio las ¿ lntendenciageneral de ejército y Real 
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Hacienda de la isla de Cuba. — El Ex- Dios guarde á V. muchos años. — Ha- 
celentísiino Sr. Capitau General me di- baña Marzo 26 de 185G. — Joaquín Cam - 
ce en 15 del actual lo que copio: * puzano. * 

“EL Excuao. 'Sr. Sub-secretaúo del 

Ministerio de la guerra en 12 de Enero Orden de la Capitanía general de 19 
último me dice lo siguiente. — Exmo. Sr. dé Febrero de 1 8 o6f*mandando que desde 
— Con esta fecha digo al intendente ge- l.° de Marzo no se hagan abonos sino 
neral militar lo que sigue: — Enterada hasta la víspera inclusive de la muerte de 
la Reñía (Q. D! G.) del expediente ins- los mulos y c afrailo*, ó del fallecí miento de 
1 ruido á consecuencia de tres escritos los individuos de tropa, hasta cuyo dia se 
del Capitán general de Galicia, de 15, hará el cargo de hospítalidadés; que to~ 

2i y 23 de Julio tie 1853 y otro de.Y r . E. dos los cuerpos de este ejército hagan 
de 3 de* Agosto siguiente con pbjeto de constar en las listas el dia de lo jdcftin- 
(aclarar la verdadei*a dependencia de cion y que los hospitales militares pasen á m 
los oficiales de administración militar la Contaduría general de ejército una 
que sirven en los establecimientos del relación nieiisual Je los fallecidos en ellos . 
arma de artillería) se ha servido S. M. ’. 

resolver de acuerdo én un todo con la Suh-inspeccion de i rifan Unía. — Ejér # - 
opinion del Tribunal' supremo deT¿uer--cito de Ultramar en Cuba. — El Excita/, 
ra v Marina, emitida en acollada de 23 Sr. Capitán general con fecha 19 del 
de Diciembre último, que Tos empleados que cursa me dijo lo siguiente: 
de administración militar destinados á Excmo. Sr.-^Con esta recita digo al 
los establecimientos de que se trata, sofo intendente de este ejército loque sigue; 
deben depender y estar subordinados á “En vista del expediente número 829 fi- 
los geíes de artillería eu los asuntos que bro l.° sección de guerra promovido 
seah.purameníe del servicio de los mis- por el comisario de guerra de -esta pia- 
mos puntos ó establecimientos dftl arma ’ za D. José María cíe A^anzanps, que con 
m que tengan su destino; pero que íué- w oficio del 14 del próximo pasado me re- 
ía de esté^ Ciiso, debe considerarse en’ mitió V S., h</venidd en resolver, inte- 
lodos los*dema$ á las órdenes de los res- rin recae la resolución del* gobierno da 
pectivos intendentes, á quienes, conío S. M., al que consulto, qée desde l.° de * 
consecuencia de este principio, corres- Marzo próximo venidero inclusive en 
poudeti las remociones de destino en que adelante no se hagan mas abonos á los 
media Real autorización, solicitar dpi individuos y clase de- tropa fallecidos. 
Capitán genera] del distrito Jos oporUi- así “comoji los mulos y caballos muer- 
mos pasaportes, y remitirlos por el debi- tos en todas las armas de esté ejército, 
do conducto con las órdenes que esti- qué h^stífol dia víspera inclusive de- la 
meu convenientes, délas cuales darán defunción; tcnicfido entendido que el 
conocimiento al Subinspector del de- cargo de hospitalidades su verificará eit 
parlamento para su gobierno, sin per- consecuencia solamente hastael (lia antes 
juicio del aviso que este gefe reciba del del fallecimiento. Para la seguridad de 
director general del arma, teniendo , en- las bajas por dicho cpncepto de fallecidos, 

1 elidido los referidos empleados, que es- todos los cuerpos de este ejército las lia- . 
tallen el deber de presentarse á las au- rán precisamente constar en sus respec- 
toridadús militares lauto á su salida del tivas listas de revista, expresando el día 
punto de residencia, como en los transí- de la defunción: y todos los hosfút/ües 
tos y llegada á su destino: verificando- militares pasarán irremisiblemente y el 
lo luego, no solo á sus gefes naturales sino último dia de cada mes, á la Contaduría 
también á los de artillería de lospuutos ó general de egército una relación en for- 
esfablecimientos de su dependencia, los ma visada por el ¿inspector, délos ju- 
que reúnan esta doble circustancia. — De dividuos militares fallecidos en el mismo, 

Uf. órden lo ha trasladado á V. E- para su t con expresión del dia en que murieron, y 
conocimiento y efectos consiguientes. Lo el arma y el cuerpo á que pertenecían, 
que traslado á V 7 . S. para su jntelijenbia según se practica en el ejército de la Pe- 
y fines que se previenen/ 1 j nínsula desde que se introdujo el siste- 

Y yo á V. con igual objeto. I ma de altas y bajas/ 1 — Lo digo á V. S. 
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para su conocimiento y efectos corres- 
pondientes. Lo.que traslado á V. E?pa-* 
ra su conocimiento y á fin desque' lo cir- 
cule álos cuerpos del arma de su cargo, 
dándole Idfe instrucciones consiguientes - 
á su mas exacto cumplimiento.” - - 

Eo que trascribo, á V. para que se ob-, 
serve en el regimiento de sa mando lo 
prevenido en el anterior inserto, tocante 
á la escrupulosidad con que deberá ha- 
cerse constar en las listas de revista el 
dja del fallecimiento de cualquier indi- 
viduo, teniendo entendido que ’ por es i a 
medida queda sin efecto la entrada en 
el fondo de entretenimiento general por 
concepto de dia# no vencidos, según- se 
ha practicado hasta el dia, toda vez que 
la Contaduría no ha de acreditar á los 
fallecidos, mas haber que el que les cor- 
responda hasta* la fecha de su muerte. 

. Diosguarde á V\ muchos años. Habana 
23 Febrero de 1356. — Manzano. 

R. O. de i. ° de Abril de 1-356, a ¡no- 
bando Ui disposición que precede . 

Ministerio de la Guerra. — Exénio. Sr. 
— He dadfi cuenta á la Reiiia (Q. D. G.) 
dé la cartade V. E. de 20 cte Febrero 
último, número 1,202, participando qlie 
á fin de evitar á la Real hacienda los 
. perjuicios que sufría, con motivó de a- 
bonarse á los cuerpos de ese ejército, se r 
gun lo prevenido en Real orden de 7 de 
Setiembre de 1-804, los haberes denlos 
individuos de tropa y las raciones de 
piensa á los mulos y caballos que morían, 
hasta fin del mes en que tenia lugar 
la defunción, ha dispuesto provisional- 
mente, prévia la instrucción del oportu- 
na expediente, que en lo sucesivo * no se 
haga sino el abono que corresponda por 
uno y otro concepto, hasta la víspera in- 
clusive de la fencha del expresado acon- 
tecimiento. Enterada S. M. y conside- 
rando que si bien aquel mayor abono tu- 
vo en otro tiempo por objeto* compen- 
sar el gasto que los cuerpos sufragaban 
pará cubrir atenciones que, sin embar- 
go de ser legítimas, no pesaban deter- 
minadamente sobre la RÍ. Hacienda, ti- 
na vez regularizado el sistema adminis- 
trativo es ya improcedente la continua- 
ción de semejante práctica; se ha servi- 
do aprobar la disposición , de V. E.’ que 
debe observarse desde hoy en adelante 


como medida definitiva. De Real. orden 
Migo á. V. E. para los efectos _<¿onsi- 
guientes.— Dios guarde ¿ y y n ' mc | los . 
i años. Madrid de Abril de 18*56.— 
O-Donnett. — Sr. Capitán general de la 
isla de Cuba. 

Orden del cjéi'ctto de 20 de Octubre d$ 

1 856, comunicando la R. O. de 6 de Agos- 
to que modifica la de \ .° de Abril aiherior 
y señala el din de la bafu en lugar efe la 
víspera para hacerlos abonos de <jue trata . 

Secretaría militar. — El Excmo. Sr- 
Ministro de la Guerra en Real órden de 
0 de Agosto último participa al Excmo. 
Srr'Capitan general de ésta Isla lo si- 
guiente: . 

“Excmo. Sr- — He dado cuenta á* la 
Keina (Q. D. G.) de la carta de V. E., 
número 1,51 1, de 13 de Junio último, 
haciendo presente la conveniencia de 
modificar la Real órden dé l* ° de Abril 
anterior, aprobatoria ele uña theposicion 
de V. E. en que se limitaban af dia vís- 
pera dé la baja, los abonos de haberes y 
gratificaciones hechos antes por la Real 
hacienda hasta fin de mes, á los iñdivu. 
dúos de la clase de # tropa, mulos y ca- 
> ballos que morían ó desertaban. Entera- 
4 da S. M. y conforme con lo propuesto 
por V . E. de acuerdo con lo opinado por 
| las oficinas de Real hacienda, ha téni- 
á bien^resolver que en lo sucesivo y íes- 
de la fecha “en que V. E. lo acordó inte- 
rinamente, se abonen los indicados ha- 
beres, y gratificaciones hasta el dia inclu- 
sive de la baja por los expresados con- 
ceptos, y que asimismo se carguen lashos- 
pitalidades hasta el mismp día en lugar 
de verificarlo hasta él de la víspera.” 

Lo que de orden de S. E. se publica en la 
Gaceta oficial para general conocimiento. 

Rabana 20 de Octubre de. 1856. — El 
Brigadier gefe de E. M. Joaquín Mora- 
les de Rada. ( G . dela H . 22 Octbre . 1 856); 

R. O . de 7 de Octubre de 1856, dando 
reglas acerca del yiodo con que los indi- 
viduos del cuerpo de administración han 
de acreditar el derecho que tengan á la 
cruz de San Fernando V. S. Fernando. 

R. O. (le 8 de Nóbre . de 1 856, haciendo 
exteruhva á marina la disposición de que el 
trasporte de los presos pobres se haga por 
cuenta de la administración militar con lo 
demas que expresa* V-. trasporte. 
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ABMnrcmeiBN municipal . — In. j mengua, dilapidación ni piénoscabo algu- 
dicada ligeramente en 1855* la importan- no; la autoridad que tal gonsiga, repeti- 
cia de la Administración Municipal, no mos, adquirirá, es seguro, disfrutará y 
nos cansaremos de volver sobre el mismo conservará por largo tiempo la mas justa 
lema, porque Tiunca se llamará en valde ! popularidad. ~ ' 

la atención de los pueblos y de los go- * 8. Los pueblos á su vez lo mismo que* 
1 áernos hácia este asunto ele interés tan los gobiernos minease excederán por aten - 
% vital para los unos y paralOs otros, que derá cubrir las necesidades locales, nun- 
jniede considerarse como la base del bien- ca darán demasiado gara fomentar la en- 
estar social é individual. Nunca los gobier- señanza, para afianzar la seguridad indi- 
nos pecarán por velar demasiado sobre la ^ vidual eon sólidas garantios, gara cons- 
buena administración local; porque los pue- truir obras de utilidad v ornato público, 
blos cómalos hombrea qué los componen, para facilitar comodidades á los vecinos y 
no pudiendo elevarse, por regla general, ; atraed con su aliciente á los forasteros, 
á la altura de las grandes inteligencias, Mídese el estado do* cultura de un pueblo 
patrimonio de po'cos^ juzgan del monarca (y cuenta que todos sus vecinos preten. 
y de su gobierno según sea el hombre á den por lo común sostener que el suyo 
quien la autoridad local se encomienda, j propio raja en mayor altura) , p<jr la 
mas’ ó menos celoso del bien públieg, mas, buena policia *que tiene para vijilar de 
ó menos moralizado, mas 6 menos entendi- j dia y de noche sobre la seguridad de los 
do, mas ó menos diligente; y califican de habitantes, el aseo y limpieza de las calles 
buena órnala la legislación general del paisj y plazas, su .empedrado ó nivelación, la 
según sea Iq municipal, con cuyas dispo- conservación de las calzadas y paseos, el 
siciones se liallan en inmediata relación á alumbrado público, el* abastecimiento de 
todas horas. Por eso los gobiernos tienen las fuentes y mercados, el esmero con que 
grande interés en que la administración se conserven y rijan los establecimientos 
local sea tan aproximada á la bondad ab- ; de beneficeifcia,lo numeroso de lasescuelas 
soluta cuanto cabe serlo una institución v talleres de enseñanza, las instituciones 
humana: por eso en todas las épocas de de bomberos y todas las demas que tundan 
buena administración pública han llama- 1 á proporcionar el ornato, la comodidad y 
do las municipalidades la atención espe- lá seguridad délas personas y*de laspropie- 
cial del soberano, si bien alguna vez los dades. Todos esos ramos en conjunto y ca- 
gobiernos que han querido hacerlo todo da uno de por sí contribuyen á dar idea del 
por sí mismos han incurrido en el preten- estado de adelanto ó atraso en que unapo- 
cioso extremo de intentar regir las cosas blacion se encuentra, hace apetecible 
que*dé lejos les tocan mejor que los in- sagradabie la permanencia en ella, son en 
mediatamente interesados, tomando de- 1 fin el termómetro de su civilización, 
masiada parte en las interioridades de los 4. Pasando ahora revista á la legislación 
municipios é interviniendo excesivamen - 1 de 1856 encontramos tres deposiciones 
te en la aplicación de sus reutas. 1 que descuellan sobre todas las demas y de 

2. La autoridad que se ajuste áda^doc- j las cuales no podemos prescindir de hacer 
trinas indicadas en el párrafo precedente, 1 una mención especial. Es la primera la ins- 
la que atienda decidida y asiduamente á truccion de 10 de Julio para la administra- 
mejorar el tristísimo estado de atraso en| cion de los fondos municipales, pequeño 
quase hallan los ayuntamientos y juntas código compuesto de 18. capítulos y 126 
municipales de la Isla, ampliando y exten- artículos, en los que se explican por menor 
diendo esas institucionas cuanto sea jja- cuáles son las rentas municipales, cuáles 
ble, lasque proporcione á sus habitantes los gastos y cargas, cómo se recaudan es- 
las numerosas ventajas de que carecen y tos, cómo se invierten con sujeción álos 
á que kon acreedores sin quitarles la' ini- presupuestos, cómo se procede gubemati- 
ciativa en la forma de los impuestos mu- ya ó judicialmente contra los deudores, 
nicipales, la que se abstenga en fin de dis- cómo se contratan los arbitrios y servicios 
traer las contribuciones locales y haga municipales, y cuáles son las obligaciones 
que se inviertan en beneficio y éomodi- de los gobernadores, mayordomos y con- 
dad de los mismos que las pagan sin tadores que intervienen en el manejo de 


Digitized by v^ooQle 



176 ADMINISTRACION 


los tbmlos. Oón . solo este índice sumario 
se puede formar idea de la altísima impor- 
tancia de esta iiistrucion, que como todas 
las disposiciones orgánicas 6 reglamenta- 
rias de alguna extensión han producido 
otras que la complementan ó aclaran. * 

5. La segunda disposición mas notable 
es el Real decreto de 6 de Setiembre, "por 
el cual se 1 aprueban Jos impuestoshlel 4 y 
2 p;§ sobre l^s fincas urbanas y rurales de 
toda la LJa, y el proporcional sobre la in- 
dustria y el comercio de la Habana, fa- 
cultando al Gobernador Capitán General 
para acordar interinamente los demás ar- 
bitrios que demanden* las necesidades de 
cada pueblo, para dictar las reglas de pre- 
supuestos y contabilidad municipal y pa- 
ra adoptar sobre el particular l$s disposi- 
ciones que considere mas convenientes. 

6. La tercera disposición qite sobresale 
entre las que vamos á insertar no ha sido 
dictada en 1856: mas considerándola com- 
plementaria, de la anterior, baseá su vez 
de otras que habrán de dictarse en lo su- 
cesivo, y tan oportuna publ i cándoífe en la 
actualidad cuando en su ejecución se está 
entendiendo* como inoportuna dejándola 
para los Abales de 1857: 4a publicamos 
en est£ volumen. Referímonos y remiti- 
mos a) lector á la circular dirigida' á los 
tenientes gobernadores en 21 de Abril de 
1857, enviándoles once modelos cón arre- 
glo á los cuales se han de formar las rela- 
eionesdelas fincas rurales, expresando con 
toda minuciosidad las circunstancias mas 
esenciales y por medib de las que tendrá 
muy en breve la isla de Cuba la estadísti- 
ca mas completa que ninguna otra provin- 
cia español &, colocándose á la altura de 
las naciones mas adelantadas. 

7: Los nueve primeros mbdelos son de 
relaciones juradas de la extensión- super- 
ficial del terreno cultivado y no cultivado 
con expresión de la clase de cultivo, de 
tasques, pastos (\ terrenos inútiles que ca- 
da finca comprende, la dotación de escla- 
vos y ganados, las producciones y utilida- 
des ordinarias anuales, los'gravámenes, el 
valor en renta y las demas circunstancias 
de cada finca. Él modelo numero 1. ° es 
para los ingenios, el 2. ° para los cafeta- 
les, el 8. ° para los potreros, el 4. ° para 1 
las haciendas de crianza, el o. ° para los 
sitios de labor y estancias, el 6. ° paralas 
vegas, el 7. ° para los colmenares, el 8. ° 


para los tejares y el 9; ° para las deinas 
fincas. Los modelos . 10 y 11 sirven para 
formar el padrón general de las fincas ru- 
rales. f 

8. Cuando el trabajo que se encomien- 
da por esta circular se haya concluido, ten- 
drá el gobierno en su mano datos impor- 
tantísimos de que hoy carece, y.<Jue nece- # 
sita cada vez que se ve precisado á poner 
la mano» en el espinoso terreno de las con- 
tribuciones. Entonces será fácil ocuparse 
con seguridad de aeierto en la supresión 
de las alcabalas y diezmos que tanto tieñi- 
po hace reclama la opinión pública para 
facilitar la trasmisión y libre administra- 
ción de la propiedad; entonces podrán sus- 
tituirse con pleno conocimiento de causa 
v sin perjuicio de los propietarios if^del 
Estada; y las medidas dictadas para orga- 
nizar los impuestos municipales servirán 
í de poderoso auxilio para el gobierno ge- 
' ñeral de la Isla. ’ 

PAKTK LEGISLATIVA. 

K. O. de 18 de Febrero de 1856, decla- 
rando que las derramas municipales no 
pueden comprender 1 o $ sueldos de los afo- 
rados de ¡guerra. 

Ministerio de la Guerra. — Número 4. — 

! Circular. — Exemo. *Sr.— El Sr. Ministro 
de la Guerra dice hoy al Capitán general 
de Castilla la Vieja ío que sigue: — Dada 
cuenta á la Reina (Q. 1). G.) del escrito 
que V. E. dirigió áeste Ministerio con fe- 
cha 8 de Agosto último, en la que con 
| motivo de haberse comprendido por el 
1 ayuntamiento constitucional de Salaman- 
ca á varios aforados de guerra en una der- 
rama* pitra gastos municipales, solicitaba 
se hiciese la oportuna aclaración sobre el 
particular, S. M. tuvo por conveniente oir 
acerca del asunto al Tribunal* supremo de 
Guerra y Marina, v conformándose con el 
informe emitido por el mismo en acorda- 
da de 13 de Noviembre próximo pasado, 
ha venido en declarar con presencia de to- 
do y„de acuerdo con el parecer del Con- 
sejo de Ministros, 1(5 siguiente: 

1. ° Que el ayuntamiento de Salaman- 
ca ha traslimitado sus facultades en el 
.hecho de comprender los sueldos de los 
aforados de guerra (exentos sólemne y re- 
petidamente de toda contribución que no 
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sea la del descuento gradual) en la derra- 
ma practicada para cubrir el déficit de sus 
gastos municipales. 

2. ° Que .el alcalde primero de aque- 

lla capital se ha excedido también, no solo 
al desconocer las éxenciones y píe rogati- 
vas que gozan' y deben guardarse á los 
aforados de guerra,, sino al amenazarlos 
con apremios y embargos. « 

3. 2* Que no debiendo ahora ni en lo 
sucesivo y mieittras otra cosa no se deter- 
mine en contrario, sufrir aquellos seme- 
jantes impuestos, sé les reintegre desde 
luego de laque haya podido exijírseles con 
dicho motivo. De Real órden lo digo-ú V. 
E. por resultado dbl escrito mencionado, 
y como aprobación de las prudentes y o- 
portunas medidas adoptadas por Y. É. en 
la cuestionado* que se trata, ad virtiéndole 
al propio tiempo que con esta misma fo- 
cha se comunica la anterior resolución de 
S. M. á loa Ministerios de’ la Gobernación 
y Hacienda, á fin de que al tenor de ella 
*e hagan* las prevenciones convenientes al 
alcalde y ayuntamiento constitucional de 
Salamanca. De la propia Real órden co- 
municada por dicho Ministro lo tras- 
lado á V. E. para smcónocimiento ^efec- 
tos que correspondan. Dios guárde á V. 
E. muchos años. Madrid 18 de Febrero dé 
1856. — El Subsecretario José Mac Crohon. 

— Sr. Capitán general de la isla de Cuba. 

* 

R. O. de 5 de Julio de 1 856, suprimien- 
do las atribuciones administrativas de los . 
alcaldes mayores . (Y. Ayuntamientos.) 

Instrucción del Gobierno de 10 de Julio 
de 1$ 56, -organizando la administración de 
los fondos de propios y arbitrios de la Isla. 

Gobierno, Capitania general, Superin- 
tendencia* delegada de Hacienda de la 
siempre fiel; isla de Cuba.— Secretaría de 
Gobierno. — Vi^to lo dispuesto en el Real 
decreto de 1 7 cíe Agosto de 1854, por el 
cual S. M. tuvo á bien declarar á la Junta 
Superior directiva de Propios de la Isla 
cuerpo consultivo del Gobernador Supe- 
rior civil, y suprimir la Contaduría gene- 
ral del mismo ramo incorporándola en las 
oficinas del Gobierno, á quien correspon- 
de exclusivamente desde entonces el co- 
nocimiento y resolución de los asuntos 
que antes se despachaban v resolvían por 
, 24 


la expresada Junta y por la Superinten- - 
dencia de Real Hacienda: Considerando 
que una reforma tan importante, dic- 
tada por S. M. para la administración su- 
perior de los propios y arbitrios de la Isla, 
y la aplicación de un Ijuen sistema de pre- 
supuestos al manejo y distribución de és- 
tos fondos, hacen absolutamente indispen- 
sable enmendar y suplir qji ese sentido 
eFórden establecido por el reglamento pro- 
visional de 17de Diciembrede 1840, cuyas 
disposiciones, por otía parte no están ya 
en armonía con las que desde'aquella épo- 
ca se han ida sucesivamente dictando pa- 
ra regularizar la administración munici- 
pal en sys diferentes ramos: Considerando 
que la experiencia ha demostrado de un 
modo inequívoco la insuficiencia del mis- 
ma reglamento provisional, así para la me- 
jor administración de aquellos fondos, ‘co 
mo para su mas fácil, cómoda y segura 
recaudación: Considerando la convenien- 
cia de hacer jnas desembarazada y* eficaz 
la acción de los ayuntamientos y juntas 
municipales para que puedan atender con 
exactitud 'y desahogo álas cíecientes ne- 
cesidades de los pueblos, asegurando al 
propio tiempo ha éficacia^de la protectora 
intervbncion y vigilancia de los agentes 
del Gobierno cj vil ep la gestión de los in- 
tereses comunales: y considerando por úl- 
timo la urgencia de poner fen armonía la 
contabilidad municipal con lo que acon- 
sejan las buenas doctrinas, como medio de 
facilitar la recaudación evitando á los con- 
tribuyentes toda clase devejaciones y pre- 
caviendo todo género de abusos; después • 
de oido el Real Acuerdo de la Audiencia 
Pretorial, el Tribunal superior territorial 
de Cuentas y la Junta superior consultiva 
de Propios, he ténido por conveniente dis- 
poner que se pongá desde* luego* en ob- 
servancia la siguiente 

INSTRUCCION 

PARA LA ADMINISTRACION DE LOS FON- 
DOS DE PR0PJ09 Y ARBITRIOS DE 
ESTA ISLA. 


CAPITULO I. 

De las rentas municipales . 

•Artículo l.° El caudal de las corpo- 
raciones municipales lo forman las ren- 

1856 . 
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tas de bienes propios de los pueblos y los 
arbitrios é impuestos concedidos á los mis- 
mos. Sus productos se consideran ordina- 
rios y extraordinarios: 

Art. 2. ° Son ordinarios: . 

1. ° El producto de las propiedades ur- 
banas y rurales que "hubiesen sido conce* 
didas por-S. M. a las ciudades, villas 6 
pueblos, ó á sus ayuntamientos, ó que hu- 
biesen sidowlquiridas por estos. 

2. 9 El producto de los censos y accio- 
nes de capitales impuesto^ por los ayun-, 
tamientos. 

3. ° El producto de los bienes, rentas 
y derechos donados, á las poblaciones, 6 á 
sus ayuntamientos por particulares con 
cualquier objeto de utilidad publica. 

4. ° El producto de lds mercados, ras- 
tros y demas establecimientos de propie- 
dad ó uso de las corporaciones munici- 
pales. 

•o. ° El producto xle los derechos esta- 
blecidos por el resello de pesos y medidas, 
y cualesquiera otros que procedan de la 
vijilancia que ejerce la administración mu- 
nicipal sobre el abasto y grangerías pu- 
blicas. 

6. ° El producto del derecho de toma 
de razón de títulos y de los testimonios 
de documentos del archivo municipal ex- 
pedidos á petición de particulares. 

7. ° El producto de los oficios, cuya 
propiedad ¿ asignación este reconocida á 
favor de lás corporaciones municipales. 

8. ° El producto de los permisos ó con- 
cesiones otorgadas pará establecer barati- 
. líos ó cualquier puesto de venta en las 
calles, plazas y demas sitios públicos, de 
las-ciudades, villas ó pueblos. 

9. a El producto ae los barcajes ó pa- 
sajes de los ríos, portazgos y pontazgos 
que se concedieren á los ayuntamientos. 

10. El producto de las concesiones ó 
ventas de aguas de los acueductos, fuentes 
y algibes de propiedad ó uso de los ayun- 
tamientos. 

11. El producto de las concesiones he- 
chas en los cementerios, donde estos fue- 
ren propiedad municipal. 

12. El producto de las licéncias par a j 

construir donde lo§ ayuntamientos se ha- 
llaren facultados para concederlas. ¡ 

13. El producto de los derechos cíe car- 
celaje. • I 

14. El producto de las multas impues- \ 


| tas por los ayuntamientos y comisiones 
j de vijilancia de los mismos por faltas en 
el abasto público ú otras con que se in 
frihja lo prescrito en las ordenanzas mu 
nicipales. . v 

15. Eh producto de las multas, 6 parte 
de ellas concedidas á los ayuntamientos 
respecto de las que impongan- los emplea- 
dos de policía por faltas á las mismas or- 
denanzas. 

Y en general el prodigo de todos Jos- 
impuestos y arbitrios comunes ó especia- 
les concedidos ó autorizados por leyes, re- 
glamentos, decretos ú órdenes soberanas. 

Art. 3. ° Los ingresos extraordinarios 
son: 

* 1. ° El producto de los bienes enaje- 
nados. 

2. ° El de las donaciones ó legados en 
metálico hechos por particulares á las ciu- 
dades,’ villas ó pueblos, ó ásus corpora- 
ciones municipales,' para 'objetos de utili- 
dad pública. * ' 

3; ° El reembolso de capitales impues * 
tos á censo ó en acciones de empresas en 
que los ayuntamientos hubiesen tomado 
parte. 

. 4. ^ El producto* de los arbitrios 6 ¡im- 
puestos concedidos con esta calidad. 

5. ° El producto de los empréstitos. 

Y en general el de todos los ingresos 

accidentales. * 

Art. 4. ° Los ayuntamientos cuidarán 
de que se conserve, *ó se forme donde no lo 
hubiere, un libro-registro en que esten 
inscritos todos los bienes, rentas, censos, 
acciones y derechos de la propiedad mu- 
nicipal, e igualmente los arbitrios y toda 
clase de impuestos que les hubiesen sido 
concedidos. 

. Las adquisiciones de cywtlesquiera pro- 
piedades ó derechos se irán inscribiendo 
sucesivamente, y de igual modo' las con- 
cesiones de toda clase de arbitrios ó im- 
puestos otorgados con la calidad, de per- 
manentes. 

La inscripción de las propiedades y ren- 
tas en el libro- registro se hará con relación 
á los documentos de pertenencia y la de 
los impuestos y arbitrios con relación á 
los reglamentos, decretos y órdenes que 
los hubiesen autorizado. 

En la primera hoja del libro-registro se 
hará constar por certificación del secreta- 
rio del ayuntamiento, con el V.° B.° del 
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presidente, el número de las hojas de que 
se Compone, 1/us cuales serán foliadas y ru- 
bricadas por el primero. 

Art. 5. ° El libro-registro original au- 
torizado por el ayuntamiento deberá con- 
servarse en el archivo, sin que de él pue- 
da extraerse para otro objeto que* el de 
sacar los testimonios ó copias que el- ayun- 
tamiento juzgare conveitiqjites, ó que le 
sean prevenidas por la autoridad superior 
civil competente. 

Art. 6. ° Los documentbs de pertenen- 
cia de las propiedades y los reglamentos, 

• Reales decretos ú órdenes que autoricen 
los impuestos y arbitrios se conservaráh 
también en el archivo con la mayor segu- 
ridad, órden y cuidado bajo la # responsa- 
bilidad del ayuntamiento. 

CAPITULO II. 

0 

De las cargas y gastos municipales . 

Art. 7. ° Los gastos* municipales son 
obligatorios y facultativos ó voluntarios, j 

Art. 8. ° Son gastos obligatorios: 

1. ° Los sueldos y. asignaciones de los 
empleados y depencfcjjgptes -de los ayunta- 
mientos, y ios gastos de recaudación de 
las rentas, arbitrios é impuestos munici- 
pales*. 

2. ° Los gastos de oficinas, lormacion 
de padrones y censos de población y de 
riqueza, libros de contabilidad y recauda- 
ción, impresiones, correo, efectos^ de es- 
critorio y suscricion á la Gaceta oficial. 

8.° Los censos, rentas é impuestos á 
que estén afectos los bienes propios de los 
pueblos, los créditos pasivos y cualesquie- 
ra otras «cargas de justicia. 

4. ° . Los haberes de los dependientes de 
la policia de seguridad y los gas'tos del 
.mismo ramo en la parte determinada por 
disposiciones superiores. 

•o. ° Los gastos que ocasione la instruc- 

• cion primaria. 

fi. ° Los de beneficencia local. 

7. ° Los haberes de los empleados de 
la cárcel pifblica, los gastos de manuten- 
'cion de los presos pobres, y los demas que 
ocasione el mismo establecimiento. • 

8. ° Los gastqs necesarios- para la con- 
servación de }a Casa Consistorial y demas 
fincas de propios, y los alquileres de las 
destinadas á^aqueb ú otro cualquier ser- 
vicio municipal. 


9. c Los de la policía urbana y de sa- 
lubridad. ' * 

Y en general todos Jos demas gastos^ 
puestos á cargo de los ayuntamientos por" 
las leyes, reglamentos, ordenanzas y dis- 
posiciones superiores, de los cuales no se 
podrá prescindir en manera alguna por 
estas corporaciones al formar sus presu- 
puestos ordinarios, en los que consignarán 
precisamente la# cantidades necesarias, pa- 
ra cubrirlos. 

Art. 9. ° Todos lo§ gastos no compren- 
didos en el artículo anterior se consideran 
facultativos ó voluntarios. ' 

Art. 10. Las cargas forzosas y obliga- 
ciones ordinarias &e inscribirán, con espe- 
cificación del origen de cada una, en un 
libro-registro en la forma que queda esta- 
blecida para el de las rentas; y autorizado 
como eate por el ayuntamiento, se conser 
vará y custodiará en el archivo con los 
documentos á él rélativos^segun lo pres- 
cito en los artículos 5. ° y (L° . 

CAPITULO III. 

De tu gestión de l as rentas y cargas mu- 
nicipales , y de los presupuestos „ 

Art. 11. El dia 1. ° de Enero de cada 
año se nómbrará por los ayuntamientos li- 
na junta de individuos de su seno, bajo cu- 
ya inmediata dirección y vijilanciá se ve- 
rificará la recaudación de todas las rentas 
municipales, así como lír distribución de 
los fondos y pago de las obligaciones, con- 
forme á*los presupuestos y autorizaciones 
competentemente otorgadas. El presiden- 
te del ayuntamiento lo será de esta junta 
municipal. 

Art. 12. Los ingresos y gastos de las 
corporaciones municipales se consignarán 
en presupuestos que tendrán el carácter de 
ordinarios y extraordinarios. 

En el presupuesto ordinario se com- 
prenderán los ingresos y gastos comunes 
dél ejercicio ó año á que corresponda, á 
contar, desde el 1. ° de Enero al 81 de Di- 
ciembre. 

El extraordinario tendrá por objeto los 
ingresos y gastos extraordinarios, que por 
cualquiera Causa no hubiesen* podido ser 
comprendidos en el ordinario. 

Art. 1&. Para la formación de los pre- 
supuestos, así ordinarios como extraordi- 
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narios, presentará el contador los proyec- 
tos y datoá indispensables á la junta mu- 
nicipal, la que lop pasará con su informe 
*al ayuntamiento para su disensión y vo 
tacion. Acordadas las cantidades que se 
hayan de comprender en el presupuesto, 
se procederá á su definitivo arreglo y au- 
torización por el ayuntamiento, y en se- 
guida lo remitirá el presidente, con un du- 
plicado y con certificación literal de las 
actas de las sesiones en que se hubiere dis- 
cutido, al Gobierno superior civil por con- 
ducto del gobierno departamental, para la 
aprobación correspondiente. Otro ejemplar 
del presupuesto quedará eri el ayunta- 
miento. ■ v 

Art. 14. En el dia 1. ° de Julio de ca- 
da año será presentado a la junta munici- 
pal por el contador el proyecto del presu- 
puesto ordinario para el año siguiente, y 
en el dia 15 del mismo mes se pasará al 
ayuntamiento para Jos* efectos prevenidos 
en el artículo anterior. El término para la 
remisión de este presupuesto al Gobierno 
superior civil no podrá exceder del 15 de 
Agosto. 

A#, lo. líos ayuntamientos en la dis- 
cusión y formación de los presupuestos 
procurarán, al proponer los gastos- volun- 
tarios, dar la preferencia á aquellos que 
tengan por objeto satisfacer atenciones de 
interés mas general, inmediato y urgente, 
arreglándose siempre á los ingresos pro- 
bables según las disposiciones previamen- 
te acordadas por 'el Gobierno, sin que es- 
to obste á las propuestas de. arbitrios de 
que trata el artículo 20; pero serán res- 
ponsables, así coiqo las juntas municipales 
y los contadores, por los gastos obligato- 
rios é ingresos autorizados que dejen de 
comprenderse en los presupuestos. 

Art. 16. A los gastos extraordinarios v 
á aquellos que las consignaciones . hechas 
en el presupuesto ordinario no hubiesen 
alcanzado á ctibrir se atenderá por medio 
de presupuestos extraordinarios, que en 
su oportunidad deberán formar los ayun- 
tamientos y remitir á la aprobación supe- 
rior por los trámites y en la forma preve- 
nida para los ordinarios. 

Elpresupuestoextraordinariocompren- 
derá también las alteraciones 6 traslación 
de créditos ó consignaciones de un ar- 
tículo á otro del presupuesto ordinario. 

Art. 17. En el caso en que el presu- 


puesto ordinario de un ayuntamiento no 
hubiese sido aprobado antes de empezar 
un nuevo ejercicio regirá efdel anterior. 

Art. 18. En el presupuesto ordinario se 
podrá incluir una catítidád proporcionada 
para atenciones- imprevistas, de la cual 
prévió acuerdo del ayuntamiento y la 
aprobación del gobierno del departa- 
mento en su caso hará aplicación el Go- 
bernador o 'íeniente gobernador presi- 
dente. Los-ay untamientos podrán acordar 
por - sí mismos los gastos que requieran a- 
quellas atenciones, siempre que no excedan 
de *500$ en la Habana, de 300 en Santiago . 
de Cuba, de 200 en Matanzas, Puerto-Prífi- 
cipe y Trinidad, -v de 100 en los demas 
'distritos municipales de la Isla. Si el* gas- 
to hubiere de exceder de las cuotas Indi- 
cadas, deberá impetrarse la aprobación del 
gobernador del departamento. 

Art. 19. Los pagos por obligaciones es- 
pecialmente consignadas en el presupues- 
to aprobado se ejecutarán sin necesidad 
de otra autorización. . ’ • 

Art. 20. Cuando los ingresos ordinarios 
y extraordinarios calculados, no basten á 
cubrir los* gastos obligatorios, y aun los 
voluntarios de que no convenga prescin- 
dir, los ayuntamientos propondrán los me- 
dios de ílenar el déficit que resulte en los 
presupuestos, -asociándose al efecto de un 
numero de vecinos igual al de sus indivi- 
duos, que designará el Gobernador ó Te- 
niente Gobernador presidente éntrelos co- 
merciantes y hacendados que contribuyan 
con mayores cuotas por toda. clase de irn- 
puestos municipales. Al hacer esta desig- 
nación aquella autoridad cuidará muy es- 
pecialmente de que estén representados en 
el ayuntamiento todos los partidos de la 
jurisdicción en proporción correspondien- 
te con el de la cabecera. 

Art. 21. Los individuos délos ay unta- 
mientos serán mancomunadamente respon- 
sables por todos los acuerdos relativos á la • 
administración de las rentas y al pago de 
las obligaciones municipales, en cuanto no 
estuvieren conformes con los presupuestos 
y concesiones otorgadas por autoridad’ 
competente. 

Art. 22. Los ayuntamientos escojitarán 
los medios convenientes par/i conseguir el 
mayor producto de las rentas, arbitrios é 
impuestos municipales; y, para hacer me- 
nos costosos los servicios, cargas y obliga- 
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ciones que sobre ellos pesan; en el concep- 
to de que respecto de las rentas, arbitrios 
é impuestos, por regla general habrán de 
administrarlos los*mismos ayuntamientos, 
y en cuanto á los servicios habrárf de ser 
contratados, siempre que su costo exceda 
de*100$ y que una manifiesta convenien- 
cia 1 publica no reclamare lo contrario; en 
cuyo caso, como en el de que convenga 
contratar cualquiera renta, arbitrio ó im- 
puesto, se^ habrá de someter el acuerdo á la 
aprobación del Gobierno del departamento: 

• - CAPITULO IV. 

. De la recaudación. 

Art. 28. La recaudación se hará en la 
oficina del mayormo de propios y por, él 
mismo directa ó indirectamente: * 

1. ° De los contribuyentes ó personas 
responsables al pago de las rentas, censos, 
arbitrios é impuestos que corresponden al 
ayuntamiento. 

2. ° De los arrendatarios de bienes, ren- 
tas, arbitrios é impuestos. * * 

Art. 24. Los plazos ó épocas de recau- 
dación se fijarán por el ayuntamiento con- 
forme á las instrucciones superiores v á 
las condiciones de los arriendos. 

Art. 25. En la ciudades, villas ó pue- 
blos cabeceras de ayuntamientos y en los 
demás pueblos que por su importancia lo 
juzgaren conveniente las corporaciones 
municipales, la cobranza de los impuestos 
generales se verificará á domicilio por me 
dio de los agentes que nombre el mayor- 
domo. de propios bajo su exclusiya res- 
ponsabilidad. ' 

Para la recaudación de los misinos im- 
puestos en la parte rural de los ayunta- 
mientos donde las circunstancias de la po- 
blación lo reclamaren, designarán aque- 
llas corporaciones, oyendo al mayordomo, 
los puntos mas á propósito, á fin de que 
los contribuyentes concurran cómodamen- 
te á satisfacer sus cuotas al propio mayor- 
domo ó á los agentes que al efecto hubie- 
re nombrado. 

Así los agentes cobradores, como los 
puntos y dias señalados para la cobranza 
se (Jarán á conocer con la necesaria antici- 
pación por los periódicos oficiales y por 
cedulones. 

Art. 26/ Cuando un ayuntamiento crea 


necesario nombrar un administrador espe- 
cial para algún -arbitrio ó impuesto deter- 
minado, podrá verificarlo bajo- la aproba- 
ción del Gobernador del departamento. 
En este caso la recaudación directa se eje- 
cutará por el administrador, el cual eutré- 
gafá al mayordomo de propios diaria ó se- 
manalmente, según el ayuntamiento lo a- 
cordare, las cantidades que recaude. 

Art. 27. Para que el mayordomo de 
propios pueda ejecutar la recaudación le 
pasará la contaduría: 

1. ° Los libros talonarios que la misma 
debe formar de las rentas, censos, y demas 
productos de propios, según el resultado 
del libro-registro de que trata el art. 4. ° 

. 2: ° Los que debe formar igualmente 
con arreglo á los padrones ó repartimien- 
tos de los impuestos. 

3. °- Los cíe créditos activos conforme 
al resultado de las cuentas de los años an- 
teriores ó de loa documentos que los acre- 
diten. 

4. *° Las certificaciones dé los arriendos 
de arbitrios ó impuestos que se recauden 
por este medio, y cualesquiera otros docu- 
mentos de cargo de la recaudación de los 
fondos municipales. 

Art. 28. Las hojas de los libros talona- 
rios comprenderán dos partes: en la pri- 
mera parte estará el talón y en la segun- 
da el recibo que. debe expedirse á cada 
contribuyente. En el talón se asentará por 
la contaduría el nombre del contribuyen- 
te, la cantidad que debe pagar, el impues- 
te ó carga de que procede, el plazo del 
vencimiento, y lás demás circunstancias 
que exprese el padrón, repartimiento ó li- 
bro de donde se tome el asiento. El recibo 
se cubrirá y autorizará por el mayordomo 
con las mismas circunstancias que com- 
prenda el talón, y se separará de este en el 
acto de recaudar,, anotándose, en el talón 
la fecha en que se verifique. Los libros ta- 
lonarios *e dividirán en tantos parciales, 
cuantos el mayordomo juzgue necesarios 
para la recaudación á domicilio por medio 
de los agentes. 

Art. 29. Por los libros talonarios se ha- 
rá cargo al mayordomo de las cantidades 
recaudadas, conforme al numero de reci- 
bos separados* de sus talones. 

Art. 30. Los inquilinos de casas y los 
arrendatarios ó administradores de fincas 
deberán satisfacer, por cuenta de los al- 
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quileres y productos de los bienes. en re- demas productos dedos bienes de propios, 
presentación de los dueños que estén au- se estableerán ante los tribunales ordina- 
sentes y no tengan apoderados en el pue- rios las acciones y recursos que sean pro- 
bk>, los Impuestos que recaigan sobre los cedentes conforme á las leyes 
mismos alquileres y bienes, siempre que De los deudores; por aquellos Conceptos 
Ao justifiquen tener satisfecho* el importe 
de las Rentas.' 

Art. 3 1." Los dueños o encargados de 
establecimientos de industria y comercio 
tienen obligacionule dejar prevenido á al- 
gunos de sus dependientes en caso de au- 
sencia aunque fuere momentánea, el pago 
del impuesto que les corresponda para que 
no sufra detención alguna ef encargado dé 
la cobranza al presentarse á realizarla. 

Art. 32. El pago ctel impuesto que’cor- ea la Real cédula-de 30 de Enerq de*1855. 
responda ¿fincas embargadas judicial rtien- Art. 38. El presidente del ayuntamien- 

to se hará por el administrador de las mis- tu conocerá de los expedientes de apremio 
mas, o se reclamará del juez que conozca de <jue trata el artículo anterior contrato- 
del expedienté de embargo. da clase de deudores, sin excepción de fue- 

Art.-33. # E1 que adquiera per traspaso ro alguno,. por privilegiado que sea. 
ó por cualquier t>tro medio un estableci- Art. 39. El mayordomo de propios pre- 
miento mercantil ó industrial' es résponsa- sentará mensualmente al presidente del 
ble al pago de *1 q que el mismo estableci- ayuntamiento una relación de losdeuderes 
miento esté adeudando por impuestos mu- por arbitrios é impuestos municipales con- 
nicipales. * * tra'quienes* Raya lugar al apremio, con- 

• Art. 34. Los contribuyentes que dejen foj-ine al artículo 34, y dicho presidente 
de hacer. en su domicilio el pago del im- expedirá los mandamientos de apremio 
puesto al recaudador encargado de la eb- concediendo cinco dias de^ término para 
branza, tendrán obligación de ejecutarlo el pago á los deudores por débito p ro- 
en la mayordomía de propios dentro de • pió y tres dias á los que lo sean por recau- 
lós cinco dias siguientes á la presentación dación, arriendo, administración ó alean - 
del recaudador. Si así no lo verificaren, se- ce en el manejo de fondos. • 
rán pitados por medio de cedulones que Estos mandamientos se cometerán á los 
compréndanla relación nominal de los agentesqueelijaelpresidentedelayun- 
omisos, los cuales seífijarán en la puerta de tamiento. 

la Casa Consistorial y sé publicarán ade-j Art. 40. Las juntas municipales podrán 
mas por medio del periódico que hubiere ampliar el término concedido respecto de 
en la población. Si no realizaren el pago aquellos deudores que justifiquen imposi- 
dentró de los tres dias siguientes á esta pu- bilidad de verificar el pago dentro del mis- 
blicacion, se procederá contra los deiido- j mo, pero la ampliación de este término no 
rer por la vía de apremio. * podrá exceder nunca del tiempo que me- 

Art. 35. No se admitirá excepción ni ¡ dio hasta el vencimiento del primer inme- 
reclamacion alguna de los contribuyentes ] diato plazo de los señalados, conforme á 
sin que se acompañe á ella el múbo que lo dispuesto en el art. 24. * 
justifique el pago del impuesto. Si hubie- Art. 41. Los comisionados procederán 
re lugar á la devolución en todo ó en par- 1 contra los deudoras por los medios coacti 
te, tendrá esta efecto inmediatamente. vos siguientes: 

1. ° Conminación de embargo é impo- 
CAPITULO V. 1 ^ ’ 

Del modo de proceder contra los deudores 
á los fondos municipales . 

, Art. 36. Para hacer efectivos los crédi- 
tos que provengan de las rentas, censos y para realizar con su producto el pago c^el 


sicion ae las dietas (le apremios. 

2. ° Embargo de bienes muebles y se- 
movientes, y faltando estos, de inmuebles 
bastantes á cubrir la deuda y las dietas. 

3. ° Venta de los bienes embarirados 


presentara el mayordomo de propios una 
relación mensual al presidente del a^pn- 
tamienrfco para que ésta corporación acuer- 
de lp* conveniente á la reclamación del 
pago. 

Art; 37. Los créditos que procedan de 
arbitrios ó impuestos municipales se harán 
efectivos por la vía de apremio, acordán- 
dola gubernativamente el presidente del 
ay untamiento con las apelaciones que mar- 
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débito y el de las dietas y gastos que se j bien un tecrero, caso de discordia en la ta- 
originen. _ sacion que ejecutaren los primeros. 

Art. 4%. Para la aplicación del primero Art. 48. Despuea&e la tasación de hie- 
de estos medios, los comisionados expedi- líes y antes de proceder á la aplicación del 
rón y entregarán á cada deudor una pape - ¡ tercer medio coactivo, el comisionado ha- 
leta en que se le requiera al pago dentro rá entender al deudor que va á proceder 
del término señalado, y lo consignarán, así I a la venta. 


al pié del mandamiento dé apremio^n di- 
ligencia que suscribiriel deudor requfcri- 
do^si.supiere, o dos* testigos en otro caso. ! 
Si el comisionado no hallare al deudor en j 
su casa, entregará la papeleta á cualquiera ! 
individuo de su familia tomando por tes- 
tigos del hecho á dos vecjnos inmediatos, 
quienes firmarán en todo ca$o la diligen- 
cio de entrega. 

Art. 43.. El deudor que verifique el pa- 
go de la cantidad porque se le aprémie 
dentro <íel término señalado en el manda- 
miento exhibirá el recibo .que lo acredite 
al comisionado ejecutor y le satisfará en 
el mismo acto las dietas .que hubiere de- 
vengado. 

Art. 44. Trascurrido dicho término 
sin que se hubiese verificado el pago, el 
comisionado procederá á la aplicación del 
segundo medio coactivo; y si él apremiado 
se negare á abrir las puertas de su casa ú 
opusiere cualquiera otra clase de resisten- 
cia, dará cuenta al presidente del ayunta- 
miento para que le dé 6 facilite el auxilio 
necesario. 

Art. 45. Si el embargo consistiere en 
fincas, inmediatamente después de verifi- 
cado pasará el ejecutor las diligencias al 
presidente del ayuntamiento, y leste dis- 
pondrá que se tome razón en el oficio de 
hipotecáis délas fincas embargadas, y que 
se anoten en el expediente las cargas que 
atengan, según lo que conste en dicha ofi- 
cina. 

Art. 46. El embargo se pondrá, con pre- 
ferencia á otros bienes inmuebles, en los 
que estén inmediatamente afectos al cré- 
dito que se reclame. El contador munici- 
pal tomará nota de los que sean en el ex- 
pediente de ejecución. 

Art. 47. Las fincas ó efeqtos embarga- 
dosse tasarán por peritos que nombrarán, 
uno el comisionado de apremio-’y otro el 
deudor. Si este, se negare á hacerlo dentro 
de las 24 horas siguientes al acto de la in- 
timación, lo nombrará por él el presidente 
del ayuntamiento, así como nombrará tam- 


Art. 49. En seguida se publicará por 
cedulones y en los diarios, si los hubiere, 
el embargo practicado, v se anunciará la 
venta de los bienes embargados con seña- 
lamiento de dia para el remáte: esté se e- 
gecutará á los diez dias de la publicación 
indicada, si consistiese en bienes muebles 
o semovientes, y á los treinta si en bienes 
inmuebles. 

Art. 50. Los cedulones expresarán cir- 
cunstanciadamente los bienes embargados, 
los gravámenes que tengan y el precio en 
que hubieren sido tasados, y se fijarán en 
el pueblo de la vecindad c\eí deudor, .en el 
que radiquen las fincas embargadas, en los 
inmediato^ v en los demas sitiQs de cos- 
tumbre. 

Art. 51. La venta se hará ante el pre- 
sidente del ayuntamiento en pública su- 
basta ^ con la debida' solemrydád, que- 
dando cerrado el remate en el acto sin lu- 
gar después á pinguna clase de posturas. 

Solo se admitirán para el remate las pro- 
posiciones que cubran las dbs terceras par- 
tes del valor de la tasación, y simo hubie- 
re licitadores, se retasarán los bienes y se 
procederá á rematarlos definitivamente. 

Art. 52. Si no se realizase la venta por 
falta de licitadores ó porque las posturas 
hechas no cubran las dos terceras partes 
del valor déla segunda tasación, se adju- 
dicarán por esta misma cantidad los bie- 
nes embargados álos propios del ayunta- 
miento. ' . 

Art. 58. El dueño de los bienes vendi- 
dos ó adjudicados tiene derecho al tanteo 
y á que-se le devuelva el sobrante del pre- 
cio de la venta ó adjudicación, si lo hu- 
biere. 

Art. 54. Las dietas que devengue el.co* 
misionado de apremio serán reguladas pa- 
ra su pago por la siguiente graduación (1). 

. En el primer medio coactivo, .el 1 pg 
hasta 500$ de deuda, y el £ p§ de 500$ 
arriba. „ . 

En el segundo medio el doble de las can- 
tidades que señala el párrafo anterior. 
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En el tercer medio otro 2 y 1 p§ por 
el mismo órden. 

Art. 55. Ademas de las dietas de los 
comisionados, se abonarán por los deudo 1 
res apremiados los haberes de los peritos 
tasadores, según el arancel b práctica de 
cada población; ehimporte del papel sella- 
do, los gastos de publicación de anuncios 
en los periódicos y todos los demas que 
se originen en el embargo, subasta y ven- 
ta de* bienes. 

Art. 56. Cuandode las diligencias prac- 
ticadas por los comisionados de apremios 
apareciese que alguno ó algunos de, los 
deudores contra quienes se hubiesen diri- 
jido carezcan de bienes para cubrir sus res- 
pectivos créditos, se pasará un tanto al a- 
y untamiento para que prévia Ja informa- 
ción correspondiente y oyendo al procu- 
rador síndico, acuerde si á ello hubiese lu- 
gar, la declaración de insolvencia del deu- 
dor, ó deudores y* la cancelacioji de aquellos 
créditos. Este acuerdo se llevará á efecto 
prévia aprobación del gobierno del depar- 
tamento. 

. * CAPITULO VI. 

f 

De las contratas de arbitrios y servicios 
municipales . * 

Art. 57. Para contratar cualquiera ren- 
ta, arbitrio ó impuesto, así como cualquie- 
ra de los servicios municipales, los ayun- 
tamientos instruirán un expediente en que 
conste: 

1. °, El importe del arbitrio, servicio ó 
carga con arreglo á los padrones, matrí- 
culas, cuentas xí otros datos fijos que exis- 
tan en el ayuntamiento, de los que se pon- 
drá en el expediente una razón bastante 
detallada. 

2. ° El resultado de la contrata del año 
anterior, si la hubiese habido. 

3. ° El producto del arbitrio ó el costo 
del sérvicio en el ultimo quinquenio. 

4. ° El pliego de condiciones que ha- 
yan, de regir en la administración del .ar- 
bitrio, servicio ó carga, y en el pago de la 
cantidad en que llegue á contratarse. Este 


(l) . Por circular de 29 de Agosto de 1857, se 
aumentó á 8U*1 1 p§ y á C» el ¿ del primer 
apremio, y á doble cantidad por el segundo y ter- 
cer apremio, según sea mayor ó mem r de 500 ps. 
la cantidad por que se proceda». 


pliego expresará circunstanciadamente en 
qué consiste .el arbitrio, servicio ó carga, 
la manera de administrarlo, .los derechos 
que adquiere el rematante, las obligacio- 
nes que contrae, las garantías que deba* 
prestar, y todas las demas condiciones que 
sean necesarias para el exacto cumpli- 
miento* de la contrata. 

Art. 58. El expediente así instruido se 
remitirá al gobernado? del departamento, 
el cual acordará su aprobación, si la mere- 
ciere, y. correspondiere á su* autoridad, ó 
lo remitirá al Gobierno superior •civil, si 
á el perteneciere la resolución. . * 

- Art. 59. ‘ Concedida que sea la aproba- 
ción indicada en el artículo anterior, se 
procederá al remate, en subasta pública, 
del arbitrio, servicio ó carga de que se 
trate. 

Al efecto el presidente del ayuntamien- 
to expedirá anuncios ó edictos para hacer 
pública la subasta, designando el sitio, dia 
y hora en que haya de verificarse el rema- 
te, el tipo mínimo ó máximo en que se hu- 
biere jijado el valor del arbitrio ó el pre- 
cio del servicio, y, la forma en que deban 
hacerse las posturas ó proposiciones. 

Art. 60. El remate habrá de verificarse 
ante la junta municipal despufes de los 30 
dias de su primer anuncio, si la subasta 
correspondiese á alguno de los ramos del 
presupuesto ordinario, y después de 20 
dias, si fuere relativa á los del presupues* 
to extraordinario. 

Art. 61. Los anuncios se fijarán por 
tres veces de 7 en 7 dias en la puerta dé 
la Casa Consistorial y en los demas sitios 
públicos de costumbre, así en la pobla- 
ción como en otras inmediatas. Se publi- 
carán ademas en el periódico local, si lo . 
hubiere, y en el oficial de la capital del 
departamento por tres veces diferentes 
con el pliego de las condiciones del rema- 
te. Estas publicaciones se harán constar 
en el expediente. 

Art. 62. Las proposiciones pa ra el re- 
mate se harán en pliego cerrado c on su- 
jeción á la fórmula que se hubiese estable- 
cido en el anuncio. En el sobre del pliego 
se expresará el ramo á que se refiere la 
proposición y en esta, forma podrá remi- 
tirse ó entregarse al presidente del ayun- 
tamiento durante el plazo délos anuncios 
y hasta el momento mismo de empezar el 
acto del remate. 
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Art. (58. Para que un pliego de propo- 
siciones sea admisible, habrá de ir acom- 
pañado de un recibo ó certificado en que 
conste q»ue el postor ha depositado en * la 
mayordomía cíe propios la suma que sé 
hubiere fijado en las condiciones de la su 
basta. Esta suma constituye la responsa- 
bilidad de los postores al cumplimiento de 
sus proposiciones y una vez verificado el 
remate se devolverá á todos excepto aquel 
á quien esté se le hubiere adjudicado: el 
depósito correspondiente al ultimo pasará 
á la caja municipal, en la que permanecerá 
hasta el otorgamiento de la escritura y 
prestación de la fianza. 

El mayordomo de propios expedirá á 
los postores recibos o certificados de sus 
depósitos por duplicado, y antes de empe- 
zarse, el acto del reñíate pondrá en conoci- 
miento del presidente del ayuntamiento 
los depósitos que se hay$n verificado. 

Art. 64. Podrá admitirse en equivalen- 
cia del depósito prevenido en el artículo 
anterior un documento de abono de la can- 
tidad que haya de depositarse, siempre 
qué sea dado y suscrito por persona de su- 
ficiente garantía ó arraigo a juicio de la 
junta municipal. 

Art. 65. Constituida la junta municipal 
en el sitjo, dia y hora señalados para el re- 
mate, se procederá, en acto publico que 
autorizará el secretario, á la apertura de 
los pliegos que ^e hubieren recibido, y se- 
gún el resultado de ellos el presidente de- 
clarará con acuerdo de la junta cual de las 
posturas es mas beneficiosa, admitiendo en 
seguida y por espacio de quince minutos 
las mejoras á la llana que sobre la misma 
postura se hagan; en inteligencia de que 
solo tendrán derecho á hacerlas los que hu- 
bieren presentado proposiciones escritas. 
Trascurrido este término se cerrará el 
remate á favor del que hubiere hecho, la 
mas ventajosa. 

Las dudas y reclamaciones que ocurran 
se resolverán en el acto por el presidente 
oyendo in voce á la junta municipal, y to- 
do se hará constar en diligencia que exten- 
derá el secretario, y que firmarán dicho 
presidente, los individuos de la junta, y el 
rematante si estuviere* presente, con el 
mismo secretario que certificará. 

Art. 66, Dentro de los tres dias siguien- 
tes al del remate se elevará el expediente 
al gobierno del departamento con ^1 infor- 

25 


me ü observaciones del ayuntamiento y 
de su presidente. 

Cuando no se hubiere celebrado el re* 
mate por falta de licitadores, deberá re- 
eaer el informe sobre la conveniencia de 
celebrar nueva subasta ó bien de poner el 
ramo ó servicio en administración, en cu- 
yo líltimo caso se expresarán las reglas ó 
condiciones que se juzguen oportunas. 

Art. 67. La resolución de aprobación 
ó desaprobación del remate corresponde 
ah gobernador del departamento, siempre 
que su valor no exceda de la cantidad de 
20b0$: si excediere de ésta suma, reserva- 
rá la resolución al Gobierno superior civil 
de la Isla y le remitirá para este efecto el 
expediente con su informe. 

Art. 68. Otorgada la aprobación del re- 
mate, se dará cuenta al ayuntamiento, el 
cual acordará lo conveniente al cumpli- 
miento'de la contrata en todas sus partes, 
exigiendo al contratista previamente aí 
acto de lá posesión la fianza v garantías 
que. ‘se hubiesen estipulado. De todo se 
dará conocimiento ála autoridad de quien 
procediere la resolución indicada. * * 

Si el remate fuese desaprobado, se pro- 
cederá á celebrar nueva subasta por* los 
trámites establecidos si otra cosa no se hu- 
biese determinado." • * 

Art, 69. La deliberación del ayunta- 
miento para subastar arbitrios," servicios 
ó cargas del presupuesto ordinario, ha de 
tener lugar en todo el mes de Julio del año 
anterior al que corresponda el arbitrio, 
servicio ó carga: la instrucción del expe- 
diente en los términos que se previenen 
en el artículo 56 tendrá efecto en todo el 
mes de Agosto siguiente; y el 1. ° de Se- 
tiembre se remitirá al gobierno del depar- 
tamento con arreglo á lo dispuesto en el 
artículo 57; de suerte que recibida su re- 
solución pueda ejecutarse la subasta v 
quedar terminado el remate y en trámite 
de aprobación en los primeros quince dias 
del mes de Noviembre de cada año. 

Art. 70. Sobie las subastas relativas á 
ramos del presupuesto extraordinario de- 
liberarán y acordarán los ayuntamientos 
luego que este presupuesto - obtenga la 
aprobación superior, y dentro del térmi- 
no de ocho dias se instruirán los expe- 
dientes y se remitirán al gobierno del de- 
partamento. 

1856. 
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CAPITULO VII. 

De la custodia y distribución de fondos . 

Alt. 71. Los fondos de los ayunta- 
mientos se guardarán en una caja de tres 
llaves, que deberá colocarse eñ la casa 
consistorial, en la tesorería de Real ha- 
cienda ó en el punto que bajo su respon- 
sabilidad determinen como mas seguro 
dichas corporaciones. ' 

De las tres llaves tendrá una el presi- 
dente del ayuntamiento, otra el mayor- 
domo de propios y otra el contador. Jt^ps 
llaveros serán mancom uñadamente res- 
ponsables de las existencias que deba ha- 
ber en la caja. 

Art. 72. Todos los sábados ingresarán 
en la caja los fondos recaudados en la se- 
mana, y con este objeto, el de vigilar pol- 
la mejor recaudación y exactitud* en los 
pagos, y el de fijar la distribución para la 
semana siguiente, se reunirá en los mis- 
mos dias la junta municipal. 

Art. 73. El mayordomo presentará á 
lajuqja en el acto de aquella reunión j 
una nota duplicada de las cantidades re- 
caudadas en la semana vencida, cuya no- 
ta formará por el orden mismo del presu-i 
puesto dejngresos, expresando por artí- 1 
culos los ramos de que dichas cantida- 1 
des procedan y ademas los anos á que 
pertenezcan las que provengan de atra- ! 
sos. 

Presentará igualmente el mayordomo 
lodos los libramientos que hubiese? satis- 
fecho en la semana con los* recibos de 
los interesados» 

Art. 7^. El contador presentará á la 
junta en los mismos dias una nota de los 
libramientos expedidos para su pago en 
la semana que finaliza, y otra de las obli- 
gaciones que venzan en la siguiente v á 
que deba atenderse por eL orden con que 
se hallen determinados los pagos de las 
consignaciones hechas en el presupuesto 
de gastos aprobado y conforme á los do- 
cumentos que comprueban el importe de 
cada gasto ó crédito. 

Las obligaciones procedentes de suel- 
dos 6 asignaciones por servicios persona- 
les y las demas cantidades de cuota fija 
mensual se comprenderán en la ñola de • 
la última semana de cada mes. 

Arl. 75. La junta municipal compro- 
bará la nota de recaudación, confrontán- 


dola con los libros talonarios y los demás 
documentos de carga pasados al mayor- 
i domo, los cuales exhibirá este en el acto 
| conla suma recaudada! VerificadíUacom* 
probación, la junta devolverá al mayor- 
! mo el duplicado de la nota, poniendo á 
! continuación su V. 0 B. 0 6 las adver- 
tencias á qué hubiere lugar, si no se ha- 
llare conforme. 

Confrontará también la-junta con la 
nota de libramientos presentada por la 
contaduría y la de distribución de fon- 
! dos de la semana, los libramientos paga- 
dos. que el mayordomo hubiere exhibi- 
do. • 

Art. 76. Hecha la comprobación' y 
confrontación prevenidas én el artículo 
anterior, procederá la junta á verificar 
el arqueo de los fondos y en vista de su 
resultado, del de la recaudación de la 
semana y de la nota de obligaciones que 
veqzan en la siguiente, acordará la dis- 
tribución, aprobando ó modificando la 
propuesta por el contador. 

Si los fondos con que se contare no al- 
canzasen á cubrir las obligaciones, acor- 
dara las que hayan de atenderse con pre- 
ferencia, cuidando en las semanas suce- 
sivas de comprender las demas hasta la 
extinción del débito total El alimento de 
los presos, los sueldos y asignaciones por 
servicios personales y las demas atencio- 
nes de la misma naturaleza serán siem- 
pre consideradas de pago preferente. 

Art. 77. Acordada la distribución: se 
dará una nota de ella al mayordomo, ha- 
ciéndole al mismo tiempo entrega de los 
fondos necesarios para cubrirla, y dando 
ingreso en la caja al resto de lo recauda- 
do si quedare. 

Una nota igual se entregará al conta- 
dor y otra se pasará al ayuntamiento con 
copia del acta déla junta. 

CAPITULO Mil. 

De la ordenación de pagos. 

Art. 78. Los gobernadores y tenien- 
tes gobernadores, presidentes de los 
ayuntamientos son los ordenadores do 
pagos de las obligaciones municipales. 
En tal concepto, autorizarán los libra- 
mientos contra la mayoidomía de pro- 
pios. 

Art. 7D. El epntador extenderá los 
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libramientos con arreglo á la nota de dis- 
tribución acordada por la junta munici- 
pal y el presidente del ayuntamiento los 
firmará, anotando al pié el primero bajo 
su firma, haber tomado razón. en conta- 
duría. 

Art. 80. Los libramientos extendidos 
y firmados en la forma que se prescribe 
en el artículo anterior se pasaráivinme- 
diatamente á los interesados por el orde- 
nador para que se* presenten á cobrar 
del mayordomo, que los recogerá con el 
recibo puesto á continuación. 

Art. 81. *Lo$, ordenadores de pagos no 
contraen, en la expedición de los libra- 
mientos conforme á lanotade distribución 
semanal, mas responsabilidad que la 
que les alcanqe con los demas individuos 
de las juntas por los acuerdos de las mis- 
mas. 

Art. 82 Los presidentes de los ayun- 
tamiento^, ordenadores de pagos, cuida- 
rán de que se lleve la contabilidad muni- 
cipal en la forma que se establece en es- 
ta instrucción, adoptando al efecto las 
providencias convenientes, ya por sí mis- 
mos, ya con acuerdo de las juntas y de 
ios ayuntamientos en los casos que ccor- 
responda. 

CAPITULO IX. 

De la mayurdum'ui de propio*. 

Art. 83. Cada ayuntamiento nombra- 
rá un mayordomo de propios y arbitrios 
que-desompefie la recaudación de todos 
los fondos municipales, conforme á lo 
prevenido en.esta instrucción y á lo que 
acuerde el ayuntamiento ó la junta mu- 
nicipal encargada especialmente de vigi- 
lar la recaudación y ejecutar la distri- 
bución de dichos fondos. 

Art. 84. Para el nombramiento de ma- 
yordomo se publicará la vacante por 
edictos en los parajes públicos de costum- 
bre y en los periódicos oficiales, á fin de 
que las personas que aspiren' al desem- 
peño de aquel cargo presenten sus pro- 
posiciones. 

Estas giraráb sobre el tanto por cien- 
to ó la retribución que hayan de perci- 
bir los interesados v sobre las garantías 
que hayan de prestar al ayuntamiento. 

Art. 85. En vista de las proposiciones 
presentadas, el ayuntamiento procede- 


rá á la elección del mayordomo entre los 
que las hayan hecho mas ventajosas, 

1 siempre que concurran en sus autores las 
circunstancias que deben adornar á un 
funcionario público. En otro caso como 
en el de que juzgare inaceptables todas 
las proposiciones, el ayuntamiento po- 
drá elegir libremente. 

¡ La elección se hará por mayoría ab- 
soluta de votos, pero se requerirá para 
proceder á ella la concurrencia de dos 
terceras partes por lo menos de los indi- 
viduos de la corporación municipal. Si 
| de la primera votación no resultase ma- 
'yoría absoluta en favor de* ninguno de 
los candidatos, *se procederá á la segun- 
da entre los dos primeros que la hubie- 
sen obtenido relativa. Encaso de empa- 
te, se repetirá también la votación, y si 
diese igual resultado el voto del presi - 
| dente decidirá. 

Verificada la elecciofa, se someterá ú 
j la aprobación del gobierno del departa- 
mento, remitiendo al efecto el expedien- 
j te original ó certificación literal de él li- # 
brada por el secretario del ayúnta- 
! miento. 

¡ Art. 86 .. El nombramiento ele mayor- 
domo se hará, por el término de 3 años, 
y á la conclusión de estos podrá proro- 
garse por otros tres, si fel ayuntamiento 
lo estimase conveniente; en cuyo caso se 
someterá el acuerdo á la aprobación del 
gobierno del departamento. Si el mayor- 
domo lío estuviese dispuesto á optar á la 
I próroga, deberá ponerlo en conocimien 
to del ayuntamiento con tres meses de 
antelación al término de su cargo. 

Art. 87. El mayordomo de propios no 
podrá ser separado durante el tiempo 
l prefijado sino en virtud de causas graves 
y mediante un expediente justificativo de 
las mismas; pero tampoco le será admi¿ 
tida la renuncia del cargo sino por causa, 
ilegítima debidamente justificada. En 
ambos casos'el .ayuntamiento someterá 
su acuerdo á la aprobación del gobierno 
del departamento. 

Art. 88. La retribución que haya de 
percibir el mayordomo de .propios se fi- 
jará para cada uno de los medios direc- 
tos ó indirectos de recaudación en el pre- 
1 supuesto ordinario. 

Art. 89. El mayordomo Ha de afian- 
zar el cumplimiento de su encargo con 
* el vqlor de un diez por ciento del impqr- 
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te total del presupuesto de ingresos. contabilidad de sus operaciones en tres 
El valor de la fianza consistirá en di- libros: Diario , Mayor y de Caja . 
ñero efectivo depositado en arcas reales: En el Diario se sentarán por orden de 

en acciones de compañías ó sociedades fechas y correlativamente: l.° todas las 
anónimas al precio que designe el go- partidas que hayan de acreditarse en el 
biernodel departamento según el cor- mayor según fueron presupuestadas por 
ríante en las plazas, cuyas acciones se ingresos y gastos: 2.° las que sucesiva- 
depositarán también en arcas reales, ó mente, vayan haciéndose efectivas por 
en bienes inmuebles libres de gravámen, cobro ó pago á cada ramo ó artículo 
cuya tasación exceda en una mitad de del presupuesto: 3.° el resultado final del 
la cantidad señalada para fianza. Debe ó Haber que según el Mayor pro- 

Los valores que se presenten en fianza duzcan las cuentas por ramos p artícu- 
permanecerán constantemente sujetos á los. 

ella, mientras dure la responsabilidad | En el Mayor se llevarán las cuentas 
de mayordomo, y se repondrán y áurnen- por Debe v Haber á cada uno de los ra- 
tarán cuando sea necesario. ' mos ó artículos del presupuesto, y se 

Art. 90. El expediente de fianza del sentarán todas las partidas que á cada 
mayordomo se ha de someter á la apro- ramo ó artículo correspondan, según el 
.bacion del gobierno del departamento resultado del libro Diario. Estas cuentas 
depues que el ayuntamiento la conside- se ferrarán al finalizar el ejercicio del 
re bastante, y se conforme con las ga- presupuesto, y si entre las partidas car- 
rantías prestadas, bajo la responsabilidad gadas, según el presupuesto y \& que do- 
general y mancomunada de todos losin- ban cobrarse ó pagarse, hubiese alguna 
«dividuos de la corporación. ■ diferencia, se incluirá esta bajo el con- 

Art. 91. Los mayordomos están en la cepto de créditos anulados. 
obligación de exigir y cobrar" de todos En el libro de Caja se sentarán, en 
los contribuyentes por sí ó por medio de el Debe todas las partidas que ingre- 
las personas que deleguen bajo su ex- sen en poder del mayordomo, y en el 
elusiva responsabilidad, todas las canti- Haber todas las que pague sin nece- 
dades que rigurqn en los libros talonarios, sidad de subdividir c*ta cuenta por ra- 
testimonios y documentos que les pase la mosó artículos.* 

contaduría. En cada partida de los tres libros se 

Si dejaren de exigir* alguna partida ó ¡ anotará no solo la fecha y demás cir- 
de cumplir cuanto se prescribe en esta j cunstancias que la clasifiquen, sino tam- 
instrucción y cuanto se les prevenga por! bien el número ó folio de referencia de 
el ayuntamiento ó por la junta munici- ! cada una. 

pal, serán responsables a la indemniza- En la primera hoja de cada libro se 
fcion de aquellas partidas y por los per- anotará el número de las que comprenda, 
juicios que se sigan á los fondos muni- y. el objeto á (píese destina, cuya nota 
cipales. autorizarán el presidente y contador del 

Art. 92. Están igualmente en la obli- i ayuntamiento, rubricando y foliando ade- 
gacion de pagar todos los libramientos i mas todas las hojas, 
rjuc se les presenten en la forma y ler- Art. 95 Ademas de los libros que ex- 
minos oue se prefijan en esta instrucción presa el artículo ‘anterior, podiá llevar 
y si no lo hicieren incurrirán en la mis- el mayordomo los auxiliares que co li- 
ma responsabilidad. ¡ceptúe convenientes parala mas clara 

Art. 93. Los mayordomos darán parte intelijencia.de la contabilidad de la ma- 
ní ayuntamiento de todas las vicisitudes i yordomia. 

(pie ocurran enlaS fincas, censos, arbi-j Art. 9(5. El mayordomo de propios 
trios, impuestos, derechos y acciones que confrontará semanalmente en la oficina 
corresponden al ayuntamiento, para que del contador los asientos de sus libros 
por este se acuerde lo que convenga so- con los de la contaduría, haciendo en 
bre ellas, asi como para que se anoten ellos las rectificaciones que sean precisas 
las variaciones importantes en el regis- 1 para que haya la debida conformidad en- 
tro de las rentas. | tre los libros de ambos funcional ios y 

Art. 94. Llevarán los mayordomos la i los documentos de su referencia. 


Digitized by v^.ooQLe 



MUNICIPAL. 


139 


Al t. 97. Los libros de contabilidad se 
renovarán todos los años y. á la conclu- 
sión de cada uñóse -entregarán al ayun- 
tamiento después que el mayordomo ha- 
ya formado y presentado su cuenta. 

, Los documentos en que se funde la re- 
caudación y pagote acompañarán ori- 
ginalmente á la .cuenta para su compro- 
bación. 

Los que no hayan de incluirse en la 
cuenta se entregarán con los libros al 
ayuntamiento. 

Art. 98. Los mayordomos formarán 
cada tres meses un resúmen de los ingre- 
sos y pagos verificados durante el tri- 
mestre, siguiendo en su forma el mismo 
orden del presupuesto. Al final del re - 
súmen expresarán fas- existencias del 
trimestre precedente, la totalidad de lo 
cobrado y pagado en el trimestre á que 
se refiere el resúiílen, y las existencias 
que de todo ello resultaren. 

Art. 99. El resúmen de que habla el 
artículo anterior será presentado por el 
mayordomo el dia l.° del mes siguiente 
á la conclusión del trimestre, al presi- 
dente del ayuntamiento, quien lo pasará 
al contador para que lo examine y ano- 
te su conformidad; ó haga las observa- 
ciones á que pudiere dar lugar. De su 
resultada se dará cuenta á la junta mu- 
nicipal; y con las advertencias que hicie- 
re se pasará de nuevo al ayuntamiento, 
«•uva corporación acordará en su vista 
lo que le pareciere conveniente acerca 
del estado de la recaudación e inversión 
Vle los fondos. Hecho esto, el mismo pre- 
sidente remitirá al' gobernador del de- 
partamento dentro de los dfcho dias si- 
guientes al vencimiento del trimestre 
(lidio resumen con copia del acta de la 
corporación municipal y con las obser- 
vaciones que juzgue necesarias. 

El gobernador del departamento lo 
elevará á su vez con el informe que crea 
oportuno al gobierno superior civil. 

• CAPITULO X. 

Déla contaduría. 

Art. 100. Los ayuntamientos nombra- 
rán la persona que deba desempeñar las 
obligaciones impuestas al contador en 
la presente instrucción y las comisiones 
é informes análogos que se le encomen- 


daren por acuerdo de los mismos ayun- 
tamientos ó de las juntas municipales. 

En la elección para este cargo, ade- 
mas de tener presentes las circunstan- 
cias que deben concurrir en un* funcio- 
nario público, se observarán las reglas 
establqpidas para la del de mayordomo 
en el párrafo 2. ° del art. 85, y el nom- 
bramiento se someterá asimismo á la 
aprobación del gobernador del departa- 
mento. 

En los ayuntamienloscuyo presupues- 
to ordinario de ingresos no exceda de 
100,000 pesos, el secretario egercerá á 
lá vez las funciones deT contador. 

Art. 101 *E1 sueldo que haya de dis- 
frutar el contador municipal se designa- 
rá en el presupuesto ordinario. 

Art. 102. Será cargo del contador 
formar donde no los. hubiere, con arre- 
glo á los datos que le suministren los 
ayuntamientos üas comisiones de estos 
diputadas al efecto, los libros-registros 
de los bienes rentas, y derecho* de la 
municipalidad, y de sus cargas y obliga- 
ciones, conforme álos artículos 4 y 1Q; y 
de estos libros, una vez autorizados por 
el ayuntamiento, sacará una copia que 
conservará en la contaduría para los 
usos convenientes. 

Art. 103. Será también obligación del 
contador promover cerca de la junta 
municipal las reclamaciones á que pu- 
diere haber lugar por el descubrimiento 
que hiciere de cualquiera propiedad, ar- 
bitrio ó derecho municipal que se halla- 
re en abandono. 

Art. 104. El contador municipal lle- 
vará libros de contabilidad iguales á los 
del mayordomo de propios. 

Art. 105. Llevará ademas los siguien- 
tes: 

1. 0 El del personal de los empleados de 
los diferentes ramos de la administración 
municipal con expresión de las fechas de 
sus nombramientos, sueldos ó asignacio- 
nes que disfruten, vicisitudes que experi- 
menten, haberes que devenguen y per- 
ciban y alcances que les resulten en fa- 
vor ó en contra. 

2. ° El del material o sea de gastos de 
todos los ramos de la administración mu- 
nicipal con expresión de lo que importen, 
de lo que se pague y de lo que resulte 
: adeudarse por cada ramo 6 artículo. 
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3. ° El de las deudas activas que com- 

f >renda no solo el nombre y vecindad de 
os deudores, sino también la proceden- 
cia del crédito, y en resúmen las dilijen- 1 
cías que.se vayan practicando para con- 
seguir su cobro. 

•1. c *EI de las deudas pasivas con ex- 
presión de los nombres y vecindad-de los 
acreedores, la- causa y época de su crédi- 
to y el motivo de su descubierto. 

Art. 106. Hará semanalmente la con- 
frontación de sus libros, Diario , Mayor 
v de Caja con los del mayordomo, ha- 
ciendo en ellos los asientos, rectificado-, 
nes, y advertencias que convengan para 
que naya la debida conformidad entre 
los libros de ambos funcionarios y lo s 
documentos en que se funden* 

Art 107. El contador formará men- 
sualmentepor ramos del presupuesto las 
nóminas de los empleados dependientes 
de la administración municipal, conforme 
al resultado del mismo presupuesto y al 
del libro del personal. . 

Al pié de cada partida que compren- 
da la nómina aparecerá el recibo del in- t 
teresado que acredite el pago que debe 
ejecutar el mayordomo, conforme á los 
libramientos que se expidan, á los cua- 
les han de aconxpañar las nóminas. 

Art. 108. El contador examinará todos 
los documentos de gastos y pondrá en 
ellos la nota de conformidad con los pre- 
supuestos y acuerdos del ayuntamiento 
para que puedan justificar competente- 
mente los libramientos que para esta cla- 
se de atenciones se expidieren. 

Art. 109. El contador examinara la 
cuenta anual que rinda el mayordomo de 
propios y certificará á continuación de 
la misma hallarse conforme con los li- 
bros y asientos de la contaduría y con 
los documentos de su justificación. Si no 
hubiere conformidad cintre estos, aque- 
llos y las cuentas, lo expresará el conta- 
dor, manifestando en qué consiste la di- 
ferencia. 

Art. 1 10. Confrontará la relación de 
los créditos activos, que acompañe el 
mayordomo á su cuenta, con el resulta- 
do del libro que refiere el párrafo 3. c 
del artículo 105, y hara en consecuencia 
las observaciones que halle procedentes. 

Art. 111. El contador, después de 
examinar la cuenta del mayordomo, for- 
mará y acompañará á la misma una re- 


lación de créditos pasivos conforme al 
resultado de los libros que se indican en 
los párrafos l.°, 2.° y 4.° de dicho artícu- 
lo 105, y de ello hará expresión en la cer- 
tificación de exámen de la cuenta. 

CAPITULO XI. 

Del cierre y formación de cuetHus. 

Alt. 112. En fin de cada ano se cer- 
rarán las cuentas de todos los ramos que 
comprenden los presupuestos por el ór- 
den de artículos que estos contengan v 
se formará el balance que acredite el re- 
sultado final de aquellas. 

El dia l.° de Eneróse hará por la jun- 
ta municipal un arqueo' que manifieste 
aquel resultado, y la cantidad existente 
en fin del año anterior, y se remitirá in- 
mediatamente al* gobernador del depar- 
tamento copia del acta que se forme. 

Al t 113. La cantidad existente y las 
obligaciones que se hallaren pendientes 
en fin de cada año se trasladarán al ejer- 
cicio del siguiente en calidad (Je resul- 
tas del anterior, formando capítulo adi- • 
cional al presupuesto ordinario; cuya 
cuenta de ingresos y gastos se llevará 
con la misma especificación que la de los 
demás de¡ presupuesto corriente. 

Art. 1 14. -Cerradas quesean las cuen- 
tas procederá el mayordomo á la forma 
cion de la que debe dar al Tribunal su- 
perior territorial por medio del ayunta- 
miento y junta municipal, para justifi- 
car la recaudación y pagos hechos du - f 
rante el año v ejercicio cerrado. 

Art. 1 15. La cuenta que rinda el nía- * 
yordomose arreglará al orden de capítu- 
los y artículos de los presupuestos, co- 
locando primero las partidas de cargo 
que correspondan al presupuesto ordi- 
nario, y después las del extraordinario, 
si lo hubiese habido. En la data se segui- 
rá el mismo orden. 

El resultado general se totalizará en 
resumen al final de la cuenta. 

Art. 116. Esta cuenta se referirá* á re- 
laciones especiales que para cada capí- 
tulo de los presupuestos formará el ma- 
yordomo, refiriéndose en ellas á la vez á 
los documentos de justificación que han 
de comprender las mismas relaciones. 
Estas seguirán el orden de capítulos de 
los presupuestos. 
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Art. 1 17. La cuenta se justificará: 

En el cargo, con los libros talonarios, 
testimonios de rentas y demas documen- 
tos que para la recaudación hubiese pa- 
sado al mayordomo la -contaduría mu- 
nicipal. 

En la data, con los libramientos expe- 
didos por el presidente del ayuntamiento, 
r intervenidos por la contaduría? con las 
nominas y documentos de su comproba- 
ción, y con los recibos de los intere- 
sados. 

Para la datado crédito* no 'cobrados 
servirán de documentación los recibos 
talonarios que contengaji los libros de 
esta clase, los cuales serán sustituidos 
por otros nuevós en el ano siguiente. Una 
relación nominal acreditará el importe 
parcial de cada recibo, y su totalidad 
general por ramos o artículos del pre- 
supuesto. 

Todos los documentos de justificación 
se numerarán por orden correlativo. 

Art. 1 18 Las cuentas especiales de ra- 
mos que estén al cuidado de directores, 
administradores 6 comisionados particu- 
lares se incluirán en la cuenta general 
fiel mayordomo. Al efecto hará este las 
reclamaciones oportunas por medio del 
presidente del ayuntamiento para que le 
sean remitidas con tiempo antes de la 
formación de su cuenta. 

Art. 119. El dia U de Febrero presen- 
tará el mayordomo ,al presidente del 
ayuntamiento la cuenta del ano ante- 
rior con los documentos de su comproba- 
ción. El presidente la pasara á la conta- 
duría para que la examine. y censure 
lo mismo que á la junta municipal*; y 
después se dará cuenta al ayuntamiento 
para que oyendo el informe del procu- 
rador síndico acuerde acerca de su apro- 
bación y remisión al gobierno superior 
civil por conducto del del departamen- 
to. 

Todos estos trámites se lian de cum- 
plir en todo el mes de Febrero para que 
el 1 ° de Marzo se verifique preciso men- 
te la remisión indicada. 

Art. 120. Antes de remitir el ayunta- 
miento al (íobiernosuperior civil la cuen- 
ta y los documentos de su compro- 
bación, se sacará por el secretario una 
copia literal; que se archivará en el mis- 
mo ayuntamiento. 


! CAPITULO XII. 

! 

De la publicación de los presupuestos 
y cuentas . 

Art. 121 . Los ayuntamientos harán pu- 
blicar anualmente en los diarios de la 
población una copia del presupuesto al 
remitirlo á la aprobación de la autoridad 
superior. A elidía copia acompañarán las 
notas ú observaciones que puedan ser 
necesarias para su mejor intelijencia. 

En los pueblos donde se carezca del 
indicado medio de publicidad/ la- copia 
de que trata el párrafo anterior se pon- 
drá de manifiesto al público en la secre- 
taria del ayuntamiento por el término 
de quince dias, anunciándose asi en ce- 
dulones que se fijarán en la puerta de la 
casa consistorial y en los (lemas para- 
jes de costumbre. 

Art. 122. Igual publicidad se dará a 
una copia de la cuenta del ejercicio ' fe- 
necido al tiempo de remitir la original á 
la autoridad superior civil. 

Art. 123. Las copias del presupuesto 
y de la cuenta destinadas á la publicidad 
serán autorizadas por el presidente y se- 
cretario del ayuntamiento. 

CAPITULO XIII. 

Dispos ¡dones generales. 

Art. 124. Donde no hubiere ayunta- 
mientos, lasjuntas municipales cumpli- 
rán en todas sus partes cuanto en esta 
instrucción se deja prevenido respecto 
de aquellas corporaciones. 

Art. 125. Todos los fondos de cual- 
quier ramo que sean, que por cualquiera 
causa, razón 6 motivo pertenezcan al 
caudal de los pueblos, se centralizarán 
en las municipalidades y formarán un 
acerbo común con los fondos de propios 
y arbitrios. 

Art. 126 . Queda derogado todo lo que 
en los reglamentos y otras cualesquiera 
disposiciones anteriores se oponga á lo 
prescrito en la presente instrucción, de 
la cual se dará cuenta al gobierno de 
S. M. páralos efectos que correspondan. 

Habana 10 de Julio de 1856. — José de 
la Concha . 

' lu II. <!«*) *j 7 de Julio.) 
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Real orden de \.° de Setiembre de 
1856, aprobando las disposiciones adop- 
tadas en 9 de Agosto de 1 855 para los re- 
mates de los bienes de propios y arbitrios 
y de toda clase de servicios municipales. (1) 

Gobierno Capitanía general y Supe- 
rintendencia delegada de Hacienda, de 
la siempre fiel isla de Cuba — Secretaría 
de gobierno. — Ministerio de Fomento. 
— Ultramar. — Núm. 94. — Escelentísimo 
Sr. — Vista la carta de V. F. núm. 399 de 
7 de Setiembre último v las disposicio- 
nes adoptadas ñor V. E. en 9 de Agosto 
de 1855 que tienen por objeto la sim- 
plificación de los trámites que hasta en- 
tonces se han observado en esa Isla en 
la formación de los expedientes para los 
remates de los bienes de propios y arbi- 
trios y de toda clase de servicios muni- 
cipales, S. M. de conformidad con lo 
propuesto por V. E. se ha servido inferir 
su aprobación á las ya expresadas dispo- 
siciones. De Real orden lo digo á V. E. 
para su conocimiento y efectos corres- 
pondientes. — Dios guarde á V. E. mu- 
chos años. Madrid 1 . ° de Setiembre de 
1 856.— Collado.- Sr. Gobernador Capitán 
general de la isla de Cuba. 

R. I). de o de Setiembre de 1 856 aj /ro- 
bando los impuestos municipales y autori- 
zando al Gobierno Superior de la Isla pa- 
ra adoptar las demas medidas que consi- 
dere convenientes para mejorar la admi- 
nistración inferió r de los pueblos. 

Gobierno, Capitanía general, Supe- 
rintendencia delegada de hacienda de 
la siempre fiel Isla de Cuba. — Secreta- 
ría de gobierno. — De Real orden expe- 
dida por el Ministerio de Fomento y Ul- 
tramar con fecha 6 de Setiembre último 
se ha comunicado á este Gobierno su- 
perior civil, el Real decreto siguiente: 

“Deseando, sin perjuicio de Tas refor- 
mas que hayan de adoptarse para mejo- 
rar la administración interior de las po- 
blaciones de la siempre fiel isla de Cu- 
ba en la organización de sus ayuntamien- 
tos, y en el régimen y formalidades de 
sus presupuestos y contabilidad, que do- 


(1) l..»- 5 disposiciones aprobada* sr injertaron 
en lo* Axai.es de 1855 p. 1 25. 


tadas las municipalidades de medios, de 
que hasta el dia han carecido, para pro- 
mover el bienestar mor^l y material de 
aquellos habitantes, puedan satisfacer 
desde luego necesidades hoy desatendi- 
das de seguridad, policía, instrucción, 
beneficencia y otros objetos del mayor 
interés local, oida la junta consultiva de 
Ultramar, y conforme con lo que con 
acuerdo del consejo de Ministros, me ha 
propuesto el de Fomento y Ultramar, 
vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Se aprueba el impuesto 
de cuatro por ciento sobre la renta de las 
casas y demas edificios urbanos, el dos 
por ciento sobre la de las fincas rurales 
y el proporcional sobre la industria y el 
comercio establecidos en la Habana por 
el Gobernador Capitán general de la is- 
la de Cuba, como arbitrio para cubrir las 
atenciones municipales de aquella pobla- 
ción. 

Art. 2. ° Se faculta al mismo Gober- 
nador Capitán general para que, según 
lo demanden las necesidades de cada 
pueblo en el corriente y años sucesivos, 
extienda á los demas de la Isla las im- 
posiciones expresadas en el artículo an- 
terior, sin que las cuotas exigibles á la 
industria y al comercio en cada clase ó 
profesión puedan exceder de las dos ter- 
ceras parles de las que á iguales profe- 
siones ó clases se fijan para la capital en 
la tarifa acordada por dicha autoridad. 

Art. 3.° En el caso de que los arbi- 
trios actualmente establecidos y los que 
se establezcan conforme á este decreto 
no bastasen en algún ó algunos pueblos / 
á cubrir sus gastos, ó en el de que con- 
viniese á la localidad sustituirlos con 
otras imposiciones mas adecuadas, el 
Gobernador Capitán general, á propues- 
ta de los ayuntamientos respectivos, y 
oyendo á la junta superior de propios y 
arbitrios y á la de autoridades, acorda- 
rá interinamente la creación de los que 
fueren necesarios, dando cuenta* á mi 
Gobierno para la resolución que sea con- 
ducente. 

Art. 4. ° Mientras se dictan las re- 
glas que definitivamente fijen la forma- 
ción y aprobación de los presupuestos y 
demas prácticas de la contabilidad mu- 
nicipal, se faculta igualmente al Gober-' 
nador capitán general, para adoptar so 
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bre el particular las disposiciones que' Se hace pues indispensable que V. S. 
considere mas convenientes. (J) V 4e acuerdo con ese -ayuntamiento dis- 

* * Art. 5. ° Por el ministerio de fomento ponga proceder al nombramiento de ma- 

y ultramar se dictarán las que corres- yordomo de propios déla misma con arre- 
dondan parala ejecución de este decreto, gloá las basesque establécela instrucción . 
Dpxlo en palacio á 5 de Setiembre de citada, ordenando desde luego la publi- 
1856.— Está rubricado de la Real mano, cacion de edictos para la presentación 
—El ministro de* Fomento* y Ultramar, dé los que. deseen mostrarse aspirantes á 
José Manuel de-Collado. diclia plaza, conforme á lo dispuestp en 

v * fco que lié dispuesto* so publique por el artícidq' 31, en el concepto de que el 
medio de la Gaceta parir "conocimiento término que lia de concederse para la 

• general. Habana <3* de Diciembre de- concurrencia de estos no podrá exceder 

1856. — Concha^. de 3T) dias ni bajar de 20, contados des- 

<K« 1 :* H. «K-l í» <h- hirinní.ii’ d<- ( ] e el (le la publicación del primer edicto. 

Dios guarde íi V. S. muchos años.— 
Decreto del Gobernador Capitán gené- Habana J. ° de Octubre de UV&G.— Con- 
ral de 1. ° de Octub'e de 1 856, mandan- C j fa --Si\ Gobernador de .... * 
do que se proceda al nombramiento de ma - * <(¡. de la. II. 2 de < >< niinv»K* I m5m.j 

yord omas de propios. - 

Circular (leí Gobierno de la Isla de 8 de * 

Gobierno, Capitanía general, supeiin- Diciembre de 1856, remitiendo modelos á 
tendencia delegada .‘de hacienda -de la los cuales deben ajustarse las operaciones 
siempre Ji.el isja. fie Cuba.— Secretaría de recaudación y contabilidad municipal. 
de gobierno.— Por. el artículo 83 y si- La ejecución de lo dispuesto en la ins- 
guientés del capítulo ’0. c de {a instruc- truccion de'10 de Julio último para la 
cionde 10 de Julio último para la admi 1 administración y contabilidad de ]os fon- 
nistracion ele los fondos de propios y ar- dos municipales, hace indispensable la 
bit r ios de la Isla se dispone, la forma en remisión de formularios y modelos que 

operaciones 
establezca la con- 

~ ! — - ; i *-•***» ivium en todos los distri- 

27 del expresado mes, .se halla desde en- 1 tos* de la Isla. Aun cuando no debe re- 
tonces vigente en todas sus partes;excep- ¡tardarse la remisión ele todos aquellos 
to en lo relativo ala contabilidad munici- ¡documentos, creo conveniente anticipar 


minos fie la isla se dispone, la ionna en remisión de formularios y mo< 
que debe procederse al nombramiento poniendo de manifiesto las oj 
dé los mayordomos de. propios. Publica- quo.aquella previene, establézc 
da aquella instrucción en la Gaceta de ¡ veniente regularidad en todos 


pal, cuyo cumplimiento, como tengo acor- 
dado, se ha diferido hasta l.° de Enero del 
año próximo de 1-857 con el objeto de evir 
tar las complicaciones consiguientes á 
toda innovación en el sistema de conta- 
bilidad vijente. si antes no se preparan 
convenientemente los medios de estable- 
cer el que debe sustituirle con todas las 
formalidades correspondientes. Uno de 
de estos es él nombramiento de mayor- 
domo do propios hecjjo con la antelación 
necesaria para^qTie previa la -oportuna 
fianza pueda entrar en el ejercicio de sus 
funciones el dia I.° del expresado mes 
de Enero. 


(1) En eumplimienfo de esta dUpn'dmon lio 
dictado el Crbbiecno superior do la Isla la circular 
de 21 de Abril ;de 1857 insertamos inas ade- 
1 a tifo, ya porcpie es complementaria de este HealJ 
decreto, ya porque, si esperásemos á la publica- 
cuín do los Axai.ks do 1857 pasaría su oportuni- 
dad, va en íin por su altísima importancia. 

26 


los relativos á la recaudación y admi- 
nistración de los impuestos municipales. 
Con este objeto acompaño á V. S. los 
adjuntos formularios, y para que ellos 
sirvan al fin expresado, se obsei-yarán 
las siguientes disposiciones. 

1 . Los libros talonarios á que se re- 
fiere el artículo 27 de la instrucción cita- 
da se formarán por lo que hace á los im- 
puestos, con arreglo al formulario núme- 
ro 1T C extendido para el impuesto sobre 
las fincas urbanas. 

2. ^ El libró que contenga las hojas 
talonarias de las fincas urbanas y los es- 
tablecimientos de industria y comercio 
se formará por caites en las poblaciones, 
y por partidos para la parte rural de las 
jurisdicciones, con arreglo á los padrones 
y matrículas dé unas y otros. El de las 
fincas rústicas por partidos, y en estos 
con separación los ¡pgenios, potreros, ve- 


gas y demás. 


1856 
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3. Las secretarías, en las cítales de- 
ben conservarse los padrones, los pasa- 
rán á la conladuria para que por la mis- 
ma se llenen anualmente los talones en, 
la forma que expresa el íormulario, pro- 
cediendo á extender cada trimestre los 
recibos que irá entregando también tri- 
mestralmente al mayordomo para la re- 
caudación. 

4. Cuando por consecuencia de equi- 
vocación en los padrones ó insolvencia 
de los contribuyentes se debiese supri- 
mir la expedición de los recibos anota- 
dos en el talón, se pondrá la correspon- 
diente nota en este, dejando unidos á él 
los recibos de los trimestres siguientes al 
no cobrado. 

5. Los libros talonarios se formarán 
.en proporción al número de contribuyen- 
tes, en términos que solo sirvan para el 

año, y lajunta municipal los confrontará 
con los padrones para asegurarse de su 
exactitud. 

6. Para llevar debidamente la cuen- 
ta de la recaudación de los impuestos se 
abrirá en contaduría un libro registro de 
los mismos, compuestos, de sesenta fo- 
lios, numerados en sus dos caras, y ru- 
bricados por el presidente del ayunta- 
miento. Este libro se dividirá en tantas 
partes iguales como sean los impuestos 
y el registro de cada uñóse llevará con 
arreglo al formulario núm. 2. 

7. 03 El 20 de Diciembre de cada año 
entregará el mayordomo en la contadu- 
ría todos los recibos de los diferentes im- 
puestos que queden pendientes de cobro, 
así de los años anteriores como del cor- 
riente, mediante relación de los mismos 
en que presente el importe total por ca- 
da impuesto de los recibos no cobrados. 
Confrontados estos recibos se volverán 
al mayordomo, y su importe será la pri- 
mera partida de cargo de los respectivos 
impuestos en el libro-registro de los mis- 
inos, según se fisrura en el citado mode- 
lo número 2. ° 

8. Cada trimestre se anotará en eJ 
cargo en el importe de los recibos que se 
entreguen por la contaduría al mayordo- 
mo, poniendo este y el contador la me- 
dia firma con arreglo al mismo formula- 
rio número 2. c 

9. En los primeros dias del último I 
mes de cada trimestre entregará el ma- 1 
yordomo en contaduría los recibos que 


resultasen incobrables, bien por equivo- 
caciones en los padrones, bien por insol- 
vencia de los contribuyentes, con una re-. 
r\ lacion expresiva de los mismos, dando la 
contaduría un resguardo provisional de 
ellos al mayordomo. Examinados por 
el ayuntamiento y declaradas por el mis- 
mo las equivocaciones ó la insolvencia, 
se inutilizarán los recibos, formándose 
í de ellos una relación para qiie se hagan 
! las anotaciones correspondientes en los 
I padrones y en los libros talonarios. 

1 10. El importe de los recibos á que 

se refiere la disposición anterior se dará 
de baja en el cargo del mayordomo, co- 
i mo se expresa en el citado formulario 
número 2. ° ; pero no serán de baja de 
, ningún modo los recibos correspondien- 
tes á la relación que el mayordomo pre- 
1 sente con arreglo á lo que se determina 
1 en el artículo 39 de la instrucción de 
10 de Julio, con objeto de expedir los 
mandamientos de apremio á los contri- 
buyentes morosos. 

II. Formado en los libros-registros 
expresados el cargo al mayordomo, co- 
mo se determina en las disposiciones an- 
teriores, se anotarán en la data las can- 
tidades que fuese entregando en caja 
semanalmente por io que hubiese recau- 
dado, conforme se dispone en el artículo 
73 de la Instrucción y con arreglo al 
formulario adjunto número 3. ° 

Del recibo de esta comunicación me 
dará V. S. aviso oportunamente. 

Dios guarde á V. S. muchos años. Ha- 
bana 8 de Diciembre de 1836. — Concha . 
Sr. Gobernador de ... . 

( ( i. <k* la ÍI. <K*I 0 , ) 

Decreto del Gobernador capitán general 
de 21 de Diciembre de 1 1336, dictando re- 
gla# para el cumplimiento de la instme- 
cion de 1 0 de Julio anterior con relación ít 
la contabilidad municipal. 

Gobierno, Capitanía general, superin- 
tendencia delegada de Hacienda de la 
siempre fiel isla de Cuba.-— Secretaría 
de gobierno. — El pliego adjunto- y los 
formularios á que se refiere-enterarán á 
V. S. de las reglas que he tenido por con- 
veniente dictar para la ajecucion de lo 
prescrito en el capítulo 7.° de la ins- 
trucción de 10 de Julio último. Ellas y 
las que por circular de 8 del corriente co- 
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mulliqué á V. S. constituyen, por decirlo 
así, un sistema completo de contabilidad 
municipal, y revelan perfectamente el 
pensamiento en cuanto al modo de lle- 
var la que se establece por la instrucción 
citada. Su sencillez las hace absolutamen- 
te aplicables ’á todos lo§ municipios, y 
permite por lo mismo que se planteé des- 
de luego el método uniforme y regular 
queconviene y quq hasta aquí se echa 
de menos en # una parte tan interesante 
del servicio municipal. 

Al celo de V. S. y al de esa municipa- 
lidad queda pues encomendada la exac- 
ta, puntual y estricta observancia de las 
reglas expresadas, restándome tan solo 
advertir que si en esa población no fue- 
se fácil obtener con la urjencia que la 
premura del tiempo demanda los libros y 
documentos para la contabilidad del año 
próximo, arreglados á los formularios a- 
cordados por este Superior gobierno, 
puede V. S. dirigirse desde luego á la 
imprenta del mismo gobierno en esta ca- 
pital, á la que se dan las ordeñes opor- 
tunas para que procure satisfacer sin de- 
móralos pedidos que se le hagan. 

Dios guarde á V. S. muchos años. — 
Habana 21* de Diciembre de 1856. — 
Concha . — Sr. gobernador de ... . 

Reglas para el cumplimiento de lo (pie 
se 'previene en el capitulo' 7. ° de la ins- 
trucción de 1 0 de Julio de 1 856. 

1 . ^ El ingreso semanal en caja de los 
fondos recaudados se verificará confór- 
mense previene én el artículo 72 de la ins- 
trucción citada, presentando el mayordo- 
mo de propios el estado de recaudación 
prefijado en el artículo 73, con arreglo 
al formulario que bajo el número 3. ° se 
acompañó á la cirdularde 8 del corrien- 
te. Su importe total se anotará en el li- 
bro de caja, formulario número 1 . ° , del 
modo que en el mismo se expresa. 

2. c El contador presentará al mismo 
tiempo á lajunta municipal, artículo 74, 
la nota de la distribución para la sema- 
na inmediata, siempre que haya obliga- 
ciones que satisfacer en ella, con arreglo 
al formulario número 2. ° Aprobada que 
sea por lajunta, ó modificada en los tér- 
minos que creyere, conveniente, se en- 
tregará su importe al mayordomo, quien 
dejará en caja un recibo provisional de i 


la cantidad que extrajere. Con ella aten- 
derá al pago de las obligaciones prefija- 
das en la nota de distribución mediante 
los libramientos que extenderá el conta- 
dor conforme al formulario número 3. ° 

3. En la primera semana de cada 
mes presentará el mayordomo de pro- 
pios lina relación de los libramientos sa- 

l tisfechos conforme á las distribuciones 
del mes anterior por orden de capítulos 
y artículos del presupuestó, marcando al 
márien aquellos que queden sujetos á 
rendición de cuenta, y entregará en caja 
la diferencia que pueda haber entre el 
importe total de los libramientos saiisfe- 
' dios y el de la cantidad que haya reci- 
bido de la misma caja para satisfacerlos, 
retirando el recibo provisional que di» 
esta hubiera dejado. 

4. Lajunta municipal ^uidaráde exi- 
gir mensualmente cuentas á los que tu- 
viesen en caja recibos en libramientos de 
los cuales deban darlas. Presentadas es- 
tas cuentas y una vez que s*ean aproba- 
das por la juntase unirán como compro- 
bantes á los respectivos libramientos, én 
los cuales se hará constar el resultado de 
ellas por medio de la correspondiente no- 
ta, extendida á presencia del interesado 
y autorizada, según se figura al márjen 
del formulario núm. 3.° Si las cuentas 
presentadas importasen menos que* la 
cantidad del libramiento respectivo, la 
diferencia se entregará en metálico en la 
caja, haciendo constaren la misma nota 
el valor á que queda- reducido este libra- 
miento. Si por el contrario, las cuentas 
presentadas y aprobadas importasen mas 
que el valor del correspondiente libra- 
miento, el exceso se comprenderá en la 
distribución siguiente. 

5. Todos los meses se encarpetaran 
los libramientos ya satisfechos y «liquida- 
dos del mes anterior, y si hubiese algunos 
de los cuales deban rendirse cuentas, que 
aun no estuviesen liquidados por falta 
deellas.se dejaran sin encarpetar uni- 
dos á la relación con que los hubiese pre- 
sentado el mayordomo, según la regla 
3. Las carpetas se formarán con arre- 
glo al formulario número 4. ° que com- 
prende la general de los libramientos sa- 
tisfechos en el mes, y las particulares de 
los libramientos expedidos sobre cada 
capítulo del presupuesto y por artículos 
del mismo. Una vez formada la carpeta 
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general del mes no se hará alteración en 
ella. 

6. x Por fin de cada trimestre; v una 
vez dadas las cuentas de los libramientos 
correspondientes al último mes, se for- 
mará la carpeta general del trimestre 
(jiie contendrá todos los libramientos sa- 
tisfechos en el mismo y será un resúmerr 
de las carpetas mensuales, según lo de- 
muestra el formulario número 5. ° 

7. x Contiríuando la formación del li-. 
bro de entradas de caja en todo el año: 
Conforme á lo prevenido en la regla pri- 
mera, se cerrará la cuenta en fin de Di- 
ciembre; se hará á continuación el ba- 
lance de las entradas segundos asientos 
semanales y el de las salidas según el im- 
porte-de las carpetas de los libramientos 
satisfechos: y la diferencia que resulte, 
que será la existencia en metálico, será 
la primera partida de la entrada de caja 
para la cuenta del año siguiente, .según 
se figura. en el .formulario número IV 

8. & j^ n | a primera semana de cada 
* mes se remitirá al gobierno del departa- 
mento nota de lo que se hubiese actuado 
en el mes anterior en el libro de entra- 
das de la caja, haciendo el balance de Ja 
misma por entradas» y salidas en la for- 
ipa prevenida en la regla anterior para 
el balance anual. 

9. Para todas las operaciones de 
. contabilidad de la caja dispondrá la jun- 
ta municipal de los oficiales o -escribien- 
tes de las dependencias del ayuntamien- 
to que fueren necesarios. 

10. Adenms.de las disposiciones so- 

bre pagos que contiene el artículo 76 de 
la Instrucción de lt) de Julio último se 
observarán por principio general las si- 
guientes: .. * . 

Primera: El pago de las obligaciones 
del personal >c hará por- mensualidades 
vencidas y por nyminy. dejos emplea- 
dos de cada dependencia municipal. 

Segunda: La parte correspondiente al 
material se abonará con arreglo á las con- 
diciones establecidas para - los servicios 
contratados, y cu los que no ló estuvie- 
sen.' según lo reclamen las necesidades de 
los misrrtos servicios; pero de modo qué 
en todo daño no se abone mas de lo que 
estuviese presupuestado para unos y 
otros- ' * 

Tercera: K\ pago de las obligaciones 
comprendidas en los capítulos primeros | 


; y segundo, sección 1. x del presupuesto 
municipal sé ejecutará directamente por 
el mayordomo de propios á los intere- 
sados con arreglo ala primera detestas- 
disposiciones: los gastos de oficina com-" 

1 prendidos en el capítulo 3. ° se satisfa- 
rán al secretario dé.la municipalidad .se- 
gún lo acuérdela junta municipal, que* 
dando aquel funcionario sujeto, a rendir * 
cuentas: los de la policía ele seguridad 
\ comprendidos en el capítulo 4. ó inclu- 
sos los de serebos, se satisfarán al gefe 
de la’ misma policía en el.distiito: los ' de 
la Policía urbana se satisfarán con suje- 
ción á las precedentes jlisposickmes 1. 

1 y 2. x : los de instrucción pública se abo- 
narán al depositario, que lo setá uno de 
los individuos de la comisión local y que 
rendirá cuentas conforme á loque queda 
dispuesto; los de, beneficencia se satis- 
farán á los interesados 6. á los adminis- 
tradores de los establecimientos del ramo: 
los de obras públicas se ejecutarán en- 
tregando su importe al regidor que de- 
signe la Yomision del ayuntamiento ó 
junta municipal encargada de este ser- 
vicio, cuyo regidor rendirá igualmente 
cuenta: los de la cárcel se abonarán al 
alcaide de la misma yon igual obligación' 
de dar cuenta por medio de la junta de 
cárceles. -Todos los Memas gustos del 
presupuesto se ejecutarán directamente 
j)or el mayonlortu) de propios. * 

1.1. Las contadurías municipales lle- 
varán un libro general de 'registró de to- 
dos los ingresos del presupueste por ca- 
pítulos y ártí( ulos del mismo, indepen- 
dientemente del que está» prescrito para 
los impuestos municipales por la circular 
de éste Gobierno fecha 8 del corriente. 
Cuando algún artículo conío el xle les 
censos ú otro tuviere ingresos de diferen- 
c procedencia se llevará cada uno de 
estos con separación. * * 

1 2. El registro de cada Ingreso lleva- 
do separadamente y en el orden qué se 
establece én hr regla anterior ocupará 
un folio que contendrá en. nn lado el De- 
be y en el otro el Haber , con arreglo al 
formulario num. 6 o . Cuando el folio des- 
tinado ál registro de cualquiera de los 
capítulos cíe ingresos se agotare se pita- 
rá a otro para continuar registrando, po- 
niendo en el primero Ja. correspondiente 
nota de referencia .al segundo. ’ 

13. La primera partida del Debe de‘ 
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municipal. 

cada registro será la deuda que á favor i calidades, y también en otras so ha limi- 
del ayuntamiento resulte por fin del anojtado l«l imposición á determinados ar- 
anterior .yen seguida se anotarán las (tícelos. 

cantidades que le correspondan por todo . Esto no obstante, el Gobierno, qiie lia- 
el ano dé! ejerciciodel prese, puesto sien- ¡ bia dejado la iniciativa acerca de la* for- 
do de cargo del contador prevenir al raa- ¡ ma mas conveniente que pudiese , adoj)- ' 
yordomo y darle los correspondientes i tarse para el expresado impuesto immi- 
recibus para- proceder al cobro de ellas. I cipal sóbre las fincas’ rurales á los ayün : 
En el Haber deberá anotar el Contador j tamíentos* v mayores contribuyentes ¿i 
todas las cantidades que por cuenta de ¡ ellos asociados, conocedores como de- 
cada ingreso se fueren haciendo efecti- ¡ bian serlo <le las circunstancias partí- 
vas, según la nota semanal de recauda- ciliares de cada jurisdicción; apremiado 
cion que presenta el mayordomo. por la necesidad de proporcionar á los 

14. Por fin dé cada año se hará en ! pueblos los mediosde cubrir en ^el pre- 
cada uno de los registros de ingresos el sentó año sus atenciones y* obligaciones, 
balancé del Debe y el Haber; — así como hubo * de aprobar los presupuestos de 
el riel Cargo y la Data en el de los Im- gastos é ingresos formados por aquellas ^ 
jmestos municipales, y el resultado de to- ( corporaciones y . vecinos asociados, si 
dos ellos serán, los créditos activos de la ¡ bien procurando'á la vez, y en cuanto lo 
municipalidad por razón desús ingresos. ; permitió la premura del tiempo, introdü- 
E1 Gobierno se reserva acordar opor- j cir alguna regularidad en ellos, muy es- 
tunamente las reglas necesarias para la pecialmente en la parte relativa al refe- 
rendicion de las cuentas generales cor- [rido impuesto. Reservábase * empero el 
respondientes al ejercicio del presupuesto j dictar sus disposiciones para la reunión 
municipal .del año.próximo. Habana 21 J de los datos estadísticos que se echan de 
de Diciembre de 18 56. — José de la Con - menos y para el definitivo establécimien- . 
cha . (G. de la H. del .23.)* to de esa imposición municipal dentro 

' ' I de los límites que determina el. Real de- 

Circutdr del Gobierno de 21 de Abril de , creto de cinco de Setiembre último, re- 
11357, organizando la estadística délas fin- i deciéndola álo puramente indispensable 
cas rurales . ' para las atenciones y necesidades púWi- 

_ cas que ci>t á destinada á satisfacer. 

Gobierno, Capitanía general; y supe- \ este fin, teniendo presente que, con 
rintendencia delegada de hacienda de la arreglo á la-vigente instrucción pata la 
siempre fiel isla de Cuba. — Secretaría de administración de los fondos de propios y 
Gobierno.— Sección , de ayuntamientos ! arbitrios de la Isla, los ayuntamientos y 
y contabilidad, número 6951.— Circular juntas municipales deben formar en el 
—La falta de datos estadísticos su ficien-j mes de Julio próximo’ sus presupuestos 
teniente exactos acerca de la riqueza ru- 1 ordinarios pqra el inmediato año de 1858, 
ral de las jurisdicciones de la Isla dio í ti- por lo cual, es de todo punto índispensa- 
gar á que el impuesto municipal sobre la ble tengan reunidos en esa época los dá- 
mistiiá, acordado para los presupuestos tos oficiales necesarios para calcular con 
municipales vijentes. no pudiese estable- acierto sus ingresos por razón del ¡na- 
cerse désde luego con el orden y regu- puesto municipal* sobre la renta de* las 
láridad apetecibles, y sobre bases fijas fincas rústicas; y usando de las facultá- 
pará* asegurar de la manera convenid)- des qué se me conceden por el Real de* 
tola posible igualdad en su distribución, creto citado, he creido conveniente dis- 
Asi es como, mientras en unas jurisdic- poner:. . V . • 

dones, aunque pocas, las municipalida- Art. l.° Los gobernadores y. tenien- 
des tuvieron presente él valor en venta tes gobernadores, presidentes de los ay un- 
de las fincas rústicas, ó su dotación .de tamientos y juntas municipales, nimedia- 
brazos, para fijar él Cuanto de esa i mpo- «lamenté que reciban ésta circular dis- 
sicion, en otras se gravaron las p’rodiic- pondrán por bando y por los* demás mo- 
ciones destinadas á la exportación con dios de publicidad que estimen conve- 
cuotas desiguales, con absoluta exclusión nientes, que los propietarios que posean 
de las destinadas al consumo de las lo- fincas rústicas dentro del termino de ca- 
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da jurisdicción, ó sus apoderados, admi- 
nistradores ó encargados, y en su caso 
los arrendatarios 6 aparceros, presenten 
por medio de los respectivos capitanes 
de partido, y Jos de las cabeceras por me- 
dip de los mismos gobernadores y tenien- 
tes gobernadores, relaciones juradas • de 
cada una de sus propiedades, expresan- 
do su extensión superficial en caballe- 
rías de terreno cultivado y no cultivado, 
su dotación de brazos y ganados, sus pro- 
ducciones y utilidades de todas clases, 
los censos y otras cualesquiera cargas 
permanentes ó redimibles que graven las 
fincas, y el valor en renta de las mismas, 
deducción hecha de los gastos de admi- 
„ nistracion, refacción y reparos. El valor 
en renta de cada finca se calculara y fi- 
jara por sus productos ordinarios en el 
año común del último quinquenio, á no 
ser que se halle actualmente en arrenda- 
miento, pues en este caso deberá figu- 
rarse como valor en renta la misma can- 
tidad del arriendo. 

-Art. 2. c Las relacionesjuradasde que 
-trata el artículo anterior se formarán con 
entera sujeción á los modelos que so 
acompañan con los números 1 , 2, 3, 1. 
5, 6. 7 y 8, según la clase á que corres- 
ponda cada finca; para lo cual, asi como 
para la mayor exactitud y uniformidad 
de esos trabajos estadísticos, los gober- 
nadores y tenientes ^gobernadores dis- 
tribuirán á los capitanes pedáneos ejem- 
plares impresos para dichas relaciones, 
en número suficiente para todas las fin- 
cas que radiquen en cada partido, con 
arreglo á los datos y antecedentes que 
sobre el particular existan en las secre- 
tarías y contadurías de los ayuntamien- 
tos y juntas municipales. 

Art. 3. ° Cuando las fincas estén di- 
vididas en porciones ó sitios, aunque ten- 
gan estos un destino especial, como el 
cultivo de la yuca para elaborar almidón 
en artefactos construidos en los mismos 
terrenos, ó el del algodón, el del cacao ú 
otro cualquiera, se comprenderán en la 
relación jurada de la finca principal á 
que corresponda, computándose á esta 
el valor, producciones y utilidades de 
esas porciones ó sitios, salvo que perte- 
nezcan á diferentes dueños ó estén admi- 
nistrados con total separación é indepen- 
dencia; en cuyo caso sus dueños, admi- 
nistradores 6 encargados deben dar sus 


relaciones juradas eouforme al modelo 
número 9, según lo que queda por' regla 
general dispuesto, expresando sin embar- 
co la hacienda principal de que depen- 
dan ó en que radiquen. El modelo nu- 
mero 9, sirve también para las relacio- 
nes juradas de fincas que sin depender 
de otra principal no estén expresamente 
determinadas en los de los números an- 
teriores; pero nunca para las relaciones 
de las que pertenezcan á cualquiera de - 
las clases comprendidas en estos * 

Art. 4. ° Los capitanes pedáneos, tan 
luego como reciban los impresos en blan- 
co para las relaciones juradas, los dis- 
tribuirán á su vez entre los propietarios 
de fincas rústicas del partido, y en su de- 
lecto á los apoderados, administradores, 
encargados, arrendatarios ó aparceros, 
quienes los llenarán con arreglo á lo que 
queda prevenido, y autorizados con su 
firma los devolverán á aquellas autori- 
dades dentro del término de quince dias 
contados desde el en que los hubieren re- 
cibido. Si los que den las relaciones creen 
conveniente llamarla atención sobre al- 
guna circunstancia que no pueda tener 
lugar en ellas por la forma en que se. pi 
den, lo liarán por nota á continuación de 
las mismas y antes de poner la fecha y 
firma. 

Art o. T Los propietarios que por sí 6 
por medio de sus apoderados, adminis- 
tradores ó encargados de fineas rústicas, 
y sus arrendatarios 6 aparceros no prc- 
! sentaren las relaciones juradas» en el 
término que prescribe el artículo anterior 
quedarán de hecho sujetos á todas las 
consecuencias de su omisión y sin dere- 
cho á reclamar sobre las cuotas que por 
razón del impuesto municipal sobre di- 
chas fincas se les asignen con arreglo a 
la valuación que de las omitidas^ hagan 
comisiones al efecto nombradas 'previa- 
mente. 

Art. 0. c Las comisiones de que trata 
el artículo anterior serán nombradas por 
los ayuntamientos y juntas municipales 
y dadas á conocer al público por cedu- 
lones y por los demas medios de costum- 
bre con ocho dias de antelación por lo 
únenos á la conclusión del término seña- 
lado para presentar las relaciones jura- 
das de la propiedad rural. Se nombrará 
en todas las jurisdicciones una comisión 
por cada partido, incluso el de la cabere- 
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ra, compuesta de dos hacendados del mis- , 
mo, de conocida probidad y* suficiente) 
arraigo. En las cabeceras presidirán es- 
tas comisiones los gobernadores y tenien- 
tes gobernadores y en los partidos los ca- 1 
pitanes pedáneos. El mas joven de los 
individuos de cada comisión liará funcio- 
nes de secretario. 

Para los casos ele imposibilidad é in- 
compatibilidad de alguno de los vocales 
las municipalidades nombrarán, al mis- 
mo tiempo que estos, dos suplentes en 
cada partido con las condiciones expre- 
sadas. 

Art. 7. ° Los cargos de vocales y su- 
plentes de las comisiones de valuación de 
la riqueza rural de los partidos son obli- 
gatorios y gratuitos. 

Art. 8.° Es obligación de dichas co- 
misiones, no solo valuar prudencialmen- 
te conforme á sus conocimientos locales 
las fincas rústicas, cuyos propietarios, ad- 
ministradores, encargados, arrendatarios 
ó aparceros no hubiesen presentado opor- 
tunamente las relaciones juradas preve * 
nidas, formando estas por los omisos, si- 
no también examinar las que se presen- 
ten, calificar la exactitud y valor de los 
datos que contengan, y hacer todas las 
observaciones que sean convenientes pa- 
ra su apreciación por las municipalida- 
des. 

Art. 9. ° Para los fines que expresa 
el artículo precedente la comisión de va- 
luación de la riqueza rústica de cada 
partido se instalará el dia siguiente in- 
mediato á la conclusión del término se- 
ñalado para presentar las relaciones ju- 
radas en el punto del mismo partido que 
se .designe por el presidente en los oficios 
de convocatoria, ñ no haber sido prévia- 
mente designado por el ayuntamiento 6 
junta municipal. En todo caso esta de- 
signación se liará consultando siempre el 
interés del servicio y la contodidad de los 
individuos de la comisión para su con- 
currencia á las reuniones. 

Art % 10. En el acto de la instalación 
de la comisión, la autoridad que la pre- 
sida le dará cuenta de las relaciones ju- 
radas de fincas y predios rústicos que hu- 
bieren sido presentadas, y que deberán 
hallarse encarpetadas y clasificadas con 
la siguiente distinción: — Ingenios . — Ca- 
fetales. — Potreros . — Ilacieyidas de crian- 
za. — Sitios de labor y estancias . — liegas. 


— Colmenares . — Tejares . — Parias fincas 
Se presentará igualmente una nota de 
las fincas y predios, cuyas relaciones 
no haya recibido, con la misma clasifi- 
cación expuesta y con todos los detalles 
y noticias que pueda dar para que la co- 
misión forme las relaciones por los pre- 
pie tarios, administradores, encargados y 
arrendatarios omisos, ,y haga'la valuación 
de sus fincas con arreglo á lo prevenido 
en el artículo 0. ° 

Art. 11. Las comisiones de valuación 
de la riqueza rústica desde que queden 
instaladas se ocuparán sin levantar ma- 
no del examen y calificación de las re- 
; laciones juradas de que se les hubiere da- 
do cuenta, y batán sobre ellas todas las 
observaciones que crean oportunas con- 
1 signándolas en el órdeft correspondiente 
al pié de dichas relaciones: y en seguida 
procederán á formar estas por los omisos 
con arreglo á lo prescrito en el anterior 
artículo, en el concepto de que habrán de - 
dejar concluidos estos trabajos precisa- 
mente en el término de quince dias, con- 
tados desde el de la instalación. 

Art. 12. Terminados que sean los tra- 
bajos de las comisiones* y autorizados 
con las firmas de todos los individuos de 
las mismas, los gobernadores y tenientes 
gobernadores, y por conducto de estos 
los capitanes pedáneos los pasarán á las 
municipalidades sin pérdida de tiempo, 
encarpetados y clasificados en la propia 
forma que se previene por el artículo 10; 
y con una relación circunstanciada de to- 
das las fincas rústicas del respectivo par- 
tido, manifestando al mismo tiempo de 
oficio cuanto se les ociyra para la mejor 
intelijencia de aquellos trabajos. 

Art. 13. Los ayuntamientos v juntas 
municipales, tan pronto como reciban las 
relaciones juradas con los trabajos de las 
comisiones cíe los partidos procederán á 
formar el padrón general de la* riqueza 
rústica de sus jurisdicciones con arregla 
al modelo número 10. El padrón ha de 
estar formado precisamente para él 20 de 
Junio próximo, en cuyo dia y hasta 
el 30 del mismo mes se expondrá al pú- 
blico durante las horas regulares para 
que puedan concurrir á consultarlo* y 
¡examinarlos cuantos tengan interés en 
ello, anunciándose al efecto la exposición 
y los parages en que se verifique, por 
cedulones, en las casas consistoriales y 
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capitanías ele partido; y por medio de los \rt. 17. El gobernador del departa- 
periódicos donde los hubiere. metilo, cdfi vista de todo,* y dando al 

Art. H. Durante el plazo señalado en asunto la mayor instrucción que consi- 
el articulo anterior para la exposición del dere necesaria, determinará en definitiva 
padrón general, y hastaefdia 10 del mes lo que corresponda sobre las reclamacio- 
de J-iilio siguiente* loa interesados podrán nes dé agravios que fueren sometidas á 
interponer ante el respectivo ayuntarnien- j su conocimiento por apelación de los in- 
to ó junta municipal las reclamaciones j.teresados, y comunicará su resolución en 
que les convéngair sobre la valuación de el mas breve término posible, con devo- 
tos productos de sus fincas, y sobre cua- lucion de antecedentes, al gobernador ó 
lesquiera otros motivosjle agravio que el teniente gobernador de donde procedan, 
empadronamiento pueda ofrecer. Pasado 1 para su inmediato cumplimiento y demas 
dicho término, no se admitirán reclama- efectos. 


ciones de agravios de ninguna^ clase, y las 
fincas rústicas empadronadas quedarán 
de hecho sujetas al impuesto municipal 
correspondiente para cubrir las atencio- 
nes y obligaciones del presupuesto res^ 
pectivo. • . 

Art. 15. Los ayuntamientos y juntas 
municipales resolverán en él preciso tér- 
mino de quince dias, ó sea desde el 10 
al 25 de Julio, todas las reclamaciones 
interpuestas, oyendo, si lo considerasen 
necesario ó conveniente, á las comisiones 
devaluación dpjos partidos á que cor- 
respondan los relamantes. Estas resolu- 
ciones se harán, saber á los interesados 
en el perentorio término dé tercero dia, 
por medio de dilijencia formal que los 
mismos suscribirán. 

Art. 1G. Dentro de los ocho primeros 
dias siguientes á esta dilijencia de noti. 
ficacion, los interesados que Todavía se 
consideren perjudicados con la resolu- 
ción ó acuerdo de la municipalidad, es- 
tán autorizados para ocurrir en queja al 
gobierno del departamento, presentando 
sus solicitudes al gobernador ó teniente 
gobernador presidente, de la corporación 
quien deberá darles imnediatamente cur- 
so con su informe y con todos los antece- 
dentes que sean del caso. 


Art, 18. Transcurridos, los .ténffinos 
respectivamente señalados, en los artícu- 
los 14 y 16, sin que se hubiere presenta- 
do reclamación alguna de.agra.vio, $1 se- 
cretario del ayuntamiento ó junta muni- 
cipal pondrá, nota de ello en el expedien- 
te del empadronamiento, y desde enton- 
ces quedará definitivamente terminado 
el padrón general de la ri^oeza rústica, 
y vigente para todos los efectos ulterio- 
res, debiéndo darse parte al Gobierno su- 
perior civil por conducto del del depar- 
tamento, con un resúmen del núnftero de 
fincas empadronada, de sus productos or- 
dinarios y dp su líquido valor en renta, 
según el modelo número 11. Lo mismo 
se practicará cuando hayan ocurrido re- 
clamaciones, una vez resueltas y hochas 
en el padrón las anotaciones y rectifica- 
ciones á que dieren Jugar las resolucio- 
nes dictadas. 

Lo que comunico á V. S. para sil in- 
telijéncia y demas efectos correspon- 
dientes. 

Dios guarde á V. S muchos años. Ha- 
bana 21 de Abril de 1657.— Concha . — 
Sr. teniente gobernador de 


Siguen loa modelo* que se citan. 
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Relación jurada de la extensión superficial, dotación lija, productos ordinarios anuales, valor en renta y otras cinumstancias. de la 
i jftnca nombrada {aquí el nombre) destinada ¡i propiedad de D. 

1 sita en tierras del hato o corral partido de jurisdicción de 
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JURISDICCION DE 


1 

Número (Clase \ nombre Partido en que 
de órden.j de las fincas, están situadas. 

Extensión super- 
ficial en caballe- 
rías de /ierro. 

i ■ , 

| ¿ ! Uotirüm da ¡lanados. 

i=S ’ 

Cultiva- No cui- 
da. ' ti va da. 

i 

> i 

V J¡ 1 1 

|1 Vacu- 

O cj 1 

c ¡ »<»• 

De 

cerda, j 

Caba- 

llar. 

< ' 



I 


i 

i 

i 


AQUI LA FECHA Y EN SENC IDA LAS 
Firmas del presidente, individuos y secretario del ayuntamiento ó junta municipal. 
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MODELO NUM. 10. 







AÑO DE 1857. 


.2 c 

Gastos de ¡ 
administra- j 

<$: ~ "i 

- 

S|?<i 

Censos y , 

o « ü 

cioiiy refac-, 
eion y repa - 


graváme- 
nes de to - 

* O * 

ífl 

ros. • | 

S--5 

das clames 1 

Ps. ct. 

^ Ps. ct. 

1 

1 

Ps. ct. 

¡ IV. ct, 1 

L i 


Nombre del 
propietario 


Idem del 
censualista. 


Observaciones. 



! 


i 


NOTA. — -Este padrou se formará por clases y en el orden que marca el artícul2 10 de 
la circular de 21 de Abril, ponieudo el mayor cuidado en no interpolar unas clases con otras, 
á fin de que haya toda la claridad posible v sea fácil conocer al golpe de vista el número de 
fincas de cada clase empadronadas. * 
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MODELO NUJVI. 11. 


JURISDICCION DE 


Resumen de las tincas rurales comprendidas en el padrón general formado en (aquí 
la fecha que lleva el padrón) conforme á lo dispuesto por el Gobierno superior 
civil de la Isla en circular de 21 de Abril ultimo. 


Productos 'tota- 
les que se les cal-j Liquido proel ue- 
. CLASES DE FINCAS. rulan al año. to anual en renta. 

Número de las 

empadronadas. Pesos. ceiit.jPesos. cent. 

• ' I 

Ingenios Oó 2.000,000 i 2.080.000 

Cafetales *’ • 

Potreros .. ,, ' 



AQUI LA FECHA. 


V. ® B. c 

El teniente-gobernador presidente 
del ayuntamiento. 


El secretario del ayuntamiento. 
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Circular primera del Gobierno de 2 de 
Setiembre de 1857, remitiendo una ins- 
trucción para rectificar las relaciones ju- 
radas. 

Secretaria Je Gobierno. — En circular 
Je 21 Je Abril último he dictado las dis- 
posiciones convenientes con objeto Je 
que se reuniesen los Jatos oficiales necesa- 
rios para calcular con acierto el impues- 
to municipal que deben satisfacer las fin- 
cas rústicas con arreglo á la Real orden 
Je o Je Setiembre Je l85t>. ' 

líl resultado de esas disposiciones no 
correspondió al* objeto y fines que me 
propuse, según los datos que me han su- 
ministrado algunos . tenientes Gobernado- 
res; por lo cual lie acordado que se proce. 
Jaá la rectificación de las relaciones jura- 
das Je fincas rústicas por una comisión 
que se formará encada cabecera de ju- 
risdicción del modo que se previene 'en la ! 
adjunta instrucción. 

Espero del acreditado celo Je V. que se 
dedique con el mayor interes al exacto 
desempeño de las funciones que le incum- 
ben para que se llenen cumplidamente 
las prevenciones contenidas en la instrue-j 
cion adjunta, cuyos resultados se servirá 
V. comunicarme oportunamente. 

Dios guarde ¿Y. muchos .años.— Ha- 
bana 2 de Setiembre de 1857. — Concha. 

Instrucción de 2 de Setiembre de 1857 
para la rectificación de las relaciones ju- 
radas que lian presentado los propietarios 
tle fincas rusticas con arreglo á la circular 
de 21 dejibril íilt imo . 

Art. 1 c En cada Gobierno y Tenen- 
cia de Gobierno se formará una comisión 
compuesta del gobernador ó teniente go- 
bernador presidente, de uno de los alcal- 
des, de dos regidores ó vocales de la cor- 
poración municipal, del síndico procura- 
dor general, de un comerciante y de un 
propietario de fincas urbanas. Esta comi- 
sión elegirá de entre los empleados del 
ayuntamiento ó junta municipal el que 
considere conveniente para que ejerza las 
funciones de secretario. Las personas que 
hayan de componer dicha comisión serán 
citadas al efecto por el gobernador ó te- 
niente gobernador y no podrán excusarse 
de este servicio sino por causas muy pode- 1 
rosas á juicio de la propia autoridad. 


Art. 2 ~ El Gobernador ó teniente go- 
bernador reunirá todas las relaciones jura- 
das y Jemas Jatos formados por virtud de 
mi citada circular Je 21 Je Abril último. 
Pedirá álos adminitradores Je rentas, á los 
administradores ó recaudadores Je diez- 
inos, á las empresas de caminos de hierro, 
y Je almacenes, á los capitanes Je partido 
y á los Jemas funcionarios públicos Je la 
jurisdicción todos los Jatos v noticias que 
crea eon veniente para apreciar debidamen- 
te el resutado de dichas relaciones juradas. 

Art. o - Todos estos documentos so 
’ pasarán á la expresada comisión, la cual 
los examinará y según sus resultados y el 
juicio que forme cu su virtud, fijarán á ca- 
da propiedad rural con la posible exacti- 
tud la utilidad líquida, quodebo considerár- 
sele. 

Art. 4 ~ Pijadas por la comisión las 
utilidades de todas las fincas rurales se 
publicará su .resultado en los parajes de 
costumbre para que los interesados pue- 
dan presentarse ante la comisiona exponer 
sus reclamaciones en el término improro- 
gable que la misma señale. 

Art. o c La comisión oirá y decidirá 
de plano esas reclamaciones reservando 

■ al propietario el derecho de reclamar anlc 
el g< »be mador del departamento. 

Art. C> z Al terminar la comisión sus 
trabajos sedará cuenta de sus resultados 
á la corporación municipal y de hecho se 

■ pasarán á la contaduría, la cual formará el 
estado en resúmen que previene la citada- 
circular de 21 de Abril último con arre- 
glo al modelo número 1 l que se acompa- 
ñó á Ja misma circular. Los gobernadores 
y tenientes gobernadores remitirán ese es- 
tado á este Gobierno superior proponien- 
do en su vista la alteración que pueda su- 
frir el presupuesto de 1850 ya formado. 

Art. 7 z Los trabajos que quedan come- 
tidos á la comisión que ordena esta ins- 
trucción, deberán estar terminados cu to- 
do el próximo mes de Octubre. 

Art. 8 C La comisión tendrá la facul- 
tad de tomar los escribientes temporeros 
que necesite á fin de llenar los trabajos 
que se ponen á su cargo y la de señalar no 
solo el sueldo que hayan de percibir dichos 
escribientes, sino también la gratificación 
que considero deba disfrutar el empleado 
que nombren de secretario. Habana 2 de 
Setiembre de 1857. — Concha. 
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Circular segunda del Gobierno de 2 de 
Setiembre de 1857, recordando d los ayun- 
tamientos la formación de la memoria anual 
explicativa de sus presupuestos. 

Cumpliendo con lo que está prevenido 
por la instrucción de 10 de Julio de 1850 
han remitido algunas municipalidades 
de esta Isla los presupuestos que corres- 
ponden al año próximo de 1858, pero lian 
dejado de formar y remitir al mismo tiempo 
una memoria sobre ellos que deben redac- 
tar los ayuntamientos, expresando por su 
parte los gobernadores y tenientes gober- 
nadores su opinión sobre todas y cada una 
de las cuestiones. 

Para que se llene este trabajo cual cor- 
responde he acordado advertir áV. que 
en esa memoria deben suministrarse cuan- 
tos datos sean necesarios á comprenderla 
importancia de las obligaciones de la mu- 
nicipalidad y la necesidad de los arbitrios 
impuestos y demas ingresos que so inclu- 
yan en el presupuesto, teniendo para ello 
presente las bases y fórmulas siguiente-. 

PRESUPU ESTO DE CASTOS. 
capítulo 2. ° 


capítulo 6 . ^ — Instrucción pública. 

Si se considera suficiente por ahora el 
numero de escuelas y dotaciones á ella 
asignadas. . 

capítulo 7. c — Beneficencia. 

Para llenar esta atención se cumplirá 
cuanto se previene por este Gobierno en 
circular acordada sobre el asunto. 

En los demas artículos del presupuesto 
de gastos se harán las observaciones cor- 
respondientes para que el gobierno pueda 
venir en conocimiento de las necesidades 
locales de cada jurisdicción. 

PRESUPUESTO DE INGRESOS. 

Sobre este presupuesto se harán las ob- 
servaciones que el ayuntamiento crea con- 
venientes para que puedan acordarse las 
disposiciones necesarias al aumento y be- 
neficio de las fincas de propios; y se ex- 
presarán ademas las ventajas ó inconve- 
nientes que se hayan observado en la ad- 
ministración de los oficios y derechos que 
corresponden á la municipalidad. 


Se manifestará si son ó no suficiente^ k*. 
empleados que se proponen y las dotacio- 
nes que á cada uno se le asigne con presen- 
cia de cuanto se 1c ha prevenido en el pre- 
supuesto anterior y en ulteriores disposi- 
ciones. 

capítulo 3. c 

Bajo los mismos- antecedentes se mani- 
festará si los gastos de oficina que deben 
comprenderse en este capítulo abrazan to- 
das las atenciones de este ramo. 

CAPÍTULO 4 . c — Policía de seguridad. 


Se expresará si se considera suficiente la ! país. 

S olicía municipal v rural y arreglada su 
otaeion. 


ARBITRIOS. 

i Este capítulo será objeto de un deteni- 
! do examen. 

Sobre cada arbitrio se liará una especi- 
¡ íicacion circustanciada de cuanto conven- 
' ga á demostrar la conveniencia ó inconve- 
niencia de su continuación; se dirá el pro- 
ducto de cada ramo y á que suma ascende- 
rá por un cálculo aproximado el iiñporte 
de su administración, asi como el de la di- 
ferencia entre el producto y la cantidad 
que percibe el ay untamiento en los ramos 
que esten rematados, lo cual demostrará 
el gravámen que ademas del producto pa- 
i ra los fondos municipales pesa sobre el 


IMPUESTOS. 


Se harán todas las observaciones con- 
capítulo 5. c — Policía urbana. venientes asi sobre la clasificación vigente 

de las industrias y profesiones y estable- 
Se hará la misma expresión respecto de \ cimientos de comercio, como sobre las cuo- 
cadauno de los artículos que comprende tas señaladas. Se dará una noticia espe- 
rte capítulo. cial sobre la actual administración de este 

impuesto y sobre el sistema seguido en la 
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exacción de las cuotas 411c señalan las ta- 
rifas vigentes en la escala proporcional 
que las mismas establecen, según que se 
hiciese- la subdivisión gremial 6 que se exi- 
giese de cada individuo la cantidad cor- 
respondiente a, su clase. 

El impuesto sobre las lincas rurales se- 
rá objeto asimismo de cuantas observacio- 
nes sean convenientes para que el gobier- 1 
uo comprenda las ventajas 6 inconvenien- 
tes que se hayan observado en la prác- 
tica,. así sobre su imposición como sobre su 
recaudación. 

Estas memorias deberán estar redacta- 
das en todo el presente mes, y espero de 
V. dispondrá lo conveniente á su exacto 
cumplimiento. 

Dios guarde á V. muchos anos.— * Haba- 
na 2 de Setiembre de 1857. — Concha . 

Circular - tercera del Gobierno, de 2 de 
Setiembre de 1857 , pidiendo un informe 
especial acerca del arbitrio impuesto sobre 
los corma ff es. 

Por circular de este Gobierno superior 
se lian hecho las prevenciones que ha con- 
siderado oportunas para que á los presu- 
puestos municipales del año próximo de 
1858 se acompañe una memoria expresi- 
va de todas lns circunstancias relitivas á 
cada uno de los capítulos del presupues- 
to tanto respecto de los gastos como de los 
ingresos, á fin de venir en conocimiento 
de la necesidad de conceder, disminuir ó 
aumentar los unos ó los otros. 

Entre los ingresos que se lian compren- 
dido en los presupuestos del corriente año 
figuró por regla general el arbitrio sobre 
carruajes y carretas, y de su imposición y 
recaudación debieron obtener los ayunta- 
mientos datos bastantes para conocer los 
inco venientes que ese arbitrio podia pro- 
ducir á los propietarios en particular y á la 
riqueza agrícola en general sobre todo 
en la parte mas pequeña de esa misma 
riqueza. 

Por lo tanto he acordado que los ayun- 
tamientos den á este Gobierno superior un 
informe especial y separado del general 
del presupuesto, expresivo de todo cuan- 
to les parezca mas conveniente sobre el ex- 
presado arbitrio de carruajes y carretas, 
ya sea para conseguir la adopción- de re- 
glas que conduzcan al establecimiento de 


dichos arbitrios con una regularidad tal 
1 que no produzca el menor inconveniente 
ni perjuicio á la agricultura, ó bien para 
modificar ó suprimir ese arbitrio si se con- 
siderase mas gravosa su imposición que 
el beneficio que pueda resultar de sus pro- 
ductos á los fondos municipales. 

Sírvase V. pues disponer que esa corpo- 
ración municipal me dó el inforne que 
dejo prevenido. 

Dios guarde á V. muchos años. — Haba- 
na 2 de Setiembre de 1857. — Concha f 

Circular cuarta del Gobierno , de 2 de 
| Setiembre de 1857 , dando instrucciones 
.para la formación de los presupuestos 
parciales de beneficencia. 

Siendo necesario para la aprobación de 
I los respectivos presupuestos municipales 
de 1858, conocer y aprobar al mismo tiem- 
po los presupuestos de los hospitales ¿le 
caridad y casas de beneficencia, se proce- 
derá desde luego á su formación por los 
respectivos administradores, y á su exá- 
>mcn por las juntas municipales de cari- 
dad, cuyas corporaciones darán conoci- 
1 miento de su resultado á los ayuntamien- 
tos y juntas municipales para que en los 
¡ presupuestos que estos formen se com 
prenda la cantidad que debe destinarse 
| para satisfacer las necesidades precisas de 
aquellos establecimientos. 

Para los efectos de la anterior disposi- 
ción, deberá tenerse presente: # 

1. 0 Que los hospitales han de asistir 
y curar á los presos enfermos v guardas 

! rurales v municipales, puesto que los 
I ayuntamientos contribuyen ai sosteni- 
I miento de los referidos hospitales. 

2, 0 Que las casas de beneficencia no 
| deberán recoger sino á los pobres ó huer- 
t fanos de la respectiva jurisdicion y por eso 
I las que 110 tengan aquellos establecimien- 
I tos, tendrán que consignar una cantidad 

para satisfacer las dietas de los huérfanos 
ó onfermos que lleven á otras casas de be- 
neficencia ú hospitales de caridad. 

8. 0 Que el producto del depósito judi- 
cial de esclavos que desde primeros del 
año entrante dejará de figurar en el pre- 
supuesto municipal, se asignará por la 
junta de caridad al hospital ó casa de 
beneficencia que según el estado de sus fon- 
dos crean conveniente, en la inteligencia 
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< U‘ que bajo las bases que la misma acuer- 
de para el alquiler de los esclavos, se pon- 
drán eon preferencia á disposición de la M 
comisión municipal de obras publicas que 
satisfará sus jornales de lo consignado pa- 
ra aquella atención. 

Con arreglo á estos principios se for- 
marán por dicha junta los presupuestos de 
beneficencia, acompañando los parciales de 
los diferentes establecimientos: los gober- 
dores y tenientes gobernadores los pasa- 
rán al ayuntamiento y junta municipal 
y con su informe los remitirán áeste (ío- 
bierno superior, procuradlo se verifique 
en todo el mes actual. 

Loque comunico á V. pañi su mas pun- 
tual cumplimiento. 

Dios guarde á V. muchos anos. — Haba- 
na 2 de Setiembre de 1 857.-./o*e de la 
Concluí. 

Circular d el Gobierno , de 1 de Setiem- 
bre de 18.07, pidiendo ó las contadurías 
municipales estados de los arbitrios , pro- 
fesiones y fincas urbanas. 

Para tema- á la vista todos los datos 
indispensables al aprobar los presupues- 
tos municipales del ano próximo 1858, 
dispondrá V. que la contaduría municipal 
forme á la mayor brevedad y me remiti- 
rá V. los documentos siguientes: 

1. c l'na relación detallada de los ar- 
bitrios que comprenden los presupuestos 
municipales, en que se exprese la fecha de 
la orden de concesión de cada arbitrio, la 
autoridad (pie la expidió, y si lia figurado 
anteriormente en los presupuestos muni- 


cipales. También se expresará circunstan- 
ciadamente el pormenor de cada rabitrio, 
los objetos sobre que recae, v la cantidad 
que corresponde á cada uno de sus objetos. 

: > . z Un estado clasificado y con su cor- 
respondientes cuotas de la matrícula de in- 
dustria, comercio, profesiones, artes y ofi- 
; cios de esa juridiccion, conforme á los datos 
que deben existir en esa tenencia de go- 
bierno con arreglo á lo prevenido en cir- 
cular de 1. c de Octubre de 1855, tenien 
do presente para la formación de ese re- 
sumen el modelo que con el numero 4 se 
acompañó á dicha circular 

• ». c Otro estado de fincas urbanas en 
los términos prevenidos en la regla 4. 53 
de la circular de este Gobierno de 15 de 
Noviembre de 1855 (1) y en el art. 12 de 
la de 1. c de Diciembre siguiente. (2) 
Dios guarde á V, muchos años. — Haba- 
na 4 do Setiembre de 1857. — Concha. 

í<¡. lío la TI. del 17 do Stbre. i 


(lo La regla 4. " «le Ut circular de lo de No- 
viembre une so cita, omitida en los Analto do 
.1 s.V) por ser transitoria, dice así: — ”4. ~ Pasados 
¡ los término.* «pie epiedan señalados sin reclama- 
ción alguna, so declarará definitivamente termina- 
da la rectificación de) empadronamiento, y de ello 
1 se dará parte *in demora á la autoridad respecti- 
va con mi estado en (pie se exprese solamente el 
número de tinca* empadronadas y su valor total 
en renta. í.o mismo se liará cuando se presenta- 
ren reclamaciones una vez resueltas y hechas Ja* 
! rectificaciones á (pie dieren lugar las diligencia* 
instruida* v las resoluciones ei; ellas dictadas.*' 
ia. d.* ln 11. de is do Xbre. de 1S-V») 

ri ) Y . A n v i.h> de 1 855. pág 111. 
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MODELO NUMERO 4, acompañado ó ln circular de I." de Octubre de 18*55, y citado 
' /a de 4 de Setiembre de 1857. 

DISTRITO 

TENENCIA DE GOBIERNO DE 6 partido pk 


Be súmen de lapnairicula del comercio, industrio , profesiones , artes ú oficios el 15 de 
Noviembre de 1855. 

Número de ¡ Idem de curtidos ) 

matriculados. y peleterías :• 


Abogados con estudio abierto?..., 

Academias de baile 

Idem de esgrima ó tiro de pistola 
Agencias de ferrocarriles 


Idem de ferro-carriles ) 

y de negocios > 

Idem de mudadas . 

Idem de negocios 

Idem de periódicos 


Agrimensores públicos 

Alambiques y despachos de licores 

Albeiterías y herradurías de bestias... 
Almacenes de cal y materiales de ) 

fabricación > 

Almacenes de carbón animal 

Idem de carbón mineral 

Idem de carbón vegetal 

Idem de envases para azúcar y miel . . . 
Idem de envases para azúcar v miel ) 

v de tablas por mayor ! 

y de ladrillos, tejas y barros [ 

y de efectos de tonelería j 

Idem de cuadros 

Idem de cuadros ) 

y de efectos de escritorio > . 

Idem de curtidos 


- y eampeeherías ) 

Idem de depósitos 

Idem de harina 

Idem de madera y tablas conocidos > 

por talleres > 

i Idem de música ! 

| Idem de nieve' 

Idem de paños 

i Idem de papas y cebollas 

\ Idem de papas y cebollas > 

y de víveres por mayor.. > 

Idem y depósitos de leña 

Idem y depósitos de trapos... ‘.. 

Idem de venta de azúcar por mayor. . 

. Idem de venta de café por mayor 

¡ Idem de venta de azúcar, café y mié- ) 

les por mayor y menor I 

y de chocolate *. 

* y de tostar café 

j Idem de ventado tabaco en rama por" 

mayor 

Idem de venta de tabaco en rama por i 

mayor y cigarrería con marca 

y tabaquería sin marca ) 

Idem de víveres por mayor 

Armerías 

Idem y construcción de balanzas 


ESTADISTICA. 


JUNTAS MUNICIPALES. 


9. La administración municipal de la departamento OeM- uta/. 
isla de Ceba se halla á cargo délos nahiIl _ JIoil)li|- 
ayuntamientos y de las juntas municipa- cárdenas, 
les: que existen en las poblaciones si- Guamo ay. 
amientes: Pinar del Rio, ó Nueva 

AYUNTAMIENTOS. . , Filipinas. 

Sagú a y 

Departamento Occidental 9 Departa/nrnto Oriental. **'* ^ listob.il. 


f lepa rt aura uto Oriental. 

Guantánamo, ó Santa 
Catalina de Guaso. 
Xnevitas, las Tunas y el 
Cobre. 

Total tf juntas munici- 
pales en el departamento 
occidental y 4 en el de- 
partamento oriental. 


Bejucal. 

Cienf uegos. 

Gu anabaco; i. 
Güines. * 9 

Habana. 

Jaruco. 

Matanzas. 

San Antonio. 

Sancti-Spíritus. 

Santiago. 

Remedios. 

Rosario y 

Trinidad. 

29 


I Baracoa. * 

| Bayamo. 

Cuba. * 

Holguin. t 

Jignaní. 

Manzanillo. 

Puerto-Príncipe. 

Y en el pueblo del Ca- 
ney. 

Total 13 ayuntamien- 
tos en el departamento 
occidental y 8 en el 
oriental. 


10. Todavía no se lian aprobado las 
cuentas municipales del año de 1856, por 
lo cual no hemos podido formar el resu- 
men d estado de los verdaderos ingresos 
y egresos que tuvieron los municipios de 
la Isla en dicho ano, pues el que publica- 
mos en los Anales de 1855, pág. 131, fue 
tomado de los presupuestos. Cuando po- 
damos reunir datos mas recientes los pu- 
blicaremos. 


1856 . 
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11. Entretanto tenemos que atenernos 
al resultado de las cuentas municipales 
del año de 1855, formadopor el Tribunal 
del ramo (1), el cual no es muy lisongero 
ni á propósito para formar una idea venta- 
josa de la civilización y adelantos délas po- 
¡Dlaciones de nuestra provincia. Echemos 
una ojeada rápida sobre las ciudades de 
primera magnitud. 

12. A 50,000 pesos asciende en núme- 
ros redondos la data de la cuenta de Puer- 
to-Príncipe: á 65,000 la de Cubay á 82,000 
la de Matanzas. Aun cuando supusiéra- 
mos, lo cual no sería exacto, que todas 
las cantidades comprendidas en las indi- 
cadas sumas representan gastos hechos en 
beneficio de’ los pueblos, son sin duda 
muy cortas para lo que exijen las pobla- 
ciones á que se refieren, pues cualquiera 
ciudad europea ó norte-americana de me- 
nor importancia invierte proporcional- 
mente ¿ripie y cuádruple suma en las 
atenciones municipales que sobre ella pe- 
san. Muy, agradable es y muy holgado sin 
duda alguna para los propietarios y veci- 
nos acomodados vivir pagando reducidas 
contribuciones; pero semejante estado no 
puede sostenerse largo tiempo. Pasó la era 
patriarcal: la civilización adelanta, v refi- 
nando nuestras costumbres crea y desar- 
rolla necesidades que no podemos, no de- 
bemos desatender, permitiendo que los 
forasteros que nos visitan regresen a sus 


1 1 i I*>re estado lleva la íeelia de 20 «le* Junio 
de muy posterior á nuestro articulo Ai»n- 

nistiíaciox Mi NH ti'Ai. de 1 S.j 5, razón por la cual 
no pudimos entonces lineemos cargo de él: pero 
lo insertaremos en otro lugar de los Anwi.ks do 
IS55 (pie nos parezca oportuno, puerto <pic toda- 
vía so está imprimiendo el artículo Aim aws 


hogares desagradablemente sorprendidos 
al ver nuestras ciudades sin las comodi-' 
dades, sin el ornato, sin el bienestar, sin 
las demas ventajas en' fin que los pueblos 
adelantados tienen sobre los que se esta- 
cionan en-el camino del progreso, vegetan- 
do en la misma altura á que los fundado- 
res los condujeron. 

13. El pueblo de la Habana, que en ri- 
queza y movifniento mercantil es consi- 
derado como el segundo de las Américas, 
ha gastado en 1855 $600,000: nuestros 
lectores quedarán sin duda admirados cuati - 
do sepan que para cubrir los gastos mu- 
nicipales de Nueva-York en el año cor- 
riente de 1857 se han presupuestado en 
7.715,766 pesos las contribuciones que se 
han de exijir á los propietarios de la ca- 
pital de aquel estado, según un informe 
que el contador general de la misma lia 
enviado á su ayuntamiento. 

14. No es nuestro ánimo equipararnos 
áesa populosa y opulenta capital; pero es 
indisputable que si la comparación entre 
sus gastos y los nuestros, atendida su ri- 
queza y la nuestra, es altamente benefi- 
ciosa á los propietarios de la Habana que 
cubren sus obligaciones municipales con 
una mínima parte de sus rentas, y al go- 
bierno español ultramarino que siempre 
ha andado moderadísimo y escrupuloso 
en materia de impuestos; también nos en- 
seña que el buen nombre de la capital de 
la reina Yle las Antillas exijo algún sacri - 
ficio mas de parte de sus moradores en 
obsequio de su municipio y de la propia 
comodidad y ventaja de los que están cu el 
deber de levantar las cargas vecinales; 
quienes á su vez tienen un rigoroso dere- 
cho para exigir que haya moralidad y 
economía en la administración municipal. 
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ADMINISTRACION PUBLICA. Lo que traslado á V. S. I. para su co- 

nocimiento y.efectos'consiguientes, inclu- 
R. O . de 4 de Enero de 1850, mandan - ¡ vendóle copia de la disposición que seex- 
do que las autoridades de Ultramar den presa. 

cuenta por medio de índices de todas las Dios guarde á V. S. I. muchos anos. 11a- 
rcsolucioncs que dicten en definitiva. . ) baña v Setiembre 23 de 1856. — José de la 

Concha . — filmo. Sr. Regente de la Real 
Primera secretaría de Estado.— Ultra- Audiencia Pretorial, 
mar. — Número 40. — Exorno, Sr. — Por Rl. ( La regla general que se aprueba es la 

orden circular de. 17 de Noviembre de que sigue:) 

1854 se hicieron á las autoridades supe- “Con arreglo a la* facultad que se me 
riores de Ultramar prevenciones encami- ha conferido por Real orden de 4 de Abril 
nadas á asegurar el oportuno eumplimien- último comunicada por el Ministerio de 
to en aquellas provincias, de las disposi- ¡ Estado, he tenido por conveniente esta 
cienes soberanas. Como complemento de ¡blecer como regla general, que todo gefe 
ella y en virtud de los mismos principios , de sección, oficial ó empleado subalterno 
de regularidad y buen orden administra- ! nombrado para la secretaria de este Go- 
tivo que la dictaron, la Reina (Q. D. G.) se , bienio superior civil ó para la del depar - 
ha dignado mandar que las expresadas ' tamento oriental, después de aprobada la 
autoridades den cuenta mensualmente á; plantilla de la organización de las expre-- 
este Ministerio por medio de índices, ligera, j sadas dependencias, ocupe el. ultimo lugar 
pero claramente razonados de todas las re- : entre los de su misma clase y sueldo para 
soluciones que dicten en definitiva en uso los efectos de ascenso, antigüedad y de- 
de sus atribuciones. De Real orden lo digo ¡ mas que correspondan. Habana 30 de Ma- 
á V. E. para su inteligencia y efectos con- 1 yo de 1856. — José de la Concha. — Es co- 
siguientes. — Dios guarde á V. E: muchos ¡ pia . — Juan Sunyé. 
años. Madrid 4 de Enero de 1856. — Za - 

bala — Sr. Gobernador Capitán general de R t jjjde j. o de Octubre de 1 356, dic- 
la isla de Cuba. ^ t tanda varias reglas relativas á la publica- 

ción en la Gaceta de Madrid y en los pe- 
R. O. tic 6 de Agosto de 1656, estable- , r i odíeos oficiales de las provincias de XJl- 
c i endo que los nuevos empleados de las'ofi- tramar de todos los Jionwramientos . cesan- 
tinas civiles deben ocupar el ultimo lugar ; tías y jubilaciones ó separaciones de cm- 
cntre los de su clase y ascender en las* va- picados de la administración idt ruinar i na. 
cantes. 1 

Roí’ el Ministerio de Fomento y Ultra- 
Gobierno Capitanía general y íSuperin- mar me ha sido comunicado con fecha í.°. 
tendencia delegada dellacienda de lasiern- de Octubre ultimo el Rl. decreto siguiente: 
pre fiel isla de Cuba. — Secretaría de Go- “Deseando dotar la administración Hi- 
bierno. — Sección de Gobierno.- — PorelMi- tramarina de las firmes, eficaces é inaprc- 
nisterio de Fomento y Ultramar me ha si- eiablcs garantías de moralidad y tino que 
do comunicada ron fecha 6 de Agosto til- la publicación autentica de los actos ofi 
timo la Real orden siguiente: — “Exorno, cíales dentro de los límites que determina 
Sr. — La Reina (Q. D. G.) lia tenido á bien la razón de castado, ofrece siempre ála rcc* 
aprobar el arreglo de la escala del perso- ta gestión de los negocios públicos, he ve- 
nal de ese Gobierno superior civil que V. nido en decretar lo siguiente á propuesta 
E. envista de la autorización que para ve- de mi Ministro de Fomento y Ultramar: 
pillearlo se le concede en Real orden de 4 Artículo l.° Todos los nombramientos, 
de Abril pasa* lo. somete ála superior con- cesantías, jubilaciones 6 separaciones de 
tirniacion en su carta núrn. 691 de 30 de empleados de la administración ultrama- 
Mayo último, así como hacer extensivo á riña se publicarán en la Gaceta de Madrid 
todas las dependencias no militares de la y en los periódicos oficiales de aquellas 
Isla el principio general adoptado para la provincias con expresión de las cireuns- 
secretaría de ese Gobierno y la del depar- tandas públicas de los interesados, deter- 
tamento oriental.” minando en los nombramientos su proce 
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deneia y último destino si hubiesen des- 
empeñado alguno, y mareando el sueldo 
asignado á este y el atribuido al nuevo 
que se le confiera. 

Art. 2.° Todas las disposiciones emana- 
das de mi autoridad en forma de Real cédu- 
la, Real decreto ó Real orden que dicten 
medidas de carácter general en el orden ju- 
dicial, económico ó administrativo con 
respecto á la gobernación ultramarina se 
# publicarán asimismo en la Gaceta de Ma- 
drid y en los periódicos oficiales de aque- 
llas provincias. Las resoluciones que ten- 
gan por objeto la aplicación de leyes ó re- 
glamentos á casos particulares, se inserta- 
rán nominalmente en forma de relación 
sucinta pero convenientemente expresiva 
v concreta. 

Art. 3.° Cuando el Ministro encargado 
del despacho de Ultramar declare de carác- 
ter reservado los actos oficiales que lo re- 
quieran, dará cuenta de los mismos en Con- 
sejo de Ministros sin perjuicio de acordar- 
los y ponerlos en ejecución próviamente 
bajo su responsabilidad si su despacho 
urge. 

Art. 4.° Paraladebidaformalizacionde 
todos los expedientes será requisito indis- 
pensable que se haga constar en los mis- 
mos el cumplimiento de las anteriores 
prescripciones. 1 ' 

Habana 8 de Noviembre de 1856. — 
José de h Concha . 

( 0. < le la Tí. de 15 de Noviembre de 1856. ) 

A1MINUTRAD0R BE RENTAS. 

El que dirige y recaúdala parte relativa 
alas rentas que por cualquier concepto per- 
tenezcan al Estado, y con las cuales cuen- 
ta este para cubrir las infinitas atenciones 
que sobre él pesan, ya procedan esas ren- 
tas del ramo de alcabalas ú otros que en- 
tran en la esfera de la administración ter- 
restre, ya sean de los derechos de impor- 
tación, exportación y demas que corres- 
ponden á la renta de aduanas propiamen- 
te dichas. Hasta fin de 1855 respondían 
únicamente los administradores de cual- 
quiera diferencia que en las respectivas 
rentas de su cargo resultase por conse- 
cuencia de sus disposiciones, pero no de 
las que procediesen de equivocación en la 
recaudación, de la cual era responsable 
con su fianza el tesorero. Pero suprimidas 


por Real órden de 6 de Octubre de 185c 
(1) todas las tesorerías especiales, y con- 
vertidas en depositarías, quedaron los ad- 
ministradores también responsables de la 
recaudación, la cual verifican por medio 
j de un oficial de su confianza, con derecho 
| á exigirle las garantías que estimen neee- 
I sarias, con arreglo á lo resuelto en aque- 
I lia soberana disposición, que empezó á te- 
I ner efecto desde l.° de Enero de 1856. 

Solo en la Habana hay un administrado]* 
para cada uno de los ramos marítimos y 
terrestres: en el resto de la Isla adminis- 
tra y recauda ambos ramos una sola ofi- 
cina, y rinde en una cuenta los productos 
| de ambas rentas. Esta anomalía, esta falta 
;de unidad administrativa, deque ya nos 
j hemos ocupado en el artículo Aduanas y 
i aranceles (2), va desapareciendo algún 
tanto: mientras no se pueda hacer una re- 
forma-tan radical como parece se ha pro- 
puesto el Gefe superior de Hacienda, algo 
j se lia ganado con el decreto de la Super- 
| intendencia de 19 de Junio de 1857, que 
| llena en cierto modo el vacío que adver- 
timos cuando en Abril dábamos á luz la 
¡ parte de Aduanas marítimas, donde ha- 
1 ciarnos mención de la falta de un centro 
| administrativo para estas rentas, aunque 
! no fuera mas que como el que existia res- 
pecto al de rentas terrestres. 

En esa acertada resolución se establece 

Que se considerarán centros directivos 
en sus respectivos ramos las administra- 
ciones generales de rentas marítimas y 
terrestres, de las cuales dependerán inme- 
diatamente las subalternas en los ramos 
que cada una de ellas administre. 

Que por conducto de las generales se 
j comunicarán á las subalternas todas las 
I disposiciones que formen regla general y 
las particulares que recaigan sobre los ex- 
pedientes en que las primeras hayan co- 
nocido. 

Que las subalternas dirijan á la general 
que corresponda, según la naturaleza del 
asunto, todos los partes, consultas, cuentas 
; y documentos que ahora les remiten, asi 
: cofho las consultas que hasta antes de di- 
; cha resolución elevaban directamente á la 
Intendencia, y cuantas noticias les pidan 
i para el mejor desempeño de sus fu nciones . 

íl; Véase ANALKHde 1855.- -Administración 
de Hacienda púg. 61. 

(2) Axat.ks de 1865.— Phjí. 156. 
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Que las generales den á las subalternas , creído de necesidad explicar, registrare* 
las órdenes que juzguen necesarias para mos en este lugar cuantas disposicione.- 
el mejor servicio; que instruyan los ex* concernientes á aduanas se hayafi dicta 
pedientes á que den lugar los partes y do en el aiio de 185(5 de qiig nos vamos 
consultas que las segundas les remitan; ocupando, expresando solamente sus lo- 
que resuelvan definitivamente las que chas y lqs objetos sobre que han recaído, 
versen sobre asuntos que con * arrreglo á 1 porque se insertan íntegras en el artículo 
las leyes é instrucciones vijentes puedan Aduanas y aranceles publicado en los 
resolverse en las propias oficinas, y lílti- Anales de 1855. Bueno es en ramo 
mámente que en todos los 'demás casos tan importante de la administración que. 
consulten á la Intendencia general la ve- se vean las reformas ó medidas que el Go 
solución que crean mas acertada. bienio va adoptando cada año que tras - # 

curre, y estas serán una garantía de las 

ASUANA. — J£ f sta es la denominación que el adelanto de la época y la preponde- 
mas exacta de la oficina encargada de to rancia del comercio en las Antillas espa 
do lo relativo á los artículos de import e ñolas nos hacen esperar para lo sucesivo, 
c.ion y exportación que constituyen el co- 
mercio de la Isla, de su reconocimiento,' importación. 

aforo y avaluó, así como del cobro do h >< 

derechos que adeuden a su entrada y sal i Aceite . — Acuerdo de la Junta de Aran- 

da del puerto, cuyos derechospor los gran- celes de 15 de Diciembre para que no se 
des rendimientos que producen, compo- 1 deduzca el 5 p§ de mermas al aceite que 
nen el principal recurso con que el Esta- se introduzca en botijas, 
do cuenta cu Cuba para atender á las Carbón de piedra.— Acuerdo de la Jun- 
obligaciones cada dia crecientes que sobre , ta de Aranceles de 1. ° de Setiembre, es- 
él pesan. tablecicndo las formalidades que se han 

Algunos, como ya dijimos en la pág. de observar respecto al carbón que.se in- 
138 de los Anales de 1855, llaman tam- troduce en bocoyes. 

bien aduana á la parte de la administra- Coke . — Disposición de la Superi liten- 

oion de hacienda, á cuyo cargo corre la ¡ delicia de 14 de Octubre, declarando para 
recaudación de todos los demas ramos del este artículo las mismas franquicias que 
Estado, distintos de los marítimos; pero disfruta el carbón de piedra, 
ya hemos dicho que esta definición es i m- Concha de nacar .— Real orden de i. c 
propia, que no se usa por personas ílus- de Julio, aprobatoria del acuerdo de la 
tradas, y no deben por consiguiente con- Junta directiva de 18 de Enero, que esta* 
fundirse en una sola definición dos ceu- ’blecia los derechos que debe satisfacer la 
tros administrativos de naturaleza tan di- 1 concha en bruto v la laminada ó en plan - 
ferente como son los ramos marítimos y cha. 

terrestres que respectivamente adminis- Gas . — Real orden de fi de Agosto rei- 

tran. terando la prevención de que las franqui 

Es tan natural, tan propio, llamar ad cías de los efectos que para el establecí 
ministracion á la que recauda las rentas miento del alumbrado se introducen, se 
terrestres; y aduana á la que percibe las , limiten á los de hierro y metal puramente 
marítimas, que en ninguna población del i necesarios. 

interior que no sea puerto de mar se oirá ¡ Hierro. — Acuerdo de la Junta supe - 

jamas designar con el nombre de aduanas, ! rior directiva de 24 de Setiembre, reba- 
sino con el de administraciones á las ofi* ¡jando á 5 reales en quintal el derecho de 
ciñas recaudadoras solamente de aleaba- ¡ 12 reales que antes pagaba, 
las, amortización, bulas, consumo y demás Llamas . — Decreto de la Superintenden - 

ramos que constituyen las rentas terres- cia de 4 de Diciembre para que se intro- 
tres: únicamente en los puertos habilita- duzcan libres de derechos, 
dos es donde por algunos suele confun- Píldoras . — Real orden de 7 de Diciem- 

dirse en uno solo el nombre tí objeto de i bre autorizando las de Holloway sobre el 
ambas oficinas. avalúo que se fije. 

Establecida esta diferencia que hemos Sal de esta Isla.-— Real orden de 2fi de 
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Setiembre, que dispone su libre explota* ! 
cion y fija los derechos que ha de pagar 
á su consumo y exportación. 

EXPORTACION’. j 

Respecto al comercio de exportación se j 
han dictado las siguientes: # ! 

Frutas . — LoS buques que solo las car- 
guen á su salida, pagarán los derechos de 
puerto y navegación en proporción de las 
toneladas que de ellas extraigan. Real dr-' 
den de 1. ° de Setiembre de 1856. 

Lastre . — En 6 de Octubre resolvió la 
Superintendencia que se considerasen co- 
mo despachados en lastre* los buques de 
travesía, nacionales ó extranjeros, que so- 
lo condujesen carbón de piedra. 

Pólizas . — Recomienda nuevamente la 
Real orden de 1. ° de Abril se consiguen 
precisamente en dichos documentos los 
valores y cantidades de las mercancías y 
cuánto importarían sus derechos si se des- 
tinasen á puertos extranjeros. 

Toneladas. — Acuerdos de la Junta di- 
rectiva de 15 de Octubre y 5 de Noviem- 
bre ampliando las franquicias concedidas | 
á los vapores norte-americanos. 

Ademas de las disposiciones anteriores ¡ 
se han dictado en el año á que nos vamos ! 
refiriendo las siguientes que anotamos por j 
orden cronológico. 

En 5 de Enero, un Real decreto, ha- ; 
ciendo varias prevenciones relativas alex- ¡ 
pediente de la limpia del puerto de Matan- 
zas y autorizando el derecho de 1 f reales 
por tonelada para él Ponton. 

En 12 de ídem una Real orden acerca 
de las disposiciones que deben adoptarse 
en las comandancias de tercios navales 
para evitar el cobro de derechos indebi- 
dos por el despacho de buques. 

En 80 de idem una orden de la Super- 
intendencia, resolviendo que al aceite de 
linaza que se introduzca en cascos se le 
aplique el artículo 62 de la Instrucción. 

En 27 de Febrero: laley que concedió á 
Arrigunaga el abanderamiento de 6 vapo- 
res menores de 400 toneladas. 

: En 7 de Marzo, una Real orden decla- 
rando que los impuestos de navegación y 
puertos son aplicables á los buques de 
guerra ('pie conduzcan mercancías sujetas 
al pago de aquellos derechos. 


En o de Mayo una Real orden declaran- 
do que los capitanes de buques naciona- 
les ó extrangeros que se dirijan á ultra- 
mar no están obligados a presentar a los 
cónsules españoles manifiestos ni facturas 
sino el sobordo de sus cargamentos. 

En la misma fecha otra Real orden pro- 
rogando por tres años mas las franquicias 
concedidas al carbón de piedra. 

‘ En 12 de Julio, decreto de la Superin- 
tendencia para que los capitanes de puer- * 
tos nombren los peritos que hayan de re- 
conocer los buques mieleros, designando 
los derechos que por dicho trabajo han de 
abonar los interesados en la carga. 

En 81 de idem, una Real orden adicio- 
nando el artículo* 1. ° de la -Instrucción 
de aduanas. 

En 25 de Agosto, otra Real orden de- 
clarando como parte integrante de las em- 
barcaciones que se abanderen los efectos 
que se expresan. 

En 1. ° de Setiembre, otra Real orden 
■ declarando que los buques que solo car- 
guen frutas de la Isla paguen los derechos 
de toneladas en proporción de la carera y 
no de su capacidad. 

En 16 de idem otra Real oblen decla- 
rando á Guantánamo puerto completa- 
mente habilitado. 

En 15 de Octubre, acuerdo de la Junta 
superior directiva concediendo el pago de 
los derechos de faro y ponton á los vapo- 
res americanos de soto la parte de carga 
que ocupen. 

En 5 de Noviembre, acuerdo ole la mis- 
ma, aclaratorio de la anterior. 

ADULTERINO. — Véase Hijo adulte- 
rino. 

ADULTERIO. 

1. Es el delito que se comete á sabien- 
i das por el acceso carnal de la mujer casa - 
¡ da, con otro que no sea su marido. Esta 
definición es conforme al derecho civil, 
que no reconoce adulterio en el hombre 
casado por acceso carnal con mujer que 
no lo sea. El derecho canónico sí lo reco- 
noce, y por lo mismo conforme á él se de- 
fine el adulterio, el delito que comete el 
marido ó la mujer violando la fé conyu- 
gal. Por consecuencia de estos principios, 

1 conforme al defecho canónico, puede te- 
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ner lugar un doble adulterio cometido por j rido era el que castigaba á la adúltera cor- 
hombre y mujer respectivamente casados tándola primero los cabellos á presencia 
por su parte, mientras que conforme al j de los parientes, desnudándola de seguida 
derecho civil no puede darse semejante y echándola de casa, y persiguiéndola por 
caso. ' el pueblo dándole azotes. 

2; Distinta es la etimología que se da á 10. En la antigua Inglaterra cortában- 
la palabra adulterio. Derívanla unos de las j se los cabellos á la adúltera, y arrastrán- 
dos palabras latinas aUerius thoru# que dola después desnuda del todo ó hasta la 
significa lecho de otro , de conformidad con cintura por lo menos, se la>sacaba fuera de 
la Ley de Partida (L. 1, tít 17, Parí. 7). la casa ael marido á presencia de los pa- 
Hácenla nacer otros de las dos palabras rientes y se la conducia azotándola de lu- 
tambien latinas ad y alter, queigualmen- gar en lugar hasta producirla la muerte, 
te significan á otro. Y escritores de mucha El rey Edmundo castigó el adulterio co- 
nota, y acaso con mas acierto, sostienen j mo el homicidio, pero Canuto dispuso que 
que es proveniente del verbo latino adtd- ! la pena del hombre ñiese la del destierro, 
t erare, que corresponde á corromper, ó j y que á la mujer se cortaran las orejas v 
adulterar ó falsificar las cosas, según acón- la nariz. 

tece con la infidelidad matrimonial, que 11. Refiérese también que en la anti- 
realmente adultera la legitimidad de las i güedad, la privación de las partes sexua- 
sucesiones. * les era la pena que en nuestra España se 

3. En casi todos los pueblos, así anti- j imponía al delito. 

guos como modernos, se ha castigado el 12. Aunque según refiere Plutarco hu- 
adulterio, y es curioso de observar las dis- ; bo un tiempo en que en Lacedemonia se 
tintas penas impuestas con semejante mo- permitió el adulterio, Licurgo quiso des- 
tivo en la antigüedad. pues castigarlo como el parricidio; y Dra- 

4. Entre los judíos eran apedreados los ! con y Solon impusieron al delito la pena 

dos culpables. de muerte en el territorio de Atenas. Los 

5. Los'antiguos sajones quemaban á la ¡ Locrienses sacaban los ojos al culpable, 

mujer, v sobre sus cenizas se colocaba u- 13. Cuenta Sócrates que el año 430 ba- 
ña horca en que era ajusticiado su cóm* jo el emperador Teodosio una adúltera 
plice. fue entregada á la brutalidad de todo el 

G. Es fama que los sármatas fijaban con ¡ que quisiera ultrajarla, lo cual según con 
un gancho las partes sexuales de los adúl- j razón observa Montesquieu, era ofender 
teros, poniéndoles al lado una navaja para | á las buenas costumbres precisamente pn- 
que las cortasen, y consiguiendo á esa eos- ra vindicarlas. 

ta la libertad; ámenos que prefiriesen mo- 14. Por lo que hace á Roma en los pri- 
rir en tan extravagante suplicio. mitivos tiempos, un tribunal doméstico 

7. Los antiguos egipcios imponian al era el que juzgaba el delito, haciendo el 

delincuente la penable castración; y des - 1 marido de acusador y los parientes de jue 
pues impusieron al hombre mil azotes, i ces, siendo arbitraria la pena sin exclusión 
cortando la nariz á la mujer. Los lidios les de la muerte. Pasaba todo entre la» som- 
# impusieron la pena de muerte. Los bra- bras del silencio hasta la ejecución de la 
mas condenaron á la adúltera á ser despe- sentencia y la sepultura de la culpable, 
«lazada por los perros. echándose así un velo sobre el honor de 

8. El código indiano castigaba a la a- las familias vulneradas, pero á mas andar 
dúltera noble, haciéndola devorar también los tiempos trajeron en la materia distin- 
por los perros, y por disposición del rey tas prácticas. 

en una plaza pública, así como también ha- 15. No existiendo así una ley formal 
«úendo quemar al adúltero en un lecho de contra el adulterio, hubo de formarla el 
hierro candente. emperador Augusto, teniendo la desgra- 

9. Los pueblosdel Norte en épocas pos- cia de egecutarla en sus propios hijos. La 
teriores castigaron también con mucha ¡ley Juna pues, imponíala pená de muer- 
severidad el delito que nos ocupa, y así j te al delito de adulterio. Cuenta Suetonio 
entre los germanos, donde no era muy co- ! con efecto que por adulterio con Julia la 
mun el adulterio, refiere Tácito que el ma- í hija del emperador, tuyo Augusto que 
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desterrar á Ovidio, condenando á muerte 
á Julio Antonio, cómplice del crimen. Pe- 
ro Justiniano mitigó en su Novela la seve- 
ridad de la Ley Julia , condenando ¿i la 
adúltera á la pena de azotes y encierro en 
un monasterio por dos años, y no sacán- 
dola en ese* tiempo el marido debian cor- 
társela los cabellos y quedar constituida 
en el encierro por el resto de su vida. 

16. El esclavo culpable de adulterio 
con la mujer de su dueño tenia la pena de 
ser quemado vivo. 

17. Reputábase como nn doble crimen 
el adulterio mezclado con el incesto, y á 
este último casó, no alcanzaba la prescrip- 
ción por cinco años que concluía la acción 
para perseguir el primero de aquellos de- 
litos. (L. 86 §5 y 88 §2 D. y L. 5 D. de 
qtuBstionibus.) 

18. El hombre culpable de adulterio 
tenia también pena de muerte, y la mu- 
jer por la infidelidad -do su marido con 
otra mujer casada, podia provocar el di- 
vorcio y reclamar su dote. Y lo mismo po- 
día hacer en los casos de haberse hecho 
reo de homicidio, envenenamiento, sedi- 
ción y otros crímenes, así como también 
cuando viviese con otras mujeres á vista 
de la suya, ó atentase contra sus dias ó la 
maltratara (Nov. 22, cap. 15 §1). 

19. Las naciones modernas han mino- 
rado en mucho las penas del adulterio que 
la antigüedad llevaba al extremo que he- 
mos observado, siendo igualmente varias 
las penas que imponen. El código irán 
ces lo castiga Qon la misma pena de pri- 
sión que el nuestro, pero limitando el tiem- 
po de tres meses á tres años. Aumenta es- 
ta pena en el cómplice con multa de cien- 
to á dos mil francos, pero respecto de su 
complicidad no admite otrá comprobación 
que la que resulte de documentos ó car- 
tas? que haya escrito, ó la de ser sorpren- 
dido in fraganti. 

20. En Austria la pena es mas ligera 
todavía, pues se limita al arresto de uno 
áseis meses, reagravándose tan solo cuan- 
do por resultas del delito puedan nacer 
dudas sobre la legitimidad de la prole. El 
código napolitano á semejanza del francés 
impone prisión del segundo al tercer gra- 
do, reagravándosela al cómplice con una 
multa de cincuenta á quinientos ducados, 
y facultando al marido para que si á la 
conclusión de la ‘pena, encuentra que no 
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se ha corregido, ó enmendado, pueda ha- 
cerla permanecer por cinco años en la re- 
clusión. 

21. Por el código del Brasil, los adúlte- 
ros deben sufrir prisión con trabajo de uno 
á tres años. En* Prusia solamente cuando 
el delito ha dado lugar al divorcio se im- 
pone la pena de prisión. En Inglaterra no 
produce mas que acción civil para la in- 
demnización de daños y perjuicios, y esto 
se sugeta á numerosas restricciones. Y* en 
Suecia, Dinamarca é Italia, solamente 
proporciona la separación sin ningún cas- 
tigo. ' 

22. El código de la Luisiana hace per- 
der á la adúltera la dote y los demas bie- 
nes provenientes del matrimonio, y cas- 
tiga al adúltero con prisión que no exce- 
de de seis meses ó multa. La mayor parte 
de los pueblos del Oriente aun castigan 
este delito con extremada severidad pro- 
veniente de su estado de atraso y de la 
dura dependencia y esclavitud en que allí 
se encuentra la mujer. 

28. En China, cuyo código penal á ex- 
cepción de la extravagancia de las penas 
á nuestros ojos, está formado con buen 
método y distinción de circunstancias en 
los delitos, habiéndonos también precedi- 
do en la graduación de las penas última- 
mente adoptada, el adulterio se castiga de 
este modo. Impone la pena de cien palos 
con el bambú á cada uno de los adúlteros, 
obligándoles á llevar por una luna el kia , 
que es una pieza de madera de determi- 
nadas dimensiones con un agujero para 
colocarla en el pescuezo. Esta pena se au- 
menta con la degradación, al adúltero ofi- 
cial civil ó militar del gobierno: y si está 
en un puesto oficial y comete el adulterio 
con mujer principal de otro oficial civil ó 
militar del mismo gobierno, debe sufrir la 
muerte por .extrangulacion. 

24. En comprobación del método de 
aquel código me parece oportuno advertir 
que conforme á él no se estima el adulterio 
probado , sino cuando los adúlteros han 
sido sorprendidos in fraganti. La corres- 
pondencia criminal entre la mujer casada 
y otro se castiga por lo mismo con solo 
80 palos, y la intriga entre los mismos 
con solos cien palos sin la añadidura del 
kia . 

25. Con esta ojeada rápida sobre la ma- 
nera de castigarse el delito en los pueblos 
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antiguos y modernos, ocupémonos ahora 
de considerar el modo con que sucesiva- 
mente lo ha sido por nuestra legislación, 
con las doctrinas y prevenciones dictadas 
sobre el particular en el Fuero Juzgo. 

26. El Fuero Juzgo, que castigó el a- 
dulterio con extremado rigor, adoptó pa- 
ra ello sin duda la teoría de la legislación 
griega, que hacia entregar los adúlteros 
al ofendido para que en ellos consumara 
la venganza personal que estimase por 
mas conveniente. Desde luego distinguió 
el adulterio por fuerza del adulterio vo- 
luntario, consideró igual el delito en el 
matrimonio y los esponsales, extendió el 
derecho de acusar á los parientes del ofen- 
dido, y concedió prueba privilegiada pa- 
ra la constancia del delito. 

27. Dispuso primeramente, pues, que 
el que por fherza cometiese adulterio con 
la mujer casada, la fuese entregado para 
que de él hiciese lo que mejor quisiera, 

? asando sus bienes á sus hijos legítimos. 

" en el caso de no tenerlos el culpable, 
con aquellos bienes pasaba á poder clel es- 
poso ofendido, con el mismo objeto de que 
con todo hiciera lo que estimase mas opor- 
tuno (L. 1. tit. 4 lib. 3. Fuer. Juzgo). 

28. Después el hombre libre que por 
fuerza cometia semejante adulterio con 
mujer libre, ademas de hacerse siervo de 
esta debía llevar cien azotes; y no podia 
en lo adelante contraer casamiento con la 
adúltera, ni aun consintiéndolo esta, pues 
por el hecho de consentirlo se hacia tam 
bien sierva de sus parientes mas cercanos, 
pasando todos sus bienes á poder de los 
mismos. En cuanto al esclavo que cometia 
el adulterio por fuerza con mujer libre, 
debia ser quemado vivo (L. 14. lib. 4 tít. 
3. F. J). 

29. El hombre libre que por fuerza co- 
metía aquel adulterio con una esclava de- 
bia sufrir 50 azotes, pagando ademas 20 
sueldos al dueño; y el siervo que se en- 
contraba en el mismo caso debia sufrir 
200 azotes, á menos que lo verificara por 
mandado de su señor, en cuyo caso este 
era el que debia sufrir la pena de los 50 
azotes y pago de los 20 sueldos. (L. 15, 
tít. 4 lib. 3, F. J.) 

30. En cuanto al adulterio cometido por 
voluntad, los adúlteros de la propia ma- 
nera se entregaban al marido para que en j 
ellos saciara su venganza (L. 1, tít. 4, lib. ' 


3 cit.). El Fuero J uzgo no limitaba el adul- 
terio á la mujer casada, sino que de acuer- 
do con e'1 derecho canónico lo hacia tam- 
bién extensivo al hombre casado con mu- 
jer soltera, y conservando en semejante 
caso la igualdad de pena que en el otro 
establecía, mandó entregar á lá mujer ca- 
sada la otra con quien se había cometido 
el delito para que en ella ejerciese su ven- 
ganza (L. 4, tít; y lib. cit.). 

31. Cuando por consecuencia del adul- 

terio los adúlteros se entregaban al mari- 
do agraviado, tocaban también á este sus 
bienes, á menos' que el adúltero tuviese 
hijos legítimos de otro matrimonio. Encon- 
trándose en ese mismo caso la adúltera, 
los hijos del anterior matrimonio tomaban 
la quinta parte de sus bienes correspon- 
diendo los demás al marido agraviado, y 
el quinto de los hijos nacidos con poste- 
rioridad al adulterio correspondía tam- 
bién en usufruto al propio marido, pasan- 
do á aquellos después de la muerte de la 
mujer. Y tan rigorosa se mostraba la Ley 
respecto del delito, que no permitía que 
después el marido se uniese con la adúltera 
carnalmente, perdiendo en semejante caso 
todo lo que en pena había adquirido de 
sus bienes, y pasándolos á los hijos legíti- 
mos, ó á falta de ellos á los mas cercanos 
herederos; todo lo cual obraba respecto de 
los que habían contraido esponsales (L. 12 
tít. y lib. cit.). ' 

32. Respecto del adulterio voluntario, 
de la esclava, la Ley distinguía el caso de 

i cometerlo en la casa del dueño, del de co- 
j meterlo fuera de aquella. Én este segun- 
¡ do el hombre libre ó siervo que así lo co- 
¡ metía debia recibir 50 azotes si la Hierva 
j era vil y 100 no siéndolo. Pero teniendo 
! lugar el adulterio fuera de la casa del due- 
¡ ño, este solamente en su esclava podia 
j vengarse (L. 16, tít. y lib. cit.). 

33. Cuando sin haberse consumado el 
matrimonio habia tenido lugar la celebra- 
ción de los esponsales, la prometida que 
se juntaba carnalmente, ó se casaba ó con- 
traía nuevos esponsales con otro, se con- 
sideraba también adúltera, y ella y su 
cómplice se hacían en pena-siervos del no- 
vio, adquiriendo este también todos sus 

I bienes, á menos que tuviesen hijos* legí- 
¡ timos, en cuyo caso se transmitían á estos 
desde luego. 

¡ 34. La Ley que mandaba entregar los 
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adúlteros al ofendido para que de ellos hi- 
ciera lo que quisiese,, mal podía impedir 
que á presencia del adulterio, pudiera ven- 
garse con su muerte; y con efecto así lo 
permitió (L. 4, tít. y lib. cit.). Pero no so- 
lamente tuvo semejante facultad el mari- 
do, sino que por igualdad de principios 
también la concedió al padre-cuando en su 
casa cometía su hija el adulterio, poniendo 
asimismo en su poder á los adúlteros para 
que de ellos hiciera lo que quisiese. Y de 
la propia manera los hermanos y los tios 
de la adulteré después de la muerte del 
padre, hacian suyos á aquella y su cómpli- 
ce, cuando los sorprendían en el delito (L. 
5, tít. y lib. cit.). 

v 35. Es digno de notarse sin duda, como 
circunstancia que muy bien determina el 
influjo de la época, que aquellas mismas 
leyes que tan severas se. mostraban con el 
adulterio cometido por los legos, al con- 
trario eran benignas al mayor extremo y 
relativamente, cuando tenían que castigar 
semejante delito en el sacerdocio. Impo- 
níase á la mujer que cometía el delito la 
pena de 100 azotes, tan comunes enton- 
ces, con simple prohibición de que volvie- 
se á cometerlo, y el sacerdote, ó diácono ó 
subdiácorto que en él incurrid, debia ser 
separado de la adúltera y entregado al 
Obispo para que le pusiese en un lugar de 

r enitencia, pagando el mismo Obispo dos 
ibras de oro si no cumplía la prevención. 
Y ademas encargóla Ley que no se pe- 
nara niacusara entonces semejante delito, 
si no fuere muy manifiesto y probado, 
porque no se entendiese que el legislador 
iba contra los mandados dettos santos pa- 
dre* (L. 18, tít. y lib. cit.). 

36. Consideró la misma ley del Fuero 
Juzgo (L. 13, tít. 4, lib. 3) que los adúlte- 
ros por medio de maleficios ó yerbas po- 
dían reducir al marido al estado de no 
poder acusar el delito, aun cuando de él 
tuviese conocimiento, y para tal caso per- 
mitió á los hijos legítimos acusarlo, ó á los 
q)arientes mas cercanos del marido en ca- 
so de* no tener hijos ó no contar con edad 
bastante para hacer la acusación, y aun 
de oficio cuando aquellos no lo hiciesen 
por amor, negligencia ó recompensa, se- 
ñalando á los acusadores que comproba- 
ban el delito una parte en los bienes de la 
acusada (L. 13, tít. y lib. cit.). 

37. En cuanto á la prueba del mismo 


delito en fin, el Fuero Juzgo determinó 
por bastantes las muestras y presunciones 
vehementes (L. 3. tít. y lib. cit.), dispuso 
que para la misma averiguación respec- 
to de los dueños pudiesen ser atormenta- 
dos los siervos, siendo nula la libertad 
que se les diese con objeto de encubrir el 
delito (L. 10 y 11, tít. y lib. cit.), y últi- 
mamente que cuando no pudiese ser com- 
probado por personas libres seTecibiesen 
las declaraciones de los siervos dél mari- 
do (L. 13, tít. y lib. cit.). 

88. Ocupémonos ahora del adulterio 
en la manera que es considerado por nues- 
tras leyes posteriores á las del Fuero Juz- 
go, tomando á la vez en consideración las 
variaciones introducidas por el código pe- 
nal novísimo promulgado en la Penínsu- 
la. Desde luego consideran las leyes que 
hay adulterio por el acceso catrqal con 
mujer casada ó comprometida con otro 
por medio de esponsales, sabiendo el im- 
pedimento el adúltero (L. 1, tít. 17, par- 
te 7. * ) 

39. Conforme al código penal moderno, 
no hay adulterio por el coito de la mujer 
solamente comprometida en esponsales. 
Media el delito en el acceso carnal de la 
mujer casada con otro hombre que no sea 
su marido, y para ello se hace preciso con- 
forme á la doctrina de la Ley de Partida, 
que el delincuente sepa que es casada la 
mujer (Art. 358). Aun cuando después 
del delito se declare nulo el matrimonio, 
el adulterio deberá considerarse como exis- 
tíate { Art. cit.). Entonces el delito se ha 
consumado con propósitode corpeter adul- 
ter io, y con efecto se ha cometido vigente 
el matrimonio, con todas las circunstan- 
cias legales. Existe pues la injuria al mari- 
do con la violación de la ley, y si á pesar 
de eso no hubiese pena en el caso, la misma 
esperanza de anular el matrimonio servi- 
ría de aliciente para cometerlo. Así tam- 
bién lo disponía terminantemente la Ley 
81 de Toro ó sea la 4, tít. 28, lib. 12, Nov. 
Rec. 

40. También denomina la ley adúltero 
al tutor ó curador que casa con su pupila 
ó la dá por mujer, á su hijo ó á su nieto, á 
menos que el padre de la huérfana la hu- 
biese desposado en su vida con alguno de 
ellos ó así lo ordenase en su testamento. 
Pero no considera la ley que hay seme- 
jante adulterio, cuando el tutor ó curador 
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casa aL huérfano con hija suya. La razón 
de la diferencia en los dos casos conforme 
á la propia ley, es la de que así casada la 
huérfana se pone en imposibilidad de pe- 
dir cuenta del manejo de sus bienes, mien- 
tras que por el casamiento del huérfano, 
queda expedito siempre para hacer aque- 
llas reclamaciones. La ley pues impone en 
tal caso al tutor y curador, como adúlte- 
ros, la misma pena del adulterio, y en el 
caso de amancebamiento con la pupila, 
destierro perpétuo a una isla á los mismos 
guardadores y confiscación de bienes, ca- 
reciendo de ascéndientes o descendientes 
hasta el tercer grado (L. 6, tít. 17, Part. 7). 

41. Conforme ála doctrina del código 
penal novísimo no existe pues semejante 
adulterio en el caso que nos ocupa. Ha to- 
mado en consideraeiQn el poderoso motivo 
que, tuvo. la ley de Partida para prohibir 
aquellos matrimonios, y prohíbe también 
al tutor ó curador que case con la pupila 
ó preste su consentimiento para que lo 
verifiquen sus hijos ó descendientes con 
la persona que haya tenido en guarda an- 
tes de que hayan sido aprobadas sus cuen- 
tas. Y castiga semejante delito con prisión 
correccional y multa de 100 á 1000 du- 
ros (Art. 403). En el caso de que aquel 
tutor y curador haya procedido en el par- 
ticular con intención dolosa, le obliga ade- 
ma§ á dotar según su posibilidad á la mu- 
jer que hubiere contraido aquehmatrimo- 
nio con buena fé (Art. 404). El tutor ó cu- 
rador que se amancebe con la pupila que- 
dará sujeto á las penas impuestas á los que 
corrompen los menores, con la circunstan- 
cia agravante de hacerlo abusando de su 
encargo. 

42. En cuanto á si atendidas estas dis- 
posiciones del código, el tutor ó curador 
antes de dar las cuentas, pueden casar con 
la pupila ó consentir que lo hagan sus des- 
cendientes, existiendo esponsales anterio- 
res al nombramiento, ó disponiéndolo en 
testamento el padre de la huérfana, 6 sien- 
do varón el, huérfano. Véase Matrimo- 
NIOS ILEGALES. 


jer casada y su cómplice. Si buscamos ja 
razón de tan marcada diferencia, la en- 
contraremos apoyada con muy buenos 
fundamentos en escritores de la mejor no- 
ta, si bien no faltan otros de la misma es- 
pecie, y decididos partidarios deda mujer, 
que atacan con resolución semejante doc- 
trina. 

44. La ley de Partida (1 tít. 17, Part. 7) 
ofrece los principales fundamentos que 
median para la distinción á que aludo, sa- 
cados de los principios legales anteriores 
á que acomodó sus disposiciones en la ma- 
teria. Y son el de que el adulterio de la 
mujer proporciona la deshonra de su ma- 
rido, lo cual no sucede en la misma falta 
quev cometa el hombre; así como tam- 
bién que *por el adulterio de la primera 
especie puede introducirse en la familia 
del esposo injuriado, un heredero que sin 
ser hijo suyo usurpe á los otros los dere- 
chos que les corresponden en la herencia 
del padre. 

! 45. A esos fundamentos que repite, aña- 

de el célebre Montesquieu en apoyo de la 
misma doctrina, el de que las leyes exijen 
mas conti nencia en la mujer que en el hom- 
bre, porque la violación del pudor supone 
en ella una renuncia á todas las virtudes, y 
porque cuando viola las leyes del matri- 
monio sale de su estado de natural depen- 
dencia. 

46. A estas razones oponen otras los 
defensores de la mujer. Según ellos el sa- 
crificio del pudor, como no llegue á la pros- 
titución ó estado próximo á ella, no supo- 
ne la renuncia de las demás virtudes, ni 
un comercio ilícito proporciona siempre 
aquel total sacrificio del pudor. La depen- 
dencia natural de la mujer deriva de un 
derecho arbitrario del mas fuerte, con el 
cual se viola el derecho de la naturaleza, 
Y la facilidad de ocultar el crimen no de- 
be por cierto ser un motivo para 'dejarlo 
impune. 

47. Añaden que si bien el adulterio de 
la mujer puede introducir *en la familia 
un tercero que usurpo la herencia de los 
hijos legítimos, la mujer que en las clases 
pobres trabaja para ayudar a las cargas 


43. El derecho moderno, de conformi- 
dad con el antiguo y esceptuando siempre 
al canónico, según ya se ha dicho, no con- 


matrimoniales, y en las ricas las mas ve- 


sidera como adulterio al del hombre ea ! ces lleva su capital en dote, resultará tam- 
sado que se une carnalmente con mujer bien sosteniendo á los hijos adulterinos 
libre, ni le impone pena por lo mismo, á del marido, árbitro de las producciones 
la vez que la establece respecto de la mu- ¡del caudal que puede destinar á semejau- 
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te objeto. Arguyen que el matrimonio es 
un contrato en que por ambas partes se 
comprometen la fortuna, la persona y la 
felicidacl^y que si bien la mujer se deter- 
mina á contraerlo' las mas veces por ad- 
quirid independencia é importancia, el 
hombre no es menos inclinado ¿adoptar- 
lo por interés. Por fin, que si es cierto que 
la esposa falta á la* fe conyugal ocasionan- 
do con ello graves perjuicios al marido, 
no es menos espantoso que este contraiga 
un enlace con el objeto de tomar sus bie- 
nes, y hacerlos servir para proporcionarse 
los goces de la misma infidelidad, dejando 
condenada su consorte al menosprecio, al 
compromiso de ahogar todo deseo, ya eon- 
su mirse con sus castos fuegos, luchando 
además con los ataques de la seducción y 
con su natural ternura, so pena de sufrir 
un terrible castigo. 

48. De fuerza son las razones que me- 
dian de úna y otra parte; pero con todo 
mas parecen serlo las que apoyan en el 
adulterio el castigo* de la mujer y no del 
marido. Porque siempre que tiene lugar 
aquella violación de la fe por parte de la 
mujer, puede traer consigo la consecuen- 
cia de la introducción de un heredero ex- 
traño en la familia; porque el adulterio 
del marido no imprime en la frente de 
la mujer el menosprecio público que con- 
sigo lleva el marido unido á ella que se 
encuentra en semejante caso; porque el 
adúltero fácilmente puede llevar al cabo 
su infidelidad aun sin conocimiento de su 
mujer, mientras que esta para llevarla, á 
efecto las mas veces se ve en el caso de 
compensar la autoridad y la fuerza del 
marido, con la supremacía que sobre él 
adquiera por medio de otros delitos; y en 
fin porque acostumbrado el hombre por 
su educación á no mirar en mucho el pu- 
dor, poco esfuerzo tiene que hatee r para 
arrostrar con el suyo, mientras que la mu- 
jer por el contrario tiene que hacer esfuer- 
zos tales que ya por sí solos demuestran 
perversidad en su ánimo. 

49. No son esos fundamentos sin em- 
bargo bastante poderosos á mi entender 
para que el marido quede siempre exento 
de pena por su adulterio. Las leyes que 
sobre el caso se dictaron, se resienten de 
la fuerza del hombre ejercida sobre el sexo 
inas débil, y de la exajerada dependencia 
en que la falta de civilización mantuvo á 


lá mujer en uii principio. Sobre todo el 
hombre que todo lo debe 4 su esposa, y 
hace servir Sus mismos haberes para pro- 
porcionarse la violación do lafé que puso 
en sus manos aquellos bienes, y para sos- 
tener con ellos al fruto de sus extravíos, 
dando al olvido á su mujer, es tan culpa- 
ble bajo todos conceptos como la mujer 
adúltera si no mas, y' casos tan frecuentes 
pudieron llamar de un modo especial la 
atención del legislador. 

50. Lo veremos después salvado en el 
código novísimo en algún modo, por la pe- 
na que impone al marido que toma man- 
ceba de una manera escandalosa ó la con- 
serva en la casa de la propia mujer. Esto 
sin embargo no es bastante para salvar to- 
das las dificultades (pie en la materia se 
presentan. Lo seriad divorcio absoluto ó 
disolución del matrimonio si á ello no se 
opusiera el sacramentp que en él media. 
Semejante d isol ucion tendría cabida así por 
la infidelidad del marido como por la de la 
mujer pidiéndolo el agraviado, y fijándose 
reglas para que el culpable hubiese siem- 
pre de sostener á sus hijos, así como al 
cónyuje inocente en el caso de no tener 
haberes ó de no empeñarse por otro lado 
en distinto matrimonio. 

51. En la imposibilidad sin embargo 
de adoptarse partido semejante, forzoso 
es que la doctrina legal se conserve, pues 
aunque poco acomodada ¿justicia, al fin 
se evitan con ella mayores quebrantos. 
Siempre las costumbres sin embargo pro 
meten en este asunto nuevas variaciones, 
y la misma práctica de hecho va modiíi 
cando la ley, y tal vez adopte separacio- 
nes y compromisos de hecho, que propor- 
cionan mayor desmoralización que la mis- 
ma que se pretende evitar. 

52. El que tiene acceso carnal con una 
mujer- casada, es preciso que lo haga con 
conocimiento de que se encuentra compro- 
metida en matrimonio, para que cometa a- 
dulterio, pues no lo habrá de su parte fal- 
tando aquel conocimiento. Pero sí existirá 
de parte de la mujer en semejan te, caso, y 
deberá ser penada por ello (L. o tít. 17 
Part. 7, y L. 7, tít. 7, lib. 4 del Fuer. Real). 
Esta doctrina se encuentra sancionada por 
el código novísimo, cuando ex ije en el 
adúltero la circunstancia de que sepa que 
es casada la mujer con quien se une (Art. 
358). 
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53. Habría adulterio aun cuando me- ' 
díase casamiento con mujer cuyo marido , 
ausente se estimase ya muerto, si el segun- 
do matrimonio se contrajese sin las cir- 
cunstancias que por derecho se requieren ! 
para tener por muerto el primer marido, | 
6 en el particular mediase fraude y resul- 
tara vivo aquel (L. 5, tít. 17, Part. 7, y 
L. 11, tít. 2 lib, 3 Fuer. Real). 

54. Hay también adulterio en los que 
con ciencia cierta de que son casados ce- 
lebran nuevo matrimonio. La ley de Par- 
tida impone por semejante delito destier- 
ro á una isla por cinco años, pasando los 
•bienes que tuviere el delincuente en el lu- 
gar que cometió el delito á sus hijos ó nie- 
tos si los tuviere, y no teniéndolos al Fis- 
co. Pero en el caso de que uno de los cón- 
y uje 5 fuere inocente no llevará pena y to- 
maría la mitad de los bienes en el de 
no tener el otro hijos ni nietos (L. 16, tít. 
17, Part. 7). Ademán de esta penase dispu- 
so también que al criminal se le marcara 
en la frente con hierro candente una Q. 
(L. 6, tít. 28, lib. 12 Nov. Ric.). En cuan- 
to álos que contraen esponsales con dos 
mujeres, la ley dispone que sean conde- 
nado:^ en la pena de aleves, perdiendo la 
mitad de sus bienes para la cámara (L. 1 
7, tít. 28, lib, 12 Nov. Rcc.). Con posterio- , 
ridad el destierro de cinco anos dispuesto j 
por la ley de Partida á los bigamos se man* j 
dó enteuder por galeras con igual plazo, 
y ultimáronte se convirtieron las penas j 
corporal y de señal, en vergüenza publica, ! 
y diez años de galeras (L. 8 y 19, tít. 28, i 
lib. 12, Nov. R¿e.\ Este delito se encuen- 
tra castigado por el código penal vijente 
mayor (de 8 á 12 años) V. Matrimonios 
ilegales. 

55. La Ley de Partida impone respecto 
del adulterio, pena de muerte al adultero, 
y á la mujer la de azotes, encerrándosela 
después en un monasterio, y plisando al 
marido su dote y arras. El marido podía 
sacarla del monasterio dentro de dos años, 
devolviéndole entonces la dote y arras; 
pero en el caso de no perdonarla, la adul- 
tera debia recibir el hábito del monasterio 
en que se la había puesto, dividiéndose los 
bienes que la quedaran fuera de la dote y 
arras de e3te modo. Si tenia hijos ó nietos, 
en tres partes, de las cuales dos tocaban á 
aquellos descendientes y la otra tercera al 
monasterio. Si no tenia hijos ni nietos y sí 


oadres ó abuelos que no hubiesen consen- 
tido el adulterio, aquellos tomaban una 
tercera parte de la herencia y el monaste- 
rio las otras dos. Y en caso de *no tener 
esos ascendientes ni descendientes el mo- 
nasterio debia tomar toda la herencia. 

56. Conforme al Fuero Real, los adúlte- 
ros debían ser puestos en poder del ma- 
rido para que de ellos y sus bienes hiciera 
lo que quisiese; pero no podía matar al 
uno dejando al otro, ni tomaba los bienes 
cuando aquellos tenían hijos legítimos. (L. 
1, tít. 7, lib. 3 de F. R., ó L.^ 1; tít. 28, lib. 
7. Nov. Rec.). Y si la mujer que había 
contraído . esponsales cometía adulterio 
I con otro, estos se hachan siervos del novio 
sin en la Península ( Art. 395). con prisión 
que pudiese matarlos, tomándoles tam- 
bién los bienes si no tenían hijos (L. 2, tít. 
28, lib. 12, Nov. Rec.). Esa pena de hacer 
suyos el marido los bienes de la mujer es 
poco noble é inmoral. El marido que trata 
de vindicar su honor mo debe aspirar á 
conseguirlo despojando á su esposa de los 
bienes que la pertenecen, y consumando 

: así un acto poco honroso con el pretexto 
del propio honor. Esa codicia ademas in- 
clina á un marido que carece de aquel ho- 
nor, á suponerse despojado por el adulte- 
rio del que no tiene, para conseguir un 
proposito inmoral. 

57. Cuando la mujer comete adulterio 
con siervo, la Ley de Partida impone á los 
uos adúlteros la pena de ser quemados (L. 
15, tít. 17, Part. 7.). 

‘58. Conforme al código penal nov(pimo 
(Art. 349), la pena que se impone al adul- 
terio es la de prisión menor (de 4 á 6 me- 
ses). No tendrá lugar por lo mismo la pér- 
dida de la dote y arras, que las-leyes ante- 
riores hacían sufrir á la adultera ademas 
de la pena corporal. Ni tampoco es pena- 
| do como adulterio el casamiento 6 acceso 
carnal de los que hayan contraido esponsa- 
| les solamente, bien que hoy no los haya 
de futuro. Cuando la mujer salga de la ca- 
| sa del marido con propósito de cometer 
| adulterio, no verificándolo por causa inde- 
pendiente de su voluntad, ó de otro modo 
lo intentare sin que de la propia manera 
pueda conseguirlo, será -castigada confor- 
me lo son los demas reos de delito frus- 
trado, tentativa y conspiración para come- 
ter el delito Véase Penas. 

59. El adulterio de la mujer casada con 
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su criado sin duda deberá estimarse como 
circunstancia agravante, para que á en- 
trambos se imponga la pena del código en 
su grado máximum, v lo mismo debe- 
rá acontecer cuando el delito Jenga lugar 
con un colono V. Circunstancias que 
agravan la responsabilidad criminal. 

60. Respecto de I 03 colonos entre sí, de- 
ba tener -lugar la aplicación de la3 le ves 
sobre adulterio de la propia manera que 
en la clase blanca, por no haber entonces 
circunstancia que determine ninguna di- 
ferencia. En apoyo de e5ta doctrina es de 
observarse que la Ley de Indias así lo dis- 

? >one respecto de la3 mestiza? (L. 4, tít. 8, 
ib. 7 Reo. de Ind). 

61. En cuanto al adulterio de la mujer 
blanca con hombre de color, creo que de- 
be aumentarse la severidad? de la pena; 
porque seria de funesto ejemplo para las 
costumbres publicas; porque seria también 
un agravio de la mas extremada importan- 
cia para el marido, y porque ademas supo- 
ne el mayor grado de depravación en la 
que así se dejase arrastrar de su liviandad, 
arrostrando con lo que reclaman nuestro 
estado político y con todas las máximas, 
creencias y hábitos que desde la niñez se 
nos inculcan en semejante particular. Un 
adulterio de semejante especie no solamen- 
te lleva consigo el agravio de mayor im- 
portancia que pudiera hacerse á un mari- 
do, sino que en el caso de tener por resul- 
tado la concepción, marcada esta de una 
manera especial por el cruzamiento de las 
razas, dejaría asi un testimonio vivo de la 
afrenta de la mujer y su familia, tal vez 
para algunas generaciones. Cr.eo por lo mis- 
moque ála mujer debiera en semejante ca 
so aumentársele la pena ungrado, imponién- 
dosela por lo tanto la de prisión mayor (de 
7 á 12 año3), y al adultero la de presidio 
de 6 á 11 años y extrañamiento perpetuo 
de todos I 03 dominios españoles Véase 
Penas. 

.62. Da .mayor gravedad seria aquel a- 
dulterio consumado con el esclavo, que ade- 
m\s de la3 circunstancias mencionadas 
respecto del hombre de color, reúne la 
degradación de su estado, siendo esto un 
aumento-Se escándalo para las costumbres 
publicas. Teniendo lugar semejante hecho 
indudablemente que tanta culpa ó mayor 
que la del adultero mediaría de parte de 
la mujer, porque en semejante materia la 


menor intimación de parte del esclavo 
equivale á un grave insulto, que no cor- 
rejido desde luego, le alienta para la con- 
sumación del delito. Oportuno parece en- 
tonces .que .á los dos culpables se au- 
mentase la pena del código en dos grados, 
imponiéndose á la adúltera por lo mismo 
la de reclusión temporal (de 12 á 20 años) 
y al esclavo la de trabajos forzados de 16 
á 24 años, como equivalentes á aquella 
reclusión Véase Penas. 

63. En cuanto al adulterio cometido 
entre los propios esclavos; ciertamente que 
seria ridículo intentar castigarlo con las 
penas que se imponen á la clase libre, fal- 
tando en ellos líís circunstancias que cons- 
tituyen la gravedad del delito. No media 
entonces en aquel acto lá violación de un 
honor de que aquellas clases no tienen 
idea enmedio de su degradación é inmo- 
ralidad, tampoco un grave esfuerzo pa- 
raviolentar el pudor de que carecen, ni la 
introducción de un heredero extraño en 
la familia que usurpe una sucesión que no 
existe. 

64. En vez de tener el dueño que con- 
tener los impulsos de honor de un escla- 
vo en semejante materia, sucede princi- 
palmente en el campo, que tenga que evi- 
tar las concesiones que el desmoralizado 
marido haga de su mujer al capricho de 
otro esclavo por un insignificante precio. 
Solamente quedará pues al marido que 
no lleve á ese extremo la falta de princi- 
pios y delicadeza, los celos naturales en el 
amante de una mujer, sea cual fuere su es- 
tado respecto de ella. En vista de esas 
consideraciones por lo mismo creo quela 
ley debe considerar el adulterio en la es- 
clavitud solamente como una falta cuyo 
castigo se cometa á la discreción del due- 
ño. 

65. Conforme al código penal novísi- 
mo, el marido en cualquier tiempo puede 
remitir la pena que por adulterio se im- 
ponga á su consorte, volviéndose á unir 
con ella, y entendiéndose entonces tam- 
bién remitida la pena respecto de su cóm- 
plice ( Art. 360). Así pues, aun cuando se 
esté ejecutando aquella pena, puede tener 
lugar su suspensión á voluntad del agra- 
viado. 

66. La Ley departida faculta al marido 
que encuentraásu mujer cometiendo adul- 
terio con un hombre vil para dar á este la 
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muerte, presentando á la adultera anteve 1 
juez para que también la imponga pena; 
pero si el adúltero no es vil no le concede 
respecto de ól semejante franquicia (L. 13 
tít. 17 Part. 7). Las leyes del Fuero Real 
conceden al maridó la propia í acuitad sin 
distinción de que el adúltero sea vil 6 no 
(L. 1, tít. 17, lib. 4 F. R). Y las leyes reco- 
piladas dicen lo mismo con la circunstan- 
cia de que pueda matarlos á entrambos y 
noá uno solo (L. 2, tít. 28,' lib. 12 Nov. 
Rec.) y de que en el caso de consumar esas 
muertes no gane la dote ni los bienes del 
que matare (L. 5, tít. 28, lib. 12, Nov. 
Rec.) 

. 67. También la Ley de Partida faculta 
al padre que cncuentrti á su hija come- 
tiendo adulterio* en su casad en ía del yer- 
no, para que mate á los dos culpables y no 
á uno de ellos solamente. Da la razón de 
la diferencia exponiendo (pie ,cl marido 
en vista del agravio se inclinaría á matar- 
los á entrambos, mientras que el padre se 
inclinaría á perdonar á la hija. Perrf tan- 
to al marido que matare á uno de los 
dos aun cuando el adúltero fuese noble, 
b no lo verificase conforme á la ley, y al 
padre que. matase al adúltero perdonando 
á la hija, impuso penas inferiores a las del 
homicidio. Si el muerto es pues noble y el 
matador plebeyo elche ser condenado á las 
labores d el Rey, y si fuesen iguales debe 
ser desterrado á una isla por cinco afíos; 
y si el matador era mas noble que el cul- 
pable, el destierro debia ser de menor du- 
racioná arbitrio del juez. 

68. La Ley del Fuero Real amplia aun 
mas la prevención de la de Partida, pues 
faculta al padre que encontrase en su casa 
á alguno cometiendo acto carnal con su 
hija, y al hermano con la hermana que no 
tenga padr^ ni madre, ó al pariente cer- 
cano que estuviese en la casa, para que 
pueda matarlos á entrambos ó al uno de- 
jando al otro (L. 6, tít. 7, lib. 4, F. R.). La 
Ley (h‘l Fuero recopilada figura en el mis- 
mo sentido, pues exime de penaal que ma- 
ta el hombre que encuentra en su casa en 
acceso carnal con su hija b con su herma- 
na (L. 1, tít. 2, lib. 12 Nov. Rec.). 

69. No es cstraño que la ley que pbnia 
en poder del marido á los adúlteros, para 
que con ellos hiciera lo que mejor le vi- 
niese en voluntad, y que tanta importan- 
cia daba ni honor de ese modo entendido 


en los tiempos en que sedictó, le permitie- 
ra .también que pudiese matarlos desde 
luego si les sorprendía consumando el de- 
lito. El propio fundamento que habia pa- 
ra disimula^ semejante proceder en el ma- 
rido, debió mediar también para que se 
permitiese al padre y aun al hermano, que 
por sí tornara venganza de su agravio en 
semejantes circunstancias. 

7C). El código penal novísimo, sin em- 
bargo, aunque toma en consideración el 
justo enojo en semejante tranco, del mari- 
do y aun del padre, no ha considerado 
prudente ni acertado permitirles que se 
hagan por su mano la justicia, úrn la ma- 
nera ([ue lo disponían las leyes anteriores; 
ni tampoco que con semejante pretexto 
se satisfagan venganzas provenientes de 
otros motivos, y aun acaso se cometan otros 
verdaderos delitos. 

71. El marido que sorprende á su mu- 
jer en adulterio, y mata á los culpables en 
el acto ó les causa alguna lesión grave, sin 
distinguirse que lo haga con el uno ó con 
los dos, lleva la pena de destierro, liber- 
tándose de todo castigo cuando aquellas 
lesiones no sean graves (Art. 348). Por lo 
mismo, si los matase después del primer 
acto, ó les infiriese lesiones graves ó leves, 
será castigado como si no mediase la cir- 
cunstancia del adulterio, porque falta el 
motivo del primer impulso del honor o- 
fendido que es el que la ley considera pa- 
ra la minoracion/de la pena. 

72. Lo mismo exactamente sucederá con 
el padre respecto de su hija, pero ademas 
la ley exije que la hija sea menor de vein- 
te y cinco auos y que viva en la casa pa- 
terna (Art. cit.). Vese pues aquí que el le- 
gislador ha querido modificar en cuanto 
es posible semejante derecho de ofender 
al culpable sin la intervención judicial, y 
no considera que es de disimularse en el 
padre, cuya hija por su edad no se en- 
cuentra respecto de el en tan estrecha de- 
pendencia, ó que por haber salido de la 
casa paterna tampoco está bajo su inme- 
diata vijilancia. 

73. Todavía hace el código otra excep- 
ción en el caso que nos ocupa, y es la de 
que el beneficio de la minoración de pena 
mencionada no alcanze á los que hubieren 
promovido ó facilitado la prostitución de 
sus mujeres ó hijas (Art. cit.). Mal sentaría 
con efecto á los que se encuentran en seme- 
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jante caso, querer disculpar su delito con 
un impulso irresistible de honor, después 
de haberlo sacrificado de una vergonzosa 
manera. 

74. Por supuesto que tampoco' queda- 
rán comprendidos en el beneficio del códi- 
go, los hermanos que sorprendan á sus 
hermanas cometiendo adulterio ií otro de- 
lito carnal, entendiéndose derogadas las 
leyes que íes concedian derecho para to- 
mar venganza por gí en semejantes casos. 

75. En consonancia de los mismos prin- 
cipios recomendados* entiendo que tam- 
poco habrá Ja minoración referida de 
pena respecto del hombre de color que 
mate ú ofenda por razón de adulterio ó 
ácceso carnal de su hija con hombre blan- 
co, y con mayor razón tratándose del es- 
clavo. Entonces sin embargo podrá con- 
siderarse el motivo que impulsa el hecho 
oomo circunstancia atenuante. No hay en 
esas clases honor tan esmerado que haga 
disculpable semejantes impulsos respecto 
dé la otra á que deben guardar conside 
ración respetuosa, y también seria de fu- 
nesta influencia el ejemplo que se diese de 
permitir tales venganzas respecto de la re- 
ferida clase blanca por la otra inferior. 

76. La leymo exceptúa de la propia 
inaneraal criado respecto de su amo, pues- 
to que median las mismas razones de pe- 
so, para no permitirle ejercer la venganza 
por sí, debiendo dejar el castigo á la ac- 
ción de los tribunales. Tampoco mencio- 
na al colono, por no haberse dictado el có- 
digo para estos dominios, desconociéndo- 
se aquellos en la Península; pero si bien 
en el caso explicado el delito que cometan 
respecto del patrono, deba penarse tomán- 
dose en consideración el motivo corno cir- 
cunstancia atenuante, no creo que de un 
todo les sea aplicable el beneficio del có- 
digo. Con efecto hay mas estrecha depen- 
dencia entre el colono y el patrono, y me- 
dia también mayor consideración y res- 
peto, que la que hay entre el amo y el 
simple criado ó asalariado. 

77. La ley que minora al marido y al 
padre la pena, cuando matan ó infieren 
lesione»: graves, disimulando que las oca- 
sionen rieles, á los raptores de su honra 
en loe momentos de arrebatársela su mu- 
jer dirija por acceso carnál con un tercero, 
en vano intentaría impedir epas muestras 
de enojo de una manera mas importante, 

31 


cuando el acceso carnal sea con un hom- 
bre de color. Para sugetar los dos casos á 
una misma regla, sería preciso que hicie- 
ra de igual importancia los resultados de 
la violación de la castidad en ellos- que 
arrancara del corazón del padre y del ma- 
rido los principios que desde su nacimien- 
to se les inculcan en esta Isla sobre la di- 
ferencia entre las razas, los cuales vienen 
á formar una segunda naturaleza; y seria 
preciscuque suprimiese la esclavitud con 
todas las ideas accesorias que consigo lle- 
va. En virtud de todos esos fundamentos 
el marido, ó el padre, ó el hermano que 
sorprendiesen á su mujer, hija ó hermana 
en acceso carnal con uno dé esos hombres 
que llaman de color, indudablemente que, 
por pacífica que sea su condición, ha de 
exaltarse al mas alto punto, sin que *nin- 
gunas otras consideraciones sean podero- 
sas á contener su primer impulso. 

78. Creo por lo mismo que, tomándose 
en cuenta semejante diferencia y tan de- 
cisivos fundamentos deba ampliarse en el 
caso el beneficio del código al hermano y 
al padre sin atenderse á la circunstancia 
de que la hi ja sea menor y viva ó no bajo 
su abrigo. Por lo tanto parece que no es 
de imponérseles pena alguna, 'aun criando 
en semejante caso ocasionen lesiones gra- 
ves á los culpables, y solo arresto mayor 
en el de inferirles la muerte, entendiéndo- 
se siempre que lo verifiquen en un acto 
primo. Con mayoría de razón deberá suce- 
der así, cuando semejante delito por for- 
tuna sería de extremada rareza en esta 
Isla. 

79. En el caso de que el padre, el herma- 
no óeimarido, hubiese promovido ó faci- 
litado la prostitución de su hija, hermana 
ó esposa, si no lo'hubierc hecho con gente 

I de color, y las encontrasen en acceso car- 
nal con alguno de la última clase, parece 
quedeberian tener lugar extrictarnente las 
reglas del Art. 348 del código citado, res- 
pecto de las personas blancas entre sí, 
cuando no media prostitución. Por lo mis 
mo tendría entonces lugar el destierro 
cuando hubiese muerte ó lesiones graves, 
no gozaría el hermano del beneficio, y el 
adre lo gozaría solamente respecto de la 
ija menor de 23 años que mantuviese 
á su abrigo. 

80. Si -bien. la Ley no castiga el adul- 
terio del marido como va se ha^dicho, tam- 

1856. 
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poco pudo mirar con indiferencia que: 
aquel faltase á la fé conyugal, é insultara j 
á su consorte, y á la vez á la moral públi- 1 
ca. Fuéra del divorcio, cuya materia no 
corrésponde que se trate en el presente ar- 
tículo, las leyes recopiladas se ocuparon 
de semejante caso. 

81. Prohibieron primero que ningún 
hombre casado tuviese manceba pública- 
mente, imponiéndole por pena la pérdida 
del quinto de sus bienes hasta 10,000 ma- 
ravedís por cada ocasión que esto sucedie- 
se, los cuales se pusiesen en depósito de - 
un pariente <5 dos de la manceba, que fue- ! 
sen personas de abono, á fin de que aque- 
lla cantidad 1$ sirviese de dote para casar- 
se ó entrar en algún monasterio (L. 1 tít. 
26, lib. 12 Nov. Rec.). Y después manda- 
ron que perdiese la mitad de los bienes 
para la cámara el hombre casado que des- 
amparando la casa de su mujer viviere en 
otra con manceba públicamente (L. 2, tít. 
26 lib. 12, Nov. Rec.). 

82. Posteriormente se dispuso en fin 
ue la manceba pública de hombre casa- 
o, por la primera vez pagase en pena un 

marco de plata v fuese desterrada por un | 
año de la ciudad, villa ó lugar de su resi- ( 
dencia; por la segunda pena de otro marco 
de plata y dos años de destierro, y por la j 
tercera otro marco de plata, cien azotes y \ 
destierro por un año, pudiéndola acusar 
y denunciar cualquiera del pueblo, y di- 
vidiéndose el marco de plata, dándose una 
parte al acusador y dos á la cámara. 

83. Yernos pues aquí que la manceba ¡ 
es castigada aun con mayor rigor que el 
marido, que de semejante manera insulta | 
y abandona á su esposa, y aun la pena 
pecuniaria impuesta al marido para la do- 
te de la manceba, menoscaba unos haberes 
que enteramente debieran consagrarse al 
sostenimiento de las cargas matrimonia- 
les. El código penal novísimo impone en el 
cáso distintas penas con justicia mejor 
entendida. 

84. Al marido que tenga manceba den- 
tro de la casa conyugal ó fuera de ella 
con escándalo, impone pues el castigo de 
prisión correccional (de 7 á 36 meses), y 
á la manceba el de destierro. Semejantes 
penas sin embargo no podrán imponerse 
sino en virtud de querella de la mujer 
agraviada , la cual no podrá acusar á uno 
solo de los culpables sino á los dos, y nun- 


ca cuando hubiese consentido la falta ó la 
hubiere perdonado, y pudiendo asimismo 
remitir la pena en cualquier tiempo, en- 
tendiéndose entonces igualmente remitida 
respecto de los dos culpables (Arts. 362, 
359 y 360). 

85. En esas disposiciones se castiga, 
pues, como antes indiqué, el agravio he- 
cho á la mujer por su marido, sujetándo- 
sele á las mismas reglas dictadas respecto 
del adulterio quedas adelante se explica- 
rán. La circunstancia de mantener el ma- 
rido á la manceba en casa, se Equipara 
enteramente al hecho de mantenerla fuera 
con escándalo, y esto me obliga á detener- 
me en esa condición del escándalo que la 
ley requiere para el castigo. 

86. Escándalo vale tanto como ruido, ó 
publicidad, y en esa acepción ha tomado 
sin duda la palabra la ley. Habrá ese es- 
cándalo en el marido, pues, cuando des- 
ampare la morada de su consorte y . desa- 
tienda sus deberes, para consagrarse á un 

j amor ilícito; lo habrá cuando sin hacer 
ese abandono mantenga casa puesta á la 
manceba, concurriendo á ella de modo 
que se advierta el convenio en el público 4 
y lo habrá cuando de cualquier otro mo- 
do haga ostentación de su falta. 

87. La ley no permite que fuéra de se- 
mejantes casos la mujer compadezca á acu- 
sar infidelidades de su esposo en los tribu- 
nales civiles, para que por ellos resulte pe- 
nado: considera que entonces no hay agra- 
vio que vindicar, y que falta la circunstan- 
cia del honor ofendido y sus importantes 
consecuencias, que determinan la acusa- 
ciondel adulterio. 

88. La circunstancia de que el amance- 
bamiento tenga lugar por hombre blanco 
con mujer de color, sin duda deberá esti- 
marse como agravante para la imposición 
de la pena en su grado máximum. 

89. Tratemos ahora de la acusación del 
adulterio. La Ley dePartida distingue res- 
¡ pecto de la .acusación el caso de estar vi- 
gente el matrimonio y el de haberse disuel- 
to por muerte ó por divorcio. Viviendo 
el marido, este puede entablar la acusa- 
ción primero que otro alguno; pero en el 
caso de no hacerlo y persistir la mujer en 
el delito, podria acusarla el padre, y su- 
1 cesivamente el tio paterno y el materno, 

no otro alguno (L. 2, tít. 17, Part. 7). 
sta acción dura el tiempo de cinco años 
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contados desde el día del delito, á menos 
que se cometiera el adulterio por fuerza, 
en cuyo caso la ley concede treinta años 
para ía persecución del culpable (L. 4, tít. 
17, Pan. 7). 

90. Separado el matrimonio- por el ecle- 
siástico puede conforme á las lfeyes de 
Partida, acusar el marido el adulterio den- 
tro de 60 dias contados desde el de la se- 
paración, no incluyéndose en ellos los fe- 
riados ni aquellos que excusan á los em- 
plazados de cumplir con el emplazamien- 
to; y si el marico no prueba el delito, no 
incurre por eso en pena alguna. Las mis- 
mas franquicias en un todo se conceden 
al padre. No haciéndose la acusación den 
tro del plazo designado, conforme ála mis- 
ma ley, el padre y el marido así como 
cualquier otro del pueblo, pueden inten- 
tar la acusación dentro de 4 meses pos- 
teriores contados de la propia manera. (L\ 
3, tft. 17, Part. 7.*) 

91. Despües de la muerte del marido, 
que no acusó el adulterio, la misma ley 
concede seis meses para intentar la acu- 
sación, contados desde el dia en que se co- 
metió el delito en la forma explicada; pe- 
ro entonces es preciso probar el adulterio, 
sufriendo el acusador en el caso de no con- 
seguirlo la pena del talion. Y la misma 
pena impone al marido ó al extraño que 
inténtala acusación sin estar separado por 
la Iglesia él matrimonio, y obrando en 
ello con malicia* (L. últ. eit.). 

92. Contra semejantes disposiciones de 
lás Leyes de Partida, obra la del Fuero 
Real, en la cual se dice que si la mujer 
casada ó desposada con alguno cometiere 
adulterio con otro, cualquiera la puede 
acusar, pero que si el marido no lo hicie- 
re ó no quisiere que otro lo haga, ningu- 
no pueda entablar la acusación, supuesto 
que es evidente entonces que el marido 
quiere remitir el agravio (L. 4, tít. 7, lib. 
4F. R.). 

98. Dispuso después la Ley 80 de Toro 
que el marido no pudiese acusar á uno 
oe los dos adúlteros encontrándose en- 
trambos vivos, pues ha de hacerlo respec- 
to de los dos ó de ninguno. (L. 8, tít. 28, 
lib. 12 Nov. Reo.). Y la ley 4, tít. 27, lib. 
19 de lat Nov. Rec. declara que ninguna 
mujer casada pueda decirse manceba de 
clérigo, fraile ni casado, ni demandada en 
juicio por tal motivo, salvo si su esposo 


la quisiere acusar, y á menos que los ma- 
ridos consintiesen semejante mancebía pú- 
blicamente, en cuyo caso pueda proee- 
derse de oficio en el asunto. Esa ultima 

Í >revencion se encuentra repetida en la 
ey 5, tit. y lib. citados, refiriéndose á los 
clérigos que hacen casar las mancebas con 
criados ú otras personas, para proseguir 
con mas desembarazo en el contubernio. 

94. El código penal novísimo ha tenido 
présente sin duda que el adulterio es un 
delito, con el cual solamente se perjudica 
al marido en su honra y en sus haberes, 
y que por lo mismo es él quien debe ó no 
acusarlo y quien ‘igualmente puede ó no 
remitir la injuria que desemejante mane- 
ra se le irroga. Por lo mismo dispone que 
no se imponga pena por delito de adulte- 
rio, sino en virtud de querella del marido 
agraviado; y también que este no pueda 
establecer la acusación sino contra ambos 
culpables sí los dos viviesen (Art 359). 
Podrá pues intentarse falleciendo el uno de 
ellos contra el superviviente, si el marido 
no hubiese antes remitido la injuiia, y en 
cuanto á los escándalos que tengan lugar 
por la unión ilícita con una mujer casada, 
serán castigados en la manera que se ob- 
servará en sus lugares correspondientes 
con relación al mismo código, sin que ten- 
ga cabida la pena del adulterio cuando no 
medie aquella acusación del marido. Por 
supuesto que en el juicio de adulterio no 
puede tomar parte el ministerio fiscal, co- 
mo que no se puede perseguir de oficio, 
y así lo dispone terminantemente el art. 
169 de la Real cédula de 30 de Enero de 
1855, formada para estos dominios. 

95. Én cuanto al tiempo en que puede 
interponerse la acusación del adulterio 
voluntario y la del adulterio por fuerza, 
están vigentes las disposiciones de las le- 
yes de Partida, que señalan al primeró el 
término de cinco y al segundo el de trein- 
ta años, por una excepción singular res- 
pecto de los demas delitos, que general- 
mente prescriben por veinte años. Si co- 
menzada la acusación fallece el marido, es 
consiguiente que desde luego se sobresea 
en el juicio, supuesto que solo él conforme 
al código puede hacer liso de la acción, y 
nó puede sustituirle otro pariente ni tam- 
poco el ministerio fiscal. 

96. Las mismas leyes de Partida dispo- 
nen, que ademas de la excepción de pres- 
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cripcion de la acción, los acusados de adul- 
terio puedan oponer la de que el delito se 
verificó con consentimiento del marido ó 
siendo este el alcahuete, y que probada 
así, al marido sea á quien se imponga la 
pena que merecían los acusados. Para pro- 
ducir semejante efecto la excepción, ha 
de oponerse antes de contestarse á la acu- 
sación, pues si se verifica con posteriori- 
dad se distingue el caso de hacerlo la adul- 
tera ó el adúltero. En el primero no exime 
á la mujer de la pena de que también de- 
be participar el marido, y en el segundo 
se tendria como no puesta. 

07. Dictada esta ley 'antes que la del 
Fuero Real, que dispuso no admitir acu- 1 
sacion de adulterio sino intentada por el 
propio marido, propusieron los interpre- 
tes la duda de si debe estimarse ó no de- 
rogada por la disposición posterior. Pare- 
ció duro que por defecto de una fórmula 
fuese castigada ó no la mujer, quedando 
impune su marido, cómplice si no verda- 
dero autor del delito, y •haciendo suyos 
ademas los bienes de la consorte. Arguyen 
pues que la Ley de Partida habló en el 
sentido delderecho antiguo, por el cual se 
daba acción de acusar al padre y otros, 
prefiriéndose aun al padre cuando en el 
adulterio mediaba consentimiento del ma- 
rido, por cuyo motivo aun cuando la mu- 
jer opusiese la escepcion antes de contes- 
tar á la acusación, no se libertaba de la 
pena verificando la acusación otro que no 
fuese el marido. Y por lo mismo conclu- 
yeron en que después de la Ley del F uero, 
la mujer que oponía la excepción del con- 


mismo, proporcionará todo el resultado de 
que la ley lo ha revestido. Por lo mismo 
es consiguiente que con la ramera, aun 
cuando sea casada, no se comete adulterio, 
porque la misma profesión trae de parte 
; del marido un convenio tácito ó un con- 
sentimiento respecto de todos. 

99. Conforme también á la ley de Par- 
tida, si el marido intenta la acusación de 
adulterio y la abandona, no puede después 
proseguirla, y sin duda es la razón de es- 
to, la de considerarse que se ha remitido 
la injuria. Lo mismo y con mayor motivo 
sucederá, sKle úna manera mas explícita 
manifestase ante el juez que no quería acu- 
sar ó desistiese de la acusación intentada. 

I Y si después de cometido el adulterio el 
¡ marido con ese conocimiento recibiere á la 
| mujer en su lecho ó siguiese viviendo con 
ella maridablemente, tampoco podría in- 
tentar la acusación, por considerarse de la 
propia manera remitida la injuria. (L. 8, 

| tít. 17, Part. 7). Las disposiciones de esta 
ley deben considerarse vijentes después 
de la publicación del código penal, por 
¡ cuanto .este también niega la acción de 
acusar el adulterio después que el marido 
lo haya perdonado á cualquiera de ellos. 
(Art. 359). 

100. Esa circunstancia del código, so- 
bre ser el perdón á cualquiera de ellos, ha- 
, ce aun mas extensas las disposiciones re*- 
* feridas de la Ley de Partida. Por lo mis- 
I mo si después que el marido tuviere co- 
nocimiento del adulterio, egercierecon el 
adúltero alguno de lupiellos actos que en 
cualquiera otra injuria la hacen considerar 


sentimiento debía libertarse del castigo, remitida, no podrá después intentar la 


ya propusiera semejante excepción antes i acusación contra ninguno de los dos, que 
ó después de la acusación. , asi resulten culpables del delito. 

98. El código penal novísimo después 101. Dispone la Ley de Partida que si 
de manifestar que solo el marido es quien el acusador de adulterio fuese hombre vil 
puede deducir la acción de adulterio, ex- 1 ó de malas costumbres, serviría de excep- 
pone que nunca podrá hacerlo si lo hubie- i cion á la mujer, la de que él también hu- 
r£ consentido (Art. 359). Creo por lo tanto i biese cometido adulterio, con tal de que 
que la excepción del consentimiento ten- interponga esa excepción antes de que el 
drá cabida en cualquier estado del juicio pleito principal siga adelante (L. 9, tít. 12 
que se forme á consecuencia de la acusa- Part. 7). Pero semejante disposición está 
cion que se promueva; porque la ley no- derogada por la L. 2, tít. 28, lib. 12' de la 
vísima no establece la distinción de la de Nov. Ree., que niega á la mujer el dere- 
Partida, y no hay fundamento tampoco cho de excepcionarse del delito por razón 
para que subsista semejante diferencia. El ¡ de haber incurrido en él su marido, sin 
consentimiento excluye la acción para j distinguir sii condición de noble ó plebe- 
acusar, lleva consigo la prohibición de ha- 1 yo, ni de otra manera. Tampoco tendrá 
cerlo, y siempre que se demuestre por loí pues lugar con arreglo al código novísi- 
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mo, en el cual no se reconoce adulterio 
sino cuando es oometido con mujer casa- 
da, ni se establece que semejante .hecho 
del marido sirva de excusa á su consorte 
para. incurrir en la propia falta; que tan 
distintas consecuencias proporciona en el 
uno y en el otro. 

102 . Ocúpase también la ley de Parti- 
da de dictar reglas sobre el 'modo en que 
puede obligar á los adúlteros el procedi- 
miento que respecto de ellos se siguiera 
siendo acusados separadamente; pero su 
doctrina no tiene aplicación desde que ha 
quedado establecido que no pueden serlo 
sino entrambos á la vez. Anade sin em- 
bargo que si alguno casare con viuda y 
después intentase acusarla del delito co- 
metido en vida del otro marido no pueda 
hacerlo. (L. 9, tít. 17, Part. 7). La ley da 
por fundamento, que por el mismo nuevo 
casamiento se entiende que el acusador 
aprobó la conducta de su mujer. Esta ra- 
zón no seria satisfactoria cuando el nuevo 
marido hubiese ignorado el hecho consu- 
mado con un tercero, hasta el momento 
de la acusación; mas para el mismo resul- 
tado obra hoy la consideración de que so- 
lamente el esposo difunto, es el que habria 
podido hacer uso de semejante acción, v 
no otro alguno. La injuria tampoco resul- 
ta hecha al cónyuje segundo. 

103. Si el adulterio proporciona por 
una parte acción para solicitar el castigo 
de los adúlteros, por otra también lo da 
para pretender el divorcio quoad íliorum 
respecto de la mujer que cometió el deli- 
to. La primera de esas acciones ha de in- 
tentarse ante el juez civil y la otra ante 
el eclesiástico, á cuya jurisdicción se en- 
cuentra sujeta semejante materia. Y pare- 
ce ser indiferente que las dos acciones se 
propongan á la vez, ó que se deduzca la 
una después de la otra. El código penal 
novísimo lleva el objeto de evitar en cuan- 
to sea posible las penas del adulterio, por 
el escándalo que después de todo y por 
justas que sean proporcionan en las bue- 
nas costumbres, así como también por las 
demas condiciones especiales que medien 
respecto de ese delito. Por lo mismo dis- 
pone que la ejecutoria en la causa de di- 
vorcio seguida por adulterio, surta sus 
efectos plenamente en lo civil cuando fue- 
re absolutoria, y que si por el contrario 
es condenatoria sea necesario nuevo jui- 


cio para la imposición de la pena (Árt. 
361).' 

104. Parece que el código se refiere al 
caso de que el juicio de divorcio se haya 
decidido antes que el de la acusación de 
adulterio; pero ¿qué sucederá si fallada 
primeramente la causa criminal y decla- 
rado por ella el adulterio, el eclesiástico 
declarase después sin lugar el divorcio? No 
creo que el principio de la disposición de- 
jo de tener cabida por la circunstancia e- 
ventual de (fue un juicio se lleve con mas 
rapidez que otro, porque esto seria hacer 
depender el resultado no tanto de lo que 
la ley requiere para estimarlo justo, como 
de la mayor astucia, diligencia ó valimien- 
to de uno de los litigantes. Por lo mismo 
es indispensable que mediando adulterio 
se agite primero en el eclesiástico el par- 
ticular del divorcio, para que la sentencia 
allí dictada proporcione la apertura del 
juicio criminal ó haga excusada su pro- 
moción. Así se deduce de los términos 
de la disposición legal, que de otro modo 
queda*sin cumplido objeto. 

105. Semejante proceder ofrecería sin 
embargo otros inconvenientes de impor- 
tancia. Acusado el adulterio, se -hace pre- 
ciso que el juez civil proceda á la forma- 
ción sumaria y encarcelamiento de los 
culpables, tratándose de un delito que des- 
pués de todo lleva consigo una pena de 
consideración. Con mayoría de razón de- 
berá procederse de ese modo, cuando se 
trate en esta Isla de aquellos adulterios 
cuya gravedad é importancia antes de a 
hora se ha recomendado, como sucedería 
con el de mujer blanca- coñ hombre de co- 
lor libre ó esclavo. ¿Y no deberá proceder 
á cosa alguna en tales casos la jurisdicción 
ordinaria, ó se limitará á conservar en se- 
guro á los culpables, mientras que el-juez 
eclesiástico sea quien propiamente resuel- 
va el asunto por medio del fallo de divor- 
cio? ¿Fallará el juzgado secular y quedará 
en suspenso su fallo, hasta que el eclesiás- 
tico resuelva, pudiendo así resultar algu- 
nas veces la sentencia del eclesiástico, una 
revocatoria de hecho de la que dictd el 
juez inferior? 

106. El medio mas á propósito que á 
mi entender se presenta para allanar to- 
das esas dificultades mientras un mismo 
tribunal no conozca de los dos particula- 
res, es el de que si bien las dos autorida- 
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des pueden conocer á la vez una del adul- 
terio y otra del divorcio, concluida ja su- 
maria por el juez seoular, se exija al acu- 
sador 6 que renuncie á la acción de divor- 
cion para continuar la acusación ó que la 
entable luego suspendiéndose la causa cri- 
minal, hasta que la resolución de la otra 
determinesu prosecución ó sobreseimiento. 

107. No hay mayor inconveniente en 
que así se haga cuando se trata de un adul- 
terio entre personas blancas ó mujer de 
color y hombre blanco; pero' deberá suce- 
der lo mismo, cuando ese adulterio tenga 
lugar entre mujer blanca y hombre de co- 
lor? J5n esta especie de delito no solamen- 
te se hace la mas atroz injuria al marido 
que resulta agraviado, y no solamente se 


proporcionan consecuencias mas graves! 
que en las otras especies de adulterio, si- ! 
no que también se ocasiona grave es ¡ 
cándalo á las costumbres públicas y hasta 1 
en cierto modo se vulnera nuestra mstitu- 


oion política, en cuanto á la diferencia de | 
razas y existencia de la esclavitud. Creo I 
por lo mismo qué falta el motivo que im- 
pulsó al código para adoptar la medida de 
que llevo hecha mención* y que por lo 
tanto el juez secular debe en el caso pro- 
ceder libremente, sin sujeción á lo que el 
eclesiástico determine sobre el particular 
del divorcio. 


108. Ocupándonos ahora de la prueba 
del adulterio, la ley debió tomar y tomó 
en consideración que semejante delito por 
su propia naturaleza se comete' de una ma- 
nera silenciosa y disimulada, sin que tam- 
poco deje marcadas y duraderas señales 
por donde pueda convencerse su existen- 
cia. Fu ó preciso por lo mismo admitir en 
cuanto á él una prueba privilegiada y con 
efecto adoptaron las leyes esa comproba- 
ción. A mas del hecho material del corto, 

la prueba por cartas ó documentos, y 
de la que resulta de la ausencia del mari- 
do por un tiempo excedente al del emba- 
razo, hay pues otra clase de comprobacio- 
nes 

109. La Ley de Partida permitió que en 
semejante caso se admitiese la deposición 
de los siervos contra sus señores, siempre 
que de otra manera no se pudiese compro- 
bar eldelito, y lo mismo deberá suceder 
con los colonos respectó de sus patronos. 
Bu el caso de tener que declarar el siervo 
an la manera explicada, la misma ley dis- 


pone, que, antes de declarar se compre el 
siervo con los bienes del Concejo del lugar 
á que» pertenezca, y que después que hu- 
biesen declarado se les dé tormento para 
que si lo ratifican sea creído su ’testimo 
nio. No probándose aun de este modo el 
adulterio, y resultando que el dueño de lo6 
esclavos recibió algún perjuicio en el pre- 
cio que se le dió por ellos, entonces el acu- 
sador debe indemnizarle de ello con todos 
los daños y perjuicios que le hubiese 
proporcionado. Y también dispone la ley 
que durante la acusación la mujer casada 
no pueda libertar á los siervos que pueden 
deponer sobre su conducta, ni tampocoel 
amo á los esclavos que con ella vivan has- 
ta que no haya concluido el pleito de la 
acusación. (L. 10, tít. 17, Part. 7.) 

110. La disposición de esta ley encon- 
traría graves inconvenientes en la prácti- 
ca, porque prescindiéndose de la aificul» 
tad que ofrecería la dación de la libertad 
en la manera que la dispone, el tormento 
se encuentra de todo punto» abolido, así 
por su barbarie como por su ningún re- 
sultado eficaz. Adviértese que la ley al 
admitir en el asunto el testimonio del es- 
clavo, duda de la veracidad de su dicho y 
trata de garantizarlo, primero con la liber- 
tad que le proporciona y después con el 
tormento que asegure la veracidad dé su 
dicho. La ley obra de ese modo con buen 
fundamento, por la influencia de la mayor 
importancia que es de suponerse en el 
dueño respecto del esclavo aun "después 
que haya conseguido su libertad, y creo 
por lo mismo que si bien se inquiera su 
testimonio en la averiguación del adulte- 
rio porque ellos tal vez mejor que otro al- 
guno puedan saber del asunto, ni su dicho 
se estime con mas fuerza de lá que propor- 
cionan las circunstancias que respecto del 
caso concurran, ni se estime nunca como 
decisivo para la comprobación del delito. 
Semejante testimonio no debe pues oirse 
sin mucha cautela, no formando mas que 
presunción de mayor ó menor importan- 
cia según las circunstancias que concur- 
ran en el asunto, y nunca una prueba bas- 
tante para qne en él se fúnde uUa conde- 
nación. La prohibición de la libertad en la 
manera que la ley dispone, debe cumplir- 
se para evitar que de ese modo se reduzca 
al siervo mas todavía á la necesidad dedes- 
figurar los hechos que de él se inquiera». 
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lUv Dispon© la ley de Partida asimis- [bles tuviese lugar en la iglesia, el juez eelé- 
rao que el adulterio se castigue por razón siástico á solicitud del marido ha de apre- 
cie sospechas, con lo cual sin duda quiere henderles y remitirles al juez secular para 
dar á entender las presunciones que pue- su castigo-(L. 12, tít.. \7 Part. 7 t y 12 tít. 
dan constituir prueba. Pone por ejemplo 14, Part. 3.) 

el de que si acusada del delito alguna mu- 114. Estas leyes no se encuentran de- 

jer se excepcionase, con que no habia po* rogadas y por lo mismo pueden tener a- 
dido cometer el adulterio con la persona plicecion en la* actualidad. El marido pue- 
qu$ se designase, y por tal motivo fuese de prohibir á su consorte que trate con el 
ahsuelta, si después casare con el mismo- hombre que haga nacer en di sospechas 
quedará probada la delincuencia (L. 11, del delito á que me refiera, y si apesar 
tít. 17, Part. 7). Esta ley va de acuerdo de ello aquel no desiste de la persecución, 
con otra denlas mismas Partidas (L. 12, tít. puede ocurrir al juez con su queja para 
14, Part. 3), que prohibiendo juzgar por que por su parte le haga la prevención 
sospechas escusa el delito de adulterio, consiguiente. Si aun después de esta se 
volviendo á poner nuevamente el caso encontrare á los culpables en la juanera 
explicado óel deque el acusado del delito que determina la ley de Partida, y el hé- 
teme después por manceba á la adultera, cho se hace constar debidamente, lugar 
y añadiendo que lo mismo sucedería si el tiene la aplicación de la lev para que se 
juez hubiese absuelta maliciosamente al ¡ estime como existente el adtulterio. 
adultero, ó se huyese de la prisión en que 115. Deberá pues estimarse igualmente 
estaba constituido, y después resultase to- comprobado el adulterio, siempre que 
mándolapor manceba ó jasándose con ella, existan presunciones de igual importan- 
112. Semejantes disposiciones legales cia, tales como encontrarse á los culpables 
no pueden tener aplicación actualmente, en un lecho, ó encerrados en una pieza sin 
La excepción del parentesco del adúltero objeto ostensible ó reunidos en una casa 
no seria sin duda motivo bastante para sospechosa. Por lo mismo resulta que en 
desvirtuar la, acusación, pues por el con- este delito la misma tentativa viene á ser 
trario el incesto debería estimarse como muchas veces delito consumado, porque 
una circunstancia agravante del mismo apenas hay circunstancias que determinen 
adulterio. La unión lícita ó ilícita después la diferencia en los dos casos, 
de la absolución del delito y muerte del 116. Sin embargo, la Ley 6, tít. 2 lib. 
marido, tampoco podría estimarse como 3 del Fuero Real, aisponequesi la mujer 
prueba para la imposición de una pena, se fuese de la casa del marido para come- 
pues si solamente el marido es él que pue- ter adulterio, aunque no se le pueda pro- 
de acusar el delito, después de su fallecí bar que consiguió su objeto por algún 
miento no hay una persona hábil para em- obstáculo, en pena pierda las arras, su- 
preoder semejante acusación. puesto que no estuvo en su mano dejar 

Dispone por fin la ley de Partida, de cometer el delito. Semejante disposi- 
qrfé recelando álguno de que su mujer co- cion no puede encontrar cabida en la teo- 
mste adulterio con otro, si por oonsecuen- ría que rige actualmente sobre las prue- 
cta por escrito y ante testigos prohíbe al bas del adulterio, 
sospechoso también por tre 9 veces que 117.’ Como ya se ha dicho, semejante 
asista ¿aú Casa ó sereuna con áu mujer en delito por su propia naturaleza es de di- 
peango alguno, si después de esto los halla- ficil comprobación, supuesto que se cóme- 
se en' alquila casa 6 lugar apartado pueda te con el mayor sigilo, y casi nunca deja 
matarlos sifi incurrir en pena alguna.' Y señales evidentes de su consumación. A- 
añadedue si por casualidad les encontra- demas la injuria no consiste tanto en la 
roen alguna calle ó carrera debe llamar consumación material del delito, como en 
atobslfta* testigos para constancia del he- los antecedentes y exterioridades de su e- 
shcvhfaoéjndolas prender y llevar ante el xistencia: esos hechos constituyen la inju- 
juez, quien ha de imponerles la pena de r ia y el deshonor: cuando por lo mismo con- 
aduhéorip oonstando la certeza de seme- eurren circunstancias c[ue determinan bas* 
jantes , heohoá. Por último advierte la ley tante aquella existencia,lft ley lo da por oqu- 
qftfef aun f cuando la reunión de los culpa- sumado y lo oorrijeconla pena eorrespon- 
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diente. La verdadera tentativa de la con- señalada s, en que el pleito criminal se 
sumacion, viene á ser de este modo el mis- prueva por sospechas , magüer non se ave- 
rno delito, y ¿cómo podría acusarse tam- rigtie por otras pruebas. De seguida pone 
bien la tentativa fundada en presunciones la ley los casos del requerimiento ante tes- 
de menor importancia? tigós, y matrimonio ó amancebamiento 

118. Ese propósito de cometer el adul- después de la sentencia absolutoria de que 
terio indicado por muestras mas ó menos ya se ha hecho mención, 
insignificantes, no es justo que se tenga- 121. Ahora bien: consiste la tentativa 
por bastantes para caracterizar una tenta- en dar principio á la ejecución del delito 
ti va de adulterio. Dando la mujer seme- directamente por hechos exteriores, y no 
jantes muCstraáque lleguen al eonocimien- proseguir en ella por motivo que no sea 
to del marido, este puede evitar que las el voluntario desestimiento del culpable, 
cosas sigan adelante, así interponiendo su La sospecha del marido respecto de la mu- 
autoridad privada como acudiendo á la jer, su requerimiento para que no siga 
judicial, según ya se ha dicho, para evitar en relación de ninguna especie, y el en- 
relaciones de la esposa con aquel sobre ¡ contrarios en plática después aun cuando 
quien recaen las sospechas. No parece sea en la iglesia, lo mas que puede estimar- 
pues acertado permitir que se ocurra á se es como tentativa, y sin embargo la 
cada paso á los tribunales acusando tenta- lev lo estima como adulterio comprobado, 
ti vas de adulterio, y la ley novísima que El matrimonio ó amancebamiento después 
trata de restringir semejantes acusaciones, de la sentencia absolutoria, ni aun como 
mal puede autorizar que se les de tal am- tentativa podrá estimarse algunas veces, 
pliacion, que viniesen á resultar basadas Un hombre ha podido tener afecciones por 
en cavilosidades ó infundados celos. Creo ! una mujer casada sin que aquellas hagan 


por lo mismo que no tiene lugar la acusa- ¡ nacerán ól la intención de cometer adul- 
oion sobre tentativa de adulterio, ni que ¡ terio, perseguido sin embargo injustamen- 
esa tentativa pueda penarse, pues si rc.sul- te como adultero, y absuelto por lo mismo 
ta por vehementes sospechas comprobado que no tuvo semejante propósito, después 
el adulterio, la misma comprobación yiene que no tiene ningún impedimento para 
á ser la prueba privilegiada que la ley re- contraer matrimonio con el objeto de su 
quiere para considerar existente el delito, afección, lo llevaá efecto. La ley por la sos- 
119. Los ilustrados autores de la Enci- pecha de adulterio que entonces existe, le 
clopedia española de derecho y adminis- pena tan bien como si fuese probado el a- 
traeion, sostienen la opinión contraria. Se- dtdierio á la sazón que fué acusado. 
gun ellos no hay adulterio sino cuando á. 122. ¿Cháles son los motivos deesas 


la vez concurren la intención y el acto de excepciones de la ley? Nos lo dirá la 10, 
la perpetración, sin que puedan estimarse tít. 17, Part. 7: Las mujeres é los varones , 
como tal adulterio los momentos quepre- que facen adulterio, punan de lo faceten • 
ceden al acto material del coito, sea cual cubiertamente cuánto mas pueden, porque 
fuere la intención y propósito que demues- non sea sabido nin se pueda provar. Por 
tren. Entienden que nuestras leyes no re- eso admite en el asunto el testimonio de 
suelven decisivamente que la prueba del ios esclavos contra sus dueños también 
adulterio sea privilegiada, y que solo se como caso excepcional, estimando como 
contraen á ciertos y determinados casos, prueba eficaz lo que en otros delitos no lo 
Paréceme que el contenido de la Ley 12; es. Luego la ley admite por comprobación 
tít. 14 Part. 3 que ya he citado y que no del delito una prueba privilegiada: luego 
toman en consideración aquellos escrito- también si en los casos que determina la 
res, no deja duda de que el adulterio se sospecha vehemente resuélvela existencia 
comprueba solamente por la sospecha. del adulterio, en otros casos en que sea 
-120. Dice la ley citada: “Criminal plei- mas vehemente todavía, por identidad de 
to que sea movido contra alguno en mane - principios y doctrina quedará igualmente 
ra de acusación , 6 de riepto , deve ser pro- comprobado. 

hado abiertamente por testigos , ó por car - .123. En apoyo de esta opinión, obra de 

tas 6 por conocencia del acusado, é non por lleno la lev 3, tít. 4, lib. 8 del Enero Juz- 
sospechas tan solamente ... Pero cosas y á go, la cual dice que aunque la mujer adúl- 
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tera no sea vista en el acto del adulterio, 
el marido pueda acusarla por señales y 
presunciones que sean bastantes para com- 
probar el delito, y que así comprobado se 
imponga la pena. La ley 62 del Estilo 
cuándo obran presunciones de adulterio 
por la opinión, estima consumado el deli- 
to por el solo hecho de encontrarse escon- 
didos á los culpables. Es así evidente que 
nuestras leyes estiman comprobada la exis- 
tencia del adulterio por los hechos y pre- 
sunciones vehementes que lo suponen. Por 
identidad de principios y fuéra de los ca- 
sos marcados por ellas mismas deberá tam- 
bién considerarse existente en los otros 
análogos. Lo será encontrándose desnudos 
á los supuestos adúlteros en un lecho, ó 
por su entrada en un lugar de prostitución 
sin que sea precisa la prueba material del 
coito, que ha podido tener lugar en un ins- 
tante, haciéndose desaparecer con la mis- 
ma brevedad las señales de su existencia, 
ó que puede haberse dejado de consumar 
por desistencia voluntaria ó forzosa de los 
culpables. 

124. ¿Qué linea divisoria se pone en- 
tonces entre la tentativa y la consumación 
del delito? ¿A qué queda reducida la mis- 
ma tentativa? Preciso es que se confunda 
con la propia existencia del delito, á me- 
nos que se estimen por tales los hechos 
insignificantes y dudosos de la solicitud 
amorosa. Entonces los tribunales estarian 
como an tes indiqué siempre ocupados de 
oir las quejas de los mas infundados celos, 
y de contribuir al escándalo público con 
su excusada intervención en los secretos 
mas ocultos del hogar, doméstico, y con 
sus arbitrarias decisiones sobre la morali- 
dad del matrimonio; y ese deseo exaj era- 
do de moralizar, venaría á producir en úl- 
timo resultado la desmoralización misma 
y el envilecimiento de la mujer, siempre 
asediada oor el marido y el juez. 

125. Suponiendo que una ley de pro- 
cedimientos, derogando expresamente las 
que nos rijen, no considerase el adulte- 
rio consumado sino por la constancia del 
hecho material ó de la prueba por escrito, 
entonces seria oportuno que también se¡cas- 
tigase la tentativa. Esta vendría á ser las 
mas veces el mismo adulterio que hoy re- 
sulta por ia actual manera de comprobar- 
lo. El verdadero adulterio tal como habia 
de resultar se castigaría pocas veces, y 

32 


1 disminuyéndose en la tentativa la pena 
como la disminuye la ley, en mucho ven- 
dría á resultar infundado el cargo de exa- 
jeracion ó de demasiada dureza que algu- 
nos escritores han hecho á la misma pena 
del código novísimo. 

126. Resulta pues de lo dicho, que aten- 
diéndose á la prueba privilegiada actual 
del adulterio, no es posible aplicarle la teo- 
ría penal del código sobre la tentativa, pe- 
ro que variado el sistema de comproba- 
ción, hay fundamentos para que la tenta- 
tiva fuese penada* sin embargo de que res- 
pecto de la contraria opinión media la muy 
atendible del Sr. Pacheco y algunos otros 
de nuestros modernos escritores mas en- 
tendidos. 

127. La estadística de las acusaciones 
de adulterio que se llevan á los tribunales, 
no pueden servir para dar una justa idea 
de la extensión de ese delito. Sin duda 
el actual estado de las costumbres propor- 
ciona mayor relajación en la materia de la 
que hubo en tiempos anteriores. Resulta 
de aquí que el adulterio no se persiga ju- 
dicialmente, consintiéndose unas veces por 
el hombre bastante paciente y de poco 
pundonor para sufrirlo, y teniendo por 
consecuencia otras una separación extra- 
judicial, que se estima por bastante para 
dejar cubierto en parte aquel honor. La 
sociedad es harto injusta para censurar al 
hombre que sin su consentimiento sufre 
semejante desgracia, y aun para aumentar 
la censura cuando aqueja esa misma des- 
gracia ante el juez. La ley no puede re- 
mediar esto, y solo puede hacerlo la filo- 
sofía, que no es por cierto patrimonio muy 
común. Por lo mismo una estadística en 
el asunto dirá cuantos son los que se han 
resuelto á acusar el adulterio, pero no cuan- 
tos delitos de esa especie se han cometido: 
no pueden semejantes acusaciones servir 
de barómetro para resolver sobre la mora- 
lidad de un pueblo, y acaso la cortedad de 
las propias acusaciones venga en razón 
contraria' de la moralidad misma. 

128. Confesemos sin embargo que en 
esta Isla relativamente, es menos común 
ese delito de lo que sucede en las grandes 
poblaciones. Si se encuentran en ella ex- 
tendidos los amancebamientos, los adulte- 
rios son limitados; y la misma facilidad 
que hay paralo uno puede servir de freno 
para lo otro; porque la mujer que no entra 

1856 


Digitized by v^.ooQLe 



242 


ADULTERIO. 


por el contubernio y se decide á ocupar po- 
sicion mas elevada, en sí misma encuentra 
todos los elementos necesarios para con- 
servarla. También oponen un obstáculo 
poderoso para ello nuestras propias cos- 
tumbres. Traen consigo el retraimiento de 
las mujeres en sus casas, dispuestas de mo- 
do que no es fácil la ocultación de las per- 
sonas que entran en ella, como también 
que nunca salgan sino en carruaje propio 
6 acompañadas de otras personas. Tan po- 
ca libertad y tan extremada vijilancia ha- 
cen por lo tanto mas fácil suponer en el pu- 
blico con calumnia el adulterio por cual- 
quiera intimidad que medie entre un ex- 


traño y la familia de la mqjer, que la rea- 
lización efectiva del delito. 

B. Piña. 

Número de causas seguidas por adulterio en 
1 854, 55 y 56, por los tribunales ordina- 
rios de la isla de Cuba. 

1854 1855 1856 


,36 2 

NOTA. — Al ajustar la pag. 230 se han cometi- 
do las erratas siguientes: Col. I. 03 entre las lí- 
neas 38 y 39 se lia omitido “en la Península (art. 
395) con prisión” — Col. 2. * línea 17 se han pues- 
to de mas las mismas palabras. — Línea 88 dice 
“meses” léase “años” 
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ABABAMA. — Según nuestro amigo el 
Sr7T). José María de la Torre, entre los 
principales rios de la costa Sur del depar- 
tamento occidental de la Isla, empezando 
de E. á O. se encuentra el Agabamá ó 
Manatí. Nace en el grupo Cubanacan, 
recibe al rio Ay ó de los Negros, y es na- 
vegable por algunas leguas. Por este mo- 
tivo sin duda, es decir, por que siendojia- 
vegable llega el agua salada muy adentro 
de tierra, ocurrió años atras disputa entre 
los matriculados de marina que disfrutan 
el privilegio de la pesca en el mar, y los 
pescadores terrestres que solamente pue- 
den ejercer su industria en el agua dulce, 
sobre los límites imposibles de señalar 
matemáticamente, hastalos cuales alcan- 
zan unas y otras aguas y donde se confun- 
den en un espacio determinado. Esta 
cuestión produjo un acuerdo y dos Reales 
órdenes que por dar idea bastante clara 
del asunto insertamos sin comentarios. 

Acuerdo de 30 de Marzo de 1852, Jijan- 
do los limites del agua salada en el rio 
Agabamá . 

En el paso real del Manatí á 30 de 
Marzo de 1852 constituidos los Sres. bri- 
gadier teniente gobernador político y mi- 
litar, D. Cárlosde Vargas, Comandante 
demarina déla provincia, D. Rafael Ruiz 
de Apodaca, con sus respectivos Aseso- 
res, Sr. alcalde mayor D. Antonio Muñoz 
y Diaz y Ldo. D. Roque de Sotolongo; y 
en clase de expertos y testigos el Sr. Co- 
manda nte de ingenieros D. Angel del Ro- 
mero, Sres Alcaldes ordinarios D. Feliz 
lznaga y D. Ramón Torrado y Quiroga, 
Sr. Capitán de Estado Mayor D. Cárlos 
Rivera y el ayudante Capitán D. Juan 
de Apodaca y Reidores D. Pedro Cho- 
perenay D. Pió Fernandez de Lara, pre- 
sentes los escribanos de ámbosjuzgados 
D. Manuel Aparicio y D. Cipriano de 
Villafuerte, con objeto de proceder al re- 
conocimiento de las aguas del rio Aga- 
bamá para fijar ei límite de las jurisdic- 
ciones ordinarias y de marina de que 
trata el expediente, y habiendo pasado al 
cañón de dicho rio y probádose las aguas 
en distintos puntos encontróse que llega- 
ba Ja salada hasta cerca del paso de la 
Barca de Echemendía en el ingenio Goat- 
zaeoalcos y en consideración á que fal- 
tan tres ó cuatro dias para el plenilunio, 


discutido convenientemente el particular 
y oido el voto de los expertos y las ilustra 
ciones de los asesores, convinieron ambas 
autoridades en fijar dicho * límite en el 
insinuado paso de Echemendía, quedan- 
do la barca de este en la jurisdicción or- 
dinaria: acordaron asimismo que la del 
ayuntamiento en el referido paso del Ma- 
natí quede por este según y como la ha 
usado y poseído deéde su creación con 
la obligación de prestar el paso franco 
por ella á los matriculados siempre que 
lo necesiten, acreditándolo con la corres- 
pondiente licencia de su respectivo jefe: 
y que el Municipio abone la cuota men- 
sual que para el gremio de mareantes 
satisfacen todas las lanchas: y por último 
que se permita la pesca á los terrestres 
en todo el rio hasta el estero titulado de la 
‘‘Lumbre” siempre que lo hagan con en- 
tera sugecion á las disposiciones legales 
de la materia y á las ordenanzas vigen- 
tes; sometiendo este acuerdo á la resolu- 
ción de los Excmos. Sres. Gobernador 
Capitán general y Comandante general 
del Apostadero, ácuyo efecto se le remi- 
ta con oficio respetuoso testimonio de 
esta acta que concluyó firmándola dichos 
Sres. por ante nos de que damos fé. — Si- 
guen las firmas. 

Real orden de 20 de Setiembre de 1 852, 
aprobando el acuerdo de 30 de Marzo del 
mismo año sobre fijación de límites del agua 
salada en el rio Agabamá. 

Excmo. Sr.: — Habiendo dado cuenta 
á la Reina [Q. D. G.] del testimonio de 
los autos formados en la provincia de 
marina de Trinidad, sobre demarcación 
de límites del rio Agabamá ó Manatí, y 
del cuaderno de cuentas de esa Coman- 
dancia general de apostadero, que por 
el juzgado de la misma ha remitido V. E. 
á este Ministerio con oficio fecha 28 de 
Junio último. S. M., después de habei 
oido á la junta consultiva de la armada, 
de conformidad con su parecer, se ha dig- 
nado ^vo\rAY el resultado de dichos autos; 
debiendo adoptarse los medios mas efi- 
caces para el exacto cumplimiento de 
todos los particulares convenidos entre 
la jurisdicción Real ordinaria y la de ma- 
rina en el acta de señalamiento de 30 de 
Marzo de este año. De Real orden lo di- 
go á V. E. para su inteligencia y efectos 
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correspondientes. Dios guarde á V. E. 
muchos años. San Ildefonso 20 de Se- 
tiembre de 1852. — Espeleta . 

% 

R. O. de 5 de Marzo de 1 856, aclarando 
ladero de Setiembre de 1 852 y disponien- 
do que los terrestres que se dediquen á la 
pesca en el agua dulce del rio Agabamá 
puedanhacerío sin mas restricciones quelas 
marcadas en la ley de 30 de Mayo de 1 834. 

Gobierno, Capitanía general, Cuperin- 
tendencia Delegada de Hacienda cíe la 
Siempre Fiel Isla de Cuba. — Secretaría 
de Gobierno. — El Excmo. Sr. Goberna- 
dor Capitán general se ha servido dispo- 
ner se publique en la Gaceta oficial la 
siguiente Real orden comunicada áS. E. 
con fecha 5 de Marzo último. 

Primera Secretaría de Estado. — Ultra- 
mar núm. 102. — Excrno. Sr. — Por el Mi- 
nisterio de Marina se dice al Sr. Ministro 
de Estado, encargado del despacho de 
los negocios de Ultramar, en 21 de Fe- 
brero del corriente año lo siguiente: — El 
Secretario del Tribunal Supremo de 
Guerra y Marina con fecha 31 de Julio 
del año próximo pasado me dice lo que 
sigue: — Excmo. Sr. con Real orden de 
9 de Marzo último se remitió á informe 
de este Supremo Tribunal, el adjunto ex- 
pediente promovido por el Capitán gene- 
ral de la Isla de Cuba, sobre si los terres- 
tres pueden ó no vender la pesca que ha- 
gan en la parte del rio Agabamá. no su- 
geta á la jurisdicción de Marina. Pasa- 
dos á los Fiscales expuso el Togado en 
censura de 11 del corriente mes, á la 
cual suscribió el Militar loque sigue: 

Aun cuando para resolver acertada- 
mente este expediente lo mejor seria a- 
guardar á que las Cortes discutieran el 
proyecto de ley que sobre libertad de 
pesca se ha presentado y que ha pasado 
ya á las secciones, sin embargo, como es- 
te caso podría dilatarse demasiado y no 
seria prudente sostener por mas tiempo 
la alternativa en que se encuentran las 
autoridades de marina de Trinidad en la 
Isla de Cuba á consecuencia de la inter- 
pretación que dan á la Real órden de 20 
de Setiembre de 1852 aprobatoria del 
acuerdo de 30 de Marzo sóbrela fijación 
de límites del agua salada en el rio “Aga- 
bam#’ el que suscribe emitirá desde lue- 
go su opinión respecto á la duda que se 


ha suscitado sobre la venta de la pesca 
que hagan los terrestres en la parte del 
rio no sujeta á la jurisdicción de Ma- 
rina con arreglo al citado acuerdo de 30 
de Marzo de 1 852. El origen de esta cues- 
tión se encuentra indudablemente en la 
demasiada latitud que las autoridades 
de marina han querido dar á sus orde- 
nanzas, suponiendo que la concesión que 
se hizo á los terrestres de poder pescar 
en todo el rio hasta el estero titulado de 
la “Lumbre,” siempre que lo hicieren 
con entera sugecion á las disposiciones 
legales de la materia y á las órdenes vi- 
gentes debia entenderse con sugecion á 
los artículos 7, 10, J1 y 12 del título 5. ° 
de las ordenanzas de matrículas por los 
que se prohibe á todos los que* no sean 
matriculados que puedan dedicarse á la 
pesca, ni á nada de lo que directamente 
pertenece á la «profesión y la industria 
del mar. Partiendo de e*te supuesto equi- 
vocado, vendría á hacerse ilusoria la 
concesión que se habia otorgado de la 
venta de la pesca, aun de la que hagan 
en la parte del rio que por ser de agua 
dulce no está sugeta á la jurisdicción de 
marina. 

Enhorabuena que desde el paso del 
“Manatí” hasta el estero de la “Lumbre” 
ó sea desde el punto en que empieza el 
agua salada hasta el en que se permite á 
los terrestres dedicarse á la pesca en ju- 
risdicción déla marina, se les ponga trabas 
y se les prohíba la venta por que al fin y 
al cabo esta concesión puede y debe con- 
siderarse solo como una gracia; pero 
desde el punto en que empieza el agua 
dulce á todo lo demas que comprende el 
rio en su parte de arriba, los terrestres 
podrán ejercitarse en la pesca, adoptán- 
dola como industria ^Medicándose á su 
venta ni mas ni menos ^ue sucede con 
todos los que en el Ebro, Duero, Taio, Ja- 
rama y demas ríos de la Península tie- 
nen este modo de vivir sin que ninguno 
de ellos sea matriculado y sin mas res- 
tricciones que las prevenidas en las orde- 
nanzas de caza y pesca yen las demas 
disposiciones legales déla materia relati- 
vas todas al señalamiento de las épocas 
en que se prohibe la pesca, de los instru- 
mentos que es permitidp emplear para 
verificarla y de la prohibición de hacer 
uso de cal viva, beleño, coca 6 cualquier 
otro medio ilícito de dedicarse á esta in- 
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dustría, Jey 11, título 30, libro 7. ° de la 
Novísima recopilación. Si esto dejara de 
ventearse, no solo se haría de peor con- 
dición ¿ nuestros habitantes de las Anti- 
llas, sino que podría decirse sin temor 
de eauivocacion, que los vecinos de Tri- 
nidad] habían perdido mucho con el acuer- 
do de*30 de Marzo de 1352, lejos de ga- 
nar como ellos creían con la designación 
de límites. 

En su consecuencia, el fiscal es de pa- 
recer podría S. M. dignarse aclarar la 
Iteal orden de 20 de Setiembre, dispo- 
niendoque los terrestres que se dediquen á 
la pesca en el agua dulce del rio Agaba - 
ma puedan ejercer esa industria con ente- 
ra libertad y sin mas restricciones que las 
marcadas en la ley de 3 de Mayo de 1834, 
[1] y los que lo verifiquen en la parte sala- 
da, é ¡o que es lo mismo hasta el punto deno- 
minado estero de la “Lumbre," río puedan 
hacerlo sino a cordel y pava su consumo y 
el de sus familias, pero no en manerajalgu - 
ñapara expenderlo, por que esta es una 
franquicia concedida solo á los matricu- 
lados en premio de los servicios que pres- 
tan á la marina. — Y conforme el Tribu- 
nal con la precedente censura de sus fis- 
cales, acordó que la ponga en conoci- 
miento de V. E. para la resolución que 
fuere del Real agrado de S. M. — Y con- 
formándose la Reina [Q. D. G.] con el 
anterior parecer, se ha dignado resolver 
lo traslade á V. E. como- de su Real ór- 
den lo verifico, para su conocimiento y 
como resultado de la comunicación de 
la Dirección general de Ultramar fecha 
7 de Junio del año de 1 854, devolviéndole 
los documentos que con ella se acompa- 
ñaban. — Y habiéndose conformado S.M. 

[1.] Las restricciones consignadas en la ley d e 
1834 relativamente á la pesca son las siguientes- 

Artículo 45 8e prohíbe pescar envenenando ó 
inficionando las aguas en ningún caso fuera de el de 
ser estancadas y estar enclavadas en tierras cer- 
cadas de propiedad particular. Los infractores, a- 
demasde los daños y costas, pagarán 40 rs. por la 
primera vez, 60 por la segunda y 80 por la terce- 
ra. 

46. Se prohíbe asimismo pescar con redes 6 
nazas cuyas mallas tengan mas de una pulgada 
ó el duodécimo de un pie en cuadro, fuera de los 
estanques 6 lagunas que sean de un solo dueño par- 
ticular, el cum podrá hacerlo de cualquier modo. 

47. Deedeell. 0 de Marzo hasta últimos de 
Julio se prohíbe pescar no siendo con la caña ó au- 
zuelo, lo cual se permite en cualquier tiempo del 
afio. 


con el preinserto dictámen lo traslado á 
V. E. aeReal orden, y en contestación á 
su carta documentada de 9 de Diciem- 
bre de 1853. — Dios guarde á V. E. mu- 
chos años. Madrid 5 de Marzo de 1 856. — 
Zavala. — Sr. Gobernador Capitán gene- 
ral de la Isla de Cuba. 

Habana 24 de Abril de 1856. — El Se- 
cretario del Gobierno superior civil, Juan 
Sunyé . (Gde la H del 29 de Abril.) 

AFIANZAR, — Fiar, salir fiador, garanti- 
zar, es decir, asegurar que.otro cumplirá 
aquelloáque uno viene obligado, compro- 
metiéndose á satisfacer ó responder por 
él. También puede uno fiarse á sí propio 
hipotecando bienes bastantes para satis- 
facer las obligaciones que se imponga; 
pues aunque jurídicamente hablando no 
sea exacto este lenguage por que en el 
contrato de fianza siempre intervienen 
tres personas, á saber, acreedor, deudor y 
fiador, está admitida yes de usofreciíente 
la frase de dar ó prestar fianza, en vez de 
hipotecar ó depositar bienes, efectos ó di- 
nero. 

Los empleados que manejan fondos 
públicos ó deempresas particulares están 

S or regla general obligados á afianzar. 

£n aduanas hemos designado la cuantía 
de las fianzas que los empleados de ese 
ramo deben prestar ántes de ingresar en 
sus respectivos destinos: en otros artícu- 
los indicaremos las de los demas funcio- 
narios; y en fianza las disposiciones que * 
no se refieran á alguno en particular si 
no á todos en general. 

AFORADO. — X* a persona que goza fue- 
ro especial ó privilegiado, es decir, que 
est k fuera de la jurisdicción real ordina- 
ria y sugeto á jueces ó tribunales de dis- 
tinto orden. V. fuero. 

A los aforados de guerra se expiden 
grátis los pases de tránsito. V. pase. 

Sus sueldos no están afectos á contri- 
buciones municipales (V. administra- 
ción municipal pag. 176), ni tampoco 
lo estuvieron en la Península á la derra- 
ma general votada por la ley de 16 de A- 
brildel856. 

También se aplica este adjetivo al gé- 
nero ó mercancía que está valuado en 
cierta cantidad para sobre ella calcular 
ó ajustar los derechos que deba pagar. V. 
aforo. 
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1MUB — El acto de reconocer y cal- 
cular aproximadamente la cantidad de 
líquido ó árido que contiene una vasija, 
arca ó monton cuando no se quiere ó no 
se puede contar, pesar ó medir para 
averiguarlo con certe za. Asi por ejem- 
plo se afora el vino de un tonel, el 
gran? de una tulla, la arena amontona- 
da para una obra, el carbón de piedra 
acumulado para cargar un buque y otras 
cosas semejantes. 

También se toma la palabra aforar por 
avaluar los géneros o efectos que se 
introducen 6 exportan del reino 6 provin- 
cia, ójque por cualquier. otro título deven- 
gan derecho. 

AFQRQ. El resultado del acto de aforar: 
equivale á avalúo y es el reconocimien- 
to ¿tasación de géneros, frutos ó efectos. 

En lo$ aranceles de las aduanas están 
hechos los aforos ó avalúos de la mayor 
parte de las mercancías que pagan de- 
rechos, como se puede ver en Aduanas 
página 146 de los Anales de 1 855, pero ni 
todas ellas pueden valorarse de antema • 
no, en cuyo caso el arancel pone en la 
casilla cuarta la palabra avaluó en lugar 
dq las cantidades; ni todas pueden ser 
comprendidas en el arancel, hecho en 
unq época dada desde la cual la indus- 
tria adelanta, se inventan nuevos objetos, 
se modifican ó toman otro nombre los 
conocidos y en fin se opera el cambio 
continuo y constante á que están suge- 
tas todas las cosas humanas. Cuando eso 
sucede, los empleados de las aduanas 
llamados vistas aforan ó avalúan esos 
nuevos objetos, comprendiéndolos en la 
partida del arancel con la que guarden 
mea. analogía cumpliendo con la adver- 
tencia primera colocada al frente del infe- 
rno arancel, pcsde luego se comprende 
la importancia de semejante asimilación 
liecfia mochas veces con apresuramien- 
to por hombres que sin estar exentos de 
pa&ioge? no suelen ser de la mas elevada 
esfere, atendida su corta dotación y la 
influencie que tanto sobre el comercio 
como sóbrelas ventas públicas debe ejer- 
cer. Por eso y por otras muchas razo- 
nas que son fáciles de comprender, de- 
ben los aranceles de aduanas revisarse, 
ya que no anualmente, siquiera cada cin- 
co años, publicándolos con algunos me- 


ses de anticipación á la fecha en que de- 
ban comenzar 4 regir para que los nego- 
ciantes sepan con tiempo a que atenerse; 

AFRICANA (baza) I<a segunda en im- 
portancia y número de lasque pueblan la 
isla de Cuba, puesto que el primer lugar 
corresponde á la caucásica. Negra en su 
estado primitivo, parda en la primera 
unión con la blanca, bastante clara en la 
segunda de mulata con blanoo, es á la ter- 
cera generación de color tan claro como 
la de origen puro, á no verificarse lo que 
llaman s alto airó» , fenómeno antinatural 
de difícil explicación que consiste en el na- 
cimiento de una criatura mas oscura que 
su padre y que su madre cuando este ó 
aquel son pardos. La que nace de negra 
con pardo se llama china ; ycuarterona , el 
producto de parda con blanoo. En ambos 
casos el engendro debe ser de color mas 
claro que el padre mas oscuro, y mas os- 
curo que el padre mas blanco; si así no 
sucede, ha habido tallo atrás. 

No es nuestro ánimo entrar por ahora 
de Heno en el tratado de la raza africa- 
na de la cual nos ocuparemos en otra opor 
tu nielad con la extensión conveniente: 
pero no queremos dejar pasar desaper- 
cibido un error que hemos oido de bocas 
muy autorizadas. Hase creído que la cri- 
minalidad de esta raza vulgarmente co- 
nooida con la denominación de gente de 
color aumenta progresivamente. Esto es 
un error según se demuestra por el si- 
guiente 

Estado gener al demostrativo de las deli- 
tos cometidos por la gente de color en 
la isla de Cuba en el quinquenio cam 
prendido desde 1851 á 1855. 

Años. Libres. Esclavos. Total. 


1851.. 612.. 405 1017.. 

1852.. 663.. 443 1106... 

1853.. 641. 393 1034.. 

1854.. .755.. 419 1174.. 

1855.. 678.. 407 1085.. 


3349. 2067. 5415. 


Dividido el total de delitos por el nú- 
mero de años que el estado comprende, 
resulta haberse cometido 1083 delitos por 
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término medio, cuyo resultado compara- sometidos los esclavos del carneo á la se- 
do con los totales parciales demuestra vera disciplina que rige en las fincas, y 
que la criminalidad en la raza airicana sugetos los demas á la constante vigi- 
no progresa sino que permanece esta- lancia de los amos, que tienen grandísi* 
cionaria. - rao interes en que sus siervos no delincan; 

Comparados los delitos cometidos por los delitos cometidos por cierto número 
los libres con los perpetrados por los es- de esclavos deben siémpre ser menos 
clavos, se obser va que la criminalidad de que los perpetrados por igual núméro 
aquellos supera considerablemente la de de personas de cualquiera otra clase 6 
estos, pues siendo la primera suma de raza; y siempre resultará que la /a** 
3349 y la segunda de 2067, se infiere que africana esclava es menos periudicial á 
la proporción de la criminalidad de la Ja sociedad que la libre, miradas ambas 
gente de color libre con la esclava esta- bajo el aislado punto de vista de su cri- 
na de 100 á 61 si fuese igual la población «finalidad, sin tomar en cuenta todas 
de una y otra clase. Pero si tomamos en las demas ventajas é inconvenientes de 
cuenta el diferente número de esclavos otro género que una y otra clase llevan 
y de gente libre de color, observaremos consigo. 

una desproporción enormísima en su cri- En otra oportunidad nos ocuparesbos 
minalidad. con mas extensión de ia raza afrioafta. 

Según los datos mas recientes que por 

la Secretaría política se ha tenido la bon- ¿RENDIAS BE NEBOffill Por ftéfcl ór- 
dad de facilitarnos, habia en la isla de den de 8 ae Octuore de 1856 se difc- 
Cuba en el segundo semestre de 1856, taron en la dirección general de Ul- 
375,490 esclavos, y siendo la criminad- tramar varias disposiciones, á fin de 
dad de esta clase 413 por término medio evitar en todo lo posible la abusi- 
en cada uno de los cinco años que com- va negociación de supuestos favores 6 
prende el estado que vamos analizando, confianzas con que ciertas agencies de 
resulta la proporción de 1 delito por ca- negocios de Ultramar en la Península 
da 1,000 personas. Veamos ahora la ra- especulan á costa de sus poderdantes y 
zon de la criminalidad de la raza libre: con perjuicio del merecido renombre y 
entre 79,236 personas de esta clase que justo crédito de la Administración cen- 
existian á principios del año de 1856^e tral trasatlántica. V. Dirección gene- 
calculan cometidos 669 delitos, térmi- ral de Ultramar. 
no medio que arroja el estado, lo que da 

una proporción de 8 \ delitos por cada ASENTE CONSULAR. El subalterno 
1000 personas. Este resultado si fuese nombrado por un cónsul qúe bajo la 
positivo seria altamente favorable á la responsabilidad y como auxiliar de este 
clase esclava puesto que la libre delin- desempeña sus funciones en una ciudad, 
que 8£ veces mas que ella. No creemos punto ó territorio fuera de su residencia, 
sin embargo que pueda asegurarse ro- Esta es la definición exacta del ageii- 
tundamente la exactitud de la conse- te consular: suele sin embarco apli- 
cuencia deducida; porque interesados carse ese calificativo, efi un sentido mas 
los dueños de lós esclavos en no dar par- lato, á toda persona que ejerce funciones 
te á la autoridad de los delitos cometí- consulares, y comprenderse bajo tal de- 
dos por estos, debe suponerse que corri- nominación a los vice-cónsules, á los cón* 
gen disciplinariamente todos aquellos sules y á los cónsules generales, 
cuya gravedad no sea bastante para 2. Aunque los agentes consulares, to- 
atraer nácia sí la atención pública: mas mada lapalabra en sentido lato, no tienen 
aun descartado este número, ó mejor carácter diplomático, están revestidos de 
dicho agregado á los delitos cometidos cierta representación pública, puesto 
por la clase esclava, si fuera posible cal- que en general reciben de un soberano 
cularlo con aproximada exactitud; toda- el nombramiento, y de otro soberano la 
vía hablaría muy alto en favor de la es- autorización para ejercerlo 6 sea el es- 
clavitud la comparación de su crimina- quatur . Los agentes consulares depen* 
lidad con la de los libres de raza africana; dientes y nombrados por loa cónsules ne- 
y es muy natural que así resulte porque cesitan igualmente el exequatur*de la 
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autoridad superior de la provincia en que 
residen, y en tal concepto no puede de- 
cirse que carecen absolutamente de toda 
representación pública y oficial. La ma- 
yor ó menor extensión de sus atribucio- 
nes depende ya de su nombramiento, en 
el cual el cónsul puede señalarles las fa- 
cultades mas ó menos amplias que su 
prudencia ó instrucciones le superan, ya 
de la limitación que el gefe de la provin- 
cia en que residen puede á su vez esta- 
blecer. Por regla general se reducen á 
visar los documentos que los tripulantes 
y pasageros de su nación Jes presenten; 
auxiliarles cerca de las autoridades lo- 
cales como agentes amistosos; dirimir 
sus diferencias como amigables compo- 
nedores, y favorecer los intereses comer- 
ciales de su respectiva nación, suminis 
trando datos ó noticias importantes ó 
proponiendo al cónsul su gefe las recia- 
inaciones ó medidas generales que crean 
convenientes. 

3. Los agentesconsulares, como todas 
las personas constituidas en autoridad, 
propenden por regla general á extender 
sus atribuciones, habiendo pretendido 
mas de una vez arrogarse el carácter di- 
plomático de que carecen. Asi es que los 
gobiernos y sus representantes nece- 
sitan estar siempre sobre aviso para 
evtar sus traslimitaciones, revistiéndose 
déla prudencia y tacto, que en tales ma- 
terias, como en otras muchas, vale tanto 
ó mas que el fondo mismo de los nego- 
cios que se ventilan; pues la dureza de 
las formas ha producido frecuentemente 
desavenencias y complicaciones suma- 
mente desagradables y difíciles de ser 
traidas á una solución satisfactoria. 

4. Entre los ejemplos prácticos de la 
verdad que acabamos de sentar se men- 
ciona uno en el discurso pronunciado el 
2 de Enero de 1856 por el Sr. Regente 
de esta Audiencia, que tiene mucha im- 
portancia y significación, no solamente 
porque ha ocasionado un debate sosteni- 
do de derecho internacional, sino tam- 
bién porque al terminarse este dejó ini- 
ciada una reforma radical, que luego se 
ha planteado en la legislación consular 
con relación á las herencias de los es- 
trangeros transeúntes que fallecen en los 
dominios españoles. De uno y otro va- 
mos á ocuparnos con la detención que el 
asuntó merece. 


5. Pretendió el Cónsul de los Estados 
Unidos en Matanzas excluir al juez del 
partido de toda intervención en las tes- 
tamentarías é intestados de los ciudada- 
nos anglo-americanos que falleciesen en 
aquella ciudad, dando á sus funciones, 
puramente mercantiles, utife extensión 
contraria á los precedentes que consti- 
tuyen por decirlo así, nuestro derecho 
internacional práctico, fundándose en 
tratados de dudosa inteligencia, nunca 
aplicados á las provincias de Ultramar, 
y desconociendo hasta las mismas leyes 
de su pais sobre atribuciones consulares 
en el estrangero: opusiéronse á ello co- 
mo era de su deber las autoridades espa- 
ñolas; y los gobiernos de los dos paises 
han resuelto la cuestión en idéntico sen- 
tido. Hé aquí los hechos. 

6. Habiendo fallecido en Matanzas Mr. 
Harfield, ciudadano de los Estados-Uni- 
dos el 22 de Junio de 1 855, puso el cónsul 
de esa repúblicá los sellos del consulado 
en los efectos hallados en casa del difun- 
to, obrando de propia autoridad y ofició 
al alcalde mayor para que asistiese con 
dos comerciantes á la facción del inven- 
tario, fundándose en el tratado con Es- 
paña. Contestóle el alcalde mayor que 
ninguno de los tratados de España con 
los Estados-Unidos concede álos repre- 
sentantes de estos la intervención que el 
cónsul pretendía tener en los intestados, 
ni ejercer acto alguno de jurisdicción co- 
mo el que había ejercido al poner los se- 
llos del consulado en los muebles del di- 
funto; y mandó proceder al inventario y 
á la práctica de las demas diligencias 
conducentes en la forma prevenida por 
el artículo 1 1 del tratado celebrado entre 
S. M. C. y los Estados-Unidos de Amé- 
rica en San Lorenzo el Real ¿ 27 de Oc- 
tubre de 1795. (1) 

7. Sostuvo sin embargo su pretensión 
el cónsul fundándose en el artículo 19 
del mismo tratado (2) y suponiendo que 
debía tener aplicación el artículo 8. ° 
de la convención consular firmada en el 
Pardo á 13 de Marzo de 1769entreFran- 


(1) Véase en la parte legislativa. 

(2) Este artículo 19 dice que se establecerán 
cónsules reciprocamente con los privilegios y fa- 
cultades que gozaren los de las naciones mas favo- 
recidas en I 09 puertos, donde los tuvieren es- 
tas ó les sea lícito el tenerlos. 
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eia y España (.1) puesto que* los cónsules 
que fuesen .establecidos recíprocamente 
entre la España y los Estados-Unidos de- 
bían serlo con el poder y privilegios que 
disfrutan los de las naciones mas favore- 
cidas. Insistió el alcalde mayor en que le 
tocaba exclusivamente Información del in- 
ventario con arreglo á las leyes, y en la 
forma acostumbrada: señaló diay liora pa- 
ra practicar aquella diligencia; pidió al 
cónsul las llaves de los baúles, y le previno 
que asistiese al acto, si lo tenia por conve- 
niente, con el solo objeto de reconocer silos 
sellos estaban en la forma que los puso; pe- 
ro como el referido cónsul le replicase opo- 
niéndose á entregar las llaves y á quitar los 
sellos, amenazando con la responsabilidad 
que recaería sobre cualquiera autoridad 
que los rompiese, diciendo. que había to- 
mado un carácter nacional la cuestión, 
de la cual había dado cuenta á su go- 
bierno y id Capitán general de esta Isla; á 
pesar de la extralimitacion de dicho cónsul 
que se erigía en representante de la nación 
quenolenabia dado tal carácter, ni aun- 
que lo tuviera, copsentiria en su ejercicio 
el gobierno español; sin embargo de (pie 
el alcalde mayor se reconocía con derecho 
pará continuar sus procedimientos, sin que 
áello obstasen ni las protextas inoportunas 
ó ilegales del cónsul, niel hechor de haber 
colocado sellos donde nunca debieraijfes- 
Tar; revestido dicho funcionario español de 
toda la prudencia que nuuca sobra cuando 
hay que ventilar cuestiones semejantes 
con una.nacion amiga, suspendió la ejecu- 
ción de lo qv,e t había decretado, elevando 
las diligencias e la Real Audiencia para 
qpe. determinase lo que en este caso, ex- 
traordinario convenia hacer. 

'8., La Audiencia resolvió que corres- 
pondía al alcalde mayor de Matanzas for- 
mar §1 inventario de los efectos quedados 
aI£allcy:j^iento de Mr. Abraham Hardfield, 
V hiciese entender al cónsul de los 

Unidos que los tratados interna- 
ci^naies^po tienen aplicación , ni rigen 
euj|as, provincias ultramarinas españolas 
se declare así exprpsamente; 
qqfid ( ebi%^resixítar Ja ley que íe prohíbe 
ej^pecraptqs de jurisdicción en esta I$la, 
y p^r consiguiente que levantara los sellos 
phestosroii los baúles dejjardfleld y entre - 

^tí srn ’ . . 

(1) Véase en Ja parte legislativa, 

33 


gara las llaves al alcalde mayor, para que 
practicase las' diligencias de inventario y 
las (Jemas consiguientes. 

9. Enterado de* esta resolución el señor 
Presidente, acordó escitar por sí mismo y 
con atenta comunicación al referido cónsul 
para que levantase los sellos y dejase ex- 
pedita la acción judicial; mas no habién- 
dose prestado el citado funcionario á lo que 
tan legítima y comedí (Jámente- se le recla- 
míiba, fué precisó" que la autoridad judicial 
cumpliese con su deber, no sin invitar an- 
tes nuevamente al cónsul para el levanta- 
miento de los sellos y la entrega de las lla- 
ves, á lo cual se negó repetidamente y en 
estilo poco templado, diciendo entre otras 
cosas: que si los sellos fuesen quebranta- 
dos con la misma orden que al efecto se die- 
se pediría sus pasaportes: que los sellos del 
cons uladcr americano fueron puestos sobre 
los efectos para protejerlos de las autorida- 
des de este país, las quehan obrado en casos 
idénticos en contraposición á las leyes, á 
los tratados y á los derechos de la justicia; 
y que pretextaba solemnemente contraía 
fractura de sellos y cerraduras hasta que 
se ventilase la cuestión por mayor tribunal 
quoeldeCiibfy 

* 10. Ofreció el alcalde mayor entregar 
los efectos después de inventariados á dos 
comerciantes, según pretendía el cónsul, y 
aun á él mismo, siempre que no se presen- 
tasen reclamaciones legítimas contra la 
herencia del finado, sosteniendo única- 
mente estar en lp, obligación de no consen- 
tir que se ejerciese acto alguno de jurisdic- 
ción por un funcionario extrangero. Con- 
testóle el cónsul que esa oferta hacia desa- 
parecer toda dificultad en él arreglo dé 
este negocio, pero sosteniendo en contra- 
dicción consigo mismo que el tribunal es- 
pañol nada' tenia que hacer con los efectos 
del finado anglo -americano hasta que no 
fuesen reclamados por el* apoderado ó re- 
presentante de los herederos; y porúltiitio, 
hubo de presentarse el juez el dia designa- 
do, y con todas I^ls formalidades para tales 
casos prescritas y superabundantemente 
observabas alzó los sellos, practicó el re- 
cuento y depositó los efectos inventaria- 
dos. ( j ...... r 

11. El gobierno español por Real orden 
de 16 de Febrero de 1856 sancionó con su 
aprobación la conducta de los funcionarios 
que habían intervenido en el asunto. El 

1856 , 
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gobierno de los Estados-Unidos á su vez 
reprobó la condtlcta de su cónsul, rindien- 
do así culto á los santos fileros de la justi- 
cia, y separó al funcionario que sin facul- 
tades y. contra derecho había provocado un 
conflicto, quedando de este modo termina- 
da una contienda incoada con alarmantes 
proporciones. 

12. Expuestos con claridad, sencillez 
y exactitud dos- hechos, entremos en el 
examen del derecho internacional que 
lia debido tenerse y se ha tenido pre- 
sente al resolver la cuestión iniciada, en 
la ciudad de Matanzas, y desde luego se 
nos ofrece otro ejemplar reciente ocurrido 
con el cónsul de otra nación poderosa, y 
cuya resolución es enteramente aplicable 
al caso actual. 

18. Falleció jen Puerto-Rico, Mr. Clax- 
ton, Súbdito británico, y se reclarnó por el 
gobierno ingles, que con arreglo al art. 34 
del tratado celebrado con Inglaterra a 13 
de Mayo de 1667', ratificado por el de U- 
trecKde 9 de Diciembre de 1713 (2) en- 
tregasen las autoridades españolas al cón- 
sul ingles en Puerto-Rico los bienes deja- 
dos por dicho Claxtori; e instruido sobro 
ello expediente, produjo la Real orden de 
20 de Febrero de 1847, según la cual, al 
desestimar la pretensión del cónsul ingles, 
se dice terminantemente que la verdadera 
razón para oponerse á la entrega de los 
bienes de Mr. ulaxton al cónsul ingles con- 
siste en que los tratados íio tienen aplica- 
ción á las provincias ultramarinas, man- 
dando S.M. que se tenga presente la doc- 
trina consignada en esta comunicación pa- 
ra que á ella arreglen su conducta las auto- 
ridades en lo¡* casos que puedan ocurrir en 
lo sucesivo, procurando sin embargo evi- 
tar en lo posible todo motivo de disensión 
ó queja con estos funcionarios estrangeros, 
siendo con ellos tan. complacientes y cor- 
teses en la forma como firmes en la esencia 
de Jos negocios. 

14. Esta importante doctrina se funda 
no solamente en principios inconcusos de 
derecho internacional, sirio también en la 
interpretación é inteligencia dada á los 
tratados por el mismo gobierno ingles, co- 
mo se demuestra en la comunicación pa- 
sada con este objetopor el duque de Soto- 
mayor, ministro de Estado español, al ple- 


(2) Véase en la parte legislativa. 


| nipotenciario^de Inglaterra. Y no es esta 
; la primera vez que se sostienen semejan - 
j tes principios, pues ya con anterioridad 
los había expuesto él gobierno español á 
la legación inglesa, manifestando que la 
admisión de los extrangeros en las provin- 
cias ultramarinas españolas y el establecí - 
cimiento de sus cónsules fué muy poste- 
rior á los tratados que forman la base de 
las relaciones entre Inglaterra y España, 
y por consiguiente estaban aquellos fuera 
j de los tratados y sujetos absolutamente á 
las condiciones que la Espafiarjuzgase con- 
venientes. Esta aserción que no fué ton- 
tradicha, ni podia serlo, tiene la misma 
fuerza respecto á los Estados-Unidos, y de 
consiguiente queda resuelta la cuestión 
de qué los tratados no son aplicables á las 
í provincias ultramarinas; pero todavía ad- 
j quinó si es posible mayor fuerza este prin- 
| ripio por la interpretación que le dió el 
| célebre Sir Roberto Peel en nota pasada 
en 30 de Junio de 1845 al ministro pleni- 
potenciario de España en Lóndres con 
motivo de la cuestión de azúcares de Cu- 
ba suscitada entre el gobierno español y 
el ingles, pues aquel grande hombre de- 
estado sostenía que las colonias españolas 
no solo estaban como tales fuera de los tra- 
tados, sino que expresamente habían sido 
excluidas de las estipulaciones contenidas 
en algunos de ellos, y que esta exclusión 
hal$fa sido confirmada en tochas ocasiones 
y últimamente en el tratado ajustado en** 
1714; y sostenía ademas el ministro ingles 
que para que las estipulaciones de los tra- 
tados fuesen extensivas á las colonias, ha- 
bría sido preciso que así se hubiese pacta- 
do solemnemente. El gobierno español se 
adhirió á esta interpretación del gabinete 
británico por considerarla fundada en ra- 
zón y^ conforme con los principios dé la 
legislación colonial. 

15. La convención consular establecida 
entre Francia y España por el tratado de 
13 de Marzo de 1769, en la que se apoya- 
ba el cónsul de los Estados- Unidos en Ma- 
tanzas para sostener su pretensiop, es in- 
dudablemente una de las mas latas que 
se conocen, lo cual se comprende fácil- 
mente con solo atender á su feoha, y sin 
embargo á pesar del texto terminante 
de su artículo 8. ° , el gobierno frasees 
cree que no es extensivo á las provin 
cias españolas ultramarinas, pues habien- 
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do fallecido en el año de 1844 Mr. Chas- 
séreau, cónsul francés en Puerto-Rico, 
no hizo pretensión alguna para que se 
cumpliese el mencionado artículo 8. ° , 
y el juicio testamentario se sustanció con- 
forme á las reglas generales establecidas 
por las leyes españolas para las. demas de 
esta naturaleza. 

16. Siendo pues evidente que los trata- 
dos no son extensivos á las provincias ul* 
tramarinas españolas, á menos que se ha- 
ga expresa mención de ellos, no solo por 
los principios generales de derecho inter- 
nacional, sino también por la interpreta- 
ción que á las convenciones han dado los 
gobiernos mas celosos de las prerogativas 
de sus súbditos, á pesar de tener á su favor 
concesiones explícitas y muy importantes: 
siendo esta la jurisprudencia internacio- 
nal generalmente admitida, es claro como 
la luz que no tenían fuerza alguna las ra- 
zones en que intentaba apoyar sú conduc- 
ta el cónsul de los Estados-Unidos en Ma- 
tanzas, pues no teniendo los tratados apli- 
cación alas colonias, cuando no se ha he- 
cho expresión de ellas de un modo termi- 
nante, no hay motivo para introducir una 
nueva jurisprudencia, fundándose en la 
cláusula 19 ael tratado de 1795, v querien- 
do hacer valer lo establecido entre Francia 
y España en el artículo 8. ° de la conven- 
ción consular de 1769, contra todoa los 
precedentes, contra la razón, contra la ley 
y contra la interpretación dada á los tra- 
tados por las autoridades mas eminentes 
y competentes en la materia. , 

17. Si de estas consideraciones pasamos 
á Examinar la misma legislación de los 
Estados-Unidos sobre las ' atribuciones 
consulares, veremos que los. cónsules an- 
glo-americanos donde las leyes del país lo 
permitan, tomarán posesión de la herencia 
de cualquier ciudadano de los Estados- 
Unidos que hubiese fallecido dentro de los 
límites de su consulado, y si no hubiese 
dejado representante legal, socio ó apode- 
rado encargado de cuidar sus efectos, los 
inventariarán con asistencia de dos comer- 
ciantes de los Estados- Unidos, ó á falta de 
estos, de otros cualesquiera; cobrarán las 
deudas que á su favor tuvieren en él pais 
en que fallecieren y pagarán de los bienes 
loque ellos. estuviesen debiendo; vende- 


rán en pública almoneda &c. (1); es decir, 
que los Estado^jUnidos reconocen, . como 
no pueden menos de reconocer, que los» 
cónsules no deben tener las atribuciones 
que se indican en los paises donde las leyes 
no lo permitan, pues estas deben guardar- 
se en todo el territorio, sin que nadie en- 
torpezca ni embarace su cumplimiento. 

18. - Nuestra legislación sobre este par- 
ticular está muy clai£t y terminante: la ley 
6. p , tít. 11, lib. 6. ° de la Novísima Reco- 
pilación, dada en el Pardo á l.°, de Fe- 
brero de 1765, que, trata enfre otras cosas 
de la exención y uso de las facultades de 
los cónsules y vice-cónsules, dice ^expresa- 
mente: “que no pueden ejercer jurisdicción 
“alguna, aunque sea entre vasallos de su 
“propio-soberano, sino componer extr¿\ju- 
“dicial y- amigablemente sus diferencias, 
“si bien lasjusticiás del reino deberán dar- 
“les el auxilio que necesiten para que ten- 
“gan efecto sus arbitrarias y extrajudioia- 
“les diligencias, distinguiéndolos y aten- 
diéndolos en sus regulares recursos.” 

19. La Real orden* de 8 de Mayo de 
1827 (2) prohíbe que ningún cónsul pue- 
da ejercer acto alguno jurisdiccional, v 
dispone en sú artículo 6. ° que se guarde 
exactamente lo dispuesto en la ley cita- 
da. Ahora bien: que el acto de poner los 
sellos como lo había, hecho el cónsul de los 
Estados-Unidos en Matañzas y el de pre- 
tender la formación del inventario, opo- 
niéndose á que lo hiciese el juez, son actos 
jurisdiccionales, es una cosa que está fuera 
de toda duda; y no pudiendo intervenir 
el cónsul délos Estados-Unidos en las he- 
rencias de sus conciudadanos con arregle» 
á las mismas leyes de su pais mientras no 
se lo permitan las del en que ejerce . sus 
funciones, y prohibiéndoselo estas de un 
modo tan expreso y terminante como de- 
jamos, demostrado, es claro que el cónsul 
de los Estados Unidos en la cuestión pro- 
movida en Matanzas obró contra el princi- 
pio reconocido de no tener aplicación los 
tratados álas provincias ultamarinas mieu - 
tras no haya ‘una declaración explícita ‘al 
efecto, no observó la ley de su pais que le 
mandaba respetar las del territorio en que 


[ij Di(jc#to de L: L. de ha E#teu¡m 
pág. 102, párrafo 460, de la edición de Filadcltin 
de 1837. 

(2) Véase la parte legislativa. 
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ejercía sus funciones, pues las violó en el 
acto de oponerse á que formalizase el in- 
ventario el alcalde mayor, nínica autoridad 
'competente con arreglo ala ley española; 
y según confesión del mismo cónsul lia 
querido establecer un precedente nuevo 
contra lo dispuesto en las leyes y la juris- 
prudencia constantemente seguida basta 
ahora. 

20. Terminada al parecer definitiva- 
mente la cuestión sliscitada y sostenida 
tenazmente por el cónsul norte-america- 
no ha producido sin embargo una sobera- 
na disposición que ha alterado notable- 
mente la legislación española de la Isla 
de Cuba* en la parte relativa á las He- 
rencias de los extrangeros que en ella* fa- 
llezcan. Tal es el artículo 28 del Real de- 
creto de 17 de Noviembre de 1852, según 
el cual en los abintestados de los* extran- 
geros domiciliados y transeúntes que fa- 
llezcan en ‘Ultramar, la autoridad local, de 
acuerdo con el cónsul-de la nación del fi- 
nado, debe formar el inventario de los lúe’ 
lies y efectos y adoptar las disposiciones 
convenientes para que estén en segura cus- 
todia hasta que se presente el heredero 
legítimo ó la persona á quien legalinente 
deban entregarse. 

21. Es el referido Real decreto un códi- 
go de extrangería, en el cual sehan reuni- 
do todas las disposiciones vigentes relati- 
vas á los extrangeros. y sus buques, des- 
pués de definirlos y clasificarlos de una 
manera clara y concisa, establee iendo las 
reglas que han de observarse para su in- 
greso y residencial en España, y explican- 
do su condición civil y los diferentes de- 
rechos que tienen los domiciliados y tran- 
seúntes. . 

22. Por el artículo 41 se declara, y aun 
cuando así no se hiciera debiera entender- 
se, que la mencionada soberana disposi- 
ción es únicamente aplicable á la Penínsu- 
la e islas adyacentes, subsistiendo en su 
fuerza v vigor las disposiciones que rijen 
en las proviñeias de Ultramar sobre ex- 
trángeros. Por eso en la parte legislativa 
de este artículo nos limitaremos á insertar 
el artículo 28, único mandado observaren 
Cuba. 


PARJE LEGISLATIVA. 

Artículos 33 y 34 del tratado con lngíñ - 
| térra de 13 de Mayo dé 1667, ratificado 
por d de Utrech de 9 de Diciembre de 171 5 . 

i ** 1 * 

Artículo 33. Que los caudales y bienes 
( de los súbditos ‘del uno de los dos fe ves, 
j que murieren en las tierras, paises y 
dominios del otro se guardarán intactos 
| para los herederos ó demas- sucesores por 
i testamentos ó abintestato, quedando á sal- 
vo a cada uno su derecho privado y acción. 

Art. 34. Que los bienes y caudales de 
los súbditos del rey de la Gran Bretaña 
que' murieren abintestato en los dominios 
del rey de Espafift, se inventariarán por el 
' cónsul ú otro ministro público del rey de 
1 la Gran Bretaña, juntamente con sus pa- 
peles, escrituras, libros de cuentas y cua- 
¡ lesquiera documentos, y se pondrán en 
manos de dos ó tres comerciantes nombra- 
dos por el dicho cónsul ó ministro, para 
I entregarlos á los dueños, herederos ó acree- 
dores;' y ni pl consqjo de cruzada, ni algún 
otro tribunal conocerá de los bienes de al- 
gún difunto ni se mezclará en ellos, lo cual 
también se practicará en Inglaterra en 
igual caso con los súbditos del rey de Es- 
paña. (1) 

Artículo 3 . ° de la convención consular 
de l $ de Marzo de 1769 entre Kspaha y 
Francia , relativo a las herencias de los es- 
trangeros transeúntes . 

Las herencias de los franceses transeún- 
tes en España y de los españoles transeún- 
tes en Francia muertos con testamento ó 
abintestato, se liquidarán por los cónsules 
óvice-cónsulísen los términos que previe- 
nen los arts. 33 y 34 del tratado de Utrecht, 

; y el producto entero se entregará á los here- 
deros, hállense presentes ó ausentes, sin 
¡ que el tribunal de cruzada ni otro juez ecle- 
j siástico pueda mezclarse en semejantes he- 
rencias. Sin embargo, para verificar y sal- 
! var el derecho ó interes que pueda, tener 


(I) La práctica tic ambos países ha alterad" 
e>ta disposición. Kn él día la* justicia* territoria- 
les toman 1.a debida intervención, entre otros, por 
el iKxleroso motivo de (pie puede haber crédito* 
ó capitales deniummalesconipronietidos euej ab- 
intestato del extranjero. (Xola del compilad/jr de 
1 los tratados, Madrvl 1843.J 
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que deducir contra ellas algún vasallo ter- 
ritorial ó de otra nación en calidad de a- 
creedor, q por otro tituló, podrá la juris- 
dicción militar, si la hay, y en su defecto 
la ju&ticia ordinaria, proceder con la 'in- 
tervención del cónsul ó vice-cónsul, y no 
de otra manera, á formar el inventario, a 
cuidar y providenciar para que los efectos 
de dichas herencias se pongan y tengan 
en segura custodia á beneficio de las par- 
tes interesadas, en casa de uno ó mas ne- 
gociantes/^ la satisfacción y consenti- 
miento del cónsul, conforme á lo dispues- 
to en el artículo 34. Los cónsulgs v vice- 
cónsules tendrán facultad para averiguar 
cualesquiera fondos, efectos ó bienes per- 
tenecientes, de cualquiera manera que sea, 
á sus respectivos soberanos.' 

Artículo 1 1 del tratada con los Estados 
Unidos norte-americanos de 27 de Octu- 
bre de 1795 , relativo á sucesiones. 

Los ciudadanos ó súbditos de una de las 
dos partes contratantes tendrán en los es- 
tados de lá otra la libertad de dispotier de 
sus bienes personales, bien sea por testa- 
mento, donación ú otra manerji; y si sus 
herederos fuesen súbditos ó ciudadanos 
de la otra parte contratante, sucederán en 
sus bienes, ya sea en virtud de testamento 
ó abintestato, y podrán tomar posesión, 
bien en persona ó por medio de otros que 
hagan sus veces, y disponer como les pa- 
reciere, sin pagar mas derechos que aque- 
llos/que deben pagar en caso semejante los 
habitantes del país donde se verificase la 
herencia. 

Y si estuviesen ausentes los herederos, 
se cuidará de los bienes que les hubieren 
tocado, del mism .9 modo que se hubiera 
hecho en semejante ocasión con los bienes 
de los naturales del país, hasta que el le- 
gítimo propietario haya aprobado las dis- 
posiciones para recoger la herencia. Si se 
suscitasen disputas entre diferentes com- 
petidores que tengan derecho á la heren- 
cia, serán determinadas en última instan- 
cia según las leyes, y por los jueces del 
pais donde vacase la herencia. Y si por la 
muerte de- alguna persona que poseyese 
bienes raices sobre elterritoriq de vina de 
las partes contratantes, estos bienes raíces 
llegasen, á pasar según las leyes del pais 
á un súbdito ó ciudadano de- la otra parte, 


y este por su calidad de. extrangero fuese 
inhábil para poseerlos, obtendrá un tér- 
mino conveniente para venderlos y reco- 
jer su producto sin obstáculo, exento- de 
todo derechq de retención por parte del 
gobierno de los estados respectivos.— (^.s- 
te convenio $c halla ratificado por el artículo 
12 del de 22 de Febrero *1819.) - ^ ‘ 

R. O. de % de Mayo de 1827 , prohibien- 
do d los cónsules y vice-cónsules extrange- 
ros ejercer acto alguno jurisdiccional en 
territorio español. 

. El Rey nuestro señor ha llegado á en- 
tender, que algunas^ autoridades de los 
puertos de mar de sus dominios, donde 
residen cónsules ó vice-cónsules de países 
extrangeros, no teniendo presente lo que 
dispone la ley 6 . ^ , til 11 , lib/ 6 . 0 de la 
Novísima Recopilación, han permitido, 
que estos funcionarios ejerzan con súbdi- 
tos de sus respectivas naciones algunos 
actos de jurisdicción, que de ningún mo- 
do les competen; y que olvidando en otras 
ocasiones queia misma ley y Real órden 
de 7 de Febrero de 1757 designan circuns- 
tanciadamente el carácter y representación 
de los cónsules y vice cónsules extrange- 
ros, lian impedido á estos el desempeño de 
algunas de sus peculiares atribuciones; 
siguiéndose en unos y otros casos recla- 
maciones é incidenoias muy desagradables 
á S. M., que al paso que quiere conservar 
ilesa la dignidad de su corona, y en toda 
su integridad el derecho de imperio, do- 
minio y potestad suprema que le corres- 
ponde como nn atributo indesmembrable 
de la soberanía, nó puede tolerar que 
funcionarios de otros estados, que residan 
en sus reinos, sean interrumpidos en acana- 
llas facultades, que les conceden ^1 dere- 
cho de gentes, y los particulares tratado^ 
que están en vigor entre S. M., y los res- 
pectivos monarcas, los cualesprocura cum- 
plir con entera religiosidad; y deseando 
S. M. conciliar ambos extremos, hft tenido 
á bien resolver, que en este partícula* sq 
observe lo siguiente: 

Artículo 1 . 0 Ningún cónsul ni vice- 
cónsul extrangero poaráejeroeren el puer* 
to de España, donde resida, acto alguno 
de jurisdicción, respecto á que este dere- 
cho es privativo de las autoridades loca- 
les, de xas que reclamarán, si fuere precí-' 
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so, la protección que les deben dar con 
arreglo. á las leyes. 

Art. 2. ° Ningún cónsul ni vice-cónsul 
extrangero será interrumpido por las au- 
toridades locales en recibir y legalizar 
protextas de averías, ni en ©tras funciones 
extrqjudiciales anexas á su empleo, que 
desempeñen con súbditos de su nación. 

Art. 8.® En los asuntos contenciosos, 
ven todos los demas en que tengan que 
impartir el poder coercitivo de las autori- 
dades locales, ó en que- hayan de emplearse 
algunas solemnidades judiciales, la repre- 
sentación de los cónsules y vice-cónsules 
extrangeros estará reducida á la de sim- 
ples agentes de los súbditos de sus respec- 
tivas naciones. 

Art. 4. ® Las autoridades locales abre- 
viarán, en cuanto sea compatible con la 
recta administración dd justicia, los trá- 
mites judiciales, y la conclusión de los li- 
tigios ó controversias, que se susciten en- 
tre súbditos de otras naciones, á ñn de que 
se les eviten los perjuicios que las deten- 
ciones pueden causarles, 

Art. 5. ° Se observarán puntualísima- 
mente por las mismas autoridades los tra- 
tados y convenciones vijentes éntre Espa- 
Sa y las demas naciones, en las demandas 
y derechos que se deduzcan por parte de 
cualesquiera súbditos extrangeros. 

.Art. 6. ° La privativa jurisdicción que 
en estos casos ejercerán las autoridades lo- 
cales será exactamente arreglada á lo dis- 
uesto en la ley 6 . a del tít. 11, lib. 6. ° 
e la Novísima Recopilación. 

Art. 7. ° Los cónsules y vice-cónsules 
extrangeros gozarán en España el carác- 
ter y consideración pública que les desig- 
na la misma ley. 

Art. 8. ° Incurrirá en el Real desagra- 
do de S. M. cualquiera autoridad, que por 
sn omisión ó negligencia dé lugar á que 
se introduzca el mas mínimo abuso, ya 
tolerando á los cónsules ó vice-cónsules la 
latitud que no tengan en sus funciones 
rivativas, ó ya despojando á sus juzga- 
os de las que les corresponden, con me- 
noscabo del supremo imperio del Rey 
nuestro señor, v de la jurisdicción delega- 
da, que se ha dignado concederles. 

R. O. de 20 de Febrero de 1847, deses- 
timando una pretensión del cónsul ingles 
en Puerto Rico, y declarando que los tra - 


tados no tienen aplicación á las provincias 
ultramarinas españolas ínterin no se co- 
muniquen expresamente á las mismas . 

* . I 

Gobierno Capitanía general y Superin- 
tendencia delegada de Hacienda de la siem- 
pre fiel isla de Cuba — Secretaría de Gobier- 
no. * 

Primera secretaría del despacho de Es- 
tado.— Numero .131.— Excmo. Sr. — Al 
Capitán general Gobernador de Puerto- 
Rico digo con esta fecha ló que sigue: — 
Habiendo acudido á este Ministerio el mi- 
nistro de Inglaterra, reclamando el qiic, 
con arreglo al a!rt. 34 del tratado de 1667, 
se entregase por esas autoridades al cón- 
sul de su nación en esa Isla los bienes que- 
dados por el fallecimiento abintestato de 
Mr. Claxton, la Reina nuestra señora so 
ha servido resolver que se conteste esta 
solicitud en los términos que verá V. E. 
por la adjunta copia. — “ V . E. podrá co- 
nocer en vista de este documento, que de 
órden de S. M. le remito, el errado concep- 
to de que partió ese auditor de Guerra, 
negándose á entregar los bienes de Mr. 
Claxton por su calidad de domiciliado, 
cuando la*verdadera razón consistia en 
que los tratados no tienen aplicación á las 
colonias.” — S. M. quiere que V. E. tenga 
presente la doctrina consignada en esta 
comunicación, para que á ella arregle su 
conducta en los casos que puedan ocurrir 
en lo sucesivo; pero procurando al gaismo 
tiempo evitar en cuanto sea posible todo 
motivo de discusión ó de queja con e§toa 
funcionarios extrangeros; y siendo cor* 
ellos tan complaciente y cortés en la for- 
ma, como severo en la esencia de los ne- 
gocios. — De Real órden lo traslado á V. 
E. para su conocimiento y usos conyenien - 
tes, incluyéndole copia de la comunicación 
que se cita.— Dios guarde á V. E. muchos 
años. Madrid 20 de Febrero de 1847. — 
El Duque de Sotomayor . — Sr. Capitán ge- 
neral de la isla de Cuba. 

R. Os de 3 de Diciembre de 1851, de- 
terminando loe dias en que pueden enar- 
bolar la bandera los agentes consulares . 

Excmo. Sr. — El Sr. Ministro de Estado 
con fecha 5 del mes anterior me dice lo 
que sigue: — La Reina nuestra señora ha 
tenido á bien mandar se recuerde el cum- 
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plimiento de la disposición que por este 
Ministerio se adoptó en 0 de Setiembre 
de 1847, para que no se impidiera á los 
cónsules extrangeros enarbolar la bande- 
ra de su nación eq las casas oue habitan 
durante los dias festivos y en las solemni- 
dades y casos en que sea dé costumbre, a- 
tendiendo á que esta práctica, admitida 
generalmente en Europa, no se opone á 
las leyes del Reino? y á que de consentir- 
la en España se evitarán fundadas quejas 
y reclamaciones de parte de los gobiernos 
amigos. Be* Real óraen lo digo á V. E. pa- 
ra que se sirva trasladarlo á ios Capitanes 
generales del Reino, recomendándoles su 
m^s extriota observancia. — Lo que de pro- 
pia Real órden, comunicada, por el Sr. 
Ministro de la Guerra, digo á V. E, para 
su conocimiento y observancia en ese dis- 
trito de su mando. Dios &c. Madrid 3 de 
Diciembre de 1851. — El Subsecretario, 
Bernardo Cortés. 


á los cónsules en la mencionada Real órden 
j seajamas considerada como de inmunidad 
para sus casas, ni sirva de pretexto para 
' que se atribuyan á los mismos otras fun- 
j ciones que la9 precisas qúe hasta aquí tu- 
! vieron ae protejer los intereses mercanti- 
: les de los individuos de su nación, pero 
simplemente 'como agentes comerciales, 
sin carácter alguno diplomático* 

De Real óraen lo digo á V. E. para su 
i inteligencia y efectos correspondientes. — 
¡ Lo digo á V. para su conocimiento y efec- 
| tos oportunos. — Dios guarde á V. muchos 
años. — Habana 30 de Mayo de 1855. — 

i Concha. — Sr. Teniente Gobernador de 

¡ ( (?. de la H. de 12 de Junio de 1855.) 

i R . O . de 23 de Abrí/ de 1 856, pidiendo 
| informe acerca de la conveniencia de aplv 
1 car á es\a Isla el R. D. de i 7 de Noviem - 
| bre de 185?, relativo á las facultades de 
los cónsules en las testamentarías y chin - 
testatos . 


R. O . de 2 de Julio de \853,prohibien. 
do á los cónsules extrangeros 1 atribuirse 
carácter diplomático y enarbolar la ban- 
dera de sú naciok mas que en los dias mar- 
cados por la Real órdén anterior % 

^Gobiérno, Capitanía general,* Superin- 
tendencia delegada de Hacienda déla siem- 
pre fiel isla de Cuba. — Secretaría de Go- 
bierno. Circular. Habiendo acudido 

varios agentes consulares extrangeros, so- 
licitarido enarbolar los dias festivos en sus 
casad la bandera de su nación, he dispues- 
to que se publique para su cumplimiento 
la Real óraen siguiente de 2 de Julio de 
1858. — Presidencia del Consejo de Minis- 
tros. — Ultramar. — Núm. 270.- — Excmo. 
Sr.— Vistas las cartas de V. E. número 58 
de 10 de Febrero de 1852 y número 121 
de 5 de Abril del mismo año, y lo infor- 
mado sobre ellas por los Ministerios de 
Estado y de la Guerra, la Reina (Q. D. G.) 
de conformidad con lo consultado por el 
Consejo de Ultramar; ha tenido á bien a- 
probar la* conducta observada por V. E. 
y disponen 

1. ® Que V. E. no permita que los cón- 
sules enarbolen la bandera de su nación 
mas que en los dias que marcala Real ór- 
deñ de 8 de Diciembre de 185L 

Y % . 2 . 0 Que V. É. cuide muy especial- 
mente de impedir que la concesión hecha 


Primera secretaría de Estado. — Ultra- 
mar. — Número 157. — Excmo. Sr. — Por 
la primera secretaría de Estado se dijo en 
19 del corriente al Sr. Ministró de Báta- 
do encargado del despacho de los negocios 
de Ultramar lo que sigue: — Seha recibido 
en este Ministerio la comunicación de esa 
Dirección general, fecha 21 de Febrero úl- 
timo, en que se sirve trasladar otra del Ca- 
pitán general de la isla de Cuba, relativa á 
la queja interpuesta por el cónsul de los Es- 
tados-Unidos en Matanzas, con motivo de 
los perjuicios que decia se habian inferido 
álos interesados en el abintestato de Mr. 
Hardfield, por lo excesivo de las costas 
cargadas por los funcionarios que en él 
intervinieron. Los términos en que dicho 
Capitán general ha procedido para apre- 
ciar la justicia y la razón de la queja men- 
cionada son ciertamente los que corres- 
pondían atendida la índole del negoció; 
así como también aparece fundado el fi- 
lio de la Audiencia desestimando lo pedi- 
do por el cónsul americano; mas no por 
esto entiende este Ministerio que las ais- 
posiciones en que se apoya la conducta de 
los funcionarios públicos á que se refiere 
aquel agente sean las mas conformes con 
los principios de generosa acogida y des- 
interesada protección para los extrangeros 
que hoy profesan las naciones cultas, re- 
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conociendo la conveniencia de facilitar y íne la conveniencia de conservar la posi- 
p remover én vez de dificultarlas relacio- |cion de los cónsules en dichas provincias, 
ngs entre los pueblos. Ya por esa Direc- ' sugeta á las condiciones especiales que la 
ción general se ha indicado cbn la supre- distinguen de la que tienen en España, 
sion de los juzgados de difuntos eti Cuba porque el acto de intervención de que se 
y Puerto-Rico la reforma que' este Minis- trata, concurriendo á el la autoridad local 
terio considera debe obrarse en lo relati- para eLdebido amparo de los derechos que 
vo á los ahintestatos de extrangeros que puedan corresponder á los naturales, no 
ocurran en Ultramar, y cuando se ha ve- debe dar origen á conflictos con la autori- 
rificado por completo en La Península dán- dad superior de cualquiera . de aquellas, 
dose á los cónsules una* intervención tan que es el objeto de la restricción en las 
cumplida y directa como les corresponde funciones de los agentes consulares extrañ- 
en cuanto pueda referirse á la conserva- geros. De Real órden comunicada por el 
ciori V custodia de ^os bienes quedados I Si\ Ministro de la Guerra encargado inte- 
por nvllecimiento sus respectivos nació- rinamente del despacho de Estado y de 
nales? no se ofrece razón alguna de im- N los negocios de Ultramar lo traslado á V. 
portancia en que se apoye la práctica E. para que informe lo que estime opor- 
vigente en Ultramar que priva á dichos tuno después de oir el voto consultivo del 
agentes consulares de la intervención que Real Acuerdó. Dios guarde a V. E, mu- 
ejercen en la Península, ocasionándose chos años. Madrid 23 de Abril de 1856, 
por Las actuaciones de los empleados es- —El Director general, Isidro Díaz deAr- 
pañoles gastos que la presencia del con- ' fuelles . — Sr. Gobernador v Capitán gene- 
sul evitaría y que-por lo mismo se hace su ' ral de la isla de Cuba, 
abono doblemente sensible ú los interesa- " k * 

dos. Antes de admitirse cónsules en las pro- , * Circular de 7 de Octubre de 1856, drri- 
vincias ultramarinas, era necesario y con- ! j t ¿ a ^ e / Ministerio de Estado al cuer • 
veniente lo que hoy se observa para que p D diplomático exttangero résidente en 
al fallecimiento abintcstato de un extran- Madrid , extendiendo á Ultramar el artí- 
gerono quedasen en abandono sus inte- calo 28 del Real decreto de 17 de Noviem- 
reses y perjudicados los herederos legíti- bre de 1852, por el cual se concede á los 
Oíos; pero hoy parece ser lo natural y lo [cónsules facultad de concurrir á la forma - 
es que el cuidado de evitar estos males don del inventario de los bienes de los ex- 
corresponde al agente que por su ministe- tran geros domiciliados y transeúntes . 
í^ioestá llamado á representar los derechos ' 

y acciones de los subditos de su pais inte- Primera Secretaría de Estado. — Direc- 
resados en la sucesión del extrangero di- 
funto. Es ademas casi cuestión de decoro 
impedir se repitan reclamaeionós co- 
mo ) a producida por el abintestato de 
l£r, HarclfiehJ, en que se establece con 
verdad el hecho de que una parte de la 
herencia ha desaparecido en pago de ac- 
t uacToues que los herederos consideran in- 
• necesarias y dirigidas solo á devengar de- 
rechos, puesto que el cónsul pudo practi- 
carlas ó producir el efecto beneficioso de 
las mismas con su asistencia oficial en el 
acto. Así pues no duda este Ministerio en 
proponer i V. E. que si lo estima conve- 
niente se dicte una resolución por la/cual 
se haga extensivo á las* provincias de Ul- 
tramar lo que dispone el Real decreto de T — ^ — — 

17 de Noviembre de 1852 respecto de los i extrangeros ^puiicüiadosó^^seunteaen 
abintestatos de extrangeros ocurridos en j dichos dominios, la autoridad local, de a- 
la Península, puesto qucá ello no se opo- cuerdo con el cónsul de la nación del fi- 


cion Comercial. — Palacio 7 de Octubre de 
1856.— Muy señor mió: Con el fin de evi- 
tar las contestaciones que frecuentemente 
se promueven entre los cónsules extrange- 
ros establecidos en la isla d§ Cuba, y las 
autoridades locales de aquella provincia, 
ultramarina, sobre la intervención, de los 
primeros en los abintestatos dé sus respec- 
tivos: nacionales que ocurren en dicho ter- 
ritorio, se ha dispuesto que lo provisto 
sobre este punto por el Reqá . decreto de 
extrangería de 17 de Noviembre de 1852 
en su artículo 28, vijentq solo en -la Pe T 
n ínsula/ tenga también , completa aplica- 
ción en los dominios españoles de Ultra- 
mar. Por consiguiente, en todos loa casos 

ilr» fn.ll api miento abintestado íIa 
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nado formará el inventario de los bienék 
y efectos, y adoptará las disposiciones con- 
venientes para que esten en segura custo- 
dia hasta la presentación del heredero le- 
gítimo ó dequien legalmente le represen- 
te. En tales sucesiones intestadas, como 
también en las testamentarías, lostribuna- 
les del pais solo conocerán de las reclama- 
ciones que ocurran sobre embargo de bie- 
nes para pago de acreedores y cualquie- 
ra otra que tenga por objeto el cumpli- 
miento de las obligaciones b responsabi- 
lidades contraidas en España b á favor de 
súbditos españoles; peroentonces y asimis- 
mo cuando por la multitud de - créditos 
pasivos se declare el abintestato de su súb- 
dito extrangero en concurso general de 
acreedores, b por otro concepto dicho ab- 
intestato adquiera carácter contencioso, 
las autoridades locales obrarán por sí y en 
uso de su jurisdicción con arreglo á dere- 
cho, limitándose el cónsul de la nación del 
difunto á representar los herederos ausen- 
tes, menores b incapacitados, como lo liará 
cualquiera* persona provista de poder le- 
gal en forma. Lo que me apresuro á poner 
en conocimiento de Y. S. rogándole se sir- 
va participarlo á su gobierno, que no du- 
do sabrá apreciar las miras conciliadoras 
que han animado al de S. M. al adoptar 
la medida de que dejo hecha mención. A- 
provecho &c. — Está conforme. — Hay una 
rúbrica.-— Es copia. — El Director general, 
Diaz de Argüelles — Habana 27 de Marzo 
de 1857. — Es copia. — El secretario del 
Gobierno superior civil en comisión, Ma- 
nuel Afjnirre . 

Artículo 28 del R.D. de 17 de Noviem - 
tere de 1 852 , que se cita en la anterioi' cir- 
cular. 

En los abintestatos de los extrangeros 
domiciliados y transeúntes, la autoridad 
local, de acuerdo con el cónsul de la na- 
ción* del finado, formará el inventario de 
los bienes y efectos, y adoptará las dispo- 
siciones convenientes para que estén en se- 
gura custodia hasta que se presente el he- 
redero legítimo, ó la persona que legal- 
mente le represente. 

Así en este caso, como en los de suce- 
siones testamentarias, solo conocerán los 
tribunales de las reclamaciones que 'ocur- 
ran sobre embargo de bienes de acreedo- 

34 


res, y cualquiera otra que tenga por obje-' 
to el cumplimiento de las obligaciones 
ó responsabilidades contraidas en España 
| o á favor de los súbditos españoles. 

i R . O. de 30 de Enero de 1857 , man - 
dando observar en Uhrymar la disposición 
prece lente. 

| Por la Dirección general de Ultramar 
j con fecha 80 de Eneró último se ha co- 
municado a este Gobierno Capitanía ge- 
neral de Real órden lo siguiente: 

“Excmo. Sr. — El Sr. Ministro de Esta- 
do dice con .fecha 28 del actual al de Es- 
tado y» Ultramar lo. que sigue: — En vista 
j de la comunicación de V. E. fecha 13 de 
| Setiembre próximo pasado, relativa á la 
; aplicación en las provincias de Ultramar 
I de lo prescrito sobre abintestatos de ex- 
¡ trangeros que ocurran en la Península 
por el Real decreto de extrangería de 17 
de Noviembre de 1852 en su artículo 28, 

I se lia dirigido al cuerpo diplomático ex- 
I trangero residente en esta córte una nota 
j circular, de que acompaño á V. E. copia, 
manifestando que en lo sucesivo se obser- 
varán en todos los dominios de E§pafia las 
mismas reglas respecto del indicado pun- 
i to de los abintestatos y testamentarías de 
! súbditos da otros paises. — De Real órden 
' lo digo á V. E. en contestación á su cita- 
¡ do oficio, rogándole se sirva comunicar á 
¡ la brevedad posible las órdenes oportunas 
á las autoridades superiores de todas las 
j provincias de Ultramar para evitar las di- 
ficultades que pudieran nacer de llegarla 
disposición á que se ha hecho referencia á 
| conocimiento de los agentes consulares 
¡ extrangeros residentes en ellas autes que 
al de dichas autoridades. Y habiendo ma- 
I nifestado el ministro de S. M. B. en esta 
, córte que tenia noticia de que las autori- 
dades de Cuba no habian recibido aun las 
órdenes necesarias para poner en ejecución 
dicha medida, S. M. se ha servido dispo- 
j ner que lo haga presente á V. E. á fin de 
; que se comuniquen las indicadas órdenes 
por el próximo correo en el caso de no ha- 
í berse hecho anteriormente. — De Real ór- 
den lo digo á Y. E. con inclusión del do- 
cumento que se cita para los efectos indi- 
cados. — Y de la propia Real órden comu- 
nicada por el referido Sr. Ministro de Es- 
tado y Ultramar lo traslado á Y. E. para 

1856 
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su conocimiento y fines correspondientes, * Por R. O. de 6 de Febrero de 1857, 
con inclusión de copia de la circular que que publicaremos en bs Anales corrée- 
se menciona.” pendientes á ese año , se prohíbe admitir 

Y á los fines dispuestos por S. M. (Q. D. cónsules en mas pueblos que la Habana ; 
G.) be mandado que se publique con la Matanzas , Cuba y Trinidad . 
circular que se inserta á continuación. — 

Habana 27 dé Marzo de 1857. — José de la 
Concha. 

. (Q. de la ff.de 31 de Marzo de 1857) 
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ABENTE FISCAL — Se daba este nom- 
bre antes del decreto de 15 de Marzo de 

1854 á los abogados que auxiliaban á los 
fiscales de la Audiencia de la Habana en 
el despacho de los asuntos sometidos á su 
examen. Por el artículo 1. ° de dicho Real 
decreto se suprimieron las plazas de agen- 
tes fiscales que existían, y en su lugar se 
establecieron tres de abogados fiscales, 
que por Real Cédula de 30 de Enero de 

1855 recibieron el nombré de teniente s fis- 
cales* con el cual se conocian ya en la Pe- 
nínsula. Los agentes fiscales no firmaban 
los dictámenes que escribían, ni tenían re- 
presentación propia; ni eran ni podían ser 
responsables de las Opiniones que susten- 
taban, puesta que no llévaban su nombre 
y eran suscritas por el fiscal, de quienes 
eran auxiliares anónimos. Los tenientes 
fiscales tienen mayor representación, son 
responsables de lo que firman, y se hallan 
colocados en una categoría mucho mas 
elevada que sus antecesores. V. Fiscau. 

ABRIGOLA, (perito.) — Es la persona 
entendida y práctica en la agricultura ó 
cosas del campo. En sentido mas concre- 
to se entiende por perito agrícola un pro- 
fesor auxiliar ae la administración públi- 
ca dedicado á tasar las tierras, casas, plan- 
tas, aperos, en una palabra, todos los obje- 
tos pertenecientes á la agricultura, 

Por Real decreto de 1. ° de Setiembre 
de 1855 se creó en Aranjuez una escuela 
central de agricultura, en la que los aspi- 
rantes á peritos agrícolas son admitidos 
previo un exámen, que consiste en lectu- 
ra y escritura, gramática castellana y arit- 
mética, y estudian durante cuatro años las 
materias siguientes: agrimensura y la ex- 
plicación de los fenómenos diarios de la 
naturaleza; elementos de historia natural, 
principios de la agricultura general v por 
último agricultura especial. 


Concluida esta enseñanza puedeel alum- 
no presentarse á exámen de carrera, y si 
fuere aprobado obtener el título de perito 
r agríeola, mediante el cual podrá autorizar 
' los apeos y tasaciones de fincas rurales, 
siempre que la extensión de cada una no 
1 pase de 30 hectáreas, y exijir preferencia 
para obtener las plazas de capataz, mayo- 
ral, jardinero y * hortelano en el' servicio 
; público, así como para los destinos subal- 
ternos de la estadística agrícola. 

| Si los que hubieren estudiado en el ex- 
trangero llenasen los requisitos que se 
exijen para obtener ese título, podrán tam- 
¡ bien aspirar á él. 

Por el mismo Real decreto se crearon 
I otros funcionarios de mas elevada esfera 
llamados ingenieros agrónomos. Y. Agró- 
! NOMO. 

Siendo esta Isla esencialmente agrícola, 
y escaseando en ella los funcionarios en- 
tendidos en esta materia, seria de la mas 
alta importancia y produciría saludables 
efectos, tanto en todos los ramos de la ad- 
ministración pública como en el fomento 
de la agricultura, que se hiciesen extensi- 
¡ vas á ella las instituciones indicadas, si 
no con lá amplitud que en la Península 
j se las ha dado, porque nunca una provin- 
cia puede competir con la monarquía en- 
| tera, al menos con la necesaria para que 
I los estudios en el instituto practicados, 
j pudiesen tener inmediata aplicación^ los 
especiales cultivos de estos climas. Algo 
semejante se proyecta en el potrero llama- 
do de Mazorra, poco distante de esta ciu- 
dad, en el cual se trata de establecer muy 
en breve una escuela de agricultura, de la 
cual podremos juzgar cuando veamos los 
reglamentas por que haya de ser regida, 
pues entre tanto carecemos de datos para 
formar idea exacta de ella. Cuando se pu- 
bliquen, nos ocuparemos de ellos con la 
extensión que su importancia demanda. 
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ABRICULTURA. 

1. Aunque en general se entiende por 
agricultura el cultivo del campo y gana- j 
dería, hay quien en su vasta extensión 
comprende la industria minera en sus di- J 
versas acepciones; en este artículo la toma- 
mos en su mas extricta inteligencia. 

2. La historia de la agricultura en Cu- j 
ba es semejante á la de toda la America 1 
española: respetada en España, privilegia- 
da, libre de la nota de infamia con que 
mancharon las preocupaciones los otros 
trabajos mecánicos, se exageró el amor á 
la primera de las ocupaciones hasta ha- 
cerle un deber de todos: (ley 4 tít. 20 part. 
2 f ) 'Ese concepto elevado en que se colo- 
có á la agricultura qué encontraba su ori- 
gen en las disposiciones romanas,- consa- 
gradas después con textos análogos para 
los que abrazaron el cristianismo en los 
libros BíblicoSj eclesiástic . {cap. 7,) pasó á 
Indias intacto y con ól sus privilegios. 

3. Los primeros instantes de la agri- 
cultura en la tierra adquirida nuevamen- í 
te -carecieron de un borron que la necesi- 
dad perpetua después que la imprudencia 
lo arroja sobre ella para envilecerlade he- 
cho: el trabajo fué libre en los primeros 
tiempos. Las leyes recomendaron que se 
hicieran ajustes previos y libremente en- 
tre los indios y los españoles: á esto lla- 
maron mingarse; y se verificaba en las 
plazas conforme á las mismas leyes: (ley 1, 
tít. 12, lib. 6, Recop. de Indias.) 

4. Las plantas, los animales domésti- 
cos del antiguo mundo muy pronto fue- 
ron trasladados al nuevo: Hernán Cortes 
que habia de conquistar inmensos y ricos 
paises, cultivaba el campo de Cuba á don- 
de traia cuanto pudiera ser útil al progre- 
so de la agricultura: (Alaman Disert. 5. p , 


portancia en los distritos de Villa-Clara 
hasta ha poco tiempo. La Real cédula de 
14 de Agosto de 1610 dirigida al marques 
de Montes Claros, vi rey del Perú, puede, en 
cuanto á las tales prohibiciones, conside- 
rarse como simple consejo que no se lle- 
vaba á cumplido término. 

5. Cgntrayéndonos á Cuba mas espe- 
cialmente, no puede hablárse de la agri- 
cultura sin citar las mercedes de sus tier- 
ras; en la palabra — “Merced” — se ex- 
pondrá la parte jurídica de estas concesio- 
nes y sus términos: aquí es preciso alu- 
dirlas como á uno de los elementos de la 
historia de nuestra ^agricultura. — El ori- 
gen de las mercedes no , está en la le- 
i gislacion indiana: es una costumbre es- 
' pañola, que antes lúe romana y que 
| tiene que . serlo de todos los pueblos 

conquistadores. Los nombres d g peonía y 
caballería, y este se conserva en Cuba, 
están revelando que se daban á peones y 
caballeros: en esa acepción se encuentra en 
crónica peninsulares; (Zurita, Anales de 
Aragón, pág. 40, cap. 3, núm. 61, tít. 2.) 
La primera vez que se habló en los códi- 
gos de las Indias de medidas rurales fué en 
el siglo 16. ° y es la disposición que pro- 
inulgóD. Fernando V. en ValladQliden 18 
de Junio de 1513, en que se encuentra el 
origen inmediatode las mercedes, y aun de 
algunas de las actuales medidas de la Isla. 
En ella se concedia la propiedad de ter- 
renos para casas, solares, haciendas &c. 

6. Es verdad que cuando se concedían 
| para pastos y ganaderías se resintieron las 
| disposiciones de las influencias de los pri- 
vilegios de la Real Cabaña ó Mesta que 
taiitos males produjo al cultivo en la ma- 
dre patria. Crianza quita labranza , era un 
proverbio que no tenia contestación, fcár- 


pág. 11.) — Es verdad que mas adelante en j los V. mandó se considerasen de uso co- 
cí deseo de conservar unidos á los espa- mun los pastos, dehesas, montes, aguas y 
fióles de ámbos mundos con los lazos de la términos en Indias y que los vecinos tra- 
recíproca conveniencia, y para alimentar un jeseirpor do quisieran sus hatos y gana- 
cambio útil de productos diversos se prohi- dos: (ley 5.tít. 17, lib. 4 Recop. de Indias) se 
bieron los cultivos de algunos frutos euro- hizo extensiva la disposición á los terrenos 
peos en América; pero casi nunca se cum- de señorío: (ley 7 de id. id.) — Encuanto á 
pliamesas disposiciones, como observó D. los terrenos mercedadosó vendidos solo 
Francisco R. Valenzuela en sus notas á la era lícita la trashumacion luego que se le- 
obra clásica sobre gobiernos de Indias deD. vantaban los frutos, pero las quejas, y re- 
Juan Solórzano: se cultivaban las viñas clamaciones y el descontento de los pobla- 
en el Perú, el trigo en Méjico y otros pun- dores penetraron el Real alcázar de nuestros 
tos, inclusa Cuba, en donde tuvo cierta im- Reyes y las RR. Cédulas de 1550 y 1556, 
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pusieron remedio á esos males: (Política 
Indiana, tít. 1, pág 105). 

7. En Cuba no se encuentran disposi- 
ciones especiales á favor de la trashuma- 
cion: la grande extensión dfe las haciendas 
y la falta de población indígena y foraste- 
ra no hizo necesarfas esas disposiciones, 
de que hay una corta semejanza en las ha- 
ciendas comuneras (V. Merced): pero en 
las actas que se conservan de los Ay un- 
tamientos se ve desde luego que desde el 
principio hubo términos y acotamientos 
que luego se recomendaron por sus orde- 
nanzas municipales. Solo cuando concedia 
algún solar cerca de poblado solía poner 
la condición de que fuera conpasto común. 
Hubo mercedes para labranza también 
desde el principio*, aunque se pudieran 
poner muchos conipr abantes en obsequio 
de la brevedad, solo se citarán algunos de 
otfoe acuerdos. La facultad de montear no 
se cogeediacn terrenos poblados de gana- 
do según lo declaro el cabildo á petición 
de Alonso de Rojas que criaba puercos en 
la Chorrera, legua v media de la Habana 
en 22 de Enero de 1558; y en la merced 
que concedió á Julián Hernández de Ba- 
ñes (antes Bmi), En la merced que hizo 
para cabra i desde la cueva de Claver has- 1 
ta el pueblo viejo, en 22 de Setiembre de j 
1560, no solo fijó límites sino la circuns- 
tancia de ser en pasto común. En 1578 se 
concedió al moreno Jesús Hernández Sa- 
lazar un pedazo de tierra en la Chorrera, 


cultura la isla de Cubasugeta al régimen 
colonial que prohibía el comercio extran- 
gero: en la Historia del azúcar, escrita por 
el que firma este artículo se. recogieron 
(cap. 4) todos los datos estadísticos de su 
! producción hasta 1818 en que se fijó el 
! sistema llamado de libre comercio. Las 
guerras en que se vió envuelto el mundo 
en los primeros años del siglo y último 
tercio del anterior y hasta la momentánea 
j dominación de los ingleses, contribuyeron 
á que se esper i mentaran las ventajas del 
comercio extrangero: los capitanes. gene- 
rales no solo celebraban con las autorida- 
I des acuerdos por los cuales abrieron el 
puerto de la Habana al comercio extran- 
gero, sino que el conde de Santa Clara, el 
Marqués de Someruelos, el intendente D. 
José P. Valiente se opusieron respetuosa- 
mente á disposiciones perjudiciales sobre 
el comercio con neutrales; y, cuando en 
1820 las cortes del Reino tendían sin que- 
rerlo á -destruir la prosperidad de Cuba 
I con una mala ley de aranceles, el Capi- 
tán general D. Nicolás Mahi no la cum- 
I plió á petición de las corporaciones popu- 
lares, pero con la condición que generosa- 
mente se impuso de responder él única- 
mente d» las consecuencias: (Historia del 
azúcar, cap. 6.) 

10. Las creaciones déla Real Sociedad 
! Económica y Real consulado de Agricul- 
tura y Comercio en la época del Excmo. 
Sr. D. Luis de las Casas, contribuyeron 


llamado el Cuzco para labrar conuco (huer- 1 
to) y ttwr sustento con casa y mil monto - 1 
nes de ñames. En las ordenanzas de la Ha- 
bana (ordenanza 7.) se autorizó para 
pedir merced de * bandas para que hubie- 
ra pan en los hatos; por leyes posteriores 
se derogó: (Urrutia. compendio de la Fer- 
nandina pág. 87.) 

8. La isla de Cuba fue pues al princi- 
pio ganadera, y solo cultivó las plantas, 
raices y granos que demandaban sus ne- 
cesidades. El cultivo de la caña vino des- 
pués y ha sido siempre el principal y mas 
rico producto de exportación: las mejores 
máquinas ó trapiches se establecieron á 
orillas de los rios, como enSanto Domin- 
go. El gobierno auxilió con 4000 pesos á 
los vecinos honrados que quisieran esta- 
blecerlos, reintegrables a los dos años: 
(Herrera, Dec. 8, lib. 3 y 4, cap. 3 y últ.°) 

9. Pero no podia progresar en la agri- 


al fomento de la agricultura y ganadería, 
haciendo vulgares las buenas doctrinas y 
dando á conocer los procedimientos mas 
adelantados. Las primeras indicaciones de 
la utilidad de la química se hicieron publi- 
car en las Memorias de la Real Sociedad 
por D. Nicolás Calvo desde 1793. D. Fran- 
cisco Arango, insigne inaugurador del 
progreso, combatió el funesto impuesto 
de la pesa y el estanco del tabaco en bene- 
ficio de la ganadería y cultivo; y trató de 
todos los ramos de la riqueza pública en 
los diferentes destinos que obtuvo. (Me- 
morias de la Real Sociedad, año 1798, Dic- 
tamen inédito, del caballero regidor D. 
Francisco Arango, sobre abolición de pe- 
sa en el archivo del Consulado, año 1807, 
&c.) Se publicaron multitud de opúsculos, 
memorias y libros sobre el cultivo de varias 
plantas, por D. Pablo Bolioix, D. José Fer- 
nandez Madrid, D. Tomás Romay, D. Jo- 
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sé Arango y Castillo, D. Antonio More* 
jon, D. José Antonio Saco, D. Francisco 
de P. Serrano, D. Tranquilino Noda y 
otros muchos, estimulando la adopción do 
reconocidas mejoras. 

11. Entre los medios de liácer mas rá- 
pido el progreso se adoptó el de enviar 
por el Real Consulado y luego J unta de 
Fomento comisionados que estudiaran en 
el extrangero las mejoras agrícolas para 
introducirlas en el país: de ellas se publi- 
caron relaciones de quatenemo3 á la vista 
tres: la primera es un informe dado a luz 
en 1828 por los comisionados D. Ramón 
Arozarena, y D. Pedro Baudry. Entónces 
los mejores ingenios de la Isla estaban en 
Trinidad y se distinguíanlos de D. Pedro 
Malibran y D. José Rossel. Recomenda- 
ron las ventajas de los abonos de que se , 
usaba en los ingenios de Matanzas; los 
pastos artificiales y varios aparatos* de ¡ 
que trajeron descripciones y láminas. Por 
sus recomendaciones se cultivó en.los po- 
treros la yerba de guinea ( panicum altis - 
simuru .) El otro informe se publicó en 
1831 y lo redactó D. Alejandro Olivan 
que también comenzó su viaje por Jamai- 
ca y entre otras cosas llamó útilmente la 
atención sobre los aparatos de Howard, 
Tailor y\ Martineau para los ingenios y 
otras indicaciones sobre mejoras aechas 
porBerte, Oddé y Pecqueur. — El último 
Viage lo hizo D. José María de la Torre, 
y su informa, publicado en los periódicos, 
espuso su resultado en la recolección de 
datos, semillas y animales domósticosque 
trajo á su regreso. 

12. El sistema de Derosne y Cail empe- 
zaba á ser conocido en la époea en que el 
Sr. Olivan viajaba porParis: su inventor 
quiso sujetarlo á la experiencia para evi- 
tar alguno^ inconvenientes que nota- 
ba y encontró en el entendido hacen- 
dado D. Wenceslao Villaurrutia un exce- 
lente colaborador. En 1840 se introdujo 
pues el Sistema cuyos resultados publicó 
en una bien redactada memoria el Sr. Vi- 
llaurrutia, en que demostraba sus ventajas. 
Posteriormente se publicaron á expensas 
de la Real Junta de Fomento la obra de 
Derosne con un magnífico Atlas, tradu- 
cida por el sabio químico D. José Luis Ca- 
saseca. La faoilidad de las comunicaciones, 
las franquicias concedidas á los aparatos 
agrícolas, y mas que todo las tendencias 


de la época, han hecho que la elaboración 
del azúcar se halle en un estado de per- 
fección de que están muy distantes los de- 
| mas ramos agrícolas. 

13. Los denías cultivos, la ganadería se 
| hallan muy atrasados porque el azúcar ab- 
| serve la general atención. El tabaco pro- 
gresa desde la extinción del estanco v 

¡ conserva la primada* que le da la natura- 
leza; el café ha tenido algún aprecio re- 
¡ cientemente porque escaseó el de otros 
puntos. De este cultivo puede dedrse que 
hubo un exceso'que lo ha perjudicado: se 
sembraban los cafetos como enjardines, 
pero lo antifilosófico de sus podas, lo cos- 
toso de su conservación en ese estado pre- 
ternatural limitó su existencia, y mientras 
se conservan como árboles en las estancias 
aparecen arbustos eu los cafetales. Si se 
adoptase otro sistema mas barato, el café 
combinado conotros cultivos no puede de- 
jar de producir. No existe un motivopara 
que el algodón no se cultive con Rito: 
aquí no hay heladas que los destruyan; 
no se necesita sembrarlo anualmente pues 
no es herbáceo se tiene el ejemplo práctico 
de los algodonales de la parte septentrio- 
nal. El principal inconveniente de este y 
otros cultivos es la falta de brazos, y auu 
( si cabe, la de comunicaciones. Enel/Vo?*- 
; tuario de agricultura general publicado re- 
cientemaute por el autor de este artíoulo 
de cuya i*l>ra se ha tomado gran parte de 
lo dicho hasta aquí, se dice respecto de 
otros cultivos lo siguiente: “Seria una in- 
gratitud olvidar ios trabajos de D. Ra- 
món de La Sagra en sus memorias de la 
institución agronómica y otras sueltas que 
protegido por el Sr. Conde de Villanueva 
dio á conocer muchas de las mejoras que 
después se han ido estableciendo.' El in- 
| trodujo el cultivo de la morera de mu- 
j chos tachos ( m , multicaulis) en cuyos tra- 
: bajos le sucedió el sábio catedrático D. 
Pedro A. Auber; discípulo de ambos en 
la bella ciencia de la botánica: les consigno 
] aquí ‘esta expresión de gratitud que les 
| debe el pais. 

14. “El cultivo del nopal de la coohi- 
j nilla, es conocido desde muy antiguo 

en el pais y se hicieron ensayos por la 
j Real Sociedad Económica, recientemente 
I que comprobaron que es un ramo que 
| puede aumentarse al de los productos cu- 
banos. El producido de los diferentes cul- 
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tiros de la tierra es vario en oantidad y 
valor como puede suponerse; parece con- 
veniente consignar esas diferencias para 
que. puedan compararse con los resulta- 
dos que ofrezca el cultivo perfeccionado. 

Una caballería de caña. . . . 3,000 arrobas. 

„ „ café 500 idem. 

,, tabaco.. 360 id. hoja. 

„ ,, cacao... 250 quintales. 

,, ,, añil 1,500 libras 

,, ,, algodón 6,000 ídem. 

,, ,, maiz.-... 200 quintales. 

,, . „ arroz.... 2,000 arrobas. 

„ ,, sagú 1,320 id. harina. 

• ,, ,, plátanos 20,000 racimos. 

,, ,, yucas... 2,000 arrobas. 

( Helara, Anales, Tom. I o , 2 *série pág a o20.) 

lo. Ei Sr. Sagra lia pretendido graduar 
el precio en dinero de estos diferentes 
frutos: (Histoire Phisique &c. de Y Isle de. 
Cuba, 2. partie Chap. V): pero como de- 
be suponerse es muy vario por las circuns- 
tancias de continuo diferentes en el mor- j 
cado. La anterior graduación está de 
acuerdo con las .noticias comunicadas al j 
mismo por el Dr. Oliver, el presbítero Do- 1 
noso y diferentes corresponsales del jar- j 
din botánico de' la Habana.” ; i 

16. '‘Una de las mejoras mas trascen- 
dentales que hacen deseables las necesi- j 
dades perentorias de la agricultura, es la 
modificación del sistema de crias: es enor- 
me el desperdicio de tierra de las hacien- 
das, y como si esto no fuera ya un mal, ha 
sido el menos favorecido de los ramos de 
nuestra riqueza. La Real Junta de Fo- 
mento y después la Real Sociedad, han i 
hecho útiles indicaciones al Gobierno en | 
gran parte atendidas. En una memoria j 
he procurado reunir todo lo concerniente ; 
á los obstáculos que ofrece la cria de ga- 
nados y sus remedios por encargo de la 
Sociedad Económica, y en su consecuen- 
cia se elevó una exposición á S. M.: (Me- 
morias de la Real Sociedad Económica ¡ 
número 6, tomo l.°, año de 1846.) Debe 
pues Densarse en combinar la erk de ani- 
males con el cultivo de la tierra; en la ve- 
cina Japaaica habia grandes potreros des- 
tinados á la crianza solamente y apesar 
del cultivo de los pastos, no eran produc- 
tivos; una caballería de tierra solo podía 
cebar y criar 16 animales. Los pormeno- 
res que tráen en su memoria antes citada 


¡ sobre este asunto los Sres. Aro2arena y 
Baudry comprueban la necesidad déla 
indicada combinación. Reconocida la oon- 
j veniencia de los abonos y aprovechando 
¡ los animales el pasto de los barbechos y 
1 adoptándose los corrales para encerrarlos 
de noche en la forma descrita de los Fling - 
pens , se lograrían esos dos objetos. Si lá 
industria quiere aprovechar aun mas los 
productos animales quedan por expío- 
i tarse la leche, lanas y otras ahora insig- 
¡ niñeantes por el modo grosero semi sal- 
vaga de las crias de los hatos y cotrales. La 
horticultura ó cultivode los huertos que 
aquí llamamos estancias está también muy 
atrasado; en algunas próximas ála Haba- 
na se encuentra establecido el riego, sin 
que por eso se distingan de los demas. Mi 
amigo D* José de Frías ha escrito un ex- 
celente tratado sobre el ganado, digno de 
ser estudiado. 

17. “Una de las rémoras mas graves de 
la agricultura eran los pésimos caminos 
de la Isla. Para un pueblo nuevo y gana- 
dero estos no eran muy necesarios; al 
principiarse la colonización en el siglo 1 6 
hubo acuerdos del cabildo de la Habana, 
para cerrarlos, para impedir las invasio- 
nes de piratas; en uno se señaló el lunes de 
una semana para qué' fuera simultáneo el 
cierro - en lo que se llamó Pueblo Viejo 
cerca de la Chorrera. Pensóse en 1795 en 
formar un plan general de caminos, sobre 
lo que escribió D. Juan Tomás de Jáure- 
gui una buena memoria: impresa por Bo- 
loñaenl795; en que indicaba los únicos 
medios que podían adoptarse, aunque exa- 
geraba las cuotas ó contribuciones para 
conseguirlo. La comisión de la Junta del 
Consulado de que hizo parte, escribió otra, 
y la Junta acordó la publicación de esta 
para exclarecer la opinión buscando el 
acierto. Otras memorias se escribieron 
después por D. Rafael Quesada, D. José 
Antonio Saco y varios, sin que en la par- 
te práctica se adelantase mucho. Los Sres. 
Arozarena, Baudry y Olivan támbien 
hablaron de eaminós, y éste de los de 
hierro. Coineidia esta indicación con las 
excitaciones de la Real Sociedad Econó- 
mica; y por último en 1838 se concluyó 
el primer ferro-carril en la Habana y de 
todos los países en que se habla la lengua 
española. Hoy está este camino de la Ha- 
bana en manos de una empresa particular, 
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y el país cruzado de otros semejantes. 
Todavía el año de 1828 venían de Güines 
por malísimos caminos las cajas de azú- 
car y su costo de conducción era, según 
el Sr. Sagra, de 4 y 5 pesos cada una: 
(Anales de ciencias, agricultura y ar- 
tes.) Es preciso combinar un siste- 
ma de calzadas que forme las costillas 
déla red industrial que debe cubrir el 
terreno desde el espinazo que formen los 
caminos de hierro de punta Maisí al cabo 
de San Antonio, que acerque el centro 
de la Isla ásus dos costas/' * 

18. El gobierno Supremo, adémas de 
aprobar casi siempre las útiles medidas 
que la necesidad inspiraba á las corpora- 
ciones y autoridades de la Isla, derramó 
el tesoro de las gracias y los privilegios 
sobre la agricultura. Aunque lia _ de ocu- 
parse la atención de los que consultan es- 
ta obra en los lugares correspondientes de- 
ben consignarse aquí los principales como 
hechos históricos dejando para su oportu- 
nidad el juicio quemerezca. El primero y 
masnotable íue el privilegio que se conce- 
dió á los ingenios de fabricar azúcar por Cár- 
losV.que se hizo extensivo á Cuba, por D. 
Felipe II, en Real cédula de 30 de Diciem- 
bre de 1595, por el cual no podían rema- 
tarse por deudas que no fuesen fiscales 
sino por su totalidad (Y. Azúcar); la Real 
cédula de 28 de Febrero de 1789 que con- 
cedió franquicias y aun primas por la im- 
portancia de negros (Y . Esclavos): la 
exención de derechos por cinco años al 
café, de 8 de Junio de 17 08, (V. cafe); lade 
la propia gracia del pago de diezmos y otros 
derechos por diez años a los frutos que se 
expresan con otras gracias, en la de 22 de 
Noviembre.de 1792, (Y. Diezmo); lade 22 
de Abril de 1804 declarando perpetuas 
dichas gracias (Y. Puertos); la declarato- 
ria que aprobó el acuerdo que determinaba 
las deudas, sobre la inteligencia de las 
mercedes, concediéndolas en propiedad, y 
la que otorgó exención de la doble al- 
cabala en los censos y de toda alcabala las 
roturaciones á mas de 25 leguas de la 
Habana, de 22 de Febrero de 1818 y 6 de 
Agosto de 1819, (V. Merced); la Je (i de 
Enero, de 1819, que hizo extensi vas las an- 
teriores concesiones al algodón y nuevos 
frutos; y por último la Real cédula de 21 
de Octubre de 1817 sobre población blan- 
ca que inmortaliza la época del Intenden- 


te D. Alejandro Ramírez, de grata recor- 
dación (Y. Población.)— E l gobierno de 
D. Fernando 7.° en cuyaépocasecoricedie- 
ron las mas de las gracias y favores .que 
se han enumerado rápidamente coincide 
con los trabajos de dos hombres eminen- 
tes, á quienes Cuba recordará siempre con 
orgullo y gratitud: D. Francisco de Aran- 
go y D. Alejandro Ramírez; con orgullo, 
porque Arangó le pertenece como uno de 
sus hijos mas eminentes; con gratitud, 
porque Ramírez fomentó su poblaron, su 
agricultura, su educación literaria y sus 
bellas artes. 

19. Desde 1826 se publican las Balan- 
zas mercantiles, y de esa fecha se-^en- 
cuentran datos que se han reimpreso por 
los Sres.^La Sagra y Zamora, en donde 
puede verse él pormenor del aumento de 
la exportación; pero esto no dá el exacto 
producido del pais, aunque puede servir 
de indicio para demostrarlo. Hay, sin em 
bargo, datos anteriores respecto del .azú- 
car y frutos de exportación que demues- 
tran la influencia del libre tráfico en la 
prosperidad de la agricultura. Aunque nó 
es de este lugar la historia de todos y ca- 
da uno délos productos agrícolas cubanos, 
no será fuera de propósito 'echar una ojea- 
da sobre el ramo mas importante, que es 
el azúcar, de que tuvo ocasión de ocupar- 
se el redactor de este artículo al escribir 
la obra ya citada, de que se ha publicado 
en diversos periódicos hasta el capítulo 
16. ° Entonces dijo: "No puede darse u- 
na razón exacta de los rendimientos de 
los productos del azúcar en los primeros 
años en que principió á figurar en el mer- 
cado-como fruto de exportación. La noti- 
cia que mas comunmente se cita sobre los 
primeros datos que ofrece, se publicó en 
una Guía del año de 1810. No obstante, 
en el mímero 1. ° del Semanario mercan- 
til al publicarse en esta ciudad en el año 
de 1811, se insertó ub estado mas cumpli- 
do de las exportaciones hechas en esta Is- 
la. No hemos visto citado este curioso ar- 
tículo, y como contiene reflexiones apre- 
ciables aun en la época actual, extracta- 
remos detenidamente lo que contiene: á 
estas razones se * agrega que siendo po- 
cos los que pueden leer el original, se- 
rán muchos los que agradezcah esta pro- 
lijidad, que por otra parte no es ageria 
de nuestro propósito. El autor del artícu- 
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lo eri cuestión, después de expresar qué el 
azúcar debía su opulencia á la gran por- 
ción de casás que contaba* en aquella épo- 
ca lii isla de Cuba, agrega: Era tan poco 
considerable hasta el año de 1792, que se ex - 
traía solamente de 70 á 80,000 rajas anual- 
mente / 

20. En pocos frutos agrícolas se nota 
una analogía, tan constante ó sea corres- 
pondencia con los trastornos de Europa y 
del mundo: así no fué extraño que la des- 
graciada pérdida de Santo Domingo influ- 
yera en el porvenir de nuestro comercio de 
azúcar. Alteróse entonces repentinamente 
el precio del azúcar en esta plaza, y del 
que comunmente tenia, de 12 reales ía ar- 
roba de quebrado y 16 la de blanco*, su- 
bió hasta 40 y 44 reales la arroba. Esta 
asombrosa subida de precios, y la lisonge- 
ra esperanza que para lo sucesivo presen- 
taba el cultivo de la caña á los que se de- 
dicasen á él, animó á pinchos hombres a- 
caudalados á abrir nuevos ingenios, y es- 
te fué el principio del grande fomento que 
desde entonces ha ido tomando el azúcar/ 

21. El año de 1810 había ascendido la 
extracéion á 186,672, v el de 1802 habia 
llegado á 204,404 pajas por el puerto de 
la Habana. El comercio de azúcar parecia 
llegado en aquella fecha á su último gra- 
do de prosperidad: pudiendo asegurarse 
que por mucho tiempo la extracción no 
excederá ni será tampoco igual á la que 
se ha hecho en los últimos años. La guer- 
ra con fos Estados-Unidos vino á confir- 
mar* en parte estos pronósticos, pues la ex- 
tracción permaneció estacionaria por al- 
gunos años. Demoliéronse entonces varios 
ingenios porque la baja de precios que se 
experimentaba infundía terror á los ha- 
cendados: he aquí los precios corrientes en 
aquellos años. 

- “En 1795 de 20 — 24 á 28 — 82 reales 
arroba. 

“En los anos siguientes fué bajando. 
“En 1806 de 7 —11 á 18 —17. 

“En 1809 de 8J— 9¿ á 10|— 14| 

22. “Empezó á cundir el desaliento en- 
tre los hacendados, á que no contribuía 
poco la moda de los cafetales que absor- 
vian la atención, como fincas menos costo- 
sas y mas lucrativas en la época. No obs- 
tante no faltaron escritores que aconseja- 
ron la prudencia en este trance de nues- 
tra agriculturai No diré vo que no sea 
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muy prudente que un hombre que tenga 
15 ó 20.000 pesos de principal, empren- 
da este ramo (el café) que al fin puede ha- 
cerle feliz, y que este mismo sería un 
temerario si con tan corto capital quisie- 
ra hacer ó comprar ingenio, que exijo 
fondos de mas consideración; pero sí diré, 
que el que demuele ó vende un ingenio que 
tiene para convertirlo en cafetal, creyen- 
do que el precio del azúcar ha de ser siem- 
pre bajo, ó alto el del café, no calcula co- 
mo conviene á sus propips intereses/ 

23. El autor entra en la enumeración 
de las causas que habían influido en la ba^ 
ja del precio de los azúcares, y lo hace en 
los siguientes términos: “Las órdenes con- 
tra el comercio de neutrales dadas en con- 
sejo por los ingleses, los decretos de Bo- 
naparte conocidos con el nombre de decre- 
tos de Berlín yTie Milán y la cerradura de 
los puertos de los Estados-Unidos aun pa- 
ra sus propias embarcaciones, han sido 
trabas que han impedido la exportación 
de nuestros azúcares, y la falta de expor- 
tación ha debido abaratar su precio/ 

24. En prueba de estos asertos y de los 
que antes observamos, puede citarse la al- 
za de precios que experimentó el azúcar 
en 1810, pues corriendo á 7 y á 11, la 
noticia que circuló de que se abrían los 
puertos y revocaban las órdenes de Bona- 
parte y los ingleses,. acreció la demanda en 
el mercado. Ya también inspiraba temo 
res á los meticulosos el famoso invento de 
Mr. Achard: el azúcar de remolacha. 

25. Circunstancias topográficas daban 
y dan una superioridad indisputable á 
Cuba, sobre las otras provincias y países 
azucareros en América, y mientras no de- 
bía temer la rivalidad del continente veci- 
no, falto de comunicación y aun de bra 
zos, le inspiraba temores el nuevo descu 
brimiento. No obstante el tiempo ha disi- 
pado en gran parte esos temores, y hemos 
escrito varias' veces sobre este asunto y á 
este propósito en el Faro Industrial. En 
la India y el Brasil se hallan los rivales 
de nuestros azúcares. 

26. Aconsejóse á los hacendados de in- 
genios en 1811 que no se dedicasen solo 
al azúcar mientras las circunstancias mu- 
daban; sino que sembrasen arroz y otros 
artículos agrícolas. Después que los he- 
chos ^ han consumado, creemos inútil 
que nos ocupemos de los consejos preven - 
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tivos. Concluiremos este artículo con la j 
historia del azúcar cubana hasta 1818 so- 
lamente; porque en 1818 se sembraron las 
semillas de nuestra prosperidad, pues se 
proclamó por el Sr. I). Fernando VII la 
libertad mercantil que hoy disfrutamos. 

27. Según estos antecedentes no son de 
copiarse los estados desde 1786 hasta 1818 ¡ 
a que se refieren los anteriores párrafos y 
que se colocaron á su final: baste decir que 
la extracción fué en el primero de 63,274 
cajas, y en el de 1818 de 207.378, habien- 
do disminuido en este en corea de 10,000 | 
cajas comparado con el anterior. Aunque 
la baja continuó el año de 1819, desde el 
siguiente se notó el progreso constante no I 
desmentido hasta nuestros dias. Para dar 
sin embargo una idea dél maravilloso pro- 
greso de la agricultura y la producción, se 
pone el siguiente resumen, para cuya for- 


mación ademas de las obras antes citadas, 
se han tenido á la vista los Precios corrien- 
tes y los trabajos de D. Josó María de la 
Torre sobre estadística. De la producción 
de azúcares, por solo el puerto de la Ha- 
bana, se ha exportado en cada decenio de 
los que se explican lo que sigue: 

De 1789 á 1798 — 940,238 cajas. 

De 1799 á 1808 — 1.661,679 „ 

De 1809 á 1818—1.883,872 „ 

•De 1819 á 1828—2.449,461 „ 

De 1829 á 1838—3.029,524 
De 1839 á 1848—4.755,953 

D , e 1848 á 1856 i 6.444,495 
(ocho años) j 

. Según los út irnos datos estadísticos que 
ha tenido á la vista el autor de este artícu- 
lo, la producción rural de toda la Isla es 
la siguiente: 


PRODUCCIONES PRINCIPALES. 

AUUARDIEN- MIEL DE * 

Departamentos azúcar, miel. te, cafe, cera, abejas, tabaco, 

Arrobas. Bocoyes. Pipas. Arrobas. Arrobas. Barriles. Cargas. 

Occidental 25.397, lGt 258,204 29.901 639,268 ' 49, 602' 42.794 ; 113,407 

Oriental 3.767,469 8,981 9,510 527.635 25,301 63,381 108,613 

Totales 29.164,636 267,185 ¡ 39.411 1.166,903 74,903 106,175 222,020 


FRUTOS MENORES EX LOS DOS DEPARTAMENTOS. 


Algodón... * arrobas 5,052 

Millo ,...idem 104,427 

A rroz idem 929, 858 

Frijoles idem 98,227 

Garbanzos idem 555 

Viaudas cargas 3.044,890 

Malojas ..... idem 7.416,525 


5laiz 

. fanegas 

942,491 

Cacao 

.arrobas 

3,836 

Cazabe 

...tortas 

83,056 

Cargas de frutas, pifias &c ' 

222,292 

Verduras 

..cargas 

• 76,152 

Ajos 

...ristras 

56,574 

Cebollas 

....idora 

34,565 


El número de fincas rurales es el que sigue: 


3 • » . ! J 

*3 £ 3 s i o ■ 

S • .O O ' 

1 Sí 5 * ^3 I jg 5 : 

Depártame ato*. | ^ 1 i 

! 1*3 i >5 o a, ¡O 

| ' ' ¡ 

& ■ -5 i | . 4 

^ : SB ' sq ^ : o 

Occidental | 1.055 

Oriental j 2.606 

1.067 620 | 4.433 : 2 

493 598 695 'll 

! ¡17.169: 2.744j 3.714 1 1.398 

224 6.204' 8.822! 4.265 886 


-i ^ ¡ ¡ ; t i <_ — 

Totales 3.661 1 1.560 ^ 1.218 ! 5.128 il3¡ 224¡ 23.873! 11. 086 : 7.979 ! 2.284 


Digitized by v^ooole 



AGRICULTURA. 267 

Resúmen de los principales productos de la Isla exportados por todas sus aduanas en el 
quinquenio que se expresa . 

MIEL DE TABACO EN TABACO MINERAL 

AZUCAR. PURGA. AGUARDTE. CAFE RAMA. ELABORADO DE COBRE. 

A^OS. | ' ■ , * ( 

j Cajas Bocoyes. Pipas. Arrobas. Libras . Millares. ' Quintales . 

9,221 575.119 9.436,591 270,313 432,882 

11,359 739.326¿i 9.737,443 142,567 381,470 

14,294 442,730 8.039, 797¿ 237, 350^ 345,080 

25,272¿ 511,493 9.809,150 251,313 549,553^ 

31,214j 473,399^ 9.921,711 356,582| 372,608 

28. Para calcular el valor (le las tierras, adoptaremos aunque al distribuirlas entr 6 
fincas y productos de la agricultura cu* ¡ los cultivos y lo que aun permanece sin 
baña no hay datos ^exactos, habiendo una el, nos encontremos con mayores dificul- 
notable contradicción principalmente en | tades. Creia el Sr. La Sagra que existiau 
cuanto á los terrenos. D. Ramón de La Sa- cultivadas 46,305 caballerías de tierra, 
gra hace consistir en 486,523 caballerías mientras los demas escritores de materias 
de tierra las que constituyen todo el ter* • análogas, fundándose eh cálculos aprecia - 
ritorio. El cuadro estadístico de 1846 le I bles las hacen subir á mucho mayor nxí- 
supone 728,775 caballerías. D! José Gar* mero: no obstante los datos oficiales de que 
cía Arboleya, que corrije un notable error j tengo conocimiento solo calculan 48,572 
en la isla de Pinos sobre dicha estadística, I caballerías dedicadas á cultivos, 20,340 á 
las calcula en 922,230 caballerías; los da- ! pastos artificiales, 149,248 á pastos natu- 
tos estadísticos que ha tenido á la vista el rales, 3?7,003 — 1 t 10 á bosques y montes, 
que esto escribe, al ocuparse de la cuestión y 321,407 reputadas como de terrenos á- 
de diezmos en que intervino oficialmente ridos. Para calcular sobre estos datos con 
hacen subir el numero de dichas caballerías vista de todas las indicaciones que nos 
á 916,571 — 1/10. Creyendo pues que este parecen apreciables, puede formarse el 
dato es el mas aproximado á la verdad, le siguiente 

Estado del valor de las industrias agrícolas de la Isla. 

698,410 — 1/10 Caballerías de tierra de hatos y corrales, 
bosques, montes y tierrenos estériles á 

100$ caballería 

149,248 Caballerías de pastos naturales que se su- 
ponen ser de potreros á $1,000 

68,913 Caballerías dedicadas al cultivo de inge- 

nios, cafetales, vegas y estancias, calcu- 
lando que estas oeupen 30,000 caballe- 
rías, las primeras á $1,500 y las ultimas 
á $2,000 * 

916,571—1/10 

Negros de primera clase según la matrí- 
cula que arrojan las cédulas de seguri- 
dad á $1000. . . 216.215,000 

Criollos menores dé 12 afíos á $500 . . . 33.833,500 

Mayores de 60 afíos á $100 1.486,600 

. 251.535,100 


A la vuelta. . . . 588.986,610 


216,215. 

67,667. 

14,860. 

298,748, 



1851. . ..1. 1.539,994 318,428 

1852.. J 1.409,012 262,5931 

1853.. ..; 1.657, 1924¡ 303,3311 

1854.. .. 1.685,751 ¡261,815 

1855.. .. 1.905,580^' 256, lOOf 
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Suma anterior 588.986,610 

Animales domésticos de toda especie, según D. Ra- 
món de La Sagra 41.542,077 

Plantíos con inclusión de bosques (cálculo del señor 

La Sagra 830.528,966 

Edificios, máquinas, utensilios (idem). 64.158,640 


1,025.216,293 


29. Es preciso reconocer .que no es exac- 
to el anterior trabajo por mas que se apro- 
xime á la verdad mucho mas que otros: el 
Sr. La Sagra solo calculó §638.256,288 el 
valor de la agricultura cubana. Los pro- 
ductos computados en dinero, repitiendo 
que son muy varios por serlo las fluctua- 
ciones del mercado, se calculan del modo 
siguiente: 

PRODUCTOS VEJETALES. 


Productos de los ingenios, (cál- 
culo del Sr. Arboleya) 24.4)65,978 

Idem del café (idem) 2.576,000 

Cacao 93,750 

Algodón 133,885 

Tabaco en rama... 4.000,000 

Arroz (4 rs. arroba) 464,924 

Frijoles, garbanzos, ajos y ce- 
bollas... 260,760 

Maíz (suponiendo un millón de 
fanegas por término medio á 3 

- pesos) 3.000,000 

Viandas y verduras 12.622,625 

M aloja y forraje (á 1$ la carga) 7.416,525 

Millo (á 1$ la arroba) 52,213 

Cazabe (á 4$ la carga) 332,224 

Carbón (calculo del S. La Sa- 
gra) 2.318,030 

Maderas (idem) 421.953 

Por 222,292 cargas de fruta en 
esta forma: 100,000 cargas de 
pifias á 4$, 20,000 cargas de 
naranjas á 3$ y el resto de o- ‘ 

tras frutas á 1$ 562,292 

Por 600,000 cargas de caña u- 

sada como fruta á 1$ 600,000 

Por 300,000 arrobas de almidón 

á 12 rs 300,000 

Producto del sagú 30,000 

Idem del aceite de palmacristi... 40,000 


59.291,159 


No se comprenden en estos productos 
algunas industrias, como las sogas, som- 
breros &c. que aunque rurales, serán ob- 
jeto de mas atención en el capítulo que se 
ocupará de ellas mas* especialmente, ni o- 
tros de que se habla en las producciones 
animales. Tampoco se incluyen en estos 
productos los aprovechamientos de la ma- 
dera en edificios' pues solo se habla de la 
exportada. V. Montes. 

30. De los productos animales, mediatos* 
ó inmediatos, tiene que decirse casi lo 
mismo que antes: las inexactitudes come- 
tidas en la estadística de 1827 en este par- 
ticular fueron tales, que al hacerse la de 
1 1846 apareció un aumento de 500 p§ en 
toda clase de animales. La ganadería no 
. progresa sin embargo como era de esperarse 
! porque precisamente los potreros no ofre- 
cen utilidades, y aun hay páralos criadores 
pérdidas efectivas: se conservan casi en un 
estado invariable, á que contribuye el uso 
que del ganado se hace como alimento, y lo 
que destruye el poco cuidado con las bes- 
! tias de carga y tiro. Por estas razones no 
parece extraño que en 1852 se supusiera 
menos valor que el que tenían por el cóm- 
puto de D. Ramón de La Sagra, los gana- 
' dos de la isla de Cuba: los productos que 
el mismo Sr. La Sagra les supuso fueron 
1 graduados no solo teniendo en cuenta los 
que aparecían de las estadísticas, sino que 
tuvo presente la cantidad de hembras 
con relación á los machos. Aunque exis- 
ten algunos datos posteriores al trabajo 
de dicho La Sagra (Historia Jisica, política 
y natural de Cuba, tom. 1. ° pág. 299) va- 
mos á copiarla, alterándolo únicamente en 
ló$ puntos en que sea notorio el aumento, 
por haberlo habido en las cantidades de 
que ya nos hemos ocupado en los datos an- 
teriores, tales como la cera y la miel de 
abeja. 
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PRODUCTOS ANIMALES. 


180,289 reses $ 3.605,780 

180,289 cueros 180,289 

269,211 cerdos 1.346,055 

60.000 potros de todas cla- 

ses 1.200,000 

30.000 animales de lana y 

cabrio 120,000 

2.801,500 aves de toda espe- 
cie 2.739,850 

33.000 millares de huevos. 1 . 1 66,880 

2.000,000 botijas de leche á 

4 rs ’. 1.000,000 

30.000 arrobas de queso. 90,000 

75,674 astas 756 , 

74,903 arbs. de cera á 3$. 223.809 

424,700 galones de miel de 

abeja á 5 rs galón 265,437 — 4 


Totales 


11.938,856—4 


31. Esa notable cantidad de riquezas 
deja de serlo muchas veces para los labra- 
dores: los gastos son muy considerables y 
la mano de obra es tan cara que pocos 
pueden progresar en la necesidad, de tener 
jornaleros. Es de repetirse que esos datos 
no son exactos. La isla de Cuba deberá al 
Excmo. Sr. Marqués de la Habana una 
buena estadística, hasta donde pueda ser- 
ió, cuando las relaciones juradas que se 
han pedido á los propietarios se reúnan y 
clasifiquen, como ha sucedido con las ce- 
dulas de seguridad de los esclavos; otro 
será y mas perceptible el beneficio de que 
mejor conocida la materia imponible se 
repartan con mas acierto las contribucio- 
nes, como sucederá cuando se subrogue el 
¡ diezmo en otra contribución que alivie el 
¡ malestar de los ganaderos potrereros y 
I criadores. 


A. Bachiller . 
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áBuenmá. (ESCUELA DE.)— Casi I 
desde principios dé este siglo conoció la 
celosa Sociedad Económica de Amigos del 
Pais la importancia del establecimiento de 
ima Escuela de Agricultura teór¡c/>-pr ár- 
tica, ó Hacienda modelo, en una isla como 
esta tan privilegiada por la naturaleza en 
sus riquísimos y codiciados frutos; pero 
fuese por falta de fondos con que acometer 
la empresa, ó por otra causa que pudo in- 
fluir desgraciadamente, el resultado fue I 
que quedó en proyecto tan útil como be- 
neficiosa idea, sin que bastasen á vencer 
los obstáculos que se oponían á su instala-' 
cion, los esfuerzos de patricios celosos, á 


una con la corporación, en llevarla ade- 
lante. 

Los expedientes formados con ese ob- 
jeto quedaron sepultados en el polvo de 
los archivos del cuerpo económico, y ni aun 
el espíritu sábio y emprendedor del ilustre 
Sr. D. Alejandro Ramírez, á quien debe 
el pais tantos bienes, y que dirigía en 1818 
la Intendencia y Superintendencia general 
de la Isla, pudo tampoco plantearla. 

Pero no por eso se desanimó la Sección 
de Agricultura de la misma Sociedad, y á 
medida que se presentaban los obstáculos 
I crecía su actividad con un afan incansable 
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en llevar á cabo su proyecto (1); resucitá- 
ronse los expedientes, corrieron los trámi- 
tes oportunos, pasaron á la ilustrada Jun- 
ta de Fomento que acogió con entusiasmo 
el pensamiento, creáronse fondos, y ya con 
donativos de algunos de sus miembros, 
ya con rifas de alhajas, y ya finalmente 
con carreras de caballos, que promovidas 
para solo este objeto atrajeron no poca 
concurrencia, se crearon productos con 
que auxiliar los costos del proyecto. 1 
Pero la desgracia ha presidido hasta 
ahora á la instalación déla Escuela de A- 


1 Las dotaciones de nuestros esclavos se- 
rán objeto del cuidado mas exquisito, el 
¡ cultivo en mayor ó menor escala será mas 
esmerado, y con el auxilio de las máqui- 
nas cuya introducción no se hará esperar, 
nuestros progresos serán maravillosos, 
consiguiéndose de paso reprimir la vagan- 
cia y ver la clase proletaria dedicada con 
afición al trabajo constante, marchando 
por la senda de la virtud á adquirir hon- 
j radamente lo necesario para cubrir sus 
necesidades y las de su propia familia. 


gricultura: el mas decidido protector de la ABHIMENSOR, — Aa persona que ejerce el 

idea, el general Cañedo, se vio súbita- j arte de medir las tierras , autorizada por un 
mente relevado del mando de la Isla, y el titulo expedido por el soberano, 6 su legitimo 
proyecto quedó de nuevo abandonado, - delegado . 

hasta que por fortuna ha vuelto á renacer Aunque mas adelante calificamos de 
en nuestros dias con las mayores esperan- ’ ciencia á la agrimensura, no creemos coti- 
zas de que llegue á conseguir vida propia, tradictorio llamarla arte en este lugar, 
Llamado estaba el Sr. General Concha porque el agrimensor por regla general no 
á prestar todo el prestigio de su nombre á i hace masque aprender y aplicar las reglas 
pensamiento tan fecundo en resultados, y ¡ de medir tierras. Hay, es verdad, honro- 
con la ilustración y actividad que le son j sos escepciones; hay muchos agrimensores 
proverbiales, allanó los obstáculos, venció : en la isla de Cuba que deben ser com- 
ías dificultades, y destinando los fondos prendidos en el número de los hombres de 
necesarios para su creación y sosten, nos ciencia mas que de arte; pero la definición 
prometemos que se abrirá definitivamente : debe aplicarse á 1$ generalidad y no á.las 
la Escuela el 19 de Noviembre, dias de excepciones. 


nuestra augusta Soberana (Q. D. G.). ' 

El potrero conocido con el nombre del ¡ 
Ferro , á tres leguas de esta capital, es el 
local señalado por nuestra autoridad supe- 
rior para el instituto que abrazará cuanto 
es de esperarse en un pais que funda su 
porvenir y su riqueza en la Agricultura. 

Esta escuela está llamada á ocupar un 
lugar preferente en la isla de Cuba, emi- 
- nentemente agricultora, porque de ella 
saldrán los hombres especiales que deban 
levantar esas ricas fincas, entregadas hoy 
á manos rutineras é inexpertas. Sus bene- 
ficios no se realizarán de momento, por- 
que no son de improvisarse, pero tampo- 
co estarán muy distantes, y cuando lle- 
guemos á tocarlos con nuestras manos, ve- 
remos también cambiado el aspecto de 
nuestra agricultura, y la suerte de los la- 
bradores, cuya falta de conocimientos la- 
mentamos, siendo este el motivo del atra- 
so de fincas tan valiosas. 

(1) El Sr. ooronel D. Miguel de Cárdenas y 
Chavez ha tornado gran interés en este asunto, y 
h$ contribuido á que deruos á nuestros lectores 
la* noticias anticipadas que publicamos. 


Son los agrimensores auxiliares muy 
importantes de la administración pública 
á quienes no se ha prestado hasta ahora 
toda la atención que merecen, pues si ana 
lizamos algunos procesos los vemos sumi- 
nistrar á los jueces y tribunales datos en 
que apoyar sus sentencias, por las cuales 
se decide acerca de la propiedad de fincas 
muy valiosas ó de gran parte de ellas, fi- 
jando sus límites de una manera inalte- 
rable. 

No es por ahora nuestro propósito enu- 
merar las circunstancias y requisitos que 
han de concurrir en un agrimensor, sus 
deberes y obligaciones, las disposiciones 
penales que les conciernen, y todo . lo de- 
mas que formaría su manual legislativo: 
oportunidad vendrá en que examinemos 
la materia con la extensión debida. Entre 
tanto terminaremos con una obeervaoion. 
De los estudios que en su reglamento se 
establecen no se infiere que deban los agri- 
mensores conocer la calidad de las tier- 
ras, conocimiento que corresponde mas 
bien al agrónomo: pero en la práctica ve- 
mos frecuenttómamente que el agriraen- 
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sor califica de primera, segunda y tercera 
cualidad los terrenos cuya medida se le 
encarga; y realmente no conociéndose to- 
davía entre nosotros los ingenieros agró- 
nomos titulados, mas vale encomendar 
sus funciones á los agrimensores que no 
á otras personas menos practicas y que 
carezcan de título profesional. * 

Aprobados en Diciembre de 1855 los 
reglamentos para la escuela especial de a- 
gri mensura y de maestros de obras que 
existe en el edificio de San Isidro de esta 
ciudad, quedó instalada en 1. ° de Enero, 
aunque no fué posible que empezase sus 
tareas hasta 1. ° de Abril que llegó acón* 
tar con el primer alumno. 

Están encargados de la enseñanza los 
profesores de geometría descriptiva y to- 
pografía con otro de la escuela general 
preparatoria, que como letrado, según el 
reglamento, ha tomado bajo su dirección 
y cuidado la instrucción que deben recibir 
los alumnos en la parte legal de la agri- 
mensura y construcción civil. 

A propuesta de la junta de profesores 
dispuso el Gobierno superior en 29 de Fe- 
brero que los actuales practican tes^matri - 
culados en el Ayuntamiento, cuando ter- 
minasen su práctica, fuesen examinados 
y. calificados por la escuela especial, con- 
forme al reglamento de esta, y que ade- 
mas se* pasase nota de los que habían cum- 
plido con el requisito que previene elart. 
4. ° adieional del reglamento vigejpte de 
agrimensores. 

Con tan acertada disposición se ha re- 
gularizado la enseñanza teórico-práctiea 
de agrimensura en la cual se han exami- 
nado hasta el 10 de Agosto del año de 
1856 cuatro aspirantes que han obtenido j 
el título de agrimensores expedido por el 
Gobierno, Bin haber pagado mas derechos 
que la módica cantidad de tres onzas. 

De los 142 alumnos que durante el año 
académico de 1855 á 1856 ingresaron en 
la escuela general, se inscribieron ocho en 
la especial de agrimensura, de los cuales 
Calieron examinados los cuatro antes ex- 
presados. 


PARTE LEGISLATIVA. 

Orden del Golnerno de 28 de Febrero 
de 1856, disponiendo que los agrimensores 
cursen en la Escuela preparatorio los es- 
tudios necesarios para aquella profesión. 

Al Director de la Real Sociedad Econó- 
mica se ha dirijido con fecha 28 de Febre- 
ro ultimo la comunicación siguiente; 

"Enterado del oficio de Y. S. fecha 18 
de Enero último, en el que á propuesta 
del cuerpo de profesores de la Escuela pre- 
paratoria, se manifiesta al Gobierno la ne- 
cesidad y conveniencia de que los indivi- 
duos que actualmente practican para agri- 
mensores cursen en la Escuela especial del 
ramo que acaba de instalarse los estudios 
teóricos necesarios para aquella profesión, 
6 cuando menos se sujeten á sufrir en ella 
un exámen que acredite su suficiencia en 
la parte indicada, en concepto de que no 
haya de expedírseles el título si no justi- 
fican por medio de .certificación haber 
cumplido con este requisito; he venido en 
decretar lo siguiente: 

1. ° Los aspitantes á agrimensores que 
hubiesen cumplido con lo prescrito en el 
art. 19 del reglamento vijente del ramo y 
con lo que dispone el 4. ° adicional, con- 
tinuarán haciendo la práctica en los térmi- 
nos dispuestos por Estatuto; pero al ter- 
minarla serán examinados en la Escuela 
especial de Agrimensura, conforme á las 
asignaturas establecidas en la misma. 

2. ° Los que en ló sucesivo quisieran 
dedicarse á la carrera de agrimensura, se 
matricularán en la Escuela, y cursarán en 
ella en los términos que previene su re- 
glamento. 

3. ° No será válida la matrícula para 
raoticar, mientras no se justifique en de- 
ida forma el estudio hecho en la. escuela, 

y el exámen sufrido en la 'misma. 

4. ° La Junta de Agrimensura pasará 
inmediatamente á la Dirección de la Es- 
cuela, una nota expresiva de las matrícu- 
las que la haya comunicado el * escribano 
de Cabildo en cumplimiento del art. 4. ° 
del reglamento vigente. Así mismo remi- 
tirá otra en que consten los aspirantes que 
han llenado el requisito de exámen prévio 
según los óitados artículos 19 y 4. ° adi- 
cional. — Las anteriores disposiciones co- 
menzarán á regir desde que sean comuni- 
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cadas á la Sociedad y á la Junta de revi- i 
sion, y sin perjuicio de lo que se resuelva | 
definitivamente en el reglamento orgáni- 1 
co de la carrera.” 

Y de órden del Excmo. Sr. Gobernador 
Capitán general se publica para qué las 
disposiciones en ella contenida^, lleguen 
á noticia de las personas á quienes su co- 
nocimiento pueda interesar. j 

Habana 5 de Marzo de 1856. — El Se- j 
cretario del Gobierno superior civil, Juan ! 
x Sunyé. , 

(O. de la H. de 6 de Marzo d* 7 1856.) | 

DISPOSICIONES QUE SE CITAN. 

Art. 19. Todo el que pretenda ser ad- ¡ 
mitido á la profesión de agrimensor, ha 
de tener una completa instrucción de la 
aritmética, geometría y trigónometria rec- 
tilínea; será de mucha recomendación si 
al buen desempeño de estos ramos de la 
ciencia, uniere la trigonometría esférica y 
el álgebra en sus aplicaciones: deberá 
igualmente delinear un plano con maes- 
tría. Con estas luces podrá matricularse y 
practicar los antedichos tres años cón al- 
guno de los agrimensores, haciendo de 
esta suerte una aplicación de la teórica que 
posea, y ensanchando la órbita de sus es - 1 
tudios tanto en los frecuentes casos nue- 1 
vos que se presentáran, como en el uso i 
de los instrumentos. Terminada la prácti- 
ca, presentados que sean los documentos 
ya citados á la junta, y señalado el dia del j 
exámen resolverá públicamente los pro- j 
blemas que los sinodales le propongan so- ' 
bre geometría y trigonometría, referente ¡ 
á todo lo que tenga relación al levanta- ! 
miento de planos, mensuras de todas cía- j 
ses de superficies y di visión de estas, todo j 
sugeto al cálculo gráfico y-por logaritmos. ; 
Deberá igualmente manifestar su conoci- 
miento y destreza en el uso de los instru- 
mentos, el modo de arreglarlos, de verifi- 
carlos y de corregir sus defectos en las o- 
peraciones, si los tuvieren, y por fin los 
diferentes modos de hallar la variación de 
la aguja. 

Artículo cuarto adicional . 

Til escribano pasará á la Junta una no- 
ta firmada de los sujetos que se matricu- 
len dentro de los ocho dias siguientes ála 


participación, sobre que deben cuidar y 
reclamar los mismos interesados ó sus 
maestros. 

ABRIMENSURA. (MEDIDA DEL CAMPO) — 
La importancia de esta ciencia cuyos 
profesores ejercen una notable influencia 
en los asuntos de medida y deslinde de 
haciendas, háganse judicial ó amistosa- 
mente, ha llamado siempre la atención de 
los legisladores, y no podia menos de lla- 
marla mas especialmente en la isla de Cu- 
ba cuya gran parte se halla todavía en 
su estado primitivo de monte ó cuando 
menos en grandes seccionas de terreno 
llamados hatos ó corrales, poseidos en 
comunidad y cuya mensura y división 
ofrece diariamente dificultades, entorpeci- 
mientos y litigios que no pueden menos 
de producir en último resultado la termi- 
nación de la perjudicial mancomunidad 
por medio de la agrimensura. El gobierno 
de la Isla no podia mostrarse indiferente 
en asunto de tamaña importancia, no so- 
lamente considerada la agrimensura en sí 
misma aisladamente sino también, y es- 
to era mas principal, en sus relaciones con 
la educación que es preciso desviar de la 
universidad y proporcionarla en otras 
carreras á los cubanos á fin de que no 
emigren á recibirla en el estrangero (Y. 
Escuelas especiales). 

ACBONOIQ. (ingénito.)— Es la per- 
sona entendida en la agricultura que 
entre otras cosas se dedica á escribir so- 
bre ella. También se entiende por tal un 
profesor auxiliar de la administración pú- 
blica dedicado á tasar las tierras, casas, 
plantas, aperos, y demás objetos pertene- 
cientes á la agricultura. A esto mismo vi- 
mos que podian dedicarse los peritos agrí- 
colas (pág. 259) pero entre estos y aquellos 
funcionarios hay notables diferencias que 
se advierten desde que se comparen los 
estudios respectivos que á unos y otros se 
exigen. De esa comparación resulta que 
el ingeniero agrónomo puede haoer todo 
aquello para lo que está facultado el pe- 
rito agrícola pero no al contrario; que 
aquel puede compararse al género y este 
á la especie, que el ingeniero en fin es al 
perito como el arquitecto al maestro de 
obras, como el hombre de la ciencia al 
hombre del arte. 
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Por Real decreto de l.° de Setiembre 
de 1855 se creó en Aranjuez una escuela 
central de agricultura en la que después 
de presentar el título de Br. en filosofía, 
los aspirantes á agrónomos están obliga- 
dos á estudiar durante seis anos las asig- 
naturas siguientes: cálculos y topografía 
mecánica industrial} análisis química; zo- 
ología, vertebrados ó invertebrados; orga- 
nografía y fisiología botánica; geología; 
economía política; dibujo y agronomía. 
Probados los cuatro años primeros pasan 
los alumnos á la sección tecnológica para 
poner en práctica durante otros dos cur- 
sos las teorías aprendidas en la científica, 
y transcurridos los 'seis años sufren el 
exámen final obteniendo el título de m- 
gmirros agrónomos , si fueren aprobados. 
Con el carácter de tales podrán autprizar 
los apeos y tasaciones de fincas agrícolas 
cualquiera que sea su extensión; optar á 
las cátedras de agricultura establecidas ó 
que se establezcan en cualquier punto del 
reino prévios los requisitos determinados 
por los reglamentos y servir las plazas 
facultativas en la formación y renovación 
de la éstadfstiea agrícola, debiendo ser 
preferidos en igualdad de circunstancias 
para los empleos de la administración que 
exijan conocimientos agronómicos. 

Los actos parciales que ocurran en fe- 
rias y mercados debenejecutarse por ellos 
ópor los peritos agrícolas en certificaciones 
que hagan fe ó en registros y demas dili- 
gencias pertenecientes al ramo de cultivo. 

LoS que hubieren estudiado en elex- 
trangero las materias exigidas en esta es- 
cuela central, pueden optar al título de 
ingenieros agrónomos, previos los requi- 
sitos de exámen y demas que necesitan 
para obtenerlo los que hubieren estudia- 
do en ella. 

Hemos extractado ligeramente en est£ 
artículo disposiciones que no rigen en la 
Isla traslimitando nuestra misión de es- 
' critores provinciales con el único fin de 
llamar la atención de las autoridades y de 
las corporaciones que tienen la iniciativa 
y el derecho de consulta en los asuntos 
concernientes al fomento de la agricultu- 
ra cubana, madre de toda nuestra riqueza; 
pues si bien no puede ocultárseles la im- 
portancia y grande influencia que los in- 
genieros agrónomos tendrán en Cuba el 
dia queresa institución se arraigue en ella; 


cuantas mas voces pidan mejoras, mas 
probabilidad tienen de ser oidas, prome- 
tiéndonos que la nuestra aunque débil no 
será de las que clamen perdidas en el de- 
sierto. 

/ 

ABUA. — Cuerpo líquido, ligero y tras- 
parente de que se forman loa mares, 
los rios y las fuentes; — tal es la idea que * 
da el diccionario de la lengua de esta pa- 
labra de que también tenemos que ocupar- 
nos aquí; y aunque semejante definición 
sea mas bien descriptiva que fundamen- 
tal y que no caracterize como era debido 
aquel agente eficaz de la naturaleza, bas- 
ta sin embargo en su vaga generalidad * 
para admitirla sin recelo. Principio acti- 
vo y poderoso difundido con extrema 
profusión y tan influyente en sus efectos 
como el aire, el fuego y la misma tierra, 
hubo de reputársele primitivamente y se 
le contó en efecto entre los cuatro elemen- 
tos que los físicos de la remota antigüedad 
consideraron como imicos componentes 
del mundo actual. 

2. Los posteriores descubrimientos de 
la química la despojaron de tal carácter y 
sujetándola á la eficacia de sus poderosos 
reactivos y de sus nuevos y mas perfec- 
cionados procedimientos la presentan en* 
calidad de compuesto de otros principios 
mas simples y elementales, de dos sus- 
tancias eriformes, el hidrógeno y el oxí- 
geno, que combinadas en cierta propor- 
ción y actuadas por el calórico vienen por 
último á formar ese cuerpo líquido y tras- 

arente, inodoro y sin gusto que sirve de 
ebida y se adapta, á otros usos mas ó 
menos comunes y apropiados al servicio 
del hombre y de los demas animales. 

3. De todos los quese llamaban antiguos 
elementos ninguno como el agua tendrá 
mas numerosas, mas variadas y útiles apli- 
caciones, ya á la vida y alimentación de 
las especies vivientes, ya á las distintas 
artes y oficios de que tienen que valerse 
los hombres en el estado actual de la ci- 
vilización para conservar y mejorar su 
existencia: de ella muy bien podría de- 
cirse que no hay arte ni ciencia humana 
á que no ^irva- directamente de objeto ó 
á que no pr^te indirectamente motivo 
á sus variadas discusiones. 

4. La física la contempla en sus estados 
de condensación ó solidez, de liquidez, ó 

1856 
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en su transformación en vapor para cons- 
tituir lo que se llama las formas impon- 
derables de la materia. La química la ana- 
liza y disuelve en sus elementos constitu- 
tivos y se vale de ella también como ve- 
hículo en muchas de sus multiplicadas 
operaciones. La hidrostática prefija las 
leyes que rigen su movimiento y su equi- 
librio. La hidráulica computa su fuerza 
y su poder, sirviéndose de ella como de 
una eficaz potencia para dar impulso á 
máquinas y manipulaciones diferentes. 
La geografía compartiendo el globo que 
habitamos ern dos mitades de proporcio- 
nes desiguales, considera la mayor parte 
ocupada por la presencia del agua, que 
subdividida en grandes océanos, mares, 
rios y lagos, ayudan á poner en directa 
comunicación las mas apartadas regiones 
de la tierra. Por su parte la. meteorolo- 
gía la contempla bajo las formas fugitivas 
y fugaces, aunque no por eso impalpables 
del rocío, la niebla, la lluvia y el sereno. 
A su vez la medicina la hace parte de su j 
estudio, ya considerándola bajo un aspee- 
to simplemente higiénico como medio de 
aseo y" alimentación, ya en su calidad de 
recurso terapéutico aplicado á las distin- 
tas enfermedades que persiguen la triste 
‘humanidad, bajo la forma de baños ter- 
males, minerales ó meramente naturales; 
determina también los caractéres por los 
cuales se distinguen las aguas dulces y 
verdaderamente potables de las crudas ó 
las que son dañosas á la salud, entendién- 
dose de esta última calidad las que no di- 
suelven el jabón, por la abundancia de sa- 
les de que se encuentran saturadas; y pres- 
cribe las siguientes reglas para calificar 
la pureza de aquellas.— Cuando los habi- 
tantes de un lugar disfrutan de buena sa- 
lud y se presentan con una tez fresca y 
sonrosada; — cuando al caer sobre un cobre 
pulido, sus gotas no dejan mancha alguna; 
— cuando es muy ligera, signo el mas ca- 
racterístico de su pureza; — cuando permi- 
te el pronto cocimiento de las legumbres 
y especialmente de las habas y guisantes; 
— cuando disuelve completamente el ja- 
bón;— cuando brota de un suelo arenisco; 
— cuando toma fácilmente, el gusto y el 
.color que quiera dársele; — ojiando no se 
congela sino con dificultad y conser- 
va poco mas ó menos la propia tempera- 
tura en las diversas estaciones del año; — 


cuando se calienta prontamente á la ac- 
ción del fuego y se enfria con la misma 
facilidad al exponerse al aire; — en suma, 
puede calificarse de agua buena y de ex- 
celente calidad, cuando las riberas de los 
rios que las llevan se hallan cubiertas de 
una rica y profusa vegetación; reglas que 
conviene tener presentes y que hemos 
detallado aquí por su incontestable utili- 
dad; sin embargo de no ser del exclusivo 
resorte de esta obra. 

5. En su calidad de propiedad y de co- 
sa el agua sirve de objeto á las especula- 
ciones del derecho civil que trata de ella 
y la considera bajo muchas y variadas 
formas. Agente esencial de la naturaleza 
é indispensable á la conservación de nues- 
tros órganos y al mantenimiento de las 
facultades humanas; todo ser vivo necesi- 
ta de su auxilio y no puede escusarse de 
él. — Pero como la inmensidad con que se 
halla difundido en el mundo no permite la 
apropiación individual, ni el hombre está 
llamado á ser el exclusivo distribuidor de 
los dones de la naturaleza, á nadie toca 
poseerle en particular y su uso debe ser- 
les común; porque pueden aprovecharse 
de sus ventajas sin empobrecer el depósito 
general y sin causar por ello detrimento 
á los otros. 

6. Pero sí bien el uso es libre para to- 
dos y no debe entredicharse á nadie, co- 
mo el de los demas elementos de la natu- 
raleza, importa sin embargo impedir todo 
abuso, y á las leyes civiles toca cohibirlo 
y refrenarlo. Compartido el derecho ci- 
vil en tres ramificaciones diferentes, para 
tratar la primera de las personas, ocupar- 
se la segunda de las cosas y hablar la ter- 
cera de las acciones, abraza en la segunda* 
clasificación á las corrientes de las aguas 
que en calidad de cosa común y para el 
uso de todos están sUgetas al dominio pu- 
blico, sin que por eso se excluyan de la 
clase de aquellas que .se contemplan como 
susceptibles de la apropiación individual; 
pero es entonces cuando mas particular- 
mente pertenece al resorte del derecho ci- 
vil qué se ocupa mucho mas del interés 
privado y de la propiedad en general que 
délos colectivos y trabajos de utilidad pú- 
blica mas especialmente asignados á las 
leyes y reglamentos de la administración 
ó sea al derecho administrativo, que á la 
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vez y por su parte comprende al agua en 
el círculo de sus atribuciones. * - 

7. Las considerables ventajas de este 
elemento no ya á los hombres individual- 
mente, sino ademas á las nacioues, comu- 
nidades y provincias sdn demasiado ma- 
nifiestas para, detenernos á exponerlas 
aquí.'Una posición marítima sea de 'un 
pueblo en particular o de una nación en 

eneral les presta inconcebibles facilida- 
es para el comercio, y les hace pesar mu- 
cho mas considerablemente en la balanza^ 
política y mercantil del mundo. A falta de~ 
ella suple una situación á las inmediacio- 
nes ó en la copfluencia de los grandes 
rios, de que les sobreviehen ventajas poco 
mas ó menos análogas, ya sea proveyén- 
doles de la navegación fluvial, ya enrique- 
ciéndoles con la pesca, ora dándoles me- 
dios para procurarse el riego, ora abrien- 
do curso á la canalización, ó bien derivan- 
do las aguas para llevarlas á puntos que 
antes se mantenian estériles por su esca- 
sez ó que aumentan su producción por su 
abundancia, que embellecen con planta- 
ciones y jardines ó los mejoran y elevan 
á la prosperidad por el empleo de las fuer- 
zas motoras del agua corriente. 

8. Pero si bien es cierto que la vecin- 
dad de este elemento procura semejantes 
beneficios, también lo es que por lo co- 
mún vienen - acompañados de no menos 
graves inconvenientes. Las desolaciones 
de la inundación, las tierras labrantías 
que se convierten en arenales y quedan 
inservibles para la agricultura, y el cre- 
cimiento de una de las riberas en perjui- 
cio déla otra, de que tan frecuentemente 
somos testigos, prueban de un modo in- 
contestable que si la contigüidad de las 
aguas es un bien, no lo es sin embarga, de 
la clase de aquellos que lo son en absolu- 
to ó que no vengan ála vez acompañados 
de males mas ó menos .graves según la 
importancia misma ó el caudal de la cor- 
riente que Avecina á los pueblos. 

9. De muy antiguo éstas corrientes, 
contrayéndonos alültimo mal, han sido 
consideradas como verdaderos usurpado- 
res. Un célebre jurisconsulto. romana las 
comparaba con los censitores, especie de 
encargados fiscales, autorizados, para ad- 
judicar al tesoro las tierras cuyos censos 
no eran debidamente pagados; porque los 
rios, según él, daban el carácter de públi- 


cos á terrenos que se consideraban priva- 
dos.y á estoé los convertian en aquellos, 
resultando de allí una colisión que susci- 
taba frecuentes debates entre los ribere- 
ños y que les obligaba á pleitos dispendio- 
sos. 

10. Para obviarlos, no hay legislación 
que no se haya ocupado de este punto. La 
sabiduría de los egipcios deseando hacer 
el poder del hombre superior al capricho 
de las aguas quiso que no obstante las 
inundaciones del Nilo el límite de las he- 
redades sé trazase de un modo estable 
y permanente; de manera que nunca se 
perdiese, la propiedad de aquellas. Por su 
parte la ley romana considerando usur- 
pado el terreno ganado por los rios lo otor- 
gaba á los ribereños á quienes se adhería. 
El derecho feudal le constituyó en domi- 
nio real ó señorial. A su vez los publicis- 
tas actuales le han considerado como una 
parte del territorio no susceptible de pro- 
piedad privada y el código civil francés 
amalgamando los antiguos principios ha 
adoptado el derecho de aluvión que con- 
tiene cuatro causas diferentes de atribu- 
ción de propiedad. 

11. Bajo tantos y tan diferentes aspec- 
tos puede el agua servir de objeto al estu- 
dio del derecho civil; eomo cosa y como 
propiedad; como base de la navegación y 
de la pesca, de la canalización y del riego; 
por su empleo como fuerza motora á di- 
ferentes mecanismos; porque concurre al 
alimento, salubridad y policía de las ciu- 
dades; en fin como sugeta á diferentes ser- 
vidumbres tanto rústicas como urbanas, 
ya naturales, convencionales ó de ley; 
puntos todos de suyo muy importantes y 
que por lo mismo no pueae ni ' debe des- 
cuidar una legislación prudente y circuns- 
pecta. 

12. Por eso el ramo de las aguas ha 
. merecido ocupar un lugar muy preferen- 
te en la de las naciones mas civilizadas. 
De los varios sistemas que para conseguir- 
lo han adoptado daremos oportuna y mas 
detallada cuenta al* contraernos á la parte 
dispositiva de nuestras leyes sobre el $gua 
en los artícidos. — Canal. — Mar. — Na- 
vegación. — Pesca. — Riego. — Río. - — 
Servidumbres de acueducto que son los 
lugares oportunos para tratar de esta 
materia; limitándonos por ahora á meras 
generalizaciones que nos preparen para el 
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mas detenido estudio de aquellas. Así y 
reconocida la suma importancia de las 
aguas sobre tantos objetos indicados y que. 
se rozan tan inmediatamente con el bien- 
estar y la prosperidad de las naciones, na- 
da parece mas justo y racional que ese em- 
peño que por ellas se ha tomado de con- 
ser varias y mantenerlas, removiendo cuan- 
tos obstáculos pudieran impedirlo. 'Entre 
ellos uno de los .mas eficaces, activos y po- 
derosos es la tala de los bosques, que cuan- 
do es inconsiderada“aleja las lluvias del 
territorio, empobrece los rios y las fuen- 
tes, ámas de producir otros males de no 
menos alta consideración. 

13. Siti detenernos á explicar aquí la 
teoría que no nos corresponde, ni es pre- 
cisamente de este lugar, sobre. el enlace de 
semejantes fenómenos y su corelacion en- 
tre ellos de causa y efecto, nos bastaría el 
testimonio de tantos viageros sábios ó in- 
vestigadores que han atribuido la esteri- 
lidad de algunas islas de este archipiélago 

Í j otras partes del continente americano, á 
a imprudente precipitación con que han 
procedido á la tumba y desmonte, desnu- 
dando así locamente el terreno para- dejar- 
lo expuesto á la acción' incesante del sol 
y á una incontinente evaporación que al 
cabo termina por esterilizarle y agotarte. 

14. Sin recurrir á las islas de la Trini- 
dad, la Martinica, Santo Domingo y Mau- 
ricio, el Kentucky mismo, á juicio de Vol- 
ney, ofrece una prueba perentoria del efec- 
to que producé la tala de los bosques co- 
rno causa de la exterilidad del terreno, 
paes que se citaban multitud de riachue- 
los cuando visitó sus campos aquel ilus- 
trado viagero que 15 años antes eran ina- 
gotables y por cuyo cauce no corría on- 
tonces una sola gota de, agua; de otros ni 
aun se conservaba yji memoria; y no son 
pocos los molinos enla Nueva Jersey que 
han desaparecido por esta causa. 

15. Hay otro testimonió de tanto peso 
en la materia para apreciar los efectos 
que produce sobre el terreno la tala de los 
bosques, que nos acusaríamos de no pro- 
ducirle aquí déla manera íntegra y com- 
pleta que merece la vasta ciencia y el 
profundo saber del célebre naturalista de 
quien la tomamos, el ilustre Alejandro 
Ilnmbóldt. Talando, dice él, las plantacio- 
nes y los árboles que cubren y hermosean 
la cima y las faldas de las montañas, , los 


hombres preparan bajo cualquier clima 
(pie sea á las futuras generaciones dos ca- 
lamidades á cual mas terribles á la vez, 
que son por una parte la falta de combus- 
tibles' y por la otra de agua de que tanta 
necesidad se tiene. Los árboles por la na- . 
turaleza de su traspiración y la irradia- 
ción de sus hojas liágia un cielo sin nubes, 
por lo regular se encuentran envueltos en 
una atmósfera constantemente fresca y 
brumosa; por eso concurren á producir la 
abundancia de las fuentes, no como antes 
se había creido, por una atracción parti- 
cular que ejercen sobre los vapores espar- 
cidos en él aire, sino antes bien porque 
preservando el terreno de la acción direc- 
ta del sol, disminuye por este medio la 
evaporación .de las aguas pluviales. Al 
destruir los bosquqs, como sin premedita- 
ción se acostumbra, las fuentes se agotan 
ó se esterilizan, los rios se secan durante 
una, parte del afio ó se convierten en tor- 
rentes en las grandes avenidas; resultando 
por consiguiente de allí, primero la falta 
del combustible; segundo la desaparición 
ó agotamiento de las f uentes permanen- 
tes; y tercero la existencia de los torren- 
tes; tres fenómenos que concurren y se 
hallan estrechamente ligados entre sí. Es- 
ta ley es general, y paises que se encuen- 
tran situados en opuestos hemisferios, ta- 
les como lá Lombardía, circundada por la 
cadena,de los Alpes, y el bajo Perú cons- 
treñido entre el Océano Pacífico y la 
cordillera de los Andes, atestan sobrada- 
mente 'Inexactitud de esta observación. 

ltí. En el artículo que mas expresa- 
mente tendrá por objeto tratar de los bos- 
ques y de su tala se entrará mas dcdleno 
en cuanto es relativo á su .conservación, 
sus ventajas y utilidades, y entonces se 
detallarán caja uno de los inconvenientes 
que resultan para los pueblos de su des- 
trucción inconsiderada: entretanto y para 
las miras del presente, entendemos que 
bc^tan estas consideraciones generales, 
que en su oportunidad procuraremos des- 
arrollar cumplidamente. Aquí solo la lie- 
mos contemplado por su influencia direc- 
ta sobre el agua y como un obstáculo á la 
conservación de las fuentes y los rios y á 
la constante regularidad de las lluvias, 
que alejándose de cualquier pais le esteri- 
liza 6 inhabilita para el cultivo. 

17. Volviendo ahora al objeto particu- 
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lar de este artículo de que hasta cierto 
punto nos habíamos separado por. esta 
aunque no estraña digresión, debemos 
considerar que en el vasto territorio de 
que se compone una nación, provincia ó 
comunidad, existen partes de él que no 
cabe sugetarlas á la apropiación indivi- 
dual, las unas á causa de que por su pro- 
pia naturaleza no admiten de suyo la di- 
visión; ó porque dividiéndolas perderían 
mucha parte de su utilidad; las otras por- 
que se adaptan á prestar un servicio co- 
mún que no tendrían en aquel caso. Y 
aunque los * bienes de esta especie sean 
poco susceptibles de recibir mayor' utili- 
dad de la industria humana, no por eso 
dejan de ofrecer importantes beneficios á 
las naciones, tales como las aguas que dan 
á las demas propiedades un valor* consi- 
derable y que son como la condición for- 
zosa de la existencia de los pueblos que 
las poseen. Por lo mismo conviene formar- 
se ideás precisas y muy exactas de la na- 
turaleza de estos bienes, los servicios y 
utilidades que pueden v deben prestar, 
sus variadas y numerosas aplicaciones y 
las causas que contribuyen a destruirla ó 
á asegurar su estabilidad y conservación. 
Miradas bajo este punto ó por el lado del 
. interés general y colectivo pertenecen al 
resorte del derecho administrativo que á 
diferencia del civil se consagra al estudio 
de aquellos, cuando este se limita simple- 
mente al interés ó la "propiedad indivi- 
duales. Pero si bien las ciencias se dispu- 
tan el dominio de las aguas para suget ar- 
las á su respectiva intervención, las artes 
y entre ellas la mas antigua de todas, *la 
que parece que nació con^el hombre, 'la 
agricultura, casi que no podría dai* un pa- 
so sin su auxilio. Ella es el principal ali- 
. mentó, el mejor abono de la tierra, la san- 
gre que la anima y rejuvenece; el espíri- 
tu que la vigoriza, el alma en suma y la 
vida de ‘los campos. 

18. Estos si han de medrar y prospe- 
rar, <5 necesitan de la lluvia ó en su lugar 
del auxilio de los riegosj sin los cuales ni 
se tendrían pastos artificiales, ni fructifi- 
caría la cria de ganados, ni se diversifica- 
rían las labranzas que promoviendo dife- 
rentes industrias agrarias concurren de 
este modo al adelantamiento común y es 
un estímulo que excita á los cultivadores 


á dar mayor ensanche á su respectiva pro- ’ 
duccion. 

19. Para ellos el agua es uno de los re- 
cursos mas preciosos y nada hay que no 
deban , acometer á fin de conservarla y 
mantenerla siempre abundante en sus he- 
redades. Derivaciones de aquellos grandes 
rios,. que deponen. sus desperdiciados te- 
soros en el ínar; estanques para recojer té» 
núes filtraciones, indicio casi seguro de la 
existencia do manantiales mas fecundos; 
máquinas de diferentes y variados meca- 
nismos para trasladarla de los puntos en 
que sobreabunda y donde por lo mismo 
es inútil, á otros que carecen de ella y en 
donde por lo tanto es necesariará todo en 
fin.debe,apelarse, para que al cabo el suelo 
siempre provisto de este fecundante prin- 
cipio de toda activa y vigorosa vegetación, 
jamas llegue á decaer y pueda alzar la 
agricultura á aquel grado de prosperidad 
que con razón reclama por su importan- 
cia y mareadas utilidades. 

20. El agua, como elemento necesario, 
no se circunscribe únicamente á prestar 
estos servicios á la agricultura, sino que 
abraza también en su vasta esfera á las 
demas industrias: al comercio sirviendo 
de. base á la navegación, por cuyo medio 
llega únicamente á prosperar y alas ma- 
nufacturas en cuanto sirve de^potenciá 
para mover las máquinas de que aquellas 
tienen que valerse en sus variadas mani- 
pulaciones, y como único recurso para la 
pesca, del pescado, del coral, de las 
perlas y el ámbar, de que en el estado ac- 
tual de la civilización moderna se hace un 
consumo extraordinario. . 

21-, Resumiendo pues cuanto" dejamos 
manifestado* en este artículo y reducién- 
dole á formas mas estrechas, se vé que el 
agua ya se mire como un elemento, según 
le contemplaron los físicos de la antigüe^ 
dad, ó como una sustancia compuesta con- 
forme alas apreciaciones de la química, 
es de todas las cosas naturales la que ma- 
yores servicios presta sil hombre; 'porque 
no solo le sirve de bebida y preparación á 
sus alimentos y contribuye al aseo y con- * 
servacion de su salud, sino que ademas le 
procura inmensos depóritos donde sé nu- 
tre el pescado que constituye una parte de 
su propia subsistencia. Fecúndalos térré 
nos y procura fertilidad á suelos que per- 
manecerían eriales sin semejante socorro; 
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sirve también como fuerza motora, ya pa- 
ra trasportar de un lugar á otro aquellos 
productos y mercaderías que si bien son 
abundantes en unas partes se echan de me- 
nos en las otras; ya para imprimir^ movi- 
miento á máquinas poderosas, concurrien- 
do así al desarrollo y la perfección de las 
artes que mejoran la vida; la misma fuer- 
za del vapor á que somosdeudores de tan 
inmensos beneficios nunca podría reem- 
plazar su energía y su poder, y íe lleva la 
ventaja de ser menos dispendiosa. 

22. Ahora en cuanto á su dominio la 
hemos contemplado cómo cosa pública, 
aunque. quepa sugetarla en algunos casos 
particulares á la apropiación individual, 
como sucede en las fuentes que nacen en 
las heredades. Esta cuestión del dominio 
público sobre las aguas ha sido 'diversa- 
mente debatida y se ha sugetado á solu- 
ciones diferentes en las naciones antiguas 
modernas, y la legislación es varia so- 
re este punto. En general que mas que 
menos y con estas ó las otras restricciones 
todas la han contemplado como del domi- 
nio DÚblico; pero el feudalismo extendió 
también sobre las aguas sus odiosas usur- 
paciones y los pueblos que han conserva- 
do aquella reminiscencia adolecen toda- 
vía de estos vicios. A su tiempo y cuán- 
do en el artículo-Rio-nos ocupemos de la 
parte dispositiva de las leyes que entre 
nosotros y en las demas naciones de Eu- 
ropa y América se hayan dictado sobre 
las aguas, trataremos mas detenidamente 
esta cuestión de su dominio público. Por 
ahora que nos baste ese aspecto general 
bajo el cual las hemos considerado y que 
da una idea aproximada de su importan- 
cia y utilidad. 

J. Santos Sitar ez. 
Parte legislativa. 

R. O. de 3 de Julio de 1 856, declarando 
que es de abonarse á los cuerpos de este 
ejércíto el importe del agua consumida por 
los reemplazos del mismo en el depósito de 
, Cádiz . 

Ministerio de la Guerra número 44, 
Exorno. Sr. — He dado cuente á la Reina 
Q. D. G. de la carta de Y. E. número 1173 
de 17 de Febrero último, haciendo pre- 
santes las dificultades que encuentran las 


oficinas de ]ieal Hacienda de esa Isla, pa- 
ra abonar á los cuerpos el importe del 
agua consumida en el depósito de bandera 
y embarque de Cádiz, por los reemplazos 
procedentes del mismo. Enterada S. M. 
y considerando que en atención á la esca- 
sez de agua que se experimenta en dicha 
plazáde Cádiz ó isla de León, se acordó por 
Reales órdenes del.° de Julio de 1780, 31 
de Octubre de 1789 y 3 de Mayo de 1849, 
el abono en ajustes de 4 maravedises dia- 
rios por individuo destinados á.surtirse de 
un artículo tan indispensable para la sub- 
sistencia de las tropas que guarnecen am- 
bos puntos, y atendiendo á que no hay 
rázon alguna para esceptuar de este be- 
neficio á los reclutas del depósito de que 
se trate, puesto que sus necesidades son 
las mismas y tienen declarados los mis- 
mos derechos' que los soldados del ejérci- 
to de la Península, miéntras permanezcan 
en ella, principalmente desde que se expi- 
dió la Real óraen de 20 de Enero de este 
afío, cuyo espíritu y testo es de asimilar 
los goces de aquellos á los de estos; ha ve- 
nido en declarar conforme con lo opinado 
por el Intendente general militar en 23 
de Junio próximo pasado jque es de abo- 
narse á los referidos reemplazos la grati- 
ficación de agua de 4 maravedises diarios 
por el tiempo que permanezcan ó hayan 
permanecido en la ante dicha plaza de Cá- 
diz. — De Real órden lo digo á Y. E, pa- 
ra su conocimiento y fines oportunos. — 
Dios guarde á V E. muchos años. Madrid 
3 de Julio de 1856. — O -Donnqll. — Sr. Ca- 
pitán General de la Isla de Cuba 

» 

Orden de la Capitanía general de 25 
de Setiembre de 1856, disponiendo que á 
la tropa que se halla en Santiago de las 
V e gas se abonen tres maravedises por pla- 
za por razón de agua. 

Ejército de Ultramar en Cuba.— Sub- 
Inspeccion de Infantería. — 1. 80 Sección 
3er Negociado. — Circular. — El Exorno. 
Sr. Capitán General en oficio fecha 25 del 
corriente me dice lo que sigue: 

Eterno. Sr. — El Sr. Intendente de este 
Ejército en comunicación de 16 del que 
cursa me dice la siguiente: — Excmo. Sr. 
— Sobre la comunicación de Y. E. de 26 
de Agosto último para que le informe lo 
conveniente acerca del abono de 3 mara- 
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vedises á cada plaza de losr soldados que 
han estado en Santiago de las Yegas para 
aclimatarse ó de guarnición por razón de 
agua, n*e ha expuesto la Contaduría Ge- 
neral de Ejército lo siguiente: — Sr. Inten- 
dente: Üna de las poblaciones en qué sé 
reconoce como necesario el suministro de 
tres maravedises diarios para el acopio de 
agua á cada una de las plazas de tropa 
que van allí con el objeto de aclimatarse 
ó bien de guarnición lo es sin disputa la 
ciudad de Santiago de las Vegas, á la cual 
no hay rio inmediato y solo se consigue 
de algibes ó depósitos particulares. Bajo 
ese principio cree justo la Contaduría Ge- 
neral que debe acordarse ese abono por 
la superioridad á cada plaza dé las que 
háyan estado en dicho punto con el pri- 
mer motivo ó lo puedan estar en- lo ade- 
lante, conforme lo solicita el Excmo. Sr. 
Sub-Inspector de Infantería en su comu- 
nicación contraida al «particular y que 
transcribe * en este superior .escrito el 
Excmo. Sr. Capitán General, bastando pa- 
ra la reclamación de lo devengado por ese 
concepto hasta el dia y de lo que en lo su- 
cesivo se devengase la presentación en es- 
tá Contaduría General de un atestado sus- 
crito pór el Administrador, de aquellas 
rentas á la manera que lo practica en 
iguales casos, supuesto que en su oficina 


reúne- los datos que para su expedición 
puedan necesitarse; ó bien Y. S. resolve- 
rá como siempre lo mas acertado. Lo que 
tengo el honor de insertar á Y. E. absol- 
viendo el informe que se ha servido pe- 
dirme, esperando que V. E. se servirá par- 
ticiparme su superior resolución para or- 
denar lo cón veniente al Administrador 
de Santiago de las Yegas. — Lo que trans- 
cribo á V. 'E. para su conocimiento, y 
en contestación á su comunicación de 9 
de Agosto próximo pasado. 

Lo que transcribo á Y. para su conoci- 
miento y demas ofectos. 

Dios guarde á Y. muchos años. Habana 
30 de ‘Setiembre de 1856. — Manzano . 

Aunque la precedente comunicación no 
es resolutiva, según su testo literal, en el 
mero hecho de haberse circulado á los 
cuerpos, creemos ver la intención de que 
se observe lo que en ella se propone, y 
que se tenga por resuelto. 

Estadística. 

Cuando nos ocupemos de la humedad 
atmosférica 'de la Isla á que dedicamos 
nuestras tareas, publicaremos los estados 
expresivos del agua que ha caido en una 
larga série de años con pormenores suma- 
mente curiosos (V. ATMOSFERA.) 
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állAlTM. — voz cubana tomada del 
dialecto eatalan, que equivale á atisbar ó 
mirar sin mala intención, ¿‘diferencia de 
acechar, que supone en el que mira idea 
de hacer daño al observado. 

“No se acecha , dice Bretón de los Her ; 
reros (La América, 8 de Marzo de 1857), 
sin ánimo de hacer algún daño, sea á una 
persona para denunciarla, prenderla, he- 
rirla ó robarla sorprendiéndola, sea á los 
animales para cazarlos. El que atisba, no 
hace mas que mirar, observar con suma 
atención, movido unas veces por curiosi- 
dad, mas ó menos maliciosa, otras por un 
deseo vehemente, que así puede ser ma- 
ligno como benévolo; pero sin el mal pro- 
pósito que siempre atribuimos al que ace- 
cha, aunque procurando, como este, hacer- 
lo sin ser visto. 


mejante á la de atisbar. solo que el movi- 
¡ miento interior del que avizora es ordiná- 
’ riamente el miedo.- 

AflOARDIENTE. 

! . 1. La renta que produce el consumo y 
extracción del aguardienté se compone 
i del de uva y del de caña: como debe suponer- 
se élprodUcto del segundo, que se aumenta 
¡ rápidamente en el pais, es de mucha impor- 
1 táncia aun por la circunstancia accidental 
! de lar existencia del insecto que destruye 
'la vid. en Europa y ha aumentado la de- 
I manda de ese éaldo. Hoy abona por dere- 
| chos de importación el aguardiente dife- 
! rentes contribuciones conforme su calidad 
¡ y envases: en la pág. 341 de los Anales 
¡ de 1855 encontrará el lector esas referen- 


E1 gato que acecha á un ratón, no le per- 
dona si cae en sus uñas: el perro que de 
lejos atisba un conejo, 6 le rastrea por el 
olfato, aprende á quedarse de muestra, sin 
acometer la presa, reservándola al doble 
gozo que experimenta su amo con matar- 
la eñ el campo y saborearla luego en la 
mesa. 

- - Para avizorar no es preciso ocultarse. 
Fuera de esto, su significación es muy se- 


j cias: en cuanto á los de exportación está 
; exento, de ellos en el din nuestro aguar- 
* diente de caña. 

I 2. En nuestros libros de Hacienda se 
ha llamado renta la del aguardiente por- 
I que ha estado varias veces estancado y por 
! haber conservado esa designación tanto 
; en la Península como en Indias. En la js- 
¡ la de Cuba estuvo prohibida la elabora- 
ción del aguardiente hasta 1. ° de Agosto 


Digitized by v^ooQie 



AGUARDIENTE. . 281 


de 1714; pero se fomentó con tal rapidez 
el de caña tan luego como fué permitido, 
que la extracción solo ascendió en 1791 
por el puerto de la Habana á 12,450 bar- 
riles. Es curioso el primer dato estadístico 
sobre aguardiente en Cuba. Én fc la guía de 
forasteros de la Habana que se publicó en 
1793 con el título de Calendario manual 
&c. se pone «una lista de efectos introduci- 
dos y exportados por el puerto de la Ha- 
bana, pero no solo de lo salido para el ex- 
trangero y América, como se llamaban los 
otros puntos de la misma nación, sino de 
lo internado en la propia Isla: dé esta ma- 
nera sabemos que de los 6256 barriles de 
aguardiente de España que se introdujeron 
se reexportaron para Amórica"220, y que 
de los otros que quedaron consumió la Ha- 
bana la may or parte, porque solo se interna- 
ron 1107 barriles. Volviendo á anudar la 
historia interrumpida, en la prohibición 
que existió respecto del aguardiente de 
caña, se verá que tanto en la Península 
como en las colonias no hubo fijeza en los 
principios de gobierna del ramo. 'Mas ade- 
lante se concedió licencia para hacer aguar- 
diente de la cereza del café, y las primeras 
siembras que se hicieron cu el partido de 
Wajay fueron con este objetó. Existió li- 
na -prohibición también para extraer a- 
guardiente de la Península para Cartage- 
na y otros puntos de la Nueva Granada, 
que se suspendió en 23 de Enero de 1789. 
Pocas de las rentas nacionales presentarán 
una historia .mas varia, ora prohibido el 
género, ora estancado, ora .protejido. 

3. Las primeras disposiciones que se ci- 
tan se elevan al siglo XVII, pues en 1632 
estancó la producccion para acudir á la 
escasez del erario: pretextóse entonces co- 
mo una concausa disminuir la embriaguez. 
En 1650 se abolió y volvió á establecer 
el estanco. En 1717, tres años después de 
levantada la prohibición- de su elabora- 
ción en Cuba, se declaró libre en la madre 
patria; pero diez años después se volvió á 
estancar. La venta y comercio de aguar- 
dientes se declaró Ubre en el Reino por 
Real decreto de 19 de Julio de 1746, que- 
dando estancado en Madrid, sitios reales, 
Isla de León,* Carraca, C^uta, Ferrol y la 
Grafía, en donde.se vendian por cuenta de 
S. M., pudiendo introducir los particula- 
res el que necesitaran para sü uso, pagan- 
do los respectivos derechos. 

. 37 


4. Todavía sufrió modificaciones bien % 
notables la renta,, pues en 1800 se puso % 
en la Península en administración, se li- 
bertó en 1817 con un impuesto que se su- 
primió en 1818; y en 1824 volvió á es- 
tancarse como en 1746. La primera vez 
que se estableció el estanco en Espa- 
ña en la renta de licores y aguardientes 
se hizo á solicitud del Reino en una peti- 
ción otorgada por el Rey. Al hablar de e- 
sas disposiciones rápidamente reseñadas, 
las califica severamente, y algunas de 
monstruosas, J). G. Merelo y Sayró. Pos- 
teriormente se mandaron generalizar los 
arrendamientos por el sistema de rebates 
de, la renta, y que donde no hubiera Imita- 
dores se señalara lo que había de pagar ca- 
da pueblo. Este sistema fué reformado por 
sus graves perjuicios por la Real orden 
de 30 de Setiembre de 1836, y se lia con- 
vertido la renta en contribución. 

5. En Indias pagaba en Chile, por ejem- 
plo, el 12 p § de contribución en 1780- el 
aguardiente que se importaba: en Méjico, 
según * la. célebre memoria del inmortal 
conde de Revillagigedo, ascendía el .con- 
sumó en 1794 á 200,000 barriles, de los 
cuales solo 49 eran ^introducidos abonan- 
do cada “quintal de aguardiente de caña 6$ 
de imposición, que luego fué disminuido 
en 1796, y se conservó así hasta 1820. En 
la isla de C uba, regida por inspiraciones mas 
felices, luego que se suspendió la prohibi- 
ción ya indicada, quedó sugeto el ramo á 
la Contribución llamada de alambiques, 
por la cual se cobraba 2$ por barril; pero 
las autoridades, en junta tenida en 9 de 
Abril de 1812, suspendieron esa contribu- 
ción igualando al aguardiente con el azú- 
car .en los derechos de exportación, ava- 
luada la pipa en 40$: la Real orden de 
8 de Junio de 1816 extinguió definitiva- 
mente ese derecho, reduciéndolo á 4 rea- 
les de plata ó medio duro cada pipa. Tales 
son las vicisitudes de la renta de aguar- 
diente. 

6. En el artículo agricultura hemos 
indicado la producción de este importan- 
te ramo de nuestra riqueza en cuanto á 
su exportación ha ascendido en la Isla el 
año de 1854, según la estadística del Go- 
bierno, á 25,272 J pipas con un valor de 
518,603$ 5 J rs., habiendo llégado el de 
las importaciones á 54,108$ 4J rs. En 
1855 ascendieron los valores de la expor-^ 

1856 
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-tacion de dicho caldo á 1252$ 4 rs. y los 
de la importación á 71,585$ 2| rs., según 
los datos publicados én la Balanza general 
del comercio de la Islft, correspondiente á 
ja expresada época. A. B. 


V. Caja de 


HESCUENtOS Y DEPOSITOS. 


* AJUSTE. — Eq los cuerpos militares es 
la liquidación de haberes ó efectos: de la 
primera trataremos en la palabra Haber* 
y de la segunda en Utensilios. Véanse 
sus correspondientes artículos. _ * 

ALACRANES (administración de 
rentas de 6. * clase). — La plantilla de 
los -empleados que la componen y sueldos 
que disfrutan aprobada por Real orden de 
7 de Febrero de 1856 se insertó en los A- 
nales de 1855, Administración de ha- 
cienda, pág. 66. 

ALBACEA. 


1. -El ejecutor de lo ordenado en el tes- 
tamento, ó -en cualquiera otra disposición 
testamentaria. Se diferencia del comisario 
en que este ordena por encargo dél testa- 
dor su última voluntad, y aquel tiene úni- 
camente la atribución de ejecutar lo que 
el testador haya mandado: ambos son com- 
prendidos en la expresión genérica ejecu- 
tor testamentario . Llámase también álos al- 
baceas cabezaleros, mansesores y fideico- 
misarios ( Ley 1. * , tít. 10, Part. 6. 80 ). 

2. Sin perjuicio de ocuparnos del carác- 
ter y naturaleza del cargo de albacea, de 
.sus facultades, derechos y obligaciones, de 
las causas por qué concluye el albaceaz- 
go, de las personas ipcapaces por la ley de 
desempeñarlo y de todo lo demas que la 
legislación general española contiene rela- 
tivamente á está materia; cúmplenos como 
escritores provinciales ultramarinos desti- 
nar con preferencia nuestras tareas á la 
legislaciqn especial cubana: de ella vamos 
á dat una ligera idea tomada del tít. 32, 
lib. 2 de la Rec. indiana, y de las disposi- 
ciones posteriores que la han modificado, 
así como también de algunas resoluciones 
dé los tribunales, que, como analistas, re- 
cojeffios £ara • tenerlas á la mano el dia 
jpa que podamos tratar la materia mas á 
fondo. 


3. Los albaceas, tenedores y testamen- * 
tarios deben dar cuenta dentro de un año 
de los bienes que hubiesen cobrado sobre 
que no hubiese pleito, y si lo hubiere y 
no se pudiere acabar dentro del año, _ se 
les dará un breve término ppra acabarlo; 
de manera que los albaceas no retengan la 
hacienda, y sí se le dé el cobro ’con venien- 
te (Z. 30, tít. 32, lib. 2. de la Rec. deludios ). 

4. El juez general de bienes de difun- 
tos (1) siempre que lo estime conveniente, 
puede tomar cuenta á los tenedores de bie- 
nes de difuntos, albaceas ó testamentarios, 
enviar á llamarloa-y hacer-que comparez- 
can ante él con las escrituras 6 recaudos 
que hubiere, los cuales cumplirán sus man- 
damientos y vendrán á costa de los mis- 
mos bienes por cuya causa fueren llama- 
dos, con las penas que el juez les impu- 
siere. ( L '. 31 de dicho tít. y lib.) 

5. Los albaceas testamentarios y tene- 
dores de bienes de difuntos, que no tengan 
herederos presentes, no podrán salir ni sal- 
drán de la provincia ó isla donde estuvie- 
ren para ninguna parte sin dar cuenta con 
pago dé los bienes que estuvieren á su 
cargo, pena de perdimiento de todos sus 
bienes, mitad para la cámara y fisco, y la 
otra mitad para los herederos del difunto, 
encargándose á las justicias de los puertos 
de las Indias', que tengan especial cuidado 
de tomar juramento á todas las personas 
que quisiesen salir de ellos, sobre si han 
sido á su cargo alguiios bienes de difun- 
tos; y si hubieren sido tenedores ó alba- 
ceas ó pareciendo haberlo sido ó deber al- 
gunos bienes de difuntos no los dejarán sa- 
lir sin llevar testimonió de haber dado 
cuenta con pago, pena de que la darán las 
dichas justicias, y pagarán los alcances 
por los albaceas testamentarios y tenedo : 
res si de otra fórmalos dejaren salirse por 
su negligencia salieren \L. 37 de dtrhotít. 
y lib. \ 

' 6. Concuerda con esta ley el art 5. ° 
de la instrucción del Juzgado, expedida 
por la Real Audiencia de Méjico en 22 de 
Julio de 1805 y mandada observar aco- 
modada á las circunstancias locales por 
Real cédula de 8 dé Abril de 1812, que 


(1) Por el art, 108de la R. C. <le 30 de Enero 
de 1855 Re suprimió el Juzgado de bienes de di- 
funtos que existía en la Habana, y pasó el conoci- 
miento de los negocios de su competencia á los 
Juzgados ordinarios. 


Digitized by v^ooole 



AUBACEA. 283 

dice así: “No podrá salir persona alguna! ’ 9. La ley 42 del mismo título y libro 
de la Isla sin acreditar antes que no deja ordena que cuando dealguu difunto pa- 
asunto pendiente y de su su cargo, ni res* reciefe testamento y los herederos ó ege- 
ponsabiiidad alguna en el juzgado, en el cutores estuviesen en el lugar donde falle* 
modo y forma que está estrechamente ciere ó vinieren á él, en tal caso ni el juez 
iñandado en las leyes 37 y 38, tít. 32, ni la justicia ordinaria se entrometan en 
*lib. 2; y en la 70, tít. 25, lib. 9, Itec. de ello, ni tomen los bienes y los dejen cobrar 
Indias y otras concordantes.” á los herederos ó cumplidores ó ejecuto- 

7. Los perjuicios-que semejante dispo- res del testamento, y si algunos se hubie- 
sicion ocasionaban en un puerto de mar tan sen cobrado, el juez general ó justicia se 
frecuentado como lo es la Habana por na- los entreguen, dando cuenta con pago á 
cionales y extrangeros, llamó la atención los herederos ó. egecutores. 

del Gobierno, y para evitarlos, sin alterar 10. La ley 47 del mismo título y libro 
la esencia de aquellas saludables disposi- dispone qué en las mandas, legados y dis- 
ciones, adoptó ciertas formalidades en el posiciones que los testadores hicieren pa 
art. 81 de la Instrucción reglamentaria pa- ra descargo de su conciencia, deudas, 
ra la llegada y salida de gentes de esta Is- obras-pías y otras cosas á personas que 
la, circulada por el Gobierno superior el- residen én los reinos de España, los here- 
vilenl. ° de Abril de 1849* que siiñplifi- deros, albaceas, testamentarios y tenedo- 
cando los trámites, economizaba gastos, y res de’ bienes deberán guardar y cumplir 
. tiempo, y producia el mismo beneficio. lo ‘contenido en la ley antecedente, con las 

8. Los albaceas, testamentarios, herede- .penas y aplicaciones allí contenidas. 

ros y tenedores de bienes de difuntos que, 11. La remisión de caudales, en la for- 
conforíne á sus testamentos tuviesen obli- ma prescrita en las leyes anteriores, ha 
gacion de restituirlos ó parte de ellos á cesado de todo punto, y con arreglo á la 
■ personas que vivan en los reinos de Espa- instrucción del juzgado dé bienes de. di- 
ña, están obligados á enviarlos dentro de un funtosy otras disposiciones, los caudales 
año, habiendcT cumplido y ejecutado lo que se depositan en arcas reales, dándose- las 
toca al ánima del difunto, y si lo que restare oportunas órdenes por la Intendencia pa- 
ño estuviere cobrado enviarán lo que fue- ra su extracción luego que los herederos 
ren cobrando con el testamento, inventario, ó legatarios comparezcan á percibirlos por 
almoneda y relación de lo que faltare por sí ó sus apoderados, citándoseles y empla- 
cohrará costa de los bienes, registrado en zandoseles al efecto por medio de exhortos 
navio de registro á riesgo de los mismos bie- en la forma acostumbrada. 

# nes,pará que conforme á las leyes y orde- 12. Los albaceas podrán hacer- y los 
nanzas que de esto tratan, se entreguen á jueces admitir las renuncias que presen- 
quien las ha de haber, y si por falta de na- ten por escrito, siempre que no se hayan 
^rípsúptro justo impedimento no lo pudie- mezclado en el manejo de la testamenta- 
ba cumplir dentro aelañq, sean obligados ría; pero si hubiesen empezado ¿cumplir 
¿fiar cuenta con pago al juez general y ofi- el encargo, deberán acudir á proponerlas 
• ’ elides reales, los cuales envien la cuenta y en el juzgado donde con el debido examen 
ragon firmada de su nombre con lo pro- de las causas se resolverá lo que corres- 
ducído y alcance, y los albaceas y testa- ponda-, sin que dejen de continuar entre 
iñeutarios no puedan tener estos bienes tanto en su desempeño, y admitida que 
én su poder mas de un año, aunqñe suce- sea la renuncia en uño y otro caso practi- 
<fon unos á otros, pena de pagar con el carán los jueces lo que previene el- artícu- 
dobl« lo que mas tiempo retuvieren en su lo catorce. 

poder, mitad para la cámara y fisco, y la 13. En orden á las formalidades y trá- 
otra optad para los herederos y personas mites que deben seguirse en la organiza- 
que lo de haber, ademas de pa* cion de los juicios testamentarios, el auto 

garle 'todo el daño y costas que por la re- acordado de la Eeal Audiencia de Santo 
tención «se recreciere á los interesados, Domingo de 27 de Enero de 1787 faculta 
. salvo si el testador en su testamento man- á los albaceas para que de acuerdo con 
*dó otra cosa, porque 'aquello se ha de los interesados procedan á verificarlo ex- ^ 
pumplir (i. 46 de dicho tít . y lib.). trajudicialmente. *_ 
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14. El artículo 29 de la instrucción de 
Méjico dice que no habiendo testamento, 
bien sea escrito, bien nuncupativo, ysxms- 
tando que los herederos ó algunos de ellos 
están ausentes en provincias ultramarinas, 
será del cargo de los jueces proceder lue- 
go al exacto inventario, descubrimiento y 
depósito de hiedes. l)e suerte que de estQ 
artículo se deduce claramente, que cuan- 
do hay testamento pueden proceder los 
albaceas en la forma prescrita por* el au- 
to acordado de Santo Domingo. 

15. El artículo 5.° del Real decreto de 
10 de Febrero dé 1854 es mas terminante 
todavía. Dice así: “No esfando presentes 
los albaceas, y probándose en la forma que 
hoy se acostumbra la existencia.de here- 
deros ausentes, deberán inventariarse y 
tasarse los bienes del difunto con •inter- 
vención del defensor, practicándose estas 
diligencias y las de llamamiento á los a- 
creedores y 'herederos con las formalida- 
des prescritas por las leyes de Indias. No 
áe tendrá por ausente, añade, al heredero 
ó interesado que nombre un apoderado 
especial, para que lo represente en la cau- 
sa.” 

Ib. El auto acordado de 12 de Febrero 
de 1855 dispone que aunque haya meno- 
res Interesados en * la herenciá, todos los 
actos concernientes ál juicio testamenta- 
rio se verifiquen extrajudicialmente sin 
aparato, ni forma de juicio por las perso- 
nas de confianza que. elija el testador, del 
modo más acertado y económico, y que 
concluida la testamentaría se archive. - 

17. De todas estas disposiciones han 
inferido algunos, aunque con violencia, 

* que los albaceas testamentarios están exen- 
tos de formar inventarios, considerándo- 
les por virtud de sil nombramiento reves- 
tidos de omnímodas facultades. Verdad es 
que no puede obligárseles á proceder ju- 
dicialmente, mas no por eso están exentos 
de hacer una descripción exacta de los 
bienes, 'como lo dice claramente el art. 12 
de la Instrucción, que reproducimos aquí, 

( mes de otro modo llegaría á ser ilusoria 
a protección que las loyes de Indias han 
dispensado á los herederos ultramarinos: 
“Está declarado en el artículo 5. ° de la 
Real cédula de 28 de Setiembre de 1797, 
qué á los ejecutores de los testamentos ó 
•albaceas presentes no .se debe molestar 

• con facciones de inventarios, ventas de 

* 


bienes, costas indebidas ni- en otra forma; 
pero no por eso se entienda que están exo- 
nerados de hacer inventarios judiciales en 
aquellos casos en que, conforme á derecho 
son obligados á practicarlos* ó cuando hu- . 
biere dispuesto, el testador que se haga. 
Tampoco quedan exonerados de hacer u- 
na descripción exacta ó inventario extra- 
judicial de todo lo que pertenezca al di- * 
funto, pues sin ellas no podrian dar razón 
ni cuenta, ni habría por donde hacerles 
cargo, y quedarían sin efecto, las saluda- 
bles dispoaiciónes de las leyes 46 y 47 de 
la Rec. de Indias.” 

18'. Concuerda con el anterior artículo 
él’ 14 del Real decreto citado, que dice así: 
u En los casos.cn que con arreglo á las le- 
yes comunes, no fuere indispensable el in- 
ventario judicial, deberán los albaceas ha- 
cer descripción de bienes y dar cuenta al 
juzgado respectivo-del modo dispuesto en * 
las leyes 80, 81, 46 y 47 del mencionado 
título y código, y en la citada instrucción 
de la audiencia 'de' Méjico, siempre qué 
tenga interés en la testamentaría algún au- 
sente no representado en forma, ó deba em- 
plearse alguna parte de los jñenes en fun- 
daciones ú obras-pías de interés general.” 

19. En esta materia debe también es- 
tarse á las tablas del testamento y tenerse 
en cuenta la calidad de los herederos, y 
esta nos parece la oportunidad de referir 
el incidente que ocurrió en la testamenta- 
ría de un ultramarino, y cuya resolución 
podrá tenerse presente en los casos iguales 
que ocurrieren. 

20/ D. M. E. A., natural de Asturias, 
y de estado.viudo; fulleció bajo testamento 
nuncupativo, en el que declaró que no te- 
nia sucesión de ninguna clase, ni aseen- , 
dientes legítimos, é instituyó por herede- . 
ro á un hermano y varios sobrinos, con la 
reciba condición de que para gozar de la 
ercncia ninguno de ellos pudiera gestio- 
nar, pedir, ni exijir por sí ni por medió 
de apoderado el haber que le correspon 
diera, pues siendo su objeto evitar éntor* 
pecimientos, cuestiones dilatorias y costo- 
sas, ordenaba: que cualquiera de ellos que 
no se sometiera á la expresada condición 
y que la desobedeciera haciendo reclamos 
judiciales, quedase por este hecho priva- 
do de la porción que pudiera, tocarle, la # • 
cual acrecería á lotf otros coherederos que 
se mantuviesen pasivos, por ser su volun- 
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tad que aguardasen en sus casas las reme- 
sas de sus haberes en efectivo, y que a la 
ratsma obligación sujetaba á aquellos de 
sus herederos que pudiesen estar presen- 
tes en esta ciudad, porque quedaban al 
frente para la administración de su caudal 
personas de toda probidad y amigos de su 
mayor confianza' que se apresurarían á 
cumplir 'con toda brevedad y exactitud la 
distribución sin’gravámen de costas; y en- 
cargó á sus albaceas procedieran d los in- 1 
ventarios, avalúos y demas trámites de la 
testamentaría extrajudicialmente sin apa- 
rato ni forma de juicio, según previene el 
auto acordado de 12 de Febrero de 1855, 
y que concluida la'testamentaría searchi-. 
vase, consignando en un acta ó escritura 
pública todos los hechos y documentos a 
costa de la, masa para constancia v satis- 
facción de los albaceas. ’ ¡ 

El juez de la testamentaría dictó él au- ! 
to siguiente: “Prevéngase al -heredero re- ¡ 
sidente én Santiago de Cuba que consti- 
tuya apoderado, represente á los ausentes 
el promotor fiscal, y con asistencia é in- 
tervención indispensable de la representa- 
ción de los interesados procedan los alba- 
ceas á 'los iñveniarios y avalúos de los 
bienes, no teniendo validez lo que sin tal 
requisito hicieren, presentándolos a la a- 
probacion judicial juntamente con la cuen- 
ta y relación jurada de su cargo en el tér- 
mino de un mes; dése parte al Excmo. Sr. 
-Presidente de la . incohaeion del juicio, 
iftclúyase en. los mensuales, y líbrese opor- 
tunamente désp&cho para la citación de 
los ausentes: por renunciado el albaceazgo 
¿>or 'parte del menor, refundiéndose en los 
demas el cargo cpnforme á hr intención 
dél testador. 

Dé esta providencia suplicaron los ah 
baceas pidiqhdo su reforma por contrario 
imperio y apelandó en subsidio para ante 
la Real Auaiéntúa. Para pedir su reforma 
secundaron en las tablas, del testamento, 
en las leyes de Indias citadas y en la cali- 
dadjde los herederos; pero el juzgado in- 
ferior lejos de acceder á la petición prove- 
yó él auto del tenor siguiente: 

.‘‘Considerando que á la facción de in- 
ventario deben concurrir todos los inte- 
resados en la herencia con arreglo á lo que 
disponedla ley 5. 63 , tít. 6. P$rt. 63 , pues 
seguramente no podrá obligárseles á pasar 
por lo que se hiciere sin su citación ni co- 


nocimiento, cuyo legal concepto es con- 
forme al auto acordado de 27 ae Enero de 
1787, que dispone que los interesados ma- 
yores, podrán hacer por sí extrajudícial- 
menteJos inventarios de acuerdo con los 
curadores de los menores presentándolos ' 
á la aprobación judicial, pero que ni estas 
disposiciones jii otra alguna facultan á los 
albaceas para practicar por sí y ante silos 
referidos inventarios sin darles la debida . 
intervención á los herederos, sin la que ‘ 
es nulo por derecho lo que hicieren. 

“Considerando qUc lo dispuesto en la 
providencia interpelada conforme al art. 
8/° del auto'acordado de la Real Audien- 
cia de Santo Domingo *que se ha citado, 
lejos de contrariar la voluntad del testa- - 
dór está acorde con ella, pues este dispu- 
so en la cláusula 28 de Su testamento que 
esta testamentaría se sustanciase, según en 
el referido auto acordado se dispone. 

“Considerando que con arreglo á las 
disposiciones referidas debe citarse á los 
herederos que no están presentes; que á 
los que están ausentes en ultramar debe 
representarles el defensor de ausentes, in- 
terviniendo ea los inventarios y tasaciones, 
según lo dispone el art. 5. ? del Real decre- 
to de 10 de Febrero de 1854 que se cita en 
el éscrito que precede, y en el que el juzga* 
do se fundó para dar intervención al pro- 
motor fiscal en el asunto, , puesto que por el 
art. 161 de la Real cédula ha sustituido en 
su encargo álos antiguos defetisores de au- 
sentes: 

.“No ha lugar. á la reforma y cúmplase 
lo mandado. Se otorga en un efecto la a- 
pelacion que se interpone, ocurriendo el 
escribano á hacer relación, citadas las par- 
tes, &c.” * 

. • • 

Elevados los antecedentes al conoci- 
miento de la Real Audiencia, tuvo esta á 
bien revocar la* providencia del juzgado- 
inferior en los términos siguientes: 

“Visto este incidente á la testamentad» 
de D. E. A, G. promovido dé oficio por él 
Alcalde mayor cuarto de esta .capital con 
el objeto de hacer judicial dicha testamen- 
taría, dándose intervención al promotor 
fiscal del juzgado, á lo que se oponen los ' 
albaceas nombrados en el testamento: 

“Considerando que el testador no tiene . 
herederos legítimos ni necesarios, y en su 
consecuencia ha designado para que lé 
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sucedan en sus bienes á las personas que 
ha tenido por conveniente: 

'"Considerando que el mismo testador 
en el uso de sus facultades cpncedidas por 
la ley ha podido interponer la prohibición 

* de que la justicia ordinaria se mezcle en 
ninguno de los actos precisos para dividir 
sus bienes conforme á su voluntad expre- 
sada én su testamento: 

"Teniendo presente lo que disponen 
los artículos 5 y 32 del Real decreto de 10 

. de Febrero de 1854 y el auto acordado de 
12 de Febrero de 1855 aprobado también 
por Real orden de 19 de Agostó del mis- 
ino año: * . „ . 

“Sé revocan los autos apelados de 12 
de Agosto y 5 de Setiembre del corriente 
año, fojas 17 y 26, y se declara que los al- 
baceasde D. E. A . G, deben continuar en 

• el arreglo de la testamentaría extrajudi- 
cialmente sin mas intervención por parte 
del juzgado que la que previene el art. 32 
citado de la Real órden de 10 de Febrero 

. de 1854, siendo todas las costas de oficio 
pon devolución de las percibidas. Así lo 
mandaron y rubricaron los señores del 
raárgen, siendo ponente el Sr. Oidor D. 
Alfonso Portillo. — Habana y Octubre- 17 
de 1856. — Sres. Regente. — Presidente. — 
Portillo. — Antonio María del Rio. ,? . 

21. Los albaceas no deben cobrar dere- 
chos de comisión por considerarse el al- 
baceazgo un cargo por su naturaleza gra- 
tuito y piadoso: "Ordenamos que los te- 
nedores de bienes de difuntos n6 lleven 

» derechos de ellos (L. 64, tít. 32, líb. 2 de 
la Rec. de Indias) ” 

22. Facultados loe jueces por el art. 29 
dé la instrucción de Méjico para nombrar' 
persona que se dedique á la cobranza pron- 
ta de* las deudas activa? . qtle tanto se les 
recomienda, no habiendo algún interesa- 
do que se haga cargo de ella, con el sala- 

• rio 6 tanto por ciento qué graduaren pro- 
porcionado, han interpretado algunos que 
también pueden devengarse derechos por 
el albaceazgo. Pero ni dicho artículo ha- 
bla de los albaceas, ni corresponde este 
título á un mero asalariado para el solo 
efecto de recaudar los créditos. Aparte de 

* que es terminante la ley 64 que prohíbe 
á los albaceas llevar derechos. Y ya que 
hemos tocado este punto convendrá tener 
conocimiento de la resolución que recayó 
«n una testamentaría en que el albacea sé 


cargó en la cuenta y relacionjuradadesu 
cargo derechos de comisión. 

23. D. M. A. y Gr. falleció .bajo disposi- 
ción testamentaria, en la «que nombró al- 
baceas tenedores de bienes á D. M. J. del 
S:, t). S. Z.‘ y D. F. C.y A. El primero de 
estos fuó el que desempeñó el cargo, y en 
su oportunidad produjo.sus cuentas, car- 
gándose 8Q93$ de comisión. En su vista 
el entendido y recto magistrado D. José 
Serapio Mojarrieta, que conoció de la tes- 
tamentaría, como juez general de bienes 
de difuntos, proveyó el auto del tenor si- 
guiente: "Vistos: apruébase la cuenta y 
relación jurada producida por D. M. J. del 
S, en su qalidad de. albacea tenedor de bie- 
nes de D. M. A. y Gr.,la cual* obra de fojas 
128 ála 140, excluyéndose de la data de di- 
chacuenta los 100$ 2 reales que importan 
las partidas tachadas por D. F. de la C.*en el 
escrito de la 180 y con cuya exclusión es- 
tá conforme el citado S., y^ asimismo se 
le rebajarán los 8093$ importe del diez 
por ciento que se ha cargado en la última 
partida sobre el total ae las cantidades 
correspondientes á la masa hereditaria que 
han ingresado en su poder como albacea 
tenedor de bienes, cuya cantidad se decla- 
ra no ser de legítimo abono, atendida la 
naturaleza del cargo de‘ cabezalero, que 
es piadoso y gratuito, mucho mas cuando 
los albaceas fueron agraciados por el tes- 
tador con los legádos que constan de sus 
disposiciones.” 

24. jfor Real cédula de 27 de Abril de 

1784 se mandó que la jurisdicción ecle- 
siástica no se mezclo en ni conocimiento 
de la nulidad ó validación de testamentos, 
hacer inventarios &o. aunque los testado** 
res y herederos sean clérigos ó hayan ins- 
tituido á su alma ó dejado alguna obra- 
pía por corresponder todo estoá las justy* 
ciaaordinariás. - * * 

25. Los testamentarios» albaceas y. te- * 
nedores de bienes de difuntos que dejaren 
herederos en los reinos de España, p cón- 
forme á su voluntad tuvieren que cum- 
plir y ejecutar en las Indias y para ello los 
hubieren de vender, lo harán en pública 
almoneda con autoridad del juez general y 
en su presencia donde estuviere, y ante la 
justicia, si no estuviere en el lugar, con las 
solemnidades y por los términos de derecho 

y no de otra foima, y están obligados á 
dar noticia al juzgado para que allí ae pr 


* * 
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dene al defensor, si le hubiere en el lu- Ignacio Francisco de Ürrutia, cuyo pleito 
gar, que asista al inventario y venta de pende ante nos por .recurso de nulidad in- 
bienes y se haga con toda justificación, terpuesto de la sentencia de revista pro- 9 
pena dé pagar con el doble todo lo que por nunciada en él por la Sala tercera de la 
su autoridad ó 'en otra* forma vendieren, Audiencia de esta corte en 15 de octubre 
mitad para la cámara y fisco y la otra mi- de 1847: 

tad para el juez y denunciador, y sedeóla- Vistor — Considerando que el recurso 

rara la ventapor de ningún Valor ni efecto: de nulidad interpuesto de toda la senten- 
pero si el testador hubiere mandado otra cia de revista solo fué y pudo ser admitido 
cosa, seha de cumplir su última voluntad, por la Audiencia en los puntos en que di-’ 

* 26. La ley 58 ael mencionado tít. 32, cha sentencia no fuese conforme con la de 
lib. 2, manda que los vireyes y Aqdien- vista, cuya declaración ademas, por haber 
cias tengan muy especiaL cuidado de ha- sido consentida debió quedar y quedó e- . 
cer cumplir en todos sus distritos los tes- jecutoriada: ^ 

tamentos de los difuntos que muriesen sin Considerando que en cuanto-á los 2,000 
herederos en las Indias, -y que tengan e- rs. á cuyo abono condenó la sentencia de . 
fecto las mandas y legados que se hubieren vista al albacea por haberlos condonado 
de* ejecutad en eüás. * al deudor D. Joaquín de la Cámara, es 

26. En el art. 22 del Real decreto de arreglada^ justicia la sentencia de revis- 
10 de Febrero de 1854 se manda que de ta,4a cual reáerva su derecho á D. -Felipe 
toda testamentaría ó intestado en que ha- Carriedo y consortes para que repitan, si 
ya herederos ó albaceas ausentes ó alguna les conviniese, contra Cámara dichos dos 
manda piadosa de utilidad general, se dé mil reales, y en caso de insolvencia de es- 
cuenta pof los jueces al Presidente de la te, contra el albacea, si cuando los condo- 
Real Audiencia dentro de los oeho dias no al deudor se hallaba en actitud de &a- 
siguiente& al en que se dicte el auto de tisfacerlos. 

prevención. . - - Considerando: que tocante loS 5,20(7 rs. 

Concluiremos por este año con la si-, adeudadas por doña Vicenta Ruiz, á cuyo 
guíente ^ . abono declaró también la sentencia de vis- 

ta era responsable el citado albacea, én el 
Sentencia pronunciada él 6 de Setiem- caso de entregar las alhajas de. plata 
bre de 1849 por el Tribunal supremo de ' f j u , e «l™ 11 » dl6 ?u prenda 6 segundad 
Justicia declarando % del crédito, es asimismo ajustada a dere- 

I # ° Que d albacea no puede condonar c ^° semencia de revista, la que reserva 
las deudas del difunta sin responsabilidad . el suyo á Carriedo y consortes para que 
*4. ° Que él albacea es responsable sub- puedan repetir de la doña Vicenta Ruiz di- 
sidiariamente ii devuelve á un deudor del chos 5,200 rs.; y en defecto de pago dirigir 
difunto las alhajas que tenia en prendas. su répeticion conta el albacea por el valor 
Y 3-° que los herederos no pueden ex i- de las alhajas si no excediese del importe 
gir del albacea la entrega de tas cavtida- de la deuda: 

des que cargue en su cuenta por contribu - Considerando: que respecto á los 9535 

dones' que debió haber pagado*en el tiem- . rs., á cuyo abono, por no estar comproba- 
do ^ que administró los bienes relictos , míen- dos en la partida de contribuciones, filé 
tras la autoridad publica no las reclame condenado el referido albacea por la sen- 
sor suponerse pagadas. . tencia de vista, deduciéndose lo que acre- 

% ditase haber satisfecho por razón de ellas, 

En el pleito dé cuentas seguido por D. no es menos conforme á derecho la de re- 
Felipe.y dona Juana Carriedo, vecinos de vista, que por no corresponder en último 
esta córte, doña Dominga Blanco, de la resultado á los herederos, sino á la Hat , 
misma vecindad, y D. Benito déla Faya, cienda lo que haya debido pagarse por 
como marido de doña Juena Tejedor, ve- contribuciones, y no ser verosímil que a- 
cinos de la villa de Espinar7 con D. José tendidas. las circunstancias del tiempo no 
de Urrutia y Arratía» que lo fué de esta se*hubiese exijido por los recaudadores de . 
capital, como albacea de D. Manuel Matu- ellas, absuelve al citado albacea del cargo, 
te, y por su defunción, con su hermano D. entendiéndose por las contribuciones que 
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legítimamente hayan debidó satisfacer las 
casas pertenecientes á la testamentaría en 
el tiempo que estuvierón á cargo del men- 
cionado albacea, y quedando responsable 
á su solvencia si sé reclamasen por quien 
corresponda: * 

Considerando que por lo que hace á los 
10,711 rs., no comprobados tampoco en 
la partida de alquileres y emplead 9 s á cu- 
yo abono fúé condenado igualmente dicho 
albacea por la sentencia de revista, rebatido 
lo’ que acreditase haber satisfecho, no es 
contraria á derecho, ni aun á esta la sen*, 
tencia de revista que declara responsable 
al expresado albacea á que acredite, en 
cuanto no lo hubiere hecho, la inversión 
de alquileres y empleados de que se databa 
en suá cuentas: ' , 

Considerando finalmente que estos son 
los únicos puntos en que difieren Las indi- 
cadas sentencias de vista y revista en la 
forma enunciada, y que no se ha citado 
ley alguna que hubiese sido infringida, fa- 
llamos no haber lugar al citado recurso de- 
nulidad: en su consecuencia condenamos á 
D. F.elipe Carriedo y consortes en las eos-* 
tas y en la.pérdida de los 10,000 rs. que se 
obligaron á pagar en caso de que lleguen 
á mejor fortuna. * : 

Por esta nuestra sentencia, la que se 
publique en la Gaceta, y de que se remita 

S or duplicado copia certificada al Ministro 
e Gracia y Justicia, así lo pronunciámos, 
mandamos y firmamos. — Nicolás María 
Garely. — José María Manescau.-L-Manuel 
Antonio Caballero. — Ramón María Fon- 
seca. — Gregorio Baraycoa. — José Cecilio 
de la Rosa. — Francisco Agustin Sil vela. 

AlCAB ALA.— Tributo del tanto por 
ciento que sobre el precio de las có^as que 
se enagenan corresponde a la Hacienda 
pública. 

El origen de la alcabala, el fundamento 
de su creación, los objetos sobre que recae 
y casos de. exención, las personas' respon- 
sables al pago y las moratorias que pue- 
den y suelen concedérseles, el lugar en<jue 
se cobra, eí método de su administración 
. y todo lo demas concerniente áesta renta 
especial de ultramar, será objeto de nues- 
tras tareas sucesivas, si antes no se supri- 
me, como se verificó en la península por 
* la ley* de 23 de Mayo de 1845, refundién- 
dola en otra contribución de consumos, y 


se espera que se verificará en la isla de Cu- 
ba, en cuyas oficinas rentísticas se agita 
ya el pensamiento, de la refundición 
por memo de la cual al remover los 
entorpecimientos, trabas y dilaciones que 
á la libre, pronta y expedita circula- - 
cion de la riqueza opone eseuñtiguo tribu- 
to, • se aumentará indudablemente la ma- 
teria imponible, y se promoverá su des- 
arrollo y progresivo crecimiento con be- 
neficio, de los particulares y del Estado^ 
que en tanto es rico en cuanto lo sean los 
individúes' que Jo componen. 

Entretanto, y mientras no se realice la 
fusión de esa renta en otra diferente, con- 
tinúa devengándose la alcabala y cobrán- 
dQse por los. administradores de rentas ter- 
restres, observándose en este impuesto la 
singularidad perjudicialísima de que casi 
todos los contratos productores de alcaba- 
la, cualquiera que sea el lugar de la Isla 
en que se celebren, han de venir á la ad- 
ministración general de rentas terrestres 
á obtener una certificación de que el con- 
trato devenga ó no devenga derechos. La 
inconveniencia de semejante Sistema en 
una prQvincia que cuenta por centenares 
las leguas de su extensión, con grandes rios 
que la atraviesan y sin carreterasmi puen- 
tes én la mayor parte de su superficie, 
es mas* fácil -de concebir, que de calcu- 
lar la importancia délos perjuicios, dila- 
ciones, ffaátos ; molestias y sinsabores que 
debe producir, pudiehdo asegurarse sin 
temor de errar que avaluados en dinero 
si fuera posible, representarían una suma 
inmensamente mayor que §r líquido de la 
contribución que ingresa en las cajas* pu- 
blicas. * 

A esta consideración debemos ‘añadir 
otras dos de grandísima importancia en 
contra dé.fci contribución de alcabala. Es 
la primera que el fraude puede respecto 
de ese impuesto cometerse con impunidad 
y de la manera mas fácil y hacedera, pues 
conviniéndose .el comprador y el ven- 
dedor en presentar rebajado el precio del 
contrato, no tiene la hacienda medio algu- 
no para descubrir el amaño y castigarlo 
con la pena del cuatro tanto establecida 
al efecto; y por demas es sabido que uno 
de los caractéres principales de las leyes 
v especialmente de las de impuestos es Ih 
de. que sean ejecutables, ó en otros términos 
que la autoridad pública tenga en su mano 
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medios fuciles y multiplicados para ase- 
gurar su observancia. 

Es la segiflida consideración á qiie alu- 
díamos, la de que por no pagar la contri- 
bución de la alcabala dejan de verificarse 
numerosas transacciones que haciendo pa- 
sar de unas manos á otras los bienes raí- 
ces, producirían ventajas considerables al 
Estado, ya porque llegarían al dominio de 
personas industriosas que mejorarían las 
fincas adquiridas; ya porque exprofeso 
dejan de emprenderse muchas mejoras 'por 
oponerse á los cálculos de los especulado- 
res la contribución de que nos ocupamos 
y cuyo desembolso es la primera partida 
en contra que han de tomar en cuenta. 

Las funestas coásécuencias de esta ins- 
titución se hacen aun mas sensibles en otro 
caso, porque afectan dolorosamente loB 
sentimientos de la humanidad, y se con- 
vierten en un arma, que hasta cierto pun- 
to, hace ilusorio el espíritu de nuestras 
leyes; hablamos de la alcabala que se paga 
en las traslaciones de dominios de los es- 
clavos. Sabido es que entre nosotros los 
individuos pertenecientes á esa condición 
pueden coartarse y aun redimirse con la 
exhibición del todo ó parte de su precio; 
y sin embargo de que nuestras leyes reco- 
nocen y favorecen ese importante dere- 
cho, 1$ alcabala en muchos casos anula las 
ventajas de_ la coartación, y dificulta la 
consecución de .la libertad, porque se acu- 
mula al precio intrínseco de esclavos, el 
valor de los derechos que paga el # dueño al 
comprarlo, y con ese recargo repetidopor 
los nuevos compradores, alcanza con el 
transcurso del tiempo un sobreprecio que 
hace casi imposible su redenóion. N 

MaS podríamos extendernos en esta ma- 
teria y lo haríamos con gusto si lo consi- 
derásemos necesario para trasmitir a los 
debías nuestras íntimas convicciones: pero 
como toa ilustrados hacendistas llamados 
á intervenir en este asunto por su posi- 
ción oficial, profesarán nuestra misma doc- 
trina nos at>stenemos de continuar razo- 
nando : sobre ella; y mientras concluimos 
un aloábalátorio completó, contentivo de 
todas las disposiciones que modifican el 
vigente, para lo cual necesitamos el auxi- 
lio de las oficinas publicas pasamos á in- 
sertar las resoluciones dictadas en 1856. 

decreto de la Superintendencia de 30 
38 


de Abril de i 856, mandando cumplir el 
Acuerdo de la Junta Superior Directiva 
en que se declara que en las adjudicacio- 
nes en que (as mudas tomen mayor cuota 
del caudal hereditario que el que les cor- 
responde por su haber con ob jeto de pagar 
las deudas del pi'ópio caudal , se devengtie 
alcabala sobre el exceso , siempre que las 
especies así adjudicadas lo adeuden. 

Intendencia general de Ejercito y Real 
Hacienda déla siempre fiel Isla de Cuba. 
--Circular. — El Excmo. Sr. Superinten- 
dente general en oficio de 30 de Abril úl- 
timo me dicelo que 4 copio: La Junta Su- 
perior Directiva de Hacienda en lá cele- 
brada el dia 9 del (pie fina acordó entre 
otras cosas lo» que sigue: — Acto continuo 
y con asistencia fiel Sr. Asesor general de 
Real Hacienda, se enteró la Junta del ex- 
pediente número 200 registro 4 r ° relati- 
vo. á la adjudicación que se hace la Sra. 
Doña Julia Alfonso, de parte de los bienes 
quedados por fallecimiento de su esposo 
el Sr. D. Miguel Moliner, para cubrirse 
de sus haberes con ellos y pagar las deu- 
das del caudal, cuyo expediente se elevó 
á esta Superioridad á solicitud del §r. 
asesor referido con objeto de obtener 1^ 
consiguiente declaratoria que sirva de re r 
gla general para las divisorias análogas* 
en que la viuda tome bienes- del acerbo 
común, no solo para llenar la cuota que 
en ellos la corresponda sino además en su- * 
f-ficiente cuantía para satisfacer deudas,* de 
que también se haga cargo: por la lectura 
de los diversos pareceres extendidos en el 

S roces o instruyóse la junta de lo opina- 
o por el Sr. fiscal que está por el adeu- 
do de derechos en este caso fundándose 
en que.las acciones de la viuda son limita- 
das á percibir en la división de bienes, 
consumando la dote, parafernales, ganan-, 
cíales y legados del tercio ó quinto que la 
fuere hecfio coa las especies .suficientes; 
por manera que en cuanto se exceda ya 
no le favorece ni aun en l^s primeros al- 
cances la exención otorgada en l^s reglas 
5. 53 y 6. 3 del artículo zfi del alcabalato- 
rio y debe abonar con sobradps títulos 
Reales derechos sobre valor de las espe- 
cies que tomase para pagar Jos créditos pa- . 
si vos con las demás razones qu,e alega en* 
su dictamen; . pronunciándose . hn sentido 
contrario el Sr. asesor que en* sus- cqn- 

1856 
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sultas manifiesta que no es de exigirse el 
Real impuesto á la viuda adjudicataria en 
el caso indicado, porque teniendo por la 
ley el condominio en los bienes ganancia- 
les, no se aumenta aquel cuando disuelta 
la sociedad conyugal adquiere el derecho 
de poseer los que la pertenezcan con la 
carga de la parte de deudas consiguientes 
que satisfará á los acreedores sin que por 
esto se diga que esto le transfiere un do- 
minio que no tiene, porque además no al- 
tera con este pago la proporción de su 
cuota en el acerbo divisible pues siempre 
queda divisible aquella ó lo que repre- 
senta en el líquido de -este, y que no sien- 
do obligatorio para ningún deudor ven- 
der bienes para cumplir sus empeños, no 
debe ser la viuda de peor condición que 
cualquiera otro individuo de la sociedad, 
y la intendencia general conformándose 
con el parecer de su consultor, al pasar 
el expediente recomienda á la ilustración 
del Excmo. Sr. Superintendente general 
la consideración de que siendo grande el 
cumulo de caudales que constantemente 
se emplean en el fomento y manutención 
de. las propiedades, y que produciendo 
frecuentes compromisos ó adeudos de los 
propietarios, vendria á ser ocasión de que 
el fisco lo absorviera en cierto número de 
años si hubiese de pagarse alcabala por su 
solución cuando el deudor ha fallecido; la 
junta, después de una detenida y medita- 
da pobre 'punto tan interesante por las 


, Superintendente se dignare reoordar al 
[Gobierno dé S. M. la determinación del 
particular á que se contrae la' citada con- 
sulta de que se pondrá copia en lo perti- 
nente y de esta resolución en el expedien- 
te del negociado— Y habiendo decretado 
su cumplimiento lo inserto á Y. S. para 
su conocimiento y demas efeotos quedan- 
do en- devolverle las diligencias del apun- 
to tan luego como se haya dado cuenta 

de ellas al Gobierno de S. M. 

Lo que traslado á V. S- para su inteli- 
gencia y fines oportunos. 

Dios guarde -á V.S. muchos años. Ha- 
bana Mayo 8 de 1856 . — Joaquín Campu- 
.zano. 


Real orden de 5 de Mayo de 1 856 resol- 
viendo: .1 . ° cuando se deben exigir certi- 
ficaciones de hipotecas: 2. ° cuando deven- 
gan derechos los arrendamientos: y 3 .. 
cuando los devenga la adjudicación de he- 
rencia. 

Excmo. Sr.— He dado cuenta á la Rei- 
na (Q. D. G.) de las cartas de esa Superin- 
tendencia número 18, de 28 de 
1851, número 131, de 17 de Julio de 1852, 
y número 238, de 29 de Mayo de 1854, 
consultando: 1.® si ha de continuar vi- 
gente la práctica de exigir certificaciones 
de hipotecasen todos los casos de adjudi- 
caciones de bienes: 2 f ° si en virtud del 
artículo 23 del Reglamentó vigente que- 


da pobre 'punto tan interesante por lis deTdereeho de alcabala los arren- 

consecuencias importantísimas que puede . ó el u9U f ru to de especies no 

traer así a la prosperidad general como „ OBO¥w1n , lfi Aita años -deben considerarse 
al bienestar de las familias, acardo; que en 
las adjudicaciones en que las viudas to- 


men mayor cuota del caudal hereditario 
del que las corresponda' pox su haber con 
objeto de pagar las deudas del propio cau- 
dal se devengue él Real derecho de alca- 
bala sobre este exceso, siempre que la na- 
turaleza de las espeeies adjudicadas así lo 
exija; mas suspendiéndose el cobro bajo 
fianza hipotecaria hasta la definitiva re- 
solución ae S. M. á cuyo soberano cono- 
cimiento se elevará copia certificada del 
expediente que el Exorno. Sr. Presidente 
se servirá dirigir al Supremo Gobierno 
con el objeto menciotíado. Al mismo tiem- 
.po dispuso la junta, de conformidad con 
lo indicadp por el Sr. asesor general al 
final de su consulta de 12 de Febrero úl- 
timo, que *se recomendase al Excmo. Sr, 


utimrouuv/a v v. a 

pasando de diez años -deben considerarse 
exentos tales arriendos aunque el arren- 
datario edifique en el terreno arrendado y - 
por medio de la renovación del contrato 
cada diez años, adquiera un verdadero do- 
minio y defraude por resultado los intere- 
ses de I* Hacienda: 3. ° si está exenta 
del derecho de alcabala la adjudicación 
de la herencia á un partícipe otorgando 
con hipoteca sobre ella aseguración de 
haber de menores; y enterada S. M. des- 
pués de oida la Sala de Indias del Tribu- 
nal Supremo de Justicia se ha servido re- 
solver en Cuanto al primer punto: 

Que en los casos esceptuados del pago 
de derechos no debe exigirse por falta de 
objeto la certificación de hipotecas: 

Que en los casos en que se devengan 
derechos si de la nota firmada por el com- 
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prador y el vendedor ú otro documento 
de adjudicación apareciese la especie libre 
de todo gravámen, tampoco debe eligirse 
dicha certificación porque entonces con 
arreglo al artículo 22 del Reglamento pro- 
cede la liquidación en el concepto- de no 
existir gravamen sin que en tiempo algu- 
no puedan las partes reclamar: 

Que debe exigirse la certificación en to- 
dos los casos, en que devengándose el de- 
recho, en mucha ó en poca cantidad, resul- 
te la especie gravada, porque entonces no 
puede hacerse con exactitud la liquidación 
ni conocerse la entidad del gravámeft por 
medio de dicho documento. 

Respecto al segundo punto S. M. sé^ha 
servido mandar que cuando én terreno 
arrendado por tiempo que no* exceda de 
diez anos se construya edificio cuya na- 
tural y probable duración pase de aquel 
tiempo procede la exacción del derecho de 
alcabala. 

Por ultimo en orden al tercer punto 
S. M. partiendo de la báse de que en los 
casos á que se refiere hay dos actos jurí- 
dicos, el déla adjudicación al partícipe y 
el do la aseguración á favor de menores, 
se ha servido declarar que está el primero 
esceptuado del pago de alcabala en virtud 
de la regia tercera del artículo 23 del Re- 
glamento cuando los bienes no sean sus- 
ceptibles de división sin desmerecer en su 
estimación; pero que cuandala división 
sea posible sin perjuicio está sugeto al pa- 
go; -y que por lo dispuesto en la regla 7. * 
del citado artículo 23 del Reglamento, el 
segundo acto está siempre esceptuado del 
pago del derecho de alcabala. De Real ór- 
den lo comunico á Y. E. para su inteli- 
gencia y efectos consiguientes. Dios guar- 
de á V. E. muchos años. Madrid 5 (Je Ma- 
yo de 1856. — O-Donnell. — Sr. Superinten- 
dente de la.Isla de Cuba. — (G. de la H. del 
9 -de Octubre.) 

• R. O. de 31 de Julio de 1856 resolvien- 
do r. l.° que la adjudicación hecha por una 
viuda de la parte de herencia correspon- 
diente a úna de sus hijas , demente , adeuda 
derechos si los bienes se pueden dividir 
sin desmerecer, y no se exijan en otro ca- 
so: y 2. ° que el acto de ha aseguración se 
haucusiempre emento de derechos . 

Administración general de Rentas Ter- 


restres. — Por decreto de la Intenden- 
cia de 3 del actual recaido á oficio dé esta 
administración general de 1. ° del mismo 
se Inanda publicar la Real órden siguien- 
te: — El Excmo Sr. Ministro de Fomento 
encargado del despacho de los asuntos de‘ 
Ultramár, con fecha 31 de Julio próximo 
pasado me dice lo que copio. — Excmo. Sr. 
— La Reina (Q. D. <jr.), seha enterado de 
la carta de V. E. número 902 de 6 dé Ju- 
nio último y expediente que le acompaña, 
uná y otro referentes al modo de conside- 
rar las adjudicaciones á los herederos de 
D. N. N. de los bieneá en que conáistia la 
herencia, para los efectos del reglamento 
alcabalatorio vigente; y atendiendo á que 
la adjudicación á la viuda de N. de la par- 
te de la herencia correspondiente á su hi- 
ja Doña N. no es un acto de necesidad im- 
puesto por el estado de demencia de esta, 
en razón á que no es obstáculo la demen- 
cia para la adjudicación á quien la pade- 
ce de los bienes que hereda, si bien la ad- 
ministración de ellos habrá de estará car- 
go de la persona llamada al efecto por la 
ley, siendo por lo tanto evidente que la 
situación de la Doña N. no altera las con- 
diciones del asunto sino en cuanto á¡ los 
beneficios de menor que le corresponden 
por estar considerado su marido ¿orno in- 
hábil para la administración de los bienes 
de la sociedad conyugal; atendiendo á que 
según lo explica la Real órden de 5 de 
Mayo último en la adjudicación de la hé- 
rencia á un partícipe procediéndose á la 
aseguración de lo que corresponde á me- 
nores; hay dos actos jurídicos; uno el de 
la adjudicación al partícipe y otro el' de 
la aseguración á favor de menores; aten- 
diendo á que el primero de estos actos se 
halla sugeto á la regla 3. 03 del artículo 23 
del reglamento alcabalatorio, y el segun- 
do lo está á la regla 7. 03 del mismo artí- 
culo. S. M. se ha servido resolver. — 1. ° : 
Que se exijan por la adjudicación á la viu- 
da de N. de la parte de la hereneia cor- 
respondiente á su hija Doña N. los dere- 
chos Reales si los bienes adjudicados se 
prestan por su naturaleza á ser divididos 
sin desmerecer en su estimación y no se* 
exijan en otro caso como* lo previene la 
referida regla 3. 03 del artículo 23 del re- 
glamento. — 2. ° : Que el acto jurídico de 
la aseguración se halla en todo caso exen- 
to de derechos por la regla 7. 03 del mismo 
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artículo 23 igualmente citado. — De Real 
orden lo digo á V. E. para su inteligen- 
cia y efectos consiguientes. Y habiendo 
dispuesto su cumplimiento lo transcribo 
# a V . S. a los fines indicados. 

Habana Octubre 7 de 1856. — Baldasa- 
no. — ( 0. de la H. del 10 de Octubre de 1856.) 

R , O. de 5 de Diciembre de 1856 decla- 
rando para lo sucesivo comprendidas en la 
regla 27 del articulo 23 del Reglamento 
ulcabalatorio todas las imposiciones hechas 
á favor de las tasas de Beneficencia de la 
isla de. Cuba . - 

Por el Ministerio de Estado y de J Ultra- 
mar se dice en 5 del mes próximo pasa- 
do al Excmo. Sr. Gobernador Superin- 
tendente general delegado de Real Ha- 
cienda en esta Isla ló siguiente: 

“Excmo. Sr: Pasada á informe de la 
Sala de Indias del Supremo Tribunal de 
Justicia la carta de V. E. número 973 de 
22 de Julio último elevando una instancia 
de D. Pedro Gómez, natural de la Rioja, 
solicitando no se le exigieran derechos de 
amortización ' por un censo irredimible 
que -quiere establecer á favor de la Casa 
de Beneficencia de Trinidad, expuso aquel 
Tribunal en 11 de Noviembre último lo 
siguiente. — Señora: — En Real órden de 4 
de Octubre último, expedida por el Mi- 
nisterio de Fomento, se transcribe á esta 
Sala de Indias para que informe lo que se 
le ofrezca y aparezca la carta número 973 
de 23 de Julio próximo anterior de la Su- 
perintendencia de Hacienda de Cuba, 
acompañando el expediente adjunto, re- 
lativos aquella y este á que se exima del 
derecho del 25 por 100 de amortización 
la cantidad de quinientos pesos que cede 
D. Pedro Gómez, de la Rioja á favor de la 
Casa de Beneficencia de Trinidad. En su 
vista el fiscal interino ha dado en 27 del 
mismo Octubre el dictamen siguiente: — 
Que en el artículo 4. ° del Reglamento 
de alcabalas se disponé que los capitales 
impuestos en favor de las Casas de Bene- 
b licencia adeuden el derecho de amortiza- 
ción de 25 por 100; y deseando D. Pedro 
de la Rioja cedér á favor de la Casa.de Be- 
neficencia. de Trinidad la cantidad de qui 
nientos pesos en forma de censo irredimi- 
ble al 5 por 100 anual, asegurándolos en 
fincas de' su propiedad, solicita exención 


del referido derecho. Las oficinas de Ha 
cienda no han podido menos de pedir el 
cumplimiento de las disposiciones vigen- 
tes informando conforme á ellas, si bien 
creen que debe otorgarse por S. M., pues 
las facultades de la Intendencia no alcan- 
zan á tanto, la gracia que se pide atendi- 
do el objeto benéfico de la imposición. El 
que suscribe halla fundado aquel dicta- 
men y conforme ademas con la regla 27 
del artículo 2 3 del mismo Reglamento que 
esceptúan de esta derrama á los capitales 
que se impongan á favor de’ la Casa de 
Beneficencia de la Habana. No procede 
pues que en . casos idénticos" y en que in- 
tervienen unas mismas causas se apliquen 
dos dispoáieiones distintas, ni es justo ni 
equitativo gravar una imposición volun- 
taria ¿ favor de un establecimiento de Ca- 
ridad con otro impuesto que retraería á 
los particulares á hacer semejantes dona- 
ciones. — Por ello entiende el que suscribe 
que debe accederse á la gracia que Solici- 
ta D. Pedro Gómez de la Rioja, declarán- 
dose para lo sucesivo comprendidas en la 
regla 27 del artículo 23 del Reglamento 
alcabalatorió todas las impoweione» de es- 
ta clase, hechas á favor de las demás Ca- 
sas de Beneficencia de la isla d$ Cuba. — 
La Sala, Señora, está conforme con ol dic- 
tamen fiscal que precede, elevándolo á la 
augusta consideración de Y. M. para que 
se sirtfa resolver, lo que crea mas conve- 
niente.-.- Y conformándose S. M. en un 
todo" con ol preinserto dictámen lo mani- 
fiesto á V. E. de su Real orden para su 
inteligencia y efectos correspondientes.” 
El soberano rescripto que antecede fué 
mandado'oumplir por el Excmo. Sr. Go- 
bernador Capitán general Superintenden- 
te delegado de Real Hacienda y se sirvió 
disponer que se publicase en la Gaceta 
oficial. # 

Habana 22 de Enero de 1857. — El se- 
cretario del Gobierno Superior civil, Juan 
Sunyé. — ( G. de la H. del 24 de Ehcw <k 
1857.) 

Orden de la Superintendencia en 31 
de Diciembre de 1856, mandando* que en la 
concesión de moratorias para d pago de 
aleábala , proceda el Intendente con suge- 
cion alus reglas 4. y 2. ^ de la resolu- 
ción del 1 9 del mismo mes y consult* á la 
Superintendencia solo en los casos no pre- 
vistos. - 
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Intendencia de Ejército y Real Hacien- 
da de la siempre -fiel isla de Cuba. — El 
Excmo. Sr. Superintendente, general con 
fecha 31 de Diciejnbre próximo pasado me 
dice lo que copio: — En vista de la comu- 
nicación de V. S. de 24 del corriente 
acerca de la duda que se le ocurre # en el 
cumplimiento de la regla 4. f 5 de mi re- 
solución de 19 de este mismo mes, por 
creer que corresponden á la junta supe- 
rior directiva todas las concesiones dé mo- 
ratorias pata el pago de alcabalas; y con- 
siderando esta Superintendencia que la 
junta debe ejercer soló su autoridad en 
las moratorias cuyas concesiones no es- 
ten prescritas por el Reglamentos y "órde- 
nes posteriores: considerando que Y. S. 
puede aplicar estas disposiciones 1 sin ne- 
cesidad del acuerdo de la junta, cuya^ior- 
poracion seguiría siempre esos mismos 
principios, y considerando por fin que en 
los casos en que no haya disposición al- 
guna reglamentaria que aplicar, procede 
la consulta á esta. Superintendencia y el 
acuerdo de la junta directiva, he resuelto 
que V. S. proceda en el particular con en- 
tera sujeción sU Ja regla 4. 05 citada, po- 
niéndola en consonancia- con lo que se 
prescribe é£L la 2. y con las’ considera- 
ciones que quedan hechas conforme á las 
misttiás reglas.-rLo digo á Y. S. para su 
inteligencia y demás efectos. Lo que trans- 
cribo á Y. S. Como adición a mi oficio de 
3 del actual para su inteligencia y fines 
oportunos. DióS guarde á Y. muchos años. 
Habaná y Enero 16 de 1857 . — Joaquín 
Gamjkizano.~ Sr. administrador general 
de rentas terrestres.' 

* ALCAHUETE. 

1. El que se ocupa de ayudar 6 promo- 
ver el libertinage ó la prostitución. 

' 2. Distintos son los nombres que se 
dan ¿ esos delincuentes. Las leyes de Par- 
tida llaman á la alcahuetería trnjairumia , 
al alcahuete trujamán, como también á 
alcahueta cobijera , y de la propia mane- 
ra sé denomina á la alcahuetería lenocinio 
y al alcahuete lenon. Rujian se ha llamado 
también al que vive con mujer que se en- 
• tréga por dinero, y toma parte en tan in- 
fame tráfico, sirviéndola de amparo en él. 
'Las. leyes de Partida les llaman bellacos 
malos , y en esta Isla se conocen con la de- 
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nominación de chulos. En lenguaje mas 
•cortés, todas esas gentes son llamadla ter- 
ceros y el delito igualmente tercería^ 

3. La legislación romana castigaban los 

alcahuetes con la pena de destierro Ó con- 
finamiento en las minas, si se x trataba de 
la prostitución de personas de noble esfe- 
ra, y siendo de baja condición, con la con- 
fiscación de cuerpo y bienes {L. ult. G. de 
8peciacuUs). El derecho de las Novelas im- 
puso pena de muerte á los alcahuetes. Fue- 
ron declarados infames, con prohibición eq 
las, hembras de casar con senadores ni hom- 
bres libres por la ley Julia. Y tampoco pu- 
dieron percibir herencia ni legados ex 
testamento, aun cuando fuese por el testa- 
mento militar, á que tantas franquicias se . 
concedía. * 

4. El Fuero Juzgo en esta materia com : 
prende tres casos. Primero; el de que los 
alcahuetes seqn los padres de la prostitui- 
da y vivan de las ganancias que de ese 
modo les proporcione, lo cual castiga con 
la pena de cien azotes. Segundo; el de la 
sierva prostituida y penada en consecuen- 
cia, que debe ser vendida por el dueño 
fuera* del lugar del delito, pues si así no 
lo hace tiene pena de 50 azotes y pérdida 
de la esclava. Tercero; el de que el mismo 
dueño sea quien prostituya aquella escla- 
va, en cuyo caso debería imponérsele la 
pena de trescientos azotes (L. 17 f tít! 5, 
lib. 3, Fuero Juzgo). . 

5. Desde luego la ley de Partida decla- 

ra infames á los alcahuetes de toda espe- 
cie, bien lo sean de mujeres libres' ó de 
sus siervas, bien ejerzan el oficio pública- 
mente manteniendo las prostitutas en su 
casa, ó bien se ocupen de promover el li- 
bertinaje de cualquier otro modo (L. 4, 
tít. 6, Párt. 7). Asimismo prohíbe la ley 
que esas alcahuetas y sus hijas puedan ser 
mujeres ni barraganas de los nobles, por 
considerarse personas viles (L. 8, tít. %&, 
Part.4). * ^ 

-6. Las mismas leyes distinguen tiittío 
especies de alcahuetes, que penan eórifor- 
me á su. cláse (LL. 1. 05 y 2. tít. 22, 
Part. 7). ‘ 

7. Los de la primera especie son los 
que en las casas de prostitución se consa- 
gran á la defensa délas rameras, tomando 
parte de la ganancia que de esa mane- 
ra se proporcionan aquellas^ v á loé tales 
impone la pena de destierro del lugar de 
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i su residencia. Ademas las propias leyes 
ordenan que el que á sabiendas alquile 
casa de su pertenencia para aquel inmun- 
do comercio, pierda la casa para la cáma- 
radel Rey y pague además diez libras de 
oro. , 

• 8. Las leyes recopiladas, tomando en 
consideración las desgracias y escándalos 
que dé siguen de ser dirijidas las mujeres 
públicaspor alcahuetes 6 ser amparadas por 
rufianes, prohibeá aquellas que pública ni 

t secretamente, se sometan á tan vil depen- 
dencia bajo pena de cien azotes y pérdida 
de toda la ropa que tuviesen vestidas, 
siendo la mitad de la ropa para el juez 
que las sentenciase, y la otra mitad 
para el alguacil que las aprehendiere, ó 

• siendo negligente en ello para el acusador. 
'En cuanto á los, rufiafies les impone por 
la primera vez cien azotes, por la segunda 
destierro perpétuo del lugar, y por la ter- 
cera pena de . horca, perdiendo en todos 
casos además la ropa y armas que lleva- 
ren cuando fueren presos, lo cual se dis- 
tribuya por mitad entre el juez y acusa- 
dor, facultando en fin á todos los particu- 
lares para aprehender y llevar al culpa- 
ble ante las justicias (L. 1, tít. 27 lib. 12, 
Nov. Rec.). 

9. Esas penas por lo que respecta á Ips 
rufianes fueron posteriormente aumenta- 
das, disponiendo que en la primera oca- 
sión en vez de azotes, se les sacase á la 
vergüenza pública sirviendo por diez años 
en galeras, y en la segunda fuesen ciento 
los azotes y las galeras perpétuas, siendo 
mayores de veinte años ó de diez y siete, 
caso de ser aptos para servir en ellas (LL. 
2, tít. 27, y 1 y 2, tít. 14, lib. 12 Nov. Rec). 

10. Los alcahuetes de la segunda espe- 
cie son los que andan proporcionando á 
otros por precio las mujeres que viven re- 
pojidas en sus casas. Esta especie de alca- 
huetería es sin duda la de mayor grave- 
dad, por cuanto introduce la corrupción 
en el hogar doméstico , ó coadyuva á 
ella mancillando el honor de la familia, y 
haciendo cundir la desmoralización. Las 
leyes.de Partida por lo mismo, si bien 
con la acostumbrada exageración de sus 
penas, imponen la de muerte á semejantes 
terceros, cuando se trata de mujer casada 
6 virgen, ó religiosa, ó viuda.de buena fa- 
ma (L. 2, tít. 22, Part. 7.). 

11. Loa alcahuetes de la tercera espe- 


cie son los que mantienen en sus casas 
cautivas ú otras mozas para prostituirlas 
por dinero que tomén. La ley ,encuantoá 
las últimas, se refiere al que ha criado las 
mujeres pervirtiéndolas* y consagrándolas 
'á la perdición. No habiendo hoy cautivas, 
el primer extremo comprende tan solo á 
nuestras esclavas,, que así puedan ser per- 
vertidas para .hacer con ellas la mas torpe 
ele las ganancias y la ley pena al dueño 
‘declarándolas librea (LL. 2, . tít. 22, Part. 
7, y 4 tít. 22, Part. 4). En cuanto á las o- 
tras mujeres á que me he referido, se o- 
btliga • al que las prostituyó á dotarlas y 
casarlas,*y no queriendo ó no pudiendo 
dotarla^ incurre también en pena de muer- 
te (L. 2, tít. 22, Part. 7). 

12. Los alcahuetes de la cuarta especie 

sq£ los que consienten la prostitución de 
sus*esposas.'La ley 2, tit. 2. de la Part, 7 
ya citada, impone igualmente al marido 
que se encuentra en semejante caso la pe- 
na de muerte, sin distinción de si consien- 
te la prostitución por dinero ó sin él. La 
ley 3, tít. 27, lib. 12, de la Nov. Rec. or- 
dena que él marido que por precio con- 
sienta que su mujer .se prostituya, ó de 
cualquier n*odp la induzca á ello, demos 
de las penas acostumbradas, por la prime- 
ra vez como los rufianes sufra la ae ver 
güenza pública y diez años de galeras y 
por la segunda 'cien azotes y galeras per- 
petuas. Esas demas penas acostumbradas, 
según con mucha discreción lo observa el 
Sr. García Goyena en su Código criminal, 
debieron ser las que por costumbre se ha- 
hian introducido de sacar al reo á la ver- 
güenza pública, poniéndole una coroza 
con pinturas al usivjis al delito ú otras se- 
mejantes. . * 

13. Los alcahuetes de la quinta y últi- 
ma especie son los que * facilitan su casa 
por precio, para que una mujer casada ú 
otra de buena reputación se prostituya en 
ella, aunque-no hagan de corredor en el a- 
sunto. Parece, que la pena de semejante 
| delincuente debe ser por analogía según la 
ley de Partida la de muerte, supuesto que 
la impone á todo el que sirva de alcahue- 
te á casada, ó virgen, ó religiosa, ó viuda 
de buena fama por algo que le dieren» ó 
facilite la casa por dinero y con igual pro-^ 
pósito. La ley guarda silencio respecto del* 
que preste la casa con igual propósito sin 
que medie dinero, y el que se halle en se- 
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méj ante caso debería ser penado como cóm- 
plice del delito (LL.l y 2, tít. 22, Part. 7). 

14. Fuera de la libertad concedida á la 
esclava prostituida por el dueño, y del des- 
tierro que la ley de Partida impone á los 
rufianes, todas las demas han caido en 
completo desuso por su propia exagera- 
ción, y así las peqas en los casos explica- 
dos, con arreglo á la importancia del deli- 
to y por él prudencial arbitrio del juez se 
limitan al destierro ó al presidio. 

lo. La acción para acusar al alcahuete 
es publica (L. 2, tít. 22, Part. 7). Cuándo 
son militares los acusados del delito^ de- 
ben' conocer del asunto las Justicias mili- 
tares, hasta quedar, comprobada la exis- 
tencia del propio delito, én cuyo caso de- 
ben 'inhibirse de conocer en el procedi- 
miento, entregándolo eon los reos al juez 
ordinario, para que siga conociendo del 
asunto, como causa de desafuero’ (LL. 4 
y 5/ tít: 27,-lib. 12, Nov. Rec.). 

10/ El Código penal novísimo al mino- 
rar la pena del marido y padre respecto de 
su esposa o hija mgnor ae 23* años, que 
ocasionen lesiones graves ó hfmuerte al 
que sorprenden en ilícito ayuntamiento 
con su mujer "ó hija, exceptúa el .caso de 
que el mismo padre ó maricfo hayan pro- 
rrfovido ó facilitado la prostitución de a- 
quellas, y niega accioü al propio marido 
ara querellarse del adulterio cuando tam- 
ien lo haya consentido (Arts. 348 y 359). 
V. Adulterio. 

17. El mismo Código dispone que el 
que habitualmente ó con abuso de autori- 
dad promueva ó facilite la prostitución ó 
corrupción de menores de edad para sa- 
tisfacer los deseos de otro, sea castigado 
con la pena de prisión correccional (Artf. 
367) condenando asimismo á todo reo de 
corrupción de menores en interé^de ter- 
cero, á la pena de interdicción del derecho 
de f ejercer la tutela y ser miembro del 
consejo de familia, así como Cambien á la 
de sujeción á la vijilancia de la autoridad 
por e* tiempo que los tribunales determi- 
nen (Art. 374). 

18. Dispone asimismo que 'sean casti- 
gados con la pena de arresto mayor ó pri- 
sión correccional (de 2 á 36 meses), y re- 
prénsienpública, los que de cualquier mo- 
do ofendan el pudor ó las buenas costum- 
bres, -con hechos de grave escándalo ó 
trascendencia no compréndídos expresa- 
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! mente en el mismo Código, imponiéndose 
!á los delincuentes en caso de reincidencia 
la pena de prisión correccional á prisión 
menor (de 7 meses á 6 años) y teprensicm * 
pública (Art. 365). 

19: Declara el mismo Código que el ac- 
ceso carnal con mujer menor de doce a- 
ños, se estime siempre coiho violación, 
para que al reo se imponga la pena de ca- 
.dena temporal (Art. 363). 

20. Declara asimismo que si bien para 

proceder en la causa de ^violación baste 
la denuncia de la persona interesada y la 
de sus padres, abuelos ó tutores aunque 
no formalicen instancia, y el síndico ó fis- 
cal por fama pública en defecto de esos; 
respecto del estupro solamente se admita 
la acusación de la agraviada, su tutor, pa- # 
dre ó abuelo (Art. 371). ' i 

21. Por fin el mismo Código impone la 
pena de arresto de 5 á 15 dias ó’una mul- 
ta de 5 á 15 duros, á todos los que infrin- 
jan los reglamentos de policía en lo con- 
cerniente á mujeres públicas . (Art. 485, 
num. 8J. 

22. Con arreglo á semejantes disposicio- 
nes, v no estableciendo aquel código otra 
pen*ralguna para los alcahuetes, ¿QÓmo 
serán castigados, vijente el mismo código, 
y con- arreglo á la bien entendida clasifi- 
cación que de ellos hace la ley de Partida? 

23. Desde luego es de advertir que si las . 
casas de prostitución no se encuentran re- 
conocidas y reglamentadas por el gobier- 
no, se encuentran sí toleradas y existentes 
de hecho por lo mismo. No está resuelta 
la, importante cuestión de su supresión ó 
formal existencia con determinadas reglas, 
y mientras el particular no se encuentre 
decidido, los desórdenes que provienen 
de. aquella existencia de hecho, preciso es 
que queden confundidos en el misterio y 
en el silencio, ó que seap prudencialmente 
corregidos al arbitrio de la policia y de 
los tribunales* Cuando los hechos prove- 
nientes de la existencia de semejantes es- 
tablecimientos, ocasionen ofensas al pudor 
ó á las buenas costumbres, con g&ve es- 
cándalo ó trascendencia,' sin duda son a- 
plicables las penas de arresto mayor ó pri 
sion correccional y reprensión pública;* y 
en caso de reincidencia las de prisión cor- 
reccional á prisión menor y reprensión 
publica que para tales casos determina 
el Código. 
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24. No es de permitirse que los varo- 
nes mantengan casas dé prostitución, ni 
representen el infame papel de rufianes 
en días, porque esto sirve de ooasion para 
las riñas, escándalos y desgracias que las 
leyes quisieron evitar con la imposición 
de severas penas. Por lo mismo el vago 
que á semejante oficio se destine, deberá 
ser juzgado como tal vago con la circuns- 
tancia agravante de su vil ocupación, y 
dado caso que vago no sea, también pue- 
de ser corregido con el arresto ó multa de 
que habla el art. 485 del código ya citado: 
pues aunque en el asunto no haya regla- 
mento de policía, debe estimarse como re- 
gla de ella, no permitir en‘ la prostitución 
tolerada, la tercería y directa intervención 

i de los hombres. 

• ¿5. En cuanto á las alcahuetas que se 

ocupan de proporcionará otros por precio 
las mujeres que viven recojidaSen sus ca- 
sas, hay que hacer una distinoion confor- 
me á la teoría moderna sobre el castigo de 
esos delitos contra la castidad. O el delito en 
que media la tercería se refiere á una mu- 
jer menor de doce años, ó pasa de ellos en- 
contrándose sin embargo en la minoridad, 
ó se versa en fin respecto de mujer casa- 
da. En el primer extremo el alcahuete se- 
rá castigado según los casos, cofiio autor, 
cómplice, conspirador ó proponente del 
• delito, para que en el grado correspon- 
diente le sea aplicada la pena * de cadena 
temporal que la ley impone al delito, y la 
persecución tendrá lugar hasta de oficio. 

: 26. Respecto de las mujeres mayores 
de doce años, pero que aun no han arriba- 
do á la mayoría legal, las alcahuetas que 
las soliciten, siendo personas recogidas, 
incurrirán en la pena de prisión correc- 
cional y vijilancia de la autoridad por el 
tiempo, que estime oportuno. No median- 
do solicitud de su parte, resultarán tam- 
bién según los casos cómplices del delito. 
La ley no pena ese delito en la mayor de 
edad ni en la viuda que lo sea: porque las 
considera con bastante conocimiento y dis- 
creción para no influyan en ellas las 
extrañas solicitaciones,' si su propósito no 
es desde luego el de consumar el hecho, 
llevadas dé sus pasiones ó de su poca mo- 
ralidad. Tampoco por lo mismo la alca- 
huetería podrá ser acusada en semejante 
caso, y en el de las menores, solamente 
podrá serlo por los que pueden acusar ol 


estupro en los mismas circunstancias. 

27. Respecto de la mujer casada mayor 
de edad, solamente puede considerarse en 
la alcahuetería complicidad paraser pena- 
da con arregloul delito principal. Siendo la 
mujer menor, el matrimonio se estimará 
como circunstancia agravante pára la pe- 
na de la tercera , y respegto de la acusa- 
ción, solamente al marido puede admitir- 
se á proponerla. 

28. La conservación de mozas para pros- 
tituirlas de que habla la ley de Partida, 
también es particular que debe tenerse 
presente en un reglamento de policía del 
ramo, limitándose esa policía á impedirlo, 
mientras se encuentre tolerada la prostitu- 
ción, sacando á aquellas desgraciadas del 
lugar en que van haciendo un aprendiza- 
je del vicio y colocándolas en un estable- . 
cimiento de Beneficencia, ú otra oasa hon- 
rada. 

29. El que facilite la casa para 1& con- 
sumación de un delito de castidad, debe 
ser abandonado como cómplice ¿el mismo. 

Y en cuanto al marido, bastante degrada- 
dado para prostituir á su mujer, la ley lo 
deja abandonado á su infamia, sin aumen- 
tar la desmoralización sacando al público 
su vileza, á menos que con ella se propor- 
cionen hechos de grave escándalo ó tras- 
cendencia, en cuyo caso será penado como 
los demás que se encuentran en semejan 
tes circunstancias, y tomándose en cionsi- 
deracion como agravante la existencia del 
matrimonio. Jj a ley civil no atiende á la 
mayor ó menor importancia del pecado 
cuyo castigo deja ámas alta justicia, sino 
al daño que del delito proviene á la causa 
pública ó á los particulares. 

30. En cuanto al que prostituye sus es- 
clavas pata hacer ganancia con ellas, jus- 
to es qu? se le prive del dominio de que 
hace tan mal uso, según lo dispone la ley 
de Partida, como también que se indemni- 
ce oon la libertad á la misma esclava por 
el peijuicio que de semejante manera se 
la ocasionó. 

31. En esta materia como en todas las 

demas penales deben tenerse presentes 
las circunstancias que agravan ó minoran 
la importancia del delito, y la diversidad 
de penas que son de imponerse á la clase 
blanca y á la de oolor, según se explicará 
en aquellos artículos. V. Circunstancias 
y Pbfas. R. Pifia . 
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AlBiIB« — El empleado publico que 
íiene á su cargo la custodiar dé los presas 
qb las cárceles. $in perjuicio de ocuparnos 
en otra, oportunidad de las atribuciones 
de estos funcionarios, de sus deberes y de 
las raras oondiciones j. requisitos que de- 
ben reunir en su* persona, cfue ha de ser 
tan severa cqmo dulce sin llegar nunca á 
la dureza* ó crueldad, ni á la blandura ó 
laxitud; limitaremos en lo» Anales de 
1856 nuestra tarea de dar. cuenta de *la 
línica ¿liscusiOn suscitada durante el tras- 
curso de ese afto con relación a las alcai- 
des; á- saber:" quien, tiene el derecho" dé; 
nolnbrar al de ía Cárcel de la Habana. * 

Solicitó el cónde de O-Reiíly, regidor 
alguácinnayor dél juntamiento detesta 
ciudad, que se declarase como prerogati-. 
va de su oficio efl nombramiento de alcai- 
de de la cáreel pubfica oon sujeción á bi 
aprobación y confirmacMon del Gobierno, 
fundándose eñ la condición 6. ? de su tí- 
tulo de alguacil, según- la cuahha de te- 
ner eh la cárcel pública la misma autori- 
dad que los alguaciles mayores han teni- 
do y debido tener, y todos los privilegios' 
que han gfizado y debido gozar. 

La ley 4. * , tít. 7, lib.^5. ° de la Recopi- 
lación cíe Indias permite ¿ los alguaciles 
mayores de las ciudades que puedan re- 
mover á sus tenientes y alcaides de las 
cárceles como lo pueden hacer los de las 
audiencias. JSi nada mas queresa hubiera 
habido que examinar, quizá podría haber- 
se sostenido la pretensión de O-Reiily; pe- 
ro hay otra mas exactamente aplicable al 
caso en cuestión quedes la 11, tít. 20, lib. 
39 


2. ° del mismo código, seguñ la cual los 
alguaciles mayores de las audiencias püe-* 
den remover todas las veces que les pare- 
ciere á los tenientes y alcaides que se les 
hubieren concedido, y poner otros en su . 
lugar, presentándolos primeramente á la 
audiencia, habiendo para ello causa legí- 
tima, á juicio del presidente y oidores. 

La* cárcel de la Habana no es hoy cár- 
cel de la ciudad como lo era cuando ad«* 
quirió el cqnde de O-Reilly su oficio de 
alguacil, es cárcel de la audiencia, ó cuan - 
do mas dé una y otra; y como la primera 
ley citada se refiere á las cárceles y á * l6s 
alguaciles máyores'de la ciudad, y la ley 
segunda a los alguaciles y cáróeles de las 
aüdienciaá; no siendo el* conde de O-Rei- 
lly alguacil mayor de la audiencia, cuyo * 
cargo hoy nó existe, es claro que carece 
del -derecho que reclamaba ó cuando mas 
que podrá exigir alguna intervención en 
el nombramiento y separación de los al- 
caides por la parte que de la cifl$#d jqipda 
tenor Ja cárcel dé la Habana. 

- -Réftonociósele ese derecho 'en el regla- 
mento aprobado por el Gobierno en 30 de 
Setiembre de 1853, concediéndole aquella b 
intervención como vocal perpétuo de ltf 
junta que tiene la atribución de hacer la* 
propuesta de alcaide; y hé aquíuna nue- 
va tase de la cuestión que altera notable- 
mente la legislación, indian^ pues se- 
gún el artículo 41, el nombramiento de 
los alcaides corresponde al Gobernador 
superior civil,, dejando á las juntas, (dé 
acuerdo con el vocal perpétuo alguacil 
mayor) la facultad de proponer sujeto idó- 

1856 
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neo en los térmicos que-.allí se indica. | * ALCAIDE MAYOR. 

. Basta leer opte artículo y eomf^t4tl<)£c4tt f» *>.-•'*■ #£ . .■> 

lo dispoesto por la legislación de Indias • 1. Funcionario d§l orden judicial que 
para convencerse da^qpe oB 6fe«to <|tuedat. feip »;»»' &pgo j^fifcpinistracion de jvis- 
ron disminuidas considerablemente las fa- tickv en un pequeño territorio respecto ár 
oultadea que sobre este particular tenia el todos tos. asuntos que la ley no atribuye 
alguacil mayor; pues existe pucha diferen- ¿Jueces especiales. Cónocidos de muy an- 
cia del derecho* de nombrar alcaide 'que le tiguojen todas las provincias.espafiolas de 
* concede la ley ¿la facultad de ihterve- ambo» hemisferios, fueron sustituidos en 
nir tola propuesta que le reconoce elar- la Península con* los jueces letrados de 
tículo 41 aol reglamento. Razones podero- primera instancia oreádos en 1885; pero 
§as de conveniencia pública que son fací- todavía subsisten en jas provincias nitra- 
les de comprender debieron motivar fa marinas, si bien r en la de Cuba y Puerto - 
variación acordada en este particular; así Rico han dejado de desempeñar funcio- 
.conjp las hubo en la Península para supai* nes municipales, por lo cual podia sin in- 
^ mrr los oficios de alguacil mayor por con- conveniente suprimírseles la denomina- 
siderarlos innecesarios* perjudiciales ¿ la oion de alcalde á la que mas propiamente 
mejor y mas pronta administración de va aneja la idea de municipio, qu^dándo- 
justicia y al buen servicio público; y en les la otra que también tien$á;4é juez 
defecto es demasiado importante la facul- departido qüe^á propio intento se consig- 
tad de nombrar alcaide para que pueda hó en el artículo^ 16 de la Real cédula ae 
desprenderse de ella el Gobierno, máxime 30 de Enero de i 855, para que el -cambio 
tratándose de una cárcel que contiene y pueda realizarse naturalmente y por sí so- 
puede contener pTesos de la mayor gra- lo. En juezde partido Volveremos ¿ 
vedad. ocuparnos de estosfumhanarios, de los cua- 

Pubiicado y puesto en vigor ese regla- les no puede menos de tratarse ademas en 
mentó en toda la Isla, sin que hasta fa fe- otros muchos artículos de éste *dicciona- 
«cha haya hecho reclamación alguna con- rio. V. abases dé . 1856, adminisTiía-' 
tra su artículo 41 el alguacil, mayor {leí cion de justicia pág.. 78, 82, y siguien- 
ayuntamiento de la Habana, carece 6ste de tes:— ídem de 1856, pág. 16! y 162., 
la facultad de nombrar alcaide, quedando* Z En 25 de Mayo de 1866, se declaré 
su derecho limitado al de intervenir en la~»<fue* los alcaldes* mayores de la Habana 
propuesta. ** * son asesores natos del Gobernador político 

Dedo expuesto se deduce también que 3e la ciudad, como los denlas lo son de la 
están derogadas las leyes citadás 11, til. autoridad superior gubernativa fiel* puc- 
ü 20, lib, 2. ° y 4. * , tít. 7, lib. 6 de la Re- blo en qué residan, coñforme á la atribu- 
copilacion de Indias que concedían á los al- oion 6. " v del artículo 20 de la Real cédula 
guaciles mayores la facultad de nombrar de 1855, cuya resolución fue aprobada 
y remover los alcaides de las cárceles. por Real orden de o de Marzo 1857. Pro 
• . % , I djíjola un oficio dirigido al Sr. Gobernn- 

llfllttt — Funcionario que con el cu- dor presidente por- el Gobernador políti- 
rácter de administrador del ptreblo ó de co dé estp, ciudad, quejándose de qúe ef 
juez ordinario ejerce las atpbucioríeS que alcalde mayor primero de 4a misma no 
la ley le confia eü la esfera de la admi- había querido evacuar una consulta que 
. nistracion municipal ó en la judicial. le había pedido, fundando su negativa en 
• Divídanse los alcaldes de Cuba en dos el párrafo 6. ° del artículo citado. Dicha 
clases ó categorías, ordinarios 6 legps, y disposición coloca entre las atribuciones 
mtoyores 6 letrados; aquellos corresponden de los jueces de partido de Ultramar la de 
principalmente al órden administrativo y evacuar con arreglo» lo dispuesto eu la 
en segundo ¿término al órden judicial: es- Real cédula de que forma parte, las con* 
tos son funcionarios casi exclusivamente sultasque en asuntos de gobierno les pi* 
judiciales, aunque tienen algunas atribu- diese la autoridad superior, gubernativa 

# ciones administrativas. De unos y otros de la que serán asesoreá natos. Induda-^ 

# vamos á ocupamos en los dos artículos si- blemente ha surgido esta dificultad de la 

guieutos: palabra superior que se encuentra en di» 
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oho párrafo; pero- hay razones muy pode- 
rosas para notarle la interpretación que 
le dié el alcalde mayor primero de la Ha- 
bana. En primer lugar el artículo veinte 
comprende á todós ios jueces de partido 
de Ultramar, y es sir (¿jeto marcar las 
atribuciones que á dichos funcionarios 
corresponden; de consiguiente en este ar- 
tículo se bailan comprendidos del mismo 
modo los alcaldes mayores de la Habana, 
que son de término como todos los de- 
mas, sean de ascenso ó de entrada, auienes 
evacúan las consultas que Jes piden los 
respectivos gobernadores y tenientes go- 
bernadores. En segundo lugar establecido- 
nuevamente el Gobierno político de la 
Habana con algunas de las atribuciones 
que antes correspondían inmediatamente 
al Sr^Gobernador presidente, nada mas 
natural y justo que ^1 que én los casos 
necesarios *sea consultado el Gobernador 
político por, un alcalde ntayor como lo 
era antes aquel en los mismos casos y 
negocié pües de esta manera tendrán 
mayor acierto las providencias que dic- 
te la nueva autoridad; y sería absurdo 
privarle de \m‘ consejo, que tienen to- 
aos los demas gobernadores y tenien- 
tes, gobernadores de 4a Isla. En tercer 
luga,r emprendiendo el Artículo vein- 
te, como JWftes, se. ha dicho, á todos los 
jueqetfde partido de Ultramar’ no puede 
menos de reconooeráe que la autoridad 
superior gubernativa de qué habla el pár- 
rafo 6. ° , es lá local ó sea la de loa. te- 
nientes gobernadores y gobernadores, 
siendo esta también la locución que se usa 
en la" Península, donde se denomina Go- 
bierno superior político el de los gober- 
nadores ae las^ provincias. Estas nieron. 
las ra^oües en que la Audiencia se apoyé 
para propon^r y S. M. para declarar que 
deben los fdoalaes mayores* de la Habana 
evacuar las consultas que les pida el Go- 
b erosión político de la misma con arre*' 
gló si párrafo 6. ° del artículo 20 de Ja 
ítes^ ¿¿dula de 1855. 

& Otra cuestión se ha suscitado en el 
tra^em^o .del año de 1856 que mero* 

* •cu/qn lugar en este artículo; es á ea- 
brf* r si los alcaldes mayores deben pres- 
tar anteáqe entrar á desempeñar sus 
cargoseas fianzas legas/ llanas y abo- 
nadas que la ley 9, lib. 5. ° , tít. 2. ° de la 
Recopilación de Indias exigía á loá go- 


bernadores, corregidores y alcaldes mayo- 
res para responder del juicio de pendencia ' 

y. por lo que toca á la Real Hacienda 
y cajas de comunidades conforme á las le- . 
yes de Castilla. Hay ademasen el codi 
go indiano otras dos leyes sobre el mis- 
mo asunto, á jaaber. la Ó4, tít, 6. ° , lib* 
6.°, según la' cual dichos funcionarios 
soh obligados á dar fianza de pagar 
loe rezagos de tributos de "indios que en 
su tiempo se (¿usaren; y la 19, lib. 7. ° , 
tít. 1. ° , que manda á los vireyes y gober- 
nadores cuando 'nombraren algún Oidor u 
otra pei^ona por visitador ó juez para ne- 
gocios de su distrito qup giiakden al /lar 
fianza las leyear y ordenanzas Reales de 
Rastillareis a que excedan de su conteni- 
do; pero el objeto de estas* leyes, demos- 
trado claramente en su letra, es el de que 
los alcaldes mayores ofrezcan garantías 
para responder al juicio de residencia y á 
la Real Hacienda de los derechos que de 
su pertenencia puedan percibir, nó ha- 
biéndose hecho sobre este particular mas 
que extender á los. dominios de Ultramar . 
lo dispuesto sobre funcionarios de la mis- 
ma clase en las leyes generales del Reino. 

No existiendo en el día el juicio de resi- 
dencia para los alcaldes mayores, ni per- 
cibiendo los mismos cantidad alguna que 
pertenezca al Estado, hallándose limita- 
das sus atribuciones á las que están dota • 
liadas en el artículo 20 de m Real cédula 
ya citada*y # disponiéndosé en ¿1 19, lo que 
deberán practicar antes de empezar á 
ejercer su oficio; deben considerarse oe- 
ducadas ó abolidas las* leyes oitadas, y á 
los alcaldes mayores de la isla de Cuba 
exefito de prestar fianza para desempe- 
ñar sus cargos. Así -lo consultó la Real 
Audiencia Pretorial en 7 de Abril de 
1856, y así ha quedado resuelto para lo 
sucesivo.. - " 

Pábte kegislativA. 

• • 

Decreto del Gtóbierno de 25 de Mayo de 
IBM, declarando que lo* alcalde* mayare* 
de la Habana *on a*e*ore* nato* del go- 
bernador político de la mi*ma . 

Illmo. Sr. — Con esta fecha he tenido 
por conveniente dictar el decreto si- ' 
guíente: 

“Visto el expediente instruido á conse- 
cuencia de haberse negado el alcalde ma- 
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yor primero de la ¿abana á emitir un 
voto consultivo que le fué pedido por el 
Gobernador político de esta ciudad en un 
asunto propio 4 de sus atribuciones, fun- 
dándose en que* con arreglo á las dispo- 
siciones vigentes tan solo le competía emi- 
tir su díctámea en los asuptos^que le fue- 
sen pasados al efecto por el Gobernador 
Capitán general. — Visto el artículo 20, 

E írrafo 6. & de’ la Real cédula de 80 de 
ne.ro de 1855, según el cual corresponde 
á los alcaldes mayores jueces de pacido 
de esta Isla, evacuar con 'arreglo á lo dis- 
puesto en aquella misma soberaná dispo- 
sición, las consultas que en asuntos de go- 
bierno les pidiere la autoridad superior 
gubernativa de la que serán asesores na- 
tos. — Considerando, primero, "que la auto- 
ridad á que se refiere el artículo y párra- 
fo citados no puede ser otra que la supe- 
. rior local del partido donde el funcionario 
judicial de que se trata ejerza sus rimoio- 
nes.— 2. ° : Que si restringiendo el sentido 
del expresado párrafo se supusiere, como 
.hizo al parecer el funcionario judicial re- 
ferido, qúe los alcaldes mayores de esta 
ciudad tan solo son asesores del Goberna- 
dor Capitán general, por ser la autoridad 
superior enrolla residente; resultaría, que 
mientras esta tendría dentro de un mismo 
orden de la administración pública dos 
clases de consultores, el Real Acuerdo y 
los alcaldes mayores (lo cual seria opues- 
to á las _ reglas de orden gerárquico que 
constituye una de las bases ele dicha Real 
cédula), el Gobernador político de la Ha- 
bana se vería privado de asesor en todos 
los casos, lo cual nó puede considerarse 
dentro del espíritu de la misma Real* cé- 
dula por ser aquella autoridad. Ta que en- 
tre las de su clase tiene *mas necesidad de 
una razonada y cabal ilustración en ' los 
graves asuntos gubernativos que frecuen- 
temente se someten á su Tesolucion. — He 
tenido por conveniente dcclancr á reserva 
* de dar ^ cuenta á S. M. para , sujiprobácion 
y de conformidad coii cl parecer, del Real 
Acuerdo, que los alcaldes mayores .de esta 
capital son asesores del Gobernador polí- 
tico de la* misma, el cual deberá pedirles 
su dictámen eu los negocios en que por su 
* índole ó gravedad lo estime del caso.— Lo 
jque comunico á V. S. Illma. para conoci- 
miento del Real Acuerdo y para que se 
sirva trasladarlo á jos Sres. alcaldes ma- 


ores de esta capitaWDios guarde á V. S. # 
lima, muchos años. — Habana 25 de Ma- 
o de 1856. — José de la (SftcAa*— r-Ilbno. 
r. Regente dé la Real Audiencia Preto- 
rial.” 

R. O. de b.de Julio de 1856, suprimien- 
do la 9 atribuciones administrativas de¿ los 
alcaldes mayores. 

Gobierno, Capitanía' general Superin- 
tendencia delegada de Hacienda de la 
siempre fiel* jsla de Cúbaw — Secretaría de 
Gobierno.— Elevada á la aprobación de 
S. M. por conducto del Ministerio de Es- 
tado la disposición Hada por este Gobierno 
con fecha 29 de Diciembre último, orde- 
nando que los alcaldes mayores de la Isla 
cesen de formar parte de los ayuntamien- 
tos y en la presidencia de los espectáculos 
públicos, declarandc^que esta atribución 
correspondería en adelante á la autoridad 
local y en delegación suya á los alcaldes 
ordinarios, regidores 6 individuos nom- 
brados para ejercer las funciones de juez 
de paz respectivamente, y determinando 
el lugar que en lo sucesivo han de ocupan 
los referidos alcaldes mayores en las fies* 
tas de* tabla y actos de Ceremonia, ha re- 
caído la siguí opte Real orden que me ha- 
sido comunicada por el Ministerio de Gra ; - 
cia. y Justicia con fQclia-6 de Julio último* * 
#, ‘Excmo‘. Sr. — He fiado cuenta 4 la Reí 
ná de la -comunicación de V. E. de 16 de 
Enero de este afio, en la que sometió á la 
Rea! aprobación las disposicioncs.de su 
decreto de 29 de -Diciembre de 1855 (l) 
süprimiendo ; de acuerdo con. el dictámen* 
de la Audiencia Pretorial, las atribucio- 
nes (1 q los alcaldes mayores de esa Isla en 
asuntos propios de la administración; y 
persuadida S. M. de que dichas disposicio- 
nes se hallan en perfecta consonancia con 
las de la Real céaula de 30 de Enero del 
expresado año de 55 sobre organización y 
atribuciones de * los juzgados y tribuna- 
les de Ultramar; de conformidad con lo 
informado sobre el particular por la Sala 
de Indias del Tribunal supremo de jus- 
ticia, ha tenido á bien aprobarlas. De Real^ . 
orden lo participo á V. E. para su cono- 
cimiento y demas efectos.” — Habana 18 de 
Agosto de 1856. — José de la Concha . 

(1» .El Úeeretu aprobado véase en loa Anilles 
4e 1855, artículo alcalde matok. 
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Ré O. de 5 de Marzo ¿fe 1 £57, aproban- 
do discreto del Gobierno, que'declara álo*\ 
alcalde*, mayare* de la Habana asesores 
del Goberrtador poRtico. 

Por el Ministerio de Estado y .Ultramar 
se comunica á este Gobierno superior ci- 
vil la Real orden siguiente: 

. Primera secretaria^ de Estado. — Ultra- 
mar. — Núm. 72. — Exento. Sr.— De con- 
formidad con lo consultado por el Tri- 
bunal supremo de Justicia en su Sala de 
Indias, la Reina (Q. D. G.) ha tenido á 
bien aprobary confirmar el. decreto expe- 
dido por Y. E. en 25 de Mayo último, de- 
clarando que los alcaldes mayores de la 
Habana son asesores natos, del Gobierno 


S olítico de. la misnia capital, y asimismo 
isponer que en los pocos casos en que 
Y. E. y sus sucesores tengan necesidad 
de asesorarse con uno de los expresados 
jueces puedan designar al efecto el qtie dé 
ellos estimen mas conveniente siempre que 
no hubiese emitido yá dictámen en el 
mismo asunto: á consulta del Gobernador 
político local. De Real órden. lo digo á 
■V. E. para su conocimiento y efectos-cor- 
respondientes. — Dios guarde á V. E. mu- 
chos años.-r-Madrid 5 de Marzo de JL857. 
- — Pidal.— Sr. Gobernador Capitán gene- 
ral de la isla de Cuba. 

* Habaha 25 de Mayo de 1857. — Concha . 
> (G. déla H. del 28 de Mayo.) 
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ALBiQIE ORDINARIO. — Llámase así el 

funcionario que en virtud.del cargo con-, 
cejil que desempeña, , ejerce atribuciones 
gubernativas y judiciales. . 

Esta 'definición revela que los alcaldes 
ordinarios tienen el doblé carácter de a-» 
gentes administrativos y de jueces. Bajo 
. el primer punto de vista figuran en la or- 
ganización administrativa del pais, y nos 
hemos ocupadó de ellos al tratar de la AD- 
MINISTRACION MUNICIPAL. Bajo el segun- 
' dor punto dé vista, esto es, considerándolos 
•como jueces en virtud de las funciones 
que como tales desempeñan, ya lo hicimos 

* en el artículo administración de justi- 

* 


cía, á cuyo órden pertenecen, reser vándo, 
nos hacerlo mas extensamente en el artfcr 

¿culo JUEZ LOCAL. \ 

l Suprimidas por Real órden de. 5 de Ju- 
lio de 1856 las atribuciones administrati- 
vas de los alcaldes mayores, una de las 
cuales era la presidencia de los ayunta- 
mientos e¿ ausencia de los gobernadoras 
ó tenientes, corresponde hoy dicha vice- 
presidencia á los alcaldes ordinarios. 

- Hay én la islade Cuba 22 alcaldes or- 
dinários de primera elección, y 22.de'se- 
¡-gunda encada uno delés 22 - ayuntamien- 
¡ tos que cuenta, y habiendo ademas en oa- 
1 da una denlas 1Ó juntas municipales otros 


r 
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tantos jueces de paz, que desempeñan las rías. Sus oficiales, sus emolumento^ y sus 
mismas funciones que los alcaldes, sepue* trabajos se comprenden en el siguiente 
de decir que existen 54 alcaldías ordina- . 

ESTADO del numero de juicios y diligencias practicadas en las alcaldías ordinarias 
de la Isla durante los seis años-de 1851 á 1856 inclusive , con expresión dé los emol u - 
mentes percibidos , multas impuestas , y papeleteros y alguaciles que eañstián en 1* ° 
de Enero d& 1857. - . *- * 
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. RESUMEN DEL DINERO. 

Emolumentos de juicios, de ci- 
taciones' <&c % 31,623 3 

. Multas impuestas por rebeldía. 5,678 7 

Emolumentos de afctos verba- 
les &«.. .. 30,564 3^ 

Mqltas impuestas • 123. 1 

Emolumentos de otras diligen- % * 
cías &e. . . 7,068 7¿ 


Total :$ 75,058 6 


Corresponden ¿cada año 12,509 6¿ 


ALCALDIA MAY®.— El juzgado ordi- 1 
nario de partido *en Ultramar, compuesto ¡ 
de el juez, el promotor fiscal, el ó los es ¡ 
críbanos, el oficial papeletero, y el ó los 
alg uaciles.— El cargo, oficio u empleo de 
tfKramar, que corresponde al dé juez de j 

S riméra instancia en -la Península. — El 
jstrito ó término eaxjue dicho funciona* 
rio ejerce su jurisdiccioik 
En Cuba hay * 

5 alcaldías mayores de término. 

* 6 idem de ascenso y ’* 

21 idem de entrada. 

82 * * 

. Sus, nombres, sueldos y límites se ex: 
p&oatoq en los anales de 1856, ADMI- 
NISTRACION' 'd¿ JUSTICIA. Y. "ALCALDE 

mayos* 1368. . - • - 


-• ALÉAIOTA ®DttABIA.-El juzgador 
de paz y de demandas verbales. — El car- 
: godel alcalde municipal ..V. Alcalde or- 
! din ario. % •' \ u 

| Estando sometida' á la aprobación sobe- 
rana la organización definitiva de estos 
juzgados, cuyo presupuesto importa 

por material .* . . . \ . . / 8,100 . 
pbr personal .*...... 33.050 

- — *■ r 

» en j unto. J • 41,150$ 

anuales, de cuyo gasto se indemnizará la 
Real Hacienda cobrando en sellos judi- 
ciales ó en papel sellado los derechos de 
los curiales, nos abstenemos por ahora de 
entrar en pormenores sobre este asunto 
ínterin no descienda lar resolución opor- 
tuna. * : . 


ALBAHCK.-7 haLee. 

ALM ATBl— v - alegación. 

\ ALB8A6I0V. — Sogun los ilustrados re- 
dactores de la Enciclopedia de Derecho, 
es la exposición verbal ó escrita, ordenada 
según las réglas del foro, de las razones y 
fundamentos con que procuramos demos- 
trar en un juicio nuestro derecho, 6 com- 
batimos el contrario. La alegación 6 es otsA 
y entonces se suele llamar informe 6 defen-' 
I a invoce; 6 es escrita y entonces se llama- 
irfórrMocion m derecho cuando se imprime, 
6 alegato cuando se nMuitHfcribe. 
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Las alegaciones ó informaciones en de- 
recho se usan pocas veoes, y estas sola- 
mente ante los tribunales superiores. Para 
escribirlas é imprimirlas se necesita per- 
miso de la Sala, el cual concedido á una 
de las partes litigantes se entiende igual- 
mente ótorgadoálasdemasáquienes apro- 
vecha el término al efecto designado. Es- 
tas informaciones, para que correspondan 
á su objeto deben, ser un tratado especial, 
científico, y redactado en forma magistral, 
en el que se plantean y resuelven todas 
las cuestiones de hecho y de derecho que 
la causa abraza; á diferencia de los alega- 
tos, que son. un memorial en que se expo- 
nen respetuosamente á los tribunales d 
jueces las razones en que cada litigante 
apoya su derecho, analizando para ello 
los hechos en que se funda. El alegato en 
fin es, y basta que sea la obra del aboga- 
do, según nniy acertadamente dice la En- 
ciclopedia citada: la alegación en derecho 
es jiiMkstrr «pie sea la del jurisconsulto. 

Hay dos clases de alegatos: el que se 
hace eu primera instancia después de la 
prueba con el objeto «le analizarla y pre- 
sentarla bajo el punto de vista mas con- 
veniente para el litigante que lo produce, 
por lo cual ae llama alegato de bien proba- 
dr % y el que se presenta en la segunda co- 
nocido con el nombre de expresión de ar/ra - 
vio» para exponer y demostrar los que el 
litigante que ha apelado^ supone haberle 
irroga lo la sentencia de* quer se alzó. El 
escrito én.que se contesta la expresión de 
agravio* adbyahdo la sentencia apelada, 
laminen de pe < >tar comprendida bajo la 
palabra genérica alegato. 

El título 14 del lib. ll'de la Nov. Rec. 
trata de los alegatos é informaciones en 
derecho. La primera ley que contiene, he- 
día en los años de 1387 y 1476 prohíbe 
a los abogados, partes v procuradores dis- 
putar, mandándoles cefiirse á poner el he- 
cho en razones concisas, y antes déla sen- 
tencia informar al juez de palabra ó por 
escrito alegando leyes y decretos, é impo- 
ne á los contraventores una multa de 600 
maravedís. La ley segunda que es una 
j sigmática de 1617, mandada cumplir por 
< i n auto acordado del Consejo de 11 de Fe- 
brero del mismo año, y otros de 19 de E- 
nero de 1624, prohibe presentar en una 
instancia mas que dos informaciones en 
derecho por cada parte, y limita á 20 ho- 


jas la extensión de la primera y á 12 la de 
la segunda. Otro auto acordado de 2 dé Oc- 
tubre de 1679 prohibe á los relatoreáque 
reciban informaciones en derecho * con 
mas pliegos que los prescritos por la ley 
del Reino. Por último la tercera, que 
se tomó de otro autp acordado de -5 de Di- 
ciembre de 1725 y respuesta á consulta de 
18 del mismo mes del año 1804, lamen- 
tándose, siempre de* que con las alegacio- %. 
nes difusas se perjudica á los litigantes en 
sus intereses, dispone se observen las le- 
yes anteriores y autos acordados consi-, 
guiantes á ellas, expresando también los 
requisitos que son necesarios para pedir . 
licencia con objeto de imprimir dichas ale-' 
gaciones. • 

Desgraciadamente estas leyes no siem- . 
pre sehan observado rigorosamente, vién- 
dose con repetición extensísimos ^legatos 
que’ perjudicando á los litigantes en sus 
intereses, embarazan la administración de 
justicia ocupando inútilmente la atención 
de los encargados de administrarla. 

La Real Audiencia Pretorial ha recor- 
dado y exigido repetidas véces el cumpli- 
miento de las leyes antedichas, conside- 
rando que sin perjudicar á ki defensa de 
los interesados, antes bien haciéndola mas 
concluyente con la concisión de los razona- 
mientos, podían haberse redactado en mu- 
cho menor número de hojas los alegatos 
que ocasiQnaron las resoluciones á que alu- 
dimos. Bueno fuera que los jueces no las 
echáran en olvido y que los letrados tu- * 
viesen presente que los trabajos del enten? 
dimiento, inapreciables en sí mismos, como* 
lo reconoce el arancel, no pueden ni deben ' 
valorarse en razón directa de la extensión . 
que se les dé al reducirlos á escrito; antes 
por el contrario que es mücho mas aprecia- 
ble,' que vale mucho mas, porque causa 
mas efecto y produce la convicción mas fá- 
cilmente, un escrito conciso del que pueda 
sacarse con pocas supresiones una senten- 3 
cia bien fundada y favorable al. litigante, . 
en cuyo nombre se presenta; que otro di- 
fuso en el cual lo' verdaderamente útil se - 
halle envuelto y oscurecido por multitud 
de largos y numerosos periodos, no todos 
pertinentes. 

ALEVOSIA.—^* CIRCUNSTANCIAS. 
A1FEHE2.— Empleo militar, • el último • 
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de la clase de oficiales de caballería: el e- ! de dichos, colegios y escuelas y los que 
quivalente en infantería se llama subte- ! fueren licenciados o expulsados, de ningu- 
niente. - na manera podrán obtener él empleo de 

*En otra oportunidad nos ocuparemos subteniente ó alférez ett la Península ni 
de sus atribuciones, así como de los requi- en Ultramar, á menos que después de su 
sitos que se exigen para su nombramien- salida de aquellos establecimieiítos hubie- 
to y de todo lo demaa que constituye el ren ingresado en las filas y continuado la 
tratado especial del alférez. En 1856 uni: escala de las clases de. tropa, ó bien qUe 
comente se ha dictado con relación exclu- tratándose dé Ultramar exista la necesi- 
* siya á esta clase la Rehl orden siguiente: dad expresada en el artículo 5. ° del dicho 

Real decreto y se hallen en alguna de las 
R. O. de 16 de Abril de 1 856 , rept ódu- seis situaciones explicadas én el mismo ar- 
ciendojconfirnpindo y mandando observar tículo; y finalmente que si por ocultación 
él R . U.'tíe 24 de Mayo de 1853 , declaman- de la procedencia en los recursos que di- 
. do nulos lo* empleos de subtenientes 6 al- ! rijan á S. M*. 6 por otras causas que de 

• * f éreles otorgado* a cadetes licenciados 6^ cualquier modo pudieran hacerla ignorar 
expulsados ae lús Colegios, ciando por o - en el momento de otorgar los empleos, re- 

„ ctutacion ti otro motivo se ignorase m pro- sultare en lo sucesivo que 'algún cadete 
cadencia al concedérseles Tos empleos re/e - licenciado ó expulsado de los colegios, 
ndos. f haya obtenido el dé subteniente 6 alférez 

. . • para el ejército de la P^iínsula ó los de 

Ejército de Ultramar enCuba. — Sübins- Ultramar, se considere nulo y "de ningún 
peccion de infantería. — Quinta sección. — valor, suspendiendo la posesión los Direc- 
Cuárto negociado. — Circular. — ElExcmo. tores é Inspectores ó Capitanes generales, 
Sr. Capitán general en 29 de J unió próximo y dando cuenta inmediatamente a este M i - 
pasado me dice lo que sigue: * nisterio para que puesto en conocimiento 

‘“Excmo. Sr. — El Excmo. Sr. Ministro de S. M. resuelva lo que estime necesario, 
de la Guerra con fecha' 16 de Abril iilti- _De su Real prden lo digo a V. E. para 
mo me dice lo siguiente: — Exmo. Sr. — La su conocimiento y puntual cumplimiento. 
Reina (Q. D. G.) muy persuadida de qué —-Lo qué transcribo d Y. JS, con igual ob- 
si los colegios y escuelas militáres han jeto y demás fines 'correspondientes.” 
de dar los provechosos resultados 'para Y lo traslado á V. para la debida publi- 

que están-mstituidos, es indispensable que cidad en ése Cuerpo. — Dios guarde .á V. 
los jóvenes que en ellos se eduquen,' á la muchos años! Habana 8 de Julio de Í856. 
•par que tengan la completa seguridad del ' Manzano . 

logro de su carrera al terminar con apro- - \ 

-vechamiento los estudios y plazos que El R. D. de 24 de Mayo de 1853, <n/y« 
‘marcan los respectivos reglamentos,' se observancia se previene, dice lo siguiente: 
hallen también en la íntima persuacion de • ' , 

que nojxnlrán conseguirla si les faltase Atendiendo á las razones que me ha 
cualquiera de dichos requisitos, «e ha dig- expuesto el Ministro de ía Güerra, vengo 
nado S. M. en primer lugar, reprodücir, en decretar lo siguiente: 
confirmar y mandar se observe escrúpulo- Artículo 1. ° Las vacantes de subte 
sámente, cuanto con respecto á los empleos nientes j alféreces que en lo sucesivo re- 

* de subteniente y alférez para Ultramar sultenen los regimientos de infantería y 
^contiene el Real decreto ae 24 dé Mayo caballería que guarnecen las islas de Puer- 

de 1853: que por regla general tanto para to-Éico, Cuba y Filipinas, ya sean produ- 
-los ejércitos de aquellos 'dominios como cidas pór fallecimiento, retiro, venida á 
para el de la Península, no poará. llegarse España de individuos que hayan servido 
al referido empleo sino por los trámites de en aquellos dominios el plazo de seis años, 

. los colegios ó por las clases de tropa según ó por cualquier otro motivo,, se provee* 

' . expresan los reglamentos orgánicos y se- rán por iguales partes entre el ejército de 
gun previene el citado Real decreto; en cu- la Península y el de Ultramar, 
ya consecuencia, los cadetes ó alumnos que Art. 2. ° Todas las vacantes de snbte- 

ppr voluntad ó interés propio se separen! tenientes y alféreces que ocurran en ade- 
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lantfe jpor vénida á ÍJnropa de individuos, 1 
que séá cual fuere la causa, no hayan cum- 
plido en Ultramar los seis años de servi- 
cio expresados anteriormente, serán reem- 
plazadas por el ejército de la Península. 

Art. 8. ® Las vacantes que con suje ¿ 
cion á k> prevenido en los artículos pre- 
cedentes corresponden aT ejército de la Pe* 
nfnsula, se. proveerán en subtenientes e- 
féctivos del mismo qüe lo soliciten, y en: 
su defecto en sargentos primeros que á sus 
buenas circunstancias reúnan la de coñ- 
tar por lo menos dos arlos de efectividad 
en su empleo. 

Art. 4. k (jSfe refiere & Filipinas ). 

Art. 5. ° Cuando por accidentes im- 
previstos feltáeen subtenientes y sargentos 
pitafenos “que quisieren pasar del Ejército 
dé lá PenfnSqlá á los de Ultramar, me re- 
servo cottéédér el empleo de subteniente 
yalBSrfdfc f 

Primero. A lós huérfanos de padre y 
madre* cuando aquel haya muerto en ac- 
gueTfa 6 por consecuencia de he- 
iák£iredbfdá&en ella, 

o, A los que lo son únicamente 
t én el mismo concepto. 

Petvero. A los que se encuentran en el 
o dél<fc primeaos, y cuyo padre hubie- 
reftfléeido sirviendo activamente en el 
ef&éitb. 

Cuarto. A los que se hallen en la 
ma situación viviendo la madre. 

Quinto . A los hijos de militare^ cuyos 
padres hubiesen tenido que retirarse del 
servicio por inutilidad adquirida en él, ya 
permanezcan en esta situación ó hayan 
fidlecido, acreditando en uno. y otro caso 
que no pertenecen ni pertenecieron á ótra 
carrera. 

Sexto. A los huérfanos de personas be- 
neméritas por. servicios importantes pres- 
tadora! Estado ó que hayan desempefia- 
do^losprhnsroe destinos, como Ministro^ 
sdMra^asej^bs, Embajadores ó Togados, 
ttóosdos comprendidos en estas reglas 
deberán acreditar sus circunstancias; su- 
Mrexámen de aptitud^ v justificar que no 

Í rueden costear su subsistencia en los cq- 
egios^y r^ademias militares, por donde, 6 
por la clase de tropa, se debe entrar preci- 
samente en la carrera dé las armas. 

Art^ 6 ° Ningún ipd^vidup. ppdrá ob- 
tener «Jo sucesivo empleo ni , grado de 
milicias de Ultramar, ni de las provincia- 
40 


mis- 


les de Canarias, sino en virtud de propues- 
ta délos Capitanes generales, formada oon 
sujeción á reglamento y órdenes vigentes, 
que merezca mi Real aprobación. 

Art. 7. ^ Los grados y empleos que al- 
gunos individuos han obtenido por gra- 
cias especiales sin servirlos en ninguno de 
los Cuerpos de su instituto, ni residir en 
las islas en que estos se hallen estableci- 
dos, se considerarán- puramente honorífi- 
cos, sin ejemplar ulterior, y sin ninguno 
de los goces militares dispensados por los 
reglamentos vigentes. 

Art. 8. ° Los Capitanes generales, Ins- 
pectores y Directores generales de las ar- 
mas é institutos del ejército, no darán 
curso á ninguna instancia que se presente 
en solicitud de los mencionados grados y 
empleos, siempre que en los aspirantes no 
concurran las circunstancias prefijadas en 
éste decreto. 

áJABBfilf. 

1. Enel artículo aobiculturasc ha ex 

puesto la importancia de este producto en 
la isla de Cuba: lá expontaheidad con que 
crece esa planta que ya encontraron los 
europeos entas Antillas á su deecubrimien 
to, y la demanda que en los países manu- 
factureros obtiene este rengloh, recomien- 
dan eficazmente el fomento de su cultivo 
para el cual se ha proyectado una gran 
sociedad anónima que aun no se ha consti- 
tuido en los momentos en que este artícu- 
lo se escribe. Se ha sostenido por algu- 
nos botánicos que el algodón no es indíge- 
no de América, y entre otros Thibaut de 
Bernaud da por razón de sur aserto que 
en ella no aura el árbol mas que* tres 
afios: que en el primero produce 50: capu- 
llos, que en el segundo da mas de 200, 
excede de 600 600 en el tercero, y al 

cuarto se esteriliza produciendo un mal 
algodom Peroel dato es inexacto; en la isla 
de Cuba vive lozano elaígocton arbóreo 14 
y 16 años, y no se cultiva el anual en nin- 
guna de sus comarcas. Es por otra parte 
un hecho histórico que lo encontró Colon 
en Cuba. 

2. Itera vigorizar la planta, en loé al- 
godonales del departamento ‘ Oriental, k>s 
podan hasta la ajtura de 6 pulgadas so 
bre la superficie del terreno y retoñan con 
urocha fuerZa^Bn Haití los ingertaban lo» 

18£6 
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franceses en guásimas con lo que diami- 
nuian los estragos del insecto que perju- 
dica álos algodonales. Nosolosonmuchas 
las variedades del algodón, sino que en el 
comercio se conocen con este nombre otros 
productos que son distintos. El algodón de 
Mahot es sacado cíela (hibiscus, tiliáceus) 
majagua; el algodón de Mapou (bombax 
ceiba), es semejante á la lana de nuestra 
ceiba^v aun así se llaman otros productos 
de KeXmiaB . 

3. La madre patria consomé en sus fá- 
bricas una gran cantidad dealgodon, par- 
te del cual se remite de la isla de Cuba, y 
pudiera ser mucho mayor atendidas las 
ventajas del paispara su producción, pues 
cultivándose aquí varias especies del al- 
godón arbóreo (gosypium hirsutum) que 
no exige una continua replantacion, y des- 
conociéndose las heladas y otros inconve- 
nientes, pudiera aumentarse en mucha 
consideración. Apesar del poco interés 
con que han visto ios cubanos el cultivo 
del algodón consta de los trabajos de los 
algodoneros de Cataluña que parte de la 
rama introducida es de Cuba. Hé aquí el 
cálculo del Sr. Sagró en 1842. 

11,4:30* quintales de Motril. 

20,165f idem de Cuba. 

171,882 ídem extrangero. 

203,468*. , 


4: Se supusieron por la prensa perió- 
dica un tanto exagerados estos datos, pero 
ha venido ¿ confirmarlos en su totalidad 
el Gobierno en su estadística oficial; efec 
tivamente la Gaceta de Madrid ha publica^ 
do el producto.de la importación de los 
principales renglones del comercio (son 
67) y asigna al algodón Iqs siguientes gua- 
rismos: 

En 1865 — 372,930 quintales. 

•En 1856— -559,60o idem. 


Diferencia de mas 186,675. 


El valor de la rama introducida as- 
cendió á 149.748,812 reales de vellón. 

Esa extraordinaria prosperidad de la 
industria algodonera es la reproducción 
de lo sucedido en Inglaterra según los da- 


tos reunidos por el, Sr. D. José Canga Ar- 
guelles: en 1708 solo importó Inglaterra 
1.170,810 libras de algoaon en rama (1); 
de los periódicos publicados en el presen- 
te año resulta que en 1856 se han impor- 
tado 1.023,886,528 libras (2).: — El progre- 
so de la industria febril que esos guajis- , 
mos expresan demuestra que eii la evo- 
lución ae un siglo pudiera España com- 
petir .con Inglaterra en el ramo de tejidos; ( 
pero eso mismo confirma las ventajas de 
que Cuba fuera la proveedora principal: 
de la rama de algodón, ya que figura en 
sus importaciones á pesar de la indiferen- 
cia que haexpetimentadocon este cultivo. 
\ 5. Aunque en el artículo , agricuUisra , 
ya citado se ha dicho que elA^odon pre- 
senta una producción considera ole que allí 
se fijó en 133,885, no es esta sin duda toda la 
producción; en los sitios de labranza, en las 
estancias se cultivan algunos árbofes de 
esa útil planta que sirve para los usos do- 
mésticos: ellps dan lo suficiente para pá- 
bilos de las velas de cera de sus colmena- 
res; las motas necesarias para sus lámpa- 
ras, á que llaman mariposas, y las aplica- 
ciones medicinales. Esto es incalculable, y 
sin embargo no es insignificante. En 500 
mil libras calculó el Sr. Canga Arguelles 
el algodón empleado en bujías, lámpara? 
y faroles: el consumo domestico, aunque 
imperceptible parala estadística, debe te- 
nerse en cuenta en esté renglón de, los 
productos cubanos. / 

6. La Real Sociedad Económica se ocu- 
pó de fomentar los algodonales, para lo 
cual se habían dictado ya leves proteoto- 
toras desde que se promulgó la ordenanza 
de Intendentes de Nueva España tan fa- 
vorables al régimen de estos países: discu- 
tió sus ventajas, empleó la imprenta /en 
sus recomendaciones y encqntróen la In- 
tendencia el apoyo mas decidido. -Hubo 
una razón para que esos trabajos no frie- 
sen tan fructíferos como debia esperarse: 
ese escollo todavía no ae ha destruido d¿í 
todo: consiste en la índole de nuestra pro- 
ducción agrícola. Era poco consiguiente 
quepudiendo venderse el quintal de cafe 4 
20 pesos, comosucedia en el año 1818, sem. 
braran algodón que necesitaba, de un* 


(1 ) Dicciónario de Hacienda tomo í, pág. 66. 

(2) Boletín de la Prona de 17 de Agosto de 
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preparación mas embarazosa y que no Por el de la Habana arrobas 1276. 

producía la misma ventaja. Por esta misma Por el de Cuba arrobas 1247. 

razón hasta hoy todos los grandes capita 

les afluyen á los ingenios de fabricar azií 2523. 

car. En vano el amigo del pais D. Vicen- 

te Fernandez Tejeiro se empelló en de- Todas las cuales se han exportado para 
mostrar los peligros de otros cultivos su - puertos nacionales y en bandera también 
jetos á la moda, y aun la superioridad re- nacional. 

lativa y proporcional del algodón. (1) De Parte LEGISLATIVA, 

t rabajos fue sin embargo producto ] ) te 

cioso la circular que se copia mas adelan- 7. La legislación en este ramo de la 
te, elevada á ley por la Real orden que agricultura y comercio presenta una prué- 
le precede. Los datos que también reunió ba de la solicitud de la administración 
amparando los productos y determinan- para fomentarla. La introducción del cui- 
dóla producción, por lo que habia eetu- tivo del algodón en grandes Ancas en la 
diado en la Luisiana, aun son apreeiables tierra caliente de Méjico hizo que se le 
en todo lo que no sea referente á precios, consagrase una especial recomendación en 
De ellos resulta que una caballería de tier- la ordenanza de intendentes de N. E. co- 
< mbrada como en la Luisiana produ- mei va se indico: para la historia de la le- 
cé 48,000 libras de algodón. Tanto el pro- ¡ «nslacion que lia existido acerca de la isla 
ducto de lo tierra dedicada á algodonales de Cuba en especial, es muy interesante la 
fnmosu precio se ha exagerado reciente- circular que el Sr. Intendente D. Alejan- 
mente, pero en esos datos hay mucha varíe- dro Ramírez, de grata recordación, publi* 
L n hacendado de Cuba (2) lia inani- eó en 1818 á excitación de la Reai Socie- 
festado que una caballería de tierra da dad Económica. 

182 quintales; el Sr. Sagra y otros solo! 8. El artículo 62 de la Real ordenanza 
ni 'unen que produce 6,000 libras de al-jde Intendentes de 1786¿ recomienda efl- 
godon limpio (6): pero hay que advertir cazmente el cultivo en grande del algo- 
que el sistemade siembras de los algodo- don y dice: U Y para que este fruto (sigue) 
nales lia sido casi siempre mixto: que se el de la lana burda, fina y lavadas deque 
han puesto muy sen airados los árboles pa- ; trata la lev 2, tít. 18, lib. 4. °, y el caña- 
ra cosechar en sus intórvalos maizv otros mo v lino en cerro, é hilados, se traigan á 
granos, principalmente frijoles: todavía España como primeras material muy uti- 
parece exajeradoel cálculo de Fernandez les al comercio y fábricas nacionales, les 
Tejeiro, si bien diminuto el del hacendado concedo á todos la misma libertad de de- 
de Cuba si se compara con lo que sucede reclios en su salida y entrada por los 
en los Estados-Unidos, y sin embargo la puertos, que goza ya el algodón de mis 
producción ijtte daba el cultivo mixto á dominios de América.” Concuerda con es - 
que se refiere el Sr. Sagra es menos de la te artículo el 92 de la ordenanza deínten- 
tercera parte de lo que aquel supone. dentes de 1803. 

Estadística. R. arden de 6 de Eneróte 1819, con - 

tentiva de ja s gracias hechas por el Go- 
Ya se ha indicado en el número 6 la bierno al cultivo del algodón y otros fru - 
producción que se supone á los algodona- tes nuevos . ' 
íes de la isla de Cuba; en cuanto á la ex- 
portación, la Balanza meréantil de 1865 He* dado cuenta al Rey de la carta de 
da los siguientes números por los puertos Y. S. dé 21 de Julio último, número 767 
de la Isla que se expresan: en que da cuenta de la circular que ha 

expedido con el objeto de promover la 

(1) Memorias de la Real Sociedad Económica, agricultura y la población, partioularmen- 
nátóero 1818, pag. 20Q. te en el fomento del cultivo de algodón, 

(9) Documentos relativo» á la sociedad aaóiii- conformándose S. M. con el dictámen de 

B1 (3) d fi^ r pftue Ac. cíe Cuba tít. 2 ] pág. Contaduria general de Indias, se ha ser- 
189. * vido aprobar los seis artículos que com- 
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pren<fe sin otra varjkoian que la de acla- 
rarse el 6 . ° en los términos siguientes: 
“Que sean las gracias de los artículos 9 y 
10 de la Real cédula de 21 de Octubre de 
1817, extensivas á los habitantes antiguos 
de la isla de Cuba que hagan rompimien- 
tos nuevos y cultiven las eriales y baldías, 
principalmente en la parte Oriental de lá 
Isla, con destino precisamente al algodón 
y otros frutos nuevos, cuya cultura se ha- 
llaen las mismas.” Lo que de Real ój-den 
comunico a V. S. para inteligencia y satis- 
facción. Dios guarde á V. S. muchos años. 
Madrid 6 de Enero de 1819 . — Joü de 
Imaz. — Sr. Intendente de ejército de la 
Habana. 

CIRCULA* QUJ5 S£ APRUEBA. 

“En vista del apreciable discurso leído 
en la Real SociedaoEconómica de la Haba- 
na por su individuo espitan D.ViceUteFer- 
Tejeiro sobre l¿s utilidades del 
cultivo y beneficio del algodón, confor- 
mándome con los deseos del cuerpo pa- 
triótico, y mediante que no son bien cono- 
cidas las gracias y franquicias concedidas 
á este ramo, ge declara: 

1. ° Por Real decreto de 22 de No- 
viembre de 1792, dispensó S. M. de todos 
derechos, alcabalas y diezínos. pót tiempo 
de diez años, al algodón, calé y añil de 
las cosechas de esta Isla* En Real cédula 
particular de 20 de Octubre de 1800 se or- 
denó que la exención de derechos y diez- 
mos por los 10 ellos,, se entendiese y con- 
tase en cada hacienda de café, añil y al- 
godón, desde el en que su dueño recqjieee 
la primera cosecha, encargándose á esta 
Intendencia que señalase Tos tiempos de 
pagar las contribuciones, pasados los 10 
anos en que la planta diese el primer fru- 
to, y en la Real cédula general de 22 de 
Abril de 1804, para mayor fomento de la 
agricultura y comeroiode las idas de Cu- 
ba y Puerto-Rico, y 4o Jas provincias de 
Yucatán y Tierra-firme, quiso S. M. que 
sean perpétuas las gracias, que con dictá- 
men de su Consejo de estado concedió por 
10 años en el Redi decreto de 22 de No- 
viembre de 1792. 

2. p De consiguiente con arteg lo á 

dicha Real cédula de 1804, que en esta 
parte se halla en plena observancia el al- 
godón de cosecha de esta Isla, goza y de- 
be gbzar de pérpétua exencioh de diez - 1 
moe y de todos aerecbos- I 


8. ° Se extiende la *#fen^exeftgfen ; y 
libertad ¿ la extracción de esteaptículoén 
cualquiera bandera, por todos los puertos 
habilitados de k leía; y no solo ge enten- 
derá esta libertad de los derechos , (reales, 
sino también de los municipales y de'todo 
impuesto, cualquiera que sea su título ó 
destino. 

.4. ° Considerado eáteramocomo ¡nue- 
vo en la Isla, y de necesario fomento, go- 
zarán también de -entera libertad de dere- 
chos de entrada las máquinas, instrumen- 
tos y útiles de labor y de manufactura, que 
se destinen á las haciendas y plantíos do 
algodón, de esta fecha en adelante. 

5. ° La Real cédula de <21 de Octubre 
de 1817, en sus artículos 9 y 10 concede 
á los oolonoe, así españoles como extrau- 
geros, que serán libres por tiempo de quin- 
ce adiós, de la paga do diezmos de lea fru- 
tos que produjeren sus tierras; que cum- 
plido dicho término solo satisfarán el dos 
y medio por 100, que es el cuarto del 
diezmo: que gozarán ¿lela misma libertad 
del real derecho de alcabala en ,1a venta 
de sus frutos y efectos comerciables, por 
el propio tiempo, y después pagarán wlo 
el 2& por dentó. Y siendo conveniente y 
justo, que en estas exencionas, se com- 
prendan, no solo los colonos que nueva- 
mente se establezcan en esta Isla, sino 
también sus antiguos naturales y. habi- 
tantes que se dediquen ¿nuevos rompí 
mientes de tierras y al cultivo de los eria- 
les y baldíos, especUbnente con destino ul 
algodón y á otro cualquier ramo de nite 
va cultura, se suplicará áS. M. que así -se 
sirva declararlo expresamente para evitar 
dudas; y entretanto se entenderán con es- 
ta extensión y generalidad las expresadas 
gracias como se han entendido y aplicado 
por identidad de razón en la isla de Puer- 
to-Rico. 

6. ° En los repartimientos de tierras 
realengas, de que se está tratando, parti- 
cularmente en la parte Oriental de esta 
Islia, en virtud de la expresada Real cé- 
dula de 21 de Octubre de 1817, se aten- 
derá con especialidad á las que sean úti- 
les y propias para el algodón, y se dará 
la justa preferencia, sin perjuicio de ter- 
cero, á los que las pidan para dedioark» á 
este ramo, según está reoomendado en la 
ordenanza, efe Intendentes, y en otras so- 
beranas disposiciones. 
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Qomaftii f aes o iá l». famd e ric ias de Cu- 
fe* y PawtoJbtaeipe, * bus subdeiegscio- 
B68 y aduanas de este distrito y demas que 
convenga, pasándose ejemplares-a todas 
bwoÉetoríig de Real Harneada é insertán- 
'tioaa en k» -papeles pdbfcooe, y dándose 
cuenta á S. M. — H * 


-Habana 4 de Julio de 


1618 .” 


Real órden de 10 de Junio de 1B45 ce- 
muntrnSumerie Haekmdn á la lntenden- 
eia de tm ínkana, deekmamio que respec- 
to ála introducción en la Peninmdadelal- 
gedanjnOeadeeée de Amfrtca rige (a Real 
Árdemele Bdt Mstífode 1-834 y no tu de 24 
de Mayo de 184b. 

J&Xttmg. Sr. — El Sr. ministro de Ha- 
rneada diefe hoy al director ({eneral de 
aduiHM^ lo sigaiente:— Sedado ouenta á 
S. M. la Belna de la exposición en que 
varios comeyoiantea de la Habana se que- 
jan dolos peijuieioB que; van á seguirse á 
aquella marúa mercante, por la pequeña 
diféwaeiaque hay en loe conducciones en 
bandera nacional y extrangera, ú conse- 
cuencia de>la xeal árdea de 24 de Mayo 
dfel «fio anterior, circulada por esa direc- 
oion genendien , 27 de Noviembre del mis- 
mo y muy particol aumente en las de al- 
godón en rama; y S. M. teniendo presente 
lo informado por V. S. se fes a y ft fdfrsfo cfo- 
rar que dicha Real órden no se refiere al 
derecho que debe pagar á-s» ántrodycoion^ 
«1 algpdon en rama procedente de Améri- 
ca; respecto de cuyo artículo rige la Real 


Órden de 6 de Mayo de 1834 á oonsecuem 
cia de lo dispuesto en el adicional á la ley 
deeduanas y aranceles dfe 9 de Julio 1841. 
— He Real orden lo digo á V. S. para su 
conocimiento y efectos consiguientes á su 
cumplimiento. 

Real órden de 28 de Mayo de 1846, co- 
municada á la Intendencia le la Habana, 
modificando lo» derecho» que adeuda el al- 
godón á tu ingreso en la Península. 

“Habiendo hecho presente A este minis- 
terio la <firyoqion general de aduanas y 
aranceles, los grandes inconvenientes que 
poKráihora resultarían dé llevarse á puro 
y debido efecto le diapuésijflen Real órden 
de 28 de, Mayo último sobre. los derechos 
de entrada que según ella habían de satis- 


facer los algodones eh rama, «egun aus. res- 
pectivas procedencias, se ha dignado enau 
virtud mandar la Reina (Q. D. G.), que 
quedando al presente derogada cheba re- 
solución se cumplan en su lugar las dis- 
posiciones siguientes: 

1. * El algodón de puntos y colonias 
extrangeras, que no sean puntos 4e pro- 
ducción, continuará pagando el derecho 
que actualmente satisfaoe: 

2. " El' que venga directamente de 

puntos extrangeros de producción, pagará 
en las aduanas de la Península el 5 por 
100 sobre el avalúo de 256 rs. vellón 
quintal: . 

3. a Si algún buque arribaseála-ljU- 
baña ó Puerto-Rico y pidiese depósito sin 
descargar, se Je oonoederá, pagando según 
reglamento, 1 por 100 de entraday otro 
de salida, y en el puerto de su destino en 
la Península, el 3 por 100 que hasta ahe- 
ra Se le ha exigido: 

4. 05 El algodón procedente de nues- 
tras posesiones ultramarinas, y de propia 
producción continuará pagando lo que en 
el día satisfaoe: 


5. 80 


Las reglas precedentes se refie- 
ren Solo á la conducción del algodón, en 
bandera nacional, pues respecto de la ex- 
trangera se seguirán observando las que 
actualmente rigen, y pagándose los dere- 
choeqne «encuentran establecidos.” 


Real órykn de 29 de Junio de 1846, co- 
municada por Hacienda á lo» Intenden- 
te» de Cuba y Puerto-Rico, haciendo va- 
ina» aclaraciones sobre los derecho» de 
aduana» que d algodón en rama debe pa- 


gar á. tu mgreto en la Península. 

Exorno. Sr. — Al director general 
aduanas y aranceles digo hoy 1c 
te. He.dado cuenta á la Rejna-íQ. 
de la carta del Intendente dé Püér 
co,de 26 dé Abril de 1844, número 34 y 
del expedente testimoniado de que con ella 
acompaña relativa unq_y otra 'ála prácti- 
ca seguida en aquel puerto ae transitar 
los buques espadóles cargados de algodón 
extrangero, procedente de -puertos . ex 
trangeros también y con destino á los ha- 
bilitados en la Península, entrandd á< 
sito sin verjfiear su descarga por loé 

S s notables qué de hacerlo sé les se 
„ in, mediante a, no poder realizar des- 
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pues su estiva ooa el auxilio de las pren- 
sas que emplearon para cargarlos, por cu- 
yo motivp y en vista de lo que sobre el 
particular dispone el artículo 5 del regla- 
mento de 21 de Febrero de 1328, y el 47 
cap. 4 de la ley de aduanas, consultó dicho 
gefe cual había de ser la conducta que ob- 
servase aquella administración para pro- 

S orcionar al comercio todas las feciíida- 
es y protección que necesitara, sin fal- 
tar tampoco por ello á las disposiciones 
legales que rigieran, como es su deber. 
'En su virtud, y teniendo S. M. presente 
que las circunstancias del dia son distin- 
tas que las que sirvieron de base á la pro- 
mulgación del expresado reglamento, y á 
laS Reales órdenes sucesivas que de él se 
' derivaron para determinar los derechos 
de entrada del algodón, conformándose 
con el parecer de esa direocion general de 
8 de Abril último, se ha servido resolver , 
que entendiéndose como debe entenderse 
lo dispuesto por el citado artículo 47 de 
la ley de aduanas á los algodones, sugetos 
• hasta ahora á una legislación especial, se 
observen puntualmente para lo sucesivo 
las reglas siguientes: 

1. * Las expediciones directas de al- 
godón extrangero en bandera extrangera 
adeudarán 25 maravedises libra. 


2. 05 Las miad» con algodón del"pais 
■ productos en bandera extrangera,- sin dis- 
tinción de puertos del nórte ódel sur. 10 
maravedises libré: 

3. * Las mismas y en igual banderade 

algodón de nuestras posesiones 8 marave- 
dises libra: 

,4. * Las mismas y en igual bandera, 
de los puntos de su prbduccion 8 marave- 
dises libra: •- . . .. h 

5. * Las añaceas y en igual, bandera 
de banderado nuestras peeeáfotMte, .2 ma- 
ravedises Ubrac ' 

8. °* - Las expediciones que tocaré» , en 
la Habana y PuCrto-Bico, y- pidfoseú' de- 
pósito sin descargar se les dará piando 
en los puertos de la Península el derecho 
de la bandera nacional, si esta hubiese si- 
do la conductora á aquellos depósitos, y ¿ 
la Península; pero si fuere extrangera 
adeudará la mitad del recargo, siempre 
que haya venido á la Península el algo- 
don desde los depósitos en buque espafiol; 
mas si la Conduoeion pór entero hubiese 
sido en bandera extrangera; pagará «Lúe 
rechodeesta: • 

Y. a Las disposiciones preoedetatesson 
v deben entenderse únicamente «plica 
bles á los derechos de entrada que deven- 
gue el algodón.— -A. B. 
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í ‘ t ? * • J j - ; ■ . . . < , 

,L Ministro subalternó de justicia que 
ejecuta aquello que los jueces- y tribuna- 
les.- le ordenan con sujeción á lo determina- 
do por las leyes. Procede de al y guarir, 
voces arábigas que significan ministro de 
justicia. La misma etimología de esta pa- 
labra descubre el origen del ministro sub- 
alterno llamado alguacil, pues procedien- 
do del árabe, po puede ofrecer duda que 
aquel pueblo trajo á España la institución: 
y .el nombre, áte manera que otros mu- 
chos adoptados. por la lengua patria y 
que todavía se conservan (Enciclopedia de 
‘iertoho, txjí.2, púp.600). 

2. Hay en la Audiencia de la Habana 
ocho: alguaciles dotados con 900$ anuales 
cada uuo, y los derechos de arancel. Son 
nombrados por, el Real Acuerdo, juran an- 
t*el, teísmo sus plazas y tienen por gafe, 
ah portera, mayor , qtee» lea comunica las 
órdenes especiales del Regente déla Au- 
diencia, que es el gefe principal, sin per- 
juicio de laa atribuciones que correspon- 
dan al Presidente. 

! .3, Sus obligaeitteeé Ordinarias son muy 
sonedtes* asistir á la audiencia pública pa- 
racteattenahsbdndeni llevar los pliegos de 
oficio & lás aüftoíidadesy hl correo: reco- 
ged kte-aÚjP^dieafcee de casa de los procura- 
dores, iáqhienes apremian pasado el ter- 
mino concedido, y preceder á caballo al 
Tribunal, cuando sale tín público. - Uno-de 
ellos cuida de te correspondencia exterior, 
es decir,- del. correo: otro de la - interior 6 
sea de te Habana, y loa seis restantes asis- 
ten ádas tre^fiatea cLe Justicia, turnando 
pat^onteá (medias horas. 

. 4/ Por Realórden de 19 de Agosto de 
1865, cumplimentada en 1: ° de Enero 
de .1866, disfrutan los alguaciles de loe 
jtWgftdtebflMfawñoe pe entrada 800$, los 
de aacensó 860-ylos de término 420$. 
u<5. íteste ahoranose ha fijado el número 
4® los que cada juzgado ha de tener y seria 
conveniente hacerlobajountipoignal para 
pues desde que se reduje- 
r^ite^ffttótóoues judiciales de la policía 
d? aumentar los al- 
guaciles, jnRtrayóndose un expediente pa- 
ra.-oadapteza dé la» que se han oreado; de 
s úerte qtffe adeptas de bfrécer esté sistema, 
ót^OTMk'tótafalUde sistema, lamulti- 
pucacion deles expedientas, produce te a. 


narquía de que un juagado tenga un solo 
alguacilyotro de la misma clase tenga 2 ó 8. 

6. En Espafia se fy 6 . desde 1844 el nú- 
mero de los alguaciles que debe haber tet 
oadajuzgado.de primera instancia, «tete- 
lando 4 á los de término, 8 á loe de «acen- 
so y 2 á los de entrada. No vemos incon- 
veniente en que esa disposición . se exten- 
diese á esta Isla, antes cien la encontra- 
mos procedente y oportuna. 

7. Entretanto insertamos á continua- 
ción un estado del número de alguaoites, 
que con autorización legal son pagados 
por las cajas públicas, pues aunque se han 
establecido otros en diferentes juzgados, 
su existencia es interina y eventual ínte- 
rin S. M. no se digne sancionarte. 
Alguaciles que existen en ha juagados de es- 
ta Isla con inclusión de hs especiales. 

^ a § 

POBLAOXONK3. || 'S -8 á 



Baracoa 1 800 800 

Bayamo : . . . . 1 800 800 

Bejucal 1 800 800 

Cárdenas. 1 300 800 

Cienfuegps. ........ 1 300 800 

Colon 1 300 800 

Cuba. .......... , f 4 300 1440 

Guanabacoa. . 1 800 800 

Guanajay 1 800 , 800 

Guantánamo 1 300 300 

Güines 1 800 800 

Habana: Juzgadpa ordin. 20 420 8400 
— Alcaldías ordinarias. . 4 408 1682 
— Juzgado de hacienda . 4 420 1680 
—Juzgado de guerra . . 2 420 840 

— Juzgado de marina . . 2 240 4$0 

Holgmn 1. 800 000 

Jaruco * 1 800 800 

Manzanil lo .......... 1 800 800 

Matanzas . . . 4 .$60 1440 

Binar , del Rio. . V,$00.. , 800 

Puerto-Príncipe .,4 >.8ft0 144Q 

Remedios 1 8Ó0 800 

Sagua la Grande. ,. .. . . 800 $00 

San AntoniodelósHafios 1 300 80$ 

San Cristóbal . • -.» ni-.'! $00, ,.-.$00 
Sancti-Spiritos , . . . . .. 1 800 800 

Trinidad. i..,..- •; 1. 800 800 

Villa-Clara ... ¿ ... , 1 ; 800 800 

Totales. . , : /iT . v66 - 80808 
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ALGUACIL. 


PARTS legislativa. ‘ Yistos: Continué» fos alguaciles lle- 

vando como distintivo la vara de que siem- 
Gircular de la Real Audiencia de 8 de i pre han usado, bosta que S. M. so sirva 
MkPto de 1856, estableciendo el modo de i determinar el traje que deben ucptúr, y co- 
n&bbtar y eeparar á los alguaciles y á los J muníquese por circular á los jueces del 
qfhidks ñamados papeleteras. territorio. Proveído y rubricado por los 

I Sres. del márgen. Habano Mayo Id de 
Conformándose el Exorno. Sr. Presiden i 1866.— Está rubricado por los Sres. JU- 
teoootm voto cónsul ti vodeestaSuperióri- 1 gente, Olivares. — Presidentes, Bufelta. — Es- 
dad respecto dedos nombramientos de pa- i cosura.— Hórques. — Oidores. Portilkw— *E- 
peleteros y alguaciles de laS alcaldías ma- rénohun.— Balan. — Monfoy»— 'Rosales. — 
yoses^para que se verifiquen por el Real Borrajo. — Atateme Maña del Rio” 
Acuerdo á propuesta de los jueces respeo- 1 Y lo comunico á V. S. en- cnmplimien- 
tívos, y que su separación se haga del mis- j to de lo prevenida para su conocimiento y 
mo modo, prévio expediente informativo i efectos consiguientes, 
en que se justifiquen las caosaB que la mo- i Dios guarde á Y. S. muchos afios. — Ha- 
tiven, siguiéndose en cuanto á los alguaci- baña y Mayo 81 de 186&— Antonio Maña 
les, la práeúoa observada hasta ahora, eyj deXRiOi secretario. — Sr, alcalde mayor de., 
decir, qne loe nombren y separen los jue- : • •' - • 

ces, poniéndolo en conocimiento del Real | R. O. de 30 de Octubre de 1866, asig- 
Acuerdo, en auto proveído en 26 de Fe- nastdo S recle* diarios á tes alguaciles as 
brqro próximo pasado ha dispuesto el ci- losjmgodos de marina con supreeiorr de 
tado Real Acuerdo, se circule á todas las obenciones. (1) 


alcaldías mayores del distrito lo dispues- I 
to por el mismo Excmo. Sr. Presidente en 
órden á los nombramientos de los referidos 
alguaciles y pftpeleteros; en concepto qnc 
bstú de hacerse dichos nombramientos por 
conducto del Ulmo. Sr. Regente de esta 
Real Audiencia, para que pasándose al 
mencionado Exorno. Sr. Presidente con el 
correspondiente informe, se provea el pa- 
se <íe la comunicación oportuna á la Supe- 
rintendencia para el pago, según presu- 
puesto. • 

Lo que comunico á V. S. en virtud de lo 
mandado para sn cumplimiento, esperando 
se sirva acúsame eb recibo. 

Dios guárde á V. 9. muchos años. Ha- 
bana 8 ae Marzo de 1866. — Pbr enferme- 
dad del Secretario . — José Soroa.— Sr. al- 
calde mayor de...... 

Auto aerrdado dej9de Mayo de 1 866, 
determinando quelos alguaciles continúen 
llenando como distintivo la vara de que ¡ 
sietitpre han Usado. 


Almirantazgo. — 1. * Sección. — Excmo. 
Sr. — El Excmo. Sr. Minmteo de marina 
con Real órden de 24 del que rije dice al 
Excmo. Sr. Viee-Presidentedel Almiran- 
tazgo lo siguiente; — Excmo. Se.— He da- 
do cuenta á la Reina (Q. IX €h) de ks ins- 
tancias dedos alguaailesd» loé .juzgados; 
del terció naval de Yjdenri» r dj&deesta 
córte en solicitud de que as Íes aumente 
el sueldo que hoy .disfimtan, y que. Alerón 
remitidas por. Y. EL can sus ofkáoe núme - 
ros 45 y 977 de 9 de Enero y 10, de Ju- 
nio de eetesOo, y S. M. en vísta de k> úv 
formado por. ese Almirantazgo, se ha ser- 
vido resolver que én. él presupuesto para 
los seis últimos meses del aso- de 1É67 y 
siguientes se incluya la: cantidad necesa- 
ria para que. los, algoactlas. de todos-ios 
juzgados demarina quedeadótedosA Ta- 
zón de&realea diarios, pero en inteligen- 
cia de que ha de cesar toda otraobencion 
ó derectxoe qué algunos perciben, y que 


~ / ( 

Circular número 75; — A ‘conseéueueia i 
de comunicación delSr. alcalde mayor se : j 
gufido de Matanzas, aceroa de ló óonVe- j 
Sfehte que sería de que los algoacíleá He- ¡ 
Vaéen alguna insignia, ha tenidos bien el i 
Real Aouérdo de esta Audiencia fWtb rtaí : 
pbtfDecr el auto del tenor siguiesute: . 


• cénataffc tendencia qnfe 


te loa, 

de jtoj 

de lá aadltóna de marina <»n 240 
céM atiTimp^ 


\m*k> 
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loa que pertenezcan á inválidos de marina nociuúento del Almirantazgo y efectos 
solo gozarán Sobre su prest, y sin perjui- ^ indicados. — Lo que por acuerdo del Al- 
-cío de los prepaios de constancia á que mirantazgo traslado á V.E. para los -fines 
sean acreedores, loque corresponda hasta expresados. — Dios guarde áV. E. muchos 
el completó de los : expre^do^6 reales dia- afios.-^Madrid 30 dé Octubre de 1856'. — * 
rio*; y que hasta que sea aprobado elmen- El Marqués de A /mmw.— Exemo. Sr. Co- . 
eionado presupuesto y entre enojercicio, viandante general de Marina del Apesta- 
ño h a de alterarse lo hasta boy existente, dero déla Habana, 

— TJígolo á V..E. de Real órden paraoo.- . * *. ; * 


DEL AKTZOVX.O AlOVAC IT. 

* • - . PAÓ1KA8. 4 

* ■ ' ' > - 

1 — Definición y etimología.;. .V. . 311 . 

2 y 3 — Alguaciles de la Audiencia '. * . 811 

4 al 8 — Idem de los juzgados 311 

Estado de loe existentes. 31 1 1 


' • ' . PARTE -LEGISLATIVA. 

* *K 1 

1863— Marzo 8— Circular de la Real Audiencia estableciendo el modo de ~ 

nombrar y separar los alguaciles 312 

- Mayo 19— Auto acordado determinando que continúen llevando* 

el distintivo de layara . , .... v 312 • 

Octubre 30 — R. Ó. nmenandoo rs diarios á los alguaciles de marina.. 812 * 

' . * ■ * . ** . ' * . 

En general es el em cia, ya también porque aun ouandó con * 
padronamiento verificado en las secreta- viniese dilucidar esa materia, tendría mas 
rías de ayuntamientos, délos jóvenes que oportuna colocación en la palabra Qüiii 
han entrado en la edad que la ley señala tas. Limitando, jpues, nuestra tarea al aba- v 
para el reemplazo del ejército. • - tamiento-para Ultramar, pasaremos revis-' 

Alistamiento para Ultramar es el quo ta á las pocas disposiciones que en esta 
que se bucé en las oficinas de enganche <J | materia se han dictado en 1856.- 
banderas que los cuerpos de América tie- i La primera reencarga eí cumplimiento 

Í iemestablecidás en las ciudades principa- ¡ de otra de 29 dp Agosto anterior, que cor- 
es de la Península, y cuyos banderines j responde á las anales de 1856, con el fin 
se extienden álos pueblos - dé menos im- d© impedir que vengan & la Isla sobados 
portancia de la misma, para suplircori su I que no •disfiniten^ habitúalmente dé . una 
. reemplazo las bajas que anualmente tie* ¡ salud robusta^ 

nen los mismos regimientos que militan ! La segunda* sirvió de nótmá al álista- 
cn.las posesiones ultramarinas, y á las que ¡ miento para la isla de Cuba de 1856. 
no es extensiva la ley .del .reemplazo ge ; j . La tercera pVohibe alis tara, los pajsü; 


neral del ejército. 

No es nuestro ánimo ocuparnos ahora 
de todo lo relativo al alistamiento en ge- 
neral, ya porque * exentas las provincias 
ultramarinas de la contribución de sangre, 
la mas onerosa y sensible de todas las con- 
tribuciones, no corresponde ¡í este tratado 


nos que hubiesen sentadoplazacoU opcioñ 
al premio peoertúario, sino cuando lo pidan 
sin rebaja de tiempo. . * 

La éuarta permite élalistahiientó dé los 
que hayan etynpbdo 19 años, aun cuando 
carezcan del permiso paterno.' 

Y la quinta manda admitir á los quin- 


especial lo que por ser' obligatorio en la tos de los milicias^ provinciales de la Pe- 
Península tínicamente poco* importa qu§, nínsulaque se alisten para Ultramar, 
lo ignoren los habitantes dé esta provin- ‘ u - 

41 • 1856 
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R. O. de 36 de Febrero de 1356, reco- 
¡ftendahdo la observancia de lo* instruccio- 
nes dada* para el techúcmiento de Ultra- 
mOr, y que este se estimule, impidiendo que 
entre h* individuar, de la elote de, la tropa 
. ¿te admitan aquéllo* en quienes no concur\ 
ron laqcircunMancki* m efecto necesarias 


piados qua el de la Península, á la adqui- 
sición de dolencias graves; én la inteligen- 
cia de que los Comandantes de los depo- . 
sitos de bandera tienen terminantes ins- 
trucciones para suspender el embarquede 
todo voluntario que no reúna las circuns- 
tancias necesarias, y de qüe se exigirá, si 

la mas . estrecha 


alguna no lás '.reuniese, 

. Exorno; Sr.: El Sr. Mipistró de la Guer- 1 cuenta al geffe cfel cuerpo de que proceda. 

. ra dice hoy a los Directores generales de , Al .propio tiempo se servirá V. E. ad -^ 
infantería y caballería lo que sjgqe :^ ' j^^irtaLqu^deben seguir favoreciendo y 
Las disposiciones tornad áS líastn. él ara ^stmulando con creciente interés, bien 
no han bastado á coacción en él áni- 

indlviduos de las -oláses de tropa Estados ]mo oe3a tropa, el anstafsiento de los in- 


§ voluntariamente para servir en el ejército 
*dc Ultramar se haya admitido á muchos en 
quienes no ooncurrian tpdas las circuns- 
tancias al efecto necesarias. . ✓ 

El ¡Capitán* general de la Isla de Cuba ha 
dado conocimiento varias veces de la llega- 
da de reemplazos de mala calidad física, y 
recientemente han resultado con .una inu- 
tilidad, mas ó menos visible y absoluta, 

17 soldados de distintas nrmjas, dirigidos 
por los cuerpos de su respectiva proceden- 
cia: á los depósitos de bandera y embarque 
.de Cádiz, Barcelona y Gijon; con latoir- 
cunstancia de 'queT de ello? * pertenecían 
_ al alistamiento de los' 600 hombres man- 

• tlado efectuar en la infantería por Real ór-| 
den de 29 de Agesto último, en la que se 
prevenia de una manera nauy especial que 
no sé compr^udiese-on . el aiúmero . de. los 
■alistados aspirante* alguno que. no disfru- 
tase de una salud habitualmenic robusta. ¡ 

* S. M. .se ha servido adoptar en cada 
uüo de estos casos las medidas^ ellos con- 
siguientes; pero persuadid^ de que las dis- 
posiciones parciales serian ya insuffeie»- 
tes para poner término i semejante abu- 
so, quiere que prevenga V. & 4’ todos los 
gefes de los cuerpos defama de sudigno 

* cargo la puntual obseryanftfe de las ins 
micciones dadas sobre el reclutamiento 
para Ultramar, y les enoafgue ademas so- 
bré ésfe punta la mayor -elevación dé mi- 
ras, puesto que no hay interes preferente 
al interes gehefal del Estádo, quitan co- 
nocido lo tiene en que las bajas del ejérci- 
to de aq uellos dominios se reemplacen con 
hombres cuyo trasporte no imponga una 

. carga mj&uctuosa al Tesoro; cuyo ingreso 
en. lás filas ño sea nominal, riño efectivo; 
cuya delicada salud no les expenga por 

fin, bajo la influencia de climas menos tem- 'viles, donde mj residiere depósitode ban; 


dividuos que Sean útiles para . el Servicio 
de Ultramar-, porque la disminución que 
la" mayor escrupulosidad, pudiera produ- 
cir en cuanto al número de los admitidos, 
es preciso qtté se supla con Ventaja por 
medio de un celo- tan desinteresado como 
activo. y perseverante. • 

-Es por jlíI timo la voluntad de S*. M. 
que en fin de cada afío remita V. E. á es- 
te 'Ministerio un estado numérico de les 
individuos del arma que durante el mis- 
ino se hubiesen alistado para pasar & las 
posesioneaJiltramarinas, con expresión de 
los ciferpos de que procedan, emitiendo su 
opinión sobre el origen ó motivo de las 
diferenoia», ri las 

el resultado de unos y otros para su sooe- 
rano conocimiento y demas efectos á qué 
hubiese lugar. - - 

De. Real orden, comunicada por dicho 
Sr Ministro lo traslado á V. E. pora su 
conocimiento y efectos consiguientes.— 
t)ios guardé á V. E. muchos afíos. Madrid 
28 de febrero de* 1856 u*t— E l Subsec^toq 
rio, José Mac- Grofwñ.- , ’ ; 

? R~ O, de 5 de Mayo de 1 856, dictando 
alguna* disposiciones que deben obserpar- . 
se en el reclutamiento para la isla de Cuba . 

Los quintos del último sorteo empeza- 
rán á’ ingresar .en caja el dia 15 deí oor- 
tiente mes, y conviniendo al bien del ser- 
vicio que. sean ¿festinados al ejército de la 
isla de Cuba losquelo.deeearen, la Reina 
(Q. D. G, ) se ha dignado disponer, lo si- 
guiente: / 

. X, ° Los ^apitones' generales de distri- 
to por delegación *de su autoridad, los Co- 
mandantes gemerales de las provincia? ov 


>v , \ 
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beray embarque para Ultramar, ó ban- R. O. de 30 de Agotto de IB 56, toan- 
derrn del mismo, nombrarán un oficial, dartdoque note décurko á ¡as toHéitudee de 
que auxiliado de un sargento’ segundó y pate á Ultramar de lo» individúo» que hu - * 
delosdemasindividuos.de trópa que se bieten tentado plaza en dejéreito coti op- 
crean necesarios, ejerzq sus funciones co- c ion al premio pecuniario tino (pondo ¡o 
mo' banderín provisional. El comandítate pidan em rabajas yero sin que e»ta ditpo- 
. de este banderín podrá serlo el mismo ce tt&on comprenda á lo» tumbdot y reen~ 
mandante de la Caja ó un espitan de lá ganohadot. 

.reserva. / . * 1 ' ' . . ... 

2. ° Los géfes de los depósitos de ban - Ejército de Ultramar en Cuba.^--,&ib- 

dera y de los banderines fijo? ó proviáio- inspección de infantería, -n7. * «ecejon. — 
nales, * éxplorarán dipriámentela voluntad 8. negociado.— El Exorno Sr. Capitán 

• de los quintos que existan en lá Caja del general con fecha 3JI del mes próximo, pa- 
punto qüé ocuparen y admitirán en clase sado me dice lo que: copio! * 
de voluntarios para - el ejército de Ultra- “Exemo. Sr. — El kír^Subsecretai'io del • 
mar, los que aspiren á setvir- en" él, con 1¿ Ministerio dé la Guerra me dice dé Real 
rebaja de dos años en el tiempo dé su em- ófden con fecha 30 de Agosto iíltimo lo 
péfio, siempre que reúnan la conveniente que sigu&- — Exemo. §r.-— El Sr. Ministro 
robustez, ademas de laa otras oircunstan- de la Gúerra dice hoy al Capitán general ’ 
cías ordinarias del reemplazo? Él alista- de.Gataluña lo que sigue.— -He dado cuen- 
mieuto se admitirá tó'dusivataeate para ta á la Reina (Q. D. Cr.) de Iá comunicá- 
is isla de Cuba. ' cion de V. E. de Ó de Junio último," cou- 

3. ° No:se ejercerá género alguno de soltando si es de concederse ó . no el pase 
. coacción en el ánimo de- los quintos; pero al ejército dé Ultrajpar, con la? rebaja de 
'sí le» harán comprender cuidadosamente dos años en d tiempo de su empeño, según 

todas las ventajas que sobre la ya dieha lo sblicjita el sbldado del > batallón de Gá-. 
de dos años de rebaja, pueden resultados taluña, primero de cazadores, Ramón de 
de su pase á Ultramar, donde el soldado Agüera, eleual sieudopateánoeentó plaza 
disfruta el haber mensual de. 9 petos 2 para aerukeü la Península, oou «peion al 
. reales 28 mra fuertes ó sean 187 reales 2 prendo pecuniario. Enterada S. M. y con- 
mrs.‘ vellón, que los interesados gozarán siderandy que las conceriiocea dé esta ela- 
desde el dia de su embarque. .. se de pase vendma-áíesultareopeijuieio 

' (Lós artículos 4. ° , 6. ° y 6 ; c sesupn* del ingreso directo de teqlutas en -los de- 
men por ser transitar ios} • ' pósitos jdo bandera y embarque', que de- 

7.° Se tengan presentes {jara- cual- W ser el principal elemento para él seem- . 
quier duda que ocurra,, y se observarán plazo del ejército de Ultramar; tóda vez 
en todas sus partes las i nstr uofeitfráS'e«fce- 1 que los individuos que pensaran alistarse 
didas en 28 de Febrero de 1854(1) sobre* para los expresados. dominios y lo veril»- . 
el -reclutamiento para Ultramar, y las ope-- casen antes en los cuerpos de la Eaníosu- 
* ramones consiguientes á cuanto va en- es-, da en bxgar.de- hacerlo en los depósitos, 
ta circular prescrito, respecto de la direc- disfrutarán dé una vontqja doble tan osti- 
ción que á los reclutas haya de darse, se mulante cotoo la rebaja de tiempo, y vis- 
’ . ceñirán á lo que resulta del estado adjun- to lo informado sobre el particular -por la 
to que para mayor claridad se acompaña, junta consultiva de Guerra en aoordada 
* S. M. se promete de las autoridades, mili-, de fj del que rige, sé ha servido resolver 
tares llamadas á intervenir en la ejecución S. M. que no se acceda á la,- solicitud del 
de las precedentes disposiciones, así como interesado, ni se admita en lo sucesivo el 
también dé los comandantes de las bando- alistamiento para Ultrafoar de los paisa- 
ras, banderines, y Cajas ddAjtáiilfoK ijbdo nos que hubieren sentado pkusa-en el ejér- 
el interes que exige, ootao un servicio im- cito pon opcion al premio pecuniario, si - 
. • portante este reclutamiento de cuyos re- no cuandp lo pidan síh rebaja alguua de _ 
sultados queda pendiente suBeal atención, tiempo en^el plazo de su natural empeño. • . 

ITT Esta» instrucciones soú ,*„uv extetsa^ obetante v á fin dé pvitar las . • 

•liallán en la Colección legislativa (le EspaBapá- dudas que-pár analogía, de situación pu- 
* gin* 273 . del tomo ta. dieran ofrecerse,. es al propio tiempo la 
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vohmtad de & M. diga á V. E. qué tanto 
los sustituios edhio los reenganchados no 
' quedan comprendidos en la anterior res- 
. t ricéion, sinoquees por el contrario de con- 
skleiárseles, para los efectos del pase ¿ Ul- 
tramar/ en las condiciones generales. — -De 
Real orden comunicada por dicho Sr. Jíi- 
nistro lotraslado á V. E. para su conoci- 
miento yefectos consiguientes.— Y lo tras- 
lado á V. E. para su -debido conocimiento 
y fines' consiguientes.” 

Y yo lo hago á Y.’ con el propio objeto. 
— pios guarde á Y. muchos afios. Habana 
de Noviembre de 1856.-— Manzano. 

* o 

RrO.de 1 3 de Noviembre de 1866, jaan* 
dundo que se admita él alistamiento de tos 
hijos de familia que hayan * cumplido 19 
años. ' • / • . 

Ejército de Ultramar en Cuba. — Sub- 
inspección de infantería.— 3. * Sección. — 
Circular: — El Exctno. Sr. Oapitan geueral 
en oficio, de 20 del actual me dice Yo que 
t kigueí * • • ‘ 

. JSxerrio.Sr. — El Sr. Subsecretario del 
.Ministerio cte la Guerra con feclia^ 13 de 
Noviembre ultimo me ditee lo siguiente: 
--dfixcmo. Sr.— El S/\-Ministrode la Guer- 
ra dice hoy al Capitán genera^ de Valen- 
cia lo siguiente: — La Reina" (Q. D. G.) en 
consecuencia de la comunicación que di- 
rijió V. E. á eéte Ministerio en 6 de Mar- 
zo último, haciendo observaciones respec- 
to á las causas que impiden que la reclu-, 

. tu délos paisanos para- Ultramar no dé los 
resultados que se apetecen, y siendo su 
Real voluntad que estu se acrecenté euatv 

• to sea dable/ha tenido á bien disponer, 
de conformidad con lo opinado por el Tri- 
bunal supremo de Guerra*y Marinfc, quo< 
no obstante lo prevenido en el avt. 3. ° 
cap. 3. ° de las instrucciones de 28; de Fe- 
brero de 1854, fioy vijentes; sé ‘admitan 
en lo sucesivo .sin dificultad alguna en los 
depósitos dé bandera y* embarque para' 
Ultramar, los* paisanos voluntarios que se 
alisten eq ellos 1 aunque carezcan cfel per- 
miso paterno exigido liasta ahgra por el 
citado artículo, con' tal *quc á la edad de 
19 afios,, reúnan las demás circunstancias 
prevenidas. — De Real orden comunicada 

* por diebo Sr. Ministro lo trasloo & V. E. 
para su conocimiento y efectos consiguien- 
tes. — -Y lo trascribo á V.45,-eon igual 
objeto por sü parte. 


Lo que traslado á. V. para sn cono- 
cimiento y consiguientes efectos. — Dio» 
guhrde á V: muchos afios. Habana 27 de 
Enero de 1 85 7.. — -Manzano. 

* \ 

* R. O. de 3 'de Diciembre de 1856, man- 
dando sean admitidos ¡os iudividuos ele mi- 
licias provinciales que se alisten volunta- 
riamente pata Ultramar. \ * * 

Ministerio, de la Guerra.— Exemo. Sr. 

— El Exorno, Sr. Ministro de la Guerra 
dice hoy ál Capitán general de Galicia lo * 
que siguej, — He dado ouenta a la Reina 
(Q. D. G.) de la comunicación que dkijió 
Y. E. á este Ministerio eu 24 de Setiem- 
bre último, consultando si los quintos* de 
milicias pueden alistarse voluntariamente 
para servir en Ultramar. Enterada S. M. 
y 'conformándose eon lo opinado por la 
junta consultiva de’ Guerra en su acuerdo 
de 24 de Octubre próxinío pasado, se ha 
servido disponer quese admitan en los de-* 
pósitos de bandera y embarque para Ul- # 
tramar & todos los quintos de las milicias y 
provinciales que sé alisten en ellos, con 
arreglo á 'lo prevenido en ías instruc- 
ciones que rigen respecto al particular.— 

De Real órden comunicada por dicho Sr. 
Ministro lo traslado á Y, E. para su cono- . 
cimiento y efectos convenientes.— Dios 
guarde á V 4 E. muchos afios. Madrid 8 de 
Diciembre de . 1856. — El Subsecretario', 
Mariano Belestá.^- Sr. Capitán general de 

la isla de Cuba. 

. . 

ALMACSK. (OFICIAL de H— Es el euear- 
■gado de la custodia de todos los' efectos - 
del- cuerpo á que' pertenece. No pueden 
ser elegido» para este cargo aquellos que - 
desempeñaron anteriormente esta comi- 
sión, ó la de habilitados ó apoderados de* 
estos, ¿ menos que haya transcurrido el , * 
año de intérvaio que previene el art .8. c . 
tít. 9. ° , tratado 1. ° de las Reales orde- 
nanzas. (Orden ile la Capitanía ' general de 
24 de Diciembre de 1856.) Y. 'COMISION. 

AUIAOBHABE (i>£R£bHO.i)£)— Lláma- 
se* así en las aduanas el recargo^ de un^t¿0' 
tro por ciento que se exige sobre el válor 
de las mercancías, cuyo pormenor no sé 
expresa en ía« declaración, del que las. 
introduce; cuando* se 'manifiesten sola- * * 
mente con la palabra á exámen r ó cuan- 
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do por declararse pasado el plazo de 
las cuarenta y ocho hora? que para hacerla 
, concede el artículo 7/° de la Instruócion, 
hay que conducárlas á un almacén espe- 
cial (V. a?t. 8. ° y 167 de la Instrucción 
de aduanas). La Superintendencia -suele* 
imponer este recargo y la multa del 2 p § 
en conmutación de la pena de -comiso en 
aquellos casos en queipa excesos que re- 
sultan del reconocimiento sobre lo moni* 

' festado p<rf un consignatario no arguyen* 
malicia, sino palpable equivocación. 

^ -Si nadie por regla general puede juzgar ¡ 
de la intención de los hombres con plena | 
seguridad del aéierto,. muy' aventurado 
seña' suponerla fraudulenta en aquellos 
casos en' que desde luego se comprende la 
gran 'dificultad ó la- sepii-imposibilidad 
<b£d()3^^ de fe refuta 

de aduana?. : < 

Si el número de bultos declarado por un 
comerciante introductor es igual al que el 
capitán mánifestó y al que se presento .al 
despacho; sí estos no tietíen señal alguna 

• * de haber sido abiertos ó fracturados; y si 

# por el f^specto exterior de los mismos^ sin 
abrirlos ni reconocerlos, se conoce' á pri- 
mera vista la inexactitud de la manifesta- 
ción; es decir, se advierte desde luego por 
su' volumen y tamaño que allí caben ma- 
yor número de objetos, 6 tienen mas peso 
de los declarados, la defraudación de los 
Reales derechos no es posible, puesto que 

’d presentarse a^despaoho se ha de cono- 
cer al momento la diferencia éntre k> ma- 
nifestado y lo que 4 la simple vista apa- 
rézca. 

En estos casos en que la aplicación del 
artículo 171, que impone comiso, sería 
muy severa hasta injusta, fee ha adaptado 
el medió de conmutar dicha pena con la 
multa de un dos por ciento por la.inexac- 
' titud de la manifestación en consonancia* 
con lo que previene el art., 166; con mas 
el recargo de un cuatro por ciento á lo que 
resultó excedente como no manifestado, 
como encontrado sin factura de ninguna 
clase, según el espíritu del articuló 107. 

• ; De este modo ni los interesados pierden 

por una equivocación manifiesta, que piu- 
chas veces la deben á descuido de los re* 

. mitentes ó de sus dependientes, parte de 
sus mercancías, ni la Instrucción queda 
burlada, pues en sus mismos artículos se 
encuentran . mediada éoacfiiar loar inte- 


reses del fisco, con los de los particulares^ 
sin notable peijuicio del primero ni de los 
segundos, objeto que recomienda muy par- 
ticular. mente al * administrador el regla- 
mento dé aduanas vijente. ^ 

ALOJA IPE MTI» — Por decreto de 12 de 
Junio de 1856 el Gobierno dispuso jque 
los empleados subaltemos de correos es- 
tán exceptuados de hacer .servicios, tales 
como bagajes, cordilleras y alojamientos. 

Y. COBREOS. 

ALMUANTASN. 

> . 

’R. D. de 7 de Noviembre de 1856. su- 
primiendo el almirantazgo y restable- 
ciendo la diféccian y mayoría generales de 
la annbda. 

'Ministerio de Marino. — JKeal decreto. — 
Atendiendo á las .razones qué me ha ex- 
puesto el Ministro de Marina, y de confor- 
midad oon el parecer del Consejo de Mi- 
nistros, vengo en decretar lo- siguiente: . * 

Artículo I. se suprime el almirantaz- . 
go y se restablecen la dirección y mayo- 
ría generales de la armada. . 

•Art. 2. ® 13e réstableoe aaimismola co- 
mandancia general de los cuerpos de arti- 
llería é infantería de marina,' y se crean 
la de buques, {presto dq expediciones, 
matrículas, pesca y navegación de parti- 
culares, la efe ingenieros y la ordenación 
genera^ de pagos. • 

Art. 8. ° El Capitán general, de la aja- 
mada, cuando sus circunstancias lo permi- 
tan, será el direetor general; pero el Go- ' 
>íerno . podrá nombrar para este cargo á 
otro general del cuerpo, en cuyo caso que- 
dará siempre al expresado Capitán gene- 
ral, pdr su elevada dignidad, la preroga- 
tiva de estamparlos cúmplase en los fie- 
les títulos, patentes, nombramientos y des- 
pachos. - * 

. Art. 4. e La secretaría de la dirección 
general la formarán' un primer secretario 
de la clase de gefes; úñ segundo, capitán 
de fragata 6 teniente de navio, y dos. ter- ’ 
ceros de éfcta última clase, de fes cuales u- 
no será ayudante personal, y un arohi- * 
vero. 

, Árt. 5. - - El mayor general lo será un 
brigadier oon . arreglo’ i ordenanza, y ten- 
drá. á sus inmediatas órdenes, como pri- 
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ai*r ayudante, á un capotan de fragata, y 
eoino secvndos, á dos tenientes de navio. 

¿¡.ib. 4 ° La comaadanoia . general de 
artillería é infantería se Compondrá de tu 
gefe de escuadra ó brigadier, y de dos te- 
nientes coroneles ó capitanes de los men- 
efofládos oueorpq. . * ’• 

■ Art. -7.° Para la comandancia general 
deboques, apresto de expediciones,, ma- 
«efedlas, pesca y navegación de partioula- 
xeasacnombrarán un gefedeesouadra ó bri- 
gadier, un «apitan de fragata 6 teniente 
de navio; y un capitán de los destinados 
á tercios navajlggf 1 , * ,7 ?’ 

. Art. 8. 0 <■ El comandante general de 
ingenieros fo será otro gefe de escuádrti 6 
bngadter, 7 tendrá áaus órdeaes un capí- 
tan da fragata ó teniente • de, navío Ael 
cuerpo de ingenieros, un oficial 'sbgundo 
del administrativo y un delineador. 

Art 0 „ P La ordenaCiop general (1c 
pago® da marina la constituirán un comi- 
sario ordenador, tares oficiales primeros 
ddl: cuerpo administrativo, siendo uno de 
ellas el contador del depósito hidrógráfi- 
aotf tres oficialas segundos, y ^ un tarefero, 
míe -será también el contador del Museo 
Naval. . * • • 

, Art 19. Los goces generales que dis- 
frutarán los m&s y empleados dé l&direo- 
eáen geaeralde fe armada serán: 90-/100 
ra.- vit anuale^el direotor, cuando no lo 
sea al capitán general: 55,666 los genera- 
lee por todos conceptos; 44,444 los briga, 
.dieres y el ordenador? 15,555 el archive- 
ro, 10,000 de gratificación el primer se- 
eiútario de la dirección; 8,000 el segun- 
do y él primero de la mayoría, y á .000 
fes damas oficialas empleados. . J “ « 

-4*t. 11. La junta «róstdtivadsl námis- 
tem> se oorppondrá del mayor general, de 
lee tases comandantes generalas' ya'men- 
esgtiadoá y del órdeeador general de pa- 
ga, pwmdidmpor-el director. - 
. Bsta-junta formará' af propio tiempo la 
de .Gobierno del referido difCctór, y satán 
ventees extraordinarfos dejlá'misma los 
generales, ministros’ y consejeros depen- 
dientes del Ministerio de Marina emplea- 
das en la oórte y el director dd depósito 
hidrográfico, asistiendo únicamente áella 
los que el Gobierno designe al efecto- ó el 
director general estimo necesario. ' . 

Art. 12. Quedan por ahora en sufttQSza 
y vigor la reglamento» y disposiciones 


relativasá la direooion geaeralde laaymá- 
da vijentes al tiempo de crearas el almi- 
rantazgo. El Ministro del huno - me- pro- 
pondrá las modificaciones ndoeeama ,-á es- 
ta. nueva orgdniaaoidn." ' : 

Art. 18. El Ministró de. Marina qnedá 
encargado de la ejeeaaion del • presente 
Real decreto^ á cuyo efecto dictará las ais- 
posiráoues^onvenjentas. 

Dado en Palacio * 7* de^Novimabna i de 
1856. — -Está rubricado -de la Real' mano» 
— El Ministro de- Marina, Francisco de 
Lersundi. ■ - • 

(G. de kt H. efe 4 de Dicierjibee cfel¡¿6 A) 


AMWLBB.-^ 

HUAOb— BABASA. 


ABanHDAMiBNm— Caa- 


í ALQUILERES SB FlVfiáS BEL ESTABIL 

| — Con esta, denominación .se concx>e.uua 
i dejas numerosas rentas’ Rúales" terrestres. 
Las fincas ¿no la constituyen son: . , 

En la Habana las aúllas de fes partas 
de la Punta, Moosearaíe, Puerta Nu^va, 
puerta de Tierra y salúfe <fe ceta; fe casa - 
«Je fe calle del Baratillo núm. 1 . 0 yeltef; 
renb delgas. .. 

En Cuba la casa núm, 179 de fe caUu,(le 
San BasUio y la situada á la entrada del 
Caney." y . 

En Gsantánamo la parte queso tenia 
alquilada de fe casa que sirve de Aduana 
en Cerro Guayabo. 

En Puentes Grandes fea, alquileres de " 
una oasa de p. Manuel Guzman, como par- 
te de .fe fianza otorgada ppr ,1a diezmos 
de la parroquia de Guanajay. • 

Esta renta ha rendido en los tres últi- 
ma aña la .productos siguientes;. 

En 1854 . .*’. 4,904^5* ' 

•En 1855: . . A 3*068—4 * - 
*• En . 1856: ..... 2,244-2* . 


Totales. „ . 10,237—4 


Pisminuoioa en Ja, cía últimos ' años, 
■2,6604-13, que’ corresponden:’ 

A- 1856 1,816-4*. 

. A 1856. , . . . . 844— 4* - 

" ' — 

< Total . .... 2,660—8 •: 

1 * Igual- 

ALUMIBABU FUBUB8.— Wa»,*. 
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SI» 


ALUMBRADO MARITIMO. ne liacer las advertencias siguientes: 

Grande es la importancia del alumbra- Para dar á conocer las apariencias de 
do publico en las poblaciones, pero ma- - cada luz, deberá teneráe presente qüe los 
yor es sin disputa alguna el alumbrado de aparatos modernos, desde el primero has- 
las (Tostas, especialmente de aquellas* en ta el se&to orden, solo las producen de 
que* los bajos 6 las puntag Salientes de tier- tees diversas clases, es decir; 
ra ponen al navesrante en inminente ríes- ¡ Fija.-^De eclipses — Y Fija, varia- 
go de perecer. . * * da por déstellos brillantes. 

Así es que el alumbrado marítimo §o¡í- Las luces fijas, dentro del alcanoe que 
tenido’ por los estados 6 naciones ha pre- les -corresponda, se presentan de mayor ó 
cedida al alumbrado público’de las ciuda- menor intensidad, según fuere la distan- 
des con muchos siglos de antelaoion: y pa- ¡ c!ia desde la cual las viere el observador. 


gando nosotros un merecido tributo de 
preferencia á este ramo de la administra- 
ción pública, la oual pódria con mucho 
fundamento sfcr caracterizada de interna- 
cional vamos á consignar en este artículo 
una noticia exacta y oficial de los faros, 
fanales y J luces de* puerto que existen 
no solamente en las oostas de la isla" de 
Cuba que soyi de nuestra peculiar incum- 
bencia y> con cuya publicación podríamos 
dar por terminado nuestro'cometidó en es- 
r ta materia; sino también en las costas 
de España, de sus Islas adyacentes, y de 
las posesiones que tiene en Africa y Asia; 
sin renunciar por eso á consignar en estos 
anales las noticias respectivas al alum- 
brado. marítimo de \as otras naciones en 
cuanto interesen ó puedan interesar á la 
márina mercante que comercia en Cuba. 

Las noticias que ahora insertamos están 
tomadas de un folleto publicado por la di- 
rección de hidrografía corregido y aumen- 
tado hasta fin de Diciembi'e de Í855, que 
t iene carácter oficial v de las Gacetas pos- 
teriores, para cuya inteligencia convie- 


La luz de eclipses realmente no se pre- 
senta eclipsada, sino para el observador 
que esté situad© á una distancia de mas 
ele ocho millas respecto á los faros de 
primero y segundo Orden, porque si estu- 
viéramos cerca, la veria durante el eclip- 
se, si bien mas débil ú opaca.' 

Lar luz fija , variada jior destellos brillan- 
tes, precedidos y seguidos de 'cortos eclip- 
ses, .se distingue de la anterior, primero: en 
que la lm fija se presenta al observador 
con igual grado de intensidad y durante 
mayor intervalo respecto á los resplando- 
Xps ó destellos c^ue son de muy corta du- 
ración, pero de mucho, mas. alcance* y Ise- 
gunBot en que W cortos eclipses son tota-, 
les y siempre de menor duración, que los 
producidos por las luces de eclipses 6 gira -. 
torios. 

También debe tenerse presente, que las 
duraciones absolutas de los eclipses y dé- 
los resplandores 6 destellos de luces-, serán 
diferentes para el observador según fuere 
su distancia con respecto al faro, y el es- 
tado de la atmósfera. 


La pigy,iente tabla manifiesta el alcance de cada una de las luces de que s$ dqja hecha 
. mención , suponiendo que el observador e$té colocado sobre el nivel del mar á la altura 
qite la misma expresa. 


ELEVACION DEL OBSERVADOR, EN PIES CASTELLANOS. 
! - a 


ALCANCE EN MILLAS. 


— 


sáhooh 


.008 í J - 

yrt 


Mínimo. Máximo . 


. i Luz fija . . * t • ••••*• . 

1>* órden’ Idem variada por destellos „ % 

( Idem giratorias de las dos clases. 717 > . ¿ 

9 o j Luces fijas 28 , 6 . 

' ' ’ ( Idem giratorias.-. . .• ~ 82*8 . 

3^»' idem..’. Luces nj As V 10’7 . 

tilJuUno w> ñoumríub o ílí.- ncuCi -i . 


20 . . . 

•‘i 60’9 . . . 18 24 

J- v * 07 

2 Í 


B U — 




x /• 


i 


ra- 


lo 


is 
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Debiendo referirse las cartas hidrogra- . Construido en 1% oorona del cabo de San 
ficas al meridiano del observatorio de ma- ! Antonio, punto mas occidental de la Isla, 
riña de San Fernando, según lo dispuesto ¡ Latitud íl° 61' 60" N. Longitud 78° 
en Real órden de 4 de Agosto de 1860, se | 49' 2 " O. . . 

expresa á continuación lo que difieren en ! La luz está elevada 117 pié* sobre el ni- 
longitud, los dé algunos otros puntos, pa-Jvel del mar. - ' . 

ra fo que pueda convenir 4 los nave- Alcance 18’7 millas, 
gantes. . ‘ . : * ' . . /, 

DIFERENCIAS PE MERIDIANOS. ' ♦“ ' . VIldiANDÍEVA. 


O P ’ft 

San Fernando 00 00 00 j 

Cádiz . , 00 5 22 i 

Coímbra . 2 12 21 i A1 n . 

Pioo de Tenerife ... 10 26 44 ! 

Ma del Fierro . . . 11 67 .46 I 

Fredejricton ^60.26. 5j 

Greenwich . ..... 6 12 16 

París . . . 8 ,82 39 

Copenhague ' 18 47 .18 , 

Madrid . . 2.30 00 •) 


> 

Al 


Luz fija; ¿a aparato de tercer órden de 
FVesneU variada por destellos. ' 

Alumbra desde el 19 de Marzo de 1861. 
. Colocado á la entrada de la balda de 
Cienfuegos, en la punta de los Colorados. 

Latitud 22°‘1 , > 0" N. Longitud 74® 28' 
2"- O. , 

La altura de la-lúz sobre la superficie 

i i nn « • 1,1 


E.i 


i del mar es de 881 piés. 


Alcance 10 millas: 


Las millas de alcance que se fijan á ca- 
da haz son referentes á su fherza de reful- 
gencia. * 

• . • . •* . 

FAROS DE LA ISI 4 A DE CUBA: * 

•* ' * 

O-DONNBLL. • 

- Lux fija alternado. cqn grandes resplan- 
dores de 80" en 80", y de aparato de pri- 
mer órden de FresneU: 

Alumbra desde el 24 de Julio de 1846. 
Situado en el castillo del Morro, á la 
entrada del puerto de la Habana. 

- Latitud 28° 9’ 10 ” N. Longitud 76° 10 * 
2 " O. San Fernando • . • * * 

La elevación del foco lnmiposo sobre el . 
nivel del mar es de 158 pife. ^ 

Alcance mínimo 18ipillas. . * . 

A la distancia de 40 á 45 millas, que es 
el mayor alcance de la luz de los resplan - 
dores, los eclipses tatoles duran de -4 á 
26"; á la de 85 millas lps eclipses dejan 
de ser to tales, jporque a esta distancia' em- ’ 
pieza á distinguirse la inz'fija. < 


SANfíAOO DI etTBA. 
V 


RONCAL! . 




'Luz blanca giratoria de aparato^ cata- 
driíjfiico'de segundo órden .i/ «elipses de V 

Alumbra desde el 15 de Setiembre de 

1860. 


i ‘ Luz giratoria que hace su revolución ca - , 
da minuto . < 

La elevación del focó lumjposo sobre el 
nivel del mar es de 244 piés, y estando é 
56 elevado del mismo nivel se descubre la 
luz á 24 millas. ; \ ^ 

Latitud 19° 57' 29" «. Longitud ' 69? 
*46' 8?" O. ‘ . 

. .Este jaro está situado hacia la parte 
oriental ’de las fortificaciones dál castillo 
4el Mofrb, 4600 varas próximamente de 
la ernbocadura del canal qtofonrian los 
placeres de jas. puntas dri Morra y Soca- 
pa, y á 400 varas próxnnabwate de dicho 
canal junto 4 la' punte del Morrillo.. * * 

„ . COLO*. . * 

’ # 

Luz giratoria de color natural con eclije 
sis de V en 1* y aparato catadxjóptiw de 
primar órden. . * * 

Alumbró desde el l..°..de Mayo de 
1850. • ,, ' ;; •* 

Qolocado en la punta Maternillos, 4 la 
embocadura del canal viejo de Bahanla. 

•Latitud 21° 89' 89" N. Lodgitud 70* 
58’ 89” Ó. •> 

La luz se halla elevad^ 190 piés ’ sobre 
el nivel d$l mar. • , r • 

Alcance 15 millas. ‘ • , 

La intensidad 6 duración de brillantez 
de los destellos eade 16 4 18', perdiendo- 
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se de vista desde la cubierta de un buque 
elevada 7 pies sobre el nivel del mar á las 
20 millas ae distancia, y á las 26 á los 100 
piés de elevación. 

CAYO DE PIEDRAS. 

Desde el 1. ° de Setiembre de 1857, 
alumbra continuamente el faro “Los Pin- 
zones,” establecido en Cayo-Piedras, en 
el lugar que ocupaba la antigua linterna. 

Latitud 28° 14' 24" N. 

Longitud 74° 55' 12" O. del meridia- 
no del Observatorio de Marina de San 
Fernando. 

La altura de la luz es de 78 pies sobre 
el nivel del mar. 

El faro es lenticular, catad iópt rico, de 
cuarto orden, deFresnell, hace^urevolu- 
cion en 3'; la luz es blanca con destellos 
rojos de 30” en 30”, v estos destellos du- 
ran 5”. 

La luz se divisa á 15 millas sin auxilio 
de anteoio. — (G. de M. dr 17 de Octubre de 
*1857). 

CAYO DTANA d ANAS. 


torre y edificios de un faro de segundo ór- 
den en la punta Maisí presupuestadas en 
59,000 pesos. 

FAROS DE LA PENINSULA. 

• CABO DE LA HIGUERA. 

Luz Jija de color natural , de aparato cata - 
dióptrico de quinto orden . 

Alumbra desde 1. ° de Abril de 1855. 

Situada en el mencionado cabo, á la en- 
trada del rio Yidasoa, y costa occidental 
de la Concha de la ciudad de Fuenterrabía. 

Latitud 43° 23' 35" N. Longitud 4 o 
1 25' 17" E. 

I Alcance 7 millas. ^ 

Elevación 312 pies. 

Primera luz de las costas de España en 
el Occéano, y en relación con las de Fran- 
cia, del puerto de Socoa, de luz fija; y del 
faro de Biarritz, de segundo órden. con 
eclipses de J en J minuto. 

PASAGES. 


Luz fijo ron vidrio s de rotor blanco y ro- 
sado. 

Alumbra desde el 1. ° de Febrero de 
1847. 

En la bahía de Cárdenas, y es de gran 
utilidad para los buques costeros que na- 
vegan entre los cayos. 

Latitud 23° 9' 40" N. Longitud 74° 
53' 39" O. 

La luz está elevada 52 piés sobre la su- 
perficie del mar. 

Alcance 9 millas. 

Arrasados los edificios de los fanales de 
Cayo Diana y Cayo Piedras por el hura- 
can de 26 y 27 de Agosto de 1856, se reem- 
plazó provisionalmente, el de Cayo Piedras 
por otro de luz fija que ha empezado á 
alumbrar en 1. ° de Enero de 1857, cuya 
situación geográfica es de 23° 14' 21" La- 
titud N. 74° 55' 53" Longitud *0. de San 
Fernando. Elevación 19*, 507 (70 piés) 
sobre el nivel medio del mar. 

Dicho faro provisional subsistirá mien 
tras se completa el permanente, que se 
construye en la actualidad. 

El 4 de Noviembre de 1856 se subastó 
en la Dirección de Obras públicas de* la 
Habana la adjudicación de las Qbras de la 
42 


Luz jija de color natural , su aparato de 
cuarto órden catadióp trico. 

Alumbra desde 1.0 de Octubre de 
1855. 

Establecida en el cabo de la Plata sitúa 
do al O. del Canal de Pasages. 

Latitud 43° 20' 21" N. Longitud 4 o 
15' 43" E. 

Alcance 14 millas. 

Elevación 532 piés. 

SAN SEBASTIAN 

Luz jija de color natural , variada por 
destellos brillomtesde 2' en 2' su aparato ca- 
tadióptrico , gran modelo t de tercer órden. 

Alumbra desde el 15 de Marzo de 
1855. 

Colocada en el Monte Igueldo, al O. de 
la Concha de San Sebastian. 

Latitud 43° 19' 28" N. Longitud 49 11. 
50" E. 

Alcance 15 millas. 

Elevación 468 piés. 

CABO MACHICHACO. 

Luz jija vanada por destellos de 4' en 4 '. 
Su aparato de primer órden catadióp trico* 

1856 
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Alumbra desde el 21 de Agosto de 

1862. 

Situada en la punta del expresado Cabo. 

Latitud 43° 28' 00" N. Longitud 3 o 
22' 60" E. 

Elevación 283 piés sobre el nivel de las 
pleamares equinociales. 

Alcance 18 millas. 

PUNTA DE LA GALEA. 

I 

Luz fija , de aparato de cuarto orden. 

Alumbra desde el 21 de Agosto de 

1852. 

En el antiguo fuerte del mismo nom- 
bre, al E. de la Concha de Portugalete. 

Latitud 48° 22'* 86" N. Longitud 8 o 8' 
14" E. 

Elevación total del terreno y edificio 
416 piés sobre el nivel del mar. 

Alcance 10 millas. 

castro-vrdiales. 

Luz fija variada por destellos rojos de 3' 
en 3' y de aparato catadióptrico de quinto 
órden. 

Alumbra desde el 19 de No vimbre de 
1858. 

Colocada en el torreón S. E. del castillo. 

Latitud 43° 24' 10" N. Longitud 2 o 
56' 10" E. 

Elevación 143 pies sobre, el nivel del 
mar. 

Alcance 7 millas. 

• SANTANDER. 

Luz giratoria con eclipses de V en 1', y 
su aparato de segundo órden. 

Alumbra desde el 15 de Agosto de 
1889. 

En una torre de 111 piés de altura en el 
cabo Mayor. 

Latitud 48° 80' 15" N. Longitud 2 o 
25' 10" E. 

Elevación total del foco luminoso 326 
piés sobre el nivel del mar. 

Alcance 24 millas. 

GIJON. 

Luz natural, fija. 

Alumbra desde el 15 de Junio de 1855. 

Establecida en la inmediación de lá er- 
mita de Santa Catalina. 


i Latitud 48° 35' 18" N. Longitud 00° 

! 84’ 14" E. 

Alcance 10 millas. 

Elevación 183 piés. 

CABO DE PESAS. 

Luz giratoria con eclipses de 80” en 30”, 

\y de aparato catadióptrico de primer órden. 

Alumbra desde el 1¿> ae Agosto de 

1853. * 

Situada en el mencionado cabo. 

Latitud 43° 42’ 20” N. Longitud 00° 22’ 
82” E. 

La altura del foco luminoso sobre el ni- * 
vel del mar es de 370 piés, y su alcance 
es de unas 21 millas en tierapodespejado. 

ESTACA DE VARES. 

Luz blanca giratoria con eclipses de 1’ en 
V, y su aparato de primer órden catadióp- 
trico. 

Alumbra desde el l..° de Setiembre de 
1850. • 

En la punta del mismo nombre, distan- 
te 9 millas al E. de cabo Ortegal. 

Latitud 43° 47’ 30” N. Longitud I o 21’ 
8” O. . 

Elevada 335 piés sobre el nivel del mar. 

Alcance 20 millas. 

CABO PRIOR. 

Luz fija , de aparato de tercer órden cata- 
dióptrico. 

Alumbra desde el 1. ° de Marzo de 

1854. 

Establecido en la falda N. del mencio- 
nado oabo. 

Latitud 43° 83’ 40” N. Longitud 2 o . 6’ 
68” O. 

La elevación total del foco luminoso so’ 
bre el nivel del mar es de 489‘87 piés. 

Alcance 15 millas próximamente. 

CABO PRIORlSO 

• Luz blanca fija variada por destellos ro- 
jos de 2’ ¿n 2’, y de aparato de cuarto órden , 
gran modelo. 

Alumbra desde el 10 de Julio de 1854. 

Latitud 43° 27’ 50” N. Longitud 2 o 8’ 
17” O. . 
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Elevada 101‘5 piés sobre el nivel del 
mar. 

Alcance 11 millas. 

COBüfU. 

Z/U 2 fija variada por destellos de 3’ en 3’: 
su aparato catadióptrico de tercer Orden, 

Alumbra desde el 4 de Junio de 1857. 

Colocado á una milla NO. de la Coruña 
en la torre denominada de Hércules. » . 

Latitud 43° 23’ 00” N. Longitud 2 o ll 1 
52” O. 

Tiene 363 J piés de altura sobre el ni- 
vel en calma de las pleamares equinocia- 
les. 

Alcance en tiempo ordinario 12 millas, 
y 20 para los destellos. 

ISLAS SISARGAS. 

Luz fija variada por destellos rojos de 4’ 
en 4’, y de aparato de cuarto Orden cata - 
diOptrico. 

Alumbra desde el 29 de Julio de 1853. 

Establecido en el segundo pico saliente 
al N. de la isla Mayor, á contar del extre- 
mo O. de la misma. 

Latitud 43° 21’ 50” N. Longitud 2 o 
37’ 57” O. 

El foco luminoso está elevado 391*7 
piés sobre la superficie media del mar. 

Alcance 11 millas. 

CAMARINAS. 

Luz fija , de aparato de cuarto Orden. 

Alumbra desde el 10 de Julio de 1854. 

Situado en la punta de tierra del cabo 
Villano de Camariñas. 

- Latitud 48° 9’ 50” N. Longitud 3* 00’ 
42” O. 

La luz se halla elevada 246 piés sobre 
el nivel del mar. 

Alcance 10 millas. 

F1NISTERRE. 

Luz giratoria , con eclipses de 30” en 30” 
y de aparato de primer Orden catadióptrico . 

Alumbra desde el l.° de Junio de 
1858. 

Establecido en la punta S. del cabo del 
mismo nombre. 

Latitud 42° 52’ 39” N. Longitud 8 o 3’ 
8” O. 


El foco luminoso está elevado 512*2 
piés sobre la superficie del mar. 

. Alcance 20 millas. 

CORROBEDO. 

Luz fija blanca, y su aparato catadiép- 
trico de tercer Orden, gran modelo. 

Adumbra desde el 20 de Febrero de 
1853. 

Situado en la punta mas saliente del 
cabo de este nombre. 

Latitud 42* 84’ 38” N. Longitud 2 o 52’ 
32” O. 

La elevación de la luz desde el nivel del 
mar es de 115 piés, y su 

Alcance 11*6 millas. 

ISLA SALVORA. 

Luz blanca fija , variada por destellos ra- 
jos de2 y en 2*; suaparato de cuarto orden. 

Alumbra desde el 19 de Octubre de 
1853. 

Colocado en la punta inas saliente al S. 
de la misma Isla. 

Latitud 42° 27’ 50” N. Longitud 2 o 48’ 
7” O. 

La luz está elevada 90 pies sobre el ni- 
vel del mar. 

Alcance 10*4 millas. 

ISLA ABOSA. 

Luz fija , y de aparato catadióptrico de 
j cuarto orden. 

Alumbra desde el 19 de Octubre de 
1853. 

Establecido en la punta llamada del Ca- 
ballo. 

Latitud 42* 34’ 8” N. Longitud 2 o 39’ 
42” Ó. 

! La luz se halla elevada 42 piés sobre la 
| superficie del mar. 

Alcance 7*1 millas. 

ISLAS CIES. 

Luz giratoria con eclipses de V en 1’ y 
aparato de segundo Orden catadióptrico. 

Alumbra desde el 19 de Noviembre de 
1853. 

Situado en la cúspide del monte Faro, 
que es la punta mas saliente del extremo 
S. dé la ida del Centro. 

Latitud 42* 12’ 23” N. Longitud 2' 41’ 
50” O. 
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El foco luminoso está á 660 piés'de ele- 
vación sobre el nivel del mar. 

Alcance 20 millas. 

VIGO. 

Luz fija variada por destellos de 3 ’ en 3 * 
y de aparato catadióptrico de cuarto orden . 

Alumbra desde el 27 de Abril de 1844. 

Colocado en el castillo de la Guia, á la 
falda del cerro del mismo nombre, dentro 
de la ria y á 1 £ millas al NE. de Vigo. 

Latitud 42° 15’ 16” N. Longitud 2 o 28’ 
46” O. 

La elevación total de la luz sobre el ni- 
vel del mar es de 112 piés. 

Su alcance mínimo llega mucho mas 
afuera de la boca S. que forman las islas 
Cies en la entrada de la ria, siendo en 
tiempo ordinario de 7 millas, y de 12 pa- 
ra los destellos. 

HUELVA. 

Luces de puerto. 

Latitud 37° 13’ 22” N. Longitud 00* 
39’ 18” O. 

En la barra del rio Odiel, para señalar 
el canal de entrada, que es variable, hay 
dos laces, las cuales sirven también de ba- 
lizas durante el dia: una de las hiceses fi- 
ja, y se halla establecida sobre un pilar 
de fábrica; la otra sobre un armazón de 
madera, es variable , y ambas marcan la 
enfilacion que debe tomarse para fran- 
quear sin peligro la barra. 

Se encendieron á principios de 1853. 

Alcance 3 millas. 

CHIPIONA. 

Luz jija de puerto de color natural . 

Alumbra desde el l.° de .Mayo de 
1855. 

En la punta meridional de la boca del 
rio Guadalquivir, y en la torre de la igle- 
sia de la población. 

Latitud 36° 44’ 15” N. Longitud 00° 
13’ 30” O. 

Alcance 8 millas. 

Elevación 75*9 pies. 

Esta luz, ^emás de señalar la posición 
de aquella parte de costa, servirá interi- 
namente de marcación para el bajo Sal- 
medina, cuyo extremo mas saliente al 
NO. demora desde ella al S. 83’ O., corre- 
gido, distancia 1*8 millas. 


RIO GUADALQUIVIR. 

Tres luces» en ¿l puerto de Sanlúcar de 
Barrameda. 

Alumbran desde el 21 de Enero de 
1854. 

Latitud 36° 46’ 20” N. Longitud 00° 9' 
37” O. 

1. 53 Luz blanca , situada en la punta 
de Af a laudar dentro del puerto, y en su 
costa del N., elevada 39 J pies sobre el ni- 
vel medio del mar, y se descubre á 6 mi- 
Uas. 

2. Luz blanca , colocada en el edilicio 
alto y mas septentrional de Bonanza en 
lo interior del puerto y su costa del E.; 
está elevada 57 £ piés sobre el nivel medio 
del mar, y su alcance 7| millas. 

3. 53 Luz roja , colocada también en si- 
tio alto *al S: del castillo dél Espíritu-San- 
to, cuya punta determina el límite del 
puerto de la costa del S. 

Para entrar en el puerto, cuyo menor 
fondo en baja mar de gran marea media 
es de 13 piés de Burgos, equivalentes á 
3‘6 metros, y la diferencia ue niveles de 
ella es 10‘9 piés ó tres metros, se necesita 
precisamente viento largo y entablado, 
con el que después de pasar al O. del bajo 
Salmedina, cuya posición manifiestan las 
cartas y planos, se navegará al NE. ¿ E. 
de la aguja (de la que son también todos 
los rumbos que se dirán después) la dis- 
tancia de 2f millas, y al cumplirla se es- 
tará en fondo de 3o pié? arena, y se verán 
casi enfiladas las dos luces blancas referi- 
das de Malaadary Bonanza, cuya enfila- 
cion se tomará exacta, v seguirá por ella 
con rumbo al E., y habiendo andado por 
él 1 y 1/6 millas se descubrirá por el SE. 
J E. la luz roja de través. Al estar tanto 
avante con ella marcándola por el SSO. 
en el punto donde mas se estrecha el ca- 
nal (cuya anchura no llega allí á 2 cables ) 
se eclipsará dicha luz roja , y en el mismo 
momento se deberá poner la proa al ESE. 
6 o E., hasta que la luz de Malandar de- 
more al NO. 6 o N., y la de Bonanza al 
ENE., que se estará en 38 á 53 piés de 
fondo arena, en cuyo acto se gobernará al 
NE. 6 o E., hasta que dicha última luz de- 
more al SE. J E., que se estará en el fon- 
deadero y dará fondo en 24 á 42 piés 
arena. 

Siendo difícil y peligroso por los mu- 
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chos bajos exteriores ó interiores del puer- 
to entrar en él sin práctico con viento de 
los cuadrantes primero ó segundo/ que 
obliguen áboraear , se deberá en este ca- 
so hacerse á la mar para esperar el dia, ó 
fondear al NNE. de Chipiona, cuando el 
“buen tiempo lo permita sin riesgos. 

CADIZ. 

Luz blanca JijcL, cariada por destellos ro- 
jos de 2* en 2’; de aparato catadióptrico de 
segundo orden , gran modelo . 

En la parte mas occidental del castillo 
de San Sebastian. 

Alumbra desde el l.° de Junio de 
1855. 

Latitud 86° 81’ 10” N. Longitud 00° 
06’ 88” O. 

Alcance 20 millas. 

Elevación 157 4 5 piés. 

MEDITERRÁNEO. 

El gobierno inglés tiene, establecido 
sobre la punta de Europa un faro de luz 
fija elevada 164 pies sobre el nivel 
del mar, de 15 millas de alcance y en di- 
rección N. visible en el interior de la ba- 
hía de Gibraltar y en la de Algeciras. 

*- 

ISLA DE TARIFA. 

Luz fija blanca } su aparato catadióptrico 
de primer orden, gran modelo. 

En la parte mas meridional de la men- 
cionada isla. (Estrecho de Gibraltar.) 

Alumbra desde el 1. ° de Setiembre de 
1855. 

Latitud 86° 00’ 00” N. Lougitud 00° 
35’ 38” O 

Alcance 20 millas. 

Elevación 142'5 pies. 


su color, que pueda confundirse con las 
luces de la población. 

MALAGA. 

Aparato de reflectores que produce la luz 
con eclipses. 

Situado á la extremidad del muelle 
del*E. 

Latitud 86° 43’ 25” N. Longitud I o 46’ 

88” K 

El foco luminoso tiene 186 piés de altu- 
ra sobre el nivel del mar.' 

Alcance.12 millas. 

MONTE DE NAVIDAD, PUERTO DE CARTAGENA. 

*( Provincia de Murcia.) 

Luz Jija , de color natural; su aparato 
catadióptrico de cuarto órden 

Latitud 37° 35’ 30” N. Longitud 5 o 18’ • 

38” E. del Observatorio de Marina de San 
Fernando. . 

Alcance 10 millas, en buenas circuns- 
tancias. 

Elevación 37ni64 (135‘09 piés)sobre el 
nivel del mar. . 

Alumbra desde el 15 de Julio de 1856. 

Atendida la situación de este faro, to- 
do buque que durante la noche se dirija 
al puerto de Cartagena, y trate de fondear 
en su costa del E. inmediato á la casa de 
la pólvora, ó a) arrabal de Santa Lucía, 
mantendrá siempre la luz á la vista algo 
abierta con la punta de Navidad, 'cuidan- 
do no ocultarla para ir zafo de la Laja, si- 
tuada dentro del puerto. Por el contrario, 
ocultará la luz aproximándose cuanto sea 
posible á la punta de Navidad, si su pro- 
pósito es fondear en el Espalmador gran- 
de. — (G. de h H. del 11 de Setiembre de 
1856.) 


ALGECIRAS. 


ISLA PLANA ó TABARCA. 


Luz fija de color verde. * 

Alumbra desde el l. c de Setiembre 
de 1858. 

Latitud 36° T 19” N. Longitud 00° 46’ 
8” E. 

Alcance 5 millas. 

Elevación 50 piés. 

Establecida en la isla Verde para mar- 
car de noche la entrada del puerto á toda 
clase de embarcaciones, y para evitar, por 


Luz fija de color natural variada por des- 
tellos de 2’ en 2\ y su aparato catadióptrico 
de tercer órden. 

Alumbra desde el 1. ° de Enero de 
1854. 

Establecido á 2010 pies de la punta 
oriental de la mencionada Isla, á 560 de 
la orilla del mar en direcoion ai N., y á 
525 en la del S. 
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Latitud 38° 10’ 13” N. Longitud 5 o 
45’ 38” E. 

La luz está .elevada á 98'9 piés sobre la 
superficie del mar. 

Alcance 10’9 millas. * 


La luz se halla elevada 625 '4 piés sobre 
el nivel del mar. 

Alcance medio 19 millas. 

GRAO DE VALENCIA. 


PUERTO DE ALICANTE. 

Luz Jija de color rojo. 

En la misma punta que hoy termina 
el arrecife de escollera del muelle. Su si- 
tuación irá avanzando según adelante la 
construcción dermuelle. 

Alumbra desde el 1. ° de Noviembre 
de 1855. . 

Latitud 38° 19’ 10” N. Longitud 5 o 
44’ 45” E. 

Alcance 2 millas. 

Elevación 28 ‘7 piés. 

CABO DE LAS HUERTAS. 

( Privincia de Alicante.) 

Luz Jija , de color natural y aparato de 
cuarto árden catadiup trico. 

Latitud 38° 20* 30” N. Longitud 5 o 
49’ 38” E. del expresado * meridiano. 

Alcance 10 millas. 

Elevación 37^ 45 (184‘40 piés) sobre el 
mismo nivel. 

Alumbrará desde el 15 del mes de Agos- 
to próximo. 

.Madrid 30 de Junio de 1856. — Joaquín 
Gutiérrez de Rubalcava. — ( G. déla H. del 
11 de Setiembre de 1856.) 

VILLAJOYCSA. 

Luz Jija , de puerto, elevada 50 piés so- 
bre la superficie del mar, que se descubre 
á 5 millas. 

Latitud 88* 80’ 00” N. Longitud 6 o 1’ 
8” E. 

CABO DE SAN ANTONIO. 

Luz de color natural, de aparato cata - 
diáptrico de segundo árden , con eclipses de 
30” en 30”. 

Alumbra desde 1. ° de Enero de' 1855. 

Establecida sobre la antigua torre del 
cabo de San Antonio. 

Latitud 38° 48’ 30” N. Longitud 6 o 24’ 
42” E. 


Luz Jija . 

Latitud 39° 28’ 20” N. Longitud 5* 52’ 
18” E. 

En 17 de Setiembre de 1848 se incen- 
dió este faro, y en el mismo sitio de lá ex- 
tremidad de la obra del puerto del Grao 
se plantó una percha, colocando en ella 
una linterna provisional á la misma ele- 
vación de 40 J piés sobre el nivel del mar; 
que tenia la torre incendiada, y la ilumi- 
nación se extiende a todo el horizonte. 

EL CABAÑAL. 

L uz Jija, de puerto. 

En la torre de la ermita, como al tercio 
de la población por la parte N., y á unos 
4932 piés de Burgos al N. 10° 15’ O. mag- 
nético, del fanal del Grao de Valencia. 

Latitud 39° 28’ 50” N. Longitud 5 o 52’ 
18” E. 

Alcance de 7 á 9 millas según el estado 
de la atmósfera. 

Elevación 55 piés. 

Esta luz' se estableció para que los pes- 
cadores puedan tomar puertó en un pun- 
to conveniente de la playa. 

CABO Í)E OROPESA. 

( Provincia de Castellón.) 

Luz Jija, variada con destellos de 3 ’ en 3 ’; 
su aparato catadióptrico de tercer árden. 

Latitud 40° 06’ 36” N. Longitud 06° 21 7 
23” E. del Observatorio de Marina de 
San Fernando. 

Alcance aproximado, 15 millas. 

Elevación, 22, "i 68 (81 piés) sobre el 
niyel del mar. 

Alumbrará desde el 1. ° de Abril del 
presente año. 

Madrid 2 de Marzo de 1857. — ( G. de M. 
de 6 de Marzo.) 

SALOU. 

Luz Jija. 

Colocada en lo mas saliente al S. de la 
punta del muelle y elevada 30 piés sobre 
la superficie dél mar. 
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Latitud 41° 3’ 60” sN. Longitud 7 o 21’ 
8” E. 

Alcance 8 millas. 

No se enciende los siete dias del pleni- 
lunio de cada luna. 

TARRAGONA. 

Luz fija . 

Situada en la punta del muelle, eleva- 
da 69 piés sobre el nivel del mar. 

Latitud 41° 6’ 00” N. Longitud T 27’ 
00” E. 

Alcance 14 millas. 

. LLOBREGAT. 

> 

Luz giratoria de color natural, con eclip- 
ses de 30” en 30”, y su aparato de segundo 
orden. 0 

Alumbra desde el 1. ° de Marzo de 
1862. / 

Establecido en la bunta saliente del rio 
Llobregat, en la antigua torre de la Punta , 
y distante 420 brazas de la desembocadu- 
ra y 300 de la costa. 

Latitud 41° 19 12” N. Longitud 8 o 21’ 
8” E. 

La elevación del foco luminoso sobre el 
nivel del mar es de 116 piés. 

Alcance 18 millas. • 

Para guia de los navegantes que ven- 
gan de la parte del O. al puerto de Barce- 
lona, debe advertirse que todo buque que 
se halle dos poillas al S. de la punta de 
Terrosa, en las costas de Garaf, deberá 
dirigir su rumbo 12° al S. de la luz del 
faro, tantd para salvar las playas de la ori- 
lla derecha dpi rio Llobregat, como para 
dar* resguardo á una vigía ó restinga si- 
tuada á 0'8 millas de la ^desembocadura 
del rio, la cual demora al SSE. del faro 
1‘5 millas de distancia. Siguiendo elmen- 
cionado rumbo podrá dirigirse al puerto 
de Barcelona cuando el faro le demoré al 
N. S5° O. 

BARCELONA. 

Luz fija , colocada en la extremidad del 
muelle, elevada 65 piés sobre la superficie 
del mar, y visible á millas por todo el 
horizonte. 

Latitud 4p 22’ 40” N. Longitud 8 o 23’ 
18” E. 

Por Real órden de 27 de Junio de 1856, 
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se mandó que el faro de tercer órden que el 
plan general de alumbrado marítimo asig- 
na al pueblo de Canet en la provincia ae 
Barcelona, se situé en el cerro de la Tor- 
reta, inmediato al pueblo de Calella. 

CABO DE SAN SEBASTIAN. 

{Provincia de Gerona.) 

Construido por el Cuerpo de Ingenie- 

5 os de Caminos, Canales y Puertos* cerca 
e la Ermita de San Sebastian del expre- 
sado Cabo, y que alumbrará desde el 1. ° 
de Octubre del presente año. 

El aparato es giratorio de primer órden, 
cuya luz se eclipsa de minuto en minuto. 

Latitud 41° 53’ 80” N. Longitud 9 o 24’ 
38” E. del Observatorio de Marina de San 
Femando. 

Alcance aproximado 22 millas. 
Elevación .167, ra 13 (699‘9 piés.) 

Sirve para evitar el escollo de las islas 
Hormigas, situadas lo mas meridional de 
ellas 2 ‘4 millas al* S. del faro; y lo mas 
oriental de las mismas 1‘3 millas de la 
punta llamada del Término ó sea Castell. 

Madrid 7 de Setiembre de 1857. — Juan 
de Dios Ramos Izqflerdo. 

Lo que por disposición del Excmo. Sr. 
Comandante generaLdel Apostadero, se 
inserta en la Gaceta de la Habana para su 
mayor circulación. — Habana 6 ae No- 
viembre de 1857 . — Francisco P. Manjon. 
{G. de la JET. del 8.) 

CABO PALAFRUGEL (GERONA.) « 

Recientemente se ha Colocado un faro 
en este cabo, pero todavía no hemos r 
cibido la Gaceta de Madrid en que . 
anuncien sus pormenores. 

CABO CREUX. 

Luz fija de color natural , variada por des- 
tellos de 3' en 3', de aparato catadióptrico 
de tercer órden. 

Alumbra desde el 19 de Noviembre de 
1858. 

Latitud 42° 18’ 45” N. Longitud 9 o 31’ 
33” E. 

La luz está elevada 812 piés sobre el ni- 
vel del mar. 

Alcance 15 millas. 
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En dirección al E. dista el faro 297} 
brazas de la orilla del mar, y en la misma 
dirección se encuentra el islote llamado 
Masa de Oro , á la distancia de 486} bra- 
zas de^la costa. Por el N. se halla á 278} 
brazas’del mar y á 288} por el S. 

Este faro, que es el último de las cos- 
tas de* España en el Mediterráneo, está si- 
tuado en el expresado cabo, en el sitio que 
ocupaba una torre antigua, destruida en 
el clia. Corresponde su iluminación con la 
del faro del cabo Beám, costas de Fran. I 
cia, de luz fija, y visible á la distancia de ! 
18 millas. ’ l 


ángulo SE. de la entrada del puerto sobre 
los restos del antiguo castillo de aquel 
nombre. 

Latitud 89° 52’ 00” N. Longitud 10° 36’ 
38” E. 

La luz se halla elevada 79 piés sobre la 
superficie del mar. 

Alcance 6 millas. 

Hasta la distancia de 200 piés próxi- 
mamente del fanal se extienden los ban- 
cos de roca que producen visibles rom- 
pientes. 

MENORCA. 


ISLAS BALEARES. 

PALMA. 

Luz fija colocada en la prolongación del 
muelle } elevada 40 piés sobre la superficie 
del mar } y puede avistarse á 4 millas . 

Latitud 39° 34' 00” N. Longitud 8° 53’ 
11” E. 

PUERTO— PI. 

Aparato de reflectores que produce uva 
luz con eclipses. • 

La luz está elevada 144 piés sobre el ni- 
vel del mar. 

Alcance 8 millas. 

Latitud 39° 33’ 00” N. Longitud 8 o 52’ 
40” E. 

ISLA DRAGON ERA. 

• 

Luz giratoria de aparato catadióptHco de 
primer órden t con destellos de 2’ en 2\ 

Alumbra desde el 20 de Marzo de 1852. 

Establecido sobre el pico del centro de 
la mencionada isla, llamado Single de Gi- 
novera, en el misino sitio en que había 
una antigua tqtre de costa. 

Latitud 89° 85’ 00” N. Longitud 8 Ü 33’ 
00” E. 

La elevación total del foco luminoso 
sobre el nivel del mar es de 1293 piés. 

Alcance mínimo 18 millas. 

MAHOX. 

Luz fija, de aparato catadióptHco de sex- 
to órdeny é ilumina dlo 0 de horizonte . 

Alumbra desde el 20 de Marzo de 1852. 

Situado en la punta de San Felipe y 


Luz fija , de colcn % r¡atural y aparato caí 
j tadióptrico de segundo orden. 

Establecida en gl cabo de Caballería 
costa septentrional de Menorca. 

Latitud 40° 5’ 40” N. Longitud 10° 21’ 
38” E. del Observatorio de Marina de San 
Fernando. 

Alcance 20 millas en buenas circuns- 
• tandas. 

Elevación 93^758 (336*49 piés) sobre 
! el nivel del mar. 

Alumbra desde 1. ° de Marzo del pre- 
sente año. — Madrid 12 de Enero de 1857. 
( O . dcM. dell 4 de Enero.) 

¡ ISÍ.A CONEJERA. 

! 

Luz giratoria de aparato catadióptrico 
de segundo órden con eclipses de 1’ en 1’ si 
bien á la distancia deS6 4t millas la oculta- 
ción Tío será completa. 

Alumbra desde 19 de Diciembre de 
1857, la paTte occidental de la isla de Ibi 
za desde el NE. al S. } SO. corregidos. 

Latitud 38° 59’ 47” N. Longitud 7 o 28’ 
48” E. del Observatorio de Marina de San 
Fernando. 

Alcance aproximado desde la cubierta 
dQ un buque de regular porte, 20 millas. 

Elevación del foco luminoso sobre el 
nivel del mar 88na(315'8 piés.) 

La torre está situada á 8» (287 piés) de 
distancia del escarpe de la isla; es circu- 
lar y está coronada por un pequeño tor- 
reón que sostiene á la linterna, rebocada 
de un betún amarillento,* y sale unos 
8m (287 piés) sobre el resto del edificio 
{G. de M. del 20 de Octubre de 1857.) 
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COSTAS DE AFRICA. 

• • . 

, ALHUCEMAS. 

Luz fija , formada' por dos quinqués de 
gruesos mecheros , y reflejada por un espejo 
metálico. # 

Alumbra desde el 1. ° de Agosto (Je 
1852. - ' # 

Colocada .sobre la torre V igía de la 
plaza de Alhucemas, puntó el mas eleva- 
do de la fortaleza. 

Latitud 85° 14’ 40” N. Longitud 2° 24* 
50” E. 

Su altura sobre el nivel del mar es de 
185 piés. 

Alcance aproximado 9 millas. 


*CEt T TA. • 


Luz de eclipses de A 1 en V; su aparato 
ccUadióptrico de primer orden. 

Establecida en lff cúspide del ce»ro de 
los MosquerosXpunta de la Almina), en la 
mencionada plaza. 

Adumbra desdedí l.° de Diciembre 
de 1855. 

Latitud 35° .53’ 44” N. Longitud 00° 54’ 
48” E. . 

Alcance 27 millas. 

Elevación 521 pies. 


ISLAS CANARIAS. 

En el puertQ de Santa Cruz de Teneri- 
fe se ha establecido desde 1. ° de Julio del 
afió corriente, (1857) en el estrerho actual 
de la escollera del muelle en construcción 
una luz roja fija, g levada 6,»». (21 '5 piés) 
sobre el nivel de la pleamear, y su alcan- 
ce de 4 á o millas en circunstancias favo- 
rables. * 

Latitud 28° 28’ 20” N. Longitud 10° 2’ 
40” O. del meridiano del Observatorio de 
Marina de San Fernanda 
Los buques que se dirijan 'á fondear, 
deben tener presente que la expresada’ 
luz demora al SO, corregido del fondea- 
dero general. 

Las mareas* máximas se elevan 2 ‘36 m. 
(8. pié* 5‘5 pulgadas), y las, ordinarias 1 '67* 
metros (4 piés.) 

43 


ISLA DE PUERTO-RICO. 

SAN JUAN DE PUEBTO-BICO. 
n Luz giratoria. 

Situada en el castillo del Morro y ba 
luarte mas SO. de esta fortaleza. 

Latitud T8° 29’ 00” N; Longitud 59° 
54’ 52” O. - - 

La elevación de la luz sobre el nivel 
del mar es de 187¿ piés, y su alcance de 
15 millas. 

La luz es de color natural, y tiene 114” 

de eclipse y 8 de claridad. ^ 

* * 

ISLAS ‘FILIPINAS. 

MANILA. 

Luz jija. 

Colocada sobre una torre redonda y 
blanca en el extremo del murallon N. dpi 
rio Pasig, y sirve para tomar el' fondea- 
dero de la bahía de Manila. 

Latitud 14° 36’ 10” N., Longitud 127° 8’ 
53” E. 

La luz se halla elevadar á 7 6| piés sobré . 
la.superffcie del mar.' 

Alcance aproximado. 13 millas. ~ 

ISLA DEL COBBEGIDOB. 

Luz blanca giratoria con eclipses de Y en * 
1’, y de aparato de segundo (yrden. 

Alumbra desde el 1. ° de Febrero de 
1853. 

Establecido en la cumbre de la mencio- 
nada isla en la boca de la bahía de Manila. 

* Latitud 14° 23’ 5” N. Longitud 1£6° 
45’ 46” E. 'V 

La elevaciop total de la luz sobre el Ai- 
.vel del mar es de 699 piés. 

El alcance mínimo de la luz es de 18 * 
millas, pero puede verse á mucha mas 
distancia. 

PULO CABALLO.. 

Luz Jija , y su aparato de cuarto órden. 

Alumbra desde 1. ° de Febrero da v 
1853. 

Colocada’ en el islote del mismo nom- 
bre en la bóca de la bahía de Manila 

Latitud 14° 22’ 15” N. Longitud 126" 
48’ 16” É. “ 

1856 
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La luz tiene 450 piés de elevación to- 
tal sobre el nivel del mar. 

Alcance 9 millas. 

Pulo Caballo es un islote muy escarpa- 
do y de corta extensión, que dista del fa' 
ro ae la isla del Corregidor menos de una 
legua, y yace al S. del extremg oriental é 
interior tlé dicha isla a menos de 2 mi- 
llas, advirtiendo que por’ tal espacio se 
prolonga un bajo peligroso que no da pa-. 
so mas que á pescadores. Esta luz de Pu- 
lo Caballo sirye para dar resguardo á* los 
buques del peligío de caer entre la isla 
del Corregidor y el mismo islote. . . 

CEBU. 

Según comunicación del capitán del 
puerto de Manila y Cavite, existe en el 
mencionado punto un fanal, cuya situa- 
ción geográfica y demas* particularidades 
son las siguientes: 

Luz fija, y de color natural. 

. Establecido sobre la punta Dapdap, bo- 
ca NE. del puerto de Cebú en la coáta de 
la Jsla del mismo nombre. 

Alcance 4 milfas, en circunstancias fa- 
vorables. 

Elevación 15»i<048 (54 piés) sobre el 
nivel del mar. . * 

Situación de dicha punta, según la ho- 
ja segunda de la carta del Archipiélago 
'Filipino publicada por esta Dirección en 
1808. 

Latitud 10° 21’ 30” N. ‘Longitud 130° 
01’38” E. del Observatorio deMarina.de 
San Fermmdp. — Madrid 12 de Marzo de 
1857. — 'Juan de- Dios Ramos Izquierdo.- — 

( (r. de M. del 14 de Marzo.) ' - 

• f N 

PARTE LEGISLATIVA. 

m 

R . O. ¿ e 28 de Diciembre de 1856, co- 
municada por el Ministerio de Fomento 
al de Marina y recomendando alas autori- 
dades de este ramo la inspección do vigi- 
lancia con relación al mayor servicio de 
los faros. 

^Ministerio de Marina. — Excmo. Sr. — 
El Sr. Ministro de Fomento me dice con 
fecha 28 de Diciembre próximo’pasado lo 

3 ue sigue.— Excmo. Sr.: Por Real decreto 
e 13 ae Setiembre de 1847, al aprobar el 
nuevo plan general de. alumbrado maríti- 
mo ,• se dispuso entre otras cosas en su ar- 


tículo 5. ° , que bajo la dependencia de 
este Ministerio, y por la Dirección general 
de obras públicas se .procediera desde luego 
á organizar el servicio de los faros, con ar- 
reglo á las bases que la Comisión mixta 
del mismo ramo había consignado en la 
memoria unida* al citado plaft. La base 
correspondiente á dicho servicio prevenía 
que los guardas ó torreros de faros debe- 
rían estar bajo* la inmediata y exclusiva 
dependencia de los. ingenieros y sus res- 
pectivos subalternos, como así se verifica; 
pero reconocia al propio tiempo la conve- 
niencia de que se encargara á los Coman- 
dantes de Marina, *y mas particularmente, 
á los Capitanes dé puerto, una inspección 
de Vigilancia, con la q*e podrían comu- 
nicar sus propias observaciones y las de 
los navegantes/ relativas hl servicio délos 
faros, á los mismos ingenieros, para que 
proveyeran al remedio de las taitas del 
servicio. El reglamento y la' instrucción 
que rigen en el mismo, suponen también 
el cumplimiento de está, disposición por 
parte de los mencionados 'Capitanes de 
puerto, lo cual está acordé, por otra parte, 
con lo análogamente "establecido en el 
Real decreto de' 3 de Febrero de 1853, al 
fijar las relaeionés mútuas y correspon- 
dencia constante que deben guardar las 
dos citadas clases de oficiales es cuanto 
al servicio de .las obras de puertos. El 
mejor servicio de. los faros, suyo número 
se aumenta de dia en dia, y ‘cuya impor- 
tancia ha sido tan bien apreciada de toda 
la marina, exige ahora que §c le dirija á 
la mayor perfección del alumbrado, evi- 
tando en lo posible las fajtas que en él 
podrán ocurrir, .y para lo cual splo se ne- 
cesita qug la vigilaiicia encomendada á 
los capitanes de puerto produzca los re- 
sultados consiguientes; e& decir, que no 
pase desapercibida ni quede sin el opor- 
tuno correctivq cualquiera falta que‘ se 
observase sobre tan interesante servicio; 
y á este fin> con presencia de las Reales 
disposiciones que se acaban de recordar, 
S. M. la Reina (Q. D..G.) ba tenido á bien 
Qrdenarme que manifieste á V. E. la ne- 
cesidad de que con el objeto indicado se 
prevenga por ese Ministerio á' los capi- 
taiies de puerto que en lo sucesivo toda 
noticia que por sí mismos tuvieren 6 que 
leá* fuere comunicada^por los buques que 
llegasen á fondear en ellos, relativa 4 faL 
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tas de puntualidad en encender las luces 
antes de entrada la noche, y de regulari- 
dad en su duración y apariencia que las 
corresponden, deberán comunicarla de 
oficio inmediatamente al^ ingeniero res- 

f >ectivó, cuando la falta se refiera áalgupa 
uz correspondiente á la misma prgvincia, 
y en todo otro caso, al jefe del distrito de 
obras públicas, en cuya comprensión se 
encuentre el puerto, sin perjuicio de tras- 
mitirla también en aquel, así como en to- 
dos. al Comandante general de Marina. De 
Real orden lo comunicó á Y. E. para los 
•efectos oportunos; en . la inteligencia, de 
que según fuere la resolución que sobre 
el particular recaiga por ese Ministerio, se 
circularán por el de mi cargo las preven- 
ciones que en consecuencia deban hacerse 
á sus dependientes. 

De igual Real orden lo inserto á V. E. 
para conocimiento del Almirantazgo y cir- 
culación á los efectos de su cumplimiento. 
Dies guarde á V. !E. muchos años. Ma- 
drid 11 de Enero de 1856. — Santa Cruz — 
Excmo. Sr. Vice-presidentedel Almiran- 
tazgo. 

R. O. de 11 de Enero de 1856, previ- 
niendo á los capitanes de puerto que ¡Mi- 
gan en noticia de los ingenieros y de los 
comandantes de Marina las faltas que ad- 
viertan en el alumbrado marítimo . 


| de vigilancia que deben ejercer, sus pro- 
pias observaciones y las de los navegan 
, tes á los mismos Ingenieros, para el mjejor 
; servicio de los faros. En su consecuencia, 
traslado hoy dicha Real orden al Almi- 
rantazgo para su circulación á los efectos 
de su cumplimiento. Siendo al propio 
tiempo la voluntad de S. M. manifieste á 
V. E. la conveniencia de que la Dirección 
general de obras públicas dé noticia, co- 
mo hasta aquí se ha verificado, á la del 
deposito hidrográfico de esta . córte, de 
cualquiera variación ó mejora que en vir- 
tud de dichas observaciones se adopte en 
el sistema actual de alumbrado marítimo. 
De Real orden lo digo á V. E. en contes- 
tación para su inteligencia y fines corres- 
pondientes.— De la propia Iteal orden lo 
traslado á Y. E. para conocimiento del 
Almirantazgo y fines consiguientes.” 

Lo que por acuerdo del Almirantazgo 
traslado á*Y. S. para su conocimiento y 
para que disponga su publicación. 

Dios guarde á Y. S. muchos anos. Ma- 
drid 15 de Enero de 1856. — Francisco de 
Paula Pavía . — Sr. Director del deposito 
hidrográfico. 

R . D.de 28 de Febrero de 1856, apro- 
bando el reglamento para la organización 
y servicio de los torreros en los faros de la 
isla de -Cuba. 


Almirantazgo. — 4. * Sección. — El Ex- 1 
celentísimo. Sr. Ministro de Marina, en 
11 del actual, traslada al Excmo. Sr. Vi- 
ce-presidente de ésta Corporación la Real 
órden siguiente: 

{f Excmo. Sí.: Con esta fecha digo al Sr. 
Ministro de Fomento lo siguiente: --Excmo 
Sr.:.Se ha enterado S. M. de la Real ór- 
den que V. J3. tuvo á bien dirigirme con 
fecha 2& de Diciembre próximo pasado, 
exponiendo la necesidad ae que se preven- 
ga á los capitanes de puerto pongan en 
conocimiento de loá Ingenieros de cami- 
nos, canales, puertos y faros, ó de los je- 
fes délos distritos de Obras públicas, y en 
todos los casos en el dedos Comandantes 
generales de Marina, las faltas de puntua- 
lidad que adviertaq en encender las luces 
y de regularidad en su duración y apa- 
riencias, á fin de que no pasen desaperci- 
bidas y sin el oportuno correctivo, comu- 
nicando también las autoridades de Mari- 
na respectivas, con arreglo á la inspección! 


Dirección de Obras Públicas. — Por el 
Ministerio de Estado se ha comunicado al 
Excmo. Sr.' Gobernador Capitán general 
detesta Isla la Real orden siguiente: 
Excmo. Sr. — S. M. la Reina se Jia ser- 
vido expedir el Real decreto siguiente: — 
De conformidad con lo propuesto por Mi 
Ministro de Estado, encargado del despa- 
cho de los negocios de Ultramar, vengo 
en aprobar el siguiente reglamento para 
la organización y servicio dé los torreros 
en los foros de la isla de Cuba. 

I Rey lamento para la, organización y servicio 
de los torreros en los faros de la isla de 
Cuba. * * 

CAPITULO I. 

ORGANIZACION DE LOS TORREROS. 

Artículo 1. ° El servicio de alumbra- 
do de los faros* de la isla de Cuba se Jiará 
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por un cuerpo de torreros dependiente 
de ía Dirección de Obras Públicas. 

Los torreros se dividirán en cuatro 
clases, á saber: primeros, segundos, terce- 
ros y cuartos, y su número se determina- 
rá, según lo vayan reclamando el aumen- 
to y reformas ae los faros existentes con 
arreglo á las bases siguientes. 

Árt. 2. ° En los fhros de primer órden 
liabrá tres torreros, uno de cada clase; 
pero si el aparato fuere de luz fija, será su 
dotación de dos solamente. 

En los de segundo, orden habrá igual 
número de indiyiduos, y en la propia for- 
ma que en los del orden precedente. 

En los de tercero y cuarto orden la do- 
tación será de dos torreros, pero si fuere 
el aparato de ,luz fija no habrá mas de li- 
no. En los de quinto órden y en todos los 
fanales por punto general solo habrá un 
torrero. 

Art. 3. ° Si el faro estuviese muy dis- 
tante de población ó el aparato y su buen 
servicio lo exigiese, se podrá aumentar un 
torrero de la clase de terceros ó cuartos á 
las plazas respectivamente asignadas en el 
articulo anterior. . 

Art. 4. ° Habrá un torrero mecánico 
en ta pka% de la Habana que será el prin- 
cipal del faro O-Donnell, establecido en 
el castillo del Morro, al cual se le- comu- 
nicarán por la Dirección de Obras Públi- 
cas las órdenes é instrucciones del servi- 
cio en todo lo relativo ál establecimiento 
de aparatos, su reparación &c. Cuando di- 
cho mecánico se presente en alguna torre 
fanal para eiecutar cualquiera trabajo de 
los enunciados deberán estar subordina- 
dos á él los demas torreros de su dotación, 
obedeciendo las instrucciones que les co- 
municare referentes á la policía, servicig 
de los aparatos y demas operaciones, que 
se detallan en epte reglamento. . 

Los Tenientes Gobernadores de las ju- 
risdicciones respectivas y el Inspector de 
Obras públicas de cada departamento co- 
municarán á los torreros las órdenes e ins- 
trucciones de la Dirección para el servicio 
y policía de los faros! 

A 1q 8 faros de cuarto órden y fanales ó 
luces dapuerto que no tengan de dotación 
sino un individuo, se determinarán los 
torreros segundos, que hayan dado sufi- 
cientes pruebas de celo y. aptitud en el 
servicio. 


i Art. 45. ° Para que puedan adquirir los 
I torreros la completa instrucción que exi- 
i je el buen desempeño de sus obligacio- 
! nes, se establecerá en un edificio á propó 
sito en el castillo del Morro % de ía* plaza' 

1 de k la Habana una escuela práctica, cuj f y 
director será el torrero mécánico del faro 
O-Donnell, bajo la dependencia de la Di- 
rección de Obras públicas. Dicho mecáni- 
co estará exento de ejecutar las faenas del 
faro para que pueda atender á la ense- 
ñanza. - 

Art. tí. ° Serán admitidos en dicha es- . 
cuela como alumnos en proporción de las 
necesidades del servicio, los aspirantes 
que lo soliciten y reúnan las condiciones 
siguientes: ? 

1. 03 Haber cumplido 25 años y no pa- 
sar de 40 de edad, ló cual acreditarán con 
la fé de bautismo. 

2. 05 Carecer de todo defecto físico que 
pueda- servir de impedimento para el des- 
empeño de las obligaciones asignadas á. 
los torreros. * 

3. ** Saber leer, escribir y las cuatro 
reglas de aritmética. • 

4. 05 Presentar certificados de buena 
conducta moral expedidos por la autori- 
dad ó párroco del pueblo en que residieren 
al tiempo de su pretensión, y de los gefes 
á cuyas órdenes hubiesen servido. 

En igualdad de circunstancias, serán 
preferidos por su órdeñ, los individuos 
que hubiesen servido en la marina militar, 
en el ejercito y en las obras públicas. 

Art. 7. ° La admisión de los alumnos 
de faro^ tendrá lugar en las épocas que de- 
termine la Dirección de Obras públicas,, 
precedido el anuncio correspondientebon 
un mes de anticipación. • 

La duración de la enseñanza de los á- 
lnmnos en la escuela será de uri afid, al 
cabo del cual sufrirán, un eXámen á pre- 
sencia del inspector de Obras ó de la per- 
sona que designe la Dirección remitiendo 
á esta las correspondientes notas de apti- 
tud de cada uno, y los que no la merecie- 
sen serán en el momento despedidos. 

Art. 8. ° No se conferirá nombramien- 
to y plaza de torrero cuarto sino á los a- 
lumnos que hayan obtenido la certifica- 
ción de que trata el artículo anterior. 

A las plazas de torreros terceros solo 
tendrán opcion iós que hubieren servado 
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CAPITULO 'II. 

DE LAS OBLIGACIONES V SERVICIOS DE 
LOS TORREROS. , . \ 


Art. 14. Las obligaciones de todos los 


antes la clase de cuartos y dado pruebas 
de inteligencia y celo en el servicio. 

Los nombramientos de torreros según- j 
dos recaerán siempre en los terceros mas | 
sobresalientes por el mérito y servicio que 
hubieren acreditado en este ramo, y lo 1 
mismo se verificará para los nombramien- ( 

tos de torreros primeros, que se elegirán | torreros de faros gon: encender las luces, 
siempre entre los segundos. j vigilar el alumbrado durante la noche y 

Art. 9.£ Los ascensos se concederán ¡ cuidar de la limpieza y conservación de 
siguiendo el órden rigoroso de escala, se- ' los aparatos y demás efectos destinados á 
ñalado en el anterior artículo, y po podrán j este fin, así como de las otras partes del 
obtenerse en propiedad las plazas de'tor- ; faro, con arreglo á las instrucciones que 
reros segundos y primeros, sin haben te- ¡ acompañan á este reglamento y á las 6r- 
nido por lo menos up año .con notas de | denes que al efecto les comuniquen sus 
sobresaliente en los* destinos respectiva- gefes inmediatos. 

mente inferiores. Art. 15. Es ademas obligación de los 

Tampoco se conferirá ningún nombra- j torreros: 

1. ° Alterhai; con los demas torreros 

segundos, terceros y cuartos en todos los 
actos del servicio, para lo cual no se hará 
distinción alguna ni distribución especial 
del turno. % 

2. ° Llevar el registro diario de las 

que reúnan las condiciones que señala el j observaciones practicadas durante la no- 
artículo 8. ° - I che, según previene el artículo S}6. 

Las simples traslaciones de dichos tór- , 3. ° Llevar otros dos Registros, en los 

reros se resolverán por la Dirección de ¡ que conste la situación y el movimiento 
Obras publicas. ' del almacén de aceites, y demas acopios, y 

Art. 11. Los torreros de todas las cía- el inventario y estado de uso de los Hiñe- 
ses referidas serán admitidos en los faros bles y demas efectos pertenecientes al feto, 
áque hubieren sido destinados en vista! 4.^ Llevar la correspondencia inicial, 
del conocimieñto que dará la Dirección de 5. ° Cuidar de la puntual observancia 
Obras publicas á los Tenientes Goberna- 1 de cuanto previene este reglamento y la 


miento de torrero desde el de tercera cla- 
se inclusive, sind en el caso de haber va- 
cante ó en el de creación de nuevas plazas. 

Art. 10. El Director de Obras publicas 
propondrá al Capitán general los torreros 
primeipá, segundos, terceros y cuartos 


dores, como presidentes de las juntas ju- 
risdiccionales respectivas: 

Art. 12. Los torreros al instalarse por 
primera vez en su destino, se presentarán 
inmediatamente al Teniente Gobernador 
ó capitán de partido, en cuya jurisdicción 
se halla situada la lus, afra de que los íe- 
conozean y anoten su nombramiento en 
los registros de la misma jurisdicción. 


Al mismo fin el torrero primero 6 quien de Obras publicas. 


instrucción que le acompaña, así cohíp la 
ejecución de todas las órdenes relativas al 
servicio que le comunique la Dirección dé 
Obras publicas por los conductos tyué ex- 
presa el artfculo-4. ° 

En los faros y fanales servidós por un 
solp torrero, él mismo dará 'cumjplimién- 
to á las precedentes' disposicioriés en él 
modo y forma que dispusiese la Dirección 


haga sus veces dará también parte á la 
autoridad civil de los torreros que entra- 
ren de nuevo 6 se fueren relevando. . 

Art. 13. El traje de los torreros arre- 
glado al destino que ejerzan, será tínifor 
me en todas las prendas, cuya clase, color 
y distintivos se fijarán por la Dirección de 
Obras públicas. 

Deberán usarlo con aseo des de que se 
concluyan las operaciones y faenas de lá 
mañana. 


Art. 10. El servicio de loré fetos se hará 
guardando precisamente él órdén y iridío- 
do que se marcan en el presentó ieglánién- 
to, y en la instrUdcion que le ácómpafía. 

Las órdenes particulares V ádvertóncáás 
de la Dirección* dé Obras téndrán por ob- 
jeto el mejor cumplimiento de cuanto por 
regla general sé previene aquí y sé eipfi^ 
ca en dicha instrucción. ,, 

Art. 1?. Desde el amaneced é inmedia- 
tamente después dé aípagadá la luz, se co- 
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menzarán los preparativos para el alum - 1 
brado de la noche siguiente, que son:. 

1. ° Dar cuerda á la lámpara y retener, 
su peso motor. 

2. ° Si el faro es giratorio, dar cuerda 
4 su máa urna de rotación; retener la rueda 
del cilinaro y desengranar después las rue- 
das cónicas para evitar todo choque. 

3. ° Bajar ó correr las cocinas de la 
linterna. 

4. ° Quitar la chimenea y 6U registro. ¡ 

6. ° Despabilar, observando siempre lo 

prescrito en el párrafo 58 de la instruc- 
ción. ' % ' 

6. ° Limpiar el interior del mechero y 
la lámpara, como previene la instrucción 
en su párrafo 34. 

7. ° V aciar el depósito del aceite y lim- 
piarlo. * * 

8. ° Desentrapar el conducto si estu- 
viere obstruido como el orificio de las lám- 
paras de Lepante. 

9. ° Llenar el depósito con aceite fil- 
trado del dia anterior. /■; 

10. Limpiar la chimenea y su registro 

que se tendrán dispuestos para colocarlos 
al encender. * 1 

11. Limpiar el mecanismo del aparato, 

si lo hubiere, como se dice en el párrafo 1 
42 de la instrucción. ' 1 

Todas estas operaciones se hallarán ter- 
minadas dos horas después de haber salí- j 
do el sol . j 

Después de concluidas aquellas, se fil- ¡ 
trará el aceite que debe quedar para la ¡ 
noche de reserva, para que sirva al dia si- i 
guíente. 1 

Art. 18. La linterna se limpiará todos . 
los dias, interior y exteriormente, así co- 1 
mo los lentes, los tejos de la máquina de ' 
rotación en los aparatos giratorios, y el j 
platillo en que ruedan. 

Art. 19. Si durante la noche se hubie- 
re cambiado de lámpara se rectificará al 
dia siguiente la poSicion de la nuevamen- 
te colocada, según se previene en los pár- 
rafos 46, 47 y 48 de la instrucción. 

Art. 20. Los torreros cuidarán siempre 
de tener limpios y dispuestos para el ser- ! 
vicio en el sitio correspondiente los efec- 
tos de repuesto, utensilios y herramientas 
que menciona el párrafo 80 déla instruc- 
ción. 

Art. 21. Todas las operaciones referí - 1 
das en los tres artículos precedentes, de- 1 


berán practicarse en las primeras horas 
de la mañana después de concluidas las 
mencionadas en el art. 17. 

Art: 22. Durante el resto del dia per- 
manecerá uno de los torreros en el faro co- 
mo vigilante, en cuyo servicio alternarán 
todos por semanas. 

Dos horas antes de ponerse el sol se ha- 
llarán en el establecimiento todos los em- 
pleados. 

Art. 23. Se empezará á encerfder la luz 
un cuarto de hora-antes de ponerse el sol, 
panuque haya podido adquirir un coin- 
pletp desarrollo en cuanto anochezca, con- 
formándose en todo á lo que se previene 
en el párrafo 62 de la instrucción. 

Art. 24. Si el aparato tuviese máquina 
de rotación se echará esta á andar en cuan- 
to se haya encendido la lámpara. 

Art. 25. El buen éxito del alumbrado 
en los faros de las tres primeras órdenes 
exije una continua vijilancia. 

Para esto, cuando haya dos torreros, 
velará el pno desde que se encienda hasta 
las doce de la noche, y el otro desde esta 
hora hasta el amanecer. La noche inmedia- 
ta se cambiará el tumo. 

Cuando haya mayor numero de torre- 
ros se dividirá el servicio de noche por 
partes iguales entre todos ellos, cambián- 
dose también el turno como en el caso 
precedente. 

Art. 26. Cada torrero vigilante anota- 
rá exactamente en un papel durante su 
tumo ele vela. 

1. ° Las perturbaciones que haya ob- 
servado en la lámpara ó en la máquina 
de rotación, si se trata de un aparato gi- 
ratorio. 

2. ° El estado de la atmósfera y la di- 
rección del viento. 

3. ° El aspecto qUe presenten las luces 
de los faros ó fanales que se descubran á 
la vista. Dichas notas se trasladarán des- 
pués en limpio á un registro que habrá 
para este objeto. 

Art. 27. Cuando la perturbación ocur- 
rida en el mecanismo de la lámpara, solo 
entorpezca la subida del aceite, sin inter- 
rumpirla completamente y falte poco pa- 
ra amanecer, se harán andar las bombas 
con la mano á fin de eyitar el cambio de 
lámpara, según se advierte en el párrafo 
61 ae la instrucción, 

Art. 28. Si durante la noche fuese pre- 
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ciso despabilar, asistirán á esta operación 
dos de los torreros, y lo ejecutarán con las 

S recauriones indicadas en el párrafo 58 
e la instrucción. 

AH. 29. Siempre que ocurriese la ne- 
cesidad de cambiar la lámpara, se reuni- 
rán todos los torreros para hacerlo, obser- 
vando lo prevenido para este caso en el 
párrafo 62 de la instrucción. 

Art. 80 Si el torrero vigilante se des- 
cuidase en su turno hasta el punto que 
se lo advierta el dispertador, procederá 
conforme previene* el párrafo 60 de la 
instrucción. 

Art. 81. Cada quince dias se reempla- 
zará la lámpara del aparato con una de 
las dos que habrá cte reserva, observando 
un turno regular entre las tres. 

Este cambio se efectuará por la maña- 
na y en seguida se dará cuerda á la recien 
colocada por algunas horas para recono- 
cer si está corriente. . 

Todas las veces que se quite una lám- 1 
para del servicio, se limpiará antes de 
guardarla, conforme previene la. instruc- 
ción en sus párrafos 64 y 66. 

Art. 82. Al renovar las mechas de la 
lámpara, se hará andar la máquina du 
ranté una hora para que se empapen bien 
de aceite. 

Art. 88. Se examinarán con la frecuen- 
cia necesaria los volantes y mecanismo de 
la lámpara, así como los del aparato, si 
los huoiese, para tenerlos limpios, y un- 
tarlos con el objeto indicado en el párra- 
fo 42 de la instrucción. 

Art. 84. Cuando se reconózca la nece- 
sidad imprescindible de desarmar el me- 
canismo de una lámpara para limpiarlo 
mejor, se dará parte á la Dirección de 0- 
bita públicas, áfin de que disponga lo 
conveniente al .efecto. 

Art. 35. Los torreros deberán untar con 
aceite todos los goznes, cerraduras y her- 
rajes del edificio con la frecuencia nece- 
saria. 

Art. 36. Cuidarán asimismo los torre- 
ros dé revisar de cuándo en cuando los 
volantes y demas piezas de reserva para 
examinar su estado de conservación, y 
uütar con sebo ó limpiar las partes que lo 
necesiten. 

Art, 87. Ademas de la limpieza diaria 
que la instrucción previene se haga en la 
linterna, cada seis meses repasarán sus 


I cristales con rojo inglés, empleándole tam- 
I bien siempre que se observe algún defecto 
| en su pulimento. Y. 80 y 81 de la ins- 
trucción. 

Art. 38. Las lentes se limpiarán en su 
totalidad una vez al mes, con espíritu de 
vino, y cada tres meses se pasarán con 
el* rojo ingles. V. párrafos 86, 87 y 85 de 
la instrucción. 

Art. 39. Todos los años en el mes de 
Julio se desarmará la máquina de rota- 
ción de tos aparatos giratorios á fin de 
limpiarla. 

rara volverla á armar se tendrán pre- 
sentes las indicaciones contenidas en el 
párrafo 43 de la instrucción. 

Art. 40. Cuando haya que valerse de 
un vidriero para reponer alguna vidriera 
de la linterna, cuidarán los torreros de 
que se observen las advertencias consig- 
nadas en el párrafo 38 de la instrucción. 

Art. 41. En los foros-de cuarto órdenó 
fanales y simples luces de puerto se ob- 
sérvamelas prevenciones de los artículos 
precedentes que les fueren aplicables en 
el modo y forma que determine para cada 
caso la. Dirección de Obras públicas. 

CAPITULO III. 

DE LOS SALARIOS, PltEMIOS Y CASTIGOS. 

Art. 42. El sueldo del torrero mecáni- 
co será de 1440 pesos al año. 

El de 1 <te torreros primeros. 1200$ 


Idem idem segundos. ... 900 

Idem idem terceros... .... 020 

Idem idem cuartos. ..... 612 


. El haber de los alumnos aspirantes á 
las plazas de torreros mientras permanez- 
can en dicha clase será de 20 pesos men- 
suales. 

Art. 43. Los individuos de las referi- 
das clases, que contando diez años de ser- 
vicio en el ramo de faros, quedasen inuti- 
lizados para continuar en el mismo, po- 
drán obtener su retiro con el socorro de 
cuatro á seis reales fuertes diarios. 

Art. 44. Con igual goce podrán retirar- 
se también de los faros, los que habiendo 
cumplido veinte años en este servicio, se 
encontrasen faltos de aptitud por su edad 
avanzada. 

Art. 45. Los torreros retirados tendrán 
ademas . opcion y derecho preferente para 
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ser colocados en los destinos de guarda- 
almacenes ú Qtros análogos del ramo de 
faros ó de Oteas públiqas. 

Art. 46. Ningún torrero podrá faltar 
en las hojas que marca este reglamento, 
ni ausentarse del faro por todo un dia sino 
mediante un permiso expreso de la Direc- 
ción de Oteas publicas. 

Art. 47. Siempre que por los medios 
señalados en el párrafo 100 d$ la instruc- 
ción ae comprobare que la luz, de un faro 
no te. producido, $n una d mas Abobes el 
debido efecto aparente, y por la inspección 
déla parte material no se reconozca causa 
para ello, podrá el Teniente Gobernador 
ó Inspector imponer á todos los torreros 
sin distinción la rebaja de cuatro reales 
fuertes diarios en el haber de cada uno 
durante el tiempo que la luz hubiere apa- 
recido sin el efecto que le corresponde. 

A la imposición cíe dicha pena deberá 
preceder la visita del establecimiento he- 
cha por las personas designadas ó la que 
delegaren al efecto y en todo caso darán 
parte circunstanciado ála Dirección de j 
Oteas públicas. ¡ 

Art. 48. Las faltas individuales de in- j 
subordinación o. de exactitud en el cum- 

I dimiento de las obligaciones generales de 
os torreros de todas clases, se correjirán 
según los casos, en primer lugar con amo- 
nestaciones, y cuando no bastaren con re- 
bajas de uno hasta cinco dias en sus lm- 


torreroa, así como cuando alguno de ellos 
deba ser separado del servicio con arreglo 
á lo dispuesto en los artículos precedentes, 
los Tenientes Gobernadores é Inspectores 
pasarán inmediatamente un parteoircuns- 
tanciado á la Dirección de Obras públicas. 

Dado en Palacio á 28 de Febrero de 
1856,-^-Está rubricado de la Real mano. 
— El Ministro de Estado, Juan de Zabala. • 

De Real órden lo comunico á V. E. para 
su conocimienio y efectos correspondien- 
tes, ad virtiéndole que S. M. de acuerdo con 
lo manifestado por el Ministro de Fomen- 
to, ha tenido á bien disponer, que para la 
formación del plan general de alumbrado 
marítimo que Y. E. anuncia en su carta 
de 10 de Enerp próximo pasado, se pidan 
informes á las autoridades de Marina, si- 
guiendo los Procedimientos que seadop-' 
taron eñ la, Península con satisfactorio re- 
sultado, al formularse el mismo plan ge- 
neral de alumbrado marítimo de sus cos- 
tas y puertos y de los dé las Islas adyacen- 
tes, aprobado por Real decreto de 13 de 
Setiembre de 1847. — Dios guarde ^ Y. E. 
muchos años. Madrid 28 de Febrero de 
1856 .— Juan de Zabala^Sr. Gobernador . 
Capitán general de la isla de Cuba. 

Lo que de órden de S. E. se publica en 
la Gaceta de esta capital. Habana 28 de 
Abril de 1856 . — Tomás de lbarrqla . 

(G. de la IL del. ° de Mayo de 1857) 


beres mensuales. L , 

A los Tenientes Gobernadores como 
Presidentes de las juntas jurisdiccionales | 
y á loe Inspectores de los departamentos ¡ 
corresponde graduar la gravedad y cir- 
cunstancias de las faltas y aplicar Un cas- 
tigo prooorpioBado, dando parte á la Di- 
rección oe Obras públicas. j 

Art. 49. Cuando los torreros incurran I 
en íahae graves de la misma especie, bas- 
tará una comprobación gubernativa para 
despedir del servicio al que las cometa, 
sin perjuicio de la responsabilidad á que 
dieren lugar aquellos. 

Art. 50- El torrero, que habiendo su- 
frido rebaja de haber en dos meses conse- 
cutivos por faltas cometidas en el cumpli- 
miento de sus obligaciones, reincidiese 
también en el siguiente, será inmediata- 
mente separado del servicio. ¡ 

Art. 51. De todos los casos en que se ! 
hubiese impuesto pena peeuMiaria . á lo® | 


Ré O. de 8 de Noviembre de 1356' pre- 
viniendo lo que debe hacerse cuando lle- 
gue el caso de disponerse de algún matri- 
culado que se halle al servicio de faros. 

m Almirantazgo.-^* ~ sección. — Excmo. 
Sr. — El Excmo. Sr. Ministro de Marina 
en Real órden de 24 del mes próximo pa- 
sado dice al Excmo. Sr. Vicepresidente 
del Almirantazgo lo que copio; — Excmo. 
Sr. — El Sr. Ministro efe Fomento en fecha 
16 del actual me dice lo siguiente:— 
Excmo. Sr. — Habiendo dado cuenta á la 
Reina (Q, D. G.) de una comunicación del 
ingeniero gefe del distrito de Granadá de 
feote 8 de Jumo último, en la que psrtipa 
haber sido reclamado ppr la comandancia 
de Marina de la provincia de Málaga el 
torrero ordinario del faro de aquel puerto 
D, Nicolás Ponte, como matriculado de 
mar en la de la Corufia; & M., deseo- 
sa de que reine la mas completa armo- 
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nía .entre las diferentes corporaciones que cuya buena organización tan inmediata- 
se-iiallan .al servicio del Estado, se ha- 1 mente interesada se halla la Marina. — Y 
servido -maridar signifique á V. E., como conforme en un todo S. M. cok ló expre- 
de su Real orden lo verifico, la convenien- sado en la anterior comunicación, lo tras- 
oía -de que por el .Ministerio de su digno lado á V. J3. de Real órden para que el 
cargo se comuniquen á las autoridades de ; Almirantazgo d3ájq^ órdenes convenientes*. 
Marina en las provincias las* órdenes o- al efecto. — Y por acuerdo del misino lo 
portunas para que cuando, llegue el caso traslado á V. E. para su notiqia, yque'qir- 
de’ disponer de algún* mafriciúado que se culándolo<en,lá comprensión de ese Apos- 
halle al servicio ele faros, se ponga en co- tadero tenga cumplido efecto en los casos 
nocimientó del gobernador de la prpvin- ( análogos que puedan ocurrir en lo sucesi- 
ci¿ á fin de que- comunicándolo esta' au- vo^ — Dios guarde’ á - Y. E. muchos años/ 
toridad al ingeniero respectivo, se puedan^ Madrid 8 .ae Noviembre de^ 1856 .— El 
adoptar con oportunidad las resoluciones Marques de Almeiras. — Excmo. Sr. Co- • 
convenientes* para que no se perjudique r mandante general del Apostadero, de la 
el servicio del alumbrado marítimo, en Habana. ^ * • 

. . # . •* * 

DESARTICULO ALUMBRADO MARITIMO. - 

. PAGINAS. 

« » ■* . ' 


Introducción . ........ : 319 . 

Tabla del aleante de cada luz de primero, segundo v tercer órdeii. ...... 819.. 

Diferencias de meridianos. ...... > 820* 

Faros dexa isla deCeba.— 0-Donnell. — Roncali.— Vrllanueva Cuba. 

—Colon ' ........ . 320 

«Cayo de Piedras. — Cayo Diana ó -Anas.- * 321 

Faros de la Península.— C abo de la Higuera. — Pasages: — San Seba^- 
tian — Cabo Macliichaco.4— Ptínfa de la Galea.^Casíro Urdíales. 

— Santander. — Gijoii. — Cabo de Peñas. 1 — Estaca dé Yares.— Cabo 

Prior. — Cabo Prioriño . . ...... , . ^ 822 

Corulla. — Islas Lisargas.— Camarinas.— Finisterre.—Corrobedo.— ^ . . 

Isla. Sal vora.-i-Isla Arosa. — Islas Cíes 328 

„• *- \ r igo.— Huelva. — Chipiona. — Rio Guadalquivir. ^ / 324 

Cádiz. ...*. - w • 825 

Mediterráneo. — I sla de Tarifa.— Algeceras.— Málaga. — Monte de Navi- * 

. - * dad, puerto de Cartagena. — Isla Plana ó Tabarca . . . 325 

Puerto de Alicante. — Cabo.de las Huertas. — Vfilajoyoáa. — Cabo 
. de San Antonio.— .-Grao de Yaleneia. — El Cabañal. — Cabo de 0~ 

i * ’ ropesa.— Salou * J$2Ó 

Tarragona. — Llobregat. — Barcelona. — Cabo de San Sebastian. — 

Gabo Palafrugel. — Oabo Creux * . . V. <*. 827 

Islas BaleXres. — TP alma. — Puerto-Pí. — Isla Dragonera. — Mahon.-— Me-. 

norca. — -Isla Conejera. . * „ . . .824 

Costas d» Africa. — A lhucemas. — Ceuta. — Ganarías. /. . . . . . / 829 

Isl^v de Pcerto-Rico. — S an Juan dé Puerto-Rico 329 

Islas Filipinas. — M anila. — Tsla del •Corregidor. — Pulo Caballo 329 

. Cebú. *. . . ... . V. . V. .... . 330 

■ * * 

* ' ' parte legislativa. # 

1855 — Dieiemb.28. — R. O. recomendando á las autoridades del ramo de 
'-'Fomento .y Marina la inspección con relación al mejor 
. . servicio de los faros % 330 . * 

44 ’ 1856 


Digitized by v^.ooQLe 



338 


ALUMBRADO MARITIMO. 


PAGINAS. 

- • . • 

- s 

1866---Enero 11. — R. O. previniendo á lps capitanes de puerto que pon-* 

* * gan en noticia de los ingenieros y de los comandantes 

de marina las faltas que adviertan en el alumbrado 

marítimo.. ‘ . .* 381 * 

„ Febrero ,28,-^-R. D. aprobando el reglamento para la organización 
• y servicio de los torreros en los faros de la isla de Cuba. • 

' > ’ Cap. I., Organización de los torreros.*. .... ..V 331 - 

* Cap. II. Obligaciones y servicios de los torreros. 333 
• Cap. IIL Salarios, premios y castigos \ *. ‘ 335. 

. ** Novjemb. 8. — R; O. previniendo lo que debe hace^st cuando^ llegue 

el casa de‘ disponerse de algún matriculado qué se halle * 

* * ’al servicio de faros. . * • 336 
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■ ALZAMIENTO — v - hkmuón V sedición. Cualquier acreedor-legítimo cuyo do- 
, reclio proceda de obligación mercantil, pue- 

* , * * mi ^ ! de ocurril pues al Tribunal de. comercio 

. v ALZAMIENTO. ¡solicitando la* declaratoria de quiebra, á 

(.virtud de da fuga explicada del comer- 
1.* Cuando no equivaled rebelión, \ esta | piante su deudor (art. 101 tí). 'Y- segura- 
palabra significa la fuga de una persona mente no necesitará para eUo deque laobli- 
que, teniendo .bienes ó caudales agenos á j gacion que autoriza su derecho .tenga el 
su cuidado se los lleva ó los hace desapa- ; plazo cumplido, pqr cuanto de ese modo 
recer; y también lade quien teniendo deu- trata de poner á salvo los bienes que han 
’ das se Rusenta sin dejar coñque pagarlas, o- ¡ de servir para su pago, y porque la mis- 
cuitando ó distrayendo sus bienes propios, ma declaratoria á que aspira proporciona 
Mas adelante Veremos -cóma define la ley el efecto de dar por 'cumplidas todas las 
álos alzados. * ! obligaciones. El tribunal á quien por lo 

- 2. Me ocuparé primero del asunto con- mismo haga la solicitud el acreedor «que 
siderado merc^ntilmente, por ser en el co- i presente documento en la manera referida, 
inércio donde la materia tiene mayor'ex- ; está en’, el caso (}e proceder * luego á la 

• tensión y. presta mayor interes, para tra- , averiguación del hecho do una manera 
tar después de la misitia respecto.de los ¡sumaria, para, en el evento de restil tar 
que'no¿.ienen aquella cualidad de comer- ' cierto, dictaran seguida la declaratoria de 
ciantes. Y dando por supuesto que en los quiebra, sin perjuicio dé los derechos que 
artículos comercio y quiebras es donde ! la ley concede al deudpr para pedir lrr re- 
corresponde hablar con extensión de todos ; posición de la misma declaratoria/ 

los particulares y trámites que tienen lu- 5. ¿Pero bastará que cualquiera pro # 
gar en* ésos asuntos, aquí habré de limitar- j duzca un documento de credito.para que* 
me á lo.qqe de uña manera 'especial * toca/ en su virtud se proceda á los actos ex*- 
al alzamiento’ ■ # • ¡placados? El artículcrcitado (lf)25) exige 

3.* El solo hecho de fugarse ú ocultarse j la circunstancia de qué el acreedor de lá 
§1 coméreianfe manteniendo á la vez cer- i solicitud sea legítimo, y al tribupal a quien 
rados sus escritorios * v almacenes, y sin se acude no podrá .constar semejante cir- 
dejar persona que en su representación di* ¡ cunstanciá si la obligación no "figuraren 
rija sus dependencias y dé cumplimiento escritura pública* ó documento reconocido 
á las obligaciones contraídas; semejante por el deudor, ó intervenido por corredor 

* hecho pues, luego quesea comprobado, ¡ del número. Porfío mismo, en el caso de 
basta para^ue un comerciante sea decía- ¡ tratarse dé 'otra obligaron que no obten- 
rado en quiebra. Esa pretensión puede ha- j ga semejanté carácter auténtico, es indis- 
cerae por cualquiera d$ sus acreedores 1 pensable que antes de todo se promueva 
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comprobación de la legitimidad del crédi- 
to, lo menos por .'dos testigos abonadós, 
conforme á los principios generales de ju- 
risprudencia en casos análogos. Pudiera 
decirse que no hay necesidad de ese últi- 
n \d requisito, cuando no motiva en seme- 
jantes circunstancias \\ declaratoria de 
quiebra, propiamente la falencia del deu- 
dor sino ^pl desamparo de sus haberes, y 
cuando en el caso siendo ese desamparo 
notorio bastarde oficio puede, procederse; 
pero por lo mismo que la notoriedad, que 
supone la dilación de algún mas^ tiempo, 
por sí solá hade proporcionar la medida, 
no hay para qué hacer nuevas ampliacio : 
nes en el .asunto, mucho mas cuando la 
ley no hace ninguna distinción en el caso. 

6. Según ya se ha indicado, luego que 

la fuga del comerciante se ha hecho noto, 
ria, los tribunales de comercio deben pro- 
ceder de .oficio á ocupar los establecimien 
tos de aquel, dictando todas las medidas 
que exija su conservación.- Para adoptar 
semejante medida sin embargo, no baca- 
rá que el comerciante fugue, como. v. g., 
pudiera hacerlo á consecuencia de delito 
que hubiese cometido .ó por otra causa, 
sino que es preciso que á la vez concurra la 
circunstanciar de dejar cerrados los escri- 
torios y almacenes, sin tener en ello$ per- 
sona que le represente para el giro de shs 
negocios j*;'dar cumplimiento á sus olúi- 
gaciones^ (art. 1027). ' x 

7. En el caso de la fuga notoria con los 
requisitos de qué se ha hecho mención, 
tampoco el tribunal mercantil debe pro- 
ceder de oficio á placer la declaratoria de 
quiebra. Sus funciones se limitan á ocu- 
par y conservar los bienes abandonaos 
del comelcianté, y sus acreedores son los 
que después jvhedén hacer uso de su dere- 
cho para solicitar la declaratoria de quie- 
bra (art.- 1027).*. Por lo mismo si as( ocu- 
pados aquellos bienes, el deudor ocurre 
por sí ó por medio de legítimo represen- 
tante soliortando la entrega ó devolución, 
no bay motivo para que se deje ríe acce- 
der á sú pretensión, siempre que no haya 
ocurrido ningún acreedor solicitando la 
declaratoria de quiebra. 

“8. Si un comerciante fuga desampa- 
rando los bienes y hecha en consecuencia 
la declaratoria de quiebra, se procede a los 
trámites de su sustanciaeion, ¿por el solo 
hecho de la fuga, deberá estimarse fraudu- 


lenta la quiebra? Desde luego, si el estado 
de sus negocios es próspero y los bienes . 
alcanzan para cubrir todas sus responsa- 
bilidades, bastante parece sin duda aque- 
lla declaratoria con todos loSj>erjuicios. 
que trae consigo, sin que sea necesario á 
la vez estimarla por fraudulenta, faltándo- . 
le los requisitos legales que la hacen con- 
siderar con semejante carácter, y entiendo 
que es esta opinión muy acertada. 

9. S ^semejante fuga tiene lugar encon- 

trándose el deudor efi estado de quiébra, 
el hecho de no manifestarlo dentro de los 
tres dias siguientes á ese estado, y el de la 
ausencia y falta de presentación personal 
en los casos en ique la ley impone seme- 
jante obligación, hará considerarle como 
quebrado de tercera clase, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 1006 del códi- 
go. La ocultación de biehes y las deqias 
circunstancias que marca el art. 1007, se- 
rán pues las que hagan considerar la quie- 
bra como de cuarta clase, ó sea insolven- 
cia culpable. ' * 

10. ¿Pero quienes son alzados confor- 
me á derecho? El código mercantil ño. los 
define al clasificar ese alzamiento entre 
las demas quiebras, sin embargo de ha- 
cerlo con minuciosidad respecto de todás 
las otras, y así presenta dudas el sentido 
de esas palabras. Las leyes recopiladas sí # 
determinan 'explícitamente los casos en 
Iqne los comerciantes y hombres de negó-. 
Icios debe#v estimarse como alzados. 

íl. La ley 6, tít. 32, lib. 11, Nov. Rec.* 
hace distinción entre el comerciante que 
en estado de quiebra fuga ó se ausenta 
sin. alzar u ocultar sus biches y libros, y 
aquellos que fugan ó se ausentan -con. la *' 
añadidura déla otra circunstancia, , mani- 
festando que estos últimos son propiamente 
alzados. Y la ley 7 siguiente del mismo, 
título y libro dispone que sea habido por 
alzado, el comerciante en quiebra que en- 
cubre alguna cosa de sus bienes/ ó tlejade 
incluir algunos de ellos en el balance que 
presenta, ó supone algún acreedor que no 
tiene, ó en secreto satisface alcances á otyo . 
acreedor para que otorgue' ó consiénta' al- 
gunas remisiones, y asimismo al que ha 
tomado mercaderías fiadas ó prestadas/ ó 
dinero prestado ó á cambio, en los seis me- 
ses anteriores ú la quiebra. 

12. Esa falta del código mercantil en uo 
definir el alzamiento, y las disposiciones 
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'de las leyes recopiladas en el asunto, de 
que se ha hecho mención, dan lugar á una 
'cuestiónenlas quiebras mercantiles de 
sUma importancia y que puede tcityr lu- , 
g¿ir ¿ cada paso. Prohibiendo el art. 1148 
del código'quelos alzados propongan con- 
venio, ¿quiénes so/i estos, y cómo ‘deberá 
pr*>cedersa en el asunto? 

• " 13. El código niégala facultad do pe- 
dir con vertió álos alzados, á los quebra- 
dos fraudulentos desde qué loá tribunales 
par ese motivo se inhibieren del conoci- 
miento dé la calificación de la quiebra, 
y á los que habiendo obtenido salvo con- 
ducto para sus personas se hubiesen fu- 
gado y no.se presentasen % cuando fuesen 
llamados por el tribunal ó juez comisario 
de la quiebra (art. 1148). Si el código qui- 
so entender por alzado al que oculta ó ha- 
ce desaparecer los bienes sin fugarse, se 
encuentran comprendidos esos alzados en- 
tre los acreedores fraudulentos que enu- 
mera b^jo. otra clasificación. Si se refiere 
á los que silnplemente dejan de presentar- 
se tniando se lésdlamá, por ausentarse ó no 
desptfes de haber sido puestos en libertad 
bajo fianza, también hay respecto de ellos 
prevenciones especiales (art. 1148). Si qui- 
so decir que no pue<Jé proponer convenio 
' el que fugó en optado de quiebra, ya se 
ha visto que los que se* encuentran en se 
' mejánte caso, solamente son quebrados de 
tercera clase (art. 1006), ‘á quienes por lo 
mismo no se impide.aquel convenio. Y'si 
-quiso decir lo§ que se fugan simplemente 
encontrándose en prresio v dejando los 
bienes, tampoco la expresión alzados les 
comprende! . * * 

'• 14. Sin duda el quejirrestado á conse- 

cuencia de la declaratoria de quiebra y 
|>uesto en libertad bajo fianza fuga, des- 
pués no puede celebrar convenio, confor- 
tne á la disposición del código. Advirta- 
mos de paso que la palabra salvo conduc- 
to tomada literalmente del código francés, 

. no es la correspondiente en nuestro idioma 
paraexpresar laideadefianza que égn ella 
se ha sustituido. En aquel idioma ademas 
de pasaporte, se aplica por , extensión. al 
documento de seguridad que los acreedo- 
res dan ¿ su deudor por determinado tiem- 
po; y si entre nosotros no se conoce el úl- 
timo proceder, ni en la quiebra obra mas 
que la fianza para impedir el encarcela- 
miento, fiama digamos propiamente, al 


salvo-conducto, que expresa idea distinta 
ó mas indeterminada. 

lo. La fuga del ya arrestado y puesto 
én libertad* bajo lianza, es una falta grave, 
por ser una contravención al precepto del 
tribunal que dispuso el arresto, cuyo hecho 
por sí sólo supone delincuencia, v la ley 
con razón por lo mismo le niega el con ve- 
nio. No es tan rigorosa cuando aquella fu 
gá* tiene lugar antes o ai t¿iernpo\le la de- 
claratoria de quiebrá, pues ese solo hecho 
la califica de tercera clase, á menos que re- 
sülteu otras circunstancias que la* hagan 
considerar de la cuarta especie; - y • puede 
ser la razón de ‘la diferencia, la de que eu 
los primeros momentos de la desgracia, el 
temor ó la. vergüenza pueden proporcio- 
nar los mismos resultados déla culpabili- 
dad. Si después de eso el quebrado se pre- 
senta proponiendo el convenio, no parece 
por lo mismo que medie ningún . funda- 
mento legal para excusarlo. 

* 16. Si el quebrado encarcelado ó arres- 
tado por no haber prestado * fianza, fuga 
después, tiene aplicación la misma doctri- 
na legal y aun con mayor fundamento pa- 
ra qu*e no se le admita á convenio, sin que 
en ninguno de semejantes casos pubda lla- 
marse propiamente alzado, • mientras no 
medie la desaparición de los bienes. - 
’17. Ya liemos visto cuales son los que- 
brados que las leyes recopiladas conside- 
ran como alzados, y parece por lo ftiismo 
que* bajo ese' concepto no tienen -facultad 
para celebrar convenio conforme al articu- 
ló 1148 del código mercantil. Sin embar- 
go, lá mayor parte de las leyes recopiladas 
que determinan las circui/stancias del alza - 
miento con mayores ampliaciones, se to- 
man* en consideración por* el código para 
lacalificacion que hace délas quiebras de 
cgarta clase ó de insolvencia fraudulenta. 
Resultaría pues aquí una falta de. método 
muy hiarcada, si se pretendiera sostener 
que el código mercantil conserva a la pa- 
labra alzamiento la misifla acepción que 
tiene por aquellas leyes recopiladas. El có- 
digo francés, de donde se sacó el nuestro, 
solamente cónoce la quiebra * fortuita, la 
culpable y lo: fraudulenta, y al tratarse de 
mejorar su método coh nuevas clasifica 
eiones, no hubo mucho acierto en cuanto 
á la’que se refiere al alzamiento. * 

18. Desde luego debe eliminarse del al- 
zamiento y aun ile presunción defraude, el 
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hecho de que el comerciante haya toma- 
do mercaderías fiadas, ó dinero prestado óá 
cambio seis meses anteriores á la quiebra, 
porque semejante disposición se dictó sin 
duda sin tenerse mucho conocimiento de 
las operaciones mercantiles, y por eso no 
se encuentra clasificada entre las negocia- 1 
ciones que suponen mala fe en los códigos , 
del ramo. 

1 9. Tampoco ofrece dificultal alguhaJa 
prohibición* de aquel art. 1148, si el síndi- 

. co hubiere pedido en el expediente de ca- 
lificación que se declare la qiliebra de 
cuarta' ó quinta clase, pues entonces lili de 
suspenderse la aprobación del convenio 
hasta lo que se resuelva en el otro expe- 
diente de la calificación (art. 1161). Y me- 
nos todavía si el tribunal de comercio se 
hubiere inhibido del conocimiento de la 
misma calificación de la quiebra, pues en- 
tonces no debe darse entrada al convenio ¡ 
conforme al mismo art. 1148. 

20. -. Tampoco importa que entredós al- 
zados, ,conforme á las leyes recopiladas, 
se cuenten los que . presentafi acreedores 
falsos ó se coluaen con los verdaderos *en 
pactos privados para obtener * mayoría, 
porque semejantes motivos pueden opo- 
nerse para invalidar el convenio, ‘•confor- ' 
me lo previene el art. 1157 del propio có- 
digo. La dificultad es puesla de saber cua- 
les son los alzados á que se refiere .la ley, 
y si de esa denominación se excluyen to- 
dos los que clasifica entre las otras clases* 
dé quiebra, alzados vienen á ser tan solos 
los que fugan hacienda desaparecer les 
bienes. Esta nueva clasificación sin embar- 
go viene á ser inútil cuando tan solo la úl- 

* tima circunstancia hace con sideral* la quie- 
bra fraudulenta, y cuando en esta,* como se 
verá en el correspondiente artículo, nunca 
puede ser válido el convenio.' 

' 21. Con efecto; uo puede ser.de mejor 
condicional que fuga llevándose una mí- 
nima parte de sus haberes'que el que ocul- 
. fca qna gran parte de ellos quedándose pre- 
sente. Esa desaparición de *biénes, equi- 
valente á un robo qué la ley castiga rigo- 
rosamente, no puede ser remitida por una^ 
mayoría de acreedores. Si mediando una 
delincuencia menor que aquella oculta- 
ción, como es la colusión de acreedores, la 
ley no permite el convenio, menos puede, 
permitidlo en el otro caso, y d,e este modo 
resulta.por demas ^clasificación del'alza- 


miento. Sirve tan solo por lo mismo para 
proporcionar dificultades , mayormente 
cuando no se fija el sentido que ha queri- 
do darse á la expresión, y cuando cual- 
quiera que se le dé, pone en contradicción 
la doctrina á ella referente con las demas 
disposiciones del código. ‘ „ 

22. Ocupándome ahora de la pena que 
deba imponerse á los comerciantes alzados 
bajo la acepción que dan á la palabra las 
leyes recopiladas, . desde luego disponen 
que sean considerados como 1 ladrones 
públicos, procediéndose contra ellos cri- 
minalmente bqjo semejante concepto. (L. 
•6, tít. 32, lib. 11, Ñov/Recop.) De- 
claran asimismo que seán castigados con 
las penas de aquellos ladrones, que rio 
| puedan celebrar convenio aun cuando pa- 
ra ello obtengan mayoría de votos, y asi- 
mismo incapaces de ser rehabilitados pa- 
ra proseguir en su giro mercantil. (L. 7, 
tít. y lib. citados.) En consonancia de es- 
tas mismas prevenciones obran otras (Ll. 
2 y 3, tít. y lib. citado) que ademas pre- 
vienen que tenga lugar de oficio la per- 
secución de aquellos delincuentes.; 

\23. Ademas dispone la L. 9, tít. 32, lib. 
11, Nov. Recop. que el alzado comercian- 
te, recaudador y mayordomo de coticejos 
ó particular cualquiera, no goce del pri- 
vilegio de hidalguía para libertarse de la 
pena del delito ni para otro efecto alguno. 
• 24. Las leyes recopiladas fuera de lo 
expuesto sobre la hidalguía no hacen mas 
mención del alzamiento consumado por 
los que no son comerciantes. Por el tenor 
de la propia ley sin embargo y obrando 
las mismas circunstancias respecto de los 
alzados ya empleados del gobierno, o ya 
particulares debe tener igual aplicación 
la pena de hurto en el caso. Por supues- 
to que en él empleado debe ser mas.seve- 
j;o que en # el comerciante todavía, y en el 
particular menos que en el comerciante, 
cuya condición requiere jna^ moralidad y 
cuyo estado le propérciona mas facilidad 
todavía para cometer el atuso. 

25.. En cuanto á los cómplices de los 
alzados la ley mercantil distingue el me- 
ro hecho de facilitarles lós medios de su 
evasión, deí de ayudarles á desaparecér 
los bienes. Cuando la faga conforme á lo 
que va -explicado supone un delito de par- 
te del quebrado, el cómplice que _ se en- 
cuentra en el primer caso solo queda su- 
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goto á las penas de los que favorecen á 
sabiendas la fuga de los criminales (Art. 
1013) pero obía distinta disposición en el 
segundo caso. 

26. Esos cómplices de la ocultación 
quedan sujetos por una.parte á lo que dis- 
ponen 'las leyes criminales respecto de 
ellos y por otra ademas á condenaciones 
de aspecto . civil. Son estaá, la de perder 
cualquier derecho que tengan en la masa 
de la quiebra; .la de reintegrar todo lo que 
se hubiere sustraído con su complicidad; 
y la de abonar el doble tanto de la sus- 
tracción, aun cuando no llegara á verifi- 
carse aplicándose por mitad al fisco y á 
la masa de la,quiebra (Art. 1011). 

27. Los empleados públicos y los par- 
ticulares alzados; pueden tener igualmen- 
te cómplices y encubridores, los cuales 
quedan sujetos á las penas que general- 
mente se imponen á los de su clase y se 
explicarán en los correspondientes artí- 
culos. Esa pena en cuanto á los recepta- 
dores, es la misma que se impone á los 
alzados. 

28. Semejantes alzados, así como los 
demas quebrados fraudulentos á cuya 
clasificación pertenecen, no pueden obte- 
ner rehabilitación para proseguir en el 
giro mercantil, conforme al mismo código - 
del ramo (Art. 1170). Tampoco los alza- 
dos tienen derecho .conforme al mismo 
código, para pretender alimentos de los 
bienes de la quiebra. (Art. 1099). 

29. El código, penal novísimo ha con- 
servado naturalmente, la clasificación de 
las quiebrás que hace el mercantil para 
ocuparse de la imposición de las penas y 
tampoco define con precisión el alzamien- 
to. ¡Su disposición respecto de esos alza- 
dos se limita al art. 443 que á la letra di- 
ce: — “El que se alzare cpn sus Ijienes en 
perjuicio de sus acreedores será castigado: 
— 1. ° con la pena' de presidio mayor, 
(de 8 á 12 años) si fuere persona dedicada 
habitualmente al comercio: — 2. ° con la 
de presidio menor (de 4 á 6 años) si no 
lo mere. v 

, 80. Entre las diferentes* acepciones 
que el verbo alzar tiene en nuestro len- 
guage común, es uno la de quebrar mali- 
ciosamente el mercader ú hombre de ne- 
gocios, ocultando ó enagenandolos bienes 
y es otra también simplemente la de guar- 
dar ú ocultar alguna cosa. Alzarse un 


hombre con los bienes en peijuicio de los 
acreedores, vale fugar con todos ó con una 
parte de ellos, y vale también hacerlos de- 
saparecer en todo ó en parte, sinempren- 
dersin embargo lá fuga. ¿Y qué -es lo que 
| ha querido decir entonces el código penal 
' con semejante expresión? 

I. 31. Parece que se refiere á la fuga del 
; quebrado con la ocultación de sus bienes. 

I En apoyo de esta opinión se vé que al co- 
1 mercianfe, que quiebra fraudulentamente 
; con arreglo al código de comercio, sólo 
! impone la pena de presidio menor, .en su 
| grado mínimo si la pérdida de los acree' : 

! dores no llega al diez por ciento de sus 
haberes, en su grado máximo si excede 
del cuarenta por ciento; y en esa quiebra 
fraudulenta precisamente se enumeran los 
; actos que llevan consigo la ocultación de 
libros y dé bienes. 

32. ¿Cómo pues el que fugó llevándo- 
se algunos mezquinos haberes, por- ese 

| solo hécho .merccé presidio mayor,* y el 
j que hurta mayores haberes sin fugarse, 

! tan solo tendrá presidio menor, y eso en 
grado máximo cuando la pérdida para los 
acreedores sea del cuarenta por ciento? 
.La ocultación ó fuga de la persona aisla- 
damente no es penada; y la sola circuns- 
tancia dé acompañar al alzamiento de 
bienes ¿basta para variar en tanto grado 
el delito que. merezca tal acrecentamiento 
de pena? No me parece por ningún motivo 
que pueda ser intención de la ley seme- 
jante consecuencia frastornadora de todos 
los principios de razón y de justicia. 

33. Todavía se corroboran mas esos 
fundamentos con otra observacion/E? có- 
digo peqal. tan solo impone la pena de 
prisión correccional (de 7 á 36 meses) 
al quebrado de. insolvencia culpable 
(Art. 445) comprendido en el artículo 
1005 del código de cómercia Nada' di- 
ce pues- respecto de los comprendidos 
en el 1006, entre los cuales se cuentan los 
que habiéndose, ausentado al tiempo de la • 
declaración de la quiebra ó durante el 
progreso del juicio, dejan de presentarse 
cuando se les llama r sin tener legítimo im- 
pedimienfo. Estos no han de llevar otra 
pena que la de reclusión por dos meses á 
un. afio que les imponga el mismo tribunal 
de comercio, según el artículo 1143 del có- 
digo del ramo. ¿Y como aquella sola cir- 
cunstancia poco importante, proporciona-^ 
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ría tanta reagravación de pena, cuando con- al alzamiento. Añade que el código penal 
curre con una mezquina ocultación de considera alzado á todo el que se fuga con 
bienes? * * * ^ ' los bienes sea ó no comerciante, y que 

34. Igualmente es de tomarse en consi- respecto del que oculta los bienes solo 
deracion lo que el mismo código dispone : considera alzado al comerciante confór- 
respecto del alzado que no es comercian- me al artículo 443, pues al que no es tal co- 
te ó sea del particular. §i merece el presi- merciante le castiga con distinta pena del 
dio.monor cuando se fuga, haciendo desapa- ¡ alzado por el artículo 448. Sin duda aquel 
recer fraudulentamente lo^ bienes que po- hábil comentador ha sufrido equivocación 
drian s$rvfr para el pago de sus acreedores, en esto y fácil es convencerlo. 

¿no merece la pena, cuando sin ocultarse lie- 38. Él artículo443, cómo vahemos vis- 

va ¿efecto el propio fraude? to, habla del alzado, 'refiriéndose al.comer- 

35. Creo pues que si por alzamiento se ciante y al q.ue no lo es de una manera 

entendiera la fuga de una persona con to- expresa. Después se* contraed las insol - 
dos sus bienes, llenaría nsí todas las condi-^j ^encías fraudulenta -y culpable- referen - 
eiones de justicia respecto de las disposi- ' tes á los comerciantes y al código mer- 
cionés que á el se contraen; pero creo á la [ cantil, y concluye* con los no comercian- 
vez que el código de comercio debe ser tes. De éstos últimos dice: “el deudor no 
mas explícito ó claro sobre este punto, dedicado al comercio, que se constituya 
para que sus disposiciones resulten mas en insolvencia por ocultación ó enagena- 
acomodadas á * su propio sistema y á cion maliciosa de sus bienes, será castíga- 
lo que, requiere la jusficia. La varía- do: — 1. ° con la pena dé arresto mayor 
cion del* código de comercio ninguna si la deuda excede de 5 duros y* no pasa 
proporcionaría en el penal conservando ; de 100: — 2.° con la de prisión corrée- 
la clasificación de alzados en aquella in- j ciónal si excediese de 100 duros. 7 ’ 
teligencia¿y sí la proporcionaría si su- 39. Esa insolvencia en el no comer - 
primiendo esa' calificación, -colocase al , ciante es pues la de la misma clase culpa 
alzamiento en la cuarta clase ó insolven - 1 ble y fraudulenta del que ejerce el coiner- 
oia fraudulenta, haciendo de una vez ex- ! ció. Los actos del último son mas minu- 
tensiVas á esta las disposiciones* referen- 1 ciosamente considerados por la ley, por 
tesólos otros. - , la buena fé que debe presidir en las ope- 

36. El alzamiento, dice el Sr. Pacheco j raciones mercantiles, y por la mayor fa- 
en sus comentarios al código criminal, es | cilidad que hay de hacer usurpaciones en 
un hecho de mucha mayor gravedad que ! las negociaciones de semejante naturale- 
la estafa ó simple engaño. Advierte aquel j za. El código criminal se . ha acomodado 
ilustrado escritor que no está definido en ¡ al mercantil para dictar sus disposiciones, 
nuestras leyes modernas, y haciéndose j y así vemos que pepa la insolvencia frau- 
cargade que lo está por las leyes recopi- 1 dufenta y culpable bajo aquel concepto, 
ladas, lo definé él diciendo que alzarse es \ sin embargo de que el código mercantil 
huir llevándose lo que’ pertenece á los aeree - 1 incluye en ellas actos de ocultación que 
dores, ó por lo menos ocultar universalmente propiamente son alzamiento. 

los bienes para que aquellos los 'puedan ha- 40. Por lo mismo parecé que el código 
ber. Por lo qué he expuesto latamente, se * penal ha entehe^dp por. alzamiento, de 
advertirá que, ni es ese el concepto en conformidad en parte cion el Sr, Paoheco 
que lo entienden las leyes recopiladas, la fugá del deuaor con todos sus bienes, 
ni tampoco la definición llena las condi- Preciso era sin embargo que el código así 
cianea de las disposiciones que á él se re- lo explicase para evitar fundadas jóbge- 
fieren. ~ ciones, y aun entónces*resultaría una des- 

37. El Sr. Caravantes, comentando el proporción considerable de pena, entre el 
mismo código penal, entiende por alzado que* consuma el hecho criminal, con bas- 
al comerciante que se fuga con caudales tante osadía para hacer frente á las conse- 
agenos y. también al que se alza y escon- cuencias, y el que huye de ellas con inten - 
de los caudales que tenia- aun* cuando no cion de evitarlas. 

se ausente, conforme á las leyes recopila- 41. Bespecto de las penas que el códi : 
das que dan sin embargo mas extensión go determina para los alzados y demás 
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deudores quebrados ó concursados, ad- 
vierte que para imponerlas á los comer- 
ciantes no es preciso que estén matricula- 
dos, si ejercen habitiialmente el comercio ¡ 
(Art. 447). Razón tuvo el legislador para 
proceder de este modo, pues la posición . 
en que se constituye el que desempeña por ! 
estado aquellas operaciones mercantiles, 
es la que le proporciona la facilidad de 
abusar de ellas, y la qüe le sujeta a* las 
responsabilidades de las misínas, sin que 
para lo contrario pueda ampararles la ! 
nueva falta de no haberse matriculado, ! 


cuyo acto ademas es exclusivo suyo y mal 
puede servirle para perjudicar á terceros. 
—R. Pina. - V 

Estadística - 

Desde quelhay una Sola Audiencia^en 
la isla de ^Cyba se han formado por alza- 
miento las causas siguientes: 

Año de 1854 . . . 12 (1) 

„ „ 1855 ... 10 - 
., n 1856 ... ;-2 

; " 

(1) este número están comprendidas la* 
quiebras fraudulentas. 
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AlLANABUmO BE HEREDAD Y BE puros, sus hábitos inas caros y hasta los 
. BUffiABA. recuerdos de las desgracias que más inte- 

resan á su corazón. Allí ipipera como due- 

1 . -Es el acto de entrar un individuo en . ño exclusivo, allí goza de una libertad 

una heredad ó casa sin la voluntad del ! que friera de él coartan las exigencias so- 
dueño. Me ocuparé de exponer lo referen- dales, y' ese local que la poética mitología 
te al delito que de ese modo se comete consideraba resguardado por dioses espe- 
respecto de la casa, para tratar después de ciales, debe ser con efecto un asilo sagra- 
la falta en que se incurre pór el allana- 1 doé inviolable, en cuanto puede serlo sin 
‘miento de la heredad. perjuicio de las instituciones publicas. A- 

2. En el hogar doméstico reconcentra | quel hogar doméstico es por otra parte u- 
el hombre ordinariamente süfc placeres mas na propiedad como cualquiera otra, 9i no 
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la mas cara de todas por muchos títulos 
y donde quiera que la libertad individual 
se estime garantizada en algo, y donde 
quiera que sean considerados los derechos 
de propiedad, por consecuencia será res- 
petado el hogar doméstico. 

3. Llevábase en Roma al mayor extre- 
mo aqueMa consideración prohibiendo la 
ley Cornelia la violación ae la casa del 
ciudadano bajo ningún respecto; no* po- 
dían conforme á las disposiciones legales 
ser arrebatados los habitantes de su mora- 
da ni aun para ser llevados ante los jue- 
ces, y hasta era prohibido llamar, á sus 
puertas de una manera que indicase vio- 
lencia. Respetados aquellos fundamentos 
por las naciones modernas, diéronles ma- 
yor 6 menor extensión, según atendieron 
mas 6 menos a la condición del hombre 
y sus derechos sociales, y de tal impor- 
tancia consideraron él principio que reve- 
lan, que lo hicieron constar por medio de 
especial artículo y general declaratoria en 
sus constituciones políticas. Cuéntanse en- 
tre estas las que sucesivamente se han ido 
sancionando en nuestra España. . 

4. Pero no filé preciso que en la Pe- 
nínsula se ocupasen de analizar los dere- 
chos'del hombre y consignarlos en sus 
Cartas constitucionales de tan solemne ma- 
nera, para que dejara de reconocerse la in- 
violabilidad de sus moradas en sus priva- 
das leyes, y el Fuero Juzgo, con ser de 
época tan atrasada, hubo de ocuparse de 
la materia (L. 2, tít. 4, lib. fi). A la' vez 
que facultó al dueño de la casa para matar 
al que en ella entrase con armas y propó- 
sito de asesinarle,, por el solo hecho de la 
enjtrada contra la voluntad del dueño, aun 
(mando no cometiese otro delito, impuso 
la pena de 10 sueldos y cien azotes, ó dos 
cientos azotes si no tenia con qué satisfa- 
cer la multa, parte de la pena. Y siendo 
siervo el que así entrase por fuerza en la 
ca$h agena quedaba sugeto á la pena de 
doscientos azotes, y ademas á la restitu- 
ción de lo que hubiese tomado. 

5. El Tuero Viejo de Castilla, en Jos 
tiempos en que la hidalguía proporciona- 
ba al hofnbre una segunda y privilegiada 
naturaleza, altamente ominosa para las de- 
mas clases del estado; en aquellos tiempos 
de turbulencia en que los nobles á mano 
armada se eombatian entre sí, con el en- 
carnizamiento que pudieran hacerlo los 

45 


pueblos extranjeros uno? con otros, en- 
tonces, digo, el Fuero Viejo de Castilla ae 
ocupó también de salvar la inviolabilidad 
de las moradas de aquellos nobles, inicos 
que merecían consideración ame la lev. 
(LL. 1, 4 y 6, tít. 8, lib. 1). 

6. Él que quebrantaba el palacio del 
infanzón llevaba por pena 606 sueldos, y 
si el allanamiento se refería á huerto, mo- 
lino u otra pertenencia rural, limitábase 
la nena á 60 sueldos. Si en la morada del 
hidalgo había taberna existente y en ella 
peleas de que proviniesen muertes ó he- 
ridas entre los que allí asistían á beber, 
no por ello se consideraba quebrantado el 
domicilio; pero sí lo quedaba cuando se- 
mejantes contiendas tenían lugar entre 
los que allí ocurriesen no para lieber, sino 
para ofenderse con armas. 

7. Cuando los hidalgos por reclamacio- 
nes sobre sus casas ó torres, después que 
se desafiaban entraban en pelea y se iban 
combatiendo por las plazas y calles; si de 
ese modo encontraban la morada de algu- 
nos de ellos abierta y allí se entraban en 
fuga, no se estimaba el hecho como alla- 
namiento de la casa, considerando la ley 
que la lucha había tenido principio afuera. 
Cosa distinta sin embargo era, continuar 
en aquellas moradas la comenzada pelea 
persiguiéndose unos á otros, pues enton 
ces cada uno de los que así resaltaban vio- 
lando el domicilio, mcurria en ia pena de 
500 sueldos. Por fin, si los dos hidalgos ene- 
migos tomaban-gente en su ayuda, y de este 
modo enredados en pelea, el uno de ellos iba 
á la morada del otro y se entraba en ella 
hallándola abierta ó cerrada, ó asaltaban 
la casa con las armas aunque no consi- 
guiesen la entrada, estimábase el hecho 
como allanamiento, y el que de este modo 
lo consumaba, incurría en la pena de 1000 
maravedís y destierro. 

8. Las leyes posteriores de nuestros có- 
digos no tomaron en cuenta de una mane* 
ra explícita y metódica los fueros del ho- 
gar doméstico para dictar sobre su viola- 
ción las disposiciones consiguientes. Limi- 
tóse uu auto del Consejo de 9 de Febrero 
de 1704, á disponer que la Sala de Alcal- 
des diese las providencias oportunas para 
que ningún ministro inferior pudiese alla- 
nar por sí casa alguna, sin estar proveído 
de auto de juez que expresamente lo orde- 
nara (Auto 5, tít 26, lá>. 4, iL). ¥ tambiap 


Digitized by v^.ooQLe 



346 


ALLANAMIENTO. 


estatuyeron lo oportuno sobre el allana- 
miento de 1 as moradas particulares en los 
casos de contrabando y juegos, así como 
sobre la inviolabilidad de las délos cléri- 
gos en los casos de amancebamiento y las 
de los aforados sin mandato ó auxilio de 
su juez privativo, según se advertirá en 
las materias oportunas que á semejantes 
particulares' hacen referencia. 

9. El código penal novísimo llena todos 
aquellos vacíos, como de seguida veremos. 
Reservando pues tratar de la invasión vio- 
lenta de la morada de los reyes, sus inme- 
diatos sucesores y regentes del reino, para 
cuando nos ocupemos de ^os delitos de le- 
sa majestad; trataremos aqui tan solo del 
allanamiento de la morada de los particu- 
lares, como exclusivo objeto del presente 
artículo. 

10. La ley distingue desde luego el alla- 
namiento de morada que hace el emplea- 
do público, del que se lleva ó efecto por 
un particular. El hogar doméstico no es 
tan inviolable que el bien público no ha- 
ga preciso allanarlo algunas ocasiones, y 
los casos en que puede tener lugar este a- 
llanamiento en la persecución de los de- 
litos se encuentra determinado en las 

Í ropias leyes, con mas ó menos laxiiud en 
i esencia y en las formas, según ‘por las 
instituciones políticas de los pueblos, se 
considera la libertad individual y se dá 
mayor ó menor importancia á los derechos 
del ciudadano. 

11. El código brasileño dá en este pun- 
to acertadas disposiciones. Previene que 
pueda tener lugar ese allanamiento cuan- 
do se trata del arresto de delincuentes, de 
la investigación y aprehensión de efectos 
obtenidos por medios criminales, de des- 
cubrir instrumentos ó rastros de algún 
delito, del secuestro de bienes ocultados, 
y de delito flagrante ó persecución de al- 
gún delincuente en él sorprendido. Aun 
en esos casos ha de preceder orden por es- 
crito con expresión de la diligencia y su 
motivo, concurriendo con ella un emplea- 
do de justicia y dos testigos lo menos. Y 
por fin encarga que se guarde el mayor 
miramiento á los moradores de la casa, 
respetándose la modestia y honor de las 
familias, y formándose de todo acta fir- 
mada por el empleado y testigos, "bajo pe- 
na de arresto de cinco dias á un mes. Aun- 
que no tengamos disposiciones tau explí- 
dcS i 


citas y señalamiento de oena, creo que por 
el espíritu de nuestras disposiciones aná- 
logas las moradas y sus habitantes deben 
ser así considerados -en casos semejantes, 
haciéndose acreedores los empleados que 
no lo practiquen de ese modo á alguna cor- 
rección, si sus desacatos'no constituyeren 
delincuencia expresamente penada. El có- 
digo penal en su art. 313 para semejantes 
cas cfé dispone multa de 20 á 200 duros, 
cuya pena en esta Isla por la diferencia 
de moneda deberá ser de 40 ¿ 400 duros. 

12. Fuera de aquellos casos en que la 
ley faculta al empleado público para alla- 
nar la morada del particular, debe abste- 
nerse de practicarlo como cualquiera otro. 
Puede sin embargo consumar el allana- 
miento aquel empleado como un particu- 
lar, sin hacer uso para ellade la autoridad 

ue ejerce; y puede consumarlo abusan- 

o de su autoridad. En el primer caso no 
merecerá otra pena que la que se impone 
á los particulares en igualdad de circuns- 
tancias, como ya se ha explicado en el ar- 
tículo abuso (§ 10 y 11). Pero cuando el 
empleado lleva á efecto aquel allanamien- 
to abusando de su oficio, el art. 299 del 
código le impone la pena de 10 á 100 du- 
ros, y ademas suspensión del oficio? Esa 
pena por la diferencia de la moneda debe- 
rá ser en esta Isla de 20 á 200 duros. 

13. Respecto del particular que se en- 

tra en morada agena, es preciso comenzar 
distinguiendo si lo hace simplemente sin 
la voluntad del dueño, ó si lo verifica va- 
liéndose para ello de intimidación ó vio- 
lencia. En el primer caso la ley le pena 
con arresto mayor (de 1 á 6 meses) y mul- 
ta de 10 á 100 duros. En el segundo la 
pena es de prisión correccional (ae 7 me- 
ses ¿ 3 años) y multa de 10 á 100 duros. 
(Art. 414). * ‘ 

14. Con arreglo á lo que con mas ex- 
tensión se explicará en el artículo penas, 
si se adoptase el proyecto de variaciones 
que en su aplicación ¿esta Isla pueden ha- 
cerse al código, la pena del allanamiento 
á l£ gente de color sería cuando se verifi- 
case sin intimidación ni violencia, al libre 
de 15 dias á 5 meses de obras públicas, y 
al esclavo de 1 á 3 años de trabajos for- 
zados á disposición de sus dueños y sin 
multas. Cuando el allanamiento tuviere lu- 
gar con intimidación ó violencia, seria la 
pena de 6 meses ¿2 años de obras públicas. 
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y al esclavo de 2 á4 años de trabajos forza- 
das á disposición de su dueño sin añadir- 
les ninguna multa. El hecho de allanar un 
hombre de color la morada de un blanco 
debe también estimarse como circunstan- 
cia agravante del delito. 

* 15. El código francés impone pór el he- 
cho de entrar cualquiera persona con vio-, 
lencia ó amenazas en la mofada btro, u- 
na pena mucho menor que el nuestro, 
pues sp reduce á prisión de 6 dias á 3 me- 
ses y multa de 16 á 200 francos. El códi- 
go brasileño distingue, y á mi ver con a- 
cierto, si la entrada tiene lugar de dia ó 
de noche, imponiendo en el primer caso 
una pena que duplica en el segundo. 

16. Ninguna duda puede presentarse 
en cuanto al allanamiento de casa que se 
verifique con intimidación ó violencia. En 
semejante caso se encontrará manifiesta la 
resistencia del dueño á que el hecho se con- 
sume y la violación de su voluntad por 
medio de la coacción moral ó de la fuerza 
física. Lo que sí merece aclaraciones es el 
otro hecho de allanar la morada cuando 
no medien en ello las circunstancias ex- 
plicadas. 

17. El que frecuenta una casa á virtud 
de estrechas relaciones con el dueño, no 
allanará su morada aun cuando para ello 
abra su puerta, mientras de parte del due- 
ño no medie expresa prohibición de ha- 
cerlo. El desconocido que algo busca; ha 
de obtener prévio permiso para aquella 
entrada; sin tomarlo por sí, mucho menos 
cuando cerrada la puerta resulta la tácita 
prohibición de otorgarse por entonces a- 
quella entrada sin el prévio permiso. De 
este modo las circunstancias particulares 
que concurran en cada caso, serán las que 
determinen la existencia ó inexistencia 
del delito, así eximo también la mayor ó 
raenoj* importancia de la pena por la agra- 
vación de que las mismas circunstancias 
revistan el hecho. 

18. Motivos poderosos hay sin embar- 
go, á virtud de los cuales puede allanar 
un particular una morada sin incurrir por 
ello en pena alguna. Los comprende el ar- 
tículo 415 de nuestro código, eximiendo 
de pena, al que entra en la casa agena pa- 
ra evitar un mal grave á sí mismo, á los 
moradores ó á un tercero, ó al que lo ha- 
ce para prestar algún servicio á la huma- j 
nidad ó á la justicia. A virtud de estas 


excepciones y poniendo egemplos análo- 
gos ae cada una dé ellas, podrá allanar la 
morada sin pena, el que huye de un ase- 
sino ó atropellamiento, el que lo hace pa- 
ra salvar al dueño de otro asesino ó 
peligro inminente, el que entra para evi- 
tar que se consume'un delito, bien porque 
de ello se cerciore por sus propios ojos, 
bien porque oiga voces pidiendo socorro, 
el que acude ál llamamiento de la justicia 
allí comprometida, y el que presta de la 
propia manera socorro al acometido de un 
gravé ataque por enfermedad que de sú- 
bito^haga temer por su vida* 

19. Las circunstancias especiales que 

concurren en los cafées, tabernas, posadas 
y demas casas publicas, han hecho preci- 
so establecer respecto de ellas otra excep- 
ción. La entrada no supone allanamiento, 
á menos que tengan cerradas las puertas 
conforme al art. 416 de nuestro código 
novísimo. El motivo de semejante excep- 
ción es muy claro. Las casas públicas, co- 
mo lo dice $u propio nombre, están desti- 
nadas ai público, y cualquiera de los que 
componen parte de él tiene derecho á en- 
trarse en ellas sin formalidad ni requisito 
| alguno, mientras lo haga para llenar algu- 
¡nos de aquellos objetos á que el mismo 
I establecimiento está destinado. La viola- 
ción de las reglas de policía dictadas eñ el 
asunto, es la que constituye responsabi- 
lidad. * 

20. Luego que el dueño del estableci- 
miento lo cierra, ya deja de tener entrada 
franca el público, y bastante lo demues- 
tra el mismo dueño con aquel hecho. No 
creo que por el de cerrar sus puertas 
ya quede constituido de todo punto el es-, 
tablecimiento en hogar doméstico como 
han dicho los comentadores, pues entien- 
do que en el caso deben hacerse distin- 
ciones oportunas. Cerrado de una vez se 
quita el establecimiento, y no hay duda 
en que se convierte-en morada particular. 
Cerrado momentáneamente, se cierra si 

¡ es de aquellos en- que se expenden artícu- 
culos dé primera necesidad, no se podrá 
derribar la puerta, pero sí llamar á ella 
para solicitar el expendio de lo que señe 
cesite, y aun negándose á hacerlo el due- 
ño, según lá importancia del caso, la po- 
licía puede sin duda hacer obligatorio el 
despacho de lo que se solicite. 

21. El señor Pacheco, uno de aquéllos 
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comentadores propone kt cuestión de si 
las reglás enúnciadaw del código, compren- 
den álas casas de mujeres publicas. La re- 
suelve pior la negativa, considerando que 
la ley no debe mirar esos casas como de 
tráfico autorizado, que no debe conside- 
rarse & semejante* mujeres mas envileci- 
das de lo que ellas quieren estarlo, y que ' 
debe dejárselas en libertad de tener aque- 
llos actos de repulsión. Semejantes funda- 
mentos son muy éficaces á mi entender, 
pareciéndome oportuno sin embargo hacer 
una aclaración. 

22. Está bien que el código imponga 
pena al hombre que por fuerza aspira á los 
inmundos favores de la ramera, eptá bien 
qne se imponga esa pena cuando al efec 
to abre la puerta que se mantiene cerra- 
da; mas no creo que en justicia deba im- 
ponérsela también por el solo hecho dé 
entrarse en su morada en solicitud de a- 
quellos favores. Mientras no tengamos re- 
glamentos para las casas de prostitución, 
vienen á ser establecimientos públicos tá- 
citamente tolerados, para celebrar con el 
publico, por su dinero, infames tratos. La 
que así los proporciona, puede mantener 
cerrada su puerta, para no abrirla al que 
no tenga por oportuno; mas la que.la man- 
tiene abierta, no puede exigir que se pene 
al que se entra por ella para arreglar 
ilícitos tratos, aun cuando esté en su 
voluntad desecharlo^; pues inal pudie- 
ra alegar para ello los privilegios del ho- 
gar doméstico, puestos á disposición del 
público, y de semejante manera. Con me- 
nos razón debe suceder así en nuestra ca- 
pital, cuando en esas casas de prostitución 
por medio de vestiduras de color determi- 
nado y otras circunstancias bastante signi- 
ficativas, se advierte al transeúnte que 
tiene allí franca entrada, como en publico 
establecimiento. Debe exceptuarse el caso 
de la entrada de hombre de color en la 
ríase de las blancas, por considerarse allí 
exceptuados. 

ALLANA*IÍNTO de heredad. 

28. Con razón ha considerado el código 
muy distinto el hecho de allanar la mora- 
da uel particular, del de que el allanamien- 
to se refiera á su heredad. En el primero 
hay un ataque de mayor importancia á la 
libeftod maividual y A los finieres del ho- 


gar domestico, cuyas circunstancias obran 
mas remotamente en el segundo de aque- 
llos hechos. Por lo mismo, en el primero 
se comete un delito*, mientras que en el se- 
gundo* se incurre en una falta, y es consi- 
guiente que medie notable desproporción 
en las penas. 

# 24. Debe distinguirse el hecho de alla- 
nar la heredad agena, del hecho que cons- 
tituye daño de mayor ó menor importan- 
cia y del que constituye hurto. En sus 
artículos respectivos se tratará de aquellos, 
eontrayóndome aquí al otro dallo que no 
excediendo de cinco duros constituye falta 
solamente. 

25. El eódigo impone la mui tu de me- 
dio á cuatro duros al que entra en heredad 
agena cerrada ó cercada, por el solo 1 techo 
de allanarla de ese modo, — al que entra 
en heredad agena para aprovechar el es- 
pigueo ú otros restos de cosechas — al que 
entra con carruaje, caballerías ó animales 
dañinos en heredades plantadas ó sembra- 
das, —y al que entra en heredad agena 
para cojer frutos y comerlos en el acto 
(Art. 495, números 21, 28, 24 y 25). 

26. Conforme al mismo cudigo(art. 497) 
el dueño de ganado que sin serle permi- 
tido entra -en heredad agena sin causar 
daño, incurre en la misma multa de me- 
dio a cuatro duros, cuando aquel ganado 
no llega á 20 cabezas. Y cuando aquellas 
cabezas llegan á 20 ó exceden de ellas la 
multa será de 1| á 44 rs. por cada cabeza 
de ganado vacuno, de 1¿8 rs. por cada ca- 
beza del caballar, mular 6 asnal, de \ á 14 
rs. por cada cabeza del cabrío si la heredad 
tuviere arbolado, y si el ganado fuere ca- 
brío y la heredad no tuviere arbolado, ó 
fuere lanar ó de otra especie no compren- 
dida en las denominaciones anteriores, las 
multas referidas se impondrán en su gra- 
do mínimo, y en caso de reinciden^a en 
el grado medio, no concurriendo circuns- 
tancia atenuante (Arts. 487, 488 y 496). 

27. Cuando un dueño de ganados entra 
i en heredad agena y causa daño que exee- 
de de dos duros, el mismo código (art*. 487) 

! le impone las siguientes penas: — por cada 
¡ cabeza de ganado: de 8 á 9 rs. si fuere 
vacuno: — de 2 á 6 rs.si fuere caballar, mu- 
tyr ó asnal: — de 1 á 8 rs. sifuere cabrío y 
la heredad no tuviese arbolado: — del tan- 
to del daño á un tercio mas si fuere lanar . 
ó de otra especie no comprendida en las 
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denominaciones anteriores, observándose 
esto mismo si el ganado fuere cabrío y la 
heredad no tuviere arbolado. Y cuando el 
daño que de semejante manera se ocasio- 
ne no excediere de los dos duros, aquellas 
multas se impondrán en su grado míni- 
mo, y en caso de reincidencia el grado me- 
dio, no interviniendo circunstancia ate- 
nuante (Art. 496). 

28. Por fin, el que entra en monte age- 
no; y sin talar los árboles, corta ramaje ó 
hace lefia, causando daño que no exceda 
de dos duros, deberá ser castigado confor- 
me al mismo codigopenal, con. una mul- 
ta desde la mitad al tanto del daño causa- 
do y de la mitad al duplo en caso de 
reincidencia (art. 499). Por supuesto que 
conforme lo advierte el mismo código, es- 
ta disposición se entiende sin perjuicio de 
lo dispuesto en sus casos respecto del hur- 
to. Y asimismo debe entenderse que las 
multas prevenidas no libertan al culpable 
déla maemnizacion del perjuicio causado, 
que lleva consigo todo delito ó falta por 
responsabilidad civil. 

29. Es de advertirse igualmente que en 
la imposieion de esas penas el jaez debe 
proceder según su prudente arbitrio den- 
tro de los límites de cada una, sin tener 
para que sujetarse á las graduaciones que 
el mismo código establece sobre autores 
del delito consumado, del frustrado de la 
tentativa y demas (art. 500). Solo sí es de 
tenerse en cuenta que á los cómplices tra- 
tándose de faltas, debe imponerse la misma 
pena que á los autores en su grado míni- 
mo (art. 501), y que el que no puede pagar 
la multa ha de sufrir un dia de arresto 

E or cada duro, y un dia de arresto aunque 
i importancia no llegue á un pesa, así co- 
mo también un dia ae arresto por cada 
medio duro, cuando se trata de responsa- 
bilidad pecuniaria en favor de un tercero 
(Art 504). 

80. En las ordenanzas rurales publica- 
das para esta Isla en 6 de Setiembre del 
comente afio, en su capítulo II. y bajo el 
epígrafe de Violación de las propiedades ru- 
rales puede entenderse que se comprenden 
penas para el allanamiento de heredad \ da- 
ños hechos en las mismas, y aun para hur- 
tos . Fácilmente se convendrá en ello, cuan- 
do se advierta que la falta según el código 
de la Península la constituye la simple 
violación del reglamento aun cuando! 


con ella no se ocasione ningún peijui- 
cio, ó sea de muy poca importancia por 
fio exceder de cinco duros; que el da- 
ño lo constituye un perjuicio de alguna 
mas importancia y en el que no tiene lugar 
el aprovechamiento del que lo acasiona; y 
que el hurto lo constituye la sustracción 
fraudulenta de la cosa mueble contra la 
voluntad del dueño, sea 'cual fuere su im- 
portancia, con las excepciones que marea 
la lev respecto de ganados y demás. Esta 
nomenclatura de la ciencia legislativa no 
parece bien determinada en el capítulo á 
que me contraigo, y la expresión general 
de violación con que se comprende á todas 
tampoco me parece acomodada. La viola- 
ción con efecto tiene lugar propiamente 
en las personas y sus derechos, y ouando 
se refiere a las cosas se entiende tan sedo 
á los lugares de importante inmunidad co- 
mo Iíis iglesias y palacios de los reyes, y 
cuando mas á las moradas particulares. 

81. Veamos pues cuáles son los hechos 
de allanamiento de heredad, previstos $r 
penados en el capítulo de las ordenanzas ¿ 
que me contraigo, y hagamos observacio- 
nes que pueden ser útiles al Gobierno pa- 
ra proporcionar el acierto que desea en 
sus disposiciones, así como también pata 
la mejor inteligencia de lo ya resuelto. 

82. En primer lugar al <jue fuera de lee 
casos expresamente permitidos, entra en 
heredad agena sin prévia licencia del dué- 
fio, se impone la multa de 1 á 6 pesos (art. 
59). En segundo lugar incurre en la mi* 
ma pena, el- que careciendo de la lieeneia 
expresada, entra sin violencia en heredad 
agena cerrada ó vedada á comer sus fruto*, 
(art. 60). El sentido de esos dos artículo^ 
tomados de las disposiciones sobre faltAs 
del código penal, parece que debe qec cob 
arreglo á la teoría del mismo código en & 
materia. El que se entra simplemente éfc 
una heredad agena no cerrada ni cercada 
no incurre en mita; cuando está cerrada y 
cercada, sí; y por eso la ley le pena; ene! 
artículo 59, debe pues entenderse la here- 
dad cerrada ó cercada. No estándolo, el 
hecho de entrar á oomer las frutas de ¿la, 
es el que constituye la frita, y así será do- 
mo deba entenderse el art. 60. Mas para 
evitar dudas de consideración en el cafes, 
asteria oportuno qué se declarara. Y aun 
para evitar toda dificultad eñ el asua-e- 
to, supuesto que á los alrededores de los 
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pueblos hay estancias que no tienen se- 
ñal por donde desdé luego se conozcan 
sus límites, conveniente seria también qué 
se dispusiera cercarlas, aun cuando no fue- 
ra mas que de un modo bastante á dejar 
marcados aquellos límites. Oportuno seria 
ademas que la multa fuese ae 1 á 8 pesos 
ara que mejor pudiera aplicarse aten- 
iéndose á las circunstancias que pueden 
concurrir para aminorar 6 agravarla falta, 
y respecto de los cómplices, que solo lle- 
van la del grado mínimo. 

83. Conforme á las mismas ordenanzas, 
si el que entra en la heredad agena lo ha- 
ce mediando violencia ó rompimiento de 
puerta ó cercado, debe sufrir una multa 
ae 5 á 20 pesos (art. 60 cit.). Por supues- 
to que la violencia no debe entenderse 
respecto de las personas de la heredad, 
porque esto ya constituye un delito. El que 
rompe la cerca ó puerta, queda ademas 
sugeto á la indemnización de todos los 
perjuicios que con ello ocasione, pues to- 
do delitó ó falta lleva consigo la respon- 
sabilidad civil que proporcione, sea cual 
filero su importancia. 

34. Las ordenanzas citadas en su ar- 
tículo 61 imponen la penade2á 10. pesos) 
al que entra con carruaje, caballería 6 a- 
nimales que puedan hacer daño en here- 
dades agenas, plantadas ó sembradas. El ; 
solo hecho de la entrada es el que se cas- 
tiga con la multa, pues los perjuicios que 
se ocasionen han ae satisfacerse aparte, 
oomo ya se ha dicho en el anterior ar- 
tículo. 

85. Las propias ordenanzas disponen 
(art. 62) que toda extracción sin la auto- 
rización del dueño ó administrador de di- 
chas heredades, ya sea de piedras, arenas, 
tierra, ^árboles, juncos, yernas, hojas ver- 
des ó secas, estiércoles ó abonos, frutos 
silvestres ó semillas de árboles, será cas- 
tigado con las multas siguientes: en car- 
retada, de 5 á 10 pesos por yunta de bue- 
yes: por cada carga mayor de 3 á o pesos: 
por cada carga menor del á 8 pesos, y 
por cada carga de hombre de J á 1 peso. 

86. Esta prevención se hizo sin duda á 
imitación de lo que el art. 495 del código 
penal en su número 23 dispone, respecto 
del que entra en heredadagena para apro- 
vechar el espigueo ú otros restos de c^e- 
chas. Este hecho del código es muy sen- 
cillo sin embargo, y hasta tiene un prinoi- 


; pió caritativo y religioso, como dice el en- 
tendido comentador Pacheco, siendo ade- 
mas hijo de una antigua costumbre en la 
Península. El otro hecho de ir nádamenos 
que con carretas á coger árboles, semillas 
ó abonos de la heredad agena, es cosa de la 
mayor importancia, que puede ser falta, ó 
daño, ó verdadero hurto. 

37. Será falta conforme ¿ la teoría del 
código, si lo aue se toma de semejante ma- 
nera es con el solo propósito de hacer da- 
ño, pues si fuere con objeto de lucrarse 
el que lo hace, constituye un verdadero 
hurto, de que debe tener conocimiento la 
autoridad judicial -para penarlo con arre- 
glo á las leyes que rigen en la materia. 
Con tanta mayor razón deberá entenderse 
así, cuando hay en las carretadas de efec- 
tos que de la manera explicada se saquen 
de las fincas, una muy marcada diferen- 
cia, pues una carretada de piedra tiene un 
valor insignificante, y aquella en que se 
lleven v. g. árboles de madera preciosa, 
como caobas, puede tener valor de alguna 
importancia Nfpuede ser que en la ciudad 
se castiguen como hurtos las sustraccio- 
nes de especies del valpr mas ínfimo, y en 
el campo sean considerados semejantes 
hechos como una mera falta. 

38. Cuando las extracciones á que se 
refiere el párrafo anterior no tengan otro 
objeto que el de hacer daño, para conside- 
rarlo como tal daño ó falta seria oportuno 
prescindir de estimarlo por carretadas que 
tan distinto valor pueden tener entre sí 
como ya se ha dicho. De conformidad con 
el código correspondía que no excediendo 
su valor de 5 pesos, ó sean 10 en esta Isla, 
el hecho se estimase como falta, penándo- 
sela con multa de 1 á 8 duros, y cuando 
excediese de aquella importancia se consi- 
derase como daño, para que respecto de 
él tuviesen lugar las otras disposiciones 
legales de la materia. Excediendo el valor 
! de 20 pesos se pastigaria con multa del 
tanto al triple de la cuantía sin bajar nun- 
ca de 30 pesos; y en casos mas importan- 
tes se aplicarían las otras penas de la ley. 

39. Previene el art. 63 de las ordenan- 
zas referidas, que estén á soga y no sueltos 
ni maniatados los animales que pasten en 
campo abierto ó sin cercar, áno ser que sea 
hacienda de criar ganado, imponiendo al 
que infrinja la disposición 1 peso de multa 
por cabeza, aun cuando no se introduzcan 
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en las heredades limítrofes ni causen da- 
ño. Creo que la multa debiera reducirse á 
la mitad, por cuanto, como después vere- 
mos, la misma se impone al que de pro- 
pósito entra con ganado en la heredad a 
gena, cuyo hecho sin dud¿ es de doble ma- 
yor importancia que el otro. 

40. El art. 65 de las mismas ordenanzas 
previene que el dueño de ganados que con 
ellos entre en heredad agena y ocasione 
daño que exceda de 8 pesos, incurrirá en 
la multa por cada cabeza de ganado — de 
10 á 15 reales sencillos si fuere vacuno, — 
de 5 á 10 reales sencillos si fuere caballar, 
mular ó asnal, — y del tanto del daño á un 
tercio mas, *si fuere lanar ó de otra espe- 
cie no comprendida en los números an- 
teriores. 

41. Esta disposición es conforme á la 
del código penal con las' variaciones si- 
guientes, si aquel se hubiera aplicado, con 
la que proporciona la sola diferencia del 
duplo ael valor de la moneda. El daño de- 
bería ser de 4 pesos: — si el ganado fuera va- 
cuno, la penaseriade 3 á 18*eales sencillos, 
— si caballar, mularó asnal de 4 á 12 reales 
— y se ha suprimido lo referente al cabrío 
cuando la heredad no tiene árboles.* No 
concibo el motivo de esas variaciones, y 
creo que la mayor extensión de la pena del 
grado máximo al mínimo, proporciona 
mayor justicia en la aplicación de ella á | 
las circunstancias agravantes ó atenuan- 
tes, y á los cómplices. 

42. El art. 66 de las órdenanzas rura- 
les dispone asimismo, que los dueños de 
ganados que entren en heredad agena y 
causen daño que no exceda de 8 pesos, sean 
castigados con el mínimum de la multa 
designada en el artículo anterior. Esta dis- 
posición es la misma del código penal, y 
respecto de ella obran las propias obser- 
vaciones hechas al artículo 65. 

43. El art. 67 de las mismas ordenanzas 
previene que el que entrare en heredad 
agena sin causar daño, y careciendo de li- 
cencia del amo de esta, cuando no llegue 
á 20 cabezas el ganado que se introduzca, 
incurrirá en una multa ae 2 á 10 pesos, y 
que si fueren veinte ó mas las cabezas de 
ganado se imponga una multa equivalen- 
te á la mitad de la señalada en el art. 65. 
Con arreglo á esta disposición se satisfará 
por pena y por cada cabeza de ganado, 
siendo vacuno de 5 á 7 J reales sencillos — 


siendo caballar, mular ó asnal de 2J á 5 
reales, — y siendo lanar ó de otra especie 
no comprendida en las anteriores la mi- 
tad del daño á un sexto mas. 

44. Este artículo es igual al 488 dd 
Código penal, menos en la importancia de 
las penas, sobre lo cual corresponden las 
mismas observaciones que tuvieron lugar 
respecto del 65 de las propias ordenanzas. 
Combinado el artículo del código con los 
487 y 496 del mismo, resulta otra obser- 
vación importante respecto del 67 de la 
ordenanza. Con efecto, dice el 67 que se 
imponga una multa equivalente á la mi- 
tad de la señalada en el 65, y este la pena 
qufe impone refiriéndose al ganado lanar 
ó de otra especie, fuera del vacuno, ca- 
ballar, mularó asnal, es el tanto del daño 
á un tercio mas que causasen. Befiriéndo- 
se el 67 á los dueños que introducen ganado 
sin causar daño, no es posible aplicarles 

¡ la pena de la mitad de aquej quebranto, . 
¡ que no existe, y quedan por lo tanto im- 
punes. 

45. Si se reformara este artículo de las 
ordenanzas con arreglo al código de don- 
de se sacó, el dueño ae ganado que entra- 
re en heredad agena sin licencia y sin cau- 
sar daño, cuando no llegase á 20 cabezas el 
ganado, incurriría en multa de 1 á 8 duros. 
Cuando aquellas cabezas lleguen á 20 ó 
excedan de ellas en la multa de 3 á 9 rea- 
les sencillos por cada cabeza de ganado va- 
cuno, — de 2 á'8 reales por cada cabeza del 
caballar, mular ó asnal,— de 1 á 8 reales por 
cada^ cabeza del cabrío si la heredad tu- 
viere arbolado. Y si el ganado fuese cabrío 
y la heredad no tuviese arbolado, ó fuese 
lanar ó de otra especie no comprendida en 
las disposiciones anteriores, las multas re- 
feridas se impondrían en su grado mínimo, 
y en caso de reincidencia el grado medio, 
no concurriendo circunstancia atenuan- 
te. 

46. Las ordenanzas rurales en el art. 64 
disponen que el que corta árboles ó cua- 
lesquiera otras producciones útiles, como 
juncos, bejucos; maguey. &c., en heredad 
agena, causando daño que m> exceda de 
40 pesos, será castigado con una multa 
del tanto al triple del daño, y si las cortase 
sin causar daño, pero sin permiso del due- 
ño, pagará una multa de 5 á 10 pesos. Por 
fin, dispone que si el daño excede de 40 
desos, se ponga en conocimiento de la au- 
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toridad judicial, para que proceda á lo que 
corresponda. 

47. Creo, siguiendo la misma teoría le- 
gal explicada en los párrafos 87 y 88 de 
este artículo, que si el corte se verifica con 
ánimo de lucrar, se comete hurto, que de- 
w ser castigado por la ley penal bajo cuya 
jáíieáiccion cae, sea cual mere su impor- 

. tanda. En cuanto á la falta también pare- 
ce quedebiera considerarse tal el abono no 
excedente de 10 pesos, estimándose daño 
él mayor de aquella importancia. 

48. El daño así hecho cuyo importe ex- 
cediese de 20 duros seria castigado con la 
multa del tanto al triple que dicen las or- 
denanzas, con la circunstancia de no ba- 
jar nunca la pena de 30 pesos (Art. 478 
del eódigo). V. daSo y hurto. 

49. El art. 160 de las mismas ordenan- 
zas dispone que los cómplices en los de- 
litos mencionados lleven la misma multa 
de los autores en su grado mínimo al me- 
dio. El código, como ya hemos visto, dis- 
pone lo mismo en el particular. Al autor 
de la falta pues se aplicará la pena del mí- 
nimo al máximo, y al, cómplice la del mí- 
nimo al medio. Si pues á los autores se im- 
ponen de 6 á 10 pesos de multa, el grado 
mínimo aplicable á los cómplices será de 5 


pesos á 6, y 6 reales sencillos. Si ¿aquellos 
: se impone la pena de 1 á 5 pesos, el míni- 
mum será de 10 á 23 reales sencillos &c. 

, 50. También dice el artículo 167 délas 

ordenanzas que el que no tuviere con que 
satisfacer las multas mencionadas sufrirá 
el arresto que corresponda. Este arresto 
es el de un dia por cada duro de ipulta que 
! se deje de pagar. La importancia de la 
I multa que solo aprovecha al fisco, merece 
' menos p§na que la del valor de la cosa 
con que se peijudican los derechos del par- 
ticular: este particular pierde el valor de 
que se le ha privado, y el [fisco adquie- 
re el derecho á percibir por consecuencia 
de la propia multa una cantidad sin que se 
| le haya despojado de cosa alguna. Resulta 
pues una marcada diferencia entre lo uno 
| y lo otro, y no seria por tanto desacertado 
que cuando la responsabilidad no satisfe- 
I cha representase cantidad perteneciente á 
particulares, el arresto por insolvencia fbe- 
, se el de dos dias por cada peso. 

51. Respecto de si los encubridores de- 
| ben ser penados ó no á consecuencia de 

í las faltas, vóase encubridores. 

i 

i R. Piño. 
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MllllíBBUIlftHi lB mábanse injustas las del concubinato, y si ^ / 

¡ á él no se acomodaban las mujeres que se 

1. Ilícito consorcio entre el hombre y contaban en el rango de ciudadanas ro- 
la muger.* Llámase también barraganta y mañas, tenia lugar con las extrangeras,las 
concubinato. Amancebamiento viene de la esclavas y aun las parientas en grado que 
palabra manceba que en lo antiguo signi- no hiciera inéurriren incesto. Conociéron- 
ficaba 'mujer joven y soltera, dándose á se de este modo á mas de la mujer legíti- 
entender así con aquella otra palabra, el ma, la concubina y la matrona, cuyo con- 
trato ilícito con la mujer soltera. Barra- sorcio no obtenía otra formalidad, que la 
gañía según explica la Ley de Partida, (1, de la cohabitación en la casa del marido 
tít lo, Parí. 4) viene de la palabra arábU por el término de un año. 

ga barra que significa fuera y de gana ™ ^ 

que es castellana y quiere decir ganan- 
cia. Concubinato tiene de las otras dos pa- 
labras latinas cuín y cubare , que dan bien 

á entenderla cohabitación de la mujer y I mejan tes objetos, hubo de . prohibir que 
el hombre. • J ninguna concubina pudiera acercarse al 

2. Pocos hechos considerados como ilí- ¡ altar de la Diosa Juno, para celebrar ma- 
citos han sufrido mas alternativas en el j trifnonio, si antes no exniaba su falta ha- 
curso de los tiempos, y han sido conside- ciendo á la divinidad el sacrificio de su 
rados también de una manera mas varia cabellera y de una oveja. Y la Ley de las 
por distintos pueblos en una misma épo- doce tablas que adoptó las teorías législa- 
ca. Aquí expresamente autorizado por la ^ ti vas griegas, prohibió tomar aquellas 
ley sin la menor sugecion, allí reconocido ¡ concubinas entre mujeres que no fuesen 
pór la misma ley coa determinadas res- de clases muy inferiores, considerándose 
tricciones, hoy considerado como un he- como espurios los hijos provenientes de 
cho lícito, mañana contenido por las dis- semejantes enlaces, y sin derechos de nin- 
posieiones del derecho, después perseguido | guna especie en concurrencia eon los hi- 
como * delito, y mas después disimulado ! jos legítimos. 

como una falta irremediable por la ley se- ( ó. Ehconcubináto sin embargo cada vez 
cular; tal es el resultado que nos ofrece el * mas fué extendiéndose en el imperio ro- 
estudio de la larga v complicada historia j mano, y nunca se vio tan en boga como 
del amancebamiento. Esas mismas vieisi- 1 en el tiempo de los emperadores, porque 
tudes ha corrido tanto en las leyes canóni- j también entónces había llegado á su ma- 
cas como en las ci viles, v así respecto de ! yor auge la disolución de las costumbres, 
los eclesiásticos como de los seculares. en otro tiempo severas. La historia nos 

8. El concubinato filé admitido entre presenta de entre los mismos emperado- 
los' egipcios griegos y judíos, y allí se res á Vespasiano tomando por concubina 
consideraba como Una especie de matri- á Cemi, liberta de Antonio, é imitando su 
monio, sugeto por lo mismo á especiales ejemplo al otro emperador Antonino Pió, 
disposiciones. No es de estrañarse por lo y también á Marco Aurelio Antonino, 
tanto entre otros mil ejemplos de la mis- cuyas buenas dotes le hicieron, acreedor 
ma especie, encontrar el de Salomón 1 que, al renombre del filósofo. 
conforme á las leyendas mas autorizadas, 7. Era .aquel concubinato, como ya se 
á mas de sus 700 mujeres legítimas con- ha dicho, Una especie de matrimonio ile- 
taha 200 de aquellas concubinas. gítimo, que tan solo, privaba á la oonsor- 

4. Roma heredó en mucha parte las ins- te del nóipbre y de la dignidad que las 1c- 
tituciones de la Grecia, como Ios-griegos gítimas esposas obtenían. Ocasionaban en - 
habían heredado las del Egipto, y así ve- tónces el amancebamiento las mismas 
ni os admitido en Roma el concubinato 
desde los primitivos tiempos de la repú- 
blica, y á despecho de la severidad de las 
costumbres que no puede menos de con- 
cederse á los romanos en aquella época. 

A diferencia' de las nupcias legitimas lia- 1 balternas, como las de las mujeres que sa 

46 , 1856 


caiteas que después lo han sostenido en 
las naciones cristianas modernas, á despe- 
cho de las censuras religiosas y de las pro- 
hibiciones de las leyes civiles. Y tomándo- 
se las concubinas entre las clases mas su- 


o. iíii líey JNuma que aspiró a 

zar la ferocidad v á introducir la morali- 
dad entre los habitantes de aquel pueblo 
naciente, entre otras disposiciones con se- 
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sostenían con el trabajo de sus manos, las jar de ser virgen. La castidad tq*i descui- 
esclavas y aun las condenadas en juicio dada entre los paganos y los infieles con 
público, el que así se ligaba con ellas po- muy rara excepción, iba á preconizarse 
dia prescindir de las otras muchas consi- como la primera de las virtudes, hace igua - 
deraciones á que le sujetaba un matrimo- les á los hombres con los ángeles , oomo di- 
nio legítimo. La concubina fuó una, como jo San Ambrosio, y debia reprobar álta- 
lo fuó también la esposa, y los viudos se- mente por lo mismo las uniones ilícitas 
gun es fama se comprometían de prefe- 1 que le son tan contrarias, 
rencia en el concubinato, para evitar el , u El mas. vehemente de los escritores 
poner ¿los hijos de su anterior matrimo- 1 a p<5 3 tolesen su carta á los TesalÓnicos, se 
nio bajo el yugo de una madrastra, que j p^ onun ck> resueltamente contra el concu- 
suele serles ominoso. También aquellas 1 ki na t, 0 tan corriente entóncescomo ya he- 
concubinas aunque podían recibir dona- J mos yisto; y San Agustín después, y mas 
ciones, estaban incapacitadas por la lev * después San Isidoro continuaron escribien- 
para ser herederas. ' do en el mismosentido. Los concilios sin em- 

8. Siguiendo el curso de las disposicio- j i} ar g 0 no obraron con la propia decisión en 
nes de aquellos emperadores romanos so- mí principio ni aun respecto del sacerdocio, 
bre el amancebamiento, advertiremos á , como después veremos cuando de ellos 
Constantino, disponiendo la celebración | j ia y íl ocuparme. Y respecto de los le- 
del matrimonio éntre los amancebados; ' cl de Toledo que se celebro el año 
que tuviesen hijos, y prohibiendo que ni 1 400 tolcró que i 03 . cristianos tuviesen 
las mancebas m esos hijos pudiesen here- j manceba con tal que fuese una, y siendo 
dar cosa alguna si. no verificaban el con- ¡ entrara bos solteros, v prohibió que sobre 
sorcio legitimo, que también proporcio- [ ello hubiese excomunión, cuya doctrina 
naba legitimidad a los mismos hijos. Ad- aun se encontrabra’ vigente en el siglo ea- 
vertiremos después á Valentiniano miti- 1 torccno. 

gando aquel rigor respecto de la heren- i 

cia, y permitiendo que algo pudiera de- ; I ostenores concilios sin embargo, 

jarse á la concubina y sus hijos, aun cuan- hubieron de pronunciarse después en el 
do no mediase el matrimonia • misnío sentido que el Apóstol y los bantos 

9. Veremos asimismo que en lostiem- Padres, debiendo contarse entre ellos en 

pos de Justini&no se -tenia el concubinato nuestra España al de A alladolidad que 
por lícita costumbre, sin otro requisito pronunció medidas severas en el asunto, 
para ello que el de ser una sola la concu- bien que éin fruto como se advierte por 
bina, como acontecía en los tiempos ante- otras prevenciones de los siglos posteno- 
riores. Y por fin notaremos al emperador res quinceno. Pero al fin el aía- 

Leon prohibiendo de todo punto el con- mado de Trento en su canon cuarto, lanzó 
cubinato, para ser escuchada su preven- ana ^ ema cor ^ ra los amancebados que amo- 
cion tan solo en el Oriente y desechada en astados por tres ocasiones no suspendió - 
cl Ocoidente, donde aun hoy continúa sen su ilícito trato. Si Jos concilios tarda- 
aquel concubinato bajo el nombre de ma- ron P? r algún tiempo en prohijar en la 
trimonio morganítico ó de la mano izquier- materia las doctrinas de los Santos Padres, 
da como se vé on Alemania nuestras leyes civiles como después vere- 

10. El cristianismo que Van notable re- mos, hastaáos últimos tiempos no vinie- 
volucion proporcionó en las instituciones ron á ocuparse de impedir por el medio 
humanas, e hizo venir al suelo los dog- de las P enas > los amancebamientos entre 
mas del politeísmo, por su propia.hatura- P ersonas solteras. 

leza debia influir notablemente en. este! 13. En cuanto al sacerdocio, autoriza- 
. particular ; de las uniones ilícitas. A los daestuvo su matrimonio por la disciplina 
placeres de las divinidades del paganta- católica antes de los concilios de Nicea. 
mo oponia las austeras costumbres del También hubo un tiempo en que les fué 
salvador del género humano, y j'Has im- permitida la barraganía, estimando algu- 
púdicas aventuras de los dioses mitológi- nos escritores queel motivo de esto fuese, 
eos, sustituía la castidad de María, conci- porque se creía que de ese modo no se com- 
biendo sin mancha y siendo madre sin de- i prometían los sacerdotes en unión irrevo- 
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_ cable, que estaba en su voluntad romper ya disponiendo que solamente llevaran 
por lo mismo. consigo á sus hermanas ó hijas habidas 

14. Un escrupuloso estudio de aquellos antes de la profesión, ya prohibiéndoles 
concilios demuestra sin embargo,* que al- mirar á las jóvenes, ya previniéndoles que 
gunos de ellos hubieron de imponerla de prisa saludasen á sus propias patentas, 
continencia á todo el sacerdocio, mientras ya en fin que la casa del clérigo no fuese 
que otros dispensaban de .ella á los sub- gobernada por otra persona mas que por 
diáconos, disfconos y sacerdotes, y el pri- su m^dre ó hermana, ó por un amigo ó un 
mero ecuménico de Nicea formalmente criado. 

rehusó ratificar elrdecreto prohibitivo del f 18. Al ocuparnos de las disposiciones 
matrimonio que de él se exigía*. Pero al legales que nuestros códigos han ido pro- 
fin cesaron aquellos desposorios en la igle- mulgando sobre el amancebamiento, se 
sia de Occidente, cuando en el siglo Y III advertirá en ellas la influencia de las dis- 
se regularizó, sometiéndose á las reglas de posiciones romanas y de los • concilios de 
San Benito, que llevaban la castidad por que se ha hecho mención, 
principio. 19. El derecho de las Partidas se hizo 

lo. Siguieron pues los concilios pronun- J cargo de que conforme á la doctrina evan- 
ciando. penas contra el clero casado y con- gélica vive en pecado mortal el que se en- 
enbinario, y entre ellos encuentro el pri- 1 cuentra empeñado en el concubinato; pero 
mero general de Letran y el noveno ecu - 1 no consideró conveniente qüe el derecho 
ménico que en 1122 hizo celebrar Calix- civil mostrara un rigor análogo en suspre- 
to II. PaYeee sin embargo que á despecho j venciones sobre el asunto,, y así permitió 
de todo hubo dé continuar la costumbre ¡ expresamentequesepudieratenerunabar- 
del concubinato; porque por los años pos- ragana, con el objeto ele impedir qué se 
tenores de 1822, observamos al Legado tuviesen muchas. (Proem.déltít. 14, Part. 
del Papa Juan XXII, prohibiendo á los 4). Podia pues tomarse por tal barragana 
clérigos seculares y regulares casados ó cualquiera mujer, ya libre desde su naci- 
concubínarios, asistir en persona al matri- miento, ya noble ó plebeya, ya prostituí - 
monio.de sus hijos, bien fuesen legítimos da ó no, ya en fin liberta ó sierva.- ( L . 1, 
ó ilégitimos. tU. 14, Part . 4.). 

16. Había confirmado el concilio de Ni- 20. La verdadera barragana debía pues 
cea la prohibición hecha por algún otro, ser una sola, y en tal manera que pudie- 
de que el sacerdocio no tuviese aquellas j ra casarse sin impedimento con ella cuan- 
. mujeres que se llamaban introducidas , a do quisiese el que la tomaba bajo seme- 
excepcion de las parientas en quienes no ¡jante concepto. Prohibía el derecho por 
pudiera recaer sospecha, de una relación consecuencia tenerlas al revestido, de ór- 
crjminal, y lo mismo reprodujeron los de deneS eclesiásticas, ni al pariente respecto 
Cartagó, el segundo de Arles y el cuarto j de sus parientas dentro, del cuarto grado, 
de Toledo. Pero al fin, el célebre de Tren- i ni tampoco cuando la mujer fuese menor 
to‘, en consonancia con algún otro que j de doce años. También la prohibición al- 
imponia penas al concubinato, lo prohibió j canzaba á la mujer virgen, sin duda por- 
de nuevo y de todo puntó, bajo las penas ; que se consideraba que en esto se cometía 
de pérdida de frutos, suspensión, priva- ! el delito de estupro, como advierten los 
cion de beneficios y hasta éxcomunion. i comentadores. Si se trataba de viuda ho- 

17. La Iglesia española en syt antigua ' nesta ó mujer libre desde su ‘nacimiento, 
disciplina fué notable en sus prevención I para ser admitida por tal barragana era 
nes respecto de la conducta del sacerdo- forzoso que precediera una manifestación 
ció en la materia, impregnada de las se- de ello hecha ante hombres buenos,, y no 
veras doctrinasque en el particular había mediando aquel trámite debían estimarse 

S rofesado San Basilio. Para convencerse : como legítimas esposas aun para los jue- 
e ello basta consultar los cánones del con- : ces seculares. No podia sin embargo reei- 
ciKo de Hiberis, del de Tarragona y del i birse por barraganas con aquel' requisito 
de Gerona, .en los cuales se estatuyó con j solemne, ála viuda de vil linage ó de ma- 
mucha minuciosidad sobre las compañías j la fama, ó contra quien obrara un fallo de 
de mujeres que podían tener los olérigos, I adulterio con hombre casado, aun cuando 
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ellaá la sazón no lo estuviese ( L . 2, tU. 14, 
Parí. 4). ' 

21. Aquellas leyes contenían en la ma 
teria una disposición original por cierto. 
A los Preesides prwiruáarum, como si di- 
jéramos gobernadores de las provincias 
prohibía el casamiento con mujér de la 
tierra en que desempeñaran su destino | 
mientras este durase: Fundábase la prohi- j 
bieion en que el gran poder del empleado, ; 
podía proporcionarles un matrimonio por ! 
la fuerza, y por lo mismo la ley les habi ¡ 
litaba expresamente para tener una bar-) 
ragana. (¿. 2, til. 14, Part. 4). 

22. Por fin las mismas leyes, que acó- j 
modándose á las circunstancias de la épo- ! 
eá, en todos ramos hacían una marcada ¡ 
diferencia entre el noble y el plebeyo, tam 
bien la establecieron respecto de la man- 
cebía de ellos. No la prohibía á aquellos 
nobles, generalmente, pero exceptuaba de 
tilla á lks siervas y sus hijas, lo mismo que 
á las libertas y las suyas, las taberneras, 
alcahuetas y también sus hijas, y en fin, 
á todas aquellas personas que entonces se 
consideraban como viles, bien por sí ó ya 
con motivo de su ascendencia. Si el noble 
á despecho de la prohibición legal, lleva- 
ba á efecto el concubinato con alguna de 
aquellas mujeres comprendidas en la pro- 
hibición, los hijos provenientes de seme- 
jante unión no se consideraban cómo na- 
turales sino como espurios, y por conse- 
cuencia no tenían parte alguna en los bie- 
nes del padre, ni se encontraba este obli- 
gado á darles alimentos si tío quería (L. 8, 
tít. 14, Parí. 4). 

28. Las leyes recopiladas, si bien se a- 
tiénde á su contenido, no impusieron pe- 
na ni se ocuparon de prohibición alguna 
respecto del amancebamiento de persónas 
solteras entre sí. Limitarqn pues aquellas í 
prohibiciones y penas al concubinato del j 
- hombre casado, sobre lo cual' se 'ha habla- ¡ 
do con extensión al tratarse dol adulte- 1 
rio. V. ADULTERIO. 

24. Habiéndose hecho pues mención al j 
tratarse del adulterio de las penas impuea- 1 
t as al hombre casado por el concubinato, | 
añadiremos aquí que la le v recopilada im- 
puso á las mancebas de aquellos, por la 
primera Vez la pena de un marco de pla- 
ta y destierro de la ciudad, villa ó lugar 
donde acaeciere vivir v de su tierra; por 
la segunda un marco de platfíy destierro 


: de dos años,- y por la tercera la pena de 
un marco de plata, cien acotes pública- 
¡ mente y destierro por un año, entregán- 
jdose la tercera parte del marco al acusa - 
i dor y las otras aos para la cámara, y pu- 
¡ diendo hacer la acusación ódenuncia cual- 
quiera del pueblo. Ademas dispuso la ley 
que todas las justicias .donde quiera que 
existiesen aquellas mancebas, les hicieran 
pagar la penaTeferida, tomando las mis- 
mas justicias entonces la tercera parte que 
correspondería al acusador si lo hubiese, 
pero que nunca se entregara el marco sin 
egecutarse la pena del destierro y azotes, 
penándose al juez ó alguacil que tomara 
sin aquellos requisitos pública ó secreta- 
mente los marcos ó parte de ellos con la 
devolución de lo que hubiese tomado, y 
mas las setenas, todo para el Fisco, pri- 
vándosele ademas del oficio. Por fin, pre- 
vino la propia ley, que tocios los pleitos de 
semejante naturaleza que hubiese en la eór- 
tese fallaran por todos lós alcaldes que'en 
ella estuvieren, v no por los unos sin los 
otros (L. 3, tít. 27; y 9, tib. 82, lib. f 12, No v. 
Rec.). s 

25. La ley de Indias, en perfecta con - 
sonancia con la de Castilla, entendió ex- 
tensivas á estos dominios las penas referi- 
das, disponiendo que la del marco así co- 
mo las otras pecuniarias se entendieran 
dobles en estos dominios ( L . 5, tít. 7, lib. 8, 
Rec.de Ind.). Sin embargo, respecto de los 
indios amancebados, se dispuso que no se 
les llevara aquella pena del marco por no 
ser conveniente castigarlos con tanto ri- 
gor, ni imponérseles tampoco penas pe- 
cuniarias, y aun se mandó que seles de- 
volvieran las tales penas en el caso de ha- 
bérseles impuesto (L. 6, til. y lib . cit). 

26. Encargóse que los- alguaciles no 
Tendiesen á ninguna mujer por manceba 
e casado siir prévia información que hi- 
ciera constante .el delito, y asimismo que 
cuando hubiera sospecha de que alguna . 
india vivía amancebada la apremiasen las 
justicias para que fuera á su pueblo a ser- 
vir señalándola servicio competente ( LL . 
7 y 8, tít. y, lib . cit.). Estas aisposiciones 
creo que serefiriesená los amancebamien- 
tos con hombres casados, clérigos ó. frailes, 
pues los otros no se castigaban en la Pe- 
nínsula, y menos podían serlo entre in- 
dios, donde el delito como liemos visto, 
era mas' excusable, sin duda porque la lev 


t 
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tomaba en consideración sus costumbres 
no acomodadas á la pureza y prácticas 
queja religión católica demandaba entre 
los pueblos que de mucho tiempo atras 
profesaban el cristianismo, y sin contar 
con la poderosa influencia cpie para'cl ca- 
so debia ejercer una raza superior sobre 
otra mas destituida. ’ 

27. Encuéntrase por último en aque-, 
lias leyes de Indiaá una disposición res- 
pecto de los amancebados en las naves, que 
no deja de ser curiosa. El general de aque- 
llos buques en las visitas que acostumbra- 

. ba*¿ hacerles, debia averiguar por medio 
de información si eií ellos existia algún a* 
mancebamiento, y averiguado que fuese 
á su voluntad y arbitrio podía remediarlo 
y castigarlo (L. 51, tti. 15. Hb. 9, Kec. *le 
Indias ). 

28. Po.r Real orden de 3U de Abril de 
1745, se clasificó entre los vagos al que 
estuviese distraido por. amancebamiento, 
lo cual se repitió en esta Jsla por medio 
de un reglamento publicado sobre la pia- 
teria bajo el gobierno del Capitán general 
D. Miguel Tacón. Parece que semejantes 
prevenciones debieran referirse al basado 
conforme al espíritu de las leyes anterio 
res, pero las otras disposiciones á que me 
contraigo, no hicieron distinción alguna 
en el particular. No era muy acertada sin 
duda la calificación de vagancia al aman- 
cebamiento, mucho menos en esta' Isla, 
donde tan extendido se encuentra lo últi- 
mo, y por lo mismo no tuvo efecto en la 

E ráctica la prevención, como acontece con* 
i s leyes que por su propio contenido se 
haceli inaplicables. 

29. En el presente siglo la desmorali- 
zación en la Península respecto de las fal- 
tas á la castidad, hubo de llamar la aten- 
ción de los legisladores muy especialmen- 
te, impulsándoles á promulgar nuevas dis- 
posiciones para su corrección. Influyeron 
en esa desmoralización á mas del adelan- 
to de la civilización, que como todas las 
cosas humanas nos trae los bienes siempre 
mezclados con los males, aquellas guerras 
civiles en que la nación se empeñó, y cu- 
yas guerras por su propia naturaleza traen 
consigo las mayores y mas numerosas ca- 
lamidades. El legislador quiso contener el 
desafuero de las costumbres, oponiendo u- 
na exageración legislativa á otra exagera- j 
cionde hecho, y con tal motivo en poco ! 


tiempo se dictaron sucesivamente cuatro 
disposiciones ¿i cual, mas apremiantes en 
la materia. 

30. Fué la primera el Real decreto de 
22 de Febrero de 1815, por el cual se en- 
cargó .al Consejo de Cast illa >el cuidado de 
evitar los escándalos públicos de toda es- 
pecié, entre los cuales se incluyeron los 
hechos que solamente suponían. meras 
■ faltas á los deberes que la religión prescri- 
; be. Contáronse entre esos escándalos los 
: amancebamientos y equiparóse á ellos la 
voluntaria separación de los matrimonios, 
disponiéndose respecto, de todo que los 
! jueces seculares auxiliasen con .todo su 
j poder tí los •eclesiásticos y párrocos en lo 
¡que dispusieran para arreglarlas, evitán- 
dose aquellos hechos y echándose prime- 
ro mano dp las amonestaciones privadas, 
para después ocurrir, si aquellas se des- 
entendían, tilos procedimientbs del dere- 
cho.. Esta disposición se renovó y circuló 

I en 10 de Marzo de. 18 18, y por órden de 
la Regencia de 22 de Setiembre de 1823. 

31. Semejante disposición, en un senti- 
do tan lato é indeterminado, confundía 

| como ya indiqué la separación voluntaria 
I de los casados con él amancebamiento, y 
i el de los casados y clérigos que la ley pe- 
I naba, con el de las personas solteras 
| entre sí, sobre que nunca había mos- 
trado repugnancia; pero á muy poco des- 
pués, y bien que en el mismo sentido, 3e 
dictó otra disposición legal mas explícita. 
Lo fué-la eédula.de 29 de Marzo de 1829, 
en que se dispuso que si después de las 
amonestaciones de la autoridad no se reu- 
nían los matrimonips y. separaban los a- 
mancebamiéntos, se procediera á la pri- 
sión de los culpables y destierro de los 
lugares de su residencia, -y ¿las otras pe- 
nas del derecho. Hízose responsables del 
cumplimiento de la disposición á las jus- 
ticias, ordenándoseles que en secreto for- 
maran listas de los matrimonios desunidos 
y de los amancebados, y que en el caso 
de resultar ineficaces los avisos y castigos 
se diese parte á las Audiencias, para que 
estas lo hiciesen á S. . M. por la via reser- 
vada, á fin de que se privara á los pertina- 
ces de sus honores y empleos, sin que los 
incursos en aquellos delitos pudiesen reci- 
bir cargos ni ser admitidos en servicio pú- 
blico. ni cobrar t ampoco sueldos á rioserque 
diesen testimonio de cristiana conducta. 
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32. ¿Sirvieron esas disposiciones para midad del parentesco, como dice la pro- 
moralizar al pueblo como la ley preten- ! pia ley, aleja la sospecha del concubinato, 
día? No ciertamente; yen vano se apura* y esas parientas ademas no deben tener 
ron las penas y se hizo entrar en la cato- 1 consigo otras mujeres en quienes pueda 
goría de delitos el amancebamiento entre recaer la misma sospecha. 

solteros y la separación voluntaria de los ¡ 35: Ademas la ley. tavo presente que 

matrimonios. No son las leyes las que for* I aun con esas parientas los clérigos habian 
man las costumbres, ni mucho menos son incurrido - en pecado y. por lo mismo les 
poderosas para hacerlas variar de impro- privaron de tener con ellas grande inti- 
viso, como se pretendió con semejantes midad. Extendió la prohibición á que no 
prevenciones. La educacioá de los pueblos j viviesen juntos cuando pudiese ocasionar 
es la que les proporciona las virtudes pú- 1 sospechas el hecho, pudiéndolas socorrer 
blicas y privadas, y esa educación que | si fuesen pobres, mudándose á larga dis- 
puede proporcionarse por distintos y nu- ¡ tancia de ellas. Y en el caso de sospecha , 
merosos medios, no podía por cierto ser ’ de ^contubernio con ellas ú otras respecto 
la obra de una ley penal, por .recomemla- j de las cuales no medie parentesco, la ley 
bles que fueran sus prevenciones por ot ra ! dispuso que el obispo amonestase al cléri- 
parte.- go p ara que verificase la separación, y no 

33. El código penal publicado lil ti -^haciéndolo le privara del beneficio y le 

mámente en la Península, guarda silen- ; impidiese oficiar en la iglesia. Por fin, en 
ció sobre el amancebamiento, ocupándose ¡ el caso de ordenarse de epístola cualquier 
tan solo del del hombré casado que man- ! hombre casado (con el indispensable re- 
tiene la manceba públicamente, según se jquisito del cotísentimiento de siT esposa) 
explica en el artículo adulterio* de estos ¡ la mujer conforme á la ley, aun cuando 
anales. Los otros amancebamientos ca- ¡sea* vieja, debe prometer castidad, viviem 
recen de sanción penal, y aunque algunos ¡ do separada de aquel ademas, v siendo 
moralistas-han tachado semejante silencio, ¡ joven debe entrar en orden Je religión, 
á mi ver el código ha procedido acertada- \ 38, i ti. 37, Parí. 1.). Esta disposición 

mente. No es de su 'objeto corregir el pe- 1 hoy tendría cumplido efecto en el matri- 
cado sino el delito;* y viniendo como se.ha ¡ monio consumado, mediante su indisolu- 
dicho á resultar inútiles las disposiciones | bilidad, pues en cuanto al rato y no con- 
legáles en la materia; debe por otros me- sumado, el cónyuje que entra en religión 
dios procurarse la mejora de las costura- con permiso del otro, le deja expedito pa- 
bres del pueblo. Volveré á ocuparme mas ra contraer segundas nupcias, 
adelante del' asunto, principalmente por 36. La prohibición de, las leyes de Par- 
lo que toca á esta Isla, y examinemos alio- j.tida se referia aun á los clérigos de rneno- 
ra el curso de las disposiciones legislati- res, porque entonces aun les obligaba el 
vas respecto del amancebamiento del sa- j celibato eclesiástico. Disponía también la 
cordado, como se ha hecho respecto de j ley, que si la existencia del concubinato 
los seculares. * - ^resultaba P or sentencia, ó de otra juanera 

'34. Ya se hizo mención antes de ahora j tan conocida que no se pudiese encubrir, 
de las disposiciones de los concilios que ¡ como sucedería teniéndose la manceba pli- 
se ócuparoú del asunto y réstanos ver las j blicamente en casa ó algún hijo de ella, 
disposiciones de la autoridad civil que ¡ los de la parroquia no debían asistir á los 
iban en consonancia con aquellas disposi- i oficios religiosos que desempeñara, ni ro- 
ciones. La ley 37, tít. 37, Part. 1 designó ¡ eibir tampoco los sacramentos de su ma- 
quienes eran las mujeres que podían vivir ! no. En ese casó de manifiesto concubina- 
en las casas de los clérigos, y lo son con- jto, debía comenzarse amonestando al de- 
forme á ella, la ruadle, abuela, hermana, rigo por la separación, privarle después 
la tia hermana de padre ó de madreóla ! del beneficio por cierto tiempo, y supri- 
sobrina hija de hermano ó hermana, la hi- ¡ mírselo del todo, en último resultado. En 
ja que hubiese tenido antes de recibir las cuanto á la pena de la manceba era la de 
Sagradas órdenes, la nuera legítima y cual- ser encerrada en un monasterio, para que 
quiera otra parienta dentro del segundo allí hiciese penitencia toda su vida (i. 43, 
grado como la prima hermana! La proxí- tít. 6, Pqrt. l) u 
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37. Y á tal extremo llevó sus preven- 
ciones el legislador de las Partidas en la 
materia, de acuerdo con las disposiciones 
de la Iglesia, que cuando mediasen so La- 
mente sospechas de amancebamiento en 
un clérigo, debia salvar aquellas sospe- 
chas con arreglo a lo que le previniera su 
obispo. No' estaban, entonces facultados 
los-logos para faltar á sus oficios religio- 
sos y dejar de recibir los sacramentos de 
su mano, mien tras se los permitiera desem- 
. pefiar el prelado; pero sí lo estaba este pa- 
ra privarles del beneficio y suspenderles 
aquel desempeño, si no alejaban las sos- 
pechas de conformidad con lo que el dispu- 
siera. Por fin, también pí#hibia á los clé- 
rigos hablar con las mancebas de otros ¿n 
lugares apartados, debiendo tener algu- 
nos compañeros consigo cuando le fuese 
.necesario hacerlo (L. 44, liL 6 , ParL 1). 

38. Encuéntrase en las Reales ordenan- 
zas de Castilla una ley promulgada en 
Soria por el rey Don Juan, que aunque no 
tenga aplicación alguna, da 'idea de como 
se consideraba á principios del siglo XY 
el concubinato del sacerdocio en la Pe- 
nínsula. Dispuso aquella ley que toda 
manceba de clérigo llevase para señal de 
serlo, un prendedero de paño ' bermejo, 
tan ancho como tres dedos encima de las 
tocas, sin que pudiese prescindir de seme- 
jante muestra. Y la que no llpvaba seme- 
jante distintivo debia perder sus vestidu- 
ras, dándose una tercera parte de ella ál 
acusador, otra para el alguacil ó ministro 
del lugar, y la restante para reparó dé los 
muros del lugar en que se verificaba el 
suceso. El alguacil que no aplicaba la pé 
na perdía el oficio y tenia de multa 600 
maravedís, que sex dividian en la misma 
forma, aplicándose la parte del alguacil á 
los propios* muros. ( L . 21, tít . 3/ lib. 1, 0.0. 
RR.). El contenido de esta ley demuestra 
alguna tolerancia en el concubinato á que 
se contrae, y nos hace recordar la dispo- 
sición de Solon para que las cortesanas 
se distinguieran llevando vestidos pinta- 
dos dé flores. 

39. Dispúsose posteriormente que las 
mancebas de los clérigos, fuera de las o- 
tras penas que se les habian impuesto, a- 
bonaran un marco de plata, pudiéndolas 
acusar ó denunciar cualquiera del pueblo; 
que en esa pena tuviese una parte el acu- j 
sador y dos el fisco, y que las justicias que i 


j no persiguiesen aquellas mancebas donde 
i quiera que las encontraran, perdiesen los 
¡ oficios y abonaran la misma pena, dándo-' 
| se entonces la tercera parte de la multa 
1 que correspondía al acusador, á la otra 
1 justicia que así cumpliese lá prevención. 
\{L. 23, Út. 3, lib. 1, RR. 0Ó.) Por fin, las 
; leyes insertas en laNovísima Recopilación 
i equipararon en un tóelo á las mancebas de 
! los clérigos con las de los hombres casa- 
| dos. aplicándoles las mismas penas y com- 
! prendiéndolas en las mismas disposiciones 
I de que se lia hecho mención en los párra- 
fos números 24, 25 y 26 del presente ar- 
tículo. Pero fuera de ■ aquellas penas, las 
leyes de la Novísima Recopilación y de 
•la de Indias contienen otras disposiciones 
especiales respecto dé las mancebas de los 
clérigos.* 

40. Por la L. 4, tít. 27, lib. 12 de la 
I X ov. Rec. se dispuso, que al penárselas 
por la primera y segunda vez con el pa- 

| go de los marcos y destierro, no pudieran 
i ser presas sin llamárselas. y emplazárselas 
de antemano; exigiéndoseles. arraigo en 
el caso de temerse su ausencia. Prohibióse 
también extraerlas de las casas de los 
clérigos hasta que no se dictara la senten- 
cia; pero en el caso de llegar á. noticia de 
: los jueces que algún - clérigo tenga man- 
ceba piíblica, puede formar* sobre ello in- 
formación y encontrándola bastante, para 
.que por ello se la constituya en prisión, 
entonces es cuando puede allanarse la mo- 
¡ rada del clérigo con semejante objeto. Por 
| fin, dispone que no pueda estimarse como. 

| manceba de clérigo ni fraile ninguna mu- 
! jer casada, ni que sobre ello pueda deman- 
| dar en juicio otro que su marido, á menos 
! que el concubinato fuese público prestan - 
! do su consentimiento el marido. 

41. Igualmente dispone la ley de Cas- 
: tilla que cuan lo eT clérigo tiene manceba 
¡pública y después por encubrir el delito 
; la casa con. criado ú otra persona que se 
¡ aviene á vivir en la^misma casa con aquel 
, propósito,' se forme sumaria y castigue el 
delito como si no mediara el matrimonio. 
Y ademas que ninguna mujer sospechosa 
viva con clérigo, en cuyo caso los jueces 
las amonesten para que verifiquen la se- 
paración; no haciéndola las pongan térmi- 
no y pena para que lo hagan, y aun no 
practicándolo así ejecuten la pena y lleven 
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• á efecto la separación ( L . 5*. tít. 27, Hh. 12, gundn monición quedan privados de los 
Nov. Rec.). frutos tgdos y suspensos de sus funciones; 

" 42. En el asunto media disposición es- y después de la tercera se les priva de to- 
pecial para estos dominios de Indias, pues do beneficio y oficio-eclesiástico deciarán» 
respecto de ellos está prevenido que los doseles incapaces de poseer ningunos, y 
jueces no hagan información publica ni ' en caso de reincidencia incurren en la ex- 
secreta contra ningún religioso, solamen* ; comunión^ Respecto á. los seglares, el 
te cuando el. caso fuere publico y escan- Sr. Claret, .actual arzobispo dé Cuba, en 
daloso, y para el efecto de informará S.M. i auto de visita y carta pastoral de 20 de 
Aun entonces ha de hacerse la infor- ; Setiembre de 1852, ordenó á los párrocos 
macion en secreto, para requerirse al pro- dé su diócesis, qué amonesten verbalmen- * 
* vincial ó prelado á fin de que los castigue, te á los amancebados á que desistan de tan 
y no haciéndolo en la manera que corres mala vida:’ que si.estos no hacen caso, den 
ponde ha de darse cuenta al Consejo. (L. parte á los capitanes del partido para que 
78, txt. 14, lib. 1, Rpr. de Ind.). . su autoridad corrija al inobediente: y si 

43. Eq el caso de perseguirse judicial- el eapitau íuesoMébil ó no quisiere ó no 
mente la manceba del clérigo 6 fraile, cor- f supiere enmendar y corregir al amance- 
respon dería remitirse testimonio de la su- i bndo, que los párrocos den parte al pre 
maria al juez eclesiástico, para qlie por | lado para acudir á la autoridad superior y 
su parte procediera en el asunto según lo ¡ enmendar al escandaloso, 
enseñan los escritores de la mejor nota, y 45. La confusión que presentan entre 
entonces viene á ser igualmente inútil la ' sí las disposiciones sobre el amanceba- 
disposicion de la * ley de Indias, dictada 1 miento, v la casi ninguna persecución que 
como las mas de ese código en circuns- se hace del delito, la- cual mantiene las 
tancias que r A presente han variado de to- ; mismas penas en desuso, ponen en perple- 
do punto, p6r ser hoy muy distintas las j idad á los jueces que tratan de castigar: 
condiciones, población y organización de los, quienes suelen condenar á los delin- 
las posesiones de España en América, de cuentes á multas, prisión 4 destierro, se - 
lo que lo fueron en aquellos tiempos. Por g un el prudente arbitrio judicial acomo- 
Real cédula de 21 de Diciembre de 1787,! dado en lo posible al espíritu de las leyes 
también expedida para las Indias, se negó J citadas. 

la pretensión que habia hecho el eclesiásti- . 46. El código penal novísimo, que algún 

copara que el amancebamiento se conside- dia habrá de aplicarse á estos dominios, 
rase como de mixto faero, mandándose : ninguna pena impone á la manceba del 
cumplir la otra de 16 de Noviembre de ; clérigo, y si lo hace respecto de la de) hom- 
1771, por la cual se declara que los legos bre casado cuando la tiene con escándalo, 
no quedan sujetos á aquellos eclesiásticos ¡ es considerándola injuria que de ese mó- 
por semejante delito, limitándose los últi- do se ocasiona á la mujer. Respecto de la 
mos á las amonestaciones y penas espiri- j del clérigo el legislador debe haber toma- 
tuales, y á dar cuenta á Jos superiores si ¡do en cpnsideracion, que jio ha de ocupar- 
los tribunales inferiores legos ‘fueren omi- ' se de contener el pecado sino el verdade* 
sos en el cumplimiento de su obligación. I ro delito, dejando en esta materia que obre 
Y también se declaró qué á los mismos I según corresponde á la jurisdicción ecle- 
eclesiásticos concabinarios comprenden | siástica. Si hay mujer bastante degradada 
los indultos generales que S. M. expida, 1 para empeñarse en aquel concubinato a- 
cuando las peñas que se les ha.de impo-* callando el grito de su conciencia y désa- 
ner son de las que pueden redimirse por i fiando el menosprecio que la opinión pu- 
aquellos indultos. blica imprime en su frente, mayor ctupa 

-14’ El modo de proceder del eclesiásti- fes todavía la del eclesiástico que así falta 
co respecto del sacerdote concubinar i o es al primero délos deberes de su profesión, 
el siguiente, conforme al concilio de Tren- Contenido que sea por sus superiores en 
to vigente. Si después de la primera mo- r líi manera que debe serlo, el amanceba- 
nicion no se separan del amancebamien- miento dejará de existir, supuesto que no 
to ha de privárseles de la tercera parte de ¡ puede tener lugar sino á instigación del 
los frutos que obtengan: después de lase- 1 sacerdote y haciendo valer para ccfhse- 
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guitlo la misma poderosa influencia de nes que debe tener,’ y sin los áWabá que 
que le registe su ministerio, sobré la mu* el hómbrédntr<^ ihás gtan- 

jer cuya subalterna condición, ó corrup- des y sagradas. , 

ción ae alma la inclinen á desempeñar ae 50. Lás mitones ilícitas, observé con 
semejante manera tan triste papel en la mucha razón el célebre JÍontesquiéu, con- 
sociedad. La ley civil que priva á los lii- tribuyen poco a la propagación dé la es- 
jos de tales uniones' de toda herencia de pécie, porque el padre descuida dos ali : 
parte del padre, indirectamente evita dé mentos y la madre se ve en imposibilidad 
parte de la madre aquel ilícito empeño, de conseguirlos ’^bieuporvé 
pues por degradada que sea su condición por falta de medios. Pero donde laspreo- 
siempre el corazón de las madres tiene u- cupacioüés y el Ínteres arreglan los ma- 
na voz, cualquiera que sea su estado, que trimonios, también sé dificulta la prole, 
habla en favor de los hijos, de cualquiera 51. Distintas son las causas que píro- 
especie que estos sean. porcionan la inclinación al ámahcebainién- 

47. Lo dicho hasta aquí me obligad to. Es una de ellas la misma rigorosa indisó- 
hacer algunas considerattones generales lubilidad del matrimonio, con las consé- 
sobre el concubinato y á considerarlo es- cuencias gravosas que por lo mismo pré : 
pecialmente en esta Isla donde tiene tan senta en ocasiones. Es otra el voto de cas- 
considerable extensión, proponiendo ade- tidad de tan difícil cumplimiento, princi- 
mas algunas medidas que si no son bas- pálmente cuando la desmoralización se 
tantes á concluirlo del todo, lo sean por lo introduce en las costumbres publicas. Lo 
menos á contenerlo en mucho. . . es el misino adelanto de la civilización, 

48» Dejemos al Africa, á la Persia, á que trae una marcada desproporción en 
la Turquía' y á los demas' pueblos del O- las fortunas de los particulares; y lo es el 
riente, el lujo del concubinato, por cuyo celibato forzado del soldado en aquellos 
medio la parte fuerte del género humano estados que por su institución tienen ñu- 
conságra á la esclavitud, al menosprecio mérosos ejércitos permanentes.’ 
y la desgracia la otra parte llamada iá e* 52. En esta Isla hay ademas de esas 
gercer influencia mas importante en los causas la distinción y preponderancia en- 
destinos de la humanidad. Consideremos tre sí de las razas que la pueblan, la in- 
el concubinato como debe considerarse migración constante de tos que á ella vie- 
con arreglo á nuestras instituciones polítor nen á procurar una fortuna y no un esta- 
cas, religiosas y morales, que á la vez co- do, y la de los jóvenes que viniendo á des- 
tocan á la mujer en la posición que debe dícarse al comercio, se ven precisados én 
tener, y de que soto puede despojarla la un principio á reducirse también al celiba* 
barbarie ó costumbres provenientes de las to, como primera condición económica que 
mismas. tos haga aptos para su destino y les pro- 

49. Entre aquellas instituciones núes- meta mejor porvenir en lo futuro. Cuan- 
tras que colocan á la mujer en el rango do se detiene la atención en semejantes 
que la naturaleza las ha destinado, y que causas, pof ellas mismas queda explicada 
las hace ocupar con decoro y considera- la propensión al amancebamiento y su ex- 
cion el puesto que deben tener en una so- tensión tan considerable, dejando entóñ- 
ciedad civilizada, el matrimonio es el que cesde ser un fenómeno como á algunos* 
mejor llena semejantes condiciones. Rodea parece. 

á la esposa de los mismos fuerós de que goza 53. No es lisongerá sin embargóla con- 

aquehjí quien une sus destinos, establece dicion de un pueblo que se encuentra re 
sólidamente la familia proporcionando á düeido á semejante estado. Esos concubi- 
cada uno de los cónyuges sus derechos res- natos introducen en la sociedad multitud 
pectrvos,vfíjayasegurael estado y lasuer- de seres á quienes su mismo uacimiento ’ 
te de los hijos provenientes de semejantes consagra á la desgracia. El padre esquiva 
enlaces. Ese. matrimonio también mejora dos deberes que la naturaleza le hace con 1 
las costumbres y por 1o mismo proporcio- traer respecto de ellos, y la madre se efí- 
na el aumento ae la población, primera cuentra en la imposibilidad de llenarlos, 
fuente de la prosperidad de los estados, En la misma unión ilícita busca el hom^, , 
siétopre que sé contraiga con las condicio- bre tan sólo la satisfacción de sus placeres*' ~ 
47 1856 
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á ellos se acostumbra, y en el libertinaje 
envejece, y cuando' lleno ya de años y ae 
achaques provenientes de su desmorali- 
zación, se empeña' con una joven honesta 
en los lazos del matrimonio, entonces se 
prepara los sinsabores de una unión que 
la naturaleza rechaza, y cuyos fines no 
llena proporcionándole hijos bien consti- 
tuidos. Por su lado la manceba; procuran- 
do sacar partido de una situación preca- 
ria, mas aspira á hacer una fortuna arran- 
cando a su amante cuanto puede, que á 
proporcionar todos los resultados y bien- 
estar del legítimo consorcio; sustituye un 
nuevo amancebamiento al otro en que 
fué abandonada, con la edad pierde sus 
atractivos, quedando inapta para no pro- 
seguir su comenzada carrera, y si la pros- 
titución no la abrió sus asquerosos bra- 
zos para envenenarla en ellos, la aguarda 
la vejez llena de miserias y cubierta del 
mas sensible de los menosprecios. 

54. Si motivos tan poderosos como in- 
evitables ental manera han relajado nues- 
tras costumbres, que el concubinato se 
contempla sin prevención alguna, ¿podrá 
la ley atajarlo por ventura? No es acerta- 
do someter á su imperio los vicios de cual- 
quiera especie que sean, mientras no tur- 
ben la armonía social, porque entonces 
la ley en vez de ser saludable se hace odio- 
sa y de hecho queda incumplida. El vicio 
en un estado de no buenas costumbres, 
según dijo el elocuente Mr. Servan, es u- 
na enfermedad á que muchas cosas sirven 
de alimento y muy pocas de remedio; o- 
poniéndose á la ley, es mas sutil á medida 
que aquella es mas firme, y parece que 
le provocan las mismas precauciones que 
contra él se toman. 

55. Para concluir pues con el amance- 
bamiento en la Isla, seria preciso comen- 
zar concluyendo con las causas que lo de- 
terminan, lo cual raya en lo imposible; 
pero ya que así Suceda no deja de haber 

medios a proposito para contenerle. Son 
e3tos la edíicacion que merece la vigilan- 
cia del gobierno y los establecimientos'en 
que se proporcione á las jóvenes destitui- 
das de recursos, las máximas saludables 
dó religión y virtud, de que de otra ma- 
nera cárecerian. Támbien el celo de los 
prelados y párrocos, ya por sí, ya excitado 
por el mismo Gobierno, puede contribuir 
por medio de sus exhortaciones y piádosa 


solicitud á corregir el daño en mucha par- 
te, haciendo que se tornen en matrimonios 
los consorcios ilícitos. Por fin, seria tam- 
bién medida oportuna la de que las auto- 
ridades que presiden en los lugares públi- 
cos, hiciesen retirar de ellos á lós que pre- 
sentándose con los fueros de legítimos es- 
posos encontrándose empeñados en una 
unión ilícita, se atrevan á insultar así la 
moralidad pública y á la misma autori- 
dad, predicando de una elocuente manera 
la propagación del vicio. * * 

56. Pero aparte de esos concubinatos 
entre la raza blanca, que presenta los in- 
convenientes de que ya se ha hecho men- 
ción y que en mucho pueden contenerse 
del modo propuesto, existe el de la' raza 
blanca con la de color, á mi entender de 
mucha importancia y peligro. No se trata 
en él ciertamente de una mera ofensa, á 
los preceptos religiosos, ni de una mera 
violación de las buenas costumbres, sino 
que en él 'asimismo se atraviesan las ins- 
tituciones políticas, primero de los prin-* 
cipios á que con exclusión de cualquiera 
otro debe atenderse en el estado. Esos mis- 
mos principios políticos hacen imposible 
la autorización de matrimonios que del 
todo igualarian las razas, privándolas del 
prestigio que deben 'ejercer unas sobre o- 
tras, donde á toda costa debe preponderar 
la blanca, y donde la esclavitud existe li- 
mitada á las otras inferiores. Estos princi- 
pios no son una novedad en la Isla, sino 
el resultado de la experiencia en todos los 
pueblos que han conocido la esclavitud, 
viéndolo extendido en nuestras antiguas 
leyes aun á los nobles y plebeyos, cuan- 
do igual ó algq menos marcada diferencia 
se establecía entre esas dos- clases. Pues 
entre nosotros hay mayor motivo para ello 
todavía, cuando á la división de la institu- 
ción política sé únela de la naturaleza mis- 
ma, entre razas que presenta con marcados 
caracteres de opositora diversidad. 

57. Si el matrimonio no debe pues san- 
tificar semejantes uniones que repinan 
las instituciones políticas, tampoco ha de 
permitirse el concubinato en tai manera 
que á la larga venga á proporcionar peo- 
res efectos que aqueL Semejantes concu- 
oinatos, como acontece en la India ingle- 
sa, introducen en la población una nueva 
y peligrosa raza, cuyo crecimiento puede 
poner en conflicto el equilibrio que con 
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acertada previsión se ha colocado entre, e- marse ineficaces, porque provienen de 
lias; y con mayor motivo así resultará, si causa torpe y son impulsadas por momen- 
lle vados á efecto, aquellos concubinatos táneas pasiones A virtud del influjo que 
por personas ricas, corno no es extraordi- para semejante objeto pueden’ ejercer los 
nario que acontezca, aquellos frutos del esposos entre sí, el derecho las prohibe 
mismo concubinato van posesionándose entre ellos, á menos que en su virtud el 
de los bienes raíces, que son por su natu- uno nó se haga mas rico que él otro, y 
raleza los de mas importancia en él Esta- con mayoría de fundamentóla prohibición 
do. Esos resultados que.se presentan de debe extenderse á la donación que haga 
.improviso .cuando ya carecen de un re- el amancebado blanco á la mujer de color 
medid* que pueda aplicarse sin importan- con quien ló está, evitándose de ese modo 
tes (Conmociones, en mucho pueden evitar- un aliciente ^poderoso paTa que se multi- 
se por la ley, así directa como indirecta- pliquen mas y mas ftemejantos uniones 
mente. ilícitas. Así debe éntenderse por derecho; 

% 58; Desde luego y b^jp ningún concep- mas para evitar tpda duda en el caso, seria," * 
to es de permitirse ni aún disimularse el conveniente disponerlo *de una manera 
concubinato de mujer blanca con hombre terminante. 

de color. Semejante unión es escaiylalosa 61 v . La prohibición de trasmitir la he- 
en el público, la sola intimidad de los cul- rencia del padre á los hijos provenientes 
pables la denuncia, y su existencia á la de semejante unión, sería otro médioopof- 
vez de ser insultante á la moralidad pú- tuno para contenerlas, llenándose á la vez - 
blica, en medio de nuestras costumbres é el fin político de evitar que la riqueza mas 
instituciones es un baldón para la raza considerable pase á manos de personas en 
blanca. El destierro perpétuo défla EÜkífe ^ue no puJSen verse sin recelo. Nuestras 
la j>enaá mi entender mas acomodada al. antiguas leyes, como ya tejlGS visto, ne- 
delito y al fifééstíí'e^efi^lo qüe recd$r8e gahaiHfcfc&á los amdbn^)S%fft)s frutos de 
la permanencia de los culpables en ella, la barraganía que tenia lugar entre per- 
y créa por lo mismo que deba imponerse- sonas de condición* desigual; • semejantes 
íes, añadiendo esta prohibición por un ar- hijos no se consideraban comq naturales* 
tículo al código penal, al tratarse de su a- sino como espurios; y por disposiciones 
plicacion á esta Isla. Afortunadamente se- aun vijentes á los hijos de los sacerdotes 
mejante caso es rarísimo,. y por lo mismo no pasa tampoco la herencia paterna. La 
debe evitarse su repetición. prohibición á que me refiero obra aun con 

59. La ley, según ya se ha significado, mayor fundamento respecto de aquellos á 
debe evitar el escándalo público, detenién- quienes me contraigo, y tiene en su apo- 
dóse á la puerta del hogar doméstico,, en yo el egemplodelas repúblicas del Norte 
el cual el ciudadano es dueño absoluto de América, donde se encuentra establecida *• 
sus acciones, mientras con ellas no ataque sin embargo de la extremada deniocraciá 
la pública tranquilidad. El iuez no ha de que reina en sus instituciones. Paréceme 
ocuparse del pecado que allí sé comete, a- pnes oportüno impedir que a semejantes 
bandonando ai pecador á su conciéncia y concubinas y sus hijos puedan trasmitir- 

á la censura dél eclesiástico. -Consecuen- se aquéllás herencias ni directa ni indirec- 
cia de esto es que el tribunal no se ocupe tamente, sin que por eso se prive á los hi- 
tampooo de penetrar en el seno de las fa jos de los alimentos con arreglo á su cta- 
milias, ocupándose de si en ellas existe a- se, que todos ellos pueden pretender, 
quel amancebamiento de hombre blanco seá cual fuere su condición por otra parte, 
con mujer de color; pero sí tienen cabida Esta sola medida impedirá en mucho el 
en semejantes circunstancias las exhorta- amancebamiento impulsado por el interes 
ciones prudentes del eclesiástico á que an- regularmente departe de la madre,. J aurt 
teriormente me contraje. * ‘ contendrá al padre por la consideración de 

60. Y tiene la ley civil de la propia que sus ricos haberes han de' pasar, por 
manera otros medios para contener aquel fuerza á manos distintas de aquella fami- 
amancebamiento y aun impedir sus re- lia que así se proporciona. 

sultados mas gravosos. Las donaciones 02. Semejantes prohibiciones sobre la 
entre esos concubinarios,' deberán esti- donación y trasiúision de las herencias 
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■vienen poi su ngtyi^eza á ser xfm eficu- 
cps que culatas diaposicipne? ppaales aun 
de las mas rigorosas pudieran dictarse so- 
bre él particular. Éstas últimas obligan á , 
las juaucias á hacer inquisiciones en los ! 
secretos de las familias, que por sí mismas 
son odiosas, y que suelen dar poco resul- 
tado doftde el ionios de la ley por si solo 
lucha coptra las costumbres, sin ser anu- 
dado por los particulares. L&s otra tie- 
nep para el mAJor cuíúpliiuiqntp el otro 
interes muy particular de aquellos á quie 
nes toc^n los haberes d$l culpable, y en- 
topcps oa§i es inrposible que resulten sin 
-efecto. • 

R. Riña 

SST^distica. 

pesda eme hay una sola Audiencia en 
la isla deCqba, se hau fornido por arpan- 
cebamiento Ipe causas siguientes. 
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7 21 

Bien se echa de ver por lo exiguo de los 
púmeros anteriores el poco trabajo que á 
los tribunales produce el amanoebamiejf- 
to y la tolerancia que sin duda por evitar 
mayor escándalo se tiepe con este vicio, 
que si - hoy es delito á los ojos de nuestras 
leyes, no siempre lo ha sidp, como arriba 
se ha expuesto, y no siempre quizás lo 
será. 
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ldmm Y BBAQGHBf. 

1. Llámanse amenazas las palabras ó 
gestos de que nos servimos para hacer te- 
mer á otro el mal que le proporciona- 
mos. Entiéndese por coacción la fuerza 
que se hace á alguna persona para obli- 
garla é,que haga ó diga alguna cosa. 

2. La libertad individual y los dere- 
chos mas óblenos importantes del hombre 
en sociedad se regulan y coartan; primero, 
por las instituciones políticas; segundo, 
por Jos abusos que los empleados hagan 
del -poder que las mismas instituciones 
les confieren; y tercero, por los hechos de 
los particulares. Ni el primero ni el segun- 
do asunto son del presente artículo, pues 
en él he de ocuparme tan solo de los par- 
ticulares. 

•3. Uno de loa medios de que pueden 
valerse los particulares para hacer coac- 
ción oón determinado fin son las amena- 
zas. Bespectode ellas la ley de Partida des- 
virtúa la obligapion que se contrae por 
miedo, lo cual es equivalente ¿aquellas 
amenazas (LL. 56, tU. 5, y 28, tU. 11. Parí. 
o). Y la misma ley explica que por tal 
miedo entiende el de muerte/ ó de tor- 
mento de cuerpo, ó de perdimiento de 
miembro, ó de perder libertad,' ó los títu- 
los conque se puede hacer constar, ó el 
temor 'de recibir deshonra, por la cual 
quede el hombre infamado ( L . 7, tíL 33, 
Part. 7.). 

4.- N uestraa leyes no distinguen con pre- 
. cisión el amago que se hace de palabra, ó 
por escrito, ó por gestos, de la coacción 
que descansa en hechos positivos, para 
imponerles separadamente penas; y bajo 
el nombre de fuerza se contraen de una 
manera determinada á muchos de aque- 
llos hechos. L es amenazas por lo mismo 
están sujetas á correcciones arbitrarias co- 
mo en los mas de los casos de la materia 
criminal; pero el código penal novísimo sí 
llena perfectamente esos requisitos, y de- 
be ser considerado 'como doctrina legal 
muy atendible mientras se dispone su a- 
plicacion en esta Isla. 

o. Las amenazas* así como lacoaccion, 
pueden tener lugar ó respecto de las au- 
toridades ó respecto dfe los particulares. 
Se las segundas se trata como se ha dicho 
en el presente artículo, y en cuanto á las 
primeras j^ase atentado - contra la 
4*tcqbíi>ai>. ’ / 


COACCION. 

6. Las amenazas pueden hacerse en bur- 
las, ó en un impulso proveniente de aca- 
loramiento, ó de otra manera formal que 
indique la intención de realizarlas. Cuan- 
do tiene lugar per medio de burlas,' de 
manera que no puede suponerse el propó- 
sito de llevarlas á cabo, la ley no las casti- 
ga como tales amenazas, bien que pueden 
estimarse como injuriosas según las perso- 
nas y circunstancias en que tengan lugar. 

7. Las amenazas pueden constituir por 
sí solas un delito, ó contribuir á la ejecu- 
ción de otro delito. Lo constituirán del 
primer modo, cuando por sí solas sirvan 
para el objeto que se propone el amena- 
zante, como sucedería si prometiese la 
muerte si dentro de up plazo no se le fa- 
cilitara alguna suma. Serán una circuns- 
tancia accesoria de otro delito, cuando 
v. g. el ladrón que pone unpufíalalpeeho 
amenaza Con la muerte si la persona á 
quien se dirije no le entrega lo que lleva 
consigo. En el segundo caso la amenaza 
no será castigada por sí, sino que lo será 
el delito de robo en qu^concurrió. 

8. Las amenazas asimismo pueden re- 
ferirse á proporcionar un daño á la perso- 
na de aquel á quien se dirijen, ó bien á 
hacérselo á su familia ó sus propiedades, 
que viene en el resultado á ser lo mismo. 

9. La ley considera ala amenaza, según 
la importancia qqe la supone, bien como 
delito ó bien como falta, para imponerle 
en consecuencia la pena que estime cor- 
respondiente. - 

10. La amenaza' puede ser simple, 
condicional, ó conminatoria. La simple 
es la que no lleva consigo ninguna condi- 
ción, como la que se*hace á un tercero de 
matarle ó deshonrarle. La condicional es 
aquella cuyo .cumplimiento descansa en 
alguna condmiorf que no se hace depen- 
der del amenazado, como sucedería ai 
alguno intimase á otro perjudicarle si no 
le sobreviniese slgun acontecimiento fa- 
vorable. Cuando el -cumplimiento dé la 
condición se bañe depender del amenaza- 
do, entonces la amenaza es conminatoria 
como sucedería si se amenazara á alguno 
con la muerte sino diese una cantidad 
determinada ó no, diese algún paso 
conseguirse otro propósito, ó no tolerase 
ó encubriese un delitp. , 

11. La amenaza puede tener igualm»- 
te lugar por escrito ó de palabra; y 1$ por 
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escrito puede verificarse asimismo sin o 
cuitarse la persona que amenaza ó valién- 
dose para ello del anónimo. También la 
amenaza puede hacerse directamente por 
el que la pone en planta,, ó valiéndose pa- 
ra ello del conducto de un tercero. 

12. Las amenazas asimismo pueden- ve- 
rificarse á mas de por escrito y ae palabra, 
por gestos de tal manera significativos que 
no dejen duda dé la intención del que los 
emplea. 

13. La amenaza puede también con- 
traerse á llevar á efecto un mal que cons- 
tituya delito, corno sucedería amagando á 
alguno con la muerte,, ó adulterio,, ó bien 
sin que constituya delito, como acontece : 
ría amenazándole Con ponerle un pleito, 
ó con impedir que se le satisfaga algún 
adeudo. 

14. Por fin la amenaza conminatoria 
puede haber proporcionado al amenazan- 
te el efecto que con ella se propuso, ó bien 
puede haberle resultado ineficaz. Con es- 
tos* preliminares veamos ahora las penas 
que impone al delito el código penal no- 
vísimo. 

15. El que amenaza á. otro con causar 
al mismo, ó á su familia, en sus personas, 
honra ó propiedad, un mal que constitu- 
ya delito, si la amenazares conminatoria 
y el culpable por medio de ella consiguió 
el objeto que se proponía, debe llevar la 
pena inmediatamente inferior en grado á 
la señalada por la ley al delito con que a- 
menazare (Art. 417)'. De este modo, pues, 
sí el culpable amenazó con la muerte al 
tércero si no le dába^una cantidad, -y con- 
siguió por la amenaza que se la diera, te- 
niendo el homicidio la pena decadenaper- 
pétüa, al de la amenaza debbrá imponér- 
sele la de cadena tempbral (de 12 á 20 
años). 

16. Cuando el que amenaza á otro con 
causar al mismo, 6 á su familia, en sus per- 
sonas, honra 6 propiedad un mal que cons- 
tituya delito, si la amenaza es conmina- 
toria y el culpable no ha conseguido su pro 
pósito, la pena que se le imponga será la in- 
mediatamente inferior en dos grados á la 
señalada por la ley al delito con que ame- 
nazare (art. 419 cit.) En el caso propuesto 
en el párrafo anterior, no habiendo conse- 
guido el amenazador la suma que preten- 
dió á virtud de la amenaza, deberá im- 


ponérsele la pena de presidio mayor (de 
8 á 12 años). 

17. * {Is de advertirse también que con- 
forme al mismo código (Art. 419 cit.) la 
circunstancia de hacerse la amenaza con 
mal que constituya delito, por escrito 6 
por medio de emisario, se considera como 
una circunstancia agravante, debiendo en 
semejante caso imponerse al culpable las 
penas señaladas en su grado máximum. 

18. Previene también el código (art. 

419 cit. núm. 2.°) que cuando la amenaza 
en Jos casos referidos no fuese condicio- 
nal, la pena que se imponga sea la de ar- 
resto mayor (de 1 á 6 meses) y multa de 
10 á 100 duros. Esta multa -en atención al 
distinto valor de la moneda en esta Isla, 
corresponde que se duplique, haciéndose 
ascender de 20 á 200 duros. La ley entien- 
de por condicional aquí lo que arriba he- 
mos entendido por conminatorio, y me pa- 
rece esta expresión mas precisa y clara 
que la otra, pues muy bien puede haber 
amenaza condicional sin ser conminatoria, 
y sin que por aquella circunstancia agra- 
ve la delincuencia, como ya se ha expli- 
cado. * . 

19. El que amenaza á otro con causar 
3 él, su familia, honra ó propiedad, un mal 
de los que no constituyen delito, para 
exijir de él cantidad ó que lleve á erecto 
cualquier hecho ilícito, va lo consiga ó no, 
debe ser castigado con la pena de arresto 
mayor (de 1 á 6 meses) (art. 418). Sin du- 
da qae la circunstancia de haber consegui- 
do el culpable su propósito por semejante 
medio, deberá estimarse como circunstan- 
cia agravante, para imponérsele en seme- 
jante caso el máximum de la pena. 

20. Paréoeme que en la materia que nos 
ocupa son demasiado rigorosas las penas 
del código. El que amenaza, las mas veces 
rio lleva á efecto su propósito, conforme á 
lo que dice el adagio vulgar, que del dicho 
al hecho hay gran trecho. El que amenaza 
con la muerte para conseguir un objeto 
ilícito en los casos á,qüe nos hemos con- 
traido, las mas veces hace uso de un ar- 
did, que no puede confundirse con la in- 
tención deciaida de cometer el delito. Se- 
mejante ardid, semejante astucia, que pue- 
de calificarse de mero robo ó estafa, según 
las circunstancias, ¿merecerá la pena de 
12 á 20 años de cadena si consiguió el ob- 
jeto que con ellas se propuso? ¿Deberán 
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imponérsele el presidio mayor, ó sean 
los 7 á 12 años de aun cuando el a- 
menazado se haya reido de la amenaza, 
y ocupado en consecuencia de acusarle, en 
vez (Je acceder á su pretensión? Pues to 
da vía se deja en manos del acusado agra- 
var la pena -hasta aquellos 12 á 20 años, 
tan sqIo con entregar al amenazador 50$ 
que v. g. le pida bajo aquel amago de muer- 
te. Sin embargo, así* lo dispone la ley, y 
así deberá cumplirse mientras no se miti- 
gue su rigor. 

21. El señor Pacheco en sus comenta- 
rios al Código hace todavía en esta mate- 
ria otra observación muy oportuna. ¿Qué 
ha de hacerse, pregunta, si el mal conque 
se amenaza no merece pena mayor, ó la 
merece; menor, que el arresto mayor y la 
multa de 10 á 100 duros á que la ley se 
refiere cuando no hay conminación, como 
sucedería por egemplo con la de destier- 
ro? ¿Se castigará, dice, la amenaza con 
mayor rigor que se castigaría la obra? 
Parece esto imposible á aquel ilustre es- 
critor; pero disponiéndolo así el código, 
no creo que pueda prescindirse de su rigo- 
rosa aplicación, mientras no se modifique. 

22,. También llama la atención la pe- 
na del arresto, mayor por la amenaza de 
mal que no constituya delito. El mismo 
Sr. Pacheco pone el ejemplo derque A. ame- 
nazase á B. con un pleito ó coñ ocasionar- 
le otro perjuicio equivalente si no le pro- 
porciona mil duros. Poner un pleito injus- 
to no lleva consigo mas que la responsa- 
bilidad de las costas y el solo hecho de a- 
menazar con él llevará consigo la pena de 
prisión. El que amenazase sin delito puede 
reducirla amenaza á cometer una falta, co- 
mo lo seria apedrear ó deteriorar un mo- 
numento de ornato: por esto solo, tendria 
un arresto de 5 á 15 dias ó una multa de 
5 á 15 duros, v por amagar practicarlo 
si no, le dan ,10, pesos, sufrirá el arresto 
mayqí. Podría decirse que la ley es como 
^cieítaa personas que prefieren la ejecución- 
de los, fechos á las amenazas que excitan 
su amor propio. ‘ 1 

23. Ademas del rigor de las penas de 
que se ha hecho mención, el amenazado 
tiene derecho á pedir en los casos expues- 
tos en aquellos dos artículos del código; 
que el amenazador dé caución de no ofen- 
derle, ó de que quede sugeto en su defec- 
to,£l$ yjjilancia de la autoridad (art. 419). 


Semejante medida queda ál arbitrio del 
juez como una precaución que evite la 
realización de la amenaza ^cuando haya 
fundamento para temer que sea efectiva. 

24. Semejante precaución* muy bien 
entendida, hace mas innecesario el extre- 
mado rigor de la pena en la amenaza. 
La ley corrije el propósito de come- 
ter el delito, y si se advierte que me-, 
dian probabilidades de cometerlo, lo evi- 
ta de la mejor manera que está á su al- 
cance. ¿Y porqué entonces el mero ama- 
go llevaría ademas un notable escarmien- 
to? El código brasileño en este particular 
de amenazas no impone otras penas que 
la prisión de uno á 6 meses y inulta igual 
á las dos terceras partes de la duración de 
aquella/ El nuestro aventaja, en rigor al 
francés, que lo prodiga bastante en el asun- 
to, aunque solo se refiere y castiga las a- 
menazas de. asesinato, envenenamiento, ú 
otro atentado contra las personas que me- 
rezcan pena de muerte, trabajos forzados 
perpétuos ó deportación. 

. 25. Apliqúese á esta Isla sin embargo * 
el código tal como existe, ó bien refórme- 
se eií cuánto al rigor de sus penas sobre 
las amenazas, siempre deberá considerar- 
se como circrtnstancia agravante, ei que 
esas amenazas tengan lugar de parte del 
esclavo, hombre de color ó colono, respec- 
to de su amo, hombre blanco ó patrono. 

26. Conforme á nuestro mismo código 
penal novísimo, comete falta, el que ame- 
naza á otro con arma blanca ó de fuego, 
y el que riñendo con otro las. saca, no me- 
diando motivo justo. A los que incurren 
en esa falta se impone la pena de 5 á 15 
dias de arresto y multa de 5 á 15 duros. 
(ArtA8± } núm. 5)> Prescindiendo de lo que 
hemos dicho sobre el rigor de la pena cuan- 
do* la amenaza constituye delito, en el ca- 
so que nos ocupa se estimaria también 
como tal, 'y dejaría de ser falta, si el ama- 
go con el arma indicase el propósito de 
matár si el amenazado no otorgare algu- 
na petición; seria circunstancia agravante 
y accesoria de otro delito si el amago con- 
tribuyese á consumarlo, como v. g. en el 
robo. La ley conceptúa como falta ese* he- 
cho cuando es aislado, y proviene tan so- 
lo de disgusto ó acaloramiento del ofensor. 
Supone también un impulso momentáneo * 
del amenazante, pues si la amenaza fuera 
por aquel medio de dar la muerte en lo 
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adelante, entonces seria delito como ya se 
ha explicado. 

27. Impone-el código la pena de arresto 
deftá 15 dias ó multa de 5 á 15 duros á la 
otra falta que comete el que de palabra y 
en el calor ae la ira amenaza áotro con cau- 
sarle un mal que constituya delito, y se 
muestra luego arrepentido. {Art. 485, núm. 
12). El que está lleno de ira por cierto ape- 
nas sabe lo que dice. No se exime.de pena, 
sin embargo, el hecho culpable que de a- 
quel modo comete, mas si es digno de to- 
marse en consideración .el poco ó ningún 
valor que ticrie un pensamiento indebido, 
dado á luz $n un momento de pasfon y no 
solamente no intentado de ejeíutar; sino 
donde tampoco hay persistencia, mostrán- 
dose, por el eontrario en el mismo acto el 
arrepentimiento, ó conviniendo la razón 
en el despropósito que momentáneamente 
concibiese un acaloramiento. Si- aquel pen- 
samiento por solo haberse enunciado me- 
rece pena, no es rigorqsa la que le impo- 
ne la ley segui\ los casos. 

28. Por fin, en el mismo código se con- 
sidera como falta en materia de. amena- 
zas, el hecho de hacerla á otro de palabra, 
con causarle un mal que no constituya de- 
lito. La pena que para semejante caso- se 
impone es el arresto de 1 á 4 dias ó una 
multa de 1 á 4 duros. (Art 494, núm. 10). 
Yase ha visto que esta misma falta se con- 
vierte en delito cuando el que la hace lle- 
va por objeto exijir por aquel medio can- 
tidad ó la consumación de cosa ilícita por 
parte de un tercero. La razón de la dife- 
rencia es muy clara, pues en el un casóse 
procede solamente por pasión; mientras 
que en el otro se lleva un segundo propó- 
sito, cual es el de conseguir otro hecho 
ilícito. 

29. Como yá dijimos al definir la coac- 
ción, consiste en la fuerza que se hace á 
alguno para que contra su voluntad haga 
6 Caga alguna cosa. Esa coacción concurre 
en muchos delitos que la lev clasifica y 
pena separadamente, como el robo, viola- 
ción y demás» pero también hay otros de- 
litos no clasificados en el código, y los 
cuaíés son acreedores á pena. De esos pues 
se trata en el presente articule». 

30. El Fuero Juzgo ( L . 4, tít. 4, lib. 6) 
impone la pena de 5 sueldos ó 50 azotes 
en su defecto, al que por fuerza detiene á 
alguno que va de camino, y nada le debe. 


En el caso de deberle algo y no querer 
pagar la deuda, faculta al acreedor para 
llevar á cabo la detención y presentarle 
ante el juez del lugar para que otorgue 
justicia Por fin, dispone que si el siervo 
incurre en aquel delito, el dueño satisfaga 
por él la pena. 

31. En el Fuero Real se prohíbe que 
ninguno embargue á otro bienes 5 sin man- 
dado def juez, á menos que el contrato 
lleve conmigo semejante condición, impo- 
niendo por pena al que lo verifica, .devol- 
ver con otro tanto la cosa tomada al due- 
ño, y p*gar otro tanto ademas al fisco , y 
perder por fin la demanda que hubiere 
interpuesto. (LL. 2, tít 19, lib. 3 y 8, tít. 
5. lib. '4, F. R.). 

32. En el código de las Partidas* con- 
cordante en ésto con el Fuero Real, se 
impone al que impide á ótro hacer testa- 
mento, la pena de perder el derecho que 
tenga en los bienes ae aquelsobre que ejer- 
ció la coacción, sea cual fuere semejante 
derecho, pasando al fiscolo quede esa ma- 
nera resulte perder. ( LL . 26, til 1, Part. 6, 
y. 3, tít. 9; lib. 3, F. R.). Respecto de aquel 
que embarga por sí bienes á su deudor, 
la ley de Partida es de un todo conforme 
con la del Fuero Real, con la soladiferen- 
cia de que la. devolución de la prenda al 
deudor ha de ser sin el. otro tanto que a- 
quella dispone. ( L . 11, tit. 13, Parí. 5.). 

33. En el caso de que el acreedor sin 
estar facultado, por medio de coacción 
consigue el pago, debe devolverlo per- 
diendo la acción á La cobranza; y si por 
nó pagársele la deuda embargare alguna 
prenda debe devolverla con otro tanto, 
ein estar ‘obligado el deudor á contestar- 
le hasta que no veriíi quería devolución. 
(L. 14, tít. 14, Part. 5.). Por fin, en el mismo 
código sedispone en el asunto que nos ocu- 
pa, que el que por su sola voluntad toma al- 
guna cosa ae su deudor pata hacerse págo, 
si derecho tenia en ella, por ese solo hecno 
ló pierda, v que si ningún derecho tiene 
devuelva {a co?a tomada y pierda el cré- 
dito que le impulsó á hacerlo. (L. 11, tít 
10, Part 7.). 

84. -La ley recopilada dispone qué á 
ninguna persona ni corporación se embar- 
guen bienes respectivamente por obliga- 
ciones que hayan contraido, no mediando 
sobre ello convenio expreso, y que el que 
así lo haga incurra en la péna de ftn’zaaor, 
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exceptuándose á los guardadores de los 
frontes, pan, vino, pastos y términos, erf 
razón de que por fueros y costumbres tie- 
nen* concedida semejante facultad. (L. 1, 
iit. 31, lib. 11, Nov. Rec,), 

35. Las leyes avernas, como ya también 

se indicó antes de ahora, declaran ineficaces 
así generalmente como en sus casos respec- 
tivos, todas las obligaciones contraídas á 
virtud de la coacción, porque esp misma 
coacción supone falta de voluntad para 
oblig arse, de parte de aquel qúe se encuen- 
tra bajo su influjo. Veamos ahora las dis- 
posiciones que en la materia ha dictado el 
código penal novísimo, sin duda con mas 
claridad; método y justicia de las que im- 
ponen nuestras otra! leyes, cuya observan- 
cia por otro lado presentaría hoy sumas 
dificultades. „ * 

36. Fuerp, de los delitos clasificados en 

el código, los hechos de coacción que coar- 
tan la libertad personal, pueden tener por 
objpto impedirnos hacer lo, que la ley no 
nos prohíbe, ú obligarnos á hacer lo que 
no es de nuestra voluntad. Si la ley no me 
prohíbe pasar j>or una calle ó asistir á li- 
na función, comete un delito el particular 
que me lo impide. Si la ley no me obliga 
á conducir un fardo del vecino, comete 
otro atentado cuando me compele á practi- 
carlo. 0 

37. Semejante coacción la castiga la ley 

y no tan solamente lo háce, cuando lleva 
por objeto obligar á un tercero á hq,per lo 
que la ley no exije de^ él, sino también 
cuando le fuerza ¿'practicar lo que la pro- 
pia ley ordena. Una disposición guberna- 
tiva puede hacerme obligatorio barrenó 
regar el frente de mi casa; pero cometerá 
delito el particular que por ia fuerza me 
obligue á cumplir con semejante precep- 
to. El legislador no quiere ni puede que- 
rer que los particulares empleen\mos res- 
pecto de otros ha violerfciani paraque ha- 
gan cosas indebidas, ni para que' cumplan 
con sus deberes, pues para ló última étffe- 
ten las autoridades, á quienes debe acu- 
dirse. . " ' 

38. La violencia en semejantes casos es 
la que el código castiga en la materia que 
nos ocupa en el presente artículo; pues si 
por otros medios se consigue el fin, como 
sucedería con la astucia, aquellos medios 
son penados de distinta manera cuando 
se trata de la consumación de un hecho 

. 48 


ilícito, ó no merezcan pena alguna, como 
sucedería tratándose del cumplimiento de 
una cosa lícita. 

39. Por supuesto que tampoco ptlede 
entenderse que medie semejante violencia 
donde hay autoridad para ejercer la coac- 
ción, copio acontece con las mismas au- 
toridades en los’ casos que la ley determi- 
na. Lo mismo debe acontecer en el apao res- 
pecto del esclavo, el patrono respecto, del 
colono y el padre respecto del hijo, pues 
pueden hacer uso de semejante coacción 
sin incurrí* en pena alguna, mientras no’ 
tengan el objeto de llevar al cabo y por 
medio de la misma eoabciqn otro delito. 
También será permitido ejercer la violen- 
cia sin pena cuando se hg,ga uso de ella pa- 
ra nuestra propia seguridad, y asimismo 
cuaiído h* empleemos para evitar á otro 
la consumación de un delito, como su-* 
cedería impidiéndole ejecutar una muerte, # 
llevar á efecto nn incendio, á consiguien- 
do la separación de doft que riííen. 

•AO. Por lo mismo el código establece, 
tomando con precisión en cuenta todas e- 
sas consideraciones, 'que el que sin estar 
legítimamente autorizado, impidiese con 
violencia hacer lo que la ley no prohíbe, 
ó le compeliese á ejecutar lo que no quie- 
ra, sea justo- ó injusto, será castigado con 
las penas de arresto mavor (de 1 á* 6 me- 
ses) y multa de o á 50 duros (Art. 420). 

4Í. Dispone también el .código que el 
que con violencia se apodera de una cosa 
perteneciente á su deudor para hacerse pa* ~ 
gq con ella, será castigado con Jas penas 
de arresto menor y una multa equivalen 
te al valor de la cosa, pero que en-ningun 
caso bajará de 15 duros (Art. 421.). 

42.. De nuevo se ' ve pues castigada Ja 
violencia, aun cuando -se emplee para ha 
cer eficaz la obligación que ha contraído 
un tercero. Atiéndase sin embargo á que 
el hecho á que la ley se contrae es al de 
tomar-la cosa del deudor con el propósito 
de que sirva para el pago del acreedor. 
Puede ser uno deudor de. otro pues, y sin 
éfrfbargo hacerle el acreedor un verdade- 
ro' robo sin que puéda excusarlo con la 
disposición del artícidomencionado, qué es 
para distinto caso. Puede el acreedor con- 
seguir sift violencia que vénga á su poder 
la cosa que no se le quiere entregar,' y 
presentarla después á la autoridad, siifque 


i 


Digitized by v^.ooQLe 



370 AMENAZAS 

por ello incurra en la pena de que habla j ya por fraude ó astucia, á virtud de los si- 
el artículo. * | guientes fundamentos: 

43. Suponiendo que exista un contrato, ! 46. Los motivos de la ley para prohi- 

por el cual se faculte al acreedor para po- ¡ bir el derecho de heredad al que impide 
sesionarse por sí de una cosa del- deudor que se otorgue el testamento, no provie^ 
y venderla 6 entenderse celebrada veo*a i nen tan solo del deseo- de castigar la cul- 
respecto de ella si al cumplimiento de un 1 pabilidad del delito que bn ello se cometa, 
plazo no se verifica el pago, ¿podrá el a-^ El que impide que se otojgue testamento 
creedor tomarla con violencia, sin incur- ó se revoque ql otorgado, u obliga á otor- 
rir en la pena del artículo citado? Sin du- garlo á su favor, siendo # heredero extraüo, 
da que no puede hacerlo, porque el dere - 1 adquíenf por ese medio lo que de otro 
cho de la posesión que para semejante ca- modo no. obtendría, y siendo el medio cri- 
so se le concede, no lleva consigo lafacul- minal ó fraudulento, no puede proporcfo- 
tad de hacerla efectiva por sí ihismo el a- nar acciones en su favor. Si es heredero 
creedor Y mas todpvífy entiendo que aun forzoso, impide también al testador dispo- 
cuando la obligación contuviese la segunda ner libremente de lo que no sea legítima; 
facultad seria ineficaz, porque no está en í es el hecho causa de exheredaoion; pro- 
arbitrio de los particulares suspender ■ porciona indignidad en el heredero por 
prevenciones que la ley penal hace con ob- ¡ disposición de la ley civil, y por lo tanto 
jeto de impedir desórdenes que afectan la el resultado es meramente de aquellas sin 
tranquilidad pública. perjuicio de la disposición dé la ley cri- 

• 44* Y en el caso de proceder con vio- I minal en castigo del delito, 

lencia el detfdor á^ la cobranza, ¿quedará 47. En corroboración de esta doctrina 
remitida la responsabilidad al acreedor debe observarse que en el proyecto* de 
por semejante hecho? Tampoco quedará | código civil se conserva la disposición de 
remitida imponiéndole las penas . del có-‘ la ley de Partida, como del resolte de aquel 
digo novísimo, porque no establece aque- código y sin perjuicio de las prevenciones 
lia, y la disposición de las leyes antiguas j del penal, con el cual se encuentra aquel 
sobre el particular no hacian provenir se- combinado. El que impide pues otorgar ó 
mejante résultado de una^deduccion civil, , variar el testamento con una -coacción que 
sino de fa peda que estimaron* mas acerta- ¡ supone violencia, será castigado conforme 
da establecer en semejantes circunstan- ! á la ley penal, y conforme^, la civil que- 
das. . da inhabilitado para percibir la herencia 

45*. Ofrécese también la duda de si el ¡ ó legado que de. otro modo pudiera perci- 
que impido hacer con violencia á otro tes- bir, Aun cuando sea un heredero forzoso 
^ tamento, á mas de la pena que le resulta el que cometa el délito; no deja de tener 
por el código novísimo, perderá con arre- cabida el fundamento de la ley civil; no 
glo á la ley de Partida el derecho que te- puede argüirse que de cualquier modo ha- 
nia para heredará aquel respecto de quien bría de obtener Su legítima, hubiese ó no 
ejerció la coacción; Creo que en el caso mediado la coacción, pues para privarle 
debe darse cumplimiento á la ley de Par- de ella pudo el testador valerse de alguno 
tida, .ademos de la - pena impuesta por el de los medios legítimos que la ley le pro- 
código, y bien se oponga con evidencia el i porcionarpara exheredarle, 
impedimento para testa? con violencia, ó ! * fí. Pina. 
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AMERITAR . — No encontramos esta pa* , tenas, se preparaban los efectos de lar con- 
palabra ni ernel Diccionario de la lengua siguiente venganza contra sus partidarios, 
(novena edición), ni en el de Jurispruden- Fué Grecia el modelo de Roma en muchas 
cia de Escriche, ni en la Enciclopedia espa- de sus creencias é instituciones, .y princi- 
ftolh que dirige el Sr. D. Lorenzo Arrazo- pálmente en materia legislativa, y por lo 
la. V émosla sin embargo usada frecuente^ mismo la historia romana nos presenta re- 
mente en nuestro foro, y como la hemos producido aquel hecho del olvido y ;la re- 
empleado alguna vez en este diccionario, conciliación, después de las agitaciones y 
debemos á nuestros lectores su explica- revueltas a que 'provocan en los estados 
cion. * ' la variación* de las instituciones, y esas 

Ameritar es un verbo activo que equi- luchas de los que aspiran al poder con el 
vale af neutro haber mérito , .y significa pretesto 9e mejorarlas, 
motivar, ser causa bastante para producir, 3. Roma conoció pues las abolicioTies 
llevar consigo, ser fundamentó suficiente generales, que vienen a parecerse á la ver- 
para resolver en uno u otro sentido.^ ¿adera -amnistía, y las aboliciones partí - 
Así se dice que *la falta de citación ameri- culatea que' no deben confundíase con a- 
ta la nulidad, que tales declaraciones ame- queljas, supuesto que se limitaban á hacer 
ritan la condenación del procesado.. gracia al delincuente de la pena que me- 

• redera su delito. Pero de las aboliciones 
# * AMN ISTIA- . generales se excluían precisamente los de- 

* w # litos del peculado, Relación, alta traición y 

1*. Acto político que suspende la acción lesa magostad, cuando al presente- donde 
de la ley para dar al olvido los delitos que tienen cabida es en las sediciones y rebebo* 
atacan las medidas dictadas ó las institu- nes. Diversos ejemplos fueron después pre- 
cioñes fundamentales de’ un Estado. En el .sentando los gobiernos de* esas remisiones 
sentido de que habla la definición, se tra- de penas contra los opositores á su institu- 
tará dé la materia en este artículo, pres- cion, y estudiándolos la ciencia, y fundan 
cindiendo de la otra amnistía que confor- do principios al fin ha llegado á definir la* 
me al derecho internacional tiene cabida amnistía con precisión y *á darle un carác.- 
entre las naciones que, encontrándose en ter propio y deterníinado, que evite con- 
guerra ajustan la paz, aspirando á repo- fundirla con el indulto ó el perdón. En to- 
ner las cosas, en cuanto es posible, al mis- da§ las artes y ciencias los hechos h?m pré- 
mo estado que tenian antes de comenzar cedido siempre á los principios, y s¿j es- 
la lucha. Y esta ultima es la verdadera Judio y observación han servido después 
amnistía de que á semejanza tomó noyi- 1 para fijar las reglas, 
bre la. que ha de ocuparnos. . 4. La amnistía tiene lugar en los deli— 

2. Amnistía proviene del griego, y con- tos políticos. Esos delitos tienen un carác- 
forme á su etimología significa ^olvidó. Es ter especial que no puede confundirse oon 
la historia de la Grecia efectivamente la los delitos comunes. Los delitos de la di- 
que nos da el primer* ejemplo dé la ele- tima especie suponen casi siempre perver- 
mencia que supone el acto, y fué Trasíbu- 1 sidad en el ánimo y bajeza en los senti- 
lo el que la llevó .á efecto cuando después mientos, y no los primeros, bien que para 
de la expulsión de los treinta tiranos de A- la consecución de su intento, de ordinario 
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^chen mano de todos ó la mayor parte de 
esos propios delitos óomuftes. 

5. Pueden provenir los delitos políticos 

de un descarrío de la razón, fundado en 
buenas aunque equivocadas intenciones, 
cuya circunstancia difícilmente puede en- 
contrarse en los delitos, comunes. La va- 
riación de circunstancias puede hacer es 
timar hoy como delincuente político al 
que mañana impiden hacer el mismo car- 
go. Y también es ordinario que en la de- 
lincuencia política sea ¿Ómplice una gran 
parte de las poblaciones, mientras que el 
delito común queda ainado entre algunas 
personas que llevan epnsigo la 'reproba- 
ción universal. La amnistía no compren- 
do ni puede comprender pues áf semejan- 
tes delitos comunes: su carácter es de ma- 
yor importancia, y la misma tieneu los 
motiVos que impulsan á un gobierno á 
dictarla.* ' \ 

6. Constituido un gobierno, sea cual fue- 
re su naturaleza, está siempre regido por 
leyes, muchas de las cuales tienen por ob- 
jeto su propia conservación. De ese derecho 
usa pues, imponiendo la pena mas ó me- 
nos rigorosa; que la propia ley determina 
contra el^q.ue, ataca á su existencia. Y no 
se limjta á semejante'medio de conservar- 
la, sino, que con mas ó menbs extensión 
en los Casos extraordinarios Gobieri^o 
prescinde de la ley común, y echíf mano 
de procederes igualmente extraordinarios 
para que sus mismíys instituciones le fa- 
cultan, y de que hace uso con mas ó me- 

no§ 'previsión y con mayor ó nrenpT a- 
ciertor 

7. Luego que pasó el momento en que 
se vio el Gobierno en peligro, ó después 

•que consideró innecesario el escarmiento 
para su propia conservación, entonces tie- 
ne lugar la amnistía, -v en pocas medidas 
gubernativas ó políticas se hace mas pre- 
ciso esoojer la oportunidad, que en esa de 
la amnistía. Si la otorga el Gobiernocuan- 
'do flb es bastante fuerte para (pie se esti- 
me como una generosa magnanimidad dé 
su parte, á la vez de poner de manifíesto 
su impotencia eonoeue franquicias á sus 
enemigos para que acaben de derrocarle. 
Si por el contrario eligió el momento en 
qué poderoso para imponer castigos,' hizo 
ya cesar la rebelión y tranquilo descansa 
en sus fuerzas, entonces la amnistía llena 
cumplidamente su objeto. 


8. Las pasiones políticas por su propia 
condición son exageradas, dividen entre 
sí á 1 q 3 ciudadanos, introducen el odio en 
los corazones, y abren campo á las mas 
cruentas venganzas. Por eso entre lós crí- 
menes que á cada paso manchan la histo- 
riadlos mas funestos en su importancia y 
extenstqn son esos que emanan de las con- 
vulsiones- políticas. Cuando el Gobierno 
cierra el código de las leyes comunes pa- 
ra dar cabida á las medidas extraórdina- 
riástque su salvación le aconseja, por fuer- 
za y por mas cuidadoso quesea en la dis- 
tribución de su justicia, le .es imposible 
dejarde incurrir en algunos actos que pro- 
porcionan descontento aun entre' aquellos 
que no le son hostiles; y los que lo <son 
por su parte en medio de la agitación de 
sus paciones no ven en la sentencia el re- 
sultado de la ley sino la consumación de 
la venganza. Pues cuando existe esa agita- 
ción de los ánimos, cuando yí\son las yias 
de hecho impotentes’ para el rebelado é 
ineficaces para el < gobierno, entonces efc- 
te para shspend^r efbrazb de la justicia 
impone silencio á la ley, y anunciando el 
olvido de todo lo pasado, provoca la re- 
conciliación para el porvenir. 

9.. La amnistía, pues, echa un profundo 
velo sobre todo aquel «pasado, considera 
,que no.exi&lió crimen, ampara al que fué 
delincuente y al que no llegó á conside- 
rarle como tal, provoca la reconciliación? 

f >róraet& # el olviuo y lo reclama, pacifica 
os ánimos, enjuga las lágrimas, suspende 
el temor v evita que se coloque tina nue- 
va y sangrienta página en el libro de la 
historia. No es por lo mismo aquel indul- 
to ni aquel perdón que suponen la exis- 
tencia del crimen en los delitos comunes, 
que lo remiten por la sola piedad, y que 
no rehabilita ah culpable. 

10. Así cuando la amnistía es oportu- 
namente concedida, pone dé manifiesto' la 
habilidad del gobierno, ostenta su fuerza 
y preconiza su magnanimidad. Supone un 
pacto reconciliatorio que d? buena fé de- 
b8 guardarse entre los que lo contraen, 
llenando cada cual l#s deberes que con él 
se impone al celebrarlo: entre el que la o- 
torga y el que la acepta debe alejarse des- 
de luego toda desconfianza, y cualquie- 
ra de ellos que no se atiene al pacto de 
buena fé, consuma una obra de la mayor 
iniquidad, que no es disculpable ni aun 
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en ese arte tenebroso y pérfido á que sue- 
le llamarse política. 

11. Si la amnistía supone magnanimi- 
dad*de parte del gobierno que la conce- 
‘ de, también lleva consigo una especie de 

necesidad y exige Habilidad marcada de 
parte del que así la otorgo. Como tiene lu- 
ar después de la rebelión, gran numero 
e personas viene á resultar en ella .com- 
prometido de una manera .mas ó menos 
pronunciada, y no sería ni prudente ni a 
penas posible Hacer extensivas á todos los 
culpables las penas de la ley. El gobierno 
que concede la amnistía en un momento 
oportuno desde luego prepara á su favor 
á aquellos á quienes comprende, y con li- 
na dirección bien entendida después, pue : 
de formarse un apoyo en los mismos que 
resultaban culpables. 

12. No splo tiene lugar semejante am- 
nistía en las delincuencias políticas men- 
cionadas .que atacan la constitución * del 
estado, sino que por extensión se le dá 
también cabida en otras circunstancias 
políticas secundarias ó menos* importan - 

% tes. En las grandes poblaciones suelen te- 
ner lugar motines del populacho por. la 
falta de subsistencias, resistencia á pagar 
un impuesto tí otro * motivo de la propia 
.naturaleza. En esos casos los gobiernos 
después de haberse mostrado severos en 
la pena, hacen uso de la amnistía que con- 
cluye la persecución, y para ese proceder 
obra una razón poderosa ademas de las 
presentadas, -•porque las masas dé esas 
.glandes poblaciones que-se amotinan, las 
mas veces lo hacen sin un cálculo concer- 
tado, ni mas propósito que el que les im- 
primen los directores del alzamiento por 
sus miras exclusivas. Aunque no tan ex- 
tensas en estos casos como^n los otros las 
concesiones de la amnistía, no por eso de- 
jan de merecer el nombre de tal, en cuan- 
to á su objeto y medios de que se vale pa- 
ra conseguirlo. 

13. 'Si la amnistía por su propia condi- 
ción comprende el delito consumado, y 
aun intentado solamente,* tiene asimismo 
lugar ora se trate de la causa ja senten- 
ciada, ora de la que está pendiente, bien 
se encuentre. el reo presente ó prófugo, ó 

a en fin se este ejecutando él propio fa- 
o. El mismQ feo á quien alcanza tampo- 
co necesita de rehabilitación, porque la am- 
nistía supone que no ha existido el delito f 


y como falta semejante existencia no pue- 
de considerarse que deja resultado algu- 
no. Por fin es propio de la amnistía ser 
tan general, que "encella no se incluyan 
excepciones; mas sin embargo, en las mas 
de ellas suelen incluirse, y esas excepcio- 
nes son referenfes á personas que no se 
encuentran, en caso igual al de las demas 
á quienes se otorga, y cuya inclusión en 
la medida la haría peligrosa ó perjudicial 
para el gobierno que la concede. 

14. Bien determinados los caracteres 

de la amnistía como he procurado ha- 
cerlo, no podrá confundirse ni con la gra- 
cia, ni con el perdón, ni con el ^indulto, ni 
con la conmutación de pena . * • 

15. Copio que la amnistía, según se ha 
dicho, anula por decirlo así el delito sobre 
que recae, es también consecuencia forzo- 
sa deLmismo principio que el re.o á quien 
comprende recobre hon ella la misma po- 
sición social que obtenía en él estado an- 
tes de su delito. Pgr lo tanto pdede pro- 
seguir la misma profesión que ejercía y 
que no es razón se estime perdida, y aun 
en rigor ha de recobrar el mismo destino 
civil ó militar de que gozaba antes dé que 
-fuese acusado del delito; Pero si e$to no 
pudiere hacerse porque provistos de nue- 
vo semejantes destinos, el gobierno se 
verja en el conflicto de despojar de ellos á 
los que entonces los sirven á su satisfac- 
ción, por lo menos es justo que se les con- 
sidere como de cesantía ó de -reemplazo, 
aliviándose su situación en cuanto Sea da- 
ble y estimándose la interrupción de sus 
servicio^ como provecientes de causas a- 
genas dél mismo delito que se considera 
inexistente. 

16. Aun cuando la amnistía haya de 
llevar consigo semejante resultado, no de- 
berá s er con todo de tal extensión, que 
proporcione al amnistiado la indemniza- 
ción de aípfellos gastos que' ocasionó su 
delincuencia, 3 de los menoscabo^ prove- 
nientes de las # medidas quq se adoptaron 
en su pérsecucion. El fundamento de esta 
doctrina es evidente. La amnistía suspen- 
de los efectos de la ley sobre el persegui- 
do, pero nó repara lo^ resultados inmedia- 
tos y forzosos de una persecución que de- 
be estimarse con el carácter de justa, y 
mucho mqnos cyando para hacer efectiva 
esa reparación sería forzoso perjudicar 
los intereses de terceros * ó proporcionar 
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un gravamen al estado. Por lo tanto será 
oportuno devolver al amnistiado su posi- 
ción social, porque # se jconsidera que no 
existe el delito de que se le acusó; pero 
no deberá reparársele la casa que se le 
destruyó con motivo de *eu propia rebe- 
lión, ni la heredad que se -enajenó para 
cubrir los gastos que también hicieron in- 
dispensables las consecuencia» del propio 
delito. La amnistía que todo lo borra deja 
las cosas en el punto en que están cuando 
tiene lugar la misma: el gobierno que la q- 
torga es el que hace las concesiones de que 
puede disponer sin ageno quebranto: ‘de- 
vuelve por lo mismo el destino, las sumas 
de un embargo que aun existan en su po- 
der, parkliza su acción persecutoria, pero 
no hace refluir en beneficio de un particu- 
lar el quebranto de otro particular. En 
cuanto se sufre la pepa queda ejecutoria- 
da irrevocablemente, y el gobierno no ha 
de deyolv.er el dinero invertido, así fcomo 
rfo ha de reparar el encarcelamiento ó el 

Í residió que ya haya sufrido el culpable. 

ia parte de pena ya cumplida no se re- 
mite ni repara y *parte de pena son lds 
quebrantos del ajnnistiado á qiie me he 
referido. 

17. Estos misinos principios son aplica- 
bles á la confiscación de bienes. Habrán 
de devolverse al amnistiado por* lo* tato to 
los que aun no se hayan traspasado ál do- 
minio de un tercero, pero no estos ni los 
frutos ya invertidos, sea cual fuere el mo- 
tivo de 4a inversión. Este .proceder es el 
mas justo, equitativo y arreglado á los 
principios de que se ha hecho referencia. 
¡Por lo demas en. la Península están pro- 
hibidas por la Constitución semejantes 
confiscaciones de bienes, y aunque no se 
ha hecho extensiva expresamente. á estps 
dominios tan acertada disposición, -mucho 
tiempo hace que la confiscación ¿o se ha 
puesto en práctica. 

*18. La concesión de las amnistías cor- 
responde al gobierno superior de los esta- 
dos, y paréceme excusado tratar aquí 
de si esa facultad en los gobiernos mo- 
nárquicos constitucionales' toca ó no 
exclusivamente á la corona, ó en ello han 
de intervenir las cámaras,, cuando el par- 
ticular no se encuentra resuelto por la 
Constitución misma. BáStenos%aber que 
en España el rey conserva el derecho de 
conceder el indulto asi como también la 


amnistía, .sin necesidad' de que interven - 

f an en ello los cuerpos colegisladores. 

'ara semejante «oncésion se oye* el pare- 
cer del Consejo de Minisfros-y se refren-, 
da el Real decreto por su presidente cuan- 
do la amnistía es general. Respecto de los 
indulto» generales suele tomar, la iniciati- 
va el ministerio de Gracia y Justicia, y á 
su imitación expiden los de Guerra, Ma- 
rina y Ultramar los Reales decretos espe- 
ciales que comprenden á los aforados y á 
los habitantes de las provincias ultrama- 
rinas. Los indultos singulares son refren- 
dados por el ministro del ramo á que cor- 
responda el tribunal que condenó al reo. 

El capitán general de la islá d$ Cuba tie- 
ne facultad especial para conceder/ indul- 
to ó rebaja de pena, cuya atribución se 
regularizó por la Real órden de 29 de Ma- , 
yo de 185&: V. indulto. 

19. Ocupémonos ahora de las disposi- 
ciones legales que se encuentran en nues- 
tros códigos sobre amnistía, así como tam- 
bién de las que han tenido lugar én la Pe- 
nínsula y en esta Isla. 

20. La ley del Fuero Juzgo (L. 7, tU. « 
1, 6) dice que cuando alguno interce- 
de con el rey por un culpable, es bien que 
le oiga para otorgar merced sí lo tiene 
por oportuno; mas prohibe semejante ín-‘ 
tervencion cuando se trata de muerte de 
rey ó delitó contra la tierra,* pues si el 
príncipe quiere entonces hacer gracia por 
su voluntad ó por Dios, puede hacerlo con 
consejo de los sacerdotes ó de los emplea- 
dos de su corte. • ' • 

21. Vése aquí una marcada distinción 
entre el delito común y el -político, hasta 
el extremo de no permitirse implorar mi- 
sericordia para el segundo. Atribuyen la 
diferencia los ilustrados autores de la En- 
ciclopedia española de Derecho y Admi- 
nistración, al rigor dejos reyes godos en 
el otorgamiento de justicia; mas ño me 
parece que ese sea el motivo que influye- 
ra en la distinción que nos ocupa, pues 
entonces no habría tal distinción entre u- 
no y otro delito. La monarquía absoluta 
principalmente cuando túvo lugar en é- 
pocas poco civilizadas, siempre castigó.con 
exagerado rigor semejantes* delitos; mas 
se atendió al agravio del mismo que cas- 
tigaba que á las reglas generales de justi- 
cia, y por eso hasta la piedad, ese nmgná 
áimo atributo que en cierto modo aseme- 
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ja á un príncipe con la misma divinidad 
por '.el vasto campo en que puede ejercer- 
lo, fné prohibido que se implorase por la 
intervención de ningún tercero.. Estimó- 
se sin duda que todos debían en tales ca- 
sos pronunciarse como enemigos del de- 
lincuente, y que solamente el agraviado 
por un espontáneo impulso podia tomar 
la iniciativa para ejercer la misericordia. 

22. La ley 2, tít. 10, Part. 2, manifiesta 

que el rey debe mostrar el amor que tie- 
ne á su pueblo de tres manera?. La prime- 1 
ra otorgándole merced siempre que juz- ¡ 
gue que de ella necesita; la segunda, te- 
niendo piedad y condoliéndose cuando se 
vea en el caso dé pronunciar alguna pena; 
y la tercera teniendo asimismo misericor- 
dia para remitir en ocasionés la pena á 
que se hayan hecho acreedores los que de- 
linquen. • • 

23. Otra ley de las mismas Partidas (50 
tít. 18, Part. 3) expone que- el rey puede 
conceder grttcia en los casos en que es o- 
portuno, y cuando de no hacerlo ásí pue- 
de resultar peijuicio. Pone por ejemplos 
los de haber desterrado á algunos y verse 
en el caso por ello de mover guerra para 
aprehenderlo?, ó de mantener presos á los 
malhechores con el mismo riesgo y -otros 
casos, advirtiendo que al concederse en e- 
llós semejante remisión ha'de procurarse 
que lo sea sin que se ocasione gran daño ¡ 
ai mismo rey ó al reino. Los glosadores 
de esta ley la comentaron advirtiendo, 
qué muchos crímenes eran de dispensarse 
por necesidad ó por utilidad, y ahn por é- 
vitar escándalo, cuyas circunstancias todas 
obran de lleno en la materia de amnistía. 

24. Por fin, el mismo código de las Par- 
tidas (L. 2, tít. 32, Part. 7) explica la dife- 
rencia que hay entre estas tres palabras, 
misericordia, merced y gracia. Por misen - 
cordia se entiende aquel impulso del rey 
que le lleva á perdonar á alguno por com- 
pasión de su estado, ó por piedad dé sus 
hijos y familia. Por merced , el perdón que 
se otorga en consideración al servicio 
prestado" por el. mismo á quien se dirije.ó 
por sus antepasados. Y por gracia, la con- 
cesión voluntaria que se hace á aquel que 
no tiene derecho p^ra reclamarla* 

25. Las Ieyés recopiladas hablan asi- 
mismo del indulto y perdón que pueden 
concederse por el príncipe, con los requi- 
sitos que dében llevar consigo, estatuyen- 


do así igualmente lo que se estimó opor- 
tuno sóbrelos alzamientos y bullicios; pe- 
ro en vano se buscaría en todas esas dispo- 
siciones de nuestros códigos, la cumplida 
feoría de la amnistía, tal como al presente 
la concibe y explica la ciencia. Figuran 
allí los principios de que proviene, pero 
diseminados y sin precisión, y si va á de- 
cirse verdad tampoco fué tan necesario 
examinarlos y metodizarlos como en los 
últimos tiempos. 

26. En los antiguos con efecto, una re- 
belión tardía bajo un gobierno rigoroso, 
apenas traía consigo otroírresultados que 
el de un severo castigo, contenido al fin 
por la piedad *lel vencedor. Después que 
las paciones han dado entrada á los go- 
biernos representativos, y después que 
á su sombra Jos partidos discuten, y tras 
la discusión apoyan sus pretensiones con 
las armas, las amnistías h^n debido pro- 
digarse, y su misma frecuencia ha debi- 
do fijar su condición y determinar los 
principios y la manera en que. deben te- 
ner cabida. No creo equivocarme al ase- 
gurar que si bien el principio ha existido 
siempre, porque -siempre debieron figurar 
las causas que lo motivan, la verdadera 
creación de la amnistía es moderna é hija 
de las circunstancias especiales en que la 
civilización y las instituciones han colo- 
cado álas naciones, actuales. Los nuevos 
fenómenos sociales, por fuerza han de ir 
variando y aun creando nuevas teorías én 
las disposiciones legislativas, administra- 
tivas y políticas. 

* 27. No es decir por esto que la * histo- 
ria nonos presenta casos de rebelión, pues 
sin salir de % la de España, los encontrare- 
mos en los Lar^s de Castilla desde los tiem- 
pos de San Fernando hasta que comenza- 
ron á sucederse casi de año en año en los 
del^rey D. Fernando VII. Aquellas rebe- 
liones eran tardías para turbar acaso la 
paz de un reinado, y casi siempre segui- 
das de una lucha encarnizada. También fh 
guraron entonces ostentosos actos de am- # 
nistía de parte de los vencedores según 
aconteciócon Cárlos I, respecto de las cé- 
lebres comunidades de Castilla que en tan- 
ta agitación pusieron el reino, pero esas lu- 
chas emprendidas y esos perdones otor-‘ 
gados eran de una índole distinta á los de 
los tiempos modernos. Las constituciones 
de los estados traen consigo frenuentemen-* 
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te los alzamientos interiores con motivo de 
la mayor ó menor expansión de las liber- 
tades que otorgan, ó de cuya* ampliación 
6 coartación se trata, y esa misma rcpeth 
cion de los acaecimientos* trae consigo la‘ 
necesidad de reglamentar de una manera 
bien determinada las amnistías que pro- 
porcionan. 

28. La primera que tuvo lugar en aquel 
reinado de D. Fernando VII, fué la con- 
cedida en 20 de Setiembre de 1820, á las 
provincias de* Ultramar que habiéndose 
rebelado con motivo de la política, hubie- 
sen prestado después juramento á la Cons- 
titución promulgada en la Monarquía. Ex- 
tendióse el olvido á las poblaciones disi- 
dentes, que ya pacificadas jurasen fideli- 
dad al rey y á la misma. Constitución;. y 
en 6 de Octubre de 1825 el propio rey de- 
claró que la amnistía concedida por las 
córtes en 9 de Octqbre de aquel alio de 20 
se entendiese comprendida en la Real ce- 
dula de 1823, que confirmólas gracias o- 
torgadas á las mismas provincias ultra- 
marinas durante el régimen constitucio- 
nal. 

29. Enfermo el monarca, dirijiendo 
las riendas dfel gobierno su* esposa Doña 
María Cristina, en 20 dé Octubre de 1832 
concedió la amnistía mas amplia de cuan- 
tas hasta entonces se hubiesen registrado 
en la historia de España, pues tan solo se 
exceptuaron de ella á los que votaron la 
destitución del rey en Sevilla y los que 
con fuerza armada atacaron á su sobera- 
nía, haciéndose mas ampliaciones en las 
disposiciones posteriores de 30 del propio 
mes y año, y de 22 de Marzo de 1833. 

30. Esas ampliaciones se extendierpn á 

loa ex-diputados á Cortes que estaban fue- 
ra* del reino, por Real decreto de 7 de Fe- 
brero de 1834. Suspendiéronse ademas en 
20 de Mayo del mismo año de 34 todas 
las excepciones que anteriormente habían 
tenido lugar, y en 1» ° de Junio de 35 
también se dietódisposicion sobre el mis- 
mo asunto. - 

31. Nuevo decreto tuvo lugar por la 
misma Doña María Cristina como Reina 
Qobemadora en 25 de Setiembre de 1835, 
aspirando al olvido de todas las excisio- 
nes que habian tenido lugar en la monar*- 
quía, y derogando las leyes penales que 
•se habian dictado en 3 del mismo Setiem- 
bre. • 


32. Promulgóse después por las Córtes 
constituyentes en' 19 ele Jubo de 1837, u- 
na ley aprobada por S. M., que concedió 
nueva y completa amnistía. Otra tuvo lu- 
gar en 30 de Noviembre de 1840 por los 
delitos cometidos desde el 19 de Julio de 
1837, exceptuándose á los partidarios del 
pretendiente D. Cárlos no comprendidos 
en el convenio de Vergara, lo que se hizo 
extensivo á ultramar por decreto *de la 
Regencia de 29 de Diciembre-de 1840, in- 
cluyéndose en la misma á los militares 
por disposición de 19 de Enero de 1841. 

33. Decretáronse nuevas amnistías en 
26 de Mayo y 4 de Agosto de 1843 para 
todos los oresos y confinados por delitos 
políticos y de imprenta que estuviesen 
cumpliendo sus condenas. Y otra tuvo 
lugar con jnotivo del enlaje • de S. M. 
nuestra Reina actual en 17 de Octubre 
de 1846, limitada á los excesos políticos 
acaecidos en la Península é Islas adya- 
centes, ^obre lo cual posteriormente se hi* 
oierbn ampliaciones y dictaron reglas 
en los dias 19 y 27 despropio mes, así co- 
mo también en 11 de Noviembre y 31 de 
Diciembre siguientes. ‘ 

34* En 8 de Setiembre de 1847, con el 
objeto de reorganizar los partidos políti- 
cos que habian dividido la nación, se o- 
torgó por S.’,M. nueva amnistía, previ- 
niéndose que lps representantes del gor- 
bierno en países extranjeros diesen pasa- 
portes para la Península á los emigrados 
políticos que lo pretendieran, sin otro re- 
quisito <jue el de prestar juramento de fi- 
delidad a la Real persona y ála Constitu- 
ción de la monarquía. Mandóse sobreseer 
en las causas entonces pendientes, á ex- 
cepción tan solo de las que se enlazaran 
con -la rebelión a mano armada en aque- 
lla época, no pudiendo residir los que hu- 
biesen servido en las filas del Pretendien- 
te sin autorización especial en los distri- 
tos militares de Cataluña, Aragón, Navar- 
ra y provincias Vascongadas. Nuevas dis- 

f >osiciones referentes al asunto tuvieron 
ugar en 13 de Marzo y 7 de Diciembre 
de 1848, así como también el 14 de Ene- 
ro de 1849. - 

35. En Junio del mismo 49 tuvo lugar 
otra amnistía; de la mayor amplitud y sin 
excepciones de ninguna especie. I¿os aspi- 
rantes á la amnistía deberían conforme á 
la misma presentarse á solicitarla ante las 
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autoridades eii el preciso término de un dos gubernativamente de su domicilio, 
m es después de concedida, cuyo plazo en 41. Elart. 2. ° declara que esta am- 
ias provincias de Ultramar y en el extran- nistía lio es aplicable á ltfs que con oca- 
gero se contaría desde que hiciesen la pu- sion ó pretexto de los tristes sucesos á que 
blicacion lasautoridades, legaciones y con- alude el * artículo anterior, hubieren co- 
sulados de España. . metido algún dejito común. 

36. esta amnistía se dictaran ins- 42. En el 3.° se dice qué, los penados 
trucciones, aclaraciones y reglas en 9, 13 á consecuencia de dichos sucesos que e- 
y 30 del misino Junio, én 7 y 13 de Agos- xistieran en los presidios de España, sus 
to y en el resto .del mismo año de 1849. islas adyacentes ó Africa, se pusiesen in- 

37. No hay.sin duda para qué hacer mediatamente en libertad por los gober- 
mencíon de otras muchas' amnistías otor- nadorea de las provincias á . que corres- 
gadas en la Península por los capitanes- pondiesen esos establecimientos; y que los 
generales; generales en gefoy otras auto- que estuvieran en alguna plaza ó fortale- 
toridades superiores con permiso del Go- za militar lo fuesen por los capitanes ge-- 
bierno, bastando decir que si bien caxe* nergdés respectivos. % 

cen de algunas de las condiciones de la 43. El art. 4^° declara que Jcjb ayanis- 
verdadera* amnistía, hap ífenido sin em- tiados podrán fijar su residencia- en cual- 
bargo por objeto causas políticas de rehe quier punto dg España d del ‘extranjero, * 
lion y sedición, |*y por principio-el de dar pero que no regresaran á es^ Isla ni ¿ 
al olvido semejantes hechos y .el de pro* *la de Puerto-Rico sin p^dir y obtener deF 
porcionar la reconciliación entre los ciu- Gobernador capitán general de la primo-, 

, dadanos. * . ra" permiso por escrito; y que esta auto- 

38. Concluiremos con hacer mención ridad lo otorgarla, siempre que á su jui- 

de ldS dos amnistías últimamente promul- ció no puchera seguirse de su concesión 
gadasj La primera respecto de sucesos p e - peligro alguno parp, la tranquilidad ó se- 
cúliar'es de esta Isla, y la segunda de otros guridstd dellterritorio de su mando. - 
también peculiares deda Península. 44. Jjos artículos 5. ° , 6. ° y> 7. ° die- 

39. En 22^doMarfco del año pasado de pusieron que los gobernadores capitanes 
l854 2 el Consejo de Ministres expuso á generales Se bis provincias, de Ultramar 
S. M. que la tranquilidad de que disfruta- aplicasen la amnistía ¿ios individuos á 
ba ésta .Isla, desde’ que fué invadida quienes comprende y se hallasen en sus 
ppr I 03 aventureros que intentaron per- respectivos^terriíorios/ dando al mismo 
turb^rla^ la esperanza fundada de que no tie)npqj)af te al Gobierne del punto* á‘ * 
volvieran á rep’etirse aquellos sucesos, y donde se. dirigiese cada uno de los amnís- 
el escarmiento y desengaño que debían tiados; que los capitanes generales y go- 
haber proporcionado e¿los k culpables tres b.ernadores de las provincias remitiesen 
años de expatriación -y condena, permi- aPPresidente del Consejo de Ministros 
tian que S. M. usará de sus sentimientos una nota de los individuos que- fuesen 
generosos respecto, de. áquellos súbditos amnistiados con expresión del pueblo á 
descarriados, algunos de los cuales habían que se hubiesen dirigido, y que por * los 
teñido ra pruebas, de ja Real 'clemencia, Ministerios de la Guerra* y’ Gobernación 
acojiéndose’á los indultos ó conmuj&cio- se comunicase á las autoridades depen- 
nes de pemas con que se. habia tempífiflo dientes de ellos, *las. órdenes .oportunas 

el justo' rigqi* de las leyes. * para la ejecución de disposición en 

40. Por coñsecñenciá el Real decreto la parte que á cada uno correspondiese, 
del mismo '22* de Marzo de 54, por su art.* 4o. Por Real érden de 4 de Enero de 

concedió amnistía geñeral á todos los 1856 á virtud de comunic&cion hecha pof 
que por haber tomado* parte qirécta.ó in- el capitán general Mar j uós de la Pezué 
directamente en conspiraciones, rébelio- la, consultando si el Real decretóle esft* 
nes ó invasiones de extranjeros con obje*- nistía de 22 de Marzo de 54, comprendía 
to vle promover disturbios ó cometer cual* ¿Moa individuos de color, después de oh 
quier otro delito político en está. Isla, es do el párecer del Excmó. Sr. Gobernador • 
tuviesen procesados, condenados, a usen- y Cápítan general actual el Marqués 'de 
toe.de. tas dominios españoles ó expulsar la ‘Habana, y de conformidad con* lo ek~ 
49 1856 
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puerto por el Tribunal supremo de Guer- 
ra y Marina, se sirvió S. M. autorizar á 
S. E. “para que pueda aplicar discrecional* 
“mente el citado Real decreto, á los indi- 
viduos ele color que fueron penados por 
“la conspiración de Maganzas en 1844, 
“cuya gracia podrá serles dispensada, 
“siempre que á ello los considere 8. E.* 
“acreedores; debiendo entenderse dicha 
“autorización, concreta únicamente al ca- 
“so mencionado de los individuos de co- 
“lor que fueron penados por la expresada 
“conspiración ” 

46. En Real órden de 2 de Febrero del 
‘ mismo año de 56, -se resolvió que’ no pro- 
cede la aplicación 'de la amnistía decreta- 
da en. 22 de Marzo de 1854, á los que con- 
tinúen conspirando contra la tranquilidad 

* y seguridad* de la Isla, ni tampoco á lo3 
que no la soliciten, y presten * el corres- 
pondiente juram^nto-de fidelidad/ 

47. En cuanto á la Península, por Real 
decreto de 19 de Octubre del mismb año 
de 56, concedió S. M. amplia y general 
amnistía á todos los que de cualquier mo- 
do hubiesen tomado parte : eii las insur- 
recciones con que en diveísoS puntos de 
la misma Ponínsula se atentó al expedito 
ejercicio de su Real prerogativaen el ines 
de J ulio del propio año, disponiéndose que 

! >or los Ministerios respectivos se'dictasen 
as medidas oportunas para* que tuviera 
cumplimiento la disposición. Y se comu- 
' iiicóá esta, Capitanía general á finde que 
se remitiese á la mayor brevedad relación 
duplicada de loá individuos destinados, á 
e9ta Isla por aquellos sucesos, para en 
consecuencia aplicarles la gracia. 

48. A virtud de efcta disposición en la 
Gaceta de esta capital de 12 de Marzo de 
1857, se publicó la Real orden de 13 de 
Diciembre de 1856, con objetó de que por 
el ramo de Guerra se aplicase la amnistía 
mencionada, con sujeción á las nueve re- 
glas siguientes: * _ 

49. 1.* Se aplicará la mencionada am- 
nistía á todos los que de cualquier modo 
atentaron en el mes de Julio de 56 contra 
' el* expedito ejercicio de la régia preró- 
gábiva.— 2. 08 El Tribunal supremo de 
Guerra y Marina, los capitanes genera- 
les de las provincias, los comandantes y 
• capitanes generales de departamento, y 
los Juzgados especiales en sus respetivos 
csáos. aplicarán los beneficios de la Réál 


gracia á los procesados, -sentenciados ó 
pérseguidos judicial ó gubernativamente 
en el distrito de su mando, por el indica- 
do delito de insurrección. — 3. 05 En los 
procesos en que se ^persiga simultánea- 
mente con el delito político referido, otro 
ú otro^ comunes, se aplicará solc^eifrcuan- 
to al político, y sin perjuicio del derecho 
de tercero, continuando las causas respec- 
to de los comunes y dándose cuenta de 
todo.á S. M. por conducto* del Tribunal 
supremo de Guerra y Marina. — 4. 03 .La 
aplicación de la amnistía se-hará indivi- 
dualmente á cada uno de los interesados y 
los encausados.ausentes, a^í como los sen- 
tenciados en rebeldía que se hallen en el 
extranjero, podrán regresar á España, pre- 
sentándose antés á los representantes -del 
Gobierno, y después t al capitán general 
respectivo, de quien obtendrán la decla- 
ración del beneficio.— *5.^ Las causas so- 
breseídas ó . en que solo hubiese recaído 
absolución dé la instancia, se declararán „ 
definitivamente terminadas y ejecutoria- 
das, con absolución libre y por cónsi- 
guíente sin . costas, alzándose los embar- 
gos y cancelándose las fianzas.— 6. To- 

dos los que sentenciados por. la jurisdic- 
ción militar se hallaren sXifrigndo condena 
por el expresado delito, serán .puestos in- 
Inediátameijte ei\ libertad y á disposición 
del capitán general respectivo . los’ que 
fueren militares.— 7. ? Terminada la &- 
plicácion de la amnistiar los capitanes 
generales remitirán al Gobierno, por con- 
ducto del citado .Tribunal supremo de 
Guerra y Marina, relaciones nominales 
de los amnistiados, -con expresión de las 
clases á que pertenecen y de los procesos 
que contra ellos se Hubieren seguido.— 

8. Los militares que abandonaron sus 
empleos, .o fueron . privados de e^os y 
ahora/resulterf. amnistiados, serán desde 
luego repuestos en sus mismos empleos; 
[quedando empero . expectante^- á lá situa- 
ción que despue6 se lesTfeeñale, según sus 
circunstancias indi vid imles, á cuyo fin de- 
berán prQmqyeiMnstancia á S. M. por el 
conducto debido, y'los qiie por consecuen- 
cia del delito político expresado hubiesen 
obtenido retiro, podrán solicitar su vuel- 
ca al servicio por medio de exposición di- 
rigida á S. M. por el conducto de orde- 
nanza, á fin de que instruyéndose el opor- 
tuno expediente, se conceda ó se deniego* 
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la gracia de volver al servicio activo, se- 
gún los méritos y antecedentes de cada 
interesado. — 9. 05 Si algún individuo cre- 
yere que se le niega indebidamente la am- 
nistía por las autoridades á quienes se co- 
mete su aplicación, podrá acudir al. Tri- 
bunal supremo de Guerra y harina, el 
qtie dictará la providencia que juzgue o- 
portuna. — R. Pifia. 

Estando en prensa este artículo se ha 
publicado el siguiente , 

... * 

R. D. de 12 de Diciembre de 1 857 , con - 
cediendo nueva amnistía para tas provin- 
cias de Ultramar . 

Inclinado siempre mi corazón á la cle- 
mencia, y queriendo hacer extensiva a las, 
provincias de Ultramar, la amnistía gene- 
ral <pie tuve á bien conceder por mi Real 
decreto de 7 del corriente á los procesados 
por causas políticas, Son motivo del nata- 
licio de* mi muy amado hijo el Príncipe 
de Asturias; y oida la sección de Ultra- 
alar del Consejo Real, y de acuerdo con 
el de Ministros, vengo en decretar lo si- 
guiente: 

Artículo 1. ° Concedo -amnistía gene- 
ral á todos los que por haber tomado par- 
te directa ó indirectamente en conspira- 
ciones, rebeliones ó invasiones de extran- 
jeros con objeto de promover disturbios ó 
cometer cualquier otro delito político en 
las provincias de Ultramar estuvieren pro- 
cesados, condenados, ausentes /de mis do- 
minios, ó expulsados gubernativamente 
de su domicilio. Esta amnistía no es apli- 
cable á los que hubiesen cometido algún 
delito común en ocasión ó pretexto de las 
conspiraciones, rebeliones ó invasiones 
expresadas. 

Art, 2. ° Los penados que por estas ! 


causas existan en- los presidios dé Espa- 
ña, sus Islas adyacentes ó Africa, serán 

! )uestos inmediatamente en libertad por 
os Gobernadores de las provincias á que 
estos establecimientos correspondan. Los 
que estuvieren en alguna plaza ó fortaleza 
militar lo serán por los Capitanes genera- 
les respectivos. 

Art. 8. ° Los amnistiados podrán fijar 
su residencia en cualquier punto de Es- 
paña ó del extranjero; mas por ahora no 
regresarán á las provincias de Ultramar 
de que proceden sin pedir y pbtener del 
gobernador capitán general respectivo, 
permiso por escrito. Los que correspon- 
dan á.la isla de Cuba tamp<fco podrán re- 
sidir en la de Puerto Rico sin pedir y ob- 
tener el mismo permiso del Gobernador • 
Capitán general de aquella. • ^ * 

Art. 4. ° Los gobernadores capitanes 
generales de las provincias de Ultramar 
aplicarán lo* amnistía á los individuos *á 
quienes comprenda y se hallen en sus res- 
ectiyos territorios; dando parte al Go- 
ierno del punto á donde se dirija cada 
uno dedos amnistiados. 

Art. 5. ° Los capitanes generales de 
distrito' y los gobernadores de las pro- 
vincias remitirán á mi Ministro de Estado 
y de-Ultramar una nota de los individuos 
que sean amnistiados, con expresión del 
punto á'que se hayan dirigido. : 

Art. ^6. ° Por los Ministerios de la 
Guerra y de la Gobernación se comunica- 
rán á las autoridades de su dependencia 
las órdenes oportunas para la ejécueion 
de este Mi Real decreto en *la parte que á 
cada uno corresponda. 

Dado en Palacio á 12 de Diciembre de 
1857.— YO LA REINA.— El Ministro de 
Estado y de Ultramar, Francisco Martínez 
de la Rosa. # 
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No insertamos literales las disposiciones 
legislativas contenidas en el índice ante- 
rior porque pasó ya lá oportunidad de su 
aplicación en la mayor parte, y ademas, 
porque las que todavía puede ser necesa- 
rio consultar se hallan extractadas con ¡ 
extensión, habiendo limitado por lo mis ¡ 
mola publicación del texto literal al últi 
tno Real decreto de 12 de Diciembre 
de 1857. ■ 

ANATOCISMO. 

El interes de los intereses, ó sea un con 
trato por el cual se pacta que los intereses 
ó réditos devengados se agregarán á la 
suma prineipal que se adeuda para for- 
mar de todo un capital que produzca nue- 
xo interés. Este se llama interes com- 
puesto ( Enciclopedia de Arrazola). 

La Real Audiencia Pretorial ha esta- 
blecido en sus fallos que ni las leyes ni la 
práctica autorizan el cobro de los intere- 
ses de intereses, á no mediar expreso con- 
venio, ó lo que es lo mismo, que el anato- 
pismo no se presume sino que debe_ pro- 
barse. 

. ANDARIVEL. 

Voz marítima que aquí se toma por bal- 
sa de madera, aue atravesando los rios por 
medio de cuerdas cuyas extremidades se 
atan en tierra, sirve para trasladar de una 
á otra ribera personas, caballerías y aun 
carruajes; pero la significación genuina de 
esta palabra, según el Diccionario Marítir 
mo español redactado- de órden del Rey, 
es la ae ciertas cuerdas destinadas en los 
buques f>ara diversos usos, y la que en 
los arsenales se fija por sus extremos en 
dos puntos y por la cual so palmea el ma- 
rinero, trasudando de este modo una bar- 
quilla^ lancha de uno á otro <le dichos 
puntos, éon gente ó efectos. 

Los de los rios son de uso muy antiguo 
entre los indios, se emplean también en 
Aragón y aun se conservan en esta Isla 
para §uplir la falta de puentes en los rios 
cuya profundidad impide ó hace peligroso 
el vado. Los que se encuentran en las car- 


reteras generales corrían por cuenta de la 
Junta de Fomentoque los construía y solia 
arrendar; pero en el dia están bajo la Di- 
rección de Obras públicas; y los que se en- 
cuentran en los caminos vecinales corres- 
ponden á los Ayuntamientos ó Juntas 
Municipales respectivos que con sus fon- 
dos, y á veces con subvenciones de la 
Dirección, los construyen, y perciben sus 
producto^ consistentes en las pequeñas su- 
mas que se exigen ¿los pasajeros, que pa- 
ra sus personas, caballerías ó carruajes, se 
sirven de ellos. 

ANiMÁL. 

1. En el artículo Agricultura (núm. 28 
y 30), se ha indicado el imparte total de 
la riqueza existente en animales domés- 
ticos de toda especie y sus productos a- 
nuales: respecto de las producciones se de- 
terminaron en pormenor, lo que hace inútil 
que aquí se rqpitan los datos y observa- 
ciones ya allí consignados. A aquellos 
á quienes pueda haber parecido exagera- 
da la cantidad de 41.542,077 á qu- eleva 
el Sr. Sagra la riqueza animal, puede de- 
mostrarse que no es sino cálculo muy 
moderado. Según la estadística última 
que se ha publicado por el* Gobierno en 
1946, había dos millones trescientos seten- 
ta y nueve mil cuarenta animales en las 
haciendas de crianza, labores y tiro: la 
forma con que se distribuyen entre las 
diversas clases, es la siguiente: 


Toros y vacas. ...... $770,853 

Bueyes de labor y tiro. . 256,980 

Caballos y yeguas 314,588 

Ganado mular y asnal . . 25,189 

Ganado de cerda ...... 928,852 

Lanar y cabrío 83,148 


! $2:879,040 

i » 

| % - - — ■ — - - - 

i 

i 

| 2. En la estadística expresada no se pu- 

sieron» conja debida distinción los sexos 
. á que pedKecian los animales, cuya cir- 
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cunstancia dificulta 61 que se calculen 
prudencial líente con- mas 'exactitud los 
aumentos gue han debido tener endos 
on anos trascurridas desde que se for-' 
inó la dicha estadística; ni puede ser- 
virnos de termino» de comparación el 
aumento de 500 por cierno que apa- 
reció desde el censo formado en 1827 al 
que se verifico con posterioridad, por con- 
siderarse visiblemente erróneo el prime 
r ). A pesar de estas dificultades, el senti- 
do crriun es suficiente para persuadir que 
el natural incremento de la especie por 
los ni3 : m : entos debe dar hoy mayores 
resultados; pero como I 03 animales do- 
mésticos deque acaba de hacersp mención 
sufren grandes perdidas por destinarse á 
trabajos recios y emplearse corno alimen- 
to, suponiendo qiíe solo qued^un aumento 
de un 2 p.g anual, existirían ó deben exis- 
tir hoy 2.902,430 cabezas de ganado ma 
.yor y menor. Cualquiera que sea el pre- 
cio que se les asigne cari tiene que ser el 
mismo que.calcirló D. Ramón de la Sagra, 
aun prescindíanlo de qqe en aquel cál- 
culo incluyó el de las aves. domesticas por 
1.100,0)0 $, presuponiendo un número 
igual de aves productoras. El cálculo res- 
pecto del ganado es el mqs verosímil, ya 
que no puede por falta de datos asegu^ir- 
se que tenga la exactitud apetecible. 

8. Nuil singular hay que d¿cir sobre 
cata descuidada fuente de las riquezas pú- 
blica y privada. No existen los sisteúias 
perfeccionados qiie se conocen en 'Europa 
para ía crianza, y los dueños de batos y 
c >rr des los arriendan á empresarios ó ga- 
na loro* exigién Joles un tanto por cabeza 
de la dotación, desde 6 hasta 12 r3.;y co- 
mo la única obligación que tienen es en- 
treg ir las dotaciones completas, se repo- 
n in las perdidas con las reses mas ruines,* 
prefiriéndose en las sacas anuales pana el 
cornual ■> las que obtienen ‘mayor precio. 
Ei tola vía patriarcal el sistema de gana- 
deril en Cuba; lo* animales se crian en 
p arda, trozos y atajos, sin mas cuidado que 
librarles de I 03 perros jíbaros en los cam- 
pos; y en don le no hay va pieria por no 
aprovecharse la leche de las vacas, son casi 
sdvestres; todavía mas respecto délos cer- 
do ;, con lo* cuales no se tiene mtscuida- 
d > qm deunuelarlo;, qu j así llaman el ac- 
to de quitarles los terribles colmillos, pa- 
ra que no sean verdaderos jáiiiíes, á los 


cuales se semejan mucho en su aspecto ex- 
terior, como que mas que animales do- 
mésticos parecen tipos primitivos de la 
especie: llámase corraleros en el pais ¿ 
esta clase de cerdos. 

4. Empiezan ¿introducirse algunas me- 
joras respecto de la crianza en loe potre- 
ros; pero como la producción que surte 
de los alimentos necesarios á la población 
.viene de las haciendas del interior, no ha- 
brá una mejora positiva miéntras no se 
proteja la ganadería con alguna parte de 
los favores que se han concedido á los o- 
tros ramos de la agricultura* Está demos- 
trado que sujetas como sehallari las hatea- 
das criadoras á Jas contribuciones del 
diezmo, consumo y otros gastos, como son 
los de conducción y en muchos casos el 
costo de la ceba antes de conducirlos al 
mercado, es imposible que tengan las ga- 
nancias que en otros ramos. La Real So- 
ciedad Económica se ha ocupado en va- 
rias ocasiones de este asunto y al que es- 
to escribe le consta que el Gooierúo k»cal 
se ocuparen estos momentos de este muy 
interesante- ramo de la administración. 

5. Uno de los productos .que figuran 
en nuestra balanza mercantil como obje- 
to^ de exportación son las pieles ó cueros 
que salen por nuestros puertos, no obs- 
tante el consumo interior que de ellos se 
hace, curtido y sin curtir. Existen muchas 
tenerías en donde . se elaboran con tan- 
ta perfección y con mas rapidez que en 
Europa toda clase de suelas v badanas. 
Los curtidores forásteros se admiran de 
la prontitud con que opera sobre el cue- 
ro el tanino de nuestras playas, el agua y 
el clima, no necesitándose ni aun de la 
mitad del tiempo para los trabajos. No es 
pues extraño que en las extensas tenerías 
de la capital, no solo se consuma la ma- 
yor parte de los cueros de la Isla sino que 
se importen del extranjero en cantidades 
considerables. No hay datos para valuar 
el producto de otras partes cte loe anima- 
les empleados en las domas industrias 
que las tienen por materia prima en una 
época en que se aprovechan hastá lps hue- 
sos en el carbón animal . Durante el año 
de 1855, á cuya época alcanza la últi- 
ma Balanza mercantil que se ha pu- 
blicado. ascendió á 22,705 «1 número 
de cueros exportados por los puertos 
de da Isla, y ¿ 34,057 pesos A reales el 
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total 4o 8 us valores. — De aquel número, 
82,098 fueron conducidos para puertos 
espartóles la misma bandera: 80 se ex- 
trajeron para puertos franceses en buques 
nacionales: 20 en la propia bandera para 
puertos Norte-americanos: 185 para puer- 
tos alétaanes en aquella bandera; y por úl- 
timo 322 para puertos franceses jen ban- 
dera extranjera. 

6. Inclúyese.en el cálculo de la rique- 

za y producto anual no solo el de las aves 
sino el de colmenares; pero en cuanto al 
pormenor del capital productor aun no 
se ha expresado. Las aves que pueden 
considerarse cómo domesticas en Cuba,, 
son las mismas que en Europa: comien- 
zan también á introducirse las gallinas de 
Cochitichina y otras razas de gran tama- 
ño qu# viy en perfectamente en el pais. 
Según los cálculos heóhos en 1852 poj 
P. José García de Arboleya había en a- 
quella fecha 2.101,500 aves, incluyendo 
en ellas algunas que no son domesticas si- 
no amansadas como las gallinas de Gui- 
nea. ( Ny,midcb meleagris .) * 

Las clases en que distribuye dicho nú- 
Aero. eran ltís siguientes:» 

PcLVO^(Jíeleagris gallopavo) . 75,600 

' Gallinas^ pollos &c. . .' . 1.562,100 

Palomas \ . 189,800 

Patos ^ •• 98,900 

Gansos ....... y \ : ; 2o,lQP 

Gallinas de Guinea . ,150,000 

Total : .2.101,500 

7. El * Sr. ' Arboleya calcula" en solo 
778.800$" el valor de estas aves, mientras 
que como 8& ha visto antes las gradúa en 
1.100,000$ D. .Ramón de la Sagra: cohrio 
desde el año de 1852 á la fecha ha debido 
haber incremento en las crias; aun cuando 
supongamos que por - bu naturaleza ' se 
consuman anualmente los dos tercios de 
su número, es verosímil que aun sin * al- 
terar I 03 precios bajos del Shv Arbqjeya 
estén hoy de acuerdo los dos escritores. 
En los orneo años que han trascurrido 
desde el cálculo á que hacemos referencia, 
aun cnando* supongamos un aumento muy 
mínimo que podremos fijar en 5 p.§ a- 
nual r concediendo q»te sea consumido el 
resto del aumeníoten lremo352o,875 ma3, 
qHe*mide%áJosil01,500Mrtó 2.626,875) 


cuyo número de aves, por bajo que sea 
el precio que se les ponga no puedo bajar 
del millón y cien mil pesos en que las 
conceptuamos. 

8. Las abejas domesticas d¿ los natu- 
ralistas (Ap : s melUjlcá) constituyen desdo 
fines del siglo pasado uno de los ramos *»c • 
riqueza del pais. Fueron introducidas de 
S. Agustín de la Florida en 1764 y so 
propagaron con una admirable rapidez: 
en 1 770 y 1780 ya figuraron en la expor- 
tación los productos de estos pequeños 
seres, ascendiendo á 2,700 arrobas de ce , 
ra las extraídas por el puerto de la Ha- 
bana. — El incremento fue tan rápido que. 
en 1803 llegó la exportación a ser do 
42,700 arrobas.— El consumo que se ha-, 
cia de la cera pa # ra el alumbrado general 
y en las exigéncias del culto, fomentó mu- 
cho los colmenares, "y. sin embargo do 
lo que han variad (fias costumbres,, los 
►cálculos de los últimos quinquenios pu-, * 
-blicados en la 'estadística de 1846 daban 
por término medio una exportación de 
600,000 libras en año común. 

9. En cuanto á la producción general 

que hoy se calcula á los' colmenares, ya ex- 
presamos en el artículo Agricultura. 
n. 266, que asciende á 74903 arro- . 

bas de cera y 106.175 barriles de miel, lo * 
que hace suponer que- se desperdicia mu- 
cha cera con solo el oléelo de aprovechar 
la mid que tiene un consumo mas general, 
por sus d versas aplicaciones. — B1 núme- 
ro de colmenares también se. dijo que es 
de 1284; páre su importe no pueyle* gra- 
duarse ni aproximadamente.— Cada col- 
menar no se compone de un número igual 
de corchos ó colmenas, ni se extrae - la 
miel y. la cera de solo esas fincas especia- • 
les, sin contar con la que se recojo de loe 
bosques de la abeja criolla, principalmen- 
te para medicina doméstica: existen * 
nainalol algunos corchos en otras fincas 

y enjambres en los bosques y jen la¿ oa v er-* 
ñas de la exótica. . , * * • * N 

10. Aun cuando 83 suponga disminuí-' 
descomo es exacto, la doman la,de la ce- 
ra para el alambrado, no hay motivos pa- 
ra qreer que # se hayan minorado los col- 
menares: según la última ya citada esta- 
dística, érala producción media ele la miel 
de abejas de 60J97 barriles at año, y con- 
forme ¿ los datos oficiales posterior as en 
que h¿fundado el cálculo de los pro? 4 
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dui toá que se consignan en el párrafo an- 
terior, se advierte un aumento de 45.778 
barriles. Aunque en la misma estadística 
de 1846 se-puso un guarismo visiblemen- 
te bajo á la producción de la cera, no pa 
recé proporcional el aumento en ambos 
. productos, y esto lo explica la observa- 
ción ya hecha del mayor precio de la 
miel y hasta el menor tiempo que se eni- 

Í riea en ella en que la preparación de 
as marquetas de la cera, aun viniendo, 
como viene sin blanquear del campo. 
11. No parece justo concluir esta ma- 
* téria sin hablar deda abeja criolla : aunque 
dermismo orden entomológico que la a- 
*beja exótica, ño e^del 'mismo genero. 'La 
.abeja criolla, sobt;e la que. ha escrito una 
• belía memoria efsabio’ catedrático de Zoo- 
logía de esta Universidad D. Felipe Poey, 
es una meliponita de las muchas que exis- 
ten en Amórica. *E1 nninacioso observa- 
* dor Oviedo^ nuestro insigne cronista, ‘va 
advirtió, y hasta enuriteró,* varias abejas- 
americanas, y I 03 . contemporáneos cuen- 
tan unas 50 especies de las cuales 24 cor- 
responden á solo el Brasil. El misnv> Sr. 
Poey, ánte3 citado/ eroé que seria conve- 
niente la introducción etr-Cuba de las es- 


pecies mas apreciadas de estos himenóp- 
teros del Brasil, tales como las conocidas 
con los nombres de Uruzú y Mumbuca. 
Las abejas criollas (meliponafulvipes (hit- 
rin) carecen de aguijón y si se lograran 
aumentar ofrecer ian un inconveniente mé- 
nos para su manejo, careciendo como ca- 
recen de aguijón. 

12. Suspendemos por hoy nuestra ta- 
rea, limitada según se ha yisto, á conside- 
rar á los animales bajo el aspecto esta- 
dístico como una de las riquezas del pais, 
sin perjuicio de ocuparnos en otra opor- 
tunidad de la misma materia en sus dife- 
rentes relaciones, ya como cosas que cuen- 
ta el hombre entre su patrimonio que se 
adquieren, se empadronan, se cambian, 
se pierden y son objeto de* varios contra- 
tos; ya como instrumentos de la agricul- 
tura, ó como causantes de daños que pro- 
ducen á sus dueños ciertos privilegios, 6 
•graves responsabilidades; ya como perju- 
diciales ó beneficiosos pafa la salud públi- 
ca; ya en fin, bajólos demas aspectos lega- 
les con que pueden y deben ser examina- 
dos en una obra de la índole de la presen- 
te. V. caza; ganado y da*o. 

. A. JJ. 
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• . v ANONIMO. •j cartas, .los libelos y los libros; y en senti- 

, . . * • do inverso puede llamarse anónima á un 

1. Palabra proveniente déla partícula á escrito eü qué se trate de persona deter* 

griega y t de la otra palabra nom del mis- minada, pero sin nombrarla. SeudCaiimo 
mo idioma. * "Anónimo quiere decir sin viene á ser una\manera de anónimo por 
nombre y se^aplica á todo lo que carece de cuanto es un nombre arbitrario con que 
nombre propio. . oculta el que escribe el suyo 'verdadero. 

2. Es anónima la sociedad mercantil . 3. Un escrito anónimo cualquiera en 
compuesta por acciones y cuyos direr tó- que se difama á alguna persona, np es mas 
res no le dan su nombre y son amovibles, j qué un libelo infamatoria sujeto á las mis- 
Pueden ser an ónim a s Isa delaciones, las , m a* penas de estos. SI autor , puede pro* 
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sentarse bajo su verdadero nombre, bajo que aun en materias de gracia se reciban 
otro distinto, ó bajo ninguno, pero el de- memoriales sin firma ni fecha, 
lito será el mismo, de la propia manera 7. En materia judicial no debe proce- 
será castigado, y ofrecerá tan solo la dife- dexse, pues, á consecuencia de anónimos, 
rencia de darse mas ó ménos . fácilmente £}in embargo, esos anónimos pueden refe- 
con el culpable, ya se presente de mani- rirse así en lo judicial como en lo guber- 
fiesto ó ya exista disfrazado. nativo, no á la acusación de una persona. 

4. El escrito anónimo puede tener por 'sino 'á la denuncia de un cuerpo de deli- 
objeto como se ha dicho la difamación de to. No seria ilegal entonces inquirir la 
una persona, haciéndose circular bien sea existencia del hecho de disimulada mane- 
impreso, bien manuscrito, bien dirigién- ra, para proceder en consecuencia á la for- 
dolo á la misma persona á quien con él macion de la correspondiente sumaria, ño 
se afrenta. De la propia manera puede di- 1 por cierto á virtud del anónimo, sino del 
rigirse á una autoridad ó superior denurt- cuerpo del delito así encontrado, que con-- 
ciándose en él hechos reprobados de los j sigo trae la necesidad de averiguar á su 
subditos ó inferiores. En esos casos de | autor é imponerle el condigno castigo, 
particulares es una injuria; cuando se di- 8. En la materia gubernativa, los ilus- 
rige á una autoridad es delación, ' trados escritores, de la Enciclopedia espa- 

*5. En semejante delación es oportuno ¡ ñola de derecho y administración dan ca- 
distinguir entre la autoridad judicial y la ¡ bida al principio de que el anónimo ni 


gubernativa. La judicial no debe proce- 
der á cos^ alguna á virtud de los anóni- 
mos. La ley de Partida previene que, el 
que quiere decir mal de alguno, lo debe 


debe creerse ni despreciarse , é indican qué 
en el alto gobierno á virtud de anónimos 
suelen pedirse informes reservados res- 
pecto de funcionarios, de lo cual ha reSul- 


acusar ante el juez, con arregla á lo que 1 tado bien á la justiciá'y á la conveniencia 
las* mismas lfeyes disponen. (L. 3, tít. 9, ¡publica. Puede que semejante medio sea 
Parí, 7.) v Las leyes recopiladas dispusie- ! eficaz en la manera que se índica; pfcro 
ron primero, que ninguna autoridad, ‘ co- j n unca me parece muy aceptable. ‘ 
legio,.. Universidad ó Junta, admítame- * 9. Los informes y procedimientos se.- 
moriales que no vengan firmados de per- icretos de aspeetó inquisitorial ofrecen to* 
sona conocida y entregándolos la misma ¡dos los inconvenientes que traen consigo 
parte en persona ó por virtud ,de su poder, j todos los actos á.que se niega la publici- 
obligándose y dando fianza de probar y dad: él hoipbre tiende á abusar de todo, v 


averiguar lo en ella contenido, so pena (Jo 
las costas que de sus averiguaciones -sefjj 
causaren y de quedar exnuesto á la pen$. 
que, en falta de verificarlo, se le ímpusie* 
se, quedando psta á la disposición y arbi- 
trio del juez que de hw causa conózca. 
(L. 7, tít. 33, lib. 12, Nov. Reo.) 


si aun lo hace á la faz del público, maá 
propensión ha detener para hacerlo en lo 
secreta. Síguese pues de aquí gor preci 
¡.sion, que si el sistema á que me contrai- ’ 
gq,- algupa vez, puede proporcionar bie- 
nes, las mas proporcionará ni ales. Los in- 
■ formantes secretos vienen á ser árbitros cié 


6. Posteriormente otra ley recopilada, ¡ la suerte- de aquel á quien se refieren, y 
para evitar que algunas personas padez- | árbitros que no reconocen superior que* 
can injustamente por la temeridad de vo- 1 corrijasu injusticia, y que también son am- 
luntarias calumnias, las que regularmen- * parados cón el secreto de la censura pú- 


te se verifican en los memoriales y cartas 
sin firma, con otros daños que resultaban 
de la inobservancia de la ley .anterior, 
prohibió de nuevo que se admitieran se-'j 
mej antes papeles ó delaciones pg,ra el efec- 
to de formalizar pesquisas ni otrí^ especie 
de sumaria información que sirva en jui- 
cio. ( L . 8, tít. 33, lib. 12, Nóv. Rec.)' La 
Real cédula de 18 de Julio de 1776 y la 
Real órden de 2Lde Julio dé 1826, insis- 
tieron en estas disposiciones prohibiendo 
'50 


blioa. 

10. Pues aun es peor que una autori- . 
da<J gubernativa dé importancia á logjanó- 
mimos. Si alguua vez pueden poner de.' 
manifiesto, una verdad, casi siempre ven- 
drán á ser el dicho de un enemigo' que 
np se atreve á calumniar bajo su propio 
nombre. No permite el mismo, prestigio 
de la autoridad descender hasta el extre- 
mo de dar ifnportancia á semejantes mi- 
serias, ni es bien que -se -acostumbre ¡ al 
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pueblo á la repetición de actos fementidos I puede aparecer con caracteres tales, que 
que cada vez lo van degradando mas. El se entienda ser la misma persona, median- 
anónimo es un hecho digno de reproba- do sin embargo algunas otras circunstan- 
cióla; supone en la persona que de él echa cias en que fundarse la negativa. Entón- 
mano, la propensión á la denuncia y la ces la persona que se supone injuriada, 
traición, y la autoridad gubernativa n5 por medio del juicio de conciliación pue- 
solamente no ha de aceptar semejantes in- de exigir al injuriante, que manifieste si 
clinaciones en el pueblo; sino que á la con- es él aquella persona á quien se ha dirigí- 
tra debe procurar inspirarle toda especie do. La afirmativa será pues la que haga 
de virtudes, porque estas conducen al j constar la injuria y la negativa la exclu- 
bienestar social y dan sólida fuerza al Es- ! ye. Semejante arbitrio sin embargo debe 
tado. * * ¡ usarse con suma cautela, porque muchas 

11. El que dirige un anónimo calum- j vfeces la demanda vendrá á ser uná de 

. nioso respecto de un tercero á una auto- ^nuncia que el mismo injuriado haga al 
ridad, infiere un verdadero agravio a publico, diciendo: yo debo ser ese anónimo. 
aquel tercero y se hace acreedor á la pe- lo. Cuando el escrito generalmente 
na de todo injuriante. Si el contenido del censúralos vicios y las ridiculeces, sin du- 
anónimo es cierto; aun así comete qha fal- da viene á ser úna crítica personal de los 
ta, porque no es ese el medio que los par- que incurren en aquellos. Nadie sin em- 
ticulares tienen de entéhderse con las au- bargo tiene entonces derecho á quejarse 
toridades. Oportuno seria también que se- por bien pintado que se encuentre en el 
mejante falta tuviese una pena expresa escrito, y si este algún efecto debe prodii- 
en el Código, y esto sérviría de correctivo cir en él, es el de una saludablé enmienda; 
para los escritores de anónimos calum- que ese fin lleva la sátira bien manejada.* 
niosos. En esta Isla hay marcada propen- Ni la ley ni el juez han de oponerse á 

• sion á ellos y á mas de. una autoridad de aquel correctivo, cuyo objeto no es la in- 
las mas justificadas hemos oido lamentar- juria de persona determinada.. Sémejante 
se de esa oostumbre, que la hacia perdér censura general por fuerza ha de encon- 
un tiempo precioso en revisar papeles que,, trar personas particulares á quienes toque 

* tan splo excitaban la indignación de su de lleno, pero esas personas no' pueden 
alma mas elevada que las comunes. * * exigir que el vicio se respbte porque ellas 

12. Hemos dicho que anónimo en sen- estén posesionados de él. 

tido inverso, puede llamarse á un'escrito ¡ 16. En* los impresos puede conservar 

en que se trate de persona determinada ¡ un autor el anónimo sea por falsa ó ver- 
sin nombrarla; y puede ocurrir la dificul* ¡ (Jadera modestia, ó por cualquier otro 
tad de si* el que así resulte injuriado tiene i motivo. Si semejante impreso no ataca 
ó’ no aócion para reclamar la injuria he^’ la religión, ni las costumbres, ni el orden 
cha, c6mo por libelo infamatorio. Paréce- público, la circunstancia del anónimo es 
me que la dificultad no es de solución insignificante ji la autoridad y solamente 
^ muy difícil, liaciéndose la debida distin- proporciona mayor trabajo á los bibliote- 
cion de casos. ~ * carios, que entre sus otros conocimientos 

‘13. En tal manera puede encontrarse deben reunir el de los escritores anóni- 
redactado el escrito que no deje ninguna mos que ál cabo'el tiempo descubre. . 
duda respecto de la personará que en él * 17. Como garantías del impreso para 

se haga referencia * Las señas de su mo- j el 'Gobierno, no es permitido sin embargo 
rada, sus hechos especiales y otras cir- imprimir ningún libro siir que lleve el 
cunstancias pueden determinar en tal ma- nombró del impresor. En esta Isla ade 
ñera al agraviado, como si lo fuera por*su. mas existen la previa censura ’gubernati- 
propio nombre y apellido*. En semejante va y la circunstancia de no darse curso á* 
caso, es indudable que procede la acción la impresiofi de ningún manuscrito sin 
dé difamación hecha por medio de libelo, que persona determinada responda j^onsu 

14. Pero ese libelo puede ofrecer alguna firma de los resultados de.la impresión, 
duda respecto de la persona agraviada; - - R . Pina . 


* 



Digitized by v^ooQle 



ANONIMO. 


387 


DEI ARTICULO ANONIM O 


PAGINAS. 


, ■ 1. Etimología del anónimo 384 

2, 3 y 4. Variedad délos anónimos ; . . .' . . 384 . 

o, 6 y 7. La autoridad judicial respecto de ellos. . 385 

8 al 11. La gubernativa respecto de los mismos - 385 * 

12 al 15. Anónimo inverso 386 

16 y 17. Escritores anónimos. 386 


ANTICIPO .—El acto de ejecutar alguna 
cosa antes del tiempo regular ó señalado. 
— La contribución extraordinaria reem- 
bolsable. — El adelanto de sueldos conce- 
dido en ciertas circunstancias á los em- 
pleados. 

. La extensión* que algunos gefes de los 
cuerpos de esta Isla habian dado á la fa- 
cultad que se les concede para adelantar 
fondos á los oficiales recien llegados de la 
Península, de la cual se abusaba hasta el 
extremo de facilitarles de las cajas de sus 
respectivos cuerpos lo .que para sus -equi- 
pajes de paisano necesitaban, dió lugar á 
que sus débitos se aumentasen en canti- 
dades que les éra difícil reintegrar. 

Con el objeto de remediar este mal, que 
refluía principalmente sobre los fondos e- 
nunciados, se dictaron, distintas órdenes 
por la Subinspeccion de infantería* de las 
cuales consideramos como la fnas termi- 
nante la de 12 de Mayo. de. 1841, previ- 
niendo que en lo sucesivo solo se adelante 
la cantidad necesaria para adquirir las 
prendas de vestuario y las demás que 
sean precisas para desempeñar el servicio, 
en los casos en que algún oficial haya de 
atender á alguna enfermedad; o en los for- 
tuitos en que su salud lo reclame, pero 
nunca para los equipajes de paisano que 
solo están tolerados por un exceso de con- 
descendencia. ^ • . f 

Al mismo tiejnpo se dictaron por la 
propia Subinspeccion otras órdenes* que 
que tienen por objeto fijar el modo de 
hacer efectivas las deudas que en dichas 
oajas resultan contra individuos que han 
sido bajas por muertos, desertores y pa 
sados á presidio, según se -ve por las 
circulares de 5 y 30 de Noviembre de 
1844 y 14 de Junio de 1848. 

* Ultimamente, con fecha 3 de Noviem- 


bre de 1856, se reiteró el cumplimiento 
de las anteriores disposiciones, excitando 
el celo de los gefes de los regimientos, con 
el objeto, no solo de que eviten en cuan- 
to esté de su parte que la carpeta de papel 
moneda de la caja de cada uno de los 
cuerpos represente otras cantidades . que 
las.de absoluta é imprescindible úecesi^- 
dad, sino para que procuren obtener en • 
él menor tiempo .posible el reintegro de 
todo lo que sé adeude é la caja por cual- 
quier concepto. . . 

Circular de la Dirección general de in- 
fantería dé 17 de Febrero de 1848, dic- 
tando disposiciones para (pie se éfectue la 
cobranza de los débitos. 

En el artículo 76 de la instrucción re- 
glamentar ia^ de l.° de Junio de 1833 está 
consignada la responsabilidad de los gefes 
de los cuerpos por cuya omisión hubiesen 
dejado de cobrarse las deudas de los indi- 
viduos contra los fondos de los mismos, 
haciéndose -extensiva á los capitanes y ' 
subalternos de las compañías cuando por 
igual omisión resulte cualquiera gravá- * 
men en los empeños de su tropa. -A pesar 
de estas* terminantes* prevenciones obser- 
vo todos los dias en el exámen de las cuen- 
tas de caja y reclamaciones que por mi 
conducto se promueven por los coroneles 
para el cobro de los débitos de los indi- 
viduos dados de baj‘ a por muerte, retiro; 
licencia absoluta ú otros meftivos, y los 
ajustes del fondo de entretenimiento que ’ 
to los años que han trascurrido desde l.° 
de Octubre de 1841 al presente, son de 
notable consideración los crecidos empe- 
ños que indebidamente han perjudicado la 
conservación de los caudales* destinados á 
otras legítimas obligaciones, que por esta 
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causa tal vez han dejado de atenderse en . 
daño del mejor servicio, y de la buena y 
legal administración que debe reinar en 
lo^ regimientes. Los empeños de la tropa * 
no pueden menos de dimanar del abando- 
no de la policía encargada á las respectivas 
clases, y, los de los .oficiales de haber per- 
cibido sueldos no abonados; de la dema- 
siada profusión de los gefes en otorgar an- 
ticipos, descuidando luego la puntualidad 
dol descuento; y muchos consisten tam- 
bién en desfalcos de la rendición descuen- 
tas después de terminadas las comisiones 
que no realizaron en el momento de su 
regreso al cuerpo, pasando luego un tiem- 
po prolongado que imposibilita da inme- i 
diata fiscalización y examen de lá inver- 
sión de los caudales, v produce desagra- 
bles resultados. 

Este desorden debe* cesar para siempre 
como nocivo á la mofal xlel ejercito v á la , 
pureza con. que han de manejarse los in- 
tereses públicos destinados ú la manuten' 
cion de Ja fuerza armada; y' por lo mismo 
prevengo á S. • bajo su mas estrecha 1 
responsabilidad, que desde el recibo de 
esta circular procedan examinar en las * 
cajas del regimiento de su mando el ori- 
gen de lós débitos que existan contra in- 
dividuos presentes 6 dados de baja, á fin 
de diligenciar el medio de hacerlos efecti- 
vos con los inmediatos descuentos en los 
sueldos de los deudores ó en los bienes’ 
de los que no los disfruten si se hubiesen 
separado de la carrera. Y con respecto á ¡ 
los que resultasen incobrables después de 
agotadas todas las gestiones, cuando V.'S. j 
solicite mi aprobación para .aplicarlas al ! 
fobdo de entretenimiento, deberá siempre 
darme cuenta razonada del origen de las 
expresadas deudas cuyos comprobantes | 
originales se conservarán en cajíf para ser j 
examinados detenidamente en las revis- ¡ 
tas de inspección que principiarán este ¡ 
año, y hacer entonces efectiva la respon- ¡ 
sabilidad en los gefes é interventores se- 
gún haya lugar. Espero sin embargo del ; 
distinguido celo que anima á Y. S. por el j 
bien del servicio, por el. crédito del re - 1 
guniento que manda* y el suyo propia, ¡ 
que no habrá motivo, tanto por mi auto- , 
ridad como por los inspectores en comi - 1 
«ion, de dictar sensibles providencias con- ¡ 
tra los abusos expresados, de los que nin- 
gún ejemplar debe repetirse en los cúter- 1 


pos del arma. — Dios guarde á V. S. mu- 
chos años. Madrid 17 de Febrero de 
1848 . — 'Femando Fernandez de Córdoba. 


11 . O. de 3 de Febrero de 1850, deter- 
minando el modo con que las cajas de los^ 
cuerpos han de reintegrarse de los alcan- 
ces qué dejan en ellas los oficiales y demás 
individuos militares que fallecen en activo 
servicio. 

El Capitán general de Estremadura hi- 
zo presente á la Reina convendría se de- 
clarara si las deudas que dejan en las ca- 
jas de los cuerpos los oficiales y demas 
individuos militares que fallezcan en ac- 
tivo servicio, deben considerarse privile- 
giadas, o si la caja del cuerpo, en demanda 
de dichos créditos, ha de considerarse co* 
mo otro cualquier acreedor. Oido -sobre 
esto el Tribunal supremo de Guerra y 
Marina, ha resuelto S. M. que se expida 
la presente circular, previniendo, de cou 
formidad con el dictamen de que se le ha 
dado cuenta: l.° Como los caudales depo- 
sitados en las cajaá tienen aplicaciones-de- 
terminadas de qué no es lícito prescindir, 
solo puede suceder que un militar murie- 
re estando alcanzado con la caja porque 
hubiere recibido algunos .socorros para 
sus alimentos, y éuidado en sus enferme- 
dades 6 por otrosmiotivos necesariamente 
atendibles, y también cuando la indicada 
deuda nazca ó so aumentare con los gas- 
tos del futferiil; en este caso el geíe del 
cuerpo pasará una nota justificada al juz- 
gado de guerra respectivo, reclamando el 
total importe sin que se obligue á la caja 
á seguir los trámites del juicio, atendido 
el privdegk) que en casos semejantes de- 
be gozar y que se le ha de guardar. 2.° 
Cuando el militar que muera hubiere re- 
cibido algunos socorros o buenas cuentas* 
y todavía quedasen cantidades suyas en 
ía caja, esta, al rendir la cuenta final de 
los haberes del difunto, se cobrará de lo 
que se le adeudaba, y solamente el resto 
se pondrá á disposición del juzgado. S.° 
Si contra Jo prevenido resultase alguna 
vez que por la caja de un cuerpo se haya 
hecho algún adelanto fuera de lo previste 
en esta Real aclaración, y muriere el mi 
litar adeudado, pagarán ios gefes que dis- 
pusieron el adelanto ademas de sufrir las 


D.igitized by CjOOQle 



ANTICIPO. 


389 


consecuencias de su falta, y podrán pre- 
sentarse como acreedores en la testamen- 
taría. De Real órden lo digo á Y. para los 
efectos oportunos. Dios guarde á V. mu- 
chos años.’ Madrid 3 de Febrero de 1850. 
— Constancia . — Señor 

Circular de la Subinspeccion de infan- 
tería de 12 de Mayode 1841, prohibiendo 
que se facilite dinero á los oficiales para 
equipaje de paisano. 

Habiendo llegado á mi noticia que la ge- 
neralidad de algunos gefes se extiende en los 
adelantos que hacen á los oficiales recien? 
venidos de la Península, hasta el extremo 
de proporcionarles lo necesario para sus 
equipajes de paisano, aumentando así sus 
débitos-en cantidades de largo y penoso 
descuento; he determinado que en lo su- 
cesivo solo se adelante la precisa cantidad 
para uniformarse en prendas de vestuario 
y demas que sea necesario para desempe- 
ñar el servicio, ó para atender á alguna 
enfermedad en los casos fortuitos en que 
la salud lo reclama; pero- de ningún modo 
para los equipajes ae paisano, que solo 
están tolerados por un exceso ,dfc condes- 
cendencia, y que deben ser el fruto de las 
economías particulares de cada uno, sin 
causar el menor perjuicio á la caja, ni te- 
ner de ello conocimiento los gefes respec- 
tivos. Dios &c. — Sr. coronel 

Circular de la 'Subinspeccion de infan- 
tería de 5 de Noviembre de 1844, desig- 
nando los medios de cobrar las deudas que 
las cajas délos cuerpos militares tengan 
contra los gefes y oficiales . 

Número 70. — Por los documentos que 
se reciben en esta Subinspeccion he nota- 
do alguna morosidad en la rendición de 
cuentas de los individuos que han tenido 
á su cargo la compra ó construcción de 
prendas, de lo que resulta complicación 
en la contabilidad, puesto que las sumas 
de salidas en vez de ser en Enero lo son 
en Julio; y para evitar los males que esto 


ocasiona rae prometo de la actividad y ce- 
lo de V. que desaparézca desde luego ese 
síntoma de flojedad. Asimismo espero de- 
saparezca el descubierto en que se hallan 
varios gefes y oficiales por cantidades de 
que son deudores á las cajas de los regi- 
mientos, echándose de yer que los hay 
hasta de cuatro ó mas años. Esta es una 
desfavorable circunstancia para los gefes, 
puesto que su primera Obligación al tomar 
el mando es examinar los débitos, y si es- 
tos fueren de oficiales que han siao baja 
definitiva, proceder acto continuo á pro- 
curar el reintegro del modo siguiente:. Si 
ha pasado á otro cuerpo existente en la 
Isla remitirle su aj usté al gefe del en que 
fué alta y recabar de él el metálico j5 abo- 
naré. Si pasó á la Península con retiro ó 
á continuar sus servicios en algún cuerpo, 
dirigir á esta Subinspeccion el ajuste que 
exprese el débito, con una manifestación 
de la causa legítima que convenza no ha- 
berse podido reponer á la caja de aquella 
deuda durante la estancia del oficial, para' 
si la halló justa pasarlo al Excmo. Sr. Ins- 
pector general del arma, con objeto de 
realizar su cobro; y si viere que no se ha 
providenciado lo conveniente y con opor- 
tunidad al reintegro, será el gefe respon- 
sable con sus sueldos de la tolerancia. Si 
el oficial obtuviere su licencia absoluta 6 
falleciere, el gefe deberá inquirir judicial- 
mente si tiene ó no bienes donde hacerse 
cobro, pues con solo este documento judi- 
cial será con el que providenciaré el fon- 
do que ha de sufrir el cargo; así pues al 
recibo dé esta circular dispondrá Y. S. lo 
conveniente para que teniendo efecto en 
todas sus partes vea yo desaparecer de los 
estados ese renglón de deudas de oficiales 
que han sido baja, resarciéndose á la caja 
por los medios expresados las sumas que 
le pertenecen, y con respecto á los oficia- 
les ententes en el regimiento, acompa- 
ñará Y. S. al estado mensual de caudales 
una relación arreglada al modelo adjunto: 
Dios guarde á Y. muchos años. Ha- 
bana 5 de Novierñbre de 1844. — Vicente 
de Castro. — Sr. coronel de 
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Regimiento T...... 

Relación del dinero que deben á la caja los Sres. 'jefes y ojiciales del mismo. 


- . • Descuento 

Débito. que sufre r 

!j ■ Motivo | ! Fecha en^que empezó. 

Clases. Nombres. Ps. Rs. Ms. de la deud a. Ps. Rs. Ms. el débito. 

Capitán. D. Eugenio Gómez. 62 Para comprar 10 3 En Enero del presenté 

unifqriqe. ( año. 

* Circular de la Subinspeccion de infan- tenares de jóvenes por verse confundidos 
tería de 3Ó de Noviembre de 1844, dando con los derrochadores. 
instrucciones para auxiliar a los oficiales Dios guarde á V. muchos años. Ha- 
cen cantidades en casos necesarios . baña 30 de Noviembre de 1844. — • Vicenta 

de Castro . — Sr. coronel de 

' Numero 83. — Algunos Sres. oficiales 

han llegado á mi autoridad manifestando Circular de la Subinspeccion de infan - 
lalnecesídad en que se miran, de que las tería de 14 de Junio de \^,l imitando la 
oajas de fondos les hagan varias anticipa- admisión de deudas de los individuos muer - 
cienes para atender á sus mas urgentes t^g, desertores y remitidos d presidio . 
necesidades, á que sus respectivos gefes . 9 

se han negado apoyándose infundadamen- Número 391 . — Lqs excesivos cargos 
te en mi circular ae 5 del corriente. El es- que he advertido hacen algunos regimien- 
píritu y letra' de aquella está colocada en tosen sus cuentas de caja por las deudas 
el deber de cortar el escandaloso abuso de los individuos que han sido baja por 
que se ha hecho hasta ahora de los cauda- muertos, desertores y pasados á presidio, 
les délos regimientos, y á evitarlos tiende mef ha hecho dictar las prevenciones si- 
la misma recordando á los gefes la estre-^ guientes á fin de que en los demas cuer- 
cha obligación en que se hallan de roca- pos no se.qche de ver descuido tan perju- 
bar las deudas de los oficiales que han si- dicial. 

do baja y de que los existentes no se em- No se admitirá en lo adelante deuda de 
peñen, á fin de que desaparezcan esos in- , individuo de tropa que haya permaneciólo 
auditos débitos de seis y mas años de fe- en este ejército un año, y si alguno pasa- 
cha de 8,000 y mas pesos cóntra un solo se de otro cuerpo del mismo ejército, con 
gefe, siendo varios los que’se hallan en débito,- contando mas de un año de servi- 
casos idénticos, sin que esto obste ni pri- ció, no se admitirá el ajuste y se dará 
ve á los gefes de los cuerpos el tender su cuenta á esta Subinspeccion general, 
mano protectora á todo individuo que ¡.us- ' A los desertores no se les podrá cargar 
taménte impetre auxilio. En la distribu- ma$ número de prendas que las que vista 
cion de estos dones y gracias es dohde ha el regimiento el dia de la deserción, por- 
de brillar la imparcialidad por la recta que ni de las cuadras, ni por la puerta del 
administración, dirigida á socorrer á los cuartel debe salir individuo alguno con 
-que carezcan de lo indispensable para so- lios de ropa que no sea autorizado y pre- 
portar el brilla y decoro de sus clases, a- sentado al sargento de puertas por el ea- 
lejando á los viciosos, y malgastadores á bo de cuartel ó sargento de semana. Po- 
quiene 3 las sumas anticipadas sirven para dia acaecer que algún soldado hallándose 
cimentar crímenes con detrimento del ho- de ordenanza en alguna guardia se deser - 
nor de los regimientos y desfalco de sus te al traer la ropa de sus compañeros al 
intereses; cuya clasificación aplicada con ; cuartel: en este caso ó en otifos* análogos 
•justicia da á conocer el tacto de los gefes, ¡ se instruirá información y con ella tendrá 
y atrae ó separa de la buena senda á cen- \ lugar el cargo. Dios &c. 
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Circular de La Subinsgeccion de irrfan - j 
terxa de 3 de Noviembre de 1856, recor - ' 
dando las precedentes para evitar que las 
cuentas de anticipos representen cantida- 
des improcedentes. j 

Ejército de Ultramar en Cuba. — Sub- 
inspeccion de infantería. — Segunda sec- 
ción. — Séptimo Negociado. — Circular.— 
Por las relaciones que losgefes de los regi- 
mientos del arma han remitido á mi auto- 
ridad en cumplimiento de lo que previne 
en circular de 9 de Junio último, me he 
enterado de que casi todas las cantidades 
que se consideran como incobrables de las 
que figuran en la carpeta de papel mone- 
da en la caja de cada uno, proceden de 
deudas de oficiales que han sido baja en 
ellos, dd las cuales la mayor parte datan 
4.e fechas bastante atrasarías: esto prueba 
que en los cuerpos no se ha procurado el 
reintegro con la perentoriedad que tanto 
recomiendan varias superiores disposicio- 
nes; y que tampoco en muchos casos se ha 
tenido presente lo que por otras está pré-” 
venido para que los gefes concedan úni- 
ca Y* prudencialmente á los oficiales los 
anticipos precisos para proveerse de uni- 
forme o para subvenir á los gastos nece- 
sarios de alguna enfermedad. Con tal mo- 
• tivo encargo á Y. que en lo* sucesivo, y 
poniendo de su parte el mas esquisito ce- 
lo, trate de evitar por todos los medios que 
estén á su alcance el qhe la caceta de pa- 
pel moneda représente otras cantidades- 
que las de absoluta é imprescindible nece- 
sidad; y que procure obtener en el’ menor 
tiempo posible el reintegro de todo lo que 
se adeude á la caja por cualquier concep- 
to, para lo cual, así como para que sobre 
el fondo de Entretenimiento general no 
graven mas deudas incobrables de indivi- 
dúos bajas que las que sean inevitables, 
deberá V. tener muy presente la Real 
orden de 3 de Febrero de 1850, y la cir- 
culan déla Dirección general de infante^ 
ría. del ejército de la Península de 17 de 
jurero de 1848, que están consignadas 
en, las páginas 119 y *138 del primer lomo 
delás Ordenanzas ilustradas ae Vállecillo; 
come también las circulares de esta Sub- 
inapeqqion de 12 de Mayo de 1841, 5 y 30 
de . Noviembre de 1844 y 14 de. Junio de 
<1848, relativas á los indicados particulares. 

Dios guarde á Y. muchos anos. HaW 
jna 3L,de Noviembre de 1856. — Manzano. 


AimiUFAGI^I^^^DE FUNHP- 

Despues que el empleado obtiene su 
destino, sea cual fuere la especie de des- 
tino que $e le conceda, antes de que lle- 
gue á desempeñarlo deben mediar para 
ese objeto requisitos indispensables. Ta- 
les son la comunicación que se haga del 
nombramiento con las formalidades de 
costumbre, la prestación del juramento, y 
de la fianza que en muchos casos se exije, 
■conforme á las disposiciones legales. To- 
das estas son garantías de la certeza del 
mismcr nombramiento y de su buen de- 
sempeño: todas deben tener lugar j)or lo 
mismo ántes de que comience a desempe- 
ñarse el cargo y es consecuencia rigorosa 
la de que delinca el empléado que pres- 
cinda de semejantes requisitos. 

El Código penal novísimo promulgado 
en la Península, ha tomado en considera- 
ción semejante hecho para imponer en el 
caso las penas correspondientes. No se 
trata aquí, pues, de la usurpación de atri- 
buciones ni de la prolongación indebida que 
pueda hacer de ellas el empleado y de las 
cuales nos ocuparemos en sus lugares res- x 
pectivos: trátase, pues, de la anticipación 
de aquellas funciones en la manera que 
se ha explicado! ' , 

^ El que entra, pues, á desempeñar un em- 
pleo ó cargó público, sin haber prestado 
en debida forma el juramento ó fianza 
quedas leyes exigen, desde luego debe 
quedar en suspenso de aquel empleo ó 
cargo hasta que llene las formalidades res r 
pect i vas; porque estas, como se ha dicho, 
son la garantía del nombramiento y de 
su buen desempeño. La ley debió, pues, 
considerar inválido un acto á que faltan 
requisitos esenciales; pero ademas el Có- 
digo impone por semejante hecho lanitil- 
ta de 5 á 50 duros, .que en esta Isla por 
la diferencia de 'la moneda deberá ser de 
10 á 100 duros. (Ar^311.) 

Ademas el Código ha tomado en con- 
sideración que aquel empleado que así 
desempeñó su encargo, con la propia falta 
de requisitos, por razón de su mismo car- 
o ó comisión ha podido percibir algunos 
érechos ó emolumentos; y para el caso 
de haberlos percibido, ademas de* la sus- 
pensión y multa de que se ha hecho re- 
ferencia, dispone que restituya aquellos 
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derechos 6 emolumentos, con la multa del j 
10 al 15 por ciento de su importe. (Art. 
312.) 

En el caso, pues, de haberse percibido 
aquellos emolumentos, han de tener lugar 
dos muítas. La primera por la falta de los 
requisitos y la segunda por el otro hecho 
de la percepción de los emolumentos. En 
cuánto á la segunda al aplicarse el Códi- 
go á esta Isla, no habrá que hacer altera- 
ción alguna por la diferencia de moneda, 
pues la misma que hay respecto de lape- 
namedia en los emolumentos, á cuya cuan 
tía se atiende para determinarse propia 
multa. — R. Riña. 

ANTIGÜEDAD. 

JR. O. de 17 de Mayo de \S56r- prohi- 
biendo se circulen instancias en solicitud 
de la antigüedad de grados militares ob- 
tenidos ántes que el empleo inmediato in- 
ferior. 


Exorno. .Sr. — Ei Ministro de la Guerra 
dice^oy al Director general de infantería 
lo que sigue: 

“Enterada la Reina (Q. D. G.) de una 
instancia promovida por el Capitán gra- 
duado teniente del batallón provincial 
de Ciudad-Real, número 30 de la reserva, 
D. Buenaventura de Herrera y Cerro, en 
solicitud que se le declare en dicho 
grado, por el que optó en lugar del em- 
pleo de teniente que le correspondía con 
arreglo al Real decreto de 11 de Agosto 
de 1854, la antigüedad de 20* de Julio de 
* dicho año, toda vez que ya se halla en 
posesión del empleo inferior inmediato; al 
propio tiempo que se ha servido desestimar 
dicha solicitud por infundada y viciosa, 
ha tenido á bien resolver que se éircule esta 
negativa, á fin de que no se reproduzcan 
instancias de igual naturaleza. 

De Real óraen comunicada por dicho 
Sr. Ministro, lo traslado á V. E. para su 
conocimiento y efectos consiguientes. Dios 
guarde á Y: E. muchos años. Madrid 17 
de Mayo de 1856. El Subsecretario, Jo- 
sé Mac- Crohon.. (Colee, legislativa' t. 68, 
p. 291.) - 

Por R. O. de 6 de Agosto de 1856 se 
aprobó la regla general que el Gobierno 
de la Isla habia dictado, según la cual to- ( 


do empleado nombrado para cualquiera 
dependencia no militar debe ocupar el úl- 
timo lugar entre los de su misma clase y 
sueldo para los efectos de ascenso y anti- 
güedad. (T. ADMINISTRACION PUBLICA 
pág. 220.) 

R. O. de 8 de Agosto de 1856, decla- 
rando que los empleos y grados obtenidos 
por los hechos de armas ae los dias 1 4, 15 
y 16 de Julio , lleven la antigüedad del ul- 
timo dia , 

Ministerio de la Guerra núm. 5. — Cir- 
cular. — Excmo. Sr. — El Sr. Ministro de 
la Guerra dice hoy al Capitán general de 
Castilla la Nueva lo que sigue:-r-La Rei- 
na (Q. D. G.) ha tenido á bien resolver 
que los grados y empleos obtenidos por 
los gefes, y oficiales y tropa de la guar- 
nición de esta Corte con motivo de los 
hechos de armas ocurridos eii los dias 14, 
15 y 16 de Julio último, tengan la anti- 
güedad de la última de las fechas citadas. 
— De R. O. comunicada por dicho Sj . Mi-, 
nistref lo traslado á Y. E. para ;stf ^cono- 
cimiento y efectos consiguientes. — Dios 
guarde á V. E. muchos años. — Madrid 8 
de Agosto de 1856. — El Subsecretario, 
Leopoldo de Gregorio.-— Sr. Capitán gene- 
ral de la isla de Cuba. 


R. O. de 16 de Setiembre de 1656 fijan- 
do la antigüedad de los grados y empleos 
alcanzados durante-dos meses de Junio y 
Julio del mismo ano. . 

Ejército de Ultramar en Cuba. — Sub- 
inspeccion de Infantería. — 5. * Sección. 
6.° Negociado.-»- Circular. — El Excmo. 
Sr. Capitán general en 27 de Noviembre 
último me dice lo siguiente: 

“Excmo. Sr. — El Excmo. Sr. Subsecre- 
tario del Ministerio de ia Guerra, me dice 
de Real órden con fecha 16 de Setiembre 
último lo que sigue: — Excmo. Sr. — El Sr. * 
Ministro de la Guerra dice hoy al Direc- 
tor General de Infantería lo que sigue:— 
La Reina (Q. D. G.) con objéto de fijar las 
las antigüedades que deben tener los gra- 
dos y empleos alcanzados durante los me- 
ses ae Junio y Julio últimos por los ge- 
fes, oficiales, é individuos de tropa de Tas 
diferentes armas é institutos del Ejército 
que se han hecho dignos de la inuíiifícen- 
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ciade S. M., ha tenido á bien disponer que i 
los obtenidos por consecuencia de los su- | 
cesos de Castilla la Vieja, ocurridos desde I 
el 12 al 25 del citado mes de Junio, ten- 
gan la de esta ultima fecha: los dispensa- 
dos por la acción de Santander, la del 18 
de Julio; los concedidos por la de Reus, 
la del 19 del mismo; los de la Corufia, por ! 
los sucesos desde el 18 al 20 del citado 
mes, la de este líltimo dia, los conferidos, 
por las acciones de Barcelona desde el 19 
al 22 del propio ines, la de esta última fe- 
cha; los de la acción de Llers en Catalu- 
ña, la del 25 del indicado mes; los otor- 
gados por los sucesos de Igualada, la del 
26; los'dispensados por la acción de, la 
Mezquita en la provincia de Lérida, la 
del 30 deFines indicado; y finalmente que 
ios demás grados y empleos ^obtenidos 
tanto por las tropas que concurrieron al 
bloqueo-de la ciudad de Zaragoza, como 
por las Se los demas distritos militares en 
donde no ocurrió hecho alguno de armas, ¡ 
tengan la antigüedad de 1. ° de Agosto 
últirap.— De Real orden comunicada por 
dicho Sr. Ministro lo traslado á Y. E. pa- 
ra su conocimiento y efectos correspon- 
dientes.— -Y lo traslado á V/E. para su de- 
bido conocimiento y efectos -correspon- 
dientes. ,,, * " * • 

Lo traslado á V. para el suyo y fines 
consiguientes en el Cuerpo de su mando. 

Dios guarde á Y. muchos años. Ha- 
bana 2 de Diciembre ríe 18o6. — Manzano. 

ANUALIDAD ECUiSIASTICA -El pro- 
ducto anual de cualquiera pieza ecle- 
siástica que por concesiones pontificias 
tienen nuestros Reyes la facultad de per- 
cibir en todas las vacantes de las mismas. 

Consecuente á la definición que prece-' 
de la Real Hacienda recauda en esta Isla 
los productos de dicha anualidad; y por 
acuerdo de la Junta superior directiva 
de 31 de Enero de 55 se creó una plaza 
de colector de ellas con el 5 por ciento* so- 
bre la recaudación que se haga en aten- 
ción á la utilidad que resultará de que se 
active el cobro de ese ramo. 

Los productos de esta renta dieron en 
los tres últimos anos los resultados si- 
guientes: 

En 1854... 7.681 5 

En 1855; 11.926 H 

En 4856 11,437 f 

51 


- Según se advierte por las partidas que 
preceden, hubo un aumento de 4.244 4J 
rs. en el año de 1855 comparado con el de 
1854, y unaxtisminucion de 488 con 2 J en 
1856, comparado con el de 1855, aunque 
esa época comparada con la de 854 produ- 
jo un aumento de 3.756 2. 

AÑIL. — Aunque este producto no figu- 
ra entre los de la Isla como género de ex- 
portación, se ha ensayado en el pais su e 
laboracion desde 1797. D. Gregorio Be. 
laustre, con vjn auxilio de $3,500 qué le 
facilitó el Real Consulado, estableció una 
a Hile ría en Guanajay, en' que solo empleó 
especies indígenas {Indi y óf era miniata — 

/. cytiéoídes): como muestra de su resulta- 
do presentó varios quintales de añil**de 
mala calidad. Dicho individuo continuó 
en ese cultivo hasta él año de 1800. En 
1802 D. José de Fuertes introdujo el añil 
de Guatemala {I. dispermm) y con poste- 
rioridad la especie del Senegal (/. tinelo- 
ria). En 1817 presenfó á la Real Sociedad 
Económica D. Pedro Boyer Varias mues- 
tras de añil, entre ellas una de -buena ca- 
lidad, sacado de las especies del pais. Por 
Real orden, de 10 de Noviembre de 1829 
dispuso S. M. se adoptasen por la Inten- 
dencia de esta Isla las medidas conducen- 
tes al fomento del cultivo $Jel añil: antes, 
por 'Real cédula de 20 de Octubre de 1800, 
se hicieron extensivas á los cosecheros de 
añil las gracias concedidas á los del algo- 
don (Y. algodón) en cuanto á la exención 
de derechos y diezmos. Tara la historia 
legal de este cultivo en América debe no- 
tarse que la única ley de la Recop? de In- 
dias que habla de esta producción es la 
3. 08 tít. 14 Jib. 6, que prohibió á los indios ’ 
el beneficio. del añil. Era uno de los ramos 
mas importantes del comercio de Améri- , 
ca y Filipinas. 

En la isla de Cuba se ha cultivado y 
cosechado parcialmente por algunos ha- * 
cendados, á los cuales ha citado con elogio 
el Sr. D. Ramón de la Sagra en sus memo- 
rias de la Institución agrónoma de la Ha- 
bana. Este mismo señor practicó muchos 
ensayos en el Instituto agrónomo, de que 
resultó que aplicado el sistema de extrac- 
ción del añil de la hoja seca, dio un añil 
de una.clase muy superior al que se hacia • 
or el sistema de fermentación, aseguran- 
o el Sr. D. Jóse Luis Casaseca, que exa- 

1856 
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minó las muestras remitidas á España, 
que entre ellas la del número 3.° era supe- 
rior al mejor de Guatemala del comercio 
de Madrid. 

Hoy no obstante esto no figura en la 
estadística de la riqueza del pais un pro- 
ducto de tanta importancia para otros. 

• \ b: 

AÑO EQLKSI ASTICO.— Se llama así por 
que sirve para arreglar según los diferen- 
tes dias del año el oficio divino ó*canóili-' 
coque rezan todos los eclesiásticos: prin- 
cipia en la Dominicá primera de Advien- 
to, que es en todos los años el domingo 
mas próximo anterior ó posterior al dia de 
San % Andrés. 

ASO HUERTO . — El término que el a- 
creedor concede á su deudor desde que 
conviene en pagar hasta que empieza á 
verificarlo. Era frecuentísimo antes de a- 
hora en esta Isla, y todavía sucede que se 
compra una finca apagar en plazos anua- 
les que comienzan á contarse después de 
uno, dos ó * tres años en que nada se paga: 
estos son los que se llamah años muertos. 

APELACION. 

1. Apelación. viene del latín appellatio. 
Es un recurso que concede la ley al agra- 
viado por alguna decisión de uñ juez in- 
ferior para ante su superior en grado, á fin 
de obtener una revocatoria. 

2. Ese recurso,' conocido desde los más 
remotos tiempos, en el otorgamiento de 
justicia, ‘descansa en fundamentos de mu- 
cha consideración. Hace mas evidente la 

* justicia de los litigantes, sirve de freno 
á los jueces inferiores para procurar el 
mayor acierto en sus resoluciones; abré á 
hts partes un nuevo campo para producir 
sus pruebas descuidadas 6 que no habían 
llegado á su conocimiento, y enmienda los 
resultados de la impericia* ó de las pasio- 
nes del inferior. La misma constitución de 
los tribunales superiores,- tiende á hacer 
mas eficaz semejante garantía. 

3. La consideración de que en los deli- 
tos á mas de la hacienda de los particula- 
res se interesan su libertad, su honra y su 
vida, y también el orden social y Ja mo- 
ralidad pública, han obligado al legislador 
en la materia criminal, con muy rara ex- 


cepción, no solamente á conceder el uso 
de aquellas apelaciones, sino también á no 
permitir que las resoluciones definitivas 
se lleven á efecto, aun cuando no medie el 
recurso, sm la aprobación del tribunal 
competente. 

CAPITULO I. 

De las sentencias y autos apelables é 

• inapelables» 

» 

SECCION 1. * 

SENTENCIAS DEFINITIVAS. 

* Materia civil. 

4. Es regla general en la materia civil, 
la de que todas las sentencias definitiva^ 
son apelables. Pero esta regla general su- 
fre algunas excepciones. 

5. No es sentencia definitiva toda la re- 
solución que pone término á un asunto, y 
tampoco serán apelables por consecuencia. 
Así la adopción no es apelable, bien que 
aquel á quien con ella se pei^udique, ten- 
ga un derecho para ocurrir haóíendo opo 
sicion. Lo mismo sucede con la dación de 
tutor, y así el nombrado tal ocurrirá ex- 
cepcionándose, £in ser necesario que apele 
de semejantes actos dé jurisdicción volun- 
taria, hasta que no exista sentencia deciso- 
ria de sus reclamaciones. ( LL . 8 y 15, tít. 
23, Part. 3). 

6. Por dereého está facultada la partea 
uien perjudica la sentencia para alzarse 
e ella ( L . 1, tít. 23, Part . 3). Esa califica- 
ción parece que ha de hacerla el apelante 
con arreglo á las palabras de la ley, que 
concede el recurso á todo el que se sintie- 
re agraviado , ó se tuviese por tal ( LL . 13, 
tít . 23, Part. 3, y 1. út. 20, lib. 11 Nov. 
Rec .). Sin embargo el conde de la Cañada 
sostiene que en el caso de ser notorio por 
la misma sentencia quejii el juez ha cau- 
sado agravio á la parte, ni esta puede me- 
jorar su derecho en otra instancia, la ape- 
lación no debe otorgarse. 

J. Semejante doctrina me parece que 
presenta mas inconvenientes que benefi- 
cios. Desde luego es difícil calificar de frí- 
vola ó maliciosa una apelación. Despúes, 
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si uno de los objetos de la alzada es evitar lian demandas hasta cincuenta pesos, res* 
el dafio que el juez inferior puede ocasio- pacto de las personas de su mismo pueblo 
nar á una parte por impericia ó de propó- {artículos citados en el anterior ¿párrafo). 
sito, imprudente es dejar á su mismo ar- 12. Y tampoco la hay cuando los Al- 
bitrio ó juicio la calificación de sus pro- caldes mayores conocen de las demandas 
pios hechos, mayormente cuando la mis- de los domiciliados en el pueblo hasta la 
raa interposición del recurso no es acto que suma de 50 pesos; y respecto de todo el 
por su naturaleza deba disponerlo á favor distrito de las demandas que pasando de 
. del litigante. Por fin estando en facultad treinta ó cincuenta pesos respectivamente, 
de aquel juez inferior otorgar la alzada en no excedan dé “doscientos, pues tampoco * 
upo ó en ambos efectos, según entienda proceden entonces otros recursos que los 
que es procedente ai verdadero interes de de casación y responsabilidad ( Art . 4 del 
las partes, menos razón hay para quetam- Reglamente 5 y & de la Real cedida de 
bien se amplien sus facultades haCsta el ca- 30 de Enero de 55). 
so der pronunciar un nuevo fallo deindéfen- 13. Las sentengias que la Real Audien* 

sion contra la misma parte que aspira á cia Pretorial, en materia civil, dicta en se- 
su desagravio. gunda instancia, son de la propia manera 

8. Son inapelables ks sentencias pasa-' inapelables, pero sí es apelable el auto en 
das en autoridad de cosa juzgada, aun que admita, deniegue ó imposibilite el re- 
cuando lo fueren por no haberse Ínter- curso de casación que respecto de los mis- 
. puesto el recurso dentro del plazo lega J, ó mos se interponga {Arts. 209 y 210 de la 
* por desistimiento de la alzada, como se di- Real cédula de 30 de Enero de 1855). 
rá después {LL. 5, tít. 23, Part . 3, y 1 y 3, 14. Las leyes de Indias y repetidas rea- 

tti. 20, lib . 11, Noxh Rec.). les disposiciones posteriorés, concedían á 

• 9. En los juicios de éorta importancia las partes apelación pqxa las Audiencias 
‘nó cabe apelación, así'porque se conside-, de estos dominios, de JasTesoluciones gu- 
ra que en ellos son menos influyentes pa- bernativas de los vireyes y presidentes, 
ra con el juez los arbitrios de que pueden pasando el escribano á hacer relación del 
válerse las partes, como por evitarlas los asunto para la calificación del grado, y co- 
costos de la prosecución ae la alzada, que nociendo la misma Audiencia de aquellos 
indudablemente les proporcionaría mayor asuntos en que procede el recurso, en A- 
perjuicio que el que intentaran evitar, ror cuerdo de justicia y no en Sala particular 
semejante principió la L. 8. tít. 3, lib. 11 (. L . 22, tít. 12, lib. 5.° Rec. de lnd., y las 
de la Nov. Recop. negaba todo recurso 3o y 38, tít. 15 del misino lib. Rs. cédulas 
en los pleitos que no excediesen de mil de Í5 de Marzo de 1784, 16 de Diciembre 
maravedís; otras disposiciones posteriores de 1795 y 29 de Agosto de 1806). 
establecían lo mismo respecto de los ne- 15. Posteriormente se ha dispuesto que 
gocios que no importaraú mas de cien pe-, los tribunales no admitan reclamación al- 
sos en Indias; y el Reglamento provisio- guna contra aquellas disposiciones toma- 
nal de Administración de justicia adoptó das por el Gobernador Capitán general, o- 
el mismo principio respecto de los negó- ,yénao previamente al Acuerdo sobre las 
cios np excedentes de la propia suma ordenanzas, reglamentos ó disposiciones 
{arts. 31 y 40 del Reglamento de 1835.). genérales de su competencia, ó sobre la 
10 Gon arreglo á las ultimas disposicio- de los Gobernadores y Tenientes Gober- 
nes vigentes para estos dominios, no hay nadores que «pueden afectar la adminis- 
pues apelación cuando los jueces pedáneos tracion de justicia, ó en que haya oido á 
fallan en los asuntos de su jurisliccion, las corporaciones superiores del ramo, 
que no pueden exceder de treinta pesos, 16. En estos casos solo cabe el recurso 
pues no proceden mas que los recursos de por la vía gubernativa al Gobernador Ca- 
casacion' y responsabilidad {Art 2, Regla - pitan general, el cual debe resolver oyen- 
mento dejuicios verbales , y arts. 5 y 6 de la do previamente al Acuerdo, y de esa reso- 
Real cédula (fe 30 de Enero de 1855). lucioii hay nuevo recurso para S. M., el 
11. No la hay cuando los alcaldes or- cual se interpone por conducto del mismo 
diüarios de los pueblos donde haya al- Gobernador Capitán general (arte. 118 y 
calde Baayor, ¿ prevención con estos, fa- 1 119 efe te Real cédula de: 30 de Enero de 
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1855). V. ADMINISTRACION CONTENCIO- 

s a.— 1855. 

17. IJay* apelación para la Audiencia 

constituida en Acuerdo de las providen- 
cias que agravian á los particulares en la 
aplicación de las leyes, ordenanzas y re- 
glamentos administrativos, con que -se o- 
feiida un verdadero derecho. Entonces co- 
noce del asunto el Acuerdo en via con- 
tenciosa, después de agotada la guberna- 
tiva anté.las autoridades administrativas 
por su orden gerárquico (Art. 120 de la 
' misma- Rl. cédula .) * % 

18. Por conformidad con los principios 
generales sobre apelaciones eu asuntos de 
‘menor cuantía, parece consiguiente que 
aquellas á que se refieren los tres par-, 
rafos anteriores no fuesen admisibles, cuan- 
do la importancia de la cosa sobre que 
versan no excediese da doscientos pesos. 
Sin embargo, la opinión contraria es mas 
aceptable, cuando en esos asuntos no liay 
el remedio supletorio de la casación y res- 
-ponsabilidad, que en los otros impide una 
manifiesta injusticia y abierta contraven- 
ción de. las leyes. . 

19. En los tribunales de cuentas de Ul- 
tramar no cab§ apelación respecto de las 
resoluciones qae en ellos se dictan por los 
trámites especiales que les están señala- 
dos. Solamente proceden en sus respecti 
vos en sos, el recurso de revisión ante el 
mismo tribunal, y el de nulidad, para el 
cuerpo encargado de la* funciones del 
Consejo Real ( arfe . 46, 47, 49 y 51 de la 
lita) cédula de 80 fie Abril ik 18551. 

20. En los procedimientos de Real Ha- 
ciéndale cobranza administrativa de lo» 
débitos liquidados que se sustancian gu- 
bernativamente* no cabe apelación á me- 
nos que se pasen al juzgado de rentas, a* 
Hallándoselas partera realizar previamen- 
te el pago, ó consignar en arcas Reales, la 
importancia de la responsabilidad (art., 2.° 
de la Instrucción del ramo). Pero tendrá ca- 
bida el recurso cuando se trate de terce- 
ría, dé p relación d<? dominio y respecto 
de los bienes que son su objeto, pues en- 
tonces conoce del asunto el juzgado (art. 
21 (leí Reglamento m c ita do). 

21. Sdn inapelables los laudos de los 
jueces avenidores amigables eomponedo- 
resexistiendo pena en el compromiso, jor- 
que la ley considero sin duda que aquellos 
no son -propiamente jueces sino amigos de 


las partes que han de fallar con arreglo á 
los impulsos de su conciencia (L. 35, tit. A 
Parí. 3). Por lo tanto la misma ley concede 
U alzada, en el caso de que alguno de e- 
sos jueces se declarase enemigo de una de 
las partes, y esta le hiciese oposición á que 
por semejante motivo continué entendien- 
do en- el litigio (L. 17, til, 23, Parí. 3.) 
Asimismo de aquellas sentencias que dic- 
ten los avenidores maliciosamente ó con 
engaño, si bien no admiten apelación, tie- 
ne cabida el recurso de reducción 6 en- 
mienda á arbitrio de buen Varón. Tampo- 
co son apelables los fallos de los simples 
árbitros, si las partes en el compromiso no 
se reservaron semejante derecho *(L. 23. 
til. 4, Parí. 3). 

22. No es prohibidoá los.litigantes con- 
formarse expresa g tácitamente, con las 
sentencias que Se dicten en sus pleitos, y 
por lo tanto tampoco leS es renunciará* 
semejante derecho anticipadamente. Me- . 
diando pues entre ellas ese mutuo conve 
nio, la sentencia # que recaiga en el asunto 
es inapelable ( L . 13, tit 23 Pcirt. 3.) . 

23. La contumacia, que en otro tiempo 
era motivo bastante para que las senten- 
cias fuesen inapelables, no puede serlo, al 
presente, én que por la práctica se notifi- 
can siempre á los reos de toda especie los 
fallos que contra ellos se dictan. . 

24. También se infere por las palabras 
déla ley que son inapelables las sentencias 
fundadas en reconocimiento <5 confesión 
judicial, que se tienen como cosa juzgada 
(L. 2, tit. 13, Parí. 3). Sin embargo, el juez * 
puede excederse en los términos de la con 
denacion-ampliándola á mas de lo confesa- 
do; puede entender también la misma con- 
fesión, baun sentido distinto del que en la 
realidad tenga, y es consiguientes por lo 
mismo que en semejante concepto 'otorgue 
un recurso que después de todo merece 
ampliarse, y no restringirse á voluntad del 
mismo contra quien se establece. 

^25. Por el código mercantil y Ley de . 
enjuiciamiento del propio ramo, no pro- 
cede apelación respecto de las sentencias 
que recaen en jxí icios verbales, los guales 
comprenden las demandas cuyo interes 
no excede de mil reales de vellón en los. 
tribunales de comercio y de quinientos 
en Iqs ordinarios (Arfe. 1210 del Có<[. g 
433 L. de Enj.). Tampoco hav apelación 
de las sentencias definitivas én juicio, cs- 
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crito, cuando no versan sobre interes ma- 
yor de tres mil reales en los tribunales de 
comercio, 6 de dos mil en los ordinarios 
( Árts . 1212 del Cód. y 388 L. de Enj) Es- 
tos reales se consideran fuertes en Indias 
(i?. C. de 20 de Junio de 1832). 

26. Es inapelable la resolución que dic- 
tan los tribunales mercantiles en el pro-" 
cedimiento de apremio, pues este solo de- 
ja á las partes derecho para usar en juicio 
ordinario del que respectivamente les com- 
peta {Art. 862, L. de enjuiciamiento ). 

27. En materia mercantil son -inapela- 
bles las sentencias de los amigables com- 
ponedores {Art. 297 v 3Ó2 L. de Enj) pu- 
diendp sin embargo dejarse ineficaces con 
el pago d* la muita convenida. Y son ape- 
lables las de los árbitros juris, á ño ha- 
berse convenido lo contrario en el com- 
promiso {art. 292 L . de. Enj) 

Hatería criminal. 

28. En cuanto á las apelaciones de sen- 
tencias definitivas en la materia criminal, 
contra todas ellas puede interponerse la 
alzada, y aun cuando no se interponga, 
para su ejecución deben consultarle con el 
tribunal superior de S. A! la Real Audien- 
cia Pretorial. Es$a prevención que regía 

~ en el fuero común, se hizo últimamente 
extensiva álos júzgados de Marina por el 
art. 96 de la Real cédula de 30 de Enero 
de 185p. Por identidad de principios y 
disposición de la propia ley, lo mismo de- 
be practicarse en los tribunales de Guer- 
ra y en los juzgados de Hacienda {arts. 
47, 94 y 99). ^ , 

29. Pero no cabe apelación para la Au* 
diencia en aquellas sentencias definitivas 
que en lo criminal pronuncian los gefes 
militares y los consejos de guerra en sus 
casos, pues deben sustanciarse con estric- 
to arreglo á lo que disponen las Ordenan- 
zas militares, {art. 111 de la Real cédula 

. de 30 <lc Enero de 1855). En semejantes 
casos se procede como mas adelante se 
explicará. 

30. Son apelables para las Audiencias 
de Ultramar las resoluciones que dicten 
los jueces de partido contra los jueces lo- 
cales sus auxiliares por las faltas que co- 
metan , imponiéndoles apercibimientos, 
costas yr multas que no pasen de treinta 
pesos. ÍSin duda no se atiende para conce- 


der la alzada en este caso, á la corta im- 
portancia de la suma que comprenden las 
condenaciones, sino al carácter de correc- 
ción ó pena que llevan consigo,^ que man- 
cillan por lo mismo la buena opinión y 
fama del funcionario público. 

. 31. Es inapelable la* sentencia en las 
diligencias criminales, en los casos en que 
no deba recaer pena mayor que la de trein- 
ta dias de arresto, y que por lo mismo Se 
tratan en juicio verbal, poniéndolo en co- 
nocimiento de la Audiencia, pues respec- 
tó de ellas no caben mas recursos que los 
de nulidad del fallo ó responsabilidad del 
juez {Art. 22, de la Real cédula de 30 de E- 
nero de 1855). 

32. Por el mismo principio y conside- 
raciones, deben ser inapelables los fallos 
que se 'dicten contra esclavos por delitos 
menos graves" 6 faltas* cotóo son los hur- 
tos de comestibles, que puedan castigarse 
con doble corrección de la que los regla- 
mentos ó bandos vigentes permiten á los 
amos aplicar á sus siervos. La ley no lo di- 
ce expresamente, pero reduciendo á la cla- 
se de verbales semejantes procedimientos, 
esxonsiguiente que á ellos se haga ex ten - 
si\a igual regla sobre las alzadas {Art. 23 
de la Real cédula de 1855). 

' 33. Conociendo las Audiencias en pri- 
mera instancia de Jos delitos que ep. el de- 
sempeño de sus funciones cometen los jue- 
ces de partido, son apelables sus decisio- 
nes definitivas para ante el supremo Tri- 
bunal de justicia {Art. 24 de la Real cédula * 
de 1855). Lo propio sucederá cuando conoz- 
ca en los mismos casos de los procedimien- 
tos que se formen contra los asesores de los 
tribunales.de comercio, gobernadores y 
jueces eclesiásticos/ siempre que queden 
sujetosá la jurisdicción ordinaria {art 51, . 

§ 9 de la Real cédula citada). 

84. Es apela&le después de la sentencia 
.de revista, aquella en que la Audiencia de 
pleno lia impuesto^ multa ó condenación 
de costas á un juez inferior; pero no cabe 
la alzada si la importancia de aquella muí- ^ 
ta o costas no excede de quinientos pesos.*" 
Tampoco procede el recurso en el caso de 
un himple apercibimiento, encargo 6 ad- 
Vertenciaaljuez inferior {art, 66 déla Real 
cédula de 1855). 

35. En las causas Criminales de que las 
Audiencias pueden conocer en primera 
instancia, esto.es las que ocurran contra 
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jueces de partido de su territorio con re- 
lación al egercicio del ministerio judicial, 
hay lugar á la apelación siempre que se 
imponga pena mayor de quinientos pesos 
de multa/ 6 seis meses de suspensión de 
empleo ó sueldo, y no cuando las penas 
no llegaren á esa importancia (< arts 75 y 
7 Ocíela Real cédula de 30 efe Enero efe 1855.). 

36. Cuando los abogados escribanos ó 
procuradores son reprendidos, multados 
ó suspensos de oficio por los jueces infe- 
riores en la manera que determina la Real 
cédula de 30 de Enero, de 1855, si des- 
pués de reclamada la providencia ante el 
mismo juez inferior, confirmase este la 
resolución, tienen expedita la alzada para 
ante las Audiencias ( aris '242 y 244 de la 
Real .cédula de 30 de Enero de 1855). Y se 
advierte que en el caso deque la. suspen- 
sión impuesta - al abogado, que debe li- 
mitarse á seis meses, quiera éxtenderse 
á*un territorio mayor de aquel ¿ que al- 
canza la jurisdicción del tribunal que im- 
pone la pena, aun cuando no medie ape- 
lación, hade consultarse con la Audiencia 
el auto en que se disponga aquella pena 
( arl 244 y 245 de la Real cédula de 30 de 
Enero de 1855). 

SECCION 2. * 

AUTOS INTERLOCUTORES. 

' t 

Asuntos civiles . 

37. Ocupémonos ahora de las apelacio- 
nes de los autos interlocutorios, así en la 
materia civil como en la criminal, tratan- 
do primero de lo civil como hemos hecho 
respecto de las 'definitivas.* 

38. Por regla generaVson inapelables 
los autos interlocutorios, y así lo estable- 
ce la ley de Partida ( L . 13, tít 23, Part . 3) 
sacando la doctrina del derecho' romano. 
La ley dá para ello eldoble motivo de qufe 
no se dilaten los pleitos con la interposi- 
ción de semejantes recursos, y de que el a- 
graviado al mejorar la apelación de la sen- 
tencia definitiva puede á la vez ocuparse 
de las interlocutorias. Por esta doctrina 
parece que se habilita al litigante para a- 
quejar.ante él superior á la vez de los a- 
gravios de la sentencia definitiva, las fal- 
tas que se hayan cometido en las interlo-. 
cutorjas, sin que por lo mismo puedan de- 


cirse ejecutoriadas pdr el asentimiento de 
la parte, y ciertamente que no falta funda- 
mento para ello. Con efecto, aquellas provi- 
dencias versan de ordinario sobje la sus- 
tanciacion que la misma ley señala para el 
mejor órden de los juicios, y no puede te- 
nerse por legal la infracción de aquellos 
trámites, sobre cuyo cumplimiento debe 
vijilarel juez más todavía que las propias 
partes. 

39. Pero ademas de esas providencias 
dirigidas á llevar la marcha ae los proce- 
dimientos, hay otras que sin dejar de ser 
interlocutorias, bien prejuzgan la cuestión* 
principal, ó ya ocasionan up daño irrepa- 
rable al litigante, y á estás atendió la ley 
para conceder como excepción^ la 'alzada 
pegada á las otras. Las Recopiladas* (X. 
23 tít. 20, lib. 11 de la Nov. Rec.) especifi- 
caron algunos casos en que cabe apelación 
respecto de los autos interlocutorios y 
también la de Partida se propuso el mis- 
mo objeto. (L. 13, tít . 23, Part. Sy 

40. Los autores prácticos, de acuerdo 
con aquellas disposiciones y con las doc- 
I 'trinas generales del derecho en la materia, 

* convienen en qiie cabe la apelación res- 
pecto de las providencias interlocutorias 
siguientes: 

1. a . De las excepciones declinatorias ó 
dilatorias que requierefi una declaración 
prévia, como falta de representación^ per- 
sonalidad en el pleito .. 

2. ° De las excepciones perentorias, bien 
que por lo «órnente no se resuelvan con 
las otras que las acompañan hasta el fallo 
definitivo. 

3. ° De las recusaciones. 

4. ° De las restituciones sobre el termi- 
no probatorio. 

5. ° De las de nulidad de los procedi- 
mientos. 

* 6.° De las que resuelven sobre artícu- 
los. testigos ó pruebas. . 

7. ° De las de limitación del término 
probatorio u otras semejantes. 

8. ° De las que disponen que se dé ó ha- 
ga alguna cosa. 

Y 9.° de las provenientes del juramen : 
to supletorio diferido por el juez. 

41. Así pues vienen ¿resultar inapela- 
bles solamente aquellas providencias que 
son de mera sustanciacion. A ellas agre- 
gan los autores las de los artículos prévios 
impertinentes 4 ilegales; poro slel juez in- 
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ferior es el que hace semejante califica- 
ción, claro es que se deja abierto el camir 
no para que con semejante pretexto dejen 
de otorgárse alzadas muy procedentes. Por 
eso en la práctica se otorgan por conside- 
ración al respeto del superior que se invo- 
ca, y dándoseles cabida en un soló efecto, 
se remedia el inconveniente de que sirvan 
á los litigantes maliciosos para prolongar 
indefinidamente los litigios. . 

42. ¿Tendrán lugar las apelaciones de 
autos interlocutorios en aquellos asuntos 
que la ley lia colocado entre los de menor 
cuantía? • 

43. Respecto de aquellos en que niega 
la apelación contra la resolución definiti- 
va, ya sean civiles, ya criminales, claro 
es que no puede concederla en cuanto á 
las otras providencias que rio son definid 
vas, por aquel principio que dice que en 
lo mas se comprende lo menos. 

44. Por lo que hace á aquellos asuntos 
civilesque la ley considera de menor cuan- 
tía, y en que sin embargo concede alzada 
respecto cíe la resolución definitiva, tam- 
bién es de asegurarse que no procede ape- 
lación respecto de las sentencias interlocu- 
torias. Los trámites que se fijan en esos 
juicíos escritos de menor cuantía, son muy 
sencillos y dirigido* áábréviar la sustan * 
ciacion en cuanto sea posible. El Regla- 

• men.to de la materia (art. 4.° del reglamen- 
to) dispone que auri cuando el demandado 
forme artículo de no contestar ó de prévio 
pronunciamiento, no dejepor eso de contes- 
tar subsidiariamente sobré lo principal. 
Esto indica el propósito de evitar toda ar- 
ticulación precedente á la misma senten- 
cia, que debe resolverlas todas de una vez, 
y fijando ademas el Reglamento para la 
prueba y próroga cuando hay que'exami 
nar testigos ausentes, reglas tan precisas 
y circunstanciadas, es claro que cuando 
mas, en los .pleitos referidos cabe apela- 
ción de las providencias interlocutorias, 
interponiéndose á la vez con la referente 
á la definitiva. 

45. Conforme álas disposiciones del de- 
recho, es también apelable el auto en que 
se niega por «1 inferior la admisión del 
recurso ae nulidad que se interpone con- 
tra la resolución egecutoriada del mismo. 

46. El derecho mercantil reconoce el 
principio general del derecho común que 
niega la alzada generalmente en los autos 


interlocutorios. En consecuencia la ley de 
enjuiciamiento (arts. 389, 390 y 392) de- 
termina las excepciones en la.materia.‘Corf 
arreglo á esas excepciones cabe apelación 
en aquellas providencias interlocutorias 
que desestiman ó admiten la recusación; 
que deciden sobre excepciones de incom- 
petencia jurisdiccional ú otra excepción 
dilatoria; que admiten ó niegan la prueba 
ó el término extraordinario^para produ- 
cirla; que dan por contestada la demanda; 
que niegan la comunicación de los autos; 
que ordenan la venta y adjudicación de los 
bienes egecutados, y que previenen el pa- 
go al egeoutante. * 

47. Son también apelables en las quie- 
bras, conforme á la misma ley de enjuicia- 
miento (arts. 393, 394 y 395 ley de enj.) las 
decisiones que recaigan en el artículo de 
reposición ae la -declaratoria de quiebra; 
en las pretensiones del quebrado sobre sol- 
tura, ampliación y arresto ó salvoconduc- 
to, en las reclamaciones contra los poní-' 
bramientos de los síndicos, ó sobre la a- . 
probación del convenio entre el quebrado 
y los acreedores, en las demandas ' de los 
síndicos sobre devolución á la masa de las 
cantidades mal satisfechas, ó sobre nuli- 
dad de contratos y donaciones fraudulen- 
tas; en la calificación de la quiebra; en las 
demandas contra los síndicos por perjui- 
cios á la masa provenientes de fraude, 
malversación ó negligencia culpable, ó 
nulidad sobre revocación de contratos he- 
chos por el -quebrado en fraude de los a- 
acreeaores, ó reclamación contra los a- 
cuerdos de la junta de acreedores en el re- 
conocimiento ó graduación de Créditos, ó 
sobre agravios de las cuentas del deposí- 
taríoó síndicos, ó en fin, .sobre repeticio- 
nes contra aquellos síndicos por haber 
comprado éfectos de la quiebra. 

48. En el derecho canónico, atendido 
el tenor de la Real órden de 19 de Abril 
de 1806, obran respecto de la adpiision ó 
denegación delasalzadas, los mismos prin- 
cipios reconocidos en el derecho común. - 

Asuntos criminales. 

49. Ocupémonos ahora de los autos in- 
terlocutorios en la materia criminal. 

50. Desde luego debe darse por senta- 
do, que de los procesos militares en que 
no cabe apelación respecto de las senten- 
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cias definitivas, versa mayoría de razón 
para que tampoco sea procedente en las 
interlocutorias que ocurran en los mis- 
mos, teniéndose presente toda especie de 
reclamaciones, al decidirse de una vez el 
juicio. 

61. En cuanto á las demas interlocuto- 
rias con fuerza de definitivas antes que se 
haga público el proceso y tienen en él au- 
diencia las partes, obran los mismos princi- 
pios que en lap materia civil respecto de a- 
quellas providencias interlocutorias que 
proporcionan daño irreparable por la mis- 
maaefinitiva. En las causas criminales son 
de mayor importancia y trascendencia los 
actos «que *en la materia civil, y por con- 
secuencia parece que no debe negarse al 
encausado un- recurso que siempre viene 
á recaer sobre puntos del mayor ínteres, 
mayormente cuando otorgándose semejan- 

-tes alzadas ep solo un efeísto, se conciba 
así el interes de la defensa con el del acu- ¡ 
sador ó el de la vindicta pública sobre la 
expedición de semejantes procedimientos. 

62. Creen por lo mismo escritores muy 
entendidos, que es apelablé el auto de pri- 
sión bajo aquel concepto devolutivo, y 
que lo son todos los demas que pueden 
presentarse en los juicios criminales. 

53. El auto acordado de 21 de Agosto 
de 1838 en su art. 21 implícitamente nie- 
ga al red la facultad de ^>edir su soltura, 
cuando anuncia qué podrá hacerlo entran-* 
do ya en el plenario, y el art. 26 manifies- 
ta que es apelable la providencia que con- 
cede ó niega la soltura ó el sobreseimien- 
to después de elevado el proceso á plena- 
rio por medio de la confesión, pero lle- 
vándose á efecto la soltura cuando se hu- 
biese concedido, en el auto apelado bajo 
la responsabilidad del que la dicté. Mas 
el Auto acordado posterior de 8 de Junio 
’ de 1856 declara apelables en un solo efec- 
to las providencias en que sé deniegue la 
soltura de un preso, aun cuando sobre e- 
11o se interponga la alzada durante el su- 
mario. 

' 54:. En cuanto al auto que recaiga so- 
bre declinatoria de jurisdicción declarán- 
dose al juez competente; creo que procede 
ápelaoicta, y aun en ambos efectos, asi co- 
mo también respecto de la que versa so- 
bre recusación del juez. Ademas de la im- 
. portancia de las* causas de semejante es- 
pecie, en ellas el juez que ejerce multitud 


de actos que influyen mas poderosamente 
sobre el resultado del asunto que en las 
causas civiles, mas que en ellas todavía 
debe ser competente é imparcial, y consi - 
! guíente es que al reo se conceda amplitud 
i en la defensa sobre semejantes particula- 
res. Con tanto mas motivo debe hacerse 
I así, cuando aquel no puede impedir du- 
I ranté la^ sumaria que el juez que de ella 
¡ conoce practique todas las diligencias pri- 
marias' que considere oportunas, y 'cuan- 
do tampoco puede recusarle durante el • 
propio sumario, conforme al auto acorda- 
do que rije en la mateiia, y de que se ha- 
rá mención en el artículo* recusaciones. 

55. La providencia de sobreseimiento 

es apelable por parte del acusador, de- 
biendo admitirse siempre que se interpon - 
ga el recurso, sin embargo de la soltura 
del procesado, que se llevará á efecto (art. 
22 del Auto acordado de 21 de Agosto de 
1838). ’ 

56. Respecto de los demas autos inter- 
locutorios que tienep. lugar en los proce- 
dimientos criminales después de elevados 
á plenarios, casi parece excusado decir 
que median las mismas reglas que en los 

juicios civiles. 

. * 

SECCION III. 

PROVIDENCIAS APELABLES É JN APELA- ' 

BLES, SEGUN LA'LEY DE ENJUICIAMIEN- 
TO CIVIL. 

57. Con arreglo á ía ley novísima de 
de enjuiciamiento civil no son apelables 
las providencias de corrección discipli- 
naria que dictan las Audiencias contra 
los abogados, relatores, procuradores y 
y dependientes del .tribunal, pues solo son 
suplicables de una Sala para la que siga 
en orden de la misma ó la primera si es la 
última {art. 47). Y son apelables para la 
Audiencia las que de la propia manera 
dictan los inferiores {Id.). 

58. Son apelables las p/oviden cias inter- 
locutorias después de negado por los jueces 
inferiores el recurso de súplica que jpuede 
interponerse respectó délas mismas, y las 
sentencias definitivas ó interlocutorias que 
decidan un artículo {arts. 65 y 67). 

59. Son inapelables v las sentencias defi- 
nitivas de las Audiencias no procediendo 
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contra ellas otro recurso qué el de casa 
cion (art. 76). 

60. Es inapelable el auto en que el mi- j 

nistro ó j uez se da por recusado, separán- 
dose del conocimiento del asunto (art T29) 
ni contra la providencia cabe recurso, al- ¡ 
guno. ' i 

61. También es inapelable la providen- 1 
cia en que después de las pruebas sobre el ! 
mismo particular de recusación se : dieta 
sentencia accediendo á el la (art. 129). O si 
recae.sobre recusación de Presidente, Re- 
gente ó Ministros de un. tribunal (art. 131). 

62. Son apelables para ante los j yzga 
dos de pñmera instancia las providencias 
que dicten los 'jueces de «paz* en cumpli- 
miento de lo convenido ante ellos, y son 
inapelables en ese caso las 'de los últimos. 
(art. 220 ). • * 

63. Es apelable la -providencia en que 
se niega abrir á prueba los juicios, é ina- 
pelable la que lo otorga (art. 258). 

*64. Siendo .igualmente apelables las 
providencias en que se niegue alguna di- ! 
ligencia'de prueba, son inapelables aque- 
llas que las admiten (art. 275). 

^ 65. Es asimismo apelable la providen- 
cia que se dictare declarando á alguno con- 
feso erf juicio ó denegando .esta declara- 
ción (a rt. 299). 

66. Es inapelable en los concursos de 
acreedores la providencia en que se man- 
de llevar á.efecto el convenio celebrado, 
respecto de los que hayan sido citados per- 
sonalmente para lá junta y ñola hayan 
impugnado en los términos que dispone 
la ley (art. 515). 

67. Es inapelable por tener -solamente 
el carácter de interina, la providencia que 
,eu la .sección cuarta de los concursos se 
dictare concediendo 6 negando alimentos 
al concursado (art. 632). 

68. En el interdicto de adquirir cuando 
hay condena de frutos 6 de daños y per- 
juicios, cuyo importe se fija en juicio ver- 
bal, contra la declaratoria que en el parti- 
cular se dicte no liay recurso ninguno, 
reservándose á las partes sus acciones para 
deducirlas en juicio ordinario (art. 707). 
Lo propio sucede en igual caso respecto 
del interdicto de recobrar- (art. 732) En 
Jos de obra vieja son inapelables las provi- 
dencias que el juez dicta otorgando 6 dene- 
gando medidas urgentes de precaución 
(art. 753 ). 

52 


69. En los juicios seguidos ante árbitros 
juris, los cuales se sustancian con arreglo 
á derecho, oyéndose para la Audiencia las 
apelaciones que se interpongan, son ina- 
pelables, los fallos cuando el compromiso 
se celebra para decidir un pleito que se 
halla en segunda instancia, pijes en cuan- 
to á esas resoluciones solamente tiene ca- 
bida el recurso de casación (arts. 81 7 y 818). 
Asimi^mo^es inapelable -la sentencia que 
en primera 6 segunda instancia dicten los 
amigables componedores de común acuer- 
do, 6-por mayoría méiliando terepro. 

► 70. En los procedimientos de ejecución 
de sentencias, en que hay condenación de 
cantidad ilíquida por razón do* perjuicios, 
presentando el * acreedor liquidación, y # 
prestando áella su conformidad el deudor 
ó no haciendo oposición dentro del plazo 
legal, es inapelable la providencia que en 
tal caso se dicte aprobando la liquidación 
l(art. 917). • ' 

! 71. Es inapelable la providencia que 

pronuncie el Tribunal supremo de Justi- 
cia respecto de la ejecución de sentencias' 
dictadas por tribunales*}" jueces extranje- 
ros, ni contra ellas cabe ulterior recurso 
(art. 918). ' 

72. La providencia en que las Audien- 
cias niegan la admisión de los recursos de 
casación, son apelables para ante el Tribu- 
nal supremo de Justicia (ar/.*1072). Y no 
se dispone lo' mismo respecto de los que 
las conceden, como en la Cédula de 30 de 
Enero de 1855, sin duda porque la misma 
ley determina lo correspondiente para que' 
el apelado pueda solicitar en el Tribunal 
supremo que se declare sin lugar la admi- 
sión de aquel recurso, en la manera que 
se explicará cuando se trate de su sustan - 

! dación. Advierte sin embargo que contra 
las sentencias definitivas que el mismo 
Tribunal supremo dicte sobre lefe recursos 
de casación, no se concede otro alguna 
(art. 1065). 

73. Son también inapelables las provi- 
dencias interlocutorias dictadas en las Au- 
diencias, siendo sí suplicables &nte la mis- 
ma Sala>pie las hubiere* dictado, dentro 
de tercero dia (art. 1066). Y lo son tara 
bien las sentencias que el Tribunal supre 
mo dicte sobre las apelaciones provenien- 
tes de la negativa de la casación, pues con- 
tra ellas no se da recurso alguno .(art. 
1086). 

1856 
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74. Tampoco hay apelación ni ulterior lo que ha pretendido ( L . 9, tít. 23, Part. 3.). 
recurso respecto de las sentencias- que el La misma ley pone dos ejemplos de ello, 
Tribunal supremo pronuncia en los de siendo el primero el del fallo que Tesuelve 
fuerza que he interponen centra la Nun-. la devolución de una finca sin resolver 
ciatura y Tribunales superiores eelesiás* sobre los frutos, ó el que aeja de conde- 
ticosidéla corte, así como también las nar ^n las costas al vencido. 

Audiencias en los que se interponen con- 80. Esas leyes que se refieren al ven- 
tra los demas jueces y tribunales eelesiás- cedor no dicen de una manera explícita 
ticos (i art . 1105). * si el vencido puede alzarse de una parte 

75. En los juicios de menor ¿uantía es accesoria de la sentencia; consintiendo sin 

inapelable el fallo que el juez pronuncia embargo lo principal de ella. Aunque al- 
determinando la clase de juicio que ha de gunos autores sostengan lo contrario, la 
seguirse, -cuando las- partes no están'con- igualdad que debe reinar entre los litigan- 
formes acerca del valor déla cosa -litigio- T;es, yMa identidad de razones que 'obran 
sa, y para el efecto han sido oidas en se* parrf que el vencedor se alce de la sola 
sion verbar(ar¿. 1135); * parte que cree perjudicarle en la senten- 

. 76.v Es asimismo inapelable en los jui- cia, median sin duda para que al vencido 

cios verbales el fallo en que el juez de paz &e conceda igual franquicia. . Con tanto 
resuelve sobre su naturaleza habiendo du mas motivo debe Suceder así, cuando si 
da sobre ello, y oyendo á las partes en u- bien se mira, las condenaciones de costas, 
na comparecencia; pues el juez de prime- y frutos' no vienen á ser extrictamente 
ra instancia del partido, podrá al conocer , “una parte accesoria dé la condenación, si- 
de la apelación de la sentencia definitiva, no una condenación nue^a, bien que des- 
declarar la nulidad del juicio, si resultare cansando en antecedentes ligados* con el 
der su interes mayor de seiscientos reales propio litigio. 

vellón ( arl . 1163). * ’ 81. Supuesto que así sean apelables a- 

77. Al litigante qu.e haya sido citado- quellas partes de la sentencia, tanto por el % 
emplazado y juzgado en rebeldía no pue- vencedor como por el- vencido, aun se pre- 
de oirse ni admitirse ningún género de sentan dos dificultades. Es la primera, la 
recurso contra la ejecutoriaque haya pues de si también cabrá la álzada cuando la 
to término al pleito, sino en los casos en importancia de la condenación ó su falta, 
que se abre de nuevo el juicio (véase RE- no llegue á la importancia que la ley de- 
beldia). Y contra las providencias que termina para aquellos asuntos que no son 
dictaren las Audiencias, mandando oir al apelables. Y es la segundó; la de si, exce- 
litigante rebelde ó denegándolo, no se dá diendo el perjuicio de aquella importan- 
mas recurso qué el de casación {art. 1200) cia, y no alcanzando sin embargo á la que 

78. Tampooo hay apelación -tratándose la ley fija, para dará la secunda instancia 
de la consignación de alimentos provisio- toda latitud en la defensa, deberá efeta con- 
nales, pues todas las reclamaciones que cederse, ó sujetarse en los trámites á los 
sobre el particular se hagan, deben reser- que se reconocen para los juicios de m'e- 
varsé para- el juicio. ordinaria subsecuen- ñor cuantía que se tratan por escrito. 

te (art. 121,8). Por identidad de principios • * 82. Consentida la sentencia respecto de 
lo mismo deberá hacerse tratándose del lo principal, lo accesorio sin duda queda 
nombramiento de tutor que haga el juez siehdo efe todo punto particular apar- 
{art. 1230) v también de curadores {art. te, bien que para su resolución deban te- 
1260).* . / nerse presentes los antecedentes del liti- 

i gio. En semejantes circunstancias obran 
CAPITULO II. ^ : de lleno 'respecto de acuellas cuestiones 

• i incidentales, los principios que el legisla- 
De los que pueden apelar y modo I dor ha tenido presentes para negar en u- 
de Hacerlo. nos casos las alzadas, y para proceder en 

• otros respecto de las mismas apelaciones, 

79. El que pierde el pleito puede apelar de una manera mas breve" y económica. 
{L. 2 /tít. 23, Part. 3.? ) y también el que Es consiguiente por lo mismo que en la 
lo gana, si la sentencia no le otorga todo materia tengan aplicación las propias re- 
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glas, y que por lo tanto gje observen cum- ¡ 
plidamente respecto de aquellas cuestio- j 
nes incidentales, bien así cOnm en las que 
se tratan por cuadernos separados á con- 
secuencia de los mismos juicios princi- 
pales. No es sin embargo tan inconcusa 
esta doctrina que haya sido admitida y 
aplicada hasta formar jurisprudencia, ^ues 
si bien suelen sustanciarse .por los trami- 
tes del juicio de menor cuantía las apela- 
ciones de autos que deciden sobre cosas ú 
obligaciones que no pasan de mil pesos; 
también es cierto que muchas veces se. 
oyen, sustancian y deciden apelaciones en 
asuntos incidentales cúya importancia no 
llega á 200 pesos, en los cuales según el 
espíritu de la ley no cabe apelación; sobre 
lo cual debieran los Escribanos de.cáma 
ra y los Relatores llamar la atención de 
laá Salas. 

83. Pueden apelar de las sentencias los 
propios interesados, sus representantes le- 
gales, ó los que. aquellos hayan elegido. 

84. Las apelaciones que se interponen 
en los asuntos de mayor cuantía por regla 
general son por escrito firmado, autoriza- 
das por letrado cuya circunstancia tam- 
bién. se requiere en la dirección de todos 
los demas recursos. En los asuntos de 
menor cuántía que se tratan pofr escrito, 
la alzada se puede interponer de ese mo- 
do, ó simplemente in voce por medio de 
diligencia formal, conforme al art. 23 del 
Reglamento de la materia. 

85. La ley de Partida, dispone que la 
apelación de sentencia definitiva’ no solo 

ueda imterponerse por escrito sino tam- 
ien in voce. Esa apelación verbal provie- 
ne del derecho romano que la admitia. Al 
interponerse la alzada deben evitarse ex- 
presiones que ofendan al juez que ocasio- 
na el agravio. 

86. La opinión y la práctica cte no dar 
entrada á aquellas apelaciones verbales, va 
de acuerdo con las doctrinas legales mo- 
dernas de Europa* sobre procedimientos; 
y de acuerdo con las mismas, tambiep la 

. práctica ha admitido que aquellas senten- 
cias se notifiquen personalmente á los in- 
teresados siempre que fuese posible. 

87. Respecto de lo£ autos interlocutorios, 
cuestionan 'los escritores de derecho, so- 
bre si procede ó no la alzada verbal. Esos 
autos interlocutorios con fuerza definiti- 
va, vienen á ser unas verdaderas senten- 


¡ cias, cuya reforma se- pide al mismo juez 
j inferior ántes^de interponerse la apela- 
ción, y es consiguiente por lo mismo que 
respecto .de ellos no tenga cabida la ape- 
lación in voce. 

88. Oportuno*es detenernos aquí á exa- 
minar si pidiéndose al inferior 'la reforma 
de semejante^ providencias interlocuto- 
res, se debe desde luego interponer tam- 
bién alza da de* ellas, ó si qheda por el 
mismo hecho en suspenso “el plazo de *los 
cinco dias que’la ley concede al' efecto. 

^ 89. Parece á primera vista que inter- 
puesto recurso pidiendo la reforma* de la 
provideifcia por contrario imperio, sin a- 
pelarse en subsidio, deba comienzar desde 
entóneos á contarse el término de la alzada,* 
porque su falta equivale á dejar expedito* 
al juez inferior para que de una manera 
ejecutoria, resuelva lo qi fe estime opor- 
tuno; y porque la misma naturaleza de 
los artículos sobre que recaen aquello» 
recursos exigen la economía de trámites, 
y la mayor brevedad en su resolución. 
Sin* embargo son á mi entender de mayor 
eficacia los fundamentos en que descansa 
la contraria doctrina. • 

90. Interpuesto el recurso para la repo- 
sición por contrario imperio, el mismo he- 
cho deja en suspenso la providencia in- 
terpelada, y no-es % razón que á la vez va- 
ya corriendo el otro plazo^ cuando es re- 
gla general que en derecho nunca cursan 
dós términos á la vez. La negativa del 
recurso es la que propiamente agravia 
ep^ónces al litigante, y desde la notifica- 
ción de esa negativa es justo que comien- 
cen á contarse los cinco dias de la alzada. 
Los recursos después de todo deben in* 
terponerse cuando son necesarios y no pa- 
ra el caso de que puedan serlo ó no. Lo 
que. seria sí muy conveniente es que la 
ley restringiera los plazos para pedir* la 
reposición de eso4 autos interlocutorios y 
entablar apelación de ellos, pues de ese 
modo se conciliabañ las doctrinas del de- 
recho con la brevedad recomendable en 
la ejecución de semejantes providencias. 

91. Conforme á la Ley novísima de en- 
juiciamiento civil publicada enJa Penín-' 
sula, no parece dudoso que toda apelación 
deba interponerse por escrito autorizado 
por letrado , así como todos los demas 
que^se ofrezcan en los juicios con las ex- 
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cepciones que determina. El art. 19, dice con igual formalidad de la citación y em- 
á la letra: • plazamiento, cuando alguna de las parteí 

92. “Los litigantes serán dirigidos por interponga* apelación dentro del plazo le- 
letrados, hábiles para funcionar en el ter- gal, causando ejecutoria en la sentencia 
ritorio *del Juzgado "Vi Tribunal que co- ! el defecto de la interposición de la alza- 
nozca de I 03 autos. Sin Su firma, no, po- da; y sin perjuicio de que la Audiencia 
drá proveerse sobre ninguna solicitud que 1 provea con arreglo á derecho lo que cor- 
sé aduzca. *• - ^ respbnda^ si creyese que el delito no es 

Exceptúanse solamente: * leve; á cuyo fin debe dársele cuenta con 

l.° Los actos íle jurisdicción volunta testimonio en relación sucinta de la cau- 
r ria.* . * sa y literal de la sentencia. Bastará en se- 


2.° Los actos de conciliación. • .. 

' 3.° * Los juicios verbales. ' 

4.° -Los pleitos de menor cuantía. 

Tatito en este último caso corno en el 
primero, será potestativo valerse ó no de 
Letrados. * . . 

* 5.° Los-escritos que tengan por objeto 
acusar rebeldía, pedir término, publica- 
ción de probanzas y señalamiento para 
las vistas, los cuales serán firmados solo 
por procuradores.” 

93. En cuanto á las notificaciones de 
lassentencias civiles la misma Ley resuel- 
ve que se hagan al procurador constitui- 
do, así como los emplazamientos, citacio- 
nes y notificaciones de toda clase, sin que 
le sea permitido pedir que se- entiendan 
directamente con la parte. {Art. 16). 

94. Por lo que hace al particular de la 

interposición de la apelación después de 
la súplica ert el inferior, 'terminantemente 
rcsiíelve que el segundo de los plazos ó 
sea el de la apelación, comience á contar- 
se después de la negativa del primero. El 
pjazo para la apelación es de tres (lias. 
(Articulo 65). • * * 

*9o. En cuanto ¿ las alzadas en materia 
criminal, hay casos en que es indiferente 
que la sentencia se apele por escrito o in 
roce 6 que no se interponga semejante re- 
curso. Con efecto; conforme al art. 59 del 
Auto acordado de 21 de Agosto de 1838, 
• la sentencia debe notificarse personalmen- 
te á los interesados, aun cuando - tengan 
constituido procurador, y establézcase o 
no la apelación, se elevan los autos origi- 
nales á la Audiencia con citación y em- 
plazamiento de partes, siempre que la cau- 
sa versare sobre delito á que por la ley 
se señale pena corporal. 

96. En cuanto á las causas sobre deli- 
tos livianos á que por la ley no se impo- 
ne . aquella pena corporal, el mismo ar- 
tículo dice que- se remitan ála Audiencia 


méjante caso que la apelacion.se vórifique 
in vo % ce, así por estar prevenido de ese mo- 
do en lo civil respecto de las causas aná- 
| logas de menor cuantía, cómo porque la 
; materia criminal de suyo requiere mayor 
amplitud para la defensa de los reos, y 
ménos ' concurrencia de formalidades al 
1 propio objeto. 

97. Los representantes legales de las 
partes son los tutores y curadores respec- 
to de sus pupilos, los padres respecto de 
los hijos que no pueden gestionar por sí, 
i lo$ maridos respecto de sus esposas, los 
síndicos de los concursos ó quiebras, los . 
defensores de herencias* vacan tes" ó ausen- 
I tes, los amos respecto dé sus siervos, . los 
| síndicos de los municipios en defecto de 
los amos, los mismos síndicos en repre- 
| sentacion de los negros africanos emanci- 
■ pados, los patronos por los colonos y los 
| fiscales en sus variadas representaciones. 

,98; Todos ellos pueden apelar de las 
j sentencias # que peijudiquen á sus repre- 
j sentados,* v el hijo áun cuando el padré 
i la haya consentido, puede entablar el re- 
curso respecto de los bienes castrenses y 
; cuasi castrenses,, y aun también de los del 
! peculio profecticio y adventicio cuyo usu- 
| fructo tiene el padre {L. 2, tít. 23, l Part. 3.) 

¡ siendo común opinión en el último caso, 

| que la alzada deba interponerla á nombre 
1 del administrador su padre. 

, 99. Los síndicos en las quiebras mer- 

¡ cantiles por la administración de los bie- 
\ nes <jue les concede, la ley, y aun la repre- 
j sentacion de los quebrados á virtud de la 
misma administración para deducir las 
acciones que á ellos pudieran correspon- 
derles, pueden apelar de todas aquellas 
que recaigau en el particular ydes parez- 
j can injustas; pero se duda si no haciéndo- 
lo podrá practicarlo el quebrado. Algunos 
autores sostienen que puede hacerlo, des- 
cansando en*que si la ley priva al quebrado 
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de la administración de los bienes, ni le 
quita.su propiedad ni tampoco la perso- 
nalidad en juicio; pudiendo hacer valer 
sus derechos en los tribunales como pa- 
dres, maridos y tutores, y aun sustancián- 
dose oon ellos en la misma quiebra* el ex- 
pedienté de calificación de ella, y dándo- 
seles aécion en las mismas para oponer 
reparos á las cuentas de los síndicos, y aun 
Repetir contra los actos de estos qué en- 
vuélvan fraude, malversación ó negligen- 
cia <¿ulpable, así como también cuando^ad- 
quieren bienes de la misma quiebra con- 
tra la prohibición legal que en el caso me- 
dia. Me parece muy acertada esta doctri- 
na para conceder al quebrado el derecho 
de apelar en las circunstancias de no ha- 
cerlo el síndico, ‘perjudicando así los. bie- 
nes; pero creo también que semejante facul- 
tad- debe concedérseles cuando el activo de 
la quiebra escede del pasivo, pero no cuan- 
do sucede lo contrario, porque no arries- 
gando el deudor acaso nada en la prose- 
cución de. temerarios recursos, no debe 
permitírsele que haga mas triste la posi- 
ción de los acreedores, quienes serian tam- 
bién los que vendrían á resultar perjudi- 
cados por su falta de interposición de par- 
te del síndico. 

• 100. Si los representantes legales pue- 

den alzarse ó no de las sentencias que 
crean perjudiciales á sus representados, los 
personaros ó procuradores están en nece- 
sidad *de hacerlo siempre que medie se- 
mejante perjuicio, y no recibiendo ins- 
trucción del poderdante en contrario. Si 
el poder se ha conferido para determina- 
do pleito, cumple el procurador con inter- 
poner el recurso sin podérsele obligar á 
su seguimiento en el tribunal superior; 
pero estará en esa obligación siendo el po- 
der general ó conteniendo cláusula que le 
constituya á la prosecución de la alzada. 
( LL . 23, tit. 5^y 8, tít. 2 3, Part 3) Consti- 
tuidos por ahora sin embargo en nuestro, 
tribunal superior procuradores distintos 
del inferior, es evidente que la obligación 
de la ley ha de entenderse solamente con 
los apoderados principales, -en cuanto á 
proporcionarlo oportuno para la prosecu- 
ción de la alzada. 

101. El procurador y el personero son 
responsables para con el poderdante, del 
perjuicio que le provenga por no deducir 


ó no proseguir las apelaciones en cumpli- 
miento de su deber. . 

102. En cuanto al derecho de apelar en 
materia criminal, por el código de las Par- 
tidas no solo compete al reo, sino á cual- 
quiera otra persona á quien peijudique la 
sentencia; y tambiemálos parientes del sen- 
tenciado en materia' de sangre. aun con- 
tra la voluntad del condenado, y aun á los 
extraños que se movieren á ¿lo por pie- ‘ 
dad consintiéndolo el reo (L. 0, tít 23, 
Part. 3). Todas estas disposiciones son en 
algo excusadas mediante la consulta que. 
de semejantes sentencias, forzosamente ha 
de hacerse al tribunal superior, como ya 
se ha dicho. 

103. Se ha indicado antes de ahóla que 
ademas de los interesados que han Ínter* 
venido en el juicio, hay terceras personas 
que pueden apelar de las sentencias que 
en ellos se dicten por irrogárseles con ellas 
algún gravámen, y me ocuparé de deter- 
minarlas seguidamente (LLiAyÍ&, tít.2S 
Part. 3, y 1, tít. 20, lib . 11, Nov. Rec?) 

104. Desde luego se concibe que los he- 
rederos que con la herencia llevan la 
representación del difunto, pueden apelar 
dentro del plazo legal de la sentencia dic- 
tada contra el último, aun cuando contra * 
ellos no. se haya seguido el procedimiento. 

105. Si un acreedor ha demandado á 
uno de los coherederos por el pago de u- 
na responsabilidad hereditariá, y el here- 
dero es vencido, su coheredero no está fa- 
cultado para apelar de la sentencia, por- 
que cada uno de esos herederos debe ser 
demandado por la parte que á prorata le 
corresponde en la herencia, y lo que rés- 
pecto del uno se resuelve no puede esti- 
marse con la fuerza de cosa juzgada, res- 
pecto del.otró que no ha litigado. Lo mis- 
mo sucede con los deudores del difunto á 
quienes no puede reclamarse mas de lo 
que á proporción les toque en el débito. 

106. Si un tercero demanda la nulidad 
del testamento á un heredero, el coherede- 
ro puede apelar de la sentencia que de- 
clare aquella nulidad, asi como de cuales- 
quiera otras que les irrogue un común 
peijuicio, aun cuando no haya interveni- 
do en la instancia. 

107. Si la declaratoria de nulidad de un* 
testamento lleva consigo la de los legados 
que en él se contienen, también los lega- 
tarios de conformidad con lo resuelto por 
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la ley de Partida, puedan interponer la a- 
pelacion parar- obtener la revocatoria de 
un fallo que ele ese ijaodo les perjudica. 

108. La ley concede facultad al vende- 
dor para apelar efe la sentencia dada con- 
tra el comprador respecto de la cosa que 
le fué vendida por aquel, cuando el otro 
la consienta, y asim^mo al comprador 
cuando el vendedor fuese vencido respec- 
to de la própia cosa. Estos dos casos aun- 
que pareceividentifieado’s en la ley son 
sin embargo distintos ( L . 4, tit. 23, Part . 
3). 

109. En el pleito^seguido por un terce- 
ro contra el comprador de la cosa, si este 
citó de éviccion al vendedor, y ocurrió el 
último a la causa, claro es que para ape- 
lar no tiene que ver con que aquel com- 
prador lo haga ó no; y lo mismo sucede- 
rá si por no haber comparecido s virtud 
de la citación se le juzgase en rebeldía.! 
En el caso de no haberlo citado de evic- 
cion el comprador oportunamente, como 
deja do tener responsabilidad en el asun- 
to, no tiene para que ocuparse de la alza- 
da. Deberá pues interponer la.de que ha- 
bla la ley de Partida, cuando citado de 

' éviccion, por su falta de comparendo si- 
guiere el comprador el pleito y no apela- 
ra del fallo, ó cuando en el contrato se hu 
biese pactado que quedí sujeto el, vende- 
dor al saneamiento, aun cuando no se le ci- 
tase de éviccion. En semejantes circuns- 
tancias el plazo de la apelación comenza- 
rá á correrle desde el dia ea que llegue á 
su conocimiento la sentencia. 

110. Si el tercero por ignorancia, ú otro 
motivo dirige su acción contra el vende- 
dor y no contra el comprador de la cosa, 
hay que distinguir en cuanto al derecho 
que el comprador tenga para apelar de la 
sentencia que se dicte Si el comprador, 
tuvo noticia del pleito y no se defendió, 
por el mismo hecho convino en que lleva- 
se aquella defensa á su perjuicio el vende- 
dor, y por lo mismo puede apelar de la 
sentencia si no lo hace aquel, con arreglo 
á la facultad que la ley de Partida, le con- 
cede. Si ignoraba la existencia del pleito, 
no puede perjudicarle la sentencia dicta- 
da sin su conocimiento; pero puede com- 
parecer si quiere antes de la sentencia, ó 
apelarla después de dictada, cuya facultad 
le concedió la ley sin duda por facilitar 
•la marcha y expedición de los litigios, ha- 


ciendo concurrir las defensas del cpmpra- 
dor y vendedor, provenientes do un co- 
mún origen. 

111. Por lo mismo parece que en casos 
semejantes corresponda el derecho -de a- 
pelar al cedente v cesionario, donante y 
donatario, y también al ^usufructuario. 

112. También por igualdad dé funda- 
mentos. amplían los autores la doctrina 
sentada sobre el comprador y el vendedor, 
al déudor y al - que obtiene cosa suyji en 
prenda, ó hipoteca sobre ella. Si un tercq-^ 
ro la reclama del deudor la sentencia no 
perjudica á aquel acreedor, y puede salir 
al juicio ó no, así como de la propia ma- 
nera apelarla. En encaso ele tener cons- 
tancia evidente del pleito, y dejándolo* 
proseguir por el deudor, hace de su car- 
go las consecuencias, y pór falta de aquel 
debe apelar, para no proporcionar con su 
silencio una ejecutoria* al fallo. 

i 113. T31 fiador de alguna deuda ó coh- 
1 trato puede apelar de la sentencia que en el 
particular se diere contra su fiado, si este 
no lo hiciere, por el común interes que les 
cabe en el asunto. La ley pone el caso de 
la romana, referente al fiador de la cosa 
vendida que reclama un tercero á cuyo fa- 
vor se dicta sentencia, y con la cual se 
conformen comprador y vendedor. 

* 114. Si hay casos en que el que no li- j 
tigó puede apelar, hay otros en que la a- * 
pelacion favorece á personas que no la ban 
interpuesto 6 proseguido, bien por consi- 
derarse común su defensa con la de Jos o* 
tros, bien porque siendo la acción indivi- 
dua, no puede llevarse á cabo con separa- 
ción de interesados. 

115. Basta que uno de los dueños de 
la cosa raiz ó mueble poseída en común 
interponga la alzada, para que su resulta- 
do favorable aproveche á los- consocios 
( LL . 3 y 5, tít 2 Parí. 3).^ Exceptúase el 
caso.de la restitución interpuesta contra 
la sentencia por un menor, en el cual á 
este solamente favorece el resultado. 

116. Pudiendo el acreedor de los deu- 
dores obligados in sólidum demandar el 

Í >ago íntegro á cualquiera de ellos, esté á 
a vez puede exigir de los obligados la 

} >arte que les corresponda; á virtud del fa- 
lo recaído en él asunto. Cualquiera de e- 
sos deudores puede por lo mismo apelar 
de la sentencia, y el resultado favorable 
del recurso lo sera también para los demas. 
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117. Si los tutores nombrados conjun- 
tamente administraron todo3 la hacienda 
del pupilo, son responsables in sólidum, 
y obra en el caso la' regia sentada en el 
párrafo anterior en cuanto á la sentencia 
que recaiga en el procedimiento de su ad- 
ministración. Si se han Convenido en que 
unos administren y otros no, y sé diere 
sentencia contra los primeros, no les . fa- 
vorece la ajzada que los, otros interpon- 
gan, ni aun pueden apelar los que han 
permanecido separados de la tutela (L. 5, 
tít. 5, Paré . 3). * 

118. La sentencia sobre servidumbre 
rústica ó urbana perteneciente á muchos en 
común, puede apelarle por cualquiera de 
ellos, favoreciendo á losdeiiias el resultado 
del recurso (la 'misma fey5c¿¿.).Porla pro 
piarazon debe suceder, lo mismo respecto 
del condueño de un fundo contra el cual 
se declara el reconocimiento ' de una ser- 
vidumbre. 

119. A la regla general de que siendo 
la materia del juicio indivisible, la apela- 
ción de una parte favorece á la otra, opo- 
ne la ley una excepción. Lo es la de que 
teniendo muchos el usufructo de una finca, 
la alzada que uno doellos interponga con- 
tra la sentencia desfavorable, no favorece 
á los demas. No se concibe para esto otra 
razon'bastante eficaz, que la de disponer- 
lo de ese modo la ley. 

• CAPITULO III. 

De los términos para entablar la 
apelación. 

120. La apelación ha de interponerse 
dentro del plazo que la ley fije al efecto 
como término fatal, considerándose de otro 
modo ejecutoriada la sentencia sobre que 
pudiera recaer, por el tácito consentimien- 
to del litigante. Hay plazos distintos pa- 
ra interponerse esas alzadas, y también 
casos en quéTos mismos términos se pro- 
rogan ó suspenden. , 

121. Las leyes de Partida de acuerdo 
con las últimas disposiciones romanas en 
la materia, señalan el término de diez dias 

ara interponerse las apelaciones, pero las 
el Fuero Real y Ordenamiento de Alca* 
lá, insertas en la Nov. Rec., que deben a- 
tenderse con preferencia á aquellas, seña- 


lan el plazo de cinco dias para la interpo- 
sición de las alzadas! 

122. La ley novísima de enjuiciamien- 
to civil publicada en la Península, dispo- 
ne que las providencias interlocutorias 
pronunciadas por los jueces de primera 
instancia sean apelables dentro de tres dias 
improrogábles* ( art . 65). Y que las sen- 
tencias definitivas y los autos interlbcu- 
torios que decidan un artículo, lo Sean den- 
tro de cinco dias. 

123. De las providencias que dicte el 
juez de paz sobre la ejecución de lo conve- 
nido en conciliación, apelándose para an- 
te el juez de primera instancia, debe ha- 
cerse dentro de tercero dia, y . lo mismo 
déla que se interponga del juez de prime- 
ra instancia para la Audiencia en los ne- 
gocios de esta clase que le competan {art. 
220 ). 

124. La apelación de sentencia interlo- 
cutoria después de negada la reposición,, 
debe interponerse dentro de tres dias {art. 
65.) 

1J5. Esos plazos comienzan pues á con- 
tarse desde la notificación de la sentencia, 
pero no háy inconveniente en que la par- 
te interponga la apelación, si antes de a* 
quella notificación por otro medio, llega- 
re á tener conocimiento del fallo. 

126. Pero en los casos en que los ter- 
ceros qué no han litigado pueden apelar 
de las sentencias, ¿deberá comenzar á cor- 
rerles el término desde la notificación del 
litigante, ó desde que llega al conocimien- 
to de aquellos, ó bien será preciso que la 
misma notificación tenga lugar respecto 
de ellos? 

127. La ley no eséxplícita en semejante 
caso pero la doctrina legal mas atendible 1 
de los escritores de derecho es, la de que 
el término* de la alzada para los terceros 
no debe contarse desde la notificación de 
la sentencia hecha al principal, cuando se 
trata- de un derecho propio y no delegado. 
Fundan su opinión en que la misma ley 
concede aquel derecho de apelará los terce- 
ros, cuando no lo han hecho los principa- 
les interesados, y de aquí deducen con ra- 
zón: 1. ° que el plazo para apelar aquellos 
terceros debe comenzar á correr desde que 
por su silencio dejó el principal consen- ' 
tido el fallo; y 2. °* que aun en seme- 
jante caso los cinco chas no comiénzan á 
correr al tercero mientras que á su cono- 
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cimiento no haya llegado la última cir- 
cunstancia. La doctrina es del todo con- 
forme á los principios legales, asi como 
también que la notificación hecha al ter- 
cero sea la que fije la época del comienzo 
del plazo, y por eso los mismos prácticos 
con razón aconsejan que el vencedor en 
el litigio después de consentida la senten- 
cia por el principal, solicite que aquella j 
notificación se haga al tercero, para que 
en lo adelante sin cuestión pueda consi- 
derarse respecto de él obligatoria. - 

128. En cuanto á la maner^ en que de- 
ben contarse los cinco dias que la ley con- 
cede para la apelación, las del Fuero Real 
y del Ordenamiento de Alcalá(L. 2, tít. 20, | 
lib. 11, ífov. Rec.) dijeron simplemente que ¡ 
pudiera interponerse la alzada hasta el 

uinto dia posterior al de la notificación 
e la sentencia. A consecuencia pues do 
las dudas que debieron suscitarse en^ el 
particular, se declaró después que el dia*de 
la notificación se contara en los cinco de 
ía sentencia ( L . 4, tít. 20 lib. 11, Nov. 
Rec.) Después sin embargo la práctica mas 
universal y constante ha excluido del pía 
zo aquel dia de la notificación, acomodán- 
dose á la doctrina todas las últimas dis-, 
posiciones de enjuiciamiento (< art . 42 reg. 
prov. de 26 de Setiemb. de 1835, y art. 68, 
de la ley de enj. mere.). Excluyéndose así 
un dia de los cinco, vienen á resultar cin- 
co naturales con diferencia^ de horas, que 
poco importan en razón de los inconve- 
nientes y cuestiones que de otra manera 
podrian suscitarse. 

129. En los negocios del fuero común 
-se computan en los cinco dias los feriados 
por terminante disposición legal ( L . 24, 
tít. 23, Part. 3). El escrito de la apelación 
en semejantes casos se presenta al escri- 
bano de la causa, ; ó dificultándose esto á 
cualquiera otro escribano, exigiéndosele 
que le ponga la nota de presentación, para 
que después recaiga la providencia opor- 
tuna en dia hábil. 

130. En los tribunales de comercio no 
se cuentan en los cinco dias de la apela- 
ción los festivos que se encuentren en e- 
llos (L. de enj., art. 9). Tampoco en los a- 
suntos de menor cuantía que se tratan por 
escrito (art. 25 del reg. del ramo). 

' 131. La ley novísima de enjuiciamien- 
to civil publicada en la Península, á la vez 
de disponer que son dias hábiles todos los 


del año, menos los domingos, fiestas reli- 
iósas ó civiles, y los en que está manda- 
o ó se mandare que vaquen los tribuna- 
les (art. 9) previene que los términos ju- 
diciales comiencen á corrér desde el dia 
siguiente al en que se hubiesen hecho el 
emplazamiento, citación y notificación, 
contándose en ellós el dia del vencimien- 
to, y excluyéndose aquellos en que no 
pueden tener lugar las actuaciones judi- 
ciales (arts. 25 y $6). 

132. En los asuntos que cursan en lbs 
tribunales de milicias se encuentran re- 
ducidos ála mitad todos los plazos legales. 

133. De este modo la apelación deberá 
interponerse dentro de dos dias y medio 
posteriores al de la notificación, y siguién- 
dose aquella doctrina de no contarse en el 
plazo el dia de la notificación, parece que 
podría interponerse, la alzada 'al cuarto 
dia en su primara mitad. Esto sin embar- 
go serviría de ocasión para las mismas 
cuestiones é inconvenientes que se pre- 
tenden evitar. Así es consiguiente que la 
apelación se interponga dentro del terce 
ro dia posterior al de la notificación, con 
lo cual también, se reduce á la mitad la 
ampliación que la práctica y últimas dis- 
posiciones legales conceden á los cinco 
dias de la alzada. 

134. En los negocios de que conoce la 
jurisdicción eclesiástica, el plazo de la^ape- 
lacion es doble que en el ordinario, ó sean 
diez dias contados desde el de la notifica- 
ción y sin excluirse de ellos los festivos. 

135. En materia criminal la apelación 
debe interponerse dentro <¿e los mismos 
plazos de que se ha hecho mención, por 
no ser extensivas ¿Testos dominios de In- 
dias todavía las. disposiciones que en la Pe- 
nínsula reducen los términos, respecto de 
las sentencias que no imponen pena cor- 
poral, y las que recaen en los procedi- 
mientos sobre faltas. 

136. Tomaron también en considera- 
ción las leyes, que circunstancias impre- 
vistas ó insuparables podrian ^impedir al 
litigante bacer uso del derecho de apelar, 
dentro del plazo quejas propias determi- 
nan, y, en consecuencia hicieron excepcio- 
nes á aquella regla general, que dá por 
consentidas las sentencias á virtud del si- 
lencio guardado por el litigante dentro de 
los plazos que se les fijan para interponer 
las.alzadas. 
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137. El primer caso de la ley es el de legal, y solo en tan extraña circuns tanc ia 
4a ausencia por razón del servicio públi- podrá tener cabida la doctrina referida, 
co ó de romería, destierro ó cautiverio 139. Cuando el ausente, impedido ópre- 
(LL. 10, y 11, tít. 3, PartS . ). Los autores so pueda interponer la alzada en los ca- 
prácticos interpretando esa disposición sos explicados, deberá hacerlo dentro de 
con arreglo á su misma letra y con muy los cinco dias posteriores al en que co- 
eficaces fundamentos, hacen unadistincion mienee á correrles el plazo, de conformi- 
oportuna* En el caso de que el ausente Jad con la ley recopilada, que rediyo á la 
dejara procurador y este no le defendiese mitad los diez dias que por derecho de las 
bien ó no se aliase de la sentencia, podrá Partidas se concedian al efecto.Losautores 
interponer la apelación ásu vuelta dentro colocan entre las causas que suspenden la 
de los diez dias que fija la ley, posteriores apelación, la menor edad del encausadQ; 
á aquel en que el fallo llegue á su Conoci- pero ese caso no es propiamente una sus- 
miento. En el caso de no haber dejado pensión, sino una acción extraordinaria 
procurador, el fallo no le peijudica, y con- que la ley concede á aquellos menores y 
tra ól puede interponer la restitución i n demas privilegiados que st‘ les asemejan, 
-íntegrum. Los mismos autores prácticos para interponer en el particular el recurso 
sostienen sin embargo que esas excepcio- de la restitución in íntegrum. 

nes tienen cabida, cuando el pleito comen- 140. El heredero del que murió du- 
zó después de la ausencia, pero no antes, rante el plazo de la alzada, puede apelar 
pues entonces hay abandono y mala fe de de-ella como antes se ha dicho; pero se jo- 
parte del ausente. Y coh efecto, la ley 11 frece la duda sobre si el plazo ae que ha- 
citada hablando de los ausentes por estu- yan transcurrido algunos dias, volverá á 
dios ó romería, dice que si- se ausentaren contársele de nuevo, así como también 
después de comenzado el pleito dejando desde cuando comenzará á correrle. La o 
procurador, á la vuelta no podrán alzarse pinion mas acertada,, de conformidad con 
de la sentencia, pudiendo pedir restitución lo que sobre la materia escriben los auto- 
en él caso de morir el procurador antes res, es la de que la providencia se notiñ- 
de concluir el litigio, ó de no haberse po- que de nuevo al heredero, ^ que el plazo 
dido encontrar persona idónea para susti- de los cinco dias nó se comience á contar 
tuirle. De este modo pues la apelación re- hasta que no haya transcurrido el otro 
ferida solo se concede al ausente, impedi- que la ley le concede para hacer inventa- 
do ó preso, siempre que el pleito haya co- rio ó deliberar. Esta doctrina parece muy 
menzado durante el mismo impedimento, acertada si se atiende á que mientras el 
sin que por su, parte haya elegido repre- heredero no acepta la herencia, no comien* 
sentante en' el asunto. za á representar propiamente al difunto, 

138. Las leyes de Partida se hicieron ni tampoco está bastante enterado de los 
cargo de loscasos en que el adversario en antecedentes, para que pueda resolver so- 
un pleito se' valiese de la fuerza ó el en- bre lo que estime serle mas conveniente 
gaño, para impedir que su colitigante a- respecto de la herencia. Apóyase también 
pelase del fallo pronunciado en el litigio, la doctrina en la L._28, % tít.“28, Part. 3 r la 
para conceder al perdidoso el derecho de cual dispone en la materia crimipal, que 
pedirla reposición del litigio atestado si muere el acusado habiéndose alzado de 
que tenia al pronunciarse la sentencia. A- la sentencia que se pronuncie contra sus 
simismo previeron los otros casos de no bienes, los herederos tengan que seguir el 
ser posible interponer lá apelación por en- recurso si quieren heredar; pero que si el 
fermedad grave, ó tropiezo en el camino, muerto es el' acusador, los herederos ten- 
como ladrones, nieves u otro caso fortui- gan el nuevo plazo de cuatro meses para 
to. Ei actual estado de la sociedad, y las proseguir ó separarse de la alzada, 
nuevas reglas dictadas para la prosecución 141. La ley novísima de enjuiciamien- 
de los juicios, na hacen apenas posibles to civil publicada ehla Península, coloca 
semejantes acaecimientos para impedir las entre los términos improrogables el de 
alzadas; puede tener cabida sin embargo la apelación, disponiendo al mismo tiem- 
el engaño ó la fuerza que impida produ- po que como los demas de su clase, no 
cir por escrito el recurso dentro del plazo puede suspenderse ni abrirse da^ues de 
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Cumplido por via.de-restitucion ni por o- 
tro motivo alguno ( arts . 30 y 81). Esta 
• doctrina es oportuna, atendiendo á que los 
juicios no pueden seguirse conforme á la 
propia ley sino por medio de procurador, 
al cual se notifican todas las providencias 
con inclusión de las sentencias, y el cual 
responde á las partes de los perjuicios que 
pueda ocasionarles cualquiera omisión en 
el uso de su derecho. 

CAPITULO IV. 

De quien y para ante quien debe 
apelarse. 

142. La apelación debe interponerse del 
juez ante quien se litiga, para el superior 
en grado (j¿. 18, út . 23, ParL 3). Antes de 
esta disposición podia apelarse directa- 
mente para ante el soberano, de quién' se 
consideraban delegados 6 comisionados 
los demas jueces. Después de haber cesa- 
do ése sistema, la alzada se interponia pa- 
ta ante el mismo soberano, con designa- 
ción del superior correspondiente, y aun 
añadiéndose la cláuspla de que se enten- 
diese el recurso para donde mejor corres- 
pondiera. Salvábase con estas fórmulas el 
peligro de que no dirigiéndose el recurso 
al superior en grado, quedase por ello in- 
eficaz la alzada. Al presente despojada la 
administración de justicia de fórmulas de 
poca importancia, y constituidos por la 
soberanía los tribunales á quienes ha con- 
ferido todo el poder judicial, creo que bas- 
ta interponer el recurso para ante el supe- 
rior en grado, entendiéndose reconocido 
en este mismo, el derecho que S. M. le ha 
concedido p^ra conocer de él. Por esa 
misma amplitud de principios parece tam- 
bién consiguiente que, aun cuando un li- 
tigante equivocase la interposición del re- 
curso, invocando otro tribunal que no fue- 
se el del grado correspondiente, aquel de 
quien se apela debería enmendar la equi- 
vocación, oyendo el recurso para ante el 
superior correspondiente. Y* aun en el ca- 
so de que el juez y la parte incurriesen 
en la misma equivocación, seria también 
acertado que el juez de la alzada la advir- 
tiese antes de conocer del recurso, sin que 
por eso el litigante agraviado quedase pri- 
vado de su derecho para -obtener justicia 
en el tribunal competente. 


148. La multitud de fueros existentes 
en la Isla, á semejanza de los que también* 
había en la - Península , proporcionaba . 
á cada uno un órden gerárquico detri j 
I bu nales que conociesen de las alzadas. 
El juzgado del Real Bureo ó de la Real 
Casa y Patrimonio, admitía sus apelacio- 
nes para el superior existente en la cór- 
te, y lo propio acontecía con el de cor- 
reos. También los de Gueí rá y Marina ré* 

I conocían por superior inmediato al extin- 

? aido Consejo de la Guerra, y después al 
ribunal supremo de Guerra y Marina, 
teniendo el último ademas un tribunal es- 
ecial de revisión en la Isla para conocer 
e las causas criminales. En los de Arti- 
llería é Ingenieros de la propia manerar 
había recurso de apelación para ante los 
Directores generales de aquellas armas 
existentes en la córte, 6 bien para ante el 
Capitán general á voluntad de los apelan- 
tes, componiéndose un tribunal de aquel 
con dos magistrados. Finalmente hasta los 
negocios de diezmos, de lotería, y aun los 
¡ civiles en cobro de pesos de la extinguida 
! Real compañía de Agricultura y Comer- 
I ció que hubo en esta capital, tuvieron tribu- 
I nales especiales con apelaciones en grado 
! distinto de las de los demas procedimien- 
j tos. Y á tal extremo llegó aquel deseo de' 

I multipibar los tribunales esoeciales, que 
! existió uno para conocer de las causas de 
! vagos, con la singularidad de que no re- 
conociese tribunal superior que modifica- 
¡ se ó revocara sus resoluciones, 
j 144. Sistema tan embarazoso para la 
recta y expedita admiijistracion de justi- 
I cia, paso á paso se fue modificando hasta 
1 él punto en que hoy se encuentra consti- 
! tuido, y sin perjuicio de la mayor simpli- 
ficación de que es susceptible. Fuéronse 
. cometiendo a la Audiencia las apelacio- 
¡ nes de algunos de aquellos tribunales, o- 
tros se extinguieron después, y al cabo 
! todas las alzadas de los fueros de guerra 
¡existentes, asi como los* de Hacienda, de 
1 ue conocía una Sala de la propia Au- 
iencia bajo el nombre de Junta superior 
| contenciosa, se consignaron á la Aüdien- 
j cia, creándose para lo militar en ella una 
I Sala de Guerra y Marina por la Real cé- 
¡ dula de 30 de Enero de 1855 (arts. 47, 94, 

1 95, 96, y 99). Quedaron exceptuados tan 
! solo del conocimiento de las alzadas en la 
1 Audiencia, los procesos de que conocían 
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los gefes militares y los consejos de guer- 
ra, los cuales deben sustanciarse por los 
trámites establecidos en las Reales orde- 
nanzas {art. 111). 

145. Con arreglo á esta excepción pues 
el Tribunal supremo de Guerra y Marina 
será el que conozca en consulta, cuando 
esta tiene lugar de las sumarias y proce- 
sos militares sobre hechos sujetos á I 03 
consejos de guerra de oficialas generales, 
así del ejército como de la armada, y tam- 
bién de las sumarias que se forman contra 
oficiales de órden de los coroneles de los 
cuerpos, ó de los inspectores generales, 
imponiendo ó consultando la corrección 
á que se hayan hecho acreedores los vo- 
cales de los consejos por haberse desviado 
en -sus juicios ó fallos de la ojdenanza 
(art. 1, 2 y 3 del Real decreto cíe 31 efe Julio 
de 1835). 

146. Al Tribunal supremo de Justicia, 
en reemplazo del ^extinguido Consejo de 
Indias, toca conocer de las sentencias que 

Í )ronuncian los jueces de residencia; y en 
as demandas de partes á las Audiencias, 
no excediendo la condenación de seiscien- 
tos pesos de oro, ó no haciéndose la con- 
denación á pedimento fiscal en nombre de 
la cámara ó fisco, ni de oficio, porque en- 
tonces las alzadas tocan al mismo Tribu 
nal supremo ( L . 8, txt. 12, lib. 10, Rec. de 
Indias). 

147. Pero el conocimiento de las ape- 
laciones de los tribunales militares de pri- 
mera instancia así conferidos á la Audien- 
cia, sirve de ocasión para ciertas dificulta- 
des en que me parece oportuno detener- 
me. 

148. ¿En los juzgados de Artillería é 
Ingenieros, podrá la parte á su voluntad 
interponer para ante el Capitán general 
apelación ántes de hacerlo para la Audien- 
cia, así como antes de ahora podia verifi- 
carlo respecto de la Dirección general de 
Artillería é Ingenieros? Claro es que no, 
si se atiende á que el art. 94 de la Real 
cédula^ dispone terminantemente, que de 
aquellas apelaciones conozca la Real Au- 
diencia, debiendo cesar por consiguiente 
los tribunales de revisión y el Supremo 
de Guerra y Marina en el^ conocimiento 
de las alzadas. La Capitanía general no era 
mas que un tribunal de revisión, y debe 
por lo mismo considerarse inexistente a- 
quel juzgado especial, así como también 


las otras revisiones que tenian lugar en el 
fuero de Marina. 

149. ¿Deberán continuar los juzgados 

militares inferiores de la Isla, oyendo las 
alzadas que se interpongan de sus resolu- 
ciones para los juzgados de la Capitanía 
general y Comandancia general de Mari- 
na, como estaba dispuesto antes ¿U la pro 
mulgacion de la Real cédula de 30 de E- 
nero de 1855? % 

150. Sitien se atiende á lo que dispo- 
nen los artículos 47, 51, 95 y 96 de la Real 
cédula tle 30 de Enero de 1855, se adver- 
tirá que al formarse aquella disposición 
no se tuvo presente que la Capitanía ge- 
neral en esta Isla tiene otros juzgados de 
guerra de que es superior en grado. Tú- 
vose presente semejante circunstancia res- 
pecto de la Comandancia general de Mari- 
na que se encuentra en el propio caso, y 
por consecuencia todas las disposiciones 
de la Real cédula en el particular se re- 
fieren al segundo de esos fueros, guardan- 
do absoluto silencio en cuanto al prime- 
ro. Siendo así, el único medio que nay de 
evitar nina disparidad notable é infunda- 
da respecto de las apelaciones en guerra y’ 
marina, es entender referentes á la prime 
ra las disposiciones dictadas para la últi- 
ma, por aquel principio legal- que enseña 
que donde media la misma razón tiene ca- 
bida igual disposición de derecho. 

151. Por lo tanto, disponiendo el art. 
96, que los comandantes militares de ma- 
rina remitan por conducto del Comandan- 
te general del Apostadero en consulta á 
la Sala de Guerra y Marina de la Real 
Audiencia Pretorial, las sentencias y au- 
tos definitivos de toda clase en negocios 
criminales de que conozcan en las provin- 
cias de su mando, lo mismo deber enten- 
derse dispuesto respecto de los jueces su- 
balternos de guerra, quienes en semejantes 
casos deberán hacer la remisión por con- 
ducto de los capitanes generales, sus in- 
mediatos superiores. .... 

152. En el particular sin embargo ofre- 
ce duda el tenor de los artículos 51 «y 96. 
El primero dice que respecto <dé- aquellos 
negocios que tienen dos instancias en los 
juzgados del ramo , se tome en cuen- 
ta lo dispuesto en los artículos 96 y 97. 
Y conforme al primero de esos dos ar- 
tículos la Audiencia conocerá en semejan- 
tes asuntos, de las apelaciones en los mis- 
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mos términos que antes el Tribunal supre- 
mo de Guerra y Marina, y en su caso el 
especial de revisión, interpuestas de las 
resoluciones del.Comañdante general ¿n 
ftw asuntos civiles y criminales llevados d 
éste juzgado ) cuando las partes se alzaren de 
los fallos definitivos proveídos por los co- 
mandantes de marina , así de la provincia 
de Puerto-Rico como dé la de Cuba. 

* 153. Parece por la letra de esa disposi- 
ción, que en los asuntos criminales que 
cursan en los juzgados subalternos de la 
Comandancia de Marina, se concede á los 
agraviados apelación para aquella; pero lo 
contrario es de creerse. Lo primero, por- 
que la redacción del art. 95 sobre no ser 
muy clara es general para toda especie *le 
negocios; lo cual también sucede respecto 
del art. 47, á la vez que la prevención del 
arfe. 90 es terminante y con carácter ex- 
cepcional apoyado en el art. 32, tít. l.° de 
la Ordenanza de matrículas, y en la cir- 
cular del Tribunal supremo de Guerra y 
Marina de 24 de Marzo de 1840. Y lo se- 
gundo porque en la materia criminal, el 
sistema de nuestra legislación vigente es 
el de abreviar los trámites y evitar la mul- 
tiplicación de instancias en cuanto sea po- 
sible, cuyo principio por lo mismo será el 
que deba atenderse para la resolución de 
cualquiera duda én la materia. 

154. Respecto de los asuntos civiles, 
los artículos 46, 51 y 95, dejan al fuero 
de Marina una ó dos instancias, según 
principien ante los jueces subalternos ó 
en la Comandancia general, conociendo la 
Audiencia de aquellos negocios según los 
casos respectivos en segunda ó tercera ins- 
tancia, como anteriormente sucedia con el i 
Tribunal supremo de Guerra y Marina. 
Siguiendo pues la regla de paridad reco- 
mendada de los juzgados de guerra y ma- 
rina inferiores de las dos armas en la Isla, 
deberán interponerse las apelaciones para 
ante la Capitanía general 6 Comandancia 
general en su respectivo caso, y de esos 
dos tribunales cabe nueva apelación para 
la Audiencia, bien se hayan fallado los a- 
suntos en primera ó en segunda instancia. 

155/ Y respecto del fuero de milicias 
disciplinadas, que conforme al reglamen- 
to del ramo, tienen el recurso de la supli- 
ca en revista en los autos definitivos é in- 
terlocutorios con fuerza de tales ¿tendrán 
entrada en la Capitanía general, después 


de promulgada la Real cédula citada de 
80 de Enero de 1855? Creo que la dificul- 
tad se encuentra resuelta en el art. 94 ci- 
tado de aquella disposición. Dice con efec- 
to, que cesen los tribanáles de revisión, 
así en los juzgados de guerra, como en 
los de Artillería 6 Ingenieros, y conocien- 
do de las suplicas en revista el mismo Ca- 
pitán general con la añadidura de un ase- 
sor acompañad© al Auditor de guerra, 
claro es que no puede esto estimarse con 
otro carácter que con el de una revisión 
de la sentencia. Cierto es que no la hace 
propiamente otro tribunal, sino el mismo 
con alguna modificación; pero si la ley no 
quiere el trámite de aquella revisión por 
un tribunal distinto, tampoco hay razón 
para que. lo permita de la manera indica- 
da. De uno ú otro modo la duplicación 
de la instancia viene á ser la misma, y de 
una manera bastante decisiva manifiesta 
el art. 94 citado la intención de suprimir 
toda revisión de las sentencias pronuncia- 
das por los tribunales de guerra, si no es 
por la Audiencia en la Sala del ramo. 

156. Todas estas dudas que ofrecen las 
disposiciones de la Real cédula, podrían 
sin duda allanarse quitando de uná ma- 
nera explícita y terminante á la Coman- 
dancia general de Marina y á la Capitanía 
general, la jurisdicción en segunda ins- 
tancia concedida, respecto de los tribuna- 
les subalternos, y disponiéndose que estos 
otorgaran desde luego las apelaciones 
para la Audiencia. Semejante determina- 
ción haria mas uniforme la administración 
de justicia, que por su propia naturaleza 
y objeto, resiste marcadas diferencias en- 

j tre unos y otros litigantes, y ademas evi- 
taría un quebranto á que se sujeta á los 
aforados bajo el concepto de beneficio; 
orque no es tal en realidad hacerles mas 
datados y costosos sus litigios con la 
multiplicidad de instancias que en último 
extremo no proporcionan otra cosa más 
que aquellos onerosos resultados. 

157. Por lo que respecta á los asuntos 
eclesiásticos, hay diferencia de la doctrina 
que sobre apelaciones se sigue en la Pe 
nínsula y la que rige en estos dominios de 
Indias. De los .asuntos que en aquella co- 
nocen los obispos en primera instancia 
por medio de sus provisores, ó vicarios, se 
apela para el metropolitano respectivo de 
conformidad con lo que dispone el Conoi- 
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lio do Tiento (Sec. 24, cap. 20, Be refor- 
ma*.}, y de las apelaciones de aquellos me- 
aos hay también alzada para el 
de la Rota, donde la apelación 
se reproduce hasta que se obtengan tres 
Adíes conformen de acuerdo con la doctri- 
na canónica. 

168. Be cuanto á estos dominios, la ley 
(9, tít. 9, Kb. l.° Rec. de Ind .) dispone el 
cumplimiento del Breye apostólico de 
Gregorio XIII, en el cual se ordena que 
todos los pleitos eclesiásticos se sigan y 
fenezcan en estos dominios: que de la pro- 
videncia dictada por el obispo se apele pa- 
ra el metropolitano, ó al contrario: que 
dos sentencias conformes formen ejecuto- 
ria; 7 que no obteniéndose semejante con- 
fenmúdhd en la primera alzada, haya en- 
tonces una segunda para el otro metropo- 
Bicmou obispo que fuere mas vecino ala 
provincia de aquel que dió la primera sen- 
tencia. Por lo tanto del obispo de la Ha- 
bana € su vicario se apelará para el arzo- 
bispado de Cuba, y no confirmando este 
élliillo, habrá nueva apelación para el 
erdmario de Puerto-Rico. Conforme al 
mismo Breve, no confirmada la sentencia, 

ejecución toca al que dió la última. (1). 

169. Por lo que hace á las causas de cor- 

elación antes 


reeeion y visita, no oabe aj 
de la sentencia definiva del obispo ó de su I 
vicario general, de la sentencia interlocu- 
f Oria, sea cual fuere el gravamen que oca- 
sionen. Lo mismo sucede en las de apti- 
tud ó ineptitud, así como en las crimina- 
les, ski oue obste ninguna inhibición ema- 
nada del juez de apelación, ¿ no ser que 
ét gravámen sea irreparable por la senten- 
cia definitiva, ó no se pueda apelar de esta. j 

180. En los asuntos gubernativos se a- 
pel* en esta Isla del capitán pedáneo al 
IttfcíeiEte gobernador: de este al goberna- 
dor del departamento: de este (si es el del 
Qjfaatal) al gobernador superior civil, y 
do este á S. M. 

181. En los asuntos oonteoioso-adini- 
mdrativos se siguen los mismos grados 
hasta llegar al gobernador superior, de 
Mim so apela para ante él Real Acuerdo 
de Justicia. 


(1) El Brava ose se cita, y qoe no se baila in- 
Wte en la GomitaoWn áel Sr. Zamora, asi como 
Vfte&l cédala qe Diciembre de 1711, que pres- 
cribid tu observancia, se insertarán en la parte 

^Ul¿AU - 

jegm w™. 


CAPITULO V. 

JDe los efectos de la apelación. 

162. Son procedentes las apelaciones 
en el efecto d evolutivo y en el suspensivo . El 
primero de esos efectos no suspende la 
jurisdicción del juez inferior, ni impide 
que se lleve á cabo la ejecución de la sen- 
tencia: el segundo proporciona necesaria- 
mente esos dos resultados. 

163. El tribunal superior no egerce ju- 
risdicción en los asuntos que se elevan á 
su conocimiento en segunda instancia, si- 
no en aquellos particulares á que se re- 
fiere la alzada que motiva la remisión del 
procedimiento. Por consecuencia si las 
partes han consentido algunos particula- 
res de la sentencia, apelando otros como 
ya se ha visto que pueden hacerlo, el juez 
superior tan solo deberá conocer y resol- 
ver de los puntos apelados. Asi también 
en las apelaciones de sentencias interlo- 
cutorias deberá limitarse á resolver sobre 
ellas, dejando la continuación de lo prin- 
cipal del asunto al mismo juez inferior. 

164. En los asuntos ordinarios, confor- 
me á las leyes y principios sancionados 
por la práctica, proceden las apelaciones 
solamente en el efecto devolutivo en los 
casos siguientes: 

1. ° En las resoluciones que reoaen so- 
bre cosas que se pierden por la dilación, 
como sobre uvas, mieses ú otras ( L . 22, 
tít. 20, Zí&.ll, Nov. Rec.). 

2. ° En las que recaen en los juicios 
sumarísimos de posesión. 

3. ° En las que se refieren á la sentencia 
de remate, prestando elegecutante la fian- 
za correspondiente (L. 12, tít. 28, lib. 11, 
Nov. Rec.) 

4. ° En las que se establecen contra 
las sentencias de los árbitros cuando son 
apelables, ó contra las resoluciones apro- 
batorias ó confirmatorias del parecer u- 
nánime de los contadores ó partidores; 
mediando la prestación de fianza por par- 
te de aquel á quien favorecen ( Ls . 4 y 5, 
tít 17, lib. 11, Nov. Rec.). 

165. Fuera de esos casos de la ley, los 
escritores de jurisprudencia han intentado 
sentar principios que sirvan de guia, pa- 
ra conocer cuando corresponde que las 
alzadas se otorguen en ambos efectos ó en 
solo el devolutivo, y también se han ocu- 
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pado de presentar numerosos casos á que 
aplicar la doctrina. 

166. Creo de acuerdo con otros escrito- 
res modernos que la mejor regla en el 
particular, es consultar el espíritu de las 
mismas leyes en los casos que expresan 

f >ara suspender ó no el curso de las reso- 
uciones que se apelan. Por consiguiente, 
solo tendrán cabida en el efecto devoluti- 
vo, aquellas providencias cuya egecucion 
demorada haría perecer las cosas á que se 
refieren, como las que se versan sobre co- 
sas fungibles, ó bien ocasionarían grave 
quebranto á las partes como las referentes 
á administración ó depósito. 

167 Por el mismo principio y el de otras 
prevenciones legales dictadas en la ma- 
teria respecto de los juicios sumarios y 
Bumarísimos, tampoco son de admitirse 
en ellos si no^s en el efecto devolutivo, las 
apelaciones que favorecen á las partes en 
cuyo favor se han instituido I 03 mismos 
juicios, como acontece en los interdictos, 
egecucione3 y demas. Y serán admisibles 
en ambos efectos las alzadas, cuando asi 
lo pidan las personas á quienes la demora 
pudiera perjudicar en los propios juicios. 

168. Respecto de las apelaciones de las 
sentencias de remate en ios juici >s e :e nati- 
vos que cursan en los juzgados de esta ca- 
pital y Guauabacoa, eí auto acordado de 
6 de M irzo de 1843 dispuso que se otor- 
garan libremente por encontrarse pre- 
sente el superior. Con posterioridad el o- 
tro auto acordado de 8 dé Diciembre de 
1846, dispuso que se otorgasen aquellas 
alzadas en solo un efecto, asi en la capital 
como en todos los demas tribunales del 
distrito. Y esta prevención se reprodujo 
de conformidad con la carta Acordada 
del supremo tribunal de justicia de 29 de 
Abril de 1847, en el auto acordado de 6 
de Julio del propio año. 

169. En la materia mercantil la ley del 
enjuiciamiento determina varios casos en 
que la apelación solamente procede en el 
efecto devolutivo. No son apelables pues 
libremente en via ordinaria, las provi- 
dencias interlocutorias que admiten la re- 
cusación intentada sobre cualquiera es- 
cepcion dilatoria propuesta á no ser la de 
incompetencia jurisdiccional; la que de- 
clara contestada la demanda; la que reci- 
be la causa á prueba ó concede el término 
extraordinario, y la que deniega la comu- 


nicación del proceso (Art. 890, L. de enj) 

170. Tampoco son apelables libremente 
en la vía ejecutiva, la sentencia de remate, 
y demas providencias que se dictan sobre 
venta y adjudicación de los bienes ejecuta- 
dos y pago al egecutante (Art. 392. L. de 
Enj) En las quiebras las sentencias que 
siguen: la que recae sobre el artículo 
de reposición de la declaratoria de quie- 
bra, ó sobre las pretensiones del quebra- 
do respecto de su soltura, ampliación de 
arresto ó salvoconducto; las que resuel- 
ven las reclamaciones sobre nombramien- 
tos de síndicos; aprobación del convenio 
entre el quebrado y sus acreedores, dé- 
mandas de los propios síndicos sobre de- 
volución á la masa de las sumas indebi- 
damente satisfechas por el quebrado, y las 
que recaen sobre la nulidad argüida dp 
los contratos y donaciones hechas con las 
circunstancias requeridas por el Código 
(Art. 893, L. de Enj) 

171. En el fuero eclesiástico donde en 
el particular se siguen las mismas reglas 
de 1 derecho común, hay ademas determi- 
nados otros casos especiales, en que las 
alzadas tan sqlo proceden en el efecto de- 
volutivo. Lo son las que recaen en las 
cuestiones sobre precedencia en, las pro- 
cesiones públicas y otras de su clase (Cono, 
de Trento , «es. 25, cap . 13.) sobre las cuen- 
tas del administrador de obrapías, ó cola- 
ción, elección, confirmación, presentación 
de beneficios, su constitución, exámen 6 
reprobación de los agraciados; ó sobre 
residencia de beneficios; también en las 
que se dictan en los juicios de visita y 
corrección de costumbres, no procedién- 
dose judicialmente (Conc. de Trento: se*. 
24, cap. 10.) ó en fin las que recaen sobre 
corrección fraterna con tal de que no ha- 
ya esceso en el modo, forma y circunstan- 
cias, y en las sentencias de excomuniop. 

172. En los otros casos no exceptuados 
por la ley, ó en que no hay fundado mo- 
tivo para aplicar el principio que deter- 
mina aquel efecto devolutivo, las apela- 
ciones tienen su natural resultado de sus- 

E ender la egecucion de las providencias 
asta que hayan merecido la censura de 
los tribunales superiores para ante quie- 
nes se apela. En las causas de menor cuan- 
tía, como se tratan de una manera breve 
y expedita también proceden las apela- 
ciones en ambos efectos, sustanciándose 
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el recurso de la nlanera que mas adelante 
y en su oportunidad se dirá. Esa breve- 
dad en la tramitación hace innecesarias 
las reglas legales que en los otros proce- 
dimientos hicieron adoptar la distinción 
de las apelaciones con efecto suspensivo y 
devolutivo. 

178. En ni comercio, conforme á la ley 
de enjuiciamiento, proceden en ambos e- 
fectos las apelaciones que recaen sobre 
las sentencias definitivas pronunciadas en 
los juicios ordinarios, y para ello ha de 
exceder la importancia ae esos juicios en 
e9tos dominios de Indias de tres mil rea- 
les fuertes ó de dos mil cuando se sigan 
en I 03 tribunales de primera instancia del 
filero común. 

174. Por lo que hace á los autos interlo- 
outorios que tienen lugar en Ta via ordina- 
ria son apelables en ambos efectos con- 
forme á la misma ley, los que resuelven 
sobre incompetencia de jurisdicción, nie- 
gan la prueba 6 el término extraordina- 
rio para ese efecto, 6 desestiman la recu- 
sación por insuficiencia del motivo 6 de 
su prueba ( Art . 388 v 389 L . de Enj) 

• 175. En las quiebras son igualmente 
admisibles en ámbos efectos, las apelacio- 
nes que recaen sobre los fallos siguientes: 
En los que se dan sobre la calificación de 
la quiebra, sin perjuicio de que se ponga 
al quebrado en libertad desde luego, si 
aquella ha sido declarada de primera 6 se- 
gunda clase. En los que se dan en los pro- 
cedimientos que el quebrado ó los acree- 
edores siguen contra los síndicos por frau- 
de, malversación 6 negligencia culpable. 
En las que recaen en aquellos procedi- 
mientos seguidos por los síndicos, pi- 
diendo en los tribunales competentes la 
nulidad ó rescisión de aquellos actos del 
quebrado, que la ley considera válidos 
miéntras no se arguye y comprueba el 
fraude con que respecto ae ellos se ha pro- 
cedido. En los que se dan asimismo en 
aquellas cuestiones que siguen los acree- 
dores con los síndicos para que se den por 
calificados sus créditos rechazados en la 
junta de calificación. En los que se dan 
también respecto de la oposición hecha 
por algún acreedor á la graduación con- 
venida en la junta del caso. Y por fíu en 
los que tienen lugar en los procedimien- 
tos sobre tercerías de dominio, tachas de 
cuentas de los depositarios ó síndicos, 6 


cargos contra estos por haber comprado 
bienes de la quiebra ( art. 895). 

176. La ley de enjuiciamiento civil pu- 
blicada últimamente en la Península, re- 
suelve que las apelaciones proceden en 
ambos efectos siempre que no se halle 
prevenido que se admitan en solo uno 
(art. 70). 

177. La propia ley determina ademas 
con precisión muchos caso3 en que la alza- 
da procede libremente. 

178. Conforme á ella, pues, proceden 
libremente respecto de las resoluciones si- 
guientes: 

Da la que en las competencias jurisdic- 
cionales niega la entrada á la promoción 
sobre incompetencia del juez contra quien 
se provoca (art. 88). 

De la que el juez requerido dicta inhi- 
biéndose á virtud de la reclamación (art. 91) 

Déla que dicta el juez requirente en 
vista de la contestación del requerido 
(art. 96). 

De la sentencia que deniegue la recusa- 
ción de los jueces inferiores (art. 130). 

De las sentencias en que se deniegue la 
recusaciondelossubalternos.de los juz- 
gados y tribunales (art. 150). 

De la sentencia que resuelva sobre la 
acumulación de autos que cursan en un 
propio juzgado (art. 162). 

De las providencias que de oficio repe- 
len ó no las demandas no formuladas con 
claridad y arreglo á la ley (art. 226). 

De las sentencias que recaen sobre las 
excepciones dilatorias (art. 249). 

De la providencia que deniega la prue- 
ba (art. 258). 

De la que deniega el término extraor- 
dinario de prueba (art. 268). 

De las que nieguen alguna dilijencia de 
prueba (art. 275). 

De las sentencias que se dictan en los 
incidentes de los juicios (art. 849). 

De las que recaen negando ú otorgando 
la cualidad de herederos en los juicios ab- 
intestato (art. 374). 

De las que recaigan en las testamenta- 
rias mandando el juez á instancia de al- 
un interesado que se proceda á la liqui- 
ación y división, habiendo pleito pen- 
diente sobre inclusión 6 exclusión de bie- 
nes, por estimar que puede verificarse 
quedando á cubierto los derechos de los 
opositores (art. 455). 
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De la"sentenoia que se diote sobre la 
aprobación del mismo avalúo, habiendo 
conformidad de hechos en la junta que 
ha de precederla, mediando oposición 
( art. 462). 

De la providencia que recaiga en los 
juicios de quita y espera sobre oposición 
al acuerdo celebrado en la junta que ha 
de tenerse para tratar de su concesión (art. 
518). 

De las que recaigan en el artículo que 
el deudor promueva oponiéndose á la de- 
claratoria de concurso necesario hecha 
respecto de sus bienes (art. 534). 

De las que se dictan á consecuencia de 
los juicios de desahucio, por reclamación 
enjuicio verbal que haga el lanzado á 
virtud de labores, plantío ú otracualquier 
cosa que haya quedado en la finca (art. 
659). También de la que se dicta sobre el 
desahucio después de oidas las partes y re- 
cibidas sus pruebas en acto verbal igual- 
mente (art. 662). Y también de las que re- 
caen cuando no pidiéndose el desahucio 
por cumplimiento del plazo estipulado en 
el contrato, se resuelva sobre el particu- 
lar (art. 670). 

De las sentencias que recaen sobre re- 
tractos (art. 685). 

Del auto que en el interdicto de adqui- 
rir niega la posesión después de haberse 
pedido reposición dentro de tercero dia, 
(art. 697) y del que á virtud de oposición 
determina la devolución de la cosa al de- 
mandado (art. 704). 

De las providencias que declaren no ha- 
ber lugar al interdicto ae retenerla pose- 
sión (art. 713 y 720) admitida la informa- 
ción y provocado ó no el juicio verbal 
subsecuente. 

De la que niega la restitución en el in- 
terdicto de recobrar (art. 728 y 735, admi- 
tida la información y provocado ó no el 
juicio verbal subsecuente. 

De la que no ratifica la suspensión de 
la obra en el interdicto de obra nueva 
(art. 742). 

De la que recae en el interdicto de obra 
vieja (art. 757). 

De la que fija y determina la cantidad 
que ha de abonarse con arreglo á la ege- 
cutoria y pruebas judiciales en el proce- 
dimiento sobre sentencias ejecutoriadas 
(art. 907) á menos que el apelado pida la 
ejecución dando fianza (art. 908). 


Del auto que deniega la ettcumpa en 
el juicio egecutivo, después m pedula en 
reposición dentro de los tres días de de- 
recho (art. 947). 

De la sentencia de remate uo dande 
fianza bastante el actor (ar. 978). 

De la sentencia que declara la mujUdad 
de la ejecución ó no haber lugar á la de 
remate (art. 978). 

De las que recaen en los juicios de me- 
nor cuantia que se tratan por escrito (art 
1153). 

De las que recaen en los juicios verba* 
les para el juzgado correspondiente (art. 
1177). 

De las providencias que se dictan ae 
los asuntos de jurisdicción voluntaria (orí, 
1208). 

De la que deniega alimentos {art 1242) 
y causas de divorcio en clase de provisio- 
nales (art. 1294). 

De la que niega la licencia para matri- 
monio á los que carecen de padre ó cura- 
dor (art. 1369). 

De la que recae sobre autorización para 
venta de bienes de menores (art. 1404), y 
también de la que niega la licencia para 
dio, con vista de la justificación produ- 
cida (art. 1413). 

179. Conforme á la propiaLey proceden 
las alzadas solamente en el efecto devo- 
lutivo, respecto de las providencias si- 
guientes: 

De las sentencias en que Be admito la 
recusación de los subalternos de les Jua- 
gados y tribunales, (art. 150). 

De la negatoria de la acumulación .de 
autos que cursan en distintos jujeadas 
(art. 164) y hace el juez á quien se pide. 

De la providencia que dicte el otto 
juez á quien se requiere por la acumula- 
ción, otorgándola ó denegándola (art. 168). 

De la que dicte el juez requirente de- 
sistiendo de la acumulación con vidta de 
la contestación dada por el fóquerido 
(art. 171). 

De la que otorgue el ténninonxteracír 
dinario de prueba (art 268). 

De la que se dictare declarando á algu- 
no confeso ó denegando esta declámete©, 
salvo lo que se resuelva en definitiva (art. 
299, 300 y 801). 

De las providencias que en las testa- 
mentarias aprueban los inventarios en las 
casos que la ley determina (aH. 460). 
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De las que en las mismas aprueban la 
liquidación y partición practicadas (art. 
482) cuando después de haberse puesto 
de manifiesto en la escribanía por ocho 
dias, dentro de estos no se ha hecho oposi- 
ción. 

De las que del mismo modo aprueban 
la liquidación y división después de ha- 
ber mediado oposición, y decreto del juez 
con plazo para que se practique en for 
ma sin haberse hecho (art. 484). 

De las que se dictan sobre la impugna- 
ción del nombramiento de síndicos (art. 
545). 

De la providencia que otorga la resti- 
tución en el interdicto de recobrar (art. 
729). 

De la que ratifica la suspensión de la 
obra, en el interdicto de obra nueva (art. 
744). 

De laque otorga alimentos en los jui- 
cios de la materia (art. 1214 y 1294). 

De las que se dictan 'en las causas de 
divorcio sobre pretensiones de la muger, 
marido ó depositario sobre variación de 
depósito ó incidentes á que este pueda 
dar lugar (art. 1294). 

180. El juez inferior ante quien se in- 
terpone la apelación, puede denegarla si 
es improcedente por cualquiera de los mo- 
tivos que el derecho determina, y puede 
también otorgarla en uno ó en ambos e- 
fectos, conforme á los principios que se 
han indicado en la materia. Esa determi- 
nación del inferior sin embargo, no pro- 
porciona los resultados de una ejecutoria, 
pues la superioridad respectiva puede 
también . enmendar las faltas que en el 
caso se cometan, por los medios que serán 
explicados mas adelante. 

181. El juez debe determinar, pues, si 
admite en ambos ó en un solo efecto las 
apelaciones que de sus providencias se 
interpusieren, y aunque los autores de ju- 
risprudencia enseñan que puede también 
admitirla sin expresar el modo en que lo 
hace, ó con la cláusula de que la otorga 
cuanto ha lugar en derecho, entiendo que 
eí juez debe abstenerse de practicarlo de 
ninguno de los dos últimos modos. Con 
efecto, la manera en que procedo aquel re- 
curso interpuesto, hace necesaria una re- 
solución de parte del juez de quien se in- 
terpone; y no es dictar propiamente la re- 
solución decir que se entienda conforme 

54 


á las reglas del derecho, ó hacerlo de una 
manera ambigua. Por semejante princi- 
pio y sim embargo de la doctrina que me- 
dia en el caso de escritores dignos de con- 
sideración, creo que oyendo el juez el re- 
curso de semejante manera ambigua, las 
partes tienen derecho para exigir de ól 
una aclaratoria, como en cualquiera de los 
otros casos en que las providencias se re- 
dactan en dudoso concepto. 

182. Para mejor determinar la manera 
en que debieran oirse las alzadas, fué prác- 
tica generalmente admitida la de que inter- 
puesto el recurso, se confiriese traslado á 
la contraparte, á fin de que en su vista 
expusiera lo que estimase oportuno, así 
sobre la presentación del recurso fuera del 
plazo legal, como sobre su negativa ó 
procedencia en uno ó ambos efectos, con- 
forme á los antecedentes del procedimiento. 

188. El auto acordado de 17 de Junio de 
1847, dispone que suplicado y apelado en 
subsidio cualquier auto interlocutorio, si 
no admitiese reforma en concepto del juez 
desde luego asi lo determine, proveyendo 
de plano y sin mas trámites ni traslados 
que el escribano ocurra á hacer relación á 
la Audiencia con los requisitos correspon- 
dientes. Resuelto así para los autos inter- 
locutorios que tienen lugar en los pleitos 
que se siguen presente el superior ¿tendrá 
cabida la misma prevención sobre el tras- 
lado en los otros litigios en que no es- 
tá presento el superior? 

184. Aunque el auto acordado da por 
motivo principal de su disposición, la bre- 
vedad con que la ley de Indias quiere que 
el superior tome conocimiento de seme- 
jantes apelaciones, creo que la brevedad de 
los procedimientos y la naturaleza de esos 
autos interlocutorios exige que se proce- 
da de la propia manera expedita, aun 
cuando falte aquella circunstancia de es- 
tar presente el superior para ante quien se 
interpone la alzada, y seria bien que así 
se resolviera por otro auto acordado para 
evitar toda duda en la materia. 

185. Lo mismo debe entenderse aun 
cuando la apelación no se interponga sub- 
sidiariamente, sino después de negada la 
reposición pretendida por contrario im- 
perio, pues entonces media aun mayor 
motivo para abreviar el curso del artículo, 
demorado por la sucesiva presentación en 
ios dos recursos. 

1856 
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186. También creo que de la propia 
manera deba procederse en las resolucio- 
nes que recaen en los juicios sumarísimos 
de posesión y egecutivos, siendo oportu- 
no igualmente que así se determinara por 
un auto acordado, para evitar dudas y 
contradictorias prácticas en el particular, j 

187. Por fin, y seria sin duda lo mas ¡ 
conveniente y uniforme, debiera prolii- ¡ 
birse todo traslado á consecuencia de nin- 
guna apelación que se interpusiese, su- 
puesto que es muy fácil al juez exami- 
nar si fue interpuesta dentro del plazo 
de la ley, y también la manera en que 
procede con arreglo á los antecedentes 
que obran en la actuación, y supuesto 
que después de todo se trata de una di- 
ficultad 6 asunto de mero enjuiciamien- 
to, que el juez debe dirigir por sí, sin 
que le sea precisa sobre ello la ilustración 
que los litigantes puedan dar ai asunto. 

188. Ese traslado está demás en las a- 
pelaciones sobre las sentencias definitivas 
que recaen en las causas criminales, las 
cuales todas proceden libremente, y aun 
son innecesarias para suspender la egecu- 
cion del fallo, que no puede llevarse á efec- 
to hasta la coníirmacionde la superioridad. 

189. En los asuntos mercantiles, la ley 
prohibe el traslado de la interposición del 
recurso, sea cual fuere la determinación 
sobre que recaiga. (Art. 396 L „ de Enj). 

190 En los juicios civiles de menor cuan- 
tía que se llevan por escrito, dispone asi- 
mismo el reglamento del ramo, que las ape- 
laciones se otorguen lisa y llanamente, sin 
necesidad de aquel trámite del traslado 
(art. 14, 

191. La ley de enjuiciamiento civil pu- 
blicada últimamente en la Península dispo- 
ne terminantemente que las apelaciones 
interpuestas en tiempo y forma se admitan 
sin sustanciacion alguna (art. 335 y 350). 

CAPITULO VI. 

De los recursos que pueden entablar- 
se contra las providencias del juez 
que deniega o no admite libremente 
la apelación. 

192. Interpuesta la alzada, el juez infe- 
rior puede denegarla por estimarla impro- 
cedente, y parece desde luego acertado 
que en el caso de proporcionar agravio 
esa nueva negativa, respecto de ella tuvie- 


se lugar nueva alzada. Sin embargo, con- 
forme á la ley (L. 8, út. 20, lih. 11. Nov. 
Rec.). el litigante entonces debe ocurrir á 
la superioridad interponiendo recurso de 
queja contra semejante determinación, y 
así se practica. 

193. Los modernos escritores de prác- 
tica aconsejan que en tal caso, se pida al 
juez que nególa alzada testimonio expre- 
sivo de la naturaleza y calidad del pleito, 
así como literal de la sentencia apelada, 
notificación, escrito de apelación y auto 
denegatorio de ella, para hacer descansar 
en esos datos la queja ante el superior, se- 
gún está dispuesto en la materia mercan- 
til. 

194. Concedido pues, el testimonio, la 
parte puede presentarse con el ante el su- 
perior aquejando la injusticia que se le ha 
hecho con la negativa del recurso, y aquel 
superior con vista de los antecedentes pue- 
de resolver lo que corresponda, previnién- 
dose al juez inferior que informe con jus- 
tificación y oyendo á la contraparte, á 
quien hará citar por un breve plazo, ó sin 
su audiencia por «u rebeldía. En el caso 
de negar el inferior el testimonio, aconse 
jan los mismos prácticos que el querello- 
so ocurra al superior para que disponga 
que aquel facilite el testimonio ó dé infor- 
me con justificación en la materia. 

195. Creo innecesario pedir al juez in- 
ferior el testimonio referido para acudir 
con la queja al superior en el fuero ordi- 
nario, así por no disponerlo la ley, como 
porque parece mas llano presentar desde 
luego el recurso para que el superior pi- 
diendo in forme justificado, en su vista ó 
de la de los demas datos que estime con- 
venientes, resuelva si procede ó no la al- 
zada. Esta doctrina, sobre ser también de 
práctica en nuestros tribunales, vá de en- 
tero acuerdo con lo que dispone la ley no- 
vísima de enjuiciamiento civil publicada 
en la Península. En los tribunales mercan- 
tiles, por disposición terminante de la ley 
(art. 415, L. de enj.), negada la apelación se 
ocurre en queja al superior con el testimo- 
nio referido de que deberá proveerse al 
querelloso, y aquel superior en vista de e- 
sos antecedentes, ó pidiendo informe si no 
los estima bastantes, dieta en el asunto la 
resolución oportuna. 

196. La ley de enjuiciamiento civil pu- 
blicada últimamente en la Península, dis 
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pone que, cuando fuere denegada cual- 
quiera apelación, podrá el que la haya in- I 
terpuesto recurrir en queja á la Audien* j 
cia respectiva: que esta previo informe j 
que pida al juez, y oyendo sobre é! al a- 
pelante, determine lo que crea justo: que 
si estimare bien denegada la apelación, 
mande remitir al juez testimonio de su 
providencia para que conste en los au- 
tos; y que si estimare que ha debido otor- 
garse, lo declare así, ordenando al juez 
que remita los mismos autos, previas las 
citaciones correspondientes (arL 75). 

197. En el fuero eclesiástico, cuando 
este niega la alzada en la causa de su co- 
nocimiento, tiene cabida para las Audien- 
cias el recurso de fuerza en no otorgar ; y ¡ 
el mismo recurso se extiende al caso de I 
que la alzada se otorgue en un solo efec- 
ts, procediendo su admisión en dos, ó al 
contrario. 

198. Bien consultado el tenor de la lev 
(L. 2, tíL 2, lib. JSTov. Rec .), la queja puede 
interponerse por el solo hecho de negarse 
la alzada, aun cuando el eclesiástico no 
haya llegado todavía á hacer ejecutar su 
fallo, y mediando la última circunstancia 
ha de prevenírsele la reposición de todo lo 
que haya ejecutado, en el caso de decla- 
rarse procedente la fuerza. Por supuesto 
que para que medie tal fuerza, es necesa- 
rio que la alzada interpuesta en el ecle- 
siástico lo haya sido en tiempo hábil, en la 
forma correspondiente, y respecto de pro- 
videncia que ocasione agravio al opio se 
alza de ella. 

199. Conforme á las doctrinas mas sa- 


mita el proceso. Elevados los autos se pa- 
san al relator, se da audiencia al ministe- 
rio fiscal y se señala dia para la vista con 
citación de partes, pudiendo sus abogados 
tomar instrucción de antecedentes y asis- 
tir á informar en los Reales estrados. De 
seguida se dicta fallo declarándose que el 
eclesiástico hace fuerza que se manda al- 
zar, 6 se declara que no hay tal fuerza, 
devolviéndose de todos modos los autos al 
juez, cuya devolución no tiene lugar en el 
otro recurso de conocer y proceder. Cuan- 
do el eclesiástico niega el testimonio para 
ocurrir á la Audiencia, el querelloso pue- 
de reclamarlo nuevamente por escrito du- 
plicado, exigiendo que el notario déféen 
el uno de la entrega del otro, y acudiendo 
con aquel á fundar el recurso. 

200. Conforme á lo dispuesto por la 
lev de enjuiciamiento civil novísimo, el 
recurso en el modo de proceder y no otor- 
gar se prepara pidiendo al juez eclesiásti- 
co reposición de la providencia en que se 
cree cometer fuerza, apelándose subsidia- 
riamente y protextándose que si no se ad- 
mite la apelación, se impetrará contra la 
misma fuerza el Real auxilio. (ArL 1128). 
Si se niegan la reposición y apelación, 
j se pide testimonio de la providencia, con 
la cual se presenta el recurso en el tribu- 
nal correspondiente, y si el eclesiástico 
niega el testimonio se ocurre también en 
queja sobre este último particular á a- 
quel tribunal, quien dispone que se des- 
pache Real Provisión para que se conce- 
da el testimonio, y si así no se cumpliere 
se libra otra Real Provisión conminando 


ñas de jurisprudencia en el asunto, el re- 1 al eclesiástico con la pena de que habla el 
curso á que me refiero necesita prepara- | art. 805 del código penal (arts. 1109, 1110 
cion. Quiere esto decir, que la parte á quien ¡y 1129). 

niega la alzada el eclesiástico, pida á este 201. Con vista de esos antecedentes el 
reforma por medio de un recurso previo, tribunal Real manda que el eclesiástico re- 
y que si llevare adelante la negativa, prc mita los autos, despachándole al efecto 
sente nuevo recurso insistiendo en la pre- Real Provisión, en la cual se le previene 
tensión, y anunciando entonces la fuerza, también que cite á las partes para que 
concluya pidiendo testimonio de los dos dentro de veinte dias improrogables com- 
libelos. Con esc testimonio se ocurro á la j parezcan ante el tribunal del recurso. No 
Audiencia con pedimento que se llama ! remitiéndose los autos con semejante re- 
comordadoj en el cual por medio de pro- ! quisito, se librará otra Real Provisión en 
curador se hace breve relación del pleito, j los términos dispuestos para cuando no se 
de la negativa de la alzada y fundamen- ; cumple con facilitar el testimonio de la 
tos que la hacen admisible, concluyendo- providencia (arfa, lili y 1112). Y si ape- 
se en que se expida Real Provisión paraj sar de esas segundas Reales Provisiones 
que el eclesiástico admita la apelación y ! no se cumpliere con dar el testimonio ó 
reponga lo obrado, ó en caso contrario re- 1 los autos, se mandará al juez de primera 
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instancia que recoja los autos y los remi- 
ta al tribunal que conoce del recurso, pro- 
cediéndose también criminalmente á lo 
que corresponda (art. 1115). 

202. Encontrándose ya los autos en a- 
quel tribunal, se sustancia el recurso por 
los trámites señalados para los que se in- 
terponen sobre el modo de proceder y no 
otorgar, exceptuándose la intervención del 
ministerio fiscal (art. 1130). Por conse- 
cuencia se pasarán los autos al relator pa- 
ra que forme el apuntamiento; devueltos 
que sean se entregarán por su orden á las 
partes que se hubieren presentado, para 
que se instruyan con término de seis dias 
improrogables á cada una, y también al 
juez eclesiástico si igualmente se hubiere 
presentado á sostener su providencia, per- 
mitiéndosele hablar en estrados por sí mis- 
mo <5 por medio de letrado (arts. 1114 y 
1115). Al devolver los autos manifestarán 
les interesados por escrito, si están confor- 
mes con el apuntamiento 6 reclamarán las 
reformas ó adiciones que crean oportunas. 
(art. 1117). 

203. Se pasarán los autos al Ministro 
ponente por otros seis dias, informando 
este á la Sala por escrito sobre las adicio- 
nes 6 reforma del apuntamiento solicita- 
das, y con esto ó la conformidad con el a- 
p untamiento se señalará dia para la vista 
(arts. 1118 y 1119). Y á los ocho dias si- 
guientes se dictará sentencia, declarándose ¡ 
no haber lugar al recurso con las costasral j 
(pie la interpuso y mandándose devolver 
los autos; o que el juez hace fuerza y que 
se le devuelvan los autos con prevención de 
que los reponga al estado que tenían an- 
tes de cometerla, y de que alce las censu- 
ras si las hubiere impuesto (art. 1131). Por 
fin, y conforme ála propia ley, dictada la 
sentencia y tasadas y reguladas las costas 
los autos han de devolverse al eclesiásti- 
co, con certificación tan solo de la propia 
sentencia y de la tasación en su caso. 

204. Sin duda que tanto perjuicio pue- 
de ocasionarse á los litigantes negándose- 
les las alzadas, como oyéndose en solo el 
efecto devolutivo la que debe otorgarse 
libremente, 6 al contrario. Sin embargo, 
nuestras leyes no habian tomado en con- 
sideración tan importante circunstancia, 
asi para determinar de una manera bas- 
tante clara el modo en que proceden las 
alzadas en los casos respectivos, como pa- 


i ra conceder y determinar la marcha de los 
| recursos que correspondiera interponerse 
| cuando el que admitiese las alzadas lo hi- 
| ciera en contravención de aquellas reglas, 
i 205. Aquel silencio de la ley obligo á 
¡ los tribunales superiores á decidir de pla- 
j no y sin audiencia ciertas apelaciones ur- 
gentes, o bien á abreviar la sustanciacion 
suprimiendo algunos trámites; peroes pre- 
ciso convenir en que semejante proceder, 
á mas de abrir campo á prácticas entre sí 
contrarias en el asunto, . extiende el arbi- 
trio del juez y pone en peligro bajo mas 
de un concepto la justicia de las partes. 
Por la doctrina del conde dé la Cañada, 
la cual es muy atendible en todas estas 
materias de práctica, los interesados po- 
dían interponer en el superior artículo 
previo sobre la manera en que filé otorga- 
da la alzada; pero los escritores modernos 
han aconsejado que en el particular se a- 
dopte el partido que para la materia mer- 
cantil determina la ley de enjuiciamiento 
del romo. Sin duda esta opinión es acer- 
tada, porque las disposiciones de la ley 
llenan cumplidamente el objeto que se 
propone, y porque para la. adopción de li- 
na práctica os recomendable la doctrina 
de las disposiciones legales, aun cuando 
no se hayan dictado expresamente para 
los casos á que se tratan de aplicar, y so- 
bre los cuales ha guardado silencio el le- 
gislador. 

206. La ley de enjuiciamiento mercan- 
til ordena pues (arts. 416 y 417) que oida 
la apelación en solo el efecto devolutivo, 
después de elevado el testimonio de los 
autos, pueda el apelante pretender que la 
alzada se extienda al efecto suspensivo, 
si cree tener derecho para ello. Añade que 
de esa solicitud se confiera traslado, á la 
contra}>arte contérmino de segundo dia, y 
que con su contestación se resuelva el ar- 
tículo, expidiéndose despacho al inferior 
en el caso de ser procedente la alzada en 
ambos efectos, para que se suspenda la e- 
gecucion del apelado y se reinita origi - 
nal el proceso. Dispone asimismo que o- 
torgada la apelación libremente, si el ape- 
lado entiende que solo debe tener cabida 
en el efecto devolutivo, puede pretender- 
lo así antes de contestar á la expresión de 
agravios, sustanciándose y resolviéndose el 
artículo como en el caso anterior; y que 
estimándose justa la pretensión se libre 
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despacho al inferior insertándose literal la j 
providencia para que la lleve á efecto, y I 
reteniéndose los autos para que prosiga | 
la segunda instancia. 

207. En el fuero eclesiástico se interpo- 
ne recurso de fuerza en no otorgar, cuando 
la alzada que debe ser libre, se otorga en 
un solo efecto, y también en otorgar cuan- 
do se oyelibremente,procediendoenel de 
volutivo ó en ninguno. El recurso se pre- 
para y sustancia del mismo modo que 
cuando la apelación se niega indebida- 
mente. 

208. La ley novísima de enjuiciamien- 
to civil publicada en la Península dispo- 
ne (art. 78) que si la providencia cuy a a- 

£ elación se ha admitido en solo un efecto, 
lere interlocutoria, al presentar el ape- 
lante el testimonio que ha de dársele pa- 
ra la prosecución del recurso, puede pedir 
que se le declare admitida libremente; y 
que dado traslado de la solicitud á la con- 
traparte, si se estima procedente el recur- 
so de aquel modo, se libre órden al infe- 
rior para que remita los autos, con cita- 
ción de partes, y término de veinte dias 
precisos para el comparendo. 

209. También previene la misma ley 
(art. 74) que otorgada en un solo efecto 
la ‘apelación de sentencia definitiva que 
se estime procedente en ambos, podrá so- 
licitarse de la Audiencia después de ha- 
berse elevado á ella los autos, que se de 
clare*admitida libremente, y que en el ca- 
so^de declararse así, se libre órden para 
que se suspenda la ejecución del fallo. 

210. Esa ley no habla del caso en que 
oida la apelación libremente, quiera una 
de las partes que se otorgue en un solo e- 
fecto, y parece por lo mismo que no dá 
entrada á la promoción. Para esto se ha 
tenido presente sin duda, lomas atendible 
que en todas circunstancias es la latitud 
en la defensa; así como también que poco 
mas tiempo se empleará en resolver lo 
principal de la alzada libremente oida, 
que el que invertiría la resolución del ar- 
tículo. Y por otra parte, determinados co- 
como están en aquella ley los casos en que 
las alzadas proceden en uno ó en los dos 
efectos, fácil es hacer una manifestación al 
inferior cuando deje incumplida la dis- 
poeiw#, con lo cual puede evitarse el a- 
ouee que pudiera cometerse en oir libre- 


mente las alzadas que solamente tuviesen 
cabida en un efecto. 

211. x\demas de los recursos expuestos 
por consecuencia de la apelación, los prác- 
ticos determinan otro contra los atenta- 
dos de los jueces inferiores. Tienen lugar 
esos atentados, cuando propuesta en for- 
ma una apelación admisible y oída en am- 
bos efectos, el juez innova dictando reso- 
luciones en el pleito cuyo conocimiento se 
ha devuelto al superior. La ley lo prohíbe 
terminantemente, disponiendo que se re- 
pongan las cosas al estado que tenían cuan- 
do la apelación se interpuso ( LL. 26 y 27, 
tU. 23, Parí. 8). 

212. Conforme á la doctrina dé los prác- 
ticos, en el caso de cometerse aquel atm- ~ 
laclo , puede pedirse la enmienda al mismo 
juez que lo cometió, y si á ella accede es 
de cumplirse la determinación, oyéndose 
solamente en el efecto devolutivo la ape- 
lación que se interponga contra la provi- 
dencia de la suspensión. Pero no accedien- 
do el juez ú obrando ya en la superioridad 
el proceso, la reclamación es de hacerse 
ante el mismo superior. Denunciándose A 
atentado se pedirá desde luego la revoca- 
ción con costas, y si previa audiencia de 
la contraparte resulta justificado el recur- 
so, se revoca aquel previniéndose la reposi- 
ción de las cosas al estado que tenían 
cuando se otorgó la alzada, despachándo- 
se la carta correspondiente. Este recurso 
en muy rara ocasión podrá tener lugar. 

213. En cuanto al atentado de los jue- 
ces eclesiásticos, la ley dispone (L. 2, t'it. 
2, lib. 2, Nov. Rec.) que al alzarse la fuer- 
za previniéndoseles que otorguen la apela- 
ción interpuesta, se disponga también lo 
oportuno para que so reponga lo que se 
hubiere practicado después de la interpo- 
sición do la alzada. 

CAPITULO VIL 

De la remisión de autos al superior. 

214. En la misma providencia en que 
el juez otorga la apelación en uno ó en 
ambos efectos, debe disponer que se remi- 
tan al superior los autos originales ó tes- 
timonio ae ellos. Es regla general la de 
que otorgándose la alzada libre, se dispon- 
ga la remisión original, y que cuando es en 
un efecto se remita el testimonio; y esto 
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se funda en que en el primer caso para 
nada necesita el inferior el proceso, mien- 
tras que en el segundo sí lo ha menester 
para la egeeucion de su providencia ape- 
lada. 

215. Los autores de práctica determi- 
nan cuatro casos en los cuales aunque se 
admita la apelación en el efecto devoluti- 
vo. deben elevarse los autos originales á 
la superioridad. 

216. Es el primero, cuando el auto a- 
pelado no proporciona en su ejecución trá- 
mites que varicn el anterior estado del 
procedimiento, como sucedería si el juez 
admitiese apelación en un solo efecto de 
la 'providencia que niega el despacho 
de la ejecución, pues entonces para nada 
se necesitan en su tribunal los autos cuyo 
curso no ha de proseguirse. 

217. Es el segundo, cuando el apelante 
se ha conformado con que se deje cumpli- 
da la resolución apelada para proseguir 
el recurso. 

218. Es el tercero cuando fácilmente 
puede cumplirse el auto apelado, sacándo- 
se para ello un testimonio de lo condu- 
cente, y siendo la actuación voluminosa. 

219. Y es el último cuando todas las 
partes del juicio se conforman en que se 
haga la remisión del proceso original, pues 
el juez no tiene por que oponerse á que 
ninguno liaga renuncia de los derechos 
(pie le asisten. 

220. Por los mismos principios referi- 
dos, si el superior á virtud de reclamación 
de la parte declara que la alzada otorga- 
da en un efecto debe serlo en ambos, es 
consiguiente que disponga la remisión de 
los autos originales; y si al contrario, pa- 
ra la ejecución del apelado, puede preve- 
nirse que se despache certificación <J e lo 
conducente al efecto. Los gastos de esas 
remisiones, por supuesto que deben ser 
adelantados por el apelante. 

221. El auto acordado de 3 de Diciem 
bre de 1846, de conformidad con lo dis- 
puesto por laL. 12, tít. 28, lib. 11 de la 
Nov. Rec. y el otro auto acordado de 16 
de Agosto de 1847, aclaratorio del ante- 
rior, disponen que en las causas ejecutivas 
cuyos fallos de remate se han apelado, se 
eleven los autos originales cuando no se 
necesiten en el inferior por haberse cum- 
plido la sentencia. Y que teniendo aun 
que hacerse efectivo el fallo, los jueces 


manden sacar á costa del apelante, el tes- 
timonio suficiente de los embargos, tasa- 
ciones y demas necesario para el efecto de 
llevarse adelante aquella ejecución, remi- 
tiéndose los originales á la Audiencia para 
la prosecución del grado, á no ser en algún 
caso raro en que absolutamente sea nece- 
saria la retención de los propios autos en 
el inferior, ó que la parte apelante se pres- 
te á aguardar voluntariamente á que la 
ejecución se lleve acabo. Conforme á los 
mismos autos acordados en este proceder 
no se hace diferencia, bien se encuentre 
presente el superior, ó bien deje de estarlo. 

222. En los demas casos de apelaciones, 
sí J^ay marcada diferencia entre las que 
se oyen en un efecto en los juzgados de 
esta capital y Guanabacoa, y las que se 
otorgan en los demas tribunales de la Isla. 

223. Los últimos proveen á las partos 
de los testimonios correspondientes para 
que acudan á la superioridad en prosecu- 
ción de la alzada, mas los primeros dis- 
ponen de conformidad con la Ley de In- 
dias, y en vez de aquellos testimonios, que 
los escribanos ocurran á hacer relación de 
los artículos á la Audiencia (A. 22, t'd . 8, 
lib. 5, Rec . de Ind.). Al disponerse la rela- 
ción debe ordenarse que lo sea con citación 
de partes para que se hallen presentes á 
ella si quisieren, según el auto acordado 
de 3 de Junio de 1847. 

224. Aquella relación se hace por los 
escribanos en el tribunal superior, bien de 

alabra, ó ya por escrito. El auto acorda- 
o de 6 de Marzo de 1843, dispone que 
para dar cuenta de las apelaciones que so- 
lo procedan en un efecto, se omita por re- 
la general hacer relaciones escritas, dan- 
o cuenta los escribanos por dentro, de 
los lugares conducentes, para aclarar la 
cuestión resuelta por el auto apelado, y 
que si en algún caso raro fuere necesario 
extender por escrito la relación, la firme 
el escribano y también las partes en prue- 
ba de su conformidad, reiterándose la pre 
vención de que sean citadas y haciéndolas 
saber el dia señalado para la vista, para 
que puedan hallarse presentes á ella. Lo 
indeterminado del caso raro á que el auto 
acordado se refiere, ha introducido la prác- 
tica de que los tribunales inferiores man- 
den hacer aquellas relaciones por escrito, 
siempre que los litigantes lo solicitan res- 
pecto de providencias de alguna impor- 
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tancia, y seria de desearse una determina- 
ción mas explícita en el particular 

225. Conforme ala ley de Indias citada, 
con la relación á que me lie contraido, de- 
be dar cuenta el escribano á la Audiencia 
del auto de la alzada, á las veinte y cuatro 
horas posteriores á la resolución; pero di- 
ficultades invencibles de hecho obligan á 
dejar incumplida aquella disposición le- 
gal. Con efecto, después de otorgada la a- 
pelacion, el escribano tiene que enterarse 
de los autos ó de lo concerniente al artícu- 
lo de que ha de hacer relación por dentro, 
ó bien con mayor dificultad en su caso ha 
de redactar la misma relación por escrito, 
y procurar la suscricion de los letrados 
defensores de las partes en muestra de a- 
sentimiento, según se acostumbra. Tam- 
bién le es preciso ocurrir donde el Regente 
déla Audiencia antes de ningún otro pasoá 
fin de que señale el dia en que ha de tener lu- 
gar la relación ante la Sala correspondien- 
te; y lo que se acostumbra hacer para 
combinar el precepto legal con los incon- 
venientes de hecho que se oponen á su 
extricta observancia, es acudir el escriba- 
no á la Regencia después de otorgada la a- 
pelacion y sin demora, para que se proceda 
al señalamiento de dia, tomando en conside- 
ración todo lo que ha de practicarse antes 
de ese evento. Así dispone el auto acor- 
dado de 28 de Setiembre de 1843, que los 
escribanos al dia siguiente de oirse aque- 
llas apelaciones en solo un efecto pasen á 
impetrar la venia del Regente, éigualmen- 
te previene, que los actuarios hagan por 
sí mismos tales relaciones, y que solo en 
el caso de hallarse ocupados en otros tra- 
bajos mas preferentes que expresarán, les 
será permitido cometerlas á otros, obte- 
niendo para ello permiso del propio Re- 
gente. 

226. Con la intención de hacerse mas 
expedito el trámite explicado se prohibió 
por la misma Audiencia, según ya se ha 
dicho, que de la apelación de sentencias 
mterlocutorias se confiriese traslado con 
objeto de determinar si debieran otorgar- 
se en uno o en ambos efectos. Otro incon- 
veniente fue preciso allanar sin embargo, 
procurándose la misma expedición de las 
relaciones de los escribanos, y este incon- 
veniente aunque parezca extraño, ha sido 
el abono de los derechos de las relaciones 
á los mismos escribanos. 


j 227. Sin embargo de estar prevenido 
i por punto general en el auto acordado de 
24 de Febrero de 1840, que todos los de- 
rechos en los litigios se satisfagan al con- 
tado, los curiales han continuado la eos 
tumbre de esperar para la cobranza á la 
conclusión de los litigios generalmente. 
Por una excepción con todo, cuyo moti- 
vo no se concibe, el pago de los derechos 
de las relaciones admite la de exigirse al 
contado, y esa exigencia dio motivo á dis- 
tintas prácticas y demoras en el cumpli- 
miento de la Ley de Indias de que se ha 
hecho mención. 

228. Reclamáronse los derechos antes 
de examinarse los autos ó formarse las re- 
laciones, y la falta de pronto pago sirvió 
de ocasión para que se dictasen apremios 
sobre el particular, y aun para que los 
jueces inferiores por la falta de aquel abo- 
no declarasen desiertas las alzadas que ha- 
bian otorgado. Queriendo poner remedio 
á semejantes inconvenientes, el auto acor- 
dado citado de 28 de Setiembre de 1843, 
dispuso en su regla 8. 03 , que el escribano 
del inferior no pueda cobrar el importe 
de la relación sino después de haber obte- 
nido la venia, no comprendiendo las asis- 
tencias conforme á la regla 9. 63 . pues es- 
tas no podrán regularse ni cobrarse sino 
después de hecha la relación. De ese modo 
pues la venia debe impartirse dentro de 
las veinte y cuatro horas posteriores al o- 
torgamiento de la alzada, y la relación ha- 
cerse en el dia que se designe, sin perjui- 
cio de de los apremios que sobre el pago de 
los derechos pueden tener lugar después 
contra el procurador del apelante, respon- 
sable á ellos. 

229. Por lo que hace al fuero de mili- 
cias, por Real orden de 2 de Febrero de 
1856, está dispuesto de conformidad con 
lo propuesto por la Real Audiencia que 
de los negocios de que se admita apelación 
se remitan originales los autos, dejándose 
testimonio de lo conducente para la eje- 
cución de las sentencias en su caso, ó lo que 
es lo mismo cuando sean ejecutorias. 

230. Respecto de las causas criminales 
dispone el auto acordado de 17 de Febre- 
ro de 1848, que debiendo todas someter- 
se á la revisión del tribunal superior, 
los jueces inferiores despúes de notifica- 
das las sentencias, remitan los procesos á 
la Real Audiencia por el conducto de cos- 
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tumbre, citadas y emplazadas las partes, 
á reserva de que después dispongan tam- 
bién la remisión de los escritos que pre- 
sentaren algunas de ellas interponiendo a- 
pel ación, para que en la misma superiori- 
dad obren los efectos oportunos. Así debe 
también hacerse en los juzgados milita- 
res, supuesto que les obligan los autos a 
cordados de la Audiencia. 

231. Dispone asimismo la circular de 7 
de Febrero de 1842 que los escribanos ac- 
tuarios de las causas criminales que se si- 
gan fuera de la capital, al remitirlas en a- 
pelacion 6 consulta á la superioridad ro- 
tuladas á cualquiera de los fiscales, deban 
expresar en la carpeta de dichas causas 
el día y hora en que las ponen en la esta- 
feta. Que en la oficina de correos, al po- 
nerles el lema y el porte, se ponga también 
la fecha en que esto se verifica. Que en 
las causas seguidas en la capital sea obli 
gacion de los escribanos remitirlas con el 
oficio cerrado á uno de los fiscales, expre- 
sando en el sobre la fecha de la remisión; 
y que las mismas formalidades deban ob- 
servarse en la capital y en los demas pun- 
tos respectivamente con los partes, provi- 
siones y despachos que se devuelvan di- 
ligenciados. 

232. Otro auto acordado de 19 de Ju- 
nio de 1848, dispone que los síndicos pro- 
curadores generales de los ayuntamientos 
que hubiesen tomado en primera instan- 
cia la defensa de cualquier esclavo, tanto 
en materia criminal como en la civil, se 
consideren sus legítimos representantes 
para gestionar en las posteriores instan- 
cias sin necesidad de otorgar poder en for- 
ma a favor de procurador de la superiori- 
dad, bastando que designen apv.d oc/a el 
que haya de encabezar sus escritos, pré- 
via exhibición que se les hará en los juz- 
gados inferiores de la lista de los procu- 
radores de la Audiencia antes de elevarse 
los autos, y entendiéndose que en el caso 
de no aceptar voluntariamente el manda- 
to el procurador que así fuere nombrado, 
se encargóle el negocio al que toque por 
turno con el abogado que también le cor- 
responda, si no se hubiere elegido en el 
inferior, todo ello sin perjuicio de que 
cuando el cargo de síndico de esta capi- 
tal se halle, como es frecuente, desempe- 
ñado por letrado, él mismo sea quien en 
tal concepto formule en derecho las ale- 


gaciones y concurra á los estrados de cos- 
tumbre. 

233. La circular de 3 de Junio de 1846, 
dispone que todos los partes, procesos y 
pliegos relativos á causas criminales que 
se remitan por el correo se cierren á pre- 
sencia del juez de aquellas, que se envien 
con el escribano ó dos testigos al correo y 
exijan recibo á la persona encargada de 
él, para que puedan hacer constar en su 
oportunidad que por su parte cumplieron 
con la remisión de las diligencias. 

234. El auto acordado de 24 de Febre- 
ro de 1840, en la sección de las causas cri- 
minales dispone en su art. 8. ° que en el 
acto de notificarse á los reos la sentencia 
para remitir los procesos, se les prevenga 
que nombren procurador y abogado que 
los represente y defienda en la superiori- 
dad, con apercibimiento de que no hacién- 
dolo se les nombrará de oficio. 

235. La circular de 14 de Febrero de 
1846 dispone que todos los escribanos de 
esta capital no deben entregar sino bajo 
formal recibo, cuando menos de uno de 
los tenientes fiscales, las causas, pleitos y 
demás diligencias que hayan de elevarse 
á la superioridad, en inteligencia de que 
serán responsables de cualquier extravío, 
siempre que no acrediten haber observa- 
do aquella formalidad. 

236. Por fin el auto acordado de 7 de 
Mayo de 1855, ordena a los jueces que 
cuiden de que por los escribanos se pon- 
gan epígrafes breves én la parte superior 
de los escritos y al márgen de las diligen- 
cias, antes de elevar los expedientes civi- 
les y criminales á la Real Audiencia. Y 
que acompañen á cada causa criminal un 
índice de todas las declaraciones que com- 
prendan con los folios en que empiezan, 
sin omitir las de los procesados, las de los 
peritos, ni los careos, reuniendo bajo un 
contexto todas las de una misma persona 

237. Los procesos fallados en Consejo 
de guerra extraordinario establecido en 
obsequio á la clase de sargentos, cabos y 
soldados que tuviesen el carácter de oficia- 
les, se elevan también al general supe- 
rior respectivo para su revisión, pero aun 
cuando este se conforme con la sentencia, 
debe remitir la causa á S. M. en consulta, 
siempre que en el fallo se imponga la pe- 
na de privación de empleo, degradación 6 
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muerto. ( Art . b de la Real árden de 18 de 
Abril de 1799). 

238. Los fallos dictados por oficiales 
generales en los mismo consejos de guer- 
ra, siempre se elevan á S. M. para su cono- 
cimiento si causan ejecutoria por ser la 
pena leve, y en consulta cuando se con- 
dena al encausado á muerte, degradación 
6 privación de empleo ( arts . 21 y 22, tít. 
6 , trat. 8. ° , Ords. generales . del ejército). 

239. Las sentencias dadas en artille* 
ria ó ingenieros por los consejos de oficia- 
les pasan á consulta de los generales sub- 
inspectores respectivos^ y en caso de in- 
conformidad, tiene lugar nueva consulta 
al Director general del cuerpo con el pro- 
ceso original y las razones en que se funda 
la suspensión de la sentencia {Regí. 14, 
arts. 12 y 13, Ord. de Artillería, y Reg. 10, 
arts. 12 y 13, Ord. de Ingenieros ). En la is- 
la de Cuba, cuyos capitanes generales son 
también directores de las armas, se entien- 
de con ellos la nueva consulta, y s» con 
dictámen del auditor de guerra no se con- 
forma con el fallo nombra los oidores que 
han de reveer la causa. Esto en cuanto a 
la clase de tropa. Para sentenciar las cau- 
sas contra oficiales, después de instruido 
el proceso por un fiscal y encontrándola 
en estado el asesor del cuerpo, se pasan al 
Capitán general como Director del arma, 
para que con consulta del Auditor de 
guerra, que también es asesor de la Direc- 
ción, las falle y eleve á S. M. por conduc- 
to del Tribunal especial de Guerra y Ma- 
rina para su aprobación, de manera que 
para esta clase del ejercito no se reúne el 
consejo de guerra {Ord. de Artillería, Re - 
glamento 14). 

240. Las causas sentenciadas por los 
consejos de guerra ordinarios se elevan 
al Capitán general, ó Comandante gene- 
ral de Malina para que con la consulta 
del Auditor respectivo, que deberá eva- 
cuar dentro de veinte v cuatro horas se 
apruebe 6 desapruebe la sentencia {arts. 
68 y 59, • Trat . 8, tít. 8, Ordenanzas del 
Ejército. Real orden de 26 Octubre de 
1769. Real orden de 19 de Mayo de 1810). 
Cuando los Capitanes generales no se 
conforman con aquellas sentencias por so- 
lo el dictámen del Auditor, deben reveer- 
se los procesos, acompañándole un Oidor 
<jLe la Real Audiencia del distrito, y tres si 
eldelitomereciesela imposición de pena a- 


flictiva ó capital {Real órden efe 15 efe Ju- 
lio de 1806). En el ramo de Marina se ve- 
rifica lo mismo, con la diferencia de que 
el tribunal de revisión se compone de 
cuatro oficiales de la Armada ó del Ejér- 
cito en su defecto, debiendo tener á lo 
menos la graduación de capitanes. . Ese 
consejo es presidido por el Comandante 
general de marina, y á el asiste el Audi- 
tor del ramo ó el de guerra, si aquel hu- 
biere intervenido en la primera sentencia. 
Esa revisión tiene ademas lugar en todos 
los procesos fallados por los consejos or- 
dinarios y extraordinarios de marina 
siempre que recaiga pena capital: apro- 
bada quesea se devuelve el proceso para 
su ejecución dándose noticia al consejo de 
Almirantazgo (hoy dirección general de 
la Armada) con un resumen brevísimo 
{R. O. de Marzo de 1817). 

241. No creemos necesario ocuparnos 
de la consulta y revisión de los procesos 
que se fallaban por la comisión militar, 

orque esta fué suprimida en Real órden 
e 5 de Enero de 1856. Si se restablecie- 
se, sería la Sala de guerra y Marina de la 
Audiencia la que conociese de la revisión. 

242. En cuanto á los asuntos mercanti- 
les, la ley previene que al otorgarse libre- 
mente la apelación, en la misma provi- 
dencia se disponga la remisión de los au- 
tos originales al superior {art. 397) y que 
oida la alzada en solo el efecto devoluti- 
vo, también se mande sacar testimonio de 
los autos señalándose término al escriba- 
no para concluirlo, y que se remita á a- 
quel superior {art. 398). 

243. Dispone también la propia ley de 
enjuiciamiento, que aun cuando el ape- 
lante no satisfaga los derechos del testimo- 
nio, se haga la remisión trascurrido que 
sea el término fijado para ella {art. 399). 
Asimismo que si estuviere ya ejecutada 
la providencia que motiva la apelación, ó 
no hubiere que practicar diligencia algu- 
na en su cumplimiento, se remitan los au- 
tos originales aun cuando aquella apela- 
ción se haya oido en un efecto {art. 398). 
Y por fin que en las que recaigan sobre 
los procedimientos de quiebra, no se re- 
mita mas pieza de autos que la respecti- 
va á la providencia apelada, sin perjuicio 
de que el superior prevenga que se eleve 
cualquiera otra pieza de autos que estime 
necesaria para resolver la alzada. 

1856 
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244. Conforme á la ley novísima de en- 
juiciamiento civil promulgadaen la Penín- 
sula, no suspendiéndose la ejecución de la 
sentencia cuando la alzada se otorgue en 
un efecto, si es definitiva, para su ejecución 
deberá retener el inferior testimonio de lo 
necesario de los autos, remitiendo los ori- 
ginales al tribunal superior; y si se trata 
de providencia interlocutoria, deberá fa- 
cilitarse al apelante testimonio de lo que 
señalase de los mismos autos, con las adi- 
ciones que el colitigante hiciere, y el juez 
estimare necesarias, para que pueda ocur- 
rirse á aquella superioridad (art 71). Tra- 
tándose ae la apelación otorgada libre- 
mente, la ley advierte en caaacaso que la 
remisión que ha de hacerse de los autos, 
se entienda de los originales. 

245. El art. 335 de la misma ley dis- 
pone, que otorgadas las apelaciones de las 
sentencias definitivas, se remitan los autos 
al superior dentro de segundo dia, citan- 
do y emplazando préviamente á los pro- 
curadores de los litigantes, para que com- 
parezcan ante él. Lo mismo dispone el art. 
350 respecto de las sentencias que recaen 
en los incidentes de los juicios ordinarios, 
y lo mismo debe entenderse en las demas 
apelaciones que se otorgan libremente, y 
en que se manda hacer en cada caso la 
propia remisión de autos. 

246. En cuanto álas apelaciones sobre 
providencia en que se declara á una parte 
confesa, ó se niega la declaratoria de tal; 
dispone la misma ley que se admita, conti- 
nuándose lasustanciacion de los autos has- 
ta dictar sentencia definitiva; que si se a- 
pelare de esta se remitan los autos para de- 
cidir el recurso y el otro pendiente, y que 
si no se apelare ni se insistiere después 
de dictada y dentro de los cinco dias en 
la interpuesta, se estime abandonada y 
consentida aquella providencia (arts. 300, 
301 y 302). 

247. Cuando se otorga apelación del 
auto que concede la restitución en el in- 
terdicto de recobrar, se remiten los autos 
al superior con citación de partes, después 
que sea ejecutada la providencia, menos 
en la condenade costas, 'devolución de fru- 
tos ó indemnización de perjuicios (art 729). 

248. Cuando se otorga apelación del 
auto que ratifica la suspensión de la obra 
en el interdicto de obra nueva, se remiten 
también á la Audiencia los autos citadas 


las partes, después de ejecutada la sus- 
pensión (i art 744). 

249. Otorgándose la apelación del au- 
to que concede alimentos en los juicios de 
la materia, se debe extender certificación 
de la sentencia, la cual se reservará en el 
juzgado para su ejecución, remitiéndose 
en seguida los autos á la Audiencia con 
citación de ambas partes (arte. 1215 y 
1294). 

250. Cuando se otorga apelación libre 
de las sentencias que se dictan en los in- 
cidentes de los juicios deben remitirse los 
autos ó la pieza separada al superior. 
(art 350). 

251. Cuando se otorga del auto que en 
el interdicto de adquirir niega la posesión 
después de haberse pedido reposición den 
tro de tercero dia, deben remitirse los au- 
tos á la Audiencia con la sola citación del 
promo vente (art 697). 

252. Lo mismo cuando recae sobre la 
providencia que declara no haber lugar el 
interdicto de retener la posesión (art 713). 

253. Lo mismo cuando recae sobre la 
que niega la restitución en el interdicto 
de recobrar (art 728). 

254. Cuando en el procedimiento sobre 
sentencias cgecutoriadas se apela del auto 

ue fija y determina la cantidad que ha 
e abonarse con arreglo á la egecutoria, y 
el apelado pide ejecución dando la fian- 
za que para ello dispone la ley, se debe- 
rán elevar los autos originales al supe- 
rior, reservándose testimonio de la sen- 
tencia para su cumplimiento (art 908). 

255. En la apelación del auto que de 
niégala egecucionen el juicio egecutivo, 
solo debe citarse al apelante para que com- 
parezca en el superior (art 947). 

256. Cuando la apelación recae sobre 
sentencia de remate y el actor dá la fian- 
za que previene la ley, para que se entien- 
da la apelación en un efecto, deberán re- 
mitirse al superior los autos, quedando en 
el inferior testimonio de lo necesario para 
el cumplimiento de la sentencia (art 975). 

CAPITULO VIII. 

De la me! ora de la apelación* 

257. Conforme á las leyes, el juez de 
quien se apela, al otorgar la alzada debe 


Digitized by v^.ooQLe 



APELACION. 


427 


señalar plazo al apelante para que la me- 
jore ante el superior, y no haciéndolo el 
juez debia el mismo apelante hacer 
la mejora dentro de los plazos que las 
propias leyes señalaban (L. 23 tti. 23 Part . 
8. 08 , y L. 3, tít. 20 y 4, tít. 10. N'ov. Rec. 

258. Sin lugar ya el antiguo sistemade 
hacer esas mejoras, un auto acordado de 
la Audiencia Pretorial, ha simplificado el 
asunto, concluyendo á la vez con las prác- 
ticas contradictorias y abusivas que res- 
pecto de él tenían cabida. Es ese auto, el 
de 16 de Abril de 1846, en el cual se dis- 
pone, que así enlos juicios civiles como en 
los criminales, no se admita ninguna alza- 
da, sin que lo sea con citación y emplaza- ¡ 
miento de partes, apercibimiento de estra- 
dos y término para mejorar la apelación. 
De este modo, conforme lo dispone la mis- 
ma resolución, se abrevian los trámites 
del grado, pues el tribunal no necesita de 
hacer nuevos emplazamientos por la falta 
de comparendo de los interesados. Por 
consecuencia el ministerio fiscal en su ca- 
so ó las partes interesadas acusan la re- 
beldía, pidiendo el apelante la declarato- 
ria de estrados para el apelado, ó este la 
deserción del recurso para aquel, y así se 
hace la declaratoria, sin mas requisitoque 
el de requerirse á los procuradores de la 
superioridad para que manifiesten la ca- 
rencia de poder de aquellos interesados, 
y sin perjuicio de oirse en las causas cri- 
minales al procurador de pobres, cuando 
procede el trámite. 

259. Cuando el apelante prefiere espe- 
rar á que se cumpla la sentencia cuya a- 
pelacion procede en ambos efectos, para 
que tenga lugar la remisión de los autos 
al superior, el termino que se le designa 
para el comparendo, debe comenzarse á 
contar desde la fecha en que tiene lugar 
la remisión del proceso. De la propia ma- 
nera, cuando la alzada se ha otorgado en 
solo un efecto, aquel término del empla- 
zamiento no podrá comenzarse á contar, 
hasta que no quede expedito el testimo- 
nio para su elevación á la superioridad. 
Las razones de semejante proceder son 
muy obvias; pues en el primer caso que- 
da en suspenso todo lo concerniente á la 
apelación hasta que sea ejecutada la sen- 
tencia, y en el segundo no puede cul- 
parse al apelante de la falta del testimo- 
nio con la brevedad requerida, cuando 


semejante circunstancia depende de los 
hechos de un tercero. 

260. En los negocios de menor cuan- 
tía que se tratan por escrito, el artículo 
18 del reglamento del ramo, dispone que 
al oirse la apelación, á la vez se mande 
citar á las partes, para que dentro de quin- 
ce dias acudan por sí ó por medio de pro- 
curador, remitiéndose también los autos 
á costa del apelante. 

261. Por lo que hace á los asuntos mer- 
cantiles, la ley de enjuiciamiento f Art . 
397) dispone asimismo que al tiempo de 
oirse la alzada libremente, se mande citar 
y emplazar á todas las partes litigantes, 
para que en el término de veinte dias o- 
curran á usar su derecho en la segunda 
instancia. 

262. La ley novísima de enjuiciamien- 
to civil promulgada en la Península, 
cuenta entre los términos improrogables 
que no pueden suspenderse ni abrirse 
después de cumplidos por via de restitu- 
ción ni por otro motivo alguno, aquellos 
plazos concedidos para presentarse en el 
tribunal superior á virtud de emplaza- 
miento hecho á consecuencia de haberse 
admitido una apelación y remitfdose los 
autos; {Art. 30 y 31) y también dispone 
por punto general que acusada una sola 
rebeldía en esos términos improrogables, 
se declare sin mas sustanciaron perdido 
el derecho que hubiere dejado de usar la 
parte á quien haya sido acusada {Art. 
32.) 

263. De conformidad con esa preven- 
ción general, la misma Ley dispone espe- 
cialmente, que si el apelante no compa- 
rece en el superior dentro del término del 
emplazamiento, se le declare desierto el 
recurso á la primera rebeldía que le acusa 
el apelado, y que si es el último el que no 
comparece, los autos sigan su curso, no- 
tificándose en los estrados del tribunal 
las providencias que »e dicten {Art. 888.) 

264. Por fin, dispone la propia ley que 
si admitida la alzada en un solo efec- 
to se entregare al apelante testimonio de 
lo oportuno para su prosecución, haya 
de mejorarla apelación con aquel testimo- 
nio dentro de los veinte di as posteriores 
á aquel en que le fué entregado, y que 
terminado el plazo sin haber llevado á e- 
fecto la mejora, la resolución se entien- 
da consentida, sin necesidad de poste- 
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rior declaratoria {Art. 72). Y de la pro - al Relator, señalando desde luego el dia 
pia manera ordena que en los casos en que de la vista, que ha de ser uno de los seis 
se otorgan las alzadas libres, el término primeros siguientes y pasándose antes al 
para comparecer ante el superior, sea el Ministro ponente. En aquel dia dá cuen* 
de veinte dias siguientes al en que se ha- ¡ ta el Relator sin formar extracto ni apun 
ya notificado la providencia en que se ¡ tamiento, pero leyendo á la letra lo que 
mande remitir los autos y citar para la j sea necesario, principalmente en las dili- 
misma comparecencia {Art. 336.) ¡gencias de prueba. No se permite asistir 

: abogados á la vista, pero sí hablar á las 
CAPITULO IX. partes ó sus procuradores, tan solo sobre 

; los particulares de hechos. {Art. 19 y 20 

flufttanciacion de la apelación, j del reglamento del ramo.) 

! 268. Dispone el mismo reglamento 

265. En los tribunales de esta Isla nun- citado en los artículos 17 y 18, que los 
ca han estado en uso los trámites que las pleitos de menor cuantía puedan verse 
leyes y las costumbres, modificándolas, y determinarse en segunda instancia por 
introdujeron en la Península para mejo- dos ó mas magistrados, haciendo senten- 
rarlas apelaciones. No se ha acostumbra- ciael voto deTa mayoría, y que la sen- 
do, pues, conforme á aquellas doctrinas, á tencia de vista, ya confirmase ó revocase 
pedir al inferior testimonio de ciertos lu- la apelada causa ejecutoria. Semejante pre- 
gares de los autos para ocurrir con ellos vención se encuentra alterada por la Real 
á hacer la mejora del recurso, ni tampo Cédula de 30 de Enero de 1855, y por lo 
co acudir desde luego sin ese requisito tanto debe exigirse para formar sentencia 
al superior estando presente, para que la conformidad de tres votos, 
determinase que el actuario ocurriera á 369. Conforme al propio reglamento, 
hacer relación de los antecedentes del ninguno de los curiales del superior en es- 
punto apelado. Semejante práctica ten- tos pleitos de menor cuantía debe percibir 
dria aun hoy menos cabida todavía, cuan- derechos algunos mientras esté pendiente 
do las disposiciones legales modernas la el pleito en la Audiencia. Después de e- 
excluven por innecesaria y dilatoria. jecutoriada la sentencia pueden tomar- 

266. Antes de ahora, elevados á la los si las partes ó sus procuradores se los 
Audiencia los autos originales ó en tes- pagan voluntariamente. No haciéndolo 
timonio, se procedía á la sustanciacion de así, las costas se liquidan, el escribano 
la segunda instancia, después de verifica- sin necesidad de providencia devuelve los 
du el repartimiento, y expedito ya el a- autos al inferior con certificación á la Je- 
snato para señalarse el dia. de su vista, se tra de la resolución y tasación de costas, 
pasaban los autos al Relator, para que si la hubiese, y allí se lleva á efecto la 
formase el apuntamiento ó memorial a- sentencia y cobro de las costas, cuya im- 
justado. Semejante orden de proceder se portancia se remite á la escribanía de Oá- 
ha sustituido con otro, que lleva . el obje- mara para su distribución entre los inte- 
to de evitar dobles apuntamientos, y resados {Art. 19, 20 y 21). 

presentar desde luego á los interesados y 270. En la ejecución de la sentencia y 
al tribunal, I 03 antecedentes del asunto, cobro de esas costas, el juez ha de proce- 
para que las promociones y resoluciones der de plano sin permitir gastos ni dila- 
que respecto de él puedan ofrecerse, ten- ciones que puedan excusarse; y al efecto, 
gan curso de una manera mas segura y si requerido el deudor no paga deifctrode 
expedita. - dos dias, se le embargan y subastan bie- 

267. Comenzaré después de esta ad- j nes suficientes, los muebles á los tres dias 
vertencia por la sustanciacion de los a- y los raíces á los nueve, pregonándolos de 
suntos de menor cuantía que se llevan tres en tres. {Art. 21 y 22.) Estos térmi* 
por escrito. Elevados los autos á la Au- nos son improrogables, sin contarse en 
diencia se hace el repartimiento, y tras- ellos los dias festivos {Art. 25.) 
currido el término de la citación y empla- 271. La ley novísima de enjuiciamien- 
zamiento, se dá cuenta á la Sala corres- to civil publicada en la Península, conce* 
pondiente, y esta manda pasar los autos diendo apelación en los juicios verbales 
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del juez de paz que los pronuncia al de 
primera instancia de los partidos, dispo- 
ne que interpuesta la alzada, se remitan 
los autos al superior correspondiente 
con citación de partes, que éste al reci- 
birlas oiga á las partes en una compare- 
cencia, y que dictándose sentencia en el 
mismo dia, contra la cual no procede nin- 
gún recurso, se devuelvan los autos al 
juez de paz con certificación de la sen- 
tencia para la ejecución oportuna ( Art . 
1,177, 1,178, 1.179 y 1.180. 

272. Siguiéndose en lo concerniente 
las reglas que para la comparecencia de- 
termina la propia ley, el señalamiento 
que para ella se haga no puede alterarse 
sino por causa alegada y probada; el acto 
ha de celebrarse ante el juez y seoretario y 
las partes deben exponer por su órden 
lo que á su derecho conduzca, pudien- 
do concurrir acompañadas de las per- 
sonas que elijan para que hablen en su 
nombre. Por fin, no compareciendo la 
parte continua el juicio en su rebeldía sin 
Otro requisito, y concluida la compare- 
cencia se firma la oportuna acta por todos 
los concurrentes y los testigos. {Artículos 
1,171, 1,172, 1,173 y 1,174.) 

273. La misma ley novísima respecto 
délos asuntos de menor cuantía, dispone 
que otorgada la apelación se remitan los 
autos á la Audiencia, poniéndolo en co- 
nocimiento de las partes; que recibidos 
los autos y personado el apelante, se pa 
sen al Relator por término de tercero dia 
para que se instruya de ellos y sin for- 
mar apuntamiento haga relación el dia 
dé lá vista; que la Sala señale e9e dia, o- 
yendo en él de palabra á los interesados 6 
apoderados si se presentaren en el acto y 
solamente sobre hechos; y que de segui- 
da eonfírme ó revoque la sentencia, oon- 
denando siempre en costas al apelante en 
el primer caso. (Art. 1,156 y 1,157.) 

274. Dispone también que no ocur- 
riendo el apelante dentro de ocho dias 
contados desde el en qne se hayan recibi- 
do los autos en la Audiencia, se devuél- 
van al juez inferior para que se cumpla 
él fallo, condenándose al mismo apelante 
en las costas á que dé lugar la remisión 
del proceso, sin que sea obstáculo para 
que continúe en el mismo superior la sus- 
tanoiaeion, la falta de comparendo del a - 
pelado (Art 1,168 y 1,169!) Y por flnor- 


dena que confirmada 6 revocada la sen 
tencia se devuelvan los autos al inferior 
con certificación de ella y de la tasación 
de costas, si hubiere habido condena, pa- 
ra su ejecución y cumplimiento, que ten- 
drá lugar en los términos especiales pre- 
venidos respecto de la ejecución de toda» 
las sentencias. (Art. 1,160 y 1,161). 

275. Antes de ahora se ha dicho que 
otorgadas las apelaciones de autos inter- 
locutorios para la Audiencia, de los juz- 
gados de esta capital y Guanabacoa, el Es- 
cribano ocurre á hacer relación á la Su- 
perioridad de palabra ó por escrito, se- 
gún los casos, con citación de los intere- 
sados. Estos pueden ocurrir el dia de la 
vista, para hablar sobre los hechos sola- 
mente, impetrando para ello en el acto la 
venia del Presidente de la Sala. Es un a- 
buso solicitar en el inferior por medio de 
escrito, que se tengan presentes al hacer 
la relación determinadas circunstancias, 
6 que se lean íntegros ciertos lugares del 
expediente, pues la solicitación en todo 
caso puede hacerse á viva voz en el acto 
de la vista, según se ha significado, y no 
toca al inferior resolverlo en menoscabo 
de las atribuciones superiores, á quién se 
eleva el conocimiento del asunto. 

276. También entiendo que es otro a- 
buso ocurrir al mismo superior por me- 
dio de recurso, para encarecerla justicia de 
alguna de las partes. Esto introduce des- 
igualdad entre ellas proporcionando por 
escrito la audiencia de una sola, y es un 
proceder contrario á la sencillez y econo- 
mía que lkva por espíritu la Ley de In- 
dias, respecto de la sustanciacioú y reso- 
lución de semejantes alzadas. 

277. Cuando pór la relación de eéta re- 
sulta tratarse alguna cuestión importante 
y complicada, el mismo superior deofióio 
manda retener los autos, disponiendo que 
pasen al Relator para que fórme apunta- 
miento, pudiendó los abogadeé dé tas 
partes asistir á informar en estrados el 
dia de la vista. Para notificarlo á les in- 
teresados se libra despacho al inferior, y 
aquellos interesados ocurren mostrándo- 
se partes por medio de procurador, y 
pidiendo los autos que Se les facilitan con 
término de tercero dia, para solo el efec- 
to de que de ellos y de k relación se ins- 
truyan los letrados. Evacuado ese tráete 
de la instrucción vuelvo el ^proceso á po- 
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dar del Relator. para que tenga lugar el 
señalamiento del día en que se vea él 
pleito, en el cual ?e oyen los informes ver- 
bales y se resuelve seguidamente. 

278. La ley mercantil y la novísima 
de enjuiciamiento publicada en la Penín- 
sula. desconocen esa manera de dar cuen- 
ta de las alzadas de los autos interlocuto- 
rio * al superior presente, que también se 
usaba prácticamente en los tribunales de 
la corte. S ; n du la ese modo de proceder, 
p *r lo expedito y económico es recomen- 
d ible cuan lo no hay reglas ó disposicio- 
nes determinadas y precisas sobre la ina 
ñera de otorgarse las alzadas y sustan- 
ciarse e3os recurs)3 en los casos que o- 
curren, pero existiendo como existen 
en acuellas disposiciones novísimas so 
gan después se explicará, por demás son 
las relaciones á que me ha contraido, con 
los inconvenientes que de suyo ofrecen. 

279. Son varios esos inconvenientes. 
Desde luego el escribano cuando no hace 
relación por escrito, por ignorancia ó ma 
lieia pueda desfigurar I 03 antecedentes 
del asunto, haciendo desviar al juezdel 
verdadero camino que ha de llevarle 
al conocimiento de la justicia: y aun- 

ue el interesado puede acudir el dia 

e la vista para presenciar la relación, ni 
es fácil que tenga bastante penetración y 
desembarazo para comprender y explicar 
de momento lo que pueda perjudicarle, 
ni le es permitido hacer presentes los fun-, 
damentos legales que ameriten su dere- 
cho. 

280. La prevención de que en algún 
caso raro haga el escribano la relación 
por escrito, sobre ser indeterminada y 
por lo mismo al arbitrio del inferior, tam- 
poco ofrece garantía y acierto en la for- 
mación del apuntamiento, por quien tam- 
poco tiene obligación de hacerlo de la 
manera acertada que corresponde. Así 
muchas veces, y es nuevo inconveniente, 
como ya se ha dicho, por segunda vez 
se dispone que haga aquel apuntamiento 
el Relator, perdiéndose de ese modo el 
tiempo y multiplicándose los gastos. Y 
por fin aun ese arbitrio de disponer la 
nueva relación y audiencia en estrados de 
los abogados de las partes es arbitrario 
en el superior, quien por caracterizado y 
justo quesea, conviene tambi enque se en- 
cuentre sujeto á reglas fijas y uniformes, 


que son la mejor garantía de la justicia 
y acalla los escrúpulos de los interesados 
que ocurren á demandarla. 

281. En las apelaciones interpuestas 
de autos interlocutorios no presente el 
superior, así como en todas las demas de- 
finitivas, sin distinción de la naturaleza 
del juicio á que se refieren, deben ocurrir 
los interesados á mostrarse parte por me- 
dio de procurador dentro del plazo se- 
ñalado, y sin distinción se mandan pa- 
sar los autos al Relator para que forme 
el apuntamiento, entregándose después 
los autos á los procuradores para ins- 
trucción ó para alegar por escrito según 
los casos. 

282. El auto acordado de 3 de Diciem- 
bre de 1846 dispone respecto de las ape- 
laciones de I 03 fallos de remate, que me- 
jorado el grado se entreguen los autos 
á las partes con término restricto de tres 
dias para la mera instrucción de sus abo- 

ados, y que puedan asistir estos á estra- 

os en el acto de darse cuenta por el Re- 
lator en sala de Justicia. Esta determina- 
ción fuó sancionada por el supremo Tri- 
bunal del ramo, según se vó por el otro 
auto acordado en 8 de Julio de 1847. 

283. Respecto de los autos interlocu- 
torios tengan ó no fuerza de definitivos, y 
háyanse oido las alzadas en uno ó en am- 
bos efectos no encontrándose presente el 
superior, se sigue en la Audiencia la 
misma práctica de entregarse los autos 
para mera instrucción de loa abogados, á 
fin de que hagan la defensa oral en rea- 
les estrados. Lo propio aeoütece respecto 
de las declaratorias de insolvencia, cuyas 
alzadas se otorgan siempre libremente. 
Y también se procede del mismo modo 
en aquellas apelaciones délos juzgados 
de la Capitanía general y Comandancia 
general ae marina, cuando esos juzgados 
conocieron como superiores de los pleitos 
seguidos en los tribunales inferiores de 
los propios fueros en la Isla. 

284 En las cuestiones de competencia 
remitidos losautos por los respectivos jue- 
ces que entienden en ellos, ó reclamadoa 
de oficio por el que resulta moroso en 
practicarlo, se pasan al ministerio fiscal 
y después al Relator, resolviéndose de 
seguida el encuentro jurisdiccional, sin 
audiencia ni intervención de los intere- 
sados. Sobre esto dispone el auto acorda- 
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do de 17 de Setiembre de 1840 que remi- 1 
tido por el primer correo al Tribunal su- 
perior el cuaderno formado para la deci- 
sión de la competencia, exponiendo I 03 
jueces en breves y claras razones el fun- 
damento que les asista, oido que sea el Sr. 
Fiscal y pasado el espediente al Relator, 
se asigna el dia para darse cuenta si es 
posible dentro de la semana ó en la sub- 
secuente, quedando al arbitrio de la Sala 

Í r del Ministerio fiscal, ordenar y pedir 
a mayor ilustración que requiera el ca- 
so. 

285. Por auto acordado de 4 de Di- 
ciembre de 1856, con el objeto de unifor- 
mar la jurisprudencia en materia de com- 
etencias se resolvió que la sala primera 
e la Real Audiencia deci la las que o* 
curran entre los juzgados ordinarios con 
los privilegiados ó entre estos últimos, y 
que la Sala tercera decida la3 que se sus- 
citen entre los jueces ordinarios. 

286. Por lo que hace á la3 apelaciones 
de aut03 definitivos, bien se hayan otor- 
gado en uno ó en ambos efectos, se sigue 
en la Audiencia distinta práctica. Ha- 
ciéndose allí partes I 03 interesados, por 
medio de poder constituido en procura- 
dor instruido y expensado, se entrega el 
proceso al Relator para que forme el a- 
puntamiento. Después se manda hacer la 
misma entrega al apelante, para que for- 
me la alegación de agravios ó rrnjora de l > 
apelación en el término de sexto dia. Con 
ese escrito puede presentar I 03 nuevos 
documentos que hayan venido á su po- 
der con el juramento de no haber llegado 
antes á su noticia ó no haber podido ob- 
tenerlos según dispone la Ley (1. tít. 3. 
lib. 11, Nov. Rec), y do este escrito se 
ccnfiere traslado á la contraparte para que 
lo conteste de la propia manera y térmi- 
no y sin nuevos traslados, sin embargo de 
I 03 otros dos escritos que la ley concede 
en el particular. ( L . 1 , tít. 15, Lib. 11, 
Nov. Rec). 

287. Si la parta considera necesario 
que el asunto se abra á prueba, se^un le 
ordena la propia ley, debe solicitarlo en 
el mismo escrito da los agrJvio 3 , forrean- 
do sobra ello artículo de prévio y espe- 
cial pronunciamiento. Esta promoción del 
articulo, impide qne el negocio siga ade- 
lante su curso, para decidirlo al tiempo 
de la vista ó mandarlo abrir á prueba si 


la Audiencia lo estima necesario.. Exige 
por lo mismo una resolución previa so- 
bre el particular de abrirse ó no á prue- 
ba el litigio, y es un proceder mus metó- 
dico y de mejor garantía para el derecho 
de? las partes. Cuando los autos se han 
entregado para sola instrucción, al devol- 
verse con la manifestación de haberse 
evacuado el trámite, pueden presentarse 
documentos ó entablarse el artículo sobre 
la prueba, en los propios términos expli- 
cados. 

233. En cuanto á esas pruebas, dando 
por supuesto que no deben admitirse las 
que no aprovechan al que las propone ni 
perjudican á su contrario, la Ley prohí- 
be que se produzca la de testigos sobre 
I 03 mismos particulares de que se trató 
en primera instancia, ú otros que les sean 
enteramente contrarios {Lib. 6, tít. 10, 
lib. 11, Nov. Rec). Esta disposición ge- 
geral admite dos excepciones. La prime- 
ra se funda en la L. 39, tít. 18, Part. 3. * , 
con arreglo á la cual en la segunda ins- 
tancia, puede presentarse un testigo influ- 
yente en la cuestión, y que durante el 
término probatorio del inferior no se re- 
cordó ó se encontraba ausente, jurando se- 
mejantes circunstancias el que lo produ- 
ce, así como también que no lo hace por 
malicia ó por alargar el pleito. La según- 
da descansa en la opinión de escritores _ 
de derecho, que anuncian deberse admi- 
tir los testigos en la según la instancia, 
cuan io se presentaron en la primera y no 
llegaron á examinarse; ó cuando las dos 
partes convienen en que teuga lugar la 
nueva probanza, ó cuando en el particu- 
lar se procede por via de restitución del 
privilegiado. 

289. Es evidente que en la segunda 
instancia deberán recibirse á prueba la3 
nuevas excepciones que S'-» opongan, sien- 
do con lucentes al litigio, y admitirse las 
deposiciouesde testigos qoo s >bre el par 
ticular se presenten. Y también deberán 
ser admitidas y comprobadas aquellas 
otras excepciones que propuestas en pri- 
mera instancia fueron desechadas por el 
juez inferior, bien por falta de formalidad 
ó por no haberse propuesto en el término 
correspondiente. En el trámite probato- 
rio del superior tienen lugar las mismas 
reglas que eu el inferior sobre la dura- 
ción del término y restitución en su caso 
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de los privilegiados. No tienen entrada 
laa tacnas respecto de los testigos de la 
primera instancia, á menos que el infe- 
rior no las hubiese admitido <5 hubiese 
mediado impedimento para practicarlo, y 
entonces, según enseña, Hevia Bolaños 
pueden oponerse en el escrito de agra- 
vios, comprobándose con los demas par- 
ticulares de lo principal. En cuanto á las 
tachas de los testigos de la segunda ins- 
tancia, son de observarse las mismas re- 
glas fijadas para los juzgados inferiores. 

390. Hecha en el superior la publica- 
ción de las pruebas, se entregan los au- 
tos á las partes para que aleguen dentro 
de los seis dias de la ley ó para instruc- 
ción si no han sido complicadas las prue- 
bas, y con esos alegatos ó instrucción 
vuelven al Relator para que complete el 
apuntamiento, señalándose después dia 
para la vista, á la cual pueden acudir los 
abobados de las partes para informar en 
Reales estrados. La sentencia que ha de 
ser fundada en los méritos del proceso y 
doctrinas ó prácticas legales, confirma ó 
revoca ó declara lo que estima oportuno, 
concluyendo en el último caso en que el 
apelado se confirma en cuanto fuere con- 
forme y se revoca en lo demas. Y en ca- 
so de confirmatoria regularmente se con- 
dena en las costas al apelante conforme á 
la Ley (22, tít. 1, lib . 2, Fuero Juzgo y L . 
27, ¿ti. 23, Parí. 3.). Aun cuando por las 
mismas disposiciones en caso de revoca- 
toria debería condenarse al juez inferior 
en las costas, no se acostumbra hacer en 
la práctica sino en casos especiales en que 
se considera á aquellos jueces acreedores 
á semejante pena. 

291. Es bien advertir aquí, que cuan- 
do la Audiencia hace condenación de 
costas, con las frases de se confirma con 
rostas, ó sin especial condenación , se en- 
tiende que se contrae á las ocasionadas en 
la superioridad, pues para que la conde- 
nación sea extensiva á las del juzgado in- 
ferior, es necesario que así lo determine 
expresamente. 

292. En cuanto al exámen de las rela- 
ciones que han de hacer los abogados, el 
auto acordado de 23 de Abril de 1846 ais- 
pone que se concierten y firmen todas las 
relaciones y pleitos civiles por los aboga- 
das de las partes á quienes se entregue al 
efecto el memorial, con término de ter- 


cero dia y por conducto de los respecti- 
vos procuradores, que dejarán firmado 
su conocimiento en la escribanía de Cá- 
mara; para que desde su fecha les corra 
el término, y vencido, les pueda acusar la 
rebeldía el procurador contrario, sentán- 
dose la necesaria constancia si se devuel- 
ven los autos sin dicha formalidad para 
que obre sus efectos: que si al verificarse 
estos cotejos encontraren alguna inexac- 
titud ó falta de explicación en el apunta- 
miento del Relator, puedan agregarle fir- 
madas de su puño las notas de aclaración 
que crean convenir al derecho de sus 
clientes, redactadas en términos sencillos 
! y concisos y sin el menor asomo de in- 
culpación, que no permite el oficio jura- 
do de un Relator, y la delicadeza y honor 
anexos á este destino, debiéndose dar 
cuenta de estas notas á continuación de la 
lectura del memorial, y que llenándose 
así este requisito de ley en todos los ne : 
gocios civiles que despache la Real Au- 
diencia, no se consientan en los escritos 
ni en estrados otras referencias, que las 
que son justas y debidas al mérito resul- 
tante de autos, que el Tribunal sabrá pe- 
sar bien y calificar según corresponda. 

293. tíonclusos los autos con la con- 
testación de agravios ó con la instrucción 
de las partes en su caso, se pasan al Mi- 
nistro ponente encargado de formular y 
someter á la deliberación de la Sala las 
cuestiones de hecho y de derecho que en 
cada caso deban resolverse, así como tam- 
bién de redactar la sentencia en la cual 
debe expresarse su nombre, y devueltos 
por el ponente se señala dia para la vis- 
ta. Así sucede en la materia civil pues en 
hf criminal ha de llevársele el expediente 
después de formado el extracto por si ad- 
vierte algún vicio ó falta que convenga 
subsanar previamente. (Art. 184, de la 
Real Cédula de 30 de Enero de 1855.) 

294. En el dia de la vista los abogados 
comparecen en estrados, hablando prime- 
ro los apelantes y después los apeladas, 
y permitiéndose rectificar hechos después 
de la contestación. Guando concurren los 
Fiscales en los asuntos en que intervienen, 
si lo hacen como actores ó coadyuvantes 
de la acción deben hablar antes que los 
defensores de las perdonas demandadas, 
entendiéndose por actores los apelantes y 
los que piden la revocación de la senten- 
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cía ( Art . 172, de la Real Cédula de 30 de j 
ifrisro efe 1855). 

295. Fallada la^ausa se pasan los au- 
tos al tasador, y concluido el trámite se 
devuelven con Real Provisión, ó certi- 
ficación de lo resuelto si se trata de los 
juzgados de la capital ó de Guanabacoa. 

296. Conforme á la Real cédula de 30 
de Enero de 1855, el auto déla Audien- 
cia que deniegue ó imposibilite el recurso 
de casación que de alguna de sus resolu- 
ciones se interponga, es apelable para an- 
te el supremo Tribunal de justicia. A 
consecuencia de la apelación interpuesta 
deberá mandarse sacar testimonio de lo 
conducente del proceso que designen los 
interesados, tan solo para la resolución 
de la misma alzada. Y el testimonio de- 
be remitirse al supremo por el primer 
correo, ó no siendo posible por el segun- 
do, emplazándose á las partes para que se 
presenten á usar de su derecho dentro de 
seis meses si el asunto cursa en esta Isla 
ó en Puerto Rico. (Art. 204, y 209.) 

297. De la propia manera puede ape- 
larse del auto que admite el recurso de ca- 
sación, debiendo entonces comprender el 
testimonio todo lo necesario para resol- 
ver este recurso y fallar en el fondo de la 
misma casación (Art. 210). Llegados los 
autos al Tribunal supremo, forma el Re- 
lator apuntamiento, se entregan á las par- 
tes para instrucción, y compareciendo los 
abogados el dia de la vista, á informaren 
Reales estrados, seguidamente se resuel- 
ve el recurso. (Art. 11, del Real decreto 
de ^ de Noviembre de 1838.)' 

298. En los negocios mercantiles de 
cuyas apelaciones conoce también la Au- 
diencia, la Ley de enjuiciamiento dispo- 
ne la manera en que debe sustanciarse el ¡ 
recurso. Conforme á ella, pues, presentán- 
dose el apelante, sea á consecuencia de 
auto interlocutorio ó definitivo, ha de en- 
tregársele el proceso por seis dias para 
que exprese agravios, confiriéndose tras- 
lado por igual término á la contraparte 
(Arí. 403). Y con la contestación del apela 
do, si el auto fuere interlocutorió, se dá el 
pleito por concluso, citándose á los inte- 
resados para sentencia (Art. 404). 

299. Tratándose de sentencia definiti- 
va, las partes pueden presentar documen- 
tos que se refieran á actos posteriores á 
la contestación de la demanda, ó que 

56 


siendo de fecha anterior jure el que hace 
uso de ellos que no habían llegado á su 
noticia, ó que no le fuó posible propor- 
cionárselos durante la primera instancia. 
Si es el apelado el que produce los docu- 
mentos, se concede nuevo traslado al a- 
pelante, dándose de otra manera por con- 
cluso el pleito para sentencia citadas las 
partes, y lo mismo se hará después que 
por el apelante se haya contestado aquel 
nuevo traslado {Art. 405, y 406). 

300. La prueba no tiene cabida en se- 
gunda instancia sino en tres casos. Pri- 
mero: de conformidad de todos los liti- 
gantes. Segundo: si" se hubieren alegado 
hechos nuevos que la exijan para poder- 
se Calificar el derecho de las partes. Y ter- 
cero: cuando se manifieste causa suficien- 
te á juicio del Tribunal que impidiera 
probar en primera instancia los hechos, 
que se alegaron en ella (Art. 407). 

301. Para resolver sobre la apertura 
“del asunto á prueba no han de permitirse 
otros escritos que el de la expresión de 
agravios y contestación en que deberá de- 
ducirse la pretensión. (Art. 408). Res- 
pecto del término de las pruebas y . for- 
malidades de estas, han de observarse las 
mismas reglas que en primera instancia; 
pero en la segunda no puede solicitarse 
el término extraordinario, sino en el ca- 
so de haberse denegado en la anterior sin 
justa causa; ni se pueden tampoco pre- 
sentar testigos ni exigir confesiones ju- 
diciales, sobre los mismos capítulos arti- 
culados en primera instancia, ni sobre he- 
chos que estén en contradicción con su 
contenido (art. 409, 410, y 411). Por fin 
en los juicios ejecutivos no tiene cabida 
mas prueba que lá documental produci- 
da en los términos explicados (art. 414). 

302. Concluido el término de prueba, 
lo mismo que en el fuero ordinario, se ha- 
ce publicación á instancia de cualquiera 
| de las partes, y con los respectivos ale- 

atos por su órden y con término de seis 
ias á cada una, se dá el pleito por con- 
cluido para sentencia con la correspon- 
diente citación (art. 412). 

303. En el tribunal superior de la Au- 
diencia, cada procurador que no repre- 
sente á parte insolvente, queda obligado 
á satisfacer las costas que ocasione su re- 
presentado, quedando á este á salvo su 
derecho para reclamarlo del inferior en 
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el caso de que resulte de la sentencia del 
superior, hecha especial condenación de 
costas. A ese ef jeto se pone por nota en 
la Real Provisión ó Despacho que se li- 
bra la importancia de aquellas costas de 
la condenación. 

80 1. La Ley novísima de enjuiciamien- 
to civil, publicada en la Península, deter- 
mina el orden de sustanciarse las alza- 
das en las distintas naturalezas de asun- 
tos sobre que pueden recaer. 

305. En los asuntos de competencias 
jurisdiccionales que tienen por ella una 
sustanciaron especial, al remitirse lo3 
autos por apelación ó para la resolución 
del encuentro deberá siempre hacerse con 
citación de partes, pasándose luego que 
lleguen á la Audiencia al Relator para 
que forme el apuntamiento ( art . 102, y 

306. El apuntamiento ha de entregar- 
se con los autos á la parte ó partes que 
se hubieren personado en la Audiencia, 
principiando por la que hubiere promo- 
vido la cuestión de competencia, para que 
se instruyan sus respectivos letrados con 
término de tres dias improrogables {art. 
104). Al devolverse lo3aut03 se expresa- 
rá en escrito firmado por letrado la con- 
formidad con el apuntamiento ó adicio- 
nes que se estimen procedentes, y me- 
diante aquella conformidad ó las varia- 
ciones que e 1 tribunal resuelva, se seña- 
lará dia para la vista ( arts . 105, y 108.) 

307. Se oirá al Fiscal entregándosele 
I 03 autos por tres dias improrogables, cu 
el solo caso de que la cuestión jurisdic 
cional se haya empeñado entre jueces que 
la ejerzan de diferente clase; y de lo que 
el ministerio expusiere se dará copia á 
las partes ántes de la vista (arts. 107, y 

108. ) Las vistas de las competencias de- 
ben tener lugar á los obho dias siguientes 
al en que las partes ó el Fiscal en su ca- 
so hayan devuelto los autos, y en la vis- 
ta pueden informar si quieren así el fis- 
cal como los letrados defensores (arts. 

109, y 110.) 

# 306. Las sentencias deben fundarse, 
sin que las de las Audiencias admitan 
otro recurso que el de casación, y las del 
Tribunal supremo contra las cuales no 
hay recurso deberán publicarse dentro de 
Ijs tres dias después de pronunciadas en 
la Gaceta de Madrid, y á su tiempo en la 


Colección legislativa. E 303 tribunales pue- 
den en su sentencia condenar al pago de 
las costas causadas en las actuaciones re- 
lativas á la cuestión de competencia, al 
juez y al litigante que la hayan sostenido 
con notoria temeridad, estableciendo la 
proporción en que deban pagarlas. Pero 
fas satisfará el litigante que habiendo pro- 
movido declinatoria, después emprendie- 
se la inhibitoria, sin que sobre esas con- 
denaciones pueda interponerse recurso 
alguno. Asimismo cuando las partes se 
hubieren personado en superior, paga- 
rá cada una de ellas la mitad de las cos- 
tas. yarts. 84, 111, 112, 113, y 115.) 

309. Tanto el Tribunal supremo como 
la Audiencia deben remitir los autos que 
hayan tenido á la vista para resolver la 
cuestión de competencia, con certifica- 
ción del fallo, al juez que resulte decla- 
rado competente. Y si alguna de las par- 
tes no se hubiere personado en la Au- 
diencia, se tasarán la3 costas y dará co- 
misión al mismo juez declarado compe- 
tente, para que exija de las que no hu- 
bieren comparecida, lo que á cada cual 
corresponda, remitiéndolo realizado que 
sea para su distribución, y con excepción 
de los que litigan como pobres (arts. 114, 
116 y 117.) 

310. Cuando haya recaído condena- 
ción de costas, el mismo Tribunal supe- 
rior que la haya impuesto, debe proceder- 
seá hacerla efectiva, librando paraello lo9*^ 
despachos ú órdenes que estime oportu- 
nos. Y por lo que respecta á las cuestio- 
nes de jueces seculares y eclesiásticos de- 
ben arreglarse á las formas del recurso 
de fuerza en conocer (arts. 118 y 119.) 

311. En cuanto alas alzadas que re- 
caen en materias de recusación, la misma 
ley previene que siempre que se confir- 
me el auto en que se deniegue aquella re- 
cusación secondeneeu costas al apelante. 
Que revocado, el Tribunal superior man- 
de remitir por conducto del Regente al 
Ministro de Gracia y Justicia testimonio 
de la revocatoria, para que se una al ex- 
pediente del juez que hubiere dictado el 
apelado (arts. 137 y 133.) 

312. Conforme á la misma ley, en la 
materia de acumulación de autos que cur- 
san en distintos juzgados y fuera de la 
apelación que tiene lugar en su caso, si 
cljuezqueha pedido aquella acumula- 
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cionno cree bastantes los fundamentos de 
la negativa del otro juez de quien la so- 
licita, ha de remitir I 03 autos al superior 
respectivo, avisándolo al otro juez para 
que haga igual remisión. El superior res- 
pectivo es aquel á quien tocaría decidir 
una competencia entre ios mismos jueces, 
y en la superioridad uno y otro particu- 
lar siguen la propia sustanciacion ( arts . 
172, 173 y 174.) 

313. Se sustancian como las apelacio- 
nes de las sentencias interlocutorias, y 
sin que en ellas se admitan probanzas de 
ningún genero conforme á la ley, las al- 
zadas que recaen respecto de las resolu- 
ciones dictadas por el inferior en materia 
de avaluó ó segundo período de los jui- 
cios voluntarios de testamentaría, cuan- ! 
do aquellos avalúos no se atacan por co- 
hecho á los peritos ó inteligencias frau- 
dulentas entre ello3 y algunos interesa- 
dos, en cuyo caso se procede ordinaria- 
mente {arts. 463 y 464). 

314. R33pecto de la segunda instancia 
en I 03 juicios de desahucio, dispone la pro- 
pia ley que se siga la misma sustanciacion 
que ordena para I 03 interdictos {arts. 
660 y 665) debiendo contener siempre 
condenación de costas la sentencia con- 
firmatoria, y devolviéndose al inferior los 
autos después de dictada la sentencia de 
vista, con certificación solo de ella y de 
la condena de costas si la hubiere habi- 
do {arts. 666 y 667). 

315. En materia de retractos, confor- 
me ála propia ley, se sigue en la segun- 
da instancia la misma sustanciacion que 
en los juicios ordinarios, con la excep- 
ción de que no ha de expresarse agravios 
por escrito, sino entregarse los auros solo 
para instrucción {arts. 686 y 687). 

316. Lo que la mencionada ley dispo- 
ne en materia de interdictos, ámas do los 
casos en que las apelaciones proceden con 
citación de solo el apelante ó también de 
los demas interesados y de que ya se ha 
hecho referencia en la sección oportuna, 
es lo siguiente. Que recibidos los autos 
en la Audiencia y personada alguna de 
la3 partes, se pasen al Relator para for- 
mar el apuntamiento. Que no personán- 
dose el aoelado, se entienda la sustancia 
cion de la instancia con los estrados del 
tribunal. Que formado el apuntamiento 
se entregue con los autos á las partes por 


seis dias improrogables para instrucción, 
expresando cada una de ellas al devol- 
verlos bajo la firma de su letrado y pro- 
curador, que están conformes con el a- 
puntamiento, ó lo que crean deber agre- 
gársele ó variársele. Que mediando la con- 
formidad ó haciéndose las variaciones 
que el Tribunal estime procedentes con 
arreglo á la reclamación, se manden lle- 
var los autos á la vista con señalamiento 
de dia para ella. Que en las segundas ins- 
tancias de estos juicios solo pu3da hacer- 
se la prueba que propuesta en la prime- 
ra, no hubiese sido posible ejecutar en el 
juicio verbal por la ausencia de algún 
testigo ú otra causa semejante, practicán- 
dose la que se halle en ese caso, si algu- 
na parte lo solicita, librándose órden al 
Juez de la primera instancia para que la 
reciba en el juicio verbal determinado 
para semejantes casos. Que devuelta la 
orden después de cumplida, se proceda 
á la vista en la cual se lea á la letra ade- 
mas del apuntamiento el acta de ese jui- 
cio verbal. Que la vista de esas apelacio- 
nes tenga preferencia respecto á las in- 
terpuestas en los juicios ordinarios, ve- 
rificándose por rigoroso turno con las 
de las sentencias difinitivas de los juicios 
ejecutivos, á que está declarada igual 
preferencia. Y que fallada la causa den- 
tro de tercer dia posterior á la vista, y 
siendo siempre con costas la confirmato- 
ria, los autos se devuelvan sin demora al 
juzgado de que procedan con certifica- 
ción de la ejecutoria, de la tasación de 
costas si hubiere habido condena, y sin 
ningún otro inserto, para la ejecución y 
cumplimiento de la sentencia {arts. 760 al 
769 inclusive). 

317. La ley mencionada, respecto de 
todas las apelaciones en general, dispone 
lo siguiente: Que recibidos los autos en 
la Audiencia y luego que se hubiere pre- 
sentado el apelante, se pasen al Relator 
para la formación del apuntamiento. Que 
no compareciendo el apelante dentro del 
término del emplazamiento, á la primera 
rebeldía que le acuse el apelado se decla- 
re desierto el recurso, y no comparecien- 
do el apelado sigan los autos su curso, en- 
tendiéndose las providencias con los es- 
trados del Tribunal {arts. 837 y 838). Que 
formado el apuntamiento, se entreguen 
los autos por su órden á las partes para 
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que se instruyan sus letrados, si la pro- 
videncia fuere interlocutoria, aun cuando 
sea de las que causan estado. Que esa en- 
trega se bagapor un término que no baje 
de seis dias ni pase de quince, señalándo- 
lo el Tribunal con arreglo al volumen de 
los autos. Que ese término sea prorogable, 
si el Tribunal entendiere que hay justa 
causa para ello, y siempre dentro de a- 
quel término fijado. Que tanto el apelan- 
te como el apelado al devolver los autos, 
manifiesten por escrito firmado de letra- 
do su conformidad con el apuntamiento, 
ó reformas y adiciones que crean deber 
hacerse en él (< arts . 840, 841, 842 y 843). 
Que devueltos los autos por el apelado, 
se pasen al Ministro ponente por igual 
'término del concedido a las partes, de- 
biendo informar al devolverlos á la Sala, 
sobre las adiciones ó reformas del apun- 
tamiento pedidas por las mismas partes. 
Que mediando conformidad con el apun- 
tamiento, ó hechas en él las reformas y a- 
diciones que el Tribunal estime proce- 
dentes de las solicitadas por las partes, se 
manden llevar los autos á la vista (arts. 
844 al 848 inclusive). 

318. Previene asimismo respecto de 
las providencias apeladas definitivas, 
que se entreguen los autos al apelante 
para expresar agravios dentro de un tér- 
mino que no podrá bajar de ocho dias ni 
pasar de veinte, señalándolo el Tribunal 
con presencia de los autos. Que el término 
que se señale sea prorogable si el Tribu- 
nal lo creyere justo, y siempre dentro del 
límite referido por punto general. Que 
cuando la entidad y complicación del a- 
sunto lo requieran, y la expresión de a- 
gravios no se haya verificado dentro de 
los veinte dias por causas no imputables 
al apelante, puede el Tribunal conssutan- 
do esto concederle otros diez dias mas 
para hacerlo. Que del escrito de agravios 
se dé traslado al apelado por el mismo 
término que se concedió al apelante al en- 
t. regársele los autos, siendo el término 
prorogable por las mismas causas y en 
la propia manera referidas. Que con la 
contestación presente el apelado copia 
de ella en papel común, la cual se entre- 
gue al apelante (arts. 849 al 854 inclu- 
sive). Que en los escritos de expresión de 
agravios y contestación, manifiesten las 
partes su conformidad con el apunta- 


miento ó las reformas ó adiciones que á 
su juicio deban hacerse, pasándose des- 
pués los autos al Ministro ponente. Que 
devueltos que sean por éste y habiendo 
conformidad en el apuntamiento, ó he- 
chas en él las reformas ó adiciones de las 
pedidas por las partes que la Sala hubie- 
re creido procedentes, se manden traer á 
la vista citadas las partes. Que las vistas 
de los pleitos se verifiquen por rigoroso 
órden de antigüedad, bajo la responsabi- 
lidad del Presidente de la Sala, y hacién- 
dose los señalamientos sin necesidad de 
solicitud de las partes. Que si por ocupa- 
ciones de la Sala ó de los letrados se trans- 
firiere para otro dia cualquiera vista, no 
por ello se altere el órden establecido, 
mas de lo absolutamente indispensable 
para que la vista suspendida pueda tener 
efecto lo mas antes posible. Que esas vis- 
tas se verifiquen hablando en primer lu- 
gar el letrado defensor del apelante, en 
seguida el del apelado, siéndoles á ambos 
permitido rectificar equivocaciones ó res- 
tablecer los hechos que hayan podido ser 
resentados con inexactitud* procedién- 
ose á dictar sentencia concluida la vista 
(arts. 858 al 865 inclusive). 

319. Dispone también que antes de 
haberse notificado la providencia en que 
se manden llevar los autos á la vista, las 

artes puedan exigirse confesiones judi- 
ciales, con tal que sean sobre hechos 
que no hayan sido objeto de otras que se 
hayan exigido en la primera instancia. 
Que también puedan producir los docu- 
mentos de que juren no haber tenido has- 
ta entonces conocimiento. Que también 
puedan pedir el recibimiento á prueba, 
para utilizar cualquiera de los medios de 
hacerla que la misma ley establece (arts. 
866, 867 y. 868). 

320. En c tres casos solamente puede o* 
torgarse la prueba en la segunda instan- 
cia, siendo el primero, cuando por cual- 
quier causa no imputable al que la soli- 
cita, no hubiere podido hacerse en la pri- 
mera instancia: el segundo, cuando hu- 
biere ocurrido algún hecho nuevo con- 
ducente al pleito, y posterior al último dia 
del término de prueba que haya corrido 
en aquella primera instancia; y el tercero, 
cuando se haya adquirido conocimiento 
de un hecho que se ignorara antes, y so- 
bre el cual por consiguiente no hayan gi- 
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rado ni las alegaciones ni las pruebas. ¡ 
Para concederse semejante prueba ha de 
oirse siempre á la contraparte informan- 
do á la Sala el Ministro ponente, sin que 
se dé recurso alguno contra la providen- 
cia que otorga la prueba, ni otro contra 
el que la niegue, que el de la casasion en 
su lugar y caso ( arts . 869, 870, 871 y 
872). 

321. De la propia manera dispone la 
ley que cuando las partes ó el mayor nú- 
mero de ellas lo pidieren, ó cuando á ins- 
tancia de alguna de las mismas la Au- 
diencia lo ordenare, en vez del informe 
oral se pueda escribir é imprimir una a- 
legacion en derecho. Que en los casos en 
que haya conformidad de las partes ó de 
la mavoría de ellas, se escriba é imprima 
aquella alegación sean cuales fueren la 
clase é importancia del pleito, sin necesi- 
dad de trámites ni autorización de la Au- 
diencia; y no habiendo dicha conformi- 
dad, se oiga á las mismas partes sobre la 
pretensión que alguna de ellas hubiere 
deducido, y previa vista decida la Au- 
diencia lo que estime procedente. Que 
para que pueda otorgarse la alegación 
en derecho en los últimos casos referidos 
haya de ser el pleito ordinario, y por su 
importancia y gravedad, á juicio de la 
Audiencia, sea mas conveniente infoi- 
mar á los jueces por escrito que verbal- 
mente. Que el término para escribir la a- 
legacion en derecho sea el que las partes 
ó la mayoría de ellas convengan, en los 
casos en que procedan de conformidad, y 
en los demas el que señale la Audiencia 
al decidir la pretensión que sobre ello se 
hubiere formulado, no pudíendo bajar en 
el último caso de treinta dias ni exceder 
de sesenta. Que el término señalado pue- 
da ampliarse, siempre dentro del límite 
que se designó de conformidad de las 
partes, y cuando el Tribunal por cual- 
quiera justa causa lo estime procedente, 
sin que se de ningún recurso contra las 
providencias que las Audiencias dicta- 
ren sobre esas alegaciones en derecho y 
término para hacerlas. Que la Audien- 
cia atendida la extensión de las alegacio- 
nes señale término para su impresión, 
pudiendo ampliarlo cuando á su juicio lo 
exijan circunstancias independientes de 
las partes. Que siempre que se escriba 6 
imprima alegación en derecho se impri- 


ma unido á ella precisamente el apunta- 
miento del pleito, y hecha la impresión 
se repartan ejemplares á los Ministros que 
deban fallar el pleito, firmados por el 
Relator, Letrados y Procurador de las 
partes, viniéndose otros á los autos. Que el 
término para pronunciar sentencia en se- 
mejantes casos, comience á contarse des- 
de el dia siguiente al en que se entreguen 
los impresos, lo cual hará constar el es- 
cribano de Cámara por diligencia que es- 
tienda en los autos. Y que si hubiere dis- 
cordia, después de hecha constar en la for- 
ma correspondiente, se entreguen á los 
Ministros que deben dirimirla los corres- 
pondientes ejemplares de la alegación, 
comenzando á correr el término de la sen- 
tencia desde la fecha de esa entrega. 
(arts. 873 al 884 inclusive). 

. 322. Dispone por fin la propia ley que 
dictada la sentencia y trascurridos los 
dias señalados para interponer recurso de 
casación sin haberse interpuesto, se de- 
vuelvan los autos á costa del apelante, 
previas tasación y regulación de costas, 
si hubiere recaído condena de ellas. Que 
la devolución se haga con certificación de 
la sentencia, comprendiendo la tasación y 
regulación mediando condena sin ningún 
otro inserto mas. Quede toda certificación 
con que se devuelvan autos, se tome razón 
enla cancillería de la Audiencia, en la cual 
queden de ella copias literales. Que cuan- 
do alguna de las partes crea conveniente 
que por separado se- le facilite certifica- 
ción con mas insertos de las actuaciones 
de segunda instancia, pueda accederse á 
ello, siempre á su costa v sin que la de- 
volución se detenga si á ía otra parte in- 
teresare que se verifique. Y que si ocur- 
riere cualquier incidente durante la se- 
gunda instancia, se sustancie como que- 
j da prevenido respecto á los que puedan o- 
| currir en la primera, siendo suplicable 
la providencia que recaiga en esos inci- 
dentes, dentro ae tercero dia y ante la 
misma Sala (arts. 885 al 890 inclusive). 

323. En cuanto á los juicios sobre 
cumplimiento de sentencias determina la 
propia ley, que siempre que se apele de 
fallos sobre liquidación de cantidades, 
cuya importancia no se haya fijado en las 
ejecutorias, se observen los trámites si- 
guientes: 1. ° Remitidos los autos á la 
Audiencia se entregarán para instrucción 
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por seis dias improrogables á cada una 
de las partes. 2. ° Devueltos que sean, 
se pasarán al Relator por otros seis para 
que adicione el apuntamiento. 8. c Pasa- 
dos dichos seis dias, se señalará el en que 
haya de verificarse la vista. 4. °* Con- 
cluida la vista, se pasarán los autos al 
Ministro ponente por seis dias. 5. ° Den- 
tro de I 03 tres dias siguientes se dictará 
sentencia, contra la cual no se dá recurso 
alguno. Y 6. ° Los autos se devolverán 
inmediatamente al juzgado de que proce- 
dan, con certificación solo de la sentencia 
que se haya dictado y de la tasación de 
costas, si hubiere habido condena. La 
misma ley advierte que no personándose 
el apelante, y trascurridos los dias del 
emplazamiento, se devuelvan los autos 
al juzgado, para que se lleve á efecto la 
sentencia andada, y que la no presenta- 
ción del apelado no sea obstáculo para ia 
sustanciacion de la segunda instancia. 
(arts. 919, 920 y 921). 

824. Cuando se apela de auto que de- 
niega la ejecución, cuya alzada procede 
libremente, remitidos los autos al supe- 
rior, dispone la citada ley novísima, que 
la segunda instancia se sustancie en los 
mismos términos que la de la sentencia 
definitiva de este juicio, menos la entre- 
ga de autos al deudor, mediante no ser 
parte aun en ellos (arts. 947). Y asimis 
mo cuando se trata de la sentencia que 
declara la nulidad de la ejecución, se si- 
guen en la segunda instancia los propios 
trámites que para la apelación de la sen- 
tencia de remate, menos los que se refie- 
ren á la fianza (art. 978). 

325. En esa segunda instancia en los 
juicios ejecutivos, conforme á la mencio- 
nada ley se procede de la manera si 
uiente. Recibidos los artos en la Au- 
iencia, luego que se hubiere presentado 
alguna de las partes, han de pasarse al 
Relator para que haga el apuntamiento, 
y hecho se entregará con los autos por 
seis dias, para instrucción á cada uno de 
los interesados. Al devolverlos cada una 
de las partes, deberá manifestar bajo la 
firma de su letrado su conformidad con 
el apuntamiento, ó las adiciones, supre- 
siones y reformas que en él deban hacer- 
se, y habiendo la conformidad ó hechas 
las rectificaciones que el Tribunal esti- 
mare procedentes, deberán llevarse los 


I autos á la vista con citación y señalamien- 
!to de dia para ella, debiendo siempre te* 

¡ ner lugar esa vista con preferencia á la 
de los pleitos ordinarios (arts. 1001 al 
1005 inclusive). 

326. Dispone también la propia ley, 
que en las segundas instancias de los jui- 
cios ejecutivos, solo sea admisible la 
prueba que, propuesta en la primera, no 
se hubiere practicado por falta de tiempo 
y pueda realizarse en veinte dias, únicos, 
porque en dicha segunda instancia se po- 
drán recibir á prueba. Que la sentencia 
se dicte dentro de los tres dias siguientes 
al en que la vista hubiere terminado, 
conteniendo la sentencia confirmatoria 
condenación de costas al apelante y la 
revocatoria al apelado, así como la en 
que se declare nulidad de la ejecución, la 
misma condenación al juez ó funcionario 
que haya dado motivo á ella. Y por fin 
que los uutos se devuelvan inmediata- 
mente al juzgado de que procedan, con 
certificación solo de la sentencia que hu- 
biere rccaido, en la cual se comprenda la 
tasación de costas para su ejecución y 
cumplimiento (arts. 1006 al 1009 inclu- 
sive). 

327. La misma ley novís ! ma establece 
que interpuesta en tiempo y forma apela- 
ción de la providencia que fas Audiencias 
dieren, negando el recurso de casación, se 
remitan los autos originales al Tribunal 
supremo de Justicia á costa del apelante 
y con citación y emplazamiento de los 
procuradores de las partes, para que és- 
tas puedan presentarse dentro de treinta 
dias en dicho Tribunal, poniéndose, si se 
hubiese pedido ó pidiese el cumplimien- 
to de la sentencia, certificación de ella y 
de lo demas que el Tribunal, oyendo a 
las dos partes, estime necesario para su 
cumplimiento (art. 1071, 1072. 1075, y 
1076). Que recibidos los autos en el Tri- 
bunal supremo y luego que se presente 
el apelante, se pasen al relator para que 
forme apuntamiento. Que si no se perso- 
nare el apelante trascurrido el término 
del emplazamiento y acusada una rebel- 
día, se declare desierta la apelación, con- 
denándolo en las costas y devolviendo 
á sus espensas los autos al Tribunal de 
que procedan, con certificación de la sen- 
tencia en que se haya declarado la deser- 
ción, é incluyéndose en el certificado la 
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tasación de costas. Que si no se acusare í en que se declare bien admitido el recur - 
rebeldía, cualquiera que sea el tiempo en ¡ so, deberá contener la condena de costas 
que se persone el apelante, siga la sus- de la cuestión prévia al que la haya pro- 
tanciacion del recurso. Que para hacer movido (< urts, . 1090 al 1095 inclusive ). 
el apuntamiento prevenido para las vis- 329. Respecto de los juicios dictados 
tas de estas apelaciones, se siga el orden en rebeldía, dispone la propia ley noví- 
establecido respecto á los que deben for- sima, que la sustanciacion que se preste 
marse para los recursos de casación (V. por el superior eu lós casos que procede 
casación). Que formado el apuntamien- la Audiencia, se acomode á las reglas 
to, se entregue con los autos por su ór- siguientes. — 1* ° que se entreguen los 
den y término de diez dias á las partes autos por ocho dias al litigante que se 
para instrucción de sus letrados, proce- haya mandado oir.— 2. ° que de lo que 
diéndose hasta la vista del mismo modo expusiere se confiera traslado por otros 
que en I 03 recursos de casación ( arts . 1077 ¡ ocho dias al que haya obtenido la ejecu- 
al 1082 inclusive). Que verificada la vis- ¡ toria. — 3. ° que si por los dos litigantes 
ta se dicte sentencia dentro de los tres ' ó cualquiera de ellos se hubiere pedido 
dias siguientes, fundándose la sentencia j el recibimiento á prueba, y la cuestión 
en los términos prevenidos respecto de | objeto del pleito versase sobre hechos, se 
la casación, condenándose en costas al acceda á él, otorgando para hacerlo la 
apelante si fuere confirmatoria, sin que i mitad del término legal que corresponde, 
s jbre ellas quepa otro recurso alguno, y | salvo el caso en que se pida y proceda 
publicándose dentro de los cinco dias si- el extraordinario. — 4. ° que unidas á los 
guiente3 a su fecha, en la Gaceta de Ma - autos las pruebas que se hayan ejeeuta- 
drid, ó insertándose en la Colección Le- do, se entreguen por ocho dias á cada 
gislativa. Y que publicada la sentencia, una de las partes para que se instruyan 
si hubiere sido confirmatoria, se devuel- de ellas, — y 5. ° que en lo adelante se 
van los autos con certificación del fallo y acomode la sustanciacion á las reglas es- 
tasacion de costas, y si revocatoria, se tablecidas para el juicio, según su clase 
proceda á sustanciar la casación en la ( art . 1201). 

forma correspondiente (arts. 1084 al 1088 330. La Audiencia que haya dictado 

inclusive). la ejecutoria, ó á cuyo territorio corres- 

328. Advierte la propia ley, que si la ponda el juzgado cuya sentencia haya 
parte que habiendo obtenido una ejecute- quedado consentida, es la que debe ae- 
ria contiala cual se hubiere interpuesto y j clarar si procede ó no, que se oiga al li- 
admitido por el Tribunal superior recur- tigante condenado en rebeldía. Cuando 
so de casación, creyese que no ha debido j la ejecutoria haya sido dictada por el 
admitirse, podrá promover esta cuestión | Tribunal supremo de justicia, es éste el 
prévia en el Tribunal supremo, haeién- j que debe hacer la declaratoria sobre si 
dolo antes de pasarse los autos al relator, se ha de prestar audiencia al condena- 
pues de otro modo se presume la admi- do en rebeldía, y si cree procedente oir 
sion consentida. Que esa cuestión se sus- lo, prevendrá al Tribunal de la Audien- 
tancie y decida como las apelaciones de cia, que le oiga con efecto en la manera 
las sentencias denegatorias de lós recur antes indicada {arte. 1199, 1202 y 1203). 
sos de casación, limitándose á la misma 331. Respecto de la sustanciacion en se- 
cuestion el apuntamiento. Que si se con- gunda instancia délas apelaciones que tie- 
firma la sentencia en que se admitió el nen lugar en los procedimientos de ju- 
recurso, se proceda á sustanciarlo como ! risdiccion voluntaria, dispone la misma 
si no se hubiese promovido la cuestión ¡ ley novísima que se .acomoden á los trá- 
prévia, ampliándose el apuntamiento á mites establecidos para las que se inter- 
cuanto fuere necesario al efecto. Que si pongan y admitan de sentencias interlo- 
se revoca y declara no procedente ni ad- cutoriás {art. 1208). 
misible, se devuelvan los autos alTri-l 332. En los asuntos eclesiásticos se me- 
bunal inferior á costa del que lo hubie- 1 joralaapelacion, compareciendo las partes 
re interpuesto, con certificación de la sen- 1 en el superior por medio de poder, y ex- 
tencia pronunciada. Y que la sentencia ! presando y contestando agravios ppr es. 
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crito, oyéndose también al Ministerio fis- 
cal en su caso, y resolviéndose las alza- 
das sin relación ni estrado. En lo demas 
se siguen las mismas reglas del fuero 
común. 

888. De la propia manera se fallan los 
pleitos civiles en Capitanía general, y 
Comandancia general de marina de esta 
Isla, cuando á ellas se remiten los plei- 
tos en apelación, con su carácter de juz- 
gados de segunda instancia. 

834. En la materia criminal, el art. 79 
de la Real cédula de 30 de Enero de 1855, 
dispone que al despacho y vista de las 
causas.criminales, se destine todo el tiem- 
po que sea necesario parí? acelerar su tér- 
mino, dándoles preferencia sobre los ne- 
gocios civiles. 

335. También dispone el art. 89, que 
. en la sustanciaron de las apelaciones 

que los fiscales ó jueces inferiores enta- 
blaren de los fallos dictados en primera 
instancia por las Audiencias de ultramar, 
proceda el supremo Tribunal de Justicia 
del mismo modo que dichas Audiencias 
proceden en las causas criminales que 
fallan en segunda instancia. 

336. El art. 111 de la misma Real cédu- 
la, dispone que los procesos de que conoz- 
can los jefes militares y los consejos de 
guerra, cuya jurisdicción subsistirá como 
hasta ahora, se sustancien por los trámi- 
tes establecidos en las Reales Ordenanzas. 

337. El artículo 171 de la misma Real 
cédula dispone que en la segunda ins- 
tancia las partes puedan pedir y las Salas 
deberán dictar los oportunos recuerdos 
por primera y segunda vez respecto de 
los que ejerzan el ministerio fiscal, de- 

' biendo la Sala acceder á esos recuerdos, 
y ¿ qué se recojan los autos por tercera 
providencia, en cuyo caso el oidor mas 
moderno hará las veces de fiscal en aquel 
asunto, poniéndolo la Sala en conocimien- 
to de S. M. por conducto del presidente. 
Y el artículo 172 siguiente previene que 
cuando, los fiscales hablen en estrados co- 
mo actores ó coadyuvantes de la acción, 
lo hagan antes que los defensores de los 
reos, entendiéndose que son actores los 
apelantes y los que piden la revocatoria 
de la sentencia. 

338. De la propia manera dispone el 
artículo 178 que en los asuntos crimina- 
les en que el fiscal se instruye ó escriba, 


primero tenga cada una de las demás 
partes para evacuar su informe ó ins- 
truirse, un término igual al que haya 
disfrutado aquel funcionario, trascurri- 
do el cual recoja los autos el secretario, 
de cámara por medio de alguacil y sin 
! necesidad de prévio mandato de la Sala, 
dando á ésta cuenta si fuese preciso acor- 
dar apremios. 

339. Asimismo dispone la Real cédula 
que las Audiencias en . asuntos crimina- 
les pronuncien sentencias lo mismo que 
el inferior, dentro de cinco dias, tratándo- 
se de providencia interlocutoria, y den- 
tro de diez, que podrán extenderse á quin- 
ce tratándose de definitiva (art 182). 

340. Dispone la misma Real cédula que 
los recursos de responsabilidad, los cua- 
les corresponden á la materia criminal 
en' los casos en que de ellos deben cono- 
cer las Audiencias ó el Tribunal supre- 
mo de Justicia, sigan por las mismas ins- 
tancias que las causas criminales contra 

i los funcionarios del órden judicial (V. 
RESPONSABILIDAD Y CORRECCION). 

341. En cuanto a la sustanciaron de 
los asuntos criminales en segunda instan- 
cia, se sigue en la Audiencia la misma 
práctica admitida para los civiles con las 
excepciones siguientes: 

342. Cuando los procedimientos se en- 
cuentran en sumario, no se dá vista del 
expediente ni se presta audiencia al en- 
causado, sino solamente al acusador y 
después al Ministerio Fiscal, invirtiéndo- 
se este órden cuando el apelante es el Mi- 
nisterio Fiscal. 

343. En los autos interlocutorios en 

f )lenario aun cuando á las partes se faci- 
iten los autos para sola instrucción, el 
fiiscal emite su opinión por escrito, y lo 
hace después de haber devuelto el proce- 
so los demas interesados. El mismo ór- 
den se sigue en las sentencias definitivas 
á menos que el Fiscal sea el apelante, en 
cuyo caso representa antes que los de- 
mas. 

344. Tratándose de autos interlocuto- 
rios en asuntos criminales no se dá en- 
trada á ninguna clase de pruebas en la 
segunda instancia. Si la causa se encuen- 
tra en sumario se vó á puerta cerrada, así 
como en los otros autos en audiencia pu- 
blica. 

345. No es obligatorio ni al fiscal ni 
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á los abogados asistir á Reales estrados á 
excepción de los casos que seguidamente 
se expresan. 

346. En las causas de vagos, el fiscal 
toma los autos solamente para instrucción 
y después los defensores de los reos, cada 
uno ae ellos por el término de tres dias, 
siendo obligatorio para todos la asisten- 
cia á estrados, mediante á que se trata de 
sentencias definitivas en que no han te- 
nido lugar alegaciones por escrito. 

347. El auto acordado de 20 de Enero 
de 1848, dispone que todo abogado á 
quien hubiese cabido la defensa de cual- 
quier procesado que traiga impuesta en 
la sentencia ó contra el que se pida por 
los fiscales pena de seis años de presidio 
ú otra mayor, haya de concurrir nece- 
sariamente á esforzar sus alegaciones 
verbalmente en los estrados de vista 6 re- 
vista de las causas, quedando sujeto en 
caso de omisión voluntaria á la demos- 
tración que estime oportuna la Sala de 
justicia á que toque su conocimiento. 

348. Fallado el auto Ínter locutorio (Y. 
Sentencia) se pasa el expediente al ta- 
sador de costas, se instruye de esta á las 
partes y fiscal, y su importancia se in- 
serta en el Despacho para su cobro en las 
casos que tiene lugar. 

349. Respecto de las sentencias defini- 
tivas en materia criminal, y autos de so- 
breseimiento y consulta (V. Juicio Cri- 
minal) que se elevan, cuando en ellos 
hay intervención fiscal éste alega prime- 
ro si es el apelante, ó emite su opinión 
después de los demas interesados cuando 
no se ha interpuesto alzada. 

350. Después del repartimiento de los 
autos se pasan al Relator para la forma- 
ción del apuntamiento, y hecho esto se 
comunican al apelante para que mejore el 
recurso, por el término que se señale no 
excediendo de nueve dias. Si los apelan- 
tes fuesen mas de uno, bien ocurran reu- 
nidos ó se reúnan por disposición de la 
Audiencia cuando |lo estime oportuno, 
puede ampliarse aquel término de los 
nueve dias hasta quince. Y no pudiendo 
mediar esa reunión y siendo urgente la 
causa, ó mediando la urgencia aun cuan- 
do no haya mas que un acusado, también 
suele disponerse en vez de la entrega de 
autos, que para instrucción se ponga el 
expediente de manifiesto en la escribanía 

57 


de Cámara á los defensores por un téímino 
que se señalen, para que tomando la ins- 
trucción conveníante puedan hacer la 
defensa por escrito, dentro de la misma 
dilación. 

351. Hecha la mejora de la apelación 
se confiere traslado al acusador en caso 
de haberlo y después al fiscal ó á solo és- 
te en su caso, por los mismos nueve dias 
ó el que la Audiencia estima oportuno. 
Y si el apelante fuó el acusador, después 
de oirle se presta la audiencia al fiscal y 
después á los procesados. 

352. Luego que pasan I 03 auos al fis- 
cal en las respectivas circunstancias, de- 
be examinar si en el procedimiento fal- 
tan algunas formalidades que lo ha- 
gan ineficaz ó bien algunas diligen- 
cias importantes en el sumario y pa- 
ra el esclarecimiento de la verdad que 
se busca. En semejante caso corres- 
ponde que suspendiendo su acusación ó 
contestación por entonces, pida que la 
causa se reponga al estado sumario, para 
que se salven aquellos inconvenientes, y 
la Audiencia ha de resolver el artículo 
como de previo y especial pronuncia- 
miento. 

353. No es difícil que tratándose de 
una sentencia definitiva criminal, tenga 
cabida el trámite de prueba en la segunda 
instancia. Esa prueba en los casos en que 
procede y son los mismos señalados para 
la materia civil, se propone en la práctica 
por las partes al tiempo de expresar ó 
contestar agravios instruyéndose de la 
pretensión al Ministerio fiscal, y con lo 
que expone, sin necesidad de vista, se re- 
suelve sobre su admisión ó negativa, con- 
cediéndose un breve plazo á juicio del 
tribunal, y con la calidad de todos car- 
gos, con lo cual se evita nuevo trámite 
para las tachas y nueva alegación. 

354. Las prórogas del término proba- 
torio deberán pedirse en los mismos tér- 
minos que se practica en primera instan- 
cia, y se comunican de seguida los autos 
á las partes para instrucción y al Minis- 
terio fiscal para que abra dictámen "por 
escrito. Después se pasan los autos al Re- 
lator habiéndolos por conclusos, y éste 
los lleva al Ministro ponente, y señalán- 
dose de seguida dia para la vista, se noti- 
fica á los procuradores de las partes, ha- 
ciéndolo aquellos saber á los abogados de- 

1856 
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fensores para que asistan á Reales estra- 
dos, sin que su falta de asistencia invali- 
de el acto de la vista. 

355. El artículo 82 de la Real cédula | 
de 30 de Enero de 1855, después de dis - 1 
poner que el despacho ó vista de un ne- 
gocio no se suspenda, si para su conclu- 
cion bastase alguna hora mas de las de 
ordinaria asistencia, añade que si el ne- 
gocio fuere criminal y hubiere reos pre- 
sos, se prolongue la audiencia todo el 
tiempo posible á juicio del Presidente, y 
en lo demas se siguen las propias reglas 
que en los asuntos civiles. 

856. El artículo 59 del auto acordado 
de 21 de Agosto de 1838 dispone que en 
las causas sobre delitos livianos que de- 
ben remitirse á la Audiencia en consulta, 
se le dé cuenta con testimonio en rela- 
ción sucinta de la causa y literal de la 
sentencia para que recaiga .su aprobación 
6 providencia que corresponda. 

CAPITULO X. 

Deserción o desistimiento de la 
apelación. 

857. El apelante debe ocurrir á mejo- 
rar su recurso ante el superior correspon- 
diente y dentro del plazo en que debe 
practicarlo, según se ha expuesto en le ca- 
pítulo anterior; y ya hemos visto que no 
haciéndolo con sola el hecho de requerir- 
se á los procuradores de la superioridad 
para que conste- que no tiene conferido 
poder, y en virtud de rebeldía que le 
acusa la contraparte se declara desierto el 
recurso. En cuanto al apelado, se procede 
en los mismos términos, declarándosele 
por bastantes los estrados del Tribunal, 

ara continuar con ellos la sustanciacion 
el recurso por su falta de comparendo. 

358. En la materia mercantil trascur- 
rido el término del emplazamiento sin 

{ presentarse el apelante, y acusada una so- 
a rebeldía con término de tercero dia, 
que ha de notificarse en estrados, el supe- 
rior debe sin mas trámites declarar de- 
sierta la apelación, mandando devolver 
los autos al inferior, para que se cumpla 
la resolución apelaaa ( art . 401, Ley de 
enj). 

859. Conforme á la ley novísima de en- 
juiciamiento civil publicada en la Penín- 


sula, la sola falta de comparendo dentro 
de los plazos legales que determina, bas- 
ta para que se dé por desierto el recurso, 
así como también la misma falta por par- 
te del apelado, hace seguir respecto de él 
la sustanciacion con los estrados de la An- 
diencia. 

360. Cuestionan los escritores de ju- 
risprudencia sobre si el inferior tiene fa- 
cultad ó no para declarar desierta la ape- 
lación que otorgó para el superior. Evi- 
dente es que no puede hacerlo después 
de haberse remitido á la superioridad las 
actuaciones sobre que versa el recurso, 
compitiendo entónces semejante facultad 
al Tribunal superior solamente. Pero si 
los autos ó testimonio no se han elevado 
por no haber suministrado el apelante las 
expensas necesarias al efecto, resuelven 
los mismos escritores, que el apelado ha- 
ya de presentar instancia en que pida el 
señalamiento de plazo dentro del cual se 
llene aquel requisito, y que no haciéndo- 
lo se acuse nueva rebeldía en los propios 
términos, quedando el inferior expedito 
para declarar la deserción al cumplimien- 
to del nuevo plazo. Esta doctrina es sin 
duda arreglada, atendiéndose á que la re- 
sistencia reiterada del apelante en sumi 
nistrar lo necesario para la elevación de 
los autos, equivale á una tácita renuncia 
del recurso interpuesto. 

361. Mas no sucederá así tratándose 
del testimonio de la apelación oida en un 
efecto, y hasta que no se encuentren ex- 
peditos para elevarse los autos originales 
pues que el apelante tiene derecho á es- 
perar la ejecución interina de la senten- 
cia con aquel objeto. 

362. El plazo que las leyes señalan 
para la conclusión de la segunda instan- 
cia, no se guarda en la práctica, por las 
imposibilidades de hecho cjue presentan, 
y por resultar también inútil, cuando ca- 
da uno de los trámites tiene determina- 
dos de la propia manera sus términos res- 
pectivos. 

363. Las partes pueden también sepa- 
rarse del recurso de la apelación que ha- 
yan interpuesto. 

364. Haciéndolo cuando los autos se 
encuentran en el superior, es de práctica 
mandar que se ratifique la instancia por 
el mismo interesado ó su procurador con 
poder bastante, y acceder desde luego ala 
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solicitud. Entiendo, sin embargo, ser mas 
procedente dar traslado á la contraparte 
antes de la resolución, para que preste su 
conformidad ó inconformidad, supuesto 
que siendo común la sustanciacion de la 
segunda instancia desde que fué admitida, 
por su parte puede aspirar á impugnar la 
sentenoia en algún punto que considere 
perjudicarle, adhiriéndose al recurso. . 

365. Si la separación tiene lugar en el 
inferior procede que se comunique el pro- 
pio traslado, por idéntica razón, y por- 
que pudiendo resultar entonces ademas 
mutuo convenio sobre el asunto entre ios 
dos litigantes, no hay para que en él pro- 
siga la autoridad judicial, cuando no se 
trate de un procedimiento seguido de ofi- 
cio. 

366. Cuando se trata de apelación de 
interlocutorio presente el superior, es de 

5 >ráctica dar por separado al apelante si 
o solicita ántes de haberse impartido la 
venia del Regente, ó darse cuenta con la 
misma separación al superior si á conse- 
cuencia de aquella venia hubo de proce- 
derse al señalamiento de dia. 

367. Para separarse de la apelación ¿es 
necesario poder especial? La práctica del 
foro de Cuba así lo tiene establecido, aun- 
que parezca algo anómalo que el procu- 
rador pueda apelar sin necesidad de po- 
der especial, pueda también dejar tras- 
currir el término de la apelación sin in- 
terponerla y no pueda separarse de la in- 
terpuesta que para el efecto es igual. Los 
procuradores escrupulosos introducirían 
probablemente esa práctica á fin de no 
contraer responsabilidad con sus poder- 
dantes en asunto tan grave como es la re- 
nuncia de que el pleito se vea de nuevo; 
pues á tanto equivale la separación de la 
alzada. La ley de enjuiciamiento civil si- 
guiendo su máxima general de no exigir 
poderes especiales para ningún acto co- 
mún de los pleitos prohíbe al procurador 
pedir que seentiendan con su poderdante 
\art 16.) 

868. Respecto de las causas que se ele- 
van á la Audiencia sin que'se presenten 
las partes á agitar su curso, dispuso el 
auto acordado de 21 de Junio de 1847, en 
observancia del art. 144 de las Ordenan- 
zas generales de la Peñínsula y á virtud 
de reclamación hecha por el Ministerio 
fiscal, la devolución de aquellos pleitos 


que así existían abandonados desde la 
creación del Tribunal por espacio de mas 
de tres años, con certificación de la escri- 
banía de Cámara para los efectos legales. 
Y asimismo dispuso que respecto de los 
retrasados por no agitar su curso los pro- 
curadores, se llamasen á la vista de la Sa- 
la á que tocase su despacho para la nue- 
va citación que dispone el artículo refe-, 
rido ó acuerdo de lo que correspondiese, 
siempre que el retraso pasara de los tres 
años, y que esta regla se siga observan- 
do sucesivamente con los que vayan 
cumpliendo el mismo término. 

CAPITULO XI. 

Adhesión & la apelación. 

369. La adhesión á la apelación, llamada 
también apelación accesoria no se apo- 
ya en nuestras leyes sino en la jurispru- 
dencia, que descansa en las disposiciones 
que sobre el particular median en el de- 
recho romano. 

370. Muchas ocasiones un litigante, aun 
cuando la sentencia pronunciada en algo 
menoscabe sus derechos, deja de apelar- 
la por evitarse los gastos y demás incon- 
venientes que podría proporcionarle la 
prosecución de la alzada. Obligado á esa 
prosecución por haber interpuesto aquel 
recurso la contraparte, parece que la 
equidad exige que no se prive al otro li- 
tigante de su acción, que se le conceda 
el derecho de pedir también la reposi- 
ción del fallo en lo que considere perju- 
dicarle, y que sea igual la condición de 
los contendientes. 

371. Por semejante principio pues la 
apelación accesoria 6 adhesión & la apela- 
ción para un litigante, nace de la promo- 
ción del recurso por parte de su coliti- 
gante. La adhesión puede recaer sobre 
cualesquiera particulares del fallo que 
considere perjudiciales, y aun cuando el 
apelante principal desista de su propósi- 
to, no debe privar del recurso ya inter- 
puesto á su colitigante, porque el trámi- 
te se hizo común en el procedimiento, y 
porque, por decirlo así, se encuentra 
aceptada la promoción de’lafnuevajins- 
tancia con todos sus^resultados, y sin 
que por lo mismo pueda dejar de tener 
cabiaa si no es por mótuo desistimiento. 
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372. La práctica de conformidad con 
los escritores de jurisprudencia mas en- 
tendidos, concede al apelado la facultad 
de adherirse á la apelación, hasta el mo- 
mento de contestar los agravios en cuyo 
escrito es procedente que lo verifique. 

373. La ley novísima de enjuiciamien- 
to civil, publicada en la Península, sobre 
este particular dispone, que en el escrito 
de contestación de los agravios, el ape- 
lado deba adherirse á la apelación en los 
extremos que crea perjudicarle la senten- 
cia, sin que antes ni después pueda usar 
de semejante remedio ( art . 855). — R. 
Piña. 


PAUTE LEGISLATIVA. 

No reproducirémos aquí las leyes ge- 
nerales relativas á la apelación insertas en 
los códigos españoles, por no aumentar 
el volumen de esta obra, que va de dia 
en dia tomando mayores proporciones 
de las que habiamos creido alcanzar en 
nuestro modesto propósito: pero tampo- 
co privaremos á nuestros lectores dedica- 
dos al foro ó al estudio de- la jurispru- 
encia de un trabajo ya hecho que podrá 
servirles de guia ó índice, bien para es- 
tudiar á fondo el tratado de la apelación, 
bien para consultar el texto original de 
las disposiciones legales referentes á esta 
materia. Así, ya que el presente artículo 
no sea un extenso libro, reúne al menos 
los elementos necesarios para llegar á 
serlo el dia que se desee ó necesite. 

Leyes del Fuero- Juzgo. 

Lib. 2, Tít. 1. o leyes 22, 26, 27 y 28. 

Leyes de Partida. 

Part. 1. 83 
Tít. 5. o , ley o. 88 
Tít. 6. o , ley 31 
Tít. 19, ley 23 
Tít. 22, ley 5 
Part. 2. 88 
Tít. 9, ley 32 
Tít. 24, ley 4 
Part. 3. 85 

Tít. 4, leyes 23, 35 
Tít. 5, ley 23 


Tít. 9, ley 1. 05 
Tít. 18, leyes 110, 52 
Tít. 23, leyes 1. 88 á la 18 inclusive, 20 
á la 24, 26 á la 29 
Tít. 25, leyes 4 y 5 
Tít. 26, ley 5 
Part. 4. 85 

Tít. 18, ley 8 
Part. 6. 88 , tít. 5, ley 36 
Part. 7. 88 , tít. 10. ley 6. 

Leyes de la Recopilación de Indias 

Libro 2. 

Tít. 31, leyes 17 y 20. 

Lib. 3. ° 

Tít. 11, leyes 1, 2, 3, 4, y 7 
Lib. 5 

Tít. 3, ley 18 
Tít. 8, ley 22 
Tít. 10, leyes 2 y 9 
Tít. 12, leyes 1 á la 28, 80 y 83 
Tít. 15, 34, 37, 38, y 39 
Lib. 6 

Tít. 4, ley 21 
Lib. 7 

Tít. 1, ley 22 
Lib. 8 

Tít. 1, leyes 37, 75 y 93 
Tít. 6, ley 42 
Tít. 9, ley 17 
Tít. 17, ley 4 
Tít. 29, ley 14 

Leyes de la Novísima Recopilación» 

Lib. 2. 3 

Tít. 2, leyes 2 y 4 
Tít. 4, ley 2 

Tít: 5. ° leyes 1. 95 y 4. 88 
Tít. 8. ® , leyes 1. 85 , 2, 3, 4, 6, 7 y 14 
Tít. 9. ° , ley 1. 88 
. Tít. 11. ° , leyes 1. 88 y 2. 88 
Tít. 12, ley 12 
Tít. 20, lev 9 
Lib. 3. o 

Tít. 4, leyes 4 y 6 
Tít. ley 9 

Tít. 10, leyes 1. 88 , 2, 6 y 9 
Tít. 11; leyes 1. 88 y 2 
Tít. 12, ley 8. 85 
Tít. 13, ley 2. 88 
Lib. 5. © 

Tít. 1. ® , ley 8. 88 y 9 
Lib. 11 
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Tít. 3, ley 8. 

Tít 8.«, leyó. 54 

Tít. 20, leyes 1. * , 2, 8, 4, 5, 6, 7, 8, 
10, 11, 18, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 
22, 23 y 24 

Disposiciones canónicas recopiladas. 

Decreto de Graciano. 

Causa 2. * , cuestión 6. * , Cánones 1, 7 
9, 11, 12, 20, 22, 24, al 28, 88, 84, 87, 
40 y 41. 

Decretales de Gregorio IX. 

Libro 2, tít. 28, capítulos 1 al 18, 16 al 
20, 22, 28, 26 al 29, 32, 35, 37, al 46, 
47 al 67, 69 al 73. 

Sexto de decretales. 

Libro 2, título 16, capítulos 1, 3 al 10 
y 12. 

Glementinas. 

Libro 2, título 12, capítulos 1 al 7. 

Concilio de Trento. 

Sesión 13, capítulos 1. ° 2 y 3, de ref. 
Sesión 22, capítulos 7 de reforma. 
Sesión 24, capítulo 20 de reforma. 


Leyes militares recopiladas» 

Ordenanzas generales del ejército de 22 
de Octubre de 1768. 

Tratado 8. 

Título 4, artículo 3. 

Título 8, artículo 6. 

Título 11, artículo 6 al fin. 

Título 11, artículo 13. 

Ordenanzas de Artillería de 22 de Julio 
de 1802. 

Reglamento 14 artículo 26. 

Ordenanzas de Matrículas de mar de 12 
de Agosto de 1802. 

Título 1. ° artículo 4, 32 y 33. 

Ordenanzas de Ingenieros de 11 de Ju 
nio de 1803. 

Reglamento 10, artículos 26 y 27. 

Leyes mercantiles recopiladas. 

Código de comercio. — Artículos 1,180, 
1,210 y 1,212. 

Ley de Enjuiciamiento. — Artículos 292, 
297, 302, 362, 388 al 406 inclusive 
413 al 418, 433 y 455. 


Autos acordados y circulares de las Audiencias territoriales. 


1784 Junio %%. AA. prohibiendo á los Gobernadores y Tenientes (hoy alcaldes 

mayores) revocar los autos apelables . 

En la ciudad de Santo Domingo &c.: que notándose el abu- 
so de admitir los Gobernadores recursos de súplicas ante sí 
mismos de sus determinaciones y las de sus Tenientes, v de 
revocar autos definitivos é interlocutorios apelables á esta íteal 
Audiencia, follando con el mismo ó con diverso asesor, usur- 
pando la jurisdicción de que carecen, con agravio público de 
, las partas, que pueden apelar libremente á este superior Tri- 

bunal, á quien toca, siéndoles dable solamente por contrario 
imperio revocar ó moderar los autos interlocutorios que no 
contengan gravamen irreparable que asimismo, olvidados del 
cumplimiento que deben dar á las leyes, Real Prácmatica y 
Novísimas Oraenes de S. M. envian sus consultas en papel 
blanco, ó del sello cuarto propio de personas miserables, en 
lugar del sello tercero, en perjuicio de S. M.; debian mandar 
y mandaron que se abstengan de hacerlo en lo sucesivo, con- 
teniéndose en los términos de su jurisdicción, haciendo que 
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los abogados y escribanos cumplan con la Pracmática, . pena 
del interes de S. M. y de las partes y de la mayor severidad 
^ con que procederá este Tribunal en todos los casos en que 

se notaren estos abusos para imponerles las correspondientes 
multas. 


1801 Setiembre 15. AA. prohibiendo á los jueces de primera instancia sustanciar 

la segunda . % 



En la villa de Santa María del Puerto del Príncipe, á los 
quince dias del mes de Setiembre de 1801, los Señores Re- 
gente y Oidores de esta Real Audiencia, dijeron: que habién- 
dose suscitado en varios expedientes la duda de si en las ac- 
tuales circunstancias de la traslación y establecimiento de es- 
te superior Tribunal al continente de esta Isla, debia cesar 6 
no el privilegio de sustanciarse la segunda instancia en la ciu- 
dad de la Habana, conforme á su municipal; debian acordar 

Í r acordaron: que, faltando la causa impulsiva de dicho privi- 
egio, no podian las partes alegar de agravios ante el infe- 
V rior, y que por consiguiente lo habian de ejecutar ante esta 
Chancillería, á quien está reservada por las leyes la sustan- 
ciacion y determinación de la segunda instancia y ulterior 
’ grado, y oir á los letrados sus informes verbales ó por escrito, 
conforme á las leyes; y que se libre Real provisión al tribu- 
nal de Gobierno para su inteligencia y la de los demas juz- 
gados de dicha ciudad, á quienes lo comunicará para su cum- 
plimiento. Y así lo mandaron, proveyeron y rubricaron — Se- 
ñores Regente, Chavéz — Oidor, — Gatani . — José Francisco Hi- 
. dalgo. 


1836 Mayo 26. AA. mandando que los jueces legos no admitan apelación antes de 
’ * * conformarse con el dictámen del asesor , y que se notifiquen 

las sentencias recaídas en las causa s criminales antes de 
elevarías en consulta á apelación . 


En la ciudad de Santji María de Puerto Príncipe 

con el objeto de remediar, entre otrosj el abuso que se nota 
en las recusaciones de asesores y nombramiento de acompa- 
ñado, que estando discordes en sus dictámenes ó consultas, se 

S asa luego á oir á un tercero, el cual disiente las mas veces 
e la opinión de los dos letrados que le han precedido, y se 
estima por ello necesaria la elección de otro cuarto, en per- 
juicio conocido de los intereses pecuniarios de la§ partes, y de 
la breve sustanciacion de los juicios: considerando que los jue- 
ces Ordinarios reputan como sentencias las opiniones de los 
asesores, habiendo ocurrido ya el caso de remitir los autos 
á la superioridad para que se apruebe alguna de las consul- 
tas inconformes, poniendo al superior en el caso de fallar en 

S rimera instancia; dijeron: que en lo sucesivo cese tan peiju- 
icial práctica, y que los jueces ordinarios, cuando ocurra que 
el asesor acompañado disienta del que lo era del proceso, se 
adhiera precisamente á uno de los dos dictámenes, (al que 
mas justo le pareciere) formando así sentencias bajo la respon- 
sabilidad del asesor que lo consultó, y admitiendo después 
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las apelaciones que contra ella se interpusieron en tiempo y 
forma. Se omite lo relativo á la mejora ae las apelaciones, por- 
que fué derogado en auto acordado de 8 de Setiembre de 
1838. 

También tuvieron presente que en las causas criminales loa 
jueces de primera instancia no se cuidan de hacer notificar 
las sentencias que pronuncian á los reos antes de enviar los 

f >rocesoa en consulta al superior, para que usen del remedio de 
a apelación, y constituyan en poder al procurador de pobres, 
los que lo fiieren; y determinaron que en adelante se verifi- 
que la dicha participación, y se admitan conforme á derecho 
las apelaciones que introdujeron, remitiéndose de todos mo- 
dos los autos originales á la Real Audiencia, bien sea en con- 
sulta, y emplazamiento ó en grado, con citación de los inte- 
resados. 

1888. Agosto 21. AA. Sobre apelaciones en las causas criminales , adoptado por la 

H. A . Pretorial en 24 de Febrero de 1840. 

Artículo 22. La providencia de sobreseimiento, es apelable 
por parte del acusador, y se admitirá siempre que se interpon- 

S a el recurso, sin embargo de la soltura del procesado, que se 
evará á efecto bajo la responsabilidad del que la dictó. 

Art. 23. Puede también el procesado mostrar inconformi- 
dad con el auto de sobreseimiento, aunque no le imponga pe 
na corporal, si le aplica otra menos grave ó pecuniaria, ó con- 
tiene apercibimientos que crea menoscaban su opinión y en- 
tonces á su petición, se seguirá la causa por los trámites le- 
gales. 

Art. 24. No apelando el acusador el auto de sobreseimien- 
to, y estando con él conforme el acusado, se llevará á efecto 
sin necesidad de consultarlo con la Audiencia, siémpre que 
la causa sea por faltas ó hechos á que no deba imponerse pe- 
na corporal; pero se consultará indispensablemente, aun cuan- 
do medie la conformidad de las partes, cuando el procedi- 
miento hubiere versado sobre delito que la ley castigue con 
la dicha pena, de manera que se hade tener cuenta con la ca* 
lificacion legal del hecho, y no con el castigo que se impon- 
ga al procesado por circunstancias atenuantes. 

, Art. 20. Es también apelable la providencia que concede ó 

niega la soltura ó el sobreseimiento después ae elevado el 
proceso á plenario por medio de la confesión; pero se llevará á 
efecto la soltura, cuando se hubiese concedido en el auto apela- 
do bsyo la responsabilidad del que lo dictó. 

Art. 58. Por ningún pretexto dejarán los jueces inferiores 
de sentenciar las causas dentro del término señalado por la 
ley. 

Art, 59. La sentencia será notificada á los interesados in- 
mediatamente aun cuando tengan procurador, y apelen ó no, 
se remitirán desde luego los autos originales á la Audiencia 
con prévia citación y emplazamiento de los mismos, siem- 
pre que la causa fuere sobre delito á que por la ley esté se- 
ñalado pena corporal. * 

Art. 63. Los jueces inferiores admitirán conforme á dere- 

cho las apelaciones que de sus providencias se interpusieren 
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para la Real Audiencia, mandando que se cite y emplace á las 
partes para su ocurso al Tribunal superior. 

1838 Setiembre 3. A A. maridando remitir los autos originales cuando se oiga la 

apelación libremente y y testimoniados cuando se oiga en un 
solo efecto. 

En la ciudad de Santa María de Puerto Príncipe los Se- 
ñores Regente y Magistrados de esta Real Audiencia, en a- 
ouerdo ordinario de este dia, dijeron: que por cuanto la expe- 
riencia ha demostrado que la práctica establecida en virtud 
del acordado de esta Real Audiencia de 26 de Mayo de 1836 
sobre el modo de mejorar las apelaciones, causa graves de. 
inoras y mayores costos en la administración de justicia, con 
perjuicio de las partes, con solo el objeto de obtener una pro- 
videncia, que nunca puede negarse, cual es la remisión del 
proceso, en apelaciones oidas libremente; acordaron: que res- 
pecto de estas se restablezca la práctica antigua de disponer 
la directa é inmediata remisión de los autos á esa superiori- 
dad, con citación y emplazamiento en la misma providencia en 
que se oiga libremente la apelación; y que en cuanto á las que 
se oigan en un solo efecto, subsista la práctica que estableció 
dicho acordado, de dar certificación relativa, si el apelante la 
pidiere para fundar y acreditar el agravio que se le infiera en 
la denegación. 


1840. Febrero 24. — Asuntos criminales . — Regla 8. — En el acto de notificarse la 
sentencia á los reos, para remitir los procesos se les prevendrá 
que nombren procurador y abogado, que los represente y de- 
fienda en esta superioridaa con apercibimiento ae que no ha- 
ciéndolo se les nombrará de oficio. 


1841 Diciembre 23. AA. determinando las formalidades con que los escribanos de- 
ben remitir las causas á la Audiencia en caso de ape- 
lación. 

Primera: los Escribanos actuarios de las causas criminales 
que se siguen en este distrito jurisdiccional fuera de la capital, 
al remitirlas en apelación ó en consulta á esta Superfbridad 
rotuladas á cualquiera de los fiscales, deberán expresar en la 
carpeta de dichas oausas el dia y hora en que las ponen en la 
estafeta. 

Segunda: en dicha oficina de Correos al ponerles el nema y 
el porte se pondrá también la fecha en que esto se verifica. 

Tercera: en las causas seguidas en la capital, será obligación 
de los escribanos remitirlas con el oficio cerrado á uno de los 
fiscales, expresando en el sobre la fecha déla remisión (1). 

Cuarta: las mismas formalidades deberán observarse en la 
capital y en los demas puntos respectivamente, con los partes, 
provisiones y despachos que se devuelvan diligenciados. 


(1) Véate mas adelante el AA. de 9 de 1846. 
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1843. Marzo 6. AA. mandando que se oigan libremente las apelaciones de las sen- 
tencias de remate . 

Está derogado por el de 3 de Diciembre de 1846, que se in- 
sertará. 

1846. Febrero 9. AA. mandando entregar á los agentes ( hoy Tenientes fiscales) las 

causas y pleitos de la Habana. 

El Real Acuerdo de esta Audiencia Pretorial por auto de 
9 del corriente, y de conformidad con lo representado por 
el Sr. fiscal, se na servido prevenir por punto general á to- 
dos los escribanos de esta capital, que en lo adelante no de- 
ben entregar' sino bajo formal recibo, cuando menos de uno 
de los agentes fiscales, las causas, pleitos y demas diligencias 
que hayaní de elevarse á este superior Tribunal: en la inteli- 
gencia de que serán responsables de cualquier extravío, siem- 
pre que no acrediten haber observado aquella formalidad. 

1840. Abril 16. AA. determinando el modo de emplazar á las partes para el segui- 
miento de las alzadas. 

Igualmente acordaron movidos del propio deber de acortar 
y simplificar los procedimentos judiciales hasta donde permi- 
tan las leyes, que en lo adelante ninguna alzada, así en juicios 
civiles, como en criminales se admita, sin que á la vez se de- 
crete, que sea con citación y emplazamiento de las partes, y 
apercibimiento de estrados , firmando la diligencia, pues que fa- 
cilitándose así el curso de los trámites del grado, sin necesidad 
de ocuparse el tribunal de nuevos, dilatorios y costosos em- 
plazamientos, con solo mandar requerir los procuradores, al 
acusarse la rebeldía por el Sr. Fiscal ó partes presentes, si re- 
sultase no haber comparecido alguna por medio de su poder 
expensado en el término para mejorar la apelación que debe 
asignarse, es consiguiente la declaratoria de estrados, con quie- 
nes se entiendan las ulteriores diligencias, sin perjuicio de oir- 
se en las causas criminales al procurador de pobres, cuando 
proceda este tramita 

1846. Setiembre 17. — Resuelve entre otras cosas que cuando los alcaldes legos 
crean tener razón para negar su conformidad á lo que el 
asesor les consulte, puedan suspender el acuerdo ó sentencia 
y consultar al Tribunal superior con expresión de los funda- 
mentos y remisión del expediente. 

1846. Diciembre 3. AA. mandando admitir en un solo efecto las apelaciones de las 

sentencias de remate. 

Que se libren circulares á todos los juzgados de primera 
instancia, inclusos los de la capital, para. el cumplimiento lite- 
ral de la ley, en cuya virtud se proceda con sus requisitos á 
la ejecución del fallo de remate y admisión de la apelación, 
si se interpusiere, en un solo efecto, y sin perjuicio á la en- 
trega del testimonio, ó de los autos originales en su caso, para 
que presentándose por el apelante en la Real Audiencia y 
58 1856 
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mejorado el grado se entreguen á las partes con término res- 
tricto de tres dias para la mera instrucción de sus abogados, 
y que puedan estos asistir á estrados al acto de darse cuenta 
por el Relator en la Sala de Justicia. (1) 

1847 Junio 17. AA. mandando proveer de plano á los recursos de apelación subsi- 
diaria. 

Se tomó en consideración la práctica abusiva introducida 
á perjuicio de la mas pronta y expedita administración de jus- 
ticia de que suplicándose y apelándose en subsidio de cual- 
quier auto interlocufcorio, en vez si no de reformarse, de man- 
dar desde luego los jueces de esta capital, que el escribano o- 
curra á la Real Audiencia á bacer relación en puntual obser- 
vancia de la ley 22, tít.8, lib. 5 de Indias, confieren traslados, 
dando lugar entretanto á que se complique y alargue la actua- 
ción con otros artículos inconexos, de que procede á veces, co- 
mo se ha advertido recientemente en las Salas de Justicia, que 
una alzada de que debe darse cuenta al subsecuente dia, si es 
posible, de dictado el interlocutorio, se traiga al superior Tri- 
bunal ál cabo de Seis, doce ó mas meses, es decir, cuando pa- 
só ya acaso el tiempo y oportunidad de la revocatoria que me- 
reciese de justicia, quedando así. triunfante la astucia de los 
interesados en tal entorpecimiento, con provocación por lo 
menos de indebidas costas y recargo de folios inútiles; y para 
poner en ello remedio, oidos in voce los Señores Fiscales y trai- 
do á la vista el txeto terminante de dicha ley 22, los señores . 
del márgen dijeron : que en su conformidad, si los jueces no es- 
timasen revocar por contrario imperio el interlocutorio, de 
que se apele en subsidio, provean de plano sin mas trámites ni 
traslados, que el escribano ocurra previa venia, á hacer rela- 
ción á la Real Audiencia, con citación de partes, para que se 
hallen presentes si quisieren. 


1847. Junio 21. AA. rnandarido devolver & los juzgados inferiores los pleitos retra- 
sados. 

En acuerdo ordinario celebrado en esta siempre fidelísima 
ciudad de la Habana &c. — Creyendo estarse en el caso de 
la aplicación del artículo 144 de las Ordenanzas genera- 
les .de la Península, dijeron: que en su observancia se pre- 
venga la devolución de los pleitos de la primera clase que re- 
sulten abandonados por mas de tres años á los respectivos juz- 
gados con certificación de la escribanía de Cámara para los 
efectos de ley; y que respecto de los de la segunda clase re- 
trasados por no agitar su curso los procuradores, se llameo á la 
vista de la Sala á que toca su despacho para la nueva citación 
que dispone el artículo referido ó acuerdo de lo que correspon- 
da,. siempre que el retraso pase de los tres años, y que esta re- 
gla se siga observando sucesivamente con los que vayan cum- 
pliendo el mismo término. 


(1) Este auto se mando cumplir por otro de 8 de Julio de 1847, que suprimimos por innecesario* y se 
modificó por otro de 16 de Agosto de 1¿47, que se insertará. 
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DOCTRINA LEGAL EN QUE &E FUNDA EL AUTO ANTERIOR. 

M. P. S. — El Fiscal dice: que el expediente que tiene Y. A. 
á la vista, (producto del celo bien entendido del Sr. Regente) 
ofrece una idea del número crecido de causas civiles, que sin 
haberse presentado ninguna de las partes se hallan paraliza- 
das en estas secretarías de Cámara desde el afio de mil ocho 
cientos treinta y nueve, fecha de la instalación del Tribunal. 
Son en verdad muchas, particularmente si se atiende á la fe- 
cha de la creación, y serian todavía mas en número, si tam- 
bién se hubiese pasado revista á las que se hallan en manos de 
los procuradores y abogados de las partes. Pero ellas, aun- 
que no fuesen mas que las expresadas, merecen ya la aten- 
ción del Real Acuerdo, y no en vano se excita su celo para 
dictar una disposición general en asunto de bastante impor- 
tancia y trascendencia. 

¿El oficio del juez puede provocar la marcha y término de 
los negocios civiles? ¿Puede sacarlos del estado de paraliza- 
ción y abandono en que se encuentren, ó depende esto exclu- 
sivamente de la voluntad de los litigantes? Cuestiones son es- 
tas que han de resolverse antes de adoptar disposición alguna, 
y el Acuerdo permitirá al Fiscal que las examine y trate con 
la extensión que ellas merecen. 

Tiempo hubo eu que las leyes solo se ocuparon, en materia 
de apelaciones, de señalar el término en que debian interpo- 
nerse y el de la presentación al superior sin decir cosa algu- 
na del que debia durar la instancia de la alzada. Pero los ape 
lantes abusaron bien pronto de ese silencio, y se aprovecha- 
ron demasiado de la facultad que se ponía en sus manos de de- 
morar indefinidamente el juicio, y mantener así en suspenso 
la sentencia del juez á quo. Dictáronse entónces entre los ro- 
manos disposiciones para coartar esta facultad y en el Código 
hay una ley que marca la dilación de un año para seguir y a- 
eabar la instancia de la apelación, y esto mismo se dispone 

en la Clementina 3. 08 , txt. de Apellat. . . ínter annum 

proseguí et finiré tenetur appellans El derecho civil y el 

canónico marchaban acordes en este punto como en otros mu- 
chos, y el Rey D. Alonso no tuvo reparo en adoptar esa dis- 
posición en el Ordenamiento de Alcalá del afio de mil tres- 
cientos ochenta y seis. u Allí se ordenó que alzándose alguno 
"de la sentencia, débala seguir y acabar de manera que sea li- 
brado el pleito fasta un afio, y si no lo hiciere que finque la 
"sentencia firme y valedera, salvo si hubiere embargo derecho 
"porque non se pueda seguir nin librar.” Esta ley (que es hoy 
la 5. * , tít. 20, libro 11 de la Novísima Recopilación) impone 
al apelante el deber de agitar la alzada, y de conseguir, no solo 
* qup se sustancie dentro de un año, sino también que se libre 
y falle, so pena de que en otro caso Jinque la sentencia firme 
y valedera y se devuelvan al inferior los autos para su ejecu- 
ción. El apelante, por lo mismo que no cumple lo que en aque- 
lla ley está prevenido y deja por culpa suya única y exclusi- 
va trascurrir aquella duacion, expuesto se halla* á que la sen- 
tencia se declare pasada, en autoridad de cosa juzgada, como 
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sucedería si no se hubiese interpuesto contra ella recurso al- 
guno. 

Pero si el trascurso del tiempo no ha consistido en el ape- 
lante, dice entónces la ley del Ordenamiento, que esto no le 
perjudique, y aun en esta excepción se acomoda á lo dispuesto 
en la Clementina citada y en la ley del Código, que llevan to- 
davía mas adelante los mandatos en este particular, pues en 
casos tales autorizan al juez para la concesión de un año mas 
al apelante, que se halle de todo punto inculpable en la de- 
mora. 

Hasta aqui no hay controversias ni dificultades entre los ju- 
risconsultos, pero descienden con tal motivo á otra cuestión 
que no puede dejar de tocarse al tratar del término de las al- 
zadas, y es si el año de que habla la ley del Ordenamiento po- 
drá suspenderse ó prorogarse por convención expresa ó tácita 
de las partes. Los unos sostienen que no, aun cuando inter- 
venga juramento y mandato del juez, y se fundan en que la 
ley quiso poner término á los pleitos, con los cuales se inquie- 
ta indefinidamente á los jueces, se daña al publico, se perjudi- 
ca á las partes con las expensas y gastos, y se da lugar á des- 
avenencias y aun crímenes con una duración sin término. . . 
judex inquieta tur, respublica loeditur, partes vexantur expensis 
et materia criminibus ex longá concertatione prcebetur . 

Otros sostienen que sí, y se fundan en la autoridad ya citada 
de la ley 5. * del Código de temporibus apellationum f que es 
precisamente la ley primitiva de esta materia, y la que produ- 
jo la Clementina, la del Ordenamiento y hasta cierto punto las 
prácticas después adoptadas en los tribunales españoles. En 
esa ley del Código, se dispone que si las partes acordasen la 
próroga del tiempo, se esté á su voluntad y no la contraríen 
los tribunales, porque en ese caso se templa y mitiga la 
severidad de la ley con la convención de los litigantes. Le - 
gum enim austerítatem in hoc casu volumus pactis litigantium 
mitigan . 

Los escritores que siguen la ley del Código, los que dan á 
la voluntad pacífica de los litigantes valor é importancia, les a- 
tribuyen también facultades para suspender el curso de los 
pleitos civiles, sin que puedan ser estrechados por los tribu- 
nales á litigar, y esta doctrina (que es también del respeta- 
ble conde de la Cañada) si se lleva demasiado léjos prepara 
otro género de perjuicios á la causa pública. Los pleitos inde- 
finidamente demorados ó abandonados sin concluirse por sen- 
tencia ó por transacción de partes, pasarían en esta forma de 
padres á hijos si la autoridad pública careciese de atribuciones 
para velar sobre ellos, y podrían ser reproducidos en tiempos 
en que muertos los primeros litigantes ó alguno de ellos seria 
mas fácil oscurecer la verdad y posible acaso torcer la acción 
de la justicia. Los pleitos por lo mismo deben tener un térmi- 
no y no en vano en las Ordenanzas genérales de las Audien- 
cias de la Península é islas adyacentes se previene á los es- 
cribanos de Cámara que pasados tres años sin que ninguna 
parte los promueva, dén cuenta á la Sala para que mande ci- 
tarlas de nuevo, ó acuerde lo que corresponda. El artículo re- 
conoce estos buenos principios, está fundado en ellos y ataca 
esa dañosa perpetuidad que puede ser origen de grandes ma- 
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les, aun cuando quisiese prescindirse del fraude á los partíci- 

Í es de costas en pleitos que deben ser voluminosos, cuando ya 
an subido á la Superioridad. El artículo no autoriza para 
una continua observación oficial sobre los pleitos, pero dispo- 
ne que el tribunal los mueva y concluya cuando un abando- 
no total los tiene detenidos por mas de tres afíos, y este pare- 
ce un arbitrio prudente, un medio justo entre dos extremos 
distantes, una disposición en nada incompatible con las espe- 
ciales circunstancias del pais. Parece, pues, adaptable á ellas y 
menos expuesta á inconvenientes que la contenida en el otro 
artículo de las Ordenanzas particulares, donde no se marca 
término á la paralización, ni se halla tan determinado y esplí- 
cito el deber de los escribanos de Cámara. Pudiera por tanto 
adoptarse desde luego el artículo de las Ordenanzas generales 
con intervención y anuencia del Sr. Capitán general Presiden- 
te, como se practica con los acuerdos graves, ó con las adop- 
ciones de las reglas contenidas en el Reglamento provisional 
para la administración de justicia, por estar con él equipara- 
das las Ordenanzas. 

Hecha esta adopción previa, sin perjuicio de consultarla á 
S. M., pudiera disponerse desde luego, que los pleitos conteni- 
dos, en las listas presentadas, en los cuales hayan trascurrido 
tres años desde que vinieron á esta Superioridad sin que nin- 
guna de las partes se haya presentado á agitarlos, se devuel- 
van al inferior con certificación relativa al tiempo en que vi- 
nieron y se hallan abandonados para lo que en justicia corres- 
ponda, prácticándose lo mismo en lo sucesivo con cuantos va- 

Í an hallándose en el mismo caso; y que por lo que hace á to- 
os los demas que estén en poder de partes, sin que ninguna 
de estas los haya movido en los tres años, manteniéndolos así 
igualmente abandonados, se dé también por los escribanos de 
Cámara cuenta de ellos á la Sala respectiva para que acuer- 
de lo que corresponda, observándose en adelante otro tanto 
con cuantos negocios lleguen á padecer semejante paralización. 

El Fiscal considera muy benéfica esta disposición, y que 
pudiera adoptarse en la forma indicada, ó de la manera que el 
Real Acuerdo estime mas arreglada y prudente, pasándose la 
resolución á ambas Salas de Justicia para que allí produzca 
los efectos que haya lugar. — Habana doce de Junio de mil ocho 
cientos cuarenta y siete. — Olañeta. 

1847 Julio 8. Manda llevar á efecto el de 3 de Diciembre de 1846. 

1847. Agosto 16. A . A. maridando que en las apelaciones de las sentencias de remate 
de los jueces inferiores , se saque á costa del apelante el testimonio 
suficiente para llevar adelante la ejecución , y se remitan los 
autos originales á la Audiencia. 

• Que en los casos sucesivos de apelación de sentencia de re- 
mate pronunciada por los juzgados inferiores del distrito de 
la Real Audiencia manden sacar los jueces á costa del ape- 
lante, el testimonio suficiente de los embargos, tasaciones y 
demas necesario para poder llevar adelante la ejecución, y en 
vez de la dilatoria y dip endiosa compulsa hasta ahora practi- 
cada en los autos ejecutivos, remitan estos originales á la 
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Real Audiencia para la prosecución del grado, á no ser en al- 
gún caso raro que absolutamente sea necesaria la retención de 
los propios autos en el inferior, ó que la parte apelante vo- 
luntariamente se preste á aguardar á que se verifique la eje- 
cución. 

1847. Agosto 16. A. A . reencargando que los escribanos exijan de los procesados al 

* notificarles la sentencia , que nombren procurador y abogado , y 
estableciendo el procedimiento de la 2. a instancia . 

2. ° Que se* reencargue á los escribanos actuarios el puntual 
cumplimiento de la regla octava del auto acordado de 24 de 
de Febrero de 1840 bajo la multa de diez pesos en casos de 
omisión. 

8. ° Que cuando por las prevenciones de esta regla los en- 
causados no designaren abogado y procurador que les defien- 
dan en esta superioridad, se haga en ella el nombramiento de 
oficio álos que toque por turno, sustanciándose necesariamen- 
te toda causa elevada en consulta con un traslado á los mis- 
mos de la censura del Ministerio fiscal, y trayéndose después á 
la vista por el Relator con citación y facultad de concurrir á 
estrados los abogados defensores. 

1848. Enero 2. A. A. mandando que los abogados á quienes haya cabido la defensa de 

cualquier procesado que traiga impuesta ó se pida contra él pe- 
na de seis años de presidio , ú otra mayor , concurran necesa- 
riamente á informar verbalmente en los estrados de vista 6 re- 
vista de las causas. 

En la siempre fidelísima ciudad de la Habana, &. — Dijeron: 
que en lo sucesivo todo abogado á quien hubiere cabido la 
defensa de cualquier procesado que traiga impuesta la senten- 
cia ó contra el que se pida por los señores fiscales pena de seis 
años de presidio ú otra mayor, haya de concurrir necesaria- 
mente á esforzar sus alegaciones verbalmente en los estrados 
de vista ó revista de las causas, quedando sujeto en caso de 
omisión voluntaria á la demostración que estime oportuna la 
• Sala de Justicia á que toque su conocimiento. 

1848. Febrero 17. A. A. mandando que los jueces inferiores remitan los procesos á la 

Real Audiencia por el conducto de costumbre , en constando 
las notificaciones , sin perjuicio de la remesa de los escritos 
que le fueren presentados interponiendo apelación . 

En la siempre fidelísima ciudad de la Habana, á 
17 de Febrero de 1848, reunidos en acuerdo ordina- 
rio los Señores de su Real Audiencia tomando en con- 
sideración que algunos de los Juzgados del distrito después 
de dictar y hacer certificar sus sentencias en causas crimina- 
les dejan trascurrir oficialmente los cinco dias que el dere- 
cho concede para poder apelar, y en casos de apelación sus- 
tancian los incidentes con traslados á los promotores fiscales, 
de cuyas dos prácticas se siguen dilaciones dignas de evitarse, 
en el supuesto de que debiendo todas las causas someterse ¿ 
la revisión de las Salas de Justicia del Tribunal nunca perece 
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la defensa de los procesados que se dispongan á apelar, dije- 
ron: que en lo sucesivo los jueces inferiores, inmediatamente 
que resulten en las causas de su conocimiento las notificacio- 
nes de sus sentencias, remitan los procesos á la Real Audien- 
cia por el conducto de costumbre, citadas y aplazadas las 
partes, á reserva de hacer después también remesa de los es- 
critos que les fueren presentados por alguna de ellas, interpo- 
niendo apelación, para que obren en esta Superioridad los e- 
fectos convenientes. 

1848 Junio 19. AA. mandando que los Síndicos 'procuradores que tomen en prime- 
ra instancia la defensa de un esclavo , se consideren sus legí- 
timos representantes en la 2. ^ y 3. 05 

• En la siempre fidelísima ciudad de la Habana &c. dijeron: 

que en lo sucesivo los síndicos procuradores generales de los 
ayuntamientos del distrito que hubieren tomado en primera 
instancia la defensa de cualquier esclavo tanto en materia cri- 
minal cortio en la civil, se consideren sus legítimos represen- 
tantes para gestionar en la prosecución de las segundas ó ter- 
ceras instancias sin necesidad de otorgar poder en forma á fa- 
vor de procurador de esta Superioridad, bastando que desig- 
nen apudacta el que haya de encabezar sus escritos prévia ex- 
hibición que les hará en los juzgados inferiores de la lista de 
los procuradores de la Audiencia antes de elevarse los autos, 
y entendiéndose que en el caso de no aceptar voluntariamen- 
te el mandato el procurador que así fuere nombrado, se en- 
cargará el negocio al que toque por turno con el abogado 
que también le corresponda, si no se hubiere elegido en el in- 
ferior, todo ello sin perjuicio de que cuando el cargo de sín- 
dico de esta capital se halle, como es frecuente, desempeñado 
por letrado, él mismo sea quien en tal concepto formule en 
derecho las alegaciones y concurra álos estrados de costumbre. 

1855 Mayo 7. A A. mandando formar índice de las causas criminales antes de remi- 

tirse al superior . 

Que los escribanos del inferior acompañen á toda causa cri- 
minal un índice de todas las declaraciones con los folios en 
que empieza sin omitir las de los procesados, las de los peri- 
tos, ni los careos, reuniendo bajo un contexto todas las de una 
misma peísona. 

1856 Junio 8 AÁ. declarando apelables los autos en que se deniega la soltura . 

La Real Audiencia Pretorial se sirvió declarar que la 
admisión, de la apelación en un solo efecto, en el estado 
sumario del auto que deniega la soltura, no revela el secreto 
que debe guardarse en aquel estado de la causa, no peijudica 
á nadie y puede evitar grandes males: que el auto de prisión 
se notifica al interesado, y no puede dictarse por el juez, sino 
cuando median motivos poderosos para formar una presun- 
ción fundada de que es delincuente el encarcelado: que si este 
cree que no lo es, si en los autos no hay méritos bastantes pa- 
ra proceder á la prisión, si ésta ha sido arbitraria y verificada 


Digitized by v^,ooQLe 



456 


APELACION. 


con demasiada ligereza, es muy justo no denegar al preso la 
facultad de acudir al Tribunal Superior, para que examina- 
das en él las circunstancias del caso, determine si es ó no pro- 
cedente el auto de prisión, pues deben concillarse en todo 
buen sistema de legislación criminal, los intereses de la socie- 
dad que exige el castigo de los delitos, con las garantías que 
es preciso dar al individuo. Y por último, mediante á que con 
la apelación admitida en un solo efecto del auto en que se de- 
niega la soltura, ni se viola el secreto del sumario, ni se inter- 
rumpe el curso de la causa, porque solamente se remite al Tri- 
bunal Superior el testimonio que sea bastante para conocer si 
es d no procedente el auto de prisión; que el procedimiento 
en su consecuencia nada se resiente por esto, pues que sigue 
el cmso de la causa sin que sirva de obstáculo la apelación 
interpuesta, y siendo ademas el auto de prisión de la mayor 
gravedad en atención á que sus consecuencias pueden ser irre- 
parables, prolongarse el sumario quedando ilusoria la acción 
ae detención arbitraria que el preso tiene, contra el juez que 
sin justa causa le ha detenido y considerándose muy beneficiosa 
la práctica de admitir la apelación en un solo efecto del auto en 
que se deniega la soltura , por no ser contraria á las leyes, no 
oponerse al secreto del sumario, ni entorpecer su curso, es ade- 
mas preventiva de grandes males y una garantía más dada i 
la seguridad individual sin menoscabo de la sociedad; se sirvió 
resolver de conformidad con el señor fiscal, que en dicha prác- 
tica no se haga innovación alguna. 

Disposiciones legislativas no recopiladas. 

Habrase observado que en la parte legislativa de este artículo APELACION, nos he- 
mos limitado á hacer uu índice de las leyes, decretos y órdenes que corresponden 
á la legislación general de la Península y Ultramar, extendiéndonos algo mas en la 
especial de la provincia para que escribimos. Ese mismo órden seguiremos en lo que 
resta, extractando ligeramente las resoluciones generales, y dando alguna mas ex- 
tensión á las que especialmente se refieren á Cuba; lo que advertimos como explica- 
ción de la anomalía, que sin ella podría aparecer. 

1673. — Mayo 15. — Breve expedido por Gregorio XIII declarando , que dos sen- 
tencias conformes dictadas por el ordinario y por el Me- 
tropolitano , causan ejecutoria en Indias . 

Gregorio papa XIII para perpétua memoria de lo infras- 
crito. La obligación del oficio pastoral en que por disposi- 
ción divina nos hallamos, requiere que ocurramos con la 
presteza posible á los daños y gastos de los pleitos que se ven- 
tilan en el fuero eclesiástico. Y habiéndonos de próximo hecho 
dar á entender nuestro caro hijo en Cristo, Filipo, rey católi- 
co, que en las partes de las ciudades, tierras, lugares, pueblos 
y señoríos de las Indias, y tierra firme, islas del mar océano; 
por estar tan distantes de la curia romana; era muy dificulto- 
so poder alcanzar breves apostólicos, y que per eso las apela- 
ciones que de cualesquiera sentencias se interponían en las 
causas así criminales como civiles, y otras concernientes al 
fuero eclesiástico, era muy dificultoso recibirlas y admitirlas, 
y que así seria de gran comodidad para los moradores de ellag t 
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y que se les escusasen los daños y , gastos que por la dicha 
distancia se les ocasionaban; que dos sentencias dadas en 
tiempo hiciesen cosa juzgada, y de ellas no se pudiese apelar 
mas.' Y para esto, echóse á nos humildes suplicas por parte 
del dicho rey Pilipo, para que nos dignásemos de nuestra be- 
nignidad apostólica efe proveer de remedio oportuno en ra- 
zón de lo referido. Y nos, que en cuanto con Dios podemos, 
deseamos de toda voluntad la quietud y comodidad de cuales- 
quier pueblos, absolviendo á dicho rey Filipo de cualesquier 
censuras, para solo tí efecto de conseguir la presente gracia 
y inclinándonos ¿'semejantes suplicaciones. Queremos, y con 
autoridad apostólica ordenamos y mandamos, que en todos 
Iob reynoe, tierras y señoríos de las indias, y tierra-firme, ó 
islas ael mar Océano, y en otras de 'cualesquier nombre que 
fuesen, sujetas al dicho rey Filipo, níediata ó inmediatamente, 
siempre que aconteciere apelarse derlas sentencias dadas, así 
en las caucas criminales como en cualesquier otras que con- 
cernieren al fuero eclesiástico, si la primera sentencia ae x hu- 
biese pronunciado por algún obispo, se apele para su metro- 
politano. Y si la dicha sentencia fuere promulgada por el 
mismo metropolitano, se interponga la apelación para el or- 
dinario, sufragáneo mas cercano, cuya sentencia, si fuere con- 
forme á la primera, tenga fuerza de cosa juzgada, y se lleve 
luego á ejecución por el que la pronunciare, no obstante cual- 
quier apelación, reto si las dos sentencias dadas, ó por el or- 
dinario y metropolitano, ó por el metropolitano y ordinario 
mas cercano, no fuesen conformes, entonces se apele al otro 
metropolitano, u obispo que fuese ibas vecino á la provincia 
de aquel que dió la primera sentencia, y las dos de estas tres 
que fuesen conformes (las cuales también mandamos que ten- 
gan fuerza y autoridad de cosa juzgada) las ejecute aquel que 
diere la última, sin embargo de cualquier apelación. Y orde- 
namos, que todos y cualesquier jilicios que se intentaren en 
otra forma, fuera efe la referida, sean de ningún valor y fuer- 
za, y que se tengan por nulas, írritas y sin efecto cualesquier 
apelaciones que en lo adelante estuviesen interpuestas, ó se 
interpusieren sin guardar la dicha forma. Y que así se juz- 
gue, y deba juzgar por cualesquier jueces, y comisarios, de 
cualesquier calidad, y autoridad que sean, y también por los 
ordinarios de los lugares, y auditores de las causas del pala- 
cio apostólico, quitando, como por la presente quitamos, á to- 
dos y cualesquier de ellos, la facultad de poder juzgar en otra 
forma, y declarando por nulo, . írrito; de ningún valor y efec- 
to todo lo que en contrario de esto |>or cualquiera de ellos, 
conciencia ó ignorancia, y por cualquier vias y autoridad 
se hiciere ó atentare. No obstante las constituciones, aunque 
sean municipales, y particulares de aquellas partes, leyes, es- 
tatutos,. y costumbres, aunque sean juradas, ó confirmadas 
por confirmación apostólica, ó en cualquier otra forma. Y asi- 
mismo con derogación de cualesquier estatutos, costumbres, 
privilegios, indultos, ó letras opostólicas que se hayan dado á 
cualesquier jueces, así ordinarios como delegados, y cuales- 
quier otro, debajo de cualesquier tenores, y formas, aunque 
sean con oláusulas derogatorias de las derogatorias, y otras mas 
eficaces, é insólitas, é irritantes, y otros decretos, que de cual- 
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quier modo se hallen concedidos, confirmados, aprobados, ó in- 
novados. Porque á todos ellos, aunque requieran que se haga 
expresa, y especial mención suya para revocarlos, ó que se guar- 
de otra forma esquisita para esto, por el tenor de las presentes 
(teniéndolos por expresos, y dejándolos por lo demas en su 
fuerza) por esta vez, especial y expresamente los derogamos, 
y todo lo demas que pudiere ser en contrario. Y porque se- 
ria dificultoso que estas presentes letras se llevasen original- 
mente ¿ todos lugares, queremos, é igualmente por autoridad 
apostólica mandamos, que á sus traslados, firmados de mano 
de algún notario público, y autorizados con el sello de algu- 
na persona constituida en dignidad eclesiástica, se dé la mis- 
ma fó que se diera á las mismas letras originales, si fueran 
exhibidas y mostradas. Dado en Roma en San Pedro, debajo 
del anillo del Pescador á 15 de Mayo de 1578 en el primer 
año de nuestro Pontificado. 


1761. Diciembre. — R. C. reencargando que no se apele al Papa de las sentencias que 

dieren los jaeces eclesiásticos de Ultramar . (1) 

El Rey. — Por cuanto habiendo tenido noticia nuestro Muy 
Santo Padre el Papa Clemente Decimotercio, de los muchos 
desórdenes, y escándalos que se han experimentado en el rei- 
no de Tonckin, en las Indias Orientales, ocasionados por al- 
gunos Misioneros Regulares, que con pretexto de la conserva- 
ción de los privilegios que les están concedidos por la Santa 
Sede, elogian jueces conservadores fuera del órden, y contra 
el espíritu y mente de las Constituciones apostólicas, se ha 
servido su Beatitud de expedir la correspondiente para su re- 
medio, con fecha de 23 de Abril del año próximo pasado, la 
cual es del tenor siguiente: “Clemens Episcopus, &c. (Supri- 
mimos el breve por no ser relativo al artículo apelación). Y 
visto lo referido en mi consejo de las Indias, con lo que en 
su inteligencia expusieron mis fiscales, y consultándome sobre 
ello en veinte y nueve de Octubre del año próximo pasado, 
he resuelto conceder el pase á la enunciada constitución Apos- 
tólica para su observancia en aquellos reinos, á excepción de 
la cláusula en que su Santidad avoca á sí el conocimiento de 
las causas de que conocian los jueces conservadores, de la cual 
he interpuesto la súplica conveniente á la Silla Apostólica, 
por oponerse expresamente al breve del Papa Gregorio Deci- 
motercio de feliz recordación, que está observado en los ex- 
presados mis dominios, en virtud del cual deben empezar, y 
concluirse en ellos, todas las instancias eclesiásticas en el mo- 
do, y forma que en el propio breve se contienen. Por tanto, 
ruego y encargo á los Muy Reverendos Arzobispos y Reve- 
rendos obispos de las provincias del Perú, nuevo reino de 
Granada, nueva España, Islas de Barlovento, y de Filipinas 
á los Venerables Deanes, y Cabildos en Sede vacante de ellas, 
a sus provisores, y vicarios generales, á los superiores de las 


(1) Publicamos esta Cédala y el Breve anterior que se escaparon á la escrupulosa investigación 
4*1 or. Zamora, por considerarlas importantes. 
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Religiones; y ordeno y mando, á mis Yireyes, Presidentes, 
Audiencias y fiscales de los mismos rey nos y provincias, 
que enterados de la mencionada mi Real resolución, y del con- 
texto de la expresada constitución Apostólica, la observen, 
guarden y cumplan, y hagan observar, guardar y cumplir en 
todo y por todo, á excepción del contenido déla enunciada 
cláusula, de que está, como vá expresado, interpuesta suplica 
á su Santidad, por cuya razón queda expedita la jurisdicción 
ordinaria de los nominados prelados para el conocimiento, y 
determinación de todas las causas eclesiásticas que ocurran en 
sus tribunales, hasta ejecutoriarse con dos sentencias confor- 
mes, con arreglo en todo al enunciado Breve del Papa Grego- 
rio decimotercio, que debe quedar en su fuerza y vigor, según 
el derecho común y particular establecido en aquellas regio- 
nes para todo género de causas, y lo previene la ley décima, 
título nono del libro primero de la Recopilación, sin que por 
unos ni otros se falte en lo demas al exacto, y puntual cum- 
plimiento de lo que se dispone en la propia constitución A pos- 
tólica, por ser así mi voluntad. Fecha en el Buen Retiro, á 
1. ° de Diciembre de mil setecientos sesenta y tres. — Yo el 

Cédula para que en los reinos de las Indias se observe y 
' J cumpla, á excepción de la cláusula que se expresa, el contexto 

de la constitución apostólica que se inserta, expedida por su 
Santidad para poner remedio á los desórdenes aue se experi- 
mentan del nombramiento de jueces conservadores, que ha- 
cían algunos misioneros regulares, contra lo prevenido en las 
constituciones apostólicas. 

1766. Agosto 22.—* R. C. relativa á los apuntos de hacienda de Ultramar . 


Artículo 6. ° El tribunal de apelaciones (de la intenden- 
cia) en los recursos que se introduzcan, proceda con arreglo 
á la disposición de derecho, según la naturaleza de las causas, 
y solo las admita de las sentencias definitivas pronunciadas 
por el intendente, y de ios autos interlocutorios que tengan 
la misma fuerza, 6 causen daño irreparable, imponiendo fuera 
de estos casos las penas que se hallan establecidas contra los 
que con facilidad y sin justo motivo interponen semejantes 
recursos. 


1766 Agosto 22. — Artículo 16. Los recursos de apelación de autos interlo- 
cutorios, se actuarán por el escribano de la intendencia, pa- 
sando á dar cuenta ae ellos al Tribunal; pero en los demas 
casos deberá entregar los procesos al escribano de este juz- 
gado, quien evacuados, los devolverá al oficio, donde tuvieron 
su origen, para que se archiven en él. 

1769. Enero 19. — Reglamento de milicias de Cuba. — Cap. X. f arts. 1 . ° , 4. ° y 5. ° 
El capitán general conocerá en apelación de las causas civiles 
y criminales de los coroneles, oficiales, sargentos, cabos y sol- 
dados de milicias y de todas las que sentenciaren y determi- 
naren los gobernadores y sus tenientes. 
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Cap. X. art. 7° Debiéndose concluir las causas criminales con 
la mayor brevedad, tendrá recurso de apelación al Capitán gene- 
ral, quien la determinará con acuerdo de su asesor y el audi- 
tor general de guerra, confirmando ó revocando las sentencias 
que se hubiesen dado en enas, según hallasen de justicia; pero 
en esta apelación se han de remitir originales los autos, y sin 
* otra sustanciacion se ha de determinar por el expresado Ca- 
pitán general. 

Art. 8. ° De las sentencias definitivas que se diesen por 
los jueces de primera instancia,; aunque no se haya apelado 
de ellas, siempre que la sentencia . contenga pena de muerte, 
destierro, azotes, mutilación de miembros u otra grave, no se 
ha de ejecutar sin la remisión de autos y aprobación del Go- 
bierno superior del Capitán general en los términos que vá 
prevenido. 

Art. 9. ° En las causas de oficio se ha de ejecutar la sen- 
tencia de la Capitanía general, ya sea revocando ó confirman- 
do la del juez inferior, y se devolverán los autos al juez de 
primera instancia para que ejecute precisamente la determi- 
nación del Capitán general, sin admitir recurso ni súplica al- 
guna. 

Art. 10. Lo mismo se ha de practicar en las causas que se 
hagan por querella de parte; pero si la sentencia del Capitán 
general fuese revocando la que dio el juez de primera instan- 
cia. será 8uplicable ante el mismo Capitán general, quien de- 
berá nombrar otro asesor que se acompañe con el auditor de 
guerra, para que sustanciada la súplica consulten los dos 
sobro ella, y si discordasen en sus dictámenes, el Capitán ge- 
neral llamará á otro, y oyendo á los tres, resolverá aquello 
que le parezca mas de razón y justicia. 

Art. 14. En las criminales se ejecutará igualmente la sen- 
tencia que diese el Capitán general, sin admitir apelación algu- 
na, excepto en el caso de ser de muerte ó mutilaciomde miem- 
bro, en cuyo solo caso se le admitirá en ambos efectos para 
mi Consejo de guerra. 

Art. 15. Est§ exención de poder apelar á mi Consejo de 
guerra, se ha de entender en los criminales que ocurran co- 
munes, pero no en el caso de ser puramente militares que sean 
de sentencia, según pievienen las Ordenanzas militares del 
ejército. 

1799. Abril 18.— R. O . para la revisión de los consejos de guerra extraordinarios . 

Véase su extracto en la parte doctrinal, pág. 424. 

1805. Febrero 4. B. O. previniendo que de las sentencias de artillería en Indias, 
dadas en 1. * instancia, puedan las partes apelar en ambas A- 
méricas, Canarias y Filipinas á los vi reyes, capitanes genera- 
les y gobernadores independientes, á fin de que reunidos con 
los dos ministros de la Audiencia que nombre, si estuviere en 
el pueblo de intendencia, ó con los dos letrados que le parez- 
can residentes en los mismos destinos y concurriendo también 
el comandante de artillería, juzguen las apelaciones, infor- 
mándose cada uno de los jueces militares del letrado que fue- 
re de su agrado, sustanciándose dichos recursos de apela- 
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oion en 6t juzgado del virey, Gapitan general ó gobernador. 

1806 Julio 16. R. O. mandando que los procesos militares se revean por oidores cuando 

el Capitán General consultado por su auditor no se confor- 
me con las sentencias de los consejos de guerra ordinarios . 

Consecuente á la Real órden de 28 de Febrero de 1804, por 
lo cual se sirvió S. M. resolver que los procesos formadas en 
los dominios de Indias contra los individuos de sus tropas, 
> que p ót no conformarse los vireyes y capitanes generales con 

las sentencias de k» consejos ordinarios, se remitian á la via 
reservada de la guerra, fuesen dirigidos eu adelante al consejo 
supremo de ella, representó V. E. en carta número 135 las di- 
ficultades que, por la distancian esta Península se ofrecían en 
ese reino (Cfeító) para el cumplimiento de aquella Real deter- 
minación, exponiéndo la posesión en que ha estado siempre su 
capitán general de suspender ó modificar las referidas senten- 
ciad con dictamen del auditor de guerra, sin remitir las causas 
* • ' á dicho supremo Tribunal; y el método que considera V. E. 

mas conveniente á evitar el demasiado padecer de los reos en 
la dilación que ofrecen tales trámites, i enterado S. M. de to- 
do, se ha servido mandar, ¿ consulta de dicho supremo Conse- 
J ' jode Ghierra; que en el caso de no oónfbrmarse los vireyes ó 

oapitánes generales con las sentencias de los consejos ordina 
ríos de oficiales por solo el dictamen de auditor, se revean los 
procesos, acompañándole un oidor de la Real Audiencia del 
distrito, y tres si el delito mereciese la imposición de pena a- 
fiictíva ó capital; pero que en el tiempo de paz tenga su debido 
cumplimiento lo prevenido en la citada Real órden de 28 de 
Febrero de 1804. 

1807 Febrero 10. R. O. estableciendo las alzadas del fuero de artillería para ante el 

juzgado general . 

Con presencia de lo que se observa por los juzgados de los 
Reales cuerpos de guardias de Corps y de infantería española 
y walona, semejante en punto á su jurisdicción peculiar y pri- 
vativa ¿ la que por particulares gracias y privilegios ejerce el 
de artillería, se na servido el Rey declarar, que en lugar de 
lo prevenido en el artículo 26 del reglamento 14, de la Orde- 
nanza de 22 de Julio de 1802, se observe inviolablemente, que 
el juzgado general de artillería establecido en Madrid, conoz- 
ca de todas las causas civiles y criminales en quesean reos 
demandados los individuos y dependientes de este Real cuer- 
po, con inhibición absoluta del Supremo Consejo de la Guer- 
ra, y que las sentencias que fueren consultadas y recaiga eu 
ellas la Reál aprobación, queden ejecutoriadas; que todas las 
apelaciones que se interpongan de los departamentos de arti- 
llería en España, sean y se admitan en su caso y lugar para 
el juzgado general establecido en Madrid, en donde se ejecuto- 
riarán los pleitos y causas con arreglo á la justicia, dejando 
expedito á las partes el recurso de súplica á mi Real persona; 
que por lo respectivo á ambas Amóricas, Filipinas y Canarias, 
quede ¿ voluntad dé la parte que se considerase agraviada el 
interponer la apelación en el tribunal inmediato que previene 


Digitized by VjOOQle 



469 


APELACION. 


la R O., de 4 de Febrero de 1805, ó en el juzgado general del 
cuerpo, y si aun los interesados se sintiesen agraviados de las 
sentencias pronunciadas por uno ú otro de estos tribunales, 
tengan también expeditos el último recurso de súplica á S. M. 

1807 Setiembre 19. R. O. para uniformar el cuerpo de ingeniera i en India $ con el 

de artillería. 

Establece que por lo respectivo á la dirección del propio 
cuerpo de ingenieros en Indias quede á la parte que se conside- 
re agraviada de las sentencias dadas en primera instancia por 
los juzgados provinciales del mismo cuerpo, la libertad de in- 
terponer la apelación, ya sea en el juzgado general de Madrid 
ó va en el tribunal inmediato de loa vireyes, capitanes gene* 
rales y gobernadores independientes, que previene la R. O. de 
4 de Febrero de 1805 para el cuerpo de artillería, y cuando 
los interesados se sintieren «un agraviados de las sentencias 
pronunciadas por alguno.de los dos tribunales, tengan tam- 
bién expedito el último recurso de súplica á S. M., según esté 
mandado observar al cuerpo de Artillería por la Real órden 
de 10 de Febrero del corriente año. . . 

1812 Junio 1. ° Decreto mandado observar por «tro de SO de Setiembre de 
1 836, ordenando la remisión al . Tribunal especial de guerra 
y marina de las sumarias , procesos, pleitos y causas milita- 
re*. 

1817 Marzo 26. R. O. estableciendo en la Habana un tribunal de revisión para 

las causas de la jurisdicción de la Real Marina. 

Enterado el Rey nuestro Señor de lo expuesto por el co- 
mandante de marina en Manila en carta de 5, de Octubre de 
1812, manifestando la grande utilidad é importancia de auto- 
rizar el juzgado de marina de aquellas islas, así como lo está 
el Gobernador con su auditor, en las funciones de su jurisdic- 
ción para ejecutar sin demora ni prévia consulta la pena capi- 
tal ú otra aflictiva impuesta á los malvados y perturbadores 
de la seguridad pública, con objeto de que el pronto castigo 
de los delitos contenga á los criminales y haga respetable la 
justicia; y convencido su Real ánimo de la necesidad de adop- 
tar un medio capaz de evitar y prevenir los males y gravísi- 
mos inconvenientes que se experimentan de la actual práctica 
de remitir á la Península en los casos prevenidos por ordenan- 
za los procesos criminales militares en que ha recaído pena ca- 
pital, por cuya razón se entorpece la administración de justi- 
cia con grave detrimento de la causa pública, y se dá lugar á la 
compasión 6 á la impunidad, resultando de ello que las leyes 
penales pierden el carácter de severidad tan necesario para re- 
primir los delitos y conservar ó réctificar la moral pública; 
después de haber meditado seriamente acerca del provecto de 
la formación de un tribunal revisorio, que asimilado en su 
planta á la que actualmente tiene él supremo consejo del almi- 
rantazgo, ejerciese sus funciones én las capitales de lo interior 
de los vastos dominios de América y Asia, paralo cual se 
presenta desde luego la imposibilidad de hallar suficiente nú- 
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mero de oficiales de la armada, que pudieran componer seme- 
jantes tribunales: (de conformidad con el dictámen de dicho con- 
sejo , se resuelve el establecimiento de tres tribunales de revisión , 
de ellos uno en la Habana para las Antillas, y otro para las Fi- 
lipinas, bajo estas reglas): 

1. * lis causas criminales formadas en consejo ordinario 
de guerra, en que haya recaído pena capital, la cual, según la 
práctica hasta ahora observada, no se podía ejecutar sin la a- 
probacion de S. M. ó del supremo Consejo, se remitirán al tri- 
bunal de revisión del distrito á donde correspondan, y reca- 
yendo su aprobación, se ejecutará. 

2. 03 Este tribunal se compondrá de cuatro oficiales de la 
armada, y en defecto, de oficiales del ejército, debiendo tener 
á lo menos unos y otros la graduación de capitán, y será pre- 
sidido en la Habana y Filipinas por los comandantes genera- 
les de marina, y si los hubiese, con asistencia del auditor de 
marina, 6 el de guerra, si aquel hubiese intervenido* en la pri- 
mera sentencia. 

3. 05 Aprobada aue sea la pronunciada por el consejo de 
guerra ordinario, se devolverá con el proceso para su ejecución; 
debiendo darse por el capitán general noticia de esta al conse- 
jo de almirantazgo con un brevísimo resumen de cada caso, y 
lo determinado en él. 

Las reglas 4 * f 5. * , y 6 * están derogadas por la Real 
cédula de 80 de Enero de 1855. 

/ 

1821 Abril 17. Ley restablecida en Agosto de 1836. 

El artículo 25 se refiere á la notificación de la sentencia y 
emplazamiento de las partes. No rige en Cuba; pero en su lu- 
gar hay un auto acordado que contiene una disposición pare- 
cida. 

1825 Julio 4. Ley de minas . 

El artículo 41 establece apelación para ante la Dirección 
general dél ramo, de las sentencias que dictaren los inspecto- 
res de distritos. En la isla de Cuba conocen de estos asuntos 
los alcaldes mayores con apelación á la Audiencia Pretorial. 

1830 Febrero 6. R. C. concediendo fuerza de ley al breve de Su Santidad de 5 de 

Octubre de 1829. 

Por él se faculta al Nuncio para admitir las alzadas ó ape- 
laciones en causas de fé, cometiendo su decisión al tribunal de 
la Rota por el mismo órden que está prescrito en la Constitu- 
ción del Papa Clemente XIV, de 1771, para las demas causas 
civiles ó criminales que se cometen’ al mismo tribunal para su 
sustanciacion y decisión, observando empero, todas aquellas 
solemnidades que suelen y deben observarse en los juicios de 
materia tan grave. 

1830 Mayo 30. ley penal sobre los delitos de fraude contra la Real Hacienda. 

Los artículos atinentes son el 126, 183, 184 al 192. 
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La» disposiciones posterioras liaste 20 de Mayo de 1849 re- 
lativas á los tribunales de, Encienda de la Península inaplica- 
bles á Ultramar, se hallan recopiladas en la enciclopedia del 
Sr. Arrazols, tomo 3^ °,, pág. 76. 

1834 Marzo 24. R- Decreto organizando el Tribunal supremo de guerra y marina 

para conocer en Sala de generóle» ó de ministros togadas 

de los negocios de m fuero . 

Los artículos pertinentes son el 8. ° , 5. ° y 6. ° 

■ t' ), ■ 

1884 Abril 7. R. Decreto, cuyo artículo 12 determina los asuntos de que el tribu- 
nal supremo de Guerra y Marina conoce en segunda instan- 
cia. ^ . 

1884 Noviembre 29. Reglamento de la Junta Superior contenciosa de Real Ha • 

cienda . 

Artículo 11. La, Sup^ripr (hoy la Audiencia) cono- 
cerá en segur da instancia de tpdos los negocios y causas con- 
tenciosas que determinen en e^a capital el tribunal de la In- 
tendencia, les jueces hacedores de diezmos, el de la Real Lote- 
ría, el juzgado Apostólico y Seal de la Santa Cruzada, el de la 
annata eclesiástica y el jqe&;de anualidades; y en las provin- 
cias de las que vengan en alzada de los respectivos intenden- 
tes y jueces de iguales* ramog constituidos en ellas. 

1885 Febrero 15. R. O. previniendo á los tribunales eclesiásticos se conformen á la 

práctica y leyes que observan los civiles en cuanto á la remi- 
sión de los autos originales á sus respectivos superiores en los 
casos de apelación y demas recursos. 

1835 Julio l.° R. O. previniendo que las causas de fé se sustancien conforme 

en un todo á lo que se ejecuta en los demas juicios eclesiásticos, 
admitiéndose las apelaciones, recursos de fuerza y otros que 
procedan de derecho. 

1835 Julio 31. R. O. que determina los asuntos de que el tribunal especial de 
Guerra y Marina conoce en 2. * instancia, 

1835 Setiembre 16. Reglamento Provisional para la administración de justicia . 

No rige en la isla de Cuba, sino en la parte que se halla in- 
serta en algunos autos acordados. Los artículos referentes ¿la 
apelación son el 49, 41, 42, 49, 50, 51, 58, 72 y 90. 

1835 Octubre 8. R. D. sobre apelaciones de autos interlocutorios. 

Dispone que se sustancien entregándose los autos á las par- 
tes por su órden y á cada una por un término que no pase ele 
nueve dias para solo el objeto de que se instruyan los defen- 
sores; ¿ fin ae hablar 1 en estrados, y pasado el rntimo término, 
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sin necesidad de otra cosa, se llamará el negocia con citación 
de los interesados para fallar lo que corresponda. De lo que 
se fallare no habrá lugar á súplica, 

1836. Abril 10. R. 0. rebordando el cumplimiento de la de Febrero anterior. 

Dispone que los tribunales eclesiásticos inferiores en los jui- 
cios ordinarios, admitan las apelaciones en ambos efectos, con- 
forme á lo dispuesto en las leyes civiles, arreglándose en lo 
demas á lo que estas previenen, prescindiendo de cualquiera 
costumbre contraria 

1836 Octubre 11. E. O. mandando que el tribunal especial de guerra y marina 

observe el reglamento provisional de 1835. 

1837 Mayo 8. j Decreto de las Cortes de esta fecha, promulgado en 13 del mismo. 

Autoriza al tribunal supremo de Justicia para que conozca 
de las apelaciones de que conocia el suprimido consejo de In- 
dias, fallando con arreglo á las leyes vigentes y establecidas 
para los dominios de Ultramar. Una de estas es la relativa 
á los juicios de residencia. 

El artículo 281 de la Constitución de 1812, vigente como 
ley en la Península desde 1837, dice que la sentencia que die- 
ren los árbitros se ejecutará si las partes, al hacer el compro- 
miso no se hubiesen reservado el derecho de apelar. 

1838. Noviembre 4. R decreto estableciendo los recursos de nulidad. 

1840 Marzo 24. Orden del tribunal especial de guerra y marina mandando que se le 

consulten las 'providencias de sobreseimiento. 

Previene que las providencias de sobreseimiento que recai- 
gan en las causas criminales que se promuevan en los respec- 
tivos juzgados de marina, no se lleven á efecto sin consultar- 
las con dicho tribunal supremo y hasta la superior resolución, 
cuya consulta se ejecute por medio de la comandancia gene- 
ral. 

1841 Diciembre 23. Decreto del regente del reyno extendiendo á Ultramar la ley de 

enagenacion forzosa. 

Artículo 5. ° Aunque este artículo admite apelación pa- 
ra ante la Audiencia de las providencias de los Gobernadores 
y Tenientes, no se inserta por hallarse en contradicción con el 
artículo 120 de la Real Cédula de 30 de Enero de 1855, y 
considerarlo por consiguiente derogado. 

18.41 Noviembre 26. Real decreto sobre juicios de residencia. 

El artículo 16 dispone que sea válido y tenga efecto lo que 
se hiciese pasados lo? 60 dias que fijan las leyes de Indias pa- 
ra terminarse en definitiva las causas de residencia sobre la 
admisión de la apelación que se interpusiere para la Sala de 
Indias del tribunal supremo de Justicia. 

60 1856 
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1841 Diciembre 22. Orden del Regente del reino declarando al tribunal de revisión 
competente para conocer de todos los procesos militares de 
marina en que se imponga pena aflictiva. 

Excmo. Sr. — Dada cuenta á la Regencia provisional del 
Reino de la carta de V. E. número 277 del 2 de Diciembre 
del año próximo pasado y del expediente que acompaña acer- 
ca de lo ocurrido con el Auditor de guerra de esa plaza, en 
razón á no creer competente al Tribunal de Revisión de ese A- 
postadero para sentenciar la causa vista en consejo de guerra 
ordinario sobre el naufragio del bergantin mercante español 
Paquete de Cádiz , ni para fallar en sentencias que no sean de 
muerte, con todo lo demas, que del mismo expediente resulta; 
tuvo á bien oir el Tribunal supremo de Guerra y Marina, cuyo 
secretario, con fecha del 23 de Setiembre último, me dijo lo 
siguiente: — Excmo. Sr^ — Para que este tribunal supremo de 
Guerra y Marina pueda informar lo que se le ofreciese y pare- 
ciere, fué remitida al Sr. Presidente del mismo de órden de la 
Regencia Provisional del Reino, y con fecha 6 de Mayo del 
presente año, la adjunta carta del Comandante general de Ma- 
rina del apostadero de la Habana de 2 de Diciembre del año 
próximo pasado, dando cuenta con remisión del expediente 
que acompañaba, y devuelvo, de lo ocurrido con el Auditor 
de guerra de aquella plaza, quien no juzga competente al Tri- 
bunal supremo de revisión del mismo Apostadero para fallar 
en sentencias que no sean de muerte. — Dada cuenta al tribu- 
nal juzgó oportuno oir á sus Fiscales, en cuya virtud el To- 
gado en censura de 7 de Julio, y el militar en la suya de 11 
de Agosto últimos expusieron lo siguiente: — “El ministro to- 
gado que despacha la Fiscalía después de haber examinado 
con la detención que merece este expediente dice: Que el tri- 
bunal Superior de revisión del apostadero de la Habana es 
competente para conocer aun de aquellas causas en que no se 
impone pena ordinaria á los procesados. La ley de su creación 
es verdad que dá lugar á la cuestión por su artículo 1. ° en 
que solamente habla de aquellas causas en que se impone pe- 
na de muerte, y en esto tínicamente funda sus consideracio- 
nes el Auditor de guerra de la Capitanía general de Cuba; 
pero aun cuando la ley en su parte dispositiva no esté tan clara 
como fuera de desear, sin embargo, las palabras del legisla- 
dor al sentar las causas que á dictarla le movian, algún artícu- 
lo de la misma y los buenos principios de legislación hacen no 
dudar al que suscribe de la legitimidad y competencia del Tri- 
bunal de Revisión: dice la ley para ejecutar sin demora ni pré- 
via consulta la pena capital ú otra aflictiva &c.” Estas pala- 
* bras no pueden menos de hacernos conocer que la misión 
de aquel tribunal que se erigió por esta ley, era extensiva no al 
solo caso de la pena capital. El artículo 4. ° de la ley conce- 
de la facultad de apelar á los reos para ante este superior tribu- 
nal. El artículo 5. ° dice en el caso que expresa, que presidí- 
do el tribunal por el Capitán general, recaiga la sentencia que 
proceda de derecho. El legislador dice también después de ha- 
ber meditado el proyecto de erección de los tribunales de 
Revisión asimilados en su planta al supremo Consejo de Al- 
mirantazgo. Indudable como es que el artículo 1. ° concede 
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al Tribunal superior de Revisión el mero imperio pleno, asi 
también lo es que se le concedió lo menor, porque en la filo- 
sofía del derecho lo menos está comprendido en lo mas, siempre 
que son cosas de igual carácter é igual fin. Por ultimo la prác- 
tica observada en aquel tribunal, aprobada por el gobierno de 
S. M., ó no contradicha, seria también, si otras razones no hu- ' 
biera, un apoyo no poco sólido para estimarse como acertado 
el camino seguido, y del que por un celo excesivo se ha apar- 
tado aquel Auditor, y hecho bien cargo el Ministro que des- 
pacha la Fiscalía militar del expediente instruido á consecuen- 
cia de lo manifestado por el Auditor de guerra de la Habana, 
acerca délas facultades y atribuciones del Tribunal superior 
de Revisión del apostadero de aquella Isla cuando las causas 
no fuesen de muerte; y también sobre no hacer incompatibi- 
lidad en los Auditores para concurrir á él, aunque en sus dic- 
támenéS hayan discordado del fallo de los Consejos de Guerra, 
dice: Que si bien se fundaron las dudas del referido Auditor 
en el texto literal de la Real orden del 28 de Marzo de 1817, 
partiendo del principio de que solo al legislador compete acla- 
rar ó extender la ley; como hay la parte mandativa, el objeto 
á que terminaba la erección de las juntas de Revisión en Ultra- 
mar, y las demas oportunas observaciones que en la preceden- 
te censura hace el Sr. ministro encargado de la Fiscalía toga- 
da reproduciéndola, la suscribe. En vista de cuanto resulta 
del expediente, el tribunal opina que el Auditor de guerra no 
tuvo razón para considerar incompetente al tribunal de Revi- 
sión; pero que para evitar dudas en lo sucesivo convendrá se 
, dé una aclaración á la Real órden de la creación de dicho Su- 
perior Tribunal, añadiendo que ademas de las causas crimina- 
les en que haya recaido pena capital, se establezca que todas 
las que por ordenanza antes se remitían en consulta al Consejo 
supremo de la Guerra ó al del Almirantazgo por comprender 
pena aflictiva, se revean ahora en dicho tribunal de Revisión, 
y de acuerdo del propio tribunal lo manifiesto á V. E. para 
que sirviéndose elevarlo al conocimiento de S. A. el Regente 
del Reino resuelva lo que considere conveniente. Enterado 
S. A. detenidamente de todo, se ha servido conformarse con el 
preinserto dictamen , declarar en su consecuencia que el Auditor 
de Guerra no tuvo razón para considerar incompetente al Tri- 
bunal de Revisión, y resolver que ademas de las causas crimi- 
nales, en que haya recaido pena capital, todas las que por or- 
denanza antes se remitían en consulta al Consejo supremo de 
la Guerra, ó el del Almirantazgo por comprender pena aflictiva, 
se revean ahora en dicho tribunal de Revisión, creado por la 
Real órden de 28 de Marzo de 1817, la que para evitar dudas 
en lo sucesivo, queda aclarada con esta resolución. De órden 
de S. A. lo comunico á V. E. para los efectos correspondientes 
y como resultado de su mencionada carta. Dios guarde á 
V. E. muohos años. Madrid 22 de Diciembre de 1841. — Cam- 
ba, — Sr. Comandante general del apostadero de la Habana. 

1845 Abril 2. Ley organizando en la Península la administración contenciosa . 

E3 inaplicable á Ultramar, así como todas las Reales dispo- 
siciones posteriores relativas a! mismo asunto. El que necesi 
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te consultarlas en materia de apelación puede verlas recopila- 
das en la Enciclopedia del Sr. Arrazola, tomo 3. ° , pág. 72. 

1845 Noviembre 5. R. D. mandando que las Audiencias de Ultramar conozcan de 

las apelaciones del ramo de correos . 

Art. 1. ° En la isla de Cuba, la Audiencia Pretorial de la 
Habana; y en las de Puerto Rico y Filipinas, las territoriales 
respectivas, conocerán en segunda y tercera instancia de los 
negocios contenciosos de correos, por los trámites estableci- 
dos por las leyes. 

Art. 2. ° Én adelante los subdelegados de correos en Ul- 
tramar otorgarán por ante estos tribunales las apelaciones en 
derecho procedentes y con los mismos consultarán los autos 
y sentencias en las causas criminales, ateniéndose á las leyes 
y disposiciones que en el territorio de estas Audiencias rigen 
para su sustanciacion en los juzgados ordinarios. 


1847 Julio 5. R. O. estableciendo apelación para ante el Tribunal de las órdenes de 

las sentencias que dictaren los administradores de encomia- 
das. 

1848 Julio 1 . ° R. O. declarando quien es competente en la Península para co- 

nocer de las apelaciones en los juicios verbales criminales. 

El Juez de primera instancia en cuyo distrito se haya co- 
metido la falta, aun cuando la mayor parte de la demarcación 
del Alcalde ó teniente de Alcalde corresponda á otro distrito 
judicial. 

Según el principio establecido en esta Real órden las cau- 
sas formadas por los capitanes de partido cuyo distrito cor- 
responde á varias alcaldías mayores como sucede á San Cris- 
tóbal y otras, mientras no se uniforme enteramente la división 
administrativa y la judicial de la isla de Cuba, deberán remi- 
tirse al juez á quien corresponda el territorio en el que se ha- 
ya cometido el delito; y si no constare al alcalde mayor de 
quien dependa en lo judicial el capitán pedáneo. 


1848 Setiembre 29. Decreto con fuerza de ley organizando las apelaciones de los 
juicios de faltas de que conocen los Cónsules ó vicecónsules 


1849 Abril 11. Ley de minas vigente en la Península. 

El capítulo 7. ° determina los tribunales que .deben cono- 
cer de estos asuntos y las apelaciones de sus sentencias. Se ha 
pedido su aplicación á Cuba. 

1850 Junio 8. Ley provisional para la aplicación del código percal vigente en la 

Península y no en Uüramar. 

Al tratado de apelación corresponden las reglas 15, 16, 17, 
18, 22, 27, 28, 42, 43, 44, 45 y 46. 
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1850 Octubre 16, R. O. mandando admitir por ante las Audiencias de Ultramar 

las apelaciones que se interpongan de los juzgados especia- 
les suprimidos en la Península . 

Subsistiendo todavía en las provincias de Ultramar algu- 
nos fueros especiales que han sido suprimidos en la Península, 
al propio tiempo que los tribunales privilegiados de alzada, 
comunes á unos y otros como sucede respecto del fuero del 
Real Bureo y Junta suprema patrimonial, resultan diariamen- 
te embarazos en la administración de justicia por no existir ó 
ser inciertos los tribunales superiores de apelación y decisión 
de competencias. Con presencia de todo, la Reina (Q. D. G.) se ha 
dignado resolver que hasta que pueda adoptarse una determi- 
nación definitiva en el caso antes citado, y cualesquiera otros 
de la misma naturaleza, las apelaciones se interpongan para 
ante las Audiencias territoriales respectivas que conocerán 
de ellas y decidirán conforme á derecho, y que las contiendas 
de competencia se formalicen y diriman en la forma que es- 
tuviere establecida por regla general para otros casos. 

En 16 de Enero de 1851, se acordó su cumplimiento y se 
circuló á los juzgados dei Real Bureo y del Real Patrimonio. 


1853 Febrero 21. Reglamento para los juicios de conciliación. 

Art. 7. ° La providencia del conciliador terminará defini- 
tivamente el litigio, si las partes se aquietasen con ella, en cu- 
yo caso el Juez de paz la hará llevar á efecto sin excusa ni 
tergiversación alguna con sujeción á lo dispuesto en este Re- 
glamento. 

1853 Febrero 21. Reglamento para los juicios de menor cuantía. 

Son atinentes los artículos 13 al 26, que se insertarán con 
todos los demas en la pálabra Juicio. 


1865 Enero 80. Real Cédula orgánica para los tribunales de Ultramar. 

Los artículos referentes á la apelación son: 

El 6, inserto en Juez local 
El 22, 23 y 24 en Juez de partido. 

El 47 y 51 en Audiencia. 

El 66 en Suplica. 

El 75, 76 y 77 en Juicio criminal. 

El 89 en Tribunal supremo. 

El 94, 95, 96, 97, 99 y 111 en Tribunales especiales. 
El 119 y 120 en Administración contenciosa. 

El 171, 172 y 173 en Fiscal 
El 192, 209 y 210 en Casación. 

El 242, 244 y 245 en Corrección. 

1855 Abril 30. Ordenanza y reglamento del Tribunal de Cuentas. 

Los artículos referentes ála apelaron son el 23, párrafo 5.° 
46, 47, 49, 51, 62, 63, 64, 65, 66, 67, ¿e la Ordenanza. 
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El 124, 7 siguientes hasta el 151 del Reglamento. Véase 
en Tribunal de Cuentas. 


1855 Setiembre 24. Decreto del Gobierno , declarando apelables para ante el Goberna- 
dor del departamento Oriental las providencias de los Tenien- 
tes Gobernadores del mismo . 


Gobierno, Capitanía general, Superintendencia delegada de 
Hacienda de la siempre fiel isla de Cuba. — Secretaría de 
Gobierno. 

Excmo. Sr.: — Constituido ese Gobierno en un verdadero 
centro administrativo del Departamento Oriental desde la or- 
ganización de su Secretaría política, necesario era considerar 
en él la facultad de revocar, suspender y modificar de oficio 
ó á instancia de parte las providencias dictadas por los Go- 
bernadores y Tenientes Gobernadores de su territorio en a- 
quellos asuntos que son de la competencia de estas últimas 
autoridades. Así lo exijia la necesidad de descargar á este Go- 
bierno superior del despacho de una multitud de negocios pro 
cedentes del referido Departamento, y á cuya inmediata reso- 
lución no podia proceder el conocimiento de los datos especia- 
les que con mas facilidad pueden recojerse dentro del territorio 
en que tenían su origen; así la rapidez de las resoluciones y 
así también la regularidad administrativa interesada en que la 
decisión de un negocio en segundo grado pertenezca á la auto- 
ridad superior inmediata de aquella que dictó la primera pro- 
videncia. Con arreglo á estas consideraciones, se redactó el 
párrafo 8. ° del artículo 1. ° de la Instrucción dictada por 
este Gobierno superior en 21 de Julio último acerca de las a- 
tribuciones del Gobernador del Departamento Oriental, en 
cuya disposición se consigna la facultad referida. Mas obser- 
vando que en algunas ocasiones se dirijen los particulares á 
este Gobierno superior civil en apelación de las providencias 
de los Gobernadores y Tenientes Gobernadores de ese De- 
partamento, sin duda por no comprender que según dicho ar- 
tículo y párrafo corresponde á la autoridad de V. E. de una 
manera general el resolver aoérca de las reclamaciones que 
puedan ocasionar los actos de los citados funcionarios; he acor- 
dado haga Y. E. conocer al público por medio del periódico 
oficial, que así como las providencias dictadas por ese Gobier- 
no del Departamento directamente ó en queja de las providen- 
cias de los Gobernadores y Tenientes Gobernadores depen- 
dientes de su mando son apelables ante mi autoridad, así los 
recursos que se susciten inmediatamente contra las providen- 
cias de estos funcionarios deben ser decididos por ese mismo 
Gobierno sin peijuicio de darme cuenta cuando la resolución 
encerrase notoria gravedad, ségun lo prevenido en el artículo 
y párrafo referidos. — Dios guarde á V. E. muchos años. 

Habana 24 de Setiembre de 1855. — Jóse de la Concha. 
— Excmo. Sr. Gobernador del Departamento Oriental. 

( Oaceta de la Habana 28 de Hicietnbre de 1855.) 
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i 856 Enero 1. ° Ley de Enjuiciamiento civil vigente en España desde esta fecha . 

Se refieren á la apelación los artículos siguientes: 

El 25, 26, 30, 31, 32, 45, 46, 47, 65, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 
73, 74, 75 y 76 que existen en el título 1. ° de la 1. 03 parte, 
Disposiciones generales. 

El 84, 88, 91, 95, 102, al 119. Título 2.° De las cuestio- 
nes de competencia . 

El 127, 129, 130, 131, 137, 138 y 150. Tít. 3.° de las re- 
cusaciones. 

El 162, 164, 168 y 171, al 174. Tít. 4 o de la acumulación 
de autos. 

El 220, en el tít. 6. ° de la conciliación . 

El 226, 249, 258, 268, 275, 299 al 302, 335 y 336. Título 
7. ° del juicio ordinario. 

El 349 y 350, tít. 8. ° de los incidentes. 

El 374, tít. 9 de los abintestatos. 

El 436, 455, 462, 463, 464, 482, y 485. Tít. 10 de las testa- 
mentarías. 

El 515, 518, 534, 535, 545 y 632, tít. 11 de los concursos 
de acreedores. 

El 659, 660, 662, 665, 666, 667, 670 y 671, tít. 12 del jui- 
cio de desahucio. 

El 685, 686, y 687, tít. 13, de los retractos. 

El 696, 697, 704, 707, 713, 720, 728, 729, 732, 735, 742, 
744, 753, 757 y 760 al 769, tít 14 de los interdictos. 

El 818, tít. 15 del juicio arbitral. 

El 836, tít. 16, del juicio de amigables componedores. 

El 837, al 890, tít, 17 de las apelaciones. 

El 907, 908, 917, y 919 al 928, tít 18 de la ejecución de las 
sentencias 

El 947, 973, 974, 975 al 978 y 101 al 109, tít. 20 de las eje- 
cuciones. 

El 1065, 1066, 1072, 1073, 1074 y 1075 al 1088, tít, 21 
de los recursos de casación. 

El 1104, al 1132, tít. 22 de los recursos de fuerza. 

El 1153, 1155 al 1161, tít. 23 de los juicios de menor 
' cuantía. 

El 1177 al 1180, tít. 24 de los juicios verbales. 

El 1200, tít. 25 de los juicios en rebeldía. 

El 1208 en la parte 2. * , tít. 1. ° disposiciones generales. 

El 1212, 1213, 1214 y 1215, tít. 2. ° de los alimentos pro- 
visionales. 

El 1294, tít. 4. ° délos depósitos de personas. 

El 1369, tít. 9. ° del suplemento del consentimiento para con- 
traer matrimonio. 

El 1404 y el 1413, tít. 13, de la venta de bienes de meno- 
res é incapacitados } y transacción sobre sus derechos. 

1856 Enero 5. R. O. Suprimiendo la comisión militar permanente. 

Para el caso de restablecerse previene la disposición 4. de 
esta R. O. lo siguiente: 

4. 05 Las Juntas de revisión aue en la actualidad existen, 
serán reemplazadas por la Sala ae Guerra y Marina de la Au- 
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diencia Pretorial, establecida por el artículo 47 de. l& BeqlG4* 
dula de 30 de Enero del año próximo pasado. 

1850 Febrero 2. R. 0. disponiendo que cuando las sentencias de los juzgados de guer- 
ra y marina deban ejecutarse á pesar de haber sido apeladas se 
remitan á la Audiencia los autos originales . 

Enterada la Eeina de la exposición de esta Audiencia Pre- 
torial elevada por Y. E. con la comunicación de 12 de Agos- 
to último, y conformándose con lo consultado por la Sala de 
Indias del Tribunal supremo de Justicia, ha tenido á bien dis- 
poner que de los negocios de que se admita apelación en los 
juzgados militares para ante la Sala de guerra y marina de 
esa Audiencia, se remitan originales los autos, dejando en aque- 
llos testimonio de loconducente para la ejecución de las senten- 
cias en su caso, y aprobar al mismo tiempo la disposición que a- 
doptó Y. E. en este punto con arreglo á las facultades que se le 
tienen conferidas para llevar á electo las prevenciones de la 
Beal Cédula de 30 de Enero del año próximo pasado. 


1850 Abril 15. Sentencia dictada por el Tribunal supremo de Justicia , declarando 
que es definitiva y no interlocutoria la sentencia de graduación 
de acreedores , y por consiguiente que la apelación de ella in- 
terpuesta debe sustanciarse como las demas de su clase . 

En los autos pendientes ante Nos por recurso de nulidad in- 
terpuesta por D. José Capmany, vecino de la ciudad de Bar- 
celona, de la sentencia de vista dictada por aquella Audien- 
cia en 17 de Setiembre de 1853, resulta: 

Que D. José Capmany celebró un convenio con sus acreedo- 
res en 16 de Setiembre de 1849, concurriendo al acto su espo- 
sa doña Teresa Serra por sus derechos dótales, para hacerles 
pago de sus respectivos créditos con la graduación y en la 
forma que estipularon, entregándoles al efecto sus bienes: 

Que apurado luego Capmany por otros acreedores posterio- 
res hizo cesión de bienes ante la autoridad judicial, que la ad- 
mitió por auto de 5 de Enero de 1850, ordenando la citación 
y emplazamiento de los acreedores y poniendo los bienes en 
administración judicial: 

Que á virtud de la citación se presentaron los convenidos 
en 16 de Setiembre de 1849, oponiéndose á la cesión hecha 
por Capmany, porque no teniendo bienes, era contraria á di- 
cho convenio, lo cual impugnaron los otros acreedores, así 
como el concursado y su esposa: 

Que convocados todos á una junta, se celebró esta, acor- 
dando, entre otras cosas, suspender el nombramiento de sín- 
dicos hasta que se decidiera sobre la continuación del secues- 
tro concedido por el deudor en el sobredicho convenio de 16 
de Setiembre de 1849, y porque se esperaba que los acreedo- 
res no comprendidos en él le suscribirían antes de poco; y este 
acuerdo fué aprobado oor el juez en auto de 13 de Diciembre 
de 1851: 

Que posteriormente, en 22 de Abril de 1852, presentaron 
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escrito estos últimos, adhiriéndose á aquel convenio; pero im- 
pugnada esta pretensión por Capmany y su mujer, pidiendo 
siguieran los autos de cesión su curso, se dió auto en 10 de 
Setiembre siguiente, acordando, para practicar lo que faltaba 

} >ara la instrucción del juicio del concurso, que presentaran 
os acreedores que no lo habian hecho los documentos justi- 
ficativo^ de sus créditos: 

Que en este estado, y á solicitud de algunos de los acreedo- 
res, se convocó á una junta de todos ellos para el 21 de Oc- 
tubre de aquel año, y en ella se presentó un convenio celebra- 
do por todos, menos la mujer del deudor, en 8 de Marzo de 
1852, por el que los convenidos en 16 de Setiembre dé 1849 
daban lugar á los otros en la graduación de créditos que pasa- 
ron á hacer y con la que se conformaron, á excepción del con- 
cursado y su mujer, por no darse á esta el lugar que la cor- 
respondía, por no ser legítimos todos los acreedores, y por no 
ser dado á estos variar la tramitación establecida por las le- 
yes: 

Que aprobado por el Juez este acuerdo de los acreedores 
por auto de 2 de Noviembre de 1852, apelaron Capmany y 
su mujer, y sustanciada la alzada con arreglo al artículo 69 
del reglamento provisional para la administración de justicia, 
dictó sentencia la Audiencia en 17 de Setiembre de 1853, con- 
firmando el auto del inferior; de cuya resolución suplicaron 
Capmany y su mujer, y denegada la admisión, ha interpuesto 
el primero recurso de nulidad conforme al caao sexto del ar- 
tículo 4. ° del Eeal decreto de 4 de Noviembre de 1838. 
Visto: 

Considerando que el auto del Juez de primera instancia de 
2 de Noviembre de 1852, por el cual aprobó el convenio cele- 
brado en 8 de Marzo anterior por todos los acreedores de Cap- 
many, y en que declararon estos legítimos sus respectivos cré- 
ditos, y los graduaron á pesar de la oposición de aquel y su 
consorte, fundada en que no se había dado á esta el lugar que 
le correspondía en la graduación por su crédito dotal, por no 
ser lejítimos todos los acreedores y por no ser dadoá estos va- 
riar la tramitación establecida por las leyes; no se puede con- 
siderar como interlocutorio, ó como la decisión de un inciden- 
te de los que ocurren durante la sustanciacion de un juicio y 
preceden á la decisión definitiva, sino como un definitivo que 
decide el fondo y lo sustancial de la cuestión, á saber, la legi- 
timidad y graduación de los créditos, que es lo esencial en el 
concurso de acreedores: 

Considerando que bajo este carácter y naturaleza, apelado 
por ambos consortes, procedía se sustanciase por los trámites 
de un juicio ordinario en la segunda instancia; y atendida la 
cuantía, objeto de la cuestión, pues se trataba del ínteres de 
10,000 duros, era suplicable la sentencia de vista. 

Considerando que aunque es cierto que aquella se sustanció 
por los trámites breves establecidos para los artículos en el 69 
del reglamento provisional, de conformidad de la consorte de 
Capmany y sin reclamación, esta ncrsuponia la renuncia de 
los derechos que les concedían las leyes, atendida la naturale- 
za del auto y cuantía de la cuestión, y por consiguiente del de 
suplicar de la sentencia de vista con arreglo álas leyes: 

1856 
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Considerando que aunque se conceda que el auto apelado 
fuera interiocutorio, no es aplicable á él lo dispuesto en el Real 
decreto de^fi de Octubre de 1835, en que se previene que en 
las apelaciones de esta clase de autos se observará lo estableci- 
do en el artículo 69 del reglamento provisional para la admi- 
nistración de justicia, y en este que de lo que se fallare no ha- 
brá lugar á súplica; pues el espíritu de dicho decreto, según lo 
tiene declarado la jurisprudencia de este supremo tribunal, se 
contrae, y no puede menos de contraerse, á los artículos inci- 
dentales que no deciden la cuestión principal, y que no causan 
perjuicios irreparables, lo que no se verifica en este caso: 

Considerando que interpuesta súplica por Capmany y su 
consorte de la sentencia de vista de la Audiencia de Barcelona 
de 17 de Setiembre de 1853 se le denegó esta sin embargo de 
ser conforme á derecho, y por consiguiente que este caso se 
halla comprendido en el núm. 6. ° del artículo 4. ° del Real 
decreto de 4 de Noviembre de 1838. 

Fallamos que debemos declarar y declaramos, con arreglo 
al mismo Real decreto, haber lugar al recurso de nulidad inter- 
puesto por Capmany, y mandamos se devuelvan los autos á 
la Audiencia ae Barcelona para que, con arreglo álo dispues- 
to en el artículo 19 del mismo, y reponiéndolos al estado que 
tenian antes de cometer la nulidad, los sustancie y determine 
con arreglo á las leyes por ministros diferentes de los que to- 
maron parte en los fallos anteriores. 
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APERCIBIMIENTO. 

1. Con este nombre bajo su acepción 
jurídica, se entiende el acto de conminar , 
de amonestar , ó de advertir 6 de avisar. 

2. Puede tener lugar el apercibimien- 
to respecto de los jueces superiores para 
con sus inferiores, y respecto de los jue- 
ces superiores é inferiores para los de- 
mas empleados de los tribunales. Tam- 
bién puede tener cabida en la materia 
criminal respecto de los encausados, y én 
la materia civil respecto de los litigantes 
ú otras personas que se interesen en el 
procedimiento sobre que recae. 

8. El apercibimiento del juez supe- 
rior para con el inferior ó de cualquiera 
de éstos para con los empleados del tri- 
bunal, puede hacerse con expresiones 
que indiquen su mayor ó menor impor- 
tancia; resultando entonces según se dijo 
en la definición, una conminación , una a- 
monestacion , una advertencia y ó un aviso. 
Será pues conminación , tratándose de 
jueces, cuando se apercibe por el superior 
al inferior para que en lo adelante haga 
ó se abstenga de practicar alguna cosa. 
Será amonestación cuando se le advierte 
ó encarga que se practique ó escuse al- 
gún particular determinado; y será ad- 
vertencia 6 aviso , cuando se llama simple- 
mente su atención, para que le sirva de 


i norma en lo adelante. La conminación es 
pues de mayor importancia que la amo- 
nestación y esta que el aviso,, y aun cada 
una de ellas puede ser á su vez, mas ó me- 
nos importante, según la aspereza ó du- 
reza de las expresiones con que se acom- 
pañe. Así, pues, puede apercibir ó amo- 
nestar un juez á otro, ó éste á un aboga- 
do, para que en lo sucesivo, proeme no 
hacer ó se abstenga de practicar un acto 
determinado, cuya prevención por el or- 
den en que se hace es de estimarse mas ó 
menos grave. 

4. El Reglamento provisional de ad- 
ministración de justicia, en su artículo 
20 prohibe á los jueces superiores moles- 
tar ó desautorizar á los inferiores, con a- 
percibirles á cada paso por errores de o- 
pinion. Y el artículo 59 del mismo al fa- 
cultar á las audiencias para que exijan 
á los jueces subalternos las listas, infor- 
mes y noticias que en el propio reglamen- 
to se determinan, les faculta para censu- 
rarlos, reprenderlos, apercibirlos, multar- 
los y aun formarles causa si lo creen o- 
portuno, bien que las audiencias deberán 
oirles siempre que reclamen contra cual- 
quiera corrección que se les imponga sin 
formarles causa. Tres cosas se deducen 
de la disposición de estos dos artículos: 
primera; que los tribunales superiores no 
deben desprestigiar sin muy fundado mo* 
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tivo á los inferiores, mucho mas cuando 
se trata de particulares dudosos ó con- 
trovertibles, en que tiene cabida la va- 
riedad de opiniones y en que cada juez 
debe enunciar la suya con la mas absolu- 
ta independencia; segunda, que no por es- 
to debe descuidarse la corrección de las 
faltas que se cometan, las cuales sirven 
de garantía á la administración de justi- 
cia: y tercera; que nunca semejantes cor- 
recciones pueden consideraráe como ar- 
bitrarias, para que dejen de tener entra- 
da los recursos que lleven por objeto una 
procedente reforma. Creo que semejante 
doctrina es muy admisible en nuestros 
tribunales, aun cuando de una manera 
expresa no se haya hecho extensiva á es- 
ta Isla la disposición contenida en los 
mencionados artículos. 

5. Por analogía puede tener lagar la 
aplicación de los mismos principios res- 
pecto de los jueces para con los subalter- 
nos de los tribunales y para con los abo- 
gados defensores principalmente. No es 
bien que á cada paso se les deprima sin 
fundado motivo; es justo que se les cor- 
rija cuando incurren en falta, y es proce- 
dente que se les oiga cuando aspiran á la 
reforma de una reconvención injusta. El 
abogado principalmente es digno de con- 
sideración en los esfuerzos que hace por 
su cliente; es infame que para ello se val- 
ga de ocultos manejos que la ley reprue- 
ba, pero es loable á la vez que para conse- 
guir la justicia que reclama, apure los 
mismos arbitrios que la ley le concede, y 
en ello debe dejársele obrar con libertad 
absoluta. El juez y el defensor tienen que 
llenar respectivamente sagrados deberes: 
y en estos hay la notable diferencia de 
que el defensor ha de obrar con pasión 
en su defensa, mientras que el juez debe 
meditar impasible su fallo. 

0. Cuando la Audiencia en providen- 
cia que dicte de plano hace alguna ad- 
vertencia, encargo ó apercibimiento al 
juez inferior, éste puede interponer el re- 
curso de la suplica en revista que deberá 
admitírsele. En tal caso se permite al su- 
plicante usar del papel de oficio, y puede 
asimismo representar ó defenderse sin 
otorgar poder si no quiere, y tampoco ha 
de satisfacer costas ni derechos algunos 
cuando ño se confirme el apercibimiento 
que se pronunció. Así lo dispone termi- 


nantemente el artículo 66 de la Real cé- 
dula de 23 de Enero de 1855, especial- 
mente dictada para estos dominios. Y 
conforme á la misma en el citado artícu- 
lo, de la resolución que recaiga en revista 
no ha de interponerse nuevo recurso, sino 
el de responsabilidad en los casos espe- 
ciales en que sean procedentes, pues la 
ley al decir que sea firme la resolución 
que recaiga en revista, no excluye aque- 
llos recursos extraordinarios y se refiere 
á la alzada para el tribunal supremo de 
Justicia, que en otros casos se concede, 
cuando en la Audiencia se litiga en pri- 
mera instancia. En cuanto á si tiene lu- 
gar entonces la casación, Y. Casación. 

7. Aunque la Real cédula citada ex- 
presamente no lo diga, evidente es tam- 
bién que el abogado ó cualquier otro cu- 
rial que resulte apercibido por la Au- 
diencia, puede interponer el recurso de la 
suplica en revista que deberá serle admi- 
tido, causando ejecutoria la resolución. 
Y es claro que si el inferior hizo el aper- 
cibimiento y el curial ocurrió en apela- 
ción á la Audiencia, la súplica solamente 
tendrá lugar en los casos en que es pro- 
cedente el recurso, según se explicará en 
el artículo correspondiente. (V. SüPLl- 
ca). 

8. Cuando el abogado ó curial inter- 
pongan la súplica del apercibimiento, ¿es- 
tarán eximidos como el juez de otorgar 
poder y de satisfacer derechos á menos 
que el recurso sea desestimado con cos- 
tas? 

9. Como la ley no extiende esa exen- 
ción al abogado y demas curiales, claro 
es que al ocurrir con su recurso deben 
acomodarse á las reglas generalmente dic- 
tadas, para todos los que se encuentran 
en el caso de comparecer en juicio. Así 
la disposición de la Real cédula viene á 
ser un privilegio concedido al juez infe- 
rior y para el cual se ha atendido exclu- 
sivamente á la posición que ocupa. No 
podrá* concebirse en el caso otra razón 
de diferencia, por lo menos entre aquel 
juez y el abogado, pues si el uno desem- 
peña en los procedimientos una misión 
atendible, también la desempeña el otro, 
y si el uno puede defenderse por sí en el 
caso de ser letrado, también puede ha- 

i cerlo el otro. 

10. Pero si bien el curial al interpo- 
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ner y seguir recursos sobre el apercibí- ce amonestando ai reo respecto de la re- 
miento, ha de hacerlo constituyendo po- petición del acto que se le achacó; y su- 
der en forma, no deberá, si no lo tiene cederá lo segundo cuando al imponerse 
por oportuno, satisfacer derechos algu- otra pena, se apercibe al encausado con 
nos á los escribanos, promotores-fiscales que será mayor la que se le imponga si 

? r relatores, mientras no recaiga la reso de nuevo delinque, 
ucion que cause ejecutoria, y la cual 13. El auto acordado de 21 de Agos- 
puede declarar de oficio las costas oca- to de 1838, en su artículo 23, dispone que 
sionadas en la misma reclamación. Se- el procesado pueda mostrar inconformi* 
mejante exención se funda en la regla dad con el auto de sobreseimiento aun- 
6. * del auto acordado de 24 de Febrero que no le imponga pena corporal, si le 
de 1840, respecto de los asuntos crimi- aplica otra menos grave ó pecuniaria, ó 
nales, que dice que en ellos, '‘los aseso- contiene apercibimiento que crea menos- 
res, promotores fiscales y escribanos cabar su opinión, y que entonces á su 
durante la sustanciacion del proceso, so- petición, se seguirá la causa per los trá- 
lo recibirán los derechos cuando las par- mites legales. Aquí vemos, pues, consi- 
tes voluntariamente los satisfagan, sin derado el apercibimiento como una ver- 
que por no hacerlo puedan retardar el dadera pena en sus efectos y en lostrá- 
despacho.” Es indudable que los efectos mites que tienen cabida para su suspen- 
de uu apercibimiento son los de una pe- sion. 

na, y que por lo mismo le son aplicables 14. En esta materia de apercibimien- 
las reglas que rigen en la materia crimi- tos en lo criminal, se ha suscitado la du- 
nal; y tan es esto cierto, cuanto que está da de si vigente el Código penal novísi- 
prevenido que en la Audiencia se lleve mo, tendrán ó no lugar; y escritores de 
un libro donde se asienten aquellos, á fin la mejor nota sostienen la negativa con 
de que se tengan presentes como notas sólidos fundamentos, respecto de los 
desfavorables para los que en ellos hayan procedimientos criminales. Esos funda- 
incurrido. . mentos son tales, que á mi ver no pres 

11. Conforme á nuestra práctica cons- tan campo para fundada objeción, 
tante, los recursos respecto de los aper- 15. Los artículos 19 y 24 de aqtjel 
cibimientos de que nos hemos ocupado, Código, imponen las penas correspon- 
se interponen de la manera siguiente. Si dientes á los delitos y faltas, disponiendo 
el apercibimiento lo hizo el inferior se pi- á la vez que no se reconozcan otras pe- 
de á éste reforma por contrario imperio, ñas que las mismas establecidas, ni aun 
y si la niega, se apela para el superior, respecto de las meras faltas. Si el Código 
siguiéndose la alzada con los mismos re- ademas, para todos los delitos impone lá 
quisitos (jue tienen lugar en todas las cri- pena correspondiente, y si las faltas en que 
mínales. Si el apercibimiento lo hizo el se sobresee con meros apercibimientos, 
superior se usa del recurso de la súplica, también se encuentran por aquel mismo 
que se admite, sustancia y decide como Código corregidas con penas leves, no 
las demas de su clase. Verdad es que en hay para que echar mano de los aperci- 
este caso viene á resultar concederse al bimientos que por su naturaleza son de 
apercibido una sola instancia; pero tam- un carácter indeterminado ó arbitrario, 
bien hay á favor del apercibimiento los Si es accesorio ese apercibimiento á una 
votos de los magistrados que componen pena, debe excusarse proporcionándose 
la Sala en que se impuso, lo cual supo- la pena á la graduación que para ellas 
ne mas motivo para su existencia con la mayor escrupulosidad impone el 

12. En la misma materia criminal código. Si el sobreseimiento se hizo por 
tiene lugar el apercibimiento, respecto de no existir delito ó comprobación de él, 
los encausados por delitos que se supone la amenaza que para lo venidero supone 
haber cometido. Entonces puede figurar el apercibimiento parece también excu- 
por sí solo y como por via de pena, ó co- sada. Sin él deben saber todos que, cuan- 
mo accesorio á otra pena que se impon- do delinquen quedan sujetos á una pena, 
g^. Sucederá lo primero cuando al sobre- y los tribunales tampoco necesitan ama- 
seer el juez en un procedimiento, lo ha- gar al delincuente, para aplicar rigoro- 
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sámente la ley en los momentos en que es 
preciso. 

16. Los apercibimientos sin embargo, 
en cuanto no constituyan pena de verda- 
deros delitos sí son aplicables aun des- 
pués de promulgado el código, respecto 
de las faltas ú omisión en que incurran 
los jueces inferiores ó los curiales. Aquel 
código no se ocupa de semejantes faltas, 
que son de estimarse como correcciona- 
les ó de disciplina en la práctica forense. 
En ella vienen á ser los apercibimientos 
una reprensión, amonestación, ó adver- 
tencia; y casos hay en que bajo cualquie- 
ra de esos aspectos puede tener lugar, sin 

3 ue sea preciso echar mano de otra pena 
e mayor importancia. Oon efecto; en la 
ley de enjuiciamiento civil publicada 
en la Península, se dispone que, los tribu- 
nales y jueces entre las correcciones dis- 
ciplinarias que pueden imponer á los a- 
bogados, relatores, procuradores y depen- 
dientes de los mismos tribunales y juzga- 
dos puedan usar del apercibimiento ó 
prevención, pudiendo oirse en justicia al 
interesado sobre el particular si lo recla- 
ma dentro de tercero dia y siendo apela- 
ble ó suplicable en su caso la resolución 
que sobre el particular se dicte ( arts . 44, 
45 y 47.) 

17. En la materia civil también tie- 
nen lugar otro9 apercibimientos. Así en 
los juicios sumarísimos ó interdictos de 
posesión y en los de desahucio se conmi- 
na al perturbador ó arrendatario con 
multa ó lanzamiento si no cumplen la 
prevención del tribunal. En los ejecuti- 
vos ha sido práctica apercibir de ejecu- 
ción si no se satisfacía la cantidad deutro 
de un breve plazo fijado al efecto. Tam- 
bién tiene lugar para que se conteste la 
demanda ó se evacúen otros ac.tos de los 
procedimientos. En los concursos y otros 
juicios donde se promueven juntas, suele 
apercibirse á los que no asisten á ella9 se- 
gún los casos, lo cual todo se explicará 
en los lugares respectivos. 

18. Por fin esos apercibimientos á mi 
entender pueden dividirse en determina- 
dos é indeterminados . Son determinados a- 
quellos que determinan la pena ó resul- 
tado que el juez se reserva al hacer la 
conminación, como cuando apercibe con 
marcada multa, dar por evacuado un ao- ¡ 
to, ó por conforme á una parte con al- i 


gun punto que ha de discutirse. Son in- 
determinados aquellos que no determinan 
el resultado que pueden tener, como 
cuando se apercibe con lo que haya lu- 
gar, ó con que la falta parará el perjuicio 
que corresponda. 

19. Los apercibimientos indetermina- 
dos debieran suprimirse de todo punto. 
Es oportuno que el juez claramente ex- 
ponga cual será el verdadero resultado 
que se propone adoptar en el caso de a- 
percibir, para que el apeícibido esté al 
cabo de lo que puede proporcionárle su 
falta. Con mayoría de razón sucede así, 
cuando á consecuencia de la misma falta 
puede el juez adoptar distintos partidos, 
y principalmente en particulares mera- 
mente civiles, como sucede cuando se 
convoca á una junta. El juez puede lla- 
mar bajo un apercibimiento determinado 
como haber por conforme al llamado con 
ciertos actos y éste aceptar el apercibi- 
miento que se haga efectivo y que no le 
proporcione perjuicios. De otro modo el 
apercibimiento es oscuro y puede resul- 
tar arbitrario, dejando al juez en aptitud 
de hacer lo que mejor le parezca con 
quebranto de los interesados; y ademas 
en materias de justicia todo debe ser 
franco, y claro y llevar consigo un carác- 
ter de solidez que no se preste á vacilacio- 
nes y arbitrarias mudanzas. — R . Piña . 

APIjRTIÍllA--Palabracuyasignificacion 
viene del verbo latino aperire (abrir) y se 
refiere á todo acto con que se dáprincipio á 
una serie de otros del mismo género, que 
se ejecutan bajociertas solemnidades pres- 
critas por las leyes para determinados fi- 
nes; como por ejemplo, la apertura de un 
testamento, ó de los institutos y estable- 
cimientos de enseñanza, tribunales, aso- 
ciaciones y toda clase de corporaciones. 
Las circunstancias con que se hacen estas 
aperturas, los efectos que producen y lo 
demos relativo á esos actos se explican en 
sus artículos respectivos. (V. Tribuna- 
les, Universidad.) 

APLAZAMIENTO —En 21 de Febre- 
ro de I806 se regularizó el ejercicio 
de la facultad que los tribunales tienen 
para aplazar el pago de las multas, ó sea 
conceder moratorias bajo ciertas reglas. 
(Y. Multa). 

APODERAN . — En general es la per- 
sona que recibe y admite un poder. Uor- 
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responde á los tratados de derecho la ex- 
plicación de sus deberes y atribuciones 
respecto á lo cual la isla de Cuba se rige 
por la legislación general española salvas 
pocas excepciones. 

Una de ellas es la de admitir en los 
juicios verbales apoderados sin poder con 
una simple carta de encargo ó personería 
escrita en papel blanco. Esta práctica 
aunque extra legal se tolera por la Real 
Audiencia en ahorro de costas y por ser 
costumbre arraigada. 

Otra diferencia se establece por los au- 
tos acordados vigentes en la Real Au- 
diencia P. de 19 de Abril de 1847 y de la 
de Santo Domingo de 18 de Agosto de 
1794, según los cuales solamente los pro- 
curadores de numero pueden gestionar 
como apoderados en las actuaciones ju- 
diciales. 

Conforme á este principio ha fallado di- 
cha Real Audiencia algunos pleitos entre 
cuyos fundamentos encontramos uno que 
pudiendo servir de regla general para otros 
semejantes lo copiamos á continuación. 

4 'Considerando que si bien toda perso- 
na no impedida por la ley puede ser apo- 
derado, le está sin embargo prohibido el 
mezclarse en las funciones peculiares de 
los procuradores, debiendo sustituir el 
poder en uno de estos siempre que inten- 
te jestionar judicialmente conforme al au- 
to acordado por la Audiencia de Santo 
Domingo en 18 de Agosto de 1794 y al 
de esta Pretorial de 19 de Abril de 1847.” 

Todos los cuerpos militares tienen ha- 
bilitados que los representen fuera del 
punto de su residencia y estos habilita- 
dos suelen nombrar sus apoderados que 
son la persona encargada de desempe- 
ñar las funciones que ellos no puedan 
evacuar por sí mismos por ausencia, 
enfermedad ú otra atención preferen- 
te del servicio. 

No pueden ser elegidos para dicho car- 
go de apoderados aquellos que hayan de- 
sempeñado anteriormente esta comisión 
ó la de habilitados u oficiales de almacén, 
á menos de que haya transcurrido el año 
de intérvalo que para estos previene el 
artículo 8. ° tít. 9. ° tratado 1. ° de las 
Reales ordenanzas. (Orden déla Capitanía 
general de 23 de Diciembrede 1856). Y. 
COMISION. 

62 


PARTE LEGISLATIVA. 

Decreto de la Capitanía general de 23 de 
Noviembre de 1856, determinando que 
por las juntas de ordenanza se nom- 
bren los apoderados de los habilitados 
de los cuerpos , y que queden sujetos á 
las reglas que los habilitados en casos 
de quiebra . 

El Excmo. Sr. Capitán general con fe- 
cha 23 del mes que cursa me dice lo si- 
guiente: 

“Excmo. Sr. — He recibido el oficio de 
Y. E. de 4 del actual, en que me dá cuen- 
ta de la consulta del teniente coronel 
l. 01 ’ comandante del regimiento de ga- 
licia acerca de si el apoderado del ha- 
bilitado debe ser elegido por este partí, 
cularmente, ó en junta de ordenanza. 
En su vista, y aun cuando las funciones 
de los apoderados de los habilitados 
que estos tienen en sus cuerpos debie- 
ran limitarse á las peculiares ae su comi- 
sión, en cuyo concepto bastaría el poder 
de los habilitados á quienes representan; 
tomando en cuenta que también perci- 
ben buenas cuentas de las administracio- 
nes de rentas de los puntos donde re- 
siden las planas mayores, que á veces 
ascienden al total ó la mayor parte del 
ajustamiento mensual, por lo cual debe 
considerárseles en el mismo caso que los 
oficiales á quienes con sujeción á las 
disposiciones vigentes se nombran para 
otras comisiones de confianza en junta 
de ordenanza, he tenido por conveniente de- 
terminar que por las mismas juntas de 
ordenanza se nombre también á los habi- 
litados de los cuerpos de este ejército 
sus apoderados, los cuales quedarán su- 
jetos á las mismas reglas establecidas 
para los habilitados en casos de quiebra, 
al tenor de lo determinado en la real or- 
den de 21 de Mayo de 1801 con res- 
pecto á los oficiales nombrados para 
las referidas comisiones de confianza. — 
Dígolo á Y. E. en respuesta y para los 
demas efectos correspondientes.” 

Y lo trascribo á V. para su noticia y 
debido cumplimiento. — Dios guarde á Y. 
muchos años. Habana 27 de Noviembre 
de 1856. — Manzano . 

1856 


Digitized by v^.ooQLe 



482 


APOSTADERO. 


i?. O . de 15 de Mayo de 1856, establecien- 
do la consideración en que deben tenerse 
las secretarias de los departamentos y 
apostaderos en lo relativo al servicio 
activo y pasivo. 

Almirantazgo.-Seccionl. * -El Excmo. 
Sr. ministro de marina en Real orden de 
15 del actual dice al Excmo. Sr. Vice- 
presidente del almirantazgo lo siguiente: 
— Excmo. Sr. — He dado cuenta á la Rei- 
na (Q. D. G.) de lo expuesto por el Co- 
mandante general del apostadero de la 
Habana al remitir la instancia del tenien- 
te de navio D. Antonio Coceo, en solici- 
tud de ser relevado de su destino de se- 
cretario de aquel, apostadero, como asi- 
mismo de lo informado sobre el particu- 
lar por el almirantazgo; y en consecuen- 
cia y teniendo S. M. presente el regla- 
mento de secretarías militares de 22 de 
Abril de 1797, se ha servido declarar las 
secretarías de los apostaderos de Ultra- 
mar como destinos preferentes de embar- 
co y disponer que las de los departamen- 
tos se provean en oficiales de tercios na- 
vales, siempre que reúnan los requisitos 
marcados en los artículos 3. ° y 4.° del 
expresado reglamento, considerados como 
destinos de preferencia en tierra. De Real 
órden lo digo á V. E. en contestación al 
oficio núm. 511 de su antecesor para los 
efectos consiguientes y circulación en la 
armada. — Lo que por acuerdo de esta cor- 
poración lo traslado á V. E. para su co- 
nocimiento y demas efectos. — Dios guar- 
de á V. E. muchos anos. — Madrid 20 de 
Mayo de 1856. — Juan Miguel Franco. 

APOSTASIA. 

1 Es el abandono que se hace pública- 
mente de una religión, y especialmente de la 
cristiana . Por extensión se comprende en 
la misma palabra la deserción que se ha- 
ga de toda doctrina ó partido. 

2. Esta palabra viene de una griega 
derivada de otra que equivale á retirarse , 
la cual á su vez se forma de otras dos, de 
las cuales la primera significa lejos , y la 
segunda estar en pié 6 mantenerse firme . 

3. Conforme al uso admitido en las 
naciones católicas, apostasía se llama pro- 
piamente al abandono que se hace de la 
religión cristiana. Cuando ese abandono 
tiene lugar respecto de otra creencia he- * 


rética ó errónea, se llama abjuración ; y si 
el abandono verifica para entrar en el se- 
no de nuestra Iglesia, el acto se denomi- 
na conversión. 

4. Por lo que se ha dicho, se adver- 
tirá que no es acertada la definición que 
nuestras leyes de Partida nos ofrecen de 
la apostasía. (LL 9, tít. 1. Part.6yotit. 

25, Part 7). Denominan apóstata con e- . 
fecto solamente al cristiano que se torna 
judío ó moro, y vuelve después al gremio 
católico; y sin duda la ley contrajo la de- 
finición ála apostasía mas común enton- ' 
ces entre las religiones cristiana, judáica 

y mahometana, que á la sazón se encon- 
traban en abierta y decisiva hostilidad. 
Pero ademas la definición enunciada no 
hace consistir la apostasía como debe ser, 
en el hecho del abandono de la fé católi- 
ca por la judía ó mora, sino también en 
el otro concurrente de la conversión al 
cristianismo, y así aquella definición re- 
sulta doblemente equivocada. 

5. Hay distintas especies de aposta- 
sía comprendidas en la verdadera acep- 
ción de la palabra. La del cristiano que, 
como se ha dicho, abandona absoluta- 
mente su religión, se conoce mas deter- 
minadamente, bajo la denominación de 
apostasía, de perfidia ó de la fé\ pero cuan- 
do el hecho se limita á menospreciar ó 
desconocer la autoridad del Sumo Pontí- 
fice ó de los cánones, se llama apostasía 
de desobediencia ó de cisma. 

6. Es apostasía de rtcaida la del que 
apostata una vez, y vuelto al gremio de 
la Iglesia católica, por segunda ocasión 
incurre en el abandono de las creencias 
de la fe, y á los tales también se dá el 
nombre de relapsos. 

7. La apostasía ds irregularidad ó de 
religión es la del sacerdocio que hace a- 
bandono de la vida religiosa á que se 
consagró. 

8. Por fin el concilio de Ancira clasi- 
ficó cuatro distintas especies d? apósta- 
tas. Llamó ultróneos á los que espontánea- 
mente renegaban de la fe católica, turifi- 
cados á los que adémas quemaban incien- 
so á los ídolos; sacrifacios á los que co- 
mían las carnes de las víctimas consagra- 
das á los sacrificios gentílicos; y libeláti- 
cos á los que dedicándose á aquellos sa- 
crificios los hacían adoptando un nombre 
pagano y se proporcionaban documento 
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de abaldono de la fé para hacer inefica- 
ces la confiscación y persecución. 

9. La apostasía en su sentido lato, es 
un delito distinto y de mayor importan- 
cia que la heregíci. Supone en efecto y se- 
gún se ha dicho un abandono absoluto 
de nuestra religiou católica, mientras que 
la heregía se limita á negar ó poner en 
duda algunos de aquellos dogmas reli- 
giosos. 

10. La vacilación constante de la ra- 
zón humana, aun enlospiincipios mase- 
videntes, y las contradictorias opiniones 
del hombre hasta en las creencias que 
van revestidas de la autorización divina, 
por fuerza habian de proporcionar apos- 
tasías, como las hay en todos los siste- 
mas y en todos los partidos. Húbolos, 
pues, desde la época de los apóstoles y 
fueron conocidos bajo la denominación 
de Antecristos que les dió San Juan cu- 
ya denominación sin duda bien deter- 
minaba la oposición en que se ponian 
con la religión de Cristo. Negaron su di- 
vinidad los antiguos apóstatas, procuran- 
do excusar de semejante manera su cri- 
men, y amparándose con las sutilezas de 
las discusiones teólogicas, argüian que tan 
solo renegaban de un nombre, á virtud 
de aquella apostasía en que se encontra- 
ban sumidos. 

11. Los primeros pasos del cristia- 
nismo naturalmente fueron débiles por la 
oposición que encontraron en los dog- 
mas del politeismo # que si bien absurdos 
llevaban consigo la costumbre, de tanta 
fuerza así en los pueblos como en los in- 
dividuos. Crueles persecuciones se hi- 
cieron á los cristianos á medida que au- 
mentó su numero y creció su importan- 
cia; pero si aquellas persecuciones por 
una parte sirvieron para extender y afir- 
mar la creencia, como suele acontecer en 
materias religiosas y políticas, también 
dieron el resultado de ahuyentar á los dé- 
biles, obligándoles á hacer ’traicion á las 
doctrinas que profesaban. Así se vio álos 
fieles en azarosas circunstancias abando- 
nar la Iglesia, para tornar á su regazo 
después que nuevas circunstancias deja- 
ban tranquila la persecución; y así se a- 
crecentaba el número de los apóstatas que 
después aparecían nuevamente conver- 
tidos. 

12. Aun los mismos directores del 


vasto imperio en que la nueva religión 
se introducía, anduvieron vacilantes en 
la opinión que de ella debieran formar, 
y si unos hubo que decididamente la am- 
pararon y protegieron, si otros hubo que 
la persiguieron con marcado encarniza- 
miento, también apareció un Juliano 
adoptándola en un principio para ridicu- 
lizarla después; y otro apóstata, Adriano, 
protector de la nueva creencia, para ser 
mas adelante su perseguidor monstruoso. 

13. Abandonada de este modo la 
Iglesia á sí propia, sin poder contar en 
su ayuda con el poderío civil, bien pro- 
tegida, ya descuidada y aun perseguida 
en ocasiones, y considerando la aposta- 
sía á la vez como pecado y como delito, 
ocupáronse los concilios de castigarla 
con rigor mas ó menos extremado, se- 
gún las circunstancias y las exigencias 
de los tiempos. Si estos en un principio 
proporcionaron los apóstatas por los mo- 
tivos ya indicados, después la diversi- 
dad de opiniones en los mismos dogmas 
de la creencia ya muy extendida, propor- 
cionaron multitud de cismas y multipli- 
cadas heregías que de continuo turba- 
ban la paz de la congregación cristiana; 
y por eso los cánones que en un principio 
se ocuparon algo de la apostasía, después 
hubieron de ser al extremo numerosos 
con la heregía, proveniente de la efer- 
vescencia religiosa de aquellos siglos 
consagrados á teológicas discusiones. 

14. El apóstata que conforme á algu- 

nos concilics, y entre “ellos el general de 
Nicea, puede ser admitido nuevamente 
en el gremio católico, si arrepentido pa- 
sa tres años entre los oyentes, siete entre 
los penitentes y otros dos unido al pue- 
blo en oración, aunque fuera de la comu- 
nión de la Iglesi* quedó por ésta sujeto 
á distintas penas, que aun subsisten hoy. 
Tales son la excomunión, privación de 
sepultura eclesiástica, pérdida de benefi- 
xios, gracias y honores, incapacidad de 
ser testigos contra cristianos aun des- 
pués de convertidos, y degradación en 
su caso. ' 

lo. Sujeto también el delito de apos- 
tasía á la jurisdicción de los legos, de 
la propia manera nuestras leyes, de 
acuerdo con las romanas, y desde los mas 
remotos tiempos, pronunciaron contra el 
apóstata exageradas penas, hijas por una 
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parte de la severidad de los castigos que 
tenian lugar en los códigos criminales, y 
por otra de la extremada intolerancia 
que reinaba entonces respecto de todos 
los delitos que atacaban la religión. De 
este modo la ley del Fuero Juzgo (17. tít. 
2. ° lib . 12) dispuso que todo cristiano, y 
con mayor motivo si era hijo de cristiano, 
que se circuncidara ó adoptara los ritos 
judáicos, sufriese la pena de muerte, rea- 
gravándola con crueles padecimientos, 
y aplicándose sus bienes al rey, con el 
fin de que los herederos y parientes cer- 
canos hiciesen oposición á semejante 
apostasía. 

16. La ley del Fuero Real (1 tít , 1. 
libj 4) á mas del cristiano que se torna- 
ba judío, habló también del que se vol- 
via moro, así como del que oonvertia á 
su hijo á una de esas dos religiones, y á 
todos ellos impuso la pena de ser que- 
mados vivos. 

17. Por el derecho de las Partidas, 
el cristiano que se tornaba judío ó moro 
y volvia después ai seno de la Iglesia ar- 
repentido, no por eso dejaba de estimar- 
se como falso y escarnecedor del cristia- 
nismo. Con arreglo á la ley romana, pues, 

uedaba infamado para siempre, no po- 

ia ser testigo ni aspirar á ningún ho- 
nor, ni tampoco podia ser instituido he- 
redero. Ademas declaró la ley nulos to- 
dos los contratos y donaciones que se le 
hubiesen hecho desde el dia en que co- 
menzó á vacilar en la fé; cuyas penas 
reunidas, según lo advierte el propio le- 
gislador, eran peores que la de la misma 
muerte. 

18. Los comentadores de esta ley, sin 
embargo, y á mi ver con razón sobrada, 
enseñaron que sus rigorosas penas son 
aplicables tan solo á aquellos que aun- 
que convertidos apóstatas no eran admi- 
tidos á reconciliación por la autoridad 
eclesiástica, porque de otra manera de- 
bían ser considerados como los demas 
hereges, supuesto que la apostasía no 
viene á ser otra cosa que la mas impor- 
tante de las heregías. Con semejante 
aclaración, las penas impuestas al após- 
tata de aquel modo convertido, no apa- 
recen tan excesivas en relación á la de 
muerte que se imponia á la otra clase de 
apóstatas, que no daban ninguna mues- 
tra de arrepentimiento. 


19. El cristiano que se tornaba mo- 
ro, comunmente conocido bajo la acep- 
ción de renegado, sea cual fuere el moti- 
vo que á ello le impulsara, conforme al 
mismo derecho de las Partidas, debe per- 
der todos los bienes, pasándo á sus hijos 
que se conservaren cristianos; no tenién- 
dolos, deben pasar aquellos bienes á los 
otros parientes católicos hasta el décimo 
grado; y careciendo de éstos, al fisco. 
Ademas, á semejante apóstata debia im- 
ponerse la pena de muerte siempre que 
se le encontrara en territorio español 
(L. 4, tít. 25, Part. 7.) 

20. El mismo código imposibilita de 
ser herederos de persona alguna, á los 
cristianos que se 'tornan moros ó de otra 
ley, (L. 4, tít . 8 , Part . 6) y presenta esa 
propia apostasía como causa de deshere 
dación, respecto del ascendiente cristia- 
no. (L. 7. Út. 7. Part. 6 ) 

21. Cuando el apóstata hace algún 
señalado servicio al Estado católico, las 
propias leyes le eximen de la pena de 
muerte que les imponen, por la conside- 
ración de que con aquel hecho dan á en- 
tender su amor á sus correligionarios, y 
demuestran que volverian á la fé católi- 
ca, si no fuese por excusar vergüenza ó 
afrenta á sus parientes ó amigos. Si des- 
pués aquel apóstata del servicio vuelve 
á la fó católica, ha de recuperar sus bie- 
nes, honores y consideraciones, como si 
nunca se hubiera separado de la íé de 
Cristo. ( L . 8, tít. 25, Part. 7.) 

22. Los bienes del casado que se ha- 
ce apóstata pasan por el mismo hecho al 
poder del otro cónyuge que se conserva 
en la religión católica, con obligación de 
reservarlos para los hijos que hubiese te- 
nido en aquel matrimonio. ( L . 6, tít. 25, 
Part. 7.) 

23. Por fin y conforme al propio có- 
digo de las Partidas, es publica la acción 
que se dá para acusar la apostasía, y du- 
ra hasta cinco años después de la muerte 
del delincuente, egecutándose las penas 
en sus bienes, si la acusación tiene lugar 
después de aquel fallecimiento ( L . 7, tít. 
25, Part. 7.) 

24 Conforme á las disposiciones 
posteriores á las de Partida, se prohí- 
be á todo judío residente en los dominios 
españoles, que intente que ningún moro 
ni tártaro ni hombre de otra secta se tor- 
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ne en judío, circuncidándolo ó haciendo | 
otras ceremonias judáicas, so pena de 
que el que así intente la conversión y el 
convertido, queden hechos cautivos para 
cyie el Rey haga de ellos lo que mejor le 
parezca ( L . 1, tít. 1, lib. 12. Nov. Rec) 
Aquí vemos, pues, prohibida la aposta- 
sía de una religión á otra sin ser cristia- 
na ninguna de las dos, y el motivo que 
para ello dá la ley, es el de que semejan- 
te manejo cede en gran vituperio y me- 
nosprecio de nuestra fe católica. 

25. De la propia manera está preve- 
nido que si algún judío ó moro intenta 
hacerse cristiano, ninguno, sea moro, ju- 
dío ó cristiano se lo impida por’ fuerza ó 
de otra manera, aun cuando sea su próxi- 
mo pariente, bajo las mayores penas así 
civiles como criminales que se hallaren 
po derecho (L. 2, tít 1, lib. 12, Nov . Rec) 

26. También prohibe la ley que nin- 
guno saque, dé favor, ayuda ó consejo, 
para que malos cristianos salgan del rei- 
no á fin de tornarse moros ó judíos, so 
pena de ser tenidos por alevosos y sufrir 
por ello la muerte. La misma pena de 
muerte con la circunstancia de ser de fue- 
go, impone á aquellos malos cristianos 
que intentan la apostasía en la forma so- 
bredicha, haciendo suyos los bienes que 
llevan el que les aprehende, pero con 
obligación de conducir al criminal con 
los propios bienes, á la justicia mas cer- 
cana del lugar del hecho, para que de él 
conozca ( L . 2, tít . 2, lib . 12, Nov. Rec) 

27. Las mismas leyes recopiladas 
prohiben que los reconciliados por el de- 
lito de apostasía, ni los hijos y nietos de 
los quemados por semejante delito, hasta 
la segunda generación por línéa masculi 
na y hasta la primera por línea femeni- 
na, puedan ser del Consejo, ni oidores de 
las Audiencias, ni secretarios, ni alcal- 
des, ni alguaciles, ni mayordomos, ni 
contadores mayores, ni escribanos de cá- 
mara, ni de rentas, ni chanoillería, ni 
registradores, ni relatores, ni abogado, 
ni fiscal, ni tener otro oficio público, 
ni en la Real casa y corte y chan- 
cillerías ; y asimismo que no puedan 
ser corregidor, ni juez, ni alcalde, ni al- 
cayde, ni alguacil, ni merino, ni prebos- 
te, ni veintequatro, ni regidor, ni jurado, 
ni fiel, ni ejecutor, ni escribano público 
ni del Concejo, ni boticario, ni tener otro 


oficio público ni real en la monarquía, 
bajo la pena impuesta á los que usan ofi- 
cio para los cuales no tienen habilidad ni 
capacidad y de confiscación de todos sus 
bienes para el fisco, en cuyas penas 
incurran por el mismo hecho, sin otro 
proceso, ni sentencia, ni declaratoria (L. 
3, tít. 3, lib. 12, Nov. Rec) 

28. Encargándose el cumplimiento 
de la disposición anterior, se reiteró la 
prohibición de ejercer los apóstatas refe- 
ridos y sus descendientes designados 

| aquellos oficios ni otros ningunos de 
honra, á menos que obtuviesen licencia 
y especial mandado del Rey, reserván- 
dose él mismo declarar cuáles oficios son 
los comprendidos bajo aquella acepción 
de honra (L. 4, tit. 3, lib. 12, Nov. Rec.) 

29. Todas esas pehas y disposiciones 
hubieron de caer en desuso, pues ni la 
muerte por fuego se acostumbró en los 
tiempos modernos, ni se aceptó el prin- 
cipio de que las penas se trasmitan á los 
descendientes, ni tiene lugar la confisca- 
ción de bienes, ni la apostasía tuvo tam- 
poco cabida á medida que cesaron las 
contiendas religiosas y encarnizadas. per- 
secuciones á que daban lugar. Tomando 
sin duda en cuenta todas esas circuns- 
tancias el código penal novísimo, y aco- 
modándose á la tolerancia que en la ma- 
teria reconocen los tiempos . actuales, ha 
promulgado en la materia una sola dis- 
posición que indudablemente dista mu- 
cho del extremado rigor de las anteriores 
estampadas en nuestros códigos. 

30. Conforme á ese código novísimo 
pues, el español que apostatare pública- 
mente de nuestra religión, será castigado 
con la pena de extrañamiento perpetuo, 
cuya pena cesará desde el momento que 
vuelva al seno de la Iglesia. Ademas, 
quedará inhabilitado perpetuamente pa- 
ra toda profesión, ó cargo de enseñanza. 
(Arts. 136 y 137.) 

31. Para comprender bien las dispo- 
siciones del código en esta materia, así 
como en los demas delitos contra la reli- 
gión, forzoso e3 detener la atención en 
el sistema que ha presidido á su forma- 
ción. España, siempre defensora y pro- 
pagadora de la í'é católica, fuó extremosa 
en sus leyes sobre ese punto como ya se 
ha visto; y con sus armas luchó también 
mas que ninguna otra nación por soste- 
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ner aquellos dogmas del catolicismo. 
Controversista en medio Je las agitacio- 
nes teológicas de la primitiva época, 
guerrera en las luchas de la cristiandad 
con el poder mahometano, propagandis- 
ta cuando tuvo lugar el descubrimiento 
de ignoradas é inmensas regiones, des- 
pués fuó á lo sumo intolerante y perse- 
guidora respecto de los que de cualquier 
modo atacasen la fé ó vacilaran en la 
creencia, que como preciosa herencia le 
habian dejado sus mayores en su depó- 
sito. 

32. A aquellas siglos de efervescencia 
religiosa, sucedieron, sin embargo, otros 
que trajeron consigo la indiferencia por la 
religión, dejaron de ser enemigos los que 
diferían en opinión sobre el particular, 
y la libertad ó la tolerancia de cultos se 
fué abriendo camino entre las naciones 
de Europa, consagrándose en sus cartas 
políticas y sancionándose por consecuen- 
cia en las leyes secundarias que se pro- 
mulgaron en sus códigos reformados. 
Aquel espíritu de la época por fuerza 
debia abrirse paso en un pueblo impul 
sado como los demas por las doctrinas 
de la civilización moderna, y si España 
no avanzó tanto que de un todo prescin- 
diera de sus creencias y antiguos hábi- 
tos, por lo menos, y evitando un partido 
extremo, hizo una especie de transacción, 
bien entendida entre principios opues- 
tos. 

33. Sus constituciones políticas de- 
jaron libre la conciencia de los subditos 

Í r paralizaron el brazo perseguidor de 
os desavenidos con la creencia, y preci- 
so fué que consagrados semejantes prin- 
cipios ae tan solemne manera, las leyes 
de los códigos secundarios, acomodaran 
¿ ellos todas sus disposiciones. Esas le- 
yes, pues, dejaron de investigar los se- 
cretos de la conciencia, y se detuvieron 
ante el hogar doméstico para no ir á 
buscar en él la3 persecuciones de impie- 
dad; mas no por eso permitieron que 
ninguno en el territorio nacional, escan- 
dalizara con hechos que demostrasen su 
menosprecio por la religión, que la ley 
ha seguido considerando como exclusiva 
del Estado. El legislador no permite, 
pues, semejantes actos, y antes bien los 
impide de una mauei a adecuada á la im- 
portancia que en las actuales circunstan- 


cias les supone. Con este precedente exa- 
minemos mas por menor aquellas dispo- 
siciones que ha dictado respecto de la 
apostasía. 

34. A quien pena es al español após- 
tata, y de aquí es claro que deja en li- 
bertad al estrangero de incurrir en aque- 
lla apostasía pública ó privadamente. En 
el Estado es admitido, pues, el estrange- 
ro, aunque profese otra religión distinta 
de la nuestra, y nada importa tampoco 
que varié su creencia de una manera pú- 
blica. El legislador no lo permite á un 
súbdito suyo, porque para sus súbditos 
no reconoce otra religión que la católica 
apostólica, romana de una manera osten- 
sible; pero nada debe importarle que el 
extrangero, que por sus leyes particula- 
res puede cambiar de religión á su anto- 
jo, use ó no de aquella franquicia en 
nuestro territorio ó donde mejor le con- 
venga. No le será permitido celebrar 
actos públicos del culto que adopte, ni 
propagar sus doctrinas, ni hacer actos 
ofensivos a nuestra religión; pero en 
euauto á cambiarla por otra, ni el artícu- 
lo del código lo prohibe, ni hay razón 
bastante para que así lo hiciera. Seme- 
jante hecho no puede considerarse como 
un escándalo ó insulto á la religión del 
pais, según indica el Sr. Caravantes co- 
mentando este artículo del código; pues 
el mismo escándalo ó insulto podria es- 
timarse en todos los demas hechos que 
en el extrangero manifiesten por ella 
una completa indiferencia ó falta de creen- 
cia en sus dogmas. Por eso el código ex- 
tiende solamente su prohibición al espa- 
ñol y no al extrangero. 

35. En consonancia con los mismos 
principios recomendados, es evidente 
que si el español se hace apóstata en pais 
estranjero, ha de alcanzarle la pena de 
extrañamiento perpétuo de nuestra mo- 
narquía, mientras no vuelve al seno de 
nuestra Iglesia. Aquella apostasía así 
consumada, del propio modo ha de tener 
lugar de una manera pública; y para que 
así sea castigada, obra el mismo funda- 
mento que media cuando el hecho tiene 
lugar en territorio español. Lo que la ley 
no quiere permitir es, que los súbditos 
españoles abracen otra religión que la 
que reconoce el Estado, y lo mismo dá 
eso que lo verifiquen en un punto que en 
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otro, pues el resultado viene á ser el mis- 
mo. 

86. Pero si el español que asi apos- 
tata de su religión en el extranjero, á la 
vez adquiere el derecho de ciudadanía en 
aquel territorio, ¿aun quedará compren- 
dido en la pena del extrañamiento per- 
pétuo que á los tales apóstatas se impo 
ne? Indudablemente que no podrá vol- 
ver á los dominios españoles bajo aque- 
lla calidad de español, mientras no torne 
á la vez al seno de la Iglesia; pero no en- 
tiendo que haya razón bastante para im- 
pedirle la entrada en el territorio español, 
cuando lo haga en concepto ya de ex- 
tranjero, que como tal puede cambiar li- 
bremente de religión, conforme á las dis- 
posiciones legales del nuevo Estado á 
que pernenece. 

37. La pena mencionada del código 
es la de apostasía de la religión católica, 
apostólica , romana , y ya se concibe por 
esto que comprende no solamente á la 
variación de la religión católica por otra 
del todo distinta como sucederia con la 
mahometana; sino también por otra que 
excluyese tan solo algunos dogmas de a- 
quella, como sucederia con la reformada 
6 profcextante. Así la apostasía á que se 
refiere el código, comprende ademas déla 
apostasía de perfidia 6 déla fé , la de deso - 
bediencia 6 de cisma . 

88. Mas para imponer aquella pena 
de extrañamiento perpétuo el código exi- 
ge que la apostasía se verifique pública- 
mente, y esa circunstancia presta motivo 
para dificultades que han puesto en con- 
trarias opiniones á los comentadores. Sal- 
vando siempre la consideración que re- 
quieren sus manifestaciones, trataré de 
explicar con los fundamentos que entien- 
do S9r mas aceptables, la inteligencia de 
la ley en la materia que nos ocupa. 

39. El código no entiende por la a-- 
postasía en el caso presente, la tentativa 
para variar la religión, ni la inculcación 
pública de su inobservancia, ni la mofa de 
sus misterios ó sacramentos, ni la propa- 
laron de doctrinas ó máximas contrarias 
al dogma, ni las ofensas hechas á las co- 
sas sagradas ó sus ministros, porque se- 
mejantes hechos los pena determinada- 
mente en otros artículos distintos del 
136 á que me voy contrayendo. Ese mis- 
mo código tampoco castiga la falta de 


concurrencia de los súbditos á las prác- 
ticas religiosas: en el caso que nos ocupa, 
tan solo pena la apostasía pública del es- 
pañol y forzoso es inquirir como pueda 
tener lugar semejante apostasía con el 
requisito de la ley. 

40. Podrá, pues, tener lugar pasando 
el español á territorio extranjero y abju- 
rando allí de palabra ó por actos inequí- 
vocos de la religión católica, como suce- 
dería desempeñando cargos religiosos 
distintos de los del catolicismo. Podrá 
también tener cabida en el mismo terri- 
torio español, cuando en lugares públi- 
cos se haga manifestación de la aposta- 
sía, ó cuando por escrito á que también 
se dé publicidad, se obra de la propia ma- 
nera. En esto3 casos la ley respeta la li- 
bertad de la conciencia, permite que en 
privado cada cual rinda á la divinidad 
un homenage conforme á la^ prácticas 
que tenga por oportunas, y lo que pro- 
híbe es el escándalo que pudiera propor- 
cionar la publicidad de semejantes actos. 

41. Síguese, de aquí, pues que confor- 
me á la doctrina del código penal, la au- 
toridad pública no tiene para que ocu- 
parse de si el súbdito en su interior es 
católico apostólico romano, ó si es ateo, ó 
judío, ó protextante. Tampoco se mezcla 
en si en lo interior de su casa, comenta 
la Biblia en sentido contrario al dogma 
cató 1 ico, ú observa ciertos ritos que nues- 
tra Iglesia rechaza, mientras no ejerza 
esos actos de una manera descubierta y á 
vista de todos, que eso v ale públicamente. 

42. Los autores de la Enciclopedia 
de derecho y administración, pretenden 
que la circunstancia de ser pública la a- 
postasía, se cumple con la de que pueda 
ser probada por hechos positivos. Dicen 
que la autoridad ha de respetar el secre- 
to mientras exista como tal; pero que si 
el delito se hace conocido como podría 
suceder por la denuncia de uno ó mas 
domésticos escandalizados, el juez £e en- 
cuentra en el caso de - proceder, á menos 
que se trate de aquellos extranjeros que 
no pueden ser inquietados por su creen- 
cia, ni por el culto privado de que en su 
morada hagan uso. 

43. No se trata ni me ocuparé yo de 
discurrir en tésis geñeral si sea ó no con- 
veniente en nuestra monarquía la liber- 
tad ó tolerancia de cultos, sino de lo que 
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previene el código; y desde luego digo 
que la condición de pública que exige de 
la apostasía para ser castigada, resiste la 
aplicación de los principios comunes que 
se refieren a los demas delitos para im- 
ponérseles una pena, por mas privada 
y sigilosa que sea su consumación. Pero 
hay otros datos decisivos en el mismo có- 
digo para apoyar la doctrina que sosten- 
ía 

44. El que celebra actos públicos de 
un culto que no sea el s católico, y el que 
inculca también públicamente la inobser 
vancia de nuestros preceptos religiosos, 
conforme á los artículos 129 y 130 del có- 
digo, tiene la pena de extrañamiento tem- 
poral en el primer caso y de prisión cor- 
reccional en el segundo ¿Y tendrá una 
pena mayor el apóstata que en privado 
observase ritos contrarios á los de la re- 
ligión católica, apostólica romana? No 
puede achacarse al código tan grave in- 
conveniencia. 

45. Conforme al mismo artículo 130 
el que propala doctrinas contrarias al 
dogma católico, no tiene mas castigo que 
el de verlas condenadas por la censura 
eclesiástica. Si después de aquella conde- 
nación persiste en publicarlas, merece la 
pena de prisión correccional. Si aun rein- 
side en el hecho, es castigado con el ex- 
trañamiento temporal. Pues el que así 
hace semejantes publicaciones no es otra 
cosa que un hereje, que desconoce los 
dogmas de nuestra religión, que ostenta 
sus errores, y que los publica para hacer 
vacilar en su fe á los demas. ¿Y de todos 
modos y en todos casos tendrá penas me- 
nores que aquel que en el recinto de su 
hogar, se limita á no seguir las prácticas 
de la religión católica apostólica romana? 
No es posible que semejante intención 
sea la de los entendidos jurisconsultos 
que formaron el código. 

40. Agróguense á todas estas obser- 
vaciones que la publicidad es circunstan- 
cia inherente de la apostasía. Así la he- 
mos definido al principio de este artículo; 
así la define el diccionario de nuestro 
idioma y la misma acepción tiene en los 
extranjeros. La apostasía supone la os- 
tentación del abandono de la religión. Si 
el código hubiese usado simplemente la 
palabra sin otra añadidura con ella de- 
biera entenderse; cuando ha agregado pú- 


blicamente, de ningún modo deja campo 
para que se entiendan los actos que supo- 
ne, de otra manera que con aquella pu- 
blicidad. 

47. El art. 365 añadido posterior- 
mente al código no me parece acomoda- 
ble á la materia que nos ocupa. Impone 
penas á los que de cualquier modo ofen- 
dan el pudor ó las buenas costumbres, 
con hechos de grave escándalo ó trascen- 
dencia no comprendidos en el mismo có- 
digo. Pero ese artículo fuó motivado por 
haberse presentado en la práctica delitos 
contra la castidad, que el código no había 
previsto determinadamente. Ese artículo 
figura por lo mismo en el código y de una 
manera exclusiva en la sección de los de- 
litos contra la honestidad, y no puede 
por lo tanto dársele la aplicación indeter- 
minada á que seria necesario ocurrir en 
los casos de apostasía que nos ocupan. 
Bastante es dejar á arbitrio de las justicias 
la calificación de hechos ofensivos al pu- 
dor ó las buenas costumbres en esas ma- 
terias de honestidad y castidad, sin facul- 
tarles para que puedan incluir en ellos 
todos los demas actos de la vida que es- 
timen convenientes. La disposición sobre 
apostasía requiere la publicidad de una 
manera terminante, las referentes á los 
delitos menos importantes en el mismo 
asunto, hablan en consonancia de esa dis- 
posición, el sistema del código en el cáso 
se encuentra bien de manifiesto, y no es 
razón que todo ese sistema se varié por 
una generalidad que no le es aplicable. 

48. Hemos visto que el apóstata ade- 
mas del extrañamiento perpetuo, lleva 
consigo la otra pena de inhabilitación 
para toda profesión ó cargo de enseñan- 
za. Esta última pena es pues extensiva á 
todos los demas actos públicos que de- 
muestren ofensa ó menosprecio por nues- 
tra religión católica. El legislador no ha 
podido permitir que el que así ha escar- 
necido aquella religión, se ponga al fren- 
te de la enseñanza pública de que ha de 
componer parte, como la únicamente re- 
conocida en el Estado. Seria en efecto, 
un contrasentido que el que abjuró pú- 
blicamente de la fé católica, se pusiera 
después al frente de las instituciones que 
llevan por objeto conservarla y enseñar- 
la. También es arriesgado poner la ju- 
ventud bajo la influencia de semejante 
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apóstata, aun cuando precisamente, en 
sus lecciones, no entre como parte la re- 
ligión. 

49. Claro es también que semejante 
prohibición subsistirá, aun cuando el a- 
póstata haya vuelto al gremio de la Igle- 
sia, y por lo mismo se le haya suspendi- 
do la pena del extrañamiento. La ley di- 
ce que por aquel hecho de la apostasía, 
la otra pena secundaria es perpétua y no 
la remite por la abjuración posterior. Sin 
embargo, con buen fundamento arguyen 
los comentadores que, muchos contrarios 
á la religión católica, según lo convence 
la historia, han sido después sus mas 
acérrimos defensores. Son esos hechos in 
dudables, pero no es lo general, y pare- 
ce muy fundada la previsión legal, sin 
perjuicio de que en algún caso extraor- 
dinario y por concesión especial soberana 
se haga alguna excepción á su cumpli- 
miento. 

60. Por lo demas, los casos de apos- 
tasía serán muy raros si no imposibles 
en el siglo actual. La misma eferves- 
cencia y abierta hostilidad de las religio- 
nes, debió proporcionar numerosas apos- 
tasías en los tiempos en que tenían los 
atractivos de la persecución y de la im- 
portancia. La tolerancia actual de esas 
mismas religiones entre sí y la disminu- 
ción del terror religioso, hace que cada 
cual se conforme con la doctrina here- 
dada de sus padres, profundizándola con 
mas ó menos intención y siguiéndola con 
mas ó menos convicciones, según están 
dispuestos para ello su corazón y su ca- 
pacidad. 

51. Ningún obstáculo hay, pues, pa- 
ra que en esta Isla se aplique la disposi- 
ción del Código, sin que sea necesario 
hacerle para elJo variación alguna. Aquí 
la indiferencia religiosa toca ya en lamen- 
table, y de hecho puede decirse que se 
toleran todos los cultos con propensión 
á no seguir ninguno. ¿Cuáles son los 
motivos de ello y cuáles los medios mas 
á propósito de remediarlo? 

62. Desde luego no hay tradiciones 


vivas de nuestros antepasados, que de 
una manera eficaz hablen á los sentidos 
sobre el sostenimiento de la fé, como un 
vínculo de veneración y como una pren- 
da de gloria. Después, la frecuente co- 
municación con inaividuosde otras sectas 
y su establecimiento en el pais, donde 
no ejercen acto alguno de religión, dispo- 
nen á la imitación de no ejercer actos ex- 
teriores en homenage de la religión verda- 
dera. Agrégase áesto que la raza africana 
que se introduce, de condición salvaje y 
estúpida, al afiliarse por un mandato ir- 
recusable en el catolicismo, ó raya en la su- 
perstición ó en la mas brutal indiferencia, 
por lo que no llega á concebir de una 
manera clara y distinta. Agréguese á to- 
do esto la nueva inmigración de la raza 
idólatra asiática, sin ninguna nocion de 
los dogmas del catolicismo, y cpn la cual 
forzosamente hemos de ponernos en es- 
trecho contacto y quedará así explicada 
la indiferencia religiosa á que hemos alu- 
dido. 

. 53. No serán ciertamente los medios 
mas oportunos para revivir la fé debili- 
tada, leyes severas sobre apostasía, don- 
de esa misma indiferencia las hace inefi- 
caces, ni tampoco otras sobre las prácti- 
cas de los deberes religiosos, donde tan 
generalizada está la falta. Seránlo, sí, es- 
tablecimientos de educación donde á la 
niñez se inculquen los preceptos religio- 
sos á que deban acomodarse en edad mas 
avanzada, exhortaciones religiosas bien 
entendidas para que se cumplan los de- 
bereg exteriores que nuestra creencia 
exige, y por fin las instrucciones opor- 
tunas del sacerdocio para la conversión 
de los infieles que vienen á componer 
parte del pueblo donde sus trabajos son 
necesarios, y donde no se puede hacerles 
cargo por sus absurdas creencias, contra- 
rias á una religión de que nunca tuvie- 
ron idea. Semejante recurso será, pues, 
el que se siga, cuando es reconocida la 
impotencia de las demas. 

R. Pifia. 
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APREMIO. 

1. Entiéndese por esta palabra la ; 
coacción de que se hace uso para conse- ■ 
guir algún objeto, y el medio que sirve 
para ese mismo fin. ; 

fi. . El apremio tiene lugar en la viq ¡ 
jurídica con el propósito explicado, j 
Tiene también cabida en la misma por j 
sustitución de penas pecuniarias. Y tam- 
bién la via de apremio es un orden de 
enjuiciamiento breve y expedito, que se 
emplea para el uso de ciertas acciones en 
los tribunales comunes, en I 03 msr. anti- 1 
les y para la cobranza de los débitos de 
Real Hacienda y otros. De todos ellos se 
tratará en el presente artículo y en sus 
correspondientes secciones. * | 


CAPITULO I. 

Del apremio a procesados. 

3. Apenas parece creíble en los 
actuales tiempos, que en los pasados ha- 
yan podido usarse los tormentos, para 
arrancar á los procesados confesiones, 
que sin duda hicieron las mas veces por 
libertarse de los horrores del padecimien- 
to que, de semejante manera se les pro- 
porcionara. Pues ademas de aquella me- 
dida del tormento que era lq mas gene- 
ralizada, también los jueces para arran- 
car las confesiones á los reos v aun á los 
testigos podían echar mano de apremios, 
tales, como los grillos, esposas, prensas 
aplicadas á los pulgares, prolongada in- 
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comunicación, y la constitución en cala- 
bozos mal sanos y de hor* ible aspecto. 

4. Si un proceder semejante, for- 
zosamente había de proporcionar repe- 
tidas ocasiones, contrarios resultados de 
los que lleva por objeto la justicia, tam- 
bién era al extremo contrario á la huma- 
nidad y ageno á la- civilización que 
la acata y preconiza. Los adelantos de 
esa civilización, pues, despojaron al 
juez de sus arbitrarios procederes 
en el particular y prohibiéndole ser 
verdugo, redujeron su ministerio á la 
impasibilidad y nobleza que deben ca- 
racterizar todos sus actos. Aquellos apre- 
mios no tan solo no fueron permitidos, 
sino, que quedaron prohibidos expresa- 
mente, llegando aun á constituir delito 
respecto del juez que los pusiera en plan- 
ta, dejándose llevar de crueles instintos. 

5. Había hecho ya el extinguido 
Consejo de Castilla algunas reformas hu- 
manitarias en el asunto, cuando la pri- 
mera constitución política publicada en 
la Península, de una manera mas decisi- 
va, proscribió el tormento y todo género 
de apremios que á su. naturaleza corres- 
ponden. Aquella constitución fue des- 
pués suprimida, pero no pudieron serlo 
muchos de los principios que habia pro 
mulgado. á la faz del mundo, porque la 
evidencia de su acierto resistia la supre- 
sion, y entre esos principios que la Mo- 
narquía absoluta reconoció, lo fué la ex- 
tinción de aquellos apremios á que me 
contraigo, según se nota en la disposición 
de 25 de julio del año de 1814. 

6. Con arreglo á la constitución ci 
tada, las nuevas reprodujeron su preven- 
ción sobreque las cárceles se arreglasen 
de manera que sirviesen para guardar y 
no para molestar los presos, sin que tam- 
poco pudiera nunca colocárseles en cala- 
bozos subterráneos ó nial sanos. 

7.. Posteriormente el Reglamento 
provisional para laadministracion de jus- 
tioia, se ocupó del asunto con un dete- 
nimiento y extensión que honra á sus au 
tore3. Bien se concibió que suprimidos 
aquellos apremios el juez podria usar de 
otros medios equivalentes, con que pro 
percionar los mismos rebultados que se 
uerian evitar y el reglamento se ocupó 
a ello3, para proscribirlos igualmente dc 
una manera terminante. 
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8. Dispuso, pues, en su artículo 8,' que 
así á los procesados como á los testigos 
no hiciesen nunca los jueces sino pre- 
guntas directas y no capoiosas ni suges- 
tivas, y que los mismos jueces quedasen 
constituidos en estrecha responsabilidad 
si para hacerlos declarar á su gusto em- 
pleasen alguna coacción física ó moral, 
ó alguna promesa, dádiva, empeño ó im- 
propio artificio. Y por el artículo si- 
guiente prdeuó que no se hiciesen . á los 
reos otros cargos que los que resultasen 
del sumario y tales cuales resultaran; 
así como tampoco se hicieran otras re- 
convenciones, fuera de las que racional 
mente se dedujeran de las contestaciones 
del encausado, absteniéndose el juez de 
agravar unas y otras con calificaciones 
arbitrarias. 

9. Dispúsose, pues, que para esta Isla se 
aplicara aquel reglamento en lo adapta- 
ble, y la Real Audiencia de Puerto 
Príncipe en su Auto acordado de 21 de 
agosto de 1838, se ocupó del particular 
á que me refiero, en su artículo. 1. ° mí-, 
raeros 7 y 8, así somo también en sus 
otros artículos 10 y 17. Las disposicipnes 
de ese Auto acordado, mandado cumplir 
por el otro de la Real Audiencia Preto- 
rial de 24 de Febrero de 1840 son, pues, 
las siguientes. 

10. En el art. 1. ° numero 7, dispo- 
ne que “en observancia de la ley recopi- 
lada, se deberá recibir declaración den- 
tro de las veinte y cuatro horas á toda 
persona presa ó arrestada; pero cuando 
oor las ocupaciones preferentes del juez 
instructor no pudiere asi verificarse, se 
recibirá tan pronto como se pueda, ex- 
presándose la causal y cuidando de que 
se instruya antes al arrestado del motivo 
le su prisión ó arresto, y del nombre de 
su acusador ó delator si lo hubiere.” 

11. Tiende esta prevención humani- 
taria á no prolongar innecesariamente la 
ansiedad del encarcelado, haciéndosele 
ignorar el motivo de su prisión y aun 
poniéndosele al corriente de la persona 
de su perseguidor ó denunciante, á la vez 
de que la medida influye en 1? 'brevedad 
de la causa, evitándose la prolongación 
le los padecimientos del mismo encaúsa- 
lo. Consideróse sin embargo que podrían 
joncurrir algunas circunstancias que inv 
posibilitaran su extricto cumplimiento, 
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como sucede en todas las acciones huma- 
nas que se sugetan á términos y plazo, 
y para garantía de que aquel impedimen- 
to sea una verdad y no una mera escusa 
y para que se pueda conocer si el mismo 
impedimento es frívolo ó ineficaz para 
el resultado que se le atribuye; y para 
que en todo caso oueda convencerse en 
fin la suposición que en el asunto pueda 
haber, se hace forzoso al juez expresar 
la causa de la dilación mayor de las vein- 
te y cuatro horas en que haya incur- 
rido. 

12. En el número 8. ° del art. 1. ° 
del mismo Auto acordado, se dispone 
que “cuando lo exija la naturaleza de la 
averiguación, y por el tiempo necesario 
únicamente, podrá tenerse en incomuni- 
cación á los presos, pero librándose por 
el juez órden al alcaide de la cárcel, que 
terminantemente se la prevenga.” De es- 
te modo pues se aspira á hacer durar por 
el menor tiempo posible los rigores de 
aquella incomunicación, impidiéndose á 
la vez que los carceleros puedan abusar 
de su ministerio, suponiendo órdenes de 
que debe haber eficaz constancia, para 
que la responsabilidad recaiga sobre el 
verdadero culpable. ' 

13. El mismo auto acordado en su 
artículo 10 y siempre con el propósito 
de alejar aquellos apremios de la legis- 
lación antigua y cuanto mas puede ase- 
mejárseles, p ohibe que nunca “se hagan 
preguntas capciosas ni sugestivas á los 
procesados, ni testigos, y el juez que em- 

lease coacción, engaño ó artificio para 

acer declarar á su gusto á aquellos, será 
castigado conforme a la gravedad de su 
culpa” 

14. Por fin, en los artículos 9 y 17 
del misino auto acordado, se prohíbe 
que se reciba juramento para la declara- 
ción de aquellos procesados como si mas 
claramente se dijera que no se admite en 
la materia ningún género de violencia ó 
coacción, evitándose á la vez la necesi 
dad en que se pone al reo de incurrir en 
el nuevo delito de perjurio; y también 
se ordena que I 03 cargQs sean siempre 
conformes al resultado efectivo del su- 
mario, y las reconvenciones las que na- 
turalmente se deduzcan de lo contestado 
por los reos, sin agravarlos con califica- 
ciones arbitrarias. 


15. Bien claro se yé por el tenor y 
espíritu de estas disposiciones, que la 
confesión del reo ha de ser voluntaria y 
no sugerida por ningún acto físico ni 
moral que pueda influir en ella. Por lo 
mismo es rigorosa consecuencia de se- 
mejantes antecedentes, la de que aun 
cuando el procesado se resista á dar con- 
testación alguna á las preguntas que se 
le hagan, el juez no debe compelerle de 
ningún modo á que ministre aquellas 
contestaciones, debiendo limitarse á con- 
signar el resultado en el proceso. De 
otra manera se eludiría la intención le- 
gal, arrancándose confesiones que deben 
ser voluntarias; y por medio de la coac- 
ción vendría á conseguirse el mismo re- 
sultado que se quiere alejar de que el 
encausado, por temor confiese delitos 
que no ha cometido. 

16. Pero ¿será permitido al juez va- 
lerse de algunos otros arbitrios para con- 
seguir del reo aquella confesión, cuando 
tenga un convencimiento moral de su 
delincuencia? El auto acordado á que 
me he referido, prohíbe que en el caso 
medien, coacción , engañ/j ó artificio. No 
es, pues, dado al juez echar mano de las 
amenazas, le e3tá prohibido hacer supo- 
siciones, no puede apelará las simulacio- 
nes, y si bien se mira, no le queda mis 
recurso que el de las exhortaciones diri- 
gidas á la conciencia del interrogado, cu- 
yo arbitrio de suyo y en las cireunstan' 
cias.en que se emplee, casi siempre ven- 
drá á resultar ineficaz. De esta manera, 
pues, puede asegurarse que el reo queda 
en absoluta libertad de negar ó confesar 
lo que le convenga respecto del delito 
de que se le acuse, debiéndose el juez li- 
mitar á la consignación en el acta de 
aquellas contestaciones, tales como ten- 
ga por oportuno darlas. Las pruebas del 
crimen han de procurarse así encontrar 
en otra parte, que en la confesión del 
procesado. 

17. Los apremios de que el juez se 
valga con los procesados pueden ser ta- 
les que constituyan verdaderos delitos, y 
entonces serán castigados como tales. En 
cuauto á los otros hechos que no, cons- 
tituyen propiamente delito, pero de los 
cuales provengan padecimien tos físicos 
á los procesados, ó resulten como in- 
fracciones de las disposiciones referi* 
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das en el órden de enjuiciamiento, nues- 
tras leyes actuales no imponen penas 
determinadas, que por lo mismo resul- 
tan arbitrarias. 

18. No sucede así con el código pe- 
nal novísimo vigente en la Península, 
cuyas disposiciones, mientras no se ex- 
tiendan áestos dominios, deberán conside- 
rarse sin embargo como doctrina muy 
atendible. En el artículo Abusos, capitulo 
1. ° de e3tos Anales, se explican las pe- 
nas impuestas á todas esas faltas á que 
me contraigo, y entre las cuales se enu 
meran todas aquellas infracciones que 
determina el auto acordado de que aquí 
se ha hecho mención, cuya doctrina está 
basada en la teoría legislativa moderna 
que se reconoce en el asunto. 

CAPITULO II. 

Del apremio por sustitución de pena. 

19. Llámase apremio por sustitución 
d¿ pena en la materia criminal, la prisión 
que se impone al que no puede satisfacer 
la responsabilidad pecuniaria que deter- 
mina la sentencia que contra él se pro- 
nunció; pues esa prisión viene á susti- 
tuir la pena pecuniaria, como se expli- 
cará al hablarse de las mismas prisiones 
y arrestos en SU3 lugares respectivos. 

CAPITULO III. 

Del apremio á testigos. 

20. Este apremio puede tener lugar 
por dos motivos; bien porque el testigo 
citado no comparezca ante el juez que 
la llame á declarar, bien porque verifi- 
cando el comparendo se niegue á dar 
contestación respecto de los particulares 
sobre que es preguntado. Semejante pro- 
ceder puede tener cabida así en la mate 
ria criminal como en la civil; así miando 
el llamamiento se hace al testigo á ins 
tancia de parte, como cuando tiene *ugar 
de oficio. 

21. Semejantes apremios, sin embar- 
go tendrán lugar de distinta manera, se 
gun sea el testigo á que se refieran. Al- 
gunos de ellos están exentos de compa- 
recer ante el juez para ministrar sus de- 
claraciones; otros hay que tienen la fa- 


cultad de testificar por escrito en* deter- 
minados casos, v de aquí resulta que el 
ipremio, según ías circunstancias tendrá 
cabida, bien para obligar al testigo para 
que comparezca y declare, ó ya solamen- 
te para que ministre su declaracicn en la 
manera que corresponda hacerlo. 

22. La ley 35, tít. 16, Part. 3. 05 ex- 
pone que todo el que es llamado ante el 
juez para ser testigo, se encuentra en la 
obligación de comparecer al efecto de 
manifestar lo que sepa sobre el hecho de 
que se trata de averiguar, por dos moti- 
vos: el primero, por prestar obediencia 
á la autoridad que le llama,, y el segun- 
do, por la necesidad en que todos nos 
encontramos de manifestar la verdad, 
respecto de aquellos hechos de cuya ave- 
riguación se trata. Por lo tanto, la pro- 
pia ley dispoue que, el que en semejantes 
casos fuese rebelde al llamamiento del 
juez, pueda ser apremiado, haciéndosele 
prender hasta que venga. 

23. De acuerdo con esta disposición, 
la ley 20, tít. 8, lib. 2 del Fuero Real, dis- 
pone también que, tanto en el pleito cri- 
minal como en el civil, esté en obligación 
íl testigo de presentarse ante el juez pa- 
ra dar la declaración que se le pida, 
p re atando j uramento y pudiéndosele apre- 
niar personalmente para que lo verifi- 
que, en el caso de que por voluntad no 
*e preste á hacerlo. 

24. De acuerdo con esas mismas pre- 
venciones en laNov. Rec. figura también 
la fie que el juez pueda compeler y apre 
miar á los testigos, por medio de penas 
pecuniarias ó arresto, así por los bienes 
como por los cuerpos , para que ante él 
comparezcan y bajo juramento expon- 
gan lo que les conste, en cuanto al hecho 
sobre que han de declarar. ( L . 1, tít . 11, 
lib. 11, Nov . Rec.) 

25. Aquellas palabras de la ley así 
por los bienes como por los cuerpos , pare- 
cen demostrar que al testigo rebelde, se 
ha de conminar primero con milita y 
después co^ prisión por su desobediencia. 
Pero las leyes que no fijan la importan- 
cia de esas multas ni el tiempo de aque- 
lla prisión dejan una latitud extraordi- 
naria al arbitrio del juez, v préparan por 
lo mismo la diversidad de prácticas en 
el asunto. Así no es extraHo que aque- 
llas conminaciones sean de cantidades 
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distintas y desproporcionadas y aun que 
antes de liacerse uso de ellas, sea condu- 
cido el testigo ante el juez por los minis- 
tros del tribunal que ha dispuesto la 
convocatoria. * 

26. Con arreglo á las doctrinas legis- 
lativas modernas, que con sobrada ra- 
zón coartan en cuanto es dable la arbi- 
trariedad del juez, creo que la práctica 
siguiente sea la mas oportuna en seme- 
jantes casos. Citado el testigo para que 
comparezca á declarar ó para que lo ve- 
rifique de cualquier otro modo que, con- 
forme a su posición haya de practicarlo, 
si no presentare legítima excusa para 
dejar de hacerlo, es oportuno que de nue- 
vo se le cite bajo apercibimiento demulta, 
la cual parece bien que sea de 2 á 10 pe- 
sos como sucede en los juicios conciliato- 
rios. Y si á pesar de ello no verificare el 
comparendo, corresponde que la multa 
se haga efectiva y que tenga á la vez lu 
gar nueva intimación, bajo apercibimien- 
to de que se procederá á imponer al tes- 
tigo 1 a pena oportuna por su falta. 

27. Conforme al código penal novísi- 
simo publicado en la Península (Artícu- 
lo 483), los particulares que no guardan 
el respeto y sumisión debida á cualquier 
funcionario revestido de autoridad pú • 
blica, incurren en la pena de tres á quin- 
ce dias de arresto y reprensión privada. No 
parece dudoso que el testigo que de la 
manera referida ha desairado los precep- 
tos del juez, habrá incurrido en aquella 
falta de respeto y sumisión, y la pena 
delcódigo es por lo tanto muy oportuna 
en el caso, acomodándola á la posición 
que en la sociedad ocupa el testigo, y á 
la importancia del asunto á cuya conse 
cuencia se le llama para que ministre 
su declaración. Si el hecho fuese de ma- 
yo r importancia constituirá. delito de re- 
sistencia ó desobediencia prevista en el 
mismo código. 

28. En las causas civiles regularmen- 
te el interesado que promueve las decla- 
rado les, tiene el cuidado de hacer que 
comparezcan los testigos en el dia y ho- 
ra que se de úgnan para recibirlas. Sin 
embargo, si el interesado no puede conse- 
guir que aquellos testigos verifiquen el 
comparendo, ó desde luego teme que de 
jen de practicarlo, puedesolicitar del juez 
que les mande citar para que se presen- 


ten á ministrar las declaraciones, y no 
haciéndolo puede pretender que tengan 
lugar los apercibimientos y penas, en el 
órden que ya se ha referido. Con mayo- 
ría de razón deberá acontecer lo mismo, 
cuando se trate por una parte de que los 
testigos de la contraria contesten á inter- 
rogatorios que tenga por oportuno hacer- 
les por la suya. 

29. Cuando el testigo comparece sin 
necesidad de apremios ó con ella, y se 
niega sin embargo á declarar cosa algu- 
na respecto de los particulares sobre que 
es preguntado, si no es en los casos en 
que conforme á derecho no puede ser 
obligado á hacerlo, sin duda ha de com- 
pelérsele á que lo verifique, haciéndose 
uso de los mismos apremios de que va 
hecha mención. Comparecer á declarar y 
obstinarse en guardar silencio, realmen- 
mente equivale á no haber comparecido 
En semejante caso no ha.de obrarse co- 
mo con el encausado, respecto de quien 
ha de procederse de distinta manera, 
pues la ley, como hemos visto, haoe obli- 
gatorio para el testigo el hecho de expo- 
ner la verdad de lo. que se le pregunta, 
y aun para garantia de ello le exige en 
el acto formal juramento. 

CAPITULO IV. 

Del apremio para devolución de 

autos y cumplimiento de otras pro- 
videncias Judiciales. 

30. Bajo la acepción de apremio se 
comprende el libelo en que se solicita 
del juez que disponga la devolución de 
los autos. Se comprende asimismo la 
providencia que el juez. dicta á virtud de 
aquel apremio; y por fin la medida que 
contiene la misma providencia, para que 
la devolución sé verifique. 

31. Dobe distinguirse la expresión 
apremiar de la Je acusar la rebeldía, las 
cuale3 suelen confundirse. Cuando en el 
orden de sustanciacion tienen lugar pla- 
zos dentro de los cuales un litigante de- 
be comparecer al emplazamiento que le 
hace el juez, si no lo verifica dentro del 
plazo se puede acusar la rebeldía, pi- 
diéndose en consecuencia que se dé por 
evacuado el trámite. Cuando el litigante 
que ya compareció en juicio, ha de con- 
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sumar un hecho, como el de la compare- 
cencia personal ante el juez ó devolu 
cian del proceso, tiene lugar el apremio . 
De este modo pues, la rebeldía pro- 
porciona el resultado de dar por evacua- 
cuado un acto que por lo mismo no tie- 
ne lugar, y el apremio á la contra hace 
obligatoria la consumación del acto á 
que se refiere. Puede acusarse pues la re- 
beldía parft que se dé por evacuada la 
contestación á la demanda, del deman- 
dado que no llevó los autos, y puede 
apremiarse para que se recoja el proceso 
de poder del que lo llevó. En las dispo- 
siciones dictadas antes de la ley de en- 
juiciamiento civil últimamente publica- 
da en la Península, no se hace la debida 
distinción entre la verdadera rebeldía y 
la que no lo es como se advertirá en se- 
guida. 

32. Las leyes de enjuiciamiento así 
en la materia criminal como en la civil, 
tienen marcados los plazos dentro de los 
cuales han de tener lugar los actos que 
se suceden en los procedimientos, y las 
recopiladas determinan que transcurri- 
dos esos plazos los trámites á que se re- 
fieren, por semejante circunstancia se en 
tiendan evacuados. Así debió ser, por- 
que de otra manera los procedimientos 
judiciales se harían inacabables, y con ello 
por una parte se ofenderla la causa pú- 
blica y por otra se perjudicarían grave- 
mente los intereses de los que reclaman 
justicia, en los pleitos que se ven pre vi- 
sados á promover. 

33. Sin embargo desemejante previ- 
sión del legislador, una de las cosas so- 
bre que se han cometido y cometen mas 
abusos en la práctica, es sobre la pro- 
longación de aquellos términos legales, 
hasta el caso de eternizarse los procedi- 
mientos con ese arbitrio. Las ocupacio- 
nes de los curiales ó algunos acaecimien- 
tos imprevistos, pueden en ocasiones ha- 
cerles imposible llenar sus deberes dentro 
de los plazos legales, pero otras veces la 
desidia y con mucha frecuencia la mali- 
cia de los litigantes que les inclina á de- 
morar el curso de los pleitos, son los que 
los alargan de una manera escandalosa, 
habiendo dado motivo á multiplicados 
abusos y disposiciones legales dirigidas 
á coateaerlos, tanto en la Península co- 
mo en esta Isla. También es cierto que I 


las leyes de procedimientos con poca 
previsión en cuanto á esos plazos, otor- 
garon unos mismos para los trabajos de 
los curiales, y actos de los litigantes, sin 
considerar la naturaleza de los asuntos 
sobre que recayeran y el volúmen de los 
expedientes en que tuvieran lugar a§í co- 
mo las distancias y otros requisitos, pre- 
parando con semejante imposibilidad ó 
dificultad de hecho la infracción de sus 
otras disposiciones en la materia. Salvado 
se encuentra ese inconveniente en la ley 
novísima, cuyo cumplimiento se ha pedi- 
do para estos dominios, y semejante cir- 
cunstancia hará mas cumplideras-las dis- 
posiciones dictadas sobre rebeldías y de- 
volución de autos. 

34. Los traslados que requieren lle- 
var y devolver los procesos, son los que 
principalmente han servido y aun sirven 
para aquellas demoras escandalosas de 
los procedimientos á que me contraje. 
Sin duda los plazos judiciales deben co- 
menzar á contarse desde el momento en 
que se notifica su concesión á las partes. 
Conforme á esta doctrina que es irrecu- 
sable, luego que á un litigante fué noti 
ficada la concesión de un traslado, prin- 
cipia á correrle el término que la ley le 
otorga para contestarlo, bien sea que no 
se haga al efecto cargo de los autos, bien 
sea que los tome ya transcurrida la mi- 
tad del plazo ó cuando lo tenga por 
oportuno. Sin embargo, es muy común 
ver desatendida una doctrina tan incues- 
tionable, adoptándose en su lugar el par- 
tido de apremiar al colitigante á quien se 
confirió el traslado, para que se haga 
cargo del proceso á fin de contestarlo, 
sin que comience á contársele el término 
de la contestación hasta que no ha lle- 
nado el requisito de tomar el expediente. 
No se encuentra, sin embargo, -entre los 
numerosos y entendidos autos acorda- 
dos vigentes de nuestras Audiencias, 
ninguno que se haya ocupado de corre- 
gir semejante abuso. 

35. Acertado es que, cuando se con- 
fiere en el juicio el primer traslado de la 
demanda propuesta, y el demandado o- 
curre presentando poaer y pidiendo que 
dándose por calificada su personería se le 
entregue el proceso para contestar aquel 
traslado, no se le comiencen á contar los 
9 dias de la contestación hasta después 
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«le llenos aquellos requisitos. Los autos 
no deben entregarse sino al representan- 
te ya constituido. Pero semejante prácti- 
ca proporciona el doble inconveniente, 
de no haber primero un plazo fijo dentro 
del cual haya de constituirse el poder, y 
segundo, de que después de constituido, 
suele en ocasiones apremiarse también 
para la lleva de autos, sin que el termino 
de la contestación comience tampoco á 
contarse hasta que h¿i tenido lugar seme- 
jante requisito. 

36 El remedio que se presenta para 
zanjar todos esos inconvenientes, seria 
el de que hubiese fijada un plazo legal 
para la constitución del poder por parte 
del demandado y otro para contestar la 
demanda, teniendo lugar con rigor los 
efectos de la rebeldía ó apremio por el 
trascurso de aquellos plazos. Ya que 
asínose encuentre aun dispuesto, por 
lo menos es muy legal, que , trans- 
curridos nueve dias posteriores al em- 
plazamiento, sin que se haya produci- 
do el poder por el demandado, con solo 
una rebeldía se dé por evacuado el trá- 
mite. También que el mismo plazo de 
los mismos 9 dias comience á contarse 
desde que se calificó la personería, llé- 
vense ó no los autos para la contestación, 
inviértase en practicarlo mayor ó menor 
parte del mismo plazo. 

37. Esta doctrina se encuentra apo- 
yada en las disposiciones de la ley de en- 
juiciamiento civil publicada en la Penín- 
sula. Allí se dispone que de la demanda 
se confiera traslado emplazándose al de- 
mandado para que dentro de 9 días im 
prorogables comparezca á contestarla, 
( art. 227). La ley amplia el plazo aten- 
diendo á la circunstancia de residir el de- 
mandado á mayor ó menor distancia del 
lugar en que se le demanda. Trascurrido 
el término del emplazamiento, con la so- 
la acusación de uua rebeldía dá por con- 
testada la demanda, entendiéndose los 
demas trámites con los estrados (art. 232) 
y ya personado en forma el demandado, 
previene que se le manden entregar los 
autos para que conteste, dentro de otros 
nueve dias (art. 234). 

88. Otra falta de rigoroso cumpli- 
miento de las disposiciones legales en la 
materia que nos ocupa, sirve también pa- 
ra proporcionar gran dilación en la mar 


cha de los procedimientos. Acusada la 
rebel lía y decretado el apremio nara la 
devolución de los autos, en rigor debería 
entenderse evacuada la contestación pen- 
diente, tratándose solamente de llevar 
á efecto la recogida y sin darse entrada 
por lo mismo á aquellos' escritos de la 
contestación. Dj otra muy distinta mane- 
ra se procede sin embargo, pues sea cual 
fuere el tiempo de la retención del pro- 
ceso, al devolverse tienen curso aque- 
llos escritos de la contestación y á des- 
pecho de la rebeldía, como si ya existie- 
ran agregados al mismo expediente. De 
ser eficaz aquella rebeldía los autos no 
se retuvieran, en los mas de los casos, 
porque ni el litigante querría exponerse 
a la pérdida de sus derechos por conse- 
guir alguna demora, ni los curiales pro- 
penderían á ella con perjuicio de sus mis- 
mos haberes; y semejante resultado de los 
de mas fácil ejecución á instancia de par- 
te y apoyado por la severidad de los 
jueces, seria mas eficaz que los numero- 
sos que se han adoptado hasta hoy para 
atajar semejantes males. 

39. Hubo un tiempo no muy remoto, 
en que en el foro de esta Islase habían lle- 
vado al mayor extremo á que podían lle- 
gar los abusos sobre la retención de los 
autos. Tomados por el litigante, comen- 
zaba el curso de los apremios para la de- 
volución, las mas veces con el solo obje- 
to de ocasionarse costas, aumentándose 
con ellos de extraordinaria manera el 
volumen de las mismas actuaciones. Al 
primer apremio disponía el juez simple- 
mente requiérase , al segundo, requiérase 
con apercibimiento , no era extraño que al 
tercero se mandase volver á requerir con 
nuevo apercibimiento, á nuevo reclamo 
llamaba el tribunal los antecedentes , con- 
minábase después con multa ó cárcel ó 
ministros de guardia en la morada del 
que retenia los autos, pediánse entonces 
términos para devolver los procesos que 
también se concedían, tornábase de nue- 
vo después de cumplidos los términos á 
la sucesión de apremios y providencias 
de requiérase y vuélvase á requerir, dá- 
base entrada en esta misma cadena á 
escritos recordatorios para que el juez 
despachase los antecedentes que retenia, 
no faltaban también otros apremios para 
. que el ministro encargado de ejecutar los 


Digitized by v^.ooQLe 



APREMIO. 


497 


dispuestos por el tribunal diese cuenta 
con las diligencias que demoraba; ningu- 
na de las conminaciones que se bacian 
llegaba á tener cumplido efecto; y el re- 
sultado de todo era el de que el litigante 
ó abogado malicioso retenia en su poder 
el proceso casi todo el tiempo que lo es- 
timaba oportuno, sacándose de esta falta 
el partido de ocasionarse crecidas costas, 
que con las demas del juicio venia á sa- 
tisfacer el que en definitiva resultaba 
condenado en todas las del procedimien- 
to. 

40. La Real Audiencia Pretorial en 
vista de semejante proceder, quiso conte- 
nerlo en las disposiciones del auto acor- 
dado de 24 de Febrero de 1840, dictan- 
do medidas semejantes á las que el Re- 
glamento provisional de la administra- 
ción de justicia habia adoptado en la Pe- 
nínsula, para corregir los abusos que 
de una manera mas ó menos parecida, 
allí también tenian lugar en la materia. 
Contrayéndose, pues, á las causas civiles 
en las reglas 6. 03 y 7. * dispuso a la le- 
tra: 

41. “6. Los términos, que las le- 
yes señalan serán precisos y perentorios 
para el emplazamiento del demandado, 
contestación á la demanda, oposición y 
prueba de las excepciones y reconvencio- 
nes, escritos de réplica y duplica, sin que 
pueda el juez prorogarlos sino por justa 
causa, y por el tiempo absolutamente ne- 
cesario, que no ha de pasar nunca del 
principal señalado por la ley. 

42. “7. 03 Una sola rebeldía bastará 
pa,ra que se despache y ejecute el apre- 
mio, y se hagan recoger los autos, va- 
liéndose el juez de sus facultades, y to- 
mándose las medidas convenientes si á 
ellas se diere lugar, sin perjuicio de enten- 
derse siempre de cargo de la parte que 
las ocasionó las costas de la rebeldía, 
apremios y demas diligencias, lo que ten- 
drá presente el tasador para arreglarse á 
esta disposición, aun cuando se haya 
omitido declararlo así.” 

43. Estas disposiciones no dicen que 
las prórogas en los términos que indican 
hayan de pedirse precisamente antes del 
vencimiento de aquellos para ser otorga- 
das. Semejante práctica, sin embargo, se 
sigue en los asuntos que cursan en la mis- 
ma Audiencia; pero en los juzgados in- 


feriores no la encontramos adoptada, 

| pues en ellos se vé generalmente conce- 
derse aquellas prórogas solicitadas des- 
pués del trascurso de los plazos, á excep- 
ción del término probatorio en que se 
guarda la regla. El asunto merecía una 
disposición que uniformara la práctica 
así en el superior como en el inferior. 

44. Díeese en el auto acordado, que 
el juez no pueda prorogar los términos 
sin justa causa . Como no se determinan 
las causales justas para la próroga, que- 
da su calificación á arbitrio del mismo 
juez, lo cual 'en mas de una ocasión no 
deja de presentar inconvenientes. Aun 
los ofrecería menos si fuese obligatorio 
solicitar la próroga dentro del plazo, 
pues la negativa haría obligatorio tam- 
bién un esfuerzo para de cualquier mo- 
do dar la contestación dentro del mismo 
plazo; pero admitiéndose aquellas solici- 
tudes después de trascurrido el término, 
mas campo queda al arbitrio del juez pa- 
ra que haga obrar ó no la contestación 
en el proceso, si no es que también se a- 
dopta el otro sistema de dársele entrada 
mientras que la actuación n o se ha de v uelto. 

45. También dice el auto acordado 
que acusada una sola rebeldía, se reco- 
jan los autos, valiéndose el juez de sus fa- 
cultades y tomándose las medidas conve- 
nientes si á ello se diere lugar. Debióse 
haber dicho para guardar la debida exac- 
titud en el lenguaje, que siempre que se 
pidiere la devolución de autos por apre- 
mio, pues no siempre que se acusa rebel- 
día hay actuaciones por devolver. La par- 
te dispositiva es también algo indetermi- 
nada, mas no parece que para su cum- 
plimiento se ofrezcan graves dificultades. 

46. Solicitado el apremio para la de- 
volución, el juez debe acceder á él, siendo 
oportuno, y desde entonces el escribano 
ó ministro de apremios á quien se encar- 
ga su cumplimiento en nuestro foro, 
queda facultado para practicar las dili- 
gencias oportunas á costa del apremiado, 
a fie de que devuelva los autos. Si en 
ello se presenta algún obstáculo el mis- 
mo escribano debe dar cuenta ah juez, á 
lo mas tardar en la próxima audiencia, 
para que dicte las providencias oportu- 
nas, á fin de que aquel obstáculo se alla- 
ne y así sucesivamente hasta que la de- 
volución se verifique. 

1856 
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47. Esta práctica de cometerse la eje- 
cución de los apremios á un ministro, 
contribuye mucho á demorar las devolu- 
ciones de autos. Mas sencillo seria que el 
mismo. escribano notificara la providen- 
cia de devolución, intentando á la vez 
hacerla efectiva y dando cuenta en el ca- 
so de no poderla conseguir para que el 
juez dictase las oportunas disposiciones 
al objeto. El ministro á quien se entrega 
el apremio, ofrece menos garantías para 
el cumplimiento que el escribano, suele 
demorarlo, tiene que dar cuenta en la es- 
cribanía del resultado para que después 
pase á conocimiento del juez y esta com- 
plicación dificulta por sí sola la brevedad 
que en el caso se exije. 

48. En el tribunal superior de la Au- 
diencia, el alguacil encargado de la eje- 
cución del apremio, es el que dá cuenta 
á la sala respectiva, y aun de ese modo 
es el trámite mas expedito; porque aque- 
llos encargados cumplen con mas exac- 
titud la determinación, y porque la Sala 
sin otra dilación puede desde luego dic- 
tar nuevas providencias sobre la devolu- 
ción. Es de advertirse también que tanto 
en aquel tribunal como en los juzga- 
dos inferiores las mismas providencias 
que se dictan sirven para la ejecución 
sin que el escribano estienda mandamien- 
to de apremio para el alguacil, como sue- 
le hacerse en la Península. 

49. El juez en asuntos civiles no de- 
be sin duda mezclarse en aquel particu- 
lar de la devolución, mientras que un in- 
teresado legítimo no reclama, pero luego 
que reclamó, la ley quiere que ya el a- 
sunto se haga de oficio hasta conseguirse 
la misma devolución. Ha proporcionado 
semejante medida, el abuso que se come- 
te en retener las actuaciones, desairán- 
dose á la vez el mandato del juez para la 
devolución, y si la disposición parece se- 
vera, deja de serlo cuando se atiende á la 
gravedad de los perjuicios que con ella 
se trata de evitar. 

50. No G3 dudoso que semejante pro- 
ceder se adoptaría en el tribunal de la 
Real Audiencia, si allí no fuese costum- 
bre devolver siempre los auto3 al primer 
apremio, cuando este no se consigue de- 
tener por arbitrios extrajudiciales; pero 
de ningún modo se sigue aquella prácti- 
ca en los juzgados inferiores. Si no hay 


tantas dilaciones y abusos como los anti- 
guos que se intentaron remediar, preciso 
se hace duplicar y aun triplicar los apre- 
mios para conseguir providencias algo 
enérgicas que hagan posible la devolu- 
ción; y esto á poi-o mas que se vaya ex- 
tendiendo, nos llevará de nuevo al anti- 
guo sistema. Fácil seria sin embargo re- 
mediarlo con una disposición mas explí- 
cita y minuciosa que las que llevamos 
examinadas, y en la cual sobre todo, 
como ya se indicó, se negase la entrada á 
los escritos que intentaran presentarse 
después de entenderse á virtud de la re- 
beldía, evacuado el trámite que los mo- 
tiva. 

51. He dicho que tienen lugar arbi- 
trios extrajudiciales para impedir la en- 
trada á los apremios, principalmente en 
la Audiencia, por lo mismo de que en 
ella se trata de que proporcionen verda- 
deros resultados. Uno de ellos es el de 
convenirse los procuradores de las partes 
en no dirigirse aquellos apremios mu- 
tuamente; y semejante proceder que de 
mucho atras había llamado la atención de 
las audiencias de Indias, últimamente 
ha fijado de nuevo la de esta Isla, expi- 
diéndose el auto acordado siguiente: 

52. "El Real Acuerdo de esta Au- 
diencia Pretorial, habiendo observado 
que los procuradores de la misma no se 
acusan recíprocamente rebeldías ni se pi- 
den apremios en muchos pleitos y causas 
por consideraciones que unos y otros se 
[ guardan, dándose con esto lugar á que 
los negocios se retrasen, con perjuicio de 
la administración de justicia, y deseando 
evitar aquel abuso, se sirvió acordar con 
fecha o de Enero del corriente año, el 
restablecimiento de I 03 autos acordados 
dictados sobre el particular por la Au- 
diencia de.Méjico en 27 de Mayo de 1722, 
y o de Octubre de 1772. Y elevado o- 
portunamente este acuerdo al conocim ; en- 
to de S. M. tuvo á bien apfobar el cita- 
do restablecimiento de dichos autos en 
Real orden de 4 de Julio último, dispo- 
niendo en su consecuencia el Real Acuer- 
do que aquellos so publiquen en la Ga- 
ceta oficial de esta ciudad, para obser- 
vancia y general conocimiento; y el te- 
nor de los mismos tal cual se hallan com- 
prendidos en el tomo 1. ° folio 29 de 
la Recopilación sumaria de todos los au- 
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tos acordados en la Real Audiencia de 
Nueva España en la obra de este título 
del Sr. Doctor D. Eusebio Ventura B ele- 
ña, es el siguiente: 

53. Acordado de 27 de Mayo de 
1722 LXXV. Que no acusando rebeldía 
los procuradores á los de la contraria, 
como es de su obligación en defensa de 
sus partes, se les saque la pena del acor- 
dado, como también acusándola antes de 
tiempo 

54. Acordado de 5 de Octubre de 
1772 LXXVI. Que así á los procurado- 
res á quienes se les debieron acusar las 
rebeldías como á los de cuya obligación 
ha sido el acusarlas, se les saquen luego 
ejecutivamente á razón de cuatro pesos 
por cada vez que se debe acusar, arre- 
glándose para su exacción á las certifica- 
ciones puestas por los oficios de cámara, 
que estas se repitan todos los meses y á 
principios de cada año se la pasen al Fis- 
cal, para que pida en su vista lo que sea 
de justicia en caso de pertinacia, los ofi- 
cios lo ejecuten luego pena de veinte y 
cinco pesos, y el portero semanero pena 
de doce. Habana 19 de Setiembre de 
1857. 

55. Fuera de este modo de conseguirse 
de oficio el remedio del abuso, no es por 
demas sin esperar esos resultados, ni pue- 
de prohibirse á las partes en semejantes 
casos, ocurrir por medio de un memo- 
rial ó de viva voz al Regente de la Au- 
diencia aquejando la falta, así como cual- 
quiera otra paralización indebida que 
suelen tener el curso de los mismos 
apremios por parte de las escriba- 
nías de cámara. Y aun este último parti- 
do seria de mayor eficacia que cualquier 
otro de los mencionados. La propia me- 
dida y en iguales términos puede adop- 
tarse en los juzgados inferiores, adonde no 
se ha extendido aquella prevención del 
auto acordado de que se ha hecho referen- 
cia. 

50. Respecto de las rebeldías y apre- 
mios en la materia criminal, igualmente 
hay prevenciones en el otro auto acorda- 
do de 21 de Agosto de 1838, compren- 
didas en los artículos siguientes: que juz- 
go oportuno trasladar á la letra. 

57. “36 Mediando justa causa, podrá 

concederse una sola próroga de los tér- 
minos señalados por las leyes para la 


sustanciacion, y esa no podrá ser nunca 
mayor que el término ordinario ya tras- 
currido. 

58. “37 Con sola una rebeldía y tér- 
mino de veiute y cuatro horas, bastará 
para estimarse decaído el derecho que hu- 
biese dejado de usar la parte á quien se le 
hubiese acusado; y con un solo pedimen- 
to de apremio se obligará á la devolución 
de autos al que los retenga después de 
trascurrido el término de la comunicación, 
recogiéndose si no los devolviere en el 
dia del poder de cualquiera persona en 
quien se encuentren á costa del apremia- 
do;’ 

59. Estas disposiciones se refieren á 
los juzgados inferiores, y aquellas pala- 
bras delart. 36, y esa no podrá ser nunca 
mayor que el término ordinario ya tras - 
currido, dan á entender que después de 
su trascurso puede solicitarse la próroga, 
sin ser preciso que se verifique dentro ael 
mismo termino, conforme lo requiere la 
uniformidad de la práctica en semejante 
materia. 

60. Los términos del otro artículo 37 
en cuanto á que con una sola rebeldía y 
término de veinte y cuatro horas, bastará 
para estimarse por decaído el derecho que 
hubiere dejado de usar la parte á quien se 
le hubiese acusado . parecen determinar 
claramente que después de las veinte y 
cuatro horas posteriores á la acusación 
de la rebeldía, no han de recibirse las 
contestaciones de los traslados aun cuan- 
do algo mas se demore recoger los autos. 
Y en cuanto al modo de conseguirse se- 
mejante devolución, debe adoptarse el 
partido de que se hizo mención en la ma- 
teria civil. 

61. En los juicios civiles de menor 
cuantía que se tratan por escrito, y son 
aquellos que excediendo de 200 pesos no 
pasan de mil, no tiene lugar otra entrega 
de la actuación á las partes, que la que 
se hace al demandado para que conteste 
á la demanda. Para semejante caso esta- 
blece el art. 3. ° del reglamento de la 
materia, que pasados los nueve dias con- 
cedidos para aquella ^contestación, el es- 
cribano hará recojer los autos con escrito 6 
sin él, sin que se necesite para ello petición 
de la parte ni mandato del juez . 

62. Recojer los autos con escrito ó sin él, 
supone la admisión del escrito aun des- 
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pues de trascurrido el plazo, siempre que 
se produzca á la sazón de conseguirse la 
devolución de los autos, y no es estraño 
de este modo que la práctica lo entienda 
así en todos los casos, dándose entrada á 
los abusos de que se ha hecho referencia 
al tratarse de los juicios de mayor cuan- 
tía. 

6o. El escribano hará recojer ¡os autos , 
supone una facultad del juez concedida al 
efecto á aquel, para que disponga lo que 
estime oportuno, á fin de que la recolec- 
ción se haga por medio de un alguacil. 
Aquí tiene cabida lo que se ha dicho an- 
tes de ahora sobre la inutilidad de enco- 
mendarse áotro ministro que al mismo 
escribano la notificación del apremio. Sin 
embargo, conforme á la disposición cita- 
da el escribano al cumplimiento del pla- 
zo, debe considerar dictado el apremio 
que tiene lugar en los juicios de mayor 
cuantía, entregarlo á un ministro y apu- 
rar las diligencias para conseguir la devo- 
lución del proceso dentro délas veinte y 
ciu*tro horas posteriores al cumplimiento 
del mismo plazo, y no consiguiéndolo, j 
dar cuenta al juez en la próxima au- 
diencia para que dicte providencias opor 
tunas, de cuyo resultado también deberá 
ir dando cuenta, para las otras determi- 
naciones que se hagan necesarias. 

64. En el caso de que el escribano 
falte á semejantes deberes, también la par- 
te ó su procurador se encuentran natu- 
ralmente autorizados para ocurrir en que- 
ja verbal al juez, ó por medio desimple 
memorial, á fin de que ponga remedio á 
semejante falta. 

65. En los asuntos gubernativos y 
eontencioso-administrativos en primera 
instancia, no tienen lugar semejantes a- 
premios sobre devolución, porque nunca 
se entregan los expedientes á las partes. 

66. En los tribunales de comercio 
obran sobre la materia que nos ocupa, 
disuosiciones mucho mas explícitas que 
las que hemos considerado, y se encuen- 
tran esas disposiciones consignadas en la 
ley de enjuiciamiento vigente. 

67. Dispone, pues, que los términos 
y obligaciones de los juicios comiencen á 
correr desde el emplazamiento, citación 
ó notificación de la providencia que lla- 
me la persona emplazada ó notificada á 
usar de un derecho, ó á cumplir con una 


obligación que le imponga la ley. ( art . 67). 
No hay, pues, con tan terminante preven- 
ción cabida para la práctica de comenzar- 
se á contar los términos desde que las par- 
tes llevan los autos, pues háganlo ó no, 
los términos les corren. Tampoco hay lu- 
gar á que cuando se demanda haya un 
plazo para que el demandado produzca 
poder y se haga cargo del proceso, porque 
de semejante» demandas se les concede 
traslado en copia. 

68. Dispone la misma ley, que en los 
términos que señala para el órden de sus- 
tanciaron, no se pueda conceder mas que 
una sola próroga, mediando causa justa 
que sea notoria, ó se pruebe en el acto 
de pedirla, y que la próroga no pueda 
exceder del término señalado por la ley. 
( art 70.) De este modo, pues, el tribunal 
ya sea inferior ó superior, no puede con- 
ceder la próroga que de él se pretenda, 
sino cuando el impedimento que se alegue 
haya llegado á su noticia por la fama pú- 
blica. Cuando no media semejante cir- 
cunstancia debe probarse aquel motivo 

j en el acto de solicitarse la próroga. La 
circunstancia de que deba tener lugar la 
prueba en el acto, excluye la posibilidad 
de que se promueva la constancia que se 
desea por medio de testigos ó confesión de 
la contraparte; y así resultará solamente 
con cabida la de documentos públicos ó 
extendidos por ministros que tengan un 
carácter público. 

69. La ley no añade que la promo- 
ción sobre próroga deba tener lugar den- 
tro del término concedido, sin duda por- 
que estimó sobrantes las otras garantías 
que exige para que las promociones so- 
bre próroga no sirvan de pretexto para 
demorar inútilmente los procedimien- 
tos. Mientras no se haya dado por eva- 
cuado el trámite podrá solicitarse aquella 
próroga, pero en los téminos de prueba, 
se dispone terminantemente que las pró- 
rogas se han de pedir antes de cumplirse 
el término que estuviere concedido ante- 
riormente, quedando de otro modo cer- 
rada la prueba al vencimiento de este. 
(art. 131). 

70. Dispone la misma ley que, no se 
pueda acusar mas que una rebeldía con 
término de veinte y cuatro horas, y que 
pasadas estas, se tenga por decaido el de- 
recho que hubiese dejado de usar la par- 
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te á quien se le haya acusado, {art. 71). 

Del tenor de esta disposición resulta 
que en lós tribunales de comercio, des- 
pués de trascurridos los términos de sus- 
tanciaron, hayanse ó no llevado los au- 
tos á su consecuencia, lo que debe prac- 
ticarse es, presentar escrito procuratorio 
acusando la rebeldía y no apremio para 
la devolución de los expedientes. El tri- 
bunal debe, pues dar por acusada aquella 
rebeldía, y notificada que sea semejante 

{ >rovidencia á la parte contra quien obra 
a acusación, dentro de las veinte y cua- 
tro horas siguientes debe hacer uso del 
derecho que motiva el trámite, sin que 
después de trascurridas pueda ponerlo en 
ejercicio. Si dentro de esas veinte y cua- 
tro horas no se devuelven los procesos 
que se tengan para la contestación de al- 
gún traslado, después aunque la actuación 
se devuelva, no hay lugar á producir los 
escritos de contestación. 

71. Semejante proceder- sin embar- 
go admite una excepción respecto de la 
contestación á la demanda. Conforme á la 
ley, trascurrido el término de los nueve 
dias del emplazamiento, sin haberse he- 
cho oposición á aquellas demandas, con 
solo una rebeldía de parte del demandante 
y sin nuevo término se dará por contesta- 
da, y Se mandarán llevar los autos para 
proveer lo que corresponda en derecho 
citadas las partes {art. 115). Los térmi- 
nos de esta prevención excluyen pues el 
nuevo plazo de las veinte y cuatro horas 
que por regla general se conceden des 
ues de la acusación de las rebeldías para 
accr uso del derecho que las motiva. 
Basta por lo mismo que después de tras- 
curridos los nueve dias se produzca el es- 
crito de acusación de la rebeldía, y la dé 
el tribunal por acusada, para que tam- 
bién se dé por evacuado aquel trámite de 
la contestacioa 

72. Si se busca la razón de la diferen- 
cia entre ese trámite y los demas del jui- 
cio, advertiremos que la ley mercantil ha 
procurado economizar en cuanto es po- 
sible el plazo de la contestación á la 
demanda, disponiendo por lo mismo 
que para contestarla, no se entreguen 
siquiera los autos al demandado. Con 
secuente con semejante propósito de- 
be ser, pues, el rigoroso resultado de que 
la rebeldía tenga lugar en el mismo trá- 1 


mite con diferencia de los demas; pero no 
me parece muy acertado que para un trá- 
mite de los de mas importancia del jui- 
cio se use de mayor rigor que en los otros 
que proporcionan consecuencias mas 
reparables. Forzoso es, sin embargo, dar 
cumplimiento á la disposición de la ley, 
mientras no sufra variación de parte del 
poder legislativo. 

73. También es de atenderse á otra 
excepción que propone la misma lev en 
el caso que nos ocupa, pues en los de ape- 
lación, si el apelante no se presenta den- 
tro del plazo legal ante el superior, se le 
ha de acusar una sola rebeldía con térmi- 
no do tercero dia, y esta circunstancia es 
bastante para que cumplido el nuevo pla- 
zo sedé por desierto el recurso, {art. 401). 

74. Igualmente dispone aquella ley 
que con un solo pedimento de apremio, 
se obligue á la devolución de autos á la 
parte que los retenga después de trascur- 
rido el término de la comunicación, reco- 
giéndose si no los devolviere en el dia, de 
poder de cualquiera persona en quien se 
encuentren, á costa del apremiado {art. 
72.) Síguese de aquí, pues, que en los ca- 
sos en que se acuse la rebeldía mediando 
retención de autos, álas veinte y cuatro 
posteriores á la providencia que la dé por 
tac usada deben recogerse los autos, y tam- 
bién que de la propia manera debe soli- 
citarse así en el escrito en que se acuse 
aquella rebeldía. 

75. El modo de hacerse la recolec- 
ción es el mismo de que debe usarse en 
los tribunales ordinarios. Bien el escribano 
ó ya un ministro del ramo según se prac- 
tica, debe valerse de todos los medios que 
estén á su alcance, para conseguir aque- 
lla devolución, y no consiguiéndolo el 
escribano está en el caso de dar cuenta al 
tribunal para que de oficio dicte las pro- 
videncias que considere oportunas con 
semejante objeto. 

7 6. Por lo dicho hasta aquí se habrá 
advertido que las disposiciones legales 
vigentes y la práctica en consonancia 
con ellas, no hacen la marcada distinción 
que en el estado actual de la ciencia de- 
be haber entre el apremio y la rebeldía. 
Esta con efecto tiene lugar propiamente 
cuando los litigantes no comparecen á los 
emplazamientos que les hacen los tribu- 
nales, siendo entonces oportuno que sé a- 
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cusen para los efectos consiguientes. El 
que habiendo comparecido retiene los au- 
tos, no es rebelde, sino que deja de llenar 
un requisito del órden de enjuiciamiento, 
y respecto de él por lo mismo tiene lugar 
entonces el apremio para que verifique la 
devolución. 

77. La ley de enjuiciamiento civil pu- 
blicada en la Península últimamente, a- 
comoda sus disposiciones á esa teoría, y 
esas disposiciones son mas acertadas que 
todas las que hemos observado en la ma- 
teria que nos ocupa. 

78. Declara terminantemente que los 
términos judiciales comienzan á correr 
desde el dia siguiente al en que se hubie- 
re hecho el emplazamiento, citación ó no- 
tificación, contándose en ellos el dia del 
vencimiento (art. 25), y es evidente por 
lo mismo que no hace disimulable la 
práctica de comenzarlos á contar desde 
que las partes llevan los procesos, en a- 
quelios trámites de contestación á los 
traslados. 

79. Declara asimismo que en los tér- 
minos que son prorogables y determina, 
para otorgarse la próroga es preciso que 
se pida antes de vencerse el término, y 
que ademas ha de alegarse justa causa á 
juicio del juez, sin que sobre la aprecia- 
ción que haga de ella se dé recurso algu- 
no, y sin que la próroga ó prórogas pue- 
dan exceder de los dias señalados por re- 
gla general para el término que se proro- 
gue (art. 27 y 28.) 

80. Se vó por estas prevenciones que 
el legislador deja á la discreción del juez, 
apreciar ó no la legitimidad del motivo 
que ha de presentársele para pedir la pró- 
roga en los términos en que tiene cabida 
la pretensión; y esto es sin duda mas llano 
que la exigencia de las pruebas en seme- 
jantes casos, difíciles si han de darse en 
plazos angustiadosy que ocasionarían ma- 
yores dilaciones de las que se quisieran 
evitar, si de otro modo se les diese entra- 
da. 

81. Y se vé asimismo por las palabras 
de la disposición, que las prórogas que 
se conceaan según los casos pueden ser 
mas de una, con tal de que entre el pla- 
zo y las mismas prórogas no resulte in- 
vertido mas de un tiempo doble al que la 
ley otorga para el trámite. Tratándose de 
alegar de bien probado, por ejemplo, an- 


tes del cumplimiento del plazo que se 
concede al efecto puede pedirse una pró- 
ro^a por la causal justa de enfermedad 
del abogado, volumen de la actuación ú 
otra, el juez puede otorgar la mitad del 
plazo concedido, pero sobreviniendo otro 
obstáculo también atendible, antes del 
cumplimiento del nuevo término puede 
solicitarse nueva próroga y concederse, 
con tal de que no pasen los plazos de las 
nuevas concesiones, de los dias que la ley 
fija al que por su parte determinó. 

82. Declara la misma ley que trascur- 
ridos los términos prorogables ó las pró- 
rogas otorgadas en tiempo hábil, deberán 
recogerse los autos al primer apremio á 
costa del apremiado, y seguirse adelante 
la sustanciacion de estos según su estado. 
{art. 29.) Síguese de aquí, pues, que pre- 
sentado el apremio que deberá ser procu 
ratorio, instruyéndose el juez en el acto 
de que es procedente, debe disponer que 
se recojan los autos y proceder á ello el 
encargado de la ejecución. En el caso de 
que no se consiga esto por cualquier obs- 
táculo, deberá sin demora darse cuenta 
al propio juez para que sin necesidad de 
otro apremio dicte las providencias opor- 
tunas al efecto. 

83. Esas providencias oportunas, si 
el abogado ó procurador se resistieren á 
entregar los autos deberán ser las de cor- 
rección disciplinaria, que según el art. 
44 de la misma ley puede el juez impo 
ner, y son: el apercibimiento ó prevención, 
la reprensión, la multa que no exceda de 
mil reales, y la suspensión que no exce- 
da de un mes. Cuando á pesar de ello aun 
no se entreguen los procesos, habrá lugar 
á la formación de causa por constituir el 
hecho alguno de los delitos contra la au- 
toridad, que prevee y castiga también el 
código penal novísimo. La ley de enjui- 
ciamiento no prohíbe que al recogerse de 
la manera indicada las actuaciones, deje 
do darse entrada á los escritos de contes- 
tación que motivó llevarlas y su silencio 
impide qu) se haga efectiva esa nueva 
reagravación al apremio. Admitidos de- 
berán ser por lo tanto; pero sin duda, 
como ya se ha dicho, aquel medio seria 
mas eficaz acaso que ningún otro, para 
evitar la retención indebida de los proce 
sos. 

84. Todavía seria mas expedito y 
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provechoso semejante Órden de proc-der, 
si, como ya se ha observado, el escribano 
hiciese la notificación del apremio por sí, 
y sin necesidad de encomendar el acto 
á un ministro, según se acostumbra: 

85. En cuanto á las rebeldías, la mis- 
ma ley dispone que trascurridos que sean 
los términos improrogables, y acusada 
una rebeldía, se declare sin mas sustan- 
ciacion, perdido el derecho que hubiere 
dejado de usar la parte á quien hay a. si- 
do acusada (art. 82.) Ademas de los pla- 
zos para pedir la reposición de las provi- 
dencias interlocutorias, aclaraciones de 
sentencias, ó interponer lo3 recursos de a- 

{ )elacicn y demas, la ley incluye entre 
os improrogables, lo3 que concede des- 
pués del emplazamiento para comparecer 
en juicio, y para presentarse en los tri- 
bunales superiores á consecuencia de ha- 
berse otorgado los recursos de apelación 
y de casación (art. 30.) Es evidente, pues, 
que en semejantes casos la acusación de 
una sola rebeldía bastará para que se de- 
clare decaído el derecho de que, de otro 
modo podrían usar las partes. 

86. Con arreglo á las doctrinas men- 
cionadas, los procuradores después que á 
esta Isla se haga extensiva la nueva ley 
de enjuiciamiento, darán pedimento acu- 
sando rebeldía á la parte que no se pre- 
senta dentro de los términos de los em- 
plazamientos, darán pedimento de apre- 
mio para que se recojan los autos que se 
hubiesen llevado, después que hayan 
trascurrido los términos de la contesta 
cion, y darán pedimento solicitando que 
se dén por evacuadas aquellas contesta- 
ciones, siempre que también hubiesen 
trascurrido los plazos sin haberse hecho 
cargo 'las partea de los procesos. En es 
tos últimos casos tampoco puede califi- 
carse al hecho propiamente de rebeldía, 
pues habiendo comparecido el litigante al 
emplazamiento del juez, si deja de eva- 
cuar algún trámite, lo que en realidad ha- 
ce es, renunciarlo- de una manera tácita. 

87. Aquellas disposiciones de la ley 
de enjuiciamiento civil deberán ser obli- 
gatorias tanto en los juzgados inferiores 
como en los tribunales superiores. Con- 
forme á ellas y al* espíritu de las demas 
contenidas en la propia ley, nunca la au- 
toridad ha de intervenir de oficio^en el 
procedimiento civil, sino mediando soli 


citud de parte de algún interesado: si no 
se presenta aquella pretensión no hay pa- 
ra qué mandar recojer los autos; si no se 
acusa la rebeldía, no hay para qué decla- 
rarla. Síguese de aquí, pues, que admiti- 
da la ley en esta Isla, de hecho quedará 
sin efecto el último auto acordrdo de que 
se ha hablado en este articule, respecto de 
la necesidad en que se encuentran de a- 
premiarse los procuradores de la Audien- 
cia al cumplirse los plazos de sustancia- 
cion. 

88. Con efecto; aquellos procurado- 
res deben agitar los asuntos con los apre- 
mios ó acusaciones de rebeldía, siempre 
que en ello obren con arreglo á las ins- 
trucciones de las partes. No haciéndolo 
así, estas tienen derecho para quejarse del 
abuso que hagan del poder y los jueces 
pueden imponerles en consecuencia aque- 
llas correcciones de que se ha hecho men- 
ción, obligándoles al mismo tiempo áque 
cumplan con su deber. Así la propia ley 
declara también de una manera termi- 
nante, que el procurador está obligado á 
practicar cuanto sea necesario para la de- 
fensa de su poderdante, bajo la responsabi- 
lidad que las leyes imponen al mandatario. 

89. Tiene también lugar el apremio 
respecto de otros mandatos del juez á con- 
secuencia de diligencias que se suceden 
en el órden de enjuiciamiento. Tales son 
las de devolverse alguna cosa, las de com- 
parecer á evacuar posiciones ó reconocer 
firmas. En ellos, según los casos y corno 
se explicará en las materias respectivas, 
proceden las providencias de multa, ó de 
conducción ante el mismo juez, ó de ha- 
berse por confeso al litigante rebelde. Y. 
Rebeldía. 

90. Los relatores 'no pueden ser apre- 
miados poT el despacho de las relaciones 
que se les encomiendan, sin duda porque 
puestos bajo la inmediata vigilancia de 
los tribunales superiores, estos deben es- 
tar á la mira de que no cometan abusos 
en sus encargos, corrigiéndoles según cor 
responda en los casos de que incurran en 
esos abusos. No es prohibido sin embar- 
go á las partes llamar la atención sobro 
ellos en el caso de que se les ocasione 
perjuicios, pudiendo verificarlo por me- 
dio de queja verbal al regente ó presiden- 
te de la Sala que del asunto conozca. 

91. El Fiscal de la Audiencia, consi. 
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derado como uno de los magistrados de 
ella, no debe ser apremiado por el despa- 
cho de los negocios. Cuando los retardan 
sin embargo, las partes por medio de sus 
procuradores pueden representar hasta 
tres vece3 solicitando que se les recuerde 
el despacho. A ello debe acceder el tri- 
bunal en los dos piimeros recuerdos, y al 
tercero ha de mandar recoger los autos y 
entregarlos al oidor mas moderno para 
que haga de fiscal en aquel asunto, lo 
cual se pondrá también en conocimiento 
de S. M. por conducto del presidente. 
( Real Céd. de 23 de Enero de 1855.) (Art. 
171). La ley novísima de enjuiciamiento 
civil, fija los plazos dentro de los cuales 
deben despachar los expedientes los fis- 
cales. 

92. Por lo que hace á los promotores 
fiscales que actúan en los juzgados infe- 
riores, en los asuntos criminales, el art. 
55 del auto acordado de 21 de Agosto 
de 1838, dice: “Los promotores fiscales 
pueden y deben ser apremiados para la 
devolución de autos y despacho de sus 
respuestas.” Estos apremios, deberían 
entenderse por supuesto á costa de los 
irismos promotores y siguiéndoselas mis- 
mas reglas que obran respecto de los abo- 
gados particulares y procuradores, con 
mayoría de razón, cuando al dictarse a- 
quella disposición no se conocían otros 
promotores fiscales que los propios abo- 
gados particulares, á quienes los tribuna- 
les solian revestir de semejante carácter 
limitado á solo una causa y sin que se co- 
nocieran en asuntos civiles. 

93. Después la Real Cédula de 30 de 
Enero de 1855. dispone en su art. 171, 
que los que ejercen el ministerio fiscal 
en primera instancia, podrán ser apre- 
miados á petición de las partes como 
cualquiera de ellas. Comprendidos se en- 
cuentran en la resolución así los fiscales 
de hacienda,, como los de guerra y los de 
los juzgados ordinarios. Es claro que los 
costos del apremio deben ser de su cuen- 
ta, y que también han de recogerse de 
su poder los autos por el escribano ó mi- 
nistro encargado del apremio; pero ¿de- 
berán igualmente darse por evacuadas 
las contestaciones que han debido minis- 
trar? No Jo creo, cuando observo que 
la falta de esas contestaciones ningún 
perjuicio proporciona al fiscal y sí á la 


causa pública que representa. Por lo mis- 
mo parece que dictado el apremio, al ha- 
cerse el requerimiento á costa del promo- 
tor ha de decretarse la devolución de los 
autps despachados, y no haciéndose con 
este requisito, las providencias coerci- 
tivas que se dicten en consecuencia se- 
rán para que se llene aquel doble objeto 
tanto en lo criminal como en lo civil. 

94. Cuando los apremios se entregan 
á los ministros que han de llevarlos á 
efecto, suelen demorar las diligencias, te- 
niendo entonces cabida algunas veces en 
la práctica nuevo apremio contra el mi- 
nistro, á fin de que dé cuenta con el que 
se le encomendé. Semejantes apremios 
son escusados, y sirven tan solo para pro- 

{ >orcionar mas dilaciones y costas inúti- 
es. Si el ministro encargado del cum- 
plimiento del apremio demora la ejecu- 
ción, incurre en una falta á que debe a- 
plicarse corrección, puede la parte aque- 
jarla al juez por medio de instancia pro- 
curatoria, ó ae palabra, y este en vista de 
semejante falta está en el caso de dictar 
providencia, evitando el abuso y corri- 
giendo á la vez la misma falta cometida. 
Lo propio ha de suceder cuando el es- 
cribano retarda de una manera gravosa 
para los interesados, el cumplimiento de 
las diligencias que se le encomiendan en 
los juicios. 

CAPITULO V. 

De la via (le apremio en lo» nego- 
cios comunes y ordinarios. 

95. Ademas del juicio ordinario 
nuestra legislación establece el ejecutivo, 
para que sin sugecion á las demoras que 
aquel proporciona, los acreedores que se 
encuentran en determinadas circunstan- 
cias, puedan conseguir el cobro de sus 
alcances. Pues ademas de ese juicio eje- 
cutivo, también se conore otro que se 
llama de apremio 6 vía de apremio y pa- 
go , cuya tramitación es todavía mas ex- 
pedita que la del mismo ejecutivo, y la 
cual tiene igualmente cabida en otros ca- 
sos, en que mas claro aun y expedito 
el derecho para las cobranzas, son escu- 
sadas las fórmulas y tramites que en dis- 
tintas circunstancias garantizan las ex- 
cepciones de los acreedores y el otorga* 
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miento de justicia. En este capítulo se ex- 
plicará la Via de apremio que tiene lugar 
en los negocios comunes y ordinarios. 

96. Fúndase aquella via de apremio 
en semejantes negocios, así en lo induda- 
ble de I 03 títulos en que descansa el co- 
bro, como en el privilegio de los créditos 
é interes de la causa pública en que sin 
demora queden satisfechos, y también 
cuando se trata de cantidades de corta 
importancia, que por lo mismo no per- 
miten trámites dilatorios y costosos de 
sustanciacion, con perjuicio de los liti- 
gantes. 

97. Procede pues, la via de apremio, 
aun cuando se trate de la cobranza de 
cantidades de alguna consideración: 

1. ° Cuando se cobran costas en 
que ha sido condenado un litigante, 6 
que está en el caso de satisfacer. 

2. ° Cuando* se cobran honorarios ú 
otros derechos devengados por los cu- 
riales!^ 

3. ° Cuando se piden expensas judi- 
ciales por los apoderados. 

4. ° Cuando se trata del cumpli- 

miento de los convenios celebrados en 
los juicios de conciliación. 

o. ° Cuando se trata del cumpli- 

miento de los fallos dictados en los jui- 
cios demenor cuantía que se llevan por 
escrito. 

6. ° Para la ejecución de las pro- 
videncias que se dictan en los juicios ver- 
bales. 

98. ‘ Condenado un litigante en cos- 
tas en el juzgado ihferior y expedita la 
cobranza, la misma condenación y li- 
quidación de las costas constantes delpro- 
ceso, son datos eficaces que ameritan el 
apremio para conseguir el pago. Si la 
condenación tuvo lugar en los tribuna- 
les superiores, la certificación del resulta- 
do que se dá á las partes, regularmente 
comprueba la misma condenación é im- 
portancia de las costas que en tal caso se 
encuentra obligado el litigante á resarcir. 
También puede servir de constancia la 
exhibición dada por el escribano de cá- 
mara respecto de las costas satisfechas y 
de cuyo reembolso se trata. 

.99. ‘El órden de proceder en seme- 
jantes casos es, el de presentar una ins- 
tancia, comprobando . el alcance si fuere 
necesario de la manera que se ha dicho 
65 


y pidiendo que ge requiera al deudor pa- 
ra que en el acto verifique el abono bajo 
apercibimiento de embargo. Dada cuen- 
ta con la diligencia y resultando de ella 
no haberse hecho efectivo el pago, cor- 
responde sin duda que según , la ascen- 
dencia de las costas de que se trata así 
se soliciten y lleven á efecto, el secuestro, 
tasación, remate de los bienes y pago. 
Los trámites verbales ó por escrito, es 
razón que se sigan pues, en los propios 
términos que se previene respecto de las 
cantidades que han de reclamarsé en jui- 
cio^verbal, ó como de menor 6 mayor 
cuantía por escrito. 

100. Es costumbre inveterada en es- 
ta Isla no cobrarse las costas hasta que 
no han concluido los procedimientos ju- 
diciales, también se reclaman cuando los 
interesados dejan paralizados aquéllos 
procedimientos; y por fin, si las partes 
varían de letrado ó procurador, igual- 
mente suelen pedir estos el pago de los 
honorarios y derechos que tienen deven- 
gados. Este proceder no impide que el 
que quiere los satisfaga al contado, ni 
tampoco hay prohibición de que en cual- 
quier estado del juicio se haga la recla- 
mación á los que están constituidos á ha- 
cer el abono al contado. En el caso de de- 
ber liquidarse aquellos alcances, se soli- 
cita así por medio de la correspondiente 
instancia, y conforme con la liquidación 
el deudor, se procede á la cobranza por 
via de apremio. Las diligencias que se 
practiquen sobre esa cobranza, deberán 
ser verbales ó por medio de escritos, se- 
gún lo exija la importancia de la suma de 
cuya reclamación se trate. 

101. El auto acordado de 24 de Fe- 
brero de 1840 al referirse á las causas ci- 
viles, declara en su regla primera que, 
los procuradores al admitir el poder de 
parte solvente, deben cuidar de que se 
les provea de las expensas necesarias pa- 
ra satisfacer las costas que se hagan á 
nombre de las partes, á quienes represen- 
tény también la ley novísima de .enjuicia- 
miento civil, les condena á pagarlos gas- 
tos que se causen á su instancia ( art . 141). 
Tratándose de los pleitos que cursan en 
la superioridad, no es difícil hacer se- 
mejante cálculo, tomándose en cuenta los 
trámites precisos que allí tienen lugar y 
el volumen de las actuaciones. Si él pro- 

1856 
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curador se equivoca por lo mismo y en 
su oportunidad no pidió las expensas ne- 
cesarias ni judicial ni extrajudicialmente ; 
razón es que satisfaga de su peculio las 
costas de su cargo. 

102. Para preparar la cobranza en se- 
mejantes casos, por medio de instancia 
según se acostumbra, el procurador hace 
presente á la Audiencia, el desembolso 
en que se encuentra por razón de las ex- 
pensas, pidiendo que se libre despacho al 
inferior para que se haga efectivo el co- 
bro por via de apremio; y á ello se acce- 
de entregándosele el despacho. 

103. Cuando á -consecuencia de la se- 
gunda instancia se abre la causa á prue- 
ba ó tienen lugar otros trámites inespera- 
dos, como son los recursos de súplica ó 
casación, indudablemente tiene el procu- 
rador legítima escusa para no haber soli- 
citado expensa para unos gastos que no po- 
día preveer, y en semejante caso menos 
justo seria aun que se le obligara á seguir 
litigando por su cuenta para cobrar des- 
pués del poderdante las costas que así haya 
de satisfacer. Entonces conforme á la prác- 
tica, puede presentar instancia, manifes- 
tando la necesidad que tenga de la suma 
que determine para proseguir desempe- 
ñando su encargo, y de acuerdo con la so- 
licitud que en ella se haga, se libra des- 
pacho al inferior, para que á su conse- 
cuencia proceda á la cobranza correspon- 
diente por la via de apremio. 

104. En los juzgados inferiores, son 
los procuradores igualmente responsables 
de las costas que causan en representa- 
ción de sus poderdantes. También allí 
al aceptar los poderes han de cuidar de 
que se les provea de las expensas neoe- 
sarias para la prosecución de los juicios; 
pero de la propia manera, y aun con ma- 
yor facilidad que cuando se encuentran los 
autos en' la Audiencia pueden resultar 
inexactos sus cálculos, pues toca en lo 
imposible preveer todas las eventualida- 
des de un procedimiento judicial cuan- 
do principia. El procurador que pa- 
ra aquella prosecución pidió y obtuvo las 
expensas que estimó convenientes, pue- 
de seguir adelante el juicio y bajo su res- 
ponsabilidad, á reserva de reclamar des- 
pués los gastos del poderdante, y puede 
igualmente intentarla cobranza por nue- 
vas expensas y por via de apremio, en la 


manera que se ha dicho al tratarse de la 
superioridad. 

105. Podrá el procurador también en 
los caso3 propuestos hacer la renuncia 
del poder y admitírsela el tribunal. Las 
leyes 10, tít. 10, lib. 1, del Fuero Real 
y 24 tít. 5, Part. 3 * , prohíben al perso - 
ñero que comenzó á desempeñar su en- 
cargo en el pleito, que lo suspenda hasta 
que el pleito concluya, salvo si hubiere 
enfermedad ú otro embargo, derecho por- 
que la no pueda tener . La falta de las ex- 
cusas necesarias es sin duda un motivo 
astante poderoso, para que el procura- 
dor no pueda continuar desempeñando la 
personería que se le confirió, y al haoer 
con tal motivo la renuncia no parece du- 
doso que deba serle admitida, así en los 
tribunales superiores como en los inferio- 
res. En semejantes circunstancias deberá 
solicitar el procurador que se haga saber 
personalmente la renuncia al poderdante, 
y desde que tenga lugar este act<^ deberá 
considerarse como separado el primero y 
contar contra el segundo los términos del 
nuevo emplazamiento que á consecuem 
cia se le hagan. 

106. Semejante arbitrio de renunciar 
el poder, es sin duda muy conforme á la 
naturaleza del mandato, que por ser bi- 
lateral exige mutuas prestaciones de par- 
te de los dos contratantes. Si pues el que 
otorgó el poder no cumple por su parte 
con suministrar las expensas necesarias 
para su defensa tampoco puede exigir que 
el procurador continué en ella; y aun es- 
te arbitrio de parte del procurador es sin 
duda mas conveniente y oportuno, que 
el otro de reclamar judicialmente -la co- 
branza contra el mismo cuyos derechos 
sostiene en el juicio de que emana, liti- 
gando á la vez con la propia persona á 
quien representa, y al fin de proseguir 
en aquella representación. 

107. Menos dificultad hay para la a- 
dopcion de ese partido, conforme á la ley 
novísima de enjuiciamiento civil; pues se- 
gún ella, aun sin justa causa puede el 
procurador renunciar el poder cuando lo 
estime oportuno, y sin mas requisito que 
el de hacerse saber judicialmente el desis- 
timiento al representado (< art . 17.) 

108. También en la Audiencia, cuan- 
do á consecuencia de los pleitos y causas 
que se han llevado á ella, resulta conde-’ 
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nado en todas las costas algún litigante 
que, como los reos é insolventes, no sa- 
tisfacen allí las de su cargo, ni tiene 
el procurador obligación de pedirles ex- 
pensas al efecto, se cobran aquellas costas 
personalmente á los mismos interesados. 
Al efecto, se pide que se libre al inferior 
despacha para que proceda á la cobran- 
za de las referidas costas, á ello se accede 
y el iilferíor procede á la cobranza por la 
via de ‘ apremio, remitiendo después la 
cantidad cobrada al mismo superior pa- 
ra que se proceda á su reparto entre los 
intéresados. 

109. Ameritada la via de apremio 
en la forma de que se ha hecho mención, 
si la cantidad que la motiva excede de 
mil pesos, las instancias que ocurran so- 
bre el particular deben ser dirigidas por 
letrados, y no siéndolo, deben activarse los 
trámites por medio de diligencias firma- 
das ante él escribano. En eí caso de ex- 
ceder la cobranza de doscientos pesos, ha 
de requerirse al deudor conforme á la prác- 
tica para que en el acto satisfaga la can- 
tidad que se le cobra bajo apercibimien- 
to de embargo. No haciendo el abonóse 
dicca contra él órden de embargo, que se 
verifica primero en los muebles, después 
en los semovientes y por uidmo en los 
raíces. Se depositan conform á su clase, 
se justiprecian, se pregonan K s semovien- 
tes y muebles de tres en tres dias y los 
raíces de nueve en nueve, se sacan al as- 
ta pública y del producido se hace pago 
al acreedor. Es decir en una palabra, que 
en la via de apremio en el caso que nos 
ocupa se siguen los mismos trámites que 
en el juicio ejecutivo, á excepción del re- 
querimiento con el mandamiento de la 
ejecución, de la notificación de estado y 
citación de remate con la oposición que 
puede tener por consecuencia. 

110. Cuando se trata del cumpli- 
miento de las sentencias dictadas por los 
jueces de paz, con lasque se han confor- 
mado las partes, también tiene lugar la 
via de apremio, sujeta á disposiciones 
particulares. De ellas habló el auto acor- 
dado de 8 de Febrero de 1847, cuyas pre- 
venciones con alguna variación se inser- 
taron después en el reglamento formado 
para los juicios de paz ó de conciliación, 

á este último me referiré por lo tanto, 
es de advertir que las mismas preven- 


ciones de que habla el reglamento, se si- 
guen en la práctica para hacer efectivos 
los convenios que han tenido lugar en 
los propios juicios de conciliación. 

111. Desde luego debe distinguirse 
si la sentencia del juicio de paz ó conve- 
nio celebrado, se refiere á alguna cosa 
que se ha de entregar, hacer ó no hacer, 
ó al pago de alguna cantidad, pues con- 
forme al reglamento referido debe proce- 
derse por distintos trámites y como es de 
razón, en cada una de aquellas circuns- 
tancias. 

112. Guando el convenio ó sentencia 
se refiere á alguna cosa que ha de entre- 
garse, como una finca, unos esclavos ó 
muebles, si se señaló término para la en- 
trega, el juez de paz debe hacerla llevar 
á efecto dentro del plazo designado. Si 
no media semejante plazo, el juez, confor- 
me á las circunstancias del asunto debe 
señalar el mas breve posible para que se 
lleve á efecto la entrega. ( art . 21.) Si cum- 
plido el plazo aquella entrega no se 
verifica, el juez debe mandar que se pon- 
ga en posesión de la cosa al actor, verifi- 
cándose el secuestro y entrega por medio 
de los correspondientes ministros de jus- 
ticia y por ante escribano, extendiéndose 
el acta oportuna para constancia de la 
diligencia {art. 22.) El reglamento 1 no 
prevee explícitamente el caso de que el 
obligado á hacer la entrega la deje inefi- 
caz por desaparición de la cosa ó culpa 
suya, según puede acontecer con los mue- 
bles ó semovientes; pero es claro que en- 
tonces deberá indemnizarse el precio al 
actor en la manera que después se expli- 
cará, respecto de aquellas obligaciones 
de hacer que no son ejecutables cuando 
media resistencia respecto del que debe 
llevarlas á efecto. 

113. Cuando la obligación es de ha- 
cer, como sucedería vg. en el comprome- 
tido á concluir una fábrica ú otro caso se- 
mejante, el reglamento encarga que al dic- 
tarse el fallo de paz se fije la cantidad 
equivalente, para el evento de que deje 
de practicarse lo resuelto, pues así se evi 
tan las cuestiones que de otro modo pue- 
den suscitarse. {Árt. 23) Este partido con 
mayoría de razón y de una manera aun 
mas expedita puede adoptarse, cuando en 
vez del fallo de conciliación se trata de 
un convenio celebrado en el mismo acto. 
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114. Cuando la indemnización en can- 
tidad no se fijó para la falta de cumpli- 
miento del obligado á hacer alguna cosa, 
trascurrido que sea el plazo del señala- 
miento ó del convenio, el actor puede pe- 
dir al juez que fije la suma equivalente 
de la reclamación, y el juez debe proce- 
der á practicarlo. (Art. 23) 

115. Al deducir el actor semejante 
pretensión, es oportuno que á la vez 
nombre perito, solicitando también que 
tenga cabida igual nombramiento por la 
contraparte en el acto de la notificación 
ó por el juez si no lo verificare. Acepta- 
do en forma el encargo por los peritos, 
procederán al justiprecio, dentro del ter- 
mino que el propio juez ha de fijarles con 
arreglo á las circunstancias del asunto, y 
dando cuenta, si resultare discordancia 
entre ellos, el juez nombrará un tercero 
que la dirima, fijándole también plazo al 
efecto. Reducido de este modo el proce- 
dimiento á la cobranza de cantidad de- 
terminada, se siguen para hacerla efecti- 
va los mismos trámites que después se 
explicarán respecto del abono de las su- 
mas cuyo pago se dispuso ó convino en 
los mismos actos conciliatorios (arts. 23, 
24, 15, y 16.) Conforme á la práctica, es 
irrecusable el tercero nombrado en to- 
dos los casos en que tiene lugar semejan- 
te nombramiento. 

116. El reglamento no comprende el 
caso de que la obligación contraida sea 
de no hacer. Puede existir sin embargo, 
un convenio v. g. de no levantar una pa- 
red ó no continuarla, así como también 
de no usar una serventía, mediante el 
cumplimiento que se reclame de un con- 
trato celebrado al efecto; y es claro que 
entonces el juez de paz está facultado 
conforme al espíritu del reglamento 
para dictar las disposiciones consiguien- 
tes á impedir que se lleven á efecto a- 
quellos hechos sobre que versa el con- 
trato. Podrá por lo tanto mandar que se 
derribe la pared á costa del infractor, ó 
prohibirle que siga usando el camino, 
con los apremios pecuniarios que estime 
oportunos. Y no es este solo el inconve- 
niente que en su ejecución presenta el re- 
glamento á que me voy refiriendo. 

117. Cuando se trata de la cobranza 
de cantidad determinada, trascurrido el 
plazo convenido por las partes ó señalado 


por el juez, sin que se haya verificado el 
abono, el acreedor puede pedir que se 
embarguen bienes al deudor, y el juez 
debe decretarlo. Este embargo debe ha- 
cerse de bienes muebles 6 semovientes y 
raíces si no bastasen los primeros 7 y por an- 
te escribano, lia$ta en una suma algo ma 
yor que la que motiva la ejecución ( art . 14.) 

118. Diciendo el reglamento bienes 
muebles ó semovientes, dá á entender 
que es indiferente que el secuestro se ha- 
ga respecto de esclavos, animales ó mue- 
bles, para por su defecto tener lugar en 
los raíces ; y con razón se ha dispuesto 
así, pues los unos y los otros poco mas ó 
menos son de enagenacion igualmente ex- 
pedita, proporcionando su falta de la pro- 
pia manera, igual quebranto al deudor. La 
suma del embargo excedente al valor del 
adeudo, tiene lugar por las costas del pro- 
cedimiento ocasionadas y que hayan de 
ocasionarse hasta que la responsabilidad 
quede cubierta, y es oportuno por lo mis- 
mo que el juez de paz la determine en su 
mandato, pues así deja menos campo á 
la arbitrariedad de los ejecutores de su 
providencia. 

119. Hecho el embargo deberá pro- 
cederse al depósito de lo embargado, po- 
niéndose los muebles y semovientes en 
poder de un tercero abonado, y los escla- 
vos que se cuentan entre los últimos en el 
depósito judicial que existe al efecto, cu- 
yas circunstancias pasa en silencio el re- 
glamento, sin duda por un olvido disculpa- 
ble en su redacción. Y dada cuenta con las 
diligencias en el particular practicadas, el 
actor promoverá la tasación que se hará 
por peritos elegidos por las partes con se- 
ñalamiento de término y nombramiento 
de tercero en caso de discordia, según se 
ha explicado antes de ahora. 

120. El art. 17 de aquel reglamen- 
to dice, ' { que hecha la tasación se señala- 
rá dia para el remate, que será el dé- 
cimo después de tasada, si fuese finca 
rústica ó urbana, y el cuarto si es mueble 
ó semoviente, y en los dias intermedios 
se publicará la subasta en la forma acos- 
tumbrada, para que concurran licitado- 
res el dia en que deba verificarse.” 

121. Sin duda correspondia que prac- 
ticada la tasación se esperara á que el ac- 
tor hiciera la solicitud del señalámientp de 
remate, para que no resultara tomándose 
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las determinaciones de oficio, en. un asun- 
to que por expedito que sea, no deja por 
eso de ventilarse entre partes. La peren- 
toriedad de los términos señalados que 
deben contarse desde que se hizo el jus- 
tiprecio, no dejan cabida con todo á se- 
mejante consideración, y así resulta que, 
aun cuando la parte no pida el señala- 
miento del remate después de practicado 
el justiprecio, ó no verificase la solicitud 
al mismo tiempo de pretender la tasación, 
como igualmente puede practicarlo, el 
escribano debe dar cuenta de oficio con 
ella al juez para que haga el señalamien- 
to del dia del remate. Por supuesto que 
en caso de discordia entre los peritos, a- 
quePos plazos para el señalamiento debe- 
rán comenzar á contarse desde que el 
tercero dirimió la discordia suscitada. 

122. Pero aun hay otro inconvenien- 
te para que aquellos reducidos plazos 
puedan contarse, desde que se hicieron 
las tasaciones en la manera explicada. 
Pueden muy bien haberse practicado las 
operaciones poniéndoseles la correspon- 
diente fecha y demorarlas en su poder 
por algún tiempo los peritos, y puede 
igualmente el escribano por atravesarse 
dias festivos ú otra causa poderosa, de- 
morar igualmente el dar cuenta al juez 
con la operación. Los dias que así trans- 
curran no deben contarse ciertamente 
dentro de los diez y cuatro designados 
para el remate, con mayor motivo cuan- 
do dentro de ellos han de tener lugar 
otros trámites indispensables para que se 
verifique la propia subasta, y así es claro 
que comenzarán á correr desde que el 
juez provee, haciendo el señalamiento, 
después de habérsele dado cuenta con las 
tasaciones y no desde que estas se hayan 
hecho como literalmente dice el regla- 
mento. 

123. Es evidente por la disposición, 
referida, que la subasta de los bienes en 
el caso explicado, debe anunciarse por 
medio de la Gaceta del Gobierno y cua- 
lesquiera- otros periódicos que se tenga 
por oportuno si la cobranza se intenta en 
.esta capital, ó bien por cualesquiera otros 
periódicos ó cedulones colocados en los 
parajes mas públicos, según se siga aque- 
lla cobranza en otros lugares de la Isla 
donde haya jueces de paz, supuesto que 
el reglamento dice, que se publicará la 


subasta en la forma acostumbrada. Y tam- 
bién es evidente que si el cuarto ó déci- 
mo dia que correspondan para el señala- 
miento fueren festivos, se entenderá 
aquel señalamiento para el posterior há- 
bil á los mismos dias feriados. 

124. Ocurre la duda de si á aquellos 
bienes que han de subastarse deberán dar- 
se los pregones déla ley, comprendiéndose 
estos en la publicación de la subasta en 
la forma acostumbrada , y así es lo cierto. 
Teniendo cabida aquellos pregones de- 
berían ser de tres en tres dias los de los 
muebles y de nueve en nueve los raíces, 
según costumbre; pero esta no puede aco- 
modarse á los reducidos plazos que para 
la subasta concede el reglamento. Si den- 
tro de esos plazos se colocan los pregones, 
respecto de los muebles y semovientes de- 
berán tener lugar un dia tras otro así co- 
mo respecto de los raíces de tres en tres 
dias, y cualesquiera festivos entre ellos, 
como á cada paso pudiera acontecer, de- 
jarían incumplida la prevención á menos 
que se excluyan de los términos señala- 
dos, lo cual no advierte aquel reglamen- 
to. Forzoso es sin embargo hacer seme- 
jante exclusión de los dias festivos en los 
términos á que me contraigo, pues de otro 
modo la disposición, presenta un insu- 
perable obstáculo de hecho para *er 
cumplida. El reglamento sobre juicios de 
menor cuantía excluye los dias festivos 
de los términos que concede, y ya que el 
que nos ocupa no hace esa exclusión, in- 
dispensable es adoptarla en el caso de los 
pregones ya que no en todo, por paridad 
y para que pueda tener cumplimiento. 

125. El remate deberá cerrarse en el 
dia que resulte señalado, en favor del que 
haga mejores proposiciones en cantidad y 
calidad (art. 17.) Con esas palabras en can- 
tidad y calidad se ha querido significar la 
ventaja que pueden presentar unas propo- 
siciones sobre otras, sin embargo de 
que las segundas asciendan á mayor 
cantidad. Puede un licitador ofrecer 
mayor precio por la cosa á largos pla- 
zos, mientras que otro ofreciendo me- 
nor precio lo proponga al contado ó en 
plazos insignificantes. Puede uno sujetar 
la compra á condiciones de que otro 
prescinda, según las circunstancias que 
medien en la cosa de la venta, y en seme- 
jantes casos ha de calcularse la ventaja de 
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la proposición como en cualquier otro 
remate, sin sujetarla á la única regla de 
la mayoría de precio que por la cosa se 
ofrezca. 

126. Si ninguna de las proposiciones 
que se hagan en el dia de la subasta lle- 
ga á las dos terceras partes del valor da- 
do en tasación á la cosa del remate, de- 
berá -procederse del modo siguiente. Si 
los dos tercios del justiprecio compusie- 
ren una cantidad menor, ó igual ó exce- 
dente del mismo crédito hasta una octava 
parte mas solamente, entonces será adju- 
dicada la cosa de la subasta al acreedor 
por aquellos mismos dos tercios, {articu- 
lo 18) Por supuesto que semejante adju- 
dicación es obligatoria para el acreedor, 
según se deduce á no dejar dudas, de 
la misma prevención del reglamento. 

127. Ordena el mismo reglamento, 
en su artículo 20 que si no hubiese habi 
do comprador, ni hubiese procedido la 
adjudicación, porque el valor de las dos 
terceras partes de la finca fuere superior 
en mas de una octava parte al del crédito, 
ha de procederse á la retasación y nuevo 
remate por los mismos medios y en igua- 
les términos que en la tasación y subasta 
primeras. La nueva tasación puede prac- 
ticarse por los mismos peritos que verifi- 
caren la anterior, ó bien por otros que de 
nuevo se designen, y ciertamente que ni 
I 03 unos ni los otros se encuentran en la 
obligación de bajar los precios dados, ha- 
ya ó no motivo suficiente para ello, como 
se entiende vulgarmente; pues la retasa- 
ción lleva por objeto suplir la falta que 
se haya cometido en la anterior, presu 
miándose la existencia de semejante de- 
fecto, por la misma carencia de proposi- 
ciones en el remate. 

128. Si en el segundo no hay térmi- 
nos hábiles para llevar á efecto la venta, 
ni la adjudicación en los términos expli- 
cados, ha de distinguirse si la finca que 
se remata admite ó no cómoda división. 
En el primer caso, se adjudicará al acree- 
dor la parte de ella que basta para el pa- 
go del crédito y costas que satisfará en- 
tonces á los interesados. No admitiendo 
cómoda división, la finca ha de entregar- 
se al mismo acreedor para que de sus 
productos cobre el principal y rédito del 
seis por ciento contado desde el dia de la 
entrega, si la providencia consentida no 


mandase que se le pagaran con anterio- 
ridad {urt. 20). Lo mismo debe practi- 
carse tratándose de esclavos por identi- 
dad de principios; pero si se trata de ani- 
males ó muebles, de lo cual no hace refe- 
rencia el reglamento, en el caso de la no 
división deberán adjudicarse al acreedor 
por los dos tercios de su valor, quedando 
obligado á devolver el resto para costas 
y para el deudor. La naturaleza de esas 
propiedades que no dan productos y su 
importancia que generalmente no es de 
mucha monta, hacen excusada la aplica- 
ción de aquellas otras reglas á que me he 
referido. 

129. Si se verificó remate, ó adjudi- 
cación al acreedor por la proposición de 
un tercero, dentro de los tres dias poste- 
riores, el juez de paz y el escribano que 
autorice las diligencias, deberán formar 
la liquidación de cargas, y exigir al com- 
prador el precio íntegro que resulte ó la 
parte de él que hubiese ofrecido al con- 
tado. Seguidamente se entregará al aeree-, 
dor aquel contado hasta donde alcance 
su crédito, y el sobrante al deudor, dedu- 
cidas las costas que se hubiesen deven- 
gado. {art. 19.) 

130. Si hubiese tenido lugar la adju- 
dicación al acreedor para que se verifi- 
que la cobranza con los productos, des- 
pués de estos ha de percibirse también 
el valor de las costas. Corresponde que 
estas se vayan entregando al juez según 
los vaya tomando el acreedor, para evi- 
tar inconvenientes que de otro modo pu- 
dieran suscitarse; y concluido de perci- 
birse todo, el acreedor ha de devolver la 
cosa por conducto del juez de paz sin per- 
juicio del ajuste y aprobación de cuentas, 
acerca de lo cual se procederá con arre- 
glo á derecho, {art. 20.) 

131. El órden de actuar que en seme- 
jantes asuntos se sigue, es también de 
una naturaleza especial. Para tratar de 
llevar á efecto los acuerdos referidos del 
juicio de paz, se ocurre ante el juez del 
ramo en acto verbal, produciendo el cer- 
tificado de la conciliación, el cual se po- 
ne por cabeza de uu expediente que al - 
efecto se forma. De seguida se extiende 
la diligencia de su presentación con la 
solicitud que la motiva, autorizándola el 
mismo juez de paz con escribano, y to- 
das las demas pretensiones que se ofrez- 
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can tienen asimismo lugar verbalmente 
(arte. 26 y 27.) 

132. Los alcaldes que ejercen las ju- 
risdicciones de jueces de paz, en vista de 
aquellas pretensiones verbales que tienen 
lugar ante ellos, dictan las providencias 
oportunas, sin admitir nunca escritos y 
sin dictámen de asesor, porque todas las 
actuaciones que de semejante modo tie- 
nen lugar, según expone el reglamento, 
no exijen conocimiento del derecho ( art . 
27.) 

133. Sin embargo, advierte el mismo 
reglamento, que en el discurso de la mis- 
ma ejecución, pueden suscitarse por los 
propios interesados que intervienen en el 
juicio ó por otros terceros, cuestiones dis- 
tintas de aquella que fué decidida por el 
juicio de paz que se ejecuta. Y añade que 
son tales las que suelen promoverse so- 
bre tercerías de dominio ó de dote, sobre 
sieso no justa y arreglada la tasación, 
admisión de posturas, tanteos ó retractos, 
liquidaciones de réditos, deducciones de 
capitales, censos y todas en fin las que 
dan lugar á incidentes contenciosos, ya 
versen sobre puntos de derecho ó de he- 
cho (art. 28.) Entre ellas han de contar- 
se las del ajuste y aprobación de cuentas 
que tiene lugar cuando el acreedor de- 
vuelve la cosa que se le entregó para que 
se hiciera pago con sus productos. 

134. Siempre que se presentan seme- 
jantes casos en el curso del procedimien- 
to, el juez debe atender antes de todo al 
valor de aquello sobre que se promueve 
discusión ó se deduce acción. Si aquel va- 
lor no excede de la suma de que el juez 
de paz puede conocer verbalmente, ha de 
resolver en los términos dispuestos para 
los juicios de esta clase. Si aquel valor 
excede del cometido al juez de paz, pero 
no pasa de 200 pesos, deberá remitir álos 
litigantes al juez ordinario del demanda- 
do que corresponda, según la cuantía, pa- 
ra que verbalmente también resuelva la 
cuestión suscitada (art. 28.) 

135. Cuando se trata de una cantidad 
mayor que la de 200 pesos, si el asunto 
es susceptible de ser terminado por laa- 
venencia de las partes, y no estuviere 
comprendido en la providencia consenti- 
da, debe celebrarse otro juicio de pazres- 

{ >ecto de la nueva cuestión. Si en él no se 
ograre acuerdo, deberán remitirse los 


autos al juez que corresponda, para que 
resuelva con arreglo á derecho (art. 28. 
cit.) 

136. Dispone por fin el mismo regla- 
mento, que en todos los casos referidos, 
se suspenda la ejecución de los juicios de 
paz, á no ser' en aquella parte de la pro- 
videncia comenzada que pudiera ejecu- 
tarse sin perjuicio de los interesados 
(art. 29.) Puede esto suceder entre otros 
casos, en el de que la tercería interpues- 
ta recaiga tan solo respecto de una de las 
especies embargadas sin hacerla exten- 
siva á las demas. Entonces no se presen- 
ta obstáculo para que siga el procedimien- 
to respecto de las otras especies que* no 
ofrecen para ello dificultad alguna. Y en- 
tonces no remitirá el juez el expediente 
principal al otro que de la incidencia ha 
de conocer, sino tan solo testimonio de 
los antecedentes precisos para la prose- 
cución del asunto. 

137. El tercero ó el litigante que 
suscita cuestión en los procedimientos 
referidos ante el juez de paz, no tiene 
necesidad de exponer ante el mismo las 
razones en que funda su derecho. Bástale, 
pues, anunciar la cuestión en el juicio 
ante el juez de paz, solicitando la remi- 
sión de antecedentes, y reservando el uso 
de su derecho, bien verbalmente ó ya por 
escrito, para cuando suspendida la ejecu- 
ción, aquellos antecedentes obren ante el 
juez competente. También en el caso de 
que se deniegue su pretensión, puede 
ocurrir entablando competencia sobre el 
conocimiento, ante uno de los jueces ¿ 
quienes toca por derecho. 

138. En la ejecución de las senten- 
cias que se dictan en los asuntos de me- 
nor cuantia, también procede la via de 
apremio, cuando se encuentran ejecuto- 
riadas, bien por la resolución # del supe- 
rior, ó ya por el consentimiento de las 
partes. En el primer caso, es decir, cuan- 
do del asunto haya tenido conocimiento 
la Audiencia, al llevar el juez inferior á 
efecto la sentencia, deberá exigir del que 
corresponda, las costas comprendidas en 
la tasación formada en la superioridad, 
cuyo importe recaudado que sea, ha de 
remitirse á la escribanía de cámara para 
su distribución entre los interesados, se- 
gún lo dispone el artículo 21 del regla- 
mento del ramo. Tiene por motivo esta 
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prevención, la circunstancia de que con- 
forme ai artículo 19 del mismo regla- 
mento, en la Audiencia no deben perci- 
bir derechos ni el relator, ni el escribano 
de cámara ni otros subalternos. 

139. Dispone el mismo reglamento en 
su art. 22, que en la ejecución de aque- 
llas sentencias y en la exacción de las 
costas, proceda el juez de plano, sin per- 
mitir gastos ni dilaciones que puedan 
excusarse. Y que para ello, si requerido 
el deudor no pagase dentro de dos dias, 
se embargarán y venderán en almoneda 
pública los muebles á los tres dias y los 
raices álos nueve, pregonándolos de tres 
en" tres. 

140. Es evidente que en el caso de- 
be procederse de oficio en cuanto á la co- 
branza de las costas, y que respecto délo 
demas que reclamen las partes, no han 
de permitírseles escritos, sino que debe- 
rán hacer sus promociones por medio de 
diligencias ante el escribano. . 

141. Ejecutoriada pues la sentencia, 
ha de requerirse al deudor por el pago de 
su responsabilidad con término de se 
gundo dia, que comenzará á contársele 
desde el siguiente al en que tenga lugar 
la notificación de manera que dentro del 
tercero dia debe verificarse el abono. No 
cumpliendo con el pago, debe pedirse y 
mandaise que se embarguen y depositen 
bienes equivalentes conforme á su clase, 
y estos han de ser muebles, semovientes 
ó esclavos, según procede en derecho. El 
reglamento no dice que se justiprecien, 
pero no debe prescindirse de semejante 
trámite, haciéndose tasar conforme á lo 
que exigen la garantía de los derechos 
de las partes y las disposiciones legales 
que generalmente rigen en la materia. 

142. No puede entenderse que el re- 
glamento haya querido prescindir de la 
tasación, cuando hasta en los juicios ver* 
bales el otro del ramo dispone terminan- 
temente aquel trámite, con las circuns- 
tancias de nombrar cada parte un perito 

el juez un tercero en caso de discordia, 
n el asunto deben seguirse en conse- 
cuencia por paridad las mismas reglas 
que respecto de ese trámite se han expli- 
cado, al tratarse del cumplimiento *de los 
fallos de conciliación. 

143. En cuanto á los pregones, el re- 
glamento dice expresamente que se dén á 


los bienes embargados. Si se trata pues 
de esclavos, muebles 6 animales, serán 
un dia tras otro los dos primeros y últi- 
mo pregón; y si raices, de tres en tres dias. 
No hay para ello el inconveniente que 
se hizo advertir al tratarse de la ejecu- 
ción de los fallos de paz consentidos por 
las partes, pues el reglamento sobre los 
juicios de menor cuantía, dispone termi- 
nantemente en su articulo 25, que los tér- 
minos (fue señala . empezarán á contarse 
desde el dia siguiente al de la notifica- 
ción, y que todos son perentorios é im- 
prorogables, sin que se cuenten en ellos 
los dias festivos en que vacan los tribu- 
nales. 

144. Por lo que hace á la subasta, 
también guarda silencio el reglamento ; 
pero atendiéndose á que en tales casos 
con mayoría de razón deben aplicarse los 
principios que rigen en la via de apre- 
mio, que tiene lugar á consecuencia de 
los fallos de paz consentidos, parece in- 
dudable, que en los casos que aquel 
explica y de que se ha hecho referencia, 
habrá de procederse á la retasación, ven- 
ta por los dos tercios del valor de la cosa 
o adjudicación por su importancia, y en 
último recurso á la entrega al acreedor 
para su cobranza con los productos de la 
cosa. 

145. Las resoluciones que se dictan 
en juicio verbal también se llevan á efec- 
to por la via de apremio, conforme lo de- 
termina el reglamento del ramo. Hecha 
saber la resolución con término para su 
cumplimiento, si este se deja ineficaz por 
parte de aquel contra quien se falló, el 
juez dicta y hace qumplir la providencia 
oportuna para que su determinación se 
lleve á cabo. 

146. Si se trata del pago de alguna 
cantidad, cumplido el término que al e- 
fecto se señaló, sin haberse verificado, se 
dispone embargo de bienes y su depósito. 
Hecho este, debe ordenarse que las partes 
nombren de palabra ante el mismo juez 
un perito cada una, que procedan á prac- 
ticar la tasación de lo embargado. Por la 
falta del demandado ha de hacer el juez 
el nombramiento por su parte, y los peri- 
tos han de prpeeder al justiprecio en el 
acto que se les haga saber. Por fin, el 
mismo juez en caso de discordia nombra- 
rá un tercero que la dirima. Practicada la 
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tasación, de seguida se dá un pregón á 
los bienes y se procede á su remate (art. 
13). 

147. Si en el acto del remate se pre- 
senta postor que haga por la cosa una pro- 
posición que cubra los dos tercios de la 
tasación, se le adjudica desde luego. Si no 
se presentare licitador alguno, el acreedor 
y el deudor pueden en el mismo acto ce- 
lebrar en el asunto el convenio que ten- 
gan por oportuno; mas no pudiendo con- 
seguirse este, ha de adjudicarse forzosa- 
mente al acreedor la cosa del remate por 
los dos tercios de la tasación (art. 14). En 
el mismo art. 14 se encarga que no se 
vendan bienes en mas cantidad que la 
necesaria para satisfacer la deuda y las 
costas. Y en esta materia en sus respec- 
tivos casos tienen lugar las disposiciones 
de que en la via de apremio se ha hecho 
mención, cuando se trata de la subasta de 
bienes raices. 

CAPITULO VI. 

De la vía de apremio en los asuntos 
mercantiles. 

148. También en lo mercantil tiene lu- 
gar la via de apremio en determinados 
casos. De.ide luego la tendrá para el co- 
bro de costas en que ha sido condenado 
un litigante que por consecuencia ha de 
satisfacerlas. También cuando se cobran 
honorarios ú otros derechos devengados 
por los curiales. Y por fin cuando se pi- 
den expensas judiciales por los apodera- 
dos. En todos esos casos ha de procederse 
de la manera que se ha explicado al tra- 
tarse de los negocios comunes y ordina- 
rios, pues no habiendo en el particular 
disposiciones privativas en lo mercantil, 
ha de estarse por las otras como suple- 
mentarias; pero hay ademas otros casos 
en la propia materia mercantil en que sí 
median aquellas reglas particulares. 

149. Antes de ocuparnos de ellos, ad- 
vertiremos que en los juzgados mercan- 
tiles á diferencia de los ordinarios, los 
convenios celebrados en los juicios de a- 
venencia, en el caso de tener que hacerse 
efectivos jucidialmente, no reconocen pa- 
ra el efecto unórdcn de sustanciacion por 
la via de apremio. En cuanto á los juicios 
verbales, la ley se limita á decir que las 

66 


providencias en ellos dictadas serán ege- 
cutivas, sin admitirse apelación ni otro 
recurso (art. 445). Para su cumplimiento 
deberán pues adoptarse los trám tes de los 
juicios ejecutivos, después de ejecutoria- 
dos también los fallos de remate, sin que 
deban admitirse instancias que no sean 
memoriales dirigidos al prior del tribu- 
nal ó juez ordinario á quien en su defec- 
to corresponda el conocimiento, como se 
previene respecto de la demanda en tales 
asuntos (art. 446). También es proceden- 
te que en esos juicios verbales después del 
fallo, las pretensiones para su cumpli- 
miento se intenten por medio de dilijen- 
cias ante el escribano. Fuera de esto, en 
la materia mercantil tiene lugar la via de 
apremio, contra los consignatarios á quie- 
nes sean entregadas las mercaderías que 
les viniesen consignadas por los fletes en 
los trasportes marítimos y los portes en 
los conducciones terrestres. También con 
tra cualquiera otra persona que con títu- 
lo legítimo hubiese recibido las mismas 
mercaderías. Esta via de apremio sin em- 
bargo no es procedente si el acreedor deja 
pasar sin intentarla un mes, contado des- 
de el dia de la entrega de los efectos (art. 
350). 

150. Para preparar la cobranza en el 
caso expuesto y por la vía mencionada de 
apremio, ha de producirse el conocimien- 
to ó la carta de porte original firmada del 
cargador, y el recibo de las mercaderías 
contenidas en este documento (art. 351). 
Por supuesto que si el conocimiento ó la 
carta de porte no tienen las circunstan- 
cias que exige el código de comercio, no 
serán admisibles para el efecto á que me 
contraigo. 

151. Con esos recados se presenta escri- 
to solicitando el reconocimiento del reci- 
bo de las mercaderías, que ha de hacer el 
que lo otorgó en la forma de costumbre. 
Evacuado aquel reconocimiento de con- 
formidad, queda expedita la via de apre- 
mio; pero si el deudor niega la legitimi- 
dad del documento, no procede aquella 
via, quedando el acreedor obligado á usar 
de su derecho en el juicio competente 
(art. 354). 

152. También tiene lugar la via de a- 
premio en lo mercantil, contra los asegu- 
radores en los seguros marítimos, por el 
importe de las pérdidas ó daños que hu- 
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bieren sobrevenido á las cosas aseguradas 
en los riesgos que corriesen á su cargo; y 
también contra los asegurados, por los 
premios de los seguros marítimos ( art . 
350). 

153. En semejante caso se prepara la 
cobranza, por medio de la escritura pú- 
blica, póliza ó contrata privada, según la 
forma en que se hubiere celebrado el se- 
guro {art. 351) y por supuesto que, si se 
trata de documento privado ha de obte- 
nerse su reconocimiento para preparar la 
via de apremio {art. 354). Ademas, sea el 
documento público ó privado, para que 
pueda considerarse eficaz se hace preciso 
que contenga todos los requisitos que por 
el código de comercio se fijan para los de 
su clase. 

154. Tratándose del cobro referido con- 
tra el asegurado, no se necesitan otros re- 
quisitos que aquellos de que se ha he- 
cho mención. Intentándose la cobranza 
contra los aseguradores, deberán produ- 
cirse ademas de la escritura pública, ó do- 
cumento privado, otros documentos que 
justifiquen el viage de la nave, el embar- 
que de los efectos asegurados, y la pérdi- 
da de las cosas también aseguradas. El 
art. 882 del Código dispone que se acom- 
pañen aquellos documentos á toda recla- 
mación procedente del contrato de segu- 
ro; y sin ellos tampoco puede compro- 
barse haber tenido lugar la condición de 
que nace el derecho á la cobranza, en el 
caso que nos ocupa. 

155. También tiene lugar la via de a- 
premio en el comercio contra los carga- 
dores y capitanes de las naves por las vi- 
tuallas suministradas para el aprovisiona- 
miento de estas. Cuando el suministro re- 
ferido se haya hecho por orden de los 
consignatarios, en cuyo caso procede con- 
tra ellos la cobranza, igualmente puede 
adoptarse la via de apremio {art 350). 

156. Se prepara entonces la cobranza, 
presentándose las facturas valoradas de 
los efectos suministrados, aprobadas por 
el cargador, capitán ó consignatario, de 
cuya órden las haya entregado el acree- 
dor {art. 351) y se pide antes de todo el 
reconocimiento de la certeza de la propia 
factura, para dejar con él expedita la via 
de apremio {art. 354). 

157. Igualmente tiene lugar la via de 
apremio á favor de los individuos de la 


tripulación de las naves, por los salarios 
que se les adeuden {art. 351). Conforme 
al artículo 699 del Código, todas las con- 
tratas que se celeb:en entre el capitán y 
| el equipage deben extenderse por escrito 
I en el libro de cuenta y razón de la nave, 

I firmándose por los que sepan hacerlo, y 
i por los que no, un tercero con su autori- 
zación. Este libro formado con los requi- 
sitos que previene el art. 646 del mismo 
Código, hacefó para resolver cualesquiera 
j diferencias que se suscitan á consecuen- 
cia de las contratas en él contenidas. Y 
; el capitán se encuentra en la obligación 
de dar á cada individuo del equipage que 
se le exija una nota firmada de su puño, 
i de la contrata extendida en el libro. 

158. Para preparar la vía de apremio 
j en el caso referido es preciso distinguir 
¡ si el capitán dio el documento menciona- 
i do ó si resiste hacerlo. En el primer caso 
| se pide como en los demas el reconoci- 
miento antes de todo. En el segundo se 
pide y manda, que el mismo capitán ex- 
hiba el libro y á su presencia se saca tes- 
timonio de lo que resulta de sus asientos 
con respecto al crédito reclamado, cuyo 
testimonio es equivalente á la nota ó cer- 
tificación referida {art. 351). 

159. De la propia manera se concede 
la via de apremio en lo mercantil, contra 
los mismos cargadores de las naves, por 
el pago de los salarios vencidos de la tri- 
pulación ajustados por mesadas ó viages, 
y contra los capitanes cuando aquellos no 
se hallaren en el lugar en que debe hacer- 
se el pago, preparándose la cobranza del 
propio modo que se explicó en el caso 
anterior {art. 350 y, 351). 

160. Se concede igualmente en lo 
mercantil la via de apremio á favor de 
los corredores, contra los que hayan con- 
tratado con su intervención, por los cor- 
retajes que hayan devengado en las ne- 
gociaciones {art. 360.) Aquella via de 
apremio se prepara presentando las fac- 
turas de los contratos ó negociaciones de 
que procedan los corretages, firmadas del 
deudor, ó bien las pólizas de que deben 
conservar un ejemplar, y solicitando el 
prévio reconocimiento. Cuando el cor- 
redor no tenga tales documentos, puede 
producir una copia del asiento de la ne- 
gociación extendido en su registro, de 
conformidad con lo dispuesto en los ar- 
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tilos 91, 92, 93, 94 y 95 del código de 
comercio ( art . 351). Si se produce la no- 
ta sacada del libro del corredor, se pide 
por este y se manda para preparar la via 
de apremio, que el deudor bajo juramen- 
to en forma reconozca su certeza. Si ne- 
gare ó si desde luego no se quiere hacer 
semejante promoción, puede pedirse y de- 
be mandarse que se haga constar la exac- 
titud de la misma nota cotejándose con 
los libros del comerciante, á quien se obli- 
gará á producirlos á ese efecto {art. 355.) 

161. Procede asimismo la via de 
apremio en lo mercantil, »cuando se trata 
déla ejecución de las sentencias pronun- 
ciadas por los tribunales del ramo, siem- 
pre que se intente dentro de tres meses 
posteriores al dia en que fuese la senten- 
tencia ejecutiva; pues después de trans 
curridos aquellos tres meses, ha de enta- 
blarse en toda forma el procedimiento 
ejecutivo por los trámites que marca la 
ley. Lo mismo acontece con las senten- 
cias arbitrales que hayan pasado en au- 
toridad de cosa juzgada. Y lo propio 
acontece con los laudos de los amigables 
componedores qne hayan sido consenti- 
dos por las partes, ó no se hubiesen re- 
clamado dentro del término legal {ar- 
tículo 342.) 

162 Al referirse la ley en la materia 
de apremio al previo reconocimiento del 
documento privado que ha de hacerse 
por el deudor dice, que si el deudor negase 
la legitimidad del documento usará el acree- 
dor de su derecho en el juicio competente 
{art. 354) Sin duda debe entenderse que 
cuando el deudor reconoce la firma pues- 
ta en el documento, aun cuando niegue 
su contenido ha lugar á la cobranza. Lo 
primero porque así lo dispone la propia 
ley en el juicio ejecutivo {art. 310) y si 
de ese modo se hace en los procedimien- 
tos de la última clase, mayor razón hay 
ara que se haga en la via de apremio,* 
onde ademas de obrar los propios fun- 
damentos se trata de un órden de sus- 
tanciaron aun mas breve y expedito. 
Y lo segundo, porque la misma ley co- 
loca éntrelas excepciones de la oposición 
la falsedad del título, lo cual supone que 
se dió por incierto en los privados, re- 
conociéndose por verdadera la firma que 
los autoriza {art. 358.) 

163. En los casos en que se concede 


la via de apremio, pu$de tratarse del co- 
bro de una cantidad líquida ó ilíquida 
6i fuere líquida no hay mas pue pedir el 
reconocimiento del documento en que 
descansa la acción, no siendo público co- 
mo se ha explicado. Si la cantidad sobre 
que versa la cobranza fuese ilíquida, con 
la presentación del instrumento público 
ó después quo se evacuó el reconocimien- 
to del privado, ha de procederse á tratar 
de la liquidación. Esta puede intentarse 
extrajudicialmente entre las partes ó bien 
someterse á árbitros; pero no siendo po- 
sible hacerlo de ninguno de esos modos 
se promueve judicialmente hasta obtener- 
se sentencia que dicte el tribunal. Ejecu- 
toriada la resolución, entóneos tiene lu- 
gar la via de apremio {art. 353.) 

1 64. Presentándose el título ejecutivo 
en la forma expuesta, el acreedor por me- 
dio de escrito, formado en los términos 
que tienen lugar en las demandas ejecu- 
tivas, uno de los cuales es jurar la certe- 
za de la deuda, sin lo que no es admisible 
su acción, debe pedir que se despache 
mandamiento cometido á lós alguaciles 
del tribunal, para que con asistencia 
de escribano requieran al deudor, á fin 
de que en el acto satisfaga la deuda 

ue contra él resulta y que no practicán- 
olo así se proceda á embargarle bienes 
equivalentes. Encontrando el tribunal 
que es ajustada a derecho la solicitud, 
debe acceder al despacho del mandamien- 
to solicitado {art. 356). 

165. Al hacerse el embargo, han de 

preferirse los efectos de comercio á los 
demas muebles del deudor y unos y otros 
á los inmuebles guardándose las excep- 
ciones de las leyes comunes sobre los bie- 
nes que no pueden ser ejecutados, y sien- 
do el alguacil responsable de cualquier „ 
exceso que cometa en la ejecución y per- 
juicio que cause por nó haberse arreglado 
á derecho. Igualmente en el caso de que 
en el contrato se haya constituido hipote- 
ca especial de algún inmueble, se practi- 
cará lo que para los juicios ejecutivos dis- 
pone la ley en las Inismas circunstancias 
{artículos 317 y 318".) r 

166. Practicada la diligencia de em- 
bargo y depósito, á consecuencia del 
mandamiento se pide que se cite al deu- 
dor para la venta de los bienes embarga- 
dos. Hecha la citación que hade dispo- 
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nerse, tiene tres dias para proponer ex- 
cepción legítima contra el apremio (ar- 
tículo 857.) Si la intenta dentro de aquel 
plazo el escribano ha de unirla á los au- 
tos con los documentos que la acompaña- 
ñen; y si trascurrre el plazo sin presen- 
tarse oposición, igualmente debe el escri 
baño poner nota en el proceso, haciendo 
constar semejante circunstancia, sin que 
después de esto pueda recibir al oposi- 
tor escrito alguno (art 360.) 

167. El deudor que hace oposición en 
la via de apremio, tan solo puede legal- 
mente practicarlo con cuatro excepciones, 
cuales son: 1. * Falsedad del título con 

a se le cobra. 2. 05 Falta de personali- 
en el portador. 3. a Pago de la su- 
ma que se le reclama. Y 4. transacción 
ó compromiso celebrados respecto del 
mismo asunto (art. 358). 

168. El mismo plazo de los tres dias 
que la ley concede al deudor para la 
oposición, ha de servirle para compro- 
barla. No parecerá muy limitado seme- 
jante plazo, cuando se advierta, que so- 
bre la excepción propuesta tampoco han 
de admitirse mas que dos clases de prue- 
ba; cuales son, la de documentos ó la con- 
fesión judicial, pues no tiene cabida nin- 
gún otro medio probatorio de los que 
proceden en los demas juicios (artículos 
358 y 359.) 

169. Síguese pues de aquí que, con 
el mismo escrito en que se opone la excep- 
ción debe producirse el documento que 
la compruebe, ó promoverse la confesión 
jurada del acreedor; pues se hace absolu- 
tamente innecesario anunciar la excep- 
ción en una instancia, para después pro- 
mover la prueba en otra 

170. Si el opositor con la instancia de 
su excepción produjo documentos, ya he- 
mos visto que el escribano debe agregar- 
lo todo á los autos. De seguida debe dar 
cuenta al tribunal, si alcanzare audien- 
cia, 6 en la primera si ya no la hubiere 
para que se proceda # á señalar dia en que 
tenga lugar la vista del pleito, (art, 361.) 
Si al hacerse la oposición se ha promo- 
vido la confesión jurada del acreedor* 
no ha de esperar el escribano á la prime- 
ra audiencia para dar cuenta con la soli- 
citud, pues en el caso de no haberla cuan- 
do tiene lugar la presentación de la ins- 
tancia, debe ocurrir con ella al prior para 


que por sí provea, mandando recibir la 
declaración y cometiendo el acto á uno 
de los cónsules, el cual sin demora debe 
roceder á recibirla (art. 360.) Es evi- 
ente que si se presentan obstáculos pa- 
ra recibir aquella declaración, indepen- 
dientes de la voluntad del deudor, ó que 
emanen de la del acreedor, hasta que no 
tenga lugar el acto, no puede entenderse 
concluido el plazo que la ley otorga al 
apremiado para comprobar su excepción. 
De otra manera se dejaría en arbitrio de 
aquel acreedor hacer ineficaz la proban- 
za por medios maliciosos y estos nunca 
pueden proporcionar buenos resultados 
enjuicio. 

171. Concluidas la oposición y prue- 
ba en la manera explicada, y señalado 
dia para la vista, á ella pueaen ocurrir 
las partes ó sus defensores para alegar lo 

ue estimen conveniente. En aquel acto 
e la vista sin perjuicio de los documen- 
tos que en la oposición haya producido 
deudor, ó no habiéndoles presentado, 
puede exhibirlos así él como el acreedor 
y entregándolos al escribano este hará 
relación de ellos, (art. 36Ó) Por supuesto 
que si semejantes documentos no tienen 
fuerza de públicos son absolutamente 
inútiles, pues no hay cabida para su re- 
conocimiento, ni tienen fuerza alguna en 
el juicio de apremio. 

172. No habiendo hecho el deudor 
oposición á la demanda, y constando así 
por la nota que el escribano ha de poner 
en el proceso, el acreedor debe solicitar 
que se dicte providencia, mandándose 
proceder á la venta de los bienes ejecu- 
tados y el tribunal acceder áello. Median- 
do la oposición y concluido el trámite de 
la vista, si á juicio del tribunal el oposi- 
tor no hubiere probado su excepción, 
igualmente dictará providencia mandan- 
do proceder á la venta de los bienes. En 
<el caso de resultar comprobada la excep- 
ción bien y cumplidamente, se resuelve 
revocándose el auto de apremio, man- 
dándose devolver al deudor los bienes 
embargados y condenándose en las costas 
al acreedor (art. 861.) 

173. Determinadas por la ley las 
cuatro excepciones que únicamente pue- 
den oponerse en la via de apremio, si 
dentro del plazo de los tres dias el deu- 
dor presentare la de compensación ú otra, 
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comprobándola ó no con documento pú- 
ó privado ó pidiendo confesión jurada 
¿deberá seguir el procedimiento por sus 
demas trámites hasta la vista y resolu- 
ción su consecuencia? En semejante caso 
dada cuenta al tribunal con la instancia 
de la oposición, sin duda debe rechazar- 
la de plano como abiertamente contraria 
á derecho y á la ley de sustanciaron, 
sin que para resolver sobre esto sea pre- 
ciso ocasionar inútiles costas. Ocurriendo 
el escribano en su caso con la solicitud 
al prior, por no haber audiencia en el dia 
de su presentación, es también consi- 
guiente que aquel juez se limite á dispo- 
ner que con la instancia se dé cuenta al 
tribunal, para que dicte la providencia 
correspondiente. 

174. De la providencia que se dicta 
á consecuencia de la vista del procedi- 
miento no cabe apelación, ni por parte 
del demandante ni por la del demandado. 
Por identidad de principios tampoco ha 
de concederse de la providencia que de 
plano niegue la entrada á la excepción 

ue se proponga on el caso explicado, ni 
e cualquiera otra que tenga lugar en el 
juicio. Aunque á primera vista parece de- 
masiado dura la negativa de semejante re- 
curso, principalmente de parte del acree- 
dor que puede esperar con renuncia de 
su derecho las dilaciones que estime opor- 
tunas, la ley ha atendido para ello á que 
la via de apremio por su propia natura- 
leza es rápida y expedita, así como tam- 
bién á que cualquiera de los interesados, 
sea cual fuere el resultado del procedi- 
dimiento, queda expedito para usar en 
juicio ordinario del derecho de que se 
crea asistido, (art. 362.) 

175. A virtud de la providencia de 
remate tendrán lugar la tasación de los 
bienes y demas trámites que la ley dis- 
pone en los juicios ejecutivos después de 
ejecutoriados los fallos que tienen lugar 
en ellos. En tal caso en la via de apremio 
ha de hacerse pago al acreedor sin la 
prestación de fianza ni garantía de nin- 
guna especie. Si el deudor produce sin 
embargo instancia exigiendo aquella fian- 
za, ha de compelerse al acreedor á que la 
ministre idónea á las resultas del juicio 
ordinario, que después puede intentar el 
acreedor contra él (art. 363.) 

176. El acreedor que no tenga fianza 


que dar, ó por oportuno hacerlo, puede 
solicitar que se constituya en depósito la 
suma de la responsabilidad, hasta las re- 
sultas del juicio ordinario que ha de en- 
tablarse. Si este no se promueve dentro 
de seis meses posteriores á la notificación 
de la providencia del remate, aquel nu- 
merario del depósito deberá entregarse al 
acreedor sin otra garantía, y si para per- 
cibirlo hubiese ministrado la fianza, pue- 
de también solicitar que se deje ineficaz. 

CAPITULO VII. 

De la via de apremio conforme á la 

ley de enjuiciamiento novísima. 

177. La ley de enjuiciamiento civil 
novísima, cuya aplicación á esta Isla se 
ha solicitado por la Real Audiencia Pre- 
torial, llama procedimiento de apremio , á 
los trámites que tienen lugar en el juicio 
ejecutivo, después de estar expedita la 
sentencia de remate que en ellos se dic- 
ta, hasta quedar satisfecho el acreedor 
del principal y costas que reclama. A 
estar ya vigente aquella ley en estos do- 
minios, corresponderia explicar en el pre- 
sente artículo sus disposiciones sobre el 
procedimiento de apremio; pero no es- 
tándolo propiamente tendrá lugar cuan- 
do se hable del juicio ejecutivo, conside- 
rando como principal la legislación que 
en la actualidad nos rige, y la otra como 
secundaria por ahora. 

178. Por esos mismos principios de- 
bemos advertir que, fuera ae aquel pro- 
cedimiento de apremio en los juicios eje- 
cutivos, la misma ley novísima trata de 
una manera especial del cumplimiento de 
las sentencias ejecutoriadas que se dictan 
en los juicios ordinarios. Y como esto, 
conforme ála clasificación legislativa ac- 
tual, toca á la via de apremio, oportuno 
nos parece explicarlo aquí. 

179. Conforme á la ley novísima, de- 
be comenzarse distinguiendo si la senten- 
cia de cuyo cumplimiento^ se trata se ha 
dictado por tribunales extranjeros ó por 
los de España, pues para el primer caso 
median disposiciones especiales. 

180. Tratándose de las sentencias pro- 
nunciadas en los tribunales extranjeros, 
cuyo cumplimiento venga á solicitarse en 
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los dominios españoles, debe atenderse á 
si sobre el particular hay tratados espe- 
ciales con la nación en que se pronunció 
el fallo, ó á si no los hay; y también en 
el segqndo evento á la jurisprudencia que 
en la nación de que procede el fallo se si- 
gue respecto del cumplimiento de las 
sentencias dictadas en nuestros tribuna- 
les. 

181. Cuando respecto de la materia 
que nos ocupa median aquellos tratados 
con el extranjero, es evidente que los fa- 
llos que allí dictados deben tener cum- 
plimiento en los dominios españoles, con 
extricto arreglo á lo que los mismos tra- 
tados establezcan sobre el particular 
(art. 922.) 

182. Pero si no hubiere semejantes 
tratados, por una reciprocidad bien en- 
tendida, aquellas sentencias que se dic- 
ten en las naciones extranjeras, tendrán 
en los dominios españoles la misma fuerza, 
que á las nuestras se conceda en las pro- 
pias naciones extranjeras de que provie- 
nen los fallos (art. 923.) Por la regla sen- 
tada resulta la rigorosa consecuencia de 
que, si por la jurisprudencia de la na- 
ción extranjera, son allí ineficaces las sen - 1 
tencias dictadas por nuestros tribunales, 
también lo serán en los dominios españo- 
les las que se pronuncien en aquellas na- 
ciones á que se hace referencia (art. 
924.) 

183. La ley ha previsto también el 
caso de que no existiendo tratado espe- 
cial con la nación extranjera, tampoco 
sea cosa averiguada la fuerza que allí 
tengan las sentencias dictadas por nues- 
tros tribunales. Y en semejantes circuns- 
tancias concede eficacia á las sentencias 
pronunciadas en el extranjero, exigiendo 
para ello determinados requisitos. 

184. Son cuatro esos requisitos. Es el 
primero, el de que la ejecutoria se haya 
dictado á consecuencia de una acción per- 
sonal. Es el segundo, el de que no se ha- 
ya dictado en rebeldía. Es el tercero, el 
ae que la obligación para cuyo cumpli- 
miento se haya procedido, sea lícita en 
los dominios españoles. Y es el cuarto y 
último, el de que la ejecutoria reúna lo« 
requisitos necesarios en la nación en que 
se naya dictado para ser considerada co- 
mo auténtica, así como que igualmente 
reúna los requisitos que las leyes nuestras 


exigen para que las mismas ejecutorias 
hagan fé en España (art. 925.) 

185. Conforme á la ley, la parte que 
obtiene la ejecutoria del extranjero, pa- 
ra proporcionar su cumplimiento, debe 
comparecer á solicitarlo en el supremo 
tribunal de justicia (art. 926); pero seria 
sin duda conveniente que al hacerse ex- 
tensiva á esta Isla la ley mencionada pa- 
ra evitar las dilaciones que de otra mane- 
ra habrian de proporcionarse con el ocur- 
so al tribunal supremo, principalmente 
tratándose de las naciones de importan- 
cia que existen en América, se revistiese 
á la Audiencia Pretorial de semejante fa 
cuitad. Atendiéndose á evitar esas demo- 
ras en otros casos análogos se ha conferi- 
do á aquella Audiencia atribuciones an- 
tes reservadas al mismo tribunal supremo, 
como ha sucedido últimamente con las 
apelaciones de los juzgados especiales 
do guerra y marina, que le estaban co- 
metidas de una exclusiva manera. 

186. Ocurriendo el interesado con la 
ejecutoria al tribunal superior correspon- 
diente, lo primero que. debe practicarse 
es, su traducción del idioma extranjero al 
nuestro, y así practicado debe conferirse 
traslado de la misma ejecutoria á la parte 
contra quien se dirije (art. 926.) para que 
exponga lo que se la ofrezca respecto á 
las dificultades que presente su cumpli- 
miento. 

187. Al comunicarse ese traslado ha 
de mandarse que se emplace á la parte 
que ha contestarlo, librándose al efecto 
real provisión cometida á la Audiencia 
en cuyo territorio se encuentre domicilia- 
do aquel interesado, para que verifique 
el comparendo con término de treinta 
dias (art. 927.) Esta misma disposición 
convence que al formarse la ley de en- 
juiciamiento no se tuvieron presentes las 
posesiones ultramarinas, que sin duda 
por su distancia del tribunal supremo re- 
clamarían mucho mayor plazo para la 
comparecencia. Cometida sin embargo 
para esta Isla aquella facultad al tribu- 
nal superior de ella correspondía que la 
real provisión se librase á cualquiera de 
los jueces inferiores del lugar del domi- 
ciliado, acomodándose el plazo del com- 
parendo á la distancia que mediase entre 
el mismo lugar del domicilio y el del tri- 
bunal de la citación: 
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188. Compareciendo el citado dentro 
del plazo con poder en forma, deben man- 
dársele entregar los autos para la contes- 
tación del traslado, sin que la ley de- 
termine el plazo dentro del cual debe 
practicarlo, como lo verifica en otros mu- 
chos casos {art. 926), por lo cual parece 
conveniente que el mismo tribunal sea 
quien lo señale; y contestado el traslado 
ha de darse vista al ministerio fiscal, pa- 
ra que con exámen de las manifestacio- 
nes hechas por los interesados, emita su 
opinión sobre si debe procederá ó no al 
cumplimiento de la sentencia que se so- 
licita ( art . 926 cit.) 

189. Si transcurrido el plazo del com- 
parendo, el citado no hubiere compareci- 
do en el tribunal en la forma menciona- 
da ha de acusársele déla rebeldía para que 
se declare sin mas sustanciacion perdido 
el derecho á ser oido {art. 32) y deben pa- 
sarse los autos al ministerio fiscal, al pro- 
pio objeto de que emita opinión sobre si 
procede ó no el cumplimiento de la eje- 
cutoria que se solicita {art. 927.) 

190. Por fuerza ha de ser la resolu- 
ción declarando que ha lugar ó no al cum- 
plimiento de la sentencia ejecutoria que 
se solicita, y sin que respecto de esa re- 
solución tenga cabida ningún recurso. 
{art. 928.) 

191. Guando aquella resolución otor- 
ga el cumplimiento de la ejecutoria, el 
tribunal supremo de justicia ha de li- 
brar real provisión á la Audiencia opor- 
tuna, á fin de que esta dé la órden corres- 
pondiente al juez de primera intancia del 
partido en que está domiciliado el conde- 
nado en la sentencia, ó del en que deba 
ejecutarse, á fin de que tenga efecto lo 
en ella mandado. Y cuando se deniegue 
el cumplimiento de la ejecutoria referi- 
da, ha de devolverse esta al interesado 
que la presentó {art. 929.) Por supuesto, 
que confiriéndose á la Real Audiencia 
Pretorial en esta Isla como ya se ha in- 
dicado, las facultades que en el particular 
obtiene el supremo tribunal de justicia, 
cuando se otorgue el cumplimiento de la 
sentencia del extranjero, desde luego de- 
bería cometerlo al juez del partido que 
estimase oportuno, de aquellos corres- 
pondientes al lugar del domicilio del con- 
denado. 

192. Tanto en las sentencian á que 


nos hemos referido, como en cualesquie- 
ra otras dictadas por nuestros tribunales, 
se procede á su cumplimiento después de 
ejecutoriadas, conforme á las reglas que 
la misma ley de enjuiciamiento civil de- 
termina. {art. 891.) 

193. La sentencia ejecutoriada de cu- 
yo cumplimiento se trata, precisamente 
ha de condenar al que fué vencido en el 
litigio, á hacer, no hacer ó entregar algu- 
na cosa. Refiriéndose al pago de alguna 
cantidad ha de ser esta igualmente líqui- 
da ó iliquída, ó á la vez liquida en parte 
y en parte no, procedente de perjuicios ó 
de frutos; y previstos todos estos casos 
por la ley, en cada uno de ellos se pro- 
cede del modo que determina. 

194. Cuando la sentencia condena á 
un litigante á hacer alguna cosa, ó con- 
tiene plazo dentro del cual debe verifi- 
carse el hecho ó no lo contiene. En el pri- 
mer caso debe dársele cumplimiento den- 
tro del plazo que se fijó y en el segundo 
debe señalarlo el juez para que la ejecu- 
toria tenga cumplimiento, {art. 896.) 

195. El hecho á cuya ejecución con- 
dena la sentencia al litigante puede ser 
personalísimo ó no, siendo personalísimo 
v. g. el de hacer una obra de manos, y no 
siéndolo por ejemplo el de derribar un 
muro. Si el que ha de practicar el hecho 
personalísimo no cumple con hacerlo den- 
tro del plazo designado por consecuen- 
cia de la ejecutoria, se entiende que opta 
por el resarcimiento de los perjuicios que 
ocasiona su falta y se procede á hacer 
efectiva la cobranza de esos peijuicics. 
En semejante circunstancia debe aten- 
derse á si la sentencia de la ejecutoria 
fijó la importancia de esos peijuicios pa- 
ra el caso de inejecución del fallo, ó si 
guardó silencio sobre el particular. 

196. Cuando la sentencia fijó la su- 
ma que debiera satisfacerse en el caso de 
inejecución, se procede á hacer efectivo 
el cobro de la cantidad determinada, con 
embargo de bienes y demas trámites dis- 
puestos en el procedimiento de apiemio 
que tiene lugar en los juicios ejecutivos 
después de ejecutoriadas las sentencias 
de remate (arfó. 892 y 896.) Pero si la 
sentencia que se trata de cumplir no fijó 
la suma que debiera satisfacerse para el 
caso de no cumplirse con el hecho perso- 
nalísimo que ordena, entonces se procede 
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de la manera que se explicará cuando nos 
ocupemos de los fallos que contienen 
condenatoria de cantidad ilíquida pro- 
cedente de perjuicios ( art . 896.) 

197. Cuando la ejecutoria de cuyo 
cumplimiento se trata dispone la consu- 
mación de un hecho que no es personali- 
smo, si el condenado á consumar el he- 
cho no lo verifica dentro del plazo que 
resulta señalado á aquel fin, ha de pedir- 
se y mandarse que se lleve á efecto á su 
costa. En el caso del derribo á que an- 
tes se hizo referencia, tendrá lugar pues, 
por la disposición judicial, satisfaciéndo- 
se su trabajo á las personas que se ocupen 
en la operación y cobrándose después su 
importancia al que debió hacerlo en cum- 
plimiento de la sentencia (art. 896.) 

198. Respecto del condenado en la 
ejecutoria á no hacer alguna cosa, como 
esta prohibición en la materia civil, no 
puede proporcionar otro resultado que el 
de perjuicios á lá parte que obtuvo en el 

leito, si el condenado por el fallo que- 
ranta su cumplimiento, por el mismo 
hecho queda sujeto á deshacer lo hecho 
siendo posible y siempre á la indemniza- 
ción de los perjuicios que de semejante 
manera ocasiona. Para graduar esos per- 
juicios se procede en la forma que se ha 
anunciado explicarse mas adelante, res- 
pecto de la ejecución de las sentencias 
que disponen el pago de cantidad ilíqui- 
da procedente de perjuicios (art. 897.) 

199. Por supuesto que cuando la sen- 
tencia dispone la entrega de una cosa, 
dentro del plazo que resulte designado 
por ella ó del que se designe á conse- 
cuencia de la ejecutoria, si la entrega se 
dejare incumplida, el juez hade disponer 
á instancia de parte que por los ministros 
de justicia correspondientes se secuestre 
la cosa de la entrega y se proceda á esta. 
Y no siendo posible que así se verifique 
por culpa ó desaparición que de ella ha- 
ya hecho el condenado por la ejecutoria, 
quedará sujeto al abono de peijuicios; 
procediéndose de la manera que tiene lu- 
gar cuando la ejecutoria hace aquella con- 
denación de cantidad ilíquida procedente 
de los mismos perjuicios (art. 895.) 

200. Hemos dicho que la sentencia 
ejecutoria fuera de los casos de disponer 
una entrega, ó bien que se baga ó no ha- 
ga alguna cosa, puede asimismo disponer 


el pago de una cantidad líquida ó bien ilí- 
quida. Cuando la cantidad es líquida, co- 
mo ya igualmente se indicó, siempre á 
instancia de parte, se procede al embar- 
go de bienes en el órden y forma dis- 
uestos en el juicio ejecutivo,, y después 
e conceguidos el secuestro y depósitos, 
se procede igualmente al avalúo, remate 
y pago con entera sujeción á las reglas 
que en el procedimiento de apremio tie- 
nen lugar en aquellos juicios ejecutivos 
despue 9 de* ejecutoriados los fallos de 
remate que en ellos se pronuncian (art. 
892 y 898.) ' 

201. Si la sentencia ejecutoria contie- 
ne condenacion.de cantidad ilíquida, es 

reciso distinguir si la cantidad es proce- 
ente de frutos ó de perjuicios, para en 
cada uno de esos dos casos, seguirse el 
respectivo órden de proceder que la Ley 
determina. 

202. Tratándose de cantidad ilíquida 
procedente de frutos, el acreedor ha drí 
producir instancia solicitando que el deu- 
dor dentro del plazo que el juez lo señale 
presente liquidación de lo que resulta 
adeudar, con arreglo á las bases que en 
la misma sentencia se hayan fijado. Y el 
juez debe acceder á la solicitud, fijando 
con arreglo á las circunstancias, el plazo 
que considere prudente para que tenga 
cumplimiento su prevención, y cuyo pla- 
zo la ley deja á su arbitrio (art. 898). 

203. Producida la liquidación por el 
deudor, ha de conferirse traslado de ella 
al acreedor, y resultará de ese trámite su 
conformidad ó inconformidad con la ope- 
ración. En el primer caso deberá manifes- 
tarlo en contestación al traslado, y ten- 
drá entonces lugar la aprobación del juez 
con precepto de pago dentro del plazo 
que designe si no la ha fijado la sentencia, 
procediéndose en su defecto á la cobran- 
za por medio del embargo y demas trá- 
mites que tienen lugar en el procedimien- 
to de apremio de los juicios ejecutivos, 
después de ejecutoriados los fallos de re- 
mate que en ellos se dictan (art. 899 y 
900). 

204. Pero si al contestar el acreedor 
el traslado manifestase inconformidad con 
la liquidación que el deudor produjo, pro- 
cederá el juez á fijar un dia en el cual 
hayan de comparecer las partes asociadas 
ó no de sus defensores, para en acto ver- 
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bal producir las pruebas que estimen con- 
venientes, y hacer las alegaciones que 
crean oportunas, cuya circunstancia de 
producirse entónces las pruebas sobre los 
hechos en que los interesados no se en- 
cuentren de acuerdo, es de advertirse en 
la misma providencia en que se haga -la 
designación de dia (art. 901). 

205. Para la designación de ese dia, el 
juez debe tomar en consideración el pla- 
zo que necesiten las partes para propor- 
cionarse pruebas que en aquel acto deben 
producir, asi como también si algunas de 
ellas han de evacuarse fuera del lugar en 
que se conoce del litigio. Respecto de las 
primeras, los interesados no tienen queha- 
cer otra cosa mas que procurárselas para 
producirlas en el acto verbal, pero res- 
pecto de las segundas, dentro del plazo 
que media entre el dia del señalamiento 
y el del acto verbal, las partes pueden 
promover las que hayan de verificarse 
iuera del lugar de la residencia del juzga- 
do, á fin de que se reciban con citación 
contraria, y de manera que estén conclui- 
das antes de aquel dia del acto verbal 
en que deben producirse (art 902 y 903). 

206. La ley dice, que señalado el dia 
de aquel juicio verbal, no podrá variarse 
sino de consentimiento de los interesados 
(art 904). No es de entenderse por esto 
sin duda, que se deje en facultad del juez 
el señalamiento del dia que tenga por o- 
portuno sin darse entrada á reclamación 
de ninguna especie, ni á los recursos que 

roceden cuando con injusticia se deja de 
ar entrada á aquellas reclamaciones. Se- 
ñalado el dia, si un interesado considera 
ue dentro del plazo que resulta conce- 
ido no puede proporcionarse las prue- 
bas, y con mayor razón si ha de valerse 
de comprobaciones distantes del lugar en 
que se sigue el juicio, haciendo al efecto 
las promociones oportunas, no parece jus- 
to que se le niegue el derecho que le asis- 
te para reclamar que la designación del 
dia se haga mas lejana, con mayoría de 
razón cuando la ley no fija un término 
máximum ni mínimum en el caso, deján- 
dolo á la voluntad del juez que ha de gra- 
duarlo según las circunstancias. Y si so- 
bre esas circunstancias nada se permitie- 
ra reclamar á los interesados, quedaria en 
pleno arbitrio del juez impedir á cual- 
quiera de ellos que probase lo convenien- 
67 


te á su justicia, lo cual equivale á poner- 
le al libre arbitrio del mismo juez que de 
ella conozca. 

207. A pesar de los fundamentos re- 
comendados, sin embargo no debe proce- 
der en ambos efectos la alzada que sobre 
el particular se interponga; porque sien- 
do el juicio de que se trata de una natu- 
raleza breve y expedita, la misma natura- 
leza del procedimiento resiste la audien- 
cia libre que de otra manera correspon- 
dería otorgarse en el caso que nos ocupa. 
Con mayoría de razón debe suceder así, 
cuando pronunciada la sentencia final 
que es apelable en ambos efectos á su 
consecuencia puede argüirse la ineficacia 
de lo resuelto por la falta do la misma 
comprobación. 

208. Designado aquel dia y consenti- 
do el señalamiento por las partes, no po- 
drá pues variarse por reclamación mas ó 
menos fundada que en el asunto haga 
cualquiera de ellas, y sí podrá serlo por 
mutuo convenio de los interesados, pues 
en materia civil la intervención judicial 
está sujeta á la invocación de los propios 
interesados, correspondiendo que de este 
modo se entienda la promoción del (art 
804) á que me he contraido. 

209. En el dia señalado para la recep- 
ción de las pruebas, han de comparecer 
las partes ante el juez por sí solas ó por 
medio de sus apoderados, y con asistencia 
de sus defensores si lo estiman convenien- 
te. En aquel acto se alegan los fundamen- 
tos que cada interesado tenga por conve- 
niente hacer en apoyo de su justicia, y se 
reciben las comprobaciones que presen- 
ten, extendiéndose de todo un acta que 
ha de firmar el juez con los demas con- 
currentes al juicio, autorizándola el es- 
cribano presente á la diligencia, (art. 905). 

210. Sin mas tramitación debe pronun- 
ciarse el fallo consiguiente dentro de los 
tres dias posteriores al en que se verificó 
la diligencia, y en ese fallo deberá deter- 
minarse la suma que ha de abonarse con 
motivo de la liquidación de losfrutoscon 
arreglo á lo resuelto en la sentencia eje- 
cutoria y á las probanzas ministradas á 
su consecuencia (art 906). 

211. Aunque el fallo es apelable en 
ambos efectos, como se ha dicho en el ar- 
tículo Apelación, el acreedor puede pedir 
su eiecucion dando fianza bastante á jui- 

• 1856 
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ció del juez, para responder en todo tiem- 
po de la diferencia que hubiese entre lo 
de que el apelante se reconozca deudor 
y lo que por la sentencia se haya deter- 
minado. Y en semejante caso se reserva 
testimonio de la sentencia para darle 
cumplimiento, elevándose los autos ori- 
ginales á la superioridad con la debida 
citación de partes (art. 907 y 908.) 

212. Por fin, si la sentencia á que nos 
contraemos quedase expedita por medio 
de la fianza referida, ejecutoriada por falta 
de apelación ó por resolución del supe- 
rior, se procede á su cumplimiento por 
los trámites de que se ha hecho referen- 
cia al tratarse de la ejecución de los fa- 
llos que encierran condenación por can- 
tidad líquida {art. 909). 

213. Cuando, según se ha explicado, se 
previene al deudor que dentro del térmi 
no que el juez le señala presente la li- 
quidación de los frutos, si dentro de él no 
lo verifica, á su instancia ó por reclama- 
ción del acreedor se le concede otro pla- 
zo que no ha de exceder de la mitad del 
primero. Este nuevo término se otorgará 
bajo apercibimiento de que si dentro de él 
no se produce la liquidación, el deudor 
estará y pasará por la que presente el 
acreedor, en cuanto no probare ser ine- 
xacta {art 913). 

214. Si trascurrido el segundo plazo 
el deudor no hubiere cumplido el precep- 
to de producir la liquidación, se llevará á 
efecto el apercibimiento previniéndose al 
acreedor que presente la suya, sin que la 
ley hable de designación de plazo al e- 
fecto, sin duda porque el acreedor puede 
á su voluntad activar ó no la cobranza, 
según lo estime conveniente á sus intere- 
ses {art. 914). 

215. Presentando el acreedor la liqui- 
dación, se conferirá vista de ella al deu- 
dor por el término que el juez estime 
bastante para que evacúe el trámite, con 
tal de que no pase de seis dias, que como 
máximum señala al efecto la ley. Esta ad- 
vierte en el caso que nos ocupa que los 
autos han de permanecer en la escriba- 
nía, sin permitir al deudor que los lleve 
para exponer lo que se le ofrezca en cuan- 
to á la liquidación asi presentada en su 
rebeldía; y de aquí se deduce, que en los 
otros casos á que la ley se contrae, debe 
facilitarse el proceso á los interesados, pa- 


ra llenar los trámites que hacen necesa- 
ria la inspección de los antecedentes en 
aquel consignados {art. 915). 

216. Prestando el deudor su conformi- 
dad con la liquidación producida, 6 guar- 
dando silencio dentro del plazo que para 
ello se le fijó, que viene á ser equivalen- 
te á la misma conformidad, según el tenor 
de la ley, el juez deberá dictar el corres- 
pondiente auto aprobándola y disponien- 
do á la vez el pago de la cantidad que re- 
sulta líquida, dentro del plazo que seña 
le la ejecutoria de cuyo cumplimiento se 
trata, ó bien con designación de nuevo 
término; sin que en este caso de rebeldía 
ó conformidad, quepa apelación contra lo 
resuelto {art. 916 y 917). 

217. Si el deudor hiciere oposición den- 
tro del plazo que se le señale, á la liqui- 
dación producida por su acreedor en su 
rebeldía, el juez debe convocar á las par- 
tes ajuicio verbal, con designación de 
dia, en cuyo acto hayan de hacerse las a- 
legaciones oportunas y producirse las 
pruebas correspondientes, en los mismos 
términos que antes se han explicado al 
tratarse de las objeciones que el deudor 
oponga á la liquidación que el acreedor 
presente; y de la propia manera tendrá lu- 
gar la sentencia en la que ha de aprobar- 
se la liquidación presentada por el acree- 
dor, en todo lo que el deudor no hubie- 
se probado ser inexacto y fuese confor- 
me á las bases que la ejecutoria haya sen- 
tado para hacerla. Por fin, y en el mismo 
caso las alzadas que se interpongan pro- 
cederán libremente, á menos que el acree- 
dor expedito su cumplimiento, ministran- 
do la fianza que también se ha esplicado 
{art. 918). 

218. Ocupándonos ahora de la ejecu- 
ción de la sentencia que contiene conde- 
nación de cantidad ilíquida procedente 
de perjuicios, advertiremos que el que ha 
obtenido el fallo debe desde luego pre- 
sentar relación de ellos con solicitud que 
deduzca para el cumplimiento de la eje- 
cutoria. {art. 910) Ya hemos visto que si 
se trata de cantidad ilíquida procedente 
de frutos, se intenta primeramente obli- 
gar al deudor á que produzca la liqui- 
dación, haciéndolo el acreedor tan solo 
por la falta de aquel, y es clara la razón 
del distinto proceder que media en los 
dos casos. El que mantuvo la cosa en su 
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f >oder y percibió los frutos de cuya devo- 
ucion se trata eu el primero, natural- 
mente debe tener mayor facilidad para 
producir la cuenta de su importancia, y 
también el que recibió los perjuicios, es 
el que con mayor facilidad puede ocu- 
parse de regular su importancia. 

219. De esa liquidación de perjuicios 
producida por el acreedor, se dará vista 
al deudor por el término que el juez es- 
time bastante al efecto. En el caso de in- 
conformidad de su parte se procederá al 
acto verbal de las pruebas y alegaciones, 
y tendrán lugar la sentencia y su ejecu- 
ción en los propios términos explicados 
al tratarse ae las objeciones que el deu- 
dor opone á la liquidación procedente 
de frutos, que el mismo acreedor ha de 
resentar en su caso. Lo propio * ha de 
acerse si el deudor desde luego prestase 
su conformidad á aquella liquidación, 
oyéndose la alzada en los propios térmi- 
nos de que se ha hecho referencia, y pro- 
cediéndose á la cobranza por embargo 
y los otros trámites del procedimiento ae 
apremio que tiene lugar en los juicios e- 
jeeutfvos, después de expeditos los fallos 
de remate (art. 911). 

220. Advirtiendo también la ley que 
la sentencia definitiva, de cuya ejecución 
se trata, en su condena puede contener 
la del pago de una cantidad líquida y de 
otra ilíquida, dispone que en semejante 
caso se proceda á hacer efectiva la pri- 
mera, sin esperarse á que se liquide la se- 
gunda (art 912). En tal caso si el acree- 
dor, como es regular no quiere esperar á 
que se haga efectivo el primero de los pa- 
gos para después ocuparse del segundo, 
á la vez puede tratar de la liquidación del 
ultimo, promoviendo con ese intento la 
formación de cuaderno separado, á que 
se lleve en testimonio la propia sentencia 
de cuya ejecución se trata. Y por supues- 
to que en cada una de las dos cobranzas 
se seguirán los trámites explicados para 
la ejecución de los fallos por cantidades 
líquidas ó ilíquidas, atendiéndose también 
asi provienen de frutos ó de perjuicios. 

221. En cuanto á la manera en que 
debe sustanciarse la segunda instancia, á 
consecuencia de la apelación que tiene 
cabida en los procedimientos explicados 
V. Apelación núm . 323. 

222. Respecto de los juicios de conci- 


liación, la ley novísima desconoce el fa- 
llo del juez de paz en el asunto, que ha- 
cen obligatorio nuestras disposiciones ac- 
tuales, previniendo que si no se consi- 
guiese la avenencia á pesar de los esfuer- 
zos de los hombres buenos y del mismo 
juez, el acto se dé por terminado (art.* 
212). Tiene pues lugar enaquel acto so- 
lamente el convenio de las partes, el cual 
debe cumplirse, sin que contra él quepa 
otro recurso que el de nulidad, por las 
mismas causas que hacen nulos los con- 
tratos (art. 217). 

223. Para hacerse efectivo el cumpli- 
miento de semejantes convenios, se pro- 
cede de una manera distinta de la que 
en la actualidad conocemos. Desde luego 
para saberse que juez sea el que deba en- 
tender en la ejecución y manera en que 
debe practicarlo, ha de atenderse á la im- 
portancia de aquello que fuó objeto del 
convenio en la conciliación. 

224. Si lo convenido en semejante ca- 
so no excede de la cantidad que la ley 
prefija para que se lleven los juicios ver- 
balmente, al juez de paz toca disponer el 
cumplimiento del convenio en los mis- 
mos términos que se ejecutan los fallos 
que se dictan- en tales juicios (art 218.) 
Aun entonces, siempre que por un terce- 
ro se suscita alguna cuestión de derecho 
en el curso de aquel procedimiento, el 
juez de paz no se encuentra facultado pa- 
ra resolverlo, debiendo entonces suspen- 
der el curso de las actuaciones y remitir- 
las para la resolución al juez de primera 
instancia (art. 219.) 

225. Es de pararse la atención en que 
lo que determina la jurisdicción del juez 
de paz en el cumplimiento del convenio, 
no es la cantidad sobre que ha versado la 
demanda en conciliación, sino la del con- 
venio celebrado, pues de otro modo nun- 
ca el juez de paz entendería en semejan- 
te cumplimiento, cuando las comandas 
verbales no necesitan de conciliación pré- 
via. Así, pues, se dá el caso de la ley 
cuando propuesta la conciliación en de- 
manda procedente por escrito por el con- 
evenio, se reduce lo que ha de entregarse 
ó satisfacerse á suma de menor cuantía. 

226. Síguese de aquí también que, si 
á virtud del convenio quedó alguno cons- 
tituido á satisfacer determinada suma en 
plazos que pueden exigirá* verbalmente, 
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el acreedor podrá irlos reclamando ante 
el juez de paz, como de su competencia; 
pero que si se ocupase de exigir dos ó 
mas que exijan juicio escrito, no será el 
juez de pa¿ quien tenga jurisdicción pa- 
ra conocer del negocio. 

* 227. Se ofrece la duda de si propues- 

ta la conciliación ante el juez de paz, y 
reducida la reclamación por el convenio 
á menor cuantía de las que exigen juicio 
verbal, podrá aquel conocer de su ejecu- 
ción tratándose de un aforado, y es de 
resolverse por la negativa atendiéndose á 
consideraciones muy poderosas. Tales 
son, las de que el acto conciliatorio no 
priva de su fuero á lós que á él concur- 
ren, y la de que por la ley novísima el 
acto no proporciona otro resultado, que 
el de cualquier otro contrato que se ce- 
lebre en forma, según ya se ba indicado. 
De manera que el cumplimiento de aquel 
contrato, siempre deberá exigirse respec- 
to del aforado, en el tribunal á quien to- 
que el conocimiento de sus asuntos. 

228. En cuanto á las cuestiones de 
derecho que se susciten, la ley dice ter- 
minantemente que han de serlo por un 
tercero, atendiendo sin duda á que el 
deudor no puede promover otras que ex- 
cedan de la cantidad reducida á la menor 
cuantía de las que exijen juicio verbal. 
Lo contrario puede suceder respecto del 
tercero que ocurre al juicio, y por eso los 
comentadores de la nueva ley con razón 
enseñan, que si la cuestión promovida 
por el tercero no excede de la menor 
cuantía, el juez de paz es hábil para re- 
solverla, á la vez que excediendo de a- 
quella importancia, deberá remitirse la 
actuación ah juez de primera instancia 
del partido, para que tenga lugar la de- 
cisión. 

229. Si lo convenido en el juicio de 
conciliación excediere de la cantidad que 
la ley fij^como de menor cuantía, de las 
que exigen juicio verbal, la ejecución de 
la sentencia toca al juez de primera ins- 
tancia, el cual deberá proceder por los 
mismos trámites que ya se han explica- 
do al tratarse del cumplimiento de los 
fallos ejecutoriados (art. 218.) 

280. Con razón ha suprimido la ley 
novísima la manera de proceder especial 
que se conocía para el cumplimiento de 
lo resuelto ó cordado en los juicios de 


conciliación, pues su ejecución abre cam- 
po á á arbitrariedades é inconvenientes 
que bien se demuestran en la práctica, 
los cuales en su mayor parte provienen 
de la multiplicidad de cuestiones judicia- 
les que se atraviesan en esos procedimien- 
tos, y que 6 han de decidirse por el juez 
lego, ú ocasionar una continuada remi- 
sión de autos al juez letrado con semejan- 
te objeto. Ni se concibe por otra parte la 
razón poderosa que media, para que el 
fallo de paz en su cumplimiento haya de 
seguir distintos trámites de los adopta- 
dos para la ejecución de sentencias, que 
tal vez merezcan mayor consideración 
que aquellos; ni tampoco es acertado que 
el contrató que supone el convenio, se 
considere mas importante por el hecho de 
celebratse en el juicio conciliatorio, que 
cuando tiene lugar de cualquiera de los 
otros modos que la ley reconoce como 
solemnes y fehacientes. 

231. Respecto de los juicios de me- 
nor cuantía que se tratan por escrito 
conforme á la misma ley, las sentencias 
se ejecutan en los propios términos que 
lasque se pronuncian en los otros jui- 
cios de mayor cuantía según ya se ha ex- 
plicado (art. 116.) Siendo los trámites 
de la ejecución de aquellas sentencias 
bastante expeditos por sí, combinándose 
la expedición con lo que reclama la jus 
ticia de las partes, era innecesario esta- 
blecer diferencias entre la ejecución de 
unas y de otras sentencias. 

232. Pero si aquella ley, como ya se 
ha expuesto, dicta disposiciones muy a- 

j certadas para la ejecución de las senten- 
cias de los pleitos que se llevan por es- 
crito, respecto de las de los juicios ver- 
bales se limita á prevenir que el juez pro- 
ceda á su ejecución. Dejada al arbitrio del 
juez la manera de proceder en semejan- ' _ 
tes casos, ó guardándose por lo menos si- 
lencio en cuanto al modo en que deba 
practicarlo, parece consiguiente que al 
efecto hayan de seguirse los trámites que 
en la actualidad se conocen y se han ex- 
plicado en el capítulo correspondiente de 
este articulo. 

233. Hemos visto que hay una ma- 
nera especial de proceder para el cobro 
de las costas, honorarios y derechos, así 
como también para pedir expensas á los 
poderdantes. También la ley novísima 
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guarda silencio sobre estos particulares, y 
creo que lo que se ha dicho en cuanto al 
órden de proceder en ellos debe conti- 
nuar vigente, aun estándolo la misma ley 
de enjuiciamiento, si bien en cuanto al 
órden de proceder según la cuantía deba 
considerarse el procedimiento como ver- 
bal ó no, así como también que en cuan- 
to á los embargos, justiprecios, remates, 
V demas deberán adoptarse las reglas que 
la misma ley determina para los juicios 
ejecutivos y procedimiento de apremio 
que en él tiene lugar, después de ejecu- 
toriados los fallos de remate. 

CAPITULO VIII. 

De la vía de apremio para la co- 
branza administrativa de los dé- 
bitos liquidados á favor de la Real 

Hacienda* 

234. Es incuestionable que sin tesoro 
público no puede haber buena goberna- 
ción posible, y lo es que aquellas rentas 
del Estado aplicables á cubrir sus nece- 
sidades mas urgéntes requieren una pron- 
ta reoaudacion, en cuyos trámites por lo 
mismo debe procederse de una manera 
expedita. Por largos años en esta Isla es- 
tuvieron sujetas semejantes cobranzas á 
la acción judicial en el juzgado de la In- 
tendencia, trayendo semejante práctica 
consigo las dilaciones que proporcionan 
los procedimientos judiciales, aunque 
respecto de ellos se hubiesen dictado al- 
gunas reglas de privilegio y exención en 
atención al mismo carácter de los crédi- 
tos fiscales. 

295. Las reformas que sobre la ma- 
teria tuvieron lugar en la Península, y la 
distinción que los adelantos en el ramo 
fueron haciendo entre las materias judi- 
ciales y administrativas, razón era que 
se hiciesen extensivas á esta Isla; y con 
semejante motivo en el año de 1851, se 
públicó una instrucción para la cobranza 
ejecutiva de los créditos á favor de la 
Real Hacienda. Dándose cumplimiento 
desde luego á aquella ley, que en seme- 
jantes cobranzas introdujo una via espe- 
cial de apremio, la práctica hizo tropezar 
con inconvenientes no previstos cuando 
tuvo lugar su promulgación. Por con- 
secuencia en 25 de Setiembre de 1855, 


se hicieron reformas en la instrucción 
para las cobranzas, promulgándose otra 
nueva para asegurar los cobros de una 
manera menos gravosa á los deudores, 
después de oirse á la junta directiva de 
la misma Hacienda y al tribunal supe- 
rior territorial de cuentas, conforme en 
el caso lo habia dispuesto la Real órden 
de 6 de Mayo del propio año de 1855. 

236. Aquella instrucción así refor- 
mada se mandó cumplir por la Superin- 
tendencia de esta Isla mientras que res- 
pecto de ella recayese la resolución de 
S. M., y como disposición vigente hubo 
de insertarse en la colección de autos a- 
cordados de la Real Audiencia Pretorial. 
Por Real órden de 24 de Enero de 1857, 
se aprobó la misma Instrucción, hacién- 
dosele sin embargo algunas modificacio- 
nes propuestas por el consejo Real, y 
siendo esa última la vigente en la actua- 
lidad, con arreglo á la misma, se explica- 
rá en este capítulo' el órden de proceder 
por la via de apremio, respecto délos cré- 
ditos liquidados á favor de la Real Ha- 
cienda. 

237. Y aun cuando en la actualidad 
venga á servir tan solo para complemen- 
to de la parte histórica ae la Instrucción, 
bien será advertir que desde luego comen- 
zó á hacerse aplicación de ella á los ex- 
pedientes de apremio que se encontraban 
en curso cuando tuvo lugar su aplica- 
ción, después de llenarse el medio coac- 
tivo que ála sazón se ejecutaba, según la 
misma Instrucción dispone (art. 34.) Y 
que tan solo quedaron exceptuados de 
semejante regla, aquellos expedientes en 
que ya se habían rematado los bienes de 
los deudores, y respecto de los cuales 
igualmente se dispuso que se continuaran 
actuando hasta su conclusión, en los juz- 
gados en que se encontraban radicados 
(art. 35.) 

238. Considéranse pues gubernativos 
todos los procedimientos en que se in- 
tentan cobrar alcances de la Real Hacien- 
da ya líquidos, sin excepción do los que 
llevan consigo medidas coactivas contra 
las personas y bienes de los deudores (art. 
1. ° ) Para la sustanciaron del cobro por 
la via expedita de apremio han de seguir- 
se las reglas contenidas en la Instrucción, 
y ese mismo procedimiento de apremio 
debe adoptarse cuando se trata de los 
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débitos ó descubiertos de arrendatarios 
de rentas reales ó derechos de colecto- 
res, de administradores y de cualesquie- 
ra otros empleados que resulten alcanza- 
dos ó incurran en desfalco por el manejo 
de los fondos públicos ( art . 31.) 

239. Todas las cobranzas de créditos 
liquidados á favor del fisco, deben pues 
hacerse efectivas por medio del procedí 
miento de apremio de que se trata en es- 
te capítulo, sea cual fuere la procedencia 
de aquellos haberes, con la sola excepción 
que se dirá después. Y á tal extremo lle- 
ga la prevención legal en este punto, que 
pudiendo originarse dudas en los arren- 
damientos reales, sobre si los arrendata- 
rios de aquellas rentas quedarían sujetos 
al procedimiento de apremio gubernativo, 
cuando semejante circunstancia no se hu- 
biera pactado de una manera expresa en 
la subasta, está dispuesto que se tenga 
aquella condición por general implícita 
de semejantes contratos, aun cuando res- 
pecto de ella guarde silencio la subasta 
(art. 33.) 

240. La excepción indicada en cuan- 
to al procedimiento de apremio que nos 
ocupa, es la de los alcances ó débitos á 
que se refieren la ordenanza y reglamen- 
to del tribunal de cuentas, que se expli- 
carán en el capítulo correspondiente de 
este artículo, y respecto de cuyos crédi- 
tos de naturaleza especial y distinta, se 
procede con arreglo á lo que determinan 
la ordenanza y reglamento del ramo (art. 
36.) 

241. Como ya se ha dicho, las co- 
branzas que deben realizarse por el pro- 
cedimiento de apremio, han de seguirse 
gubernativamente por la Real Hacienda, 
y sobre ello no les puede oponer obstá- 
culo ni hacer reclamación jurisdiccional 
ni de otra especie, ningún tribunal ni juz- 
gado ordinario ni de privPegiado fuero, 
mientras solo se trate del interes de la 
Hacienda para con los contribuyentes, 
colectores, administradores, arrendata- 
rios de Rentas y asimismo para con sus 
fiadores (art. í. °.) 

242. El objeto de la ley al entablar 
semejante via de apremio, no es el de re- 
solver de una manera demasiado expedi- 
ta y por lo mismo aventurada, las dificul- 
tades controvertibles que puedan presen 
tarlos créditos de la Hacienda; sino el 


de hacerse desde luego de sus alcances 
para atender á las urgencias cpie pesan 
sobre la misma Hacienda. Si ningún 
fundamento legal se ofrece al deudor 
contra la cobranza de la cantidad liqui- 
dada, no puede oponer fundada queja 
á la prontitud con que se hace el cobro 
para atenciones preferentes del Estado. 
Si prefiere dilucidar sus excepciones mas 
ó menos fundadas y de una manera mas 
cómoda y espaciosa, la ley no le niega el 
camino de conseguirlo. 

243. En cualquier estado del proce- 
dimiento gubernativo, el interesado pue- 
de pedir que se le oiga en justicia ante el 
juzgado de rentas, y esto ha de concedér- 
sele siempre que se allane á realizar pre- 
viamente el pago ó la consignación en 
arcas realas del importe del débito y de 
los recargos que correspondan al estado 
en que se encuentra el apremio, cuando 
de semejante solicitud se ocupa (art. 2.) 
Al hacerse la pretensión con el depósito, 
ya las cantidades de los recargos por los 
apremios se han devengado, como cua- 
lesquiera otras costas de las que tienen lu- 
gar en los procedimientos judiciales; pe- 
ro no por eso habrán de pagarse al mi- 
nistro ejecutor, mientras que no recaiga 
la decisión del juzgado de rentas que se 
invoca Esa consignación y petición del 
pase del proceso ó diligencias practica- 
das al juzgado, deja en suspenso el pro- 
cedimiento de apremio, siendo preciso 
que entonces se deposite todo lo que has- 
ta allí se adeude por el principal y recar- 
go del mismo apremio, y la resolución 
del juzgado de rentas después de oir al 
interesado, será la que de una manera 
definitiva determine si ha de devolverse 
ó no lo consignado, ó si se ha procedido 
con justicia en el cobro. 

244. Por los mismos principios que 
tienden á posesionar desde luego á la 
Real Hacienda de sus alcances antes de 
verse empeñada en contiendas judicia- 
les, está diapuesto también que, cuando 
se procede á la cobranza de débitos ó 
descubiertos de arrendatarios de rentas 6 
derechos de colectores, de administrado- 
res y de cualesquiera otros empleados 

ue resulten alcanzados ó incurran en 
esfalco por el manejo de los fondos pú- 
blicos, no se les admita recurso alguno 
judicial ó contencioso, mientras no entre- 
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guen ó consignen en arcas reales el im- 
porte de su descubierto. 

245. Tampoco quiere la ley que el 
procedimiento de apremio obre sus efec- 
tos contra otras personas, que contra a- 
quellos deudores del fisco. Por lo mismo 
previó que en el curso de la cobranza po- 
dría suscitarse tercería por algún otro in- 
teresado, y excusó someter la resolución 
de sus derechos á la via de apremio y aun 
á la autoridad gubernativa, estableciendo 
en el caso acertadas reglas. 

246. Tomóse pues en consideración que 
aquella terceria podia anunciarse como 
exclusiva de dominio opositora ó como 
coadyuvante, y asimismo que la terceria 
de dominio podia referirse al todo de los 
bienes embargados, ó á parte de ellos 
solamente. Cuando la tercería de domi- 
nio es, pues, referente á todos los bienes 
embargados, ha de suspenderse el cur- 
so del apremio, remitiéndose el expedien- 
te al juzgado de rentas, para que resuel- 
va en justicia la cuestión legal presen- 
tada. Si la terceria excluyente se refiere 
á una parte de los bienes embargados tan 
solo respecto de ellos igualmente se sus- 
penderá el apremio, al mismo efecto de 
que el juzgado de Hacienda resuelva lo 
que corresponda en justicia, sin perjuicio 
de continuarse la cobranza respecto de 
los demas bienes expeditos. Y si la ter- 
ceria e3 coadyuvante, de prelacion de 
créditos, el apremio habrá de continuar, 
y hecha la venta ponerse en depósito su 
producido, para que después el juzgado 
de rentas resuelva sobre laaplicacion que 
haya de dársele en la cuestión asomada 
sobre preferencia de pagos ( art . 29). 

247. Sin embargo, para que esto suce- 
da, se hace preciso que el tercer opositor 
coadyuvante arguya á la vez preferencia 
sobre el abono de su crédito, pues no bas- 
tará que ocurra como simple acreedor pa- 
ra ser satisfecho del producido de los bie- 
nes, según podria hacerlo en cualquier o- 
tro juzgado. Y es la razón la de que el 
procedimiento gubernativo tan solo se li- 
mita á hacer efectivo el cobro del fisco, y 
á allanar el inconveniente que se le pre- 
senta para que quede ineficaz su cobran- 
za. 

248. Parece que, hecho el embargo de 
bienes bastantes para cubrir el alcance de 
la Hacienda, si ocurriese un tercero opo- 


I sitor alegando preferencia en el pago, se- 
ria conveniente ampliar el secuestro á 
otros bienes bastantes á responder de las 
dos cantidades reclamadas; pues de otra 
manera puede exponerse el fisco á que- 
dar insoluto por la desaparición posterior 
que de los otros bienes pudiera hacerse. 
Y con la medida tampoco podria propor- 
cionarse grave quebranto al deudor, pues 
si es responsable á las dos cantidades que 
se le exijen, en obligación está de satis- 
facerlas entrambas con bienes que hayan 
de enagenarse al efecto. 

249. A pesar de esas consideraciones la 
ley no previene la ampliación del embar- 
go en el caso á que me refiero, atendien- 
do sin duda á otros inconvenientes mas 
poderosos que pudieraproporcionar la me- 
dida. La autoridad gubernativa tan solo 
debe proceder á hacer efectivo por ios trá- 
mites del apremio el cobro del alcance fis- 
cal ó su consignación en el depósito. Si no 
es apta para resolver la cuestión de pre- 
lacion asomada, tampoco lo es para cali- 
ficar la naturaleza de la acción á la co- 
branza que intenta el tercero, ni para de- 
ducir si el instrumento conque la recla- 
ma tiene ó no fuerza bastante para ame- 
ritar un embargo que llevaría á efecto con 
la ampliación del ya consumado. Resul- 
tar ian de ese modo cobrando sus alcances 
los acreedores particulares por la via de 
apremio que solo está concedida á los cré- 
ditos fiscales, valiéndose los mismos pa- 
ra conseguirlo del arbitrio de anunciar 
preferencia sobre el fisco, y aun el que 
quisiera hostilizar al que nada le debiese 
en realidad podria echar mano del mismo 
recurso para conseguir un mal propósito. 

250. Esas mismas razones median pa- 
ra que tampoco la autoridad gubernativa, 
pueda ampliar ó variar el embargo, cuando 
se anuncia terceria preferente de dominio 
respecto de la cosaque secuestró, debien- 
do esperar á que el juzgado de Hacienda 
resuelva lo que estime oportuno sobre la 
misma terceria. La autoridad gubernati- 
va no es apta para calificar la fuerza de 
los documentos con que se pretenda el 
dominio, y no debe hacer peor de lo que 
debe ser la suerte de un deudor, por el 
antojo que sobre ello tenga cualquiera 
que se le muestre hostil. Pin todo caso 
cuando mas y mucho y en circunstancias 
extraordinarias el juez de Hacienda es 
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el que puede adoptar medidas que impi- 
dan que se hagan ineficaces por el deu- 
dor los derechos de la Real Hacienda, 
prevaliéndose para ello de las cuestiones 
mencionadas. 

251. De distinta manera se comienza 
el procedimiento según se trata de cobrar 
retrasos 6 desfalcos á los administrado- 
res, colectores y empleados; ó débitos de- 
finitivamente liquidados y no satisfechos 
bajo otros conceptos. 

252. Ouando se trata de aquellos retra- 
sos 6 desfalcos de los empleados en los ca- 
sos que dan lugar al apremio según las 
instrucciones respectivas, el procedimien- 
to debe empezar depositándose el di ñero, 
libros y demas documentos pertenecientes 
á la cobranza encargada al apremiado, 
formándose de todo ello un inveotario, 
suscrito por el deudor, el ejecutor y el de- 
depositario (art. 82). 

253. Cuando se trata simplemente del 
cobro de rentas y tributos liquidados de 
una manera definitiva, y no satisfecha 
bien por los mismos contribuyentes 6 ya 
por los que bajo cualquier concepto sean 
responsables á ello en el distrito á cargo 
de los administradores de las mismas ren- 
tas y tributos, después de haberse puesto 
en planta sin resultado los requerimientos 
«le pago y gestiones gubernativas que en 
tales casos son de costumbre, se procede 
por la via de apremio. 

254. Esta se prepara extendiendo el 
administrador de rentas respectivo una 
certificación del débito definitivamenente 
liquidado, cuyo certificado ha de ser in- 
dividual, conteniendo la procedencia del 
crédito, la importancia del mismo descu- 
bierto, el nombre del responsable á él 
y por último su 'domicilio. Aquella 
certificación se remite á la Intendencia 
general con oficio en que se solicite, que 

f >ara su cobranza por medios coactivos, se 
ibre la correspondiente comisión al eje- 
cutor de apremios (art 4). 

255. La Intendencia en vista de aque- 
lla solicitud, debe expedir sin demora a- 
uel despacho de comisión acompañado 
e las mismas certificaciones de débitos 
que se le remiten, autorizando á los eje- 
cutores respetivos para que procedan por 
la via de apremio y en el órden que se 
explicará seguidamente (art 5). Pero de- 
be tenerse muy presente que en beneficio 


de la agricultura de esta Isla, la ley 
prohibe que se dé curso á semejantes co- 
misiones de apremios contra deudores de 
la clase de agricultores, durante los me- 
ses de enero, noviembre y diciembre de 
cada año (art. 61). En esos tres meses del 
año, pues, queda en suspenso la acción 
fiscal para la cobranza, respecto de todos 
aquellos, que se consagran* la agricultura. 

256. Antes de ocuparnos de La manera 
en que ha de procederse á la cobranza 
por los ejecutores, es oportuno explicar 
otros antecedentes respecto de los mismos. 

257. Conforme previene el (art. 3) de la 
Instrucion, en todas las poblaciones don- 
de haya administración de rentas terres- 
tres ó marítimas, ha de existir un ejecu- 
tor de apremios, cuyo nombramiento cor- 
responde hacer al Intendente general. Y 
en las capitales podrán nombrarse dos 6 
mas de aquellos ejecutores, según se con- 
sidere necesario para atender á las exi- 
jencias del servicio. 

258. Esos ejecutores no han de obte- 
ner por su ministerio otro sueldo ni emo- 
lumento, que el tanto por ciento que les 
proporciona el recargo de los apremios 
de que después se hablará. Y solamente 
pueden desempeñar su ministerio en la 
jurisdicción territorial de la administra- 
ción á que corresponden por su nombra- 
miento. 

259. Por consecuencia de aquella de- 
marcación territorial adoptada para los 
ejecutores, si el deudor tiene su residen- 
cia en un punto y en otro su finca, res- 
pecto de los apremios personales que sea 
necesario practicar, se procede de este 
modo. Las dilijencias personales que tie- 
nen lugar contra el deudor han de prac- 
ticarse por el ejecutor del punto ae su 
residencia, y las otras de la cobranza por 
el ejecutor ael punto en que la finca se 
encuentra situada. 

260. El ejecutor principal originario 
del apremio, debe ser siempre el del dis- 
trito administrativo en que ha de verifi- 
carse el pago. En el caso de tenerse que 
ejecutar apremios personales fuera de a- 
quel distrito según se ha dicho, ha de pa- 
sar las dilijencias con oficio al otro eje- 
cutor del punto en que el deudor reside. 
Este, después que practique los apremios 
personales quede semejante manera se le 
cometen, ha de devolver las diligencias 
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originario para que continúe desempe- 
ñando sus funciones. El ejecutor asi de- 
legado devenga por sus diligencias los 
derechos que le correspondan conforme 
á arancel, dehe cargárselos en las mismas 
diligencias y su abono se le hace en su o- 
portunidad por cuenta del tanto por cien- 
to que toca al ejecutor originario. 

261. Sin embargo de esta regla, la In- 
tendencia tiene concedida la facultad de 
comisionar para que lleve á cabo la vía 
de apremio en cualquier punto, al ejecu- 
tor que le parezca mas conveniente que 
lo haga, en beneficio de los intereses fis- 
cales. 

262. Tres son los medios que en el pro- 
cedimiento de apremio han de emplear- 
se para conseguir el pago. Es el 1. ° la 
conminación de paga con recargo sobre 
el débito y señalamiento de quinoe dias 
para la misma paga si el deudor es pri- 
mer contribuyente, ó de seis dias si es se- 
gundo contribuyente. Es el 2. ° el apre- 
mio con ejecución y venta de bienes mue- 
bles. Y es el 3. ° el apremio con eje- 
cución y venta de bienes inmuebles. De 
esos tres medios se va haciendo uso suce- 
siva y gradualmente, según se advertirá 
al explicar el órden en que respecto de 
ellos deba procederse ( art . 7). 

263. Es bien advertir aquí para la in- 
teiijencia de las disposiciones de la ins- 
trucción que se refieren á primeros y se- 
gundos contribuyentes; que por primeros 
contribuyentes se entienden aquellos deu- 
dores directos del fisco, por cualquiera de 
los motivos de que nazcan los alcances 
á favor de aquel; y que por segundos 
contribuyentes se entienden los recauda- 
dores de aquellos mismos alcances, cuya 
responsabilidad viene á constituirla la 
misma recaudación, que por segunda ma- 
no ha de recibir la Hacienda. 

264. La ley advierte por regla general, 
que el ejecutor de apremios en ningún ca- 
so ha de recibir de los contribuyentes canti- 
dad alguna ni aun del tanto por ciento de 
recargo que le corresponda. El ejecutor 
no está pues facultado para recibir el prin- 
cipal, cuyo abono debe hacerse en la ofi- 
cina encargada de la recaudación, porque 
semejante franquicia podria servir de oca- 
sión para que se cometieran innumerables 
abusos. Mucho menos lo estará para re- 
cibir una parte del adeudo que se recla- 

68 


ma. Y en cuanto al tanto por ciento del 
recargo, de la propia manera debe perci- 
birse por la oficina de la recaudación con 
el importe de la deuda reclamada, para 
que aquella sea quien haga al ejecutor el 
abono, después de cubierto el alcance de 
la Hacienda (art. 8). 

265. Con semejante objeto, después 
que se ha verificado la cobranza, la Inten- 
dencia termina y aprueba el procedimien- 
to de apremio seguido con semejante 
propósito, y entonces se manda entregar 
al ejecutor lo que resulta oorresponder- 
le por razón del recargo (art. 8). 

266. Expedito el primer medio de a- 
premio para conseguir la cobranza, se po- 
ne en planta del modo siguiente. El ad- 
ministrador de rentas respectivo y facul- 
tado para disponer aquel cobro, hace ex- 
tender una papeleta de conminación au- 
torizada con su firma, y en ella previene 
que se requiera al deudor para que sa- 
tisfaga el adeudo dentro de quince dias 
si es primer contribuyente, ó dentro de 
seis dias si es segundo contribuyente. 
Ese recargo es la pena siguiente: para el 
primer contribuyente la ae nn tres por 
ciento sobre los primeros 500 pesos del 
débito y un medio por ciento sobre el exce- 
so de aquella cantidad hasta su total im- 
porte: para el segundo contribuyente la pe- 
na de un tres por ciento sobre los prime- 
ros mil pesos y el uno por ciento sobre el 
exceso (arts. 7 y 9.) 

267. Aquel recargo ó pena del pri- 
mer grado de apremio, se entiende de- 
vengado por el ejecutor, desde el momen- 
to en que notifica el mismo apremio al 
deudor (art. 11.) No se libertará de él 
pues el deudor aun cuando satisfaga la 
cantidad que se le cobra dentro del plazo 
que se le señale, pues igualmente ha de 
satisfacer la pena en que incurre por el 
hecho de haber dado lugar al reque- 
rimiento, y por lo cual se aplica como pa- 
go de la misma diligencia. Por idénticos 
principios, si el deudor satisface la suma 
que se le reclama antes de que el ejecu- 
tor haya verificado la diligencia de apre- 
mio, quedará libre de satisfacer el recar- 
go, aun* cuando los trámites de la cobran- 
za hayan llegado al extremo de obrar 
ya en poder del propio ejecutor, la pape- 
leta que ha de servirle para hacer el re- 
querimiento. 

1856 
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268. E3e requerimiento ha de practi- 
carlo el ejecutor entregando la papeleta 
librada al mismo deudor, si le fuere posi- 
ble encontrarlo en la primera diligencia 
en busca, y no hallándole, en el mismo ac- 
to debe tratar de que la entrega se veri- 
fique respecto de cualquier individuo de 
la familia ó de la servidumbre del mismo 
deudor, prohibiendo la ley que se entien- 
da la diligencia con ninguno de aquellos 
individuos de la familia ó servidumbre, 
que sea menor de edad- ( art . 10.) Res- 
pecto de esas circunstancias debe pues 
mostrarse cuidadoso el ejecutor para no 
proporcionar la ineficacia del acto. Ha 
de inquirir por lo tanto del mismo con 
quien entienda la diligencia ó por otros 
medios la certeza de las condiciones que 
le pongan en aptitud de que con él se en- 
tienda el acto, y en caso de duda abste- 
nerse de practicarlo, adoptando el parti 
do que la misma Instrucción previene 
para el evento de que no encuentre indi- 
viduo alguno de la familia ó servicio del 
contribuyente. 

269. En el caso pues de no encontrarles 
6 la primera diligencia en busca, debe vol- 
ver por segunda vez en el mismo dia y ála 
hora en que ordinariamente se encuentre 
la familia en la casa. Intentará de nuevo 
practicar la diligencia con el mismo deu- 
dor, ó persona mayor de edad correspon- 
diente á su familia ó servidumbre; y no 
encontrando á ninguno de ellos, tomará 
por testigo del hecho á dos vecinos, y se 
considerará entonces como entregada la 
papeleta (art. 10.) En la imposibilidad de 
practicarse la diligencia de un modo mas 
eficaz, se ha considerado sin duda que los 
dos vecinos pondrán en conocimiento del 
deudor el hecho, para que cuide de evi- 
tar consecuencias de mayor importancia. 
Y parece escusado advertir que el ejecu- 
tor por su propia responsabilidad y para 
mejor constancia, de la diligencia; ha de 
hacer mención de la persona á quien en- 
tregue la papeleta con su nombre y de- 
mas circunstancias que la identifiquen, 
así como también del nombre de los ve- 
oinos en el caso que á ellos ocurran, no 
siendo por demas que cada cual suscriba 
la diligencia que se extienda sobre el par- 
ticular. 

270. Cumplido el plazo que señaló 
en su papeleta el administrador ó colector 


debe avisar inmediatamente al ejecutor 
si el contribuyente moroso ha satisfecho 
o no su descubierto. En el caso afirmati- 
vo, el ejecutor en consecuencia ha de dar 
por terminadas las diligencias de apre- 
mio y remitirlas á la Intendencia para su 
aprobación y efectos correspondientes. 
En el caso de no haberse realizado el pa- 
go, el mismo ejecutor debe proceder den- 
tro de las 24 horas posteriores á la recep- 
ción del aviso, á la práctica del segundo 
apremio, que consiste en la ejecución y 
venta de bienes muebles (art. 12.) 

271. El deudor, como ya se ha dicho, 
después de requerido deoe ocurrir á la 
oficina receptora á hacer el abono en la 
manera que antes pudo practicarlo, satis- 
faciendo ademas los costos del recargo. El 
hecho no puede ser constante al ejecutor, 
quien debe aguardar á que el receptor le 
manifieste el resultado que haya tenido 
el apremio, con haberse satisfecho ó no 
la responsabilidad, sin que mientras tan- 
to deba proceder á cosa alguna. Y el ad- 
ministrador, aun sin necesidad de saber 
de una manera positiva el resultado del 
apremio, ha de dar el aviso mencionado, 
sirviéndole para ello el antecedente que 
hay en la oficina, del plazo con que se 
expidió el primer* apremio y suponién- 
dolo ejecutado inmediatamente después 
de la entrega hecha al ejecutor, conforme 
á la disposición legal vigente en la mate- 
ria. 

272. El artículo 13 del reglamento dice: 
‘‘que notificada al deudor la providencia 
de ejecución, se procederá inmediatamen- 
te al embargo y depósito de los bienes 
muebles que le pertenezcan, á no ser que 
en el acto presente persona abonada que 
se constituya responsable de los efectos 
embargados.” 

273. El ejecutor debe ocurrir pues á 
notificar personalmente al deudor la pro- 
videncia de ejecución, mas siendo posi- 
ble que no le encuentre al efecto en la 
primera diligencia que practique en su 
busca, parece consiguiente que entonces 
adopte el mismo partido dispuesto para 
la notificación del primer apremio (art. 
10.) Tal es el de que se entienda la di. 
ligencia con cualquier individuo de la fa 
milia ó servicio que no sea menor de 
edad, y que no hallando á* ninguno de 
ellos, vuelva por segunda vez en el mis 
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mo dia á la hora en que ordinariamente 
se encuentre aquella en casa. Pero en el 
ca30 de que aun entonces no se encuen- 
tre al deudor ni sus familiares ni sirvien- 
tes, es oportuno acudir al alcalde ordi- 
nario, celador respectivo ó capitán de 
partido para que prestando los auxilios 
necesarios, el secuestro tenga lugar según 
se dispone cuando el mismo deudor s? 
niega á abrir las puertas ú opone resis 
tencia ( art . 17») haciéndose también la 
notificación á dos vecinos {cirt. 10.) 

274. Al ocuparse el ejecutor del em- 
bargo, ha de formar inventario de los 
efectos embargados ante dos testigos, y 
hecho así, debe requerir al deudor para 
que nombre un depositario que se encar- 
gue de la custodia y conservación de 
aquellos efectos. El deudor puede pre- 
sentar persona que se constituya respon- 
sable de los efectos embargados, evitan 
do de este modo que se saquen los efec- 
tos de su poder, y siendo persona abona- 
da debe acceder á ello el ejecutor, siendo 
también sin duda de su responsabilidad 
aquella calificación del abono {arts. 15 y 
13.) Síguese de aquí que, si al tiempo 
de notificarse al deudor el segundo apre- 
mio, ofrece fiador abonado á juicio del 
ejecutor para responder á la santidad que 
se reclama, puede el mismo ejecutor sus- 
pender las diligencias del inventario y 
embargo, pues aquella fianza equivale á 
la de responder al valor de los efectos 
embargados, cuya importancia debe limi- 
tarse á la de lo mismo que se reclama. 

275. Si el deudor nombra simplemen- 
te depositario, claro os que éste así como 
pueie dejar los efectos secuestrados en 
poder del mismo deudor, puede exigir 
que se trasladen al punto que designe, lo 
cual ha de llevarse á cabo por disposición 
del mismo ejecutor. Pero si el deudor no 
hace aquel nombramiento, ó el nombra- 
do no es persona abonada a juicio del eje- 
cutor, entonces toca á éste nombrar al 
que se haga cargo del depósito {art. 15.) 

276. Ese nombramiento del ejecutor 
ha de hacerse en persona domiciliada en 
el mismo pueblo que merezca su confian- 
za, y el nombrado no puede excusarse de 
aceptar el depósito, á no ser que se halle 
físicamente impedido al efecto, teniendo 
derecho al abono de los gastos que el mis- 
mo depósito le cause {art. 16). La ley, 


pues, hace obligatoria la admisión del de- 
pósito por la naturaleza del crédito del 
Estado, que como causa pública todos es- 
tán obligados á favorecer. Limita esa car- 
ga sin embargo al vecino domiciliado en 
el lugar del suceso, para que se distribu- 
ya de la manera mas igual y equitativa 
posible, donde hay también que atender 
á las circunstancias de la persona á quien 
ha de revestirse con aquel carácter de 
depositario. 

277. No concede para ello exención 
de ninguna especie, por motivo de la po- 
sición que el electo ocupe en la sociedad, 
y fuera de aquella circunstancia del do- 
micilio tampoco admite otra excepción 
mas que la del impedimento físico para 
ejercer el encargo. Lo será pues la me- 
nor edad, la edad demasiado avanzada, 
el estado de ceguedad, el de enfermedad, 
ó la total carencia de medios para sufra- 
gar gasto alguno de los que ocasione el 
depósito y otros análogos. La ley tampo- 
co retribuye al depositario con cantidad 
alguna por su cuidado y vigilancia res- 
pecto de los efectos depositados, cuando 
dice tan solo que tendrá derecho al abono 
de los gastos que el depósito le cause. El que 
ningunos costos haya tenido que hacer 
pues, nada podrá reclamar; pero si el que 
haya hecho desembolsos para traslación 
de los efectos, alquiler de un local en 
que se guarden, ó pago de* otro en que 
poner cosas suyas á fin de dejar expedi- 
to en su morada lugar en que sean colo- 
cados los del depósito. No parece muy 
justo sin embargo que haciéndose obliga- 
torio el depósito, á la vez deba también 
entenderse gratuito, cuando esta última 
circunstancia cederá regularmente en- 
beneficio exclusivo del deudor que ten- 
ga haberes con que verificar el abono. 

278. Segunya se indicó anteriormente, 
cuando el embargo no puede verificarse 
porque el deudor se niega á abrir las 
puertas de su casa, ó porque de cualquier 
otro modo opone resistencia, el ejecutor 
ha de invocar el auxilio del alcalde or- 
dinario, celador respectivo ó capitán de 
partido, los cuales deben prestárselo 
allanando con su autoridad aquellos in- 
convenientes, para que los procedimien- 
tos continúen sin interrupción {art. 17). 

279. No pueden embargarse y venderse 
para el pago de débitos procedentes deim- 
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puestos 6 tributos; 1. ° Los ganados des- 
tinados al cultivo de la finca ó acarreo 
de los frutos, y los carros, aperos, máqui- 
nas y demas instrumentos ae labor. 2. ° 
Los instrumentos, herramientas ó útiles 
que los artesanos necesiten para sus tra- 
bajos personales. 8. ° La cama compues- 
ta de las piezas ordinarias del deudor y 
su consorte, y la de los hijos que vivan 
en su compañía y bajo su potestad. 4. ° 
Los libros propios de los profesores de 
jurisprudencia, medicina, enseñanza y 
demas facultades científicas. 5. ° Los 
uniformes, armas y equipos de los mi- 
litares. 6. ° Los esclavos destinados á la 
labor de los ingenios y al cultivo de 
cualquiera otra clase de fincas, se consi- 
derarán como parte de ellas, y no podrán 
embargarse en concepto de bienes mue- 
bles (art. 14.) La disposición de este ar- 
tículo que he trasladado á la letra, pres- 
ta motivo para algunas observaciones 
importantes. 

280. Exceptúa del. embargo y venta 
los esclavos y efectos referidos, para el 
pago de débitos procedentes de impuestos y 
tributos , ¿y se extenderá la exención á 
los administradores, colectores y em- 
pleados que dieren lugar al apremio por 
retrasos 6 desfalcos, de que también ha- 
ce mención la Instrucción referida? Sin 
duda que sí, aun cuando aquellos admi- 
nistradores colectores y empleados no 
deban propiamente impuestos y tributos 
sino que se constituyan en responsabili- 
dad por la falta de puntual entrega de 
los ya percibidos. Mientras solamente 
tenga lugar el apremio la cobranza es ci- 
vil, y fuera de esto las exenciones indica- 
dus no llevan por exclusivo objeto el 
bienestar del deudor, sino por una parte 
el beneficio de la agricultura, y por otra 
la intención de no privarle de lo que mas 
indispensablemente necesita para su sos- 
tenimiento y el de su fhmilia. 

281. No estimándose en concepto de 
bienes muebles para el embargo los es- 
clavos de la finca, sino como parte de 
illas, ¿se estimarán bajo aquel concepto 
de muebles, los esclavos del servicio do- 
méstico? No cabe duda en que la instruc- 
ción asi ha querido entenderlo, bien que 
pudo hacer mención especial de ellos co- 
mo semovientes, excusando asi colocarlos 
entre las cosas. Acaba de convencerlo la 


circunstancia de que refiriéndose el se- 
gundo apremio al embargo de muebles 
y frutos y rentas pendientes, y contra- 
yéndose el tercero solamente á las fincas 
6 los esclavos del servicio no han de ser 
embargados, ó deben enumerarse entre los 
muebles, sucediendo lo mismo respeoto 
de los animales no consagrados á los la- 
bores del campo, como las caballerías de 
montar y de los carruages, que suelen 
ser de valor considerable y de fácil ená- 
genacion. Semejantes animales asi como 
los esclavos del servicio pueden ser em- 
bargados á consecuencia del segundo 
apremio, á pesar de que nada diga sobre 
ello la Instrucción, pues así se desprende 
del espírisu de todas sus demas disposi- 
ciones; pero esta misma ampliación á su 
natural contexto, trae consigo dos excep- 
ciones que dé la propia manera deberá 
tener el ejecutor presente. 

282 La nodriza esclava que cria á 
un niño de la familia del deudor ó de un 
estraño, no debe ser embargada, porque 
de otro modo se pondria en peligro la 
vida del mismo niño á quien alimenta, 
y este motivo legal es acaso mas podero- 
so que todos los que tuvo presente el le- 
gislador, para conceder las otras exencio- 
nes de que se ha hecho referencia. Cuan- 
do aquella nodriza se encuentre en po- 
der de un tercero, lo mas que podrá prac- 
ticarse no habiendo otros bienes del deu- 
dor de que echar mano, será dejarla en 
su poder y en calidad de retenida y bajo 
su responsabilidad, hastael tiempo en que 
concluya la lactancia. 

288. Embargados aquellos esclavos 
del servicio, su depósito no habría de ha- 
cerse en poder ae particulares, Como 
acontece con los animales y muebles, si- 
no que deberán constituirse en los otros 
depósitos generales y judiciales que las 
disposiciones especiales de esta Isla tie- 
nen determinados para que se constitu- 
yan los siervos que bajo cualquier con- 
cepto resulten secuestrados. 

284. Concluidas las diligencias de 
embargo y depósito, ha de procederse in- 
mediatamonte á la tasación de los bienes 
embargados, nombrando un perito el 
ejecutor y otro el deudor. Hecho el nom- 
bramiento por el ejecutor ha dé requerir 
al deudor para que por su parte haga el 
nomba&miento de otro, y cuando el deu- 
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dor se negare á designarle 6 no h hiciese 
dentro de 24 horas, toca el nombramiento 
al mismo alcalde. También este en caso 
de discordia entre los peritos, es el que 
debe nombrar un tercero que la dirima, 
pudíendo ese tercero ser recusado hasta 
tres veces (art 17.) 

285. Aquella prevención de que el 
alcalde nombre el perito si el deudor se 
negare á designarle 6 no lo hiciere dentro 
de 24 horas, supone en el ejecutor la obli- 
gación de hacer saber al interesado, que 
en el acto de la prevención elija el peri- 
to. Si entonces no lo verifica debe ocur- 
rir donde el alcalde para que haga el 
nombramiento, y si el mismo deudor le 
pidiese plazo para hacer el nombramien- 
to, se encnentra en la necesidad de conoe* 
derle aquellas 24 horas de la ley, ocur- 
riendo al alcalde si después de trascur- 
ridas no hubiese tenido lugar aquel nom- 
bramiento. Cuando no se encuentre al 
deudor en persona, procede que se le ha- 
ga la prevención por medio de cualquier 
miembro de su familia 6 servidumbre con 
aquel plazo de las 24 horas, produciendo 
la falta del nombramiento entonces, el 
mismo resultado que ya se explicó. El 
nombramiento del tercero que recaiga en 
caso de discordia, hade hacerse saber sin 
duda al deudor en los pi opios términos 
expuestos, para que haga ó no las recu- 
saciones de los tres que la Instrucción le 
concede; pero esta no dice dentro de que 
plazo ha iie poner en planta la recusa- 
ción, para que su trascurso se entienda 
por un tácito consentimiento. Aquel 
plazo sin embargo en atención á los trá- 
mites perentorios del apremio y al que 
se otorga al mismo deudor para nom- 
brar perito, parece que debe ser el de las 
24 horas posteriores al dia de la notifica- 
ción. Él modo dé hacerse semejante re- 
cusación sino tiene lugar in voce en el 
aeto de lé notificación misma, correspon- 
de que sea por medio de memorial que 
se presente ¿1 alcalde, por conducto del 
propio ejecutor. 

286. Concluido el trámite de la tasa- 
ción, el ejecutor ha de ocurrir sin demo- 
ra donde tí administrador de rentas ó 
persona que le represente, para que dis- 
ponga tí remate con señalamiento de lu- 
gar, Sitio Y héra, asi como también el 
anttntío dé lá venta por medio de cartel 
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público ópregon, según las costumbres 
de cada localidad. Determinada la subas- 
ta de este modo se ha de notificar la pro- 
videncia al deudor, procediéndose des- 
pués al anuncio público en la manera que 
corresponda ( art 19.) 

287. El artículo citado dispone que 
la venta referida en el asta pública, ten- 
ga lugar dentro de los tres dias siguien- 
tes ah del embargo; pero con esto dispone 
un imposible de hecho, que por lo mis- 
mo ha de quedar incumplido. Prescin- 
diendo de las festividades que pueden 
atravesarse para impedirlo, dentro de los 
s tres dias posterioras al embargo, han de 
tener lugar la tasación de los bienes, sujeta 
á nombramiento de peritos, su operación, 
discordia, nombramiento de terceto, re- 
cusación de estos por tres veces, señala- 
miento de dia, notificación del deudor y 
anuncios de la venta. Síguese de aquí qiie 
el ejecutor ha de activar los trámites para 
que la venta tenga lugar dentro de los 
tres dias mencionados, pero quede ordi- 
nario le será imposible conseguirlo; y por 
lo mismo parece natural entender la pro- 
hibición bajo el concepto de que la su- 
basta se haga dentro de los tres dias poste- 
riores al de aquel en que la tasación 
quede expedita, pues aun de ese modo 
haj que evacuar dentro dél plazo los 
mites de notificación y anuncios, que for- 
zosamente deben precederle, Después de 
concluido el trámite del justiprecio, la 
subasta deberá verificarse pues sin demo- 
ra y, sin que deba exceder de los tres 
dias que la ley señala con semejante ob- 
jeto. 

288. Abierto pues el remate en tí 
dia y lugar señalados, por el espacio de 
las dos horas subsecuentes no se httn de 
admitir posturas que no cubran las dos 
terceras partes de la tasación, y presen- 
tándose lieitador de ese modo, deberán 
adjudicársele desde luego las especies de 
la subasta. Trascurrido el plazo de las 
dos horas sin presentarse licitación por 
los dos tercios ó mas, es admisible cual- 
quiera otra postura que se haga, con tal 
de que llegue á la mitad del valor de la 
tasa y siempre que cubra el importe dtí 
débito y el recargo del apremio {art. 20.) 

289. Puede suceder sin embargo que 
los dos tercios del valor de los efectos 
secuestrados no alcancen 4 cubrir tí dé- 
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bito y el recargo del apremio. Puede su 
ceder aue alcanzando, no haya licitador 
el dia ael remate que haga postura de 
ninguna especie. Y puede suceder tam- 
bién que pasadas las dos horas en que so- 
lo se admiten las que cubran los dos ter- 
cios, con posterioridad no se presenten 
oirás, sino lasque alcancen hasta la mi 
tad de la tasación, pero sin que cubran el 
importe del débito y el recargo del apre- 
mio. ¿Como deberá pues procederse en 
semejantes casos? 

290. En el primero, esto es, cuando 
los dos tercios de la cosa no alcancen á 
cubrir el debito y recargo del apremio, 
no por 630 ha de dejarse de intentar la 
subasta, pues las pujas en ella pueden 
ofrecer una cantidad excedente á los dos 
tercios que cubran aquellas dos atencio- 
nes. Será si excusado admitir distintas 
po itura h después del trascurso de las pri- 
meras dos horas, pues la subasta habrá 
ae continuarse aspirándose siempre á 
conseguir los do3 tercios y mas, cuya im- 
portancia se aplique al pago, procedién- 
dose después á los nuevos* embargos que 
tienen lugar cuando no queda cubierta 
la responsabilidad quese exige con el pro- 
ducido de la venta. 

291. En el segundo caso de no pre- 
sentarse licitador que haga postura legal 
en el dia del remate, la ley guarda silen- 
cio sobre lo que haya de practicarse. Pro- 
cedentee3 sin embargo que tenga lugar 
la retasación y nueva diligencia de rema- 
te, por los mismos 6 nuevos peritos que 
se elijan, en los propios términos expli- 
cados respecto de la primera venta. Si 
aun entonces no se presentare licitador, 
oportuno será que se amplié el embargo 
de la manera que tiene lugar cuando la 
postura no cubre la responsabilidad que 
se le exige. 

292. Si en la primera subasta no se 
presentan mas posturas que por la mitad 
del valor de los efectos que no cubran'el 
principal y recargo del apremio, no es 
de procad er3e á la enagenacion. La ley 
ocasiona sentante quebranto al deudor, 
cuando de esa manera queda cubierco el 
alcance del fisco, asi por la ventaja que 
de ello resulta á aquel, como porque de 
ese modo se evitan también nuevos que- 
brantos al mismo deudor con la prosecu- 
ción de los trámites de la cobranza, y 


cuando ninguno de esos objetos se con- 
sigue, no hay para aue hacer de peor 
condición la suerte del apremiado. Una 
retasación que se provoque corno ya he- 
mos dicho, puede poner de manifiesto el 
motivo de la faltado licitación, consisten- 
te acaso en un precio exagerado que se 
haya dad c á la cosa de la venta 

293. Pero si verificada aquella reta- 
sación, las posturas de las primeras dos 
horas no alcanzan á cubrir los dos ter- 
cios de la misma retasación es procedente 
que se dé entrada á las que lleguen á la 
mitad, aun cuando no alcancen á cubrir 
la responsabilidad que sesetrate.de ha- 
cer efectiva. El interes de la Hacienda en 
semejante caso y aun el del mismo deu- 
dor, abogan por la adopción de un par- 
tido que se hace forzoso en tan especiales 
circunstancias. Y aun harian admisible 
el de que lus efectos se enagenasen por 
cualquier precio que se ofreciera por ellos 
pues ni ala Real Hacienda pueden adju- 
dicarse como sucedería entre particula- 
res, m al deudor han de devolverse para 
que losgocs, quedando en pie el descu- 
bierto que se le reclama. 

294. Cerrada la subasta por medio de 
la enagenacion en la forma explicada, el 
depositar io de los efectos embargados, se- 

un dice la Instrucción, entregará el pro- 
ucto de la venta al colector ó adminis- 
¿ quien corresponda, y este lo aplicará 
ante todas cosas á cubrir el débito á la 
Real Hacienda, y de lo que sobrare se sa- 
tisfarán losrecargos del apremio (arí. 21.) 
Conforme á esta disposición el regla- 
mento supone sin duda que el rematador 
cerrada á su favor la subasta, ha de ex- 
hibir el precio al depositario para que 
este por su parte le entregue los efectos 
del remate, debiendo hacer después la 
propia entrega al colector ó administra- 
dor, del numerario que haya pereibido. 
Se advierte también por el tenor de la 
misma disposición, que siempre habrá de 
satisfacerse con el producido áel remate,, 
en primer lugar el crédito que se recla- 
ma, para que después se verifique el 
abono del recargo del apremio de donde 
han de sacarse también los costos oca- 
sionados. 

295. El art. 22, dice que, cuando el 
valor de los efectos hallados al deudor, no 
alcanzare á cubrir el débito y los reoar- 
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g*>3, so extenderá el embargo á refrutos 

y rentas pendientes que le pertenezcan, 
en largándose el depositan ) de su recolee 
cion ó cobranza, y sobre este particular 
hay que hacer varias consideraciones 
que estimo por muy oportunas. 

29b. Si el ejecutor embargó bienes en 
inteligencia de que su importancia seria 
bastante para cubrir el principal y I 03 
recargos del apremio, y por la tasación 
resulta que no alcanzan á llenar aquel 
descubierto, quedando al deudor mu3 
muebles 0 seme vientes, debe proceder á 
ampliar el embargo en los mismos térmi- 
nos que antes lo hizo, porque la ley quie 
ro que el valor de semejantes efectos ern- : 
bargados cubra la importancia de aque 
lio á cuyo pago ha de aplicarse. Pero si 
el deudor no tiene otras pertenencias de 
les que deben servir para ese primer em- 
birgo, razón e3 que se espere al resulta- 
do de la subasta, la cual será la que en 
último resultado verdaderamente fije el 
precio de la3 cosas embargada-. 

297. Si el resultado de semejante su- 
basta, bien por corresponder al de los 
do3 tercios de la tasación, ó ya por no 
llenarlos en lo3 términos explicados por 
licitación posterior á las dos primeras 
horas de la subasta, porque sea preciso 
retasar I 03 efectos ó por otro cualquier 
motivo, délos explicados, no cubriese la 
responsabilidad que se exige, ha de aten- 
derse á si aun quedan al deudor otros se- 
movientes ó muebles, para que respecto 
de ellos tenga lugar entonces la amplia- 
ción del embargo. En caso negativo será 
cuan lo se verifique el de frutos y rentas 
pealiente3, pues la ley le dá entrada, 
no cuando lo embargado no baste llenar 
el descubierto sino cuando el valor de los 
efectos halla 1)3 al deudor no alcanzare á 
cubrir el debito y los recargos. 

298. Entre e3os frutos ó rentas deben 
enumerarse las producciones de las fin- 
cas correspondientes al deudor, los al- 
quileres de las mismas, réditos de impo 
sicion á su favor y también los salarios 
da I 03 e3clavo3 que tenga dados en alqui- 
ler. La recolección, y cobranza, como lo 
previene el reglamento, después que se j 
efectuó el embargo, toca al depositario, ! 

' y es justo que á éste se abone un tanto : 
por ciento de comisión por semejante tra- 
bajo corno á cujlquier administrador. La! 


ley guarda silencio en este punto, man- 
dando hacer pago al depositario de los 
muebles, tan solo de los gastos que le oca- 
sione el encargo; pero el trabajo perso- 
nal equivalente á aquellos gastos por los 
mismos principios merece la indemniza- 
ción referida; mayormente cuando la pro- 
pia recaudación pued? proporcionar el 
empleo de otra3 personas que hayan de 
ocuparse en la operación. 

299. Cuando el deudor no tiene fru- 
tos ó rentas que embargar, con la venta 
de sus bienes muebles ó semovientes que- 
dan terminados los procedimientos ' del 
ejecutor en cuanto al segundo grado de 
apremio, teniendo cabida los trámites del 
tercero, para que quede cubierto el alcan- 
ce que aun resulte. Teniendo el deudor 
aquellos frutos ó rentas á cuyo embargo 
se procede por el mismo déficit, queda 
abierto el apremio hasta la recolección ó 
cobranza de lo pendiente, siempre que 
su valor se estime por cálculo prudencial 
suficiente á cubrir el déficit del débito y 
las costas (art. 23). 

300. Se vé, pues, por la disposición 
del artículo precedente, que el embargo 
de la3 rentas y frutos ha de procurar ex- 
tenderse hasta la importancia de lo que 
queda aun por satisfacer el deudor. De- 
be el ejecutor calcular si lo que se tome 
por aquellas rentas y frutos es bastante 
para dejar cubierto el alcance, y resul- 
tando por el cálculo la afirmativa, ha de 
susoeuderse cualquier otro procedimien- 
to que uo sea el de llevarse á efecto el 
embargo hasta que quede lleno su objeto. 
Si por el cálculo racional que se haga en 
el asunto, los frutos y rentas no bastaren 
para llenar aquel descubierto, deberá en- 
tonces procederse al apremio del tercer 
grado, lo mismo que, cuando no existen 
aquellas frutos y rentas, y entonces por 
la pa^e en que* aun se considera que ha 
de quedar insoluta la Hacienda por 
principal y costas. 

301. Haya pues quedado concluido 
el segundo apremio por la venta de mue^ 
bles y semovientes del deudor, sin que- 
dar cubierto su alcance, y careciendo pa- 
ra ello de frutos ó rentas; ó bien hecha la 
enegenacion de I 09 muebles y semovien- 
tes, los frutos y rentas después secuestra- 
dos no alcancen por cálculo pruden- 
cial para cubrir el déficit, el ejecutor de* 
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be dar cuenta de semejante resultado al 
administrador respectivo. Este en vista 
de ese resultado, aebe entonces disponer 
que se proceda al apremio de tercer gra- 
do, el cual consiste en el embargo y ven- 
ta de bienes inmuebles (art. 24.) 

302. Recibida la órden del administra- 
dor al efecto, el ejecutor debe proceder 
á embargar los bienes inmuebles del deu- 
dor, en cantidad suficiente á cubrir su 
responsabilidad. Lo primero á que debe 
atender con semejante propósito es, á si 
para la seguridad del débito existe hi- 
potecada alguna finca, y entonces con- 
tra aquella finca que así resulte obliga- 
da ¿ la responsabilidad, debe dirigir- 
se desde luego el apremio del tercer gra- 
do que nos ocupa (art. 25.) Si no exis- 
tiese aquella finca directamente respon- 
sable, el embargo debe dirigirse contra 
otra que baste ¿ cubrir la responsabili- 
dad pendiente, exigiendo la equidad que 
siempre consulta la ley, que en el caso se 
proceda de manera que se proporcione 
el menor quebranto al deudor, sin que 
por esto se perjudiquen en nada los in- 
tereses de la Hacienda. 

803. La notificación del embargo al 
deudor debe tener lugar en los propios 
términos explicados al hablarse del se- 
gundo grado de apremio, sin que por su- 
puesto haya para que tratarse de depósi- 
to respecto ae fincas. La instrucción no 
ha previsto con todo el caso de que en 
aquellas fincas existan siervos que fácil- 
mente pueden hacerse desaparecer, re- 
sultando entonces no solamente una gran 
disminución del precio con que acaso se 
haya contado para la misma responsabi- 
Ikíad y embargo, sino que también acon- 
tece las mas veces en la Isla, que un fun- 
do sin aquellos esclavos de su dotación, 
queda reducido al extremo de que nadie 
ofrezca por él oosa alguna. Atendiendo 
pues á semejantes circunstancias, no pa- 
rece dudoso que, cuando el ejecutor ten- 
ga fondado motivo para temer por la des- 
aparición de los esclavos del fundo que 
embarga, pueda impedirlo valiéndose del 
medio mas á propósito en semejantes cir- 
cunstancias. 

304. Si no es ese medio el de poner 
en depósito la finca ni privar al dueño de 
las facultades dominicas que puede con- 
tinuar ejerciendo en la misma, sí lo será 


el de constituir en ella una persona que 
con el carácter de vigilante 6 de veedor 
impida aquella desaparición, dando cuen- 
ta de lo que suceda al mismo ejecutor, 
para que en consecuencia pueda proce- 
der á lo que corresponda. Semejante me- 
dida es equivalente á la del depósito; tra- 
tándose de bienes muebles ó semovien- 
tes; pero es de advertirse que el tal vee- 
dor tiene derecho á que se le satisfagan 
entonces como á cualquier otro de los de 
su clase, las dietas que devengue en d 
encargo, pues el trabajo personal que fifi 
el caso emplee, haoe su condición distin- 
ta de la de los demas depositarios á qué 
la ley se contrae. 

305. Hecho el embargo de la finca 
en la manera explicada, ha de proceder- 
se á su tasación por dos peritos y terce- 
ro en caso de discordia, en loa mismos 
términos que ya se explioó al tratarse 
del justiprecio de los muebles y semo- 
vientes, sujetos al embargo cuando tiene 
lugar el segundo apremio (art. 25.) 

306. Antes de que tenga lugar Con 
todo el nombramiento de peritos, ha de 
inquirir el ejecutor si el valor de la finca 
embargada consta por tasación auténtica 
reciente (art. 25.) El modo de haoer se- 
mejante inquisición cuando de otra ma- 
nera no haya llegado el hecho al cono- 
cimiento del ejecutor es inquirirlo del 
propio deudor. El mismo ejecutor ha de 
tener en cuéntalas circunstancias dequela 
tasación sea auténtica y reciente, evitando 
pasar por lo que se le indique ó presente, 
resultando practicada con visos de sos- 
pechosa, ó de tal fecha que pueda haber 
desde entonces sufrido la finca variacio- 
nes que hagan ineficaz el justiprecio prac- 
ticado anteriormente. 

307. Practicada la tasación, ha de 
darse cuenta por el ejecutor al adminis- 
trador para que éste disponga la venta 
del lundo con plazo de 30 dias, mandan- 
do á la vez que se anuncie la venta, no 
solo en el mismo pueblo donde aquella 
se halle radicada, sino también en los in- 
mediatos. Semejantes anuncios han de 
tener lugar por medio de los periódicos 
y carteles fijados en los sitios de cos- 
tumbre, debiendo contener esos anuncios 
entre las deinas circunstancias la de los 
gravámenes que contra sí tengan, 61a 
de no tener ninguno (art. 20.) 
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8Q8. La circunstancia de deber con- 
tener los anuncios la existencia ó falta de 
gravámenes, supone que se acredite el 
hecho, por medio de la certificación cor- 
respondiente del anotador de hipotecas, 
y así lo dispone terminantemente la Ins- 
trucción (arL 26). Para que el ejecutor 
no pierda tiempo por lo mismo y para 
qué sin estorbo puedan hacerse las pu- 
blicaciones desde' el momento en que se 
señale dia para el remate, corresponde 
qué el ejecutor al punto que haya prac- 
ticado el embargo de la finca, y sin per- 
juicio de los tramites de la tasación, se 
ocupe de conseguir aquella certificación 
de hipotecas, para agregarla al expedien- 
te de la cobranza. 

809. El administrador respectivo, 
como sucede en el procedimiento del se^ 
gundo apremio, debe también presidir 
con la debida solemnidad el acto del re- 
mate de las fincas, que tiene lugar á con- 
secuencia del tercer apremio. Ese acto 
sin embargo es uno solo y definitivo y 
cerrándose por ser legales y por lo tan- 
to admisibles las proposiciones que en 
él se hagan, no tienen lugar después las 
pujas del décimo, cuarto ni otra alguna 
cíe aquellas á que se dá cabida en las 
otras subastas en que se atraviesan los 
intereses del fisco (arL 27.) 

310. Para ser admisibles las postu- 
ras que se hagan en el acto del remate 
referido, han de cubrir el valor de las 
dos terceras partes de la tasación, sin ne- 
cesidad de exceder ni en poco ni en mu- 
cho de’ este tipo, y si no hubiese licitador 
que asi lo ofrezca, se retasará la finca 
y se subastará nuevamente en los pro- 
pios términos (arL 27.) 

311. Por supuesto que ese valor de 
los dos tercios debe entenderse,, de lo 
que resulte después de deducido del mis- 
mo el importe de. los censos que reconoz- 
ca el fondo, pues esos censos no deben 
considerarse como parte del valor de la 
finca. No presentándose licitador qife de 
la manera explicada ofrezca por la finca 
los dos tercios de su tasación por lo me- 
nos, ha de suspenderse la diligencia, y 
proceder el ejecutor para que tenga lu- 
gar la retasación a la designación del 
mismo perito que antes la practicó ú otro 
que la verifique. Entonces. ha detener 
lugar por parte del deudor igual nom- 

69 


brainiento asi como el de tercero recu 
sable, y el señalamiento de día con todos, 
los demas. requisitos de que se hizo men- 
ción al tratarse déla primera subasta, 

312. Si en esta segunda subasta hó se 
hiciese tampoco postura que cubra los . dos 
tercios de la retasación, ha de suspender- 
se el acto y darse cuenta de los antece- 
dentes al Intendente, quien estáfacultado 
para en vista de las circunstancias del 
asunto adoptar la resolución que estime 
mas oportuna. Esa rescl^cjon puede 
primera, la de hacer á la'. Hacienda due« 
fio' del fundo en pagó de su crédito y 
por las dos terceras partes de la retasa- 
ción; segunda, la de que se arriende el 
fundo por cuenta de la misma Hacienda 
hasta conseguirse el completo reintegro 
del débito y de las costas: y tercera, la 
de que se vuelva á sacar la misma finca 
al asta pública, cuando para ello se pre- 
sentare mejor oportunidad (arL 27.) 

313. Es evidente que la adopción 

del partido de arrendar la finca, no suje- 
ta. á la Hacienda á cobrarse precisamente 
de sus productos, entendiéndose renun- 
ciado por ella el derecho que la asiste pa- 
ra enagenarla mas en lo adelante y siem- 
pre que para ello se le presente ocasión 
favorable. Tampoco por el mismo arren- 
damiento puede entenderse renunciado 
el otro derecho que -también tiene la 
misma Hacienda para hacer suya la cosa 
por los dos tercios de la retasación en 
que podria adquirirla un tercero. Mien- 
tras el adeudo no se encuentre satisfecho,’ 
el fisco puede pues adquirir la cosa, 6 
enagenarla ó arrendarla á un tercero, se- 
gún estime ser mas conveniente á sus in- 
tereses y siempre por la calificación y 
mandato que sobre el particular haga el 
Intendente, á quien semejfgip facultad 
est á concedida. ' * 

314. No parecerán exageradas seme- 
jantes facultades concedidas al fisco, 
cuando el deudor por su parte tiene la 
de reunir en cualquier tiempo la canti- 
dad que adeude ála Hacienda, aun cuan- 
do sea por obligación que contraiga res- 
pecto del propio fundo. Verificando* pues, 
la entrega de semejante alcance, puede 
dar por concluido el procedimiento con 
la paga, y aun pedir entonces que se le 
oiga en justicia ante el juzgado de- ren* 
tas, siempre que tenga que oponer excep- 

1856 
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ciones sobre la misma cobranza intenta- 
da ( art . 2.) 

815. Después de enagenada la cosa 
embargada la ley, concede al deudor el 
derecho de tanteo respecto de ella, siem- 
pre que lo establezca dentro de cuatro 
dias posteriores á la subasta (art, 27.) La 
Instrucción no señala mas requisito que 
el del plazo al hacer la concesión de se- 
mejante derecho, ni dice de un modo ex- 
preso que lo limita á los bienes raíces; 
pero deoe entenderse que lo limita á los 
de esa clase y no lo extiende á los mue- 
bles, por lo mismo que es un privilegio 
que perjudica al tercero comprador y 
que por lo tanto es de interpretación ex- 
tricra, aun cuando tenga por objeto aten- 
der á la condición triste del propio deu 
dor que de semejante manera quede pri- 
vado de la finca del remate. Fuera de es- 
to, es de atenderse á que el quebranto 
que al deudor resulte por la enagenacion 
de los muebles que fácilmente puede re- 
poner, nunca puede ser atendido tanto 
como el de las fincas de cuya pertenen- 
cia se le priva. 

810. ¿Y semejante derecho del tan- 
teo, habrá de considerarse extensivo á 
los esclavos? Razones muy poderosas 
hay para la afirmativa, pues un esclavo 
realmente vale en ocasiones tanto como 
cualquiera finca de reducida importancia 
y ademas por circunstancias ó afecciones 
particulares puede tener un valor inesti- 
mable para el mismo dueño. Estas con- 
sideraciones sin embargo, serian bastan- 
tes para que tomándolas el legislador en 
cuenta hubiese hecho extensivo álos es- 
clavos aquel tanteo; pero lo cierto es que 
como hemos visto, limita la acción á las 
fincas, y sin disposición terminante no 
podrá estimarse extensivo el derecho 
á los esclavos igualmente, si no es cuan- 
do estén considerados como parte de los 
propios fundos. 

317. Intentando pues el deudor el 
tanteo dentro del plazo legal de los cua- 
tro dias, habrá de practicarlo exhibien- 
do el mismo contado ofrecido por el re- 
matador, y en en el caso de mediar pla- 
zos, garantizando la cuantía de estos, 
conforme dispone la ley en los otros re- 
tractos de sangre. No es necesario sin 
embargo como en aquellos casos, que el 
deudor jure á la vez que quiere la cosa 


Ipara sí, como requisito indispensable 
¡ para que se dé entrada á su promoción y 
I la razón de la diferencia es clara. En 
| aquellos retractos el principio de su con- 
j cesión es el afecto que se supone respec- 
! to de la la finca en el que la retrae, cuyo 
| principio desmiente el propio hecho de 
¡ trasladarla á un tercero, y en el retracto 
que nos ocupa, el motivo que lo concede 
j es el de hacer menos triste la posición 
! del deudor sujeto á los violentos trámi- 
I tes del apremio. Aquella posición puede 
j mejorarse pues, por la concesión que se 
! haga á un tercero de la finca subastada, 

| y no hay entonces para que se haga opo- 
j sicion al hecho de ent^bbise negociacio- 
| nes con el mismo tercero, las cuales me- 
I joran la condición del deudor, en las crí- 
j ticas, circunstancias en que se encuentra 
| constituido. 

! 318. La Instrucción advierte que al 

j procedimiento del apremio de tercer gra- 
; do á que me he referido son aplicables 
lias reglas dictadas para el segundo gra- 
do en cuanto puedan serlo (art, 27.) y se 
deduce de aquí que en igualdad de . cir- 
cunstancias los trámites han de practicar- 
se de la propia manera cuando respecto 
de los del apremio de tercer grado, no 
existan disposiciones particulares. . 

319. Réstame hablar do las cantidades 
que se pueden exigir á los deudores por ra- 
zón de costas del segundo y tercer grada 
ae apremio, según lo dispone el art . 28 
de la Instrucción. No pueden pues exi- 
girse ofczas que las siguientes: 


En el apremio de 2. ° grado 
hasta 500 pesos inclusive 

de débito el 8 

De 501 hasta 1,000, el. ... . 5 

De 1,001 hasta 2,000, el 4 

De 2,001 hasta 3,000, el 3 

De 3,001 hasta 4,000, el 2 

De 4.001 en adelante, el 1 


n ° 

P-O 


En el 'tercer grado hasta 500 
- pesos inclusive de débitos, 

el 

De 501 hasta 1,000, el. . . . 
De 1,001 hasta 2,000, el. . . . 
De 2,001 hasta 8,000, el. . . . 
De 8,001 en adelante, el. . . . 


P*o 


320. Entiéndense devengados estos apre- 
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mios por el ejecutor y deben satisfacerlos 
en consecuencia los deudores, desde el 
momento en que tuvo lugar la notifica- 
cion de los mismos apremios, y so cobran 
de las cantidades líquidas en deudas (ar- 
tículo 29.) 

. 321. El ejecutor por cuenta de esas 
cantidades del recargo que percibe, ha 
de satisfacer las dietas de los peritos ó 
auxiliares de las diligencias con arreglo 
á arancel, pues los deudores no han de 
hacer otro abono que el de aquellos re- 
cargos^ ademas el del importe del papel 
sellado que se invierta en las diligencias 
del apremio (art. 28.) 

CAPITULO IX. 

Be la Tía de apremio en los tribu- 
nales de cuentas. 

322. Enlos tribunales de cuentas de 
ultramar tiene también cabida la via de 
apremio para I03 fines que se explicarán 
con arreglo á la ultima ordenanza y re- 
glamento del ramo, aprobados y manda- 
dos cumplir en 80 abril de 1855, cuyas 
reglas se encuentran en la actualidad vi- 
gentes en esta Isla, Puerto-Rico y Filipi- 
nas. 

323. Esa via de apremio respecto 
de los tribunales de cuentas tiene cabida 
para distintos objetos y en distintas for* 
mas. La tiene primeramente para obligar 
a darlas cuentas á los que son responsa- 
bles á ello. La tiene en segundo lugar 
contra los jefes de aquellos morosos, para 
que cumplan con las prevenciones dirigi- 
das al mismo propósito de que sea efi- 
caz la otra via de apremio. La tiene en 
tercer lugar para el cobro de los alcances 
en que resultan en descubierto los em- 
pleados. Y la tiene en cuarto lugar para 
que se activen las demas diligencias ju- 
diciales que tienen cabida en semejar tes 
procedimientos de cuentas. 

324. Aquellos tribunales tienen con- 
cedida jurisdicción y autoridad privati- 
va para hacer el examen, aprobación y 
fenecimiento de las cuentas de adminis- 
tración, recaudación y distribución de 
Io3 fondos, rentas y pertenencias del Es- 
ta lo en las mencionadas Islas, asi como 
también délas relativas al manejo de fon- 
dos municipales y de los administrados 


por cualesquiera dependencias ó estable- 
cimientos públicos de las mismas (ártteu- 
lo 1. ° de la ordenanza.) 

825. La jurisdicción de esos tribuna- 
les para el examen y juicio de las men- 
cionadas cuentas, alcanza á todos los que 
por ellas resulten responsables como re- 
caudadores, liquidadores, ordenadores, 
interventores 4 y pagadores, 6 por cual- 
quiera otra gestión en el manejo de les 
fondos públicos, exceptuándose solamen- 
te los actos de los superintendentes ge- 
nerales (art. 17 de la ordenanza.) 

32ó. Pero aquella jurisdicción de los 
tribunales de cuentas no se .limita á co- 
nocer de las que se presentan por los que 
han de darlas, arreglándose á los trámites 
fijados en el particular y para las conse- 
cuencias que llevan por objeto, smo que 
los propios tribunales tienen concedida 
autoridad privativa para reclamar la pre- 
sentación de las mismas cuentas, cuando 
los obligados á producirlas dejan de 
practicarlo en la manera que correspon- 
de (art. 12 de la ordenanza) constituyén- 
dose para el efecto en acuerdo (art. 27 de 
la ordenanza .) 

327. Luego que los tribunales de 
cuentas observen retraso en la rendición 
de las que deben presentárseles, han de 
requerir y compeler directamente y de 
oficio á los funcionarios y obligados a 
rendir cuentas. Para el efecto invocan el 
auxilio del superintendente ó de los otros 
jefes inmediatos del responsable á produ- 
cir las cuentas mencionadas, y si seme- 
jante auxilio no fuere bastante para con- 
seguir el objeto del tribunal, puede hacer 
uso de su jurisdicción propia y superior 
para obligar á los morosos á que rindan 
aquellas cuentas (art. 15 de la ordenanza.) 

328. Para que el tribunal pueda po- 
nerse al cabo de las cuentas que se retra- 

| san, el secretario general del mismo está 
en la obligación de presentar el último dia 
dfc cada mes, un estado expresivo de las 
cuentas que han debido ingresar duran- 
te el mismo, de las que se hayan recibi- 
do y de las que hayan dejado de presen- 
tarse. El Acuerdo debe pasar una copia 
de aquel estado al fiscal, para que pue- 
da hacer en consecuencia las promocio- 
nes oportunas en el caso (art. 34 del re- 
glamento.) 

329. Él mismo acuerdo bien con pro- 
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eencia.de 1& gestión que premueva el fis- 
cal con vista del estado, 6 bien de oficio 
y desde luego sin esperar la promoción 
de aquel ministro, puede hacer el reque- 
rimiento á los funcionarios y obligados 
morosos en la dación de cuentas, invo- 
cando el auxilio del superintendente ó 
de los otros jefes inmediatos del respon- 
sable á la dación de aquellas, según ya se 
ha dicho (art. 35 del reglamento .) 

83u. Por consecuencia de esto mismo, 
el fiscal entre sus atribuciones peculiares 
tiene la de vigilar sobre la presentación 
de cuentas al tribunal, revisando el esta- 
do anual de los obligados á rendirlas que 
forme la secretaría, dando dictamen so- 
bre él antes que se apruebe por el tribu- 
nal, y promoviendo los apremios corres- 
pondientes contra los morosos en presen- 
tarlas, en las ¿pocas prescritas por la ins 
truccion de contabilidad (art 23 de la or- 
denanza) 

331 Fuera de esas atribuciones del 
tribunal y del fiscal, también los super- j 
intendentes generales de Hacienda de 
ultramar han de cuidar muy especial - 1 
mente y por su propia autoridad, de ha- 
cer que todos los obligados á rendir 
cuentas las presenten con oportunidad y 
sin demora al tribunal del ramo. Por lo 
mismo cuando adviertan retraso en este 
punto, que se considera importante en el 
servicio, deben emplear para vencerle to- 
dos los medios de su autoridad, sin es- 
perar á que el tribunal les demande su 
auxilio (art. 73 de la ordenanza.) 

332. Con ese mismo propósito el su- 
perintendente geueral está facultado pa- 
ra exigir del tribunal los estados que 
lucren necesarios para el cumplimiento 
de lo referido (art. 28 del reglamento , fa- 
cultad 9. a ) Se ve por esto pues que la 
ley quiero por todos medios evitarla fal- 
ta demora en la dación de cuentas, 
concediendo facultades para promover lo 
oportuno en el caso á todos los emplea- 
dos que por su posición pueden y deben 
practicarlo, concurriendo á un mismo fin. 

333. No consiguiéndose por medio 
del superintendente. ó de los otros jefes 
de la dación de las cuentas, el tribunal, 
corno también se ha dicho, usando de su 
jurisdicción propia y superior puede obli- 
gar á los morosos a que rindan las cuen- 
tas mencionadas, adoptando al efecto la 


i vía de apremio. Mas entonces antes 
' acordar loé oportunos contra los morosos, 
se hace indispensable oir las promociones 
que en el asunto entable el fiscal (art. 36 
¡ del reglamento .) 

334. Los apremios que kan-deem- 
| plearse gradualmente por los tribunales 
. de cuentas son, según el art. 16 de la or- 
! denanza. 

Primero. El requerimiento eonmina- 
: torio. 

i Segundo. La imposición de multas. 

Tercero. La suspensión de empleo y 
i sueldo que no exceda de dos meses. 

Cuarto. La formación dé oficio de la 
i cuenta retrasada á cargo y riesgo del 
i apremiado. 

I Quinto. La propuesta al Gobierno de 
i la destitución del mismo por conducto 
í del superintendente respectivo. 

335. Es evidente que el requerimien- 
to conminatorio, no puede éer .otro que 
la prevención que se haga para que se 
produzca la cuenta, bajo apercibimiento 
de una multa en su defecto, porque como 
se ha visto, aquellos apremios han de irse 
adoptando sucesivamente por el órden 
expuesto. 

336. En cuanto á la imposición de 
multas, la ley deja la importancia al ar- 
bitrio del tribunal, quien deberá sin du- 
da acomodar aquella importancia á la. 
entidad de la cuenta de cuya reclamación 
se trate. Semejantes multas sin embargo 
no pueden exceder de 300 pesos, y de- 
ben ingresar íntegras en las arcas del te- 
soro por medio de la adquisición del pa- 
pel correspondiente (art. 161 del regla - 
rneyito) 

337. Por lo que respecta al cuarto y 
quinto de los apremios mencionados, pa- 
rece que conminado el que ha de produ- 
cir la cuenta retrasada con la formación 
de la misma á su cargo y riesgo, debe 
llevarse á efecto la conminación, para co- 
brarse después el resultado. No se conci- 
be claramente entonces, como pueda te- 
ner lugar después la propuesta ai Gobier- 
no de la destitución del mismo empleado, 
por el propio motivo de no darse la 
cuenta, y si alternativamente puede ha- 
cerse uso de cualquiera de los dos apre- 
mios ó emplearse entrambos á la vez, no 
se llena entonces la condición de que se 
empleen gradualmente, como dice el ar • 
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Ütulo 16 de la ordenanza , oitada. La ma- 
nera qtre se presenta para conciliar sus 
disposiciones, será pues la de que conmi- 
nado el retrasado en la cuenta con la 
formación de la de oficio á su cargo 
y riesgo, esta determinación misma 
presente inconvenientes que sea pruden- 
te allanar, haciéndose uso del quinto 
apremio, con objeto de conseguir que el 
moroso entonces cumpla con su obliga- 
ción en el asunto. 

838. Para que tenga lugar respecto 
de los morosos la notificación de los 
apremios para la dación dé cuentas de 
que- se ha hecho referencia, la secretaría 
general del tribunaf debe hacer saber á 
los jefes de aquellos morosos las resolu- 
ciones dictadas en el asunto, por el tri- 
bunal de cuentas constituido al efecto en 
acuerdo {art. 37 del reglamento.) 

339. En las comunicaciones que la 
secretaría haga á los jefes de los morosos 
para que tenga lugar ln notificación 
mencionada de los apremios, ha de exi- 
gir tres circunstancias á los mismos jefes. 
Es la primerá, la de que acusen el recibo, 
manifestando hallarse dispuestos á cum- 
plir con lo mandado. Es la segunda, la 
de que dón parte del resultado de la di- 
ligencia al espirar el plazo que para el 
efecto ha de señalarse en la propia comu- 
nicación. Y es la tercera, la de que al 
parte de ccn testación acompañen certifi- 
cado de la diligencia de requerimiento, 
cuya diligencia han de suscribir los mo- 
rosos requeridos {art. 38 del reglamento .) 

840. Cuando los que deben rendir 
las cuentas son personas independientes 
¿fe la administración y sus jefes y se ig- 
norare • su domicilio, ha de emplazárseles 

Í >ara la daóion-de aquellas cuentas por 
a secretaría general con apercibimiento 
de peíjuicio. Si no verifican el compa- 
rendo á virtud délos emplazamientos, se 
adoptan contra ellas como primer apre- 
mio la multa, y como segundó la forma- 
ción déla cuenta á su costa, y en caso de 
que resulte abierta desobediencia á las 
prevenciones del tribunal, se pasará el 
tanto dé Culpa por la desobediencia al 



mentó.) * 

341. También han de ser apremia- 
dos los jefes de los morosos, á quienes 


¡según se ha explicado se comisiona para 
¡ la notificación de los apremios dirigidos 
contra aquellos, si al espirar el término 
^que se les señala no dan cuenta de haber 
| tenido lugar la notificación en los térmi- 
nos referidos {art. 39 del reglamento .) Es 
j tos apremios son los mismos que tienen 
lugar para con los referidos morosos y 
son, requerimiento formal á los propios 
funcionarios invocando el auxilio del su- 
perintendente ó jefes superiores inmedia- 
tos, y por ineficacia de este medio el cr- 
iden gradual directo del requerimiento 
conminatorio, la multa, la suspensión de 
empleo y sueldo que no exceda de dos 
meses, y la propuesta al Gobierno de la 
destitución del empleado por conducto 
del superintendente respectivo {artícu 
los 15 y 16 de la ordenanza.) 

342. El art. 39 del reglamento cita- 
do dice, que los apremios dirigidos con- 
tra los jefes de los morosos, serán los mis- 
mos de que hablan los 15 y 16 de la or- 
denanza. Entre ellos se anuncia por su 
órden gradual, la formación de oficio de 
la cuentá retrasada á cargo y riesgo del 
apremiado; pero si bien este apremio 
puede ser eficaz contra el obligado á mi- 
nistrar la cuenta, es del todo ineficaz pa- 
ra con el jefe encargado de hacerle saoer 
las determinaciones del tribunal, y por 
lo mismo lo he excluido de los otros 
apremios que contra aquellos jefes han 
de dirigirse, para obligarles al cumpli- 
miento de su deber. 

343. Dadas las cuentas por los inte- 
resados, también se concede á estos una 
manera de apremio, cuando hay demora 
en el despacho de los expedientes, asi 
como también cuando durante los trámi- 
tes del juicio tienen lugar abusos que me- 
recen particular providencia. En esos ca- 
sos el interesado está facultadlo para ocur- 
rir en queja verbal al presidente del tri 
bunal, á fin de que este haga activar el 
despacho 6 remedie el abuso y el presi- 
dente deberá practicarlo asi, poniendo 
el hecho con el mismo fin en conocimien- 
to del Acuerdo, cuando el caso lo requie- 
ra {art. 28 del reglamento núm. 5. ° ) 

344. En el caso de que la queja ijada 
al presidente del tribunal no haya te- 

¡ nido el resultado correspondiente, el in- 
teresado puede ocurrir con la misma que- 
ja al superintendente general^ que se 


Digitized by v^.ooQLe 



54 ‘2 


APREMIO. 


considera como autorida I superior del 
tribunal en lo disciplinario de su régi- 
men interior y de sus empleados ( artícu- 
lo 23 del reglammto nám . 3. ° ) * 

8 ±5. Sustanciados y fallados los jui- 
cios de cuentas por su i trámites corres- 
pondientes, al tribunal dei ramo toca ha- 
cer efectivos los alcances que resulten de 
aquellos fallos de calificación, por los cor- 
respondientes medios también de apre- 
mio, y constituyéndose al efecto en sala 
contenciosa (art. 12 y 27 de la ordenanza) 
3 ¿3. Los expedientes sobre cobranzas 
de alcances y descubiertos, son pues de la 
competencia privativa de los tribunales 
de cuantas. PueJen seguirse por los mia- 
mos tribunales ó por sus delegados y por 
la vía gubernativa de apremio (art. 21 de 
la or<lenanza) 

317. Sin embargo ej tribunal de 
cuentas carece de jurisdicción para cono- 
cer de las tercerías de dominio ó de pre- 
lacion de créditos que se interpongan en 
el curso de aquellos procedimientos, así 
como también de las contiendas que se 
susciten sobre legitimidad de las escritu- 
ras de fianzx, sobre la calidad de herede- 
ros de los responsables, y en general so- 
bre todas las cuestiones que exijan la de- 
claración de un derecho civil. El cono- 
cimiento de e303 particulares toca á los 
tribunales de justicia correspondientes. 

313. Cuando ocurren tercerías de do- 
minio, 6 cuestiones de derecho civil que 
sean necesariamente prejudiciales, los tri- 
bunales de cuentas han de suspender su 
procedimiento, en solo lo relativo á los 
bienes ó derechos controvertidos. Pero 
la fce/ocría sobre prelaeion de crélitos no 
suspende el curso de la vi a de apremio, 
ues so lleva alelante la cnagenacion de 
ien^. y se conserva en deposito su pro- 
ducido, para adjudicárselo después al a- 
creevlor que resulte declarado como de 
mejor derecho (art. 21 de la ordenanza) 
3-13. Para proceder contra I 03 fiado- 
res, sus herederos ó cualquiera otra per- 
sona que deba responder á la Hacienda 
en virtud de una obligación civil, no es 
n ¿rosario declararlos responsables admi 
nutritivamente, antes de emplear contra 
cí t 03 la via de apremio (art. 73 del regla- 
mento.) 

350. No sucede «así cuando la respon- 
sabilidad que tratado hacerse efectiva 


por el apremio nace de las leyes admi- 
nistrativas, pues entonces la declaración 
de responsabilidad principal indepen- 
diente de las cuentas, ha de hacerse ad- 
ministrativamente por las mismas autori- 
dades 6 iguales trámites que la responsa- 
bilidad subsidiaria (art. 71 del regla- 
mento) Así sucede cuando hay que pro- 
ceder contra los jefes por insolvencia del 
alcanzado, pues hay que declarar aque- 
lla responsabilidad en la forma y por los 
trámites, que determinan la propia orde- 
nanza y reglamento. 

351. Cuando siguiéndose la cobran- 
za por apremio hayan de deducirse terce- 
ría ú otras excepciones del derecho civil 
de que se ha hecho* mención, y pueden te- 
ner á su favor los responsables principa- 
les, 6 aquellos subsidiarios contra quie- 
nes se procede, sin que sea preciso decla- 
rarlos antes responsables administrativa- 
mente, la excepción La de oponerse por 
el interesado por escrito ante la autoii- 
dad 6 agente administrativo que instruye 
el expediente do reintegro (art. 79 del 
reg.) 

352. Presentada la excepción, el juez 
ejecutor, como ya se fia dicho, debe sus- 
pender 6 no el curso del procedimiento, 
según aquella excepción cea tercería de 
dominio o de prelaeion, ó lleve el carácv 
ter de necesariamente prejudicial. De se- 
guida debe remitir al superintendente ge- 
neral una certificación en que se haga re- 
lación del expediente de reintegro y de 
su estado, incluyendo en copia á la letra 
el escrito en que se haya presentado la 
excepción. 

353. El superintendente en vista de 
aquel recado, puede conformarse ó no 
con la excepción propuesta. En el pri- 
mer caso ha de comunicarlo así á la au- 
toridad que instruye el expediente del 
cobro, para que lo continúe contra las 
demas responsabilidades ó proceda á lo 
que haya lugar. En el segundo caso, tam- 
bién se hace la comunicación á aquella 
autoridad ejecutora, y esta lo ha de ha- 
cer saber al interesado, para que si insis- 
te en su propósito, intente de nuevo la 
reclamación por medio de la oportuna 
demanda ante el tribunal competente, 
dentro de un término que no podrá exce 
der de lo días (art. 80 del reg) 

354. Espirado el plazo que se sefía 
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ló para interponer la demanda, sin que I 
se acredite haberlo hecho, debe conti- j 
nuarse el procedimiento contra los bienes ; 
que la excepción comprende. Si por el 
contrario se hace constar haberse dedu- 
cido la demanda, queda en suspenso el 
procedimiento respecto á los bienes ó de- 
rechos controvertidos; y si es tercería so- 
bre prelaeion de créditos, continua el a- 
premio depositándose el producto en 
venta de los bienes disputados, para su 
adjudicación al acreedor que sea decla- 
rado de mejor derecho ( art . 81 del re- 
glamento y 21 de la ordenanza.) 

855. Aquellas autoridades á quienes 
se cometió el procedimiento de apremio, 
han de reclamar de los tribunales que co- 
nozcan de las cuestiones civiles mencio- 
nadas, certificaciones ó testimonios del es- 
tado del asunto y en su dia de la ejecu- 
toria que recayese. Con semejante dato 
podrán adjudicar al fisco si hubiese lu- 
ir, los productos obtenidos y deposita- 
os por consecuencia del apremio contra 

bienes objeto de tercería de mejor dere 
cho, ó bien despachar el apremio contra 
los que hubiesen sido objeto de tercería 
de dominio desestimada, ú otro juicio pre- 
judicial, ó en su caso desistir completa- 
mente de toda reclamación contra estos, 
y remitir á disposición de dicho tribunal 
las mencionadas cantidades constituidas 
en depósito, (art. 81 del reg.) 

856. Para hacer efectivos aquellos al- 
cances que resultan de las cuentas, el 
tribunal del ramo en sala contenciosa ha 
de abrir expediente á consecuencia del 
cual se proceda en el asunto. El expe- 
diente se forma con certificación del car- 
go ó descubierto que contra el deudor re- 
sulta, y el tribunal delega para la cobran- 
za sus facultades en la autoridad admi- 
nistrativa de quien sea subalterno el al- 
canzado. Esa autoridad administrativa es 
la que procede á la cobranza por la via 
de apremio, contra los bienes del deudor, 
así como también contra I 03 demas que 
como fiadores, como testigos de abono, y 
ó como jefes del alcanzado puedan tener 
responsabilidad subsidiaria guardando el 
órden correspondiente, y procediendo 
con arreglo á las leyes administrativas, 
ordenanzas generales y disposiciones que 
sobre la materia rigen en ultramar (art. 
59 de la ordenanza .) 


357. Con semejante objeto cuando el 
tribunal al juzgar las cuentas dicta su re- 
solución motivada, conceptuando al cuen- 
tadante responsable á una cantidad < ual- 
quiera, ó cuando dicta resolución sobre 
descubiertos que resultan contra un ter- 
cero, ha de mandar también que se ex- 
tienda aquella certificación del alcance 
para que se proceda á su realización en la 
forma explicada (art. 66 del reg.) 

358. Esas certificaciones de alcance 
han de extenderse en papel de oíico, fir- 
mándose por el contador de exámen, con 
el visto bueno del ministro jefe de la sec- 
ción, conteniendo ademas de la expre- 
sión bastante de los antecedentes relati- 
vos al origen y naturaleza de la respon- 
sabilidad, relación literal de la resolu- 
ción de sala que la haya producido en 
la parte necesaria. Y foi mada que sea la 
certificación, debe pasarse al ministro je- 
fe de lo sección que tenga á su cargo la 
ponencia de los expedientes de alcan- 
ces y desfalcos para la formación del 
oportuno con absoluta independencia do 
la cuenta (arts. ü-JL y 67 del reg.) 

359. Semejante delegación del tribu- 
nal en la autoridad administrativa, no 
debe sin embargo hacerlo descuidar en 
lo concerniente á que se active la cobran- 
za. Con semejante propósito pues, debe 
mostrarse vigilante sobre el curso de 
aquellos expedieutes, exigiendo que la 
mencionada autoridad delegada le dó par- 
tes periódicos sobre el estado del procedi- 
miento que sigue, removiendo con sus 
providencias los entorpecimientos que 
ocurran y cuidando de que se le remita 
en tiempo oportuno el documento fory 
mal que justifique el reintegro del alcan- 
ce, cuyo documento debe expresar cir- 
cunstanciadamente la forma y especies 
en que se haya verificado el reintegro 
(art. 60 de la ord.) El superintendente ge- 
neral ha de auxiliar también con todas 
sus facultades á aquellos tribunales de 
cuentas, para que se haga efectiva la co- 
branza de los alcances (art 73 de la orde- 
nanza.) 

360. Formada la certificación del al- 
cance por las cuentas de que ya se ha 
hecho mención y entregada que sea al 
ministro jefe que ejerce la ponencia en 
materia de reintegro, ha de dar cuenta, . 
con ella á la sala y esta d^be acordar en.. 
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seguida la órden oportuna para que la 
autoridad administrativa á quien tenga 
por conveniente delegar sus facultades, 
instruya y dirija el excediente de la co- 
branza por la viade apiVnio. Esta órden 


toria, dentro de la* que el resp<fc*$ahfe 
puede salvar todo perjuicio procediendo 
al abono. 

364. Cuando deja de verificarse ese 
abono pues á yírtud del mriiner fcequcr 


acompasada de una^copiX autorizada de ¡^¿miento, se agrega ál expediente de, la 
* j cobranza la escritura ó carta de pago A# 

la fianza q*ie constituyó el responsable, 
y sin otro trámite se ha de aplicar á la 
satisfacción del alcance la parte que sea 
necesaria de los bienes, procediéndose á 
su venta (art.' 9-1 del reg.) 

365. Ha de considerarse desde luego 
también, si el valor total de la fianza 
cuando consista en dinero, si su valor 
efectivo cuando haya sido prestada en 
documentos de la deuda, ó si la mitad de 
lo que importe su tasación cuando se ha- 
lle constituida en fincas, pueden estimar- 
se como bastantes para cubrir el importe 
total de la cantidad exigible por todos 
conceptos al alcanzado. En el caso de no 
estimarse comq bastantes al efecto, para 
cubrir el resto deben embargarse de se- 
guida primeramente bienes muebles y 
en segundo lugar bienes inmuebles al 
responsable, hasta en cantidad bastante 
para asegurar el reintegro (< wrt . 92 del 
reg.) 

366. Cuando la fianza consistiere eu 
bienes inmuebles, que no pudiesen ven- 
derse por falta de comprador, deben ad- 
judicarse á la Hacienda pública por las 
dos terceras partes de la retasación que 
se haya practicado, en la forma que esta- 
blece para la Península la Real órden de. 
10 de Agosto do 1834, pasándose á las 
oficinas correspondientes un testimonio 
con los linderos de aquellos bienes, á fin 
de que se haga la incautación de ellos á 
nombre del Estado, y expidiéndose por 
la misma carta de pago con todas las for- 
malidades necesarias y en los términos 
que w para semejantes casos está dispuesto 
(art. 93 del reg.) 

367. La Real órden citada dispone 
en el caso que dqs ocupa, que la Hacien- 
da por la adjudicación referida de los dos 
tercios, haga, suya la finca de la fiapza^ 
administrándola como las demas de su - 
pertenencia, sinperjuicio de lo cual oon- 
tinúe abierta la subasta con sujeción á 
las reglas dadas para la enagenaciou de 


la certificación del alcance, se comunica 
por la secretaría de la sala á la» autori- 
dad delegada, la cual debe acusar su re- 
cibo dentro de las veinte y cuatro horas j 
siguientes de la eu que se verifipó, dispo- 
niendo ála vez lo conveniente para que. 
sin levantar manó se proceda> á hacer 
efectivo el reintegro del alcance (art. 82 
del reg.) 

301. Formándose procedimientos de 
cobranza responsabilidad pecuniaria 
de desáleos causados por empleados',» 
bien se 'hayan averiguado antes de las 
cuentas ó fuera de ellas, los respectivos 
jefes del alcanzado quedañ igualmente 
sujetos á la jurisdicción y vigilancia del 
tribunaí de cuentas. A estos tribunales 
deben pues dar parte sin demora del su- 
ceso y de la formación de todo expedien- 
te (pie se haga en consecuencia, para que 
el .tribunal vigile sobre el asunto y adop- 
te las medidas correspondientes. Esto se 
entiende sin perjuicio de la acción admi- 
nistrativa que directamente corresponde 
sobre dichos jefes á la autoridad del go- 
bierno y del superintendente general, ni 
de la jurisdicción criminal que también 
toca á los tribunales competentes (art. 

61 de la ordenanza.) 

362. La autoridad ó agente adminis- 

trativo que conoce de un expediente de 
reintegro ó cobranza, á virtud de dele- 
gación hecha por el tribunal de cuentas, 
ó Aten en virtud de su jurisdicción pro- 
pia, los casos de descubiertos hechos 
ant^ de remitirse aquellas cuentas al tri- 
buna clel ramo, debe requerir á los al- 
canzamos ó a la persona á quien de ellos 
traiga causa ó á quien los represente fe- 
ralmente, para que verifiquen el pago de 
la cantidad total que se adeude á la Ha- 
cienda (i arl . 9. ° del reg.) * 

363. La ley no determina el plazo 
con que debe hacerse el requerimiento, y 
por lo mismo debe este tener íúga^ para. 
>que el abono se verifiqué en el acto, ma- 
yormente .cuando de seguida se procede 
contra la fianza* mediando ciertos trámi- 
tes qtte de hechc^cm^stituven .una moráis, 


todas las de su propiedad (art. 
° de la Real órden citada^. 
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808. Si el reintegro del alcance que pone una sustanciacion muy distinta de 
se cobra no se hubiere realizado por com- aquellos otros alcances, observándose 
pleto con ía aplicación real y efectiva que l^asta para el caso de adjudicación 
del importe de la fianza, se dirije ento# de las fincas por falta de licitador, se or 
ces el apremio contra aquellos bienes 6 dena que tenga lugar de distinto modo 
herencia del alcanzado que deben ha- del que dispone el otro reglamento. Si 
berse secuestrado, en el caso de que se es- fuera de este caso la disposición sobre los 
time no alcanzar la fianza para cubrir el tribunales de cuentas guarda silencio so- 
importe total de la cantidad exigible por bre muchos trámites del embargo, depó- 
toaos conceptos al alcanzado (art. 92 y sito, tasación y remate que tienen lugar 
94 del rea) en la via de apremio, también dice ter- 

869. Siendo insuficientes los- bienes rainantemente en el art. 167 del regla- 
de que se ha hecho mención en el parra- mentó: “Las fórmulas, trámites, términos 
fo anterior, han de continuar los proce- y actuaciones que en el curso delosnego- 
dimientos en términos iguales á los que cios puedan ser precisos, si no se hallan 
ya quedan explicados, y en su lugar y ca- prescritos ni en la ordenanza, ni en este 
só contra los testigos abonadores, peri- reglamento, se arreglarán á las prescrip- 
tos tasadores, funcionarios aprobantes de ciones del fuero común en ultramar.” 
la información de abono, autoridades y 373. Si á esto se agrega que la Real 
asesores aprobantes de la fianza, y jefes órden de 5 de Marzo de 1856 que apro- 
del alcanzado, guardándose entre ellos el bó la Instrucción para el cobro de los 
órden correspondiente y procediéndose créditos líquidos á favor de la Real Ha 
con arreglo á las disposiciones que rigen cienda, entre otros particulares dice: 
en la materia {art 94 del reg. y 59 de la “Que se consigne también en la nueva 
ord) Instrucción el precepto de que en ella 

370. Los trámites de cobranza refe- no están comprendidos los alcances ó dé- 

ridos, suponen embargos, depósitos, ta- bitos á que se refieren la ordenanza y re- 
sacion de bienes y remates, que consigo glamento del tribunal de cuentas, en los 
llevan otros muchos particulares de sus- cuales atendida su distinta naturaleza de- 
tanciacion ¿Y cómo pues deberá proce- be procederse á lo que la misma orde- 
derse respecto de ellos en la materia que nanza y reglamento determinan con su- 
nos ocupa? jecion á las anteriores prescripciones,” no 

371. El art. 59 de la ordenanza al dis- quedará duda de que en todo lo que 
poner que se hagan efectivos los alean- guarden silencio las últimas disposicio- 
ce9 que resulten de las cuentas dice: “que nes sobre la sustanciacion del apremio, 
el delegado procederá por la via de a- han de seguirse las reglas del derecho 
premio contra las fianzas y bienes de común. 

éste (el subalterno alcanzado) y contra 374. Evidente es, pues, que para los 
los demas que como fiadores, como tes- embargos, depósitos, tasaciones y rema- 
tigos de abono ó como jefes del alcanza- tes debe adoptarse la via de apremio co- 
do pueden tener responsabilidad subsi- mun; pero esa vía no deberá ser la que 
diaria, guardando el órden correspon- se adopta para el cumplimiento de lo fa- - 
diente y procediendo con arreglo á las liado en juicios de conciliación, por ser 
leyes administrativas, ordenanzas ge- éste un procedimiento especial. Esa via 
nerales y disposiciones que sobre la ma- será, pues, la común de las ejecuciones or- 
teria rigen en ultramar.” Parece, que diñarías cuando sq trate de surpas im- 
por esta prevención la via de apremio ha portantes, ó la que se sigue en los juicios 
de seguirse conforme al órden explicado de menor cuantía que se llevan por es- 
en el anterior capítulo, respecto de la co- crito, ó en los verbales, según la impor- 
branza de alcances liquidados en favor tancia de lo que se cobre. Síguese pues 
de la Real Hacienda, pero no es así por- de aquí que, mientras mas acertado sea 
que para lo contrario obran decisivos el órden de sustanciacion bajo este res- 
fundamentos. pecto en el fuero común, mas lo será pa- 

372. Cuando se trata de hacerse efec- ra el cobro de los alcances de la Hacien- 
tivos los alcances por las cuentas, se pro- da por rázon de cuentas, y que lo uno y 
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lo otro reclama la adopción de reglas 
que en otras vías de apremio tienen ca- 
bida y de que carece aquella común, co 
mo son entre otras las de la recusación 
del tercer tasador hasta tres veces, cuan- 
do su nombramiento tiene lu^ar en caso 
de discordia. La aplicación de la ley de 
enjuiciamiento civil á esta Isla pedida 
por la Audiencia, es positivo que habia 
de remediar muchos tropiezos que al 
presente se encuentran en el órden de 
sustanciaron. 

375. Terminado el procedimiento por 
medio de la cobranza, ha de remitirse al 
tribunal de cuentas certificación en que 
se exprese circunstanciadamente la for- 
ma y las especies en que se haya verifi- 
cado el reintegro, para que allí se una á 
la cuenta como comprobación del. cargo 
que de ella resulte, y se proceda á su ar- 
chivo ( art . 68 y 95 del reg. y 60 de la or- 
denanza .) 

376. Si después de haberse procedi- 
do contra todos los responsables civiles 
y los declarados tales administrativamen- 
te, quedase aun sin cobrar alguna parte 
del alcance, debe declararse esta oartida 
fallida, consultándose la providencia con 
la sala del tribunal de cuentas, la cual 
dicta en consecuencia la resolución que 

* juzgue conveniente ( art 96 del reg) 

377. De la propia manera deben con- 
sultarse con la sala todas las providen- 
cias que puedan causar algún perjuicio 
al fisco, por haberse declarado la irres- 

Í >onsabilidad de algún individuo. La sa- 
a al recibir la consulta ha de comunicar- 
la al fiscal, para con su dictámen confir- 
mar ó revocar la providencia. En el caso 
de la confirmatoria debe disponer que se 
lleve á efecto desde luego, yen el ca3ode 
revocatoria disponer que continúe el pro- 
cedimiento contra el individuo cuya res- 
ponsabilidad se declare, sin perjuicio de 
los recursos que á éste se le conceden por 
la ley p/ira hacer valer su defensa. Las 
otras providencias que no causan perjui- 
cio al fisco, no hay para que se consul- 
ten con la sala, pero los responsables á 
quienes perjudiquen pueden alzarse de 
ellas para ante el mismo ^bunal de cuen- 
tas {art. 97 del reg) 

378. Todas las resoluciones ó provi- 
dencias de que se ha hecho mención y 
cualesquiera otras que puedan causar 


perjuicio, han de notificarse á las perso- 
nas contra quienes se proceda, bajo la res- 
ponsabilidad del funcionario á quien 
corresponda la ejecución de la providen- 
cia. Esas notificaciones deben hacerse en 
persona, anotándose en la diligencia el 
dia y hora en que se verifican, y exigién- 
dose que las suscriban los interesados, á 
los cuales ha de entregarse copia de la 
misma providencia en la parte que con 
cada cual tenga relación. Y si los intere- 
sados no supiesen ó no quisieren firmar, 
deberá estenderse la diligencia en que es- 
to resulte á presencia de dos testigos, 
que la firmarán con el funcionario que 
la autorice {art. 98 del reglamento) 

379. Cuando consta el domicilio de 
los responsables y por su ausencia no es 
posible hacerles en persona las notifica- 
ciones, debe acreditarse asi por diligen- 
cia, dejándose en la casa en que ordina- 
riamente habite el interesado, 6 en su 
defecto en la del vecino mas cercano, una 
cédula expresiva de la notificación, y las 
hechas en esta forma producen el mismo 
efecto que las que tienen lugar en la per- 
sona con quien debe entenderse la dili- 
gencia {art. 102 del reglamento) 

380. De las providencias definitivas 
que dicten los jefes delegados, asi en los 
expedientes de alcances como en los de des- 
falco, pueden los interesados responsa- 
bles apelar para ante el tribunal de cuen- 
tas, interponiendo el recurso dentro de 
•los cinco dias siguientes al en que se les 
hubiesen hecho saber {art. 62 de la orde- 
nanza) 

381. Pero no son apelables aquellas 
providencias en que el delegado ejecuta 
simplemente preceptos determinados del 
tribunal. Cuando estos consisten en pro- 
videncias ó declaraciones de responsabi- 
lidad independientes de la discusión de 
las cuentas, ó no comprendidas en ellos 
contra segundos responsables, los intere- 
sados. pueden recurrir dentro del término 
de diez días al tribunal para ser oidos en 
la via contenciosa {art. 63 de la ordenan- 
za) 

382. Los recursos expresados en los 
dos párrafos anteriores solo suspenden la 
ejecución pendiente cuando los que los 
interpongan consignen el importe del des- 
cubierto por que se proceda en la caja 
de depósitos, ó en cualquier otro estable - 
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cimiento destinado al efecto, ó cuando al 
admitirlos acordare el tribunal la sus- 
pensión por estimar segura la fianza ó 
por otros motivos especiales. Por lo tanto, 
ningún jefe ó agente administrativo en- 
cargado de la instrucción de un expe- 
diente de reintegro, puede suspender el 
apremio por su propia autoridad, á me- 
nos de que se haga la consignación refe- 
rida, ó medie la prevención del tribunal 
de cuentas {artícubs 64 de la ordenanza y 
99 del reglamento.) 

383. Ese recurso de la apelación no 
solo puede interponerse de las providen 
cias dictadas en los expedientes de rein- 
tegro por las autoridades <5 agentes: admi- 
nistrativos encargados de su instrucción, 
sino de aquellas en que los mismos fun- 
cionarios declaren alguna responsabili- 
dad principal ó subsidiaria independien- 
te délas cuentas (< art. 121 del reglamento ) 
Pero la apelación no tiene lugar cuando 
se funda en faltas cometidas en el proce- 
dimiento, contra las cuales no se haya 
reclamado al tiempo de su ejecución (ar- 
tículos 120 y 124 del reglamento.) 

384. El recurso de la apelación ha 
de interponerse precisamente por escrito 
y dentro del plazo legal ante la autori- 
dad que instruya el expediente de rein- 
tegro, ó haya dictado la providencia con- 
tra la cual proceda el recurso (art. 125 
del reglamento.) 

385. Si el funcionario que dictó la 
providencia apelada no admite el recurso 
ó se niega á fallar sobre las pretensiones 
de los responsables, pueden estos interpo- 
ner el recurso de queja para ante el tri- 
bunal de cuentas. Este recurso de queja ha 
de presentarse por escrito ante la autori- 
dad que hubiese dado lugar á ella, quien 
ha de remitirlo á la Sala sin suspender 
los procedimientos, informando al mis 
mo tiempo las razones que haya tenido 
para no admitir la apelación ó negarse á 
fallar sobre las pretensiones de los intere- 
sados (arts. 126 y 127 del reglamento ) 

386. La sala del tribunal de cuentas 
debe comunicar la queja y el informe 
al fiscal, para resol ver con su dictamen la. 
confirmación de la providencia, objeto 
del recurso, ó la admisión de la apelación 
denegada (art. 128 del reglamento ) 

387. Confirmándose la providencia 
objeto del recurso de queja, deben devol- 


verse al inferior las actuaciones forma- 
das á virtud del mismo recurso; pero de- 
clarándose que debe admitirse la apela- 
ción. las actuaciones referidas quedan en 
el tribunal, dando este órden al inferior 
para que remita copia íntegra de la par- 
te del expediente que tenga relación con 
el incidente que hubiere motivado la al- 
zada, y emplazando al apelante para que 
comparezca á mejorar su recurso en el 
término de quince dias contados desde el 
en que se haga la notificación del empla- 
zamiento. Y la copia del expediente de 
que se ha hecho mención debe sacarse con 
citación del recurrente para que pueda 
señalar la parte que interese á su defensa 
(art. 128 del reglamento y 65 de la orde- 
nanza). 

388. Cuando la queja se funda en la 
negativa del inferior á fallar sobre las 
pretensiones de los interesados, si la sa- 
la estima como procedente el recurso, ha 
de devolver las actuaciones al inferior, 
dándole órden para que falle sobre lo 
principal. Pero si entrambas partes con- 
viniesen en que la sala falle por sí mis- 
ma, puede retener al efecto las actuacio- 
nes, y dictar el fallo, con los mismos re- 
quisitos de que ya se ha hecho referencia 
(art. 128 del reglamento) Se vé, pues, que 
no es obligatorio para la sala dictar el 
fallo, aun cuando entrambas partes lo so- 
liciten, pues se dejaá su voluntad prac- 
ticarlo así, ó devolver los autos al infe- 
rior para que este sea quien proceda á la 
resolución. 

389. Cuando la autoridad adminis- 
trativa admite la apelación interpuesta, 
ha de disponer que se saque copia del 
expediente, íntegra de la parte que ten- 
ga relación con el incidente que motiva 
la alzada, y con citación del interesado 
para que señale la parte que convenga á 
su defensa, emplazando también al ape- 
lante para que dentro de los quince dias 
designados comparezca á mejorar el re- 
curso (artículos 128 y 129 del reglamento 
y 65 de la ordenanza) 

390. Dentro de los quince dias desig- 
nados debe presentarse el apelante en el 
tribunal por medio de apoderado en for- 
ma, pidiendo los autos -para mejorar el 
recurso, y si transcurre el plazo sin ve- 
rificarse la presentación, ha de declarar- 
se desierta la alzada y consentida la pro- 
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videncia, bien sea de oficio, ó á la prime- 
ra rebeldía que acuse el fiscal (art. 180 
del reglamento) Síguese pues de aquí, 
que el trascurso del plazo deja de derecho 
ejecutoriada la resolución apelada, sin 
que al apelante haya de prestarse au- 
diencia, aun cuando ocurra antes de la 
declaratoria de deserción ó acusación de 
la rebeldía por el fiscal, si lo hace después 
de aquellos quince dias. 

391. Antes de tratar de lo principal 
de la apelación, el fiscal puede pretender 
que se proceda a la ejecución de la provi- 
dencia apeladá, si el inferior la dejó en 
suspenso, ó no lo hubiere asi prevenido. 
También el apelante puede solicitar que 
se suspenda en todo ó en parte la ejecu- 
ción de la providencia mandada llevar 
adelante, y el tribunal ha de resolver en 
el asunto lo que corresponda. Al efecto 
ha de tenerse presente, que las tercerías 
de dominio y las cuestiones de derecho 
civil prejudiciales suspenden el curso de 
los procedimientos en lo relativo á los 
bienes ó derechos controvertidos; que 
no sucede lo mismo con las tercerías so- 
bre prelacion de créditos, y que cuando 
se deposita en forma el alcance que se 
reclama, toda apelación procede libre- 
mente {artículos 130 del reglamento y 21 
y 64 <le la ordenanza) 

392. El término para mejorar el re- 
curso de la apelación después de la pre- 
sentación del interesado no puede exce- 
der de ocho dias.' En el caso de ser mas 
de uno los interesados y distintos sus re- 
presentantes, puede ampliarse aquel pla- 
zo hasta doce dias, entendiéndose común 
para las partes, y entonces no se les en- 
tregan los autos, sino que se pondrán 
cíe manifiesto en la secretaría de la sala, 
donde los interesados podrán examinar- 
los, tomando las notas que necesiten pa- 
presentar sus escritos (art. 232 del regla - 
mentó) 

393. En las instancias de apelación ó 
de audiencia contenciosa de que se ha 
hecho referencia, se declara conclusa la 
actuación con un escrito por cada parte, 
debiendo siempre oirse al fiscal, y ha- 
ciendo de ponente uno de los ministros 
del tribunal. Si se ofrece prueba por no 
haberla de los hechos que en el asunto 
se ventilan, el tribunal debe señalar 
para practicarla el término que estime 


prudente, con tal de que no exceda de 
treinta dias, y trascurrido ése plazo, se 
dicta la resolución correspondiente (ar- 
ticulos 66 y 67 de la ordenanza) 

394. La prueba referida ha de pro- 
moverse con el escrito de mejora, pre- 
sentando al efecto los apelantes los do- 
cumentos en que funden su defensa, y 
alegando y articulando las demas prue- 
bas que creyeren oportunas, acompañan- 
do también una lista de los testigos de 
que piensen valerse, y especificando sus 
circunstancias para que respecto de todo 
pueda alegar lo conveniente la parte con- 
traria (art. 133 del reglamento) 

395. El fiscal por su parte en el es- 
crito de contestación, ha de abrir Opi- 
nión acerca de los documentos presenta- 
dos sobre la pertinencia de la prueba 
articulada y sobre la calidad de los testi 
gos, ó bien puede reservarse este último 
particular para el acto de las declaraciones 
que haya de tener lugar ante el delegado 
para la prueba (art. 134 del reglamento) 

396. Si las partes presentan docu- 
mentos que han de ser cotejados y com- 
pulsados en el término de prueba, los ori- 
ginales han de unirse al despacho que se 
libre al inferior, quedando copia íntegra 
de ellos en el rollo de audiencia; para ese 
objeto se ha de exigir de las partes á su 
presentación en el expediente la entrega 
de dicha copia, la cual después de cote- 
jada y hallada conforme, se suscribe por 
la misma parte que la presenta y el secre- 
tario de sala (art. 138 del reglamento) 

397. Cuando el fiscal articula prueba, 
el despacho al inferior para ella se remite 
directamente y con oficio por la secre- 
taría general, debiendo acusar su reci- 
bo dentro de las veinte y cuatro horas 
de tenerlo en su poder el funcionario 
encargado de recibir la prueba (art. 139 
delreglamento) 

398. Es indispensable para la prác- 
tica de las diligencias de prueba, la noti- 
ficación y citación de las partes ó de sus 
legítimos representantes. El cotejo de 
documentos aebe hacerse por los funcio- 
narios encargados de la custodia de los 
originales á presencia de la autoridad 
encargada de la prueba, expresándole en 
la diligencia de aquel cotejo eu su caso 
la asistenciade las partes ó sus represen- 
tantes, y la autoridad delegada para la 
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prueba, ba de poner el visto bueno á la 
certificación ó diligencia de que se hace 
mérito ( artículos 140 y 141 del reglamento) 

899. La prueba testifical y demas que 
pueda ocurrir, ha de practicarse precisa- 
mente ante la autoridad delegada por la 
sala, y serán autorizadas por un secretario 
que esta designe de entre los empleados; 
y las partes ó sus representantes h>.n de 
suscribrir las declaraciones de I 03 testigos 
después que estos, y antes que el secreta- 
rio (< art . 142 del reglamento .) 

400. Dentro de cuatro dias perento- 
rios, contados desde aquel en que espire 
el término concedido para la prueba, ha 
de presentarse en la sala la que se haya 
practicado entre las partes. Unida á los 
autos se comunica á los interesados; si 
fuere unojsolo por un término que no 
puede exceder de ocho dias, entregándo- 
sele los autos; y si fueren mas de uno y 
distintos sus representantes, podrá am- 
pliarse el plazo á doce dias entendiendo 
se común á todos, y sin entregárseles los 
autos que se tendrán de manifiesto en la 
secretaría de la sala para que de ellos 
tomen las notas correspondientes {artí- 
culos 132 143 del reglamento.) 

401. En el caso de que no se presen- 
ten diligenciados los despachos de prue- 
ba en el término Señalado, se hace así 
constar en los autos por medio de dili- 
gencia extendida y firmada por el secre- 
tario {art 143 cit) 

402. Pasados los términos de que se 
ha hecho referencia, los autos se declaran 
conclusos; y cuando las partes no alegan 
prueba al mejorar la apelación, ó en el 
ultimo escrito de contestación, se dá cuen- 
ta de aquella circunstancia, al mismo 
efecto de darse los autos por conclusos 
{art. 144 del reg.) 

403. En la misma providencia en que 
se hace la declaración anterior, se man- 
da pasar los autos al ponente, y devuel- 
tos por éste en el término mas breve po- 
sible, señala la sala dia para la vista con 
citación de las partes. Aquella vista se 
verifica á puerta abierta, leyendo el se- 
cretario de la sala la relación que se ha- 

Í ra hecho bajo la dirección del ponente, y 
os alegatos de las partes; y concluida 
la lectura, declara el presidente vistos los 
autos y manda despejar {art 145 del reg) 

404. De seguida el ministro ponente 


ha de fijar los puntos de hecho y de de- 
recho que deben ser objeto de la delibe- 
ración de la sala, y proponer la provi- 
dencia que á su juicio deba dictarse. La 
sala podrá acordar desde luego la pro- 
videncia definitiva, ó bien dictar autos 
para mejor proveer con el objeto de que 
se practique alguna diligencia que esti- 
me oportuna para exclarecer las cuestio- 
nes {art 146 del reg.) 

405. Dentro de los doce dias siguien- 

tes al de la vista, ó al en que.se hayan 
unido á los autos las diligencias acorda- 
das para mejor proveer, debe dictarse 
precisamente la providencia definitiva 
{art 147 del reg.) v 

406. Si la apelación nó hubiere re- 
caído mas que respecto de un incidente, la 
sala debe proveer tan solo respecto de él, 
reservando al inferior la decisión de lo 
principal; pero sin embargo, si la sala re- 
vocase la providencia apelada, podrá de- 
cidir sobre lo principal cuando todas las 
partes lo pidieren {art 148 del reg.) 

407. Se advierte que la sala no pue- 
de fallar acerca de ninguno de los capí- 
tulos de la apelación que no se hubiere 
propuesto á la decisión ' del inferior, sal- 
vo si se tratase de derechos de fecha pos- 
terior á la de la providencia objeto del 
recurso {art. 149 del reg.) 

408. El secretario de sala debe remi- 
tir al inferior certificación de la provi- 
dencia definitiva, en un término que no 
podrá exceder de ocho dias, y el inferior 
debe mandar unir el certificado al expe- 
diente, acordando el cumplimiento de la 
providencia en todas sus partes {art 150 
del reg) 

409. Contra las sentencias dictadas 
por la sala en los juicios contenciosos re- 
feridos, no cabe mas recurso que el de 
nulidad en los casos en que es preceden- 
te, para ante el cuerpo encargado de las 
funciones del Consejo Real, antes extin- 
guido y restablecido al presente {art. 151 
del reg.) 

410. En cuanto á los expedientes de 
reintegro que se siguen contra responsa- 
bles ausentes y cuyo paradero se ignora, 
deben cumplirse también lasdisposiciones 
especiales que el reglamento contiene en 
la materia 

411. Si no puede requerirse de pago 
á aquellos responsables por ignorarse el 
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punto de su residencia, se ha de hacer su 
llamamiento en forma, acompañando á 
este una certificación autorizada por el 
secretario con el visto bueno del gefe 
instructor del expediente, y en la cual se 
exprese el objeto de este y cantidad á que 
ascienda la responsabilidad. El llama- 
miento ha de insertarse en el primer nu- 
mero inmediato del periódico oficial de 
esta Isla, sin perjuicio de remitirlo tam- 
bién al punto en que se presuma que pue- 
de residir el responsable, y ese llama- 
miento ha de hacerse por tres veces, con 
el intérvalo en cada una de ellas de nueve 
dias ( art 100 del reg) 

412. No compareciendo el respansa 
ble en los plazos mencionados, debe- 
rán unirse al expediente, tanto el perió- 
dico oficial en que se hubieren insertado 
los llamamientos, como las contestaciones 
de las autoridades á quienes se hubiese 
dirigido alguna comunicación para la pu- 
blicidad de aquellos, y prévia la declara- 
ción de contumacia y rebeldía, que se no- 
tificará en estrados, debe procederse á 
las diligencias subsiguientes al requeri- 
mi mto de pago hasta hacerse efectivo el 
reintegro. Y las notificaciones que hayan 
de hacerse en persona á los interesados que 
no -e hallen presentes, tendrán lugar en 
estrados desde la declaratoria de rebeldía 
(art. 101 del reg.) 

413. Cuando el procedimiento haya 
de dirigirse contra los responsables prin- 
cip des ó subsidiarios, jefes del alcanzado 
insolvente en los casos en que tiene lugar 
semejante procedimiento, y se ignore 
también su paradero, ha de llamárseles 
en la forma que queda establecida, antes 
de hacerse la declaración administrativa 
de su responsabilidad (art. 103 del reg.) 

414. El responsable que se presenta 
después de la declaratoria de rebeldía, 
tiene que aceptar el estado en que se ha- 
lle el expediente, pero podrá tomar parte 
en la forma legal en la instrucción sucesi- 
va del mismo (art. 104 del reg) Pero si 
trascurre un año y un dia después de 
terminado en rebeldía el expediente de 
reintegro, no debe oirse ninguna recla- 
mación, ni admitirse recurso alguno alas 
partes (art. 105 del reg) 

415. Para hacerse la declarataria de 
rebeldía en la segunda instancia, basta 
la no opHtpareoencia de las partes en el 


término señalado, y la sala podrá decla- 
rarla de oficio ó á petición fiscal. Y las 
providencias en que se declaren conturna 
ces á los no comparecientes, deberán tam- 
bién publicarse en el periódico oficial de 
la Isla, haciéndose las ulteriores notifica- 
ciones en los estrados del tribunal (art. 
106 del reg) 

416. Para complemento del orden de 
proceder explicado en este capítulo de- 
ben tenerse presentes las siguientes dis- 
posiciones: 

Primera: Que las partes ademas de po- 
der ocurrir á mejorar las apelaciones por 
medio de apoderados (art. 130 del reg) 
pueden valerse también para su defensa 
de abogados que se hallen legalmente en 
ejercicio (art. 153 del reg) 

Segunda: Que las alegaciones y defen- 
sas que tengan lugar han de ser concisas 
y breves, acordando la sala á propuesta 
del ponente la resolución que correspon- 
da, siempre que en las defensas no se 
u ardase el respeto y consideraciones do- 
idas (art. 154 del reg) 

Tercera: Que el secretario de sala es 
el inmediato encargado de ejecutar las di- 
ligencias y actuaciones acordadas por 
aquella, á cuyo efecto tiene en su caso á 
sus inmediatas órdenes los ugieres (art. 
155 del reg) 

Cuarta: Que I03 plazos de que se ha 
hecho mención son perentorios, y que los 
que se dejan al arbitrio de la sala, debe- 
rán ser tan solo de la duración necesaria 
para que el acto se ejecute, y no pueden 
prorogarse sin justa causa, entendiéndo- 
se todo plazo de dias útiles, y no contán- 
dose el de su fecha ni el de su vencimien- 
to (art. 156 del reg) 

Quinta: Que los plazos señalados al 
fiscal para emitir sus dictámenes, se en- 
tienden siempre en cuanto lo permita el 
despacho de los negocios que tiene á su 
cargo (art. 157 del reg.) 

Sexta: Que el trascurso de los térmi- 
nos señalados para el ejercicio de un de- 
recho, lleva consigo la pérdida del de- 
recho (art. 158 del reg) 

Sétima: Que sin embargo de la regla 
anterior se entienden suspensos los tér- 
minos por la muerte de la persona inte- 
resada ó de su apoderado en su caso, no 
volviendo á cursar contra el primero en 
el segundo evento, hasta que se le haga 
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saber en forma la providencia de que naz 
ca el derecho, si el caso fuese tal; ni con- 
tra sus herelcros en el primer caso has- 
ta igual notificación ó hasta el vencimien- 
to del tiempo concedido para inventariar 
6 deliberar, si el derecho fuere de otra na- 
turaleza ( art . 159 del reg.) 

Octava: Que es condenada á satisfacer 
danos y perjuicios la parte que solicita 
señalamiento de término en virtud de fal- 
sos motivos, y la que para asegurar el 
éxito de sus pretensiones utilizase me- 
dios de marcada mala fé (art. 160 del re- 
glamento.) 

Novena: Que también deben ser con- 

denados á pagar daños y perjuicios y 
multados I 03 actuarios y dependientes 
ue hubiesen practicado una diligencia, 
eclaráda después nula, siempre que lasa- 
la estime que hay méritos para la conde- 
nación (art. 263 del reglamento.) 

Décima: Que las fórmulas, trámites, 

términos y actuaciones que en el curso 
de los negocios puedan ser precisos, si 
no se hallaren prescritos ni en la orde- 
nanza ni en el reglamento, se arreglarán 
á las prescripciones del fuero común en 
Ultramar. 

CAPITULO X. 

De la via de apremio contra los deu- 
dores á los fondos municipales. 

417. Si las cobranzas de las cantida- 
des á favor de la Real Hacienda, requie- 
ren una via expedita por la aplicación 
atendible desemejantes fondos, en el mis- 
mo caso se encuentra la de las sumas 
adeudadas á los municipales. Por conse- 
cuencia también tiene lugar la via de 
apremio para, semejantes cobranzas, con 
arreglo á la Instrucción del Gobierno de 
esta Isla de 10 de Julio de 1856, inserta 
en el artículo administración municipal 
de estos “Anales” correspondientes al mis- 
mo año. 

418. Conforme ála mencionada Ins- 
trucción, fuera de las personas directa- 
mente responsables al pago de las con- 
tribuciones ó redituacione3 de bienes ó 
imposiciones correspondientes á los mu- 
nicipios, lo son también los siguientes: 

419. Los inquilinos de las casas, y 
I 03 arrendatarios ó administradores de 


fincas, los cuales deben hacer los pagos 
de aquellas responsabilidades, por cuen- 
ta de los alquilerés y productos de los 
bienes, y en representación de los dueños 
que estén ausentes y no tengan apodera- 
dos en el pueblo. Esos pagos se refieren 
á I 03 impuestos que recaigan sobre los 
mismos alquileres y bienes, siempre que 
no se justifique tenerse satisfecho el im- 
porte de las rentas (art. 30.) Síguese pius 
de aqui, que aquellos inquilinos ó arren 
datarios, propiamente deben retener de lo 
que hayau de entregar á los dueños la nar- 
te que se les reclame por la contribuí on 
municipal y satisfacerla, pudiendo excu- 
sarse solamente de practicarlo cuando 
comprueben haber hecho ya al dueño la 
entrega de lo que se les exige. 

420. Para facilitarse también la pron- 
| titud en la cobranza, dificultándose á la 

vez las tentativas con que pudiera demo- 
rarse, está dispuesto igualmente que los 
dueños de establecimientos de industria 
y comercio, tienen obligación de dejar 
prevenido á algunos de sus dependientes 
encaso de ausencia, aunque fuere mo- 
mentánea, el pago del impuesto que les 
corresponda (art. 31.) Síguese de aquí 
que la reclamación conveniente en el caso 
puede entenderse con cualquiera de aque- 
llos dependientes, surtiendo el mismo 
efecto que si se verificara respecto del 
principal. 

421. El mismo propósito de asegurar 
y simplificar la cobranza ha hecho que, 
asi como el tercero á quien pasa la cosa 
censida, se considere responsrble á las re- 
dituámonos pendientes como parte acce- 
soria del prbpio censo, también todo el 
que adquiera por traspaso ó por cual- 
quier otro medio un establecimiento 
mercantil ó industrial, sea responsable al 
pago de lo que el mismo establecimien- 
to resulte adeudar por impuestos mu- 
nicipales (art. 33), salva su acción sin du- 
da para hacer en el caso las reclamado 
nefc oportunas contra aquel que le tras- 
ladó el dominio, y se encuentre sujeto á 
la propia responsabilidad. 

422. Por fin está pfevisto también, 
que el pago del impuesto correspondien- ‘ 
te á fincas embargadas judicialmente, de- 
be hacerse por el administrador de las 
mismas, pudiendo también hacerse en el 
asunto las reclamaciones oportunas al 
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juez que conozca del embargo {articule 
23.) 

423. Antes de procederse contra los 
deudores délos municipios á los trámites 
de la cobránza por la via de apremio, 
tienen lugar dos requerimientos. El pri- 
mero de ellos es el que hace el recauda- 
dor encargado de aquellas cobranzas, 
ocurriendo por el pago del impuesto á la 
morada del deudor. No teniendo lugar 
el pago á virtud de esta diligencia, el deu : 
dor queda obligado á ejecutarlo en la 
mayordomia de propios, dentro de los 
cinco dias siguientes á la presentación 
del recaudor (art. 34.) 

424. Si verificado ese primer reque- 
rimiento no se hace el pago dentro de 
aquel plazo délos cinco dias, hade citar- 
se á los deudores por medio de cedulones 
que comprendan la relación nominal dt 
los omisos, y esos cedulones deben fijar- 
se en la casa consistorial, y publicarse 
ademas por medio del periódico que hu- 
biere en la población. El deudor debe ha- 
cer el pago dentro de los tres dias poste- 
riores á la publicación, y por no practicar- 
lo asi, deja expedita contra él la cobranza 
por la via de apremio (art. 34.) 

425. Y advierte la Instrucción por 
principio general que, para excusar 
aquella paga, no se admite reclamación 
alguna de los contribuyentes, sin que 
acompañen á ella el recibo de abono del 
impuesto, lo que tanto vale como decir que 
sin la consignación del adeudo no tienen 
cabida las reclamaciones ni excepciones, 
las cuales se oyen después, procediéndose 
inmediatamente á la devolución del todo 
ó parte de lo exhibido, si hubiese lugar 
á ello (art. 35.) 

426. Las disposiciones hasta aqui re- 
feridas, deben entenderse limitadas á los 
deudores procedentes de arbitrios ó im- 
puestos municipales y noá los que lo sean 
por créditos que provengan de rentas, 
censos y demas productos de los bienes 
de propios. Los artículos referidos hablan 
siempre de los contribuyentes que dejan 
de hacer el pago del impuesto al recauda- 
dor, v no ae arrendatarios ó pagadores 
de réditos de imposiciones,, y respecto de 
estos últimos como de seguidav eremos, 
se sigue distinta marcha. 

427. Es distinto con efecto el modo 
de proceder contra los deudores que lo 


son por rentas, censos y demas produc- 
tos de los bienes de propios, del que ha 
de adoptarse respecto de las responsabi- 
lidades procedentes de arbitrios 6 im- 
puestos municipales. 

428. Para hacerse efectivos los cré- 
ditos que provengan de las rentas, censos 
y demas productos de loe, bienes de pro- 
pios, el mayordomo del ramo, debe pre- 
sentar al presidente del ayuntamiento 
una relación mensual, á fin de que esta 
corporación acuerde lo conveniente so- 
bre la reclamación del pago. Y para con- 
seguirlo deben establecerse ante los tri- 
bunales ordinarias las acciones y recur- 
sos que sean procedentes conforme á las 
leyes (art. 36.) 

429. A virtud de semejante disposi- 
ción resulta que, los créditos á favor de 
los fondos municipales, en nada se di- 
ferencian absolutamente de los créditos 
contraidos respecto de los particulares. 
Deberá precederlos un requerimiento 
extrajudicial; no habrá* respecto de ellos 
juicios de conciliación, por encontrarse 
expresamente exceptuados de ese trámi- 
te en el (art. 3) del reglamento del ramo; 
pero sí deberá ser perseguido cada deu- 
dor ante el juez de su fuero, porque la 
instrucción no le priva de aquella fran- 
quicia, como lo hace expresamente con 
los otros deudores cuyas responsabilida- 
des provienen de arbitrios ó impuestos 
municipales. 

430. ¿Y para la cobranza contra 
aquellos deudores tendrá lugar la via de 
apremio, ó será preciso adoptar el juicio 
ejecutivo por todos sus trámites cuando 
la importancia de la cantidad no sujeta 
la reclamación á juicio verbal? El artícu- 
lo 34 de la Instrucción que habla de los 
requerimientos que han de hacerse á 
los contribuyentes, se refiere como ya 
he dicho á'los que lo son por impues- 
to municipal, y cuando trata de los 
otros dice que se establecerán ante los tri- 
bunales ordinarios las acciones y recursos 
que sean procedentes conforme á las leyes. 
Estas no conceden la via de apremio ni 
otra especial á los créditos provenientes 
de redituaciones de censos ni de arrenda- 
mientos, y es claro por lo mismo que 
para las cobranzas á que me refiero, de- 
berán seguirse conforme á la instrucción 
los procedimientos que con el mismo 
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objeto tienen lugar respecto de los acree- 
dores particulares. 

431. Pudieran sin embargo haberse 
hecho mas expeditos en el caso los trá- 
mites de la cobranza, á semejanza de los 
que tienen lugar tratándose de los crédi- 
tos líquidos á favor de la Real Hacienda, 
ues como ya he dicho, tan privilegiados 
eben considerarse los unos como los 
otros, en atención al objeto á que se des- 
tinan, y á la necesidad que hay de que su 
recaudación se verifique á la mayor bre- 
vedad, posible. 

43& Paralo que está concedida ex- 
presainente^ pues* aquella via de apremio 
es para la cojírtansa de los alcances pro- 
veniente^ de arbitrios 6 impuestos muñid - 
pales, y ai efecto después de los requeri- 
mientos de que se ha hecho mención, el 
presidente del ayuntamiento debe acor- 
dar la adopción de aquella via, que se si- 
gue gubernativamente con las apelacio- 
nes que marca la Real cédula de 30 de 
Enero de 1355, {art. 38.) Estas apelacio- 
nes tienen lugár en la via contencioso- 
adroiniatrutiva, cuyo conocimiento cor- 
responde á las Reales Audiencias consti- 
tuid en acuerda, después de agotada la 
gubernativa por su órden gerárquico 
( artículos 120 y 121 de la Real cédula ci- 
tada.) 

433. La instrucción, como después se 
verá, hace igualmente extensiva la via 
de apremio que determina contra los deu- 
dores d§l impuesto, á los que resultan 
serlo por recaudación, arriendo, adminis- 
tración ó alcance en el manejo de fondos. 
Estos últimos sin embargo no pueden ra- 
cionalmente considerarse incluidos entre 
los primeros, como lo dá á entender la 
instrucción ( art . 39) que en esto se resien- 
te de falta de claridad y método. Dándolos 

por inclusos sin embargo en las disposi • 
ciones del {art. 34,) deberán tener lugar 
respecto de ellos el requerimiento del re- 
caudador y la convocatoria por los cedu- 
lones y periódicos de que se ha hecho 
mención, mientras que de un modo ex- 
preso no se resuelva otra cosa. 

434. El presidente del ayuntamien- 
to es el que ha de conocer de los expe- 
dientes de apremio, en los casos en que 
tiene lugar la cobranza de ese modo, y 
para los mismos dispone expresamente 
la instrucción que no quepa excepción de 


fuero alguno por privilegiado que sea 
{art. 38.) . 

435. Para adoptarse la via de apre- 
mio que procede oontra los primeros 
contribuyentes por arbitrios ó impuestos 
municipales, y contra los segundos contri- 
buyentes por arriendo, administración ó 
alcance en el manejo de fondos, el mayor- 
domo de propios debe presentar men- 
sualmente al presidente del ayuntamien- 
to, una relación de todos aquellos derudo* 
res contra quienes ha lugar el apremio. 
El presidente deberá expedir entonces 
los mandamientos de apremio, concedien- 
do cinca dias de término para el. pago á 
los deudores por débito propio, y tres 
diaS á los que lo sean por recaudación, 
arriendo, ó administración, ó alcance en 
el manejo de fondos. Y la ejecución de¿ 
estos mandamientos se comete á los 
agentes que elija el mismo presidente 
del ayuntamiento {art 39.) 

436. Sin embargo dé lo referido, co- 
mo el ayuntamiento fija los plazos ó 
épocas de recaudación, conforme á las 
instrucciones superiores y á las condicio- 
nes de los arriendos, {art 24) las juntas 
municipales pueden ampliar el término 
concedido respecto de aquellos deudores 
que justifiquen imposibilidad de verifi- 
car el pago dentro del mismo; pero la 
ampliación de este término no podrá ex- 
ceder nunca del tiempo <jue medie has- 
ta el vencimiento del primer inmediato 
plazo délos señalados. {art. 40.) 

437. Los comisionados con el man- 
damiento de apremio, á virtud de él, pue- 
den adoptar tres grados de apremio, de 
los cuales es el primero, la conminación 
de embargo é imposición de las dietas de 
apremios. El segundo, embargo de bie* 
nes muebles y semovientes, y faltando 
estos, de inmuebles bastantes á cubrir la 
deuda y las dietas. Y el tercero, la venta 
de los bienes embargados para cubrir 
con su producto el pago del débito y de 
las dietas y gastos que se originen {artí- 
culo 51.) 

438. El primer apremio debe ejecu- 
tarse, expidiendo y entregando los comi- 
sionados á cada deudor una papeleta, en 
que se requiera de pago dentro de ter- 
cero ó de quinto dia, según la condición 
del deudor en la manera que se ha expli- 
cado. La diligencia de la entrega debe 

1856 
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consignarse al pie del mandamiento de 
apremio, suscribiéndola el deudor, si su- 
piere, ó dos testigos en otro caso; y lo 
mismo sin duda debe suceden cuando el 
requerido que sabe firmar se niega á ha- 
cerlo. No encontrándose al deudor en su 
casa, el comisionado ha de entregar la 
papeleta á cualquiera individuo de su fa- 
milia, tomando por testigos del hecho á 
dos vecinos inmediatos, quienes firmarán 
en todo caso la diligencia do entrega {ar- 
ticulo 42.) 

439. . Aunque la Instrucción no lo 
previene ni recomienda, es oportuno 

ue el comisionado ocurra á practicar la 

iligencia á las horas en que habitual- 
mente se encuentren el deudor y familia 
en su casa, y también que la entrega de 
la papeleta á un miembro de la familia no 
recaiga en persona menor de edad. En el 
caso de no encontrar al deudor ni miem- 
bro alguno de la familia, puede dejarse la 
papeleta á cualquier vecino, haciéndose 
constar el hecho con otros dos. Y por fin, 
debe entenderse devengado el recargo 
del primer apremio, desde el momento 
en que tuvo lugar la diligencia del reque- 
rimiento en la manera explicada. 

440. Por lo mismo dispone la ins- 
trucción que si el deudor verifica el pago 
dentro del término señalado en el primer 
requerimiento, debe exhibir para acre- 
ditarlo el recibo al comisionado ejecutor, 
satisfaciéndole á la vez las dietas, que hu- 
biese devengado {art. 43.) No haciéndose 
el abono de esas dietas, es indudable 
que por su importancia procede el 
embargo que tiene lugar en el segundo 
grado de apremio, pues resulta entonces 
que el deudor no ha cubierto el todo si- 
no parte de su responsabilidad. 

441. Si trascurrido el plazo del pri- 
mer apremio, el deudor no ha cubierto 
aquella responsabilidad, el comisionado 
ha de proceder al embargo de bienes en 
que consista el segundo grado de apre- 
mio; y si el apremiado se negare á abrir 
las puertas ae su casa ú opusiere cual- 
quiera otra clase de resistencia, el comi- 
sionado debe dar cuenta al presidente 
del ayuntamiento para que le aé o facili- 
te el auxilio necesario {art. 44.) 

442. En este particular del embargo 
deben seguirse las mismas reglas que se 
adoptan en los referentes á los cobroB de 


las cantidades liquidadas á favor de la 
Hacienda, sobre lo cual la instrucción 
guarda silencio. Conforme á aquellas re- 
glas/pues, no se llevará á efecto el embar- 
go; primero, en los ganados destinados al 
cultivo ó acarreo de los frutos de una fin- 
ca, ni en los carros, aperos, máquinas y 
demas instrumentos de labor. Segundo, 
en los instrumentos, herramientas 6 útiles 
que los artesanos necesiten para sus tra- 
bajos personales. Tercero, en la cama 
compuesta de las piezas ordinarias del 
deudor y su consorte y la de los hijos 
que vivan en su compañía y bajo su po- 
testad. Cuarto, en los libros propios de los 
profesores de jurisprudencia, medicina 
enseñanza y demas facultades científicas. 
Quinto, en los uniformes, armas y equi- 
pos de los militares. Sexto, en los es 
clavos destinados á la labor de los in- 
genios y al cultivo de cualquiera otra 
clase de fincas que deben considerarse 
como parte de ellas y embargarse en con 
cepto de bienes raíces. Y sétimo, respec- 
to de los esclavos del servicio, en la no- 
driza que actualmente sostenga en la lac- 
tancia algún niño que no sea su hijo, 
pues en este último caso al hijo también 
deberá estenderse el embargo. 

443. Haciéndose el embargo de bie- 
nes muebles ó semovientes debe tener lu- 
gar delante de dos testigos como los de- 
mas actos, formándose inventario de 
ellos, y ha de procederse también á su 
depósito en un tercero abonado, ponién- 
dose los esclavos en el depósito general 
del ramo. Sobre todo esto guarda silencio 
la instrucción, y debe procederse en los 
propios términos que se ha explicado en 
el capítulo 8. ° de este artículo, en que se 
trata de la cobranza de los créditos liqui- 
dados á favor de la Real Hacienda, pues 
la preferencia de entrambas clases de 
acreencias, la semejanza de los trámites 
para la'cobranza, y la igualdad de las 
reglas de justicia que media en los dos 
casos, exigen sin duda idéntico modo de 
proceder en el silencio de la instrucción 
á que me refiero. 

444. No sucede lo mismo cuando la 
instrucción se contrae al embargo de los 
bienes raíces. Entonces previene que, in- 
mediatamente después de verificado, el 
ejecutor pase las diligencias al presi- 
dente del ayuntamiento, y que este dis- 
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ponga que se tome razón en la oficina do 
hipotecas de las fincas embargadas, y 
que se anoten en el expediente las car- 
gas que tengan, según lo que conste en 
dicha oficina (< art . 45.) Y respecto de los 
mismos inmuebles dispone que el embar- 
go se haga con preferencia á otros bie- 
nes, en los que estén inmediatamente 
afectos al crédito que se reclame, toman- 
do nota el contador municipal de los que 
sean en el expediente de ejecución ( artí : 
culo 46.) 

445. También previene que las fin- 
cas ó efectos embargados se tasen por 
peritos, que nombrarán uno el comisio- 
nado de apremio y otro el deudor; que 
si estos se negasen á hacerlo dentro de 
las 24 horas siguientes al acto de la inti- 
mación, lo nombre por él el presidente 
del ayuntamiento, asi como nombrará 
también un tercero, caso de discordia en 
la tasación que ejecuten los primeros (ar- 
tículo 47.) Tratándose del embargo de 
muebles y semovientes, corresponde que 
la intimación para el nombramiento de 
perito al deudor, se haga inmediatamen- 
te después de practicada la diligencia del 
embargo, y tratándose dé bienes raices, 
después de tomada razón de las fincas 
embargadas en la oficina de hipotecas, y 
de conseguida la certificación de los gra- 
vámenes. Es de entenderse también por 
identidad de principios y circunstancias 
que el tercero sea recusable hasta tres ve- 
ces, como se dispone y se ha explicado 
al tratarse del cobro de los créditos li- 
quidados á favor de la Real Hacienda. 

446. Después que se ha concluido la 
tasación de los bienes embargados, tiene 
lugar la diligencia del tercer grado de a- 
premio, precedente á su aplicación. Con- 
siste, pues, en notificar el comisionado al 
deudor, que vá á procederse á la venta 
de los bienes (art. 48.) Lleva por objeto sin 
duda semejante aviso, el de que aquel 
deudor evite si puede, el quebranto que ha 
de proporcionarle la enagenacion, hacien- 
do el abono de su descubierto. En él de- 
be incluirse el recargo del segundo apre- 
mio, y ese segundo recargo por igualdad 
de principios con lo que sucede en el pri- 
mero, debe entenderse devengado desde 
que se hizo el embargo de bienes al res- 
ponsable. 

447. Hecha la notificación referida, se- 1 


guidamente y sin esperarse término algu- 
no ha de publicarse el embargo practi- 
cado por cedulones y en los diarios si los 
hubiere. Los anuncios dé la venta délos 
bienes han de hacerse con señalamiento 
de dia para el remate. Y el remate ha de 
ejecutarse á los diez dias de la publica- 
ción indicada, si consistiese en bienes 
muebles ó . semovientes, yálos treinta 
si en bienes inmuebles (art. 49.) La ins- 
trucción estima sin duda por bastantes 
esos anuncios para excusár los pregones, 
de que no hace mención, aunque deja go- 
zar á los deudores de su término, y así 
tendrá lugar solamente el del dia de la 
subasta por indispensable al objeto qué 
con ella se trata de proporcionar. 

448. Con semejante consideraeion se 
dispone tal vez, que Jos cedulones hayan 
de expresar circunstanciadamente los 
bienes embargados, los gravámenes que 
tengan y el precio en que hubieren sido 
tasados, fijándose en el pueblo de la ve- 
cindad* del deudor, en el que radiquen las 
fincas embargadas, en los inmediatos y 
en los demas sitios de costumbre (art. 60.) 

449. La venta en el dia señalado ha 
de hacerse ante el presidente del ayunta- 
miento en pública subasta y con la debi- 
da solemnidad, quedando cerrado el re- 
mate en el acto, sin lugar después á nin- 
guna clase de posturas. Y solo se admiti- 
rán para el remate las proposiciones que 
cubran las dos terceras partes del valor 
de la tasación, y si no hubiere licitado- 
res, han de retasarse los bienes procedién- 
dose á su nuevo remate, (art. 51.) 

450. La prohibición de que después 
de cerrado el remate no se admita ningu- 
na clase de posturas, alude á las pujas 
que tienen lugar en las subastas del fisco, 
y son las del décimo y cuarto. La- reta- 
sación deberá practicarse por los mismos 
trámites y con los propios requisitos que 
tienen lugar en el primer justiprecio. 

451. La Instrucción dispone, que si 
no se realizase la venta en la segunda su- 
basta por falta de licitadores, ó porque 
las posturas no cubren las dos terceras 
partes del valor de la retasación, se ad- 
judiquen por las mismas dos’ terceras 
partes á los propios- del ayuntamiento, 
(art. 52.) Debe entenderse esto ouando se 
trata de bienes raices y acaso de esclavos; 
pero cuando se trata ae otros, es induda- 


Digitized by v^.ooQLe 



556 


Apremio. 


ble que la adjudicación en vez de pro- 
porcionar beneficio alguno, serviría de 
gravámen á los propios. En semejante ca- 
so procede que los muebles se subasten 
por el precio que cualquier licitador 
ofrezca por ellos, según se dijo al tratar- 
se del mismo particular en el capítulo 
8. ° de este artículo. 

452. -Nada se dice en la Instrucción 
para el oáso de que, respecto de los bie- 
nes embargados, se promuevan tercerías 
de dominio ó de prefación de créditos, y 
semejantes hechos pueden acontecer sin 
embargo. Eli tales casos por igualdad de 
circunstancias, y por tener cabida los mis- 
mos principios de justicia y de sustan- 
ciacion, debe procederse con arreglo á lo 
que sobre la materia Be explica en el cap. 
8. ° de este artículo, en que se trata del 
cobro de los alcances líquidos á favor de 
la Real Hacienda. 

458. El dueño de los bienes vendidos 
ó adjudicados, tiene derecho al tanteo y á 
que se le devuelva el sobrante del precio 
de la venta ó adjudicación si lo hubiere 
(<vrL 58.) La Instrucción no dice á que 
bienes se contrae, ni tampoco fija el pla- 
zo dentro del cual pueda interponerse el 
tanteo, y para fello corresponde que se si- 
ga también lo que en el capítulo 8. ° de 
este artículo se há explicado respecto de 
los alcances de la Real Hacienda. 

454. Puede suceder que, por las dili- 
gencias practicadas por los comisionados 
de apremios, resulte que alguno ó algu- 
nos de los deudores contra quienes se 
hubiesen dirigido, carezcan de bienes 
para cubrir sus respectivos alcances. En- 
tonces ha de pasarse un tanto al ayun- 
tamiento para que previa la información 
correspondiente y oyendo al procurador 
síndico, acuerde si á ello hubiese lugar, 
la declaración de insolvencia del deudor 
ó deudores y la cancelación de aquellos 
créditos. Este acuerdo ha de llevarse á 
efecto, prévia la aprobación del gobier- 
no del departamento ( art . 56.) 

455. De los términos señalados en la 
Instrucción no deben excluirse los festi- 
vos, porque para que sucediese de este 
modo, seria preciso que así lo dispusiera, 
y guarda absoluto silencio sobre el par- 
ticular. 

456. Conforme al artículo 541 de la 
Instrucción y modificación hecha en la 


circular de, 29 de Agosto de 1857, las 
dietas que devengue el comisionado de 
apremio, deben regularse para su págo 
por la siguiente graduación. 

En el primer medio coactivo el 8 p. § 
hasta 500 pesos de deuda, y el 6 por 
ciento de 500 pesos arriba. 

En el segundo medio el doble de las 
cantidades que señala el párrafo ante 
r ior. 

Y en el tercer medio otro 8 y 6 por 
ciento por el mismo órden. 

457. Por fin, ademas de esas dietas 
de los comisionados, han de abonar los 
deudores apremiados, los haberes de los 
peritos tasadores, según el arancel ó prác 
tica de cada población, el importe del pa- 
pel sellado, los gastos de publicación de 
anuncios en los periódicos y todos los 
demas que se originen en el embargo, su- 
basta y venta de bienes. 

CAPITULO XI. 

De la via de aprendió concedida 

al Banco espafiol déla Habana. 

458. Establecido el Banco en esta Ciu- 
dad de lo primero que debieron ocupar- 
se sus estatutos íué de la constitución de 
su capital, y manera de hacerlo efectivo 
entre los socios. Determinadas, pufes, las 
cuotas en que debiera tener lugar el abo- 
no entre los accionistas, se dispuso que 
el que fuera moroso en el pago de ellas, 
en términos que dejase trascurrir quince 
dias después del señalado para ese pago, 
debía ser requerido para que lo efectuase 
dentro de ocho dias improrogables, y que 
si pasados estos no lo hubiese verificado, 
se procedería desde luego á laenagenacion 
de sus acciones por cuenta del accionista, 
y por medio de corredor de número (ar- 
tículo 2 de los Estat.) 

459. También está dispuesto en los 

mismos Estatutos del Banco, (art. 18,) que 
en los casos de robo ó malversación de 
sus fondos, estos sean considerados como 
caudales públicos, aunque sin preferen- 
cia sobre los créditos que tengan hipote- 
ca tácita ó expresa, anterior á la época en 
que el autor del robo ó malversación ha- 
ya principiado á manejar caudales del es- 
tablecimiento. . , 

460. La hipoteca tácita común que 
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por su naturaleza y antecedentes goza 
de los privilegios concedidos por la mis- 
ma ley que la establece, conserva su efi- 
cacia respecto del ladrón ó malversador 
de los caudales del Banco, bien sea an- 
terior ó posterior al dia en que el em- 
pleado comenzó á manejar sus fondos. Des- 
de este dia, sin embargo se concede al 
Banco por el Estatuto hipoteca tácita en 
los bienes del malversador, y privilegiada 
tan solo respecto de la hipoteca conven- 
cional que desde entonces constituya en 
sus bienes. 

461. En garantía de los préstamos 
que hace el Banco, puede tomar pastas 
ó barras de oro ó plata, las cuales han 
de yalorarsepor los ensayadores nombra- 
dós, á costa de sus duefios y en presencia 
de un empleado del mismo Banco. Tam- 
bién púeae tomar acciones de las empre- 
sas que ofrezéan las necesarias segurida- 
des, recibiéndolas con un 20 por 100 
menos de lo que se estimen en el merca- 
do (i art . 83 del reglamento,) Y por fin, fru- 
tos y efectos.de comercio por un valor 
que exceda de las cuatro quintas partes 
del precio corriente que tuvieren en el 
mismo mercado {art. 84 del reglamento.) 

462. El Banco puede disponer, pues, 
por vía de apremio la venta de aquellos 
efectos, sin necesidad de ningún aviso 

- ni citación al interesado, al siguiente dia 
del vencimiento ú obligación que no ha- 
ya sido satisfecha. Semejantes ventas 
pueden realizarse con la sola intervención 
de un corredor de numero, sin que re- 
caiga providencia de ningún juez, pues 
quedan excluidos para tales casos todos 
los trámites y diligencias judiciales. Y 
si el producto de la garantía no alcanzare 
á cubrir íntegramente al Banco, proce- 
derá este por la diferencia contra el deu- 
dor, á quien por el contrario será entre- 
gado el exceso si lo hubiere {art. 84 del 
reglamento. ) 

463. Según se deduce de la disposi- 
ción mencionada, el corredor que entien 
da en la venta, ha de ser designado por 
solo el Banco y sin la intervención del 
deudor, supuesto que la venta puede ha- 
cerse sin necesidad de ningún aviso ó ci- 
tación al interesado. A este, sin embargo, 
debe quedar á salvo su derecho contra el 
corredor elegido como es justo y legal si 
en la operación le proporciona que- 


branto por malicia, y sin perjuicio de la 
vigilancia que sobre el particular debe 
tener el propio Banco. 

464. Constituido en quiebra el deu 
dor,sus obligaciones por derecho mercan- 
til se entienden cumplidas, rebajándose el 
premio de la suma que de aquel modo 
resulta satisfecha antes del plazo. No hay 
inconveniente en que por semejante prin- 
cipio el Banco, al dia posterior de la de- 
claratoria de quiebra, proceda á la ena- 
genacion de los efectos de la garantía en 
los términos expuestos, considerando 
cumplido el plazo fijado para el abono. 
Si no tuviere por oportuno practicarlo 
asi, tampoco hay obstáculo para que es- 
pere al cumplimiento del verdadero pla- 
zo, pues los efectos consignados se dan 
con el último objeto, no entran en la 
quiebra, y el Banco por las circunstancias 
especiales del asunto puede renunciar el 
beneficio que les está otorgado á los de- 
mas acreedores para el mas pronto pago 
de sus alcances. 

CAPITULO XII. 

De la via de apremio convencional. 

465. Las sociedades anónimas, cuan- 
do tiene lugar su constitución, pueden 
adoptar en sus estatutos ó reglamentos, 
y por lo que respecta al cobro de sus 
alcance, la via de apremio que consideren 
mas oportuna á sus intereses. Sujetos' 
aquellos reglamentos á la aprobación del 
gobierno, este, al aprobarlos considerará 
si los trámites de la via de apremio tan 
solo llevan por objeto suprimir formali- 
dades ó garantías de que puede legal- 
mente prescindirse, ó si menoscaban en 
tal manera los derechos del deudor, que 
no deba permitirse la sanción gubernati- 
va en el asunto. La aprobacioñ que en 
consecuencia se dicte, será, pues, la legis- 
lación que se adopte en la prosecución 
de la cobranza. 

466. Las mismas sociedades fuera de 
aquellas actas de su constitución, y los 
particulares en sus contratos, pueden 
clausular para las cobranzas la adopción 
de la via de apremio; pero esto ha de ser 
con determinados límites, y teniéndose 

resente que, como ya se ha dicho,, si 

ien pueden suprimirse ciertos trámites 
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del procedimiento, no en tal manera que | 
dejen al deudor enteramente á merced ¡ 
de su acreedor. Pueden, pues, abreviarse 1 
trámites; pueden también suprimirse al- 
gunos, pero no á tal extremo que pro- 
porcionen los quebrantos que invalidan 
las convenciones, por no deber permitir- 
las la ley como ilícitas. Pueden por ejem- 
plo renunciarse los pregones, y el privi- 
legio de los ingenios por estar expresa- 
mente concedido asi; pero no el ae que 
no se embarguen los esclavos destinados 
á las labores del fundo, porque esto ce- 
dería en perjuicio de la agricultura. Pue- 
de renunciar el deudor que el acreedor 
préstela fianza déla ley de Toledo, pero 
no puede autorizarle para que se haga 
pago de su alcance, cnagenándole por si 
los bienes que estime oportunos, y por la 
cantidad que crea conveniente. 

CAPITULO XI1L 

De la via de apremio que pueden 

ejercer los pedáneos. 

467. Conforme a la Instrucción de pe- 
dáneos vigente en esta Isla (aré. 49.), des- 
pués de haber fallado aquellos ministros 
las demandas de que conocen, pueden 
igualmente hacer efectivas sus resolucio- 
nes por la via de apremio. 

468. Al efecto está prevenido que 
trascurrido el plazo que en su resolución 
señalaren para el abono, y no cumplién- 
dose con llevarlo á efecto, requerirán con 
término de 24 horas al obligado á hacer- 
lo, y si todavía no llenare su compromi- 
so en este plazo, le volverán á requerir 
de pago en el acto, y no haciéndolo le em- 
bargarán bienes equivalentes á cubrir 
principal v costas, que depositarán en per- 
sona de abono y venderán en publica al- 
moneda, prévia tasación por peritos que 


nombren las partes, y por la negativa ó 
¡ resistencia de algunos los mismos pedá- 
I neos, y tercero si hubiere discordia.” 

469. Igualmente dispone el artículo 
citado que, si no se presentaren licitado- 
res á los bienes embargados, y se prestase 
el actor á adjudicárselos en todo el precio 
de su tasación, y no de otra manera, se ha- 
rá saber al deuaor para que presente me- 
jor postor dentro ae 24 horas; y que si 
pasadas estas no lo verifican, los pedáneos 
acuerden la adjudicación reservando el 
actor su derecho por el resto que queda- 
re, si los bienes subastados no alcanzasen 
á cubrir el principal y costas, ó devol- 
viendo al demandado los que hubieren so- 
brado, si no fuese necesaria la adjudica- 
ción de todos para llenar ambos objetos. 

470. Para esas diligencias según tam- 
bién dispone el indicado artículo, no se 
ha de formar proceso, sino hacerse cons- 
tar todo lo que se practique en el libro de 
demandas que deben llevar aquellos pe- 
dáneos, y en una sola diligencia expresi- 
va de la ejecución, modo y forma en que 
se haya verificado, la cual firmarán cuan- 
tos hubieren intervenido en lo hecho y 
supiesen escribir. 

471. De la propia manera dispone la 

Instrucción (aré. 53.) que cuando los pe- 
dáneos han impuesto alguna multa, y han 
recibido del Gobierno orden de exigirla, 
requieran con aquella al penado, y no ve 
rificando el pago dentro de las 48 horas 
siguientes á la insinuación, procedan á 
embargarle bienes equivalentes, que pré- 
via tasación de peritos vendan en publi- 
ca almoneda hasta donde sea necesario pa- 
racubrir principal y costas causadas, dan- 
docuenta en el caso de no tener bienes el 
penado para que se resuelva lo conve- 
niente. . 

R. Pina . 
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1834 Agosto 10. R. O. estableciendo reglas para cancelar los débitos de alcan- 
ces á favor de la Real Hacienda , en el caso de adjudicarla fincas que, 
r por Jaita de lidiadores , no se venden en subasta . 

He (lado cuenta á la Reina Gobernadora del expediente promovido 
por la dirección general de rentas, relativo á que se declare el modo 
de cancelar los débitos de alcances a favor de la Real Hacienda, en los 
casos en que, con arreglo á la Real órdeii de 1. ° de Enero de 1824, se 
adjudiquen fincas procedentes de fianzas por falta de licitadores en las 
subastas, que se adopten medidas que aseguren su venta, y á que se evi- 
ten los perjuicios que de ordinario se experimentan por lo excesivas que 
son las tasaciones que se hacen de las mismas fincas al tiempo de hipóte- 
carse; v conformándose S. M. coíi el dictámen que acerca del particular 
ha dado el consejo real de España é Indias* en sección de Hacienda, se 
ha servido resolver que se observen las disposiciones contenidas en los 
artículos siguientes: 

1. ° Cuando haya necesidad de proceder á la venta en pública subasta 

de las fincas embargadas para el cobro de alcances á faVor de la Real . 
Hacienda, se tasarán de nuevo con arreglo al estado que entonces ten- 
gan, sin que sirva para el caso la valuación que de las propias fincas se 
hubiese practicado en la época en que se hipotecaron. 

2. ° La venta de estas fincas se anunciará con sujeción á la nueva ta- 

sación prevenida en el artículo anterior; y surtirá efecto el remate siem- 
pre que haya postor que cubra las dos terceras partes de su aprecio. 

3. ° 'No habiendo postor que cubra este señalamiento, se retasarán las 

fincas, y hecho, se publicará otra vez el remate, sirviendo de base la re- 
tasa. * 

4. ° Si en esta nueva subasta no hubiese postor que dé las dos terceras 

partes del último avalúo, tendrá entonces lugar, por las mismas dos ter- 
ceras partes, la adjudicación de dichas fincas á la Real Hacienda, adqui 
riendo de consiguiente su propiedad. 

5. ° Administrará la Real Hacienda estas fincas que adquiere por la adju- 

dicación en los propios términos que lo hace con las demas que la per- 
tenecen, sin perjuicio de lo cual continuará abierta la subasta hasta que 
se presente comprador, con Sujeción á las reglas dadas, para la enage- 
nacion de todas las de su propiedad. 

6. ° Si el Valor de las fincas vendidas ó adjudicadas, en los términos ex- 

presados en los artículos anterior^, no alcanzase á cubrir el débito ó dé- 
bitos por que procediese la Real Hacienda, y no hubiese otros respon- 
sables contra quien repetir, se declarará partida fallida la que falte, ex- 
cluyéndose de las cuentas de deudores, sin perjuicio de reclamarla, si 
llegase en algún tiempo á descubrirse bienes del alcanzado ó de algún 
otro obligado á su solvencia. 

7. ° Cuando dicho valor sea mayor que la cantidad que demande la Real 

Hacienda y no puedan dividirse las fincas, se reconocerá un capital 
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igual al exceso en favor del propietario, prorateándose la renta en pro- 
porción de los capitales. 

Y finalmente, para contener las tasaciones arbitrarias de fincas, y 
evitar los peijuicios que de esto se siguen á la Real Hacienda, no se 
volverán á admitir en lo sucesivo las que so presenten por via de fianzas, 
sin que se haga previamente su valuación por el producto en renta, sa- 
cando el capital por la base de un 3 por ciento, bajo el Concepto de que 
la justificación de la renta que produzcan dichas fincas se ha de hacer 
con la presentación de las escrituras de arriendo, recibos de las contri- 
buciones con que estén gravadas ó en caso de cultivarlas sus propios 
dueños, con una información en que conste lo que rendirían si estu- 
vieren arrendadas, sin admitirse por fianzas en ningún caso posesiones 
que sean improductivas ó no se hallen en cultivo, aun cuando se pruebe 
que lo estuvieron en otro tiempo. — De Real órden lo digo á Y. para su 
inteligencia y cumplimiento. Madrid 10 de Agosto de 1834. — El conde 
de Tormo. 

1840 Febrero 24. AA. de la Audiencia Pretorial . 

Véase en la parte doctrinal pág. 491, 497, y 499. 

1857 Octubre21. A. A. estableciendo las reglas á que del>en acomodarse los apre- 
mios en la Real Audiencia Pretorial. 

1..* Será tiempo hábil por punto general para pedirse apremios á la devo- 
lución de autos, el décimo dia en causas criminales y el sétimo en plei- 
tos civiles, contados desde la fecha de su entrega á los procuradores; y 
cuando las salas hubieren decretado algún traslado con dilación especial 
la facultad de apremiar se entenderá al siguiente dia de vencido su tér- 
mino contado del propio modo. 

2. * Los decretos ordinarios á escritos de apremio, prevendrán la devolu- 
ción de autos en el dia, conminando con el apremio pedido, y se notifica- 
rán acto continuo á los procuradores. 

3. 03 En la hora de peticiones del dia siguiente á los decretos de apremios, 
los escribanos de cámara darán cuenta á las salas de si se han cumplido 
las devoluciones de autos prevenidas, y no habiéndose verificado, se en- 
tregarán sin nueva providencia ni mas demora los apremios al portero 
mayor de Estrados. 

4. 53 El portero mayor pasará en seguida los apremios ¿ mano de los algua- 
ciles, y estos requerirán inmediatamente á los precuradores, anotando en 
las diligencias el dia y la hora en que lo verifiquen y si se les entregaron 
los autos. 

5. Al siguiente dia del requerimiento con los apremios y en el acto de 
peticiones manifestarán los alguaciles verbalmente á las salas su resulta- 
do, y también informarán los escribanos de cámara, silos autos han sido 

•devueltos. 

6. En el caso de no haberse verificado la devolución, liarán los alguaci- 
les en el propio dia otro requerimiento á los procuradores, instruyéndose 

en el siguiente á las salas dél resultado por los propios medios estableci- 
dos en la regla anterior, y si todavía no se hubiese conseguido recojer 
los autos, repetirán los alguaciles tercero y ultimo requerimiento, dándo- 
se cuenta en el dia inmediato. 

7. 63 Las penas de los apremios en causas criminales serán seis pesos cuan- 

do se hubiese dado lugar al primer requerimiento de los alguaciles; doce 
pesos por el segundo y diez y ocho por el tercero. 
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8. * Las de los apremios en pleitos civiles serán cuatro, ocho y doce pesos 

en los mismos tres casos. 

9. a ■ El importe de las penas de los apremios se entenderá á cargo perso- 

nal de los procuradores y aplicado al fondo de las de cámara y gastos de 
justicia, para cuya exacción los escribanos de cámara pasarán oportuna- 
mente certificaciones al receptor del ramo. 

10 . 09 El pago de dichas penas no eximirá del de los derechos debidos á los 
alguaciles, quienes limitarán su cobranza á lo que el arancel les señale 
. por cada requerimiento, entendiéndose el primero á cargo de las partes 
apremiadas, y si tuvieren lugar el segundo y tercero á cargo también 
personal de los procuradores. 

11. * Cuando sin embargo délos tres requerimientos y de sus consiguien- 
tes penas pecunarias no se hubiesen logrado las devoluciones de autos 
prevenidas, las salas acordarán para la extracción las demas providen- 
cias que exijan las circunstancias, tanto respecto de los procuradores apre- 
miados, como de los letrados en cuyos estudios puedan hallarse los au- 
tos retenidos.- Asi lo proveyeron y rubricaron dichos señores mandando 
que se hiciese saber á los subalternos á quienes toca el presente auto, para 
su puntual observancia y que se publicase prévio conocimiento del Sr. 
Presidente, de todo lo cual yo el infrascrito Secretario de Acuerdo certi- 
fico. — Hay siete rubricas de los Sres. Regente.-Decano.-Carbonell. — Va- 
lenzuela.— Buelta. — Ochoa. — Oses.— Regino Martin. — Es copia. — Regi- 
na Martin , secretario . . 

1852 Abril 14. R. Decreto declarando que la* deudas de los ayuntamientos no 

pueden exigirse por la via de apremio , ni aun por ut ejecutiva , por 

que áeüdse opone el sistema de contabilidad municipal. 

Es una decisión de competencia suscitada entre el Gobernador de Se- 
villa y uno de los jueces de aquella capital, cuyo testo no insertamos 
porque en esta Isla no están vigentes la ley de 8 de Enero de 1845, ni 
el Real decreto de 12 de Marzo de 1847, en las que la resolución se 
funda. Igual razón nos asiste para omitir la cita é inserción de otras de- 
cisiones posteriores dictadas en el mismo sentido. 

1853 Febrero 21. Reglamentos para los juicios verbales de paz y de menor 

cuantía . 

Se insertarán en sus artículos respectivos. 

1855 Abril 30. Ordenanza de los tribunales de cuentas . 

TITULO QUINTO. 

De los alcances y desfalcos . 

Art. 59. Para hacer efectivos los alcances que resulten de las cuentas, el tribu- 
nal en sala contenciosa abrirá expediente, encabezándole con certifica- 
ción del cargo ó descubierto, y delegando sus facultades en la autori- 
dad administrativa de quien sea subalterno el alcanzado, la cual proce- 
derá por la via de apremio contra las fianzas y bienes de éste y contra 
los demas que como fiadores, como testigos de abono, ó como jefes del 
alcanzado puedan tener responsabilidad subsidiaria, guardando el órden 
correspondiente y procediendo con arreglo á las leyes administrativas, 
ordenanzas generales y disposiciones que sobre la materia rigen en ul- 
tramar. 

72 1856 
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Art 60. 
Art. 61. 

Art. 62. 
Art. 63. 

Art. 64. 

Art. 65. 
Art. 66. 

.Art. 67. 
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Eí tribunal vigilará sobre el curso de estos expedientes y exijirá que 
la autoridad delegada le dé partes periódicos de su estado; removerá 
con sus. providencias Jos entorpecimientos que ocurrieren, y cuidará de 
que se le remita en tiempo oportuno el documento formal que justifi- 
que el reintegro del alcance. Este documento' deberá expresar circunstan- 
ciadamente la forma y las especies en que el reintegro se haya verificado. 

En los procedimientos de cobranza y responsabilidad pecuniaria de 
desfalcos causados por empleados, y averiguados ántes de las cuentas ó 
faéra de ellas, los respectivos jefes del alcanzado estarán sujetos á la juris- 
dicción y vigilancia del tribunal; debiendo darle parte sin demora, como 
de la formación de todo expediente de esta naturaleza, y procederán en 
ellos como en los alcances, al tenor de lo prevenido en los dos artículos 
precedentes. 

Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de la acción 
administrativa, que directamente corresponde sobre dichos jefes á la au- 
toridad del gobierno y del superintendente general, ni de la jurisdicción 
criminal de los tribunales competentes. 

De las providencias definitivas que dicten los jefes delegados, asi en 
los expedientes de alcances, como en los de desfalco, podrán los intere- 
sados responsables apelar para ante el tribunal, interponiendo recurso 
dentro de los cinco dias siguientes al en que se les hubiesen hecho saber. 

No serán apelables sin embargo aquellas providencias en] que el de- 
legado ejecute simplemente preceptos determinados del tribunal; pero 
cuando estos consistan en providencias ó declaraciones de responsabili- 
dad independiente de la discusión de las cuentas, ó no comprendidas 
en ellas contra segundos responsables, los interesados podrán dentro 
del término de diez dias recurrir al tribunal para ser oidos en la via 
contenciosa. 

Los recursos expresados en los dos artículos anteriores solo suspen- 
derán la ejecución pendiente cuando los que los interpongan consignen 
el importe del descubierto por que proceda, en la caja de depósitos, ó 
en cualquiera otro establecimiento autorizado al intento, ó cuando al ad- 
mitirlos acordare el tribunal la suspensión por estimar segura la fianza, 
ó por otros motivos especiales. 

Los delegados remitirán al tribunal copia íntegra de la parte del ex- 
pediente que tenga relación con el incidente que hubiese motiv'ado la 
apelación. 

En las instancias de apelación ó de audiencia contenciosa, de que 
tratan los artículos sesenta y dos y sesenta y tres, se declarará conclusa 
la actuación con un escrito por cada parte; y si se ofreciese prueba cuan- 
do no la hubiese, el tribunal señalará, para practicarla, el término que 
estime prudente, y que no podrá exceder de treinta dias. Trascurrido 
este término, se dictará la resolución que proceda. 

En todos los expedientes de alcance ó desfalco y sus incidencias será 
parte el fiscal por lo relativo á las actuaciones del tribunal, y en estos 
liará de juez ponente uno de sus ministros. 
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1855 Abril 30. Reglamento para la ejecución de la Ordenanza anterior . 

PARTE SEGUNDA. 

TITULO SEGUNDO. 

CAPITULÓ CUARTO. 

De los procedimientos para la cobranza de los alcances que resulten á 
favor de la Hacienda • 

SECCION PRIMERA. 

De los alcances descubiertos pqr la Sala en el examen y juicio de las 

cuentas . . » 

• • . , * > v- • 

•-r ... • f ■ 

Árt. -532. Recibida qué sea por el ministro jefe que ejeritó la ponencia en mate- 
ria de reintegro, la certificación mencionada, en el artículo 67 de este 
reglamento, dará cuenta en sala, la cual acordará en seguida la orden 
oportuna para que la autoridad administrativa á quien tenga por con 
veniente delegar sus facultades, según lo dispuesto en el artículo 59 de 
la ordenanza, instruya y dirija el expediente por la via de agremio. 

Esta orden acompasada de una copia autorizada de la certificación 
de alcance se comunicará por la secretaria de la sala árla autoridad de- 
légáda/la cual acttsárá su recibo dentro de las veiétieu^tró horas si- 
guientes 1 de la en que se verificó, y dispondrá lo conveniente para que 
sin levantar mano se proceda á hacer efectivo el reintegro del alcance. 

SECCION SEGUNDA. 

De los alcances descubierto p por las autoridades administrativas antes 
de remitir las cuentas al tribunal . 

Art. 83. Los procedimientos para la cobranza de alcances y desfalcos descu- 
bierto^ por las autoridades administrativas antes de remitir las cuentas 
al tribunal, serán dirigidos por los jefes de los alcanzados bajo la depen- 
dencia de la sala. 

Art. 84. Las autoridades ó agentes administrativos que, por resultado de los 
arqueos, visitas, recuentos, denuncias, ó por cualquier otro medio 
oficial ó extraoficial, tuviesen noticias de que en sus dependencias ó en 
otras existe algún alcance, cualquiera que sea el ramo, renta ó servicio á 
que pertenezca, <5 la autoridad ó jefe de que inmediatamente dependa el 
alcanzado, pondrá bajo su mas estrecha responsabilidad en conocimiento 
del jefe que debe instruir el expediente cuantos datos y antecedentes 
puedan contribuir al descubrimiento del alcance y pronto reintegro del 
fisco. 

Art. 85. El jefe instructor del expediente, con 'asistencia del interesado ó per- 
sona que le representé cuando pueda ser citado al efecto procederá por 
sí mismo á verifica* desdé luego las visitas, arqueos, recuentos y demas 
operaciones que puedan poner de manifiesto la verdad del alcance ó falta 
de fundamento de la denüncia. Soló en el caso de absoluta imposibilidad 
que se expresará en el expediente, podrán encomendar los jefes la prác- 
tica de estás diligencias á otro funcionario, que deberá ser de igual ó 
mayor categoría que el presunto alcanzado. 
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Art. 86. 

Art. 87. 
Art. 88. 

Art. 89. 


Art. 90. 


Art. 91. 

J 

Alt. 92. 


Art. 98. 


Art. 94. 


APREMIO. 

• Si de las diligencias expresadas en el artículo anterior y por los trámi- 
tes establecidos en los artículos 71 y 74 de este reglamento se declarase 
la responsabilidad del funcionario público, se acordará inmediatamente 
la suspensión de este, dando cuenta al superintendente general y nom- 
brando una persona que sustituya al suspenso mientras recae la supe- 
rior resolución. 

Para autorizar todas las diligencias á que diese lagar la instrucción 
del expediente de reintegro se nombrará un secretario por el jefe ins- 
tructor. 

Dentro de las veinticuatro horas siguientes á la declaración de respon- 
sabilidad de que trata el artículo 86, se dará al tribunal un parte sucin- 
to de lo ocurrido. Seis dias después se hará la remesa de un extracto 
de cuanto resulte de las diligencias practicadas hasta entónces con inser- 
ción literal del acta ó diligencia de que resulte la comprobación de exis- 
tencia del alcance. 

La sala del tribunal dictará en vista de tales antecedentes las pro- 
videncias que considere justas para la instrucción sucesiva ó reforma 
de vicios advertidos, en ejercicio déla atribución cuarta, artículo 12 
de la ordenanza. 


SECCION TERCERA. 

Disposiciones comunes a los expedientes de que tratan las dos secciones 

anteriores . 

- * 

La autoridad 6 agente administrativo que conozca de un expediente 
de reintegro por delegación, ó en virtud de su propia jurisdicción, en 
vista de la orden á que se refiere el artículo 82 ó ae la declaración de 
alcances mencionada en el 86*, requerirá á los alcanzados óá quien de 
ellos traiga causa ó los represente legalmente, al pago de la cantidad to- 
tal que se adeude á la Hacienda. 

Cuándo el pago no se verifique en virtud del requerimiento anterior, 
se unirá al expediente la escritura ó carta de pago de la fianza del res- 
ponsable, y sin mas trámites se aplicará á la satisfacción del alcance la 
parte que sea necesaria do los bienes, procediéndose á su venta. 

Si el valor total de la fianza cuando consista en dinero, su valor efec- 
tivo cuando haya sido prestada en documentos de la Deuda, ó la mitad 
del de su tasación cuando se halle constituida en fincas no se creyeren 
bastantes á cubrir el importe total de lá cantidad exigible por todos con- 
ceptos al alcanzado, se embargarán inmediatamente en primer lugar los 
bienes muebles y en segundo los inmuebles del responsable, hasta en 
cantidad bastante para asegurar el reintegro. 

Cuando la fianza consistiese en bienes inmuebles, que no pudiesen . 
venderse por falta de comprador, se adjudicarán á la Hacienda pública 
por las dos terceras partes de la retasa en la forma que establece para 
la Península la Real órden de diez de agosto de mil ochocientos treinta 
y cuatro, pasándose á las oficinas correspondientes un testimonio con los 
linderos de dichos bienes, á fin de que se haga la incautación de ellos 
á nombre del Estado, expidiéndose por la misma carta de pago con to- 
das las formalidades necesarias y en los términos prevenidos en el artí- 
culo 60 de la ordenanza. 

Cuando el reintegro del alcance no se hubiere realizado por completo 
con la aplicación real y efectiva del importe de la fianza, se dirigirá el 
apremio contra los bienes ó herencia del alcanzado que deban estar ya 
embargados pór virtud de lo que queda dispuesto en el artículo 92. 


Digitized by 


Google 



APREMIO. 565 

Sisndo insuficientes estos bienes, continuarán los procedimientos en 
* términos iguales á los que quedan establecidos, y en su lugar y caso con- 
tra los testigos abonadores, peritos, tasadores, funcionarios aprobantes 
de la información de abono, autoridades y asesores aprobantes de la 
fianza, jefes del alcanzado y demas que deban responder subsidiaria- 
mente con arreglo á lo que se previene en el artículo 59 de la ordenanza. 

Art. 95. Terminado el expediente por medio del reintegro, se remitirá al tri- 
bunal de cuentas, la competente certificación prevenida en el artículo 
60 de la ordenanza, á fin de que tenga lugar lo dispuesto en el artículo 
. 68 de este reglamento. 

Art. 96. Si después de haber procedido contra todos los responsables civiles y 
los declarados tales administrativamente, quedase aun sin cobrar algu- 
na parte del alcance, se declarará esta partida fallida, consultándose la 
providencia con la sala del tribunal de cuentas, la cual dictará la 
resolución que juzgue conveniente. 

Art. 97. También se consultarán con la sala todas las providencias que puedan 
causar algún perjuicio al fisco por haberse declarado la irresponsabili- 
dad de algún individuo. 

Recibida que sea en la sala la consulta, se comunicará al fiscal, y oido 
su dictamen, se confirmará ó revocará la providencia. 

En el primer caso se mandará llevar á efecto desde luego. 

En el segundo se continuará el procedimiento contra el individuo 
cuya responsabilidad se declare, salvos los recursos establecidos on la 
ordenanza y deslindados en este reglamento. 

Las demas providencias que no causen perjuicio al fisco, no se consul- 
tarán con la sala, pero los responsables podrán apelar de ellas en el 
tiempo y forma que establece el artículo 62 de la ordenanza. 

Art. 98. . Todas las resoluciones ó providencias de que se hace mérito en este 
capítulo, y cualesquiera otras que puedan causar perjuicio, se notificarán 
ala? personas contra quienes se proceda, bajo la responsabilidad del 
funcionario á quien corresponda la ejecución de la providencia. 

Las notificaciones se harán en persona, anotándose en la diligencia 
el día y hora en que se verifique y exigiendo que la suscriban los inte- 
resados á los cuales se entregará copia de la providencia en la parte que 
con cada cual tenga relación. „ 

Sj los interesados no supieren ó no quisieren firmar, se extenderá dili- 
gencia en que esto resulte á presencia de dos testigos, que la firmarán 
con el funcionario que la autorice. 

Art. 99. .Jílngtin jefe ó agente administrativo encargado de la instrucción 
>de un expediente de reintegro podrá suspender el apremio por su pro- 
pia autoridad, á no ser que con arreglo ai artículo 64 de laordenanza se 
hiciese la consignación de la cantidad reclamada, ó diere orden la sala 
para la indicada suspensión. 

CAPITULO QUINTO. 

De los expedientes de reintegro contra responsables ausentes y cuyo 

paradero se ignora . 

Art. 100. Guando no pueda requerirse de pago á los responsables por ignorarse 
el punto de su residencia, se hará su llamamiento en forma, acompa- 
ñando á este una certificación autorizada por el secretario con el Visto 
Bueno del jefe instructor del expediente, y en la cual se expresará el 
objeto de esta y cantidad á que ascienda la responsabilidad. 

El llamamiento se insertará en el primer numero inmediato del pe* 
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riódico oficial de la isla, sin perjuicio de remitirle también al punto 
en que se presuma que pueda residir el responsable. 

El llamamiento se hará tres veces con el intérvalo en cada una de 
nueve dias. 

Art. 101. Si en el término designado no compareciese el responsable, se unirán 
al expediente tanto el periódico oficial en que se hubieren insertado 
los llamamientos, como las contestaciones de las autoridades á quienes 
se hubiere dirigido alguna comunicación para la publicidad de aque- 
llos, y prévia la declaración de contumacia y rebeldía qué se notifica- 
rá en estrados, se procederá á las diligencias subsiguientes al requeri- 
miento de pago hasta hacer efectivo el reintegro. Las notificaciones 
que deban hacerse en persona á los interesados que no se hallen presen- 
tes, tendrán lugar en estrados desde la declaración en rebeldía. 

Art. 102. Cuando conste el domicilio de los responsables y por su ausencia 
no sea posible hacerles en persona las notificaciones expresadas, se 
acreditará asi por diligencia, dejándose en la casa en que ordinariamente 
habite el interesado, ó en su defecto én la del vecino mas cercano, una 
cédula expresiva de la notificación. Las notificaciones hechas en esta 
forma producirán el mismo efecto que las que tengan lugar en la 
persona con quien deba entenderse la diligencia. r ^ 

Art. 103. Cuando el procedimiento haya de dirigirse contri los responsables 
principales ó subsidiarios de que se trata en Iá secéióñ'^rimera, capítulo 
tercero de este título, y se ignore también su paradéro, ie les llamará en 
la forma que queda establecida dntes de hacerse la declaración admi- 
nistrativa de su responsabilidad. 

Art. 104. El responsable que se presente después de lá declaración de rebel- 
día, tendrá que áceptar el estado en que se halle el expediente; pero 
podrá tomar parte en la forma legal, en la instrucción sucesiva del 
mismo. 

Art. Í05. Pasado un afio y un dia después de terrnffiádó en rebeldía el expe- 
diente de reintegro, no podrá ser oida reclatftiicíon alguná ni admitido 
recurso á las partes. 

Art. 106. Para la declaración de rebeldía en la segunda instancia, basta la no 
comparecencia de las partes en el término señalado y la sala podrá decla- 
rarla de oficio ó á petición fiscal. Las providencias en <pie se declaren co- 
tumaces á los no comparecientes se publicarán en el periódico oficial 
de la Isla, haciéndose las ulteriores notificaciones en Iós estrados del tri- 
bunal. 

. j ■» 

1855 Mayo 6. R. O . para que por las tercerías sobre apelación no se suspenda el 

procedimiento de apremio . 

No se inserta porque se incluyó en la Instrucción vigente. 

1855 Setiembre 28. Decreto de la superintendencia reformando el procedimien- 
to para la cobranza de los créditos de la R . Hacienda . 

No se inserta por que fué adicionada en Real orden de 
27 de Enero de 1854. 

1850 Marzo 5. Real órden dictando varias disposiciones para el cchiro por apremio 

de los débitos[liquidados en favor de la Hácienda. 

Primera secretaria de Estado. — Ultramar. — Nüm. 387. — Éxcmo. Sr.-- 
Enterada la Reina (q. D. g.) de las reformas propuestas por Y,. E. en la 
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nueva instrucción que para el cobro por apremio de los débitos liquida- 
dos á la Hacienda somete Y. E. á su Real aprobación con carta numero 
579 de 7 de Noviembre del año anterior se lia servido mandar: 

X.° Qúe subsista- el segundo grado de apremio cuya supresión no estima 
S. M. procedente. 

2. ° Que .se yerifiquela rebaja propuesta por Y. E. en el tanto por ciento 

de los recargos, quedando establecidos los siguientes. En el primer grado 
el tres por ciento sobre los primeros quinientos pesos, y medio por cien 
to sobre el exceso para los primeros contribuyentes, y el tres por ciento 
sobre los- primeros milpesQS y el uno sobre el exceso para los segundos 
contribuyentes. En el segundo grado basta quinientos pesos; el seis por 
ciento; basta mil el cinco; hasta dos mil el cuatro; hasta tres mil el tres; 
hasta cuatro mil el dos; hasta cinco mil y en adelante el uno. En el ter- 
cer grado: hasta quinientos pesos el ocho por ciento; hasta mil el siete; 
hasta dos mil el seis; hasta tres mil el cinco; hasta tres mil arriba, el cua- 
tro. Como complemento de esta parte de la reforma S. M. quiere que se 
prohiba como lo hizo respecto á la Península el art. 8. ° del Real de- 
creto de 23 de julio de 1850 la exacción por los apremios de toda canti- 
dad que no sea la de los recargos expresados, imponiéndose á los ejecu- 
tores la obligación de satisfacer las dietas de los auxiliares y peritos de 
la comisión con arreglo á arancel, en vez de exigirlas al deudor, como 
hasta ahora ha sucedido. 

3. ° Que se amplié según se propone el término que el apremio , de primer 

grado fija para el pago á quince dias si el deudor es primer contribu- 
yente y á seis si lo es segundo. 

4. ° Que no se haga alteración en lo dispuesto por el art. 9. ° de la ante- 

rior instrucción, que no permite la entrega al ejecutor del importe de su 
recargo hasta después de terminados y aprobados por ,1a Intendencia 
los procedimientos de apremio. 

5. ° Que subsista también lo dispuesto en la anterior instrucción respec- 

to álas formalidades y diligencias que el ejecutor debe practicar cuando 
no encuentre en la casa del deudor individuo alguno á quien puedan 
hacerse las correspondientes notificaciones ó entregas de papeletas. 

6. ° Que debiendo subsistir, como se ha dicho en el artículo primero de la 

presente Real órden, el apremio de segundo grado no puede admitirse 
el embargo de bienes inmuebles simultáneo, con la conminación al 
pago ó apremio de primer grado que como consecuencia de la supre- 
sión de dicho segundo grado se propone. Deben pues ejercitarse co- 
mo hasta aqui gradual y sucesivamente los tres medios de apremios. 

7* ° Que se lleve a cabo la reforma propuesta, en cuanto á la adjudicación al 
fisco después de dos remates sin resultado de las fincas embargadas si no 
prefiere la Hacienda por determinación del Intendente arrendarlas ó vol- 
verlas á sacar oportunamente á subasta gozando en todo caso el deudor 
del derecho de tanteo, p.ero en el concepto de que son admisibles en los 
remates las posturas que cubran las dos terceras partes de la tasación, 
sin necesidad de expeder ni en poco ni en mucho este tipo que es tam- 
ben el que debe servir para la adjudicación en su caso á la Hacienda 
por resolución del Intendente y fijándose en cuatro dias el plazo dentro 
del cual puecje el deudor hacer uso del derecho de tanteo. 

8.° Que se consigne el principio de que en las tercerías de dominio se 
suspendan jos procesamientos únicamente en lo relativo á los bienes 
objeto de la tercería hasta la decisión del tribunal competente; y que 
en las de prodición de créditos no se suspenda el apremio pero se con- 
serve en deposito el producto en venta de los bienes disputados para 
su adjudicación al acreedor qee sea declarado de mejor derecho. 
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9. ° Que Be consigne también en la nueva instrucción el precepto de que 
en ella no están comprendidos los alcances ó débitos á que se refieren la 
ordenanza y reglamento del tribunal de cuentas, en los cuales, aténdida 
su distinta naturaleza, debe procederse cón entera sujeción á lo que la 
misma ordenanza y reglamento determinan con sugeccion á las anterio- 
res prescripciones, es la voluntad* de S. M. que se redacte de nuevo la 
instrucción para esta clase de procedimientos, sometiéndola Y. E. á su 
Real aprobación á la mayor brevedad posible y remitiendo suficiente 
numero de ejemplares impresos para dos efectos procedentes en esta 
secretaría del Despacho. De Real órden lo digo á V. E. para su inteli- 
gencia y cumplimiento. Dios guarde á Y. E. muchos años. Madrid 5 de 
Marzo de 1856. — Zavala.— Sr. Superintendente de la Isla de Cuba. 

1856. Julio 10. Instrucción para la administración de fondos de propios y arbi- 
trios . 

Véase en Administración Municipal pág. 182 el capítulo V que 
trata del modo de proceder contra los deudores á los fondos munici- 
pales. , 

1857 Enero 5. A A. *obre apremio á procuradores . 

Véase en la parte doctrinal pág. 498. 

1857 Enero 24. Instrucción aprobada por Real órden de esta fecha para la co- 
branza administrativa de. los débitos liquidados a favor de la Real 
Hacienda . 

Al t. 1. ° Con arreglo al art. 8. ° de la ley de *20 de Febrero de 1850 se con 
siderarán gubernativos todos los procedimientos de la cobranza, sin ex- 
ceptuar los que llevan consigo medidas coactivas contra las personas 
y bienes de los deudores, no pudiendo mezclarse en ellos los tribuna- 
les y juzgados de ningún fuero mientras solo se trate del interés de la 
Hacienda para con los contribuyentes, colectores, administradores, ar- 
rendatarios de Rentas y sus fiadores. 

Art. 2. ° En cualquier estado del procedimiento gubernativo podrán los intere- 
sados pedir que se les oiga en justicia ante el juzgado de rentas, siem- 
pre que se allanen á realizar préviamente el pago, ó la consignación en 
arcas reales del importe del débito y de los recargos qúe correspondan 
al estado de apremio. 

Art, l ó. ° En todas las poblaciones donde haya administración de rentas ter- 
restres o marítimas, habrá un ejecutor de apremios nombrado por el in- 
tendente general. En las capitales podrá haber dos ó mas según lp exi- 
jan las necesidades del servicio. 

La dotación de estos ejecutores consistirá exclusivamente en el tanto 
por ciento de recargos sobre los débitos que establece esta Instrucción. 

Los ejecutores ejercerán sus obligaciones solamente eíi la jurisdicción 
territorial de la administración á que correspondan. 

Cuando un deudor tenga su residencia en punto distinto de la ubica- 
ción de su finca, los apremios personales se harán por el ejecutor del pun- 
to de la residencia, y las demas düigencias de cobro se practicarán por el 
ejecutor del punto donde esté situada la finca. Para lo primero el ejecu- 
tor originario del apremio, que siempre lo será el del distrito adminis- 
trativo en que haya de verificarse el pago, pasará las diligencias con el 
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Art. 4. ° 

Art. 5. ° 

Art. 6.° 
Art. 7.° 

Art. 8.° 
Art. 9. ° 

Art. 10. 

Art. 11. 
73 


oficio al ejecutor del punto de la residencia del deudor. Este ejecutor, así 
que practique los apremios personales, devolverá las diligencias al ori- 
ginario cargándose los derechos que le correspondan por arancel, los 
cuales le serán abonados oportunamente por cuenta del tanto por ciento 
que devengue el dicho ejecutor originario. 

En todo caso la Intendencia queda con facultad de comisionar al eje- 
cutor, que le parezca conveniente, para que practique los apremios en 
cualquier punto. 

Los administradores de las rentas y tributos extenderán certificados 
de los débitos definitivamente liquidados no satisfechos por los contri- 
buyentes ó responsables por cualquier concepto en el distrito de su car- 
go, para cuyo cobro se hayan empleado ya sin resultado los requeri- 
mientos de pago y gestiones gubernativas de costumbre. 

Estos certificados, que han de ser individuales y expresivos del nom- 
bre y domicilio del deudor, y de la procedencia y cuantía de la deuda, 
se remitirán á la Intendencia general, solicitando que para su cobranza 
por medios coactivos se libre comisión al ejecutor de apremios. 

La Intendencia expedirá sin demora despachos de comisión acom- 
pañados de las certificaciones de débitos, autorizando á los ejecutores 
respectivos á proceder al cobro por la via de apremio, en el órden de 
medios coactivos que esta Instrucción prescribe. 

No podrán sin embargo expedirse despachos de apremio contra deu- 
dores de la clase de agricultores, durante los meses de Enero, Noviem- 
bre y Diciembre de cada año. 

* Los tres medios coactivos que han de emplearse serán: 1. ° conmi- 
nación al pago con recargo sobre el débito, y señalamiento de quince 
dias para el pago si el deudor es primer contribuyente, y de seis si es 
segundo contribuyente. 2. ° Apremio con ejecución y venta de bie- 
nes muebles. 3. ° Apremio con ejecución y venta de bienes inmue- 
bles. Estos medios se aplicarán gradual y sucesivamente, sin hacer uso 
de uno de ellos hasta que se hayan apurado los recursos del anterior. 

El ejecutor de apremios en ningún caso recibirá de los contribuyen- 
tes cantidad alguna, ni aun del tanto por ciento de recargo que le cor- 
responde, y cuyo importe se entregará íntegro en poder de la oficina 
encargada de la recaudación á la vez que el de la deuda cobrada. Ter- 
minado y aprobado por la Intendencia el procedimiento de apremio, 
sé mandará entregar al ejecutor lo que por recargo le tocare. 

Para la aplicación del primer medio de apremio se extenderá una pa- 
peleta de conminación firmada por el administrador respectivo, en que 
se requiera de pago al deudor bajo los términos que explica el art. 7. ° 
y la pena de satisfacer un recargo de un tres por ciento sobre los pri- 
meros 500 pesos del débito, y un medio por ciento sebre el exceso de 
esta cantidad hasta su total importe. Establécese este recargo para los 
primeros contribuyentes, pues los segundos contribuyentes serán pena- 
dos con el recargo del tres por ciento sobre los primeros mil pesos, y el 
uno por ciento sobre el exceso. 

El ejecutor hará este requerimiento al contribuyente por medio de 
la entrega de la papeleta al mismo, ó á cualquiera individuo de su fami- 
lia ó servicio, que no sea menor de edad Cuando el ejecutor no encuen. 
tre individuo alguno de la familia ó servicio del contribuyente, volve- 
rá segunda vez en el mismo dia á la hora en que ordinariamente aque- 
lla se halle en casa, y si tampoco encontrare persona alguna hábil to- 
mará por testigos del hecho á dos vecinos, y se considerará como entre- 
gada la papeleta. 

El recargo del primer grado de apremio se entiende devengado por 
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el ejecutor, y debe pagarlo el deudor desde el momento en que se le 
notifique dicho apremio. 

Art. 12. Transcurrido el término señalado en las papeletas de conminación, se 
avisará inmediataménte poj el administrador ó colector al ejecutor, si el 
contribuyente moroso ha satisfecho ó no su descubierto. En el caso afir- 
mativo el ejecutor dará por terminadas las diligencias de apremio, y las 
remitirá á la Intendencia para Su aprobación y efectos correspondientes; 
pero si resultare no haberse realizado el pago, procederá dentro de las 
24 horas á la aplicación del segundo medio coactivo de ejecución y 
venta de bienes muebles. 

Art. 13. Notificada al deudor la providencia de ejecución, se procederá inme- 
diatamente al embargo y depósito de los bienes muebles que le per- 
tenezcan, á no ser que en el acto presente persona abonada que se cons- 
tituya responsable ae los efectos embargados. 

Art. 14. Serán exceptuados de embargo y venta para el pago de débitos, proce- 
dentes de impuestos ó tributos: 1. ° Los ganados destinados al cultivo 
de la finca ó acarreo de los frutos, y los carros, áperos, máquinas y de- 
más instrumentos de labor. — 2.° Los instrumentos, herramientas ó 
útiles que los artesanos necesiten para sus trabajos personales. — 3.° 
La cama compuesta de las piezas ordinarias del deudor y su consorte, 
y la de los hijos que vivan en su compañía y bajo su potesdad. — 4. ° 
Los libros propios de los profesores de jurisprudencia, medicina, ense- 
ñanza y demas facultades científicas. — 5.° Los uniformes, armas y 
equipos de los militares. — 6. ° Los esclavos destinados á la labor de los 
ingenios y al cultivo de cualquiera otra clase de fincas se considerarán 
como parte de ellas, y no podrán embargarse en concepto de bienes mue- 
bles. 

Art. 15. El ejecutor hará el inventario y embargo de efectos delante de 
dos testigos, y en el acto requerirá al deudor para que nombre un 
depositario que se encargue de la custodia y conservación de aquellos. 
Si el deudor no nombra depositario, ó el nombrado no ofrece garantía 
suficiente, el ejecutor nombrará otro que desde luego se encargue de los 
efectos embargados. 

Art. 16. Todo vecino domiciliado en el mismo pueblo sino se hallare física- 
mente impedido, está obligado á aceptar el encargo de depositario de los 
efectos embargados, cuando fuere nombrado por el ejecutor; pero tendrá 
derecho al abono de los gastos que el depósito le cause. 

Art. 17. Cuando no pueda verificarse el embargo porque el deudor se niegue 
á abrir las puertas de su casa, ó de cualquier otro modo oponga resis- 
tencia, el alcalde ordinario, celador respectivo ó el capitán de partido, 

. cuya autoridad invocará el ejecutor, prestará á éste los auxilios necesa- 
rios para que continúen sin interrupción los procedimientos. 

Art. 18. La tasación de los efectos se hará inmediatamente por un perito nom- 
brado por el ejecutor, y otro que nombrará el deudor, nombrando un 
tercero el alcalde en caso de discordia entre aquellos* Este puede ser re- 
cusado hasta tres veces. También nombrará el alcalde el perito corres- 
pondiente á la parte del deudor, cuando este se negare á designarle ó no 
lo hiciere dentro de 24 horas. 

Art. 19. La venta se hará en pública subasta dentro de los tres dias siguientes 
al del embargo, en el sitio y hora que se habrá señalado con anticipa- 
ción por medio de auncio público, notificándose ántes al deudor la pro- 
videncia. El administrador de rentas reales ó persona que le represente 
presidirá el acto de la subasta, y será quien determine el lugar, sitio y 
hora del remate, que se ha de anunciar por medio de cartel público ó 
pregón, según lo exijan las costumbres de cada localidad. 
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Art. 25. 

Art. 26. 
Art. 27. 


Art. 28. 
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Será postura admisible la que cubra, las dos terceras partes de la ta- 
sación, y si aquella no se presentase en el espacio de dos horas después 
de abierto el remate, se admitirá la que llegue á la mitad del valor de la 
tasa, siempre que cubra el importe del débito y el recargo del apremio. 

El depositario de los efectos embargados entregará el producto de la 
venta al colector á administrador á quien corresponda, y éste lo aplicará 
ante todas cosas á cubrir el débito á la Real Hacienda, y de lo que so- 
brare se satisfarán los recargos del apremio. 

Cuando el valor de los efectos hallados al deudor no alcanzare á cu- 
brir el débito y los recargos, se extenderá el embargo á los frutos y ren- 
tas pendientes que le pertenezcan, encargándose el depositario de su re- 
colección ó cobranza. 

Si no hubiere embargo de frutos ó rentas pendientes, los procedimien- 
tos del ejecutor se considerarán terminados en cuanto al segundo grado 
de apremio, con la venta de los bienes muebles embargados. En el caso 
contrario quedará abierto el apremio hasta la recolección ó cobranza de 
lo pendiente, siempre que su valor se estímase por cálculo prudencial 
suficiente á cubrir el déficit del débito y las costas. 

Terminado el apremio de segundo grado, y no habiéndose obte- 
nido el total reintegro, el ejecutor dará cuenta al administrador res- 
pectivo, quien dispondrá sin demora que se proceda al apremio de ter- 
cer grado por medio del embargo y venta de bienes inmuebles. 

Recibida la órden del administrador, el ejecutor procederá á embar- 
gar los bienes inmuebles del deudor en cantidad suficiente á cubrir su 
responsabilidad. Si no constare su valor por tasación auténtica reciente, 
procederá á hacerlos tasar por medio de peritos nombrados -en la forma 
prescrita por el art. 18. Cuando para seguridad del débito hubiere fin- 
ca hipotecada expresa ó tácitamente, se dirigirá contra ella el apremio 
de tercer grado preferentemente. 

En seguida se anunciará la venta de la finca 6 lincas embargadas y 
tasadas con plazo de 30 dias, no solo en el mismo pueblo donde se ha- 
llen radicadas, sino también en ios inmediatos. Estos anuncios, que siem- 
pre se dispondrán por el administrador, se publicarán por medio de car- 
tel fijado en los sitios de costumbre y por inserción en los periódicos, 
debiendo contener entre las demas circunstancias de la finca los gravá- 
menes que sobre sí tenga, ó de no tener ninguno; lo cual se acreditará 
en el expediente con certificación del anotador de hipotecas. 

La venta se verificará en pública subasta y con la debida solemnidad, 
presidiendo el acto el administrador de rentas respectivo; pero consta- 
rá de un solo acto de remate, sin que después de él puedan admitirse 
pujas de décimo, cuarto ú otra alguna. Serán admisibles en estos rema- 
tes las posturas que 'cubran las dos terceras partes del valor déla tasa- 
ción, sin necesidad de exceder ni en poco ni en mucho este tipo; si no 
hubiese licitador que así lo ofrezca, se retasará la finca y se subastará 
nuevamente en los propios términos. Cuando tampoco en esta 2. su- 
basta hubiere postura admisible, la Hacienda queda facultada por reso- 
ucion del Intendente ya para hacerse dueña de la finca por las dos ter- 
ceras partes de la retasación en pago de su crédito, ya para arrendarla 
por su cuenta hasta el completo reintegro del débito y las costas, ya pa- 
ra volver á ponerla en subasta si se presentase oportunidad. En todo ca- 
so el deudor gozará del derecho de tanteo, siempre que lo establezca en 
el plazo de cuatro dias. Tendrán aplicación á este apremio las reglas que 
para el de 2. ° grado quedan prescritas, en cuanto le sean aplicables. 

Por razón de costas del segundo y tercer grado de apremio no se exi- 
girá á los deudores otras cantidades que las siguientes. 
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En el apremio de 2. ° grado hasta 500 

pesos iuclusivede débito el 6 p.g 

De 501 hasta 1000, el 5 p.g 

De 1,001 hasta 2000, el 4 p.g 

De 2,001 hasta 3,000, el 3 p.g 

De 3,001 hasta 4,000, el.. 2 p.g 

De 4,001 en adelante, el 1 p.g 

En el tercer grado hasta 500 pesos in- 

clusiue de débito, el 8 p.g 

De 501 hasta 1,000, el 7 p.g 

De 1,001 hasta 2,000, eL 6 p.g 

De 2,001 hasta 3,000, el 5 p.g 

De 3,001 en lo adelante, el 4 p.g 


Art. 29. 

Art. 30. 
Art. 31. 


Art. 32. 

Art. 33. 

Art. 34. 
Art. 35. 
Art. 36. 


Estos recargos serán cobrados de las cantidades líquidas en deudas y 
se entienden devengados por el ejecutor y deben satisfacerse por los deu- 
dores desde que sean estos notificados. Las dietas de los peritos ó de los 
auxiliares las abonará el ejecutor por cuenta de los recargos que le cor- 
respondan, y con arreglo á arancel; pues los deudores no sufrirán otra 
exacción por los apremios, que no sea la de los recargos expresados, y 
el importe del papel sellado que se invierta en las diligenoias del apre- 
mio. 

El curso de las diligencias de apremio se suspenderá cuando se alegue 
en tercería prelacion ae dominio, entendiéndose esa suspensión respecto 
solo de los bienes, objeto de la tercería. Por las tercerías de prelacion de 
créditos no se suspenderá el apremio, pero se conservará en depósito el 
producto en venta de los bienes disputados para su adjudicación, al 
acreedor que sea declarado de mejor derecho. 

En todo caso á la terminación del apremio remitirá el ejecutor á la 
Intendencia las diligencias originales para su examen y aprobación, ó 
para que se adopten las providencias oportunas. 

Todas las reglas que establece esta instrucción para el procedimiento 
de apremio tendrán aplicación á la cobranza de débitos ó descubiertos 
de arrendatarios de rentas ó derechos de colectores, de administradores 
y de cualesquiera otros empleados que resulten alcanzados ó incurran 
en desfideo por el manejo de los fondos públicos, y no se les admitirá re- 
curso alguno judicial ó contencioso, mientras no entreguen ó consignen 
en arcas reales el importe de su descubierto. 

Para con los administradores, colectores y empleados que dieren lu- 
gar al apremio por retrasos ó desfalcos según las instrucciones respecti- 
vas, el procedimiento deberá empezar por el depósito del dinero, libros 
y demas documentos pertenecientes á la "cobranza, do que se halle en- 
cargado el apremiado, formalizando un inventario que será firmado por 
el deudor, el depositario y el ejecutor. 

Con respecto a los arrendatarios de rentas públicas la sumisión á es- 
tos procedimientos de apremio gubernativo, se tendrá por condición ge- 
neral implícita de todos sus contratos, aun cuando no se exprese en los 
pliegos de la subasta. 

Las reglas contenidas en esta Instrucción empezarán desde luego á re- 
gir, aplicándose también á los expedientes de apremio que estén en cur- 
so, así que se llene el medio coactivo que á la sazón se ejecute. 

Se exceptúan los expedientes incoados en que se hubieren rematado 
ya los bienes del deudor, los cuales se seguirán actuando hasta su con- 
clusión en los juzgados en que radiquen. 

No se comprenden en esta Instituccion los alcances ó débitos á que se 
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refieren la ordenanza y reglamento del tribunal de cuentas, en los cuales 
atendida su distinta naturaleza, debe procederse con enter% sujeción á lo 
que la misma ordenanza y reglamento determinen. 

1857. Abril 2. Con decreto de esta Jeeha se publicó por la superintendencia de la 

Habana la precedente instrucción . 

1857. Julio 4. Real orden aprobando el A. A. de 5 de Enero. 

Véase en la parte doctrinal página 498. 

1857. Julio 28. Decreto del gobierno superior civil aumentando los derechos de 
los comisionados de apremio , para la cobranza de créditos municijHiles. 

“Habiéndose observado que no es suficiente la asignación de dietas 
señaladas por el artículo 54 de la instrucción de 10 de Julio de 1856 á 
los comisionados de apremio de impuestos municipales, en atención á 
que el importe de esa asignación no remunera á los comisionados los tra 
bajos que se les imponen para la ejecución del apremio contra los deudo- 
res morosos eñ el pago de la contribución, be acordado qne por ahora se 
aumente al 8 y 6 por 100 el 1 y el J señalado en el artículo citado para el 
primer medio ó acto coactivo contra los deudores de la contribución muni- 
cipal y que para el segundo y tercer medio coactivo se asigne al comi- 
sionado de apremio el doble de dicho 8 y 6 por 100. seguu que sea me- 
nor ó mayor de 500 pesos la cantidad por que se ejecute el apremio.” 

Lo que comunico á V. para su inteligencia, la de la Corporación 
municipal que preside y demás efectos. 

Dios guarde á V. muchos años. Habana 29 de Julio de 1857, — 
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APRENDIZ, APRENMIáBE-V Ar- 
tes Y OFICIOS. 

APROVECHAMIENTOS. -T- Llámase así 
uno de los ramos cuyos productos ingre- 
san en la administración terrestre, y que 
no puede considerarse como una renta 
por su eventualidad. Compónese de lo 
que producen los efectos que se enage- 
nan pertenecientes á la Hacienda y que 
por excluidos no tienen aplicación algu- 
na. 

En la oficina de rentas terresties solo 
se conoce este ramo desde el año de 1852, 
en que tratándose de dar una nueva for- 
ma al sistema de contabilidad, filé colo- 
cado entre los demas que constituyen las 
indicadas rentas. . ¡ 

Sus productos han ascendido á $8, 025 
5 J rs., distribuidos del modo siguiente en 


cada uno de los tres años 

que se expre- 

san: 



En 1854 

$2,671 

4 

En 1855 

3,594 

2J 

En 1856 

1,759 

7 


$ 8,025 

6J 


ARANCEL DE ADUANAS -Es la ta 

bla ó lista de todos los géneros, frutos y 
efectos que ásu entrada, salida ó tránsito 
por un territorio deben pagar derechos, 
y el importe de estos según su clase, su 
procedencia y la bandera bajo la cual na-, 
vegan. Es regla casi universal el que los 
aranceles se redacten por órden alfabéti- 
co para facilitar su examen y consulta, 
siendo la ley á que tienen que sujetarse 
los empleados de aduanas. 

No nabiendo sufrido modificación en 
la época á que se van refiriendo nuestros 


Anales la tarifa que sirve de guia para 
el cobro de derechos con que han de con- 
tribuir á las rentas de aduanas las mer- 
cancías que entran ó salen por los puer- 
tos habilitados de la Isla, no tenemos mo- 
tivo alguno que nos obligue á detener- 
nos en materia tan importante, que así 
es base del comercio como del mayor 6 
menor aumento de los productos de aque 
lias rentas, tan íntimamente enlazadas 
en sus intereses con los de aquel. Por 
eso creemos que nunca será bastante 
cuanto contribuya al establecimiento de 
un buen sistema arancelario en armonia 
con las exigencias de la época y con las 
innovaciones que en esta parte principal 
del ramo de aduanas, que tanto influye 
en los adelantos del pais, han estableci- 
do las naciones que van al frente de la 
marcha comercial, estadística y económi- 
ca del siglo. 

Existe una junta establecida expresa- 
mente para proponer todo cuanto tenga 
relación con los aranceles, compuesta 
del Intendente general de ejército y 
Real Hacienda, del administrador gene- 
ral de rentas marítimas, y de varios co- 
merciantes y hacendados, con un secre- 
tario para redactar los acuerdos. Esta 
junta, así como la directiva para los de- 
mas asuntos de Hacienda, es un cuerpo 
consultivo en materia de aduanas y aran- 
celes: sus deliberaciones son por consi- 
guiente unos informes que para adquirir 
fuerza obligatoria necesitan la aproba- 
ción del intendente general en primer 
término y definitivamente del Gobier- 
no supremo. 

Véase por lo demas, cuanto acerca de 
esta materia hemos dicho en el artículo 
Aduanas y Aranceles , el afio de 1855, ca- 
pítulos 1. ° y 2. ° 


ARANCEL JUDICIAL. 

En los Anales del año de 1855, hemos publicado el arancel 
judicial con todas las disposiciones modificatorias desde su esta- 
blecimiento hasta la fecha; mas como en él se contienen algunas 
expedidas en el afio de 1856, creemos oportuno hacer en este vo- 
lumen una indicación de ellas para que se puedan encontrar con 
facilidad cuando se necesiten á cuyo efecto atamos las páginas de 
dichos Anales de 1855 en que se insertaron. 

1856. Enero 28. Circular del Gobierno, mandando que los capitanes de 
partido cesen de percibir toda obvención ó emolumento cualquie- 
ra que sea su naturaleza, con la sola excepción por ahora de los 
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PAGINAS. 

derechos que les están señalados en los juicios yerbales y de 

conciliación y de los que devenguen cuando actúen en los asun- 
tos que como auxiliares y delegados de los alcaldes mayores, 
jueces de partido, les encomiendan los artículos 2 y 10 de la 
Real cédula de 30 de Enero de 1855. (Número 447). 504 

1856 Febrero 11. AA. disponiendo no se exijan sellos judiciales por las 
providencias de sustanciacion que dictan los alcaldes mayores, 
ni tampoco para aquellas cuyos derechos no se pagaban antes 
al contado. (Números 448 y 449). 504 

” Marzo 8. AA. estableciendo que los juzgados dé Cuba y Puerto- 
Príncipe se arreglen en el cobro de derechos á los marcados en 
la segunda casilla del arancel oficial, ó sea la relativa á Matan- 
zas; y las demas jurisdicciones, como de entrada, á la tercera ó 
sea la casilla referente al resto del territorio. (Número 450). 504 

” Abril 12. Circular del Gobierno, declarando no ser judiciales sino 
gubernativos los expedientes de disenso paterno para contraer 
matrimonio, y por consiguiente que no devengan derechos en 
las actuaciones que practiquen los Tenientes gobernadores y Ca- 
pitanes pedáneos. (Número 451 ). 504 

” Mayo 29. AA. imponiendo la multa de $200 al escribano que no 
publicare en los periódicos la relación de las costas exhibidas en 
su escribanía y no satisfechas á los interesados, encargando al 
ministerio fiscal la vigilancia. (Número 424). 502 

” Octubre 16. Circular del gobierno disponiendo que cuando los Te- 
nientes gobernadores actúen, como jueces militares ó subdele- 
gados de rentas, puedan percibirlos derechos correspondientes 
según el arancel, pero no cuando desempeñan las funciones de 
alcalde mayor, inherentes á su cargo político, de que habla el 
artículo 28 de la Real códula de 30 de Enero de 1855. (Núme- 
ro 452). 604 

” Diciembre 4. AA. determinando que cuando en las tasaciones se 
hiciese alguna rebaja, después de pagada la Real Hacienda, es- 
ta sufrirá la disminución que á prorata le corresponde. (Núme- 
ro 413). 501 

” Diciembre 29. Circular del gobierno disponiendo que los abogados 
y procuradores se eliminen de la clasificación general formada 
por los ayuntamientos, debiendo abonar los que la egerzan'el 
2 por 100 de las costas procesales que devenguen, que será re- 
caudado por el colector ó tasadores de la Real Hacienda al tiem- 
po de la del 4 por 100 que percibe el Estado. (Número 455). 504 
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ABBITRO. 

1. Denomínase así la persona en 
quien las partes se comprometen para 
ajustar y decidir sus respectivas preten- 
siones; y si ese compromiso reúne la cir- 
cunstancia de autorizar al que se elije por 
juez, para que discrecionalmente falle sin 
sujetarse á los trámites y formalidades 
del enjuiciamiento, ya entonces adquiere 
el nombre de arbitrador , amigable com- 
ponedor. 

2. Dos son, pues, las formas en que 
el compromiso puede redactarse; y como 
las reglas á que una y otra han de some- 
terse reúnen á la diversidad de su esencia 
distinto carácter, según se contraigan á 
negocios comunes ó cuestiones mercanti- 
les, explicaremos con la posible brevedad 
los principios á que respectivamente han 
de sujetarse, dividiendo el presente artí- 
culo en cuatro partes. Se tratará en la 1. ^ 
de quienes pueden nombrar y ser nom- 
brados árbitros, y de la forma y solemni- 
dades del compromiso. La aceptación de 
este, sus efectos y modos de concluirse 
serán el objeto de la 2. 03 Se explicarán 
en la 3. 03 los trámites que han de guar- 
darse en el juicio arbitral y modo de pro- 
ceder en caso de discordia entre los árbi- 
tros. La 4. 03 se contraerá á los recursos 
de que se puede hacer uso contra el pro- 
nunciamiento del árbitro ó del arbitrador 
y cuando causa ejecutoria. 

CAPITULO I. 

Del nombramiento de los árbitros y 
de las formas y solemnidades del 
compromiso* 

3. Todo el que tiene aptitud para 
comparecer y defenderse en juicio la tie- 
ne igualmente para celebrar por sí ó por 
medio de apoderado expresamente auto- 
rizado para ello el compromiso en árbi- 
tros, que no esotra cosa que una medida 
discrecional eficazmente recomendada por 
la ley, para evitar, siempre que las cir- 
cunstancias lo permitan, las estorsiones, 
gastos y molestias de una contienda ju- 
dicial. Aplicable es este temperamento á 
toda clase de negocios, pero no sin excep- 
ción. Una y muy marcada hay que reco- 


nocer en el caso en que se trate de sepa- 
ración ó divorcio entre marido y mujer. 
Exceptúanse también las cuestiones de es- 
tado, es decir aquellas en que se ventile 
la condición de esclavitud ó libertad, el 
parentesco, la paternidad ó la filiación! Y 
por último, todas aquellas en que tenga 
interes ó deba ser representado el minis- 
terio público (ley 24, título 4. ° ,j)art. 3. «*• ) 

4. El fundamento de estas excepcio- 
nes fácilmente se comprende. No permi- 
tido el divorcio por acuerdo espontáneo 
entre los cónyuges, mucho menos ha de 
serlo por la decisión de un particular, 
que no puede tener mas fuerza ni mas 
autoridad que la que le dá el avenimien- 
to de los litigantes, y es claro que lo que 
estos no pudieran por sí libremente resol- 
ver, mal podrían hacerlo por medio de un 
tercero, cuyas facultades no es dable ex- 
cedan del límite que reconozca la volun- 
tad de los que lo elijen. 

5. En las cuestiones de estado, en que 
también bajo cierto aspecto se ha podido 
incluir el matrimonio, la trascendencia 
del fallo que se dicte no se reduce á so- 
lo los que litigan. Comprende á sus des- 
cendientes y consanguíneos, á todos los 
que de ellos llegasen á tener causa ó pro- 
cedencia, y claro es que puntos de tal en- 
tidad, ni pueden someterse á la aprecia- 

I cion de un particular, ni habría jamas so- 
bre ellos ejecutoria, sin que la autoridad 
pública calificase las pruebas que media- 
ban y designase la condición y el lugar 
que en cada familia pueden y deben los 
litigantes ocupar. 

6. Los negocios en que el ministerio 
público se halle interesado, no pueden 
por albedrío de los que litigan salir de la 
mano del juez. Si otra cosa se hiciera, 
equivaldría en cierto modo á permitirles 
disponer de lo que no les pertenece, y co- 
mo ni el mismo fiscal es dueño, sino de- 
fensor de los intereses sometidos á su vi- 
gilancia, claro es que propiamente no 
hay parte legítima para comprometerlos 
en nn arbitramento. 

7. Hay empero en todo delito una 
responsabilidad civil que, si las partes 
quieren, puede muy bien ser objeto ya 
de transacción ó ya de arbitramento. Lo 
que en ese particular acuerden, ni dismi- 
nuye la responsabilidad penal del delin- 
cuente, ni sale del círculo de intereses 
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rivados, en que cada uno es dueño de 
isponer libremente. 

8. Ademas de las causas que dejamos 
indicadas, excluye del juicio arbitral el 
código de procedimiento francés Jas que 
versen sobre mandas y donaciones de 
alimento, uso ó habitación (artículos 
1003 y 1004); y en verdad que no encon- 
tramos paraello razón satisfactoria. La tras- 
cendencia del objeto que se disputa no 
ea motivo para excluirlo del compromiso, 
porque bajo ningún concepto sale de la 
esfera del dominio particular, y los gastos 
y molestias del procedimiento judicial no 
son tan peqtieños, qüe cuando se pueda 
omitirlos, deje de convenir al mismo que 
opta por los alimentos. Condenarlo á liti- 
gar necesariamente ante el juez ordinario 
es hacer su. causa, que todos consideran 
privilegiada, de peor condición que las 
demas; y cuando entre dos medios escojo 
el mas breve y el mas económico, no se- 
ria justo privarle de la libertad de hacer- 
lo. Por fortuna en nuestro derecho nada 
hay que á ello se oponga. 

9. La causa radicada ante juez com- 
petente no puede someterse al mismo pa- 
ra que la falle como árbitro. ¿A quó ni 
para quó habría de aceptar esc carácter, 
si su autoridad emana cíe la ley y el nom- 
bramiento de las partes? Antes que 
ampliarla mas bien la coartaría. Pero si 
aquel pleito le quisiesen meter en poder 
del en tal manera que lo librase por ave- 
nencia de las partes ó en otra guisa cual 
ól tuviese por bien, asi como amigo co- 
munal, cesa entonces la prohibición: el 
juez ordinario puede si le parece bien ha- 
cerlo ( ley 24 cit.) Los oidores no pueden 
aceptar arbitramento de causa que pueda 
ir ala Audiencia, ni de pleito comenzado 
ante ellos, salvo si el negocio se compro- 
metiere en todos los oidores de un audi- 
torio, ó con -Real licencia (ley 5, tít. 11, 
lib. 5, nov. rec.) 

10. En el fuero común puede ser ár- 
bitro el mayor de 18 años, aunque menor 
de veinticinco, si las partes enteradas de 
esa circunstancia lo elijiesen. No puede 
recaer el nombramiento: 1. ° En la mu- 
ger, ni aun para arbitradora, á pesar de 
que hay quienes para ello le conceden 
aptitud, á condición de que si es casada 
obtenga la licencia del marido; pero como 
la ley no establece semejante excepción 


no nos parece admisible: 2. ° En el sier- 
vo: 3. ° En quien por sentencia dictada 
enjuicio criminal estó privado de los de- 
rechos civiles: 4. ° En el mudo, ciego, 
sordo ó fátuo: 5. ° Y finalmente en el 
religioso. El clérigo no tiene impedimen- 
to para ser nombrado ( ley 3, tit. 4, part . 3, 
y 3, 4 y 5. tit. 1, lib . 11, nov. rec.) 

11. Al mismo contrario, no en calidad 
de árbitro pero sí en la de arbitrador, se 
puede someter la reparación del tuerto ó 
deshonra que se le haya hecho, v valdrá 
lo que resuelva si lo hace con moderación, 
pues si cosa desmesurada mandase, se en- 
mendaría á albedrío de buen varón (ley. 
24, tit. 4, part. 3. ** ) 

12. A los impedimentos indicados hay 
dos que agregar en los negocios mercan- 
tiles: l.°La menor edad. 2.° No saber 
leer y escribir (art. 266 ley de enj.) 

13. Si después de celebrado el cojn- 
promiso aparece que el árbitro tiene inca- 
pacidad legal, la parte que lo nombró es- 
tará obligada á elegir otro, y no hacién- 
dolo, lo verificará el tribunal de oficio, su- 
cediendo lo mismo si el que hizo el nom- 
bramiento era sabedor de la tacha y el 
otro interesado la ignoraba (art. 267.) 

14. Permitido como es el compromiso 
fuera de los casos que dejamos indicados, 
hay sin embargo uno en que no solo es 
permitido, sino obligatorio. Nos contrae- 
mos á las cuestiones provenientes de la so- 
ciedad mercantil. Toda diferencia que en 
tre los socios ocurra se decide por jueces 
árbitfos, háyasc ó no estipulado así en el 
contrato de sociedad (art. 323 cod. de com.) 

15. ¿Hay en los juicios algún trámite 
ó algún estado que excluya el arbitramen- 
to? Ninguno: antes de empezar, abierta ó 
cerrada la discusión, fallado ó por 
fallar el pleito, aun teniendo la parte 
sentencia ó sentencias en su favor pasa- 
das en cosa juzgada, sabiéndolo, puede 
comprometerlo en árbitros (ley 4, tit. 17, 
lib. 11, nov. rec .) 

16. ¿En qué forma? ¿Será necesaria es- 
critura pública, ó documento escrito, ó 
bastará cualquier otro medio de prueba 
para acreditar el compromiso? Distinga- 
mos. Si se trata de negocio mercantil, el 
compromiso puede celebrarse de cuatro 
modos. 1. ° En escritura pública. 2. ° Por 
escrito presentando de conformidad en el 
pleito, si ya estuviese comenzado. 3. ° 
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Por convenio ante el juez avenidor. 4. ° 
Por documento privado que ambas partes 
suscriban. Si no saben leer ni escribir, 
no pueden celebrar compromiso en con- 
trata privada. Pudiéranlo hacer en un pe- 
dimento judicial, pero no será eficaz an- 
tes de su ratificación ( ley de enj. arts. 256 
y 257.) 

1 7. Todos los medios indicados y otros 
análogos serian adaptables para los nego- 
cios del fuero común. Supliría al tercero 
el convenio ante el juez de paz, y aun 
una contrata privada que otorgasen los 
que no supiesen firmar, no extrañaríamos 
que se admitiera en juicio, si libre y es- 
pontánéamonte apareciera ratificada. Am- 
pliar á mas de esto los medios de compro- 
bación, y aceptar como quiere Gregorio 
López, la prueba de testigos, no nos pa- 
rece hacedero. Entiende aquel eminente 
jurisconsulto que la ley aconseja, pero no 
impone por condición la escritura publica ó 
privada, y deduce de aqui que no es de 
esencia en el contrato, y que puede esto com- 
probarse con el dicho délos que su celebra- 
ción presenciaron. Fácil es sin embargo co- 
nocer, que esté raciocinio descansa en un 
supuesto inexacto, y que las palabras del 
legislador distan mucho de reducirse .á 
una mero insinuación de conveniencia. 
Claras y terminantes dicen que u de todas 
estas cosas que las partes pusiesen entre 
sí cuando el pleito meten en mano de ave- 
nidores, deve ende ser fecha carta por ma- 
no de escribano ú otra que sea sellada de 
sus sellos, porque non pueda y nacer des- 
pués ninguna dubda.” El precepto y su 
saludable mira, que es también su prin- 
cipal fundamento, no pueden ser mas es- 
plícitos. Creemos de consiguiente, que en 
materia en que tanto conviene conocer con 
precisión las facultades que se otorgan y 
restricciones que se imponen á los árbi- 
tros, seria indiscreto y sobre indiscreto 
injurídico dar entrada á la prueba de tes- 
tigos. 

18. La ley de enjuiciamiento civil 
que rije en la Península, y que en lo con- 
ducente trasladamos al pié de este artícu- 
lo, no solo impide sobre este punto toda 
duda, sino que exijo que el compromiso 
se formalice necesariamente en escritura 
pública, so pena de nulidad. Preferible 
nos parece el sistema que habia' sanciona- 
do la ley de 24 do Julio de 1830. 


19. Celebrado el compromiso por 
cualquiera do los medios que el párrafo 
16 explica, debe hacer expresión de las si- 
guientes circunstancias. 

1. Los nombres, apellidos y vecin- 
dad de los interesados. 

2. * El negocio sobre que versa la 
contienda que se sujeta al juicio arbitral. 

3. a Los nombres, apellidos y vecin- 
dad de las personas que se nombran por 
árbitros, explicándose si el nombramiento 
se ha hecho de común acuerdo, ó si cada 
interesado ha elejido el suyo. 

4. ** El nombramiento do tercero pa- 
ra el caso de discordia, ó bien la designa- 
ción de la persona á quien se dé facultad 
paro hacerlo. 

5. ^ El plazo dentro del cual estarán 
obligados los árbitr.os á dar sentencia,- y 
en el que deberá el tercero dirimir la dis 
cordia si la hubiere. 

6. 05 Si el fallo ha de causar ejecutoria, 
ó si quedan á salvo á los interesados los 
recursos de derecho, bien pagando alguna 
multa por via de indemnización en favor 
de la parte vencedora cuya cuota se fija- 
rá, ó bien sin. esto gravamen. 

7. La multa en que haya de incur- 
rir el que dejare de cumplir con los actos 
necesarios paro que el compromiso tenga 
efecto. 

8. 63 La fecha del. acta. 

Es esencial la expresión de las tres pri- 
meras circunstancias, bajo pena de nulidad 
del compromiso (art. 252.) 

20. Esto para árbitros. Para amiga- 
bles componedores se suprimen las cir- 
cunstancias 6. 03 y ’ 7. que no les com- 
prenden: sí las demas. En lugar de las dos 
excluidas, contendrá necesariamente ól 
compromiso- bajo pena de nulidad, el pac- 
to de la multa en que habrá de incurrir el 
interesado que no se conforme con el lau- 
do que se pronuncie (art. 297:) 

2 1 . Para los negocios de l¿i j ur isdiccion 
ordinaria conviene que la escritura se su- 
jete al modelo de la ley 106, tít. 18, part. 3. 
Esa ley, así como la 23, tít. 4 de la propia 
partida exigen el señalamiento de una 
pena al que dejare de cumplir lo que el 
árbitro hiciere ó juzgare. ¿Será valido el 
compromiso otorgado sin esa solemnidad? 
Escriche, Arrazola y otros autores de no- 
I ta están por la afirmativa, fundándose l.° 
I En que según la letra y espíritu de la ley 
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1, tít. 1, lib. 10 de lanov. rec. el convenio 
de estar y pasar por lo que resolviesen 
los arbitradores, como todos los que, pro- 
ceden de la voluntad deliberada de perso- 
na apta para contraer, debe producir obli- 
gación eficaz. 2. ° En que la ley 4, tít. 17, 
lib. 11 de lanov. rec. no exije parala va- 
lidación de los compromisos en arbitrado- 
res la imposición de pena. Y 3. ° En que 
según las reglas que sirven de norma á 
los juicios de conciliación, tampoco se re- 
quiere para que los laudos valgan, aque- 
lla circunstancia, y si su falta produjese 
la nulidad dejarian de conseguirlas partes 
el provechoso resultado de dichos jui- 
cios, debiendo por lo mismo entenderse 
en cuanto á esto modificada la ley 23, tít. 
4, part. 3. 

22. Esta ley, mas exijente que la de 
24 de Julio, establece la multa asi para el 
compromiso de árbitros como para el de 
arbitradores. Reconoce sin embargo, que 
aunque se omita, valdrá el fallo ó laudo 
arbitral, si se guarda silencio diez dias 
después de la notificación; y prescindien- 
do de las ventajas ó inconvenientes que 
su observancia ofrezca, no siendo nuestro 
ánimo presentarla como un modelo de 
perfección en su género, creemos sin em- 
bargo, que no estando expresamente de- 
rogada, fuera aventurado en los compro- 
misos que se celebren echar en olvido su 
tenor. 

23. Permite ciertamente la célebre 
ley del ordenamiento de Alcalá, que en 
cualquiera manera que parezca que uno 
se quiso obligar á otro, quede obligado; 
pero ni fue esto dar aptitud para contra- 
tar á los que no la tuvieran, ni desnudar á 
los juicios de sus formas especiales, ni 
mucho menos permitir que un procedi- 
miento 'sui generis, en que á veces no 
tanto la ley como el buen criterio del que 
falla sirve de norma, se sustraiga de las 
condiciones á que por derecho estaba so- 
metido. Aquel texto no tuvo otra mira, 
que borrar de nuestros códigos la doctri- 
na, que copiada del romano, trató de in- 
troducir en España el tít, 11 de la parti- 
da 5 a sobre estipulaciones. Sin necesidad 
de que medie prometimiento con cierta so- 
lemnidad de derecho , haya sido ó no ante 
escribano, mediase ó no algún ausente, 
conocida la voluntad de obligarse esta, se 
respete. He aquí su precepto, no sin razón 


celebrado por cuantos han estudiado su 
espíritu filosófico. Nada hay allí que se 
dirija á modificar las reglas establecidas 
para el compromiso; y si en el caso de 
que se trata, el convenio se hace servir pa- 
ra compeler á los litigantes á que acuerden 
la multa y las demas condiciones necesa- 
rias para el arbitramento, ni el laudo se 
tendrá por nulo, ni dejará de ser cierto, 
que convenio celebrado por persona há- 
bil para contraer, recibiera su debido 
cumplimiento. 

24. Atendible fuera seguramente que 
la ley 4. 03 , tít. 17, lib. 11 de la nov. rec. 
que se cita, omitiese hablar de la multa, si 
su propósito hubiese sido explicar las 
condiciones necesarias para la validación 
del compromiso; pero si su objeto fué 
prefijar los casos en que procedian ó no 
la alzada y la instancia de revista, y en 
que lo determinado podia bajo de fianza 
llevarse á efecto ¿qué tiene de extraño 
que no descendiese á esta minuciosidad 
agena de su intención? Y si bien se me- 
dita, esa ley en su parte expositiva, an- 
tes que derogar reconoce la necesidad de 
la multa. Acaesce (asi dice) que las par- 
tes por bien de paz y concordia y por evi- 

I tar costas .... acuerdan de poner y com- 
prometer los ... . pleitos y contiendas en 
manos de jueces árbitros juris, para que 
determinen conforme á derecho, ó de 
jueces amigos, árbitros arbitradores y 
rometen de estar por la sentencia que 
i eren y de no reclamar de ellas so cierta 
pena. ¿Quién no vé aquí designada la 
multa de la ley de Partida? 

25. Si se tratara de saber si es ó no 
conveniente suprimir esa cláusula; nues- 
tro humilde juicio estaría por la afirma- 
tiva. Pero presupuesta la legislación, tal 
como existe y cual y con mayor exigen- 
cia se ha ratificado en la última ley de 
j enjuiciamiento, prescindir de este requi- 
sito, será dejar franca entrada al artículo 
de nulidad; si bien los que intenten pro- 
ponerlo, deben tener presente las resolu- 
ciones que por dos distintas salas de la 
Real Audiencia Pretorial se han dictado 
recientemente y publicamos en la parte 
legislativa. En ellas se declara que para 
la validez del compromiso no es necesa- 
ria la designación de pena. 

26. Los compromisos que en nego- 
cio mercantil se celebren por contrata 
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privada deben extenderse y firmarse en 
igual numero de ejemplares cuantas sean 
las partes, y uno mas para entregar á los 
árbitros ( art . 258.) 

27. Pueden las partes inadvertida- 
mentente haber omitido expresar en el 
compromiso. 1. ° El nombramiento de 
tercero para el caso de discordia entre los 
árbitros. 2.° El plazo dentro del cual 
se deba dictar la. sentencia. 3. ° Si esta 
ha de causar ejecutoria ó se puede con- 
tra ella establecer algún recurso. 4. ° La 
fecha del acta. Sin afectar á la esencia 
pudieran estas omisiones perjudicar el 
éxito del arbitramento, y la ley se ha 
encargado de suplirlas. Dispone respecto 
de la primera, que en los negocios comu- 
nes el juez ordinario elija el tercero, sién- 
dolo para los mercantiles el avenidor. 
En cuanto á la segunda, la de Partida 
previene que no designado plazo para 
el compromiso se termine lo mas posi- 
ble ayna, y á mas tardar dentro de tres 
años, y la de enjuiciamiento mercantil 
señala cien dias para la sentencia y trein- 
ta para dirimir la discordia. Sobre la ter- 
cera, no estipulada expresamente la re- 
nuncia de recursos, se entienden reserva- 
dos los que el derecho establece. Y acer- 
ca de la cuarta, si bien guarda silencio 
la ley de D. Alonso, no vemos dificultad 
en que se admita la declaratoria muy ra- 
cional de la mercantil, que dice: “Los 
compromisos que no tengan fecha se ten- 
drán por celebrados en el dia en que se 
haga su presentación á los árbitros ó á la 
autoridad judicial (L. 27, t. 4., part. 3 y 
art . 260 a¿263 inclusive* de la ley de enj .) 

28. Otorgado el compromiso con los 
requisitos explicados, es por derecho mer- 
cantil obligatorio para los que lo acorda- 
ron y sus herederos, aunque sean meno- 
res (art. 265.) Doctrina que difiere esen- 
cialmente de la que establece la ley de 
Partida. Esta quiere que muerto alguno 
de los otorgantes, se inhiban los árbitros, 
á menos que previsto el caso se hallen 
expresamente autorizados para continuar, 
que entonces podrían hacerlo aplazando 
primeramente los herederos del finado. 
(Ley. 28, t. y p. cit.) 

29. Por demas nos parece advertir 
que los efectos del compromiso no se ex- 
tienden á mas personas que á l$s que 
lo celebraron, aunque haya en el ne- 


gocio otros interesados (artículo 264.) 

CAPITULO II. 

De la aceptación del compromiso, 

sus efectos y modo de concluirse. 

30. Aunque creemos con Ilevia Bo- 
laños, que no es requisito esencial la a- 
ceptacion con juramento del nombra- 
miento de árbitro, una sana práctica tie- 
ne establecido que se llene esa formali 
dad con promesa de que ni por odio, ene- 
mistad, amor, temor, dádivas, ni otra 
causa se dejará de cumplir fielmente el 
encargo. lia aceptación de este no es en 
caso alguno obligatoria; pero después 
que expresa ó tácitamente se ha dado á 
conocer, puede el que la otorga ser com- 
pelido á desempeñar sus .funciones. 

31. Sin que se explique, ya se com- 
prende cual es la primera de estas dos 
clases de aceptaciones. La segunda es la 
que en defecto de una explícita manifes- 
tación, se infiere de antecedentes que la 
hacen presumir. Dos hay en la ley mer- 
cantil que producen este resultado. 1. ° 
No explicar la renuncia dentro de los 
ocho dias posteriores á la notificación del 
nombramiento. 2.° Cualquier acto ó 
gestión propia de esa investidura (arts. 
268 y 269.) El primero no seria suficien- 
te en el fuero común. El segundo no po- 
dría menos de estimarse por bastante. 

32. Aceptado el compromiso, si los 
árbitros dejasen de cumplirlo, el tribunal 
los apremiará á ello, diée la ley de 24 de 
Julio (Art. 271). La de Partida previene 
que se les señale término para que fallen, 
y “que si fuessen tan porfiados que non lo 
quisiessen facer, dévenlos después apre- 
miar teniéndolos encerrados en uña casa 
fasta que delibren aquel pleyto.” (L. 29., t. 
y p. cit.) Y no seria dudoso que se íes 
sujetaría á reparar el daño que su omi- 
sión ó rebeldía causase. 

33. Se admitiría sin embargo á los 
árbitros como justa excusa para desem- 
peñar el compromiso. 1. ° Que las partes 
por demanda y contestación radicasen 
el mismo pleito ante el juez ordinario. 
2. ° Que alguna de ellas injuriase á los 
árbitros, aun cuando después se arrepin- 
tiera y les diese satisfacción. 3. ° Por au- 
sencia en favor de la causa pública, ó ne- 
cesidad de sus negocios particulares. 4. ° 
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Y finalmente por enfermedad u otro obs- 
táculo insuperable. {Ley 30, i. y p. cita - 
da.) 

34. No permite la ley de 24 de Julio 
que los arbitradores sean recusados {art. 
301.) Otórgalo la de Partida por dos 
causas que nunca podrían desecharse. 

1. a Enemistad capital. 2.°^ Soborno. 
{L. 31, tít. y p. cit.) Y los árbitros, suje- 
tos como los demas jueces al saludable 
remedio de la recusación, pueden ser, in- 
hibidos por cualquiera de las causas si- 1 
guientes: I 

1. 05 El parentesco do consanguinidad 
con las partes litigantes dentro del 4. ° 
grado' y el de afinidad dentro -del segun- 
do, computado civilmente. 

2. La sociedad de comercio que exis- 
ta pendiente el pleito entre el árbitro y 
el litigante, aunque sea la accidental ó 
de cuenta en participación, pero no la 
anónima. 

3. a La amistad entre el árbitro y el 
litigante antes ó después de comenzado 
el pleito que so manifieste por una estre- 
cha familiaridad. 

4. a Si el árbitro dependiese del liti- 
gante en clase de factor, administrador,, 
ó bajo cualquiera otró gónero de depen- 
dencia ó relación de servicio que le pro- 
dujere sueldo ó interes en el giro del mis- 
mo interesado, ó si fuere su banquero ó 
comisionista durante ó después de haber 
el pleito comenzado. 

5. 03 Por haber recibido el árbitro del 
litigante beneficios de importancia para 
sí ó su familia, que empeñen su gratitud 
hácia el mismo. 

6. 03 Cuando medie odio ó resentimien- 
to contra el recusante por hechos conoci- 
dos, ó que en los seis meses anteriores al 
pleito, ó á la ópoca en que el árbitro hu- 
biere entrado en el ejercicio de sus fun- 
ciones le hubiese amenazado en disensio- 
nes privadas. 

7. 03 Si hubiere pleito pendiente entre 
el árbitro y el recusante ó le hubiere acu- 
sado criminalmente antes ó después de 
incoharse aquel, ó en cualquiera ocasión 
le hubiere hecho daño grave en su per- 
sona, honor ó bienes. 

8. 63 Si el árbitro hubiere recibido dá- 
divas del litigante, pendiente el pleito, ó 
hubiere dado recomendaciones sobre ól 
antes ó después de principiado. 


9. * Si hubiere revelado su opinión 
antes de la sentencia. 

10. Siempre que por cualquier causa 
ó relación, tenga el árbitro interes en las 
resultas del pleito. (L. de enj., arts. 97. y 
276) 

Si cualquiera de estos impedimen- 
tos existia antes del compromiso, y la 
parte instruida de ello aceptó el árbitro, 
no podría después inhibirle {art. 275.) 

35. Pueden las partes alegar la recu- 
sación ante los mismos árbitos, que desde 
entonces deberán abstenerse, ó ante el 
juez ordinario, quien procederá á su cali- 
ficación conforme á derecho. Para las 
cuestiones mercantiles está mandado que 
la recusación se proponga y pruebe en el 
termino preciso de ocho dias, ante el tri- 
bunal de comercio, y que su providencia, 
cualquiera que sea, cause ejecutoria (ar- 
rufo 277.) Los árbitros deben suspender 
las gestiones desde que se les presente cer- 
tificación do haberse propuesto la recu- 
ísaoion hasta que les’ conste la resolución 

| del tribunal, y entretanto no correrá el 
‘ término del compromiso. 

36. • Cesan los efectos de la aceptación 
| de este: 1. ° Por la revocación acordada 
por los partes. 2. ° Por pérdida ó muer- 
te de la cosa litigiosa. 3. ° Por haberse 
esta entregado á uno de los litigantes con 
promesa de parte del otro de no repetirla 
4. ° Por fallecimiento ó recusación del ár- 
bitro. 5. ° No aplicable á los negocios 
mercantiles, por muerte de alguno de los 
interesados. 6. ° Por el trasoursó del tér- 
mino convencional ó legal del compro- 
miso. 7.*° Y finalmente por la pronun- 
ciación deja sentencia ó del laudo. 

37. Los árbitros no pueden proceder 
á acto alguno de su encargo después de 
la revocación del compromiso, ó de la ce- 
sación de sus efectos por causa legal, ba- 
ja pena de nulidad de lo que actuaren y 
de responsabilidad á los perjuicios que 
con sus procedimientos ocasionen {artículo 
279.) 

CAPITULO I1L 

De los trámites que han de guardarse 
en el juicio arbitral y modo de pro- 
ceder en caso de discordia entre 
los árbitros. 

38. Aceptado el compromiso deberán 
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loftárbitos mandar se haga saber á los in- 
teresados que deduzcan sus respectivas 
pretensiones, acompañando los documen- 
tos en que apoyen su derecho, con seña- 
lamiento de un término que se gradua- 
rá con relación al plazo del compromiso, 
sin que pueda en ningún caso exceder de 
15 dias. La parte que no lo verifique será 
habida por contumaz, y si el compromiso 
contiene la 7. 03 circunstancia de que ha- 
bla el párrafo 19 se le declarará desde 
luego incursa en la pena á que alli se 
alude. 

39. De la pretensión y documentos 
que una parte presente se dará traslado 
á la contraria por término de seis dias 
precisos, y se le admitirán el escrito y do- 
cumentos que en su impugnación pro- 
duzca. En seguida sin mas escritos se re- 
cibirá á prueba el expediente por el térmi- 
mo que el plazo del compromiso y las cir - 
cunstancias del negocio aconsejen, en, cu- 
yo trámite se recibirán todas las que las 
leyes permiten para los juicios ordinarios, 
observándose en su práctica las formali- 
dades prescritas en el tít. 4. ° de la ley 
de enjuiciamiento; bien que si hubiese de 
examinarse algún testigo y este so resis- 
tiese á declarar, habrá de acudirse al tri- 
bunal de comercio para compelerlo. 

40. Concluso el término de prueba, 
sin necesidad de mandarse publicar las 
ministradas, los arbitros las examinarán, 
y si hallasen que alguna de las partes 
hubiere reservado documentos conducen- 
tes para la declaración del derecho con- 
trovertido, ordenaran de oficio su presen- 
tación 6 procederán á su reconocimiento 
si por su calidad no se pudiere aquella 
exijir. Pueden también si lo estiman opor- 
tuno, disponer que las partes juren posi- 
ciones. 

41. Hecho esto, se tendrá el juicio por 
concluso, notificándose asi á las partes y 
citándolas para la determinación final. 

42. Tal es el procedimiento que para 
el juicio arbitral en negocios mercantiles 
tiene establecido la ley do 24 de julio. 
En los del fuero común nada hay que dis- 
tinga sus trámites de los señalados para 
cualquiera pleito* ordinario, si bien en- 
tendemos que los términos han de guar- 
dar conformidad con el plazo del com- 
promiso, y que en lo posible se ha de pro- 
pender á evitar formalidades y dilacio- 


nes que no sean de absoluta necesidad 

43^ La sentencia ha de de ser confor- 
me á derecho, según lo alegado y proba- 
do, y se dará y firmará por todos los ár- 
bitros en el lugar donde se haya seguido 
el juicio, haciéndose seber á las partes an- 
tes de espirar el término del compro- 
miso. 

44. Estando discordes los árbitros, ha- 
rá sentencia la opinión del mayor núme- 
ro; y si los votos estuvieren á número 
igual 6 no se reuniesen dos conformes 
que hagan mayoría, extenderá cada árbi- 
tro su decisión en los antas y se remiti- 
rán estos al tercero en discordia 6 al juez 
avenidor en su caso para que la dirima. 
La decisión del tercero que haga mayoría 
caüsará sentencia (art. 289 y 290.) Igual 
procedimiento se guardará en los nego- 
cios ordinarios; pero como para ellos no 
existe juez avenidor, decidirá la discordia 
el tercero que el juez elija, cuando las 
partes ó los mismos árbitros no lo hayan 
designado. 

45. Si el tercero ó el juez avenidor no 
se conformare con la decisión de ninguno 
de los árbitros é hiciere voto diferente se 
remitirán los autos al tribunal de comer - 
ció (en el fuero común al juez ordinario) 
para que según los méritos del proceso, 
sin nuevas actuaciones dirima la dis- 
cordia. 

46. En el caso de que el tribunal no 
estuviere acorde en su decisión, se com- 
putarán los votos singulares de cada uno 
de sus individuos con los de los árbitros 
.y el tercero, y hará sentencia l»a decisión 
del mayor número (art. 291.) Esto no es 
aplicable al fuero ordinario. El juez sin 
atender á si su opinión queda empatada 6 
en minoría, fallará lo que considere ar- 
reglado á derecho. 

47. El procedimiento de amigables 
componedores se reduce á recibir de las 
partes y examinar los documentos que 
les entreguen relativos á sus diferencias, 
y dar su decisión o laudo, que firmarán 
entregando una copia autorizada á cada 
interesado (art. 298.) 

48. No están obligados á guardar trá 
mites ni dias festivos ni á fallar coníbime 
á derecho, sino según su leal saber y cn- 
entender, con tal que lo hagan de buena 
fé y sin engaño (ley 23, tit.y parí, cit.) Y es 
de notar que en dos negooios de comercio 
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si los amigables componedores estuvie*- 
ren discordes se reunirá con ellos el ter- 
cero nombrado y se estará á lo que resuel- 
va el mayor número de votos; pero que no 
habiendo mayoría, quedará sin efecto el 
compromiso ( art . 299.) En el fuero or- 
dinario se procedería conforme á lo que 
para la discordia de los árbitros dejamos 
explicado. 

49. Como todo esto se hace extraju- 
dicialmente, se suele pedir que el tribu- 
nal de comercio ó juez ordinario, lo san- 
cione y mande notificar el laudo á las 
partes: á lo que si se encuentra conforme 
con el compromiso, se defiere inmediata- 
mente. Esta es la homologación que extra- 
ñamos no hallar explicada en el Diccio- 
nario de la Academia. En el de legisla- 
ción y jurisprudencia de Escriche se de- 
fine de este modo. Palabra griega, que 
significa consentimiento ó aprobación. 
Llámase homologación el consentimiento 
tácito que dan las partes á la sentencia 
arbitral cuando dejan pasar diez dias des- 
de su pronunciamiento sin contradecirla, 
y la confirmación que da el juez á ciertos 
autos y convenciones para hacerlos mas 
firmes, ejecutivos y solemnes. 

CAPITULO IV. 

De los recursos que proceden contra 
los laudos. 

50. Tres son los recursos de que en 
los juicios de que nos ocupamos, se pue- 
de hacer uso: — apelación, — reducción áaL 
bedrío de buen varón, — nulidad. Excusa- 
mos explicar por demasiado conocida, la 
significación del primero y el último, re- 
mitiendo al lector á sus artículos corres- 
pondientes. El segundo consiste en la 
petición que se hace al juez ordinario (en 
los negocios mercantiles no procede) para 
que en términos de equidad y de justicia 
modérela resolución que maliciosamente 
ó con engaito hubiesen acordado los ar- 
bitradores ( ley 23, tít. y part . cit.) No di- 
ce la ley la cuantía del daño que se ha 
de experimentar para que esta reducción 
se pueda disponer. Los autores creen re- 
querirse que ascienda por lo menos á la 
sexta parte del todo de lo que se litiga; 
pero es lo cierto que nuestros códigos no 
la prefijan, y que su graduación se debe 


estimar reservada al prudente arbitrio 
del juez. 

51. La apelación se hade interponer 
para ante el superior, á quien en segunda 
instancia incumbe conocer del pleito re- 
suelto, no pareciéndonos admisible la 
doctrina que bajo el concepto de alzada 
permite levivir la primera instancia ante 
el juez ordinario. Autorizábalo cierta- 
mente la ley recopilada (4, tít . 17, lib. 11.) 
pero en los nuevos principios de enjui- 
ciamiento que gobiernan asi en la Penín- 
sula como en las provincias de Ultramar 
no vernos modo de que el primer fallo de 
la Audiencia pueda ser el tercero que en 
ningún pleito recaiga. Para el tribunal 
mercantil hay precepto expreso que lo 
prohibe {art. 294.) 

52. Si uno de los árbitros es clérigo 
y el otro seglar para ante el superior de 
aquel entienden Covarrubias y Acevedo 
que se debe interponer la alzada, porque 
el mas digno atrae á sí el menos digno: 
lo que nos parece absurdo. En los pleitos, 
la competencia no nace del carácter per- 
sonal del que los falla, sino de la índole 
ó circunstancias del asunto y del fuero y 
domicilio del demandado, y cuando ni 
aun de conformidad de partes se puede 
llevar al eclesiástico cuestión que no ver- 
se sobre materias religiosas, evidente es 
que en negocios del fuero común á la 
Audiencia y no á otro tribunal se podría 
acudir. 

53. Para interponer la apelación se- 
ñala la ley de partida diez dias. Prudente 
seria sin embargo no dejar trascurrir sin 
establecerla los cinco posteriores á la no- 
tificación, para evitar la duda asomada 
por Acevedo, de si es ó no aplicable á los 
árbitros el precepto de la ley 1, tít. 20, 
lib. 11, no v. rae., pues al observar que los 
cinco dias se señalan para cualesquiera 
causas civiles 6 criminales y de cualesquier 
jueces ordinarios 6 delegados , encontramos 
sobrado fundamento para la afirmativa. 
También de cinco dias es el plazo desig- 
nado por la ley mercantil. 

64. Aunque no se ha previsto en las 
partidas ni en la recopilación el modo de 
proceder cuando el compromiso se con- 
trae á pleito en que ya ha comenzado la 
segunda instancia, creemos que en todo 
asunto debiera hacerse lo que para enton- 
ces previene la ley de 24 de julio. Los jue- 
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cea árbitros, según el la, continuarán cono- 1 56. Éntre comerciantes enteradas las 

ciendo de la apelación por los trámites de | partes del laudo de los amigables com- 
derecho, y su decisión confirmando ó rovo- ! ponedores, queda a su arbitrio dejarloin- 
eando, causará ejecutorta, salvo el recur- 1 eficaz pagando la multa pactada en el com- 
so de injusticia notoria (ó el de casación) j promiso, q conformarse con su ejecución: 
en los casos en que este proceda. ( art 295.) ¡ mas si dentro de tres dias no consignaren 
55. Si con arreglo á los pactos del la multa en manos de los mismos arbitra- 
compromiso la sentencia arbitral causare dores ó en las del escribano de comercio 
ejecutoria, se procederá á su cumplimien- se entiende sin otra declaración, que con- 
tó sin admitirse contra ella apelación: 1 sienten el laudo, y este será ejecutivo co- 
mas si se demostrase que los árbitros se mo sentencia ejecutoriada (art. 302 y 303 
excedieron de las facultades que se les ¿ 57. Lo 'mismo sucede páralos nego- 

liabian conferido 6 que se, apartaron de cios del fuero ordinario con las tres si- 
las reglas ya explicadas del procedimiento guientes diferencias: 1. Que se puede 
podría el fallo dentro de sesenta dias de- ¡ pactar que aun cuando se pague la multa 
cirse de nulidad ante el tribunal de co* i el laudo se ejecute, y asi habría de verifi- 
mercio ó el juez ordinario, según el caso ! carse. %. Que el plazo para explicar in- 
debiéndose, sin embargo llevar á efecto, j conformidad no es dé tres sino de diez 
si el que ha obtenido presta la fianza de i dias. 3. ** Y finalmente que- la multa se 
la ley de Madrid (art. 292 y 293 y ley 4 podría exhibir 6 ante los arbitradores, ó 
lit. Í7 ¡ib. 11 ñov. rec.) Y si la Audiencia ante el juez, ó ante cualquier escribano, 
confirma el Mío arbitral no es admisible 58. De la ejecución de lo que los ár- 
suplicacion, nulidad ni otro remedio al- bitros ó los amigables componedores de- 
guno. Caso de revocación, en lo mercan- cidan toca conacer y proveer en justicia 
til procedería la revista y la injusticia á los tribunales de comercio ó jueces or- 
notoria conforme á la ley de 24 de julio dinarios. Las funciones d© aquellos, como 
Para los demas negocios se guardarían se ha dicho, terminan con el pronuncía- 
las reglas que en cuanto á casación esta- miento de la sentencia ó. del laudo. * 
blece la Real cédula de 30 de enero de 

1855. M. de A. 

h ramma, 

1849. Setiembre 25. Sentencia del Tribunal Supremo de Justicia , estableciendo: 
í. ° Que ha de estarse á las decisiones de los arbitradores que se im- 
pongan en los testamentos como leyes que son para los herederos y lega- 
tarios. 

2. ° Que para que rija este derecho excepcional es indispensable una 
determinación clara y expresa. 

En el pleito entre partes, de la unaD. Francisco Ferrer y Cabrera, ve- 
cino de San Bartolomé, y de la otra D. Francisco Cabrera y Ramírez, en 
concepto de padre y legítimo administrador de la persona y bienes de su 
hija doña Bernarda, vecinos del lugar de Tias, en la isla de Lanzarote, 
sobre inteligencia de la cláusula 33 ael testamento otorgado 
por el presbítero D. Francisco Cabrera v Ayala, en 14 de no- 
viembre -dé 1831, por la cual, después ae nombrar heredero á su 
hermano D. Leandro, y fallecido este, al hijo mas viejo que fuere varón 
de su sobrino D. Francisco, hijo de aquel, para que haya y goce los bie- 
nes bajo ladireccionde su padre, sin este por susdias tener otra obligación 
que darle cuentas por alimentos y vincularlos, si obtuviere licencia para 
ello; yen caso de que dicho su sobrina no tpvíere sucesión, pasase la he- 
rencia al hiio mas vieio de su hermana doña Catalina, dispuso que todo 
75 1856 
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aquel que entablare demanda judicial sobre alguna ó algunas de sus dis- 
posiciones testamentarias, si fuere legatario, perdiese el legado, y si fue- 
.re su heredero perdiese la herencia y pasase al segundo llamado, pues 
solo les permitía que, en caso de una duda, nombrara cada uno un letra- 
do que la deoidiese,, con cuya decisión deberían quedar conformes ambas 
partes, si*en ello no salieren acordes eligieran las partes un tercero ante el 
juez, y un escribano que diera fe, y de lo que el tercero dispusiese no 
habria recurso ni apelación y se cumpliría bajo lá pena de perder el le- 
gado,. si fuese legatorio, y la herencia, si heredero, y pasar el legado á los 
demas legatarios, y la herencia al sucesor, el cual pleito ha venido á este 
Supremo Tribunal por recurso de nulidad interpuesto por el D. Francis- 
co Ferrer y Cabrera, de la sentencia de revista dictada por el Regente y 
magistrados suplentes de la Audiencia de Canarias en 1. ° de febrero 
de 1847, por la cual, supliendo y enmendando la de vista, que confirmó 
la de primera instancia, se declara que la decisión de las dudas que pue- 
dan suscitarse acerca de la institución de heredero hecha por el presbí- 
tero D. Francisco Cabrera y Ay ala en su testamento de 14 de noviem 
bre de 1831, no se hallan sometidas al juicio de árbitros, ni comprendidas 
en la cláusula 33, y que corresponde exclusivamente á los tribunales de 
justicia. 

Visto: — Considerando que los litigantes tienen derecho á que sus dis- 
putas sean terminadas por los tribunales de justicia establecidos al efecto: 

Considerando que para variar este derecho, es indispensable una de- 
terminación clara y expresa de los mismos interesados, ó un mandato 
igualmente esplícito de quien puede darle. 

Considerando que para que proceda el recurso de nulidad, es necesa- 
ria la contravención en el fallo de una ley clara y terminante: 

Considerando que aun cuando pueda deducirse por la referida cláusu- 
la 33, que la voluntad del testador fué la de que todas las cuestiones que 
pudieran suscitarse, fuesen decididas en la forma que la misma establece, 
no hizo expresión clara del caso en que se disputase la calidad del here- 
dero: 

Considerando que las decisiones de los árbitros ó arbitradores, cuya 
circunstancia tampoco se explica, podían ser anuladas ó revocadas por 
los tribunales de justicia: 

Considerando, por ultimo, que bajo el referido concepto, tampoco pue- 
de decirse que la sentencia de revista causa gravámen irrepara ole; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lugar al recur- 
so de nulidad interpuesto por el D. Francisco Ferrer y Cabrera: y en su 
consecuencia, le condenamos en la pérdida del depósito, que se distribui- 
rá como la ley ordena, y en las costas. 


Ley de enjuiciamiento civil de 5 de Octubre de 1855. 

TITULO i* 

Art. 770. Toda contestación entre partes antes ó después de deducida , en juicio, 
y cualquiera que sea el estado de este, pueae someterse á la decisión de 
jueces árbitros. 

Art. 771. Las personas que no tienen aptitud legal para obligarse no pueden 
contraer este compromiso. 

Art. 772. No pueden comprometerse en árbitros las cuestiones del estado civil 
de las personas, ni las en que deba intervenir el ministerio fiscal con ar- 
reglo á las leyes. 
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Art. 773. 
Art. 774. 


Art. 775. 
Art. 776. 

Art. 777. 

Art. 778. 

Art. 779. 

Art. 780. 

Art. 781. 
Art. 782. 


Art. 783. 

Art. 784. 
Art, 785. 


> El compromiso ha de formalizarse necesariamente en escritura públi- 
ca y será nulo en cualquiera otra forma que se contrajere. 

La escritura ha de contener precisamente: 

1. ° Los nombres y domicilio de los que la otorguen. 

2. ° Los nombres y domicilios de los árbitros. 

3. ° El negocio que se someta al fallo arbitral, con espresion de sus 
circunstancias. 

4. ° La designación de tercero para el caso de discordia. 

No podrá conferirse por las partes la facultad de nombrarlo á ninguna 
otra persona. 

5. ° El plazo en que los árbitros y el tercero en su caso han de pro- 
nunciar la sentencia. 

6. ° La estipulación de una multa, que deberá pagar la parte que 
deje de cumplir con los actos indispensables para la realización del com- 
promiso. 

7. ° La estipulación de otra multa que el -que se alzare del fallo debe- 
rá pagar al que se conformaré con él, para poder ser oído. 

8. ° La fecha en que se otorgare el compromiso. 

La escritura en que falte cualquiera de las circunstancias expresadas 
en el artículo anterior será nula. 

El nombramiento de jueces árbitros no puede recaer masque en le 
trados, mayores de 25 años, y que estén en el pleno ejercicio de los dere- 
chos civiles. 

No se invalidará el compromiso aunque en cualquiera de los nombra- 
dos faltare alguna de las circunstancias prescritas en el artículo anterior 
pero la parte que haya nombrado al que no las reúna, será obligada á 
elejir en el término ae tercero dia á otro en quien concurran. 

Otorgada la escritura, se presentará á los árbitros y al tercero para su 
aceptación. 

De la aceptación 6 de la negativa se extenderá á continuación diligencia 
que firmarán con el escribano. 

Si alguno de los árbitros no aceptare, se obligará á la parte que lo hu- 
biere nombrado á que dentro de tercero dia elija otro, en el caso de que 
cada uno de los interesados hubiere hecho el nombramiento de su árbitro. 

Si cada parte no hubiere nombrado un árbitro, sino que de común 
acuerdo hubieren hecho el nombramiento, quedará sin efecto el compro- 
miso si no convinieren en el reemplazo del que no haya aceptado. 

Lo mismo sucederá si el que hubiere rehusado la aceptación fuere el 
árbitro tercero. 

Los árbitros pronunciarán su fallo sobre todos los puntos sometidos á 
su decisión dentro del plazo señalado en el compromiso. 

Este plazo correrá desde que aceptare el último. 

El en que debe dar su fallo el árbitro tercero correrá desde el dia en 
que se le hubiere dado conocimiento de la discordia que esté llamado á 
dirimir. 

La aceptación de los árbitros da derecho á cada una de las partes para 
compelerlos á que cumplan con su encargo, bajóla pena de responder de 
los daños y peijuicios. 

Los árbitros solo son recusables por causa que haya sobrevenido des- 
pués del compromiso, ó que se ignorara al celebrarlo. 

Los árbitros podrán ser recusados por las mismas causas que los de- 
mas jueces. 

La recusación debe hacerse ante ellos mismos. 

Si no accedieren, la parte que la haya propuesto podrá repetir la recu- 
sación ante el juez de primera instancia del partido en que resida el ár- 
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Art. 786. 


Art. 787. 


Art. 788. 
Art. 889. 

Art. 790. 


Art. 791. 
Art. 792. 


Art. 798. 
An. 794. 

Art. 795. 

Art. 796. 
Art. 797. 

Art. 798. 
Art. 799. 
Art, 800. 
Art. 801. 


bitro recusado, ó cualquiera de ellos si fuere recusado mas de uno. 

Mientras se sustancia el recurso de recusación ante el juez de primera 
instancia, quedará en suspenso el juicio arbitral, debiendo continuar des- 
pués que sobre la recusación haya recado ejecutoria. 

El compromiso cesa en sus efectos: 

1. ° Por la voluntad unánime de los que lo contrajeren. 

2. ° Por el trascurso del término señalado en el compromiso sin ha- 
berse pronunciado sentencia; sin perjuicio de la responsabilidad de los 
árbitros, si por su culpa ha trascurrido inútilmente dicho término. 

La muerte de los árbitros ó de cualquiera de ellos producirá los mismos 
efectos que la no aceptación. 

En este caso Se suspenderá el juicio, si hubiere comenzado; pero nom- 
brado que sea el que debe reemplazar al que hubiere fallecido, continua- 
rá desde el estado que tuviera al tiempo de la suspensión. 

Toda la sustañciacion del juicio arbitral se hará ante escribano. 

Aceptado- el árbitrage, los árbitros señalarán á los interesados un tér 
mino, que no podrá exceder de la cuarta parte del fijado en la escritura, 
para que formulen .sus pretensiones y presenten los documentos en que 
las apoyen respectivamente. 

Si alguno délos interesados no lo hiciere, continuará el juicio en su 
rebeldía; sin perjuicio de exigirle la multa estipulada por haber dejado de 
cumplir corrlos actos indispensables para la realización del compromiso. 

A pesar de esto, en cualquier estado del juicio en que se presente, se 
le oirá, sin retroceder en ningún caso. 

De las pretensiones y documentos que se presentaren, sé dará mutua- 
mente conocimiento á las partes interesadas por un término que no po- 
drá exceder de la cuarta parte del señalado para formularlas. 

Cada interesado podrá impugnar las pretensiones y documentos presen- 
tados por su contrario dentro del término señalado en el artículo anterior, 
y presentar los documentos que crea necesarios al efecto, manifestando 
al mismo tiempo si el juicio ha de recibirse á prueba 6 si no hay necesi- 
dad de ella. 

Pasado- el término, se recibirá el pleito á prueba si lo hubieren solicita- 
do ambas partes, o aun cupido una sola lo haya pedido, si ño hubiere 
conformidad sobre hechos de directa y conocida influencia en la cuestión 
sometida á los árbitros. * 

Aunque ninguna de las partes hubiere pedido prueba, los árbitros po- 
drán recibir á ella los autos, determinando* los hechos á que deba con- 
traerse. 

En este caso la prueba no podrá ampliarse á ningún otro punto. 

El término de prueba no podrá exceder de la cuarta parte del señalado 
en el compromiso. 

De las pruebas que seejecuten se permitirá tomar copiaá los interesados. 

Son admisibles en el juicio arbitral los mismos medios de prueba que 
en el juicio ordinario, y las diligencias que se propongan se practicarán 
con igual solemnidad y en la misma forma. 

Las tachas de testigos se han de proponer y probár dentro del término 
que queda señalado para la prueba. 

Concluido el término de prueba, los árbitros dictarán sentencia dentro 
del señalado en el compromiso que aun reste por correr. 

Los árbitros, si lo creen necesario, podrán oir á las partes ó á sus letra- 
dos antes de pronunciar sentencia. 

También podrán los árbitros: 

1. ° Exigir á las partes declaración' sobre hechos que no resulten 
probados. 
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2. ° Hacer venir á los autos cualesquiera documentos que conside- 
ren necesarios para su decisión. 

3. ° Ordenar el juicio pericial ó practicar cualquier reconocimiento 

por sí mismos. 

Art. 802. La sentencia arbitral deberá dictarse en los mismos términos y con 
iguales solemnidades que las que se han prevenido para las de los juicios 
ordinarios. 

Art. 803. La sentencia ha de ser conforme á derecho, y á lo alegado y probado. 

Art. 804. Si hubiere conformidad entre las árbitros, se notificará su sentencia á 

las partes interesadas, dentro de los tres dias siguientes al en que fuere 
pronunciada. 

Art. 805. Si no hubiere conformidad, dentro de los mismos tres dias se notifica- 
rán á las partes los votos que hubiesen dado, y se pasarán los autos al 
tercero, extendiéndose la oportuna diligencia en que se haga constar de 
bidamente. 

Art. 806. El árbitro tercero podrá oir á las partes ó á sus defeQSores antes de pro- 
nunciar sentencia, y decretar las demas diligencias de que habla el artí- 
culo 801. 

Art. 807. El voto del tercero, en lo que conviniere con el de cualquiera de los 
árbitros constituye sentencia, 

Art. 808. Los puntos eh que no conviniere con ninguno de ellos, se someterán 
al fallo del juez de primera instancia competente para que los decida. 

El fallo del juez será sentencia, sea 6 no conforme con el de cualquie- 
ra de los árbitros. 

Art. 809. Contra la sentencia arbitral se dáol recurso de apelación. 

Ars. 810. El recurso de apelación tendrá lugar: 

1. ° Cuando alguno de los interesados se creyere agraviado por la 
sentencia. 

2. ° Cuando en el juicio se hubiere cometido alguna nulidad por falta 
de las solemnidades, 6 por la inobservancia de los trámites que quedan 
establecidos. 

Art. 811. El recurso de apelación debe interponerse dentro de cinco dias. 

Art. 812. Este término empezará á correr desde la notificación de la sentencia, 
bien sea dictada de común acuerdo por los árbitros, o por decisión del 
tercero, ó por el juez de primera instancia en sus casos respectivos. 

Art. 813. No será admitido elrecursode apelación sin que el quelo interponga haya 
satisfecho la multa estipulada al que preste su conformidad á la sentencia. 

Art. 814. La apelación se interpondrá y admitirá para a ite la Audiencia del ter- 
ritorio. 

A.rt. 815. La sustanciaron de las apelaciones se acomodará á las reglas estable- 
cidas para las segundas instancias en los juicios ordinarios. 

Art. 816. Contra la sentencia de la Audiencia, confirmatoria ó revocatoria de 
fallo de los árbitros ó del juez de primera instancia en su caso, se dá el 
recurso de casación, cuando y en la forma en que procede en los juicios 
ordinarios. 

Art. 817. Si el compromiso se celebrare para fallar un pleito que se halle en se- 
gunda instancia, los árbitros continuarán estacón arreglo á 'derecho, y 
su fallo surtirá los mismos efectos que el de la Audiencia. 

Art. 818. Contra este fallo solo habrá el recurso de casación en los casos en que 
procede en los juicios ordinarios. 

En este caso, ademas de lo establecido para la admisión de los recursos 
de casación, deberá preceder el pago de la multa estipulada en el com- 
promiso. 

El título 16 de la ley de enjuiciamiento civil trata del juicio de ami - 
gábles componedores. 
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1856 Junio 25. Sentencia dictada por la Real Audiencia de la Habana estable- 
ciendo: 

1. ° Que él sometimiento á árbitros acordado en juicio de paz des- 
truye la escritura pública anterior otorgada sobre el mismo objeto . 

Y 2.9. Que la omisión de pena no invalida el convenio celebrado en di- 
cho juicio , porque las leyes 26 y 35 del tit. 4 ° part . 3. 05 están 
modificadas por la ley 4. ^ , tít. 1 7, lib. 1 1 , Nov. Rec. 

Auto definitivo de primera instancia. 

Habana Enero 22 de 1856. — Visto: Examinado este expediente que 
con el carácter de económico se formó en la alcaldía de 2. ° voto de 
esta capital para llevar á efecto lo acordado en juicio de conciliación en- 
tre D. F. A. y D. P. G. y S.: visto el pedimento de A. de f. 181, y el 
artículo de la ley de enjuiciamiento que ha recomendado: visto el escri- 
to de G. de la 193; visto el documento de compromiso de la 189, del 
Cual no aparece que los expuestos A. y G. se impusieran pena alguna de 
no conformarse uno de los dos con el laudo que pronunciara el árbitro 
arbitrador, como lo exije la ley 23, tít. 4. ° , part. 3. 05 , vista la escritura 
testimoniada á f. 38, y el acta de conciliación de la pág. 1. a : 

Considerando que por el artículo 14 de la citada escritura otorgada por 
G. y A. ante el escribano público D. Pedro Vidal Rodríguez en 30 de 
Julio de 1849, fue capitulado que las diferencias que en caso de disolu- 
ción pudieran ocurrir, se decidieran por árbitros que los sócios nombra- 
ran y que cuando hubiese discordia los mismos árbitros nombraran tam- 
bién un tercero sometiéndose desde luego al fallo que se pronunciara, 
con renuncia de toda clase de recursos que la ley otorgara. 

Considerando, que con posterioridad en 4 de Marzo de 1854 y por el 
instrumento que se halla á f. 187 entregado por D. J. F. R, según la dili- 
gencia extendida ai 186 en virtud de lo decretado al dorso del 185, á 
instancia de G., cuyo documento obra ademas al 40 en copia que pre- 
sentara A. y del cual aparece que óste y G. autorizaron competentemen- 
te á R. para que según su leal saber y entender resolviera cualquiera 
duda que ocurriera en la liquidación de la sociedad, en que el propio R. 
la estaba entendióndo desde Abril de 1853, oyendo las observaciones 
que se le hicieran sobre los particulares que pudieran tener origen de 
duda entre ambos socios, conformándose estos con su fallo, sin apelación. 

Considerando, que posteriormente en 5 de Agosto del año pasado de 
1854 se celebró entre A. y G. el juicio de paz certificado en esta actua- 
ción y que de él consta que A. fue quien designó á R. para que practica- 
se dicha liquidación y el balance de la compañía invistiéndole ademas con 
las facultades de árbitro arbitrador amigable componedor. 

Considerando, que el auto de 5 de Enero del afio próximo pasado vi- 
gente á f. 77 fué consentido por A. y que el de 8 de Junio siguiente le- 
gible á la 152, yunque apelado por él, fué confirmado por la superioridad 
de S. A. la Real Audioncia Pretorial, según se vé á la 164. 

Considerando, que en el artículo 14 de del contrato social indicado al 
principio de este proveido no se expresó clara y terminantemente que 
satisfaciendo la multa de dos mil pesos el socio que no estuviera confor- 
me con el laudo al compañero que lo estuviera, quedase ineficaz la deci- 
sión mientras que explícitamente manifestaron que se sometían al fallo 
que se pronunciara con renuncia de toda clase de recursos que la ley 
otorgara: 
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Considerando que la sentencia arbitral se ejecuta cuando las partes 
no se reservan el derecho de apelar y que conforme á la ley primera, 
tít. 1. ° , libro 10 de la Novísima Recopilación, en cualquier manera que 
parezca que uno se quiso obligar á otro, está obligado á aquello que se 
obligó: 

Y considerando por último, que siendo el objeto de todo juicio de paz 
ó conciliación evitar un pleito entre las partes que, como todo litigio, 
trae consigo inseparablemente molestias, vejaciones y perjuicios y que 
de nada absolutamente habria servido el celebrado entre G. y A. el 5 de 
Agosto ya expresado, si al fin vencidos los obstáculos ofrecidos para su 
cumplimiento, se dejase á las partes el libre uso de su derecho para que 
lo ejercitaran de la manera que vieran convenirles, que fuera lo mismo 
que empezar de nuevo la contienda judicial y disensiones entre los pro- 
pios interesados que quedaron concillados, lo cual se opone abiertamente 
á cuanto encargan nuestras leyes con la sabiduría y prudencia que las 
distingue acerca del particular de que se trata: y ae conformidad á lo 
que clara y terminantemente se previene al final de la expresada ley 23, 
tít. 4. ° , part. 3. 03 

Se declara sin lugar lo solicitado por D. F. A. en el escrito del f. 181 pre- 
sentado en 29 de Octubre último y cúmplase en todas sus partes el laudo 
pronunciado por D. J. F. R., devolviéndose a A. los dos mil pesos que ha 
exhibido y se extraerán al efecto de arcas Reales en la forma acostum- 
brada, prévio pago de las costas del artículo que abonará desde la no- 
minada página 181 hasta su conclusión: declarándose también que ter- 
minado como lo está este expediente, debe archivarse en una escribanía 
pública para su conservación, satisfaciéndose las costas que se han cau- 
sado desde la foja primera de por mitad entre G. y A. con exclusión de 
las del artículo y descuento de las que ya hubiesen satisfecho. Derechos 
de Real Hacienda inclusa la última vista 100 reales. — Vicente de la 
Torre de Trassiera. — José María Gamboa. 

Sentencia de segunda instancia. 

Vistos estos autos seguidos entre D. F. A. y D. P. G. S. sobre cum- 
plimiento de un acuerdo de arbitramento tenido en juicio de concilia- 
ción, y artículo propuesto .por el primero para que teniéndole por no 
conforme con el laudo pronunoiaao por el árbitro arbitrador R. y por 
exhibida la multa de dos mil pesos designada en la escritura de fqjas 
treinta y ocho se deje sin efecto dicho laudo y á las partes expedito su 
derecho para que puedan ejercitarlo de la manera que vieren convenir- 
les: 

Considerando, que con el convenio celebrado por ambas partes en el 
juicio de conciliación de f f. 1. 05 se innova el otorgado por la escritura 
que obra al £ 38 por ser aquel de fecha posterior á la en que tuvo lu- 
gar el otorgamiento de ése documento y por consiguiente, quedando sin 
valor lo en el mismo acordado, debe tener fuerza y servir para el pre- 
sente caso lo convenido en el citado-juicio de conciliación: 

Considerando que obligados en este acto conciliatorio á someter sus 
diferencias al juicio de un árbitro arbitrador amigable componedor bajo 
ciertas bases, este ha llenado su misión pronunciando el laudo: 

Considerando que con este hecho ha quedado cumplido lo acordado 
en el expresado juicio de conciliación atendido á que lo dispuesto en la 
regla primera del auto acordado de ocho de Febrero de 1847 acerca de 
la ejecución de lo convenido en los juicios de paz se refiere indudable- 
mente, como su mismo tenor expresa, á la providencia que para evitar el 
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pleito debe dar el juez y de ningún modo á la que pronuncien los aveni- 
dores nombrados que quedan sometidos al derecho común como si su 
nombramiento hubiese tenido lugar en una escritura pública ó docu- 
mento privado: 

Considerando que las partes al convenir en el árbitro arbitrador en el 
acto de conciliación citado se obligaron formalmente á conformarse con 
lo que dicho árbitro arbitrador laudase, renunciando todo recurso y ju- 
dicial f. 2: 

Considerando que lo dispuesto por las leyes 23, 20 y 35, título 4. ° , 
partida 3. 68 acerca del cumplimiento de la sentencia arbitral se halla 
modificado por la ley 4.*, título 17, libro 11 de la Novísima Recopi- 
lación. Se revoca el auto apelado de 22 de Enero último y se declara 
que el laudo pronunciado por el árbitro arbitrador R. debe ejecutarse y 
llevarse á efecto siempre que G. S. preste la fianza que designa la ley 
4. * últimamente citada, sin perjuicio de que A. pueda usar de la mane- 
ra que viere convenirle de los recursos de reducción á arbitrio de buen 
varón, apelación 6 nulidad que las mismas leyes expresadas autorizan 
contra estas sentencias arbitrales y devuélvanse al referido A. los dos 
mil pesos exhibidos y depositados sin especial condenación de costas de 
ambas instancias. Proveido y rubricado por los Señores del márgen, 
siendo ponente el señor Portillo. Habana 25 de Junio de 1856. — Cua- 
tro rúbricas de los señores: Regente, — presidente, — Portillo, Villalon. — 
Antonio María del Río. 


1856 Agosto 19. Sentencia déla Audiencia Pretorial de la Habana , declaran- 
do que no es necesaria la imposicon de pena para la validez del compro- 
miso en arbitradores , acordado en juicio de conciliación . 


Auto de primera instancia. 

Considerando que A . . * . B . . . . y C. . . . al clausular el compromiso 
constante de Ja certificación de foja 1. a no se impusieron pena de nin- 
guna clase: 

Considerando que en este caso el laudo de los arbitradores no es obli- 
gatorio, sino en el caso de que notificado á las partes guarden silencio 
dentro de diez dias: 

Y Considerando por último que A*. . . .ha argüido de njrlo dicho fallo 
. dentro del expresado término y teniendo presente lo dispuesto en la ley 
26, tít. 4. ° , part. 3. * : - 

Se declara que los interesados en este juieio no están obligados á obe- 
decer el fallo dictado en discordia de tos árbitros por el 3. ° Dr. D. Ra- 
món Francisco Yaldés; y expeditos para usar de su derecho en la forma 
que vieren conveniente y sin expecial condenación de costas. Y devuél- 
vanse estas diligencias al Sr. alcalde ordinario de segunda elección con 
‘ atento oficio para lo que corresponda. — Juan Pedro de Espinosa y Cutí - 
. lías. — Ante mí: — Quintín del Rio. 

Interpuesta apelación para ante S. A. la Real Audiencia Pretorial, es- 
te auto fué-revocado por la siguiente: 

Sentencia de segunda, instancia. 

Vistos: . 

Señores. Resultando que los litigantes en este pleito se convinieron en estar y 
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Regente. pasar por lo que resolviesen los arbitradores, según resulta de la certifi- 
Presidente. cacion de foja 1. * 

Bom\jo. Considerando que, según la letra y espíritu de la ley 1. 03 , tít. 1. ° , libro 

10 de la novísima recopilación, ese convenio como todos los que proce- 
den de la voluntad deliberada de persona apta para contraer, debe pro- 
ducir una obligación eficaz: 

Considerando que la ley 4. 03 , tít. 17, lib. 11, nov. rec. no exige para la 
validación de los compromisos en arbitradores la imposición de pena: 

Y considerando que, según las reglas que sirven de norma á los juicios 
de conciliación, tampoco se requiere para que los laudos valgan aquella 
circunstancia; y si su falta produjese la nulidad, dejarían de conseguir 
las partes el provechoso resultado de dichos juicios, debiendo por lo mis- 
mo entenderse modificada en cuanto á esto la ley 26, tít. 4. ° , part. 3. 53 

Se revoca el auto apelado de 30 de Enero ultimo: llévese á debido efec- 
to el laudo pronunciado, previa la fianza, y salvos los recursos que contra 
estos fallos autorice la citada ley 4. 63 , tít. 17, lib. 11, nov. rec. 

Así lo mandaron y rubricaron los Sres. del margen, siendo ponente el 
Sr. Borrajo. Habana y Agosto 19 de 1856 . — José Soroa . 


1858. Marzo 1. °. Sentencia de Ja Real Audiencia Pretorial declarando nulo un 
laudo por hal>er sido dictado sin hacer constar que fueron oidas , cita- 
das ni emplazadas las partes. 

Vistos estos autos formados para tratar de cumplir lo acordado en 
juicio de paz entre R. y A., y artículo de nulidad promovido por este 
último del laudo dictado por los árbitros arbitradores amigables compo- 
nedores elegidos por ambas. 

Resultando que en 11 de Diciembre de 1856 demandó en conciba 
cion el referido R. al citado A. para que le entregase los negros Agus- 
tin y José Dolores de su pertenencia con los jornales debidos devengar 
á razón de 17 pesos mensuales desde el año de 1847; y negada la de* 
manda, reconviniéndole para que le otorgase la escritura de venta de 
esos siervos, abonándole ademas los perjuicios causados por el padre del 
actor en la hacienda E. de que fué arrendatario, acordaron nombrar ár- 
bitros arbitradores amigables componedores, para que con vista de los 
documentos y demas justificaciones que les presentasen las partes pro- 
nunciaran su laudo en el preciso término de 10 dias. 

Resultando que habiendo recaido la elección en B. por parte del ac- 
tor y en C. por el demandado, aceptaron en 19 de Enero de 1857, 
y laudaron en 27 del mismo mes, sin que de autos aparezca la fecha en 
que estos se les pasasen, ni constancia alguna de que las partes hubiesen 
comparecido ante ellos. 

Resultando que en el referido laudo se hace mérito de documentos 
exhibidos pOr el actor, que corren agregados del f. 8 al 13 inclusive, sin 
que conste la fecha de su exhibición, como tampoco que A. hubiese sido 
citado para que exhibiera los que tuviera por conveniente, sosteniendo 
por el contrario ese individuo que por la omisión de ese requisito no 
pudo producir los que existian en su poder y presentó con posteriori- 
dad, alegando por tal motivo indefensión por su parte. 

Resultando que notificado A en 29 del mes de Enero ya citado com- 
pareció en la propia fecha (foja 170) su apoderado V. exponiendo 
que como no se habia citado ni oido las excepciones de su representado, 
pedia los autos para con exámen de ellos promover cuanto á su derecho 
conviniera, á lo que se accedió, y en su virtud, en escrito de fecha 10 de 
76 1856 
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Febrero, proveído el 12, arguyo la nulidad de la decisión de los árbitros 
por los motivos de haberse dictado sin su audiencia, defensa ni citación; 
sobre cuyo recurso oida la parte contraria que contestó sosteniendo la 
improcedencia de él, por no haberse interpuesto en tiempo y forma el 
único que concedían las leyes, cual era la reducción á albedrío de buen 
varón, se remitieron los autos al juez de derecho y dictó en consecuen- 
cia el auto apelado absolviendo á R. de la demanda de reconvención. 

Considerando que no debe confundirse el precepto de la ley de que- 
dar subsistente el laudo por el consentimiento tácito ó expreso de las 
partes, trascurridos que sean los diez dias de la notificación de aquel, 
con el derecho de las mismas para argüir su nulidad dentro de los se- 
senta dias que fija la ley recopilada de Castilla para entablarlo contra las 
sentencias judiciales; puesto que ademas de no haber ninguna disposi- 
ción legal que prohíba pueda deducirse, no existe tampoco razón algu- 
na que amerite esa prohibición, haciendo de mejor condición esta clase 
de resoluciones que las decisiones pronunciadas por los jueces reales or- 
dinarios en los pleitos de que conocen, infiriéndose de aquí que pronun- 
ciada la sentencia arbitral, no es solo el recurso de reducción á albedrío 
de buen varón el que puede ejercitarse, sino asimismo el de nulidad si 
existen causas bastantes para ello. 

Considerando que en el presente caso no puede decirse que el laudo 
que recayó, se homologó por el consentimiento tácito de A., puesto que en 
el mismo dia en que se le notificó, expresó su representante que por ha- 
berse dado sin habérsele citado, ni oido sus excepciones, pedia se le en- 
tregasen los autos para promover lo que á su derecho conviniera, y ha- 
biéndolo hecho efectivamente en 10 de Febrero de 1857, ó sea á los 12 
dias, deduciendo la nulidad, es indudable que la promoción no era ex- 
temporánea, puesto que estaba dentro de los sesenta en que podia efec- 
tuarlo. 

Considerando que entablado el recurso de nulidad, la decisión judi- 
cial debió recaer sobre si procedía ó no por los motivos en que se funda- 
ba. 

Considerando que los árbitros arbitradores amigables componedores 
conforme á lo dispuesto en la ley 23, título 4. ° ; partida 3. 03 , deben oir 
á las partes en la manera que lo otorgaren, (son sus palabras) y habiendo 
dicho en el acta del compromiso R. y A., que los que ellos elegían con 
aquel carácter fallarían con vista de los documentos y justificaciones que 
les presentasen unos y otros; no hay constancia de que se hubiese oido 
á A., ni citádosele para que produjera si tenia pruebas y documentos, 
puesto que solo se tuvieron á la vista los que se dicen exhibidos por R., 
resultando de aquí infringido el precepto de la ley arriba citada. 

Considerando por último que la 27 del ya expresado tít. y partida 
también aparece infringida mediante á que exigiendo que los árbi- 
tros al conocer del pleito deben emplazar á las partes, y que estas estén 
presentes, porque de otra manera no lo podrían ejecutar, se omitió esa 
formalidad así como también la citación que la 26 del propio tít. y par- 
tida exige, porque del proceso no aparece que B. y C. hubiesen cum- 
plido con esos* requisitos al dictar su laudo de 27 de Enero de 1857, 
pues aun cuando en él dicen que el dia en que se reunieron para confe- 
renciar, oyeron las explicaciones é ilustraciones verbales de las partes, 
el buen órden exigía se hubiese redactado acta para hacer constar lo eje- 
cutado, porque asegurando ellos que las partes asistieron á ilustrarles 
con sus explicaciones, y negándolo una de ellas, no hay medio que acre- 
dite la verdad de una ú otra cosa; y teniendo presente el demas mérito 
resultante del proceso. 


Digitized by LjOOQle 



ARBITRO. 


595 


Se revoca el auto apelado de 22 de Junio último, y declarándose nulo 
el laudo ya citado de 27 de Enero de 1857, devuélvanse estos autos al 
alcalde mayor 3. ° de esta capital, para que remitiéndolos al ordinario 
de 2. * elección de la misma, disponga este se pasen nuevamente á los 
árbitros arbitradores amigables componedores elegidos por las partes, 
para que en el término señalado en el compromiso, oyendo á los mismos 
y admitiendo los documentos que produzcan, dicten la correspondien- 
te resolución, entendiéndose que quedan salvos á los litigantes los re- 
cursos de recusación de aquellos y demas que puedan asistirles, sin 
especial condenación de costas de ambas instancias. Proveido y rubri- 
cado por los Señores del márgen, siendo ponente el señor oidor D. Ma- 
nuel José de Posadillo. Habana 1. ° de Marzo de 1858. — Señores 
Suelta , Escosura , Erénchun , Posadillo , Borrajo. 

1858. Junio 1. ° . Sentencia de la Audiencia déla Habana declarando que el lau- 
do de los arbitradores para ser ejecutivo no ha carecer de solemnidad 

alguna por insignificante que parezca . 

Estando en prensa este artículo ha pronunciado el tribunal superior 
de la Isla un fallo notable por mas de un concepto, cuya inserción lite- 
ral suspendemos ínterin no cause ejecutoria, y nos limitamos por tanto 
á consignar sus fundamentos que pueden servir de doctrina legal en la 
materia, aprovechando la oportunidad que tardaría en volvérsenos á 
presentar. He aquí su extracto. 

1. ° Que en el compromiso celebrado entre las partes, no se obliga- 
ron á estar por la sentencia de los árbitros, ni á dejar de reclamaT contra 
ella bajo cierta pena: requisitos todos que conjuntamente exije la ley 4. * , 
título 17, libro 11 de la Novísima Recopilación, para que pueda llevarse 
á ejecución la sentencia ó laudo arbitral. 

2. ° Que el laudo no fué dictado por ante escribano, como exije el fi- 
nal de la misma ley citada, para que tenga fuerza ejecutiva. 

3. ° Que así como la escritura pública cuando no es de la primera 
saca no trae aparejada ejecución, tampoco al privilegio de la senten- 
cia arbitral debe darse mayor extensión que el que la ley le atribuye. 

4. ° Que el juez a quo al admitir en ambos efectos la apelación que 
del auto aprobatorio del laudo arbitral se interpuso, no pudo menos de 
tener presentes estos principios y que al mandar sacar los testimonios 
necesarios para ejecutarlo, no obstante los términos en que admitió la 
alzada, se puso en contradicción con dichos principios y con lo precep- 
tuado por el mismo. 

Y 5. ° Que devuelto el conocimiento al tribunal superior por me- 
dio de la alzada admitida libremente, quedó el juez sin potestad para 
continuar conociendo del asunto y menos para ejecutar dicha senten- 
cia. 
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CAP. III. De los trámites que han de guardarse en el juicio arbitral y modo de 

proceder en caso de discordia entre los árbitros 582 

CAP. IV. De los recursos que procedan contra los laudos 584 


Parte Ijesislativa. 

1849. Setiembre 25. Sentencia del tribunal supremo de justicia, estableciendo: 
I. ° Que ha de estarse á las decisiones de los arbitradores que se im- 


pongan en los testamentos como leyes que son para los herederos y le- 
gatarios. 

2.° Que para que rija este derecho excepcional es indispensable una de- 
terminación clara y expresa 585 

1855. Octubre 5. Titulo 15 de la ley de Enjuiciamiento civil de la Penín- 

sula 586 

1856. Junio 25. Sentencia de la Real Audiencia de la Habana, estableciendo: 


1. ° Que el sometimiento á árbitros acordado en juicio de paz destruye 
la escritura pública anterior otorgada sobre el mismo objeto. 

Y 2. ° Que la omtsion de pena no invalida el convenio celebrado en di- 
cho juicio, porque las leyes de las partidas están modificadas por 


otra de la novísima 590 

„ Agosto 19. Sentencia de la Audiencia Pretorial déla Habana, declaran- 
do que no es necesaria la imposición de pena para la validéz del com- 
promiso en arbitradores, acordado en juicio de conciliación.... 592 
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„ Junio 1. ° Sentencia de la Audiencia de la Habana, declarando, que 
el laudo de los arbitradores para ser ejecutivo no ha carecer de solem- 
nidad alguna por insignificante que parezca 595 


ARBITRIOS. Los medios que se con- 
ceden á los pueblos, ya perpétua, ya 
temporalmente, consistentes en derechos 
sobre ciertos géneros ó ramos, ó en otros 
recursos destinados á cubrir las atencio- 
nes á que no alcanzan los productos de 
sus bienes propios. Casi siempre la pala- 
bra arbitrios va unida á la de projyios. 
porque ambas constituyen las rentas 
municipales que suelen administrarse 
juntas y gobernarse por unas mismas re- 
glas. 

ARCHIVO. Real orden de 7 de Febrero 
de 1856 aprobando la planta de empleados 
del archivo de Real Hacienda. 

Real órden de 20 de Mayo de 1858, a- 
probando la planta del personal del ar- 
chivo común á la sección de Hacienda 
de la secretaria de la Intendencia. 

No se insertan las dos órdenes cuyos 


epígrafes preceden por haber quedado 
sin efecto en virtud de la siguiente que 
anticipamos á los Anales de 1857, por ser 
hasta ahora la vigente. 

Real orden de 31 de Octubre , creando el 

archivo general de la isla de Cuba. 

Primera secretaría de Estado. — Ul- 
tramar. — Núm. 1199. — La Reina (q. D. 
g.) tomando en consideración lo expuesto 
por V. E. acerca de la mas conveniente 
organización de los archivos de Hacien- 
da de esta Isla, en carta núm. 1371 de 16 
de Marzo último, se ha servido resolver 
lo siguiente: 1. ° Se suprime el archivo 
general de Hacienda: 2. ° En su lugar 
se crea otro que se denominará Archivo 
general de la isla de Cuba, con los expe- 
dientes y documentos innecesarios para 
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el despacho de lo corriente ó que ya no 
fuese preciso consultar, correspondientes 
á los ramos de Gobernación, Hacienda, 
Guerra y Marina: 3. ° El archivo común 
á la Superintendencia y á la Intendencia 
pasará á serlo exclusivo de esta última, 
trasladándose al del Gobierno superior 
civil, donde hoy se hallan refundidos 
los trabajos de la primera, los papeles 
necesarios para desempeñar sus actuales 
atribuciones en materia de Hacienda. 
4. ° Cada oficina conservará su archivo 
particular para los, expedientes y docu- 
mentos que conviniesen al despacho de lo 
corriente, pasando periódicamente al 
general los que vayan siendo innecesa- 
rios con las formalidades que V. E. deter- 
mine: 5. ° La planta del archivo general 


será lo siguiente: 

Un archivero con 3 2,000 

Un oficial 1. ° con 1,000 

Un 2.° con 900 

Un 3. ° con 700 

Un escribiente de 1. * cla- 
se con . • . 500 

008 06 2.* á 400 800 

Dos de corto sueldo á 200 . . 400 

Un portero con 300 

Un sirviente con 300 


Total 55 6,900 

6. ° La planta del aTrchivo de la In- 
tendencia será la siguiente: 

U n archivero con 55 1,000 

Un escribiente de 1. * cla- 
se * • • . 500 

Un conserje con 600 

Un portero con 400 


Total 55 2,500 


COMPARACION. 


Cuesta hoy el personal del 

archivo general 

Idem del archivo común 

de las dos secretarias .... 


j Costará el l.°. 6900 ) 
1 Idem el 2. ° . . . 2500 \ 

Economía - ... 


85,260 

4,480 

$9,740 

9,400 

$340 


7. ° Ambos archivos tendrán ademas 
la consignación para material asignada 
ó que se asigne en los presupuestos. 8. ° 
El personal actual de ambos archivos se 
distribuirá en la forma que lo ha dispues- 
to V. E. hasta tanto que hecha la corres- 
pondiente propuesta para las nuevas 
plantas, se proceda poi S. M. á los opor- 
tunos nombramientos. De Real órden lo 
digo á V. E. para su inteligencia y efec- 
tos consiguientes. Dios guarde á V. E. 
muchos años. Madrid 31 de Octubre de 
1857 .— Francisco Martínez de la Rosa . — 
Sr. Gobernador superior de la isla de 
Cuba. 


¿BULLA. 

1. Es una pena accesoria, que consiste 
en la exposición del reo al público con 
una argolla al cuello, durante la ejecu- 
ción de otro reo. 

2. La definición dada, lo es con arre- 
glo á la manera en que entiende semejan- 
te pena el código penal, vigente actual- 
mente en la Península, pues esa pena de 
la argolla 'así en lo antiguo como en lo 
moderno, referentes á distintas naciones 
de la nuestra, tiene diversos sentidos se- 
gún las penas que pueden asemejarse á 
aquella de que se ha hecho referencia. 

3. La legislación romana desconoció 
la argolla como pena de los delitos, y los có- 
digos de Europa que la admitieron como 
pena de algunos de aquellos delitos y ba- 
jo distintas formas, después la han supri- 
mido, .bien que conservándola exposición 
del delicuénte al público. En España hu- 
bo penas que pueden equipararse bajo 
cierto aspecto á la de la argolla que al 
presente se conoce. Era una la exposición 
de los reos ai sol alguna hora del dia, un- 
tándolo de miel, para que lo comieran las 
moscas, y era otra el sacarlos á la ver- 
güenza pública en la picota {L. 4, tít. 31, 
parí. 7.) Asimismo las leyes recopiladas 
impusieron aquellas penas de exposición. 
También por costumbre general en un 
tiempo al.lenocinio ó alcahuetería ademas 
de las otras penas de la ley se imponía la 
de vergüenza pública, exponiéndose al 
reo con una corona con pinturas alusivas 
al delito. Por fin, se dice que los tribuna- 
les de la inquisición entre los principales 
atributos adoptaron la argolla como uno 
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de los procedimientos mas aflictivos para 
los encausados, lo que no es de estrañar 
entre la multitud de crímenes judiciales 
que la institución autorizaba. 

4. La argolla hoy es la primera de las 
seis penas accesorias que determina el có- 
digo penal novísimo ( art . 24) y su misma 
denominación de accesoria demuestra que 
esa pena, nunca puede ser impuesta sino 
‘en unión de otra principal. El sentencia- 
do á la pena de argolla debe preceder al 
reo ó reos de pena capital, conducido en 
caballería y suficientemente asegurado. 
Al llegar al lugar del suplicio, ha de colo- 
cársele en un asiento sobre el cadalso, de- 
biendo permanecer en el mientras dure 
la ejecución asido á un madero por una 
argolla que ha de ponérsele al cuello (ar- 
ticulo 113.) 

5. La pena de argolla solamente tiene 

lugar en los delitos de traición, regicidio, 
parricidio, muerte alevosa ó ejecutada 
por precio, recompensa ó promesa y ro- 
bo. Esa pena se impone como accesoria 
de la cadena perpétua al coreo del conde- 
nado á muerte por razón de alguno délos 
delitos mencionados 52.) Síguese 

pues de aquí que para que tenga lugar la 
pena de argolla se requieren las siguien- 
tes circunstancias: primera, qne se trate 
de castigar alguno de los crímenes impor- 
tantes de que se ha hecho mención: se- 
gunda; que á alguno de los delincuentes 
se aplique la pena de muerte por seme- 
jante motivo; y tercera que al coreo que 
ha de sufrir la argolla se imponga la otra 
pena de cadena perpetua, de que la mis- 
ma argolla debe considerarse como acce- 
soria entonces. 

6. Esa pena de la argolla resulta, 
pues, bastante limitada por el código co- 
mo ya se ha visto; pero ademas median 
respecto de ella otras excepciones. De- 
biendo imponerse en las circunstancias 
referidas al coautor con circunstancias 
atenuantes, ó al coautor con responsabili- 
dad simple ó al cómplice á quien se reba- 
ja la pena en un grado, puede suceder 
que esos autores ó cómplices del princi- 
pal delincuente sean ascendientes, descen- 
dientes, cónyuges ó hermanos del último, 
mayores de sesenta anas ó mugeres. 

7. El legislador previo que parientes 
tan inmediatos del condenado á muerte 
no podrían presenciar la ejecución del 


principal, sin espantosa conmoción, cuyos 
resultados pudieran ser igualmente muy 
importantes. Lo mismo calculó respecto 
del mayor de sesenta años y de la mujer, 
atendiendo á la debilidad natural de su 
sexo; y por consecuencia el ascendiente, 
el descendientes, el cónyuge y el herma- 
no del condenado á muerte, el mayor de 
sesenta años y la mujer están exceptuados 
de sufrir la pena de la argolla, en los ca- 
sos que tiene lugar (art. 52.) Otro proce- 
der tocaría en barbárie, y proporcionaría 
una muy grave diferencia de penalidad 
entre aquellas personas y las demas que 
no se encuentran en tan especiales cir- 
cunstancias. 

8. La pena de cadena perpétua, lleva 
siempre consigo las accesorias de degra- 
dación, en el caso de ser impuesta á un 
empleado público por abuso cometido en 
el ejercicio de su cargo, la interdicción 
civil, inhabilitación perpétua absoluta, y 
la sujeción ála vigilancia de la autoridad 
durante la vida del penado, en el caso 
de haber obtenido indulto de la pena 
principal, (art. 52.) Si pues el condenado 
á la argolla ha de sufrir como pena prin- 
cipal según se ha visto, la de cadena per- 
pétua, es claro que también debe llevar 
las otras accesorias correspondientes á la 
última. 

9. Parece escusado por lo mismo que 
el código penal *en su art. 51 diga deter- 
minadamente que las penas de argolla y 
degradación llevan consigo la inhabilita- 
ción absoluta perpétua y la sujeccion á 
la vigilancia de la autoridad durante la 
vida de los penados, cuando esas y otras 
se contienen en la de cadena perpétua, 
sin la cual no puede existir la de argolla. 
Sin embargo hay diferencia entre prove- 
nir aquellas penas accesorias de la de 
cadena perpétua ó provenir de la de ar- 
golla. 

10. Cuando las tales penas son acce- 
sorias de la de cadena perpétua inme- 
diatamente, el indulto hace cesar con la 
pena principal la degradación, la inter- 
dicción y la inhabilitación; comenzando 
la sujeción á la vigilancia de la autori- 
dad; pero no sucederá asi cuando ademas 
de la pena de cadena perpétua haya su- 
frido el reo la otra accesoria de la argolla. 
En este último caso el indulto hará cesar 
la primera pena de cadena con la inter- 


Digitized by v^.ooQLe 



ARGOLLA. 


599 


dicción civil su accesoria, pero continua- 1 
rán la degradación y la inhabilitación, 
comenzando también la sujeción á la vigi- 
lancia de la autoridad. 

11. Para que al condenado á la pena 
de argolla se levanten la degradación y 
la inhabilitación, aun después del indul- 
to de la pena principal, se hace preciso 
que en el caso se dicte una ley especial; 
(art. 29) es decir, que se promulgue una 
ley rehabilitadora y contraida al reo, con 
todos los requisitos que deben dictarse 
las leyes para que tengan fuerza en el 
Estado. 

12. Síguese pues de lo manifestado 
que si al reo principal en los delitos de 
que se trata, se indultare ó conmutare la 
pena de muerte, de hecho quedará remi- 
tida la pena de argolla al cómplice á 
quien de otro modo habría de imponerse, 
sucediendo asi que la gracia concedida al 
uno por fuerza haya de alcanzar al otro; 
pues no puede darse el hecho de que el 
segundo presencie la muerte del primero. 
Síguese también que en algunos casos la 
pena de la argolla accesoria de la cadena 
perpétua resulta de mayor importancia 
que la principal, pues para su condena- 
ción requiere todavía mayores requisitos 
que la otra. 

En cuanto al carácter de infamante 
que consigo lleva la argolla V. Infamia . 

R. PlÑA. 

ARMA. Todo instrumento que sirve 
para defenderse ú ofender: 

Esta definición está conforme con la 
ley 7. 03 , título 33, part. 7. * , la cual es- 
tablece que por la palabra arma non 
tan solamente se entienden los escudos 6 
las lorigas, ó las lanzas, ó las espadas é 
todas las otras armas con que los ornes 
lidian, mas aun los palos é las piedras. 
— V. Armas. 

ABMAM. 

Real orden de 3 de Enero de 1856 , dic- 
tando varias reglas adicionales á otra 
de 2 de Noviembre de 1854 sobre exá- 
menes y admisión de los aspirantes de 
numero del cuerpo administrativo de la 
armada. 

Exorno. Sr.: Siempre solícita la Reina 


(q. D. g.) en proporcionar á los individuos 
que se dedican á servir al Estado en el 
cuerpo administrativo de la armada to- 
das las ventajas que sin menoscabo del 
servicio puedan ser compatibles con el 
bien del mismo y el de los interesados, y 
atendidas al propio tiempo las causas ex- 
puestas por algunos padres de los aspi- 
rantes de número del expresado cuerpo, 
se ha dignado S. M., como adición á la 
Real órden de 2 de noviembre de 1854, 
resolver lo siguiente: 

1. ° Que ademas de verificarse los 
exámenes de los aspirantes de número y 
opcionistas á esta clase y la de meritorios 
de que trata la«regla 5. 08 de la mencio- 
nada Real órden, en las intervenciones 
de los departamentos según está mandado 
podrán también tener lugar en los mis- 
mos términos en los apostaderos de la 
Habana, Filipinas y sección de contabili- 
dad del Almirantazgo, nombrando en 
este último caso dicha corporación los je- 
fes y oficiales del cuerpo administrativo 
que deban asistir á aquellos actos, siem- 
pre que las familias de los individuos 
que deban presentarse tengan residencia 
fija en aquellos pnntos de ultramar ó en 
la corte. 

2. ° Recibidas en el almirantazgo 
las actas de exámen de los aspirantes de 
número y opcionistas que anualmente le 
remitan los Ordenadores de los departa- 
mentos y apostaderos, dirigirán copias de 
y de los que hubiesen tenido lugar en la 
corte al ministerio de marina. 

3. ° Cuando ocurra alguna vacante 
en la referida clase de aspirantes de nú- 
mero, con presencia de las notas de cen- 
sura de los opcionistas, propondrá el al- 
mirantazgo los que conceptúe mas aptos 
para^ntrar en número, lo cual después 
de aprobado por S. M. se participará á 
los interesados. 

4. ° Desde que á un individuo con 
opción á plaza de meritorio ó aspirante 
de número se le noticie la declaración de 
aquel, se presentará al ordenador del de- 
partamento respectivo, cuyo jefe dispon- 
drá que si el agraciado reside en la capi- 
tal del mismo departamento pase desde 
luego destinado á la Intervención, sin 
que por este servicio tenga derecho á per- 
cibir ni reclamar goce alguno ni menos 
servirle de abono de tiempo; en el con- 
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cepto de que no presentándose en exter- 
mino de cuatro meses quedará nula la 
gracia. Los aspirantes de número cuyas 
familias no residan en la capital del de- 
partamento y sí en la de los tercios ó pro- 
vincias marítimas de su comprensión, se 
rán destinados por el almirantazgo á las 
comisarías de aquellas ó secciones de 
contabilidad de guarda costas que hubie- 
se en dichos puntos, cuidando muy parti- 
cularmente los jefes de las referidas de- 
pendencias de la asidua asistencia y buen 
desempeño de lo que se le confie. Los as- 
pirantes de número cuyas familias resi- 
dan en los apostadero de la Habana ó 
Filipinas prestarán allí sus servicios, y 
los que vivan en la córte lo harán en la 
sección de Contabilidad del Almirantaz- 
go; bien entendido que tanto estos como 
los destinados en las provincias, tan lue- 
go asciendan á meritorios tendrán que 
presentarse en los respectivos departa- 
mentos á que pertenezcan, sin excusa ni 
pretexto de ningún genero; pues de no 
verificarlo así en el improrogable plazo 
de un mes, después de participárselo, los 
de la Península, tres los de la Habana y 
seis los de Filipinas, serán dados de baja 
definitiva y reemplazando sus vacantes. 

De Real orden lo digoá Y. E. para co- 
nocimiento del almirantazgo y efectos 
correspondientes. Dios guarde á V. E. 
muchos años. Madrid 3 de Enero de 
1856. — Simta Cruz. — Sr. Yicepiesidente 
del almiraniazgo. 

Real órden de 2 de noviembre de 185 i. 

Excmo. Sr.: Penetrada la Reina (que 
Dios g.) de la absoluta necesidad de que 
en el cuerpo administrativo de la arma- 
da haya un régimen fijo y equitativo pa- 
ra su ingreso en él, conciliando el bien 
del seruicio con el de los individuos que 
se dedican á esta carrera; y que puedan 
ocasionárseles, en razón á ser cortoel pla- 
zo de la edad prefijada para optar á las 
plazas de meritorios, comparado con las 
pocas vacantes que generalmente ocurren 
y el excesivo número de los que las pre- 
tenden; á fin de regularizar estos extre- 
mos en favor del servicio y de los intere- 
resados, se ha dignado establecer las re- 
glas siguientes: 

1. 03 Se declaran de número sesenta 


de los individuos agraciados con la opcion 
á plaza de meritorios del Cuerpo admh 
nistrativo de la Armada, señalando vein- 
te .á cada uno de los departamentos de 
Cádiz, Ferrol y Cartagena, y á los que se 
denominará aspirantes de número. 

2. ° Las individuos á quienes S. M. 
se sirve ahora conceder número y no es- 
tén examinados, lo verificarán el dia 2 de 
Enero próximo venidero, para que cuan- 
do ocurran vacantes en la olase de meri- 
torios puedan ir optando á ellas según el 
número que les corresponda. 

3\ * Si en lo sucesivo, después de 
examinados los aspirantes de número, no 
ocurriesen vacantes y cumpliesen los 
agraciados los veinte años de edad, no 
por eso perderán la opcion á ingresar en 
el referido cuerpo, toda vez que no de- 
penda de ellos la no entrada, para lo cual 
al presentarse á exámen deberán exhibir 
las certificaciones de bautismo, por la que 
acrediten tener los quince años y no ex- 
ceder áe los veinte, á excepción de los hi- 
jos de los oficiales de dicho cuerpo 
á quienes se les dispensa un año; todo 
conforme con lo que preceptúa el regla- 
mentó. 

4. 05 Tampoco perderán la opcion á 
ingresar cuando les corresponda por su 
número, aunque hubiesen cumplida jra la 
edad de veinte años, los aspirantes com- 
prendidos en el de los sesenta primeros 
agraciados de tales; pero los que no se 
hallen en este caso perderán todo derecho 
á ingresar siempre que pase de la edad. 

5. 03 Según vayan ocurriendo vacan- 
tes de número, por ascender los que lo 
obtienen á la efectividad de meritorios, se 
irán concediendo á los individuos con op- 
cion á plaza que les corresponda, según 
las notas de censura que obtengan en los 
exámenes, los que deberán verificarse en 
lo sucesivo el aia 2 de Enero de cada año 
en los mismos términos que previene el 
reglamento. 

6. * Si alguno de los sesenta aspiran- 
tes de número nombrados por S. M. al 
verificarse el primer exámen no hubiesen 
cumplido la edad de reglamento, podrá 
conservar su número y presentarse en el 
segundo ó tercero que tenga efecto des- 
pués de la fecha de esta resolución; y si 
en este intermedio le correspondiese in- 
gresar, ocupará la vacante el que ó los 
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que le sigan por antigüedad, sin que esto 
pueda desatenderse mas que en dicho ca- 
so, en el cual el no examinado conserva- 
rá el nüm. 1. ° , para que cuando cumpla 
el tiempo prefijado y preste el examen, 
opte á la primera vacante de meritorio, 
que ocurra. 

7. ^ Todos los individuas con opcion 
á plaza de meritorios, no comprendidos 
en el número de los sesenta primeros as- 
pirantes, que el dia 1* ° de Enero citado 
no justifiquen en debida forma contar 
menos de los veinte años de edad, perde- 
rán el derecho que hubiesen adquirido y 
se considerará nula dicha gracia: estos 
justificantes los remitirán los ordenado- 
res de los departamentos al director del 
cuerpo administrativo, cuyo jefe dispon- 
drá se les forme asiento en lista separada 
á la de los oficiales del precitado cuerpo, 
y se les anoten las censuras que obtengan 
en los exámenes y cuantas vicisitudes 
ocurra, practicando lo mismo respecto á 
los aspirantes de número que tendrán los 
suyos en la lista del cuerpo. 

8. ^ El mismo director, con presen- 
cia de las actas de examen que anualmen- 
te y en los primeros dias del mes de Ene- 
ro le remitan los ordenadores de los de- 
partamentos, señalará número á los indi- 
viduos con opcion á plazas, siempre que 
resulte alguno por cubrir, dando cuenta 
al ministerio de Marina, y previniendo lo 
conveniente á los interesados para su co- 
nocimiento por conducto de los referidos 
ordenadores. 

9. 03 Desde que á un individuo, con 
opcion á plaza de meritorio, se le partici- 
pa habérsele declarado aspirante de nú- 
mero, se presentará al ordenador del de- 
partamento* respectivo, cuyo jefe, si el 
agraciado hubiese prestado exámen, dis- 
pondrá pase destinado a la Intervención, 
sin que por este servicio tengan derecho á 
percibir ni reclamar goce alguno, ni me- 
nos servirles de abono de tiempo; en el 
concepto de que no presentándose en el 
término de cuatro meses quedará nula la 
gracia. I 

10. El uniforme de los aspirantes de ' 
número será el señalado á los meritorios 
para todo servicio, exceptuándose la di- 
visa de la manga. | 


11. Los individuos á quienes S. M. 
se ha dignado conceder gracia de merito- 
rios supernumerarios con anterioridad 
á esta resolución, conservarán los dere- 
chos que han adquirido y podrán optar 
á las plazas efectivas con preferencia á los 
aspirantes de número luego que estén 
examinados y reúnan todas las demas 
circunstancias del reglamento. 

Lo que de Real orden manifiesto á 
Y. E. para su inteligencia y efectos de su 
cumplimiento en la parte que le compete, 
incluyéndole adjunta relación de los in- 
dividuos á quienes S. M. se ha dignado 
conferir gracia de aspirantes de núme- 
ro del cuerpo administrativo de la arma- 
da, con expresión del que á cada uno le 
corresponde; en el concepto de que los 
once números que resultan vacantes en 
en el departamento de Cádiz, y seis en el 
de Cartagena, quedan reservados á la 
provisión Real. Dios guarde á V. E. mu- 
chos años. Madrid 2 de noviembre de 
1854. — Allende Salcinar. — Sr. Director 
del cuerpo administrativo de la armada. 

Ley de 28 de Enero de 1 Jijando el 
número y clases de buques de que se 
compondrán las fuerzas navales en 
1856. 


Doña Isabel II, por la gracia de Dios y 
por la Constitución de la Monarquía es- 
pañola, Reina de las Españas, á todos los 
que las presentes vieien y entendieren, 
sabed: que las cortes constituyentes han 
decretado y Nos sancionado lo siguiente: 

Artículo único. Las fuerzas navales 
durante el año de 1856 se compondrán 
del número y clases de buques que ex- 
presa el estado adjunto. 

Por tanto, mandamos á todos los tribu- 
nales, justicias, jefes, gobernadores y 
demas autoridades asi civiles como mili- 
tares y eclesiásticas, de cualquiera clase 
y dignidad, que guarden y hagan guar- 
dar, cumplir y ejecutar la presente ley 
en todas partes. 

Dado en Palacio á 23 de Enero de 1856. 
—YO LA REINA.— El Ministro de Ma- 
rina, Antonio Santa (hmz. 
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ESTADO que expresa el número y clase de buques que habrán de 
sostenerse en la Península^ Antillas y Archipiélago filipino 
durante el año de 1856. 


NO MERO. 


1 

4 


4 

1 

1 


8 


1 

1 

2 

2 

2 

12 

26 

4 

59 

7 

6 


CLASES. 

FOR- 

TE. 

FUERZA 

de o aballo* 

Navio 

84 

11 

Fragata 

42 

>• 

Idem 

40 

11 

Idem de hélice . . . • 

31 

360 

Idem de Idem . . . . 

31 

300 

Corbeta 

30 

V 

Idem 

24 

)> 

Idem 

24 

11 

Idem 

16 

11 

Bergantín 

20 

yy 

Goleta 

7 

yy 

Yapor 

16 

500 

Idem 

6 

360 

Idem 

3 

300 

Idem 

6 

200 

Idem 

4 

130 

Urca de 1,000 ton.** 

11 

11 

Idem 

11 

yy 

Idem de 800 

)) 

if 

Idem 

n 

yy 

Idem 

yy 

11 

Idem de 225 . . . . 

yy 

11 

Idem de 150 

yy 

yy 

Bergantín.- goleta. . 

yy 

14 

yi 

yy 


7 

iy 

Pailebot 

3 

yy 


1 

yy 

Místico 

8 

yy 


7 

yi 


1 

11 


1 

ft 

Faluchos de prime- 



ra clase 

12 

yy 

Idem de 2. * clase. 

jt 

iy 

Trincaduras 

)> 

iy 

Escampavías 

y) 

11 

Barquillas • • . • • . • j 

if 

y* 

Lanchas 

iy 

yy 


TIEMPO DE AR- 
MAMENTO. 

SERVICIO. 

Doce meses .... 

Servicio gen #raL 
Idem. 

Seis meses 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Doce meses .... 
Seis meses en ter- 

Escuela prácti- 

cera situación. -j 

ca de artillería. 

Idem en cuarta 

Servicio gen #rml * 

Seis meses. ..... 

Idem. 

Doce meses .... 

De estación en 

Idem 

el Rio de la 

Idem 

Plata. 

Idem. 

Idem 

Servicio gen #ral * 

Idem 

Idem. 

Idem 1 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Seis meses 

Idem. 

Seis meses 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Doce meses 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Guarda-costas. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 

¡ Idem 

Idem. 

Idem 

Idem. 
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NUMERO. 


CLASES. 

Vapor.... 

Idem 

Idem 

Idem 

Idem 

Bergantin-ponton.. 


POR- FUERZA TIEMPO DE AR- 


SERVICIO. 


TE. de caballo^ 


MAMENTO. 


200 Idem « 
200 Idem « 
120 Idem . 
120 Idem . 
120 Idem . 
.. Idem . 


Nota. Las dos arcas de 1,000 toneladas y las tres de 800 estarán armadas todo el 
año; pero por efecto del servicio que estos buques prestan y de sus continuos viajes á Ul- 
tramar, su sostenimiento gravitará solo por seis meses sobre el presupuesto déla Península, 
y el resto del año sobre el del apostadero de la Habana. 


Fragata 

' Idem 

Corbeta 

' Bergantín 

Idem , 

Idem 

- Idem 

Idem 

Idem 

. Idem • • • • - . . . . 

' Goleta de hélice. 

Idem id 

Idem de vela . . . 

_ Idem ... .... • 

Pailebot 

Idem 

Trasporte 

- Idem 

Idem 

'Vapor 

Idem 

Idem 

Idem 

Idem 

Idem 

Idem 

Idem 

Idem. 

Idem 

Idem 

„ Idem 

Bergantín 

'Vapor. 

Idem 

Idem 

Idem . . 

Pailebot 

Lanchas 

Falúas 


f Estos buques estarán ar- 
mados todo el año y pres-\ 
tarán el servicio que las cir- 1 
cunstancias exigen. 1 

1 NOTAS. / 

J 1. a Existe ademas ení 
'el puente de la Habana el V A 

Í ponton Villavicencio. / AntilAlas * 
2. * Se incluyen en es- [ 
te estado dos goletas del 
hélice, cuya construcción 1 
está muy adelantada, y 1 
que pasarán al apostadero i 
á principios del año de I 
1858. 

( Estos buques estarán ar- \ 
mados todo el año, y pres- I 
tarán el servicio que las cir- / 
cunstaneias exijan. f 

N0TAS ' V. Antillas. 

> 1. 03 Existe ademas en el / 
puente de la Habana el l 
ponton Villavicencio. I 

) 2. 05 Se incluyen en este I 
estado dos goletas de hélice ] 
cuya construcción está muy / 
adelantada, y que pasarán 
al apostadero á principios 
del año de 1856. 


Estos buques estarán ar- 1 
mados todo el año, y presta- 
rán el servicio que requie- 1 
ran las circunstancias. ! 


► Filipinas. 
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PERSONAL EMBARGADO EN ESTOS BUQUES. 


Oficiales de guerra 338 

Idem mayores 143 

Oficiales ae mar y maestranza (560 

Empleados xle máquinas 515 

Tropa embarcada 2,266 

Idem en los departamentos. 1,454 

Marinería embarcada , 9*424 

Idem en los depósitos 1,006 


Nota. Ademas de los buques que se expresan eu el precedente resumen luiy cuatro va- 
pores del Estado (pie prestan el servicio de correos á las Antillas, cuyas dotaciones se 
compouen de 

16 Oficiales de guerra. 

12 Idem mayores. 

24 Idem de mar y maestranza 
144 Empleados de máquinas. 

12 Individuos de tropa. 

302 de marinería. 


Por Real orden de 21 de Enero de 
1856, se resolvió que las pensiones otor- 
gadas antes de Julio de 1834, deben re- 
putarse concedidas en virtud de leyes es- 
peciales, y volver á los interesados á 
quienes lian dejado de satisfacerse al go- 
ce de las mismas. — V. Clases pasivas 
y MONTEPIO. 

Por Real decreto de 4 de Abril de 
1856 se fijó el plazo por ei que se puede 
conceder licencia temporal á los.gefes y 
oficiales de armada y la manera de soli- 
citarla. — V. Licencia. 

Por Real orden de 5 de Mayo de 1856, 
se dictaron varias disposiciones para 
nombramientos de maquinistas de los 
vapores de guerra. — V. Buque pe va- 
pok. 

Por Real orden de 20 de Mayo de 
1856, se dispuso que cuando los jefes y 
oficiales de la armada sean relevados ó 
destinados fuera del puerto enque se lia- 


| lien y no baya buque de guerra para 
¡ trasportarlos á su departamento, se les 
| abone el valor del billete en primera cá- 
¡ mara en un vapor mercante. 

Por Real orden de 27 de Junio de 1856 
se determinó que cuando se informe una 
solicitud de licencia pedida por un ofi- 
cial do la armada se manifieste la fecha 
de la última que haya disfrutado. — V. 
Licencia. 

Por R. orden de 15 de Agosto de 1856 
se determinaron las diferencias entre los 
uniformes de los oficiales de la armada 
y los pilotos de la marina mercante. — 
V. Uniforme. 

Por Real orden de 11 de Marzo de 
1856 se dictaron reglas para el estable- 
| cimiento de plazas fijas de fogoneros en 
los vajiores de guerra con el objeto de 
emplear en los mismos, operarios de las 
factorías nacionales* — Y. Buque de Va- 
por. 
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Real orden , efe 31 efe Marzo de 1856, pi'o- 

hibiendo el ingreso de nuevos individuos 

en el cuerpo hidráulico de la armada. 

Excmo. Sr.: He dado cuenta á la Rei- 
na (Q. D. G.) de la instancia en que D. 
Francisco Real y López solicita plaza de 
ayudante de hidráulicos en el arsenal del 
Ferrol; y S. M., considerando que resta- 
blecido el cuerpo de ingenieros de la ar- 
mada por Real decreto de 9 de Junio de 
1848, es ya innecesario el de hidráulicos, 
que para sustituir en parte á aquel fué 
creado por Real órden de 31 de Agosto 
de 1825; por tanto que ha llegado el caso 
de prevenir lo conveniente para que el 
referido cuerpo de hidráulicos se extin- 
ga á medida que vayan faltando los in- 
dividuos que lo componen, se ha servido 
desestimar la petición de D. Francisco 
Real y López, y disponer que se haga 
extensiva al cuerpo de hidráulicos la 
Real órden de 28 de Setiembre del año 
próximo pasado, por la cual se prohibió 
el ingreso de nuevos individuos en el de 
ingenieros prácticos. 

Dígolo á V. E. de Real órden para no 
ticia del almirantazgo y fines consi- 
guientes. Dios guarde á V. E. muchos 
años. Madrid 31 de Marzo de 1856. — 
Santa Cruz. — Sr. Vicepresidente del 
almirantazgo. 

Por Real órden de 25 de Julio de 
1856 se designaron varios defectos físi- 
cos que eximen del servicio de la arma- 
da. — V. Sanidad. 


Real orden ofe 30 (fe Julio de 1856, ;?ro- 
hibiyido la concesión de grados y hono 
res de todo empleo de los distintos cuer- 
pos ele la armada á individuos que no 
sirvan en ellos . 

Señora: La concesión de grados y ho- 
nores es un medio eficaz en todas las 
carrera» para estimular la aplicación, ex- 
citar el celo y premiar los móritos seña- 
lados que se contraen en servicio del Es- 
tado. Pero si las distinciones se prodigan 
y recaen en personas estrañas al cuerpo á 
que aquellas corresponden, léjos de pro- 
ducir saludables efectos infunden el desa- 
liento y apagan la noble emulación de 
los que con justicia pudieran optar á ellas, i 


La analogía que una parte de la profe- 
sión del oficial de la armada tiene con 
los conocimientos que se exigen á los 
pilotos de la marina mercante y la libe- 
ralidad con que se han recompensado los 
servicios de algunos de estos últimos, son 
sin duda la causa á que debe atribuirse 
el gran número de instancias que existen 
en el ministerio que merezco á la con- 
fianza de Y. M., en solicitud de gradua- 
ciones y empleos del cuerpo general de 
la armada, que deben reservarse exclu- 
sivamente para los que, sirviendo á su 
patria desde los primeros años, exponen 
por ella su vida en una carrera llena de 
fatigas y peligros. Por ello, y con objeto 
de mantener á la altura que corresponde 
el prestigio y consideración de los diver- 
sos cuerpos de la armada, tengo la hon- 
ra de someter á la aprobación de V. M. 
el siguiente proyecto de decreto. 

Madrid 30 de Julio de 1856. — Señora. 
— A L. R. P. de V. M. — El ministro de 
marina, Pedro Bayairi . 

REAL DECRETO. 


Atendiendo á las razones que me ha 
expuesto el Ministro de Marina, vengo 
en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Se prohibe la conce- 
sión de grados y honores de ninguno de 
los empleos de los diversos cuerpos mi- 
litares, administrativo y judicial de la 
armada, sino á individuos pertenecien- 
tes á los mismos, que por sus ascensos 
naturales y sucesivos puedan llegar á 
obtener en propiedad dichos empleos. 

Art. 2. ° Las autoridades de mari- 
na no darán curso á instancias de indi- 
viduos particulares en solicitud de las 
referidas graduaciones ú honores, cua- 
lesquiera que sean las razones en que se 
funden. 

Art. 3. ° Queda derogado en todas 
sus partes el Real decreto de 10 de No- 
viembre de 1847 y demas órdenes que 
permiten la concesión de estas gracias. 

Dado en Palacio á 30 de Julio de 
1856. — Está rubricado de la Real Mano. 
El ministro de marina, Pedro Bayarri . 

(Col. Leg.) 
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REGLAMENTO de 28 de Agosto de 1856, circulado con Real orden de 22 de Oc- 
tubre, determinando las medicinas y envases con que deberán repostarse los buques de 
la armada y arsenales de los departamentos, calculado á cincuenta plazas de dotación 
en los primeros y cimuenta individuos de marinería y presidio en los segundos. O) 


Aceite de hígado de bacalao. 

Id. de almendras dulces. 

I I. de ricino. 

Id. esencial de azahar. 

Id. esencial de canela, 
i Id. esencial de menta. 

Id. esencial de trementina (aguarrás). 
Acetato amónico (espíritu de Minderero.) 
Id. mórfico (acetato de morfina.) 

Id. plúmbico, cristalizado (azúcar de Sa- 
turno.) 

Id. potásico (tierra foliada de tártaro.) 
Id. trisplúmbico, líquido (estracto de sa- 
turno.) 

Acido azoótico (ácido nítrico.) 

Id. cítrico, cristalizado. 

Id. clorihidrico (ácido muriático.) 

Id. sulfúrico. 

Id. tánico (tanino.) 

Id. tártrico, cristalizado. 

Agárico igniaco (yesca). 

Agua destilada. 

Alcanfor. 

Alcohol de 35 grados Baumé. 
Alcoholado corroborante de With. 

Id. de alcanfor [aguardiente alcanforado.] 
Id. de almizcle [tintura de almizcle de la 
farmacopea francesa.] 

Id. de cantáridas [tintura de cantáridas.] 
Id. de castóreo [tintura de castóreo.] 

Id de succino [tintura de succino.] 

Id. nítrico etéreo [espíritu de nitro dul- 
ce.] 

Alcoholato de canela [alcohol de canela.] 
Id. de coclearia [espíritu de codearía.] 
Id. de romero (agua de la reina de Un- 
gría.] 

Almendras dulces. 

Almidón de trigo. 

Amoniaco liquido. 

Azoato argéntico cristalizado [nitrato de 
plata cristalizado.] 

Id. fundido [piedra infernal.] | 


Id. potásico (nitro), 
j Azúcar blanca. 

¡ Azufre sublimado y lavado. 

Bálsamo de Peichler (perfeccionado.) 
Bicarbonato sódico (bicarbonato de Sosa. 
Bióxido de manganeso (manganesa.) 
Bitartrato potástico (crémor de tártaro.) 
i Borato sódico (bórax.) 

Carbonato magnésico (leche de tierra.) 
Id. potásico (sal de ajenjos.) 

¡ Catecú (tierra japónica.) 
j Cebada común. 

! Id. perlada. 

¡ Centaura menor. 

¡ Cera blanca, 
j Cloroformo. 

¡ Cloruro férrico (peroloruro de hierro.) 
Id. mercúrico (sublimado corrosivo.) 

Id. mercurioso precipitado (precipitado 
blanco.) 

Id. sublimado al vapor (mercurio dulce.) 

| Corteza de quina roja, 
j Cuerno de ciervo calcinado y levigado. 

< Cápsulas de copaiva. 
i Eleo cerolado simple (cerato.) 

¡ Enolado antimonial (vino emético tur- 
| bio.) 

1 Id. de opio de Sydenham (láudano líqub 
t do.) 

j Esperma de ballena. 

» Esponja fina. 

Id. preparada. 

^ Estearato de mercurio compuesto (em- 
, plasto de Vigo con mercurio.) 

Id. de óxido plúmbico (emplasto con- 
j fortativo de la farmacopea hispana.) 

Id. gomo resinoso (emplasto de aqui- 
lon). 

Estearato resinoso (emplasto aglutinante.) 
Id. tendido en lienzo (esparadrapo aglu- 
tinante.) 

Estracto de belladona. 

Id. de cicuta. 


(1) Suprimimos las cantidades que deben embarcarse de cada artículo según sea el buque y la 
campana a que se destinan ya porque es de grande extensión, el reglamento, ya porque los gefes á 
quienes incumbe su cumplimiento podrán adquirir un ejemplar en el apostadero de la Habana. 
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Id. de opio acuoso. 

Id. de quina blando. 

Id. de ratania. 

Id. de valeriana silvestre. 

Eter sulfúrico. 

Flor de árnica montana. 

Id. de manzanilla. 

Id. de tila. 

Id. de violeta. 

Goma arábiga entera. 

Guayaco (rasuras.) 

Hipoclorito cálcico (cloruro de cal.) 

Id. sódico (licor de ¿abarraque). 

Hojas de sen. 

Id. de tabaco. 

Id. de torongil. 

Id. de salvia. 

Iodo. 

Ioduro mercurioso (protoiduro de mer- 
curio.) 

Id. potásico (kidriodato de potasa.) 
Liquen islándico. 

Limaduras de hierro porfirizadas. 

Linaza entera. 

Liparolado de altea (ungüento de altea.) 
Id. azufre alcalino (pomada de Helme- 
rich.) 

Id. de cantáridas (ungüento de cantáridas. 
Id. carbonato plúmbico (ungüento blanco.) 
Id. mercurial de partes iguales. 

Id oxigenado (pomada oxigenada.) 

Maná en lágrima. 

Manteca de cerdo sin sal. 

Miel depurada. 

Mostaza entera. 

Oleo resina de copaiva (bálsamo de id.) 
Oxido antimónico hidrosulfurado (ker- 1 
mes mineral.) 

Id. cálcido (cal viva.) 

Id. magnésico (magnesia calcinada). 

Id. mercurio (precipitado rojo.) 

Id. zíncico sublimado (flores de zinc.) 
Pildoras escilíticas de la farmacopea his- 
pana (la masa.) 

Id. de cinoglosa id. 

Id. de estracto acuoso de opio de medio 
grano. 

Id. mercuriales de Sedillot (la masa.) 


Polvos astringentes compuestos, partes 
iguales alumbre y goma t ragacanto. 
Id. de azafran. 

Id. de cantáridas. 

Id. de colofonia. 

Id. de digital purpúrea. 

Id. de Dower. 

Id. de escila. 

Id. de goma arábiga. 

Id. de tragacanto. 

Id. de hipecacuana. 

Id. de jalapa. 

Id. de linaza. 

Id. de mostaza. 

Id. de pimienta cubeba. 

Id. de quina amarilla calisaya. 

Id. de ruibarbo. 

Id. de Viena (cáustico de Viena.) 

Raiz de altea. 

Id. de China. 

Id. de genciana. 

Id. de regaliz. 

Id. de zarzaparrilla. 

Retiuolado de colofonia (ungüento basa- 
licon.) 

Id. de estoraque (ungüento de estoraque.) 
Rob antisifilítico de Lafiaecteur. 
Sacarolado cordial (electuario cordial 
de la farmacopea hispana.) 

Id. opiado astringente (electuario dias- 
cordio. 

Id. simple (jarabe simple.) 

Sanguijuelas. 

Sasafrás (rasuras.) 

Sulfato alumínico potásico (alumbre cris- 
talizado.) 

Id. calcinado (alumbre quemado) 

Id. cúprico (de cobre piedra lipiz.) 

Id. férrico (sulfato de hierro.) 

Id. magnésico (sal de higuera.) 

Id. quínico (sulfato de quininina). 

Id. zíncico (sulfato de zinc, vitriolo blanco.) 
Subnitrato de bismuto. 

Tartrato antimónico potásico (tártaro e- 
mético.) 

Trementina. 

Yino antiescorbútico de la farmacopea 
francesa (Codex.) 


NOTAS ACLARATORIAS. 


1. * Todas las sustancias liquidas se llevarán en frascos de cristal de boca estrecha y tapé esme- 
rilado en las cantidades necesarias para pronto uso en la botica; pero cuando sean grandes cantida- 
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Real decreto de 3 de Setiembi-e de 1856, 
derogando el de 29 de Diciembre de 
1811 sobrealcemos en el cuerpo gene- 
ral de la armada y restableciendo y re- 
formándola ordenanza de 1793, comu- 
nicado al apostadero de la Habana en 
8 del mismo mes y año. 

En atención á lo que me ha expuesto 
mi ministro de marina, vengo en decre 
tar lo siguiente: 

Artículo 1. ° Queda derogado el de- 
creto de 29 de Diciembre de 1811, esta- 
bleciendo las reglas que debían servir de 
base para los ascensos en el cuerpo gene- 
ral de la armada. 

Art. 2. ° Los ascensos de que trata 
el artículo anterior se conferirán en lo 
sucesivo con arreglo á los preceptos de 
las ordenanzas generales de la armada de 
1793. 

Art. 3. ° Los hechos distinguidos de 
armas y los servicios especiales de rele- 
vante y señalado mérito, podrán recom- 
pensarse con ascenso, aun cuando este no 
corresponda por antigüedad, siempre que 
los que se hayan hecho acreedores á pre- 
mio no figuren en ninguna de las listas 
de demérito. 

Art. 1. ° Cuando el capitán 6 co- 
mandante general de un departamento ó 
apostadero reciba parte oficial de haber 
ocurrido un suceso de los designados en 
el artículo que precede, reunirá la junta 
de asistenoia, para que, en vista de los 


antecedentes presente su calificación ra- 
zonada; cuyo acuerdo, firmado por to- 
dos los vocales de la junta, constando el 
voto de cada uno, se pasará al almiran- 
tazgo, que lo ampliará en caso necesario 
para esclarecer mas los hechos, y con su 
dictámen dirigirá el expediente al gobier- 
no para la resolución que sea mas con- 
veniente. 

Art. 5. ° En el cuerpo general de la 
armada no se concederán otros empleos 
en clase de supernumerarios sino los que 
puedan ocasionar los premios que esta- 
blece este decreto. 

Dado en palacio á 3 de Setiembre de 
de 1856. — Está rubricado de la real mano. 
El ministro de marina, Pedro Bayarri. 

[Col. Le#.] 

R. O. de 20 de Setiembre de 1856, de- 
terminando las clases a que deben cor- 
responder los comandantes de buques 
de guerra según su porte y fuerza . 

Almirantazgo. — 3. 68 Seccion.-Excmo. 
Sr. — El Excmo. Sr. ministro de marina 
en real orden de 24 de Julio último dijo 
! entre otras cosas al Excmo. Sr. Vice- 
I presidente del almirantazgo lo que sigue: 
j “Que los buques de vela y de hélice de 
80 cañones en adelante sean mandados 
! por brigadieres; los de 80 á 40 por ca- 
pitanes de navio; los de 40 á 20 por ca- 
¡ pitanes de fragata; y hasta 20 por tenien- 
, tes de navio; y los de vapor, de 400 ca- 


des, deben las do repuesto llevarse en botellas encajonadas, exceptuándose los ácidos que lian de ir 
siempre en frascos de cristal con tapés de lo mismo esmerilados. 

2. Los estractos, píldoras, sales, polvos, flores y otras sustancias secas se llevarán para pronto 
uso en frascos de cristal de boca ancha, y tapó de lo mismo, guardándose las de repuesto en cajas 
de madera forradas de hoja de cstafio. En esta última clase de envases irán en todos los casos, el 
azúcar, las raíces y el óxido de manganeso. 

3. 53 Los ungüentos deben llevarse en frascos de porcelana para el despacho, y en orzas vidria- 
das de boca estrecíia convenientemente tapadas para el repuesto. 

4. ° Todos los envases tanto de la botica, como del repuesto, deben estar rotulados con arreglo 
á la nomenclatura química que quede estableoida, sin omitir jamas los nombres vulgares. 

5. 03 Las sanguijuelas se llevarán con barro en cajones de madera macliembrados, con ventila- 
dor en la tapa, aldabillas y candado. 

fi . 73 Los buques cuyas dotaciones sean menores de cincuenta plazas se reputarán como de este 
número para asignarles las cantidades correspondientes de medicinas, y lo mismo se verificará pa- 
ra con los arsenales. 

7. ~ Para el mismo efecto se considerarán como de cincuenta plazas los que pa«ando de este 
número no lleguen á setenta y cinco; como de ciento los que pasen de setenta y cinco y no lleguen á 
ciento veinte y cinco; de ciento cincuenta, los de ciento veinte y cinco á ciento setenta y cinco, y 
sucesivamente á este tenor. 

Madrid 28 de Agosto de 1856. — Está rubricado. 
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ballos para arriba por capitanes de navio; 
de 400 á 200 por capitanes de fragata y 
hasta 200 por tenientes de navio; excep- 
tuando de esta regla á los guarda-costas 
y correos que no estéu armados en guer- 
ra, que serán siembre mandados por te- 
nientes de navio. Esta variación en los 
mandos no altera en nada las asignacio- 
nes señaladas á los comandantes según 
sus portes en cañones y caballos; propo- 
niéndose para los de asignaciones supe- 
riores á los gefes y oficiales que perte- 
nezcan al primer tercio (le sus respecti- 
vos escalafones, y aplicarlos á mandos de 
la clase superior inmediata, en el caso de 
faltar en ella individuos para cubrirlos. 
— Lo que por acuerdo del almirantazgo 
traslado á V. E. para su conocimiento y 
efectos consiguientes, puesto que desde 
luego deben regir estos como se previe- 
ne en dicha real determinación. Dios 
guarde á Y. E. muchos años. Madrid 20 
de Setiembre de 1856 . — El marques de 
Almeiras. — Excmo. Sr. comandante gene- 
ral del apostadero de la Habana. 

Por Real orden de 3 de Octubre de 
1856 se aprobó el reglamento para el 
cuerpo eclesiástico de la armada. V. Cle- 
ro CASTRENSE. 

Real orden de 6 de Octubre de 1856, dis- 
poniendo que los individuos del cuer- 
po de sanidad de la armada , á quienes 
hubiese tocado la suerte de soldados 
puedan seguir en los mismos puestos 
por el tiempo que deban servir . 

El Sr. ministro de la Guerra dice hoy 
al de Marina lo que sigue: 

“Se ha enterado la Reina (Q. D. G.) 
del expediente que en 9 de Junio último 
remitió el antecesor de Y. E. á este minis- 
terio, promovido por el quinto del reem- 
plazo del año actual D. Joaquin Escasi y 
Polticer, destinado de practicante al va- 
por de guerra Vulcano y en solicitud de 
extinguir en los buques de la armada el 
tiempo que deberia servir como soldado 
en las filas del ejército; y S. M., después 
de oido el parecer del tribunal supremo 
a de guerra y marina, se ha dignado acce- 
der á la pretensión del interesado, y con- 
cederle estinguir el tiempo de su empeño 
en buques de la armada nacional ejer- 
ciendo el destino de practicante. Es asi- 
78 
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mismo la voluntad de S. M. que lo deter- 
minado en la Real órden de 15 de Abril 
de 1837 respecto á los individuos del 
cuerpo de sanidad militar que se hallan 
sirviendo en los hospitales militares, se 
haga extensivo á los de sanidad de la ar- 
mada por la analogía que existe entre 
ambas clases y servicio que prestan en 
los buques.” — [Col. Leg, p. 40.] 

R. O. de 22 de Octubre de 1856, dispo- 
niendo que para lo sucesivo se abone á 
todo oficial de b % armada que se halle 
en comisión del servicio medio sueldo 
mas sobre el entero de su clase . 

Excmo. Sr.: He dado cuenta á la Rei- 
na (Q. D. G.) de la carta de Y. E. núm. 
1,270, de 16 del actual, consultando so 
bre las dietas que deben abonarse al se- 
undo comandante de vivero por los 
ias invertidos en una comisión del ser- 
vicio, y S. M., de conformidad con lo 
propuesto por el almirantazgo, se ha 
dignado resolver que se le abone medio 
sueldo mas sobre el entero de su clase 
durante el tiempo que estuvo comisiona- 
do, siendo ademas su voluntad que esta 
Real determinación sirva de regla^gene- 
ral para lo sucesivo. Dígolo á V. E. de 
Real órden para conocimiento del Almi- 
rantazgo y efectos consiguientes. Dios 
guarde á Y. E. muchos años. Madrid 
22 de Octubre de 1856. — Lersundí . — Se- 
ñor Vicepresidente del almirantazgo. 

Por Real órden de 20 de Noviembre 
de 1856 inserta en la Colección legis- 
lativa y comunicada á este apostadero en 
28 del mismo mes se dictaron reglas pa- 
ra la matriculacion de la gente de mar. 

Y. Matricula. 

Por Real órden de 23 de Diciembre de 
1856, se prohibió que los facultativos de 
la armada obtengan su retiro ó licencia 
absoluta para Ultramar. — Y. Licencia 
retiro. 

ARMADOR. V. Comercio/ 

ARMAS. (Introducción de)— Lasque 
para particulares se encarguen á la Penín- 
sula ó al extrangero no pueden introdu- 
cirse en esta Isla sin expresa autorización 
de la Capitanía general, á la que deben a- 
cudir los interesados á fin de obtener el 
permiso correspondiente. Y. aduanas, « 
Anales de 1855. 

1856 
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ARMAS DEL EJERCITO . — Los diferen- 
tes institutos ó secciones en que están di- 
vididos los ejércitos según la distinta 
clase de armas que usan. Lo relativo á ca- 
da una de ellas corrresponde á sus artí- 
culos expeciaies. 

También se usa la palabra armas en sen- 
tido figurado por servicio militar: así es 
que no hace mucho tiempo se condenaba 
á los vagos y otros procesados por delitos 
que no indicaban perversidad ae corazón 
sil servicio de las armas. 

Por Real decreto de 20 de Octubre de 
1853 se declaró á los capitanes generales 
de Cuba, Puerto-Rico y Filipinas directo- 
res ó inspectores natos de todas las armas é 
institutos militares. V. cabo, ejercito, 
jefes, oficiales, qüintas y demas ar- 
tículos análogos. 

ABMAS FBOHIBIBAS. 

1. Aquellas cuyo uso está védado de 
termínadamente. He aquí la definición 
mas aproximada á la exactitud, pues el 
carácter distintivo del arma prohibida no 
es su posesión sino su uso ó portación, es- 
tando comprendidas en la lista de las ar- 
mas prohibidas muchas que son verdade- 
ramente permitidas en el hogar domésti- 
co y que no lo son fuera de él; otras como 
los instrumentos de algunos oficios que 
son permitidas en casa y fuera de ella 
cuando se llevan con el objeto de desem- 
peñar el arte ó profesión para que sirven; 
pero no lo son, ó mejor dicho, están pro- 
hibidas fuera de esos casos. Yamos á dar 
clara y sucinta razón de unas y otras; de 
las penas señaladas por la legislación vi- 
jente á los que llevan ó hacen uso de ar- 
mas prohibidas; de los jueces competentes 
para aplicarlas; del procedimiento á que 
se someten las causas que se forman con 
motivo de esa infracción, y de las cuestio- 
nes suscitadas y pendientes todavía en es- 
ta materia, á la cual damos marcada pre- 
ferencia, ya porque la legislación especial 
de Cuba difiere en un todo de la que rije 
en las demas provincias españolas, — y no 
pi^ede menos de ser así, estando como es- 
tá poblada de razas diferentes en su orí- 
en, distintas en sus condiciones sociales, 
e muy desigual estado de civilización, 
con diversos derechos en varios ramos de 
la administración pública y sujetos en mu- 


chos delitos á penas desiguales; — ya tam- 
bién porque tratándose ai presente de su 
reforma, que pende del gobierno supremo, 
la cual para ser acertada exije tenerse en 
cuenta consideraciones de carácter com- 
plexo, tiene hoy esta materia el interes de 
actualidad que hace mas oportuno su es- 
tudio. 

2. Para proceder con método, examina- 
remos primero las atribuciones y deberes 
del legislador y de la administración acti- 
va con relación á la fabricación, venta y 
uso de las armas: pasaremos después á di- 
lucidar el mismo asunto con relación á la 
administración de justicia, estudiando por 
separado las teorías del derecho constitu- 
yente, para poder con su auxilio juzgar 
después los defectos ó ventajas del dere- 
cho constituido respecto á las penas que 
por él se imponen, y álos juzgados priva- 
tivos encargados de su ejecución, y con- 
cluiremos insertando la parte legislativa 
con toda la extensión que merece no sola- 
mente por su importancia, sino también 
porque derogadas para la Península las 
leyes insertas en la Novísima Recopila- 
ción, no tienen ya porqué ocuparse de e- 
11a los escritores de derecho ó legislación 

eneral de la monarquía española, habien- 
o por tanto quedado limitada la necesi- 
dad de su estudio á las provincias ultra- 
marinas. 

CAPITULO I. 

Del uso de armas con relación á la 
administración activa. 

3. Es tan antigua la prohibición de lle- 
var armas ocultas con las que se pueda 
causar daño á otro sin darle lugar á la de- 
fensa, y ha sido tan repetidamente reco- 
mendada en distintas épocas, no solamen- 
te por los legisladores de Castilla, sino 
también por los de otros países, que pa- 
recerá aventurado el someter hoy á discu- 
sión lo que hasta el dia ha pasado por 
axioma. Este axioma, sin embargo, ha 
dejado de serlo entre nosotros desae que 
el código penal de España ha omitido en 
el catálogo de los delitos el de que trata- 
mos, estableciendo por el art. 2. ° que 
“no serán castigados otros actos ú omisio- 
nes que los que la ley con anterioridad 
haya calificado de delitos ó faltas”, y reba- 
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jando á la clase de circunstancia agravan- 
te el haber hecho uso de armas prohibi- 
das. Su simple portación no es delito en 
la Península: los tribunales no lo persi- 
guen y si las autoridades gubernativas lo 
consideran como infracción de alguna or- 
denahza, no pueden castigarlo sino con 
una leve corrección. 

4. No cabe duda que el uso de armas 
es uno de los objetos á que los gobiernos 
deben consagrar especial atención. Tienen 
la misión importante de protejer á los ciu- 
dadanos colocados bajo su amparo: es con- 
secuencia de esa misión el imoedir que 
con armas ocultas se causen lesiones ó 
muertes, y si no pueden evitarlo de una 
manera completa y eficaz, han de autori- 
zar el uso de las armas, por medio de las 
cuales se pueda rechazar una agresión in- 
justa. 

5. La fabricación y venta de las armas 
constituyen por otra parte dos ramos de 
industria y comercio cuyo desarrollo no 
es justo impedir, ni tampoco es convenien- 
te otorgar á los que á ellos se dedican una 
libertad omnímoda. La dificultad consis- 
te en conciliar tan opuestos intereses y 
derechos. 

6. Desde luego se comprende que ha de 
haber algunas armas permitidas, porque 
si arma, como hemos dicho mas arriba, 
es todo instrumento que sirve para defen- 
derse ú ofender, y hay con efecto instru- 
mentos absolutamente indispensables pa- 
ra los usos de la vida que consigo llevan 
aquellas cualidades, seria injusto y tiráni- 
co que el legislador prohibiese el uso de 
tales instrumentos; pero no lo será, y así 
lo veremos sancionado mas adelante, el 
impedir que con ellas se cause daño, pro- 
hibiendo al efecto su portación fuera de 
los casos en que sea necesario. 

**7. No puede tampoco impedirse al que 
ha de transitar por lugares peligrosos el 
llevar consigo armas defensivas ú ofensi- 
vas que aseguren su persona contra hom- 
bres perversos ó animales dañinos. 

8. Asimismo es de autorizarse el uso 
de armas para la caza, ya se considere esa 
ocupación como oficio ó como placer. En 
estos y otros muchos casos no cabe duda 
que la ley consiente el uso de armas, que 
no puede en buenos principios proscribir, 
y mucho menos elevar ese hecho á la ca- 
tegoría de delito. Pero ¿debe haber armas 


prohibidas? He aquí la primera cuestión 
que hemos de resolver. 

9. La prohibición, se dice, es ineficaz 
para los criminales, quienes la burlan fá- 
cilmente cuando proyectan algún delito: 
y para los hombres honrados, obedientes 
y escrupulosos observantes de la ley, es 
la prohibición una rémora que impidién- 
doles su defensa los deja á merced de los 
malvados; rémora injusta, porque ningún 
medio debe negárseles para contrarestar 
los ataques violentos; y como nada debe 
temer el gobierno de los hombres de bien, 
resultando que para estos es tan inútil la 
prohibición como ineficaz para los crimi- 
nales; la consecuencia lógica de estos prin- 
cipios es que no debe haber armas prohi- 
bidas: y si á esto se agrega que no es el 
uso el que infunde temor sino el abuso, y 
que este nunca es motivo suficiente para 
proscribir aquel, la consecuencia deduci- 
da adquiere mayor fuerza de convicción. 

10. He ahí el sistema dominante en la 
vecina república norte-americana, en la 
cual el uso de armas de toda clase se ha- 
lla consentido, viéndose por eso con dema- 
siada frecuencia que por cuestiones insig- 
nificantes se cometen allí homicidios y le- 
siones graves con tan ligera facilidad y en 
número tan alarmante, que no puede me- 
nos de producir en el ánimo de la ma- 
yoría de 16s que habitan ese pais una in- 
quietud permanente. 

11. Es indudable, diremos nosotros 
contestando á aquellos argumentos, que no 
debe dejarse al hombre honrado indefen- 
so, entregándole al arbitrio de los crimi- 
nales: también reconocemos que respecto 
á estos no es completamente eficaz la ley 
prohibitiva del uso de armas como no lo 
son las demas leyes de sudase. Mas no por 
eso dejará de convenirse en que algo im- 
pide la ley, algunos delitos evita, y desde 
luego tampoco se podrá negar la ventaja 

t ue esto proporciona. Por otra parte, el 
erecho de propia defensa, si bien debe 
ser respetado porque es legítimo, no exi- 
ge como garantía la absoluta concesión de 
toda clase de armas: permítanse aquellas 
que se consideren necesarias atendido el 
estado, las costumbres y la policía de se- 
guridad del pais: dónse ademas á los hom- 
bres de buenos antecedentes licencias es- 
peciales y niéguenseálos malévolos, y con 
tal sistema se enfrenarán estos, al paso 
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que se afianzará la tranquilidad dé aque- 
llos. En la materia de que tratamos, como 
en tantas otras, los términos extremos o- 
frecen mas inconvenientes que los medios 
prudentes y racionales. 

12. Que el abuso no dá razón bastante 
para prohibir el uso de una cosa convenien- 
te ó necesaria, es incuestionable; pero no 
lo es menos que los objetos de un uso muy 
peligroso, como los venenos y las armas, 
han sido y no pueden dejar de ser uno de 
los objetos dignos de ser reglamentados 
por la administración pública con especial 
cuidado, para conseguir que no se impida 
el uso y que se dificulte el abuso. No ha- 
ce mucho que el gobernador de una pro- 
vincia de España prohibió el uso de los 
fósforos en las eras durante la trilla para 
evitar la repetición de los incendios de las 
mieses que habian causado la ruina de va- 
rias familias. Difícil se nos hace de creer 
que semejante precepto fuese cumplida- , 
mente obedecido, y desde luego lo califi- 1 
camos de arbitrario y vejatorio; pero no 
calificaremos de tal la misma órden apli- 
cada á los buques, así como habrá mucho 
menos motivo para censurar la prohibi- 
ción de que se fume cerca de un depósito 
de pólvora; y sin embargo, el fumar es en 
en sí mismo lícito é inocente. 

13. Así, pues, si el legislador gradúa en 
su prudente discreción que de cierta clase de 
armas puede hacerce mas uso malo que bue- 
no , está en el caso de prohibirlas por regla 
general , permitiéndolas en casos especiales; 
y siempre y en todas ocasiones debe prohibir 
aquellas armas que por su naturaleza mis- 
ma están destinadas al abuso, ó porque no 
son susceptibles de buen uso , ó porque lo 
son rarísimas veces . Esta regla es la ba- 
se del derecho constituyente en la mate- 
ria de armas prohibidas, y á ella nos aten- 
dremos para resolver las cuestiones que 
se susciten. 

14. Desde luego se nos ofrece una de 
bastante interes y trascendencia, sosteni- 
da poderosamente en contrarios sentidos, 
y sobre la cual el derecho constituido no 
está del todo claro. Referímosnos álas na- 
vajas de afeitar. ¿Debe prohibirse la por- 
tación de navajas de afeitar por regla ge- 
neral, exceptuando álos barberos y áalgu- 
na otra persona en circunstancias dadas? 
Sorprenderá á muchos la pregunta porque 
les parecerá injusta ó innecesaria la prohi- 


bición de un instrumento tan generaliza 
do, que sirve diariamente para satisfacer 
una necesidad de la vida, y que carece de 
los caractéres que deben tener las armas 
prohibidas: es decir que de ellas se pueda 
hacer mas mal uso que bueno. Pero si se 
reflexiona que ese instrumento no sirve en 
la calle para nada que no sea malo y que 
con él se causan gran número de las heri- 
das y homicidios que se cometen, no se 
descubrirá en la pregunta una tendencia 
á prohibir demasiado sino el deseo de evi- 
tar crímenes. 

15. Si la estadística judicial nos sumi- 
nistrara datos para formar opinión funda- 
da en hechos prácticos; si supiéramos el 
número de delitos cometidos con navajas 
de afeitar, con armas permitidas y con ar- 
mas prohibidas, podríamos establecer com- 
paraciones que dilucidarían la cuestión 
propuesta; mas sin necesidad de ellos pue- 

I de resolverse fácilmente aplicando el prin- 
1 cipio que poco antes hemos establecido co- 
mo base del derecho constituyente. De los 
instrumentos del barbero, no yendo á ejer- 
cer el oficio, puede hacerse solamente uso 
malo: debe pues prohibirse su porta- 
ción y penarse, salvo la prueba de que 
se llevan para un uso lícito é inmedia- 
to: y en este sentido lo ha resuelto el 
decreto de 6 de Mayo de 1854, en cuyo 
preámbulo se citan las navajas de afeitar 
entre los instrumentos de oficio, de que se 
hace mal uso», sin que por eso puedan te- 
nerse por armas prohibidas, porque en efec- 
to no lo son por el núm. 4. ° del art. 1. ° 
permitiéndose su portación siempre que 
conocidamente se lleven para servirse de 
ellas en el ejercicio de su trabajo ú oficio; 
lo cual equivale á prohibirlas á los que no 
tienen por oficio afeitar; ó dándole mas la- 
titud, si se quiere, á los que no acrediten 
que las llevan para hacer uso lícito é inme- 
diato de ellas. Al que no es barbero, ni se 
afeita con su propia mano le está prohibi- 
do portar navaja de afeitar: y con mucha 
mayor razón debe ser comprendido entro 
los infractores de las leyes sobre armas el 

ue habitualmente trae consigo navajas 

e este género. 

16. Demostrado que deben prohibirse 
ciertas armas, es una consecuencia na- 
tural que también deberá prohibirse su 
fabricación y venta. 

17. Asimismo se deduce de lo cxpues- 


Digitized by v^.ooQLe 



PROHIBIDAS. 


613 


to que es 'permitida toda arma que no se 
halle inclusa en el catálogo délas prohibí’ 
das : esta es la regla general de derecho 
aplicable de lleno al presente tratado. 

18. También hemos indicado que con- 
viene conceder expresa licencia para usar 
aquellas armas, que no sean de las com- 
prendidas en la absoluta prohibición, á las 
personas honradas y denegarla á los mal- 
vados. Pero no es preciso para acordar e- 
sa negativa que conste la maldad del pre- 
tendiente, basta que aparezca sospechoso 
ó que no ofrezca garantías de buen uso. 
A esta clase corresponden los que han si- 
do procesados por delitos de heridas, los 
vagos, los ebrios consuetudinarios, los de- 
mentes y otros semejantes. 

19. Lo hasta aquí expuesto toca á la ad- 
ministración activa: á esa institución cor- 
responde clasificar las armas en los tres 
órdenes expuestos, á saber: permitidas 
siempre, prohibidas absolutamente y per- 
mitidas ó prohibidas según los casos: á ella 
toca conceder ó negar las licencias gratui- 
tamente ó mediante el pago de un dere- 
cho, que si se exije, ha de ser sumamente 
moderado para que ni haya interes por 
parte del Estado en abrir la mano á nu- 
merosas concesiones, ni haya tampoco in- 
teres notable en los particulares para re- 
huir la petición de licencia. A ella debia 
corresponder también en sentir de mu- 
chos el conocimiento y castigo de la infrac- 
ción de los reglamentos que al efecto se 
dicten; pero no adelantemos ideas que cor- 
responden al siguiente 

CAPITULO II. 

Del uso de armas con relación á la 
administración de justicia* 

SECCION I . 63 

Derecho constituyente . 

20. Es delito ó falta toda acción ú 
omisión voluntaria penada por la ley. 
Así lo define el código penal de España, 
que en punto á doctrina bien puede ci- 
tarse como la autoridad mas competente 
en la materia. Hay en la legislación de 
Cuba penas establecidas para los que lle- 
van consigo armas prohibidas. Es, pues, 


un delito esa acción que por la ley tiene 
una sanción penal. Pero ¿debe serlo? ¿No 
será mas justo y conveniente borrar de 
nuestros códigos esas penas y sustituir- 
las con correcciones gubernativas? 

21. Sin duda alguna que la idea de 
delito lleva inherente la de daño causado 
á otra persona; y como la simple porta- 
ción de una arma no causa daño material, 

E arece que ese hecho no debe entrar en 
i categoría de delito. 

22. Esta doctrina ha prevalecido en 
alguno de los códigos modernos, entre 
ellos el español. Permítasenos sin embar - 
bargo, hacer algunas observaciones para 
el caso de que seriamente se piense en 
aplicar á esta Isla el referido código. Des 
de luego se echa de ver que el principio 
sentado tiene un lado muy vulnerable, 
pues se funda en una suposición equivo- 
cada cual es la de que la portación de ar- 
mas á nadie ofende, porque la alarma 
que produce en las personas timoratas el 
convencimiento ó la persuasión de que los 
hombres malos andan ó pueden andar ar- 
mados, causa en aquellos una inquie 
tud y zozobra, que es un verdadero mal 
aunque de difícil apreciación; pero aun 
cuando prescindiéramos de tan impórtan- 
te consideración y de otras que pudiéra- 
mos exponer, parécenos que en el terreno 
práctico, al que en materias legislativas 
debemos descender con preferencia, para 
que las cuestiones que se ventilen se exa- 
minen en él á la luz de los hechos y de 
sus inmediatas consecuencias, no deberá 
tomarse por guia en esta Isla, la que ha 
servido á la redacción del código de la 
Península, de lo cual nos convenceremos 
mucho mas si tomamos en cuenta, como 
no podemos menos de tomar, las distintas 
circunstancias de esta provincia, en que 
la autoridad se halla y necesita continuar 
revestida de medios mas eficaces de re- 
presión que f en la Península, y las dife- 
rentes razas de que se compone la pobla 
cion que nos rodea, entre ellas la de co- 
lor que tiene una propensión muy marca- 
da á llevar armas, la cual no se contiene si- 
no con una pesquisa continua y castigos 
prontos. 

23. Discútase en buen hora y reco- 
nózcase si se quiere en teoría que no bas- 
ta la intención dañada para que exista un 
delito: y que en la portación de armas, 
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aun no conociéndose la intención de da- 
ñar, no hay hecho que constituya delito 
en el sentido filosófico de esta palabra. 
Niéguese que el llevar un arma á propó- 
sito para herir es un indicio de delito 
frustrado ó tentativa de tal. No tendremos 
inconveniente en hacer esas concesiones 
aun cuando su aserto sea discutible; por- 
que tampoco se nos negará que la socie- 
dad tiene el derecho y aun la obligación 
de dictar medidas previsoras para evitar 
los delitos; de prohibir las acciones mas 
inocentes, como la reunión de cuatro per- 
sonas en dias de motin, el escribir cartas 
á los parientes cercanos que habiten en 
pais enemigo durante una guerra y otras 
semejantes, si con ellas se alarma á la au- 
toridad óá los pacíficos ciudadanos. Dirá- 
se que la jurisdicción . preventiva corres- 
ponde á la autoridad política; que esta no 
dicta sentencias ni castiga delitos, sino 
que impone leves correcciones; y que si 
es necesario prohibir la portación de ar- 
mas, esta prohibición y el exigir su obe- 
decimiento no compete á la autoridad ju- 
dicial: inas aun cuando las disposiciones 
preventivas de los delitos correspondan 
por regla general al órden administrati- 
vo mas bien que al judicial; aunque la 
simple portación de armas no sea un de- 
lito frustrado; aunque no constituya ni 
aun la tentativa de delinquir, tentativa 
que los tribunales castigan; aunque la 
sanción penal que contra los infractores 
se determine sea asunto mas propio de 
las ordenanzas que del código, hay para 
determinar la línea divisoria entre la au- 
toridad administrativa y la judicial una 
regla segura en la ejecución de las leyes 
penales, y es la cuantía de la pena im- 
puesta, á la cual podemos acudir en bus- 
ca de luz para decidir la presente contro- 
versia. Si se considera necesaria una re- 
presión severa, si los castigos que se pres- 
criban pasan de la línea marcada á las 
autoridades administrativas, y se toman 
de las escalas designadas para los delitos, 
¿que inconveniente hay en aplicar es- 
te nombre á aquel hecho? ¿Porqué no se 
ha de someter su castigo á la autoridad 
judicial? 

24. Así esperamos que se resolverá 
la cuestión pendiente. Ni la mas lige- 
ra vacilación creemos que tendrá ca- 
bida en el ánimo de los ilustrados I 


jurisconsultos y celosas autoridades 
que del asunto se ocupan: no podemos 
comprender como en un pais en que 
una raza recien salida de un estado 
semi-salvage tiene en continua alarma á 
la europea, pueda establecerse como prin- 
cipio legal que la portación de armas no 
se ha de castigar severamente y como 
consecuencia de este principio que su re- 
presión corresponde á la autoridad polí- 
tica. Los delitos contra las personas son 
en esta provincia mucho mas numerosos 
proporcionalmente á su población que en 
otra cualquiera de Europa, á pesar de la 
prohibición de portar armas impuesta 
á la gente de color sin diferencia de pro- 
hibidas ó permitidas; á pesar de la vigi- 
lancia de la policía; y á pesar de las seve- 
ras penas que los tribunales imponen dia- 
riamente á los infractores. 

25. Si á estas circunstancias se agre- 
gase la facilidad de tener á la mano un 
instrumento homicida, á cuya portación 
son muy propensos como hemos dicho, los 
nacidos ó descendientes de Africa ¿qué 
proporciones tan alarmantes no tomarian 
los delitos referidos? Tiene ademas esta 
opinión el apoyo unánime de todo el que 
haya vivido algún tiempo en Cuba y 
la respetable sanción de la Real Audien- 
cia que constantemente ha consignado 
la misma opinión á pesar de haberse reno- 
vado sucesivamente sus ministros. 

26. La Francia, sobreponiéndose á 
las teorías, y sin embargo de su situa- 
ción tan diferente de la nuestra, á to- 
do individuo que fabrica cualquiera es- 
pecie de armas prohibidas por la ley ó 
por los reglamentos de la administración 
publica, castiga con prisión de seis dias 
á seis meses. — Al portador de las ex- 
presadas armas, con la multa de 6 á 
200 francos. — En uno y otro caso son 
confiscadas las armas. — Todo sin perjui- 
cio de otra pena mas grave, si hubiere 
necesidad, en el caso de complicidad cri- 
minal {art, 314 del código penal francés,)— 
Ademas de las penas correccionales men- 
cionadas, los tribunales pueden some- 
ter á los encausados á la vigilancia de 
la policía por término de dos á diez años. 
{art, 315 ídem) 

27. Eliminado el uso y portación de 
armas del catálogo de los delitos, inserto 
en el código penal de España, ha sido pre- 
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ciso restablecerlo alguna vez, porque el 
bien de la sociedad, suprema ley del go- 
bierno, lo lia exigido perentoriamente. El 
bando del capitán general de Valencia 
de 21 de Agosto de 1856 nos suministra 
una prueba muy reciente de que los 
principios que sostenemos aquí tienen 
también defensores oficiales mas allá del 
mar, á pesar de no existir allí razas so- 
metidas con las que haya de considerar- 
se la dominante en estado de alarma per- 
manente ó de precaución al menos, y 
que hacen mas necesarias las medidas 
adoptadas por nuestros mayores para te- 
nerlas á raya. Su artículo 2. ° dice: “i- 
gualmente lo quedan (sometidos) á los 
mismos consejos (los de guerra) los deli- 
tos de usar y guardar armas, tanto de 
fuego como blancas, sin la debida autori- 
zación, excepto las navajas sin resortes y 
del uso ordinario cuyo largo no exceda, 
con el mango, de palmo y medio.” 
El artículo 7.° dice: “Toda persona 
que guarde ó se le aprehenda un trabuco 
ó retaco, sufrirá por este solo hecho siete 
meses de prisión correccional; tres meses 
de arresto mayor, si es una escopeta sin 
autorización para su uso; dos si fuere un 
puñal ó navaja de muelle, y uno, si exce- 
de esta de la dimensión indicada en el ar- 
tículo 2. ° ” 

28. He ahí una autoridad provincial 
española volviendo sobre las huellas del 
antiguo régimen que respecto á armas 
prohibidas tiene fuerza obligatoria en la 
isla de Cuba, y lo tendrá, así lo espera- 
mos, por mucho tiempo; porque la liber- 
tad de portar armas, — si por desgracia se 
concediese indiscretamente y sin limita- 
ción en este pais, — produciría, á no dudar- 
lo, largos lutos y amargas lágrimas á los 
pacíficos é inofensivos moradores que 
constituyen la mayoría de la población. 

29. Demostrado que debe haber ar- 
mas prohibidas; que su portación debe 
ser considerada delito en esta Isla al me- 
nos para la gente de color, y por consi- 
guiente, que debe ser castigada como tal; 
corresponde ahora examinar cual es la 
pena mas eficaz para contener á los delin- 
cuentes y mas proporcionada para corre- 
gir la infracción de la ley. Los dos ilus- 
trados fiscales de la Real Audiencia Pre- 
torial que en 1847 se ocuparon de tan im- 


portante ramo de la legislación, consig- 
naron en su informe un tratado comple- 
to sobre armas prohibidas, como aeostuim 
braban hacerlo en todos los negocios de 
interes general: — Hablemos por su misma 
boca que siempre será mas autorizada que 
nuestra palabra. 

30. “Volviendo á las armas que pro- 
híbe la pragmática, los seis años de pre- 
sidio, aun cuando se destinen los reos á 
| obras públicas son bien inadecuados para 
el castigo de los comprendidos en ella, 
por razones que del expediente aparecen, 
y la pena entonces viene á recaer sobre 
un señor inocente, que pierde siempre 
el esclavo, porque perdido queda por 
punto general el que ha pasado seis años 
en contacto íntimo diario, con criminales 
de otro género todavía mas odioso. 

31. “Y si la pena de presidio es poco 
análoga á las circunstancias del hombre 
de color, parece dura para el blanco, que 
acaso en proveerse de una arma prohibi- 
da no llevó el fin de cometer con aquel 
instrumento ningún crimen. Los fiscales 
al hablar de este particular apelan al sen- 
tido íntimo de V. A. que acaso se ha vis- 
to en la precisión mas de una vez de apli- 
car un castigo duro y vergonzoso á un 
simple delito de policía ó á la pura con- 
travención ó disposiciones de buen go- 
bierno. 

32. “Aquella pena inadecuada para los 
unos y el conflicto procedente de las cir- 
cunstancias de los otros pudieran desa- 
parecer fácilmente, si se alterasen las dis- 
posiciones legales ó se dictasen otras mas 
análogas á esta situación excepcional. Un 
hombre de color, que portase arma pro- 
hibida por la pragmática, quedaría pron- 
ta y ejemplarmente castigado sufriendo 
cien azotes en la picota ó por manos del 
verdugo, y el portador de las permitidas 
á los blancos, cincuenta en la misma for- 
ma, acelerando en uno y otro caso cuan- 
to sea posible el procedimiento; y para 
un blanco bastaría la multa de mil pe- 
sos (1), con la aplicación ordinaria ó en 
su defecto un año de prisión (2) hacién- 


[1] De 100 á 1,000 pesos tendría la inulta 
mas elasticidad para acomodarla á todas Jas 
fortunas. 

[2] Podrían designarse de 3 á SO meses 6 
un duro por cada día. 
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(lose extensiva esta pena á los mercaderes 
y á cualesquiera otras personas que las in- 
trodujeren, vendieren ó dieren. Al reco- 
mendar los fiscales la pena 'de azotes en ¡ 
la gente de color, no hacen mas que ar- 
bitrar la mayor y mas propia para corre- 
gir al reo y servir de ejemplo saludable 
á los demas de su clase, como han dicho 
ya £n otro expediente con distinto moti- 
vo. 

33. “Mírase entre ellos la de presidio 
como pena insignificante, cuando no ape- 
tecible, al paso que se muestran sensibles 
á la vapulación y huyen cuidadosamente 
de incurrir en un castigo que les hace de 
menos valer entre los - suyos. Y téngáse 
presente, qué en este puntó no hacen las 
leyes de Indias, como se ha indicado, di-, 
ferencia entre el libre y el esclavo, y si 
alguna ven los fiscales, sirve ella para no 
exceptuar tampoco á los primeros. Falta 
al libre el freno de su señor; fáltale la 
educación y cultura, al paso que le so- 
bran propensiones para delinquir y oca- 
siones para dejarse arrastrar de esa incli- 
nación funesta. La sociedad tiene mas 
que temer del libre que del esclavo y no 
puede aliviar á aquel sin dejar compro- 
metido el órdcn público y acaso su pro- 
pia existencia. 

34. “Holgáranse los fiscales, al hablar 
de penas paro la gente de color, de en- 
contrar una que produjese las mismas 
ventajas que la de azotes sin ninguno de 
sus inconvenientes, y este hallazgo seria 
tan análogo á las propensiones del alma 
como á teorías que no desconocen; pero 
escribiendo en un pais cuya existencia no 
seria posible sin la imposición del único 
castigo capaz de contener á la mayor par- 
te de sus moradores, se ven precisados á 
abogar por su conservación.” 

En otro lugar del irtismo dictámen aña- 
den lo siguiente: 

35. “Conoció la capitanía general 
que las .penas de presidio son inadecua- 
das para el castigo de la gente de color, 
que acaso disfruta en él de mayor- des- 
canso y comodidades, y dispuso entonces 
que la aprehensión de toda arma se cas- 
tigase en ellos con la pena de azotes. Y 
no faltaban por cierto ejemplos que imi- 
tar en esta preferencia de penas, porqué 
ya en Charcas se habia hecho una cosa se- 
mejante á mediados del siglo paáado, y 


en Méjico por el año de 1814. La prag- 
mática ademas impone también azotes á 
los plebeyos, y ofrece esta pena como a- 
¡ daptable á la naturaleza de la infracción. 

36. “Pero hay todavía otro ejemplar 
mas reciente que no pueden dejar de re- 
ferir los fiscales, ya que se han propuesto 
ser minuciosos aun con riesgo de causar 
fastidio. En el año de 1826 eran tantos y 
tales los escándalos de esta capital, tantas 
y tan repetidas las invasiones de la gente 
joven de color provista de armas, así de 
dia como de noche, que el capitán gene- 
ral D. Francisco Dionisio Vives (á quien 
nadie ha calificado de severo) creyó indis- 
pensable adoptar una providencia seme- 
jante. Hizo con tal motivo una comunica- 
ción á su auditor de guerra sobre el tris- 
te estado de la población; y la imposi- 
ción de azotes, en lugar de la de presidio, 
restituyó por entonces la seguridad y la 
confianza. Acaso se tuvo esto mismo pre- 
sente en Agosto de 1842 por el capitán 
general D. Gerónimo Valdes, que publi- 
có entonces la circular que viene agre- 
gada á este expediente. En ella se dispu- % 
so que la aprehensión de las armas abso- 
lutamente prohibidas se castigase con 150 
azotes en la picota y un año de presidio y 
la de cualquiera otra clase de armas con 
la corrección de cincuenta azotes. Esta 
última pena se imponía gubernativamen- 
te y sin forma de juicio, justificando bre- 
vísimamente el hecho de tal infracción, 
que quedaba segregada del juzgado pri- 
vativo de esta plaza marítima, según el 
artículo 3. ° de la circular.” 

37. A tan ilustrado parecer, apoya- 
do por el respetable voto consultivo del 
primer tribunal de la Isla, únicamente se 
nos ocurre añadir que hallándose estable- 
cida la práctica de concederse por la au- 
toridad gobernativa los permisos para 
usar armas, y conviniendo la continua- 
ción de tai sistema, podría establecerse 
en armonía con él una penalidad que ya 
han usado algunos legisladores y tiene la 
ventaja de ser divisible, personal, ejem- 
plar, moral, tranquilizadora y proporcio- 
nada á la clase de delito que nos ocupa; 
caractéres que deben buscarse en toda 
pena. Tal seria la inhabilitación perpé * 
tua ó temporal, absoluta ó especial para 
usar armas. 


t 
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SECCION 2. 53 
Derecho comí i i o ufo. 

88. Rigiendo como regían en la Pe- 
nínsula las leyes prohibitivas del uso de 
ciertas armas desde el siglo XV, no era 
extraño, antes parece muy natural, que al 
establecerse la legislación española en las 
provincias ultramarinas conquistadas se 
planteasen también las leyes de Castilla; 
y puesto que allí estaba prohibido el uso 
de ciertas armas á los siervos, á los ju- 
díos, á los moros, á los gitanos, y á los 
plebeyos, por la desconfianza que todas 
esas clases de aquella sociedad infundían 
á los reyes; parece, repetimos, muy con- 
forme á las ideas de los conquistadores 
que estableciesen aquí desdé luego las 
mismas ó análogas prohibiciones; y así 
vemos desde un principio que en las orde 
nanzas municipales de 1574 dictadas pa- 
ra la Habana y demas pueblos de la Is- 
la se estableció la pena de perder las ar- 
mas por primera ve# y la de azotes ade- 
mas por la segunda. Mas adelante fuéron- 
se extendiendo á estas Indias algunas de 
las leyes dictadas para la Península como 
sucedió con la 9. 03 del tít. 8. ° , lib. 7. ° 
de la Recopilación Indiana que es la 3. 
del tít. 19, lib. 12, de la Nov. Rec. de 
Castilla; y publicado este ultimo código, 
foima hoy la base del derecho constitui- 
do de esta provincia, completado con las 
circulares del Gobierno y capitanía ge- 
neral, que ha venido poseyendo desde 
muy antiguo la facultad de legislar pro- 
visionalmente, acudiendo con tiempo á 
poner el oportuno correctivo á los abu- 
sos introducidos y dando cuenta al Go- 
bierno supremo para obtener la soberana 
sanción. 

39. En la Península se suprimió, co- 
mo ya hemos expuesto, el hecho de por- 
tar armas en el catálogo de los que se in- 
cluyeron como delitos en el código penal 
vigente; de manera que allí no se castiga 
conforme al artículo 2. ° porque según 
su literal contexto no son penables sino 
los actos ú omisiones calificados por la ley 
con anterioridad de delitos ó faltas: y co- 
mo todas las leyes penales quedaron de- 
rogadas al plantearse el código, el hecho 
de llevar armas quedó impune en los 
tribunales. 

79 


40. Supónese que hay armas prohi- 
bidas: el mismo código al calificar de cir- 
cunstancia agravante la de haberse co- 
metido con ellas alguna muerte ó herida, 
lo dá por sentado (art. 10, circunstancia 
22); los gobernadores de las provincias ; 
continúan expidiendo licencias para usar 
aun las armas permitidas, que no lo son 
sin este requisito; pero todo lo concer- 
niente á esta materia es gubernativo: la 
autoridad judicial ninguna intervención 
tiene en ello. 

41. No se han recopilado has- 
ta ahora en un reglamento, como seria 
muy conveniente, todas las disposiciones 
que respecto á armas rigen en la metró- 
poli y andan esparcidas en los códigos y 
en la colección legislativa: mas aun cuan- 
do lo estuvieran, no es de nuestra incum- 
bencia reunir ni examinar la legislación 
vigente allende el mar, y por tanto pasa- 
mos de largo sobre ella. 

42. Respecto á la especial de Cuba 
han sido muy celosos nuestros legis- 
ladoras de la paz de estos dominios y 
de que en ellos no se repitiesen con fre- 
cuencia los crímenes, puesto que quisie 
ron evitarlos alejando también la ocasión 
de cometerlos. La ley 12, tít, 5, lib. 3. ° 
de la Recopilación prohibe conducir ar- 
mas á las Indias sin real licencia é impo- 
ne como pena la pérdida de ellas, y la 
9. título 8, libro 7. ° dispone que nin- 
guno pueda traer estoque, verdugo ó es- 
pada de mas de cinco cuartas de vara de 
cuchilla, so pena de perder las armas con 
aplicación al aprehensor, diez ducados de 
multa y diez dias de cárcel por la primera 
vez, y doblada pena por la segunda con 
un año de destierro del lugar. Y adviér- 
tase con cuidado la diferencia que ellas es- 
tablecen entre el español ó blanco, (que 
son para el efecto una misma cosa) y las 
castas originarias de Africa, pues al tra- 
tarse de estas castiga el simple conato de 
hacer armas contra español, aun cuando 
no llegue á herirse, con la pena de cien 
azotes y de horadar la mano derecha por 
la vez primera, y cortársela por la segun- 
da. La ley 15, tít. 5, lib. 7, así lo dispone, 
y prohíba en términos absolutos y bien 
generales que los negros y loros, libres 6 
esclavos traigan armas de ningún género 
públicas ni secretas, de noche ni de dia, á 
no ser que acompañen á los ministros de 
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justicia de que habla la ley 16 del mismo i 
título y libro. 

43. En este punto se hallan equipara- 
dos los esclavos con los libres, porque así 
convenia á las circunstancias especiales 
de estas provincias, donde era tan preciso 
mantener la gerarqnía de las razas entre 
sí. Se creyó esta ley precisa en el siglo 
X YI, y desde entonces hasta ahora la por 
blacion africana ha tenido grande aumen- 
to en Cuba, los peligros son incompa- 
rablemente mayores y la necesidad de 
prevenirlos mas positiva y mas urgente. 

44. El bando de gobernación y poli- 
cía, publicado en esta capital en 14 de 
Noviembre de 1842, y aprobado por 
S. M., prohibió en uno de los párrafos del 
artículo 143, á la gente de color llevar 
aun las armas permitidas á los blancos, 
acomodándose á la ley de Indias, y solo 
exceptuó de esta regla á los conductores 
de recuas ó bestias cargadas y los desti- 
nados á expender verduras, á los cuales 
se consiente portar cuchillo sin punta, y 
eso en los momentos en que van con sus 
cargas y géneros de venta, y no en otras 
circunstancias. También se permite en el 
mismo artículo que los siervos y domés- 
ticos trasladen las armas de uno á otro 
punto de órden de sus amos, ó que yen- 
do en compañía de los mismos y á caba- 
llo las lleven para la defensa de aquellos. 
Fuera de estos casos está prohibido á la 
gente de color con mucha previsión y 
acierto el uso de toda arma, cualquiera 
que ella sea. 

4o. Recopilada cuidadosamente la le- 
gislación de Cuba sobre esta materia, la 
insertamos en la parte legislativa y 
á ella remitimos á nuestros lectores que 
deseen mas minuciosas noticias, insertan- 
do al efecto literales ó en extracto todas 
las disposiciones no derogadas y de las 
cuales se deducen las conclusiones si- 
guientes: 

PrimerOf . Hay armas prohibidas siem- 
pre y á toda clase de personas, cuyo ca- 
tálogo se insertará: y las hay cuya porta- 
ción no se permite sino en ciertos y de- 
terminados casos. 

Segunda. Los caballeros, los milita- 
res, los empleados del resguardo y otras 
personas que se especifican pormenor en 
varias leyes pueden usar las armas que 
se enumeran. 


Tercera . A la gente de color se prohi- 
be toda clase de armas por regla general, 
salvo el caso de ir á ejercer su arte con 
los instrumentos al efecto necesarios. (A. 
de Indias , Bando de 1842, y varias circu- 
lares.) 

Cuarta . Los blancos que usen armas 
prohibidas, ó aun cuando no las usen, las 
lleven consigo, incurren en la pena de 6 
años de presidio. {Ley. 19, út . 19, lib. 12, 
Nov. Bec .) 

Quinta. Los de color en 150 azotes y 
un año de presidio si el arma es de las 
absolutamente prohibidas, y 50 azotes no 
mas si es de las prohibidas á su clase {cir- 
cular de 25 de Agosto de 1842 y 30 de 
Abril de 1851.) 

Sexta. Para la imposición de la pena 
es necesaria la aprehensión real del arma, 
hecha por un agente de la autoridad. {L. 

14, út. 19, lib. 12, Nov. Bec.) 

Sétima. El negro ó pardo que haga 
armas contra español, es decir, contra 
blanco, incurre en la pena de azotes. {L. 

15, Út. 5, lib. 7, B. I.) 

Octava. Los arcabuceros, cuchilleros, 
armeros, tenderos, mercaderes, prenderos, 
y demas personas que las vendan ó ten- 
gan en su casa ó tienda, incurren, siendo 
nobles; en cuatro años de presidio por la 
primera vez y seis por la segunda; y sien- 
do plebeyo, en los mismos años de minas. 
{L. 19, t'U. 19, lib. 12, Nov. Bec.) 

46. En la isla de Cuba puede decirse que 
ha caido en desuso esta 8. 05 disposición 
y todas las demas que se refieren á la con- 
servación de armas en la morada de cada 
uno, castigándose únicamente su porta- 
ción ó uso, á pesar de que la prohibición 
se reiteró en el Bando de buen gobierno 
de 1842. A él y á la circular de 6 de Ma- 
yo de 1854, que se insertarán en la parte 
legislativa, remitimos á nuestros lecto- 
res. 

SECCION. 3. 05 

De la competencia de los juzgados y tribu- 
nales y de los procedimientos en materia 

de armas prohibidas. 

47. Por regla de legislación se tenia 
en los tiempos antiguos que cuando se ob- 
servaba en la sociedad algún grave des- 
órden era preciso no solamente aplicar 
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un remedio ad hoc sino también crear una 
autoridad ó institución expresa y exclu- 
sivamente dedicada á combatir el mal y 
á desarraigar 1$ perniciosa semilla que lo 
producía: á esta regla se sometió en el 
siglo pasado el rey D. Felipe V, estable- 
ciendo juzgados especiales para perseguir 
y castigar los que tuviesen, portasen ó 
usaren armas prohibidas. 

48. En real órden de 15 de Octubre 
de 1748 se concedió á los gobernadores 
de Cádiz y Málaga facultad absoluta y 
privativa, para conocer de todas las cau- 
sas que resultasen del uso de armas pro- 
hibidas con inhibición de la Chancille- 
ría de Granada, y en 30 de Setiembre de 
1814 se dispuso que la jurisdicción con- 
cedida á dichos gobernadores se hiciese 
extensiva á todos los de las plazas marí- 
timas. Tales disposiciones tuvieron tam- 
bién observancia en estos dominios; y en 
la Habana, como en las demas plazas ma- 
rítimas, hay juzgado privativo que está 
á cargo de su gobernador con la consul- 
ta de un letrado de ciencia y probidad. 
Consultanse los fallos sin hacerlos saber 
al reo con el capitán general, cuya supe- 
rior resolución dictada con acuerdo del 
auditor y después de oir á un fiscal del 
juzgado, de guerra, deja enteramente fe- 
necida y acabada la causa según Real 
órden circular de 24 de Junio de 1805; 
en la cual también se dispuso que cuan- 
do ademas del uso de arma prohibida 
tenga lugar un delito para cuya perpe- 
tración haya sido el arma mero instru- 
mento, conozca el juez de la jurisdicción 
del reo con apelación adonde corresponda. 

49. El juzgado, así establecido, n<J de- 
jó de producir algunos bienes en la Isla 
donde la diversidad de castas por una 
parte y lá superabundancia por la otra 
de población transeúnte y de mala espe- 
cie en las plazas marítimas, hacen que sea 
bastante común el uso de armas prohibi- 
das singularmente en la gente de color. 

50. La misma aprehensión fuera de 
la plaza marítima ó casco de la ciudad y 
lugares que de ella dependan está fuera 
del alcance del juzgado privativo, y per- 
tenece al fuero del reo y á sus jueces na- 
turales, razón por la cual las causas de 
este género de la real jurisdicción ordina- 
ria van siempre á la Audiencia en ape- 
lación ó en consulta. 


51. En otro tiempo conocia el juzga- 
do privativo de las plazas de todo crimen 
cometido con arma prohibida y era en 
tonces su jurisdicción amplia y extensa, 
lo cual no dejaba de llevar consigo gra- 
ves inconvenientes; pero* hoy no sucede 
así, y se halla el conocimiento circuns- 
crito al uso del arma sin comprender los 
casos en que con ella se cometa otro de- 
lito, en los cuales la naturaleza del arma 
solo influye en agravar la culpabilidad. 
Antiguamente el arma atraia los otros 
hechos; hoy estos determinan el juzgado 
y siguen en todo caso el fuero del reo, 
dejando al gobernador de la plaza redu- 
cido á tratar de un delito de policía por 
medios breves y sencillos, sin oir recur- 
sos y sin dar lugar á dilaciones. 

52. Por el uso de armas prohibidas, 
según hemos indicado y lo veremos repe- 
tidamente establecido en la parte legisla- 
tiva, se pierde todo fuero privilegiado; de 
suerte que el conocimiento de estas cau- 
sas corresponde exclusivamente á las jus- 
ticias ordinarias, las cuales pueden lla- 
mar, examinar y apremiar para la prue- 
ba ó justificación á cualesquiera testigos 
de otro fuero, como si estuviesen sujetos 
á su jurisdicción, sin pedir permiso á sus 
jefes ó superiores; pero es de advertir que 
para el desafuero ha de intervenir precisa- 
mente ademas del uso la aprehensión real 
de las armas por el juez ordinario, sin 
que baste la justificación del uso de ellas. 
( L . 6, 14, y 16, tít. 19, lib. 12, Nov. Rec.) 

53. Si la alarma que produjera el ex- 
cesivo numero de personas que usaban 
armas prohibidas á pesar de las severas 
penas que en repetidas pragmáticas se ha- 
bían decretado contra sus infractores, que 
por el mismo hecho de ser tantas prueba 
su inobservancia, fué la causa fundamen- 
tal que el legislador tuvo en mayor 
cuenta para la creación de jugados pri- 
vativos, la misma razón habría para esta- 
blecer otros de la misma clase que se de- 
dicasen exclusivamente á perseguir á los 
ladrones, porque en la estadística crimi- 
nal de todas las provincias españolas son 
siempre los delitos de hurto y robo los 
que por mas altos números se represen- 
tan. 

54. Si la condescendencia délos jueces 
especiales hacia sus coaforados motivó la 
declaración de desafuero en esta clase de 


Digitized by v^.ooQLe 



620 


ARMAS. 


delitos, y la apatía, inhabilidad ú otro im- 
pedimento de la jurisdicción ordinaria fuá 
bastante para desmembrar de sus atribu- 
ciones la de perseguir y penar á los tras- 
gresores de las leyes dictadas para dester- 
rar el uso de armap alevosas; esta misma 
razón, cualquiera que ella sea, podria apli- 
carse á los demás delitos que la autoridad 
judicial no ha podido hacer desaparecer 
de nuestra sociedad, como tampoco podrá 
hacerlo ninguna otra autoridad de dis- 
tinto órden. 

55. Sea cual fuese la razón que hubo 
para el establecimianto de un juzgado en 
cada plaza marítima con la única ocupa- 
ción* de enjuiciar á los delincuentes de la 
clase que nos ocupa, no creemos compati- 
ble su existencia con las ideas de unidad 
que dominan en la presente época, en la 
que todos los juzgados especiales de la Is- 
la, á excepción del eclesiástico, dependen 
del tribunal superior territorial. Haya — 
si se considera bastante para ocupar la 
atención entera de un juez — un juzgado 
para cada clase de delitos: haya mas núme- 
ro de jueces dentro de un mismo territo- 
rio, para que siendo menos extenso el cír- 
culo de su acción, sea mas activa su fuer- 
za, cuyo sistema es preferible al anterior; 
pero no se elimine del conocimiento de la 
Audiencia un delito que si lo es, como en 
efecto lo será mientras se castigue con 
pena de presidio, exige para los encausa- 
dos la garantía de un tribunal colegiado. 

56. Bórrese, si se quiere, del catálogo 
de los delitos, y entonces será menos sos 
tenible aun el juzgado militar, uniperso- 
nal destinado á corregirlo. Si el simple 
uso del arma prohibida no es un verda- 
dero delito; si no pasa de la infracción de 
una regla de policía que tiene por obje 
to evitar que aquel se cometa; en tal caso 
compete á la administración activa su 
persecución, y los gobernadores y tenien- 
tes de gobernador, en el ejercicio de las 
facultades que tienen como encargados 
del gobierno y policía de klsla, deben 
proceder á su escarmiento, auxiliados por 
los capitanes de partido, tenientes, comi- 
sarios y demas funcionarios de su orden; 
pero mientras ese hecho sea delito, su cas- 
tigo debe corresponder á los mismos jue- 
ces y tribunales que conocen de los de- 
mas. 

57* Un procedimiento rápido y la in- 


mediata imposición y ejecución de la pe- 
na produciría indudablemente buenos 
resultados. Tal es nuestra convicción: 
no conviene declarar falta de policía la 
portación de armas, al menos en la gente 
de color: como consecuencia forzosa de 
este principio ha de haber jueces que 
castiguen ese delito. No hay razón bas- 
tante poderosa para atribuir á jueces es- 
peciales su conocimiento: la estadística 
viene en nuestro auxilio, porque en la 
Habana, la ciudad mas populosa de toda 
la Isla, lejos de la cual quedan á conside- 
rable distancia las demas poblaciones de 
primer orden, ha habido en estos últimos 
años 46 causas de esa especie por térmi- 
no medio en cada uno; número que dista 
mucho de absor ver la exclusiva atención 
de un juez, cuya circunstancia es nece- 
saria para justificar algún tanto la exis- 
tencia del juzgado privativo. Debe, pues 
competir á la jurisdicción ordinaria, lo 
mismo que todos los demas delitos; pero 
como para penarlo es indispensable la 
aprehensión real del arma hecha por una 
autoridad, no habría inconveniente, antes 
fuera muy acertado establecer un proce- 
dimiento rápido, puesto que comenzando 
la causa —y no pudienclo menos de comen- 
zar — con una prueba semiplena, podria 
procederse brevísimamente hasta el pro- 
nunciamiento de la sentencia. 

58. El que hoy se sigue en las cau- 
sas mixtas, es decir, en aquellas en que el 
uso de armas prohibidas se castiga al mis- 
mo tiempo que otro delito, es enteramen- 
te igual al de las demas causas criminales 
del fuero ordinario. 

59» Las que se siguen por la simple 
portación en los juzgados'privativos, se 
sustancian como las otras de que conocen 
los juzgados militares. 

60. El superior en gradip es, como se 
ha dicho el capitán general, con quien se 
consultan los tallos, y al mismo se acude 
si ocurre discordia para que la dirima con 
dictámen del auditor de guerra. 

61. Las armas aprehendidas deben re- 
conocerse por dos maestros armeros para 
que declaren si son de las prohibidas, y 
han de existir durante el curso de la cau- 
sa en poder del escribano, quien acre- 
dita en autos su aprehensión circunstan- 
ciada y la identidad de ellas por la fi- 
gura, tamaño, calibre y demas señas. 
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y aun siendo posible se diseña su perfil, á 
fin de precaver toda equivocación y cali- 
ficar su certeza. 

ESTADISTICA. 

62. Carecemos de datos estadísticos a- 
cerca de las causas formadas por uso de 


armas prohibidas por los juzgados priva- 
tivos de fuera de la Habana, 6 invitamos á 
i los funcipnarios encargados de su custo- 
, dia que nos suministren los del último 
quinquenio, como lo ha hecho con mu- 
cha prontitud y buena voluntad el escri- 
bano D. Antonio María Muñoz, facilitán- 
donos el siguiente 


ESTADO que demuestra el numero de causas de que ha conocido el juzgado de armas 
prohibidas de la Sabana, número de presos , su condición, edad aproximada, clase 
de armas y sentencias que recayeron en el quinquenio corrido de 1853 á 1857 
inclusives . 
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Totales 230 101 140 222 230 


Siendo el número total de causas 230 corresponden por término medio á cada 
año 57. 


ESTADO de las causas criminales instruidas por los juzgados dependientes de la Real 
Audiencia Pretorial en los años que se expresan. 

1854 1855 1856 1857 

61 52 67 50 
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1480. El que lleve armas vedadas, donde lo estuvieren, sean ofensivas ó defensi- 
vas, las ha de perder. (Ley 1. a , tU . 19, lib. 12, Nov. Rec) 

1551 Prohibición de traer armas á la gente de color. 

y 

1552. Los negros y loros libres <5 esclavos, no pueden traer ningún género de 
armas públicas ni secretas, de dia ni de noche, salvo los de las justicias 
(como se declara en la ley siguiente) cuando fueren con sus amos, pena 
de que por la primera vez las pierdan y sean del alguacil que las aprehen- 
diere: y por la segunda ademas de haberlas perdido, estén diez dias 
• en la cárcel; y por la tercera también las pierdan, y si fuere esclavo; le 
sean dados cien azotes: y sijibre, desterrado perpétuamente de la pro- 
vincia: y si se probare que algún negro ó loro echó mano á las armas 
contra español, aunque no hiera con ellas, por la primera vez se le dén 
cien azotes y clave la mano; v por la segunda se la corten, y si no fuere 
defendiéndose y habiendo echado primero mano á la espada el español. 
(Ley. 15, tít. 5. ° . lib . 7. ° Rec. de Indias.) 

1558. Se prohíbe labrar é introducir fuera del reino arcabuces que midan menos 
de una vara de cañón, pena de perderlos y de 10,000 maravedís de mul- 
ta. (Ley 2. P id. id.) 

1564. Se prohíbe á toda persona de cualquiera condición que sea traer estoque, 
verdugo ó espada de mas de cinco cuartas, bajo la pena de cárcel, destier- 
ro y pérdida del arma. (Ley 8. * , tít. 19, lib. 12, Nov. Rec. y ley 9, tít. 
8.°, lib. 7.°, R.del.) 

1568 Ningún mulato ni zambaigo traiga armas, y los mestizos que vivieren 
y en lugares de españoles y mantuvieren casa y labranza, las puedan traer 

1573. con licencia del que gobernare, y no la dén á otros. (Ley 14, tít. o. ° 
lib. 7. ° , Rec. del.) 

1574. Ordenanzas municipales de la Habana y demas pueblos de la isla de Cuba , 

hechas por el Dr. Alonso de Casares , oidor de la Audiencia de Santo 
Domingo, aprobadas por el. rey D. Felipe III después de oir al consejo 
de Indias , á 27 de Mayo de 1840. 

Ordenanza 25. — Que ningún negro cautivo, puéda traer espada ni cuchillo, 
ni otra arma alguna, aunque sea yendo con su amo, salvo que de noche 
yendo con su amo la pueda llevar y no de otra manera, ó yendo al cam- 
po con su amo de dia, so pena que pierda las armas que trajere la prime- 
ra vez, y por la segunda pierda las armas y le den veinte azotes á la sei- 
ba ó picota ó á la puerta de la cárcel. Y porque los negros vaqueros y 
del campo traen desparretaderos, puntas, y cuchillos de desollar, y 
otras armas: que estos tales no se les pueda quitar, ni incurran cuando 
vinieren del campo con ellas, en casa de sus amos hasta llegar á sus. ca- 
sas ó salir de ellas para volverse al campo ó sus haciendas. 

1591 Se prohíbe traer de dia ni de noche en cualquier lugar, aun yendo de cami- 
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1618' no, pistoletes y arcabuces que no tengan una vara decatlón, así como 

y • también labrarlos, aderezarlos ó introducirlos. ( Leyes 4. , 5. y 6. 05 

1632. ¿fo 19, lib. 12, iVov. i2ec.) 

1621. Ag 0 sto 8. Mandamos que ningún esclavo traiga armas ni cuchillo, 
aunque sea acompañando á su amo, sin particular licencia nuestra y 
que por ningún caso se tolere ni disimule, estando advertidos los 
gobernadores, que seles hará cargo en sus residencias, y castigará seve- 
ramente cualquier descuido ú omisión. {Ley 17, tít. 5. ° , lib. 7. ° , Rec. 
de Indias.) 

1628. Abril 4. Que los ministros de las Indias no den licencias para traer ne- 
gros con armas. 

Ordenamos á los vireyes, presidentes, audiencias, gobernadores, cor- 
regidores y alcaldes mayores, que no den licencias á ninguna persona 
de cualquier estado y calidacTpara traer negros con espadas, alabardas 
ni ot»*as armas ofensivas ni defensivas, y si contravinieren, se les haga 
cargo en sus residencias, é impongan las penas en que hubieren incur- 
rido por esta causa. {Ley 18, til. 5. ° , lib. 7. ° , Rec. de Indias.) 

1654. Setiembre 28. Están prohibidas á toda clase de personas las espadas con 
vainas abiertas con agujas, ú otros modos ó invención para desenvai- 
narlas mas ligeramente; los estoques, los verdugos buidos de marca ó 
mayores que ella. — Semejantes armas deben quebrarse cuando sean apre- 
hendidas. — También está prohibida su fabricación. — El conocimiento de 
estos delitos es privativo de la justicia real ordinaria, con derogación de 
todo fuero por privilegiado que sea. {L. 7, tít. 19, lib. 12, Nov. Rec. 


1663. Octubre 27. Se reproducen las prohibiciones anteriores, y se anulan todas las 
licencias y privilegios expedidas en contrario. — Se prohibe á los soldados, 
* oficiales y cabos de cualquier grado y preminencia traer ni tener fuera 
del ejército en los alojamientos ni en las ciudades ó pueblos las pistolas 
y carabinas cortas que se les permiten en la campana. — Se confirma la ju- 
risdicción privativa de las justicias ordinarias con inhibición absoluta 
de todos los demas jueces y tribunales para proceder á la averiguación 
y castigo de este delito contra todos los exentos de la jurisdicción ordi- 
naria por especial y privilegiado que sea su fuero. — Se prohibe formar 
competencia ni darse ni admitirse inhibiciones, declarándose nulo cuan- 
to en contrario se hiciere, sin que' embarace á la justicia ordinaria para 
proseguir, sustanciar y determinar la causa y ejecutar las penas impues- 
las. {Ley 8. a id) 


1665. Diciembre 30. Que los esclavos , mestizos y mulatos de vireyes y minis- 
tros , , no traigan armas , y los de alguaciles mayores y otro* las pue- 
dan traer. 

Mandamos á los vireyes, presidentes y oidores que no permitan á los 
f esclavos mestizos y mulatos que los sirvieren 6 á sus familias, traer ar- 
mas, guardando la& prohibiciones generales. Y declaramos, que no se 
comprenden los mulatos esclavos ni mestizos de los ministros de justi- 
cia, como alguacil mayor y otros de este género, álos cuales las permi- 
timos porque les asiste y necesitan de ellas para que sus amos puedan 
administrar mejor sus oficios {Ley 16, tít. 5. ° , lib. 7. 0 , {Rec. de /.) 
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1687. Enero 10. Observancia de las anteriores leyes y pragmáticas prohibitivas 

de pistolas y armas cortas . 

Cualquier persona que fuere aprehendida con pistola ó anua de fue- 
go corta fuera de su casa, aunque no se pruebe haberla sacado ó llevado 
para riña ó pendencia, por el mismo hecho de ser hallado ó aprehendido 
con ella, sin que sea necesaria otra causa ni razón mas que la aprehen- 
sión, y sin admitir sobre ello excusa ni defensa alguna, por justa y le- 
gítima que sea. si fuere noble, incurran en la pena de 6 años de presidios 
de Africa, y si plebeyo, en 6 años de galeras; en las cuales incurra por 
el mismo hecho de la aprehensión, sin que los jueces ni tribunales pue- 
dan arbitrar en ella, sino es solo ejecutarla; á los cuales mandamos a que 
en los casos que juzgaren por conveniente imponer mayor pena á los 
plebeyos que la de los seis años de galeras, que les va impuesta por esta 
ley y pragmática les impongan la de azotes; la cual hagan ejecutar, y 
ejecuten junto con la de galeras, siempre y cuando juzgaren convenir 
así á nuestro servicio y mejor administración de justicia, y mayor repa- 
ro de los daños que con el uso de estas armas se han experimentado ó ex- 
perimentaren.” (L. 9, id. id) 

1691. Julio 17. La ley 10 del tít. 19, Kb. 12, de la Nov. Roe. al mandar guardar 
las leyes anteriores que quedan extractadas, impone severas penas á los 
que tengan en sus casas armas prohibidas y establece al efecto que se ha- 
gan visitas domiciliarias. 

1713. Mayo 4. Ademas de las armas cortas de fuego, está prohibido el uso de los 

puñales 6 cuchillos que comunmente llaman rejones o giferos. (L. 11, 
id) 

1714. Febrero 6. Los guardas y visitadores de las rentas reales pueden usar de 

todas las armas de fuego prohibidas. ( L . 12, id) 

1716. Agosto 8. 11, 23, y 27. Los militares pueden traer en viajes y tener en 
sus casas carabinas y pistolas de arzón de las medidas regulares, pero 
no en la villa ó en el lugar donde estuvieren alojados, sirio es yendo á 
caballo, en ejercicios ú otras funciones militares. Los soldados de infan- 
tería cuando no van á actos del servicio no pueden llevar el fusil sino 
únicamente la espada y la bayoneta con permiso de los gefes de los 
cuerpos. En esto, como en todo lo demas relativo á la milicia, hay que 
atenerse á lo que se previene en las ordenanzas y diferentes reglamen- 
tos del ramo. ( L . 13 idem) 

1733. Febrero 25. Para desaforar á los militares jtor el uso de armas cortas , de- 
be intervenir la aprehensión real de ellas . 

He resuelto, que para desaforar á los militares por el uso de armas 
cortas de fuego ó blancas, ha de intervenir precisamente, ademas del 
uso, la aprehensión real de estas armas por el juez ordinario; sin que 
baste la justificación del uso de ellas, por ser la aprehensión real la 
cualidad que en tal caso le atribuye jurisdicción para proceder contra 
los militares (aut. 13, tít 6,lib. 6, É) 

1748. Marzo 19 y 22. Tampoco pueden tener ni usar armas prohibidas los 
jueces, alguaciles, escribanos y otros ministros de justicia. Los oficiales 
de rentas solo pueden usar fusil, escopeta, pistola y espada en actos de 
servicio, pero no las armas blancas prohibidas. Se reproduce la absolu- 
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ta prohibición de todo filero, con inclusión del de los testigos que sean 
necesarios examinar para la justificación 6 prueba en estas causas; de 
manera que no es necesario pedir permiso alguno á ningún jefe ni su- 
perior del fuero del testigo, á quienes se prohíbe mezclarse en ello ju- 
dicial ni extrajudicialmente, debiéndose proceder en este asunto como si 
los testigos fuesen sujetos absolutamente á la j urisdicción ordinaria, por 
la cual pueden ser apremiados conforme á derecho ( leyes 16 'y 20.) 


1748. Octubre 15. Real 6rden . Concede á los gobernadores de Cádiz y Mála- 
ga facultad absoluta y privativa para conocer de todas las causas forma- 
das por el uso de armas prohibidas. ( L . 21, tít. 19, lib . 12, Nov. Rec) 

Prohibe la portación y uso de armas blancas cortas, como puñal, re- 
jón, gifero, almarada, navaja de muelle con golpe ó virola, daga sola, 
cuchillo de píiñtá chico 6 grandé, aunqué sea de cocina ni de moda 
de faltriquera, pena al noble de seis años de presidio, y al plebeyo los 
mismos ae minas. Manda que ningún maestro armero, tendero, merca- 
der, prendero, ni otra persona pueda fabricarlas, venderlas ni tenerlas 
en sus casas y tiendas, va fuesen fabricadas en la mi corte, ó venidas 
de fuera de ella; pena al maestro cuchillero, armero, tendero, mercader, 

{ >rendero ó persona que las vendiese ó tuviese en su casa ó tienda, por 
a primera vez de cuatro años de presidio, por la segunda seis de pre- 
sidio al noble, y al plebeyo los mismos de minas. {L. 17, id. id.) 

1753. Marzo 13. Por real orden de esta fecha se declararon comprendidas 
en la prohibición del uso de armas blancas las navajas de punta, peque- 
ñas ó grandes, que sean de muelle, virola con vuelta, reloj ú otro ar- 
tificio que facilite la firmeza de la hoja armada; los cuchillos de puijta 
de cualquier calidad ó tamaño; las bayonetas llevadas sin fusil ó esco- 
peta para el uso de la caza; los que comunmente llaman couteaux de 
chasse ; y cualquier especie de sable ó cuchillo de monte, menor de cua- 
tro palmos en hoja y guarnición {Ñola 11, t'ú. 19, lib. 12, Nov. R.) 

1753. Setiembre 18. Pragmática reproduciendo las leyes anteriores. ( L . 18, tít. 
19, lib. 12, Nov. R .) 

1754. Julio 26. La bayoneta en el soldado de infantería no se tiene por arma 
prohibida, aunque es corta; y el abuso que haga de ella debe ser cas- 
tigado por sus jefes como una falta puramente militar y contraria á la 
buena disciplina. *( Real órden de dicha fecha y órd. del ejerc,, xrat. 8, tít. 
2, árt. 2.) 

1760. Setiembre 1. Por real órden de esta fecha se resolvió que es indispen- 
sable la aprehensión del arma para calificar de delito su portación, 
pues de otro modo quedaría la inocencia sujeta á lá fé vacilante de dos 
testigos corruptibles y por lo común de vida oscura; pero á fin de que 
no queden impunes los delitos en que intervenga el uso de armas pro- 
hibidas y sin efecto las diligencias por falta de escribano en los casos 
ejecutivos, se declaró que en defecto de él basten tres testigos para jus- 
tificar la aprehensión de ellas. {Nota 15, del tít. y lib. citado, Nov. k.) 

1761. Abril 26. Ultima pragmática-sanción , que es la vigente. 

Conviniendo á mi real servioio. ... revalidar.... laa pragmáticas de 

80 ' 1856 


1749 

1751 

1754 
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1663, 82 y 91, y de 1713 y 757, que son las leyes 8, 9, 10, 11 y 18 de 
este título, prohibitivas del uso de armas cortas de mego y blancas; 
mando, se observen y cumplan en todo y por todo, y la prohibición 

, del uso de dichas armas, como son pistolas, trabucos / carabinas, que 

no lleguen á la marca de cuatro palmos de cañón, pulíales, giferos, al- 
maradas, navaja de muelle con golpe ó virola, daga sola, cuchillo de 
punta chico ó grande, aunque sea de cocina y de moda de faltriquera, 
bajo de las penas impuestas en dichas reales pragmáticas; y son, á los 
nobles la de seis años de presidio, y á los plebeyos los mismos de minas; 
y á los arcabuceros, cuchilleios, armeros, tenderos, mercaderes, prende- 
ros, ó personas que las vendieren ó tuvieren en su casa ó tienda, por la 
primera vez cuatro años de presidio, por la segunda seis al noble y los 
mismos de minas al plebeyo, con las demas prevenciones y penas que se 
refieren en las citadas pragmáticas, las que en todo quedan en su fuer- 
za y vigor • • 

Permito solamente á todos los caballeros nobles hijos dalgos .... el uso 
de las pistolas de arzón, cuando vayan montados en caballos, ya sea de 
paseo ó de camino, pero no en muías ni machos, ni en otro carruaje al- 
guno, y en traje decente interior, aunque sobre él lleven capa, capingot 
ó redingot con sombrero de picos; pero quedando en su fuerza la pro- 
hibición y sus penas para el uso de pistolas de cinta, charpa y faltri- 
quera, y para el que trajere las de arzón sin las expresadas circunstan- 
cias, aunque sea noble. Y asimismo prohibo, que los cocheros, lacayos, 
y generalmente cualquier criado de librea, sea de quien fuese, sin mas 
excepción que los de mi real casa, traigan á la cinta espada, sable ni 
otra ninguna arma blanca, bajo las penas arriba expresadas contra los 
que usan de armas prohibidas. 

^1785. Julio 28. Ley última de la Nov. Rec. 

Para evitar dudas v competencias, declaro, que así el gobernador de 
Cádiz como el de Málaga deben conocer exclusiva y privativamente de 
todas las causas en que se verifique haber intervenido arma corta pro- 
hibida, sin distinción de si hubo aprehensión en la persona, ó se justifica 
su uso, cuando este haya sido para cometer algún delito de cualquier 
clase; subsistiendo por punto general el desafuero prevenido en las 
pragmáticas en los casos de aprehensión real (ley 14): que en el caso de 
que no asista escribano á la diligencia, basten tres testigos idóneos para 
justificar la aprehensión, como está mandado en la real órden de 1. ° de 
Setiembre de 1760 (15) que la expresada jurisdicción, concedida sola- 
mente á los gobernadores de Málaga y* Cádiz por la real órden de 15 
de Octubre de 1748, (16) se entienda para con todos los de las plazas 
marítimas, á fin de que por este medio pueda lograrse el exterminio de 
semejantes armas, y contener los continuados excesos que con ellas se 
cometen: que no se exceptúe persona alguna de la citada jurisdicción, 
ni entren en competencia las demás, por privilegiadas que sean; y que 
á este efecto se comunique la órden circular que corresponde. (L. 21, 
tít. 19, lib. 12, Nov. /?., t. V. de la Novísima Éecopilacion.) 

1787. Setiembre 10. Por real orden de esta fecha se permite traer armas de 
fuego á las Indias para regalo de los particulares: encarga que los 
que deseen embarcarlas para negociar, lo soliciten por medio de los 
vireyes, Con su informe, y establece que las hojas de espada, espadines, 
cutóes, y cuchillos de fábrica de España puedan embarcarse libre- 
mente. (Nota puesta & la ley 12, tít . 6. ° , lib. 3.° de la Rec. de Ind.) 
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17§7. Noviembre 2. Por real órden de esta fecha se amplió la libertad de intro- 
ducir en América armas blancas, á las de fábrica estrangera, á excep- 
ción de los cuchillos flamencos que estaban prohibidos á instancia de la 
audiencia de Méjico. 

1791., Noviembre 11. Se exceptúa de la ley anterior (la pragmática de 1761) 

< á los empleados que por practicar diligencias concernientes al real ser- 
vicio lleven cuchillo con licencia por escrito de los jefes de la tropa 
destinada á perseguir contrabandistas y malhechores. ( Ley 20, Xü. 19, 
- Nov* R.) 

1805. Junio 24. Real órden inserta en el suplemento dé la Nov. Rec. como ley 

primera consiguiente ala 21. 

1. ? Que los gobernadores de las plazas marítimas y bajo sus órdenes los 

diputados de barrios, los alcaldes y demas ministros subalternos encar- 
gados de la policía y tranquilidad pública, celen con suma vigilancia 
que ninguno, sea de dia ó de noche, lleve armas prohibidas de cuan- 
tas están declaradas como tales en las leyes y pragmáticas. 

2. ° Que si alguno fuere aprehendido con ellas, ó las arrojare huyendo 

de la justicia ó rondas, proceda el gobernador de plano y sumaria- 
mente á la justificación del hecho; y oido el reo por medio de la decla- 
ración que se le reciba, inmediatamente proceda á declararle, con acuer- 
do de asesor, incurso en las penas establecidas por la real pragmática 
de 26 de Abril de 1761; ( ley 19) sin que en esto pueda alegarse fuero 
por privilegiado que sea, ni oponerse excepción de incompetencia, sin 
perjuicio de que si la persona á quien se aprehendiere tales armas fue- 
re de notable carácter ó circunstancias, haya de dar cuenta el goberna- 
dor al consejo de la guerra con la justificación del hecho. 

3. ° En todas estas causas se asesorará el gobernador precisamente con 

el alcalde mayor, ó en su defecto con letrado de ciencia y probidad, que 
no tenga conexión con el reo, ú otra relación que le constituya legal- 
mente sospechoso, y la providencia que diere la consultará, con remi- 
sión de la causa, sin hacerla saber al reo, al capitán general de la pro- 
vincia; con cuya resolución, dada con acuerdo del auditor y oido el fis- 
cal del juzgado, quede enteramente fenecida y acabada. 

4. ° Cuando ademas del uso de armas prohibidas se verifique otro delito, 

como herida, muerte, robo ú otro, en el cual el uso de dicha arma, sea 
mero instrumento para cometerle, ó cosa accesoria, en este caso conoce- 
rá el juez de la jurisdicción respectiva al reo, con la apelación á donde 
corresponda. 

5. ° Para que en estas causas no haya atraso y pueda celarse la ejecución 

de esta providencia, los gobernadores den cuenta cada cuatro meses al 
capitán general del estado de ellas, expresando el dia en que se comen- 
zaron, progreso que han tenido y su actual estado; y donde esté unido 
el gobierno á la capitanía general, se entenderá lo dicho con el supremo 
consejo de la guerra. 

6. ° Finalmente, todos los tribunales de guerra ó marina, cuyas apelacio- 

nes proceden según ordenanza para el expresado consejo, le remitan ca- 
da cuatrimestre una razón circunstanciada y auténtica de todas las cau- 
sas criminales y testamentárias de oficio pendientes en cada uno con la 
expresión indicada en el párrafo ' anterior. 

1814. Setiembre 30. Real órden . Atribuye á todos los gobernadores de las 
plazas marítimas la jurisdicción privativa que se concedió á los de Cá- 
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1834. 

1841. 

Art 

Art. 

Art. 

Art. 

Art. 

Art. 

Art. 

Art. 


diz y Málaga por real órden de 15 de Octubre de 1748. ( L . 21, tít 19, 
lib. 12, No v. Mee.) 


Agosto 5. Por circular del gobierno de la Isla se determina las armas de 
que pueden hacer uso en los campos para su seguridad los hacendados, 
arrendatarios, administradores, mayorales y operarios blancos. No se 
inserta por haberse dictado con posterioridad otras órdenes que son las 
vigentes. 

Mayo 4. Decreto de la capitanía general, reproduciendo la real orden de 
24 de Junio de 1805, organizando los juzgados de armas prohibí - 
das y designando las penas que deben imponer . 


L.° 


2 . ° 


S. 


5 . ° 

6 . ° 


Convencido etc. y no habiéndose comunicado á Indias la Real órden 
circular de 30 de Setiembre de 1814, incluida para su observancia en 
alguno de los citados bandos, me he persuadido á que nada puede lle- 
nar mas cumplidamente los enunciados objetos, y alejar todo motivo de 
interpretaciones y dadas, como la real órden de 24 de Junio de 1805, 
que es la lev 1. a5 , título 19, libro 12, inserta en el suplemento de Ja 
Novísima Recopilación, observada exacta y exclusivamente, con la adi- 
ción que hacen precisas las circunstancias locales, á cuyo efecto he ve- 
nido en mandar y mando lo siguiente: 

Para el conocimiento, sustanciaoion y determinación de las causas so- 
bre portación ó uso de armas prohibidas, se observará extrictamente lo 
prevenido en la citada ley 1. * , tít. 19, libro 12, del suplemento de la 
Novísima Recopilación. 

Los gobernadores militares de las plazas marítimas, se asesorarán 
precisamente en estas causas, con los tenientes gobernadores letrados ó 
asesores de la misma clase, y en su defecto con otro abogado de ciencia, 
rectitud é imparcialidad, y la providencia que dieren la consultarán con 
esta capitanía general en la forma que establece la ley mencionada. 

Los expresados gobernadores darán cuenta del estado y progreso de 
las causas referidas á esta capitanía general dentro de los primeros ocho 
días de los meses de Mayo, Setiembre y Enero, para el fin que reco- 
mienda el artículo 5. ° de dicha ley. 

Las causas de la especie indicada que se formen en esta plaza maríti- 
ma, se seguirán por el juzgado privativo del gobierno militar de la mis- 
ma, bajo la consulta de uno de los asesores generales de gobierno, y las 
sentencias se consultarán con el juzgado de la capitanía general. 
Transitorio. 

Enumera las armas prohibidas : se suprime por estar copiado en el ar- 
tículo 143 del bando de 1842, que se insertará mas adelante. 


7. ° El uso y portación de las expresadas armas está prohibido á toda cla- 

se de personas, sin distinción algu la, bajo la pena, de la ley que son seis 
años de presidio. Para el uso de las permitidas quedan vigentes las re- 
glas de policía establecidas. 

8. ° Se recuerda para su exacto cumpliento lo prevenido por las leyes de 

Indias sobre prohibición de toda clase de armas á la gente de color. Los 
que de esta clase se aprehendieren con arma prohibida, de las que que- 
dan enumeradas, sufrirán la pena de pragmática, que son los seis años de 
presidio antedichos, y si el arma fuere de otra especie, la perderán á be- 
neficio del aprehensor, y sufrirán ademas por la vez primera un mes de 
obras públicas en la ciudad ó pueblo respectivo sin ramal ni grillete, 
para que no se confundan con los penados por otros motivos, tres por la 
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segunda y seis por la tercera, sin perjuicio de la formación de causa é 
imposición en todo easo de las graves penas que señalan las expresadas 
leyes de Indias para las personas de dicha especie, que ademas de la 
simple portación, hicieren uso en cualquier forma del arma. 

Arfc. 9. ° La portación y uso que hicieren las personas de color, de armas que 
no sean de las designadas en el art. 6. ° , no producen desafuero. 

Alt. 10. Quedan sin efecto cualesquiera otros bandos ó disposiciones expedí - 
dap sobre la materia. 

I842j. Agpsto 26 Circular del gobierno y capitanía general, imponiendo la pe- 
na de avote* á loe per coma* de color que porten armas prohibidas . 

1. ° Cualquiera persona de color que cometiere el delito de portación de 

arma prohibida, de las comprendidas como tales en el artículo 6. ° de 
la circular de 4 de Mayo de 1841, sufrirá la pena de 160 azotes en la 
picota, y un año de presidio. 

2. ° El individuo de color, á quien se aprehendiere cualquier arma de las 

no contenidas en el referido artículo 6. ° mencionado en el anterior, 
sufrirá la corrección de 60 azotes en los mismos términos y pagará los 
gastos ooasionados siendo libre, ó su dueño si esclavo, poniéndose en 
seguida aquel en libertad y entregándose este ¿ su señor. 

3. ° La imposición de las correcciones de que habla el artículo 2. ° se 

verificará gubernativamente por la autoridad política, bastando que se 
justifique la aprehensión oon dos testigos idóneos que suscribirán el par- 
te con el pedáneo, comisario ú otro ministro aprehensor, y ratificados, se 
decretará sin mas trámites ol castigo. Este se agravará proporcional y 
arbitrariamente en las reincidencias, para lo cual el escribano de go- 
bierno llevará un registro donde se anoten los penados con todas las cir- 
cunstancias de su identidad, archivándose en el oficio del mismo los par- 
tes sumarios. 

4. ° Queda en su fuerza y vigor la circular de 4 de Mayo de 1841, en todo 

cuanto no se oponga á estas disposiciones. 

1842. Noviembre 14. Bando de buen gobierno expedido para toda la isla de Cuba. 

Art. 148. Ninguno venderá, construirá, comprará ni portará armas prohibidas, 
bajo las penas que las leyes señalan y se haTán efectivas prévia la forma- 
ción dd oportuno procedimiento; y para que no se pueda alegar igno- 
rancia, «e advierte que son prohibidas las siguientes: 

Las pistolas de todas clases y dimensiones, trabucos y carabinas 
que no lleguen á la marca de 4 palmos de cañón, y los bastones llaiha- 
* dos de escopeta ó pistola, sean de aire ó de chispa, ó de pistón; los esto- 
quee y toda otra clase de hoja oculta en el bastón, cualesquiera que sea 
su configuración y medida; los rejones, almaradas, giferos y puñales de 
todas especies; las navajas de punta pequeñas ó grandes, que sean de 
muelle con golpe, virola con vuelta, reloj ú otro artificio que facilite la 
firmeza de la hoja armada, en términos de* no poderse cerrar sin sepa- 
rar el muelle, revolver la virola, ó en fin remover el artificio que man- 
tenga la hoja en firme; la bayoneta llevada sin fusil 6 escopeta para el 
uso de la caza en cualquier individuo no perteneciente á tropa; la daga 
sola y cualquier especie de sable ó cuchillo de monte, menór de 4 pal- 
mos en hoja y guarnición, y ppr últirap, todo cuchillo de ptinta chico ó 
grande, aunque sea de cocina ó de moda de faltriquera. 

Los artesanos no podrán sacar de su taller las herramientas cortantes 
y punzantes de su oficio, sino en xmajaba ó esportilla, pena de un mes 
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Art. 144. 


Art. 145. 


Art. 146. 


Art. 147. 


Art. 148. 


Art* 149. 


de obras públicas por la primera vez que se les aprehendiere, llevándo- 
las por la calle de otro modo, dos por la segunda y cuatro por la tercera. 

Se prohibe á las gentes de color la simple portación de las otras ar- 
mas permitidas á los hombres blancos, pena de perderlasy sin perjuicio 
del procedimiento que corresponda. i 

Se exceptúan únicamente de esta regla los individuos de color que 
condujeren arrias ó bestias cargadas, y los destinados á expender ver- 
duras, á los cuales se les consentirá portar el cuchillo sin punta que a- 
costumbran cuando vayan con sus cargas ó géneros de venta: y los sier- 
vos y domésticos que justificasen trasladar las armas de uno á otifc pün-i 
to de orden de sus dueños, ó que yendo en oompañía de los mismos 
amos y á caballo las llevaren para la defensa de aquellos. 

Nadie portará garrote en poblado ni fuera de él, pena dé Cuatro pesos 
de multa y de perder el garrote que se hará pedázós. ■■ 

Se entenderá por garrote todo palo ó bastón oorto ó largo, cuyo diá- 
metro exceda de una pulgada.' 

Se prohibe á los hombres blancos portar machete dentro de poblado, 
no yendo á caballo, y en todas las reuniones de campo, pena de perder 
el arma á beneficio ael ministro aprehensor y de pagar 4 pesos de multa. 

Los pedáneos y dependientes de policía y demas personas que los 
acompañen cuando fueren de ronda en persecución de malhechores ó de 
negros prófugos podrán llevar todas las armas de fuego y blancas que 
necesiten para el cumplimiento de sus deberes. 

Se permite á las personas blancas portar espada de marca en vaina 
cerrada y bien acondicionada, con la precisa calidad de que yendo á pié 
la lleven ceñida, y la que contraviniere á cualquiera de los extremos 
comprendidos en este artículo perderá el arma, que será adjudicada al 
aprehensor y pagará seis pesos de multa. 

Los hacendados, sus arrendatarios y administradores podrán tener en 
sus fincas y portar para su seguridad por los caminos, pistolas de arzón 
y armas largas dé fuego y blancas. . ; 

Las demas personas blancas para llevar esta clase de< armas yendo de 
viaje, necesitarán licencia individual que concederá el gobierno siempre 
que lo estime conveniente. i 1 

Todos al entrar en poblado descargarán las de fuego que condujeren, 
ó al menos les quitarán el cebo Ó pistón, pena de dos pesos de mftltia. 

Los mayorales y demas operarios blancos de las fincas de campo po- 
drán portar dentro de ellas el machete y otras arma9 permitidas; pero fue- 
ra de las mismas solo deberán llevar el machete ceñido á la cintura. 


1842. Noviembre 14. Instrucción de pedáneos . 

Art. 21. En exacta observancia de lo dispuesto en el artículo 145 del bando, 
no consentirán (los pedáneos) que en los bailes y otras reuniones del 
campo se porten machetes. 

Art. 26. Las sumarias que formaren habrán de quedar precisamente instruidas 
en el término de tres dias. Se exceptúan de la regla anterior las sumarias 
formadas por la portación de arma prohibida sin circunstancia agravan- 
te, que habrán de dar concluidas en 24 horas, sin poder alegarse pretexto, 
ni pedirse próroga. 

1843. Agostp 24. Orden del gobierno provisional, mandando instruir excedien- 

te sobre la conveniencia de modificar i a circular dictada por ta capi- 
tanía general en 25 de Agosto de 1842. 

Excmo. Sr. — Enterado el gobierno provisional del reino de la circular 
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expedida por el jefe superior civil de esta Isla en 26 de Agosto del año 
ultimo, é inserta en el diario del 28 del mismo, comprensiva de las penas 

en que incurren las personas de color que porten armas prohibidas se 

1 sirvió mandar que sin hacer novedad en las medidas adoptadas por regla 
general sobre abusos en la portación de armas prohibidas se instruyese 
expediente acerca de las penas que producirían mejores efectos en la 
corrección de los delincuentes, estableciendo que las que fueren se im- 
pongan con sujeción á las leyes, bajo la responsabilidad de los jueces que 
deban conocer de las causas y de ningún modo gubernativamente, oyen- 
' do para mas asegurar el acierto á la audiencia territorial del distrito y 

. dando cuenta con su informe para la resolución que corresponda.” 

La Audiencia de la Habana para cumplir con la anterior disposición 
soberana oyó á sus fiscales, y evacuó su dictámen que se halla pendien- 
te de resolución del gobierno supremo, proponiendo tres órdenes dife- 
rentes de penas para los esclavos, para los libres de color y para los 
blancos con la suficiente latitud en cada una de las escalas para la prime - 
- Xa aprehensión y para las reincidencias; añadiendo que debieran los juz- 
gados privativos consultar con la Audiencia los fallos que hoy remiten 
á la aprobación de la capitanía general. 

1846. Abril 29. Por A A. de la Audiencia de Puerto Príncipe se ordenó á los 
juzgados del distrito que, en los casos que ocurran de armas prohibidas 
y muy particularmente de trabucos; inquieran su procedencia con la 
mayor escrupulosidad, procediendo oon arreglo á las leyes contra los 
que resultasen expendedores. 

1846. Agosto 18. Reglamento interior de la Audiencia . 

Art. 16. A las audiencias públicas, y vistas de causas señaladas, que no se tie- 

1 nen en secreto, hay libre entrada para todas las personas. Pero 

á nadie se consiente con palo en la mano, arma ó bastón, que se 
deja fuera, según exige la presencia de un tribunal tan respetable, que 
despacha con la real representación de S. M. Se exceptiía para entrar 
con espada el jefe ó individuo á quien corresponda por su distintivo ó 
condecoración. 

1851. Abril 30. Por decreto de la capitanía general se reprodujeron los dos pri- 
meros artículos de la circular de 25 de Agosto de 1842. 

1854. Febrero 14. Orden de la capitanía general , prohibiendo trasportar sin 
licencia carabinas ü otra clase de armas de fuego para el uso de 
las fincas. 

Secretaría militar~El Excmo. Sr. gobernador capitán general ha te- 
nido por conveniente disponer que en lo sucesivo no puedan traspor- 
tarse carabinas ni otra clase de armas de fuego ó blancas para el usó de 
las fincas, sin expresa licencia de su superior autoridad, expedida por 
esta secretaría militar. 

* Al efecto la solicitarán los interesados por medio de memorial que 
i presentarán en la propia oficina, expresando en ól el número y clase de 

1 ¡ < las armas de fuego ó blancas, punto donde las envien y el nombre de 

' ■ la persona ó casa de comercio á quien las haya comprado; la cual infor- 

mará en el propio memorial sobre la procedencia de las armas y certe- 
za de la venta.’ • 

Lo que de órden de dicho Exorno. Sr. se publica por medio de la Ga- 
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eeta para general inteligencia.— Habana y Febrero 14 de 1854. — «Tote 
de la Pezuela. 

1854. Marzo..*. Reglamento de la guardia civil . — CAPITULO III. — Uso de 

a/rmcte. 

Se consideran prohibidas las armas siguientes: pistolas que no sean de 
arzón, trabucos, escopetas que no tengan lá marca de cuatro palmos de 
cafíon, bastones llamados de escopeta ó pistola, estoques y toda clase de 
hoja oculta en bastón ó palo, rejones, almaradas, giferoe, puñales, nava- 
jas de punta pequeñas ó grandes que sean de muelle ú otro artificio que 
mantenga la hoja en firme, sables 6 cuchillos de monte que no tengan 
cuatro palmos en hoja y guarnición. 

Se prohibe llevar machete dentro de poblado y en reuniones de cam- 
po, no yendo á caballo; pero en los demas casos podrán usarlo libre- 
mente los hombres blancos llevándolo ceñido. 

Los pedáneos, dependientes de policía y toda ronda en persecución 
de malhechores y prófugos, podrán llevar toda clase de armas de fuego 
y blancas que necesiten para el desempeño de su servicio. 

También podrán usarlas sin licencia todos los oficiales del ejército y 
armada, matriculados y aforados de marina, los conductores de caudales 
del Erario, y los dependientes del ramo de haciendo. 

Los hacendados, arrendatarios y administradores podrán tener dentro 
de sus fincas y llevar para su seguridad pistolas de arzón y armas lar- 
gas de fuego; pero las demas personas necesitan licencia individual. 

Los mayorales y demas operarios de las fincas de campo, dentro 
de ellas, podrán usar las armas no prohibidas. 

Está prohibido disparar armas de fuego dentro de las poblaciones, ni 
fuera de ellas, ámenos distancia de 600 varas, sin que sirva de justifica- 
ción el haberse verificado en terreno propio, pues que la prohibición 
es absoluta. 

Las personas que so comprenden en los artículos 3, 4, 6 y 6, debe- 
rán acreditar su identidad, siempre que lleven las armas de fuego y 
blancas que en los mismos se les conceden. 

1854. Mayo 6. Decreto del gobierno, adicionando el articulóla del bando de 

1842; 

Considerando el mal uso que algunos malvados hacen de los instru- 
mentos de oficios, como navaja de afeitar, cuchillas de zapatero y taba- 
quero y otros capaces de causar graves heridas y aun la muerte, sin que 
por eso puedan tenerse por armas prohibidas, porque en realidad no lo 
son: 

Considerando que el objeto que aquellos se proponen es eludir las 
penas que las leyes imponen á las portadores de armas prohibidas, si 
llegan á ser aprehendidas, sirviéndose entretanto de dichos instrumentos 
y aun de palos ó garrotes para intimidar y despojar al vecino pacífico, á 
quien logran sorprender: 

Considerando que es un deber del gobierno mantener la seguridad in- 
dividual y castigar severamente á los que atentam contra ella, sin que 
les valgan subterfugios de ninguna especie; y por último, queriendo ar- 
reglar el uso de las armas de todas clases sin perjuicio de lo que el go- 
bierno de S. M. pueda resolver acerca del número y calidad de las pro- 
hibidas, y sirf menoscabar en nada las facultades que tienen los tribuna- 
les para juzgar é imponer las penas que nuestra actual legislación im- 


Art. l.° 

Art. 2.° 

Art. 3. ° 

Art. 4.° 

Art. 5.° 

Art, 6.° 
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pone á los delincuentes: oido en el particular el respetable dictamen de 
* la Real Audiencia Pretorial, vengo en decretar lo siguiente: 

Art. 1. ° Se permite el uso de anuas sin necesidad de licencia: primero, á los 
militares y empleados públicos las propias de su empleo y uniforme. 2. ° 
A los títulos de Castilla y personas de conocida distinción y responsa- 
bilidad, que no fueren militares ni empleados, la espada de marca y pis- 
tolas de arzón yendo á caballo de paseo ó camino, y en este último caso 
, aunque vayan en carruaje. 3. ° A los criados de las personal compren- 
didas en los dos párrafos anteriores, aunque sean de color, el machete 
y pistolas de arzón, cuando vayan acompañando á sus amos fuera de po- 
blado. 4. ° A toda clase de personas blancas ó de color cuantos instru- 
mentos necesiten, de aquellos que pueden servir si se quiere de armas 
ofensivas para los usos dé la vida, trabajo, artes, oficio ó industria, siem- 
pre que conocidamente los lleven para usarlos con alguno de los indi- 
cados objetos. Los cuchillos y toda clase de herramientas que no necesi- 
ten indispensablemente punta aguda, se construirán, expenderán y lle- 
varán sin ella, y de lo contrario se tendrá á los contraventores por reos 
de infracción á estas disposiciones, aun cuando no deban Calificarse de 
contraventores á la pragmática. 

Art. 2. ° Se permite el uso de armas con la competente licencia del gobierno: 
1. ° A los subalternos de hacienda, justicia, y policía que están obliga- 
dos á perseguir contrabandistas y malhechores, aquellas para cuyo uso 
lleven permiso por escrito de sus respectivos gefeS: 2. A las personas 
blancas las escopetas de marca para cazar: 8. ° A los hacendados para 
tener en sus fincas y llevar para su seguridad en los caminos aquellas 
. que se enumeren en la licencia que obtengan, y podrán ser solamente 

Una de fuego larga, un par de pistolas de arzón, y una espada ó sable de 
marca por cada dependiente blanco que tengan en sus fincas, según lo 
prevenido en circular de 31 de Mayo de 1844: 4. °. A las personas blan- 
cas qüe vayan de camino las de la misma clase que necesiten para su 
seguridad: bien entendido que los que porten armas de fiiego antes de 
entrar con ellas en poblado las descargarán, 6 á lo menos les quitarán el 
cebo ó pistón: 5. ° Los mayorales y demas operarios blancos que hay 
en las fincas podrán usar dentro de ellas el machete y armas menciona- 
das, pero fuera de aquellas solo podrán llevar el machete ceñido á la cin- 
tura y nunca dentro de poblado, áno ir á caballo, ni en las reuniones de 
campo. 

Art. 3 .? Se tendrá por prohibida toda arma que ahora no se declare permitida, 

aunque lo sea por la pragmática, y aun las que ahora se permiten, y los 
instrumentos ó herramientas de artes, oficios, usos de la vida, trabajo ó 
industria, si no se usan ó llevan en los términos indicados. El garrote 
entendiéndose por tal todo palo ó bastón cuyo diámetro pase de una pul- 
gada, se considerará como arma para el objeto de este artículo y su uso 
queda prohibido á toda clase de personas. También lo quedan los de 
manatí ú otras sustancias animales flexibles capaces de producir grave 
daño con su percusión. ' 1 

Art. 4. ° Los siervos ó criados que se aprehendieren trasladando armas de un 
punto á otro, si justificasen hacerlo por órden de sus amos, no incurri- 
rán eñ pena; pero se podrá proceder á la averiguación de si estos las tie- 
nen debidamente, para en caso contrario 4 imponer á toé mismos amos la 
que corresponda. < 

Art. 5. ° Toda trasgresion á estas disposiciones se penará, en la clase blanca 
con una multa que no baje de 10 pesos ni pase dé 25, Según las circuns- 
tancias agravantes 6 atenuantes que concurran y en silstitUcion, caso 
de insolvencia, un dia de prisión por cada pesot en la de color libre, con 
81 1896 • *-’ V I 
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la condena de 10 ¿ 26 dias de obras públicas: v en la de oolor esclava, 
con la de diez á 25 azotes aplicados con publicidad en la reja de la cárcel 
ó en la picota. En caso de reincidencia se impondrá precisamente el má- 
ximum de las penas expresadas, pero si la trasgresion 6 falta fuere ha- 
bitual, se castigará con el duplo de la pena, según las circunstancias. 
Hay habitualidad cuando se incurre en el hecho punible tres 6 mas 
veces por intérvalo á lo menos de 24 horas de upa á otra. 

La imposición de estas penas corresponde á los gobernadores, tenien- 
tes gobernadores y también á los alcaldes ordinarios y capitanes pedá- 
neos; pero prévia consulta con aquellos y expediente informativo en 
que aparezca comprobada la infracción. Impuesta la pena por los pri- 
meros ó aprobada por los mismos en el segundo caso, es ejecutoria; pe- 
ro queda á los penados salvo el recurso de queja para ante el goberna 
dor general ó la acción correspondiente, si hubiese lugar, para ante la 
Audiencia, si los gobernadores ó tenientes pudieren alguna vez con su 
proceder dar ocasión á exigirles responsabilidad. Si la infracción fuere 
incidente de un delito toca á los tribunales que de él conozcan tenerla 
presente para lo que corresponda. 

Estas disposiciones se considerarán como adición al bando de gober- 
nación y policía vigente y por lo tanto queda en toda su fuerza y vigor 
la parte del artículo 143 del precitado bando que recuerda la prohibi- 
ción de construir, vender, comprar y portar las armas prohibidas por la 
pragmática, cuyas distintas clases enumera. 

x para que llegue á noticia de todos y nadie pueda alegar ignoran- 
cia, publíquese en la Gaceta oficial de este gobierno en la forma acos- 
tumbrada. Habana 6 de Mayo de 1854. — El Marques de la Pezueln . * 

[ir. de la II. 10 de Mayo.] 

1854. Setiembre 29. Orden de la capitanía general , mandando que el juez de 

primera instancia en las causas sobre armas prohibidas que ocurran 
en la Habana lo sea el gobernador militar de (a plaza . 

El Excmo. Sr. Gobernador capitán general, de acuerdo con lo que le 
ha expuesto el Sr. magistrado auditor de guerra en cumplimiento álo 
prevenido en la legislación vigente, se ha servido resolver que el Sr. 
brigadier gobernador militar de esta plaza D. José Ignacio de Echevar- 
ría sea en lo sucesivo el juez nato en primera instancia de las causas so, 
bre portación de armas prohibidas, nombrando para que le asesore en 
los expedientes de esta naturaleza al Lie. D. Fernando María de Ochoa, 
que desempeña igual encargo en la comisión militar de esta Isla. 

Lo que ae órden de S. E. se publica en la Gaceta del gobierno para 
general conocimiento. 

Habana 29 de Setiembre de 1854. — Joaquín Morales de Rada. 

1855. Febrero 10. Bando prohibiendo la venta de armas fuera de las cabeceras 

en las tenencias de gobierno , 

Secretaría militar. — D. José Gutiérrez de la Concha gobernador ca- 
pitán general de la Isla de Cuba. 

Ordeno y mando. 

Sin perjuicio de la puntual observancia del artículo 143 del bando de 
buen gobierno sobre construcción, portación, venta y compra de armas 
blancas y de fuego que se observen las disposiciones contenidas en los 
artículos siguientes: 

1. ° Queda prohibida la venta de armas de fuego y blancas en los pueblos, 


654 


Art. 6. ° 


Art. 7. o 


Digitized by v^.ooQLe 



PROHIBIDAS. 635 

caseríos y tiendas de campo; y solo podrán expenderse en las cabeceras 
de las tenencias de gobierno á lías personas que para su adquisición lie* 
f 1 Ten licencia por escrito del teniente gobernador. Los vendedores pasa- 
rán á dicha autoridad una relación de las que hoy tuvieren y le darán 
parte por fin de mes de las que hubiesen vendido; acompañando como 
' comprobantes las licencias que hubiesen recogido. 

2. ° En el preciso término de seis dias después de publicado este bando por 

cedulones en los partidos presentarán todos los vecinos al teniente go- 
bernador 6 capitán pedáneo la licencia que tuviesen para uso y porta- 
ción de armas, la cual le será visada grátis por dichas autoridades, si no 
tuviesen motivo para retirarla*. 

3. ° Los tenientes gobernadores fijarán con presencia de las dota- 

ciones de cada finca el número dé armas que pueda permitirse en ella 
á razón de tres por Cada 100 esclavos para conservarlos en buen órden 
y disciplina; y los dueños 6 administradores serán responsableé^iel uso 
de las armas, en la inteligencia de que queda fijado el mismo plazo de 
seis dias para la renovación de esta clase de licencias* 

4. o* 1 Los contraventores á lo prevenido en los artículos anteriores serán 

arrestados por la autoridad local que procederá á hacer las averiguacio- 
nes. oportunas respecto á sus personas; dando parte al gobernador ó te- 
' níente ^dbérfihdor respectivo 1 , si no apareciese motivo de sospecha/ p t>- 
drá sér phesto él detenido én libertad ínterin recaiga la resolución com- 
petente de esta Capitanía general, siempre que aquel presentase fiador 
^ abonado competentemente. i 

Habana 10 de Febrero de 1855. — José de la Concha . — El Brigadier 
Jefe de E. M. Joaquín Morales de Rada. — (G. rte la II. del 1 1 dé Julio de 1855.] 

1856. Febrero 19. Orden de la capitanía general , mandando que se permita 
á los sargentos entrar con sus sables ó machetes en los hospitales tili- 
ntares y también á los cabo k que visiten á los soldados enfermos . 

El Excmo. Sr. Capitán general con fecha 19 del actual me dice lo 
siguiente: ‘ 

Excmo. Sr h — En vista de cuanto V. E. me manifiesta en su oomuni- 
cacion de 29 de Enero próximo pasado he venido en resolver que se le- 
vante la práctica observada en la entrada de los sargentos en el hospi- 
tal de esta plaza y que en lo sucesivo pueda esta clase entrar en los 
hospitales militares con sus sables ó machetes y que con arreglo á lo 
que previene la ordenanza del ejército entren asimismo en dichos esta- 
blecimientos los cabos que pasen á visitar á los soldados enfermos. Lo 
que pongo en conocimiento de Y. E, manifestándole que con esta fecha 
he dispuesto se prevenga ai jefe de sanidad militar é inspectores de 
hospitales, vigijejQiio ae Wmffe eapwo^e ninguna especie y que ha- 
gan arrestar en su caso en la guárala á cualquiera que lo haga ó que 
- íffjffenen e l hospital. 

.-r ^al^h^fe^ocfmentc? yi&RWbs 4éM%uientes en 

el cuerpo de su mando. 

. , .j Dios guarde á V. muchos años. Habana y Febrero 23 de 1856. — 
AfanTano. 

, Con la misma fecha de 23 de Febrero secjypuló por la Intendencia. 

1856. «MfW *29! ''€ir¿utkr*vtot' gobierne/ petmiNen&o tener tik las timas 9 armas 
porcada 100 esclavos , y mandando? í ren&mr> anualmente las licen- 
cias . 

• - * » r - 4 ü i / ; 

. Cw esta fecha (Jigo al gobernador de Matanzas \o que sigue: 
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“En vista de la comunicación de V. S. fecha 14 de Marzo último, en 
la que sae dá eoúpcimiento de la duda que se le ofrece respecto á si de- 
be ó no refrepdar las licencias que concedió consecuente al bando de la 
rtopitanfa general de 10 de Febrero de 1855 para la venta de armas y 
para tener en las fincas un número de ellas proporcionado al de los 
esclavos, he tenido por conveniente resolver que continuando vigente el re- 
ferido bando quedensujetos á él todos los establecimientos destinados 
exclusiva ó accesoriamente al expendio de armas no prohibidas y los 
dueños de las fincas, refrendándose por los gobernadores y teniente^ 
gobernadores en el primer mes de cada año las licencias que expidie- 
ren para dicha venta y para tener en las fincas tres de aquellas por ca- 
da 100 esclavos, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 143 del bando 
de gobérnaoion y en el decreto de este gobierno de 16 de Junio de 
1855 sobre la portación de armas. Lo que comunico á V. S. para su co- 
nocimiento y efectos cousiguientes.” 

Y lo traslado á V. á los propios fines. 

Dios guarde á V. muchos años. — Habana 29 de Julio de 1856. — Con- 
cluí. 

4868. Junio 16. Bando del Gobierno Superior Civil mandando levantar un so- 
maten general en persecución de malhechores \ 

Prev. 5. 05 Al toque de somaten todos los vecinos de 18 á 50 años se presenta- 
rán ar mad os en las cabeceras de sus cuartones ó Tenencias de partido 
Trota inmediatas, exceptuándose únicamente: 

Los administradores de correos ó encargados de estafeta. 

. Xx>g colectores y sub-colectores de loterías. 

PreV. 8. 05 Los capi tanes , tenientes de partido y los cabos de ronda aprehende- 
. • rán á toda persona sospechosa, haciendp uso de las armas, si hiciere re- 

sistencia ó intentase fugarse, y lo mismo podrán y deberán practicar 
. por ai las fuerzas .6 individuos délos cuerpos de milicias de rurales ó 
voluntarios y los vecinos armados que concurran al somaten. 

Juhro 22. Déémo del Gobierno, reguláritando la inmigración de colonos 

” ■ Mandos. 

Reg. 5, 55 A la llegada de todo buque importador de trabajadores, la autori- 
' ' dad á quien corresponda pasará á bordo para presidir su desembarque 
y remisión al depósito correspondiente y para recoger todas las armas 
que puedan traer, las cuales se conservarán depositadas y se devolve- 
rán i sus dueflos cuando salgan de esta Isla. 
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Amurada 

Ofthn dd capitán general \ de 8 de Mayo 
1 de 1 856, mandando que la Real (nden: 
de 25 de JEn*ro de 1854, que trola del 
saludo y demas circunstancias que se 
exigen a los mímeos mayores se haga 
extensiva á los maestros armeros. 

El Excmo. Sr. Capitán general con fe- 
cha 3 del actual me dioa hxsiginefite: : 
“Excmo. Sr. — Conforme con lo que me 
manifiesta Y. E. en su oficio de 6 de Mar- 
zo último, he venido en resolver, que lo 
dispuesto en la Real órden de 25 de Ene- 
ro de 1854, que trata sobre el saludo, 
respeto, obediencia, - y demas .circunstan- 
cias que se exigen & tos músicos mayo- 
res Como álos*de contrata, sehftgaexteh- 
siva igualmente á los maestros armeros 
dé los regimientos de este ejército por 
hallarse en idéntico caso que los referi- 
dos músicos, estampándoseles en sus con- 
tratas un artículo especial que lo deter- 
mine bien, para lo cual se les enterará 
antes de la mencionada real órden y de 
esta- disposición de mi autoridad. Lo que 
digo ¿ V. E. para los fines expresados y 
y en contestación ásu citado escrito.” 

Y lo transcribo ¿ Y. pata el mas exac- 
to cumplimiento en el regimiento de su 
mando cuando llegue el caso dé extender- 
se alguna nueva contrata de maestro ar 
mero; arvirtiéndóle que la soberana dis- 
posición á que hace referencia el prein- 
serto oficio fué circulada por esta sub- 
inspección en 29 de Setiembre de 1854. 

: Dios guarde á V„ muchos aftas.— -Har 
baña 7 de Mayo de 1856.— ifawsana. — 
* A n m — Operación practicada por 
los peritos de marina en el primer naje 
de cada buque para fijar las toneladas que 
mide, y oon arreglo & la cual exige la 


aduana los correspondientes derechos de 
puerto y navegación. 

Ninguna disposición dictada en el pre- 
sente año, ha venido á alterar $p lo mas 
mínimo las leyes que rigen sobre la mate- 
ria expuesta con extensión en el artículo 
Aduanas y Aranceles de los Ana- 
les de 1855. 

? • , 

ARQUITECTO. 

. . ; . - . - , i' * i 

Circular dirigida el 1 8 de Noviembre de 
185u por el gobierno á loe ayuntamien- 
to», manifestando la necesidad 
mar un plantel de arquitecto» y pidien- 
do informe sobre lo* medios de evitar 
los miles qu* Su faifa origina. 

* 1 - • 1 i V ’ * . 

Deseoso el gobierno superior de esta 
Isla de promover por cuantos ineáios es- 
tén á su alcánce las mejoras materiales 
que exige el nótable adelanto q¿é en ella 
se observa y et desarrolló creciente de 
su riqueza, ha fijado la atención en la fal- 
ta lamentable de arquitectos que se nota 
en todas las poblaciones de la misma. Los 
inconvenientes de ella son demasiado ob- 
vios para detenerse en demostrarlos: la 
escasez de lás construcciones qae aeJle- 
van á efecto y ©1 pobo gusto que por lo 
común las distingue, los revelah oóir su- 
ficiente elocuencia. Pero no es esto todo: 
aquella falta afecta intereses mas graves 
que el ornato público r Los Ayuntamien- 
tos, por ejemplo, se ven privados de una 
dirección entendida para las obras que 
podrían emprender en Jas respectivas ju- 
risdicciones; carecen de informes pericia- 
les acertados fea tos machos negocios en 
que les Son indispensables para resolver 
con el aciano ©on veniente; se Ven en la 
necesidad de valerse ©n muchos casos de 
los ofibikles del cuerpo de Ingenieros, no 
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siempre dispuestos por las preferentes 
atenciones de su peculiar instituto, y el 
resultado es, que las obras no pueden 
proyectarse ni ponerse en ejecución con 
la oportunidad necesaria, el interés del 
comtm se resiente, y aun los particulares 
no pueden dar á sus propios trabajos ni 
la extensión ni la belleza que darían á 
laS construcciones Urbanas y á las no me- 
nores que necesiten erí los campos. 

A esta situación por todos observada y 
reconocida se agrega la dificultad' de que 
para lo sucesivo se remedie, atendida la 
imoosíbiKdad de establecer por ahora en 
la Isla una escuela de arquitectura lian 
geherál y completa como fuera de desear 
para remediar las consecuencias de aque- 
lla escasez; porque aun cuando á costa de 
grandes esfuerzos pudiera plantearse, los 
alumnos carecerían de los elementos de 
instrucción qué solo pueden conseguirse 
en aquellos países en que las bellas artes 
han adquirido todo su desarrollo. Un dia 
llegará, sin Aída, en que la Isla cuente 
en su territorio un establecimiento tan 
impóftatfte^ pero' ‘basta 1 que fcsí sfccétta 
preciso es ocurrir al mal de la actualidad 
y prepararse pára hacerlo desaparecer en 
adelante en la manera que sea dable. 

1)03 medios se presentan para conse- 
guir éste resultado; í. ° Sustituir los ac- 
tuales maestros mayóreS de los ayunta- 
mientos donde los sostienen por arqui- 
tectos ántorizados, que dbtadós como lo 
están en la Península, desempeñen las 
funciones ^ Servicios que su propio nom- 
bre indicáJ Estos profesores serian nom- 
brados ¿h' tal páso eñ virtud dé una opo- 
sición qti^ áéfeditase sq aptitud y elegí- 
doa'ehtreioá aprobados debidamente en 
la ¿sétiélü genérál deírámó que en la Pe- 
nínsttíá lékiste. 2. ° r Petisioñar un deter- 
minado 1 númé dé jóvenes, designados 

entre los que se hallen cón preparación 
científica conveniente, y arreglada á lo 
que pafáinjjreéár e'ri'la misma escuela 
exigen reglamentos. 

mas para dar á uno y Otro pensamien- 
to el éonvenifente desarrollo, y disponer 
los medida' dé ejéteucion que en su caso 
habriah de étónléirse, creo conveniente 
oí* antóel^ corporaciones 

múñíci^iáéá) ño s&ío poique ellas son las 
prMpras fnWé^tóas en que se realice sí- 
nó poTijUe et sófcténer una y otra obliga- 


ción ha de estar mu- 

nicipales. 

En vista, pues, de todo lo indicado, esa 
distinguida corporación informará oon la 
posible urgencia euanto se la ofrézca y 
parezca acerca de los particulares si- 
guientes: 

1. ° Si cree oon veniente sustituir los 
maestros mayores que ahora tiene con 
profesores de arquitectura aprobada, que 
desempeñan las obligaciones que hoy cor- 
responden á aquellos. Los ayuntanientos 
que no los tengan; manifestarán asimismo ’ 
si creen útil la creación para su servicio. 

2. : ° En la afirmativa qué adinero 

considera suficiente atendida la impor- 
tancia de esa población y las ocasiones 
en que acostumbran á valerse de ellos; y 
qué dotación juzga suficiente para re- 
compensarles; en la inteligencia de que 
ha de ser módica y lo necesario para re- 
tribuir los trabajos de oficio; puesto 

ue es de suponer que una vez estableól- 
os, los particulares se valgan de ellos y 
puedan ejercer con provecho su profe- 
sión. 1 

3. ° Qué cantidad podrían asignar en 
su presupuesto para pensionar uno 6 mas 
jóvenes, cuyo numero se graduaría según 
la extensión y circuiistancias de esa ju- 
risdicción, para que pasen á estudiar en 
la Península en los términos de qué se 
ha hecho mención, en la inteligencia tam- 
bién de que las pensiones han de ser mó- 
dicas y bastantes únicamente para que 
vivan con decoro en el tiempo que sus 
estudios duren. 

Con presencia de eátos informes y aten- 
dido su résUhado gnneral; el gomerno 
dispondrá lo conveniente pai a la realizad 
cion del proyecto, proporcionando ftsí á 
la Isla una mejora positiva y abriendo 
para una parte de su juventud estudiosa 
un porvenir tan provechoso para ella 
misma como útil para el 'piáis en general. 

Dios guarde á V . múohos años. Ha- 
bana 18 de Noviembre de 1856.— Óbn- 
cha. 1 i 

Esta circular ha comenzado ¿sentir 
los buenos efectos que el gobierno se 
propuso al dictarla, pues ya han salido A 
estudiar en la Península , varios jóvenes 
pensioná&ps por loé ayuutamientos*de es- 
ta lsia. jí ;j *• - : ‘ í * \ ií *: :u 1 
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1. umtSAffipn* ó «a un- 
ción, conducción. — Contrato consensual, 
en que por el uso de alguna cosa, disfru- 
te de algún derecho, ó aprovechan» Lento 
«le ciertas obras, se abona merced ó precio 
determinado. 

2. No conocemos entre los diversos 
contratos que la ley civil ha sancionado, 
ninguno que en la prosperidad material 
de los pueblos sea de mas trascendencia 
que el arrendamiento. Basta considerar, 
que ademas de proyeer directa 5 indireev 
¿ámente al alimento del hombre, es el me- 
dio deque casi todos se valen para pro- 
porcionar asilo á la familia, cultivo al ter- 
reno, ocupación al comercio, trabajo al 
jornalero y retribución á la ciencia y al 
estudio, para conocer que ni la compra- 
venta, ni la^pennuta ni otra alguna de 
las transacciones que diariamente se cele- 
bran, pueden igualarle en importancia. 
Razón tuvo de consiguiente Flores Es- 
trada para deoir— ‘ 'que el sistema de ar- 
riendo tiene tal ascendiente sobre el ca- 
rácter de las naciones, que se le puede 
considerar como la base fundamental de 
la sociedad, y cpmo institución que im 
prime el sello en la parte moral, intelec- 
tual y política de la espeoie humana.” 

3. Pero en razón misma de su impor- 
tancia, está la dificultad de establecer 
principios, queooaeiliando el derecho del 
uso con el dominio, satisfagan las exigen- 
cias de la justicia, sin desatender elfo- 
mento de la riqueza pública* y si hubié- 
ramos de formular un sistema bueno ó, 
malo, pero cual en concienemerey éramos 
adecuado á nuasfro pais, necesario seria 
que entrásemos en ^ apreciaciones econó- 
micas y estudios teóricos, á que dudamos 
nos acompaftasosin cansancio la atención 
de los lectores» No es por tanto -nuestro 
propósito en el presente artículo, formar 
un completo tratado de arrendamiento, 
sino ofrecer. una^suomta idea de la legisla- 
ción vigente así en la Península como en 
la isla de Cuba, deteniéndonos algún tan- 
to en lo que á esta hace relación, princi- 
palmente eiij <4 inquilinato de casas, en 
quespn tan fre^uontes W cuestiones á que 
la leltra dql bando de buen gobierno ha 
dado origen. 

4. Genérica la palabra arrendamiento, 
si bien sirve para designar el noml}r& 
propio de la convención á que aludimos, 


el uso sustituye otras en su lugar, cuando 
no se trata de predios rústicos, para los 
cuales está generalmente adoptada» Sí se 
refiere á una embarcación se llama fleto- 
miento* Si áuna casa ó habitación, inquili- 
nato ó alquiler. Este último nombre reci- 
be aplicado á cosas muebles ó ^movien- 
tes. El de rentas y obras públicas se lkUna 
asiento ó empresa. Y ajaste ó contrato de 
obras , el de la conducción de edificios. 
La merced ó sea el precio, también vajria 
de nombre, y se llama renta, alquiler, Jle- 
te, jornal ó salario según la .negociación 
de que proceda. La retribución de los tra- 
baos científicos se denomina honorario. 

o. A las reglas generalmente aplica- 
bles á todo arrendamiento que será 4 ob- 
jeto de la primera parte de este artículo, 
añadiremos en la 2. 08 las especiales para 
predios rústicos. En la 3. * las contraí- 
das á los urbanos. Y en la 4. 05 las que 
se refieren á prestaciones industriales. 

capitulo h 

Del amugamiento, en gtatnl* 

6. Su definición al titularle consen- 
sual, nos explica que sin necesidad de 
formalidades especiales ni de escritura 
pública ó privada, basfa el acuerdo en la 
cosa y en el precio para que se pueda es- 
timar perfecto. Y si bien guarda con la 
venta mucha semejanza (¿qué es en rigor 
sino la venta temporal del uso?) al punto 
de que Justiniano no solo le llama análo- 
go á ella, sino sqjeto á sus propios prin- 
cipios: (Loeatio et conductio próxima est 
emptioni et venditioqL iisdemque jum 
regulís consistit. Insí. L. 3, tU 2,5,) exis-, 
ten sin embargo, mareadas diferencias, ya 
en cuanto á la aptitud de los contrayen- . 
tes, ya respecto a la cosa sobre que pue- 
de versar, ya en cuanto á los derechos y 
obligaciones que produce. 

7. M uchos hay en efecto que sin facul- 
tad para vender, la tienen sin embargo 
para arrendar. No pudiera por ejemplo, 
el menor ni aun con dispensa de edad, . 
enagenar ni gravar su£ bienes inmuebles, 
Con esa dispensa, ó bien casado, siendo 
mayor de 1$ años, tendría libertad para 
danos en arrendamiento. El usufructúa- 
ricb-^el poseedor de vínculo ó mayoraz- 
g$ ^*4. ^ministrador convencional . f> 
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bien el que lo sea por ministerio de la ley 
— privados de trasmitir el dominio, no 
lo están de arbitrar acerca de los frutos 
que tienen derecho á percibir. 

8. Respecto al arrendatario, menos 
peligro habría en equipararle al que 
compra. Estudíense las incapacidades ya 
absolutas, ya relativas que para adquirir 
por venta señala el derecho, y las mis- 
mas en completa identidad son aplica- 
bles a la locación. 

9. En cuanto á las cosas que pueden 
ser objeto de este contrato, necesario es 
exceptuar como en la venta: 

1. ° Las espirituales. 

2. ° Las llamadas (con sobrada im- 
propiedad por cierto) de derecho público. 

3. ° ' Las servidumbres de uso y las 
reales cuando no van unidas al predio 
dominante. 

4. ° Y finalmente, los oficios y em 

píeos de justicia y administración. Y si 
bien se pueden vender, no se pueden al- 
quilar las fungibles; así como sin ser líci- 
ta la venta, seria permitido el arrenda- 
miento del usufructo. Nadie puede ven- 
der su libertad. Ofrecer sus servicios, el 
trabajo ó la industria, permitido es á tí- 
tulo de arrendamiento. 

10. Los bienes de las iglesias, según 
derecho canónico, no se pueden arrendar 
por mas de tres años ( Estravaq . cora, lih 
8, tU. 4, cap . 1.) y en los públicos como 
son plazas, calles, carreteras, &c., el per- 
miso de optar por ellos á cierta retribu- 
ción, cual sucede en los portazgos, se 
suele conceder en arriendo por tiempo 
dado y precio convencional: medida que 
mas que al derecho civil, atañe al admi- 
nistrativo. 

11. El arrendamiento, ademas de re- 
caer sobre cosa hábil, preciso es que no 
se contraiga á algún objeto que la moral 
repruebe. Todos convienen en que de la 
convención ilícita no se puede reclamar 
cumplimiento; pero si ha llegado á eje- 
cutarse y el precio seha pagado, hay quie- 
nes crean que tiene lugar, v otros que de- 
be negarse la repetición. Alquilado, por 
ejemplo, un caballo para cometer un ase- 
sinato, ó una casa para preparar un cri- 
men, si el precióse abonó, Grocio entien- 
de que no nay facultad para reclamar la 
devolución, porque en grado igual la 
culpa de los contratantes, el aprovecha- 

82 


miento de la cosa arrendada priva al que 
la usó de opcion al precio ya satisfecho. 
Nuestra opinión, sin embargo, estaña 
siempre por la destrucción del contrato 
en todos sus efectos. Locador y arrenda- 
tario sufrirán entrambos el castigo que 
la ley les señale, según el grado de culpa 
que en cada uno aparezca; pero el con- 
trato como proveniente de causa torpe, 
nó puede producir provecho ni beneficio 
alguno. — Si el uso de la cosa alquilada 
no se puede dejar sin efecto, porque á 
nadie es dado deshacer lo que ya pasó, el 
precio indebidamente cobrado se ha de 
devolver. Nulo el contrato, sus conse- 
cuencias en cuanto sea dable han de re- 
vocarse, y si el final resultado de esta me- 
dida viene á parar, no en provecho del - 
arrendador, sino en reparación al ofendi- 
do ó su familia del daño que recibiera, 
tanto mejor y tanto mas aceptable seria 
esta resolución de que aun cuando no se 
lograse la ¿ndicada reparación, creemos 
no se apartaría ningún tribunal dejusti- - 
cia. 

12. En la Península todo arreuda- 
miento contraído á inmuebles debe pagar 
el derecho de hipotecas, sin cuyo prévio 
requisito no se admitiría demanda algu- 
na dirijida á hacer efectivos los términos 
del contrato. Distinto en la isla de Cuba 
el sistema de contribuciones, si bien se 
conoce una de idéntico nombre, no tien- 
esa ni otra alguna aplicación al arrenda- 
miento cuando de sus términos y circuns 
tancias no se deduce que envuelva per- 
petuidad ó encubierta enagen«*cion; pues 
si se ajusta por diez ó mas años, ó aun- 
que sea por menos plazo, si en terreno 
arrendado se construye edificio cuya na 
tural y probable duración pase de aquel 
tiempo, la regla 18 del artículo 23 del 
alcabalatorio y la real órden de 5 de Ma- 
yo de 1856, declaran que se adeuda y de- 
be cobrar el derecho de alcabala. 

13. A tres puede reducirse el número 
de las principales obligaciones que este 
contrato produce en el arrendador: 

1. 03 Entregar la cosa que el otro con- 
tratante debe por tiempo dado disfrutar, 
manifestando los vicios ó defectos qué 
padezca. 

2. 05 Conservarla en estado de servir 
al uso para que fue arrendada. 

Y 3. 05 hacer seguro al locatario el gle- 

1856 
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no y pacífico goce de ella, durante el pla- 
zo ael contrato. 

14. La infracción del primero de es- 
tos deberes, en cuanto á la revelación de 
vicios ó defectos, produce mayor ó me- 
nor responsabilidad, según se tuviese ó 
no conocimiento de su existencia. En el I 
primer caso sfc debe indemnizar el daño 
causado: en* el segundo se pierde la pen- 
sión estipulada. Y nótese que si se trata- 
se de toneles ú otros vasos para vino, 
aceite ó cosa semejante, y estos efectos se 

f >erdiesen por mala calidad de aquellos, 
a reparación de daños es obligatoria, aun 
cuando se alegue ignorancia, 

1. ° Porque esta es invérosímil. 

2. ° Porque sin grande y punible 
imprevisión nunca puede mediar, y para 
tales casos todo Home debe saber si es buena 
6 mala aquella cosa que ahqa . (L. 14, trt. 

&,p.6.) 

15. No podría el dueño en virtud de 
la segunda obligación indicada variar la 
forma ó condición de la cosa arrendada, 
destruir ó disminuir arbolados, convertir 
á la agriCulturaen terreno de crianza ni á 
esta los de labor. Esaá y las demas atri- 
buciones del dominio, cuando el arrenda- 
miento se hace á término fijo, se deben 
aplazar para después que este ha vencí 
do. En las que no tienen ese término, las 
indicadas facultades se pueden ejercer, 
recedidas siempre del competente desa- 
ucio. 

16. Para no dar á la tercera obliga- 
ción mencionada una latitud que ni la 
razón ni la equidad permiten, preciso es 
distinguir si la perturbación que ocurra 
es de hecho ó de derecho. En el primer 
caso, si por ejemplo media un violento 
despojo, el arrendatario puede y debe re- 
petir contra quien lo causa: al locador so 
lo serian imputables sus propias acciones, 
razón porque no está tenido á las conse- 
cuencias de caso fortuito; si bien cuando 
malquerientes suyos destruyesen ó dete- 
riorasen en su odio la cosa arrendada, 
salva su acción contra los causantes del 
daño, tendría que reparar al inquilino el 
que hubiese sufridq. Mas cuando al lo- 
catario se le disputa el derecho de dis- 
frutar lo que posee, el dueño debe salir á 
su defensa y hacer todo lo necesario pa- 
ra que se le ampare en el libre goce de 
su arrendamiento. 


17. Cuatro son las obligaciones del 
locatario. 

1. 03 Pagar el precio convenido. 

2. 05 No emplear la cosa arrendada 
fuera del objeto para que se le dió. 

3. 03 Prestar la culpa leve. 

4. 33 Devolver en buen estado al tér- 
mino del contrato la cosa que se le entre- 
gó. 

18. Las obligaciones 1. 05 2. * y 4. * 
nacen de la índole y objeto del contrato. 
No hay quien ignore lo que la tercera 
significa, y las mas vulgares nociones de 
rectitud y justicia bastan para prefijar los 
extremos que comprende. 

19. El precio ctebe ser en dinero, pues 
si en otra cosa consiste varía la naturale- 
za de la convención. Así es que si bien 
no hay dificultad en estipular que el pa- 
go se haga con parte de los frutos de la 
cosa arrendada, equivaldría esto á una 
venta anticipada de ellos, ó á una especie 
de aparcería, y de todos modos á una ne- 
gociación distinta de la que estamos exa- 
minando. 

20. Domat es de opinión, que en este 
contrato no debiera darse lugar á resci- 
cion por lesión enorme, fundado en que 
no hay trasmisión de derecho irrevoca- 
ble, y la incertidumbre del valor de las 
rentas iguala la condición de los contra- 
tantes. Sin embargo, el daño de magni- 
tud que exceda de la mitad del justo pre- 
cio, es siempre efecto de engaño ó de 
error en el consentimiento, y aceptamos 
por tanto, como plausible la decisión de 
nuestra ley recopilada, que después de 
establecer la rescisión en favor del ven- 
dedor ó el comprador añade: “y esto mis- 
mo debe ser guardado en las rentas , y en 
los cambios y en los otros contratos se- 
mejables.” (L. 2, tít . 1, lib. 10, N. R.) 

21. Para asegurar el pago de la pen- 
sión fué la ley de Partida harto generosa 
con el locador. Permítele cuando no se 
abona el precio ofrecido, retirar de ma- 
nos del locatario la cosa arrendada sin ca- 
loña é sin pena , y retener haciendo inven- 
tario ante vecinos los frutos que en ella 
aparezcan: facultades que por obvias 
consideraciones se deben en principio 
general y sin excepción estimar deroga- 
das. No lo está, empero, y tiene muy bue- 
nas razones en su apoyo, el derecho de 
prenda que respecto de los muebles que 
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en la casa ó heredad se encuentren, le es- 
tá concedido; y aunque Gregorio López 
defiende, no nos parece muy filosófica 
la especialidad que la propia ley hace, 
diciendo que en cuanto á los predios rús- 
ticos, el indicado derecho esta limitado á 
las cosas que en ellos metiere el labrador 
con sabiduría del dueño ( L . 5, tít. 8, p. 5.) 

22. Tratándose de alguna cosa que 
reconozca varios dueños, posible es que 
unos quieran arrendarla y otros no, ó 
quieran unos arrendarla á cierta persona 
y los demas á otra. Indispensable como 
es para que la locación resulte eficaz, el 
consentimiento de todos los partícipes, la 
disidencia puede remediarse, ya con la 
división del dominio, que todos tienen 
derecho á exijir, ya con la del goce y 
disfrute de él, asignando á cada uno de 
aquellos tiempo fijo para que administre 
y arriende. La cuestión en cuanto al lo- 
catario se ha de resolver en favor del que 
mejores condiciones ofrezca, ó del que 
en igualdad de circunstancias designe el 
juez; y si uno de los socios pretende la 
cosa para sí y los demas quieren darla á 
un extraño, debe aquel ser preferido, ya 
por ser condueño, ya porque en el ejer- 
cicio de derechos comunes, todo interesa- 
do está obligado á consentir en lo que no 
le daña y á otro aprovecha. Tal es el 
' procedimiento que en el lib. 2. ° , cap. 
8.° de sus Res. Var. aconseja Antonio 
Gómez, y que los mejores comentadores, 
de acuerdo con la mas autorizada prác- 
tica de los tribunales, han recomendado. 
Y nótese que esta doctrina en nada se 
opone á la que en un caso especial de 
arrendamiento ya hecho , prefirió con mu- 
cho acierto esta Real Audiencia, conci- 
liando en lo posible, cual se verá en las 
resoluciones que al pié de este artículo 
insertamos, los derechos de un inquilino 
posesionado del predio, con los de un 
nuevo condueño. 

28. Termina el arrendamiento 

1. ° Por haber vencido el plazo que 
se le señaló. 

2. ° Por mutuo consentimiento de 
las partes. 

3. ° Por falta de pago de la pensión 
ofrecida. 

4. ° Por consolidación de las accio- 
nes del locador y arrendatario. 

o. ° Por extinción voluntaria ó for- 
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zosa de los derechos del propietario. 

6. o Por la pérdida ó absoluto impe- 
dimento del uso de la cosa arrendada. 

CAPITULO 11. 

Del arrendamiento de predio* rustí 
eos. 

24. Predominante en España por mu- 
chos años el sistema feudal, debiéronse á 
su funesta influencia las desventajas con 
que por largo tiempo tuvo el humilde co- 
lono que luchar contra los grandes seño- 
res y corporaciones privilegiadas, que 
abarcaban casi toda la propiedad territo- 
rial. Llegado en esto, como en todo lo 
que se exagera, el momento de reacción, 
la ganadería alcanzó exorbitantes privi- 
legios, y la agricultura deprimida y mo- 
ribunda clamó á su vez por beneficios 
menos lamentables, pero que también 
traspasaron la medida que la ciencia eco- 
nómica marcaba. De aquí la diversidad 
que en las reglas dictadas para el arren- 
damiento de que nos ocupamos, ofrece la 
historia harto curiosa é instructiva de 
esta parte de nuestra legislación. Y de 
aquí la necesidad en que las cortes gene- 
rales del reino se vieron de borrar tanta 
contradicción, tanta anomalía y tanto re- 
glamento indiscreto, acordando la ley de 
8 de Junio de 1813 restablecida por real 
decreto de 16 dr- Setiembre de 1836, y 
que dice así: 

1. ° Todas las dehesas, heredades 
y demas tierras de cualquiera clase, 
pertenecientes á dominio particular, ya 
sean libres ó vinculadas, se declaran des- 
de ahora cerradas y acotadas perpétua- 
mente, y sus dueños ó poseedores podrán 
cercarlas sin perjuicio de las cañadas, 
abrevaderos, caminos, travesías y servi- 
dumbres, disfrutarlas libre y exclusiva- 
mente, ó arrendarlas como mejor les pa- 
rezca, y destinarlas á labor ó pasto, ó á 
plantío ó al uso que mas les acomode, de- 
rogándose por consiguiente cualesquiera 
leyes que prefijen la clase de disfrute á 
que deban destinarse estas fincas, pues se 
ha dedejar enteramente al arbitrio de sus 
dueños. 

2. ° Los arrendamientos de cuales- 
quiera fincas serán también libres á gus- 
to de los contratantes y por el precio ó 
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cuota en que se convengan. Ni el dueño 
ni el arrendatario de cualquiera clase po- 
drán pretender que el precio extipulado se 
reduzca á tasación, aunque podrán usar en 
su caso, del remedio de la lesión y enga- 
ño con arreglo á las leyes. 

* Los arrendamientos obligarán 
del mismo modo á los herederos de am- 
bas partes. 

4. ° En los nuevos arrendamientos 
de cualesquiera fincas, ninguna persona 
ni corporación podrá bajo pretexto algu- 
no alegar preferencia con respecto á otra 
que>se haya convenido con el dueño. 

5. ° Los arrendamientos de tierras ó 
dehesas, ó cualesquiera otros predios rús- 
ticos por tiempo determinado, fenecerán 
con este, sin necesidad de mutuo desahu- 
cio, y sin que él arrendatario de cual- 
quiera clase, pueda alegar posesión para 
continuar contra la voluntad del dueño, 
cualquiera que haya sido la duración del 
contrato, pero si tres dias ó mas después 
de concluido el término, permaneciese el 
arrendatario en la finéa con aquiescencia 
del dueño, se entenderá arrendada por 
otro año con las mismas condiciones. Du- 
rante el tiempo extipulado se observarán 
religiosamente los arrendamientos, y el 
dueño, aun con el pretexto de necesitar 
la finca para sí mismo, no podrá despedir 
al arrendatario, sino en los casos de no 
pagar la renta, tratar mal la finca ó faltar 
á las condiciones extipuladas. 

6. ° Los arrendamientos sin tiempo 
determinado durarán á voluntad de las 
partes, pero cualquiera de ellas que quie- 
ra disolverlo, podrá hacerlo así, avisando 
á la otra un año antes, y tampoco tendrá 
el arrendatario, aunque lo haya sido por 
muchos años, derecho alguno de pose- 
sión, una vez desahuciado por el dueño. 
No se entienda sin embargo, que este ar- 
tículo hace novedad alguna en la actual 
constitución délos foros de Asturias *y 
Galicia y demas provincias que están en 
igual caso. 

7. ° El arrendatario no podrá subar- 
rendar ni traspasar eí todo ni parte de la 
finca sin aprobación del dueño; pero po- 
drá sin ella, vender 6 ceder al precio que 
le parezca, alguna parte de los pastos ó 
frutos, á no ser que en el contrato se exti- 
pule otra cosa. 

25. La última de estas disposiciones 


no ha sido objeto de grande aplauso par 
ra los que se han ocupado de comentarla, 
y bien meditadas las véntajas ó inconve- 
niente de la facultad de subarrendar, cree- 
mos que aquellas superan á estos. Re- 
cuérdese que no hablamos de casas, para 
las cuales la persona y la familia del lo- 
catario han podido ser parte á la combi- 
nación del arriendo. Aludimos á las he- 
redades, donde mas que á otra cosa, se 
atiende á sacar de la tierra el provecho de 
su cultivo; de la ganadería el de su re 
producción, ó ambas cosas combinadas. 
Y si en esto no se hace alteración; si las 
obligaciones del arrendataria quedan vi - 
gentes, y sin perjuicio ni detrimento al- 
guno del dueño, puede aquel aspirar asa- 
car mayor provecho ó á evitar quebran- 
tos: el principio de la ley romana, repro- 
ducido en casi todos los códigos moder- 
nos, nos parece altamente aceptable. Ye- 
rno prohibetur rcm quam conduxit fruen- 
dam, alii locare, si nihil aliwi convenid 
( L . Nenio ff de locaL etcond.) En Cuba la 
tolerancia de los propietarios ha forma- 
do una ley consuetudinaria favorable al 
subarriendo, contra la cual se invocaría 
en vano el decreto de 16 de Setiembre vi- 
gente en la Península, pero que no sa- 
bemos se haya comunicado á esta Isla. 

26. Al aproximarse el término del 
arrendamiento suelen las partes acordar- 
le de nuevo, ó intimarse el desahucio; pe- 
ro ¿qué resultaría si guardasen silencio? 
La ley presume que si el arrendatario 
retiene el predio tres ó mas dratf después 
del vencimiento, y el dueño lo tolera, 
ambos han estado en ánimo de proro^ar 
el contrato, y como las heredades no se 
arriendan por menos de un año, á un año 
le supone ampliado. ( L . 20, tít. 8, p. o. ) 

27. ¿Tendrían empero para esta táci- 
ta reconducción la misma fuerza que jm- 
ra el primitivo contrato, la hipoteca, la 
fianza y los demas pactos accesorios y 
cláusulas penales que suelen acordarse? 
— Antonio Gómez con su acostumbrad!» 
acierto, ofrece á esta cuestión una re* 
puesta, que en el silencio déla ley no va- 
cilamos adoptar. De esos resguardos unos 
nacen de la voluntad del arrendatario y 
otros de la prestación de un tercero. 
Aquellos están ciertamente comprendi- 
dos en la renovación del contrato. Estos 
sin explícita ratificación tio se podrian 
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exijir; y de consiguiente, si no hay hecho 
ni expresión en el fiador que prorogue su 
compromiso, claro es que á la sombra de 
aventuradas interpretaciones, no se pu- 
diera ampliar. 

28. Dijimos en el número 23 que una 
de las causas porque termina el arrenda- 
miento es la falta de pago: mas esto re- 
quiero explicaciones.— Si en el contrato 
se puso cláusula que autorice al dueño 
para que con el adeudo de una sola anua- 
lidad reclame el lanzamiento, indudable 
es que podrá haoerlo; pero si sobre este 
particular nada se pactó, preciso es distin- 
guir entre un contrato dé corto ó de lar- 
go glazo. Si no pasa de dos anos, el adeu- 
do de ano equivalente á la mitad de la 
suma total convenida, motivo suticieute 
seria para la rescisión. Acordado por 
cuatro ó cinco, tendría esta lugar, si pasa- 
ren dos y no pagase el locatorio lo que 
estaba tenido á abonar. 

29. Tal es en nuestro humilde juicio 
la mejor conciliación que puede recibir 
la antinomia que que aparece entre las 
LL. o y 6, tít . 8, p . 5; y los A A. no so- 
lo la admiten como doctrina incontro- 
vertible, sino que aseguran ser también 

. la práctica sancionada por los tribuna- 
les. 

3ó. Indicamos ademas, en el núme- 
ro citado, que la extinción voluntaria ó 
forzosa de los derechos del propietario 
disuelve el contrato, aludiendo para ello 
á la facultad que aquel tiene de vender ó 
cualquiera de sus acreedores de hacer ena- 
genar lo que ha sido objeto de arrenda- 
miento. (L. 19, tít . y p . cit.)-¿- Personal 
la acción que este contrato produce, el 
dominio que el comprador adquiere evS in- 
dependiente de las obligaciones que el 
que vende tuviese contraidas; ysi este no 
las cumple, no solo debe devolver la par- 
te de precio que por el tiempo no corrido 
hubiese anticipadamente cobrado, sino 
que, como dice la glosa, justara est vi te - 
neatur ad omne interesse cotoni. Procede 
que repare todo el daño que al colono re- 
sulte. 

81. Dos excepciones establece la ley 
á la regla que el precedente párrafo con- 
tiene: primera, que al acordarse la ven- 
ta se pactase con el comprador que guar- 
dara el anterior arrendamiento: y segun- 
da, que este se hubiere hecho para toda 


La vida; loque, como so vó, no es locación 
sino venta. Otra excepción añaden los 
expositores y oí eemos que no so puede 
| desechar; cual es, que escriturado el con- 
trato se hubiese de sus cláusulas tomado 
razón en la oficina de hipotecas. Ademas 
de que ya entonces no es personal sino 
i mixta de real y personal la acción del lo- 
catario, el que compra ha podido cercio- 
rarse del impedimento que para la libre 
tradición mediaba, y si á pesar de eso se 
decidió á adquirir, debe suponerse que 
lo hace aceptando el gravamen á que el 
predio estaba sujeto. 

82. Desprendido el dueño del oultivo 
j y aprovechamiento del terreno, la impro- 
| duccion de este ó bien la destrucción par- 
¡ o tal ó absoluta de la cosecha, parece quo 
no han do afectar á sus intereses. Ni la 
| ley ni la razón le imponen el deber de ase- 
gurar al colono los frutos, sino el uso y 
I pleno goce de la heredad, rinda ó no esta 
| sus naturales producciones. Hecha la en 
i trega, su deber se ha cumplido: justo, ex- 
! trictamente justo seria de consiguiente, 
j que sin atención alguna ¿ acontecimieo 
tos posteriores, cumpla la otra parte con 
abonarle el precio que estipularon. Pero 
si bien es esto cierto, no puede, sin em- 
bargo, negarse, que al tomar el colono la 
heredad fué bajo la esperauza de apro- 
vechar con el trabajo que en ella impon - 
i diera, los frutos que naturalmente se cre- 
yese debía producir, y si por avenidas de 
ríos, por muchas lluvias , 6 granizo, por 
fueyof'hueste de enemigos , asonadas ú otra 
causa semejante, aquellos desaparecen, 
la equidad y el intereá de la agricultura 
exijen que así como el arrendatario pierde 
la simiente é su trabajo , pierda el señor 
la renta que deve aver ; ó bien si la pérdi- 
da es parcial y no prefiere retener los 
frutos, abonando la totalidad de la pen- 
sión, que los entregue al dueño rebajan- 
do los gastos que haya hecho. 

33. Esta, que es la regla establecida 
por la ley de Partida, reconoce dos excep- 
ciones: primera, cuando el arrendatario 
se obligó á que por cualquier ocasión que 
se perdiese el fruto, á el perteneciera el 
daño: segundar, cuando otorgado el ar- 
rendamiento por dos ó mas años, la pér- 
dida ó esterilidad de uno sé compensase 
con la abundancia de otro. (LL. 22 y 28, 
t. y p; cit.) 
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34. Todavía se extiende á mas el le- 
gislador. Si por el solo beneficio de la na- 
turaleza, sin auxilio de la industria, rin- 
diese algún año la heredad mas del duplo 
de lo que acostumbra producir, permite 
al dueño reclamar doblado el importe de 
la renta, ca guisada cosa es (así dice) que, 
cómo al señor pertenece la pérdida de la 
ocasión que viene por aventura, que se le si- 
ga bien, otrosí por la mejoría que aoaesce 
en la cosa por essa misma razón . El argu- 
mento, aunque á primera vista tiene cier- 
ta apariencia de equidad y de justicia, 
dista mucho, sin embargo, de ser satisfac- 
torio. La situación del labrador, no se pue- 
de sin exponernos agraves errores, equi- 
parar á la del propietario: lo que para és- 
te fuera pequeña desventaja, para aquel 
seria completa ruina. Aventura el uno 
parte las mas veces muy pequeña de sus 
riquezas: el otro el fruto completo de su 
sudor, y con los gastos del cultivo, qui- 
zás el importe total de los ahorros en que 
se libra la suerte de su familia. Lo que 
para el uno es la reparación de una des- 
gracia casual, seria para el otro una ga- 
nancia que ni previo ni quiso reservarse. 
Creemos de consiguiente, que en esto, co- 
mo en otras muchas cosas, el oso que 
en esta parte ha dejado sin efecto la letra 
de la ley, no ha hecho mas que sancionar 
lo que la razón y la equidad aconsejaban. 

CAPITULO III. 

Bel arrendamiento de predios ar- 
ícanos. 

35. No menos que en ouanto á los 
rústicos, ha sido respecto á los predios 
urbanos incesante la pilgua que por de- 
primir de una parte, y de otra por ensan- 
char el derecho de propiedad, se ha sos- 
tenido en todas épocas; y al examinar en 
este punto la historia de nuestra legisla- 
ción, comparada con la jurisprudencia, 
no- sabemos que admirar mas— si el estu- 
dio del consejo de Castilla en resolver di- 
ficultades, quéála complicación de su pro- 
pio sistema se débián-—ó la constancia de 
los interesados en suscitarlas. 

36. Reiterábase con freouencia que 
debía el dueño tener libertad de alquilar 
su casa á quien mejor le acomodase: no 
por eso Se derogaba empero la ley que 


mandaba preferir á los militares de mar y 
tierra, y á los que fuesen á Madrid* de 
cualquier modo destinados al real servi- 
cio. No por eso se borraba el privilegio 
otorgado á los empleados de justicia .y 
los de rentas. No por eso se dejaba de ad- 
vertir, que en Salamanca para el arren- 
damiento de las casas de la Universidad, 
los catedráticos debían preferir i los me- 
ros doctores: que entre aquellos los áe 
teología y derecho excluyesen a los efe 
medicina y artes, y que en igualdad de 
circunstancias se diese la preferencia ala 
antigüedad de la cátedra o el grado. No 
por eso se dejaba de prevenir, que para 
los militares no fuese ley la costumbre de 
abonar medio año adelantado. — Que el 
dueño no pudiese tener cerrada su casa 
y que si pedia mas alquiler del que pa- 
recia justo* se sometiese á tasación. 

87. A esto, que era lo mandado, se 
añadían en la práctica abusos, que cuan- 
do se sale del círculo que la justicia y la 
razón tienen trazado, es siempre difícil 
evitar. Meros dependientes de rentas, se 
creyeron autorizados para expulsar á pa- 
cíficos vecinos de la habitación que juz 
gaban mas á proposito para desempeñar 
cómodamente su humilde cometido. El # 
comandante general de la costa de Gra- 
nada hacia desocupar dos casas, para alo- 
jarse á su satisfacción. (Nota 4. * á la ley 

7, tit . 10, lib. 10. N. R.) Y todos los com- 
prendidos en la ancha esfera del privile- 
gio, importunaban incesantemente á los 
tribunales con recursos sobre preferen- 
cias. 

38. Algún remedio, pero de un modo 
imperfecto puso ¿ este daño el célebre 
auto acordado de 31 de Julio de 1792. 
En medio de alguna mas latitud al dere- 
cho de propiedad, se nota allí sin embar- 
go: 1. ° , que á favor de los alcaldes de 
casa y corte se reservaba el derecho de 
preferencia para las casas vacantes en los 
cnarteles de su distrito: 2. ° , que pasados 
diez años de habitación, así el inquilino co- 
mo el dueño tenían el derecho de la tasa: 

8. ° , que el subarrendatario en un nuevo 
inquilinato, era preferido á un extraño: 
4 . * , que muerto el inquilino, podía con- 
tinuar en la misma habitación bu viuda, 
y si no la tenia ó si esta no quería, uno 
de bus hijos en quien se conviniesen lps 
damas, y no conformándose, el muyor en 
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edad: o. ° , que nadie podía tener ni ocu- 
ar dos habitaciones como no fuesen tien- 
as ó talleres necesarios á su oficio y co- 
mercio: 6. ° , y finalmente, que cuando 
los dueños intentasen vivir sus propias 
casas, los inquilines estaban obligados á 
desocuparlas, prestando aquellos caución 
de habitarlas por sí mismos y no arren- 
darlas hasta pasados cuatro años. 

39. En principios y de un modo di- 
recto fuá al fin derogada esta ley por la 
que hoy rige en España, su fecha 9 de 
Abril ae 1842, que contiene los 4 artícu- 
los siguientes: 

1. Q Tíos dueños de casas y otros edi- 
ficios urbanos, así en la corte como en 
los demas pueblos de la Península é islas 
adyacentes, en uso del legítimo derecho 
de propiedad, podrán arrendarlas libre- 
mente desde la publicación de esta ley, 
arreglando y estableciendo con los arren- 
datarios los pactos y condiciones que les 
parecieren convenientes, los cuales serán 
cumplidos y observados á la letra. 

2. ° Si en estos contratos se hubiese 
estipulado, tiempo fijo para su duración, 
fenecerá el arrendamiento cumplido el 
plazo, sin necesidad de desahucio por una 
ni otra parte. Mas si no se hubiese fijado 
tiempo ni pactado desahucio, ó cumplido 
el tiempo fijado continuase de hecho el 
arrendamiento por consentimiento tácito 
de las portes, el dueño no podrá desalo- 
jar al arrendatario ni áste dejar el predio 
sin dar aviso á la otra parte con la antici- 
pación que se hallare adoptada por la 
costumbre genepral del pueblo, y en otro 
caso con la de 40 dias. 

° Los arrendamientos . ya hechos 
y pendientes á la publicación de esta ley, 
se cumplirán en ios términos en que se 
hayan celebrado, y por el tiempo y en la 
forma que debían durar con arreglo á la 
ley que hai-egido en Madrid hasta ahora, 
reales resoluciones, práctica y costum- 
bres vigentes al tiempo de celebrarse di- 
chos contratos. 

4. ° Quedan derogadas para en lo su- 
cesiva la ley 8, tít. 10, Jib. 10, de la jjov. 
Roe. y cualesquiera otras reales resolu- 
ciones, práctica 6 costumbre que seán 
contrarias álo establecido en los artícu- 
ld^preoedeates.” 

40. Tal es en cuanto á Casas y demás 
predios urbanos la legislaciQn sencilla, á 


la par que justa últimamente establecida 
en la Península; y nos duele, pero es pre- 
ciso advertir, que otra y muy distinta es 
la que en nuestra Isla gobierna. 

41. Mas que con otra alguna guarda 
nuestra ley municipal analogía con eL ya 
referido auto-acordado de 1792. — No es, 
sin embargo, de absoluta identidad, y es- 
¡ to nos obliga á trascribir intercalados de 
algunas reflexiones, los cuatro artículos 
que encierran sus mas importantes dispo- 
siciones. 

42. El primero que es el 105 del ban 
do, dice así: “Los inquilinos no podrán 
subarrendar el todo ó parte de la casa o 
habitación que hubieren tomado, sino con 
anuencia del dueño de ella, pena de ser 
lanzados ó despegados del inquilinato 
dentro de tercero dia preciso, en cuyo ca- 
so y en todos los demas de lanzamiento 
que ocurran, aunque el subarriendo se 
haya hecho con anuencia del señor de la 
posesión, desalojarán los subarrendatarios 
al mismo tiempo que el inquilino.” 

43. Parécenos y ya hemos indiéado, 
que á diferencia de lo que en cuanto á 
predios nísticos se hiciera, no es respecto 
á urbanos admisible el derecho de subar- 
rendar sin permiso del propietario; pero 
este permiso ¿ha de ser expreso, 6 basta 
que se pueda inferir del tácito consenti- 
miento del dueño? — La ley de Madrid 
exigía licencia expresa: el bando se con- 
forma con la anuencia del dueño; y parece 
de consiguiente, que si hubiese hechos y 
demostraciones de que esa conformidad 
se pueda lógicamente deducir, habrá de 
darse por buená en nuestros tribunales. 

44. “El inquilino (esto dice el artícu- 
lo 106,) solo será responsable de los de- 
terioros que se hubiesen causado en la 
casa ó habitación alquilada por abuso de 
rila, y no de los que procedan del tiempo 
y uso regular, aun cuando en el aeto de 
celebrar el contrato se pusiere la condi 
cion que suele ponerse de entregar la fin- 
ca en el mismo estaco en que se recibe. 17 

45. Si con este artículo quisieron 
sus autores dar á la cláusula de entregar 
la finca en el toíemo estado en que se recibe 
la interpretación que creyeron mas racio- 
nal, no3 admira no les detuviese la con si-' 
deracíon, de que ri inquilino que quéría 
echar Sobre sí las consecuencias del dete- 
rioro, sea cual fuese su origen, dueño era 
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de advertir que no aceptaba leu del tiem- 
po y uso regular . La coartación q»u* se es- 
tablece y que os forzoso respetar, no im- 
pide, sin embargo, la facultan en el locata- 
rio de renunciar á ella y bajo esa inteli- 
gencia, obligarse no solo á devolver en 
el mismo buen estado en que la toma, si 
no qun con mejoras la casa alquilada. 

46. * Til dueño de una casa 6 habita- 
ción (estas son las palabras del art. 107,) 
podrá optar al desahucio 6 desalojo del 
inquilino — por la falta de pago de dos 
cuotas del inquilinato, según que se hu- 
biere contratado por semanas, meses ó 
años — por hacer mal uso físico ó moral 
de la finca — quererla para sí ó para sus 
hijo?, siempre que dé fianza de habitarla 
o de tenerla cerrada cuatro años — y por 
tratar de reedificarla; pero en este ultimo 
caso, tendrá el inquilino derecho de vol- 
ver ¿habitarla por el nuevo alquiler en 
que convinieren, 6 el que á falta de ave- 
nimiento tasaren peritos, si el dueño no 
la quisiere para sí ó para sus hijos/' 

47. Pocos preceptos habrán dado mas 
que éste lugar á frecuentes cuestiones en 
los tribunales; y una de las ventajas que 
á nuestro nuevo sistema de enjuiciamien- 
to debemos, es sin duda la uniformidad 
que con sus fallos en recursos de casación 
‘«tala Audiencia estableciendo; de mane- 
ra, que sobre muchos puntos tenemos ya 
una jurisprudencia á que atenernos, He 
que antes carecíamos. El conocimiento de 
esa jurisprudencia puede alcanzarse me- 
diante las resoluciones que al pié de este 
artículo se insertan, y mucho nos engaña- 
mos, si su estudio no induce á los lecto- 
res á fijar su opinión sobre particulares 
que hasta ahora se' habían estimado y 
ya dejan de ser controvertibles. 

48. No creemos por esto ni con mu- 
cho. que están agotadas las dificultades 
que pudieran ofrecerse. Dado por ejem- 
plo el caso de un subarrendamiento sin 
autorización, ¿debe señalarse término, 
aunque no sea mas que de tres dias, para 
que desocupe el subarrendatario, soste- 
niéndose si lo hace, el primitivo inquili- 
nato? Un caso práctico hemos visto en 
que se adoptó el concepto afirmativo; si 
bien no se llevó como habría sido de de- 
sear al tribunal superior. Nosotros opi- 
namos por la negativa; 1. ° , porque ello- 
oatario traspasando sus ati ibucione.^ < r lá 


lugar á que se le aplique la pena de la ley: 
ser lanzad b 6 desahjado del inquilinato den- 
tro de terrero dia preciso , y 2. ° , porque 
no hay precepto ni expresión alguna que 
franquee al inquilino medio de ninguna 
clase para exonerarse de aquel castigo, 
y la autoridad judicial no puede otorgar 
lo que la ley no quiso conceder. J 

49. También se ha dudado si por no* 
contraerá eel bando mas que á reedificacio- 
nes, cuando no se hace alguna porque la . 
casa no lo requiere, el dueño está impedir 
do de demolerla, levantando otro edificio 
m su lugar ó fie variar su compartimien- 
to. Para lo primero, no creemos* que se 
pueda en justicia negarle facultades. El 
derribo nunca es de suponer que se inten- 
te sino para mejorar, y en razón de espe- 
cial conveniencia: el dueño que se deter- 
mina á hacerlo, lleva sin duda el objeto 
de acrecentar la estimación de su propie- 
dad, y cuando no hay pacto expreso que 
por tiempo dado le ligue á asegurar su 
posesión á un teroero, entendemos que 
puede libremente dar á sus capitales la 
indicada inversión. 

50. Pudiera también en nuestro hu- 
milde juicio, variar la forma 6 compartí 
miento de su casa, pero si no resultase de 
ello trascendental diferencia en el modo 
de aprovecharla, y mas que á un grande 
beneficio aspirase á causar daño á un es- 
tablecimiento ó industria acreditada, esta 
innovación la repeleríamos, creyéndola 
contraria á la letra y espíritu del bando. 

51. El artículo 108, dice así: “Todas 
las cuestiones judiciales que ocurran so- 
bre desahucio ó desalojo de casas, habita- 
ciones, ó tiendas y talleres se ventilarán 
en acto verbal.” Ñadá hay en esto que 
no sea digno de aplaudirse: sin aventu- 
rar la justicia, los costos dé la discusión 
se minoran, y se alcanza también la bre- 
vedad, que en pleitos no es pequeño be- 
neficio. 

62. ¿Pueden los alcaldes ordinarios 
fallar como lo hacen, demandas de desa 
lojo? — Parece que cuando el alquiler que 
por fts casas se estipula no pasa de 50 pe- 
sos, creen estar en aptitud de haeerloi 
considerando el lanzamiento consecuen- 
cia de una deuda que no excede de la can- 
tidad sobre que están autorizados í re- 
solver. Pero aparte de que no siempre, es 
1$ falta de pago el motivo .del desahucio* 
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preciso es tomar en cuenta, que respecto dia acudir á un tribunal de justicia para 
de casa que valga lo ó 20 pesos de alqui- que se le amparase por medio de un in- 
ler al mes, el derecho de ocuparla puede terdicto posesorio. El consejo real funda- • 
ascender á ciento, mil, ó mas pesos, y es do en que, según la real órden de 8 de 
una anomalía que jueces legos, expresa- Mayo de 1889, no procede el interdicto 
mente privados de elej ir asesor, resuelvan contra las providencias que tomen los 
juicios de esa entidad, en que casi siem- ayuntamientos en el circule» de sus atri- 
pre es ardua la cuestión de derecho. Basta buciones, una de las cuales es el tomar 
que sea incierta la importancia del negó- acuerdos sobre el arrendamiento délos 
ció que se ventile, para que no se pueda bienes del común, resolvió por la negati 
decir que está comprendido en la cantidad va; y creemos que no había tórmino3 há- 
que señala el reglamento de 21 de Febre- biles para otra cosa. Tratábase de un ae- 
ro de 1853. Estimamos de consiguiente, to cuya oportunidad ó improcedencia no 
que lo mas acertado seria reservar exclu es de la esfera judicial, y la enmienda ó 
sivamente estas contiendas al conocimien- 'modificación que en justicia pudiera re- 
to de los alcaldes mayores. cibir, correspondía de derecho á la auto- 

58. No expresa el bando, pero otras ridad de que depende el ramo de admís- 
disposiciones declaran el desafuero tan nistraoion municipal. Para arrendar los 
necesario para esta clase de negocios, que portazgos de la isla de Cuba se dictaron 
directamente incumben á la policía de reglas generales en 10 de Noviembre de 
los pueblos. La L. 12, tU. 11, lib . 10, de 1856, que fueron aprobadas por real 
la Nov. Rec . tenia ya establecido, que órden dé 4 de Julio de 1857. — V. Por- 
los dueños pudieran cobrar los alquileres TA^GO. 
aue se les adeudasen, ante los jueces or- - 

dinarios, sin admitirse inhibición ni deeli- CAPI PULO IV. 

natoria de fuero, exceptuando línicanien- j 

te los militares incorporados en sus res- 1 Del arrendamiento de obras y servi- 
pectivos cuerpos, y á los que estuviesen cios. 

empleados mientras se hallasen en los lu 

gares a que fueran destinados. Excepcio- ¡ 56. I>a industria, propiedad inaliena- 

nes que al fin se destruyeron con la real ! ble del hombre, puede también ser objeto 
resolución de 10 de Octubre de 1817, en j de arrendamiento, y á sus reglas se aco- 
que se consigna el importante principio, : modan por consiguiente las prestaciones 
de que el inquilinato de casas es materia ¡ del amo para con el criado, — del depen- 
qne excluye todo fuero privilegiad/), diente para con el principal, — del oncial 

54. Én los arrendamientos acordados ' para con el maestro, -^-y de locación es 
con la administración para el servicio pú- también el ajuste ó contrato de obra con- 
blico, su cumplimiento y ias discusiones vención por la cual y mediante cierto 
á que den lugar, corresponden á la precio, un arquitecto se hace cargo de la 
jurisdicción conteneioso-administrativa, construcción de algún edificio. 

como en el artículo Administración 57. Los que trabajan á jornal deben 
contenciosa se ha explicado. Pero los estar á disposición de qpienes los emplean 
que se hayan hecho para acuartelar tro- de sol á sol, ( L . 1. 08 , tü. 23, lib. 8, Nov, 
pas ú otro objeto que no sea un verdadero Rec,) — El amo debe por su parte cumplir 
servicio público, caen bajo la jurisdicción al criado las condiciones de su contrato 
de los tribunales ordinarios. Véase la y no exigir mas servicios que los extipu- 
competencia 7. 03 del artículo citado. lados. — El jornalero tiene derecho á exi- 

55. ; Facultados los ayuntamientos de jir cuando le acomode, que se le abone su 
lt Península por la ley de 6 de Enero de jornal en la noche del mismo dia en aue 
1845 para deliberar sobre el arriendo.de ha trabajado, ( L . 2, tít. 26, lib. 8, Nov. 
fincas, arbitrios y otros bienes del común Rec.) Para el pago del jornal, que pres- 
con la aprobación del jefe político, ó en cribe á los tres años, no se admite deeli* 
su caso del gobierno, ocurrió la duda de natoria de fuero, y después de la interpe- 
si estimándose alguno ofendido con la lacion judicial, el criado tiene opcion al 
medida que aquel cuerpo adoptara, po- 1 3 y el artesano al 6 n.§ anual de lo qpe 

83 1856 
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se les adeuda. (LL. 12, 13, 15 y 16, tít. ; cho civil ley alguna que aquella facultad 
# 11, ¡ib. 10, Nov. Hec.) Si no se ha prefi- otorgase, y añade: videtur forte limitan - 
jado precio, debe regularse conforme á la i dum quodhic Jiabetnr , nisi esset electa ¡n- 
costumbre 6 ajuicio, de peritoa chistrw j personee. 

58. En la construcción de edificios de 59. La muerte del criado ú obrero pone 
de notar es 1. ° , que el maestro de obras i término á su contrato: personalísimo el 
como inteligente no puede reclamar en- compromiso que celebra, no pasa á los 
mienda por lesión enorme en el precio ¡ herederos; á diferencia de lo que con el 
acordado: — 2. ° , que para q^ue cese su ¡ dueño acontece, que salvo pacto en con- 
responsabilidad por los peijuicios que de trario, deben los que le sucedan, cum- 
su impericia ó su descuido en los edifi- i plir lo que tuviese extipulado. 

~ cios de que se hace cargo puedan resultar 60. El término de la obra, — la enferme- 
es necesario el trascurso de 15 años: y dad, ausencia forzosa ó muerte de los que la 
3. ° , que al heredero del que ha ajusta- habian de hacer — y la desistencia del que 
do alguna obra á destajo se le permite su- la encargara, si no contrajo alguna obli- 
plir á su causante con otros menestrales gacion que le impida arrepentirse, tales 
tan salidores como él: facultad á que cree- son las causas porque generalmente, sue- 
mos aplicable la limitación que un escri- le este contrato concluir <5 disolverse. Sus 
tor contemporáneo propone, reduciéndola reglas por lo demas serán las que extric- 
al caso de que el suplente merezca la tamente se deriven de la convención que 
apeptacion del dueño, ó que se trate de las partes hayan concertado, y para lo 
trabajos que sin atención á los conoci- ambiguo y dudoso habrá de estarse á lo 
mientos individuales del contratista, pu- que la costumbre del pais tenga estable- 
diera cualquiera otro desempeñar en su cido. Tu contradibu sea tacite veniúnk, 
lugar. Ya de antemano había Gregorio qust surtí morís el consuetudinis . 

López observado que no hay en el dere- A. 


mn niBuaMifii, 


1818. Junio 8. Ley permitiendo el acotamiento de tas fincas rurales. — Véasé 
el texto en la parte doctrinal, números 25 y siguientes. 

184?. Abril 9. Ley de inquilinatos de la Península. — Véase en la parte doctri- 
nal, números 47 y siguientes. 

,, Noviembre 14. Bando de buen gobierno , artículos 105, 106, 107 y 108; — 
Véanse en la parte doctrinal, números 58 y siguientes. 

1866. Mayo 5. R. O. declarando que se devenga alcabala en los arriendos de ter- 

renos cuando en ellos se levantan edificios de mayor probable duración. 
V. Alcabala. 

„ Noviembre 10. Decreto del gobierno, aprobando el pliego dé condiciones 
para los arriendos de portazgos. V. Portazgo' 

1867. Julio 4. R. O. que aprueba el decreto anterior. V. Portazgo. 


Digitized by v^ooQle 



ARRENDAMIENTO- 


651 


JURISPRUDENCIA CIVIL DE CUBA. 


Sentencias de la Audiencia, relativas al contrato de arrendamiento. 

1855. Agosto 13. — I. — La m)rosidad en el pago del alquiler conforme á la costum- 
bre de este país no pro viene de dejarse de üevar su importe 
á casa del acreedor , sino de que yendo éste á reclamarlo 
no se le hubiese- abonado . 

Visto el recurso de casación entablado por F. O. contra el fallo que dictó el 
alcalde mayor 2. ° de esta capital en juicio verbal celebrado el dia 24 de Julio 
ultimo á instancia de G. R. mandando desalojar dos casas: 

Considerando que no se ha justificado la morosidad en el pago que la ley de par- 
tida y el bando de buen gobierno suponen al establecer como pena para el inquili- 
no que en aquella incurre la del desalojo, y en la cual se ha fundado el juez de 1. 03 
instancia para acordarlo; pues siendo costumbre general en esta ciudad el que los 
dueños de casas envíen á cobrar los alquileres, es indispensable que preceda este re- 
querimiento para que se tenga por moroso al arrendatario que no paga. 

Considerando que ademas de la referida causa de desahucio, se han alegado otras 
por el demandante sin que se hayan justificado, se declara nulo el fallo, cuya casa- 
ción se pretende por ser contrario al espíritu de la ley 5. 03 , tít. 8. ° , partida 5. * , 
y al artículo 107, del bando de buen gobierno vigente, y que reponiéndose el jui- 
cio al estado de prueba deben admitirse á las partes las justificaciones que ofrecie- 
ren. Así lo mandaron y rubricaron los señores del, márgen en la Habana á 13 de 
Agosto de 1855. — Sres. Olivares , — Escosnra, — Erénchtm. 


1856. Marzo 12. — II. — La obligación al pago del alquiler de una casa , nace del con- 
trato de arrendamiento, no del hecho de ocuparla. Alega- 
da esta excepción , ha debido abrirte el juicio á prueba , 
por la influencia que ha de ejercer en el fallo que recaiga . 

Visto el recurso de nulidad interpuesto por Doña N. . contra el fallo dictado en 
juicio verbal por un alcalde mayor de esta ciudad que le mandó pagar los alquile- 
res de una casa que había habitado á pesar de alegar que no era la arrendataria de 
la misma: 

Considerando que, las acciones procedentes de los contratos no pueden dirigirse 
contra terceras personas que en ellos no intervinieron: 

Considerando que, según supone la ley 73 del título 18, partida 3. * , debe pagar 
el alquiler de una casa quien la toma en arrendamiento, no quien la habita, por el 
solo hecho de morar en ella: 

Considerando que, si la demandada acreditase que otra persona es la arrendata- 
ria, seria el fallo contrario ála ley citada en el segundo considerando y á la doctri- 
na legal sentada en el primero, de lo cual se deduce que la prueba de la excepción 
alegada es pertinente y necesaria: 

Considerando que; conforme al espíritu de la ley 1. c3 , título 10, libro 11 déla 
Nov. Rec. al caso 4. ° del artículo 196 de la real cédula de 30 de Enero de 1855, 
y á la doctrina legal generalmente admitida, produce nulidad el no haberse recibí* 
do el pleito á prueba, debiéndose recibir: 

Se declara haber lugar al recurso: devuélvase al juez la escritura y los dos reci- 
bos que Doña N. .acompañó á su escrito como parte de prueba, á fin de que reciba 
las demas que se adujeren y dicte en su vista nuevo fallo sin que por esta resolu- 
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cion se entienda alzado el embargo precautorio que en el acta se menciona. Pro- 
veído y rubricado por los señores del margen, siendo ponente el Sr. D. Manuel Jo- 
sé de Posadillo, en la Habana á 12 de Marzo de 1856. — Sres. Wscosura , — JSrénchun y 
Posadillo , — José Soroa. 

1856. Abril 22. — III. — Cuando se decreta el desalojo bajo la fianza que expresa 
el artículo 107 del bando de buen gobierno , el término 
concedido al inquilino para que lo verifique no comienza á 
correr sino desde que se presta , califica y aprueba la 
fianza. 

Visto el recurso de nulidad entablado por D . . . . , contra la providencia dictada 

t >or el alcalde ordinario 2. c de esta ciudad el dia 29 de Marzo último en virtud de 
a cual se manda que los recurrentes desalojen dentro de 20 dias la parte de casa 

que ocupan en la calle de .... mím por haber prestado su dueño A, la fianza 

de habitarla por sí mismo ó tenerla cerrada, y haber trascurrido los 4 meses seña- 
lados al efecto en otro juicio verbal anterior: 

Considerando que la calificación de una fianza exigida á un litigante á instancia 
de su contrario debe hacerse con audiencia de éste á quien mas que al juez intere- 
sa su eficacia: 

Considerando que el término del desahucio concedido bajo la condición de que el 
demandante habia de afianzar no puede considerarse corriente hasta que estuviese 
cumplida aquella. 

Considerando que la providencia del alcalde ordinario 2. ° es abiertamente con 
traria á la doctrina legal expuesta en los dos fundamentos precedentes: 

Se declara con lugar el recurso de casación establecido, y nula la resolución con 
signada en el referido juicio verbal de 20 de Marzo. 


1856. Mayo 9. — IV. — En caso de duda sobre el motivo que hubo para un desalojo 
no se debe presumir que fuese el querer habitat la casa 
el dueño , cuando no se le exigió la fianza de la ley . 

Hecho el desalojo para reparaciones de la casa , y no 
reclamada la preferencia luego que aquéllas se concluyen, 
no se puede después aspirar á ella. 

Visto el recurso de nulidad interpuesto por D. . . .contra la determinación del 
alcalde ordinario de 1. * elección en la demanda que le propuso A. .sobre desalojo 
de una casa: 

Considerando que si fuese cierto, como aseguró la demandante y sus testigos, que 
S., dueño de la casa en cuestión, le habia desalojado de ella para habitarla, debió 
exigir con arreglo al artículo 107 del bando de gobernación la fianza que en él se 
expresa, lo que no verificó: 

Considerando que el no haber ejercido ese derecho demuestra que la casa no se 
pidió por su dueño para habitarla, sino para su reparación, como se dijo en la con- 
testación á la demanda: 

Considerando que reparada la casa, el único derecho que A. tenia con arreglo 
á lo dispuesto en dicho artículo, era el de preferencia para el nuevo inquilinato. 

Y considerando que no consta tampoco hubiese intentado el ejercicio de este 
derecho, ni sobre él fundó dar demanda, sino sobre el hecho supuesto de que se la 
habia desalojado con el pretexto de que el dueño la quería para habitarla: 

Se declara con lugar el recurso de nulidad interpuesto por S. .,y proveyendo so- 
bre el fondo de la cuestión con arreglo á lo dispuesto en el artículo 7. ° del auto 
acordado de 12 de Junio del año último, se absuelve al referido S. .de la demanda 
propuesta por A. . Así Jo acordaron y rubricaron los señores del márgen, en la Ha- 
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baña á9 de Mayo de 1856, siendo ponente el Sr. oidor D. Alfonso Portillo. — Oliva - 
re #, — Suelta, — Portillo , — Vi lia Ion, 

1856. Julio 1. °— V. — Cualeh son las reedificaciones que pueden dar lugar al desa- 
lojo. 

El dueño en el libre uso del derecho de propiedad puede 
derribar la casa ó parte principal de ella para reedificarla • 

Visto el recurso de nulidad establecido por H. .á su nombre y en representación 
de sus hermanos contra la resolución dada en la demanda propuesta por T. sobre 
desalojo de la casa calle de N . . . .núm. 149. 

Considerando que la palabra reedificar usada en el artículo 107 del bando de 
1842 significa, según la acepción común, construir de nuevo lo que está caido y 
debe ademas entenderse de la manera que lo entiende la ley 6. 08 , tít. 8. ° , partida 
5. 08 . de la aue se tomaron las disposiciones de dicho bando, cuya ley supone la nc 
cesidad del desalojo durante las obras: 

Considerando que en el caso presente ninguno de los peritos demuestra ser ne 
cesario el derribo y nueva fábrica del todo 6 parte principal de la casa en cuestión, 
á pesar de que el maestro Arrisnavarrete usa impropiamente la palabra reedificar 
cion para expresar la formación de un cimiento en tramos cortos de manera que no 
se arruine la fábrica vieja, la colocación de seis sillares de piedra y otras obras de 
menos importancia. 

Considerando que tampoco se infiere de la certificación de este perito, ni mucho 
menos de las demas la necesidad de que las inquilinos desocupen la casa durante 
las obras proyectadas. 

Considerando, que la sentencia debe ser conforme á las pruebas, según lo supo- 
nen varias leyes del título 22, partida 3. a y expresamente lo determina la ley 2. 58 , 
título 16, lib. 11 de la Nov. Rec. 

Considerando que el fallo de 3 de Junio próximo pasado es abiertamente con- 
trario á las certificaciones que por via de prueba se adujeron. 

Considerando respecto al’fondo de la demanda que debe fallar la sala conforme á 
la regla 7. 08 del auto acordado de 12 de Junio de 1855: 1. °, que el actor no ha 
manifestado su voluntad ó intención de derribar la casa ó parte principal de ella 
para reedificarla, como podía haberlo hecho en el libre uso del derecho de propie- 
dad: 2. ° , que consi utió el auto de prueba en que se mandó acreditar la necesidad 
de la reedificación: y 3. c , ^ue no lo pudo conseguir. Se declara nulo el fallo en que 
se acordó el desalojo por ser contrario á la ley citada. 

Se absuelve de la demanda á H..» . y demas habitadores de la casa en 
cuestión, sin especial condenación de costas, y sin perjuicio del derecho de destruir 
el edificio que los inquilinos en conceptos de tales no pueden quitar ni coartar al 
propietario, ni de los demas anejos al dominio. Proveído y rubricado por los seño- 
res del márgen, siendo ponente el Sr. D. Félix Erénchun. Habana 1. ° de Julio de 
185 6. — Sres. — Escosura. Erénch un. — Borrajo, 

1856. Setiembre 29. — VI. — El inquilino para que pueda oponerse al desalojo in- 
fundado, es indispensable que tenga carácter legal. 

Visto el recurso de casación establecido por el representante de T. .contra el fa- 
llo dictado en juicio verbal por un alcalde mayor de esta ciudad el 30 de Julio xíl- 
timo absolviendo á H . . y demas moradores de la casa núm'. 149, calle de N . , cu /o 
dominio pertenece al recurrente. 

Vista el acta del juicio, según la cual la demanda de desalojo se funda en que “la 
casa no se alquiló al difuuto padre de H . . por término fijo, en cuyo único caso pu- 
dieran continuar en ella sus hijos, en observancia de lo que dispone la ley 2. * , tít. 
8.°, p. 5. * , 

Visto el auto de esta sala recaído el 1. ° de Julio á otro recurso de nulidad 
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entablado por H . . sobre el mismo asunto, en el cual se declaró la verdadera inteli- 
gencia de la palabra reedificar usada en el artículo 107 del bando de 1842, que mo- 
tivó el anterior juicio y el mencionado recurso; sin que se ventilase ni resolviese si 
H. . y compartes son ó no inquilinos en el sentido de-dicho artículo que es la cues- 
tión del dia. m 

Considerando por lo expuesto inadmisible la excepción opuesta de cosa juzgada: 
Considerando, que dicho artículo 107, cuyo texto, aprobado por S. M., se tiene 
como ley en la isla de Cuba, al favorecer álos inquilinos no puede menos de suponer 
que estos sean tales con arreglo a derecho, cuya suposición corroboran sus mismas 
palabras cuando dice: “se hubiere contratado por semanas, meses ó años” en las cuales 
se cita el medio mas frecuente de adquirir el derecho de habitar una casa, á saber: 
el contrato . 

Considerando que los moradores de la casa núm. 149, calle de N . . no han adqui- 
rido por el medio expresado en el anterior fundamento el derecho de ser tenidos 
por inquilinos, puesto que no solamente carecen de documento en que el contrato 
conste sino que T. . les ha negado constantemente esa cualidad, absteniéndose de 
recibir el precio de alquiler que han pretendido pagarle. 

Considerando que como herederos de H. . padre, tampoco lo tienen, pues la ley 
2. * , tít. 8. ° , p. 5, se seflere al caso de haber arrendado alguno la casa á tiem- 
po CIERTO Y SE MURIESE ANTES QUE EL TIEMPO SE CUMPLIESE, en CO JO ORSO 
tendrá el inquilino derecho de servirse de ella “hasta que se cumpla el tiempo ” y 
H. .padre no contrató por tiempo determinado sino indefinido, siendo por tanto di- 
cha ley mas adversa que favorable al demandado. 

Considerando que careciendo los moradores de la casa en cuestión del derecho 
de habitarla, es indudable el que tiene su dueño para lanzarlos de su propiedad, 
conforme á la ley 1. * , tít. 28, p. 3. * que define el señorío ó dominio: 

Considerando que el fallo de 30 de Julio es abiertamente contrario á estaley: 

Se declara nulo y de ningún valor ni efecto; y fallando en el fondo conforme á 
la regla 7. * del A A. de 12 de Junio: 

Se declara haber lugar á la demanda y que los moradores de la casa menciona- 
da deben desocuparla dentro de 30 dias, si no se avienen con su dueño respecto del 
precio que por alquiler han de pagar. 

1856. Diciembre 15. — VII. Inteligencia de la palabra reedificar usada por el 

' artículo 107 del bando . Pequeñas reparaciones no dan 
derecho al aumento de alquiler . 


Visto el recurso de nulidad entablado por M. contra la providencia que el 16 de 
Octubre tíltimo dictó el alcalde mayor 5. ° de esta ciudad enjuicio verbal entablado 
por R. para que el primero desaloje una casa de la segunda por hacer mal uso físico 
de ella por tenerla subarrendada en su mayor parte y porque trataba de reedificarla. 

Resultando del expediente: que conforme el demandado en desaioiar Ja casa pa- 
ra reedificarla á condición de que se respetasen los derechos que las leyes y bando 
de buen Gobierno le conceden como inquilino para volverla á ocupar después, no 
se continuó la contienda -judicial respecto á las dos primeras causales de desahucio: 
que se siguió el juicio sobre si las obras practicadas constituyen una verdadeia ree- 
dificación ó solamente reparaciones que no dan derecho al dueño de la casa para exi- 
jir mayor alquiler del que antes cobraba; y qne después de varios reconocimientos 
judiciales se dictó el fallo declarando que si M. . queria volver á habitar la casa 
reedificada, lo hiciese por el nuevo precio en que convinieren ambas partes, ó por el 
que á falta de avenencia tasasen peritos en la forma ordinaria, entendiéndose que 
desde aquella fecha conian á cargo de M.. los alquileres que á justa tasación se 
asignasen á la referida casa, contra cuya providencia se ha entablado el presente re- 


curso. 

Considerando que la palabra reedificar usada en el art. 107, del bando d 
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14 de Noviembre de 1842, significa construir de nuevo lo que está caido y no pue- 
de entenderse aplicable á las obras verificadas en la casa de la R . . • .en la cual 
ninguna pared, ni techo, ni parte principal estaba caída, ni se derribó para cons- 
truirla de nuevo: 

Considerando que el juez de 1.* intancia ha infringido dicha disposición, que 
se tiene como ley en la isla de Cuba, al calificar de reedificación lo que ól mismo 
llama general reparación de entera conformidad con los informes periciales. 

Considerando que el recurso de casación se interpuso en tiempo y forma, pues 
notificada la providencia en 20 de Octubre aparece presentado «1 25 y proveído el 
26 del mismo mes: 

Se declara nulo y de ningún valor ni efecto el referido fallo de 16 de Octubre, 
y resolviendo en el fondo conforme á la regla 7. 63 del auto acordado de 12 de Ju- 
nio de 1855 se declara que las reparaciones hechas en la casa de la R no dan á 

esta derecho para exigir al antiguo inquilino mayor precio de arrendamiento que el 
que antes pagaba, sin perjuicio de los demas derechos anejos al dominio que cor- 
responden á la demandante; cuidando el juez en casos semejantes de que se remitan 
originales y no en testimonios los documentos que menciona el auto acordado de 
8 de Marzo próximo pasado. Proveído y rubricado por los señores del margen, 
siendo ponente el Sr. D. Félix Erénchun. Habana Diciembre 15 de 1856. — Escosu • 
ra> — Suelta , — Herques , — Erénchun , — Borrajo . 

1857. Setiembre 3.— YÍII . — El contrato de arrendamiento celebrado sin tiempo 

cierto concluye con la muerte de cualquiera de los 
otorgantes. 

En el recurso de nulidad interpuesto por I ... .en la demanda que éti la alcaldía 
mayor 2. 03 de esta ciudad propuso su consorte P . . . . á D; . sobre desalojo. 

Vistos: • Considerando que aun cuando por parte de D. . . .se opuso en el juicio 
verbal la excepción de que habiendo fallecido su tio que era el inquilino de los 
ouartos én cuestión, hacia mas de seis años, y habiendo continuado viviendo en 
ellos el actual demandado, se entendía por ese hecho que hubo una tácita novación 
del contrato; la presentación del recibo pedido por la actora justifica lo contrario, 
pues se halla extendido á nombre del mencionado difunto. 

Considerando que con arreglo á la ley 2. 53 , tít. 8. ° , partida 5. rt , los contratos 
de arrendamiento celebrados sin tiempo cierto y solo de palabra concluyen con la 
muerte de cualquiera de los otorgantes: 

Se declara nido el fallo dado por el alcalde mayor, por ser contrario á dicha ley, 

Í cen lugar la demanda establecida por P. . . .: y en su consecuencia que D . . . .de- 
erá desalojar los cuartos que habita en el término de 30 dias, sin especial conde- 
nación de costas, y hágase saber al alcalde mayor para su ejecución. Proveído y ru- 
bricado por los señores del márgen, siendo ponente el Sr. Posadillo. Habana 3 
de Setiembre de 1857. — Señores Escosura , — Erénchim f — Posadillo . 

1857. Octubre 5. — IX. — Para qúe proceda el desahucio por querer el dueño 

la casa para sí es indispensable que se comprometa á ha - 
hitarla , sin que baste el poner en ella un establecimiento. 

Visto el recurso de nulidad entablado por H. contra el fallo pronunciado por el 
alcalde mayor 4. ° de esta ciudad en la demanda tenida con M., para que éste 
cierre la accesoria de la casa calle de N.. .. 

Resultando del acto verbal tenido el 22 de Abril del presente año, que H., se 
comprometió á desalojar la casa siempre que fiiere para habitarla M. y que éste pres- 
tó al efeóto la correspondiente fianza: 

Resultando, que en otro acto también verbal verificado el 29 de Julio del mismo 
alio, H. aseguró que M. no habitaba la casa, sino que la tenia ocupada con la misma 
clase de establecimiento que aquel, cuyo aserto no fué contradicho por M. 
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Visto el artículo 107 del bando de gobernación que dispone que el dueflo de una 
casa podrá optar al desahucio 6 desalojo siempre que dé fianza de habitarla 6 tenerla 
cerrada 4 años: 

Considerando, que M. no habita la casa, sino que, como aseguro H., la tiene ocu- 
cupada con un establecimiento de nieve: 

Se declara con lugar la nulidad del fallo que dictó el alcalde mayor 4. ° en 27 
de Julio ultimo, por ser contrario á la letra del artículo citado y proveyendo en el 
fondo, se declara asimismo que M. está en la obligación de cerrar su'establecimiento 
ó habitar la casa personalmente. 

1857. Diciembre 4. * El condueño por querer para sí la casa alquilada no 

1858. Enero 26. i * puede aspirar al desalojo . Cuando no intervino en la ce- 

lebración del arrendamiento tiene derecho á reclamar 
el alquiler que ajusta tasación se señale. 

PRIMER FALLO. 

Visto el recurso de nulidad establecido por J. ... en la demanda que le propuso 
V . . . . sobre aumento del alquiler de la mitad de la casa de éste que aquel habita en 
la calle de A ... . núm .... ó la desalojase en caso contrario. 

Resultando, que enjuicio celebrado en 19 de Octubre se resolvió que J. . . debia 
satisfacer las sets onzas que el demandante exigió por el inquilinato de la mitad de 
dicha casa que le correspondía ó dejarla expedita en su defecto: 

Resultando, que el demandado F . . . . optó por este segundo extremo, intentando 
dividir la casa con el objeto de reducir su habitación á la mitad de ella: 

Resultando que en otro juicio promovido por A . . . quien no habia sido parte 
en el primero, demandó á F. y á V. para que se abstuviesen de hacer en )a casa las 
obras que proyectaban por no admitir esta cómoda división: 

Resultando que en el mismo juicio uno de los demandados, V . . . convirtién- 
dose en demandante pretendió que el inquilino F . . . . desocupase dentro de 8 dias la 
casa en cuestión ó le pagase el alquiler que exigiera con las condiciones que como 
dueño le impusiese, cuya demanda resolvió el juez conforme á los deseos de V. . . . 
dejando sin resolución la de A ... . 

Considerando que el fallo dictado en el primer juicio, si bien causó ejecutoria en 
cuanto por él se acordó la división de la casa por haber elegido el demandado este 
medio entre los dos que el juez designó alternativamente; ese fallo no puede llevar- 
se á efecto porque perjudicad la copropietaria de la casa que no fué parte en el jui- 
cio en que recayó, sobre cuyo hecho ¿o se ha suscitado cuestión. 

Considerando respecto á la nueva demanda de V . . . . que aun cuando como due- 
ño de la mitad déla casa tuviere el derecho de lanzar al inquilino puesto por su ven- 
dedor ó de exijirle aumento de alquiler; ese derecho se halla limitado por el que 
corresponde al inquilino para resistir el lanzamiento mientras no llegue uno de los 
cbsos marcados en el artículo 107 del bando de buen gobierno, cuando menos res- 
pecto á la mitad de la casa que no ha sido vendida. 

Considerando, que alegada y no contradicha la imposibilidad de dividir la finca 
son inconciliables los derechos encontrados del inquilino y del nuevo dueño, sin que 
ninguno de los dos pueda ser rigorosa y extrictamente respetado, por cuya razón 
debe adoptarse el medio equitativo que parezca mas adecuado. 

Se declara haber lugar al recurso de casación por ser contraria al artículo 107 
del bando de buen gobierno la providencia dictada por el alcalde mayor de la Ha- 
bana en 29 de Octubre próximo pasado; y fallando en el fondo las dos demandas 
entabladas en dicha fecha conforme á la regla sétima del auto acordado de 12 de 
Junio de 1855; se resuelve: primero * que quede sin efecto la sentencia dictada en 
19 de Octubre anterior, por la cual se maridó dejar expedita la mitad de la casa que 
F. habita: y segundo, que éste detye abonar á V. el alquiler correspondiente á la mi- 
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tad de la casa á justa regulación de peritos que se nombren en la forma ordinaria, 
quienes la practicarán oyendo á las partes respecto a. las mejoras que sy dicen 
hechas por F. . . cuyo alquiler deberá contarse desdé el dia ‘19 (le Octubre en 
que se entabló la primera demanda. 

SEGrtfno FALLO. 

Visto el recurso de nulidad entablado por F.« -.contra la providencia que dic- 
tó el alcalde mayor de la Habana en Id de Diciembre de de 1857, por la cual de- 
claró que el recurrente debe dejar expedita la casa que habita en la calle de A ... . 
mím por quererla para sí, el dueño de su mitad V . . P. , 

Considerando que el derecho de desahucio concedido por el artículo 107 del 
bando de bueh gobierno al dueño de una casa para habitarla el ó sus hijos no pue- 
de reconocerse sin violencia al que solo es dueño de la mitad como sucede en el 
presente caso, cuya doctrina se estableció en el segundo considerando de la decisión 
del recurso anterior entablado por el mismo F . . . .dictada por esta sala en 4 de 
Diciembre sobre juicio habido entre las propias partes ante el referido juez, sobre 
la mencionada casa aunque por distinta acción: 

Considerando que el menor A ... condueño de la casa no puede adquirir up 
derecho de que carece por el hecho de prestar su conformidad o adherirse á la de- 
manda deV... ni por la considci ación de que el desahucio 1c ha de proporcio- 
nar beneficio. 

Se declara haber lugar al recurso; y fallando en el fondo la demanda conforme 
á la regla sétima del auto acordado ae 12 de Junio de 1855, se absuelve de ella á 
F., condenando en las costas del juicio á V. 

1858. Marzo 20 — XI. — El subarriendo jwr ínterpósita persona no perjudica al 

inquilino principal, mientras no se acredite competente • 
mente la autorización que para hacerlo confiriese. 

Visto este recurso de nulidad interpuesto por D. J. M. C. eu la demanda con 
D. M. C. sobre desalojo de una casa: 

Considerando que el documento de 8 de Enero del año pasado de 1857 fué otor-. 
gado por D. A- C. sin poder para ello, pues aunque en su declaración prestada cuan-, 
do se recibió la demanda á prueba manifestó que lo hizo por acuerdo y con instruí 
cion de su hijo D. J. M., esto no consta comprobado: 

Considerando que ausente el D. J. M. de esta ciudad, no prestó su consentimien- 
to para el subarriendo de la parte de casa de que se trata, pues su padre en el a<b 
to ae repreguntas que le hizo expuso que no tenia en su poder otra cosa que la carta 
que dice le dirigió su hijo, y que no ha sido presentada ni reconocida, y que por 
el contrario conviene en que el citado su hijo le peleó y desaprobó el subarriendo 
cuando lp supo, porque siempre se habia opuesto á él. 

Considerando que ni D. A. A., ni D. M. A., han visto la carta por la cual eatu« 
viera autorizado elD. A. C. para celebrar con D. M. C. el contrató del indicado sub- 
arriendo: 

Visto el mérito de las posiciones evacuadas, así como lo determinado en la re- 
gla 7. a del auto acordado de 12 de Junio de 1855, se declara con lugar el recur- 
so de nulidad interpuesto por D. J. M. C., y resolviendo sobre el fppao, se revoca, 
el fallo apelado de 1. ° de Febrero ultimo, y se condena á D, C. á que dentro ae 
20 dias desaloje la parte de casa en cuestión, la cual entregará ai prénarrado t>. J. Ttf, 
C. como éste lo ha solicitado, y se declararon de oficio todas las costas. Así lp, 
mandaron y rubricaron los señores del mareen, siendo ponente el seqor 
Habana y Marzo 20 de 1858. — Sres. Presidente, — Portilh,--Valero+ i v 4 

, 84 ÍS56 
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1868. Junio 16.— Xll. — El desistimiento de una demanda de desahucio produci 

du por constituirse el inquilino en la obligación de hacer 
obras en la casa, dá derecho para volver á entablar- 
la de nuevo si el inquilino falta al convenio y á exigirle 
su cumplimiento por la via de apremio, pero no á entallar 
otra demanda de desahucio fundada en no haberse ejecuta- 
do las obras . 

t i . 

Visto el recurso de casa&on entablado por D. M. V . . . . contra el fallo que dic- 
tó el alcalde ordinario de 2. * elección de Guanabacoa en 20 de Mayo próximo pa- 
sado, mandando desalojar al recurrente la casa que habita en dicha villa, propia de 
Doña B .... S ... . 

Resultando que otro juicio anterior celebrado en la misma alcaldía á 21 de Abril 
de este propio afio convinieron las partes en que V . . . . quedase viviendo en la ca- 
sa con arreglo y sujeción al contrato escrito que tenían celebrado, con la condi- 
ción precisa de que dentro del improrogable termino de 20 dias habia de construir 
V. una zapata y unas canales de madera: 

Resultando que pasó dicho termino sin haber hecho la obra, porque según alegó 
el recurrente, el dueño del solar contiguo no quiso facilitarle la llave de la puerta 
por donde tenia que entrar para realizar el trabajo expresado. 

Considerando que la falta del cumplimiento de la condición puesta en el primer 
juicio dejando este ineficaz produce únicamente el efecto de volver las cosas al esta 
do que tenian antes de su celebración, sin que por ejlo se deduzca que la dueña de 
la casa tenga el derecho de lanzar al inquilino, si no concurre para ello alguna de 
las causan designadas en el artículo 107 del bando de buen gobierno, porque esa 
condición nó se extipuló en el convenio celebrado ante el alcalde; y por consiguien- 
te, que Doña B. de los S. puede entablar de nuevo, si le conviene la demanda que 
no se falló por avenencia de las partes. 

Considerando que con arreglo al primer juicio tiene la referida S., derecho pa- 
ra exigir el cumplimiento- de lo citado en el convenido y que para ello hay me- 
dios legales sin recunir al ilegal de desahucio. 

Tendrá lugar al recurso de nulidad del fallo mencionado de 20 de Mayo por 
ser contrario al artículo 107 del bando de buen gobierno, y resolviendo la de- 
manda en el fondo conforme á la regla 7. 63 del auto acordado de 12 de Junio de 
1865; 

Se declara que D. M. V., tiene obligación de empezar dentro de 3 dias y con- 
cluir dentro de 12, las mejoras ofrecidas, y que si no lo hiciere, puede verificar- 
lo por cuenta de la misma B. de los S., ó el alcalde á excitación de esta, exigiendo 
á aquel su importe por la via de apremio, siendo de cargo del mismo *V. las cos- 
tas del 2. ^ juicio y las que se causaren en el cumplimiento de esta ejecutoria. 


1867. Jdíio 17. — XIII. — La venta de una casa , hecha en fraude del inquilino , no 

dá derecho al comprador para elevar el alquiler . 

Visto el recurso de nulidad establecido por D. M. de C., entablado contra el fa- 
llo dictado por un alcalde mayor de esta ciudad en 14 de Junio de 1858, por el 
cual se condenó á que respete el inquilinato de la casa sita en la calle de la N ... . 
ntím. lll, por la cual satisface Doña R. K.... 9 onzas mensuales, condenan- 
do en costas al recurrente y á D. C. B., y mandando que se pusiesen las diligencias 
en conocimiento de la real hacienda, por lo. que hace relación al fraude cometido en 
la venta de la referida casa. 
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Resultando que en 8 de Junio vendió B. á C. la citada casa con pacto de retro* 
venta en precio de $ 5,000 en dinero, y 2,400 impuestos á favor de vacias perso- 
nas, corporaciones y capellanías. 1 *’ '* *’ ’ * 

Resultando que habiendo pretendido C. elevar el alquiler de la casa á 15 onzas 
mensuales, fué demandado por la K . . . . para impedirlo, fundándose entre otras ran- 
zones, en la de que la venta se habia hecho en fraude de la demandante, aseguran- 
do para demostrarlo que hace poco tiempo se ofrecían á su anterior dueño B 

$ 100.000 por la mencionada casa que ahora aparece vendida en $ 7,400, sin que se 
pueda alegar la necesidad como causa de ese contrato ruinoso para B . . . . , porque 
éste posee 18 casas mas. 

Resultando que citado al juicio verbal C .... se opuso á la demanda, fundándose 
en el derecho que, como á comprador le asiste para aumentar el alquiler: 
Resultando que mandado comparecer B . . .. personalmente con las demas partes, 
lo verificaron ante el mismo juzgado, llevando este último de hombre bueno alLdo. 
D. Rafael de Cotilla; y preguntado B . . . • cuanto cree que valdrá la casa en venta 
real contestó que $ 40,000. 

Resultando que fallado el juicio en los términos arriba expresados, entabló C. . 
el recurso de casación, fundándose en que se han inlringido el art. 1. ° del 
reglamento de juicios verbales y la ley 1. a , tít. 1. lib. 10 de la Nov. Rec. 

Considerando que si bien la acción entablada por Doña R. K • . . . versa sobre can- 
tidad mayor de los 200 pesos señalados como máximum en el artículo 1. ° del re- 
glamento de 21 de Febrero de 1858, para poder ser decididas en juicio verbal, esa 
cantidad no sirve de tipo para fallar las demandas de desahucio de fincas urbanas 
las cuales se deciden en acto verbal, según lo establece el art. 108 del bando de 1842 
cualquiera que sea la cantidad que por alquiler se pague: 

Tfonsiderando que las acciones contrarias se sustancian por los mismos trámites 
que las directas; y siendo la de que se trata en este juicio una acción contraria déla 
de desahucio, puesto que á conseguir este se dirijia la pretensión del demandado 
cuando exigió el aumento de alquiler, y para resistir este aumento se entabló la 
demanda en términos claros y precisos; ha debido decidirse en juicio verbal, como 
se ha hecho, sin que por ello se haya infringido el art. citado: 

Considerando que tampoco aparece infringida la ley que declara obligatorias las 
convenciones de cualquiera manera que consten, puesto que no se exime del cum- 
plimiento del contrato de compra con pacto de retroventa á ninguna de las dos 
personas que lo otorgaron: 

Considerando que la ley citada no hace obligatorios los contratos respecto á las 
personas que en ellos no intervienen; y si bien los inquilinos de fincas urbanas su- 
fren por regla general las consecuencias de la traslación del dominio «de dichas fin- 
cas, esta regla no puede tener aplicación al caso en que el traspaso se haga con 
ánimo de peijudicar al inquilino porque las leyes nunca protejen el fraude. 

Considerando que no puede menos de suponerse fraudulenta la compra de una 
casa en tal cantidad que con los alquileres que produzca se reintegre el compra- 
dor en dos años del precio desembolsado, lo cual equivaldría a un préstame con 
50 p g de interes anual; y este es el caso que ha dado lugar al pleito: 

Considerando respecto á los derechos de la real hacienda que, suponiendo, como 
se supone, simulada la compra venta referida y pagados ya los derechos reales por 
la cantidad qué la misma expresa, como se habrán pagado por estar prevenido 

3 ue no se autorice escritura alguna de contratos que produzcan derechos sin acre- 
itar el' prévio pago de estos; no hay fundamento bastante para justificar la remi- 
sión de las diligencias, á las oficinas de la real hacienda; 

Se declara sin lugar con las costas el recurso entablado por D. M. de C., y se 
deja sin efecto la ultima parte del fallo de 14 de Junio próximo pasado por la 
cual se mandó poner en conocimiento de la real hacienda las diligencias practica- 
das. 

Proveido y rubricado por los señores Olivares , Erénchun , Borrajo . 
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1 '* 

Sentencias del consejo real relativas á arrendamientos. 


1847. Junio 4. — I . — Los arriendo® celebrados por la administración que no tienen 
por inmediato objeto un servicio publico ó una obra '(le la mis- 
toa clase , no producen la vi i contenci oso -adm i n i stra 'iva. 


Vistos el expediente y los autos respectivamente remitidos por el jeto político de 
Cáceres y el juez de primera instancia de Garrobillas, de ios cuales resulta: Que en 
1841 arrendó el ayuntamiento de Talaban por cierto tiempo á los granjeros del Ca- 
sar los pastos de verano del cuarto de Camaclio de la dehesada Arroyo del Horno, 
y sacó á subasta el invernadero de la de Juana Moreno y Guijo: Que en 17 de Abril 
ele 1842 el duque de Osuna puso ante el referido juez demanda de nulidad de aquel 
arriendo y esta subasta, fundándose en que lo arrendado y subastado eran de su 
pertenencia:, Que seguido el pleito, sin embargo de haber reclamado la diputación 
provincial eí conocimiento, promovió el jefe político antes del fallo definitivo la 
competencia de que se trata en 31 de Octubre de 1845: 

Visto el artículo 8. ° , párrafo 3. ° de la ley de 2 de Abril de 1845, según el 
cual corresponde á los consejos provinciales decidir cuando pasan áser contenciosas 
las cuestiones relativas al cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los co •- 
tratos y remates celebrados con la administración municipal para toda especie de 
servicios y obras públicas: 

Considerando: 1. ° Que el arriendo y subasta, cuya nulidad pide el duque Je 
Osuna, están íbera de la citada disposición legal, porque no tienen por inmediato 
objeto un servicio público ó una obra de la misma clase: 

2. ° Que la cuestión de propiedad, cuya resolución envuelve la de la principal 
Sobré la nulidad insinuada, propuesta por el duque es de suyo ordinaria, por lo cual 
no hay de parte de la administración en q~ue se funde esta competencia: 

Se decide á favor de la autoridad judicial, y devolviéndoselos autos con el expe- 
diente al juez de primera instancia de Garrobillas, dése conocimiento al jefe'polítb 
co de Cáceres de esta decisión y sus motivos. 


Í8Í8. Febrero 23. — II . — Kl conocimiento de la cuestión sobre pago de un derecho 

arrendado es gubernativo , y si tiene el carácter de con- 
tenciosa el juez de Hacienda está llamado á decidirla . 


En el expediente y autos de competencia suscitada entre el intendente de Pon- 
tevedra y el juez de 1. * instancia de Caldas de Reyes, de que resulta: Que subas- 
tado en 18 de Marzo de 1845 por el ayuntamiento de Barro á . favor de D. Rafae* 
Amor el derecho del vino en su venta por mayor y en su consumo de la parroquia 
de Santa María de Curro para dicho año, acudió al referido juez en solicitud de que 
se exijiese ¿ los vecinos ele dicha parroquia lo que debían satisfacerle en virtud de 
este contrato: Que conferido traslado a los mismos, se abrió un juicio ordinario; y 
en estado de publicación de probanzas, reclamó el conocimiento el intendente, pro- 
moviendo la competencia de que se trata: 

Visto el artículo 110, del real decreto de 23 de Mayo de 1845, expedido para esta- 
blecer el derecho sobre el consumo de especies determinadas, según el cual las 
cuestiones que se promuevan sobre pago de derechos entre los arrendatarios y con- 
tribuyentes, deben ser resueltas por el alcalde del pueblo con apelación al subdele- 
gado del partido: 

Visto el artículo 186, regla 8: del mismo real decreto que someteá los respeo- 


Digitized by v^.ooQLe 



661 


ARRENDAMIENTO. 

tivos juzgados de Hacienda las cuestiones entre los arrendatarios^ los contribuyen- 
tes, en los casos contenciosos: - 

Considerando: 1. ® , Que según estas disposiciones uo puede bajo ningún concep- 
to corresponder al juez de primera instancia de Caldas de Reyes ei conocimiento 
déla cuestión ante él promovida, por D. Rafael Amor; porque si versa simplemen- 
te sobre pago del derecho arrendado, es gubernativa» y toca decidirla al alcalde del 
pueblo cop apelación al subdelpgodo del partido; y si tiene el caiácter de conten- 
ciosa, no ese! referido juez á quien dichas disposiciohep llaman á. decidirla, sino el 
Haéienda, pudiendo de todos modos el intendente de la provincia reclamai el ne- 
gocio como lo ha hecho bajo el primero de los dos insinuados aspectos, que es el 
que presenta, sin perjuicio de someterlo á su jurisdicción, como subdelegado ele 
rentas, si apareciere deberse calificar de contencioso. 

2. ° Que la circunstancia de ser posterior al arriendo el citado real decreto don- 
de las expresadas disposiciones se contienen, no impide su aplioacion al presénte pa- 
so^ como el juez de 1. 05 instancia la. supone, porque se concretan á la fijación de 
un modo de proceder en las cuestiones relativas al derecho arrendado, y ei princi- 
pio déla no retroacción no es aplicable alas disposiciones sobre procedimiento: 

Oido el consejo real, vengo en decidir esta competencia á favor del intendente 
de Pontevedra. 


1851. Febrero 5. — III . — Las cuestiones incidentales sobre arrendamiento de bienes 
, nacionales, cuando no se promueven por el fletado y si com- 

prador corresponden á la autoridad judicial 


En ei expediente y autos de compotencia suscitada entre al gobernador de la 
provincia ae León y la subdelegacion de rentas de la misma, de los cuales resulta: 
Que á consecuencia del real decreto de 7 de Marzo de 1850, decidiendo contra el in- 
tendente de rentas de León la competencia provocada por el mismo al juez de 1. 08 
instancia de Valencia deD. Juan en el interdicto posesorio concedido por éste al 
consejo de Villivañez contra D. Frutos . María Sánchez por haber plantado chopos 
en un terreno que compró á la Hacienda’ en 1848, y el consejo tenia como de* su 
pertenencia, el referido Sánchez practicó cerca de la subdelegacion las diligencias • 
que estimó oportunas, las cuales produjeron el resultado de que el administrador, 
ae fincas del Estado, representante fiseal de la hacienda publica, propusiese deman- 
da ordinaria de pertenencia ante el referido subdelegado: Que admitida ésta, com- 
pareció el consqjo en virtud del emplazamiento, declinando la jurisdicción,» fundado 
en que el terreno en disputa no fué comprendido en el anuncio de la subapta, ni en 
el remate, y que solo indebidamente puao incluirse en la escritura de venta, la cual 
producia una cuestión sobre si estaba ó no comprendido dioho terreno en la. venta, 
y en ella correspondía entender al consejo provincial; pretensión que también de-’ 
dujo dicho cpnsejo ante el gobernador, y que produjo ae parte de éste , la provoca- 
ción déla competencia de que se trata, no sin que antes hubiese desestimado el * r ~ 
tículo el subdelegado: Que todo el fundamento del consejo para asegurar que el 
terreno de la controversia no se comprendió en la veuta„ se, reduce á que, en el anun- 
cio oficial solo se habló de 25 tierras y dos prados de la encomienda de San Juan; 
y que ni esta poseyó lo que pretende Sánchez haber comprado, ni fué comprendi- 
do en aquel anuncio y en el remate al mismo consiguiente: Que á esto se opone por 
el rematante la escritura de venta, en la que con referencia* al expediente de subasta 
se especifican esas mismas 27 porciones de terreno yen la ultima está expresa cpn 
sus lindes la de que se trata; ademas de que la Hacienda sostieoe.que desde el ultimó 
tercio del siglo anterior y hasta la época de su incorporación ala misma, el terreno 
en disputa pertenecía á la encomienda, y abarcaba la extensión ; qup preteude.^pn- 
ches; sobre cuyo extremo de pertenencia y lindes se practicó ya en el conflicto an- 
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terior decidido en 7 de Marzo de 1850 la diligencia de que los peritos tasadores 
manifestasen, próvia nueva inspección del terreno, que el aprovechado por Sanche? 
era el que tuvieron presente al tiempo de su aprecio, por ser el que aparecía deslin- 
dado en un apeo general de la encomienda de 1777, y el que designaron ó declara- 
ron los levadores: 

Visto el art. 10 de la ley de 20 de Febrero de 1850 que atribuye á los consejos 
provinciales, y al real en su caso respectivo, el conocimiento de las contiendas que 
ocurran entre el Estado y los particulares que con él contraten sobre incidencias de 
subasta ó de arrendamiento de bienes nacionales, y reserva á los tribunales de jus- 
ticia á quienes corresponda las cuestiones sobre aominio ó propiedad cuando lle- 
guen al estado de contenciosas: 

Considerando: 1. ° Que esta ley no es aplicable al caso presente en el artículo 
que se cita, porque el pleito no se ha promovido entre el Estado y el comprador, úni- 
co supuesto de que en él se habla: 

2. ° Que la cuestión que pretende suscitar el consejo de Villivañez, no solo no 
está en su derecho por no haber sido parte ni tener interes alguno en el contrato, si- 
no que es de todo punto extraña al litigio promovido, puesto que versando éste so- 
bre la pertenencia á la encomienda del terreno en disputa, queaa en pié la reclama- 
ción de la Hacienda, va se haya vendido ó no dicho terreno; 

Oido el consejo real, vengo en decidir esta competencia á favor de la autoridad ju- 
dicial. 

1851. Febrero 26.- -IV . — Las cuestiones sobre arrendamietUo de bienes nacionales f 

cuando no se trata de calificar acto alguno de la su- 
basta ó del arrendamiento 6 sus incidentes sino que el 
juicio recae sobre un accidente posterior corresponden 
á la autoridad judicial. 

En el expediente y autos de competencia, suscitada entre el gobernador de la pro- 
vincia de Sevilla y la sala tercera de la Audiencia territorial de la misma, de los 
cuales resulta: Que por sentencia ejecutoria pronunciada en grado de revista de 14 
de Octubre de 1848, se declaró que los bienes que constituían la fundación del pa- 
tronato instituido por D. Roberto Corbete correspondían en posesión v propiedad 
al marques de Albentos con la obligación de cumplir las cargas de la fundación; y 
llevada á efecto esta ejecutoria, D. Eduardo Balvidares, comprador de 11 hazas 

S ertenecientes á dicha fundación, pidió ante el subdelegado de rentas el reintegro 
el precio satisfecho por ellas, con mas los gastos de las subastas, y el valor de una 
plantación de olivos hecha en la haza nombrada Angosta ó del Manantial: Que sus- 
tanciada la demanda en dicho juzgado, recayó fallo favorable en todas sus partes á 
las pretensiones del comprador, reservando á la administración de fincas del Es- 
tado el derecho de reclamar el valor de las mejoras del marques de Albentos: y 
practicada la liquidación se oyó sobre ella al fiscal de la hacienda pública, quien 
impugnó el valor dado á las mejoras de la Angosta, pidiendo que se fijara por un 
reconocimiento de peritos, citando al efecto al marques de Albentos: Que 
desestimada esta pretensión y fijada la cantidad que debia satisfacerse al comorador 
por cada uno délos tres respectos indicados, apeló de este fallo el ministerio fiscal y 
al mejorar la alzada ante la sala de k Audiencia referida, alegó la excepción de in- 
competencia, fondado en el art. 10, do la ley de 20 de Febrero de 1850: Que deses- 
timado el artículo por el tribunal, ínterin el gobernador de la provincia no le re- 
quiriese de inhibición, llegó el caso de esta salvedad, reclamando dicho gobernador 
el conocimiento del asunto para la administración excitado por el ministerio fiscal, 
resultando de aquí la presente competencia: 

Visto el artículo 10, de la ley de 20 de Febrero de 1850, que atribuye á los con- 
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sejos provinciales, y al consejo real en su caso respectivo, el conocimiento de las 
contiendas que sobre incidencias de subastas ó de arrendamientos de bienes nacio- 
nales ocurran entre el Estado, y los que con él contraten, si no hubiesen podido ter- 
minarse gubernativamente con mútuo consentimiento, reservando á los tribunales, 
de justicia las cuestiones sobre dominio 6 propiedad cuando lleguen al estado de 
contenciosas: 

Considerando: Que no se trata de calificar la subasta, ni acto alguno incidente 
dé la misipa, sino que el juicio debe recaer sobre un accidente posterior, que por 
serlo no puede tener cabida en el artículo de la ley que se ha citado. 

Ordo el consejo real, vengo en decidir esta competencia á favor de la autoridad 
judicial. 


1852. Junio 29. — V. — En los incidentes de arrendamiento dé bienes nacionales ce - 
lebrados entre el estado y los particulares cabe competencia 
entre las autoridades guoernatims y judiciales. 


En los autos y expediente de competencia suscitada entre la Audiencia de Búr- 
gos y el gobernador de la provincia de Soria, de los cuales resulta: Que F . • . . 
A....,á quien el administrador de fincas del Estado D. J. B.... dió en ar- 
riendo ciertas tierras procedentes de bienes nacionales, fué desposeído de una de 
ellas por providencia del juzgado ordinario, que amparó en la posesión á M . . . . 
S.., y condenó en las costas á A....: Que éste recurrió con tal motivo al 
gobernador, reclamando gubernativamente el resarcimiento del peijuicio que- se le 
irrogaba por haberle arrendado una finca que no pertenecía al Estado; y que dicha 
autoridad, oido el fiscal de hacienda, resolvió que debía hacer valer su derecho por 
la via contenciosa: Que A . . • . obtuvo declaración de pobreza, y entabló ante el 
juzgado de 1.'* instancia demanda contra Betegon, el cual formó artículo de in- 
contestacion, porque habia cesado en el desempeño de % su destino: Que suscitada 
competencia por la subdelegácion de rentas, el juzgado declinó la jurisdicción, y 
pasaron á aquellas estos autos: Que por último, se dió sentencia definiciva declaran- 
do no haber lugar al artículo propuesto por Betegon, y absolviéndole de la deman- 
da: Que de esta providencia se alzaron las partes; y que admitida la apelación, y an- 
tes de que fuere mejorada, el gobernador requirió de inhibición ala Audiencia: Que 
pasado el oficio del gobernador al fiscal, éste dijo que no podía tener cabida la 
cuestión de competencia, y que la sala se conformó con su dictámen; y que por úl- 
timo, se comunicó testimonio del escrito fiscal y del auto de la sala al gobernador, 
el cual lo há remitido al ministro de gobernación para que Yo resuelva: 

Visto el real decreto de 4 de Junio de 1847, que establece el modo de sustanciar 
y dirimir las competencias de jurisdicción entre las autoridades judiciales y admi- 
nistrativas; 

Considerando: 1. ° Que la cuestión que ha originado este conflicto es un inci- 
dente de arrendamiento de bienes nacionales, celebrado entre el Estado y un parti- 
cular; y que no hallándose comprendido entre aquellos en que, según el art. 8. ° 
del real decreto citado, no pueden los jefes políticos promover -contienda de com- 
petencia, la sala debió admitir el requerimiento que se la dirigió por el gobernador * 
en uso dé sus atribuciones: 

2. ° Que la sala al oponerse á formalizar la Competencia, se fundó principalmen- 
te en que, habiendo acudido el arrendatario A . • . . al gobernador en solicitud 
de resarcimiento del perjuicio que se le habia irrogado, y dispuesto esta autoridad, 
que usase de la via contenciosa, solo tiene lugar la via en que se halla conociendo 
la Audiencia en grado de apelación, puesto que la administración ha renunciado á 
entender gubernativamente en el ¿sunto, f que está razón es improcedente: 1. ° 

porque el gobernador, al responder á A. que usase de la via contenciosa, no ex- 
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• 

el uy ó la jurisdicción administrativa; y 2.°, porque aun dado que la hubiera 
excluido, ó que hubieran renunciado á resolver gubernativamente la reclamación, 
ni esta renuncia ni esta exclusión tendrían validen alguna, pues las jurisdicciones y 
los recursos están establecidos en beneficio público y como garantía de los intere 
sados, sin que asista á ningún funcionario l¿i facultad de renunciarlos; 

Oido el consejo real, vengo en resolver que la Audiencia de Burgos admita el 
requerimiento hecho por el gobernador de Soria; que reponga las actuaciones al 
estado que tenian cuando éste se le dirigió; y que aespues de sustanciar el inciden- 
te por todos los trámites prescritos, dicte auto motávaao, declarándose ó no compe- 
tente con arreglo al real decreto de 4 de Junio de 1847 y real orden de 5 de M?yo 
último, v lo acordado. 


1852. Diciembre §. — VI. — C* n esponde á la administración resolver las cuestiones 

sobre validez , inteligencia y cumplimiento del arrenda - 
miento celebrado entre el Estado y un particular hasta 
poner á éste en posesión de las fincas arrendadas . 

No prjeede et interdicto restitutorio para interrumpir 
al particular en la posesión. 


En el expediente y autos de competencia suscitada entre el gobernador de la pro*. 
vineic\ de Logroño y el juez de primera instancia de Nájera, cíe los cuales resulta: 
Que en 1849 I). H . •• del R. .... vecino de Alesanco, tomó eu arrendamien- 
to 25 heredades propias del Estado como procedentes del convento de Bernardas 
del Cañar: Que cíe todas se incautó desde luego, excepto de tres, acerca de las cua- 
les opusieron, según parece, .algún inconveniente los anteriores colonos, pero ciiya 
posesión le fue conferida por oí alcalde én virtud de disposición dictada por el go- 
bernador m\ 16 de Abril.de 1850: Que L..*. M...., vecino, del mismo pueblo, 
considerándose propietario de una de estas tres heredades, de cabida de una fanega, 
y sita en el paraje llamado Valde-Pepe, entabló interdicto restitutorio ante el juz- 
gado, el cual le reintegró en la posesión de dicha finca, condenando en las costar 
aj .arrendatario Rio: Que este acudió enfconoes al gobernador, y que resultóla 
presente competencia: Y por último, que hallándose sustanciando este incidente, á 
petición de I». M . . . . y en virtud de providencia judicial, se compulsó un documen- 
to, del cual aparece que B.... M.... su r causante, tomó á censo perpétuo de D* 
B — de B . • . beneficiado de la iglesia parroquial de aquella vula, entre otra? 
lincas, una de cabida de una fanega, sita en el término de Valde-Pepe: 

Visto el art. 10 de la ley do 20 de Febrero de 1850, con arreglo al cual las con- 
tiendas que sobre incidencias de subastas ó de arrendamientos de bienes nacionales 
ocurriesen entre el Estado y los particulares que tratasen con él se ventilaran ante 
los consejos provinciales* y el consejo real en su caso respectivo, si no hubieren 
podido terminarse gubernativamente por mutuo asentimiento: 

Visto el art. 1. ° de Ja real orden ele 20 de Setiembre de 1852, que atribuye á 
.los consejos provinciales, y al real en su caso, el oonocimíento de las cuestiones 
contenciosas relativas ¿ la validez, inteligencia y cumplimiento de los arriendos y 
subastas délos bienes nacionales y actos posesorios que de ella se deriven, hasta 
que. el comprador adjudicatario sea puesto en posesión pacífica de ellos, y á íos juz- 
gados y tribunales de justicia competentes las que versen sobre el dominio de los 
mismos bienes y cualesquiera otros derechos que se funden en títulos anteriores y 
posteriores á la subasta, ó sean independientes de ella: 

Vista la real , órden de 8 de Mayp dp 1839, que prohíbe la admisión de inter- 
dictos posesorios d® manutencipn yjrestituciou contra las providencias dictadas por 
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los ayuntamientos y diputaciones provinciales en negocios que perteneciesen á sus 
atribuciones según las leyes: 

Considerando: 1. ° Que con arreglo al artículo citado dé lá ley de 20 de Febre- 
ro de 1850, correspondía á la administración resolver acerca de las cuestiones que 
suscitase la valide^ inteligencia y cumplimiento del arrendamiento celebrado en- 
tre el estado y Rio, hasta poner á éste en la quieta y pacífica posesión de las fincas 
arrendadas, y que para interrumpirle en la posesión plena y efectiva, que le había 
sido conferida por disposición del gobernador, dictaua dentro del círculo de sus 
atribuciones, no era recurso procedente el interdicto restitutorio contra lo prescrito 
en la real órden citada de 8 de Mayo de 1839, extensiva en su espíritu á toda.4 
las autoridades administrativas: 

2. ° Quede conformidad con Jo que establece eq su última parte el artículo cita* 
do de la real orden de 20 de Setiembre de 1852, los tribunales ordinarios áe justi- 
cia solo serán competentes para entender en este asunto, cuando la parte que se 
cree con derecho al dominio de la .finca de que se trata, fondada en el documento 
que ha presentado después de promovida esta contienda^ ó en cualquier otro títu- 
lo anterior ó posterior al arrendamiento ó independiente dé él, entable ante los 
mismos el j uicio plenario de posesión 6 propiedad; * 

Oido el consejo real, vengo en decidir esta competencia á favor de la Adminis- 
tración. 
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BettoHCias de la Audiencia relativas al contrato de ar- 
rendamiento. 


PAGINAS. 


1855. Agosto 13. — I. — La morosidad en el pago del alquiler conforme á la eos* 


tambre de este país no proviene de dejarse de llevar á casa- del acreedor, 

sino deqne yendo ésteá reclamarlo no se le hubiese abonado 651 

1856. Marzo 12. — II. — La obligación al pago del alquiler de una casa nace del 
Contrato de arrendamiento, no del hecho de ocuparla. 

Alegada esta excepción, ha debido abrirse el juicio á prueba para la in- 
fluencia que ha de ejercer en el folio 651 

„ Abril 22.-— III.— Cnando se decreta el desalojo bajo la fianza que expresa 
el artículo 107 del bando de buen gobierno, el término concedido al in- 
quilino para que lo verifique, no comienza á correr sino desde que se 
presta, califica y aprueba la fianza 652 - 


„ Mayo 9. — IV. — En caso de duda sobre el motivo que hubo para un desa- 
lojo, no' se debe presumir que fuese el querer habitar la casa el dueño, 
cnando no se exijió la fianza de la ley. 

Hecho el desalojo para reparaciones de la casa, y no reclamada la prefe- 
rencia luego que aquellas se concluyen, no se puede después aspirar á ella. 652 
„ Julio 1. ° — Y. — Cuales se*u1a$$ea|i%f|don*i^uq¿pueden dar lugar al de- 
salojo. 

El dueño en el libre uso del derecho de propiedad puede derribar la ca- 


sa ó parte principal de ella para reedificarla 653 

„ Setiembre J9* — inqnlUao para que pueda oponerse al desalojo in- 
fundado, es indispensable que tenga el carácter de legal 653 

„ Diciembre 15 — VII. — Inteligencia de la palabra reedificar usada por el 
articulo 107, del bando. Pequeñas reparaciones no dan derecho al aumen- 
to del alquiler 654 

1857. Setiembre 3 — VIII. — Alegada uua excepción de hecho, y no abierto el 

pleito á prueba, procede la declaratoria de nulidad 655 

„ Octubre 5. — IX. — Para que proceda el desahucio por querer el dueño la 
casa para si es indispensable que se comprometa á habitarla, sin que bas- 
te el poner en ella un establecimiento 655 

1857. Diciembre 4. > « El condueño por querer para si la casa alquilada no 
1858.. Enero 26. ) puede aspirar al desalojo. Cuando no intervino en la cele- 

bración del arrendamiento, tiene derecho á reclamar el valor del alquiler 

que á justa tasación se señale 656 

„ Marzo 20. — XI. — El subarriendo por interpósita persona no peijudica al 
inquilino principal, mientras no se acredite completamente la autoriza- 
ción que para hacerlo confiriese 657 


Junio 16. — XII. — El desistimiento de una demanda de desahucio produci- 
do por constituirse el inquilino eh la obligación 8e hacer obras en la casa 
dá derecho para volver á entablarla de nuevo, si el inquilino falta al con- 
venio, y á exijirle su cumplimiento por la via de apremio, pero no á en- 
tablar otra demanda de desahucio fundada en no haberse ejecutado las 


obras r>58 

1857. Julio 17— XIII. — La venta de u^a casa, hecha en fraudo- del inquilino, 

no di derecho al comprador para elevar el alquiler. 658 


Bentenciás del consejo real relativas á 
arrendamientos. 

1847. Junio. 4. — I. —Los arriendos celebrados por la administración que no tienen 
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por inmediato objeto un servicio público 6 una obra de la misma ciase, 

no producen la via contenciosa-administrativa 660 

1848. Febrero 23. — II. — El conocimiento de la cuestión sobre pago d^un derecho 
arrendado es gubernativa, y si tiene el carácter de contenciosa el juez de 
hacienda está llamado á decidirla 660 

1851. Febrero 5. — III. — Las eucstiones incidentales sobre arrendamiento de bie- 

nes nacionales, cuando no se promueven entre el Estado y el comprador 

corresponden á la autoridad judicial 661 

,, Febrero 26. — IV. — Las cuestiones sobre arrendamiento de. bienes nacio- 
nales, cuando no se trata de calificar acto alguno de la subasta ó del ar- 
rendamiento ó sus incidentes, sino que el juicio recae sobre un acciden- 
te posterior, corresponden á la autoridad judicial 662 

1852. Junio 29. — V. — En los incidentes de arrendamiento de bienes nacionales 

celebrados entre el Estado y los particulares cabe competencia entre las 
autoridades gubernativas y judiciales 663 


Diciembre 8. — VI. — Corresponde á la administración resolver las cuestio- 
nes sobre validez, inteligencia y cumplimiento del arrendamiento cele- 
brado entre el Estado y un particular hasta poner á este en posesión 
de las fincas arrendadas. 

No procede el interdicto restitutório para interrumpir al particular en 
la posesión 664 


ASBESTO. 

1. Es la privación de la libertad de li- 
na persona á quien se constituye al efecto 
en lugar determinado. 

2. El arresto puede verificarse por un 
particular, arbitrariamente y con algún 
mal fin, ó por el mismo particular con 
objeto de llevar al arrestado ante las jus- 
ticias. El arresto puede tener lugar de u- 
na manera preventiva por los juecds que 
proceden á la formación de causas: tam- 
oien puede tener lugar durante la sus- 
tanciacion de las mismas , y por fin, 
puede imponerse por via de pena de cor- 
ta importancia. Conforme al código penal 
novísimo, como después veremos, la pa- 
labra arresto no se considera bajo todas 
las acepciones explicadas. 

CAPITULO I. 

De los arrestos y detenciones hechas 
por particulares. 

3. La Ley de partida (L. 2, tít. 29, parí 
7) niega á los súbditos el derecho de apre- 
hender por .síálos malhechores sin man- 
dato del rey, ó de los jueces por él cons- 


tituidos. Esta prevención se encuentra vi- 
jente, á excepción de lo que se refiere al 
mandato del rey, pues hoy solamente el 
poder j udicial es el que tiene facultad pa- 
ra disponer en sus casos el arresto de los 
delincuentes. También hay casos en que 
los particulares pueden proceder por sí al 
arresto de otros sin previo mandato de la 
autoridad. Por el Fuero Juzgo, cualquiera 
podía detener á su deudor que fuese ae ca- 
mino, á fin de presentarle ante el juez del 
lugar para que oyese su reclamación de 
cobro. (L. 4, tít. 4, lib. 6, F. J.). La mis- 
ma ley de partida citada (2, tít. 29, parí. 
7) puso cuatro excepciones á la prohibi- 
ción general así establecida. Conforme á 
ella, pues, cualquier particular puede pro- 
ceder al arresto; piimero, del monedero 
falso; segundo, del soldado desertor* r ter- 
cero, del ladrón público, ó inoendiario 
nocturno de casas, ó quemador de mié- 
ses, ó cortador de viñas ó árboles; y cuar- 
to, del forzador ó raptor de mujer virgen 
ó de religiosa que se encontrase en algnn 
monasterio. Conforme ¿ la ley, semejan- 
tes delincuentes podían ser aprehendidos 
en cualquier punto en que se les encon- 
trara, después de haber cometido seme- 
jantes delitos, poniéndose al particular 
aprehensor en la obligación de conducir - 
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YEftESTO, 


lo» seguidamente ante el juez, menos el sional reformada que prescribe reglas pa- 
soldado que debía ser llevado ante el rey, ra su aplicación, las ha dictado muy opor- 
ó ante su gefe, óatrte el superior del lugar tunas en la materia que nos ocupa. , Según 
de que se deserto. ellas, pues, “cualquiera persona puede 

4. Las mismas disposiciones de partí* j detener y entregar en la cárcel á disposi- 
da (/. 1, tit. 28, parL 7) habían concedí - 1 cion del juez competente á los reos cogi- 


do acción pública contra lo9que blasfema- 
sen de Dios, ó de su Santa Madre ó de los 


saqtos, y ampliando la recopilada sus dis- 

S osiciones sobre el particular, en odio al 
elito á que entonces se daba una extre- 
mada importancia, como ¿ todos los refe- 
rentes á la materia religiosa, dispuso que 
cualquiera que oyese blasfemar ¿otro en 
la manera dicha, por su propia autoridad 
pudiera prenderlo, conducirlo á la cárcel 
pública y disponer en ella que se le pu- 
siesen prisiones, lo cual debía hacer el 
carcelero, para que de seguida el reo fue- 
se penado por el juez: (l 3, tít. 5, lib. 12, 
Rec .). 

o. En la Península la constitución del 
año de 1812 (arte. 287 y 292) vigente por 
la ley de cortes de 1837, en cuanto no es- 
tuviese modificada por la nueva consti- 
tución del mismo año, garantizándola li- 
bertad individual, bajo todos conceptos 
atendible, dispuso que ningún español 
pudiera ser preso sin mandamiento del 
juez por escrito, y que en fraganti, todo 
delinóuente puede ser arrestado, y todos 
pueden arrestarle v conducirle á la pre- 
sencia del juez. 

• 6. Insistiendo en igual propósito las 
oortes, en el decreto de 17 de Abril de 
1821, restablecido por otro de 30 de A- 
gostode 1836, declararon que atenta con- 
tra la libertad individual el que no sien- 


dos in fraganti , á los que tengan contra 
sí un mandamiento de prisión, á los que 
se hubieren fugado de la cárcel ó de algún 
establecimiento penal, á los que vendo 
presos se fugaren, y á los que fueren sor- 
prendidos con efectos que conocidamente 
procedan de un delito.” ( Regla 26). 

8. Declara la ley ademas que, “todo el 
que detuviere á una persona tiene obli- 
gación de conducirla ó hacerla cvuiducir 
inmediatamente á la cárcel, entregando al 
alcaide una cédula firmada en que expre- 
se el motivo de la detención. Y si no su- 
piese escribir, firmará la cédula el alcalde 
con dos testigos” ( Reglas 28 y 32). Y por 
fin que los alcaides darán cuenta de la de- 
tención al juez de primera instancia, y 
donde haya mas de ; uno al decano ó al que 
haga las veces de tal. 

9. Aunque semejantes disposiciones no 
rigen en estos dominios de Indias, es evi- 
dente, sin embargo que, conforme á su es- 
píritu, á lo que aconsejan las reglas de 
justicia y á lo que la práctica sanciona, 
ningún particular se encuentra autoriza- 
do para proceder al arresto de otro que 
considere delincuente y conducirle ante 
el juez, y mucho menos para constituirle 
en prisión con semejante motivo. Puede 
proceder á la aprehensión y presentación 
á la justicia sin embargo, y conforme ¿ 
las excepciones comunes que rigen en la 


do juez arresta á una pfersona sin ser tu materia, respecto del delincuente in /ra - 
fmganti ó sin que preceda mandamiento 1 ganti, del que huye perseguido á conse- 
del juez por escrito, que se notifique en I cuencia del <1 3lito que cometió, ó fuga 
electo al tratado oomo reo; que cualquie- 1 yendo preso, y cuando al efecto es invi 
ra que incurra en alguno de estas dos ca- 1 tado por la justicia, á quieu todos debe- 
sos sufrirá quincedias de prisión y resarcí- mos prestar auxilio para el mejor cumpli- 
rá al arrestado todos los perjuicios; y que miento de sus deberes, 
si bebiese procedido como empleado pú- j 10. Fuera de esas excepciones, que tie- 
blico, perderáademas su empleo; pero que ¡ nen por su parte también un carácter de 
esta disposición no comprende á los mi- generalidad, hay otras de suyo muy espe* 
mstros de justieia ni ál&s partidas de per- ciales y de las que deberé por b> nfisrnó 
secucion de malhechores, cuando deten- hacer mención. 


gan á alguna persona sospechosa, para el 11. Conforme al bando de goberna- 
solo efecto de presentarla á los jueces, cion y policía del año de 1842, vigente en 
{Art 20). esta parte, “todo vecino está autorizado 

7. Publicado después en la Península i para detener los esclavos prófugos y pro- 
el código penal novísimo, la ley provi- ' sentarlos á la autoridad” {art. 40), Y tam- 
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bien “cualquiera persona que presente á, 
las autoridades ua desertor del- ejército a, 
de presidio, recibirá diez pesos de gratifi- 
cación, que serán satisfechos por el co- 
mandante del cuerpo ó presidio á que 
corresponda el aprehendido/’ (Art. 42). 

12. Por identidad de principios, respec- 
to de los esclavos prófugos, debe enten- 
derse que cualquiera está autorizado pa- 1 
ra detener á los negros emancipados y los j 
colonos prófugos de la raza asiática y pre- 
sentarlos á la autoridad; pues no pueden ! 
caber en esto muchas equivocaciones cuan* i 
do por el tipo marcado de su raza y por 
su ignorancia de nuestro idioma, pueden ¡ 
distinguirse fácilmente de los demas ha- j 
hitantes de la Isla, provenientes de la ra- j 
za europea. Es claro también que, para 
que cualquiera pueda conducir ante la 1 
autoridad á los desertores del ejercito 
y presidio, de hecho está facultado para 
proceder á su arresto con semejante pro- 
pósito. 

13. La disposición mencionada se re- ¡ 
fiere en cuanto áesclavos, principalmente j 
á los de los pueblos. El reglamento de es- 
clavos la amplia contrayéndose con mas 
especialidad á los del campo. Dice, pues, 
así: “Todo individuo de cualquier clase, 
color y condición que sea, está autorizado 
para detener al esclavo que encuentre 

’ fuera de la casa ó terrenos de su amo, si 
no le presenta la licencia escrita que de- : 
be llevar, ó presentándola advierte que ¡ 
ha variado notoriamente el rumbo ó di- 
rección del punto á que debia encaminar- 
se, ó que está vencido el término por el 
cual se le concedió; y le deberá conducir , 
á la finca mas inmediata, cuyo dueño le 1 
recibirá y asegurará dando aviso al amo 
del esclavo si fuere del mismo partido, ó 
al pedáneo para que oficie á quien corres- ¡ 
ponda, ó fin de que pueda ser recogido el ! 
fugitivo por la persona á quien pertenez- : 
ca, (< art . 20). 

14. En los campos, pues, se requiere 
mas todavía semejante vigilancia, por ra- ; 
zones que no necesitan ser explanadas, y 
hay también mayor faoilidad para eger- í 
oerla, debiendo suceder lo mismo, según ¡ 
se ha dicho, con los emancipados y los co- 
lonos de la raza asiática, que también en 
la actualidad componen parte de las do- j 
taciones de las fincas en esta Isla. 

15. Igualmente dispu&o el bando so- 1 


óreoste asunto, “que los dueños ó mayor- 
domos de fincas no recibieran gratificación 
alguna por los esclavos prófugos que apre- 
hendieren ó les fueren entregados, á vir- 
tud de lo dispuesto en el artículo anterior, 
en atención á ser un servicio que recípro- 
camente oe deben prestar los hacendados 
y redunda eu su privativa utilidad. Los 
demas aprehensores serán remunerados 
por el amo del esclavo cori la cuota de 4 
pesos señalada por la captura en el regla 
mentó sobre captura de cimarrones.” Y 
tendrá el amo que satisfacer a lernas los 
gastos de alimentos, curación si hubiere 
sido necesario hacerla, y los demas que 
previene el mismo reglamento de cimar- 
rones, (arfa. 21 y 22). Para complemento 
de esta materia Y. cimarrones. 

16. También en el bando citado, res- 
pecto de la materia que me ocupa, se di- 
ce: u Se prohíbe pedir limosna por las ca- 
lles y puertas de las casas, y se autoriza 
á los vecinos para detener y presentar al 
comisario del barrio ó á la autoridad mas 
inmediata, al pobre que lo verifique, á tin 
de* que sea conducido al departamento de 
la real casa de Beneficencia.” No hay du- 
da, pues, en que cualquier particular está 
facultado para hacer aquella detención y 
presentar al culpable ante la autoridad, 
sea para su remisiou al depósito ó para 
cualquier otro partido de los que en se- 
mejantes casos reclaman las reglas de bue- 
na policía 

17. Respecto de los militares eu partí- 
cular, no solameute deben entenderse fa- 
cultados para hacer las aprehensiones cu 
los casos de que se ha hecho mención, 
sino que también están obligados en vien 
do cometer un delito á procurar embara- 
zarlo con la fuerza ó á la voz, sufriendo 
de lo contrario la mortificación de que 
sean dignos según las circunstancias del 
caso. (Ord. del ejército, tratado 8. ° , tít. 
10, art. 66). 

18. Pero si los particulares pueden en 
ocasiones, como ya se ha visto, arrestar ó 
detener á otros particulares para condu- 
cirlos ante el juez, no tienen facultad pa- 
ra disponer ó ejecutar por sí semejante 
arresto, por razón de venganza, ó como 
pena arbitraria, sin incurrir en delito que 
la ley castiga. 

19. En esta Is\a sí están facultados los 
dueños porel art . 41 del reglamento dees- 
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clavos , así como los que hagan de jefes en 
la finca, para castigar correccional mente 
á los siervos, según las faltas que come- 
tan, con prisión, grillos, cadena, maza ó 
cepo, poniéndoseles en estos por los piés 
y nunca de cabeza, así como también con 
azotes, cuyo número no puede exceder de 
veinticinco. Igualmente conforme al re- 
glamento de colonos, los patronos tienen 
facultad de arrestar, como se verá en el 
capítulo siguiente/ 

20. No' debió ser el arresto hecho por 
particulares, cosa muy extrañaen los tiem- 
pos remotos á virtud de la organización 
de las sociedades entonces, y por eso nues- 
tras leyes hubieron ele ocuparse del asun- 
to con especial cuidado. Prim eramente 
dispuso el Fuéro Juzgo que todo el que 
atase á otro, ó lo metiere en la cárcel, ó en 
algún encierro, ó mandase á otro que le 
prendiese ó atara, sufriese la pena del ta- 
lion, abonando ademas los perjuicios oca- 
sionados. Que si el esclavo prendiese ó a- 
tase á hombre libre sin mandado de su se- 
ñor, llevara 200 azotes, y si lo hiciese con 
voluntad de su dueño, este sufriese aque- 
lla pena del talion y abono de perjuicios. 
Que siendo hombre libre el que prendiese 
ó atasen esclavo age fio sin culpa, abonase 
al dueño 8 sueldos. Que si un esclavo ata- 
se á otro esclavo sin voluntad del dueño, 
recibiera 100 azotes, y haciéndolo por or- 
den de su amo pagase este 8 sueldos al 
señor del otro siervo. Que si el hombre 
libre prendiese esclavo ageno, ó le tuvie- 
se atado por un dia ó por una noche^ ó 
mandase á otro que así le tuviera, por un 
dia pagase 3 sueldos, y por una noche pa- 
gase otros tres sueldos al amo del siervo. 
Y que si le mantuviese preso por muchos 
dias sin culpa, por cada un dia y por cada 
una noche abonara los mismos 3 sueldos, 

( l. 3, tU. 4, lib. 6, F. Juzgo). 

21. Asimismo se dispone en aquel có- 
digo, que si alguno detiene por fuerza al 
que vá de camino, sin que nada le deba, 
pague en pena cinco sueldos, y si no los 
tiene, reciba 50 azotes; que si ei que hicie- 
re la detención fuese esclavo sin manda- 
do de su dueño, reciba cien azotes, y que 
si lo hace con voluntad del amo, este pa- 
gue por él la pena impdesta al hombre li- 
bre, (l. 4, tít. 4, lib . 6, F. J.) 

22. En el propio Fuero Juzgo se dis- 
pone, que toao el que encierra por fuerza 


al amo ó ama en su casa ó corral, ó man- 
de á otro que no le dejen- salir, pague 30 
maravedís de oro á los agraviados, y ade- 
mas reciba 100 azotes, y que los que le a- 
consejaron ó ayudaron, si no estaban bajo 
sus órdenes y eran libres, pagase cada li- 
no á los mismos agraviados 15 maravedís, 
recibiendo ademas 100 azotes. Que siendo 
esclavos los que hubiesen hecho el agra- 
vio á hombres libres sin órden de su due- 
ño, recibiera cada uno 200 azotes. Que 
si alguno sacase por fuerza de su casa al 
dueño de ella y le encerrase, pagase la pe- 
na por esa fuerza* recibiendo ademas 100 
azotes, y los que le ayudaron siendo libres 
y no bajo su poder, llevase cada uno 100 
azotes, pagando ademas 30 maravedís al 
agraviado. Y que siendo siervo el del de- 
lito, y cometiéndolo sin voluntad del due- 
ño, el siervo sufriese la pena referida, sin 
responsabilidad de aquel dueño, (¿. 4, tít. 
1, lib . 8, F. J.) 

23. El Fuero Beal en esta materia dis- 
puso, que el que encierra á otro en la ca- 
sa de su morada-, ó le manda encerrar por 
fuerza á hombres que no sean de su seño- 
río, ó dispone que no le dejen salir jle su 
casa, pague 30 maravedís; y que ¡los que 
fueren con él ó cometieren el hecho por 
su mandado, pague cada uno 20 marave- 
dís, la mitad para el rey y la otra mitad 
para el que recibió la fuerza. Que si leen * 
cerraren en casa agena, el principal abo- 
ne 15 maravedís y los que fueren con él 
5 cada uno, la tercera parte para el rey, 
otra tercera para el querelloso y la terce- 
ra restante para el dueño de la casa en que 
se verificó el encierro. Por fin, que si al- 
guno echa de su casa á otro por fuerza, 
satisfaga por el hecho 30 maravedís, (l. 12, 
tít . 4, lib. 4, F. R .). 

24. La ley de partida dispone, que 
ninguno sea osado á fabricar nuevamente 
cárcel, ni á servirse de la que tuviese he- 
cha, y que ai que en lo adelante hiciera 
semejante cárcel por su autoridad, ó cepo, 
ó cadena, y pusiese allí á otros en prisión, 
sufriesen la pena de muerte, y que los jue- 
ces que lo supieran y no lo escarmentasen 
ó impidieran ó no lo hicieran saber al rey, 
inourriesen en la propia pena. Por excep- 
ción permitió la ley que los particulares 
á que se contraen pudieran tener en su- 
casa cepos para guardar sus moros cauti- 
vos, impidiendo así que se fugaran y tor- 
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nasen á sotierra, ( l . 15, tít. 29, part. 7). 

25. Ya se calculará que con semejantes 
disposiciones, no hay en la actualidad pena 
fija para el que cometiese el delito de de- 
tener ó arrestar entre nosotros á algún 
hombre libre, ó esclavo ó colono, y que 
teniendo lugar semejante hecho algo po- 
sible, respecto de los últimos, seria preci- 
so echar mano de penas arbitrarias y mas 
ó menos análogas á las mismas disposicio- 
nes legales y á las que tienen lugar en o- 
tros casos que guarden alguna semejanza 
con aquellos á que me contraigo. Me ocu- 
paré por lo mismo, como doctrina atendi- 
ble, de explicar lo que en la materia dis- 
pone el código penal novísimo, así como 
también de su aplicación á esta Isla. 

26. Y desde luego será oportuno ad- 
vertir que el código no comprende los 
hechos que nos ocupan bajo la acepción 
fie arrestos, que podemos darles por la le- 
gislación actual, sino que los denomina 
detenciones ilegales , y con buen fundamen- 
to para distinguirlos de lo que por su par- 
te entiende por arresto en la nueva clasi- 
ficación de penas que establece. 

27. Túvose presente en el código el he- 
cho de que un particular se apoderase de 
otro para conducirle ante el juez, fuera de 
los casos en que puede hacerlo y ván ex- 
plicados; y en consecuencia dispone que 
u el que fuera de los casos permitidos por 
la ley aprehendiese á una persona para 
presentarla á la autoridad, será castigado 
con la pena de arresto menor (de 1 á 15 
dias) y multa de 15 á 50 duros” (art. 407). 
Es de detenerse la consideración en que se- 
mejante pena se aplica al mero hecho de 
la detención con el fin mencionado; pues 
la misma detención puede servir de me- 
dio para que el que la consuma llene otro 
objeto y entonces será distinto el caso. 

28. Si semejante detención tiene por fin 
impedir que el detenido verifique ó lleve 
á efecto alguna cosa, si tiene por objeto la 
consumación de otro delito, no será en- 
tonces el que castiga el artículo mencio- 
nado. La aetencion puede tener lugar pa- 
ra realizar un robo, y entonces será cir- 
cunstancia anexa de este último delito; 
puede llevar por objeto la realización de 
una estafa, y entonces se habrán cometido 
dos delitos, á .que deberán imponerse res- 
pectivamente las penas que corresponden. 

29. Contrayéndose á otras detenciones 


i ilegales, disponed código lo siguiente en 
su art. 405. 

“El que encerrare ó detuviere á otro 
privándole de su libertad será castigado 
con la pena de prisión mayor- 

“Enla misma pena incurrirá el que pro- 
porcionare lugar para la ejecución del 
delito.” 

“Si el culpable diere libertad al encer- 
jra‘do ó detenido dentro de los tres dias de 
! su detención sin haber logrado el objeto 
que se propusiera, ni haberse comenzado 
el procedimiento, las penas serán las de 
prisión correccional y multa de 20 á 200 
duros. 

j 30. Y en el siguiente art. 406 dice: 

“El delito de que so trata en el artículo 
anterior será castigado con la pena de re- 
clusión temporal: 

“1. ° Si el encierro ó detención hubie- 
! ren durado mas de 20 dias. 

! “2. ° Si se hubieren ejecutado con si 

mulacion de autoridad. 

“3. ° Si se hubieren causado lesiones 
graves á la persona encerrada ó detenida, 
ó se la hubiere amenazado de muerte.” 

31. El que cometa semejante delito, ó 
ha de llevar por objeto proporcionar con 
él tan solo un disgusto ó pena al que así 
encierra, ó ha' de pretender que el encier- 
ro sirva de medio para llenar otro fin. Si 
no se tuvo ese segundo objeto, y el delin- 
cuente mantuvo encerrada á su víctima 
hasta 20 dias, debe sufrir la pena de pri- 
sión mayor. Si en el caso que nos ocupa 
soltase al detenido dentro de 3 dias y por 
su propio impulso, no tendrá mas pena 
que )a prisión correccional y la rnuita de 
20 á 200 duros. 

32. Cuando comenzó el procedimiento 
contra el delincuente y verifica la soltura, 
la ley deja vijente la primera pena, aun 
cuando aquella soltura tenga lugar dentro 
de los 3 dias, porque considera que el r.eo 
la lleva á efecto no por impulso propio ó 
arrepentimiento sino por temor délas con- 
secuencias del mismo procedimiento ins- 
taurado. Lo propio sucede cuando consi- 
guió el objeto que se propuso con la de- 
tención, aún cuando así haya sucedi- 
do antes de los tres dias determinados. 

33. Las circunstancias de pasar la de- 
tención de veinte dias, de haberse ejecu- 
tado con simulación de autoridad pública, 
y de haberse causado lesiones graves ó 
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haberse amenazado con la muerte al dete- 
nido, son motivos graves que la ley toma 
en consideración para el aumento de pe- 
na, hayase ó no conseguido el objeto que 
con eílas se propuso el que las usó, haya 
verificado ó no la soltura dentro de los 3 
dia 3 posteriores al encarcelamiento. 

34. Es evidente asimismo que el due- 
ño de la casa en que tenga lugar el en- 
carcelamiento, para que incurra en pe- 
na, ha de tener conocimiento del objeto 
para que facilita su propiedad. No tenién- 
dolo, mal puede hacérsele ningún cargo 
por el préstamo, y teniéndolo, se pena en 
igual grado de culpabilidad que el que 
consuma el hecho, por lo que resulta acree- 
dor á la propia pena. Por fin, no serácul- 
pablc del hecho de que se trata, el que lo 
consuma en su propia defensa, como su- 
cedería al que encerrase á un loco furioso, 
ó al que por sorpresa consiguiese hacerlo 
al que viniese á maltratarle, dando en se- 
guida parte á la autoridad competente. 

3o. Por fin, dispone el código penal 
en esta materia “que el que detuviere ile- 
gitimante á cualquiera persona ó sustra- 
jere un niño menor de siete años, y no 
diere razón de su paradero, ó acreditara 
haberlo dejado en libertad, será castigado 
con la pena de cadena perpetua.” ' 

33. Para el rigor de semejante pena, 
descansa la ley en la presunción de que 
el reo ha cometido delito de mayor impor- 
tancia con la persona así desaparecida. La 
ley presume, pues, la existencia del homi- 
cidio y lo castiga con la pena inmediata 
á la de muerte, á falta de plena comproba- 
ción sobre aquel homicidio presunto. Sí- 
guese, pues, de aquí que, encualquier tiem- 
po en que haya noticia do la existencia 
del desaparecido, si aun no está cumplida 
la condena, debe suspenderse en cuauto 
exceda de la otra pena que merezca el reo 
por la detención, cuya circunstancia no 
deja de ser extraordinaria en el sistema 
de la penalidad de los delitos. 

87. Tratándose de aplicar el código á 
esta Isla, no hay inconveniente para que 
lo sea sin modificación en las disposicio- 
nes explicadas cuando el delito verse en- 
tre personas blancas; y cuando verse res- 
pecto de personas de color contra aquellas 
personas blancas, esta circunstancia debe 
estimarse como agravante, así como debe 
ser lo contrario cuando el delincuente sea 


blanco y el ofendido hombre* de color. 

38. Respecto de las penas, la de cadena 
temporal, que, según el código, es de 12 á 
20 años, el 'hombre de color corresponde 
que lleve como pena accesoria el extra- 
ñamiento perpétuo de la Isla, y la del es- 
clavo quesea de 20 á28 años, parte en el 
presidio y parte en la finca de su dueño. 
La de prisión mayor, que, según el códi- 
go, es de 7 á 12 años, corresponde que sea 
de 6 á 11 años de presidio en el hombre 
de color con extrañamiento, y de 12 á 18 
años de presidio en el esclavo, parte en el 
público y parte en poder del dueño. La 
de prisión correccional, que, según el có- 
digo, es de 7 meses á 3 años, corresponde 
que sea en la gente de color presidio de 6 
meses á 2 años y de 2 á 4 en el esclavo en 
una finca sin multas. En cuanto al arresto 
mayor y menor se explicará en el cap. 3.® 
de este artículo. Y por fin, la de reclusión 
temporal, que, según el código, es de 12 ¿ 
20 años, corresponde que sea en el hom- 
bre de color de 8 á ló años de presidio 
con extrañamiento posterior, y en el es- 
clavo de 12 á 18 años, parte en el pre- 
sidio público y parte en poder de su due- 
ño. En el artículo Penas y los otros re- 
ferentes á las citadas se explanará esta 
teoría. 

CAPITULO II. 

Be los arrestos que sirven para ase- 
gurar los reos por los empleados de 

Justicia. 

39. Una de las cosas mas atendibles en 
el estado, es la libertad personal, y con 
sobrada razón ciertamente; pues si es bien 
que de aquella libertad se prive al crimi- 
nal por via de pena, y si lo es que se ase- 
gure la persona del que delinque y ha de 
ser juzgado para impedir mientras tanto 
su fuga, acertado es que la persona de los 
súbditos no quede á merced de los emplea- 
dos de la justicia, para que respecto de 
ellos se obre con arbitrariedad. Y es acer- 
tado asimismo que los que deben ser de- 
tenidos por justa presunción de delincuen- 
cia, aun en semejante caso lo sean con las 
consideraciones que merece el que por no 
estar aun juzgado puede todavía resultar 
inocente, sin que tampoco después del 
mismo juicio quede obligado á sufrir otra 
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pena, que la que determina la propia ley. 

40. Fuera ae loe casos ya explicados 
en el anterior capítulo, son los jueces cons- 
tituidos loe que están facultados para dis- 
poner el arresto ó la aprehensión preven- 
tiva de los que aparecen como delincuen- 
tes, para que sean sometidos á juicio. Ca- 
da uno de aquellos jueces tiene para ello 
jurisdicción, respecto de los vecinos de 
su territorio; y ademas, estableció la ley 
de partida ( l 18, tít. 1, part. 7), que al 
reo prófugo, antes ó después de la acusa- 
ción contra él intentada, pueda aprehen- 
derlo cualquier juez del territorio nacio- 
nal en que se encuentre y remitirlo 
al otro juez de la causa, aun cuando 
para semejante efecto no haya mediado 
requisitoria. De aquí han deducido/ y con 
buen fundamento los autores, que los jue- 
•es deben arrestar á todos los que se ha- 
yan refugiado en sus distritos aespues de 
haber delinquido en otros, y que también 
el juez inferior puede prender al delin- 
cuente sobre quien no tiene jurisdicción 
para remitirlo al juez á quien aquella cor- 
responde. 

41. Pero á la vez dispusieron también 
las leyes recopiladas que ningún juez ecle- 
siástico sea osado á prender ni encarcelar 
las personas de los legos, sin invocar la 
ayuda del brazo seglar (ll 4 y 12, tít. 1, 
lib. 2, Nov. JRec.) f so pena de perder las 
temporalidades y naturaleza que tengan 
en la monarquía (ll 6 y 12, tít. y lib . 
citad.), pues si los jueces legos se resisten 
á prestar el auxilio sin justa causa, los e- 
clesiásticos pueden acudir á los superio- 
res de aquellos, así como lo practican los 
mismos jueces legos con los eclesiásticos 
cuando se trata de la prisión de alguno 
de la clase. 

42. Las mismas leyes recopiladas dis- 
ponen que ni los ministros de corte y vi- 
lla ni los alguaciles puedan prender sin 
órden délos jueces á persona alguna, sino 
en los casos de hallarla cometiendo algún 
delito; que entonces, asegurados los reos 
en la cárcel, pasen sin detención alguna á 
dar cuenta á sus respectivos jueces para 
que manden lo que se haya de hacer, y 
que si de noche hiciesen las prisiones, avi- 
sen al amanecer; que en el oaso de resul- 
tar la prisión maliciosa, se castigue álos 
alguaciles con pena arbitraria, y que rein- 
cidiendo, queden privados de oficio y sean 
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| desterrados de la corte y 20 leguas de su 
contorno, aumentándose la pena según las 
circunstancias. Igualmente dispone la ley, 
qué los alguaciles lleven los reos directa* 
mente á la cárcel y no los detengan en o- 
tros sitios ó casas, sino en el caso de tener 
órden de los jueces ó suceder algún acci 
dente que lo motive> de que sin dilación 
darán cuenta; y que no practicándolo así, 
sean castigados á arbitrio de los jueces, 
cuyas órdenes no revelarán por sí ni por 
otra persona, pena de 6 años de piesidie 
de Africa y de privación de oficio, (l 12, 
tít. 80, K6^4, Nov. Rtc.) 

43. Otra ley recopilada, atendiendo á 
que los alguaciles solian enviar papaos á 
la cárcel, en la cual estaban un mes ó 
dos sin saber la causa de su prisión, aun- 
que ofreciesen pagar ó dar fianza de sa- 
neamiento, mandó que ningún carcelero 
recibiese preso alguno sin que el alguacil 
les diese ó enviase cédula del motivo de 
la prisión, (/. 13, tít. 8, lib. 12, Nov. JRec .). * 

44. Por el oódigo de las partidas se 
previene que, dispuesta la prisión, el eje- 
cutor de la órden debe ser oomedidoval 
llevarla á cabo; que por lo tanto, si el pre- 
so fuere de buena fama y de buen nom- 
bre y tuviese casa puesta con mujer, hijos, 
ú otra compañía en el lugar en que le pren- 
den, y quisiere decirles algo, deben lle- 
varle á ella desde luego, procurando evi- 
tar su fuga y conducirlo después al lugar 
de su destino; pero no cuando fuere hom- 
bre de mala fama como ladrón, salteador 
de caminos conocido, 6 culpable de otros 
delitos semejantes. Y asimismo dispone 
que si el preso fuese noble ó rico, u hom- 
bre de ciencia, no ha de ponérsele con los 
otros presos sino en lugar mas distinguí- : 
do y seguro, (l. 4, tít. 29, part. 7.). 

45. Igualmente dispone la ley que si el 
alguacil ó escribano por malicia ó interes 
avisasen á algún reo para que no sea pre- 
so, ó llevándole á la cárcel le permitiesen 
huir, si fuere en causa criminal, se les pon- 
gan presos y saquen 20 ducados á cada u- 
no aplicables á los pobres de la cárcel, y 
según la calidad ó circunstancia sean cas- 
tigados corporalmente, y que si fuere cau- 
sa civil, paguen al actor el daño que por 
la faga se le haya seguido, y se les suspen- 
da de oficio jpor seis años: (l. 14, tít. 80, 
lib. 4, Nov. Rec.) 

46. Se mandó por real decreto de 81 

1856 
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de Agosto de 1677, que los ministros in- 
feriores en las prisiones que hagan, no u- 
sen con los reos de medios violentos, ni 
los ajen de manera que oausen escándalo, 
y también que las salas les adviertan el 
modo de hacer aquellas prisiones. Por au- 
to del consejo de 9 de Febrero de 1704 
se mandó también que la sala de alcal- 
des diese las providencias eficaces, á fin 
de que ningún ministro inferior pueda por 
sí allanar casa alguna, no llevando auto 
de juezque expresamente lo mande. (Auto 
2, tíL 20, Ub. 6, y auto 5, ñt 23, lib. 4 Rec .) 

47. Dícese en el proemio del tít. 29, part. 
7, que deben ser arrestados los acusados 
de yerros tales, que siéndoles probados 
hayan de morir en consecuencia ó ser pri- 
vados de algunos de sus miembros, sin 
que se pueda soltarles legalmente bajo 
fianza; pues de ese modo por temor de la 
pena se huirian ó esconderían de manera 
que quedasen impunes. Y la ley 1 de aquel 
tít. y part. dispone también que, siendo 
alguno infernado de yerro que hubiese co- 
metido en la manera que ordena el mismo 
código, el juez ordinario ante quien hu- 
biese tenido lugar la acusación, desde lue- 
go le pueda m andar recabdanr. 

48. Descansando en esas palabras de la 
ley, que parecen autorizar el arresto por 
la sola mala fama ó por la simple acusa- 
ción, si bien Gregorio López las interpre- 
tó acertadamente, exijiendo como requisi- 
to concurrente la información sumaria, 
sirvieron, sin embargo, por la latitud á que 
se prestan, para abrir un vasto campo á 
la arbitrariedad, tan solícita siempre en 
extender su poderío, y ya podrán calcu- 
larse los resultados de semejante proceder. 
Imperando las pasiones y las sospechas 
sin otro freno que el de la voluntad, las 
mas de las veces mal encaminada por una 
cabeza torpe ó por un oorazon cruel, cual- 
quiera debió quedar expuesto á sufrir el 
arresto por antojo y á virtud de la mas in- 
significante sospecha; todo delito pudo 
servir de ocasión para multiplicadas pri- 
siones, y estaá debieron convertirse en 
tormento y hasta en sepulcro de las vícti- 
mas allí constituidas por la arbitrariedad 
judicial. 

49. De grave importancia debieron ser 
los hechos que proporcionaba semejante 
sistema, cuando en 17S8 la Instrucción de 
corregidores, estimando las incomodida- 


des y fea nota que resultan de la perma- 
nencia en las cárceles, encargó á las. jus- 
ticias que en el caso procediesen con toda 
prudencia, no decretando prisiones en a* 
quellas causas ó delitos que no fuesen gra- 
ves y en que no se temiera la fuga ni o- 
cultacion de los reos, principalmente tra* 
tándose de mugeres, y de k¡s que ganan 
la vida con su jornal y trabajo, pues no 
pueden ejercerlo en la cárcel, y suele ser 
causa del atraso de sus familias y muchas 
veces de su perdición. 

50. Después el reglamento provisional 
para la administración de justicia^ en 26 
de Setiembre de 1835, dispuso en su art. 
5, que por entonces y hasta que alguna 
ley estableciese oportunamente las garan- 
tías que debiese tener la libertad indivi- 
dual dolos españoles, á ninguno de ellos 
pudiera ponerle ni retenerle en prisión ó* 
arresto los tribunales ó jueces, sino por al- 
gún motivo racional bastante en que no 
hubiese arbitrariedad. 

51. Esta prevención no era,spi embar- 
go, bastante clara y explícita para fijar lí- 
mites á la arbitrariedad que se trataba de 
impedir, y por eso el decreto de 30 de A- 
gosto de i 837 renovó el de 11 de Setiem- 
bre de 1820, que sobre el asunto se ex- 
plica con mas precisión y claridad^ de a r 
cuerdo con la constitución promulgada 
el año de 1812. Conforme á aquellas dis- 
posiciones, pues, para procederse á la pri - 
sión de cualquier súbdito, previa siempre 
la información sumaria del hecho, no ae 
necesita que esta produzca una plena ni 
semiplena prueba del delito, ni de quien 
sea el verdadero delincuente. Solo se re- 
quiere que por cualquier medio resulte de 
dicha información sumaria; primero, el 
haber acaecido un hecho que merezca se- 
gún la ley ser castigado con pena, corpo- 
ral; y segundo, que resulte igualmente al- 

f jun motivo ó indicio suficiente, según las 
eyes, para creer que tal ó cual persona 
ha cometido aquel hecho. 

52. Conforme á las propias disposicio- 
nes citadas, si la urgencia ó la complica- 
ción de circunstancias impidiesen que se 
pueda verificar la información sumaria 
del hecho que debe siempre preceder, ó 
el mandamiento del juez por escrito que 
debe notificarse en el acto mismo de la 
prisión, no podrá el juez proceder á ella; 
pero esto no ixüpide que pueda mandar 
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detener y custodiar en calidad de deteni- 
da, á cualquiera persona que le parezca 
sospechosa, mientras se haoe con la mayor 
brevedad posible la precisa información 
sumaria. Y por fin, declaran que esa de- 
tención no es prisión, ni puede pasar á lo 
mas del término de 24 horas, y que la 
persona detenida no pueda ser puesta en 
la cárcel, hasta que no precedan la infor- 
mación sumaria referida y el mandamien- 
to del juez. 

53. Con posterioridad á esta disposi- 
ción se promulgó en la Península el códi- 
go penal novísimo, y para su aplicación se 
han dictado varias reglas en la ley provi- 
sional reformada que se promulgó con 
semejante objeto. 

54. Conforme á ella, pues, “para pro- 
ceder á la prisión de una persona, es pre- 
ciso que el del jto que se le atribuya teñí 
ga señalada una pena mas grave que la de 
confinamiento menor ó arresto mayor,” 
conforme á la clasificación que de ellas 
hace el código. Exceptuase de esta dispo- 
sición el delito de vagancia, respecto ael 
que siempre habrá lugar álaprision, cual- 

uiera que sea la pena señalada por el có 

igo. Exceptuase igualmente la prisión 
por via de sustitución ó apremio, una vez 
impuesta esta pena* (Begía 25). 

56. Conforme á la misma ley, “los jue 
ces y tribunales y las autoridades y sus 
agentes están obligados á detener ó man- 
dar detener á las personas que, según fum 
dados indicios, fueren reos de delito de 
cuya perpetración tuvieren conocimiento. 
Lo mismo deberán hacer con los respon- 
sables de faltas, si fueren personas desco- 
nocidas..” ( Begía 27.) 

t 56. Teniendo 'todos la obligación de 
conduoir ó haoer conducir inmediatamen- 
te al detenido á la cárcel, entregando al 
alcaide una cédula firmada en que se ex- 
prese el motivo de la detenoion, “en ca- 
sos de suma urgencia, bastará que las au- 
toridades d sus agentes cumplan con lia 
mencionada obligación en el término pre- 
ciso de dos dias*” (Begía 28) 

57. La autoridad gubernativa é agen- 
tado la misma que de tuvieren á una perso- 
na, han de ponerla á disposición del tri- 
bunal competente dentro de 24 horas 
(regla 29). Y cuando por una causa irre- 
mediable no se pudiere , verificar así, se 
han de manifestar por. ©sofito al juez 6 


tribunal las razones que hayan mediado 
para ello; pero nunca podrá el detenido 
permanecer á disposición de dicha autori- 
dad por mas de 3 días, sin que la misma 
incurra en responsabilidad (regla 29). 

58. A las 24 horas de haberse puesto al 
detenido á disposición del juez competen- 
te; debe éste decretar su prisionó soltura, 
pues la ley distingue muy bien como va 
se habrá obsérvale, la prisión de la de- 
tención. En los casos en áue no fuese po- 
sible dieta? aquella medióla dentró de las 
24 horas designadas por la complicactob 
de los hechos, por el número de -los prct 
oesados ó por otro grave motivo que de- 
berá hacerse constar en el procedimiento, 
se podrá ampliar por dicho juez la de- 
tención hasta 3 días, y pasado este tér- 
mino, ha de decretarse precisamente k 
prisión ó soltura (regia 60.) 

59. Cuando hubiere motivo racional- 
mente fundado para creer á una persona 
culpable de delito que merezca pena mas 
grave de las de confinamiento menor 6 
arresto mayor, el juez debe decretar, k 
frixión en auto motivado, expidiendo 
mandamiento por escrito (art. 81). Sin 
ese requisito del mandamiento escrito los 
alcaides no pueden recibir en clase de pre- 
sa á ninguna persona, así oomo tampoco 
en clase de. detenida, sino pon las forma- 
lidades de que se ha hecho referencia en 
el capítulo anterior (regia 32.) 

60. Disponiendo la propia ley que iá 
Ln comunicación de un too preso ha de de- 
cretarse por el juez cuando para ello asis- 
ta justa causa, k cual ha de expresarse 
en el auto, y no pudiendo pasar do 26 
dias continuados, sin peijuicio de decre* 
tarla efe nuevo en la misma forma, cuám 
do oáa venga, declara también qneí ks ai» 
toridades que tienen larfacultad de detener, 
tienen kde incomunicar por el tiempo de 
la detención (regla 83.) 

61. Distinguidos así la prisión y el 
arresto, repito que son acertadas las re- 
glas dictadas para el uno y el otro por la 
ley de que se ha hecho mención. Ni esa 
ley de buen órdpn de -proceder se ha ea* 
municado todavía á estos dominios de In- 
dias, ni el código á que se bflK^ deferencia, 
ni aun tampoco las anteriores de! k cons- 
titución y reglamento que también se han 
explicado. Forzoso es que mientras tan- 
to nos atengamos & las -disposiciones pri- 
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vstiv&s que teñamos ai el partionlar, á las 
leyes de los antiguos códigos en el silen- 
cio de aquellas, ó las prácticas establecí. 
d*B,y á loe principios generales que no 
dejando estar sujetos á distintas prácti- 
cas y ¿ arbitrarias aplicaciones. Por lo 
mismo haremos mención mi este artículo 
de las numerosas y principales disposicio- 
nes que hay dictadas sobre arrestos. 

62. £1 auto acordado de la Audien- 
cia de Puerto Príncipe de 21 de Agosto 
de 1886, mandado observar por el ae la 
Audiencia Pretorial de 24 de Febrero de 
1840, al disponer en su primer artíoulo, 
que cuando se cometa un delito en po- 
blado ó despoblado, el juez, alcalde, ó jus- 
ticia pedánea del territorio proceda in- 
mediatamente ¿ su averiguación en la ma- 
nera que determina, concluye con que 
aquel juez del procedimiento, instruirá 
la correspondiente información de testi- 
«os para el descubrimiento del hecho y 
de sus autores, y asegurará los efectos é 
instrumentos con que se haya perpetra- 
do, v fas personas que por algún funda- 
mento racional se presuman reos. Y ya se 
vé que semejante expresión de funda- 
mento racional por indeterminada y sin 
mas explicaciones, deja cabida para que 
el juez sin marcada responsabilidad, pue- 
da hacer lo que mejor le parezca en el j 
asunta 


64. Bespeeto de juegos prohibidos, el 
artíoulo 45 deK bando de buen gobierno 
dispone que aprehendido el juego, si al- 
guno de los reos se niega á dar su nom- 
bre y apellido ó fuere desconocido, se de- 
tenga en calidad de arresto hasta que por 
medio del comisario de su barrio se ave- 
rigüe quien es. También dispone que 
siempre que en alguna casa notada de 
haber en ella juegos prohibidos, se sor- 
prenda algún número considerable de 
personas que han presumir haberes reu- 
nido con aquel objeta, bien por hallarse 
en habitaciones retiradas, bien porque al 
llegar la autoridad emprendan fuga por 
las puertas, ventanas ó tejados, ó en cual- 
quier otro concepto semejante, se instru- 
ya sumaria en averiguación de los fines 
de dicha reunión sospechosa, como todas 
las que se celebran con aquellas oiucuns- 
tandas y sin licencia del gobierno, redu- 
ciéndose desda luego & prisión á cuantos 
fiiesen sorprendidos y procurándose la 
captura de los que hubiesen emprendido 
la fuga. 

65. En la Instruoci on de pedáneos, 
publicada en 14 de Noviembre de 1842, 
se contienen distintas prevenciones sobre 
las prisiones ó detenciones que pueden 
hacerse por aquellos jueoes, y es muy o- 
portuno hacer aquí especial mención de 
ellas. 


68. La circular del gobierno de 81 de 
Diciembre de 1855, al dictar reglas que 
fijan los deberes de los gobernadores y 
tenientes gobernadores en la formación 
de las primesaa diligencias de las suma- 
Viaaé íqne tarábien pueden cometer ¿ los 
aos y twir ios ó celadores y capitanes de par- 
tí#, dispone en su artíoulo 2. ° que con 
^resultado de las declaraciones de las 
personas que se supongan instruidas de 
los hechos, después de recojer y conocer 
el cuerpo del delito y de apoderarse y 
hacer constar los indicios materiales que 
respecto de 41 medien, se proceda á a- 
prekender la persona ó personas, contra 
tas cuales resulten racionales sospechas de 
haberlo cometido 6 cooperado á su eje- 
cución, tomándoseles las primeras decla- 
raciones. Y también que evacuadas las 
diligencias que sobre el particular se for- 
men, se remitan al alcalde mayor ¿juez 
competente con el reo ó reos aprehendi- 
dos en el término de 24 horas. 


00, Conforme á su art. 12, debiendo 
reinar la mayor seguridad en los cam- 
pos, los capitanes y tenientes de partido, 
si al hacer sus rondas encontrasen pasa- 
da la hora de las 11 de la noche algunas 
personas sospechosas, han de detenerlas 
hasta averiguar sus circunstancias, á fin ^ 
de encausarlas si hubiere mérito para ello 
ó dejarlas en libertad, dando cuenta en 
uno ú otro caso al gobierno político del 
distrito. 

67. Según dice el artículo 18, “tan 
luego como los pedáneos tuviesen noticia 
de existir en su distrito algún individuo 
sospechoso de deserción, le detendrán ya 
sea correspondiente al ejército, ya á la 
marina 6 á cualquiera de los presidios, y 
si no acreditase en el acto su procedencia, 
han de recibirle su instructiva; y exami- 
nando también á los demas individuos 
que de él pudieren dar alguna razón, de- 
ben remitirlo con las diligencias al Oapi* 
tan general, para que proceda á lo qué 
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corresponda.” Y se advierte en el mismo 
artículo “que por lo que tooa á los indi- 
viduos del ejército han de contemplarse 
desertores todos los que se hallaren sepa- 
rados de sus cuerpos ó destinos sin licen- 
cia ó pasaporte de las respectivas autori- 
dades militares; y en cuanto á los indivi- 
duos de marina, se tendrán por desertados 
los correspondientes á buques de guerra, 
siempre que fueren hallados á mas de una 
legua del puerto sin pasaporte del coman- 
dante general del apostadero, 6 dentro de 
la legua sin llevar consigo la papeleta que 
debe expedirles el oñeialde detalló segun- 
do comandante del buque en que sirvan, 
y también los que sirviendo en buques 
mercantes no tengan papeleta de sus ca- 
pitanes, visada por los comandantes de ma- 
trículas, y los que en uno y otro caso lle- 
ven papeletas ó pasaportes sin término fi- 
jo ó cuyo plazo esté ya trascurrido. 

68. Si los particulares, como hemos 
visto en el capitulo anterior, están facul- 
tados para detener á los esclavos cimar- 
rones, los pedáneos en los casos de insu- 
bordinación, sublevación ó fuga, de to- 
das las dotaciones de las fincas ó parte de 
ellas, tienen obligación de contribuir á 
que se consiga la capturado los fugitivos, 
oficiando al mismo efecto prontamente á 
los pedáneos de los partidos inmediatos y 
¿ los comandantes ae armas mas próxi- 
mos, enviándoles, si fuere posible, las fi- 
liaciones y demas noticias conducentes de 
los fugitivos. Ademas han de aprehen- 
der á cualesquiera otros cimarrones, dan- 
do de seguida noticia al dueño, siempie 
que se halle á menor distancia que la que 
haya desde el partido al depósito de ci- 
marronea que hubiese mas próximo; y si 
trascurrido un término proporcionado á 
la distancia no se presentase el dueño 6 
enviase á reoqjer el esclavo, han de remi- 
tírselo con razón del costo de captura y 
de alimentes que se regula en l real dia- 
rio y de los demas que hubieren podido 
hacerse en médico y botica en caso de ha- 
ber enfermado, cuyo total importe debe 
satisfacer el dueño ó se hará efectivo por 
el gobierno á virtud del parte que diere el 
pedáneo si se negase á verificarlo. Y se 
advierte qué los pedáneos no han de Ho- 
yar la perseourfen ¿lelo* eimarro&és mas 
állá de los límites de s* partido, sino lo 
que fuere necesario pa tú dar párle al ca- 


pitán del otro comarcano y para que éste 
se ponga en disposición de continuarla 
(orí. 14.) 

69. Conforme al mismo art. 14, si fue- 
se ignorado el dueño del esclavo aprehen- 
dido por no conocerse ó no dar éste razón 
de él, debe remitirse al depósito de ci- 
marrones que hubiere mas próximo, ha- 
ciéndose entrega de él á su administrador. 

70. Se encarga en la propia instruc- 
ción á los pedáneos, que no consientan 
vagos, picapleitos, ni personas escandalo- 
sasde ningún sexo, y que si tuvieren noti- 
cia de existir en sus distritos, de oficio 
reciban información de dos ó mas testigos 
de reconocido arraigo y probidad, y si 
de ella resultare mérito bastante les re- 
duzcan á prisión y remitan con lo obra- 
do al gobierno político ó tenencia de go- 
bierno de que dependan, para lo demas 
que corresponda (art. 16.) En cuanto á 
vagos hay otras disposiciones posterio- 
res, oomo después veremos. 

71. En el reglamento de colonos (art. 
34.) se dispone que no puedan salir de la 
finca ó establecimiento eu que sirviesen 
sin permiso escrito de su patrono ó su de- 
lególo: y que los que fueren encontrados 
sin este documento deberán ser aprehen- 
didos por la autoridad y conducidos de 
cuenta del patrono al punto de donde sa- 
lieron. 

72. También los pedáneos siempre 
que. se presente en sus partidos respecti- 
vos algún demandante ó limosnero de cor- 
poraciones ó santuarios que no vaya pro- 
visto de la oportuna licencia de su supe- 
rior eclesiástico, ó aun cuando la lleve, si 
no está visada por el gobierno, han de 
proceder á detenerle y sumariarle y re- 
mitirle al gobierno político ó tenencia 
del gobierno del distrito, verificando lo 
propio con los curanderos, albóitares y 
otros profesores públicos que para el des- 
empeño de sus funciones necesitan haber 
obtenido título y fyaberle presentado al 
ayuntamiento del distrito donde traten de 
establecerse á ejercer, si no acreditasen en 
el acto haber llenado estos requisitos (orí. 
16.) 

73. Igualmente deben reeojer los pe- 
dáneos del campo: y remitir ral gobierno 
político. ó tenencia de gobierno de su dis- 
trito, con diligencias bastantes para jus- 
tificar el hecho, á todo tambacho que pa- 
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gando de 10 años y no llegando á 17 ttn- diligencias que formen, efectos y presos 
da viere vagando, y no les sea posible ha- al administrador de rentas del partido, 
cer que tome ocupación con algún Vecino dando vez cuenta de todo lo ocurrido 
en la agr icultura ú otro ejercicio honesto al gobierno político ó tenencia de go 
y susceptible de proporcionarle la sub- ' bierno deau dependencia; y en los de De- 
sistencia ( art . 17.) | gros bozales han de poner los negros, 

74. El bando de gobierno publicado efectos y blancos presos á disposición del 
en 1842, dispone que todo jóven que pa- gobierno político ó tenencia de gobierno, 
sando de 10 años sin llegar á 18 no se ha fc dando inmediatamente el oportuno aviso 
lie aplicado ¿oficio, arte ó ejercicio cono- al gobierno superior de la Isla (arC-cit.) 
cido, sea recojido por los comisarios de 78. Por disposición posterior de este 
barrio ó pedáneos y presentado á cual- gobierno de 26 de Octubre de 1865, ¿ vis- 
quiera de las justicias ordinarias para que tud de la resolución adoptada sobre que 
haga la escritura con un maestro ó profe- los jueces de partido lo sean en primera 
sor del ramo que quiera aprender {art. 35.) instancia de todas las causas de introduc* 

75. Los pedáneos de las poblaciones cion ilícita de esclavos y demas oonside- 

en que existan justicias ordinarias, dé raciones de que hace referencia, está pre- 
ben detener á los que pidan limosna por venido, que los gobernadores y tenientes 
las calles y puertas de las casas, llevando- gobernadores luego que tengan noticia 
los ¿la autoridad mas inmediata, para de desembarco de bozales dén conoci- 
que sean conducidos al departamento de miento del caso al juez del partido, y pro- 
la real casa de beneficencia. (Esto debe cedan ¿ prevención á instruir las diligen- 
entendersé hoy también oon los comisa- cías gubernativas, practicando las que 
ríos y celadores que en algunos puntos basten á dejar en claro lo que haya de 
han sustituido á aquellos pedáneos.) Y en cierto sobre los indicios y sobre el hecho 
cuanto á los de los campos, asimismo de- y ¿ asegurar en su caso el cuerpo del de- 
ben detener y remitir á la capital á dispo- lito y los delincuentes {art. 1. ° ). 
sioion del gobierno político los limosne- 79. La misma disposición dá reglas 
ros que se presentaren en sus partidos, sobre el modo de proceder al depósito de 
oara que se les dó igual destino; á menos dos negros aprehendidos como bozales, 
que conozcan á primera vista que tales así como también al modo de remitirse 
pobres no tienen impedimento para el tra- las diligencias gubernativas al juez del 
bajo, pues entonces han de encausarles partido y parte que estos deben dar al go- 
oomo vagos {art. 18 de la itutt., y 85 del bierno superior civil, á la vez de practi- 
cando.) cario con la Beal Audiencia, según se ex- 

• 76. En 28 de Abril de 1858, el go- pircará en los artículos de estos Analks 
bernador político de esta capital ha anuti- referentes á la materia. 

ciado al publico en la Gaceta, haberse da- £0* Conforme á losarts. 82 y 83 de la 
do órdenes á la policía para la aprehen- instrucción del resguardóse previene que 
sion de aquellos mendigos y su oonduc- apenas tengan notioia los teniente» de ha- 
cion á la real casa de beneficencia, y que berse operado alguna defiraudacion, -dis- 
ademas preste eficaz apoyo á cuantos le pondrán que la fuerza de sumando se si- 
proporcionen noticia de cualquier pordíp- túe de tal mddo, que impidan su coaguma- 
sero que les importune con sus peticio- cion, ó apre/hendan á los culpables si lo 
nes. consumaren, póniéndoloa en segura cus- 

77. Cuando los pedáneos tienen no- todia, y remitiéndolos con la sumaria al 
tioia de que trata de' desembarcarse con- juez que haya de conocer del negocio, 
trabando, también deben ocurrir á apode- 81. También el art. 188, establece 
rarse de los efectos y personas qUe los que á los individuos del cuerpo de eara- 
guarden ó resulten cómplices en la intró- bmeros, no les es lícito ofeñaer Ae obra 
duocicm ó venta, así como cuando se tra- ni de palabra á los presos, limitándose ¿ 
te del desembarco de negros bozales 1 han cuidar de su seguridad oon las prisiones 
de aprehender á los negros y’á los que permitidas y oon su vigilancia. Y ®1 146 
les conduzcan (art. 26 de la in¿t.) En lüs haee á los carabinero» responsables de la 
caeos de contrabando han efe entregar las -evasión «te aquellos preses. 
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82.- Tampoco pueden allanar la casa 
de ningún vecino honrado, á menos que 
se les denuncie la existencia en ella de 
contrabando, y para eso deben implorar 
el auxilio de la autoridad competente 
(arte. 51, y 145.) V. Anales de 1855. — 
Aduanas, pág. 229 y siguientes. 

88. Cuando se presente alguno á vem 
der 6 permutar animales con circunstan- 
cias que le hagan sospechoso, para cuyo 
contrato ha de ocurrirse á los pedáneos, 

pueden estos aprehenderle, si estiman 
que no se ha adquirido el animal legíti- 
mamente y proceder á la correspondien- 
te sumaria (art 40 de la inst.) 

84. Según la propia instrucción, los 
pedáneos pueden prender á los milicia 
nos delincuentes in fraganti, 6 acto con- 
tinuo al delito, si al mismo tiempo no se 
presentare autoridad legítima ó jefe local 
del cuerpo que tratase de verificar la cap- 1 
tura, formando de seguida la correspon- 
diente sumaria para remitirla dentro de 
tercero dia al juez propio del reo, y con- 
signando ó entregando éste al propio juez 
(art. 54.) 

85. También se encarga á los pedá- 
neos en la instrucción aue sumarien, 
aprehendan y remitan á disposición del 

obernador ó teniente de su inmediata 
ependencia los ministros de justicia que 
intenten ejecutar en sus partidos comi- 
sión general, sin presentarles el despa- 
cho del gobierno político expedido para 
ella, ó les acredite estar impartido su au- 
xilio. 

86. El bando de buen gobierno pu- 
blicado en 1843 dispone que todo el que 
viaje sin pasaporte o licencia sea detenido 
como sospechoso hasta que depure su 
procedencia y el objeto de su viaje (art. 

^7. En 15 de Marzo de 1850 publi- 
có este gobierno disposiciones aclarato- 
rias de la instrucción reglamentaria *de 
20 de Abril sobre boletas y pases; y en 
cuanto al art. 47 previno “que para evi- 
tar que la falta de licencia ó pase de 
tránsito cause innecesarias molestias á los 
que solo por igiorancia ó descuido viaja 
ren sin tales requisitos, se tetídrá enten- 
dido que no habrá lugar á la detención 
de los infractores cuando satisfagan en el 
acto la multa y sean personas conocidas 
6 que no inspiren sospecha; pero que si se 


negaren al pago ó fueren absolutamente 
desconocidas procede la detención ó una 
fianza equivalente hasta que cumplan ó 
hasta que con la mayor rapidez se iden- 
tifique é inquiera su procedencia, profe- 
siones y demas noticias que convengan, 
á fin de proveerlas de documento para 
seguir su viaje si no hubiere obstáculo. 
Guindo se complicasen con esta falta 
otros delitos ó indicios, se levantará el de- 
bido procedimiento, bien sea para juz- 
garse como vagos ó para la prosecución 
de sus causas en los términos regulares.” 

* 88. 1 En materia de arrestos hedhos por 
pedáneos dispotie la instrucción del ramo 
en su (art. 27), que pueden reducir á pri- 
sión al que entiendan haber dado motivo 
para ello; pero que una vez aprehendido 
no les es dado soltarle, aunque se desva- 
nezca el motivo que causó la prisión, si 
no se les previene por el gobierno políti- 
co ó tenencia de gobierno de que depen- 
dan.— Que tan luego como aprehendan 
algún individuo si fuere de dia y en pun- 
to donde hubiere cárcel publica, le remi 
tan á ella comunicado ó incomunicado, 
si así pudiesen exijirlo las circunstancias, 
á menos que los aprehendidos pertenez- 
can á los batallones de milicias ó al cuer- 
po de honrados bomberos, en cuyo caso, 
y en el de corresponder por otro concep- 
to al ejército de tierra ó de mar, les envia- 
rán en derechura á sus respectivos cuar- 
teles; y siendo de noche, les conducirán 
en esta capital al vivac; en sus barrios 
extramuros, al cuartelillo ó á la guardia 
de la plaza de Tacón; y en las demas po- 
blaciones grandes de la Isla, á los ptn¿os 
que haya designados al efecto — Que si la 
aprehensión se hubiere verificado en los 
partidos del campo, podrán los pedáneos 
mantener los presos en la capitanía con 
las seguridades que estimen convenien- 
tes, cuanto tiempo sea necesario para re- 
cibirles su declaración instructiva y las 
demas diligencias que 9ea conveniente 1 
practicar con ellos; pero que una vez 
evacuadas estas, deberán hacer inmediata- 
mente su remisión por cordillera en la for- 
ma que de seguida se explicará — Que 
onando la prisión se haga poT haber en- 
contrado á los individuos andando den- 
tro de poblado á deshoras de la noche, 
habrá de expresarseen el parte indispensa- 
blemente á qué hora fueron hallados; y que 
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en el caso de ser mujeres las aprehendí* de hacer la policía, se han dictado última- 
das, no se las conducirá a los parajes pú- mente prevenciones por el gobierno, de 
blicos designados para los hombres, ni que es oportuno hacer mención, 
á las capitanías, sino á sus casas, donde se 91. La real úrden de 2 de Febrero 
las dejará, tomándoles el nombre paraexi- de 1866, publicada en esta capital el 8 de 
j irles en su caso la multa y proceder á Mayo del propio año, suprimid la práoti- 
ío demas que corresponda. — Y que en el ca de cometer los jueces ordinarios la for- 
parte que dén los pedáneos de estas pri- macion de sumarias á los miembros de la 
siones y de cualesquiera otras ejecutadas policía, disponiendo que estos al tener 
pot falta de policía, expresarán no solo el noticia de algnn delito ó al averiguar en 
nombre del individuo, sino su clase, con- el ejercicio de sus funciones la existencia 
dicibn y ocupación, y la hora en qué fuó de aquel ó de algún delincuente, dén par- 
aprehendido. ' te por escrito ai juez competente para 

80. En ouanto á la remisión de los que proceda á la formación de las prime- 
presos por cordillera , que tiene lugar lie- ras diligencias y arresto del culpable, sin 
vándose el preso custodiado y entregán- perjuicio de las atribuciones que, como 
dosede un juez á otro, por todo el c&mi- hemos explicado, están conferidas á los 
no que ha de recorrer hasta llegar á su capitanes de partido por la instrucción 
destino; dispone en fin, el art . 38 de la del ramo. Y también dispone la real ór- 
instruocion de pedáneos, que ninguno de den que tan luego como se presente la 
ellos se niegue á encargarse de los presos autoridad judicial cese la policía en las 
que se les remitiesen de otros partidos; y actuaciones, y que si por alguna razón 
si lo oontrario hiciesen, sobre pagar de su no se presenta el juez, se las pasen para 
peculio particular el costo de la conduc- su continuación después de practicaoo lo 
cion, sufrirán la pena que el caso exija — indispensable para hacer constar el he- 
Que dén recibo con expresión de dia y cho que las motivó, 
hora á los portadores, para que puedan 92. También por aquella disposición 
acreditar ante los de sus respectivos dis- se privó á los jueces del derecho de en- 
tritos, haber llenado cumplidamente su cargar á los individuos del cuerpo de po- 
encargo— Que el pedáneo de quien proce- licía comisiones ó diligencias judioia- 
da la remisión, la verifique acompañan- les, pudiéndose requerir, sin embargo, su 
do con el preso un pliego para el gobier- auxilio en casos necesarios; pero entre 
no ó autoridad á quien le remita en cuyo otros de esos casos se exceptuó el de ira- 
interior venga la causa ó sumaria que tarse de hacer efectivo un auto de ar- 
hubiese formado y se exprese la filiación resto ó prisión, pues entonces los jue- 
del remitido y efmotivo de su remisión, ces pueden, requerir directamente á cual- 
y se diga en el exterior al reverso del so- quier comisario, celador, salvaguardia ú 
br¡^ si la conducción procede de causa otro agente de policía, y estos se encuen- 
criminal, de oficio ó civil entre partes, tran obligados á prestar en el caso su asis- 
autorizando esta nota oon su firma. — Que tencia, sin mas requisito que la presenta- 
remita también otro pliego para el alcai- cion del decreto judicial ó la órden verbal 
de de la cárcel á que se dirija, en cuyo del juez. 

interior se expresará la filiación del con- 93. Posteriormente se dictaron reglas 
ducido, y el delito ó motivo porque se le en el decreto del gobierno de esta Isla de 
conduce preso. — Y que si no se hubiese 24 de Agosto de 1856, formado oon obje- 
lormado sumario en razón á proceder la to de regularizar los procedimientos en 
captura y remisión del individuo de ha- las detenciones de vecinos ó transeúntes, 
bérsele encontrado si n licencia de tránsi- por falta del oportuno documento de po- 
tar ó por otro motivo que le haga sospe- licía ó por fondadas sospechas de que de- 
ehoso, se incluyan en el pliego dirigido ben ser sometidos á la acción de los tri- 
al gobierno, la declaración instructiva bunales. 

que indispensablemente ha de recibirse y 94. Conforme al art. 1. ° “el jefe de 
las citas que en ella hubiese hecho, eva- policía, comisario, capitán de partido ó 
cuadas si fuese posible. V. cordillera, celador que por sí 6 por sus respectivos 
90. En cuanto á los arrestos que pue- dependientes, detenga á cualquiera per- 


Digitized by CjOOQie 



ARRESTO. 


681 


sona por carecer del documento de poli- 
cía que corresponda, ó por tener funda- 
das sospechas de que está reclamado por 
los tribunales, es autor de algún hecho 
ilícito notorio, desertor de ejército, prófu- 
go de la cárcel ó de presidio, esclavo ó co- 
lono huido, u otra circunstancia análoga, 
extenderá una diligencia razonada del su- 
ceso y dará parte al superior respectivo, 
sin suspender la instrucción del expe- 
diente informativo.” 

95. Pudiendo los funcionarios de po- 
licía detener en todas esas circunstancias 
á las personas que estimen sospechosas, 
después de hacer constar en aquel infor- 
mativo los extremos que juzguen esen- 
ciales, según el resultado, pueden deter- 
minar bajo su responsabilidad la libertad 
del detenido, ó ponerlo á la disposición del 
superior respectivo, remitiéndole siem- 

S re las diligencias y en su caso el deteni- 
o (art. 2.) Pero el gobernador, teniente 
de gobernador, jefe ae policía ó comisa- 
rio á quien se haga la remisión de las di- 
ligencias puede confirmar ó revocar la de- 
terminación del inferior que las instruyó, 
deteniendo nuevamente al sospechoso, si 
declaran improcedente su libertad (art. 
3.) 

96. Yernos, pues, que en semejantes 
casos y en la forma referida, los pedá- 
neos después de la detención ó arresto 
pueden soltar á los arrestados, cuando 
obren gubernativamente, cuya facultad 
' les estaba vedada en todas circunstancias 
por la instrucción de pedáneos (art. 27. 

97. El mismo decreto de 31 de Agosto 
á que me voy refiriendo, dispone que si 
el objeto de las diligencias que formen los 
funcionarios de policía, es el castigo de u- 
na infracción de las reglas de la misma 
policía ií otra de las comprendidas en el 
Real decreto de 8 de Mayo que antes se 
explicó, se proceda y determine con su- 
jeción al mismo decreto. Es decir, que de- 
ben dar parte al juez competente, y tan 
luego como se presente la autoridad judi- 
cial debe cesar la policía en sus actuacio- 
nes, y si por alguna razón no se presenta 
el juez, han de pasárselas para su conti- 
nuación después de practicado lo indis- 
pensable para hacer constar el hecho que 
las motivó. Pero se advierte que en el caso 
de que las sospechas recaigan sobre de- 
serción, fuga ú otro delito cornun, ha de 
87 


remitirse el detenido con las diligencias 
al juzgado que corresponda 

98. El real decreto y el posterior de 
este gobierno presentan sin duda, alguna 
dificultad en su aplicación. Conforme ,al 
primero, los funcionarios de policía que 
“teniendo noticia de haberse cometido al- 
gún delito en sus respectivas demarcacio- 
nes, ó én el ejercicio ae sus funciones ave- 
riguaren la existencia de algún hecho cri- 
minal ó delincuente, darán inmediatamen- 
te parte por escrito al alcalde mayor ó 
juez competente, y en su caso á la autori- 
dad mas inmediata llamada por la ley á 
instruir y prevenir las primeras diligen- 
cias de la sumaria, para su presentación 
en el paraje del delito ó en aquel que con- 
viniese para su esclarecimiento, y proce- 
derán á la formación de las primeras dili- 
gencias y arresto del culpable, todo sin 
perjuicio de las atribuciones que confie- 
ran á los capitanes de partido la instruc- . 
cion de pedáneos ó cualquiera otra vigen- 
te. Tan luego como se presentase la auto- 
ridad judicial, cesarán los referidos funcio- 
narios en las actuaciones; y si por alguna 
razón de imposibilidad no concurriese a- 
(Juella, se las pasarán para su continua-' 
cion después de practicadas las indispen- 
sables para hacer constar el hecho que las 
motive.” 

99. Esta disposición tiene lugar, pues, 
para la averiguación de los delitos cuya 
existencia llegue á noticia de la policía, y 
las otras de la disposición gubernativa se 
refieren á la detención de las personas que 
la misma policía juzgue sospechosas de 
los hechos á que se contrae. Sin embargo, 
debiendo dar la policía noticia á los jue- 
ces de la consumación de todo delito y de 
la existencia de todo hecho criminal ó de- 
lincuente, para que procedan conforme á 
la real órnen; debiendo asimismo, con- 
forme á la disposición gubernativa, en el 
caso de que las sospechas recaigan sobre 
deserción, fuga ú otro delito común, remi- 
tirse al detenido con las diligencias al juz- 
gado que corresponda. ¿Cuáles son los o- 
tros sospechosos respecto de quienes los 
funcionarios de policía han de proceder 
por expediente informativo, arrestándolos 
y dándoles después la libertad cuando lo 
juzguen conveniente? 

100. El art. 1. ° del decreto del gobier- 
no de 24 de Agosto, dice en primer lu- 

1856 
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gar que se proceda de la manera referida 
cuando la policía detenga á cualquiera por 
carecer del documento de policía que cor- 
responda. En este caso, pues, conforme á 
la #eal órden y al mismo decreto del go- 
bierno, los funcionarios de policía deben 
formar expediente informativo, dando par- 
te ppr escrito tan solo á su superior cor- 
respondiente. 

101. Tratándose de los* desertores de 
ejercito y prófugos de la cárcel ó de pre- 
sidio,. los sospechosos deben remitirse por 
la policía con las diligencias formadas al 
juzgado que corresponda. También deben 
dar antes parte al juez competente para 
que proceda, pues esos son hechos crimi- 
nales comunes, y solo en el caso de que 
la autoridad haya dejado de proceder, de- 
berán, pues, concluir las diligencias y re- 
mitirle los reos. Lo mismo debe suceder 
tratándose de sospechas de cualquier otro 
delito común. 

102. Quedan, pues, los sospechosos de 
algún hecho ilícito notorio, de ser escla- 
vos ó colonos huidos, y de las otras cir- 
cunstancias análogas á que se refiere el de- 
creto del gobierno; y respecto de ellos, 
pues, con toda la amplitud que compren- 
den las sospechas, sobre consumación de 
hochos ilícitos, tienen lugar los procedi- 
mientos de la policía de que se ha hecho 
mención, sin que sea necesario dar parte 
próvio al juez competente, para que por 
su lado también actué. 

103. En la formación délas primeras 
diligencias contra los sospechosos de toda 
especie, no ha de emplear la policía mas 
de cuatro dias, sin justificar en las mismas 
la absoluta necesidad de mayor tiempo 
para hacer constar los datos esenciales; y 
si antes de los ocho dias no han podido 
completar las diligencias, al llegar ese 
plazo deben remitirse con el sospechoso 
detenido al respectivo superior inmedia- 
to. Si ese superior inmediato no fuese el 
gobernador ó teniente gobernador, hará 
llegar las diligencias hasta aquella auto- 
ridad, por ser á quien corresponde resol- 
ver lo que haya de hacerse en semejante 
caso (< art . 5). 

10i. Los gobernadores ó tenientes go- 
bernadores no pueden prolongar la de- 
tención de los sospechosos que sean obje- 
to de las diligencias mencionadas, mas 
que por e"; máximumdel tiempo de arres- 


to que según la falta sobre que recae la 
sospecha puedan imponer conforme á las 
disposiciones vijentes, y llegado aquel pla- 
zo, han de ponerles en libertad, obligán- 
doles á una .residencia fija 6 sujetándolos 
á la vijilancia de la policía hasta que re- 
caiga definitiva resolución en las expre- 
sadas diligencias. Se exceptúa el caso de 
que el objeto de estas sea el esclarecimien- 
to de la fuga, desercion f ú otro delito , en el 
cual se limitarán á pasar las diligencias 
con el detenido al juez competente para 
lo que corresponda, luego que espire a- 
quel plazo (art. 6), 

105. Para que tenga lugar la disposi- 
ción de la última parte del artículo men- 
cionado, será preciso que la autoridad ju- 
dicial no haya ocurrido á formar procedi- 
mientos, á virtud del parte que en seme- 
jantes circunstancias debe dársele, y que 
por ese defecto, tampoco los subalternos 
de policía que entendieron en la forma- 
ción de las diligencias se las hayan remi- 
tido con el culpable. 

106. Si el gobernador ó teniente go- 
bernador estiman necesario hacer salir del 
distrito al detenido ó consideran insuficien- 
te para este el máximun de la pena que 
su autoridad puede imponerle, <fobe re- 
mitir las diligencias al gobierno superior 
civil, sin proceder á mandar el detenido 
hasta que reciban órden especial al efecto, 
acordando, no obstante, la libertad y obli- 
gándoles á una residencia fija ó. sujetán- 
dolos ála vijilancia de la policía hasta que 
recaiga la resolución correspondiente 
(arls. 6 y 7). 

107. Los alcaides de las cárceles deben 
hacer constar en sus asientos la calidad 
de detenidos por diligencias gubernativas, 
respecto de todos los que se le remitan 
en virtud de las disposiciones explicadas; 
y así debe expresarlo la autoridad de quien 
proceda la órden, debiendo darse cuenta 
á la misma, autoridad cada tres dias del 
tiempo que en la fecha respectiva llevede 
custodia el detenido, uniéndose esos par- 
tes á las diligencias (art. 8). 

108. Por fin, si el objeto de las diligen- 
cias que provocasen la detención, iuere 
un hecho ú omisión de índole gubernati- 
va, y aquella se prolongase por mas tiem- 
po del que se ha determinado, el promo- 
tor fiscal de la alcaldía mayor respectiva 
debe representar al gobernador Ateniente 
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gobernador, manifestándole que con arre- 
glo á dictas disposiciones ha de suspen- 
derse el arresto. Y el Real Acuerdo, á ex- 
citación del fiscal de S. M.,debe dirigirse 
con el mismo objeto al gobernador capi- 
tán general, cuando por alguno de los ex- 
presados funcionarios no se hubiese pro- 
veído á tiempo la libertad de los deteni 
dos (art. 9). 

109. Respecto de la detención ó arresto 
de vagos, el decreto de este gobierno de 
25 de Agosto de 1856, dispone que for- 
mada por los pedáneos, comisarios y cela- 
dores la sumaria averiguación del delito 
en los términos que previene, si de su re- 
sultado no apareciese la vagancia sobre- 
sean en el procedimiento, y en caso con- 
trario, procedan al arresto del reo, remi- 
tiéndolo con las diligencias al gobernador 
ó teniente gobernador respectivo (art. 8). 
Pero que si los iil timos encontraren moti- 
vos en el expediente del sobreseimiento 
con que ha de dárseles cuenta, para pre- 
sumir la vagancia, revoquen la providen 
cia, disponiendo el arresto del encausado, 
remitiendo el proceso al alcalde mayor 
respectivo y poniendo á su disposición el 
mismo reo, para que se proceda conforme 
á derecho (art. 9). 

110. Dispone el mismo decreto que en 
caso de que las diligencias formadas lo 
fuesen contra algún soldado licenciado del 
ejército ó presidio que hubiese tenido a- 
quel carácter, y no resultase complicada 
la vagancia con alguna otra circunstancia 
criminal 6 agravante, se remita el reo al 
capitán general para que mande proce- 
der á su embarque para la Península 
(art. 11). 

111. Por circular de este gobierno de 
22 de Diciembre de 1856, en atención á 
las confabulaciones que suele haber entre 
los encausados por vagos y los testigos 
que deben deponer contra ellos, se ha dis- 
puesto que los capitanes de^ partido, co- 
misarios y celadores de policía, cuando 
tengan noticia de que en su demarcación 
existen individuos reputados como vagos, 
y á quienes la ’opinion general atribuya 
robos ú otros excesos que no hayan podi- 
do comprobarse, procedan á su arresto é 
incomunicación y de seguida á la infor- 
mación sumaria (art. l.°). Que prácti- 
cadas las diligencias consiguientes en el 
mis^ío día si fuere posible 6 en todo elsi- 
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guíente, se ponga en comunicación al de- 
tenido, y que concluida la sumaria conloa 
requisitos de que la propia circular hace 
mención, se remita con el detenido al al- 
calde mayar que corresponda para lo que 
haya lugar (arts. 2 y 4). Por fin, que el 
capitán, comisario ó celador que abusase 
de la facultad concedida para el previo 
arresto ó incomunicación deque se ha he- 
cho referencia, incurrirán en la responsa- 
bilidad que fas leyes señalan para esos ca- 
sos (art. 5). 

112. La real orden de 19 de Setiembre 
de 1856, que fija las reglas á que deben 
atenerse las autoridades administrativas 
en la instrucción de las primeras diligen- 
cias en los asuntos criminales, les faculta 
para que después de las diligencias de la 
sumaria que determina, aprehendan á la 
persona ó personas contra las cuales re^- 
sulten racionales sosj)echas de haber come- 
tido ó cooperado á la ejecución <^e los de- 
litos (art. o), disponiendo también que las 
referidas diligencias sean remitidas al al- 
calde mayor ó juez competente con el reo 
o reos aprehendidos, en el término de 24 
horas (art. 4). 

113. El decreto de este gobierno de 23 
de Julio de 1855 en su art, 4. ° dispone, 
que la prisión ó arresto preventivo que 
durante la instrucción del procesó se de* 
crete contia algún individuo de los que 
sirven en el cuerpo de voluntarios cuando 
á ella hubiere lugar, con arreglo á las le- 
yes, se sufra siempre que se trate de deli- 
to que merezca pena corporal en la cárcel 
pública, pero con separación délos demas 
presos, caso de ser eso posible; pues si se 
tratase de otras infracciones, deberá sufrir- 
se en los parajes de que habla el art. ° 
sin que ni en uno ni en otro supuesto se 
exija al reo retribución especial alguna. 
Los lugares de que habla el art. 1. ° son 
el cuartel, casa de ayuntamiento, ó punto 
que al efecto designen los gobernadores 
y tenientes gobernadores respectivos, dan- 
do cuenta al gobierno superior civil. 

114. Respecto de los militares y los que 
gozan fuero de guerra, sufren los arrestos 
y prisiones en los cuarteles y fortalezas, 
así como también los de marina en los bu- 
ques de guerra, el ponton ó en las propias 
fortalezas. En estas también por práctica 
suelen constituirse álos reosdedelincuen r 
cias políticas y á aquellos que por su po- 


Digitized by v^.ooQLe 



ARRESTO. 


684 

sicion distinguida se consideran como los que sin voluntad de su dueño se sepa- 
dignos de estar en un local no tan omi- rau ae su domicilio (cart. cit ., cap. 6, arts. 
noso como las cárceles. 1, 4 y 5). 

1 15. En consonancia con lo manifes- 120. Cambien los guardias civiles, 
tado, el decreto de este gobierno de 22 siempre que en el curso ae su servicio en- 
de Enero de 1856, dispone que, con el cuetítren algún contrabando, deben apre- 
fin de evitar retrasos y entorpecimientos henderlo, así como á sus conductores ó 
cuando se remiten á disposición del ca- dueños, y presentarlos con los carros y 
pitan general por cordillera presos por caballerías ante el intendente, adminis- 
delitos comunes, las autoridades y fun- trador ó subdelegado de rentas del puesto 
cíonarios que lo verifiquen, observen el mas inmediato, exijiendo para su seguri- 
órden siguiente: — Que si fueren paisanos dad el recibo competente, que acompaña - 
sean remitidos directamente á la real cár- rá al parte que ha de dar á su inmediato 
cel de asta ciudad; y si militares á su res- jefe (cari, cit., cap. 9, arts . 1 y 8). 

S ectivo cuartel, á menos que no se halle 121. Por fin, siempre que en el distrito 
e guarnición en esta plaza el regimiento deque estén encargados ocurriese un robo 
á que pertenezca, en cuyo caso serán con- en despoblado, lo que se tiene por prueba 
ducidos á disposición del gobernador mi* de su poco celo y actividad en el desem- 
lítar, remitiéndose al capitán general ú- peño de sus obligaciones, han de procu- 
nicamente sus condenas y demas docu- rar por cuantos medios estén á su alean - 
mentos que les conciernan. ce, descubrir y aprehender los ladrones, y 

116- Continuando con la materia de rescatar los efectos robados, para que 
arrestos por asuntos criminales, es de ad- se devuelvan á sus dueños respectivos, 
vertirse que conforme al reglamento del avisando á todos los puestos limítrofes la 
ramo, es obligación de los guardias civi- dirección que hayan tomado los agre- 
les perseguir y capturar á cualquiera que sores, para que por todas partes puedav 
cause herida ó robe á otro (cartilla de la ser perseguidos por la guardia civil (cart. 
guardia civil, cap. 17 ,art. 27). cit., 2. * parte , art. 25). 

117. Asimismo deben detener y pre- 122. Los serenos, conforme á su regla- 
sentar á la autoridad local, á todo el que mentó, están autorizados para arrestar in 
haga daño en los puentes, guardacanto- fraganti á los ladrones, los que riñen, hie- 
neá, marcos de distancia, pretiles que hay ren ó matan, fracturan puertas ó venta - 
coñ frecuencia en las carreteras ó caminos ñas, conducen cajas, fardos ó bultos, per- 
trasversales, escavaciones en los declives turban el descanso de los vecinos con gri- 
de sus costados que puedan causarles per- tos, carreras ó ruido extraordinario y se 
juicios, ó al que encuentren segando las embriagan, o con acciones ó palabras o- 
alcantarillas que sirven de vertientes á fenden la religión y la decencia pública., 
las aguas (cart. cit., cap. 2. art. 13). Lo están igualmente para arrestar á todas 

118. Igualmente han de arrestar y pre- las personas que con palabras o acciones 
sentar á la autoridad á todo el que haga se burlen de ellos, ó de cualquier modo, 
el menor daño en los árboles frutales, ya los ofendan ó insulten, desacatando la au- 
aean del Estado ó de los particulares (cart. toridad que los ha establecido. Y en se- 
cit ., cap. 5, art. 3). ~ mojantes casos deben conducir los arres- 

119. De la propia manera el guardia tados al principal, vivac o cuartel mas 
civil encargado por la ley de la aprehen- próximo, dando exacta noticia de la cau- 
sión de los delincuentes, debe considerar sá del arresto al oficial encargado del 
comprendidos en esta clase á los deserto- punto (cap. 3. ° , art. 1. ° ). 
res del ejército y á los reos prófugos, pro- 123. Aunque respecto de \vs guardas de 
curando su captura por cuantos medios campo municipales, las Ordenanzas rurales 
estén á su alcance. También debe presen- que de ellos tratan, no hacen sobre arres- 
tar á la autoridad mas inmediata al sóida- tos la especificación que hemos observa- 
do sospechoso que marche solo por los do respecto de los guardias civiles, sin 
éaminos, examinando con el mayor cui- embargo, en el art. 190 dicen que han de 
dado su licencia. Y por fin, á los negros hacer las denuncias de las faltas que les 
cimarrones, entendiéndose por estos todos están encomendadas, dentro de las 24 ho> 
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ras contadas desde la en que fueron aque- 
llas cometidas; y que las de los delitos las 
harán inmediatamente, sin mas intervalo 
que el preciso para trasladarse al pueblo 
en que resida la autoridad que de ellos 
ha. de conocer, aunque no sea mas que 
previamente, y á la cual entregarán al 
reo y los efectos aprehendidos . Esto supone, 
pues, la facultad de proceder á su arresto 
ó detención con aquel propósito. 

124. Y agregan las propias Ordenanzas 
(art. 194) que se abstendrán aquellos guar- 
das de toda intervención y procedimiento 
cuando estuviere presente ó se presenta- 
re antes de haber puesto la denuncia el 
celador ó comisario de policía, el pedáneo 
ó su teniente, el juez del partido 6 el te- 
niente gobernador; pues entonces le ente- 
rarán del hecho, si no lo ha presenciado, 
y le entregarán en su caso elreo, y la pren- 
da ó efectos aprehendidos , dando en segui- 
da al teniente gobernador, no siendo este 
el que se hubiere presentado, parte de la 
ocurrencia. 

«125. Respecto de los guardias de cam- 
po particulares jurados, las mismas orde- 
nanzas rurales dicen que respecto de cier- 
tos hechos no pueden dejar de practicar 
lo que es un deber especial de todos los 
que tienen su carácter y les hace las mis- 
mas prevenciones referidas respecto délos 
guardas de campo municipales: (arts, 210 
2/211) 

126, Conforme á las Ordenanzas milita- 
res , trat. 6, tít . 5, art, 34, toda guardia debe 
arrestar á los quimeristas y malhechores 
conocidos ó acusados; así como también 

oner preso á cualquier soldado que se 

aliase fuera de su cuartel en horas no per- 
mitidas y al que se embriaga <5 haga cosa 
mala, enviando ó reteniendo el preso se- 
guli la calidad de su delito, y dando par- 
te á la plaza con expresión. 

127. Conforme ^ las mismas ordenan- 
zas militares, el soldado que está de cen- 
tinela debe dar avisó al cabo cuando vea 
á cualquiera medir con pasos, cuerdas, 
perchas ó de otro cualquier modo mura- 
lla, foso, camino cubierto ó glásis de la 
fortificación, ó al que con papel, pluma ó 
lápiz haga apuntación ú observación con 
cualquier instrumento. Si la persona qué 
se ocupaba aquella operación se alga, 
ha de mandarle que se detenga, y si á la 
tercera voz de su mando no obedeciese 
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debe hacerle fuego, practicando lo mismo 
con los que reconociesen la artillería ó mi- 
nas, escalasen la muralla ó hiciesen da fio 
en la estacada. 

. 128. También debe llamar la guardia 
p&ra que arreste al que preguntado por él 
quién vive? contestare, mal o dejase de res- 
ponder, si repitiendo tres veces después 
el quién vive, se obstinare aquel en no dar 
la respuesta según corresponde. 

129. Enlos juicios ejecutivos, el deudor 
ejecutado que no presta fianza de sanea- 
miento debe ser arrestado, según se ex- 
plicará al tratar de la sustanciaron de 
esos procedimientos. En cuanto á los ar- 
restos que tienen lugar contra los deudo- 
res perseguidos eu juicio verbal, propia- 
mente deben estimarse como una pena 
por su falta, y por lo mismo, de ellos se 
tratará en el capítulo siguiente. 

130. En la cartilla para la instrucción 
de la guardia civil, cap. 10, art. 2, se dis- 
oné que todo preso que entre en poder 
el guardia civil debe considerarse ase- 
gurado suficientemente y que será condu- 
cido sin falta al destino que las leyes le 
hayau dado, así como ellos mismos debe- 
rán creerse libres de insultos de cualquie- 
ra persona, sea de la clase que fuere, y de 
las tropelías que á veces suelen cometer- 
se con ellos. Y que el guardia civil, ijue 
es el primer agente de la justicia, antes 
que tolerar que aquellos tengan lugar, de- ' 
be perecer sin permitir jamas que perso- 
na alguna los insulte antes ni después de 
sufrir por la ley el castigo de sus faltas. 

131. Disponen asimismo los arts, 3 y, 

4 del capítulo citado,, que no entren ep 
ninguna especie de conversación con loa 
presos que conduzcan, ni les toleren mo- 
tivo de confianza ja\gunajy;qu^si tuvie- 
sen que pasar por bosques, barrancos y 
terrenos fogosos, redo, bien }a yijilan # qia v g 
los áten si fuese menester, para evitar la 
fuga que frecuentemente intentan al abri- 
go de sitios de esta naturaleza. 

132. Por los arts. 6, 7 y 8 del mismo 
capítulo se les previene que por ningún 
motivo coman ni beban nunca con los pre- 
sos que conduzcan, ni compren por su en- 
cargo cosa alguna. Que en los pueblos 
donde hayan de pernoctar entreguen el 
preso ó presos que conduzcan á la auto- ‘ 
ridad, recojiendo el correspondiente re- 1 
cibo, y al siguiente dia devuelvan es- 
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te documento al entregarse de ellos, lo 
cual verifiquen en el momento que han 
de emprender la marcha. Y que cuando 
el preso llegue á su destino, hagan la en- 
trega de él, exijiendo también recibo. 

168. Por xíltimo, les está prevenido en 
el art. 25, cap. l.° de la «artilla citada que 
por ningún caso allanen la casa de nin- 
gún particular sin su prévio permiso, y 
que si no lo diese para reconocerla, man- 
teniendo la debida vigilancia a su puerta, 
ventanas y tejados por donde pueda esca- 
parse la persona que persiguiesen, envien 
á pedir á la autoridad su beneplácito pa- 
ra verificarlo. 

134. Como se habrá observado por las 
disposiciones anteriores, no las tenemos 
en esta Isla generales y oportunas para 
impedir las arbitrariedades que puedan 
cometerse en los arrestos por los emplea- 
dos de justicia, ni tampoco penas deter- 
minadas y acomodables á los abusos' que 

uedan ofrecerse en la materia. Si, como 
emos visto también, no sucede así en la 
Península á virtud de la ley provisional 
dictada para la aplicación de su código 
penal, también este determina las penas 
que se pueden interponer por los abusos 
que en la materia se cometan por aquellos 
empleados de justicia, según se explica 
en el artículo Abuso de estos Anales, 
capítulo I. 

135. No hay inconveniente para que 
todas aquellas disposiciones se hagan ex- 
tensivas á esta Isla; con las excepciones 
que las especiales de ella admiten respec- 
to de las aprehensiones de los 'esclavos y 
oolonos, y aun de la gente de color, por 
las particulares circunstancias que respec- 
to ae ellos obran. 

CAPITULO III. 

De los arrestos que tienen lugar por 
Via de pena. 

136. Díjose en el capítulo anterior que 
como penas podian considerarse los ar- 
restos que tienen lugar en los juicios ver- 
bales dirigidos contra los deudores, por lo 
cual se reservó tratar de ellos en este ca- 
pítulo, y con efecto, no pueden conside- 
rarse bajo otro aspecto que como una pe- 
na impuesta por el hecho de faltarse al 
pago de la suma que se reclama, si ya no 


como una medida apremiante para con- 
seguir el mismo abono. 

137. El auto acordado de 8 de Agosto 
de 1839, según se advierte en el mismo, 
no dejó de tomar en consideración que 
hay muchos hombres desmoralizados y 
fallidos que se burlan de sus acreedores, 
rehusando cotí descaro pagar sus créditos 
y que se hace forzoso por lo tanto apre • 
miarles á ello. Estimó asimismo que si 
bien la sociedad debe á los acreedores to- 
das las garantías, recursos y medios que 
de cualquier modo puedan asegurar sus 
cobranzas, también deben consultarse las 
reglas de justicia y humanidad para que 
por deudas de corta importancia no se 
impongan dilatadas prisiones, y en con- 
secuencia dispuso que estas no pudieran 
exceder de doce dias, cuidando siempre 
los jueces de no reducir á priskufpor es- 
ta clase de deudas, á los que están excep- 
tuados por la ley, aun en los juicios escri- 
tos, cuando ño presten la fianza de sanea- 
miento. 

138. No debe extenderse á esa clase de 
arrestados la prevención contenida en fel 
otro auto acordado de 12 de Agosto de 
1847. circulado en 11 de Diciembre del 
misino, que dispone que los acreedores 
satisfagan las dietas que devengue la per- 
manencia en la cárcel de los deudores, 
porque limita la prevención á los juicios 
que se siguen por escrito, según lo expre- 
sa de la manera mas terminante. Con se- 
mejante advertencia, pues, ocupémosnos 
del arresto por via de pena en la materia 
criminal. 

139. Sobré las penas de arresto que 
pueden interponer las autoridades guber- 
nativas en esta Isla, se dieron reglas por 
el gobierno superior de la misma en 21 
de Diciembre de 1854, las cuales rigietyn 
interinamente mientras se consultaron á 
S. M. Modificadas fueron por el real de- 
creto de 28 de Febrero de 1856, y con ar- 
reglo á este, que eselque rije, daremos las 
explicaciones oportunas en la materia 

140. Conforme al real decreto, pues, 
las autoridades y funcionarios encargados 
del gobierno y policía en la Isla, pueden 
imponer las multas y penas de arresto ó 
prisión para cuya aplicación les- faculten 
respectivamente las leyes, decretos y re- 
glamentos administrativos, bando de go- 
bernación y ordenanzas de policía urha- 


Digitized by UjOOQLe 



ARRESTO. 


687 


na y rural que rijan como vijentes, siem- 
pre que estén aprobadas por el gobierno 
supremo, debiendo en caso contrario ate- 
nerse en cuanto á la cuota de las prime- 
ras y duración de los segundos, á lo que 
en el mismo real decreto se dispone por 
punto general en la materia ( art. 1. ° ) 

141. Tratándose de faltas ó infraccio- 
nes no previstas en aquellas disposiciones 
citadas, y siendo su represión propia de 
la esfera gubernativa, solamente pueden 
imponer las correcciones de que se ha he- 
cho referencia, el gobernador capitán ge- 
neral, el gobernador del departamento o- 
riental / los demas gobernadores y tenien- 
tes gobernadores. En cuanto á los demas 
funcionarios y agentes de la esfera guber- 
nativa, deben limitarse en semejantes ca- 
sos á poner el hecho en conocimiento de 
aquellos gobernadores y tenientes gober- 
nadores, para que dicten la resolución o- 
portuna ( art . 2). 

142. El gobernador capitán general no 
puede imponer en la forma expresada, 
pena de arresto ó prisión, cuya duración 
exceda de dos meses, el gobernador del 
departamento oriental hasta 45 dias, los 
demas gobernadores por el tiempo de un 
mes, y los tenientes gobernadores no mas 
que hasta 15 dias ( arL 3)* 

143. En esos mismos casos en que las 
correcciones citadas no se apliquen por 
infracciones álos reglamentos, bandos lí 
otras disposiciones de policía, debe pre- 
ceder á su exacción la formación de un 
expediente en que se hagan constar los 
motivos que hubiesen dado origen á la 
medida (art* 4). 

144. Respecto de los recursos de los 
penados contra semejantes resoluciones el 
real decreto establece que las providencias 
sobre el particular dictadas por el golfcr- 
nador capitán general y gobernador del 
departamento oriental sean reclamables 
ante el primero. Las que dictaren los go- 
bernadores y tenientes gobernadores ante 
una ú otra de las dos autoridades, según 
correspondan al departamento occidental 
ú oriental. Después de la resolución de los 
superiores, los interesados tienen el dere- 
cho de apelación para la Audiencia, en 
los casos, modos y forma que están pres- 
critos por las leyes ( arL 5). Y se advierte 
que entablada la reclamación con motivo 
ae arresto 6 prisión, han de suspenderse 


los efectos de la providencia dictada, siem- 
pre que el interesado haya hecho uso del 
derecho oportuno que para ello le corres- 
ponde (art. 6). 

145. El modo de interponerse aquellos 
recursos es el siguiente: El plazo para ha- 
cerlo es el de cinco dias contados desde 
aquel en que se hizo saber la providencia 
al penado. El recurso, debe dirij irse al su- 
perior correspondiente y presentarse an- 
te la autoridad que impuso el arresto. Es- 
ta debe remitir la instancia con el expe- 
diente formado á la superioridad en el tér- 
mino de tercero dia, y si esto no fuere po- 
sible por residir la ultima en punto dis- 
tinto y no permitirlo el estado de las co- 
municaciones, por el primer correo. La 
autoridad superior debe resolver dentro 
de los ocho dias siguientes ai recibo del 
expediente con devolución del mismo y 
la resolución para que se proceda á su 
cumplimiento. Y dentro de los mismos 
ocho dias debe el gobernador capitán ge 
neral resolver sobre el recurso que se in- 
terponga respecto del arresto que en los 
casos mencionados hubiese impuesto el 
mismo (art. 7). 

146. Contra las decisiones finales que 
sobre dichas quejas recaigan, no cabe ul- 
terior reclamación en la esfera gubernati- 
va, pero podrán intentarse- los recursos 
extraordinarios que permitan las leyes 
(art. 8). Semejantes recursos se reducen 
á la apelación de que habla el art. 5 del 
mismo real decreto; pues la real cédula 
de 30 de Enero de 1855 dispone que ago 
tada la via gubernativa tenga entrada a- 
quella judicial. Por lo mismo, hay lugar 
á la apelación para la Audiencia ae la re 
solución que sobre el arresto en los casos 
explicados diere el gobernador oapitan 
general, y asimismo de la que diese el 
gobernaaor del departamento oriental, 
cuando haya conocido "del asunto por re- 
curso contra la resolución de los tenientes 
gobernadores, y después de haberse ocur- 
rido también al gobernador superior civil. 

147. También el real decreto ha pre- 
visto el caso de que la autoridad de cuya 
providencia se interponga la reclamación, 
niegue ó dilate darle curso, y por seme- 
jante falta incurre la misma autoridad en 
una multa cuyo importe ha de fijarse por 
el gobernador general, después de oir á 
la Audiencia cuando se trata de arresto, 
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y sin perjuicio de la responsabilidad á que 
en cada caso pueda haber lugar, y que se 
hará efectiva según las leyes. Respecto de 
las decisiones dehgobernador general so- 
lo caben los recursos que las mismas le- 
yes establecen, y son la apelación para la 
Audiencia que ya se ha referido ( art . 9.). 

148. El condenado al pago de multa 
que resulta insolvente, ha de sufrir tam- 
bién la pena de arresto, pero sin que esta 
pueda pasar de dos meses si la multa ha 
sido impuesta por el gobernador capitán 
general, de 45 dias cuando fuere por el 
gobernador del departamento oriental, y 
de un mes por los demás gobernadores y 
de 15 dias si lo han impuesto Jos tenien- 
tes gobernadores (art. 10). 

149. Las autoridades y funcionarios re- 
feridos, deben llevar un libro foliado y 
rubricado en todas sus fojas, en el cual re- 
gistren por órden numérico las pioviden- 
cias de multas 6 arrestos que dictaren, cu- 
yos libros han de firmar los mismos (art. 
12). Y el que omitiere llevar semejante 
registro, incurre en la multa que también 
fije el gobernador capitán general des- 
pués de oir á la Audiencia, si se trata de 
arresto, sin perjuicio de las demas respon- 
sabilidades, según las leyes (art8. 9 y 11). 

150. Es evidente que si la autoridad 
contra quien se interpone reclamación nie- 
ga 6 dilata su curso dentro del plazo legal, 
el interesado puede ocurrir al gobernador 
capitán general ó al gobernador del de- 
partamento oriental, según deban cono- 
cer como superiores del asunto, aquejan- 
do aquella falta. En el caso de que el go- 
bernador del departaménto oriental ad- 
vierta que su inferior con efecto ha incur- 
rido en la falta mencionada, á la vez de 
resolver sobre la multa deberá dar cuenta 
con las diligencias al gobernador capitán 
general, para que oyendo á la ‘Audiencia 
tenga lugar la imposición de la pena á la 
autoridad subalterna. 

*151. De toda providencia de arresto 
debe darse al interesado una copia firma- 
da perla autoridad ó funcionario que la 
haya dictado, en la cual se exprese el nú- 
mero y fólio del libro en que está regis- 
trada (art. 18). Si, pues, no se diese, tam- 
bién es consiguiente que el interesado pue- 
da acudir aquejándola falta ante el go- 
bernador capitán general ó gobernador 
de! departamento oriental, según los casos, 


S ara que también se enmiende y corrija 
el modo que aquellos estimen conve- 
niente. 

152. El arresto tiene también lugar por 
sustitución de las multas que se imponen. 
Por lo mismo, el condenado al pago de u- 
na multa, que apareciese insolvente, debe 
sufrir la pena de arresto que se compute 
á razón de un dia por cada peso que deje 
de pagar, no pudiendo exceder el arresto 
en la materia explicada de los plazos dé 
dos* meses, 45 dias, un mes y 15 dias de 
ue -se ha hecho mención. La sustitución 
el peso por dia estaba terminantemente 
dispuesta en la disposición de este gobier- 
no (art. 11); pero no se incluyó en la refor- 
ma hecha por S. M. en el real decreto que 
nos ha ocupado. Sin embargo, ha sido y 
continúa siendo práctica constante aquella 
sustitución de las cantidades de la multa 
á razón del peso por dia. 

153; Impuestas las'multas, corresponde 
que se hagan efectivas, requiriéndose de 
pago al multado, y caso de no verificar el 
abono, corresponde que se lleve á efecto 
la cobranza por la via de apremio; y sien- 
do esta ineficaz, tiene entonces cabida el 
arresto. Puede suceder también que con- 
siguiéndose el pago de parte de la multa, 
por prestación voluntaria de 1 multado ó 

Í )or los trámites del apremio, quede inso- 
uta una parte de aquella, y entonces cor- 
responde que se sustituya con los dias de 
arresto equivalente á razón de un dia por 
cada peso de los restantes. 

154. Por consecuencia, la disposición 
gubernativa de 20 de Febrero de 1856, 
que establece reglas para el aplazamiento 
del pago de multas que pueden conceder 
las autoridades, previene en su art. 7 que 
si después de espirar el plazo concedido, 
ó estjg y la próroga si la última se hubie- 
se otorgado, no verificase el multado la 
paga, procederán los tribunales y juzga- 
dos á hacer uso de los medios de compul- 
sión y apremio que las leyes ponen en sus 
manos, sin admitir dilación ni excusa. 
Esos medios son, pues, la cobranza por los 
trámites legales, y el arresto cuando el o- 
tro partido resulte ineficaz. 

165. Semejante computación del arres- 
to á un dia por cada peso, no debe tener 
lugar, sin embargo, tratándose de las penas 
que pueden imponer las autoridades gu- 
bernativas cuando no las determinan las 
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leyes y reglamentos. Tienen aquellas mul- 
tas fijada su importancia, así como la del 
tiempo del arresto que las sustituye, y 
en caso de división, ha de guardarse una 
regla proporcional entre ellos. Por ejem- 
plo, pudiendo imponer el gobernador ca- 
pitán general hasta 300 pesos de multa y 
60 dias de arresto, á cada dia tocan 6 pe- 
sos, y de esta manera deben computarse 
los del arresto, para el caso de que no se 
consiga el abono de parte de la multa. 

156. Como se ha dicho en los demas ca- 
sos, por practicase computa el tiempo del 
arresto á razón de un peso por dia. Sin 
embargo, el bando de buen gobierno pu- 
blicado en 1842, dispone que se sufran dos 
dias de prisión por cada peso que impor- 
ten las multas que impone, y que si el 
multado fuese de color sea destinado á los 
trabajos de las calles y paseos. Que si los 
infractores fuesen hijos de familia ó escla- 
vos paguen sus padres, si tienen bienes, la 
multa en que hayan incurrido, y que care- 
ciendo de ellos sufran la de trabajos los es- 
clavos y los hijos de familia la de prisión 
d corrección que el gobierno estime según 
las circunstancias del infractor ( art . 26). 

157. El reglamento de esclavos previe- 
ne que las multas que dispone sean susti- 
tuidas no pudiéndose satisfacer, con un dia 
do cárcel por cada peso: (art. 45). Esto es, 
pues, lo vigente, y también debe enten- 
diese que lo está la sustitución de que ha- 
bla el bando en Su art. 261 respecto de la 
gente de color é hijos de familia. 

158. Respecto de las imposiciones de 
aquellas multas por las autoridades que 
pueden imponerlas y recursos que tie- 
nen cabida respecto do su imposición, véa- 
se MULTAS. 

159. Sobre la sustitución del arresto por 
la multa, la circular de la Audiencia Pre- 
torial de 11 de Agosto de 1854, en aten- 
ción á ser bastante frecuente el abuso in- 
troducido en muchas causas en que se irp- 
ponia la pena de multa y en defecto de 
pago un tiempo señalado de prisión, de 
optar desde luego los reos por el ultimo 
extremo, y considerándose que este mal 
tenia lugar con especialidad en los juegos 
prohibidos, mediante la equivocada apli- 
cación que se daba comunmente á la prag- 
mática de la materia, reduciéndose los reos 
á prisión *si en el acto no satisfacíanlas 
penas pecuniarias, dispone: Que en toda 
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clase de causas en que se imponga .pena 
pecuniaria y en defecto de pago larprision, 
se haga ante todas cosas excusión en los 
bienes del multado en forma legal y que 
la prisión no tenga lugar hasta que resul- 
te impracticable la solución por ser este el 
orden en que se imponen y deben cum- 
plirse aquellas penas. 

160. Para que de otro modo se proce- 
diese así en los casos á que se refiere el 
auto acordado, ó cuando tiene lugar la 
imposición de multas gubernativamente, 
seria preciso que al . imponerse la multa 
se advirtiese que no presentando desde 
luego el penado su importancia en el pa- 
pel en que deben satisfacerse, se llevara á 
efecto la alternativa de su arresto. 

161. Los tribunales superiores, en uso 
de las facultades que le3 están concedidas, 
al disponer algunas penas de prisión, sue- 
len también mandar la alternativa de que 
se rediman por cantidades equivalentes 
que igualmente determinan por via de 
multa. En semejantes cítsos ha de proce- 
derse desde, luego al arresto como pena 
principal, y para libertarse de ella el reo 
debe aprontar la cantidad que la susti- 
tuye. 

. 162. Los mismos tribunales superiores 
asi como los inferiores suelen imponer en 
los procedimientos, multas de alguna en- 
tidad, y en defecto de su pago el arresto 
correspondiente. Este arresto suele gra- 
duarse á razón de un mes por cada 25 pe- 
sos que dejen de satisfacer los condenados 
á la multa. La misma graduación hace re- 
gularmente la Audiencia cuando impone 
en uso de sus facultades peculiares la pena 
de prisión redimible con multa. 

163. Antes de concluir con esta mate- 
ria de la sustitución de las multas por ar- 
resto, en la cual la anarquía que se obser- 
va demuestra la necesidad de una medi- 
da que armonice disposiciones tan dife- 
rentes como injustificadas para un solo 
objeto, debemos hacer mención de otras 
dos que corroboran esa necesidad. 

164. A los que sin título legal ejercie- 
ren algún acto de la ciencia de curar, se 
les impone un mes de prisión por cada 
100 pesos de multa que dejen de satisfa- 
cer (art. 15 del reglamento de medicina de 
1844.). 

165. Según el bando de 16 de J unió de 
1858, se imponen las penas siguientes á 

1856 


Digitized by UjOOQle 



690 


ARRESTO. 


los que por insolvencia no puedan pagar 
las multa^que indica: — «Al dueño ó en- 
cargado de una finca que no dé el toque f 
de somaten en el acto de verificarse algún 
robo ó asesinato, la multa de 50 á 200 
pesos, y por insolvencia 15 dias á 2 me- 
ses de prisión ( art . 15). 

166. Al que oido el toque no lo repi- 
tiere, 25 pesos ó 10 dias >de prisión; y si 

( >ara ello fuese requerido y no lo hiciese,’ 
a multa será de 50 á 200 pesos, y la pri- 
sión de 15 dias á 2 meses: ( art . 15). Los 
encargados de las fincas ó dueños de es- 
tablecimientos que no envien al somaten 
los empleados, operarios 6 dependientes, 
la multa de 50 á 200 pesos. A los vecinos ! 
que correspondiéndoles acudir no acudie- 
sen, de 10 á 50 pesos. En ambos casos se 
imponen en equivalencia los dias de pri- 
sión que se señalen, no excediendo de 2 
meses ( art. 16). 

167. Al dueño, encargado de finca, ó 
que siendo cabeza de’ casa ó posesión ru- 
ral que admita en ella una persona desco- 
nocida sin dar parte, si resultase ser un 
criminal, se impone la multa de 25 á 100 
pesos ó una multa de 15 dias á un mes 
{art. 19). 

168. Al dueño de posada, bodega, tien- 
da y demas establecimientos análogos se 
impone en igual caso 15 dias á 2 meses 
de cárcel o una multa de 50 á 200 pesos 
(art. 20). 

169. En los artículos 17 y 18 se impo- 
nen multas de 25 á 300 pesos sin desig- 
narles la equivalente prisión. 

170. Reasumiendo tan divergentes dis- 
posiciones, encontramos graduada la sus : 
titucion de la.multacon arresto á razón de 
1 peso por cada día, 2 pesos por 1 dia, 25 
pesos por 10 dias, 25 pesos por 15 dias, 
25 pesos por 1 mes, y 100 pesos por igual 
pla^o. 

171. Las diligencias criminales en los 
casos en que no debe recaer pena mayor 
que 30 dias de arresto se reducen á juicio 
verbal, poniéndolo en conocimiento de la 
Audiencia, según se dispone en el art. 83 
de la real cédula de 30 de Enero de 1855, 
para lo cual se han dictado reglas en el 
auto acordado de 16 de Abril de 55, se- 
gún se explicará al tratarse de los juicios 
verbales. 

172. Los patronos, conforme al regla- 
mento formado para la instrucción y ré- 


gimen de los colonos, ejercen sobre estos 
una jurisdicción disciplinaria, y entre las 
correcciones que á virtud de aquella pue- 
den imponerles, es la primera el arresto 
de 1 á 10 dias con pérdida del salario por 
el mismo tiempo ó sin ella {art. 56). 

• 173. Siempre que el patrono imponga 
al colono esa corrección ó cualquiera do 
los otros castigos para que está facultado 
debe dar parte dentro de las 24 horas si- 
guientes al protector respectivo {art. 57). 
El gobernador capitán general de esta 
Isla es el protector nato de los colonos, y 
ejercen este cargo en los distritos por me- 
dio de sus delegados los gobernadores o 
tenientes gobernadores respectivos, quie- 
nes á su vez han de ser auxiliados en a- 
quel, y sin necesidad de delegación pre- 
via, por los capitanes de partido {art. 16). 
Síguese, pues, de aquí que, á aquellas au- 
toridades respectivamente debe darse el 
parte oportuno en los casos de arresto dis- 
puestos por los patronos de queso ha he- 
cho mención. 

174. El objeto del parte es el de qpc el 
p r otector se entere por sí mismo, si lo 
creyere conveniente, de la falta cometida 
y reforme la sentencia del patrono, si le 
pareciese injusta. Y el patrono que omite 
dar aquel parte en el termino prefijado, 
debe ser corregido gubernativamente con 
multa desde 25 á 100 pesos {art. 57). 

175. Los delegados del patrono en T a 
finca ó establecimiento en que trabajaren 
los colonos, pueden ejercer también la ju- 
risdicción disciplinar, pero bajo la res- 
ponsabilidad pecuniaria del fnisino patro- 
no y sin perjuicio de la penal en que a- 
quellos puedan incurrir {art. 60). 

176. Por fin, las faltas que se pueden 
castigar disciplinarmente sonr Primera, 
las de subordinación á los mismos patro- 
nos ó jefes de los establecimientos indus- 
triales o á cualquier otro delegado del 
patrono. Segunda, la resistencia al traba- 
jo ó la falta de puntualidad en el desem- 
peño de las tareas encomendadas al colo- 
no. Teroera, las injurias que no produz 
can lesiones que obliguen al ofendido á 
suspender el trabajo. Cuarta, la fuga. 
Quinta, la embriaguez. Sexta, la infrac- 
ción de las reglas de disciplina estableci- 
das por el patrono. Sétima, cualquiera o- 
fensa á las buenas costumbres, siempre que 
no constituya delito de los que no pueden 
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peí seguirse sino á instancia departe, d que! 
constituyendo delito de esta especie no se ! 
querelle de el la parte ofendida. Y octa- 
va, cualquier otro hecho ejecutado con 
malicia y del que se infiera á un tercero 
agravio ó perjuicio, y no constituya, sin 
embargo, delito de los que pueden perse- 
guirse de oficio con arreglo, á. las leyes 
(i art . 61). 

177. Cuando el arresto mencionado no 
es bastante para evitar las reincidencias 
del colono en las mismas ó distintas fal- 
tas, ha de acudir el patrono al protector, 
quien determinará si el hecho constituye 
delito, según las leyes, que el culpable sea 
castigado con arreglo aellas, y en el caso 
opuesto, fa agravación dol mismo arresto 
(art. 64). 

178. El reglamento no determina la 
manera en que debe tener lugar el arres- 
to mencionado; pero atendido su objeto, 
los medios de que un particular puede 
disponer para llevar á efecto semejante 
pena, y lo que también tiene lugar en 
nuestras costumbres, es consiguiente que 
aquel arresto se verifique bien en una 
pieza cerrada que sedestine al efecto, bien 
en cepo de pié para conseguir la seguri- 
dad del colono, ó bien por medio de un 
grillete ú otra prisión equivalente, pues 
no en todas partes podría disponerse, de 
una pieza á proposito para el efecto, ni 
hay obligación de conservar cepo para lle- 
nar semejante objeto. 

179. En cuanto á I 03 esclavos, se halla 
dispuesto en el reglamento del ramo que 
están obligados á obedecer como padres 
de familia á sus dueños, mayorales y 
demas superiores, y á desempeñar las ta- 
reas y trabajos que se les señalen, de tal 
manera que el que falte á alguna de estas 
obligaciones, podrá y deberá ser castiga- 
do coi rece ionalmente por el que haga de 
jefe en la finca, según la calidad del defec- 
to o exceso, con prisión, grillos, cadena, 
maza ó cepo, donde se le pondrá por los 
piés, y nunca de cabeza, ó con azotes que 
no podrán pasar del numero de 25 (art. 
4i). 

180. En el cuerpo de carabineros, se 
gun su instrucción para el servicio del 
resguardo, es una de las penas aplicables 
para la corrección de omisiones ó faltas 
leves, el arresto en la casa del culpable, ó 
en el cuarto d<> retención que debe haber 
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| en cada comandancia, cuyo arresto no 
! puede ser por menos tiempo de cuatro 
¡ dias ni exceder de ocho, yendo acompaña- 
do siempre de la pérdida del medio suel- 
do (art. 186. 

181. También es aplicable á las faltas 
raves, la pena de arresto por mas de 15 
ias, sin que pueda exceder de mas de 2 

meses: (art. 189). Y por fin, se castigan 
también los delitos, con la prisión del cul- 
pable en una fortaleza ó castillo por 6 me- 
ses lo menos y un año lo mas; y con la de 
prisión por un año en castillo 6 fortaleza, 
ocupándoseles durante este tiempo en los 
oficios mas humildes y mecánicos, siendo 
después expulsados de la Isla por 2 años 
(art. 192). 

182. Conforme al reglamento de sere- 
nos, el de esa clase en cuya demarcación 
se robe, hiera 6 mate alguna persona en 
la calle, se escale una casa ó sea robada 
con fractura de puertas o ventanas, ó rom- 
piendo paredes, ó -abriendo las puertas 
con cualquier instrumento, ademas de per- 
der el destino debe sufrir en la cárcel un 
arresto de 2 meses, á no justificar de un 
modo indudable que remueva toda sospe- 
cha, que le fué imposible advertirlo y lle- 
nar los deberes que le están señalados en 
el reglamento, y que no tuvo en el crimen 
perpetrado complicidad alguna maliciosa 
directa ni indirectamente (cap. 4, art . 3).' 

183. Cuando se impone á algún indi- 
viduo de los cuerpos de voluntarios de 
esta Isla el arresto como pena por cual- 
cualquiera de las infracciones comunes, 
que, según el reglamento de 21 de Febre- 
ro de 1853 son objeto de juicio verbal de- 
be sufrir aquella corrección en el cuar- 
tel, casa de ayuntamiento ó punto que al 
efecto designaren los gobernadores y te- 
nientes gobernadores respectivos, dándose 
cuenta al gobierno superior civil, según 
se dispone en el decreto de este gobierno 
de 23 de Julio de 1855 (art. 1. ° ) 

184. Conforme al art. 2, si la pena im- 
puesta al voluntario hubiese sido aplica- 
da por alguno de los delitos que son ob- 
jeto de juicio escrito, pero que no están 
castigados por las leyes con pena corpo- 
ral, considerándose como tales con arre- 
glo al auto acordado de 24 de Febrero 
de 1840, ademas de otras de mayor gra- 
vedad las de prisión ó reclusión por mas 
de seis meses, deberán sufrirla en las cár 
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celes ó establecimientos ordinarios desti- 
nados para cumplir esta clase de conde 
nas ; pero en departamento separado de 
los demas penados, siempre que esto fue- 
se posible. 

185. Por fin, y según el art. 3. ° , en el 
caso de que el delito sea de los que se cas- 
tigan con pena corporal, el voluntario de- 
be cumplir la condena sin distinción ni 
separación alguna de todos los de mas pe- 
nados por hechos de esta clase. 

186. Fuera de loá arrestos explicados, 
los voluntarios deben también sufrir sin 
duda los arrestos correccionales que gene- 
ralmente se imponen en la milicia por 
razón de lo qué exije la disciplina. 

187. Los bomberos conforme á su re- 
glamento, cuando incurren en faltas de 
respeto contra sus superiores en actos de 
servicio, no acuden ó se dilatan en con- 
currir á él en los casos en que les corres- 
ponde, ó de cualquier otro modo dejan de 
cumplir con sus obligaciones ó con las re- 
glas de la disciplina militar, pueden ser 
amonestados ó castigados con arresto ó 
prisión, según la gravedad del caso (cap. 
4, art. 3). 

188. En los casos en que hayan de su- 
frir el arresto por faltas leves, ha de man- 
dárseles ir á sus casas ó al sitio destinado 
al efecto, bajo su palabra; pero si el deli- 
to porque se destinase la prisión fuese de 
gravedad, hade conducírseles á ella custo- 
diados decorosamente. Al jefe que mande 
es al que corresponde la imposición de las 
penas correccionales si en el acto mismo 
debieren ser impuestas, y?i hubieren de ser- 
lo posteriormonte, toca imponerlas al co - 
mandanteprincipal, quien enlos doscasos 
debe dar parte inmediatamente por escri- 
to al subinspector, y de la corrección de- 
terminada ( cap. cit. f arts. 4 y 5). 

189. Respecto de los guardias civiles, 
también se establece entre otras penas pa- 
racastigar las faltas de disciplina como en 
las demas clases de tropa, el arresto en 
cuartel 6 calabozo, según el reglamento 
militar del ramo (cap. 1. ° , art. 3). 

190. En consecuencia los capitanes 
pueden arrestar en sus casas á los subal- 
ternos de sus compañías, y si el caso lo 
mereciese, en las casas capitulares del pue- 
blo en que se encuentren (cap. cit. art. 7). 
Y también los jefes tienen sobre los ofi- 
ciales y tropa de su tercio, todas las fa- 


cultades que las reales ordenanzas seña- 
lan á las de su clase en el ejército (cap. 
cit. art. 8). 

191. De conformidad, pues, con las pro- 
pias ordenanzas militares, siempre que 
para satisfacer algún empeño voluntario 
del soldado, se le arrestase y púsiese a 
medio sueldo por ser insuficiente la musi- 
ta para pagarlo, no podrá exceder de dos 
meses el tiempo de su prisión, y si en ellos 
no hubiere satisfecho, se le pondrá en li- 
bertad, y se le retendrán solamente los 3 
cuartos sobrantes de su rancho, para con 
ellos y su masita pagar el resto de la deu- 
da (Obligaciones del soldado , art. 12). 

192. igualmente como á ningún otro 
soldado, no ha de mantenérsele preso por 
mas tiempo de dos meses, á excepción de 
los casos de deserción; y durante el tiem- 
po de su arresto, y siempre que su delito 
no sea capital, ha de obligársele á hacer 
diariamente una hora de ejercicio en la 
misma plaza del cuartel, para que su sa- 
lud no descaezca ni le olvide (art. 13). 

193. También tiene lugar el arresto en 
la milicia para castigo de las faltas de dis- 
ciplina que en ella se cometan. Corres- 
ponde la facultad de arrestar á los supe- 
riores respecto de los inferiores, y aunque 
su duración no tiena límite fijado por la 
ordenanza debe ser de corta duración al 
prudente arbitrio del que lo impone. Si 
el penado es de tropa, guarda el arresto 
en la compañía ó guarcíiajde prevención, 
y siendo de la clase de oficiales en la guar- 
dia de prevención o en su alojamiento. 

194. Por orden del capitán general de 
esta Isla de 19 de Diciembre de 1856, y 
oido el dictámen del auditor de guerra 
está prevenido: 1. ° ; que todo oficial á 
quien se hagan tres reclamaciones por 
cantidades que haya ofrecido pagar y no 
lo hubiese verificado en los términos en 
que se comprometió á hacerlo, pasará ar- 
restado á un castillo hasta satisfacer el to- 
tal, para lo cual sufrirá el descuento de 
dos tercios de su sueldo. — 2. ° ; que todo 
subalterno que tuviese una deuda de 100 
pesos ó mas, si se le hiciese nueva recla- 
mación de otra cantidad, sufrirá igual cas- 
tigo, y que lo mismo se verifique con los 
capitanes * si la tuvieren de ^200 pesos. — 
Y 3.°, que la misma corrección sufra el 
oficial á quien se le reclame una deuda 
poco decorosa, sea cualquiera la cantidad 
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á que ascienda; pero que si por corta pue 
de satisfacerla en el primer mes, sufra 
siempre dos meses de arresto. 

195. Al dictarse esta disposición, para 
su mejor cumplimiento se 'previno que 
los habilitados la hiciesen saber á todos 
los que llegando de la Península tuviesen 
ingreso en los cuerpos, y que con los do- 
cumentos del dia 1. ° de cada mes se re- 
mitiera una relación de todos los oficiales 
que tengan deudas pendientes, tanto en el 
cuerpo como con los particulares, reser- 
vándose el capitán general providenciar , 
lo oportunó en cuanto á los jefes que se 1 
encuentren en iguales casos. 

CAPITULO IV. m 

De la pena del arresto conforme al 
codigo penal novísimo. 

196. Como va se dijo antes de ahora, 
el código penal hace marcada distinción 
entre la detención y el arresto, entendien- 
do por lo segundo unapena propiamente ¡ 
dicha, y dividiéndolo en arresto mayor y j 
arresto menor. El arresto mayor es la últi- 
ma de las penas correccionales, y el ar- 
resto menor es la primera de las penas le- 
ves, conforme á la clasificación que de e- ¡ 
lias hace el mismo código (art. 24). 

197. El arresto mayor dura de 1 á 6 j 

meses: (art. 26). Este arresto deber sufrir- 
se en la casa pública destinada á este fin 
en las cabezas de partido: (art. 111). Los* 
que sufran la pena de arresto mayor no ! 
pueden salir del establecimiento en que 
se les coloque durante el tiempo de su con- 
dena, y deben ocuparse para su propio 
beneficio en trabajos de su elección, siem- 
pre que sean compatibles con la discipli- 
na reglamentaria. Sin embargo, han de 
estar forzosamente sujetos á los trabajos 
del establecimiento hasta que se hagan e- 
fecti vas la responsabilidad civil que les re- 
sulte por el delito, y la indemnización dé- 
los gastos que ocasionen al establecimien- 
to. Lo mismo sucederá cuando los reos no 
tengan oficio ó modo de vivir conocido y j 
honesto (arte. 105, 106 y 111). { 

198. El arresto menor dura de 1 á 15 
dias (art. 26), jtdebe sufrirse en las casas 
del ayuntamiento ú otras del público, ó 
en la del mismo penado cuando asi lo de- 
termine la sentencia, sin poder salir de e- 


llas en todo el tiempo de la condena (art. 

112 ). 

199. Los comentadores del código, al 
referirse á los trabajos á que lian de de- 
dedicarse los reos condenados al arresto 
mayor, advierten que la sujeción á los 
trabajos del establecimiento hasta que sa- 
tisfagan las obligaciones de que se ha he- 
cho referencia, debe entenderse cuando de 
otra manera no verifiquen el abono. Por 
lo mismo creen que el que posee dine- 
ros ó rentas con que cubrir semejantes 
atenciones, no debe ser compelido á des- 
empeñar semejantes trabajos ni otros de 
ninguna especie, pues estos no son de e- 
sencia de la pena, cuyo objeto es el encier- 
ro, así como el trabajo tiene por motivo 
el de que queden cubiertos aquellos gas- 
tos. 

200. Por los mismos principios entien- 
den que si el arrestado, por medio de la 
literatura, pintura, música ú otro ejercicio 
lucrativo, *puede proporcionarse lo nece- 
sario para cubrir aquellas atenciones, no 
deben impedírsele. semejantes trabajos pa 
ra llenar el objeto de la ley, mientras no 
trastornen el orden del establecimiento, 
ni obligárseles á emprender otro que les 
sea desconocido, y en que no consigan 
tan ventajosamente aquel resultado de 
trabajar en su provecho. Parécenme tan 
evidentes estas razones, que considero o- 
cioso buscarles objeciones para que se® 
pongan en duda. 

201. Conforme á la 6. p de las dis- 
posiciones transitorias del código, los sen- 
tenciados á arresto mayor, que, según lo 
expuesto deben sujetarse al trabajo, han 
de cumplir su condena en el mismo de- 
partamento que los sentenciados á prisión 
correccional, mientras no estén creádos 
los establecimientos penales necesarios. 
Aquellos condenados á prisión correccio- 
nal pueden también ser destinados con 
los de á presidio á un mismo estableci- 
miento situado en la provincia de su do- 
micilio, ó en una de las mas inmediata®; 
cuidándose de colocarlos en departamen- 
tos diferentes, según la 5. 03 de aquellas 
disposiciones transitorias. 

202. La misma regla 6. * citada dispo- 
ne en cuanto á las mujeres, que sufran el 
arresto mayor en la cárcel ó edificio pú- 
blico destinado á este efecto en la capital 
de partido, dedicándose á las labores pro- 
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pias de su sexo. Y según los artículos 23 
^ y 24 de la ley de 26 de Julio de 1849, las 
"sentenciadas a arresto mayor d menor de- 
ben extinguir su condena en las cárceles 
ó depósitos municipales, dedicándose á las 
labores propias de su sexo. 

203. Ninguna dificultad presentan las 
disposiciones del código sobre el arresto 
mayor y menor al tratarse de la clase 
blanca en su aplicación áesta Isla. Su du- 
ración puede ser la misma que en la Pe- 
nínsula, y mientras no existan los estable- 
cimientos penales de que en aquella se 
carece, el cumplimiento de las penas de 
arresto puede tener lugar en las otras 
prisiones á que respectivamente se desti- 
nan los reos según su clase, ótra cosa son, 
sin embargo, las mismas penas aplicadas 
á la gente de color, ya se considere en la 
condición de libre, ya en la de esclava. 

204. Respecto de la gente de color li- 
bre el arresto mayor corresponde que se 
entienda de uno á seis meses*tle obras pií- 
blicas, y en cuanto á los esclavos de 9,á 
14 meses de permanencia en poder del 
dueño con grillete, quedando al cuidado 
de la autoridad hacer cumplir la pena. 
Lo mismo es conveniente que suceda con 
los emancipados. En cuanto al arresto 
menor es oportuno que respecto de la 
gente de color libre so entienda de 2 á 30 
dias de prisión, y respecto de los esclavos 

emancipados de 4 dias á 2 meses tam- 
bién en poder del dueño ó patrono en la 
manera referida. Y. Pentas. 

205. Conforme al mismo código penal 
novísimo, tiene también lugar el arresto 

# cuando los penados con multas á conse- 
cuencia de faltas cometidas, resultan ser 
insolventes. En ese caso dispone que sean 
castigados con un dia de arresto por cada 
durti <le que deban responder. Cuando la 
responsabilidad no llega á un duro, debe 
castigárseles, sin embargo, con un dia de 


| arresto. Y por las otras responsabilidades 
pecuniarias en favor de tercero, el castigo 
j ha de ser el -de un dia de arresto por cada 
medio duro. 

i 206. Tratándose de la aplicación del 
código penal á esta Isla, debería confor- 
me á la disposición de la ley de Indias, 
duplicarse las cantidades de las multas 
impuestas por razón de la diferencia de 
lá moneda. En semejante caso y para 
guardarse la debida proporción con el ar- 
resto que se sustituyese á aquellas penas, 
y supuesto que en la penalidad de ese ar- 
resto no media la misma razón de diferen- 
cia, el castigo sería el de un dia de aquel 
arresto por cada dos duros. Cuando la res- 
ponsabilidad no llegase á^ ellos, deberia 
cargarse, sin embargo, al reo con un dia 
de arresto. Y por las otras responsabilida- 
des pecuniarias en favor de tercero, el cas- 
tigo habría de ser el de un dia de arresto 
por cada duro. 

207. Cuando se trata de multas impyes- 
tas por consecuencia de delitos, así como 
de reparación de daños causados* indem- 
nización de perjuicios ó resarcimiento de 
gastos provenientes de los mismos delitos, 
tiene lugar la sustitución y apremio con 
prisión correccional á razón de un dia 

[ >or cada medio duro; pero sin que aque- 
ta prisión pueda exceder nunca de 2 años. 
Tratándose de la aplicación del código á 
esta Isla co íforme á los principios senta- 
dos, y duplicándose las multas, la susti- 
tución por prisión deberia ser á razón de 
un peso por dia, pues la diferencia de la 
moneda (jue en un caso serviria para du- 
plicar la importancia de las multas, en el 
otro serviria también gara disminuir el 
arresto por gastos hechos por una parte. 
Un peso por dia, seria, pues, lo admisible 
en todos los casos explicados. 

R. Pina. 


Parte legislativa. 

Fuero Juzgo.— Libro 6. ° —tít. 4. ° —leyes 3. * y 4. * 

„ 8.°— tít. l.°— ley 4. 03 

Fuero Real.— Libro 4. ° —tít. 4. ° —ley 12. 

Partidas. Part. 7. * —tít. 1. ° —ley 18. 

— tít. 29 — Proemio y leyes 1, 2, 4 y 5. 

Nov. Recop. — Libro 2. ° — tít. 1. ° — leyes 4, 6 y 12. Libro 4. ° 

tít. 30 — leyes 12 y 14. Libro 7. ° — tít. 11 — ley 27. 

Libro 12 — tít. 5. ° — ley 8. Libro 12 — tít. 38 — 

ley 13. 
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1812. Constitución de la monarquía española 287 y 292. 

1821. Abril VJ. — Real decreto: para las causas de conspiración. 

1834- Julio 10. — Reglamento de serenos .- 

• Cap. II. — Obligaciones, del comandante y cabos y celadores. Art. 3.° Podrán 
arrestar á los serenos, luego que venga el dia, si hubieren cometido alguna falta 
que no sea grave, pues siéndolo, lo liarán en el momento, dándome parte por es- 
crito. 

Cap. III. — Obligaciones de tos serenos . Art. 2. ° JEstán autorizados para 
arrestar in fraganti á los perpetradores de les crímenes, excesos y desórdenes indi- 
cados en el artículo anterior, y á vencer con mano' fuerte, haciendo uso de sus ar- 
mas, cualquier resistencia que le pongan los delincuentes, ya para que no les im- 
pidan la ejecución ó ya para fugarse, eludiendo su justo castigo. 

3. ° Están igualmente autorizados para arrestar á todas los personas que con 
palabras ó acciones se burlen de ellos ó de cualquier modo los ofendan ó insulten, 
desacatando la autoridad que I 03 ha establecido. 

4. ° Tolas las personas que arresten por los motivos enunciados en los pre- 
cedentes artículos, las conducirán al principal, vivac ó cuartel mas próximo, dan- 
do exacta noticia de la causa del arresto al oficial encargado del punto. 

Cap. IV. — De las penas. Art. 3. ° El sereno en cuya demarcación se robe, hie- 
ra ó mate alguna persona en la calle, se escale una casa ó sea robada con fractura 
de puertas ó ventanas, ó rompiendo paredes ó abriendo las puertas con cualquier 
instrumento, perderá irremisiblemente su destino, y ademas sufrirá en la cárcel una 
prisión de dos meses, á no justificar de un modo indudable que remueva toda sos- 
pecha, que le fué absolutamente imposible advertirlo y llenar los deberes que le 
están señalados en este reglamento, y que ño tuvo en el crimen perpetrado com- 
plicidad alguna maliciosa directa ni indirectamente. — Perderán igualmente el em- 
pleo á no justificar del mismo modo su inculpabilidad todos los serenos por cuyas 
demarcaciones se trasladen de un punto á otro cajas, fardos ó cualquier bulto, y 
no los detenga, conduciéndolos á los puntos indicados para los arrestos. 


1835. Setiembre 26. — Reglamento provisional para la administración j g 5.^ 

de justicia, artículo 5. ° I ci§ 23. 

1836. Agosto 30. — Decreto restableciendo el dé 17 de Abril de 1821. 

1837. Agosto 30. — Decreto renovando el de 11 de Setiembre de 1820. 

1838. Agosto 21. — A. A. de la audiencia de Puerto -Príncipe. 


3 . 

, i*? 

v | § fe 
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Art. 1. ° Cuando se cometa un delito, bien en poblado ó en despoblado, se- 
rá obligación peculiar del juez ordinario, alcalde ó justicia pedánea de aquel terri- 
torio, proceder inmediatamente á su averiguación, haciendo, acompañado del escri- 
bano ó en su defecto de dos testigos juramentados préviamente, un escrupuloso re- 
conocimiento de las señales que hubiere dejado, con designación del lugar donde 
se perpetró y daño que causara. Procurará que se presten los remedios, socorros y 
protección que legalmente deban darse á las personas ofendidas ó amenazadas por 
el delito. Instruirá la correspondiente información dñ testigos para el descubri- 
miento del hecho y de sus autores, y asegurará los- efectos ó instrumentos con que 
se haya perpetrado, y las personas que por algún fundamento racional se presuman 
reos. 
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21. Entrando ya en el plenario podrá solicitar el acusado su soltura, y el juez 
deberá entonces sustanciar y determinar el artículo con solo un traslado al acusa- 
dor ó promotor fiscal, si lo hubiere, mas si antes de la confesión al examinar el su- , 
mario para hacer los cargos hallare el juez que el procesado es del todo inocente, 
sobreseerá en la causa, con respecto á él y lo mandará poner en libertad sin costas. 
También decretará el sobreseimiento, cuando aunque no resulte su inocencia, apa- 
rezca que solo es acreedor á alguna pena leve que no pase de reprehensión, arresto 

ó multa, en cuyo caso la aplicará al proveer el sobreseimiento, dando cuenta ¿la 
Audiencia en uno y otro caso. 

22. La providencia de sobreseimiento es apelable por parte del acusador, y se 
admitirá siempre que se interponga el recurso, sin embargo de la soltura de] pro- 
cesado cpie se llevará á efecto bajo la responsabilidad del que la dictó. 

26. Es también apelable la providencia que concede ó niega la soltura ó el so- 
breseimiento después de elevado el proceso á plenario por medio de la confesión; 
-pero se llevará á efecto la soltura, cuantío se hubiese concedido en el auto Apelado 
bajo la responsabilidad del que lo dictó. 

1839. Agosto 8. — A, A . de la Audiencia de la Habana, relativo á la prisión j)or 
deuda h. 

Cuyo dictamen fiscal en la, parte relntiva á los presos por deuda es como si- 
^ue. — “Y por lo tocante á la prisión de los deudores, dos que suscriben no dejan 
do conocer que hay muchos hombres desmoralizados y fallidos que se burlan de 
sus acreedores, rehusando con descaro pagar sus créditos y que es indispensable 
apremiarlos. Conocen asimismo que la sociedad debe á los acreedores todas 
las garantías, recursos y medios que de cualquier manera puedan asegurar 
sus cobranzas, pero entienden que han de ser compatibles con lo que dicta la 
justicia y exige la humanidad: por eso en las deudas pequeñas que se reclaman en 
juicio verbal no debe proveerse una prisión larga, que oprimiendo demasiado al deu- 
dor le inhabilite para el pago, y así poJijá fijarse algún tiempo que no excediere de 
doce dias, con cuyo temperamento se conciba el derecho del acreedor con la equi- 
dad, cuidando siempre los jueces de no reducir á prisión por esta clase de deudas á 
aquellos que están exceptuados por la ley aun en los juicios eseritos cuando no pres- 
ten la fianza de saneamiento. 

1842. Noviembre 14 . — Bando de gobernación y policía . 

Art. 19. Todo el que viajare sin pasaporte ó licencia, será detenido como sos- 
pechoso, hasta que se depure su procedencia y el objeto de su viaje. 

35. El joven que pasando de diez años, sin llegar á diez y siete, no se hallare 
aplicado á oficio, arte ó ejerció conocido y vagase por las calles, será recojido por 
los comisarios de barrio ó pedáneos, y presentado á cualquiera de las justicias ordi- 
narias, para que si prévioslos informes verbales que crea oportuno tomar lo estima 
conveniente, lo remita al presidente de la sección de industria de la Real Sociedad 
Económica, á fin de que sea escriturado con un maestro ó profesor del ramo que 
apeteciese aprender. 

40. Todo vecino está autorizado para detener los esclavos prófugos y presen- 
tarlos á la autoridad. 

42. Cualquier persona que presente á las autoridades un desertor del ejército ó 
de presidio, recibirá 10 pesos de gratificación, que serán satisfechos por el coman 
dante de! cuerpo ó presidio á que corresponda el aprehendido. 

45. Se prohíben todos los juegos de envite y azar; los de la treinta y una y chi- - 
rimbobs en los billares, el de lotería de cartones en los cafés y casas públicas, y el 
de caracoles, bajo las penas, establecidas en las leyes para los ae la primera clase. 

El aprehensor de cualquiera de estos juegos, tomará los nombres y apellidos de 
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loá individuos que hubiere aprehendido en él, ante el escribano y testigos que le 
acompañaren: y caso de que alguno de ellos se negare á darlos, ó fuere desconocido, 
le detendrá en calidad de arrestado, hasta que por medio del comisario de su barrio 
se averiguase quien es. 

El individuo aprehendido que se variase el nombre ó apellido, ó le alterase en 
cualquiera forma, y el pedáneo, escribano ó testigo que contribuyan á la ocultación, 
serán juzgados como reos de una falsedad empleada para encubrir al delincuente. 
No siendo el aprehensor juez ordinario, no podrá admitir las multas que se trata- 
sen de pagar en el acto de la aprehensión. 

Sucediendo con frecuencia que los jugadores consiguen eludir la vigilancia de 
las autoridades y evitan ser sorprendidos in fraganti, siempre que en alguna casa 
notada de haber en ella juegos prohibidos, se sorprenda algún numero considerable 
de personas que haga presumir haberse reunido con aquel objeto, bien por la clase 
de sugetos de que se componga, bien por hallarse en habitaciones retiradas, bien 
porque al llegar la autoridad emprendan fuga por las puertas, ventanas ó tejados, 
ó en cualquier otro concepto semejante, se instruirá sumaria en averiguación de lus 
fines de dicha reunión sospechosa, como todas las que se celebran con aquellas cir- 
cunstancias y sin licencia del gobierno, para acordar las penas que procedan, redu- 
ciéndose desde luego i prisión á caantos fueren sorprendidos, y procurándose la 
captura de los que hubieren emprendido la fuga. 

85. Se prohíbe pedir limosna por las calles y puertas de las casas, y se auto- 
riza á los vecinos para detener y presentar al comisario del barrio ó á la autoridad 
mas inmediata, al pobre que lo verifique, á fin de que sea conducido al departa- 
mento de la real casa de beneficencia. 

261. No pudiendo hacer efectivas la multa 6 multas que quedan acordadas por 
absoluta carencia de bienes del infractor, sufrirá dos dias de prisión por cada peso 
que importe la pena, siendo hombre blanco, y si fuere de color será destinado á los 
trabajos de las calles y paseos. 

Si los infractores fuesen hijos de familia ó esclavos, pagarán sus padres ó due- 
ños, si tuvieren bienes, la multa en que hubieren incurrido, y careciendo de ellos 
sufrirán la de trabajos los esclavos, y los hijos de familia la de prisión ó corrección, 
que el gobierno estime según las circunstancias del infractor. 

1842. Noviembre 14 . — Instrucción de pedáneos . 

Art. 12. Debiendo reinar la mayor seguridad en los campos, los capitanes y 
t3nientes de partido rondarán sus demarcaciones por las noches, alternando con lo9 
demas oficiales y vecinos de confianza para evitar todo género de desórdenes, y si 
pasada la hora de las once encontraren personas sospechosas, las detendrán hasta 
averiguar sus circunstancias, á fin de encausarlas si hubiere mérito para ello, ó dejar- 
las en libertad, dando cuenta en uno y otro caso al gobierno político del distrito. 
Este servicio se llevará por rigoroso turno entre los vecinos, no exceptuándose de él, 
sino á los colectores y subcolectores de la Real Lotería, y á los mayordomos, ma- 
yorales y administradores de los ingenios, cafetales y potreros cuyas dotaciones 
excedan de diez hombres de color. 

Art. 13. Interesando al servicio público, la captura de los desertores de todas 
clases, darán los pedáneos la mayor prueba de celo y buen desempeño de sus fun- 
ciones, procurándola á todo trance, así como su omisión ó disimulo en este punto 
servirá para formarles el cargo mas ó menos grave que le resulte. En tal concepto, 
tan luego como tuvieren noticia de existir en su distrito algún individuo sospecho- 
so de deserción, le detendrán, ya se crea correspondiente al ejército, ya á la marina 
ó á cualquiera de los presidios; y si no acreditase en el aoto su procedencia, le reci- 
birán su instructiva, y examinando también á los demas individuos que pudieren 
dar alguna íazon de él, le remitirán con las diligencias al capitán general para 
que proceda á lo que haya lugar. 

89 1866 
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Y deben estar advertidos, de que por lo que toca á los inviduos del ejército 
ban de contemplarse desertores todos los que se hallaren separados de sus cuer- 
pos 6 destinos sin licencia ó pasaporte de las respectivas autoridades militares; y 
en cuanto á los individuos de marina, se tendrán por desertados los correspondien- 
tes á buques de guerra, siempre que fueren hallados á mas de una legua del puerto 
sin pasaporte del comandante general del apostadero, ó dentro de la legua sin lle- 
var consigo la papeleta que debe expedirles el oficial do detall ó segundo coman- 
dante del buque en que sirvan y también los que sirviendo en buques mercantes 
no tengan papeleta de sus capitanes, visada por los comandantes de matrículas, y 
los que en uno y otro caso lleven papeletas ó pasaportes sin término fijo ó cuyo pla- 
zo esté ya trascurrido. 

Art. 14. Importando, como importa, al gobierno tener noticia exacta de los es- 
clavos que se hubieren fugado de las fincas y de las demas ocurrencias dignas de 
atención que sucedan en ellas, darán los pedáneos un parte mensual sobre el par- 
ticular con vista de los que deben recibir de los dueños ó encargados de los fon- 
dos existentes en sus partidos, según lo dispuesto en el artículo 39 del bando: sin 
perjuicio del que deben elevar tan lugo como recibieren la noticia, cuando el acae- 
cimiento fuere de importancia y urgente el ponerlo en conocimiento dei gobierno 
del distrito. 

Si el acaecimiento fuere de haberse insubordinado ó sublevado y huido toda 
la dotación de la finca ó parte da ella, ademas de adoptar inmediatamente en su 
partido cuantas medidas aconseje la prudencia y permitan las circunstancias para 
restablecer el órden, y dar aviso á los dueños ó encargados de las fincas comarca- 
nas para que tomen cuantas providencias crean oportunas á fin de sujetar sus ne- 
gros y auxiliar también al propietario de los sublevados, oficiarán prontamente á 
los pedáneos de los partidos inmediatos y á los comandantes de armas mas próxi- 
mos, para que estén sobre aviso, les suministren los auxilios que pudieren nece- 
sitar, y contribuyan á conseguir la captura de los fugitivos, cuyas filiaciones y de- 
mas noticias conducentes al objeto les remitirán si fuere posible. 

Respecto de los esclavos cimarrones que aprehendieren dentro de su distrito 
en circunstancias ordinarias, por haberlos encontrado á la distancia y sin el requi- 
sito de que habla el artículo 21 del Bando de buen gobierno, ó porque con otro 
motivo se hallen prófugos de las fincas á que pertenezcan, darán noticia al dueño 
tan luego como tenga efecto la aprehensión para que ocurra á recojerlos; siempre 
que se halle á menor distancia que la que haya desde el partido al depósito de ci- 
marrones que hubiere mas próximo; y si trascurrido un término proporcionado á 
la distancia, no se presentase el dueño ó enviase á recojer el esclavo, se le remiti- 
rá con razón del costo de captura y de alimentos, que se regula en un real diario, 
y de los demas que hubieren podido hacerse en médico y botica en caso de haber 
enfermado: cuyo total importe abonará el amo del esclavo ó se hará efectivo por el 
gobierno á virtud del parte que diere el pedáneo si se negase á verificarlo. 

Si fuere ignorado el dueño por no conocerse el esclavo ó no dar este razón de 
él, conservarán el cimarrón en su poder el tiempo que señala el artículo 5. ° de la 
parte segunda del reglamento de la materia y no mas; y pasado que sea, le remi- 
tirán en derechura con la misma razón al depósito de cimarrones que hubiere mas 
próximo, á cuyo administrador harán entrega de él y de la filiación y pliego con 
que se conduzca. 

Finalmente, los pedáneos no llevarán la persecución de los cimarrones mas 
allá de los límites de su partido, sino lo que fuere necesario para dar parte al capi- 
tán del otro comarcano y para que este se ponga en disposición de continuarla. 

Art. 15. No consentirá en sus partidos hombres vagos, picapleitos , ni personas 
escandalosas de cualquier sexo que sean; y tan luego como tuvieren noticia de exis- 
tir en ellos algún inaividuo de tales circunstancias, levantarán auto de oficio á cu- 
yo tenor sean examinados dos ó mas testigos de conocido arraigo y probidad que 
puedan deponer acerca de la conducta de aquellos; y con su mérito, si le produjere 
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bastante, los reducirán á prisión y remitirán con lo obrado al gobierno político ó 
tenencia de gobierno de que dependan, para que proceda á lo demas que haya lu- 
gar, conforme á las disposiciones particulares publicadas en esta materia que que- 
dan en su fuerza y vigor. 

Art. 16. En cumplida observancia de lo dispuesto en el artículo 38 del bando 
de buen gobierno, siempre que se presente en su partido algún demandante ó li- 
mosnero de corporaciones ó santuarios que no vaya provisto de la oportuna licen- 
cia de su superior eclesiástico, ó aun cuando la lleve, no esté visada por el gobier- 
no, procederá el pedáneo á detenerle, levantará auto de oficio, y con la instructiva 
que reciba al procesado y las demas declaraciones que crea conducentes á justificar 
el hecho de haberse ocupado en la cuesta, le remitirá al gobierno político ó tenen- 
cia de gobierno del distrito. 

Lo mismo practicará respecto de los curanderos, albéitaresy otros profesores pú- 
blicos que para el desempeño de sus profesiones necesitan haber obtenido título y 
haberle presentado al ayuntamiento del distrito donde tratan de establecerse á ejer- 
cer, si no acreditasen en el acto haber llenado estos requisitos. 

Art. 17. También recojerán los pedáneos del campo y remitirán á este gobier- 
no político ó tenencia de gobierno de su distrito, con diligencias bastantes para 
justificar el hecho, todo muchacho que pasando de diez años y no llegando á diez 
y siete anduviere vagando, y no les sea posible hacer que tome ocupación con 
algún vecino en la agricultura ó en otro ejercicio honesto y susceptible de propor- • 
donarle la subsistencia. 

Art. 18. Como por una parte tiene demostrado la experiencia que existen hom- 
bres robustos dispuestos, que no quieren dedicarse á ningún género de ocupación lu- 
crativa y honesta, y por la otra qué hay personas honradas y laboriosas que caen 
en una involuntaria miseria por su edad, achaques y otras causales, los pedáneos 
de las poblaciones en que existan justicias ordinarias cumplirán exactamente lo dis- 

Í cuesto en el artículo 85 del bando, y los de los campos detendrán y remitirán á 
a capital á disposición del gobierno político los pordioseros que se presentaren en 
sus partidos para que sean recojidos y destinados en la real casa de beneficencia á 
los oficios ú ocupaciones compatibles con su edad ó achaques; y si á primera vista 
conociesen que tales pobres no tienen impedimento físico para el trabajo, los encau- 
se como á vagos, verificando la remisión en el primer caso con el auto de oficio 
que levantarán y la declaración que reciban al detenido; y en el segundo, con la 
oportuna sumaria que perfeccionarán hasta fionde les sea posible. 

Art. 23. Los pedáneos dp los partidos de las costos de esta Isla celarán y per 
seguirán el contrabando que intente hacerse de harina, sal ó cualesquiera otros gé- 
neros de- ilícito comercio. Y tan pronto como tenga noticia de que trata de desem- 
barcase contrabando, sea porque los efectos estén prohibidos, sea porque tratan de 
introducirse sin guia, violando las formalidades establecidas, se trasladarán con 
precaución y reserva al punto donde los efectos existan, se apoderarán de ellos y 
de las personas que los guarden y resulten cómplices en la introducción ó venta, 
formarán inventario de ellos con asistencia de dos ó tres testigos, pondrán vigilan- 
tes que los custodien en seguro depósito y hará entrega de las diligencias, efectos y 
presos al administrador de rentas del partido, dando cuenta de todo lo ocurrido al 
gobierno político ó tenencia de gobierno de su dependencia. 

Si el desembarco ó introducción fraudulenta pue se estuviere haciendo fuese 
de negros bozales, á pesar de las enérgicas providencias que están acordadas para 
extinguir semejante tráfico, pondrán los negros, efectos y personas blancas aprehen- 
didas á disposición del gobierno político ó tenencia de gobierno y darán inmedia- 
tamente el oportuno aviso al gobierno superior de la Isla. 

Se exceptúan de la regla anterior las sumarias formadas por la portación de 
arma prohibida sin circunstancia agravante, que habrán de dar concluidas en veinte 
y cuatro horas, sin poder alegarse pretexto ni pedirse próroga. 


Digitized by v^.ooQLe 



700 


ARRESTO. 


Art. 27. • Los pedáneos pueden reducir á prisión al que entiendan haber dado 
motivo para ello; pero una vez aprehendido, no les es dado soltarle aunque se des- 
vanezca el motivo que causó la prisión, si no se les previene por el gobierno políti- 
co ó tenencia de gobierno de que dependan. Tan luego como aprehendan algún in- 
dividuo, si fuere de dia y en punto donde hubiere cárcel pública, le remitirán á ella 
comunicado ó incomunicado, si así pudieren exigirlo las circunstancias, á menos 
que los aprehendidos pertenezcan á los batallones de milicias ó al cuerpo de hon- 
rados bomberos, en cuyo caso y en el de corresponder por otro concepto al ejército 
de tierra ó al de mar, los enviarán en derechura á sus respectivos cuarteles; y siendo 
de noche los conducirán en esta capital al vivac; en sus barrios extramuros al cuar- 
telillo ó á la guardia de la plaza de Tacón, y en las demas poblaciones grandes de 
la Isla á los puntos que haya designados al efecto. 

Si la aprehensión se hubiere verificado en los partidos del campo, podrán los 
pedáneos mantener los presos en la capitanía con las seguridades que estimen con- 
venientes cuanto tiempo sea neoesario, para recibirles su declaración instructiva y las 
demas diligencias que sea conveniente practicar con ellos; pero una vez evacuadas 
estas, deberán hacer inmediatamente su remisión por cordillera en la forma que pre- 
viene el articulo 38 de esta instrucción. 

Cuando la prisión se haga por haber encontrado á los individuos andando den- 
tro de poblado á deshora de la noche, habrá de expresarse en el parte indispensable 
á que hora fueron hallados; y en el caso de ser mugeres las aprehendidas, no se las 
conducirá á los parages públicos designados para los hombres, ni á las capitanías, si- 
no á sus casas donde se las dejará, tomándoles el nombre para exigirles en su caso la 
inulta y proceder á lo demas que corresponda. 

Finalmente, en el parte que dén los pedáneos de estas prisiones y de cualesquie- 
ra otras ejecutadas por faltas de policía, expresarán no solo el nombre del individuo, 
sino su clase, condición y ocupación, y la hora en que fuó aprehendido. 

Art. 40. Previene que se asienten las compras, ventas ó cambios de animales, y 
añade: ” Kn el caso de hacerse sospechbso el que presentare el animal en venta é per- 
muta de no haberlo adquirido legítimamente, deberán asegurarle y proceder crimi- 
nalmente contra ól y sus cómplices, remitiéndolos con lo obrado al gobierno político 
ó .tenencia de gobierno de que dependan. 

Art. r>4. Como muchos de los habitantes de los partidos son individuos de las 
milicias <le esta Isla, q\ie por los artículos 1. ° y 2. °, capitulo JO de su reglamento 
gozan del fuero militar, civil y criminal, y están exceptuados de oficios y cargas con- 
cejiles, tutelas y depositarías que sean contra su voluntad, los jueces pedáneos res- 
petarán dicho filero, y lék guardarán y harán guardar las exenciones que por él les 
corresponden, sin mezclarse indebidamente en sus personales negocios, ni dar lugar 
¿ reclamaciones ni quejas. Pero como las reglas de buen gobierno y policía compren- 
den sin excepción á toda clase de personas, los pedáneos, en caso de infrigirse dichas 
reglas por los milicianos, podrán declarar á los infractores incursos en las penas esta- 
blecidas, como á cualquier otro individuo, y se dirigirán para que tengan efecto á 
los jefes ó jueces naturales de aquellos, solo para su ejecución y cumplimiento. Po- 
drán asimismo los pedáneos prender á los milicianos delincuentes infraganti ó acto 
continuo al delito, si al mismo tiempo no se presentare autoridad legítima ó jefe lo- 
cal del cuerpo que tratase de verificar la captura del criminal en consonancia con 
el artículo 4. ° del titulo citado del reglamento de milicias, y en el primer caso for- 
mará el pedáneo el procedimiento sumario correspondiente, que remitirá dentro de 
tercero dia al juez propio del reo, consignando ó entregando este á su disposición 
con lo obrado ó el tanto oportuno en los términos de derecho y práctica en la firme 
inteligencia de que los funciono rios de uno y otro fuero han de conducirse en estas 
y semejantes ocurrencias con la mayor armonía y concierto, sin mas estímulo ni fin 
que el mejor servicio público, conservación del orden y observancia de las leyes so- 
bre cuyos puntos se les recuerda su responsabilidad. 
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1842. Noviembre 14.— Reglamento de esclavos . 

Arfc. 20. Todo individuo de cualquier clase, color y condición que sea, está 
autorizado para detener al esclavo que encuentre fuera de la casa ó terrenos de su 
amo, si no le presenta la licencia escrita que debe llevar, ó presentándola advierte 
que ha variado notoriamente el rumbo 6 dirección del punto á que debia encaminar- 
se, 6 que está vencido el término por el cual se le concedió, y le deberá conducir á lá 
finca mas inmediata, cuyo dueño le recibirá y asegurará dando aviso ál amo del es- 
clavo si fuere del mismo partido, ó al pedáneo para que oficie á quien corresponda^ 
á fin de que pueda ser corregido el fugitivo por la persona á 'qnien" pertenezca. ‘ r 

Art. 41. Los esclavos están obligados á obeaeéér y respetar como á padres 
de familia, á sus dueños, mayordomos, mayorales y demas superiores, y á desempe-, 
ñar las tareas y trabajos que se les señalasen; y el que faltare á alguna de estás ooli- 1 
gaciones podrá y deberá ser castigado correccionalmente por el qué haga de jefe en 
la finca, según la calidad del defecto ó exceso, con prisión, grillete; cadena, maza ó ce- 
po donde se le pondrá por los pies y nunca de cabeza, ó con azotes, que no podrán 
pasar del número de veinte y cinco. ' ~ •' 

* ' , r 

1842. Noviembre 14. — Reglamento de cimarrones . 

Parte 1. 03 — De los apalencados . — Art. 15. Solo en los casos de motín, saltea- 
miento de caminos ó de ladrones famosos se llevarán á la cárcel; y aun entonces, cas- 
tigados que sean los cabezas de motin, se entregarán los demas á sus verdaderos amos 
sin la menor demora. Y si estos no lo reclaman, ó no pagan de contado lo que por 
arancel adeudan, se se ocurrirá al instante ál Sr. Prior del consulado, que mandará 
abonar todo lo que se deba, y dispondrá igualmente, que tomada razón en la conta- 
duría se pongan en una obra pública los esclavos aprehendidos. 4 

Art. 16. Con los demas apalencadas que no sean reos de motín, salteamientos 
de caminos ó ladrones famosos, se escusará la entrada en la cárcel, entregándolos á 
sus amos, ó al Sr. Prior del consulado en los términos y casos que previene el arti- 
culo anterior. 

Parte 2. — De los cimarrones simples. — Art. 1. ° Se estimarán como tales el 

esclavo ó los esclavos que á tres leguas de distancia de las haciendas de criar en que ‘ 
sirven, y legua y media de las de labor se hallan sin papel de su amo, mayoral ó 
mayordomo, ó con papel que pase de un mes de fecha. 

Art. 2. ° Cualquiera podrá aprehenderlo, y ganará para sí el precio de la 
captura, como no esté asalariado por el amo del cimarrón. 

Penas contra los infractores de este reglamento .. — Art. 2. ° Las justicias y capita- 
nes de cada territorio procederán criminalmente contra todo el que con conocimiento 
mantuviese un negro por mas tiempo que el que se permite en este reglamento á los 
aprehensores, ó que los hubiese entregado á quien no es el verdadero dueño, y sus- 
tanciando el sumario, se remitirá con el reo á la intendencia de ejército como inci- , 
dencia de mostrencos, para que siga la causa por sus trámites regulares; y ademas 
de la pena que por la ley merezca el exceso, se impondrá la multa de cien pesos pa- 
ra el delator. 

Art. 3. ° Lo mismo se hará con la justicia que ocupe en algún servicio al 
negro que debe estar en el cepo: al que con mala fe lo tenga mas dias de los diez 
prevenidos, ó que con la misma mala fé lo entregue al que no fuese su dueño. 

Art. 6. ° Se castigará igualmente con un mes de cárcel al conductor de ci- 
marrones que los dejare huir; y sin perjuicio de las demas que merezca su malicia 
se impondrá la misma pena al que entregue á cualquiera otro los que al consulado 
se dirijan. 
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1844. Enero 8.— Reglamento de medicina y cirujía , aprobado por R. O . de *sta fe- 

cha para las islas de Cuba y Puerto-Rico, 

Art. 15. A los que sin título legal ejercieren algún ramo de la ciencia de 
curar, 6 se excedieren de las facultades que aquel les concede, se les impondrá, pre- 
via la competente información sumaria por el juez local, la multa de 100 pesos por 
la 1. 80 vez, y en caso de no poder satisfacerla, un mes de prisión, por la 2. 80 200 
6 dos meses de prisión, y por la 3. p 300 ó tres meses de prisión, sin perjuicio de 
que en cualquiera de los tres casos, si se siguiere algún funesto resultado, se pro- 
ceda á la formación de causa con arreglo á derecho para el condigno castigo. 

1845. Agosto. 28. — Instrucción del resguardo , arts. 51, 82, 83, 138, 145, 146, 186, 

189 y 192. — V. Anales de 1855, Aduanas, pág. 229 y siguientes. 

1848. Noviembre. 23. — El auto acordado de esta fecha prohibe decretar prisiones 

por costas, ni dejar de admitir laB pruebas de las excepciones que pre* 
senten los deudores para no ser presos por deudas civiles. 

1849. Abril. 1. ° — Instrucción reglamentaria sjbre pases y boletas. 

Art. 47. Para evitar que la falta de licencia 6 pase de tránsito cause inne- 
cesarias molestias á los que solo por ignorancia ó descuido viajaren sin tales requi- 
sitos, se tendrá entendido que, no habrá lugar á la detención de los infractores, 
cuando satisfagan en el acto la multa y sean personas conocidas ó que no inspiren 
sospechas; pero si se negaren al pago, ó fuesen absolutamente desconocidas, proce- 
de la detención ó una fianza equivalente, hasta que cumplan ó hasta que con la 
mayor rapidez se identifique é inquiera su procedencia, profesiones y demas no- 
ticias que convengan, á fin de proveerlas de documento para seguir su viage, si no 
hubiere obstáculo. Cuando se complicasen con esta falta otros delitos ó indicios, se 
levantará el debido procedimiento, bien sea para juzgarse como vagos ó para la 
prosecución de sus causas en los términos regulares. 

1850. Junio 30. — Código penal: 2. * edición. Véanse los arts. 24, 25, 26, 27, 28,29> 

30, 31, 32, 33, 105, 106, 111, 112, 405, 406, y 407, y la disposición 6. 08 
transitoria. 

1868. Febrero 21. — Reglamento para los juicios verbales . 

Art. 1. ° Se decidirán enjuicio verbal las demandas sobre cantidades, cosas ó 
derechos cuyo valor no exceda de 200 pesos fuertes, y las criminales sobre injurias 
y faltas livianas que no merezcan mas pena que alguna reprensión ó corrección ligera, 
que podrá extenderse por los alcaldes ordinarios de la isla de Puerto-Rico v por los 
capitanes pedáneos de la isla de Cuba á 10 pesos de multa ó 10 dias de arresto, y por 
los demas jueces á 30 pesos de multa ó 30 dias de arresto. 


1854. Marzo 22 . — Reglamento de colonos. 

Art. 34. Los colonos no podrán salir de la finca 6 establecimiento en que 
sirvieren sin permiso escrito de su patrono, ó su delegado. Los que fueren encon- 
trados sin este documento, deberán ser aprehendidos por la autoridad y conducidos 
de cuenta del patrono al punto de donde salieron. 

Art. 56. Los patronos ejercerán sobre sus colonos jurisdicción disciplinar; y en 
virtud de ella podrán imponerles las correcciones siguientes: Primera, arresto de uno 
á diez dias. Segunda, pérdida del salario durante el mismo tiempo. La primera de 
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estas correcciones podrá imponerse sin la segunda, pero esta nunca se podrá apli- 
car sin aquella. 

Art. 57. Cuando el patrono imponga á su colono cualquiera délos castigos seña- 
lados en el artículo anterior, dará parte dentro délas veinte y cuatro lionas siguien- 
tes al protector respectivo, á fin de que este se entere por sí mismo, si lo creyere 
conveniente, de la falta cometida y reforme si le pareciere injusta la sentencia del 
patrono. El patrono que omitiere dar dicho parte en el término prefijado, deberá 
ser corregido gubernativamente con multa desde veinte y cinco á cien pesos. 

Art. 60. Los delegados del patrono en la finca ó establecimiento en que trabaja- 
ren los colonos podrán ejercer también la jurisdicción disciplinar, pero bajo la respon- 
sabilidad pecuniaria del mismo patrono y sin perjuicio de la penal en que ellos pue- 
dan incurrir. 

Art. 61. Serán castigadas disciplinarmente: Primero, las faltas de subordinación á 
los patronos, á los jefes de los establecimientos industriales ó á cualquiera otro 
delegado del patrono. Segundo, la resistencia al trabajo ó la falta de puntualidad 
en el desempeño de las tareas encomendadas al colono. Tercero, las injurias que 
no produzcan lesiones que obliguen al ofendido á suspender el trabajo. Cuarto, la 
fuga. Quinto, la embriaguez. Sexto, la infracción de las reglas de disciplina esta- 
blecidas por el patrono. Sétimo, cualquier ofensa á las buenas costumbres siem- 
pre que no constituya delito de los que no pueden perseguirse sino á instancia de 

S arte, ó que constituyendo delito de esta especie no se querelle de él la parte ofendi- 
a. Octavo, cualquiera otro hecho ejecutado con malicia y del aue se infiera á un 
tercero agravio ó peijuicio y no constituya sin embargo delito de los que pueden 
perseguirse de oficio con arreglo á las leyes. 

1854. Marzo 30 . -Instrucción de la guardia civil 

Parte 1. — CAPITULO I . — Prevenciones generales para la obligación del guar- 

dia civil— Art. 27. Será siempre de su obligación perseguir y capturar á cualquiera 
que cause herida ó robe á otro, y evitar toda riña. 

CAPITULO V. — Montes. — Arbolado y policía rural . — Art. 3. ° Es costum- 
bre por desgracia introducida que los árboles frutales, en especialidad los que se en- 
cuentran en las inmediaciones de los caminos, sean asaltados por los que pasan por 
su inmediación, cuidará muy particularmente de evitar estos daños, haciendo que 
se respete la propiedad, arrestando y presentando á la autoridad competente á cual- 
quiera persona que hiciere el menor daño en este punto interesante y en que mas 
atacada se encuentra aquella por lo común. 

1854. — Marzo -CAPITULO VI . — Desertores prófugos y negros cimarrones. 

Art. 1. ° El guardia civil encargado por la ley de la aprehensión de todos 
los delincuentes, debe considerar comprendidos en esta clase á los desertores del 
ejército y reos prófugos, procurando su captura por cuantos medios estén á su al- 
cance. 

Art. 2. ° Al efecto llevará siempre consigo las señas de aquellos que se en- 
cuentren en este caso y , sean reclamados por requisitorias, para aprehenderlos en el 
punto que los encuentren, é igualmente procurará inquirir de las autoridades de 
los pueblos los que de ellos se hallasen en el caso referido para proceder á su arresto; 
teniendo presente que los desertores y prófugos se abrigan generalmente en las casas 
de campo, platanales ó maniguas inmediatas, y la mayor parte cerca de las playas 
para facilitar su evasión. 

CAPITULO YIII . — Juegos prohibidos. -Art. 2. ° Esta contravención de las 
leyes, como todas las demas, debe perseguirla el guardia civil, presentando á la au- 
toridad los perpetradores teniendo presente que para ello no puede introducirse en 
ninguna casa. 
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Art. 3. ° Las cantidades que recoja en el acto de aprehender á los jugadores, 
del>e entregarlas con ellos á la autoridad. 

CAPITULO IX.— Contrabando. — Art. 1. ° El significado de esta expresión 
demuestra por sí solo que es la contravención de las leyes; y por lo tanto, siempre 
que en el curso de su servicio encuentre alguno, debe aprehenderlo asi como á sus 
conductores 6 dueños. 

Art. 2. ° Solo en el caso referido, ó cuando vaya en auxilio de algún em- 
pleado de la hacienda publica con este objeto, podrá dedicarse á tal servicio. 

Art. 3. ° Siempre que aprehenda algún contrabando deberá con premura 
presentarlo con sus dueños ó conductores, carros y caballerías ante el intendente, 
administrador ó subdelegado de rentas del puesto mas inmediato, exijiendo para su 
seguridad el recibo competente, que acompañará al parte que dará á su inmediato 
jefe. 

Paute 2. * — Comandantes de puesto. — Art. 16. Pedirán á las autoridades 
nota de aquellos habitantes, que confundamentos estén tildados de ladrones rateros, 
vagos y borrachos habituales, así como de las mugeres prostitutas, para hacer obser- 
var sus pasos y acciones y ponerlos á disposición de la autoridad cuando cometie- 
sen algún delito. 

Art. 17. Reclamará asimismo de las referidas autoridades una relación de los 
reos prófugos con su media filiación, expresiva esta á ser posible de sus señas parti- 
culares y oficio de cada uno, para procurar su aprehensión, dando al efecto las de- 
bidas instrucciones á sus subordinados. 

Art. 22. Guando reciba requisitoria para arrestar alguna persona, dará copia 
de sus señas á todos los guardias que tenga á sus órdenes, para que la lleven 
constantemente consigo y procuren verificarlo. 

Art. 25. Siempre que en el distrito de que estén encargados, ocurriese un ro- 
bo en despoblado, lo que será una prueba de su poco celo y actividad en el desempe- 
ño de sus obligaciones, procurarán por cuantos medios estén á su alcance descubrir 
y aprehender los ladrones, y rescatar los efectos robados, para que se devuelvan á 
sus dueños respectivos; avisando á todos los puestos limítrofes la dirección que ha- 
yan tomado los agresores, para que por todas partes puedan ser perseguidos por la 
guardia civil. 

Art 26. Averiguará si en algunos de los pueblos de su demarcación, hay es- 
tablecidas casas de beneficencia para recojer los pobres de ambos sexos, con el fin de 
dirijir á ellas los mendigos que encontrasen. 

1854. — Marzo- - -Reglamento militar. 

CAPITULO I. — Disciplina.-Art. 3. ° Ademas de las reglas generales se es- 
tablecen para castigar las faltas de disciplina en las clases de tropa. 

Primera. El arresto en cuartel ó calabozo. 

Art. 7. ° Los capitanes podrán arrestar en sus casas á los subalternos de sus 
compañías, y si el easo lo mereciese, en las casas capitulares del pueblo en que se 
encuentren. 

CAPITULO 11.^ Obligaciones y facultades del guardia civil.- Art. 5.° Ba- 
jo ningún pretexto, ni aun cuando sean requeridos para ello, cobrarán ni exijirán 
multas aun cuando por su delito corresponda á los delincuntes tal pena por alguno 
de los artículos del bando de buen gobierno, ciñéndose únicamente al arresto de 
aquellos, y presentación de los mismos á las autoridades competentes. 

Obligaciones del soldado. — Art. 12. Siempre que para satisfacer algún empe- 
ño voluntario del soldado se le arrestase y pusiese á medio socorro por ser insuficien- 
te la masita para pagarle, no podrá exceder de 2 meses el tiempo de su prisión, y si 
en ellos no hubiere satisfecho, sé le pondrá en libertad, y se le retendrán solamente 
los tres cuartos sobrantes de su rancho, para con ellos y su masita pagar el resto 
desu deuda. 


Digitized by v^.ooQLe 



ARRESTO. 


705 

Obligaciones generales de la centinela. — Arfe. 58. A ningún soldado se le man- 
tendrá preso mas tiempo de dos meses, á excepción de los casos de deserción, cuyos 
castigos están arreglados en el título que trata de este crimen, y durante el tiempo 
de su arresto, siempre que su delito no sea capital, se le obligará á hacer diaria 
mente una hora de ejercicio en la misma plaza del cuartel para que su salud no 
decaezca n¡ le olvide. 

/ 

1854. Agosto 11.— A. A. Dispone que en toda clase de causas en que se. imponga 
pena pecuniaria y en defecto de pago Ja de prisión, sé naga ante todas 
cosas escusion en los bienes del multado en forma legal, y la prisión no 
tenga efecto hasta que resulte impracticable la solución, por ser este el 
orden en que se imponen y deben cumplirse aquellas penas. 

1854. — Diciembre 21. — Decreto del gobierno, estableciendo d papel sellado para eL 
' pago de las multas. , 

Art 15. Serán consideradas como multas y se sujetarán á las disposiciones de 
este decreto las conmutaciones pecuniarias que.se hicieren de las penas de arresto ó 
prisión en los casos en que aquella es permitida por las leyes. V. Multas. . 

1815 — Diciembre 21— Decreto del gobierno , designando los funcionarios que pueden 
imponer la pena de arresto. 

(Véase mas abajo jpl real decreto de 28 de Febrero de 1856, que lo modifica.) 

, 1855. — Pinero 80 — Real cédula orgánica de tribunales. 

Capitulo I. — Art. 2. ° — Los alcaldes ordinarios de las islas de Cuba y Puerto-' 
Rico y los capitanes de partido de la primera ejercerán como autoridades judiciales 
las siguientes atribuciones: 

5. 03 - Proceder de oficio o á instancia de parte á formar las primeras diligencias 
del sumar io, siempre que en su distrito municioal se cometa algún delito ó se en- 
cuentre algún delincuente, arrestándolo si hubiere fundamento racional bastante 
para considerarlo ó presumirlo tal. V. Juez local. 

Art. 22 Las diligencias criminales en los casos en que no deba recaer pena ma- 
yor que 80 dias de arresto, se reducirán á juicio verbal, poniéndolo en conocimien- 
to de la Audiencia. V. Juez de partido. " 

1855. — Setiembre 7. — Tratado de 1855 celebrado entre Bélgica jqr España para la 
extradición de marineros desertores. 

Los cónsules generales, cónsules y vice cónsules de España en el reino de Bélgica, 
y los cónsules generales, cónsules y vice-oonsules del reino de Bélgica en España y 
sus posesiones, podrán hacer arrestar y enviar, sea, á bordo, sea á su país, los indivi- 
duos, de las tripulaciones de los buques de su respectiva nación que hubiesen deser-; 
tado de los mencionados buques. V. Desertores. 

1855. — Julio 23 — Decreto del gobierno , previniendo que los voluntar ios, sufran en su 
cuartel las penas de arresto por faltas. 

Arfe. 1. ° Guando se impusiere á algún voluntario de la Isla la pena de arresto 
^or razón de cualquiera de las infracciones comunes que* según el reglamento de 21 
de Febrero de 1853 son objetos de juicio verbal, sufrirá dicha corrección en el cuar- 
tel, casa de ayuntamiento ó punto que al efecto designaren los gobernadores y te- 
nientes gobernadores respectivos, dando cuenta á este gobierno superior civil. 

Art. 2.° Si la pena impuesta al voluntario hubiere sido aplicada por alguno 

90 1856 
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de los delitos qúe son objeto de juicio es erito, pero que no están castigados i)or las 
leyes con pena corooral, considerando como tales con arreglo al auto acordado de* 
24 de Febrero de 1840 ademas de otras de mayor gravedad las de prisión, ó reclu- 
sión por mas de seis meses, deberá sufrirse en las*cárceles d establecimientos ordi- 
narios destinados para cumplir esta clase de condenas, pero en departamento sepa- 
rado de los demas penados, siempre que esto fuese posible. 

Art. 3. ° En el caso de que el delito sea de los que se castigan con pena corpo- 
ral, el voluntario cumplirá la condena sin distinción ni separación alguna de tonos 
los demas penados por hechos de esta clase. 

Art. 4. ° La prisión ó arresto preventivo que durante la instrucción del pro- 
ceso se decretare contra un voluntario cuando á ello hubiere lugar con arreglo á las 
leyes, se sufrirá siempre que se tratase de delito que* merezca jiena corporal en la 
cárcel pública, pero con separación de los demas presos, caso de ser esto posible. Si 
se tratase de las demas infracciones deberá sufrirse en los parajes de que habla el 
artículo 1. ° Ni en uno ni en otro supuesto se exijirá al reo retribución especial 
alguna. 

Art. o. ° En los mismos locales expresados en el art. 1. ° deberán los volunta 
rios sufrir los arrestos decretados en’materia gubernativa, salvo si otra cosa se dis- 
pusiese por esto gobierno superior civil ó por el del departamento oriental según su 
Caso. • 

1855. — Octubre 28. — Decreto del gobierno de 26 de Octubre de I ¡165, dictando reglas 
a los golyernadores y tenientés gobernadores para los casos de introducción 
de negros bozales . 

llegla 1. 38 Los gobernadores y tenientes gobernadores, luego que tengan noti- 
cia de que se trata de verificar ó se ha verincado ya una introducción de boza- 
les, darán conocimiento (leí caso al juez del partido, y procederán á prevención á 
instruir las diligencias gubernativas, practicando las* que basten á dejar en claro lo 
que haya de cierto sobre los indicios ó sobre el hecho, y á asegurar en su caso el 
cuerpo del delito y los delincuentes: 

1855.— -Noviembre 30. — Reglamento de bomberos. 

Oup. 4. 0 — Subordinación y penas . — Art. 3. ° Como el hecho mismo de hallarse 
sirviendo en este cuerpo, e3 un signo de honradez, no es presumible se falte á los 
deberes que ese título encierra; pero si desgraciadamente hubiese alguno que contra 
esas fundkdas esperanzas, incurriese en faltas de respeto contra sus superiores en ac - J 
tos del servicio, no acudiese 6 se dilatase en concurrir á el en los casos en que le cor- 
responda ó de cualquier modo dejase de cumplir con sus obligaciones ó con las ¡re- 
glas de la disciplina militar, será amonestado o castigado con arresto o prisión se- 
gún la gravedad del caso. 

Art. 4. ° En los eásos en que hayan de sufrir arresto por faltas leves, se les man- 
dará ir á sus casas ó al sitio destinado al efecto bajo su palabra; pero si el delito 
porque se destinase la prisión fuese de gravedad, se le conducirá á ella custodiado 
decorosamente. * _ 

Art. 5. ° La imposición de las penas correccionales corresponde al jefe que man- 
da, si en el acto mismo del servicio debieran ser impuestas; y si hubiera de serlo 
posteriormente, al comandante principal, quien en los dos casos dará parte inmedia- 
tamente por escrito al subinspector y de la corrección determinada. 

Art. 6. ° Todo individuo debe someterse á la pena que le imponga su jefe, y so- * 
lo de este modo podrá usar de su derecho, que se le conserva, de reclamar, y obte- 
ner satisfacción y resarcimiento de la injusticia que haya sufrido. {Gaceta de Lt Habana 
del 30 de Diciembre). 
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1855. — Diciembre 31* — Decreto del gobierno que determina losAeberes de los gober- 
nadores respecto de las primeras diligencias en causas criminales , aproba- 
do por R. O. de 1 £ de Setiembre siguiente. 

2. ° Dichas dilijencias deberán ser las meramente indispensables para llover 
constar el hecho criminal y delincuente; y por tanto ; limitarse á tomar declaraciones 
de l&s personas que se supongan instruidas de los hechos, recojer y conocer el cuer- 
po del delito, apoderarse y hacer constar los indicios materiales que le indiquen, 
aprehender á la persona ó personas contra las cuales resulten racionales sospechas 
de haberlo cometido ó cooperado á su ejecución, y tomarles las primeras declara-;' 
cienes. * 

4. ° Las referidas diligencias serán remitidas al alcalde mayor ó juez competen- ' 
te con el reo ó reos aprehendidos en el término de 24 horas. 


1856.— Febrero 2. — R. O. jijando los deberes de la policía como ctterpo auxiliar de la 
administración de justicia. 

Art. 2. ° En el caso de que los celadores de policía ú el comisario, en los pun- 
tos en que no existiere celador, tuvieren noticia de haberse cometido algún delito 
en sus respectivas demarcaciones, ó en el ejercicio de sus funciones averiguaren la 
existencia de algún hecho criminal ó delincuente, darán inmediatamente parte por 
escrito al alcalde mayor ó juez competente, y en su caso á la autoridad mas inme- 
diata llamada por la ley á instruir y prevenir las primeras diligencias de la sumaria 
para su presentación en el paraje del < delito ó en aquel que conviniere para su escla- 
recimiento, y procederán á la formación de las primeras diligencias y arresto del 
culpable; todo sin perjuicio de las atribuciones que confieren á los capitanes de par- 
tido la instrucción de pedáneos 6 cualquiera otra vijente. Tan luego como se presen- 
tare la autoridad judicial, cesarán los referidos funcionarios en las actuaciones, y si 
por alguna razón de imposibilidad no concurriere aquella, se las pasarán para su 
continuación, después de practicadas las indispensables para hacer constar la exis- 
tencia del hecho que las motive. 

Art. 6. ° A pesar de lo dispuesto en el artículo 5. ° , si el auxilio tuviere por 
objeto hacer efectivo un auto de arresto ó prisión, cuando una ü otra medida fuere 
urgente, ó de comparecencia; en el caso de temérsela fuga del citado, ó bien se diri- 
jiese á practicar la persecución de un malhechor ó reo que huyese seguido por los 
dependientes de la autoridad judicial, podrá esta requerir directamente á cualquier 
comisario, celador, salvaguardia ú otro agente de la policía. 


1856. — Febrero 18. — R. D. designando las atribuciones de las autoridades y fitncio - 
narivs encargados del gobierno y policía para imponer multas y peras de 
arresto ó prisión , y los derechos de tos penados , y modo de ejercerlos para 
obtener reposición del decreto en que se le impongan aquellas penas . 


Por el ministerio de Estado, encarga4o del despacho de ultramar, se ha comuni- 
cado á este gobierno capitanía general por real órden de 28 de Febrero ultimo el 
real decreto siguiente: 

“De conformidad con lo expuesto por mi ministro de Estado encargado del des- 
pacho de los negocios de ultramar, y después de oida la sala de Indias del supremo 
tribunal de justicia, vengo en decretar lo siguiente: * 

Art. 1. ° Corresponde á las autoridades y funcionarios encargados del gobierno y 
policía de la isla de Cuba, imponer las multas y penas de arresto ó prisión, para cu- 
ya aplicación les faculten respectivamente las leyes, 1 decretos y Reglamentos adminis- 
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tr&tivos, bando de gobernación y ordenanzas de pojicía urbana y rural que rijan 
como vigentes, siempre que estén aprobados por el gobierno supremo; debiendo en 
caso contrario atenerse, en cuanto á la cuota de las primeras y duración de los se- 
gundos, á lo que en este decreto se dispone. 

Art. 2. 0 Solo el gobernador capitán general de la Isla, el gobernador del de- 
partamento oriental y los demás gobernadores y tenientes gobernadoras, podrán 
imponer dichas penas por faltas ó infracciones, no previstas en aquellas disposicio- 
nes y cuya represión sea propia de la esfera gubernativa. Los demás funcionanosy 
agentes se limitarán en estos casos á poner el hecho en conocimiento de los gober- 
nadores y tenientes gobernadores. 

Art. 3. ° El tanto de la multa á que se refiere el artículo anterior no podrá exee- 
derde 300 pesos si la impusiere el gobernador capitán general, 150 el gobernador del 
departamento oriental. 100 los demas gobernadores y 60 los tenientes gobernadores. 
Respecto de la pena de arresto 6 prisión, su duración será de dos meses cuando fue- 
re impuesta por el gobernador capitán general, 40 dias cuando lo fuere por el go- 
bernador del departamento oriental, un mes cuando por los demas gobernadores, y 
15 dias si la impusieren los tenientes gobernadores. 

Art. 4. ° Fuera de los casos en que dichas correcciones se aplicaren por infrac- 
ciones ajos reglamentos, bandos ú otras disposiciones de policía, deberá precederá 
su exacción la formación de expediente en que se hagan constar los motivos que 
hubieren dado oríjeu a la medida. 

Art. 5. ° Las providencias de inulta y arresto, emanadas del gobernador capi- 
tán general y del gobernador del departamento oriental, seráu reclamnbles ante el 
primero; las que dictaren los gobernadores y tenientes gobernadores ante unaií otra 
de las primeras autoridades, según correspondan al departamento occidental 6 al 
oriental; las que procedieren de los capitanes de partido, comisarios v detnas agen- 
tes, ante aquellos últimos funcionarios. Los interesados conservarán el derecho de la 
apelación á la Audiencia en los casos, modo y forma que están previstos perlas leyes. 

Art. 6. ° No se admitirá reclamación alguna por imposición de multa, sin que 
preceda la entrega del pliego 6 pliegos de papel, equivalentes al importe de la mis- 
ma. El recurso (pie se entablare con motivo de arresto 6 prisiop, suspenderá los 
efectos de la providencia dictada, siempre que el interesado haya hecho uso en tiem- 
po oportuno del derecho que se le concede en el artículo anterior. 

Art. 7. ° , La reclamación deberá interponerse ante la autoridad que hubiese dic- 
tado la providencia, dentro do los cinco dias siguientes á aquel en que se hizo saber 
al penado, -y dirigirse al superior correspondiente. Aquella remitirá la instancia con 
su iuforme y expediente en los casos que deba formarse, á la superior en el termi- 
no de tercero dia; y si esto no lucre posible, por residir la última en punto distinto 
J no permitirlo el estado de las comunicaciones, por el primer correo. La autoridad 
superior resol verá dentro de los ocho dias siguientes al recibo del expediente, y co- 
municará á la inferior, con devolución del mismo, su resolución para que proceda 
á su cumplimiento. Este último pla/o regirá respecto de las providencias de multa, 
prisión o arresto, que dictare el gobernador capitán general, contándose desde el dia 
de la presentación de la instancia. 

Art. 8. ° Contra las decisiones finales que sobre dichas quejas recaigan no ca- 
be ulterior reclamación en la esfera gubernativa, pero podrán intentarse los recursos 
extraordinarias que permitan las leyes. 

Art. 9. ° Si la autoridad, contra cuya providencia se interpusiere la reclama- 
ción, negare o dilatare el dar curso á esta, incurrirá en una multa, cuyo importe fi- 
jará el gobernador capitán general después de oir á la Audiencia, si se tratase de un 
arresto, ó en prevención si se tratasede una imposición pecuniaria, todosin perjuicio 
de la responsabilidad, á-que en cada caso pueda haber lugar, y que se hará efectiva 
según las leyes. Lo dispuesto.cn el párfafo anterior uo se entiende respecto de las 
decisiones del gobernador capitán general. contra las cuales procederán los recursos 
que las leyes establecen. 
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Art. 10. El condenado al pago de malta que aparezca' insolvente ¿ufrlrá la pena 
de arresto; (1) pero este no podrá pasar de dos meses, si la multa lia sido impuesta, 
por el gobernador capitán general; 45 dias cuando fuere por el gobernador del de- 
partamento oriental; un mes por los demas gobernadores, y 15 dias si la kan impues- 
to los tenientes gobernadores. 

Art. 11. Las referidas autoridades y funcionarios llevarán un libro foliado y ,ru 
bricado en todas sus fojas, en el cual registrarán por orden numérico las providen- 
cias gubernativas de multa ó arresto que dictaren. Estos registros serán firmados 
por el funcionario respectivo. 

Art. 12. El funcionario que omitiere el registro de que t,iyitael artículo anterior, 
incurrirá en las penas que señala el 9. ° . * # 

Art. 13. De toda providencia de arresto se dará al interesado una copia firmada 
por la autoridad ó funcionario que la haya dictado, eu la cual se expresarán el nú- 
mero y fólio del libro en que esté registrada. 

Art. 14 Se exceptúan de las disposiciones de este decreto laf multas que se im- 
pongan por contravención á las medidas sanitarias y fiscales, respecto á las cuales 
se estará á lo que prescriben los reglamento^ dichos rarmus. — Darlo eu palacio á 
28 de Febrero de 1856. — Está rubricado de la real mano. — El ministro de Estado, 
Juan de Zábala ” 

En su consecuencia queda sin efecto la disposición sobre el mismo asunto, dictada 
por este gobierno capitanía general en 21 de Diciembre de 1854, circulada pn 12 de 
Setiembre de 1855, debiendo guardarse y cumplirse el anterior real decreto. 


1856. — Diciembre 19. — Orden del capitán general x estableciendo la pena de arresto 
en los casos que aquí se expresan contra los ojie i ales adeudados. 

El Excmo. Sr. capitán general en 19 del actual me dice lo siguiente: — Excmo. Sr. 
— Conforme con las medidas propuestas por Y. E. relativas á evitar el que 
los oficiales del ejército contraigan deudas, y cuyas reclamaciones recaen en des- 
crédito del buen concepto que debe tenerse siempre de aquella clase: oido el dic- 
tamen del Sr. auditor de guerra de esta capitanía general, he veiiido en acordar las 
reglas siguientes. — 1. 03 A todo oficial á quien se hagan tres reclamaciones por can- 
tidades que haya ofrecido pagar y no lo hubiese verificado cu los términos /Con que 
se comprometió á hacerlo, pasará arrestado á un castillo hasta satisfacer el total, para 
lo cual sufrirá el descuento de dos tercios de su sueldo. — 2. 55 Tocio subalterno 
que tuviese una deuda de 100 pesos ó mas, si se le hiciese nueva reclamación de o- 
tra cantidad, sufrirá igual castigo, y lo mismo se verificará con los capitanes si la tu- 
vieren de 200 pesos. — La misma corrección sufrirá el oficial que.se le reclame una 
deuda poco decorosa, sea cualquiera la cantidad á que ascienda, pero si por corta 
pudiese satisfacerla en el primer mes, sufrirá siempre dos meses <le arresto. — Lo que 
comunico & V. E. para los fines correspondientes y eu contestación.” 

Lo que traslado á V. á fin de que dando conocimiento á todos les oficiales de 
ese regimiento, inclusos los ausentes, ninguno pueda alegan ignoppncia de esta dispo- 
sición, cuidando al mismo tiempo que el habilitado en esta plaza haga saberla á to- 
dos los que llegando de la Península tengán ingreso en el cuerpo, en la inteligencia 
de que no toleraré el menor disimulo en el cumplimiento de las medidas prevenidas , 
á cuyo fin, con los documentos del día primero de cada mes, me remitirá Y. una re- 
lación de todos los oficiales que tienen deudas pendientes, tanto con el cuerpo, comq 
con los particulares. 


[1] Aquí se suprimieron las palabras siguientes: “Que se conmutará á razón de uu dia por cada 
peso que dejare de pagarse.” Esta conmutación a pesar de nó hallarse determinada en el real decreto 
que aprobó el dictado por el gobierno de la Habana en 21 de Diciembre de 1854, continúa eu obser 
v&ucia, considerando sin duda que la supresión procede de olvido. 
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Esta disposición no se llevará á efecto mas que Con los que en lo sucesivo sean 
reclamados para algún pago, tengan ó no deudas actualmente, reservándome provi- 
• denciar respecto á los jefes, pues espero que por su clase y circunstancias no darán 
lugar á reclamaciones como las que se tratan de evitar; y como en asunto tan impor- 
te están interesadas todas las clases, prevengo á V. que cuando llegue alguno de los 
casos que se previenen en la anterior comunicación, de inmediatamente parte á esta 
subinspeccion para su remedio. 9 

Dios guarde á V. muchos aííos. Habana 29 de Diciembre de 1856, — Manzano . 

1857. — Marzo 14. — Por decreto de la capitanía general se resuelve que se dóconoci- 
% miento á la Hacienda del motivo porque cualquier jefe u oficial pase en 

clase dé arrestado á un castillo ó fortaleza, á fin de que pueda hacérsele 
la rebaja del sueldo que corresponda. V. Haber. 

1857. — Setiembre (¡¿-Ordenanzas rurales de la isla de Cuba. — Arts, 190, 194; 210 
y 211. — Aféase su extracto en la parte doctrinal. 

1857. — Setiembre 6. — Convenio de S. M. la reina de España con S. M. el rey de 
Cerdean jmra asegurarla recíproca extradición de malhechores . — Véase 
en los Anales de 1857, Extradición. 

1857. — Diciombre 22. — Circtdar del gobierno superior civil, mandando proceder 

contra los vagos. 

Regla 1. * — Los capitanes de partido, comisarios y celadores de policía, cuando 
tengan noticia de que en su demarcación existan individuos reputados como vagos 
y á quienes la opinión general atribuyan rol>os u otros excesos que no hayan podi- 
do comprobarse, procederán á su arresto é incomunicación y levantarán en 
seguida una diligencia que formará cabeza del expediente, manifestando que ha 
llegado á su noticia que el individuo objeto de ella reputado como vago en el vecin- 
dario, sin bienes de fortuna y sin dedicarse constantemente á un trabajo que le pro- 
porcione un modo lícito de subsistir, vive sin saberse los recursos v medios de que 
se vale. 

1858. — Abril 23. — El gobierno político de la Habana anuncia en esta lecha haber 

dado órdenes terminantes á la policía para que sin la menor contempla- 
ción ni tolerancia persiga á los pordioseros, y que una vez aprehendidos, 
se remitan á los establecimientos correspondientes de Beneficencia. 

/ 

1858. — Junio 16. — Por bando de esta fecha se manda levantar un somaten geucral 
para la captura de los malhechores cuando se presenten en cuadrilla ó se 
cometa un asesinato, heridas ó robo á mano armada por dos ó mas crimi- 
nales. (Véase la Caceta de la Habana del 17 de Junio). 

1858. — Junio 22. — D. del G. organizando la inmigración de colonos blancos. 

Regla 7. 08 Todo trabajador que se negase á cumplir su contrato será reducido 
á prisión por el termino que disponga la autoridad; á los que promuevan ó capita- 
neen oposiciones de hecho en perjuicio de sus contratistas, ó resistan las órdenes de 
los funcionarios públicos, se les reembarcará por su propia cuenta ó por la de los 
contratistas, según lo determine el gdbierno, ó bien se les someterá á juicio conforme 
á las leyes cuando lo requiera la gravedad del caso. 
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ARRIBADA. guridad y conveniencia de las mismas 

naciones en que tienen lugar semejantes 

1. Es la entrada de una embarcación en acontecimientos. 

un puerto, ó‘su llegada á otro punto de las 4. Sobreesté particular de arribadas 
costas, dejando la derrota que hacia. hay distintas disposiciones especiales pa- 

2. La arribada puede ser voluntaria ó ra estos dominios de Indias, ae que es o- 
forzosa. Es voluntaria aquella que depen- portuno hacer mención en el presente ar- 
de de la voluntad del que dirijo la nave, tículo, ampliándolas también á otras sobre 
Es forzosa aquella que hace obligatoria naufragios en aquellos particulares en que 
la necesidad, como sucede á consecuencia una y otra materia tienen íntima relación, 
de los temporales 6 de otro motivo seme - 1 

jante. CAPITULO I. 

3; Las naciones por su propia seguri- 1 

dad y bienestar, tienen designados los 1 la» arribada» con relación á la» 
puertos adoiide han de entrar los bu- 1 aduanas, 

ques y de los cuales deben salir, sujetan- J 

dose á las reglas que sobre la materia es- ( 5. Hubo uu tiempo en que los buques 

timen oportuno dicta*. Siendo en logene-^que venian de la Península á las Indias, 
ral prohibido arribar á ninguna playa, á no tener permiso especial del rey para 
puerto ó fondeadero no habilitado, .las le- , hacerlo en otra forma, debian venir en 
yes de aduanas determinan los. puntos en . conserva de armadas ó flotas: y para evi- 
que puede liacer.se aquella operación; pero j tar que aquellos buqués, fínjienao asalto 
esto se entiende respecto • de la arribada < de tormentas, ó miedo de enemigos ú otras 
voluntaria, pues la forzosa, como hija de causas, arribasen á distintos puntos de a- 
la necesidad, mal pudiera sujetarse a pro- quellos á donde' iban consignados para 
hibicion. Para estos mismos casos forzo- 4 descargar allí sus mercaderías, se dicta- 
sos, sin embargo, líá sido también opórtu- ! ron prevenciones para que viniendo en a- 
no dictar disposiciones exijidas por la se- quellas flotas no se pudiesen separar de 
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ellas sino en determinados parajes y con eayeran en pena de comiso « 3 tk 38 
marcados requisitos, siendo también obli- Ub. 9, Rec. i, Ind \ En el caso de’ haberse 
gatorio su retorno en las mismas flotas, | tenido q Ue alijar algunas mercaderil de 
bajo penas distintas entre las cuales se las naos, la ley dispuso que el daño se re- 
contaba la de la pérdida de los mismos partiese entre' todos los interesados ti 21 
buques y su carga (f. 1, tí*. 8 a, Ub. 9, Út. y Ub. cHX ' ' 

T\' Tftrnh!pi!' pQtoK a i i- .®* ^ or consecuencia de esa propia doc- 

6. También estaba prevenido que los | trina también estaba prohibido á los.go- 

buquesque con fortuna -arribasen á los bernadores de las Indias occidentales ó 
puertos de Indias y tuviesen necesidad de | islas adyacentes, dar licencia á los buques- 
descargar el oro, plata u otras cosas que . que arribaban á los puertos de sus juris- 
llevasen, fuesen ayudados en la descarga dicciones para que hiciesen escala en ¿tros, 
por las autoridades, sin llevar mas dere- debiéndoles, por el contrario, obligará qué 
< ios que los que tasaran las justicias por ¡ fuesen directamente al puntó para donde 

Kmw Zr'Z ’lf ’ i baJ -° a ** habiandespachado, bajo apercibimiento 

,T» f ? r n Camam (/ ‘ 1V ’ ,le los perjuicios que se ocasio- 

7 i¿tl. \ a n 4 K • naran y de por semejante con- 

7. Respecto de aquellos buques, que, dueta un cargo cu residencia /. ( 18, til. 38, 
como se ha dicho, venían en las flotas, si i Ub. 9, Rcr. ,1 fud.). 

de ella se apartaban en los parajes al efec- 1 10. Era tal ef cuidad-, que se tenia en 

to designados c<m la competente licencia q Ue los buques despachados para estos 
-lf 1 general, estaba dispuesto que fuesen j dominios no arribasen á otros puertos que 
en derechura a los puertos para donde lie- ‘á aquel adonde venian directamente diri 
vahan las cargas y registros, donde debían ¡ gidos, que en 11 de Octubre de 1671, fué 

l Te Tu T] Z C u T ll ‘ Ce T aS , a ° S oficia- j aprobado por ley el acuerdo celebrado 
| . ,eí * líaoI<in, ‘ L {V 1 el caso de He- por el presidente y jueces ‘oficiales de la 

gar los buques sin aquellos despachos, ó casa de contratación, para que las fianzas 
por arribada forzosa, recibida información , dadas por los maestres de navio que Be 
que acreditara la inculpabilidad de los que dirigían á esta Isla y otros- puntos de In- 
los dirigían, estaba prevenido quede nue- 1 dias, de 40Ú0 ducados que respondiesen 
vo los aviasen para el punto de su dircc- ¡ de que no arribarían á otro ningún puer- 
cum, haciéndolos aderezar y aparejar á to de aquel á que venían destfnados, se 
costa de sus dueños, sin permitírseles que ; hiciesen extensivas á que no vendriaii á 

Í r a a gUIUl 2 ’ M - Ub - í ott '° «ngun puerto, aun cuando fuese con 

’ « p' • í u .. ¡ c ' pretexto de no haber podido salir de 

8. Pero si los buques que asi arribasen I su carga, ó de no hallar fruto para el rc- 

con sus papeles correspondientes, llegaban ; torno/ aun cuando para ello les diesen li- 
en tan mal estado que no podían seguir ecncia los goliernadores ú oficiales reales, 
para su destino, los empleados de la Ha- ¡ á quienes se negaba toda jurisdicción en 
cienda debían hacer sacar de ellos la car- ¡ el caso (l, 19, til. 38, Ub. 9, Réc. de. Ind.) 
ga y opositarla fletando otros buques 11 . Las mercaderías venidas en buques 
po, cuenta de los dueños de aquellos arri- que entraban de arribada no pódian en- 
,ados, o dedos efectos que Conducían, pa- 1 tregarse á los interesados mientras no se 
ra que los llevasen al nunto auedetermi. ri»t,,i-, n ; n *Vvan i-., 


I vv.niuVU»U| 

ra que los llevasen al punto que determi 
naban los registros, sin que fuese permi 


determinaban las causas, ni aun b^jo fian? 
za, y en el caso de que por su naturaleza 


..ji, 1 a — ; : . r^ 4 4441 y cuci casu ue que por su naturaleza 

tido darles licencia pura que luciesen es- no se pudieran conservar, debian enage- 
cala en otros, bajo las penas a los que tal narse y depositarse su producido en po- 
hiciesen de privación de oficio, inhabilita- der del fisco, remitiéndose los autos al 
clon ara obtener otros del real servicio ! Consejo en las apelaciones (/. 11, til. 88, 
y confiscación de la fmtad de sus bienes, j lib. 9, Rec. dé Ind) 

oue dehiéV:i Hl VffllPilí» nnr taimonn -I in -n i ' 


>' . t ■ — — ouo uivuca, 

«pie debiera dividirse por terceras partes 
entre la cámara, el juez y el denunciante. 
A la vez disponía la lev que hablaba de 
este caso, que en el de llevar aquellos bu- 
quesljosas prohibidas y fuera de registro 
91 ° 


12. Para los casos de arribada por naíf- 
frag io á los puertos de Indias, dispuso el 
código del ramo que la justicia mas cer- 
cana al lugar del hecho juntamente con 
un oficial real ó con un regidor por falta* 

1856 
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suya, procurasen salvar y poner en cobro 
toaos los efectos del buque, depositándo- 
las en personas abonadas si no hubiese 
depositario general, averiguándose las 
marcas y señales de los efectos para sa- 
ber sus dueños y asentándose así. Que en 
el caso de encontrarse quitadas ó borra- 
das aquellas marcas, por informativos u 
otros indicios se hiciese la averiguación, 
y que del asiento formado se remitiese un 
traslado al punto de donde hubiera salido 
el buque, , otro al lugar donde iba consig- 
nado y otro al prior y cónsules de Sevi- 
lia, conservándose en depósito los bienes 
que pudieran estarlo y rematándose los 
otros en el asta publica. Y por fin, que si 
no pareciesen los dueños, se remitiesen los 
bienes á la casa de contratación de Seyi- 
11a, como de difuntos, con los documentos 
á, ellas pertenecientes, proporcionándose 
buenas garantías en el caso de hacerse 
las ventas ni fiado (/. 22, tít. 38, lib. 9, 
Rec. dc'Iri'?.). 

13. Esa misma disposición se repitió 
respecto de las ciudades y puertos del 
norte de estos dominios, en lo referente á 
la salvación de esclavos, mercaderías y o- 
tros efectos de buques náufragos, entre- 
gándolos aquí á los interesados si se pre- 
sentaban, oyéndoseles breve y sumaria- 
mente, ó enviándolos por su cuenta y ries- 
go con el inventario y registro al presi- 
dente y jueces de la casa de contratación 
de Sevilla (l 23, tU. 38, lib . 9, Re<\ de Indi). 

14. íambien aprobó la ley la costum- 
bre de pagar un suelda de los propios del 
consulado de cargadores en el puerto de 
Sanlucar, á la persona que por el mismo 
se elegía, para que se acudiera con pres- 
teza y pusiese cobro en las mercaderías, 
cuando á Jas salidas de las flotas del puer- 
to tocasen algunas naves ó sucedieran o- 
tros fracasos (l 24, tít. 38, lib. 9, Rec. de 
Indias). 

15. Respecto de los buques que hacían 
la arribada voluntaria y maliciosamente, 
apartándose de las flotas ó armadas y sin 
presentar las licencias correspondientes 
para ello, debían darse por perdidos con 
sus mercaderías, aplicándose por terceras 
portes á la cámara,, juez y denunciador; y 
no habiendo denunciador, dos tercios pa- 
ra los jueces. En el caso de considerarse 
excesiva esta cuota, debía moderarse y no 
ejecutarse la cobranza hasta la sentencia 


de revista del Consejo, y .en cuanto á pe- 
nas corporales, los culpables* de % semejan 
tes arribadas debian ser condenados á 10 
años de galeras siendo hombres bajos, y 
si de otra calidad, conforme á la que ea- 
da uno tuviese (/. 4, tít. 38, lib . 9, Rec. de 
Indias). 

16. También se previo que algunos bu- 
ques harían semejantes arribadas con el 
pretexto de forzosas para expender los e : 
fectos en aquellos puntos, siguiendo des- 
pués viaje, y se dispuso que por ningún 
motivo se consintiera ni permitiese des- 
carga de aquellos efectos, so pena los go- 
bernadores y oficiales de real hacienda que 

| lo permitieran, de incurrir en privaei»H 
| dé oficio 6 inhabilitación perpétua de ob- 
tenerlos del real servicio, y en perdimien- 
to de la mitad de sus bienes. Los maestres 
y -pilotos que consintiesen descargar ne- 
gros y otras mercaderías, incurrían en las 
mismas penas de que se ha hecho referen- 
cia tratándose de la ley anterior, hacién- 
dose ejecutar por los presidentes y au- 
diencias sin consulta del soberano, á me- 
nos que la arribada ftxese de esclavos, pues 
entonces debía observarse lo dispuesto en 
el particular (l. 5, tít. 38, lib. 9, Rec. de 
Indias). 

17. Las mismas penas á los maestres, 

pilotos y jueces que no las ejecutaran con 
rigor, se hicieron extensivas respecto de 
aquellos buques que saliendo de los puer- 
tos de Andalucía para las Canarias ú o- 
tros puntos de Europa, maliciosamente fi- 
guraban arribadas forzosas á las Indias 
para vender en ellas sus mercaderías; pe- 
ro entonces los buques con su artillería, 
armas y municiones se aplicaban ala pro- 
visión de las armadas reales, haciéndose 
de lo demas las distribuciones de que an- 
teriormente se hizo referencia (/. 6, tít. 38, 
lib. 9, Rec. de Ind.). . _ 

18. Esas propias penas se hicieron ex- 
tensivas á los buques que viniendo desti- 
nados con frutos de España para determi- 
nados puntos de estos dominios, so pre- 
texto de arribada, se derrotasen y aporta- 
sen á la ciudad de Cartagena (L 9, tít. 38, 
lib. 9, Rec. de Indi) Y también se declaró 
nulo todo lo que se actuase en Portugal, 
sobre arribadas forzosas ó voluntarías de 
buques despachados de las Indias (/. 16, 
tít. 88, lib. 9, Rec. de Indi), encargándose 
á la casa de contratación de la Península 
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la brevedad y cuidado en el despacho de 
las causas de arribadas de estos aominios 
de ludias (l. 17, tít . y lib. cit .) 

19. En cuanto á la aplicación de las pe- 
nas pecuniarias por razón de arribadas, 
que se imponían á I03 jueces y denuncia- 
dores, el Consejo de Indias estaba faculta- 
do para moderarlas á justa equivalencia, 
si consideraba excesivas las cantidades 
que de aquel modo resultasen (1. 8, tít. 88, 
lib. 9, Rec. de Ind.). 

20. Los que adquirían mercaderías de 
los buques arribados por cualquier título, 
así de los dueños como de otros terceros^ 
quedaban sujetos á distintas penas, como 
también el vendedor y personas de cuya 
mano las recibieran, siendo participantes 
en el fraude, 6 si sabiendo su procedencia 
después de compradas y recibidas las mer- 
caderías, hiciesen sin embargo uso de ellas. 
Las penas eran perdimiento de todos los 
bienes y de las mercaderías ó cosas com- 
pradas; siendo los culpables revendedores, 
10 años de galeras, y lo mismo los encu- 
bridores ó receptadores; pero tratándose 
de personas de calidad, debían ser dester- 
radas perpétuamente de las Indias ademas 
de la pérdida de todos sus bienes y de las 
mercaderías; y tratándose de eclesiásticos, 
procedía el mismo destierro y ocupación 
de las temporalidades (l. 7, tU. 38, lib. 9, 
Rec. de Ind.) 

21. Tenían encargo todos los oficiales 
de los puertos de Indias y de la Penínsu- 
la, de dar cuenta anualmente de las arri- 
badas y de lo que se hubiese practicado 
en consecuencia, bajo pena de perder los 
sueldos vencidos y que se vencieran, pri- 
vación de oficio é inhabilitación para ob- 
tener otro alguno en el servicio real (l. 13, 
tít. 88, lib. 9, Rec. de Ind) 

22. Por lo que respecta al orden dé pro- 
ceder en las causas ae arribada, á los ofi- 
ciales reales y 110 á las audiencias tocaba 
conocer de las de buques do negros, ad- 
mitiendo las apelaciones con exclusión 
también de las audiencias, para el Conse- 
jo de Indias ( l . 12, líe. 38, lib . 9, Rec. de 
Ind). Asimismo se declaró que los jueces 
visitadores nombrados en comisión y con 
limitación de tiempo para conocer de las 
arribadas, debían conocer de la culpa que 
resultase á los gobernadores que entonces 
fueran de los puertos, por las arribadas 
que hubiesen tenido lugar durante sú man- 
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do, aunque pasase del tiempo señalado á 
los mismos visitadores, sin contarse en la 
comisión de estos las posteriores á su lie-* 
gada á los puertos; pero que si en las últi- 
mas fuese culpado alguno de aquellos con- 
tra. quien se traía la comisión, el visitador 
pudiera hacerle cargo por ello (7. 1^, tít. 
y lib. dt. 

23. De las causas promovidas por los 
maestres por averia gruesa contra los due- 
ños de las cargazones salvadas, para que 
entre ellos sé repartiese el daño, debain 
conocer en Indias las justicias de tierra ó 
los oficiales reales (l. 20, tít. 88, lib. 9, 
Rec. de Ind.). Habiendo reclamado la ca- 
sa de contratación de Sevilla sobre la co- 
misión dada al marques de Miranda de 
Auta ptira conocer en la Península de ar- 
ribadas á los puertos de las Indias, se con- 
signaron á aquella las referidas causas de 
arribadas y excesos de extravíos que acae- 
cieran así en los puertos de Indias como 
en los de la Península, á excepción del de 
Buenos- Aires, con apelación al Consejo. 
Y después se ordenó que aquella casa co- 
nociera de los procedimientos menciona- 
dos respecto de los hechos acaecidos en 
los puertos de Indias, siempre que en es- 
tas no se hubiese tomado aquel conoci- 
miento, y se hallasen los reos, bienes y 
buques en la Península, á excepción del 
puerto de Buenos Aires, y los de Galicia, 
principado de Asturias y señorío de Viz- 
caya, respecto de los cuales habría de dar- 
se comisión á jueces particulares, y reser- 
servándose las apelaciones para el Conse- 
jo (l. 26, tít. y lio. cit i). 

24 A los navios que salían de las is- 
las de Canaria, y que tenían permiso de 
retornar á ellas después de su viaje á las 
Indias bajo determinadas condiciones, se 
concedió aquel permiso con la de que ce- 
saran de todo punto las arribadas que los 
buques provenientes de las mismas Indias 
solian hacer allí bajo distintos pretextos; 
disponiéndose que los bajeles que por cual- 
quier accidente hiciesen la arribada, fuesen 
obligados ápasar con su carga á la casa de 
contratación de Sevilla para que allí fue- 
sen juzgados, dando fianza los maestres 
de que verificariah la presentación ( l . 25, 
tít . 40, lib. 9, Rec. de Ind.) 

25. Cuando los navios de Indias llega- 
ban tan derrotados á la bahía de Cáai¿, 

1 que no podían pasar adelante y entrar én 
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la barra de Sanlucar, -érales permitido des- ; sen haber conducido las cargazones á los 
cargar allí^bajo condición ae que el oro, puertos de sus destinos en Indias ( art . 7 
.plata, piedras y dinero que en ellos fuesen, delreglam, cit .). Encargóse el oumplioHoq- 
sin abrir las cajas se llevasen por tierra a to (le esta disposición en real orden de 27 
Sevilla, y se presentaran ai presidente y ! de Junio de 1818 comunicada a esta oa- 
jueces oficiales con los registros que liu- j pital. 

biesen llevado, pena de ser perdidos y a- 1 29. Dispúsose también que los regis- 

plicádos al fisco (/. 28, tU, 40, lih. 9, Rec, tros se formasen en las aduanas de E<pa- 
dt IndX ' ! ña con total separación de los géneros y 

26. Por fin, las leyes d^ín lias dictaron frutos españoles y de los efectos y meroa- 
eu el asunto que nos ocupa disposiciones derías extranjeras que nunca se podrían 
para que en el consuladojje Sevilla salle* ¡ mezclar y con expresión del aforo y adeu- 
vase un libro en que se asentaran las na- 1 do de derechos exíjalos de unos y otros, 
ves perdidas en los viajes de Indias, así ; y firmados por los administradores y el 
como sobre el reparto de lo que se salva- Contador de ellas, quedándose este con co- 
ra (L 54, út, 6, til). 9, Roe, do- fnd Las pía literal en su oficina, pasándose rela- 
dictaron asimismo sol >re la manera de po* cion ó nota individual de los mismos re- 
nerse en cobro las mercaderías dejos bu--, gistros al juez de arribadas, quien estaba 

, ques que se perdiesen ( l , 29, tit, 16, Ub, cit,), en obligación de di rigirlasal misnistro del 
Y ppr fin, previnieron queso pusiesen en ¡despacho universal de Indias para su de- 
semejantes cí.sos en recaudo los papeles j bida noticia, y providencias que convinie- 
de los escribano^ mayor y de raciones, se expedir á la America por su departa- 
haciéudose inventario y averigiiíKÚon de j nlento {art., 8 del reg, cit.) 
los bastimentos, armas y municiones que ! JO. Asimismo se dispusoque al retor- 
hubiese en la nave al tiempo de perderse, ; no de las embarcaciones mencionadas, en- 

* para que todo constase en la cuenta de los ¡ t regasen también los administradores á 
maestres y pudieran cobrarse los alcances ¡ los jueces do' arribadas iguales relacio- 
(£ 42, tU, 16, lib, cit,) nes de ios caudales, efectos y frutos quo 

27. Ensanchado mas el comercio (les- condujesen de ludias, y de los derechos 
pues de aquellas disposiciones del código que hubiesen causado y satisfecho, para 
indiano, que tantas y tan rigorosas trabas que se remitieran ai propio ministerio 
le tenían impuesto, y habilitados al efec- {art, 9 del reg, cit.) 

to algunos puertos en estos dominios, es- 31. Después de entregados los regis- 
tablecieronse también en ellos juzgados tros, que debiau darse cerrados y sellados 
de arribadas, dictándose en la materia con dirección á los ministros reales de 
nuevas disposiciones que se contienen en los puertos de America, y pasarlas las co- 
cí reglamento del comercio libre de 12 de pias de ellos á los jueces de arribadas, era 
Octubre de 1778. v , obligación de estos ir á bordo de las em- 

28. Para despacharse las naves mercan- barcaoiones para entregar á sus, capitanes 
tes eü los puertos habilitados de la Peníu- ó patronos la real patente de navegación 
sula, quedaron obligados sus dueños ó ca- despachada por el ministerio de Indias, 
pitanes solamente á presentarlas á la car- de que siempre se tendría un número 
ga. participándolo á los jueces de Indias compcteute de repuesto. Entonces había 
que nunca les pondrían embarazo para de practicarse la revista acostumbrada de 
ello, manifestando también á los adminis- la tripulación, cargadores y pasageros, 
tradoros de aduanas los puertos de Amé- á fin ue que no viniésen polizones, ni se 
rica adonde quisiesen dirigirlas, á fin de embarcara persona alguna sin licencia real 
que por sus oficinas pasaran todos los fru* despachada por la via reservada de lu- 
tos y géneros que se embaroaseu, cobran- dias, del consejo supremo de ellas, ó de la 
«lose en ellas los. derechos establecidos, real audiencia de contratación en Cáliz, 
formándose los individuales registros que que también podía darlas cu los casos per- 
deSiesen llevar, y recibiéndoseles obliga- mitidos por las leyes (art. 10 reg* cit,) 
ciones otorgadas con los buques, sus per- 32. Todos los individuos que viniesen 
sonas y bienes, de llevar á la vuelta las á.las ludias sin aquellos permisos deter- 
coí respondientes tornaguías, que califica- minados, aun cuando los trajeran de otras 
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autoridades, á su arribo debían ser apre- 
hendidos y mandados en partida de regis- 
tro para ser penados por su delito, así co- 
mo también los capitanes j patrones que 
les hubiesen traído, (art. 11. rey. cit.) , 

-33. Los mismos jueces de acribadas de- 
bían ocuparse de llenar otros requisitos, 
antes de entregar las patentes y dar permi- 
so á los buques para que se hiciesen á la 
vela. Tales eran examinar si se encontra- 
ban en disposición de navegar sin riesgo, 
no permitiendo nunca que viniesep sobre- 
cargadas; si traían el velamen, jarcias y 
demas repuestos correspondientes á la dis- 
tancia y común duración de los viajes; 
si tenían los víveres y aguada que podían 
necesitarse según el número del equipaje 
y pasageros y si debían por el porte de 
los buques y personas que viniesen á su 
bordo, traer capellán y cirujano para la 
asistencia y consuelo de todos, obligando 
á los capitanes á que cumpliesen estos de- 
beres (art. 12. reg. cit.) 

34. Como los que cargaban en frutos ó 
efectos comerciales hasta el valor de 
52.941 reales vellón, podían embarcarse d 
enviar con ellos á sus factores ó encomen- 
deros, conforme á la real orden circular de 
27 de junio del mismo año de ,1778, se 
declaro que unos y otros habían de ser 
españoles por notoriedad ó justificación 
que presentaran de su naturaleza con las 
fées de bautismo legalizadas para al pri- 
mer- viaje; mayores de 18 años, libres de 
la patria potestad ó con permiso de sus 
padres; y los casados hábian de manifes- 
tar el consentimiento de sus mugeres; 
afianzando todos hasta la suma de 500 
ducados de vellón ante los respectivos 
jueces de arribadas de restituirse á Espa- 
ña luego que despacharan sus géneros y 
en su defecto dentro de tres años, ó de 
cuatro si venían á los puertos del mar del 
sur (art. 13. reg . ciL) 

35. Para obtener sin detención ni dis- 
pendio alguno los, cargadores, factores ó 
encomenderos las Ucencias correspondiera 
tes, debían sacar certificación de la adua- 
na en que constase haber cargada de 
cuenta propia ó á su consignación hasta 
los referidos 52.941 reales vellón; y pre- 
sentándola al juez de arribada, este había 
de -remitirla al ministerio de Indias con 
informe de concurrir en los' sugetos las 
circunstancias exijidas, y en su vista de- 


bia darse á vuelta de correo la orden pa- 
ra que se les permitiese Su pase á Améri- 
ca (art. 14. reg. cit.) 

36. Atendida la distancia ultramarina 
de las islas de Mallorca y Canarias, se 
concedió por excepción ¿ lo's jueces de 
arribada de ellas, y con inhibición de sus 
comandantes generales y domas ministros, 
la facultad de dar aquellas licencias á los 
pasageros, factores y encomenderos, con 
la obligación de informar justificadamen- 
te después á la vía reservada de Indias , 
para larbal aprobación (arl. 15, rey. cit.) 

37. Dispúsose también que, todo lo que 
se cargara en las embarcaciones del libre 
comercio concedido, así á la- salida de los 
puertos habilitados en la Península é is- 
las de MaHorca y Canarias, como á su re. 
greso de* los señalados en América, y 
cuantos frutos, efectos y caudales se tras- 
portaran de ida y vuelta en los correos 
marítimas, habían de registrarse en las 
respectivas aduanas ó cajas reales, bajo la 
pena de comiso de cuanto no se eoñtuvie- 
ra en los registros, aunque fuesen géneros 
libres de contribución. Y no podían ser- 
vir de disculpa á los conductores las guias 
particulares de los ministras de real ha-, 
cienda, ni las manifestaciones volunta- 
rias que hasta entonces se habían' admiti- 
do en algunos casos por mera equidad, 
sobre lo cual se dieron estrechas ordenes, 
para que se hiciesen los mas exactos y ri - 
gorosos cotejos de las cargazones con los 
registros (art. 34, rey. cit.) 

38. Prohibióse también á los capitanes 
ó patrones de las naves mercantes, que^ 
durante la navegación de ida y vuelta 
pudiesen hacer , arribadas, ni escalas vo- 
luntarias, y mucho menos arrimarse á 
embarcaciones extrangeras, bajo has pe- 
nas de las leyes de Indias. Para-que-se 
arreglasen en los puertos de esta á sus 
ordenanzas y práctica establecida, se dis- 
puso también que á su entrada diesen 
parte á los gobernadores de los acaeci- 
mientos del viage y entregasen los regis- 
tros á los ministros reales, á fin de que 
poniendo á bordo los guardas necesarios, 
se procediese á la descarga dentro da 24 
horas, y á concluirla con la brevedad po- 
sible, á menos que lo impidiese el tiempo 
ó sobrevinieran otros motivos justos (art^ 
35, reg. cit.) 

39. Conforme al propio reglamento (art. 
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86), las mismas reglas debían observarse 
para cargar en América los caudales, fru- 
tos y efectos con que los buques mercan- 
tes habían de retornar á los puertos; de 
España de donde salieran, u otro de ¿ los 
habilitados 'para este* comercio, sobrevi- 
niendo causa justa que les precisase á 
ello. 

40. Disponía también (< arL 37) que per- 
mitida la descarga en ambos casos y dado 
por cumplido el registro, entregasen los 
capitanee ó patrones la real patente de 
navegación al juez de arribadas, para que 
la remitiese al ministerio de Indias donde 
se archivaban todas, í fin de evitar los 
fraudes que habían solido cometerse. 

41. Concedida así á los súbditos la li- 
bertad de sacar sus registros de las adua- 
nas de España para uno ó mas puertos 
de los habilitados en estos dominios, pu- 
liendo variar el destino cuando les con- 
viniese por temporal, falta de despacho 
tí otros motivos justos, si en estos casos 
desembarcaban parte de las cargazones 
en cualquiera de los parages de América; 
contenidas en el reglamento á que nos re- 
ferimos, no podían volver á extraer las 
partidas ya introducidas siempre que hu- 
biesen pasado las aduanas y adeudado Iob 
derechos de entrada, para evitar los frau- 
des y embarazos que de otro modo se pro- 
porcionarían en las oficinas (arL 38.) 

42. Añade el mismo reglamento, (arL 
39) que sea licito, sin embargo, á los due- 
ños ó compradores de los géneros, efectos 

2 frutos conducidos en las naves de aque* 
a permisión, extraerlos con nuevos re- 
gistros de los puertos de América donde 
se hubiesen introducido para cualesquie- 
ra otros de los habilitados en ella, pagan- 
do los mismos derechos con que hubiesen 
contribuido á su entrada, asi como se per- 
mitía á los subditos americanos comerciar 
con los frutos y producciones de estos do- 
minios de unos puertos á otros, satisfa- 
ciendo las moderadas contribuciones esta- 
blecidas para ese tráfico interior. 

43. Puso también el reglamento como 
requisito, que los comerciantes que en 
estos dominios compraran los efectos que 
trajesen de España las naves de registro, 
habían de llevar libros de cuenta y razón, 
para dar la salida y paradero de aquellos 
siempre que se les pidiera, evitándose 
por éste medio fraudes y contrabandos; y 


lo mismo habían de practicar en la Pe- 
nínsula los. que adquiriesen las produc- 
ciones de Indias, para hacer constar cuan- 
do fuese necesario su origen y destino. 
(arL 40.) 

44. En el caso de arribar por algún ac- 
cidente inopinado las embarcaciones en 
América, á puertos no habilitados para 
aquel libre comercio concedido, dispuso 
el mismo reglamento, que lo hiciesen 
constar sus capitanes ó personas con prue- 
bas bien legítimas, siéndoles prohibido 
todo desembarco y venta de lo que con- 
dujesen, así como también abrir registro 
para cargar caudales, efectos y frutos del 
pais. (arL 41.) 

46. Disponiendo el art. 63. del regla- 
mento citado, qué en los puertos habilita- 
dos de España se estableciesen consulados 
de comercio, , ordenóse también (arL 64) 
que mientras se formalizaba su erección y 
se prescribian sus ftinciónes y facultades 
respectivas al comercio de Indias, los jue- 
ces dé arribada hubiesen de conocer de 
todos los asuntos judiciales que ocurrie- 
ran con motivo de aquella libre contrata- 
ción; y que de sus sentencias asesoradas 
oon letrados conocidos, se admitiesen las 
apelaciones que se interpusieran para el 
consejo de Indias. 

46. En virtud del anterior artículo, el 
^conocimiento de esos negocios se declaró 
á cargo de la intendencia de esta capital 
por real órden de 20 de Mayo de 4779. 
Reiteróse la disposición en la de 3 de Ju- 
lio de 1781, declarándose para resolver 
dudas que sobre el particular se habían 
suscitado, que el juzgado de arribadas 
debía conocer de todas las causas y recur- 
sos procedentes del libre comercio, sus 
incidencias, arribadas de buques mercan- 
tes, contratas, seguros y naufragios, que- 
dando solamente en el gobernador la fa- 
cultad de retener las embarcaciones que 
se empleaban en el tráfico marítimo ó 

S emitirles su salida por todo el tiempo 
e la guerra, llevando en ello ambos je- 
fes la mas perfecta correspondencia y sir- 
viendo estas determinaciones de norte al 
nuevo juzgado establecido en defecto de 
consulado y basta tanto que se erijiese 
este tribunal, y para que el gobernador 
no consintiera en el suyo la radicación de 
aquellos negocios. 

47. La real órden de 1784 y después 
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la de 1. ° de Mareo de 1788. para impe- 
dir el comercio clandestino de los extran- 
geros, denegaron la entrada á puerto de 
sus buques con ningún prétexto y sin 
excepción alguna de bandera, permitión* 
dolo tan solo á los de guerra por evidente 
neceáidad, bajo las condiciones de hacer 
constar esa necesidad y de allanarse á la 
custodia del resguardo. 

48. Instalóse mientras tanto en esta ca- 

pital el consulado en 1794, y abiertos 
también los puertos de la Isla al libre co- 
mercio extrangero, cesaron por . conse- 
cuencia aquellas prohibiciones tan multi- 
plicadas como rigorosas que se habían 
dictado sobre arribadas. Fue el consulado 
el tribunal competente para conocer.de 
los tratos y negociaciones que proporcio- 
naba la nueva, extensión de comercio, y 
después tocó el conocimiento at tribunal 
mercantil que sustituyó á aquel consu- 
lado. ^ * . 

49. Al juzgado de la intendencia que- 
daron reservados, sin embargo, A aquellos 
particulares en que se atraviesa el interes 
del erario de una manera mas ó menos 
decisiva, y que eran oon mas propiedad 
exclusivos de los juzgados de arribadas. 
Decidió en consecuencia la real órden de 
14 de Diciembre de 1794, que á este ul- 
timo juzgado correspondía otorgar el per- 
miso que se pidió para adquirir del ex- 
tranjero un buque que se necesito para 
la «conducción de unos negros y útiles de 
injen íq, satisfaciéndoselos derechos de ex- 
tranjería. Y antes y después de esto la 
ordenanza de intendentes de 1786 {arU 
83) y la posterior de 1803 (< art . 104) con- 
tuvieron la declaratoria, de que debiap 
conocer igualmente; ”de los casos de pie- 
sas, naufragios, arribadas, y bienes va- 
cantes en cualquier manera qué lo estén, 
así para la averiguación, como para po- 
ne rl*>s en cobro y aplicarlos a mi real, 
hacienda, precediendo la diligencias ne- 
cesarias por derecho.” 

50. La intervención de los consulados 
y de los juzgados de marina, en los ca r 
sos de arribada por naufragio dieron mo- 
tivo á reiteradas competencias entre las 
dos jurisdicciones, las cuales fueron deci- ¡ 
did¿s por real órden de 18 de Setiembre 
de 1799, declarándose para evitar seme- 
jantes encuentros eií lo sucesivo, ”que per- 
tenece al juzgado de marina como asun- 


to de su facultad, el conocimiento de es- 
tas causas, en cuanto *á averiguar la culpa 
ó inocencia que haya intervenido en ej 
naufragio, y también las providencias 
sobre el salvamento del buque y su car- 
ga, con los incidentes relativos á estos 
objetos. Pero que luego que reciba la 
noticia del naufragio, deberá cpmunicar- 
la al consulado del distrito; á fin de que 
si contuviese la embarcación efectos de 
comercio, comisione síndico que inter- 
venga en el depósito, que debe hacer d ( e 
ellos la mariña, según se vayan salvando 
y á disposición del mismo síndico; para 
formalizar después su auténtica y total 
entrega al consulado, a quien compete 
el Ubre uso de las facultades de su- insti- 
tuto sobre dichos efectos salvados, rein- 
tegrando á la marina con precedente 
cuenta formal de los gastos que se ha- 
yan causado, y franqueándose ambas 
jurisdicciones las noticias* y auxilios qiie 
necesiten, procediendo enu todo con la 
mejor armonía; y que si el naufragio 
ocurriere en parage donde no hubiere 
ministro ó subdelegado de marina, des- 
empeñe sus funciones la justicia ordi- 
naria, que dará euenta ¿ los jefes Je ma- 
rina y consulado para las ulteriores pro- 
¡ videncias que competen á cada uno, 
j circulándose á todos esta declaración.” 

51. Por haberse demorado el consu- 
lado en un caso de naufragio, para nom- 
brar el síndico dispuesto, se dictó real 
órden en 30 de Marzo de 1807, imputan- 
do responsabilidad al prior y cónsules, 
y previniéndoseles que en semejantes casos 
es de su obligación nominar persona se- 
gura y de toda confianza, que haga y 
promueva las diligencias conducentes en 
beneficio de los náufragos, supliendo to- 
dos los gastos <Jeí fondo de la avería v 
dando cuenta y razón á los interesados de 
lo que al fin resulte. ( 

52. La 1. 10, tít.^ 7, lib. 6 de la nov. reo. 
declara que á los jefes militares de mari- 
na toca entender de las arribadas, pérdi- 
das y naufragios de todas las embarca- 
ciones en las costas ó puertos españoles, 
v que ppr consiguiente deben dar todífs 
las providencias para el salvamento y 
custodia de papeleé y efectos de los bu- 
ques naufragados, con facultad de pío- 
ceder severamente contra cualesquiera 
personas, de cualquiera clase y condicioq 
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que* sean/ complicabas en la ocultación ó causados, para * cu} r o reintegro, si en el 
robo de algunos efectos, ó que hayan i primer mes después de la publicación no 
contribuido de cualquier modo al ñau- pareciese quien haga constar su derecho 
iríigro ó pérdida de alguna embarcación a los dichos' efectos, podrán venderse en 
en la mar, costa 6 puerto; que esas can- almoneda los mas expuestos á deterio- 
res con todas sus incidencias competen rárse. 

privativamente á los juzgados de marina, ¡ 55. .Que cumplidos tres meses de hecha 

y que á ese fin en todo naufragio se áctua- i ln publicación y no presentándose dueño, 
rá sumaria por el comandante del partido ¡ el comandante de marina de la provincia 
d ayudante del distrito que acudiese pri* ! pase al subdelegado mas inmediato de 
mero. y se envíe al capitán general por los bienes mostrencos y vacantes copia 
mano del principal, para que reconocida testimoniada- de las diligencias praotica- 
en junta de departamento, con asistencia das, y del inventario de todos los efectos 
de este jefe se decida el caso d se exija salvados, poniéndolos desde luegd á su 
/ mayor aclaración.. para juzgarlo. ' disposición, con reserva de los gastos, r 

58. Dice también que con noticias de con las formalidades convenientes para sií 
haber naufragado alguna embarcación en mismo resguardo. 

la costa, el comandante d ayudante del 5A. Que siendo extranjera la embar- 
distrito próximo al lugar del fracaso, se ¡ cacion perdida,, y hechas las primeras di- 
trasfiera á él. ' tomando las precauciones I ligencias para socorro de la gente y salva- 
correspondientes, de acuerdo con los que 1 mentó ‘de los efectos, se pongan estos á la 
tengan el enhargo de Sanidad, para dar ¡ orden* del juez conservador de extranje- 
sin dilación las disposiciones que permi- ! ría¡ asegurando el reintegro de los gas- 
tan las circunstancias, en primer lugar ! tos hechos, sin verificarla entrega, mien- 
para el socorro de los náufragos y des- ' tras no se justifique la nación á que per- 
pues para el del ouque r <> bien para que tenece el buque naufragado, 
se recojan y custodien los efectos que 1 57. Que si este fuere nacional y pro- 

pudiesen salvarse, á curó fin solicitarán i cedente de América, luego que se practi- 
de las justicias ordinarios y cabos milita- quen las primeras disposiciones para au- 
res todosjos auxilios necesarios, embar- \ xiliar la gente y salvar los efectos, que 
gando por su parte los barcos y gente de 1 siempre Ha de corresponder á los jefes 
mar que fuere menester. j militares de marina, avisen estos al juez 

54. Que si la embarcación naufragada * de arribadas de Indias en aquel parage, 
estuviese sin gente, el jefe militar de ma- 1 para que acuda á tomar el conocimieitto 
riña que hubiese acudido, se apodere * de ! correspondiente; * y se le entreguen fes 
todos fes papeles v libros que encontrare, ¡ efectos recojidos en los mismos términos 
y hecho inventario de ellos por el oficial j que -dispone el párrafo anterior, 
del detall v cantador de la provincia, los ! 58. Que pudiendó importar á los due- 

. guarde para venir en conocimiento del 1 ños d el buque naufragado, ó á los inte- 
dueño nel . cargamento y buque, que pon- 1 resados en' su carga, ó a los que tenían en 
drá en la custodia correspondiente á su ' él' voz y mando, el* seguro conocimiento 


todo lo reconocido por inventarió con su respectiva inculpabilidad, ocurran al 
igual formalidad, y se haga la publica comandante de la provincia, que los en- 
oion del naufragio por edictos en los pa- terará en el asunto, y dispondrá se les 
'rages convenientes, con las señales mas facilite si lo exijieren, un extracto sus- 
tancial del expediente autorizado con su 
firma. Pero que ouando del sumario re- 
sultasen indicios ó pruebas de haberrie 
ocasionado la pérdida por imilfeia, igno- 
rancia 6 negligencia, el comandante de la 
se les entregue desde luego con la forma- f provincia, aunque no hubiese parte que 
lidad debida y deducción de los gastos ! reclame, lo envíe original por mano del 


pjecisuífpara que puedan venir en cono- 
cimiento los interesados; á los cuales 
presentándose dentro del término pres- 
cripto, y justificando competentemente 
su derecho al todo 6 parte de los efectos 


seguridad. Qiie'si en la embarcación per- j de fe que resultase del sumario, . que 
dida no se hubiesen hallado documentos siempre ka de formarse sobre el fracaso, 
que faciliten aquellas noticias, se deposite liara usar -de su derecho, ó en prueba de 
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Comandante principal al capitán general 
del departamento, quien á su discreccion 
mandará formar una junta de generales y 
oficiales de graduación, á la que concur- 
riendo el comandante principal de los 
tercios, se^ examine si hubiere justa cau- 
sa para proceder contra los acusados;, y 
que habiéndola, se manden' arrestar y 
continuar en la provincia las diligencias, 
hasta poner la causa en estado plenario, 
remitiéndose entonces con los reos á la 
capital del departamento, donde 'sean 
juzgados en consejo de guerra. 

f>9. Que el juzgado militar de marinh 
limite su conocimiento en tales ocasiones 
á la parte facultativa y criminal del he- 
dió, al socorro de los náufragos y salva-' 
mentó del buque y carga, con tocio lo de- 
mas que pertenezca á las cosas de mar v 
sin introducirse á juzgar de las materias 
peculiares del comercio, que son de la 
inspección del juez de arribadas de In- 
dias, ó de los tribunales consulares según 
los casos; pero que será de la incumben- 
cia de los comandantes militares de mari- 
na entender privativamente en todas las 
causas de incendios en los astilleros ó 
buques mercantes, en las de abordages, 
baradas v otras averías que se experi- 
menten fuera ó dentro de los puertos. 

60. En fin; que del mismo -modo que en 
los naufragios han de entender los co- 
mandantes de marina en la custodia y 
adjudicación de todo aquello que la mar 
arrojase á las playas, bien sea producto 
de la misma mar 6 de cualquiera otra es- 
pecie, que no teniendo dueño, correspon- 
derá á quien lo hubiere encontrado, lo 
mismo que al que extrajere conchas," atn 
bar, coral, etc. Y que cuando los pesca- 
dores sacaren del fondo del mar anclas 
perdidas, ó pertrechos de bajeles naufra- 
gados desde mucho tiempo, sabiéndose 
el dueño á que pertenezcan, se les entre- 
guen, pagando de hallazgo la tercera 
parte del valor, lo mismo que cu el pri- 
mer caso; pero que ignorándose la pro- 
piedad de los efectos, y hecha la publica- 
ción por edictos de que antes se hizo re- 
ferencia, si en el discurso de un mes no 

f >areciere quien justifique ser el dueño, se 
es entregue á los que los extrajeron. 

61. En circular de 29 de Mayo de 
1804 se declaró, que conozcan los consu- 
lados del -resultado de las averías y de los 

92 


contratos que dependan de! mismo re- 
sultado ó tengan conexión con él; es de- 
cir, que declarada por el tribunal de ma- 
rina la culpabilidad ó inculpabilidad 
de la avería, cuyo conocimiento faculta- 
tivo indispensablemente les corresponde 
como el de arribadas, entiendan después 
los consulados sobre el cálculo y aplica- 
ción de lo qúe cada uno ha perdido y le 
corresponde, y por consiguiente, sobre 
los contratos de pérdidas y ganancias 
que para estos respectivos casos se hayan 
celebrado, pues que todo esto, es pura- 
mente mercantil. {Nota á la l. 10, t'tt. 7, 
lib. 6, nw. pee.) 

62. La* ordenanza de matrículas de 
mar de 1802 en su art. 3, del tít. 6, decla- 
ra corresponder á la jurisdicción mili- 
tar de marina, las materias de pesca, na- 
vegación, presas, arribadas y naufragios . 
En los artículos 10 al 18, contiene lite* * 
raímente respecto del asunto las disposi- 
ciones de la ley recopilada de que se ha 
hecho mención, prohibiendo á la marina 
que se introduzca á juzgar de las mate- 
rias peculiares del comercio, que son de 
la inspección del juez de arribadas de 
Indias, ó de los tribunales consulares, se- 
gún los casos; y no es' de extrañar seme- 
jante reproducción, cuando la ley referid# 
se limitó á copiar los mismos artículos 
de la ordenanza citada. 

* 63. Por real orden de 29 tic Noviembre 
de 1803 se declaró nuevamente que ”los 

• juzgados de marina deben entender y de- 
cidir sobre las materias que tengan co- 
nexión, ó dependan de la facultad mari- 
nera, cual es en este caso el averiguar y 
resolver si las arribadas han sido forzo- 
sas y si las averías han dimanado de ne- 
gligencia, malicia ó ignorancia del capi- 
tán, ó de uno de aquellos accidentes de 
la mar, para cuyo remedio no bastan 
muchas veces los mayor es conocimientos, 
celo y actividad; pero que tratándose de 
regulación de valor de las averías en los 
géneros de los cargamentos y perjuicios 
v que puedan producir á los interesados, 
corresponde como asunto meramente 
mercantil al tribunal del consulado.” La 
misma real orden declara que, no pueden 
lijarse las penas á los patrones que ha- 
gan arribadas culpables, antes que se 
presenten los hechos, para discernir se- 
gún las circunstancias fas especies de de 

1856 
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Utos, cuyo principio de justicia debe 
guardarse en todos los casos que ocurran, 
después de la información 'justificada de 
los sucesos,* que hagan los comandantes 
militares de matrículas. 

64. Otra real orden de 23 de Marzo de 
1817, comunicada á la comandancia ge- 
neral de este apostadero, decide ,? que á 
los tribunales de marina es á quienes •ex- 
clusivamente compete ej entender y co- 
nocer en todos los asuntos de pesca, 
navegación y todos los demas que de ellos 
tienen dependencia, y de que trata la or- 
denanza de matrículas de 1802, la cual 
debe regir sin restricción de ninguno de 
sus artículos, hasta que S. M. se sirva 
determinar otra cosa, entendiéndose por 
ella derogadas cuantas ordenanzas parti- 
culares existen de consulados, intenden- 
cias de Nueva España y otros.” 

65. Por fin, la real orden de 30 de Di- 
ciembre de 1824, dictada con motivo de 
otro encuentro * ocurrido en la materia, 
expone <pie la de 29 de Noviembre de 
1803 resuelve todas las dudas que en el 
asunto puedan presentarse, sucediendo lo 
mismo con la de 29 de Mayo citada en la 
nota á la 1. 10, tít. 7 f lib. 6 de la nov. rec; 
£ues por el contenido de ambas esta muy 
clara y terminantemente declarado, que 
en materias de baradas, naufragios, arri- 
badas, abordages y otros cualesquiera 
fracasos y averías de mar, la pericia y 
juicio facultativo para la calificación de 
estos sucesos toca exclusivamente á los 


fórmulas y etiquetas que pudieron dar 
lugar al naufragio del bergantín con sus 
personas y cargas. 

67. Deslindadas con tanta minuciosi- 
dad y tan repetidamente las respectivas 
jurisdicciones de marina y comercio en 
la materia de Arribadas, me ocupare de 
explicar lo ue por las disposiciones vi- 

¡ gentes está resuelto respecto de la de real 
I hacienda. 

68. Ya hornos visto lo que para los ca- 
sos de arribadas dispuso el reglamento 
d<* 12 de Octubre de 1778, y advertire- 
mos que posteriormente por real orden 
de 16 de Junio de 1810, se previno con 
vista del art. 1. ° de aquel reglamento y 
otras disposiciones, que se observara la 
práctica antigua de entregar las certifica- 
ciones (le registros cerradas y selladas, 
de las cuales se había dispuesto que se 
diese copia á los jueces de arribadas. Des- 
pués por real orden de 27. de Junio de 
1818, se encargó para esta Isla el cum- 
plimiento de los artículos 7 y 34 del re- 
glamento referido. 

69. La instrucción de aduanas aproba- 
da por real orden de 19 de Mayo de 1832, 
dispuso sobre arribadas, que todas las 
embarcaciones qué viniesen, de arribada 

¡ en solicitud de aguada ó víveres, pagasen 
4 reales por tonelada. Hay otra instruc- 
ción posterior, que es la de 1847, eii la 
cual está reformado este artículo (Y. lo.^ 
57 y 58), obligándoseles á remediar sus 
necesidades brevemente y salir del puer- 


jefes de marina; y la parte de gastos, abo 
nos, pagos y demas asuntos de cuentas 
que dicen relación con los tratos de co- 
mercio son de la exclusiva pertenencia 
de los tribunales consulares. Por tanto, se 
mandó circular la nueva resolución en 
el propio sentido para evitar dudas y com- 
petencias infundadas en la materia. 

66. A virtud de queja del consulado 
de Santander cu un caso de naufragio re 
cayó la real orden de 22 de Mayo de 1817, 
declarando que el capitán del puerto des- 
pués de haber agotado los recurso para 
salvar el buque de que se trataba, podía 
y debía pedir al consulado por su justo 
precio los auxilios que necesitaren los 
casos urgentes para el salvamento de 
embarcaciones, á lo que no debían negar- 
se las referidas corporaciones, debiendo 
evitar en lo sucesivo aquel consulado las 


to tan pronto como lo hubiesen verifica- 
do, vigiándoseles en el entretanto con la 
mas esquisita estrechez (art. 72). Por el 
artículo 57 de la instrucción de 1847, de- 
ben pagar todas sus toneladas y los demas 
derechos de puerto y navegación, puesto 
que allí se dice que los que embarcaren 
frutos del país ó géneros de cualquiera 
otra procedencia, satisfagan íntegros aque- 
llos derechos. Ademas se previene que 
paguen los demas arbitrios establecidos, 
los buques que con cualquier objeto arri- 
ben á los puertos de la Isla. 

70. Disponía la instrucción de 1832 
que los buques que igualmente entra- 
sen de arribada con el objeto de reparar 
averías que hubiesen padecido en el mar, 
quedaban sujetos á las mismas reglas 
siempre que la avería fuese de fácil re- 
paración; pero que si hubiese necesidad 
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de descargar el buque, se verificase con 
sujeción a sus reglas -y bajo el pago de 
2 por 100 sin otro derecho. Que si á su 
salida embarcasen frutos del pais u o- 
tros artículos de comercio ó vendiesen 
alguna parte de su carga con cualquier 
motivo, en estos casos se les cobrase por 
entero el derecho de toneladas (art.73.)Se- 
gun el artículo 58 de la tilma instrucción, 
los buques qiie en ese caso se encuentren 
trasladarán "su cargamento al depósito 
mercantil donde lo haya, con sujeción á 
sus reglas, y pago deí uno y cuarto por 
ciento, y en los puntos donde no lo hu- 
biere, cuidará el administrador de que se 
coloque en lugar seguro á expensas del 
dueño ó consignatario, libre de todo pa- 
go, tomando una de la llaves y la^ precau- 
ciones que estime oportunas, para evitár 
que por este medio se defrauden los reales 
derechos y confiará la otra llave al coman- 
dante ó jefe local de carabineros. 

71. Que por regla general todo capi- 
tán de embarcación que entrase en este 
puerto, sea cual fuere el motivo de su ar- 
ribada, debia- presentar el manifiesto 
jurado de su cargamento con las forma- 
lidades prescritas, quedando sujeto á los 
penas de infracción del comercio extran- 
jero {art. 74). 

72. Y que los buques nacionales y ex- 
tranjeros que habiendo cargado frutos 
de exportación en este puerto ó en los 
habilitados de la Isla, y satisfecho el res- 
pectivo derecho de toneladas señalado en 
el arancel, arribasen á cualquiera de los 
puertos expresados á reparar averías que 
hubiesen recibido en el mar por causa de 
temporal ó por otros accidentes, qmedarian 
exentos en estos casos de nuevo adeudo 
de toneladas, siempre que hiciesen la ar- 
ribada sin haber tocado en punto ó puer- 
to extranjero, y se les permitiese que 
reemplazando aquella parte de su carga- 
mento que habiendo recibido avería, les 
conviniese desembarcar, y vender, que- 
dando sujeta la parte de reemplazo al a- 
deudo de derechos. Y que igualmente 
fuesen libres del 2 por ÍOO’/ los efectos 
que se descargarán y ’ depositaran, mien- 
tras se reparasen las averías que hubiera 
recibido el buque {art. 75), es decir, del 
uno y cuarto p § que determina el artí- 
culo 58 déla reciente instrucción. (Yease 


el (51 de la instrucción de 4847, página 
27 de los anales.) 

73. La real orden de 10 de Julio de 
1834 al hablar sobre el pago de los de- 
rechos de exportación, resuelve que se 
adeuden solo por lo que resulte en el re- 
conocimiento, cuando haya faltas en la 
cantidad y no en el numero de bultos, en 
cuyo caso se confiscarán los que falten, 
saívas las excepciones de arribadas, nau- 
fragios tí otras circunstancias graves. 

74. En la instrucción para el servicio 
de las adu atlas en los puertos habilitados 
de la lsla, con las modificaciones acorda- 
das en real órden de 1. ° de Agosto de 
1852 y otras posteriores, que se ha inser- 
tado en los Anales correspondientes al 
año de 1855, se encuentran las disposi- 
ciones que en la actualidad rigen sobre 
toneladas y arribadas. ( Véase allí la páyt- 
na 270). En los mismos Anales, pág. 200, 
se halla la real órden de 12 de Noviembre 
de 1828, sobre los manifiestos que 'deben 
producir los buques extranjeros en los 
casos de arribada. 

75. En cuanto á las facultades que 
competen á los cónsules extranjeros en 
los casos de arribada por naufragios de 
buques correspondientes á sus naciones 
respectivas, la real órden de 16 de Julio 
de 1830, dispone que en esos casos se 
atengan las autoridades á lo que sobre el 
particular se expresa en los tratados ce 
lebrados con las naciones referidas, ha- 
ciendo especial mención de los que han 
tenido lugar entre España y Francia, en 
los años de 1768 y 1786. 

76. En el primer tratado se acordó en 
su artículo 14, que, siempre que b^re al- 

f jun buque francés en. playa ó puerto de 
as costas 4el reino por temporal ú otro 
accidente, teniendo á su bordo el todo ó 
parte de su tripulación, y en cuyos para- 
ges haya cónsul ó vicecónsul de la mis- 
ma nación, se les deje que practiquen lo 
•mas conveniente á salvar el buque, su 
carga y pertrechos, su almacenage, satis- 
facción de gastos y demas que tengan co- 
nexión con este incidente, sin que por 
parte de los oficiales y ministros de ma- 
rina y tierra ni justicias se mezclen en 
otra cosa, que en facilitar por su justo 
precio á los cónsules y capitanes de los 
buques barados, todo el auxilio y favor 
que les pidieren, para conseguir con la 
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mayor brevedad y resguardo que se salve 
todo lo posible y evitar desordenes y ro- 
bos. Para evitar competencias en el co- 
nocimiento jurídico de los naufragios, se 
acordó también que, siempre que se nece- 
site la autoridad legal del juez para 
la legalidad del inventario de los efectos 
naufragados, su depósito y otros inciden- 
tes, que pudiesen hacer sospechosa la 
conducta de los capitanes de los buques, 
se haya de ejercer esta jurisdicción en 
Espaíia por los ministros de marina y en 
Francia por los jueces de almirantazgo; 
y que las mercaderías salvadas deft nau- 
fragio se depositen en la aduana con in- 
ventario, para que en el caso de su em- 
barque no paguen derechos. 

77. En el tratado posterior se convino 
por su artículo 13 que cuando sucedan 
naufragios de buques franceses y espa- 
ñoles, están obligados los ministros de 
marina y del almirantazgo, los oficiales 
de la aduana y los guardas de Jos pata- 
ches de los dos reinos á dar el aviso del 
paíage en que hubiese sucedido, al cón 
sul ó vicecónsul de la nación residen- 
en el departamento respectivo, para que 
practiquen las funciones que les peitene- 
cen, so pena de ser castigados. 

78. En el artículo 6 del tratado de 
Viena de 1. ° de Mayo de 1725, por el 
artículo 5. ° se convino en que entrando 
un buque á puerto, forzado de la necesi- 
dad, no se le obligue á descargar ni hacer 
visita, pero por el artículo 6, se exceptuó 
el caso de que alguna de dichas naves 
fuese destinada para puerto enemigo y 
por las cartas de fletainento constase es- 
tar cargada de géneros prohibidos; por- 
que en semejante caso se ha de registrar 
la nave, pero con asistencia del juez con- 
servador de la nación si le hubiere y del 
cónsul, haciéndose con tal moderación y 
cuidado que no se derramen las mercan- 
derías, ni reciban dafio, ni se rompan los* 
lios ó envoltorios# Las mercaderías pro- 
hibidas que se hallen á bordo deben con- 
fiscarse, y no el buque con los demas gé- 
neros, sin exijirse al capitán de la na- 
ve, multa ni costas de ninguna especie. 

79. En las arribadas que nuestros bu- 
ques hacen á puertos extranjeros, median 
disposiciones especiales respecto de lo 
que deben practicar los cónsules para su 
socorro, así tratándose de la marina real 


como de la mercante, y esas disposiciones 
se encuentran en la real instruccion^de 4 
de Setiembre de 1834 ( Véase cónsul). 

80. La real orden de 29 de Agosto de 
1804, recopilada en el suplemento de la 
novísima, para evitar las competencias 
que se suscitaban entre las jurisdicciones 
de marina y rentas sobre arribadas por 
naufragios, declara que la jurisdicción 
de marina ha de conocer y gratar de las 
diligencias concernientes al salvamento v 
seguridad de las embarcaciones náufra- 
gas v de sus cargamentos con la precisa 
intervención de la de rentas, depositándo- 
se los géneros* y efectos en las aduanas: 
que cuando en ellas no haya comodidad, 
ó por evitar gastos, pidiesen los interesa- 
dos su (folocacion en almacenes particula- 
res óómodos y seguros, se conceda siem- 
pre que ambas jurisdicciones no hallen 
inconveniente y en semejantes casos Tía 
de darse una llave de ellos al administra- 
dor de rentas. Cuando los géneros no tie- 
nen dueño ó este no se presenta en tiem- 
po oportuno, pueden valerse das juris- 
dicciones del propio medio y en los mis- 
mos términos siempre que lo juzguen 
conducente. Por le* respectivo á las em- 
barcaciones francesas dispone que se 
cumpla lo convenido en el tratado vi- 
gente con dicha potencia, aunque siem- 
pre con igual intervención. Y por fin, es- 
tablece el abono de derechos que ha de 
satisfacerse por los afectos salvados, re- 
comendando á los empleados de rentan y 
marina, que vecíprocamente se auxilien 
en el desempeño de sus funciones. 

81. Por real orden de 7 de Enero de 
1805 se declaro que tanto en esta Isla 
como en los demas puertos de Indias, son 
jueces naturales de arribadas los ministros 
ó subdelegados de real hacienda, á menos 
que por nombramiento especial se hayan 
confiado tales encargos á los jefes mj lita- 
res de marina, como puede acontecer. 

CAPITULO II. 

Be las arribadas con arregla aft 
código mercantil. 

82. Es indudable que la nave que sale 
despachada de un puerto, debe ser dirigi- 
da al puerto de su destino, sin serle per- 
mitido al capitán volverla al lugar de aon- 
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de salió ni á otro distinto del de sil diree - 1 previsto esos casos para designar al buque ^ 

oion. Casos hay, sin embargo, en que es , dirección distinta de la principal; y cu* 
preciso hacer semejantes arribadas,. y na-’) to.nces el capitán debe ajustarse ¿las cun- 
ee de aquí naturalmente su división, co | diciones del contrato, á menos que motb 
moya hemos dicho, eu voluntaria y for- vos de igual importaucia á ios previstos 
zosa. La voluntaria, por supuesto que su- por la ley, hagau imposible el cumpü- 
jeta al capitau y naviero á la indemniza- ¡ miento de lo que soJ>re el particular se • 
cioü de los perjuicios que proporciona. La acordó. 

forzosa hade provenir efe justas causas! ^87. Eu el evento de dirigirse el buque 
que la ley toma en consideración, y ha á un puerto de la potencia que haya de- 
de hacerse constar también de una mané-- clarado la guerra, el capitán debe hacer 
ra bastante eficaz, para que con arreglo á la arribada al puerto neutral mas seguro 
las circunstancias quede comprobada. y cercauo de aquel á que se dirijia, y 

83. Por tres motivos puede hacerse ar- tratar- allí de proporcionarse las órde- 

ribada á puerto distinto de aquel para nes oportunas del fletador ó consiguatu- 
que fue despac liada la nave con arreglo rio. Lo mismo debe practicar pur ideati- 
al código mercantil. . dad de principios, en el otro caso de que 

Es el primero, por la falta de víveres, j ol bloqueo le impida llegar al puerto para 

El segundo, por el temqr fundado de ' donde fue despachado el buque, 
enemigos y piratas. 88. Pero si el capitau no recibe del lie- 

Y ei tercero, por cualquier accidente en tador ó consignatario las órdenes oporfu- 
el buque que le inhabilite para continuar uas en el espacio de tiempo suficiente pa- 
la navegación ( arL 968). • I ra que se las puedan dar, ¿cuál será el par- 

84. La falta de víveres es sin duda uno tido que entonces deba elejir? Sin du<h« 

de los motivos mas poderosos que pueden entonces debe considerarse en Qircunstau* 
presentarse para la suspensión del viaje; cias semejantes á las que ocurre» cuando 
pues si esos víveres no alcanzan para el hay que hacer reparaciones en el buque, 
sostenimiento de los que ván cu la nave, ó cuando se trata de evitar daños y ave- 
hasta llegar al puerto de su destino, in- rías. Para estos casos dispone el código 
dispensable es que tenga lugar la arriba- que se proceda á la descarga de los efec- 
da, á fin de proporcionarse uu nuevo a- tos embarcados, solicitándose la autoriza- 
provisionamiento. , ciou del cónsul español, si lo hay, en puerto 

85. En cuanto al temor fundado de e- ¡ extranjero, ó del tribunal ó autoridad que 

nemigos y piratas, hay varios casos que j conozca de los asuntos mercantiles (arL 
distinguir. A la salida del buque pueden | 974). El capitán no ha de esperar, pues, 
concebirse reales temores de que sea asal- j indefinidamente aquellas órdenes que no 
tado por enemigos ó piratas, y en seme- recibe, perjudicando los intereses de todos 
jante caso será muy oportuno hacer la ar- j con una inacción sin término conocido; 
ribada mientras pasa aquel peligro. A la debe ocurrir á la autoridad en solicitud 
misma salida del buque puede tener lugar de que haga cesar el quebranto, y la mis 
una declaratoria de guerra, departe déla Tna intervención de esta, que ha de pro- 
naeion á cuyos puertos se dirija, ó bien ceder con el conocimiento de anteceden- 
puede acontecer también que el puerto de tes, es una nueva garantía de la discreción 
la descarga se encuentre bloqueado por y acierto cou que en el caso se proceda, 
una tercera potencia. En el eveilto de la _ 89. Los otros accidentes que iiuposibi- 
guerra, sería un absurdo la continuación ! liten al buque para seguir la navegación, 
del viaje del buque para entregarlo de obligándole á hacer arribada, pueden ser 
semejante manera al enemigo, y en el deL de distintos géneros, como v. g- necesu- 
bloqueo media un impedimento insupera- ' rias reparaciones que h^ya que hacer en, 
ble para que la nave llégue ú^su destino. | el tuque, un incendio eu.ól, una subleva- 
En uno y otro extremo, se hace forzosa cion, uua peste que disminuya la tripúla- 
la arribada á un puerto distinto de aquel cion de modo que no pueda dirijirse la. 
á que iba dirigioa. nave. Todos estos casos hacen la arribada 

86. En tales circunstancias debe aten - 1 forzosa, y teniendo lugár, el capitán debe 
derse á si el contrato de fletamento ha | ampararse en el puerto mas cercano y 
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seguro, donde pueda remediar el daño. 

90. En semejantes casos, que hacen for- 
zosa la arribada, el capitán no está facul- 
tado para calificar por sí soló la necesidad 
de la medida. Para esa calificación y exá : 
inen debe formar una junta de los oficia- 
les de la nave, á cuyo acto pueden tam- 

# bien asistir los interesados en el carga- 
mento que vayan en el buque ( art . 969). 

91. En la junta provocada por el capí- 
tan, se han de discutir los motivos que á 
su entender hagan obligatoria la arribada, 
y no conviniendo todos los oficiales en 
semejante necesidad, se procede á vota- 
ción. En esta votación no pueden tomar 
parte los interesados en el cargamento, 
pues su asistencia se limita al efecto de 
instruirse de la discusión y hacer las re- 
clamaciones y protexta? convenientes á 
sus intereses. Lo resuelto por la mayoría 
de votos será lo que deba ejecutarse por 
el capitán, y este tiene en el caso voto de 
calidad; es decir, que habiendo empate, su 
voto es decisivo para lo quehaya de prac- 
ticarse (art. 969 cit.) 

92; Délo que pase en la junta hade 
extendefse un acta eu el registro corres- 
pondiente. Haya ó no conformidad abso- 
luta de votos, ha de hacerse de ellos ex- 
presa é individual mención en el acta, y 
también deben insertarse literalmente en 
ella las reclamaciones y protextasque ten- 
gan lugar, de parte de los interesados en 
el cargamento que distan á la junta. Por 
fin* han de firmar la misma acta todos los 
que sepan hacerlo, y es consiguiente que 
se haga mención de los que no puedan 
practicarlo (art. 969 cit.) Es también con- 
siguiente que la falta de esos requisitos 
constituya en responsabilidad al capitán, 
el cual debe cuidar de que se llenen, como 4 
que llevan por objeto libertarle de aque- 
lla misma responsabilidad que de otro 
modo contraería. 

93. La arribada que ha sido forzosa, 
puede dejar de serlo, porque cese el mo- 
tivo qué la hizo indispensable. Esa arri- 
bada lleva por objeto remediar el obstácu- 
lo que impide que la nave siga su viaje 
adelante, y el capitán luego que haya ar- 
ribado al puerto, debe atender primera- 
mente á remediar aquel impedimento; y 
después de remediado á proseguir su ruta 
sin dilación. Cualquiera de esas faltas le 
constituye en responsabilidad. La prove- 


niente de dilación voluntaria se declara 
expresamente en el código (art. 980). 

94. Pero si en la facultad del capftan 
•está resolver por sí la salida del puerto 
de la arribada, para la continuación del 
viaje luego que cesó el inconveniente que 
motivó su suspensión, hay un caso en que 
no puede resolverlo así. Lo es el de há- 
berse hecho la arribada por temor de ene- 
migos ó piratas. Entonces para la conti- 
nuación del viajé es iidispensable que el 
capitán convoque la junta que celebró 

[ >ara su suspensión, celebrándose esta con 
os mismos requisitos que antes se expli- 
caron, con asistencia de los interesados 
en el cargamento presentes, y extendién- 
dose otra acta en los propios términos de 
que ya se hizo mención (art. 981). 

95. La razón de diferencia de proceder 
entre unos y -otros casos aparece clara. 
Aunque por falta de víveres ó cualquiera 
otro accidente que inhabilite al buque pa- 
ra continuar la navegación, deba el capi- 
tán consultar á la junta para hacer la ar- 
ribada, remediado el inconveniente cesa 
ya toda duda y necesidad de consulta. 
Tratándose de enemigos y piratas, no es 
tan llano el partido, pura que por sí solo 
se deje á voluntad del capitán; la pruden- 
cia exije que en el caso se tomen las pre- 
cauciones que proporcionan la concurren- 
cia de las luces y la discusión; y por lo 
mismo la ley hace obligatoria la consulta 
en los términos de que se ha hecho refe- 
rencia. Es consecuencia de esos mismos 
antecedeñtes que el riesgo de enemigos ó 
piratas sea bien conocido, manifiesto y 
fundado en hechos positivos y justifica- 
bles (art. 973, mbn. 2). El capitán en se- 
mejántes casos cubre su responsabilidad, 
haciendo con las formalidades legales la 
consulta de -que se lía hecho mención. Sin 
embargo, si absolutamente fuese inftmda- 
do el temor, no por eso quedará libre el 
capitán de semejante responsabilidád, y 
por el contrario será también extensiva á 
los que en la junta lo hayan apoyado con 
su voto, pues semejante proceder encier- 
ra dolo, que nunca puede ser disimulado 
por la ley. Con mayoría de razón deberá 
suceder así, cuando en el caso hayan me- 
diado las reclamaciones y protextas por 
parte de los cargadores interesados, de 
que también se ha hecho mención. 

96. Laarribada puede ser forzosa, y sin 
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embargo, dejar constituido en responsabi- legítima, son siempre de cuenta del navie- 
lidad al capitán en los casos siguientes: ro ó fletante {art. 970). Esta prevención del 

97. Si la falta de víveres que la motivó código es conforme á la que contenían las 

procede de no haberse hecho el aprovi- ordenanzas de Bilbao en la materia, é in- 
sionamiento necesario para el viaje, según dudablemente se funda en que la arribada 
uso y costumbre de la navegación, ó de es un accidente como otro cualquiera de 
que se hubiesen perdido y corrompido los que sirvieran simplemente para dilatar 
por mala colocación ó descuido en su bue- ¡ el viaje, como sucedería por vientos con- 
na custodia y conservación. trarios, y los cuales son ae cuenta exclu- 

98. Cuando el descalabro que la nave^ si va del naviero ó fletante. 

hubiere padecido, tenga origen tle no ha* . 404. Autores muy entendidos sostie* 
berla reparado, pertrechado, equipado y < “fien, y con razón, que semejantesgnstos de 
dispuesto competentemente para el viaje la arribada forzosa legítima, debieran es- 
que iba á emprender. . timarse como avería gruesa, para que en 

99. Y siempre que el descalabro pro- consecuencia contribuyesen á ellos todos 

venga de alguna disposición desacertada los interesados en la nave y en su carga- 
del capitán, ó de no haber tomado las que mentó al tiempo de correrse el riesgo, su- 
convenian para evitarlo (art. 978). puesto que el mal proporcionado por la 

100. Puede sentarse como principió, arribada lié va por objeto impedir otro 
pues, que siempre que la arribada sea mal mayoF, principalmente si la motiva 
consecuencia de una culpa cometida por el temor de piratas y enemigos; pero la 
el capitán, queda sujeto á responsabilidad, ley, como hemos visto, dispone lo contra- 
La torpe dirección de la nave de que pro* rio y es preciso darle cumplimiento mien- 
venga un descalabro, su mal comporta* tras no se derogue. 

miento en caso de epidemia ó gobierno de 10o. Esta viene á ser, pues, una excep- 
ta tripulación, todos pueden ser motivos cion de la regla general, que comprende 
que proporcionen Una arribada forzosa, en las averías gruesas ó comunes todos los 
la cual, no por serlo, deje de ser prove- daños que se causan deliberadamente pu- 
niente de culpabilidad suya, tanto ó mas ra salvar el buque, su cargamento ó al- 
punible que la arribada voluntaria, según gunos efectos de este, de un riesgo cono- 
las circunstancias concurrentes en el he- cido y efectivo(«rí. 986). Y no puede con- 
cho. siderarse comprendido el caso en los gas- 

101. La arribada forzosa se divide, pues, tos que hace la nave para arribar á un 

en legítima ó ilegítima. Es legítima la que puerto con el fin de reparar su casco ó ar- 
no procede de dolo, negligencia ó imp~e reos ó para aprovisionarse, los cuales e- 
vision culpable del fia vi ero ó del capitán numera la ley entre las averías simples, 
(arí. 972); y es ilegítima la que procede que hace de cuenta del que ocasionó el 
de esos motivos. gasto ó recibió el daño ( arts . 934 y 935). 

J.02. Generalmente hablando, cada uno Esa prevención del código, repetimos, es. 
debe reportar los daños que por necesi- una excepción de \ok principios generales 
dad sobrevienen á las cosas de su perte- en la materia, debiendo advertir que los 
nencia, siempre que ese daño no se haya gastos á que se contrae se limitan á los o- 
causado de propósito deliberado, y con la casionados extrictamente por la demora 
intención de salvar á la vez las pcrtenen- que se proporciona al buque, équiparán- 
cias de un tercero. Este principio debe te- dose á la que tendria lugar por vientos 
nerse, pues, presente, para fijar la respon- contrarios, pues los danos y perjuicios que * 
sabilidad de los gastos y perjuicios que ademas puedan resultar para los cargado- 
proporcionan las arribadas. Por supuesto res deben sufrirse por los mismos, 
que nos referimos á las legítimas, pues en 106. Con efecto; ni el navieroni el capí- 
cuanto á las ilegítimas, ó sean aquellas tan tienen responsabilidad alguna en cuan - 
que provienen de imprevisión, negligen- to á los perjuicios que puedan seguirse á 
cia, ignorancia ó dolo, el culpable será el los cargadores de resultas de la arribada 
de la responsabilidad exclusiva, según an- legítima, y solo sí las tendrán maqcomu- 
tes se indicó, nadamente siempre que no lo sea (art. 

103. Los gastos de la arribada forzosa 971). Demos por supuesto que la manco- 
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munidad de que habla el artículo citado, | cuada aquella justificación (o rt. 670 cit.) 
se refiere al capitán y naviero v no inin- ! 112. No es consecuencia precisa de la 

guno de estos y á los cargadores. En cuan- 1 arribada, la descarga de los efectos que 
to á los perjuicios á que se contrae, ¿cuá- lleva el buque; pero hay tres casos en que 
les son los que la disposición comprende? se hace forzoso proceder íi su descarga. 

Es el primero, cuando los cargadores a9Í 
lo soliciten. Es el segundo el caso de in- 
dispensable necesidad para practicar re- 

• • • íi \r . 


107. No son los gastos de la tardanza 
que la arribada proporciona, porque se- 
gún hemos visto, estos son de cuenta del 


capitán y* naviero. Tampoco son los otros | paraciones en el buque. Y es el tercero, el 
ñaños y gastos que el código determinada* de evitar daño y avería en el propio car- 
mente enumera como avería gruesa ó co- ¡ gamento (art. 074).’ 
mun (art. 936). Son, pues, el menoscabo! 113. Respecto de lo que debe practi- 
que en su valor sufran los efectos embar- P darse sobre el abono de fletamentó en los 
cados por la demora en llegar al puerto I casos de* arribada, tenga lugar 6 no la des 


de su destino; pudiendo resulta»* así, bien 
porque los desmejore la tardanza, bien 
porque esta mismo haga perder la opor- 
tunidad de conseguirse una enagenacion 
ventajosa en el punto á que van destina- 
dos. V. Averia. 

108. Cuando se hace arribada en ter- 
ritorio español, el capitán inmediatamen- 
te que salta en tierra deba presentarse al 
capitán del puertoy declarar las causas del 
hecho, y aquella autoridad hallándolas 
ciertas y suficientes, debe proveerle de n- 
na certificación para su resguardo (art. 
fio!). 

109. Si llega á un puerto extranjero, 
asimismo de arribada, ha de presentarse 

„ 1 ^ < 1 >• 1 .1 1. rv A 1 . 


carga de los efectos que lleva el buque, 
vease FlEtamentos. 

114. Teniendo lugar la arribada para 
practicar reparaciones en el buque ó pa- 
ra evitar daño y avería en el cargamento, 
el capitán, aun cuando sea necesariala des- 
carga, no puede proceder áella, sin llenar 
antes algunos requisitos. Si la arribada 
se hizo en puerto español, debe ocurrir 
al tribunal ó autoridad que conozca de 
los asuntos mercantiles, para que autori- 
ce la descarga. Si la arribada tiene lugar 
en puerto extranjero, donde exista cón- 
sul español, á este debe ocurrirse con el 
propio objeto (art. 974 cit.) Y la ley en 
los casos en que de ese modo tiene lugar 


al cónsul español dentro de las 24 horas el desembarque, hace de cargo del capitán 
siguientes á haberle dado plática, hacieri- ‘ la custodia del cargamento, y también le 
do declaración auto el mismo, del nombre, ¡constituye responsable de su conserva- 
matrícula, procedencia y destino de su I cion, exceptuando como es natural, los 
buque, de las mercaderías que componen 1 accidentes en que medie una fuerza insu- 
su carga y de las causas de la arribada, perable para impedirlp (art. 975). 
recojiendo asimismo certificación que a- j 115. Si en la arribada se conoce que al- 
credite haberlo as; verificado, y la ópocá j guna parte del cargamento ha sufrido a- 
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de su arribo v partida (art. 650). 

• 110." Cuando el buque corre temporal 
ó el capitán considera que hay dañó ó a- 
vería en la carga, en el primer puerto á 
donde arribe debe hacer su protexta den- 
tro dé las 24 horas posteriores al arribo 
(art. 670). Entonces se procede á su reco- 
nocimiento' j5or peritos, y se dispone sobre 
el particuhír lo oportuno, según se expli- 
cará seguidamente. 

* 111. Si el buque de la arribada sigue 
después para su destino, debe allí ratifi- 


! vería, el capitán debe hacer su declaración 
y protexta á la autoridad que conoce de 
los negocios del comercio dentro de las 24 
horas posteriores á la arribada (art. 976). 
Para esto no se establece, pues, distinción 
alguna, ya so trate de territorio esptáñol ó 
extranjero, como sucede respecto de la 
otra declaratoria sóbrelas causas de laar 
ribada, pues para esto último, según he- 
moirvisto, tratándose de territorio español, 
ha de tener lugar la declaratoria inmedia- 
tamente, y tratándose de puerto extran- 


carse por el capitán la protexta menciona- ! jero, dentro de 24 horas, 
ihi dentro de las mismas 24 horas, y de j 116. Hechas la declaratoria y protexta 
seguida procedersé á la justificación de | sobre la parte del cargamento que haya 
los hechos, sin que en este caso puedan a \ sufrido la avería, es preciso distinguir si 
brirsé las escotillas hasta que quede eva- ! en el lugar de la arribada existen el car- 
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gador ó su representante, ó si no se en- 
cuentran en él, porque en ambas oircuná- 
tancias ha de procederse de una manera 
distinta. 

117. Si en el lugar existe, pues, el car- 
gador 6 su representante, el capitán ha de 
requerirles para que dispongan lo que es- 
timen oportuno, y dar cumplimiento á lo 
que determinen en consecuencia ( art . 976 
c>7.) 

118. No existiendo allí el cargador ni 
quien lo represente, el tribunal mercantil 
6 agente consular en sus casos respecti- 
vos deben dictar las disposiciones oportu- 
nas sobre lo que haya de practicarse. A 
ese fin, aquellas autoridades deben nom- 
brar dos peritos' que reconozcan los efec- 
tos. Por resultado del reconocimiento, los 
peritos han de manifestar cuál es el daño 
que encuentren en los efectos reconocidos, 
y á la vez cuáles son los medios mas opor- 
tunos para repararlos, ó á Jo menos para 
evitar su propagación, y si puede ser con- 
veniente su reembarque y conducción al 
puerto á que van. consignados {art. 977). 

119. Con el resultado de estas declara- 
ciones de los peritos, la autoridad dispo- 
ne lo que entiende ser mas útil á los inte- 
reses del cargador; y el capitán debe po- 
ner en ejecución lo decretado, quedando 
responsable de cualquiera infracción ó a- 
buso que se cometa {art. 977 cit.) 

120: Por lo explicado vemos, pues, que 
el capitán no se encuentra facultado nun- 
ca para resolver por sí solo la descarga 
de loa efectos que conduce en el buque de 
la arribada; ya se trate de hacerle repara- 
ciones á la nave, ya de evitar averías en 
los mismos efectos. En ambos casos pue- 
de ser facultado para ello por el cargador 
ó su representante; pero á falta de estos, 
necesita de la autorización del tribunal ó 
del cónsul, quedando reducidas sus facul- 
tades á cumplir lo que se le prevenga, y 
sus obligaciones á impedir que en la o- 
peracion sufran ningún daño los efectos. 

121. Bien se concibe, sin embargo, que 
tratándose de impedir la avería del car- 
gamento, tan solo el capitán queda sujeto 
á lo que en el caso ordene el cargador; pe- 
ro siendo forzosa la descarga para hacer 
reparaciones en el buque, aun cuando a- 
quel cargador ó su representante se opon- 
gan á la descarga, el capitán tiene su de- 
recho expedito para solicitar déla autori- 
93 


dad que califique aquella necesidad y dis- 
ponga lo oportuno, á fin de que se lleve á 
efecto el medio eficaz de impedir el per- 
juicio, que de otro modo se proporciona- 
ría al buque. 

122; La descarga de los efectos para e- 
vitar las averías ó sus consecuencias, in- 
dudablemente proporciona gastos, y se 
hace también forzoso cubrirlos. En seme- 
jante caso el capitán debe suplir lo nece- 
sario de la caja del buque* y no pudiendo 
practicarlo, ha de procurar quien preste á 
la gruesa, las cantidades que sean preci- 
sas al efecto. Tanfo el capitán como cual- 
quier otro que haga la anticipación, tie- 
nen derecho al rédito legal de la cantidad 
que anticipe, así como á su reintegro so- 
bre el producto de los mismos géneros, 
con preferencia á los demas acreedores de 
cualquiera clase que sean sus oréditos 
{art. 978). 

128. Síguese, pues, de aquí que, en los 
casos á que nos referimos, eá obligatari » 
para el capitán antes de todo, suplir aque-" 
líos gastos de la caja del bilque, y no ha- 
ciéndolo cuando pueda, ha de quedar 
constituido á la responsabilidad de los per- 
juicios que por su falta se ocasionen. No 
siéndole posible hacer aquel préstamo, 
también ha de solicitar el otro á la gruesa; 
y en su caso deberá acreditar que ha prac- 
ticado las diligencias necesarias al erecto, 
si sobre esto se le hiciere algún cargo. Ni 
en una ni en otra circunstancia puede re- 
clamar ni convenir el abono de un pre- 
mio excedente al seis por ciento que es el 
de la tasa legal, de mhnera que si no en- 
cuentra prestamista que dé el dinero li- 
mitándose á la cobranza de aquel premio, 
debe abstenerse de tomarlo. 

124. Entonces debe ocurrir á la autori- 
dad competente, para que non su inter- 
vención se subasten los efectos averiados 
que sean necesarios para cubrir los gastos 
que exija la conservación de los restan- 
teSj De esos afectos averiados solamente 
ha de enagenarse la parte que se conside- 
re precisa para cubrirlos gastos á que me 
refiero {art. 978 cit.) Pero es consiguiente 
que, si esos efectos averiados no propor-* 
cionan lo bastante á llenar el objeto ae la 
subasta, por los mismos principios y en 
en iguales términos es también de proce- 
derse á la venta pública de otros efectos 
1856 


Digitized by v^.ooQLe 



730 


ARRIBADA. 


bastantes para que se llene el objeto, aun 
cuando no sean de los averiados. 

125. Los efectos que se reconozcan ave- 
riados cuando tiene lugar la arribada, 
pueden encontrarse en estado tal, que ni 
sea posible reembarcarlos para conducir- 
los al lugar de su destino, ni tampoco con- 
servarlos por largo tiempo, sin peligro 
de que se pierdan. En semejantes circuns- 
tancias el capitán debe hacer con ellos lo 
que ordenen el cargador ó su representan- 
te, si se encontraren en el punto de la ar- 
ribada, como ya se ha dicno respecto de 
cualesquiera otips casos. No encontrándo- 
se en el lugar aquellos interesados, debe re 
mitirles aviso al puerto en que se encuen- 
tren para que de seguida dén las disposi- 
ciones que estimen mas convenientes, y 
las cuales se encuentra el capitán en el ca- 
so de cumplir (art. 979). 

126. Puede suceder también, que el es- 
tado de los efectos averiados no permita 
esperar las disposiciones que respecto de 
ellos dé el cargador ausente. En semejan- 
te caso el capitán debe hacerlo presente á 
la autoridad competente para que sin de- 
mora se proceda á enágenarlos en el asta 
pública, con intervención de la misma au- 
toridad. Del producido de la venta se sa- 
can los gastos que se han ocasionado con 
los fletes adeudados, y el resto debe poner- 
se en depósito á disposición de los carga- 
dores (art. 979 cit.) Sobre los demas casos 
de arribada, véase Naufragio. 


127. Cuando el buque hizo arribada 
por ser necesario hacerle reparaciones, si 
para el efecto es preciso descargar y car- 
gar los efectos que lleva, ¿de cuenta de 
quién serán los costos de esa carga y des- 
carga? Algunos autores sostienen que son 
de cuenta del naviero ó capitán, á la ma- 
nera que lo son los de, la arribada forzosa; 
pero nos parece mas acertada la opinión 
que hace aquellos gastos de cuenta de los 
cargadores. 

128. Si los gastos de la arribada forzo- 
sa son de cuenta del .naviero ó fletante, 
esto -sucede de una manera excepcional, 
como ya hemos explicado. Los perjuicios 
que de la arribada legítima puedan se- 
guirse á los cargadores son de cuenta de 
estos, conforme lo establece el art. 971 del 
código; y si la carga y descarga para la 
composición del buque es una medida que 
ha de calificar de indispensable la autori- 
dad competente, y deoe estimarse como 
perjuicio consiguiente de la arribada, no 
tiene lugar en el caso la aplicación de a- 
quella excepción, y sí la de la regla gene- 
ral que hace de cuenta de los cargadores 
semejantes perjuicios. Esta opinión se con- 
firma con las disposiciones generales que 
rijen respecto de las averías simples ó par- 
ticulares, y gruesas ó comunes, según se 
explicará en el articulo correspondiente. 
V. Averia. 

R. Piña. 
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ABRIENDO. — V. Arrendamiento. 

arroz. 

1. Aunque originario este vegetal del 
Asia, según la opinión común, también 
se encontró, como otros granos que hoy 
sirven de alimento al hombre, en las fér- 
tiles comarcas de la América: el P. Gumi- 
11a, exactísimo narrador de las cosas in- 
dianas, lo asegura (1): parece, sin embar- 
go, que los naturales preferían el uso del 
maiz en todo el nuevo continente, y aun- 
que hoy los nuevos habitadores de esas 
extensas comarcas han introducido los 
cultivos del trigo y del arroz, continúa 
siendo el maiz la base del alimento popu- 
lar, habiendo llegado á una producción 
extraordinaria, principalmente en los E. 
Unidos del Norte de América. 

2. Por lo que hace á la Península, se 
cree que el cultivo del arroz . lo extendie- 
ron mucho los árabes, si no fueron sus in- 
troductores: el fértil reino de Valencia se 
cubrió de numerosos arrozales con per- 
juicio de los demas ramos de la agricultu- 
ra y aun con detrimento de la salud pú- 
blica, que sufrió mucho por las especies 
de la planta que eligieron. Sembrada de- 

[1] Gumilja, Orinoco ilustrado, tumo 2. °- 


bajo del agua y sujeta á inmersiones cons- 
tantemente periódicas, esta planta dió ori- 
gen á enfermedades que excitaran la so- 
licitud de los monarcas para prohibir el 
aumento de ese cultivo. Según el curioso 
trabajo hecho sobre la siembra y cosechas 
del arroz en Valencia por D. Francisco 
de Paula Martí, el arroz, que es uno de 
I los mas importantes cereales (oriza sativa ), 
j etf indígena de la India y de la China: del 
í crecido número de variedades que com- 
j prende, se determinan como arroces de 
secano ó que no necesitan de vivir debajo 
del agua el largo y el redondo ; y también 
el grueso y blanco y el rojo y el pequeño, 
que se sazonan y crian debajo, del agua. 
EnValenciaytoda Europa no se cultivan 
las dos primeras variedades, que se han 
extendido por América, y que en Cuba y 
en las Antillas predominan, aunque esas 
| mismas variedades se producen mejor y 
en mas abundancia en los terrenos húme- 
: dos, que aquí son las tierras de color ne- 
! gro y las pardas. Se introdujo una varie- 
dad con el nombre de arrocillo de secano , 
i que se suponia muy útil para aprovechar 
en esta siembra hasta las tierras mas li- 
| goras, que se conocen en la práctica con 
el nombre de polvillo ; pero sobre ser muy 
pequeño el grano, fué poco apreciado, ó 
no dió rebultados el ensayo. 

3. Es extraño que en una de las obras 
mas apreciables escritas en el présente si- 
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glo (2), se suponga imposible la produc- 
ción del arroz secano: “Se ha hablado de 
una especie de arroz perenne que no exi- 
jia riegos periódicos ¿habituales; se fun- 
daba el crédito de su existencia en la in- 
falibilidad botánica de Loureiroy el crédi- 
to del célebre Poivre, á q uien se le atri- 
buía la importación desde las montañas 
de Cochinchina. Todos querían semillas: 
los mercaderes de granos, ayudados de 
de cierta sociedad real de agricultura, y 

or distribución que hicieron en el jardín 

e las plantas de París, enviaron granos 
de trigo locular (triticum monococcum). No 
hay arroz seco: esta planta tiene necesidad 
de agua , y jamas crecerá en lugares secos , y 
cuanto se publique contrario á esta ley fi- 
jada á la organización misma del vejetal, 
será manchado de mentira.” 

4. Cuba contesta á esa terminante de- 
claración teórica de la oienoia con el ejem- 
plo práctico de que sus arroces no tienen 
que sembrarse ni en las especies de chi- 
nampas de la China para que sus raices 
crezcan en el agua y dentro del agua, ni 
que se inunden constantemente en la 
manera que practican los europeos.con- 
formes con las tradiciones arábigas. Los 
males que amenazan á un pais de las ema- 
naciones de cultivos pantanosos, y que 
por varias veces han sido ocasio» de que 
no se adopte en algunos puntos de Fran- 
cia, según la misma obra citada, y que en 
España fueron causa de una lucha de 550 
(3) años entre sus favorecedores y el go- 
bierno hasta que vieron la luz pública los 
trabajos de" célebre Cavanilles, no son re- 
putados pbr todos del mismo modo: los de- 
fensores del cultivo acuático creen por el 
contrario, que dando oportunamente sali- 
da á las aguas, lejos de ser. perjudicial es 
provechoso. Como en América no se han 
lamentado los perjuicios que en Europa, 
en vez de las repetidas prohibiciones de 
que se aumentara el cultivo del arroz, se 
protejió por el contrario entre otras por la 
gracia queconcedialibertad demuchosde- 
rechos:enrealórdende22 de Junio de 1804 
dictada para la isla de Cuba, se loe: 1 'que 
la libertad de derechos que gqzan las ha- 

[2] Díciionaire cP hUtoire naturelle , dirigido 
por Mr. Guerin, tomo 8. ° , pág. 501. 

(31 Contestación á las Obseroacionc* que pu- 
blico D. José Antonio Cavanilles por D. Vicente 
I. Franco, pág. 3, introducción. (Valenciaen 1797). 


riñas que se extraen de ese reino (Nueva 
España) para la isla de Cuba y otras par- 
tes, sea cual fuete su denominación y objeto , 
sustituyéndose otros menos gravosos, pa- 
ra cubrir su importe en caso de ser abso- 
lutamente necesarios; y que esta gracia se 
entienda también con el arroz que se cul- 
tiva en todas las provincias de esos dominios 
de América . 

5. Mr. Bonafous asegura que el arroz 
de secano que recomienda M. Thowin, es 
planta tan acuática como la de regadío:, 
al encontrarme con esos pareceres tan 
respetables, se r^e ha ocurrido, y así lo 
dijeren mi Prontuario de agricultura ge- 
neral (pág. 127), que se debía á la abun- 
dancia de nuestras lluvias y serenos ó ro- 
cíos copiosos de la noche el que se pro- 
duzca bien un grano que exije en otras 
partes hasta el cuidado de la inundación. 
Y no solo en las Anfillas, también en 
los Estados Unidos se cultiva el arroz 
de-secano en los terrenos altos y se pro- 
duce bien en las laderas y superficies in- 
clinadas; pero el agricultor práctico Dr. 
Cartwright en carta que escribió á Mr. 
Alien, autor de un manual de agricultu- 
ra, cree que el cultivo del arroz tiene que 
hacerse considerándole como planta acuá- 
tica: de esta manera es diez veces menor 
el trabajo y se cosecha mucha mayor can- 
tidad. En el cultivo acuático no hay que 
dejar surcos para cuidar y beneficiar el 
arroz: pocos di as antes de la siega se le 
deja salir el agua para que puedan entrar 
en firme los labradores; por eso cree tam- 
bién que el arroz de secano solo debe 
sembrarse para el consumo de las fincas, 
que es lo que .sucede en la isla de Cuba, 
principalmente en los ingenios después 
queseván introduciendo asiáticos en lugar 
de negros para brazos en los ingenios. 

6. La Isla tiene que considerar al arroz 
como un producto de primera necesidad, 
pues no hay casa del pais en que no se 
use de muchos modos, y principalmente 
en la forma especial llamada arroz blanco. 
Como producto agrícola no puede saber- 
se con exactitud lo que se cosecha anual- 
mente, pues $e siembra hasta en los conu- 
cos de los esclavos: sin embargo, la esta- 
dística de 1846 suponía que se cosecha- 
ban 929,858 Arrobas en toda la Isla. De 
los apreoiables trabajos estadísticos de D. 
Estéban Pichardo se vé que solo en la ju- 
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risdiccion de la Nueva Filipina se cose- 
charon en 1853 un número de arrobas que 
ascendió á 116,294; que en la de San Cris- 
tóbal se recolectaron en el mismo año 
90,926 arrobas, y en solo dos jurisdiccio- 
nes se han cosechado 207,220 arrobas, y 
en puntos de pocos ingenios es casi segu- 
ro <jue la producción ha duplicado desde 
la ultima estadística oficial. 

7, En cuanto al arroz importado, es el 
mejor el de los Estados Unidos, le sigue 
en aprecio el valenciano, y es el ultimo el 
que se recibe de Asia, generalmente de 
Manila: de los dos últimos se introduce y 
consume muy poco. 

El arroz introducido en todos los puer- 
tos de la Isla durante el año de 1355 y sus 
procedencias, aparece de lo siguiente que 
se extracta de la Balanza mercantil. 


• 

Arrobas 

Valores . 

Eu bandera nacio- 
nal procedente de puer 
tos españoles 

524442} 

654534 4} 

En bandera nacio- 
nal procedente de puer 
tos extranjeros 

37285} 

47236 

En bandera y pro- 
cedencia extranjera. . 

787492J 

984366 3 

Etftraron en el de- 
pósito mercantil de la 
Habana 

9370$ 

11783 

• 

1358591 

1697938 T} 


La producción de los E. U., según R. 
S. Fisher, fué en 1850 de 215.312,710 li- 
bras en este orden: 


Virginia 

Uarolina [N.]. 
Carolina [S.].. 

Georgia 

Florida. 

Alabaraa 

Mississippi..... 

Louisiana 

Texas 

Arkansas 

Seunessee 

Kentucky. 

Missouri 

Iowa... 


17,154 
5.465,868 
159.93h,613 
38.950,691 
1.075,090 
2.311,252 
2.719,856 
4.425,349 
87,916 
63,179 
258,864 
5,688 
700 
* 500 


215.312,710 


8. No deja de ser singular que uaa de 
las variedades mas apreciables del arroz, 
y que se cultiva en Valencia, es proceden- 
te de Cuba, y no sea allí do secano. El 
sistema de sembrarlo allí sin agua no ha 
producido resultados, pues se han hecho 
ensayos que se han*tenido que abandonar. 
En cuanto al arroz moscado, que así lla- 
man al de procedencia cubana, lo envió 
en 1831 el Exemo. Sr. conde de Villa- 
nueva, que era miembro de la real so- 
ciedad Económica de Valencia, y esta cor- 
poración lo hizo repartir, y vista su co- 
piosa producción fué adoptado y buscado 
con esmero, siendo hoy una de las varie- 
dades mas cultivadas. Se dáel nombre de 
moscado á este arroz porque tiene mancha- 
da la cubierta del grano con puntos ne- 
gros. 

9. La producción del arroz en la Es- 
paña peninsular se gradúa en 200,000 ca- 
híces en cáscara (4). La exportación Fue 
en 1850 la siguiente: 

A Argelia ^ 13,174 

A Gibraltar * 7,487 

A otros puntos extranjeros/... 3,218 

Total 23,789 


1*0. El producto del arroz cultivado por 
el sistema de riegos da en Valencia de 16 
á 18 veces la simiente: en los ensayos he- 
chos en el arroz de secano no ha produ 
cido ni la mitad del costo que ocasiona la 
labranza. 

11. Aunque en cantidad la proporción 
entre la simiente y la cosecha es mas sa- 
tisfactoria en el arroz que en el trigo, en 
este se cosecha mas cantidad alimenticia. 
Mr. Payen ha publicado el siguiente aná- 
lisis del arroz. 


Almidón 86*9 

Gluten y albúmina V5 

Materia crasa 0*8 

Goma, azúcar.... 0,5 

Sustancias leñosas ... 3’4* 

Sales calcáreas y potasa. 0’9 


100 


(4) Diccionario de Agricultura dé los- Sre?. 
Alífero y Collantes, tomo 1. ° , pég. 489, 


Digitized by v^ooole 



734 


ARROZ. 


12. De las variedades que se cultivan 
en los Estados-Unidos son mas aprecia- 
bles en la 'Habana el de la Carolina del 
Sur y el de Georgia: allí se cultivan el 
rommon white , goldseed , guinea y white - 
boardell. Es muy blanco y bien acondicio- 
nado. En lá Isla se ha introducido este 
arroz de la Carolina, y se ha logrado igual 
en tamaño y belleza: también el Piamon- 
te ha conseguido aclimatarle para destruir 
el que antes existía apestado por la bru - 
zona, enfermedad que lo inutilizaba. 


13. Los últimos precios á que se ha ven 
dido el arroz en la Habana han sido (Már- 
zo de 1858) los siguientes: de los Estados 
Unidos á 12 rs. arroba; de Joló á 8 rs. ar- 
roba; de Jesusa á 10}; rs. arroba; de Va- 
lencia á 9| rs. arroba. Eq el menudeo aun 
son mas elevados sus precios. 

A . Bachiller. 
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ARTJ¡$ T OFICIOS. — En los Anales *de 
1855 hicimos la historia de la sección que 
en la real sociedad Económica estaba en- 
' cargada de todo lo relativo al ramo de 
artes y oficios. Publicamos las disposicio- 
nes que sobre el particular se han dictado 
desde el año de 1849, que fuó separada de 
dicha sociedad y colocada bajo la inme- 
diata protección y dependencia del go- 
bierno hasta el 15 de Marzo de 1856, que 
por circuiar'de la Real Audiencia se pro- 
hibió destinar al taller correccional de ar- 
tes los jóvenes condenados por delitos 
Completaremos ahora este artículo, in- 
sertando 'en éste volumen la legislación 
relativa al afío de 1856, que antes no pu- 
do tener cabida. 

/?» O. dé 2 5 de Junio de 1856, aprobando 
la consignación de 350 pesos anuales a 
las escuelas de aprendizaje. 

Ministerio de Fomento. — Excmo. Sr. 
—Enterada la reina (Q. D. G.) de la car- 


( ta de V. E. numero 191, fecha 16 de Abril 
último, dando cuenta de haber mandado 
abonar por trimestres de los fondos de po- 
licía los 850 pesos fuertes á queanualmen- 
te asciende el importe de las multas que, 
á tenor á sus reglamentos imponía y qp- 
braba la real sociedad Económica déla 
ciudad de la Habana con destino á sus es- 
cuelas de aprendizaje, y ahora por efecto 
de la reforma introducida en el sistema de 
percepción de multas, ingresan en las arcas 
reales, S. M. ha tenido á bien aprobar la 
indicada resolución de V. E., y disponer 
que conforme V. E. propone, para lo su- 
cesivo se haga & cargo de aquella esta 
consignación. — De real órden &c. 

D. del G . de 22 de Diciembre de 1 856, or- 
ganizando juntas de aprendizaje de ar- 
tes y oficios.^ 

La organización del ramo dt aprendi- 
zaje de artes y oficios, considerado en su 
orijen bajo el aspecto de protección á la 
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industria, fué debido á la real sociedad E- 
conómica de amigos del pais de la Haba- 
na. El crecimiento de la población y el 
desarrollo consiguiente de una parte de 
los intereses industriales hacen imppsible 
que aquel ramo continúe centralizado co- 
mo hoy lo está bajo la dirección exclusi ! 
va de una sección de aquel cuerpo. 

Por otra parte, la libertad de la indus- 
tria, móvil poderoso para su fomento, re- 
clama las reformas de algunas medidas 
restrictivas que pudieran entorpecer su 
completo desarrollo, y como tal debe con- 
siderarse la prohibición de admitir apren- 
dices sin escritura, que retrae á muchos 
del aprendizaje, y coarta y alarma la au- 
toridad paterna. 

Fundado en tales consideraciones, des- 
pués de oir al Excmo. Ay untamiento de la 
Habana, ^ la j unta general de caridad, á 
la de gobierno de la real casa de Benefi- 
cencia, y á la real sociedad Económica, 
he creido conveniente resolver: 

Are. 1. ° Desde la publicación del pre- 
sente decreto quedan los maestros y aue- 
fíos de talleres 6 artefactos en libertad 
para contratar aprendices de cualquier o- 
ficio sin condiciones escritas ó con aque- 
llas que extipulen libremente con los inte- 
resados, sus padres ó tutores. 

Art. 2. ° El ramo de aprendizaje de 
artes y oficios que se halla á cargo de una 
sección déla real sociedad Económica, de- 
penderá en lo sucesivo en cada distrito 
del gobernador ó teniente gobernador 
respectivo, auxiliado de la junta de cari- 
dad, ó de juQtas especiales y delegados 
del gobierno en las poblaciones en que 
por su importancia £sí se considere nece- 
sario. 

Art. 3. ° Serán atribuciones de las au- 
toridades y juntas á que se refiere el ar- 
tículo anterior respecto al aprendizaje: 

1. ° Disponer el acomodo con escritu- 
ra en establecimientos particulares ó pú- 
blicos y en los predios rústicos, de los ni- 
ños y adultos desdq la edad de 13 - años 
hasta la de 21 las hembras, y desde la de 
10 á 18 los varones, que sean huérfanos, 
ó se encuentren abandonados, ó cuyos pa- 
dres ó tutores pidan la protecciorr del go- 
bierno, ó así lo juzgue.con veniente la au- 
toridad judicial. 

2. ° Tomar razón de todos los contra- 
tos de aprendizaje que los interesados 
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| quieran formalizar por este medio para 
evitar en caso de desavenencia recursos 
judiciales. 

3. ° Dirimir las cuestiones que se sus- 
citen entre los maestros y aprendices es- 
criturados con arreglo á los párrafos an- 
teriores; y entre unos y otros que sin me- 
diar escritura se sometan á su arbitra- 
mento. 

Art. 4. ° Ademas de las anteriores a- 
tribucionee será de la competencia de las 
juntas de aprendizaje: 

1. ° Multar de 1 á 25 pesos á los maes- 
tros que tengan aprendices contratados v 
falten al cumplimiento de los contratos, 
é imponer las correcciones de 1 á 15 dias 
de encierro en el taller correccional á los 
aprendices por las faltas que cometan. _ 

2. ° Pasar al gobernador ó teniente go- 
bernador respectivo los expedientes que 
traten de faltas graves que merezcan ma- 
yores penas que las expresadas, para que 
dicha autoridad aplique la^jue esté en sus 
facultades, y aquellos que versen sobre 
la perpetración de delitos de que deba en- 
tender la autoridad judicial. 

3. ° Destinar al taller correccional los 
aprendices que en los particulares obser- 
ven mala conducta, prévia rescisión de la 
contrata. 

Art. ° Los vocales de las juntas de ca- 
ridad ó de las especiales que se crearen, 
así como los pedáneos en sus respectivos 
'distritos, ejercerán veces de inspectores 
del ramo, extendiendo su vijilancia á las 
poblaciones y partidos rurales del terri- 
torio.. 

Art. 6. °. Las decisiones de las juntas^ 
de aprendizaje de artes y oficios, mientras 
no recaigan sobre arbitramentos á que se 
hayan sometido las partes, serán reclama- 
bles ante el gobernador ó teniente gober- 
nador respectivo. 

Art. 7. ° Los dueños y maestros de 
establecimientos y talleres ú oficios que 
tengan mas de un oficial, no podrán excu- 
sarse de admitir con escritura á los apren- 
dices de que trata el art. 3. ° , á razón de 
uno por cada dos oficiales. 

Art. 8. ° Las escrituras otorgadas an- 
tes de la publicación de este decreto, no 
podrán cbancelarse sin mútuo convenio 
de las partes, cuando los aprendices ten- 
gan quien los represente; ni sin consenti- 
miento expreso de la junta respectiva, 
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cuando aquellos hayan .sido escriturados 
á consecuencia de entrega judicial hecha á 
la sección de artes, ó por haber sido aban- 
donados á la caridad pública. 

Art. 9. ° En las poblaciones que el go- 
bierno designe habrá talleres correccio- 
nales á cargo de las juntas de aprendizaje, 
y en ellos tendrán entrada los aprendices 
ile mala conducta de la jurisdicción res- 
pectiva y de las limítrofes que se deter- 
minen. 

Art. 10. Para las atenciones del ramo 
de aprendizaje se asignarán á las juntas 
de aprendizaje con cargo á los presupues- 
tos municipales respectivos las cantidades 
que se consideren necesarias y los arbi- 
trios siguientes que actualmente percibe 
la. sección de artes. 

1. ° Un peso por cada escritura de a- 

( >rendiz, su traspaso, renovación ó chance- 
ación, abonable por el maestro. 

2. ° Un peso por cada certificación 
que expida la secretaría. 

3. ° Un peso por cada título de oficial 
de que deberán proveerse los aprendices 
escriturados. 

Habana 22 de Diciembre de 1856. — 
José de la Concha. 

[(?. dé la H. de 23 dé Diciembre de 1853.] 

O. del O. de 22 de Diciembre de 1856, 
mandando "que la sección de artes y ofi- 
cios de la sociedad ¡Económica continúe 
con el encargo del aprendizaje de artes 
y oficios de la Habana. 

• Consiguiente á lo que se previene en el 
decreto de este gobierno superior civil, 
fecha de hoy, relativo á la organización 
del ramo de aprendizaje de arjes y oficios, 
debe este por su importancia en esta ca- 
pital, estar al cargo de una junta especial. 
La sección de artes y oficios de la socie- 
dad Económica y el delegado del gobier- 
no han desempeñado hasta el presente a- 
quel cometido con el mayor celo y buen 
resultado; y nada mas conveniente por lo 
tanto que la misma sección de artes y ofi- 
cios de la sociedad Económica continúe 
como se halla organizada en aquel enoar- 
go por lo que hace al aprendizaje de artes 
y oficios en esta capital y su jurisdicción 
administrativa, y con sujeción á los prin- 
cipios que en el citado decretóse deter- 
minan. 


Lo que digo á Y. para su conoci- 
miento, debiendo proponerme el regla- 
mento, que deberá servir para la expresa- 
da junta, y en el cual se determinarán las 
.atribuciones dé ella y del delegado, en la 
inteligencia que tanto la una como el otro 
deben depender inmediatamente del go- 
bierno político de esta capital. — Dios guar- 
de á V. S. muchos años. Habana 22 de 
Diciembre de 1856. — Concha . — Sr. gober- 
nador político, de la Habana. 

[Q. de la & de $ 5 de Diciembre de 1856.] 

D.delG.de' 22 de Diciembre de 1856, 
ptandañdo que los títulos de maestros de 
artes y oficios se expidan por la real so 
ciedad Económica. 

4 - 

. Reformada la sección de artes y oficios 
por resolución de está fecha y constituida 
en junta de aprendizaje de esta capital y 
su jurisdicción administrativa, he dispues 
to que los títulos de maestros de artes y 
oficios se expidan en lo sucesivo por la 
real sociedad económica prévio el exámen 
conveniente y devengando los derechos 
establecidos con aplioacion al fomento de 
la industria. 

También he determinado que la mitad 
del producto de los derechos de privile- 
gios de inventos artísticos que estaba a- 
signada á la citada sección de artes, ingre- 
se en la tesorería de la propia sociedad E- 
conómica con aplicación igualmente al fo- 
mento de la industria, según previene la 
real cédula de la materia.— Dios guarde á 
V. S. muchós años. Habana Diciembre 22 
de 1856.' — Concha . — Sr. director de Irreal 
sociedad Económica. 

[#. de la II. de 25 de Diciembre de 1856]. 

D. del X}. de 22 de Diciembre de 1856, 
previniendo que las libretas de oficiales 
de tabaquería se expidan por la junta de 
aprendizaje de artes y oficios . 

Sin perjuicio de resolver oportunamen- 
te lo que corresponda en el expediente 
general relativo á las libretas de oficiales 
de tabaquería, considerado este documen- 
to como de policía, he dispuesto que con- 
tinúe expidiéndolas en esta capital lajun^ 
ta de aprendizaje de artes y oficios, que 
se establece por decreto de esta fecha, ba- 
jo la forma qué se ha verificado hasta el 
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dia é ingresando en sus fondos el produc-. 
to de los derechos. 

Dios guarde á V. S. muchos años. Ha- 
bana 22 de Diciembre de 1856. — Concha . 
— Sr. gobernador político de esta capital. 

( (r. tic Ut H. de 25 de Diciembre de iKofí.) 

ARTICULO.- 

1. Se deriva del nombre latino articu - 
las, y este proviene de la palabra griega 
artos, que significa tanto Como miembro 
de un cuerpo, ó lo que lo mismo vale, par- 
te de un todo. 

2. Artículo tiene distintas acepciones, 
asi en lo gramatical, como en lo adminis 
trativo, como en lo legal. Me limitare en 
el presente á considerarlo solaviente en lo 
que hace referencia á la materia penal y 
al orden de sustanciaron seguido en los 
procedimientos. Definiéndolo desde luego 
bajo esos dos conceptos, articulo en lo mís- 
tico es cada una de las verdades dogmá- 
ticas que nos enseña la Iglesia católica. 
En la materia de enjuiciamiento, son cier- 
tos incidentes que ó bien dilatan ó no el 
curso principal del procedimiento. 

3. Llámanse artículos de la fe por anto- 
nomasia, el conjunto de aquellas verda- 
des dogmáticas declaradas por la Iglesia; 
también símbolo de los apóstoles, como pro- 
veniente de ellos, y vulgarmente credo , 
porque con esa palabra principia el rezo. 
Son catorce, que contienen otras tantas 
verdades fundamentales, sin que el núme- 
ro sea de fé, porque muy bien admiten a* 
quellas verdades otras divisiones mas ó 
menos metódicas: la división en catorce 
no es, pues, dogmática, como lo es.la de 
siete al tratarse de los sacramentos de la 
Iglesia, y nos acomodamos á aquella por 
la tradición y creencia de que fueron arti- 
culados distributivamente por los após- 
toles. 

4. La ley de partida (1, tít . 3, parí. 1), 
advierte que los apóstoles formaron los 
artículos por la gracia del Espíritu Santo 
que Jesucristo les envió. Añade que' todo 
cristiano los debe saber, creer y guardar 
para obtener salvación, y que de aquellos 
. se formó el Credo in Deum, llamado en 
latín symbolum , lo que tanto quiere decir 
como bocados en romance. Sin embargo, es 
mas propia y adecuada la interpretación 
que hace derivar la palabra símbolo de la 
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partícula griega syn , que equivale á con, 
|y del verbo bailo, también griego, que e- 
Iquivale á ir , cuyo compuesto significa. 
! concurrir, teniendo por lo tanto aquel sus- 
i tantivo derivado symbolum la significa- 
, cion de concurrencia ó conformidad en u* 
l na doctrina. 

5. He dicho que cada uno de los após- 
toles expresó una parte de la creencia, 
y que de la reunión de esas creencias se 
formó el símbolo ó credo; y con efecto, la 
ley de partida citada refiere la manifiesta - 
.cion hecha por cada uno de aquellos a- 
póstoles. Las primeras palabras son de 
i San Pedro, que dijo: Creo en Dios Padre , 

| todo poderoso , criador del cielo y de la tier- 
ra. — San Juan: y en Jesucristo su hijo ú- 
nico, que es nuestro señor. — Santiago, el hi- 
jo del Zebedeo: que es conceMdo del Espí- 
ritu Santo, y nació de la Yírjen María . — 
San Andrés: y padeció bajo el poder de 
Pondo Pilato, fue crucificado, muerto y se- 
pultado — San Felipe: que bajó á los infer- 
nos. — Santo Tomás: que al tercero dia re- 
sucitó entre los muertos . — San Bartolomé: 
que subió á los cielos , y está sentado d la 
diestra de Dios Padre , todo poderoso. — San 
Mateo: que vendrá á juzgar los vivos y los 
muertos. — Santiago el Alfeo: creo en el Es- 
píritu Santo. — San Simeón: y en la Iglesia 
católica , reunión de los santos . — San Judas 
Jacobo: y en la redención de pecadores . — 
Y San Matías: en la resurrección de la car- 
ne y en la vida per dnr able. 

6. IJivididos los artículos en catorce, 
los'siete primeros están consagrados á pro- 
bar que Jesucristo, conforme á la divini- 
dad, es Dios en sí mismo, y los otros siete 
que es hombre conforme á la humanidad 
(1.2, tít. 3, part. 1). Ya se ha indicado sin 
embargo, que aunque^ semejante división 
es la mas adecuada en' la materia, no es 
dogmática para que deje de admitir otras, 
según explica Santo Tomas. 

7. El código de las partidas no se limi- 
ta á advertir que no puede obtener la sal- 
vación eterna el que no presta entero cré- 
dito á los artículos de la fé. Prohíbe á la 
vez que ninguno se atreva á quebrantar- 
los ni á ponerlos en duda, y advierte aup 
ademas de la pena á que se hace aereen 
en el otro mundo el que así se comporta, 
también merece en este las que entre cris- 
tianos se imponen á los que de cualquier 
modo falten á la fé de Jesucristo (/. 8, tit. 

1856 
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3, parí. 1). Lo mismo dispone la ley reco* | incontestacion á la demanda, y de ^ellos por 
pilada (/. 1, tít. 1, lib. 1, de la Nov . Rec) I lo mismo me ocuparé seguidamente. 

8. Esas penas son, pues, las que se im 12. Conforme al código de las partidas, 

Í )onen á los herejes por la potestad secu- j hay excepciones que dilatan el pleito sin 
ar, y sin perjuicio de las canónicas, que concluirlo, y que por lo mismo se llaman 
tocan á la autoridad eclesiástica. Casi to* : dilatorias, poniendo algunos ejemplos de 
das han caido en desuso, imponiéndose | ellas. Son, pues, tales excepciones dilato- 
en vez de ellas un castigo prudencial, cuan- rias, conforme á su doctrina, la que el deu- 
do semejantes delitos tienen alguna in- j dor opone poi* reclamársele antes del pla- 
fluencia en la tranquilidad y seguridad j zo la cantiaad á cuyo abono está compro- 
del Estado, ó bien ocasionan algún desa- ¡ metido; la de incompetencia del juez ante 
cato público á la autoridad. De ellas se tra - 1 quien se propone la demanda; la de inha- 
ta en los artículos referentes á la aposta- ¡ bilidad delpersonero, bien por su propia 
sía, herejía y demas delitos contra la re-‘ persona ó por defecto de la personería, y 
ligion. otras semejantes. La ley dispone que esas 

9. Ocupémosnosyade los artículos que , excepciones se presenten antes de darse 
tienen cabida en el orden de sustancia- contestación á la demanda, sin que sean 
cion de los juicios. admisibles^despues de dada aquella con- 

10. Ese órden de sustanciacion cuyo testación; y que si el juez conoce que el 
exclusivo objeto es el de poner en claro u- demandado en el pleito multiplica las ta- 
na verdad, para que á su consecuencia se 1 les excepciones, debe señalarle un térmi- 
otorgue á los interesados la justicia que , no, con calidad de perentorio, para que 
les asiste, se ha fijado por la ley de la las proponga y compruebe, en inteligen- 
manera mas expedita y breve que ha crei- cia de qué no tendrán cabida, trascurrido 
do posible. En esa marcha general de los ! que sea el plazo (¿2, tít . 3, part . 4). 
procedimientos, tienen cabida otros par- 13. El mismo código hace referencia 
ticulares incidentales á que también ha de otras excepciones, que, Aunque pro- 
sido preciso atender, y que se conocen ba- : puestas con el carácter de dilatorias no 
jo la denominación de artículos. Uno de 1 deben impedir con todo la contestación so- 
los arbitrios mas acostumbrados por los brela demanda propuesta. Tales son; la de 
litigantes maliciosos para hacer ineficaz ¡ que el actores esclavo del demandado; la 
la justicia de sus contrapartes, es la pro- aeque el actor no es hijo de aquel de quien 
longacion de los litigios, pues con ese me- como tal se supone heredero para deducir 
dio consiguen, bien agotar su paciencia, ya la acción; la de que es falso el testamento 
ocasionarles crecidos costos, ó ya en fin, , á virtud del cual se reclama un legado y 
demorar los resultados de una sentencia ¡ otras semejantes. Respecto de estas, dis- 
que haya de obligarles á devolver aquello j pone que no impidiendo la prosecución 
que se les reclama, y en cuya posesión ¡ del litigio, se trate de ellas á la vez con 
mientras tanto permanecen. A esto se las otras procedentes, llevándose por u- 
prestan los artículos mas que ningún o- nos mismos trámites hasta la resolución 
tro partido, y por ló mismo su promoción final (/. 10, tít . 4, parí. 3). Las tales ex~ 
es tan común en semejantes casos. , cepciones, pues, son consideradas como 

11. Síguese de estas observaciones, que perentorias por la ley citada, 
para evitar el daño que semejante proce- 14. Las leyes del Espéculo se ocuparon 
der ocasiona, las leyes deben ser cuidado- con mas extensión de las excepciones á 
sas en dictar reglas oportunas, para evi- que nos contraemos, 
tar los. abusos que pueden cometerse á la 15. Conforme á ellas, hay unas excep- 
sombra de semejantes artículos; y también ! ciones que concluyen el pleito, y otras 
que los tribunales, de acuerdo con la ley, que tan solo lo dilatan. Son las primeras 
deben mostrarse rigorosos en su observan- las que privan al actor enteramente del 
cia, si no quieren contribuir á que se lie- j derecho que deduce; y como ejemplo po- 
ven á efecto los mismos desórdenes que • nen, lade convenio de remitir la deuda que 
por aquella se tratan de evitar. Entre esos se reclama, la de prescripción de la cosa 
artículos, los que primero tienen lugar en que se pide; y la de pleito concluido con 
los juicios, y los mas comunes, son los de el mismo demandante ú otro tercero, c.uvo 
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fallo resultara en favor del propio deman- , 
dado, ú otras semejantes (7. 1, tít. 4, lib . 5). 
Estas' excepciones son, pues, perentorias 
conforme á aquel código. 

16. El mismo se ocupa de las dilatorias 
explicando que unas de ellas dilatan el 
pleito por largo tiempo y otras por un ¡ 
plázo reducido. Cuatro excepciones dice j 
que son las de la primera* clase.* La prime- 
i-a de ellas son las referentes al juez; la 
segunda las referentes á las cosas sobre 
que no procede juicio; la tercera, las refe- 
rentes al demandador, y la cuarta las re- 
ferentes al demandado. En cuanto á la i 
primera pone por ejemplos, los de oponer- \ 
se al juez que es siervo ó excomulgado, ó i 
sospechoso, ó que respecto de él media o- ! 
tro- impedimento legal. En cuanto á la 1 
segunda clase, enumera la excepción que j 
se opone al juez que carece de facultad! 
para juzgar en el territorio, la que se le ! 
opone por falta de jurisdicción respecto 
del demandado; la que también se opone 
al juez nombrada para conocer de deter- 
minado pleito, sobre no ser bastante la 
comisión para aquel de que intenta cono- 
cer, por ha berse obtenido obrepticia ó sub- 
repticiamente. En cuanto á la tercera 
clase, enumera las excepciones que pue- 
den oponerse al actor sobre ser excomul- 
gado ó que hizo fuerza. Y respecto de la 
cuarta, enumera las de oponer el deman- 
dado que no puede contestar, por estar o- 
c upado de asuntos reales, ó que no puede . 
ocurrir dentro del plazo que se le sefíala, 
por estar empleado á la sazón por el rey, 
ó por Encontrarse enfermo lí otra justa 
causa ( 7 2, tít. 4, lib . 5). 

17. En .cuanto á las otras excepciones 
que dilatan el pleito por. tiempo determi- 
nado, dice el mismo código que tienen 
mas cabida en la materia de pagos que 
en oti^os; y pone por ejemplo la de no ha- 
berse cumplido el plazo convenido para 
el abono, ó la de haber mediado sentencia 
con señalamiento de términos que tampo- 
co hubiese vencido (7. 3, tíL 4, lib. 5). 

18. El propio código advirtió que en- 
tre el demandador y el demandado, po 
dian oponerse sucesivamente respectivas 
excepciones; poniendo por ejemplo el de 
que uno pidiese á otro cierta cantidad, y 
el demandado contestase haberla satisfe- 
cho, en cuyo caso el actor podría excep- 
cional* que si se dio por pagado fué por 


haber mediado fuerza ó miedo, y el otro - 
oponer igualmente que estaba ausente del 
lugar en que se supusiese haber hecho se- 
mejante fuerza (7. 4, tit. 5, lib. 5). 

19. Las mismas leyes del Espéculo de- 
terminaron las excepciones que habian de 
oponerse antes de contestar la demanda, 
y las que podían serlo después. 

20. Según ellas, si la excepción era pe- 
rentoria y el demandado sabia que el ac- 
tor podía probarsu acción, podía tamhien 
oponer aquella excepción, como sucede 
cotilas de paga, remisión de la deuda ó fa- 
llo dictado en el asunto; pero si el deman- 
dado dudaba que el actor tuviese pruebas, 
podía excepcionarse diciendo que no creía 
existente la obligación. que se le reclama- 
ba; pero que en caso de ser cierta le com- 
etía otra excepción, que desde luego de- 
ia nombrar. En este caso dice la ley que 

el demandado no estaba sujeto a probar 
esa ultima excepción t hasta que el actor 
no lo hiciese con la suya, y que tampoco 
tenia para que oponerla aquel demandado 
si sabia que su , contrincante carecía de 
pruebas. En el evento de ser la excepción 
dilatoria, debia oponerla el demandado y 
probarla antes de contestar la demanda; 
pero tratándose de dilación por falta de 
vencimiento del plazo de la paga, enton- 
ces correspondía que se opusiese como las 
perentorias (l. 5, tít } 4, lib. 5). 

21. Ocupándose de las mismas dilato- 
rias dice, pue si el demandado abandona- 
se alguna que le competa, y opusiere otra, 
después no puede ocuparse ae la que a 
bandonó, como sucedería si demandada 
una persona en tiempo de ferias, contes- 
tase la demanda y después intentara sus- 
penderla por razón de aquellas ferias; ó 
como sucedería también si asistiéndole 
excepciones respecto del juez, entrase en 
el pleito sin hacer caso de ellas antes de 
la misma contestación de la demanda (l. 6, 
tít. 4, lib. 5.) 

22. Insistiendo la ley en ia doctrina 
explicada (l. 8, tít. 4, lib. 5), refiriéndose 
á las excepciones perentorias, también les 
dio entraaa en la segunda instancia, aun 
cuando en la primera no se hubiesen o- 
puesto, y advirtió que antes y después de 
contestada la demanda podían oponerse la 
de cosa juzgada, la de transacción y la de 
prescripción (7. 9, tít. 4, lib. 5). 

23. Conforme# las leyes del Estilo, tres 
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excepciones perentorias podían oponerse 
antes de contestar la demanda, y eran la 
de cosa juzgada, la de transacción y la del 1 
pleito concluido por juramento. En cuan- 
to á las otras habian de oponerse después 
de la contestación ( L 235). 

24. Las mismas leyes dividieron las ex>. 
cepciones en perentorias, perjudiciales, j 
dilatorias y declinatorias. Como perento- 
rias reconocieron das que concluían los 
pleitos, pero de que se podía prescindir, 
para oponer otras y llevar el litigio ade- 1 
lante.JEntre esas perentorias coíítaron tres ¡ 
clases que impedían la contestación de la I 
demanda, cuales eran, la transacción, la 
cosa juzgada, y la concluida por juramen- 1 
to decisorio, pacto de no pediróprescrip- 1 
cion; sin que las otras perentorias pudie- 
ran oponerse para dejarse de contestar la 
demanda. Las peí judiciales eran las que 
oponían contra el demandador, arguyen- 
do que era esclavo, ó que no era heredero, 
ó que no era suya la demanda y otras se- 
mejantes, las cuales suspendían la contes- 
tación de aquella demanda. Las dilatorias 
eran las que se presentaban para pedir a- 
bogado ó ampliación de términos y otras 
tales, las que también impedían la prose- 
cución del pleito. Y las declinatorias eran 
las que se oponían respecto de la jurisdic- 
ción del juez, ó del fuero, ó de pacto que 
hubiese mediado para no interponer la | 
demanda, y otras semejantes (/. 236), de- 
biendo también estas suspender él curso | 
de la demanda. 

25. En el Fuero Real se dispuso, que 
las excepciones perentorias, tales como la 
de no pedir, ó de paga, ó de prescripción 
y otras semejantes, debieran interponer- 
se antes de pronunciársela sentencia, pe- 
ro que las dilatorias que no concluyen el 
pleito como la de jurisdicción y otras de- 1 
bian interponerse antes de la contestación 
de la demanda, sin admitirse de otro mo- , 
do á menos que descansaran en un hecho 
posterior á la misma contestación' (I. 7, 
ik 10, llb. 2). 

26. La ley del Ordenamiento de Alca- 
lá, inserta en la novísima recopilación 
(7. 1, tii. 7, Ub . 11, nov. rec .), dispone que 
si el demandado quiere probar excepcio- 
nes de incompetencia de juez, alegando 
pendencia ú otra cualquiera declinatoria, i 
ha de proponerla v probarla dentro de 
nueve dias cpntaaos desde aquel en que 


conforme al emplazamiento ha de pre- 
sentarse, y que en el mismo plazo de los 
nueve dias el actor pueda probar la razón 
porqué el pleito corresponde á la jurisdic- 
ción que la contraparte repugne, sin que 
se conceda m^s término. 

27. Dispone la misma ley que el de- 
mandado tenga otro término de 20 dias 
para oponer y alegar cualesquiera otras 
excepciones perentorias y perjudiciales, v 
que pasado este término no se admitan, á 
menos que haya de prorog^rse el término 
del emplazamiento por j ustas considera- 
ciones, jurándose por el interesado que’no 
se alegan maliciosamente. Que si no se 
prueban aquellas excepciones dentro del 
plazo que al efecto se conceda, el de la 
excepción sea desde luego condenado en 
las costas sin esperarse la sentencia defini- 
tiva, sin que sobre lo que esto se determi- 
ne haya suplica ni otro recurso. Que den - 
tro de los mismos 20 dias pueda oponer- 
se la re convención y mutua petición; que 
si esas excepciones y reoon venciones lian 
de probarse con escritoras, desde luego 
se presenten con ellas, y si son testigos, 
se jure que existen para la prueba. Por 
fin, que si se hubieren de probar con es- 
crituras y testigos á la vez, dentro 'de los 
20 dias se presenten las escrituras, sin re- 
cibirse después, á menos que se haga ju- 
ramento por la parte de que antes no su- 
po de los documentos ó no pudo adqui 
rirlos. 

28. Si el contenido de las leyes de que 
nos hemos ocupado ofrece alguna duda 
sobre la verdadera clasificación d^las ex- 
cepciones dilatorias y perentorias, y por 
consiguiente respecto de los artículos de 
no contestar que provienen de las prime- 
ras, no son ciertamente nuestros prácticos 
los que fijan las reglas mas oportunas pa- 
ra allanar semejantes dificultades. Esos 
escritores, a mas de las excepciones men- 
cionadas, introdujeron otra clase de ellas, 
que denominaron mixtas o anómalas, y 
esto tan solo ha servido para introducir 
mayor confusión en la materia. 

29. Desde luego dedujeron que seme- 
jantes excepciones por consecuencia de su 
propia denominación, pueden interponer- 
se antes ó después de la contestación de 
la demanda y de seguida incluyeron en 
su ntímero muchas que nunca pueden e- 
numerar bajo otro concepto que el de pe- 
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réntw^as. Por mixtas' contaron unos la 
cosa juzgada, la transacción, el rescripto 
obrepticia y subrepticio, y hasta la non 
numerata pecunia. Otros ademas incluye- 
ron en ellas la de pleito acabado, paga, 
finiquito y prescripción, y aun Febrero 
incluye la prescripción y la paga á la vez 
entre las mixtas y las perentorias. 

30. Los autores de la Enciclopedia .es- 
pañola de derecho y administración, con 
xjopia de buenos razonamientos, al ocu- 
parse de examinar las leyes á que me he 
contraido, excluyen semejantes excepcio- 
nes mixtas ó anómalas, y con ellas la con- 
secuencia de que en los pleitos puedan 
presentarse excepciones á voluntad de los 
demandados ya con el carácter de perento- 
rias, ya con el de dilatorias. Precisamente 
si se limitan á alargar ó diferir el pleito, 
como sucede v. g.: con una falta en la per- 
sonería del demandado, han de conside- 
rarse dilatorias, que no concluyen con la 
acción que se deduce. Si por el contrario 
concluyen el pleito, como sucede con la 
prescripción y la transacción, 'mal pueden 
estimarse como dilatorias cuando en rea- 
lidad son perentorias. 

31. Y si bien se mira aquella doctrina 
de las leyes sucesivamente promulgadas 
eñ la materia, se advertirá que no puede 
deducirse de ellas que las excepciones á 
que se refieren los escritores del derecho, 
bajo la denominación de anómalas, pue- 
dau interponerse indistintamente antes ó 
después de la contestación á la demanda; 
mucho menos atendiéndose al literal con- 
texto en la materia de las últimas dispo- 
siciones recopiladas, que en el caso, como 
posteriores á la& otras, son las mas aten- 
dibles. 

32. Conviniendo, pues, en mucha parte 
con la doctrina de los otros escritores á 
que he aludido, y que con tanto tino y tan 
á fondo, se han ocupado del asunto, fijare- 
mos las reglas que consideramos oportu- 
nas para allanar toda dificultad en la ma- 
teria, determinando las excepciones que 
pueden oponerse como dilatorias, y las 
que tío deben serlo sino bajo el concepto 
ae perentorias. 

33. Podrá oponer el .demandado la ex- 
cepción oportuna para no contestar la de- 
manda, en lo referente á la persona del 
actor, siempre que este no tenga capaci- 


• dad legal para comparecer enjuicio, como 
sucede á los menores. 

34. Lo mismo deberá suceder si coin- 
¡ pareciendo por medio de apoderado, taita 
1 á este último aquella capacidad legal. 

35. También cuando aquel que deman- 
da á nombre de otro no califica según de- 
be su representacipn, como sucedería si 
no presentase el poder que usa, ó aquel 
poder no fuese bastante, ó no acreditase 
el curador la cúratela en cuya virtud obra. 

36. También cuando el actor hace de- 
rivar su derecho de un tercero sin acredi- 
tarlo próviamente, como sucede respecto 
del donatario y cesionario y otros, los 
cuales han de acreditar el hecho de haber 
pasado á ellos la acción que ponen en e- 
jercicio. 

37. También si el demandante no pue- 
de ejercitar su acción, sino mediando cier- 
ta cualidad personal ó determinado título, 
y no lo justifica desde luego. 

38. Lo* mismo cuando al demandante 
no corresponde deducir el derecho de que 
hace uso, aun cuando semejante derecho 
fuese dudoso ó no pudiera corresponder 
á otro. 

39. Ademas de esos casos referentes á 
la persona del actor, hay otros en que 
también puede oponerse la excepción di- 
latoria de no contestar la demanda, por 
defecto en su presentación. 

40. Cabrá, pues, si no se acredita por 
el actor haberse llenado los requisitos que 
deben preceder á su presentación, como 
sucede con los juicios de conciliación y 
avenencia en los casos en que tienen lugar. 

41. Cuando á la demanda faltan otras 
formalidades que deben concurrir con e- 
11a, como sucedería si no viniese redacta- 
da en él papel correspondiente, ó no fuese 
clara, ó tuviese cualquier otro de los de- 
fectos que por derecho se determinan. 

42. Cuando la demanda no puede diri- 

f irse contra el demandado sin que prece- 
an otrós trámites judiciales respecto de 
un tercero, como sucede con el fiador, que 
no debe ser perseguido por la deuda has- 
ta que el acreedor no haya seguido sus 
reclamaciones contri el deudor principal. 

43. Fuera de esos casos referentes á las 
| formalidades de la demanda, hay otros en 
que tiene lugar el artículo de no contestar 
con referencia á la jurisdicción en que se 
(establece el litijio. 
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44. Son estaa la iueompeteucia del juez 
*uite quien se propone la demanda con re- 
ferencia á la persona del demandado, se- 
gún sucede cuando se reclama el fuero. 

.45. Y la misma incompetencia referen- 
te á la naturaleza del asunto, como suce- 
dería en uno mercantil que Se promovie- 
se ante el juez ordinario, ó bien cuando 
del mismo negocio conoce ya otro juez 
competente, en cuyo caso tiene lugar la 
excepción dilatoria de la litispendencia. 

46. Síguese de lo expuesto, que el ar- 
tículo de no contestar, se funda en ex- 
cepciones que ni directa ni indirecta- 
mente concluyen la acción propuesta, sino 
que se limitan á dejar en suspenso el plei- 
to que se promueve hasta que se llenen 
ciertos requisitos previos. Esas excepcio • 
ues son, pues, dilatorias por lo tanto; se 
oponen al solo efecto indicado y la reso- 
lución que sobre ellas se dicte, no debe 
en consecuencia dejar concluida ni pre- 
juzgada la cuestión principal. Las excep- 
ciones de la última clase deben estimarse 
como perentorias, y por lo mismo no 
pueden legalmeute servir para dejar de 
dar oportuna contestación á la demanda. 
Eso es, pues, lo que me parece mas arre- 
glado á lo que sobre la materia disponen 
las leyes, y á lo que exije el orden mas 
claro y metódico de sustanciacion. . 

47. Propuesta la demanda y conferido 
traslado de ella al demandado, . si á éste 
asiste alguna de las excepciones mencio- 
nadas para.no contestarla, debe oponerla 
dentro de los nueve dias posteriores al 
traslado, por ser el plazo que las leyes 
designan, como hemos visto, para hacer u- 
so de aquellas excepciones dilatorias; y de 
la misma excepción debe conferirse tras- 
lado al actor, quien ha de contestarlo den- 
tro de seis dias. 

48. Si el punto que se discute es sen- 
cillo y claro, con la tramitación mencio- 
nada pueden llamarse los autos con cita- 
ción de las k partes y dictarse la resolución 
correspondiente. Si el particular por com- 
plicado aun requiere mayor sustanciacion, 

E ueden correrse dos nuevos traslados con 
partes antes de dictarse aquella reso- 
lución. Y si versa sobre algún particular 
de hecho que exije comprobación, el juez 
con la contestación á la excepción y por 
via de justificación debe abrir á prueba el j 
artículo y dictar de seguida el fallo, sin I 


otro nuevo trámite que el de lactación 
para pronunciarlo. Por ñu, enseñan los 
prácticos, y as muy' acertado, que siem- 
: pre que se declare sin lugar ia^excepoion 
| de no contestar, sq .condene eu las costas 
i al que la opuso, mandándosele á la vez 
¡ queprocedaádaraquellacontesfaoibn, ba- 
jo apercibimiento de estimarse evacuada. 

'49. En los juicios escritos de menor 
j cuantía, el reglamento del ramo, de acuer- 
do eu esto con lo que en la Península or- 
¡ denó la ley de 10 de Enero de 1838, dis- 
l pone en su art. 4. c que “si el demandado 
i formare algún artículo de no contestar ó 
I de prévio pronunciamiento, no dejará por 
eso de contestar subsidiariamente sobre 
lo principal”. Por consecuencia dispone 
el art. 11 del mismo .reglamento, que el 
juez al pronunciar la sentencia decida lo 
que corresponda sobre algún artículo si se 
hubiere propuesto, y sobre lo principal; 

¡ pero que si es de los que perimen la ac- 
, cion, ó impiden el progreso ad ulteriora si 
se decide que tiene lugar, no se falle sobre 
¡ lo principal. 

50. También previene el misino regla- 
mento en su art. 12, que cuando el artícu- 
lo se funde en que el pleito no es de la 
cuantía señalada en el mismo reglamento, 

! si se declarase así porque el valor de la 
1 cosa litigiosa no pasa de 200 duros, .el 
* juez ha de decidir también sobre lo prin- 
cipal; pero si es porque excede de 1-000. 
debe reponerse el pleito al estado de con- 
testación á la demanda, y proséguirse pol- 
los trámites señalados para los pleitos de 
mayor cuantía. Y -añade el mismo artícu- 
lo, que en el primero desaquello» casos 
pagará el actor todas las* costas, yen el se- 
gundo las causadas desde la contestación. 

51. En los tribunales mercantiles obran 
disposiciones explícitas sobre la materia 
que nos ocupa, y-las cuales van de acuer- 
do con laí doctrinas que se han sentado. 

52. La ley de enjuiciamiento {art. 117) 
; solamente reconoce en las causas de co- 
mercio cuatro excepciones con el carácter 
de dilatorias; y son: 

1. 13 Falta de personalidad en el deman 
dante ó en su procurador. 

2. 03 Incompetencia de jurisdicción en 
el juez ó tribunál que haya decretado el 
emplazamiento. 

3. 08 Litispendencia en otro tribunal 
competente. 
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Y" i* Defecto legal en el modo de 
proponer la demanda. 

53. Proponiendo el demandado alguna 
de esas excepciones dilatorias, no está obli- 
gado á contestar la demanda, hasta que 
recaiga decisión formal sobre aquel ar- 
tículo previo (art. 116). Cualesquiera otras 
excepciones que no sean aquellas que la 
ley determina como dilatorias, no impi- 
den el progreso de la demanda, y han de 
proponerse contestando á esta (art. 117). 

54. En cuanto al modo de sustanciarse 
en el comercio los artículos de incontes- 
tacion á la demanda, la misma ley de en- 
juiciamiento determina trámites que difie- 
ren' de los seguidos en las demas jurisdic- 
ciones. . ' 

55. Propuesta la excepción, debe con- 
ferirse traslado de ella al demandante por 
tres dias precisos. Dada por este la con- 
testación no tiene lugar ningún otro tras- 
lado, sino que desde luego cfebe decidirse 
si tiene lugar 6 no la excepción propues- 
ta (art. 118). Por supuesto que para dic- 
tar esa resolución procede que se llamen 
tos autos á la vista con la oportuna cita- 
ción dé los interesados. 

* 56. El demandante ó el demandado en 
la sustanciacion referida de la excepción 
dilatoria, pueden proponer hechos que ha- 
gan necesaria la prueba, y entonces debe 
abrirse á prueba con- efecto el particular 
sobre que se discute (art: 118). Ése térmi- 
no de prueba sobre excepciones dilatorias 
no puede exceder de ocho dias, dentro de 
los cuales han de presentar ambas parles 
las que les convengan (art. 119). 

57. Trascurridos, los ocho dias de prue- 
ba, el tribunal debe llamar los autos sin 
admitir nuevos escritos ni documentos. 
Procede que señale la audiencia en que se 
dé cuenta del asunto, y en ella ha de oir- 
^se en voz á las partes ó sus defensores que 
% comparezcan al efecto, resolviéndose se- 
guidamente la excepción dilatoria. Esta 
resolución causa ejecutoria de derecho sin 
necesidad de que se declare por pasada 
eñ autoridad de cosa juzgada, luego que 
vence el término que la ley señala para 
apelar de las sentencias interlocutorias que 
causar? estado (art. 120). 

58. Ese artículo sobre la excepción di- 
latoria proporciona un resultado en cuan- 
to al término concedido para contestar las 
demandas, si se desecha aquella excepción, 


y es el de que el demandado en vez de los 
nueve dias que tiene al efecto cuando no 
ha mediado el artículo, debe dar aquella 
contestación dentro del plazo de seis dias 
(art. 121). Este plazo deberá, pues, contár- 
sele desde aquel en que se le hizo saber 
la resolución, á menos qué contra ella in- 
terponga la alzada, pues entonces solo co- 
menzará á correr desde que quede allana- 
do semejante particular. 

59. La ley que así determina las excep- 
ciones dilatorias,. que abrevia los términos 
de sil sustanciacion, que para las pruebas 
solamente otorga el plazo de ocho dias, 
sin que despuefe se admitan ni documentos 
sin excepción alguna, previene asimismo 
que ninguna de aquellas propias excep- 
ciones pueda admitirse en los casos de ha- 
berse contestado la demanda, ó de haber- 
se dado por evacuada la contestación en 
rebeldía del demandado (art. 122). 

60 La ley de enjuiciamiento novísima, 
publicada en la Península, y cuya aplica- 
ción á esta Isla se ha solicitado por la Au- 
diencia Pretorial, establece en la materia 
que nos ocupa, acertadas reglas que van 
de acuerdo con las doctrinas que hemos 
sentado, y que á la vez allanan dificulta- 
des que pueden presentar las otras dispo- 
siciones legales de que se ha hecho refe- 
rencia, con inclusión de las mercantiles. 

61. Reconoce desde luego como únicas 
excepciones dilatorias, para suspender la 
contestación á la demanda: 

1. 73 La incompetencia de jurisdicción. 

2. 73 La falta de personalidad en el de- 
mandante 6 en su procurador. 

. 3. 73 La litispendencia en otro juzgado 
6 tribunal competente. 

Y 4. a3 El defecto legal err el* modo de 
proponer la demanda. 

62. A estas excepciones agrega la lev 
otra especial, atendiendo al derecho cíe 
reciprocidad sancionado por el de gentes, 
y es la de que si el demandante fuere ex- 
trangero, también puede oponerse como 
excepción dilatoria el arraigo dél juicio, 
eu los casos y en la forma que en la nn- 

i cion á qué pertenezca se exijiese á los es 
j pañoles (art. 238). Forzoso será consultar 
I en semejantes casos lo que sobre el partí - 
| cular disponen los códigos extranjeros 
i para que nuestros tribunales adopten el 
* propio partido. 

‘ 63. TSo intentaré exponer lo qué enea- 
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da una de las naciones extranjeras se en- 
cuentra dispuesto sobre el asunto; pero sí 
manifestare las disposiciones legales que 
rijen en aquel las con quienes se encuentra 
esta Isla en mas estrecho comercio, por lo 
frecuente que pueden ser en el particular 
los casos á que nos contraemos. 

64. En Inglaterra y los Estados Unidos, 
que se rijen por un mismo derecho, cual 
es la jurisprudencia que determinan los 
fallos de los tribunales, el demandante ex- 
tranjero tiene obligación de dar la fianza 
judicatura solví ó de arraigo, que respon- 
da de las costas y gastos del juicio: siendo 
también la opinión mas seguida la de que 
no se encuentra en semejante obligación, 
el extranjero que de hecho hubiese fijado 
su domicilio en aquellos estados. 

65. En Francia el extranjero, según su 
código (art. 16) está obligado á afianzar 
las costas, daños y perjuicios que resulten 
del. pleito, no siendo de comercio la ma- 
teria de que se trata, ó no poseyendo allí 
bienes raices que aseguren la responsabi- 
lidad. Esa obligación de afianzar puede 
exijirsC á todo extranjero antes de con- 
testarse a su demanda, bien la establezca 
como principal ó por intervención, con- 
forme al art. 166 del código de procedi- 
miento civil. 

66. En Austria, conforme á su código | 
de procedimiento civil, §406, todo deman- 1 
dante que no posea en la provincia en que | 
radica el pleito bienes suficientes para res- 
ponder á las costas y gastos del mismo, 
sin distinción entre naturales y extranje- 
ros, debe dar caución de arraigo que res- 
ponda de aquellas costas y gastos, á ño I 
ser que -siendo pobre, afirme bajo jura- 
mento que no se halla en estado de pres- 
tarla. 

67. En los demás paises con ligeras mo- 
dificaciones ó variaciones rijen los mismos i 
principios. 

68. Conforme á la propia ley de enjui- 
ciamiento que nos ocupa, cuando el de- . 
mandado propone alguna excepción di- 
latoria, no está obligado á contestar la de : 
manda hasta que se ejecutoríe este aitícu- 
Jo, que será siempre prévio (art. 236) de ¡ 
manera que proporcionan el mismo efecto | 
que en la actuandad, para oponer un ar- ; 
txculo de incontestacion á aquella de- ¡ 
manda. 

69. El término de proponer esas excep . 


I ciones dilatorias no es el de nueve dias co- 
i moal presente, pues la ley lo limita á seis 
i dias, contados desde el siguiente al de 1 » 
notificación de la providencia en que se 
mandaron entregar los autos para contes- 
tar la demanda (art. 239). 

70. Trascurrido el plazo de aquellos 
seis dias, la ley no priva al demandado de 

j oponer la excepción dilatoria que le com- 
peta. Puede alegarla, pero sin que por es- 
to deje de estar obligado á dar la oportu- 
na contestación á la demanda, y entonces 
tampoco esta debe quedar en suspenso 
(art. 239). En semejante caso continuará 
tratándose de ambas excepciones éi* el 
pleito, y en la resolución corresponde que 
se dicte el fallo oportuno sobre todos esos 
i particulares, teniendo sin duda presente 
al hacerse condenaciones de costas, lacqn 
ducta de los litigantes que hayan contri- 
buido á ocasionarlas ó aumentarlas inne- 
cesariamente. 

71. También la ley ha querido cortar 
el abuso que en la práctica tiene cabida, 
de irse proponiendo sucesivamente las ex- 
cepciones dilatorias para no contestar la 
demanda, cuando concurren dos ó mas en 
el pleito. Por lo mismo previene que to- 
das esas excepciones dilatorias hayairde 

¡ alegarse á un propio tiempo y en un pro- 
pio escrito; y que no haciéndose asi, sola- 
mente puedan usarse lasque no se aleguen 
cuando se conteste la demanda (art. 240). 
Si, pues, el demandado opone dentro de los 
seis dias una excepción de personalidad en 
el demandante, y después intenta otra so- 
bre defecto legai en el modo de proponer 
]a demanda, la segunda nó suspenderá el 
curso del pleito, sino que deberá tratarse 
de ella á la vez con la contestación de lo 
principal de la demanda. 

72. Sustanciadas las excepciones dila- 
torias, es consiguiente que si algunas han 
concurrido á la vez, el juez también en 
un propio fallo las resuelva todas; pero 
no tiene aplicación esta reglageneral cuan- 
do entre aquellas excepciones dilatorias 
concurren la declinatoria de jurisdicción 
y la de litispendencia. Estas ultimas sus- 
penden la acción del tribunal, y ^ tienen 
cabida, el juez debe limitarse á dictar su 
separación de] conocimiento del asunto. 
En el caso de declararse competente, á la 
vez debe resolver lo que corresponda so- 
bre las demas excepciones dilatorias. Y 
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si solamente se hubiesen opuesto las de de- 
clinatoria y litispendencia, declarándose 
con lugar la primera, corresponde que 
también respecto de la segunda se resuel- 
va lo correspondiente {art. 248). 

73. En cuanto á lasustanciacion de esas 
excepciones dilatorias, también la ley no- 
vísima dicta disposiciones especiales y a- 
oertadas. 

74. Propuesta la excepción dentro de 
los seis dias que al efecto concede, ha de 
conferirse . traslado de ella al actor por 
tres dias y de lo que este conteste, darse 
copia al demandado {art. 241). Esa co- 
pia deberá entregarse al efecto por el 
({lie contesta a la excepción, en papel co- 
mún y suscrita pór su proóurador, según 
lo dispone la ley en las contestaciones de 
las demandas {art. 225) pues en un caso 
median las propias razones para que se 
siga igual proceder que en el otro; así co- 
mo es también evidente que al proponer- 
se la excepción, se acompañen los docu- 
mentos de la propia manera que la ley 
designa respecto de las demandas. 

75. Si el asunto no versare sobre he- 
chos que requieran pruebas, desde luego 
deben llamarse por el juez los autos con 
citación de parte, y dictarse dentro de 
tercero dia resolución motivada. 

76. El art. 242 dice que se recibirá á 
prueba el de la excepción dilatoria por 
ocho dias improrogables, si los litigantes 
ó alguno de ellos lo solicitaren, 6 el juez lo 
estimare necesario. Los comentadores de la 
ley han advertido con fundamento que la 
conjunción ó que precede á el juez es una 
errata, pues aquella conjunción debe ser 
la copulativa y. Fúndanse en que el juez 
debe abrir los negocios á prueba cuando 
lo soliciten las partes, si ademas lo esti- 
man necesario, pudiendo también en los 
casos en que no lo soliciten los litigantes, 
disponer de oficio lo que crea necesario 
para mejor proveer, sin necesidad de abrir 
á prueba los juicios; y también en que el 
art. 443, que habla de las pruebas en los 
incidentes y está redactado en los propios 
términos que el que nos ocupa, contiene 
aquella conjunción copulativa en vez de 
la disyuntiva á que me he referido. Seme- 
jantes observaciones no admiten racional 
contestación.. , 

77. Concluido el término probatorio, 
deben ponerse por dos dias de manifiesto 

95 


en la escribanía del actuario las pruebas 
practicadas, para q ue las partes puedan 
enterarse de ellas {art. 243). Así debe dis- 
ponerlo el juez al tiémpo de mandar que 
se agreguen aquellas al proceso, y el es- 
cribano debe sin duda informar al juez 
después de trascurrido el plazo de los dos 
dias, para que dicte la providencia opor- 
tuna. 

78. Dada así cuenta, habiendo media- 
do dilación probatoria, el juez debe man- 
dar que se lleven los autos ála vista {un. 
244) y corresponde sin duda que lo haga 
con citación de partes, según también lie- 
mos dicho que debe practicarlo cuando 
no han mediado pruebas. 

79. Llamados los autos con citación, en 
los dos casos de haberse abierto ó no á 
prueba el juicio, dentro del dia siguiente 
al de la notificación pueden pedir las par- 
tes que se oiga á sus defensores, y en se- 
mejante caso debe señalarse al efecto el 
dia inmediato {art. 245). Por supuesto que 
debe entenderse el dia inmediato á aquel 
en que se provea el escrito y no al de su 
presentación, por los inconvenientes que 
pueden mediar para que no sea providen- 
ciado en el propio dia de aquella presen- 
tación. 

80. Dispone en fin la ley, que oidos los 
defensores, ó pasado sin solicitarlo el dia 
en que pueden pedir las partes señala- 
miento para la vista, mande el juez traer 
los autos para su exámen {art. 246). Y 
que se dicte lasentenciaprecisamente den- 
tro del tercero dia, á contar desde el si- 
guiente al de la vista, si la ha habido, d 
en otro caso desde el siguiente al en que 
se dicte la providencia mandando traer 
los autos {art. 237). 

81. Resulta de aquí, que dos ocasiones 
han de llamarse los autos para dictarse la 
resolución definitiva: una al contestarse 
la excepción si no hubiere pruebas, ó cuan- 
do las hubo y transcurrió el plazo; y otra, 
si hecha la citación hubo vista del pleit* > 
á petición de alguna de las partes. Parece 
por demas la duplicación de esas citacio- 
nes, que no tiene lugar en los incidentes, 
cuya materia guarda tanta analogía con 
la que nos ocupa Por otro lado es evi- 
dente que en todos esos casos el término 
de los tres dias concedidos al juez para 
dictar la resolución, debe comenzarse á 
contar desde el siguiente al en que se dic- 

1856 
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ta la providencia de la citación en que el 
propio debe notificarse á las partes. 

82. Por lo que respecta á los juicios de 
menor cuantía que se llevan por escrito, 
la ley novísima guarda absoluto silencio 
respecto de lo que deba practicarse con 
las excepciones dilatorias que en ellas 
pueden ocurrir. Ese propio silencio exclu- 
ye, pues, la interposición de semejantes 
excepciones al efecto de no contestarse la 
demanda, y determina la necesidad de in- 
terponerlas á la vez con las otras que ha- 
gan directa oposición á la misma deman- 
da. 

88. Contráese la ley solamente al caso 
de que las partes no estén conformes acer- 
ca del valor de la cosa litigiosa, disponien- 
do que entonces el juez las oiga en juicio 
verbal, y que adquiriendo las noticias que 
estime necesarias, lo fije, determinando 
en consecuencia la clase de juicio que ha- 
ya de seguirse. Respecto de la decisión 
que asi dicte no cabe la alzada (< art . 1135); 
ero puede interponerse lecurso de nuli- 
ad al tiempo de interponerse apelación 
de la sentencia definitiva, siempre que o- 
portunamente se hubiere pretextado ha- 
cerlo {art. 1154). 

84. Ademas de esos artículos de incon- 
testacion á la demanda, tienen luga%en 
los juicios otros que detienen su curso, 
los cuales se conocen bajo la denomina- 
ción de artículos de 'previo y especial pro- 
nunciamiento ; y asimismo tienen ' cabida 
otros que pueden sustanciarse y resolver- 
se con independencia del procedimiento 
principal, los cuales se denominan inci- 
dentes. 

85. Aquellos artículos de prévio y es- 
pecial pronunciamiento, tales como los de 
recusación, reposición de providencias, a- 
cumulacion de autos y otros, se encuen- 
tran reconocidos por nuestras leyes, si 
bien no bajo aquella clasificación ue tales 
artículos de prévio y especial pronuncia- 
miento; y respecto de algunos de ellos hay 
también disposiciones especiales en cuan- ! 
to á la manera de sustanciarlos, como en 
sus respectivos lugares se advertirá. Las 
leyes que se contraen á semejantes artícu- 
los no dicen expresamente que durante 
ellos se suspenda el curso principal de los 
juicios, no se ocupan de establecer una 
teoría en la materia; pero la jurispruden- 
cia, supliendo el silencio de los códigos, 


ha sancionado reglas acertadas para pro- 
ceder en el asunto. 

86. Si los litigantes maliciosos abusaron 
de los artículos de incontestacion á las de- 
mandas, y si al efecto alargaron los plei- 
tos de una manera notable con la inter- 
posición de las excepciones propiamente 
dilatorias y de las otras que se han inten- 
tado comprender entre las de su clase, no 
se ha hecho menos abuso por cierto de los 
otros artículos de previo y especial pro- 
nunciamiento. Repetidas disposiciones par- 

¡ ticulares se han dictado para contener a- 
I quellos abusos, como sucede en las mate- 
I rías de recusación; pero no se procuró 
| presentar reglas claras y generales que 
sirvieran de norma en la materia; esta, 
pues, no se encuentra tratada en las dis- 
posiciones á que aludo bajo el aspecto 
científico y /netódico que requería el mis- 
mo abuso lastimoso que podian hacer los 
litigantes de la premoción de semejantes 
artículos. 

87. El reglamento provisional de la ad- 
ministración de justicia algo dijo sobre el 
particular, sin que tampoco en esa parte 
se haya intentado acomodarlo á esta Isla. 
Redúcese, pues, su prevención {art. 3, regla 
3. ^ ) á la -de “que no se admitan otros ar- 
tículos de prévio y especial pronuncia- 
miento, sino los que las leyes autorizan, 
y solo en el tiempo y forma que ellas pres- 
criben.” Esto es recomendar solamente el 
cumplimiento de las leyes que tenemos so- 
bre el asunto; pero siendo aquellas defec- 
tuosas, no determinando aquellos artícu- 
los como de prévio y especial pronuncia- 
miento, y contrayéndose á casos y no á 
principios, forzoso será convenir en que 
el reglamento nada estatuyó de nuevo res- 
pecto de la materia importante que nos 
ocupa. 

88. Conforme al espíritu de las leyes y 
á lo que aconseja una sana jurisprudencia 
en materia de sustanciacion, pueden sen- 
tarse cuatro reglas respecto de los artícu- 
los de prévio y especial pronunciamiento. 

89. La primera es la de quei“ aquellos 
artículos que se proponen sin tener rela- 
ción ni enlace con la cuestión que §e ven- 
tila en el juicio, no deben admitirse en él, 
y hasta de plano deben desecharse por el 
juez. Semejantes artículos si se fundan en 
algún derecho, pueden ser objeto de un 
nuevo pleito que respecto de él se inten- 
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tare; pero no deben hacerse servir para 
que de ninguna manera se interrumpa el 
curso de aquel procedimiento en que se 
entiende. 

90. La segunda es la de que, cuando el 
artículo tiene íntima relación cop la cues- 
tión principal, pero que sin embargo pue- 
de tratarse aparte de ella, sin que por eso 
se perjudique en nada á la misma cuestión 
principal, se forme incidente en que se 
trate el artículo por separado, como suce- 
dería con una tercería coadyuvante ó cual- 
quier otro de la misma semejanza. 

91. La tercera es la de que, cuando el 
artículo tiene tan intimo enlace con el a- 
sunto principal que no puedan separarse, 
y ademas exija el mismo artículo una de- 
claración prévia, entonces se estime como 
de prévio y especial pronunciamiento, pa- 
ra que se resuelva antes de irse adelante 
en lo principal del litigio. Así sucede cuan- 
do se pide la reposición de una providen- 
cia, en la restitución, en la variación de 
personalidad de una de las partes y otros 
casos análogos. 

92. La cuarta es la de que, cuando el 
artículo propuesto tiene tal conexión y en- 
lace con el asunto principal, que su reso- 
lución afecta al mismo asunto principal, 
y no exije aquella decisión prévia, de- 
be dejarse para que á la vez se decida con 
el propio asunto principal. Así sucedería 
cuando se promoviese articulo sobre la in- 
eficacia de una prueba ya recibida, ó in- 
validación de documento presentado y o- 
tros casos semejantes 

93. Esos artículos pueden promoverse 
por el demandante ó por el demandado, á 

' diferencia de los de incontestacioh, que 
solamente pueden serlo por los últimos; y 
cuando proceden, tienen también cabida 
en cualquier estado del juicio, sin que sea 
forzoso que precedan á la contestación de 
la demanda, como sucede con los otros, 
que después no deben admitirse. En cuan- 
to á su sustanciacion, las leyes en algunos | 
de ellos han dictado reglas, y en los de* , 
mas es procedente lo que se ha explicado ¡ 
respecto de las excepciones dilatorias. j 

94. La ley de enjuiciamiento civil que 
rije en la Península, reconoce los artícu- 
los á que nos contraemos bajo la denomi- 
nación de incidentes , y dicta disposiciones 
muy acertadas respecto de ellos y en con- 


sonancia con la teoría que llevamos ex- 
puesta. 

95. Desde luego declara que aquellos 
artículos, para que puedan ser calificados 
de incidentes, deben tener relación más ó 
menos inmediata con el asunto principal 
que sea objeto del pleito en que se pro- 
muevan ( art . 337). Y dispone que siendo 
completamente agenos de él, los jueces los 
repelan de oficio, sin perjuicio del dere- 
cho del que los ‘haya promovido para so- 
licitar en otra forma lo que haya sido ob- 
jeto de aquellos {art. 338). 

96. Esos incidentes que tienen relación 
mas ó menos inmediata con el asunto prin- 
cipal del pleito, es decir, que en algo pue- 
den modificar los efectos de la sentencia 
que haya de pronunciarse en el litigio, 
pueden oponer obstáculo para su segui- 
miento, ó no. 

97. Se entiende que impide el curso de 
la demanda, todo incidente sin cuya pré- 
via resolución es absolutamente imposi- 
ble, de hecho ó de derecho, continuar sus- 
tanciándola {art. 341.) Esto sucede con las 
excepciones que recaen sobre jurisdicción, 
personalidad del actor y otras de la mis- 
ma especie. Por el contrario, hay artículos 
6 incidentes que pueden muy bien tratar- 
se sin que á la vez impidan el curso de lo 
principal, como acontece con las insolven- 
cias, tercerías, embargos, administración 
y otros. Aun puede suceder también que 
de uno de los artículos de semejante na- 
turaleza provenga otro artículo que tam- 
bién pueda ser tratado con independencia 
del primero, y entonces le son aplicables 
las mismas reglas que nos ocupan. 

98. Los incidentes que oponen obstá- 
culo al seguimiento de la demanda prin- 
cipal, deben sustanciarse en la misma pie- 
za de autos, quedando entretanto en sus- 
penso el curso de aquella {art. 341). En 
cuanto á los otros que no oponen aquel 
obstáculo, deben sustanciarse de distinto 
modo, según se explicará en el articulo 
Incidente. 

99. Por lo que hace á la sustanciacion 
de esos artículos, la ley establece distintas 
reglas respecto de muchos de ellos, como 
sucede con los de insolvencia, tercería, a- 
cumulacion de autos, los jurisdiccionales 
y otros. Fuera de estos excepcionales tam- 
bién sanciona reglas generales para los 
demas, que vienen á ser, con lijeras mo- 
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dificaciones, las mismas dictadas respecto 
de la sustanciacion de los otros en que se 
atraviesan las excepciones dilatorias, y 
sin hacer diferencia entre los que se tra- 
tan en los mismos autos principales ó lo 
son en cuaderno separado. 

100. Promovido, pues, el artículo ó in- 
cidente, y formada ó no en su caso la pie- 
za separada, ha de darse traslado al coli- 
tigante por término de seis dias. De lo que 
este exponga debe facilitarse copia al pro- 
movente del artículo {art. 342). 

101. Conviniendo las partes en que el 
artículo se reciba á prueba, ó habiéndolo 
pedido una sola y creyéndolo el juez pro- 
cedente, ha de recibirlo con efecto á prue- 
ba, por un término que no puede bajar 
de ocho ni exceder de veinte, dias según 
las circunstancias del caso {art. 343). 

102. Si ninguna de las partes hubiere 
pedido pruebas, ha de mandar el juez 
traer los autos á la vista para sentencia, 
denegando la solicitud que sobre apertu- 
ra á prueba se hiciese después de dispues- 
ta la citación {art. 344). Hechas las prue- 
bas y trascurrido el término señalado, han 
de unirse á los autos y mandarse traer á 
la vista con citación {art. 345). 

103. Si dentro de los dos dias siguien- 
tes al en que la citación se hubiere hecho, 
se pidiese señalamiento de dia para la vis- 
ta, se hará, y oirá en él á los letrados de 
las partes {art. 346), y cuando esto suce- 
da, se pondrán las pruebas de manifiesto 
á aquellas partes en la escribanía para 
instrucción, por el término que medie 
desde el señalamiento hasta el dia de la 
vista {art. 347). 

104. Ya verificada la vista, ó si no se 
hubiese pedido señalamiento, pasados los 
dos dias siguientes al de la citación, el juez 
ha de dictar la sentencia dentro de tres 
dias en ambos casos {art. 348), siendo a- 
pelablc siempre enambosefectos(ar¿.349). 

105. Las diferencias entre la sustancia- 
cion de estos artículos y los de incontes- ¡ 
tacion á la demanda, consisten, en que el ! 
término para contestar al articulo, que en i 
los primeros es de tres dias, en el segun- 
do es de seis: que el plazo de ocho dias ! 
para las pruebas en los primeros, en los j 
segundos es de ocho á veinte dias: que en 
los primeros se ponen por dos dias en la ( 
escribanía las pruebas practicadas paral 
que se enteren las partes, pudiendo pedir I 


al dia después que se oiga á sus defenso- 
res; mientras que en los segundos puede 
pedirse esa audiencia dentro de los dos 
dias siguientes al de la citación para sen- 
tencia, y entonces debe señalarse dia pa- 
ra la vista quedando los autos de mani- 
fiesto en la escribanía para instrucción, 
desde el dia en que se otorgue semejante 
solicitud, hasta el que á la vez se designe 
para la vista. Por fin, difieren las dos sus- 
tanciaciones, en que tratándose de artículos 
de incontestacion, el juez debe llamar de 
nuevo los autos para dictar sentencia den- 
tro de tercero dia posterior á la vista, si 
la hubo, ó no habiéndola, desde el siguien- 
te de la citación; mientras que en los otros 
ha de pronunciarse el fallo sin nueva ci- 
tación, y siempre dentro de tres dias pos- 
teriores al de la citación que tuvo lugar 
si no hubo vista, d al de la vista si se ve- 
rificó por consecuencia de la citación. 

106. Por lo expuesto se deduce que 
muy bien pudieron excusarse semejantes 
diferencias de sustanciacion respecto de 
unos artículos que tanta analogía guar- 
dan entre si, excusándose ála vez la com- 
plicación que resulta de las mismas dife- 
rencias, las cuales en su mayor parte no 
ofrecen fundamentos bastante decisivos 
que las autoricen. Por lo demas, las ex- 
plicaciones que hemos dado al referirnos 
á los artículos de incontestacion á la de- 
manda, tienen también cabida respecto 
de los otros en general. 

R. Pifia. 

ARTILLERIA . — En la palabra Admi- 
nistración militar, pág. 171, inserta 
mos la real órden de 12 de enero de 1856. 
según la cual, los empleados de la admi- 
nistración militar que sirven en los esta- 
blecimientos del arma de artillería, depen- 
den de sus jefes ó de los intendentes, se- 
gún sean los asuntos de que se trate. 

R . O. circular de A de Febrero de 
previniemdo á los capitanes generah 
que no distraigan al cuerpo de artiW 
ría de su especial servicio sino en cir 
cunstancias muy extraordinarias. 

Excmo. Sr. — S. M. la reina (q. 1). g.), 
en vista de lo expuesto por la dirección 
general de artillería, acerca del serví- ; m 
que, ajeno de su instituto, presta el cm ; 
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po de su mando en la capitanía general 
de Galicia y en la plaza ae Málaga, se lia 
servido resolver, de conformidad con el 
parecer emitido por la junta consultiva 
de guerra, que siendo el servicio mas pre- 
ferente del Estado en las armas especiales 
el que tengan la instrucción necesaria, se 
recomienda á los capitanes generales de 
los distritos que solo en circunstancias 
muy extraordinarias se distraiga al cuer- 
po ae artillería de su especial servicio, y 
menos aun en la época en que se dedica á 
la instrucción especial de su instituto, co- 
mo se mandó en real órden circular de 14 
de julio de 1855. 

De la de S. M. lo digo á V. E. para su 
cumplimiento. — Dios guarde á Y. E. mu- 
ohos años. Madrid 4 de febrero de 1856. 
O' Donnell. 


Circular de la capitanía general de 7 de 
mayo de 1856, recordando la de 19 de 
mayo de 1353 sobre conducción de muni- 
ciones . 

Habiéndome manifestado el administra- 
dor genero 1 de la empresa del ferro-carril, 
que para las remesas de municiones que 
se efectúan por aquella via de comunica- 
ción, no se observan las reglas prevenidas 
por esta capitanía gene r al en la circular 
de 19 de mayo de 1853, de que incluyo 
á V. copia, encargo a Y. muy especial- 
mente el puntual cumplimiento de cuanto 
sobre el particular está mandado; en la 
inteligencia que de no observarse por 
cualquiera dependencia del Estado dichas 
reglas, se someterá á la responsabilidad 
que pudiera corresponderle. Del recibo de 
esta comunicación, y de quedar en cum 
plimentar la referida circular en todas sus 
partes, me dará Y. aviso. 

Dios guarde á V. muchos años. Ha- 
bana 7 de mayo de 1856. 

Circular de 19 de mayo de 1863, que se 
cita en la anterior . 

Con esta fecha digo al Excmo. Sr. sub- 
inspector de artillería lo siguiente: — Ex- 
celentísimo Sr.: — En vista de la instancia 
promovida por D. José Antonio Echevar- 


ría, administrador general de la compañía 
de caminos de hierro de esta ciudad, soli- 
citando se declare libre de toda responsa- 
bilidad á la misma compañía para con el 
gobierno y con el público por causa de 
incendio, siempre que por órden de algu- 
na autoridad se trasporte pólvora por 
los trenes de dicho camino, y teniendo 
presente lo que Y. E. me - ha informado 
sobre este particular después de haber oi- 
do á la junta principal económica del de- 
partamento, he dispuesto lo que sigue: 

1. ° Se economizará todo lo posible el 
trasporte de pólvora por los caminos de 
hierro de la Isla, verificándose solamente 
en casos urgentes á juicio de esta capita- 
nía general ó de las autoridades locales 
que dispongan su envió, y en lo demas 
1 se efectuará el trasporte por mar ó • por 
los caminos comunes. 

2. ° Cuando el cuerpo de artillaría re- 
mita municiones por los ferro-carriles, ya 
sea pólvora suelta, ó bien cartuchería cons- 
tiuida, cuidará que vaya perfectamente 
acondicionada en buenos y seguros enva- 
ses que hagan muy difícil una explosión. 

3. ° Enviará con esas municiones la 
escolta correspondiente para su seguridad, 
adoptando por sí, y haciendo que lo veri- 
fique también la empresa del camino de 
hierro, to4as las precauciones que consi- 
dere convenientes y necesarias. 

" 4. ° Lo que previenen los dos anterio 
res artículos para el cuerpo de artillería, 
se ejecutará igualmente por los demas 
cuerpos de las distintas armas con cono- 
cimiento próvio de la autoridad local cor- 
respondiente. 

5. ° y último. En el caso desgraciado 
de que á pesar de esas medidas de precau- 
ción y seguridad ocurriese en los trenes 
del camino de hierro la voladura de las 
municiones que conduzcan, quedarán li- 
bres de toda responsabilidad las respecti- 
vas empresas, siempre que se pruebe no 
haberse cometido por ellas falta alguna, 
para lo cual la autoridad militar territo- 
rial respectiva instruirá la correspondien- 
te sumaria información que se someterá 
á la determinación de esta capitanía gene- 
ral. — Lo digo á Y. E. para su conocimien- 
to y gobierno. — Lo que trascribo á V. 
para su noticia y efectos correspondientes. 
— Dios guarde á V. muchos años. Ha- 
bana 19 de mayo de 1866. 
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R. O. de 21 de junio de 1856 , declarando 
cuando deberán alternar en él servicio 
de jefe * de dia loe oficiales de artillería. 

Excmo. Sr. — El Sr. ministrode la guer- 
ra dice hoy al director general de artille- 
ría lo que sigue;— La reina (q. D. g.), 
visto el expediente instruido en este mi- 
nisterio con motivo de la consulta que Y. 
E. elevó al mismo en 22 de setiembre úl- 
timo, ha venido en resolver que los ofi 
ciales de artillería que sobre el mando del 
destacamento de su arma en una plaza des- 
empeñen á la vez el cargo del detall ge- 
neral de la misma, únicamente deberán 
alternar en el servicio de jefes de dia con 
los demas de la guarnición, cuando ha- 
ya otro oficial del cuerpo que en casos 
extraordinarios pueda sustituirle en las 
funciones de dicho cargo del detall. — Lo 
traslado á Y. E. de real orden comunica- 
da por dicho Sr. ministro para su conoci- 
miento y efectos consiguientes. 

{Col, leg.s púfj. 510 ) 

Por real orden de 18 de junio de 1856, 
se resolvió que los descuentos de los jefes 
y oficiales de artillería, cuando pasen á las 
brigadas deben ser iguales á los que se 
hacen á los demas jefes de ejército. 

AS. 

1. Esta palabra latina, que es una con- 
tracción de JBS y que significa metal, ha 
pasado á nuestro idioma por la sanción 
de la ley. En su sentido figurado signifi- 
caba en latín un todo con relación á sus 
partes, ya se tratase de un capital, ó de u- 
na herencia, ó de una hacienda, y las le- 
yes de partida, que adoptaron toda la le- 
gislación romana con su teoría en la iiia- 
teria, prohijaron también las palabras que 
la otra legislación reconocía. 

2. Por lo mismo expuso la ley (16, tít. 
3, parí. 6) que el testador puede dividir 
su herencia en las partes que estime opor- 
tuno; pero á la vez recomienda la división 

revenida por la legislación romana, en 
oce onzas. La primera, continúa dicien- 
do, se llama sexcuns, que quiere decir on- 
za y media; la segunda, sextana , ó dos on- 
zas; la tercera, quadrans f 6 tres onzas: la 
cuarta, triens, 6 cuatro onzas: la quinta, 


quincuns , ó cinco onzas: la sexta, semis, 6 
seis onzas: la séptima, septums , ó siete on- 
zas: la octava, bes , ú ocho onzas: la nove- 
na, dodrans, ó nueve onzas: la décima, dex - 
ans , ó diez onzas: la undécima, deuns, ú 
once onzas, y la duodécima, as f 6 doce 
onzas. La misma ley dice que también las 
doce partes mencionadas se comprendían 
en la denominación de pondus y de libra. 

3. Era igualmente entre los romanos el 
as una moneda de cobre del peso de una 
libra que se dividía en doce onzas; y así 
el nombre de as hereditario que dieron á 
la herencia, provino de uno de sus modos 
de testar llamado per ees et libram , por la 
venta que se figuraba hacer el testador de 
sus bienes por un as al heredero. Seme- 
jantes divisiones de la herencia pueden 
tener hoy uso para allanar algunas difi- 
cultades que puedan presentarse en las 
disposiciones testamentarias. 

4. Conforme al mismo código de las 
artidas ( l . 17, tít. 3, part. 6), si el testa- 
or nombra conjuntamente tres ó cuatro 

herederos, sin señalarles parte determina- 
da, todos deben heredar por partes igua- 
les, pues si quiere que sea de otro modo 
debe señalar á cada uno “aquella parte, 
debiendo entonces cumplirse su dispo- 
sición. 

5. Si el testador nombra algunos he- 
rederos con partes determinadas, y esta- 
blece ademas otro heredero sin designa- 
ción de parte, los primeros heredarán las 
partes designadas, y el otro, sea uno ó mas, 
el resto de la herencia después de deduci- 
das las deudas y legados. 

6. Si un testador instituye cuatro he- 
rederos, dejando al uno la mitad de los 
bienes, al otro la otra mitad, y no seña- 
lando parte alguna álos dos restantes, los 
dos primeros deben tomar la mitad de los 
bienes por iguales partes, y los otros dos 
la otra mitad de la propia manera. 

7. Por fin, conforme á la ley citada, si 
el testador dividía su herencia en cuatro 
partes, nombrando herederos para tres de 
ellas por iguales cuotas y sin hacer men- 
ción ae la cuarta restante, esta debía divi- 
dirse con igualdad entre los tres; pero si 
la institución no fué con esa igualdad, la 
cuarta parte restante debía acrecérseles 
proporcionalmente. Hoy aquella cuarta 
parte restante pasaría á los herederos ab 
intestato, porque conforme á las leyes re- 
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copiladas no existe el derecho de acrecer 
sino por voluntad presunta del testador, 
según se explicará al ocuparnos de la ma- 
teria. 

8. Continuando con observar las dispo- 
siciones de las partidas sobre la división 
de las herencias bajo las tases enunciadas, 
exponen que toda herencia debe dividir- 
se y contarse en las doce partes referidas. 
En el caso de que alguno hiciese mas di- 
visiones de ella, como si v. g.: nombrase 
cuatro herederos, á cada uno de ellos en 
cuatro onzas, en cuyo caso resultan diez, 
y seis, debe descontarse á cada uno de e- 
llos una onza y repartirse el as en tres on- 
zas para cada cual de los cuatro ( l . 18, tit . 
3, part. 6). 

9. Enseña, en fin, el mismo código, 
que ponches también significa las mismas 
doce onzas en que debe dividirse la he- 
rencia, que dipondmm vale veinte y cua- 
tro onzas, y Iripondium treinta y seis, pu- 
diendo ser también dividida la herencia 
en las mismas partes. Dispone en conse- 
cuencia que si el testador manifiesta su 
voluntad de dividir la herencia en mas de 
doce onzas, como sucedería si instituye- 
se á un heredero en doce onzas y á otío 
en seis, sin hacer mención de las restan- 
tes, entonces el instituido en las doce on- 
zas tome los dos tercios de la herencia y 
el otro el otro tercio ( l . 19, tit. 3,j part. 6). 
Hoy, como ya se ha indicado anteriormen 
te, no tendria lugar el derecho de acrecer 
en que se funda semejante disposición, 
pasando por cpnsecuencia á los herederos 
ab intestato, la páíte de que resultase no 
haber dispuesto el testador. 

10. En la actualidad, solamente en al- 
gunos casos será preciso considerar la he- 
rencia como un as divisible en 12 partes, 
y subdivisible en las otras que menciona 
la ley. El testador puede instituir herede- 
ros, no considerando la herencia sujeta á 
aquellas divisiones, sino señalándoles las 
partes que tenga por oportunas de la mis- 
ma herencia, y su voluntad deberá cum- 
plirse pasando á los herederos ab intesta- 
to como ya se ha dicho repetidamente, la 
porción de que resulte no haber dispues- 
to. Puede también instituir herederos sin 
designarles partes, en cuyo caso se enten- 
derá que las tienen iguales en los bienes. 
Puede, por fin, nombrar unos herederos 
con designación de partes y designar o- 


tros sin ellas. En semejante caso los nom- 
brados con porción determinada las to- 
marán, quedando para el otro el resto de 
la herencia; pero si las partes designadas 
cubrieren el total de la herencia ó exce- 
diesen de ólj entonces tiene lugar el caso 
de las .divisiones del as. Se considerará 
un diportdio para que los que no tienen 
parte señalada tomen el sobrante después 
de cubiertas las consignadas á los otros, ó 
se considerará un trípondio ó dividido en 
treinta y seis partes para que pueda lle- 
varse al cabo el mismo propósito. Aun 
para que tenga lugar la aplicación de esta 
doctrina, será preciso que conste ser la in- 
tención del testador, la de que efectiva- 
mente, el heredero instituido sin parte de 
terminada, la tenga realmente, y no se ad- 
vierta la intención de nombrársele para el 
caso de que exista un sobrante. 

R. Pina. 

ASCENDIENTES— I Jámase de este mo- 
do á los padres ó progenitores de alguna 
persona, así como descendientes se llaman 
también á los provenientes de ellos. Su 
misma etimología determina muy clara- 
mente el significado de esas palabras, por 
cuanto en las familias los unos bajan ó 
descienden de los otros, que por lo mismo 
resultan subiendo respecto de aquellos en 
la línea recta de los parentescos. 

Las leyes que reconocieron la existen- 
cia de las familias como uno de los prin- 
cipales medios constitutivos del estado, 
hicieron obligatorios determinados dere 
chos B§epecto de los miembros de que se 
componen las mismas. Entre ellos los con- 
cedieron á los ascendientes respecto de su 
descendencia, con el carácter de recipro- 
cidad entre los mismos, ó bien sin mediar 
semejante circunstancia. 

Uno de esos derechos recíprocos es la 
obligación que tienen de prestarse alimen- 
tos cuando los unos se encuentran en po- 
sición de darlos y los otros tienen necesi- 
dad de exijirlos, bien sea el parentesco 
legítimo ó ya no tenga otro carácter que 
el de ilegítimo. Es otro el de sucedersc 
también recíprocamente en las herencias 
en partes determinadas, y con las modifi- 
caciones que se han estimado oportunas 
éntrelos legítimos y los ilegítimos, según 
se explicará en los correspondientes ar- 
tículos. 
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Por fin, entre aquellos ascendientes y 
sus descendientes median igualmente o- 
tras obligaciones y derechos, referentes á , 
las dotes, la patria potestad y la tutela, 
que asimismo se explicarán en los artícu- 
los que se contraen á esas materias. 

R. Pifia. 

ASEBUBACION B — Y. Seguro. 

ASCENSO* — O. déla capitanía general de 
29 de Octubre de 1856, disponiendo que 
los ascensos de soldados á cabos segun- 
dos sean dentro de las compañías a que 
pertenezcan aquellos . 

El Excmo. Sr. Capitán general con fe- 
cha 29 del mes próximo pasado me dice 
lo siguiente: 

“Como ampliación a mis circulares de 
29 de diciembre último restableciendo el 
sistema de ascensos en las clases de tropa 
de este ejército al tenor de lo dispuesto en 
el real decreto de 27 de julio de 1846, he 
tenido por conveniente determinar que 
los de soldado á cabo segundo sean den- 
tro de las mismas compañías á que perte- 
nezcan los interesados, y que los de esa 
clase á primeros, se verifique también 
dentro de las mismas compañías por anti- 
güedad en igualdad de circunstancias. — 
Dígolo á V. E. para su conocimiento y 
efectos consiguientes.’, 

Lo que traslado á V. con el propio ob- 
jeto*y fines correspondientes. 

Dios guarde á Y. muchos años. Haba- 
na 4 de noviembre de 1856. — Mariano. 

Por real orden de 11 de diciembre de 
1856, comunicada á esta Isla, se previno 
que no se hiciese novedad en el sistema de 
ascensos militares. — Y. en Administra- 
ción publica la real orden de 6 de agosto 
de 1856, pág. 220. En Armada el real de- 
de 30 de setiembre de 1856. 

ASENTAMIENTO. 

1. Es la posesión que se da al actor de 
los bienes que demanda ó de otros del de- 
mandado, por la rebeldía de este en no 
contestar la demanda. Esa rebeldía puede 
tener lugar respecto del ausente que no 
comparece ante el juez después de citado, 
ó que se oculta 'maliciosamente impidien- 


do así la citación, ó del que ocurriendo á 
virtud del emplazamiento, se niega sin 
embargo á dar aquella contestación á la 
demanda (l 1, tít. 8, part . 3). 

2. El asentamiento puede tener lugar 
tratándose do- una acción real que se ha- 
ya interpuesto, ó bien de una personal. 
Recayendo esa via de proceder cuando se 
trata de una acción real deducida, y sien- 
do rebelde el demandado para contestar 
á la demanda, ásu solicitud puede el juez 
disponer que se ponga al actor en pose- 
sión de la cosa sobre que- versa la propia 
demanda. Si se trata de acción personal, 
también procede que se entreguen al ac- 
tor por la rebeldía del demandado bienes 
bastantes á cubrir la importancia de la 
cantidad que se le reclama, ó de la obliga- 
ción cuyo cumplimiento le exije ( ll . 2, tít. 
8, part. 3, y l . 1, tít. 5, lib. 11, nov. rec.) 

3. Para que se acceda á la posesión de 
semejantes bienes no bastan la pretensión 
del actor y la constancia de la rebeldía del 
demandado en no contestar la demanda; 
sino que es también preciso que el deman • 
dante produzca algún documento en que 
conste su derecho, y por su falta quejure 
no haber interpuesto la demanda con ma- 
licia, sino por asistirle justicia al efecto. 
Tratándose de la entrega de bienes por 
virtud de acción personal, deben tomarse 
al demandado primeramente los muebles 
hasta cubrirse con ellos la importancia 
del embargo, y después los raices, cuya 
diligencia corresponde que se practique 
por órden de juez cometida á los corres- 
pondientes ministros de justicia (l. 2, tít. 
8, part. 3 cit., y 1, tít. 5, lib. 11, nov. rec). 

4. La ley de partida se ocupó de los 
casos en que pudiera hacerse oposición al 
asentamiento por el demandado ó un ter- 
cero, bien á viva fuerza, ó ya por arbitrios 
judiciales. Disponiendo el rey el asenta- 
miento, y resistiendo hacer la entrega de 
los bienes el que los mantiene en su po- 
der, debe mandar al juez del lugar que lo 
lleve á cabo, y si aun se persistiere en la 
resistencia, incurre el que lo hace en la 
pena de pagar cien maravedís al rey y 
cinco al juez de la comisión, satisfaciendo 
también las costas que de ese modo oca- 
sione á la contraparte. Teniendo lugar el 
asentamiento por mandado de algún juez 
distinto del territorio en que existen las 
cosas del embargo, debe pedir al juez de 
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aquel territorio que lleve á efecto la pro- mejoras que se hubiesen hecho. Trascur- 
videncia, y si el demandado lo resistiere, rido el año, el demandador se consideraba 
incurre en la pena de diez maravedís para legítimo poseedor de la cosa del asenta* 
el juez ejecutor y otros tantos para el juez miento y hacia suyos los frutos y rentas, 
del asentamiento, abonando también las quedando á salvo su derecho al demanda- 
costas al actor (/. 3, tít. 8, part. 3). do para intefjoner el pleito de propiedad 

5. Tratándose de llevar á cabo el asen- (Z. 6 , tít . 8, part . 3). 

. tamiento en determinada especie respecto 9. Teniendo lugar el asentamiento á 

de la que haya recaido demanda, si un consecuencia de acción personal, el de- 
teroero arguye derechos respecto de e- mandado podía ocurrir ante el juez hasta 
lia y los comprueba por escritura ó de o- cuatro meses después, purgando la rebel- 
tro modo, debe quedar sin efecto el asen- día con la fianza y pago de costas de que 
tamiento; pero si ese asentamiento tiene se ha hecho mención, al mismo efecto de 
cabida á consecuencia de alguna acción que se le devolvieran los bienes con las 
personal, ha de llevarse á efecto respecto rentas y frutos. Trascurridos los cuatro 
de otros bienes del demandado en el caso meses, el actor ganaba la posesión de los 
propuesto. No probando el tercero el de- bienes, haciendo suyos aquellos productos. 
r3cho alegado para suspender el asenta- Podía solicitar el remate de las especies, 
miento, incurre en las mismas penas que pregonándose por treinta dias con cita- 
se imponen al demandado cuando impide cion del demandado en persona ó por bo- 
llevar.á efecto la medida, porque se supo- leta. Del precio de la venta habían de sa- 
ne que en el particular ha procedido con tisfacerse el. principal y costas causadas, 
malicia (/. 3, tít. y part. cit.) entregándose al deudor el resto si queda- 

6. Poniéndose al actor en posesión de ba; y no encontrándose rematador, debía 

algunos bienes por razón de asentamien- adjudicarse al actor por tasación la parte 
to, si el demandado ó cualquier otrole de ellos que fuese bastante á cubrir sus al - 
despojare de ellos sin intervención judi- canees. Compareciendo el demandado á 
cial, queda sujeto á devolver la cosa con purgar su rebeldía, debía ser admitido con 
todos los daños y perjuicios que jurare el las circunstancias explicadas, aun cuando 
poseedor habérsele ocasionado, incurrien- hubiesen trascurrido los cuatro meses del 
do ademas en la pena pecuniaria de la im- plazo, con tal de que lo verificara antes 
portancia que el juez calcule, atendiendo dé haberse ya consumado el remate de 
á las circunstancias del hecho (1. 5, tít. 8, loa bienes (Z. 6, tít. 8, part. 3). • 

. part. 3). 10. Las leyes recopiladas, como ya he- 

7. Conforme al derecho de las partidas, mos dicho, modificaron las de partida en 

si el asentamiento promovido no tenia e- esta materia de asentamiento. Unade esas 
fecto porque el demandado lo impedia modificaciones es, la de que no proceda 
por la fuerza ó* de otro modo, el deman- semejante via en los asuntos cuya impor- 
dador podía pedir las cosas del asenta- tancia sea menor de seiscientos marave- 
miento como si para ello no mediase im- dís (Z. 4, tít. 6, Ub. 11, nov. rec.) 
pedimento alguno, considerándose verifí- 11. También concede la ley á voluntad 
cado aqüel asentamiento con todas sus del actor elejir la prosecución del pleito 
consecuencias (Z. 4, tít. 8, part. 3). con los estrados por la rebeldía del de- 

8. El mismo código de las partidas de- mandado, ó bien adoptar la viñ de asen- 
termina los efectos del asentamiento, de tamiento cuando no ocurre al emplaza- 
una manera que después sufrió alteración miento, ó si después de haber comparecí - 
por las leyes recopiladas. Conforme á a- do se ausentare sin mandado del juez 
quel código, hecho el asentamiento en la (ZZ. 1 y 2, tít. 5, Ub. 11, nov. rec.) 

cosa demandada, y á virtud de acción 12. En cuanto al órden de proceder en 
real, el demandado podía ocurrir dentro el asentamiento, la ley recopilada (3, tít. 
de un año á purgar la rebeldía, dando fia- 5, lib. 11 de la nov.) reproduce las preven- 
dor de estar á derecho y satisfaciendo las ciones de la de partida, sobre que siendo 
costas y gastos ocasionados. Entonces de- la demanda real, se ponga al actor en po- 
bia devolvérsele la cosa con sus frutos sesión de la cosa demandada, limitando 
y rentas, deduciéndose las expensas y» el plazo del año que se concedía pa r a pur- 
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gar la rebeldía, á dos meses contados des- 
de el dia en que se hiciere el asentamien- 
to ó lo impidiere el demandado. Tratán- 
dose de demanda personal, limita también 
á un mes los dos concedidos por la ley de 
partida para purgar la rebelcbjp; ád virtien- 
do que debe posesionarse al actor de bie- 
nes equivalentes á la importancia de su 
demanda, tomándose primero los muebles 
y después los raíces. En el caso de prefe- 
rir el actor el remate de los bienes á su 
posesión, cumplido el término concedido 
para purgar la rebeldía, puede pedirse el 
remate, según se ha indicado ya. 

13. Esta via de asentamiento, aunque 
no muy practicada entre nosotros, sin em- 
bargo, no deja de adoptarse algunas veces 
en los asuntos de mayor cuantía, y vijen- 
tes las leyes que la determinan, no hay 
razón para que se niegue cuando se pro- 
ponga por cualquier interesado, en los ca- 
sos para que fué establecida. 

14. Respecto de los asuntos de menor 
cuantía que se llevan por escrito, y de los 
verbales, no tiene cabida seguramente; 
pues prescindiendo de que el espíritu de 
la ley recopilada es el de que no se le dé 
entrada en negocios de poca importancia, 
los reglamentos formados para la sustan- 
ciacion de aquellos juicios determinan las 
reglas de proceder que en ellos han de 
seguirse, sin hacer mención ni dar entra- 
da á las del asentamiento, que tampoco se 
avienen con los trámites adoptados en a* 
quellos procedimientos. 

15. En cuanto á ios asuntos del comer- 
cio, la ley de enjuiciamiento del ramo, 
dispone terminantemente que “la via de 
asentamiento establecida en el derecho 
común contra los demandados contuma- 
ces, no tendrá lugar en las demandas so- 
bre negocios mercantiles.” ( ari . 166). 

16. En cuanto á la ley de enjuiciamien- 
to civil publicada últimamente en la Pe- 
nínsula, también desconoce la via de asen- 
tamiento, pues en su lugar dispone sola- 
mente que los autos en rebeldía se sigan 
haciéndose las notificaciones que ocurran 
en los estrados de los juzgados (art. 232). 
Cuando tenga lugar en esta Isla la apli- 
cación de aquella ley que se ha pedido, 
no tendrá, pues, cabida en ningún caso la 
via de asentamiento. 

B. Pifta. 


ASENTISTA. — R. O. de 16 de junio de 
1 856, disponiendo se devuelvan áloe a- 
sentistas las cartas de pago de los de- 
pósitos que hubieren hecho por los con - 
tratos con el ejércvo. 

Ministerio de la guerra. — Número 20 
— Circular. — Excmo. Sr. — El Sr. ministro 
de la guerra dice hoy al intendente ge- 
neral militar lo que sigue: — La reina (q. 
D. g.) se ha dignado mandar á propiíesta 
de V. E., y de conformidad con el pare- 
cer del tribunal supremo de guerra y ma- 
rina, que sea aplicable á los contratos de 
los servicios del ejército la real órden expe- 
dida por el ministerio de hacienda en 27 de 
diciembre último, que dispone se devuel- 
van á los asentistas las cartas de pago de 
los depósitos que hubieren hecho* en ga- 
rantía, después de insertas en la escritura 
de fianza; pero es ademas la voluntad de 
S. M. que para mayor seguridad, el es- 
cribano del juzgado en que se otorgue a- 
quellas estampe á continuación de las ex- 
presadas cartas de pago, la nota de que- 
dar afectos los valones que representan á 
la responsabilidad de los servjcios contra- 
tados. — De real órden comunicada por di- 
cho Sr. ministro lo traslado á V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes. 1 — 
Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 
16 de junio de 1856: — El subsecretario, 
José Mac-crohon. — Sr. capitán general de 
la isla de Cuba. 

ASESINATO. — Es regularmente el ho- 
mióiaio alevoso cometido por' cualquier 
medio. La etimología de la palabra es du- 
dosa. 

En los tiempos de las cruzadas existió 
un jefe del islamismo llamado Hassan- 
Sabbah, cuyos sectarios ó súbditos teaian 
por un deber de conciencia suicidarse 6 
quitar la vida á otro, cumpliendo ciega- 
mente las órdenes que al efecto recibían. 
Llamáronse á aquellos sectarios asasinos, 
y los eruditos derivan la palabra de otras 
arábigas, que con algunas modificaciones 
significan alevosía, ó de aquel jefe Hassan, 
cuyos prosélitos eraa Después el uso ha 
convertido la voz asasinos, en la de asesi- 
nos, de que actualmente nos valemos. 

La ley 8, tít. 27, part. 7, habla de la pe- 
na que merecen los asesinos y otros aes- 
esperados que matan á los hombres por 
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algo que les dah. Según esta ley, asesinos 
son los hombres malos que matan á los o- 
tros á traición, de manera que no pueden 
impedirlo. Definidos de este modo, la ley 
explica que algunos de ellos andaban dis- 
frazados de religiosos, de peregrinos y aun 
de labradores, ó de otra manera, va- 
liéndose de astucias para consumar su 
traición, y siendo muy peligrosos, mayor- 
mente para los reyes y los grandes seño- 
res. Prohibió que ninguno los recibiera 
en su casa á sabiendas ni los encubriese, 
bajo pena de muerte, en que también in- 
curría el que no denunciara el conoci- 
miento de su existencia en otra casa dis- 
tinta de la su} a en que se encontraran; y 
. en caso de que emprendiesen fuga esta- 
ban todos autorizados para matarles. Con- 
cluye la ley disponiendo, que los asesinos 
y los otros hombres desesperados que ma- 
tan á los otros por algo que les dan, su- 
fran la pena de muerte, así como también 
aquellos que para el efecto les han ocupa- 
do. 

Si con detenimiento se considera el te- 
nor de esta ley, se advertirá que la defi- 
nición que dá en un principio de los ase- 
sinos, tiene la latitud que después les ha 
prestado la costumbre, pero que no fué 
entonces esa la intención del legislador. 
Al hacer este después referencia ála ma- 
nera en que algunos de ellos andaban, pa- 
rece referirse á alguna secta de carácter 
religioso ó político, siendo creíble que con- 
forme á la índole de los tiempos fuese mas 
de lo primero que de lo segundo. Y acaba 
de convencer esta opinión la circunstancia 
de que á la conclusión la misma ley se 
contrae á los que matan á otro por dine- 
ro que les dan, como particular distinto ó 
accesorio del otro á que principalmente 
se contraía. 

Creé Gregorio López, comentando esta 
ley, que aquellos asesinos de que habla 
principalmente, asesinaban por dinero, en 
razón de que tales homicidios suelen ha- 
cerse por semejante medio; y otros es- 
critores después han adoptado su opinión. 
Apeligro ae poner la insignificante mia 
en oposición con la de tan acreditados 
maestros, creo que los asesinos de que 
principalmente habla la ley, no ejercían 
su oficio por dinero. El fanatismo religio- 
so j político sin mucha dificultad puede 
proporcionar asociaciones de asesinos; pe- 


ro no el dinero», por razones que son muy 
fáciles de concebir. La ley habló de los 

[ números, que se consagraban al disimu- 
o para consumar el crimen, mayormente 
contra los reyes é contra los grandes señores , 
y hablando por incidencia de los que ma- 
tan á otro por algo que les dan, los ase- 
mejó con los .asesinos, sin incluirlos si- 
quiera bajo esa denominación rigorosa. 

Las leyes recopiladas que se refieren 
al homicidio ejecutado por asechanza y 
con alevosía, tampoco le comprenden ba- 
jo la acepción de asesinato. El código 
criminal de 1822 adoptó la palabra para 
comprender en ella á todos los homicidas 
voluntarios quo añadiesen á la premedi- 
tación las circunstancias de la asechanza 
ó alevosía, valiéndose de veneno, explo- 
sión ó fuego, haciendo sufrir tormentos á 
la víctima, proponiéndose el criminal la 
ejecución de otro delito ó recibiendo di- 
nero. Los demas códigos de Europa die- 
ron al asesinato una acepción mas ó me- 
nos lata, y el nuestro novísimo vijente en 
la Península ha desterrado la palabra, ha- 
blando solamente del homicidio con las 
distintas circunstancias que respecto de él 
pueden ocurrir, para la correspondiente 
graduación de las penas. V. Homicidio. 

R. Piña. 

ASESOR. 

1. En*su sentido propio, es el letrado 
que consulta al juez lego sobre los parti- 
culares de la administración de justicia. 
Viene esta palabra de la latina adsessor , 
compuesta de la preposición ad y del ver- 
bo sedere, y llamáronse en Roma adsessores 
á los jurisconsultos que aconsejaban álos 
jueces en el Foro, y se sentaban en ban- 
cos al rededor de aquel.* La ley de partida 
denomina á los asesores •'onsejeros, y con 
efecto, su encargo es aconsejar al juez le- 
go. En el comercio se llama al asesor, con- 
sultor . 

2. Conociéronse los asesores en Roma 
bajo distintos respectos, con arreglo á las 
variaciones que en aquel imperio tuvo el 
órden de los procedimientos para admi- 
nistrar justicia. Pero si bien en los primi- 
tivos tiempos de la república los juriscon- 
sultos que desempeñaban el papel de ase- 
sores, limitaban sus funciones á ilustrar 


Digitized by v^.ooQLe 



A*E$m 


756 

sobre los puntos de derecho al magistra- 
do, sin que por ello estuviese aquel obli- 
gado á adoptar sus. opiniones; ó ya en épo- 
ca posterior tuviesen mas directa influen 
cia en las decisiones judiciales, siendo obli- 
gatorio seguir su dictamen, ó juzgando á 
nombre de los mismos magistrados, siem- 
pre fue la misión de aquellos jurisconsultos 
aplicar las doctrinas legales de una ma- 
nera inas <5 menos directa y eficaz, alas 
contiendas judiciales quetenian lugar en 
el estado. 

3. Aquella institución de -los asesores 
pasó á España, y el Fuero Juzgo, por un 
sistema idéntico al segundo, en los primi- 
tivos tiempos de Roma, concedió al juez 
que si quería, para sentenciar los pleitos 
se asociara con algunos letrados ó les pi- 
diera su consejo, prohibiéndoseles á la vez 
que permitiesen intervenir á nadie en el 
pleito, para favorecer de ese modo á una 
de las partes y perjudicar á la otra (í 2, 
t'U. 2.) 

4. Posteriormente los jueces antes de 
fallar los pleitos, pudieron elegir uno ó dos 
asesores con las circunstancias de ser en- 
tendidos y de buena fama, y dando por 
escrito su opinión razonada, el juez podía 
seguirla ó separarse de ella á su voluntad 
(/. 2, út. 21, part. 3). Y lo mismo podían | 
practicar los adelantados mayores que 
componían el tribunal de alzada, por lo 
que respecta á los asesores que nombraba 
el rey (l. 22, tít. 9, part . 2). 

5. Las variaciones posteriormente lle- 
vadas á la institución judicial, dieron mas 
directa intervención en los asuntos á los 
asesores, cuya misión era aconsejar á los 
jueces legos. Multiplicadas las jurisdiccio- 
nes por razón de los numerosos fueros es- 
peciales que se fueron creando, y siendo 
los mas de los jueces no letrados, cada u- 
na de aquellas tuvo también sus asesores 
particulares, con real nombramiento ó sin 
el; y asimismo otros jueces le*gos que no 
tenían asesor de real nombramiento para 
(|ue les aconsejase en todos los procedi- 
mientos de su jurisdicción, pudieron elej ir 
un letrado que lo practicase en cada uno 
de ellos. 

6. Aquellos letrados, cuya misión era 
de ese modo suplir la ignorancia del juez 
lego en los asuntos que debía fallar, y que 
por lo tanto venían á ser en realidad los 
verdaderos jueces, pudieron considerarse 


¡ con distintos caractéres que aun conser- 
van hoy, en los casos en que tiene lugar 
su intervención. . 

! 7. Deben considerarse divididos pri- 

meramente en asesores necesarios y volun- 
tarios. Son neces iriosy aquellos nombrados 
para consultar al juez generalmente en 
todos los asuntos de su jurisdicción, como 
que es necesaria ú obligatoria suinterven, 
cion en semejante caso. Son voluntarios - 
aquellos que nombra el juez en cada uno 
de los litigios que se someten á su juris- 
dicción, cüando no tiene asesor general 
para aquellos asuntos. 

* 8. Pueden también dividirse los aseso- 
res en ordinarios y extraordinarios. Son 
ordinarios aquellos que. generalmente de-, 
ben aconsejar al juez lego, á menos queio* 
impida alguna particular circunstancia; y 
son extraordinarios , los que desempeñan 
su ministerio, en los casos especiales en 
que no pueden hacerlo los ordinarios. 

9. Por fin, pueden también distinguirse 
los asesores por la jurisdicción en que e- 
jercen aquel ministerio, conociéndose así 
bajo las denominaciones de asesor de guer- 
ra, de marina, de artillería ó injenieros, y 
demas. 

* 10. Si las instituciones judiciales die- 
ron en los asuntos á los asesores mas di- 
recta influencia' y á la vez multiplicaron 
su número y sus distintas clases, las va- 
riaciones posteriores de las mismas. insti- 
tuciones, los fueron suprimiendo hasta 
traerlos al estado en que hoy se encuen- 
tran. Por una parte se crearon jueces le- 
trados, por otra se disminuyeron las ju- 
risdicciones privativas, y por otra, en fin, 
se suprimieron determinados jueces legos, 
que para la administración de justicia te- 
nían que nombrar asesores voluntarios, 
que les aconsejaran en cada uno de los 
pleitos. 

11. Mayor fue en la Península que en 
esta Isla el número de aquellos asesores, 
por serlo allí también la división deju^ 
risdiccionps para la diversidad de asuntos 
que pudieran presentarse. No intentaré 
tratar á fondo la materia por lo que allí 
respecta, en razón á tener por- principal 
objeto esta obra las cosas peculiares de 
las Indias en que se escribe; y por lo mis- 
mo habré de limitarme á lo concerniente 
á ellas, en esta materia de asesorías. 

12. Hubo, pues, en la Isla asesor de da 
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real casa y patrimonio ó del real bureo , a- 
sesor de la real compañía, asesor de la real 
lotería , asesor del juzgado privativo de va- 
gos y picapleitos , asesor de la comisión mi- 
litar, de cruzada, de la santa hermandad , 
de real hacienda , , de gobierno, auditor de 
guerra y asesores militares, auditor de ma- 
rina y asesores de marina, asesores de arti- 
llería é injenieros, asesores de armas prohi- 
bidas, asesores de los alcaldes ordinarios y 
asesores de comercio. De todos ellos nos ire- 
mos ocupando con las circunstancias que 
les son peculiares, tratando asimismo de 
las disposiciones que obran respecto de 
todos los asesores en general. 

13. Hízose extensiva á esta Isla la or- 
denanza que se publicó en la Península 
sobre junta de gobierno y suprema de a- 
pelaciones de la real casa y patrimonio, y 
creóse en su consecuencia en esta capital 
el año de 1817 el juzgado privativo del 
fuero patrimonial, para juzgar á los indi- 
viduos á quienes estaba concedido semejan- 
te fuero. 

14. El juez en la Habana era el capitán 
general y un asesor particular de real 
nombramiento completaba el juzgado, con 
escribano también especial, habiendo asi- 
mismo asesores delegados en los pueblos 
donde existían gobernadores. Suprimidos 
esos juzgados en la Península últimamen- 
te, continuaron, sin embargo, por algún 
tiempo en esta Isla, por no haberse am- 
pliado á ella aquella disposición, hasta 
que al fin quedaron aquí igualmente su- 
primidos. Estándolo en la Península y 
subsistentes aquí, se dispuso que otorga- 
ran las apelaciones para ante las audien- 
cias territoriales, por real órden de 16 de 
octubre de 1850. Después se verificó la 
total suspensión anunciada, por real ór- 
den de 16 de noviembre de 1853. 

15. A consecuencia de la institución de 
la real compañía de agricultura y comer- 
cio en esta capital, instituyóse igualmente 
un juzgado privativo que conociera de los 
asuntos en que tuviese interes aquella 
corporación. Era el juez el capitán gene- 
ral con un asesor de real nombramiento, 
y desempeñó el juzgado sus correspon- 
dientes funciones, hasta que al fin fuó de 
la propia manera suprimido. 

16. El asesor particular del juzgado de 
conservaduría de la real compañía, se 
nombró en reales órdenes de 31 de agos- 


to de 1825 y 9 de junio de 1834, extin- 
guiéndose aquel juzgado por la otra real 
órden de 19 de junio de 1838. A la vez 
de suprimirse en esta aquel juzgado pri- 
vativo de la real sociedad de agricultura 
y comercio de la Habana, se dispuso que 
ae los juicios pendientes conocieran en 
primera instancia el ordinario del mismo 
grado, ó los especiales de comercio y ha- 
cienda, según correspondiera, atendida la 
naturaleza del asunto; y que de las apela- 
ciones conocieran asimismo los tribuna- 
les á quienes tocase por las reglas genera- 
les de sustanciacion. 

17. Creado también* en la Península un 
juzgado particular de correos, hízose ex- 
tensiva la institución á esta Isla para los 
asuntos concernientes á aquel ramo. Su- 
primida en la misma Península, la aseso- 
ría de las direcciones generales y algunas 
otras en el año de 1849, también lofué la de 
loterías, aunque en la suspensión no se hu- 
biese mencionado expresamente. También 
lo quedó en esta Isla por la supresión del. 
juzgado en el año de 1842, sin que se ha- 
ya restablecido á pesar de haberlo sido en 
España; siendo de advertir que aquí, y 
en aquel juzgado privativo, ejercía las 
funciones de juez el capitán general, con 
un asesor particular también, de real nom- 
bramiento. 

18. Establecido de la propia manera 
en la Isla un juzgado especial para los va- 
gos y picapleitos, tuvo también un asesor 
privativo. Hacia $n él las veces de juez 
el capitán general, y las de asesor el te- 
niente gobernador primero, cesando tam- 
bién la asesoría por haberse suprimido 
semejante juzgado en 24 de setiembre de 
1848. 

19. También existió en la Isla la comi- 
sión militar ejecutiva y permanente, la 
cual de la propia -manera tenia su asesor 

P articular, hasta que fué süprimido el tri- 
unal por la real órden de 5 de enero 
de 1856. _ . 

20. Las leyes de Indias confirieron la 
asesoría de cruzada al oidor decano de las 
audiencias (ll. 2 y 8, tít 20, lib . 1). El tri- 
bunal especial del ramo estaba encargado 
de los negocios provenientes de la bula 
de la santa cruzada, ooncedida á nuestros 
reyes católicos, y de sus rentas con su a- 
sesor correspondiente. 

21. Intervenían los asesores principal- 
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mente en la cobranza de la limosna de la 
bula, contiendas provenientes del modo 
de exijirlaf exenciones de cargas de que 
gozaban algunos empleados, pleitos pro- 
venientes del fuero privativo de cruzada 
y otras atenciones. 

22. Suprimiéronse estos asesores por 
los años de 1834, reemplazándolos el tri- 
bunal de hacienda. 

23. Los alcaldes de. la hermandad, que 
lo eran los ordinarios salientes elegidos 
por los ayuntamientos, también tenian 
como legos sus asesores particulares. Era 
de su institución el conocimiento de va- 
rios delitos, instruyendo al efecto las cau- 
sas oportunas y fallándolas. Dispuesto por 
la audiencia de Puerto-Príncipe que aque- 
llos alcaldes se consultaran con los aseso- 
res titulares después de la cesación de es- 
tos, la Pretorial por su auto acordado de 
10 de junio de 1847, hizo extensiva a- 
quella disposición para su territorio ju- 
risdiccional. Después por real órden de 
14 de agosto de 1848, quedaron supri- 
midos los alcaldes de la santa hermandad 
en esta Isla, así como la jurisdicción de 
los llamados alcaldes mayores provin- 
ciales. 

24. Creáronse en la época del ministe- 
rio universal del marques de la Sonora, 
los gobernadores intendentes para Nueva 
España y otras provincias de Indias, y á 
virtud del sistema de centralización en- 
tences adoptado, conocía cada uno de a- 
quellos jefes militares á la vez de los asun- 
tos concernientes á los 'cuatro ramos de 
justicia, policía , hacienda y guerra . Asis- 
tíales un asesor teniente letrado, que á la 
vez de ser su consultor nato en todos los 
negocios de aquellos ramos de que se ha 
hecho mención, ejercían también la juris- 
dicción ordinaria, teniendo asimismo . los 
gobernadores intendentes, subdelegados 
en los pueblos cabeceras. 

25.. Propuesta la creación de esos des- 
tinos desde 1768 por el virey marques de 
Croix de acuerdo con el visitador D. José 
de Calvez, adoptóse al fin la idea como 
beneficiosa para la administración de ha- 
cienda, y promulgóse en consecuencia la 
ordenanza de intendentes de 4 de diciem- 
bre de 1786. Nos ocuparemos pues de ex- 
poner lo que por ella se disponia respecto 
de aquellos asesores á que nos contraemos. 

26. Creó la ordenanza para las Indias 


la superintendencia delegada de la gene- 
ral de hacienda de Indias, aue residía en 
el secretario de estado y ¿el despacho u- 
niversal de aquellas, confiriéndola ¿ los 
intendentes generales de ejército, estable- 
ciendo á la vez una junta superior de real 
hacienda, de conformidad con lo dispues- 
to por las leyes de Indias ( art . 4). Y de- 
terminando sobre los que habían de su- 
plir á los vocales cuando no pudiesen con- 
currir á la junta, estableció que el asesor 
de la superintendencia supliese al super- 
intendente delegado, sentándose después 
del ministro del tribunal de cuentas, te- 
niendo vota decisivo como todos los de- 
más y con arregló á las disposiciones de 
las leyes de Indias {art. o). 

27. Por lo que respecta á las causas de 
justicia, dispúsose que el intendente gene- 
ral de ejército y real hacienda y cada uno 
de los de provincia tuviese un teniente le- 
trado, que ejerciendo por sí la jurisdic- 
ción contenciosa civil y criminal en su 
particular territorio, á la vez fuese asesor 
ordinario en todos los negocios de la in- 
tendencia. También suplía las veces del 
jefe de ella en su falta, enfermedades y 
ausencias, entendiéndose que aquel ase- 
sor del intendente general había de serlo 
igualmente en todo lo respectivo á la su- 
perintendencia, supliendo asimismo sus 
ausencias, enfermedades y falta. Semejan- 
tes tenientes asesores debían ser letrados 
examinados en forma, nombrados por el 
rey á consulta de la cámara de Indias, la 
cual proponía al efecto una terna de su- 
jetos de literatura y probidad couocidas, 
como dice la disposición {art. 15). 

28. Mediando impedimento á la vez pa- 
ra desempeñar el destino de parte de un 
teniente corregidor de alguna provincia 
y su teniente asesor, el ministro mas an- 
tiguo de los dos principales que sustituía 

i al intendente, tenia facultad de elegir un 
j letrado para teniente asesor.* En el caso 
! de muerte era interinario hasta que con 
acuerdo del superintendente delegado los 
| eligiese el virey con la propia calidad do 
interinos. Respecto de Méjico, en el caso 
referido, había de suplir al gobernador in- 
tendente el ministro mas antiguo, y cob 
su acuerdo al virey el asesor interino dan- 
do cuenta al rey por la via reservada de 
Indias, para el nombramiento de los pro- 
pietarios {orí. 16). 


Digitized by 


Googlc 



ASESOR. 


759 


29. Tenían aquellos tenientes asesores 
ademas de los derechos de arancel, la do- 
tación de 1000$ sobre los caudales de pro- 
pios y arbitrios, y 500$ de la tesorería 
real como asesores de rentas. Debían ser- 
vir el destino por cinco años, y él mas 
tiempo que duraran los intendentes con 
quienes fuesen destinados ó el que el rey 
tuviese á bien prorogarles; y no podían 
ser removidos sin precedente justificación 
y conocimiento de justas causas y decla- 
ración soberana ó del consejo de Indias. 
Sin embargo, podían ser suspendidos por 
la junta superior de hacienda; si con pré- 
vio reconocimiento de las causas que les 
hubiesen formado los intendentes hallasen 
mérito para ello, dándose cuenta al rey 
(« art . 18). 

30. De los autos ó sentencias que dic- 
taban como jueces ordinarios, debían ad- 
mitir las apelaciones y recursos de las par- 
tes para la audiencia del distrito confor- 
me á las leyes de Indias. T5n las recusa- 
ciones debían acompañarse conforme á la 
real cédula de 18 de noviembre de 1773, 
y lo mismo debían observar los intenden- 
tes en las causas y negocios de su inspec- 
ción, cuando ante ellos se recusara á aque- 
llos tenientes en calidad de asesores ordi- 
narios, pues nunca debian separarse sin 
conocimiento real, teniendo título suyo y 
obligación á responder de sus dictámenes 
(art. 19). 

31. Teniendo los intendentes corregi- 
dores la atribución de presidir los ayun- 
mientos de sus capitales y las funciones 
publicas de ellas, debian sustituirles aque- 
llos tenientes asesores, por enfermedad ú 
otro impedimento, dando cuenta después 
al intendente, si se hallaba én la capital, 
de lo que se hubiera tratado en los cabil- 
dos, para que dispusiera su cumplimiento, 
no encontrando grave reparo en perjuicio 
del público, ó en agravio de algunos par- 
ticulares que lo reclamasen con derecho 
á ser oidos (art. 20). 

32. Encargóse á aquellos tenientes así 
como á los intendentes corregidores, que 
tuviesen muy á la vista é hicieran parti- 
cular estudio de las leyes de Indias, que 
prescriben las reglas para la administra- 
ción de justicia y buen gobierno de los 
pueblos de estos dominios, estudiando 
también las de la Península á que debian 
arreglarse en defecto de aquellas, no sien- 


do contrarias álo prevenido en la instruc- 
ción. Y dando ejemplo con su propia ob- 
servancia, habían de cuidar eficazmente 
de que todos los demas, tanto españoles 
como Naturales y de otras castas, respeta- 
ran y guardasen dichas leyes con la obe- 
diencia y exactitud debidas (art. 21). 

33. Aquellos tenientes letrados podían 
ser llamados por los intendantes corregi- 
dores, cuando entendiesen que procedían 
con parcialidad, pasión ó venganza, in- 
terponiendo su autoridad y remediando 
los daños que provienen de las enemista- 
des. Debian en consecuencia advertirles su 
obligación, y exhortarles á qne cumplie- 
sen con ella; pero si esto no bastaba, de- 
bian asimismo dar cuenta con justificación 
al tribunal superior que fuese competente, 
según la calidad del negocio, á efecto de 
que se lescorrijiera y disipasen las inquie- 
tudes que suele ocasionar el poder abusi- 
vo de las justicias, y de otras personas 
que fomentan en el estado la envidia, el 
odio y la discordia (art. 22), 

34. Los tenientes asesores, en cuanto á 
los cargos de justicia, policía y gobierno 
que desempeñaban, estaban sujetos á re- 
sidencia, en los mismos términos que los 
demas magistrados de Indias (art. 305). 

35. Con posterioridad á la ordenanza 

f jeneral de intendentes citada, se publicó 
a otra de 23 de setiembre de 1803, en la 
cual también se dictaron disposiciones 
respecto de los tenientes asesores de los. 
intendentes corregidores, ó gobernadores 
intendentes á que nos vamos contrayendo. 

36. Hízose álos intenden tes jefes supe- 
riores de todos los jueces y empleados de 
su provincia, llamándoseles también in- 
tendeQtes de provincia, subordinándoseles 
todas las causas de hacienda y guerra sin 
excepción (art. 28). Habiéndose dictado 
ya resoluciones que conferían á emplea- 
dos distintos de los asesores la sucesión 
en el mando por falta de los jefes superio- 
res, se dispuso que aquellos asesores con 
tinuaian sucediendo en el destino, en las 
intendencias de provincia en que no hu- 
biese teniente de rey, sin limitación algu- 
na en las causas de justicia y policía, ni 
en lo contencioso de las de hacienda y 
guerra; pero en lo gubernativo y económi- 
co de estas debian dejar obrar libremente 
á los jefes de las oficinas, ó los que por sus 
respectivas ordenanzas debieran suceder - 
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les. Estos, sin variar nada de lo que el in- ciones de la clase superior ó primera si lo 
tendente hubiese arreglado y dispuesto, pretendiesen ( art . 64). 
debían participar al asesor las ocurrencias 40. Declaróse asimismo que, aunque 
que por ser de alguna gravedad lo exijie- los asesores habían de reconocer la supe- 
sen, para que no las ignorase y pudiera rioridad de los intendentes y estarles su- 
informar al superintendente, consultándo- bordinados, en cuanto no se opusiera á la 
le y representándole lo que lo mereciese, libertad, justificación y firmeza con que 
Aquella sustitución del asesor debía hacer- debían darles su dictámen, no podían ser 
se provisional é interinamente, hasta c^ue removidos sin precedente calificación y 
el virey, con acuerdo de la junta superior conocimiento de justas causas aprobadas 
contenciosa, nombrara, como estaba en el por el consejo de Indias en sala de justi- 
caso de hacerlo sin demora, sujeto de las cia; que podía suspenderlos en sus casos 
calidades necesarias para desempeñar el respectivos la junta superior contenciosa 
encargo, mientras podía hacerlo el de real ó la audiencia del distrito, dando cuenta 
nombramiento {art. 66). citadas las partes para evitar dilaciones en 

37. Dispúsose también que elsuperin- la fiual resolución; que fuera de estos ca- 
tendente y todos los intendentes, incluso 303 . nunca habia de separárseles del cono- 
el de la capital tuviesen asesores nombra- ° irmeri J to <l“ e le . s correspondiera, pues aun 

' dos por el rey á consulta de la cámara, y atándose de simples recusaciones debía 
atendiéndose á la importancia del destino, nombrárseles acompañado con arreglo ¡a 
se mandó asimismo que no se confiriera a real cédula de 18 de noviembredel773, 
á ningún pretendiente en la diócesis de 7 qae siendo los asesores responsables por 
donde fuera natural, ni á jóvenes inex- sí 8olos en J as causasy ocurrencias de de- 
pertos y de poca edad, supuesto que para recho - conforme a su dictamen determma- 
el desempeño de semejantes cargos se re- T 7 sentenciaran los intendentes, Bien- 
querían Wha integridad, circunspección do estos juntamente responsables con a- 
y conocimientos. Y asimismo se señala- <l u ® Uos de ks previdencias y asuntos de 
ron al asesor de los superintendentes ó gobierno, ya siguiesen ó no su dictamen, 
intendentes 1000$ sobre los caudales de P ues 1 cadauno respondería del suyo oon 
propios y arbitrios, y SOOfálos demasen a a £f a cédula de 2 de julio de 

las tesorerías de real hacienda (art: 62). m* - i 5 - , • , 

38. Declaró también que en las mate- 41 - También dispuso la misma orde- 

nas y negocios generales de hacienda y lo nan f a ’ ( l u f debiendo, á excepción del in- 
económico de guerra que correspondían tendente de la capital del viremato, pre- 
al superintendente delegado, pudiese su 3ldir l ? a demas los ayuntamientos de la 
asesor ejercer la jurisdicción contenciosa de 3U mt endencia y funciones publicas a 
con apelación á la junta superior de esta c l ue concurriese, cuando no pudieran asía- 
clase; pero sin impedir ni perturbar elco- tlr ,P° r ausencia, enfermedad ú otro ím- 
nocimiento y facultades concedidas en la P ediment0 > lo hiciesen los asesores, y en 
capital al intendente de la provincia. Y defe ? to de ambos ac l uel á quien corres- 
se prohibió que ningún asesor ejerciera P ondie3e - dand ° cuenta después al ínten- 
jurisdiccion ordinaria, civil ni criminal de ’? te ’ 81 88 bailare en la capital, de lo que 
sino en algún caso raro en que el inten- 3e . hubiese tratado en los cabildos, para 
dente se la delegase por sus ocupaciones q , ue con esa instrucción dispusiera su cum- 
enfermedad, ausencia ú otro grave motivo! P hmi ento, no encontrando reparo grave 
con subordinación entoncesá la audiencia e ? P er J ulcl o del público, ó en agravio de 
respectiva (art. 63). algunos particulares que lo reclamasen 

con derecho á ser oidos (art. 67). 

89. El tiempo de duración de esos des- 42. Concediendo por fin la ordenanza 
tinos debía ser el de seis años ó mas á vo- á que nos referimos distintas facultades á 
luntad del rey, teniéndose presentes los los intendentes con el objeto de mantener 
que mas se distinguieran en probidad y la paz y hacer que se otorgara buena ad* 
conducta, para ser colocados en las au- ministracion de justicia en los pueblos de 
diencias ei cuyo distrito hubiesen ejercí- sus provincias, alcanzaban aquellas facul- 
do sus funciones, ó para las subdelega- tades á los asesores que deseiñpeñaban'las 
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veces de tenientes. De este modo, seme- de provincia de Santiago de Cuba y Puer- 
jantes asesores jueces quedaban sujetos á to-Prínoipe, y para la de la Isla de Puer- 
las prevenciones dictadas para los demas to-Rrco. 

jueces, bien se consideraran como inferió- 46. Por reclamación que hizo el ayun- 
res de los intendentes, ó ya como supe- tamiento de Puerto-Príncipe para que se 
riores en los casos en que les sustituían le exonerara de la contribución de 1000$ 
en sus, destinos (arts. 69, 70 y 72). * .que sobre el fondo de propios se había im- 

48. La ordenanza de 1803 á que aca- puesto para pagar al asesor de real hacien- 
bamos de contraernos, aunque posterior á da, en razón de que no podía sufragar se- 
la de 1786, quedó sin fuerza de ley á po- mejante gasto, recayó real órden c&muní- 
co después de su promulgación. Presentó cada á la superintendencia de la Habana 
obstáculos su cumplimiento por encontrar- en 6 de setiembre de 1818. En ella se dis- 
sé en contradicción con los reglamentos puso que la asesoría de rentas de aquel lu- 
militares, y mandada recojer por real ór- gar se desempeñara en lo sucesivo por un 
den de 11 de enero de 1804, fué la otra oidor en comisión, nombrado por estain- 
la que quedó vijente. Por reales órdenes tendencia subdelegada á propuesta por el 
de 12 de noviembre de 1791 y 24 de jur negente de la audiencia, sin sueldo ni ayu- 
lio de 1798, se mando-acomodar la misma da de costa por entonces, y solo á mérito; 
ordenanza de 1786, á las circunstancias pero entendiéndose á la vez la resolución 
locales de esta Isla. para el caso de vacante, y sin perjuicio 

44. Aquellos gobernadores ó corregí- del asesor actual, á quien se continuarían 

dores intendentes, no fueron pues conocí- abonando los .1000$ por la real hacienda, 
dos en la Habana, ni en Puerto-Rico, ni en 47. En real órden de 4 de setiembre de 
Cuba, ni en Puerto-Príncipe, atendiéndose 1827, se declaró que al pasarse las causas 
sin duda á las' circunstancias particulares y negocios á los asesores titulares de real 
que mediaban respecto de las an tillas, hacienda, se hiciese también de lasque 
cuyas circunstancias no concurrían en lo pendieran en abogados particulares, como 
demas de las vastas posesiones de Indias, ya se había resuelto respecto de los te- 
No se dispuso por lo' mismo semejante nientes gobernadores, esperando S. *M. de 
reunión^ de manados, al crearse en 1764 la la probidad y desinterés de las personas 
intendencia de esta Isla, ni la de Puerto- á quienes se dignaba conceder empleos de 
Rico en 1811. ni la de la provincia de tanta importancia, que tuviesen en con- 
Santiago de Cuba y Puerto-Príncipe, sub- sideración el perjuieio-que semejante pro- 
ordinadas á la primera en 1812. - ceder ocasionaba, para que moderasen y 

45. Mucho antes de las prevenciones de redujeran los derechos en semejantes ca- 
ías ordenanzas de intendentes, al crearse sos, á fin de evitar las quejas de los inte 
cu esta Isla la intendencia general de ejér- resados. 

cito, lo fué con arreglo á la instrucción 48. Sin embargo de la real órden de 
especial que al propio tiempo se promul- que se ha hecho referencia, continuó la 
gó, facultándose á los intendentes para intendencia de Puerto-Príncipe sirviéndo- 
que se asesorasen con letrados de buena se de asesores especiales -de real nombra- 
opinión y acreditada conducta. Eran de miento con suelao, hasta que por real de- 
esté modo, pues, voluntarios semejantes creto de 17 de agosto de 1854 quedó su- 
asesores; pero en 24 de febrero de 1774 primida la intendencia allí establecida, 
se creó la asesoría privativa del ramo, con 49. Facultados los asesores de hacien- 
el sueldo de 1500$, lo cual fué aprobado da para suceder accidentalmente á los in- 
el 7 del siguiente diciembre. Los-asesores tendentes en la manera que lo disponía 
de hacienda á mas de aquel sueldo, de- la ordenanza del ramo, y cumpliéndose 
vengaban los honorarios correspondientes en esa parte en estas antillas, por real 
en'lo contencioso, y no fueron recusables órden circular de 1. ° de febrero de 1885 
con inhibición simplemente, sino que en se alteró aquella costumbre, declarándose 
tales casos quedaron sujetos al nombra- que -debían suceder los contadores en se- 
miento de acompañado. Después en el año inejantes interinaturas. 
de 1812 fueron también creadas asesorías 50. Por fin, la real cédula de 80 de e- 
en iguales términos, para las intendencias ñero de 1855 suprimió los juzgados 11a- 
97 1856 
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raados de intendencia, que en primera ins- 
tancia conocian de los asuntos contencio- 
sos de Indias, creando en su lugar juzga- 
dos de hacienda { art . 100 ). 

51. Dispúsose á la vez, que los aseso- 
res que á la sazón despachaban los asun- 
tos judiciales de hacienda eñ unión de los 
intendentes, continuasen despachándolos 
en lo sucesivo por sí solos con jurisdicción 
propia,' tomando cada uno el titule de 
jue7 de hacienda del pueblo en que residie- 
ra {art. 101)* Y asimismo se dispuso que 
mientras dtra cosa se resuelve, los jueces 
de hacienda continúen por ahora siendo 
asesores nato^ de los intendentes y super- 
intendentes de las capitales de, los juzga- 
dos {art. 102). De esta manera los jueces 
de hacienda en la materia judicial, tienen 
las mismas atribuciones que los jueces or- 
dinarios, y en los asuntos administrativos 
y económicos consultan cuando se ofrece 
con el carácter de asesores. Qcupemosnos 
ahora de los de gobierno. 

52. Réunidas, como ya se ha dicho, en 
unos solos jueces el conocimiento de las 
causas de guerra, hacienda, justicia y po- 
licía, se estableció respecto de asesoras te- 
nientes, lo que ya hemos explicado al tra- 
tar de los de hacienda, con arreglo á lo 
dispuesto en las ordenanzas de intenden- 
tes de Nueva España. En cuanto á las an- 
tillas explicamos cronológicamente lo a- 
contecido respecto deaquetlos asesores de 
hacienda que tuvieronlugar en ellas, y si- 
guiendo el mismo plan, trataremosde losu- 
cedido respecto de losasesores de gobierno. 

53. En un principio, según se ha indi- 
cado, los gobernadores en esta Isla nom- 
braban ordinariamente los letrados que 
estimaban oportuno, para que respecto de 
ello9 desempeñaran el cargo de asesores, 
siguiéndose sin duda semejante sistema, 
así por las práoticas que entonces tenian 
cabida en la jurisprudencia, como por la 
poca entidad de una posesión, que después 
había de llegar á ser de la mayor impor- 
tancia. Sin embargo, por los años de 1664, 
ya los asesores lo fueron por real nombra- 
miento ¿ consulta del consejo de Indias, 
bajo el concepto de tenientes generales 
auditores de guerra. Consultaron en los 
dos ramos á los gobernadores y en sus au- 
sencias ú otros impedimentos íes sucedían 
en lo político, con todas sus atribuciones 
y. preeminencias. 


64. Como en semejantes casos de im- 

{ jedimento del gobernador, el mando po- 
ítico tocaba-al castellano del Morro, y los 
dos jueces tenian que intervenir en los 
libramientos que ocurrían y abrir los 
pliegos del servicio que traian las flotas, 
.proporcionó esto disgustos entre los dos 
ministros, en los casos en que teniá lugar 
su concurrencia en el mando. En 15 de 
diciembre de 17J.5 creóse el empleo de 
teniente de rey en la Habana, y conclii- 
yeron desde entonces semejantes contien- 
das, porque á la vez se dispuso que aquel 
empleado sustituyese al gobernador, asi 
en lo militar como en lo político, y aun 
faltando él defeia entrar el castellano del 
Morro, no ya con una sola atribución, si? 
no también con todas, para que de seme- 
jante modo nunca resultasen divididas las 
jurisdicciones militar y política. 

55. Pero en 15 de febrero de 1791, 
tornaron á dividirse las jurisdicciones po- 
lítica y militar, no ya temporal y supleto 
ñámente, sino de una manera general y 
ermanente; pues por real órden se nom- 
ró un asesor general teniente -goberna- 
dor y un auditor de guerra, eh primero 
con 1000$ de sueldo y emolumentos, y 
el segundo con 1500$ y los derechos de 
asesoría que devengase. Posteriprmente 
se creó una .segunda de aquellas asesorías 
ó tenencias de gobierno en el año de 1824, 
y mas^ después otra tercera en 1831, con 
residencia en los barrios extramuros de 
la Habana, porque así lo fué exijiendo el 
aumento de los negocios j udiciales en que 
tenian . que consultar. Creada la segunda 
de esas. tenencias, declaró la real cédula 
de 6 de junio* de* aquel año de 24, que 
debia dividij con la primera el sueldo de 
los 1500$ que tenia señalado, fuera de los 
derechos de arancel^ sin perjuicio de que 
se hiciera nueva y proporcional subdivi- 
sión, en el caso de proeederse al nombra- 
miento de la tercera, como después se ve- 
rificó, contando de este modo cada uno de 
aquellos empleados con 500$ anuales. Y 
de nuevo lo ratificó así la real órden de 
4 dé mavo de 1836, así como bastante el 
de 1000$ para el auditor de guerra. 

56. Reunían aquellos asesores tenien- 
tes gobernadores los dos caracteres de jue- 
ces y asesores del gobernador general,, y 
ademas de los tres nombrados, como ya 
se ha dicho, existían á la vez consultores 
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de los jefes con extensión al ramo de guer- 
ra en otros puntos* de la Isla. Así sucedía 
con el asesor de Cuba, cuyo empleo fué 
de creación muy antigua, con el sueldo 
de 1000$; oon el del gobernador de Ma 
tanzas, cuyo destino se fundó en 1828 con 
500$ de sueldo, y con el de Fernandina 
de Jagua, mas reciente, con 1000$ del e 
rario. Obtuvo Santiago de las Vegas real 
órden en 12 de agostó de 1836, para la 
creación de un teniente* gobernador poli- 
tico y ínilitar con asesor letrado, facultán- 
dose á la capitanía general para su nóm- 
brainiefcto interino, según se practicó. Y 
en otros pueblos cabeceras g 9 bernados 
por jefes semejantes, fueron propuestos a- 
sesores, nombrándolos consultores la ca- 
pitanía general, y adquiriendo con ese ca- 
rácter el derecho de ser acompañados con 
otros letrados á virtud de las recusacio- 
nes simples; pero sin uso de jurisdicción j 
ni presidencia supletoria de los ayunta- 
mientos, cuyo derecho solo competia á los 
asesores de real nombramiento, con arre- 
glos las leyes y la práctica 'constan te. 

57. La real órden de 8 de agosto de 
1832, con motivo de una cuestión susci- 
tada fentre los tres asesores tenientes de 
gobernador de esta capital, declaró que 
nombrado uno nuevamente, los demas se 
considerasen ascendidos en el órden nu- 
mérico según las vacantes y antigüedades 
respectivas; y asimismo que todo provis- 
to aé nuevo ha de entrar á servir la ulti- 
ma asesoría i siguiendo cada uno con. el 
conocimiento de las causas radicadas en 
su tenencia. Este decreto debe considerar- 
se modificado por el de 7 de ruarlo de 
1851, que estableció las categorías judi- 
ciales, pues mandándose formar escalafo- 
nes por antigüedad, y dando eéta prece- 
dencia, es natural que si viene uñ juez de 
primera instancia de término con igual 
categoría que los alcaldes mayores de la 
Habana á relevar á uno de estos, tome 
•ntre ellos el numero que por su dicha 

- antigüedad le corresponda. 

58. El real decreto de 23 de setiembre 
de 1845, introdujo en esta Isla notable 
variación en el particular de que- nos va- 
mos ocupando. Por él se dispuso que los 
tres asesores tenientes de gobernador que 
entonces residían en la Habana, así como 
también los de los gobiernos de Santiago 
de Cuba, Matanzas, Fernandina de Jagua 
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y los mas que S. M. nombrase para el<de 
Trinidad y otros de* su clase que se crea- 
ran, tornaran en lo sucesivo el título de 
alcaldes mayores ( art . 1. ° ). 

59. No se limitó aquella disposición á 
crear los alcaldes mayores, en la forma 
expuesta, sino que también dispuso que 
lo fueran las asesorías titulares en reem- 
plazo de los asesores voluntarios que se 
nombraban* para consultar en los proce- 
dimientos que ocurrían, como veremos al 
tratar de aquellos asesores voluntarios. 

60. Por el inismo real decreto de 1845 
citado, se declaró que los alcaldes mayo- 
res instituí dos* en* esta Isla no percibirían 
ninguna clase de derechos ó emolumentos 
como asesores de los gobernadores (art. 
11). De semejante manera quedaron á la 
vez siendo jueces y asesores de los gober- 
nadores con un sueldo fijo. 

61. Ultimamente la real cédula de* 30 
de enero de 1855, dispuso que cesaran 
en el desempeño de la jurisdicción real 
ordinaria los gobernadores políticos mili- 
tares y los tenientes gobernadores de esta 
Isla, estableciéndose en su lugar alcaldes 
mayores jueces de partido (art. 14, cap.2). 

62. Si en la jurisdicción ordinaria tie- 
nen cabida letrados que consulten como 
asesores, ya con el carácter de necesarios, 
ya con el de voluntarios/ lo mismo acon- 
tece eti la militar. Existen, pues, esos ase- 
sores en los- ramos de guerra y de mili- 
cias, así como también en los de marina. 

63. Bajo la acepción de asesores de _ 
guerra, sin embargo, solamente se com- 
prenden aquellos letrados que consultan 

á los comandantes generales'de provincia 
y al gobernador de la plaza, cuando en 
esta no hay auditor de guerra. Por lo mis- 
mo en la Habana no hay asesor sino au- 
ditor de guerra, consultor del capitán ge- 
neral en Tos asuntos del ramo. 

64. Aquellos asesores de guerra exis- 
ten, pues, en otros puntos de la Isla, y los 
nombra el capitán general á propuesta 
del jefe á quien han de auxiliar con su 
consejo, conforme al art. 9, tít. 9, trat. 8, 
de las ordenanzas del . ejército. Existen, 
pues, en todos los lugares ‘en que se en- 
cuentran aquellos jetes militares con ju- 
risdicción, porque allí media igualmente 
la necesidad de oir sus consultas. ’ 

65. Apenas hicieron referencia de se- 
mejantes asesores las ordenanzas genera- 
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les del ejército, fuera de la disposición de 
que llevo hecha referencia, y alguna otra; 
pero hay otras particulares que á ellos se 
contraen. Disfrutan el fuero de guerra con- 
forme á la real órden de 25 de setiembre 
de 1763, sin que por ello estén en la obli- 
gación de pedir licencia para contraer ma- 
trimonio, corno explica Colon en el tratado 
de la jurisdicción castrense. Asimismo 
pierden aquel fuero adetaas de las causas 
en que generalmente así sucede, cuando 
delinquen como abogados en otros tribu- 
nales, según la real órden de 7 de marzo 
del796. Asu destino no está señalado suel- 
do, cobrando por sus consultas lo* dere- 
chos de arancel. 

66. Semejantes asesores intervienen en 
las consultas que ocurren en los procedi- 
mientos criminales con arreglo á las atri- 
buciones que en ellos tengan los jueces 
militares de quienes dependen. También 
deben conocer privativamente conforme 
á las ordenanzas ( art . 10, tít. 9, trat. 8) de 
los testamentos y particiones de bienes de 
los aforados de guerra de la jurisdicción 
á que correspondan, sin llevar por esto de- 
recho alguno. 

67. Las mismas ordenanzas del ejérci- 
to hablan de las facultades de los ase- 
sores á que me refiero sobre la formación 
de sumarias (art. 2, tít. 4, trat . 8); mas con 
todo, la práctica en esta Isla es, que aque- 
llos asesores, como ya se indicó, consul- 
ten á los jueces militaras de quienes de- 
penden, sobre todos los particulares que 
se presentan en su jurisdicción, masó me- 
nos limitada según las atribuciones que 
les están concedidas, y cargando en las 
consultas los derechos que, conforme al a- 
rancel les corresponden. 

68. Estos derechos se pagan por los in 

teresados en sellos engomados que se pe- 
gan en el expediente al lado de la firma 
del asesor, como se practica en los juzga- 
dos ordinarios, en virtud de real orden -de 
31 de mayo de 1855. Aunque esa sobera- 
na resolución no podia comprender á los 
asesores militares por no disfrutar sueldo 
del estado, se consideró muy conveniente 
hacerla también obligatoria á dichos fun- 
cionarios; y como no era justo despojarles 
sin indemnización de los derechos que le- 
gítimamente les correspondían, se dictó 
la siguiente: - 


Orden de la capitanía general de 25 de e- 
ñero de 1 856, disponiendo que á loe ase- 
sores militares , se les abone por la real 
hacienda la suma equivalente á los dere- 
chos que percibían antes de estableceros 
los sellos.— Se dan por la intendencia 
las disposiciones que deben observar los 
administradores depositarios de rentas . 

Con fecha del dia 7 de febrero ultimo 
me dijo el Excmo. Sr. Superintendente 
general lo que sigue:. 

“El Excmo. Sr. gobérnador superior 
civil me dice en oficio de 4 del que rye lo 
ue copio. — Eterno. Sr.: — Con fecha 25 
e enero ine dice el Excmo. Sr. capitán 
general lo que sigue: — Excmo. Sr. — Ha- 
biendo acuaido á mi autoridad el asesor 
militar de Matanzas haciéndome presente 
que por la disposición de 12 de enero úl- 
timo que manda á observar la real órden 
de 31 de mayo pasado sobre el uso de se- 
llos por el pago de los derechos judiciales, 
queda sin recursos para atender á su sub- 
sistencia si no se le señala sueldo, pues 
hasta ahora sus únicos beneficios eran los 
derechos: que considerando muy atendi- 
ble esta exposición he dispuesto que se 
cumplimente por los expresados funcio- 
narios, pero qué lleven una relación de los 
derechos que le correspondan según los 
sellos que se empleen, á fin de* que en su 
vista se les abone por la real haciéndalos 
derechos que les pertenezcan, hasta tanto 
recaiga una resolución definitiva; y lo di- 
go á V. E. por si en atención á las razo- 
nes expuestas se sirve disponer lo conve- 
niente para que por la real hacienda se 
haga el abono indicado mientras no se se- 
ñale sueldo fijo al cargo que desempeñan. 
— Y lo comunico á V. E. para que no hí^ 
ya dificultad en los efectos de la medida 
adoptada por ahora y mientras se re- 
suelve definitivamente lo que mas conven- 
ga. — Y yo lo digo a Y. S. á los fines con- 
siguientes.” 

Y sobre esta comunicación me informó, 
la contaduría general de hacienda en 11 
del que rije lo que copio. 

“Sr. intendente: — En el presente supe- 
rior transcrito vé detallado la contaduría 
general el modo y forma en que deben ser 
satisfechos los asesores y juzgados milita- 
res de esta Isla, ínterin no se les señale 
sueldo fijo* Para el pago de esos derechos 
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no encuentra óbice alguno; pero sí en- 
tiende que por las respectivas cabeceras 
debe graduarse aproximadamente lo que 
importarán en el año los devengos de 
sus asesore^, á fin de que el cómputo 
de esos cálculos pueda figurar en la a- 
dicion á los presupuestos geneiales del 
presente año, y ademas que las relaciones 
de sus derechos después de ser visadas 

S or los Sres. tenientes de gobernador sean 
irigidas por^stos á los administradores 
depositarios de rentas, á fin de que pue 
dan incluir su importe en las notas que 
remitan para las distribuciones mensuales 
de fondos bajo el epígrafe del “personal 
de la capitanía general, su secretaría y 
juzgado”. — Si estas consideraciones mere- 
cen la aprobación de V. S., se servirá tras- 
mitirlas al Excmo. Sr. superintendente 
general con eL objeto de que dicha supe- 
rioridad resuelva como siempre lo mas a- 
Qertado.” 

Lo que inserto á Y. para su intelijen- 
cia y debidos efectos de cumplimiento. 

Dios guarde á V. muchos años. Ha- 
bana abril 29 de 1856 .— Joaquín Campu - 
% taño . 

09. Sentado como bueno y establecido 
en cuantas ocasiones # se ha podido hacer 
sin inconvenientes que todo funcionario 


público debe estar decorosamente dotado 
poj las cajas del estado, sin derecho á e- 
molumentos, que hacen unas veces even- 
tual la posición del empleado, obligándole 
á ¿Tasar escaseces, ó le enriquecen otras de 
una manera irritante por desproporciona- 
da, ha tratado de aplicarse aquel princi- 
pio á los asesores militares, ó instruido el 
oportuno expediente informó la Audien- 
cia que convenia declarar asesores mili- 
tares á los alcaldes mayores, ya para eco- 
nomizar los sueldos que en otro caso ha- 
bría necesidad de señalarles, ya tam- 
bién por lo mucho que ganaria la admi 
n'Stracion de justicia en lo general y la 
de los juzgados especiales en particular 
•eoii la medida propuesta por las compe- 
tencias que así se evitarían, y porque es 
de suponer á los alcaldes mayores con mas 

I )ráctica de los negocios judiciales que á 
os letrados en quienes pueda recaer el 
nombramiento de asesores. Esta opinión, 
sin embargo, no fué aceptada por regla 
general y aunque algunos gobernadores 

Í r tenientes se asesoran en lo militar con 
os alcaldes mayores, el mayor número 
de aquellos tiene asesores especiales. En 
consecuencia se reunieron los datos que 
! eran menester para asignanarles sueldo 
fijo, los cuales se comprenden en el si- 
guiente: 


Eitado que manifiesta la ascendencia de los derechos devengados por los asesores 
militares de los distritos que se expresan en el quinquenio comprendido desde 
^ 1851 á 1855 inclusives. 


Jurisdicciones. 


3194 


Bayamo $ 

Bejucal....* 

Cárdenas. * 

Cienfuegos.. 

Cuba. ........ 'v . 

Guanabacoa 

Güines j 

Holguin 

Jaruco 

Manzanillo 110 75 

Mariel 1 

Matanzas 


1851 


Puerio-Príncipe . 

Remedies 

San Antonio 

ftcti-Spiritus... 



792 31} 
54 75 

jST” 

342 50 


! 

' 

| 1852 

1853 

' 

1854 

j 404 12* 

78 50 

250 374 
302 37} 




428 

3196 25 
573 62} 

627 87* 
2340 12* 
452 50 

3060 6* 
426 31* 


i 


í 12 81* 

- 


iói 31* 

¿6 50 




178 50 
58 

1 

193 

79 12* 

398 

125 50 

198 * 
227 56* 

284 37* 
180 75 

215 

58 31* 


1855 


634 75 

685 50 
3289 93 
1241 62 


501 25 | 
51 8141 

I 

200 

83 98} 


Totales. 

Termino 

MJBDIO. 

1943 

37* 

388 

67 

936 

75 

187 

35 

90 

87* 

18 

17 

1740 

37* 

348 

7} 

15089 

37* 

3016 

7} 

2694 

12} 

538 

82} 

273 

50 

54 

70 

149 

68} 

29 

92} 

1665 


333 


411 

37} 

82 

27} 

18 

50 

3 

70 

15157 

12} 

3031 

42} 

2154 

43# 

430 

68} 

470 

81* 

94 

16 

327 

50' 

67 

50 

Í027 


205 

40 

791 

43# 

158 

28 

2046 

6* 

m 

12} 
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El no haberse designado én algunas seccio- 
nes del quinquenio el pormenor & las cantida- 
des anuales por que se subdividen las totali- 
. dades representadas en la casilla respectiva, 
consiste en que los estados parciales remitidos 
por las jurisdicciones que Be han tenido á la 
vista para formar el presente no traen repre- 
sentadas aquellas sumas. 

Del anterior estado se deduce que las a- 
sesorías * que mayores derechos han de- 
vengado en el quinquenio que nos ocupa 
son las siguientes: 

En 6 añon. En 1 año . 

Matanzas . . .$ 16,157 12* 3031 42* 

Cuba. ...... 15,080 87* 3016 7* 

Guanabacoa. . . 2,6&4 12* 538 82* 

Puerto Príncipe 2,154 43f 480 68* 

Yillaclara. . . . 2,046 6* 408 12* 

Bayamo 1,943 37* 388 67 

Cienfuegos . . . 1,740 37* 348 * 7* 

Jaruco. ..... 1,665 333 

Sancti-Spiritus .. 1,027 205 40 

70. En cuanto á los asesores de mili- 
oias, hace referencia de ellos el reglamen- 
to del ramo en esta Isla, de 19 de enero 
de 1769. Conforme 4 él (art. 8, cap . 10), 
los gobernadores ó tenientes de goberna- 
dor deben nombrar en las capitales su 
. asesor, proponiéndolo al capitán general 
para su aceptación, con lo que gozan del 
mero, como los demas individuos del cuer- 

1 ) 0 . Asimismo deben intervenir en todos 
os procedimientos civiles y criminales de 
toda especie, dando su dictámen antes dé 
que* los jueces prouupcien sentencia defi- 
nitiva (cap. 10, y 11). 

71. El auditor de guerra de esta capi- 
tanía general es á la vez el asesor dé mi- 
licias en primera y segunda instancia res- 
* pecto de los procedimientos que se ofre- 
cen; y también los mismos que desempe- 
ñan ías asesorías de guerra en los demas 
juzgados; ejercen las de milicias. Es, con 
efecto, innecesaria la separación de entram- 
bas jurisdicciones, mucho mas; desde que 
se modificó últimamente el fuero de la 
milicia, privándole de la atracción que ob- 
tenía, altamente ominosa para las demás 
clases del estado, y fuente de los mayores 
abusos. 

72. Cuando aquellos asesores son recu- 


sados en el fuero de milicias, ha de preve- 
nirse 4 las partes del litigio que se pon- 
gan dentro de tercero dia de acuerdo res- 
pecto del otro letrado con quien ha de a 
compasárseles; y no haciéndolo así, que- 
da expedito el juez para hacer de oficio 
el nombramiento del acompañado con la 
calidad de inamovible (art. 7, cap. 10). 
Cuando hay lugar á súplica, dice el regla- 
mento, que ha de nombrarse un acompa- 
ñado en los propios términos, y tercero 
en caso de discordia; pero después de la 
real cédula de 30 de enero de 1855, cree- 
mos suprimidas semejantes súplicas ó re- 
visiones. Y. Apelación. 

78. Por real órden de 23 de febrero de 
1857 se declaró que los asesores y fisca- 
les de los juzgados militares subalternos 
no están comprendidos en la real órden 
de 1. ° de enero de 1856, que concedió 
incorporación al montepío á los auditores 
de guerra y álos fiscales de los juzgados 
militares. Y. Montepío. ( O . de 5 de ábril 
de 1867). 

74. A semejanza de los asesores de 
I guerra, existen los de marina para con- 
i sultar á los comandantes de las provin- 
cias litorales ó sus ayudantes de distrito 
en los procedimientos de aquel fuero. El 
auditor del ramo es el asesor del coman- 
dante general de marina del apostadero, 
residente en esta capital. 

76. Si las ordenanzas de la real arma- 
da, cuya publicación tuvo lugar en 1748> 
hablaron de aquellos asesores de una ma- 
nera vaga y oscura, confundiéndolos con 
los auditores de marina, la ordenanza de 
matrículas de mhr de 1802, que se circu- 
lóá estos dominios, de una manera mas 
clara y precisa estableció aquellos consul- 
tores de las comandancias y distritos. 

76. Hay en todos los dominios españo- 
les 6 auditores de marina, 10 asesores de 
primera clase, 25 de segunda y 12D de 
distrito. En cada uno de los juzgados de 
la dirección general de la armada, 3 de- 
artamentos peninsulares y apostaderos 
e la Habana y Filipinas, hay un auditor 
de marina. Los 10 asesóres de primera 
dase sirven los juzgados de los tercios y 
provincias marítimas de la Península, de 
cuya clase ninguno se conoce en la isla 
de Cuba, en la cual hay 4 asesores de se- 
gunda clase que residen en Cuba, Nuevi- 
tas, San Juan de los Remedios y Trinidad, 
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y muchos mas de distrito que residen en 
diferentes pueblos. Los primeros son nom- 
brados por S. M. y los segundos por el di- 
rector general de la armada, á propuesta 
del comandante general del apostadero, 
v prévios informes de los comandantes de 
las provincias respectivas ( real decreto de 
8 de abril de 1856). 

- 77. Estos asesores gozan del fuero de 
marina, consultan en los negocios, y oyen 
los pleitos que les encomiendan los coman- 
dantes respectivos, cuando deben llevarse 
en juicio verbal ( l . 3, tit. 7. lib. 6, nov. rec., 
y B. 0. de 28 de. set. de 1820 y 10 de junio 
de 1832). 

78. Las mismas ordenánzas de matrí- 
cula, de acuerdo en mucha parte con las 
leyes recopiladas, determinan otros parti- 
culares referentes á aquellos asesores. Con- 
forme á ellas, á mas del derecho de con- 
sultar, deben practicar todo lo concernien- 
te ¿ su profesión por mandado del coman- 
dante, en cualquier punto dentro de los 
límites de la provincia adonde se les man- 
de para evacuar alguna diligencia (art. 26 
de la Ord.). Asimismo deben procurar a- 
venencias entróla gente de mar, conclu- 
yendo de ese modo los tales pleitos y ha- 
ciendo constar diligencia de ello por escri- 
bano, antes de dar curso á los pleitos, sir- 
viendo de gran cargo la omisión do ello 
(art. 31 de la ord., y l.- 3, tit. 7, lib. 0 de la 
nov. rec.). Están obligados asimismo, cuan- 
do un comandante toma posesión de su 
destino á informarle con el escribano del 
estado de los asuntos jurídicos y guberna- 
tivos (art. 23 de la ord); y por fin, á falta 
de disposiciones de- las ordenanzas del ra- 
mo, y posteriores órdenes, deben atenerse 
á las demas disposiciones del derecho co- 
mún expresando en sus consultas las or- 
denanzas y leyes en que las apoyan ú o- 
tros fundamentos en que descansen (real 
órden de 5 de marzo de 1848). 

79. A mas del fuero de guerra y cobro 
de sus consultas por arancel, los asesores 
de marina no pueden ser separados de su 
destino sin justa causa, tampoco inhibi- 
dos por recusación simple, debiendo nom- 
brárseles acompasado en tales casos, op- 
tan á la auditoría y fiscalía del apostade- 
ro, y tienen opcion á ser colocados en un 
juzgado de término después de diez años 
de servicio sin nota (art. 29 dé la ord. y 
real órden de 28 de. set. de 1826); habién- 


dose dispuesto también respecto de las 
provincias dé marina, que se les coloque 
en la lista general de la armada por su ór- 
den de antigüedad respectiva (real órden 
de 15 de marzo de 1848). 

80. Los asesores de artillería son los le- 
trados que consultan á los jueces de aquel 
fuero, habiendo tenido lugar su creación 
cuando á la artillería se concedieron juz- 
gados privativos. 

81. Habla de ellos el reglamento 14 de 
la ordenanza del cuerpo de 1802. Elíjan- 
se entre los abogados. El asesor general 
residente en la corte con acuerdo del dis- 
rector general nombra los de los departa- 
mentos, y estos con acuerdo de los sub- 
inspéctores hacen los nombramientos pa- 
ra los de las plazas, maestranzas y fábri- 
cas. En esta capital residen el subinspec- 
tor de ingenieros y su asesor, á quien por 
'1o mismo tocan los últimos nombramien- 
tos. 

82. Los asesores del ramo en ningún 
caso ejercen jurisdicción propia, ni aun 
para dictar una providencia interloouto- 
ria, ni pueden comenzar procedimiento 
alguno sino á virtud de órden de sus jefes: 
sus atribuciones, pues, en' todos los casos 
se limitan á ponsultar al jefe de quien de- 
penden. (¿rozan del fuero respectivo, no 
tienen sueldo, cobrando por arancel loa 
derechos de sus consultas y les sirven de 
mérito para sus pretensiones v adelantos, 
los servicios prestados en el destino. 

83. Encuéutranse los asesores de inge- 
nieros en el mismo caso que jos de arti- 
llería, por la analogía que media en la ins- 
titución de los dos juzgados y formación 
de sus reglamentos. 

84. En la Península existe el , asesor 
general, y en esta capital otro de la sub- 
inspección, que siempre ha Bido á la vez 
asesor del juzgado de artillería. En los 
juzgados inferiores los asesores consultan 
á la vez en las dos jurisdicciones. Está dis- 
puesto que en aquellas consultas proce- 
dan siempre con el mayor pulso, para e- 
vitar discordias y competencias con otros 
juzgados (real órden de 10 de diciembre de 
1840). 

85. Cuando en algún caso concurren 
circunstancias particulares, el asesor ge- 
neral tiene facultad de subdelegar en letra- 
dos de confianza; y entonces los coman- 
dantes de ingenieros de cuyos juzgados 
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dependan los subdelegados, están en la o- 
bligacion de asesorarse con aquellos, á me- 
nos que no entienda directamente en el 
negocio el juzgado principal. 

86. Por lo demas, cuanto se ha dicho 
respecto de los asesores de artillería es a- 

licable á los de ingenieros. Asimismo se 
alian reunidas en el auditor de guerra 
de la Habana la3 asesorías de las direc- 
ciones generales de ambas armas, que des- 
de 1858 se pusieron á cargo del capitán 
general. 

87. Asesor del juzgado de armas pro- 
hibidas, es el letrado que con el goberna- 
dor de una plaza marítima despacha las 
causas de esta especie. Son estos asesores 
de nombramiento exclusivo del capitán 
general á propuesta del gobernador de la 

S laza, que es el juez privativo, y á cuya 
eperídencia están sujetos. No tienen se- 
ñalado sueldo alguno, y solo perciben los 
derechos -que devengan en las causas en 
que se paguen costas. Y. Armas prohi- 
bidas. 

88. Ocupémosnos ahora de los asesores 
voluntarios, cuya existencia en la Isla su- 
frió modificaciones de la mayor impor- 
tancia. 

89. Como hemos dicho antes de ahora, 
asesorándose £n un principio con letrados 
particulares los gobernadores intendentes, 
creáronse después seis juzgados servidos 
por jueces letrados, de los cuales tres exis^ 
tian en la capital, uno en Santiago de Cu- 
ba, Otro en Matanzas, y otro en Femandi- 
na de Jagua. No bastaban sin duda aque- 
llos juzgados para atender á la adminis- 
tración de justicia en una isla que por u- 
na parte había tenido un incremento no- 
table de población, y cuya riqueza aumen- 
tada de una manera tan pronta como im- 
portante, por fuerza había de proporcio- 
nar la multiplicación de las transacciones 
y aquellas complicaciones que traen con- 
sigo, para en sus resoluciones hacer indis- 
pensable la intervención de los tribuna- 
les. 

90. Suplían á esto los alcaldes ordina- 
rios, elegidos anualmente en la mayor par- 
te de las poblaciones de la Isla por sus a- 
untamientos, y los cuales entre sus atri- 
uciones tenían ^el pleno ejercicio de la ju- 
risdicción real ordinaria. Por lo mismo e- 
fan jueces legos los que desempeñaban 
semejante ministerio, para su desempeño 


escojian asesores entre los letrados de la 
población que estimaban oportuno*, y se- 
mejante sistema ocasionaba grave perjui- 
cio en la administración de justicia, intro- 
duciendo á la vez lamentables abusos, cu- 
ya importancia llamó la atención del su- 
perior gobierno. 

91. Si bien los alcaldes tenian la facul- 
tad de designar un asesor distinto pata 
cada uno de los numerosos pleitos some- 
tidos á su jurisdicción, por lo regular cons- 
tituían su tribunal asistiendo á él tres 6 
cuatro letrados de antemano escojidos pa- 
ra ser nombrados en todos los litigios suce- 
sivamente, según iban teniendo lugar las 
recusaciones que las partes podían haeer 
de ellos y hasta el número de tres, con in- 
hibición y sin consignar para ello ningún 
fundamento. Por desgracia no siempre a- 

uellos letrados eran de los mas entendi- 

os y próbidos, por lo mismo que obtenían 
su intervención en los negocios, valién- 
dose para ello de empeños y echándose 
mana hasta de intrigas, que se extendían 
al nombramiento de los propios jueces 
que habían de elejirlos, y de aquí prove- 
nia tyue sus consultas no proporcionaran 
el bien que que debieran en buenos tér- 
minos de justicia. 

92. Cuando en el juez ó en el asesor 
que le dirije no hay capacidad ó no existe 

robidad, ya podrá calcularse lo que seiá 

e la justicia puesta en sus manos. Tuvie- 
ron, pues, lugar por semejantes motivos a- 
busos escandalosos, que imprimieron en el 
foro un sello de degradación aun para las 
persorias mas ilustradas; y friera de aque- 
llos motivos, bastante poderosos por si, la- 
misma Institución de aquellos tribunales; 
casi siempre de jueces legos consultados, 
y otras dé jueces letrados que dejaban de 
serlo anualmente, abrían campo para ar- 
tículos de recusaciones dilatorias y siem- 
pre renacientes, y promovían discordias 
entre los asesores acompañados y origina- 
rios que requerían nuevos trámites, que 
eternizábanlos pleitos, y cuyos perjuicios 
en vano se intentaron contener con autos 
acordados que reglamentaban en cuanto e- 
ra posible aquellos artículos da recusacio- 
nes, casi siempre inútiles, y gin otro re- 
sultado que el de alargar los procedimien- 
tos y convertir en costas la fortuna de los 
desventurados litigaiitcs. 

98. A tamaños males acudió el real de- 
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creto de 24 de julio de 1845, respecto del cumplida por el capitán general que en- 
que se hizo alguna indicación antes de a- ton cea regia los destinos de esta isla? ha* 
hora. Convirtiendo en alcaldes mayores ciendo reclamaciones respecto de aquel 
los tres asesores tenientes de gobernador cumplimiento. Gran innovación propor- 
que existian en la capital, como se ha di- cionaba, con efecto, en la organización ju- 
cho, oreó también los asesores titulares. dicial, despojando ¿ los jefes militares de 

94. Dispuso que para el ejercicio de» la la Isla de multitud de atribuciones que 

jurisdicción ordinaria de los gobernado- les concedía la investidura de jueces en lo 
res políticos y militares, de los tenientes contencioso, aun sin contar con los gajes 
gobernadores y de los alcaldes en los pue- que consigo llevaba el encargo, y que fue 
blos donde no hubiese alcalde mayor le- ron parte para semejante oposición, 
trado, se nombrasen asesores titulares tam- 98. Creyóse que el despojo de aquellas 

bien* letrados, durando su gicargo tres a- atribuciones menoscababa el prestigio de 
ños (orí. 6), y que los nombramientos se las autoridades político militares, que los 
verificasen por el capitán general de esta desórdenes del foro hacían aun mas acep- 
Islaá propuesta en terna del real acuerdo table su intervención dirpeta en los liti- 
de la audiencia respectiva (art. 7), porque gios, y aun que las circunstancias politi- 
entonees á mas de la Pretorial existia la cas en que á la sazón se encontraba la .Is- 
de Puerto Príncipe, después suprimida, la, resistía que se planteasen instituoio- 

95. Declaró que para*obtener una ase- nes que venían á ser un traslado de las o- 

soría titular se requiriese, ademas de lo tras instituciones de la Península. Pero no 
que previenen las leyes de Indias, haber podía confundirse como se pretendió, el 
ejercido la abogacía en los tribunales del régimen político con la buena organiza- 
reino por tres años cuando menos, ó des- cion judicial, primera garantía de la exis- 
empeñado por dos los cargos de agente ó tencia de los pueblos, sean cuales fuerep 
abogado fiscal, de relator, catedrático en por otra parte aquellas intituciones políti- 
propiedad, ó algún otro de justicia ó del cas. Era anómala la autoridad judicial en 
ministerio del ramo (art. 9). Asimismo manos de los que deseínpeflando deberes 
prohibió que los asespres titulares goza- mas importantes, por aquel prinoipio des- 
ran sueldo, debiendo cobrar solamente los cendian á la veza representar papeles su- 
dereehos de arancel (art. 12) y les prohi- baltemos, hasta el extremo de Qir deman- 
bió también motivar los autos y senten- das verbales y percibir cantidades mezqui- 
cias judiciales ai tenor de lo prescrito en ñas por precio de semejantes trabajos, y a* 
la ley recopilada (art. 10), cuya últi- demaslaorganizacion judicial asi montada 
ma prevención se ha revocado posterior- era mas costosa 'y menos expedita de lo 
mente» que exijen las acertadas reglas que en la 

96. Si la disposición referida en parte misma organización sancionan los adelan- 
co ocluyó los graves perjuicios que prove tos modernos. 

niande la intervención de los asesores vo- 00. Por eso el Exorno. Sr. marques de 
luntarios, vijentes dejó los que proporcio- la Habana, nuestro actual capitán gene- 
naba la intervención de los jueces legos ral, al hacerse cargp del mando de la Isla, 
en los asuntos contenciosos. Por lo mismo con un desinterés y acierto que con doble 
se comunicó á esta Isla la real cédula de título le honran en el caso, repugnó la di- 
10 dé enero de 1851, por la cual se dis- recta intervención en los asuntos judicia- 
puso que cesaran en el desempeño de la les que antes se había sostenido, rehusó 
jurisdicción ordinaria los gobernadores los gajes que aquella intervención pro - 
poéticos militares, los tenientes goberna- porcionaba, elevó consulta* al gobierno 
dores y los alcaldes de primera elección proponiendo la supresión del juzgado es- 
de los pueblos eu que hubiese alcaldes tableoido para que los regentes de la au- 
mayores ó asesores titulares, á quienes se diencia se ocuparan de resolver demau- 
trasferia la jurisdicción ordiaaria en sus das verbales; y allanó así el camino adop- 
distribos, dictándose reglas sobre la orga- tado últimamente por la real cédula de 80 
nkaeion que de nuevo se intentaba dar á de enero de 1855. 
aqüellos funcionarios. 100. . Dispúsose en ella que cesaran en 

97. JLa real cédula, sin embargo, no fuó el desempeño de la jurisdicción ordinaria 

# 98 • 1856 


Digitized by v^.ooQLe 



770 ASESOR. 


los gobernadores político-militares y los 
tenientes gobernadores de esta Isla, esta- 
bleciéndose en su lugar alcaldes mayores 
jueces de partido ( art . 14), y que los ase- 
sores titulares ya establecidos tomaran 
desde luego el título de tales alcaldes ma- 
yores jueces de partido, con el nombre 
del pueblo en que residieran, y con las 
mismas atribuciones qxie los demas de su 
clase {art. 15). 

101. TamWen que los que actualmente 
desempeñaban aquellos cargos continua- 
sen en ellos con el carácter de empleados 
en comisión, mientras no se les confirma- 
ba ó se presentaban los que S. M. tenia á 
bien nombrar {art. 16). 

102. Igualmente se dispuso todo lo de- 
mas que se consideró oportuno para la 
organización de las alcaldías mayores, cü- 

Í ra explicación no es propia de este artícu- 
o, limitado á tratar de los asesores. Y en- 
tre las atribuciones de los jueces de par- 
tido así creados, está la de evacuar, con 
arreglo á Jo dispuesto en la misma real 
cédula, las consultas que en asuntos de 
gobierno les pida la autoridad superior 
gubernativa, de la que serán asesores na- 
tos {art. 20, atribución 6. * ). 

103. En la misma real’cédula se dispo- 
ne el orden en que deben sustituirse los 
jueces en los pueblos de su asignación, 
previéndose todos los casos que para se- 
mejante sustitución puede proporcionar 
su falta, hasta el extremo de prevenirse 
que á falta de los jueces letrados y los sus- 
titutos entrená desempeñar lajurisdiccion 
contenciosa los gobernadores ó teipe^tes, 
y en defecto de estos los alcaldes y demas 
individuos del ayuntamiento por el órden 
que determina, rúes paraentoncesasimis- 
mo previene {art. 29) que cuando lajuris- 
diccion recaiga en juez no letrado, nom- 
braran éstos asesores que les consulten; 
pero que no elegirán un letrado para to- 
dos los negocios, sino uuo para cada uno, 
aun caandoel nombramiento recaiga siem- 
pre en una misma persona. 

104. En el reglamento para los juicios 
escritos de menor cuantía se dispone que 
se sustancien por los alcaldes m&yores ó 
jueces letrados, y por los gobernadores y . 
tenientes de gobernador con sus asesores 
{art. 1. ° ). Esta prevención no obra res- 
pecto de lajurisdiccion ordinaria, y síres- 

i • 


I pecto de la militar, en que aun son conoci- 
[ dos aquellos asesores. • 

105. Respecto de los juicios verbales, el 
reglamento del ramo previene terminan- 
temente que no asistan asesores eñ los jui- 
cios de que conocen los pedáneos de esta 
Isla respecto de las personas domiciliadas 
en su partido, cuando no excede de 80$ 
lo cuestionado; así como tampoco en los 
cometidos á los alcaldes ordinarios 4 pre- 
vención con los alcaldes mayores y con 
los gobernadores y tenientes de goberna- 
dor, respecto de las personas de su mismo 

S ueblo, y cuando. la demanda no excede 
e 50$. En semejantes casos, si el juez en- 
cuentra duda para resolver, consintiéndo- 
lo las partes, les señalará dia para que 
comparezcan ante el alcalde mayor á fin 
de celebrar el juicio {arts. 1, 2, y 8). Sí- 
guese de aquí que, si los dos interesados 
no convienen en que se someta el juicio 4 
la decisión del juez letrado, aquellos que 
han conocido de la demanda se encuen- 
tran en la precisión de resolverla sin con- 
sulta. 

106. En las demandas cometidas 4 los 
gobernadores, tenientes de gobernador y 
alcaldes ordinarios de las aemas cabece- 
ras de partido judicial, el reglamento de- 
terminó que conociesen de aquellas de- 
mandas los referidos jueces respectivos de 
los domiciliados en el pueblo hasta la su- 
ma de 50$, y respecto de todo el distrito, 
de las demandas que pasando de 50$ no 
excediesen de 100, y entonces dice, que 
para aquel conocimiento sean asistidos 
del asesor titular {art. 4). 

107. Al presente que los alcaldes ordi- 
narios, conforme á la real cédula de 56, 
carecen de jurisdicción contenciosa, si no 
es para conciliar á las partes y fallar de- 
mandas hasta la cantidad de 50$ {arts. 1 
y 2) claro es que en ningún caso pueden 
asesorarse. Respecto de los gobernadores 
y tenientes gobernadores, privados tam- 
bién de la jurisdicción contenciosa ordi- 
naria por la misma real cédula {art. 14), 
ninguna demanda verbal pueden oir, con 
asesor ni sin él. En cuanto á la jurisdic- 
ción militar, la oitada real cédula dispuso 
{art. 115), que los presidentes de las rea- 
les audiencias, oyendo a' real acuerdo y 
á propuesta de ios juzgados especiales, 
señalaran en el territorio de su mando las 
autoridades subalternas que en cada par- 
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tido judicial debieran conocer de los 
juicios verbales que se ofreciesen á los 
aforados. Formado . expediente en con- 
secuencia y de la manera dispuesta, 
resultaron designados para aquel efec- 
to, los gobernadores y sus tenientes mili- 
tares. Estos, pues, serán los que deban a- 
sesorarse oon el asesor .militar ouaudo las 
demandas de que conozcan excedan de 
50$, aún cuando sean verbales. 

108. No porque se impida al alcalde 

órdinario y demas jueces la intervención 
de asesor en el conocimiento de las de- 
mandas determinadas, puede entenderse 
que se les priva del derecho de acompa- 
ñarse privadamente con cualquier letrado 
u otra persona, para el mejor acierto en 
sus fallos y bajo su responsabilidad exclu- 
siva. . 7 

109. El reglamento -para los juicios 
de paz ó de conciliación, dispone que el 
juez conciliador se asocie con dos hombres 
buenos que no necesitan ser letrados, y 
no con asesor (art. 5). En las actuaciones 
que tienen lugar sobre el cumplimiento 
de lo convenido en los juicios de paz, por 
no exijir conocimiento del derecho, ais- 
pone también que se proceda sin dictamen 
de asesor {art. 27), pues en el caso de atra- 
vesarse cuestiones de derecho, se procede 
como ya Be ha explicado al tratarse de la 
via de apremio. V . Apremio. 

110. Si como hemos visto, á pesar del 
nombramiento de jueces letrados, todavía 
se reconocen jueces legos que han menes- 
ter para otorgar justicia del auxilio de a- 
scsores, oportuno es saber las disposicio- 

. nes legales que respecto de los últimos ri- 
jeu, con inclusiou de las que se contienen 
en los autos acordados de nuestras audien- 
cias, cuyo cumplimiento es también obli- 
gatorio al presente en los juzgados milita- 
res, conforme al art. 113 de la real cédula 
de 30 de enero de 1855. . 

111. La 1. .9, tít. 2, lib. 4 déla nov. rec. 
prohíbe que ningún oidor pida ni lleve a? 
sesorías ni cosa alguna en los pleitos cri- 
minales en que fuese asesor con los alcal- 
des de la hermandad. La 5, tít. 11, lib. 5 
del mismo código, prohibe que en lo ade- 
lante ninguno de. los oidores de las audien- 
cias, ni alcaldes, se encarguen de asesorías 
en pleitos eclesiásticos, ni Se ocupen en 
cosa alguna de ellos, y la 3, tít. 4 del pro- ¡ 
pió libro dispuso que el regente y los jue- 1 


oes de la audiencia de Sevilla no fuesen 
asesores en los pleitos que hubiesen de 
oir bajo las penas contenidas en las leyes. 

112. La 1. 36, tít. 3, lib. 3/ de la reco- 
pilación de estos dominios, dispone que 
los vireyes que tengan nonbrado asesor 
sin salario, les remitan todas las causas 
de que deben conocer^ reservando para sí 
las que fueren de mero gobierno y no las 
de jurisdicción contenciosa. Prohíbe -que 
este asesor sea oidor por los inconvenien- 
tes que puedan resultar, y que si se ofre- 
ciese algún caso extraordinario y urjente 
que obligue á elegir á alguno de la audien- 
cia, no pueda ser juez en grado de apela- 
ción, súplica, .recurso ó agravio. 

113. Establecida en esta capital la au- 
diencia pretorial, obtuvieron los magis- 
trados de ella nombramientos de asesores 
acompañados de los originarios en los juz- 
gados especiales, devengando las asesorías 
asignadas por arancel. No entraremos á 
discutir sobre si semejantes nombramien- 
tos eran ó no arreglados á las disposicio- 
nes legales vientes en la materia. Báste- 
nos saber que sea lo que fuere de ello y 
de las disposiciones dictadas para la pro- 
hibición de tales consultas, al presente no 
admite duda que no . tienen lugar seme- 
jantes acompañamientos; pues el nombra- 
miento de tales acompañados de los ase- 
sores especiales de la capital se verifica en 
asesores señalados de antemano poP la - 
real cédula de 6o {art. 176], y ademas la 
audiencia es el tribunal superior de aque- 
llos mismos juzgados especiales, conocien- 
do por lo tanto los oidores en sus asuntos 
en segunda instancia. 

114. Dando por supuesto que los ase- 
sores deben ser abogados con título en 
forma, y que desempeñando un carácter 
judicial deben tenerla capacidad -legal que 
se necesita para ser jueces, todavía hay u- 
na diferencia especial entre la edad del a- 
bogado que defiende y la del abogado que 
consulta. 

116. Hay notable diferencia entre los 
actos de la defensa y los de la asesoría, 
como que los unos dependen de la mutua 
confianza que se prestan el abogado «y su 
cliente, mientras que en los otros no me-, 
dia semejante circunstancia, dependiendo 
exclusivamente del nombramiento que 
confiere el encargo. Puede po* lo mismo # 
desempeñar las fruiciones de abogado el 
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mayor de 17 años, conformé á lo dispues- 
to en la real cédula de 1833, arreglada en 
esto á la ley de partida á que se refiere. 
Para asesorár se exijen, sin embargo, 25 
años cumplidos, conforme á la real órden 
de 17 de junio de 1846. 

116. Si al juez le está prohibido defen- 
der pleitos, el asesor de jurisdicciones par- 
ticulares puede dirijír aquellos pleitos en 

' jurisdicciones distintas. Asimismo los ase- 
sores voluntarios, si "bien no pueden ser 
defensores én los procedimientos en qué 
intervienen con aquel carácter, se encuen- 
tran expeditos para ejercerlo en todos los 
demas. En el auto acordado de la audien- 
cia de Puerto Príncipe de 27 de agosto 
de 1718, se dispusoque se previniese á los 
abogados de aquella ciudad, que evitaran 
el abuso que se había advertido de aseso- 
íar y abogar en una misma causa los her- 
manos y parientes dentro del grado pro- 
hibido por la ley. 

1 17. Laley de partida ( l . 1, tít. 21, parí. 
3), encarga que los jueces antes de pedir 
consejo examinen las cualidades de las 
personas que hayan de dárselo, cuidando 
deque sean tales que sepan dárselo bueno 
y quieran y puedan hacerlo; pues con esto 
dejan de tener responsabilidad y se excu- 
san ante Dios y los hombres de los peli- 
gros y daños que puedan sobrevenir por 
susJetérminacioné». 

“ - TC8. Conforme á la buena práctica ge- 
neralmente admitida en esta Isla, que va 
de acuerdo con las doctrinas legales, siem- 
pre que tiene higar el nombramiento de un 
asesor voluntario, se notifica á las partes 
para que dentro del plazo legal usen ó no 
del remedio de lá recusación. Evacuado 
este trámite también por práctica constante 
se participa al asesor su nombramiento, a- 
ceptándolo eti la misma dilijencia con el 
juramento de desempeñarlo bieny fielmen- 
te, ó excusándose con expresión del moti- 
vo que á ello le obliga. 

119. Pasados los autos al asesor para 
el despacho, puede exijir que se le abonen 
los derechos de vista, así como también 
puede reclamarlos en los demas trámites 
y siempre que lo tenga por conveniente. 
La ley de partida (3, tít. 21, parí. 3) dis- 
puso que ios jueces regulasen la impor- 
tancia de esos trabajos, y las recopiladas 
después permitieron que cobrasen los 
marcados en los aranceles y ordenanzas 


6 designados por la costumbre; pero ál 
presente, como es sabido, existen arance- 
les formados, con arreglo á los cuales de- 
ben hacerse aquellas cobranzas. 

120. Siendo el procedimiento oi vil, con 

j arreglo á justicia, deben adelantar el pago 
( de aquellos derechos las partes que itoter- 
i vienen en el juicio por iguales cuotas, Y 
cada vez que se devenguen, á menos ^que 
se ocasionen por providencias ó actuacio- 
nes que uno solo de los litiganteé hubiese 
ocasionado, y todo con reserva de la con- 
denación que se haga en definitiva. La 
práctica mas general que en esta Isla ha 
tenido cabida en la materia, es la de que 
el actor satisfaga la primera asesoría del 
pleito que principia, y el recusante los 
que ocasiona su recusación; asimismo ca- 
da litigante los de las diligencias de prue- 
ba que promueve, cobrándose los demas 
cuando tienen lugar las tasaciones dé cos- 
tas. Sin embargo, también los asesores 
han exijido derechos siempre que han as- 
cendido á cantidades de alguna importan- 
cia en cualquier estado del procedimiento. 

121. Para conseguirse aquel pago, pue- 
den los asesores retener los expedientes 
sin despacharlos, y sin perjuicio de deter- 
minar á la vez sobre las providencias con- 
siguientes á los apremios, que algunas de 
las partes dirijan contra las obligada al 
abono. La audiencia de Puerto Príncipe, 
en su auto acordado de 5 de julio de 1811, 
declaró que un asesor particular había re- 
tenido justamente un proceso mientras no 
se le abonaran sus derechos, que el juez 
de la cauea le mandaría pagar ejecutiva- 
mente. 

122. Por lo que respecta á las causas 
criminales, los asesores no pueden exijir 
aquellos derechos al contado, si las par- 
tes no los satisfacen voluntariamente, pues 
de otro modo deben esperar á que se sa- 
tisfagan cuando tenga lugar el abono de 
las demas costas del procedimiento, con- 
forme á la regla 6. * del auto acordado ~ 
de 24 de febrero de 1840, én la parto que 
se refiere á lo criminal. 

123. Los asesores al despachar pueden 
hacerlo por medio de dictámen fechado, 
á cuya consecuencia el juez presta su con- 
formidad con la 'fórmula de me conformo y 
cúmplase. Tambienpuedendesdeluegoex- 
tender el proyecto ae providencia suscri- 
biéndolo á la derecha, para dejar al juez el 


Digitized by 


Google 



ASESOR. 


773 


lugar preferente, y así escomo mas se acos- 
tumbra. Esaspro videncias deben suscribir- 
se por los asesores lo menos oon media fir- 
ma, aun cuando sean de mera sustaneia- 
cion, no debiendo el escribano darles cur- 
so de otro modo, bajo la multa de 100$ ca- 
da vez que lo haga; pues asilo previene el 
auto acordado de lareal audiencia de Fuer * 
to*-Príncipe de 4 de febrero de 1837, pa- 
ra evitar el abuso que se habia notado de 
autorizar aquellas providencias con sim 
pie rúbrica. . 

124. Respecto déla responsabilidadque 
en los procedimientos cabe á los jueóesno 
letrados, la ley recopilada establece una 
regla general (1 9, tu. 16, lib. 11, nov. rec.) 
Dispone, pues, que los gobernadores, in- 
tendentes, corregidores y demas jueces le- 
gos á quienes el rey nombre asesor no sean 
responsables á las resultas de las -provi- 
dencias y sentencias que dieren con acuer- 
do y pareeer del mismo, siéndolo única- 
mente el asesor, que á aquellos no les seá 
permitido valerse de otro asesor distinto 
del titular; pero que si en algunos casos 
creyeren no tener razón para conformarse 
con su dictamen, puedan consultar á la 
superioridad oon expresión de los funda- 
mentos y remisión del expediente. Por fin, 
que solo el asesor sea también responsa- 
ble en los asuntos que los alcaldes y jue- 
ces ordinarios determinan con acuerdo de 
los que ellos mismos nombran, no probán- 
dose que en el nombramiento hubo colu- 
sión ó fraude. 

125. Por real orden de 2 de junio de 
1800, se repitió que Irresponsabilidad de 
los fallo» y sentencias es exclusiva de los 
asesores en todas las causas y puntos de 
derecho que con su consejo resuelven los 
gobernadores, siendo aquella responsabi- 
aadde ambos en los asuntos gubernativos. 
Está declarado* también por real órdende 
10 de setiembre de 1847, que en los últi- 
mos asuntbs,‘el gobernador general de es- 
ta Isla puede consultarse con el alcalde 
mayor que le parezca mas apropósito pa- 
ra entender en su despacho, procurándo- 
se que quede excluido de igual trabajo en 
kMfjudiciales. 

120. Por real órden de 5 de marzo de 
1857, se confirmó por S. M. el decreto ex- 
pedido por el Exento. Sr. oapitan general 
de esta Isla, declarando que los alcaldes 
raciyores-de la Habana son asesores natos 


del gobierno político de la misma, dispo- 
niéndose también que cuando S. E. y sus 
suoesores tuviesen necesidad de asesorar- 
se con uno de los expresados jueces, pue- 
dan designar al efecto al que de ellos esti- 
men mas conveniente, siempre que no hu- 
biese emitido ya dictámen en el mismo a- 
sunto á consulta del gobernador político* 
local. De este modo* pues, creado en la 
capital el destino de gobernador político 
á mas dai de gobernador general, los al- 
caldes mayores de la misma son asesores 
natos de entrambas autoridades. 

127. Por auto acordado de la audiencia 
de Puerto-Príncipe de 26 de mayo de 
1885, se dispuso, que disintiendo el asesor 
acompañado del originario, los jueces hu- 
bieran de adherirse á uno de los dos dic- 
támenes que le pareciese mas justo, for- 
mando fesí sentencia bajo la responsabili- 
dad del que consultó; y admitiendo des- 
pués las apelaciones que contra ella se in- 
terpusieran en tiempo y forma. Tuvo por 
objeto esta disposición cortar el abuso de 
elejirse uno ó mas asesores para dirimir 
las discordias; pero no húbole conseguir- 
se el propósito sin duda, porque otro auto 
acordado de la misma audiencia, de 8 de 
abril de 1838, reiteró el cumplimiento de 
aquel, previniendo que los asesores que 
aceptando el nombramiento dirimiesen 
las tituladas discordias, ademas de las con- 
denaciones de las costas en todas las ins- 
tancias á que diese lugar su injurídica con- 
sulta, sean penados con una multa pro- 
porcionada, y hasta con suspensión del e- 
jeroicio de la. abogacía si fuese necesario. 

128. Con posterioridad, la Audiencia 
Pretorial, en su auto acordado ge 18 de 
marzo de 1841, declarando en su fiierza 
y vigor el dictado por la de Puerto-Prín- 
cipe, dispuso que las discordias de provi - 
deudas interlocutorias se diriman por a - 
quella superioridad, dándosele cuenta sin 
prévia notificación á las partes de los pa- 
receres disconformes, y que cuando las 
discordias ocurriesen acerca de senteneia 
definitiva, se nombrase á uno de los te- 
nientes de gobernador, ó en su defecto á 
cualquier otro letrado que la dirima, á 
fin de que resultando sentencia pueda lle- 
varse la causa en apelación ó en consulta 
ai fuere criminal y no se hubiere apelado 
de ella. Hoy solo puede tener esta dispo- 
sición cabida respecto de los asesores de 
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los j uzgados militares; en algunos casos en 
que se ejerza la jurisdicción por un juez 
Jego. La prevención del auto acordado se 
ha hecho pues extensiva á las discordias 
que tienen lugar entre los jueces letrados, 
"según se expUca en el artículo AcoHPAr 
ñADode los Anales de 1855. 

129. Los asesores deben asistir y auto- 
rizar los autos confesorios, aunque para 
excusarse de ello aleguen ocupación ú o- 
tro pretexto, según se dispone en el auto 
acordado de la audiencia de Puerto-Prín- 
cipe de 8 de mayo de 1888. 

* 180. Cuando consultan dos de aquellos 
asesores en un procedimiento, lo mismo 
que cuando en él proveen dos jueces, el a- 
compasado es el que debe estender prime- 
ramente la providencia, y después d oriji- 
nario, encuéntrense ó no conformes en a- 
quella, exponiendo 6 proveyendo # en últi- 
mo caso el acompañado lo que en su con- 
cepto corresponda, para que se decida en- 
tonces la discordia con arreglo á derecho. 
Así está dispuesto por el auto acordado 
de la real audiencia pretorial de 6 de mar- 
zo de 1848. • 

131. El otro auto acordado de la mis- 
ma audiencia de 11 de setiembre de 1846, 

' dispuso; que cuando los alcaldes creyesen 
tener razón para no conformarse con la 
consulta de su asesor, pueden suspender 
el acuerdo ó sentencia y consultar á la su- 
perioridad con expresión de los funda- 
mentos y remisión ael expediente. Asimis- 
mo que, en el caso de que sea elegido al- 
guna vezalcaldé ordinario algún abogado, 
tenga precisión, sin embargo* de valersedel 
dictámen de su asesor, comojueces legos. 

132. ^or otro auto acordado de la mis- 
ma audiencia pretorial de 28 de julio de 
1849, entre otros particulares se dispone, 
que la percepción adelantada de asesorías, 
así como de los demás derechos que del 
propio modo perciban los curiales, no les 
exime, llegado el caso de la tasación de 
costas, de aprontar como los demas que 
no hubieren cobrado antes los suyos, la 
contribución del ouatro por ciento sobre 
sus respectivas partidas, quedando los ta- 
sadores encargados de recaudar aquel im- 
puesto en el cuidado de anotar y exijirles 
su importe. Asimismo declara que los ase- 
sores voluntarios devengan por sus actua- 
ciones lostpropios derechos asignados por 
el nuevo arancel á Ion titulares, 


188. Los asesores que admitieron el en 
cargo voluntariamente en lo civil, no de- 
ben exousarse después de continuarlo des- 
empeñando sin justa causa; pero si lo prac- 
ticaren parece consiguiente que se admita 
la renuncia, siendb de su cargo los dere- 
chos que ocasione -1a intervención de un 
nuevo asesor, pues no debe dejarse á sü 
arbitrio el perjudicar de otro modo á los 
interesados. En los procedimientos cri- 
minales no deberá admitírseles excusa vo- 
luntaria para no desempeñar el encargo, 
ni antes ni después de comenzar aquellos, 
porqúe todos tienen obligacion.de ejercer 
en ellos su ministerio respectivo. 

134. La intervención del ‘asesor en los 
juicios en que entiende, cesa, pues, por su 
muerte, ó por algún motivo superveniente 
y legítimo. Dúdase," sin ombargo, si el a- 
sesor cesará también en el ejercicio de su 
ministerio por la muerte del que lo nom- 
bró, ó por aejar de desempeñar las funcio- 
nes de juez, en el pleito ó causa en que 
hizo el nombramiento. 

135. Escritores hay que sostienen la a- 
firmativa, cuando se trata de asesores vo- 
luntarios, porque los necesarios desempe- 
ñan sus funciones á virtud del mandato ó 
delegación real, mientras que los otros la 
desempeñan en nombre del juez ó autori- 
dad que les hizo el nombramiento. Sin 
embargo, el juez que hizo el nombramien- 
to tenia la facultad de hacerlo, y puede 
entenderse que á virtud de esa facultad 
la confirió ari asesor para consultar en el 
procedimiento hasta su conclusión, de ma- 
nera que el nuevo jujez al comenzar á in- 
tervenir en el asunto, acepta aquel ante- 
cedente como todos los demas aue obran 
en la actuación. Lá condición del nombra- 
miento no es propiamente para que el ase- 
sor consulte al juez que dije,- sino para 
que asesore en el juicio, y por lo tanto no 
hay eficaz fundamento para quese ocasio- 
nen dilaciones y perjuicios con las varia- 
ciones de consulta que, de otro modo po 
drian ten^r lugar con mucha frecuencia 
en los juicios. La práctica constante va de 
acuerdo ooíi la opinión que adoptamos, 
aunque contraria á otras muy dignas de 
tomarse en consideración. 

186. Ocupémonos ahora de los asesores 
de la especial jurisdicción del comercio, á 
que no son enteramente aplicables las dis- 
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posiciones de que hasta ahóra se ha he- 
cho referencia. 

187. En lostribunales de comercio, con- 
forme al art. 1195 del código del ratno, 
debe haber un letrado que con el nombre 
de consultor asesore á los jueces en los ca- 
sos en que se requiere su consejo, y su nom- 
bramiento, qpnforme al art. 1197 del mis- 
mo, se haoe por S. M., proponiéndolo en 
terna los mismos tribunales de ‘comercio. 

188. Los letrados consultores deben ser 
consultados por los tribunales de comer- 
cio en las dudas de derecho que les ocur- 
ran, ya se trate de las providencias de sus- 
tanciado n, como de los fallos definitivos 
que tienen lugar en los procedimientos. 
Cuando se piden semejantes consultas, el 
asesor debe extender dictamen por es- 
crito, y sus dictámenes han de colocarse 
en un legajo particular, poniéndolos por 
órden según su fecha y con separación de 
negocios, estando su custodia á cargo del 
prior del mismo tribunal. Así lo dispone 
el art. 51 de la ley de enjuiciamiento del 
ramo, y el art. 1197 del código. 

139. Los ¿peces del tribunal, pueden 
pedir ó no la consulta del asesor, sean 
cuales fueren las providencias de que se 
.trate. Cuando dejan de hacerlo sobre par- 
ticulares de derecho, si por consecuencia 
dictan una providencia no arreglada á él, 
incurren en un error voluntario que les 
constituye en responsabilidad por lo mis- j 
mo. Para que sea consultado el letrado 
consultor, es suficiente que uno solo de 
los jueces lo exija, aun cuando los demas 
no lo estimen necesario (arts. 52 y 68, ley 
de enj.) 

140. En las consultas referidas debe fi- 
jarse determinadamente por el tribunal, ó 
por el juez á cuya propuesta se haga, el 
punto ó duda de derecho sobre que se exi- 
je el dictamen del consultor (art. 68, l. de 
enj.) Esta disposición de la ley no Be ob- 
serva, sin embargo, en los tribunales de 
comercio de esta Isla, pues simplemente 
cuando se requieren las consultas, se man- 
dan pasar los autos al asesor, sin deter- 
minar los particulares sobre que deben 
recaer. 

141. Tratándose de negocios urgentes, 
el tribunal de comercio puede llamar al 
letrado consultor para que asista á la au- 
diencia y resuelva en el acto las dudas 
que se le propongan, En semejante oaso, 


de la propia manera deben dar su diotá- 
men por escrito, según se ha explicado ya 
(art. 54, l. de enj. f y 1197 del código). 

142. También concurre el asesor al tri- 
bunal el dia de la vista cuando aquel dis- 
pone que se haga extracto del asunto, el 
cual es igualmente de su cargo, pasándolo 
al escribano para que haga su lectura. La 
asistencia es conveniente principalmente 
en aquellos asuntos en que por la ley no 
hay alegaciones por escrito, pues asi se 
instruye del informe de las partes ó sus 
abogados, y puede proceder con mas a- 
cierto. En aquel caso el consultor debe 
también responder á las preguntas que 
respecto de la actuación le hagan los jue- 
ces. 

143. Siempre que el asesor concurra al 
tribunal, debe ocupar el ultimo lugar des- 
pués del cónsul mas moderno; en el mis- 
mo órden de asientos en que se hallen co- 
locados los jueces (art. 54, l. de enj.) 

144. Conforme á la práctica, de la pro- 
pia manera suelen pedir las partes que el 
asesor concurra á los actos de contestación 
de posiciones é interrogatorios que tienen 
lugar en las pruebas y se evacúan ante el 
cónsul que al efecto se comisiona. Tiene 
por objeto entonces su asistencia allanar 
cualesquiera dificultades legales que se o- 
frezcan sobre la pertinencia de las pregun- 
tas y manera en que deben tener lugar 
las contestaciones á los pliegos, que casi 
siempre se abren en aquel acto; y conside- 
ramos que semejante práctica no se opone 
al espíritu de la ley, y favorece y garan- 
tiza el derecho de los litigantes. 

145. Tambieií está obligado . el asesor 
de comercio á concurrir á los juicios ver- 
bales, para contestar de palabra en el acto 
á cualquiera duda de derecho que se le 
proponga por el tribunal (art. 55, l. de enj.) 
Si en los juicios de mayor cuantía asiste 
cuando se le llama por atravesarse cues- 
tiones de derecho, á todos los de menor 
cuantía debe asistir porque en los actos 
verbales pueden presentarse aquellas cues- 
tiones á que debe darse instantánea reso- 
lución, y si en los unos las consultas se 
hacen por escrito, en los otros tienen lugar 
de palabra. 

146. Sin embargo de esa consulta, que 
los jueces de comercio pueden pedir á sus 
asesores titulares, no se encuentran en la 
obligación de proveer con arreglo á su 
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dictamen. En tal estado pueden adoptar 
uno de dos partidos: 6 el de resolver des- 
de luego por sí con arreglo á su concien- 
cia, separándose de la consulta, ó di de 
pedir dictamen á otros letrados. Proveyen- 
do sin consulta, quedan sujetos á la res- 
ponsabilidad de la resolución (art. 55 l.*de 
enj.) Esa responsabilidad debe entender- 
se la de los perjuicios que ocasione la pro- 
videncia, y entre ellos deben enumerarse 
siempre las costas ocasionadas por los re- 
cursos que motive la resolución inconsul- 
ta, que por consecuencia resulte desacer- 
tada. 

147. El otro partido que pueden adop- 
tar los jueces cuando no se conforman con 
el dictamen del asesor, es como ya se ha 
dicho, el de exijir el dictamen de otros le- 
trados. Aunque la ley habla de letrados 
en plural, es porque hace concordancia 
con los tribunales de comercio á que tam- 
bién en plural refiere su disposición. El 
nuevo consultor que se elija debe ser pues, 
uno solamente, y su elección por los mis- 
mos jueces del tribunal, debe hacerse en 
tales casos por mayoría de votos {art. 55, 
/. de enj.) 

148. El dictámen del nuevo asesor así 
nombrado, debe extenderse por escrito, lo 
mismo que el del asesor titular, y unién- 
dose al que aquel hubiese dado, de la pio- 
pia manera han de colocarse juntos en el 
legajo de dictámenes. de que se ha hecho 
mención (art. 55 cit.) 

149. Si los jueces se constituyen en res- 
ponsabilidad por separarse del dictámen 
del asesor titular, dictando por sí la pro*- 
videncia que resulta errófiea, también in- 
curren en aquella responsabilidad cuando 
eligiendo un nuevo asesor, y conformán- 
dose con su dictámen, resulta este igual- 
mente equivocado. Esto es sin perjuicio 
de la responsabilidad que por su ministe- 
rio tenga el letrado que hubiese dado el 
dictámen erróneo (art. 57, l. de enj) 

150. Creo que son distintas aquellas 
responsabilidades de.que se ha hecho re- 
ferencia. La del asesor consultado tendrá 
lugar respecto de la consulta dada con a- 
bierta infrábcion de la ley, y la de los jue- 
ces por solo que la consulta distinta ae la 
del asesor eventual sea revocada por el 
superior. En este caso, pues, los jueces es- 
tarán en. la obligación, como ya se ha di- 
oho, de satisfacer los peijuicios provenien- 


tes de su separación de la primitiva con- 
sulta. Los jueces no deben nacerlo así, si- 
no en algún caso indudable y evidente; 
fuera de él, la separación constituye ti- 
na especie de culpabilidad, que no tiene 
cabida en la misma proporción respecto 
del letrado que pueda sufrir una equivo- 
cación no vituperable en la consulta que 
se le pide. Síguese de todo esto, pues, que 
los jueces *de comercio deben ser muy cui- 
dadosos en separarse de la consulta de su 
asesor titular, en los puntos de derecho 
que someten á su juicio; cuya intención 
bien se concibe por las disposiciones de la 
propia ley de enjuiciamiento á que nos 
vamos contrayendo. 

151. Aquel asesor titular es por su par- 
te responsable del ertor de derecho que 
contengan las providencias que hubiese 
consultado, y no los jueces aue las acuer- 
dan, cuando aquellas providencias resul- 
tan oonformee con los mismos dictámenes 
(art. 56, l. de enj) 

152. Si por algún impedimento cual- 
quiera el asesor titular ae comercio no 
puede desempeñar la oonsulfcqencualquier 
procedimiento, el tribunal designa el nue- 
vo asesor que ha de sustituirle al efecto. 
Con ese propéeito, por real órden de 29 
de mayo de 1855 se hicieron extensivas ¿ 
estos dominios de Indias las leyes de 24 
y 29 de junio de 1849, dictadas sobre re- 
cusación de asesores de los mismos tribu- 
nales de comercio, con arreglo á las listas 
que se forman de los letrados que han de 
asesorar, según se explicará al tratarse de 
las recusaciones. V. Bbcüsacion. 

. 153. Los asesores de comercio, ademas 
de su dotación fija devengan honorarios 
conforme a aranoel en los procedimientos 
en que actúan. No pueden abogar en los 
negocios de comercio del territorio juris- 
risdicoional del tribunal á quien consul- 
tan; pero sí en los otros negocios qtie se 
siguen en los demas tribunales) según se 
previene en el arfe. 12 del real decreta de 
7 de febrero de 1831, y posterior decla- 
ratoria de 20 de julio de 1835, hechas ex- 
tensivas á estera dominios por real órden 
de 25 de mayo de 1857. 

154. Hemos dicho que los actos de los 
asesores- en los procedimientos en que con- 
sultan los constituyen en responsabilidad, 
y esa responsabilidad no podía ser otra 
que la de los jueces en igualdad de oir- 
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cunstancias. El asesor efectivamente es el aplicables á los asesores las disposiciones 
qne de hecho ejerce la autoridad judicial, dirigidas á castigar la prevaricación de los 
de que viene á componer el juez lego una jueces y otros empleados, 
parte secundaria é insignificante. Por lo 157. Les comprende por lo mismo lo 
mismo la ley de pytida (3, tít. 2, part. 3) que el código resuelve y se explica en los 
dispuso, que si el asesor aconsejare falsa- correspondientes artículos de estos Ana- 
mente al juez, tuviese la misma pena que les sobre el juez que á sabiendas dicta 
aquel juez merece cuando á sabiendas fa- .sentencia definitiva manifiestamente in- 
11a contra derecho. * justa, falta á lás obligaciones de su oficio 

155. Semejantes penas, sin embargo, dejando de promover maliciosamente la 
de carácter arbitrario, por no manifestar- persecución y castigo de los delincuentes, 
las las leyes de una manera metódica y ó se niega á juzgar so pretexto de oscuri- 
precisa, en la práctica vinieron á ser un dad, insuficiencia ó silencio de la ley (arts. 
fantasma bastante áponermiedoálos hom- 269, 271 y 272). 

brea de condición sobrado asustadiza. No 158, También les comprende la dispo- 
se sabian en verdad cuales pudiesen ser sicionen cuanto al juez que maliciosamen- 
somejantes penas, ni cual tampoco la ma- te retarda la administración de justicia, ó 
ñera en que pudiera reclamarse su impo- perjudica á los interesados con abuso ma* 
sicion; pero al presente en que se han da- licioso de su oficio ( art . 273). Y* por fin, 
do entre nosotros pasos agigantados en ia lo establecido en el propio cqdigo, que 
materia legislativa, la real cédula de 30 de igualmente se explica en los correspon- 
enero de 1855, dictada para estos domi- poudientes artículos de estos Anales so* 
nios, ha planteado al fin aquellos recursos bre cohechos, admisión de regalos presen- 
de responsabilidad con que puede recia- tadosen consideración á su oficio, conm- 
inarse la imposición de las penas, y tam- vencía en la evasión de presos, infidelidad 
bien las ha determinado el código penal en la custodia de documentos, violación 
vigente en la Península, y hecho extensi- de secretos, ó resistencia y desobediencia, 
vo aquí por la cédula de 1855 (art. 223) denegación de auxilio, abandono de desti- 
cuando el juez falla infringiendo ásabien- no, acusos contra particulares, anticipa- 
das la ley, que -sin duda mas adelante será cion y prolongación de funciones publicas 
aplicable en todo en. esta Isla. ¡ y usurpación de atribuciones. 

156. El código .penal, pues, (art. 273), j 

dispone que en sus respectivos casos sean ¡ # R. Piña. 
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ASIATICOS. — (Colonos). ' 

1. Aunque vulgarmente se llaman chi- 
nos los colonos traídos del Asia, como 
quiera que también se les da el nombre 
mas propio de colonos asiáticos, parece 
ldgico tratar de ellos bajo esta denomina- 
ción por ser inexacta la otra. 

2. Aun es objeto de controversia y du- 
das para la generalidad, la conveniencia 
de la inmigración de esta nueva raza en 
los campos de la Isla: la urgente necesi- 
dad de proveer de momento á las nuevas 
fincas que se fomentaban y al desarrollo 
de las antiguas en la elaboración del azú- 
car, predominó sobre todas las otras con- 
sideraciones. La real junta de Fomento 
tuvo la iniciativa, y en 1847 se verificó 
lá primera de las importaciones de esos 
colonos. 

3. La real orden de 3 de Julio de 1847, 
no solo aprobó el pensamiento, sino que 
dió reglas para que se mejorase el proyec- 
to de inmigración: efectivamente, el go- 
bierno de S. M. dice én ella que tenia en- 
tendido que la real junta había celebrado 
una contrata para traer de China 600 co- 
lonos, cuyo pensamiento • hallaba plausi- 
ble, por haber acreditado la experiencia 
que eran dóciles, laboriosos, frugales, mo- 
rigerados y duros para las fatigad del cul 
tivo de la caña. Esta experiencia se refe- 
ría á nuestras colonias asiáticas, á que se 
agregó la razón política de la forma de su 
gobierno. La constitución monárquica de 
los países de su procedencia y el respeto 
al principio de autoridad, eran razones que 
alejaban los temores que ocasionaría otra 
clase de colonos. S. M. no se contentó con 
aprobar el proyecto, sino que reproducien- 
do el celo y la humanidad histórica en 
nuestra antigua legislación, recomendó 
fuesen tratados los colonos cou los mira- 
mientos, que la religión y la humanidad 
exijen, trayéndose también mujeres, ocu- 

ándose el gobierno local desde luego de 

iscutir la conveniencia de que se» mezcla- 
sen ó no con la gente de color, y pregun- 
tando al capitán general si seria ó no o- 
portuna la creación de un protector de a- 


siáticos, como lo son en las Filipinas los 
fiscales de las audiencias. 

, 4. Introducidos de hecho esos colonos se 

r encontraron los inconvenientes de todos 
los ensayos: esos hombres poseedores de 
| una civilización adelantada aunque no a- 
| náloga á la nuestra, no podían ser trata* 
¡ dos como los bozales de Africa. Los ho- 
micidios rebeliones y resistencias sé repi- 
tieron, en las fincas de unos hacendados, 
mientras que otros mas expertos, usando 
de medios prudendentes lograron mejores 
resultados. Gran parte de los inconvenien- 
tes provenían de la falta de intérpretes. En 
el día, por mas que aun se conserven mu- 
cbbs que dudan de la bondad de estos co- 
lonos, son menos frecuentes los primitivos 
tropiezos, y débese en gran parte á que 
hay ya capataces intérpretes. 

6. En la real junta de Fomento se pre- 
sentaron mociones con el fin de hacer tra- 
bajar á los colonos que se resistian, y co- 
mo resultado de esa necesidad se deseó la 
formación de un reglamento de colonos. 
Sin embargo, hasta pricipios de 1849 no 
se publicaron las reglas deseadas, y esto 
lo impulsó el nuevo proyecto de inmigra- 
ción ae colonos de Y ucatan en que se pen- 
só, y de que se hizo un ensayo. No obs- 
tante, el reglamento del Excmo. Sr. con- 
de de Alcoy de 10 de Abril del citado a- 
ño, tuvo por objeto principal y expreso 
en la circular con que se comunicó á quie- 
nes correspondía, dar reglas para vencer 
los obstáculos que encontraban los hacen- 
dados en el manejo de la raza asiática. El 
reglamento contiene tres secciones; la pri- 
mera trata de asiáticos: la segunda, de yu- 
catecos, y la tercera, contiene disposicio- 
nes generales á ambas clases. Hoy este 
documento es histórico porque deben regir 
disposiciones posteriores de que hablare- 
mos mas adelante. 

6. Coñtinuando la escasez de brazos, y 
encontrando inesperados obstáculos inter- 
nacionales la colonización de yucatecos, 
creoió el interes de la inmigración asiáti - 
tica. El buen resultado obtenido por al- 
gunos hacendados, con ser los menos, con- 
tribuyó no obstante á fomentar el espíri- 
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tu* de empresa y lucro para acometer nue- 
vos proyectos. La casa de comercio de 
Villoldo, Waldrop y compañía propuso 
á la real i unta de fomento la introduc- 
ción de 6 á 8000 asiáticos,. bajo condi- 
ciones favorables á la real junta, que 
venia á ser la garantizadora de fos pedi- 
dos de hacendados que se comprometían 

{ )or escritura a recibir ese numero de co- 
onos en los lotes que cada cual creía con- 
veniente. Apoyada la solicitud ppr hacen- 
dados, á que coadyuvó la junta, se . oyó 
á las autoridades y corporaciones del país, 
y Tué todo elevado al gobierno supremo 
j>or el capitán general con su aprobación, 
autorizando préviamente la introducción 
de 3000 asiáticos. Las condiciones de su 
contrata fueron que no había de exijirse 
á los hacendados mas de 125$ por coloso; 
que habían estos de servir por 4 años y 
otras de menos importancia. 

7. Estimulado el interes individual, se 
presentaron varias solicitudes en que 
solo se pedia la concesión sin garantías de 
la real junta. 

8. Hemos visto que en la real órden de 
3 de Julio de 1849 sometió el gobierno 
de S. M. ¿ exánien si oon vendría nombrar 
un protector á los asiáticos como lo tie- 
neu los esclavos en los síndicos de los a- 
yuntamientos. El gobierno local, en vista 
de los antecedentes que reunió, informó 
al supremo en 14 de Abril de 1852, que 
no con venia encargar á los fiscales de las 
audiencias de ese cuidado. 

9. Elevados todos los antecedentes á 
S. M. se sirvió expedir la siguiente 

R. O. de 16 de setiembre de 1862, decla- 
rando necesaria la autorización del go - 
— bierno supremo para introducir asiáti- 
cos en Cuba r con otras prevenciones . 

Excmo. Sr. — En vista de la carta docu- 
mentada del antecesor de V. %, número 
168, de 14 de Abril último, en que remi- 
te testimonio del expediente instruido so- 
bre la introducción en esa Isla de 6 á 8000 
colonos asiáticos con destinó á la agricul- 
tura; S. M. la reina, de conformidad con ¡ 
lo consultado por el consejo de ministros, 
ha tenido á bien disponer. 

1. ° Que estando ya' concedido el per- 
miso para la introduocion de 6000 de. 
los expresados colonos á las dos casas de I 
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comercio que se citan en la mencionada 
carta; hallándose hace meses en el Asia 
los comisionados para las contratas, que 
habrán hecho los gastos y anticipos cor- 
respondientes, y siendo incuestionable la 
falta de brazos que se nota para los tra- 
bajos de la agricultura y la urgente nece- 
sidad de remediarla, se aprueba lo dis- 
puesto por el referido antecesor de V. E. 
con acuerdo de la junta de autoridades y 
bajo las condiciones y reglas establecidas. 

2. ° Que en lo sucesivo para conceder 
en esa Isla nuevos permisos de introduc- 
ción de asiáticos, preceda consulta y au- 
torización del gobierno supremo. 

3. ° Que se proceda sin demora á la 
revisión del reglamento de 10 de Abril 
de 1849, aprobado en 3 # de Marzo del 
siguiente auo, ó á la formación de otro 
nuevo en* que se fije todo lo relativo al 
buen trato que deberá darse á los' colo- 
nes chinos desde la salida de su pais has- 
ta su regreso, como también sus obliga- 
ciones y las demas particularidades con- 
cernientes á su mejor réjimen, cuyo regla- 
mento deberá dirijirse al gobierno para 
su aprobación, pudiendo, sin embargo, re- 
jir intei mámente, si hubiese comenzado 
ya la introduceion de asiáticos, y bajo con- 
cepto de que es la voluntad de S. M., con- 
formándose con el parecer terminante de 
la junta de autoridades, que en manera 
alguna han de tener los fiscales de la au- 
diencia el carácter de protectores de chi- 
nos, sino que deberán ejecutar este cargo 
los tenientes gobernadores de los distritos 
respectivos, bajo la inspección y dependen- 
cia del gobernador capitán general, á quien 
acudirán cuando fuese precisa su inter- 
vención para contener los abusos de los 
patronos.” 

10. Tan pronto como se recibió esa so- 
berana resolución, se ocupó el gobierno 
local, oyendo á las autoridades y corpora- 
ciones, de formar un extenso reglamento, 
que terminado, estaba ya á punto de pu- 
blicarse cuando tomó el mando de la Isla el 
Excmo. Sr. marques de la Pezuela. Antes 
de que sucediera se recibió la 

R. O. de 16 de enero de 1853, mandan- 
do ampliar el expediente de coloniza 

cion a iática. 

. He dado cuenta á la Keina de la carta 
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de V. E., núm. 42, fecha 20 de Mayo del 
año próximo pasado y de la instancia que 
acompaña de D. Manuel B. Pereda, pi- 
diendo se amplié hasta el de 6000 el per- 
miso que obtuvo de introducir 8000 co- 
lonos asiáticos, como asimismo de igual 
solicitud elevada por la casa de Yillol- 
do y Wardrop en 1. ° de Octubre úl- 
timo, cuya copia es adjunta. Y en vis- 
ta de todo y de los antecedentes, ha te- 
nido á bien S. M. resolver, de conformi- 
dad con lo manifestado por el consejo de 
ultramar: 

1. ° Que se esté ahora á lo dispuesto 
en real orden de 16 de setiembre del mis- 
mo año. 

Y 2. ° Que teniéndose presente la opi- 
nión, tanto de Y. E. como de su antece- 
sor, de la mayoría de la audiencia y de la 
junta de autoridades, que se inclinan á 
que sn declare libre la introducción de ta- 
les colonos; estimando grave ademas el a- 
sunto, y no hallando en el expediente a- 
cerca de los 6000 últimos el lleno de da- 
tos necesarios para una resolución acerta- 
da, pues' si bien resulta justificada la esca- 
sez progresiva de brazos, no así el que 
los colonos chinos puedan sustituir á la 
población negra en las fincas agrícolas, ni 
menos la moralidad y cualidades de los 
asiáticos, sobre lo cual los informes son 
del todo ‘Contradictorios; y considerando 

S or tanto finalmente, que aunque parece 
egado el caso de proveer con urgencia á 
la enunciada falta de que empieza á re- 
sentirse la agricultura de esa Isla, no se 
lian ilustrado convenientemente todavía 
las cuestiones política y religiosa que van 
envueltas en la inmigracionlibre indefini- 
da de una nueva raza activa ó intelijente, 
que no profesa la religión católica; consi- 
guiente á cuanto se deja expuesto, queda 
cometido al celo de Y. E. el que se ocupe 
desde luego en reunir los datos y observa- 
ciones que suministren los chinos introdu- 
cidos según la última concesión, y que o- 
yóndose á la real audiencia pretorial, al su- 
perintendente de hacienda, al general de 
marina, al M. R. arzobispo de Cuba, al 
R. obispo de la Habana, y demas perso- 
nas que tenga Y. E. por conveniente, ins- 
truya el expediente mas oportuno para di- 
lucidar los puntos dudosos que van réfe- 
lidos; cuyo expediente con su propio in- 
forme, y fijando en su caso hasta qué nú- 


mero y en qué términos podrá permitirse 
la repetida inmigración, lo remita Y. E. 
cuanto antes para la resolución suprema, 
al mismo tiempo que el huevo reglamen- 
to que en la precitada órden de Setiembre 
se mandó formar sobre todo lo relativo al 
buen trato de los chinos desde la salida de 
su pais hasta su regreso al mismo” 

11. Instaba la real junta de Fomento 
or la publicación del reglamento aproba- 
o y se hallabaen informe de la. Hacienda, 

cuando apareció en los periódicos de la 
Habana la ordenanza de oolonos de 23 de 
Diciembre de 1853: en ella se abrazan to- 
los los de distintas procedencias, y ocupa- 
rá nuestra atención en el artículo Colo- 
nización. 

12. Continuada la instrucción del ex- 
pediente mandado ampliar por real órden 
de 16 de Enero de 1853, en el cual se han 
reunido importantes datos y luminosos 
informes, es .muy probable que se haya e- 
levado ya á la soberana resolución. Entre- 
tanto se ha recibido la siguiente 

R. O. de 6 de febrero de 1 856, aoncedien- 
do autorización a D. Manuel B. Pere- 
da para introducir 1 0000 colonos asiá- 
ticos , la sextaparte hembras , extendién- 
dose el plazo de la concesión á todo el 
afío de 58. 

Primera secretaría de Estado— Ultra- 
mar. — Número 54. — Excmo. Sr. — Yista 
la carta de Y. E., número 46. de 22 de 
Octubre del año próximo pasado, y la ex- 
posición de D. Manuel Bernabé de Pereda 
á ella adjunta, en solicitud de que se am- 
plié á su favor hasta el año de 1860 el tér- 
mino dentro del cual, con arreglo al art. 
1. ° del real decreto de 22 de Marzo de 
1854, puede importar en esa Isla colonos 
asiáticos, y visto asimismo el decreto de 
Y. E. de Í0 de Octubre último, la reina 
(q. D. g.) se ha servido conceder al expre- 
sado Pereda autorización para introducir 
10000 colonos asiáticos, la sexta parte 
hembras, y extender el plazo de la conce- 
sión á todo el año de 1858, según ante- 
riormente se otorgó á D. Rafael Rodríguez 
Torices. Asimismo es la voluntad de S. 
M. se recuerde á Y. E. el informe pedido 
por real órden de 17 de Julio del año úíti- 
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mo acerca de los resultados que haya de 
producir la Colonización asiática, no dan- 
do curso mientras tanto á petición alguna 
en que se solicite la modificación del real 
decreto de 22 de Marzo ya mencionado. — 
De real órden lo digo á Y. E. para su co- 
nocimiento y efectos correspondientes.— 
Dios guarde á Y. E. muchos años. Madrid 
6 de febrero de 1856. — Zabala . — Señor 
gobernador capitán general de la isla de 
Cuba. 

13. En las contratas de los asiáticos, 
que se redactan en chino y en castellano, 
se someten estos c aí reglamento de 22 de 
Marzo de 1854, que es la fecha del defi- 
nitivamente aprobado por S. M., y tanto 
la autoridad superior civil de Cuba, como 
el gobierno supremo por medio de sus 
cónsules, cuidan del cumplimiento de di- 
cha soberana disposición, de la cual ha 
prescindido recientemente algún empre- 
sario, exponiéndose á ser corregido de u- 
na manera poco lisongera, y produciendo 
una resolución, que aun cuando corres- 
ponde al artículo Colonización y á los 
Anales de 1858, adelantamos su publi- 
cación por la oportunidad con que se ha- 
publicado mientras estábamos ocupados 
de esta materia: es la siguiente: 

D. del G. de 19 de abril de 1358, decía - 

raudo nulas las contratas de colonos en 

lo que sean contrarias al reglamento de 

1855. 

Secretaría de gobierno. — Visto el expe- 
diente promovido por el colono asiático 
Eloy, á cargo de D. Joaquin García An- 
garica, para redimir su contrato por tener 
fondos disponibles al efecto en la caja de 
Ahorros; y la dificultad que se ha ofreci- 
do con motivo de haber renunciado dicho 
colono al firmarla el derecho que para e- 
11o le conceden los artículos 27 y 28 del 
reglamento publicado en 1854: 

Considerando que dicho derecho y los 
demas establecidos por el citado reglamen- 
to en beneficio público y de los colonos 
no pueden renunciarse por estos' porque 
son medidas gubernativas dictadas con 
miras de interes general en favor de los 
que no están en disposición de conocer 
toda su importancia, cometiéndose por lo 
tanto un verdadero abuso pór parte de los 


empresarios, que mas al alcance de ellos, 
no han debido ni pueden separarse al for- 
mar las contratas, de lo que por aquel se 
dispone. 

Óido el voto consultivo del real Acuer- 
do y de conformidad con su parecer, he 
venido en resolver lo siguiente: 

Todas las modificaciones introducidas 
en las contratas de los colonos separándo- 
se de las bases establecidas en el regla- 
mento de 1854, aun cuando aquellos ha- 
yan intervenido renunciando los derechos 
que el mismo lo concede, son nulas y de 
ningún valor y efecto. 

Habana 19 de abril üe 1858. — José de 
la Concha . 

14. En este mismo año de 1858 se ha 
publicado otra disposición, conforme a la 
cual, considerando sin duda el gobierno ' 
con previsión laudable los inconvenientes 
que la libre admisión de Jos naturales de 
China, como domiciliados, podría produ- 
cir para lo sucesivo en las antülas espa- 
ñolas, impone la obligación de solicitar 
un permiso especial para que los colonos 
chinos permanezcan en esta tsla, una vez 
terminados ó rescindidos los contratos, en 
virtud de los cuales hayan sido introdu- 
cidos. A continuación la insertamos: 

D. del G. de 3 de mayo de 1 858, prohi- 
biendo la permanencia en esta Isla de 
los chinos cumplidos . . 

Secretaaía de gobierno — Declaradas por 
resolución de este gobierno superior civil, 
fecha 19 de abril próximo pasado nulas 
y dé ningún valor ni efecto 1^ cláusulas 
y condiciones que hayan podrao intro^u v 
cirse en los contratos de los colonos con- 
tra lo dispuesto en el reglamento aproba- 
do por S. M. en 22 de marzo de 1854 pa- 
ra su introducción y régimen en esta Isla, 
ó separándose de las bases establecidas 
por el mismo, se hace necesario dictar u- 
na disposición que determine y fije la si:, 
tuacion de dichos colonos una vez termi- 
nados sus contratos. 

A este fin, visto lo prevenido en el art % 
55 del reglamento citado, ó ínterin se dig- 
ne S. M. resolver la consulta que sobre el 
particular he acordado elevar á su supe- 
rior conocimiento, se guardarán y cum- 
plirán las disposiciones siguientes: 
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1. * Los colonos chinos no podrán per- 
manecer en esta Isla una vez terminados 
6 rescindidos conforme al reglamento vi- 
gente, los contratos en cuya virtud frieron 
introducidos en ella, sin permiso expreso 
del gobierno superior civil. 

2. °* Para que e3te permiso pueda con- 
cederse, les colonos presentarán con la 
necesaria antelación y por medio de sus 
patronos sus solicitudes al gobernador ó 
teniente gobernador de la jurisdicción en 
que residan, quien reuniendo los antece- 
dentes necesarios acerca de la conducta y 
demas circunstancias de los interesados, 
les dará curso con su informe. 

3. * Los colonos que no obtuvieren del 
gobierno el permiso necesario para per- 
manecer en la Isla, inmediatamente que 
terminen <5 rescindaii sus contratos, serán 
remitidos por su cuenta al pais de que 
procedan o al que eligieren para residir 
füera de esta Isk y la de Puerto Rico. 

Al efecto los patronos darán oportuna- 
mente cuenta al gobernador ó teniente go- 
bernador de su jurisdicción délos colonos 
que terminen ó rescindan sus contratos, 
e inmediatamente de los que en la actua- 
lidad se hallen en este caso. 

4. * Las disposiciones precedentes no 
comprenden á los colonos, que al termi- 
nar sus primitivos contratos se hubieren 
contratado 6 en lo sucesivo se contrata- 
ren de nuevo; pero les comprenden abso- 
lutamente y la observarán al terminar los 
nuevos contratos sobre los cuales ha de 
recaer la aprobación del gobierno. Haba- 
na 8 de mayo de 1858 .— José de la Concha . 

(O. déla H. del 6), 


15. Hase extendido la creencia de que 
la raza china es mas criminal que las de- 
más de que se compone la población cu- 
bana, porque es muy notable la despro- 
porción que hay entre las ejecuciones ca- 
pitales de chinos y las de los demas, sien- 
do él número de aquellas igual 6 mayor 
quizás que el de todas las restantes uni- 
das. Merece en nuestro concepto esta ma- 
teria un serio estudio, al cuál invitamos 
i las personas competentes para hacerlo, 
renunciando nosotros por ahora á dio por 
falta de tiémpo, y contentándonos con ini- 
ciar la cuestión. 

16V El limo. Sr. D, Ignacio G f Oliva- 
res, con la superioridad de talento que le 


distingue, nos suministra los primeros da- 
tos y las consideraciones primeras que so- 
bre esta materia han llegado á nuestra no- 
ticia, los cuales vamos á consignar en esta 
obra textualmente copiados, porque seria 
difícil mejorarlos. Helos aquí. 

17, “Esto nos atrae naturalmente al es- 
tudio de la estadística criminal, con rela- 
ción á los chinos; estudio importante, co- 
mo todos los que puedan conducir á la a 
certada resolución del gran problema de 
los brazos, que la isla de Cuba demanda 
con urgencia. Fijemos primero el número 
de chinos hasta ahora introducidos. Fue- 
ron lo» siguientes: 

En 1846, trajo la junta de Fomen- 
to, como por viade ensayo . . . 600 

En 1853, la casa de comercio de 
Villoldo, Waldrop y compañía 

introdujo 2900 

Y la de D. Manuel Pereda en 53, 

54 y 55 6376 

Suma 9876 


18. De los 6876 introducidos por el últi- 
mo, murieron 913, y guardada proporción 
debieron haber muerto 484 de los otros 
Rebajados estos muertoc, la población 
china existente en 1855 debió ser de 8489, 
sobre poco mas ó menos. Yeapios ahora 
cuántos fueron los delitos por estos come- 
tidos. Ascienden á 90; es decir, que están 
en razón del número de chinos como de 
10’6 á 1000. 

19. “Comparemos ahora con esta, la 
criminalidad dé las demas razas libres que 
pueblan la Isla. El número de los blancos 
asciende á 561096, y el de los de color 
libres á 201388. De los delitos cuyos per- 
petradores pudieron ser descubiertos, cons- 
ta que fueron cometidos por personas 
blancas 2328 y por las libres de color 912. 
La criminalidad de los primero'» está por 
consiguiente en razón de 4*1 á 1000 y la 
de los segundos en la de 4*5 á 1000. Con 
siderada, pues, la criminalidad de las tres 
razas con relación al número en globo de 
los delitos por una y otra cometidos^ es 
mayor en mas de un duplo la de la asiá- 
tica, que cualquiera de las otras dos, si 
bien no será inútil advertir, que esta di- 
ferencia disminuiría, aunque poco, si hu- 
biesen podido averiguarse los autores dé 
los delitos que no podemos achacar á nin- 
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guna de las tres, porque no fueron des- 
cubiertos. 

20. “Pero si investigamos la clase de 
delitos por los chinos perpetrados, obser- 
varemos que de la suma total de 90, a que 
ascendieron, 62 consisten, en suicidios 55 
y conatos de suicidios 7; homicidios 9, y 
robos y hurtos simples solo 5; uno de los 
primeros y 4 de los segundos. Resulta, 
pues, que aquellos entran por más de las 
dos terceras partes en la totalidad. No e3 
difícil conocer las causas, que al suicidio 
los arrastran, y no lo será tampoco acaso 
remediar este grave mal para lo sucesivo. 
Los chinos pertenecen á una nación, cu- 
yos habitantes no consideran como un 
crimen el matarse á sí mismos. Creen por 
el contrario que están en su derecho pri- 
vándose de la vida cuando ha dejado de 
serles agradáble, y hasta extrañan que se 
pongan obstáculos al ejercicio de lo que 
ellos mirán como una facultad de que no 
puede privárseles. Vónse lejos de su país, 
cuyo recuerdo es para todos tan grato, 
rodeados de personas- que no conocep, so- 
metidos á un trabajo mas duro y á una 
disciplina mas severa de lo que tal vez 
creían cuando se contrataron; se encuen- 
tran con que su salario por la carestía de 
la Isla es mas reducido de lo que pensa- 
ban, y pierden lá esperanza de hacer ahor- 
ros que les permita volver, concluido su 
compromiso, al suelo natal. ¿Qu 6 tiene de 
extraño que bajo tales circunstancias re- 
curran algunos al suicidio, principalmen- 
te si se tiene también en cuenta que mu- 
chos están dominados de los detestables 
vicios del juego y de La embriaguez por 
medio del opio, y que nuestros mayorales 
no saben todavía gobernarlos con el tino 
y la prudencia que se necesitan? - La ins- 
trucción religiosa, la mejora de sus cos- 
tumbres, y un trato mas acomodado á sus 
cultura relativamente adelantada, harán 
sindudaqueconel tiempo cese ó -disminuya 
la propensión al suicidio, y tendrán los ha- 
cendados en esa raza un recurso no despre- 
ciable para suplir la faltade brazosque sus 
fincas piden con apremiante necesidad. 

- 21. “De todo lo dicho sobre este parti- 
cular resulta que, si bien la inmigración 
china contribuye algo al aumento ae deli- 
tos que se observa en el año de que nos 
ocupamos, no es bastante para su comple- 
ta explicación, pues que aun rebajados f 


los 90*por ellos cometidos y los 67 proee- 
dentes v de los juzgados especiales, queda 
un exceso de 528, que será neces irio atri- 
buir, ó á las oscilaciones peculiares á es- 
tos hechos, cuando se comparan entre sí 
dos años sucesivos, ó á una persecución 
mas eficaz y efectiva, que llevó á los juz- 
gados y tribunales delitos que antes ge 
les ocultaban.” 

(Dieeurso de la apertura de la A udiencia, de 1856) 

22. “En nuestro anterior discurso de 
apertura hemos hecho algunas observacio- 
nes sobre la criminalidad de la raza chi- 
na, y conviene continuarlas por la influen- 
cia que puede ejercer en la acertada reso- 
lución del gran problema de los brazos. 
Hemos calculado entonces que la pobla- 
jeion china, á la sazón existente en la Isla, 
era de 8489; durante el año de 1856*. se 
introdujeron según los datos oficiales que 
se nos han proporcionado por la secreta- 
ría política, 4650, sin contar los 300 qué 
entraron en los últimos dias del año, por- 

ue por su reciente inmigración, no pu- 
ieron dar lugar todavía á ninguna délas 
causas criminales de cuyo eximen nos es- 
tamos ocupando. Serian, pues, 13139 los 
chinos existentes en la Isla durante el a- 
ño de 1856, si no hubieran fallecido algu- 
nos. Calculando su mortandad en el 10 
por 100 por los mayores riesgos que su 
vida corre con la aclimatación, cambio de 
hábitos &c., y haciendo la correspondien- 
te rebaja de aquel número, quedan redu- 
cidos I 03 13139, á 11825. 

23. “Veamos ahora los delitos que es- 
tos 11825 chinos cometieron durante el 
año de 1856, pof el número de causa* que 
contra ellos se formaron. Fueron, según 
nuestra estadística 1299 por homicidio, 
10 por heridas y riñas; 6 por huí tos sim- 
ples; 1 por robo, 2 por insurrección en las 
fincas; 92por suicidio y 9 por haberlo in- 
tentado. Comparados los 129 delitos con 
la población china mencionada, resultan 
10*9 por cada 1000 chinos; v como el año 
anterior la proporgbn fué ae 10*0, apare- 
ce el pequeño aurjStto de 0’8 por 1000. 

24. “Pero de lo¡^L29 delitos, los suicK 
dios y conatos entran por 101, esto es,£’p 
por 1000; los homicidios, heridas y riñas, 

or 1*6 por 1000, y los restantes por solo 
’5 por 1000. Quiere decir, que sustancial- 
mente, la naturaleza de la criminalidad 
en la raza china, sigue siendo la misma 
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que en el año anterior; y las observacio- 
nes que entonces hicimos son por consi- 
guiente aplicables aí presente año, y no 
las referiremos por evitar repeticiones. 
Muy conveniente seria que los patronos 
procuraran con estos datos, estudiar me- 
jor el carácter de los chinos que tienen á 
su cuidado, y reformando el sistema de 
disciplina que hasta ahora siguieron, neu- 
tralizar en lo posible esa funesta propen- 
sión al suicidio que en ellos se observa. 

(Dinc.de 1857.) 

25. “El aumento que va recibiendo la 
inmigración china (que será mucho ma- 
yor si el gobierno superior se digna resol- 
ver en sentido favorable á ella el expe- 
diente que según se dijo se le ha remitido 
por el Sr. gobernador superior civil) y 
su importancia para la agricultura del 

S ais apremiada por la escasez y carestía 
e brazos, me ha hecho estudiar en los 
dos años anteriores su criminalidad, que 
ha de ser uno de los datos necesarios pa- 
ra resolver con acierto tan importante 
cuestión: continuaré en este también el 
mismo estudio, fijando el número de chi- 
nos que debe haber en la Isla, y el de los 
delitos que cometieron en 1857. A 
11825 ascendían aquellos á fines de 1856, 
según podrá verse en mi anterior 
discursó. Entraron en 1857, como 
aparece del estado que acompaña, 
5850, á los que hay que agregar 
800 que por la razón manifestada 
en aquel discurso no se tomaron 
en cuenta el año próximo pasado. 
Son, pues, 

6150 que unidos á los 11825 componen 

la suma de' 

17975 Deducidos de estos el 10 por 100 

en que se calcula la mortandad, 
1797 la población china de la Isla eñ 

1857 asciende á 

1 6178 

26. Cometieron los siguientes delitos 
con el número de reos que á continuación 


se expresan: 


Reos. 

Suicidio y. . 

142 

142 

Conatos de idem 

13 

13 

Homicidios . . . 

10 

33 

Hurtos simples ....... 

' 8 

16 

Heridas leves 

7 

15 

Idem graves . 

1- 

1 

Total 

181 

220 





27. “Comparando el número de chinos 
existentes con los delitos cometidos, apa- 
rece que están en la, proporción dell’l 
por 1000, algo mas que en el año de 1856 
que fué de 10*6. Pero examinemos los por- 
menores. Los homicidios y heridas gra- 
ves y leves están en razón de l’l á 1000, 
menos que el año de 56, que fué de 1’6; 
los hurtos simples de 0’4 á 1000; los sui- 
cidios y conatos de 9’5 á 1000 contra 8’5. 
El aumento está, pues, en los suicidios ,y 
á evitarlo deben dirigirse los esfuerzos de 
los patronos. Los individuos de esta raza 
tienen tan poco apego á la vida y tanta 
afición al opio, que no debe causarnos ad- 
miración su propensión al suicidio. Re- 
cien llegados á un país extraño, sometidos 
á un trabajo constante, ignorantes de 
nuestro idioma é imposibilitados por lo 
*nismo de hacerse entender y de que los 
entiendan, buscan en el suicidio, por me- 
dio del opio regularmente, el término de 
males que su imaginación abulta, tal vez 
por haber venido con ilusiones que no 
puedan realizarse. La instrucción religio- 
sa, poco trabajo durante los meses de acli- 
matación, cumplimiento exacto despües 
de las obligaciones para con ellos^ contrae, 
das, estímulo por medio de premios á los 
que se conduzcan bien, y justicia recta pa- 
ra los que falten á sus deberes, son en mi 
concepto los medios de evitar, así el sui 
cidio como los homicidios, únicos delitos 
por los que se distinguen de las demas ra- 
zas que pueblan la Isla.” 

28. Antes de dejar esta materia debemos 

hacer una observación que merece fijar la 
atención de los hombres pensadores. Son 
los naturales de China tan fáciles y dis- 
puestos para matar á ¿tros como para aca- 
bar con su propia existencia; pero á los 
homicidios perpetrados por los hombres 
de esa raza, acompañan por regla general 
las circunstancias siguientes: — 1. Que 

se cometen por mas de dos contra uno. — 
2. * Que todos se confiesan reos expon - 
táneamente, — 8. * Que ninguno declara 
quien es el autor principal, el que conci- 
bió el pensamiento, el que indujo á los 
demas á cometer el crimen, el que dió el 
primer golpe; sino que todos se reconocen 
culpables solidariamente. 

29. Estudiando las causas de esa coin- 
cidencia, y suponiendo que por ser tan 
general, debería traer su origen ó tener 
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apoyo en la jurisprudencia de los tribu- 
nales chinos, en las costumbres de aquel 
remoto pais, ó en su legislación; encon- 
tramos en el código chino dos secciones 
que pueden ilustrar esta materia, que, se- 
gún su tenor (1), y por regla general, en ca- 
da delito noseimponetoda la pena de la ley 
mas que á un solo reo que se* considera 
autor ó .motor principal, imponiéndose o- 
tras mas suaves á los coautores, que lla- 
man cómplices 6 accesorios, salvas- las ex- 
cepciones adoptadas para delitos especia- 


les que se castigan con toda severidad. 
Así se explica la sorpresa que causa á los 
asiáticos ver ejecutar dos ó mas reos de un 
solo homicidio, porque adquirieron desde 
su niñez la idea de que por una muerte 
ño debe matarse mas que á un hombre. 
También vemos en el citado código que 
se considera circunstancia atenuante la 
presentación voluntaria del reo á la justi- 
cia, y por identidad de principio es pro- 
bable que la confesión surta el mismo e- 
fecto, — 


(1) CODIGO PENAL CHINO. 

SECCION II DE LA PRIMERA DIVISION. 

De la atenuación de las penas. 

Mochas consideraciones harán atenuar las pe- 
nas. Cuando nn delito haya sido cometido á la 
vez por mas de una persona, será castigado como 
el principal motor quien lo haya propuesto; y no 
siendo considerados las demas sino como cómpli- 
ces accesorios , sufrirán un grado menos de pena. 

En el caso en que un culpable se entregase él 
mismo á la justioia, habiendo sabido que se había 
entablado acusación contra él, el culpable tendrá 
derecho de obtener dos grados de atenuación en 
la pena que haya merecido. 

SECCION 80. 

Distinción entre el autor principal 
. del crimen y los accesorios 5 cóm- 
plices. 

Cuando son culpables de un delito muchas per- 
sonas, sera considerada como el principal motor la 
primera que propuso su comisión; y sufrirá como 
tal, la pena que las Jeyes marcan, en toda su ex- 
tensión; los demas que contribuyeron á cometerle 
sufrirán la pena en un grado inferior, y su com- 
plicidad oslo que se llama accesorio. 

Cuando los que han cometido el delito son 
miembros de una misma familia, sufrirá solo la pe- 
na el mas anciano 6 jefe de ella; pero si, éste tie- 
ne mas de 80 años, ó no puede soportarla por ra- 
zón de sus enfermedades, recaerá entonces sobre 
sn mas próximo heredero. 

Cuando el delito cansa un mal directo á nn in- 


dividuo en su persona ó en sus bienes, serán cas- 
tigados todos los culpables, tanto el principal oo- 
mo los accesorios, según los casos ordinarios y en 
la forma antes establecida. 

Cuando la posición relativa de los que han co- 
metido nn dblito hace diferente bu sqjecion á la 
pena, el mas culpable la sufrirá como principal en 
el delito que cometió por sí mismo ó que haya 
hecho cometer, y los cómplices no serán castiga- 
dos como accesorios, sino por la parte de culpa- 
bilidad que tienen en el delito que hubiesen come- 
tido aun en lugar del mas culpable ó principal. 
Por ejemplo: cuando un hombre induzca á un ex- 
traño á pegar á su hermanó mayor, este hermano 
menor será castigado con 90 palos y dos años y 
medio de destierro, por el delito cometido en 
su hermano mayor, y el extraño no sufrirá mas 
que 20 palos, como en las agresiones ordinarias. 
Así también, si entre parientes induce el mas jó- 
ven á un extraño á robar 10 onzas de plata que 
pertenezcan ásu familia, no jjerá castigado mas 
que copio si hubiese dispuesto de semejante suma 
sin permiso de sus parientes, mientras que el ex- 
traño lo será como en el caso de robo ordinario. 

Cuando la ley no dice en términos precisos 
que la pena sea impuesta igualmente á todos los 
delincuentes, se entenderá que uño solo debe 
sufrirla como principal , y las demas como ac- 
cesorios. Pero en todos los casos en que se trate 
de entrar en los palacios imperiales, de posar clan 
destinamente las fronteras del imperio, ó de sus* 
traerse al servicio del gobierno. 6 se cometa un a- 
dulterio y otros delitos de la misma naturaleza, 
los reos sufrirán individualmente la pena sin 
ninguna distinción del principal y de los accesorios. 
{Leyes fundamentales del código penal de la Chi- 
na, traducidas del chino por Sir Georges Tho- 
mas Stawton. — París. — 1812). 
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ASISTENCIA Facultativa castriník — 
V. Sanidad militar. 

ASOCIACION. 

SUMARIO. , 

Esta palabra tiene dos acepciones. — Puede mirar- 
se como principio ó como contrato. — Sir.'ede 
objeto á ciencias que se ocupan del estudio 
del hombre. — En su primera y mas general a- 
eepeion toca á la moral y á la política. — En su 
calidad de contrato pertenece al derecho, ya 
sea civil, comercial 6 administrativo. — Las so- 
ciedades miradas como contrato bajo sus dis- 
tintas formas y categoría, su régimen y orga- 
nización, las obligaciones que imponen, el mo- 
do de terminarlas y liquidarlas, y la forma en 
(pie habrán do dividirse serán objeto de otros 
# artículos en el lugar correspondiente de estao- 
bra. — Lo serán también de otro especial el de j 
las sociedades ilícitas, para solo ocuparse en es- 
te de la asociación como principio. — A su ley 
está siyetá la especie humana. — Estados suce- i 
si vos por los cuales esta pasa pará llegar al de 
alta civilización en (pie hoy se encuentra. — 
Porqué se ha considerado el estado salvaje co- 
mo el primitivo. — Esta opinión adoptada por 
un escritor elocuente. — Sus motivos. — Su error 
combatido. — Lo que supone el haber sido pre- 
miado por una academia. — El hombre produc- 
to de una asociación. — Origen de lá familia, y 
como de ella deriva la sociedad. — Condición 
del hombre sobre la ¿ierra comparada cotí la 
de los demas séres vivientes, como prueba de 
que ha nacido para la sociedad. — Aun cuando 
el instinto y la natnraleza no le llauiaseir á 
la asociación, la razón sola bastaría para im- 
pelerle á ella como ánico medio de procurarse 
la seguridad personal y la propiedad, los dos 
mas grandes beneficios de que puede gozar la 
especie humana. — Pruebas (fe esta aserción. — 
Si ellas concurren á producir la asociación, es- 
ta re-obra sobre aquella engrandeciéndola y 
mejorándola, creando, en suma, el espíritu de 
asociación. 

1. Esta palabra pertenece á todas las 
ciencias humanas que tienen al estudio 


del hombre por objeto. En su acepción 
general, y mirada como principio, la aso- 
ciación corresponde mas particularmente 
á la moral y á la política, pero si se la 
contempla como contrato pura y simple- 
mente convencional, contraido con miras 
de especulación, y en parte distinto de la 
familia y dé las instituciones públicas y 
domésticas, toca entonces con mas pecu- 
liaridad al derecho, ya sea civil, comer- 
cial ó administrativo, que la abarca den- 
tro de su dominio bajo las distintas for- 
mas de sociedades comunes, generales y 
particulares, comerciales sobre todos los 
ramos de contratación mercantil, cada 
vez mas generalizadas y populares, que 
aunque sujetas en su organización al ré- 
gimen comercial, por su misma colectivi- 
dad y su carencia de toda etiqueta dinás- 
tica, vienen por esencia á corresponder al 
derecho administrativo. 

2. Cada una de estas distintas socieda- 
des, ya comunes, ya mercantiles, bien sean 
colectivas, anónimas ó en comandita, se- 
rán á su vez tratadas y obtendrán un lu- 

ar preferente «n los artículos de esta o- 

ra qué habrán de ocuparse de ellas bajo 
todas sus fases para dar á conocer su na- 
turaleza, régimen y organización; las o- 
bligaciones á que están sujetos los sócios 
entre sí, para con la comunidad, y tam- 
bién respecto de las terceras personas con 
quienes hayan de contratar, las diversas 
condiciones de su existencia, su término 
y liquidación, las reglas con que esta ha- 
ya de intentarse, y el modo y la forma 
con que habrán de dividirse. 

3. En otro artículo y por limitarse 
aquel exámen á las sociedades de obje- 
to lícito, se tratará en particular de las 
ilícitas. 

3. A reserva de entrar entoncesen to- 
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dos los pormenores doetrinalfes^y 'legisla- ciones, y la cuestión debatida después ba- 
tiros referentes á esos contratos de socie- jo todos los aspectos de que es suscepti- 
dad, á fin de darlos á oonocer y apropiar- ble, si bien no podrá nunca hacer olvidar 
los á la inteligencia, no solo del jurista ó al autor, que se conservará siempre como 
del que por su profesión está compróme- uno de los mas distinguidos controvertis- 
tido á profundizarlos masa fondo, sino á tas -de aquella época de duda y demolí - 
los hombres de negocios, á lagoueraüdad ción, al menos es cierto que ni logró en- 
'de las masas en cuanto sea necesario .para toncas convertir á nadie á su creencia, ni 
su propia dirección; habremos de limitar- los hombres abandonaron la sociedad, ni 
nos aquí á contemplarla únicamente bajo hay motivo ahora para volver de nuevo 
el primer aspecto, ó sea no en su calidad á la disensión de Un principio que no pue- 
de contrato, sino como un mero principio de ser en manera alguna disputado, 
general, á cuya ley, por mas de lo que se 7. El hombre es naturalmente el pro- 
haya dicho en contrario, y del particular ducto de una asociación, y debe á ella su 
empeño de algunos escritores distingui- existencia: sin su auxilio perecéria en el 
dos, parece que está sujeta la especie hu- momento ó poco después de haber nacido: 
mana. derivan de allí las familias, v de su con- 


5. Condenada esta á pasar, según el 
testimonio de la historia, por diferentes 
estados antes de llegar al de alta civiliza- 
ción en que hoy se encuentran algunos 

{ meblos, y corriendo con mas ó menos 
entitud del nómade, salvaje ó primitivo 
al de pastores, para alcanzar por último 
el de cultivadores, que es el mas adelan- 
tado en la carrera, y siendo el nómade -el 
que ha precedido á todos ellos, hubo de 
mirarse inconsideradamente ese estado co- 
mo el natural y originario dei hombre, 
reputándose al salvaje el verdadero tipo 
de aquel. Un escritor elocuente del siglo 
pasado, no sabemos decir si conducido 
por el espíritu de paradoja á que natural- 
mente le inclinó su gónio, ó agriado por 
las injusticias de la sociedad, prestó el a- 
poyo de su admirable talento á esta ab- 
surda doctrina, y se propuso conmover 
las creencias comunes empleando á la vez 
todos los encantos de una elocuencia ini- 
mitable y arrastradora, con los infinitos 
recursos que le daba su dialéctica fina á 
la par que artificiosa, y no contento con 
formular una violenta acta de acusación 
contía la sociedad, encuentra hasta en la 
organización física del hombre nuevos 
motivos para establecer los fundamentos 
de su creencia, y trata de inspirar á los 
demas el odio conque él miraba á esa so- 
ciedad de que siempre se alejó con des- 
den. 

6. Su discurso, premiado por una aca- 
demia que no intentó por eso sancionar 
su doctrina, sino reconocer la incontesta- 
ble superioridad literaria del esorifco, fué 
entonces objeto de numerosas impugna- 


junto la sociedad. Dotado de pasiones, en 
necesidad de reproducirse, busca la unión 
conyugal; y como de ella naee la familia, 
la sociedad, que no es mas que su aglome- 
ración, viene por lo mismo á ser como 
instintiva y natural al hombro. Estudian- 
do la condición de este en la tierra donde 
habita, y sobre la cual ejerce un incon- 
testable señorío, y comparando su suerte 
con la de los demás seres vivientes que di- 
viden con él la misma morada, se vé que 
ningún otro viene tan destituido al mun- 
do de todos los medios de procurarse su 
subsistencia. Sin armas ni para el ataque 
ni para la defensa á fin de salvarse de. las 
constantes persecuciones de sus. numero- 
sos enemigos: careciendo de medios con 
que preservarse de lá inclemencia de 
I las estaciones y de la crudeza de los cli- 
I mas; débil y sin recurso en la infancia; 
reducido en la ancianidad á las privacio- 
nes mas duras, y á una debilidad casi 
completa, su situación seria la mas triste 
y miserable si abandonado á sí mismo y 
sin el auxilio de la asociación, hubiese de 
existir en ese estado de funesto aisla- 
miento. 

8. Infeñoi bajo muchos aspectos y 
con especialidad en poder y fuerza fisica 
á una gran parte de susconcriaturas, sen- 
siblemente impresionable á las influencias 
atmosféricas, poco á propósito para dijerlr 
| los alimentos ásperos y groseros que ex- 
» pontáneamente produce la tierra durante 
al menos las dos terceras partes del año, 
y constantemente acosado por el terror y 
por el hambre, su existencia seria una 
prolongada série de sufrimientos, obliga- 
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do á refugiarse, ya en las concavidades de 
la tierra ó en las cavernas de las rocas, 
para venir por último á desaparecer en- 
teramente después de unas cortas y poco 
numerosas generaciones, si en realidad y 
como arrastrado por el poder de la razón, 
no estuviese llamado á vivir en sociedad 
con sus semejantes, y participar con ellos 
en cora tm délos numerosos beneficios que 
á todos debe procurarles la asociación. 

' 9. Apelamos aquí á la razón, porque 

es este uno de los primeros frutos que 
produce, pudiendo desde luego asegurar 
que aun cuando el instinto y la naturale- 
za del hombre no le llamasen á la común* 
asociación, aquella preciosa facultad, pri- 
mer distintivo de su especie, le arrastra- 
ría necesariamente á ella, porque sin este 
socorro, y exclusivamente reaucido cada 
cual á sus propias fuerzas, ni habría se- 
guridad para las personas, ni podría tam- 
poco contarse con la menor garantía para 
la propiedad; dos cosas de suyo inapre- 
ciables, y sin las cuales falta todo incenti- 
vo para el trabajo; y la vida, en vez de 
ser un beneficio, se convertiría en una 
carga insoportable. El porvenir perdería 
irrevocablemente para el hombre todo su 
interes, y no contando con la vijilancia 
pública para servir de custodia y asegu- 
rarle en el goce del producto de sus tra- 
bajos y fatigas, tendrían estas que limi 
tarse á lo mas absolutamente preciso, y 
habría que renunciar entonces al adelan- 
tamiento y la perfección de las obras. 

10. Unicamente la asociación es laque 
puede asegurar al hombre el <5ampo que 
cultiva y la labor que ha salido de sus 
manos, ya que en su sola condición indi- 
vidual le fuera imposible conservarla: la 
propiedad es un delirio, una ilusión qui- 
mérica y de que no puede tenerse idea, 
si no la consolida y afianza la sociedad, 
que es su mas firme base, y si cabe decir- 
lo, la piedra fundamental que la sustenta 
y la mantiene; resultando de allí que si 
el hombre es libre y puede disponer de su 
persona, si goza de perfecta seguridad, y 
si dispone de sus cosas como legítimo pro- 
pietario, es sin duda, y lo debe á los be- 
neficios de la asociación, á que si no ha 
sido originariamente llamado, es por lo 
menos un don dol cielo concedido al tiem- 
po de otorgársele la existencia. 

11. Pero si bien la seguridad personal 


y la propiedad han producido la asocia- 
ción, esta ha re-obrado sobre aquella, y 
ejerciendo en ambas su poderosa influen- 
cia las ha hecho prosperar de una mane- 
ra asombrosa, y en términos que parece- 
rían increíbles á no atestarnos sus prodi 
gios la historia de los pueblos civilizados, 
donde ese espíritu, generalizándose, ha 
creado obras portentosas, y que estuvie- 
ron siempre vedadas' á los esfuerzos im- 
potentes de la industria individual. Esto 
exije de nosotros mas amplias explicacio- 
nes que daremos en el siguiente artículo. 

S. S. 

ASOBIACIOM.-íEsriRiTu di) 
SUMARIO. 

Eli qué consiste y cuál es la verdadera bas«- de es- 
te espíritu. — Cuál sea su Sny porqué medíoslo 
eousiga. — Qué efectos produce sobre la propie- 
dad, el trabajo, la comodidad y el bienestar ge- 
neral. — Sus inmensos beneficios demostrados 
por la trasformacion de los pueblos actuales. 
— Su influencia sobre las grandes empresas, los 
trabajos públicos, las cosas acometidas en gran- 
de escala. — Sobre el trabajo y los brazos traba- 
jadores.- -Para la legítima clasificación délas 
capacidades. — Sobre la producción, la comodi- 
dad, la baratura y el régimen del buen merca- 
do. — Tendencia dol siglo hácia ol grupo y la 
concentración. — Demostrada en los grandes or- 
ganismos sociales, en el crédito y la circulación, 
en la industriado trasportes, en la navegación 
y en otras muchas empresas diferentes. — No 
excluye la acción de las industrias individua- 
les, sino antes bien las favorece, amplía y forti- 
fica. — Causas que hacen necesaria esta coope- 
ración, sin cuyo auxilio aquella seria insuficien- 
te é impotente. — Verdadero y falso espíritu de 
asociación. — Beneficios que resultau de la pri- 
mera. — Inconvenientes que le son anexos.- — 
Amenazas de un nuevo feudalismo industrial, 
ó en su lagar inmovilidad y monopolio. — Me-r 
dios de evitarlos. — Necesidad de aceptar este 
espíritu ú pesar de sus inconvenientes. — Carac- 
teres que distinguen al verdadero del falso es - 
pirita de asociación.— Condiciones que exiie de 
parte de los pueblos que hayan de adoptarle. — 
Conclusión. 

1. Consiste el espíritu de asociación en 
la aglomeración ó empleo unitario de los 
capitales que se acumulan y se agrupan 
para facilitar y abaratar la producción 
bajo la forma de sociedades anónimas ó 
en comandita, sin personalidad las pri- 
meras y sujetas á ella las segundas á pesar 
de formarse por acciones y haciéndolo así 
contribuyen ambas á fomentar la prospe- 
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V 

ridad y la riqueza de los pueblos. Por su 
«medio la propiedad, el trabajo, la comodi- 
dad y el bienestar general se han desarrolla- 
do de una manera portentosa, y sus benefi- 
cios solo pueden concebirse al contemplar 
latrasfcrmacion de los pueblos actuales y 
su asombrosa prosperidad cuando una vez 
ha cundido por ellos ese espíritu de asocia- 
ción hasta el punto de llegar á convertir- 
se y servir de regulador al régimen eco- 
nómico que adoptaren. La Inglaterra, la 
Francia, los Estados Unidos deben, que 
mas, que menos, su presente prosperidad 
al poderoso impulso que les na dado ese 
principio regenerador. 

2. Sin él las grandes empresas y las o- 
bras colosales de los trabajos públicos, las 
cosas en grande escala jamas- se habrían 
acometido, y el mundo vejetaria en un 
estado casi infantil. Por su medio se fa- 
vorece el trabajo honrado y asiduo, y con 
dificultad llega él á faltar á los brazos que 
lo necesitan. Las capacidades obtienen 
también el favor que les es debido, y una 
mas justa y conveniente clasificación, y 
la abundancia de los productos que pro- 
cura ofrece á todos comodidad, baratura, 
el régimen del buen mercado, y una vida 
menos dispendiosa al par que mas llena 
de goces y de fruiciones, porque tal es la 
esencia misma de la institución que ella 
concurre á derramar, regimentando la in- 
dustria, innumerables beneficios sobre la 
misma comunidad. 

3. Y que tal es el movimiento que rije 
al mundo y arrastra al siglo en la via del 
progreso, puede reconocerse en esa ten- 
dencia generalizada hácia el grupo y la 
concentración, que son los caracteres hoy 
predominantes de la industria. Esa ten- 
dencia se descubre en las instituciones de 
crédito que regularizan, que concentran 
toda la circulación; en la industria de tras- 
portes, que ya casi’ se ha centralizado por 
medio de los caminos dé hierro, y en mul- 
titud de otras empresas agrarias, comer- 
ciales y manufactureras de que también 
se ha apoderado el espíritu de asociación, 
que adjudica á la mediocridad y hasta á 
la pobreza misma el provecho de las gran- 
des especulaciones, acrecienta el crédito 
público y la masa circulante en el comer- 
cio. Dominante en la industria de tras- 
porte, en las instituciones de crédito y en 
la navegación, y llamada también á pre- 


ponderar en las empresas agrarias, comer- 
ciales y manufactureras, le está por lo 
mismo reservado el porvenir de las nacio- 
nes, y en adelante su poder, su riqueza y 
su prosperidad habrán de ser la obra ex- 
clusiva de este espíritu vivificador. 

4. No excluiremos por eso ni negare- 
mos nunca su parte de acción á las indus- 
trias primitivas é individuales, que siem- 
pre subsistirán y aun tendrán la iniciati- 
va para cooperar y concurrir con aquel 
al maS completo desarrollo de las fuerzas 
vivas de la nación; pero estos mismos ac- 
tos individuales, y aun aquella iniciativa, 
necesitan apoyarse sobre la asociación, 
sin cuya ayuda é inmediato socorro todos 
sus esiuerzos serian ineficaces é impo- 
tentes. 

5. Las multiplicadas necesidades que 
ha ido sucesiva y diariamente croando u- 
na civilización mas adelantada, los por- 
tentosos progresos que la difusión de las 
luces y la confraternidad de los pueblos 
va rápidamente generalizando, y un gus- - 
to decidido hácia el bienestar y las como- 
didades que cunde por todas las clases de 
la sociedad, hacen que la producción in- 
dividual sea incapaz de proveerla, y por 
lo mismo poco fructuosa para los que se 
consagran á ella: no corriendo al par del 
acrecentamiento de las necesidades sus 
productos antes envilecidos por supera- 
bundantes, encarecen ahora como mezqui- 
nos y deficientes, pues que no bastan á 
procurar el surtido, la baratura y vida có- 
moda á que todos aspiran al presente. Ne- 
cesita acumular sus fuerzas, agruparse, 
crear organismos poderosos que unidos 
entre sí reúnan su actividad y su poder 
para levantar la inmensa carga que hoy ' 
imponen al trabajo del hombre las infini- 
tas y variadas necesidades de su existen- 
cia. 

6. Pero el espíritu de asociación tiene 
sus reglas, y fuera un error confundirle 
con esas ligas ó aglomeraciones de capi- 
tales, cuyo único objeto es, ó especular so 
bre las primas ó buscar gruesos y consi- 
derables dividendos: dos tendencias que 
destruyen y anonadan todos los beneficios 
de aquella institución que hemos aquí re- 
comendado. Recapitulando los que proce- 
den del espíritu de asociación en el senti- 
do legítimo que corresponde á la palabra 
y según los hemos lijeramente bosqueja 
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do, son entre otros los siguientes, que de- 
rivan inmediatamente de su institución: 
— 1.° una mas abundante, mas económi- 
ca y mas pront^produccion: 2. ° la con- 
siguiente baratura del mercado y la ma- 
yor facilidad que crea de acercarla y aco- 
modarla á todas las fortunas, sin quedar 
excluidos de ella ni aun los pequeños ca- 
pitales, porque produciéndose mas, mejor 
y á menos precio, todos puede ti procurar- 
se mucha mayor comodidad, y la vida se 
hace mas llevadera y agradable, difun- 
diéndose así por entre todas las clases de 
la población un grado mas alto de pros- 
peridad y bienestar: — 3. ° pueden aco- 
meterse grandes empresas, la inmensa o- 
bra de los trabajos públicos, los monu- 
mentos en grande escala, para los cuales 
reputaremos siempre como impotente la 
industria individual: — 4.° ampliar la ba- 
se de las operaciones, bien por el empleo 
de diferentes especialidades particulares 
sobre una misma empresa, bien por la 
creación de sucursales y corresponsales, 
ó en suma por la conciliación y acuerdo 
entre las mismas sociedades, consecuencia 
forzosa de la acumulación del trabajo, de 
la combinación de fuerzas y de su inmen- , 
so poder cuando se encuentra de esta ma- 
nera reunida; — y 5. ° y útimo: acomodar- 
se por este medio al incesante y continuo 
acrecentamiento de las necesidades públi- 
cas que ha creado el adelantamiento ac- 
tual de la civilización y el admirable pro- 
greso de las luces. 

7. Procura ademas la ventaja de hacer 
partícipes en los beneficios de las grandes 
especulaciones á los hombres de escasa 
fortuna, y aun á los que yacen sumidos 
en la misma pobreza, difundiendo y po- 
pularizando los goces de una vida mas 
cómoda y de un bienestar que generali- 
zándose aleja del corazón de los hombres 
aquel espíritu de disturbio y perturbación 
a ue ha sido hasta aquí como el distintivo 
ae las generaciones que han precedido á 
este gran movimiento social: movimiento 
que abrió el siglo anonadando de una vez 
y . para siempre hasta los últimos restos 
de las instituciones feudales. 

8. Pero si bien es cierto que tantos be- 
neficios nos procura el espíritu de asocia- 
ción, debemos también confesar que á 
vuelta de ellos, y como sucede por des- , 
gracia en todas las cosas humanas, no de l 


ja de estar rodeado de algunos no peque- 
ños inconvenientes. Esa tendencia al grfi- 
po, á la cóncentracion de los capitales so- 
bre todos los ramos de la industria huma- 
na, característica de una situación hasta 
aquí sin ejemplo en el mundo, puede tal 
vez conducirnos á una retrogradacion y 
ser la aurora de un feudalismo de nueva 
especie, que amenaza invadirnos, y que 
tendrá también sus guerras, sus poderosos 
barones, sus derechos, sus hostilidades y 
conflictos, sus ligas contra el estado y su s 
onerosas exacciones sobre los villanos del 
comercio de pormenor y de las industrias 
nacientes; y entonces en vez de esos pro- 
digios que hemos enumerado y no nos 
cansaremos de ensalzar, no obtendríamos 
de ellas mas que fascinación y dolorosos 
desengaños. , 

9. Y aun cuando no enjendrasen ni lle- 
garan al cabo á formar, merced á la vigi- 
láncia de los gobiernos, ese nuevo feuda- 
lismo que tememos y á que parece diri- 
girse el actual movimiento industrial y 
comercial del mundo, es muy posible que 
creándose por su medio corporaciones po- 
derosas, su natural tendencia las llevara 
á Ja inmovilidad y al monopolio; remora 
la primera de todamejoray adelantamien- 
to; y obstáculo el segundo para la como- 
didad y el bienestar común y de las ma- 
sas. Estos inconvenientes van siempre a- 
nexos al espíritu de asociación, é impor- 
ta rríucho que la vijilancia del gobierno y 
la suspicacia del interes individual, se co- 
liguen y concurran á la vez por un co 
mun esfuerzo, á fin de cor rej irlos y evi- 
tarlos. De ninguna institución humana 
debe prometerse esa suma de beneficios 
puros y sin mezcla á que no es dado al- 
canzar á la mezquina condición del hom- 
bre, y sucede que siempre las mas efica- 
ces de todas,- las que están llamadas ajne- 
jorar la suerte de esa misma humanidad 
son también las mas expuestas á esos tris- 
tes inconvenientes; y no porque estos exis- 
tan deberán condenarse aquellos, así co- 
mo no porque el mar se trague algunos 
buques y porque perezcan en él infinidad 
de vidas deja por eso de ser menos útil ¿ 
los hombres. Sin el aire que respiramos y 
en cuya atmósfera vivimos, seria imposi- 
ble existir, y sin embargo* ese mismo ele- 
j mentó nos aterra con el furor de los hu- 
racanes y de las tempestades: alternativas 
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de bien y de mal; he aquí lo que debemos 
esperar y cuanto podemos prometemos 
en esta constante lucha de la vida. 

10. Aceptando, pues, el espíritu de a 
sociacion con sus inconvenientes, que al 
cabo no serán del todo imposibles de re 
mediar; lo que real y verdaderamente im 
porta es distinguir por caracteres perfec 
tamente diseñados el verdadero del falso 
espíritu de asociación, fundado el. prime 
ro enlacpmunidad efectiva y sin privile- 
gios de los individuos, trabajadores y ca 
pítales; y marcado el segundo por la liga 
y confederación de aquellos con el solo 
objeto de obtener primas, gruesos intere- 
ses y dividendos. El uno supone que los 
socios se reúnen para producir y consu- 
mir en común con empeño, abundancia, 
celeridad y economía, cuando el otro se 
circunscribe á la estrecha esfera del inte- 
res individual. Aquel demanda distribu 
cion equitativa, justa y segura, de la ma 
sa común de beneficios entre sus compar- 
tícipes y cooperadores á prorata y en ra- 
zón proporcional de los fondos con que 
han contribuido á ellos, sea en capital, 
trabajo ó capacidad, mientras que la úni- 
ca guía del ptro es el agiotaje v la espe- 
culación. El primero parte de la subdivi- 
sión regular y precedente del trabajo ge 
neral delpais,ya sea en sus diversos gru 
pos 6 en los centros de asociación: exije por 
lo tanto moderación, equidad, beneficios 
proporcionales y equivalentes á la impor- 
tancia de las mismas obras, seguridad re- 
cíproca, comunidad íntima; y al falso es : 
pinito de asociación le caracteriza el egoís- 
mo, la concentración sobre sí mismo, la 
especulación de lo presente, el olvido ab- 
soluto y la mas completa neglijencia so- 
bre el porvenir. La verdadera asociación 
ni veda la concurrencia, ni coarta la li- 
bertad de las industrias, y en vez de re- 
huir busca la acción regularizadora y 
ponderadora de la ley, de las costumbres 
y 4e l 08 hábitos generales; en suma, los 
signos característicos ele la verdadera a- 
sociacion son: 1. ° , la conveniente orga- 
nización del trabajo; 2. ° , la clasificación 
legítima y natural delascapacidades; 3. ° , 
la regularizacion mas completa y por en- 
tero ae la producción en general; 4. ° , su 
mejor órden de distribución entre todos 
los partícipes y su mas conveniente re- 
partimiento en la masa general de la po- 


blación. Por consiguiente, ese espíritu su- 
pone como condiciones precisas de parte 
ae los pueblos que hayan de adoptarse 
nn constante 6 infatigable amor al traba- 
jo, un sostenido espíritu de órden, de per- 
severancia y de laboriosidad a fin de ha- 
cerle mas fructuoso, y una no pequeña 
intelijencia en las materias y verdades e- 
conómicas: huye de lo provisorio y de 
cuanto tienda al agiotaje; nada sacrifica 
al presente ni al capricho, y todo se con- 
sagra al porvenir y á la mayor estabili- 
dad y duración: dichosos los pueblos si 
llega á desarrollarse en ellos semejante 
espíritu vivificador, cuando viene acom- 
pañado de tales condiciones; pero míseros 
de ellos si abandonaran esa senda: su suer- 
te seria precaria, y en vez de prosperar 
se precipitarían irrevocablemente en su 
ruina. 

S. S. 

ATRAQUE AL MUELLE „ — Así se lla- 
ma el impuesto de diez reales diarios que 
pagan los buques extranjeros; seis los es- 
pañoles por cada cien toneladas de unos 
y otros, y tres solamente los'de cabotaje, 
por atracar al muelle para verificar con 
mas facilidad la carga y descarga de las. 
mercancías. En el afio de 1856 recaudaba 
este impuesto la real junta de Fomento. 
Desde principios de julio de 1857, lo li- 
quida y cobra la aduana con los demás 
ramos marítimos. Cuando nos ocupemos 
de los Anales de ese año, vendrá bien la 
disposición que ha establecido esta refor- 
ma tan conforme con la unidad que debe 
regir en un buen sistema de administra- 
ción. 

ApifMA. 

1. En los Anales de 1856 expli- 
camos las diferentes acepciones de esta 
palabra, la planta y organización del 
tribunal que con este nombre reside en 
la Habana, las facultades que le corres- 
ponden, sus deberes, su régimen interior 
y todo lo qUe creimos conducente para la 
completa inteligencia del capítulo 8. ° de 
"a real cédula de 30 de enero de dicho a- 
fio, cuyo texto literal insertamos en el 
mismo volúmen. Hecha esta explicación 
una vez para siempre, no por eso estamos 
eximidos de volver sobre la misma mate 
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ria, ya porque no está agotada, según en- dan de que sea pronta y rectamente admi- 
tonoes indicamos, ya también porque los nistrada por los juzgaaos inferiores, ejer- 
trabajos anuales del tribunal superior de ciendo para ello la superior inspección y 
la Isla merecen una revista también anual, vigilancia que se necesita. Y como hoy 
siquiera sea ligera, que sirva no solamen- están sometidos también los juzgados es- 
te para recordar los asuntos judiciales de peciáles á la primera de las tres salas que 
carácter general que durante el año se componen este superior tribunal, su ac- 
han ventilado, sino también para dar una cion centralizádora se extiende á todas 
idea del estado de progreso 6 estacionario partes sin distinción de fueros, y puede 
en que se encuentra la administración de presentarse por lo mismo al exámen del 
justicia, de la mayor ó menor actividad público el movimiento de todos los nego- 
observada en el despacho de los negocios cios judiciales que en la Isla se ofrecieron, 
particulares, de la mayor 6 menor ocupa- 6. Siendo tres las fuentes de donde, por 
cion de los magistrados, y en fin, del mo- decirlo así, se deriva el conjunto de los 
vimiento general de la principal rueda trabajos de la Audiencia, natural parece 
del ramo judicial, echando al .paso una que al hacer su historia en el año de 1866 
ojeada sobre los asunto^ mas importantes se la divida en tres partes, á saber: votos 
de gobierno, en cuya resolución también consultivos , autos acordados v administra - 
interviene la audiencia como cuerpo con- cion de justicia) pe~o habiendo tratado de 
sultivo. Pasemos, pues, la revista retros- los dos últimos en el artículo Adminis- 
pectiva de 1856, y para hacerlo con toda tracion, rústanos ahora únicamente el 
exactitud, acudamos como en el año ante- primero, es decir, las consultas que en 
rior al discurso de apertura leído el dia materias de gobierno ha evacuado la au- 
8 de enero de 1857. diencia de la Habana en 1856 que ascen- 

2. Las audiencias de ultramar ejercen dieron á 152: hadamos una lijera reseña 
funciones varias. Son, en primer lugar, de los mas notables por la importancia y 
consultoras de los vireyes y presidentes trascendencia de las materias sobre qué 
en las materias árduas de gobierno con versaron, y cumpliremos así con nuestro 
arreglo á la ley 45, tít. 8, hb. 3 de l^Re- propósito. 

copilacion de Indias, confirmada por la 6. La necesidad de facilitar el gran nú- 
10.°® de las atribuciones que comprende mero y crecido valor de las transaccio- 
el ait. 51, y por el 118 de la real cédula nes mercantiles que tienen lugar en la 
de 30 de enero de 1855. De esta facultad Habana, en donde, gracias á los ferro-car- 
dimanan los que conocemos con el nom- riles y navegación de cabotaje, se centra- 
bre de votos consultivos. liza la mayor parte del comercio de im- 

3. Dictan en segundo lugar, reglas ge- portación y exportación de toda la Isla; 
nerales para extirpar los vicios que una y el favorable influjo que sobre todas 
mala práctica introdujo en los procedi- nuestras fuentes de riqueza debia ejercer 
mientos de los pleitos y de las causas. Ex- y fijar en lo posible, y disminuir el crecí - 
plican, aclaran y fijan el sentido de dispo- do ínteres que aquí se pagaba por el di- 
siciones no acaso por todos los jueces bien ñero, reclamaban con urgencia el estable- 
comprendidas. Dan reglamentos para la cimiento de un banco de emisión. 

mqjor y mas uniforme ejecución de las 7. No es, ni puede ser propio de este 
reales órdenes y cédulas relativas á la ad- articulo, entrar en el exámen de aquel 
ministracion dejusticia. Y preponen é in- establecimiento, ni ver si corresponde ó 
forman al gobierno de S. AL sobre todo lo no al grande objeto para qué fué creado; 
que en su concepto puede contribuir á pero sinos incumbe indicar que la au- 
mejorarla. Tal es el objeto de los autos a- aiencia, como cuerpo consultivo del go- 
cordados . biemo, emitió nueve [importantes infor- 

4. Y finalmente, como encargadas de mes. El 1. ° en 14 de abril, sobre si 
administrar justicia, que es su mas con- podia ó no admitir el banco como ga- 
tínuaéimportanteocupacion, resuelven en rantía de préstamo, pagarés á plazo ma- 
última, y á veces desde la primera instan- yor que el de 90 dias. — El 2. ® en 28 
cia, las causas y los pleitos, dirimen todas ael mismo abril, sobre si los individuos 
las competencias de jurisdicción, y cui- 'de la junta de gobierno que por no haber 
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asistido, 4 una sesión, no pudieron tomar 
parte en Jas resoluoiones en ella acorda- 
das, teñían d no derecho á promover en 
la inmediata nueva discusión acerca de 
los puntos ya resueltos, — El 3. ° y 4. ° 
versaron .sobre el esceso del valor que de- 
bían tener los pagarés dados en garantía 
de otros, sobre la cantidad en estos repre- 
sentada* — El 5. ° sobre la necesidad de 
que los pagares de garantía á plazos de 
mas de 8 meses, tuviesen á lo menos dos 
firmas de satisfacción, distinta* de la del 
deudor principal. — El 6. ° sobre la fabri- 
cación de los billetes, evacuado en 2 de 
junio. — El 7. ° en 2tí del mismo, apoyan- 
do los descuentos á plazo de 6 meses. — 
El & 9. sobre, si el escribano podia cobras 
por 1* fe y numeración de los 750,000$ 
exijidos para constituirse el banco, los 
derechos establecidos por el arancel de 
costas para diligencias semejantes. — Y el 

9. ° y último sobre si los vocales del Con- 
sejo pueden renunciar su cargo después de 
haberlo aceptado. Y. Banco. 

8. La compañía de seguros mutuos so- 
bre esclavos fundada por D. Miguel Em- 
bil en 1855, debió tener resultados prove- 
chosos, puesto que en el año de que aho- 
ra tratamos, se estableció otra por D. Jo- 
sé María Morales, y el pensamiento, de a- 
segwracion mutua, se aplicó también á las 
quiebras y á los inqui ¡¿natos, en la Indem- 
nizadora y Propietaria , sociedades recien- 
temente formadas por I). Pedro de la Cues- 
ta, D. José María Morales y D. Francisco 
de Paula Rodríguez, apoyadas por la au- 
diencia, con pequeñas modificaciones de 
los reglamentos, en sus consultas de 12 
de junio y 4 de agosto. 

9. El movimiento reformador de la ad- 
ministración pública, inaugurado y con 
admirable constancia seguido por el muy 
digno presidente actual, dió lugar á que 
se formaran por la dirección de obras pú- 
blicas reglamentos para la celebración de 
sus contratos; páralos negros cimarrones; 
sobre la conservación y policía de las car- 
reteras, mas tarde aplicado á los ferro-car- 
riles; sobre las contravenciones, delitos y 
crímenes que se cometen en las líneas te- 
legráficas; trámites que deben observarse 
en la tasación de fincas expropiadas por 
causa de utilidad pública; y acerca de las 
condiciones generales á que deben suje- 
tarse los arrendamientos ae los portazgos. 

101 


Tales fueron las materias que se discutie- 
ron y resolvieron en los .votos consulti- 
vos ae 3 de enero, 7 dé febrero, 3 de mar- 
zo, 14 de agosto, 30 de setiembre y 21 de 
octubre. 

10. Los ayuntamientos de Santiago de 
Cuba, Puerto Príncipe, Matanzas, Cien- 
fuegos, Sancti-Spiritus, Trinidad y Vi- 
llaclara, y la junta municipal de Cárdenas, 
formaron proyectos de ordenanzas, los re- 
mitieron al Sr. gobernador superior civil, 
y este al real Acuerdo, quien manifestó su 
parecer acérea de ellos en los votos con- 
sultivos de 4 y 29 de agosto, 4 de setiem- 
bre, 30 de octubre, 17 de noviembre, 11 
y 15 de diciembre. En estas nuevas orde- 
nanzas municipales se tuvieron presentes 
las circunstancias locales de cada distrito, 
pero sin dejar por eso de atender áque 
presidiera en todas un mismo espíritu pa- 
ra no contravenir al principio de unidad 
administrativa en todos los pueblos de la 
Ida. La capital dió el ejemplo presentan- 1 
do las suyas en 1865, y es probable que 
los demas ayuntamientos que no las ha- 
yan presentado todavía, se estén ocupan- 
do de este útil trabajo, y se lleve á cabo 
tan provechosa mejora en toda la Isla an- 
tes de poéo. tiempo. ( Véanse sus respecti- 
vos artículos). 

11. Debe haber oficios de hipotecasen 
todos los juzgados, no solo porque así lo 
previenen las leyes 1. * y 2. , tít. 16, 
libro 10 de la novísima recopilación, las 
Reales órdenes circulares dirigidas á estos 
dominios en 6 de mayo de 17v8 y 16 de 
abril de 1783; sino tambienpor la grande 
utilidad que resulta de que en cada capi- 
tal de jurisdicción haya una oficina en 
donde se consigne la propiedad territorial 
de todo el partido, y se anoten y registren 
los contratos que representan su movi- 
miento y modificaciones. Siempre, pues, 
que la audiencia tuvo ocasión ae concur- 
rir á que esto se verificara, la aprovechó 
con el celo que acostumbra, y á este obje- 
to se encaminaron los informes evacuados 
en 12 de junio y 18 de setiembre para 
I establecer registros de hipotecas en las 
I alcaldías mayores de Colon y San Cris- 
I tóbal. 

12. Sobre una cuestión rara vez pro- 
movida, fuó consultado el Acuerdo en 8 
de Agosto. ¿Tienen los padres naturales 
la misma facultad que los legítimos para 

1856 
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oponerse, con fundado motivo, al matri- 
mo iio que quieren contraer sus hijos me- 
nores reconocidos? La audiencia informó 
en sentido afirmativo con aplicación al ca- 
so práctico que dió lugar á la consulta, 
fundándose en que aquella facultad no 
nace precisamente de la patria potestad, 
puesto que las leyes la conceden también 
á las madres, á los abuelos y aun á los tu- 
tores y curadores, sino de la sumisión y 
respeto que todos los hijos deben á sus 

S adres, del mayor conocimiento que es 
e suponerse en estos de lo que & aquellos 
conviene, y del interes, por fin, estimula- 
de por el cariño paternal con que han de 
procurar dirij irlos con acierto en asunto 
tan importante como el matrimonio. 

13. Habiéndose ofrecido al M. R. Ar- 
zobispo de Cuba nombrar un provisor y 
vicario general, se promovió la dada de 
si el gobernador de aquel departamento 
estaba ó no autorizado para aprobar inte- 
rinamente aquel nombramiento, ya fuese 
en el concepto de delegado del vice-real 
patrono, ó ya por derecho propio. La au- 
diencia en su consulta de 16 ae octubre, 
teniendo presente la ley 26, tít. 6, lib. 1, 
de la recopilación de Indias y la real cé- 
dula de 28 de diciembre de 1728, sobre- 
cargada en el real despacho de 12 de fe- 
brero de 1815, y atendiendo ademas á que 
la facultad de aprobar aquellos nombra- 
mientos consignada en la ley 14, tít. 1, 
lib. 2, de la novísima recopilación y su 
nota, mas que del patronato emana del 
derecho que la potestad civil tiene de sa- 
ber quien ejerce jurisdicción en su terri- 
torio para cerciorarse de que está ador- 
nado de loe requisitos y circunstancias 
que para su buen desempeño se requie- 
ren, consultó en 16 de octubre de acuerdo 
con lo solicitado por el M. R. arzobispo, 
que el ejercicio interino de la facultad de 
aprobar residía legalmente y era también 
útil que residiese en el gobernador del de- 
partamento oriental. 

14. Una cuestión importante fuó obje- 
to en 1856 de artículos razonados en la 
prensado esta capital, fijar los derechos de 
los esclavos coartados con relación á sus 
amos. En 1. ° de setiembre de 1853 con- 
sultó el Acuerdo al Sr. gobernador presi- 
dente sobre la necesidad de restringir la 
coartación; pero adoptando al mismo tiem^ 
po disposiciones gubernativas dirigidas á 


asegurar en lo posible á los esclavos una 
vida tan cómoda como su estado permi- 
tiese. El precioso derecho de rescatar por 
artes la libertad, esto es, de obligar al 
ueño á recibir en plazos indefinidos el 
valor de su esclavo contra las condiciones 
generales de la propiedad, derecho no co- 
nocido en ningún tiempo por otras nacio- 
nes que la nuestra, puede convertirse en 
un abuso sobre manera perjudicial en la 
Isla, sometida por desgracia & la impres- 
cindible necesidad del trabajo forzoso. 
Conservar la coartación, y anular ó redu- 
cir sus inconvenientes, era por consiguien- 
te, un problema digno de la primera au- 
toridad, que tanto se distingue por su ge- 
neroso anhelo en mejorar todos los ramos 
del servicio público. Propuso, pues, en 3 
de junio la reforma de los artículos 84 y 
16 del reglamento de esclavos vijente, y 
el Acuerno, que había tratado va exten- 
samente la materia en 1853, puao evacuar 
el voto consultivo que sobre tan interesan- 
te asunto se le pidió en 9 del mismo mes. 
V. COARTACION: ESCLAVO. 

15. Uno de los delitos que mas frecuen- 
temente se cometen, es el hurto de reses 
y de caballerías; y se concebirá bien que 
así suceda, si se tiene en cuenta la despo- 
blación de nuestros campos y la inseguri- 
dad de las fincas con cuyos pastos aque- 
llas se alimentan. Para prevenir estos de- 
litos seria necesario restringir su libre trá- 
fico; porque tal es el conflicto ^u que casi 
siempre se encuentran la administración 
y el gobierno; y esto dió lugar á preven- 
ciones encontradas según dominaba el de- 
seo de prevenir ó el temor de coartar . El < 
Sr. gobernador presidente remitió al A- 
cuerdo en 8 de junio un reglamento en el 
que, reasumiendo y armonizando las dis- 
posiciones anteriores anteriores, se procu- 
ra evitar los hurtos de reses y bestias, res 
tringiendo lo menos posible su libre trán- 
sito y venta: y la audiencia consultó el 17 
de julio en sentido favorable. 

16. Los funcionarios encargados de la 
policía, de los pueblos y de los campos 
detienen, en cumplimiento <le sus de- 
beres, á los que encuentran sin el docu- 
mento que garantiza la identidad de su 
persona; y como esta falta puede proce- 
der, ó de una simple infracción de los re- 
glamentos, ó de la perpetración de un de- 
lito que no les permitiese cumplir con lo 
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que aquellos prescriben; la policía tiene 
la obligación de investigar, para la apli- 
cación de la pena reglamentaria en el pri- 
mer caso; y para someter al reo en el se- 
gundo á la jurisdicción del juez compe- 
tente. Pero estas dilijencias informativas 
no tenían señalado un término, y con do- 
lorosa frecuencia se veia que las detencio- 
nes 6 arrestos se prolongaban mas de lo 
necesario con menoscabo de la seguridad 
individual. El Sr. presidente formó el A- 
cuerdo apoyó con su consulta de 30 de ju- 
nio, un reglamento que acaba con aque- 
llos inconvenientes. 

17. Dudábase si los tenientes goberna- 
dores podrían conocer en juicio verbal en 
las cuestiones sobre cantidades de 100 á 
200 pesos promovidas conta un aforado 
militar, y la duda dimanaba de no haber- 
se determinado aun la autoridad que de- 
ba resolver en estos juicios con arreglo á 
lo que se dispone en el art. 115 de la real 
oédula de 80 de enero de 1855. Instruido 
el oportuno expediente para resolverla 
consultó el Acuerdo en 8 de Mayo mani- 
festando la conveniencia y legalidad de 
que por ahora se concediese esta facultad 
á aquellos funcionarios pero admitiendo 
en el ejercicio de ella, los recursos de nu- 
lidad que de sus resoluciones se interpu- 
siesen para ante esta audiencia, según se 
previene en el art. 6. ° de la real cédula 
citada. V. Casación, Anales de 18¿>5. 

18. — Los negros emancipados tienen 
derechos durante el aprendizaje contra 
sus patronos por las obligaciones que con 
ellos contraen, y aun contra tercera per- 
sona pos los contratos que con permiso 
de los primeros hubiesen celebrado; y des- 
pués del aprendizaje son considerados en 
el concepto de colonos, y adquieren por 
lo mismo como los demas derechos y obli- 
gaciones. Nuestra legislación siempie pró- 
bida les ha concedido el privilegio de ser 
oidos como pobres en las cuestiones judi- 
ciales, pero carecían de un representante 
legal que los defendiera en estas contien- 
das. Consultado el Acuerdo sobre el par- 
ticular informó en 9 de junio, fundado en 
razones de analogía legal y de convenien- 
cia para los interesados, que correspondía 
aquella representación y defensa á los sín- 
dicos de los ayuntamientos en los juicios 
verbales y de conciliación, y en los pleitos 
á los promotores en la primera instancia 


y ai Sr. fiscal en esta superioridad. V. E- 
MANCIPADOS. 

19. Ha vuelto á suscitarse durante el 
año de que nos ocupamos, la importante 
cuestión de la reforma de nuestra actual 
legislación sobre portación de armas pro- 
hibidas. La frecuencia con que se infrinjo 
por los hombres de color, sujirió natural- 
mente la idea de reagravar en esta parte 
las penas. Pero el Acuerdo, que está con- 
vencido de la necesidad de una reforma 
radical, y que la ha impetrado de S. M/ 
siempre solícita de todo lo que puede re- 
dundar en beneficio de estos habitantes, 
no ha creído conveniente aceptar la refor- 
ma parcial que se proponía, y aguarda la 
resolución del gobierno supremo álas con- 
sultas que sobre tan importante materia se 
han sometido á su superior consideración. 
V. Abmab prohibidas. 

20. El gobierno de S. M. se ha servido 
aprobar la resolución que de acuerdo con 
la audiencia adoptó el Sr. gobernador pre 
sidente en la cuestión promovida por el 
que era entonces cónsul de los E. U. en 
Matanzas. Pero deseoso de evitar en lo su- 
cesivo hasta los pretextos para desagra 
dables conflictos en las relaciones inter- 
nacionales con potencias amigas, indicó 
que podría hacerse extensivo (si en ello 
no se ofreciese inconveniente) á las pro- 
vincias de ultramar, lo que dispone el ar- 
ticulo 28 del real decreto de 1 7 de No- 
viembre de 1852, respecto á los abintes- 
tatos de extranjeros ocurridos en la Pe- 
nínsula. Ninguno se ofreció al Acuerdo, y 
así lo ha manifestado en su consulta de 
30 de junio, oon efecto, la observancia de 
lo que aquel artículo dispone producirá 
economía en las costas, seguridad de los 
intereses para los herederos, y los jueces 
y tribunales españoles conservarán el de- 
recho que les corresponde de decidir las 
cuestiones que se susciten, ya sean sobre 
el embaí go de bienes para el pago de aeree 
dores, ó ya sobre el cumplimiento de o- 
bligaciones contraídas en los dominios de 
España ó en favor de súbditos españoles. 
Y. Agente consular, Anales de 1855. 

21. El art. 41 del reglamento de cárce- 
les vijente determina á quien corresponde 
el nombramiento y separación del alcaide 
de esta capital. El Sr. conde de O-Reilly, 
creyó que aquella disposición menoscaba- 
ba las atribuciones 4o su ofioio de regidor 
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alguacil mayor de este ayuntamiento, y 
ex puso respetuosamente á la consideración 
del Sr. gobernador superior civil las razo- 
nesque en su concepto justificaban la re- 
clamación que con este motivo hacia. Oido 
el real Acuerdo sobre el particular manifes- 
tó en su consulta de 21 dejulio, que la ley 
que se invocaba no era aplicable al caso en 
cuestión; porque no se trataba de una cár- 
cel exclusiva del ayuntamiento niel conde 
era tampoco alguacil mayor de la audien- 
cia; que cuando mas podría exijir alguna 
intervención en el nombramiento y sepa- 
ración de alcaides por la parte que de la 
ciudad pueda tener esta cárcel, y esa in- 
tervención se le reconoció en el mismo 
reglamento haciéndole vocal perpétuo de 
la junta que propone en terna al Sr. go- 
bernador superior civil; y dedujo de estos 
antecedentes el Aquerdo que no había 
motivo legal para alterar lo que dispone 
el artículo cuya reforma se pretendía. 

22. Algunas de las cárceles de esta Isla 
lian recibido en el presente año provecho- 
sas reformas; pero será imposible que al- 
cancen el grado de mejora que según su 
rebpectiva importancia requieren, mien- 
tras que la administración municipal 
carezca de Jos recursos que para ello 
se necesitan. En lo sucesivo los ten- 
drá, merced á la real órden de 6 de 
setiembre ultimo que aprueba el sis- 
tema de presupuestos municipales, pro- 
movido y sostenido con admirable cons- 
tancia por nuestra primera autoridad. 
Pero entretanto era necesario clasificar las 
cárceles; porque en unas hay departamen- 
tos correccionales en donde los delincuen- 
tes sufren cierta clase de penas, y en otras 
no. EISr. Presidente inició, como de cos- 
tumbre, esta mejora en 4 de abril, y el A- 
cuerdo en sus consultas del 10 del mis- 
mo mes y 21 de julio completó tan útil 
pensamiento. V. cárcel, prisión. 

23 Terminada la reseña de los tra- 
bajos desempeñados por la Audiencia 
de la Habana en 1856, la cual se com- 
pleta con el artículo administración* de 
justicia pasemos á la revísta de la le- 
gislación. 

PARTE LEGISLATIVA. 

24 En los Anales de 1855 inserta- 
mos o disposiciones que corresponden 


á este volumen de 1856, porque com- 
pletaban la doctrina allí expuesta; y co- 
mo no podremos prescindir de hacer 
las constar aquí, pondremos sus epí- 
grafes en el índice de este artículo v 
limitaremos la inserción á las dos úni- 
cas que [[allí no se incluyeron. 

R. O . de 28 de abril de 1856 , crean- 
do una escribanía de cámara vitali- 
cia á favor de D. Miguel Francisco 
Porto, ( 1 ) 

“Gobierno capitanía general y su- 

1 )erintendencia delegada de Hacienda de 
a siempre fiel isla de Cuba. — limo. 
Sr.— Con fecha 28 de abril el Excmo. 
Sr. Ministro de Estado encargado del 
despacho de ultramar de real órden 
me comunica lo siguiente: Excmo. 

Sr. — Conformándose la Reina con lo 
consultado por la sala de Indias del 
tribunal supremo de Justicia en vis- 
ta del expediente remitido por V. E. con 
su comunicación de 12 de setiembre 
último, ha tenido á bien decretar la 
creación de una nuCva escribanía de 
cámara de esa Audiencia Pretorial pa- 
ra los negocios de su sala de guerra 
y marina, dignándose al mismo tiempo 
agraciar con ella al licenciado en ju- 
risprudencia D. Miguel Francisco Porto, 
por via de compensación ó indemniza- 
ción de 'la que tuvo en el suprimido 
juzgado general de bienes de difuntos; 
y declarando, que en lo sucesivo no 
tendrá este interesado derecho á recla- 
mar bajo ningún concepto por el ex- 
tinguido oficio, ni lo adquirirá tampo- 
co en la nueva escribanía que se 1c 
confiere, la cual se proveerá como em- 
pleo de libre nombramiento y Con ar- 
reglo á las disposiciones de la real 
cédula de 30 de enero de 1855, y no 
se considerará ni regirá en manera al- 
guna por las leyes aplicables á los ofi- 

(1) Habiendo fallecido Porto y considerando 
la Audiencia tanto Jos coatísimos emolumentos 
que ha producido esta escribanía, que La. de- 
jado en la miseria á la familia del difunto, co- 
mo el embarazo ano causa en la distribución 
de los negocios el que haya 4 escribanos de 
cámara para 3 salas, ha propuesto á S. M. la 
supresión de la escribanía de guerra y mari- 
na y que sus causas se distribuyan entre la§ 
otras. 
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cio9 enagenadog. Y lo traslado á V. S. 
I. para su conocimiento y el del Real 
Acuerdo, á los fines consiguientes. — 
Dios guarde á V. S. I. muchos años. 
Habana 12 de enero de 1856.— José 
de la Concha . — Ilustrísimo Sr/ Regente 
de la Real Audiencia Pretorial. 

R. O. de 28 de abril de 1856, aproban- 
do la determinación adoptada para que 
desde l.° de enero det fino actual se 
satisfagan por gastos de material las- 
cantidades asignadas al acuerdo de 
la Audiencia Pretorial 
limo. Sr. — Con fecha 28 de abril 
ultimo el Excino. Sr. Ministro de Es- 
tado encargado del despacho de ultra- 1 
mar de real órden me coínunica lo 
siguiente: — ”Excmo. Sr. — Conformándose 
la Reina con, lo consultado por Ja sa- 
la de Indias del tribunal supremo de 
justicia, ha tenido á bien aprobar la 
determinación tomada por V. E. para 
que desde 1. ° de enero del afio actual 
se satisfagan por gasto de material á 
los juzgados ae esa Isla las cantida- 
des asignadas por acuerdo de la,, jun- 
ta de autoridades en 25 de junio del 
año últiíno, aprobada por real órden 
de 19 de agosto del mismo año y asi- 
mismo el acuerdo de la Audiencia Pre- 
torial de 3 de diciembre de este, rela- 
tivo al cumplimiento y ejecución de 
dicha real órden: previniendo al pro- 
pio tiempo á aquel superior tribunal 
que procure con la brevedad posible la 
instalación del juzgado de Colon en 
la cabecera que le está designada.”(l) 
— Y lo traslado á Y. S. I. pnra su co- 
nocimiento y el del Real Acuerdo, á 
los fines consiguientes de 'su cumpli- 
miento. — Dios guarde á Y. S. I. mu- 
chos años. Habana 12 de junio de 
1856 . — José de la Concha. — limo. Sr. 
Regente ele la Real Audiencia Preto- 
rial. 

R. O. de 30 de setiembre de 18 56, de m 
clarando que el r^al decreto de 10 
de febrero de 1854 al devolver a los 
alcaldes mayores el conocimiento de 
los negocios en que entendía el juz- 
gado general de bienes de difuntos 
no alteró las atribuciones y procedi- 
miento de la Audiencia. 
limo. Sr.— Con fecha 30 de setiem- 


bre me dice la Dirección general de ul- 
tramar de real órden lo que sigue: — 
Excmo. Sr. —El Sr. Ministro de Fomen- 
to dijo en 19 del actual al Goberna- 
dor presidente de la audiencia Chan- 
cillería de Puerto-Rico lo que sigue: — 
Consultada al tribunal supremo de Jus- 
ticia por la Real Audiencia Chancille- 
ría de esta Isla la duda que se le o- 
freció acerca de si por el real decre- 
to de 11 de febrero de 1854, r que su- 
primió el juzgado general de bienes de 
difuntos, estaba derogada la facultad de 
la audiencia para aprobar poderes ul- 
tramarinos; S. M. la Reina, de confor- 
midad con lo manifestado por el re- 
ferido supremo tribunal, se ha servido 
declarar que el mencionado real de- 
creto de 1854 al devolver á los al- 
caldes mayores el conocimiento de los 
negocios en que entendía el dicho juz- 
gado general de bienes de difuntos no 
uiso alterar las atribuciones y proce- 
imientó de la audiencia en lo que 
hasta entonces le había competido en 
el punto de que se trata. Al mismo 
tiempo para remediar el inconveniente 
del tiempo y gastos que cuesta aquel 
acto en la superioridad, ha tenido á 
bien disponer S. M. se recomiende á 
Y. E. la mayor brevedad en tales ca- 
sos y se tarifen módicamente los de- 
rechos de los curiales* — Lo traslado á 
Y. S. I. para su conocimiento y el 
del Real Acuerdo, á los fines oportu- 
nos de su cumplimiento. — Dios guarde á 
Y. S. I. muchos años. — Habana 7 de 
Noviembre de 1856 .— José de la Con- 
cha.— Sr. Regente de la Real Audien- 
cia Pretorial. 

ESTADISTICA. 

Nota de la í cantidades asignadas á la audien- 
cia d¿ la Rabana y. d los juzgados de la 
isla de Cuba para gastos del material , se- 
gún la real órden de 28 de abril de 1856. 

Para dietas de los 8res. Ministros y 


subalternos en comisión 3.000 

Visitas semale9 y generales de cárcel. 600 
Para material de la Audiencia, com- 
prendiéndose los gastos de escritorio 
de la misma y su secretaría, impre- 


siones, entretenimiento de muebles y de- . 


mas gastos del tribunal. . . 3.000 

Gastos de justicia de los juagados 
del distrito. . . 4,500 
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Idem de ejecuciones de justicia. . . . 

Alquiler de la casa que ocupa la 

Real Audiencia 6.190 

Id. id. id. el Ilustrísimo Sr. Re- 
gente; según R. O. de 18 de Octubre 


de 1885 1.681 

Para el escribiente de la Real cárcel. 35 


Para un ano. . . 18,947 
Para seis meses . 9.478J 
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O. declarando que el oidor mas autiguo no puede 
preceder d los presidentes, aun cuando tenga esta 

categoría. (V. Anales de 1855 pág. 562.) 

O. creando una escribanía de cámara d favor de D. Mi- 
guel Francisco Porto... 

O. aprobando la determinación para que desde 1 p de 
enero del año actual se satisfagan por gastos de ma- 
terial las cantidades asignadas al Acuerdo de la 

audiencia 

O. declarando innecesaria la asistencia de todos los 
ministros* que forman la sala de guerra y marina. 

. (V. Anales de 1855. pág. 565.)... 

O. declarando que corresponde d la sala de guerra y 
marina conocer de los recursos de queja y protec- 
ción contra los juzgados especiales (V. Anales 

de 1855. pág. 5*69.) 

O. declarando que las audiencias de ultramar tienen 
sobre los jaeces especiales las mismas facultades 
de inspección y disciplina- que sobre los demas. 

(V. Anales de 1855, pág. 569,) 

O. declarando que el R. D. de 10 de febrero de 
1854, al devolver á los alcaldes mayores el cono- 
cimiento de los negocios en que entendía el juz- 
gado general de bienes de difuntos no quiso alte- 
rar las atribuciones y proeederes de las Audiencias. 
A. disponiendo que las competencias con los juzgados 
militares se resuelvan por la sala primera y las 
demas por la tercera. (V. Anales de 1855, 
pág. 576.) 
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Cantidades asignadas á la audiencia y á los juzgados para gastos de material. -7 97 


AUDITOR. — En los Anales de 1855 pá - 1 
gina 592, se inserté la R. O. de 2 de agos- 
to de 1856 ; > que declara cuándo pue- 
den asistir á las audiencias los audito- 


res de guerra y de marina, los cuales 
no deben desempeñar cornisones de las 
que las leyes encomiendan á los demas 
oidores. 
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En el mismo volúmen, articulo Au- real cédula de 30 de enero de 1855 
DIENCIA, se incluyeron otras tres rea- sobre organización y competencia de 
les órdenes de la misma fecha de 2 de los juzgados y tribunales de ultramar, 
agosto de 1856, de las cuales la 1. * de acuerdo con lo consultado sobre el 
declara innecesaria la asistencia de los particular por la sala de Indias del 
auditores á la sala de guerra y mari- tribunal supremo de Justicia, ha teni- 
na de las audiencias de ultramar, para do á bien denegar la pretensión de Be- 
que esta pueda legalmente funcionar; gueira, reservando empero á este su 
(pág. 665) la 2., 08 que corresponde á derecho para reclamar la indemnización 
la sala de guerra y marina conocer de que crea correspondiente con arreglo á 
los recursos de queja y protección con- las leyes y reales disposiciones vi gen - 
tra los auditores (pág. 58tf); y por últi- tes. Lo traslado á Y. S. I. para su co- 
mo, la 3. * declara que las audiencias nocimiento y el del Real acuerdo á los 
de ultramar tienen sobre los jueces es- fines consiguientes, 
peciales de sus respectivos territorios, Y dada cuenta al Real acuerdo de 
de cuyas alzadas conocen, las mismas la antecedente real órden, se sirvió pro- 
facultades de inspección y disciplina que veer con fecha 9 del corriente que se. 
sobre los demas (pág. 569.) comunicara á V. S. como lo verifico, 

Consignamos aquí estas .referencias, trascribiéndole la comunicación en que 
siguiendo nuestro propósito de hacer se halla la misma á los efectos opor- 
constar en cada uno de nuestros Anales tunos. Dios guaide á Y. S. muchos 
toda la legislación correspondiente á su años. Habana 22 de octubre de 1856. 
fecha. — Ignacio González Olivares . — Sr. Ma- 

En la palabra Montepío tendremos gistrado fiscal de esta Real Audiencia 
que ocuparnos nuevamente de los au- Pretorial. 

ditores. En Asesor se hace también Y pareciéndome conveniente que ten- 
mencion de esos funcionarios. ga Y. conocimiento de esta disposición 

soberana para cumplirla debidamente 
AUSENTES — (defensor de ) R.O.de en los «casos que ocurran, se la tras- 
31 de julio de 1 8 56 , que considera supri - mito, reiterándole con este motivo cuan- 
mido el cargo de defensor de ausentes , to le tengo prevenido en mi circular 
comunicada por el fiscal fie S. M. en numero 3 de 23 de Mayo de 1855 al 
circular de 23 de octubre . comunicarle el auto acordado que se 

dió para fijar la inteligencia del párra- 
Acaba de comunicárseme una real ór- fo 3. ° del artículo 161 de la real cé- 
den que á la lelra dice asi: dula de 30 de enero de 1855. — Dios 

El Excmo. Sr. Presidente gobernador guarde á Y. muchos años. — Habana y 
y capitán general con fecha 30 de se- octubre 23 de 1856. — Joaquín Galveton. 
tiembre último me dice lo que sigue: — Sr. Promotor Fiscal de la alcaldía 
limo. Sr. — Con fecha 31 de julio úl- mayor de 
timo por el ministerio de Fomento y 

ultramar de real órden se me oomu- R, Ó. de 30 de Seiembre de 1856, decía- 
nica # la siguiente: — Excmo. Sr.: — He da- randa que no está derogada la facultad 

do cuenta á la Reina del expediente que las audiencias han tenido has/a 
instruido en la superitendencia de ésa ahora de calificar los poderes de los 
Isla á instancia de D. Antonio Reguei- ausentes ultramarinos.— Y. Audien- 
ra, en solicitud de que se le conserve cía. 

en las alcaldías mayores de esa capi- 

tal el cargo de defensor de ausentes que kfftfl DEFINITIVO.— El decreto judi 
le correspondía en los suprimidos juz- cial que tiene fuerza de sentencia, de 
gados de bienes de difuntos de esa cidiendo la causa 6 el pleito ( Escriche ; 
ciudad y de la de Puerto-Príncipe. Dic ciona ri o.) 

Enterada S. M, y considerando que el MTQ INTEHLOCUTORIO. — El que no 
expresado cargo ha sido virtualmente decide definitivamente lacausa, sino que 
extinguido por el artículo 161 de la solo recae sobre algún incidente ó ar- 
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audito ». 


tíoulo del pleito, ó dirige la serie ú 
órden del juicio ( Escriche : Diccionario .) 

En el artículo Casación, Anales de 
1855, expusimos que procede el recur- 
so de ese nombre contra las providen- 
cias definitivas y no contra las ínter- 
locutorias: mas si bajo la apariencia y 

f >or los trámites designados para dictar 
os autos interlocutorios se concluyese 
un pleito definitivamente sin permitir, 
ulterior procedimiento, tal providencia, 
aunque por su parte pareciese interlo- 
cutoria, seria verdaderamente definitiva 
y contra ella procedería el recurso de 
casación. Por lo expuesto se vé lo im- 
portante que es examinar en tales ca- 
sos si la providencia es en el fondo de- 1 
finitiva ó interlocutoria, si deja abier- j 
ta la puerta á nuevos recursos ó im- 1 
pide la continuación del pleito; y pres- 
cindiendo de su forma así como de la 
su8tanciacion que se haya dado al ar- 1 
tículo 6 á la cuestión decidida, exami- ¡ 
nar el fondo de lo que en ella se man- 
da 6 resuelve para admitir ó desestimar | 
el recurso de casación. (Véase esta pa- ¡ 
labra, pág. 682 y siguientes.) , 

El tribunal supremo ha tenido que 
resolver algunos recursos de es- 

pecie, cuyas decisiones pueden verse en 
la parte legislativa de dicho artículo, ba^ 
jo las fechas siguientes. 


1842. 

Agosto 

26. 

P á g- 

780. 

1848. 

Febrero 

21. 

n 

785. 

1850. 

Abril 

22. 

ty 

799. 

tt 

Octubre 

8. 

yy 

800. 

1851. 

Noviembre28. 

yt 

805. 

1862. 

Diciembre 

1 . 

ft 

810. 

1855. 

Mayo 

11. 

ft 

831. 

1856. 

Abril 

22. 

n 

842. 

1867. 

Mayo 

20. 

>t 

858. 

1858. 

»í 

21, 


• • • • 


Ademas de las sentencias anteriores, 
encontramos entre las pronunciadas por 
el referido supremo tribunal otra que 
califica de definitivo y no de interlocu- 
torio el auto que decide sobre la legi- 
timidad y graduación de los créditos en 
un juicio de concurso de acreedores. (Véa- 
se en este volumen la palabra Apelacton f 
pág. 472.) 


AUTOPSIA — Auto acordado de 30 de 
jumo ae 1856, estableciendo reglar 
químico-legales para la autopsia de 
tos cadáveres . 

Circular núm. 80.— El Beal Acuerdo 
de esta Audiencia Pretorial, de con- 
formidad con lo representado por el 
Sr. Fiscal, por auto de 30 de junio 
último, ha tenido á bien mandar se cir- 
culen á los. jueces del territorio para, 
su cumplimiento, las tres reglas que 
contienan la comunicación del Instituto 
de investigaciones químicas, ¿ consecuen- 
cia de la causa que se siguió en el juz- 
gado del Sr. alcalde mayor 3. ° de es- 
ta ciudad para averiguar Jo que, moti- 
vó la muerte del asiático Belen, cuyas 
reglas son como sigue: 

1. 63 Que los facultativos encargados 
de la autopsia cadavérica no usen alco- 
hol flojo, que dilatándose con la mucha 
agua que contienen las visceras, no la» 
preserva sino imperfectamente de la pu- 
trefacción; y sí por el contrario de al- 
cohol de cuarenta grados, Cartier, ó sean 
noventa y cinco grados centecimales y 
en suficiente cantidad para cubrir las vis- 
ceras. 

2. * Que nunca, bajo ningún pretex- 
to, deberán los médicos .excusarse de se- 
parar el hígado y envasarlo separada- 
mente en un pomo y el estómago é in- 
testinos en otro. 

3. * . Que los módicos que asistan 
al paciente, deberán cuidar de recojer 
con el mayor esmero los vómitos que 
arrojare el enfermo, envasándolos por se- 
parado en otro pomo para su exámen 
químico-legal.” 

Lo que comunico á V. S. en cum- 
plimiento de lo prevido para su obser- 
vancia, esperando me avise el recibo. 

Dios guarde á V. S. muchos arios. 
--Habana y julio 17 de 1856. — An- 
tonio María del Rio , secretario. — Sr. Al- 
calde mayor de 

ATALP. El precio asignado á las 
mercancías que no están comprendidas 
en el arancel: éste precio se fija con 
arreglo á la práctica antes seguida; ó 
bien con vista de los costos que pue- 
dan haber tenido, y calculando la uti- 
lidad que prometan. 
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La instrucción de aduanas previene 
a aquellos funcionarios en la parte que 
les es relativa que lleven un libro don- 
de vayan anotando los artículos que 
reconozcan y no estén comprendidos 
en las partidas del arancel, con espe- 
cificación de las circunstancias de ca- 
da uno, de su utilidad, del precio que 
les hubiesen señalado, ó del en que se 
hubiesen vendido en la plaza, con el 
objeto de que sirvan de norma para 
fijarles un valor en la revisión que pe- 
riódipamente debe hacerse del arancel. 
—De algunos de dichos libros nos he- 
mop valido para formar él arancel ex- 
tra-oficial que al pié del oficial publi- 
camos en los Anales de 1855. V. A- 

DUANA9. . 

AVENENCIA. ( Juzgado de; 

1. ' El encargado de arreglar las di- 
ferencias suscitadas en asuntos mercanti- 
les, antes que lleguen á hacerse con- 
tenciosos. Equivale al juzgado de paz 
establecido para la generalidad de los 
deirtas negocios judiciales. 

2. En la Habana, Cuba y Matan- 
zas que tienen tribunales de comercio, 
el juez avenidor según el art. 1206 del 
código de comercio ha de ser precisa- 
mente el que sirvió el cargo ae prior 
en el ano precedente: en los demas pun- 
tos se nombra por S. M. á propuesta del 
intendente un comerciante con las ca- 
lidades prevenidas en el art. 1186 con- 
forme con el referido art. 1206. 

3. El art. 2. ° del reglamento dic- 
tado en 1853 para celebrar los juicios 
de paz comprende las demandas mer- 
cantiles, entre las que no pueden ser 
admitidas en juicio sin hacer constar 
que se ha intentado el medio de la a- 
vencia ó conciliación de las partes con- 
tendientes. Y como el art. 1. ° pone 
á cargo exclusivo de los alcaldes ordina- 
rios y de los capitanes de partido la presi- 
dencia de tales actos, dudó la audiencia 
de Puerto-Rico si esas disposiciones de- 
rogaban tanto el art. 1206 del código de 
comercio, que dispone que los priores 
sean los jueces avenidores natos en los 
territorios jurisdiccionales de los tribuna- 
les de comercio como los artículos atinen- 

102 


[tesde la ley de enjuiciamiento dictada pa- 
ra su ejecución; y elevada la oportuna 
consulta, resolvió S.M. en sentido afirma- 
tivo, mandando por real órden de 25 de 
juniq de 1854 que desde 1. ° de enero 
de 1855 cesasen los jueces avenidores 
en sus cargos sin elegirse otros, y que 
los alcaldes ordinarios de aquella isla 
conociesen para lo sucesivo de toda cla- 
se de juicios de paz así como de la 
ejecutíion de las providencias consentidas. 

4. No podia ocultarse á quien acon- 
sejó esa resolución enteramente ajusta- 
da al reglamento mencionado que la 
isla de Cuba, y especialmente la Ha- 
bana, se hallan en circunstancias muy 
diferentes que Puerto-Rico , y en vez 
de comunicarla para su cumplimiento 
á esta provincia, en la cual debiera re- 
gir, como en efecto está rigiendo, el re- 
glamento mismo que en ella se inter- 
pretaba auténticamente, se trasladó al 
Presidente de la Real Audiencia Preto- 
rial para que esta informase si habia 
inconveniente en extenderla á este ter- 
ritorio. 

j 5. Unánimes fueron los pareceres que 
se emitieron con tal motivo, y la exis- 
tencia de los juzgados de avenencia de 
I la isla de Cuba y de las Filipinas ha si- 
! do ratificada por real órden de 5 de abril 
de 1856 expedida por la dirección de 
Ultramar de conformidad con la sala 
de Indias del supremo tribunal de jus- 
ticia; habiéndose considerado suprimidos 
en las demas del reino por disposicio- 
nes dictadas no en expedientes instrui- 
dos para ventilar la cuestión de su exis- 
tencia, sino como consecuencia inciden- 
tal de medidas generales' dictadas con 
bien diferente motivo. Cuba tuvo la 
fortuna de ser oida, porque el gobier- 
no, acostumbrado á mirar con cierta 
predilección los intereáes de los que a- 
uí habitamos, juzgó aventurado man- 
ar se observase en esta provincia lo 
que en España se habia resuelto, dema- 
siado ligeramente quizá, sin asegurarse 
primero de su conveniencia ó desven- 
tajas: y atendiendo al gran movimien- 
1 to mercantil de estas plazas, á ser dos 
únicamente los alcaldes ordinarios que 
en ellas existen y á otras razones que se 
; expusieron, acordó no hacer innovación. 
I' 6. Es indudable que en los tribu- 

1856 


» 
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nales de comercio se ventila» asuntos 
importantes, á veces muy complicados, 
y para cuya resolución mas acertada 
son muy convenientes lqs conocimi^n* 
tos especiales y la práctica eje Jqs nego- 
cios. Tampoco puede ponerse eq duda 
la notoria conveniencia de que sean 
inteligentes los que presidan los juz- 
gados de avenencia, donde suelen por- 
tarse muchos litigios y en los que el 
consejo de una persona versada en el 
comercio y de cierta respetabilidad pue- 
de ejercer mucha influencia para evitar 
pleitos, que es el objeto de los juzga- 
dos de paz. El juez avenidor, que, según 
acabamos de exponer, es el prior del 
año anterior, ha de reunir las , circuns- 
tancias mas adecuadas para ejercer en 
bien de la sociedad las funciones que 
la ley le encarga, pues según el artí- 
culo 1186, se requiere para obtener el 
real nombramiento de prior, llevar 10 
años de matricula y ejercicio en el co- 
mercio, haber sido anteriormente cón- 
sul en propiedad ó sustituto, ser natu- 
ral de estos reinos, tener 30 años, go- 
zar de buena opinión y fama, i^o ha- 
ber hecho quiebra culpable ni fraudu- 
lenta, y en el caso de haberla hecho 
inculpable ó de suspensión de pagos 
hallarse rehabilitado, no haber sido con- 
denado por delito á pena corporal aflic- 
tiva, ni ser deudor líquido á la real ha- 
cienda ni á fondo alguno municipal. 

7. De aquí se infiere que la ley ha 
procurado que el juez avenidor sea la. 
persona que reúna mayores garantías de 
acierto para desempeñar bien su come- 
tido, siendo grande su importancia en 
una población mercantil como la Haba- 
na, donde hay muchos establecimientos 
y empresas que deben regirse por el 
código de comercio y cuyo numero va 
en aumento cada dia. 

8. Que para cortar las diferencias que 
ocurran en las infinitas cuestionas mer- 
cantiles que puedan suscitarse debe ser 
mas á propósito quien haya sido prior 
del tribunal de comercio que el alcal- 
de ordinario, en quien no son de su- 
ponerse los mismos conocimientos, ni el 
mismo ascendiente sobre los comercian- 
tes, es un hecho induduble; pero hay 
ademas otra circunstancia muy atendi- 
ble y que demuestra, particularmente 


respecto á la Habana, la imposibilidad 
de que lqs alcaldes ordinarios, suplan 
al juez avenidor: aqui no hay mas 
ue dos alcaldes ordinarios, y esto solo 
emuestra que es insuficiente su núme- 
ro parq dedicarse á ser jueces aveni- 
dores, aun cuando estuviesen doiado9 de 
todas las demas circunstancias que el 
desempeño de este cargo exije, pues 
los juicios de conciliación y las demas 
atribuciones á que tienen que atender 
son bastantes para absorver completa- 
mente su tiempo. En ía Península, en 
úna población del vecindario de la Ha- 
bana, con arreglo al artículo 108 de 
la ley municipal de 5 de julio de 1856, 
debe haber once alcaldes; y con arre- 
glo á la ley de 8 de enero de 1854 
había un alcalde y seis tenientes alcal 
des autorizados todos ellos para oir jui- 
cios de conciliación. Esta sola diferen- 
cia demuestra claramente que no era a- 
plicable á esta Isla la real órden que 
extendió ¿ la de Puerto-Kiéb la disposi- 
ción que sobre el particular rige en la 
Península y que la soberana resolución 
dictada en este séntido es altamente be- 
neficiosa á los intereses mercantiles de 
Cuba. 

9. Hase suscitado alguna vez la cues- 
tión de si serán nulas las actuaciones 
seguidas por la ley de enjuiciamiento 
mercantil sin haberse celebrado el jui- 
cio dé avenencia prevenido pqr el art. 
1. ° de la misma ley, habiéndose acu- 
dido en su lugar al alcalde ordinario 
para tener la conciliación que necesa- 
riamente debe preceder á toda deman- 
da esqrita, salvas algunas excepciones. 

10. '‘Serán nulas, dice el art. 2. ° de 
la ley citada, todas las diligencias ju- 
diciales obradas sobre demanda á que 
no haya precedido la celebración de la 
comparecencia. 1 ’ Conforme á ja letra 
clara y terminante de esta disposición, 
la nulidad procede sin excepción algu- 
na; pero si atendemos á su espíritu, 
si consideramos que en la época en que 
se promulgó (1831) no se conocían los 
juicios de paz ó de conciliación; y si por 
fin recordamos aquella célebre ley re- 
copilada que manda atender mas que 
á los ápices del derecho á la esencia 
de las cosas, ley aplicable mas que á 
ninguna institución á los asuntos de co- 
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mercio, en los cuales rige y debe regir 
siempre la máxima de verdad sabida 
y buena fó guardada; no vemos incon- 
veniente, antes por el contrario creemos 
legal, acertado y económico establecer, 
que hablándose celebrado por equivo- 
cación juicio dé paz ante un alcalde or- 
dinario ó capitán pedánéó sobre un a- 
sunto mercantil, y echádose de ver el 
error avanzadas ya las actuaciones, no 
debe declararse la nulidad de estas, por- 
que los litigantes cumplieron con el es- 
píritu de la ley, aunque infringieron su 
letra: y asi lo ha resuelto la Audiencia de 
esta Isla en algunos casos, ordenando sin 
embargo, -por un exceso de respeto al texto 
legal, que se celebrase juicio de avenen- 
cia, previniendo que si no la hubiese, con- 
tinuara el procedimiento Con arreglo á 
derecho sin necesidad de ratificarse lo 
actuado, como aTguii alcalde mayor habla 
creido indispensable. 

11. Posteriormente vino la ley de 
enjuiciamiento civil á justificar esta doc- 
trina, sancionándola por su arfc. 203, que 
establece terminantemente que serán vá- 
lidas y subsistentes las actuaciones que 
se hayan practicado sin este requisito, 
salva la responsabilidad en que el juez 
haya incurrido; pero que se procederá 
á la celebración del acto en cualquier 
estado del pleito en que se fióte su 
falta. 

ESTADISTICA. 

12. Siguiendo el sistema que nos he- 
mos propuesto en la redacción de este 
diccionario, corresponde ahora colocar 
la estadística de los juzgados de ave- 
nencia, que, por no estar comprendidos 
en los estados de juicios da conciliación 
publicados cada afio por el Sr. Regen- 
te de esta Audiencia, hemos solicitado de 
los secretarios de los jueces avenidores 
y obtenido de ellos á la primera invi- 
tación, por cuya complacencia les da- 
mos una muestra pública de nuestro a- 
precio. 

.13. Parócenos por regla general que 
deben haberse celebrado mas juicios de 
avenencia que los comprendidos en el 
estado siguiente, mucho mas si par-fimos 
la atención en el juzgado de Cuba, en 


el cual durante los años de 1855 y 1856 
solmnente aparecen 3, y 5 respectiva- 
mente, cuando en 1857 dá el estado 133. 
Es verdad que en la 2. mitad de ese 
año habría muchos pleitos por devolu- 
ción de primas; pero también es de pre- 
sumirse y alguno de los escribanos lo 
indica, que suponiendo exactos los nú- 
meros por ellos suministrados, consiste 
la escasez de esta clase de juicios en 
que los alcaldes ordinarios oyen también 
á los comerciantes si se presentan soli- 
citando juicio de conciliación. 


Juicios celebrados en los juzgados de avenencias du- 
rante los años que se expresan. 
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PARTE LEGISLATIVA. 


R. O. de 5 de abril de l%56, que de- 
clara subsistentes Ion juzgados de ave- 
nencia de la isla de Cuba . 

Gobierno, oapitanía general y superin- 
tendencia delegada de hacienda de la 
siempre fiel isla de Cuba. — Secretaría 
de gobierno. — Sección de asuntos judi- 
ciales y eclesiásticos, número 2280. — 
Con fecha 5 de abril último el Excmo. 
Sr. ministro de estado encargado del 
despacho de ultramar de real órden me 
comunica lo siguiente: — Excmo. Sr. — 
Conformándose la reina con lo con- 
sultado por la sala de Indias del tribu- 
nal supremo de justicia, ha tenido á bien 
disponer que en las islas de Cuba y 
Eiüpinas continúen subsistentes como 
hasta aquí los juzgados de avenencia 
establecidos por el código de comercio 
y la ley de enjuiciamiento y que que- 
daron suprimidos en la de Puerto Rh 
co desde 1. ° de enero del afio pró- 
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ximo pasado en virtud de la real órden 
de 25 de junio del anterior. Lo que co- 
munico á V. E. de la de S. M. para los 
efectos consiguientes; previniéndole al mis- 
mo tiempo, para conocimiento de esa Au- 
diencia, que cuando este tribunal remita 
en lo sucesivo expedientes de la índole 
del que motiva esta resolución soberana, 
acompañe siempre testimonio de los do 


cumentos esenciales que convenga tener 
í la vista para la mejor y mas acerta- 
da resolución de S. M. — Y lo traslado á 
Y. S.I. para su inteligencia y la del Real 
Acuerdo á los fines de su cumplimiento.- 
Dios gjxarde á Y. S. I. muchos años.-Ha- 
bana 19 dé Mayo de 1856 . — José de la 
Concha.— Sr. Regente de la Audiencia 
pretorial. 


DEL ARTICULO AVENENCIA, 


TAQlHAé. 


1 Definición . 801 

2 Juzgados que hay en la Isla . 801 

3 al 8 Cuestionóse su conveniencia. Declaráronse subsistentes...». 801 

9, 10 y 11 Serán nulas las actuaciones mercantiles precedidas de juicio de paz 

en vez del de avenencia? . 8 03 

12 ESTADISTICA 803 


PARTE LEGISLATIVA. 

1853 Febrero 21 Reglamento para los juicios de paz. Y. Anales de 1855. Juicio 

DE CONCILIACION 

1854 Junio 25 R. O. mandando cesar desde 1855 los jueces avenidores de 


la isla de Puerto-Rico. 801 

1856 Abril 5 R. O. declarando subsistentes los de Cuba 804 


AVENIDOR (JUEZ). El prior de un tri- 
bunal ue comercio que después de con- 
cluir el año de su judicatura, continúa 
por otro afío desempeñando en los asun- 
tos de comercio el oficio de juez de paz 
o de conciliación. 

AVERIA. Derecho de 1 p.§ que se 
cxije en las aduanas sobre todos los géne* 
ros, frutos y efectos comerciales que se*ex- 
traigan ó introduzcan por mar en todos 
los puertos habilitados de la Isla. Y. 
Anales de 1855, Aduanas, tít. 2.° , capít. 
l.° , Consulado, con cuyo nombre se cono-, 
ce hoy, habiendo quedado anticuado el de 
avería. 

aves/ 

1. En el artículo en que se ha hablado 
de la producción animal en Cuba como 
producto de la industria humana, se deja 
dicho cuanto concierne álos animales do- 
mésticos, que casi todos son exóticos, sién- 
dolo los que constituyen parte de la ri- 


queza pública: ahora se tratará de las aves 
que se encuentran en los bosques de la 
Isla, sin que el hombre se cuide de su con- 
servación, por mas que muchos de ellos 
constituyan un valor considerable co- 
mo objetos de caza. Aunque el número 
de aves descritas por los ornitologistas en 
Cuba ya exceda de 221 especies no todos 
son peculiares y exclusivas de ella.— El 
sabio D’Orbigny al clasificar las 129 
especies que contiene su hermosa^ obra 
sobre las aves de Cuba, solo oree que cor- 
responden exclusivamente á esta comarca, 

Í r á las otras antillas,' una quinta parte de 
as descritas, ó sean 27 especies. Aun su- 
poniendo que la proporción se conserve 
después de los aumentos que han hecho á 
sus trabajos los Sres. Gundlach, Lembeye 
y D. Andrés Poey, se vé que es muy mí- 
nima respecto de los demas que han veni- 
do del continente ó se producen en ambas 
partes. — De esas 27 especies correspoúden 
tres al órden de los Accipitres , trece á los 
passeres, seis á los scansores y tres á las 
gallinas {colombide). 
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2. Antes de que nos ocupemos del ca- 
tálogo dé las aves de Cuba, hasta donde 
hoy pueden ser objeto de este artículo, 
parece, justo decir dos palabras sobré la 
historia de la ornitología Cubana. El cita- 
do D’Orbigny, en su erudita introducción 
á la obra sobre laé aves de Cuba, enuhaera 
todos los trabajos qtiela precedieron acerca 
de la historia de los animalésde las antiilas 
y contrayéndose álas avée, dice 'que los 
primeros datos referentes al siglo XVI se 
encuentran en la Crónica dé Fernandez 
de Oviedo; que en el siglo XVII se au- 
mentaron esos estudios con los de Her- 
nández, Dutertre y Roquefort; y en el 
XVIII los de Sloan y Catesby. D’Orbigny 
juzga de todos esos trabajos rudimenta- 
les y que corresponden á la infancia de la 
ciencia, y ásegura que hasta qué Mr, Vi- 
gors publicó un Catálogo de las aves cu- 
banas en i 82 7 en el Diario Zoológico, mer- 
ced á una remesa que le envió Mac-Leay, 
no hubo nada científico eti el ' ramo. El 
mismo D’Orbigny al examinar las mues- 
tras remitidas por el Sr. D. Ramón de la 
Sagra, cuyo número ya queda determina- 
do, pues Vigore solo elasificó cuarenta y 
cinco , se reconoce deudor, para haber po- 
dido publicar un trabajo mas completo, á 
lps estudios hechos sobre las aves ameri- 
canas por los ornitologistas Wílson, Bo- 
napar'te, Peiinatlt, Vieillot y Swainsori y 
otros. 

3.. Los historiadores, cronistas y víage- 
ros que se ocupan de las cpsasamericanas 
no pudieron sobreponerse á su siglo: 
cuando se leen por ejemplo las descripcio- 
nes llenas de entusiasmo y poesía de Ro- 
quefort, al hablar de las aves de la mar, 
de los rios y délos bosques de las anti- 
Has ¿qué es lo que se echa de menos? La 
ciencia que estafen la clasificación; las ar- 
tes fundadas en esa ciencia para consignar 
en láminas dibujos correctos, que dan uña 
idea exacta de los objetos descritos. Quien 
quiera que sea el autor de la obra que 
lleva el nombre de Roquefort, sentia por 
las aves una predilección en que no le 
aventajará hoy ningún naturalista: ‘‘To- 
das las obras de Dios, decía, son mag- 
nificas, que las hizo con sabiduría: la 
tierra está colmada de bienes; pero es pre- 
ciso confesar que entre las priaturas dota- 
das de solo ía vida sensitiva, sou las aves 
las que . mas . altamente proclaman las ri- 


quezas inagotables de su bondad y provi- 
dencia: ellas nos convidan con la armonía 
de su canto, la rapidez de su vuelo, los 
vivos colores de su pomposo plumaje á 
alabar y glorificar esa Magestad soberana 
que las ha embellecido con tan raras per- 
fecciones.” — No obstante ese entusiasmo, 
no hay una sola de las 7 figuras que com- 
prende su lámina (1) explicativa que re- 
presente la verdad de la naturaleza, si se 
exceptúa la gallina de Guinea, que es 
exótica. 

4. Después de los trabajos D’Orbigny 
los han continuado los Sres. Gundlach, 
Lembeye y Poey: del primero nada he vis» 
to publicado sirio, las referencias que á'eu 
hermosa colección de aves disecadas ha- 
cen sus amigos y admiradores; de los se- 
gundos, existen una obra sobie aves cu- 
banas y un catálogo metódico que se 
redactó por encargo del Sr. D. Miguel 
Rodríguez Ferrer, para hacer parte de un 
diccionario geográfico estadístico de la 
isla de Cuba. -r- Aunque escrita y citada 
por D. Andrés Poey las “Aves de la isla 
de Cub i” de Lembeye se publicó (2) des- 
pués que el catálogo últimamente citados 
(3). Hay en el estilo de Lembeye ese en- 
tusiasmo de que se acaba de hacer men- 
sion y de que tan hermosas muestras nos 
dió el infatigable naturalista viagero An- 
dubon, el sabio habitador de las selvas 
americanas, sin- otro objeto que el estudio 
de las costumbres de las aves. 

5. El trabajo del Sr. Poey ofrece un re- 
súmen de las aves, que, á permitirlo la ín- 
dole de esta obra, casi sedebiera reproducir 
íntegramente: no obstante, en el catálogo 
del Sr. Lembeye con que termina su obra 
se encuentran algunas especies mas pues, 
incluyendo Poey solo 208 especies, ascien- 
den en el de Lembeye á 221.— Con pre- 
sencia de esos trabajos ornitológicos se 
forma el siguiente catálogo, con que se 
enumera el total de especies determinadas 
en los distintos órdenes, familias y géne- 
ros, continuando el sistema adoptado por 
D’Orbigny. 

6. Expresado así el número de indivi- 


(1) Edición muy bella de Roterdam en 1065, 
por Loers. 

(1) En 1850 con bellas láminas iluminadas. 

(2) En las Memorias de la Real Sociedad Eco- 
nómica; luego aparte, año de 1848, entrega de No- 
viembre. 
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dúos 6 especies de aves cubanas, parece 
que para completar los datos estadísticos, 
bajo cuyo aspecto se incluyen aquí, se ha- 
ble del valor de la industria de la caza en 
la Isla : en el artículo Caza se insertará la 
parte reglamentaria y legislativa. No hay 
datos seguros para calcular el valor de la 
caza en la toda la Isla, pero habiéndola su- 
puesto D. José García . de Arboleya en 
1852 en $ 136,887, es de creerse que ten- 
ga alguna exactitud el guarismo, y te- 
niéndola, hoy debe ser mucho mayor por 
el incremento natural de las cosas. Aun- 
•que agrícola la población indígena de 
Oaba, se alimentaba también mucho de la 
caza y mas de la pesca: si las observacio- 
nes de los escritores de -antropología no 
son inexacta*, parece que la providencia 
ha hecho que los habitantes de los países 
cálidos, en donde es menos necesario el 
alimento de la carne, se provean de man- 
jares m nos suculentos, aunque de mas 
apropiada aplicación. Los peces, las aves 
cu vas carnes s m menos nutritivas y de 
mas fácil digest on, parecen mas análogas 
á la alimentación de las regiones en que 
el calor permite á la raza humana un régi- 
men mas frugívoro. 

7. Como es de presura rse, no todas las 
aves de Cuba se aprecian por su aplica- 
ción alimenticia: descuellan, como ya lo 
observó Roquefort, por sus matizadas li- 
breas, sus elegantes ó extrafias formas an- 
tes que por sus otras condiciones. El 7b- 1 
cororo {trogon temnurus), el turnan (omitho : 
rincus ricordx) y varias trepadoras como 
el guacamaya (macrocerus tricolor^ son de 
los mas notables por sus bellos pluma- 
jes. 

8. Entre las aves de caza son de las 
mas apreciadas la codorniz (ortix Virginia - 
n?/ 5 ), especie introducida en la Isla no ha 
mucho tiempo, y que demuestra la conve- 
niencia de que se procrease la perdiz eu- 
ropea, y otras especies que se aclimatarían 
con facilidad en los bosques y sabanas del 
interior. Son varias las especies de palo- 
mas, entre las cuales hay una muy pare- 
cida á la perdiz, y que así se le llama (< co- 
lumba ciano cephala). Es de las mas raras 
y bellas por su color, el camao {columba 
caribea) reuniendo hasta la circunstancia 
de un buen tamaño, para que se le busque 
por los cazadores. Existen, como se ha 
visto en el catálogo, 11 especies de palo- 


mas. Después de estas aves y otras del ór- 
den de loa pájaros, son útiles para la caza 
muchas aves acuáticas, principalmente en 
la clase de los patos (anatide) y de las gar- 
zas {ardea). 

9. Para el canto son apreciados el sin 
sonte {orpheys poliglotus\ el ruiseñor {mu- 
dcapa Eüsabet ), el tomeguin ( paserina oU- 
vacea). La cotorra {Psitacus leucocephalus), 
el periquito ó catey, {Psitacus guyanensis) 
y aun el guacamayo se enseñan á hablar, 
siendo la que mas fácilmente aprende la 
primera.^ 

10. Con lo expuesto queda indicado 
cuanto concierne á las aves silvestres de la 
Isla de Cuba, de su apreciación numérica 
y como producto de la caza que es lo que 
se ha querido consignar en este artículo. 

A. Bachiller. 

OBDEN 1. ° ACCIPIT&ES. 

Familia 1 . * Vuturidae. 


Género 1. ° Cáthartes 1 

Familia 2. 08 Falconida. 

Género 1. ° Polydorus. 1 

Gen. 2. ° Cy mináis 1 

Gen. 3. ° Rostramns. 1 

Gen. 4. ° Pandion 1 

Gen. 5. ° Morphuns 1 

Gen. 6. ° Bn*eo 2 

Qen. 7. ° Astiir 3 

Gen. 8. ° Circos 1 

Gen. 9.° Falco 3 

Familia 3. 08 Strigida. 

Gen. 1. ° Otus 2 

Gen. 2.° Noctua 2 

Gen. 3. ° Strix 1 


ORDEN 2. ° PA88ERES. 
Familia 1. * Lantdae. 


Gen. l.° Víreo 5 

Familia 2. 08 Turdida . 

Gen. 1. ° Tardas 4 

Gen. 2. ° Orpheus 2 

Gen. 3.° Seiurus 2 
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Familia 3. 83 Silvidae. 


Gen. 1. ° Silvia 11 

Gen. 2.° Helniaia.... 2 

Familia 4. * Tanagridae. 

Gen. 1. ° ,Euphonde 1 

Gen. 2. ° Tanagra . 1 

Gen. 3. ° Py ranga 1 2 

Familia 5. 08 Muscicapadae. 

Gen. 1. ° Tyraunus. ...* 4 

Gen. 2. ° Muscícapa 5 

Gen. 3. ° Setophaga 2 4 

Gen. 4. 9 Eulicibora 1 

Gen. 5. ° Moscipeta. 1 

Familia , . 6. 08 Hirundidae . 

Gen. 1. ° Hirundo. 5 

Gen. 2.° Cypcelus 1 

Familia 7. * Caprimulgida. 

Gen. 1. ° Caprimnlgus 2 

Gen. 2. ° Chordeiles 1 . 

Familia 8. * Fringiltidae . 

Gen. l. 0 Passerina .......r.r. 4 

Gen. 2. ° Carduelis 1 

Gen. 3.° Linaria 1 

Gen. 4. ° Pyrrula 1 

Gen. 5.° Fringilla 1 

Gen. 6. ° Emberiza 3 

Gen. 7. ° Dolicbonyx 1 

Familío 9. * Loxiadae . 

Gen. I.° Coccoborns 2 

Familia 10. * Stumidae. 

Qen. J.° Sturnella 1 

Gen. 2.° Icterus 2 

Gen. 3. ° Xantornus 2 

Gen. 4. ° Quiscalus 3 

Familia 11. * Corvidae. 

Gen. l.° Corbus ... 2 

Familia 12. * Caeraebidee. 

Gen. 1. ° Careda 1 


Familia 13. 08 Sülade. 

Gen. 1. ° Anabates 1 

Familia 14. 03 Certhiadae . 

Gen. 1. ° Mnistilta.. 1 

Familia 15.* Trochilidae. 

Gen. 1. ó Orthorhiucus 3 

Familir 16. * Acyonidat. 

Gen. 1. ° Alced > 1 

Familia 17. 33 Todida. 

Gen. l."° Todus,. 1 

ORDEN 3. ° ESCANSORÉS. 

Familia 1. 05 Picidae . 

Gen. i. ° Picas... 

Gen. 2.° Colapte* 

Familia 2. 03 Cuculídae. 


Gen. 1. ° Ooccyzus 3 

Gen. 2. ° Saurothera 1 

• Familia 3. 08 Crotophagidae. 

Gen. 1° Crotophaga 1 

Familia 4. * Psittacidae . 

Gen. 1. ° P8ittacus 1 

Gen. 2. ° Macrocercus 1* 1 

Gen. 3.° Conurus.. 1 

Familia 5. 03 Trgonidae. 

Gen. 1. ° Frogon 1 

ORDEN 4. ° GALLINAS. 

Familia 1. 03 Columbidae. 

Gen. 1. ° Colamba 11 

Familia 2. * Tetraodidae. 

Gen. 1. ° Ortyx. 1. 
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OEDEN 5*. ° GRALLATORES. 

Familia 1 . 03 Gruidae. 

Gen. l.° Grus 

Familia 2. 05 Ardeidae. 

Gen. 1. Q Ardea «..•••• 

Gen. 2. ° Nyctícoras . 

Gtn. 3. ° Platalea 

Gen. 4.° Tántalos. 

FamtHa 3 . 03 Phaenicopferidae. 

Gen. 1. ° Phaenicopterus 

Familia 4. 03 ■ Scolopacidae. 

Gen. 1. ° Ibis 

Gen. 2. ° Numenius 

Gen. 3.° Limosa 

Gen. 4. ° Scolopax 

Gen* 5. ° Limnodromus 

Gen. 6. ° Totanus 

Gen. 7. ° Hemipalama 

Gen, 8. ° Tringa 

Gen. 9.° Strepeilas 

Gen. 10.° Arenaria 

Gen. 11.° Tliraautopu8 

Familia 5. 03 Cliaradridae. 

Gén. 1 . ° Haematopus. 

Gen. 2.° Vanellus........ ... 

Gen. 3. ° Charadrius 

Familia 6. 03 Rallidae. 

Gen. 1. ° Parra 

Gen. 2. c Áramus 

Gen. 3. ° llallus. 

Gen. 4.° Porphyrio 

Gen. * 5. ° Gallinula 

Gen. 6. ° Tulica 

ORDEN 6. ° NATATORES. 

i ■ • 

Familia 1 . 03 Colimbidae. 

Gen. 1. ° Colymbns 

Familia 2. 03 A nal id ae. 

Gen. 1. ° Auser 

Gen. 2.° Anns 

Gen. 3. ° Mergus 


! 

I 


1 I' 


12 

2 

1 

1 | 
. i 
1 I 


3 

1 

2 

1 

1 

7'* 

2 

4 
1 
1 
1 


1 

1 

4 


1 

1 

4 

1 

1 

1 


2 

12 

1 


Familia 3. 03 Pelecadinae. 

' . 

1. ° Pelecanus..» I. 

2. ° Phalacrocorax . 3 

2.° Plotns* .v. 1 

4. ° Sula...*. 1 

5.,° Frcgata 1 . 

(j. ° Phaeton. . .^.,...... r ..* 1 , 

Familia 4 . * Sternidae. 

Gen. 1. ° Larns 2 

Gen. .2. ° S terna. 0 

Total de especies., * .^.,......221 

ATÜ1AIÍTE, — Nombre deun grado en 
la milicia, cuyas funciones consisten en 
auxiliar y comunicar las providencias de 
los jefes á cuyas órdenes está; el escuadro* 
naf los soldados, • disciplinarlos y cuidar 
de su uniformidad. ' 

Ayudante de campo— U n oficial que 
recibe y comunica las órdenes del oficial 
general á cuyo servicio está destinado 
por el gobierno ó por el genpral en jefe* 
del ejercito. Ordinariamente -se da este 
empleo ó comisiop k ár los subalternos ó 
voluntarios de distinción. Un general en 
jefe tiene - cuatro ayudantes de pampo:, 
los tenientes generales dos y los .maris.- 
cales de campo uno. 

R. O. de 20 de marzo de 1856, disponien- 
do que los ayudantes de cámvo de ios 
generales empleados en la Isla disfru- 
ten el sueldo correspondiente íi sus cla- 
ses respectiva* en lai arma* de su pro- 
cedencia. 

Ministerio de la Guerra, n. 45. — 
Excmo. Sr. — El Sr. Ministro deda Guer- 
ra dice hoy al capitán general de Puer- 
to-Rico lo siguiente.' — He dado cuen- 
ta á la Reina (Q. D. G.) de la cárta de* 
V. E; de 29 de* octubre último, número 
182, consultando lo qué considera conve- 
niente sobre los sueldos que deberán per- 
cibir los ayudantes dé campo de los ge- 
nerales empleados en esa Isla^— Enterada 

S. M., atendiendo á que el real decreto 
de 24 de setiembre de 1853, por el que 
se nivelaron los sueldos de los jefes y 
plazas montadas del arma de infantería, 
con el que disfrutaban las mismas clases 
en la de caballería, y en que parece fun- 


Geu. 

Gen. 

Gen. 

Gen. 

Gen. 

Gen. 
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dada la consulta de Y. E., no ha sido ex- 
tensivo á las posesiones de Ultramar, con- 
siderando que no es propio ni proceden- 
te, que se haga una aeclaracion especial 
en favor de los ayudantes de campo; sin 
que sean comprendidos en las mismas 
ventajas los jefes y oficiales montados 
que se hallan sirviendo en los cuerpos de 
infantería, de ese ejército; y teniendo en 
cuenta que una medida de esta naturale- 
za habia de producir un aumento de bas- 
tante consideración en el presupuesto de 
gastos del Estado, el cual no puede acor- 
darse por el Gobierno, sin el concurso 
de las cortes, se ha servido S. M. declarar 
conforme con lo opinado por la junta 
consultiva de guerra en acordada de 8 
del corriente, que los expresados ayu- 
dantes solo deben disfrutar el sueldo cor- 
respondiente á sus respectivas clases en 
las armas de su procedencia. — De real or- 
den comunicada por dicho Sr. Ministro, lo 
traslado á V. E. para su conocimiento. 

Dios guarde á V. E. muchos años. — 
Madrid 20 de marzo de 1856. — El sub- 
secretario. — José Mac-crohon . — Sr. Capi- 
tán general de la isla de Cuba. 

'Ayudante de estado mayor.— Ofi- 
cial con el grado de capitán, adicto ó 
destinado al estado mayor general de 
un ejército, ó á los estados mayores divi- 
sionarios. No se pueden fijar sus funcio- 
nes y facultades, porque dependen de la 
voluntad de los jefes á cuyas órdenes se 
hallan. 

Ayudante general del estado ma- 
yor general. — Oficial general ó coronel: 
debe haber cuatro para el estado mayor 
general y uno para cada división: sus fun- 
ciones no pueden detallarse; pero general- 
mente cada uno de ellos está encargado 
de uno ó mas ramos del dicho estado 
mayor general. 

Ayudante de un regimiento. — Un 
oficial con grado de capitán que ayuda 
al mayor en sus funciones, y lo reempla- 
za en su ausencia. Cada regimiento de in- 
fantería tiene tantos ayudantes mayores 
como batallones de que se compone. Cada 
regimiento de caballería solo tiene ifll 
ayudante mayor. 

Por real órden de 31 de marzo de 
1856, que se insertaiá en la palabra gapi- 
tan, se determinaron los derechos y obli- 
gaciones de los capitanes que deserape- 

103 


fían en comisión las ayudantías de los 
cuerpos de infantería. 

Ayudante de plaza. — Oficiales de 
varias graduaciones, que están adictos á 
la plana mayor de una plaza de armas 
y encargados de todos los ramos de su 
instituto, bajo las órdenes del comandan- 
te de ella. 

R. O. de A de abril de 1856, creando úna 
ayudantía en la fortaleza de la Caba- 
na, y declarando de segunda clase lude 
la primera de Trinidad y suprimiendo 
la tercera de Cienfuegos . 

Ministerio de la Guerra n. 44. — Excmo. 
Sr.:-La Reina (Q. D. G.) aprobando lo pro- 
puesto por Y. E. en carta de 14 de febre- 
ro último, n. 1150, ha tenido ábien crear 
una ayudantía de plaza de 1. clase, so- 
bre la que de segunda existe, en la for- 
taleza de San Carlos de la Cabaña; de- 
clarar de 2. * clase la de 1. * de Trinidad 
y suprimir la de 3. * de Cienfuegos. Al 
propio tiempo se ha servido igualmente 
confirmar los nombramientos hechos por 
Y. E. para la interina provisión de di- 
chas ayudantías, quedando definitiva- 
mente colocados, con goce del sueldo 
que por reglamento les corresponda, el 
comandante graduado D. Manuel Ace- 
Vedo y Somoaevilla, capitán de infante- 
ría y primer ayudante de la plaza de 
Trinidad, en la de la Cabaña de nueva 
creación, y el capitán graduado D. Pedro 
Oliver y Gener, teniente de la propia ar- 
ma y tercer ayudante de Cienfuegos, en 
la de Trinidad, declarada de 2. clase, 
que viene á resultar vacante, por conse- 
cuencia de la anterior traslación. — De 
real órden lo digo á V. E. para los efectos 
consiguientes. Dios guarde á Y. E. muchos 
afíos. — Madrid 2 de abril de 1856. — 
O'DonneU. — Sr. Capitán general de la 
isla de Cuba. 

R. O, de 14 de Junio de 1856, mandando 
que cuando no haya en este ejército 
subteniente alguno que aspire á las va- 
cantes de terceros ayudantes de plaza 
las consulte el capitón general en favor 
de los sargentos primeros mas antr 
guos que las soliciten y reúnan las cir- 
cunstancias necesarias para ascender . 
El Excmo. Sr. Capitán general en 23 

1856 
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del actual me dice lo siguiente: Excmo. 
Sr. — El Excmo. Sr. Ministro de la Guer- 
ra me dice de real órden con fecha 14 
de junio último lo que sigue: — Excmo. 
Sr. — He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) 
de la carta de V. E. de 16 de febrero úl- 
timo número 1164, en la cual, con motivo 
de la dificultad que se experimenta para 
cubrir por los medios reglamentarios las 
terceras ayudantías de plaza que hay. en 
la actualidad vacantes en esa Isla, pro- 
pone Y. E. que todas las de esta clase se 
declaren de segunda, ó bien se provean 
al ascenso en sargentos primeros. Ente- 
rada S. M. y prefiriendo el último extre- 
mo conforme con lo opinado sobre el 
particular por la junta consultiva de 
guerra en acordada de 27 de mayo pró- 
ximo anterior, ha tenido á bien resolver, 
que tanto las indicadas terceras ayudan- 
tías como las. de la misma clase que en lo 
sucesivo vacaren, cuando hechas las ex- 
ploraciones oportunas resulte que no hay 
en ese ejército subteniente alguno que 
aspire á ellas, las consulte VI E. en favor 
de los sargentos primeros mas antiguos 
que las soliciten y reúnan las circunstan- 
cias necesarias para ascender. — De real 
órden lo digo á V. E. para los efectos 
consiguientes. Y lo traslado á Y. E. para 
los fines consiguientes. — Lo trascribo á 
V. para su conocimiento y demas efec- 
tos. — Dios guarde á V. muchos afiós. — 
Habana 26 de agosto de 1856. — Man- 
zano . 

Ayudante de ingenieros. — Oficial 
subalterno del cuerpo de ingenieros, que 
tiene la misma graduación que el alférez 
de infantería. 

Ayudante de artillería. — Oficial 
subalterno que en el cuerpo de artillería 
desempeña funciones análogas. En las 
secciones de á pié, que son los regimien- 
tos y constan de una ó mas brigadas, hay 
uno para cada una de ellas; pero en las 
montadas, que se componen de brigadas 
sueltas, hay dos para cada una, con obje- 
to de que puedan alternar en el servicio 
de armas y en el de órdenes.' Estos oficia- 
les pertenecen á la plana mayor del re- 
gimiento ó brigada, en que sirven y su 
elección recae generalmente en los te- 
nientes mas antiguos, siguiendo en esto, 
cpmo en los ascensos, el órden de antigüe- 
dad que se observa inalterablemente. El 


servicio que prestan en dichas secciones y 
que se dividen, como hemos dicho, en ser- 
vicio de armas y de órdenes lo desem- 
peñan alternativamente por semanas. El 
primero, consiste en asistir á todos los ac- 
tos del cuartel, como son listas, paradas, 
misas, etc., tomando el mando de la tro- 
pa, siempre que forme para cualquiera 
de ellos con la venia del capitán ó co- 
mandante que esté de jefe de cuartel. 
El segundo, en tomar diariamente la ór- 
den de la plaza, del subinspector dtl de- 
partamento, del jefe de escuela y del co- 
mandante de artillería, comunicándola 
después, á sus jefes respectivos y á las 
baterías del regimiento ó brigada á que 
pertenecen. Tienen los ayudantes de arti- 
llería é ingenieros, por ordenanza, el 
privilegio de tomar el santo, directamen- 
te del capitán general, en unión del ma- 
yor de plaza, el cual la comunica álos 
ayudantes de los demas cuerpos; pero esta 
práctica, aun cuando generalmente en 
uso, deja de observarse en algunas par- 
tes. — Ademas, los ayudantes son fiscales 
en las sumarias, que se forman por deli- 
tos leves, á los individuos de la clase de 
tropa, de las secciones en que sirven. , 

No se conoce otra clase de ayudantes 
en el cuerpo de artillería en tiempos nor- 
males; pero en caso de guerra, el coman- 
dante general y mayor general de arti 
llería, en un ejercito de operaciones ó en 
un tren de sitio, tienen ayudantes que 
son oficiales del cuerpo, y cuyo servicio 
es comunicar las órdenes de aichos jefes 
á las secciones del arma. 

AYüNTAMipTO. - Por real órden 
de o de junio de 1856 se aprobó la dis 
posicton del gobierno de la Isla, dictada 
en 29 de diciembre de 1855, según la cual, 
los alcaldes mayores dejaron de formar 
parte de los ayuntamientos desde 1T° de 
enero de 1856.— V. Alcalde mayor, 
pág. 300. 

Por real órden de 1. ° de setiembre de 
1856 se aprobó la autorización concedida 
al Ayuntamiento de Cuba para nombrar 
dos síndicos en vez de uno — V. Cuba. 

Decreto del gobierno de 12 de Diciembre 

de 1856, para la provisión de los cargos 

de regidores. 

Por el real decreto de 21 de julio de 
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1844, se halla autorizado este Gobierno 
superior civil, para proveer los cargos 
de regidores de los ayuntamientos, va- 
cantes por caducidad de los oficios mu- 
nicipales perpétuos, ó por Su reversión 
al Estado, así como para proveer defini- 
tivamente al desempeño de los mismos 
oficios, cuando poseído por personas le- 
galmente inhábiles para ejercerlos no me- 
rezcan su aprobación, las propuestas al 
efecto por los mismos .poseedores. El re- 
sultado de aquella soberana disposición 
es el término de la propiedad de aquellos 
oficios dentro de un plazo mas ó menos 
largo, respetando los derechos de sus ac- 
tuales poseedores; y seria contrariar el 
espíritu de la misma, si co'n los nombra- 
mientos .hechos por este Gobierno jse 
crease otra especie de perpetuidad con 
todos los inconvenientes de aquella, y 
sin ventaja alguna del Real Erario, que 
no percibe los emolumentos q.ue ante- 
riormente le rendía la enajenación, hoy 
suspendida, de los expresados oficios. 
Considerando por otra parte que la letra 
y el espíritu de aquel real decreto no- 
establece en manera alguna la inamo vi- 
lidad de los que una vez hubiesen sido 
nombrados por este Gobierno para el des- 
empeño de cargos municipales, y que su 
renovación puede ser conveniente para 
los mismos interesados, como lo es para 
el servicio público, he creido conveniente 
resolver. 

Artículo 1. ° Los cargos de regido- 
res de los ayuntamientos, servidos en la 
actualidad, ó que en lo sucesivo lo fueren 
en virtud de elección directa de este Go- 
bierno superior civil, ó por nombra- 
miento del mismo á propuesta de per- 
sonas legalmente inhábiles para desem- 
peñarlos, se proveerán cada dos años. 

Art. 2. ° Los gobernadores y te- 
nientes gobernadores, presidentes de los 
ayuntamientos en que existan cargos 
concejiles desempeñados por mas de dos 
años en virtud de elección directa de este ¡ 
gobierno superior civil, procederán á! 
formar y remitir propuestas en ternas 
para la provisión de dichos cargos, cui- 
dando de que las propuestas recaigan en 
mayores contribuyentes por todos con- 
ceptos á los fondos municipales de las 
respectivas jurisdicciones, avecindados 
en ellas, y personas de capacidad, ce- 


lo, probidad y patriotismo acreditados. 
Art. 3. ° Si el nombramiento de este 
obierno hubiese sido hecho á propuesta 
e poseedores de oficios municipales, le- 
galmente inhábiles para desempeñarlos, 
conforme al artículo 3.° del real de- 
creto de 21 de julio de 1844, los mismos 
gobernadores y tenientes gobernadores 
comunicarán á dichos poseedores la pre- 
sente resolución, con el fin de que pro- 
cedan á formar sus propuestas en el tér- 
mino de ocho dias, y luego que dichas 
autoridades las reciban,* las remitarán á 
este gobierno superior civil con su in- 
forme. 

Art. 4. ° Los poseedores de oficios 
municipales á quienes se refiere el artícu- 
lo anterior, al íorniar sus .propuestas con 
arreglo al mismo y real decreto citado, 
pueden proponer la reelección de los indi- 
viduos que los hubiesen servido hasta el 
diay en los bienios sucesivos, sin perjui- 
cio de la facultad, que al gobierno com- 
pete para resolver según el propio real 
decreto. t 

De estas disposiciones se dara cuenta 
al gobierno de S. M. 

Habana 12 de Diciembre de 1850. — - 
José de la Concha. 

Decreto del gobierno de 1 2 de Diciembre 
de 1856 , aumentando el personal de al- 
gunas juntas municipales . 

Las juntas muuioipales creadas y or- 
ganizadas por diferentes disposiciones de 
este gobierno superior civil en los pue- , 
blos cabezas de jurisdicción donde no 
existían ayuntamientos, están hoy lla- 
madas á ejercer las funciones propias de 
estos cuerpos en todos los ramos del ser- 
vicio municipal, por lo que se hace de- 
masiado penosa la carga impuesta al celo 
del corto número de personas que en la 
actualidad las componen. Por otra parte, 
las reformas introducidas en el sistema 
de los presupuestos, rentas y contabilidad 
municipales aconsejan y oxijen el inme- 
diato aumento del número de individuos 
que forman dichas juntas, á las que con- 
viene ademas, y el gobierno desea, lle- 
var la mayor suma de actividad, ilustra- 
ción y patriotismo, para que sus funcio- 
nas sean ejercidas con el mayor beneficio 
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posible de los pueblos y jurisdicciones 
respectivas. 

En fuerza de todas estas consideracio- 
nes, y teniendo presente también la dife- 
rencia de población y necesidades de los 
pueblos y jurisdicciones, en que existen 
las expresadas juntas municipales, sin 
ayuntamientos; resuelvo: 

Artículo 1. ° Se aumenta hasta el nu- 
mero de doce individuos el de las juntas 
municipales de los pueblos y jurisdic- 
ciones de Cárdenas, Pinar del Rio, Sagua 
la Grande y Guánajay, y hasta el núme- 
ro de ocho el de las juntas municipales 
de San Cristóbal, Bahía-honda, Nuevitas, 
Las Tunas y Guantánamo. 

Art. 2. ° Los tenientes gobernado-, 
res de las jurisdicciones nombradas pro- 
pondrán lo conveniente para la provisión 
inmediata de las nuevas plazas, en la 
forma para las existentes establecida á la 
creación de dichas juntas. 

Art. 3. ° Las juntas municipales se 
renovarán como hasta aquí, por mitad 
todos los años: para la primera r£no va- 
cien saldrán los individuos que lo son 
actualmente y ademas los que la suerte 
designe hasta completar la mitad que ha 
de renovarse. 

Habana 12 de Diciembre de 1856. — 
José de la Concha . 

(7r. de la H. del 13 de dicieinbre de 1856). 

- En el artículo Administración munici- 
pal, pag. 217, se insertó una lista de los 
pueblos de la Isla en que existen ayun- 
t imientos, y habiéndose olvidado el de 
Villaclara, lo anotamos aquí á fin de que 
conste que son 14 y no 13 las corpora- 
ciones de esa clase del departamento Oc- 
cidental, que unidas á las ocho que hay 
en el Oriental, forman el número de 22. 
ayuntamientos en toda la Isla. 

AZUCAR B — Sustancia cristalizada y 
dulce preparada con el jugo de algunos 
vegetales, solidificada por el fuego. La 
materia sacarina es una de las secrecio- 
nes mas comunes de los vegetales: entre 
estos ocupa el primer lugar para el efecto 
de extraer azúcar la caña de este nombre: 
sigue en orden de preferencia la remola- 
cha y hasta ahora pué&e decirse que no 
se ha pensado formalmente én extraer 
azúcar de otras plantas. 


1. Es el azúcar un producto agrícola 
de un consumo casi universal que ha 
creado una industria prodigiosa; sirve de 
ancha base % vastas operaciones mercan- 
tiles y pone en actividad una inmensa 
suma de capitales. De cuantos medios de 
explotación industrial se practican en el 
dia, pocos habrá que le aventajen en 
punto á importancia, ni que ofrezcan en 
sus resultados mas abundante copia de 
utilidades. Abraza multitud de obje- 
tos á la vez, y á un tiempo agrícola y fa- 
bril se presta á un constante laborío; 
ocupa una inconmensurable extensión de 
terreno; emplea un infinito número de 
brazos; dá movimiento á los capitales y 
á las contrataciones mercantiles; crea nu- 
merosas industrias subalternas, y provée 
por último al Estado de una renta cousi 
derable: sirve así á la agricultura, al co- 
mercio, á las artes, á la prosperidad ge- 
neral para venir por término do cuenta 
á prestar un auxilio poderoso al sosteni- 
miento del Estado, que á su vezde debe 
toda su ayuda y protección. 

. 2. Derivan de esta industria otras mu- 
chas que le son subalternas, de un uso 
no menos general, y que sin la preexis- 
tencia de aquella jamás habrían llegado 
á realizarse; tales como la confitería y 
dulcería, la chocolatería y refinería, la 
confección del aguardiente; ramos que 
emplean una infinidad de brazos, los cua- 
les tal vez sin este auxilio carecerían de 
aplicación; asi es que cuando se con- 
templa la vasta utilidad y la permanente 
necesidad de semejante industria, la ili- 
mitada extensión del terreno que ocupa, 
los millones que absorve y el ejército 
de hombres que emplea en su servicio, 
las maravillosas creaciones que se le de- 
ben, el aliento y vida que ha prestado al 
comercio, y como ha sabido fecundar 
todos les gérmenes de prosperidad que 
derrama por los países en que se ha es 
tablecido, no se puede menos de recono- 
cer con vivas señales de gratitud los eo- 
iosos beneficios de que aquellos pueblos 
eben confesársele deudores, y con cuan- 
ta razón y justicia tiene derecho á re- 
clamar en su favor la mas cuidadosa aten- 
ción y el mas esmerado interés de su 
parte. 

3. La natural división de esta indus- 
tria, que es á la vez agraria y manufoctu- 
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rera, consiste en el ramo del cultivo y 
en el de la fabricación que haata aquí en- 
tre nosotros lian corrido unidas y en una 
especie, digámoslo asi, de contubernio, 
que no es por cierto el que ellas deman- 
daban por su propia naturaleza. Indica- 
do como necesario el divorcio, de algún 
tiempo acá se han ofrecido por diferentes 
corporaciones diversos premios de honor 
ó en numerario á favor de los que logra- 
sen por ensayos prácticos y felices rea- 
lizar la separación de los dos ramos, 
rompiendo entre ellos una unión que si 
no antinatural, se la acusa al menos de 
retardataria y como opuesta á los pro- 
gresos y al mejoramiento de aquella. 

4. Esa íntima alianza entre las dos in 
dustrias, la agraria y la fabril, sobre una 
producción que exije tantos capitales, 
ya en el cultivo como en la manufactu- 
ra, verificándose á la vez por un mismo 
empresario en pueblos nuevos en que no 
abunda el dinero; presupone forzosamen- 
te una acumulación de estos que no es 
fácil se encuentre siempre reunida en: 
una sola mano, y que por consiguiente 
impide y sirve de remora al natural pro- 
greso y rápido adelantamiento de una y 
otra industria. Obliga ademas á dejar ino- 
cupada una gran parte del terreno que 
ha de conservarse erial para acomodarse 
así mejor ála perpétua movilidad de los 
campos de caña. Restringe en estos el 
esmero y el cuidado, la facilidad de abo- 
nos y los ventajosos recursos que ofrece 
la horticultura, á que no pueden prestar- 
se aquella inmensidad de terrenos cuando 
se encuentran reunidos en una sola mano, 
llamada casi siempre en nuestros, inge- 
nios á muy numerosas y absorventes 
atenciones. Coarta y estorba su mas útil 
y conveniente subdivisión, sirviendo de 
obstáculo al progreso de la población de 
que mas necesidad tenemos, y crea ó fo- 
menta esa tendencia ya demasiado ma- 
nifiesta en favor de las colonizaciones de 
raza, que, si puede aceptarse por el efecto 
de la urgencia que la reclama, es, bien 
considerado bajo otros aspectos, la que 
menos debería adoptarse. 

5. Por su parte la fabricación, aun 
cuando hubiera de hacerse con brazos es- 
clavos no dejaria también de utilizarse si 
se segregaran los dos ramos; porque es- 
tablecidos los trenes en el centro de la 


comarca, para aprovechar la cafía ofre- 
cida por cada uno de los colonos, tampo- 
co necesitarían de una inmensa dota 
cion y en los tiempos vacantes se utili- 
zaría el jornal de los esclavos que po- 
drían emplear los mismos labradores. Y 
como en el ramo de fabricación se han 
hecho ya y continuarán haciéndose me- 
joras de dia en dia mas considerables, 
tampoco seria difícil que corriendo el 
tiempo y ayudados con la experiencia las 
combinaciones científicas subrogando el 
poder mecánico al* de la fuerza del hom- 
brean las operaciones de los ingenios, 
disminuyan cada vez mas aquella nece- 
sidad. 

6. Tales al menos son en perspectiva 
las inmensas ventajas que se esperaban 
de aquella separación; pero el hecho es 
que a*un no se ha intentado con buen éxi- 
to á pesar de los estímulos y recompen- 
sas ofrecidas por nuestros mas respeta- 
bles corporaciones, y apenas se habla de 
uno ú otro ensayo malogrado en este 
sentido. ¿Será porque acaso se repute im- 
posible semejante separación, ó bien 
tendrá su origen aquella negligencia en 
la timidez de arriesgar capitales en en- 
sayos que quizá resulten infructuosos, ó 
en el espíritu de rutina de que acaso te 
acusa á nuestros hacendados? No nos 
corresponde decidir afirmativamente á 
cual de estas tres causas haya de atri- 
buirse el fenómeno; pero estamos con- 
vencidos de que no es cierta la' primera, 
y que las dos siguientes tienen mejores 
títulos para ser sostenidas. 

7. Cabe que haya justa timidez én ar- 
riesgar imprudentemente grandes capi- 
tales, y no es tampoco extraño que el de- 
do de hierro de la rutina subyugue y 
acorte las miras de algunos de nuestros 
hacendados; pero el mal es urgente, la 
necesidad se hace cada vez mas perento- 
ria, y como trataremos de hacer ver en 
el curso de este artículo, tampoco hay 
tiempo que perder, y se deben concen- 
trar todos nuestros esfuerzos, á fin de sa- 
car nuestra industria azucarera del es 
trecho en que la pone una rivalidad hos- 
til y poderosa. Cuando éramos los casi 
exclusivos abastecedores de los mercados 
del mundo podíamos dormirnos sobre 
nuestros laureles y reposar tranquilos, 
seguros de que nadie vendría á oispu- 
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tamos la preferencia. Mas ahora la es- 
cena ha cambiado absolutamente para 
nosotros: con el valor del frmto se han 
alzado numerosos productores que in- 
nundan los mercados azucareros y que 
aspiran á cerrarnos su entrada, si mas 
cautos no procuramos adoptar cuantas 
mejoras vengan autorizadas con el fallo 
de la experiencia. 

8. Entre ellas una de las mas capitales 
y que nos pondria casi al nivel con los 
cultivadores -de la remolacha, seria in- 
oontestablamente el de la propuesta sepa- 
ración de los dos ramos, desligandqjn- 
dustrias que, aimque afiliadas entre sí no 
por eso han de estar inseparablemente 
reunidas. Por su medio desaparecería esa 
gran dificultad de la acumulación de ca- 
pitales, no necesarios entonces para aco- 
meter aquellas colosales empresas, y sub- 
dividiéndose el cultivo no solo se haría 
este accesible á las pequeñas fortunas, si- 
no que mejorana á una altura conside- 
rable, convirtiéndose el de la caña en una 
rama preferente de la horticultura, y por 
lo mismo susceptible de todas las perfec- 
ciones á que esta ha llegado por el auxi- 
lio de las ciencias y el empeño constante 
de los agrónomos; rivalizaría entonces 
con el de la remolacha que en Europa y 
por la protección de sus gobiernos ha 
venido á ser el mas poderoso contrario 
de la caña, plantas una y otra que han 
dado origen al 

9. Azúcar de las dos procedencias. 
— Se extrae esta del j ugo mas ó menos sa- 
carino de diferentes sustancias, pero con 
especialidad y en mayor abundancia de 
producción de la caña y de la remolacha, 
tubérculo que encierra en su contextura 
no pequeña cantidad de esa materia gene- 
radora dej azúcar. Su origen es muy re- 
ciente, ocurriendo su descubrimiento en 
Francia durante las guerras que tuvo 
que sostener con toda la -Europa y en 
particular con Inglaterra el genio atrevi- 
do y emprendedor de Napoleón I. 

10. El inmenso poder naval y el pre- 
dominio de los mares que entonces como 
ahora ejercía la poderosa Albion estuvo 
á punto de privar á la Francia del uso 
del azúcar á menos de no pagarla cara- 
mente, impidiéndola casi de todo punto 
la comunicación con sus colonias, de don- 
de se proveía de aquel fruto. El espíritu 


inventivo de los franceses para sustraer- 
sé de esa necesidad que se les imponía 
ensayó varios medios de propia fabrica- 
ción, hasta que al cabo obtuvo un feliz 
resultado empleando á este efeGto Ja re- 
molacha. Los hombres de la ciencia se 
apoderaron inmediatamente del descu- 
brimiento; y como el favorecía también 
las altas miras del que entonces regia los 
destinos de aquel pais, contemplándole 
como un poderoso resorte para el com- 
pleto establecimiento de su sistema con 
tiuental, hubo de acojerle bajo su pro 
tecciQn y lé prestó sus caricias por medio 
de primas y privilegios que muy pronto 
le dieron cierto grado de consistencia y 
madurez, concentrándose hácia esa u no- 
va industria no solo los mimos del go- 
bierno y el favor de derechos protecto- 
res, sino lo que es mas, toda la actiridad 
á la vez reunida de los. capitales y la 
ciencia. 

1 \. Puesta por este hecho en peligro 
la producción colonial que apenas podía 
sostener la concurrencia, se suscitó una 
querella de muerte entre ambas proce- 
dencias, y llegó á tal punto su rivalidad, 
que no se encontraba medio de concilia- 
ción entre las dos industrias. La de la 
metrópoli reclamaba su derecho fundado 
en el sistema colonial de que no debían 

f >ermitirse en estas cultivos similares á 
os de aquella, no contemplando imposi- 
ble que las colonias puaieran subsistir 
con las mismas considerables ventajas 
para la metrópoli, sin consagrarse al cul- 
tivo de la caña y convirtiendo todo su 
empeño hácia los otros frutos tropica- 
les que siempre podrían utilizar, aun 
cuando prescindiesen de esa otra pro- 
ducción. 

12. Por su parte las colonias oponían 
su prioridad en el cultivo y los incontes- 
tables beneficios que de él derivaban á 
la misma metrópoli, sin que entre esta y 
aquellas debiera nunca hacerse tan ex- 
traña división. Argüían ademas los per- 
juicios que le causaba aquel cultivo no 
natural y apropiado al terreno, subro- 
gándole por otros quo le eran mas pro- 
picios y tapibien mas lucrativos. Aña- 
dían los males que irrogaba á la marina 
mercanté y militar , á los puertos de 
mar, á la industria . manufacturera y á 
otros diferentes ramos de público prove- 


Digitized by UjOOQle 



« 


AZUCAR. 


cho, y concluían por peiir la completa 
anulación de la industria azucarera indí- 
gena. 

13. Esta solemne discusión que ocupó 
por mucho tiempo á la prensa, las cáma- 
ras y el gobierno, que jamas ha tenido 
una solución absoluta y decisiva, y que 
ha venido por ultimo á parar en una ni- 
velación proporcional de los derechos 
respectivos de ambas procedencias, lia 
servido de asunto á un gran número de 
obras publicadas que han esparcido no 
poca luz sobre el cultivo y la fabricación, 
muy dignas por cierto de ser consultadas, 
y en las cuales el hombre estudioso en- 
contraría numerosas ideas de que pudie- 
ra utilizarse, aun cuando nosotros dista' 
mos mucho de hallarnos en la misma po- 
sición. (1) 

14. Nuestra industria no concurre con 
otra semejante de la metrópoli, y por 
fortuna ni tenemos que pugnar en esta 
parte, ni hay para nosotros reclamación 
que hacer respecto á esa nivelación de 
derechos, .con ninguna que la rivalice en 
aquel punto. Pero si no estamos sujetos 
á este mal, nos amenaza uno* si cabe ma- 
yor desde la aparición de la nueva indus- 
tria, que nos cierra el mercado de la 
Francia, y que extendiéndose sucesiva- 
mente por Europa, tal vez y con el tiem- 
po logre alejarnos de sus puertos y cir- 
cunscribir nuestra producción únicamen- 
te á aquellos en que no se cultive la 
remolacha. Si habrá de realizarse esta 
predicción ó si aun nos quedan recursos 
para impedirlo; lié aquí lo que debe lla- 
mar decididamente nuestra atención y el 
estudio que exije de nuestra parte todo' 
el empeño y el interes de que seamos ca- 
paces. 

15. En el órden natural de las cosas, 


(1) A mas de lob actos legislativos que se 
han impreso sobre el azúcar, y entre loa cuales 
figuran en 1. 55 línea los brillantes informes de 
Mr. Argout y de Mr. Cnnin Gridñine, se han pu- 
blicado las obras de Mr. de Dombasle y Mr. Four- 
nier, sobre las condiciones actuales del azúcar 
de las dos procedencias. — El examen imparcial 
y solución de las cuestiones relativas á la legis- 
lación de azúcar por Mr. Forbin Janson. — De las 
colonias azucareras y la fabricación del azúcar 
indígena por Mr. Lestiboudois. — Do las colonias 
y de la legislación del azúcar por Mr. Hamon. — 
Examen deda cuestión de azúcar por Mr. Molro- 
guier. — Pablieadas todas del aflo 89 á 40. 
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•imposible nos parece esa secuestración 
de todo comercio y relaciones en ambos 
hemisferios. El mal que resultaría para 
entrambos fuera por lo menos propor-^ 
cional, y cuando la intercomunicación se 
multiplica de una manera nunca vista, ni 
aun es de presumir semejante tendencia 
de los gobiernos que hoy existen; pero 
suponiéndola posible ¿cabe que ella lle- 
gara á realizarse? — Estudiando las con- 
diciones actuales de vitalidad existentes 
entre ambas industrias y el porvenir que 
las espera, es únicamente como podrá 
darse la mas cumplida solución al pro- 
blema. . 

16. Porvenir del azúcar de las 
dos procedencias. — Comenzando este 
exámea por las condiciones presentes y 
los elementos de vitalidad con que en el 
di i cuentan la una y la otra industria, 
debemos confesar con toda la buena fé 
que exije la discusión de materias de es- 
ta clase, que la remolacha tiene sobre la 
caña un gran número de ventajas ina- 
preciables. Nacida en Europa, centro y 
^emporio de la mas alta civilización, efi- 
cazmente favorecida por el poder de la 
ciencia, que con un celo laudable se ha 
consagrado á protejerla; apoyada á la 
vez por el gobierno y por el interes de Jos 
capitalistas que se han dirigido con ar- 
dor hácia este ramo, y cSncurrienio con 
tales circunstancias las no menos propi- 
cias para ella de la baratura de sus jor- 
nales y el corto precio de los alimentos, 
con el hecho de haber dividido la parte 
fabril déla agraria: todo en suma cons- 
pira á colocar á la nueva industria con- 
currente en una posición mucho mas ven j 
tajosa que la nuestra, que tiene qne pug- 
nar con condiciones totalmente opuestas 
por el alto valor que obtienen entre nos- 
otros tanto los objetos de consumo co- 
mo los salarios y la mano de obra. 

1 7. Tenemos también que cederles el 
puesto en cuanto á ciencias y cultura in- 
telectual, como le somos ademas inferio- 
res en métodos de cultivo y en prácticas 
agrarias, casi exclusivamente, reducidas 
entre nosotros á los primitivos y rutina- 
rios sistemas que nos legaron los prime- 
ros pobladores. Pais nuevo y casi por ex- 
plorar, de ujia abundante y rica vegeta- 
ción, que apenas necesita del trabajo del 
hombre para producir, sin los grandes 
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estímulos que en las tierras estériles obli- 
gan á una infatigable actividad y á su 
constante mejoramiento; no bien conoci- 
dos todavía los provechosos sistemas 
agrarios de prados artificiales, alternación 
de cosechas, preparación de los terrenos, 
escardas, podas, abonos, y otros varios 
que en Europa han elevado la agricultu- 
ra al grado de prosperidad en que hoy 
la vemos; nada tiene de extraño que en 
esta parte como en otras muchas nos vea- 
mos forzados á reconocer nuestra incon- 
testable inferioridad. 

18. En algunos de los ramos de que 
esta deriva tales como la baratura de la 
mano de obra, salarios y mantenimien- 
tos y en los progresos de la ciencia, no 
cabe duda que en mucho tiempo nos se- 
rá difícil superarla Pugnaremos inútil- 
mente contra esta desventaja; pero suce- 
de que de todas las dificultades, las que 
menos podremos allanar serán las prime- 
ras; porque al cabo nada nos impide apro- 
vecharnos de los descubrimientos cientí- 
ficos hechos en otra parte, y utilizarlos en 
nuestro provecho, aun cuando no nos to- 
que el honor de haberlos nosotros inven- 
tado, y es de presumir que, como gene- 
ralmente acontece, esa misma rivalidad 
con que se nos hostiliza nos compela á 
acometer mejoras, en que tal vez sin ella 
jamas habríamos pensado, poniéndonos 
en este punto al nivel y casi en paralelo 
con los pueblos productores de la remo- 
lacha, 

1 9. Esta á su tez, y volviendo la me- 
dalla, es en su producto notoriamente in- 
ferior al de la caña. Prescindiendo de sus 
condiciones de cultivo y de la apropia- 
ción de los terrenos para una y otra 
planta, media tanta diferencia entre la 
parte sacarina de la una y de la otra, que 
para poderle igualar fuera indispensable 
no solo duplicar los campos dedicados á 
la siembra de la remolacha, inutilizándo- 
los para otros servicios agrarios, sino que 
ademas exijirian una proporcional acu- 
mulación de capitales que deberián sus- 
traerse á otras empresas no menos lucra- 
tivas y que es del interes de los pueblos 
ensanchar en una escala vasta y conside- 
rable, sin aplicarlos siempre á un solo y 
único objeto. 

20. Esa diferencia respecto á la pro- 
ducción ha sido últimamente determina- 


j da por los mas hábiles químicos que han 
j “hecho sus ensayos sobre la materia; El 
azúcar de una y otra procedencia resul- 
ta una misma é idéntica en el análisis; 

! es decir, cuando se halla despojada de to- 
da su p«rte colorante y mucilaginosa, 
como sucede en el refino; pero no toda 
él azúcar que sale de las fábricas puede 
ser preparada de este modo Mas supo- 
niendo que se quiera trasformar en re- 
fino los productos de clase inferior, lo 
que cedería en ventaja de nuestro azúcar 
que tiene aun así un gusto agradable 
mientras que la de remolacha posee una 
amargura pronunciada, todavía queda- 
ría de un 25 á 30 p.§ del sirope incris- 
talizable que se llama melaza, que es un 
alimento muy sano y que puede servir 
de considerable consumo en la de caña, 
mientras que la de remolacha es de un 

f usto detestable.de que nunca ha logra - 
o despojársele, y sus precios no guardan 
ninguna proporción. 

21. En general el azúcar que se saca 
aun en nuestros trenes mas comunes, es 
el de 8 á 10 p.§ , cuando la de -la remo- 
lacha no llega sino al 5 6 6 hasta en las 
►fábricas mejor montadas; y eso en los sis- 
temas en que se verifica la extracción con 
la mas completa minuciosidad, mientras 
que el jugo extraido de la caña no es ni 
con mucho la mitad del que lograria ob- 
tenerse por procedimientos y aparatos 
mas perfeccionados. 

22. Las observaciones de M. Peligot 
hechas á la Academia de las Ciencias de 
Paris y aprobadas por aquella sabia cor- 
poración, según el voto de los Sres. The- 
nard y Peluze, prueban incontestable- 
mente que se está lejos de sacar de la ca- 
ña todo el azúcar que contiene, porque en 
lugar del 50 debe dar el 90 p.g de jugo 
y en vez del 8 podía ofrecer él ’8 p.g 
de aquel precioso producto. Este 23 p.g , 
aunque propiamente no sea azúcar, con- 
tiene una sustancia cristalizable disuelta 
casi en el estado de pureza en la parte 
acuosa la de caña. 

23. Los ensayos de M. Peligot verifi- 
cados en Paris se hicieron sobre el guara- 
po de la Martinica llevado á aquel punto 
en estado de buena coQservacion por 
el método de Appert, y sobre la caña de 
O-Taiti desecada y sujeta después al aná- 
lisis; y á pesar de todas estas desventajas 
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pudo sin embaído obtener aquellos feli- ¡ en estado de cristalización. La misma- 
oes Té&ultados, que indudablemente ha- ¡ parte leñosa de la caña sirve de colpbus* 
brían sido mayores, de efectuarse la ope - \ tibie en los ingenios, de modo que no 
ración en el mismo lugar donde se pro- hay nada en aquella planta que no con- 
duce la caña y poco después de haberse ! curra á favorecer la producción del azú- 
cortado de los campos. . i car, muy al contrario de lo que sucede 

24. A su vez y con alguna posteriori- j con la remolacha, 
dad nuestro hábil y distinguido químico ! 2& Esta contiene á mas del azúcar una 

el Sr. D. José Luis de Casaseca tuvo ; gran cantidad de saleé, álcalis y otras sus- 
oportuuidad de reiterar entre nosotros j tancias colorantes, cuya presencia es fu- 
los experimentos hechos por el sabio Mr. nesta a la producción de aquel fruto, eon- 
Péligot. Pero como los hubiese intentado i virtiéndola en incristalizabte ó melaza si 
en una época en que ya habian cesado t no -se procura sacar -de ella esas materias 
las moliendas, se vio forzado á practicar- ' extrañas, lo que exije una serie de ope- 
las con suma desventaja en esta ciudad, j raciones dispendiosas, de cuidados proli- 
valiéndose para sus ensayos de la caña jos y de aparatos que son á la vez tan 
de la tierra, de suyo delgada y bastante complicados como costosos. Su pulpa es 
leñosa, que ocupa un lugar intermedio verdad que sirve para la cria de animales 
entre la de O-Taiti, la cristalina y de y que de este modo concurre á la mejora,* 
cinta, que son las que generalmente se de la agricultura de que ella en cierta 
cultivan en la Isla. Pugno ademas con la manera puede decirse la base fundamen- 
falta de medios** aparatos y recursos que tal; pero este beneficio no se obtiene sino 
son tan abundantes en Paris para esta á expensas de la parte sacarina; porque 
clase de operaciones, y á pesar de tantos es un hecho ya reconocido que cuando 
inconvenientes su análisis produjo casi se la despoja enteramente de ella, la pul- 
idénticos resultados de los que -en mejo- pa no produce los resultados apetecidos, 
res condiciones había ya obtenido el emi- ¡ 27. De la remolacha por otra parte no 

nente químico francés; es decir, hay que esperar mejoras en los medios 

azúcar 209 4 de preparación fuera def los que ya se 

agua. 788 0 j lian alcanzado, y no puede decirse" otro 


sales minerales 14 - tanto de la industria azucarera de la ca- 

p reductos orgánicos. 1 2 ña, que se halla aun en mantillas y que es 

susceptible de nuevas perfecciones y sim- 


1000 0 gramos, : plicaciones que á la vez de reducir los eos- 
próximamente igual al análisis de Mr. j tos de producción hagan esta todavía mas 
Peligot. Pero se sabe que ni extraemos rica y abundante: motivos todos que afian- 
todo el jugo de la caña por la imperfec- j zan luestra convicción de que si bien la 
eion de la mayor parte de nuestros tre* j remolacha no deja de ser un rival peli- 
nes, ni ese jugo extraido se convierte en i groso para la caña, no es este sin embargo 
sú totalidad en azúcar, como pudiera su- 1 sino el de la caña misma el que mas debe 
ceder, ayudados por el auxilio de rn as intimidarnos , porque en igualdad de 
adelantados procedimientos. ! circunstancia^ nos llevan la superiori- 

25. Existen por otra parte diferencias i dad del número á mas de algunas ven*, 
ventajosas a favor de la caña amas de tajas de que nosotros carecemos. De este 
- esa abvmdancia de materia sacarina que punto nos ocuparemos mas particular- 
particularmente la distingue, y de las | mente en otro lugar, dejando para en- 
cuates carece la remolacha. La primera, i tonces una discusión que tendrá verda- 
ftpeíias tiene sustancia colorante, ni cuen- 1 dera oportunidad después de extendidas 
ta con el predominio de los ácidos y de | las Estadísticas tanto de producción 
los álcalis: no bien se la muele da un ju- ' como de. consumo. 
go azucarado que, evaporándose por La 28. En esta parte seguramente una de 
ebullición y condensánaose en sirope, al j las mas esenciales y que nos importaba 
enfriarse se convierte en tres cuartas ( conocer muy á fondo, debemos confesar 
partes de azúcar cristalizable, y recalen- que carecemos de la competente copia de 
tado el residuo ofreee un nuevo producto I datos, para poder deducir con perfecta 
104 1856 
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exactitud una estadística medianamente 
aproximada á la verdad. 

29. La producción va de dia en dia 
aumentándose de un modo constante y 
progresivo, y el consumo á su vez se di- 
lata y propaga en escala no menos ascen- 
dente, generalizándose el uso del azúcar 
de tal manera que pasando sucesivamente 
de las clases superiores á las medias, y 
de estas á las menos-afortunadas va ma- 
manifestando ya una tendencia á conver- 
tirse para todos en objeto de primera ne- 
cesidad, formando así uno de los elemem 
tos mas capitales de la riqueza pública, 
porque es inmenso el movimiento de es- 
peculación que procura y la suma de ca- 
pitales y trabajo á que da vida y aliento. 

80. El natural efecto de la produc- 
ción á medida que va en aumento es el 
de abaratar su precio, y por consecuencia 
de esta rebaja aumentar necesariamente el 
consumo, que no solo se proporciona en- 
tonces á la capacidad de las fortunas que 
antes no la disfrutaban sino que ensan- 
cha también la posibilidad de ampliar- 
lo á los que ya gozaban de esa inocente 
satisfacción: asi es que la una favorece al 
otro y que ambos se sostienen y equili- 
bran entre sí, mientras existe esa certi- 
dumbre de que el consumo se va genera- 
lizando y que no alcanza todavía a cu- 
brir la vasta necesidad que se tiene de 
este artículo. (1) El azúcar puede llegar 
á ser una parte esencial del alimento or- 
dinario para todas las clases del Estado, 

Í t si tal porvenir, que no es quimérico, 
legára á realizarse, la marcha de esta 
industria adelantaría de un modo prodi- 
gioso. En la Isla valúan algunos su con- 
sumo anual por individuo libre á poco me- 

(1) Sabemos que existe una escuela de eco- 
nomistas, á cuya cabeza se encuentran Malthus 
y Sismondi, que abultan temores quiméricos y 
nos anuncian male9 que no lo son menos por pre- 
tendidos excesos de producción; pero Say, entre 
otros, con una irresistible fuerza de argumenta- 
ción en sus cartas sobro varios asuntos do econo- 
mía ha combatido sus doctrinas y nos ha desen- 
gañado del error, vulgarizando los buenos princi- 

Í >ios y demostrándonos que el mal, si así puedo 
lamarse, lleva siempre consigo su propio reme- 
dio. Como la oferta y la demanda, la producción 
y el consumo son términos recíprocos y entera- 
mente convertibles. El uno obra sobre el otro, y 
este sobre aquel, sirviéndose ambos mutuamente 
y eqn i librándose entre sí por medio de su acción 
alternativa. 


tíos de un quintal; (O y si diésemos este 
límite á los pueblos ae Europa donde es 
aquel muy circunscrito proporcionalmea- 
te á su población, tendríamos al cabo uu 
resultado decididamente favorable para 
el. aumento de la producción, cualquiera 
que esta fuese en lo sucesivo. 

81: Pero el hecho es aüe el consumo 
se halla todavía muy reducido en aque- 
llos grandes centros de población, y que 

[ )or lo mismo los productos deben nive- 
arse con la necesidad de sus pedidos. (2) 


(1) En un periódico de la isla (la Alborada de 
Villa-Clara del sábado 5 de Diciembre de 1857,) 
se presenta el curioso estado siguiente del consu- 
mo de este fruto en los países ae Europa que se 
indican, sin advertirnos la frente de donde se ha- 
yan sacadoaquellos datos. 

“En Inglaterra se calcula el consumo anual 
por persona á razón de 10 kilogramos,— en Bél- 
gica de 7, 6, — en Holanda de 6,— en Francia de 
5, 34, — en Espafla sube á la misma cifra, — en 
Italia no pasa de 1 quilógrame, — en Austria 0, 8, 
— en Iiusia no liega é 0, 5 : — equivalentes 
en Inglaterra a 21 lib. 8 ooz. 13 adann. 
en Bélgica a 16 id. 8 id. 9, 79 id. 

en Holanda á 13 id. „ id. 7, 88 id. 

en Esp. y Eran, á 1 1 id. 7 id. 8, 41 id. 

en Italia á 2 id. 2 id. 12, 40 id. 

en Austria a 1 id. 11 id. 6, 95 id. 

en Rusia á J id. 1 id. 0, 82 id. 

De suerte, que suponiendo exheredo el con- 
sumo atribuido ¿ la Isla y reduciéndole á la 
mitad de lo que en algunos cálculos se ha ele- 
vado, siempre resultará que en esta parte lle- 
vamos mucha ventaja a Inglaterra, opa todavía 
mas notable a los Paise 9 -Bajos, Francia, Espafla, 
é Italia, y que nos hallamos a una inconmensu- 
rable distancia del Austria y la Rusia, cuyo con- 
sumo es infinitamente reducido cuando se le 
compara con el nuestro. Mas como aquel tiende 
visiblemente á dilatarse no sería estraflo que en- 
velándose mas adelante cuando no con nosotros _ 
mismos al menos sí con los demás países de Eu- 
ropa, sea este propio aumento del consumo una 
nueva seflal qno obligue á dar mayor amplitad á 
la producción, corroborando así las predicciones 
que ya de antemano habíamos anunciado. 

(2) El mismo periódico del Interior á que nos 
hemos contraído en la precedente nota, difiere 
mucho de este cálculo al asignar la producción 
total del globo en el ramo del azúcar, que prefija ■ 
en 780.000,000 del quilógramos; 6 sean próxi- 
mamente 67.814,811 arrobas; acusando nn défi- 
cit del ano al otro cálculo ascendente á la suma 
de 1 7.236;897 arrobas, guarismo que no es por 
cierto de despreciarse. Sin responder de la per- 
fecta esactitud de ninguna de la9 dos computa- 
ciones, hemos preferido la primera, porque al ca- 
bo, en la 2. ** ni se indica la época á que es refe- 
rente, ni se manifiesta tampoco la frente donde 
se hayan sacado aquellos datos ; cuando el Sr. de 
la Torre deduce las suyos de obras conocidas do- 
mo los -Anuarios de Eoonomía política y Esta- 
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En un estado que inserta en su geogra- 
fía de la Isla el muy entendido y labo- 
rioso escritor D. José M. de la Torre re- 
sulta que esta produjo en el año de 1852, 
26.862,216 arrobas de azúcar. — Puerto- 
Rico en el mismo atto, 4,000,000.— Las 
posesiones inglesas de América en 1851, 
13.586,868.— La India Oriental en el mis- 
mo afio, 7.066,496. — Mauricio, 4.413,558. 
-Martinica, 609,310-Guadalupe, 208,400 
— Guayana holandesa ea-1846, 1.200,000. 
— Santa-Eustaquia, 2,000. — Curazao , 
1.600,000. — Colonias danesas, 96,006. — 
Brasil, 1846, 8.000,000.— Estados Unidos 
en 1860, 9.764,871.— Estados mejicanos 
en 1844, 1.800,000. — China y otras partes 
del Asia, 2.000,000.— Península española 
en 1849, 40,000. — Islas Sandwich en 
1852, 208,094,-Filipinas, 500,000.— Bor- 
bon, 1.702,048. — Java en 1849, 400,000. 
Azúcar de remolaoha en Francia en los 
afios de 1852 á 1563, 1.393,009. — Azú- 
car demepl? en los Estados-Unidos 1850, 
1.360,838; dando por resultados finales. 

Eq azúcar de cana. . . arrobas 82.298*362 
En remolacha y tneple. i(l. 2.753,847 

Y por total general de 

producción. arroba** 85.052,209 (1). 

32. La prodüccion, sin embargo, por 

dística, I 09 Diccionarios de Coquelin, Mac-Oullot 
y la Mac-Gregor, — el excelente periódico el Eco- 
nomista — la Revista y otras obras<lelSr. de Dow, 
— qae sobre sus particulares estudios acerca de 
la materia y su incontestable superioridad eu el 
ramo han tenido ademas á su disposición una 
abundante copia de datos auténticos que hasta 
cierto modo si no garantizan previenen el animo 
á «favor de sus operaciones. 

(1)- Este cómputo uos ha parecido siempre 
ex^jerado, pero en cambio acusamos de diminu- 
to el del ilustre barón de Hninboldt, que en su 
ensayo político sobre Nueva Espada la reduce á 
80 libras por persona libre, equivalente á 1 onza 
diaria, lo que no es por cierto la realidad. Debe 
también advertirse que no es solo la clase libro 
la que úaicameiite hace uso del azúcar; porque 
ademas participan de ella los esclavos, y no solo 
los que viven en poblaciones, sino muchos de los 

3 ue residen eu el campo,, sin excluirá los mismos 
e los ingenios. Dando como generalmente se su- 
pone del total de la producción 100,000 cajas pa- 
ra el consumo interior de la Isla y computándolas 
por el peso de 16 arrobas, resultaría que siendp 
la población libre de 678.635 personas, corres- 
pondería al consumo de cada uua de estas el cupo 
de 2 arrobas 9 libras, compensáudose así lo que 
dejan de consumir los libres por lo que consu- 
men los esclavos. 


elevada que se muestre en este cuadro 
no es en realidad toda la que arrojan las 
fabricas y que envian á los mercados de 
consumo; porque no solo hace progresos 
la de caña á proporción que adelantan 
los años y se renuevan las cosechas, sino 
que también la remolacha extiende su 
dominio mucho mas allá de la Francia y 
dilata su imperio é intenta aclimatarse en 
una gran parte de los territorios de Ru- 
sia, Prusia y la Confederación alemana, 
no siendo* tampoco extraño que se pro- 
pague por la Suiza, los Paises-Bajos, y 
se implante ademas en los estados del 
Norte de la -vecina república americana, 
haciendo así, si cabe, mas general el con- 
sumo y consolidando de este modo el pro* 
gresivo aumeuto de la producción. 

33. Contrayéndonos aquí mas especial- 
mente á la de la caña y juzgándola por 
los datos que arroja de suyo el cuadro 
precedente, se habrá notado ya que si la 
Isla figura con una marcada superioridad 
de producción sobre Jos demás países ri- 
vales en el propio cultivo, le es sin em- 
bargo muy inferior cuando se la contra- 
pone con la totalidad de aquella produc- 
ción acumulada; y que le es por lo mis- 
mo forzoso apelar á todos los medios de 
mejoramiento de que sean susceptibles la 
fabricación y el cultivo, sin cejar en este 
punto ante ninguna clase de dificultad si 
quiere mantenerse con algunas probabili- 
dades de éxito en la lucha industrial que 
aquellos le preparan. Entretanto y para 
despejar en. cuanto sea posible el campo 
de la discusión, trataremos como punto 
preliminar de estableoer los únicos datos 
que poseemos con respecto á la 

34. Estadística del consumo. -Tam- 
biei* tenemos que referirnos aquí á los 
útiles trabajos del Sr. la Torre que en el 
apéndice á su geografía de la Isla pre- 
senta el siguiente cuadro del consumo 
del azúcar tropical y colonial exportado. 

Inglaterra en 1852, colonial, arrobas 26.077,068 
Extranjera. „ 4.132,380 

Total del consumo, arrobas 30.209,448 
Francia colonial y extranjera. „ 8.000,000 

Holanda, Bélgica, Alema- 
nia, Prusia y Austria con 
varios otros puertos y de- 
ducción de lo que se re- 
exporta á Rusia y domas 
países „ 8 500,000 
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2 . 500,000 j de los dos cuadros presentados, resultará 
1 soo\ < ¡oíí e ^ os coino becho incontestable que, 
aun prescindiendo de la funesta coucur- 
900,000 rencia que á nuestra especial fabricación 
hace el azúcar de remolacha y de otras 
^ ’^n 000 precedencias, en que al menos t euemos 
0,0 ,0< * las ventajas que nos ofrece la naturaleza, 
2 400,000 procurándonos una planta infinitamente 

* mas rica y abundante en m/tf&rui saoari- 

Total general del consumo, arrobas 05,991), 448 ¡ na q Ue jgg otias de que 66 extrae el mis- 

¡ mo producto rival, se vú ademas obliga- 
Mediancjo una diferencia entre estos da á sostener una lucha desigual con los 
dos cuadros á favor de la producción, as- ; paisas que cultivan también la eaña <con 
cendente á 19.052,761 arrobas. Y como no menos ardor que nosotros. Todavía é 
es un hecho que este excedente nunca ¡ individualmente considerada nuestra su- 
queda en el mercado y que realmente se I perioridad en producción no puede ser* 
consume también, resulta comprobado nos disputada; pero esa ventaja desaparo 
que tan considerable suma se invierte en ce cuando se la compara con la masa to- 
el (Je los pueblos productores de la mis tal de aquella; y comorel avaícar de esta 
ma azúcar, y que si con el tiérnpo, y me- procedencia corre una misma suerte en 
jorátidose la condición de las clases lie- ' todas partes y que acaso muchos puntos 
gara por todas partes á nivelarse el con- concurrentes se encuentran en condicio- 
sumo, sirviendo de tipo el que hoy pre- , nes mas favorables que nosotros para ob- 
sentan los pueblos fabricantes, se abriria j tener mejores resultados, buscar oi medio 
una era de venturosa prosperidad para j de superarles debe ser como autos anun- 
este ramo, que mas consolidado y seguro j ciamos el fin mas capital á que han de 
ensancharla la esfera de su creciente ac- dirigirse todos nuestros esfuerzos reuni- 
tividad. No es en manera alguna conce- dos. 

bible que pueblos tan adelantados como 66. Muchos de osos países productores 
los de Europa, en que los goces y la co- multiplican su actividad y muestran un 
modidad general se van extendiendo con empeño decidido, ya que no en exceder- 
maravillosa difusión hayan de constituirse i nos en igualarnos por lo menos en el fi- 
en esa inferioridad sobre un ramo de con- ! po >de producción. El imperio del Brasil 
sumo alimenticio con respecto á otros que i con su vasto territorio y sus recursos 
no están con ellos en la misma relación de ¡ crecientes, la India con la baratura de 
progreso y adelantamiento. Es de espe- j sus jornales, la inmensidad de su pobla- 
rar que cambiará con el tiempo esta si- j cion y la facilidad del cultivo que la lia- 
tuacion, y que corriendo todos á la par en ; bilitan para producir el (juíntuplo mas 
lo que tanto contribuye al agrado como de lo que en la actualidad produce y que 
á la vida cómoda á que los pueblos aspi- ; se hace mas temible cada dia bajo el pro- 
ran al presente, se dó por ello este nuevo | tectorado ingles; Java, la colonia mima- 
aliento, empuje, y animación á una in- j da de la Holanda, y Nueva Orleans que 
dustria que en realidad merece esa espe ; como un gigante se levanta á nuestra 
eial distinción de los gobiernos. Pero sea j propia vecindad, por cierto que deben 
lo que fuere de semejante porvenir que ' inspirarnos fundados temores acerca del 
le auguramos, y cuya mas tarde ó mas | porvenir de la primera de nuestras in- 
cercana realización nos prometemos, lo j dustrias agrarias, fuente principal y base 
que por de pronto nos importa averiguar ¡ Je nuestra riqueza pública, 
localizando en cuanto nos sea dable este ! 37. No cabe dudá en que está Isla, 

trabajo, es el punto cardinal de saber cua- j quizá á causa de la fertilidad de los ferró- 
les sean las _ ! nos y de la expontaneidad con que eu 

35. Desventajas de esta Isla en I ellos brota la caña de azúcar, nos procu* 
su concurrencia con los demas pai- ! ra un fruto que de primera mano lleva 
ses productores. — Cualesquiera que í una conocida superioridad sobre el de 
sean las imperfecciones 6 inexactitudes ! los demas países productores; pero, esta 
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ventaja apenas podemos utilizarla des- 
pués que convertido en arte la refinaría, 
por medio de sus preparaciones se ha 
logrado tras tu linar en azúcar pura y 
cristalizadle hasta las mas bajas clases 
que antes apenas podían concurrir con 
aquellas. En cambio, algunos de los paí- 
ses rivales tienen sobre nosotros la indis- 
putable ventaja de la baratura de^os jor- 
nales y del precio de los alimentas, que 
reducen á cero aquella superioridad - aun ¡ 
cuando no la hubiesen antes anonadado j 
los notorios progresos heohos ya en el ! 
arte de la refinería. í 

38. Pero, suponiendo que entre ellos 1 
existiesen siempre las mismas condicio- 
nes de igualdad, equilibrando nuestra 

1 )osicion con la suya en la encarnizada 
ucha industrial que tiene por objeto ex- 
cluirse unos á otros de los mercados de 
Europa, el elevado guarismo á que ae- 
oieude su actual producción acumulada 
cuando se compara aisladamente con la 
nuestra y la posibilidad que aquella tic-' 
ne de ensancharse en una escala infinita- 
mente mas alzada, no puede menos de 
servir de un funesto presentimiento para 
el porvenir de nuestra industria, si desde 
luego no apelamos á aprovecharnos de 
los 

3H Medios que aun nos quedan 

PARA SUPERAR TANTAS DIFICULTADES. 

- — Entre estos y como uno de los que se 
hallan mas á nuestra disposición, persis- 
tiremos en indicar en calidad de primario 
y capital el de la separación de las dos 
industrias hoy acumuladas y que seria 
al último punto perjudicial mantener así 
por mas tiempo reunidas. En industrias 
concurrentes, obligadas á hacerse una 
guerra que es de muerte, y cuando entre 
ellas existe una cierta igualdad de con- 
diciones, el único medio que cabe de 
conservarse es el de abaratar los costos 
de producción y disminuir los gastos pri- 
marios de la empresa, porque eutonces y 
suponiendo unos mismos precios para to- 
dos, utilizará mas aquella que menos in- 
virtiese en el producto; de manera que 
cuanto se sustraiga sobre este es otro tan- 
te ganado en el provecho, y de semejante 
principio incontestable resulta que la se- 
paración de los dos ramos es para noso- 
tros como una ley imperiosa de existen- 
cia, porque disminuve también de un 


modo considerable los gastos primarios 
de la empresa, y abre por la división un 
campo mas vasto á las mejoras respecti- 
vas cu la manufactura y el cultivo. 

40. Necesitamos también como un re- 
curso subsidiario pero á la vez esencial!: 
simo ocupamos eu el mejoramiento de 
las vías de comunicación, porque dismi- 
nuyendo los costos del acarreo de los 
frutos, y proporcionándolos eu los ceutros 
de consumo cuando sean ellos reclama- 
dos* por la necesidad, ofrece esa misma 
facilidad y la baratura de la conducción 
un electo idéntico ó muy semejante al.de 
que se , aumentase el producto, porque 
tanto vale multiplicar este como sacar de 
otro menor la misma ó mayor utilidad. 
Importa ademas establecer toda clase de 
economía eu el mauejay dirección de las 
fincas, acortar gastos refaccionarios, pres- 
cribir un orden severo en los trabajos 
como en la disciplina de la hacienda, evi- 
tar todo consumo innecesario y cerrar la , 
puerta al lujo y la dilapidación pa*-a con- 
centrarse exclusivamente y dirigir todas 
sus especulaciones hacia el mas eficaz 
progreso y adelantamiento de la empresa. 

41. Divididos los dos ramos, cabe ha- 
cer en cada uno de ellos mayores progre- 
sos y lograr por último elevarlos á una 
altura de producción tal vez ahora incon- 
cebible. El cultivo, aduuándose con la 
horticultura y tomando de esta todas sus 
ventajas, saldrá del carril de la rutina pa- 
ra crecer en proporciones gigantescas, y 

¡ la fabricación mas esmerada entonces 
conseguirá por mejores procedimientos 
no solo extraer todo el jugo de la caña 
que ahora se desperdicia en mucha parte, 
sino ademas sacar de este mayor canti- 
dad de azúcar y convertir en el mismo 
producto otra no pequeña de las mieles 
que no ha mucho se miraban como em- 
barazosas por inútiles. 

42. Es verdad que estas ventajas no 
nos pertenecen esolusivainente y que 
siempre serán comunes para cuantos cul- 
tivaren la caño, pero la habrá incontesta- 
blemente para el primero que se lance en 
esta via de mejoramiento y para el que 
con mas ardor y mejor éxito se empeñe 
en cultivar ese vasto campo que todavía 
se ofrece ante* la vista. Cabe también un 
nuevo esfuerzo y un estudio mas deteni 
do y escrupuloso sobre los medios de 
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disminuir en cuanto sea posible los gas- 
tos de producción. Es un dato ya reco- 
nocido que una caballería de tierra bien 
cultivada, con tal que sea de buena cali- 
dad, aun en el estado aotual de las cosas 
puede producir en azúcar 3,000 arrobas 
y que por consiguiente un ingenio de 
3,000 cajas, computando estas á la razón 
de 16 arrobas cada una, necesitará man- 
tener constantemente en el cultivo de la 
caña 16 caballerías. Y como el valor de 
un ingenio de esta clase puede ascender 
en gastos .primarios de la empresa á 
$ 150,000, y en .los de refacción anual á 
25 ó 30,000, dando al fruto producido no 
ya el precio de las últimas zafras, sino el 
muy deprimido que antes tenia de 17 
pesos la caja, resultarán cómo valor en 
venta por aquella 3,000 onzas de oro es- 
pañolas, 6 sean $ 51,000 fuertes, y aña- 
diéndole 10,000 mas, precio probable de 
laá mieles, habrá un resultado final por 
zafra de S 61,000. Bajando de esta su- 
ma loá 30,000, máximo asignado á la 
refacción, queda un producto líquido 
de 81,000 pesos, ó sea mas del 20 por 
ciento como ínteres remunerativo del 
trabajo y los capitales empleados en la 
empresa; y eso sin contar con las in- 
numerables ventajas que todavía hay 
que prometerse tanto respecto á los su- 
cesivos mejoramientos de que son sus- 
ceptibles los dos ramos, como relati- 
vamente á las infinitas economías que 
pueden adoptarse en los gastos de pro- 
ducción, y por el mejor órden, manejo y 
disciplina-que en adelante se estableciere 
en las mismas fincas. 

48. Debemos, sin embargo, confesar 
que estos cálculos aventurados sobre la 
producción ni son constantes, ni puede 
considerárseles garantizados por una pre- 
cisión inflexible y matemática: son por el 
contrario contingentes, porque nada tam- 
poco lo es tanto ni por su naturaleza tan 
variable como las cosechas de un inge- 
nio. Prescindiendo de que estas se ago- 
tan y disminuyen naturalmente con el 
tiempo, es la industria misma de suyo 
tan impresionable y sensitiva que hasta 
las afecciones atmosféricas influyen po- 
derosaménte á oontener ó debilitar su 
máréha progresiva: tanto la excesiva llu- 
yiá como lás prolongadas secas, los vien- 
tos fheriés, sin hablar de los huracanes 


que son fenómenos menos comunes y 
que solo se presentan á largos intérvalos; 
los fríos excesivos, la escarcha y las ne- 
blinas, los incendios, las epidemias, las 
enfermedades habituales y que son fr->- 
cuentes en las dotaciones, los alzamien- 
tos de estas, las crisis mercantiles, las 
guerras y convulsiones europeas; no hay 
nada absolutamente que no influya sobre 
ella pára ponerla en peligro y alarmar 
perturbando la tranquilidad de los ha- 
cendados. Por eso es que los gobiernos 
han intentado favorecerla ppr actos legis- 
lativos en cuanto ha dependido de ellos; 
actos de que vamos ahora á ocuparnos 
en la 

44. Parte legislativa. — El 1. ° de 
estos actos en antigüedad de fecha es el 
llamado Con el nombre de Privilegio de 
los ingenios, que consiste en el hecho de 
no poderse trabar ejecución ni en ellos 
ni en sus esclavos y demas cosas necesa- 
rias é imprescindibles para la molienda, 
como no sea en cantidad á Nos debida , ve- 
rificándose aquella únicamente en los 
azúcares y frutos de la finca. (Ley 4 . , 
título 14, libro 5,° de la Recopilación 
de Indias). Obtúvole antes que nosotros 
la isla Española, conocida después con 
el nombre de Sto. Domingo, que, como 
en todo lo demas nos precedió también 
en esta gracia otorgada á su favor por el 
emperador Cárlos Y y doña Juana su 
madre, por despacho firmado en Toledo 
á 15 de mayo de 1529. A este privilégio 
de no ser ejecutados los ingenios con sus 
dotaciones y aperos necesarios, se añadió 
después la nueva gracia de que no pu- 
diera ser aquella renunciada, por otra dis- 
posicion posterior de 28 de setiembre de 
1534. 

45. Poco después de introducida esta 
industria en nuestro suelo, á. petición de 
su municipalidad se hicieron arabos pri- 
vilegios extensivos á esta Isla por real 
cédula del Sr. D. Felipe II, de 30 de di- 
ciembre de 1595, publicada aquí en el 
siguiente de 98 con* las solemnidades de 
costumbre. Este privilegio ha sido des- 
pués y con el trascurso de los tiempos 
objeto de acaloradas diiousiones, habién- 
dose propuesto por cuerpos y funciona- 
rios su total extinción, no solo á causa de 
haber cumplido ya su objeto sino ademas 
por contemplársele como perjudicial y 
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aun funesto si hubiera de continuarse 
indefiniti vamen te. 

46. Entre los que aspiraban ¿ su dero- 
gación, la Real Compañía de Comercio de 
la Habana fue quizá la que lo intentó 
con mas ahinco y perseverancia, obte- 
niendo por ultimo las reales órdenes de 
28 de diciembre 25 y 27 de junio de 29, 
autorizándola en sus oobranzas para que 
persiguiesen las fincas no en globo sino 
parcialmente y rematándose con separa- 
ción cada una de sus pertenencias. Esta 
real órden fue posteriormente derogada ¡ 
en la de 8 de abril de 33, obtenida á sú- 
plicas también de la misma municipali- 
dad; disponiéndose en dicha reah órden 
de conformidad cou lo pedido por este 
ayuntamiento, que quedasen vigentes y 
en todo su rigor las leyes 4. * y 5. * del 
título 14, Jibro 5. ° de la Recopilación, 
mientras otra cosa no se dispusiera: pero 
por real cédula de 1 852 se anunció la dero- 
gación del privilegio. Acerca de él discu- 
tiremos las razones que se alegan en pró 
y en contra y emitiremos nuestra opinión 
individual en el asunto luego que llega- 
re su oportunidad y al redactar el artí- 
culo de los Anales que tenga por objeto 
el privilegio de los ingenios. 

47. Otra graoia que también se exten- 
dió á estos fué la de la exención del 
diezmo, alcabala y otros derechos, con- 
cedida al algodón, café y añil por 10 
años en real decreto de 22 de noviem- 
bre de 92, con la restitución de los dere- 
chos de entrada asi reales como mu- 
nicipales 6 de cualquiera otra especie 
adeudados por el azúcar de esta Isla en 
los puertos de España, con tal que aque- 
lla se reexportase para países extranjeros. 
En posterior real órden de 96 se permi- 
tió establecer aquí refinerías de azúcar, 
sin que se entendiese por ello que se con- 
cedia un privilegio exelusivo; que jse 
extendiese también la gracia otorgada en 
la de 92 á la devolución del 6 por ciento 
de alcabala que adeudaba la" introducida 
en aquellos reinos al extraerse para 
otros países, libertando también de todo 
derecho al aguardiente que exportábá- 
raos á los demas pantos de América, de- 
clarándose perpetuas estas gracias en 
real cédula de 22 de abril de 1804, ha* 
ciándolas extensivas al aumento de zafra 
que tuviesen los ingenios respecto á la 


$23 

cosecha del año anterior y á todo el azú- 
car que elaborasen las fincas que de nue- 
vo se establecieran. 

48. El diezmo en fin, y no obstante 
esta soberana disposición, ha venido por 
último ¿ gravar aquellas fincas, confor- 
me al real decreto de 9 de setiembre de 
1842, puesto en observancia desde 1. ° 
de enero de 1846, según acuerdo ^le la 
Junta de Autoridades celebrado el 12 de 
diciembre de 1844 y aprobado por real 
órden de 27 de junio de 1845 en que se 
reduce aquella contribución al 2J por 
ciento sobre el total del producto de cada 
finca, y exime de este adeudo á las de 
nueva* roturación, las cuales están libres 
del pago de la alcabala en la primera 
traslación de dominiode terrenos montuo- 
sos y apartados de la Habana en un radio 
de 25 leguas (art. 24 del Alcabalatorio), 
disposición que tiene por lp menos el in- 
conveniente 1 de gravar oon el impuesto á 
las fincasen su vejez o decrepitud, que es 
precisamente el tiempo en que son me- 
j nos productivas, para otorgar la gracia 
! á las que produoen mas. 

| 49. El azúcar ha entrado- así en el sis- 

tema general tributario de la Isla, y no 
solo contribuye con su contingente para 
el sostenimiento del culto y clero, sino 
que ademas paga su escote en los gastos 
generales del Estado y á las rentas ma- 
rítimas por un derecho impuesto sobre 
la exportación, que ha variado en una 
escala móvil desde 2 rs. por caja hasta la 
de un peso fuerte, que es el máximo á 
que ha llegado en épocas determinadas. 
Colocada así el azúcar bajo la ley común 
en el sistema de las contribuciones pií- 
blicas, fuera de algunas fincas eximidas 
respecto á diezmos y alcabala aunque 
subsieta el privilegio de los ingenios; y 
establecida ya la legislación que la go- 
bierna, pasaremos á ocuparnos bien que 
ligeramente del 

50. Examen de semejante sistema 
tributario. — No ¿hitarán algunos que 
quizá desearían ver el azúcar librado toda 
contribución, suponiendo que no hay mas 
razón para gravarla que á otros artículos 
que no lo están; pero á nuestro modo de 
ver, loconfesamos francamente, porque en 
definitiva la verdad siempre ee útil; nin- 
guna especie de mercadería reúne en mas. 
alto punto las condiciones esenciales, y; 
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determinantes de los impuestos de con- 
sumo, ya se mire como -objeto de uso ge- 
neral , ya porque entra en aquel en can- 
tidades tan diminutas que el derecho 
viene á ser casi insensible -para el consu- 
midor, y porque ademas ofrece una renta 
considerable y perfectamente asegurada 
al tesoro. Tampoco es de aquellos pro- 
di «ctoR manufacturados de que dependa 
la suerte industrial del pais. Su fabrica- 
ción ex ije sin duda un orden muy esme- 
rado de trabajos; pero cualquiera que sea 
la habilidad que ellos requieran y los 
portentosos descubrimientos que se hi- 
cieren, su resultado final será siempre el 
mismo; es decir, un producto poco mas ó 
menos semejante á que nos hallamos 
todos habituados y cuyo curso solo po- 
drá restringirse por impuestos onerosos 
y opresivos; pero que recayendo sobre 
una base de equidad y de justicia ni pue- 
den resolverse en acrecentamiento de sa- 
larios, ni en la disminución del provecho 
y de los capitales, que no sufren altera- 
ción sensible por aquel. En tesis general, 
y exceptuando el tabaco, no hay materia 
alguna tan imponible como el azúcar, y 
es tanto menos de ahorrarse cuanto que 
en el número de los artículos que con- 
vienen al impuesto, atendida su natura- 
leza y la extensión de su uso no hay 
otra que pueda ponerse en paralelo con 
aquella. 

51. Por otra parte esta no es ya una 
cuestión puramente especulativa sino de 
práctica, que ha obtenido la sanción de 
los gobiernos, ¿l quienes ofrece un recur- 
so poderoso en sus presupuestos; recurso 
que en vez de disminuir debe conside- 
rarse como progresivo y que no es de 
creer que aquellos hayan de consentir 
jamas en su peligrosa supresión. Lo que 
importa es combinar de modo el sistema 
tributario, que al paso que procure una 
renta al Estado emplee todos los medios 
de favorecer á la industria y la riqueza 
interiores en cada una de sus vastas y 
complicadas ramificaciones; porque esa 
es la gran necesidad de los pueblos mo- 
dernos y la elevada misión de sus go- 
biernos. 

52. El azúcar debe incontestablemente 
contribuir con su contingento proporcio- 
nal para subvenir á los gastos del Estado; 
pero oomo la legislación de las aduanas 


extranjeras le hacen una guerra no me- 
nos activa y sin descanso que sus rivales 
de producción; importa calcular los de- 
rechos que se le impongan con peso y 
con medida; de modo que ni excedan al 
cupo de la necesidad ni dejen de favore- 
cer la exportación; porque cuanto mas 
aliviada sea esta, otro tanto se ganará en 
ahorrarse los gastos primarios de la em- 
presa, recurso que hemos mirado ya co- 
mo uno de los mas capitales para superar 
las desventajas con que se nos hostiliza 
en esa lucha desigual y desproporcionada 
de la concurrencia que se nos hace. 

53. Dividido nuestro sistema tributa- 
rio en diferentes derecho^, tales oomo el 
diezmo, la alcabala, hipoteca y exporta- 
ción; y deducidos en épocas diversas y 
bajo diferentes bases, es imposible que 
dejen de ser gravosos, vejatorios y en 
cierto' modo sobrecargados. Los primeros 
han sido ya unánimemente acusados de 
afectar á la vez la renta y el capital, y su 
recaudación de onerosa y vejatoria á Iqs 
contribuyentes. Se traía ya por el go- 
bierno d$ su reforma ó subrogación y no 
cabe duda en que ella es invocada con 
ardor por cuantos desean la prosperidad 
de este suelo, que verían con gusto su 
refundición en un solo derecho al azúcar; 
derecho de consumo no fundado sobre 
suposiciones mas 6 menos ingeniosas sino 
en los verdaderos principios del impuesto; 
en los que Smith y su sucesor Ricardo 
han cimentado su verdadera teoría, la 
única que puede evitar graves .errores en 
la legislación fiscal, aprovechar favore- 
ciendo nuestra industria y la que se haya 
definitivamente consagrada no solo por 
la autoridad de esos nombres sino ademas 
por la de los mas hábiles hacendistas que 
de largo tiempo la practican fundando 
en ella la prosperidad de los diferentes 
paises cometidos á su celo y experiencia. 

54. Ese único derecho perfectamente' 
combinado para conciliar el intefes de la 
renta oon el de la misma industria, sin 
dafiar ni á los salarios, ni á los provechos 
y capitales, sin atacar á los medios de 
producción, y antes bien favoreciéndolos 
y dejando á salvo los intereses mas viva- 
ces del pais, no hay duda que seria una 
muy completa y feliz combinación de 
nuestro sistema tributario; y es de espe* 
rar que hecho el objeto de la perseve^ 
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raíate actividad de nuestro gobierno su- 
perior local, logren sus dignos esfuerzos 
verse coronados con el éxito apeteci- , 
do. Nosotros nos contentaremos con | 
hacer ligeras indicaciones que su no- 
toria sabiduría sabrá mejor utilizar. — 
/S. jS» 

55. Parte histórica. — Se ha dicho 
y con sobrada razón que la historia 
resume en sí la experiencia de lo pasado; 
sirve para mejorar lo presente y termina 
por establecer la verdadera teoría del 
arte y de la ciencia ; porque ellas no son 
mas que el resultado de observaciones 
repetidas, rectificadas y aquilatadas $n 
el crisol de ensayos multiplicados. Com- 
parando lo que se hace con lo que an- 
tes se hizo y juzgando por los resulta- 
dos obtenidos en diversas épocas y por 
diferentes medios, es como podrá conse- 
guirse un efectivo progreso, va en las ar- 
tes ó en las ciencias, ya en los procedi- 
mientos mas comunes. Es por eso .con ve- 
niente en todos los ramos volver atras 
sobre sus pasos y examinar lo que ha 
existido, lo que existe y lo que puede 
mejorarse tal vez: este exámen es toda 
vía, si cabe, mas necesario con respecto al 
ramo principal y casi primario que cons- 
tituye nuestra riqueza agrícola, objeto 
hoy de estudio de nuestros mas aventa- 
jad los escritores. 

56. La isla de Cuba, como todos los 
pueblos nuevos, fué en su principio mas 
esencialmente ganadera; pero la fecundi- 
dad de su terreno y la abundante fertili- 
dad de sus campos la llamaron muy pron- 
to áconvertirseen cultivadora, adoptando 
con preferencia entre todas las labores el 
de la caña de azúcar introducida aquí des- 
de el año de 1529, á imitación de lo ocur- 
rido en la isla vecina de Sto. Domingo, 
mereciendo del soberano la misma pro- 
tección y privilegios que antes se habían 
concedido á aquella* Remontándonos á 
esa época, y atendido el estado de su ci- 
vilización, la escasez de recursos, y sobre 
todo la suma imperfección en que se ha- 
llaba por entonces aquella industria na- 
ciente y sus medios de fomento con la li- 
mitada extensión de su comercio, se re- 
conocerá que sus productos debían cir- 
cunscribirse dentro de una esfera por 
cierto muy limitada: así es que en el de- 
cenio de 1789 á 98 inclusives, según los 

105 


datos estadísticos hasta ahora recogidos, 
la exportación en cajas de azúcar solo 
alcanzó al guarismo de 940.238, equiva- 
| lente por año común en ese período á ki 
insignificante suma de 94.023 cajas que 
ahora exporta cualquiera de nuestros 
puertos de un órden secundario. 

57. En este primer período que bien 
podríamos llamar el de la iniciación y es- 
tablecimiento déla industria, que abre la 
época y es oomo la aurora de otro poste- 
rior mas brillante, cual fué el de la expor- 
tación que ahora alcanzamos, era de no 
tarse ya el empuje naciente que comen- 
zaba á tener nuestra producción. Insufi- 
ciente ai principio, aun para abastecer el 
consumo interior; algo mas abundante 
después, no solo para cubrirle sino para 
dejar también algún sobrante, viene al 
cabo á constituirse en artículo de expor- 
tación, para llegar á ser por último la 
base primordial de nuestra riqueza pú- 
blica, ensanchándose en tan vastas pro- 
porciones que casi ha realizado ya el 
antiguo vaticinio del célebre abad de 
Reinal. 

58. A ese primer período de iniciati- 
va y consolidación de la industria azuca- 
rera se siguió otro mas feliz de progreso 
y adelantamiento, elevándose la exporta- 
ción del fruto en los dos decenios subse- 
cuentes de 1791) á 1808 y de 1809á 1818 
de 1.661,679 cajas á 1.883,372; equivalen- 
tes por año común en aquel á 100.167 y 
en el último á 188,337. Concurrieron por 
entonces á promover este rápido acrecen- 
tamiento de la industria varias causas, 
tanto en las convulsiones políticas de una 
isla vecina, como de organización interior 
que le prestaron la mas poderosa coope- 
ración. 

59. LosHrastornos domésticos de Sto. 
Domingo, que casi anonadaron su anti 
gua prosperidad, al paso que nos libró de 
un rival muy peligroso hubo también 
de enriquecernos con capitales y traba- 
jadores, que, esparcidos por los cam- 
pos vírgenes de la Isla y dedicados ge- 
neralmente al cultivo, dieron mayor 
impulso al de la caña de azúcar y mejo- 
raron considerablemente el del café, co- 
locando á este fruto en el número de 
aquellos que formaron uno de los pri- 
meros artículos de nuestra exporta- 
ción. 
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60 . Con la inmigración extranjera con- 
currieron también varias reformas en la 
organización interior, creándose dos cor- 

oraciones importantes y cuyo \ínico 

estincr consistía en consagrarse exclusi- 
vamente al fomento y adelantamiento de 
todos los ramos de pública prosperidad. 
Es inútil decir aquí que hablamos de la 
sociedad Económica y Junta consular, 
conocida hoy con el nombre de Fomento: 
corporaciones celosas y entendidas que 
recuerdan los nombres para siempre cé- 
lebres de nuestros mas eminentes patri- 
cios, y cuya historia está marcada en el 
país por una constante série de benefi- 
cios derramados á manos llenas bajo la 
protección dei Gobierno á la industria, 
el comercio, la agricultura y en general 
á las artes todas de la cultura y civiliza- 
ción. Se introdujeron entonces y por su 
influjo los trenes llamados jamaiquinos, 
hubo de pensarse tnmbien en el esta- 
ecimiento de una cátedra de química 
que va se miraba como indispensable pa- 
ra el adelantamiento y los progresos en 
la fabricación del azúcar. 

61 . Se preparaba así de un modo con- 
veniente la entrada á la época de verda- 
dera prosperidad á que clebia alcanzar 
este ramo y todas las fuentes de riqueza 
de la Isla, abriendo sus puertos al co- 
mercio del mundo en general. La pro- 
ducción desde entonces fué creciendo y 
la exportación siguió de cerca aquel di- 
choso movimiento. En el decenio de 19 
á 28 se alzó á la cifra de 2.449,461 ca- 
jas; en el de 29 á 88 llegó á 3.029,524: 
en el de 39 á 48 á 4.755,953, v en los 
ocho años corridos de 49 á 56 al total de 
6.444,495 cajas: movimiento ascendente 
que corresponde también con las mejo- 
ras que la mas laudable rivalidad ha in- 
troducido tanto en el cultivo como en la 
fabricación y á que han concurrido con 
el mayor empeño el gobierno, las corpo- 
raciones y los particulares á la vez. Via- 
jes repetidos de exploración por los pai- 
ses circunvecinos que tienen los mismos 
cultivos que nosotros, introducción de 
mejoras ya en los procedimientos mecá- 
nicos, aplicando la fuerza expansiva del 
vapor como potencia mas poderosa para 


extraer mayor cantidad del jugo de la 
caña, aligerar la operación y ahorraren 
cuanto sea posible el gasto del tiempo y 
de la fuerza animal: trenes mejores á fifi 
de facilitar los procedimientos. químicos 
en la defecación, la purificación y la fil- 
tración: á todo se ha ocurrido y nada 
absolutamente se ha olvidado de cuanto 
pueda elevar la industria al grado gene- 
ral de perfección á que ha llegado en el 
dia entre nuestros propios rivales. A in- 
flujo de estas circunstancias reunidas se 
ha alzado en las siguientes proporciones: 
existe un total de ingenios en toda la Is- 
la ascendente á 1,560, con dotaciones 
correspondientes, una considerable áTea 
de terreno, aperos, utensilios, máquinas, 
animales y demas efectos necesarios que 
excede en valor á la alzada suma de 
$140.000,000, y que producen otra que 
pasa de 20.000,000. 

62. Necesitamos, sin embargo, dar al- 
gunos pasos mas para no decaer y con- 
servar nuestro puesto entre los primeros 
pueblos productores. En el particular al- 
gunas insinuaciones dejamos apuntadas 
al principiar este artículo, y aunque tal 
vez no Sean las únicas que reclama la 
importancia de la materia, ni acaso tam- 
poco las mas acertadas, quizá tengan ellas 
el mérito de despertar el interes ae nues- 
tros escritores, y servir de asunto á sus 
futuros especulaciones. Por desgracia si 
bien las ciencias, la industria y el comer- 
cio se encuentran legítimamente repre- 
sentadas en la prensa periódica, la agri- 
cultura, la mas antigua, la mas preferente 
y la mas noble de las artes humanas ca- 
rece en ella, al menos entre nosotros, de 
un órgano especial que sostenga y de- 
fienda sus intereses; y á fé que no mere- 
cía semejante desden cuando se contem- 
pla la alta importancia de los capitales 
que emplea y la copiosa suma de benefi- 
cios que derrama. Es injustificable ese 
abanaono respecto de un arte que trueca 
en poblaciones los desiertos donde va á 
establecerse y convierte en yermos esté- 
riles los poblados de donde se la obliga ¿ 
ahuyentarse: se le debe al contrario ayu- 
da, socorro y protección, y esta es la que 
pedimos ít su favor. — S. S. 
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Eéíado del azúcar exportado de la isla de Cuba . 

^ . . Arrob. por Id. por ano 

Qnmquemoe. quinquenio, coinun. 

1. © Desde 1786 á 1790 5.462,192 1.090,488 

2. ° -Desde 1791 á 1795 7.572,600 1.514,520 

8 ° Desde 1796 a 1800 11.466,856 2.293,371 
4 © Desde 1801 á 1805 14.823,270 2.964,654 
5* o Desde 1806 á 1810 17.101,200 3.420,240 

6 © Desde 1811 á 1815 14.498,756 2.898,751 

7 © Deede 1816 á 1820 18.058,206 3.611,614 
8* © Desde 1821 Á 1825 24.526,581 4.905,316 
9* © Desde 1826 á 1830 32.540,685 6.508,137 

10 Desde 1831 á 1835 89.467,875 7.893,575 
11. Desde 1838 á 1840 50.832,775 10.166,555 

11 Desde 1841 a 1845 64.838,490 12.867,698 
13 Desde 1846 á 1850 93.452,300 18.690,460 
14. Desde 1851 á 1855 137.210,544 27.442,108 

Estos datos los liemos tomado de una obrita 
publicada poooe anos hace por nuestro difunto 
amigo D. Mariano Torrente, a excepción de los 
relativos al último quinquenio que se han extrac- 
tado de las Balanzas oficiales que publica la Ad- 
ministración de rentas marítimas. — 8. .8. 

Aunque nuestra misión de escritores 
provinciales nos exime de ocuparnos de 
lo que acontece en otros paises, como el 
azúcar es la principal producción de la 
Isla, el artículo de comercio de mas im- 
portancia, el fruto en fin, cuyo precio 
tiene el privilegio de ser el regulador de 
los de todos los demas objetos de con- 
sumo, parécenos oportuno insertar aquí 
algunos datos estadísticos importantísi- 
mos publicados por un diario de esta 
ciudad, estando en prensa el pliego pre- 
cedente. 

El comercio y la agricultura cubana 
están muy interesados en este ramo para 
que miren con indiferencia la marcha 
que lleva en otros paises, que si no pue- 
den por ahora competir ni rivalizar con 
nuestra Isla, andando los tiempos se ha- 
rán quizá alguna sombra y peijuicio. 
He aquí los dos artículos en que se con- 
tienen aquellos cálculos con muy atina- 
das observaciones. 

L 

“Los comerciantes ni son profetas, ni 
obran al acaso, ó por inspiración. Las 
grandes especulaciones que tienen lugar 
en Londres sobre todos los renglones del 
comercio del mundo, están basadas en 


datos mas ó menos exactos. Cuando las 
cosechas son objeto de los cálculos, pue- 
den estos envolver muchos errores: cuan- 
do se establecen sobre la relación entre 
el consumo y la producción son infali- 
bles. Por esta razón las especulaciones de 
azúcar dieron tan brillantes resultados 
hace dos años. Los que se lanzaron á 
ellas en esta plaza, así como en Europa, 
habían observado muy estudiosamente 
la gradual desproporción que iba hacién- 
dese sentir en el mercado de azúcar entre 
la producción y el consumo. La demos- 
tración estadística de este hecho es el fin 
ue realiza el folleto á -que me contraigo: 
e aquí su importancia. 

“Esto no obstante, hay mil circunstan- 
cias accidentales que alteran ó embara- 
zan momentáneamente el curso progresi- 
vo de los precios: v. g., una crisis mone- 
taria como la del año pasado, la falta 
de buques, alteraciones en los cámbios ó 
en los derechos de aduanas, las épocas 
de paralización habitual en el tráfico, y 
la especulación excesiva respecto de al- 
gún mercado individual. Pero esto es 
muy secundario, y suele servir mejor á 
Iqs especuladores, proporcionándoles oca- 
sión de realizar oompras extensas y muy 
racionales, siempre que, como he dicho, 
se note la desproporción lenta y podero- 
sísima entre el consumo y los medios de 
abastecerlo. 

“El deseo de Napoleón de terminar la 
dependencia de las colonias á consecuen- 
cia del sistema continental proporcionó 
varios sustitutos al producto de aquellas, 
y el descubrimiento del azúcar de remo- 
lacha fué recibido con gran favor por el 
obierno. En 1810 había ya 200 fábricas 
e remolacha en Francia: este ramo se 
ba arraigado con generalidad por la 
Europa continental, donde es rival im- 
portante de la caña. 

“Se conocen dos clases de azúcar, la 
de caña, que es idéntica á la de otros ve- 
jétales ó árboles, entre los cuales se en- 
cuentran algunas palmas, la castaña, él 
meple, el tallo del maíz y ciertas raíces, 
de las cuales la mas valiosa es la remo- 
lacha. La otra clase la dan la uva, la 
pera, la manzana y casi todas las frutas. 
Esta no produce grano ó cristales como 
la caña; pero se hace en cantidad consi* 
derabie para ciertos usos, especialmente 
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para mezclarla con el mosto y aumentar 
el alcohol del vino. 

“La clase que tenemos que considerar 
es, pues, el azúcar de la especie contenida 
en la caña. El azúcar de palma se pro- 
duce principalmente para consumo local 
en el archipiélago Indio, en Siam, Ceilan 
y Java. La cantidad elaborada allí se 
aprecia en 100,000 toneladas anuales. 

“El de meple, cosechado en lós Esta- 
dos-Unidos y Canadá, subió según el 
censo de 1850 á 15,000 toneladas. Se 
extrae mas ó menos según el precio del 
mercado de azúcar de caña. Su rendi- 
miento el año pasado (1857) se estima en 

38.000 toneladas. No es con todo renglón 
de cambio en los mercados, y no tiene 
precio ni venta en el de Nueva- York. 

“Al de caña sigue en importancia el 
azúcar de remolacha. De haber comen- 
zado por un cultivo forzado para ocupar 
el lugar del colonial en tiempos de guer- 
ra ha llegado 4 ser su rival formidable 
en Francia y Holanda. 

“El número de fábricas de remolacha 
en ejercicio es en Francia 334, en Bélgi- 
ca y el Zolverein 231, en Austria 171, 
en Polonia 40 y en Rusia 36, y el térmi- 
no medio de producción es de cosa de 

200.000 toneladas. 

“En Francia naturalmente fué muy 
favorecida esta fabricación mientras que 
la colonial sufria un recargo de 50 fran- 
cos por 100 quilógramos, ó 4| centavos 
libra. La de remolacha estaba libre; y 
sin embargo, hasta 1827 no se extendió 
su producción, haciéndose nuevas mejo- 
ras en los procedimientos y empleándose 
para ello grandes capitales. Las cuestio- 
nes suscitadas por reclamaciones de parte 
del comercio colonial paralizaron el 
triunfo que la remolacha iba obteniendo 
en la lucha. 

“Finalmente, en 1843 se impuso una 
contribución á la remolacha que debia ir 
gradualmente en aumento hasta igualar- 
se á los 49 francos, 50 céntimos que por 
100 quilógramos paga la de caña. Se un 
pulsaron nuevamente así las mejoras en 
el cultivo y elaboración de la caña, etc. 

“La producción de azúcar de remola- 
cha se ha contenido por las fallas en las 
cosechas de granos y vinos, que cercena- 
ban «1 área para la remolacha ó inducían 
á fábricar aguardiente en vez de azúcar. 


“Aunque cultivada extensamente en 
Francia la caña de la China, su capacidad 
para producir azúcar no ha correspon- 
dido á las esperanzas. Se ha descubierto, 
sin embargo, que rinde alcohol 30 p.§ 
mas barato que el de remolacha. Conse- 
cuencia de ello ha sido que varios esta- 
blecimientos en el norte de Francia tor- 
nasen á hacer azúcar El Gobierno pro- 
visional de 1848 conservó también al 
fruto de remolacha el derecho de 50 fr. 
y redujo el de las Indias occidentales á 
44 fr. y á 41 fr. 3 c. el de Borbon, como 
compensación del largo viaje. Hoy los 
derechos están equiparados en todos. En 
Alemania, principalmente en el Zolve- 
rein, el azúcar de remolacha está prote- 
jido contra el de caña por un derecho de 
25 fr. por quilogramos, 2 J centavos por 
libra .... La contribución en el Zolve- 
rein es de 3 groscben por quintal de re- 
molacha, que corresponde probablemente 
á un centavo por libra de azúcar. En 
1841 se concedió prima á la exportación, 

lo que afectó en algún modo la venta. 

El resultado ha sido: 

Número de Remolacha Azarar 

fábricas. consumida. hecha. 


1840.. 145 4.829,7:14 106,000 qts. 

1850.. 184 14.724,309 1.195,000 „ 

1850.. 231 19.188,402 1.534,100 „ 

“La producción en otros paises de Eu- 
ropa ha tenido aumento, aunque lento. 
El número de mercados azucareros y 
peso producido ha sido el siguiente: 
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132.000,000 


“Bajo las influencias aquí explicadas, 
el azúcar de remolacha se ha elevado á 
una producción de 271.520 toneladas en 
Europa. 

“Entretanto, diversas causas afectaron 
la producción del de caña. La emancipa- 
ción de los negros en las Indias francesas 
ó inglesas las anonadó como fuentes do 
abastecimiento para los mercados. Haití, 
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que dió 92.000,000 libras á fines del pa- 
sado siglo, hoy nada produce, las islas 
inglesas hásta 1835 daban 200.00Ó tone- 
ladas, y de entonces acá solo la mitad. 
La falta de brazos allí ha restringido la 
producción, así como en Cuba, el Brasil 
y Luisiana. Es un hecho, no obstante, que 
el cultivo mejorado, el uso del guano y 
la facilidad do obtener coolies han desen- 
vuelto la producción gradualmente en 
Mauricio, las Filipinas y Borbon. -En la 
primera de estas, las cosechas se duplica- 
ron á los 10 años bajo las influencias fa- 
vorables indicadas, y hoy se cultivan 
300 ingenios. 

“El número de coolies es de 142,534 y 
se consumen anualmente 15,000 tonela- 
das de guano, y la producción de. azúcar 
está limitada únicamente por ios brazos 
que se obtienen. 

“Las i&las francesas están ya mejor 
situadas á este respecto y sus cosechas se 
aumentan rápidamente. En el ázúcat ,de 
caña la gran dificultad es la falta de bra- 
zos tanto en Cuba como en el Brasil y los 
países orientales. Los pedidos crecen in- 
dudablemente v solo se hallan conteni- 
dos por esta falta. 

“Por término medio la cantidad de 
azúcar de caña producida en el mundo 
en un año es la siguiente: 

Tonelada*. 


Las Indias Oriéntale* 146,500 

Indias inglesas en Ion Antillas y Mau- 
ricio. 203,noo 

Cuba, Puerto-Rico y Filipina?. ... :i2o,000 

Brasil *200,000 

Java y Sm*inam 65,000 

islas francesa* de las ludias Occi- 
dentales (54,067 

Colonias danesas 7,500 ' 

I.os Estados- Unidad. 136,646 I 


España . 7,500 

Total en toneladas 1.157,653 


| Id. i’ousurtH) por los productores. Up0,00ft 
i Toí.ddc producción 2.u57,653 

f 

i * 

. “La última cosecha de -la India eom- 
| prende 70,009 toneladas que se introdu- 
| con por la Persia.y la 'Tartaria, y casi 
¡todo el resto se extrae dal lugar de pro- 
ducción cu busca de consumidores. En 
todos los paises productores se retiene lo 
que se consume en ellos. Así os que se 
calcula que 13. libras por cabeza, ó bien 

600.000 toneladas, se gasta nr on la India, 
y que otros paise^ productores consumen 

300.000 toneladas, que completan un to- 
tal de producción de 2.057,653 toneladas 
do azúcar Je caña. El consumo en Cuba 
es muy grande cerca de 50 libras por 
cabeza, en razón del mucho uso que aquí 
se hace de dulces para la mesa. Lo mis- 
mo sucede en el Brasil. Así, pues, será el 
resúmeú de la total producción de azúcar 
como sigue: 

De cuña 2.057,653 toneladas. 

De palma. . 100,000 „ 

De réinplacha. . 200,000 „ 

De meple„ 20,000 „ 

Total 2.377,653 toneladas. 

“O sean 5,826.000,000 de libras de las 
cuales solo se ofrecen en el mercado ge- 
neral del mundo 1.357,000 toneladas. lia 
producción, de azúcar de caña está limi- 
tada, como hemos notado, por la falta de 
brazos, y la producción total del mundo 
no acrece en proporción á su creciente 
consumo. En los últimos nueve años la 
producción de remolacha y la exporta- 
ción de azúcar de caña han sido las si- 
guientes: 
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“El surtido colectivo de azúcar que 
según se demuestra acude á los merca- 
dos desde los paises donde se cultiva la 
caña no ha tenido aparentemente mas 
que 80 p.§ de aumento desde 1849. El 
año de mas rendimiento fué el de 1854, 
que fué el de la zafira mas abundante de la 
Luisiana. Desde entonces, á pesar de los 
altos preoios, los demas paises no han lie 
nado el déficit de esta última; pero el azú- 
carde remolacha se ha aumentado mucho. 
II. 

“Bosquejada ya la marcha progresiva 


de la producción de azúcar, echaremos 
una ojeada sobre el consumo de los tres 
principales paises del mundo, durante el 
siglo presente. La tabla que sigue pre- 
senta el consumo anual de Inglaterra por 
cabeza con el precio medio de cada año: 
el consumo de Francia distinguiendo el 
azúcar extranjero, colonial y de remola- 
cha, y finalmente, el consumo de los Es- 
tados-Unidos con separación délo propio 
y lo importado, y el precio medio de ca- 
da año y libras consumidas por indivi- 
duo: 
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"En Inglaterra el derecho era subido 
durante la guerra y con posterioridad, y 
es de notar que el consumo se disminuia 
mas bien que aumentarse hasta 1845, 
cuando los derechos, antes prohibitivos 
en demasía, comenzaron ¿ equipararse 
gradualmente para todos los azúcares. 
Desde entonces la can tidad consu mida por 
individuo apareoe haber variado según 
el precio del fruto* En 1854, ano de los 
precios bajos, subió á 34 libras, por ca- 
bezo. A medida , que se, alzaba el valor 
del azúcar, se disminuia proporcional- 
mente lo que se consumía por individuo, 
y durante las malas cosechas de la Lui- 
siana fueron elevándose los precios en 
todas partes. Iguales circunstancias se ob- 
servan en Francia donde el alza fomentó 
enormemente la producción del fruto de 
remolacha. Se nota en los Estados-Uni- 
dos que el consumo por cabeza subió en 
1854 á las mismas 34 libras que en In- 
glaterra, y ha decaído después con el va- 
lor ascendente. 

“Aunque el efecto de la subida es in- 
dudablemente contener el consumo, y 
vice-versa, con respecto al ramo de Azu- 
cares hay que considerar otros elementos. 
Raras veces se emplea solo, sino mezcla- 
do con otros alimentos: por esto el abas- 
tecimiento y precio del t<5 y del cafó in- 
fluyen visiblemente en el uso de aquel, 
que también en ciertas épocas y lugares 
se mezcla con bebidas espirituosas. En 
los estados septentrionales de los Unidos 
de America el pedido depende en alto 
grado de la cosecha de frutas, que se tie- 
ne la costumbre de confeccionar en dul- 
ce*. Así es que un cesto de melocotones 
pesa 50 libras, y ya preparado para dul- 
ce 15 libras, y requiere igual cantidad de 
azúcar. Algunos años valen los meloco- 
tones 50 centavos por cajón, y otros, 5$ 
Las altas y bajas en el valor ded azúcar 
importan mucho menos que* las de las 
frutas. Estas y muchasotras circunstancias 
obran en la demanda; pero cuando la pros- 
peridad general del país estimula al con- 
sumo de todos los artículos una subida 
en el precio, tiene solo un efecto relativo, 
y no es en realidad mas sensible para el 
consumidor que lo era antes. 

"El consumo de azúcar en Europa es- 
tá preparado á elevarse á grandes pro- 
porciones con la mejora en la condición 


de los pueblos. En Francia, por ejemplo, 
se calcula que 20.000,000 de personas no 
gastan azúcar. En el interior de Europa 
es también grande el número que están 
en el mismo caso, y con el menor precio 
del renglón, mientras que el bienestar 
general de los pueblos adelanta, el pedi- 
do aumenta con mucha mas rapidez que 
lo que puede abastecerlo la caña, escasí- 
sima de. brazos para su explotación. 

“La fluctuación de.los mercados ha 
sido grande en estos últimos años. La co- 
secha de Luisiana en 1853, aunque ob- 
tenida de, un número menor de ingenios, 
resultó muy grande, llegando hasta 
449.325 bocoyes. Por consecuencia baja- 
ron en general los precios, y en algún 
modo por razón de La crisis monetaria 
de entonces se redujo también el consu- 
mo, sobre todo el de refino. Desanimados 
con esto muchos hacendados, se pasaron 
al cultivo de algodón. En los años si- 
guientes se aumentó excesivamente el 
consumo de azúcar en todas partes por 
el crece de población, y en parte por la 
enfermedad que acometió á las viñas de 
Europa, que hizo pasar á los alambiques 
mucho fruto que se hubiera convertido 
en azúcar. El resultado fue una subida 
ien los precios, estimulada todavía mas 
por la decadencia de la semilla de caña 
en Luisiana y las Antillas. 

"Según Mr. Champomier, los precios 
bajos de 1854 habían reducido los inge- 
nies de 1841 á 1299, y al mismo tiempo 
la especie que* se ventilaba de una reba- 
ja de derechos aumentaba el desaliento 
de los hacendados norte-americanos. 

“La zafra de Luisiana bajó á la pe- 
queña cifra de 39.000 toneladas, desper- 
tando gran demanda del fruto extranje- 
ro, ó induciendo á Lv importación de un 
nuevo renglón, el “melado/ 1 del cual se 
introdujeron cosa de 70,000 bocoyes, 
equivalentes á 24,000 toneladas de azú- 
car. 

“Estimulado el azúcar de meple con 
los precios, duplicó el número acostum- 
brado de la produecion de toneladas. 

“Igual móvil indujo ár grandes explo- 
taciones en Luisiana en mas tierras y con 
mas exquisito cultivo; pero una escarcha 
temprana y otras circunstancias adver- 
sas redujeron su zafra á 280.000 boco- 
yes. 
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“Las importaciones y el consumo en 
los Estados-Unidos, según se ha publi- 
cado en la Lista de embarcaciones de Nue- 
va- York por los principales corredo- 
res, han sido las siguientes, durante seis 
años, calculados en tonelados de 2,240 
libras: 


1 “Los precios medios del año en New- 
York han sido como sigue: 
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“Estas cantidades deben rectificarse 
con el cálculo del uso de la miel, azúcar 
de meple y consumo de California y el 
Oregon, como sigue : 

Coumm. ?e 'Extraído Azúcar California Tonel?, 
(jun arriba, de miele ñ de. mejde y Oree/ov Total. 


1864 * 35,298 
1855 377,762 

1866 878,7 CU 

1867 280,760 


12,633 
11. ICO 
11,875 
10,800 


1 2,300 
14,500 
14,500 
85,000 


4,700 414,931 

5,500 408,912 

7.000 412,136 

6.000 382,065 
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“La gran zafra de la Luisiana en 1854 
contuvo ligeramente en New- York el al- 
za que se habia experimentado por todo 
el mundo, y su decadencia dio mas im- 
pulso al movimiento favorable de los 
precios. 

“Si comparamos los números prece- 
dentes de abanto y consumo en lqs Esta- 
dos-Unidos con la cuenta anual de la te- 
sorería, tenérnoslos resultados siguientes: 


Años. Imporiacion. Exportación. Zafra . Consumo lib. 


1852... 

456.774,133 

12.655,469 

260.201,700 

704.320,364 

1858... 

463.529,559 

29.056,317 

354.127,400 

788.600,642 

1854... 

455.178,995 

61.861,289 

494.256,400 

883.574,106 

1855... 

473.548,714 

48.509,186 

381.298,500 

806.338,028 

185C... 

548.955,665 

34.600,491 

254.569,700 

763.925,884 

1857... 

776.149,990 

21,594,164 

81.373,600 

834.711,257 


Total en seis años 2.134,585 

Idem segnn la lista de las embarcaciones.. 2. 1 10,781 


106 


1856 
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“Se averigua la exportación calculando 
para el refino doméstico y extranjero ex- 
portado su equivalente de azúcar verde, 
añadiendo el peso del verde exportado. 
Los años de informes de la tesorería 
cumplen el 30 de junio á la vez. que los 
de los números precedentes finalizan el 
3 1 de diciembre. Por tanto no se pueden 
comparar años solos. Reduciendo las li- 
bras á toneladas, tendremos, según los 
datos oficiales, 2.134,585 toneladas con- 
tenidas en seis años y y según el informe 
de los corredores, 2.110,781 toneladas en 
igual período , con una diferencia "de 
23,804 toneladas en seis años. 

“La cantidad obtenida acrecida por el 
azúcar de miel y de meple asciende á 
392,000 toneladas en año medio. El con- 
sumo de azúcar en los países comprendi- 
dos en la tabla correspondiente que pre- 
cede es como sigue: 


1841. 

, 1850. 

Libras 

* Libras 

por 

por 

Ton. cabeza. 

Ton. cabeza. 

Francia.... 114,719 7 

158,230 9 

Inglaterra. 203,200 17 

341,673 28 

E. Unidos. 103,601 13¿ 

378, 7G0 23£ 

Tot, de ton. 521,520 

878,699 


“Se observará que en estos tres países 
solamente aumentó 457,000 toneladas, y 
la cosecha de la Luisiana en 1841 fué de 
90,000 bocoyes y en 1856 de 74,000. La 
remolacha en Francia en la primera de 
dichas épocas abastecía una cuarta parte 
del consumo, y en la segunda una mitad. 
(D. (le la M. del 2 y 3 ¿le noviernbré de 1858). 

Hó aquí el estado de la producción 
y del consumo de azúcar de remolacha 
publicado en París por la dirección de 
aduanas y contribuciones indirectas cor- 
respondiente á la zafra de 1857 á 1858, 
cerrado en fin de agosto de este año. 

El número de fábricas de azúcar en 
actividad era de 341, ó sea 58 mas que 
en el año anterior. 

Las^ cantidades de 
azúcar fabricadas 

han ascendido á.. 151.514,435 quilógs. 
y lo que quedaba en 


las fábricas daba 

un total de.. .... 16.067,330 „ 

La diferencia de la fabricación con la 
de la zafra anterior había sido de 
68.387,817 quilogramos de azúcares ex- 
traídos de las fábricas, y de 
11.722,847 de aziícares concluidos, pero 
que quedaban en ellas. 

La situación de los depósitos al termi- 
nar agosto arrojaba los siguientes datos: 
139.170,012 quilógramos entrados y 
10.106,733 quedados en depósito. 

De estas últimas cantidades había 

en París 6.090,210 quilógs. 

en Lila 2.188,448 „ 

en Douai 822,960 „ 

en Valenciennes.. 482,317 „ 

en Arras 62,000 „ 

en el Havre 380,538 „ 

y en Burdeos..- 80,260 „ 

No quedaba existencia ninguna en los 
depósitos de Honfleur y San Quintín. 

AZÜCAB. (PRIVILEGIO de ingenios de) 

El mas importante de los privilegios 
concedidos á la agricultura por nuestros 
reyes, y el mas conocido en la historia 
de las Indias es el que se otorgó á los in- 
genios de azúcar de caña, y minas para 
que no pudieran ser rematados por deu- 
das, no siendo fiscales. — Si fué ó no nece- 
sario para el fomento de la industria azu- 
carera, es cuestión que resuelve el sentido 
común: pudo ó no ser gravoso el privi- 
legio á los que tenían que cobrarse de 
los ingenios; pero sin disputa la indus- 
tria fué favorecida con perjuicio de otros 
intereses. El privilegio no era un fenó- 
meno desconocido de la economía polí- 
tica y la administración de la época: era 
un medio usual de fomento y de estímu- 
lo. Basta leer las primeras leyes que 
concedían esos favores, y se notará que 
fué plausible la intención, y generales 
y de conveniencia recíproca bien ó mal 
entendida los fundamentos en que des- 
cansó. — Y no se perpetuaba la conce- 
sión: dejóse desde esos remotos tiem- 
pos consignada la idea de que duraría 
la gracia por el tiempo que la volun- 
tad del rey lo quisiera: tal vez sin esas 
concesiones que hoy parecen absurdas no 
habría llegado el azúcar á figurar por sus 
guarismos enormes en la producción de 
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los frutos de la tierra y de la industria: 

Í >ara comprender su importancia basta 
eer la extracción por nuestros puer- 
tos verificada en 1855 que ascendió á 
1 . 1 05, 580 1 caj as, por valor de 2 7. 1 20, 1 52 $ 
7 rs., sin contar con el consumo no escaso 
del interior. 

Lás reales cédulas que se publicaron 
en diferentes fechas, y de que vamos á 
ocuparnos, se insertaron en el libro 6. ° 
de la Recopilación de IndiaB cuando esta 
obra se formó: la fecha de la primera es 
de 15 de enero de 1529, debida á la mu- 
nificencia del invicto emperador Carlos V, 
residénte á la sazón en Toledo. Fuó al- 
canzada, según su tenor, á solicitud de 
varios deudores dueños de ingenios, que 
no podían pagar á los plazos obligados , la 
extracción de esclavos y cosas necesarias 
les impedian el alzamiento y molienda y 
dejaban de producir las fincas, y se per- 
judicaban los otros vecinos y venian á 
menos las rentas reales. S. M, dispuso 
que para evitar esos males y para soste- 
ner á los dueños y fueran pagados los 
acreedores no pudieran ejecutarse sino 
las azúcares, á menos que no se tratara 
de deuda al fisco: desde entonces y para 
adelante u cuanto nuestra merced y volun- 
tad fueref debia cumplirse la ley. 

La disposición no tuvo su exacta apli- 
cación, porque los acreedores hacían á 
los deudores renunciar la ley y su bene- 
ficio: dió esto ocasión á que nuestro in- 
signe cronista Gonzalo Fernandez de 
Oviedo, procurador en la corte por la isla 
de Sto. Domingo, en la cual tenia inge- 
nio de los primeros del Nuevo mundo, 

S idiera al mismo emperador a nombre 
e la Isla el cumplimiento 1 de la real cé- 
dula, como se verificó en 28 de setiem- 
bre de 1534. Contenia varias resolucio- 
ncs’y es hoy uno de los primeros docu- 
mentos históricos que se enlazan con los 
primeros tiempóá de la colonización eu- 
ropea en América. La voluntad del le- 
gislador no quiso perjudicar á los que 
habían negociado bajo la garantía de las 
renuncias, y S. M. dispuso que respecto 
de éllbs los reuniera el presidente de la 
Audiencia, y llamadas y oidas las par- 
tes proveyera en justicia; y respecto de 
lo futuro, se cumpliera la real cédula 
anterior y con prohibición de que se 
pudiera renunciar el privilegio, con pe- 


na de diez mil maravedís de multa á 
quien lo contrario hiciere, y que se 
promulgase por público pregón en Santo 
Domingo y en donde mas conviniere. 

Tal fué el origen, y esas las razones 
ue tuvo el famoso privilegio de la ley 
e Indias, como se determinó en lo suce- 
sivo por su importancia. > 

D. Felipe II hizo extensiva á la isla 
de Cuba en 80 de diciembre de 1 595 la 
legislación concedida á la metrópoli in- 
diana, la fecunda isla de Sto. Domingo: 
fué la ciudad de la Habana la que ocur- 
rió solicitando esa real concesión, y sin 
duda los últimos ecos de la defensa del 
privilegio salieron también del cabildo 
de esa ciudad de donde partieron. Díjose 
entonces que existían terrenos muy á pro- 
pósito para el cultivo de la caña y la 
formación de ingenios; que era conve- 
niente para su fomento se comunicaran 
á Cuba las concesiones y gracias domi- 
nicanas. A todo se accedió, y era tal la 
escasez de comunicaciones, que no llegó 
á la isla de Cuba la nueva gracia que le 
impartía el gobierno hasta muy cerca de 
tres años después. 

En 23 de octubre de 1598 los clarines 
de costumbre anunciaron á los pacíficos 
habitantd! de la Habana que se trataba 
de instruir al pueblo de alguna disposi- 
ción legislativa ó municipal, por voz del 
pregonero, y fueron enterados por órden 
de la justicia y regimiento de la ciudad , 
de que S.'M. uaba esa nueva prueba de 
su real munificencia. Componian dicha 
justicia y regimiento en el acto del pre- 
gón, D. Juan Maldonado y Bamuevo, 
caballero del hábito de Santiago y go- 
bernador y capitán general por el Rey; 
Juan de Rojas, alcalde ordinario, y el 
tesorero Diego de Cabrera, y el capitán 
Francisco de Abalos, y Francisco y Bal- 
tasar de Rojas, regidores, y el síndico pro- 
curador general Martin Calvo de la Puer- 
ta. — Pidióse el pregón de la real cédala 
por los vecinos Ginés de Orta, Hernán 
Perez Ta vares y Antonio de Matos: de 
todo dió fé el escribano de cabildo Gas- 
par Perez Borroto. 

Mas adelante copiaremos el juicio que 
formamos deh privilegio antes de su ac- 
tual modificación, y nos referimos á ese 
trabajo, porque- se adoptó precisamen- 
te á los diez ó mas años por las autori- 
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dades locales y luego por el gobierno 
supremo lo que entonces publicamos. 
—El interes privado luchaba en cada 
ocasión que se ofrecía con el privilegio; 
pero en vano: la Real Compañía estable 
cida de antiguo en la Habana habia de- 
jado de existir como sociedad, pero se 
veia en la necesidad de cobrar muchos 
créditos, que encontraban en el privilegio 
de ingenios un grande obstáculo para su 
logro: después de largos esfuerzos consi- 
guió que se dictasen las reales órdenes 
de 28 de diciembre de 1825 y 27 de ju- 
nio de de 1827, autorizándola para que 
pudiera cobrar, no en globo sino en por 
menor, de los ingenios lo que se les de- 
biera. El Excmo. Ayuntamiento de la 
Habana pidió y obtuvo por real orden 
de 3 de abril de 1833 la derogación de 
. esas disposiciones, que eran otro privile- 
gio concedido, no á una industria, sino 
á unos acreedores singulares, lo que era 
remediar un mal con otro mal mayor. — 
Disculpa merece el ayuntamiento de que 
sostuviera el privilegio en tan mala hora 
modificado. 

La opinión vacilaba; pero es preciso 
confesar que los mas pedían la prolonga- 
ción del privilegio: el que esto escribe, 
intentó siempre defender la ne^sidad de 
su modificación, aunque así no pensaran 
muchos do sus amigos. Parece justo que 
ya que los hechos han venido á apoyar 
su opinión, se copie literalmente lo que 
# publicó antes de la reforma. 

"Los privilegies concedidos á la agri 
cultura tienen una explicación, atendien- 
do á las épocas en que se concedieron: 
desconocidos los verdaderos principios 
en que se funda la prosperidad de la in- 
dustria, hasta ha poco tiempo, no es ex- 
traño que se valieran de medios artifi- 
ciales para conseguirlo. Así yernos en 
España concedido el privilegio de la ley 
de Indias á los ingenios de fabricar azú 
car por las mismas razones que el código 
civil de los franceses, concedió y aun 
concede una exención semejante á los de 
sus colouias. Pero el tiempo, gran des- 
cubridor de verdades, ha venido á hacer 
notar que las necesidades del siglo piden 
una reforma en este punto. Respetando 
la disposición de nuestros mayores, aplau- 
diendo el celo y paternal solicitud de 
nuestros legisladores, permítasenos indi- 


car una necesidad, según el bello pensa- 
miento del Sr. Gutiérrez: "Desear que 
las leyes sean mejores, no es injuriarlas. 1 * 

“En esta parte, como en muchas otras 
de nuestra legislación civil, nuestra ley 
colonial es superior á la francesa: el artí- 
culo 2.204 del código civil francés, y el 
contenido del cap. I . ° del tít. 1 9 á que 
pertenece en cuanto le es relativo, que 
habla de la facultad de ejecutar las sen- 
tencias por remate ó desapropio de bie- 
nes del deudor, que eran válidos y sub- 
sistentes en Europa y aun en la isla de 
Borbon, no eran observados en las colo- 
nias americanas; de suerte que el infeliz 
acreedor no tenia ni tiene, otro medio de 
cobrarse que dirigirse i los frutos. Entre 
nosotros no existe un mal tan gr^ve: 
aquí, solo no es rematable un ingenio, 
cuando no llegan las deudas á todo su 
I valor. 

"Creemos, pues, un mal el privilegio 
hoy: ¿conviene que se suprima? Permí- 
tasenos repetir aquello que tiene dicho 
desde 1841 el que esto escribe, en un 
informe que corre impreso. 

"Otra indicación me parece que debía 
tomarse en cuenta para que no peligren 
en alguna ocasión nuestros intereses, y 
es la sqgunda que me atrevo á propo- 
ner, y consiste en evitar que á virtud 
del privilegio de ingenios, viésemos 
burlados nuestros intereses. Lejos de 
pretender su total cesación para los ya 
existentes, otros medios indicaría pa 
ra que se remediase un mal hecho 
por la circunstancia necesario. Ese pri- 
vilegio en manos de un hombre de ma- 
la fó, es una arma terrible oontra los 
intereses agenos, y es una pesada carga 
para el hombre de bien que urgido de 
numerario, no tiene otra garantía que 
la. finca privilegiada, y es víctima de la 
desconfianza que ocasiona el ageno es- 
carmiento. Las leyes de Indias prohí- 
ben la renuncia de este privilegio, lo 
mismo que disposiciones posteriores, y 
me atrevería por lo tanto á suplicar al 
obierno que se permitiese á los dueños 
e ingenios renunciar el privilegio de 
sus negociaciones.” 

"Ningún agravio se hace al hacenda- 
do de que pueda renunciar un privile* 
gio concedido á su favor, cuando pueden 
resultarle bienes; por ejemplo, la menor 
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suma que había de abonar de ínteres en 
lps préstamos.” 

“Si algunos se retrajesen de negociar 
por esta razón, lo liarán en el concepto 
de no serles posible cumplir lo que ofre- 
cen, y entonces nada pierden ep no 
practicarlo. Todas estas precauciones 
las hace necesarias la situación especial 
de la sociedad en que habitamos. 

“Tan enemigo de acudir á medidas 
violentas y artificiales para curar las 
llagas de la sociedad, como -amigo de 
que la voluntad se corrija á sí misma, 
¿qué medios pueden elegirse mas suaves 
que los del propio convenio?” 

“Conviene, pues, que en circunstancias 
de lamentarse el comercio de las conse- 
cuencias de que exista el privilegio, se 
dirijan nuestros votos al gobierno, fran- 
cos y sinceros como quien hablase con 
el corazón en los labios; y no basta diri- 
jirse al gobierno; preciso es que se ilus- 
tre la opinión para que si sus medidas 
son razonables, merezcan el aprecio y la 
gratitud de las gentes. Para algunos tal 
vez no podrán existir los ingenios sin 
privilegio, y esto es cierto, si se da á la 
reforma una fuerza retroactiva; pero no 
si se adoptan para lo pasado los medios 
que indico, y para lo futuro, cesa desde 
luego. Ofrecemos el ejemplar mas com- 
pletóla isla de Borbon, en donde existen 
ingenios, no obstante, de que allí está 
comunicada y en vigor la ley de 1804, 
sobre expropi&úon forzada por causa de 
deudas. 

‘'Si en cualquiera tiempo se hubiese 
suprimido el privilegio de ingenios para 
los existentes, hubiera causado males in- 
calculables; en la actual por deprecia- 
ción de frutos serian mayores: no así si 
las reformas son graduales. Diráse que 
los actuales dueños tendrán forzosamente 
que renunciai el privilegio, so pena de 
no moler en sus ingenios, puesto que les 
pondrán la ley los refaccionistas. Ese es 
un error. Los dueños de ingenios que 
estén adeudados por circunstancias par- 
ticulares, y quizá por impresión é indolen- 
cia, escudados con el privilegio, econo- 
mizarán lo posible, y es presumible que 
pocos tengan los proveedores que hoy 
llamamos refaccionistas. Si tales son los 
contratos celebrados por los dueños, que 
imposibilitan á estos de pagar, este es 


uno de los males de las circunstancias 
actuales. Suelen poner los refaccionistas 
la cláusula de colocar un veedor en la 
finca todo el año, y de que se les remita 
la zafra de todo él hasta que estén satis- 
fechos de sus acreencias. De esta manera 
se hace un gasto inútil que á nadie apro- 
vecha; y que mantiene en la inacciou al 
dueño, y solo en la esperanza de ser pa- 
gado el refacción ista, que vé aumentarse 
su crédito y pasar años tras años, hasta 
que viene á parar en un concurso. Estos 
casos particulares harán comprometida 
la suerte del deudor, ¿pero quién quita 
que un amo de ingenio no pueda buscar 
el dinero con renuncia ‘del privilegio? 
¿Cuántas veces por no encontrar tres ó 
cuatro mil pesos un hacendado, ha entra- 
do por condiciones ruinosas que le han 
puesto en la cruel necesidad de concur- 
sarse? En el orden natural de las cosas 
nadie presta sin garantías, y mientras 
menores, mayores serán los intereses, mas 
premiosas las obligaciones.” 

“Bastarán estas reflexiones para pro- 
bar que á hacendados y comerciantes 
conviene: 

“1. ° Que cese el privilegio de in- 
genio para los que de nuevo se establez- 
can. 

“2. ° Que los dueños de los actuales 
puedan voluntariamente renunciar el 
que disfru tan en los negocios que tengan 
por oportuno hacerlo, y aun se le señale 
término para la supresión. 

“3. ° Que aunque no renuncien el 
privilegio si las deudas se contraen des- 

f )ujes de la reforma, baste que importen 
as dos tercera partes del valor del inge- 
nio para que pueda rematarse. 

“4. ° Que se determine el área que 
debejtenerun ingenio para que no se 
abuse de su nombre, y se tengan reuni- 
das varias fincas, como sucede en la ac- 
tualidad. 

“Es muy importante esta cuestión y 
estamos lejos de creernos infalibles: de- 
cídanlo los que deben, pero téngase pre- 
sente cuanto decimos que no será perdi- 
do el tiempo que se emplee eu dar dis- 
posiciones mejores” (1) 

Para finalizar este artículo insertamos 
la siguiente real cédula publicada en la 

(1) Semana literaria, pag. 51, tomo í. ° 
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Gaceta oficial con fecha 11 de junio de 
1852;— pero antes es preciso hablar de 
las medidas que provisionalmente siguie- 
ron desde 1848. Las autoridades de Cuba 
y Puerto-Ricp, atendiendo á las exijen- 
cias cada dia mas premiosas del crédito, 
que pedia garantías V que se desarro- 
llaba á pesar de los obstáculos en esta- 
blecimientos de bancos en mayor ó me- 
nos escala, publicaron un acuerdo por el 
cual se permitió la renuncia del privi- 
legio de ingenios y que este subsistiera 
hasta primero de enero de 1865. — La 
reina aprobó ese acuerdo y lo adicionó 
mientras tanto rijiera con algunas úti- 
les medidas respecto de refaccionistas: 
en el tenor de la real cédula eme íntegra 
se copia, se determinaron con la oportuna 
separación todos esos mandatos. 

“ElExcmo. Sr. Gobernador y capitán 
general se ha servido disponer que se 
publiquen en la Gaceta las siguientes 
real órden y cédula. 

“Presidencia del Consejo de Ministros. 
— Ultramar — N. ° 180.- -Excmo. Sr. — 
De órden de S. M. remito á V. E. la ad- 
junta real cédula expedida por la Reina 
nuestra señora en 11 del actual, derogan- 
do en los térmiaos que expresa el privi- 
legio concedido por las leyes de Indias á 
los ingenios de azúcar de las islas de Cu- 
ba y Puerto-Rico con los ejempláres que 
impresos también se acompañan para 
conocimiento de V. E., de los tribunales 
de esa Isla y exacto cumplimiento. — Dios 
uarde á V. E. muchos años. Madrid 20 
e abril de 1852. — Bravo Murillo.— Sr. 
gobernador capitán general de la isla de 
Cuba. 

Doña Isabel segunda, por la gracia de 
Dios y por la constitución de la monar- 
quía, reina de las Espafías: gobernado- 
res capitanes generales de las islas de 
Cuba y Puerto-Rico, presidentes de sus 
reales audiencias. Sabed: que siempre so- 
lícita en mejorar todos los ramos de la 
administración pública en esas Mis islas, 
y especialmente aquellos que pueden in- 
fluir en él desarrollo de su riqueza agrí- 
cola, ocupa en Mí un lugar preferente el 
levantar la traba que ofrece á toda clase 
de transacciones el privilegio concedido 
por las leyes de Indias á los ingenios de 
azúcar, sin mejorar por esto la condición 
de los hacendados. A este fin, y teniendo 


presente lo que en diversas ocasiones 
me han representado las autoridades de 
entrambas islas, he expedido en 2 del 
actual el real decreto siguiente, que ha 
sido representado por el Presidente de 
Mi Consejo de Ministros D. Juan Bravo 
Murillo. 

4í Teniendo en consideración lo que 
me ha expuesto el Presidente de mi Con- 
sejo de Ministros, de acuerdo con el mis- 
mo consejo, y préVia consulta del de 
Ultramar, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1. ° — Los ingenios que se 
establezcan para la fabricación del azú- 
car en las islas de Cuba y Puerto-Rico 
después de la publicación de la real cé- 
dula que al efecto se éxpida, estarán su- 
jetos al derecho común, asi en las tran- 
sacciones y contratos cntrevivos como 
en las sucesiones testamentarias ó abin- 
testato. 

Art. 2. ° — Respecto á los ingenios 
existentes, se continuará procediendo en 
la isla de Cuba con arreglo al acuerdo de 
la junta de autoridades de 17 dejulio de 
1848, y en la de Puerto^Rico, conforme 
á la circular del gobernador capitán ge- 
neral de ella de 10 de noviembre del 
mismo año, hasta que el dia I o de ene- 
ro de 1865, queso señala como último 
término, entren todos los ingenios en el 
f derecho común, según queda prescrito 
para los que se establezcan de nuevo en 
el artículo precedente. 

Art. 3. °--El acuerdo de la junta de 
autoridades de la isla de Cuba y la cir- 
cular del gobierno de la de Puerto-Rico 
que quedan en su fuerza y vigor respec- 
to á los ingenios que existen en la actua- 
lidad hasta el dia 1. ° de enero de 1865, 
en que concluye enteramente el privile- 
gio, se entenderán adicionados mientras 
rijan, con la disposición siguiente: 

Los contratos de refacción que se ce- 
lebren, .serán formalizados pot escritura 
pública, á continuación de la cual, con- 
cluido que sea el alzamiento, se pondrá 
la oportuna nota de cancelación, si el 
crédito estuviese satisfecho; y en caso de 
no estarlo, se estampará la liquidación 
de la suma que quede en descubierto, sin 
cuyos requisitos el refaccionista no po- 
drá ejercitar la acción privilegiada que 
le concede el derecho. 

En su consecuencia la tarisma liqtiida- 
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cion ae practicará anualmente en las 
cuentas de los que administren, esta.clase 
de fincas, cualquiera que sea la causa de 
que proceda la administración. 

Árt. 4.° * — Quedan derogadas las 
leyes 4. 03 y 5. 03 , título 14, lib. 2. ° (1) 
de la Recopilación de Indias en cuanto 
se oponga a las presentes disposiciones. 

Dado en Palacio á 2 de abril de 1852. 
—Está rubricado de la real ulano. — El 
Presidente del Consejo de Ministros, 
Juan Bravo Murillo. — Y para <jue lo 
contenido en Mi real , decreto » inserto 
tenga puhtüaf cumplimiento, he resuelto 
expedir la presente Mi real cédula, por 
la cual os encargo y mando que la guar- 
déis y cumpláis, y hagais guardar y cum- 
plir, á cuyo efecto dispondréis que se pu- 
blique y circule á quien corresponda, 
que así conviene al mejor servicio pú- 
blico y es Mi real voluntad. Dado en 
Aranjuez á 11 de abril de 1852. — Yola 
Reina.-El Presidente del Consejo de Mi- 
nistros, Juan Bravo Murillo. — Jaime 
Maña de Salas. — Conde de Velle. 

Si fué en los últimos tiempos el privi- 
legio de los ingenios una rémora del cré- 
dito, justo es confesar que hoy lo es el 
privilegio de los refaccionistas en la in- 
forme legislación hipotecaria del pais. 
En vano la real cédula citada ha dispues- 
to que la liquidación se practique anual- 
mente; en vano se manda que sea necesa- 
rio que preceda una escritura: los he- 
chos, mas poderosos que el derecho, se 


(1) Debe leerse lib. V, y en lo demás está 
conforme. 
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presentan en la práctica de una manera 
que exijo una medida mas eficaz.— Con 
el nombre de. impemlíarios se presentan 
acreedores que no se han arreglado á la 
real cédula, y muy amenudo obtienen 
todos los derechos de ios Tefaccionistas, 
por mas que séá imposible la calificación 
de tales. — El desembarazo con que debe 
existir el crédito, hace indispensable que 
esta, como todas las hipotecas legales y 
tácitas se restrillan á su¡últinaác3tpreskjto, 
porque el interes general lo demanda 

imperiosamente. — A. Bachiller . 

/ , 

AZUCAR 1L ANCO. — El que ocupa le 

f iarte superior de la horma en que se co- 
oca para que se petrifique, purgando ó 
destilando la miel. Tiene el color mas 
claro que el resto del pan, porque por 
este pasa toda la materia colorante que 
aquel destila. 

AZOCAR DE COCORÜCHO. — El que sa- 
le del fondo de la horma, ó sea de la 
punta del cono que aquella figura: es el 
mas oscuro de todo el pan. 

AZUCAR HASCA1AD0 — El que no se 

pone en hormas cónicas con barro para 
que se blanquee. Este no se acostumbra 
á envasar en cajas cuadrilongas como el 
de las otras tres clases sino en toneles casi 
tan largos como anchos, llamados bo- 
coyes. 

AZUCAR QUEBRADO. — El que ocupa 
la parte media de la horma entre el blan 
co y el mascabado. 
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116 2. 08 51 solitó solicitó 

126 L* 4 hacien hacienda 

X28 id. 25 todos * todas 

132 id. 3 ALBABALAS ALCABALA 

137 2 impuestos impuesto 

144 1. 08 52 egecutoarse egecutarse 

158 28 Iedm Idem 

J5t 1. 88 7 JRISDICCIONES JURISDICCIONES. 

160 2* 46 intruidas instruidas 

164 1. * 52 distribuy distribuye 

165 2. 88 1 lo los 
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PAGINA. 
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linea. 

~ DICE. 

168 

1. 03 

3 y 4 

suelpo 

183 

id. 

50 y 51 

embargadosse 

id. 

2* 

1 

teccero 

184 


51 

Agosto 

id. 

id. 

53 

cantidad por el segundo 

186 

2. * 

5 y 6 

mayormo 

194 

I. 53 

48 

cargo en el importe 

id. 

2. * 

53 

ajecucion 

196 

Id. 

52 y 53 

paará 

199 

id. 

7 y 8 

prepietarios 

200 

1. * 

27 

retomantes 

id. 

id. 

27 

empadronada, 

213 

2. 03 

12 

resutado 

215 

1. 05 

31 

relitivas 

217 

1 y 2 

59 y 60 

Trinidad. Baracoa 

id. 

2. 03 

56 

Total, 13 ayuntamientos...... 

230 

ii. 

38 

vijente mayor 

id. 

id. 

39 y 40 

[de 4 á 6 meses].., 

id. 

2. * 

17 

sin en la Península, (Art. 
395] con prisión que 

238 

1. 53 

4 y 5 

divorcion 

239 

id. 

51 

haciéndolas 

240 

id. 

9 

bastantes 

244 

1. * 

lOy 11 

C uperintendencia 

id. 

id. 

34 y 35 

Pasados 

245 

id. 

20 

é lo que 

250 

id. 

9 

clarridad 

251 

2. 03 

47 

ultamarinas 

256 

1.* 

15 

sus respectivos 

257 

id. 

19 

su subdito 

267 

2. 03 

15 

los cultivos 

id. 

id. 

15y 16 

sin él, 

id. 

id. 

36 

tierrenos 

274 

1,* 

24 

medicina 

280 

id. 

19 

los á 

282 

I, 03 

4 

correspondiente 

287 

id, 

51 

Juena 

290 

id, 

33 y 34 

meditada sobre 

315 

2 ,cs 

6 

rábaja *. 

340 

a a 

12 

par *, 

349 

6 

acasiona 

351 

id, 

55 

de30s * 

356 

i,« 

20 

prohibía á aquellos 

id. 

2, 63 

21 

que todos los pleitos • 

363 

id, 

23 

semejantos 

370 

i,* 

42 

aderaos 

372 

id, 

10 

inpiden 

376 

2, a 

51 

En Junio 

394 

id, 

25 

toda la resolución 

396 

id, 

40 

baun 

397 

id. 

46 

pleno 

400 

1. * 

49 

al juez 

id. 

id. 

54 

impida 

415 

id. 

38 

En las 

417 

2. 03 

54 y 55 

én los dos 

420 

1. 05 

45 

que la interonso 

434 

2 . os 

34 y 35 

procederse - 


LEASE. 

saeldo. 

embargados se 

tercero 

Julio 

cantidad los derechos del se- 
gundo 

mayordomo 

cargo el importe 

ejecución 

pasará 

propietarios 

reclamantes 

empadronadas 

resultado 

relativas 

Trinidad. Villa-Clara. Bara- 
coa 

Total, 14 ayuntamientos 

vijente en la Península, (art. 
495) con prisión mayor.... 

[de 4 á 6 años ) 

sin que 

divorcio 

haciéndolos 

bastante 

Superintendencia 

Pasado 

ó lo que 

claridad 

ultramarinas 

de sus respectivos 

un súbdito 

lo cultivado 

sin cultivo 

terrenos 

medicina 

á los 

correspondientes 

Juana 

meditada discusión sobre 

rebaja 

por 

ocasiona 

pesos 

prohibían á los 

que los pleitos 

semejantes 

además 

impide 

En 8 de Junio 

toda Tesolucion 

bajo un 

plano 

el juez 

impidan 

En los 

de los dos 

que lo interpuso 

procederé..- 
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PAGINA, 


COLUMNA. LINEA, 


DICE. 


LEASE, 


436 

1.* 

42 y 43 

id. 

2. * 

16 

480 

id. 

27 

468 

•id. 

21 y 22 

472 

id. 

27 y 38 

485 


20 

487 

id. 

19 

491 

2 * 

26 

492 

1> 

18 

494 

id. 

14 

495. 

id. 

5y 6 

499 

id. 

• 43 

504 

id. 

14 

506 . 

2. * 

11 yl2 

510 

id. 

24 

513 

id. 

22 

515 

id. 

3 

id. 

id. 

33 

. 531 

id. 

8 

534 

id. 

32 

535 

1 . 08 

15 y 16 

548 

id/ 

43 y 44 

571 

id. 

45 y 46 

575 

• id. • 

51 

578 

. fd. 

51 

580 

2.* 

47 

581 

1 . 08 

22 y 23 

£83 

2. 08 

6 

584 

id. 

9y 10 

590 

1 . * 

49 

600 

2. °l 

31 

645 

1 . * 

16 

657 

id. 

9 

660 

id. 

55 

693 

id. 

4 y 5 

709 

id. 

43 

710 

.id. 

4 y 5 

715 

2. 08 

12 

. 718 

L 08 

15 

723 

id. 

9 

739 

2. 08 

11 

id. 

id. 

34 

748 

1 . 03 

18 

749 

id. 

22 

751 

id. 

22 

767 

1.* 

11 

768 

id. 

54 

776 

2. * 

29 

778 

id. 

*16 

779 

id. 

20 

780 

id. 

15 

784 

id. 

28 

786 

1 . * 

9 

794 

id. 

15 

798 ’ 

2. * 

30 

818 

id. 

42 

821 

1 . * . 

2 

id. 

id. * 

55 

826 

2. * 

33 


conssutóndo 

cualquiera vista 

txeto 

encomiadas 

interpuesta 

P° v— 

peruenece 

somo 

sera. .... 

hava ; 

evacuacuado 

adonde 

S 23 de Enero de 1855]... 

¡ue la no pueda 

eqíregara.% 

Ida 

pue • 

embargarle ; 

los 

‘adminis- : 

quiero 

pa presentar 

resoucion..' 

atamos *. 

presentando * 

presente 

posible ay na, 

seber 

Autorizábalo ciertamente 

14 de del contato 

sumplida — 

glazo .* 

Diciembre de de 1857 

someteá 

dededicarse ...% 

les .* 

importe *. 

debain . 

odas 

nllna .. 

también 

pue : 

venite, dias 

1353 

lripondiun 

reglamento 

litigances 

propesito 

prudendantes 

fije 

tolos 

contraedas 

Ampilacion......... 

estimulado...; 

especiales 

su velándose 

convertido en arte 

disminuve 

futuros 


consultando 

cualquiera la vista 

texto m 

enoomiendas 

interpuesto 

por 

pertenece 

como 

será 

haya 

evacuada... 

á donde 

(dé 30 de Enera de 1855)... 

porque no la pueda.. % 

entregará 

las 

que * 

embargarle 

las ' 

administrador 

quiere - 

para presentar — 

resolución 

anotamos 

presentado 

presentes 

ay na posible 

saber 

Autorizábalo en cierta manera 

14 del contrato 

cumplido 

plazo 

Diciembre de 1857 

somete á 

dedicarse 

los 

importante 

debían 

todas 

última 

también...* 

que 

veinte dias, 

1853 

tripón dium 

artículo 

litigantes...., 

propósito 

prudentes 

fije 

todos 

contraidas 

Ampliación 

estimulado 

especiales 

nivelándose 

conveotida en arte 

disminuye 

futuras 
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This book should be returned to 
the Library on or before the last date 
stamped below. 

A fine of five cents a day is incurred 
by retaining it beyond the specified 
time. 

Please return promptly. 







